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DERECHO  PEML. 

mm  BE  m  coirntírio  íi  oonso  knil 

Artículo  1.** 

Es  deKto  ó  falta  toda  acción  ú  omisión  volantaria  penada  por  la  ley. 

Las  acciones  ú  omisiones  penadas  por  la  ley  se  reputan  siempre  Yotun- 
.  tarias»  á  no  ser  que  conste  lo  contrarío. 

El  que  ejecutase  voluntariamente  el  hecho ,  será  responsable  de  él  é 
incurrirá  en  h  pena  que  la  ley  seSale,  aunque  el  mal  recaiga  sobre  perso- 
na distinta  de  aquella  á  quien  se  proponía  ofender. 

El  objeto  de  este  articulo  es  la  determinación  de  la  materia  pe- 
nal. En  los  tres  párrafos  de  que  consta»  si  bien  hay  tres  ideas,  todas 
se  encaminan  á  este  fío. 

En  el  primero  se  define  el  delito  y  la  falta,  ó  lo  que  es  lo  mis* 
mo,  se  describen  las  condiciones  genéricas  de  las  acciones  puni- 
bles. En  el  segundó  se  fija  el  criterio  legal  de  la  imputabilidad  de 
los  actos  humanos  por  medio  de  una  presunción  de  derecho,  que 
determina  una  regla  de  aplicación,  íntimamente  relacionada  con  la 
doctrina  que  la  definición  contiene.  En  el  tercero,  por  último,  se 
declaran  comprendidos  dentro  del  círculo  de  esa  propia  definición» 
y  por  tanto  verdaderos  hechos  punibles,  una  serié  de  actos  que,  con 
arreglo  á  su  tenor  literal,  pudiera  creerse  que  no  lo  estaban ,  ni  lo 
eran. 

Por  su  orden  y  con  separación  hablemos  de  cada  uno  de  ellos. 

I. 

Definición  del  delito  y  déla  (alta. — Si  toda  acción  ú  omisión  vo- 
luntaría penada  por  la  ley  es  delito  ó  es  falta,  la  primera  y  mas 
natural  consecuencia  que  de  esta  definición  se  desprende  es  que  la 
juaturaleza  de  ambos  es  una  misma,  y  por  tanto  que  lo  que  en  tér-» 
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minos  generales  de  aquel  se  diga  ó  pueda  decirse  debe  teoerse  po 
dicho  ó  puede  propiamente  decirse  de  esta  otra  también,  mientras  do 
haya  en  la  ley  cosa  en  contrario.  Por  nuestra  parte,  al  menos,  siem- 
pre que  en  el  presente  comentario  escribamos  la  palabra  delito  lo 
que  acerca  de  él  aGrmemos  ó  neguemos  es  nuestro  ánimo  que  se 
tenga  por  afirmado  ó  negado  respecto  de  la  falta.  Cuando  así  no  de- 
ba ser,  lo  advertiremos  espresamente. 

Definir  el  delito  no  es  otra  cosa,  que  enunciar  una  fórmula  sin- 
tética, dentro  de  cuyos  caracteres  genéricos,  encagen  con  propiedad 
todos  los  caracteres  especiales  de  los  diferentes  hechos  punibles. 
En  este  punto  dos  métodos  pueden  adoptarse.  Dejar  á  la  ciencia ,  á 
los  jurisconsultos  y  á  los  Tribunales,  que  con  la  polémica  y  el  trans- 
curso del  tiempo  fijen  el  sentido  jurídico  de  la  palabra  deUte,  ó  de- 
finirla el  legislador  dogmáticamente.  Esto  último  es  lo  que  ha  he- 
cho nuestro  Código.  Lo  contrario  precisamente  hicieron  las  legis- 
laciones antiguas. 

En  Roma, — inútil  es  remontamos  á  mayor  antigüedad,— bien 
fuese  porque  el  derecho  penal  distara  mucho  de  llegar  al  grado  de 
adelantamiento  que  alcanzó  el  civil,  bien  porque  la  palabra ,  toma- 
da en  el  sentido  directo  del  idioma  espresára  propiamente  la  idea 
jurídica  que  de  la  cosa  tenian,  bien  porque  juzgaran  peligroso  de- 
finirlas, enemigos  como  eran,  generalmente  hablando,  de  las  de- 
finiciones jurídicas  (1) ,  nunca  los  legisladores  ni  los  jurisconsul- 
tos creyeron  necesario  descender  á  dar  de  ella  una  esplicacion 
técnica  y  legal.  Ni  aun  siquiera  se  sirvieron  siempre  de  una 
misma  espresion  para  enunciar  la  idea,  sino  que  dijeron:  crimen, 
delictum^  mafe/tctum,  seelus ,  facinus  (2)  y  también  en  ciertos  ca- 
sos injuria.  Esta  última  voz,  que  en  la  nomenclatura  de  las  leyes 
Tomanas  tenia  dos  acepciones,  una  general  y  otra  especial,  toma- 
da en  su  acepción  general,  es  quizás  la  que  mejor  corresponde  á  la 
definición  que  algunos  escritores  modernos  han  dado  del  delito,  se- 
gún los  cuales  merece  este  nombre,  en  su  sentido  mas  lato,  toda 
especie  de  violación  de  ley  (3).  Las  demás  no  tenian  una  signi- 


i 


i 


Ley  202,  Ut.  H,  lib.  SO  del  Digesto. 


Lej  i  8,  tit.  18.  lib.  48  del  Digesto. 
{i)  Injuria  ex  eo  dicta  est,  quod  non  jure  fiat:  omne  ením  qood  dod 
jure  fít,  injuria  fierí  dicitur.  Hoc  generaliter.  Ley  4.^,  tít.  X,  Un.  XLVIÍ 
del  Digesto.— Injuriara  autem  bic,  accipere  nos  oportet,  non  quaemad- 
roodum  circa  injuríarum  acctonem  contumeliam  quamdam ,  sed  quod 
nmjnre  facHtin  e*í,  hoc  est  contra  jus.  Ley  5.*,  p.  { ,  tít. !!,  lib,  IX,  Dig. 
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ficacíon  propia  y  esclusiya,  paes  si  bien  hay  quien  (i)  ha  creído  ver 
^ntre  ellas  alguna  distinción  ^  aunque  no  absoluta  y  constante » in« 
clinándose  á  qué  delito  era  de  ordinario  en  los  Códigos  romanos 
una espresion  general  con  que  se  signiGcaba  (odo  hecho  punible; 
que  maleGcío  significaba  los  delitos  contra  el  interés  privado,  y  cri- 
men los  que  decian  relación  al  interés ,  al  orden,  á  las  acciones  y 
juicios  públicos;  no  ajustan  bien  con  esta  opinión  varios  textos  le* 
gales,  en  que  encontramos  usadas  las  palabras  crimen,  hablando 
del  delito  en  general,  del  público  y  del  privado;  y  delictum,  maUfi- 
elwm,  seelus ,  haciendo  relación  al  delito  en  general  y  á  los  priva^ 
dos  (2). 

(i)    Pacheco:  Código  penal,  concordado  y  comentado. 

(2)  Las  palabras  crimen  y  delictum  no  eran  propiamente  sinónimas 
«n  el  derecho  romano.  Así  narece  inferirse  de  dos  textos.  El  primero  es 
de  Uipiano  (ley  5.^,  par.  2."^ del  tít.  19  del  lib.  48  del  Digesto):  en  él  se 
consigna  el  principio  de  que  un  ausente  no  puede  ser  condenado  por  nin- 
gún crimen  {absenten  in  criminibus  damnari  non  deberé) .  ni  ninguno 
por  sospechas,  á  nó  ser  los  contumaces,  contra  los  cuales  poaia  proceder- 
se  en  su  ausencia,  según  el  uso  de  los  juicios  privados  {sectmdum  morem 
privatorum  judidorum),  se  añade  que  al  acusador  ausente  se  imponían 
á  veces  mayores  penas  que  las  del  Senado  consulto  Turpílliano ,  y  des- 
pués se  leen  las  siguiente  palabras :  arefert  et  in  majoribus  delictis  con- 
salto aliquid  admittatur^  an  casu.  Et  sané  in  ómnibus  criminibus  dístínc- 
ti;  b»c  psnam  aut  justam  elígere  debet,  aut  temperamentum  admitie- 
re.» El  segundo  (fragmento  131 .  §.  l.^ Deverborum  significatione)  después 
de  establecer  la  diferencia  que  nay  entre  la  multa  y  la  pena  corporal^  ter- 
mina asi:  «Magistratus  solos  et  praesides  provinciarum  posse  multam  dice- 
re,  mandatis  pe^rmíssum  est,  posnam  autem  unusquisque  irrogare  potest, 
cui  hujus  criminis  sive  delicti  exsecutio  competit.»  En  buenos  principios 
de  hermenéutica  legal,  no  oibe  otra  cosa  sino  decir^gue  en  estos  dos  tex- 
tos las  voces  crimen  y  de/ito  tienen  signiücacion  distinta.  A  no  ser  así^  hu- 
hiérase  limitado  el  primero  á  consignar  la  regla  general  de  que  en  todos 
los  delitos  habia  de  hacerse,  al  aplicar  la  pena,  la  distinción  de  sí  habían 
sido  cometidos  con  intención  ó  sin  ella;  y  el  segundo  á  estatuir  que  la  pena 
corporal  solo  pudiera  imponerla  aquel  a  quien  correspondiera  el  conoci- 
miento del  delito.  Pero  no  habiéndose  sucedido  esto;  no  habiéndose  creído 
Sor  sí  solo  bastante,  y  habiendo  añadido,  en  sustancia,  que  lo  mismo  que 
e  los  delitos  se  decía  era  aplicable  á  los  crimenes,  no  hay  nada  mas  sino 
reconocer  que  en  el  primer  precepto  no  estaba  comprendido  el  segundo, 
7  por  tanto  que  las  palabras  oelito  y  crimen  tenían  una  distinta  sígníñca- 
don,  ó  al  menos  la  tienen  en  estos  fragmentos  legales. 

En  Roma^  la  clasiflcacion  legal  de  los  delitos  era:  delitos  .públicos  y 
privados,  capitales  y  no  capitales,  que  se  castigaban  con  penas  ordinarias 
o  estraordinarias.  Desde  el  momento  en  que  aparece  que  los  legisladores  y 
los  iurisconsultos  usaban  diferentes  voces  (crimen,  delictum,  maleGciunn 
scefus,  facinus),  para  designarlos  hechos  punibles,  nace  en  nuestro  áni- 
mo la  justa  sospecha  de  si  alguna  de  estas  voces  correspondería  en  el  len- 
guaje y  tecnicismo  jurídico  a  alguno  de  los  miembros  de  aquella  da síü- 
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También  nuestro  primer  Código  nacional ,  el  Faero  Juzgo»  deji^ 
sin  definir  ni  esplicar  ¡as  palabras  crimen  y  seelm^  de  que  usó  para. 

cacion.  Para  averiguar  lo  que  en  esto  pudiera  haber  de  cierto  hemos  he- 
<ho  numerosas  investigaciones  en  el  cuerpo  del  derecho  romano.  Hé  aqui 
su  resultado: 

Siempre  que  se  habla  de  una  manera  concreta  de  un  delito  publico^ 
así  en  la  Instítuta  como  en  el  Digesto  y  el  Código,  se  usa  la  palabra  cri- 
^nen^  nunca  la  de  delito,  Al  menos  nosotros  no  hemos  encontrado  caso  en 
cont^río.  No  es^  sin  embargo,  como  pudiera  creerse  á  primera  vista,  la 
Toz  crimen  una  voz  con  que  solo  se  designaban  los  delitos  públicos :  cri- 
men digeron  también  los  romanos  cuando  hablaron  del  cfelito  en  gene- 
ral, y  crimen  cuando  hablaron  del  delito  privado. 

Textos  que  prueban  lo  primero,  esto  es,  que  la  palabra  crimen  se  en— 
cuentra  usada  en  Iqs  leyes ,  tratándose  del  delito  en  general. — ((De  ex- 
traordinaris  criminíbus.))  (Rúbrica  del  tít.  4  i  del  Hb.  47  del  Digesto).— «In 
criminibus  eruendís  c|uaestio  adhiberí  solet.»  (Ley  i.*,  tít.  )8,  lib.  48  del 
Digesto).— c(Non  omnia  judicia,  in  quibus  crimen  vertitur  et  publica  sunt: 
sed  ea  tamtum,  quse  ex  fegibus  judíciorum  publicorum  veniunt.»  (Ley  1.% 
tit.  1.^  del  lib.  48  del  Digesto). — alnfamem  non  ex  omni  crimine  sententi» 
facit ,  sed  ex  eo,  quod  judícií  publici  causam  habuit.  Itaque  ex  eo  cHmtne, 
quod  íudicii  publici  non  fuit ,  damnatum  infamia  non  seipietur.»  (Ley  7.*, 
iit.  4 },  libro  48  del  Dígesto). — aln  criminibus  quidem  statis  suffinagíb  mi- 
nores non  juvantur.»  (Ley  1.*,  tít.  35  del  libro  2.®  del  Código.) 

Textos  que  prueban  lo  se^ndo,  esto  es,  que  la  palabra  crimen  se  apb- 
caba  también  á  los  delitos  privados:  citaremos  solo  los  mas  terminantes. 
— Crimen  expilatce  herceditatis  (rúbrica  y  leyes  del  tít.  32  del  lib.  O.'  del 
Código,  leyes  4.^  y  5.^  del  tít.  i 9  del  lib.  47  del  Digesto),  llaman  diferen- 
tes textos  al  delito  que  cometía  el  que  sustraía  las  cosas  de  la  herencia^ 
y  crimen  también  al  delito  de  estelionato  ( rúbrica  del  tít.  34  del  lib.  9.* 
del  Código,  y  leyes  3.*  y  4.',  tít.  20  del  lib.  47  del  Digesto),  y  sin  embar- 
co ,  es  incuestionable  que  ambos  delitos  pertenecian  á  la  clase  de  privados 
(stellionatus  vel  expillataB  heroditatis  judicia  acusationem  quidem  habent, 
sed  non  sunt  publica,  ley  3.*,  tít.  H ,  lib.  47  del  Digesto).— Generaliter 
placet,  in  legibus  publicorum  judiciorum  vel  pncaforum  cnmtnum  qui 
extraordinem  cognoscunt  praefecti  vel,praesídes,  ut  iis,  qni  poenam  pecunia- 
riam  egentes  eludunt ,  coercitionem  extraordinariam  inducant  ( §.  3.**» 
ley  1.*,  tít.  19,  del  lib.  48  del  Digesto).— Abigeatus  crimen  publici  judicii 
non  est.  (ley  2.*,  tít.  14  del  lib.  47  del  Digesto.) 

La  palabra  delito^  en  la  nomenclatura  de  las  leyes  romanas,  se  en- 
cuentra usada  indistintamente  para  hablar  del  delito  en  general,  ó  de  los 
delitos  privados  en  particular.  La  sola  rúbrica  del  tít.  i.**  del  lio.  47  def 
Digesto,  De  privatis  delictis,  demuestra  lo  primero,  y  lo  segundo  la  lectu- 
ra de  las  leyes  que  en  dicho  título  se  encuentra,  y  de  las  muchas  que  exis- 
ten en  el  cuerpo  del  derecho  romano ,  relativas  á  las  diferentes  especies 
de  delitos  privados. 

Las  palabras  maleficíum  y  scelus  también  tenian  la  misma  doble  acep- 
ción. Unas  veces  designaban  el  delito  en  un  sentido  genérico— In  maleficiis 
\oIunlas  espetatur,  non  exitus  (ley  14,  tít.  8.**,  lib.  48  del  Digesto).— Si 
ob  maleficium,  ne  fíat,  promissunt  sít,  nulla  est  obligatio ex  hac conven- 
tione  (§.  3.®,  ley  7.*,  tít.  14,  lib.  2.<*  del  Digesto).— Si  servi  quasi  sceleris 
partícipes  in  se  torqueantur,  deque  domino  aliquíd  fuerínt  confessi  apud 
judicem,  prout  causa  exegerit,  ita  pronunciare  eum  deberé,  divus  TrajA^ 
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significar  el  delito,  (1)  y  lo  mismo  hicieron  el  Fuero  Viejo  de  Casti- 
lla, y  el  Fuero  Real,  con  las  voces  malfetría  (2)  y  pecado  (3)  deque 
respectivaoiente  se  sirvieron  para  designarlo.  Otra  cosa  era  de  es- 
perar de  la  monumental  obra  de  las  Partidas ,  libro  do  menos  di- 
dáctico que  legal,  en  él,  mejor  que  en  cualquiera  otro,  estaba  el  de^ 
finir  lo  que  el  legislador  entendia  por  delito,  y  en  tal  concepto  cas- 
tigaba. Ño  existe,  sin  embargo,  en  sus  páginas  esa  definición.  El  si- 
lencio, que,  como  acabamos  de  ver,  guarda  su  modelo ,  el  Derecho 
romano,  acerca  de  este  punto,  esplica,  pero  no  es  bastante  á  escu- 
sar,  el  del  rey  Sabio,  tan  dado  á  definir  las  cosas,  aun  aquellas  que 
no  tienen  íntima  relación  con  la  materia  jurídi^.  Con  todo,  ya  que 
BO  una  definición ,  algo  que  se  le  acerca ,  ó  por  mejor  decir ,  ele' 
mentes  para  Tormaria,  encontramos  en  el  proemio  de  la  7.^  Partida. 
AHÍ  leemos  cque  olvidanza  y  atrevimiento  son  dos  cosas  que  facen 
á  los  omes  errar  mucho.....  que  tales  fechos  como  estos,  que  se  fa- 
cen con  soberbia,  deben  ser  escarmentados  crudamente que  los 

malos  fechos  se  facen  á  placer  de  la  una  parte  é  á  daño  é  á  des  • 

honra  de  la  otra y  que  son  conlra  los  mandamientos  de  Dios, 

é  contra  buenas  costumbres,  é  contra  los  establecimientos  de  las  le- 
yes de  los  fueros  é  derechos >  De  modo  es,  que  un  acto  de  so- 
berbia, ejecutado  con  voluntad  {á  placer  de  ta  una  parte)  en  daño 
de  una  persona,  contra  lo  preceptuado  por  la  Religión ,  la  moral  y 
las  leyes,  tal  es  la  idea  que  del  delito  los  autores  de  aquel  Código 
se  formaron,  y  tal  hubiera  sido  poco  mas  ó  menos  la  definición  que 
de  él  hubieran  dado,  si  acerca  de  este  punto  hubieran  sido  interro- 
gados. Elogiemos  con  este  motivo  una  vez  mas  la  primera  obra  legal 

nus  rescripsit  (§.  i9,  ley  1.%  tít.  i8,  lib.  48  de!  Dige^to).— Ne  alieno 
scelere  ditentur  (ley  4.*,  lít.  17,  lib.  4."  del  Código).— Y  otras  veces  ha- 
cían referencia  al  delito  privado.  Sí  Gllus  familias  legatíonis,  vei  studíorum 
gratia  habérit,  etvelfurtum,  vel  damoum  injuria  passus  sít,  posse  eum 
ulili  judicio  agere,  ne,  dum  pater  expectatur,  impunita  sint  maleficia,  quia 
]Ater  venturus  non  est,  ve),  dum  venit,  se  subtrahit  is  qui  noxam  commis- 
sil  (§.  l.«,  ley  18,  tít.  i.°  del  lib.  5.*»  del  Digesto).— Sollicitatores  alíena- 
lum  Duptiarum,  iteraque  matrimoniorum  interpelíatores,  et  si  eflectu  sce- 
lerís  potirí  non  possunt,  propter  voluntatern  pernitioss  libidinís  extra  or- 
dinem  puniuntur  (lev  i.%  tít.  i  i  del  lib.  47  aol  Digesto). 

(4)  En  el  Fuero  Juzgo  traducido  no  se  encuentra  la  palabra  delito;  la 
que  en  su  lugar  se  usa  es  la  de pecadoi  ley  2.*  y  6.**  del  tít.  5.** ,  del  lib. 
3.°;  ley  2.»  del  tít.  2.",  del  lib.  6.*»;  ley  7.'»  del  tíLa.** ,  y  42,  45,  46, 47  y 
48  del  tit.  5."  del  mismo  libro. 

(2)  Ley  2.%  tít.  4  ^  lib.  4.^  y  5/^  lít.  4.^  del  lib.  2." 

(3)  Ley  3.* ,  tít.  7.^,  y  ley  2.",  tít.  9  lib.  4.* 

TOMO  XXVL  S 
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de  la  edad  media;  la  filosofía  y  la  cieacia,  que  con  tanto  afán  han 
buscado  en  nuestros  días  la  naturaleza  racional  del  delito,  han  acá- 
hado  por  reconocer  en  ella  la  coexistencia  de  los  mismos  elementos 
CAm  que  lo  encontramos  descrito  en  la  ley  que  acabamos  de  rC' 
cx)rdar. 

Tal  como  es  la  descripción  de  las  Partidas ,  inútil  es  buscar  na- 
da mejor  hasta  nuestros  dias.  La  enunciación  por  sí  sola  de  las  con- 
diciones genéricas  del  delito,  supone  el  predominio  de  un  pensa- 
miento científico,  el  imperio  de  un  sistema,  un  progreso  no  peque- 
no  en  el  derecho  penal.  T  desgraciadamente  en  la  época  á  que 
aludimos,  así  en  España  como  en  los  países  estranjeros,  habia,  sí, 
muchas  leyes  penales,  pero  aisladas ,  casuísticas  ,  sin  correlación 
entre  sí;  leyes  que  pudieron  ser  y  fueron  mas  tarde  en  la  mayor 
parte  de  los  pueblos  coleccionadas,  pel'o  que  no  por  serlo  llegaron  á 
constituir  un  cuerpo  de  doctrina.  No  se  comprendía  entonces,  es- 
taba muy  lejos  de  comprenderse,  toda  la  importancia  que  hoy  alcan- 
za esta  materia,  ni  meaos  se  hacia  sentir  el  gran  interés  político  y 
social  que  nos  lleva  á  estudiar  eada  dia  con  mas  afán  la  naturale- 
za del  delito  en  sí  y  las  condiciones  necesarias  de  su  existencia. 
Viendo  solo  en  los  criminales  seres  degradados,  merecedores  de  los 
mayores  castigos;  desconocidos  los  derechos  primordiales  del  hom- 
bre por  ser  hombre;  no  contenida  la  fuerza  del  poder  público  por 
nioguQ  género  de  trabas ;  ni  limitada  la  acción  de  los  Gobiernos 
por  nioguna  institución  de  garantía,  nadie  se  inquietaba  por  sena* 
lar  límites  á  la  Ley  penal,  nadie  procuraba  poner  en  armonía  las 
penas  con  los  delitos,  ni  las  leyes  con  la  conciencia. 

Fué  necesario  el  trascurso  de  muchos  años  y  el  predominio  de 
una  verdadera  filosofía  para  llegar  á  tanto:  fué  preciso  una  gran 
revolución  científica,  revolución  iniciada  en  el  pasado  siglo  y  toda- 
vía no  concluida,  cuyos  autores  se  llaman  Montesquieu,  Becaria, 
Romagnosi,  Bentham  y  Rossi. 

Al  contrario,  cuando  la  nueva  idea  se  abrió  camino  en  el  mun- 
do de  los  hechos,  y  sujetó  al  imperio  délos  principios  á  pueblos  y  le- 
gisladores, convirtiendo  en  uu  todo  armónico  el  derecho  penal,  an* 
tes  incoherente,  nada  mas  natural  que  el  que  apareciese  en  la  ley 
definido  el  delito,  toda  vez  que  el  examen  de  su  naturaleza  intrín* 
seca  y  la  determinación  de  sus  caracteres  generales  habia  sido  una 
de  las  materias  predilectas  de  polémica,  en  la  evolución  científica 
de  que  los  códigos  modernos  son  consecuencia. 
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«Es  crimen,  dijo  eotoDces  el  Código  rraucés,  la  iüfraccion  que 
las  leyes  castigan  cod  penas  aflictivas  ó  inramantes.  Es  delito,  la  lo- 
fracción  qae  las  leyes  castigan  con  penas  correccionales.  Es  con- 
trayencion,  la  infracción  que  las  leyes  castigan  con  penas  de  poli- 
cía.»—«Son  delitos,  dijo  el  austríaco,  las  acciones  ú  omisiones  con- 
trarias á  la  ley  que  tienen  por  objeto  turbar  la  segundad  pública,  y 
que  por  consecuencia  de  la  gravedad  de  la  ofensa  ó  de  sus  circunstan- 
cias están  sometidas  á  una  instrucción  cHminal.  Son  graves  iufrac« 
clones  de  policía  las  acciones  ú  omisiones  que  tienen  el  mismo  lio, 
pero  que  por  la  naturaleza  de  la  contravención,  por  la  cualidad  de 
las  personas  ó  por  otras  circunstancias,  no  están  sometidas  á  una 
instrucdon  criminal.  Se  consideran  graves  infracciones  de  policía, 
asi  la  acción  de  lo  que  está  prohibido  por  las  leyes  de  ésta  (aunque 
sea  sin  intención  de  cometer  delito),  como  la  omisión  de  lo  que  man- 
dan las  mismas,  á  fin  de  prevenir  grandes  males  ó  de  obviar  á  gran« 
des  danos.  Se  reputa  también  graves  infracciones  de  policía  los  ac- 
tos contrarios  á  la  moral  pública.»— cEs  delito  ócrímen,  dijoel  bra^ 
sileoo,  toda  acción  ú  omisión  voluntaria  contraria  á  las  leyes  pena- 
les.»—«Comete  delito,  dijo  el  nuestro  de  1822,  el  que  libre  y  volun- 
tariamente y  con  malicia  baceú  omite  lo  que  la  ley  prohibe  ó  man- 
da bajo  alguna  pena.  Comete  culpa  el  que  libremente,  pero  sin  ma- 
licia infringe  la  ley  por  alguna  causa  que  puede  y  debe  evitar. » 

El  casuismo  antiguo  ha  desaparecido  por  completo:  anúncianlo 
desde  luego  los  códigos  modernos  con  sus  primeras  palabras.  Los 
actos  dignos  de  penalidad,  que  antes  aparecian  sin  conexión  ni  ana- 
logia,  sin  proporción ,  ni  sistema,  aquí  y  allí  castigados,  ahora  se 
reúnen,  forman  un  todo,  constituyen  un  género^  cuyas  condiciones 
generales,  cuya  naturaleza  propia  es  el  primer  cuidado  del  legis- 
lador declarar  y  describir. 

¿Cómo  desconocer  la  bondad  de  esta  evolución  jurídica?  Ella 
indica,  por  sí  sola,  que  la  fuerza  ha  muerto  y  la  ciencia  preside  la 
construcción  de  la  ley  penal.  Una  definición  del  delito  ai  frente  de 
un  cuerpo  legal  es  el  anuncio  de  todo  un  sistema  racional;  es  un 
reconocimiento  por  parte  del  poder  público  de  la  limitación  de  sus 
facultades;  es  la  confesión  arrancada  á  sus  labios  por  la  ciencia,  de 
que  no  es  arbitro  de  erigir  su  capricho  en  ley.  Bien  han  he- 
cho los  autores  de  los  códigos  estranjeros  en  comenzar  sus  obras 
por  esa  definición:  bien  han  hecho  los  autores  del  nuestro,  separan* 
dose  de  antiguos  precedentes  patrios,  en  seguir  su  ejemplo. 
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¿Pero  es  igualmente  digno  de  elogio  la  manera  con  que  han  de- 
clarado su  pensamiento?  ¿Es  efectivamente  delito  ó  falta  toda  ac- 
ción ú  omisión  voluntaria  penada  por  la  ley?  Henos  aqai  conducidos 
por  medio  de  esta  lógica  y  sencilla  pregunta  á  la  parte  mas  inte- 
resante, mas  doctrinal  del  presente  comentario.  Responderemos  por 
lo  mismo  á  ella  con  alguna  detención. 

El  delite  puede  ser  considerado  de  dos  modos:  bajo  un  punto  de 
vista  filosófico  y  moral  ó  bajo  un  punto  de  vista  práctico,  como  una 
noción  jurídica  ó  como  un  mal  real,  especie  de  perturbación  social 
'  que  al  poder  piblico  incumbe  prevenir  y  castigar. 

Apresurémonos  á  decirlo:  bajo  el  primero  de  estos  aspectos 
jii  nuestro  Código  ni  ninguno  de  los  estranos  lo  ha  considerado  al 
definirlo.  Y  han  hecho  bien.  Los  códigos  no  formulan  principios  abs- 
tractos, sino  reglas  de  conducta:  mandan,  no  ensenan  ni  discuten; 
presuponen  la  ciencia,  bo  la  esplican:  si  alguna  vez  enuncian  doc- 
trinas generales,  estas  doctrinas,  en  tanto  estarán  en  su  lugar  en 
cuanto  tengan  por  objeto  inmediato  la  buena  inteligencia  y  genui- 
na  aplicación  de  los  preceptos  concretos  que  las  antecedan  ó  subsi- 
gan. No  es  esto  decir  que  el  legislador  no  deba  tomar  en  cuenta 
para  nada  la  índole  moral  y  filosófica  del  delito  al  definirlo.  Todo 
menos  eso:  el  derecho  positivo  es  hijo  de  la  ciencia:  toda  definición 
legal  que  esté  en  contradicción,— no  es  necesario  tanto,— que  no 
ajuste  bien  con  la  naturaleza  é  índole  de  lacosaensíá  que  se  refiere, 
cualquiera  que  sea  el  fin  práctico  á  que  se  dirija,  es,  por  esto  solo, 
funesta  y  puede  asegurarse  que  logrará  escasa  vida.  Lasilefiniciones 
de  las  leyes  no  es  necesario  que  sean  absolutamente  idénticas  á  las 
definiciones  científicas,  pero  es  preciso  que  entre  aquellas  y  estas 
haya  completa  armonía,  verdadera  concentrabilidad.  Atentas  á  al- 
canzar un  fin  social,  enhorabuena  que  las  definiciones  legales  sacrifi- 
quen á  ese  mismo  fin,  si  es  necesario,  el  rigorismo  científico  y  el  tec- 
nicismo jurídico.  Esto  es  escusable  siempre,  digno  de  aplauso  al- 
gunas veces;  pero  lo  que  no  lo  es,  ni  hay  pueblo  que  por  mucho 
tiempo  lo  tolere  es  que  desnaturalicen  las  ideas  abstractas  que  tra- 
tan de  esplicar.  Por  lo  mismo  que  en  la  esfera  de  los  hechos  ante 
ellas  no  hay  mas  remedio  que  bajar  la  cabeza,  como  verdaderas  le- 
yes que  son,  han  de  beber  en  la  fuente  de  la  buena  doctrina  y  sus 
términos  han  de  ser  tan  claros,  que  no  dejen  lugar  á  dadas,  y  las 
pongan  ai  alcance  de  lodos,  para  que  por  iodos  puedan  ser  respeta- 
das y  obedecidas. 
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Empero  si  una  defioicioD,  paramente  racional  del  delito,  no  esr 
propa  de  na  Código,  no  sienta  mal  en  nn  trabajo  de  la  índole  del 
que  traemos  entre  manos,  y  macho  facilita  la  esplicacíon  y  critica 
de  80  definición  legal.  Veamos,  pues,  cpié  es  delito  en  si,  qué  es  el 
delito,  independientemente  de  todo  derecho  constituido ,  antes  d^ 
entrar  i  considerar  todos  y  cada  uno  de  los  términos  que  constitu- 
yen la  definidoD  del  art.  i.^ 

Del  delito  pueden  darse  tantas  definiciones  doctrínales  caantas 
son  las  escuelas  que  discuten  sobre  el  origen  del  derecho  de  casti- 
gar. No  debe  esto  estrenarnos.  Para  demostrar  que  la  sociedad  tie- 
ne y  puede  ejercer  tan  alta  potestad,  cada  una  de  ellas  tiene  nece- 
sidad de  determinar  los  límites  de  ese  derecho  y  las  condiciones  de 
sn  ejercicio,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  dónde  empieza  y  dónde  acaba; 
qué  aecienes  son,  y  cuales  nó«  justificables;  en  una  palabra,  lo  que 
es  y  lo  que  no  puede  ser  delito. 

Pregualad  á  los  que  hacen  descansar  la  legitimidad  de  la  ley 
penal  en  un  pacto  primitivo,  anterior  á  la  sociedad ,  y  luego  ratifi- 
cade  por  las  generaciones  sucesivas,  ó  en  una  delegación  i  favor 
de  la  misma  del  derecho  de  defensa,  que  en  toda  pleoilnd  pertenen- 
cia á  los  individuos  en  el  estado  extra-social ,  ó  en  una  cesión  de 
esos  mismos  derechos  individuales  y  prímitiros,  en  compensación 
de  las  ventajas  que  de  la  sociedad  reportan,  y  no  podrán  menos  de 
responderos  que  es  delito  todo  aclo  que  ataca  á  los  asodadoi  y  hace 
necesaria  su  defema  por  la  sociedad.  Preguntad  ¿  los  que  estiman 
que  la  razón  de  la  justicia  penal  está  en  la  defensa  que  en  virtud 
de  un  derecho  propio,  no  delegado,  corresponde  á  la  sociedad  para 
reprimir  todo  acto  que  lleve  la  perturbación  al  estado  jurídico,  cuya 
conservación  le  está  encomendada,  y  os  dirán  que  es  delito  toda 
aocian  que  interesa  castigar  para  la  conservación  de  la  sociedad. 
Preguntad  á  los  que  hacen  de  la  utilidad  el  criterio  de  todas  nues- 
tras acciones  y  la  base  de  la  justicia  humana,  y  os  contestarán  ne- 
cesariamente que  es  delito  todo  acto  cayo  castigo  interesa  al  mayor 
número.  Preguntad  á  la  escuela  puramente  esfrirítualista,  y  ella 
que  deduce  el  derecho  de  castigar  de  la  idea  absoluta  de  justicia, 
de  esa  necesidad  moral  que  el  hombre  siente  dentro  de  si  propio  de 
aprobar  lo  bueno  y  condenar  lo  malo,  de  remunerar  el  bien  y  de 
hacer  espiar  el  mal,  se  verá  obligada  á  esclamar  que  es  delito  toda 
vidlatíon  de  un  deber ,  todo  acto  contrario  á  la  noción  pura  de  jus^ 
/toa.  Preguntad,  por  último,  á  la  escuela  ecléptica,  popularizada 
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por  Rossi,  Broglié,  Guizot,  Remusal,  Ortolan ,  Pacheco ,  Gómez  de 
la  Seroa  y  tactos  otros  jariscoosultos  cootemporáDeos,  y  haciendo 
surgir  el  derecho  de  castigar  de  la  combiaacioQ  de  una  grao  idea  y 
de  UQ  grao  seotimiento ,  de  la  idea  de  la  justicia  moral  y  del  sea* 
timiento  de  la  utilidad  social »  veréis  cómo  el  ndejor  medio  que  en- 
cuentra para  satisfacer  vuestras  iuterrogacioues  es  el  de  resumÍF 
magistralmente  todo  su  sistema  en  una  definición »  y  deciros  por 
boca  de  uno  de  sus  mas  autorizados  oráculos,  que  es  delito  la  in- 
fracción de  un^deber  para  con  la  sociedad  ó  los  indivldtios,  reque-- 
rible  de  suyo  y  útil  á  la  cotiservacion  del  orden  político ;  de  un  de- 
ber  cuyo  cumplimiento  no  puede  afianzarse  sitio  por  la  sanción  pe^ 
nal,  y  cuya  infracción  puede  ser  estimada  por  la  justicia  humana , 
Lógicas  todas  estas  definiciones  bajo  su  punto  de  vista,  no  son 
aceptables  la  mayor  parte  de  ellas,  porque  no  lo  son  los  sistemas 
de  que  son  una  consecuencia.  Toda  teoría  que  no  tenga  su  raíz  y 
fundamento  en  el  estudio  de  la  doble  naturaleza  racional  y  social 
del  hombre;  que  no  construya  &u  doctrina  deduciéndola  derecha- 
mente de  UQ  principio  inmutable ;  que  no  descienda  'á  buscar  allá^ 
en  lo  mas  íntimo  de  la  conciencia,  cuna  de  todo  derecho  humano,, 
la  noción  primaria  de  ese  principio,  y  que  no  haga  de  ella  el  orí- 
gen  de  su  vida,  la  razón  de  su  derecho,  la  condición  de  su  legiti- 
midad, es  impotente  para  dominar,  ni  la  inteligencia  de  los  sabios 
ni  la  razón  de  ios  Gobiernos,  ni  la  voluntad  de  los  pueblos.  Ni  el 
pacto  social ,  doctrina  de  que  hizo  un  dogma  popular  Rousseau  en 
el  pasado  siglo,  ni  el  sistema  de  la  utilidad,  que  ayer  llenaba  nues- 
tras escuelas,  y  cuyos  efectos  son  todavía  sensibles  en  las  leyes,  ni 
las  teorías  de  la  defensa  directa  y  la  defensa  indirecta,  sus  conse* 
cuencias  inmediatas ,  encuentran  hoy  un  solo  defensor  en  el  movi^ 
miento  dialéctico  en  que  actualmente  el  derecho  penal  se  depura, 
determina  y  autoriza. 

Algo  de  esto  sucede  á  la  escuela  puramente  espiritualista,  la 
cual  en  el  rigorismo  de  su  doctrina  confunde  el  delito  con  el  peca- 
do y  se  ve  obligada,  para  ser  lógica,  á  pedir  la  misma  pena  para 
los  hechos  que  producen  profunda  perturbación  social  que  para 
aquellos  actos  inmorales  que  no  causan  ninguna  ó  que  la  que  cau- 
san es  de  poca  importancia.  Pero  digámoslo  en  su  elogio;  profun- 
damente sabia  y  eminentemente  racional,  ella  primero  que  ninguna, 
esplorando  en  la  conciencia  humana,  ha  encontrado  las  ideas  de  li- 
bertad, responsabilidad,  justicia,  derecho  y  deber;  y  estribando 


Digitized  by  LjOOQIC 


ENSAYO  VE  UN  COlfENTARlO  AL  CÓDIGO  PENAL.  13 

^0  etlas,  como  sobre  uü  pedestal  fuerlísimo,  ha  demostrado  de  una 
manera  inconcusa  que  iodo  delito  es  en  su  origen  la  infracción  de 
un  deber.  Esta  es  su  gloria,  no  se  la  disputemos ,  el  haber  reve- 
lado que  el  círculo  de  la  moral  y  el  del  derecho  tienen  un  mismo 
ceoíro.  Su  error  ha  sido  el  haberles  dado  una  misma  circunferen- 
cia, siendo  así  que  el  radio  de  éste  es  mucho  mas  corto  que  el  de 
aqoel. 

Desechadas  las  escuelas  radicales,  -con  sus  correlativas  definicio- 
nes, debemos  acudir  para  conocer  la  naiurafeza  del  delito  á  la  es- 
cuela ecléctica,  que  partiendo  del  mismo  punto  que  la  espiritualista 
vé  en  el  origen  de  todo  delito  la  infracción  de  un  deber,  sí,  pero 
que  no  concede  que  toda  infracción  de  un  deber  por  sí  sola  sea  un 
hecho  justiciable,  sosteuiendo  que  el  delito  resulla  de  la  violación 
de  on  deber  de  justicia  tal,  que  sea  útil  á  la  sociedad  castigarla  con 
una  pena. 

Partidarios  en  el  fondo  de  esta  doctrina,  la  mayor  parte  de  los 
criminalistas  modernos,  se  diferencian  sin  embargo,  en  el  modo  de 
esponerla.  No  es  propio  de  la  índole  del  presente  estudio  entrar  á 
indicar  cuáles  son  esas  diferencias.  Nuestra  tarea  es  mas  reduci- 
da: tomando  de  ellos  lo  que  nos  parezca  fundado;  rechazando  lo 
que  en  nuestro  concepto  no  lo  sea,  y  aüadiendo  de  propia  cosecha 
lo  que  creamos  útil,  diremos,  según  nuestro  leal  saber  y  endender, 
cuáles  son  las  condiciones  generales  que  determinan  el  delito;,  cuál 
es  su  generación  racional  y  jurídica. 

Abandonando  de  propósito  el  campo  de  las  abstracciones ,  to- 
mamos por  punto  de  partida  una  verdad  confesada  por  todos:  hay 
en  nuestra  alma  un  sentimiento  dominante,  que  lleva  en  sí  algo  de 
permanente,  de  eterno;  primer  testimonio  de  nuestra  personalidad, 
principio  de  lodos  nuestros  deberes,  germen  de  nuestros  derechos, 
base  de  nuestras  ideas,  firmísimo  cimiento  de  toda  filosofía  moral; 
ese  sentimiento,  que  en  vano  inlentarian  destruir,  ni  la  tiranía  de 
los  Gobiernos,  ni  la  tiranía  de  las  muchedumbres  es  el  sentimiento 
de  la  justicia,  que  grita  dentro  de  nosotros  mismos,  desde  lo  mas 
intimo  de  nuestro  ser,  para  mandarnos  aplaudir  lo  bueno  y  conde- 
nar lo  malo,  para  hacernos  amar  lo  justo  y  aborrecer  lo  injusto.  El 
hombre,  como  eminentemente  libre  que  es,  puede  no  obedecer  lo 
que  esta  Voz  imperativa  y  categórica  le  ordena;  puede  en  lugar 
del  bien  hacer  el  mal;  pero  no  sin  adquirir  la  certitumbre  de  que 
infringe  un  deber,  de  que  incurre  en  responsabilidad.  De  aquí  nace 
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la  primera  líaea»  por  decirlo  asi,  que  círcombala  la  materia  penal 
y  la  limita.  La  rebelión  contra  la  ley  moral,  siempre  acompañada 
de  disgusto,  algunas  veces  de  amargo  remordimiento;  la  ejecucioa 
de  un  acto  contrario  á  los  principios  abstractos  de  justicia,  es 
pues ,  el  primero  de  los  elementos  que  entran  en  la  constitución  de| 
hecho  complejo  á  que  llamamos  delito. 

Pero  los  deberes  á  que  sujeta  al  hombre  su  naturaleza  racional 
y  social  son  diversos.  Los  tiene  para  con  Dios,  para  consigo  mismo 
y  para  con  sus  semejantes.  ¿Será  delito  la  infracción  de  cualquiera 
de  ellos?  De  ningún  modo.  La  violación  de  un  deber  para  con  Dios 
es  el  pecado,  la  violación  de  un  deber  para  con  nosotros  mismos  es 
el  vicio,  la  violación  de  un  deber  para  con  nuestros  semejantes 
puede  solamente  dar  lugar  al  delito. 

En  efecto,  la  misión  del  derecho  es  distinta  de  la  misión  de  la 
religión  y  la  moral.  El  ideal  de  la  religión  es  la  santificación  del  es-* 
piritu:  el  ideal  de  la  moral  el  imperio  de  la  virtud:  el  ideal  del  de- 
recho la  perfección  del  ciudadano.  A  la  ley,  al  Gobierno,  á  la  socie* 
dad  entera  interesa  el  triunfo  de  la  religión  y  la  moral,  pero  no  le 
es  dado  contribuir  á  él  por  medio  de  la  fuerza.  La  persuasión  y  el 
ejemplo  son  los  grandes  medios  para  hacer  á  los  hombres  creyentes 
y  virtuosos.-  cEI  legislador— como  ha  dicho  á  este  propósito  un  ju- 
risconsulto estranjero— que  en  lugar  de  la  persuasión  usa  la  fuerza, 
que  quiere  hacer  el  proselitismocon  la  espada,  no  es  mas  que  un  ti- 
rano fanático,  que  puede  ultrajar  ó  envilecer  las  conciencias,  hacer 
mártires  ó  hipócritas,  pero  nunca  hombres  verdaderamente  religio- 
sos. (1)»  Hacer  reinar  la  justicia,  no  la  moral,  es  el  gran  asunto  del 
derecho.  Donde  no  hay  un  interés ,  donde  no  hay  un  derecho  indi- 
vidual ó  social  herido,  et  poder  público  no  tiene  nada  que  hacer, 
carece  de  facultad  para  intervenir  directamente:  si  lo  hiciera  su  ac- 
ción, seria  ilegítima,  y  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  arbitra- 
ria, inquisitorial,  absurda.  ¿Qué  medios  tiene  la  sociedad  para 
asegurarse  de  la  existencia  del  pecado ,  la  mayor  parte  de  las  ve- 
ees  reducido  á  la  esfera  del  pensamiento?  ¿Qué  fuerza  para  obli- 
garnos á  abstenernos  de  los  vicios  y  practicar  las  virtudes  ?  La  jus. 
ticia  de  Dios  solo  puede  sondar  sin  riesgo  en  los  abismos  del  pensa- 
miento y  del  corazón  humano:  en  la  tierra,  la  propia  conciencia  es 
solamente  la  que  puede  juzgar  con  acierto  de  la  índole  y  de  la 

(1)    Tissot.  El  derecho  penal  estudiado  en  sus  principios. 
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moralidad  de  las  inleaciones  y  del  camplímieoto  de  los  deberé» 
para  cod  Dios  y  para  con  oosoUros  mismos.  Niogon  poder  piblico 
tiene  medios  coercitivos  para  hacernos  Tervorosos  creyeales  en  Dío8> 
ni  rigorosos  observantes  de  sn  ley;  agradecidos  i  los  que  nos  hacen 
beneflcíos;  bamanos  con  nuestros  enemigos»  ni  caritativos  con  los< 
pobres.  Que  seamos  ó  dejemos  de  ser  todo  esto ;  qne  ejecutemos  6- 
dejemos  deejecutar  las  acciones  que  son  inherentes  á  aquellos  senti- 
mientos, no  depende  de  nadie  (abstracción  hecha  de  la  gracia)  sino 
de  noselros  mismos*  La  sanción  de  estos  deberes  no  puede  ser^ 
pues,  una  sanción  esterna»  una  sanción  social:  el  derecho  de  la  ley;, 
el  poderío  de  la  ley  no  llegan  i  tanto.  El  hombre  en  b  tierra  no- 
debe  dar  cuenta  i  nadie  de  los  actos  que  eíecuta,  que  no  lastiman  á 
otro  en  su  persona,  en  sus  bienes  ó  en  sus  derechos.  Toda  coacción^ 
toda  violencia,  todo  pretendido  buen  orden,  cualquiera  que  sea  ei 
título  con  que  se  revista»  contrarío  al  ejercicio  de  una  libertad  in- 
ofensiva, aun  cuando  tenga  por  fin  mejorar  las  costumbres»  es  á  la 
vez  una  injusticia  y  un  error  social.  Lo  que  contribuya  i  proteger 
los  derechos  de  los  particulares  ó  de  la  soqiedad,  la  ley  debe  man- 
darlo; todo  k)  que  sea  contrario  i  esos  mismos  derechos  debe  pro- 
hibirlo. Salir  de  aquí  es  salir  fuera  de  so  jurisdicción»  invadir  el 
campo  de  la  moral»  círculo  concéntrico  del  derecho»  pero  circulo 
mas  estenso. 

Nada  obsta  la  doctrina  que  acabamos  de  esponer  i  la  facultad 
que  de  buen  grado  reconocemos  en  los  gobiernos  de  decbrar  puni- 
bles ciertos  actos  contra  la  Religión  y  la  moral,  ejecutados  con  pu- 
blicidad y  escándalo»  porque  los  que  así  obran  no  solo  infringen  un 
deber  religioso  ó  moral,  sino  también  un  deber  social. 

Logar  propio  es  este  para  hacernos  cargo  de  una  objeción  que 
se  hace  á  la  doctrina  que  venimos  susteotando.— La  infracción  de 
on  deber  para  con  nuestros  semejantes,  se  dice,  no  es  necesaria 
siempre  para  constituir  el  delito.  Hay  hechos,  en  la  mayor  parte  de 
los  Códigos  castigados»  que  casi  todos  convienen  que  son  verdade- 
ros delitos,  y  que  si  no  se  declarasen  tales,  quedaría  en  muchos  ca- 
sos sin  defensa  la  sociedad  y  en  peligro  los  asociados,  que  sin  em- 
bargo no  presuponen  la  infracción  de  un  deber  moral;  tales  son« 
entre  otros,  la  violación  de  las  reglas  sanitarias  en  tiempo  de  epi- 
demia, la  venta  de  medicamentos,  el  ejercicio  de  profesionej^  sin  tí- 
tulo, la  vagancia  y  la  mendicidad.— Fácilmente  se  desvanece  esta 
objeción»  porque  es  falso  el  fundamento  en  que  se  apoya.  Es  cierto 
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-que  la  conciencia  por  sí  sola  no  encuentra  vituperable  la  ejecución 
de  la  mayor  parte  délos  actos  á  que  se  alude,  aisladamente  conside* 
^rados,  pero  se  olvidan  los  que  asi  discurren  que  semejante  modo  de 
juzgar  de  las  personas  y  las  cosas  es  falso,  porque  está  en  contra- 
dicción con  las  leyes  que  determinan  su  naturaleza  respectiva.  El 
^hombre  ha  nacido  en  la  sociedad  y  en  ella  necesariamente  ha  de 
ymr:  los  acto^  que  ejecuta  no  deben  ser  apreciados  como  si  ocur- 
rieran en  medio  de  un  desierto.  Todas  las  medidas ,  todas  las 
4>recauciones  que  adoptan  los  poderes  á  quienes  la  dirección  de  la 
sociedad  está  encomendada  para  su  mejor  conservación ,  tiene  una 
obligación  moral  el  ciudadano  de  observarlas.  Los  actos  inocentes, 
abstractamente  considerados,  dejan  de  serlo  para  el  hombre,  bajo  el 
punto  de  vista  social,  que  es  bajo  el  que  deben  ser  juzgados,  desde 
^1  momento  en  que  están  prohibidos  por  el  derecho  positivo.  La  ley 
moral  reconoce  el  deber  de  obedecer  lo  que  estatuye  la  ley  civil, 
7  por  tanto  el  que  infringe  ésta,  falta  también  á  aquella.  «Las  ac- 
ciones que  castiga  la  justicia,— ha  dicho  con  este  motivo  uno  de 
nuestros  comentaristas  (1),— son  de  dos  clases;  ó  comprensivas  de 
iioa  inmoralidad  intrínseca,  ó  exentas  en  sí  de  esta  inmoralidad, 
'pero  adquiriéndola  en  la  violación  de  un  deber  social:  en  ambos  ca- 
«os  hay  delito  social:  el  elemento  de  este  delito  es  la  criminalidad  in- 
trínseca ó  relativa  del  acto.  La  mayor  parte  de  las  contravenciones 
materiales  entran  en  esta  última  clase,  y  para  incriminarlas  es  ne- 
<;esario  sustituir  los  deberes  del  hombre  en  sociedad  á  los  deberes 
^el  hombre  aislado:  el  ciudadano  al  hombre;  la  conciencia  pública 
é,  la  conciencia  individual,  i 

Conocemos  ya  dos  caracteres  del  delito:  ha  de  haber  una  infrac- 
clon  de  un  deber,  y  esta  infracción  ha  de  ser  de  un  deber  relativo 
á  nuestros  semejantes.  Prosigamos:  la  idea  del  delito,  como  todas 
jas  ideas,  se  determina  por  su  contraria,  se  completa  á  medida  que 
se  limita. 

Si  con  intención  de  darse  cuenta  de  sus  juicios  el  hombre  inter- 
roga á  su  conciencia  la  inmediata  idea  que  ilumina  su  razón 
es  la  de  su  existencia.  Yo  pienso ,  luego  existo ;  tal  es  la  primera 
certidumbre  humana,  la  base  de  todo  ulterior  conocimiento.  Mas 
-como  la  idea  de  la  existencia  individual  lleva  en  si  la  de  la  realidad 
•de  las  condiciones  de  esa  propia  existencia,  y  la  necesidad  de  una 

(i)    Garabantes. 
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-esfera  de  accioD  doade  el  hombre  poeda  ejercer  la»  Tacallades  que 
la  constitoyeo  y  la  legitimidad  de  los  medios  de  qae  necesita  nsar 
para  cumplir  los  (loes  de  sa  doble  naturaleza  material  y  espiritual,  y 
€omo  la  elección  de  estos  medios  de  acción  depende  de  su  voluntad» 
'resulta  que,  inmediatamente  después  que  la  idea  de  su  existencia, 
el  hombre  adquiere  la  idea  de  su  libertad. 

El  derecho  á  la  libertad  en  el  individuo  no  es  sin  embargo  abso- 
luto, sino  limitado  por  el  derecho  que  á  esa  misma  libertad  tienen 
todos  los  demás  hombres.  To  puedo  obrar  como  tenga  por  conve- 
niente dentro  de  la  esfera  de  mi  libertad  respectiva,  pero  los  demás 
borabres  tienen  ese  mismo  derecho  respecto  de  la  suya.  De  modo» 
que  lo  que  en  mí  es  un  derecho,  en  los  demás  es  una  obligación,  y 
lo  que  en  mi  es  una  obligación,  en  los  demás  es  un  derecho.  Ahora 
l)ien,  como  desde  el  momento  en  que  aparece  esta  concurrencia 
^e  derechos  se  concibe  la  posibilidad  de  un  choque  entre  los  mis- 
mos, y  como  desde  el  punto  en  que  se  admite  la  existencia  de  una 
obligación  se  comprende  la  facilidad  de  que  baya  alguno  que  elu- 
día su  cumplimiento,  si  la  sociedad  ha  de  existir,  si  no  ha  de  consu* 
mirse  en  una  lucha  estéril  y  violenta  de  intereses  y  pasiones ,  es 
preciso  que,  una  fuerza  moral  primero,  y  una  fuerza  material  des- 
pués, si  aquella  no  es  suficiente,  vele  y  procure  incesantemente  la 
conservación  del  orden  público  y  del  estado  jurídico;  reprima  á  to- 
tíos  dentro  de  la  respectiva  zona  de  sus  derechos;  los  compela  al 
cumplimiento  de  sus  deberes  y  castigue  su  trasgresion. 

Esta  misión  protectora  es  la  misión  por  escelenciade  los  gobier- 
nos Justos.  Para  cumpliría,  en  cuanto  hace  relación  á  la  administra- 
ción de  justicia,  solo  puede  acudir  á  tres  clases  de  medidas.— Pri- 
mera: disposiciones  encaminadas  á  interesar  y  escitar  á  todos  á 
hacer  lo  que  el  derecho  ordena  y  á  abstenerse  de  lo  que  prohibe.— 
Segunda:  disposiciones  dirigidas  á  reparar  el  mal  causado  cuando 
el  derecho  resulta  violado.— Tercera:  disposiciones  cuyo  objeto  sea 
la  imposición  de  un  castigo  al  que  no  obra  con  arreglo  á  lo  que  la 
justicia  y  la  ley  exigen. 

En  la  elección  de  estos  medios,  sin  embargo,  el  Estado  no  puede 
obrar  de  una  manera  arbitraria,  no  puede  adoptar,  prescindiendo  de 
)as  circunstancias  de  las  personas  y  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  el 
temperamento  que  mejor  le  parezca.  La  Índole,  la  estension,  la  tras- 
cendencia de  los  actos  que  se  quieren  prevenir,  ó  cuyos  danos  se 
4iu¡eren  reparar,  ó  cuyos  autores  castigar,  son  las  quedeterminiia  la 
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legitimidad  del  medio  de  que  debe  usarse.  £1  fin  del  legisladores  cod» 
servar  la  sociedad,  no  destruyendo,  sino  armonizando  los  derecho» 
individuales,  ó  en  otros  términos, — como  ha  dicho  un  jurisconsulto- 
4  quien  ya  hemos  citado,— hacer  reinar  la  libertad  por  el  orden  y  eL 
orden  por  la  libertad,  ó  lo  que  es  igual  la  una  y  el  otro  por  la  jus- 
ticia (1).  Lo  que  puede  prevenirse  no  debe  dejarse  realisar  para 
castigarlo:  cuando  bastan  para  asegurar  un  derecho  ó  reparar  ua 
perjuicio  los  medios  ordinarios,  sencillos  y  espeditos,  los  bueno» 
principios  no  consienten  acudir  i  remedios  estremos,  á  medidas  de 
rigor,  á  la  imposición  de  castigos.  De  todo  lo  cual  rigorosamente  se 
infiere  que  lo  que  con  la  ley  civil  está  protegido  no  puede  ser  mate- 
ria del  derecho  penal. 

En  la  marcha  ordinaria  con  que  se  suceden  los  acontecimientos- 
humanos,  la  razón  concibe  ráciünente  y  distingue  dos  clases  de 
violaciones  de  deberes,  unas  frecuentes,  contra  las  cuales  cada  cual 
tiene  medios  propios  de  precaverse,  que  afectan  á  una  ó  á  muy  po- 
cas personas,  que  con  la  prudencia,  previsión  y  vigilancia  que  en 
los  negocios  de  la  vida  ordinariamente  se  emplean  pueden  evitarse,, 
y  que  una  vez  causadas  es  fácil  alcanzar  reparación  del  mal  por  ellas^ 
inferido.  El  derecho  civil  se  basta  para  proteger  la  serie  de  dere*- 
chos  á  que  esas  violaciones  hacen  referencia.  Si  el  que  contrata 
conmigo  no  cumple  con  lo  estipulado,  si  el  que  tiene  en  arrenda- 
miento una  finca  mia  la  deteriora ,  si  el  heredero  retiene  indebi- 
damente un  legado  que  me  pertenece,  en  todos  estos  y  parecido^^ 
casos  es  suficiente  que  la  ley  me  facilite  medios  de  hacer  valer  mis- 
acciones  y  ser  reintegrado  en  mis  derechos.  Pero  cuando  se  trata 
de  hechos  que  no  bastan  á  rechazar  los  medios  individuales  de 
que  ordinariamente  disponemos;  de  danos ,  al  abrigo  de  los  cuale» 
no  es  bastante  para  ponernos  la  prudencia  y  vigilancia  ordinarias; 
de  ataques  estraordinarios,  de  injurias,  de  robos,  de  estafas,  de 
heridas,  de  incendios  y  de  tantos  otros  casos  análogos  como  podría- 
mos citar,  en  que  el  hombre  no  tiene  en  sí  propio  los  medios  para  pre-^ 
caverse  de  ellos,  ni  para  reparar  los  perjuicios  que  ocasionan,  en- 
tonces la  sociedad  es  herida  en  lo  mas  intimo  de  su  vida;  la  alarma 
comienza,  crece  y  toma  proporciones  por  momentos;  todos  se  colo- 
can en  la  situación  de  la  persona  ofendida;  todos  temen  ser  víctima 
<!e  parecidas  agresiones,  si  la  sociedad,  á  quien  está  encomendada 

(1)    Tls8ot.-'£{  derecho  penal  estudiado  en  sus  principios. 
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la  defensa  y  proCeccioa  de  las  personas  y  las  cosas ,  no  viene  efi* 
^cazmente  en  ser  auxilio ,  falminando  penas  eontra  los  que  así  de- 
safian la  aatorídad  de  las  leyes  y  la  Taeraa  de  los  poderes  públicos. 

Es,  pnes ,  necesaria  la  violación  de  un  principio  de  justicia:  es, 
pnes,  necesaria  la  violación  de  un  deber  exigible  esteriormaile  por 
una  fuerza  coerdtiva:  es,  pues,  necesario  que  ese  derecho  sea  de 
aqae!k>s  que  no  están  suicientemente  amparados  por  el  derecho  ci- 
vil, para  que  el  delito  exista.  T  aún  no  basta:  es  preciso  también 
que  el  castigo  de  esa  violación  sea  útil  á  la  sociedad,  y  su  existen- 
<AsL  posible  de  apreciar  por  los  medios  limitados  de  que  dispone  la 
justicia  bumana.  Por  lo  mismo  que  toda  declaración  de  delito  im- 
porta una  pena,  y  que  toda  pena  es  un  mal;  para  que  esa  decla- 
f  ación  sea  moraimenle  legítima ,  y  esa  pena  deje  de  ser  arbitraria, 
de  su  imposición  ha  de  resultar  alguna  utilidad  á  la  sociedad,  por- 
^e  en  otro  caso,  ¿qué  derecho  tendría  ésta  para  decretarla?  Es  con- 
veniente, por  último,  que  antes  de  elevar  á la  categoría  de  delito 
un  acto,  se  examine  bien  si  la  justicia  humana,  con  sus  limitados 
medios,  puede,  por  regla  general,  sin  causar  mayores  males,  asegu- 
rarse de  sn  perpetración.  Muchas  veces  es  preferible  dejar  impunes 
hechos  que  la  moral  condena,  á  autorizar  procedimientos  odiosos  y 
pesquisas  en  la  vida  privada. 

La  utilidad  i  que  acabamos  de  aludir  como  último  elemento 
constituyente  del  delito,  nada  tiene  que  ver  con  la  utilidad  que  al- 
anos invocan  como  causa  única  de  la  penalidad,  como  base  abso- 
luta del  derecho  de  castigar.  En  aquel  sistema  la  utilidad  es  todo; 
«Q  el  nuestro  es  solo  una  de  tantas  partes  integrantes  como  entran 
•en  la  construcción  del  delito  (1). 

(i)  Tissot,  en  su  obra  titulada  El  derecho  penal  estudiado  en  sus 
principios  j  en  las  costutnln'es  y  en  las  leyes  de  los  diversos  ptieblos  del 
mundoy  enumera  asi  Jas  condiciones  que  se  necesitan  para  que  una  acción 
sea  punible  pr  la  justicia  humana: 

1  .^  Que  baya  perjuicio  material  ó¡moral,  inferido  ó  en  camino  de  infe- 
rirse, con  mas  ó  menos  voluntad. 

2.^  Que  el  deliocnente  haya  obrado  con  conocimiento  real  6  presunta 
de  que  ejecutaba  un  mal  y  con  libertad,  por  tanto,  que  sea  responsable  de 
MQ  acción  ó  que  esta  le  sea  imputable. 

3.®    Que  el  daño  sea  causaao  á  otro. 

4.^    Que  sea  positivo. 

5.*    Que  sea  por  su  naturaleza  susceptible  de  ser  apreciado. 

^.*    Que  esté  prohibido  por  la  ley  positiva,  al  menos  implícitamente. 

7.*    Que  pueda  ser  castigado. 

•8.*    Que  resulte  utilidad  social  de  su  castigo. 
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Conocemos  ya  el  delito,  por  qae  sabemos  cómo  se  determina  y  * 
cuáles  800  sas  condiciones  genéricas.  En  el  terreno  de  la  ciencia 
racional  no  debemos  pedir  más.  Como  concepción  de  la  inteligen- 
cia, como  una  generalización  abstracta,  que  es  como  acabamos  de 
examinarlo,  el  delito  es  propiamente  una  noción  metafísica,  y  comO' 
todas  las  de  su  clase,  imposible  de  ser  rigorosamente  definida. 
Cuando  Rossi  intentó  hacerlo,  ya  lo  hemos  visto,  lo  mejor  que  supo^ 
hacer  fué  un  resumen  de  toda  su  teoría  penal.  Contentémonos,  pues, 
con  lo  dicho  y  pasemos,  que  ya  es  tiempo,  del  terreno  de  la  espe- 
culación al  de  la  práctica,  del  de  la  ley  racional  al  de  la  ley  escrita,, 
del  derecho  constituyente  al  derecho  constituido,  y  digamos  qué  es 
delito  según  el  texto  legal  que  venimos  comentando.  Fijémonos 
para  ello  en  cada  una  de  sus  palabras. 

AccUm.    Este  es  el  modo  ordinario  y  frecuente  de  delin- 
quir^ obrando.  Si  el  delito  supone  necesariamente    la  idea  de 
la  lesión  de  un  derecho  individual  ó  social,  es  claro  que  la  ma- 
yor parte  de  las  veces  para  que  aquel  exista,  y  ésta  se  produzca,^ 
es  preciso  que  el  hombre  ponga  en  movimiento  su  actividad.  Esto^ 
esplica  por  qué  las  leyes  penales,  que  como  hemos  indicado,  casti- 
gan las  perturbaciones  que  se  causan  en  el  estado  jurídico,  son  ge- 
neralmente prohibitivas.  En  una  acción,  por  tanto,  en  un  acto  ester- 
no,  apredable,  en  la  realización  de  un  hecho,  comienza  la* responsa- 
bilidad criminal.  Al  decir,  pues,  acción,  nuestro  Código  proclama, 
implícitamente  el  principio  de  que  los  pensamientos^  las  ideas,  las 
intenciones  solas  no  caen  bajo  la  sanción  de  la  ley  positiva.  Aplau- 
dámoslo: solamente  Dios  conoce  y  penetra  las  profundidades  del 
corazón  humano.  La  justicia  de  la  tierra  no  alcanza  á  tanto:  cuan- 
do lo  ha  intentado  ha  incurrido  en  dolorosos  estravíos,  hadado  vi- 
da á  sistemas  de  inicua  inquisición,  ha  sido  tiránica,  sin  llegar  á  ser 
eficaz;  ha  condenado,  no  juzgado,  ha  hecho  víctimas,  nunca  reos 
convictos,  y  ha  sublevado  contra  sí  la  conciencia  de  los  pueblos. 
Donde  no  hay  algo  esterno,  una  verdadera  acción,  no  se  concibe  el 
quebrantamiento  de  ninguna  ley  penal:  no  puede  haber  ofensa  á  lar 
sociedad  ni  á  los  asociados;  falta  la  razón  del  delito,  la  legitimidad 
de  la  pena.  Si  un  malvado  desea  dar  muerte  á  su  propio  padre  y 
medita  en  los  medios  de  realizar  tan  perverso  designio,  faltará 
gravemente  á  los  principios  de  la  Religión  y   la  moral,  pero 
mientras  sus  actos  no  esterioricen  de  algún  modo  su  pensamien- 
to, mientras  no  comience  á  poner  por  obra  su  detestable  plan  ^ 
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sa  responsabilidad  no  entra  ea  el  circulo  de  la  JQSticia  penal» 
No  es  esto  decir  que  es  necesario  que  el  hecho  se  realice  por 
completo  para  que  nazca  la  responsabilidad  criminal.  Basta  que  se 
prepare  ó  que  se  comience  á  ejecutar  y  que  algunos  actos  esterio- 
res  asi  lo  indiquen  para  que  aquella  exista.  La  palabra  acción  tiene 
en  el  leito  una  acepción  muy  lata:  comprende  toda  actividad  este* 
rior  influyente  y  aprecíable  por  los  sentidos  ó  la  razón.  Ni  es  pre- 
ciso para  estimar  que  hay  acción  que  exista  siempre  un  hecho  ma- 
terial: es  suficiente  la  demostración  de  la  existencia  de  un  acto  mo* 
ral.  El  que  induce  á  otro  á  cometer  un  delito  no  ejecuta  la  acción» 
material  del  delito,  pero  induciéndole  ejercita  su  actividad;  obra,  y 
obrando  ejecuta  una  ocdon,  la  de  inducir,  que  puede  y  debe  ser 
apreciada  y  castigada  por  la  ley  y  los  Tribunales.  Compleja  la  ac- 
ción total  del  delito,  comprende  generalmente  en  si  diversos  actos,, 
partes  de  esa  totalidad,  que  como  tales ,  son  verdaderas  accUmes^ 
en  el  sentido  en  que  esta  palabra  se  encuentra  usada  en  el  artículo 
que  comentamos. 

Omimn.  No  solo  no  debe  ejecutarse  lo  que  la  ley  prohibe, 
sino  que  debe  hacerse  todo  aquello  que  ordena  castigando  con  una 
pena  ki  desobediencia á  su  precepto  (1).  La  regla  general  es  delin- 
quir obrando,  haciendo  algo,  siendo  activo,  pero  como  veremos  en 
su  caso  ésta,  como  todas,  tiene  sus  escepciones.  La  razón  y  la  espe- 
riencia  convienen  en  la  necesidad  de  erigir  en  delitos  ciertas  omi- 
siones, toda  vez  que  la  primera  comprende  y  la  segunda  ensena  que 
pueden  damnificarse,  con  una  culpable  inercia  ó  un  injustificado 
abandono,  los  derechos  de  la  sociedad  ó  de  los  individuos.  Serán 
menos  frecuentes,  mucho  menos,  los  casos  de  dilinquir  por  una 
amisión^  que  los  de  delinquir  por  una  acción:  será  por  regla  gene- 
ral menos  intensa  la  maldad  del  agente  en  los  primeros  que  en  los 
segundos;  pero  no  por  eso  dejarán  de  constituir  verdaderos  delitos»^ 
ni  de  existir  una  necesidad  social  de  imponer  una  pena  á  los  que 
dejan  de  ejecutar  lo  que  las  leyes  prescriben,  fundadas  en  razo- 
nes de  un  alto  interés  público.  Para  apreciar  la  omisión,  lo  mismo 
que  la  acción  punible,  no  debe  olvidarse  lo  que  ya  hemos  dicho, 
esto  es,  que  la  ley  y  los  Tribunales  no  determinan  la  delincuencia, 
de  una  manera  antropológica,  haciendo  esploraciones  en  la  oon- 

(1)    Legis  virtus  haec  est:  imperare,  vetare,  permittere,  puniré.— iJifl'. 
— Ley7,  lib.  l.^tít.  3. 
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ciencia;  qne  no  juzgan  á  los  hombres  por  sos  ideas,  sino  por  sus 
actos.  Acciones  ú  omisiones  reales  y  efectivas:  bé  aqní  lo  qae 
castigan:  no  pensamientos,  no  planes,  no  fantasmas  impalpables. 

Voluntaria.  No  basta  4a  acción  por  sí  sola;  no  baüstaona  omi- 
sión tampoco,  no  basta  hacer  lo  que  la  ley  prohibe,  ni  dejar  de  ha- 
cer lo  que  ordena:  es  menester  que  la  una  ó  la  otra  sea  voluntaria 
para  que  el  delito  exista.  Esta  es  precisamente  la  principaU  la  mas 
característica  de  sus  condiciones  genéricas;  la  mas  fecunda  en  con- 
secuencias trascendentales;  la  que  dá  al  derecho  penal  por  ci- 
miento la  inmoble  base  de  la  moral. 

La  palabra  voluntáis  en  el  artículo  que  comentamos,  encierra 
fina  idea  compleja  que  es  preciso  descomponer. 

Ante  todo  significa  libertad:  decir  que  la  acción  para  ser  justi- 
ciable, ha  de  ser  voluntaría,  es  tanto  como  determinar  que  el  honi> 
bre  ha  de  estar  en  condiciones  tales  que  pueda  según  su  arbitrio  eje- 
cutarlaóno.  Donde  no  hay  esta  libertad,  no  puede  haber  nunca  de- 
Kto,  por|grande  quesea  el  daño  producido,  por  funesto  que  sea  ei 
resultado:  habrá  una  desgracia  que  lamentar  y,  si  es  posible,  que 
reparar;  no  un  delito  que  reprimir.  Obrar  sin  voluntad ,  es  obrar 
«ín  previo  juicio,  si&  deliberación,  sin  acuerdo  con  nosotros  mismos, 
sia  poder  elegir  entre  dos  cosas  una,  obrar,  en  una  palabra,  por 
necesidad.  Colocado  en  esta  situación ,  el  hombre  deja  de  ser  hom- 
bre para  convertirse  en  instrumento:  su  responsabilidades  la  misma 
<]ue  la  del^cuchillo  que  hiere,  que  la  de  la  tea  que  incendia,  que  la 
-de  la  llave  que  abre  la  puerta  ó  la  de  la  escalera  que  se  arrima  á 
la  pared  de  una  casa  para  perpetrar  un  robo.  En  el  que  así  obra 
Hiohibido^por  una  fuerza  material,  la  conciencia  publica  nunca  ha 
visto  un  delincuente:  si  la  ley  declarara  su  responsabilidad,  el  buen 
rsentido  de  los  pueblos  se  sublevaría  contra  ella. 

Pero  no  solo  el  hombre  obra  sin  libertad  cuando  es  impulsado 
por  una  fuerza  física,  mayor,  insuperable;  puede  obrar  también  sin 
«Ha,  cohibido  por  una  gran  fuerza  moral:  el  caso  será  menos  fre- 
cuente; pero  es  posible.  La  coacción  física  es  manifiesta,  palpable, 
fácil  de  demostrar,  y  depende  mas  de  la  fuerza  del  que  la  emplea, 
^ue  déla  fuerza  del  que  la  resiste.  Por  esto  la  ley  la  admite  como 
^culpante  sin  género  alguno  de  dificultad.  La  coacción  moral,  por 
•el  contrario,  es  de  difícil  apreciación;  su  eficacia  depende  mas  que 
de  la  persona  que  la  emplea,  de  la  entereza  de  ánimo  de  la  que  la 
resiste  ó  la  sufre.  La  ley  debe  admitirla  también,  porque  realmente 
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paede  haber  casos  en  que  llegue  á  anonadar  la  voluntad  del  hom- 
bre; pero  debe  hacerlo  adoptando  muchas  precauciones  y  determi- 
nando las  condiciones  que  han  de  concurrir  para  que  produzca  ir- 
responsabilidad. Qué  precauciones  y  qué  condiciones  son  estas,  no 
•es  ocasión  de  decirlo:  en  su  lugar  lo  veremos.  Ahora  basta  con  que 
dejemos  asentado,  que  puede  haber  casos  en  que  suceda,  y  que 
consígnenos  que  entonces  el  que  asi  cohibido  obra  ó  dejado  obrar, 
carece  de  voluntad,  no  comete  delito»  do  puede  imponérsele  pena. 

La  voluntad  no  supone  necesariamente  la  inteligencia.  El  loco, 
el  demente  y  el  furioso  quieren  lo  que  hacen ;  mas  como  su  razón 
está  perturbada  por  la  enfermedad  que  les  aflige ,  no  pueden  apre- 
ciar la  moralidad  de  sus  actos,  ni  conocer  la  línea  que  divide  lo  líci- 
to de  lo  ilícito,  ni  calcular  las  consecuencias  de  sus  acciones,  ni  sa- 
ber si  están  ó  no  prohibidas  por  la  ley.  Obrando  así,  obran  con  vo- 
Inntad,  pero  con  una  voluntad  estraviada,  ininteligente,  sin  verda- 
dera libertad  moral,  sin  conciencia  del  bien  j  del  maL  La  razón  na-* 
taral  por  sí  sola,  el  mero  buen  sentido,  rechazan  el  que  se  imponga 
una  pena  á  aquellos  que  en  tan  triste  estado  se  encuentran.  La  vo- 
luntad enferma  no  es  la  voluntad  de  que  la  ley  penal  habla,  sino 
de  la  voluntad  ilustrada  por  la  razón ,  aquilatada  por  la  concien- 
cia. Acción  ú  omisión  voluntaria  quiere,  pues,  decir  en  la  definición 
que  esplicamos,  también  acción  ú  omisión  intdigeiüe.  El  libre  albe- 
drio  y  el  entendimiento,  la  voluntad  y  la  inteligencia,  que  es  lo  que 
constituye  la  plenitud  del  espíritu  humano,  son  necesarias  para  que 
ios  actos  caigan  bajo  el  imperio  de  la  ley  interna  y  de  la  ley  ester* 
na.  El  demente  tiene  voluntad  filosóficamente  hablando,  jurídica- 
mente no. 

Las  condiciones  que  determinan  este  género  de  irresponsabili- 
dad son  materia  de  otro  artículo  del  Código.  De  ellas  no  hay  para 
qué  hablar  al  comentar  el  primero.  Contentémonos  aquí  con  enun- 
ciar principios  generales:  la  manera  con  que  estos  principios  son 
4lesenvueltos  por  el  legislador  en  su  obra  la  conoceremos  después. 

Opónese  á  kt  inteligencia  el  enor,  el  cual  puede  ser  dedos 
clases:  de  hecho  y  de  derecho.  En  cuanto  al  error  de  hecho,  apro- 
vecha y  exime  si  proviene  de  causas  no  imputables  al  agente,  como 
la  edad,  la  enfermedad  y  otras  análogas;  pero  ni  aprovecha  ni  exi- 
me cuando  tiene  su  origen  en  falsas  apreciaciones  ó  en  la  no  adop- 
ción de  todas  aquellas  precauciones  que  todos  los  hombres  deben 
adoptar  para  resolver  ó  para*  ejecutar  las  cosas.  No  basta ,  pues» 
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que  una  persona  diga  que  obró  con  error  para  estimar  que  está 
exenta  de  responsabilidad,  üq  hecho  no  puede  coosiderarse  ente- 
ramente involuntario  cuando  es  producto  de  una  mera  equivoca- 
ción, toda  vez  que  á  su  autor  siempre  será  imputable  el  no  haber 
adquirido  los  conocimientos  necesarios  y  adoptado  las  precauciones 
oportunas  para  evitar  el  perjuicio  inrerido. 

En  cuanto  á  la  ignorancia  de  derecho  no  puede  alegarse  eon 
éxito  para  librarse  de  la  sanción  de  las  leyes  penales.  Esto  que  es 
un  punto  terminantemente  resuelto  en  nuestro  derecho  positivo  (i), 
está  también  en  los  principios  de  la  ciencia  racional.  Antes  lo  he* 
mos  indicado :  el  delito  entraña  necesariamente  la  inrraccion  de  un 
deber  de  justicia,  la  violación  de  la  ley  moral ;  y  como  ésta  es  co- 
nocida por  el  hombre  sin  mas  que  consultar  á  su  propia  concien-» 
cia,  al  que  delinque  no  le  es  dado  decir  que  no  lo  hizo  á  sabiendas 
de  que  ejecutaba  una  mala  acción,  y  aun  cuando  le  fuera  admitida 
esa  ignorancia  siempre  vendríamos  á  parar  que  era  en  él  una  con- 
secuencia culpable  de  su  descuido ,  de  su  incuria  ó  de  sus  malos 
hábitos  y  costumbres,  dejando  de  ser  entonces  el  hecho  completa- 
mente independiente  de  la  voluntad  de  su  autor. 

Un  distinguido  jurisconsulto,  tratando  de  la  materia  de  que  nos- 
ocupamos,  ha  escrito  las  siguientes  palabras  (i).  cNose  habla  aquí 
de  la  voluntad  en  un  sentido  tan  general  que  repugne  á  la  idea  mo- 
ral y  Glosófica  del  delito.  No  basta  querer  el  hecho  en  sí  mismo,  es 
preciso  quererlo  á  sabiendas  de  que  la  ley  lo  prohibe.  La  prueba 
de  que  sin  una  voluntad  dañada,  sin  verdadera  malicia,  no  hay  de- 
lito, pudiendo  existir  cuando  más  lo  que  antes  se  llamaba  cuasi  de* 
lito,  la  encontramos  en  alguna  de  las  circunstancias  que  eximen  de 
responsabilidad,  según  el  artículo  8.^,  y  en  lo  que  se  dispone  al  fío 
del  libro  i.""  sobre  los  actos  de  imprudencia  temeraria.»  No  esta- 
mos conformes  con  esta  doctrina  á  pesar  de  la  consideración  que 
nos  inspira  la  autoridad  de  la  persona  que  la  sustenta.  Que  no  bay 
voluntad  en  el  sentido  de  la  ley,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no  de- 
linque el  que  ejecuta  un  hecho«punible,  iino  lo  hace  á  sabiendas 
de  que  está  prohibido  y  penado  en  la  misma  ley,  nos  parece  dema- 
siado. Hasta  ese  estremq  no  nos  es  dado  llevar  la  fuerza  eximente 
de  la  ignorancia  del  derecho,  sin  dejar  espuesta  á  perturbaciones 


{{)    Ley20,tít.  4 .%  Partida  4 .■ 

(2)    J).  Antonio  Coruo.^Código  penal  reformado. 
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irreparables  el  orden  jurídico.  La  declaración  de  la  existencia  ó  la 
no  existencia  de  un  delito,  no  puede  dejarse  depender  del  grado 
de  ilustracioD  de  la  persona  que  lo  cometa:  la  inmoralidad  intrínse- 
ca deJ  hecho,  las  circunstancias  de  su  perpetración,  la  índole  del 
perjuicio  inferido,  es  lo  que  determina  la  realidad  del  delito.  La  no- 
ción de  justicia,  instintiva,  permanente  en  el  alma  humana,  la  nece- 
saria promulgación  de  la  ley,  los  medios  espeditos  que  todos  tie- 
nen de  poder  enterarse  de  sus  preceptos,  para  arreglar  por  ellos  su 
conducta,  son  bastantes  garantías  para  que  la  sociedad  descanse  en 
el  conyencímiento  de  que  el  que  viola  sus  leyes  penales,  lo  hace 
con  voluntad  6 inteligencia.  ¿Qué  medios  podrían  poner  en  acción 
los  Tribunales  de  justicia  para  resolver  con  acierto  un  punto  que 
por  su  índole  afecta  esclusivamente  á  la  conciencia  individual? 
¿Cuándo  dirian  que  el  autor  de  un  hecho  lo  quiso  á  sabiendas  de 
que  la  ley  lo  prohibia?  ¿Cuándo  que  lo  ejecutó  sin  tener  la  certi^ 
dumbre  de  que  estaba  vedado?  ¿Ni  cómo  había  de  tolerarse  que 
dos  hechos  idénticos,  el  uno  fuere  delito  y  el  otro  no,  porque  el 
autor  del  uno  sabia  lo  que  el  del  otro  ignoraba?  La  ley  penal  está 
escrita  dentro  de  la  ley  moral,  y  todos  los  jurisconsultos  están 
conformes  en  que  la  ignorancia  del  derecho  nunca  aprovecha  tra- 
tándose de  leyes  que  son  una  derivación  y  consecuencia  de  la  mo- 
ral y  el  derecho  natural.  Las  razones  que  en  apoyo  de  la  proposi- 
ción que  impugnamos  se  alegan  á  mayor  abundamiento ,  como  ha 
dicho  uno  de  nuestros  comentaristas  (1),  ason  agenas  á  la  doctrina 
que  en  ellas  se  contiene,  por  referirse  al  caso  en  que  no  haya  la 
voluntad  que  consiste  en  la  malicia,  en  la  intención  de  producir  el 
daño,  mas  no  al  en  que  falta  voluntad  de  inteligencia,  que  es  el 
caso  de  la  ignorancia  de  derecho.  La  circunstancia  de  que  no  se 
castigue  como  delito  el  hecho  que  se  cometió  por  imprudencia  te- 
meraria, no  puede  servir  de  apoyo,  de  razón  ni  de  prueba  para  que 
no  se  pene  el  hecho  aomelido  por  quien  ignoraba  la  prohibición  le- 
gal, pues  si  en  el  caso  de  imprudencia  temeraria  se  mitiga  la  pena 
del  hecho  no  es  porque  se  ignore  la  ley  que  lo  prohibe,  sino  por- 
que no  concurre  el  dolo  que  en  el  delito.  > 

En  la  idea  compleja  de  voluntad,  se  dice  generalmente  que  en< 
tra  por  último  un  tercer  elemento:  la  intención.  £ste  elemento,  sia 


(1)    Vicente  Carabaotes. 
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«mbargo,  es  macho  mas  difícil  de  determinar  qae  lod  otros  dos  de 
que  hemos  hablado. 

«No  hay  voluntad;  no  hay  la  voluntad  de  que  habla  este  ar- 
tículo—se ha  dicho— cuando  falta  la  intención  en  el  que  comete 
algún  acto  de  los  que  al  parecer  son  punibles,  de  h>s  que  causan 

daño  á  la  sociedad Diciéndose  acto  voluntario  se  dice  acto  li- 

hre ,  acto  inteligente ,  acto  intendonal.  Por  cualquiera  de  estos 
motivos  que  falte,  la  voluntad  falta  y  se  estingue.  Solo  el  completo 
de  ellos  constituye  la  esencia  del  acto  humano ,  del  acto  respon- 
sable» (1). 

Así  es  por  regla  general,  así  sucede  ordinariamente;  mas  para 
la  exacta  apreciación  de  este  tercer  elemento  de  la  voluntad,  la 
intención,  hay  que  tomar  en  cuenta  algunas  consideraciones  y  ha* 
cer  ciertas  salvedades  de  las  que  no  hemos  necesitado,  tratándose 
de  las  otras  dos  ideas,  constitutivas  de  la  voluntad,  y  en  ella  com- 
prendidas. 

Donde  no  hay  libertad,  nunca  hay  delito.*EI  que  no  quiere  eje- 
cutar un  acto,  y  una  fuerza  irresistible,  material  ó  moral,  le  obliga 
áello,  no  delinque.  Esto  es  obvio.  Donde  no  hay  inteligencia,  tam- 
poco lo  hay.  El  loco,  el  furioso,  el  infante,  cualquiera  que  sea  el 
dant)  que  causen,  están  exentos  de  responsabilidad  criminal.  Tam- 
bién es  claro.  ¿Pero  podrá  decirse  otro  tanto  de  la  intención  y  del 
que  sin  ella  obra?  En  términos  igualmente  absolutos,  ¿podrá  afir- 
marse que  dónde  no  hay  intención,  nunca  hay  delito?  ¿Qué  el  que 
ejecuta  sin  ella  un  daño,  nunca  será  responsable  criminalmente  de 
ese  mismo  daño? 

Supongamos  un  cazador  que  dispara  un  tiro  á  un  animal  y  hie- 
re á  un  hombre  que  estaba  oculto  detrás  de  una  mata.  La  acción 
del  cazador  es  libre,  porque  pudo  hacer  ó  dejar  de  hacer  fuego,  es 
inteligente  porque  conocía  el  efecto  que  podia  producir  el  arma  de 
que  se  servia,  y  sin  embargo  no  hay  nadie  que  preguntado  acerca 
de  este  hecho  no  responda, — aquí  no  hay  delito.— ¿Por  qué? — Por- 
que no  hay  intención. 

Pero  supongamos  que  el  cazador  no  está  solo;  que  á  poca  dis* 
tancia  suya  hay  otro,  y  que  sin  tener  en  cuenta  que  el  animal  en 
su  huida  toma  la  dirección  en  que  éste  se  encuentra,  dispara  con- 
fiado en  lo  certero  de  su  puntería,  la  cual,  sin  embargo,  esta  vez 

(i)    Pacheco.— El  Código  pencUy  concordado,  y  comentado. 
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le  (álu,  y  priva  de  h  vida  á  an  compañero.  ¿Hay  aquí  iotencioo 
de  cometer  un  homicidio?  No.  ¿Pero  hay  acto  josüciable?  No  se 
responde  tan  fácil  y  seguramente  que  no. 

Supongamos,  por  último,  á  un  hombre  que  amenaza  áotro,  solo 
por  asustarle,  con  una  escopeta  ó  una  pistola.  En  vano  le  gritan  lo« 
que  lo  presencian  que  puede  suceder  una  desgracia,  en  vano  le 
advierten  que  el  arma  está  cargada:  despreciando  estos  consejos,, 
desoyendo  estas  advertencias,  y  seguro  de  que  no  tiene  pbton ,  ó 
carece  de  cebo  ó  de  otra  condición,  en  su  concepto  necesaria,  para 
que  responda  á  su  objeto ,  toca  imprudentemente  al  gatillo,  el  tiro 
sale  y  un  hombre  cae  muerto  á  sus  pies.  ¿Hay  aquí  intención  de  co- 
meter un  homicidio?  Tampoco.  ¿Hay  algo  que  castigar?  Indudable- 
mente que  si. 

Mo  pondremos  mas  ejemplos :  á  todos  se  ocurrirán  otros  análo 
gos.  EJÍos  demuestran  que  (a  intención  no  es  propiamente  una  con- 
dición neceswria  del  delito.  En  el  mayor  número  de  los  casos» 
sin  intención  no  habrá  delito,  pero  puede  haberlo  también  sin  que 
ésta  concurra. 

Esta  doctrina  tiene  un  doble  fundamento  en  la  ciencia  y  en  el 
derecho  positivo,  sin  embargo  de  que  nada  es  mas  frecuente  que 
<Mr  y  leer  que  sin  intención  no  hay  delito,  por  lo  que  bueno 
será  que  la  consagremos  algunas  palabras  para  dejar  claramente 
espuesta  nuestra  manera  de  ver  acerca  de  un  punto  tan  trascen- 
dental en  el  derecho  penal. 

La  intención  no  es  la  simple  voluntad.  Esta  se  refiere  á  la  ac- 
ción, aquella  al  resultado  de  la  acción.. La  intención  es  la  determi- 
nación de  la  voluntad  en  orden  á  algún  fio.  Por  eso  para  que  haya 
delito  es  siempre  necesario  que  la  acción  que  lo  produzca  sea  vo- 
luntaría, pero  no  que  el  daño  causado  sea  siempre  intencional.  No 
es  lo  mismo  una  cosa  que  otra.  Un  ejemplo.  Un  hombre  arroja  al 
ver  pasar  á  su  enemigo  una  piedra  desde  un  balcón;  le  hiere  ó  ma- 
ta. Bé  aquí  un  hecho  perfectamente  intencional.  El  agente  hizo 
uso  de  su  libertad  y  de  su  inteligencia,  de  las  facultades  de  que 
pudo  disponer,  para  conseguir  un  fin  dañado  y  lo  obtuvo.  Autor  del 
hecho, causa  eficiente  de  la  lesión  ó  de  la  muerte,  ante  la  moral,  y 
ante  la  ley,  este  hombre  es  responsable.  Pero  no  pasan  así  las  co- 
sas: la  piedra  es  arrojada,  y  no  lo  es  á  determinada  persona;  se  tira 
desde  un  balcón  á  una  calle  de  frecuente  tránsito,  sin  asomarse  á 
ver  si^en  aquel  momento  pasa  alguna  persona;  si  por  acaso  hiere  6 
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priva  de  lá  vida  á  un  hombre,  ¿escucharemos  á  aquel  que  ejecutó  lat 
acción  de  arrojar  la  piedra,  cuando  esclame  tno  soy  responsable  de 
esa  muerte;  soy  inoceqte,  lo  hice  sin  intención?» 

Examinemos  bien  las  cosas  antes  de  absolverle.  La  acción  eje- 
cutada, el  acto  de  arrojar  el  objeto  á  la  calle  desde  luego  es  volun- 
tario. El  agente  ha  tenido  libertad  para  ejecutarlo  ó  no:  inteligen- 
cia para  apreciar  los  riesgos  que  habia  de  dejar  caer  una  piedra 
desde  una  altura  considerable  á  un  lugar  donde  frecuentemente  se 
encontraban  reunidas  diversas  personas.  Lo  que  no  ha  querido,  io 
que  no  entraba  en  su  propósito,  no  ha  sido  la  acción,  sino  las 
consecuencias  de  esa  acción,  esto  es,  la  muerte  de  un  hombre.  Lue- 
go en  el  hecho  hay  voluntad,  lo  que  no  hay  es  intención,  que  es 
cosa  muy  distinta.  En  el  primer  ejemplo,  el  homicidio  ha  sido  causa 
de  un  mal  propósito,  una  consecuencia  de  la  dirección  que  la  vo- 
luntad dio  á  la  acción  para  conseguir  el  resultado  deseado  y  obte- 
nido, que  fué  la  muerte  de  un  hombre.  En  el  segundo  ejemplo,  la 
causa  moral,  determinante  del  homicidio,  ha  sido. una  omisión,  la 
violación  de  un  deber  exi^ible,  del  deber  que  todo  hombre  tiene  de 
no  ejecutar  una  acción,  sino  después  que  la  razón  le  ilustre  acerca 
de  sus  consecuencias  necesarias,  probables  ó  posibles. 

La  imputabilidad  de  un  hecho ,  la  responsabilidad  criminal  de 
un  daño,  el  delito,  en  una  palabra,  así  puede  originarse  del  mal 
uáo  de  las  facultades  de  que  estamos  dotados  para  ejecutar  una  ac- 
ción reprobada,  como  del  no  uso  de  las  mismas  para  evitar  el  mal 
producido*  Si  la  piedra  cayendo  dio  la  muerte  á  un  hombre,  no  im- 
porta que  el  deseo  del  que  la  arrojó  no  fuese  producir  este  resulta- 
do. Su  razón  debió  examinar  y  tomar  en  cuenta  las  consecuen- 
cias probables  de  su  imprudencia;  si  no  lo  hizo,  y  por  no  hacerlo,  la 
catástrofe  tuvo  lugar,  en  buena  lógica,  el  hecho  le  es  imputable, 
porque  el  hecho  es  su  obra.  Dios  ha  dotado  al  hombre  de  preciosas 
facultades,  no  para  que  las  deje  dormir  en  una  reprensible  inercia. 
Si  le  ha  dado  la  libertad  para  obrar,  le  ha  dado  la  razón  para  dis- 
cernir y  apreciar  las  consecuencias  que  pueden  tener  sus  actos.  De 
.  todo  lo  cual  resulta  que  es  responsable,  no  solo  del  mal  uso  que  de 
sus  facultades  hace,  sino  también  de  no  ponerlas  en  acción,  cuando 
por  esta  culpable  negligencia  se  ocasione  un  mal  que  una  conve- 
niencia social  aconseja  castigar  con  una  pena. 

Convenimos  en  que  los  delitos  no  intencionales  serán  menos 
frecuentes  que  los  intencionales,  hijos  de  la  culpa,de  la  temeridad. 
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tfe  la  imprudencia,  de  la  negligencia,  de  la  ignorancia  calpable,  de 
ia  pereza,  del  olvido  y  de  la  inobservancia  de  las  leyes  7  reglamen- 
tos, serán  también  de  mucha  menos  trascendencia  y  demostrarán 
menor  perversidad  moral  que  los  delitos  intencionales:  pero  esto  lo 
que  indica  es  que  las  penas  con  que  deben  reprimirse,  deben  ser 
menos  graves  que  las  que  á  aquellos  se  impongan;  no  que  dejen  de 
ser  propiamente  delitos,  aunque  no  ejecutados  con  intención,  y  por 
tdoto  que  ésta  no  es  un  elemento  necesario  de  todo  hecho  punible. 
Aun  en  el  caso  de  que  las  circunstancias  particulares  del  hecho  sean 
tales  que  no  quede  al  agente  otra  responsabilidad  que  la  obligación 
de  indemnizar  danos  y  perjuicios,  no  puede  decirse  que  las  condi 
cíones  del  delito  desaparecen,  sino  que  disminuyen  hasta  el  punto 
de  dejar  de  ser  conveniente  la  imposición  de  una  pena. 

La  doctrina  que  acabamos  de  esponer  ha  pasado  de  la  región  de 
los  principios  á  la  del  derecho  positivo.  El  Código  austríaco  reco- 
noce de  una  manera  terminante  que  hay  delito  sin  intención,  c  Se  con- 
sideran— dice  en  su  articulo  4.®--tambien  graves  infracciones  de 
policía,  asi  la  acción  de  lo  que  está  prohibido  por  las  leyes  de  ésta 
<aunque  sea  sin  intención  de  cometer  delito),  como  la  omisión  de  lo 
que  mandan  las  mismas,  á  fin  de  prevenir  grandes  males  ó  de  ob- 
viar á  grandes  danos.» 

El  nuestro  de  18^,  también  la  consigna  espresamente  al  decir 
en  su  artículo  segundo,  f  que  comete  culpa  el  que  libremente,  pero 
sin  malicia,  infringe  la  ley  por  alguna  causa  que  puede  y  debe 
evitar.» 

Por  último,  ha  prevalecido  en  el  Código  que  comentamos.  Sin 
intención  hay  delito  según  él  en  todof  los  casos  que  determina  el 
título  último  de  su  libro  2.^.  Debiendo  añadirse,  como  mas  prueba 
de  este  aserto,  que  según  otra  de  sus  disposiciones  (1),  el  delincuen- 
te que  comete  un  mal,  un  homicidio,  por  ejemplo,  por  mas  que  su 
intención  fuera  solo  inferir  otro  menor,  á  saber,  una  lesión,  respon- 
de de  todo  el  mal  causado,  es  decir,  es  reo  de  homicidio;  viniendo 
soloá  ser  esa  falta  de  intención  de  cometer  el  homicidio  en  el  agen- 
te, una  circunstancia  atenuante,  no  eximente  de  responsabilidad, 
como  seria  necesaria  que  fuera  para  poder  sostener  con  fundada 
motivo  que  sin  intención  no  había  delito. 

Has  ¿cómo,  si  el  derecho  racional  y  el  derecho  escrito  no  ven 


(1)    Artículo  9.*,  circunstancia  3.* 
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en  la  intención,  como  ven  en  la  libertad  y  en  la  inteligencia  una 
condición  sine  qua  non  del  delito,  esplicarnos  el  que  una  y  otra 
vez  se  diga  qae  sin  intención  no  puede  existir?  ¿Cómo,  el  que  en  la» 
obras  de  Jurisprudencia,  en  los  debates  del  Toro  y  en  las  discusio- 
nes académicas  se  dé  como  un  adagio  jurídico,  se  invoque  como 
una  verdad  incontrovertible  esta  proposición,  en  nuestro  concepto 
falsa:  la  intención  es  la  que  constituye  el  delito?  La  esplicacion  de 
esta  anomalía  nos  parece  encontrarla  en  la  historia.  El  perjuicio,  el 
daño  inrerido  á  una  persona  en  la  edad  de  oro  de  la  jurisprudencia 
romana,  podia  ser  causa  de  un  delito  ó  de  un  cuasi-delito.  Cuando 
aquel  era  inferido  con  intención,  el  acto  era  elevado  á  la  catego- 
ría de  delito  y  daba  origen  á  una  acusación  pública  ó  privada,  y 
siempre  á  la  imposición  de  una  pena.  Cuando  no  habia  sido  inten- 
cional ,  entonces  el  hecho  no  salía  de  la  esfera  del  derecho  civil, 
era  un  cuasi-delito,  que  solo  daba  motivo  á  una  indemnización  que 
habia  de  obtenerse  mediante  el  ejercicio  de  una  acción  civil.  Bajo 
el  imperio  de  estas  ideas  nació,  y  fué  una  verdad,  la  proposición  an- 
tes asentada.  Delito  é  intención  eran  siempre  en  Roma  ideas  nece- 
sariamente correlativas.  Sin  intención  allí  no  habia  delito;  podría 
haber,  cuando  más,  cuasi -delito;  pero  ya  lo  hemos  dicho,  y  no  debe 
olvidarse,  el  cuasi  delito,  no  era  materia  de  la  ley  penal. 

Hoy  las  cosas  han  variado  y  la  teoría  romana  ha  debido  olvi- 
darse. La  filosofía  y  la  ciencia  racional,  al  fijar  las  condiciones  del 
delito,  no  han  dado  á  la  intención,  ni  podían  dar,  la  misma  importan- 
cia que  le  dio  el  antiguo  derecho;  y  los  legisladores,  siguiendo  sua 
pasos,  han  comprendido  que  las  condiciones  propias  de  la  nueva 
vida  social  exigen  con  imperio  la  elevación  á  delito  de  cierta  serie 
de  actos,  que  aun  cuando  no  intencionales,  son  culpables  y  pue- 
den causar  graves  danos  y  profunda  alarma  en  la  sociedad.  Un  ma- 
quinista abandona  su  puesto  en  la  locomotora  estando  en  marcha 
un  tren,  y  dá  lugar  á  una  de  esas  terribles  catástrofes,  por  fortuna 
no  frecuentes  en  las  vías  férreas,  cuya  sola  relación  estremece. 
Casüga  imprudentemente  un  cochero  á  unos  caballos  briosos  que 
se  desbocan,  y  atropellan  en  una  calle  frecuentada  á  diferentes  per- 
sonas. Un  labrador,  contraviniendo  á  los  bandos  déla  Autoridad,  sin 
tomar  precauciones  de  ningún  género,  ni  cuidarse  de  que  en  aquel 
momento  reina  un  fuerte  viento,  prende  fuego  á  un  rastrojo  de  so 
propiedad  y  sin  intención  incendia  un  monte  vecino  lleno  de  árbp- 
les,  que  á  su  vez  propaga  el  fuego  á  otras  fincas  limítrofes.  En  to- 
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dos  estos  casos,  porque  no  haya  intención,  ¿se  dirá  que  no  hay  de- 
lito? Dé  ningún  modo.  La  justicia  y  la  utilidad  social,  esos  dos  ele- 
mentos determinantes  de  toda  penalidad,  claman  con  imperio  porque 
^ales  hechos  noquedea  impunes:  la  sociedad,  justamente  alarmada, 
exige  la  imposición  de  un  castigo;  la  indemnización  de  perjuicios^, 
ea  la  mayor  pane  de  los  casos  ilusoria,  no  es  bastante  para  poner 
al  abrigo  á  los  individuos  de  Terse  lastimados  en  sus  intereses  por 
personas  que  pudieran  cometer  nuevos  escesos  de  esa  clase.  Si 
intención  no  existe  en  los  ejemplos  propuestos,  en  todos  ellos  hay 
culpa,  y  una  culpa  grave:  se  falta  á  deberes  exigibles,  á  deberé» 
que,  quebrantados,  dan  casi  siempre  lugar  á  grandes  males,  ^i  la 
ley  no  Fulminara  en  estos  casos  una  pena  contra  los  que  así  falta» 
á  su8  deberes,  la  sociedad  indignada  pediría  su  reforma.  Es  esta 
una  de  aquellas  materias  á  cuya  protección  no  alcanza  el  derecb*^ 
civil.  Su  sanción  es  solo  propia  de  la  ley  penal. 

De  que  la  acción  ó  la  omisión  ha  de  ser  voluntaria ,  surge  natu- 
ralmente la  consecuencia  de  que  solo  el  hombre  es  susceptible  de 
dar  vida  ni  delito.  Esto  que  parece  hoy  obvio,  espedito  y  de  tal  evi- 
dencia  que  en  contra  no  se  atrevería  á  alzarse  una  sola  voz,  no  1# 
ha  sido  siempre.  Los  animales  han  sido  mutilados  (1),  han  sido  la- 
pidados (2),  han  sido  crucificados  (5),  han  sido  espuestos  en  los  pa- 
tíbulos, han  esperimentado  diferentes  castigos  (4). 


(1)  Zoroastro  reconoció  en  sus  leyes  derechos  y  obligaciones  en  los 
animales.  El  perro  que  con  repetición  mordía  á  otro  animal  ó  á  un  hombre ^ 
era  condenado  á  una  mutilación  sucesiva  de  la  oreja  derecha,  de  la  ia- 
quierda,  de  la  cola,  de  una  pata,  de  la  otra,  y  por  último  á  la  pérdida  á% 
la  vida.  ... 

(2)  En  la  legislación  mosaica  también  hay  ejemplos  de  suplicios  de 
animales.  Según  aparece  del  capítulo  21  del  Éxodo,  versículos  28  al  36  ,  f  i 
buey  que  daba  muerte  ¿  un  hombre  era  lapidado.  Este  castigo  no  se  im- 

Eania  seguramente  al  animal  por  considerarle  merecedor  de  pena.  El  puí»- 
lo  de  Dios  sabia  perfectamente  que  no  existía  en  el  mundo  mas  ser  moral^ 
y  por  tanto  responsable,  que  el  hombre.  Su  objeto  era  inspirar  horror  «I 
crimen  hiriendo  la  imaginación  del  pueblo,  castigándolo  hasta  en  un  ser 
irracional.  Lo  que  se  mandaba  respecto  del  buey  se  debe  también  enten- 
der generalmente  hablando  de  los  otros  animales  domésticos,  como  se  es- 
presa en  el  texto  samaritano,  y  lo  confirma  San  Agustín  contra  Faust.^ 
libro  19,  capítulo  25.  ,     ,     . 

(3)  Rorarius.— De  la  razón  de  las  bestias. —Tissoi.—Le  drott  penaí 
etudie  dans  ses  principes. 

(4)  Una  ley  de  Dracon  ordenaba  la  muerte  de  los  animales  qm  p-^- 
Taban  de  la  vida  á  un  hombre.  Otra  de  Solón,  mandaba  entregar  los  per- 
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Las  mismas  cosas  inanimadas,  una  pared  que  se  desplomaba, 
«na  piedra  que  caía,  un  árbol  que  se  desgajaba  y  causaba  ciertos 
danos,  como  por  ejemplo,  la  muerte  <]e  un  hombre;  ha  habido  tiem- 
pos que  han  dado  motivo  á  procedimientos  absurdos  (í).  La  falsa 
iJea  de  la  naturaleza  de  los  brutos,  á  los  r.uales  atribuían  alguno^» 
pueblos  antiguos  derechos  y  deberes,  el  sentimiento  apasionado  de 
la  venganza,  que  domina  en  el  derecho  penal  délos  pueblos  de  pri- 
mitiva y  de  grosera  civilización,  el  simbolismo  jurídico,  el  deseo  de 
herir  la  imaginación  popular  con  este  género  de  espectáculos  paní 
¿acer  odiosos  los  delitos  y  el  piadoso  fin  de  apartar  de  la  vista  de 
los  parientes  y  de  los  amigos  de  la  víctima,  las  cosas  que  recorda- 
ban y  habían  sido  causa  de  tristes  acontecimientos,  son  los  motivos 


ros  á  las  personas  á  quienes  mordían.  Estas  leyes  y  otras  análogas  de 
l^iticia,' tienen  la  mi^ma  esplícacíon  que  las  Mosaicas  á  que  antes  liemos 
aludido. 

Según  las  Doce  Tablas,  el  dueño  de  un  caballo  vicioso  ó  de  un  buey 
bravo,  se  libraba  de  responsabilidad  por  el  daño  que  por  accidente  pu- 
dieran causar  si  los  entregaba  á  la  persona  lesionada.  Se  bacía  esto  á  titu- 
lo de  reparación,  y  al  mismo  tiempo,  porque  se  creía  injusto  que  un  ani- 
mal pudiera  ser  para  el  propi(*tario  ocasión  de  una  pérdida  Cfue  escediese 
á  su  propio  valor.  Análogo  objeto  tuvieron  mas  tarde  las  acciones  noxaies. 

Jousset. — lün  su  Tratado  de  la  Justicia  criminal  en  Francia,  cita  el 
caso  de  haberse  visto  á  mediados  del  siglo  XV,  en  Borgoña,  un  cerdo  colga- 
do en  un  patíbulo,  condenado  por  haber  matado  un  niño. 

(1)  En  el  antiguo  Egipto,  el  instrumento  que  babia  servido  para  come- 
ter el  delito,  era  condc3nado  á  perecer.  Histoire  du  droit  criminel  des 
pnuples  anciens  depuis  la  formation  des  societes  jusqu'a  stablissemant 
du  cristianisme,  por  Albert  du  Boys,  Chapitre  1. 

En  Athenas  había  diez  Tribunales  de  Justicia,  conbcidos  con  el  nom- 
])re  de  Décasteres,  Uno  de  ellos,  el  Tribunal  del  Prytaneo,  conocía  de  las 
muertes  caucadas  por  cosas  inanimadas.  Una  teja  que  caía  desde  una  ele- 
vación, un  árbol  que  se  desgajaba  y  hería  á  un  hombre,  eran  llevados  ante 
ese  Tribunal:  se  les  formaba  un  proceso  y  eran  absueltos  ó  condonados. 
Cuando  había  luiiar  á  la  condenación,  la  cosa  inanimada,  reconocida  cul- 
pable, era  arrojada  fuera  de  los  límites  de  la  República.  El  origen  de  esta 
institución  se  remonta  á  la  mas  remota  antigüedad,  á  los  días  de  Eríclitheo. 
Hija  de  los  tiempos  heroicos,  descansaba  en  la  creencia  entonces  domi- 
nante, de  que  todo  objeto  que  privaba  de  la  vida  á  un  hombre,  quedaba 
cubierto  de  una  mancha  que  solo  los  ritos  espiatorios  podían  hacer  des- 
aparecer. 

Además  de  este  fin  religioso,  esta  ley  tenia  también  un  objeto  social. 
El  de  inspirar  un  grande  horror  al  delito  y  un  profundo  respeto  á  la  vida 
humana,  por  medio  de  esta  clase  de  castigos  simbólicos.  La  primera  causa 
que  se  llevó  á  este  Tribunal,  parece  fué  la  de  una  segur  con  la  cual  un  sa- 
cerdote habia  quitado  la  vida  aun  buey. — Albert  du  Boys ,  Histoire  du 
droif  criminel  des  pe uples  anciens ,  Chapitre  ^.®— Tissot.  Le  droit  penal 
éludie  dans  ses principes.  Lib.  l.%Chap,  3.® 
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'<]ae  espliran  aquella,  que  hoy  dos  parecería  inescusable  aberración, 
¿acerrar  la  noción  del  deber  y  la  noción  de  la  imputabilidad  en  su 
esfera  propia,  esto  es,  en  la  humanidad,  ha  sido,  la  historia  lo  de* 
muestra,  un  verdadero  adelanto  en  la  ciencia  del  derecho  penal.  El 
4iombre  avanza  sieropre ,  pero  avanza  despacio  en  el  camino  de^ 
progreso  (1). 

Las  comunidades,  las  corporaciones  ú  otros  seres  colectivos 
constituidos  por  la  Ley  en  personas  jurídicas,  tampoco  delinquen, 
porque  no  tienen  voluntad.  Creaciones  artificiales  del  legislador,  un 
üenen  para  los  efectos  de  la  imputabilidad  penal  mas  realidad  que 
la  de  las  personas  que  las  constituyen.  En  el  terreno  del  Derecho 
civil,  pueden  ser  consideradas  como  verdaderas  personas  en  tanto 
en  cuanto  la  Ley,  que  por  motivos  de  utilidad  les  dá  vida,  fundada 
en  ésas  mismas  consideraciones,  no  las  destruya:  pueden  ser  propie- 
tarias, acreedoras,  deudoras,  ejercer  acciones  y  oponer  escepcione^. 
La  moral,  la  razón,  ni  la  Ley,  repugnan  que,  en  los  actos  que  afec- 
tan á  los  bienes  y  á  los  intereses,  represente  á  todos  los  asocia-» 
dos  y  á  todos  obligue  un  Director,  una  Junta  ó  un  Consejo  de  Ad< 
ministracioo ,  en  quienes  hayan  delegado  aquellos  sus  facultades. 
Pero  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto  hace  referencia  al  Derecho  pe- 
nal. Las  colectividades,  como  verdaderas  creaciones  metafísicas  del 
derecho ,  no  tienen  propiamente  voluntad,  y  por  tanto  no  pueden 
ejecutar  acciones  ú  omisiones  susceptibles  de  responsabilidad  crimi- 
nal. La  Ley  que  las  constituye  es  impotente  para  dotarlas  de  la  li- 
l)ertad  moral  y  de  la  inteligencia,  inherentes  solo  al  individuo.  Su* 
pongamos  que  una  Corporación  acuerda  cometer  un  delito  y  encar- 
ga su  ejecución  á  determinadas  personas  de  su  seno.  ¿Cuál  será  la 
responsabilidad  que  adquiera?  Como  persona  jurídica,  ninguna.  Los 
individuos  que  la  forman,  y  no  la  Corporación,  son  los  que  tienen 
condiciones  de  imputabilidad;  ellos  que  tienen  cada  cual  su  razón; 
cada  cual  su  libertad  moral;  cada  cual  su  inteligencia;  cada  cual  su 
voluntad,  responderán,  no  del  mismo  modo,  sino  según  sus  actos 
propios  y  la  parte  puramente  personal  que  hayan  tomado  en  la  per- 
petración del  hecho. 

En  el  Derecho  penal  todo  es  individual,  una  acción  ó  nna 

(i)    Ortolan ,  eu  sus  Elementos  de  derecho  penal ,  hace  notar  que  en 
las  sentencias  de  los  parlamentos  franceses,  hasta  mediados  dol   si- 

Í;lo  XYIll ,  se  ven  huellas  de  los  antiguos  usos  y  procedimientos  crimina-^ 
es  contra  Jos  animales  y  las  cosas. 

l 
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omisión  nuestia,  producto  de  nuestra  voluntad,  de  nuestra  libertad 
y  de  nuestra  inteligencia,  hé  aquí  lo  que  es  necesario  para  que  eJ 
delito  se  declare  y  una  pena  pueda  imponérsenos.  Contra  esta  doc- 
trina ya  no  puede  prevalecer  ninguna  ley,  porque  seria  inicua,  ▼ 
las  leyes  inicuas  no  viven  en  los  pueblos  desde  el  momento  en  que 
la  libertad»  la  filosofía  y  la  ciencia  brillan  sobre  su  horizonte. 

No  siempre,  sin  embargo,  ha  sucedido  así.  En  el  orden  con  que 
se  han  venido  desenvolviendo  en  el  tiempo  la  serie  de  hechos  que 
constitituyen  la  historia  del  Derecho  penal,  limitarla  responsabi- 
lidad criminal  al  individuo,  ha  sido  un  triunfo  de  la  civilización  so- 
bre la  barbarie;  de  la  ciencia  sobre  la  fuerza;  de  la  justicia  sobre  la 
venganza.  La  solidaridad  criminal  en  la  comunidad,  la  encontra- 
mos en  la  familia  Céltica;  en  el  Clan  Escocés;  en  las  decenas  {freo- 
borges)  de  los  Anglosajones;  en  el  Mundium  de  los  Scandinavos; 
en  la  Centena  de  los  Francos,  y  hasta  en  la  Aaquila  de  los  Ara- 
bes  {{). 

No  hay  nada  que  ensene  tanto  como  la  historia.  Para  apre- 
ciar en  lo  que  vale  lo  que  poseemos,  no  hay  cosa  mejor  que  volver 
la  cara  atrás  y  ver  lo  mucho  que  ha  costado  á  las  generaciones  que 
nos  precedieron.  Un  recuerdo  de  las  principales  vicisitudes  por  don- 
de han  pasado  algunos  pueblos,  es  la  mejor  demostración  de  las 
Ventajas  que  alcanzamos  hoy  en  orden  á  la  responsabilidad  indi- 
vidual. 

Entre  los  septentrionales  que  destruyeron  el  Imperio  de  Oc- 
cidente y  se  enseñorearon  de  sus  florecientes  provincias ,  la  ven- 
ganza personal  era  un  derecho;  la  venganza  de  sangre  era  un  de- 
ber. En  cambio,  todos  los  parientes  de  un  hombre  perseguido  por 
homicidio  ó  lesiones,  se  creían  obligados  i  venir  en  su  ayuda  para 
salvarle  de  los  peligros  de  la  venganza,  de  los  rigores  de  la  pros- 
cripción, y  contribuir  al  pago  de  las  obligaciones  pecuniarias,  con- 
secuencia del  delito.  En  un  estado  social  tan  imperfecto,  donde  In- 


*(!)  La  Aaquila  se  componía,  para  el  musulmán,  de  sus  parientes,  de  su5 
patronos  y  de  sus  libertos,  y  de  su  diván,  es  decir,  de  los  musulmanes  ins- 
critos con  él  en  los  registros  públicos  para  ser  asistidos  del  Tesoro  de  la 
comunidad.  El  principio  que  trasportaba  la  responsabilidad  á  la  Aaquila, 
estaba  fundado  sobre  la  no  importabilídad  moral  del  hecho  al  agente,  be 
las  heridas  causadas  por  imprudencia:  de  los  suicidios  perpetrados  por  los 
dementes:  de  los  daíios  originados  por  los  niños,  y  otros  análogos,  eran  ílo 
los  que  priocipalmenle  respondía  la  Aaonila. — Alberl  du  Bois,  tíiitoire  úu 
4rQit  criminel  des  peuples  modemei,  libro  i.*,  cbap.  9.^ 
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tobaban  tan  encontrados  sentimientos  y  pasiones,  la  solidaridad  cri« 
j»inal  era  casi  una  necesidad,  porque  era  la  mejor  garantía  del  cas* 
ii¿;o  de  los  delitos  y  la  única  limitación  posible  de  las  venganzas. 

Del  bomicidio  causado,  el  Germano  respondía  con  todos  sos  pa- 
rientes, pagando  cada  cual  el  Wergeld  (1)  entero  en  los  primeros 
tiempos,  y  después,  él  y  sus  berederos,  una  mitad  que  se  llamaba 
malta  de  la  venganza  (Orambot),  y  sus  demás  parientes  la  otra  mi- 
tad, que  se  denominaba  mulla  de  raza  (\rvalot)  (2).  Los  Anglo- 
sajones, no  solo  hacían  la  responsabilidad  solidaria  á  la  fami- 
lia (3),  sino  que  la  estendia  á  los  diversos  miembros  de  ciertos  cír«* 
culos  ó  colectividades.  Así,  del  delito  que  cometía  un  ciudadano, 
eran  con  él  responsables  los  otros  nueve  que  componían  la  decena 
á  que  pertenecía  (4).  Ni  aun  tratándose  de  delitos  atroces  retroce- 

(\)  El  Wergeld  tenia  por  objeto  prevenir  la  venganza  y  poner  límites  d 
su  estension.  En  los  primeros  tiempos^  para  espiar  el  homicidio,  era  nece- 
áirio  cubrir  de  oro  ó  de  plata  el  cuerpo  de  ia  víctima.  Esto  venia  á  ser  un 
privilegio  concedido  á  Ja  riqueza,  y  por  lo  tanto  hacia  imposible,  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  la  espiacion.  Pero  luego  que  ei  Wergeld  llegó  á  ser 
ñna  institución  social  y  el  medio  legal  de  arrancar  de  manos  de  los  parien- 
tes el  derecho  de  venganza,  doscientas  libras  de  plata^  se  consideró  suü- 
cíente  cantidad  en  circunstancias  ordinarias,  la  cual  podía  ser  doblada  ó 
triplicada  en  los  delitos  atroces.— Aibert  du  Bois,  id.,  id.,  chap.  7.**,  §.  I.* 

(2)    Aibert  du  Bois,  id.,  id. .  chap.  7.*»,  §.  2.*» 

(3J  Si  paterna  cognalione  orbus  homo  pugnet,  et  aliquem  interGciat, 
ct  tune  si  ex  materno  latere  cognatos  habeat,  solvant  tertiam  partem  ses- 
timationís  hujus  capitis,  et  tertiam  partem  contubernalibus  ejus,  et  pro 
terttía  parte  fugiat.  Si  materno  de  latere  cognatos  non  habeat,  dimídiapars 
solvatur  contuberDalibus,  et  pro  dimidia  parte  fugiat.  Si  quis  hujusmodí 
hominem  interíiciat,  si  cognatos  non  habeat,  solvatur  dimidiura  Regí,  di- 
midium  contubernalibus.  — Canciani  Leges  in  Anglia  condit».  Leges  íEI- 
fredi— XXVII.  De  hominibus  cognatis  carentibus. 

(4j  Praeterea  esl  qua)dam  summa  et  máxima  securitas  per  guam  om- 
nesstatu  fírmíssimo  sustinentur,  videiícet,  ut  uousqnísque  stabiliatse  sub 
íidejussionis  securitate,  quam  Angli  vocant  freoborges,  solí  taraen  Ebora- 
censes  dicunt  eamdem  tien  marma  tala,  quod  sonat  Latiné,  decem  horai- 
num  numerum.  Haec  securitas  hoc  modo  íiebat,  scilicet,  quod  de  ómnibus 
villis  tottius  regní  sub  decennali  Gdejussione  debebant  esse  universí:  ita 
quod  si  unuá  ex  decem  forisfecerit,  novem  ad  rectum  eum  haberent:  (¡uod 
si  aufugeret,  daretur  legc  terminus  ei  XXXI  dierum:  quaesitus  interiin  et 
inventus,  ad  justítiam  regís  adduceretur.  Et  de  suo  illíco  restauraret  dam- 
num  (¡uod  fecerat.  Et  si  ad  hoc  forisfaceret,  de  corpore  suo  justitia  fíeret. 
Sed  si  infrapraedictum  terminum  invenirí  non  posset,  quia  in  omni  fri- 
horgo  unus  erat  capítalís  quem  vocabunt  frihorges  beofod  ípse  capitalís 
iumeret  dúos  de  melioribus  sui  fríbor^í,  et  de  tnbus  friborgis  sibi  propin- 
quioríbus  accíperet  de  unoqnoque  capitalem  et  dúos  de  mefíoríbus  unms- 
cujusque  friborgi,  sí  posset,  aberet,  et  ita  se  duodécimo  existente  purgíi^ 
ret,  se  et  fí*iborgum  suum  (si  faceré  posset)  de  forisfacto  et  faga  supradio* 
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dieron  las  leyes  bárbaras,  ante  las  consecuencias  inicuas  de  un  ab» 
surdo  principio:  por  el  contrario,  inmolando  sin  piedad  á  una  fami- 
lia en  espiacíon  de  un  crimen  solo  cometido  por  uno  de  sus  roieoí 
bros,  dispusieron  que,  cuando  un  litus  (que  venia  á  ser  una  especie- 
de  esclavo  manumitido,  aunque  no  de  un  modo  completo),  sin  man- 
dato de  su  Señor  asesinaba  á  un  noble,  no  solo  fuera  castigado  coa- 
la pena  de  muerte,  sino  que  también  lasufriesen  con  él  siete  de  sus 
parientes  (i). 

Entre  los  Francos,  la  responsabilidad  solidaria  nacía  del  Munr- 
dium ,  institución  de  origen  Scandinavo,  que  concentraba  los  dere- 
chos y  deberes  de  toda  la  familia  en  una  especie  de  magistratura 
))atriarcal  ejercida  por  el  Jefe  de  ella  en  las  personas  y  bienes  de  los 
miembros  que  la  constituían  {i). 

Si  carecía  de  bienes  el  delincuente ,  acudia  á  una  ceremonia 
emblemática,  en  virtud  de  la  cual,  echada  su  responsabilidad  soli- 
daria sobre  sus  mas  próximos  parientes,  y  quedaba  libre  de  pagar 
lá  pena  de  la  composición.  Cuando  los  primitivos  instintos  cayeron 
en  desuso,  y  se  relajaron  los  vincules  de  la  antigua  organizacion^ 
familiar,  todavia  en  el  establecimiento  de  las  centenas  encontrareis 
nueva  ocasión  para  desenvolver  el  principio  de  la  solidaridad,  ha- 
ciendo responsables  en  determinada  porción  á  lodos  los  individuos 
que  las  formaban  de  los  robos  cometidos  por  uno  de  ellos  (3).  Es 


ti  malefactoris.  Qaod  si  focere  non  posset,  ipse  cum  fríborgo  suo  damnum 
rcstauraret  de  proprío  malefactoris  quamdiu  duraret ,  ouo  deGciente  de 
suo  et  friborgi  sui  perGceret^  et  erga  jusUtíam  emendaret^  secundum 
quod  legaliter  eís  judicatura  fuisset.— -Cancíani  Leges  in  Anglia  conndilae. 
— Leges  Edovardi  Regís— XX,  De  friborgís. 

(1)  Litus.  sí  per  iussum  yel  consílium  dominí  sui  bominem  ocíderit^ 
ut  puta  nobiiem,  dominus  com[)ositionem  persolvat,  velfaidam  portel.  St 
uutem  absque  conscientia  domíni  hoc  fecerit^  dimittatur  a  domino,  et  vio- 
dicetur  in  illo^  et  alus  septem  consanguíneis  ejus  a  propínquis  occisí,  ct 
dominus  lití  se  ín  hoc  conscium  non  esse,  cum  undecim  juret. — Walter. 
'^Corpus  juris  germanici  arUijui, — Lex  Saxonum,  lit.'Il,  Ley  V. 

(2)  Bajo  el  punto  de  vista  jurídico  entre  el  mundium  germánico  y  la. 
manus  de  los  romanos  hay  grandes  puntos  de  analogía.  El  mundium  su- 
ponía en  el  que  lo  ejercía:  i.®,  una  autoridad  sobre  las  personas  y  bienes 
de  todos  los  que  dependían  de  él:  2.%  una  especie  de  tutela  que,  con(i- 
Tíé|idole  ciertos  derechos,  le  imponía  también  deberes;  y  3.^  una  respon- 
sabilidad activa  y  pasiva,  fundada  sobre  la  solidaridad,  de  la  cual  el  Mun^ 
doMus  era  el  principal  representante  en  la  familia.— Albert  du  Boís ,  en 
su  citada  obra  sobre  el  derecho  criminal  de  los  pueblos  modernos. 

(3)  Decretum  est  ut  quia  ín  vigilias  constituías  nocturnos  fures  nooc 
caperent,  eo  quod  per  diversas  intercedente  conludio  scelera  praetermiss^ 


Digitized  by  LjOOQIC 


ENSAYO  DE  UN  COMENTARIO  AL  CÓDIGO  PENAL.       S9 

iBStSy  de  aoa  asociación  accidental,  de  la  simple  concurrencia  de 
varías  personas  en  an  punto,  habia  casos  en  que  podía  resultar  la 
imposición  de  una  penalidad  á  varias  personas  por  actos  en  que  na 
habían  tomado  parte  directa  ni  indirecta.  Así  sucf^ia  cuando  en  un 
festín  al  que  concurrían  siete  ó  menos  personas,  se  daba  muerte 
violenta  á  alguno  de  los  convidados:  los  demás  quedaban  entonce» 
obli^dos  á  denunciar  el  hecho»  é  incliminar  á  su  autor,  ó  á  pagar 
solidariamente  la  composición  pecuniaria  del  delito  (1). 

Una  costumbre  tan  arraigada,  una  ley  tan  dominante,  no  era 
posible  que  desapareciese  absolutamente,  ni  que  dejara  de  influir 
en  la  legislación  y  costumbres  de  los  demás  pueblos  de  Europa,  du- 
rante el  largo  período  de  la^  edad  media  (2).  Era  por  otra  parte  la 
época  á  propósito:  mil  asociaciones,  ostentando  diferentes  títulos^ 
vivían  en  el  seno  de  aquella  sociedad  luchando  entre  si,  reclaman- 
do exenciones  y  allegando  privilegios  con  un  calor,  y  con  una  per* 
severancia  de  que  no  nos  ofrece  mayor  ejemplo  la  historia,  y  nada 
mas  natural  que  la  importancia  misma  que  á  semejantes  agrupa- 
ciones se  concedía,  fuera  causa  de  estender  su  responsabilidad  mas- 


custodias  exercerent,  ceDtenas  fiorí.  lo  qua  centena  si  quis  aliquid  dcpo-^ 
rierít,  capitale  quí  perdiderat  rccípíat,  et  latro  ínsequatur.  Vel  sí  ín  al- 
teríus  centena  appareat,  et  adhuc  admuniti  si  neglexerint ,  quiñis  sol  con- 
demnentur.  Capitale  tarnea  qui  perdiderat,  hac  centena  illa  accipiat,  abs- 
que  dubío,  hoc  esl,  de  secunda  vel  tertia  custodia.— Walter,  Corpus  juris 
germanici  an^iout.—Decrelio Clilotarií  II  Regís,  Data  circa  annum  Giiris- 
liDXCV.g.  1.» 

(1)  Si  in  convivio  ubi  quatuor  aut  quinqué  fuerint  homínes,  unus  ex 
ípsis  interfectus  fuerít^  lili  qui  remanent,  aut  unuin  convíctum  reddant, 
aut  omnes  mortis  illius  composítionem  conjectent:  quoB  lex  usque  ad 
septem,  qui  fuerint  in  onvivio  illo,  convenit  observar!. — WaJter ,  Corpus 
juris  germanici  antiqui,  Lcx  sálica.— XLV,  De  homícídiís  ín  convivio 
factis. 

(2)  Hé  aquí  un  texto  curioso  que  demuestra  con  otros  que  pudiéramos^ 
citar,  la  existencia  de  la  solidaridad  criminal  en  la  familia  para  responder 
de  ciertos  delitos,  durante  la  edad  media. 

Si  quis  de  libértale  suu  fnerit  interpellatus,  et  tímeos  nec  in  servitíum 
cadat,  aliguem  de  propinquis  suis,  per  quem  se  in  servitíum  casurum  ti- 
mens  occiderit,  id  est,  patrem  aut  matrem,  amitarn,  matruelem,  avuncu- 
lum,  vel  quamiibet  hujusmodi  propinqnítatis  personara,  ipse  qui  hoc  per- 
pctraverit  moriatur,  agnatio  ejus  et  consanguinítas  in  servitutem  cadat.  Et 
si  negaverit  se  illum  occidissc)  ad  novem  vomeres  ígnitos  iudicío  Deí  exa- 
mínandus  accedat— Walter,  Corpus  juris  germanici  antiqui,  capitular» 
secundum  anni  DCCCIII,  sive  capitula  addita  al  legem  salicam.— Cap.  V^ 
De  eo  qui  de  libértate  sua  interpellatus  aliquem  de  propinquis  suis  oc-^ 
ciderít. 
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allá  de  sas  límites  natarales.  Del  daño  inferido  por  alganos  de  los 
individuos  de  un  Señorío,  estaban  obligados  por  punto  general,   á 
responder  todos ,  á  no  ser  que  entregaran  al  culpable»  y  eran  Tre- 
«uentes  los  casos  en  que  á  una  colectividad  afectaba  la  pena  de  qae 
«olo  eran  merecedores  ios  individuos  de  su  seno  que  habian  inferido 
étl  agravio.  Las  fortalezas ,  castillos  y  murallas  de  los  Comunes  der- 
ribadas á  titulo  de  pena,  la  imposición  de  multas  y  otros  grlváme- 
nes  odiosos  á  los  pueblos,  el  padrón  de  afrenta  que  se  les  infería  al 
hacer  pasar  el  arado  al  rededor  de  sus  muros  ó  sembrando  su  suelo 
de  sal,  todos  estos  y  parecidos  castigos,  que  la  historia  en  sus  pá- 
ginas registra,  no  son  otra  cosa  que  la  manifestación  del  sentimien- 
to de  venganza  en  la  viva  personificación  de  los  seres  colectivos; 
no  son  otra  cosa  que  las  deplorables  consecuencias  del  absurdo 
principio  que  hace  responsables  criminalmente  á  las  personas  jurí- 
dicas. 

Digámoslo  una  vez  más.  Fulminar  penas  en  globo  contra  un 
pueblo,  contra  un  Ayuntamiento,  contra  una  Corporación,  contra 
una  reunión  de  personas  cualquiera ,  herir  del  mismo  modo  á  todos 
los  individuos  que  la  constituyen,  así  á  los  inocentes  como  á  los 
culpables,  es  siempre  injusto  y  puede  llegar  á  ser  bárbaro.  Se  ha 
hecho  algunas  veces  en  los  tiempos  modernos,  y  quizás  se  vuelva 
á  hacer;  mas  contra  tales  hechos  han  protestado  siempre  y  protes- 
tarán de  nuevo  todas  las  conciencias  rectas,  todas  las  inteligencias 
esclarecidas. 

Penada  por  la  ley.  Sabemos  ya  que  el  delito  ha  de  consistir 
necesariamente  en  una  acción  ó  en  una  omisión  voluntaria,  esto  es, 
en  una  acción  ó  en  una  omisión  ejecutada  con  libertad,  con  inteli- 
gencia, con  intención  ó  con  culpa.  Nos  falta  saber  cuáles  de  esta 
clase  de  acciones  ó  de  omisiones  son  delitos,  y  cuáles  no. 

Nuestro  Código  responde  á  este  punto  de  una  manera  categóri- 
ca: las  acciones  ú  omisiones  que  constituyen  delito,  son  aquellas  que 
«stán  penadas  por  la  ley.  En  análogos  términos  han  contestado  y 
contestarán  siempre*  interrogados  sobre  este  particular,  todos  los 
poderes  públicos. 

En  el  mundo  práctico  esto  es  suficiente.  Cada  cual  conoce  así 
los  actos  que  puede  ejecutar,  y  aquellos  que  están  prohibidos  y 
iiene  el  conocimiento  necesario  para  formarse  una  regla  de  conduc- 
ta que  le  ponga  al  abrigo  de  la  penalidad  con  que  la  ley  le  ame- 
naza. La  Administración  conoce  los  hechos  que  debe  prevenir  y 


Digitized  by  LjOOQIC 


INSAYO  INI  UN  GOMBNTAllO  AL  CÓDIGO  PIRAL.  41 

myo  castigo  ha  de  raciliiar  ál  órdeo  judicial.  Edte  i  su  vez  lieoe 
«Q  la  ley  un  guía  seguro  para  hacer  acertadameote  la  dectaracioa 
del  delito  y  la  aplicacioo  de  la  pena. 

ia  eienda,  sm  embargo,  ao  se  eoaleota  cm  esto.  Delito  sea 
«a  baen  hora  aquello  que  la  ley  designe  coa  este  nombre.  Procla- 
mémoslo en  grada  de  la  conveniencia  pública.  El  orden  jurídico  lo 
exige:  ante  la  voz  de  la  ley,  deben  callar  todas  las  resistencias  vio- 
lentas. Pero  apresurémonos  á  decirlo:  el  legislador  que  no  es  arbi- 
tro, como  hemos  dicho,  de  erigir  su  capricho  en  ley,  mucho  menos 
puede  declarar  justiciables  hechos  cuya  iaenlpabilidad  atestiguan  la 
razoo,  la  moral,  la  ley  y  la  costnmbre.  Hay  un  derecho  á  prim, 
bello  ideal  que  la  ciencia  proclama,  difunde  y  determina:  y  ese  de- 
recho debe  ser  la  aspiración  perpetua  de  los  legisladores.  Hacer 
pasar  su  espíritu  á  sus  obras,  es  su  principal  gloria.  ¿Qué  vale  un 
Código  penal,  si  no  espresa  la  manera  que  tiene  un  pueblo,  en 
un  momento  de  su  vida,  de  entender,  esplicar  y  desenvolver  la 
noción  abstracta  del  delito  y  de  la  pena  que  la  ciencia  racional  for- 
mula? Los  que  en  un  cuerpo  legal  no  ven  mas  que  un  conjunto  de 
reglas  constituidas  para  la  dirección  de  un  pueblo;  los  que  creen  á 
ios  Códigos  obras  de  los  Gobiernos,  y  no  de  la  filosofía  y  del  movi- 
miento dialéctico  de  las  ideas,  no  ven  mas  que  lo  que  tienen  delan- 
te, desconocen  el  gran  movimiento  de  la  historia  y  la  ley  del  pro- 
greso humano,  que  cada  dia  abre  á  la  investigación  de  los  sabios 
nuevas  regiones  científicas.  Los  tiempos  de  la  omnipotencia  de  los 
legisladores  han  pasado,  si  es  que  alguna  vez  han  existido.  Las  le- 
yes se  obedecen  mas  hoy  por  la  virtualidad  de  sus  doctrinas,  que 
por  temor  á  la  fuerza  pública  encargada  de  su  ejecución.  Sea, 
f)ues,  delito  la  violación  de  una  ley  penal,  pero  digámoslo  muy  al-  , 
io:  la  ley  no  puede  castigar  en  tal  sentido,  sino  aquellos  bechos 
qire,  como  delito,  á  la  vez  condenan  la  religión,  la  moral,  la  ciencia 
y  la  conveniencia  pública. 

Dimion  del  delito.  Además  de  la  definición  que  acabamos  de 
esplicar,  el  párrafo  primero  del  articulo  que  comentamos,  contiene 
una  clasificación  de  los  hechos  punibles. 

En  este  punto,  dos  modelos  se  ofrecían  á  los  autores  de  nuestra 
ley  penal:  el  código  francés,  con  sus  tres  categorías  decrímenesy  de- 
litos y  contravenciones,  dando  el  primero  de  estos  nombres  á  las 
infracciones  que  castigaba  con  penas  aflictivas  ó  infamantes;  el  se- 
gundo, á  los  que  reprimía  con  penas  correccionales;  y  el  tercero,  á 

TOMO  XXVI.  6 

Digitized  by  LjOOQIC 


42  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

los  que  correspondían  penas  de  policía;  y  el  código  austríaco  que  los 
dividía  en  dos  grupos,  á  saber:  en  delitos  y  graves  inrracciones  de 
policía. 

No  sin  vacilar,  decidiéndose  por  este  último,  dijeron  qae  toda 
acción  ú  omisión  voluntaria  penada  por  la  ley,  es  delito  ó  es  falla. 

Aplaudimos  la  elección.  Desde  luego  la  división  trimembre 
enunciada,  tenia  contra  sí  y  tiene  el  haber  sido  con  fundado  moti- 
vo, generalmente  impugnada  como  contraria  á  las  leyes  de  la  lógi- 
ca y  á  todo  procedimiento  racional  y  científico,  por  hacer  tlepender 
la  naturaleza  de  los  actos  punibles,  de  la  imposición  de  las  penas 
con  que  se  castigan,  cuando  en  sentido  inverso,  la  intensidad  y  la 
estension  de  estas  debe  determinarse  por  la  índole  y  circunstancias 
de  aquellos;  pues  que  el  delito  es  la  causa  y  la  pena  la  conse- 
cuencia. 

Alguna  vez,  sin  embargo,  se  ha  llevado  esta  censura  mas  allá 
de  sus  justos  límites.  Rossi— por  ejemplo— ha  dicho:  da  división 
de  los  actos  punibles  en  crímenes,  delitos  y  contravenciones ,  divi- 
sión derivada  del  hecho  material  y  arbitrario  de  la  pena,  revela  por 
sí  sola  el  espíritu  del  código  y  del  legislador.  Esto  es  decir  á  todos: 
no  entréis  á  examinar  la  naturaleza  intrínseca  de  las  acciones  hu* 
manas;  poned  los  ojos  en  el  poder:  si  veis  que  condena  á  un  hom  - 
bre  al  último  suplicio,  inferid  que  ese  hombre  es  un  gran  malvado» 
Se  hace  aquí  un  desprecio  tal  de  la  especie  humana,  hay  aquí  una 
pretensión  tan  grande  de  despotismo  en  todo,  aun  en  lo  moral,  que  se 
podría,  sin  aventurarse  demasiado ,  juzgarse  por  la  lectura  del  ar- 
tículo primero  del  espíritu  de  todo  el  código.» 

No  hay  en  nuestro  concepto  motivo  para  tanto;  y  muy  espuésto  á 
error  podría  ser  ese  juicio.  En  la  región  de  los  principios,  atendien- 
do al  rigorismo  científico,  convenimos  en  que  no  cabe  clasificar  los 
delitos  por  las  penas;  mas  para  los  efectos  prácticos  de  una  ley  es 
enteramente  lo  mismo  que  se  diga,  estos  hechos  son  crímenes,  es- 
tos otros  son  delitos  y  aquellos  contravenciones:  los  primeros  se 
castigan  con  estas  penas,  los  segundos  con  estas  otras  y  los  terce  - 
ros  con  esas  otras,  que  el  que  se  clasifiquen  por  la  penalidad  que 
respectivamente  les  correspondan,  diciendo  que  son  crímenes  los 
que  se  castigan  con  penas  aflictivas  ó  infamante;  delitos,  los  que  se 
castigan  con  penas  correccionales,  y  contravenciones,  los  que  se 
castigan  con  penas  de  policía,  toda  vez  que  para  hacer  la  designa- 
ción de  cada  clase  de  penas  es  preciso  el  previo  estudio  de  la  natu- 
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raleza  inlríoseca  de  los  hechos;  el  avalúo  de  sus  condiciones  consii- 
tulivas  y  la  apreciación  del  daño  que  infieren.  El  legislador  que  no 
es  arbitro  de  erigir  en  delito  un  hecho  inocente,  no  lo  es  tampoco 
para  imponer  una  pena  grave  á  un  delito  leve.  Toda  pena,  como 
réremos  en  su  lugar,  en  (anto  es  legítima,  en  cuanto  es  proporcio- 
nada al  hecho  á  que  se  refiere.  La  clasificación  de  los  delitos  por 
las  penas,  poco  científica  y  por  lo  tanto  impropia ,  no  importa  ese 
desprecio  de  la  especie  humana  ni  ese  alarde  de  despotismo  que 
Bossi  ha  visto  en  el  artículo  primero  del  código  francés,  pues  como 
acabamos  de  indicar,  supone  necesariamente  una  clasificación  previa 
de  esos  mismos  delitos,  según  su  naturaleza  y  circunstancias  res- 
pectivas. 

Otra  objeción  mas  justa  se  hace  al  sistema  de  que  venimos  ha- 
blando: consiste  en  la  imposibilidad  de  señalar  con  arreglo  á  los 
pnncipios  el  limite  que  ha  de  separar  los  crímenes  de  los  delitos. 
En  eTecto,  ni  la  razón  natural,  ni  la  razón  mas  ilustrada  conciben 
ni  pueden  determinar  la  serie  de  condiciones  necesarias  para  que 
nnhecho  adquieraó  pierda  el  carácter  de  crimen  ó  delito.  Ona  in- 
fracción de  un  deber  moral,  una  lesión  de  un  derecho  exigible  por 
la  ley  penal,  cuya  realidad  puede  ser  apreciada  por  actos  esteriores^ 
tal  es  á  la  vez  la  naturaleza  de  los  hechos  que  pueden  recibir  con 
propiedad  el  nombre  de  crimen:  y  esa  misma  es  la  de  aquellos  otros 
qne  puedan  designarse  con  el  nombre  de  delitos.  Careciendo  de  un 
principio  fijo  que  la  determine,  falta  de  razón  de  ser  en  la  región 
de  la  ciencia,  esta  división  es  tan  artificial,  que  no  sirve  siquiera  pa- 
ra poder  tratar  separadamente,  en  diferentes  libros  del  Código  pe- 
na!, con  la  claridad  debida,  de  los  crímenes,  delitos  y  contravencio- 
nes, porque  la  gravedad  de  un  hecho  crece  ó  disminuye  según  las 
circunstancias  que  en  él  concurren,  y  las  condiciones  de  las  perso- 
nas que  lo  ejecutan  y  de  aquellas  contra  quienes  se  perpetran.  «Un 
homicidio — hace  observar  con  razón  uno  de  nuestros  comentaris- 
tas— puede  ser  un  delito  muy  grave,  menos  grave  y  muy  leve.  Será 
el  mas  grave  si  se  comete  á  traición  y  sobre  seguro ;  menos  grave, 
sí  se  comete  en  quimera,  en  un  duelo,  después  de  una  bárbara  pro- 
vocación ó  en  venganza  de  graves  ultrages ;  pero  será  el  mas  le- 
ve en  propia  defensa,  aunque  esta  se  haya  llevado  algo  mas  allá  de 
los  limites  razonablesi  (t).  Esto  supuesto,  habría  de  suceder  de 

(1)    Alvarez  Martínez. 
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dos  cosas  uaa,  en  el  sistema  de  la  triple  divisioo:  ó  que  se  tratara  de 
un  mismo  delito,  por  ejemplo,  del  homicidio,  ea  tres  partes  distin- 
gas del  Código,  ó  que  bajo  un  mismo  título,  se  hablase  á  un  tiempo 
de  crímenes,  delitos  y  coutravencioues.  Tau  absurda  la  una  como 
!a  otra,  llevariao  las  dos  la  confusiou  y  el  desorden  á  todas  las  par- 
les de  la  obra. 

No  fué,  pues,  ningún  interés  teórico  lo  que  indujo  á  los  autores  de 
la  ley  francesa  á  adoptar  la  clasificación  que  consignaron  en  el  ar- 
tículo primero,  sino  el  deseo  de  armonizar  esta  división  con  la  ley, 
en  virtud  de  la  cual  se  creaban  tres  clases  de  Tribunales:  los  de 
<isisas,  los  correccionales  y  los  de  policía,  para  conocer  de  las 
inrracciones  puniblessegun  la  naturaleza  aflictiva,  correccional  ó  de 
policía  de  las  penas  con  que  se  castigaban.  Empero  á  este  mismo 
interés  práctico,  como  veremos  en  su  lugar,  ha  atendido  también 
nuestra  ley  penal  sin  necesidad  de  adoptar  aquella  división.  Lo 
aprobamos,  porque  la  razón  solo  distingue  dos  clases  de  hechos  pu- 
nibles: unos,  como  ya  hemos  indicado,  que  lo  son  intrínsecamente» 
por  la  inmoralidad  de  la  acción,  la  perversidad  del  agente,  y  la 
cuantía  del  mal  causado  y  otros  que  son  meras  inrracciones  de  la 
iey  penal  consistentes  en  ejecutar  lo  que  ella  prohibe,  ó  dejar  de 
hacer  lo  que  exige  en  determinados  casos,  ó  lo  que  por  su  poca  im- 
portancia y  escasa  trascendencia  no  causa  alarma  ni  perturbación 
áocial. 

II. 

Sabemos  lo  que  es  delito,  conocemos  sus  caracteres  genéricos: 
solo  acciones  ú  omisiones  voluntarias  es  lo  que  la  ley  castiga. 

¿Pero  cómo  apreciar  si  son  ó  no  voluntarias  las  acciones  que  á 
nuestra  apreciación  se  ofrezcanf 

Aquí  solo  caben  dos  estremos;  presumir  que  son  voluntarias 
todas,  mientras  no  resulte  lo  contrario,  ó  presumir  que  no  lo  son,  en 
tanto  no  se  demuestre  otra  cosa.  No  presumir  ni  lo  uno  ni  lo  otro, 
es  un  imposible  moral,  porque  una  fuerza  imperiosa  cuya  existen- 
cia en  nuestra  alma  antes  hemos  demostrado  ,  no  nos  permite  per- 
manecer indiferentes  ni  abstenernos  de  juzgar  de  la  moralidad  de 
las  acciones.  A  despecho  de  nosotros  mismos,  en  presencia  de  un 
acto,  nuestra  conciencia  se  impresiona  y  pone  en  movimiento,  y  la 
razón  discurre,  presume,  forma  opinión  y  juzga:  hay  pues,  que 
presumir  que  las  acciones  son  voluntarias  ó  que  no  lo  son. 
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Lo  primero  es  lo  que  el  Código  ha  hecho:  las  acciones  ú  omisio- 
nes penadas  por  la  ley,  ha  dicho,  se  reputan  siempre  voluntarias,  4 
no  ser  que  conste  lo  contrario. 

No  podía  ser  otra  su  declaración.  El  hombre,  ser  eminentemen- 
te libre  é  inteligente,  al  obrar  hace  uso  ordinariamente  de  su  liber- 
tad y  de  sa  inteligencia.  El  sentimiento  natural,  la  reflexión,  la  filo- 
sofía y  la  esperiencia  lo  acreditan.  El  brazo  ejecuta  lo  que  la  vo- 
luntad decide:  lo  que  el  hombre  realiza  es  porque  quiere;  lo  qn« 
dejadehacer,  es  parque  su  voluntad  es  dejar  de  hacerlo:  tal  es  la  re- 
gla general;  así  en  el  mundo  pasan  ordinariamente  las  cosas.  Habrá 
casos  en  que  obre  con  la  voluntad  cohibida,  como  los  hay;  en  que 
se  mueve  impulsado  por  una  fuerza  material,  irresistible:  los  habrá, 
enqne  obre  con  la  inteligencia  profundamente  perturbada;  pero  esto* 
casos  constitayen  la  escepcion,  como  aquellos  otros  la  regla  gene- 
ral. El  que  pretende  que  en  semejante  situación  anormal  se  en- 
cuentra; el  que  dice  que  obró  fuera  de  las  condiciones  ordinarias 
de  su  naturaleza,  libre  é  inteligente,  debe  probarlo;  mientras  no 
resulte,  la  ley  hace  muy  bien  en  no  creerle  y  en  presumir,  fundada 
en  el  orden  general  con  que  se  suceden  los  acontecimientos  huma- 
nos, que  su  acción  fué  voluntaria. 

Esta  presunción  es,  sin  embargo,  como  acabamos  de  indicar  j¿4- 
ri$  tamtum,  esto  es,  cede  ante  la  prueba  en  contrario.  Mas  qué 
clase  de  prueba  sea  necesaria  para  que  esto  suceda,  no  es  punto  bas- 
tantemente claro  en  nuestro  derecho.  ¿Bastará  la  prueba  circuns- 
tancial, la  prueba  indirecta,  la  prueba  de  convencimiento  de  que 
trata  la  regla  45  de  la  ley  provisional  para  aplicación  del  Código, 
ó  será  indispensable  la  plena  probanza,  la  de  evidencia  moral  que 
requiere  la  ley  12,  título  14  de  la  Partida  tercera  para  estimar  jus 
tificada  la  ínvoluntaríedad  de  los  actos  humanos?  Hé  aquí  una  pre- 
gunta cuya  respuesta  es  de  mucho  interés  en  la  práctica. 

Para  nosotros  basta  la  primera.  Confesamos  que  no  favorece 
esta  opinión  el  tenor  literal  de  la  regla  45  mencionada;  pero  cree- 
mos está  dentro  de  su  espíritu.  Veamos  el  texto:  «En  el  caso  de  que 
examinadas  las  pruebas  y  graduado  su  valor  adquirieren  los  Tri- 
bunales el  convencimiento  de  la  criminalidad  del  acusado  según 
las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional,  pero  no  encontraren  la 
evidencia  moral  que  requiere  la  ley  12,  título  i4  de  la  Partida  3.% 
impondrán  en  su  grado  mínimo  la  pena  señalada  en  el  Código.»  £«; 
innegable,  que  según  los  términos  de  la  ley  que  acabamos  de  recor- 
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«lar,  solo  para  adquirir  el  coQveDcimienlo  de  la  criminalidad  del 
acusado,  eslán  los  Tribunales  autorizados  para  juzgar  de  los  he- 
chos según  las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional;  para  lodo  lo 
demás  la  prueba  tasada,  la  prueba  de  evidencia  moral  de  las  leyes 
de  Partida,  es  necesaria.  Mas  por  cima  de  la  letra  muerta  del  tex- 
to está  su  espíritu  que  no  puede  querer  eso,  porque  seria  una  enor- 
me injusticia.  Si  el  legislador  ha  determinado  lo  que  debe  hacerse 
cuando»  no  habiendo  prueba  directa,  los  Tribunales  adquieren  el 
convencimiento  según  las  reglas  de  la  crítica  racional  de  la  crimi- 
nalidad del  acusado,  ha  sido  porque  ese  caso  es  frecuente  en  el  fo- 
ro, no  porque  su  ánimo  haya  sido  que  esas  propias  reglas  de  crítí 
ca,  no  puedan  utilizarse  de  otro  modo;  no  porque  se  propusiera 
crear  un  medio  de  prueba  esclusivameote  contra  el  acusado.  Un 
criterio  de  verdad  para  la  acusación  y  otro  para  la  defensa  es  una 
injusticia  de  tanto  bulto  que  no  es  dado  suponerla  ni  estimarla  es- 
tablecida, sin  que  de  una  manera  terminante,  que  no  deje  lugar  á 
duda,  se  declare  en  la  ley;  y  aun  entonces  la  voz  de  la  justicia  y 
la  fuerza  de  los  principiosi  es  seguro  que  no  tardarian  mucho  en 
dejar  sin  efecto  tan  irritante  precepto.  La  prueba  circunstancial,  lo 
mismo  que  la  directa,  así  puede  ser  de  cargo  como  de  descargo. 
Si  se  admite  contra  el  reo,  ¿en  nombre  de  qué  principio  la  recha- 
zaremos» cuando  la  invoque  en  su  beneficio?  No  hay,  pues,  mas  re- 
medio que  convenir  en  que,  si  contra  la  presunción  legal  de  que 
todas  las  acciones  son  voluntarias,  la  ley  concede  al  acusado  prue- 
ba, tiene  derecho  de  servirse  de  todos  aquellos  medios  de  conocer 
la  verdad  que  en  su  contra  pueden  ejercitarse,  lo  mismo  de  los  di- 
rectos que  de  los  indirectos,  así  de  la  prueba  tasada  de  la  ley  de 
Partida  como  de  la  de  convencimiento  de  la  ley  provisional. 

De  no  ser  así,  el  preciosísimo  derecho  conferido  á  los  reos  para 
demostrar  que  sus  actos  fueron  involuntarios,  seria  ilusorio  en  lu 
mayor  parte  de  los  casos.  Observemos  que  de  lo  que  se  trata,  es 
de  conocer  si  una  acción  ha  sido  ó  no  ejecutada  con  voluntad,  esto 
es,  con  libertad  6  cediendo  á  una  fuerza  material  ó  moral  invenci- 
ble; con  inteligencia  ó  con  la  razón  perturbada;  con  intención  ó  sia 
ella;  con  ánimo  dañado  ó  por  culpa  ó  mera  casualidad.  ¿Cómo  pro- 
bar esto  por  testigos,  confesión  ó  documentos?  Declarar  voluntaria 
ó  involuntaria  una  acción,  es  tanto  como  juzgar  por  los  hechos  es- 
teriores  de  un  acto  interno  de  nuestra  alma.  Un  juicio  de  esta  ín- 
dole, siempr«^^'^  venturado,  no  puede  descansar,  en  la  mayor  parte 
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de  las  veces,  sino  eo  el  convenciroieuto  judicial,  y  á  ese  convenci- 
miento judicial  el  camino  que  directamente  conduce  es  el  que  de- 
terminan las  reglas  ordinarias  de  la  crítica.  En  este  como  en  otros 
pantos,  lo  mas  real  es  lo  mas  racional. 

Repitámoslo  resumiendo:  la  voluntad  es  el  alma  del  delito;  toda 
acción  se  presume  por  la  ley  voluntaria:  contra  esta  presunción  se 
admite  prueba  y  esta  prueba  puede  ser  directa  ó  indirecta  plena  ó 
de  convencimiento. 

III. 

Aunque  la  acción  ha  de  ser  voluntaria,  esto  es,  libre,  reflexiva,  in- 
tencional ó  culpable,  no  es  sin  embargo,  preciso  que  haya  una'com- 
pleta  correlación  entre  la  voluntad,  la  libertad  y  la  reflexión  con  que 
el  agente  obra  y  el  resultado  de  su  propia  acción.  Resuelve  A.  dar 
muerte  á  B.,  y  en  la  oscuridad  de  la  noche  dispara  su  arma  de  fue- 
go contra  un  hombre  que  juzga  el  blanco  de  su  odio;  la  víelima  no 
es,  sin  embargo  B.,  sino  C,  que  accidentalmente  poralli  pasa.  La 
acción  de  A.  fué  voluntaria,  libre  reflexiva  y  hasta  intencional  en  sí; 
pero  no  lo  es  en  su  resultado;  por  que  terminó  de  un  modo  que  su 
autor  no  quería,  que  ni  siquiera  habia  imaginado,  y  que  á  imagi- 
narlo hubiera  sido  bastante  para  abstenerse  de  obrar.  Este  hecho, 
sin  embargo,  es  delito.  Nuestro  Código  lo  declara  en  el  ultimo  de 
los  párrafos  del  artículo  que  comentamos. 

cEI  que  ejecutare  voluntariamente  el  hecho,  será  responsable  de 
él,  é  incurrirá  en  la  pena  que  la  ley  señale,  aunque  el  mal  recaiga 
sobre  persona  distinta  de  aquella  á  quien  se  proponía  ofender.» 

Nada  tenemos  que  oponer  áesta  declaración.  En  el  que  así  obra 
hay  la  intención  dañada,  el  ánimo  decidido  de  delinquir,  hay,  por 
último,  el  uso  de  medios  apropósilo  para  conseguir  un  fin  punible. 
La  materia  críminal  con  esto  solo  existe:  la  responsabilidad  criminal 
con  esto  solo  es  ya  exigible.  Si  la  acción  no  causó  daño  á  la  perso- 
na contra  quien  se  quería  dirigir,  no  importa:  otra  persona  dis.- 
tinta  ha  sufrído  sus  efectos:  la  sociedad  ha  sido  herida  en  uno  de 
sus  miembros,  de  la  misma  manera  y  con  la  misma  intensidad  que 
lo  hubiera  sido,  si  los  deseos  del  agente  se  hubieran  realizado  por 
completo.  Igual  infracción  de  un  deber  moral.  Igual  daño  producido, 
igual  alarma,  igual  necesidad  del  castigo. 

La  razón  vulgar  y  la  razón  filosófica  aprueban  esta  conclusión; 
el  que  proyecta  cometer  un  asesinato  no  deja  de  ser  reo  de  este  de* 
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lito,  porque  sa  víctima  haya  sido  uoa  persona  distinta  de  la 
por  él  elegida:  quiso  matar  á  un  hombre,  y  á  un  hombre  ha  muerto: 
este  es  su  delito:  la  pena  es  ineludible.  El  sentimiento  de  la  igual- 
dad humana  hace  imposible  toda  objeción  seria  contra  esta  doc- 
trina. 

Sínembargo,  aunque  todos  los  hombres  son  iguales,  hablando 
en  términos  generales  y  considerados  como  partes  diversas  de  un 
todo  á  que  llamamos  humanidad,  no  todos  están  unos  con  otros  ei> 
las  mismas  relaciones,  ui  en  condiciones  idénticas.  Esto  nos  obliga 
á  detenernos  algún  tanto  con  objeto  de  examinar  algunos  caso& 
que  en  la  práctica  pueden  ocurrir,  dando  sobre  ellos  nuestra  opi- 
nión, supliendo  el  silencio  del  legislador,  que  en  verdad  no  encoa- 
tramos  bastante  justificado. 

Primero.  Creyendo  herir  de  muerte  á  su  padre,  uno  mata  k  un 
estrano.  ¿De  qué  delito  será  reo? 

El  texto  de  la  ley  debe  ser  nuestro  punto  de  partida  para  resol- 
ver la  duda.  «El  que  ejecutare,  dice,  voluntariamente  el  hecho,  ser» 
responsable  de  él.)>  Luego  lo  primero  que  tenemos  que  ver  es  cuát 
es  el  hecho  ejecutado,  porque  solo  de  ese  hecho  es  del  que  podemo?»^ 
hacer  responsable  á  la  persona  que  hizo  recaer  el  mal  sobre  oUa 
distinta  de  aquella  á  quien  se  proponía  ofender.  Ahora  bien ;  en  el 
ejemplo  puesto,  el  hecho  no  es  un  parricidio  sino  un  homicidio.  Por 
mas  que  la  intención  del  agente  Tuese  dar  muerte  á  la  persona  que 
le  dio  el  ser,  la  verdad,  la  realidad  de  las  cosas ,  es  que  esa 
persona  no  ha  dejado  de  existir.  La  conciencia  pública  se  su- 
bleva ante  la  idea  de  que  uno  sufra  la  pena  de  un  delito  que  en  rea- 
lidad no  ha  cometido,  por  más  que  pusiera  por  su  parte  todos  ios 
medios  que  estuvieran  en  su  mano  para  perpetrarlo.  Parricidio 
frustrado  puede  haber  en  alguno  de  estos  casos»  pero  consumado 
nunca. 

Segundo.  ELcontrario  del  anterior,  deseando  dar  muerte  aun 
estrano,  mata  á  su  propio  padre.  ¿Qué  calificación  legal  merece  este 
hecho? 

Para  los  que  dan  á  la  intención  una  importancia  decisiva  en  el 
delito;  para  los  que  hacen  de  ella  y  de  la  voluntad  dos  palabras  sí  - 
nónimas;  para  los  que  en  la  intención  encuentran  una  condición  in- 
dispensable de  todo  hecho  punible,  como  lo  son  la  voluntad  y  la  in- 
teligencia, para  estos  es  muy  fácil  el  contestar  á  la  anterior  pregun- 
ta: cEI  que  dá  muerte  á  su  propio  padre,  creyendo  que  es  un  estra- 
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no,  sdoes  reo  de  homicidio.»  Estimando  en  el  delito  dos  elemeD- 
tos,  uno  moral  y  otro  material ,  llamando  intención  al  primero  y 
viendo  en  el  daño  cansado  el  segundo,  discurren  con  buena  lógica,, 
cuando  sostienen  que  el  delito  se  determina  en  el  punto  y  momento 
en  que  conviene  el  intento  con  el  resultado,  y  cuando,  haciendo 
aplicación  de  esta  doctrina  general  al  caso  propuesto,  a6rman  que 
su  autor  solo  puede  ser  considerado  reo  de  homicidio,  porque  su 
falta  de  intención  en  cometer  el  parricidio  impide  el  que  se  le  esti» 
me  como  perpetrador  de  este  delito. 

Mas  para  nosotros,  que  elevándonos  á  la  región  de  la  ciencia 
racional  y  estudiando  á  la  luz  purísima  de  sus  principios  la  natura* 
lezadel  delito,  vemo^  en  la  intención  un  elemento  que  ordinaria- 
mente concurre  en  el  mismo ,  mas  no  una  condición  necesaria  de 
su  existencia;  para  nosotros,  que  al  descender  de  tan  elevada  esfe- 
ra á  la  mas  humilde  del  derecho  positivo,  encontramos  en  nuestra 
ley  penal  sancionada  esa  misma  doctrina  y  castigados  hechos  na 
inteneUmabüsf  como  son  todos  los  cometidos  con  imprudencia  te- 
meraria y  con  simple  imprudencia,  y  establecido  también  que  la  fal- 
ta de  intención  en  ciertos  casos  no  es  una  circnnstancía  eximente^ 
sino  solo  atennante  de  la  responsabilidad  de  los  daños  causados  (i); 
para  nosotros  que  abrigamos  estas  ideas,  no  es  tan.espedito ,  con- 
saltando como  consultar  debemos  el  texto  cuyo  silencio  tratamos 
de  suplir,  responder  del  mismo  modo  á  la  pregunta  anteriormente 
formulada. 

Desde  laego  observamos  que  en  el  párrafo  último  del  artículo,. 
no  se  usa  como  en  los  dos  anteriores ,  ni  la  palabra  acción,  ni  la 
palabra  omisión.  No  se  dice  el  que  ejecutare  voluntariamente  la 
acción  será  responsable  de  ella ,  sino  el  que  ejecutare  vohintaria- 
mente  el  hecho  será  responsable  de  él;  lo  que  no  es  lo  mismo.  La 
acción  no  es  el  hecho;  cuando  mas  será  su  principio,  su  causa  pro- 
ductora: el  hecho  es  la  acción  realizada,  la  acción  apreciada  en 
conjunto,  desde  su  origen  hasta  sus  efectos,  y  por  tanto,  el  mal 
causado,  el  daño  inferido.  Ahora  bien,  sino  de  la  acción,  sino  del 
hecho,  sino  de  la  intención  que  tuvo  al  obrar,  sino  del  mal  que 
realmente  causó  obrando,  es  de  lo  que  la  ley  quiere  que  responda 
el  que  obrare  voluntariamente  cuando  recayese  el  daño  en  persona 
distinta  de  aquella  á  quien  se  proponía  ofender,  ¿cómo  sostener  con 

(1)    Artículo  9.^  circunst.  3.» 

TOMO  XXVI,  7 
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fundamento  que  el  que  con  ánimo  de  dar  muerte  á  su  propio  padre, 
priva  á  otro  hombre  de  la  vida,  es  solo  reo  de  homicidio?  No  lo  sa- 
bemos, mientras  subsista  el  texto  que  acabamos  de  recordar. 

La  consecuencia  á  que  este  argumento  nos  conduzca  podrá  ser 
<lura:  injusta  quizás  en  el  terreno  de  los  principios;  pero  es  nece- 
:saria,  una  vez  asentadas  las  premisas  legales,  k  los  que  asusta  la 
idea  de  hacer  responsable  del  delito  de  parricidio  al  que  dio  muerte 
Á  su  padre,  creyendo  que  mataba  á  un  estrano,  nosotros  solamente 
fes  diremos:  adura  ley,  pero  ley».  ¿No  es  cierto  que  obró  con  in 
tención  de  causar  un  grave  daño,  á  saber:  la  muerte  de  un  hombre  y 
«ausóotro  mucho  mayor,  la  muerte  de  la  persona  que  le  dio  el  ser? 
Pues  bien,  la  ley  habla,  yante  su  voz  hay  que  bajar  la  cabeza:  de 
■todo  el  daño  causado,  del  parricidio,  es  responsable  (1).  Esa  falta  de 
intención  de  cometer  ese  atroz  delito,  será  una  circunstancia  ate- 
nuante que  deberá  tomarse  en  cuenta  para  hacer  la  aplicación  de  la 
pena  correspondiente.  Este  es  nuestro  derecho ,  este  es  el  sistema  de 
nuestra  ley  penal.  ¿Está  en  oposición  á  los  principios  generales  de 
justicia?  Pidamos  como  jurisconsultos  su  reforma.  ¿De  su  aplicación 
puede  resultar  la  imposición  de  una  pena  escesiva,  atendido  el  grado 
de  malicia  del  autor  del  hecho?  Como  Magistrados,  hagamos  uso  del 
precioso  derecho  que  nos  concede  el  párrafo  último  del  articulo  se- 
gundo del  Código.  Pero  mieniras  la  ley  no  se  modifique,  mieútras 
no  se  aclare  su  sentido,  mientras  no  se  supla  su  silencio,  justa  ó  in- 
justa, nuestro  deber  es  aplicarla. 

No  serán  afortunadamente  muy  frecuentes  los  casos  en  que  el 
autor  de  un  hecho  responda  del  mal  mayor  inferido,  siendo  su  inten- 
ción cometer  otro  menor.  En  todo  delito  concurren  y  se  distinguen 
fácilmente  dos  clases  de  condiciones,  unas  genéricas,  y  otras  espe- 
ciales. A  aquellas  pertenecen  la  voluntad,  la  libertad  y  la  inteligen- 
cia; á  estas  otras  las  diversas  circunstancias  que  la  ley  determina 
en  cada  caso  y  que  constituyen  su  particular  naturaleza.  Entre  es- 
tas últimas  por  regla  general,  se  cuenta  la  intención.  El  hurto  no 
st  determina  por  el  hecho  de  tomar  la  cosa  agena,  sino  por  el  de 
tomarla  con  intención  de  lucro:  la  estafa  no  consiste  en  utilizarse 
<le  lo  que  á  otro  pertenece,  sino  en  hacerlo  empleando  el  dolo  y  el 
engaño.  En  el  robo,  en  el  estupro,  en  la  prevaricación,  en  el  cohe- 
cho, en  la  mayor  parte  de  los  delitos  que  en  el  libro  2.®  del  Código 
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^e  declaran  y  castigaa  la  iateocioQ,  es  uoa  circuostancia  necesaria^ 
pero  eatiéndase  bien,  no  por  ser  una  condición  genérica  de  todo 
delito,  sino  por  ser  una  condición  que  caracteriza  la  naturaleza  es« 
pedal  de  muchos  de  ellos.  Asi,  pues,  la  teoría  de  que,  no  habien- 
do intención,  no  hay  delito,  que  algunos  invocan »  con  el  fia  de 
sostener  que  el  autor  de  un  hecho  solo  debe  responder  del  mal  que 
pensó  ejecutar,  y  nunca  de  otro  mayor,  aunque  sea  resultado  de 
su  ación;  esta  teoría  que  hemos  combatido  y  que  creemos  infunda  - 
da  como  contraria  á  la  ley  racional  y  á  la  ley  escrita,  cuaodo  se 
■anuncia  en  términos  generales,  cuando  se  hace  de  ella  una  regla  ab- 
soluta aplicable  á  todos  los  casos  y  circunstancias,  es  sin  embargo 
^rerdadera  y  debe,  como  tal,  ser  aplicada,  cuando  se  limita  á  aque- 
llos en  que  el  delito  mayor  de  que  se  trata  es  de  los  que  no  pueden 
existir  sin  la  intención,  en  que  esta  cualidad  moral  del  agente,  al 
obrar,  es  una  de  las  que  determinan  su  naturaleza  especial. 

Tercero.  Toma  uno  dinero  creyendo  que  es  de  su  padre,  y  re-^ 
sulta  que  es  de  un  estraño.  No  hay  hurto.  El  párrafo  queeiamiasi- 
mosto  indica  claramente:  psM'a  que  el  que  ejecute  el  hecho  sea  res- 
j>onsabIe  del  mal  que  sin  intención  inGera,  es  preciso  que  se  propon- 
ga ofender  á  una  persona.  Sin  esta  condición  falta  el  ánimo  daña- 
do, la  Yoluatad  de  delinquir:  no  puede  haber  delito  á  no  ser  que  en 
^1  agente  hubiera  culpa  exigible.  El  hijo  que  se  apodera  de  los  bie- 
nes de  su  padre,  infringe  ciertamente  un  deber  moral,  pero  no  de 
aquellos  cuya  sanción  es  propia  de  la  ley  penal;  no  puede,  por  tan- 
to, ser  responsable  del  delito  de  hurto,  aunque  resulte  que  las  co- 
sas que  tomó  en  coacepto  de  pertenecer  al  autor  de  sus  dias ,  eran 
propias  de  otra  persona. 

Aliyaiidro  Groizard* 
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CUESTIÓN  DE  FUERO  MILITAR. 

(DictáBeB  Fiscii  del  Tríbinal  Sn^^o  de  Justicia;  fot 
el  Teiieiite  Fiscal  8r.  Alvarado.) 

El  Fiscal  dice:  Qae  con  Real  orden  de  i. '^  de  marzo  último,  es- 
pedida por  e!  MÍQÍsterio  de  Gracia  y  Justicia,  se  ha  remitido  á  in- 
forme del  Tribunal  en  cuanto  se  le  ofrezca  y  parezca,  una  comu- 
nicación del  Ministerio  de  la  Guerra  de  27  de  octubre  anterior,  en 
que  le  dice:  que  «habiendo  hecho  presente  el  Tribunal  Suprema 
de  Guerra  y  Marina  la  conveniencia  de  que  se  dicte  una  medida 
general  que  determine  que  toda  pena  correccional  impuesta  por  los 
Juzgados  ordinarios,  cuando  recaiga  en  clases  de  tropa ,  la  cum- 
plan en  los  calabozos  de  sus  respectivos  cuarteles,  y  en  un  castillo, 
si  fueren  oGciales,  la  Beina  (Q.  0.  G.)  se  ha  servido  resolver  lo  pu- 
siera en  conocimiento  de  dicho  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  para 
que  manifieste  si  aquella  ofrece  algún  inconveniente.» 

El  Tribunal  de  Guerra  y  Marina  no  espone  las  razones  que  sio 
duda  habrá  tenido  para  apreciar  la  conveniencia  de  la  medida  ge- 
neral que  indica.  Y  suponiendo  que  estas  razones  sean  las  mismas 
espuestas  en  otras  reclamaciones  semejantes  ,  ha  sido  preciso  reco- 
nocer antecedentes  y  tener  á  la  vista  espedientes  anteriores,  for- 
mados aquí  á  virtud  de  Reales  órdenes  análogas. 

En  5  de  octubre  de  i 849  se  pasó  á  informe  del  Tribunal  otra 
consnlta  del  de  Guerra  y  Marina ,  acerca  de  la  inteligencia  que 
debia  darse  á  la  Real  orden  de  8  de  abril  de  1831 ,  que  tan  termi- 
nantemente dispone  que,  «todo  desacato  cometido  contra  la  Justi- 
cia causa  desafuero,  y  deja  sujeto  á  ella  al  que  lo  cometa,  por  pri- 
vilegiado quesea».  La  consulta  partia entonces  de  la  Dirección 
general  de  Artillería,  diciendo  que,  la  repetición  de  las  decisiones 
de  este  Tribunal  Supremo  al  tenor  de  dicha  Real  orden,  á  favor 
de  la  jurisdicción  Real  ordinaria,  en  las  competencias  con  los  Juz- 
gados de  guerra,  «constituían  un  régimen^  que,  si  se  sostuviese, 
produciría  un  justo  descontento  en  el  ejército,  que  se  consideraba 
escudado  por  el  fuero  de  que  estaba  en  legítima  posesión ,  conce- 
dido justamente  á  los  que  sacriGcan  su  existencia  en  defensa  del 
Estado,  y  que  veía  hollada  su  prerogaliva  mas  predilecta,  preci- 
samente en  el  punto  mas  delicado  de  todos ,  que  es  la  seguridad 
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'personal.»  El  Tríboaal,  de  acuerdo  con  el  dictamen  Fiscal ,  infor«  * 
rao  á  S.  M.  en  23  de  julio  de  1850 »  entre  otras  cosas ,  que  «muy 
acertadas  anduvieron  las  Ordenanzas  del  Ejército  en  poner  freno, 
con  el  desafuero  en  tales  casos ,  como  el  que  había  motivado  la 
consalla  de  la  Díreccian  de  Artillería,  al  espirita  altivo  de  inde- 
pendencia que  engendran  naturalmente  la  profesión  y  el  fuero  mi- 
star: así  ese  espíritu  no  atropellará  fácilmente  con  violento  y  re- 
pugnante menosprecio  á  la  Autoridad  pública.»  Y  que ,  la  Real  or- 
den de  8  de  abril  de  1831 ,  vino  á  confirmar  la  subsistencia  de  la 
ley  9,  tít.  10,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopilación  por  medio  de 
una  declaración  general ,  esplícíta ,  enteramente  conforme  á  los 
buenos  principios,  que  exigen  se  faculte  á  la  Autoridad  civil  y  á  la 
militar,  para  vindicar,  por  sí  y  ante  sí ,  cada  una  de  ellas,  las 
ofensas  que  respectivamente  les  hagan  individuos  dependientes  de 
la  otra. 

Por  Real  orden  de  2  de  setiembre  de  1831  se  mandó  también  á 
este  Tribunal,  consultase  á  S.  M.  lo  que  se  le  ofreciera,  en  vista  de 
que  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  decia  al  de  Gracia  y  Justicia 
que,  consultado  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  con  res-» 
pecto  á  los  términos  en  que,  sin  lastimarse  el  fuero  de  guerra,  pu- 
diera circularse  á  las  Autoridades  y  Juzgados  militares  el  nuevo 
Código  penal,  evitándose  asi  los  conflictos  dejurisdiccion  que  diaria- 
mente se  suscitaban  con  especialidad  si  se  trata  de  los  juicios  de  fal- 
tas, espuso  dicho  Tribunal  lo  que  se  espresaba  en  la  acordada  de 
que  acompañaba  copia,  la  cual  se  devolvió  y  no  existe  en  el  espe- 
diente. Pero,  por  lo  espuesto  en  el  dictamen  Fiscal  se  infiere  que  el 
Tribunal  de  Guerra  y  Marina  opinaba,  «que  no  debian  entenderse 
derogadas,  á  pesar  de  la  ley  provisional  dada  para  el  conocimiento 
y  castigo  de  las  faltas,  todas  las  disposiciones  en  cuya  virtud  corres- 
pondia  á  la  jurisdicción  militar  conocer  de  estos  hechos  y  corregir- 
los con  arreglo  álaOrdenanza,  y  leyes  anteriores  á  la  promulgación 
del  Código.!  Este  Tribunal  consultó  á  S.  M.  en  17  de  junio  de  18o5, 
entre  otras  cosas,  que  la  misma  necesidad  que  aconseja  para  la  roas 
pronta  y  recta  administración  de  justicia  la  conservación  del  fuero 
militar  por  lo  tocante  á  los  delitos  militares,  esa  misma  necesidad 
prescribe  la  conservación  del  fuero,  que  pudiera  llamarse  municipal, 
para  la  represión  de  las  fallas  que  se  cometan  en  los  pueblos  por 
quien  quiera  que  sea.  T  que  pudiera,  sin  embargo,  adoptarse,  solo 
como  una  medida  interina  hasta  que  se  reformase  el  libro  3.^  del 
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•  Código,  eo  el  sentido  de  redacirse  las  fkltas  á  penas  pecuniarias^ 
"^  con  arreglo  á  sa  naturaleza  y  á  la  índole  en  gran  manera  económica 
y  reparadora  de  la  jurisdicción  administrativa,  que  después  de  eje- 
<;ulbriada  la  providencia  dada  en  el  juicio  verbal  de  dichas  fallas,  8& 
cometiese  al  superior  del  penado  con  arresto,  la  ejecución  y  cum- 
plimiento de  esta  pena. 

Y  todavfa  con  otra  Real  orden  de  i  9  de  noviembre  de  1858  se 
remitió  á  informe  de  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  cuna  copia 
del  espediente  instruido  por  el  Ministerio  de  la  Guerra,  para  que 
se  modi6que ,  respecto  de  los  que  gocen  fuero  militar,  la  regla  1.* 
dé  1a  ley  provisional  para  la  aplicación  del  Código  penal,  en  la  par- 
te que  establece  la  jurisdicción  absoluta  de  los  alcaldes  en  los  juicios 
de  faltas ,  declarando  que  á  la  autoridad  militar  corresponde  su  ce- 
lebración.» El  Tribunal  de  Guerra  y  Marina,  informando  á  dicho  Mi- 
nisterio, decia,  que  era  agrande  el  perjuicio  causado  al  fuero  y  dis- 
ciplina del  ejército,  por  las  disposiciones  1.',  H  y  56 de  la  ley  pro- 
visional para  la  ejecución  del  Código  penal,  y  debian  reformarse,  á^ 
ño  de  dejar  á  salvo  todas  las  prerogalivas  del  ejército ,  que  proce- 
den de  la  necesidad  del  servicio,  de  la  justa  recompensa  que  mere- 
cen los  valientes  defensores  de  los  mas  caros  intereses  sociales ,  y 
del  prestigio  y  decoro  de  la  clase :  y  que  un  sentimiento  exagerada 
y  equivocado  acerca  de  la  igualdad  de  todos  los  españoles»  ha  dic- 
tado las  disposiciones  citadas,  creyendo  que  por  tratarse  de  asun- 
tos de  poca  entidad ,  no  habia  inconveniente  en  establecer  la  igual- 
dad absoluta,  no  solo  en  el  fondo,  sino  también  en  la  forma.»  La. 
Sala,  aceptando  el  dictamen  fiscal ,  informó  á  S.  M.  en  5  de  febrera 
de  1859  negativamente  y  reproduciendo  la  consulta  anterior,  y  es- 
poniendo, entre  otras  cosas,  que  por  las  autoridades  militares  se  ha 
presentado  equivocadamente  como  una  novedad  introducida,  á  con- 
secuencia del  sistema  de  gobierno  que  actualmente  rige ,  la  juris- 
dicción privativa  de  los  alcaldes  respecto  de  las  faltas,  y  aunque 
haya  en  esto  algo  de  verdad  en  cuanto  á  la  forma,  es  completa- 
mente inexacto  en  cuanto  al  fondo:  que  la  inmensa  mayoría  de  lo& 
hechos  comprendidos  en  el  libro  3.*"  del  Código  penal ,  no  son  en 
rigor  otra  cosa  que  simples  faltas  de  policía ,  y  como  tales  han  sido 
y  tienen  que  ser  necesariamente  del  esclusivo  conocimiento  de  las- 
autoridades  encargadas  de  la  policía  ,*  pues  si  éstas  no  tuvieran  fa- 
cultad para  reprimir  tales  faltas,  no  podrían  ciertamente  cumplir 
su  cometido.  Y  que  todos  los  sistemas  de  Gobierno  entrañan  ciertos 


Digitized 


byGoo^gk 


CUSSTIOIf  DE  FUERO  BflLlTAR.  55 

priocipios  superiores  á  cualesquiera  formas  políticas :  todos  coa* 
cuerdan  en  buscar  medios  de  que  coexistan  la  sociedad  y  el  ejér* 
cito:  7  asi  es,  que  para  lograrlo  se  han  establecido  reglas  en  todos 
tiempos  procurando  armonizar  los  intereses  de  los  mismos,  y  esta- 
bleciendo al  efecto  el  desafuero  de  los  paisanos  ó  de  los  militares, 
según  los  casos  respectivos. 

El  cooocimieoto  de  estos  antecedentes  importa  mucho  á  la  cues- 
tión actual.  Así  se  dejan  presumir  ya  los  motivos  que  habrá  podida 
tener  y  no  espresa  el  Tribunal  de  Guerra  y  Marina  para  hacer  la 
nueva  proposición  de  conveniencia.  Así  se  comprende  también  la 
ana/ogía  ó  identidad  de  objeto  que  hay  en  esta  serie  de  reclama-^^ 
cienes  modernas,  con  las  incesantes,  tradicionales  ya,  que  nos  viene 
manifestando  la  historia  legislativa  del  fuero  militar  desde  antiguo. 

Tómese,  sino,  la  fecha  de  las  Ordenanzas  mismas  del  Ejército 
de  22  de  octubre  de  1768,  en  que  se  establece  cque  el  individuo 
dependiente  de  la  jurisdicción  militar  que  incurriere  en  los  delitos 
de  resistencia  formal  á  la  justicia,  desafío  probado,  etc.,  perderá 
el  fuero  de  que  goza,  y  quedará  por  la  calidad  de  semejante  escesOy 
sujeto  al  conocimiento  de  la  justicia  ordinaria;»  véanse  después  las 
numerosas  leyes  recopiladas  y  Reales  órdenes  de  este  siglo,  que 
vienen  dictándose  en  sentido  alternativo,  hasta  la  citada  de  8  de  abril 
de  i831,  terminantemente  dada  para  sostener  el  desafuero  en  los 
casos  de  resistencia  á  la  justicia,  y  se  podrá  juzgar  de  la  necesidad 
que  habría  de  la  aclaración  que  dio  lugar  á  la  primera  consulta  in» 
dicada,  y  se  descubrirá  también  la  preocupación  permanente  que 
viene  revelándose  en  todas  las  reclamaciones  de  esta  clase. 

Guando  se  estudia  esta  historia,  se  cree  asistir  á  una  lucha  con- 
tíQua  entre  el  fuero  común  y  el  fuero  de  guerra.  Este,  por  esten- 
derse; aquel  por  limitarlo.  Y  sin  embargo,  el  desafuero  nació  et 
mismo  dia  que  el  fuero:  ambos  para  vivir  juntos;  el  uno  para  ser- 
vir de  limitación  al  otro,  sin  destruirio,  para  reconocer  sus  justos 
limites  y  velar  porque  no  se  traspasen.  Pero  los  privilegios  son  d& 
suyo  orgullosos  é  invasores,  y. el  fuero  de  guerra  no  ha  cesado^ 
nunca  de  aspirar  á  su  ensanche. 

Tal  parece  ser  la  pretensión  de  hoy.  Es  un  ejemplar  más  de  esa 
historia.  La  medida  general  que  se  propone  de  que  toda  pena  cor- 
reccional impuesta  por  los  Tribunales  ordinarios  á  individuos  de) 
ejército  la  cumplan  éstos  si  fuesen  OGciales  en  un  castillo,  y  si  de 
la  clase  de  tropa  en  los  calabozos  de  sus  respectivos  cuarteles,  nor 
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es  ni  roas  ni  meaos  que  una  preteasioa  de  qae  se  amplíe  todavía^ 
mas  de  lo  que  está  el  fuero  de  guerra:  que  no  es  otra  cosa  el  pro* 
poner  que  los  militares,  por  mas  que  hayan  merecido  ser  desafora- 
^osy  vuelvan  á  gozar  de  su  fuero  en  cuanto  al  cumplimiento  de  las 
penas  correccionales  á  que  se  les  condene. 

Esto  no  solo  seria  un  verdadero  anacronismo;  no  solo  seria  in- 
conveniente; seria  contrario  al  principio  de  igualdad  ante  la  ley,  y 
un  ataque  al  poder  judicial,  y  no  podría  tampoco  concederlo  el  Go- 
bierno de  S.  M.  sino  por  medio  de  una  ley. 

El  Tribunal  de  Guerra  y  Marina  propone,  sin  embargo,  la  me- 
dida como  de  conveniencia,  y  es  de  sentir  que  no  manifieste  los 
fundamentos.  A  nosotros  nos  parece  que  aun  bajo  el  punto  de  vista 
esclusivamente  militar,  de  la  subordinación  y  disciplina  del  ejér- 
cito, seria  inconveniente  y  contradictoria  semejante  concesión. 

La  Ordenanza  priva  del  fuero  de  guerra  al  individuo  que  come- 
te un  delito  de  los  que  causan  desafuero,  por  la  calidad  de  seme- 
jante esceso.  En  nombre  del  honor  militar  y  de  la  severidad  de  la 
profesión,  lanza  esa  especie  de  escomunion  contra  el  soldado  que 
delinque,  en  castigo  de  su  culpa.  Su  objeto  es  evidente;  la  espiacion 
del  delincuente  y  el  escarmiento  de  los  demás,  para  inspirarles  un 
saludable  temor  y  mantenerlos  mas  subordinados  á  las  leyes  seve  - 
ras  de  la  disciplina.  El  desafuero  en  tales  delitos  comunes  es,  por 
tanto,  de  gran  ejemplaridad,  y  de  notoria  conveniencia  para  la  su- 
bordinación misma  del  soldado.  T  sí  hoy  se  pretendiera  reducir  este 
desafuero  hasta  el  punto  de  que  los  desaforados,  castigados  con  pe- 
nas correccionales,  vuelvan  á  sus  cuarteles  á  sufrir  su  condena,  se 
contradice  al  objeto,  se  falta  á  las  conveniencias  que  se  buscaban. 
Los  militares  ya  no  temerán  tanto  la  esclusion  del  desafuero,  y  no 
les  servirá  éste  de  escarmiento.  Las  leyes  de  la  disciplina  se  priva- 
rían de^  un  gran  elemento  de  fuerza,  de  una  sanción  mas.  No  ve* 
mos,  pues,  la  conveniencia  de  la  pretendida  concesión. 

Es  posible  que  esta  pretensión,  que  no  sabemos  se  haya  hecho 
antes  de  ahora,  que  de  seguro  no  se  hizo  nunca  con  éxito,  ni  aun 
en  los  tiempos  de  mas  favor  para  los  fueros  especiales ,  sea  suge- 
rida por  el  asentimiento  de  este  Tribunal  á  que  los  militares,  lo 
mismo  que  los  eclesiásticos,  penados  por  simples  faltas  cumplan  sus 
breves  condenas  ante  sus  respectivos  superiores  6  Jefes.  Pero  de- 
bemos apresurarnos  á  manifestar,  que  si  aquella  transacción,  desde 
aquí  propuesta,  dá  bien  á  conocer  que  el  Tribunal  no  hace  una 
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oposición  sistemática  al  faero  de  guerra,  basta  doode  lo  considera 
oecesario  para  el  servicio  militar,  la  consaltó  únicamente  como  ana 
medida  interina,  mientras  no  se  veriñca  la  reforma  del  libro  3."*  del 
Código  penal,  reduciendo  las  faltas  á  las  infracciones  de  policía, 
puesto  que  se  ha  creido  necesario  mantener  por  ahora  el  fuero  mi- 
litar. 

Mas  hay  una  gran  distancia  de  aquel  caso  al  actual,  preten- 
diéndose hoy  ensanchar  este  mismo  fuero  como  nunca  lo  estuvo,  y 
tratándose  ya,  no  de  algunos  dias  de  arresto,  smo  de  las  penas  cor- 
reccioBtles  de  mayor  duración. 

T  si  todavía  se  dijera  que  en  el  estado  actual  de  nuestros  esta- 
Uecinuentos  penitenciarios,  es  de  temer  que  el  soldado  que  se  in- 
tente corregir  llevándolo  á  ellos,  se  vicie  mas  con  el  contacto  de 
otros  criminales,  y  sea  peligroso  después  para  la  moral  del  ejérci- 
to, esto  no  pasará  de  un  temor  que  alcanzaría  en  mayor  escala  á 
ia  sociedad,  y  que  es  objeto  por  tanto  de  repetidas  disposiciones 
del  Grobiemo  de  S.  M.  para  mejorar  el  sistema  de  cárceles  y  presi- 
dios. Y  en  todo  caso  la  misma  severidad  de  la  disciplina  militar 
hará  siempre  menos  temible  aquel  peligro. 

Pero  esta  grave  cuestión  tiene  hoy  límites  mas  estensos  que  el 
simple  interés  militar,  según  quiere  entenderse.  El  Tribunal  de 
Gi^rra  y  Marina,  ha  dicho  en  otra  ocasión  semejante  que  el  fuero 
de  guerra  procede  de  justas  recompensas  á  los  servicios  del  Ejérci- 
to, y  del  prestigio  y  decoro  de  ia  clase,  y  que  se  le  quiere  limitar  por 
un  sentimiento  exagerado  del  principio  de  igualdad.  Esto  solo  pue- 
de invocarse  como  un  becbo  existente,  pero  interino,  en  piresencia 
déla  primera  disposición  transitoria  del  Código  penal,  que  (nante- 
nieodo  el  fuero  militar  manda  «que  no  se  haga  por  ahora  novedad 
en  ios  casos  reconocidos  de  desafuero.»  T  desde  luego,  la  concesión 
que  se  pretende  sería  una  novedad  contraria  á  esta  misma  escep- 
cion. 

Pero  si  sobre  estos  casos  ocurre  duda,  si  examinamos  la  razón 
déla  conveniencia  que  se  invoca,  por  el  criterio  de  los  principios 
que  hoy  nos  rigen,  es  cuando  se  tropieza  con  el  anacronismo  y 
contraprincipio  que  envuelve  el  propuesto  ensanche  de  fuero. 

I  no  se  diga  que  se  exagera  el  príncipio  de  igualdad.  Esto  ha 
parecido  siempre  así  desde  el  punto  de  vista  de  los  privilegios.  Y 
no  debian  ser  en  verdad  los  militares,  que  conservan  todavía  en 
nuestra  época  la  plenitud  de  su  fuero ,  contra    las  repetidas 
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sanciones  constitucionales ,  los  que  tal  exageración  sapusieran. 

La  primera  vez  que,  legislando  sobre  este  punto,  se  dio  una 
fórmula  justa  al  principio  de  igualdad  en  el  artículo  248  de  la  Cons- 
titución de  1812,  se  dijo:  «En  los  negocios  comunes,  civiles  y  cri- 
minales no  habrá  mas  que  un  solo  fuero  para  toda  clase  de  personas,  y 
I  la  Comisión  de  las  Cortes  que  formó  el  proyecto  de  aquel  Código 
fundamental,  decia:  «Esta  gran  reforma  bastará  por  si  sola  á  res- 
otablecer  el  respeto  debido  á  las  leyes  y  á  los  Tribunales;  asegura- 
j>rá  sobremanera  la  recta  administración  de  justicia,  y  acabará  de 
>uDa  vez  con  la  monstruosa  institución  de  diversos  Estados  dentro 
»de  un  mismo  Estado,  que  tanto  se  opone  á  la  unidad  de  sistema 
>en  la  administración,  á  la  energía  del  Gobierno,  al  buen  orden  y 
»á  la  tranquilidad  de  la  Monarquía.  Pero  al  mismo  tiempo  (la  Co- 
Dmisionyha  creido  indispensable  dejar  á  los  militares  aquella  par- 
óte del  fuero  que  sea  necesaria  para  conservar  la  subordinación  y 
«disciplina  del  Ejército  y  Armada.» 

La  Constitución  vigente,  como  aquella,  y  como  todas,  dice  en  su 
artículo  i."":  cUnos  mismos  Códigos  regirán  en  toda  la  Monarquía.» 

Estos  son  los  principios  de  igualdad,  no  exagerada  sino  umver- 
salmente reconocida,  de  que  no  podemos  prescindir.  Esta  unidad 
de  Códigos,  aquella  unidad  de  fuero,  no  son  otra  cosa  que  la  fórmu- 
la del  principio  de  igualdad  ante  la  ley.  Y  esta  igualdad,  porque 
asi  la  demanda  la  justicia;  y  la  justicia  es  la  primera  necesidad 
social.  Juzgar  á  todos  igualmente  ante  los  mismos  Tribunales,  por 
las  mismas  leyes,  con  las  mismas  penas,  ejecutadas  del  propio  mo- 
do, es  el  pensamiento  completo  de  aquel  principio.  IMo  basta,  no, 
que  sean  unos  mismos  los  Códigos,  si  los  Tribunales  fuesen  de  di- 
verso fuero,  que  no  tengan  un  superior  común  que  uniforme  su  ju- 
risprudencia. Porque,  como  ya  se  ha  dicho  en  otra  oportunidad, 
tno  es  la  ley  escrita  lo  único  que  constituye  el  derecho:  su  interpre- 
tación, la  manera  de  aplicarla,  la  vida  que  recibe  en  el  foro,  es  lo 
que  lo  completa.» 

Cuando  se  dice  que  el  fuero  de  guerra  procede  de  recompensas 
hechas  al  Ejército,  y  del  prestigio  y  decoro  debido  á  la  clase,  viene 
á  ahogarse  contra  su  continuación.  Entonces  ya  no  es  precisamente 
una  necesidad  de  la  institución :  ya  no  es  que  se  considere  necesa- 
rio á  la  subordinación  y  disciplina.  Será  preciso  reconocer  que  fué 
una  concesión  especial  remuneratoria,  que  es  un  verdadero  privile- 
gio. Pues  hoy  no  pueden  sostenerse  tales  condiciones ;  no  pueden 
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recompensarse  servicios  con  privilegios;  porque  desigualan  á  Ios- 
ciudadanos,  y  establecen  distinciones  odiosas  contrarias  al  principio 
de  igualdad. 

Además ,  semejantes  concesiones  no  serian  otra  cosa  que  des- 
membraciones de  la  jurisdicción  ordinaria,  que  hoy  no  se  puede 
enajenar,  como  se  hizo  algún  tiempo,  en  favor  de  individuos  ni  de 
clases.  La  jurisdicción  es  un  derecho  inherente  á  la  soberanía,  ine- 
najenable,  imprescriptible ,  y  no  pueden  recompensarse  con  ella 
servicios  algunos,  comoquiera  que  fueren. 

El  decoro  y  prestigio  de  la  clase  militar  no  se  amengua  hoy  tam- 
poco  porque  sus  individuos  sean  llamados  y  juzgados  ante  los  mis- 
mos Tribunales  que  los  demás  ciudadanos,  eo  los  delitos  comunes. 
Gomo  DO  se  amenguan  las  demás  categorías  y  gerarquias  sociales 
sometidas  al  fuero  ordinario,  salvas  únicamente  las  diferencias  de 
forma,  establecidas  también  para  los  militares. 

Solo  podría  defenderse  ese  pretendido  ensanche  del  fuero  de 
guerra  por  la  necesidad  del  servicio,  que  no  se  invoca.  Esta  habrá 
de  ser  siempre  la  medida  de  la  concesión.  Solo  hasta  donde  sea  ne- 
cesaria, pero  sin  que  esceda  este  límite.  De  ahí  adelante  resultaría 
lastimado  el  principio  de  igualdad.  Pero  todavía  hay  que  conciliar 
esa  misma  necesidad  del  servicio  con  las  demás  necesidades  so- 
ciales. 

Como  una  de  estas,  de  primer  orden,  es  la  potestad  esclusiva 
conferida  á  los  Tribunales  y  Juzgados  de  juzgar  y  hacer  que  se 
ejecute  lo  juzgado.  Para  cumplir  con  este  precepto  constitucional, 
se  les  ha  concedido  también  por  la  ley  para  el  régimen  de  las  pri- 
siones de  26  de  julio  de  1849 ,  el  derecho  de  visita  en  las  cárceles 
y  establecimientos  penales  para  enterarse  de  que  se  ejecutan  con 
exactitud  las  providencias  judiciales  y  evitar  detenciones  ilegales, 
y  si  se  cumplen  las  condenas  en  el  modo  y  forma  con  que  hnbiesen 
sido  impuestas.  Si  ahora  se  concediese  que  los  militares  desafora- 
dos, juzgados  por  los  Tribunales  ordinarios,  fueran  á  sufrir  sus  pe- 
nas correccionales  á  los  calabozos  de* sus  respectivos  cuarteles,  se 
daría  un  verdadero  ataque  á  esa  potestad  judicial,  que  no  solo  con- 
siste en  juzgar,  sino  en  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado.  Seria  tam- 
bién privarles  de  ese  derecho  de  visita,  que  solo  tienen  sobre  las 
prisiones  civiles,  para  enterarse  de  cómo  se  cumplen  las  condenas; 
seria  privarles  igualmente  de  las  atribuciones  concedidas  con  el 
propio  objeto  á  las  Juntas  inspectoras  penales  de  las  Audiencias,  y 
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seria,  en  fin,  menoscabar  la  jurisdicción  ordinaria  en  favor  de  la 
militar. 

De  todos  modos,  esta  cuestión  no  puede  resolverse  por  nna  me- 
dida gubernativa.  Pertenece  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  ó 
á  la  de  organización  de  Tribunales,  pendientes  ambas.  Allí  se  resol- 
verá la  materia  de  fueros,  que  hov  no  está  mas  que  aplazada. 

Entre  tanto,  la  medida  general  propuesta  como  conveniente  por 
el  Tribunal  de  Guerra  y  Marina,  no  solo  no  presenta  la  conveníen* 
cia  indicada,  ni  es  necesaria  para  el  servicio  militar,  sino  que  me- 
noscabaría la  potestad  de  los  Tribunales  ordinarios,  y  seria  contra* 
ria  al  principio  de  ignaldacd  ante  la  ley. 

Así  puede  servirse  el  Tribunal  evacuar  el  informe  pedido,  ó  en 
los  términos  que  considere  mas  acertados. 

Madrid  25  de  abril  de  4861. 

Por  Delegación, 

Alvarado. 

Nota.    El  Tribunal  consultó  de  conformidad  con  el  dictámea 
fiscal. 


E^JWCIAMIMTO  CIVIL 

DE  LOS  TÉRMINOS  IHPR0R06A6LES 

T  DE  LA  ACUSACIÓN  DE  REBELDÍA. 


Para  que  se  considere  perdido  el  derecho  que  conceden  los  tér^ 
minos  improrogables,  ¿  será  siempre  preciso  que  se  acuse  una  re- 
beldial 

Hé  aquí  la  duda  que  surje  de  la  simple  lectura  del  art.  Zi  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  duda  que  vamos  á  resolver. 

Todos  los  seres  han  recibido  de  la  naturaleza  y  deben  encon- 
trar en  el  orden  natural  los  medios  para  llegar  al  cumplimiento 
de  sus  respectivos  destinos:  este  es  el  principio  que  admiran  to- 
dos los  que  fijan  su  reflexiva  mirada  sobre  cualquiera  de  los  sé- 
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res  finitos,  principio  cay  as  Qonsecuencias  dos  proponemos  apli- 
car al  hombre  en  su  doble  carácter  de  ser  iadividaal  y  social.  De 
estos  caracteres  el  seguado  está  subordinado  y  al  servicio  del  pri- 
mero,  pero  de  tal  modo  entrelazados  y  unidos  que  examioados  am- 
bos en  sa  fundamento,  no  es  temerario  ni  aventurado  decir  que 
deben  continuar  eternamente  unidos  aun  después  de  la  peregri- 
nación humana;  luego  siendo  ser  individual  y  social,  en  el  or- 
den natural  ha  de  encontrar  los  medios  de  llegar  al  fin  á  que  por 
estos  dos  caracteres  está  tenido;  medios  que  le  son  propios;  medios 
que  han  de  ser  suficientes  y  proporcionados  á  su  misión;  medios  que 
nadie  puede  disputarle  ni  disminuirle,  si  no  quiere  ponerse  frente  á 
frente  con  el  que  se  los  ha  dado ,  con  el  que  le  ha  hecho  libre  y 
responsable  de  sus  destinos.  Podríamos  detenernos  á  demostrar  de 
qué  modo  en  la  naturaleza  encuentra  en  su  parte  individual,  elemen- 
tos para  llegar  á  su  perfección  en  todos  los  órdenes  de  su  existencia; 
pero  no  cumple  esto  á  nuestro  propósito,  sino  examinar  que  su  ca* 
rácter  de  ser  social  no  puede  ser  unaescepcion  del  principio  de  que 
partimos;  y  por  lo  tanto,  si  advertimos  que  este  carácter  tiene  esen- 
cialmente su  base  en  la  naturaleza,  deduciremos  que  por  esta  tie- 
nen todos  los  seres  sociales  determinado  el  conjunto  de  derechos 
que  necesitan  ejercer  para  la  satisfacción  de  sus  necesidades,  ya  so- 
bre la  naturaleza  fisica,  ya  sobre  los  demás  seres  sociales;  y  como 
todos  los  asociados  están  atraídos  por  la  armonía  de  su  fin,  sin  que 
en  su  esencia  haya  en  la  idea  cardinal  de  sociedad,  ningún  principio 
de  repulsión  sino  de  íntima  cohesión,  de  perfecta  atracción;  los  aso- 
ciados lejos  de  ser  entre  sí  mutuamente  un  obstáculo  á  la  existencia 
de  las  libertades  individuales,  son  su  necesaria  condición,  y  las 
esferas  de  sus  derechos  esencialmente  armónicas  y  concéntricas. 
Es  decir  que,  si  todo  derecho  en  el  orden  racional  en  tanto  es  legí- 
timo en  cuanto  se  dirige  á  la  satisfacción  de  una  necesidad  también 
legítima,  y  si  el  satisfacer  esta  es  un  deber  nuestro,  porque  es  la 
condición  de  nuestro  perfeccionamiento;  si  todos  los  seres  sociales 
tienen  identidad  de  fin;  si  su  deber  es  su  perfeccionamiento,  y  este 
estriba  en  iguales  necesidades,  y  para  llenarlas  se  necesitan  iguales 
derechos,  resulta  en  su  raiz  y  prescindiendo  de  las  evoluciones 
posteriores,  consecuencia  del  ejercicio  desigual  de  la  libertad  hu- 
mana, que  en  el  orden  natural  tiene  ya  designada  cada  asociado  la 
esfera  de  sus  derechos;  que  estas  esferas  en  su  principio  primordial 
y  prescindiendo  de  las  ulteriores  alteraciones  que  en  ellas  introdu- 
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ce  el  desigaal  ejercicio  de  la  actividad  humana,  son  iguales;  y  por 
ultimo  que  son  fuera  del  abuso  no  el  obstáculo,  sino  la  condición  de 
la  libertad  de  las  demás. 

Do  todo  lo  que  llevamos  espuesto  se  puede  ahora  legítimamente 
deducir  que  los  derechos  de  los  seres  sociales  existen  en  el  orden 
natural  por  sí  mismos,  y  anterior  é  independientemente  de  la  ley 
positiva,  del  derecho  escrito,  como  condición  necesaria  para  el  desen- 
volvimiento del  ser  social:  que  en  la  armonía  de  todas  las  esferas 
individuales  consiste  el  orden,  consecuencia  precisa  para  la  exis- 
tencia de  la  libertad,  en  todos  y  cada  uno  de  los  órdenes  del  de- 
rerecho;  y  por  lo  tanto,  que  cada  individuo  de  la  asociación  tiene 
un  derecho  inviolable  á  que  se  respete  su  esfera  de  acción,  violada 
la  cual  por  la  estralimitacion  de  otro  asociado,  el  desorden  se  ha 
introducido,  y  el  mal,  que  es  su  necesaria  consecuencia,  afecta 
igualmente  al  perjudicado  que  al  trasgresor.  De  aquí  la  necesidad 
de  que  esas  esferas,  de  que  esos  derechos  de  cada  asociado  sean 
conocidos  y  quieran  ser  respetados.  Pero  raciocinando  todavía  en 
la  esfera  meramente  natural,  tenemos  que  la  pasión,  al  estralimitar- 
se,  ofusca  la  inteligencia,  y  el  egoísmo,  no  teniendo  en  cuenta  el 
interés  ajeno  conduce  al  hombre  hasta  la  violocion,  como  si  fuera 
en  provecho  propio,  del  derecho  de  los  demás:  de  aquí  la  necesidad 
de  haber  definido  y  puesto  de  relieve  por  la  ley  civil  esos  derechos 
que  existían  ya  en  su  base,  en  su  fundamento  en  el  orden  natural, 
pero  que  determina  el  derecho  positivo  por  medio  de  ese  conjunto 
de  leyes  que  llamamos  sustantivas,  y  que  en  su  esencia  no  deben 
ser,  ni  está  en  su  arbitrio  ser  otra  cosa  que  el  derecho  natural  tra- 
ducido en  fórmulas  concretas  y  determinadas,  sin  que  puedan  con- 
trariarlo, y  sí  solo  desprenderlo  del  orden  racional  con  el  respeto  mas 
profundo.  Pero  todavía  con  las  leyes  sustantivas  no  hemos  hecho 
io  bastante  para  la  existencia  del  orden,  y  por  lo  tanto  para  la  pa- 
cífica coexistencia  de  todos  los  derechos,  de  todas  las  libertades:  no 
basta  con  que  el  ser  social  conozca  los  suyos  y  los  de  los  demás;  toda- 
vía falta  que  los  quiera  cumplir,  que  no  quiera  amargar  con  sus  pa- 
siones, con  su  egoísmo,  la  personalidad  de  los  otros  asociados.  Si  esto 
sucediera,  y  el  individuo  se  viere  obligado  á  defenderse  del  ataque 
del  individuo,  la  fuerza  se  sobrepondría  al  derecho,  y  la  guerra  se- 
ria el  estado  normal  de  la  humanidad,  que  bien  pronto  hubiera  que- 
dado sepultada  entre  escombros  y  ruinas.  Ha  sido,  pues,  necesario 
de  toda  nece-tidad  establecer  una  garantía  para  la  existencia  del  ór- 
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den  natural  traducido  ea  el  derecho  positivo,  y  esta  garantía  existe 
en  las  leyes  adjetivas,  cuya  doble  misión  se  traduce  en  el  dualismo 
fundamental  en  que  se  dividen.  Y  en  efecto,  ó  el  individuo  abusan- 
do de  su  libertad  ha  violado  ya  el  derecho  de  otro  individuo,  en 
cuyo  caso,  viene  la  ley  penal  á  indemnizar  al  perjudicado  y  á  pro- 
curar restablecer  el  orden  alterado»  compensando  el  mal  del  delito 
con  el  mal  de  la  espiacion;  ó  el  individuo  ha  puesto  en  duda  ó  ha 
procurado  eludir  el  derecho  de  otro  individuo;  y  hé  aquí  el  proce- 
dimiento en  su  razón  de  ser;  pero  advirtiendo  siempre  que,  tanto  el 
derecho  sustantivo  como  el  adjetivo,  en  todas  sus  divisiones ,  solo 
tienen  por  objeto  definir,  patentizar  el  derecho  natural,  el  derecho 
que  corresponde  como  á  tales  para  su  desenvolvimiento  á  los  seres 
sociales,  garantidos  contra  los  abusos  de  los  demás,  concederles  un 
criterio  cierto  en  sus  dudas;  pero  sin  que  pueda  darles  ó  quitarles 
¿  su  capricho  derecho  alguno  que  no  tenga  su  base  en  el  derecho 
natural. 

Todavía  nos  falta  dar  un  paso  en  nuestro  camino ;  todavía  fuera 
inútil  el  edificio  levantado  sobre  la  ley  positiva,  tanto  sustantiva 
como  adjetiva,  sin  ese  elemento  esencial  para  la  existencia  del  4r- 
den  y  de  la  livertad  que  llamamos  poder  judicial,  el  cual,  conocien- 
do el  derecho  y  equidistante  de  todos  los  asociados,  pueda,  armado 
<ie  santa  resolución  y  sin  pasiones  mezquinas  en  el  corazón  que  no 
debe  tener  helado,  sino  encendido  en  el  fuego  santo  de  la  justi- 
cia, ó  castigar  sin  compasión  al  culpable  cuando  se  trata  nada  me- 
nos que  del  bien  de  todas  las  individualidades  que  componen  la  aso* 
ciacion,  6  de  llegar  por  trámites  pausados  y  severas  pruebas  á  acla- 
rar y  ejecutar  el  derecho  disputado.  Pero  el  poder  judicial,  ese  pa- 
ladión de  la  sociedad»  garantía  del  orden  y  de  los  derechos  de  los 
individuos  disputados  y  violados,  no  debe  temer  menos  dejar  sin 
castigo  á  un  culpable  que  imponer  pena  á  un  inocente :  para  la  so- 
ciedad, uno  y  otro  caso  son  igualmente  fatales;  su  inmediata  ron- 
secuencia  es  el  desorden,  el  mal,  la  enfermedad  que,  si  crece,  con- 
cluirá por  sepultar  á  las  naciones  entre  sus  escombros  en  justa  es- 
piacion de  su  desobediencia  á  la  ley  divina.  De  aquí  la  necesidad 
en  el  poder  judicial  de  que,  conocedor  del  derecho  en  abstracto, 
conozca  en  concreto  la  verdad  de  los  hechos  á  que  se  ha  de  aplicar; 
y  de  aquí  la  absoluta  precisión  de  oir  su  defensa  al  acusado  antes 
de  imponerle  una  pena,  ó  á  todos  los  interesados  antes  de  decidir 
^obre  la  legitimidad  de  su  derecho;  y  de  aqui  también  la  facultad 
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que  reside  en  ellos,  no  como  hombres,  sino  como  jaeces  de  hacer 
comparecer  ante  sí  á  todos  los  seres  sociales ,  cualquiera  que  sea 
su  categoría;  y  el  deber  de  obedecer,  por  parte  de  estos,  cuan- 
do sean  citados  ó  emplazados  legítimamente  por  un  Juez  ó  Tri- 
bunal competente  dentro  del  término  marcado.  La  desobediencia 
de  los  seres  sociales  á  este  deber,  se  llama  rebeldía;  pero  para  que 
ésta  exista,  se  necesita  que  el  citado  tenga  obligación  de  compare- 
cer en  juicio,  y  que,  al  citarle  el  Tribunal,  obre  dentro  de  la  mi- 
sión que  debe  llenar;  esto  es,  que,  para  administrar  rectamente  jus- 
ticia, tenga  necesidad,  y  por  lo  tanto,  facultad  para  hacerle  com- 
parecer. 

Hé  aquí  examinada  en  su  idea  fundamental  la  rebeldía :  vamos 
á  ver  como  aplicada  esclusivamente  al  procedimiento  civil,  nos  dá 
la  solución  de  la  cuestión  que  nos  hemos  propuesto  dilucidar;  esto 
es:  si  para  que  se  entienda  perdido  el  derecho  que  conceden  los 
términos  improrogables,  será  siempre  necesario,  como  parece  indi- 
car el  art.  32,  que  se  acuse  una  rebeldía. 

Para  que  uno  sea  rebelde  hemos  visto  que  es  necesario  que  ten- 
ga obligación  de  comparecer  en  juicio,  y  para  esto  que  un  juez  6 
tribunal  competente  tenga  facultades  para  hacerle  comparecer  co- 
mo condición  precisa  para  una  recta  administración  de  justicia. 
Planteada  así,  y  entendida  en  estos  términos  qué  es  rebeldía,  se  nos 
hace  preciso  para  resolver  en  su  raiz  la  cuestión  debatida,  formular 
estas  otras  proposiciones  que,  teniendo  su  base  en  las  doctrinas 
sustentadas,  vamos  ligeramente  á  examinar:  i/,  ¿la  ley  ó -sea  la  au- 
toridad judicial  en  que  está  encarnada,  puede  obligar  á  nadie  á 
comparecer  en  juicio  para  defender  su  derecho?  2/,  ¿la  ley  ó  sea 
el  poder  judicial  en  su  representación,  puede  dejar  de  defender,  de 
amparar  al  individuo,  cuando  implora  su  auxilio,  en  su  derecho  vio- 
lado y  disputado? 

A  poco  que  nos  6jemos  en  estas  dos  proposiciones,  se  encuen- 
tra entre  ellas  una  diferencia  esencial ,  porque  en  su  fundamento, 
pertenece  á  una  serie  enteramente  diferente  de  ideas;  diferencia  de 
que'vá  á  brotar  la  luz  que  nos  ha  de  conducir  á  la  solución  de  la 
cuestión  debatida. 

¿Puede  la  ley  adjetiva  ó  el  poder  judicial  en  su  representación,, 
obligar  á  nadie  á  comparecer  en  juicio  para  defender  su  derecho? 
A  poco  que  reflexionemos,  no  podemos  menos  de  advertir  que  esta 
proposición,  cuyos  términos  están  rigorosamente  dentro  de  la  cues- 
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tion  debatida,  ha  convertido  la  cuestión  del  procedimieato  que  pu- 
do pareceruos  á  primera  vista  árida  y  estéril,  eu  uoa  cuestión  gi- 
gante, en  que  debemos  decidir  nada  menos  que  el  triunfo  de  las 
ideas  socialistas,  y  comunistas  que,  sobreponiendo  al  Estado  sobre 
el  individuo,  le  conceden  el  criterio  de  sus  derechos,  de  sus  nece- 
sidades, de  su  libertad,  de  su  perfeccionamiento,  de  su  destino; 
camino  que ,  matando  la  libertad  humana,  abre  la  puerta  á  todas 
las  tiranías,  á  todos  los  despotismos  en  nombre  del  derecho,  ó  de 
las  doctrinas  profundamente  liberales  en  el  verdadero  sentido  de  la 
palabra;  y  no  de  esa  libertad  que  quiere  marchar  al  bien  por  el 
violento  trastorno  de  las  bases  sociales  sino  de  la  que  es  insepara- 
ble consecuencia  del  orden,  que  es  su  condición  necesaria,  como 
que  el  orden  en  su  esencia  no  es  otra  cosa  que  el  criterio  divino 
aplicado  á  la  creación;  y  por  lo  tanto  solo  posibles  las  libertades 
humanas,  mientras  estén  contenidas  dentro  de  este  criterio. 

T  que  este  terreno  es  el  verdadero  á  que  nos  lleva  la  cuestión 
que  nos  ocupa,  y  no  un  terreno  violento  al  que  la  hayamos  llevado 
estralimitándola,  lo  podremos  advertir  fijándonos  en  el  valor  de  sus  ' 
términos.  ¿Puede  la  ley  adjetiva  hacer  comparecer  á  nadie  en  jui* 
cío  para  defender  su  derecho?  Si  recordamos  qae  todo  derecho  sirve 
para  la  satisfacción  de  una  necesidad,  y  que  el  cumplimiento  de 
éstas  marca  al  individuo  el  camino  de  su  perfeccionamiento ,  y  que 
este  perfeccionamiento  conduce  á  Dios,  podremos  ya  convertir  la 
anterior  proposición  en  esta  otra.  ¿Puede  el  poder  judicial,  matan- 
do la  libertad  humana,  imponer  al  hombre  los  medios  de  su  perfec- 
ción, las  acciones  que  debe  ejecutar  para  realizar  el  orden  humano? 
Esta  proposición  idéntica  á  la  anterior,  á  pesar  de  la  trasformacion 
de  los  términos,  y  ambas  comprendidas  dentro  de  la  cuestión  <]ue 
debatimos,  nos  presenta  en  su  raiz,  en  su  esencia,  ca  su  razón  de 
ser  el  criterio  socialista. 

Para  refutarla,  no  necesitamos  sino  recordar  la  serie  de  las 
ideas  espaestas  al  principio  al  examinar  en  su  raiz  la  idea  de  re- 
beldía. Digimos  allí  que  el  hombre  debe  tener  en  la  naturaleza  los 
medios  para  el  cumplimiento  de  su  destino,  que  de  su  contacto  con 
la  naturaleza  esterior  y  con  los  demás  seres  sociales  nacen  dere- 
chos como  elementos  que  le  son  necesarios  para  la  consecución  de 
sn  fio,  y  por  lo  tanto  que  le  son  propios;  que  existen  en  el  hombre 
y  para  el  hombre  independientemente  de  la  ley  positiva,  tanto  sus- 
tantiva como  adjetiva,  y  del  poder  judicial  encargado  de  su  cum* 
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plimiento.  Ahora  bien,  nosotros  sabemos  qae  el  hombre  siente 
dentro  de  si  mismo  su  absoluta  libertad  de  perfeccionarse  ó  no ,  y 
por  lo  tanto  de  emplear  ios  medios  que  la  naturaleza  le  ofrece  para 
conseguirlo;  esto  no  es  mas  que  la  consecuencia  necesaria  de  su 
libertad,  y  por  lo  tanto ,  mientras  no  perjudique  el  derecho  de  un 
tercero,  puede  libérrimamente  hacer  el  uso  que  quiera  de  sus  de- 
rechos, sin  que  las  leyes  positivas  ni  el  poder  que  no  tienen  otra 
misión  que  garantizarlos  contra  las  trasgresiones  de  los  demás, 
que  en  este  caso  son  otros  tantos  ataques  á  su  libertad,  puedan 
imponerle  coartación  en  su  libérrimo  uso.  La  ley  positiva ,  respe- 
tando en  su  esencia  la  libertad  individual,  porque  solo  el  hombre  es 
el  responsable  de  su  uso ,  y  por  lo  tanto  de  su  perfeccionamiento, 
no  tiene  otra  misión  que  garantirla  para  hacer  así  posible  la  mutua 
existencia  de  tedas  las  de  los  asociados. 

De  todo  esto  podemas  legítimamente  deducir  que  el  poder  judi- 
cial no  puede  obligar  á  nadie  á  comparecer  delante  de  sí.  para  de- 
fender su  derecho;  luego  en  todos  aquellos  casos  en  que  los  términos 
improrogables  coaceden  al  individuo  su  derecho  independientemen- 
te del  derecho  de  los  demás,  no  estando  obligados  á  comparecer  eo 
juicio ,  no  se  les  podrá  acusar  una  rebeldía;  y  por  lo  tanto  para 
que  se  conceptúe  perdido  dicho  derecho,  solo  se  necesita  el  trascur- 
so del  tiemasinsignado  en  el  término.  En  este  número  se  puede 
contar  el  V^  8.%  4.%  8.*,  7.*,  8.%  9.^  y  10  del  artículo  30  de  dicha 
Ley  de  EojlMamiento  civil. 

Pero  á  pesar  de  lo  que  llevamos  espuesto,  fuera  de  los  casos  que 
acabamos  de  enumerar  y  de  otros  que  se  encuentran  en  la  Ley  y 
que  fuera  ahora  harto  prolijo  recordar  ¿habrá  otros  en  que  para  que 
se  considere  perdido  el  derecho  que  conceden  los  términos  impro- 
rogables será  preciso  que  se  acuse  una  rebeldía?  Indudablemente, 
y  esto  nos  vá  á  conducir  á  examinar  brevemente  la  2.*  proposi- 
ción que  dedujimos  como  consecuencia  de  la  cuestión  debatida,  á 
saber:  ¿el  poder  judicial  como  representante  y  ejecutor  de  las  leyes 
debe  defender,  amparar  al  individuo  en  su  derecho  violado  ó  dis- 
putado cuando  implora  su  auxilio? 

Nuestra  conciencia  intima  asiente  con  la  mayor  sinceridad,  es- 
pontáneamente y  como  por  instinto  á  esta  verdad,  antes  que  la  ra- 
zón haya  podido  examinarlos  sólidos  fundamentos  en  que  se  apoya, 
y  es  que  el  instinto  es  la  primera  luz  que  indica  á  los  individuos  y 
i  las  naciones  el  camino  de  su  vida,  antes  que  la  razón  haya  podi- 
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do  demostrarles,  apoyada  eo  verdaderos  principios,  la  verdad.  Iil 
:»olidez  de  ese  camino  por  el  que  espontáneamente  empezaron  á  ct« 
minar. 

Para  demostrar  esta  segunda  proposición,  no  necesitamos  tampoea 
otra  cosa  qne  recordar  las  doctrinas  qae  al  principio  consignamos^ 
Alli  dijimos  que  las  leyes  sustantivas  no  son  ni  deben  ser  otra  coMk 
qae  el  derecho  natnral  en  relieve:  que  las  leyes  adjetivas»  tanto  pe« 
nalts  como  de  procedimientos,  son  la  garantía  de  las  leyes  snstan- 
iivas;  y  qae  el  poder  público  es  el  que  teniendo  el  criterio  de  unas 
y  otras,  6  vuelve  por  medio  de  la  indemnización  y  del  mal  de  la  pe« 
na  la  sociedad  al  orden  alterado  por  el  delito,  ó  ampara  al  indivi- 
duo en  el  derecho  disputado;  es  decir,  que  su  misión  es  decidir  por 
el  criterio  de  la  ley  lo  que  el  individuo  atacado  en  sus  derechos  de* 
cidirfet  con  el  criterio  de  la  fuerza,  sustituyendo  la  justicia  que  d& 
vida  á  la  venganza  que  destruirla  al  mismo  tiempo  al  ofendiSo  y  al 
ofensor.  Pero  para  que  pueda  ejercer  su  misión  protectora  que  ea 
este  caso  no  se  opone  á  la  libertad  individual,  sino  que  es  la  necesa<> 
ría  condición  de  su  existencia,  es  preciso  que  tenga  conocimíenta 
del  hecho,  del  derecho  violado  ó  disputado,  para  que  en  su  conse^ 
«uencia  pueda  aplicarle  en  concreto  el  criterio  cientíGco  que  po« 
see  en  abstracto. 

Para  que  tenga  pues  el  fallo  jurídico  todas  las  condiciones  'de 
acierto  que  son  de  desear,  lo  principal  que  hay  que  examinar  es  la 
verdad  del  hecho,  el  derecho  violado  ó  disputado,  para  que  en  su 
consecuencia  pueda  aplicarle  la  ley.  Para  que  tenga  pues  el  falta 
jurídico  todas  las  condiciones  de  acierto  que  son  de  desear,  lo  pri« 
mero  que  se  debe  examinar  es  la  verdad  del  hecho,  para  lo  cual  ea 
necesario  que  el  Juez  oiga  las  diferentes  apreciaciones  que  de  él 
pueden  hacer,  no  solo  la  parte  que  demanda  sino  también  la  parte 
que  es  demandada,  para  que  de  este  modo  haya  mas  exactitud  en  la 
apreciación.  Además,  de  que  si  la  acción  judicial  tiene  por  objeto  la 
defensa  de  los  derechos  individuales,  garantía  de  la  libertad  indivi- 
dual, no  puede  pronunciar  su  fallo,  apoyada  solo  en  la  palabra  del 
que  demanda  su  auxilio,  porque  de  no  ser  cierta  su  pretensión,  se 
vendría  á  violar  el  derecho  del  demandado,  produciendo  entonces 
la  acción  judicial  el  desquilibrio  en  vez  de  la  armonía  que  es  su  roi^ 
sion  restablecer.  De  aquí  la  necesidad  de  oír  al  demandado,  funda- 
da en  la  suposición  de  que  puede  no  ser  cierto  lo  dicho  por  el  de- 
mandante. T  hé  aquí  qu(^  en  el  deber  &  que  está  tenido  el  poder  ja- 
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dicial  de  administrar  la  justicia  reclamada  radica  su  facultad  para 
citar  á  su  presencia  á  la  parte  demandada,  y  en  ésta  la  obligación 
de  comparecer  sino  quiere  que  la  suposición  introducida  en  su  favor 
deje  de  tener  razón  de  ser»  y  por  lo  tanto  que  el  criterio  judicial  al 
pronunciar  su  fallo  se  apoye  solo  en  los  hechos  que  el  demandante 
espuso. 

La  no  comparecencia  á  esta  estación  se  llama,  como  sabemos, 
rebeldía,  porque  es  un  acto  por  el  cual  la  voluntad  individual ,  in- 
subordinándose contra  el  poder  legítimo,  pone  obstáculos  á  la  recta 
administración  de  justicia,  condición  necesaria  para  el  orden,  para 
)a  vid9  de  las  naciones ,  para  la  pacífica  y  armóaica  coeiistaioía  de 
todas  las  libertades  indivinuales. 

¿Pero  acaso  porque  la  voluntad  del  individuo  se  oponga,  porqne 
no  quiera  llevar  al  juicio  los  hechos  que  pudieran  influir  en  su 
apreciación  jucicial,  cejará  éste  y  la  ley  en  el  camino  de  la  justi- 
cia? Esto  seria  absurdo;  esto  traería  la  ruina  de  la  asociación;  esto 
seria  hacer  imposible  el  orden  social;  esto  seria  sancionar  el  ata- 
que brusco  de  la  fuerza,  hacer  inútil  una  justicia  cuyos  preceptos 
nunca  al  culpable  habrían  de  alcanzar. 

¿Qué  hacer  en  este  conflicto  7  Meditemos  iin  poco.  Hemos  dicha 
que  la  ley,  que  el  poder  judicial  que  la  garantiza  y  ejecuta,  no  pue- 
de'erigirse  en  arbitro  de  los  derechos  del  individuo,  porque  solo 
éste  es  responsable  del  uso  de  su  perfeccionamiento,  y  los  derechos 
son  medios  que  se  le  han  concedido  para  conseguirlo ;  y  el  poder 
público  solo  será  la  garantía  contra  los  ataques  que  puedan  dirigir- 
la los  demás,  cuando  en  uso  de  su  derecho  quieran  neutralizar  el 
mal  del  ataque  ajeno;  y  por  consiguiente,  como  arbitro  que  es  de 
su  derecho,  aun  violado  ó  atacado,  el  poder  judicial  nada  tendrá 
que  hacer,  á  no  invocarse  su  auxilio  protector. 

Aplicada  esta  doctrina  á  la  cuestión  debatida,  si  la  no  compa- 
recencia del  demandado  á  la  citación  judicial  fuera  bastante  causa 
para  hacer  suspender  el  procedimiento,  á  nadie  perjudicarla  mas 
que  al  demandante,  siendo  ilusoria  la  reparación  de  su  derecho  vio- 
lado. En  la  ley,  en  el  poder  judicial  solo  hay  atribuciones  para  con- 
cederle medios  á  fin  de  que  esto  no  suceda;  pero  solo  el  perjudica- 
do está  en  completa  libertad  de  poner  ó  no  en  práctica  estos  me- 
dios, de  quererlos  ó  no  utilizar.  Aquí  el  medio  concedido  es  la 
acusación  de  una  rebeldía;  en  el  arbitrio  del  demandante  está  el 
utilizarlo;  y  su  resultado  es>  como  sabemos,  la  pérdida  por  aque- 


Digitized  by  LjOOQIC 


DI  LOS  TKRmNOS  DlfROROOABLtS  T  DK  LA  ACUSACIÓN  KTC.      69 

lia  Tez  por  parte  del  demaadado  del  derecho  de  defensa.  En  cuanta 
al  poder  jadicial,  este  acto  crea  la  saposicion  de  que  toda  la  verdad 
del  heeho  está  en  lo  espuesto  por  la  parte  que  demanda  su  proteo- 
eioD;  y  por  lo  tanto,  aplicando  en  su  sentencia  su  criterio  abstracto 
al  heeiio  alegado,  aegun  ¿1  decidirá  del  derecho  yiolado  ó  día- 
potado. 

De  todo  lo  anterior  se  deduce  que  la  acusación  de  rebeldía  para 
que  se  pierda  el  derecho  que  conceden  los  términos  improrogablea 
solo  podrá  tener  lugar  en  aquellos  casos  en  que  el  poder  judicial 
tenga  derecho  para  citar  á  uno  á  juicio;  para  venir,  llamado,  ea 
defensa  de  los  derechos  del  individuo;  para  garantir  las  libertadea 
violadas,  para  restablecer  el  orden  alterado,  y  en  que  la  presenta-* 
cion  del  individuo  sea  la  condición  de  una  acertada  administración 
de  justicia. 

Salvador  (¡avilé  y  García. 


DERECHO  C[YiL> 

iCuándo  d  padre  emplea  dinero  corretpondienU  al  hijo  en  efec- 
toé  públicos  está  eneldia  de  la  restUueUm  obligado  ji  devolver  la 
cantidad  recibida  solamente,  ó  tiene  necesariamente  que  restituir 
los  efectos  que  compró  úendo  el  aumento  que  hayan  podido  tener 
los  valores  para  el  hijol 

Fuera  de  toda  duda  está  que  según  nuestro  derecho,  el  padre 
es  usufructuario  legítimo  de  los  bienes  adventicios  que  correspon* 
den  á  los  hijos  que  están  en  su  poder,  y  que  además  de  este  dere- 
cho tiene  la  obligación  de  administrarlos.  Coando  el  hijo  ó  la  hija  se 
casan,  la  patria  potestad  se  disuelve  y  el  padre  está  obligado  á  la 
restitución  de  lo  que  recibió.  Estos  principios  no  admiten  contes* 
tacion:  seria  temeridad  pensar  en  impugnarlos. 

Conviene  tener  presente  la  diferencia  que  por  su  naturaleza 
misma  hay  entre  el  usufructo  de  las  cosas  en  general  y  el  de  aque« 
Uas  que  en  el  derecho  se  denominan  fungibles ,  esto  es,  las  que 
consideradas  esdusivamente  con  relación  á  su  género,  á  su  can- 
tidad ó  á  su  cualidad,  pueden  ser  representadas  exactamente  por 
otras. 
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Los  Romanos  establecieron  que  en  estas  cosas  Amgibles  que  se 
consumen  por  el  uso»  realmente  no  pudiera  constituirse  el  usufructo 
y  el  Emperador  Justiniano  siguiendo  á  los  jurisconsultos  clásicos» 
después  de  consignar  que  por  razón  natural  y  civil  no  podía  con^- 
liiuirse  en  ellas  usufructo  y  de  poner  como  ejemplos  el  vino  y  los 
granos»  añade  que  á  estos  se  asimila  el  dinero  porque  en  cierta  ma- 
nera se  estingue  con  la  necesidad  continua  que  hay  de  su  cambio 
para  poder  aprovecharlo  (§.  2,  tit.  IV»  lib.  II  de  las  Institucciones). 
De  aquí  dimanó  que  se  establecieran  reglas  especiales  para  esta 
clase  de  usufructo.  Estas  fueron  que  el  dominio  de  las  cosas  en 
que  consistia  se  trasfíriese  por  el  acto  de  la  entrega,  al  usufruc- 
tuario »  el  cual  tenía  la  obligación  de  restituir  á  la  conclusión  del 
usufructo  otra  cantidad  igual  á  la  que  habia  recibido.  Los  juristas 
sacaron  de  aquí  la  frase  cuasi  usufructo^  para  significar  un  usufructo 
en  que  no  tenia  que  conservarse  integramente  la  cosa,  sino  que  en 
su  lugar  debía  restituirse  en  su  día  otra  cantidad  igual  á  la  recibida 
y  casi  lo  llegaron  á  confundir  con  el  mutuo  á  que  se  parecía»  ó  por 
mejor  decir  del  que  apenas  se  distinguía,  acudiendo  á  sutilezas  para 
establecer  sus  diferencias  en  los  efectos. 

Esta  misma  doctrina  ha  sido  en  todos  tiempos  la  seguida  por 
nuestros  jurisconsultos»  que  tropezando  con  la  dificultad  deque  si  el 
usufructo  del  dinero  habia  de  prestar  utilidad  al  usufructuario»  tenia 
que  separarse  de  las  condiciones  generales  prescritas  para  las  cosas 
no  ñingibles»  pues  que  de  nada  serviría»  si  no  pudiera  el  dinero  em- 
.pleárse  y  cambiarse  y  hullera  necesidad  de  conservarlo  en  su  misma 
especie»  admitieron  también  la  palabra  de  cuasi  usufructo  que,  como 
queda  dicho,  no  estaba  en  las  leyes  romanas»  si  no  que  era  introduc- 
ción de  los  intérpretes.  Pero  sea  lo  que  quiera  de  la  mayor  ó  menor 
propiedad  de  esta  palabra»  es  cosa  admitida  por  todos  sin  escep- 
cion  que  el  usufructo  del  dinero  produce  el  efecto  juridico  de  que 
este  pasa  al  usufructuario  en  dominio »  y  que  al  tiempo  de  la  resti- 
tución ha  de  dar  otro  tanto  del  mismo  género»  no  la  misma  especie 
que  se  supone  consumida  y  lo  habrá  sido  en  efecto»  á  no  ser  que  el 
usufructuario  haya  de  hecho  renunciado  á  él»  no  poniendo  los  me- 
dios nesaríos  para  darle  colocación»  lo  que  no  entra  en  el  espíritu 
de  las  leyes.  Aquí  tiene  de  lleno  lugar  la  regla  según  U  cual»  una 
cosa  fungible  se  sustituye  perfecta  y  completamente  por  otra  del 
mismo  género.  TanUumdem  esí  idem. 

Asi  es»  que  siempre  que  se  constituye  un  usufructo  legal  como 
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es  el  del  padre  en  los  bienes  adventicios  del  hijo,  y  en  este  peculio 
hay  dinero  ú  otras  cosas  fangibles,  el  asaFractaarío  adquiere  el  do* 
minio,  y  se  constituye  deador  del  hijo  para  el  dia  en  qae  termi- 
nado el  nsafructo  deba  hacer  la  restitncion. 

Bastaría  esto  para  compreoder  que  en  el  hecho  de  devolver  en 
metálico  la  cantidad  que  del  mismo  modo  se  recibió,  y  en  que  se 
tuvo  el  usufructo  por  disposición  de  la  ley,  se  cumple  plenamente 
con  la  obligación  de  restituir. 

No  puede  compararse  el  usufructo  de  fincas  y  de  cosas  no  fun- 
gibles  con  las  que  á  esta  clase  pertenecen.  En  aquellas,  el  dominio 
queda  en  persona  diferente  del  usufructuario;  en  estas,  pasa  al 
usufructuario.  De  lo  que  es  consecuencia,  que  al  paso  que  en  las 
primeras  solo  correspondan  á  éste  los  frutos  ordinarios  de  la  cosa, 
en  las  segundas  le  corresponden  también  los  estraordinarios,  por- 
que el  incremento  estraordinario  de  las  cosas  es  para  su  dueño. 

De  otro  modo  no  podría  concebirse  el  usufructo  del  dinero,  por- 
que equivaldría  á  no  tenerlo  el  no  poder  disponer  de  él  y  conser- 
varlo salva  rei  substarUiá  para  el  dia  en  que  concluyera  el  usufruc- 
to, y  este  derecho  vendría  á  ser  una  carga  gravísima  para  el  que  lo 
tuviera,  por  los  cuidados  que  habría  de  prestar  en  la  conservación 
de  una  cosa  cuyos  peligros  serian  suyos,  al  paso  que  careciera  de 
todas  sus  ventajas. 

Queda  presentada  la  cuestión  en  el  terreno  que  parece  mas 
propio,  sin  renunciar  por  esto  á  examinarla  bajo  otros  puntos  de 
vista  diferentes. 

No  faltarán  algunos  que  considerando  el  caso  de  que  los  efectos 
públicos  hayan  sido  adquiridos  con  el  dinero  cuyo  usufructo  nos 
pertenece,  opinen  que  corresponden  á  la  persona  dueña  del  caudal 
que  usufructuamos,  porque  crean  tal  vez  que  habiendo  reemplazado 
ios  efectos  al  metálico,  deben  pertenecer  al  que  es  dueño  de  éste. 
Solo  por  un  error  de  derecho,  en  nuestro  concepto ,  puede  conside- 
rarse como  dueña  del  dinero,  durante  el  usufructo,  la  perso- 
na á  quien  debe  pasar  después  de  concluido  éste ,  y  por  lo  tanto 
sacarse  la  consecuencia  de  que  el  incremento  del  valor  que  hayan 
tenido  los  efectos,  le  pertenece.  Ta  queda  dicho  que  el  usufruc- 
tuario se  hizo  dueño  del  dinero:  pero  suponiendo  sin  conceder- 
lo, que  la  doctrina  contraria  que  no  parece  legal,  prevaleciese, 
siempre  vendría  á  suceder  lo  mismo  aunque  por  causas  diferentes. 
Cuando  hay  ley  terminante,  no  es  necesario  acudir  mas  que  á  ella 
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para  resolrer  una  cuestión.  Así  acontece  en  la  que  ahora  se 
examina. 

La  ley  49  del  título  Y,  Partida  Y,  dice:  De  dineros  ágenos  que 
tienen  los  ornes  á  las  vegadas,  compran  para  si  heredamientos,  6 
otras  cosas  que  han  menester:  é  porque  dubdarian  algunos  si  aque- 
lla cosa  que  assi  comprada,  es  de  aquel  que  la  compró,  ó  del  otro 
cuyos  eran  los  dineros:  querérnoslo  aquí  dezir  é  departir.  E  dezi- 
mos  que  deue  ser  de  aquel  que  fizo  la  compra  en  su  nome.  Esta  ley 
no  puede  ser  mas  clara  ni  mas  decisiva  en  el  caso  presente;  y  nin- 
guna de  las  escepciones  que  en  ella  se  encuentran  comprende  al 
padre  que  con  el  dinero  del  peculio  adventicio  del  hijo  compra 
bienes  de  cualquiera  clase  que  sean,  y  mucho  menos  cuando  se 
compra  para  revender,  y  el  acto  es  en  sí  solamente  la  adquisición  de 
una  cosa  para  poseerla  por  largo  tiempo,  una  negociación  que  tie- 
ne mas  carácter  mercantil  que  civil,  como  es  la  de  comprar  para 
especular,  vendiendo  en  tiempo  oportuno  lo  adquirido. 

Las  escepciones  que  pone  la  citada  ley  49,  que  tienen  mas  ana- 
logía con  el  caso  actual,  son  las  del  guardador  que  compra  bienes 
con  el  dinero  del  menor,  y  del  marido  que  hace  lo  mismo  con  el  de 
la  dote  de  su  mujer,  consintiéndolo  ella.  Ninguna  de  estas  escep- 
ciones puede  ser  estendida  al  caso  de  que  aquí  tratamos  que  no  está 
comprendido  en  ninguna  de  ellas.  Y  de  notar  es  que  ni  aun  en  es- 
tos casos  se  entiende  que  la  cosa  es  del  menor  y  de  la  muger,  sino 
cuando  está  en  poder  del  guardador  ó  del  marido,  y  es  reivindica- 
ble por  no  haber  sido  adquirida  legalmente  por  otras  personas.  Con 
tal  limitación  se  ha  entendido  y  aplicado  esla  ley,  que  no  se  consi- 
dera que  el  dominio  de  la  cosa  comprada  con  dinero  de  la  muger 
corresponde  á  ésta,  si  el  dinero  do  era  dotal,  sino  parafernal,  y  que 
tampoco  lo  es  en  el  caso  de  que  se  haya  hecho  la  adquisición  sin 
su  consentimiento.  Sucede  en  esta  ley  lo  que  por  regla  general  en 
todas  aquellas  que  establecen  escepciones,  que  son  de  interpreta- 
ción estrecha. 

Y  no  debe  estrañarse  esto,  porque  lo  contrario  conduciría  á  re- 
sultados lamentables.  Supóngase  por  un  momento  que  los  erectos 
comprados  hubieran  tenido  una  baja  considerable,  como  sucedió  en 
i847  con  las  acciones  de  muchas  compañías,  de  modo  que  su  valor 
al  tiempo  de  la  restitución  fuera  muy  corto  ó  insignificante  con  re- 
lación al  dinero  empleado  para  adquirirlos.  ¿Seria  justo  que  el  hijo 
cargara  con  esta  pérdida?  En  nuestros  principios  no;  porque  opina- 
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mos  que  el  padre  debe  devolver,  no  la  cosa  adquirida,  sino  el  dine- 
ro que  recibió.  Si  se  sigaiera  la  opinión  contraria,  tendría  el  hijo 
que  cargar  con  la  pérdida,  porque  es  regla  general  del  derecho,  qie 
aqael  á  quien  pertenecen  las  utfltdades  de  la  cosa,  deben  corres- 
ponder igualmente  las  pérdidas.  Lo  contrario  no  sería  ni  equitativo, 
ni  moral,  ni  justo. 

Pedro  GoMei  4e  la  Seruu 


üPi^ni 


iHan  tído  modificados  por  la  ley  hipotecaria  los  prindpios  con- 
tenidos en  la  ley  61  de  Toro,  respecto  á  los  contratos  en  que  se  ohli  • 
guen  las  mujeres  casadasl 

Entre  las  muchas  y  variadas  cuestiones  que  han  aparecido  en 
el  campo  de  la  ciencia  jurídica,  con  motivo  de  la  reforma  hipote- 
caria que  en  nuestra  patria  viene  elaborándose,  hay  pocas  segu- 
ramente, tan  dignas  de  estudio,  tan  llenas  de  importancia  y  de  in- 
terés tan  alto,  como  la  que  sirve  de  epígrafe  á  estas  Hneas.  T  esto 
es  llano,  si  se  tiene  en  cuenta  que  envuelve  una  cuestión  de  capa- 
cidad, que  como  todas  las  de  su  clase  se  consideran  selectas  siem- 
pre para  los  juristas,  por  ser  fundamentales  en  el  derecho. 

Bien  conocidos  son  por  nuestros  lectores  los  precedentes  histó- 
ricos de  nuestra  legislación,  en  orden  á  la  capacidad  jurídica  de  la 
mujer  casada.  Sabido  es  que  estos  precedentes  reflejan  dos  diferen- 
tes tendencias;  una  que  dirijia  las  leyes  y  las  costumbres  españolas 
por  el  anchísimo  cauce ,  por  donde  se  babia  deslizado  majestuosa 
la  civilización  romana;  otra  que  impelía  los  hábitos  y  la  legislación 
de  nuestros  antepasados  hacia  los  precedentes  germánicos.  Por  la 
una,  la  capacidad  jurídica  de  la  mujer  reducíase  á  muy  estrechos 
límites;  el  espíritu  del  primitivo  derecho  no  la  reconocía  mas  que 
en  los  hombres;  las  mujeres  constituidas  siempre  en  tutela,  care- 
cían de  ella.  Por  la  otra,  mas  enaltecida,  mas  considerada,  tenia 
la  mujer  otra  capacidad  y  otros  derechos  que  vienen  á  materiali- 
zarse en  instituciones,  como  las  arras  y  la  sociedad  legal.  Las  do- 
tes se  creían  tan  respetables,  que  era  de  interés  público  su  con- 
servación; en  cambio  la  mujer  española  disponía  libremente  de  las 
arras  si  no  tf  nia  hijos.  Pero  este  aumento  de  capacidad  no  destruía 
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las  bases  de  la  familia,  no  desconocía  la  índole  especial  del  sexo; 
y  á  imitación  del  Senado-consalto  Veleyano  y  de  la  Auténtica  si 
qua  mulier  de  Roma,  algunos  fueros  consignaron  prohibiciones 
relativas  á  la  capacidad  de  la  mujer ,  como  era  la  de  que  teniendo 
marido  non  ptidiese  hacer  fiadura  ninguna^  y  otras  por  este  orden. 

Publicáronse  las  Partidas  que,  eo  vez  de  señalar  una  senda,  en 
lugar  de  cortar  las  cuestiones,  dieron  margen  á  que  estas  con  mas 
fuerza  naciesen,  y  á  que  los  prácticos  creyesen  necesario  suplir  coa 
sus  glosas  el  silencio  de  la  ley.  Esta,  á  la  verdad,  en  el  título  XII 
de  la  Partida  Y,  que  trata  de  las  fianzas,  no  contenia  regla  precisa 
sobre  la  de  la  mujer  á  favor  de  su  marido,  y  los  intérpretes,  fun- 
dados en  el  espíritu  romaoo  que  en  aquel  Código  predominaba, 
adujeron  por  vía  de  comentario  el  Senado-consulto  Veleyano,  y 
demás  disposiciones  que  acerca  de  este  puoto  presentaba  el  dere- 
cho romano.  De  aquí  las  dudas,  de  aquí  la  divergencia  de  pare- 
ceres, de  aquí  el  desorden,  hasta  que  los  legisladores  de  Toro, 
cumpliendo  con  mas  ó  menos  acierto  su  elevada  misión,  vinieron  á 
establecer  el  gran  punto  de  descanso  en  que  los  encontrados  ele- 
mentos que  formaran  á  la  sazón  nuestro  derecho  trabaron  reñida 
contienda,  y  el  triunfo  de  los  unos  eclipsó  á  los  otros  para  siempre. 

Era  preciso  una  disposición  terminante  que  diera  á  los  Tribu- 
nales acierto,  guia  á  los  juristas,  y  á  las  mujeres  casadas  garaqtía 
para  sus  derechos. 

La  ley  61  délas  hechas  en  aquellas  Cortes  en  muy  sólidas  bases 
cimentada,  y  que  en  el  sentir  de  sus  autores,  estaba  destinada  á 
impedir  la  perturbación  de  altos  intereses,  severa  en  su  espíritu,  rí- 
gida en  sus  preceptos,  clarísima  en  su  tendencia,  vino  á  establecer 
la  prohibición  de  que  la  mujer  se  obligase  como  fiadora  de  su  ma- 
rido, consignando  respecto  á  las  obligaciones  que  con  él  contrajera 
de  mancomún  que  no  valiera,  salvo  si  se  probase  que  la  deuda  se 
había  eonvertitb  en  provecho  de  la  mujer.  Ley  famosa  en  nuestro 
derecho,  y  que  á  pesar  de  regir  en  España  hace  tres  siglos  y  medio, 
y  de  lo  mucho  que  acerca  de  ella  se  ha  escrito,  no  han  logrado  toda* 
vía  ponerse  de  acuerdo  acerca  de  su  genuino  sentido  y  recta  apli- 
cación los  expositores  del  derecho,  ni  los  Tribunales  de  Justicia. 
Manuscritos,  é  infolios,  monografías  y  memorias,  alegatos  y  consul- 
tas se  han  ido  aglomerando  sobre  la  ley,  y  lógicamente  ha  acontecido 
que  bajo  el  peso  de  fárrago  tal,  se  ha  eclipsado  completamente  aque- 
lla, cuyo  espíritu  es  á  nuestro  ver  claro  y  evidente.  Quien  ha  afir- 
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mado  (fne  en  sí  contenia  uoa  prohibición  absoluta;  quien,  que  solo 
inlroducía  nn  privilegio:  unos  sostenían  que  no  podía  renunciarse; 
dros  que  como  tal  privilegio  era  válidamente  renuuciable;  el  foro 
en  80  práctica,  defiende  no  pocas  veces  lo  segundo;  el  Tribunal  Su- 
premo sin  embargo  en  varios  de  sus  fallosi  entre  los  cuales  son  de 
noUr  los  de  17  de  enero  de  1837,  de  11  de  octubre  de  1859,  y  de 
10  de  octubre  de  1861,  ha  sentado  la  jurisprudencia  contraria. 

Parecía  que  estos  repetidos  fallos  habían  agotado  el  abundante 
filón  de  pleitos  y  cuestiones  que  la  ley  61  de  Toro  encerraba  en  su 
seno,  cuando  la  publicación  de  la  Ley  Hipotecaria  ha  hecho  surgir 
una  cuestión  mas  grave  quizás  de  la  que  por  lar^o  tiempo  se  ha  de- 
batido y  que  hará  volver  de  seguro  la  atención  de  los  juristas  á  la 
asendereada  ley  de  Toro.  No  se  trata  ya  de  saber  si  las  disposicio- 
nes en  ésta  contenidas  son  un  beneficio  ó  una  prohibición;  no  se  dis- 
curre ya  sobre  la  prueba  que  ha  de  articularse  para  demostrar  que 
la  obligación  mancomunada  redundó  en  provecho  de  la  mujer;  no 
se  habla  de  si  cabe  ó  no  cabe  la  renuncia;  es  todavia  mas:  se  trata 
de  si  está,  ó  no  está,  la  ley  de  Toro  derogada  por  la  Hipotecaria. 

Dice  ésta  en  su  artículo  188:  cLos  bienes  dótales  que  quedaren 
hipotecados  ó  inscriptos  con  dicha  cualidad,  según  lo  dispuesto  en 
los  números  1.*  y  S.""  del  artículo  169,  no  se  podrán  enagenar,  gra- 
var ni  hipotecar  sino  en  nombre  y  con  el  consentimiento  espreso  de 
ambos  cónyuges,  y  quedando  á  salvo  á  la  mujer  el  derecho  de  exi- 
gir que  su  marido  le  hipoteque  otros  bienes,  si  los  tuviere,  en  sus- 
titución de  los  enajenados  ó  los  primeros  que  adquiera  cuando  ca- 
rezca de  ellos  al  tiempo  de  la  enajenación.» 

Ahora  bien,  se  ha  dicho:  este  artículo  al  permitir  que  puedan 
enajenarse,  hipotecarse  y  gravarse  los  bienes  dótales  suscritos  en 
nombre  y  con  consentimiento  espreso  de  ambos  cónyuges,  autoriza 
en  general  la  obligación  mancomunada  de  marido  y  mujer,  y  por  lo 
tanto  deroga  la  ley  de  Toro  que  terminantemente  prescribía  que  en 
tal  caso  la  mujer  no  sea  obligada  á  cosa  alguna,  salvo  si  se  probase 
que  se  convirtió  la  tal  deuda  en  provecho  de  ella. 

Es  mas,  han  discurrido  algunos,  la  Ley  Hipotcaria autoriza  á  los 
cónyuges  para  hipotecar  los  bienes  dótales  en  su  nombre  y  con  su 
espreso  consentimiento,  sin  hacer  iescepcion  alguna  relativa  á  la 
capacidad  de  la  mujer,  ni  decir  mas»  sino  que  la  queda  á  salvo  el 
derecho  de  exigir  que  su  maridóla  hipoteque  otros  bienes;  luego  la 
mujer  puede  con  tales  requisitos  hipotecar  bienes  á  la  responsabi- 
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lídad  de  toda  clase  de  créditos,  inclusos  los  contraidos  por  sn  ma- 
rido; hé  aquí  una  una  hipoteca,  héaquí  una  fianza  de  la  mujer  por 
el  marido  de  que  habla  la  ley  de  Toro,  y  que  de  un  modo  absoluto 
prohibía.  Así  planteado  el  razonamiento,  la  consecuencia  que  dedu- 
cen es:  la  Ley  Hipotecaria  ha  derogado,  ha  dejado  sin  efecto  la  de 
Toro  recopilada;  lo  mismo  en  su  primer  parte,  en  que  prohibe  la 
fianza  de  la  mujer  por  el  marido,  que  en  la  segunda,  en  que  se  re- 
fiere á  la  obligación  mancomunada  por  ambos  contraída. 

Fuerza  es  confesar  que  sino  de  todo  en  todo,  lleran  en  parte 
razón  las  anteriores  deducciones,  teniendo  en  cuenta  la  fistlla  de  es- 
presion  de  la  ley  de  Febrero  de  1861 ,  siendo  en  verdad  doloroso, 
que  de  los  muchos  escritores  que  se  han  dedicado  á  comentarla  y 
concordarla  con  disposiciones  españolas  y  estranjeras,  ni  uno  si- 
quiera se  haya  detenido  ha  hacerse  cargo  del  conflicto  legal ,  de  la 
discordancia  que  entre  ambas  leyes  resulta  al  parecer. 
Examinemos  la  cuestión: 

La  observación  primera  que  salta  á  la  vista,  es  el  carácter  de  la 
Ley  Hipotecaría,  ley  especial,  ley  adjetiva,  si  así  cabe  decirlo,  na- 
cida para  garantizar  ciertos  actos,  para  hacer  efectivos  ciertos  dere- 
chos. Repetidas  veces  protestan  sus  autores  en  laesposicion  de  mo* 
tivos ,  que  no  tratan  de  modificar,  que  ao  modifican  esencialmente 
nuestro  antiguo  derecho,  que  son  partidarios  de  la  escuela  histórica, 
que  respetan  los  precedentes  y  las  tradiciones,  que  no  derogan,  en 
una  palabra,  ley  ninguna  fundamental  de  la  monarquía. 

Es  mas;  dicen  terminantemente  al  hablar  de  la  aseguración  de 
los  bienes  de  las  mujeres  casadas,  y  esponiendo  las  razones  que 
les  movieron  á  consignar  en  la  ley  los  artículos  que,  como  el  188  á 
esto  se  refieren:  aEste  punto  está  íntimamente  enlazado  con  lacons- 
titucion  de  la  familia  y  con  los  derechos  respectivos  de  los  cónyu- 
ges; hacer  incidentalmente  alteraciones,  seria  una  perturbación 
ajena  á  esla  ley.  9  T  continúan  en  otro  párrafo:  «Por  una  ley  espe- 
cial no  deben  considerarse  derogadas  las  anteriores,  que  tienen  un 
carácter  mas  legal,  etc.i  Ni  en  buenos  principios  de  legislación 
cabe  derogar  una  ley  como  la  que  nos  ocupa  por  otra  de  la  índole 
de  la  Hipotecaria,  y  tanto  mas  sin  decir  una  palabra  que  á  tales  fi- 
nes conduzca.  En  la  concurrencia  de  leyes  generales  y  especiales, 
en  la  amalgama  que  por  desventura  para  nuestro  derecho  viene  há 
mucho  introduciéndose,  los  jurisconsultos  abogan  en  nuestro  sentir 
con  razón  por  la  subsistencia  de  la  ley  general:  sería  ponerse  en  el 
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lugar  del  legislador,  sustituir  una  presuncioo  á  una  Toluntad  de- 
lermioada:  la  derogación  no  se  presume;  hay  que  probarla,  y  esta 
prueba  es  por  demás  peligrosa  y  no  se  ha  hecho  en  esta  ocasión. 

Pero  si  respecto  á  lapídea  general  de  derogación  militan  razo* 
nes  de  tai  peso,  quédannos  aun  otros  argumentos  dimanados  de  la 
espresioQ  misma  del  articulo  188  que  demuestran  que  no  anula  ni 
modifica  la  disposición  de  la  ley  recopilada;  por  mas  que  aquella  se 
preste  á  dudas  é  interpretaciones. 

Huyendo  los  autores  de  la  ley  del  antiguo  sistema,  deseando 
evitar  los  escollos  de  todo  género ,  que  por  donde  quiera  se  pre- 
sentaban, y  convertir  loque  era  ilusión  en  realidad,  lo  que  era 
una  farsa  en  un  derecho  efectivo,  fijáronse  muy  especialmente  en 
la  aseguración  de  los  bienes  de  las  mujeres  casadas.  E](amÍBaron 
lo  que  acerca  de  ella  disponía  la  legislación  foral  y  la  común,  y 
dejándose  llevar,  tal  vez  en  demasía  del  espíritu  de  desarrollo  eco- 
nómico ó  de  la  riqueza  territorial  que  preside  en  no  pocas  partes 
de  su  obra,  creyeron  que  la  legislación  que  sobre  este  punto  rige 
actualmente  en  la  mayor  parte  de  la  monarquía  era  insostenible^ 
porque  dejaba  fuera  de  circulación  la  gran  masa  de  bienes  que  á  la 
clase  de  dótales  corresponden,  y  hace  en  verdad  triste  la  condición 
de  la  propiedad  dotal,  no  au&iliando  en  sus  necesidades  al  propie- 
tario, que  á  pesar  de  sus  riquezas  puede  verse  reducido  á  la  indi- 
gencia, fié  aquí  el  espíritu  de  la  Comisión  codificadora;  hé  aquí  el 
criterio  que  la  guiaba  al  dictar  reglas  sobre  la  hipoteca  dotal;  hé 
aquí  la  razón  del  art.  188  que  no  tiene  de  modo  alguno  la  misión 
de  modificar  y  destruir  principios  de  altísimo  interés  que  en  bien 
de  las  mugeres  casadas  ha  consignado  nuestro  deirecho.  Porque 
bien  meditado,  ¿qué  dice  el  articulo  188?  Ta  queda  indicado:  que 
los  bienes  dótales  no  se  podrán  gravar,  enagenar,  etc.;  sino  en 
nombre  y  con  el  consentimiento  espreso  de  ambos  cónyojes:  y  la 
circunstancia  de  exigirse  este  requisino,  ¿altera,  modifica  los  prin- 
cipios de  la  ley  61  de  Toro?  A  dos  puntos  principales  hace  refe- 
rencia ésta;  á  la  fianza  de  la  mujer  á  favor  de  su  marido,  y  á  la 
obligación  que  mancomunadamente  trajese  con  él. 

Hablemos  primero  de  la  obligación  mancomunada.  Comprénde- 
se fácilmente,  sin  mas  que  fijar  la  atención  en  las  palabras  del  ar- 
ticulo que  nos  ocupa,  que  no  se  refieren  á  esta  clase  de  obligación, 
porque  la  circunstancia  de  que  para  vender  ó  hipotecar  los  bienes 
inscritos  con  la  cualidad  prescHta  en  el  articulo  169  de  la  Ley  Hí- 
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potecaria,  hayan  de  concurrir  el  nombre  y  consentiroiento  espreso 
de  ambos  cónyuges,  no  implica  que  se  obliguen  mancomunada- 
mente.  El  consentimiento  no  es  una  obligación,  es  un  requisito;  la 
mujer  permite,  pero  no  se  obliga.  La  obligación,  como  claramente 
lo  demuestra  la  etimología  iurídica  de  la  palabra,  eocierraun víncu- 
lo, una  sujeción  i  determinado  compromiso,  y  cuando  la.  mujer 
concurre  á  la  celebración  de  un  contrato  y  dice  consiento  que  se 
hipoiequen  mis  bienes  dótales;  ¿contrae  por  venlura  alguna  obli- 
gación personal?  ¿se  liga  con  algún  vínculo  de  este  género?  ¿Puede 
utilizarse  acción  personal  contra  ella?  Por  el  contrario,  en  la  obliga- 
ción mancomunada  se  obliga  en  unión  con  su  marido;  se  sujeta  á 
un  compromiso,  y  la  acción  de  el  acreedor  puede  dirigirse  perfec- 
tamente contra  ella.  No  hay,  pues,  en  este  artículo  obligación 
mancomunada;  no  hay  responsabilidad;  no  hay  compromiso. 

No  es  tan  clara  ni  tan  sencilla  la  demostración  de  nuestro  aserto 
en  cuanto  se  reGere  á  la  otra  parte  de  la  Ley  de  Toro,  por  mas 
que  nuestra  creencia  sea  quizás  mas  arraigada,  quizás  mas  intima 
respecto  á  ella.  Bastará  en  verdad  la  terminante  aflrmacion  de  la 
Comisión  de  Códigos,  de  que  nada  cambia  en  punto  tan  esencial 
del  derecho  civil,  para  robustecer  nuestra  opinión,  pero  además  de 
eso,  el  espíritu  de  la  ley  general  las  consideraciones  de  familia,  la 
condición  de  la  mujer,  los  buenos  principios  de  derecho,  los  fallos 
de  los  Tribunales  que  en  la  mas  alta  gerarquia  se  encuentran,  y 
aun  la  forma  del  artículo,  son  parte  muy  principal  á  fortalecerla. 

El  espíritu  de  la  ley  respecto  á  la  capacidad  jurídica  de  la  mu- 
jer casada  no  es  en  manera  alguna  dudoso.  En  todas  sus  prescrip- 
ciones descúbrese  el  intento  de  protegerla,  de  ampararla,  de  poner- 
la al  abrigo  de  sujestiones  á  que  su  debilidad  é  impericia  continua- 
mente se  prestan.  Por  eso  la  priva  de  ciertos  derechos  que  llevan 
en  sí  envueltas  grandes  responsabilidades;  por  eso  hace  en  ocasio- 
nes su- condición  menos  onerosa  que  la  del  varón:  por  eso  en  fín, 
la  otorga  codiciados  privilegios.  ¿Trátase  del  cargo  espinoso  y  difí- 
cil de  la  tutela?  La  mujer  no  puede  ser  tutora  sino  de  sus  hijos  y 
nietos.  ¿Trátase  de  acusar  criminalmente  ó  de  comparecer  en  juicio? 
La  mujer  no  puede  hacerlo  sino  por  delito  de  alta  traición  ó  por 
daño  hecho  á  ella  ó  á  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado,  ni  ser 
procuradora  judicial,  ni  demandar  en  juicio  por  otras  personas 
que  por  aquellas  que  tan  íntimamente  le  están  unidas.  ¿Es  que  se 
habla  de  fianzas?  La  mujer  no  puede  salir  fiadora  por  persona  al- 
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gana:  seria  seguo  la  espresion  del  precioso  Código  Alfonsiao,  espo- 
nerla  á  concarreocia  coo  los  hombres  y  al  oso  de  cosas  contrarias 
z\  recato  y  buenas  costambres  que  debe  guardar,  máxima,  que  sí 
bien  hoy  provoca  en  muchos  desdeñosa  soorisa,  tiene  un  gran  fon- 
do de  verdad  y  de  moral;  su  flanza  será  nula,  salvo  en  ciertas  espe- 
ciaiisimas  circunstancias  tasadas  por  la  ley.  ¿Acaso  la  mujer  pre- 
lende  salir  fiadora  por  su  marido?  Nunca,  ni  con  provecho,  ni  sin 
él,  ni  con  ventajas  ni  sin  ellas;  dice  |el  legislador.  T  á  sí  por  este 
^rden  manifiesta  nuestro  derecho,  su  espíritu  y  tendencias  en  pro 
de  la  mujer. 

Que  las  consideraciones  de  familia  y  la  condición  de  la  muger  en 
ella  corroboran  más  y  mas  nuestra  afirmación,  cosa  es  que  á  la  mas 
flaca  inteligencia  se  alcanza.  Apenas  anudado  ese  lazo,  apenas  na- 
cida esa  institución  que  funde  y  armoniza  la  inteligencia  con  el  sen- 
timiento, la  debilidad  con  la  fuerza,  el  instinto  con  el  amor,  el  cuer- 
po con  el  alma;  apenas  creada  esa  relación  que  completa  la  huma* 
nidad  y  la  reproduce,  y  que  han  santificado  todas  las  religiones, 
desde  la  mas  errónea  manifestación  pagana  hasta  los  sublimes  y  le- 
vantados conceptos  del  cristianismo  cubriéndola  al  mismo  tiempo 
con  su  manto  todas  las  legislaciones,  todos  los  códigos,  todas  las 
fórmulas  jurídicas  que  han  aparecido  en  el  imponente  y  vastísimo 
teatro  de  la  historia»  la  capacidad  de  la  mujer  regúlase  por  norma 
diferente;  abdica,  si  así  cabe  decirlo,  de  sus  derechos  y  viene  á  po- 
nerse bajo  la  tutela  y  administración  del  hombre  á  quien  se  une, 
único  repres^tante  y  gestor  de  la  sociedad  legal.  Pierde  la  facul- 
tad de  ejercer  por  sí  sola  la  mayor  parte  de  sus  derechos  civiles:  el 
interés  de  la  asociación  conyugal  y  la  deferencia  debida  al  marido 
la  obligan  á  no  hacer  cosa  importante  sin  su  autorización. 

T  respecto  á  la  condición  de  la  mujer  ¿habrá  necesidad  de  decir 
algo?  Evidente  es  que  esta  condición,  que  bis  circunstancias  de  su 
temperamento,  de  su  educación,  de  su  vida  social  han  presidido  á 
las  prescripciones  de  la  ley  respecto  de  ella.  T  ¿podrá  alguien  sos- 
tener que  esas  condiciones  de  debilidad  é  ignorancia  que  ponen  sus 
intereses  en  peligro,  no  existen  hoy?  Nosotros  no  somos  de  los  que 
sintiéndose  quizás  sin  las  ideas  y  ia  fuerza  moral  que  requiérela  vi- 
da en  su  actual  movimiento  reniegan  á  cada  paso  de  su  siglo  y  de 
su  época;  nosotros  no  somos  de  los  que  no  hallando  remedio  á  los 
males  del  presente,  desfallecido  el  ánimo  y  muerta  la  esperanza,  de- 
dicanse  á  procurar  resurrecciones  imposibles;  hijos  del  siglo,  somos 
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lo  que  ei  siglo  es;  vaoios  donde  el  siglo  vá,  pero  sin  renegar  de  él, 
sin  sonar  en  lo  que  cayó  porque  no  podía  sostenerse;  conocemos 
sus  vicios,  deploramos  sus  errores  que  en  último  resultado  no  sen 
mas  que  ei  motivo  para  desear  la  reforma.  Época  es  la  nuestra  de 
positivismo,  de  fiebre  mercantil;  época  en  que  el  crédito  artificial- 
mente desarrollado,  sacado  de  su  quicio,  exagerado  por  la  codicia  y 
en  hora  menguada  por  la  sencillez  creido  tiene  en  continuo  vaivén 
las  fortunas,  y  no  es  raro  ver  que  donde  hoy  tiene  su  asiento  la  opu- 
lencia, mañana  tal  vez  se  albergan  la  desesperación  y  la  desgracia; 
siglo  en  que  se  realiza  cual  nunca  aquel  principio  de  que  lo  que  te- 
nemos sirve  tan  solo  para  hacer  resaltar  lo  que  nos  falta;  y  de  aquí 
el  agio  en  pueblos  y  en  individuos,  el  empréstito  en  los  buenos,  la 
estafa  en  los  malos,  la  ruina  quizás  para  muchos.  Pues  bien;  en  época 
tal,  ¿vais  á  despojar  á  la  mujer  de  sus  beneficios?  ¿Vais  á  romper  el 
tejido  de  precauciones  de  que  la  ley  rodeó  en  todos  tiempos  su  for« 
tuna?  ¿Queréis  entregarla  por  completo  al  furor  de  especular,  ¿  la 
suerte  aciaga  del  marido  derogando  las  leyes  de  Partida  y  de  Toro? 
No;  no  puede  ser,  porque  sus  condiciones  de  debilidad  física  y  mo- 
ral continúan  las  mismas,  y  los  peligros  de  que  puede  hallarse  ro- 
deada, en  vez  de  disminuir  han  aumentado. 

Pero  si  todo  esto  es  cierto  y  á  nuestro  propósito  conduce,  lo  es 
también  que  las  palabras  que  en  el  artículo  188  de  la  Ley  Hipote- 
caria se  emplean,  no  dan  lugar  á  pensar  cuerdamente  en  tal  deroga* 
clon,  ¿icaso  el  artículo  citado  I^abla  de  la  fianza  de  la  mujer  por 
el  marido?  ¿ÜLcaso  faculta  á  ésta  para  que  afiance  con  hipoteca  los 
contratos  celebrados  por  aquel?  En  manera  alguna:  el  articulo  habla 
solo  de  los  requisitos  paraenagenary  gravar  los  bienes  dótales:  exi- 
ge el  nombre  y  consentimiento  de  ambos  cónyuges;  pero  no  se  es- 
tiende á  mas.  ¥  acaso  ¿se  ha  visto  alguna  vez  en  buenos  principios 
de  derecho,  en  recta  interpretación,  estender  las  leyes  de  los  menos 
á  los  más,  y  creer  derogada  una  por  que  otra  interpretada  de  cier- 
to modo  viene  á  ponerse  en  su  camino?  No:  mientras  esto  no  se 
pruebe,  mientras  que  con  igual  claridad  que  tal  fianza  se  prohibió, 
no  se  autorice,  no  daremos  por  derogada  ni  modificada  la  disposi- 
ción de  la  ley  de  Toro,  de  cuya  justicia  y  acierto  no^es  ocasión  de 
hablar  aqui.  En  este  sentido,  aunque  no  precisando  la  cuestión,  po- 
dríamos citar  varios  fallos  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audien- 
cias á  mas  de  lo  que  hemos  referido;  en  este  sentido,  pronunció  su 
dictamen  la  Academia  del  Colegio  notarial  de  Madrid,  donde  tan 
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copioso  caadal  de  coBocimientos  y  de  laces  fe  reúne,  fruto  ea  naos 
de  largos  aSo9  de  práctica,  en  otros  de  profundo  estudio  vea  todos 
del  deseo  de  aplicar  rectamente  la  ley.  Sometido  á  debate  el  punto 
sobre  que  discurrimos,  considerándole  de  importancia  suma,  y  des- 
pués de  una  empeñada  discusión,  opinó  dicha  corporación  que  la  Ley 
Hipotecaría  no  había  modificado  el  principio  establecido  en  la  ley 
61  de  Toro  respecto  &  los  contratos  en  que  se  obliguen  las  mugertí 
casadas. 

En  igual  sentido,  y  fundándose  en  el  parecer  de  la  Goníision  de 
Códigos  autora  de  la  Ley  Hipotecaria,  por  una  parte,  y  por  otra  en 
el  de  una  corporación  compuesta  de  personas  inmediatamente  en- 
cargadas de  aplicaría,  robustecida  además  tal  creencia  con  el  cía* 
ro  y  terminante  precepto  le^al,  hemos  visto  resueltas  algunas  con- 
sultas en  periódicos  profesionales.  Nopudiendo  hablar  de  todas,  ha- 
remos mención  de  una  que  ha  visto  la  luz  en  laitetns/a  del  Notoria' 
doy  del  Registro  de  la  propiedad^  publicación  especialmente  consa- 
grada al  estadio  de  estas  cuestiones.  Prenotábase  por  el  remiten- 
te  si  uña  mujer  mayor  de  veinticinco  anos  puede  hipotecar  bienes  á 
la  responsabilidad  de  créditos  que  el  mando  contraiga  ó  haya  con- 
traído durante  la  sociedad.  Anadia  que  letrados  de  esceleote  nota 
en  aquel  distrito  estaban  por  la  negativa,  fundados  cu  la  ley  3.*  tí- 
tulo 11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  que  largamente 
hemos  hablado,  al  paso  que  Notarios  de  recomendables  conocimien- 
tos sostenían  la  afirmativa  apoyándose  en  la  esposicion  de  motivos 
que  esplica  el  articulo  188  de  la  Ley  Hipotecaria,  al  tratar  de  la  ase- 
guración de  los  bienes  de  las  mugeres  casadasjy  más  aun  en  la  capa- 
cidad concedida  á  estas  para  contratar  bajo  las  garantías  del  artícu- 
lo 48  de  la  Lustruccion  de  12  de  junio  de  1861. 

Notábanse  á  primera  vista  en  dicha  consulta  dos  cosas :  prime- 
ra, que  los  fundamentos  en  que  se  apoyaban  los  notarios  que  de- 
fienden la  afirmativa,  son  poco  sólidos  para  tomarlos  como  base  de 
esa  opinión;  y  segundo,  que  no  se  especificaban  esos  bienes  de  cu- 
ya hipoteca  se  trata,  cosa  en  verdad  de  no  escasa  importancia  para 
resolver  la  cuestión.  Para  convencerse  de  lo  primero»  basta  fijarse 
en  que  la  esposicion  de  motivos,  por  grande  que  sea  su  mérito,  por 
elevadas  y  dignas  que  sean  las  personas  que  la  firmen ,  no  es  mas 
que  una  indicación  de  doctrinas,  una  esplicacion  científica,  y  de 
ningún  modo  una  serie  de  preceptos  legales ;  y  por  otra  parte  que 
la  capacidad  jurídica  de  la  muger  no  se  altera  ni  modifica,  no  men» 
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^ua  Di  crece  por  la  Ley  Hipotecaria,  qae  no  es  una  ley  de  capaci- 
-dad,  como  por  los  juristas  se  dice ,  no  siendo  ni  remotamente  sufí- 
ciente  para  disipar  las  nubes,  para  conjurar  los  peligros  de  que  la 
-debilidad  de  la  mujer  hállase  de  continuo  rodeada,  la  prevención 
que  con  arreglo  al  citado  artículo  48  de  la  Instrucción  ha  de  hacer 
el  notario  ante  quien  se  otorgue  algún  instrumento  público  del  cual 
resulte  derecho  de  hipoteca  legal  por  razón  de  dote,  arras,  bienes 
reservables,  etc.  Que  el  notario  entere  á  la  persona  á  cuyo  favor 
constituye  la  ley  esa  hipoteca  de  su  derecho  para  exigir  de  quien 
corresponda  una  hipoteca  especial  suficiente,  que  advierta  al  gra- 
vado con  esta  obligación  si  concurriera  al  acto,  de  la  que  la  ley  le 
impone  de  cumplirla  en  su  caso,  que  dé  fé  en  el  instrumento  de 
haber  hecho  esta  advertencia,  y  de  la  manifestación  que  en  su  vir- 
tud hicieron  los  interesados;  ¿basta  acaso  para  garantir  la  debili- 
dad de  la  mujer  y  su  impericia?  Será  lo  mas  una  formalidad,  pero 
nunca  un  remedio. 

Respecto  de  la  clase  á  que  pertenezcan  los  bienes  que  trate  de 
hipotecar  la  mujer,  hay  que  distinguir  si  son  dótales  ó  parafernales; 
dótales  de  dote  inestimada  ó  estimada;  pues  siendo  diversos  los 
efectos  y  naturaleza  legal  de  estos  bienes,  media  también  entre 
ellos  relativamente  al  caso  que  nos  ocupa  radical  diferencia.  Pero 
sea  como  quiera^  es  indudable  que  hay  que  tener  siempre  en  cuen- 
ta como  en  la  mencionada  consulta  se  tenian  los  principios  que 
acerca  de  la  derogación  de  la  ley  61  de  Toro  por  la  moderna  le- 
gislación hipotecaria  dejamos  consignados  en  este  artículo.  Con 
ellos  por  guía  podrán  resolverse  completa  y  acabadamente  las  du- 
das que  acerca  de  este  punto  han  ocurrido  ya,  y  han  de  ocurrir  de 
seguro  en  la  práctica  diaria,  en  la  vida  de  los  negocios ;  si  se  pícr* 
den  de  vista,  ha  de  resultar  forzosamente  la  anarquía  en  los  mas 
altos  conceptos  de  la  capacidad  jurídica  de  las  personas. 

No  dejaremos  la  pluma  sin  hacer  un  cargo  á  la  Ley  Hipoteca- 
ria, por  qué  con  la  ambigua  y  embozada  espresion  de  su  artícu- 
lo 188,  ha  dado  margen  á  que  surjan  dudas  y  cuestiones  que  la 
ilustración  y  esperiencia  de  su  autores  tenia  imprescindible  obliga- 
ción de  haber  evitado. 

Al  emplear  las  palabras  en  nombre  y  con  consentimiento  de 
ambos  cónyuges;  al  consignar  las  prescripciones  que  consigna  res- 
pecto á  la  venta  y  gravamen  de  los  bienes  dótales,  ha  dado  motivo 
á  que  por  muchos  se  crea  que  la  ley  61  de  Toro  está  derogada  y 
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<]ue  de  an  modo  íodirecto  paede,  como  realmeate  ba  de  Teriflcart^ 
en  machos  casos,  dejarse  sin  efecto  lo  terminaDlemente  mandado 
en  muchas  partes  de  nuestro  derecho. 

Los  autores  de  la  ley  proclaman  en  tono  muy  alto,  que  nada  Tan 
á  reformar  del«olíguo  derecho;  protestan  de  su  respeto  al  proce^ 
dente  histórico,  y  apenas  hay  punto  de  importancia  en  que  su 
obra  no  ataque  los  cimientos  de  nuestra  legislación.  Que  éstasQ 
encuentra  caduca,  que  la  reforma  urje,  que  la  necesidad  apremia» 
¿quién  lo  desconoce?  Pero  para  las  grandert  necesidades,  créanse 
los  grandes  remedios.  Nuestro  derecho  civil  ¿exige  reforma?  Pues 
refórmese  de  frente,  con  valor,  con  energía,  con  claridad;  pero  oo 
vayamos  zurciendo  retazos;  no  unamos  á  lo  que  es  viejo  lo  recien 
construido,  porque  ha  de  ser  la  consecuencia  lógica,  fatal«  indeclU 
nable  de  tal  sistema,  confundir  la  legislación,  por  nuestro  mal  ya 
harto  enmarañada,  y  desorientar  todos  los  días  á  las  clases  que  tie- 
nen  por  misión  aplicarla  á  vida  social. 

Eiríf  ae  Ueelay. 


La  cuestión  que  con  tanto  tino  se  examina  en  el  articulo  quQ 
precede,  merece  fijar  muy  especialmente  la  atención  de  los  juris« 
consultos  por  su  importancia  social  en  las  relaciones  de  la  familia, 
por  la  frecuencia  con  que  se  presentará  en  la  práctica,  y  por  la 
discusión  á  que  ha  dado  lugar.  Por  esto,  faltando  en  cierto  modo  á 
nuestra  costumbre  general  de  no  adherirnos  á  los  artículos  que  ea 
la  BEviáTÁ  se  publican,  ni  impugnarlos  dejando  á  cada  escritor  la 
responsabilidad  de  sus  opiniones,  nos  consideramos  en  el  caso  do 
emitir  libre  y  francamente  nuestro  parecer  siguiendo  lo  que  en  al- 
anos casos  escepcionates  hemos  hecho  en  otras  ocasiones.  Esto  nos 
parece  mas  oportuno,  cuando  hemos  espuesto  antes  de  ahora  (1) 
nuestro  modo  de  pensar  sobre  la  inteligencia  de  la  ley  61  de  Toro, 
en  lo  que  se  reliere  á  las  obligaciones  mancomunadas  de  marido  y 
muger,  no  sin  ser  impugnados  por  letrados  distinguidos,  cuyos  Ira* 
bajos  están  insertos  en  las  páginas  de  la  Revista  (2) ,  cuando 
puede  decirse  que  por  la  autoridad  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia ha  llegado  á  formarse  una  opinión  general  respecto  á  lo  que 


íl)    Pág.  38  y  19o  del  tomo  IX  de  esta  Revista. 
(2)    Págs.  191  y  377. 
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tantas  vacilaciones  habla  antes»  y  cuando  vemos  que  s^  corre  el 
peligro  de  abrir  una  nueva  discusión  sobre  lo  que  ya  parecía  termi- 
nado ,  al  suponer  algunos  que  la  espresada  ley  de  Toro  ha  sido 
derogada  por  la  Hipotecaria. 

Concretándonos  solamente  á  este  punto ,  nada  diremos  hoy  so- 
bre el  anhelo  que  el  docto  letrado  que  ha  escrito  tan  bien  meditado 
artículo  sobre  la  cuestión  suscitada,  manifiesta  respecto  á  la  pronta 
publicación  de  un  Código  civil,  ni  de  las  ventajas  ni  de  los  incoq. 
venientes  que  lleva  consigo  este  pensamiento,  cuestión  muy  deba- 
tida, tratada  ya  en  el  Congreso  de  Jurisconsultos  que  se  celebró  en 
Madrid  en  octubre  de  1862,  y  que  es  espresion  de  un  pensamiento 
que  ha  encontrado  obstáculos,  que  con  mas  ó  menos  razón  no  se 
han  vencido  todavía.  Conformes  nosotros  en  que  debe  procurarse 
que  llegue  el  dia  en  que  hayan  cesado  las  resistencias  á  que  puede 
dar  lugar,  y  que  todos  debemos  trabajar  en  desvanecer,  no  con- 
sideramos que  cuestión  tan  grave  pueda  ser  bien  tratada  inciden- 
talmente.  Así,  dejando  á  un  lado,  lo  que  ahora  no  podríamos  de- 
cir sin  salimos  del  objeto  principal  que  ha  puesto  la  pluma  en 
nuestras  manos,  vamos  á  limitarnos  á  las  consecuencias  que  dedu- 
cen algunos  del  artículo  188  de  la  Ley  Hipotecaría. 

Será  tal  vez  una  obcecación,  pero  por  mas  que  leemos  el  artículo 
que  acabamos  de  mencionar,  no  encontramos  en  él  una  sola  pala- 
bra de  que  pueda  inferírse  la  menor  modificación  á  la  ley  61  de  To- 
ro. Este  artículo  solamente  dice  que  los  bienes  dótales  que  quedan 
hipotecados  ó  inscriptos  con  dicha  calidad,  no  se  pueden  enagenar, 
gravar,  ni  hipotecar,  sino  en  nombre  y  con  el  consentimiento  es- 
preso de  ambos  cónyuges:  lo  demás  que  añade  el  artículo,  es  ageno 
á  la  cuestión  que  se  ventila.  Esto  supuesto ,  no  comprendemos  en 
qué  puede  fundarse  la  opinión  de  que  afecta  á  las  prohibiciones  que 
la  ley  de  Toro  estableció  tanto  respecto  á  las  fianzas  á  favor  del 
marido,  como  de  las  obligaciones  mancomunadas  de  marido  y 
muger. 

Esta  ley  estuvo  muy  lejos  de  negar  eficacia  á  las  obligaciones 
que  la  muger  casada  contraía  dentro  de  los  límites  de  las  leyes  con 
autorización  de  su  marido  cuando  éste  no  se  obligaba  mancomunada- 
mente  con  ella,  ó  no  eran  de  fianza  ó  garantía  de  las  obligaciones 
contraidas  por  él :  tampoco  negó  fuerza  en  lo  concerniente  á  la  mu-  . 
ger,  á  las  obligaciones  mancomunadas  con  su  marido,  cuando 
estas  tenían  por  objeto  esclusivo  la  utilidad  de  ella;  se  concretó  por 
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el  contrario  á  ordenar  que  las  obligaciones  mancomunadas  de  ma« 
rido  y  muger  no  obligaban  á  ésta  sino  en  cuanto  se  probase  que  se 
habían  contraido  en  su  provecho. 

El  objeto  de  la  ley  aparece  claramente :  fué  cumplir  con  su  mí* 
sion  de  reñir  en  auxilio  de  personas  que  mas  inmediatamente  lo 
necesitan,  preservar  á  las  mugeres  casadas  contra  su  propia  debili* 
dad,  libertarlas  del  peligro  que  corren  de  ser  inducidas  á  obligarse 
ya  por  amor,  ya  por  respeto,  ya  por  sumisión,  ya  por  opresión  do 
sos  maridos,  entrando  así  en  compromisos  por  lo  que  no  es  de  utili- 
dad para  ellas,  ó  por  lo  que  debe  recaer  sobre  sus  maridos;  fué  po« 
nerlasen  un  terreno  despejado  y  en  el  que  no  pueden  menos  decom* 
prender  con  toda  su  estension  las  consecuencias  del  contrato  que  ce« 
iebran.  Cuando  la  muger  vé  que  la  obligación  que  contrae,  no  es  es< 
elusivamente  de  ella ,  cuando  vé  que  su  marido  se  obliga  al  mis- 
mo  tiempo,  ya  por  la  adhesión  que  le  tiene,  ya  por  la  venda  que  le 
tapa  los  ojos  y  que  no  le  deja  ver  que  en  último  resultado  la  obli* 
gacion  contraída  puede  privarle  de  todo  su  patrimonio  ó  de  una 
parte  importante  de  él,  se  abandona  á  sus  sentimientos  naturales  de 
amor,  de  con&anza  y  de  sumisión  y  con  facilidad  y  sin  vacilaciones 
suscribe  una  escritura  que  amenaza  sumergirla  tal  vez  y  con  ella  y  & 
toda  su  familia  en  la  indigencia.  Pero  cuando  se  presenta  mas  clara 
y  despejada  la  obligación ,  cuando  el  marido  queda  fuera  de  toda 
responsabilidad,  la  muger  medita,  comprende  toda  la  gravedad  ó 
intensión  de  los  compromisos  que  vá  á  contraer,  considera  que  única 
y  directamente  es  la  responsable ,  que  no  ha  de  venir  el  marido  en 
su  auxilio,  y  preocupada  con  la  suerte  de  su  familia  y  con  el  triste 
porvenir  que  quizá  deja  á  su  descendencia,  se  armajde  valor,  luchai 
se  hace  superior  á  la  debilidad  de  su  sexo,  y  resiste  á  las  seduccia* 
.  oes  del  amor,  á  las  tentaciones  de  la  confianza  y  hasta  á  los  alardes 
de  opresión  con  que  tal  vez  se  le  amenaza.  Por  esto  las  leyes  han 
creido  que  no  debian  atarle  las  manos  para  obligarse  sola,  pero  que 
debían  negar  la  eficacia  á  las  obligaciones  que  mancomunadamen* 
ic  contrajera  con  su  marido. 

Sucedió  aquí  lo  que  con  motivo  análogo  estableció  en  Roma  el 
plebiscito  publicado.en  el  Imperio  de  Augusto  con  el  nombre  de 
¡ex  Julia  de  adulteriis  et  de  fundo  dotali ,  el  cual  autorizó  la 
enajenación  de  los  bienes  dótales  inmuebles  hecha  por  el  marido 
con  el  consentimiento  de  la  mujer,  pero  prohibió  su  hipoteca  aun- 
<iue  ella  estuviera  conforme,  lo  que  se  fundaba  en  que  era  mayor  la 
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I^tobabilidad  de  que  la  mujer  fuera  inducida  á  consentir  en  la  hi  - 
poleca  que  en  la  enajenación,  y  en  que  de  hecho  resultaba  que,  na 
pudiendo  satisfacerse  la  deuda  al  tiempo  de  su  vencimieclo,  venia 
tomo  consecuencia  indeclinable  de  la  hipoteca  que  se  enagenara  el 
predio  dotal,  cosa  que  la  mujer  i^o  habia  previsto  ni  consentido. 

De  lo  espuesto  aparece  que,  aun  después  de  declarar  las  leyes 
de  Toro,  por  regla  general  la  ineficacia  de  las  obligaciones  manco- 
munadas de  marido  y  muger,  en  lo  que  á  ésta  última  concierne,  y 
las  de  fianza  de  las  mugeres  á  favor  de  sus  maridos,  subsistieron 
,  según  las  mismas  leyes  en  todo  su  vigor,*  las  quo  se  hacian  en  uti- 
lidad esclusiva  de  las  mugeres,  y  las  que  directa  y  únicamente  otor- 
gaban con  la  autorización  marital,  siuJa  cual  nunca  puede  contraer 
la  muger  casada.  La  Ley  Hipotecaria»  en  este  punto,  se  atemperó  á 
loque  venia  en  observancia,  respetó  el  derecho  antiguo,  y  nada 
dijo  en  el  artículo  188  que  justifique  la  duda  suscitada.  No  trata 
este  artículo  de  las  obligaciones  que  puedan  contraer  las  mugóles, 
ni  de  su  eficacia  y  valor,  sino  que  por  el  contrario,  aceptando  lo 
existente  y  tomándolo  como  punto  de  partida,  se  limitó  á  estable- 
cer algunas^^disposiciones  que  conducian  al  fia  que  en  toda  la  ley 
domina  respecto  á  la  sustitución  de  las  antiguas  hipotecas  legales 
por  las  nuevas.  Veamos  ahora  qué  reforma  hizo  este  artículo  188^ 
en  la  legislación  anterior. 

La  Comisión  que  fQrmó  el  proyecto  de  la  Ley  Hipotecaria,  ma- 
nifestó, en  la  estensa  esposicion  de  motivos  que  precedía  el  pro- 
yecto, las  consideraciones  que  la  hablan  movido  á  introducir  algu- 
nos cambios  importantes  en  nuestras  instituciones  seculares.  No 
entra  en  nuestra  intención  dar  á  este  trabajo  de  la  Comisión  codi- 
ficadora una  importancia  superior  á  la  que  en  sí  tiene.  En  esta  lí- 
nea no  podemos  parecer  sospechosos:  antes  que  ningún  otro,  hemos 
fijado  el  valor  que  debia  darse  á  la  Esposicion,  y  esplicado  las  pa- 
labras del  Gobierno,  cuando  al  llevar  el  proyecto  á  las  Cortes  dijo 
t|ue,  los  motivos  que  le  precedian,  eran  el  mejor  preámbulo  y  el  mas 
autorizado  comentario  de  la  ley:  entonces,  después  de  consignar 
que  desde  la  publicación  de  las  leyes  de  Toro,  no  habia  juríscon- 
sullos  auténticos,  dijimos  que,  la  Esposicion  de  Motivos  habia  de- 
jado abierto  el  palenque  de  la  ciencia,  que  no  habia  cerrado  la 
puerta  á  apreciaciones  mas  exactas  que  se  pudieran  hacer  sobre  el 
Verdadero  sentido  de  algunas  dispociones  legales.  ASadimos:  les 
íncttvos  de  la  ley  no  son  la  ley,  aunque  sirvan  grandemente  para 
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esplicarla  ¡f  facilitar  su  inteligenria;  su  autoridad  es  meramente 
doctrinal,  si  bien  muy  fuerte  bajo  este  concepto,  porque  dimana  de 
los  mismos  que  kan  formado  el  proyecto  de  ley ,  y  que  son  tan  com- 
petentes para  esponei*  ¡as  razones  que  los  han  movido,  el  espbritu 
que  los  ha  animado  en  todas  y  en  cada  una  de  las  disposiciones  que 
han  presentado  articuladas:  pero  no  se  puede  confundir  el  valor 
doctrinal  de  estas  opiniones  con  el  legal  que  tendria  un  comentario 
auténtico;  serán  sin  duda  de  gran  peso  en  el  foro,  pero  no  podrán 
forwr  la  eonvinccion  de  los  Magistrados  (i). 

No  daodo,  pues,  á  la  Esposicioo  de  Motivos  presentada  por  la 
Comisión  de  Codificación  mas  valor  que  el  que  en  sí  tiene,  y  no 
nos  parece  que  es  exagerado  el  que  acabamos  de  atribuirle,  no 
puede  desconocerse  que  tiene  alguna  importancia,  cuando  mani» 
fiesta  las  consideraciones  que  la  movieron  á  hacer  algunos  cambios 
en  el  derecho  antiguo,  y  protesta  una  y  otra  vez  que  su  ánimo  no 
es  innovar  mas  que  lo  indispensable  para  completar  los  principios- 
de  publicidad  y  de  especialidad  que  proclame. 

Ni  cabía  otra  cosa  en  una  Comisión  que,  para  que  no  se  dude 
de  su  pensamiento ,  dice  que  por  regla  general  propende  en  todos 
sus  actos  á  lo  histórico,  á  lo  tradicional ,  y  que  cree  que  no  debe 
alterar  el  antiguo  derecha,  sino  cuando  la  conveniencia  de  hacerlo 
está  plenamente  justificada.  El  ilustrado  autor  del  artículo  que  pre- 
cede, lo  demuestra  de  un  modo  evidente,  citando  algunos  fracmen- 
tos  de  la  Esposicion,  aplicables  á  la  cuestión  que  se  discute  en  que 
espresamente  se  consigna  lo  que  acabamos  de  indicar. 

Hay  otra  consideración  mas  digna  aun  de  tomarse  en  cuenta.  La 
Comisión  se  creyó  en  la  necesidad  de  esplicar  muy  especialmente 
las  innovaciones  que  el  artículo  188  introducía  en  el  dereeho 
antiguo  y  los  motivos  en  que  las  fundaba ,  y  no  puede  presumirse 
que  si  en  su  intención  hubiera  estado  el  derogar  la  ley  él  de  Toro 
en  la  parte  que  aquí  se  discute,  no  hubiera  dejado  de  decirlo  y  de 
justificarlo,  cuando  lo  hacia  de  otras  alteraciones  menos  impor- 
tantes. 

Se  encontró  la  Comisión  con  legislaciones  diferentes,  y  encon-^ 
tradas  en  la  Monarquía  respecto  al  dominio  de  los  1)ienes  dótales; 
que  las  leyes  de  Partida  decian  que  el  marido  era  siempre  señor 

(!)  Pág.  i82,  tomo  I^  de  la  obra  que  publicamos  con  el  título  La  Ley 
Hipotecaria  comentada  y  concordada  con  la  legislación  anterior  española 
y  extranjera. 
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lie  los  bienes  dótales;  qae  había  que  acadir  á  ingeniosas  distin- 
ciones para  salvar  la  autonomía  de  este  principio  con  los  diferentes 
efectos  que  daban  á  la  dote  estimada  ó  inestimada ,  distinciones 
mutiles  que  estaban  lejos  de  ser  satisfactorías  y  que  la  legislación 
«f agonesa  se  desentendía  por  completo  del  principio  teórico  esta- 
blecido en  las  Partidas.  Por  esto  trató  de  fijar  con  claridad  reglas 
precisas  para  asegurar  su  restitución  á  la  muger  ó  á  sus  herederos 
en  el  dia  en  que  terminase  el  matrimonio,  estableciendo  que  en  4a 
dote  estimada  consistente  en  fincas,  el  dominio  se  inscribiera  á 
nombre  del  marido  como  cualquiera  otra  adquisición  de  propiedad 
en  bienes  inmuebles,  constituyéndose  sobre  ellas  mismas  la  hipoteca 
para  la  restitución,  y  por  el  contrario  que  en  la  dote  inestimada  que 
consistiera  también  en  bienes  raíces  inscritos  antes  á  favor  de 
la  muger,  se  hiciera  constar  su  calidad  de  dótales,  y  que  en  otro 
caso  se  inscribieran  como  tales  á  favor  de  la  muger ,  saliendo  así  al 
encuentro  de  las  dudas  y  cuestiones  escolásticas  que  se  controver- 
tían en  la  escuela,  y  que  con  tanta  proiigidad  examinaban  los 
tratadistas.  A  esto  aluden  las  primeras  palabras  del  artículo  188 
de  la  Ley  Hipotecaria  en  perfecta  armonía  acerca  de  este  punto, 
como  él  mismo  dice,  congos  números  1/y  3/del  artículo  169.  Según 
esto  los  bienes  raíces  dótales  siempre  deben ,  ó  quedar  hipotecados 
para  la  restitución  de  la  dote,  constando  éste  en  el  Registro  de  la 
Propiedad,  ó  estar  inscritos  á  nombre  de  la  muger. 

Pero  se  tropezaba  con  otra  dificultad  no  menos  grave.  Según  las 
leyes  de  Partida  la  dote  inestimada  no  era  capaz  de  enagenarse  ni 
de  hipotecarse,  los  bienes  en  que  consistía  se  hallaban  fuera  del  co- 
mercio, principio  contrario  al  de  la  legislación  aragonesa  según  la 
cual  la  muger  estaba  autorizada  para  enagenarlos.  Hay  mas:  la  ley  y 
la  práctica  en  los  pueblos  de  la  antigua  Corona  de  Castilla  estaban 
en  contradicción,  porque  la  muger  con  autorización  de  su  marido 
enagenaba  los  bienes  dótales  inestimados,  al  paso  que  algunos  ju- 
risconsultos adoptando  un  término  conciliatorio  opinaban  que  no  de- 
bían considerarse  nulas  las  enagenaciones  que  no  llegaran  á  la  mi- 
tad del  patrimonio  de  la  muger,  si  se  hacian  con  autorización  del 
marido  ó  por  éste  con  intervención  de  la  muger  y  con  promesa  ju- 
rada de  no  reclamar  contra  el  acto  que  hacia  ó  consentía.  Uníase  i 
estas  consideracioaes  otra  que  por  sí  sola  seria  decisiva  en  esta  épo- 
ca de  desamortización;  no  era  sostenible  hoy  que  una  gran  parte  de 
la  propiedad  territorial  estuviera  fuera  de  circulación  con  gran  de- 
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trimeoto  de  la  riqueza  pública  y  con  perjuicio  de  ios  cóDjujes  que 
llenos  tal  vez  de  riquezas  podrian  eaooatrarse  en  una  situación  an- 
gustiosa para  salir  en  momentos  dados  de  oire«iistancias  aflictivas 
de  que  se  vieran  rodeados.  Ni  paraban  aquí  las  diíerencta»;  por 
consecuencia  de  esta  inceriidumbre  del  derecho,  unas  veeas  era  el 
marido  el  que  hacia  la  eaagenacion  en  su  nombre  propio,  ya  inter- 
viniendo ya  no  interviniendo  su  muger,  otras  enagenaba  la  muger 
coa  la  venia  ó  autorización  del  marido;  otras  ambos  lo  hacian  en 
nombre  común. 

En  esta  discordancia  de  legislaciones  y  de  prácticas,  de  lo  que  . 
eslabieda  el  derecho  civil  y  de  lo  que  exigian  las  circunstancias  de 
la  époea,  la  Comisión  debía  adoptar  una  regla  general,  ostensiva  á 
todas  las  provincias  de  la  Monarquía,  á  la  cu^  todos  se  igustaran, 
y  que  fuera  á  la  vez  conciliadora  y  prudente.  Esta  fué  reconocer 
por  regla  general  que  los  bienes  dótales  pudieran  enagenarse  gra« 
varse,  é  hipotecarse  en  nombre  y  con  el  consentimiento  espreso  de 
ambos  cónyuges,  sin  perjuicio  del  derecho  que  corresponde  á  la  mu- 
ger para  obtener  otras  garantías.  Loque  dejamos  dicho  es  solamen- 
te una  repetición  sustancial  que  lo  que  la  Comisión  de  Códigos  con- 
signó en  su  Exposición  de  Motivos. 

Se  vé,  pues,  cuan  ágenos  estuvieron  los  que  firmaron  la  Ley 
Hipotecaría  de  pensar  en  derogar  implícitamente  ninguna  de  las 
disposiciones  de  la  ley  6i  de  Toro:  si  otra  fuera  su  intención  no  hu« 
biesen  dejado  de  consigaarla  francamente  en  el  texto  de  la  ley  ni 
en  la  espresion  de  los  fundamentos  en  que  la  esplicaron.  Resulta, 
por  el  contrarío,  que  manifestaron  que  respetaban  el  derecho  vi- 
gente en  cuanto  contenia  sin  mas  alteraciones  que  las  que  espresa* 
mente  se  hacian. 

En  ello  se  muestra  también  conforme  el  autor  del  articulo  que 
precede:  esta  opinión  prevaleció  también  en  la  academia  del  Cole- 
gio de  Notarios  de  Madrid,  á  que  pertenecen  tantas  personas  dis- 
tinguidas por  sus  conocimientos  y  su  práctica  de  negocios:  esta 
ha  sido  también  la  opinión  de  los  jurisconsultos  á  que  se  refiere  el 
artículo  en  que  se  suscita  la  cuestión:  esta  por  último  es  la  opinión 
que  creemos  prevalecerá  en  la  práctica.  Aceptamos  todas  las  razo- 
nes del  artículo  del  Sr.  Ucelay:  convenimos  con  él  en  que  el  ar- 
tículo 188  de  la  Ley  Hipotecaría  no  habla  de  la  fianza  de  la  muger 
á  favor  de  su  marido,  ni  de  la  obligación  mancomunada  de  marido 
y  muger;  que  habla  solo  de  los  requisitos  paraenagenar  y  gravar  los 

TOMO  XXTI.  Í2 

Digitized  by  LjOOQIC 


90  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

bienes  raices  que  tieDen  el  carácter  de  dótales,  y  que  sus  disposi- 
cioues  no  pueden  llevarse  á  lo  que  no  cabe  en  su  letra,  ni  en  su  es- 
píritu; lo  cual  solo  puede  ser  resuelto  con  arreglo  á  los  principios 
consignados  en  nuestras  antiguas  leyes.  Nosotros  no  lo  diremos; 
pero  sí  escribiremos  las  frases  del  distinguido  autor  del  artículo: 
las  palahrm  que  en  el  artictUo  188  de  la  Ley  Hipotecaria  se  em- 
plean, no  dan  lugar  á  pensar  cuerdamente  en  tal  derogación. 

En  vista  de  esto  no  nos  parece  justi6cado  el  cargo  que  el  mis- 
mo escritor  bace  á  la  Ley  Hipotecaria,  fundado  en  que  por  la 
ambigua  y  embozada  espresion  del  artículo  188  ba  dado  margen  á 
que  surjan  dudas  y  cuestiones  que  sus  autores  tenian  obligación  de 
haber  evitado.  Dejamos  á  su  buen  juicio  que  considere  si  esta 
apreciación  es  justa  en  quien  reconoce  que  el  articulo  188,  no  dá 
lugar  á  pensar  cnerdamente  en  la  derogación  de  la  ley  de  Toro, 
que  reflexione  si  pueden  los  que  redactan  leyes  evitar  las  inter- 
pretaciones equivocadas  que  pueden  algunos  darles,  y  mucbo  mas 
cuando  estas  son  del  todo  infundadas;  y  si  se  ba  escrito  una  ley 
importante  en  el  mundo,  relativa  á  derechos  civiles,  que  por  pre- 
cisa, clara  y  bien  redactada  que  sea,  se  baya  libertado  de  que  la 
cavilosidad,  la  sutileza,  ó  el  error  de  alguno  le  hayan  encontrado 
defectos  mayores  que  el  que  atribuyen  al  articulo  188  los  que 
disienten  del  modo  recto  y  natural  y  jurídico  de  entenderlo.  Por 
lo  demás  nosotros  comprendemos  la  dificultad  de  la  redacción  de 
las  leyes  del  orden  civil  y  no  creemos  que  por  grandes  que  sean, 
el  esmero,  la  diligencia  y^  los  esfuerzos  de  los  encargados  de  esta 
misión  puedan  nunca  quedar  bastante  satisfechos  de  haber  atinado 
en  espresar  bien  sus  pensamientos. 

Pedro  Gómez  de  la  Serta. 

■■i    o  g  M  !■     ■ 

REfilSTKO  DE  Ll  PROPIEDAD. 

Los  que  somos  partidarios  entusiastas  de  la  nueva  legislación 
hipotecaria;  los  que  nos  prometemos  resultados  aun  mas  satisfacto- 
rios que  los  ya  producidos  por  la  moderna  reforma;  los  que  por  vi- 
vir en  poblaciones  pequeñas,  en  puntos  en  que  los  grandes  propie- 
tarios son  muy  escasos,  tenemos  ocasión  de  apreciar  con  exactitud 
ciertas  dificultades  que  apenas  hay  posibilidad  de  tocar  en  las  gran- 
des capitales;  los  que  no  pensamos  que  los  gobiernos  solo  legislan 
para  los  poderosos;  los- que  abrigamos  la  convicción  de  que  no,  por 
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ser  modestas,  han  de  ser  plenameate  desaiitorizadaá  naest ras  ob- 
servaciones, no  hemos  de  guardar  nn  silencio  que  seria  poco  digno, 
cuando  hay  quienes  atacan  el  vigente  régimen  hipotecario  supo- 
niendo, que  no  puede  ser  jamás  un  hecho  práctico  la  historia  de  la 
propiedad.  Nosotros  que  no  acostumbramos  á  negar  ni  aBrmar  por 
sistema,  concedemos  á  nuestros  contradictores  que,  dada  la  legis- 
lación general  que  hoy  tenemos,  la  historia  de  las  fincas  quizá  no 
pasará  de  la  generación  presente.  Pero  negamos  resueltamente,  que 
la  dificultad  casi  invencible  de  conservar  esa  historia  de  los  dere- 
chos reales,  proceda  de  la  ley,  cuyo  fin  último  es  garantizarla.  T 
vamos  á  demostrar  nuestra  tesis  breve  y  cumplidamente. 

Sin  ser  del  todo  fácil  la  transición  del  antiguo  al  moderno  régi- 
men de  hipotecas,  estamos  observando  el  inmenso  nümerode  ins- 
cripciones asi  de  títulos  antiguos  como  de  informaciones  posesorias 
que  por  do  quiera  se  ha  realizado.  Con  poco  que  se  abra  la  mano  á 
lainscrípcion,  por  mfoimas  que  sean  las  reformas  futuras  encamina- 
das á  tal  objeto,  no  habrá  quien  siendo  dueño  de  un  palmo  de  ter- 
reno, quiera  correr  las  eventualidades  de  que  no  conste  registrado 
su  titulo  dominical.  Los  poseedores  de  derechos  reales,  han  llega- 
do á  convencerse  de  que  la  ley  favorece  y  garantiza  lo  que  les  cor- 
responde, y  se  hallan  animados  del  ardiente  deseo  de  inscribir.  ^De 
dónde  nacen,  pues,  los  justos  temores  de  que  las  inscripciones  no 
se  verifiquen?  ¿Cuáles  son  las  causas  de  que  todos  convengamos  en 
la  triste  probabilidad  de  que  los  hechos  no  corres  pendan  á  las  es- 
peranzas que  la  ley  hizo  nacer?  ¿Hay  por  ventura  en  la  ley  misma 
capitales  defectos,  que  imposibiliten  9n  cumplimiento?  No,  y  mil 
veces  DO.  El  formalismo  de  la  ley  no  es  tan  embarazoso  que  retrai- 
ga á  los  inscribentes;  dentro  de  la  ley  no  existen  condiciones  tan 
onerosas,  que  bagan  imposible  la  inscripción,  y  no  vacilamos  en 
afirmar  que,  aun  sin  retoque,  la  ley  seria  una  verdad  en  toda  su 
estension.  La  dificultad  de  que  la  ley  se  cumpla,  el  obstáculo  en 
que  llegarán  á  estrellarse  Ists  magníficas  concepciones  del  legisla- 
dor, están  en  otra  parte,  se  hallan,  para  decirlo  sin  rodeos,  en  las 
leyes  fiscales  de  una  parte,  y  de  otra  en  la  de  Enjuiciamiento  civil. 
La  Ley  Hipotecaria  dejará  de  dar  resultados  no  por  vicios  propios, 
sino  por  que  no  hay  términos  hábiles  para  que  las  sucesiones  tes- 
tamentarias é  intestadas  se  difieran  solemnemente,  se  defieran  en 
virtud  de  un  título  incribible,  mientras  por  una  parte  los  juicios 
universales  no  sean  menos  embarazosos,  por  otra  mas  baratos.  Las 
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herencias  de  mil,  dos  mil,  tres  mil  reales  no  resisten  la  pesadum- 
bre de  las  rórmulas  jurídicas  de  un  lado,  ni  son  tampoco  capaces 
de  soportar  los  gravámenes  del  papel  sellado  y  de  los  derechos  de 
la  curia.  Y  este  mal  es  gravísimo  basta  un  punto  tal,  que  amenaza 
la  marcha  hipotecaria.  Imagínese  los  desembolsos  indispensables 
para  ultimar  un  juicio  universal  cualquiera,  y  dígasenos  si,  los  he* 
rederos  de  quien  paga  cien  reales  de  contribución  territorial,  deben 
esperar  algún  residuo,  si  satisfacen  las  exigencias  del  procedíoiien- 
to  y  del  fisco.  Es  necesario  fijar  en  esto  la  consideración;  hay  ne- 
cesidad de  ocurrir  á  semejante  mal  con  un  remedio  pronto  y  salu- 
dable; hay  que  inventar  a{j;o  semejante  á  la  mayar  y  menor  cuan- 
tía; se  bace  preciso  ensanchar  las  atribuciones  de  los  juzgados  de 
paz,  dándoles  un  si  es  de  prudente  latitud,  de  oiquo  el  bmo^  de 
discrecional,  como  tienen  los  funcionarios  administrativos.  No  se 
nos  arguya  con  la  santidad  de  los  derechos,  con  la  delicadeza  de  ios 
juicios,  con  el  prestigio  de  los  Tribunales.  Al  que  tal  cosa  nos  di- 
ga, le  opondremos  la  estática  contemplación  de  los  Brahmanes,  que 
será  todo  lo  sublime  que  les  plazca,  pero  que»  socialmente  hablan- 
do, es  absurda.  En  lo  humano  hay  que  renunciar  á  la  perfección. 
Mínima  in  molts,  tiene  que  ser  nuestra  divisa.  La  escrupulosidad 
-  en  la  materia  que  nos  ocupa,  podria  llevarnos  á  los  tiempos  histó- 
ricos, á  las  épocas  en  que,  por  todo  título  de  propiedad,  se  daba  la 
posesión  mas  ó  menos  larga,  sin  otra  garantía  que  la  prueba  de 
testigos,  ni  mas  registro  que  papeles  de  familia,  sin  el  visto  bueno 
de  un  funcionario  público.  Si  esto  se  apetece,  si  esto  puede  ser  el 
desiderátum  de  la  edad  presente,  que  se  dejen  las  cosas  como  es- 
tán. Pero  si  se  quiere  con  verdadero  carino  que  la  propiedad  sea, 
no  solo  una  verdad  moral,  sino. también  una  verdad  social,  hay  que 
poner  la  mano  en  la  llaga  de  las  fórmulas  forenses  y  cerrarla 
completa  y  radicalmente.  Bay  también  que  contener  las  exagera- 
das pretensiones  fiscales,  limitando  sus  exacciones  á  cantidades  que 
cuadren  con  la  importancia  del  caudal  trasmitido,  que  respondan 
á  la  cuantía  (permítasenos  hablar  as^í)  á  la  cuantía  de  la  vigilancia 
y  de  la  protección  que  dispensa  el  Estado  á  cada  cual.  En  vez  de  las 
tarifas  del  papel  sellado,  señálense  al  Erario  público  cantidades  fijas 
proporcionales  á  la  importancia  de  lo  que  se  trasmite,  y  no  se  da- 
rá el  tristísimo  espetáculo  de  que,  hasta  los  mas  ávidos  curiales 
permanezcan  sin  gestionar  para  que  se  cumpla  en  todas  sus  partes 
la  ley  que  arregla  los  procedimientos  en  juicios  universales. 

Tomás  HartíBez  González. 
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CAUSA  DE  FONTANELLAS. 

AUDIENCIA  DE  BARCELONA. 


La  causa  llamada  de  Fontanellas  ha  llamado  tanto  la  atencioa  pública, 
quecreemos  de  nuestro  deber  insertar  con  los  resultandos  y  considerandos 
que  Ja  preceden  la  sentencia  dictada  en  este  proceso,  que  dice  así: 

aEü  la  causa  que  ante  Nos  ha  pendido  en  Sala  tercera  de  esta  Audien- 
cia territorial  sobre  secuestro  y  presunto  homicidio  de  D.  Claudio  Fonta- 
nellas Y  Sala,  continuada  contra  el  que  se  titula  D.  Claudio  Fontanellas, 
por  el  delito  de  usurpación  del  estado  civil  de  aquel,  en  grado  de  suplica- 
ción de  la  Real  sentencia  de  vista  de  treinta  y  uno  de  diciembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  dos.  en  la  oue  revocando  la  proferida  por  el  Juez  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta  ciudad,  se  condenó  el  pro- 
cesado por  esta  causa,  que  se  titula  Claudio  Fontanellas  y  está  registrado 
en  el  libro  de  presos  con  el  nombre  de  Claudio  Feliu  y  Fontanílls,  en  nue- 
ve anos  de  presidio  mayor,  inhabilitación  absoluta  perpetua  para  cargos 
públicos  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  por  igual  tiempo  de  la 
condena,  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  misma,  á  alx)nar  á  Don 
Lamberto  Fontanellas  ciento  setenta  y  cinco  duros  de  una  parte  y  de  otra 
tres  napoleones,  ó  sean  cincuenta  y  siete  reales  vellón,  v  en  todas  las  cos- 
tas Y  gastos  del  juicio:  se  declaró  no  haber  lugar  áconceaer  la  autorización 
solicitada  en  el  acto  de  la  vista  por  el  abogado  de  D.  Antonio  de  Lara,  mar- 
qués de  Villamediana,  para  querellarse  éste  de  injuria  y  calumnia  contra 
D.  José  Indalecio  Caso,  defensor  del  procesado,  por  las  palabras  que  vertió 
en  su  informe  verbal  y  determinó  aquel  como  injuriosas  y  calumnio- 
sas, pero  sí  para  querellarse  de  injuria  contra  quien  corresponda  por  la  que 
puedan  contener  las  frases  consignadas  en  el  escrito  folio  253,  pieza  de 
primera  instancia  y  párrafo  del  mismo  que  empieza  «en  el  testigo  D.  Anto- 
nio de  Laran  hasta  donde  dice  «los  bienes  de  la  herencia»  y  no  en  lo  de- 
más: le  mandó  que  luego  que  esta  sentencia  causase  ejecutoria ,  se  sacase 
copia  certificada  del  escrito  folio  325  del  rollo,  y  con  un  ejemplar  impreso 
del  mismo,  de  los  enviados  á  domicilio  á  los  Magistrados  de  la  Real  Sala 
segunda,  se  remitiese  al  Juez  decano  de  los  de  primera  instancia  de  esta 
ciudad^  y  por  el  que  correspondiese  se  procediera  á  lo  que  hubiese  lugar 
en  justicia,  contra  el  autor  ó  autores  de  los  espresados  escrito  é  impreso 
en  cuanto  al  desacato  que  puedan  contener  respecto  al  Juez  que  instruyó 
el  sumario. 

Se  mandó  sacar  una  copia  literal  de  toda  la  causa »  con  citación  délas 

§  artes,  calecerá  fiándose  las  cartas  de  los  folios  33,  35,  li7,  398,  el  borra- 
or  de  esposicion,  folio  408  y  los  seis  renglones  escritos  por  el  procesado 
al  folio  989,  todo  de  la  pieza  del  inferior,  y  remitir  con  certificación  al  Juez 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio,  para  que  teniendo  muy  pre- 
sente el  contenido  de  uno  de  los  considerandos  de  esta  sentencia,  el  de  los 
hechos  propuestos  á  prueba,  bajo  los  números  primero  al  octavo  del  pri- 
mer otrosí  del  escrito  de  defensa  en  esta  segunda  instancia,  y  demás  que 
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de  aquella  so  despronrle,  para  que  desplegado  el  mayor  celo ,  aprorecbaa- 
do  el  del  Promotor  fiscal  y  cuantas  noticias  pudiese  adquirir,  procurase 
la  averiguación  de  los  medios  de  carácter  ilícito  que  hayan  podido  emplear- 
se para  allegar  recursos  con  aue  ocurrir  á  los  castos  de  defensa  del  proce* 
sado  en  el  moJo  como  aquí  aparece  sostenida,  6  de  Ja  persona  que  los 
haya  proporcionado,  con  la  razón,  condiciones,  móvil  y  fin  que  á  ello  le 
haya  impulsado;  los  empleados  asimismo  para  estraviar  la  opinión  y  pro- 
ducir la  efervescencia  en  los  ánimos  que  con  tanto  escándalo  ha  presen- 
ciado Barcelona  en  los  dias  de  la  vista,  con  lo  demás  que  le  sugiriera  su 
buen  criterio  á  efecto  de  descubrir  el  centro  de  dirección  que  necesaria- 
mente debe  haber  existido  para  ello,  y  según  los  resultados,  proceder  en 
caso  contra  los  que  por  sus  actos  apareciesen  ct'impliccsdel  titulado  Claudio 
Fontanellas  en  el  delito  de  usurpación  del  estado  civil  de  D.  Claudio  Fonta- 
nellas  ySala,  ó  iniciados  como  autores  ó  cómplices  del  secuestro  y  presun- 
to homicidio  de  ést^,  formando  si  conviniere,  sobre  ello,  las  oportunas  pie- 
zas separadas,  y  hecho  se  remitiesen  los  autos  originales  con  las  debidas 
precauciones  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  como  lo  tiene  ordenado, 
en  cuya  causa  forma  parte  D.  Antonio  de  Lara,  marqués  de  Villamediana, 
pidiendo  se  conceda  permiso  para  querellarse  por  razón  de  injurias,  y  en 
esta  torcera  instancia  han  comparecido  en  calidad  de  acusadores,  los  her- 
manos D.  Lamberto  y  Doña  Gulalía  do  Fontanellas,  representados  ñor  los 
procuradores  D.  Francisco  Ramón  Puig  y  D.  Francisco  da  Asís  Ganáis, 
siendo  Mioistro  ponente  el  Sr.  D.  Eugenio  Je  Ángulo. 

Resultando  que  en  el  mes  de  setiembre  de  t845  desapareció  de  la  casa 
paterna  D.  Claudio  Fontanellas,  hijo  legítimo  del  marques  de  casa  Fonta- 
nellas; Que  instruidas  diligencias  en  1852  sobro  la  causa  de  la  desaparición 
y  presunto  homicidio  con  motivoí  de  ciertas  .indicaciones  hubo  que  sobre- 
seer sin  perjuicio: 

Resultando  que  en  15  de  mayo  de  i 861  el  acusado  dirigió  al  actual 
marqués  de  casa  Fontanellas  la  carta,  cuya  ortografía,  estructura  v  literal 
contesto  es  como  sigue:  «Paquete  Puerto-Rico  mayo  lo  de  1861.  Al  Señor 
Don  Lamberto  Fontanellas.  Querido  hermano:  hoy  cumplo  el  guramento 
que  bise  al  desapareser  de  vuestra  casa  en  ok  año  cuarenta  y  ocho  Lo  que 
contare  mi  istoria  en  persona  de  lo  que  lo  causo  por  qué  es  muy  largo  de 
contar.— Aun  estoy  aoordo  de  dicho  buque.  S.  S.  S.  t.  Fontanellas.» 

Resultando  que  el  marqués  le  recibió  como  hermano,  y  con  gran  satis- 
facción: que  pue^o  este  acontecimiento  en  conocimiento  de  la  marquesa 
de  Villamediana  su  hermana,  que  se  encontraba  en  la  corte,  manifestó  lo 
grato  que  le  había  sido  taa  inesperada  noticia,  y  le  felicitó  por  la  llegada, 
según  ha  dicho  la  defensa: 

Resultando  que  noticioso  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  llegada 
del  hijo  del  marqués  de  Gasa  Fontanellas  por  periódicos  y  comunicacioa 
^que  le  pasó  el  Gobernador  civil  de  la  provincia;  por  tener  entendido  que  se 
^formaron  diligencias  sobre  la  desaparición  del  mismo,  le  hizo  comparecer 
ante  sí^  para  acreditar  la  identidad,  y  afirmó  que  era  D.  Claudio  Fontane- 
llas, hilo  del  insinuado  marqués  y  que  habiasido  secuestrado  en  1846  por 
la  ronda  de  Tarrés: 

Resultando  que  pasados  pocos  dias  el  Juez  tuvo  noticia  deque  el  mar- 
qués abrigaba  dudas  sobre  si  el  recién  llegado  era  ó  no  su  hermano,  por  lo 
que  acordó  ampliar  la  declaración  de  aquel,  y  evacuó  las  citas  que  hizo 
convenientes  la  ampliación,  de  las  cuales,  entre  otras  cosas,  resultó  que  el 
preso  en  una  visita  so  habia  dirigido  á  Gerardo  Rodos,  á  quien  sostuvo  ha- 
Día  conocido  en  la  casa  de  Gabriel  Romeu,  y  tanto  aquel  como  éste  y  An- 
tonio Goll  dijeron  que  el  acusado  era  Claudio  Feliú  y  Fontanüis^como  her- 
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maoo  le  reconoció  GeJestínOy  como  sobrino  Ramón  Feliú»  y  la  marquesa  de 
ViJiamediana  dijo  que  no  lo  era  suyo: 

Resaltando  que  ea  esta  tercera  iostancía  se  ha  justiGcado  con  la  fé  de 
bautismo,  que  Rodés  nació  en  1836:  que  tres  testig<)s  le  vieron  servir  de 
monacillo  en  la  villa  de  Tona  donde  nació,  el  uno  en  i  848,  otro  en  i84í^,  y 
el  restante  en  1849:  los  tres  testigos,  el  cura  párroco  y  el  Alcalde  certifi- 
can que  Rodés  no  salió  de  dícba  villa  hasta  1850: 

Resultando  que  el  Juez,  en  vista  de  las  primeras  declaraciones,  encon- 
tró méritos  racionales  para  proceder  contra  el  acusado  y  reducirle  á  pri- 
sión, mandando  recibirle  la  indagatoria,  practicar  las  diligencias  que  le 
parecieron  conducentes  y  acordó  después  la  ocupación  de  los  papeles  del 
mismo:  ' 

Resultando  que  estos  se  componían  del  nombramiento  de  alférez  de 
artillería  con  el  apellido  enmendada,  a.4Í  dice  el  procesado  le  recibió  en 
Boenos-Aires;  en  el  mismo  se  espresa  que  era  aspirante  el  agraciado  Don 
Claudio  y  es  de  fecha  22  do  julio  de  185S.  Un  pase  dado  en  el  departamen* 
to  de  Gualeguay  en  favor  de  D.  Claudio  Fontaníllas,  teniente  primero  de 
artillería  para  incorporarse  al  ejército  de  la  Confederación  Argentina,  en 
el  cual  consta  su  presentación  en  el  Rosario  en  30  de  setiembre  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  nueve,  y  que  seguía  d  presentarse  ai  Presidente: 
Una  lista  nominal  de  iniiivíduos  de  tropa,  en  la  cual  se  lee:  «Mes  de  octubre 
de  1859.»  «Relación  de  la  tripulación.» E)i  borrador  de  un  memorial  sin  fe- 
cha emcabezado  con  el  nombre  de  Claudio  Fontan illas,  en  el  cual  se  dice  «que 
había  quedado  de  baja  en  la  armada  de  la  confederación:  que  desde  su  ar- 
ribo á  la  república  adoptó  la  carrera  militar;  que  principió  sus  servicios  en 
la  provincia  de  Buenos- Aires;  que  de  esta  corrió  a  prestarlos  á  la  confede- 
ración, y  los  rindió  á  la  armada  nacional  desde  que  zarpó  en  Montevideo 
hasta  que  fueron  desarmados,  concluida  la  guerra,  y  por  haber  desembar- 
cado, pide  colocación  en  el  ejército  de  la  confederación,  manifestando  ade- 
más que  se  encuentra  en  eslrema  miserjia  y  en  la  juventud  que  dice  forma 
su  edad,  dando  por  supuesto  que  es  teniente  rebajado  de  la  armada.»  Una 
carta  que  dirigió  Antonio  Roig  áD.  F.  Fontanellas,  en  trece  de  noviembre 
de  mil  ochocientos  sesenta,  en  la  que  le  dice  que  dentro  de  quince  días  sa- 
le para  la  Habana.  El  pasaporte  espedido  en  cinco  de  diciembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  á  D.  Claudio  Fontanellas,  comerciante,  para  pasar  á  la  Ha- 
bana: 

Resultando  que  el  acusado  ha  reconocido  como  suya  la  carta  escrita 
abordo,  y  les  documentos^de  que  acaba  de  hacerse  mérito:  que  asimismo 
ba  declarado  que  las  cartas  (]ue  ocupan  los  folios  treinta  y  tres  y  treinta  y 
seis  de  la  causa,  están,  escrita  la  una  y  firmada  la  otra  de  su  puno  y  letra , 
y  dirigidas  al  marqués  de  Casa  Fontanellas  con  las  fechas  de  7  y  27  de  di- 
ciembre de  1845;  encareciendo  el  mal  trato  que  recibía  de  los  secuestra- 
dores, y  pidiéndole  por  Dios  que  le  rescatara:  que  los  peritos  calígrafos, 
dicen,  sin  embargo,  que  estas  están  escritas  y  firmadas  de  distinta  mano  que 
la  primera: 

Resultando  que  el  acusado  en  la  carta  que  escribió  á  bordo  del  paque- 
te «Puerto-Rico,»  fijó  como  época  de  su  desaparición  el  año  de  mil  ocho- 
cientos cuarenta  y  ocho,  y  en  las  declaraciones  que  en  1846  en  una,  en 
otra  que  en  veinticinco  de  setiembre  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco 
ó  cuarenta  y  seis,  secuestrado  por  la  llamada  ronda  secreta  de  Tarrés,  á  la 
que  conoció  por  una  clíapa  amarilla  que  llevaba  en  la  gorra;  que  le  condu- 
ieron  á  una  cueva  en  la  montaña  de  Monjuích;  que  le  quitaron  la  levita  y 
botas  y  le  hicieron  firmar  un  papel  pidiendo  mil  onzas  a  su  padre;  que  los 
secuestradores  se  quedaron  dormidos,  se  escapó  en  dirección  á  Sans  y  fué  á 
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parar  ala  BarceloiMtt  en  casa  á%  un  tal  Tomás,  que  ocupaba  un  piso  bajo  y 
trabajaU  en  las  cosas  del  mar;  que  á  los  ocho  días  obtuvo  pasaporte,  que 
facilitó  éste  y  se  embarcó  para  Buenos-Aires  en  el  bergantín  goleta  «Con- 
chita» ó  ((Joven  Conchita:*»  que  naufira(;ó  después  y  el  capitán  ha  follecido; 
que  en  Buenos- Aires  se  dedicó  á  trabajar  para  pagar  el  pasaje,  y  luego  sir> 
vio  en  el  ejército  y  era  sargento  mayor  de  ia  Confederación  argentina;  qut 
el  general  Urquiza  le  habia  dado  licencia  por  tres  meses  y  tenia  en  Améri- 
ca una  brillante  posición;  que  allí  conoció  á  Claudio  Feliú  y  Fontanills  que 
servia  en  una  brigada  de  artillerfa;  que  es  cierto  que  después  de  haber  re- 
gresado, se  encontró  en  una  visita  con  Gerardo  Rodés,  á  quien  conocia, 
porque  antes  de  su  ausencia  le  habia  visto  en  casa  del  Gabriel  Romeu;  que 
en  América  usó  el  nombre  y  apellido  de  Santiago  O'Donnell;  que  en  1851 
reveló  por  primera  vez  el  que  verdaderamente  le  pertenecía,  y  que  no  sa- 
be cual  es  el  apellido  de  madre  ni  le  ha  usado  nunca; 

Resultando  que  la  defensa  ha  alegado  y  pretendido  probar  que  el  acu- 
sado en  i  846  entró  á  servir  forzoso  en  el  ejército  de  la  confederación  y  fué 
agregado  al  batallón  que  llevaba  el  nombre  de  la  Libertad,  que  mandaba 
Don  N.  Costa,  en  clase  de  soldado;  que  1848  le  nombraron  cabo,  después 
sargento,  y  dada  la  batalla  de  Caceros  en  1852  ascendió  á  oficial;  que  su- 
po el  ffeneral  Urquiza  que  no  se  llamaba  Santiago  O'Donell,  y  le  tuvo  ar- 
restado 22  días  en  la  Cuchilla  y  amenazó  fusilarle  si  no  decia  el  que  le  per- 
tenecía; que  se  lo  manifestó,  rogándole  guardase  el  secreto,  y  así  lo  hizo, 
hasta  1858  en  que  le  estendió  los  diplomas  de  alférez  de  caballería,  tenien- 
te de  artillería  y  capitán  de  marina: 

Resultando  que  á  la  vez  el  general  Urquiza  dice  que  se  le  presentó  el 
acusado  á  revelarle  el  secreto  y  manifestarle  que  quería  llevar  su  apellido, 
ya  que  antes  no  lo  había  hecho  por  raspetos  á  la  fomilia;  que  en  1855  sir- 
vió á  sus  órdenes  y  era  conocido  en  el  ejército  por  Claudio  Fontanelhis, 
que  le  firmó  algunos  despachos  en  1858  ó  1S59,  que  resultarán  de  los  ar- 
chivos: 

Resultando  que  el  capitán  de  este  puerto  y  comandante  de  marina  di- 
cen que  en  1845  no  salió  buque  alguno  para  Buenos-Aires  con  el  nombre 
de  ((üonchita»  ó  «Joven  Conchita,»  y  que  el  capitán  se  llamara  Gran: 

Resultando  que  según  las  diligencias  traídas  por  el  Maraués  de  Casa- 
Fontanellas,  y  las  practicadas  á  instancia  del  licenciado  D.  José  Indalecio 
Caso,  aparece  que  en  1845  no  entró  ni  pudo  entrar  el  buque  Conchita  6 
Joven  üonchita  en  el  puerto  de  Buenos- Aires:  que  en  marzo  de  1857  entró 
la  polacra  Conchita,  su  capitán  Gerardo  Sala:  aue  desertó  el  paje  de  la 
misma,  Juan  Carreras,  que  dice  el  capitán,  es  el  procesado:  que  en  el  ar- 
chivo déla  Confederación  desde  1855  hasta  1861  no  se  encuentra  regis- 
trado nombramiento  alguno  en  fovor  de  D.  Claudio  Felíu  y  Fontanills  ni 
Fontanellas;  oue  en  1854  se  espidió  despacho  de  capitana  D.  Santiago 
Odonell,  siendo  presidente  D.  Justo  José  (le  Urquiza:  en  1855  el  de  oficial 
primero  del  ministerio  de  la  Guerra:  en  1860  el  de  ayudante  segundo  de 
la  Inspección  general  del  ejército;  y  en  28  de  junio  de  1861  el  de  sargento 
mayor,  obrando  en  la  causa  tres  de  dichos  despachos  presentados  por  el 
mismo  D.  Santiago  Odonell. 

Resultando  que  asimismo  aparece  que  D.  Claudio  Feliu  y  Fontanills 
entró.de  aspirante  en  el  ejército  de  Buenos-Aires  en  1857:  que  ascendió  á 
alférez  en  1858  y  fué  dado  de  baja  sin  goce  ni  uso  de  uniforme  en  9  de 
marzo  ile  1859,  y  que  no  tuvo  empleo  en  la  marina;  todo  lo  cual  resulta 
además  de  una  declaración,  que  ha  prestado  ante  el  juez  del  crimen  el 
sargento  mayor  D.  Santiago  Odonell,  que  dice  conoció  y  protegió  al  acu- 
sado: que  igualmente  aparece  en  las  listas  de  revistas  y  ajustes  de  cuentas 
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en  I80B  y  59  Claudio  Felki  y  Footanills,  oue  firma  el  redbo  de  sus  habe- 
res como  oGcial  de  la  primera  compañía  de  la  brinda  de  artillería  ligera 
del  Sad  y  que  solo  sirvió  ud  año,  cinco  meses  y  quince  dtes  en  el  ejército 
de  Bueoo6-Aires:  que  no  está  inscrito  en  los  registros  de  entrada  de  pasa- 
jeros del  puerto  de  Buenos-Aires  con  el  nombre  de  Santiago  Odonell ,  ni 
en  los  de  policía,  en  que  se  toma  media  filiación  á  los  españoles. 

Resultando  que  en  esta  tercera  instancia  han  declarado  veinte  testigos 
presentados  en  nombre  del  acusado,  que  ^te  es  Claudio  Fontanellas,  y 
veintidós^  que  no  es  Claudio  Feliu:  que  por  el  contrario,  treinta  y  tres  de 
los  presentados  por  el  marqués  de  Casa-FontaneUas,  dicen,  que  el  acusa- 
do no  es  el  hermano  de  éste,  D.  Claudio;  diez  y  siete  que  es  Feliu  y  Fon- 
tanills:  diez  y  ocho  que  en  1850,  5i ,  52,  54  y  55  era  aprendiz  de  drogue- 
ro y  corredor;  seis,  y  el  capitán  general  por  medio  de  certificado,  han  ase- 
gurado que  el  marqués  de  Casa-Fontanellas  en  el  momento  de  tener  noti- 
cias del  secuestro,  dio  parte  á  la  autoridad  militar,  por  estar  la  ciudad  en 
estado  de  sitio,  y  la  misma  practicó  é  hizo  cuanto  pudo  por  averiguar  el 
paradero  del  secueMrado,  y  también  se  presentó  la  correspondencia  que 
medió  con  tal  motivo:  cinco  testigos  de  ciencia  cierta  y  tres  de  oidas,  di- 
jeron que  en  1856  perteneció  á  la  Milicia  Nacional  de  esta  ciudad;  y  cinco, 
que  pasaba  algunas  temporadas  en  Sarria: 

Resultando  que  según  la  misma  defensa  y  refiriéndose  á  la  totalidad  de 
los  testigos  que  han  declarado  en  esta  causa,  sesenta  y  seis  dicen  que  no 
03  Claudio  Fontanellas,  cuarenta  y  seis  que  si,  diez  y  siete  lo  creen,  ocho 
le  conocieron  antes  de  1857  en  Buenos-Aires  por  Fontanellas,  veinti- 
nueve niegan  que  es  Claudio  Feliu  y  algunos  deolaran  de  referencia. 

Resultando  que  para  justificar  ^ue  existia  el  Tomás  que  dijo  el  proce- 
sado le  recibió  en  su  casa  v  proporcionó  pasaporte,  se  han  examinado  varios 
testigos  presentados  por  este,  de  los  cuales  aos  dicen  que  oyeron  hablar  de 
un  Tomás;  otro  que  conoció  un  calafete  llamado  Tomás;  otro  á  uno  lla- 
mado Tomás,  andrajoso  y  lleno  de  miseria;  otro  vio  entrar  en  casa  de 
Pedro  Coto;  nadie*  ha  dicho  que  ocupase  el  piso  bajo  que  designó  el  acusa- 
do ni  otro  alguno: 

Resultando  que  la  casa  que  el  acusado  señaló  personalmente  como  ocu- 
pada en  el  piso  bajo  por  el  Tomás ,  conserva  el  mismo  número  que  tenia 
en  1845:  que  en  sumario  declararon  los  testigosque  la  ocuparon  desde  diez 
y  seis  anos  antes  v  ninguna  se  llama  Tomás,  ni  conocieron  á  éste  ni  figuró 
en  los  padrones  de  áláio  año  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco: 

Resultando  que  dos  testigos  presentados  por  el  acusado  en  esta  instan  • 
da  han  dicho  que  le  vieron  en  1855  uno  y  en  1856  otro,  en  San  Juan  de 
Flores,  el  primero  á  las  órdenes  de  Urquiza  cuando  éste  sitiaba  á  Buenos-. 
Aires,  y  el  segundo  en  el  Paraná;  que  en  la  primera  instancia  hablan  afir- 
mado hasta  seis  que  le  habían  visto  en  distintas  épocas  desde  1851 : 

Resultando  que  á  instancia  del  Ministerio  fiscal  se  ha  puesto  una  cer- 
tificación por  el  escribano  de  Cámara  de  la  cual  aparece:  que  en  trece  de 
abril  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cuatro  se  principió  una  causa  por  robo 
contra  Gerónimo  Tarrés  y  otros:  que  en  el  mismo  dia  se  le  redujo  a  prisión 
y  continuó  preso  hasta  catorce  de  junio  de  mil  ochocientos  cuarenta  y 
cinco;  que  se  fugó,  al  ir  á  cumplir  su  condena,  que  se  le  formó  causa  por 
el  quewantamíento  de  la  misma;  fué  llamado  por  edictos  de  9, 23  de  julio 
y  2  de  agosto,  y  juzgado  en  diciembre:  que  en  6  de  noviembre ,  8  y  20  de 
diciembre  también  se  le  llamaba  por  robo,  según  los  Boktinés  Oficiales  que 
obran  en  la  causa.  Y  por  último,  que  según  una  certificación  del  gobierno 
civil  de  la  provincia,  en  18  de  agosto  de  1847  fué  nombrado  Tarrés  agente 
TOMO  XXVI.  13 
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tle  sej^uridad  pública,  en  vista  de  una  instancia  suya  en  que  pedia  se  le 
nombrase  cabo: 

Resultando  que  en  esta  tercera  instancia  se  han  examinado  cíoco  tes- 
tigos presentados  por  el  acusado  para  probar  que  en  1845  existia  la  ronda 
de  Tarrés/y  se  han  limitado  á  decir  que  lo  han  oido  y  que  era  pública 
según  alguno,  en  4846:  ninguno  sabe  que  Tarrés  fuera  su  jefe: 

Resultando  que  con  el  propio  objeto  de  justifícar  la  existencia  de  dicha 
ronda  se  han  presentado  por  el  acusado  tres  pases  de  fecha  30  de  mayo 
<le  4844,  30  de  julio  de  4845  y  49  Je  noviembre  del  mismo  año^  espedidos 
por  el  jefe  de  estado  mayor  del  segundo  distrito  de  esta  ciudad,  por  el  go-- 
Demador  militar  de  Tortosa,  y  por  el  brigadier  jefe  de  rondas  á  favor  del 
xabo  de  la  seguridad  publica  D.  Francisco  Caballé,  encargando  á  las  auto- 
ridades que  le  auxiliaran  y  dieran  alojamiento  y  raciones. 

Resultando  que  en  el  acto  de  la  vista  el  licenciado  D.  José  Indalecio 
Caso  hizo  presentación  de  un  acta  levantada  en  el  presidio  de  Chafarinas, 
y  de  una  correspondencia  en  que  el  presidario  Antonio  Sarinena,  declara 
que  fué  uno  de  los  secuestradores  de  D.  Claudio  Fontanellas,  que  dice  es 
el  procesado,  á  quien  condujo  á  Sarria  y  custodió  por  seis  dias;  que  consi- 
derándole inocente  le  salvaron  la  vida;  que  aun  cuando  de  los  seis  secues- 
tradores han  muerto  algunos,  el  jefe  está  pronto  á  declarar: 

Resultando  quís  como  complemento  de  los  documentos  aducidos  por  eí 
licenciado  Caso,  jpara  mayor  esclarecimiento  de  la  verdad,  mandó  la 
Sala  que  se  pusiese  certificación  de  la  hoja  histórica-penal  del  Sariñena, 
de  la  cual  resulta  que  éste  está  condenado  a  noventa  y  dos  años  y  meses  de 
presidio  con  causa  pendiente,  y  que  el  ,25  de  setiembre  de  4845,  en  que 
^a  dicho  el  acusado  fué  secuestrado,  estaba  aquel  en  presidio: 

Resultando  que  el  acusado  en  la  defensa  ha  dicho,  que  momentos  antes 
de  ser  conducido  preso  á  la  cárcel  bebió  un  vaso  de  agua  con  un  azucarillo 
en  la  casa  del  marqués  de  Fontanellas,  del  que  resultó  envenenado:  sobre 
'Cuvo  particular  aparece:  que  en  20  de  julio  de  4864,  dijo  que  desde  que 
¿ebió  el  vaso  de  agua  cuando  se  le  redujo  á  prisión  en  24  de  mayo  de  4864, 
su  salud  se  habia  resentido  y  pedia  una  consulta  de  médicos  para  que  estos 
dijeran  lo  que  creyeran  conveniente  á  su  restablecimiento.  En  el  escrito 
de  25  de  junio  de  4862,  suscrito  por  el  licenciado  Nieva,  se  aseguró,  que 
habia  sido  envenenado  con  el  vaso  de  agua;  aue  al  ver  el  alcaide,  adver- 
tido por  su  mujer,  los  vómitos  continuados  y  tas  contorsiones  producidas 
por  el  dolor,  avisó  al  médico  Badía,  y  temiendo  por  la  vida  del  preso,  sin 
embargo  de  los  medicamentos  que  aquel  ordenó,  llamó  al  méoico  Pui^- 
ferrer  y  éste  le  recetó  magnesia  y  leche.  Se  ofreció  prueba  sobre  este  hecho 
bajo  el  supuesto  de  que  ella  conduela  á  demostrar  que  el  envenenado  era 
Fontanellas,  porque  no  habia  interés  en  envenenará  Feliu  y  Fontanills;  no 
se  admitió  este  medio  de  prueba,  reservando  el  derecho  de  denunciar  y 
perseguir  el  sepuesto  delito. 

Resultando  que  en  once  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos, 
informando  en  el  acto  de  la  vista  el  licenciado  D.  José  Indalecio  Caso ,  dijo 
que  no  afirmaba  ni  negaba  que  hubiese  existido  el  horrible  delito  de  enve- 
nenamiento; y  en  diez  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  ase- 
guró, que  el  envenenamiento  era  cierto,  le  denunció  en  forma,  el  acusado 
consintió  y  se  allanó,  y  la  Sala  mandó  proceder  á  la  averiguación  que  dio 
el  siguiente  resultado:  El  licenciado  D.  Manuel  Dámaso  do  Nieva  presentó 
una  botella  que  contenia  las  sustancias  que  el  acusado  dijo  había  arrojado 
en  los  vómitos ,  y  manifestó  se  la  habia  entregado  éste  en  octubre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  dos,  cuando  vivian  juntos  en  la  cárcel.  El  proQesa- 
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óo,  desmentiúo  eo  cuantas  citas  hizo,  declaró,  que  la  razou  que  habia  t6« 
nido  para  decir  que  fué  eaveoenado,  fué  porque  se  lo  dijeroa  los  alcaidoa 
j  mozos,  y  á  éstos  el  médico,  que  lo  niega.  Nadie  vio  los  vóioitos  ni  la  bo« 
talla;  no  fueron  llamados  los  médicos;  el  de  la  cárcel  le  visitó  primero  y 
se  quejó  de  la  región  mucronata,  cuyo  padecimiento  dijo  tenía  de  resultai 
de  la  caída  de  un  caballo.  Tres  días  después  le  visitó  Puigferrer^  que  fué  i 
la  cárcel  para  decir  al  alcaide  que  contase  con  veinte  reales  diarios  para 
atender  a  las  necesidaces  del  preso,  y  encontrándose  allí  oyó  decir,  sia 
saber  á  quién,  que  el  preso  estaoa  con  el  ataque;  le  suplicó  el  alcaide  aue 
le  visitase,  lo  hizo  y  se  le  quejó  del  estómago,  náuseas  y  vértigos,  y  aiia 
que  tomaba  unos  polvos  que  le  recetó  el  médico  de  la  clrcel,  atribuyeaao 
su  estado  á  un  vaso  de  agua  que  bebió  en  casa  del  Marqués; }[  por  si  habia 
tomado  algún  narcótico  acre,  le  recetó  la  ma¿^nosia ;  no  vio  vómitos  ai 
creyó  qiie  el  preso  estuviese  envenenado,  por  lo  que  no  dio  parte  ni  le 
volvió  á  visitar.  El  médico  auxiliar  de  la  cárcel  que  asistió  al  preso  ocha 
6  diez  días,  dice,  que  se  le  quejó  del  costado  en  una  visita ,  en  otra  de  un 
accidente  que  creyó  acababa  con  él;  pero  no  le  encontró  síntoma  alguno 
del  padecimiento  de  que  se  quejaba: 

Los  químicos  declararon,  que  el  líquido  de  la  botella  contiene  ácido 
arsenioso  en  poca  cantidad.  Los  médicos  forenses,  que  según  los  síntomas 
que  se  reGeren  por  los  que  asistieron  al  preso  no  fué  éste  envenenado;  que 
los  medicamentos  que  le  suministraron  eran  ineíicaces,  y  que  en  el  an&-> 
lisis  químico  no  haV  datos  para  creer  que  fuese  arrojado  del  estómago  el 
liquido  analizado.  Se  sobreseyó  con  audiencia  del  denunciador  por  no  ha« 
ber  delito: 

Resultando  que  una  y  otra  vez  se  ha  pedido  la  nulidad  del  procedimieu* 
to,  suponiendo ,  primero ,  que  debía  seguirse  un  juicio  prejudicial :  fun- 
dándose después  en  una  teoría  de  acciones  ciertas  y  dudosas ,  y  que  siea-« 
do  cierta  en  este  caso  la  civil,  no  ha  debido  seguirse  la  criminal  dudosa» 
porque  este  proceso  se  ha  formado  para  inventar  un  delito,  y  porque  en 
los  careos  se  ha  faltado  á  las  prescripciones  legales: 

Considerando  que  el  Marqués  de  Gasa-Fontanellas,  dando  asentimien^ 
to  á  lo  que  decía  el  acusado  en  la  carta  escrita  á  bordo ,  le  recibió  como 
hermano  con  verdadera  satisfacción,  y  la  Marquesa  de  Víllamedíana  ma-« 
nifestó  los  mismos  sentimientos  desde  Madrid ,  contestando  á  otra  Ciirta 
que  la  dirigió  el  acusado,  lo  cual  prueba,  evidentemente,  que  aprecian 
mas  á  su  hermano  que  á  la  legítima,  y  solo  sobreponiéndose  el  sentímien* 
to  á  la  razón,  pudo  producir  la  carta  el  resultado  que  produjo: 

Considerando  que  instruida  la  causa  en  mil  ochocientos  cincuenta  y^ 
dos  sobre  el  secuestro  y  presunto  homicidio  de  D.  Claudio  Fontanellas  y 
Sala,  hubo  que  sobreseer  en  ella  sin  perjuicio  que  noticioso  el  Juez  de  pri* 
mera  instancia  de  que  habia  llegado  dicho  D.  Claudio,  tanto  por  los  períó-- 
dicos,  como  por  la  comunicación  que  le  pasó  el  Gobernador  de  la  provín^ 
cia,  indicando  que  lo  hacía  por  tener  entendido  que  había  causa  peodien^ 
te,  hizo  comparecer  al  recien  llegado,  al  Marqués  de  Casa  Fontanellas  y 
i  su  cajero  con  el  fín  de  identificar  la  persona  de  aauel:  que  no  obstante 
la  falsedad  y  contradicciones  que  el  primero  consigno,  convinieron  los  tres 
en  que  el  que  se  titulaba  Claudio  Fontanellas  era  el  hiio  del  Marqués  que 
desapareció  en  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco,  y  tal  era  la  satisfaccioa 
del  Marqués  al  ver  á  su  lado  á  su  hermano ,  que  debió  creer  que  efectiva- 
mente tenía  en  Buenos-Aires  una  posición  brillante,  aunque  vino  con  cor^ 
misa  prestada  y  sin  poder  pagar  el  viaje: 

Considerando  que  dosae  el  momento  en  que  el  acusado  empozó  á  ha- 
cerse sospechoso  con  su  estraña  conducta  y  principalmente  por  haber  ma* 
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tiífestado  que  conocía  á  Gerardo  Rodés^  naturalmente  habían  de  emplear- 
se los  medios  de  averiguar  la  verdad,  y  el  cariño  fraternal  del  principio 
había  de  convertirse  por  lo  menos  en  desprecio  para  con  la  persona  enga- 
ñadora^ y  hacer  de  cualquier  modo  comprender  á  qaíen  correspondiera, 
el  engaño  de  que  eran  víctimas,  siendo  verdaderamente  admirable  el  de- 
tenimiento con  que  el  Marqués  procuró  asegurarse  mas  y  mas  de  que  te- 
nia á  su  lado  á  un  intruso,  usurpador  del  estado  civil  de  su  legítimo 
hermano: 

Considerando  que  en  el  instante  que  un  Juez  tiene  noticia  de  un  hecho 
y  motivos  para  sospechar  que  sea  criminal ,  debe  proceder  á  examinarle 
d^  oficio,  sm  necesidad  que  otro  insista ,  á  no  ser  en  los  casos  que  lo  eii^e 
la  ley;  y  si  por  las  circunstancias  le  considera  penable,  debe  asf  bien  pro- 
ceder contra  el  autor,  v  asegurarle  según  la  gravedad  del  delito ,  cuando 
existan  motivos  racionales  para  reputarle  delincuente;  que  el  acusado  no 
los  tiene  para  quejarse  del  Juez,  porque  haya  faltado  á  estos  preceptos  del 
reglamento  para  administrar  justicia,  ni  para  asegurar  que  nava  sido  de- 
ferente con  el  Marqués  de  Casa-Fontaneilas ,  porque  podría  aecirse  con 
mayoría  de  razón,  que  lo  había  sido  con  él;  y  la  verdad  es,  que  esperó  pa- 
ra reducirle  á  prisión  á  que  llegara  la  Marquesa  de  Yillamediana  y  dijera 
sí  era  ó  no  su  hermano,  sin  cuya  declaración  pudo  el  Juez  encontrar  mé- 
ritos racionales  para  acordar  aquella  por  lo  que  ya  habían  declarado  los 
testigos  y  el  mismo  procesado,  sin  necesidad  de  haberse  fijado  en  los  do- 
cumentos que  traía  éste  consigo  y  son  la  prueba  concluyente  de  su  crimi- 
nalidad, la  confesión  escrita  de  su  puño: 

Considerando  que  siendo  un  hecho  indudable,  que  D.  Claudio  Fonta- 
nellas  y  Sala  desapareció  en  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco;  las  circuns- 
tancias de  la  desaparición  é  historia ,  que  el  acusado  alega  para  identificar 
su  persona,  han  de  poder  ser  conciliables  con  ésta  y  con  la  época  á  que  se 
refieren ,  aun  cuando  se  prescinda  de  otras .  que  por  si  solas  bastan  para 
formar  el  convencimiento  de  su  criminalidad,  según  las  reglas  de  la  criti- 
ca racional: 

Considerando  que  el  acusado  en  el  anuncio  de  su  llegada  supone  una 
fecha,  que  no  puede  convenir  á  la  desaparición  del  hijo  legítimo  del  Mar- 
qués de  Casa-Fontanellas:  que  el  contenido  de  la  carta  de  anuncio,  no 
solo  revela  ignorancia  al  espresar  y  escribir  sus  pensamientos,  sino  la 
falta  de  intimidad  entre  los  supuestos  hermanos:  no  suple  la  naturaleza  lo 
i]ue  podría  faltar  á  la  instrucción,  aparte  de  que  el  verdadero  Fontanellas 
se  educó  en  los  colegios,  y  su  posición  no  pudo  menos  de  facilitarle  medios 
para  cultivar  aquella: 

Considerando  que  la  desaparición  de  D.  Claudio  Fontanellas  y  Salas 
en  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco  ^  no  pudo  principiar  por  el  secuestro 
de  la  ronda  de  Tarrés ,  porque  esta  no  existía ,  puesto  que  según  el  Go- 
bernador de  la  provincia  se  creó  en  milochocíentos  cuarenta  y  ocho;  por 
esto  sin  duda  fué  esta  la  fecha  primera  quefijó  el  procesado:  porque  Tarrés, 
desde  trece  de  abril  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cuatro,  hasta  cator- 
ce de  junio  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco  estuvo  preso;  fugado  en 
esta  fecha  fué  perseguido  por  los  Tribunales  hasta  diciembre  del  mismo 
año,  siendo  llamado  por  edictos  en  veinte  de  este  mes  en  una  causa  por 
robo,  según  resulta  de  la  misma  y  de  los  Boletines  Oficiales:  porque  el 
acusado  ofreció  probar  dicho  secuestro,  y  ha  renunciado  la  prueba:  por- 
que habiendo  tratado  de  justificar  por  testigos  que  existió  la  ronda  de 
Tarrés  en  dicho  año  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco,  solo  han  decla^ 
rado  que  lo  habían  oído,  y  nadie  que  lo  sepa,  ni  que  Tarrés  fuera  el  Jefe: 
porque  los  pases  del  cabo  de  rondas  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cuatro  ** 
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I  y  núl  ochocientos  cuarenta  y  cioeo  son  otra  prueba  acabada  de  que  no 
existía  ia  de  Tarrés,  por  Jas  razones  dicims  y  porque  igualmente  re»rita^ 
ha  de  Jas  oficinas,  asi  como  resulta  en  mil  ocfiocientos  cuarenta  y  siett 
era  agente  de  seguridad;  y  por  otro  Jado,  Jos  pases  se  refieren  á  una  ronda 
pública,  en  que  no  estuvo  ni  pudo  estar  como  jefe  Tarrés:  y  como  si  lo  di« 
cho  no  filara  bastante,  á  última  hora,  concluido  el  término  de  prueba,  pre* 
sentó  un  escrito  el  acusado,  diciendo  que  un  presidiario,  que  está  conde- 
nado á  sufrir  noTenta  y  dos  anos  y  meses  de  presidio  por  varios  delitos, 
con  causa  pendiente,  y  que  estaba  en  presidio  el  dia  veinte  y  cinco  de 
setiembre  de  mil  Ochocientos  cuarenta  y  cinco ,  confiesa  qne  fué  uno  de 
los  secuestradores:  que  resuelto  el  defensor  á  no  revelar  ciertos  anteoe-« 
dentes,  ni  entregar  ciertas  correspondencias  que  posee ,  hasta  que  lle^e 
la  ocasión  oportuna,  pudiera  hacer  este  incidente  necesaria  la  revelación 
de  toda  ia  verdad  del  secuestro,  y  pidió  Re  le  entregase  Ja  causa:  eTídea<-> 
ciándose  de  lo  dicho,  que  el  acusado  no  fué  secuestrado:  que  no  le  pueden 
aprovechar  los  anteceaentes  que  conoce  el  defensor,  porque  da  lo  contra*» 
rio  sería  incalificable  la  conducta  de  éste,  dando  lugar  á  que  recaiga  una 
sentencia  que  ha  de  causar  ejecnt<Hia,  sin  haber  utilizado  los  medios  de 
salvar  á  su  cliente  ,  de  justificarle  ante  los  jueces :  que  solo  se  ha  tratada 
de  hacer  interminable  la  causa  en  fuerza  de  incidentes,  inculpando  ,  sin 
em2>argo ,  eo  público  á  los  jueces  por  la  duración :  qne  será  verdad  que 
D.  José  Indalecio  Caso  posee  el  secreto  del  secuestro  y  sea  él  solo  ouien  le 
posea ,  y  no  dejará  en  su  dia  de  contribuir  á  que  aparezca  la  verdad  y  se 
haga  sentir  el  peso  de  la  justicia ,  descubiertos  los  criminales,  para  quien 
el  Código  señala  una  cadena ,  como  ha  dicho  él  mismo  al  hacer  la  demos- 
tración de  la  responsabilidad  que  pretende  exigir  á  los  jueces ,  porque  no 
han  p^^eguído  este  deüto;  es  verdad  que  también  ha  pedido  ffarantías  de 
no  proce(fer  contra  los  secuestradores ,  cuando  se  presenten  a  decir  que 
fueron  eJJos  los  autores  de  este  atentado ;  y  como  los  tribunales  ni  prote«* 
jen  ni  encubren  á  los  criminales ,  se  negó  tan  estrana  pretensión. 

Considerando  que  las  cartas  escritas  y  firmadas  por  el  secuestrado  en 
Monjuich,  que  el  acusado  ha  reconocido  como  suyas,  tienen  una  fecha 
posterior  al  tiempo  en  que  dice  éste  estuvo  en  secuestro,  sin  que  para  crer 
^e  fueran  escritas  por  él,  contra  el  dictamen  de  los  calígrafos  del  suma* 
rio,  y  la  circunstancia  de  hallarle  ya  en  Buenos- Aires  ó  muy  cerca,  según 
su  confesión,  le  aproveche  decir  qué  puso  la  fecha  que  le  mandaron,  por-* 
que  esto  no  está  probado;  porque  ni  aun  se  entrevé  el  motivo  que  pudiera 
haber  para  ello;  porque  seria  lo  mas  ridículo  mandar  cartas  pidiendo  di«< 
ñero  por  el  rescate,  de  una  persona  que  hacia  mas  de  dos  meses  estaba  res- 
catada, porque  es  hasta  insensato  suponerlo;  y  á  la  vez  que  en  aquellas  se 
pedia,  por  Dios  el  rescate  encareciendo  el  mal  trato  que  recibía,  afirmar 
que  el  Marqués  de  Casa-Fontanellas  estaba  de  acuerdo  con  el  jefe  de  los 
secuestradores  ó  de  una  ronda  que  no  había  y  con  el  calafate  Tomás,  que 
se  supone  retuvo  en  su  casa  al  secuestrado  hasta  proporcionarle  pasaporte 
y  ei  embarque,  siendo  así  que  el  Tomás  no  ha  ocupado  el  piso  cuarto  qtie 
designó  el  procesado,  cuyo  particular  no  solo  se  demostró  en  sumario,  8Í« 
no  que  han  venido  á  confirmarlo  los  testigos  que  éste  ha  presentado  en  pie- 
nano;  porque  no  hay  prueba  de  que  el  Marqués  quisiera  apartar  de  sí  á  su 
hijo;  porque  no  podía  saber  á  dónde  iria  éste  desde  el  secuestro,  ni  si  se 
escaparia;  porque  los  secuestradores  no  le  hicieron  intimación  alguna  para 
alejarse;  porque  personas  muy  respetables ,  entre  ellas  el  capitán  general, 
han  manifestado  el  profundo  sentimiento  que  causó  al  Marqués  la  desapa- 
rición de  su  hijo,  y  qne  dio  parte  á  la  Autoridad  militar  por  estar  la  ciu- 
dad en  estado  de  siUo;  y  qne  tanto  uno  como  otra  practicaron  esquisitas 
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iJülgencias  para  averiguar  el  paradero  de  D.  Glándio  Fontanellas,  y  esto 
mismo  se  desprende  de  la  correspondencia  que  medió;  y  en  fin,  porque* 
pera  poder  presentar  testigos  que  dijeran  fueron  los  secuestradores,  era 
necesario  suponer  que  se  ejecutó  de  orden  de  Tarrés  y  ñor  combinación 
ton  el  Marqués»  ó  ouscar  presidarios  que  no  puedan  perder  nada. 

Considerando  que  las  cartas  que  ocupan  los  folios  33  y  36  menciona- 
daS)  no  solo  revelan  por  las  razones  dichas,  por  su  forma  y  ortografía,  que 
no  están  escritas  por  el  preso,  sino  qu^  por  su  contenido  demuestran  que 
no  lo  pudieron  estar;  pues  confesando  éste  que  estuvo  pocas  horas  en  el 
secuestro,  y  que  los  secuestradores  se  quedaron  dormidos,  no  hubo  tiem- 
po para  escribir  dos  ó  tres  cartas  pidiendo  dinero,  y  luego  las  que  obran 
en  la  causa  por  no  haber  contestado  á  aquellas;  por  otra  parte,  el  presida- 
rio de  Ghafarinas  dice  que  á  los  seis  días  del  secuestro  mandó  el  jefe  ai 
secuestrado  escribir  una  carta  pidiendo  á  su  padre  una  suma  considerable 
por  su  rescate,  y  luego  otra  en  igual  sentido,  y  á  ninguna  contestaron,  lo 
cual  prueba  que  además  no  se  trata  del  secuestro  del  acusado,  que  solo  du- 
ró algunas  horas. 

Considerando  que  es  asimismo  falso  que  el  acusado  se  embarcase  en 
1845  para  Buenos- Aires  en  el  bergantín  Joven  Conchita ,  capitán  Grau, 
porque  no  existió  tal  buque  hasta  1856,  según  resulta  de  Ja  escritura  pú- 
blica que  obra  en  autos,  y  en  el  primer  viaje  que  hizo  no  llevó  pasajeros; 
porque  si  bien  resulta  que  en  setiembre  de  1846  salió  para  Buenos-Aires 
el  bergantin-corbeta  Arrogante  Barcelonés,  que  después  tomó  el  nombre 
de  Conchita,  no  se  llamaba  el  capitán  Gerardo  ó  Gran,  sino  Isidro  Maris- 
tany:  no  hizo  viaje  á  Buenos-Aíres  bu  1845,  y  en  el  que  hizo  en  setiembre 
de  1846  no  llevó  pasajeros:  porque  el  procesado  no  ha  justiGcado  que  nau- 
fragase el  buque;  que  haya  fallecido  el  capitán,  ni  ninguna  de  las  circuns- 
tancias y  relaciones  del  viaje:  porque  según  oGcio  oel  capitán  y  coman- 
dante de  este  puerto  aparece  que  no  salió  buque  alguno  para  Buenos-Ai- 
res con  el  nombre  de  Conchita,  ni  capitán  Gran,  en  el  insinuado  año  de 
lí(45;  porque  según  informa  el  capitán  deJ  puerto  de  Buenos-Aires,  no 
pudo  entrar  en  éste  el  buque,  poroue  estaba  bloqueado  en  la  época  última- 
mente referida;  y  en  la  posterior  de  5  de  marzo  de  1857  entró  la  polacra 
Joven  Conchita,  su  capitán  Gerardo  Sala,  y  no  llevó  pasajeros:  porque  el 
Cónsul  español  en  dicna  ciudad  de  Buenos-Aires  certifica  que  en  mayo  de 
1857  desertó  el  p^je  de  la  referida  polacra  Juan  Carreras,  que  se^un  el 
capitán  es  el  procesado:  porque  algún  testigo  ha  declarado  oue  le  dijo  éste 
que  iba  á  embarcarse  con  nombre  supuesto;  y  del  rol  de  dicna  polacra  re- 
sulta el  embarque  del  indicado  paje  y  la  deserción. 

Considerando  que  D.  Claudio  Fontanellas  y  Sala  no  pudo  tener  con  Ge- 
rardo Rodés  las  relaciones  y  conocimientos  que  espresó  el  procesado  en 
la  visita  que  hizo  á  Doña  Josefa  Fontanellas,  porque  tanto  el  Rodés  como 
tres  testigos,  el  cura  párroco  y  el  Alcalde  dicen  que  el  primero  no  salió  de 
SU  pueblo  hasta  mil  ochocientos  cincuenta:  porque  es  inverosímil  que 
teniendo  Rodés  en  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco  nueve  años  y  meaio, 
mantuviera  con  Fontanellas  tan  íntimas  relaciones  y  las  adquiriera  en 
^na  casa  oue  no  se  sabe  que  entrara  una  sola  vez,  y  en  que  fuera  tan  co- 
nocido Claudio  Feliu  cuando  la  frecuentaba  Rodés,  después  de  mil  ocho- 
cientos cincuenta  y  cuatro. 

Considerando  que  el  nó  saber  el  acusado  cuál  era  el  apellido  de  su  ma- 
dre, supone  lo  menos  una  ignorancia  que  no  puede  conciliarse  con  ser 
descendiente  do  una  ñimília  ilustre  y  haber  recibido  mediana  educación:  y 
<|ae  á  pesar  de  esta  ignorancia  se  ha  tratado  de  justificar  en  esta  tercera 
instancia  qué  apellido  materno  usó  el  preso  en  América  cuando  pasaba  las 
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revistas  de  comisario,  contra  io  declarado  por  él  mismo,  que  dice  no  ha 
hecho  uso  del  apellido  materno,  importando  poco,  sin  duda,  que  una  cosa 
no  haya  existido,  cuando  le  conviene  demostrar  que  sí. 

Considerando  que  el  acusado  ha  reconocido  que  antes  de  mil  ochocien- 
tos cÍDciienta  y  ocho  no  obtuvo  diploma  alguno;  que  el  primero  fué  de 
alférez,  dado  en  Buenos-Aires,  y  en  él  se  dice  que  era  un  aspirante,  no 
cabo  ni  sargento,  como  se  ha  supuesto  por  la  defensa,  y  mucho  menos 
puede  sostenerse,  que  con  anterioridad  tuviera  igual  ó  mayor  empleo  en  la 
milicia  de  Buenos-Aires.  Esta  conclusión  está  además  confirmada  por  las 
diligencias  practicadas  sin  citación  contraria  en  dicha  provincia,  á  instan* 
cía  oel  Marqués  de  Gasa-Fontanellas  y  D.  Indalecio  Caso;  de  las  que  re- 
sulta con  relación  á  los  archivos,  que  en  mil  ochocientos  cincuenta  y  cua- 
tro se  espidió  diploma  decapitan  á  D.  Santiago  Odonell,  siendo  presiden- 
te D.  Josto  José  de  Urquíza:  en  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  el  de  sar- 
gento mayor;  en  esta  época  el  acusado  ya  habia  salido  de  la  República  cu- 
yos despachos  obran  en  la  causa,  y  por  ningún  concepto  pueden  pertene- 
cer á  éste,  sino  al  verdadero  D.  Santiago  Odonell,  á  quien  se  han  hecho 
otros  nombramientos  no  menos  honoríficos  de  oficial  del  Ministerio  de  la 
Guerra  y  ayudante  de  la  Inspección  general  del  ejército,  y  porque  así  bien 
resulta  que  D.  Claudio  Feliu  y  Fontanills  entró  de  aspirante  en .  el  ejército 
dicho,  en  setiembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete,  ascendió  á  al- 
férez en  veintidós  de  julio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho,  se  le  dio 
de  baja  y  absoluta  separación  en  nueve  de  marzo  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  nueve:  no  ha  figurado  en  ningún  cuerpo  del  ejército  de  Buenos- 
Aires  con  el  nombre  y  apellido  de  Santiago  Odonell,  y  sí  con  el  de  Claudio 
Feliu  y  Fontanills  y  Fontanellas;  no  ha  servido  en  el  ejército  de  tierra  á 
las  órdenes  de  Urquiza,  ni  ha  tenido  empleo  en  la  marina. 

Considerando  que  entre  io  manifestado  por  el  acusado  y  lo  informada 
por  el  general  Urquiza,  hay  claras  y  evidentes  contradicciones,  suponien- 
do ef  primero  que  éste  averiguó  llevaba  un  apellido  que  no  le  correspon- 
día, y  le  tuvo  veintidós  días  arrestado  en  la  Cuchilla  con  amenazas  de  fu- 
silarle, si  no  decía  cuál  era  el  que  verdaderamente  le  pertenecía,  y  aun- 
que se  lo  dijo,  guardó  el  secreto  hasta  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho,, 
en  que  le  dio  los  diplomas,  y  Urquíza  dice  que  se  le  presentó  el  acusado 
después  de  la  batalla  de  Caceros  en  1852,  ó  sea  cuando  fué  promovido  á 
oficial,  le  manifestó  que  por  respetos  á  la  familia  liabia  usado  de  un  apelli- 
do que  no  era  el  suyo,  desde  entonces  quería  llevar  el  que  le  correspon- 
día: que  en  4855  sirvió  á  sus  órdenes  y  era  conocido  en  el  ejército  por 
Claudio  Fontanellas,  y  que  le  firmó  algunos  despachos  en  !8o8  ó  i  859  que 
resultarán  de  los  registros  de  los  archivos;  y  como  en  1857  y  1858  el  acu- 
sado era  aspirante  á  alférez,  y  Feliu  Fontanills,  según  se  ha  indicado, 
servia  en  el  ejército  enemigo  ó  contrario  del  que  mandaba  Urquiza,  y  el 
único  diploma  que  ha  tenido  no  está  firmado  por  éste,  infiere  naturalmen- 
te que  al  general  le  ha  sido  infiel  la  memoria,  puesto  que  ni  firmó  al  Clau- 
dio Fontanellas  diploma  al^no,  ni  el  procesado  ha  tenido  otro  que  el  pre- 
sentado, que  por  el  contrarío  se  le  firmó  en  1854  á  D.  Santiago  Odonell, 
y  aprovechándose  el  Claudio  del  conocimiento  de  la  historia  militar  de 
aquel,  se  apropió  una  parte  de  ella,  como  se  demuestra  claramente,  cuan- 
do asegura  que  en  i  846  hizo  su  entrada  en  Buenos-Aires  en  el  bata- 
flon  Libertad  á  las  órdenes  del  coronel  Costa,  y  que  es  sargento  mayor  del 
ejército  de  la  Confederación,  levantándose  contra  esta  aserción  la  declara- 
ción que  ha  rendido  ante  el  Juez  del  crimen  con  intervención  del  agente 
íiscal  el  sargento  mayor  D.  Santiago  Odonell,  en  la  que  dice  era  él  el  que 
sirvió  á  las  órdenes  de  Costa:  el  no  haber  otro  de  su  apellido  en  el  ejercita 


Digitized  by  LjOOQIC 


iOi  RETISTA  BE   LEGISLACIOÜ. 

y  el  haber  usado  el  acusado  desde  que  aquel  le  conoció  el  apellido  de  Felíu 
y  Fontanills  y  Fontanellas,  con  el  cual  Qrma  aun  en  esta  causa  á  los  folios 
86  y  202:  todo  lo  cual  esta  confirmado  con  lo  que  resulta  de  las  oficinas  y 
documentos  del  mismo  acusado,  que  le  conveacen  de  que  no  es  ni  puede  ser 
suya  la  historia  que  se  atribuye,  y  que  sus  declaraciones  y  alegaciones  son 
un  conjunto  de  contradicciones  aosurdas  que  se  resisten  á  toda  cr^u- 
Ifdad. 

Considerando  que  no  solo  por  lo  dicho  se  conyence  al  procesado  de  la 
felsedad  de  sus  afirmaciones  y  de  que  los  informes  del  general  Urquiza  por 
lo  menos  están  dados  con  sobrada  ligereza,  sino  que  por  datos  aue  no  pue- 
de recusar  el  mismo  acusado,  es  hasta  imposible  que  sea  verdaa  loque  han 
dicho  uno  y  otro:  que  éste  principió  sus  servicios  ó  carrera  militar  como 
aspirante  en  Buenos-Aires  desde  que  arribó  á  la  República,  y  que  ascendió 
á  alférez  en  1858  resulta  del  diploma  tantas  veces  citado,  y  del  borrador 
del  memorial  que  dirigió  al  Presidente  de  la  Confederación  Argentina,  que 
ha  reconocido  como  suyo:  que  fué  dado  de  baja  sin  uso  de  uoiforme  en  9 
de  marzo  de  1859,  resulta  de  las  diligencias  originales  remitidas  de  Bue- 
nos-Aires, y  se  confirma  con  el  memorial  y  pase  que  trajo  consigo  el  acu- 
sado, en  el  cual  se  dice  que  iba  á  incorporarse  al  ejército  de  la  Confedera- 
ción, que  hizo  su  presentación  eo  el  Rosario  en  30  de  setiembre  de  1859  y 
continuaba  para  hacerla  al  Presidente,  siendo  indispensable  para  ejecutar 
esto  que  fuera  baja  en  el  ejército  de  Buenos-Aires  o  desertor:  que  rae  en- 

fmchado  para  la  marina,  y  que  en  el  mes  de  octubre  siguiente  perteneció 
la  misma,  consta  por  confesión,  por  el  memorial  y  por  las  listas  de  mari- 
nos ó  individuos  de  la  compañía  que  trajo  consigo:  que  en  noviembre  del 
mismo  año,  un  mes  después,  concluyó  su  carrera,  porque  se  hizo  la  paz, 
porque  quedaron  fuera  de  servicio  los  que  desembarcaron,  de  los  cuales 
era  el  acusado,  resulla  del  memorial;  es  un  hecho  histórico;  y  el  sargento 
mayor  Odonelí  con  referencia  al  mismo  Claudio,  espresa  cuanto  se  ha  di- 
cho y  mucho  más,  con  particularidad  la  situación  miserable  en  que  éste  se 
encontraba  y  que  no  pudo  conseguir  colocación.  Siendo  de  advertir  en  con- 
firmación de  lo  dicho,  que  en  el  espediente  para  darle  de  baja,  se  le  cali- 
ficó de  cobarde,  y  que  en  el  memorial  se  dirijia  al  Ptesidente  de  la  Confe- 
deración; en  lo  cual  se  ven  dos  motivos  poderosos,  uno  para  engancharse 
en  el  ejército  enemigo,  y  otro  para  que  hubiera  espuesto  con  minuciosidad 
Ls  servicios  prestados  á  la  Confederación,  y  no  alegó  más  que  la  espedicion 
del  mes  de  octubre.  Por  manera,  que  la  historia  militar  del  acusado  está 
compendiada  en  los  documentos  que  traía  consigo  y  que  no  ha  podido  me- 
nos de  aceptar,  sin  que  el  haberse  titulado  en  el  pase  primer  teniente  de 
artillería  diga  aleo  en  su  favor;  porque  esta  sería  alguna  ventaja  que  qui- 
so obtener  con  el  enganche,  pero  que  no  tuvo  efecto.  Es,  pues,  evidente 
que  el  probO  no  sirvió  en  el  ejército  de  Urquiza,  y  sí  en  el  de  Buenos- Airos, 
escepto  en  el  mes  de  octubre  dicho,  y  por  lo  mismo  no  es  cierto  lo  que  de- 
claran los  testigos,  que  aseguran  vieron  y  trataron  al  procesado  como  mi- 
litar en  San  Juan  de  Flores,  Paraná  y  otros  puntos  en  1856,  55  y  ante- 
riores: 

Considerando  que  aun  cuando  fueran  compatibles  las  aGrmaciones  del 
general  Urquiza  y  el  procesado,  no  justificarían  que  éste  sea  D-  Claudio 
Fontanellas  y  Saía,  hijo  de  D.  Francisco,  porque  es  un  cúmulo  de  falseda- 
des nunca  visto,  lo  que  él  mismo  ha  declarado  y  alegado  para  identificar  su 
persona,  conduciendo  por  lo  tanto,  solo  á  justificar:  que  ha  usado  de  tres 
apellidos,  que  ha  ido  tomando  sucesivamente:  que  dos,  según  él,  no  son 
suyos;  y  el  otro  no  lo  puede  ser,  atendido  el  resultado  de  la  causa;  siend9 
además  muy  probable,  que  usó  otro  por  lo  que  dice  Gerardo  Sala  respecto 


Digitized  by  LjOOQIC 


CAUSA  DE  FONTANlUiAS.  IOS 

de  haber  «nbarcado  en  1857  eo  la  clase  de  paje  á  an  sujeto  con  el  nombre 
de  Juan  Carreras,  en  el  viaje  que  biso  á  Buenos- Aires  la  potacra  Joven 
Conchita^  y  observando  que  le  llamaban  Claudio  Pelíú,  le  preguntó  la  cau- 
sa, Y  respondió  que  porque  se  llamaba  así:  que  desembarcado  en  Buenos- 
Aires^  desapareció  y  dio  parte  de  la  deserción:  que  en  1859  lo  vio  vestido 
de  militar^  y  le  dijo  que  se  iba  con  la  legión  italiana;  por  fin,  que  era  el 
acusado,  seffun  el  retrato  gne  se  le  presentaba^  resultando  también  que  no 
perteneció  a  la  legión  itabana: 

Considerando  que  no  ebsfanCe  haber  contestado  el  prese  que  el  primer 
diploma  que  obtuvo  fbé  el  qne  obra  en  la  causa  de  afiéres  de  artiNería, 
lechado  en  22  de  julio  de  1858  y  lirmado  por  el  Presidente  Alsina:  que  en 
el  memorial  antes  citado,  dice  que  en  el  momento  que  arribó  á  la  Repábli- 
ca  adoptó  la  carrera  militar  y  principió  sus  servicios  en  Buenos-Aires:  que 
de  esta  corrió  á  prestarlos  á  k  Confederación  y  los  rindió  á  la  Armada  na- 
ekmal  desde  que  sarpó  en  Montevideo  hasta  que  ftieron  desarmados  con- 
cluida la  gnerra  y  por  haber  desembarcado:  que  el  pase  que  llevaba  es  de 
fecha  20  de  setiembre  de  i8S9  y  en  30  del  mismo  se  presentó  en  el  Rosa- 
rio: qne  las  listas  de  la  tripulación  tienen  la  fecha  del  siguiente  octubre,  y 
el  inmediato  noviembre  se  hizo  la  paz  y  quedó  fuera  del  servicio;  se  ha 
pretendido  probar  que  entró  á  servir  por  reclutamiento  forzoso  en  4846: 
qne  ha  sido  oficial  de  caballería,  teniente  de  artillería  y  capitán  de  marina; 
y  que  el  general  Urquiza  mandó  en  mil  ochocientos  cuarenta  y  ocho  es- 
tender los  diplomas  correspondientes  á  Santiago  Odonell  á  nombre  de 
Claudio  Fontaneltas,  todo  lo  cual  envuelve  una  contradicción  manifiesta, 
en  cuya  vista,  y  no  pudiendo  comprender  la  Sala  que  en  el  Archivo  militar 
de  Buenos-Aires  existieran  los  diplomas  que  se  suponen  dados  por  el  que 
era  entonces  Jefe  del  ejército  enemigo,  ni  babiénoose  visto  hasta  el  pre- 
sente que  los  militares  ^nen  grados  en  los  ejércitos  contrarios,  bien  es 
verdad  que  hasta  este  misme  caso  tampoco  se  hablan  visto  oficiales  sin 
credenciales,  mandó  que  designasen  dónde  existian  y  que  Urquiza  lo  diria; 
sin  embargo  qne  quien  lo  debe  de  decir  es  el  interesado,  se  le  admitió  la 
prueba,  y  la  imposibilidad  de  hacerla  ha  demostrado  que  la  defensa  se  pro- 
paso ó  prolongar  inútilmente  la  prisión  ó  hacer  una  prueba  falsa,  y  que 
semajan te  propuesta  es  una  invención  atrevida  que  apenas  puede  conce- 
birse, no  debiéndose  eslrañar  por  lo  mismo  que  su  autor  haya  encontrado 
tantos  testigos,  oue  reconociendo  al  preso  por  el  hijo  del  Marqués  les  pa- 
rezca que  tiene  ae  veintiocho  á  treinta  aíios  de  edad:  que  cuando  iban  á 
declarar  conversaron  sobre  la  miseria  que  les  rodeaba,  como  si  fueran  á 
recibir  una  limosna:  que  el  que  se  dice  profesor  de  inglés  de  D.  Claudio, 
solo  tuviera  que  correjirle  haber  usado  una  vez  la  v  por  la  b,  lo  cual  puede 
compararse  con  la  carta  escrita  á  bordo:  que  alguno  llevase  la  declaración 
escrita  por  no  tener  memoria  y  se  acordase  de  lo  que  pasó  veinte  ó  más 
años  antes,  bien  es  verdad  que  hay  quien  dice  oue  antes  de  i  857  se  cono- 
cía en  América  al  acusado  por  el  capitán  Cláuaio: 

Considerando  que  por  lo  dicho ,  no  sola  se  evidencia  que  el  acusado  no 
fué  oficial  de  caballería,  sino  que  siendo  una  pura  invención  de  la  defensa 
ha  venido  á  resultar  que  el  corouei  Costa  mandaba  en  4856  un  batallón 
de  infantería,  en  este  dice  la  defensa  que  el  procesado  sirvió,  en  él  fué 
oficial  de  infantería  en  el  mismo  año  D.  Santiago  Odonnell,  y  no  es  de 
creer  que  el  preso  tuviera  el  privilegio  de  ser  soldado,  cabo,  sargento  y 
oficial  det»baílería  en  un  batallón  de  infantería:  y  por  lo  mismo  se  com- 
prende fóeílmente  qne  ni  la  Contaduría  general  de  Buenos-Aires  ni  la  Ins- 
pección se  contraaicen,  como  dice  la  defensa  al  afirmar  que  no  hubo  en 
el  batallón  dicho  ni  ofro  un  soldado  que  se  llamase  Santiago  Odonell,  aun- 
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que  había  un  oficial.  También  es  digno  de  tomara  en  cuenta  que  la  de^ 
fensa  articulase  como  prueba  la  existencia  de  este  grado,  adquirido  en  la 
caballería,  sin  haberlo  dicho  el  procesado,  y  no  haya  procurado  probar  aue 
éste  fué  sargento  mayor  como  declaró  y  que  obtuvo  una  licencia  de  Ür- 
quiza,  no  pudiéndose  esplicar  esta  conducta,  mas  que  didendo  que  lo  pri- 
mero es  falso,  porque  el  interesado  lo  calló,  lo  contradice  su  memorial  y 
su  diploma,  y  lo  secundo  porque  la  defensa  no  lo  acepta;  lo  primero  podía 
certificarse  tomando  uno  por  otro,  porque  al  fin  había  un  Odoneil,  pero 
no  había  un  sargento  mayor  ni  le  hubo  basta  junio  de  186 1  para  poder 
hacer  el  cambio.  En  esta  causa  es  muy  frecuente  encontrar  de  frente  al 
cliente  y  al  patrono;  y  por  lo  mismo  no  es  estrano  qae  el  preso  dijera  que 
era  teniente  rebajado  de  la  Armada  nacional  argentina,  y  la  defensa  quie- 
ra probar  que  era  capitán,  siendo  la  verdad  que  no  fué  ni  uno  ni  otro,  y 
que  en  todos  y  en  cada  uno  de  ios  puntos  en  que  han  pretendido  asentar 

{)recedentes  para  demostrar  la  identidad,  en  todos  se  ha  descubierto  la 
álsedad: 

Considerando  que  asimismo  se  ha  tratado  de  probar  que  el  motivo  pa- 
ra no  estender  al  acusado  los  despachos  de  los  empleos  que  dice  obtuvo  en 
el  ejército  hasta  1858,  hié  por  conservar  el  secreto  que  confió  al  general 
Urquiza,  para  no  revelar  que  se  llamaba  Claudio  Fontanellas,  sin  embargo 
de  que  ésie  general  dice  que  en  1855  era  conocido  en  su  ejército  con  di- 
cho apellido,  con  el  cual  la  misma  defensa  articuló  que  pasaba  las  revistas 
de  Comisario  desde  1852,  y  el  músico  Liado  afirma  que  siempre  oyó  que  le 
llamaban  así,  todo  lo  cual  sirve  A  demostrar  que  no  son  ciertos  los  moli- 
tivos que  alega  para  convencer  del  por  qué  no  se  estendieron  oportuna.- 
mente  los  despachos,  al  mismo  tiempo  que  sin  violencia  puede  considerar- 
se todo  como  una  iarsa  torpe. 

Considerando  que  si  bien  es  verdad  que  en  el  certificado  de  la  Inspecr 
cíon  general  militar  de  Buenos-Aires,  dado  á  instancia  del  licenciado  Ca- 
so, se  dice:  que  D.  Claudio  Félix  Fontanellas  entró  de  aspirante  en  la  bri- 
;ada  de  artillería  en  28  de  setiembre  de  1854;  que  ascendió  á  alférez  en 
8  de  agosto  de  1858,  fué  dado  de  baja  en  11  de  marzo  de  1859;  y  á  instan- 
cia del  Marqués  de  Casa  Fontanellas  la  Contaduría  geoeral  dice  que  Clau- 
dio Felíú  y  FoDtanills  fué  dado  de  alta  como  aspirante  en  la  brigada  de  ar-» 
tíllería  en  1.^  de  octubre  de  1857,  y  ascendió  á  oficial  en  22  de  julio  de 
1858;  las  equivocaciones  que  se  notan,  no  favorecen  al  procesado  como 
quiera  que  se  entiendan,  por  la  época  que  se  refieren,  porque  nunca  pro- 
barían lo  que  desea,  demostrando  por  el  contrario,  que  antes  de  1857  y 
después  no  estuvo  en  el  ejército  D.  Claudio  Fontanellas;  porque  no  puede 
dudarse  que  la  equivocación  la  padece  la  Inspección,  puesto  que  por  las 
listas  de  revista,  recibos  de  los  naberes,  memorial  que  produjo  la  separa- 
ción del  servicio,  el  en  que  pidió  la  colocación,  ^1  pase  para  incorporarse 
al  ejército  de  la  Confederación,  y  hasta  en  el  diploma,  en  ninguna  se  lee 
Félix  Fontanellas  y  si  Feltú  y  Fonlanills  y  á  veces  Fontanillas: 

Considerando  que  habiendo  conocido  el  procesado  según  dice  á  Claudio 
Feliúque  servia  en  la  artillería  de  Buenos-Aires  en  setiembre  de  1858  ó  59, 
j  que  en  1860  le  manifestó  que  se  iba  á  marchar  á  la  Habana,  no  es  estra- 
no que  fuera  de  cocinero  con  el  apellido  Carreras  en  el  buque  Conchita, 
que  naya  vuelto  y  digan  los  testigos  que  es  el  mismo  proc¿B§do,  aunque 
otros  dicen  que  ha  venido  Fontanellas,  siendo  muy  fácil  que  haya  vuelto  el 
que  fué  é  imposible  el  que  no  ha  ido,  mediando  además  en  apoyo  de  los 
primeros  testigos,  que  al  procesado  le  conviene  la  marca  de  una  quema- 
dura y  otra  en  un  cledo  que  tuvo  Feliú,  y  no  tiene  la  cicatriz  que  quedó  á 
Fontanellas  de  resultas  de  una  lesión  que  recibió  en  la  pierna  y  que  debe 


f! 


Digitized  by  VjOOQIC 


CAUSA  BB  FONTÁJCKLLAt*  i07 

subastar  en  concepto  del  facoltitiTO  que  le  curó  durante  dos  meses,  que  le 
eonocia  antes  y  dice  que  no  es  el  procesado.  £1  no  resultar  eu  el  re^isiro 
de  entrada  en  el  puerto  de  Buenos- Aires  ni  en  ios  de  policía  correspoo- 
dioites  á  los  anos  de  4844,  49  y  46  Santiago  Odonell  y  aparecer  desde 
1857  en  las  listas  de  oficiales  y  tropa  Claudio  Feliú  y  Pontaniiis  que  firma 
el  recibo  de  sus  haberes  como  alfórez  de  la  primera  compañía  de  artiile- 
ría,  que  es  el  misino  que  entró  de  aspirante  y  ascendió  á  oficial  en  1858, 
sin  que  se  haya  hecho  constar  ni  intentado  siquiera ,  que  hubiera  dos  del 
mismo  nombre  y  apellido: 

Cunsiderando  que  el  borrón  del  meaM>rial  que  el  acosado  ha  reconocido 
como  suyo^  es  una  prueba  evidente  de  su  cortísima  instrucción,  la  confe- 
sión de  la  juyentud  en  que  se  encuentra  como  dice,  la  miseria  de  que  es- 
taba rodeacb,  circunstancias  que  no  podían  concurrir  en  el  verdadero 
Fontaneflas  que  habia  sido  educado  en  los  colegios,  que  rayaba  en  los  cua- 
renta y  que  de  haber  sabido  su  padre  el  paradero  como  también  se  ha  su- 
puesto por  la  defensa  no  hubiera  dejado  de  socorrerle,  aparte  de  que  en- 
tonces ya  sabía  que  podia  disponer  de  una  pingüe  fortuna,  y  nadie  deja  de 
hacer  uso  de  lo  suyo  cuando  tiene  necesidad:  coincidiendo  con  lo  dicho, 
la  situación  en  que  se  encontraba  el  alférez  de  artillería  D.  Claudio  Feliú  y 
Fontanills,  dado  de  bajo  en  el  ejército,  enganchado  sin  despacho  ni  clase 
determinada  en  la  escuadra  que  hizo  armar  el  general  Urquiza,  y  que  al 
poco  tiempo  se  disolvió  como  se  ha  indicado,  el  no  pensar  siquiera  en  re- 
gresar á  España,  pues  fué  necesario  como  ha  contesado,  que  le  citaran 
ó  indujeran  á  ello,  prestándole  hasta  la  camisa  para  el  viaje ,  lo  cual 
prueba  bien  claramente  que  ni  en  América  era  sargento  mayor,  ni  en  Es- 
pima  tenia  derecho  á  la  herencia  de  un  opulento  banquero: 

Considerando  que  el  haber  dicho  el  procesado  que  tenía  la  edad  de 
treinta  y  dos,  treinta  y  tres  y  treinta  y  cinco  años,  y  ser  entonces  la  de 
Fontaneilas  de  treinta  y  ocho,  sin  tomar  en  cuenta  que  los  facultativos  le 
consideran  mas  joven,  y  que  la  defensa  y  algunos  testigos  suyos  reconocen 
que  no  representa  la  edad  que  tiene  el  verdadero  Fontaneilas,  es  la  prueba 
concluiente  de  que  no  es  el  que  quiere  ser,  y  que  otra  vez,  como  siempre 
que  es  interrogado  sobre  la  ioentídad,  ha  quedado  convencido  de  la  false- 
dad y  del  delito  de  que  se  le  acusa: 

Considerando  que  si  bien  en  esta  causa,  además  de  los  testigos  que 
declararon  en  la  primera  instancia,  ha  venido  en  la  tercera  un  crecido  nú- 
mero presentado  por  el  procesado  a  decir,  unos  que  es  D.  Claudio  Fonta- 
neilas, y  otros  que  no  es  Feliú;  á  los  primeros,  él  misino  los  ha  demenli^o, 
y  á  los  otros  por  lo  tanto  no  les  debemos  tomar  en  cuenta  para  nada,  y 
porque  hoy  solo  se  trata  de  saber  si  el  procesado  es  D.  Claudio  Fontane- 
ilas y  Sala,  siendo  verdaderamente  notable  en  esta  causa  que  no  favorez- 
can al  procesado  más  que  los  testigos  indicados,  que  por  su  posición  debe 
creerse  que  no  mantuvieran  relaciones  con  el  hijo  legítimo  del  Marqués, 
que  en  suoiario  citara  á  dos  cuando  fué  escitado  por  el  Juez  á  que  lo  hi- 
ciera, los  cuales  dijeron  que  no  era  Fontaneilas,  y  después  haya  tenido 
tantas  y  tantas  cosas  quo  referirles  para  alucínnrles,  como  puede  verse  en 
la  prueba,  pues  muchos  han  dicho  que  se  convencierou  más  por  los  hechos 
y  pasajes  que  les  refirió,  sin  tener  en  cuenta  que  pudieran  referírselos  á  él 
primero;  y  es  también  notable  que  luyan  hecho  oficiosamente  un  viaje  pa- 
ra dar  testimonio  en  favor  suyo,  como  lo  ha  ejecutado  D.  Pedro  Pontegon, 
edecán  de  Urquiza,  que  asegura  conoció  al  acusado  en  4856  de  oficial  de 
artillería,  aunque  en  1857  no  había  pasado  de  aspirante  y  habia  principia- 
do sus  servicios  en  Buenos-Aires,  lo  cual  se  puede  comparar  con  el  celo 
inúitigable  de  la  defensa,  escitando  más  tarde  á  los  presidiarios  para  que 
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sean  ígualmeDte  celosos,  como  ha  man^estado  informando  en  reTíflUy  j 
cuyos  resultados  se  advierten  en  el  acta  y  correspondencia  que  se  supone 
ha  mediado  entre  el  presidiario  de  Ghafarinas  y  procesado,  las  cuales  pre* 
sentó  el  defensor  en  el  acto  de  la  vista,  y  con  una  prueba  acabada  de 
que  no  es  el  preso  el  secuestrado  en  4845  ni  el  presidiario  su  secuestra* 
dor,  siendo^  según  éste,  falso  lo  que  el  preso  ba  declarado  y  el  defauor 
sostenido;  y  no  será  estraño  que  cuando  éste  presente  la  otra  correspon- 
dencia que  conservay  y  declaren  los  secuestradores  que  tenia  preparados 
al  hacer  la  prueba  y  con  quienes  ha  hablado,  y  alguno  goza  de  una  po- 
sición que  no  merece,  según  dice,  resulte  una  verdad  bien  desconso- 
ladora: 

Considerando  que  aunque  el  Marqués  de  Casa  FontaneUas  ha  hecho 
una  prueki  testifican  tal  como  se  indica  en  los  resultados,  no  es  necesa- 
rio ocuparse  de  eüa  para  resolver  con  evidencia  esta  cuestÚHi,  per»  sin 
que  se  pueda  prescindir  de  la  demostración  tan  cumplida  que  ofrece  de  la 
poca  importancia  de  ios  dichos  de  los  testigos  en  esta  causa,  cuando  se  po- 
nen en  contradicción  con  los  hechos  que  no  han  podido  variar  ó  acomodar 
las  partes  según  la  exigencia  de  sus  pretensiones: 

Considerando  que  las  declaraciones  de  varios  testigos  sobre  la  fisono- 
mía, configuración  del  pelo  de  FontaneUas  y  el  acusado,  asi  como  la  délos 
revisores  ae  letras  y  físicos,  son  con  mayoría  de  razón  poco  atendibles  y 
además  contradictorias: 

Considerando  que  á  pesar  del  tiempo  trascurrido  desde  que  esta  causa 
se  recibió  á  prueba  en  catorce  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
no  ha  presentado  el  acusado  la  que  ofreció  en  Buenos^ires,  donde  dijo 
existía  la  decisiva,  ni  es  posible  que  la  presente,  porque  tanto  por  los  do- 
cumentos que  trajo  consigo  y  obran  en  el  sumario  como  por  l3s  diligencias 
venidas  de  aquella  República  en  la  forma  antes  indicada,  aparece  que  es 
falso  cuanto  ha  pretendido  probar;  la  historia  del  preso,  desde  que  llegó  á 
Buenos- Aires,  está  escrita  ae  su  puño  y  letra  al  folio  108  de  la  causa,  y 
pudo  y  debió  escusarse  la  prueba  contraria  á  los  hechos  que  tenia  reco- 
nocidos: 

Considerando  que  el  procesado  con  sus  dichos  y  con  sus  escritos  ha  de- 
mostrado concluyeoteineDte  que  no  es  ni  puede  ser  el  hijo  del  Marqués  de 
Casa  FoolQnellas,  que  sus  testigos  se  han  puesto  en  contradicción  evidente 
con  él  y  con  la  prueba  documental  en  cuanto  afirman  que  sea  hijo  de  di- 
cho Marqués  y  que  le  conocieron  en  América  antes  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  siete: 

'  Considerando  que,  como  muy  bien  ha  dicho  el  defensor  del  procesado, 
en  causas  de  esta  naturaleza  se  lian  de  admitir  con  mucha  reserva  y  pre- 
caución las  declaraciones  de  los  testigos  para  no  esponemos  á  errores  la- 
mentables de  que  nos  ha  referido  varios  casos,  muclio  más  cuando  como 
en  el  presente  hay  prueba  documental  y  autógrafa  que  calificó  de  más  de- 
cisiva; y  como  sospechosa  en  el  descreimiento  de  nuestros  dias,  falible  al 
verificar  hechos  remotos  y  tan  universalmente  reconocida  como  secunda- 
ria en  cuestiones  de  estado,  la  testifica: 

Considerando  que  el  envenenamiento  propuesto  como  prueba  y  denun- 
ciado después,  no  solo  ha  sido  como  se  calificó  en  la  Real  sentencia  de  vis- 
ta, en  recurso  estremo  é  ilícito  de  la  defisnsa,  inventado  para  derramar  so- 
bre el  sumario  un  tinte  siniestro  que  sublevara  las  conciencias  haciéndolas 
dudar  hasta  de  lo  mismo  que  conuesa  y  perjudica  al  procesado,  según  ya 
entonces  podia  comprenderse  fácilmente,  sino  que  acordada  la  formación 
de  causa,  se  ha  robustecido  del  modo  mas  terminante  aquella  apreciación 
y  demostrado  una  vez  más  que  el  procesado  no  puede  sostener  el  papel  de 
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que  esU  encargado:  (rae  ha  side  necesario  recurrir  á  las  roes  horribles  in- 
veBciones,  cubrirse^  naciendo  serrír  de  pantalla  á  un  desgraciado  á  (¡uíen 
se  le  ha  hecho  ejecutar  y  decir  lo  que  no  se  atreviera  el  hombre  más  ín- 
Tsoral,  se  le  ha  hecho  envolver  en  mil  contradicciones,  ó  ignorante  de  los 
hechos  que  habian  de  conducir  á  su  propósito,  se  ha  estrellado  en  lo  ab- 
surdo. 

Considerando  que  los  testigos  D.  losé  Patxot,  Juan  Oliver,  Tomás  Tar- 
garona,  Miguel  Liado,  PauKno  Blanch,  Pedro  Pontegon  y  José  Ros  y  Rou- 
ra.quehaq  afirmado  que  antes  de  4856  conocieron  al  preso  en  América 
como  militar  y  oficial  del  ejército,  como  resulta  de  los  documentos  que 
traía  consigo  y  los  que  vinieron  con  posterioridad  á  instancia  de  las  par- 
tes, cuya  afirmación  ha  de  suponerse  malicioea  mientras  no  resulte  lo  con- 
trario, por  contener  relación  de  hechos  que  no  puede  atribuirse  á  preocu- 
pación o  aludnamiento,  por  cuya  razón  deben  responder  del  falso  testimo- 
nio dado  maliciosameote  de  que  por  ahora  resultan  veementes  indicios. 

Gonsklerando  que  los  testigos  one  han  afirmado  que  el  acusado  es  Don 
Claudio  Fontanellas  y  Sala,  han  oeclarado  preocupados  más  bien  que  de 
malicia,  como  sucedió  al  mismo  marqués,  y  se  infiere  por  las  razones  que 
dan  de  su  convencimiento. 

Considerando  que  el  acusado  valiéndose  de  la  ficción  ó  engaño  logró 
ocupar  el  lugar  ó  estado  civil  que  correspondia  al  hijo  del  marqués  de  Ca- 
sa-Fontanelias,  lo  cual  constituye  el  delito  de  usurpación  del  estado  civil 
dentro. 

Considerando  que  este  delito  es  púbKco,  y  se  consumó  en  el  momento 
que  haciendo  nroTalecer  el  engaño,  sustituyó  el  procesado  á  D.  Claudio 
Fontanellas  y  Sala,  y  desde  el  momento  en  que  aquel  se  hizo  sospechoso 
del  engaño  con  qnesehabia  apoderado  del  estado  civil  del  hijo  del  marqués, 
)o  precedente  era  perseguir  la  usurpación  en  un  juicio  criminal,  ventilan- 
do Ja  cuestión  de  identidad  con  todas  sus  consecuencias,  sin  que  en  nues- 
tro derecho  se  encuentre  disposición  alguna  que  prevenga  deba  ventilarse 
en  otra  forma,  sin  que  deba  esperarse  para  perseguir  este  delito  á  que  se 
siga  un  juicio  prejudicial;  y  es  tanto  más  cierto  lo  dicho,  porque  nadie  ha 
puesto  en  duda  la  filiación  y  estado  civil  de  D.  Claudio  Fontanellas  y  Sala, 
y  estando  sarantizado  por  el  Código  penal,  solo  una  disposición  especial 
puede  estaolecer  la  escepcion  de  la  regla  general;  mediando  además  en  ^1 
caso  actual,  que  esta  cuestión  está  resuelta  ejecutoriamente. 

Considerando  que  la  teoría  que  se  invoca  áe  acciones  ciertas  y  dudosas, 
de  delitos  ciertos  y  dudosos,  para  sostenerse  que  en  el  caso  actual  ha  de- 
bido entablarse  la  acción  civil,  está  condenada  por  los  buenos  princi- 
pios, etc.;  que  las  acciones  han  de  ser  ciertas  y  bien  determinadas,  para 
que  nos  entendamos;  los  delitos  que  son  los  hechos  ú  omisiones  ilícitas, 
stn  que  sea  necesario  decir  ahora  por  qué,  siempre  se  presentan  con  carac- 
teres de  criminalidad  mayor  ó  menor  y  hasta  por  circunstancias  que  exi- 
men de  responsabilidad  a  los  actores,  la  acción  de  los  tribunales  se  dirijo 
á  ponerlos  en  claro  instruyendo  diligencias  en  averiguación  del  hecho, 
con  sus  cúrcunstancías,  y  de  las  personas  responsables,  no  en  averiguación 
de  la  acción  que  se  ha  de  entablar,  porque  esta  está  determinada  por  el 
derecho,  conocido  el  hecho. 

Es  así  bien  estreno  que  se  diga  como  razón  de  preferencia,  oue  los  Jue- 
ees  sobreseen  en  algunos  casos  reservando  la  acción  civil,  sabiendo  que 
cuando  el  hecho  no  aparece  criminal  ó  resulta  la  inocencia,  debe  hacerse 
así.  lo  cual  es  una  prueba  una  demostración  cumplida  de  que  el  principio 
ni  los  hechos  son  ciertos  ni  las  acciones  verdad,  faltando  la  conformidad 
de  estas  con  aquellos.  La  acción  es  cierta  en  cuanto  se  sabe  cual  es;  pero 


Digitized  by  LjOOQIC 


ilO  RIVISTA  DB  LIQlflíJlGlOlf. 

,üo  es  verdad  legal  hasta  que  se  declara  así  por  sentencia.  Co  el  caso  actual 
lu  defensa  del  procesado  ba  dicho  mas  de  una  vez  que  ^te  estaba  en  la 
posesión  del  estado  civil  de  D.  Claudio  Fontanellas  y  Sala:  hé  aquí  el  be- 
clio  cierto  y  averiguado  que  se  ejecutó  con  engaño  y  contra  una  disposion 
terminante  del  Código  penal,  ha  dado  lujará  la  acción  cierta  que  el  mis* 
mo  establece;  no  puede  por  consiguiente  haber  nulidad  en  que  se  haya  ave- 
riguado, si  el  hecho  es  criminal  ó  nó,  y  en  ^ue  averiguado  se  acuse  como 
tal  y  recaiga  sentencia  aplicando  las  disposiciones  del  Código  penal. 

Considerando  que  lejos  de  haberse  procedido  en  esta  causa  por  pesqui- 
sas, por  el  contrario  se  ha  perseguido  un  hecho  preexistente,  concreto  y 
determinado,  y  no  se  ha  de  preguntar  si  el  delito  existia  en  17  de  mayo  de 
486i,  ó  si  el  Juez  lo  inventó  obedeciendo  á  interesadas  sugestiones  ni 
cuando  principió  el  procedimiento,  porque  lo  primero  está  dicho,  lo  segun- 
do lo  revela  la  causa,  y  lo  tercero  está  consignado  en  su  lugar.  Ni  la  de* 
fensa  del  acusado  tiene  por  quá  llamar  tanto  la  atención  sobre  la  primera 
comparecencia  de  éste  ante  el  Juez,  pues  formada  causa  por  el  secuestro 
y  desaparición,  bien  dt^bia  resultar  la  aparición.  Es  más:  el  Juez  hubiera 
faltado  á  uno  de  sus  principales  deberes  si  no  lo  hubiera  hecho;  y  es  harto 
triste  que  se  haya  dicho  por  el  mismo  que  denunció  el  envenenamiento  de 
que  se  hahablaclo,  y  de  que  no  se  ha  encontrado  indicio  alguno,  que  el 
Juez  obedeciendo  á  interesadas  sugestiones  inventó  el  delito  de  usurpación, 
de  cuya  existencia  nadie  puede  dudar,  y  que  de  este  hecho  sean  autores 
ó  encubridores  tantos  funcionarios. 

Considerando  que  cuando  se  trata  de  la  identidad  de  una  persona  co- 
nocida y  tratada  con  anterioridad,  es  indispensable  que  antes  de  declarar  la 
vean  los  testigos.  Esto  es  lo  que  el  Juez  mandó  practicar;  lo  que  practicó 
la  defensa  del  acusado  en  la  primera  instancia  y  lo  que  ha  solicitado  en  es- 
ta tercera,  por  loaue  ha  debido  escusarse  la  demostración  de  si  eran  ca- 
reoslos que  no  lo  nan  sido  ni  lo  podian  ser. 

Considerando  que  entre  las  razones  para  demostrar  la  validación  del 
procedimiento,  se  presenta  la  falta  de  fijeza  de  la  defensa  en  sus  doctrinas, 
fas  contradicciones  y  suposiciones  á  que  apela.  Sostuvo  al  principio  que  no 
procedía  la  acción  criminal,  sino  la  prejudicial  civil ,  y  mas  tarde  confe- 
só que  no  podía  asentar  en  la  teoría  de  fas  acciones  prejudiciales  el  primer 
baluarte  de  la  defensa,  porque  cree  firmemente  que  no  es  ahí  donde  está  la 
cuestión  primordial.  Reconoce  que  el  delito  de  usurpación  del  oslado  civil 
de  otro,  puede  y  debe  perseguirse  de  oficio,  con  denuncia  ó  sin  ella,  cuan- 
do hay  delito ;  en  otra  parte  dice  ,  que  aun  cuando  se  dude  ,  sí  le  hay  ;  y 
hasta  ha  dicho  que  desde  luego  pueae  procederse  de  dia  ó  de  noche^  y  es- 
traer al  usurpador  del  seno  de  la  familia,  y  que  en  materia  crimmal  no 
está  establecido  el  perjuicio ,  e^  decir ,  que  se  queja  y  aspira  á  exigir  res- 
ponsabilidad porque.se  ha  hecho  lo  que  debia  hacerse.  Se  ocupa  estensa- 
raente  de-  calificar  de  careos  los  simples  reconocimientos ;  los  condena 
como  una  infracción  de  ley ,  y  sin  embargo  practica  por  sí  lo  que  censura 
en  el  juez:  se  lamenta  de  que  se  haya  emj^leado  el  procedimiento  criminal, 
y  acusa  porque  se  figura  se  haga  aplicación  del  civil:  niega  la  competen- 
cia del  tribunal  en  el  segundo  período  de  la  tercera  instancia,  y  sin  espe- 
rar la  decisión,  le  somete  nuevos  incidentes:  se  declara  competente  la  Sa- 
la, y  suplica  de  esta  providencia:  no  se  admite  la  súplica  é  interpone  re- 
curso de  casación,  y  luego  le  sustituye  con  el  de  apelación  para  ante  S.  A. 
el  Supremo  Tribunal;  se  le  niega  este  y  solicita  testimonio  para  acudir  en 
queja  de  oue  no  hace  uso;  reconoce  la  falta  de  disposiciones  legales,  y  no 
obstante  dice  que  se  ha  incurrido  en  responsabilidad;  supone  una  ignoran- 
cia supina  en  los  jueces,  y  luego  dice  que  se  ha  equivocado  en  sus  teorías; 
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iiolicíta  diligeoeias  separándose  del  procedímieoto  legal  y  y  porqoe  le  pro- 
ducen uo  resultado  contrario,  las  redarguye  de  folsas,  é  increpa  á  k»  fun- 
cionarios á  quienes  ha  acudido ,  imputándoles  graves  faltas ;  niega  lo  que 
el  reo  confiesa,  y  hasta  supone  falsedad  en  los  mismos  actos  que  ha  au- 
torizado con  su  firma  y  sin  protesta :  acusa  al  Tribunal  porque  no  ha  per- 
seguido á  los  secuestradores;  y  sabiendo  quiénes  son ,  no  ios  quiere  reve- 
lar ;  dice  que  los  secuestradores  eran  individuos  de  una  ronda ,  y  á  última 
hora  praenta  á  un  presidiario  como  secuestrador. 

Considerando  que  s^n  embargo  del  número  crecido  de  testigos  que 
afirman  que  el  procesado  es  D.  Claudio  Fontanelias,  los  documentos  que 
traía  consigo  en  los  cuales  se  le  titula  Fontanillas  ,  los  venidos  con  poste- 
rioridad de  Buenos-Aires  referentes  á  Ja  misma  persona  en  los  que  figuran 
los  mismos  apellidos  sin  que  en  ninguno  aparezca  el  de  Fontanellas  y  Sala 
roas  que  en  el  pasaporte ,  en  el  cual  se  lee  Fontanillas,  de  profesión  co- 
merciante, y  la  notable  circunstancia  de  que  aun  en  este  proceso  ha  fir- 
mado alguna  vez  con  el  apellido  Fontailinas,  no  puede  declararse  en 
este  fallo  que  el  procesado  sea  hijo  de  D.  Joaquín  Feliu  y  Doña  Joaquina 
FootanUIs,  j)orqoe  no  ha  precedido  juicio  para  ello  ni  podía  preceder,  toda 
vez  que  la  familia  Feliu  Fontanills  no  so  opone ,  ni  el  preso  lo  solicita;  sin 
oposición  no  es  posible  la  existencia  del  juicio ,  ni  sin  este  la  sentencia, 
y  el  actual  está  limitado  á  perseguir  el  delito  de  usurpación. 

Considerando  aue  sienoo  conocidos  del  licenciado  D.  José  Indalecio 
Caso  los  secuestradores  de  D.  Claudio  Fontanellas  y  Sala ,  y  habiéndose 
negado  hasta  el  día  á  revelarlos  bajo  el  protesto  de  que  podría  perjudicar 
á  su  defendido ,  queda  removido  este  inconveniente  luego  que  se  haya  fa- 
llado ejecutoriamente  esta  causa. 

Considerando  que  por  la  Real  sentencia  de  vista  se  concedió  autoriza- 
ción para  querellarse  por  la  injuria  que  puedan  inferir  las  frases  estampa- 
das en  el  escrito  del  lA.  253 ,  y  »e  mandó  proceder  por  el  desacato  que 
asimismo  pueda  contener  el  escrito  del  fól.  325,  y  el  impreso  del  mismo 
contra  el  Juez  que  instruyó  el  sumario ,  y  que  los  Marqueses  de  Vil  la  me- 
diana y  Fontanellas  solicitaron  |>or  medio  ae  su  defensor  en  el  acto  de  la 
vista ,  autorización  para  perseguir  las  injurias  que  asimismo  suponen  les  ha 
inferido  Ja  defensa. 

Considerando  que  en  el  Juzgado  de  priníera  instancia  se  instruye  cau- 
sa en  averiguación  de  los  autores  del  soborno,  que  se  ha  indicado  como 
empleado  con  algún  testigo  de  que  intentaba  valerse  el  acusado ;  y  que 
por  ahora  no  aparece  ningún  hecho  concreto  y  determinado  que  pueda  re- 
putarse como  criminal. 

Considerando  que  si  bien  en  el  hecho  no  concurrieron  circunstancias 
agravantes  ni  atenuantes ,  ha  de  apreciarse  para  los  efectos  que  dispone  la 
regla  sétima  del  artículo  1\  del  Código  penal ,  la  poca  entidad  del  mal  pro- 
doddo  por  el  delito. 

Vistos  los  artículos  del  Código  penal  394;  las  regkis  i.'  y  7.'  del  74  al 
78,56,  25, 15,  M4, 148,46,  48,  390,  y aceptondo  en  lo  demás  los  fun- 
damentos de  hecho  y  de  derecho  de  la  Real  sentencia  de  vista,  habiéndose 
observado  los  términos  y  trámites  legales, 

Fallamos:  Que  debemos  condenar  y  condenamos  al  procesado  por  esta 
causa  que  se  titula  D.  Claudio  Fontanellas ,  y  está  registrado  en  el  libro 
de  presos  con  el  nombre  de  Claudio  Feliu  y  Fontanills ,  á  nueve  años  de 
presidio  mayor,  á  la  inhabilitación  absoluta  perpetua  p^ra  careos  públicos 
y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  por  igual  tiempo  de  la  condena, 
que  empezará  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  misma ;  á  que  abone 
a  D.  Lamberto  Fontanellas  175  duros  de  una  parte,  y  de  otra  57  reales,  y 
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en  todas  las  costas  y  gastos  de  este  juick).  AatoríEamos  al  Marqués  de  Vi- 
llamedíana  para  querellarse  de  injuria  contra  quien  corresponda ,  por  lo 
que  puedan  contener  las  frases  consignadas  en  el  folio  253  de  la  pieza  pri- 
mera y  párrafo  <iel  mismo  que  empieza  a  En  el  testigo  D.  Antonio  de  Lara» 
hasta  donde  dice  alos  bienee  de  la  herencian.  Autorizamos  asimismo  á  di- 
cho Marqués  y  al  de  Gasa-Fontanellas ,  que  lo  solicitó  en  el  acto  de  la  vis- 
ta^ para  que  respecto  de  la  injuria  que  suponen  se  les  Tiene  infiriendo  du- 
rante el  seguimiento  de  esta  causa  por  la  defensa  del  acusado  ^  usen  de  su 
derecho  como  rieren  convenirles.  Mandamos  se  sa^e  copia  certificada  del 
escrito  del  félio  325  del  rollo ,  y  con  un  ejemplar  impreso  del  mismo  ,  de 
los  mandados  á  domicilio  ¿  los  Magistrados  (¡ue  componían  la  Sala  segun- 
da, se  remita  al  Juez  decano  de  los  de  esta  ciudad  ,  para  que  por  el  que 
corresponda  se  proceda  á  lo  que  haya  lugar  en  justicia  contra  el  autor  6 
autores  de  los  espresados  escrito  é  impreso ,  en  cuanto  al  desacato  qfue 
puedan  contener  respecto  del  Juez  que  instruyó  el  sumario.  Mandamos 
que  se  saque  una  certificación  de  las  diligencias  instruidas  en  4852 ,  com- 
prendidas del  folio  1.^  al  58,  de  las  declaraciones  del  procesado  ,  de  las 
preguntas  i.^á  la  8.*  inclusive;  del  primer  otrosí  del  escrito  del  folio  433; 
del  quinto  otrosí  del  escrito  del  folio  639 ;  del  escrito  certificado  del  fo- 
lio 2,199 ;  del  otrosí  del  escrito  de)  folio  2,503 ,  y  uniendo  al  mismo  testi- 
monio el  acta ,  retrato  y  correspondencia  que  presentó  el  Licenciado  Don 
José  Indalecio  Caso  en  el  acto  de  la  vista ,  y  que  se  supone  ha  mediado  en- 
tre el  presidiario  Antonio  Sarinena  y  el  procesado,  asi  como  la  hoja  hialó«- 
rico-penal  de  aquel ,  auedando  copia  certificada ,  y  remítase  al  Juez  de 
1)rimera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta  ciudad ,  para  que  proceda 
á  lo  que  haya  lugar  con  arreglo  á  derecho ,  prosiguiendo  la  averiguación 
de  los  autores  del  secuestro  deD.  Claudio  Fontanellas :  Que  se  saque  asi- 
mismo otra  certificación  de  las  declaraciones  del  procesado ,  de  los  docu* 
mentes  que  otoin  en  la  causa.desde  el  folio  58  al  114;  del  folio  2,290  al 
2,253)  del  2^286  al  2,311;  del  2,234  al  2,243,  todos  inclusives ,  de  las  de- 
claraciones de  D.  José  Patxot ,  D.  Juan  Olivar,  Tomás  Tarragona.  Miguel 
Liado,  Paulino  Blanch,  Mr.  Pedro  Alberto  Pentengon  y  D.  José  Ros,  para 
que  remitiéndola  al  Juez  decano  de  esta  ciudad  se  proceda  por  quien  cor- 
responda contra  dichos  testigos  por  falso  testimonio  y  con  arreglo  á  dere- 
cho. Prevenimos  seriamente  al  licenciado  D.  José  Indalecio  Caso ,  que  en 
lo  sucesivo  guarde  á  los  Tribunales  la  consideración  y  respeto  dehidos. 
Llamamos  la  atención  de  S.  A.  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia  solwe  el 
otrosí  del  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.  de  27  de  diciembre  de  1863.  Remí- 
tase esta  causa,  luego  que  esté  ejecutada  la  sentencia ,  á  S.  A.  el  Supremo 
Tribunal  de  Justicia  en  la  forma  que  tiene  prevenido ;  devuelta  que  sea, 
entregúense  los  despachos  del  Sargento  mavor  D.  Santiago  Odonnell ,  á 
quien  le  represente,  dejando  copia  certificada,  y  lo  acordado.  En  lo  que 
sea  conforme  con  esta  Real  sentencia  en  grado  de  revista  la  de  vista,  la 
confirmamos ,  y  en  lo  gue  no ,  la  suplimos  y  enmendamos.  Asi  por  esta 
nuestra  sentencia  definitiva  que  pronunciamos ,  lo  mandamos  y  firmamos. 
Ignacio  Vilella.— Paotaleon  de  Ondovilla.— José  M.  Heredia.— Eugenio  de 
Ángulo.» 
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Qtít  kilugarai  MeréMa ée  áéipeió,  én  m  ca90,  contra  la$ provi- 
dauia$  de  Í4^  AiU9riáaie$  edeMsñeas, 


(DictáttM  (la  la  CiaMUAMTiitiMí  <>üit(i>  AiHkü. 
por  elT«ri^  EIpcal  9? <  AHMM 

Bl  VÍBCftl  4m:  (|t€  pot'tá  ñttí  6fdeñ  de  li  de  janio  próximo 

lo  st  dice  á  Míe  8(t|mlneTrib^hftl,  (}ue  el  R.  Obispo  de , 

•leié  en  4  dt  enero  iltiíoó  una  esposidon  á  S.  M.,  con  el  fio  de 
iiapeinr  el  reeUnwl  é»  Real  fi^et^beíafi  contra  una  sentencia  dicta. 
di  por  Ja  AiidífD0W4law4.4Métt  fa-^itie^ferocandola  del  Juez  de  pri- 
üermiaBlaBoíav^iBOlarAbii  Imbeflugai^  á  fesehrer  sobre  el  interdic- 
ta de  énafs^^  iiniiodeoldo  ^r  los  compradores  del  palacio  que  el 

Daq«e  de^«.«v  tena  áfr'el  pueblo  de ,  para  eontinnar  en  el  uso 

éa  ia  Hiimi'Citte  di/ba  á  la  igkáít  j^^éqoial,  y  cuya  poerta  babia 
mandado  el  ProTioor  cernnr,  despees  de  haber  intentado  por  medios 
sotTes  cp»  lo  hicieirifii  tos  doéSos  del  palacio:  que  en  yista  de  las 
gravea  ooiaideraoiafieB  «apuestas  por  el  R.  Obispo,  se  acordó  pedir 
el  rollo  aríf^Dal  fo^tuádoea  ta  Audiencia,  y  mandar  qne  Mormase 
la  Sala  de  Jaelioiaio  que  imme  por  eonTeniente;  y  qne»  recibidos 
estos  doeoitteBtos  y  dada  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  6.),  se  ha  serri- 
do  disponer  se  remitieran  origínales  á  este  Supretno  Tribunal,  á  6a 
deque,  fijando  toda  se  atención  sóbrelos  fundamentos  del  fallo  y  la 
aatvraleaí  del  coaücto  suscitado,  consalte: 

i.""  Qoé  es  lo  que  procede  hacer  en  el  raso  actual,  proponiendo 
i  la  vet  si  debe  otorgarse  al  R.  Obispo  la  Real  protección  que  so- 
lieita,  y  ea  qué  forma. 

2.^  Sí  comreniria  publicar  una  medida  general,  qne,  conforme 
con  el  espíritu  de  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  i839,  y  la  juris- 
prodeaeia>estableoida  por  el  Consejo  Real,  ampliando  su  disposición 
i  todaa  las  Aotoridades  militares  y  administrativas,  la  hiciese  igual- 
mente estensiya  á  los  acuerdoft  tomados  por  las  Autoridades  ecle- 
siásticas dentro  del  circulo  de  sue  facultades.  T  concluye  la  Real 
órdea  didendo,  qtie  S.  H.  desea  que  este  Supremo  Tribunal,  á  la 
mayor.biweidady  consu  recortooido  celo,  cénsulte  sobre  todas  y 
cada  una  de  las  cuestiones  á  que  dá  lugar  d  presente  conflicto,  lo 
4ae  ertimé  ftia^faiVo;  para  que,  áia  cercenar  en  nada  los  derechos 
TOMO  xxsu  Í6 
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<le  la  Real  jurísdicdon  ordwaiía»  99  8»j9t«4mi  Itapoco  los  qae  por 
4as  leyes  correspohdao  á  las  deipás. 

El  Fiscal  se  ba  enterado  detenidamente  de  la  esposicion  de| 
B.  Obi^o  de.....;  de  los  fundamentos^  faUo  de  la  Sdn^  do  Jasti- 

cía  de  la  Audiencia  de ,  y  del  ¡nfoMoe  evacuado  por  lamisma.  I 

desde  luego  estrana  la  forma  dada  por  el  R.  Obispo  á  su  redamm- 
<ioo,  con  el  lítuto  de  Iteottrsotte  protección  á  la  Corona.  Porque  de 
las  sentencias  de  I6s  Tribunales  de  Justicia  no  cabe  tal  recurso  al 
Gobierno  de  S.Jtt.»  qoe  no  puede  renr^carlas  cose  se  peeleüde. 
las  ejecutoria^  tieaen  á  su  favor  la  pffestmejkw  de  jttslas;  éoo  k 
sanción  de  la  yerdad  legal;  resuelven  4odas  laa  dadas  yiernakiaa 
todas  las  cpoüendas»  y  llevaa  la  pas  ai  mío  de  laa  finiilias  y  de  los 
pueblos,  y  por  eso  se  cumpteo  y  deben  ejecnlacae  paia  nantenér 
el  buen  orden  de  la  sociedad.  T  su  garantía,  ao  solo  ee  halla  en  la 
pericia  y  rectitud  de  los  Jueces,  sino  ea  la  ree^sabUt4ad  clriaiiDal 
j  civil  que  se  les  pueden  exigir  personalméaie,  según. el  ari.  70  de 
la  Coosiitucion,  ante  este  Tribunal  Supremo.  A  él  debiera  por  ianto 
acudir  el  R.  Obispo  de....^,  si  oreiaque  la  Sala  segunda  dte  i4  An- 

diencia  de le  causaba  con  su  fallo  el  deis^ero  y  menbspreoio  que 

imagina  y  faltaba  á  la  justicia*  Aq^  se  Uamariae  los  aatos^  se  exa* 
minarían  conforme  á  derecho,  el  Fiscal  <Hmdynvaria.al  recurso  si 
viere  que  habia  prevaricación,  y  se  eiigiria  la  respobsaUMad  á  las 
Jueces  sí  hubiese  méritos  para  ello,  quedando  por  este  medio  con- 
denada indirectamente  su  sentencia^  para  que  no  volviera  á  repe* 
Jtirse,  ó  declarándpla  impUciCamente  justa  y  arreiglada. 

Y  también  por  este  medio  se  I1«[garia  mas  natural  y  legáloMtte 
i  declarar  la  verdadera  inteligencia  ddl  art.  69ü  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  quyo  texto  tan  preciso  y  darono  deja  duda  de 
que  el  conocimiento  de  los  interdictos  corresponde  esclasivamente 
á  la  jurisdicción  ordinaria,  cualquiera  que  sea  d  fuero  de  los  de- 
mandados. T  ep  el  artículo  constitucional  que  ooiÉBereilos  Tribu- 
nales y  Juzgados  esclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  y  crinunates;  se  halla  la  facultad  consiguiente  de 
declarar  también  su  verdadero  sentido. 

Pero  en  la  esposicíoa  del  R.  Obispo  no  solo  aparece  equivo- 
cada ia  forma  y  la  dirección ,  según  se  acaba  de  ver«  sino  que:  se 
aprecia  con  igual  equivocación»  ó  con  una  induigenoia  que  las 
cuestiones  de  derecho  no  permitan,  la  providencia  ó  medida  violen- 
ta del  Provisor,  Allí  se  dice,  cque  supo  por  condueto  fidedigno^,  qi^e 
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los  cmco  oompridore»  M'  palacio  del  Daqoe  de «Mbaii  de  t% 

tñbmia  qae  está  denlroáe  la  4glem»  y  tiene  eomoflicackm  t>or  1111% 
puerta  del  aiisnio  palacio,  ceoie  podara  hacerlo  la  flunilía  dd  mi9<> 
mo  DiMfue;  qoe  dewde  la  trfttnia  se  veia  el  hogar  de  la  cocina,  di8« 
trayeodo  la  afteaeion  de  los  asísteofes  al  templo,  y  promoTietido 
eoQversacioiiea  iocómpatíMes  eon  la  modestia  que  debe  guardaraa 
ea  la  easa  de  Dios;  y  qae  se  cometiaa  algunos  desacatos  6  irreve^ 
ranetas ,  no  sin  escándalo  y  pertarbacion  de  los  fieles.  En  vista  de 
esta  deoaacia  piadosa,  mandé  al  Párroco  que  en  términos  ttuaves 
aconsejase  paternalmente  á  los  compradores  que  desistiesen  del  uso 
de  la  tribeña  por  cuanto  no  teman  ningún  derecho  á  semejante 
privilegio,  y  que  rebnsáadok)  estos  y  desesperansado  el  Provisor  de 
conseguirlo  por  tos  medios  dulces,  padficos  y  amistosos ,  proveyá 
y  mandó  al  Párroco  que  cerrase  la  puerta  por  donde  se  sale  á  lu 
tribuna,  como  así  lo  ejecutó,  acudiendo  entonces  los  compradores 
al  Juez  de  primera  ínsfancra  con  el  interdicto  de  despeo.  El  Juea 

de declaró  primero  no  haber  lugar  al  interdicto  solicitado;  y 

apelado  este  auto  lo  revocó  la  Audiencia  de y  el  Juea  en  conse 

cuencia  declaró  el  despejo  y  acordó  h  restitución. 

Esta  simple  relación  del  hecho  basta  para  reconocer  que  el  Pro* 
visor  obró,  no  como  JuOB,  sino  como  parte,  tomando  una  resolución 
violenta:  porque  no  podía  ni  debía  despojar  á  los  compradores  det 
palacio  y  la  tribuna,  de  la  posesión  de  ésta  sin  oírlos  y  vencerlos 
en  juicio.  Esto  lo  prohiben  nuestras  leyes,  lo  viene  sancionando  la 
jurisprudencia,  y  puede  decirse  que  no  es  mas  que  la  traducción 
de  ia  base  mas  cardinal  del  orden  público:  que  nadie  pueda  tomarse 
la  justicia  por  su  mano.  T  de  esta  prohibición  no  está  ni  podia  e^* 
tar  esceptuada  la  autoridad  eetesiásliea,  cuyo  carácter  especial  te 
vedarla  siempre  usar  de  la  fuerza  antes  que  de  la  justicia.  Así  pria« 

cipió  á  resolverlo  el  Provisor  de invitando  paternalmente  á  los 

compradores  á  que  desistiesen  del  oso  de  la  tribuna,  y  buscando 
Uña  solución  coneiliadora.  I  por  eso  es  mas  eslralo  que,  después  de 
ese  trámite  de  conciliación  sin  electo,  no  haya  acudido  á  la  deman* 
da  en  justicia.  Si  consideraba  qae  esta  le  asistía,  debia  invitar  al 
Fiscal  eclesiástico  para  que  promoviese  la  acción  correspondiente. 
Así  se  habría  llegado  á  la  declaración  legal  de  si  los  compradores 
tenían  ó  no  derecho  para  usar  de  la  tribuna.  T  entre  tanto,  si  abu* 
saban  de  ella,  no  se  habla  de  condenar  el  uso  por  el  abuso;  que  me- 
dios y  autoridad  suficiente  tenia  e!  Provisor,  y  el  mismo  Párroco, 

t 
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IVtfaeviUr  tas  coQ¥fM*s£|oi«ip9á  inrevQi;fDiiii&4«eia  oometMraD, 
y.  obligar  A  los  asialaotes  á.  ja  Gritona  4  g^mám  la.  ciiBf  oslara  y  e> 
respeto  4eMo H  la  ca^  á^Um,  mm  41oi  4«másc  fieles 

Eq.  la  o$pf»9icio&  parece  eacaSacae  iaJQ(^MgMicia4a4a.  aI  ar- 
ticulo 693  4e(  la  ley  d¿  Eojuicia^Heato.civil,  a»qio.sií«esa  uoa^  no- 
vedad iptroduBÍda ¡M^ocaeo  nuestra, legidaeioo»  Peroné t^aú.  £a» 
di&posíciop  ei4á  copiada  de  ot(ias  aiifterk>re«,  ob^ervadus  siesipre 
por  la  jurisfrudencia  de  loa  Tribunalea,  9ÍB  qiu^hajfa«.dado  lugar  á 
eoiifliclos  ni  dudas  sentejaiH^  La  Sala  fiagnada;4e  la^  4tii4kHicia 

de laa  cita.  La  ley  S/»  iíu  34,  libro  Id  da  Ja  JiavíiwaJlecopi- 

lacioD  djce:  cque  coopte  de^ppj/^»  m  fiola  el  parMcvilar^  wia  ^  J«ez 
que  priiSiero  po  llaiaa*  oye  y  Teace  ea  jakio  al  despego*»  Y  se- 
gún e»ui  disposición  tan  íemiiD^ntay  no  puede  4ieao9i4e  ealj^carse 
al  Provisor  da  autor  de  un  despajo  ai  mandan  oerrar  ^  (pibuna  sin 
primero  veaeer  en  jukJo  á  sus  poseedores,  y  de  baberse^  por  ello 
legalmeate  acordado  el  interdielo  y  la  restUiiciw< 

Gl  art/44del  fteglamenAoprovistopalparata^dfninisílr^ion  de 
justicia,  ib^pone  que  toda  persona  qne  (Jiare.desp^iadAó  pertarba- 
da  en  la  posesión  d^  alguna  co^  profana  ó  esfiritual^  sea  lego» 
eríefiidstm  6  míJUar  el  despaiante,  podr4  acudir  al  Juez  letrado  de 
primera  instancia  del  partido  ó  distrilo  para  que  le  resütaya  y 
ampare.  I 

T  ya  antes  babia  dicbo  la  ley  iO,  tit«  10,  Partida  7.%  que  el 
despójame  pierde,  por  el  hecho  del  despojo,  eualquier  derecho  que 
tuviere  en  la  cosa  ocufada,  condenando  así  severamente  los  ata- 
ques á  la  posesión.  I  no  solo  nuestras  leyes,  sino  todas  las  que  vi- 
nieron después  del  derecha  romano,  adoptaron  ta  forma  de  sus  in- 
terdictos, qUíO  no  eran  sino  los  decretos  que  bajo  una  íóromla  dada 
pronunciaba  el  Pretor»  sin  figura  de  juicio,  como  remedios  interinos 
para  fijar  la  persona  del  poseedor  y  evitar  disturbios^  Por  eso  se 
dan  esos  interdictos  contra  toda  pensooa  lega,  eclesiástica  ó  militar, 
y  contra  toda  perturbacioA  en  la  posesión  de  <malquiera  cosa,  lo. 
mismo  espiritual  que  profana.  Medidas  de  orden  público  no  pueden 
reconocer  escepciones.  El  artículo  693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  no  es,  pues,  una  innovación  que  venga  4  invadir  atribuciones 
de  la  autoridad  eclesiástica  ni  de  otra  algnna,  sino  la  saadon  de 
nuestras  antiguas  leyes  y  de  la  jurisprudencia  común  de  los  Tribu- 
nales civiles. 

Según  esto,  eí  fallo  dictado  por  1^,  Sala  segunda  de  la  ^ndi^ci» 
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de ,  revocando  el  aato  apelado  del  Junz  de  primera  iastancia 

de ,  en  que  este  habia  declarado  no  haber  lugar  á  resolver  el 

interdicto  propuesto,  está  arreglado  y  conrorme  á  justicia.  Y  s\ta^ 
do  como  es  ejecutorio»  no  procede  mas  que  respetarlo,  no  cabe 
otorgar  al  R.  Obispo  la  Real  protección  que  solicita,  ni  puede  exí« 
girse  í  ios  dignos  Magistrados  que  lo  dictaron  la  responsabilidad 
que  en  el  caso  contrario  habria  de  imponérseles. 

Así  resuelto  el  primer  punto  á  que  la  Real  orden  se  refiere,  ha« 
brá  de  decirse  respecto  al  segundo,  que  taropoi 
á  la  Autoridad  eclesiástica  y  4  sus  disposicione 
inmunidad  concedida,  por  escepcion,  en  la  Real 
yo  de  1839  á  las  providencias  que  dicten  los  A 
su  caso  las  Diputaciones  provinciales,  en  los  ne 
cen  á  sus  atribuciones,  según  Tas  leyes,  sin  que 
mitán  contra  ellas  los  interdictos  posesorios. 

Esta  inmunidad  se  ha  creido  necesaria  para  las  providencias  ad- 
ministrativas, por  la  nneva  organización  dada  á  la  Administración. 
Antes,  en  los  Gobiernos  absolutos,  los  poderes  públicos  se  ballabau 
confundidos  en  una  sola  institución,  en  la  mano  del  Soberano.  Des- 
pués, establecido  entre  nosotros  el  Gobierno  representativo,  se  ha 
llevado  á  la  Constitución,  y  &  las  leyes  orgánicas,  el  principio  de  la 
división  de  los  poderes.  Se  ha  limitado  el  poder  judicial  esclusiva- 
mente  á  juzgar  y  ejecutar  lo  juzgado,  sin  que  pueda  ejercer  otras 
funciones  que  antes  desempeñaba»  y  se  ha  organizado  la  Adminia* 
tracion  con  estas  y  otras  nuevas  atribuciones,  de  un  modo  inde^* 
pendiente.  Se  creyó  que  para  e^  independencia  era  preciso  re- 
vestir de  cierta  inmunidad  las  providencias  dictadas  en  los  negocios 
que  se  le  atribuyen;  porque  siendo  su  misión  velar  por  los  intere- 
ses generales  y  colectivos,  así  como  lo  es  de  los  Tribunales  la  de^ 
fensa  de  los  derechos  privados  ó  individuales,  no  debian  sacrificar- 
se aquellos  á  estos;  y  sobre  este  principio  se  dictó  la  Real  orden 
citada  que  prohibe  la  admisión  de  interdictos  contra  las  providen- 
cias administrativas.  Sacrificio  impuesto  á  las  atribuciones  que  ha* 
bian  sido  siempre  propias  y  privativas  de  Ta  justicia. 

Feró  esto,  cpmd  se  vé,  se  estableció  en  nombre  de  un  principiQ 
nuevo,  y  con  objeto  de  que  nunca  los  intereses  generales  encomen- 
dados á  las  proíVidenc^ías  de  la  Administración,  pudieran  sufrir  per- 
juicio, postergándosefá  tés  de  tin  particular. 

T  todatía  esta  nlanei^  de  salvar  la  independencia  de  lá  Admi- 
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Bístracion,  no  satisEace  tanto  qae  no  haya  dado  lugar  á  machas 
(Quejas  y  dudas  de  si  á  ese  poder  nuevo,  y  como  tal  invasor,  se  ha- 
hra  sacrificado  demasiado  la  integridad  del  antiguo  poder  judicid. 
L^  esperiencia  por  lo  menos  viene  demostrando,  que  las  competen- 
<^Jas  entre  esos  dos  órdenes  de  funcionarios,  se  han  aumentado  a^^ú 
hiúltiplicándose  de  un  modo  Tunesto,  y  que  los  derechos  privados 
tío  siempre  salen  debidamente  sati^rechos,  ni  llegan  á  ser  declara- 
dos, sino  después  de  largos  y  costosos  pleitos.  Si  se  toma  en  la  ma- 
no la  colección  de  decisiones  de  la  jurisprudencia  administrativa, 
sobre  las  contiendas  á  que  han  dado  lugar  los  interdictos  posesorios, 
M  es  qI  estusiasmo  por  esa  inmunidad  lo  que  se  apodera  del  áni- 
mo, sino  un  profundo  sentimiento  de  duda,  de  que  se  haya  ex^tge- 
^ado  el  principio  de  esa  pretendida  independencia. 

Como  quiera,  después  de  todo ,  el  mal  que  del  esceso  ó  la  exa- 
geración pudiera  venir,  tendrá  siempre  un  fácil  correctivo,  porque 
"esos  dos  poderes  reconocen  un  superior  común ,  delegada  también 
de  la  Corona,  que  resuelve  los  conflictos.  T  esto  no  pu^de  verifi- 
izarse  así  con  la  autoridad  eclesiástica,  que  es  independiente  de  la 
civil. 

Tales  son  los  motivos  sobre  que  se  dió  la  Real  orden  de  8  de 
mayo  de  1839,  y  tales  sus  consecuencias,  que  en  verdad  no  lepare- 
con  tan  satisfactorias  que  arrastren  el  coQvencimiento  de  que  de- 
ban ser  ampliadas  como  lo  pretende  el  R.  Obispo. 

Pero  la  autoridad  eclesiástica  ni  ha  recibido  en  nuestros  dias 
una  organización  especial  que  hiciera  conveniente  proclamar  de 
nuevo  su  independencia,  como  la  Administración;  ni  como  ella  tiene 
á  su  cargo  los  intereses  generales  del  Estado ,  cuya  atención  ur- 
gente puede  reclamar  alguna  vez  aquella  inmunidad;  ni  ha  nece- 
sitado hasta  ahora  de  elJa  respecto  á  sus  providencias  guberAativas 
en  la  jurisdicción  temporal,  para  mantenerse  independiente;, ni  se- 
ría posible  concederle  tal  inmunidad  sin  someterla  á  las  decisiones 
áe  competencia  del  Consejo  de  Estado,  como  lo  está  la  Administra- 
ción, lo  cual  sobre  ser  muy  anómalo,  no  seria  seguramente  el  fin 
propuesto  por  aquel  celoso  Prelado. 

La  potestad  eclesiástica,  independiente  en  su  línea,  como  la  po- 
t'^siad  civil  en  la  suya,  cuenta  muchos  siglos  4e  existencia  á  su  la- 
do, sin  que  h^^  necesitadp  tal  indemnidad  para^  su3  prqyfdencias 
gubcVnativas ,  en  el  libre  ejercicio  de  su  jurisdicción  temporal.  Ní 
su  independencia  $e  ha  menoscabado  por  eso,  ni  se  |^  vé  herida 
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tampoooialiora  oott  ftlíillerclicto  pronútídado  contra  la  determina- 
ción d^I  Provisor;  porque  esta  determínácioü  do  es  propiamente  una 
proTtdenoto  de  «fia  aatórid^d ,  <\ne  no  podria  dictarla  sin  audiencia 
de  ios  iiiieresádos;  t»  mas  bieft  Hfla  resólncion  in  promptu  de  ua 
parlicvlar.  Pero  aaa  siendo  providencia  y  de  un  Juez,  la  dicha  ley 
recopilada,  que  es  del  a5o  437i,  no  solo  concede  el  interdicto  de 
restitución  contra  el  Alcalde  y  Juez  que  despoja  de  su  posesión  á 
alguna  penopa  sin  primeramente  ser  llamada,  oída  y  vencida  por 
derecho,  sino  también  contra  las  caKas  ó  albalaes  Reales ,  sin  tal 
audiencia  eqp^idos.  Y  no  se  diría  por  esto  que  el  Rey  D.  Enri- 
que II,  su  aulor^  se  consideraba  desdorado  y  menospreciado  cuan- 
do tai  interdicto  se  diera  contra  una  su  Real  carta  en  I6s  casos  de 
la  ley,  ni  quedaba  dependienie  su  autoridad  soberana  de  la  judiciaL 
Antes  bien  quiso  presiar  así  i  la  justicia  el  tributo  que  se  le  debe 
como  soberana  de  loda  sociedad  bien  ordenada.  T  sin  embargo ,  la 
poiestad  eclesiásiica  no  ha  reclamado  contra  aqnella  antigua  ley,  de 
un  modo  conocido,  y  el  precepté  de  ésta  se  ha  venido  cumpliendo 
sin  que  le  afedara  su  independencia.  Ni  pudiera  pretender  con  ra- 
zón que  sus  provideaeias  merecieren  mas  respeto  que  las  cartas  Rea- 
les del  Soberano,  qué  sin  audiencia  se  espiden. 

La  verdadera  independencia  de  la  potestad  eclesiástica  consis- 
te, no  en  qne  se  respete  cualquiera  aboso,  6  fuerza  de  alguna  de 
sus  autoridades,  siofo  en  obrar  en  justicia  conforme  á  las  leyes  de 
procedimi(9ntos  y  &  los  cánones.  T  obrando  así,  como  lo  acostumbra» 
y  está  en  su  propio  interés,  no  debe  temer  que  sus  providencias  gu- 
bernativas estén  sujetas  á  la  ley  común  de  los  interdictos,  porque 
estos  no  alcanzarán  á  anular  tas  que  sean  justas  6  procedentes,  pré^ 
vía  la  audiencia  debida. 

Sobre  no  haber  tenido  nunca  la  Autoridad  eclesiástica  esa  in* 
munidad  que  reclama  et  Rdo.  Obispo  para  sus  providencias  gober- 
nativas; sobre  no  considerarse  necesaria  para  la  verdádet^a  índe- 
peadencia  de  la  Iglesia;  sobre  no  haber  ocurrido  por  eso  haísta 
ahora  ooftilictos  graves  conocidos  qne  reclamaran  iroperíb^amente  én^ 
su  favor  esta  nueva  desmembración  en  la  integridad  del  poder  ju- 
dicial, todavía^Vendriamos  á  tropezar  con  esta  otra  gravísima  di- 
ficultad de  ü^k)^  tribunales  de  Justicia  y  las  autoridades  ecle-- 
siásticas  no  tienen  un  superior  común  reconocido  que  pudiera  diri- 
mir las  cMHíendas  de  cómfpetx^ncia  á  qué  la  supresión^  de'  los  inter- 
dictos posesorios  habia  de  dar  lugar.   Estos  conflictos  de  juriddi<K 
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cioq,  que  Um  frecweates  $o^  €(»ii  ias  aiil#rid44ei 
los  resuelve  el  Consejo  d«  %^tAiio*,  ¿Sa  cioafomnirk  aquel  celoio 
Prelado  con  que  esU  i^l^  «carponcioa  rmelYmt  Umkim  bmeon** 
flictos  con  U  aq|orid^eQli^^4«tvca2  SegacaiweiKejio.  ¥  talaadamás 
dQ  anümaloi  ó  qpaa  biei^  pomorio  &  1^  prÍQOÍpiQs  «a^Mdes- 
causa  la  jorisdiccioa  edesíi^tioa»  ^^  ^metorla  ábt  Mtoiiéftd 
civil  y  atacar  9a.indepeA4/eacu. 

Por  último^  ao  pued^dú^^  ^^  M)Mme  jirera^  qwtlqs  tater* 
dictos  de  deap^o  intenm»  OMiy  prii^Ptftaeftiaaldrdaii^pébtiso; 
que  é^teae  baila  esclusivaipaBie  i  car^o  de  laüiiDf^dad  ohdi;  y 
que  (al  caso  pudiera  llegar,  que  fOVQAÜda  Ia  autwdMl  jectasiistioa 
de  su  iodepeadencj^  y  «damasco»  Ja.iMiuiúéid,deMii  pnrvUea^ 
cías  gubernativas,  viniera  &  bacerse  ii«fd6ibleel  rettableoimiantode 
ese  mismo  órden{)Ub(ioo,  por  aJguiwdie  ttleiimvti'tncíárallfeitdoi 
El  FíseaU  por  tunio,  aaUende;,  fue  d«be  evaooane Ja  óobsuIIk 
pendiente  en  los  términos  indicaidos^  ó^losique  V.  ▲.  méjaíá 
esponiendo  respetuosamente  á  S.  M.: 

I.""    Que  el  fallo  de  la  Sala  segunda  deU  Audiemiacbw....,  i 
dando  admitir  el  ioterdicto  de  deapoj^  enlabiad  ciNitra^  Pár^ 

roco  de por  haber  bocho  tapióla  puerta  dn  la^  trUnina>áe 

«queUa  iglesia  parroquial»  en  cumplimiento  del  mandato  del  Pro- 
visor de  k  diócesis^  sio  audiencia  i»  loa  interesado»  paieederes  de 
la  misma»  es  conforme  á  dereeh»  y  ejecutoríe,  y  oontraél  no  cabe 
el  recurso  de  Real  proteccíw  interpuesta  pM^ el Rdo.  Obiqpo  de^.... 
ni  otro  alguno. 

S*"*  Que  no  convendría  de  ningún  modo  asteoder  i  los^acMrdos 
tomados  por  las  autoridades  eclesiástiie&f»  la  Real  orden  da  8  de 
mayo  de  1839,  ni  otra  disposicioa  semejante,  que  Uevaca  el  nisiao 
espíritu»  por  ser  inneoesafio,  íncoüptatible  ce»  JamiaiDa  iadepeu- 
denpía  de  la  jurisdicción  eciWstíca  que  se  desea  salvar^  ¡^eligreso 
y  gra,voso^par|k  la  integridad  del  poder  judieial* 

'l^  Sala  de  Tam^í^es  podrá  servirse  acordarlo  asi  can  ia  breve* 
dad  rActaüíada  por  la  citada  Real  árdea,  ó  como  oonridete  maa 
acertado.— Madrid  6  de  julio  de  1860. 

P^  A. 

Nota.    El  Tribunal  resolvió  de  conforaiidad  con  k  eeacbíiiea 
fiicaL 
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El  arror  siempre  perticMiov  mb  üatánénie  4%  eóeeciiiiieiiios 
paraoieeie  «sfiecidetivoB,  prednoefaif  cooeeeiitiicbm  tM9  deplora- 
blei  en  eü  lerneiio  .j^cáoUee»  eipecíAlmeDte  si ««  AñMi  á  le  oieocía 
que  tÍMe  pee  objeiael iouner  al^  i«risc^Q0idte«  j^ara-  que  eo  su  dia 
apliqw  ¿  iaiei^n^te  lee  leyest,  aegM  loe  prifcipíee  de  etecne  jesti- 
eú^.4aDhé^i.4)a4a  «tolaifw^s  eeye,  f  ie<ridtlBid# 4e  la  vida  ó 
ffloerie  d«eiie6eiBieje»ies  cM  ia  «afor  cakna,  ittpaecielidad  y  se 
Bo  oritef  t»« 

Sentada  es4a heee»  oaiarateeate  se des|ereadéd^€Ma;  íA  deber 
enqoeseepceeatrap,  a«ia  km  faoerfirfs  #  aetfaM  ihisiraéiefi, 
especialffleDte  si  tieoen  el  carácter  de  representantes  de  eeas  mis  • 
mee  li^feib  d#rdUttQÍdar>  no  eafaKCB  e<  foro»  eíM  üoililett  ett  ia  pren  < 
sa»  iodatafiiQUae  cttesüenee,  qae  dan  Nigai^  á  ditdae;  ftaoléiido  los 
majiOffs  eafneiMs»  para  que  pre? aiexeaii  las  fmmm  áoelriBas»  y  no 
se  eeimf  fe  leiopiMoa  eon  Éefisnias. 

PeeíOiredQi  paes,  de  talobUgacioo»  voy  4oc«pariiede^an  ptti- 
to,  sobre  el'iuai  se  ñola  alguna  divergencia  efttre  los  Hagietrados 
y  Abogadee  en  eL  modo  de  resolferie»  esperando  qaeet  ptfbliéoseré 
toleranie.y  bon^yeto»  en  fiíita  de  qús  bneaos  deseos»  m  este  traba* 
jo,  porebqtot  de  míe  eeoasas  luces,  oo  oocrespoiide  á  I»  imporlaatfia 
dei  olqeto»  áqoe  le  he  ooMagrado. 

Mertefieeo  á  las  diferemes  opinionesy  q«e  diariameate  se  maai- 
fieslan  en  ei  faro,  reepe^  i  b  intelígeneia  que  debe  darse  1  ia  te* 
gla4K.de' la  ky  (^oaisíenai,  para  la  e}eetteiett  del  Código  peail,  al 
determimarf  si  «a  benucidio  se  kallk  eeiiqimiidide  «n  el  nÉn,  1 .''  ó 
es  el  a.?  dri^ari.  333,  é  maacioraaieBtia,.  si  ha  eoaeurrido,  é  no»  la 
circtaeianflia  de  alevoeia;  tat  da  psemoütacioa^  ki  de  easaianlíeQt» 
6  h^ét  haber  Mdíadoiptedo»  que  la  ooitiaftes  ei  oaMfioado. 

hMilaeidif  cuál  de.eltes es  «as  aoertadat  sie  hn«;e  iadíspeiiea- 
bl%fijwÍjii.cMi9tdbraoiQU«ii  iw  diaposioiones  que  han  dado  origen 
i'keqBlrafersia^ 

TOMO  XXVI.  io 
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do  precepto  abeoluto,  sido  relatird,  la  iftísam  ley  automaá  los  Tri- 
bunales» para  perseguir  la  inmeftsa  mayoría  de  los  comprendidos 
en  el  €4digtf ,  ialea  como  la  mayor  parte  de  los  penados  en  ei  tflu^ 
lo  1.^^  las  iaiufiasv  el  &uru>,  oi^  iodo»  les  fastrados,  las  tentativas, 
conspiracioiieSf  proposiciones,  los  (|ue  consisten  en  la  infracción  dé 
preceptos  airmaüros,  y  tantos  otros  qae  pndiena  tttar;  pnesCo  que 
no  hay  ua  título  que  no  contenga  algunos  de  aqtelia  especie ,  como 
me  sería  fáoildemoetravle,  si  fuese  necesario,  analizando  ftrtfcolo  por 
artículo.  Ahora  bien,  si  tal  es  \k  tetra  de  la  mencionada  dtspési- 
cion,  no  puede  dudarse,  que,  con  arreglo  á  ella,  no  es  necesario 
probar  pienameate  la  alevosía  ni  la  premeditación,  ni  el  haber  me- 
diado previo»  porque  ningún  rastro  queda  de  ellas,  coando  se  d¿  la 
muerte  al  cpie»  yendo  arando»  se  té  de  repente  acometido,  y  recibe 
de  frente  la  herida  ó  heridas,  qoe  te  privan  de  la  existencia»  ó  cnando 
el  (telúicuente  se  prepara  con  anüeípacion,  acecha  á  su  víctima  y  le 
clava  el  pooal  en  el  pecho,  en  e<  momento  que  cree  mas  oportuno. 
Ejemplo.  Supongamos  que  Pedro  Fernandez  abriga  un  profundo 
odio  oonira  m  conveetno  Juan  González,  6  que  un  tercero  le  en 
trega  cierta  cantidad,  para  que  mate  al  mismo  González,  y  que  en 
una  noche  oocnra  le  encuentra,  al  saKr  de  su  casa  armado,  y  de  im 
provisp  le  tira  upa  aava|ada,  y  le  atraviesa  el  corazón  dejándole 
muerto  inslantáneamente.  Por  mas  diligencia  que  desplegantel 
Juez  taalractor,  qo  seria  flicil  advertir  señal  alguna  material  del 
sobre  seguro,  ni  del  motivo  interesado  que  impulsó  al  reo. 

Segundo  ejemplo.  Nemesio  Alfonso,  impulsado  por  ese  mismo 
odio,  «e  decide  k  matar  á  Demetrio  Sánchez,  compra  al  efecto  días 
antes  una  arma  Manoa,  la  aguza  para  que  d  golpe  sea  mas  terri- 
ble, sigue  los  pasos  á  aquel,  y  en  un  día  ó  noche,  qte  cree  lamas  á 
propósito,  le  mata.  ¿En  dónde  se  encontrarían  las  señales  materia- 
les de  la  premedkaiQioa?  Cn  ninguna  parte;  por  que  aquella  con* 
siste  ea  un  aolo  interno,  y,  para  eonooeirle,  como  á  todos  lo»  de  su 
especie,  es  preciso  recurrir  al  sistema  inductivo,  ó  espKcarse  el 
hecho  de  suyo  desconocido ,  por  otros  estemos  y  sujetos  á  la  ins« 
peccion  de  \o^  sentidos,  valiéndose  al  analizarle  de  las  reglas  or- 
dinarias de  la  erítica  raeioaal,  y  siempre  q«e  se  apela  &  ese  medio, 
evidoatemenle  ne  exiite  la  prueba  de  la  ley  de  Partida,  y  sí  mas 
biea  la  de  que  haoé  mérito  la  regla  4S  de  la  provisional ,  en  virtud 
de  la  osal ,  aun  cnatdo  ni  la  alevosía,  ni  la  premeditadot ,  ni  el 
eusaaaniento ,  ni  el  haber  mediado  precio  se  halleo  juBtifieadis  dé 
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ima.iiuiiierapMfeQbi»  p«o4Mt  7  dtkeo  loslrib«alcp»  oonridenur 
come  cftiifieaído  el  bomiciíiio»  é  knpooer.  á  loi  xñOB.  H  miaiiiiifli  de 
la  pena»  qa«.  se  o^mf^dt»  de  la  cadeM  tamporai  eo  sa  grado 
media,  4  cadena  pet pélua*  en  oonforftkhd  á  fc  pr^oqiUnMio  en  h, 
regla  2/  del  ari.  66  dei  Código. 

Aftf  e»,  i|iK,  jCoai|)randieada  noestros  legisbidores  la  ínposibili* 
dad  qaa  hat^ria  de  acrediUr  la  libertad  moral ,  ó  la  inteoeton  de 
deUaqak  del  procesado,  tpvieroa  buen  cuidado  de  eonsigaar  en  el 
párrafo  aegnada  d^  arttenlo  primei»  del  Cádigo ,  qaa  las  accieoee^ 
ú  omisionesy  penadas  por  la  tey ,  se  repotaa  weoipre  ToiMtarías,  á 
no  serfuecoQsie  lo  contrario. 

Laley^  puas,  segan  aeabo  de  demosirar,  ba  diepoesto  preci- 
sameoCe  oaa  cosa  diversa  de  la:qu  supenea  tos  que  preteadeft, 
que  ciertas  oírenastaocías ,  caiiAcatt^aa  del  homicidio ,  que  no  se- 
revotan,,  ni.  paeden  reyelarse  por  sígaos  fisices  ó  ORteriaies,  se 
acrediten  pleaamen  te. 

Por  otra  parte ,  el  Reglamento  provisional  para  la  adniaistra- 
cion  daji^tioia  tampoco  ha  exigtdoifae  se  jostifique  de  la  manera 
espresada  en  la  ley  de  Paitida^  la  eaiatenóia  del  onerpo  del  delito 
especifico»  ai  aan  en  los  que  dejad  áeiaies  matetiales,  aína  mas 
bien  el  geaérieo*  Ha  qaerido  qae  so  carapraebe  q«.se  ha  llevado  á. 
cabo  onbeoho,  qa|,  se^oft  Mts  lasaparíeaom,  tiene  el  carácter 
de  delito,  y  coa  ese  <dqeto  encarga  ^a  se  acrediCéa  esas  misma< 
señales  materiales  de  á,  dejando  al  cnidado  del  Mbgísirado,  el  de- 
cidir, por  medio  del  sisAema  indoctivo^  de  cpie  be  hecho  mérito,  qué 
especie  de  deüia  envuelve  ^  suees».  Ejemplo*  Se  dá  parte  á  un 
Juez  de  primera  instancia  de  qae  la  casa  de  José  Pérez  no  se  ha. 
abierto  en  los  últimos  dias,  sospechando  los  vednos  si  se  babra 
cometida  algún  atentado»  y  preseatáadose  en  eUa  encuentra  moer" 
to  á  Pérez ,  á  Goasecaenoia  de  ana  íesioQ  causada  en  la  cabeaa  por 
el  disparo  da  una  aro^^  de  faego ,  hallada  junto  al  ofendido.   El 
cuerpo  del  delito  genérico  caaflístiri  en  et  cadáver  icón  las  señales 
de  violencia  esterior,  y  en  esa  panto  debe  existir  siempre  la  pmt^ 
ba  de  la  ley  dePartida,  np  hasMmd^s ,  en  casos  ordinarios ,  para  im- 
poner pena  algaga,  el  iqne  doi  ó  Iros  testí^s  impareiales  asegaren 
que  han  viito  matar  á  Perea^  si  no  se  eneoenlran  sus  restos;  pero 
el  determinar  si  el  homicidio  ha  sido  volnolario  é  casnal;  si  se  ha 
perpetrado  con  el  objeto  de  robar ,  y  con  macho  mas  motivo,  si  ha 
sidn alevoso,  prem^dilado  ó  simple,  ó  si  constituye  mas  bien  un 
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suicidio^  solof^odetacerte,  por  Iocoom,  en  virtud  ét\  míIíms 
de  les  indicios  t|ae  resulteo,  ó  sea  apelaado  al  medio  qM  indica  la 
regla  4S.  Qaede,  por  coosigaiente,  asentado  (}iie,  fai^ta  en  esos 
Husmos  heeho9  q«e  dejan  rastro ,  hay  que  reoarrip  á  esta  última 
disposición,  paraesplicar  si  ha  habido  ó  no  delite;  y  en  yerdad  qne» 
si  se  reflexiona  oo  poco^  se  comprende  que  no  poede  menos  de  su- 
ceder así;  porque^  como  dice  mny  biea  Mittermaier,  en  en  célebre 
Traiaáo  sobre  las  prtietas,  ana  las  que  la  ley  de  Partida  considera 
como  mas  claras,  vienen  en  último  rebultado  á  ser  paramente  indi- 
ciarías  é  imperfectas,  si  se  las  somete  á  la  crítica. 

Y  no  es  solameote  el  Reglamento  provisional  el  que  se  opone  k 
la  iaterpretacion  que  le  hmidado,  los  qne  sostienen  la  opinión 
cofltraria ;  porque,  con  esa  misma  regla  45  á  1$  vieta,  se  les  con- 
vence del  gravísimo  y  trascendental  error  en  que  incurren.  cEn  el 
caso-Hlice — qne  examiaadas  las  pruebas,  y  graduado  su  valor, 
adquirieren  los  Tribunales  el  convencimiento  de  la  criminali- 
dad, etc*» 

Esia  locución  no  se  ha  empleado,  oomo  pretenden  aqúellbs, 
para  impedir  al  Magistrado,  que  se  valga  de  ta  crítica  racional  al 
determinar  si  ha  habido  6  no  deKto;  porque  el  verdadero ,  el  espe- 
cífico, no  el  apareste,  y  ia  criminalidad  del  procesado  se  encuen- 
tran muchísimas  veces  tan  enlazadas,  que  no  se  tes  puede  separar, 
y  es  indispensable  recurrir  &  la  inducoion ,  para  venir  en  conocf- 
miento,  no  solo  de  la  delincuencia,  ó  llámese  criminalidad  del  acu- 
sado ,  sino  tamíbien  de  ia  existencia  del  mismo  delito. 

Por  lo  tanto,  vna  vez  concedido,  que ,  para  graduar  la  crimina* 
lidad  ó  inocencia  del  acusado,  basta  la  prueba  de  convencimiento;  se 
sigue,  como  una  consecuencia  indeclinable,  el  que  no  se  necesite, 
en  machos  casos,  mayor  demostración,  respecto  á  la  existencia  ó 
inexistencia  del  delito,  si  se  atiende  á  que,  la  intención,  el  fi;r<iti^ 
de  malicia  del  sometido  al  procedimiento,  solo  puede  conocerse  en 
la  forma  espresada  en  la  Regla  41^.  Ejemplo.  Agustin  Romero,  Se- 
bastian Lloret  y  Ángel  Revuelta,  se  encuentran  en  el  campo,  ó  en 
una  casa,  y  el  primero  resulta  herido  morlalmente  del  disparo  de 
una  arma  de  fuego.  Acusado  el  segundo ,  como  autor  del  homicidio, 
alega,  Revuelta  to  cori^obora,  y  el  mismo  ofendido  lo  confiesa,  antes 
de  espirar,  que  éste  se  ocasionó  la  lesión  voluntarla,  ó  casualmen- 
te, ó  que  la  recibió  por  imprudencia  temeraria,  6  simple  del  Lloret, 
ó  defendiéndose  éste  de  una  agresión  ilegítima,  ó  cuando  se  hallaba 
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posfida  de  «a  n#»d«  dettiMín,  é^tiitlit«ida  u  H  9é&i  át  it 
aSoft.  El  cuerpi^4«l  delito  geaérieo,  6  el  iparem,  ttlt  ootto  ye  le 
cempfeodo»  y  ke  meaifcrtede  ^oe^efe  el fiesiuMíio  prrrisio- 
nal  4Hie  «e  eomprende,  reeoUe,  «a  ([éMM>  el^Mo  de  dude,  eea  le 
preMoeia  dei  cedáYer  eiuMuigreelede^  y^tit  eaihergo,  pmi  wmpro- 
bar  la  exiataiieie  del  delito^  ó  aea<é  qeé  etpeeíe  fettenoe  el  que  ee 
penigiie»  ó,  eBpreaáadome  eon  mayor  claridad,  eo  qné  articile  del 
Códige  eetá  penado»  «pie  ee,  to  qM  iedífpeBiakleiiieale  ae  Mcesiia 
joatificar  de  eaa  leaaeca  peHeela^  para  qee  iNiya  ooerpé  del  delito, 
aegoB  el  parecer  eeolimsío  al^  aío,  ea  abMiuiameBle  pretiM  aferi- 
goar  laenomaWad  detaeo^ade,  ó  »ea»  eoao  ke  ftrflcade  aatw,  la 
pevtieipaoioa  qae  éaie  ímA  aa  el  tfieeee»  sa  iotefteíeta  y  el  gnMk>  de 
BMiliiria,  y,  fora  eMo»  bueenr  la  eeplicaciea  de  los  beefcae  adleríora, 
ceacomileoles  y  aotaiguiealea,  y^  per  lo  mmmm,  deparare  ea  elprn 
mer  caso»  ai  el  eleodido  kabia  aefHdoalgaaa  datguaeíav  é  estaba 
aitfeto  á  alguo  padecí  aiiteto  laiioo,  qtie  le  hiciese  perdsr  el  MAural 
deseo  de  oeoservacisii:  si  ya  aaleríeffliesile  kabia  MlesKiado  ateDtar 
coDira  sa  vida,  ó  si  había  hecho  maoirestacioaes  ea  ese  misma  sea^ 
Udo:  coilerael  oslado  As  relaoieaea«Aire  el  ofendido  y  sos  eompa 
ieroa,  y  qaé  coadacta  ohservareo  ésits  en  el  anoMato  de  la  ecar " 
reacia  y  coa  psstetioptded  á  ella>  oüeeaataoeiaa  qoedebeBieaer* 
ae  tsmhisa  ea  encela  ea  les  deCDia  cssos,  eic.  En  el  segando,  si  el 
ofendido  sabia  naoefar  el  ama:  eo  qoé  dispesíciea  ae  hallaba  ésta: 
caándo  uxie  logar  el  socesee  cauqué  preyeetiles  estaba  cargada,  y 
por  ^iéfic  ai  era  segara»  etc.  Ea  el  lereeiro,  si  Uoret  se  eacoalraba 
taübíoa  beridoj  anS' vestidos  desgarradca:  ai  ea  elaaomento  de  ser 
acorneüde  imentó  evadírse^y  ao  podo  eredoario:  si  prorecó  ó  no  el 
lance»  ó  si  había  alguna  otra  scial  qne  diafease  la  aecesidad  de  la 
defensa,  Qlo*  Eael  caartoy  si  ya,  aatoriof neote »  el*  agresor  había 
tenido  eslraviado  el  jiúeios  ai  ea  el  mismo  día,  en  los  (precedentes  ó 
sobsigoiealea»  se  advirtieroo  seialea  ó  indicaaienes  de  la  demencia, 
reveladas  por  acias  esirafaiarios  ó  impropios  qae  hubiese  eféetoa- 
de,  é  patehraa  iocooipeaieates  é  iaeoo^poe  qae  ptofiríese»  etc.  ¥ 
ea  el  qainto»  el  gfado  de  desarrollo  de  sos  hmKade»  inieleetuates, 
toanndo  come  ponle  AepariMa  la  «nataralesa  del  booho»  la  mane- 
ra coa  qae  el  presobto  reo  se  oendojo  al  eonsoaarle,  y  las  mués* 
tras  d&  eapaeídad  qaebahieae  dado  aatetiormente,  y  durante  la 
ohservacieo  pestef  ior  de  personas  espertaa,  para  venir  ea  ooaoci* 
flMnto  de  ai  obré»  ó  no»  cen  disceraimiento. 


Digitized  by  LjOOQIC 


Bq  uto  ptlabra^.  h»o«r  éodtdrtOMftT  ]^iqM»  eotto  aporttmir* 
neatedíce  Brattaiai,  á  doiNlerH)o«ldAiigEiif  lofl  seilMiM/He^  la  ht- 

l^oe«sadé»  deglm  ^fm,  «iMméflM»^  Jem  Moesds  y  dé  isn^  pormeiie- 
rea  ó  deUük^,  hagai  emqMndiifderv  üfias  f«ces  si  htrí^  t^üottéüto;  7 
•iras  edU  loan  ¡éste,  6  d&tioé  'edp«6ie,  é  eoo  ^aé  cfr(MliMsttchi8^e 
perptirA. 

£$!•  deoÉaMra  400;  ho  averigitar  pné^iaiméote  cttM  e$  tt  re»- 
ponlabiMaádel  preeetudo*  s«>d«litfe«ieDoiá^  erkHfiMMttfl.ét^  que 
es  loBiMM,  el  wtkmid  def  Código  ¡i^^  tía  ftíMflgi«6,  {Uirá  tegMrr 
lo  CB«Í,  eedeitrio puali»  ifuKgpeosftbte, s^gM áeeto^rite h«cer  ver» 
vftiefie  d6  la  fiegla  45;  e^  iopoétblé  ^N^r^düar  la  ex{9léfima'#et 
cwrpo'  dd  deito^  si  BetonuBvIa'IHtereA  «mtide^taa  eürkloi  omm^ 
la  bm  tomado,  loiqwmetieimii  qt(e4ebe  jasiiAtJarse,  mgmatípf%^ 
sa  la  teíataa  rttm  ütada  hy,  el  éeNti^  nisme  espedfiée  y  ia9  eif'' 
cmiflttMdiaff qkie, «ia  baeertetariar et  et-Ararfe, «^ en SM oarafeM* 
íes  ^Biioiaiet,  le  ppéaémaar  tm  wMíeiéiies  ie  más  é  meao^i^- 
vedad* 

Si  las  oireiiitBtatniía»,  que  tteoen  wá»  de  nKM^Ies  <fae  de  Kskto 
ó  nalerialos,  latea  oméo  la  -tíetoá^L  y  ta  preüMiMadea,  fcteseii  laa 
que  fonatran  el  ouerpe  datdelitoi  y  Iraliese  neeMdad  deneredfi 
tarias,  segoa  aqueles  preleadea^  Ja^  léxica  ealgttía,  OMM^ea^e^ 
comcia  rigoroiai;qiie  ee  eetabledeni  el  misiae^  prvvcipíe,  lesped» 
de  la  laHa  de  dÍ9eerBiiMeol«y  delaidenveaeía',  impradeac^siiBiirte, 
é  lemerariai;  anebalo  y  oboeoadn*^'  no  halmr  tétihto  latetickNi  de 
cansar  todo  eiaMd  etanoaade^  pnavooaimili  por  pafte-del  oAmMa» 
falta  de  agreaíoi»  raspéete  delqoe  ae defifeade^  necesidad  raeiooa4 
dtsl  medio  empleado  para  ta  defeasa,  ele.,  ele.;  poNfaeuoa,  tre»,  6 
eos  do  eliasy  btetaa,  á  veces,  para  deetarar  ta  exeacioo  de  respe»* 
habilidad,  é,  lo  que  es  lo  mismo,  qm  ao  bnlio  verdadero  delito;  to 
da  ves  que,  por  noa  parte,  loa  elementos  qoe  le  ooaaCÜQj^ea,  se^ 
gun  et  oétebpe  Filaagieri,  son  ia  vielaeioo  de  la4éyy  y  voianlad  de 
violarla,  y  por  oarav  la  inprwkttcia,  castigada  ea  ei  artíeolo  480 
del  Gddr^o^  no  le  form«  en  rigor,  y  meriliiiena&  hablando;  por  qae 
lo  que  sé  pena  es  la  negligencia,  ««mnIo  toM  el  cegando  de  aqw^ 
Iloa;  y  en  otras  oeaaimies,.  la  ocmearroioia  M  mmo  «amero  de 
.  eireunslaecias,  exige  que  ae  baje  une  4í  das^gradoa  la  penaKitedt 
y  ¿  aotdie.le  ba  oeaffríde  isa  idea;>porqo0  ei:homieidie,pof  :e|ermple^ 
00  deja  de  ser  homicidio,  porqaebt  ya  «radiada  la^  aie^iesíÉ,  d^pne* 
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mediucioii,  &  se  haya  perpetrado  en  riña,  eo  j^sta  defensa,  caaad» 
no  es  enterameote  escusable,  por  imprudencia  simple,  con  infrac- 
ción de  reglamentos,  ó  temeraria,  ó  lo  haya  cometido  el  maypr  de 
noeve  wes  y  menor  de  15^  que  obró  con  discernimiento,  si  se 
allende  á  que,  como  la  mayor  parte  de  estos  antecedentes  que  hay 
que  consultar,  consisteo,  según  ya  he  anunciado,  en  actos  internos, 
se  admiten  6  rechazan,  como  no  puede  meaos  de  suceder,  por  sol» 
el  cooyencimiento  moral  de  su  existencia  6  inexistencia. 

Repito,  por  consiguiente,  que  el  reglamento  provisional,  al  ha- 
blar del  cÉerpo  del  delito,  solo  ha  querido  que  se  tenga  por  tal  el 
hecho  principal  y  genérico ,  como  por  ejemplo;  si  se  trata  de  un 
incendio,  el  que  se  eocuentre  un  edificio  quenado,  con  alguna  se- 
na! de  que  el  suceso  no  ha  sido  casual;  si  de  un  homicidio ,  el  ha- 
Ib^g»  del  cadáver,  con  vestigios  de  violencia;  sí  de  un  robo  en  la- 
gar habitado,  4a  fractura  de  puertas  y  ventanas,  de  cofres  y  arma- 
rios, y  gavetas  donde  áq  encontraban  los  objetos  su8iraidos>  la  es- 
cala dejada  en  el  punto  por  donde  penetraron  los  ladrones,  los 
efectos  encontrados  en  poder  de  éstos,  etc.,  etc.:  mas  el  resolver 
si  el  incendio  ha  sido]  malicioso,  casual,  ó  por  imprudencia:  m  el 
mismo  do^o  le  ha  ocasionado,  por  ejemplo,  para  reclamar  el  im- 
porte del  seguro:  si  el  homicidio  fué  simple,  alevoso,  por  impruden- 
cia del  muerto,  ó  de  nn  teatro,  casual»  é  constituía  un  suicidio!  si 
el  robo  existió  realmente:  si  medió  grave  intimidación;  sí,  á  pesar 
de  los  signos  de  violencia,  no  constituia  mas  que  el  delito- de  hur- 
to, 6  el  4Íe  allanamiento  de  morada,  ó  si  todo  era  una  ficción,  lo 
deja  el  Código  al  cuidado  del  Magistrado,  autorizándole  para 
>que,  al  pronunciar  sn  fallo,  respecto  de  esos  estremos,  aplique  la 
regla  45  de  la  ley  provisional . 


Los  tratadistas  antiguos  y  moderaos,  lejos  de  haber  adoptado  la 
opinión  que  me  ha  impulsado  á  tomar  la  pluma,  sostienen  la  mía. 
En  comprobación  de  este  aserto,  copiaré  parte  de  lo  que  algunos 
de  los  mas  célebres  ban  escrito. 

Antonio  Gómez  en  el  número  7.*,  capitulo  II  del  tomo  3/  de 
las  Resoluciones  varías,  página  936,  de  la  novísima  edición  hecha 
en  Madrid  por  Pedro  María,  en  4780,  dice:— «ítem  etiam  quero. 
->Si  qnalitas  proposita  ia  libello  vel  acusatione  i  non  inducit,  de  per 
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^se  delictum,  set  tanturo  agravat  et  alterat  pcenam  ejus;  at  si  quís 
4icoinniis8it  delictam  proditorie,  vel  alevose,  vel  deliclum  est  rci- 
•teratam»  vel  io  símilibus  casíbus  quibus  delictum  et  ejus  paeaa 
vagravatur  propter  alicuara  qualilatem;  et  delictum  reperiatar 
•simpHciter  probatum  sioe  illa  quaiitate,  aul  possit  sequi  con* 
«denaiio?  Et  videlor  quot  non  oisi  detraclío  illius  qualitatis  íiat 
«pendente  juditio.»  Citando»  en  apoyo  de  esta  opinión,  varías  leyes 
iromanas  y  autores,  y  añadiendo  á  continuación*— «Sed  bis  non 
-tobslantibus  ego  teneo  contrarium  imo  quod  si  factum,  vel  delic- 
•tum  impliciter  probetur  et  non  qualitas  deducía  et  proposita 
«posit  et  debeat  sequi  condemnalio ,  et  hoc  aperle  Tundatur, 
<iex  bis,  qua  supra  próxima  questíone  dixi  et  tradidi:  et  magis 
4¡n  especie  facit;  quía  in  isto  casu  idem  delictum  in  substantia  pro- 
•batnm  est,  non  vero  aliud  diversum;  quia  illud  quod  differt  se- 
ucundum  plus  et  minus,  non  dicilur  diferre  in  sustantia.» 

A  continuación  cita  también,  en  apoyo  de  su  modo  de  pensar, 
diferentes  leyes  romanas,  y  los  nombres  de  diversos  escritores,  en- 
ire  los  cuales  se  hallan  la  mayor  parte  de  los  que  sostenían  la  opi- 
nión contraria  á  la  suya,  en  el  punto  incidental  de  que  luego  haré 
mérito,  y  que  interpretaban  aquellas  del  mismo  modo  que  él,  con- 
cluyendo por  añadir: — cQuia ibi  non  negatur,  quod  posit  fíeri  con- 
•demnatio  in  simplici  Tacto  vel  delicio  provato,  si  qualitas  non  de- 
•trahalur:  et  ila  respondel  ibi  Bald.  et  isla  opinio  est  vera  et  te- 
•nenda  máxime  bodie,  alienta  leg.  li,  til.  1.^,  lib.  3,  Ordin.  » 

En  el  núm.  8,  continúa: — dlem  eliam  quaero  si  faclom  vel  de* 
«lictnm  propossilur  in  acusalione  vel  libeilo  simpliciler,  sioe  quali- 
>lale,  qusB  ipsum  agravat,  an  possit  postea  acusator,  pendenle  ju- 
sdilio  et  processu,  eara  adere  et  cumulare,  ul  psBoa  aggravelur 
fia  seolenlia?  El  breviter  el  resolutivo  teneo  quod  sic:  dum  la- 
«mendelur  copie  ipsi  reo,  ul  possit  se  defenderé,  el  hoc  Gal  ante 
•senlentiam  defínilivam,  et  ante  conclusionem  in  causa:»  desig- 
nando las  leyes  romanas  y  doctrina  de  los  comentaristas  en  que  se 
apoyaba,  y  añadiendo:— cNec  obslal  texl.  cum  materia  in  leg. 
j»Edictaactio,  Cod.  deedendo,  ubi  disponitur,  quod  non  polesl  mu- 
«tari  vel  emendari  libellu«;,  el  aclio  proposita  just  lilem  contes- 
-vtalam.  Quia  debel  inlelligí  circasubstanliapi:  secus  vero  circaali- 
iquam  qualilatem  omisam;  quia  illa  bene  polesl  addi,  cumulari, 
4vel  detrahi  non  alerand.o  subslantiam  facti  propositi.» — En  segui- 
.da  espresa  los  traladis^tas  con  que  está  de  acuerdo,  y  termina:— 
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-tNccobstateUam  si  dicatur  qood  Judex  pronuociai  ultra  quam 
•petitam  sit;  el  seotentía  noo  erit  conforniis  libello:  Qaia  respon- 
»deo,  qnod  imo  est  petituai;  cum  postea  qualitas  sit  cumulata  per 
»parteiii,  pendente  jaditio  et  processa;  et  per  conseqoens  vale( 
»%c  si  In  libello  vei  acusatione  continetur»  et  virtualíter  prima 
apetitio  et  solemnitas  ejns  extenditur  ad  eam.  Vel  aliler  et  se^ 
•cundo;  quod  in  criminalibas  non  requirítur»  quod  sententia  sil 
•conformis  libello,  sed  judex  potest  condemnare,  et  penam  impo«* 
•nere  probato  delicto,  non  attenta  petitione,  vel  conclusione  parlis; 
jita  probat  text.  in  leg.  i,  vers.  Nam  ut  Papiania ,  ff.  ad  Turpi- 
•liaiDy  et  ibi  tenent  Bartol.  et  communiter  D.  D.  Imo,  quod 
•magis  est  noTÍter  et  singulariter  teneo,  qnod  etiam  si  in  acusatio- 
>ne,  vel  libello  non  sit  apposita  praedicta  cualitas,  quae  aggravat 
•delictum,  nec  postea  pendente  jnditio  et  processa  sit  accumuia* 
•ta;  si  tamen  repereatur  probata,  poterít  judex  reum  condemnare 
>in  p^na  ordinaria,  ac  si  qualitas  ipsa  sit  apposita  cum  ipso  facto 
•et  delicto:  pro  quo  facit  textus  secundum  unum  intellcctum 
•in  leg.  Quid  ergo  §.  pana  gravior,  ff.  de  His  qui  not.  infam.  ubi 
•probatur,  quod  acusator  egit  simpliciter  contra  furem  actione 
»furti,  non  exprimendo  qualitatem  manifesti ,  vel  non  maniresti;  et 
•postea  probabit  qualitatem  manifesti,  et  Judex  condemnavit  in 
•psenam  cuadrupli,  attenta  qualitatc  probata:  et  ita  illum  tex- 
•tum  intellígit  et  declarat  ibi  Cynus,  Bart.  Ángel.  Paul,  et 
•comuniter  alii  D.  D.  Bald.  in  leg.  Edicta  actio,  Codic.  de  Edeado 
>S,  textus  7  column.,  10  oppos.  et  ibi  Moderni.  Secundo  Tacit  text. 
•in  leg.  Si  quis  inientiooe  ambigua,  fr.  de  Jud.  ubi  habetur,  quod 
•si  actor  proposuit  libellum  vel  petitionetn  dubiam,  potest  postea 
•pendente  juditio  eam  declarare  espresse,  vel  tacite  per  probatio- 
»nes  secundum  communem  opinionem  Doctorum  ibi.  Terlio  fa- 
•cit  quia  libellus  et  petitio  símplex  potest  sub  se  comprendere 
•quamlibet  speciem;  vel  qualitatem  factí  propositi;  et  sic  illa  qua- 
•litas  postea  probata  videtur  in  libello  vel  acusatione  genérica  ín- 
•clusa:  argumento  textus  in  leg.  (in.  Cod.  de  Annali  escep.  maxi- 
•me,  quia  in  hoc  vertitur  favor  publicus,  ne  delícta  maneaut  ímpu- 
•nila  etc.2> 

El  contesto  de  estos  párrafos,  revela  de  una  manera  clara  que 
Antonio  Goniez  y  demás  tratadistas ,  que  nombra ,  creían  que  la  fra- 
se cuerpo  del  delito,  no  se  refiere  al  específico,  sino  al  genérico, 
único  que  es  preciso  probar  evidentemente,  para  poder  castigar  al 
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|)rocesado.  Eq  erecto,  caestioaábase  de  muy  antiguo,  acerca  de  si 
en  materia  criminal,  ana  vez  presentada  la  acusación,  podría  ser 
variada  en  algún  estremo,  y  sobre  si  el  Juez  tenia  que  pronunciar 
'sus  Tallos,  sin  separarse  un  ápice  de  los  términosenque  aquel  doca- 
mento  estaba  concebido,  y,  aun  cuando  en  este  punto  las  opinioae  s 
-se  hallaban  divididas,  no  era,  porque,  como  se  habrá  notado, los  co- 
mentaristas Bo  estuviesen  de  acuerdo,  en  la  interpretación  que  Oo- 
mez  daba  á  las  palabras  cuerpo  del  delito,  sino  mas  bien,  por  que 
había  algunos  que  consideraban  el  libelo,  ó  acusación,  como  muy 
semejante  á  una  demanda,  en  la  que,  uoa  vez  fijadas  las  pretendió  - 
nes  de  las  partes,  el  Juez  está  obligado  á  sentenciar,  con  arreglo  á 
lo  solicitado,  creyendo,  por  consiguiente,  que  éste,  en  ¡batería  cri- 
minal, no  podia,  por  ejemplo,  penar,  como  reo  dé  homicidio  sim- 
ple, por  perfecta  que  en  este  punto  resultara  la  prueba,  al  que 
había  sido  acusado  de  homicidio  con  alevosía,  siesta  circunstancia 
no  había  sido  quitada,  durante  el  juicio;  al  paso  que  Antonio  Go- 
tnez  y  otros  muchos  opinan,  que,  aunque,  en  lo  esencial,  es  preciso 
tiue  los  Tribunales  se  atengan  estrictamente  á  lo  pedido  porias  par- 
les, no  asi,  cuando  solo  se  trata  de  cualidades,  que  no  llevan  den- 
tro de  si  el  delito,  y  tan  solamente  agravan  y  alteran  la  pena;  co- 
mo  si  alguno  cometiese  aquel  proditaria  ó  alevosamente,  ó  el  delin- 
cuente fuese  reincidente,  ó  en  casos  semejantes,  en  los  que  ef 'deli- 
to y  su  pena  se  agravan  por  alguna  cualidad;  porque  en  ellos'se 
prueba  el  mismo  delito  en  sustancia,  y  no  otro  diverso;  puesto  que 
es  lícito,  que  la  cualidad  propuesta  aumente  la  pena,  no  constita- 
yendo,  sin  embargo,  diversa  sustancia;  toda  vez  que  aquello  qte 
se  diferencia,  seguo  el  mas  ó  el  menos,  no  se  dice  que  se  diferencia 
en  la  sustancia,  y,  por  consiguiente,  el  Juez  puede  muy  bien,  pe- 
nar como  cualificado  el  delito,  aunque  en  la  acusación  solo  se  haya  , 
perseguido  como  simple,  si  resulta  probada  la  cualidad,  ó  vice^ ver- 
sa, castigarle  como  simple,  si  no  se  ha  acreditado  la  cualidad  alega- 
da en  el  libelo.  Sostenía,  por  lo  tanto,  que,  las  circunstancias'  que- 
solo  producen  agravación  en  el  delito  y  la  pena,  son  accidentes,, 
que  en  nada  alteran  la  naturaleza  de  aquel,  y,  en  su  consecu^eia,^ 
tampoco  lo  que  se  llama  cuerpo  del  delito,  á  pesar  de  que  le  era 
bien  conocido,  que  el  homicidio,  por  ejemplo,  con  la  cualidad  de 
alevoso,  de  que  hace  mérito,  era  castigado  con  lá  ínuerte,  y  el  sim- 
ple, solo  con  algunos  anos  de  presidio,  diferencia  de  la  mas  alta 
importancia. 
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El  Sr.  Hevía  Bolaaos,  en  la  parte  5.%  folio  206,  do  la  oueva  edi* 
eion  d&  la  Curia  filípica,  hecha  eo  Madrid  por  Pedro  Mario,  se  espre« 
sa  en  estos  térmÍDos.— «Luego  que  el  Juez  tenga  noticia  del  delito, 
ora  proceda  de  oficio,  ora  á  petición  de  parte,  lo  primero  que  ha  do 
hacer,  es  averiguar  haberse  cometido  el  delito,  yendo  personal* 
mente  á  ello»  ó  estando  ocupado,  enviando  un  oficial  suyo,  con  el 
Eiscribano,  que  dé  fée  del  muerto,  ó  herido  y  de  las  heridas  que 
iiene«yeaqué  parte,  ó  del  delito  que  se  cometió,  asentándolo 
por  escrito ;  porque  éste  es  el  principal  fundamento  del  juicio, 
respecto  de  que  cuando  la  ley  se  funda  sa  alguna  calidad;  primero 
ha  de  constar  de  ella;  como  lo  resuelve  Antonio  Gómez.  Y  para 
este  caso  de  ver  las  heridas,  se  puede  desenterrar,  ver  y  abrir  el 
muerto,  como  lo  dicen  Maranta  y  Julio  Claro,  Conrado,  y  Fariña- 
cío.  T  no  se  pudiendo  judicial,  y  ocularmente  averiguar,  averigüe- 
se primero  por  fama,  ó  algunas  congeturas,  que  basta,  aunque  sea 
por  testigos  menos  idóneos,  como  lo  dicen  Bono  y  Follerio. 

Luego  que  conste  el  delito,  y  averiguado  que  sea,  el  Juez  pro-* 
ceda  á  la  averiguación  del  delincuente,  que  le  cometió,  por  suma- 
ria información  de  testigos,  tomando  primero  su  declaración  al  he  • 
rido,  ú  ofendido,  para  instruirse  mejor  del  caso,  y  después  á  los 
que  saben  de  él,  como  testigos,  preguntarles,  cómo,  y  de.  qué  ma  - 
aera,  y  por  qué  causa  pasó  el  hecho,  quién  fué  el  agresor  y  pro- 
vocado y  qué  palabras  tuvieron,  etc.,  etc.» 

Tale^  razonamíentosdan  á  coijiocer,  que  Hevia  Bolanos,  de  acuer- 
da ea  un  todo  con  Antonio  Gómez,  k  quien  se  refiere,  consideraba 
también,  que,  el  delito  genérico  era,  lo  que  formaba  el  cuerpo  del 
mismo,  y  que  podia  acreditarse  por  indicios;  puesto  que  previene, 
que  el  Juez  se  presente  á  enterarse  de  que  se  ha  cometido  el  .delito, 
yendo  personalmente»  ó  estando  ocupado,  enviando  un  oficial  suyo 
coa  el  Escribano,  que  dé  fée  de  muerto  ó  herido,  y  que,  si  no  fuese 
dable  reunir  otra  especie  de  prueba,  se  justifique  por  la  fama  pú- 
blica, congeturas  y  testigos  inhábiles,  y,  por  si  quedase  alguna  du^ 
da,  añade,  que,  logrado  esto,  se  reciba  información,  para  averiguar 
quién  es  el  delincuente,  de  qué  modo  delinquió,  y  con  qué  circuns- 
tancias, entre  las  cuales  naturalmente  había  de  contarse,  con  fre- 
cuencia la  de  premeditación,  ó  lado  alevosía,  con  loque  sedemues- 
tra^una  vez.  más,  que  ellas  no  forman  el  cuerpo  del  delito,  que  es 
preciso  demostrar  evidentemente,  sino  maa  bien  la  ostensión  de  la 
delincuencia,  ó  criminalidad  del  procesado. 
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Cayetano Filaagieri,  en  SU  obra  titalada  Ciencia  de  la  legisla- 
tion,  estableció  como  uno  de  los  cáoones  de  judicatara,  para  las 
pruebas  de  los  tesligos.^fQue,  en  todos  los  delitos  que  dejan  ras- 
»iro»  después  de  sí,  sin  la  existencia  del  cuerpo  del  delito,  ningua» 
»prueba  tendría  fuerza  legal.» 

Mas  adelante,  en  el  capitulo  16,  del  lomo  3.*,  al  tratar  de  la 
tepartícion  de  las  obligaciones  de  los  Jueces,  y  de  la  elección  de 
loá  del  hecho,  hablando  de  los  deberes  de  los  funcionarios  de  la  ad* 
mioistracion  de  justicia  de  Inglaterra,  indica.— f  El  que  admite  1» 
»&cusacionesun  Magistrado  inrerior,  que  solamente  tiene  autoridad , 
Bconstándole  de  la  existencia  del  delito,  para  asegurarse  de  la  perso- 
»na  del  acusado  después  de  haberle  oido  y  de  dar  curso  á  la  acusa* 
»cíon  en  lasesioo  próxima»— y  en  la  nota  que  al  mismo  párrafo  se 
relire,  añade.— tLlaman  á  este  Magistrado  inferior  de  Justicia 
ó  Juez  de  Paz.  Hay  un  suficiente  número  de  ellos  en  cada  par- 
»tido.  Su  cargo  es  recibir  la  acusación,  procurar  conste  de  la  existen- 
»cia  del  delito,  ó  lo  que  los  criminalistas  llaman  cuerpo,  ó  sea  gene- 
»ro  del  delito,  arrestar  al  acusado,  etc. » 

No  puede,  en  su  vista,  ponerse  en  duda ,  que  mi  opinión  se  ha- 
lla apoyada  terminantemente  por  la  autorizada  de  este  escritor- 
toda  vez  que  establece,  como  no  podia  menos  de  suceder,  que  no 
en  todos  los  delitos  es  necesario,  ni  dable  acreditar  la  existencia 
del  cuerpo  de  los  mismos,  y  que  este  le  constituye  el  delito  genéri- 
co, después  de  haber  asentado,  que  la  certeza  moral  es  la  que 
constituye  la  prueba,  y  que  aquella  puede  adquirirse  por  medio  de 
indicios,  ó  demostración  imperfecta. 

D.  José  Marcos  Gutiérrez,  en  el  capítulo  4."*,  que  trata  de  la 
averiguación  del  delito  y  delincuente,  de  la  obra  titulada  Práctica 
cr?mtna{,  discurre  de  esta  manera. — cEn  toda  causa  críminal  lo 
primero  que  ha  de  averiguarse,  es,  según  la  espresion  forense,  el 
cuerpo  del  delito,  pues  no  habiendo  delito  Justificado  no  puede  ha- 
ber delincuente,  y  antes,  por  ejemplo  qpe  alguno  pueda  ser  con- 
vencido de  homicida,  es  necesario  hacer  constar  que  ha  habida 
un  hon^re  muerto;  si  bien  al  mismo  tiempo  se  practican  las  dili- 
gencias conducentes  para  averiguar  el  autor,  con  especialidad  en 
los  delitos  que  no  dejan  vestigios  ó  señales,  y  que  por  lo  mismo  no' 
pueden  acreditarse  físicamente,  sino  con  pruebas  morales,  que  son 
las  mismas  con  que  se  averiguan  los  reos,  y  de  las  cuales  se  trata 
en  el  capítulo  correspondiente.» 
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En  seguida,  desciende  á  determinar  lo  que  deben  hacer  los  Jae* 
ees»  para  justificar  la  existencia  del  delito  de  homicidio  con  armas, 
estando  reducido  á  prevenir,  que  ciiiden  de  consignar  por  diligen* 
cia  ellos  ó  sus  oficiales,  acompañados  del  Escribano,  el  encuentra 
del  cadáver  y  las  heridas  que  se  adviertan. 

En  igual  sentido  se  espresa»  cuando  trata  del  homicidio  por  as^- 
fixia  y  de  las  heridas,  para  acreditar  la  existencia  de  las  cuales, 
encarga  al  Juez,  que,  acompañado  del  Escribano  y  Cirujano,  reco- 
nozca al  orendido,  y  estienda  la  oportuna  diligencia,  añadiendo,, 
qne,  para  mayor  justificación  del  cuerpo  del  delito,  convendrá  que 
el  mismo  Juez  mande,  quedos  sastres  examinen  las  ropas  del  heri» 
do,  y  declaren  con  qué  instrumento  se  hizo  la  rotura,  cotejando  el 
agujero  de  aquellas  con  la  herida. 

Al  ocuparse  del  infanticidio,  establece  que,  para  que  se  tenga 
por  justificado,  es  indispensable  probar,  que  la  mujer,  contra  quienr 
se  procede,  estaba  embarazada:  que  hubo  parto:  que  es  suya  la 
criatura  que  se  le  atribuye:  que  el  parto  no  fué  trabajoso,  ni  perdió^ 
aquella  la  vida  en  éste ,  ó  poco  después;  y  en  fin  que  se  hizo  á  la- 
criatura  alguna  violencia. 

Al  mismo  principio  de  consignar  tan  solo  las  señales  materiales^ 
que  únicamente  marcan  el  género  del  delito,  se  hallan  subordinadas 
las  advertencias  siguientes,  que  hace,  al  hablar  del  delito  de  robo. 
— cEn  estas  causas  de  robos  pocas  veces  tratan  los  Jueces  inferio- 
res de  justificar  la  existencia  aoterior  de  las  cosas  hurtadas  eu' 
poder  de  los  robados,  ó  en  el  sitio  de  donde  se  estrajeron,  no- 
obstante  ser  tan  esencial  que  faltando  esta  prueba  no  la  hay  de^ 
cuerpo  del  delito,  y  aunque  el  culpado  confiese  el  robo  no  puede 
condenársele.  > 

Tenemos,  en  su  consecuencia,  que  Gutiérrez  ha  considerado^^ 
como  cuerpo  del  delito  de  homicidio  el  encuentro  del  cadáver,  en 
et  de  heridas,  las  lesiones,  y  en  el  de  robo,  la  falta  de  los  objetos^ 
sustraídos,  y  cuya  preexistencia  se  ha  justificado,  con  lo  que  mani— 
fiesta,  que  la  prueba  que  la  ley  de  Partida  exige,  acerca  de  este 
estremo,  se  entiende  únicamente  del  delito  genérico. 

D.  Félix  Colon,  después  de  haber  encarecido  la  conveniencia,  y 
hasta  necesidad  de  acreditar  la  existencia  del  cuerpo  del  delito,, 
dice  en  el  párrafo  307  del  tomo  S."",  que  comprende  los  formula--^ 
rios  de  procesos  de  la  obra  lan  acreditada,  y  titulada  Juagados  mi* 
/ttorfs.— «Por  cuerpo  del  delito  se  entiende  la  actual  inspección  4 
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prueba  del  delito;  y  así  realmente  el  cuerpo  de  él  viene  á  ser  el 
mismo  crimen  cometido,  y  entonces  consta  del  delito,  cuando  se 
prueba  en  juicio  que  se  cometió;  y  no  puede  pasarse  en  una  causa 
á  tratar  del  reo  ni  del  crimen,  si  no  se  prueba  su  existencia:  por 
ejemplo,  para  proceder  en  el  homicidio,  será  menester  ver  y  reco- 
nocer el  cadáver,  y  lo  mismo  puede  decirse  en  los  demás^  como  ¡se 
hará  ver.» 

En  el  308.— c  En  los  delitos  que  dejan  rastro  ó  señal ,  como  el 
homicidio,  la  fractura  y  otros,  se  prueba  el  cuerpo  de  ellos  en  el 
primero  <^on  la  inspección  del  cadáver,  que  debe  hacer  el  Sargento 
Mayor,  acompañado  del  Escribano,  con  dos  Cirujanos  y  dos  testi- 
gos: y  en  el  segundo  con  el  reconocimienlo  de  dos  peritos  que  con 
vista  de  puertas  y  cerrajas  depongan  la  violencia,  y  así  de  los  de- 
más. En  los  que  no  dejan  vestigio,  como  el  robo  sin  fractura,  la  in- 
juria verbal,  etc.;  se  prueba  por  confesión,  indicios,  existencia  de 
la  cosa  robada  en  el  paraje  de  donde  fatió,  por  deposición  de  testi- 
gos, y  en  aquellos  delitos  para  cuya  inspección  se  necesita  la  peri- 
cia del  hombre,  como  la  falsa  moneda,  se  requieren  peritos,  y  no 
bastan  testigos  que  no  lo  sean.» 

Mas  adelante,  al  ocuparse  de  la  manera  con  que  debe  de*  pro- 
barse la  existencia  del  cuerpo  del  delito  en  el  homicidio,  cuando  se 
ancuentra  el  cadáver,  siempre  que  éste  no  parece,  en  el  caso  de 
hallarse  en  un  pozo,  rio,  ó  dentro  de  su  misma  casa,  ó  cuando  la 
muerte  se  ocasionó  por  envenenamiento,  corrobora  la  opinión  de 
que  la  inspección  de  los  restos  mortales  del  ofendido,  es  la  que 
forma  aquel,  y  lo  que  es  más,  añade  que,  si  el  cadáver  no  se  en- 
cuentra, basten  las  señales  de  sangre  y  la  fama  pública,  entrando 
en  detalles  y  pormenores,  cuya  lectura  recomiendo,  á  los  que  aun 
conserven  alguna  duda,  respecto  de  la  solidez  de  mis  doctrinas. 

En  el  párrafo  430,  hablando  del  homicidio  deliberado,  ó  pre- 
meditado, se  esfpresa  en  lestos  térroinos.—tLos  indicios  con  que  se 
infiérela  premeditación  son  varios,  como  si  hubo  enemistad:  si  an<* 
tecedieron  amenazas  de  muerte  por  el  homicida:  el  género  de  ar- 
mas, si  mas  bien  conspiran  á  ofender  que  á  defenderse:  estar  como 
<le  observación  y  acecho  en  el  sitio  por  donde  acostumbrabar  á  pa- 
sar el  muerto:  enviar  á  saber  donde  se  halla,  y  salir  inmediatamen- 
le:  últimamente  la  mala  vida  del  reo,  y  la  esperiencia  de  ser  hom- 
bre acostumbrado  á  cometer estosó  semejantes escesos,  sooindicios 
7  conjeturas  de  premeditación.» 
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Eq  el  456,  al  tratar  del  horoicidío  alevoso  maoitieftta.— «Las 
pruebas  de  esta  especie  de,  homíaídio  s%a  mycbas »  y  puedeo  variar 
seguo  las  circuBsiaacias  del  hecho  y  aua  ser  mas  fáciles  que  las  de 
la  premeditacíoa;  porque  esta  es  una  cosa  escondida  en  el  ioimo»  y 
la  alevosía  y  asechanzas  se  produce»  por  hechos  esteróos  mas  fáci- 
les por  consiguiente  de  probar»  pudieodo  ejecutarse  por  testigos,  y 
ser  argomento  ó  indicios  del  homicidio,  como  si  le  vieron  escondi- 
do con  armas,  ó  se  jactase  extrajudicialmente  del  delito. » 

Concluido  el  párrafo  4S1,  y  después  de  poner  por  epígrafe.— 
«Del  hurto  y  modo  de  justificar  el  cuerpo  del  delito,»  continúa  en 
el  párrafo453.— «Para probar  este  delito,  dice  la  Ordenanza  que  se 
procure  justificar  el  cuerpo  de  él  en  fa  forma  que  fuese  posibte*  se- 
gn  ia  variedad  de  caso,  atendiendo  á  que  conste  (si  fuese  dable) 
que  la  alhaja  hurtada  para  en  poder  del  robador,  j^  sea  por  decía- 
don  del  mismo  dueño  de  ella,  ó  pofila  de  los  testigos  ó  por  otros 
medios  que  fueren  practicables. 

»En  el  455.  Consiguiente  á  esto  es  de  advertir  que  inmediata- 
mente que  se  dá  noticia  de  haberse  ejecutado  algún  robo,  se  debe 
pasar,  precedido  el  permiso  del  Coronel  ó  Comandante,  con  el  Es- 
crihMio  y  dos  teetigos,  si  hubiere  oportunidad,  al  lugar  dende.se 
dié  noticia  de  haberse  cometido,  y  poner  específicamente  por  di- 
ligencia-cuantose  observase:  si  hay  fractura,  escala,^  llaves  ganzúas 
ú  olnoft  inslrumentosseoielantas^se  harán  reconocer  por  peritos, 
y  se  pondrá  por  diligencia  en  la  forma  en  que  se  haVa. 

»En>el  486.  Los  referidos  son  indicios  para  probar  el  cnerpo  del 
deüto:  no  habiendo  estas  señales  esteriores  de  fractura  y  demás 
que  quedan  dichas»  es  preciso  recurrir  á  otras  congeturas,  como 
son  ea  general:  si  por  los  vecinos  á  horas  desusadas  é  intempesti- 
vas se  hubiere  oido  ruido  en  el  paraje  en  que  sucedi6  el  robo;  si 
al  tiempo  de*  echar  menos  el  dueño  la  alhaja  robada  6  dinero,  le 
oyeron  hacer  grandes  esclamaciones,  ó  si  se  hubiere  quejado  del 
robo  con  los  vecinos  y  amigos. 

>En  el  487.  Este  delito  es  de  dificil  justi&eacion;  por  esto,  y  por 
que  suelen  faltar  indicios  y  pruebas,  y  aun  sospecharse  del  due- 
ño 4)e  la  alhaja»  que  se  finge  robado  por  libertarse  de  los.  acreedo- 
res» ó  por  otra  razón,  se  debe  ante  todu cosas iiacer  que  el  roba- 
dodé'  la  justificación  do  la^eiistencia  y  falta  de  laAthaja:  esto  es, 
qaoiantes  del.  robo  exíslian  allí  las  cosas  hurtadas,  y  que  actual* 
mente  se  eche  de  menos,  etc. 

TOMO  XXVI.  18 
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»BQel458.  Esta  jastificacioQ  de  existencia  y  falta  sirve  para 
probar  el  cuerpo  de  este  delito,  y  el  mismo  robado  la  ha  de  dar» 
porque  nadie  mejor  que  él  puede  saber  los  testigos  queseau  capa- 
ces de  declarar  la  existencia  y  Taita  de  la  alhaja  robada:  puede 
darse  con  los  domésticos  y  criados  del  robado,  que  son  testigos 
hábiles  para  probarla:  si  fuese  persona  de  buena  fama  y  circuns- 
tancias recomendables,  bastará  su  aserción  con  juramento,  afir- 
mando que  verdaderamente  le  falla  tal  cosa;  pero  esto  deberá  en- 
tenderse cuando  no  haya  testigos  que  puedan  deponer  de  la  exis- 
tencia anterior  de  la  cosa  robada  en  poder  del  dueño  y  su  actual 
falta.» 

»En  algunos  procesos  que  hemos  visto  sobre  robos  simples  se 
ha  omitido  esta  circunstancia  esencial;  de  modo  que  ha  quedado 
defectuosa  la  justificación  del  delito,  etc.» 

En  resumen,  Colon  asienta,  que  el  cuerpo  del  delito,  en  el  ho- 
micidio, consiste  en  el  hallazgo  del  cadáver,  con  signos  de  violen- 
cia: que,  cuando  éste  no  parece,  por  que  ha  sido  precipitado  en  un 
monte,  ó  arrojado  al  mar,  se  consignen  las  señales  de  la  violencia, 
y  ellas  y  la  fama  pública  basten  para  formar  aquel:  que  cuando  el 
cadáver  se  estrae  de  nu  pozo,  ó  rio,  ó  se  encuentra  precipitado  en 
algún  abismo,  ó  ahorcado  de  un  árbol,  se  admite  la  prueba  de 
indicios ,  para  acreditar  que  hubo  delito,  y  mas  adelante  considera 
como  circunstancias  que  constituyen  la  criminalidad  del  acusado, 
las  de  alevosía,  premeditación,  y  el  haber  mediado  precio,  y  afirma 
que  no  pueden  demostrarse  mas  que  por  indicios.  Por  último,  tra- 
tando del  hurto,  espresa  que  el  cuerpo  del  delito  consiste  en  justi- 
ficar que  existia  el  objeto  hurtado  en  poder  del  perjudicado,  y  que 
há  desaparecido,  bastando  en  ciertos  casos  que  el  último  declare 
acerca  de  estos  dos  estremos.  Colon,  por  consiguiente,  tan  solo  exi- 
ge algunos  indicios  en  determinados  casos  para  considerar,  que  la 
existencia  del  cuerpo  del  delito  está  acreditada;  puesto  que,  en  e( 
homicidio ,  cuando  no  puede  hallarse  el  cadáver,  se  satisface  con 
que  se  encuentren  rastros  de  sangre,  y  con  la  fama  pública,  y  esto 
me  releva  del  trabajo  de  hacer  mas  comentarios. 

D.  Joaquin  Escriche,  en  el  artículo  que  lleva  por  cabeza  la  fra< 
se,  cuerpo  del  delito,  manifiesta.— «Pero  en  rigor  el  cuerpo  del  de- 
lito no  es  otra  cosa  que  la  ejecución,  la  existencia,  la  realidad  del 
delito  mismo;  y  así  comprobar  el  cuerpo  del  delito  no  es  mas  qoe 
comprobar  la  existencia  de  un  hecho  que  merece  pena.» 
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En  Otro  articulo,  al  trataíV  del  juicio  sumario,  ó  ínformalivo,  en 
materia  crimÍDaly  se  espresa  en  los  lérminos  siguientes:— «Las  prue- 
bas materiales  ó  reales  son  pruebas  de  demostración;  y  las  morales 
ó  personales  sm  sob  pruebas  de  confianza:  por  eso  las  primeras 
deben  eossiderarse  como  principales,  y  las  segundas  como  acceso* 
rtasó  supletorias:  aquellas  deben  practicarse  precisamente  siempre 
que  puedan  tener  lugar,  esto  es,  siempre  que  los  delitos  dejan  ras- 
tro permanente,  como  los  de  homicidio,  heridas,  incendio  y  otros 
que  se  pueden  conocer  porsenales  físicas;  y  estas  solo  deben  adop- 
tarse cuando  no  son  posibles  aquellas,  esto  es,  cuando  los  delitos 
son  transitorios  y  no  dejan  rastro,  como  los  hurtos  simples,  las  blas- 
femias y  las  injurias  de  palabra,  y  aun  entonces,  no  ha  de  dárseles 
otro  carácter  que  el  de  supletorias. 

»Este  orden  y  este  valor  respectivo  de  las  pruebas  no  puede  in- 
vertirse sin  grave  riesgo  de  caer  en  el  error  y  en  el  engaño:  prué- 
bese por  ejemplo  un  homicidio  por  el  testimonio  de  personas  que 
vieron  muerto  á  un  individuo,  con  señales  que  no  dejaban  duda  de 
ser  de  mano  airada,  por  la  falta  ó  desaparición  de  este  individuo, 
por  los  rastros  de  sangre,  por  la  opinión  pública  pronunciada,  por 
antecedentes  que  fortifiquen  esta  creencia,  y  todavía  no  podria  ne- 
garse ia  posibilidad  del  error,  porque  la  suplantación,  la  falacia,  la 
fascinación  y  la  credulidad  han  podido  dar  las  apariencias  de  reafi  - 
dad  al  supuesto  hecho,  como  se  ha  visto  mas  de  una  vez;  pero  si  se 
justifica  con  pruebas  materiales,  examinando  el  Juez  por  si  mismo 
el  cadáver,  y  asegurándose  de  que  se  le  privó  de  la  vida  por  mano 
estrana,  no  podrá  entonces  equivocarse  en  cuanto  al  hecho,  porque 
la  inspección  del  cadáver  responde  por  toda  demostración.  Sien  un 
hecho  concurrieren  varías  circunstancias ,  susceptibles  unas  de  la 
prueba  material  ó  real  y  otras  de  la  moral  ó  personal,  debe  hacerse 
la  justificación  de  cada  una  por  el  medio  de  que  sea  susceptible,  y 
otro  tanto  ha  de  practicarse  cuando  parle  de  un  hecho  ó  de  una  cir- 
cunstancia se  puede  acreditar  por  la  comprobación  material  y  la  otra 
solo  por  la  moral  ó  supletoría.» 

Este  autor  entiende  por  cuerpo  del  delito,  el  hecho  llevado  á 
efecto,  que  merezca  pena,  sin  consideración  á  las  circunstancias  con    . 
que  tuvo  lugar,  y  por  lo  mismo  el  hecho  genéríco»  poniendo  por 
ejemplo  el  encuentro  del  cadáver,  en  el  homicidio,  y  añadiendo, 
que  hay  pruebas  materiales,  que  consisten  en  las  señales  físicas  y    , 
personales,  ó  morales,  dependientes  del  testimonio  de  las  personas. 
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A  laá  primeras  las  cree  principales»  y  supletorias  i  las  segandas; 
pero  como  hay  delitos  y  circuastaacias»  qae  do  soq  susceptibles  de 
aquellas,  como  los  transitorios,  coavieoe,  en  que  es  preciso  recur- 
rir á  las  últimas»  para  demostrarlos,  que  es  precisamente  la  misma 
doctrina,  que  he  desenvuelto,  cuando,  al  analizar  las  disposiciooes 
legales,  y  ocuparme  de  la  alevosia  y  premeditación,,  he  agentado 
que  no  podian  acreditarse,  sino  por  indicios. 

ü.  José  Vicente  Carabantes,  en  Ja  edición  reformadad  el  Febrero 
publicado  por  loé  Sres.  Goyena,  Aguírre,  y  Montalban^  al  hablar, 
en  el  folio  4S7  del  tomo  5.*  del  cuerpo  del  delito,  dice:  que»  consis  - 
te  éste,  en  el  hecho  ilegal  y  su  efecto,  de  tal  modo,  que,  habrá  dis- 
tintos cuerpos  de  delito,  cuando  exista  un  mismo  hecho  criminal, 
pero  con  diferentes  efectos;  vg.,  si  un  hombre  en  riña  con  otro  le 
dá  una  puñalada,  y  de  esta  muere,  el  deUto  será  un  homicidio,  y  si 
no  n^iese,  un  delito  de  heridas,  en  razón  á  que,  aunque  el  hecho 
fué  el  mismo,  el  efecto  fué  diverso.  De  modo  que  en  su  sentir,  pa  - 
ra  que  haya  cuerpo  del  delito,  bastará  demostrar  la  existencia 
de  un  hecho  ilegal  y  el  efecto  que  ha  producido,  presciadiendo 
completamente  de.  las  circunstancias  que  agravan  ó  aminoran  la 
penalidad,  y  que  se  refieren  mas  bien  á  la  criminalidad  del  acu- 
sado,. 

Este  pensamiento  le  pone  mas  en  relieve,  cuando  indica,  qne 
el  delito,  qne^dé  motivo  á  la  formación  de  cansa,  puede  ser  de  na- 
turaleza que  deje  rastros  y  senalejs  directamente  demostrativas  de 
su  perpetración,  ó  de.  tal  obra,  que,  aunque  aparezcan  datos  de 
que  se  ha  ejecutado  un  hecho  criminal ,  aquellos  sean  taias,  que 
convengan  también  á  otros  delitos,  ó  á  cualquiera  clase  de  hechos 
ilícitos;  ó  finalmente  podrá  ser  de  tal  (ndole,  que  no  deje  señal  algu- 
na; que  en  el  primer  caso,  al  cuerpo  del  delito  se  llama  permanen- 
te; y  en  el  segundo,  transeúnte,  y  pertenece  á  la  primera  especie 
el  homicidiOr  las. heridas,  el  jncendio;  á  la  segunda,  el  estupro,  la, 
violencia  y  el  adulterio;  y  ¿  la  tercera,  las  injurias  yerbales  Ja  blas- 
femia y  otros  de  la  misma  clase. 

En  otra  página, 'ocupándose  de  las  diligencias,  que  han  de  prac- 
ticarse, para  la  averiguación  del  delito  de  homicidio,  anade:--«Los 
delitos.de  hooMcidio  son  los  que  dejan  señales  mas  positivas  de  su 
perpetración  genérica,  aunque  no  siempre  puede  asegurarse,  que 
el  hallazgo  de  un  cadáver,  con  heridas  demostrativas  de  la  existen- 
cia de  su  muerte,  deja  conocer  si  aquellas  han  provenido  de  una 
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roano  estraSa,  ó  de  la  del  difunto,  por  que  el  soicida  puede  también 
quitarse  la  vida  haciendo  uso  de  armas  blancas.  > 

Has  adelante,  corrobora  esta  misma  idea,  al  folio  632,  esftable- 
ciendo:  «que  la  prueba  incompleta  ó  imperfecta,  puede  serlo  1.*  re- 
lativamente á  la  demostración  del  éuerpo  del  delito;  i."*  respecto  á 
la  persona  del  delincuente.  Sí  la  prueba  es  incompleta  con  respecto 
á  la  demostración  del  cuerpo  del  delito,  hay  algunos  que  juzgan, 
que,  siendo  yehementes  los  indicios,  es  suñciente  para  dictar  sen- 
tencia condenatoria.  Sin  embargo,  nosotros  aconsejaríamos  al  Juez, 
que  nunca  iaplicase  la  pena  designada  por  la  ley,  sioo  todo  lo  mas, 
otra  menor,  especialmente  en  los  delitos  capitales,  cuando  no  estu- 
viera plenamente  justificada  la  consumación  del  crimen.  Según  la 
regla  45  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación  del  Código,  podrá 
(Kmerse  el  grado  mínimo,  aun  de  la  pena  marcada  al  delito  por  in- 
dicios, á  lo  mas,  en  el  caso  de  que  examinados  estos»  y  graduando 
su  valor,  ^adquieran  los  tribunales  el  convencimiento  de  la  crimina- 
lidad del  acusado,  según  las  regfaii  ordinarias  de  la  crítica  racional; 
pero  no  encontraren  la  evidencia  qué  requiere  la  ley  12,  tft.  i4. 
Partida  3.*  Téngase  presente  esta  observación  respecto  á  la  doctri- 
na que  se  sienta  en  lo^  números  shcesívos.» 

Admite,  por  consiguiente,  qtae,'  atin  cuaúdo  no  haya  mas  que 
prueba  de  indicios,  en  cuanto' al  Cuerpo  del  delito,  puede  este  casti- 
garse, si  bien  con  una  petia^rttíerioi^*  d  con' el  mínimun  de  la  seña- 
lada en  el  Código,  refiriéndose,  al  afií^marlo,  á  lo  dispuesto  en  la  re- 
gla 45  de  la  Ley  provisional;  p'uesto  qué  la  cita  á  continuación,  y 
añade,  que  se  tédga  présente  la  advertencia  que  hace  en  los  nú- 
meros sucesivos^  en  los  cuáles  trata  de  la  prueba  incompleta  ó  im- 
perfecta, respecto  á  la  persona 'del*  delincuente.  Todos  sus  razona- 
mientos parlen  de  la  basé  dé  que  él  cuerpo  del  delito  genérico  es 
el  de  que  habla  el  fie^láinentb  provisional,  como  puede  verse,  le- 
yendo los  folios  457  y  siguieútes,  en  los  cuales,  al  tratar  de  las  di- 
'  iigencias,  que  deben  practicarse 'para  acreditar  aquel  en  el  homi- 
cidio en  general,  en  los  perpetrados  con  veneno,  ó  sofocación,  en 
el  infanticidio,  y  en  las  lesiones,  copia  enteramente  las  doctrinas  de 
Gutiérrez,  y  viene  á  convenir,  en  que,  muchas  veces,  el  cuerpo 
del  delito  se  acredita  por  indicios  mas  ó  menos  vehementes,  hasta 
en  los  que  dejan  rastro. 

El  Sr.  D.  Juan  Bravo  Murillo,  comentando  el  art.  53  del  Regla- 
'  flMnto  provisional  para  la  administración  de  justicia,  se  espresa  de 
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la  manera  sigaíeate. — «Las  primeras  díligeocias  del  sumario  debea 
practicarse  em  el  momento,  y  no  admiten  dilación.  La  comprobación 
del  cuerpo  del  delito,  por  el  medio  que  su  naturaleza  e&ija,  como 
el  reconocimiento  del  cadáver  en  el  homicidio,  de  la  persona  ofendí  - 
da  en  el  de  heridas,  de  la  casa  quemada  en  el  incendio:  la  decla- 
ración del  ofendido  si  lo  hay:  el  examen  de  los  testigos  presencia- 
les, la  reparación  en  lo  que  exija  la  urgencia  y  sea  posible,  del  da- 
ño causado  y  disposiciones  para  evitar  que  continúe,  como  la  cura- 
ción del  herido,  la  sepultura  del  cadáver,  las  medidas  para  cortar 
el  incendio:  el  arresto  del  presunto  criminal;  estas  son  las  primeras 
y  mas  urgentes  diligencias  del  sumario  y  son  Las  que  con  todo  celo  y 
actividad  deberán  practicarlos  Alcaldes  y  sus  tenientes  cuando  ten- 
gan noticia  de  haberse  perpetrado  algún  crimen  en  el  distrito  de  sus 
respectivos  pueblos,  etc.»  Estas  doctrinas  las  amplía,  cuando  ana- 
liza el  artículo  51  del  mismo  reglamento,  espresando,  entre  otras 
cosas.  cJustiGcar,  pues,  la  existencia,  ó  bien  usando  del  lenguage 
forense,  el  cuerpo  del  delito,  preparar  los  medios  de  conocer  cuál  es 
su  naturaleza,  cuál  su  gravedad,  cuáles  sus  circunstancias,  debe  ser 
uno  de  los  primeros  cuidados  del  Juez.» 

El  Sr.  D.  Manuel  Ortiz  de  Ztiñiga,  en  los  Elementos  de  prácti- 
ca forense,  acepta  tan  completamente  las  doctrinas  del  Sr*  Brave 
Murillo,  que  las  copia  al  pié  de  la  letra. 

No  puede  darse  una  idea  mas  clara,  acerca  de  lo  que  debe  en- 
tenderse por  cuerpo  del  delito;  toda  vez  que  el  Sr.  Bravo  Murillo 
consigna  espresamente,  que  en  el  homicidio,  le  constituye  el  reco- 
Docimienlo  del  cadáver:  en  fas  heridas,  el  del  ofendido,  y  en  el  de 
incendio  la  casa  quemada,  con  lo  cual  se  demuestra,  que  las  inda- 
gaciones, que  se  practican,  para  conocer  cuál  es  la  naturaleza,  gra- 
vedad y  circunstancias  del  delito,  no  se  reGeren  al  cuerpo  del  mis- 
mo, sino  mas  bien  á  la  delincuencia  ó  criminalidad  del  procesadlo 
á  la  especie  de  responsabilidad,  en  que  ha  incurrido.  I  debe  tenerse 
muy  en  cuenta,  que  la  opinión  del  Sr.  Bravo  Murillo  es  sumamente 
respetable,  ya  por  la  brillantísima  reputación  del  que  la  emite,  ya 
también,  por  que  fué  el  que  mas  se  distinguió,  al  esplicar  los  ar- 
tículos del  Reglamento  provisional. 

Por  último,  Miltermaier,  en  su  célebre  Tratado  sobre  la  prueba 
en  materia  criminal,  al  folio  39á,  dice:— «En  resumen ,  es  preciso 
tener  por  cierto  que,  según  él  derecho  común  alemán,  no  puede 
pronunciarse  condena  alguna  por  solos  indicios  por  numerosos  y 
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coBCordaotes  que  seao»  y  esta  prohibidoQ  paede  afecUr  ya  á  la 
prueba  eo  lo  que  concierne  ai  acusado,  considerado  como  autor 
principal  ó  cómplice,  ya  á  la  prueba  en  lo  que  toca  al  cuerpo  del 
delito.  Pero  entiéndase  que  hablamos  del  cuerpo  del  delito»  tomada 
e&ta  palabra  en  su  concepto,  y,  por  consiguiente»  de  todos  los  he- 
chos especiales  que  le  constituyen.  Por  lo  demá^»  es  oTidente  que 
sus  diversos  caracteres  (1)  ó  los  que  establecen  la  naturaleza  del 
delito  mismo  (2),  pueden  hacerse  constar  perfectamente  por  medio 
de  la  prueba  artificial;  puesto  que  el  Juez»  .solo  por  medio  de  las 
circunstancias  accesorias,  puede  decidir  de  qué  manera  se  ha  con- 
suBiado  el  crimen.  Del  mismo  modo»  en  la  mayor  parte  de  los  ca- 
sos» la  cuestión  de  discernimiento  ó  de  intención  se  resuelve  por 
medio  de  las  circunstancias  que  sirven  de  guía  para  couocer  los 
pensamientos  del  agente  (3).  En  la  hoja  siguiente»  dice:^«No 
autorizar  la  condena»  sino  cuando  del  enlace  de  los  indicios  resulte 
la  demostración  clara  é  inmediata  del  hecho  y  de  la  culpabilidad  del 
agente»  ó  cuando  en  el  orden  común  y  natural  de  las  cosas  sea  im* 
posible  concebir  que  otra  persona  distinta  del  acosado  haya  podido 
venir  ¿  ser  objeto  de  semejante  inculpación  (4)»  es  por  una  parte 
presieniar  demasiadas  dificultades  (5)»  y  por  otra  dejar  al  Juez  toda 
la  libertad  concedida  á  los  Jurados. 

A  contiauacion  se  ocupa  de  las  reglas  que  todo  legislador  debe 
establecer»  y  consigna»  como  segunda:  cque  el  coocurso  de  indicios 
no  puede  servir  de  fundamento  para  la  condena,  si  no  en  cuanto 
demuestre  completamente  el  hecho  y  sus  caracteres.» 

No  se  puede  declarar  á  un  acusado  culpable  de  homicidio,  si  no 
está  probado  que  la  muerte  de  la  victima  ha  seguido  al  crimen. 
Ocurren,  sin  duda,  numerosos  casos  en  que  algunos  de  eslos  ca- 
racteres no  pueden  hacerse  constar,  sino  con  el  auxilio  de  la  prue« 
ba  artificial  (6);  pero  no  por  eso  deja  de  ser  necesaria,  presciodien- 


(i)    Los  que  determinan  que  ha  habido  delito»  por  ejemplo,  infan- 
ticidio. 

(2)  Por  ejemplo,  el  escalamiento  en  caso  de  robo. 

(3)  Regisiro  de  las  deliberaciones  de  la  Dieta  imperial  de  1594^  pár- 
rafo 69. 

(4)  Esta  es  la  disposición  formal  del  Código  austríaco,  artículo  412. 

(5)  Querer  que  siempre  sea  imposible  concebir  que  otro  pueda  haber 
concebido  el  hecho,  es  querer  lo  que  muy  rara  ?ez  sucederá. 

(6)  Por  ejemplo ;  cuando  se  trata  de  saber  si  ha  habido  homicidio  é 
simplemente  heridas»  que  hayan  ocasionado  la  muerte. 
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do  de  los  indicios  (4)  la  demostración  jnridica  de  todas  las  cireaiis- 
láñelas  materiales  que  hacen  resaltar  los  caracteres  (3).  Presentan- 
se,  en  efecto,  dos  onestiones  que  resolver:  ¿Se  ha  cometido  ei*crí' 
men?  ¿Es  su  autor  el  acusado?  Por  consiguiente  seria  peligroso  ha.- 
cer  que  sirviesen  para  la  prueba  de  ambos  pantos  ias  mkmftsí cir- 
cunstancias presuntivas  de  un  tmodo  irrecusable  (3).»  Reedita, 
pues,  por  una  parte,  que,  hasta  el  derecho  alemán  que  no  permitía 
la  condena;  fundada  solamente  en  indicios,  los  consideraba  'Coma 
prueba  suOciente,  respecto  á  la  naturaleza,  gravedad  y  circunslM- 
cías  con  que  el  delito  habla  sido  perpetrado,  y  por  otra ,  q«er»liít- 
termaier  sostiene,  que  deben  servir^  hasta  para  acreditar  lavxis- 
tenoia  del  hecho,  ó  sea  el  cuerpo  del  delito. 

Tal  vez  no  me  fuera  difícil  presentar  á  la  vista  del  púUíco  la 
opinión  de  otros  muchos  tratadistas,  conforme  en  un  todo  eo»la  de 
los  que  he  citado;  pero  lo  creo  inútil,  atendido  ^  gran  nioMro  y 
i^entajosa  reputación^  de  los  de  que  me  he  ocupado,  ya  también, 
porque  la  índole  de  estetrabajo  no  permite  que  le^é  tal-ealeiMmi. 
Por  lo  mismo,  me  concretaré  á  manifestar  que  en  ningunecdelos 
que  han  llegado  i  mis  manos;  ó  de  que  tengo  aoticia;  he  Mllido 
que  se  sostenga,  que  sea  preciso  justificar  en- la  forma  que  pi^ie- 
ne  la  ley  de  Partida,  la  existencia  del  cuerpo  det  delito  especifico, 
y  si  solo  el  genérico,  ni  por  consiguiente  quo  constituyen  aqiel  las 
circnns(tancias  calificativas  de  la  alevosía  y  premeditación  ^•eisa- 
iamieato,  6  de  haber  mediado  precio,  que  solo  sinm  para^ agravar 
la  penalidad. 

9,    proposición. 

Los  Tribunales  han  rechazado  la  doctrina  de  que  las  meneiMia- 
das  circunstancias  de  alevosía,  premeditación,  ensaoanteatovyde 


(i)  Esto  es  de  mocha  importancia  en  materia  de  perjurio,  porreíem- 
plo^  puesto  que  además  el  Juez  necesita  convencerse  de  que  el  acosado 
na  atestiguado  á  sabiendas,  bajo  juramento^  un  hecho  li^so. 
'  (2)  En  materia  de  indicios;  por  ejemplo,  cuando  se  acusa  al  propieta- 
rio de  la  casa  quemada^  las  mismas  circunstancias  que  demuestran  que  el 
incendio  ha  sido  voluntario,  autorizasen  también  para  inferir  que  el  autor 
del  crimen  es  realmente  el* acusado. 

(3)  Si,  por  ejemplo ,  se  creyese  sobre  eHos  á  uno  6  dos  testigos  podría 
suceder  que  éstos,  por  deseo  de  dañar,  declarasen  hechos  tergiversados 
que  parecerían  servir  de  cargo  al  acusado. 
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haber  mediado  precie,  formaQ  el  cuerpo  del  delito,  y  es  iadispeasa- 
ble  probarias  evideolemeDte. 

Eo  dos  Audieocias  be  teoido  el  honor  de  servir  como  Magistra- 
do, y  ea  otras  dos  como  Fiscal ,  y  puedo  asegurar  que  solo  en  una 
de  ^llas  predominaba  tal  opioion,  sucediendo  precisamente  lo  con- 
trario en  las  otras  tres;  puesto  que,  si  bien  habia  individuos  respeta- 
Mes  que  la  acogían,  la  inmensa  mayoría,  y  lo  que  es  mas,  la  totali- 
dad en  alguna  de  elias,  que  no  creo  preciso  nombrar,  la  miraban 
basta  con  desden.  Esto  mismo  se  observa  así  en  las  Salas  de  justicia 
como  respecto  de  los  representantes  del  iMinisterio  Fiscal  de  la  de 
Madrid,  y  probablemente  se  observaría  en  las  restantes,  si  se  abrie- 
se una  información,  acerca  de  la  práctica  de  cada  una  de  ellas. 

Como  prueba  de  mis  asertos,  podria  referir  ejemplos  repetidisi- 
mes;  pero,  concretándome  á  la  Audiencia  de  V.,  indicaré  tres  cau- 
sas en  que  intervinieron  las  tres  Salas. 

La  primera  es  la  incoada  en  el  Juzgado  de  C,  en  agosto  de  1860, 
contra  V.  y  F.  F.,  por  los  homicidios  de  J.  S.  y  del  niño  de  H  anos 
B.  M..  llevados  á  cabo  por  o^edio  del  disparo  de|una  arma  de  fuego, 
y  golpes  descargados  con  instrumentos  cortantes  y  contundentes . 
De  ella  resulta,  que  ni  Ips  procesados  confesaron,  ni  habia  testigos 
presenciales  que  dieran  razón  de  los  hechos,  ni  de  la  forma,  ó  cir- 
cunstancias con  que  tuvieron  lugar,  estando  reducida  la  prueba  á 
lo  que  dijeron  algunos  sugetos,  respecto  á  la  enemistad  del  V., 
y  amenazas  que  profirió  el  dia  antes  contra  el  S. :  acerca  de  ha- 
ber visto  en  las  inmediaciones,  y  precisamente  en  la  hora  en  que  el 
suceso  se  perpetró,  al  primero  de  los  procesados  con  una  hoz  ó  ha- 
cha, y  al  segundo  con  una  escopeta,  V  con  cierta  mancha  de  san- 
gre en  la  parte  del  forro  del  chaleco,  correspondiente  á  la  espalda, 
y  por  último,  en  otras  indicaciones  referentes  al  aturdimiento  que 
se  observó  en  el  F.,  en  el  pueblo  de  la  A.,  al  saber,  en  la 
misma  mañana,  que  atribuían  los  crímenes  á  su  hermano,  y  so- 
bre la  conducta  que  observaron  antes  y  después  de  la  catástrofe, 
y  sin  embargo,  la  Sala  segunda,  por  solo  los  referidos  indicios  y 
algunos  otros,  de  que  no  he  hecho  mérito»  calificó  los  espresados 
homicidios  de  alevosos,  y  condenó  á  sus  autores  á  dos  cadenas  per- 
petuas á  cada  uno. 

La  segunda,  la  seguidaen  1861,  contra  D.  M.  N.,  D.  L.  y  D.  F. 
S.,  D.  A.  N.,  D.  M.  P.  y  D.  A.  P.,  por  la  detención  ilegal  é  invo" 
lonlaria  de  Doña  J.  L»  mujer  del  primero,  en  el  manicomio  de 
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5.  B.  de  Ll.  Este  hecho,  que  á  mi  modo  de  ver  formaha  el  cuer- 
po del  delito»  podía,  sin  embargo,  ser  inocente  ó  criminal,  se- 
gún que  resultase,  que  la  reclusa  se  hallaba  ó  no  enferma,  en 
ios  momentos  en  que  se  adoptó  medida  tan  violenta,  y  ese  es- 
tremo  no  se  depuró,  ni  era  dable  el  depurarle,  mas  que  por 
medio  del  análisis  del  conjunto  de  los  sucesos ,  y  circunstancias 
que  precedieron,  acompañaron  y  subsiguieron  á  la   perpetra- 
ción del  crimen,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  por  medio  de  la  induc- 
ción, ó  sea  tomando  únicamente  en  cuenta  los  indicios  que  resulta- 
ban, respecto  al  estado  en  que  se  encontraban  las  relaciones  de 
N.  y  compañeros  con  la  ofendida,  antes  de  delinquir;  conducta 
que  observaron  al  consumar  el  atentado,  y  con  posterioridad:  acer- 
ca de  la  situación  en  que  se  hallaba  Dona  J.,  en  los  meses  que 
precedieron  al  encierro,  cuando  éste  tuvo  lugar,  y  después  de  él, 
y  no  obstante,  las  Salas  3/  y  1.*  no  vacilaron  en  considerar  apli- 
cables á  los  procesados  los  artículos  405  y  406  del  Código,  ni  la 
liltima  de  dichas  Salas  en  imponerles  la  pena  de  veinte  anos  de  re- 
clusión, aun  cuando  para  conocer  si  eiistia  ó  no  verdadero  delito, 
y  á  qué  especie  pertenecía,  ó  en  qué  artículo  del  Código  se  hallaba 
previsto;  puesto  que  bien  podía  suceder,  que  solo  se  hubiera  efec- 
tuado la  detención  por  imprudencia  temeraria  ó  simple,  era  preciso 
demostrar,  si  realmente  estaba  ó  no  demente  la  reclusa,  y  demos- 
trarlo de  una  manera  tan  clara  como  la  luz,  para  poder  imponer 
pena;  si  se  hubiera  de  tomar  como  cuerpo  del  delito  el  específico, 
y  todas  las  circunstancias  morales  que  determinan  si  ha  habido  cul- 
pabilidad, ó  lo  que  es  lo  mismo,  marcan  la  criminalidad. 

La  tercera,  la  sustanciada  en  el  mismo  ano  en  el  Juzgado  de 
11.,  contra  J.  S.,  V.  6. ,  V.  R. ,  J.  M.  y  Y.  R.  Según  aparece  de 
las  actuaciones,  la  J.  M.  encargó  á  S.  que  le  buscara  una  persona  que 
asesínase  á  su  mando  F.  Ll. ,  y  tratando  de  cumplir  el  encargo,  ha- 
bló con  V.  G.,  y  éste  con  R. ,  el  cual ,  aceptando  la  proposición, 
después  de  celebrar  dos  entrevistas  con  la  espresáda  J.  M.,  y  de 
convenir  en  que  recibiría  como  precio  400  rs.,  de  los  cuales  so- 
lo percibió  un  duro,  salió  en  una  mañana,  en  compañía  de  G., 
y  situándose  en  el  punto  que  creyó  mas  á  propósito  del  camino 
que  conduce  desde  A.  á  C.,  por  donde  tenia  que  pasar  el  LL, 
dio  la  muerte  á  éste.  Formadas  las  correspondientes  actuacio- 
nes, solo  confesaron  los  tres  primeros  la  participación  que  cada 
tmo  tomó  en  el  suceso,  y  no  obstante ,  las  Salas  tercera  y  primera. 
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tñ  las  senteocias  de  vista  y  revista  de  30  de  judío  y  7  de  Doviem^ 
bre  de  1863 ,  consideraroo  á  J.  II.  como  autora  del  delito  de  par« 
ricidio,  coD  las  circuostaacias  de  preroeditacioo  coDocida  y  de  h%« 
ber  mediado  precio,  y  la  coDdeoaroD,  eo  ateocioo  á  ser  meoor  de  i& 
aSos,  á  la  peoade  20  de  cadeaa»  aun  cuaodo  respecto  de  ella,  t^ 
prueba  era  de  iodicios,  que  estaba  reducida  á  lo  que  los  co-reot 
habiaa  declarado  y  alguD  otro  motivo  de  sospecha,  como  lorecoDo* 
ció  el  Tribuual»  al  aseDtar  que  solo  exislia  el  coaveDcimieoto  moral 
de  su  crimioalidad,  como  autora  del  crimeo  «  coo  las  circuDstaDcias 
espresadas. 

Aparte  de  estas,  exísteo  otras  muchas,  que  se  hallaa  eD  igual  ca- 
so, eotre  las  cuales  recuerdo  la  formada  en  agosto  de  1861,  en  el 
Juzgado  de  M.,  cootra  T.  M.  y  P.,  P.  B.,  P.  y  R.,  y  J.  LL  v 
S.,  por  el  homicidio  de  V.  A.  y  R.,  perpetrado  por  medio  de 
disparos  de  armas  de  fuego,  al  retirarse  el  ofeodido  á  su  casa  ,  ea 
la  Doche  del  25  del  iadicado  mes;  puesto  que,  los  tres  primeros  pro* 
cesados  fueroD  coodeaados  á  cadeoa  perpetua  por  sentencia  ejecu** 
toria  de  vista  de  29  de  setiembre  de  1862,  sin  que  respecto  de  1^^ 
erimiaalidad  y  circunstaocias  coa  que  el  delilo  tuviera  lugar  exis- 
tiera mas  prueba  que  las  declaraciones  de  la  mujer  de  A.,  y  de  un 
hermano  de  éste,  que  solo  se  referia  á  lo  que  oyó  al  moribundo « ^ 
la  de  alguD  otro  iodicio,  de  menos  importancia. 

Pero  es  mas,  los  mismos  magistrados,  que  profesan  la  opinioa 
que  estoy  comba^tieudo,  siguen  la  mia  en  la  práctica.  Ejemplo:  Apa« 
rece  muerto,  en  medio  de  un  monte,  Ángel  Ruiz,  á  consecuencia  áfy 
ID  disparo  de  arma  de  fuego,  y ,  por  consiguiente,  el  hecho  es  sus* 
eeptible  de  recorrer  toda  la  escala  gradual,  en  materia  criminal^ 
de  modo  que  le  mismo  puede  constituir  un  suicidio,  que  un  homi- 
cidio por  falta  de  discerdimíento,  por  imprudeucia  del  ofendido,  ó 
de  un  tercero,  ó  ser  un  homicidio  simple  ó  alevoso.  Se  forman  di^-^ 
gCDcias,  COD  el  objeto  de  depurar  los  hechos,  y  se  ven  desgarrada» 
las  ropas  del  muerto.  Que  Timoteo  Ortiz,  que  huía  desde  el  punto 
eo  que  tuvo  lugar  el  suceso,  y  es  apresado,  tenia  las  matos  y  l^ 
chaqueta  ensangrentadas,  resultando  además  que  le  pertenecía  et 
arma  ocupada,  y  cod  que  se  suponía  habla  sido  muerto  Ruiz,  y  que 
dos  días  antes  habia  re&ido,  y  llegado  á  vias  de  hecho  coit  éste, 

¿CoD  tales  aptecedentes ,  dejarían  aquellos  de  castigar  á  Ortis» 
«omo  á  reo  del  delito  previsto  en  el  número  S.""  del  art.  33o  del 
Código,  por  mas  que,  primero  Degase* haber  teoido  participacioi^ 
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tü  el  Crimea,  y  luego  asegurara,  que  el  mismo  Ruiz  se  dio  Is^ 
muerte  intencioaal  ó  casualmente,  y  el  interrogado  había  empren- 
dido la  fuga;  porque,  al  socorrerle,  se  había  manchado  de  sangre» 
y  temía  que  le  culparan? 

En  manera  alguna,  y  sin  embargo,  la  prueba,  porque  se  habría 
acreditado  si  existía  ó  no  delito,  y  la  mayor  ó  menor  gravedad  de  él, 
ó  sea  el  especiñco,  no  seria  la  que  previene  la  ley  de  Partida,  y  si 
mas  bien  la  establecida  en  la  regla  45  de  la  Ley  provisional. 

Otro  ejemplo:  Anselmo  Muñoz  y  Remigio  García  roban  en  un  ca  • 
mino  público  á  Nicasío  Antolinez,  Antonio  Sopuerta  y  Martin  Cres- 
po; los  tres  últimos  reconocen  á  los  ladrones:  un  testigo  ha  visto  á 
éstos  momentos  antes,  como  en  acecho,  en  el  punto  en  que  el  de- 
lito tuVo  lugar:  olro  notó  que  huían  por  las  inmediaciones,  poco  des- 
pués: una  délas  armas  abandonadas,  se  ha  acreditado  que  pertene- 
ce á  uno  de  los  procesados;  y,  por  otra  parte,  están  negativos.  Los 
^  Magistrados  á  que  me  re6ero,  indudablemente  les  condenarían,  y 
aun  calificarían  la  violencia,  é  iatimidacion  de  grave,  y  á  alguno  de 
los  reos  de  solo  cómplice,  ó  encubridor,  en  vista  de  las  declaracio- 
nes de  los  orendidos,  y  de  algún  otro  indicio  que  resultase,  respec- 
to de  estos  dos  últimos  estremos;  porque  asi  lo  tengo  observado 
diariamente,  y  ellos  mismos  no  podrían  menos  de  reconocerlo,  y 
tampoco  en  este  caso  estaría  taxativamente  demostrada  la  existen- 
cia del  cuerpo  del  delito  genérico,  y  mucho  menos  del  especifico,  ó 
sean  las  circunstancias  calificativas. 

Tercer  ejemplo:  Simón  Cárcamo  se  dirige  al  anochecer  almon* 
te,  y  repentinamente  se  vé  arder  á  éste  y  huir  á  aquel.  Detenido  en 
el  acto  por  Fermín  Arquero,  declara:  que  no  sabe  cómo  el  incendio 
ha  tenido  lugar;  pero  Arquero,  por  el  contrario,  asegura  que  él  le 
ha  sorprendido,  cuando  amontonaba  leña  seca  junto  á  los  troncos 
de  los  árboles,  y  aplicaba  un  objeto  inflamable,  que  se  acredita,  que 
el  día  antes  fué  comprado  por  el  procesado:  por  otra  parte,  aparece, 
que  éste  era  enemigo  capital  del  dueño  del  bosque,  y  que  otro  tes- 
ligo  observó  que,  poco  antes  del  suceso,  estaba  recogiendo  leña,  en 
el  punto  designado  por  Arquero.  Tampoco  en  este  caso  habría  ple- 
na prueba  de  la  existencia  del  cuerpo  del  delito  genérico,  y  no  obs- 
tante, el  tribunal  no  vacilaría  en  condenar  al  reo,  por  mas  que  tu- 
viera que  apelar  á  la  crítica  racional,  para  determinar  que  el  hecho 
fué  intencional,  y  no  debido  á  la  imprudencia,  ó  descuido  del  pro- 
cesado,  ó  á  la  mala  fé  de  un  tercero,  mas  afortunado,  á  quien  el 
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linico  testigo  preseocial  pndiera  haber  confundido  con  Cárcamo^ 
May  fácil  me  seria,  ir  poniendo  ejemplos  de  lo  que  se  observa 
-en  los  Tribunales,  respecto  de  cada  delito;  pero  renuncio  á  ello;  por 
qae,  de  otro  BM>do,  se  haría  interminable  mi  trabajo,  y  creo,  que 
los  consígoaflps  son  mas  qne  suficientes,  para  demostrar  que  la 
práctica  constante  es,  la  de  considerar  como  cuerpo  del  delito  el 
hecho  genérico,  que,  según  las  señales,  que  le  acompañan,  supone 
^a  infracción  de  uno  de  los  preceptos  del  Código,  por  mas  que,  ana« 
tizado  detenidamente,  resulte,  con  posterioridad,  que  no  ha  habido 
delito  alguno,  ó  que  la  clase,  ó  especie  á  que  pertenece,  atendidas 
tas  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional,  que  es  de  todo  punto  in- 
dispensable tener  á  la  vista,  es  diversa,  de  lo  que  en  un  principio 
se  creyó. 

4*^  propotioíoD. ' 

Que  tal  doctrina  es  hasta  subversiva;  porque,  si  se  practicara 
estrictamente,  casi  todos  los  delitos  quedarían  impunes. 

Esto  es  tan  obvio,  que  apenas  exige  demostración:  puesto  que, 
si  por  cuerpo  del  delito  se  ha  de  entender  el  delito  mismo,  con  to- 
das las  circunstancias  que  le  hacen  mas  ó  menos  grave,  y  se  hubie- 
se de  exigir,  para  considerarle  acreditado,  que  mediasen  cartas,  ó 
que  el  reo  confesase  esplícitamente  todo  el  hecho  y  sus  circunstan- 
tancias,  ó  que  hubiese  dos  testigos  presenciales  y  sin  tacha,  que  es« 
piicaran  el  suceso  con  igual  claridad,  como  que  esto  difícilmente  se 
logra,  los  tríbunales  estarían  casi  demás,  si  se  atiende  á  que  en 
muy  pocas  ocasiones  podrían  penar.  , 

T,  aun  supuesta  la  existencia  de  una  de  estas  tres  pruebas, 
siempre  tendrían  los  Jueces  que  valerse  de  la  crítica  racional,  para 
determinar  si  las  cartas  habían  sido  ó  nó  falsificadas;  si  la  confe* 
sion  era  sincera  ó  hija  de  la  intimidación,  de  la  falta  de  discerní* 
miento  del  acusado,  ó  soborno  etc.;  y  sí  lo  que  referían  los  testigos 
era  inverosímil,  ó  como  dice  muy  bien  Balmes,  si  estos  se  hallaban 
engañados,  ó  querían  engañar,  ó  no,  al  tribunal.  Ejemplo.  Calisto 
Pertusa  es  acusado  de  homicida  alevoso,  y  como  para  que  haya 
cuerpo  del  delito,  es  preciso,  según  la  opinión  contraria  á  la  mía, 
que  resulte  acreditado  el  delito  mismo  específico,  por  uno  de  los 
medios  que  acabo  de  espresar,  sigúese  indispensablemente,  el  exi- 
gir, que  Pertusa  reconozca  ó  confiese  ante  el  Juez/que  le  cometió 
con  alevosía,  ó  que  dos  testigos,  mayores  de  toda  escepoion,  lo  raa* 
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Infiesten  únanimemenle,  y  además,  qae  todos  los  hechos,  ó  indicios 
HBlecedeates,  concomitantes  y  subsignientes  á  la  perpetración  de 
^que),  estén  en  armenia,  con  el  contenido  de  esas  mismascartas,  con* 
fesion,  ó  dicho  de  los  testigos;  porque,  en  otro  caso,  el  tribunal  ja- 
más condenaría  al  procesado,  y  véase,  cómo  la  crítiéa  racional,  é 
la  regla  45  de  la  Ley  provisional,  tiene  que  ser  constantemeale 
aplicada. 

El  encuentro  del  cadáver,  con  heridas,  y  todos  los  demás  indi* 
tios  de  que  be  hecho  méríto,  en  el  ejemplo  de  Ángel  Ruiz,  hallado 
en  un  monte;  las  declaraciones  de  Nicasio  Antolinez,  Antonio  So* 
{HTerta,  y  Martin  Crespo,  que  bé  presentado  como  robados,  y  los 
oíros  antecedentes,  que  he  rererído;  la  declaración  de  Fermin  Ar- 
quero, que  vio  á  Simón  Cárcamo  dar  Tuego  al  monte,  y  los  restantes 
motivos  de  presunción,  indicados  en  el  tercer  ejemplo,  de  nada  ser- 
virían, para  satisfacer  ios  deseos  de  los  que  pretenden  que  se  com- 
pruebe evidentemente  el  delito  mismo;  puesto  que,  como  ya  he  ma- 
Direslado,  al  ocuparme  de  cada  uno  de  los  tres  hechos,  la  demostra- 
ción de  ellos  consiste  en  indicios,  y  exigir  por  regla  general,  mayor 
prueba,  es  querer  lo  que  muy  rara  vez  sucederá,  como  reconoce 
^1  mismo  Mittermaier. 

5.^  y  últmuí  proposición. 

La  enunciada  doctrina  resultaría  inconsecuente  y  hasta  ab- 
surda. 

En  efecto,  para  aparecer  lógicos,  los  que  la  sostienen,  sería  pre- 
tiso,  que  la  aplicaran  con  el  rígor  que  en  los  últimos  párrafos  he 
indicado,  y  no  en  la  forma  que  lo  hacen,  que  es  la  siguiente: 

En  el  ejemplo  de  Ángel  Ruiz,  hallado  muerto  en  el  monte,  aun 
Cuando  hubiese  los  mas  vehementes  indicios  de  que  el  homicidio 
Tué  alevoso  ó  premeditado,  jamás  le  considerarían,  sino  como  cau- 
sado en  riña;  porque,  respecto  de  aquella  circunstancia  no  existiría 
la  prueba  de  la  ley  de  Partida. 

En  el  del  robo  de  Nicasio  Antolinez,  Antonio  Sopuerta  y  Martin 
Crespo,  al  paso  que  no  admitirían  la  violenciaé  intimidación  grave, 
pasarían  porque  el  robo  se  había  efectuado  con  violencia  é  inti- 
midación leve,  á  pesar  de  que,  ni  en  uno  ni  en  otro  caso  resultaría 
íññs  que  una  prueba  imperfecta,  respecto  déla  existencia  ó  inexis- 
lencía  del  delito,  especialmente  si  nos  atenemos  al  rigor  con  que 
Quieren  que  en  este  punto  se  proceda. 
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De  modo,  qae,  al  paso  qoe  desde  luego  convendrían  en  penar  k 
Timoteo  Ortiz  con  12  ó  13  años  de  reclusioot  como  á  reo  del  delito 
de  homicidio  simple,  se  negarían  á  condenarle  á  15,  16, 17, 18,  i9 
anos  de  cadena,  como  autor  del  de  homicidio  alevoso  ó  preme* 
ditado.  Es  decir,  que  no  tendrían  reparo  alguno,  en  imponer  1S^ 
anos  de  reclusión,  en  virtud  de  la  prueba  imperfecta  de  indicios, 
y  si  en  subir  tres  anos  la  penalidad.  Verdad  es  que,  prescindiendo 
del  esceso  de  los  tres  anos,  siempre  resultaría  que  la  cadena  seria 
mas  grave  que  la  reclusión,  pero  aun  asi  y  todo  la  práctica  apare- 
cería  sumamente  chocante,  y  mucho  más  si  se  atiende  á  que,  en 
España,  los  sentenciados  por  diferentes  delitos,  se  hallan  confundí- 
dos  en  unos  mismos  establecimientos,  y  hasta  dedicados  á  trabajo» 
de  la  misma  especie. 

En  igual  forma  se  les  vé  proceder  en  la  generalidad  de  las  cau- 
sas. Ejemplo,  tomado  de  lo  que  frecuentemente  sucede.  Martín  Ló- 
pez, que  está  negativo,  es  acusado  de  haber  violado  á  la  joven  sol- 
tera Juana  Garrido.  Reconocida  ésta  por  los  facultativos,  «e  la  no- 
tan señales  claras  del  acto  carnal;  los  vestidos  algo  rotos,  y  alguna 
lesión  en  la  cara  y  rodillas;  un  testigo  presencial  dá  razón  de  la  vio* 
lencia;  otro  oyó  voces  y  lamentos  de  una  mujer,  hacia  el  punto 
en  que  el  delito  se  perpetró;  y  el  reo,  á  quien  también  se  le  nota 
aígno  arañazo,  es  desmentido  en  todas  las  citas  que  hace,  para 
acreditar  que,  en  el  momento  del  suceso,  se  hallaba  en  un  punto 
diverso,  del  en  que  se  encontraba  la  ofendida. 

La  prueba  de  la  existencia  del  delito,  tal  como  ellos  la  entien- 
den, no  resultaría  plena;  porque  el  acto  carnal  podía  muy  bien 
haber  tenido  lugar  por  consentimiento  de  la  Garrido,  y  las  rotu- 
ras de  sus  ropas,  y  las  lesiones,  por  efecto  de  una  caída,  etc.; 
y,  sin  embargo,  desde  luego  puede  asegurarse,  que  tampoco  vaci- 
larían un  momento  en  considerar  á  López  como  autor  del  delito 
de  violación,  en  vista  de  los  indicios  que  contra  él  aparecían,  y  que 
se  referían,  mas  bien  á  su  críniínalídad  ó  delincuencia,  que  estaría 
tan  intimamente  enlazada  con  el  delito  mismo ,  que  serviría  para 
probar  éste. 

Otro  ejemplo:  D.  Julián  Rastríllo  dá  parte  al  Juzgado  de  que  en» 
la  noche  anterior  le  han  robado  ochenta  mil  reales  que  tenia  en  ud 
armarío:  practicadas  diligencias,  se  encuentra  una  escala  arrímada 
á  un  balcón  de  la  sala ;  éste ,  una  puerta  interíor  y  el  espresado  ar- 
mario fracturados;  y  se  ha  justihcado  la  preexistencia  del  dinero. 
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Apesar  de  todo,  el  paerpo  del  delito  especifico  ó  el  delito  mismo, 
no  se  hallaría  justificadOt  para  los  que  exigen  la  prueba  taxativa  de 
la  iey  de  Partida;  porque  aun  con  todas  estas  apariencias,  podía  may 
bien  suceder,  que  el  sustractor,  criado  de  lacasa,  fuera  el  que,  para 
alejar  de  sí  las  sospechas,  colocase  la  escala,  y  hubiese  roto  el  balcón, 
puerta  y  armario,  ó  que  el  mismo  perjudicado  lo  hubiera  hecho  por 
librarse  de  los  acreedores,  y  declararse  en  quiebra  simulando  el  robo, 
y  en  su  consecuencia,  en  el  primer  caso  solo  se  habría  perpetrado  un 
hurto;  y  en  el  segundo,  ó  no  existiría  delito  alguno,  ó  seria  bien  di- 
verso del  de  robo.  Pero  si  prescindiendo  de  todas  esas  señales,  re- 
sultara que  un  testigo  iroparcial  asegurase,  que,  en  la  tarde  que 
precedió  al  suceso,  vio  á  Celestino  Iglesias  conducir  la  escala  desde 
una  casa  de  campo  que  éste  tenía  en  arríendo:  que  otro  había  obser- 
vado, que  á  las  doce  y  media  de  la  noche,  llevaba  la  escala  con  pre- 
caución por  las  inmediaciones  de  la  casa  asaltada:  que  otro  notó  que 
bajaba  con  un  gran  bulto  por  la  misma  escala  aplicada  al  balcón: 
si  además^se  encontrase  cierta  cantidad  de  dinero  en  la  habitación 
de  Iglesias,  en  monedas  de  la  misma  clase  que  las  robadas ,  y  que 
al  ser  preguntado  cómo  las  había  adquirido,  manifestase  que  él  las 
había  ahorrado,  cuando  todos  los  antecedentes  daban  á  entender 
que  esto  era  inverosímil,  atendida  su  posición,  y  si  por  último,  na- 
die contestase  las  citas  que  hubiese  hecho  para  probar  la  coartada, 
los  Blagistrados  á  que  me  reñero,  le  condenarían  como  autor  del  de- 
lito de  robo  en  lugar  habitado,  en  virtud  de  los  indicios  que,  al  mis» 
mo  tiempo  que  marcaban  su  criminalidad,  daban  á  conocer  el  delito 
•específico  etc.;  porque  es  evidente,  que  tampoco  en  estos  dos  pro- 
cedimientos habían  confesado  los  reos,  ni  se  les  había  convencido 
como  criminales,  en  la  forma  que  previene  la  referida  ley  de  Par- 
tida. 

No  insisto  masen  este  punto,  por  no  considerarlo  preciso,  y 
bastar  los  ejemplos  aducidos,  para  demostrar  la  inconsecuencia  in- 
dicada. 

Otra  prueba  de  lo  insostenible  de  tal  opinión,  consiste,  en 
que,  sí  ésta  predominara  en  los  Tríbunaies,  se  observaría,  que  un 
mismo  hecho  se  apreciaría  de  dos  diversas  maneras,  y  se  presenta- 
ría como  de  índole  distinta,  motivando  condenas  desiguales,  aun 
cuando  la  intervención  de  los  reosén  él  y  sus  condiciones  y  circuns- 
tancias fuesen  idénticas,  si  la  justificación  resultaba  perfecta,  res- 
pecto de  uno,  é  imperfecta,  ó  indiciaría,  en  cuanto  al  otro.  Ejem- 
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pío:  BerDardÍDO  Miera  y  RamoD  Lacalle  soq  procesados,  por  el  ho- 
micidio perpetrado  en  la  persoaa  de  su  coavecioo  Ataoasio  Rota,  y 
el  primero  coofiesa  paladíDamente,  no  solo  qae  él  y  sa  companero 
mataron  á  Rota,  sino  también  que  lo  verificaron  con  alevosía  y  pre- 
meditación, estando  en  consonancia  completa  con  esta  declaración 
un  gran  número  de  indicioi  reunidos,  al  paso  que  Ramón  Lacalle  se 
encierra  en  la  mas  completa  negativa.  Adoptados  mis  principios,  la 
condocta  que  el  Tribunal  debería  seguir,  seria  muy  sencilla;  pues- 
to que  estaba  reducida,  á  condenar  á  la  última  pena  k  Miera,  si  no 
había  circunstancias  atenuantes,  y  á  la  de  18,  19,  ó  20  anos  de  ca- 
dena temporal  á  Lacalle,  si  tampoco,  respecto  de  él,  existían  ate- 
nuantes ni  agravantes,  en  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  el  núme- 
ro 1.^  del  artículo  333  del  Código,  y  en  la  mencionada  Regla  45, 
de  la  Ley  provisional,  en  relación  con  la  segunda  del  66.  Pero  ad* 
mitida  la  doctrina  contraria,  ó  sea  la  de  que  siempre  es  preciso 
acreditar  por  medio  de  la  prueba  taxativa  de  la  ley  de  Partida,  no 
el-cuerpo  del  delito  genérico,  sino  el  especíüco,  ó  sea  la  naturaleza 
del  hecho,  y  las  circunstancias  que  hacen  que  le  sea  aplicable  un 
artículo  determinado  del  Código,  y  no  otro,  los  Magistrados,  que  la 
proresaran,  si  hablan  de  ser  consecuentes  se  verían  en  la  imprescin- 
dible necesidad,  de  considerar  el  homicidio  como  alevoso,  y  com- 
prendido en  el  espresado  núm.  i.®  del  mencionadoartículo  333,  por 
existir  plena  prueba,  y  de  imponer  la  pena  capital  á  Miera,  y  de 
apreciarle,  como  simple,  ó  previsto  en  el  número  ^.^  del  mismo  ar- 
ticulo, en  cuanto  á  Lacalle,  al  cual  tendrían  que  condenar  á  1!2,  13 
ó  i4  años  de  reclusión  temporal,  por  mas  que  hubiese  un  testigo 
imparcial,  y  otro  gran  número  de  indicios,  como  la  confesión  exira- 
judicial ,  que  dieran  á  conocer  que  él  fué  el  que  tomó  la  parte  mas 
activa,  inmediata  y  directa  en  tan  saugríento  drama,  en  atención  á 
que,  en  cuanto  á  su  persona,  la  justificación  solo  era  imperfecta  ó 
de  convencimiento,  según  las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racio- 
nal. I  aunque  pudiera  contestarse,  que  la  diferencia  se  observa 
también,  cuando  los  delitos  son  calificados  de  la  misma  manera,  en 
cuanto  á  todos  los  procesados,  si  se  vuelve  la  vista,  á  que,  al  que 
está  plenamente  convicto,  siempre  se  le  impone  el  medio  ó  máximo 
de  la  pena,  y  al  que  no  tiene  contra  sí  mas  que  la  prueba  de  conven- 
cimiento, se  le  castiga  con  el  mínimo,  existe  la  notable  diferencia 
de  que  el  hecho  conserva  siempre  índole  idéntica ,  porque  el  homi- 
cidio será  simple,  ó  premeditado,  para  todos  los  reos,  y  la  pena  la 
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misma,  aunque  aplicada  en  diverso  grado,  si  la  participación  en  el 
suceso  y  las  circunstancias  con  que  aquellos  intervinieron  en  él  apa^ 
reciesen  análogas,  y  en  el  caso  que  he  indicado  no;  toda  vez  que  el 
hecho  se  consideraría  tan  grave  para  el  reo  confeso,  que  hasta  po- 
dria  éste  ser  condenado  á  muerte,  siendo  así  que,  su  compañero  ne- 
gativo, solo  sufriria  i2, 13  ó  14  años  de  reclusión,  cuya  pena  cor* 
respondería  á  distinta  escala  gradual. 

Véase,  pues,  si  esto  no  repugna  á  la  razón  y  al  buen  sentido  y 
con  cuánto  fundamento  he  calificado  de  inconveniente,  y  hasta  de 
absurdo  ese  modo  de  pensar. 

El  insigne  Galileo,  y  el  respetable  Locke  creyeron,  que  los 
a-i untos  morales  podían  demostrarse  de  la  misma  manera  que  los 
geométricos;  pero  por  grande  que  fuera  su  talento,  padecieron  un 
error  gravísimo;  porque  en  dichas  materias,  y  en  su  consecuencia 
en  las  jurídicas,  todas  las  pruebas  tienen  que  ser  artificíales,  ó  im- 
perfectas; puesto  que,  como  dice  muy  oportunamente  Mittermaier, 
la  verdad  es  de  tres  especies,  metafísica,  física  y  moral,  y  de  ellas 
únicamente  la  primera  comprende  la  absoluta.  La  segunda  solo  for- 
ma una  gran  probabilidad,  y  la  tercera  es  una  probabilidad  infe- 
rior. 

Balmes,  abundando  en  las  mismas  ideas,  ha  convenido  en  que 
hay  imposibilidad  absoluta,  ó  metafísica,  física,  ó  natural  y  ordina- 
ria ó  moral,  é  imposibilidad  de  sentido  común,  y  solo  en  la  prime- 
ra encuentra  la  verdad  incontrovertible,  teniendo  también  á  las 
otras  tres  únicamente  como  probabilidades  mas  ó  menos  fuertes. 

En  igual  sentido  se  espresó  el  Marqués  de  Becaria,  que  decia: 
cuando  las  pruebas  son  independientes  la  una  de  la  otra,  esto  es» 
cuando  los  indicios  se  prueban  de  otra  parte ,  no  de  sí  misma,  cuan* 
to  mayores  pruebas  se  traen,  tanto  mas  crece  la  probabilidad  del 
hecho;  porque  la  falacia  de  una  prueba  no  influye  sobre  la  otra. 
Hablo  de  la  probabilidad  en  materia  de  delitos,  que  para  merecer 
pena,  deben  ser  ciertos.  Esta,  que  parece  paradoja,  desaparecerá, 
al  que  considere  que  rigorosamente,  lacerteza  moral  no  es  mas  que 
una  probabilidad,  etc. 

El  célebre  Pascal  era  de  la  misma  opinión,  cuando  después  de 
haber  asentado,  que  no  existen  mas  verdades  absolutas  que  las  me- 
tafísicas, y  las  que  nos  enseña  la  revelación,  y  que  la  razón  entre- 
gada á  si  misma,  sin  auxilio  de  la  gracia,  es  sumamente  débil  y  fa- 
laz, manifestaba:  solo  hay  un  punto  indivisible,  que  sea  el  verda- 
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dero  lagar  desde  doDde  deben  verse  los  cuadros;  los  otros  están 
demasiado  cerca,  demasiado  lejos»  demasiado  altos,  demasiado  ba- 
jos. La  perspectiva  le  seSala  en  el  arte  de  la  pintura;  ¿pero  en  la 
verdad  y  en  la  moral»  quién  le  señalará?  Tres  grados  de  elevación 
del  polo  destruyen  toda  la  jurisprudencia. El  meridiano  decide  déla 
verdad»  ó  de  los  pocos  años  de  posesión.  Las  leyes  fundamentales 
cambian,  y  el  derecho  tiene  sus  ¿pocas;  ridicula  Justicia,  á  la  que 
un  río  ó  una  montana  pone  límites;  porque  lo  que  es  verdad  á  la 
una  parte  de  los  Piríneos,  es  error  á  la  otra.  En  otro  párrafo  espre- 
saba: Nd  se  conoce  casi  nada  de  justo,  ó  de  injusto,  que  no  cambie 
de  cualidad  en  cambiando  de  clima. 

Gibbon,  bistoriador  inglés,  tan  digno  de  respeto,  de  acuerdo 
con  los  anteriores,  se  lamentó  del  golpe  terrible  asestado  contra  la 
humanidad,  por  aquellos  que»  en  su  empeño  de  no  reconocer  mas 
verdades  que  las  absolutas,  trataban  de  privará  aquella  de  las  gran- 
des ventajas  que  le  proporciona  la  verdad  moral,  eje  principal,  so- 
bre el  que  gira  la  sociedad,  y  que  puede  consid»^rarse  como  el  mó' 
vil  de  lo  que  hay  de  mas  tierno  y  mas  hermoso  en  este  mundo 
terrenal. 

Chateaubriand  llega,  en  este  punto,  hasta  a6rmar  que  las  ma- 
temáticas mismas,  que  forman  la  ciencia  mas  exacta,  están  suje- 
tas á  controversias ,  como  lo  demuestran  las  tablas  de  Euclides, 
combatidas  por  ingenios  sobresalientes.  Pero  á  qué  cansarme  en 
citar  autoridades. 

El  hombre,  por  doloroso  que  sea  confesarlo,  como  decía  el  mis- 
mo Pascal,  no  se  conoce  á  sí  mismo ,  ni  puede  tener  mas  que  una 
idea  imperfecta  de  todo  lo  que  le  rodea,  y  por  consiguiente  de  la 
verdad  jurídica. 

YíeloríaM  Gareagí  y  Ramírez. 
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E\  JUICIAIHIENTO  CIVIL. 

¿Puede  el  que  es  demandante  en  juicio  ordinario  adicionar^ 
modificar  ó  alterar  algún  hecho  después  de  finalizado  el  término  de 
prueba  1 

Antes  de  la  ley  de  Enjaicíamiento  civil  era  licito  á  las  partes 
faacer  algunas  alteraciones  en  las  deipandas,  aondespaes  de  contes- 
tado el  pleito,  con  tal  que  en  ellas  se  hubiera  hecho  la  protesta  de 
ampliarlas,  corregirlas,  suplirlas  y  moderarlas,  frases  que  llega- 
ron á  ponerse  por  formulario  y  que  surtían  efecto.  Este  efecto 
no  seestendia  mas  que  á  las  alteraciones  que  sin  cambiar  radical- 
mente la  acción,  ni  hacer  necesarias  por  parle  del  demandado  nue- 
vas escepciones  y  defensas,  lenian  por  objeto  declarar  la  acción, 
modificarla,  ampliar  ó  disminuir  la  cantidad  pedida,  ú  otras  co- 
sas de  parecida  naturaleza,  til  principio  establecido  en  las  leyes  re* 
copiladas  de  que  el  juez  debia  fallar,  atendida  la  verdad  y  sin  ha- 
cer mérito  de  sutilezas,  se  entendia  de  modo  que  hasta  en  !a<;  mis- 
mas alegaciones  de  bien  probado  podían  hacerse  estas  alteraciones, 
pero  nunca  alcanzaba  á  cuanto  no  estuviera  comprendido  en  la  ac- 
ción deducida,  y  que  diese  á  la  demanda  una  importancia  de  que 
antes  careciera. 

Bajo  esta  influencia  se  formó  la  ley  de  Enjniciamiento  civil,  que, 
adoptando  en  principio  el  derecho  que  venia  en  observancia,  lo  lijó 
de  una  manera  precisa  para  encarrilar  las  cuestiones,  impedir  que 
indeGnidamente  pudieran  presentarse  alteraciones  importantes,  sa- 
lir al  encuentro  de  las  sorpresas  que  un  litigante  astuto  hiciera  al 
otro,  é  igualar  en  lo  posible  las  condiciones  de  las  partes  en  el  jui- 
cio. Y  estas  condiciones  quedarían  desigualadas  desde  el  momento 
en  que  después  de  los  cuatro  escritos  en  que  se  fija  la  cuestión  y  en 
que  se  han  de  precisar  los  hechos  que  dan  lugar  á  la  demanda  y  los 
fundamentos  del  derecho  en  que  esta  se  apoya,  fuera  lícito  á  cual- 
quiera de  los  litigantes,  mudar  el  terreno  en  que  atacaba  ó  se  defen- 
dia.  Así  se  dijo  en  el  art.  256:  En  los  escritos  de  réplica  y  duplica, 
tanto  el  actor  como  el  demandado,  fijarán  definitivamente  los  puntos 
de  hecho  ó  de  derecho,  objeto  del  debate,  pudiendo  modificar  ó  adi- 
donar  los  que  hayan  consignado  en  la  demanda  ó  contestación. 
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Debe  Ojaree  la  atención  en  la  palabra  definitivamente  que,  de  un 
modo  claro,  dá  á  entender  que  el  hecho  que  no  se  haya  alegado,  ó 
la  cuestión  de  derecho  que  no  se  haya  planteado,  no  pueden  ser  ob- 
jeto en  adelante  del  juicio. 

Sin  embargo,  respecto  á  los  hechos,  hay  otro  artículo  que  per- 
mite alegar,  en  algunos  casos,  los  que  en  los  escritos  de  réplica  y 
duplica  no  se  hablan  espresado.  Este  artículo  es  el  260,  que  ordena 
que,  si  después  de  recibido  el  pleito  á  prueba  ocurriere  alp;un  he- 
cho qne  tuviere  relación  con  la  cuestión  que  se  ventila  ó  hubiere 
llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  de  que  jure  no  haber  tenido 
antes  conocimiento,  pueda  alegarse,  formulando  un  escrito  de  am- 
pliación. Pero  para  que  sea  igual  la  condición  de  los  litigantes  en 
tales  casos,  se  ordena  en  el  articulo  siguiente  que  se  dé  traslado  do 
este  escrito  al  contrario,  que  éste,  á  su  vez,  alegue  nuevos  hechos, 
:^i  quiere,  y  que  la  prueba  sea  estensiva  á  lo  afirmado  y  contradicho 
e:i  estos  escritos  de  ampliación. 

Se  vé  por  todo,  la  prudencia  con  que  se  ha  mirado  cuanto  po- 
dia  conducir  á  la  alteración  ó  ampliación  ó  restricción  de  la  acción; 
c|ue  después  de  la  réplica  y  cpntra-réplica  solo  su  modificación  se 
ha  autorizado  cuando  ocurren  hechos  desconocidos  antes;  que  esto 
solo  ha  podido  hacerse  cuando  la  otra  parte  tenia  tiempo  y  ocasión 
de  defenderse,  y  nunca  después  de  finalizado  el  término  de  prueba, 
para  evitar,  sin  duda,  que  un  litigante  artificioso  pudiera  prevalerse 
de  esta  facultad,  con  objeto  de  sorprender  á  su  contrario,  cuando 
vano  pudiera  hacer  su  defensa,  ó  al  menos,  no  tan  completa  como 
correspondiese. 

Fundado,  sin  duda,  en  estas  consideraciones,  dice  un  Magistra- 
do del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  el  Sr.  Orliz  de  Zúniga,  en  la 
cuarta  edición  de  su  Práctica  forense,  ele:  En  esto  (se  refiere  á  las 
modificaciones  y  adiciones  de  los  escritos  de  réplica  y  contra-répli- 
ca) deben  tener  mucho  ctiidüdo  los  letrados  defensores  de  un  pleito, 
por  que  después  de  estos  escritos  en^  que  queda  sentada  la  cuestión 
que  se  ha  de  someter  á  las  pruebas  y  al  fallo,  ya  no  es  posible  alte- 
rarla ni  modificarla. 

Y  esto  se  halla  repetidamente  considerado  así  en  diferentes  fa- 
llos de  casación,  invocando  la  ley  16,  del  título  XXH,  de  la  Parti- 
da 111.  Pueden  verse  al  efecto,  entre  otros,  el  de  17  de  mayo  de 
1858  en  el  recurso  interpuesto  por  D.  Pantaleon  Crurellas  contra  Don 
José  Margeli:  el  de  28  de  mayo  del  mismo  ano  en  ei  recurso  inter - 
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terpuesto  por  D.  José  Roca  cootra  el  AyunUmieato  de  Senmanat: 
el  de  16  de  octubre  siguiente  eo  el  recurso  interpuesto  por  D.  Car- 
los Várela  contra  Domiogo  Antonio  Villainor:  el  de  20  de  junio  de 
1859  en  el  recurso  interpuesto  por  D.  Manuel  Rebollo  y  D.  Manuel 
Barnes  contra  D.  Mariano  Leonés  y  Gasset:  el  de  ii  de  octubre  del 
mismo  ano  de  1859  en  el  recurso  interpuesto  por  D.  Francisco  Ote- 
ro contra  D.  Francisco  Jorge:  el  de  13  de  enero  de  1860  en  el  re- 
curso interpuesto  por  los  vecinos  de  la  parroquia  de  Meiraos  contra 
D.  Juan  Somoza:  el  de  26  de  marzo  del  mismo  ano  en  el  recurso 
interpuesto  por  Doña  María  Ana  Mayol  contra  D.  Francisco  Javier 
Rivas:  la  de  5  de  junio  del  mismo  ano  en  el  recurso  interpuesto  por 
D.  José  Pérez  contra  el  marqués  de  las  Cuevas  de  Velasco:  el  de  ¿¿ 
de  diciembre  del  mismo  año  en  el  recurso  interpuesto  por  la  conde- 
sa viuda  de  Bornes  contra  D.  Toribio  Tarrix:  y  el  de  28  de  enero 
de  1862  en  el  recurso  interpuesto  por  Ramón  de  Triedra  contra  Ma- 
nuel Talegon. 

He  citado  las  sentencias  pronunciadas  por  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  en  los  recursos  de  casación,  que  mas  inmediatamente 
pueden  aplicarse  á  la  cuestión  propuesta.  Podría  hacerlo  de  otros  mu- 
chos que  también  implícitamente  vienen  á  manifestar  la  escrupu- 
losidad con  que  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  procede  en  estas 
cuestiones. 

Pedro  Gómez  deia  Sena. 


LEOISLAGIOIV  HIPOTECARIA. 


Inleligenda  del  artículo  105  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la 
Ley  hipotecaria.Su  aplicación  á  cierto  caso.-'Subrogaciúnes 
legales. 

Como  las  cuestiones  indicadas  en  el  epígrafe  son  frecuentes  en 
la  práctica,  particularmente  en  concursos  y  materias  de  censos;  ni 
carece  tampoco»  en  mi  concepto,  de  interés  para  los  juristas  el  di- 
lucidar el  estado  que  en  la  legislación  y  jurisprudencia  española 
tiene  la  materia  de  subrogaciones  legales,  pues  por  lo  que  á  mí  ha- 
ce» siempre  encuentro  aquellas  oscuras  y  defectivas  en  ese  particu- 
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Ur,  me  atrevo  á  escribir  el  presente  artíeolo,  por  si  la  Dirección  de 
La  Revista  juzga  dignos  de  discustion  aquellos  pontos,  y  se  sirve 
esponer  sobre  los  mismos  sa  diclámen. 

Ef  caso  de  la  consulta  es  el  siguiente:  Juan  hipotecó  sucesiva- 
mente  cierta  finca;  primero  á  Pedro  por  valor  de  diez*  después  á 
Diego  por  importe  de  quince.  En  este  estado  Juan  vende  la  misma 
finca  á  Antonio  en  quince»  de  los  que  éste  le  paga  cinco,  y  los  diez 
restantes  se  encarga  de  satisfacerlos  á  Pedro,  primer  acreedor  hi- 
potecario; no  pactando  nada  sobre  el  crédito  de  Diego,  fuera  por  ig- 
norarlo el  comprador  Antonio,  ó  porque  el  vendedor  ofreciera  pa- 
garlo y  el  comprador  confiara  en  que  lo  baria. 

El  comprador  Antonio  paga,  en  efecto,  al  primer  acreedor;  mas 
después  ocurre  que,  no  habiendo  el  vendedor  satisfecho  al  segundo 
acreedor  suyo ,  éste  se  dirije  contra  la  hipoteca  y  pretende  que  el 
comprador  de  la  finca,  Antonio,  le  pague  en  su  totalidad  los  quince 
de  su  haber;  y  que,  en  caso  de  no  hacerlo,  se  ejecuten  en  la  misma: 
sucede  también  que,  por  la  finca  hipotecada  aun  puesta  en  venta 
judicial,  no  pueden  obtenerse  mas  que  los  quince  en  que  la  compró 
Antonio,  y  que  éste,  consiguientemente  al  resultado  de  la  subasta, 
pretende  á  su  vez  que,  habiendo  pagado  con  parte  del  precio  en 
que  compró  la  tinca  al  primer  acredor  los  diez  de  su  haber,  el  cual 
^ra  de  indisputable  preferencia  al  del  segundo,  éste  no  puede  tener 
derecho  á  cobrarlo  en  su  totalidad  del  precio  en  subasta  de  la  finca, 
sino  en  cinco;  esto  es,  en  la  parte  que  quede  después  de  deducidos 
los  diez  satisfechos  por  el  comprador  al  primer  acreedor:  de  mane- 
ra, que  es  la  cuestión,  si  el  segundo  acreedor  debe  llevarse  ínte- 
gros los  quince,  valor  de  la  finca  en  subasta,  perdiendo  el  compra- 
dor Antonio  todo  el  pfecio  que  dio  por  ella;  ó  si,  por  el  contra- 
rio, aquel  solo  puede  cobrar  cinco,  quedando  los  diez  restantes  pa* 
ra  el  comprador  Antonio,  como  subrogado  al  primer  acreedor  Pe- 
dro, i  quien  pagó  una  suma  igual :  mas  claro,  y  en  una  palabra  es 
la  cuestión,  si  en  el  caso  espuesto  debe  reputarse  al  compador  An- 
tonio subrogado  al  primer  acreedor  Pedro  por  los  diez  que  le  pagó,  en 
virtud  de  lo  prescrito  en  el  articulo  105  del  Reglamento  hipoteca- 
rio y  en  la  legislación  y  jurisprudencias  vigentes. 

To  participo  de  la  opinión  afirmativa,  fundado  en  las  siguentes 
consideraciones: 

En  primer  lugar,  creo  que  no  pueden  ser  otros  los  efectos  lega- 
les de  la  subrogación  declarada  en  el  citado  artículo,  pues  para  el 
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solo  de  repetir  el  comprador  eoDtra  el  vendedor  ó  trasmilente  de  la 
hipoteca  por  acción  personal,  no  tenia  necesidad  de  haberlo  dicha 
el  artículo,  toda  vez  que  nuestro  derecho  antiguo  concede,  al  que 
pagó  por  otro,  acción  contra  éste  para  reembolsarse  la  cantidad  que 
hubiere  satisrecho  9  aunque  no  tuviere  mandato  para  ello;  vinien- 
do, por  otra  parte,  la  nueva  legislación,  si  ^e  le  diera  distinto  sig- 
nificado, á  regular  derechos  meramente  personales  que  no  debea 
comprenderse  en  sus  disposiciones. 

Pero  sobre  todo ,  de  prevalecer  la  pretensión  de  Diego  contra  el 
comprador,  resultaría  que  éste  habia  hecho  la  compra  y  pagó  al 
primer  acreedor,  en  beneíicio  del  segundo  y  en  perjuicio  propio,  ó 
de  otro  modo,  que  no  habiendo  éste  en  idealidad  adquirido  en  la 
Kuca  mas  que  cinco,  cuanlo  se  le  hipotecó  (pues  los  diez  restantes 
estaban  destinados  al  primer  acreedor),  habia  aumentado,  mediante 
el  pago  del  comprador  á  éste  mismo,  el  importe  de  su  garantía  hi- 
potecaria, desde  los  cinco  que  solo  adquirió  hasta  los  quince  de  su 
haber,  ó  sea  en  diez,  á  costa  y  con  perjuicio  del  comprador  Anto- 
nio; que  por  el  hecho  de  haber  éste  pagado  al  primer  acreedor,  el 
secundo  se  lucraba  diez,  á  espensas  y  con  perjuicio  del  com- 
prador, contra  la  equidad  mas  notoria  y  las  reglas  de  derecho  mas 
obvias;  que  el  comprador,  por  haber  pagadoespontáneamente  al  pri- 
mer acreedor,  salía  mucho  peor  librado  que  si  se  hubiera  dejado 
ejecutar,  pues  en  tal  caso  lo  peor  que  le  hubiera  podido  sobreve- 
nir era  la  pérdida  de  los  cinco  entregados  al  vendedor  (y  esto  en 
e]  supuesto  deque  el  segundo  acreedor  hubiera  salido  oportuna- 
mente á  pedir  sü  parte  en  el  juicio  promovido  por  el  primero;  y 
aun  así  el  segundo  solo  hubiera  cobrado  cinco  de  sus  quince);  pero 
en  el  caso  de  estimarse  hoy  la  pretensión  del  segundo  acreedor  Die- 
go, vendría  el  comprador  Antonio  á  perder,  no  solo  los  cinco  entre^ 
gadosal  vendedor,  sino  además  losdiez  pagados  al  primer  acreedor; 
y,  en  fin,  que  el  contrato  de  compra  de  Antonio,  y  su  pago  al  pri- 
mer acredor,  habia  sido  un  raso  fortuito,  desgraciado  para  él  y 
venturoso  para  el  segundo  acreedor. 

Podría  citar  en  apoyo  de  mi  opinión  muchos  textos  de  la  legis- 
lación ó  jurisprudencia  romana  (vigente  como  supletoria  en  esta 
provincia  de  Pamplona),  y  también  la  autoridad  de  Olea  que  en  va- 
rios pasajes  de  su  estensísimo  tratado  titulado  De  cesíone  jurium  et 
accionum,  sostiene  esta  doctrinal,  laque  no  creo  derogada  por  la 
Ley  Hipotecaria,  que  solo  se  ha  propuesto  hacer  públicas  y  especia* 
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les  las  hipotecas,  pero  no  alterar  las  disposiciones  aoteriores  rela- 
tivas á  la  subrogacioQ  legal/ al  tenor  de  las  que  deberán  resolverse 
las  cuestiones  que  se  snsciten  sobre  la  materia,  si  aquella  no  ha  ve* 
Dido  á  modificarlas.  Pero  á  Rn  de  no  estenderme  mas,  me  contenta- 
ré con  citar  la  ley  3.%  tit.  i9,  lib.  8.^  del  Código  de  Justiniano, 
(cuyo  titulo  tiene  por  materia,  obsérvese  bien,  la  de  subrogaciones 
meramente  legales,  siendo  otros  los  que  tratan  de  las  convenciona- 
les), que  traducida  literalmente»  dice  lo  siguiente:  cSi  los  acreedores 
preferentes,  á  quienes  estaba  obligado  el  predio  que  dices*  haber 
comprado,  fueron  pagados  con  tu  dinero,  de  manera  que  llegó  á 
ellos  el  precio  que  diste  por  la  finca,  te  subrogaste  en  el  derecho  de 
los  mismos,  y  contra  los  de  inferior  grado  te  defenderás  justa- 
mente.» 

Todo  lo  que  k  esas  alegaciones  opone  el  segundo  acreedor  se 
reduce  á  decir  que  la  finca  se  le  hipotecó  en  seguridad  de  todo  su 
haber,  y  no  solo  de  una  parte;  que  una  vez  pagada  la  deuda  al  pri- 
mer acreedor,  para  el  segundo  era  indiferente  que  lo  hiciera  el 
deador  coman  hipotecante,  ó  que  lo  verificara  cualquiera  otro  ter- 
cero; y  en  fin,  que  para  tener  lugar  la  subrogación  pretendida  por 
Antonio,  era  necesario  que  la  hubiera  pactado  espresamente  con  el 
primer  acreedor,  eediéndole  este  sus  derechos  y  acciones  contra  el 
segundo  acreedor,  en  una  escritura  de  las  que  se  llaman  cartas  d$ 
lasto. 

Para  conclusión  advertiré,  por  si  necesario  fuere,  que  en  estt 
artículo  no  aludo  á  ningún  caso  práctico  determinado  que  es  té  ven- 
tilándose judicial  niestrajudicialmente.^FÉLix  Martínez  de  Uraco. 

Contetíaeion, 

Efectivamente,  creeipos  con  el  consultante  que  el  segundo  acree- 
dor no  puede  repetir  contra  la  finca  hipotecada,  por  mas  cantidad 
que  la  que  representa  la  diferencia  entre  el  valor  total  de  la  finca 
y  la  satisfecha  por  el  adquirente  al  primer  acreedor ,  sirviéndonos 
de  fundamento  el  articulo  iOS  del  Reglamento  para  la  ejecución  de 
la  Ley  Hipotecaria,  que,  á  nuestro  modo  de  ver,  es  esplicito  y  ter- 
minante. No  seria  tan  profunda  nuestra  convicción  si  no  tuviéramos 
este  texto  en  que  apoyarla:  nuestro  antiguo  derecho,  por  regla  ge- 
neral, ha  exigido  siempre  que,  al  verificar  uno  el  pago  de  una  deuda 
ajena,  reclamase  y  obtuviese  del  acreedor  la  cesión  de  sus  acciones  y 
derechos  para  que  se  entendiera  subrogado,  y  si  bien  reconoce  alga* 
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Has  subrogaciones  legaleseo  que  por  miDÍsterio  de  la  ley,  y  sin  acto 
alguno  por  parte  de  la  persona  á  quien  se  favorece  con  el  pago,  se 
reputan  trasmitidos  los  derechos  de  éste;  no  obstante ,  no  nos  ha- 
Illa  espresamente  de  la  que  nos  ocupamos  en  este  momento. 

La  ley  XXXIV,  tít.  XIII,  Part.  V,  dispone  que  hipotecada  una 
misma  finca  á  dos  acreedores,  si  el  segundo  paga  ai  primero  sa 
<ieuda,  quede  aquel  subrogado  en  los  derechos  de  éste,  aun  cuando 
no  se  hubiera  celebrado  convención  sobre  ello,  mas  nada  nos  dice 
respecto  del  caso  en  que  la  solución  se  hiciere  por  el  tercer  adquiren- 
te  del  inmueble.  Podría  objetarse  que  en  príncipio  se  halla  consig- 
nada esta  subrogación  en  la  misma  ley  de  Partidas  cuando  la  otorga 
al  cestrano  á  quien  no  se  hubiese  obligado  el  peno  sobredicho,  nin 
oviesse  derecho  ninguno  en  él,  que  lo  quitare  del  primero»,  siempre 
que  exigiera  de  éste  la  cesión  de  sus  derechos ,  toda  vez  que  los 
4érminos  en  que  está  redactada,  parece  que  escusan  la  cesión,  cuan- 
do el  que  paga  tiene  derecho  en  la  Gnca;  mas  por  el  epígrafe  con 
que  está  encabezada  esta  ley,  á  no  haber  mediado  otra  disposición, 
estamos  seguros  que  hubiera  podido  ponerse  en  tela  de  juicio  el  va- 
lor de  esta  doctrina,  al  menos  para  aquellos  territorios  en  que  el 
derecho  romano  no  se  halla  vigente,  siquiera  sea  como  supletorio. 

El  art.  i05  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipote- 
caria ha  venido  á  disipar  las  dudas  que  antes  pudiere  haber ,  orde- 
nando que  el  tercer  poseedor  de  una  finca  hipotecada ,  si  pagare  el 
crédito  hipotecario,  quede  subrogado  en  lugar  del  acreedor  y  pue- 
da exigir  su  reembolso  del  deudor,  en  el  caso  que  no  se  le  hubiere 
descontado  su  importe  del  precio  en  que  haya  adquirido  la  finca;  y 
por  lo  tanto  hoy  queda  reducida  únicamente  la  dificultad,  á  saber 
los  efectos  de  la  subrogación  que  concede.  Para  nosotros  es  indu- 
dable que  el  tercer  poseedor  del  inmueble  hipotecado  al  pagar  al 
acreedor,  adquiere  todos  los  derechos  y  acciones  de  éste,  si  se 
atiende  al  verdadero  significado  del  verbo  subrogar  que  emplea  el 
Reglamento  para  espresar  la  trasmisión  de  los  derechos  de  que  ha- 
bla. Subrogar,  según  el  Diccionario  de  la  Academia,  es  sustituir  ó 
poner  una  eo$a  en  lugar  de  otra;  luego  el  tercer  poseedor  del  in- 
mueble al  verificar  el  pago  del  crédito  hipotecario,  sustituye,  se  co- 
loca en  lugar  del  acreedor  á  quien  satisface,  y  por  lo  mismo  ha  de 
ser  con  todos  los  derechos  y  acciones  que  correspondian  á  la  per- 
sona á  quien  reemplaza.  De  manera  que  desde  el  planteamiento 
del  nuevo  régimen  hipotecario  en  todas  las  provincias  de  España, 
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te  quedado  uniformada  la  legislación  sobre  punto  Un  importantes 
viniendo  aquella  á  confirmar  el  antiguo  derecho  para  aquellas  eot 
que  el  romano  tiene  fuerza  legal,  y  á  introducir  una  innovación  re^ 
clamada  por  la  equidad  y  la  justicia,  para  las  que  se  rigen  por  e( 
de  Castilla.  T  en  efecto,  es  prudente  la  prescripción  del  articulo 
IOS  del  Reglamento;  porque  si  el  poseedor  del  inmueble  que  paga- 
ba el  crédito  hipotecario  aun  por  nuestras  leyes  seculares  conseguía 
subrogarse  en  los  derechos  y  acciones  del  acreedor  si  los  requeriai 
y  éste  hacia  la  cesión  al  tiempo  de  verificarse  el  pago;  si  la  subra^ 
gacion  es  un  derecho  preciosa^  protector,  salvaguardia  de  su  for« 
Cuna,  no  hay  razón  para  suponer  que  renuncia  á  ventaja  tan  m^ 
portante  por  pagar  pura  y  simplemente  el  que  se  vé  obligado  á  ello 
por  la  posesión  en  que  se  encuentra  del  inmueble  hipotecado,  y  st 
para  presumir  que  su  intención  constante  es  el  adquirirla.  íü:»^ 
la  teoria,  sostenida  por  Dumoulin,  ha  prevalecido  en  Francia,  se- 
gún manifiesta  Mr.  Federico  Mourlon ,  en  su  Tratado  teórico  y 
práctico  de  las  subrogaciones,  y  es  la  que  creemos  mas  conforme  á 
los  buenos  principios  que  deben  regir  en  materia  de  subroga- 
ciones. 

r.  I. 


OBSERVACIONES 

SOBRS  LA 

NTEUfiENGU  T  APLICAGION  DE  ü  LEY  DE  DISENSO  PATIRN». 

respecto  A  los  matrimioniot  de  lot  menoreí  de  edad. 


DITRODIJCCIOli* 

Es  un  hecho  constantemente  observado  que,  siempre  que  en  ta« 
da  sociedad  se  alza  una  voz  reclamando  la  reforma  de  alguna  do  las 
instituciones  existentes,  déjase  oir  desde  luego  el  rumor  de  muUi* 
tud  de  opiniones  opuestas  y  encontradas  que  combaten  ó  elogian  el 
nuevo  pensamiento,  según  el  punto  de  vista  que  cada  uno  ha  ele^ 
gido  para  su  examen.  Fenómeno  es  este  que  vá  íntimamente  unido 
á  la  condición  de  nuestra  existencia;  y  en  vano  hubiera  sido  espe<% 
rar  que  semejante  hecho  dejara  de  realizarse  coando  se  iaició  1^ 
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idea  que  ha  dado  origen  á  la  ley  de  que  mas  adelante  nos  ocupa-^ 
mós.  Tratábase  de  alterar  una  de  las  bases  principales  en  el  modo 
de  ser  de  la  familia,  y  tan  importante  empresa  no  podia  menos  de 
escitar  nn  vivo  interés  en  los  ánimos.  Así  fué  que,  apenas  se  lavo 
conocimiento  de  ella,  al  instante  comenzaron  las  disputas:  la  discu- 
sión fué  tomando  de  dia  en  dia  mayores  proporciones,  y  los  conten- 
dientes redoblaron  sin  cesar  sus  esfuerzos:  los  unos  para  lanzar  so- 
bre ella  las  mas  amargas  censuras;  los  otros  para  hacerla  objeto  de 
exageradas  alabanzas. 

Entre  esa  diversidad  de  pareceres,  distinguíase,  desde  luego, 
como  el  mas  singular  y  notable,  el  que  se  negaba  á  conceder  al  je- 
fe del  Estado  toda  intervención  en  el  matrimonio.  Tomando  como 
punto  de  partida  el  principio  de  libertad  individual  absoluta  en  todo 
aquello  que  pueda  referirse  á  la  multiplicación  de  la  especie,  recha- 
zaba  todo  pensamiento  que  fuera  encaminado  á  poner  límites  á  esa 
libertad  embarazando  mas  ó  menos  directamente  la  propagación  det 
género  humano.  El  matrimonio,  se  decia  además,  no  es  el  resulta- 
do de  la  ley;  lo  es  de  la  naturaleza;  y  en  este  concepto,  el  legisla- 
dor no  debe  establecer  medida  alguna  en  la  celebración  de  ese  con- 
trato, porque  se  halla  fuera  del  alcance  de  su  jurisdicción. 

¿Puede  sostenerse  semejante  doctrina? 

Si  fuéramos  á  contemplar  al  hombre  en  el  desierto  ó  en  las  sel- 
vas, sin  otras  relaciones  con  sus  semejantes  que  aquellas  que  traen 
consigo  el  deber  de  perpetuarse  y  el  de  atender  á  su  propia  con- 
servación, claro  es  que  no  existen  términos  hábiles  para  regularizar 
la  libertad  del  matrimonio.  El  hombre  del  estado  natural  puede 
permanecer  en  el  bosque  ó  volverse  á  él,  faltando  al  destino  de  su 
creación,  si  prefiere  el  aislamiento  á  la  vida  racional  y  civilizada. 
Su  situación  salvaje  le  constituye  en  una  total  independencia  res- 
pecto de  los  demás  seres  de  su  especié.  Mientras  se  halla  en  ese  es- 
tado, no  existe  para  él  ninguna  autoridad  humana  que  le  domine  y 
subyugue,  ni  reconoce  poder  alguno  que  ponga  freno  á  sus  instin- 
tos. Entonces  se  encuentra  completamente  libre  para  contraer  esas 
uniones  pasageras,  que  hacen  las  veces  de  niatrimonio,  cuando 
siente  los  primeros  impulsos  de  la  naturaleza  hacia  el  otro  sexo. 
Dueño  de  su  propio  ser,  como  el  león  en  la  selva,  únese  á  un  indi- 
viduo de  su  especie,  con  el  único  fin  de  satisfacer  la  necesidad  física 
que  le  arrastra  á  multiplicarse.  Cumplida  esa  necesidad,  puede  vol- 
ver libremente  á  su  aislamiento,  tornando  á  vivir  la  vida  de  los  bos> 
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qaes.  Esa  aaloDomia  indiyidaal  eo  el  ealace  de  los  dos  sexos,  se 
comprende  y  eaplica  muy  bien,  dadas  las  condiciones*  de  salvaje 
independencia  áque  el  hombre  se  halla  sometído  en  tales  casos.  Hó 
ahí  el  matrimonio  originario,  el  matrimonio  de  la  natoraleza,  qne 
solo  es  dado  encontrar  en  esos  parages  solitarios  qne  el  hombre 
nómada  ha  buscado  para  fijar  su  morada. 

Pero  la  vida  de  los  bosques  no  es  aquella  á  que  el  hombre  está 
llamado  en  su  destido  sobre  la  tierra.  Su  natural  misión  es  la  de 
perfeccionarse;  y  esto  no  lo  puede  conseguir,  sino  viviendo  en  so- 
ciedad con  los  demás  seres  de  su  especie.  Sigúese  de  aquí  que,  en 
semejante  caso,  ya  no  se  pertenece  el  hombre  á  si  mismo;  pertene- 
ce también  á  la  sociedad,  en  la  cual  ha  nacido,  en  cuyo  seno  vive 
y  se  alimenta,  y  que  le  ha  acogido  en  sus  brazos  para  velar  por  él 
á  todas  horas.  Por  eso  se  dijo  ya  muy  oportunamente,  en  la  legi8« 
lacion  romana,  que  el  hombre  no  nace  solo  para  si,  sino  para  la  so* 
ciedad.  T  en  efecto;  para  cada  uno  de  los  miembros  que  la  compo-> 
nen,  tiene  esta  que  desplegar  infinitos  cuidados,  á  fin  de  que  en- 
cuentren todos  en  ella  las  ventajas  que  la  asociación  trae  consigo;  á 
saber,  el  débil  un  apoyo  contra  la  fuerza:  el  hombre  de  corazón  sen- 
cillo y  de  entendimiento  limitado,  garantías  bastantes  que  le  pongan 
á  cubierto  de  las  insidiosas  maquinaciones  de  la  maldad  y  de  la  as- 
tucia. Si,  pues,  la  sociedad  se  impone  sobre  sí  estos  deberes,  nece- 
sario es  también  que  se  la  concedan  derechos.  De  otra  manera,  ni 
es  posible  que  la  sociedad  subsista,  ni  la  seria  dado  llevar  á  efecto 
sus  elevados  fines. 

Colocada  en  estejerreno  la  cuestión,  ¿puede  caber  duda  alguna 
de  que  el  Jefe  del  Estado  tiene  facultad  para  intervenir  en  el  ma- 
trimonio? No  en  verdad.  No  puede  negársele  ese  derecho;  no  se  le 
debe  disputar  ese  acto  de  soberanía.  El  Estado  necesita  organizarse 
si  ha  de  cumplir  la  alta  misión  que  se  propone;  y  uno  de  los  mas 
poderosos  elementos  que  han  de  contribuir  á  su  organización  es  e  I 
matrimonio;  como  que  él  es  el  fundamento  de  la  familia,  y  sin  una 
familia  bien  regida  y  gobernada,  no  es  dable  concebir  una  buena 
sociedad.  De  estos  consideraciones,  dedúcese,  como  consecuencia 
necesaria  que,  respecto  al  matrimonio,  no  puede  haber  derechos 
absolutos  para  el  hombre  constituido  en  sociedad,  pues  los  que  te- 
nia en  el  estado  de  naturaleza  salvaje  han  de  quedar  subordinados 
después  á  lo  que  exija  el  bien  general  de  la  comunidad  á  que  per- 
tenece. Así,  pues,  esas  uniones  pasageras,  primer  elemento  de  la 

Digitized  by  LjOOQIC 


166  REVISTA  BE   LEGISLACIÓN. 

\aúm  conyngal,  pero  elemento  iostintiyo  y  rodo,  segon  ha  lenid^ 
ocnsion  det)bseryarse,  oo  pueden  admitirse  como  base  única,  como 
principio  esdusívo  del  matrimonio  en  los  pueblos  civilizados.  No 
abrigamos  por  esto  la  convicción  de  que  la  sociedad  haya  de  absor- 
lier  completamente  los  derechos  individuales,  que,  para  un  acto  de 
tanta  importancia,  no  pueden  menos  de  concederse  á  los  que  le  van 
á  celebrar.  Porque  si  bien  el  Estado  tiene  que  intervenir  en  el  ma- 
trimonio, por  lo  que  éste  pueda  afectar  á  ios  intereses  y  á  la  causa 
pública,  debe  respetarse  también  al  mismo  tiempo  la  libertad  de  los 
individuos,  puesto  que  se  trata  del  hecho  mas  solemne  de  su  vida  y 
xA  que  ha  de  constituir  su  futura  fecilidad  ó  desgracia.  La  sociedad 
que  pretendiese  sustituirse  al  individuo  en  semejantes  casos,  come- 
Irría  una  deplorable  usurpación  que  no  tardaria  en  volverse  contra 
ella,  conmoviendo  sus  mas  sólidos  cimientos.  La  acción  del  legisla- 
flor  en  el  matrimonio,  no  debe  estenderse  nunca  mas  allá  de  aque- 
llo que  sea  puramente  preciso  para  conseguir  ciudadanos  que  con^ 
tribuyan  al  desarrollo  de  la  civilización,  de  la  libertad  politica,  de 
la  riqueza  industrial,  agrícola  y  mercantil;  ciudadanos  que  sostengan 
)a  paz  y  seguridad  del  Estado,  que  ilustren  la  patria  con  su  inteli- 
gencia, y  la  proporcionen  brazos  robustos  y  corazones  leales.  Dea- 
tro  de  esta  esfera  puede  y  debe  establecer  las  reglas  oportunas, 
siempre  que  procure  conciliar  los  derechos  individuales  con  los  del 
Estado,  armonizándolos  entre  si,  de  modo  que  no  se  escluyan,  que 
no  se  rechacen  los  unos  á  los  otros. 

Sentado,  pues,  como  principio  innegable  que  el  jefe  de  la  so- 
ciedad puede  adoptar  las  medidas  convenientes  en  la  celebración 
de  los  matrimonios,  es  preciso  reconocer  que,  en  la  alta  misión  que 
le  está  conGada,  debe  interesarse  en  que  esas  uniones  ofrezcan  á 
los  ojos  de  todos  la  imagen  de  un  centro  de  paz  y  de  ventura.  Mas 
para  conseguir  tan  anhelado  objeto,  es  absolutamente  hidispensa- 
ble,  entre  otras  cosas,  que  los  enlaces  referidos  se  celebren  en  cier- 
ta sazón  de  la  vida  que  inspire  la  confianza  de  haberse  llevado  i 
efecto  con  la  madurez  de  razón  que  es  de  desear.  Siendo,  como  se 
ha  dicho,  el  matrimonio  el  acto  mas  importante  y  trascendental  de 
nuesta  existencia  y  el  que  decide  de  nuestro  porvenir,  no  hay  pre- 
caución alguna  que  en  cierto  modo  se  considere  bastante  para  pre- 
venir los  peligros  que  pudieran  nacer  de  una  unión  inconveniente 
y  desacertada.  Si  para  la  celebración  de  aquel  acto  no  se  pusiera 
límite  alguno  á  la  inesperta  juventud;  si  se  abandonara  á  la  aluci- 
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nación  y  capricho  de  un  momento,  ¡á  cuántos  conflictos  no  se  ha- 
llaría espaesta  la  sociedad,  á  vista  de  los  machos  desgraciados  qae 
lamentarían  sin  cesar  la  imprudencia  cometida,  el  error  á  que  les^ 
condujo  el  dejarse  impresionar  por  una  belleza  pasagera!  Esta» 
consideraciones  adquieren  aun  mayor  importancia  y  gravedad 
cuando  se  trata  de  países  católicos  en  que  el  matrimonio  es  á  I» 
Tez  un  contrato  y  un  Sacramento,  y  en  que  por  consiguiente,  son 
indisolubles  sus  vínculos.  ¡Cuántas  garantías  no  deben  acompañar 
entonces  i  ese  acto  para  que  baga  augurar  un  risueño  porvenir  i 
los  esposos!  El  Estado  no  puede,  pues,  mirar  con  indiferencia  el 
matrimonio  cuando  éste  haya  de  celebrarse  en  las  primeras  edades 
de  la  vida.  Tiene  que  estender  á  esa  institución  su  acción  tutelar 
y  protectora  para  daría  firmeza  y  estabilidad,  y  para  que  no  se  con- 
riertaen  daño  de  aquellos  mismos  que  se  prometieron  encontrar  en 
esa  unión  un  manantial  inagotable  de  dulces  sentimientos. 

¿Cuáles  son  los  medios  que  se  presentan  como  mas  accesibles 
para  alcanzar  tan  ventajosos  resultados?  ¿Deberá  prohibirse  de 
todo  punto  la  celebración  del  matrimonio  hasta  los  25  anos  en  que, 
por  regla  general,  se  considera  que  ha  llegado  la  razón  á  su  mayor 
madurez  y  desarrollo?  Este  sistema  traería  forzosamente  consigo 
el  inconveniente  de  hacer  que  aquellos  actos  fuesen  disminuyendo 
de  día  en  dia,  pues  se  cerraba  la  entrada  á  uno  de  los  mas  podero- 
sos elementos  que  influyen  en  su  celebración,  cuales  son  las  pasio- 
nes. La  del  amor,  causa  y  origen  principal  del  matrímonio,  tiene  un 
período  determinado,  una  época  dada  dentro  de  la  cual  ejerce  su 
natural  dominio  sobre  el  corazón;  y  ese  periodo  no  pasa  ordinaria* 
mente  de  los  25  anos.  Cumplida  esa  edad,  las  ilusiones  que  engen- 
dra aquella  pasión  se  debilitan  de  una  manera  notable,  si  es  que  no 
desaparecen  por  completo;  y  los  matrimonios  desde  entonces  se 
hacen  cada  vez  menos  frecuentes,  porque  ya  se  ha  estinguido  en 
gran  parte  el  sentimiento  bajo  cuyo  influjo  tienen  casi  siempre  lu« 
gar  las  uniones  conyugales.  La  ley,  protectora  de  la  familia,  na 
debe  nunca  matar  esa  pasión.  Lo  que  al  legislador  corresponde  ha- 
cer es  dirigirla  convenientemente,  para  que  produzca  los  resulta- 
dos apetecidos  en  bien  de  los  que  aspiran  por  medio  de  ella  al  san- 
io estado  del  matrimonio.  Proveer  al  menor  de  una  persona  que 
haya  de  intervenir  necesariamente  en  su  proyectado  enlace;  que 
con  su  esperiencia  y  discernimiento  venga  á  suplir  la  falta  de  ca- 
pacidad que  por  sus  pocos  anos  debe  en  aquel  suponerse;  que  con 
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la  severidad  de  una  razón  fria  modere  las  pasiones  del  mismo  y  le 
aparte  de  la  peligrosa  pendiente  á  que  pudiera  conducirle  una  fas* 
cinaoion  del  momento»  hé  aquí  el  círculo  dentro  del  cual  habrá  de 
obrar  el  legislador.  Pero  no  es  esto  solo.  Estos  asuntos,  si  biea 
afectan  al  bien  general  del  astado,  y  no  puede,  por  consiguiente, 
rechazarse  en  ellos  la  intervención  del  legislador,  son  de  inmediato 
interés  para  las  familias;  y  bajo  este  concepto,  la  persona  que  haya 
de  ser  llamada  i  resolverlos,  tiene  que  pertenecer  también  á  la  fa- 
milia misma,  si  no  se  quiere  que  se  rómpanlos  lazos  de  esta  eleva- 
da institución  social.  Así  se  conseguirá  también  que  la  autoridad 
que  haya  de  ejercer  esa  persona  en  el  matrimonio  del  menor,  vaya 
acompañada  de* un  entrañable  amor  hacia  el  mismo,  y  de  un  vivísi- 
mo deseo  de  buscar  en  su  enlace  la  felicidad  y  ventura  á  que  ha  de 
aspirar  aquel  naturalmente. 

Ahora  bien;  en  el  seno  propio  de  la  familia  existe  en  primer  lu- 
gar un  Magistrado,  que  es  el  padre,  al  cual  corresponde  gobernar 
y  dirigir  esa  pequeña  sociedad,  puesto  que  tiene  que  proveer  á  su 
subsistencia.  ¿Quién,  pues  con  mas  derecho  qne  él  para  intervenir 
en  el  matrimonio  de  su  hijo  menor  de  edad?  Ninguno  ciertamente. 
Este  le  debe,  ante  todo,  el  beneficio  de  la  vida.  El  amor,  la  con- 
fianza y  la  indulgencia  paternal  derraman  flores  bajo  sus  primeros 
pasos;  mezcla  sas  pueriles  caricias  con  los  coloquios  del  autor  de 
su  existencia;  aumenta  y  participa  con  él  de  sus  sentimientos  y  pla- 
ceres, y, de  él  recibe  las  primeras  inspiraciones  que  le  hagan  incli- 
nar en  su  dia  al  cumplimiento  del  deber.  Nadie  mejor  que  el  padre 
puede  apreciar  lo  qne  conviene  al  interés  moral  y  material  de  sus 
hijos;  nadie  se  desvela  tanto,  ni  se  impone  tan  grandes  privaciones 
ni  tan  costosos  sacrificios  por  su  futura  suerte;  y  ninguno  se  en- 
cuentra á  la  vez  en  condiciones  mas  ventajosas  para  dar  una  reso- 
lución acertada  en  el  enlace  que  aquellos  intenten  contraer.  Si  es 
de  necesidad  buscar  el  acierto  en  los  matrimonios,  no  puede  recur- 
rirse  á  otra  persona  que  al  padre,  para  que  con  su  aprobación  ó 
resistencia  supla  la  falta  de  discernimiento  en  los  menores.  Solo  de 
¿1  puede  prometerse  la  sociedad  garantías  bastantes  que  hagan 
concebir  la  idea  de  una  unión  venturosa;  solo  en  él  pueden  fun- 
darse tan  legítimas  esperanzas.  La  naturaleza  misma  concede  á  los 
padres  esk  superioridad  sobre  las  personas  de  sus  hijos,  y  les  pres- 
ta un  ardiente  deseo  de  procurarles  sucesores,  superior  al  que  tie- 
nen para  sí  propios;  hasta  tal  punto,  que  en  los  diversos  grados  de 
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progenitura  se  creea  ir  ioseosiblemeote  hacia  lo  fataro.  No  por  esto 
afirmaremos  con  Montesquiea  que  el  consentimiento  de  los  padres 
está  fundado  en  su  potestad,  esto  es,  en  su  derecho  de  propiedad. 
Mas  acertado  nos  parece  que  estuvo  el  distinguido  publicista  al 
isonsignar  que  ese  consentimiento  estriba  en  el  amor  de  los  padres, 
en  su  razón  y  en  la  incertidumbre  de  la  de  sus  hijos  á  quienes  la 
edad  tiene  en  el  estado  de  la  ignorancia  y  las  pasiones  en  el  de  ena- 
geaamiento.  Porque  los  hijos  no  son  propiedad  de  los  padres,  sino 
para  que  éstos  procuren  á  aquellos  su  mayor  yentura  y  felicidad. 
Asi  es  que  lo  que  respecto  al  padre  suena  como  un  derecho,  es  mas 
^en  una  prerogativa,  cuyo  único  y  esclusivo  término  ha  de  ser  la 
dicha  y  bienestar  de  sus  hijos. 

Pero  ¿deque  manera  habri  de  ejercer  el  padre  esa  prerogatiya? 
¿Basta  dónde  deberá  estenderse  su  autoridad?  Si  para  ilustrarnos 
con?enientemente  acerca  de  este  punto  dirigimos  una  mirada  á  los 
pueblos  antiguos  á  quienes  presenta  la  historia  como  mas  adelanta- 
dos en  civilización  y  cultura,  solo  encontraremos  en  ellos  el  predo- 
minio de  la  autoridad  paterna,  con  menoscabo  de  la  libertad  y  de- 
rechos de  los  hijos.  La  unión  de  cierto  número  de  jefes  de  familia 
constituia  entonces  el  Estado;  y  temiase  dividir,  multiplicándolas, 
las  fuerzas  del  Gobierno.  Alli  la  sociedad  lo  era  todo,  y  la  familia  se 
vaciaba  en  el  molde  de  los  intereses  politices.  Los  hijos  no  podían 
convertirse  en  jefes  de  nuevas  familias;  permanecían  en  la  de  su 
padre;  y  al  morir  éste  era  representado  y  como  continuado  por  el  pri- 
Snogénito.  El  padre  tenia  que  ser  libre  en  el  foro  y  en  la  plaza  pú- 
blica, y  por  consiguiente,  tenia  que  serlo  también  en  el  seno  de  la 
familia.  Así  es  que  las  leyes  le  investían  con  el  carácter  de  soberano 
respecto  de  sus  hijos,  sin  que  á  nadie,  sino  á  si  núsmo,  debiese  dar 
cuenta  de  su  autoridad.  Era,  pues,  dentro  de  su  casa,  un  rey  abso- 
luto; y  como  lal,  arbitro  dueño  de  vidas  y  haciendas.  Hé  ahi  el  es- 
tado social  de  los  pueblos  antiguos»  y  muy  principalmente  del  pue- 
blo romano.  Por  eso  en  la  legislación  de  dichos  pueblos  se  sentó 
como  principio  que,  sin  la  voluntad  del  padre,  no  podía  el  hijo  en 
ningún  tiempo  pasar  á  contraer  matrimonio;  no  siéndole  dado  á  éste 
por  lo  tanto,  hacer  uso  de  su  libertad  en  la  elección  de  consorte. 

Mas  el  cristianismo  vino  después  á  mudar  radicalmente  las  ba- 
ses de  la  sociedad  doméstica  y  del  Estado,  haciéndoles  vivir  bajo 
nuevas  condiciones.  Rompiólos  hierros  de  la  esclavitud;  estableció 
la  libertad  de  la  familia;  y  sin  negar  al  padre  la  autoridad  y  pree- 
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minencias  que  nataralmente  le  correspondeD,  concedió  también  de- 
recho á  los  hijos;  derechos  qne  se  conviertan  ó  resuelven  en  obli* 
gaciones  respecto  de  aquel,  imponiéndole  eternos  castigos  cuando 
Tallase  á  su  cumplimiento.  Desde  entonces  se  fué  modiGcaodo  la  le- 
gislacion  civil  en  las  relaciones  de  familia,  desatándose  los  lazos  ti- 
ránicos que  sujetaban  al  hijo  cerca  de  la  persona  del  padre.  Desde 
entonces  se  han  hecho  tentativas  diferentes  á  fin  de  conciliar  los 
derechos  de  ambos,  en  armonía  con  lo  que  exige  el  bien  general  de 
la  sociedad. 

Diversos  han  sido  también  los  ensayos  que  á  este  propósito  se 
han  practicado  en  nuestra  patria;  pero  no  siempre  se  han  obtenido 
los  felices  resultados  que  son  de  apetecer.  Nuestras  antiguas  leyes 
exigieron  ya  la  intervención  del  padre  en  los  matrimonios  de  los  me- 
nores de  edad;  y  en  defecto  del  mismo,  llamábase  á  los  parientes 
mas  próximos.  Sin  embargo,  ni  habia  una  penalidad  determinada 
acerca  de  este  punto,  ni  estuvo  siempre  bien  cierta  y  deslindada  la 
legislación.  Deaqui  el  que  asi  por  parte  de  los  padres,  como  por 
parte  de  los  hijos,  se  cometiesen  no  pocas  veces  abusos  lamentables, 
predominando  unos  ú  otros  según  el  caráter  particular  que  en  las 
diversas  épocas  presentaban  las  costumbres.  El  exagerado  respeto 
y  veneración  con  que  estas  hablan  revestido  en  algunos  tiempos  la 
autoridad  de  los  padres,  hizo  que  se  obligara  á  los  hijos  á  contraer 
matrimonio  con  la  persona  que  al  efecto  les  designaran  aquellos, 
castigándoles  de  una  manera  bárbara  y  cruel  cuando  se  resistían  á 
obedecer  sus  mandatos.  Otras  veces,  por  el  contrario,  la  autoridad 
paterna  quedaba  de  tal  modo  desatendida  que  los  hijos  llevaban  á 
efecto  su  enlace  cuando  y  con  quien  tenian  por  conveniente,  sin 
contar  para  nada  con  la  voluntad  de  sus  mayores.  Fácil  será  ya 
comprender  cuan  fatales  serian  las  consecuencias  que  originaran 
semejantes  escesos.  Pero  en  medio  de  todo  es  preciso  confesar  que 
si  el  abuso  y  tirania  por  parte  de  los  padres  es  altamente  peligroso 
y  perjudicial,  todavía  es  aun  mas  arriesgado  y  funesto  el  abuso  de 
libertad  por  parte  de  los  hijos.  Por  eso  decia  el  gran  Cervantes  con 
tanta  verdad  como  elocuencia:  cSi  todos  los  que  bien  se  quieren  se 
hubiesen  de  casar,  quitariase  la  elección  y  jurisdicción  á  los  pa« 
dres  de  casar  sus  hijos  con  quien  y  cuando  deben;  y  si  á  la  volun- 
tad de  las  hijas  quedase  escoger  los  maridos,  tal  habría  que  esco- 
giese al  criado  de  su  padre,  y  tal  al  que  vio  pasar  por  la  calle  á  su 
parecer  bizarro  y  entonado,  aunqne  fuese  un  desbaratado  espada* 
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ehio;  que  el  amor  y  la  afición  coa  facilidad  ciegaa  los  ojos  del  ea  - 
lendimiento  tan  necesarios  para  escoger  estado;  y  el  del  matrimonio 
está  BHiy  á  peligro  de  errarse»  y  es  menester  gran  tiento  y  parti- 
cular favor  del  cielo  para  acertarle.  Quiere  hacer  uno  an  viaje  lar  • 
go,  y  8¡  es  prudente,  antes  de  ponerse  en  camino  busca  alguna 
compañía  segura  y  apacible  con  quien  acompañarse:  pues  ¿por  qué 
no  hará  lo  mismo  el  que  ha  de  caminar  toda  la  vida  hasta  el  para- 
dero de  la  muerte,  y  mas  si  la  compañía  le  ha  de  acompañar  en  la 
cama,  en  la  mesa,  y  en  todas  partes,  como  es  la  de  la  mujer  con 
su  marido?  La  de  la  propia  mujer  no  es  mercadería  que  un  vez 
comprada  se  vuelve,  ó  se  trueca  ó  cambia,  porque  es  accidente  in- 
separable que  dura  lo  que  dura  la  vida;  es  un  laso  que  si  una  vez 
le  echáis  al  cuello  se  vuelve  en  el  nado  gonlíano,  que  si  no  le  corta 
la  guadama  de  la  muerte,  no  hay  desatarle  (I).» 

El  Sr.  D  Carlos  ill  se  prn|mso  evitar  los  males  que  podrían  se- 
¿;airse  de  dejar  encomesdados  estos  asuntos  á  la  esclusiva  libertad 
de  los  hijos  y  para  el|o  espidió  su  célebre  pragmática  de  1776,  dig- 
na por  muchos  conceptos  de  que  se  fije  en  ella  detenidamente  la 
atención.  Nótase  por  una  parte  una  dureza  estremada  en  las  condi- 
ciones que  como  requisito  indispensable  se  exigieron  en  los  matri- 
monios de  íos  menores  de  edad,  haciendo  prevalecer  el  principio 
de  la  autoridad  paterna  hasta  un  estremo  injustificable.  Si  se  nos 
interrogara  acerca  de  los  motivos  de  tanta  severidad  y  dureza ,  los 
encontrariamos  no  tanto  en  las  circunstancias  políticas  que  rodea- 
ban entonces  á  Carlos  III  (2),  como  en  el  carácter  particular  de 
este  monarca.  Con  efecto,  es  harto  sabido  que  se  manifestaba 
siempre  tan  celoso  de  su  autoridad ,  que  no  consentía  que  se  me- 
noscabase en  manera  alguna;  llevando  algunas  veces  su  tenacidad 
sobre  este  punto  hasta  un  grado  de  exageración  increíble.  Estas 
ideas  y  principios  quiso  que  predominaran  también  en  el  seno  de  la 


(i)    D.  Quijote,  parte  2.»,  cap.  XIX. 

(2)  Las  circunstancias  políticas  á  que  aquí  nos  referimos  afectaban 
esencialmente  á  la  dinastía,  pues  el  Príncipe  D.  Luis,  hermano  de  Carlos, 
quería  enlazarse  con  una  persona  notoriamente  desigual  y  que  no  estaba  á 
la  altura  de  su  regio  nacimiento.  El  Rej  veía  en  este  enlace  un  peligro 
que  pudiera  tal  vezj)erjudicar  á  sus  hijos  en  la  sucesión  de  la  corona ,  y 

Sara  impedir  tamaños  males  estableció  como  medida  general  la  pérdida 
e  todos  los  efectos  civiles  páralos  matrimonios  celebrados  con  persona 
desigual  y  sin  el  consentimiento  ó  consejo  paterno. 
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familia,  revístieado  á  los  padres  con  un  poder  estraordinario,  para 
que  castigaseo  á  los  hijos  cuaodo  por  la  rebeldía  de  estos  coQside- 
rasen  meDOscabada  sa  autoridad.  A.si  es  que  concedió  á  todos  los 
agcendientes  la  facultad  de  exheredar  á  sus  descendientes,  siempre 
que  contrageran  matrimonio  sin  su  consentimiento  antes  de  cum- 
plir los  25  anos,  y  sin  obtener  su  consejo  después  de  esta  edad. 
Pero  por  una  contradicción  inesplícable,  ó  conociendo  tal  vez  el 
mismo  monarca  los  abusos  que  traerían  consigo  tan  duras  disposi- 
<^íones,  concedió  al  propio  tiempo  á  los  hijos  el  derecho  de  acudir 
ante  la  autoridad  judicial  para  que  supliese  el  consentimiento  de 
los  padres  y  mayores,  en  el  caso  de  ser  irraccional  su  disenso  ó  re- 
sistencia. No  era  una  novedad  en  España  semejante  recurso,  pues 
según  afirman  algunos  escritores,  ya  en  los  tiempos  de  Garlos  V 
se  publicó  una  pragmática,  que  se  renovó  en  el  reniado  de  Fe- 
lipe IV,  y  por  la  cual  se  otorgaba  también  el  derecho  de  apelar  i  la 
autoridad  judicial  contra  el  disenso  de  los  padres.  Mas  aun  suponien- 
do cierta  semejante  disposición,  es  preciso  reconocer  que  no  llegó 
á  generalizarse  su  observancia,  pues  en  las  instituciones  de  Casti- 
lla no  se  encuentra  vestigio  alguno  que  nos  dé  á  conocer  ese  re- 
curso legal.  La  pragmática  de  1803,  espedida  por  el  Sr.  D.  Car- 
los IV,  dejósubsistente  esa  parte  de  la  de  1776,  pero  abolió  porcom  • 
pleto  las  duras  condiciones  que  en  la  misma  se  habían  establecido 
respecto  á  la  facultad  de  la  desheradacion;  y  aun  se  llevó  la  indul- 
gencia hasta  el  punto  de  hacerse  innecesaria  la  petición  del  conse  - 
jo,  pasados  tos  25  anos  en  los  varones  y  23  en  las  hembras.  ¿Qué 
causas  pudieron  influir  para  emprender  una  reforma  tan  radical  de 
la  disposición  de  Carlos  III?  En  nuestro  juicio  no  fué  una  sola ,  sino 
varias.  La  pragmática  de  1776  se  propuso  entre  otras  cosas,  llenar 
un  objeto  político  del  momento;  y  pasado  ya  este,  conseguido  el  (in 
particular  del  legislador,  sintióse  la  necesidad  de  modificarla.  Por 
otra  parte,  las  ideas  de  igualdad  y  libertad,  proclamadas  por  la  re- 
volución francesa  iban  ganando  de  dia  en  día  mayor  terreno  en  los 
ánimos;  y  semejantes  principios  no  podían  menos  de  dejarse  sentir 
también  en  la  legislación.  De  ahí  el  que  se  procurara  dar  mayor  en- 
sanche y  latitud  á  la  libertad  de  los  hijos  desembarazándoles  de  las 
duras  condiciones  á  que  les  había  sujetado  la  pragmática  de  1776. 
Mas  si  la  intención  del  legislador  fué  en 'estremo  laudable,  los 
resultados  no  correspondieron  sin  embargo  á  sus  deseos.  Los  hijos 
abusaron  de  la  libertad  que  se  les  había  otorgado,  y  la  autoridad 
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paterna  casi  llegó  á  desaparecer  por  completo.  El  teatro  y  la  nove- 
la no  perdonaban  medio  alguno  para  presentar  con  todos  los  colo- 
res de  la  reprobación  y  del  ridículo  los  escesos  á  que  en  tiempos 
anteriores  se  habían  entregado  algunos  padres,  por  la  presión  in- 
justi6cada  que  respecto  á  la  elección  de  estado  llegaron  á  ejercer 
sobre  sus  hijos.  El  ataque,  en  verdad,  hubiera  sido  justo  y  mereci- 
do, si  se  hubiese  limitado  á  combatir  tales  desmanes.  Pero  la  lite- 
ratura avanzó  mas  todavia.  No  se  contentó  ya  con  impugnar  los 
abusos  con  que  se  hablan  ejercido  los  derechos  paternos,  sino  que 
se  propasó  también  á  vulnerar  esos  mismos  derechos  en  su  base 
fundamental.  Por  manera  que,  &  la  autoridad  mas  santa  que  han 
reconocido  todos  los  pueblos,  vino  á  sustituir  el  principio  de  eman- 
cipaden  y  libertad»  llevado  al  mas  alto  punto  de  exageración.  As{ 
rué  que  los  citados  recursos  contra  el  disenso  de  los  padres,  se  ha- 
cían cada  vez  mas  frecuentes;  y  las  autoridades  á  quienes  se  en- 
comendaba la  facultad  de  suplir  su  consentimiento  accedian  desde 
luego  en  la  mayor  parle  de  los  casos  á  las  demandas  de  los  hijos. 
La  estadística  oHcial  nos  suministra  un  dato  que  pone  en  evidencia 
el  estremo  &  que  hablan  llegado  los  abusos  en  esta  materia.  En 
el  año  de  1881  se  entablaron  en  la  península  1341  reelamacio 
nes  de  aquella  especie,  de  las  cuales  fueron  despachadas  en  favor 
de  las  demandas  de  los  hijos  917.  Solo  203  resultaron  denegadas. 
De  las  restantes,  unas  quedaron  en  sustanciacion,  y  otras  fueron 
retiradas  por  los  interesados.  Estas  cifras  nos  dan  una  idea  exacta 
de  lo  mucho  que  habia  bajado  en  consideración  la  autoridad  pater- 
na; y  semejante  mal  necesitaba  un  pronto  remedio. 

Tal  era  el  estado  de  las  cosas  poco  antes  de  publicarse  la  ley 
de  20  de  junio  de  1862.  Sus  autores  creyeron  que  no  podía  ya  di- 
latarse por  mas  tiempo  una  situación  tan  peligrosa,  y  que  era  de 
todo  punto  necesario  fortalecer  la  autoridad  de  ios  padres.  El  lugar 
oportuno  y  propio  para  ocuparse  de  esta  materia,  era  el  Cód¡<i;o 
civil;  pero  la  publicación  de  este  cuerpo  legal  se  hacia  e!$perar  de- 
masiado, y  cada  vez  se  presentaba  mas  urgente  la  necesidad  de 
reformar  ese  punto  de  la  legislación.  Hubia,  pues,  que  destruir  lo 
existente  y  cerrar  desde  luego  la  puerta  á  los  abusos  que  se  venían 
lamentando.  Mas  si  es  fácil  echar  por  el  suelo  la  obra  de  algunos 
años,  no  sucede  lo  propio  cuando  se  trata  de  edificar  sobre  sus  rul- 
as. Así  fué  que ,  aunque  lo  mismo  en  el  Congreso  que  en  el  Se- 
do,  cst  aban  todos  conformes  en  reconocer  los  males  que  habían 
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origÍDado  aquellas  pragmáticas,  no  tardaron  en  suscitarse  difical- 
tades  sobre  la  legislación  que  respecto  al  punÍU>  indicado  las  habia 
de  reemplazar  j  sustituir.  Tan  ardua  y  espinosa  se  llegó  á  consi- 
derar esta  empresa  por  algunos,  que  no  tuvieron  reparo  en  mani- 
festar que  preferían  lo  existente  á  todo  pensamiento  de  innovación. 
Prevaleció  al  fin  la  idea  de  reforma,  aboliéndose  por  completo  la 
facultad  concedida  ¿  los  hijos  de  acudir  ante  la  autoridad  para  que 
enmendara  los  fallos  de  los  padres;  y  únicamente  se  hizo  necesa- 
ria la  intervención  de  estos  últimos,  sin  que  contra  sus  decisiones 
pudiera  entablarse  recurso  de  ninguna  especie.  Al  establecer  se- 
mejante medida,  bien  comprendieron  sus  autores  que  no  hacían 
una  obra  perfecta,  ni  se  ponia  término  á  lo$  abusos.  Pero  al  estre- 
mo  á  que  las  cosas  habían  llegado,  no  les  era  dable  aspirar  á  más. 
Porque ,  como  decía  muy  oportunamente  un  ilustre  orador  en  el 
Senado,  cen  esta  clase  de  asuntos  no  caben  mas  que  dos  remedios: 
ó  conceder  un  recurso  para  otra  autoridad  que  enmiende  el  error 
en  que  pueden  incurrir  los  padres,  ó  limitar  el  tiempo  en  que  es- 
tos puedan  cometer  ese  error  á  un  punto  tal ,  que  no  cause  irrepa- 
rable perjuicio  á  la  hija  ó  hijo  cuyo  enlace  se  impida.  No  hay  otro 
medio ;  y  tanto  más,  cuanto  que  ha  de  ser  un  verdadero  arbitro  el 
que  enmiende  la  plana  al  padre,  porque  esta  materia  no  es  suscep- 
tible de  reglas  preestablecidas,  como  sucede  en  los  demás  ramos 
del  derecho  civil',  en  que  se  obliga  al  Juez  á  fallar  con  arreglo  á 
ciertos  principios.  No  es  posible  fijar  reglas  sobre  la  celebración  de 
matrimonios  con  determinadas  personas,  porque  eso  depende  de 
la  condición  de  las  mismas;  es  una  cosa  de  prudente  arbitrio,  bien 
del  padre,  bien  de  la  autoridad  que  haya  de  enmendar  su  deci- 
sión. Esta  segunda  fué  la  solución  que  se  adoptó  en  las  pragmáti- 
cas de  1776  y  1803;  y  eso  es  cabalmente  lo  que  se  considera  vi > 
cioso,  y  es  urgente  remediarlo.  ¿Qué  se  necesita  para  decidir  la 
cuestión  de  si  conviene  ó  no  un  enlace?  Primero ,  informarse  bien 
de  las  circunstancias  de  los  contrayentes:  segundo,  tener  rectitud 
de  voluntad,  ser  tan  imparcial  y  justo  que  no  se  elija  sino  lo  que  sea 
mejor  para  los  contrayentes.  Pues  bien;  ¿hay  alguno  que  sea  me- 
jor que  el  padre  bajo  esos  dos  aspectos?  No,  en  verdad.  Él  es  el 
que  tiene  mas  interés,  ya  por  preocupaciones  de  familia,  ya  por- 
que lo  haga  cuestión  de  honra,  en  que  el  enlace  de  sus  hijos  sea 
conveniente;  y  él  es  también  el  que  puede  reunir  y  poseer  mayor 
número  de  datos  para  dar  una  resolución  acertada.  Por  consi- 
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gníente»  la  salida  que  escojió  la  pragmática  de  Carlos  IV  es  la 
peor  del  mando;  pues  por  elia«  la  autoridad  del  padre»  que  es  aa- 
iuralmeole  la  persooa  que  mas  conoce  las  necesidades  y  recursos 
de  la  familia,  es  ioterYcnida  por  otra  persona  cuando  menos  indi- 
ferente» y  á  quien  no  debe  suponerse  tan  exacto  conocimiento.» 

Tábyerdad;  encomendados  primeramente  á  las  Andieacias 
los  citados  recursos;  á  los  Capitane.'^  generales  después»  y  mas  tar- 
de i  los  Gobernadores  civiles,  nunca  se  llegaba  á  obtener  el  convc- 
Bíente  ponto  de  vista  para  una  buena  resolución.  Establecida  la  re- 
sidencia de  aquellas  autoridades  en  el  punto  central  de  su  distrito, 
y  hallándose ,  por  lo  tanto,  á  gran  distancia  de  las  personas  y  loca- 
lidades confiadas  á  su  jurisdicción ,  no  era  fácil  ni  posible  que  por 
sn  propio  criterio  diesen  á  estos  asuntos  la  solución  apetecida.  Para 
apreciar  las  circunstancias  individuales  de  tiempo ,  de  cualidades  y 
condiciones,  tenían  que  acudir  á  los  informes  que  al  efecto  les  su- 
ministraban sus  inferiores  gerárquicos.  De  suerte  que,  no  pocas  ve- 
ces se  concedía  ó  negaba  el  consentimiento  según  las  instrucciones 
comunicadas  por  un  alguacil  ó  un  agente  de  policía.  Esto  no  podia 
menos  de  envilecer  y  rebajar,  siquiera  fuese  indirectamente,  la  au- 
toridad délos  padres,  y  de  dar  á  talesasuntosuna  publicidad  funesta 
en  la  mayor  parte  de  los  casos.  Porque  la  vida  de  la  familia,  en  es- 
presión  de  Boyer-Goliard,  debe  estar  emparedada ;  y  desde  el  mo- 
mento en  que  aparece  en  ella  una  autoridad  estraña  á  la  misma  y 
se  forma  un  espediente ,  por  reservado  que  éste  sea,  no  puede  me- 
aos de  sacarse  á  plaza  los  secretos  del  hogar  doméstico.  Y  esa  pu- 
blicidad trae  necesariamente  consigo  la  difamación  de  personas, 
yiolentos  choques  y  recriminaciones  interminables. 

Si  ha  de  buscarse,  pues,  en  los  matrimonios  el  acierto  necesa- 
rio; si  es  en  estremo  peligroso  sacar  fuera  del  hogar  doméstico  las 
cuestiones  de  familia,  no  hay  otro  medio  que  confiar  al  padre  una 
Cacullad  absoluta  y  esclusiva  para  evitar  los  conflictos  que  de  otro 
modo  pudieran  originarse.  Verdad  es  que  el  padre  puede  abusar  de 
sa  poder,  pero  esto  será  una  escepcion  rarísima,  y  las  leyes  no  de 
ben  darse  sino  para  lo  que  ordinariamente  sucede.  Y  lo  que  se  vé 
casi  siempre  es  que  los  padres  desatiendan  su  propio  bienestar  por 
el  de  sus  hijos,  porque  la  naturaleza  no  ha  hecho  nada  mas  favo- 
rable á  éstos  que  el  corazón  de  los  padres.  Toda  la  previsión,  todo 
el  amor ,  toda  la  solicitud,  todo  el  interés  posible,  están  en  el  co- 
razón de  los  padres.  Y  si  el  corazón  del  padre  falta  alguna  vez;  si  su 
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previsión  do  alcanza,  si  sas  sentimieDtos  se  tuercen  ¿qué  corazón 
sustituir  al  corazón  del  padre?  ¿qué  celo  7  qué  amor  puede  superar 
al  celo  y  al  amor  paternal?  Si  faltan  alguna  vez,  desgracias  son  de 
los  hombres,  porque  nada  hay  perfecto  en  eirouodo;  pero  nada  hay 
con  que  se  les  pueda  sustituir  (i).  El  único  correctivo  que  ha  en- 
contrado el  sentido  común  de  las  naciones  para  este  caso ,  ha  sida 
limitar  la  duración  de  esa  dictadura  del  padre.  No  hay  mas  que  ese 
medio;  el  mismo  que  se  ha  establecido  y  adoptado  en  la  ley.  Según 
ella,  la  hija  hasta  los  20  anos ,  y  el  varón  basta  los  23,  han  de 
obtener  necesariamente  el  consentimiento  paterno,  pudiendo  el 
padre  negarlo  sin  dar  razón  á  nadie  de  las  causas  que  á  etlo  le  mo- 
vieren ;  es  decir,  que  no  tiene  mas  juez  que  Dios  y  su  conciencia. 
Y  asj  debe  hacerse,  porqte  aunque  una  mujer  no  se  case  por  ca- 
pricho de  su  padre  á  los  20  anos,  no  por  eso  pierde  matrimonio; 
mas  pasada  esa  edad,  pudiera  correr  el  riesgo  de  no  colocarse,, 
por  ir  desapareciendo  ya  sus  bellas  condiciones  fisicas.  T  esto  que 
se  dice  de  la  mujer  menor  de  20  anos ,  puede  aplicarse  también 
perfectamente  respecto  del  varón  menor  de  23.  De  esta  manera 
se  ha  procurado  armonizar  en  todo  lo  posible  los  derechos  del 
padre  y  los  del  hijo,  concillando  entre  sí  la  autoridad  del  primero 
y  la  libertad  del  segundo.  ¿Se  habrá  conseguido  que  cesen  de 
una  vez  los  males  que  se  venian  lamentando?  No  es  de  esperar, 
porque  ninguna  obra  humana  es  perfecta.  Bástale  al  legislador  re- 
signarse á  hacer  el  menor  mal  posible,  ya  que  no  le  sea  dado  ha- 
cer todo  el  bien  que  desea.  Considerada  bajo  este  punto  de  vista  la 
ley  de  20  de  junio  de  1862,  nó  vacilamos  en  prestarla  desde  luego 
nuestra  humilde  aprobación,  porque  con  ella  viene  á  fortalecerse  en 
alto  grado  la  autoridad  de  los  padres,  que  es  una  de  las  grandes 
necesidades  que  se  han  dejado  sentir  en  nuestros  dias ,  y  cuyo  re- 
medio se  hacia  cada  vez  mas  preciso  y  urgente. 

Lenplslacioii  estranjcra. 

Antes  de  dar  á  conocer  el  derecho  patrio,  respecto  á  los  matri* 
roonios  de  Iqs  menores  de  edad,  vamos  &  hacer  un  análisis  de  las 
disposiciones  que  sobre  la  misma  materia  se  hallan  establecidas  en 
los  códigos  de  las  diversas  naciones  de  Europa.  Asi  podrá  adqui- 

(1)    Palabras  del  Sr.  Mena  y  Zorrilla  en  la  sesión  del  Congreso  de  los 
Diputadvs  de  13  de  marzo  de  1862. 
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nne  m  eoiiodniieiil«  nasexaoloy  prrfudode  etteiaportaoie 
ramo  de  nuestra  legislación,  y  será  fácil  iiaoer  ooiparaciones 
entre  la  nueya  ley  eepulota  y  las  estranjens* 

Bl  Código  ciffl  de  esta  naciea,  que  ba  serndo  de  base  para  for* 
mar  la  mayor  parte  de  los  modernos  códigos  enropeos  establece  re* 
glas  preeísas  y  terminantes  en  sas  arttcalos  148  ai  160  inclnsive. 
Segon  ellas,  el  bijo  qae  no  baya  cumplido  la  edad  de  2S  anos  y  la 
bija  que  no  baya  cumplido  31,  no  pueden  contraer  matrimonio  sin 
el  consentimiento  de  su  padre  y  m^lre;  y  en  caso  de  disentir  estofa 
entre  si,  basta  el  consentimiento  del  padre. 

Si  ha  muerto  ano  de  los  dos,  é  si  esti  imposibilitado  de  manifes- 
tar su  voluntad»  basta  el  consentimiento  del  otvo. 

Si  uno  y  otro  hubiesen  hlleoido,  ó  se  encontrasen  en  igual  im- 
posibilidad, baria  sus  feces  los  abuelos  y  abuelas;  y  si  discordasen 
el  abuelo  y  la  abuela  de  la  misma  linea,  basta  el  oonsentimiento  del 
abuelo.  Cuando  díscordssen  los  abuelos  de  las  doa  lineas,  el  becho 
mismo  de  estar  discordes  supondrá  el  consentimiento. 

Los  hijos  de  familia  que  bayan  llegado  i  la  edad  de  SI  y  S6 
anos  respectíyamente,  están  obligados  antes  de  eontraer  matrimo- 
nio, á  pedir  por  medio  de  una  petición  respetuosa  y  formal  el  con- 
sejo de  su  padre  y  de  su  madre,  ó  el  de  sus  abuelos  y  abuelas  cuan- 
do aquellos  hayan  muerto  ó  se  hallen  imposibilitados  de  manifestar 
su  voluntad. 

Desde  los  25  anos  basta  los  30  cumplidos,  asi  en  los  varones 
como  en  las  hembras,  si  en  vista  de  la  petición  respetuosa  prescri- 
ta anteriormente,  se  hubiese  negado  el  consentimiento  para  el  ma- 
trimonio, se  renovará  la  misma  petición  otras  dos  veces  de  mes  en 
roes:  y  no  mes  después  de  la  tercera  petición,  podrá  precederse  á 
la  celebración  del  matrimonio. 

Cumplida  la  edad  de  30  anos,  podrá  el  interesado,  si  no  obtu- 
viere el  consentimiento  á  la  primera  petición  respetuosa,  proceder 
pasado  un  mes  á  la  celebración  del  enlace. 

La  petición  respetuosa  se  notificará  al  ascendiente  ó  ascendíen  • 
tes  mencionados  mas  arriba  por  dos  escribanos  ó  por  un  escribano 
y  dos  testigos;  y  eo  la  sumaria  que  debe  formarse  de  ello,  se  hará 
espresioQ  de  la  respuesta.' 

En  caso  de  ausencia  del  ascendiente  á  quien  se  hubiera  debido 

TOMO    XXVI.  23 
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hicer  la  petición  respetaosa,  se  procederi  á  la  celebración  del  ma- 
Irimoaío  presentando  la  sentencia  por  la  que  se  declaró  la  aneen» 
cía,  ó  á  falta  de  tal  senlanoia  la  que  haya  mandado  la  indagación 
de  paradero;  ó  si  ni  aun  esta  hubiese,  una  acta  de  notoriedad  des* 
pachada  por  el  Juez  de  paz  del  lugar  en  qne  el  ascendiente  tenia 
su  último  domicilio  conocido.  Esta  acta  contendrá  la  declaración 
de  cnatro  testigos  nombrados  de  oficio  por  el  Juez  de  paz. 

Los  oficiales  del  estado  civil  qne  procedan  á  la  celebración  de 
ios  matrimonios  contraidos  por  varones  qne  no  hayan  cumplido  la 
edad  de  25  anos  ó  por  hembras  que  no  hayan  cumplido  los  SI,  sin 
espresar  en  el  acto  del  matrimonio  el  consentimiento  de  los  padres  y 
de  las  madres,  ó  el  de  los  abneloe  y  las  abuelas,  ó  el  de  la  familia 
en  los  casos  en  qne  se  exige,  serán  condenados,  si  lo  pidieren  las 
partes  interesadas  ó  el  procurador  del  Rey  del  tribunal  de  primera 
instancia  del  pueblo  en  que  se  haya  celebrado  el  matrimonio,  con 
una  multa  que  no  podrá  esceder  de  300  francos,  y  además  á  prisión 
por  espacio  á  lo  meaos  de  seis  meses. 

Guando  no  hayan  precedido  las  peticiones  respetuosas  en  los  ca- 
sos en  que  están  prescritas,  el  oficial  del  estado  civil  que  haya  ce- 
lebrado el  matrimonio,  será  condenado  á  la  misma  multa  y  á  pri- 
sión por  lo  menos  un  mes. 

Las  disposiciones  relativas  á  la  petición  respetuosa  que  debe  ha- 
cerse al  padre  y  á  la  madre  en  los  casos  respectivos  señalados  an- 
teriormente, deben  aplicarse  á  los  hijos  naturales  legalmente  reco- 
nocidos. 

El  hijo  natural  que  no  haya  sido  reconocido,  y  el  qne  después 
de  haberlo  sido  ha  perdido  á  sus  padres,  ó  aquel  cuyos  padres  no 
pueden  manifestar  su  voluntad,  no  podrá  casarle  hasta  la  edad  de  21 
anos  cumplidos,  sino  habiendo  obtenido  el  consentimiento  de  un  tu- 
tor que  se  le  nombre  para  el  caso. 

Si  no  hubiese  padre,  ni  madre,  ni  abuelos,  ni  abuelas,  ó  si  todos 
se  hallasen  imposibilitados  de  manifestar  su  voluntad,  los  hijos  ó 
hijas  menores  ,de  21  anos,  no  pueden  contraer  matrimonio  sin  el 
consentimiento  del  consejo  de  familia. 

Bélgica. 

En  esta  nación  rigen  las  mismas  disposiciones  que  en  Francia, 
de  cuyo  Código  se  han  tomado  las  que  acabamos  de  trascribir. 
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SegQQ  la  legislacioD  establecida  en  estepaii,  los  hijos  legíUoioa 
00  pueden  contraer  matrimoDÍo  hasta  los  33  anos  cumplidos»  sia  «I 
consentimieoto  de  sus  padres,  ó  de  su  padre  solo,  si  la  madre  se  ni^« 
ga  ó  disieutea  ella  y  el  padre.  Eq  este  último  caso,  el  padre  tieii^ 
obligacioQ  de  hacer  constar  en  el  acta  del  consentimiento  qne  el  ((^ 
la  madre  fué  solicitado. 

Basta  el  consentimiento  de  la  madre  cuando  el  padre  ha  muerto 
^  se  halla  imposibilitado  de  manifestar  su  voluntad.  Muertos  el  pa* 
drey  madre,  ó  bien  si  se  encuentran  en  esa  imposibilidad,  eolra  k 
reemplazarles  para  el  consentimiento  el  abuelo  paterno;  en  defecto 
de  éste,  el  materno;  y  faltando  uno  y  otro,  las  abuelas  paterna  y 
materna  por  su  orden  respectivo. 

En  el  caso  de  no  existir  ascendientes,  prestará  el  consentimien* 
to  el  tutor  del  menor;  y  si  ésle  le  niega,  le  suplirá  eIJuez  del  cantón 
después  de  haber  oido  al  tutor  y  á  los  cuatro  parientes  mas  próxi-i 
mos  del  menor  hasta  el  cuarto  grado  inclusive. 

No  habiendo  parientes  de  esta  última  clase,  el  Juez  oirá  á  [o% 
afines  en  el  mismo  grado;  y  á  falta  de  éstos,  al  tutor  solamente.  En 
este  último  caso,  podrán  acudir  al  tribunal  del  distrito  asilos  tutores 
como  el  menor;  y  el  Tribunal  proveerá  definitivamente. 

Los  hijos  naturales  que  no  han  cumplido  25  anos  y  han  sido  re- 
conocidos por  el  padre,  no  podrán  contraer  matrimonio  sin  el  con* 
sentimiento  del  mismo,  k  falla  de  padre,  ó  si  los  hijos  no  hubiesen 
sido  reconocidos,  será  necesario  el  consentimiento  de  la  madre. 

Los  hijos  legítimos  que  después  de  haber  cumplido  25  anos  no 
hubieren  obtenido  el  consentimiento  para  celebrar  matrimonio,  de^ 
berán  solicitar  la  intervención  del  Juez  del  cantón  donde  el  padre  4 
la  madre  están  domiciliados.  A  este  fio,  en  el  término  de  seis  sema* 
ñas  desde  que  se  haya  presentado  la  solicitud,  el  Juez  hará  compa** 
recer  al  padre,  6  en  su  defecto  á  la  madre  y  al  hijo,  para  oir  sus  ra^ 
zones;  estenderá  también  el  acta  de  comparecencia,  pero  sin  inser- 
taren  ella  los  motivos  alegados  por  las  partes. 

Si  los  padres  no  compareciesen  podrá  pasarse  á  la  celebracioi), 
del  matrimonio.  Si  el  hijo  no  compareciese  no  podrá  celebrarse  él 
matrimonio  á  menos  que  renueve  la  solicitud  de  intervención. 
Si  el  padre  ó  la  madre  insistiesen  en  su  negativa,  no  podrá  cele- 
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brarse  el  matrimonio  basta  seis  meses  despaes  de  la  comparecencia. 
Estas  disposiciones  serán  aplicables  al  hijo  natoral. 

Pnim. 

Sin  el  consentimiento  del  padre  legítimo,  ó  adoptivo  en  su  caso» 
no  pueden  contraer  matrimonio  ios  hijos  de  familia  en  cualquiera 
edad  en  que  se  encuentren»  ni  las  hijas  menores  de  25  anos.  Las 
personas  encargadas  de  la  educación  de  éstos  prestarán  el  consentí - 
miento  cuando  hubiesen  sido  abandonados  por  sus  padres. 

Los  hijos  é  hijas  menores  de  24  anos,  y  los  que  estuviesen  inca- 
pacitados por  causa  de  prodigalidad,  necesitan,  á  falta  del  padre^ 
obtener  el  consentimiento  de  la  madre  y  del  tutor. 

No  habiendo  padres  les  reemplazarán  para  el  consentimiento, 
en  primer  lugar  los  abuelos  y  abuelas  encargados  de  la  alimenta- 
ción y  educación  del  menor.  Si  no  concurrieren  estas  circunstancias 
serán  preferidos  los  abuelos  alas  abuelas,  y  los  de  la  línea  paterna 
á  los  de  la  materna,  y  á  falta  de  abuelos  y  abuelas,  bastará  el  con- 
sentimiento del  tutor,  previa  la  autorización  del  Tribunal  encargado 
de  vigilar  por  los  intereses  del  menor.  Cuando  los  padres,  abuelos 
y  abuelos  se  hallasen  fuera  de  Europa,  el  propio  tribunal  será  el 
que  preste  el  consentimiento. 

Este  no  podrá  ser  rehusado  por  los  que  le  deban  prestar  sino  por 
motivos  graves.  Se  conceptúan  tales  los  que  dan  lugar  á  creer  pru- 
dentemente que  el  matrimonio  será  desgraciado;  también  la  conde- 
nación de  una  de  las  partes  á  pena  infamante,  ó  si  uno  de  los  fu- 
turos esposos  tuviese  un  vicio  capital.  Lo  es  igualmente  el  haberse 
dado  sentencia  de  divorcio  contra  cualquiera  de  ellos,  ó  si  mediase 
una  gran  diferencia  de  clase  social.  Finalmente  podrá  rehusarse  el 
consentimiento  sí  una  de  las  partes  padeciese  alguna  enfermedad 
contagiosa,  y  también  cuando  los  ascendientes  hubiesen  sido  grave* 
mente  injuriados  por  uno  de  los  futuros  esposos.  Estos  pueden  acu- 
dir al  Tribunal  para  que  decida  sobre  la  legitimidad  del  disenti- 
miento. 

Respecto  de  los  hijos  nacidos  fuera  de  matrimonio,  el  tutor  es 
la  persona  á  quien  corresponde  prestar  el  consentimiento  para  que 
puedan  celebrar  aquel  contrato,  pues  los  derechos  personales  de  los 
padres  se  limitan  á  la  educación  de  sus  hijos  naturales. 

El  padre  puede  hacer  que  se  anule  el  matrimonio  contraído  por 
los  hijos  legítimos  dentro  de  los  seis  meses  después  que  hubiere  te- 
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nido  DoUcia  de  su  celebración.  Pasado  este  tiempo,  tiene  Tacultad 
para  reducir  á  la  mitad  la  legítima  del  hijo. 

EBle  mismo  derecho  se  otorga  á  la  madre  despaes  de  la  muerte 
del  padre;  pero  eu  uno  y  otro  caso  puede  impugnarlo  el  menor  en 
los  seis  meses  siguientes  al  día  en  que  cumplió  24  anos. 

El  adoptado  solo  tiene  necesidad  del  consentimiento  del  adop- 
tante. A  falta  de  éste,  obtendrá  el  de  los  padres  naturales  y  legíti* 
mos. 

Según  el  Código  austríaco,  los  menores  de  24  años  y  los  que 
BO  tienen  capacidad  legal  para  obligarse  no  pueden  contraer  matri« 
monio  sin  el  consentimiento  del  padre  legítimo.  Si  éste  hubiese  fa* 
lleddo  ó  se  hallase  incapacitado  para  darle,  será  necesaria  la  auto« 
nación  del  tutor  y  la  conformidad  del  Juez. 

Los  hijos  adoptivos  y  los  legitimados  por  subsiguiente  matrí- 
monio  están  sujetos  á  las  mismas  prescripciones.  Los  naturales  ne< 
cefntan  el  consentimiento  del  tutor  y  el  del  tribunal. 

Las  razones  que  pueden  autorizar  el  disentimiento  son: 

La  falta  de  medios  para  subsistir  los  contrayentes. 

Una  conducta  desarreglada  en  los  mismos. 

La  enfermedad  contagiosa  y  la  impotencia. 

Cerdana. 

Los  varones  mayores  de  25  años  y  las  hembras  mayores  de  2i 
qoe  se  casaren  contra  la  voluntad  del  ascendiente,  no  podrán  obl¡« 
garle  á  mas  que  á  que  les  dé  los  alimentos  puramente  necesarios  si 
no  pudieren  subvenir  á  ellos;  pero  conservarán  sin  embargo  dere- 
cho á  una  parte  legítima  en  la  herencia  del  ascendiente;  aunque 
bien  podrá  privarles  de  ella  si  se  casan  sin  su  consentimiento  ó  ig- 
norándolo él,  antes  de  los  30  anos  cumplidos  los  varones  y  2S  las 
hembras.  n 

El  matrimonio  se  considera  como  contraído  sin  el  consentimien- 
to de  los  ascendientes,  cuando  éstos  no  hubieren  intervenido  en  los 
esponsales  ni  en  el  matrimonio,  negando  haber  consentido  en  él;  y 
si  los  hijos,  por  otra  parte,  no  hubiesen  presentado  las  pruebas  del 
consentimiento. 

Estas  disposiciones  no  serán  aplicables  cuando  los  hijos  justifi-* 

Digitized  by  LjOOQIC 


182  REVISTA  DI  LECISLAaON. 

tkttü  ante  el  Senado  que  la  negatíYa  del  ascendiente  está  destituida 
Ae  todo  motivo  legítimo. 

Las  caestioDes  relativas  á  estos  puutos  serán  examinadas  á  puer- 
ta cerrada  en  el  tribunal  sin  forma  de  juicio. 

Batiera. 

Los  matrimonios  ó  las  promesas  de  matrimonio  hechas  sin  el 
consentimiento  de  los  padres  podrán  ser  declaradas  nulas;  y  los  que 
las  hubieren  celebrado  condenados  de  oficio»  si  el  matrimonio  hu- 
biese tenido  lugar  con  una  persona  de  estado  inferior.  La  parte  que 
se  hubiera  casado  contra  la  voluntad  de  los  padres  no  podrá  recla- 
inarles  alimentos;  y  si  es  una  hija»  no  percibirá  masque  la  mitad  de 
la  parle  que  debe  recibir  de  su  herencia. 

Los  hijos  pueden  ser  escluidos  de  la  herencia  de  los  padres 
¿uando  se  hubieren  casado  con  mujer  de  mala  opinión.  Pero  en  el 
caso  de  haberlo  verificado  la  hija  con  persona  de  baja  esfera,  no 
pierde  mas  que  la  dote. 

Todas  estas  disposiciones  son  aplicables  á  los  hijos  hasta  la  edad 
de  30  anos,  y  á  las  hijas  hasta  la  de  25.  A  esta  edad  son  libres  pa- 
ra casarse  sin  el  consentimiento  de  nadie. 

Cuando  los  padres  hubiesen  fallecido  se  exigirá  el  consentimien- 
to del  tutor  respectivamente  á  los  hijos  hasta  los  21  anos;  y  respec- 
to de  las  hijas  hasta  los  23.  Los  que  faltaren  á  estas  prescripciones 
leerán  castigados,  con  la  prisión  los  hijos,  y  las  hijas  con  la  priva- 
ción de  la  tercera  parte  de  la  fortuna  paterna  y  materna,  cuya  por- 
ción pasará  á  los  mas  próximos  parientes. 

Los  hijos  de  familia,  de  cualquiera  edad  que  sean,  y  aunque  ya 
hubiesen  estado  casados,  no  pueden  contraer  matrimonio  sin  el  con- 
sentimiento de  los  padres,  y  en  defecto  de  éstos,  del  de  los  abue- 
los. Si  hubiese  desacuerdo  bastará  el  consentimiento  del  padre  ó  el 
del  abuelo. 

El  matrimonio  es  nulo,  y  los  padres  pueden  privar  al  hijo  de  la 
herencia,  cuando  hubieren  negado  el  consentimiento  por  causas 
aprobadas  por  el  tribunal. 

Wortembwg. 

Sin  el  consentimiento  de  los  padres,  y  á  fafta  de  éstos  del  de 
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los  abuelos»  no  pueden  los  hijos  contraer  matrimonio.  No  existien- 
do  ascendientes»  y  siendo  todavía  los  hijoi  menores  de  28  anos,  ne- 
cesitan éaloa  el  ooDBaniimiento  del  tntor  y  de  los  parientes  mas 
próximos. 

Es  nnlo  todo  matrimonio  contraído  sin  el  consentimiento  de  las 
personas  qoe  deban  prestarle,  á  no  ser  qne  se  hnbiese  snplido  por 
la  autoridad. 

Quedan  privados  del  derecho  de  reclunar  dotación  los  hijos 
que  hubieren  contraido  el  matrimonio  sin  obtener  ese  consenti- 
miento. 


El  Código  de  este  país  ha  adoptado  las  mismas  disposiciones 
establecidas  por  la  legislación  francesa,  y  que  hemes  reproducido 
en  su  respectivo  lugar,  á  donde  remitimos  i  nuestros  lectores. 

DotSUiHa». 

El  hijo  que  no  haya  cumplido  iÜ  anos  y  la  hija  que  no  baya 
cumplido  21  no  pueden  contraer  matrimonio  sin  el  consentimiento 
de  su  padre  y  de  su  madre.  Si  éstos  no  estuviesen  conformes  entre 
sí,  bastará  el  consentimiento  del  padre. 

Cuando  este  hubiese  muerto  ó  no  pudiere  manifestar  su  vohm- 
tady  le  sustituirán  el  abuelo  paterno  y  la  madre.  En  el  caso  de  que 
discordaren,  prevalecerá  el  parecer  del  abuelo. 

Si  la  negativa  del  consentimiento  de  los  padres  ó  del  abuelo 
paterno  fuera  injusta  ó  contraria  al  interés  de  los  hijos,  podrá  el 
Rey  suplirle  con  conocimiento  de  causa. 

Los  hijos  varones  mayores  de  25  imos  y  las  hembras  mayores 
de  21  están  obligados,  antes  de  contraer  matrimonio,  á  pedir  res- 
petuosamente el  consejo  de  sus  padres  ó  el  de  los  abuelos  y  abuelas 
cuando  aquellos  hubiesen  fallecido  ó  no  pudiesen  manifestar  su  vo« 
hintad.  Esta  petición  respetuosa,  sin  la  cual  no  puede  decirse  que 
haya  consentimiento  para  la  celebración  del  matrimonio,  se  renova- 
rá otras  dos  veces  de  mes  á  mes;  y  únicamente  un  mes  después 
de  la  tercera  petición  será  cuando  pueda  celebrarse  el  matrimonio. 

Las  demás  disposiciones  vigentes  en  Ñápeles  relativas  á  este 
punto,  son  enteramente  iguales  á  las  adoptadas  en  Francia. 


Digitized  by  LjOOQIC 


184  «nnsTA  bi  iMssLAaom. 

HuogriA. 

Para  la  validez  del  miÉriBioiiíe  de  los  meaoies  na  se  aeeesila  el 
consentimiento  de  los  padres  ni  demás  ascendientes  ni  el  del  tnlor 
é  el  del  tribanaL  Pero  tas  eonfederaeiones  de  lasbargo  y  la  fielvé- 
tica  no  permHea  lea  matrimonioB  de  los  hijM  astee  de  loa  94  anos 
cumplidos  en  qne  no  se  acredite  haber  obtenido  el  consentiaMente 
del  padre  é  abuelo,  ó  el  del  tntor  i  iiaha  de  los  mismos. 

Inglaterra. 

No  pueden  contraer  matrimonio  sin  el  consentimiento  del  padre, 
del  tutor  ó  de  la  madre  que  no  haya  pasado  á  segundas  nupcias,  los 
hijos  ó  hijas  que  no  han  cumplido  la  edad  de  21  anos.  Cuando  la 
madre  hi^biese  oasado  segunda  vez,  el  Tribunal  de  la  Cancillería 
nombrará  no  UHor  para  que  preste  el  consentimiento. 

El  lord  CaneiHer  puede  suplirle  á  insUncia  de  parle,  cuando  el 
padre,  el  tutor  ó  la  madre  estuviesen  locos  ó  ausentes  en  la  mar. 

En  Escocia  no  se  exige  el  cooseotímiento  de  los  ascendientes  ó 
tutores. 

Suecía. 

Únicamente  el  padre  es  el  que  tiene  el  derecho  de  eoBoentír  el 
matrimonio  de  su  hija.  La  madre  solo  será  consultada.  Si  el  padre 
ha  muerto,  la  madre  dispondrá  de  la  hija  después  de  haber  oido  el 
parecer  de  los  parientes  mas  cercanos. 

No  habiendo  padre  ni  madre,  será  necesario,  para  conseguir  la 
mano  de  la  hija,  dirigirse  á  la  persona  que  aquellos  hubieren  desig- 
nado de  viva  vos  ó  por  escrito.  A  falta  de  esta  persona  interven* 
drán  primeramente  los  hermanos  de  la  novia  por  ambas  lineas;  des- 
pués, en  su  defecto,  los  hermanos  consanguíneos,  y  últimamente  los 
uterinos;  pero  con  la  obligaeion  en  éstos  de  tomar  el  dictamen  del 
abuelo  paterno  ó  materno. 

Si  no  existe  hermano  alguno,  será  necesario  recurrir  en  primer 
lugar  al  consentimiento  del  abuelo  paterno;  luego  al  del  materno; 
después  al  del  hermano  del  padre,  y  no  habiendo  éste ,  al  de  la 
madre. 

Cuando  no  hubiere  parientes  de  esta  clase,  les  suceden  los  co- 
laterales mas  próximos  por  parte  del  padre  ó  de  la  madre.  Si  están 
en  el  mismo  grado,  serán  preferidoe  los  paternos,  á  menos  que  sean 
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wqeres;  pero  se  tomará  siempre  el  pareeer  del  parieDie  materno 
mas  próximo  ó  el  del  tutor.  No  habieiiio  paríeote  alguno»  el  tutor 
será  el  <|«e  tetdri  el  éerectio  de  ofasaotír  ea  el  oíatrimmiio  de  la 
saltera* 

Podrá  reeorrkse  al  TrÜMUial  m  el  oaso  de  litigio  sobra  este  de- 
lecto, 6  de  iacapaeidad  de  parta  del  que  ae  halla  iaveatido  de  él,  ó 
si  la  negativa  del  consentimeuto  es  dictada  por  la  malevolencia. 

No  es  nok)  él  matrimonio  contraído  sin  el  consentimiento  del 
giftoman  (1);  pero  la  hija  que  se  casa,  sin  haberle  obtenido,  puede 
ser  desheredada  por  sus  padres,  aun  cuando  sea  viuda  de  on  matri- 
monio primero,  con  tal  que  en  este  último  caso  viva  y  sea  alimen- 
tada ea  la  casada  sos  padres.  También  puede  ser  desheredada  por 
cttal(}ttier  gifloman^  cuando  la  ley  la  llama  á  la  sucesión  de  lo  ad- 
quirido por  este  último.  No  siend»  llamada  á  es4a  sucesión,  el  gifto- 
mam  pnede  exigir  que  sea  privada  de  la  décima  paite  de  sus  ganan- 
cias y  de  sus  muebles. 

Ifonicga  y  Dinamarca. 

El  hijo  que  quiere  contraer  matrimonio,  necesita  el  consenti- 
miento de  sus  padres  ó  de  su  tutor.  Son  nulos  los  esponsales  eon- 
traidos  sin  el  consentimiento  de  los  padres,  ó  del  tutor  en  su  de- 
fecto. 

Cuando  se  ha  negado^  sin  justa  causa,  pnede  suplirie  el  Juez. 
El  tutor  de  la  mujer,  que  se  ha  casado  sin  su  cmisenlimiento,  puede 
retener  el  usufructo  de  sus  bienes  durante  su  vida. 

Duoado  de  Schleswíg-HoUteín. 

Sin  el  consentimiento  de  sus  padres,  no  pueden  contraer  matri- 
monio los  hijos  de  familia  que  no  hayan  cumplido  21  anos,  y  las 
hijas  que  no  han  llegado  á  los  18.  Si  los  padres  no  estuviesen  con- 
formes entre  sí,  bastará  el  consentimiento  del  padre. 

El  Tribunal,  llamado  Consistorio,  suplirá  el  consentimiento  en 
caso  de  negativa  de  los  padres,  después  que  los  hijos  hubiesen  cum- 
plido los  18  y  21  anofs  respectivamente,  á  uo  ser  que  los  hijos,  ha- 
bitando la  casa  paterna  y  siendo  en  ella  alimentados,  hubieran  con- 
traído esponsales  clandestinos.  No  es  nulo  el  matrimonio  contraído 


(1)    Se  dá  este  nombre  en  Suecía  á  la  persona  cayo  consentimiento  es 
necesario  para  el  matrimonio  de  una  soltera. 
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sin  el  permiso  de  los  padres,  sino  en  e|  caso  de  haberse  celebrada 
por  sorpresa  fuera  de  la  parroquia^ 

A  falta  de  padre,  no  pueden  los  hijos  contraer  malrimonio  sin  el 
consentimieoto  de  los  tutores,  aun  en  el  caso  de  que  viva  la  madre. 
El  tutor  está  obKgado  á  esponer  los  motivos  de  su  negativa,  cuando 
no  quiera  consentir.  El  Consistorio  puede  también  suplir  el  consen- 
timiento del  tutor. 

Los  padres  pneden,  en  todo  caso»  negar  la  dote  y  desheredar  á 
los  hijos. 


Los  individuos  de  todos  los  cultos  cristianos  están  obligados  pa- 
ra contraer  matrimonio,  á  solicitar  y  obtener  el  permiso  de  los  pa- 
dres, tutores  ó  curadores  respectivamente. 

No  se  concede  el  recurso  de  acudir  á  las  autoridades  civiles 
para  suplir  este  permiso  en  el  caso  de  que  fueso  negado  por 
aquellos. 

PortngaL 

Antes  de  haber  cumplido  los  «25  años,  no  pueden  los  hijos  de 
familia,  asi  varones  como  hembras,  contraer  matrimonio  sin  el  con* 
sentimiento  del  padre;  en  su  defecto  el  de  la  madre,  y  á  falta  de 
ésta  el  del  tutor  ó  curador.  Pero  si  se  negase  por  éstos  el  permiso 
sin  fundado  motivo,  podrá  suplirle  el  Jueí. 

Aunque  no  son  nulos  los  matrimonios  celebrados  sin  estos  re- 
quisitos, sin  embargo,  los  hijos  que  se  casan  faltando  el  consentí* 
miento  del  que  le  debe  prestar,  quedan  escluidos  de  las  herencias 
de  sus  padres,  y  las  hijas  privadas  de  sus  propios  bienes. 

Saisa. 

Cantón  ds  Yáud. — ^Los  hijos  de  familia  que  no  hubieren  cum* 
plido  23  anos,  no  podrán  contraer  matrimonio  sin  el  consentimien- 
to de  sus  padres,  y  en  caso  de  divergencia  de  éstos,  bastará  el  del 
padre. 

No  habiendo  padres  ni  abuelos,  ó  no  pudiendo  los  mismos  ma- 
nifestar su  voluntad,  ios  hijos  ó  hijas  menores  de  23  anos  necesita- 
rán el  consentimiento  del  tutor  y  de  los  dos  parientes  mas  próximos. 
Si  éstos  no  estuviesen  conformes,  se  dará  conocimiento  del  caso  al 
Juez  de  paz  para  que  decida. 
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Los  hijos  DtUiriles  menores  también  de  33  ano*?,  necesitan  igual - 
mente  el  consentimiento  de  sn  padre  y  de  sn  madre.  A  falta  de  és- 
tos el  del  tntof ;  7  ai  éste  negara  el  coasentimiento,  decidirá  el  Jaez 
de  paz* 

Las  disposiciones  restantes  estin  tomadas  del  Código  francés. 
»  (Uirroír  ni  Bbrna. — Los  menores  de  34  aSos  no  podrán  casarse 
sino  con  el  consentimiento  de  sos  padres  y  abuelos.  El  consenti- 
mienlo  del  padre  dispensa  de  el  del  abuelo;  el  de  los  abuelos  pater- 
nos del  del  padre,  y  hace  inútil  el  consentimiento  de  los  abuelos 
matemos  ó  el  de  la  madre. 

El  permiso  dado  para  los  esponsales,  basta  para  el  matrimo- 
nio» ann  cuando  el  que  le  dio  hubiese  muerto  antes  de  celebrarse 
aquel. 

No  hatHondo  padres  ni  abnek»,  será  necesario  obtener  el  con- 
i^oitímiento  del  tutor,  el  cual  deberá  pedir  autorización  especial  al 
Tribunal  de  Tutelas. 

Los  hijos  naturales  y  las  personas  que  reciben  limosnas  de  un 
fondo  comunal,  deberán  obtener  autorización  del  Ayuntamiento. 

El  consentimiento  se  presume  cuando  la  persona  que  hade  pres- 
tarle no  forma  oposición. 

Todas  estas  disposiciones  son  aplicables  á  los  hijos,  que  por  sen- 
tencia hnbiesen  sido  privados  de  los  derechos  civiles. 

Ctpofticíon  y  exAmen  d«  las  díipottciooc*  qoe  sobre  lo*  matrimoniot  de 
los  menores  dé  edad  le  han  dado  en  España  desde  el  Fuero  Jusgo  has- 
ta la  IfoTi^íma  Recopilación. 

Aunque  nuestra  patria,  del  mismo  modo  que  otros  pueblos  de 
raza  latina,  recurrió  á  la  legislación  romana  en  algunas  épocas  pa- 
ra la  formación  de  sus  Códigos;  sin  embargo,  en  la  materia  que  nos 
ocupa,  nunca  prevaleció  en  nuestras  leyes  el  espíritu  dominante  en 
el  derecho  de  aquel  pueblo.  Pero  á  pesar  de  esta  sircunstancia,  nos 
parece  que  no  será  inoportuno  dar  una  ligerisima  idea  de  esa  le- 
gislación antes  de  que  procedamos  á  esponer  las  disposiciones  con- 
tenidas en  nuestros  Códigos;  porque  de  esta  manera  podrá  apre- 
ciarse mejor  todo  cuanto  se  halle  relacionado  con  este  importante 
asunto. 

Los  legisladores  de  Roma  dieron  á  los  padres  una  autoridad  sin 
limites.  Suponíanles  impecables;  pues  solo  así  puede  comprenderse 
que  les  concedieran  el  derecho  de  vida  y  muerte  sobre  sus  hijos,  Es'^ 
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te  hecho  es  ya  bastante  por  si  solo  para  darnos  á  conocer  eaal  fe- 
ria la  potestad  otorgada  al  padre  enando  aquellos  intentaran  con- 
traer matrimonio.  Con  efeeto;  el  hijo  earacia  de  libertad  para  uoae* 
to  tan  solemne  y  de  tan  graves  resultados  para  su  porvenir.  La  vo- 
luntad del  padre  lo  dominaba  todo;  él  era  el  qno  disponía  de  la  per- 
sona de  su  hijo;  y  sin  so  asentimiento  y  omnínoda  ínterveaeion 
nunca  le  era  á  éste  permitido  llevar  á  cabo  sa  enlace.  No  se  conoe- 
dia  únicamente  al  padre  ese  ilimitado  derecho,  pites  tMopibieii  goma- 
ba de  la  misma  prerogativa  todo  el  que  tenia  á  cualquiera  persoM 
en  su  poder.  Los  matrimonios  contraidos  contra  tales  prescrípcioDe^ 
eran  nulos  por  la  ley;  sin  que  los  grandes  privilegios  concedidos  á 
los  militares  alcanzaran  á  dispensarles  de  esta  regla  (i)«  No  preva- 
leció siempre,  sin  embargo,  tanta  dureza  en  aquella  legislación.  Aí^í 
es  que,  ya  por  la  influencia  civilizadora  qne  iba  ejerciendo  en  ella  el 
cristianismo,  ya  también  por  la  necesidad  de  estimular  la  celebra- 
oioQ  de  los  matrimonios  para  fomentar  la  población,  poco  á  poce  se 
fué  modificando  este  derecho.  Viendo,  pues,  que  el  padre  pedia  du- 
rante toda  la  vida  del  hijo  impedir  su  casamiento  sin  ñindada  raxon 
para  ello,  señalóse  un  límite  á  ese  poder  tan  formidable  y  eslraordf- 
nario,  y  se  dio  facultad  al  Presidente  de  la  provincia  en  unes  casos 
y  á  los  Obispos  y  Prefectos  de  las  ciudades  en  otros,-para  que  pu- 
dieran revocar  las  prohibiciones  de  los  padres,  y  aun  obligarles  á 
facilitar  el  enlace  de  sus  hijos. 

Pero  este  precedente  no  se  trasladó  á  nuestras  leyes.  Las  di< 
posiciones  del  Fuero  Juz^o,  primer  Código  que  cuenta  nuestra  pa- 
tria, no  presentan  casi  ningún  punto  de  analogía  con  lo  establecido 
por  el  derecho  romano.  Vamos  á  trasladar  integramente  las  tres  le 
yes  que  encontramos  en  el  referido  Código  relativas  á  esta  materia. 

La  ley  2.*,  til.  !.•,  lib.  3.^  dice  así: 

«Si  alguno  desposar  la  manceba  de  voluntad  de  su  padre,  é  la 
manceba  contra  voluntad  de  su  padre  quisiere  casar  con  otro,  é  non 
con  aquel  á  quien  la  prometió  sn  padre,  aquesto  non  lo  sufrimos  por 
nenguna  manera  que  ella  lo  pueda  facer.  Onde  si  la  manceba  con* 
tra  la  voluntad  del  padre  quisiere  casar  con  otro  que  ella  cobdicia 
por  ventura,  y  él  la  osar  tomar  por  mugier,  ambos  sean  metidos  en 

(i)  Jussus  parentis  pmcedere  debeat;  st  adversus  eaqu»  dixims  aliqui 
coierint,  neo  vír,  oecuxor,nec  nuptide,  nec  matrimonium,  necdosinteli- 
gitur— Fillius  familias  miles  matrimoDíun  sirie  patrís  volúntate  non  con- 
trahit. — (Inst.  cap.  de  nupt.— L.35,  de  rit.  nupt.) 
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poder  dtqielcoQ  qae  h  desposaran  de  la  yolantad  de  sa  padre.  E  si 
ios  benBaaos,  ó  k  madre,  ó  los  otros  paríeotes  delta  coosiotieren 
que  ella  sea  dada  á  aquel  qae  ella  cobdicíaba  contra  Tohintad  de 
sa  padre,  y  esto  cumplíereo,  aquellos  que  lo  ficieren  pechen  una  lí- 
braderoá  quien  el  Rey  mandare.  E  tododavíala  voluntad  daquellos 
non  sea  Grme,  é  ambos  sean  dados,  asi  cuerno  es  dicho  desuso,  con 
todas  sus  cosas  en  poder  de  aquel  que  la  haría  antes  desposada.  Y 
esla  ley  mandamos  guardar  otro  sí  si  el  padre  de  la  manceba  Gciere 
el  casamiento,  é  pleytare  tas  arras  é  después  se  pasai^e  el  padre 
ante  qoel  ficiese  las  bodas,  la  manceba  sea  vendida  á  aquel  que  la 
prometiera  el  padre  ó  la  madre. » 

La  ley  8.*  del  mismo  titulo  y  libro  ordena  lo  siguiente: 

tSi  el  padre  es  muerto  Ja  madre  puedecasar  los  filies  é  las  filias. 
E  si  la  madre  es  muerta,  ó  se  casar  con  otro  marido,  los  hermanos 
deben  casar  la  hermana,  si  son  de  edad  complida,  é  si  non  son  de 
tal  edad,  el  lio  los  debe  casar.  Mas  si  el  hermano  es  de  edad  com- 
plida é  non  se  qutsier  casar  por  conseio  de  sus  parientes  puédese 
casar  por  s{.  Mas  la  hermana,  sí  algnn  borne  convenible  la  deman- 
da, el  lio  ó  los  hermanos  Tableo  con  sus  parientes  mas  propincuos, 
assi  que  comuaaimientrelo  reciban  6  lo  dexen. » 

En  la  ley  9.*  siguiente  se  añade: 

cSi  los  hermanos  tardan  el  casamiento  de  la  hermana  por  tal  que 
ella  se  case  per  sí  é  por  tal  que  non  haya  parte  en  la  buena  de  su 
padre  con  sus  hermanos,  é  si  ellos  refusaren  aquel  que  la  demanda- 
re dos  veces  ó  tres,  é  la  hermana  pues  que  entiende  el  enganno  de 
los  hermanos  buscare  casamiento  con  razón,  aya  su  derecho  entre- 
gamientre  de  la  buena  del  padre  con  sus  hermanos.  E  si  los 
hermanos  non  lo  ficieren  por  algún  enganno  de  la  hermana, 
mas  tardan  por  tal  que  la  puedan  meior  casar,  y  ella  non  ca- 
tando su  ondra  tomarse  marido  de  menor  guisa  qué  non  debe,  pier- 
da todo  el  derecho  que  deve  haver  de  la  buena  de  sus  padres,  sí 
qiter  sea  partida  la  heredad,  si  quier  non..  Mas  en  la  heredad  de 
los  hermanos  é  de  las  hermanas  é  délos  otros  parientes  haya  su  de- 
recho.» 

Como  se  vé  por  el  contexto  de  las  leyes  que  acabamos  de  tras- 
cribir, ni  se  consideraba  nulo  el  matrimonio  celebrado  contra  la  vo- 
luntad de  los  padres,  ni  se  daba  entrada  en  la  resolución  de  estos 
asuntos  á  ninguna  ciase  de  autoridad.  El  matrimonio  era  un  asunto 
paramente  de  familia;  los  padres,  los  hermanos  y  los  parientes  mas 
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próximos  eraa  las  úoicas  personas  que  en  él  teoíaii  iiiter?eiicH>o« 
Era  un  negocio  de  interés  doméstico,  esencialmente  privado,  y  co- 
mo tal,  no  se  concedía  el  remedio  de  apelar  ó  recarrir  i  una  auto- 
ridad eslrana  á  la  familia. 

Espongamos  ahora  las  disposiciones  contenidas  en  el  Faero 
Real. 

Ley  4.%  tlt.  i.\  lib.  S.%  de  este  Código: 

«Toda  mujer  viuda  que  haya  padre  ó  madre  pueda  casar  sin 
mandato  de  ellos,  si  quisiere,  é  no  haya  pena  por  ende.» 

Ley  8."  del  mismo  título  y  libro: 

aSi  la  manceba  encaballo  (1)  casare  sin  consentimiento  de  sa 
padre,  é  de  su  madre,  no  parta  con  sus  hermanos  ea  la  buena  del 
padre,  ni  de  la  madre,  fueras  ende  si  el  padre  ó  la  madre  la  perdo- 
naren.» 

Ley  14  del  propio  título  y  libro: 

«Ninguno  sea  osado  de  casar  con  manceba  en  cabello  sin  placer 
de  su  padre  y  de  su  madre,  si  los  hubiere;  si  no  de  los  hermanos,  ó 
de  los  parientes  que  la  tovieren  en  poder:  é  aquel  que  ^  lo  ficiere 
peche  cient  maravedís,  la  meytad  al  Rey,  é  la  meytad  al  padre,  6 
á  la  madre,  si  los  hubiere,  si  no  al  que  la  tiene  en  poder  ésea  ene- 
migo de  sus  parientes.» 

En  el  Código  inmortal  délas  Siete  Partidas  solo  encontramos  una 
disposición  relativa  á  este  asunto,  pero  abraza  tan  pocos  estremos 
que  no  parece  sino  que  D.  Alonso  el  Sabio  temió  legislar  sobre  es- 
ta importante  materia.  La  disposición  citada  es  la  ley  5.^  del  títu- 
lo 3.^  Part.  4.%  y  dice  así: 

cDefendemos  que  ninguno  non  sea  osado  de  casará  furto  nin  as- 
condidamente,  mas  á  paladinas  et  con  sabidoría  del  padre  et  do  la 
madre  de  aquella  con  quien  quiere  casar  si  los  hobiere,  et  si  non  de 
los  otros  parientes  que  hobiere  mas  cercanos.  Et  si  alguno  contra 
esto  ficiere,  mandamos  que  sea  metido  en  poder  de  los  parientes 
mas  cercanos  de  aquella  con  quien  asi  casare  con  todo  lo  que  hu- 
biere: pero  defendemos  que  nol  maten,  nin  le  lisien  nil  fagan  otro 
mal,  fueras  endeque  se  sirvan  del  mientre  que  viviere.  Et  si  haber 
nol  pudieren,  mandamos  quel  tomen  todo  cuanto  que  hobiere,  et  que 
apoderen  dello  á  los  parientes  sobredichos  delta.» 

(i)  Dábase  este  nombre  á  las  mujeres  solteras,  porque  llevaban  el  ca- 
bello suelto  Y,  tendido  por  la  espalda,  á  diferencia  de  las  casadas  que  le  lle- 
vaban recogido. 
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Desde  el  siglo  XIII»  época  de  la  pabUcaoioa  de  el  Faero  Beal  y 
de  las  Partidas,  leoeoiQ^qae  venir  á  loa  prioieros  aioa  del  si- 
glo XYI  ea  qne  se  proaulgaroa  las  Leyes  de  Toro.  Tampoco  se  en  • 
caeoira  en  ellas  mas  qne  una  sola  disposición  acerca  de  esta  mate- 
ría;  disposición  qne  tieoe  por  objeto  establecer  una  sanción  penal 
contra  los  que  celebraren  6  intervinieren  en  los  matrimonias  clan- 
destinos, siendo  asi  considerados  los  que  hubiesen  tenido  lugar  sin 
el  consentimiento  de  los  padres.  La  disposicioa  citada  es  la  ley  49 
que  dice  así: 

cMaodamos»  que  el  qite  contragere  matrimonio»  que  la  Iglesia 
tuviere  por  clandestino,  con  alguna  mnger,  que  por  el  mismo  fecho 
él  y  los  que  en  ello  intervinieren,  y  los  que  de  tal  matrimonio  fue- 
ren testigos,  incurran  en  perdimieato  de  todos  sos  bienes,  y  sean 
aplicados  i  nuestra  Cámara;  y  sean  desterrados  de  estos  nuestros 
reynos,  en  los  cuales  no  entren,  sopeña  de  muerte;  y  que  esta  sea 
justa  causa  para  qne  el  padre  y  la  madre  puedan  desheredar,  si 
quisieren»  á  sus  hijos  ó  hijas  que  el  tal  matrimonio  contrageren;  en 
lo  cual  otro  ninguno  no  pueda  acusar  sino  el  padre,  y  la  madre, 
muerto  el  padre.» 

Ta,  pues,  se  habrá  notado  que  en  las  disposiciones  que  prece- 
den tampoco  se  establece  el  recurso  de  acudir  ante  una  autoridad 
estrana  á  la  familia  como  tribunal  de  apelación  contra  los  acuerdos 
de  la  misma.  £1  matrimonio  seguía  considerándose  entre  nosotros 
como  un  asunto  meramente  privado,  hasta  que  en  el  reinado  del 
Sr.  D.  Carlos  UI,  vino  á  modificarse  la  legislación  hasta  entonces 
existente.  Este  monarca  espidió  en  23  de  marzo  de  1776  una  prag- 
mática que  introdujo  una  verdadera  novedad  en  nuestro  derecho. 
Yamos  á  copiarla  aquí  integramente,  porque  su  importancia  lo  exi- 
ge asi: 

«1.  Habiendo  llegado  á  ser  tan  frecuente  el  abuso  de  contraer 
matrimonios  desiguales  los  hijos  de  familia,  sin  esperar  el  consejo 
y  consentimiento  paterno,  ó  de  aquellos  deudos  ó  personas  que  se 
hallen  en  lugar  de  padres;  y  no  habiéndose  podido  evitar  basta 
ahora  este  desorden,  por  no  hallarse  respectivamente  declaradas 
las  penas  civiles  en  que  incurren  los  contraventores,  mandé  exa- 
minar esta  materia  en  una  junta  de  Ministros,  con  encargo  de  que 
dejando  ilesa  la  autoridad  eclesiástica  y  disposiciones  canónicas  en 
cnanto  al  Sacramento  del  matrimonio  para  su  valor,  subsistencia  y 
efectos  espirituales,  me  propusiese  el  remedio  mas  conveniente. 
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justo  7  conforme  á  mi  atttoridad  Real  en  arden  al  ccmtrato  dvil  j 
efectos  temporales;  cayo  dictamen  remití  al  Consejo  pleno,  quien 
me  espaso  su  parecer:  y  conformándome  con  él,  be  tenido  á  bien 
espedir  esta  mi  carta,  y  pragmática  sanción  en  faerza  de  ley  que 
quiero  tenga  el  mismo  vigor  qoe  si  foese  promulgada  en  Cortes, 
por  la  cuál,  y  para  la  arreglada  observancia  de  las  leyes  del  reyno 
desde  las  del  Faero  Jazgo  que  hablan  en  panto  á  los  matrimonios 
de  los  hijos  é  hijas  de  famiKa  menores  de  veynte  j  cinco  aSos, 
mando,  que  éstos  debao,  para  celebrar  el  contrato  de  espósales, 
pedir  y  obtener  el  consejo  y  consentimiento  de  su  padre,  y  en  sa  de- 
fecto de  la  madre,  y  á  falta  de  ambos,  de  los  abacios  por  ambas  IÍ- 
neas  respectivamente,  y  no  teniéndolos,  de  los  dos  parientes  mas 
cercanos  que  se  hallen  en  la  mayor  edad,  y  no  sean  interesados  6 
aspirantes  al  tal  matrimonio,  y  no  babiéodolos  capaces  de  darle,  de 
los  tutores  ó  caradores;  bien  entendido,  que  prestando  los  espresa- 
dos parientes,  tutores  ó  curadores  su  consentímíeato,  deberán  eje- 
cutarlo con  aprobación  del  Juez  Real,  é  íntervinieodo  sa  autoridad, 
si  no  fuese  interesado;  y  siéndolo,  se  devolverá  esta  aatoridad  ai 
Corregidor  ó  Alcalde  mayor  realengo  mas  cercano. 

2.  »Esta  obligación  comprenderá  desde  las  mal  altas  alases  del 
Estado,  sin  escepcion  alguna,  basta  las  mas  comunes  del  paeMo, 
porque  en  todas  sin  difereocia,  tiene  lugar  la  indispensable  y  nata- 
rak  obligación  del  respeto  á  los  padres  y  mayores  que  estén  en  sa 
lugar,  por  derecho  natural  y  divino,  y  por  la  gravedad  de  la  elec- 
ción de  estado  con  persona  conveaiente ,  cuyo  discernimiento  no 
puede  fiarse  á  los  hijos  de  fomília  y  menores,  sin  que  intervenga  la 
deliberación  y  consentimiento  paterno  para  reflexionar  las  conse- 
cueocias,  y  atajar  con  tiempo  las  resultas  turbativas  y  perjudiciales 
al  público  y  á  las  familias. 

3.  >Si  llegase  á  celebrarse  el  matrimonio  sin  el  referido  consen- 
timiento ó  consejo,  por  este  mero  hecho,  así  los  que  locontrageren, 
como  los  hijos  y  descendientes  qae  provinieren  del  tal  matrimo- 
nio, quedarán  inhábiles  y  privados  de  todos  los  efectos  civiles  como 
son  el  derecho  á  pedir  dote  ó  legítimas,  y  de  suceder  como  herede- 
ros forzosos  y  necesarios  en  los  bienes  libres,  que  pudieran  corres- 
ponderles  por  herencia  de  sus  padres  ó  abuelos,  á  cuyo  respeto  y 
obediencia  faltaron  contra  lo  dispuesto  en  esta  pragmática;  decla- 
rando como  declaro  por  justa  causa  de  su  desheredación  la  espresa* 
da  contravención  ó  ingratitud,  para  que  no  puedan  pedir  en  juicio 
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ni  alegar  de  iaeickMO  ó  duIo  el  iesUmento  de  vb»  padres  ó  asqea- 
dieDtes;  quedando  estos  eo  libre  arbitrio  y  EaculUd  de  difipoatr  de 
dicboa  bienes  ¿  su  volaotad»  y  aía  aias  obligación  que  la  de  las  pre* 
cisos  y  correspondieatea  alioientoB. 

4.  » Asiaúsino  declaro»  que  en  cuanto  á  lo6  vínculos»  patronales 
y  demás  derechos  perpetuos  de  familia  que  poseyeren  los  oontra- 
Yentpres»  ó  á  que  tuvieren  derecho  de  suceder,  queden  privados  de 
su  goce  y  sucesión  respectiva,  y  asi  ellos  como  sus  descendientes 
sean  y  se  entiendan  postergados  en  el  orden  de  los  llamamientos» 
de  modo  que  pasando  al  siguiente  en  grado,  con  quien  no  sv  venii- 
que  igual  contravención,  no  puedan  suceder  basta  la  cstincion  de 
Us  líneas  de  los  descendientes  del  fundador»  ó  personas  eo  cuya 
cabeaa  se  instituyeron  los  vínculos  ó  mayorazgos. 

5.  sSi  el  que  contraviniere  fuere  el  último  de  los  descendientes 
pasará  lasuoesíom  á  los  trasversales,  según  el  orden  de  los  llama- 
mientos, sin  que  puedan  suceder  los  contraventores  y  mis  deseen- 
dieates  de  aquel  malrimonio,  sino  en  el  último  lugar,  y  cuando  se 
hallen  estinguidas  las  líneas  trasversales;  bien  entendido  que  por 
esta  mi  declaración  no  se  priva  á  los  contraventores  de  los  alimen  • 
tos  correspondientes. 

6.  >Los  mayores  de  veinticinco  anos  cumplen  con  pedir  el  con- 
sejo paterno  para  colocarse  eo  estado  de  matrimonio,  que  en  aque- 
lla edad  ya  no  admite  dilación  como  está  prevenido  en  otras  leyes; 
pero  si  contravinieren»  dejando  de  pedir  este  consejo  paterno»  in- 
currirán en  las  mismas  penas  que  quedan  establecidas»  asi  en  cuan- 
to á  los  bienes  libres  como  en  los  vinculados. 

7.  «Siendo  mi  intención  y  voluntad  en  la  tlisposícíon  de  esta 
pragmática  el  conservar  á  los  padres  de  familia  la  debida  y  arre- 
glada autoridad,  que  por  todos  derechos  les  corresponden  en  la  in- 
tervención y  consentimiento  de  los  matrimonios  de  sus  hijos;  y  de- 
hiendo  dirigirse  y  ordenarse  la  dicha  autoridad  á  procurar  el  mayor 
bien  y  utilidad  de  los  mismos  hijos  de  familias  y  del  Estado  es  jusio 
precaver  al  mismo  tiempo  el  abuso  y  esceso  en  que  puedan  incurrir 
ios  padres  y  parientes,  en  agravio  y  perjuicio  del  arbitrio  y  liber- 
tad que  tienen  los  hijos  para  la  elección  de  estado  á  que  su  vo- 
cación los  llama,  y  en  caso  de  ser  el  de  matrimonio,  para  que  no  ^e 
les  obligue  ni  precise  á  casarse  con  persona  determinadu  contra  >u 
voluntad;  pues  ha  manifestado  la  esperiencia  que  muchas  veces  i^  s 
padres  y  parientes  por  fines  particulares  é  intereses  privados  in- 
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leotan  impedir  que  los  hijos  se  casen,  y  los  destinan  á  otro  estado 
eoDtra  su  Toluntad  y  vocacioo,  ó  se  resisten  á  consentir  en  el  ma- 
trimonio justo  y  honesto  qne  desean  contraer  sus  hijos,  queriéndo- 
los casar  violentamente  con  persona  á  qfhe  tienen  repugnancia,  aten- 
diendo regularmente  mas  á  las  cunveníencias  temporales  que  á  los 
altos  fines  para  que  fué  instituido  el  santo  sacramento  del  matri* 
monio; 

18.  T  habiendo  considerado  los  gravísimos  perjuicios  témpora- 
íes  y  espirituales,  que  resultan  á  la  República  civil  y  cristiana  de 
impedirse  los  matrimonios  juntos  y  honestos,  ó  de  celebrarse  sin  la 
debida  libertad  y  recíproco  afecto  de  los  contrayentes,  declaro  y 
mando,  que  los  padres,  abuelos,  deudos,  tutores  y  curadores  en  su 
respectivo  caso  deban  precisamente  prestar  su  consentimiento,  si 
no  tuvieren  justa  y  racional  causa  para  negarlo,  como  lo  sería,  si 
el  tal  matrimonio  ofendiese  gravemente  al  honor  de  la  famUia  ó  per- 
judicase al  Estado. 

>9.  T  así  contra  el  irracional  disenso  de  los  padres,  abuelo», 
parientes,  tutores  ó  curadores,  en  los  casos  y  forma  que  queda  es- 
plicada  respecto  á  los  menores  de  edad,  y  á  los  mayores  de  "íS 
anos,  debe  haber  y  admitirse  libremente  recurso  sumario  á  la  jus- 
ticia Real  ordinaria,  el  cual  se  haya  de  terminar  y  resolver  en  el 
preciso  término  de  ocho  dias,  y  por  recurso,  en  el  Consejo,  Cban- 
eiliería  ó  Audiencia  del  respectivo  territorío  en  el  perentorio  de 
treinta  dias;  y  de  la  declaración  que  se  hiciese,  no  haya  revista, 
alzada  ni  otro  recurso,  por  deberse  finalizar  con  un  solo  auto,  ora 
confirme  ó  revoque  la  providencia  del  inferior,  á  fin  de  que  no  se 
dilate  la  celebración  de  los  matrimonios  racionales  y  justos. 

»10.  Solo  se  podrá  dar  certificación  del  auto  favorable  ó  adver- 
so; pero  no  de  las  objeciones  y  escepciones  que  propusieren  las  par- 
les, para  evitar  difamaciones  de  personas  ó  familias,  y  será  pu- 
ramente estrajudicial  é  informativo  semejante  proceso;  y  aunque 
se  oiga  á  las  partes  en  él  por  escrito  ó  verbalmente,  será  siempre  á 
puerta  cerrada.  ¥  declaro  incursosen  perpetua  privación  de  oficio 
á  los  Jueces  y  Escribanos  que  dieren  ó  mandaren  dar  copia  simple 
ó  certificada  de  los  procesos  que  se  formaren  sobre  suplir  el  irra- 
cional disenso  de  los  padres,  deudos  ó  tutores,  pues  los  tales  pro- 
cesos en  cualquiera  Juzgado  que  se  terminaren,  han  de  quedar  cus- 
todiados en  el  archivo  secreto  y  separado,  de  modo  que  por  ningu- 
na persona  puedan  registrarse  ni  reconocerse,  ni  darse  tampoco  se* 
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^Bda  certificácioB  del  Mío  sin  ei|iresft  drde»  y  mandato  del  mis* 

ttO  COOMJO. 

>tl.  Mando  asimismo  que  se  conserre  en  los  Infantes  y  Graa.'«. 
des  la  eostunbre  y  obligación  de  darme  eaeota  y  á  los  Beyeíi  mis 
snoesores,  de  los  contratos  matrimoniales  ^e  intenten  celebrar 
ellos  ó  SIS  hijos  é  inmediatos  sacesores,  para  obtener  mi  Rea( 
aprobación:  y  si  (lo  que  no  es  creible)  omitiese  alguno  el  cumplí 
miento  de  esta  necesaria  obligación  casándose  sin  Real  permiso* 
así  los  contraventores  como  su  descendencia,  por  este  mero  hecha 
qaeden  inhábiles  para  gozarlos  títulos,  honores  y  bienes  dimana- 
dos de  la  Corona;  y  la  Cámara  no  les  despache  á  los  Grandes  \^ 
cédttia  de  sucesión,  sin  que  bagan  constar  al  tiempo  de  pedirla^  ei^ 
caso  de  estar  casados  los  nuevos  poseedores  haber  celebrado  $u^ 
matrimonios,  precedido  el  consentimiento  paterno  y  el  ftégio  siice- 
sivameote. 

>12.  Pero  como  puede  suceder  algún  raro  caso  de  tan  gravea 
circunstancias  qtmt  no  permitan  que  deje  de  contraerse  el  matrtmi^- 
nio,  aonque  sea  con  persona  desigual,  cuando  esto  suceda  en  lo& 
que  están  obligados  á  pedir  mi  Real  permiso,  ha  de  quedar  reser- 
vado á  mi  Real  persona  >  á  los  Reyes  mis  sucesores  el  poderlo  con- 
ceder; pero  también  en  este  caso  quedará  subsistente  é  invariablQ 
lo  dispuej^to  en  esta  pramágtica  en  cuanto  á  los  efectos  civiles,  y 
en  su  virtud  la  mujer  ó  el  marido  que  cause  la  notable  desigual- 
dad»  quedará  privado  de  los  títulos,  honores  y  prerogativas  que  le 
conceden  las  leyes  de  estos  Reinos,  ni  sucederán  los  descendíeuies 
de  este  matrimonio  en  las  tales  dignidades,  honores,  vínculos  6 
bienes  dimanados  de  la  Corona,  los  cjue  dolieran  recaer  en  las  per- 
sonas, á  quienes  en  su'defecto  corresponde  la  sucesión;  ni  podrárv 
taiñpoco  estos  descendientes  de  dichos  matrimoDÍos  desigualéis 
usar  de  los  apellidos  y  armas  de  la  casa  de  cuya  sucesión  quedan 
privados;  pero  tomarán  precisamente  el  apellido  y  las  armas  del 
padre  ó  madre  que  haya  causado  la  notable  desigualdad;  conce* 
diéndoLes  que  puedan  suceder  en  los  bienes  libres  y  alimentos  que 
deban  corresponderles  lo  que  se  prevendrá  con  claridad  en  el  per-^ 
miso  y  partida  de  casamiento. 

»13.  Conviniendo  también  conservar  en  su  esplendor  las  fami- 
lias llamadas  á  la  sucesión  de  las  Grandezas,  aunque  sea  en  grados 
distantes,  y  las  de  los  Títulos,  declaro  igualmente,  que  además  del 
consentimiento  paterno  deben  pedir  el  Real  permiso  en  la  Cámara, 
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ni  modo  que  se  piden  tas  cartas  4e  snee^M  tn  los  lítalas,  proce- 
diéodose  ¡Drormativamente,  y  con  la  prefereocia  que  pídea  tales^ 
recursos. 

»14.  Por  lo  tocante  á  los  Consejeros  y  Ministros  togados  de  to* 
dos  los  tribanales  del  Reino,  que  se  casaren  estando  provistos  ya 
«o  plazas,  conviniendo  mucho  conservar  el  decore  de  sus  familia?, 
quiero,  que  además  de  lo  prevenido  se  observe  la  costambre,  y  lo 
que  está  dispuesto  de  pedir  la  licencia  al  Presidente  ó  Crobeniaidor 
de  mi  Consejo* 

»15.  En  cnanto  á  los  militares  están  espedidas  nits  Reales  ór- 
denes en  razón  de  la  licencia  y  circunstancias  que  deben  preceder 
para  su  casamiento,  y  mando  se  observen;  pero  con  la  prevención 
de  que,  si  do  pidiesen  el  consentimiento  y  consejo  de  sus  paAres  y 
mayores  en  sus  respectivos  casos  y  como  qneda  dispuesto  en  esta 
pragmática,  incurrirán  en  las  mismas  penas  que  los  demás,  en  coan- 
lo  á  los  bienes  libres  y  vinculados. 

7  j»16.    No  bastando  las  penas  civiles,  que  ran  establecidas  é  con- 
tener las  ofensas  á  Dios,  el  desorden  y  pasiones  violentas  de  los  jó- 
venes, sino  conspiran  al  mismo  fin  los  ordinarios  eclesiásticos  de 
estos  mis  Reynos,  como  lo  espero  de  su  zelo  en  observancia  de  los 
Cánones,  y  siguiendo  el  espíritu  de  la  Iglesia  que  siempre  detestó 
y  prohibió  los  matrimonios  celebrados  sin  la  noticia  ó  con  positiva 
y  justa  repugnancia  ó  racional  disenso  de  los  padres;  he  tenido  y 
tengo  por  bien  encargar  á  los  ordinarios  eclesiásticos,  que  para  evi- 
tar las  referidas  contravenciones  y  penas  en  que  incurrirán  los  hi- 
jos de  familias,  y  no  darles  causa  ni  motivo  para  que  falten  á  la 
obediencia  debida  á  los  padres,  ni  padezcan  las  tristes  consecuen- 
cias que  resultan  de  tales  matrimonios  pongan  en  cumplimiento  de 
la  encíclica  de  Benedicto  XIV,  el  mayor  cuidado  y  vigilancia  en 
la  admisión  de  esponsales  y  demandas  á  que  no  preceda  este  con- 
sentimiento, ó  de  los  que  deban  darle  gradualmente,  aunque  ven- 
gan firmados  é  escritos  los  tales  contratos  de  esponsales  de  los  que 
intentan  solemnizarlos  sin  el  referido  asenso  de  los  padres  ó  de  \o9 
que  están  en  su  lugar. 

17.  Que  para  atajar  estos  matrimonios  desiguales  y  evitar  lo% 
perjuicios  del  Estado  y  familias,  se  observe  inviolablemente  por  los 
ordinarios  eclesiásticos,  sus  provisores  y  vicarios  lo  dispuesto  en 
el  Concilio  de  Trente  en  punto  á  las  proclamas,  escnsando  sn  dis* 
peosacioo  voluntaria. 
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18.  tPara  la  observancia  de  todo  lo  referido,  ▼  eo  aso  de  la  pro- 
tección qae  la  potestad  Real  debe  dispensar  al  mas  exacto  cumpli- 
miento de  las  reglas  canónicas,  al  respeto  de  los  hijos  de  familias  i 
sos  padres  y  mayores,  y  al  conveniente  orden  y  tranquilidad  d^  las 
famiUas  de  que  depende  ta  del  £stado  en  gran  parte,  ruego  y  en* 
cargo  á  loa  M.  RR.  Arzobispos,  como  Metropolitanos,  á  los  Reve- 
rendos Obispos  y  demás  Prelados  en  sus  diócesis  y  territorios,  ha- 
gan que  sus  Provisores,  Visitadores,  Promotores  Fiscales,  Vicarios, 
Coras,  Tenientes  y  Notarios  se  iostrnyan  de  esta  mi  pragmática,  y 
de  las  prevenciones  esplicadas  en  ella>  para  que  igualmente  pro- 
nuievaQ  y  concurran  á  su  debida  observancia  y  cumplimiento. 

19.  cQue  en  razón  de  esta  mi  pragmática,  y  prevenciones  que 
bideron  los  Prelados  en  consecuencia  de  ella,  y  de  la  Cédula  par- 
ticular que  se  les  dirije  con  esta  misma  fecha,  puedan  las  partes 
interesadas  usar  de  los  recorsos  compe^ntes.» 

Dejando  á  un  lado  las  consideraciones  á  que  se  presta  la  dureza 
y  severidad  que  desplegó  el  Sr.  D.  Carlos  III  en  esta  pragmática 
contra  los  hijos  inobedientes;  y  prescindiendo  también  de  las  causas 
poUticasque  la  motivaron,  solo  nos  proponemos  llamar  la  atención 
de  ios  lectores  respecto  á  la  profunda  alteración  que  introdujo  en 
ei  derecho  vigente  hasta  entonces,  llamando  á  suplir  el  irracional 
disenso  de  los  padres  á  una  autoridad  completamente  ajena  y  es-^ 
(rana  á  la  familia;  cosa  desconocida  del  todo  por  nuestra  legislación 
anterior,  según  habrá  podido  ya  notarse  por  la  esposicion  que  lle- 
vamos hecha  de  la  misma.  Desde  la  publicación  de  esta  pragmática» 
el  ouitrimonio,  relativamente  al  punto  indicado,  pasó,  por  decirlo 
así.  de  la  esfera  privada  ó  de  familia,  á  la  del  dominio  ó  jurisdicción 
pública;  del  hogar  doméstico  á  las  calles  y  á  las  plazas.  El  Sr.  Don 
Carlos  IV  quiso  suavizar  la  dureza  de  esta  pragmática  con  otra  no 
meam  célebre  espedida  en  Aranjuez  en  10  de  abril  de  1803,  pero 
ninguna  modificación  se  introdujo  respecto  al  estremo  referido,  el 
cual  quedó  subsistente  en  su  parte  fundamental.  Hé  aquí  dicha 
pragmática: 

«Con  presencia  de  las  consultas  que  me  han  hecho  mis  Conse- 
jos de  Castilla  é  Indias  sobre  la  pragmática  de  matrimonios  de  S3 
de  marzo  de  1776,  órdenes  y  resoluciones  posteriores,  y  varios  in- 
formes que  he  tenido  á  bien  tomar,  mando  que  ni  los  hijos  de  fami- 
lia menores  de  25  anos,  ni  las  hijas  menores  de  23,  á  cualquier  cla- 
se del  Estado  á  que  pertenezcan,  puedan  contraer  matrimonio  sin 
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licencia  de  su  padre,  quien  en  caso  de  resistir  el  qae  sns  hijos  6 
hijas  inteotareo,  no  estará  obligado  á  dar  la  razón,  ni  esplícar  la 
t'.atisa  de  su  disenso  ó  resistencia.  Los  hijos  que  hayan  cumplido  3S 
nnos,  j  las  hijas  que  hayan  cumpfido  23,  podrán  oasarse  á  sn  arbí* 
iHo  sin  necesidad  de  pedir  ni  obtener  consejo  ni  consentimiento  de 
vn  padre;  en  defecto  de  éste,  tendrá  la  misma  autoridad  la  madre; 
pero  en  este  caso  los  hijos  y  las  hijas  adquirirán  libertad  de  casarse 
á  su  arbitrio  un  año  antes;  esto  es,  los  yarones  á  los  94  y  las  hem» 
Kras  á  los  22,   lodos  cumplidos:  á  falta  de   padre    y    madre 
lei^drá  la  misma  autoridad  el  abuelo  paterno,  y  el  materno  á  falta 
de  ésie;  pero  los  menores  adquirirán  la  libertad  de  casarse  á  sn  ar- 
l)ití*io  dos  años  antes  que  los  que  tengan  padre;  esto  es,  los  varones 
;ll1os  33  y  las  hembras  á  los  21,  todos  cumplidos:  á  falta  de  los  pa 
tires  y  abuelos  paterno  y  materno  sucederán  los  tutores  en  Ta  auto* 
ridad  de  resistir  los  matrimonios  de  los  menores,  y  á  falla  de  los  ttt 
lores  el  Juez  del  domicilio,  todos  sin  obligación  de  esplicar  la  cau 
ita;  pero  en  este  caso  adquirirán  la  libertad  de  casarse  á  sn  arbitrio 
los  varones  á  los  22  años,  y  las  hembras  á  los  20  todos  cnmplidos. 
Para  los  matrimonios  de  las  personas  que  deben  pedirme  licencia,  ó 
tioticitarla  déla  Cámara,  Gobernador  del  Consejo,  ó  sus  respectivos 
jefes,  es  necesario  que  los  menores,  segnn  las  edades  señaladas, 
t)blengan  esta  después  de  la  de  sns  padres,  abuelos  ó  tutores,  soli- 
citándola con  la  espresion  de  la  causa  que  estos  han  tenido  para 
prestarla;  y  la  misma  licencia  deberán  obtener  los  que  sean  mayo- 
res de  dichas  edades,  haciendo  espresion,  cuando  la  soliciten  de  las 
circunstancias  de  la  persona  con  quien  intentan  enlazarse.  Aunque 
tos  padres,  madres,  abuelos  y  tutores  no  tengan  quedar  razón  á  los 
menores  de  las  edades  señaladas  de  las  cansas  que  hayan  tenido 
\) ara  negarse  á  consentir  en  los  matrimonios  que  intentasen,  si  fue. 
ten  de  la  clase  que  deben  solicitar  mi  real  permiso,  podrán  los  in- 
teresados recurrir  á  mí,  así  comoá  la  Cámara,  Gobernador  del  Con- 
cejo y  Jefes  respectivos  los  que  tengan  esta  obligación,  para  que 
por  medio  de  los  informes  que  tuviere  yo  á  bien  tomar,  ó  la  Cáma- 
ra, Gobernador  del  Consejo,  ó  Gefes  creyesen  convenientes  en  sns 
casos,  se  conceda  ó  niegue  el  permiso  ó  habilitación  correspondien- 
te, para  que  estos  matrimonios  puedan  tener  6  no  efecto.  En  la 
demás  clases  del  Estado  ha  de  haber  el  mismo  recurso  á  los  Presi- 
dentes de  Chancillerías  y  Audiencias,  y  al  Regente  de  la  de  Asturias, 
tos  cuales  procederán  en  los  mismos  términos*  Los  vicarios  eclesiá» 
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tíoos  que  amarizaren  i|m(riaioiiio,  para  el  que  do  estuvieren  habilí- 
tadoft  los  contrajentes  según  los  requisitos  que  van  espresados,  se- 
ráo  espatriados  y  ocupadas  todos  sus  temporalidades,  y  en  la  mis- 
ma pena  de  espatríacioo  y  en  la  de  confiscación  de  bienes  incurrí- 
ráa  los  contrayentes.  En  niogun  tribunal  eclesiástico  ni  secular  de 
lois  dominios  se  admitirán  demandas  de  esponsales,  sino  es  que  sean 
celebrados  por  personas  habilitadas  para  contraer  por  sí  mismas  se- 
guQ  los  espresados  requisitos,  y  prometidos  por  escritura  pública; 
y  en  este  caso  se  procederá  en  ellas,  no  como  asuntos  crimiaales  ó 
mixtos  sino  como  puramente  civiles.  Los  Infantes  y  demás  personas 
Reales,  en  ningún  tiempo  tendrán  ni  podrán  adquirir  la  libertad  de 
casarse  á  su  arbitrio  sin  licencia  mia  ó  de  los  Reyes  mis  sucesores, 
que  se  les  concederá  ó  ne^rá,  en  tos  casos  que  ocurran  con  las  le- 
yes y  condiciones  que  convengan  á  las  circunstancias.  Todos  los 
matrimonios  que  á  la  publicación  de  esta  mi  Real  determinación  no 
estuvieren  contraidos,  se  arreglarán  á  ella  sin  glosas,  interpreta- 
ciones ni  comentarios^ y  no  á  otra  ley  ni  pragmática  anterior.» 

Las  dos  soberanas  resoiuciunes  de  Carlos  ill  y  Carlos  IV  que 
acabamos  de  trascribir,  se  insertaron  en  el  título  II  del  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  viniendo  á  constituir,  principalmente  la 
última,  el  derecbo  vigente  hasta  la  publicación  de  la  ley  de  20  de 
junio  de  186¿,  pues  aunque  se  dictaron  después  algunas  disposicio- 
nes acerca  de  este  punto,  en  nada  se  alteró  la  parte  esencial  de 
aquella.  La  primera  de  dichas  disposiciones  fué  la  contenida  en  un 
decreto  de  las  Cortes  de  14  de  abril  de  1815,  por  la  cual  se  conce- 
dió á  los  Gobernadores  de  las  provincias  la  facultad  de  suplir  el  di- 
senso paterno  en  los  casos  determinados  en  la  pragmática  del  señor 
Don  Carlos  IV.  Esta  medida  fué  confirmada  por  la  ley  de  3  de  fe- 
brero de  1825  publicada  para  el  Gobierno  y  Administración  de  las 
provincias,  la  cual  en  su  art.  261  dispuso  que  cet  Jefe  político  $u^ 
perior  de  cada  provincia  ejerciera  en  ella  la  facultad  que  en  los  ca-- 
80$  y  términos  que  espresa  la  pragmática  de  10  de  abril  de  1803, 
ejereian  los  presidentes  de  las  Chanállerías  y  Audiencias  y  el  Re- 
gente de  la  de  Asturias^  concediendo  ó  negando  dios  hijos  de  familia 
y  dios  menores  la  licencia  para  casarse,  entendiéndose  que  el  Jefe 
político  competente  para  ejercer  esta  facultad  era  el  de  la  provincia 
eft  que  tenia  su  vecindad,  domicilio  ó  residencia  ordinaria  el  padre, 
madre  ópersbni  cuyo  consentimiento  se  hubiere  de  suplir.» 

Igual  facultad  y  en  los  propios  términos  se  concedió  á  los  Jefes 
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p(rftficos  por  Ift  lef  de  gobiernos  de^prorhicra  de  2  de  abril  de  1848 
ea  stt  art.  8•^  parr.  9.*  Lo  mismo  se  reiteraba  también  en  f  a  ley 
qae  con  dicho  fin  se  pubtíoó  en  28  de  setiembre  de  18^ ;  mas  por 
Real  decreto  de  la  propia  flecha  se  declaró  y  dispuso  que  se  enten- 
diera derogado  por  la  ley  de  20  de  jnnio  de  1862»  el  párrafo  40, 
articulo  10  de  la  de  28  de  setiembre  de  1868,  en  qne  se  coneedia  la 
referida  facultad  á  los  gobernadores  de  provincia. 

{Se  contmuará.) 

Norberto  Saltaren* 


DR  Li  mmm  w  las  vrktüs  midmiairs. 

iPaeden  rescindirse ,  por  causa  de  lesión^  las  ventas  judiciales 
que  se  verifican ,  préoia  tasación  pericial  en  remate  público ,  para 
llevar  á  efecto  las  ejecutotias  de  las  camas  criminales  en  su  parte 
pecuniaria,  ó  pago  de  multas ,  costas  y  abono  de  la  indemnización 
civin 

iPuede  prosperar  la  acción  rescisoria,  cuando  la  demanda  se 
interpone  pasados  con  gran  esceso  los  cuatro  años,  á  contar  desde  la 
fecha  del  remate^  por  mas  que  el  comprador  rematante  hubiera  sido 
citado  de  conciliación,  con  ese  objeto,  dentro  de  dicho  término,  y 
con  dos  años  de  antelación  á  la  demandal 

Los  autores  patrios  que  hemos  consultado,  ó  do  dicen  nada 
acerca  de  la  primera  cuestión,  cual  acontece  con  el  Febrero  refor- 
mado ,  ó  se  limitan  á  copiar  las  palabras  de  la  última  parte  de  la 
ley  recopilada  sobre  la  materia ,  en  cuyo  caso  se  encuentran  las 
obras  de  los  señores  Bscriche,  Gromez  de  la  Serna  y  Montalbao  (i). 
Tampoco  encontramos  caso  alguno  decidido  en  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  ni  tenemos  noticia  de  decisión 
de  algún  otro  Tribunal  que  resolviese  la  cuestión  en  pro  ó  en  con- 
tra. Por  lo  mismo,  creemos  conveniente  publicar  las  observaciones 
que  se  nos  han  ocui'rido  en  un  caso  práctico,  no  decidido  aún,  en 
favor  de  la  opinión  negativa,  á  fin  de  provocar  la  discusión,  y  es- 

( 1 )    Diccionario  de  Legislación  y  Jurisprudencia ,  artículo  lesioh ;  Ele- 
mentos de  Derecho  civü  y  penal. 
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«tareoer  vn- paoto  de  tatlo  mter^s  e&  Bve^r»  dereeh»  eiffl,  ya  qoe 
koy  DO  pueée  preMBtarve  euo  «Igtiio  da  ventas,  etn  reiaddB  á  los 
compradores  de  que  babla  la  ley  recopiMa. 

Ña  es  menee  sesteaible»  deciamos,  el  otra  taadamento  para  la 
resetsiaa  suspirada;  parqoe  no  hay  la  lesioo  malerial  alegwta,  ó  do 
exkae  eaerme  desproporeíeii  eiüre  el  preeia  del  remate  y  el  ?er^ 
dadero  Talar  de  la  finea,  al  tiempo  de  venderse  jwMcíalmente  para 
el  pago  de  costas ,  á  tuya  época  hay  que  referirse  siempre  eo  ma- 
teria de  valores  y  jnstípracioSf  y  bq  4  la  actaal ,  en  qae  natural- 
inesle  lo  debe  tener  algo  mayor,  por  razón  de  las  Tieisítudes  de  los 
tiempos,  y  de  las  meforas  hechas  en  aquella  por  su  principal;  y 
porqoe  la  ley  recopilada  escleye  de  la  rescisión  las  ventas  de  la 
clase  de  la  presente. 

Aunque  de  paso ,  séanos  licito  decir,  que  no  debe  ser  muy  evi- 
dente lajiisticia  de  la  fescision  por  lesión  enorme  en  los  contratos, 
cuando  tan  discordes  se  hallan  los  legisladores  y  los  jurisconsultos 
acerca  del  particular;  cuando  la  vemos  rechazada  en  absoluto  por 
la  ley  7.%  título  4.^  libro  8.''  del  Fuero  Juzgo;  por  la  920  del  Esti- 
lo; por  el  fuero  de  Aragón;  por  los  arliculo8Í164  y  siguientes  del 
proyecto  de  Código  civil  español  formado  por  la  Comisión  de  C6* 
digas,  y  por  varios  Códigos  civiles  estranjeros;  cuando  observamos 
que  la  tegislacioa  Alfonsina,  áaica  que  la  introdujo  en  nuestro  de- 
recho patrio,  prohijándola  del  remano,  fué  al  punto  corregida  y 
variada  por  la  recopilada  y  oirás  posteriores,  las  cuales  pusieron 
cortapisas  y  condicione»  para  su  admisión ,  y  crearon  escepcíones 
para  rechazarla  eo  otros  casos ;  y  cuando  espositores  célebres  la 
repelen  abiertamente,  alegando  razones  poderosas,  y  hasta  cierto 
ponto  irrebatibles ,  en  demostración  de  los  inconvenientes  que  en- 
trana,  y  males  que  acarrea  la  instabilidad  de  los  contratos,  á  que 
por  su  admisión  se  d¿  origen.  Pecaríamos  de  difusos  é  inoportunos, 
si  fuéramos  á  desenvolver  aquí  la  doctrina  filoséfieojuridica  sobre 
la  materia,  no  necesitándose,  como  no  se  necesita  boy,  para  re- 
solver este  caso.  Para  la  cuestión  de  actualidad ,  basta  y  sobrs(  con 
inquirir  y  fijar,  con  ánimo  imparctal ,  recta  conciencia  y  sujeción 
á  las  regias  de  interprelacton,  el  verdadero  sentido  jurídico  de  la 
letra  de  la  ley  recopilada,  ya  que  se  suscitan  dudas,  y  se  quiere 
pronwver  controversia  acerca  de  lo  qoe  sus  palabras  dicen  y  sig- 
nifican ,  DO  obstante,  que  en  nuestro  humilde  juicio  el  texto  legal 
está  bien  claro  y  espresivo. 

TOMO  XXVI.  26 
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Aun  cttaado  las  palabras  de  la  ley  recopilada  no  fiaerao  lan  sig- 
Qíficatívas  y  terflunanies,  oomo  aon ,  nunca  deberíamos  dejar  de 
penetrar  en  su  espíritu  y  ot^jeto,  i  nenos  de  esponemos  á  incurrir 
en  errores  de  apUeacioni  y  de  introducir  el  empirisoo  en  la  juris- 
prudencia, despojándola  de  su  carácter  cientifico,que  es  lo  que  mas 
la  sublima  y  ennoblece,  al  par  que  la  s^ra  de  un  arte  automático ' 
é  infecundo.  Siempre  se  ba  dicbo  que  por  encima  de  lá  letra  de  la 
ley,  está  el  espíritu  que  la  anima,  ilumina  y  vivifica:  lüUra  etúm 
occidü,  spIrituB  auUm  vivificáis  decía  el  Apóstol  San  Pablo. 

Bi  texto  de  la  ley  2.%  tít.  i.\  libro  10  de  la  Novísima  Recopi- 
lación está  reducidd,  en  su  primera  parte,  á  prevenir  que  si  el  ven* 
dedor  ó  comprador  fué  enf^aoado  en  mas  ó  menos  de  la  mitad  dd 
justo  precio,  estén  obligados  cada  uno  en  su  caso  á  suplir  ó  devol- 
ver la  diferencia  basta  quedar  reducido  al  verdadero  de  la  cosa,  ó 
á  devolver  esta,  lo  cual  debe  también  observarse  en  los  arrenda- 
mientes,  permutas  y  demás  contratos  semejantes,  taunque  se  haga 
por  almonedat  del  ¡lia  que  fueron  hechos  fasta  en  euatro  años  y  no 
después.»  En  su  segunda  parte  continúa  diciendo  la  ley:.€  Y  manda- 
mos que  esta  ley  se  guarde,  salvosi/a  ve/idíctori  de  los  tales  bienes 
se  hiciere  contra  la  voluntad  del  vendedor  y  fueren  eompelidosy 
y  apremiados  compradores  para  la  compra,  y  fu^&t  vendidos  por 
apreciadores  y  publicatnente,  que  en  tal  caso,  aunque  haya  engaño 
de  mas  de  la  mitad  del  justo  precio,  no  haya  lugar  esta  ley.» 

Despréndese  de  dicbo  teito  legal  en  su  ultima  parte:  I."*  que 
no  há  tugará  la  rescisión»  cuando  han  pasado  los  cuatro  anos:  2,®  que 
tampoco  tiene  lugar  el  recurso  rescisorio  en  las  ventas  por  remate 
público,  acordado  por  la  justicia  en  interés  rentístico  ó  fiscal,  y  pre- 
via tasación  pericial  de  la  cosa,  y  contra  la  voluntad  del  propietario. 

De  contrarío  se  sustenta,  sin  embargo ,  la  opinión  de  que  la  úl- 
tima de  las  escepcioqes  indicadas  solo  puede  tener  lugar  cuan- 
do los  rematantes  ó  compradores  fueron  apremiados  para  la  com* 
pra,  por  ser  espresa  circunstancia  de  la  ley,  la  cual  quiso  hacer  es* 
elusiva  referencia  de  las  subastas  que  antiguamente  se  hacían  por 
deudas  al  fisco,  en  cuyo  interés  se  elogia  una  de  las  personas  acó-* 
modadas  jde  la  población,  y  se  le  obligaba  á  la  compra  de  los  bieno^ 
sacados  á  remate,  si  voluntariamente  no  se  presentaban  licita* 
dores.  Pero  se  conoce  muy  bien  que  esa  circunstancia  del  apre*» 
mío  al  comprador  solo  constituye  un  mero  accidente,  que  en  nada 
altera  ni  afecta  ala  sustancia  ó  esencia  del  precepto  legal;  aodden- 
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te  indlcAÜTo  ¿e  las  venlaB  i  que  It  ley  se  reier»,  de  Ifts  yetUM  rea- 
tizadas  en  interés  del  fisoe,  en  interés  de  la  Hacienda,  en  interés 
púWfoo,  T  en  las  cuales  sella  oMigarse  en  lo  antí^^:ne  á  lea  eom- 
pradores  para  laeompra,  tfnn  ooando  hóv  ha  desaparecido  del  foro 
y  del  procedimieúto  gubematiTo  semejante  prác^ea»  vejalería  y 
censurable  en  todos  s^itidos.  El  interés  dd  fisco,  el  interés  púUice 
era  la  verdadera  cansa  determinante  del  principio  denegatorio  de 
la  rescisión  por  precio  lesivo  en  semejante  clase  de  ventas.  Esta  in- 
terpretación está  en  un  todo  conforme  con  el  espíritu  y  letra  de  la 
raodferna  legislación  fiscal  en  materia  de  contratos  públicos,  ó  en 
c|ue  se  versa  el  interés  de  la  Bacienda  6  del  Botado.  Ni  en  las  ven  * 
tas  de  bienes  nacionales,  ni  en  contratos  para  servicios  y  obras  pú- 
blicas, se  consiente  la  rescisión  por  lesión,  se^nn  se  determina  es* 
presamente  en  el  art*  83  de  la  Instmccion  de  l.^de  marzo  de  1836, 
en  el  170  de  la  de  51  de  mayo  de  1888,  en  la  Real  érden  de  8  de 
agosto  de  1850,  y  en  el  Real  decreto  de  4  de  marzo  de  1887,  sin 
embargo  de  qoe  á  na^ie  se  apremia  hoy  para  tomar  parte  en  dichos 
remates,  y  sin  embargo  de  lo  lesivo  del  precio  en  muchos  oasos, 
efecto  del  acaloramiento  á  que  dá  origen  la  concurrencia  de  licita- 
dores,  con  intereses  encontrados.  Si  no  fuera  el  interés  público  ó 
fiscal  el  que  impulsase  á  cerrar  la  paerta  para  el  recurso  de  resci- 
sión, no  se  concebiria  cómo  se  negaba  el  recurso  en  las  ventas  y  con- 
tratos referidos,  donde  todos  los  licitadores  son  voluntarios,  donde 
no  hay  ni  se  conocen  licitadores  forzados:  luego  no  puede  ser  el 
apremio  á  los  compradores  el  móvil  determinante  de  la  denega- 
ción de  semejante  recurso  en  el  caso  que  venimos  tratando. 

¿Ni  cómo  había  de  ser  de  otro  modo,  cuando  el  antiguo  apremio 
á  los  compradores  solo  se  esplica  y  se  comprende  bajo  el  punto  de 
vista  de  ser  el  remedio  estremo  de  que  el  Pisco  se  valia  para  no 
sentir  los  efectos  de  la  resistencia  pasiva  que  le  oponían  los  yeci* 
nos  de  un  pueblo  á  sus  acuerdos  ejecutivos  contra  los  deudores  de 
todas  clases,  ora  por  misericordia  intempestiva  hacia  éstos,  ora  por 
compromisos  de  vecindad  ó  respetos  de  compadrazgo,  ora  en  fin, 
por  verdadero  espíritu  de  oposición  sistemática  al  poder  público, 
impotente  para  realizar  sus  acuerdos  de  enajenación  y  cobrar  sus 
deudas;  y  embarazado  con  la  tenencia  ó  posesión  de  objetos  que 
para  nada  le  servirían,  oí  ninguna  apUcacion  útil  podía  darles?  Se 
vé,  pues,  que  ni  el  apremio  á  los  compradores,  ni  la  denegación 
del  recurso  reseisorio  á  los  apremiados,  aun  cuando  hubiere  lesión 
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en  el  precio  del  remate,  tuvo  otro  mórH,  w  racoBOoié  nts  fiadA'^ 
meato  qae  el  interés  fiscal,  la  eoaveaieacia  del  poder  público^  ea 
üeTac  á  so  ákiaio  término  los  procedimieatos  qeealivos  ooa  la 
pronta  realisaeton  de  los  bieoes  embat gados  ¿  sas  deodoros»  y  en 
ao  verse  embarazados  de  nuevo  coa  diohos  bienos,  ni  con  pleicos 
sobro  rescisión,  ai  coa  noevos  remates  y  düigeiisias  de  apremio; 
como  forzosamente  acontecería,  de  no  ir  acompañado  el  remedio  del 
apremio  con  la  cortapisa  do  la  denegación  de  todo  recurso  resciso- 
rio  por  precio  lesivo. 

Por  otra  parte,  se  incarriría  en  no  oontraseaiido  jurídico,  al 
conceder  el  recurso  rescisorio  ¿  los  licitadores  voluntarios,  y  oe  • 
gárselo  á  los  compradores  apremiados,  por  mas  que  en  ano  y  otro 
caso  la  venta  ó  remate  en  almoneda  se  celebrase  en  interés  fiscal, 
por  conveniencia  del  servicio  páblico,  ó  para  baeer  efeaiva  la  res- 
poosabilidad  criminal  pecuniaria,  declarada  por  aa  Tribunal  de 
Justicia.  Si  en  algún  caso  pudiera  recomendarse  por  sí  mismo  di- 
cho recurso  rescisorio,  es  precisamente  ea  aquellos  en  que  los 
compradores  son  forzados,  sin  tener  libertad  de  elección,  ni  sobre 
la  cosa,  ni  sobre  el  precio^  De  negárselo  á  éstos,  no  puede  menos 
de  concluirse  por  negáfselo  ¿  los  licitadores  voluntarios,  cuando  la 
venta  ó  remate  se  hace  en  interés  bt^cal,  ó  en  beneficio  del  poder 
público,  ya  que  es  una  consideración  social  la  que  motiva  la  esta- 
bilidad de  tales  remates,  y  la  que  aconseja  que  no  puedan  echarse 
abajo  de  nuevo,  bajo  protesto  6  fundamento  de  perjuicio  en  el  pre- 
cio. £1  ánimo  se  asusta  y  sobrecojo  ante  la  idea  del  sinnúmero  de 
pleitos  por  recurso  rescisorio  que  la  administración  pública  en  sus 
diferentes  ramificaciones  habiade  sostener,  si  se  abríerala  puerta 
al  remedio  indicado  en  las  infinitas  venias  de  bienes  nacionales,  en 
los  contratos  para  servicios  y  obras  públicas,  y  en  ios  remates  que 
^e  celebran  por  interés  de  la  Hacienda,  ó  por  exigencia  de  la  admi- 
nistración de  jusUcia,  como  todos  los  dias  estamos  presenciando. 
¡Cuánta  instabilidad  en  una  parte  tan  considerable  de  la  riqueza 
pública,  y  qué  de  embarazos  para  el  poder  público  en  el  érden  gu- 
bernativo y  en  el  judiciario,  una  vez  otorgado  el  remedio  rescisorio 
á  los  compradores  voluntarios,  y  á  los  que  se  les  vendian  los  bien^ 
forzadamente  para  ejecutar  condenas  pecuniarias! 

T  cuenta  también  que  la  escepcion  final  de  la  ley  recopilada, ' 
lo  mismo  alcanaa  á  los  compradores  apremiados  que  á  los  vendedo- 
res forzados  de  sus  bienes,  ya  porque  la  deaegadoa  del  recurso  se 
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introdajoy  satekmóeaMteréiíietlt  y  bo  eo  kesefieío  de  loa  con- 
imy«ite0  oUtgados,  y  ya  ponqve  h  denegacíoB  de  ta  ley  es  abso- 
luta, 8ÍD  bacer  distinciones  de  oíaguaa  clase,  ceso  no  pedia  ha- 
cerlas» 8»  baffpenar  profeadanieate  el  principio  de  josUcia,  y  sin 
releja  al  oItMo  las  nocieaes  de  e«|tiidad  y  de  filosófica  jariapru- 
deaciit.  T  claro  es  que  donde  la  ley  no  dislingm,  á  nadie  le  es  per- 
luiUdo  hacer  dislÍQcioQes,  aegua  predamaQ  los  conocidos  aiiooMs 
jurídicos:  Mlex  non  didmgidt,  disUneíioni  loeuinon  «si;  ubi  es- 
€lem  est  mito,  ibi  eademjuris  dkposUio^ne  debet.  T  estáodole  ve- 
dado el  recarso  ¿  los  Tendedores  ejecutados  por  interés  de  la  Ha- 
cienda ó  en  beneicio  del  érden  público»  segan  acaba  de  demostrar- 
se, ¿qué  influencia  paede  tener  en  el  terreno  jurídico  la  circunstan- 
cia de  la  desaparición  de  la  abusiva  práctica  del  apremio ¿  los  com- 
pradores para  la  compra,  desaparición  debida  al  progreso  legislati- 
vo de  iMiestros  días,  y  i  aonsiderarse  innecesario  hoy  que  el  poder 
público  cuenta  con  tantos  medios  y  recursos  para  llevar  á  completo 
término  sos  procedimientos  ejeenlivos  en  cumplimiento  de  sus 
acuerdos  gubernativos  y  sentencias  ejecotorias?  Ninguna  cierta- 
mente. Con  el  apremio  ¿  los  compradores  para  la  compra ,  y  sin  la 
exisleDcia ó  desaparición  de  dicho  apremio,  la  situación  de  los  ven- 
dedores forzados  de  sus  bienes,  no  mejora  en  un  ápice,  ni  lesCivo- 
rece  para  poder  prevalerse  en  el  segando  caso  del  recurso  resci- 
sorio,  abolido  como  lo  está  en  absoluto  paca  tales  ciases  de  venias, 
en  interés  fiscal,  ó  por  exigirlo  así  consideraciones  de  orden  públi- 
co, que  están  siempre  por  encima  de  los  intereses  y  conveniencias 
particulares. 

Ni  debe,  por  último,  perderse  de  vista,  que  la  doctrina  resciso- 
ría  es  materia  escepcionai  y  odiosa,  como  que  introduce  la  instabili- 
dad en  los  contratos,  perturba  la  propiedad,  mata  el  comercio  y  la 
industria,  dificulta  las  transacciones,  y  dá  origen  á  un  semillero  de 
pleitos  difíciles  de  resolver,  y  que  no  pueden  menos  de  embargar  y 
complicar  las  funciones  del  poder  ejecutivo  y  de  los  Tribunales  de 
justicia.  T  bien  sabido  es  que  las  materias  escepcionales,  y  por  ana - 
didura  odiosas,  deben  interpretarse  siempre  en  sentido  restrictivo, 
según  la  máxima  tan  sabida:  Odiosa  restringenda  sunL 

Pasando  á  ocupamos  ahora  de  la  prescripción  de  la  acción 
rescisoria,  diremos  que  este  es  un  punto  que  no  permite  una  seria 
controversia,  caando  desde  el  día  del  remate  de  la  finca  en  cuestión 
han  trascurrido  con  esceso  los  cuatro  anos  fijados  taxativamente  por 
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la  dicha  Le;  Beoopiiada*  Ni  es  pdsíUe  MOttidnar  losefieetos  legales 
de  la  prescrípciéa, ,  ó  eludirla  y  enenrmrla,  coq  decir  que  se  había 
entretenido  el  tiempo  en  el  segaimieoto  del  pleito  de  nulidad  del 
remate,  que  hacia  innecesario,  una  vez  obtenido  favoraUemenle, 
el  ejercicio  de  la  acción  rescisoria.  Pues  á  esto  se  contesta  fielmen- 
te, diciendo  que  el  demandante  pudo  deducir  á  lá  vez  la  acción  de 
nulidad  y  la  de  rescisión  del  remate,  aunque  en  orden  sucesivo  y 
subordinado,  6  séase  aquella  en  primer  término ,  y  la  otra  subsidia 
riamente,  y  para  en  el  caso  de  no  conseguir  la  reclamación  de 
nulidad,  cual  se  acostumbra  y  es  indispeosable,  al  interponerse  con- 
tra las  providencias  judiciales  los  recursos  de  nulidad  y  de  apelación, 
toda  vez  que  de  interponer  uno  solo,  y  dejar  pasar  los  cinco  dias  de 
la  ley,  ya  no  podría  deducirse  después  el  que  se  hubiese  omitido, 
sin  que  valiera  decir  que  se  creyó  conveniente  seguir  antes  el  que 
se  había  formulado.  ¿No  chocaría  el  que  ua  litigante  dedujese  el  re- 
curso  de  nulidad  de  una  providencia,  y  después  de  terminado  y  ven- 
cido en  éste  al  cabo  de  cuatro  ó  seis  años,  como  en  algunos  casos  ha 
sucedido,  viniera  interponiendo  el  de  apelación  contra  dicha  provi- 
dencia? Esto  es  tan  absurdo,  y  se  opone  (an  abierlamenle  &  las  le- 
yes del  procedimiento,  que  no  necesitamos  siquiera  rebatirlo.  Culpe- 
se  á  si  propio  el  demandante,  si  dejó  pasar  el  término  de  ios  cuatro 
anos  sin  deducir  la  acción  rescisoria,  por  no  haber  sabido  ejercitarla 
al  tiempo  de  la  nulidad  del  remate ,  si  bien  en  orden  subordinado  ó 
subsidiario. 

El  acto  conciliatorio  como  no  es  bastante  para  interrumpir  la 
prescripción,  no  te  sigue  inmediatamente  la  demanda  en  forma 
ejercitando  la  acción  rescisoria,  cual  tiene  proclamado  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  en  su  sentencia  de  30  de  junio  de  1864,  deci- 
soria del  recurso  de  nulidad  en  pleito  ante  el  Juzgado  de  Nava  del 
Rey,  sobre  obligar  al  otorgamiento  de  escritura  pública. 

Carlos  Meatero  Hidalgo. 
DERECHO  C1^6NICQ> 

Creemos  conveniente  insertar ,  hoy  que  tanto  se  discute  el  pase 
y  retención  de  letras  Apustólicas ,  la  Carta  de  los  Reyes  Católicos 
en  que  se  halla  incorporada  la  bula  del  Papa  Alejando  VI  que 
trata  sobre  el  asunto,  y  á  la  que  alude  la  ley  Ii,  tít.  ill,  lib  II,  de 
la  Nov.  Rec.  Al  reproducir  los  citados  documentos ,  debemos;  adver- 
tir á  nuestros  lectores,  que  hemos  seguido  la  ortografía  del  libro  de 
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donde  los  lomamos  (1),  para  qoe  puedan  tener  m  ñt\  trasnnto  del 
mismo  en  lo  que  á  aquellos  se  refiere. — Hé  aquí  su  texto: 

«Don  Fernando  e  dona  Isabel  por  la  gracia  dedioSi  rey  e  reina  de  casti- 
Jla.'deleon:  de  iiragoo:  de  secilia:  de  granada:  de  toledo:  valeocía:  de 
^lizia:  de  mallorcas:  deseuilia:  de  cerdeña:  de  cordoua:  decorcega:  de 
murcia:  de  jalien:  de  los  aigarue^:  de  aigeaira:  de  gibraitar:  e  de  las  islas 
de  canaria:  condes  de  barcelona:  e  señores  de  viicaya  e  de  fnolina:  du- 
ques de  alheñase  de  neopatria :  condes  de  rnselloo  e  de  cerdaola:  mar- 
queses de  orístan  e  de  gociano  A  todos  los  concejos:  justicia:  regidores: 
cauaUeros:  escuderos:  ofliciales  e  ornes  buenos  da  todas  las  cibdades  Tillas 
e  lucres  de  los  nuestros  reinos  e  señoríos^  e  a  otras  cualesquier  personas 
a  quien  toca  e atañe  lo  en  esta  nuestra  carta  contenido:  salud  e  gracia. 
Sepades  que  a  nos  es  feclia  relación,  que  en  essas  dichas  cibdades  villas  e 
lugares  vienen  ase  predicar  e  publicar  muchas  indulgencias  por  muchos 
que  se  dizeu  comissarios  dellas,  dizicudo  tener  poderes  de  nuestro  muy 
sancto  padre  paralas  predicar  e  publicar: eansimismo  a  predicare  publicar 
muchas  bullas  espiradas:  e  si  alguno  les  dize  que  muestren  los  poderes 
que  traen:  diz  que  los  emplazan  para  ante  nos:  a  cuya  causa  nin¿;uno  les 
4>sa  hablar  sobre  ello:  de  lo  qual  essas  dichas  cibdades  villas  e  logares  e  ve- 
cinos dellas  soQ  fatigados  por  muchas  maneras:  de  que  a  nos  viene  des 
seruicíoi  e  nos  fue  suplicado  e  pedido  por  merced  que  pues  nos  teniamos 
bulla  denuestro  muy  sánelo  padre, que  dispone  la  orden  que  ae  ha  de  tener 
en  la  publicación  de  las  dichas  bullas  e  impetras:  conforme  a  ella  mandas- 
sernos  que  se  fíziesse  en  essas  dichas  cibdades  villas  e  lugares,  o  que  so- 
bre ello  proveyessemos  como  la  nuestra  merced  fuessf :  lo  qual  visto  en 
el  nuestro  consejo^  e  vista  la  díchn  bulla,  su  tenor  de  la  qual  es  este  que 
se  sigue. 

(lALsxATiDEa  episconns  sernos  seruornm  dei,  ad  perpetuam  rei  memo- 
riam.  ínter  curas  mulliplices  que  nobis  ex  apostolatus  officío  íncumbere 
dígnoscuntur :  illam  libenter  amplectímur:  perquam  anímarum  periculis 
et  escondalis  valeat  obuiari :  prout  ín  domino  conspicimus  salubríter  ex- 
pediré. Cum  ¡taque  sicut  caríssimus  ín  christo  fílius  nosterFerdinandus  rex 
et  carissima  in  christo  filia  nostra  Elitsabeth  regina  castelle  et  legíonis:  ac 
aragonum  ilustres  nobisnuper  per  dilectumfiliumnobilem  virum  didacum 
Lupi  de  haro  militem,  regni  gallecie  gubernatorempereos  adnos  pro  pres- 
tanda  nobis  obediencia:  oratorem  destmatum  exponi  fecerunt,  quodin  pre- 
dictis  acalüs  eorum  regáis  atque  domlnüs,  diverse  persone  plures  el  vanas 
indulgencias  facúltales  questas  faciendi,  acquestores  bine  índe  destinandi, 
Qt  assernnt  in  se  continentes  continué  públicent  et  predicent:  acquestores 
et  nuncios  predíctos  ad  illas  predícanaum  ct  publicandum  ac  elemosínas 
querendum  per  regna  el  dominia  predicta  bine  iude  discurrentes  mitant: 
el  sepenumero  multa  predicentur  el  publicenlur:  que  in  rei  veníate  in 
litteris  indnigenciarum  et  facultalum  hujusmodi  non  sunt  contenta,  et 
etiam  aliqui  eorum  (quod  abhominabillius  est)  litleras  íiclas  et  simúlalas 
ostendere  nm  verentur:  animas  chrisli  fidelíirm  mulllpliciler  decipienles 
et  íiludentes  ut  sub  falsís  ilusiooibus  hujusmodi  a  chrisli  fídelibus  pecunias 
valeant  exlorquere  in  anímarum  suarum  periculum:  pemiciosum  quoque 
exemplum  el  escandalum  plurimorum.  Nos  attendeotes  premiosa  esse  malí 
cxempli  fomenta  acvolentesproultenemur  hujusmodi  escandalis  el  periculis 

(1)  Pragmáüeas  del  Reyno:  Hecopilacion  de  algunas  bullas  de  nuestro  muy  sánelo  padre: 
concedidas  en  fapor  de  ¡a  juritdiceiün  real:  con  toda»  las  Pra§mátieasi  e  algunas  leyes,  la- 
presa  eu  Alcalá  de  Henares  en  1505— por  I.anzalao  polono— á  cosU  de  Juan  Kamlrez,  Escri- 
bano del  Consejo  á  quien  SS.  AA.  encargaron  el  cuidado  de  la  Impresión.  Este  lloro  fot 
reimpreso  en  Sevilb—por  Várela— aflo  de  1520. 
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obaiare  aucUrítaie  «postoUta  teaorepr^aeiUiuiB:  omnM  %l  sifigulasiiiial- 

gencias:  facúltales:  questas  hujusmodi  facíendi  ío  se  continentes  per  Doset 
sedem  apostolicam  concessaset  coDcedendas  íd  posterum:auctorítate  apos- 
tólica teoore  presentium  suspeDdimus  et  suspensas  esse  decemimus:  do- 
ñee per  loci  ordínaríum  incujus  ciuitateet  diócesi  pro  tempore  publicabun- 
lur  prius,  et  deiode  per  nostrum  et  sedis  predicte  nunciura  ín  partíbus  illis 
tune  exístentem,  ac  capelianum  maiorem  onirodem  regtset  regine,  nec 
non  unum  tcI  dúos  archiepiscopos  vel  epíscopos  de  eorumdem  regís  et  re- 
gine consilio  existentes,  per  eosad  íd  deputandos:  bene  et  dílígenter,  an 
sint  Tere  littere  apostolice  vise  et  inspeete  ñierint.  quod  si  comperttim  fue- 
rit  per  eos  (itteras  ipsas  omni  prorsus  fulsitatis  carero  snspicíone ,  ac  veras 
lítteras  apostólicas  esse:  tune  libere  per  illos  ad  quos  iuxta  earamdem  lite- 
rarum  tenorem  expectat,  possint  puolicari.  districtius  ioliibentes  napcío 
archíepiseopis  et  episcopís  ordinaríis  predictis,  ne  premisorum  ocasione 
quaqunque  (etiam  a  sponte  ofTerentibus)  exi^re  et  recipere  presnmant: 
non  obstantibus  constitutionibus  et  ordinationibus  apostoiicis  ceterisgoe 
conlrariis  quibuscumque.  Nulli  eVgo  omnino  hominum  liceat  hanc  pagi- 
nain  nostre  suspensionis  constilulíonis  et  inhibitionis  infringere  yelei  ansn 
temerario  contraire.  Si  c[uis  autem  boe  attentare  presumpserít :  ÍDdigoa- 
tlonem  omnipotentis  dei  et  beatorum  petri  et  pauli  apostolorum  eras  se 
nonerit  íncursurum.  Datis  rome  apud  sanctum  petrum,  anno  iocarnatio- 
nts  dominico  millessimo  quadringentesimo  nonagésimo  tertio.  sexto  kafen- 
das  augusti:  pontificatns  nostri  anno  primo.  0rati6  de  mandato.  E.  d.  n. 
pape.  Jo.  nillis.  m.  Rubiro.  R^.  apud  me.  L.  podacatharium.» 

))Fue  acordado  que  deuiaroos  mandar  dar  est^  nuestra  carta  para  vos- 
otros e  para  cada  uno  de  vos  en  la  dieba  razón:  e  nos  touimos  lo  por  bienr 
porque  vos  mandamos  que  veades  la  dicha  bulla  que  de  suso  va  encorpora- 
da,  e  la  guardeys  e  cumplays  e  fagays  guardar  e  cumplir  enlodo  e  por  todo 
según  que  en  ella  se  contiene:  y  en  guardando  la  e  cumpliendo  Ia«  no 
consintades  ni  dedes  lugar  que  en  esas  dichas  cibdades  villas  e  lugares  se 
prediquen  ni  publiquen  bullas  ni  indul^ncias  algunas  sin  que  primera- 
mente  sean  presentadas  ante  el  ordinario  de  la  lalcibdad  villa  e  lugar  don- 
de se  ouieren  de  predicar  las  dichas  bullas,  e  después  sean  traídas  ante  el 
nuncio  de  nuestro  muy  sánelo  padre,  que  en  estos  nuestros  reinos  estouie- 
re,  e  ante  nuestro  capellán  mavor,  e  ante  uno  o  dos  arzobispos  o  obispos 
del  nuestro  conseje  que  para  ello  por  nos  fueren  diputados :  e  por  ellos 
sean  vistas  y  esamínadas  e  aprobadas,  e  manden  lo  que  sobre  ello  seiíaysa 
de  fazer,  según  que  en  la  dicha  bulla  suso  encorporada  se  contiene:  e 
contra  el  tenor  y  forma  de  la  dicha  bulla  e  de  lo  en  esta  nuestra  carta 
contenido,  no  vayades  ni  passedes  ni  consintades  yr  ni  pasar  en  tiempo  al 
guno  ni  por  alguna  manera:  so  péba  de  la  nuestra  merced,  e  de  diez  mil 
marauodis  para  la  nuestra  cámara.  E  demás  mandamos  al  home  que  vos 
esta  nuestra  carta  mostrare,,  que  vos  emplazo  que  parezcades  ante  nos 
en  la  nuestra  corle  do  quier  (]ue  nos  seamos,  del  día  que  vos  emplazare 
fasta  quinze  días  primeros  siguientes  so  la  dicha  pena:  so  la  qual  manda- 
mos a  cualquier  escriuano  publico  que  para  esto  fuere  llamado,  que  de 
ende  al  que  vos  la  mostrare  testimonio  signado  con  su  signo,  porque  nos 
sepamos  en  como  se  cumple  nuestro  mandado.  Dada  en  la  villa  de  medína 
del  campo,  a  veinte  e  dos  días  del  mes  de  Junio:  ano  del  señor  de  mil  e 
cuatrocientos  e  noventa  e  siete  años  yo  el  Rey.  yo  la  Reina .  yo  Juan  de 
la  parra  secretario  del  rey  e  de  la  reina  nuestros  señores  la  íize  escreuir 
por  su  mandado.  Don  aluaro.  Rodericus  doctor.  Antonius  doctor.  Gundi- 
saluus  licenciatus.» 
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los  hipotecas  constiluidas  á  favor  de  personas  determinadas  i 
inseritas  en  los  anliguos  Ubros,  ipodrán  cancelarse  al  tenor  de  h 
prescrito  en  el  art.  381  de  la  Ley  hipotecarial 

(MdáaaieBitidopor  D.  BailíoAdtt.  Teaieate  Fiacal  dt  U  Ezau.  iiüeida 
dt  esu  corte.) 

El  Fiscal  de  S.  M.  dice :  Que  ha  demorado  el  emitir  este  dicta- 
men mas  de  lo  que  geaeralmeole  acostumbra ,  porque  aparte  de 
naa  cuestión  profunda  y  diíicii  de  suyo,  entraña  el  planteamiento 
de  doctrinas  de  inmensa  trascendencia  para  la  propiedad  inmue- 
ble ,  al  par  qne  la  esplanacion  de  uno  de  los  mas  importantes  teo- 
reoias  de  enjuiciamiento  civil. 

Por  error  ó  por  sorpresa ,  ha  sobrevenido  la  invasión  alarman- 
tísima de  una  perniciosa  corruptela »  qoe  al  par  que  siembra  Io« 
males  de  toda  revolución  ilegítima  en  la  propiedad  ,  prepara  gra- 
vísimas responsabilidades  de  diverso  género ,  que  solo  tardarán  en 
presentarse  lo  que  se  tarde  en  encontrar  una  persona,  que,  ilegal- 
mente  despojada,  bosque  en  ejecutoria  de  Y.  £»,  ó  en  sentencia 
de  casación  ,  el  remedio  heroico  de  tan  desatentados  atropellos. 

A  prevenir  la  continuación  de  tantos  males ;  á  evitar  que  lle- 
guen á  SQ  total  crecimiento  y  desarrollo ,  fortalecidos  con  la  respe- 
table autoridad  de  una  determinación  de  V.  E.;  á  prevenir  para 
todos,  no  solo  la  moral,  sino  la  efectiva  y  pecuniaria  respoinsabi- 
Mdad  que  ya  se  tocan,  se  dirijen,  señor,  los  esfuerzos  de  este  dic* 
támen,  qoe  tratará  de  ser  relativamente  lacónico,  preciso  y  vi- 
goroso. 

Basta  para  ello  ceñirse  á  la  parte  del  auto  pronunciado,  qoe  es 
materia  de  esta  apelación ,  á  Gn  de  no  estralimitarse  en  lo  mas  mi* 
Bímo  de  los  estremos  qtie  por  la  volaniad  mistia  del  recurrente 
están  sujetos  al  fallo  de  V.  E. 

Esto  impide  hablar  de.  la  otra  parte  consentida  de  dicho  auto; 
peto  bajo  la  mas  formal  protesta,  de  qoe  no  se  funde  en  dicho  si- 
lencio, completamente  forzado  en  la  actualidad,  argumento  do 
semejanza  ó  aaalogía. 

TOMO  XXVI.  27 
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Por  escritura  pública  de  15  de  mayo  de  1783,  otorgada  ante  el 
escribano  de  proviocia  Don  P.  J.  J. ,  y  de  que  se  tomó  razón  en  26 
del  mismo,  Don  M.  R.  constituyó  en  favor  de  Dun  F.  F.  una  obli- 
gación hipotecaría  sobre  la  casa  de  su  pertenencia,  sita  en  la  calle 

de../..,  número 6,  déla  manzana ,  para  responder  del  pago 

de  22,007  reales  que  de  él  recibía ,  ofreciendo  satisfacerle  10,000 
reales  cada  ano ,  y  cediéndole  además  su  sueldo  de  arquitecto  y 
maestro  de  obras  de  las  murallas  de  esta  corte. 

Existe  en  autos  una  segunda  copia  de  la  escritura  de  venta  de 
esta  finca  en  1786,  en  que  no  se  hace  mérito  de  dicha  carga,  sin 
embargo  de  que  refiere  otras,  y  dice  que,  fuera  de  ellas,  está  libre 
de  toda  obligación. 

La  circunstancia  de  tener  una  nota  al  pié ,  en  que  se  declara 
este  documento  de  ningún  valor  ni  efecto  ,  á  causa  de  haber  pare- 
cido el  original ,  por  cuyo  estravío  fué  espedido ,  dispensa  el  de- 
mostrar que  nunca  pudo  tener  fuerza  alguna  contra  la  inscripcíoa 
que  aparece  aún  sin  cancelar  en  el  registro  de  la  propiedad,  y  solo 
autoriza  para  hablar  de  él,  con  el  fin  de  que  tampoco  se  funde  ea 
dicha  omisión  ningún  género  de  argumento. 

En  30  de  noviembre  de  1863,  Don  M.  V.  y  A. ,  á  nombre  y 
por  poder  de  Don  F.  U. ,  y  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  acá- 

dio  ante  el  juzgado  del  distrito  de de  esta  corte,  esponiendo: 

Que  su  principal  había  vendido  la  casa  mencionada  por  el  valor 
que  designaba,  deducidos  varios  capitales  de  censos;  pero  que  no 
podia  ni  debia  reconocer  la  hipoteca  de  que  antes  se  hizo  mérito, 
que  contaba  ya  la  antigüedad  de  80  anos ,  por  lo  que  debia  estar 
satisfecha,  ó  á  lo  menos  asi  era  de  presumir  cuando  no  había  sido 
reclamada,  según  se  deducía  de  la  copia  de  escritura  de  venta  ya 
referída ,  estando  además  prescrita  dicha  obligación  con  arreglo 
i  la  ley  5.*,  tít.  8.^,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación ;  por  todo 
lo  que ,  concluía,  pidiéndose  que  se  cancelara,  espidiéndose  al 
efecto  el  oportuno  mandamiento  al  respectivo  Registrador  de  la 
propiedad. 

Conformóse  el  Promotor,  siempre  que  se  citase  por  los  perió- 
dicos á  los  qu^  pudieran  haber  sucedido  en  los  derechos  de  las 
personas  á  cuyo  favor  se  constituyó  la  obligación  referida,  por  sí 
al¿;o  tenían  que  esponer  contra  la  prescripción  solicitada,  y  pi- 
diendo que,  si  no  se  presentasen,  snpliese  el  juzgado  su  conformi- 
dad, decretando  lo  que  se  pedia. 
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Pero  el  juez ,  por  el  contrarío ,  fundándose  en  los  consideran- 
dios  que  espone,  reservó  al  interesado  el  derecho  que  pudiese  asis- 
tirle ,  para  procurar  en  la  vía  y  forma  conveniente  la  cancelación 
de  la  obligacíoQ  hipotecaría. 

Tolvió  á  acudir  al  juzgado  el  recurrente ,  diciendo  que  no  creía 
que  el  pensamiento  de  dicha  providencia  fuese  exigirle  que  enta- 
blase una  demanda  ordinaria ,  cosa  que  no  podia  hacer,  con  arre- 
glo á  la  ley,  porque  no  conociendo  al  que  habia  de  demandar,  no 
podía  designarle:  que  en  el  título  13  de  la  ley  Hipotecaria,  que 
traía  de  la  liberación  de  las  hipotecas  legales  y  otros  gravámenes 
existentes,  en  su  artículo  381 ,  se  daban  las  reglas  para  liberar  los 
bienes  inmuebles  y  derechos  reales  de  las  hipotecas  legales  y  gra- 
Yámenes  ocultos  6  constituidos  á  favor  de  personas  desconocidas, 
estando  con  este  objeto  en  relación  el  artículo  precitado  con  el  365: 
que  fundado  en  ello  pedía,  que,  previo  dicho  espediente  de  libera- 
ción, se  mandase,  por  providencia  de6nitiva,  cancelar  la  hipoteca 
de  que  se  trataba ,  en  virtud  del  correspondiente  m'andamieato 
judicial. 

Dictóse  auto  por  el  Juez  negando  la  cancelación  solicitada,  por 
q«e  no  se  podia  decretar  en  un  juicio  de  liberación,  que  tenía  muy 
distinto  objeto,  y  sí  solo  por  medio  del  correspondiente  á  las  can- 
celaciones, para  el  que  se  podia  hacer  la  citación  necesaria,  toda 
vez  que  se  trataba  de  personas  determinadas. 

Insistió  de  nuevo  Don  M.  V.,  en  sus  pretensiones  de  liberación, 
y  reiterando  el  Juez  su  negativa,  interpuso  aquel  la  apelación,  que, 
admitida,  ha  dado  lugar  al  recurso  actual,  y  para  cuya  resolución, 
parece  útil  investigar  las  cuestiones  siguientes: 

d.*  La  controversia  y  declaración  de  sí  la  acción  real,  derivada 
de  una  hipoteca  especial,  y  constituida  en  favor  de  una  persona  co- 
nocida al  tiempo  de  su  otorgamiento,  ha  llegado  á  prescribir  por 
el  trascurso  del  üempo,  ¿podrá  ser  objeto  y  resultado  de  un  acto 
de  jurisdicción  voluntaria? 

2.*  ¿Deberá  serio  esclusivamente  de  un  juicio  civil  ordinario, 
hasta  recaer  ejecutoria,  contra  la  cual  no  haya  pendiente  recurso 
de  casación? 

3.*  Para  conseguir  la  cancelación  de  todo  género  de  inscrip- 
ciones, no  mediando  el  consentimiento  de  las  partes,  ¿es  indispen- 
sable la  ejecutoria  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito? 

4.*    ¿Podrá  obtenerse,  en  ningún  caso^  propia  y  técnicamente 
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hablando,,  con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria,  el  mandamiento  dt 
cancelación,  por  mpdio  de  los  espedieates  y  (Mrocedimientos  de  las 
liberaciones? 

8/  El  art.  381  de  la  actual  Ley  Hipotecaria  ¿establece  aJgona 
escepcioo,  en  este  sentido,  del  titulo  de  las  liberaciones,  6  trata 
solamente  de  constituir  un  caso  mas,  en  que  éstas  pueden  tener 
lugar,  pero  con  sus  propios  é  indeclinables  caracteres? 

6/  ¿Puede  decirse  que  la  hipoteca  de  que  se  trata  en  estos  au- 
tos es  oculta  ó  constituida  en  favor  de  personas  desconocidas? 
La  solución  de  la  primera  de  estas  cuestiones  presupone  la  mas 
general  y  absoluta  de  si, en  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  pnede 
tener  higar  la  controversia  y  declaración  de  ningún  derecho,  qot 
formalice  ó  deCna  ana  adquisición,  de  un  modo  Irme  y  estable, 
que  pueda  producir  firmes  y  estables  consecuencias. 

Basta  fijarse  en  que  la  jurisdicción  voluntaría,  no  prodoce  jui- 
cios, sino  actos,  para  que  se  comprenda  claramente  que  hacé  pero 
i^  juzga. 

Produce  solo  el  ejercicio  de  la  solemnidad  del  Juez  que  la  dis- 
pensa, con  arreglo  &  esta  parte  de  la  Ley  de  Enjoioiamieoto,  á  lo«( 
que,  fundados  en  ella,  se  la  impetran;  pero  nada  pronuncia  ni  de- 
clara sobre  derechos  que  no  se  sujetan  ¿  su  juicio,  ai  se  discolea 
ante  él,  en  forma  de  contienda;  es  un  acto  que  tiene  casi  todos  los 
caracteres  de  gubernativo,  y  que  no  tiene  absolutamente  atagono 
de  contencioso. 

Cuando  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  los  meaeioaa  de  un  i 
do  especial,  solo,  incluye  en  ellos  los  alimentos  provisionales^  i 
bramientos  de  tutores  y  curadores  y  discernimientos  de  estos  car- 
gos, depósitos  de  personas^  deslinde  y  amojonamiento,  mforma- 
cienes  para  dispensa  de  ley,  habilitaciones  para  comparecer  en 
juicio,  informaciones  para  perpetua  memoria,  suplemento  de  cier- 
tos consentimientos,  subastas  voluntarias,  modo  de  elevar  áeseri.- 
tura  pública  el  testamento  de  palabra,  apertura  de  ios  cerrados, 
venta  de  bienes  de  menores  é  incapacitados  y  transacción  s<ért 
sus  derechos. 

Esta  enumeración  de  los  que  cita,  hace  comprender  desda 
luego  por  proporción  y  analogía,  cuál  debe  ser  la  Índole  é  impor- 
tancia de  los  demás  del  mismo  ¿enero  que  se^indicaa  en  la  fáaaala 
general  del  art.  1207. 

Las  reglas  qi^e  para  ellos  e^tabiec€;,  y  muy  particolameaie  la 
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4e  que  si  se  hiciese  oposición  por  quicD  para  ello  tuviere  persona- 
lidad, se  conviertan  inmediatamente  en  juicios  contenciosos,  y  la  de 
qoeei  Jnez  podrá  variar  ó  modificarlas  providencias  que  dictare,  sin 
sajecion  estricta á  los  términos  y  formas  adoptadas,  para  las  que  de- 
ban su  origen  á  la  jurisdicción  contenciosa,  demuestran  que  nada 
puede  establecerse  en  ellas  sobre  declaración  de  derechos,  y  qae 
nada  producen  fijo  y  permanente. 

T  esto  lo  repite,  con  notable  insistencia;  advirtiendo  respecto  á 
los  aumentos  provisionales,  que  no  se  permitirá  ninguna  discusión 
sobre  el  derecho  á  percibirlos,  ni  sobre  su  entidad,  y  que  las  re- 
damaciones que  contra  esto  se  hiciesen,  se  sustanciarán  en  juicio 
ordinario  (art.  4218):  relativamente  al  nombramiento  di^  tutores, 
que  si  se  empeñase  cuestión,  se  sustanciará  en  vía  ordinaria  (ar- 
ticulo i230):  lo  mismo,  en  cuanto  al  de  curadores  (art.  138Q:  sien*- 
do  indispensable  para  separarlos,  oírlos  y  vencerlos  én  juicio, 
sin  que  esto  pueda  hacerse  por  acto  de  jurisdicción  voluntaria; 
pues  entonces  hay  una  cuestión  que  decidir  y  un  derecho  que  de* 
efatrar,  y  para  esto  no  basta  con  la  solemnidad  del  Juez,  ni  eon  stt 
prudente  arbitrio,  sino  que  es  necesario  el  ejereieio  de  sa  prime- 
ra y  sustancial  cualidad  de  Juez,  que  es  la  de  juzgar  ó  decidir 
joicios  (art.  1276.). 

Hablando  de  depósitos,  prevé  la  posibili  dad  de  que  se  formu- 
len encontradas  pretensiones  entre  el  marido,  la  mujer  y  el  depo- 
silario,  é  bien  qie  concurran  otros  incidentes  análogos;  y  firme  ea 
el  principio  de  que  por  acto  de  jurisdicción  voluolarm  no  pueden  de^ 
clararse  derechos  controvertibles,  dispone  una  especie  de  jtiMo  ver- 
bal, como  incidente  preciso  en  aquel  caso  (art.  Ii94.) 

Al  hablar  de  los  de  deslinde  y  amojonamiento,  establece,  80« 
gttB  el  mismo  principio,  que  por  consentimiento  def  las  partes,  po* 
drá  adquirir  el  acto  niorza  y  vigor,  pero  qne  á  la  menor  oposieioa 
de  e0las»  habrá  que  recurrir  al  juicio  orditarío,  para  conseguir  la 
deoÉracJOQ  judicial  deeaalquier  derecho  (arta.  iS30, 4333,  i854*) 

Conocidas  son  tas  condiciones  gubernativas  y  preparaloriÉs  da 
laa  iaformaciones  para  dispensad  de  ley. 

Encaaoloá  las  habilltaoioiies  paira  eoiAparftcer  en  Jntcio,  «• 
iadbp»niabte.rt  ordinavi^  para  ioTatidarlas ,  aun  pM^mUéiidolia 
el  padre  ó  el  marido  (arL  13M)4 

Paiiiida  rtsttitap  p«r}tieio  i*  persona  eoneeidft'^  determinada , 
»  es  pMnKidb  practicar  ui  aun  las  ínférittaeiéiies  0Í  p&rpó- 
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tuam  (art.  1359),  y  la  menor  oposición  tiene  que  ser  áostanciada 
en  Tía  ordinaria  (art.  1360). 

Establecidos  estos  luminosos  antecedentes,  no  puede  ocurrir  la 
menor  dificultad  sobre  lo  que  significa  la  definición  de  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria,  hecha  en  el  art.  1207  de  la  referida  ley  de 
Eojuiciamíento.  En  ella  se  exije  como  primer  requisito,  que  sea  ne- 
cesaria, ósesolicite  la  intervención  del  juez;  mieolras  queenlos  ne- 
gocioscontenciosos  no  solees  indispensable  la  intervención,  sino  que 
le  que  mas  principalmente  se  busca  es  su  sentencia,  firme ,  eje- 
cutoria ¿  incontrovertible. 

Es  indispensable,  en  segundo  lugar,  que  no  se  empeñe  ni  pro- 
mueva cuestión  alguna  entre  partes  conocidas  y  determiiíadas,  al 
paso  que  en  los  juicios  contenciosos  se  empeñan  ó  promueven 
cuestiones  entre  éstas,  cuya  resolución  es  el  objeto  de  la  sentencia. 

Qué  se  entiende  por  partes  conocidas  y  determinadas ,  será  la 
materia  de  la  última  cuestión  que  se  ha  de  tratar  en  este  escrito; 
pero  se  puede  anticipar  la  idea  de  que  cuando  las  partes  están  bien 
determinadas,  su  no  conocimiento  no  se  debe  presumir  sino  probar, 
y  que  no  significa  que  la  parte  en  ello  interesada  así  lo  afirme, 
sino  que  lo  sean  en  efecto,  según  lo  que  se  entiende  en  derecho 
por  persona  desconocida. 

Las  anteriores  indicaciones  bastan,  dirigiéndose  á  V.  E. ,  para 
probar  qae  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  no  pueden  ser  en  nin- 
gún caso  verdaderos  juicios;  que  por  ellos  no  se  pueden  declarar 
derechos  controvertibles,  por  mas  que  de  ellos  puedan  tomar 
origen;  qne  aun  en  este  último  caso,  se  ventilaran  en  los  juicios 
contenciosos  correspondientes;  que  de  dichos  actos  no  nacen  ver- 
daderas sentencias  ejecutorias,  que  produzcan  una  situación  firme  é 
inalterable,  y  que  por  consiguiente,  no  se  puede  decidir  en  ellos 
si  ha  prescrito  por  el  solo  trascurso  de  treinta  anos  una  acción  real, 
constituida  en  favor  de  persona  determinada  y  eooocida,  y  moche 
menos  cuando  se  trata  de  obtener  de  este  modo,  por  medio  de  una 
providencia  tan  interina,  tan  variable  y  de  tan  pooa  eficacia,  nada 
menos  qne  la  cancelación  firme,  perpetua  y  definitiva  de  una  obli* 
gacion  y  de  nn  gravamen  coistitaido  por  una  escritura  pública,  j 
qne  no  lleva  en  sí  mismo  sn  resolucien ,  sino  que  depeiide  de  mil 
circunstancias  fortuitas  y  contingentes. 

T  si  esto  se  wé  claro  desde  el  mismo  terreno  de  4a  jiinadieeion 
volnnliarift»  dieha  claridad  crece  y  se  eomplela  considerándola  des-* 
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dee  campo  de  la  jurisdicción  contenciosa ,  como  es  indispensable 
hacerlo  igoalmente ;  pues  toda  cuestión  de  limites  es  compleja ,  y 
hace  necesaria  relación,  no  solo  á  la  cosa  que  se  limita,  sino  tam- 
bién ¿  aquella  de  que  ha  de  ser  limitada. 

Este  es  el  objeto  de  la  segunda  cuestión. 
3/    ¿Deberá  serlodeun  juicio  civil  y  ordinario  hasta  recaer  eje- 
caloria,  contra  la  cual  no  haya  pendiente  recurso  de  casación? 

Trátase  de  obtener  la  declaración  de  que  se  icTante  de  una  fin- 
ca un  derecho  real  que  limita  su  propiedad ,  ó  que  cuando  menos, 
la  afecta  y  coarta  notoria  y  gravemente.  Es  decir,  que  se  trata 
de  conseguir  una  declaración  judicial,  firmo  y  perpetua ,  de  ha- 
ber adquirido  la  prescripción  del  gravamen,  y  que  para  ello  es  ne- 
cesario que  se  inicie  un  juicio  plenario  de  propiedad. 

Prescindiendo,  por  no  ser  del  momento,  del  origen  de  la 
propiedad,  y  de  hablar  filosóficamente  de  su  necesidad  y  de  su  le* 
gítimidad  social,  importa  establecer,  que  solo  se  hace  relación  en 
este  instante  á  lo  que  se  entiende  en  el  derecho  civil  por  propie» 
dad  de  bienes  muebles  ó  inmuebles,  es  decir,  lo  que  significa  la 
palabra  latina  dominium. 

Este  es,  por  su  naturaleza,  absoluto  y  esclusivo— /us  utendi 
d  abutendi — ^por  más  que  pueda  estar  limitadoi  en  uno  y  otro  sen- 
tido, por  el  iirterés  público. 

Constituye  lo  que  técnicamente  se  llama  el  primero  y  más  com- 
pleto de  los  derechos  teales,  y  todas  sus  desmembraciones  son  tara^ 
b^  otros  tantos  derechos  de  la  misma  índole,  que  se  hallan  con- 
tenidos en  él;  tales  como  el  usufructo,  el  uso,  la  habitación  y  las 
servidambres. 

Considerando,  pues,  ala  propiedad  en  esta  acepción  deldomíinio, 
como  el  haz,  el  coijanto,la  colección  de  todos  los  derechos  reales,  es 
necesario  advertir  que  desde  el  momento  en  que  un  tercero  qne  no 
es  s«  propietario,  adquiere  un  derecho  directo  y  propio  sobre  la 
cosa,  qoe  le  pone  en  relacioa  inmediata  con  ella,  independientemen- 
te de  sn  dMño,  y  ie  hace  también  dueño  más  ó  menos  limitado, 
deja  de  ser  la  propiedad  esdasiva  y  absotnta,  se  aminont,  se  des- 
membra» se  desprende  de  ella  alguna  partknla,  y  esta  desmembra- 
ron y  ^eta  partáonla  es  jostamenle  lo  qne  significa,  segna  muchos, 
el  derecho  real  de  una  hipoteca. 

BHa  evqmbqoeee  ei  demioiaéei  proptetario;  ella  le  impide  ha- 
cer iñertoMMibiosTadicaleB  en  su  propiMad,  cortas  estraordiaarias 
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de  arbolado,  demoliciones  de  edificios;  y  hasta  puede  entorpecerle 
para  venderla  libremente,  de  manera  que  le  sea  fácil  fijar  y  perci- 
bir su  valor  total  y  verda<lero. 

Pero  aun  desviándose  de  esta  definición,  y  aun  limitándola  á 
admitir  que  la  hipoteca  no  sea  una  de  estas  desmembraciones  pria- 
cipales  de  la  propiedad,  y  dándole  tan  solo  un  carácter  acceso- 
rio, todavía  basta  con  esto  para  establecer  las  siguientes  afirma- 
ciones. 

uno  de  los  modos  de  estinguír  la  hipoteca  es  el  de  prescrip- 
cioq.  Claro  es  que  no  se  trata  de  la  verdadera  prescripción  adquisi- 
tiva de  la  plena  y  completa  propiedad,  en  la  cual  nnnca  puede  per- 
derse la  posesión  animo  íantum^  aunque  su  dueño' no  ejerza  nin- 
gún acto  de  disfrute,  y  que  nunca  dejará  de  pertenecerle,  mientras 
otro  no  la  adquiera  po;*  una  posesión,  en  que  concurran  ciertas  y 
determinadas  circunstancias. 

Hablase  de  la  prescripción  liberatoria,  ó  sea  la  prescripción  de 
la  acción  de  reclamar  la  hipoteca ,  por  no  haberlo  hecho  durante 
treinta  anos,  que  nace  de  la  presunción  de  que  el  que  podriá  ejer- 
cerla ,  ha  querido  renunciarla,  ó  ha  reconocido  que  no  le  pertenecía. 
Tiene  lugar  por  el  solo  lapso  del  tiempo,  y  se  funda  en  el  prin- 
cipio de  que  los  desmembramientos  ó  trabas  de  la  propiedad  tien- 
den naturalmente  á  disolverse»  á  fio  de  que  esta  recobre  sus  primi- 
tivas condiciones  de  absoluta  y  esclusiva. 

Pero  esto  que  sucede  subjetivamente  por  s(  mismo,  necesita  ob- 
jetivarse para  destruir  los  impedimentos  materiales  creados  por  las 
leyes  en  ciertos  y  determinados  casos. 

Para  dicho  fin  sirve  la  primera  parle  déla  ley  de  Enjnímmiento 
civil. 

Don  M.  V.  R.,  por  su  representación»  so^ien^,  dirigiéndose  al 
juzgado,  que  la  acción  hipotecaria,  4e  que  hace  mérito,  ha  presento, 
porque  han  trM9cutrido  treinta  años,  sin  que  nada  seto  haya  reda- 
mado, y  pretende  que  el  Juez  declare  que  kaadquirMe  de  este  lita- 
do el  derecho  real,  de  que  se  habla  desprendido»  é  que  ha  librade  su 
derecho  absolato  y  esolosito  de  dominte,  sobre  tal  finca,  de  ena  de 
las  desmembraciones  ó  eai^  qne  lo  limitaban,  7  que  ee  sn  eonse- 
caencta  se  mande  eaeeelarlfc  inseiij^en,  quede  ella  etiste,  ett  el 
Registro  de  la  propiedad.  .     *    . 

Pero  éti  éste  fitllo  se  ha  deestÉMecerla  adqtiiÉi¿{ott*tfeiie  dere- 
cho y  la  pérdida  de  otro;  7  para  ({ae  tengü  Ingtr»  e§  pfedée  pti^ 
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bar  ante  el  Jaez,  bascando  al  oon^rarro»  por  los  medios  que  fija  el 
derecho,  f  sujeláadose  á  las  formas  legales,  la  condición  de  qae 
depende  lo  que  se  afirma»  y  es  que  en  treinta  anos  nadie  ha  ejerci- 
tado la  acción  hipotecaria. 

Hace  falta  además  qoe  se  demuestre  que  este  tiempo  no  ha  es- 
tado en  snspense,  que  no  se  ha  interrompldo  por  alguna  causa  le- 
gal; que  dicha  acción  no  ha  estado  constantemente  en  menores, 
que  sueediéndose  unos  á  otros,  hagan  tal  vez  posible  el  beneficio 
de  la  restitución,  y  que  no  se  podrá  presentar,  por  ejemplo,  un  can* 
tÍYo  que  haya  estado  en  poder  de  infieles,  y  venga  alegando  su  es« 
cepcion,  ó  cualquiera  otro  que  se  haya  aventurado  en  países  leja- 
nos por  beneficio  y  honra  de  su  patria. 

Ahora  bien;  cuando  se  trata  de  adquirir  tales  y  tan  importan- 
lea  desmembraciones  de  la  propiedad:  cuando  pueden  causarse 
perjuicios  de  tanta  trascendencia,  privando  á  personas  determina- 
das y  conocidas  en  derecho,  del  ejercicio  de  sus  acciones,  que  tal 
vez  solo  han  caído  en  prescripción  por  las  aventuradas  ó  calum- 
niosas afirmativas  del  demandante:  cuando  se  anuncian  y  preaiue* 
ven  las  mas  importantes  cuestiones  del  derecho:  cuando  se  preten- 
den decisiones  firmes,  ejecutorias  y  perpetuas,  sobre  la  estincion 
de  derechos  reales:.cnando  se  pide  la  cancelación  de  las  inecrip- 
ciones,  que  les  dan  vida  y  seguridad  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad: cuando  se  quiere  estar  en  la  situación  de  trasladar  su  finca 
k  teroero,  libre-de  toda  carga  hipotecaria,  aun  cuando  la  cancela- 
ción contenga  un  vicio  oculto  de  nulidad ;  y  cuando  se  vá  en  fia 
por  el  camiiv),  en  donde  el  Juez  y  hasta  V.  E.,  pueden  adquirir  la 
responsabitidad  de  indemnizar  pecuniariamente  á  su  verdadero 
dueBo,  del  valor  de  la  hipoteca,  de  que  arbitrariamente  le  hayan 
privado»  ¿se  pddrá  afirmar,  ceasertedad,  viendo  todas  estas  cosas 
en  conjunto  y  tnen  de  la  interf^retacion  literal,  farisaica  y  mftkA^ 
de  un  arttcttlo  peer  6  mejor  redactado,  cfm  basta  y  sobra  para  tanto 
ua  soto  aole  de  jurisdicción  voluntaria,  que  presupone  una  precaria, 
áBtible  y  reponible  decisión,  y  que  no  se  estáea  hs  mas  clá- 
sicas regiones  de  la  jurisdicción  contenciosa,  donde  se  siguen  y  fa* 
Han  y  cgeontoríaa,  na  sato  los  juioios  pleoarios  de  propiedad, 
fae  tedas  e$taa^  cosas  eirijai,'  *sino  biata  les  posesorios,  los  de 
nieaor  euantfa,  les  verbales  y  aun  les  simples  interdictos,  que 
para  c^s  y  accioaes  de  menos  ia^poftawte  ^  establecen?  ¿Qué 
otra  cosa  significa  el  art.  221  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
TOMO  zxvi.  28 

Digitized  by  LjOOQIC 


21 S  REVISTA  D£  LSOISLACIOlf. 

en  que  se  prescribe  que  todas  las  eoatíendas  eutre  partes ,  ea 
reclamacioQ  de  uo  derecho,  que  no  tengan  señalada  en  dicha  ky 
tramitación  especial,  serán  ventiladas  en  juicio  ordinario? 

Pero  esto,  que  es  principio  universal, reconocido  por  el  derecho 
y  el  sentido  común,  es  disposición  directa  y  terminante  de  nuestra 
reciente  Ley  Hipotecaria;  lo  que  forma  la  tercera  proposición  que 
en  este  escrito  se  examina. 

3/  Para  conseguir  la  cancelación  de  todo  género  de  inscrip- 
ciones, no  mediando  la  voluntad  de  las  partes  ¿es  indispensable  la 
ejecutoria  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito? 

Siendo  la  inscripcioa  el  nacimieuto  de  los  derechos  reales  ,al 
amparo  de  losbeaeGciosdela  nueva  Ley  Hipotecaria,  la  cancelacioQ 
es  la  muerte  de  esos  mismos  derechos,  bajo  las  prescripciones  de 
dicha  legislacioo. 

Para  nacer  según  ella  dichos  derechos,  ó  inscribirse, es  necesa- 
rio que  adquieran  previamente  su  primera  existencia  en  nuestro  aoií- 
guo  derecho,  bieu  por  la  voluntad  de  las  partes,  bien  por  la  deci- 
sión judicial,  mediante  un  juicio  contencioso,  ó  bien  por  cualquiera 
de  los  modos  que  se  establecen  por  la  referida  legislación  para 
adquirirla.    , 

Para  morir  en  la  vida  hipotecaría,  es  indispensable  que  con- 
curran previamente,  en  la  esfera  del  derecho  antiguo,  las  misma» 
causas  de  voluntad  ó  de  fallo  judicial,  en  juicio  contencioso. 

La  nueva  Ley  Hipotecaria  no  ha  establecido  en  esta  parte,  nin- 
gún derecho  nuevo  sustantivo:  inscribe  lo  que  ha  hecho  previa- 
mente nuestro  antiguo  derecho;  cancela  lo  que  ese  mismo  derech» 
antiguo  ha  destruido.  Es  decir,  que  ella  hace  y  deshace  las  ins-* 
crípciones  y  cancelaciones,  concediéndoles  tales  y  cuales  efectos, 
pero  no  se  entrinnete  m  la  formación  ni  destrucción  de  la  maief  ia 
qoe  ha  de  ser  objelo  de  dichas  formalidades  hipotecarías. 

Invocar,  pues,  dicha  ley  para  otra  cosa  que  la  mera  ejecución 
de  estas  formalidades  de  inscripción  ó  caooelacion,  es  evidentemen- 
te erróneo,  y  por  eso  es  de  todo  pnnlo  insostenible^  ventilar,  cama 
se  pretende  en  este  case,  por  medio  de  diciMí  legislación  hipoteca- 
ria, nada  qu^  haga  referencia  i  prescripciones  pasadas,  pudieide 
inittir  solo  en  las  futuras,  por  la  declaracíen  aislada  que  hace  ea 
-su  art.  134,  de  qne  la  acción  hipotecaria  prescribirá  á  I09  veiote^ 
anos,  contados  desde  que  se  puede  ejercilar  coa  arrece  aljttale 
inscripto. 
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.  Nifigona  otracQestioQt  piMs,  de  derocbo,  mas  qae  las  espresa- 
mente  prescritas  y  resueltas  en  dicha  ley,  pueden  sujetarse  á  sus 
prescripciones,  y  todas  ellas  se  han  de  decidir  por  el  derecho  co- 
mun,  que  es  U  regla,  siendo  el  novísimo  hipotecario  la  escepcion 
para  los  casos  aislados  y  esciusivos  que  estahiece. 

Nada  mas  claro  y  terminante  qn^  los  arls.  83  y  83  de  dicha 
Ley  Hipotecaría. 

Dfeese  en  el  prioMro,  «que  las  inscripciones  ó  anotaciones  pre- 
ventivas, hechas  en  virtud  de  escritura  publica,  no  se  cancelarán 
sino  mediante  otra  escritura,  en  la  cual  manifiesten  su  consenti- 
miento la  persona  á  cuyo  favor  se  haya  otorgado  la  primera,  sus 
cansa^hahientes  ó  representantes  legitimes,  ó  en  virtud  de  provi- 
dencia ejecttioria,  contra  la  cual  no  se  halle  pendiente  recurso  de 
casacion.9 

En  el  último  párrafo  del  segundo,  ó  sea  el  83,  se  dice,  «que  sí, 
oottstitsida  la  inscripción  por  escritura  pública,  procediese  su  can- 
oetadon,  y  no  consintiese  en  ella  aquel  á  quien  esta  perjudique,  po- 
drá el  otro  interesado  demandarie  en  juicio  ordinario. 9 

Pnes  si  en  el  caso  de  que  se  trata,  se  constituyó  la  inscripción 
en  virtud  de  la  escritura  pública,  otorgada  por  Don  M.  R.  en  favor 
deDoo  F.  T.,  ¿dónde  está  la  otra  escritura  en  que  ambos  conven- 
gan en  dicha  cancelación?  T  á  falta  de  esta  conformidad ,  ¿dónde 
está  kt  demanda  en  juicio  ordinario,  de  que  habla  el  art.  83,  y  la 
provideneia  eje^toria,  contra  la  cual  no  se  halle  pendiente  recurso 
de  casación,  que  se  prescribe  en  el  art.  Sil 

Lejos  de  esto,  y  en  lugar  de  haberse  preparado  la  estincion  del 
derecho  inscrito  por  los  medios  de  la  legislación  común,  para  venir 
despees  á  pedir  su  cancelación  por  los  trámites  de  la  hipotecaria» 
se  quiere  consegnir  la  una  y  la  otra  por  medio  de  los  últimos,  con 
atorta  trasgresion  de  todas  las  leyes  respectivas  en  el  uno  y  en  el 
otr»  derecho. 

Tarea  interminable  seria  la  de  analizar  ((nias  las  inconveniencias, 
iregniaridadefl  y  absurdos  que  de  tal  involucraeion  se  originarían; 
per  loque  el  Fiscal  se  limitará  á  presenCdr»  como  ejemplo,  uno  solo; 
peroiM  ilegal  y  perturbador»  que  ba«ta  y  sobra  para  poner  en  evi- 
dencia la  tntoateaible  de  semejante  pretensión. 

Sabido  es  que  en  la  Ley  Hipotecaria  se  eetableoen  cnatroespe* 
cíes  ée  priwM»iealos  ó  aQta^ones* 

El  primero  disciplinario,  de  carácter  gubernativo,  se  refiere  á 
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los  regfcslradores,  y  al  modo  y  forma  de  llevar  los  registros,  y  pro- 
duce una  facultad  esclusiva  y  propia  del  fuero  común. 

El  segundó  se  refiere  á  la  acción  real,  que  p«ede  nao»  de  una 
hipoteca,  y  producir  un  juicio  ejecutivo:  pertenece  á  la  jurisdicion 
común,  mientras  no  se  establezca  otra  cosa  por  una  ley  de  crédi- 
to territorial. 

El  tercero  íija  las  relaciones  del  propietario  con  la  Ley  Hipóte* 
caria  en  todos  los  eventos  y  circunstancias  en  que  se  encuentra 
frente  á  frente  con  elia;  por  lo  que  se  puede  llamar  inlemo,  y  Be  ha- 
Ha  por  consiguiente  libre  del  alcance  de  todo  fnero  particular.  A 
este  procedimiento  corresponda  la  solicitación  de  insevipoiones  y 
cancelaciones,  y  por  consiguiente  el  caf^)  en  cuesiiott,  que  tratando 
de  que  se  cancele  en  el  registro  nna  inscripción,  jm>  pttede  meaos 
*  de  pertenecer  esclusivamente  á  los  procedimientos  hipoteoanof. 

Es  el  último  el  que  se  refiere  á  tas  relaciones  de  los  que  van  á 
inscribir  las  hipotecas,  ya  entre  sí,  ya  entre  ellos  niráraos  y  los  re- 
gistradores, ya  entre  todos  éstos  y  los  jueces  que4iaa  de  preoq^ 
tuar  las  anotaciones  é  insícripciones:  el  oual  se  puede  liamar  o(hi- 
tencioso,  y  está  fuera  de  duda  que  se  sujeta  á  la  pluralidad  de 
fueros. 

'  A  él  pertenecen  tos  juieíos  en  que  se  han  de  declarar  por  lo»  jae- 
ces los  derechos  controvertidos  por  las  partes:  que  es  justamente  el 
caso  de  que  se  trata,  referente  á  si  ha  prescrito  ó  no  la  acción 
hipotecaria,  que  ha  tenido  Don  F.  F.  y  sus  cansa-h^bienles,  contra 
la  finca  de  Don  M.  B.,  qué  quedó  hipotecada  eapecialmeate  á  fa- 
vor de  aquel. 

Claro  es,  que,  para  que  se  declare  judicialmente  dioba  prescrip* 
cioo,  es  indispensable  acudir  al  Juez  á  quien  cometa,  ptoponiendo 
como  acción,  esta,  que  es  propiamente*  uva  escepdon»  y  abrieade^ 
nn  juicio  algo  parecido  al  de  jactancia.  En  él  se  demanda  al  'dntfo 
de  la  hipoteca,  para  que  se  conforme  con  su  prescripción  ó  alegue 
las  escepciones  que  tenga  en  conirario. 

El  demandado,  si  se  opone,  hace  presente  haber  requerido  pú- 
bliea  y  bastantemente  á  su  acreedor;  estar  suspenso  el  terminote 
prescripción  por  cualquiera  de  las  cansas  qaei  e8t4)leee  ef  deiMioc 
su  restitución  in  integnim;  si  le  cbrr^ipoiiide»  ó  oaalqemoire' pri- 
vilegio que  le  favoretca. 

^St  reciben  los  autos  á  prueba  y  sel  Mtaoy  ^eodorian^  sigan  su 
resottadi». 
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Pero  es  evideiile,  que  estos  4l(»reohoa  y  estos  juicios  se  y  entilan 
tú  las  diTersasjttrísdiciones  en  que  se  pueden  rentilar,  y  esto  basta 
para  que  se  conprenda  qne  no  se  ban  de  declarar  diclios  derecbos 
por  actuacioBes  defrara  Ley  Hipotecaria. 

Así  es  que,  si  en  la  actualidad  se  accediese  á  lo  que  pide  el  re- 
cwrrente^  no  solóse  haría  una  intrusión  ilegal  y  anóiñal^  de  lasac- 
tuftdones  hipotecarías,  solaneate  eslablecidas  para  la  formalidad 
de  la  caneelaoioD,  en  la  decisión  subjetif  a  de  derecbos  civiles,  que 
6QÜ0  por  pidos  ordinarios  se  pueden  declarar,  sino  qne  además  se 
correría  el  ríesgo  de  atrepellar  fueros  existentes;  pues  nadie  duda 
que  puede  tenerío  especial  Don  F.  F.ó  sus  causa-babientes;  siendo 
de  todos  noodos  clarisíroo,  que  si  estos  no  son  aforados,  podrán  serlo 
otros  á  quienes  ^e  arranque  indebidamente  su  fuero,  caso  de  adop- 
latse  eeta  coruptcla. 

T  se  presentarían  enseguida  los  incouTenientes  prácticos  de  laa 
sitaa^ones  irregulares,  y  ios  registradores  tendrian  qne  oponerse 
á  los  mandamientos  de  Jueces  incompetentes,  y  como  mas  adelan- 
te se  demostrará,  bastase  verían  en  la  imposibilidad  material  de 
hacer  cancelaciones  de  hipotecas,  que  tienen  libros  especiales,  en 
Yirtod  de  mandamientos  de  liberación,  que  solo  producen  notas  le- 
gales y  ostensibles  en  los  libros  de  la  propiedad/ Tan  fecundóos 
siempre  el  desorden,  y  tanto  se  parece  á  la  fama  en  crecer  más 
cnanto  más  camina. 

Queda,  pues,  detudamente  consignado  lo  que  ya  se  ha  dicho 
por  uno  de  los  autores  de  esta  ley,  y  de  quien  se  supone  su  redac- 
ción; que  solo  pueden  ser  objeto  de  bipoleca  propiamente  dicha 
loe  derecbos  definidos,  determinados,  existentes,  no  los  eventtales» 
j  que  pueden  ser  ó  no  ser:  ó  lo  que  es  lo  mismo,  qne  solo  pueden 
inscribirse  los  que  están  en  ese  caso;  anadieado,  que  cuando  se' 
propone  nna  demanda,  ó  cuando  se  dicta  una  sentencia,  que  aun  no 
se  ha  llevado  á  ejecución,  en  una  palabra,  cuando  hay  algo  que  ha- 
cer todavia,  para  qne  un  derecho  se  tenga  por  constituido,  no  se 
puede  dar  higar  á  ia  inscripoioa  definitiva  de  esedereobo.  De  mo- 
do que,  lo  único  que  es  dado  hacer  en  su  caso,  es  una  anotación 
preventiva,  que  se  convertirá  en  inscripción,  cuando  U^ue  á  cons« 
titnirseel  derecho. 

Bsio  mismo  hay  que  hacer  en  las.  cancelaciones  que  no  son  mas 
que  unas  inscripciones  negativas  ó  contrariaa. 

T  acabándose  en  este  título  y  con  esta  doctrina  la  mateiín  de 
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cancelaciones  hipotecarias,  referentes  á  dicbss  inscripciones,  y  ter- 
minando lo  que  propiamente  se  llama  ley  hipotecaria,  sin  hablar  mas 
de  cancelaciones,  claro  es,  que  ya  se  puede  decir  i  priori,  y  sin  te- 
mor de  errar,  que  si  para  sostener  la  cancelación  directa,  que  hoy 
se  pide,  de  una  hipoteca  especial  é  inscrita,  se  acude  por  el  recur- 
rente á  las  disposiciones  transitorias  de  la  ley,  es  decir,  Tuera  de  la 
ley  estable  y  permanente,  donde  solo  se  habla  de  cancelaciones  con 
relación  á  las  nuevas  inscripciones  especiales  que,  de  resaltas  de 
sus  disposiciones  se  lleguen  á  crear,  y  esto,  sometiéndolas  en  un 
todo  á  lo  que  se  acaba  de  esponer,  la  resistencia  se  hace  ya  en  reti- 
rada, y  no  se  disputa  por  la  .y  ictoria,  sino  por  aplazar  el  vencimiento- 

Pasemos,  pues,  de  este  modo,  al  análisis  de  la  cuarta  cuestión, 
y  entremos  para  ello  en  el  titulo  de  las  liberaciones. 

4/  ¿Se  podrá  obtener  en  ningún  caso,  propia  y  técnicamente 
hablando,  con  arreglo  á  la  Ley  hipotecaria,  el  mandamiento  de  can- 
celación por  medio  de  los  espedientes  y  procedimientos  de  las  libe- 
raciones? 

Según  lo  que  se  desprende  de  nuestro  derecho  hipotecario,  de 
la  purga  francesa,  de  donde  toma  su  origen,  aunque  con  notabilisi- 
mas  direrencias,  y  de  lo  que  en  otras  legislaciones  se  llama  forelu- 
sion,  liberación  es  tanto  como  liquidación,  finiquito,  modo  de  po- 
ner en  relieve  las  cargas  reales  de  la  propiedad,  sacándolas  de  la 
oscuridad,  donde  se  emboscan,  y  en  que  calladamente  se  esconden, 
para  caer  de  un  modo  alevoso  sobre  el  tercer  adquirente,  y  drfrau- 
darle  de  improviso. 

No  se  trata  por  la  liberación  át  estinguir  ningnn  derecho,  ni  de 
borrar  su  inscripción  del  libro  de  la  propiedad:  eso  es  materia  de  las 
convenciones  particulares,  de  los  juicios  comunes  y  de  las  cancela* 
cienes:  la  liberación,  por  el  contrario,  antitética  de  la  cancelación, 
convierte,  precisa,  aclara,  descubre  los  derechos  no  inscribibles, 
vagos,  oscuros  y  ocultos,  para  darles  patentes  de  entrada  firme  y  se- 
gura en  el  Begistro  de  la  propiedad:  la  cancelación  es  la  partida  de 
defunción  de  los  derechos  reales,  respecto  á  tercero:  la  liberación, 
si  es  lícito  usar  de  este  lenguaje  figurado,  es  la  fé  de  nacimiento,  de 
bautismo,  de  rehabilitación  qne  se  concede  á  dichos  derechos, 
cuando  por  su  situación  especial,  solo  pueden  hacerse  efectivos 
respecto  á  los  contratantes.  La  cancelación  estingue;  la  liberación 
purifica;  la  una  es  la  lápida  délo  que  se  enterró;  la  otra  es  la  mues- 
tra de  lo  que  existe. 
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No  hay  de  común  entre  estos  antípodas,  ni  aun  el  vi?ir  eo  e 
mismo  mundo  de  nuestra  ley  hipotecaria,  pues  la  cancelación  exis- 
tira  mienlras  ella  exista,  y  la  liberación  está  destinada  á  desapare- 
cer, en  cuanto  realice  su  misión  puramente  eventual»  interina  y 
iransitoria.  « 

Solo  se  parecen  en  que,  fuera  de  lo  que  resulta  inscrito  sin  can- 
celar, y  de  lo  no  inscribible  en  la  actualidad,  que  no  se  haya  libe-* 
rado,  no  podrán  existir  ni  la  propiedad  territorial ,  ni  sus  desmen- 
braciones,  con  caracteres,  ventajas,  y  propiedades*  verdaderamen- 
te públicas  y  trascendentales,  no  solo  á  los  contrayentes,  sino  á 
terceros. 

Preciso  es,  pues,  tener  mucho  cuidado  en  no  confundirlas,  des- 
lumhrándose con  la  falsa  apariencia  de  que  ambas  libertan,  por  que 
la  cancelación  liberta  siempre  á  la  cosa  gravada  de  la  carga  inserí*» 
la»  bajo  el  supuesto  de  que  ha  fenecido  dicha  carga,  y  nunca  liber- 
ta á  la  carga  de  sos  vicios,  defectos  é  incompatibilidades;  y  la  li- 
beración generalmente  liberta  una  finca,  pero  gravando  otra,  ó  de- 
jando vivas  las  acciones  de  los  que  renuncian  por  ahora  á  sus  bene- 
ficios, liberta  también  los  derechos,  haciendo  públicos  los  clanrles* 
tinos;  especiales,  los  generales;  inscribibles,  ios  legales,  y  jndiciales  y 
ciaros  y  precisos,  los  confusos  é  indeterminados. 

£n  una  palabra,  la  cancelación  se  refiere  á  la  carga  inscrita;  la 
Uberacion,  por  el  contrario,  á  laque  se  hade  inscribir:  la  cancelación 
puede  referirse  á  las  inscripciones  futuras;  la  liberación,  según  diqe 
la  ley,  solo  habla  con  los  gravámenes  existentes:  la  primera  liber- 
ta del  mal  que  pasó;  la  segunda  del  mal  que  se  anuncia:  se  cancela 
siempre  á  instanciade  parte;  pero,  pasado  un  año,  quedarán  muchas 
cosas  liberadas  temporalmente  por  ministerio  de  la  ley. 

Se  vé,  pues,  cuan  diferentes,  y  hasta  cuan  contradictorias,  son 
en  el  lenguaje  técnico  de  la  vigente  ley  hipotecaria  la  cancelación 
y  la  liberación:  cada  una  ocupa  en  ella  un  lugar  diferente,  distante 
y  hasta  de  diverso  carácter  intriaseco:  cada  una  tiene  una  signifi- 
cacion  distinta  y  aun  antitética:  cada  una  establece  procedimientos 
hipotecarios  diferentes,  bastando  para  la  cancelación  la  presenta- 
ción de  documentos  que  la  autoricen,  y  necesitando  la  liberación 
un  juicio  previo,  que  lleva  su  mismo  nombre:  produciendo  la  una 
lo  que  se  llama  cancelación,  que  seesliende  debajo  de  la  inscripeion 
cancelada,  y  que,  tratándose  de  una  hipoteca,  ha  de  ser  precisamente 
en  el  libro  de  las  hipotecas;  mientras  que  la  otra  ha  de  producir 
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siempre»  y  síq  que  pueda  producir  otra  cosa»  uaa  nota  de  liberación, 
que  ha  de  estenderse  sola  y  esclusivamente  eu  el  libro  de  ia  propie- 
dad, y  al  margen  de  la  inscripción  de  la  finca  gravada,  aaaque  se 
trate  de  una  hipoteca. 

Léase  todo  el  titulo  de  liberacioues,  y  se  verá  en  él,  que  por 
conyenio  de  las  partes,  ó  p^r  voluntad  del  obligado,  se  podrán  con- 
vertir las  hipotecas  legales  en  especiales  y  las  tácitas  en  espresas. 

Cuáles  son  los  medios  para  limitar  el  alcance  respecto  á  tercero 
de  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias,  concretando  y  fijando  su 
riesgo  por  medio  de  hipotecas  especiales.  De  qué  modo  las  hipote- 
cas legales,  existentes  á  la  publicación  de  la  ley,  han  de  inscribir- 
se, en  un  plazo  dado,  bajo  el  carácter  de  anotaciones  preveativas. 
Por  medio  de  qué  procedimientos,  cuando  no  hubiese  con  reoio  de 
partes,  han  de  hacerse  las  liberaciones.  Cómo  han  de  dictarle  la^ 
sentencias  de  liberación  y  los  estremos  que  han  de  ser  comprendidos 
en  ellas.  ¥  por  último,  que  se  inscribirá  por  medio  de  una  nota  ai 
margen  de  la  última  inscripción  de  propiedad  (en  el  libro  de  ésta,  se 
entiende,  y  no  en  el  de  hipotecas)  la  de  cada  una  de  los  bienes  libe- 
rados. 

Lo  que  no  se  podrá  encontrar  en  el  título  de  liberaciones,  por 
que  no  está^  es  lo  qne,  fundado  en  él,  pide  el  demandante,  y  qne 
consiste,  en  qne  de  un  espediente  para  liberar  se  desprenda  ana 
cancelación;  palabra  que  nunca  se  pronuncia  en  dicho  título,  á  no 
ser  para  advertir  que  las  hipotecas  especiales,  que  en  virtnd  de 
las  liberaciones  se  inscriban,  podrán  cancelarse  en  su  dia  y  en  sn 
caso,  con  arreglo  á  las  disposieiones  del  titulo  de  la  cancelación. 

Demostrado  que  cancelar,  como  consecuencia  de  haber  libera- 
do, no  solo  es  un  contrasentido,  sino  un  imposible  de  ley  hipotecaria, 
está  ya  forzado  el  último  atrincheramiento  det  recurrente,  y  probado 
hasta  laevidencia  ia  justicia  con  que  en  ei  fallo,  de  que  se  apela,  se 
ha  desestimado  esta  solicitud ,  y  la  improcedencia  de  la  apelación 
que  contra  ella  se  ha  interpuesto. 

T  aquí  estrictamente  podia  concluir  este  escrito,  toda  vez  que 
se  ha  demostrado  de  un  modo  incontestable,  que  la  fórmula  de  la 
pretensión,  está  cuando  menos  equivocada,  y  que,  para  prosperar ,  le 
seria  preciso  al  demandante  variar  ó  reformar  siquiera  el  tenor  ó 
contenido  de  snsúplica. 

Pero  se  trata  de  uaa  cuestión  sobradainente  importante;  convie- 
ne poner  dique  á  una  corruptela  de  ley  tan  trascendental  totm 
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peniiciosat  el  fecurreole  ¡avoca  en  último. término  al  art.  381  de  la 
ley  flipotecaria,  y  es  forzoso  seguirle  al  últiaK)  puoto  de  su  retirada, 
smido  indispeDsable  para  ello,  esplicar  y  dilucidar  de  lleno  la  quin- 
ta caesiioQ  de  las  enunciadas* 

5/  ¿Elart.  381  de  la  ley  Hipotecaria^  establece  alguna  eseepcion 
en  este  sentido  del  título  délas  liberaciones,  ó  fija  una  sitiiaeiiMiAiás, 
en  que  estas  paeden  tener  lugar,  pero  oon  sus  propios  é  inAecli- 
atbies^^afaetéres? 

Su  texto  es  el  sigaiente:  ^ 

árt.  381 .  «Les  poseederes  <ie  bienes  iamuebles  ó  dereckes  rea- 
les queqnierao  iiI)«^arlos  de  coaiesquiera  hipotecas  legales  y  gca* 
vimenes. ocultos,  é  constituidosi  favor^  personas  desconocidas, 
podrán  obAeiierlo,: observando  los  trámiUrs<]ue  ^e  establecen  por  el 
articulo  365  y  siguientes,  cea  las  mediíieaciones  queseeapcésan  á 
ootttíAuteion.i 

La  parte  recurrente  lo  entiende  de  la  síguientemanera,  soste- 
niendo que  esta  es  su  única  y  genutna  interpretación. 

En  el  período  del  articulo  en  que  se  dice  y  gravámenes^  eculioSf 
ó  cmutiMdos  A  favor  de  personas  desconocidas,  bien  queáecom* 
ponga  de  iks  miembros  independieotes  entre  sí,  bien  qne  el  segun- 
do sea  esjplicalorio  del  primero,  se  establece  de  un  modo  terminan* 
te,  segoDiel  parecer 4el  recnrrente^  que  cualquieraque  sea  la  clase 
del  graváeien,  siempre  que  esté  constituido  en  favor  de  persooa 
desconocida,  ^mdrá  liberarse  con  arreglo  al  procedimiento  queá  se- 
guida prescribe;  y  que  tanto  significa  gravámenes  constituidos  á 
fafor  de  personas  dseonocidas,  como  que  el  derecho  de  exigir  esos 
gravámenes  baya  venido  á  parar  por  el  trascurso  del  tiempo  en 
herederos  ó  cansababíentes,  que  boy  isean  desconocidns. 

T  partiendo  éd  estas. dos. afirmaciones,  avanza  áila  tercesa,  y 
sostiene  que  es  perfectamente  aplicable  al  caso  en  cuesüon,  y  pide 
que  se  «ande- liberar  kihtpoleca:especial,  espresa  é  ioscrita,  de  que 
ya  se  ba  hecho  mérito,  y  que  se  constituyó  por  Don  M.  R.  eu  favo^ 
de  Don  F.  F.,  porque  él  dice  que  no  conoce  á  la  persona  en  quien 
hoy  haya  recaído  este  derecho. 

Bl  Fiscal  se  promete  demostrar  que  dicha  interpretación  es  de 
todo  punto  arbitraria»  falsea  por  completo  oí  objeto  de  la  ley,  j 
entrafiajlas  consecuencias  más  perniciosas  y  alarmantes,  contra  el 
prineipío  de  propiedad. 

Sabido  es  de  todos,  que  una  de  la¿  principales  ventajas  y. al 
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msmo  tierapo  dificultades  de  la  codificación,  consiste  en  qae  for- 
mando un  Código  una  sola  entidad  armónicamente  científica,  aislar 
alguno  de  sus  artículos,  es  mutilarlo;  y  que  pretender  hacer  apli- 
cación de  una  de  sus  disposiciones,  sin  referirla  á  todas  sus  corres- 
l>ondencias  y  concordarla  con  todos  sus  orígenes  y  derivados,  es 
descender  desde  jurisconsulto  i  rábula. 

Huyendo,  pues,  de  un  empirismo,  que  solo  puede  condacir  al 
error,  en  gracia  de  tratarse  de  aplicar  una  Je¿íislacion  vírgea  y  es- 
trana  ej[i  nuestro  país,  y  con  el  fin  de  coatribuir,  en  cuanto  esté  k 
8U  alcance,  no  solo  á  rechazar  un  recurso  improcedente,  sino  á  que 
no  prospere  una  doctrina  esencialmente  perturbadora  y  pésima- 
mente propagandista,  le  es  imprescindible  al  Fiscal  hacer  algaoas 
indicaciones  generales,  pero  conducentes  á  formar  en  su  día  la  base 
de  una  jurisprudencia  sana  y  salvadora. 

Al  morir  una  legislación  decrépita  y  senil,  y  al  renacer  k  me- 
jor vida,  debe  conservar,  sin  embargo,  la  memoria  de  su  anterior 
existencia,  para  poder  ser  madre  aun  mismo  tiempo  de  todos  ios 
'  derechos,  que  en  una  y  otra  época  eojendrara. 

De  esta  memoria  emana  el  principio  de  la  no  retroactividad. 

La  necesidad  intransigente  suele  negar  á  veces  que  este  princi- 
pio conservador  se  estienda  hasta  las  fórmulas  tutelares,  puramen- 
te objetivas  de  dichos  derechos,  y  permite,  como  escepcion,  suje- 
tarlos á  nuevas  exigencias  y  á  nuevos  procedimientos ;  pero  nunca 
tolerará,  pena  de  decadencia  y  tiranía,  que  sean  más  ó  menos  direc- 
tamente conculcados,  en  lo  que  se  refiere  á  su  subjetividad. 

Y  esto  se  comprueba  con  la  historia  de  la  vigente  ley  Hipote- 
caría. 

Yacía  nuestra  legislación,  en  esta  materia,  no  solo  en  el  lecho 
de  la  enfermedad,  sino  en  el  de  la  muerte,  cuando  llegó  el  día  de 
su  regeneración  y  renacimiento. 

Desde  1810  empezaron  decididamente  los  esfuerzos  en  este  sen- 
tido, y  no  hubo  comisión  ni  cuerpo  científico  que  en  ello  trabaja- 
ra, que  no  hiciese  pública  manifestación  de  ser  opuesta  á  la  verda- 
dera y  perniciosa  retroactividad. 

El  principal  inconveniente  para  la  reforma  eran  las  antiguas 
hipotecas  legales;  siendo  indispensable  combatir  su  clandestinidad 
y  falta  de  precisión  por  medio  de  la  publicidad  y  especialidad,  qoe 
permitiesen  contrastar  á  los  terceros  el  peso  y  los  quilates  del  do- 
minio 
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Pero  á  pesar  de  esto,  ya  se  advertía  por  el  Gobierno  en  12  de 
•ctobre  de  1856  que  la  nue?a  ley  no  debía  tener  efecto  retroacti- 
voy  y  que  lo  mas  que  podía  hacer,  empujada  por  la  necesidad,  era 
adoptar  un  procedirniento  que  permitiese  enajenar  ó  gravar  los 
bienes  sin  peli^^ro  para  el  adquirente,  convidando  á  la  conversión 
de  todos  los  derecbos  vagos  y  ocultos  en  públicos  y  especiales. 

De  este  modo  se  iba  anunciando  el  advenimiento  ¿  nuestro  de- 
recbo  patrio  de  la  purga  ó  liberación. 

Gu  14  de  enero  de  185 S  insistía  el  Gobierno  en  que  se  había 
visto  obligado  á  escojer  un  término  medio,  que  limitase  la  retroac- 
tivídad  de  la  ley  á  meras  exigencias  y  formalidades  esternas»  que 
en  nada  atacasen  la  esencia  de  los  antiguos  derechos ;  el  cual  con- 
sistía en  adoptar  un  procedimiento  equitativo  para  la  liberación 
ó  espresa  constitución  de  las  hipotecas  tácitas  y  de  las  responsabi- 
iidailes  ocultas,  á  que  entonces  pudiesen  estar  afectos  los  bienes  in- 
muebles. 

Una  de  las  bases  aprobadas  á  la  sazón  por  el  Congreso  de  Di- 
putados, prescribe  lo  mismo  en  términos  completamente  análogos, 
encargando,  estas  son  sus  palabras,  cque  se  consultasen  conve- 
DÍenlemente  los  derechos  adquiridos  con  arreglo  á  las  leyes.  > 

En  la  luminosa  y  elegante  Esposicion  de  Motivos  que  precede 
á  la  vigente  ley  Hipotecaria ,  y  que  aunque  no  puede  tener  fuerza 
legal,  por  no  haber  recaído  sobre  ella  la  deliberación  de  las  Cortes, 
ni  ia  sanción  de  la  Corona,  la  ha  declarado  el  Gobierno  como  el  me- 
jor preámbulo  y  más  autorizado  comentario  de  la  misma  ley;  y  que. 
aparte  su  genealogía  y  abolengo,  es  citada  en  este  momento  mas 
por  el  peso  doctrinal  de  sus  manifestaciones,  que  por  la  autoridad, 
que  ya  no  existe,  de  los  Abogados  auténticos,  se  repite  hasta  la 
saciedad,  con  notable  lujo  de  formas  y  de  insistencia,  que  la  ley  no 
debe  tener  fuerza  retroactiva;  que  se  respeten  los  derechos;  que  la 
Comisión  no  puede  proponer  que  uno  solo  sea  violado;  pero  que  no 
es  violar  cambiar  la  forma  de  hacerlos  efectivos,  y  que  esto  es,  nó- 
tense bien  sus  palabras,  lo  mas  grave  que  se  propone  en  el  pro* 
yccto. 

Fuerza  seria  copiar  muchas  de  sus  páginas,  para  dar  una  idea 
de  su  esplícita  manifestación  sobre  todas  las  fases  de  las  liberacio- 
nes^ pero  por  más  que  admita  la  caducidad  temporal  de  ciertos  de- 
rechos, respecto  á  tercero,  por  la  negativa  ó  resistencia  de  los  lla- 
mados á  convertirlos,  nunca  se  aproxima  á  la  estéril  y  caprichosa 
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taarqüía,  ique  para  destruir  todo  derecho  réálinscríto^se  ÍDangura 
en  la  demanda  que  se  tiene  combatfendo,  y  que,  erigida  en  siste- 
ma, como  hay  motivos  para  temerlo,  vá  á  borrar,  con  el  trascirrso 
del  tiempo,  todas  las  ínseripcíobes,  haeiendo  innecesaria  la  forzo:^a 
cancelación. 

Por  úttiiño,'la  difusión  notabitísima  que  en  uno  y  otro  cuerf»o 
colegisladorr  hubo  con  motivo  de  esta  ley,  aíirma  y  confirma,  que 
que  la  doctrina  que  se  combate  es  completamente  original  y  br.sfa 
ahora  por  n^die  oida  ni  sustentada. 

Hubo  oradores  que  impu/rnaron  fuerte  y  calurosamente  el  pro- 
yecto de  esta  ley:  hubo  quien  se  quejó  con  amargura  de  su  <a- 
bor  y  de  sus  amagos  de  retroactividad:  hablaron  muchos  de  este 
'  mismo  art.  1581  sobre  que  se  cuestiona:  alguno  d^o  que  aun  en  - 
tendiéndolo  del  único  modo  que  puede  entenderse,  lo  tachaba  de 
atentatorio  á  la  propiedad;  pero  ninguno,  ni  aun  escitafto  pOr  la 
cavilosidad  del  ataque,  ni  alarmado  por  la  suspicacia  de  la  defen- 
sa, como  amigo  ni  como  adversario,  llegó  á  entenderlo,  según  se 
pretende  que  sea  entendido  en  la  actualidad. 

T  ni  era  posible  que  otra  cosa  sucediera,  porque  en  ninguna 
de  los  Códigos  hipotecarios  del  mundo  conocido,  que  pertenecen 
al  sistema  francés,  se  ha  entendido  h  purga  de  esta  manera;  y  es- 
tán mucho  ma?  distantes  de  establecer  nada  aiAlogo  los  del  siste- 
ma alemán,  ni  las  demás  familias  de  legislaciones  hipotecarías  que 
registra  la  historia  de  estos  Códigos. 

En  nuestro  sistema  de  liberación,  esceptuando  este  artículo,  y 
sin  embargo  de  ser  el  mas  radical  y  el  mas  fecundo  de  cuantos 
existen,  solo  se  habla  de  anotaciones  preventivas,  de  divisiones  y 
reducciones,  y  por  último,  de  caducidad  temporal  de  gravámenes 
oscuros  é  inapreciables,  por  la  vaguedad  de  sn  estension  ó  por  lo 
dudoso  de  su  origen. 

Dígase  con  imparcialidad,  si  después  de  tales  precedentes  his- 
tóricos y  de  todas  estas  imposibilidades,  á  priorij  es  admisible,  y 
ni  siquiera  tolerable,  el  que  se  venga  sosteniendo  en  esta  demanda» 
á  título  y  con  el  nombre  de  liberación,  y  como  cosa  oculta  é  in- 
crnstrada  en  cuatro  palabras  embutidas  en  un  párrafo  transitorio 
de  dicha  ley,  la  siguiente  alarmantísima  doctrina. 

Que  es  lícito  inquietar  á  todos  los  dueños  de  las  varias  des- 
merabradones  de  la  propiedad,  cuyo  dominio  x^sttiviese  inscrito  en 
el  Registro  por  sus  causa-habientes,  obligándoles  por  medio  de  un 
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•e<pediea4e  de  liberacioQ,  y  bajo  eí  pretcsto  de  que  ao  san  ctíiwci- 
<ios  y  á  hacer  uoa  nue?a  inscripcioo  á  sn  nombre  de  sos  respectivci^ 
derechos»  pena  de  que  seaa  liberados»  y  que  trasmUidas  las  fiocas 
á  tercero»  quede  completameote  defraudadla  sn  derecho  real. 

Ta&to  Yaidrja  esto,  ooao  establecer,  en  contradiccioa  con  la  Ley 
Hipotecaria,  quek inscripción  será  forzosa,  no  solo  en  ua  principio, 
síqo  io  que  es  mas,  ea  cada  una  de  las  vidas  de  los  respectivos  due- 
ños que  se  fuesen  sucediendo  unos  á  otrosen  dicho  dominio,  porque 
si  así  00  lo  hacían,  se  verian  iomediaUíBeqtedespojadQS  de  su  pro- 
{úedad  á  titula  de.  desconocidos)  si  no  se  enteraban  á  tiempo^  de  los 
llamaaiientos  de  U  Gaceta,  ú  obligados  4  hacer  á  inslancía  de  su 
cootrario  una  inscripoíou  que  no  deseaban. 

¥  se  estableeeria  el  estraño  derecho  de  que  la  persona  q^e  hu- 
biese coBstiluidq  UA  gcavimeA*  sobre  su  finca,  en  vei;  de  tener 
siempce  el  cuidado  de  saber  y  averiguar  qui^n  era  su  condueño, 
como  sucede  «^  Cataluña,  solo  tendría  que  prei^ent^^e  de  vez 
en  cuando  á  fes  tribunales,  dicienda  que  le  era  desc^noddQ].  y  que 
lo  citasen  á  juieiade  liberación  %  cqh  lo  que>  ó  quedaría  libre  de  la 
inscripción,  ú  obligaría  á  que  é^ta  se  renpvase  á  cad^  trasmisión  de 
propiedad. 

Si  IaI  hubiese  sido  la.  n^ate  de  la  ley,  hahria  declarado  forzosa 
la  ioseripcioD,  no  solo  al  tiempo  de  constituirse  el  derecho^  sino  en 
cada  uoa  de  sus  trasmisi((»es,  y  hast^^,  como  se  h^e  ea  otros  países, 
hnbiese  mandada  renavar  las  inscripciones cad^  diez,  cada  veiate> 
ó  cada  treinta  aios,  eütabjeoiendo  los  casos  y  la^  personan  por 
qoienes  se  habían  de  hacer  de  oficia  en  vez  de  d^jjsir  el  plantea- 
miento de  esie  sistema,  ;  en  unas  disposiciones  transjioi^ias,  al  ca- 
prídio,  á  la  astucia  y  tal  vez  á  la  mala  fé  de  I4S  paiTte^, 

Porque  estas  pueden  esperar  una  enfermedad,  un  viaje,  ujoa 
persecución,  un  '\mt\o  de  testameaiaria»  ó  cualquier  otro  aco^ci* 
miento  sen^ejasite,  para  Síor prender  ¿susjCCAdueAPs  y  á,  los  tjcibu- 
iiales  coQ  estas  alevos«s  Uberaetoiies,  las  euales  vendrían  4  ser  las 
emboscadas  que  el  aetuai  sistema  hipotecario  hubi^e  sustituido, 
en  desgraciada  compeasaeion,  á  las  qoe  en  el  otro  produci«Q  las 
hipoteciB  exultas. 

¥  queesto,  q^  solóse  ba  establecido  par^t  la  liberación  d^ las 
hipotecas  legales  y  otros  gtavámeues  m$UtUei'^UU  ts  el,  epígrafe 
del  títjftlQ  H.®— ya  sean  dicbas  cargas  exi$ktUe$  (téngase  hiw  á  la 
vista  lasignücAoion  de  e»ta  palabra),  de  las  conocidas  por  lógale^ 
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judiciales,  tácitas,  ocultas  ó  constituidas  en  favor  de  personas  des- 
conocidas en  el  momento  de  constituirse,  áolo  se  ha  ordenado  por 
vía  de  escepcion,  y  como  medida  transitoria  para  hacer  desapnre- 
cer  estas  malas  reliquias  del  antiguo  sistema  hipotecario,  para  obligar 
á  adoptar  la  forma  moderna,  y  hacer  que  todo  entre  en  el  cauce  de 
)a  publicidad,  y  no  con  el  objeto  de  constreñir  i  los  tenedores  de 
dichos  derechos  á  inscribirlos  en  el  Registro,  lo  está  diciendo  á  vo- 
ces, la  muy  intencionada  circunstancia  de  estar  esta  disposicioa 
entre  las  transitorias  é  interinas. 

Pues  claro  es,  que  el  que  no  resulten  en  el  libro  de  la  propiedad 
6  de  las  hipotécaselos  nombres  de  todos  los  que  vayan  siendo  due- 
ños ó  tenedores  de  dichos  derechos,  si  es  un  mal,  es  un  mal  perma- 
nente; y  por  tanto  nadie  habría  tratado  de  combatirlo  de  un  modo» 
sobre  indirecto  y  eventual,  esencialmente  momentáneo,  toda 
vez  que  no  se  refiere  á  lo  futuro,  sino  tan  solo  á  lo  exisUnte. 
¿Qué  justicia ,  ni  qué  motivo  podría  haber  para  que  se  espusie- 
sen derechos  reales,  especiales,  públicos,  perfectamente  detini- 
dos  y  legalmente  inscritos,  al  gravísimo  riesgo  de  perderse, 
porque  el  actual  tenedor  no  hubiese  inscríto  apresuradamente  que 
lo  era,  y  el  dueño  de  lo  gravado  no  lo  conociese  ó  se  le  antojase 
desconocerlo^  y  que  mientras  esto  sucedía  con  los  derechos  consti- 
tuidos ala  sombra  de  la  antigua  legislación,  causando  un  efecto 
repugnantemente  retroactivo,  no  debiese  suceder  respecto  á  los  fu- 
turos al  regir  las  disposiciones  permanentes  de  la  ley,  y  al  tener 
que  aplicar  esta  liberación  á  las  inscripciones  venideras,  que  ile* 
guen  á  encontrarse  en  manos  de  personas  desconocidas?  Es  de- 
cir, que  esta  ley  solo  dejaría  de  tener  efecto  en  los  casos  que,  de- 
biéndole su  nacimiento,  era  natural  que  fuesen,  con  toda  proceden- 
cia, los  únicos  sujetos  ásus  prescripciones. 

Por  «tra  parte,  si  se  hubiese  tratado  de  establecer  esta  gravísi- 
ma perturbación  en  la  economía  de  la  vida  interna  hipotecaría,  es- 
tatuyendo que  cualquier  derecho  real  inscríto,  por  claro,  preciso 
y  asegurado  que  estuviese,  desde  el  momento  en  que  se  eacontra»e 
en  poder  de  un  desconocido,  estaba  amagado  de  estincion,  se  hu- 
biera hecho  á  la  luz  del  dia,  de  un  modo  no  solo  clare,  preciso  y 
terminante,  sino  competentemente  articulado,  y  con  toda  la  regla- 
mentación y  minuciosidad  indispensables. 

¿Cómo  puede  creerse  que  esto  significan  esas  cuatro  palabras» 
«se  imperceptible  inciso,  ese  pretendido  tercer  miembro  incrustado 
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ea  QDÓ  de  los  artículos  del  titulo  transitorio  de  las  liberaciones? 
¿Cómo  puede  sostenerse  que  una  revolución  tan  radical  ea-  el  modo 
de  ser  de  la  propiedad  inscripta,  no  se  haya  tratado  de  definirla  y 
precisarla  de  un  modo  (¡jo  y  conveniente,  haciéndolo  estribar  ún¡« 
camente  en  la  palabra  (fescoiioodo?  Y  aunque  quisiese  adoptarse  uq 
tratamiento  tan  duro  y  una  medicina  tan  heroica,  ¿se  habria  pres- 
cindido del  juicio  ordinario  y  de  la  pluralidad  de  fueros  para  hacer 
ana  cosa,  que  conducia  directamente  á  la  estincion  de  uu  derecha 
respecto  á  tercero,  é  indirectamente  respecto  al  contratante?  ¿I^í 
para  qué  habria  de  adoptarse  tan  estrema  y  tirante  resolución? 
Establecido  el  registro  de  la  propiedad,  para  que  su  estado  sea 
publico  y  definido,  á  (in  de  que  la  contratación,  y  sobre  todo  el 
crédito  territorial,  se  afirme  y  acreciente,  se  comprende  que  recha- 
ce la  existencia  de  todo  gravamen  insidioso,  que  pueda  por  su  for- 
ma ó  so  constitución,  poco  precisa  y  definida,  causar  un  perjuicio 
al  tercero,  que  se  comprometiese,  equivocando  su  alcance  ó  su  im- 
portancia. 

¿Pero,  qué  puede  significar  para  un  tercero  el  que  el  dueño  de 
una  finca  conozca  ó  no  conozca  á  su  condueño?  El  sabe  que  existe 
una  carga,  él  puede  apreciarla  exactamente,  toda  vez  que  es  pú- 
blica, está  definida  y  valuada:  el  mismo  riesgo  ha  de  correr,  y  la 
misma  seguridad  ha  de  garantirle,  que  exista  ó  no  exista  ese  de* 
cantado  desconocimiento  entre  el  dueño  de  la  finca  y  la  persona 
qoe  lo  sea  de  uno  de  sus  gravámenes  anteriores  alli  inscritos  y  es- 
pecificados. 

Esto  es  insostenible,  y  á  nadie  ha  podido  ocurrir,  sin  necesidad 
alguna,  qae  la  persona  que  hereda  una  carga  real  sobre  una  finca, 
esté  obligada,  pena  de  ser  victima  de  la  mala  fé  de  su  condueño, 
á  inscribir  inmediatamente  su  titulo  de  dominio,  ó  á  enviarle  al  me- 
nos con  dos  testigos  ó  un  notario  el  parte  de  su  existencia  y  de  las 
s^As  de  sn  casa,  para  que  nunca  pueda  decir  que  le  es  desconoci- 
do, y  trate  de  heredarle  por  medio  de  tan  traidora  liberación,  tenien- 
do que  vivir  entretanto  con  hGaeeta  ante  los  ojos»  y  sí  no  sabe  leer, 
oyendo  diariamente  su  lectora. 

Basta  para  asegurarse  de  que  esto  no  sncede  en  la  Ley  Hipóte* 
caria,  la  mas  somera  comparación  entre  sos  diversas  partes  y  el 
mas  ligero  análisis  de  sus  disposiciones. 

Sin  salir  del  titolo  de  las  liberat^iones,  sobra  para  la  comparación 
de  qne  se  viene  hablando ,  con  las  qne  se  establecen  por  los  ártico^ 
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ios  383  y  sigoientes.  I  se  vé  que  solo  por  tratarse  eo  estas  de  hi- 
potecas ó 'gravámenes  voluotaríos  y  porque  puede  resentirse  en 
«Igo  el  derecho  de  propiedad,  ftuoque  solo  se  dirijan  á  una  cuestien 
casi  de  forma,  cual  es  la  de  dividir  lo  que  está  pro  in  diviso^  ó  la  de 
reducir  una  responsabilidad  evidentemente  escesiva ,  exige  la;  coa* 
forroidad  de  los  interesados,  hecha  constar  por  medio  de  ana  es- 
critura pública,  y  caso  de  contienda  judicial,  por  lacorrespondien* 
te  y  firme  ejecutoria, 

¿Se  comprende,  ni  se  esplicii,  que  d  artículo  386  diga  para  eaie 
caso  de  liberación,  en  que  se  respeta  y  queda  segura  la  propiedad, 
y  solo  por  el  riesgo  del  menoscabo  que  pueda  correr  la  responsabili- 
dad, al  dividirla  ó  reducirla,  que  si  afguno  de  ellos  fuese  persosaie* 
cierta,  es  indispensable  decr^r  dicha  división  y  reducción  p^  el 
Juez  ordinario  y  con  audiencia  del  promotor  Gscal,  si  hubiese  inlexe- 
sados  inciertos  ó  desconocidos,  y  que  luego  el  art.  381»  pof  el  que, 
según  ht  intolíg^oia  que  se  le  quiere  dar,  se  proporcionan  medios 
visibles  y  seguros  para  que  la  mala  fé  atente  con  grandes  probabili- 
dades de  buen  éxito,  no  solo  á  menoscabar,  ^o  á  estingair  por 
completo  derechos  inscritos  odstentes  y  clarisimos^  solo  eslables- 
ca  un  juicio  tan  sumario  como  el  de  la  liberación,  que  únicamenle 
se  ha  creado,  no  para  decidir  y  declarar  cuestiones  de  propiedad, 
sino  para  que  las  cargas  antiguas,  que  exislian  en  una  forma  in^ 
compatible  eou'la  mo(ter na  legislación  hipotecaria,  pudiesettsaje* 
tarse  á  las  nuevas  condiciones  de  la  propiedad  inscrita? 

Esto  seria  absurdo  y  contradictorio,  y  no  se  puede  supone  tm 
uüa  ley;  fundándose  solo  en  arbitrarias  iníerpretaciones. 

Se  comprende  bien  basta  donde  podria  llegar  este  estudio  coot- 
parativo;  pero  para  no  ser  volantariamente  proHjo  en  una  disen^ 
sion,  que  lo  esde  suyo,  el  Fiscal  vá  á  limitarseá  poder  de  manifiesto 
uno  de  los  absurdos  que  resultarla  de  tau:  insostenible  inieligoiKÍik. 

Sábese  que  la  Ley  Hipotecaria,  y  este,  es  tal  vez  su  principal  en* 
comió,  ha  subordinado  el  purismo  de  los  principios  econóoiícos  k  las 
inrpresoriptiWcs  exigencias  de  la  ooral  pública  y  de  la  tranquili-^ 
dad  doméstica,  entrando  en  ese  buen  terreno  de  taamuHiieaeíooty 
concordancia  de  todas  bis  eteneias,  y  sobreponiendo,  en  caali  de 
cdnfiioto,  siji  parte  e^)iríluaiiá:  cMiqaier  otra  veiitaja  eeonáoUiGa  ó: 
materialista. 

Saorifiea  osasteis  necestmdelcitéditd  temlorial,efi:)ostO'bo- 
nena^  á  la  pazdelds  familias?  t  aunque  codiprendéquela  exíaleAi- 
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cia  de  las  hipotecas  legales  á  favor  ^e  tas  mujeres  por  sa  dote,  y  de 
los  hijos  por  su  peculio,  no  especificadas  oi  inscritas,  introducen  la 
anarquía  eo  el  crédito,  descompoiiiéDdoie  por  medio  de  la  incerti- 
dambre  y  de  la  desconfianza,  ha  sostenido  su  continuación  en 
el  articulo  254^  cuidando  siempre  en  todos  loa  casos  de  liberación 
que  pnedan  servirles  de  menoscabo^  de  esceptuarlas  espresamenie. 

Pues  si  esto  es  el  arca  santa  que  se  ha  salvado  de  la  pasada  le- 
gislación hipotecaría ,  ¿  cómo  se  concibe  que  no  se  haga  ningana 
escepcion  en  sn  favor,  para  que  no  se  somerja  en  este  dihivio  uni 
versal  de  todofr  los  derechos  inscritos,  consistente  en  el  descoidcí* 
miento  que  el  deudor  quiera  hacer  de  sus  aoteedores? 

Porqae  clarees,  que  si  la  hipoteca  especial  de  que  habla- el  re- 
ctnreote,  fuese  una  legal,  constituida  en  favor  de  una  mnier  por 
su  dote,  6  de  un  menor  por  su  peculio,  también  sestemlria»  i  ser 
consecuente  en  sn  doctrina,  que  siéndole  desconocida  la  persona 
que  hoy  la  tuvitse  á  su  fovor,  estariaen  el  caso  de  liberarla^  porque 
el  art.  584  es  inflexible,  y  no  designa  género  alguno  de  escepcion. 

Pero  hecha  esta  ligera  muestra:  de  tnvestígaeiea  comparada  del 
articulado  de  dicha  ley,  es  indispensable»  para  concluir,  haeer  en  él 
una  escursion  analítica,  que  ha  de^uministrar  la  eviilencia.de  que 
es  insostenible  la  interpretación  propuesta;  que  no  puede  presporar 
nhua  momento  ante  las  consecuencias  que  se  van  á  espooer,  y  qae 
forma  el  argumento  Aquile»  de  o^ta  refutación. 

Después  que  la  ley  hipotecaria,  declara  eui  sus  artículo»  desde 
el  347  hasta  SS5  los  derechos  que  concede  á  los  que  á  su  publica- 
cioa  tuviesen  á  su  favor  alguna  hipoteca  legal,  de  las  que  no 
esceptúa  á  continuación;  después  qne  en  el  arl.  356  consé^na  las 
facultades  que  otorga  á  los  que — ^vuielve  á  repeür  sus  anteriores 
pftiabras*-«d  la  pubUmei^n  de  e$ía  ley  tuvieren  yanaá»  sus 
bkues  con  alguna*  bip^ieca  íáetía;»  después  que  establece  reglas 
para  garantizar,  según  e[  espúritu  iegal  modemo,  laa  acciones 
roBcisfMrias  y  eeaolutoritts;  y  despues:<|ue  consagra  laa  que  han^de 
servir  de  égidas  á  las  hipotecas  legales,  exidenU&  á  la  puhUcacioa 
de  ^ta  ley,  en  favor  de  los  legatarios  y  de  los  acreedores  hipoteca- 
ríos  (art.  36S);  fnrescríbe  en  el  366,  voi^vieado  á  recapitulaír  toda 
lo^e  tá  á  ser  objeto  de  él,  refiriéndose  de  nuevo  4  los*  ya  mendo^ 
nados  oBSvi  354, 536  y  3S8«  y  repiláendo  poccuarlayeijciu&ku^fiieá 
Im  ptMmuióm  de  esía  leu  tuvieren  yavadm  sus  ¡nene»  con.  algium 
de  ¡M$  corgfoa  yd  referidat^  y  ^  hkieren  uno  de  ¡o»  derechos  de  que 
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$c  acaba  de  hablar,  podrán  liberarlas  en  la  forma  que  ti  conlinua- 
don  se  espresa: 

T  establece  en  seguida  el  procedimiento,  desde  el  art.  366  has- 
ta el  380. 

Dice  cómo  han  de  acudir  al  Juez;  la  manifestación  que  han  de 
hacer  de  sus  inmuebles;  Ja  espresion— nótense  bien  estas  palabras — 
de  las  hipotecas  legales  ó  gravámenes  ocultos^  á  que  pudieren  estar 
afectos;  los  nombres  y  circunstancias  de  las  personas  i  cuyo  fa\or 
pueden  existir  dichas  cargas-- nótese  también  la  intencionada  pro- 
piedad con  que  se  usa  la  palabra  existir ^  que  ha  de  comparársela 
su  tiempo  con  la  de  constituido^  que  se  usa  más  adelante,  con  no 
menos  exaciitnd;— la  espresion  deser  conocidas  dichas  personas,  o  de 
ignorarse  su  paradero;  pretensiones  de  liberar,  de  que  se  señale 
término,  y  las  de  que  se  hagan  los  debidos  apercibimientos. 

En  el  art.  367  se  establece  que  la  demandase  ha  de  interponer 
en  el  lugar  del  fuero  del  demandado,  y  solo  relaja  este  princiiiio, 
por  causa  de  imposibilidad,  cuando  se  demanda  á  yarias  perso/.a^, 
ó  no  se  designa  ninguna,  y  entonces  establece,  como  fuero,  el  del 
lugar  donde  estuviesen  las  (incas. 

Formado  el  espediente  (art.  368),  si  sedesiignsLpersoiuicouociífar 
se  le  señalará  un  término  de  50  á  120  dias  para  deducir  su  acción; 
si  hubiese  interesados  desconocidos  ó  ausentes,  el  término  de  cita- 
ción será  de  60  á  i30  días,  (art.  370,)  y  se  publicará,  ademásde  en 
otros  sitios,  en  la  Gacela  de  Madrid. 

De  este  modo  se  fijan  los  derechos  sustantivos  y  los  adjetivos: 
así  queda  terminado  el  cuadro  de  la  l.ey  civil  hipotecaria  sobre  li- 
beraciones, y  el  de  los  procedimientos^  que  á  estas  se  refieren. 
En  tal  situación  aparece  el  art.  381. 

¿Habrá  alguien  que  le  ocurra  á  prtori,  que  se  ha  escrito,  en  sa 
mayor  parte,  para  dar  caprichosamente  otro  procedimiento  a  los 
mismos  derechos  de  que  se  acaba  de  hablar,  y  que  esto  lo  hace,  sin 
causa  alguna  motivada,  solo  por  veleidad  y  por  el  gusto  de  crear  na 
dualismo  perturbador  y  anárquicoT  Pues  esto  es  precisamente  lo 
que  se  desprende  de  la  doctrina  que  se  sustenta  por  los  que  lo 
entienden  del  peregrino  modo  que  se  vá  refiriendo.  Porque  si  las 
palabras  ó  cofiHUuidos  á  favor  de  personas  desconocidas  forman 
un  tercer  miembro,  que  deja  independiente  al  anterior  é  álos 
anteriores,  claro  es  qoe  se  vuelve,  á  hablaren  el  primero  de  los 
que  quieren  liberar  sus  inmuebles  de  cualesquiera  hipotecas  lega- 
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leso  de  Otros  gravámenes  ocultos;  es  decir,  de  lo  mismo  de  que 
se  bizo  mérito  en  el  art.  365,  y  de  que  se  viene  haciendo  referen- 
cía  en  los  siguientes.  Pues  si  para  estos .  casos  se  ha  establecido  ya 
un  proceMimiento,  ¿por  qué  se  vuelve  á  establecer  otro  para  los 
mismos?  T  si  se  han  creado  dos,  ¿cuándo  debe  observarse  el  uno» 
y  cuándo  el  otroT 

Es  decir;  cuando  se  trate  de  liberación  de  hipoteea$  legales  ó  de 
gravámenes  ocultos,  ¿se  establecerá  el  fuero  del  demandado  según 
el  art.  367,  ó  el  de  la  finca  según  el  núm.  I.""  del  381?  Para  las 
citaciones  ¿será el  primer  plazo  de  36  dias,con  arreglo  al  art.  3i)9, 
ó  se  harán  en  dos  plazos  de  á  60,  según  el  núm.  i."^  del  381  ?  ¿No 
deberá  oírse  al  promotor  fiscal,  ó  será  imprescindible  su  audiencia 
como  prescribe  el  núm.  5.*  de  ese  mismo  art.  381,  tantas  veces 
citado? 

Ta  ven  los  que  asi  quieren  entenderlo,  que  andan  ciegos  y  per- 
didos por  el  bien  ordenado ,  pero  complicadísimo  edificio  del  nuevo 
sistema  hipotecario;  que  les  es  imposible  encontrad  salida ;  que  no 
sabeB  en  dónde  están,  y  que  con  todo  tropiezan. 

Porque  estos  Códigos  tan  emmenieinente  armónicos,  en  que  to- 
das SQS  proporciones  están  tan  estudiadas,  que  no  admiteú  en  m 
mecánica  ninguna  rueda  i  necesariamente  repetida;  cuya,  economía 
no  produce  jamás  complicaciones  ni  rozamientof*,  y  cuya  se\  era  é 
iotransijente  unidad  rechaza  hasta  la  mas  pequeña  partícula  que 
lesea  exótica  ó  refractaria;  si  bien  tienen  gravísimas  dificultades 
qme  les  son  inherentes;  si  bien  se  hacen  de  muy  difícil  comprensión, 
y  si  nunca  podrán  conseguir  esa  simpática  asimilación  del  arte  po- 
pular, de  tan  fácil  acceso  á  veces  para  el  vulgo  como  para  el  sabio; 
tienen  la  inapreciable  ventaja  de  que,  cuando  penetra  en  ellos  el 
mas  pequeño  error  ó  el  mas  mínimo  eslravío,  queda  inmediatamen- 
te evidenciado,  no  encuentra  un  rincón  ni  una  sombra  donde  gua- 
recerse, rechazante  de  consuno  el  todo  y  sus  partes;  y  no  pudiende 
hallar  ni  aun  donde  ocultarse,  se  vé  precisado  á  salir  de  ese  perfec- 
to mosaico,  que  no  permite  sobreposicion  ó  remiendo  alguno,  como 
ne  sea  bajo  la  triste  condición  de  ser  lo  primero,  y  aun  lo  único  en 
qne  se  fijen  los  ojos,  para  de.^^cubrirlo  y  rechazarlo. 

Demostrado  ya,  y  por  muy  distintas  demostraciones,  que  ta  doc- 
trina que  se  viene  impugnando,  no  :m)Io  carece  de  existencia  le- 
gal, sino  que  ni  aun  podia  teuer  razón  alguua  de  ser  en  la  nueva  Ley 
Hipotecaria,  no  era  iadi^pensable  psplicar  U  única  y  gennina  inte- 
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ligeocia  dei  art.  381 ;  pero  causas  muy  numerosas  y  muy  graves» 
que  ya  se  han  indicado  en  este  escrito,  y  que  se  pondrán  aun  mas 
de  relieve  antes  de  concluirlo,  obligan  al  Fiscal  á  no  economizar  esta 
última  comprobación  de  sus  asertos,  compensando  coa  este  tributo 
mas,  que  somete  al  fallo  de  V.  E.,  el  tiempo  que,  bien  á  su  pesar, 
se  vé  obligado  á  robar  de  este  modo  á  las  graves  atenciones  de  la 
Sala,  y  aun  á  sus  propias  y  no  sencillas,  ni  deshaogadas  tareas. 

El  art.  381  sigoiHca  lo  único  que  en  et  sitio  y  lugar  qne  ocu- 
pa, podia  y  debía  sigDificar. 

Acabábase  de  formular  el  procedimiento  correspondienle  á  las 
hipotecas  legales  y  otros  gravámenes  ocultos»  pero  que  se  habían 
<;onslituido  en  favor  de  personas  conocidas,  estableckíndo  lo  que 
habia  de  hacerse  cuando  sus  actuales  causahabieuiteft  fuesen  ó  no 
fuesen  conocidos,  sin  contar  para  nada  con  el  ministerio  fiscal; 
porifue  es  regla  general  no  contar  con  él  eoitiicios  de  rebeldía»  en 
que  se  presume  que  las  partes  dejan  de  cMcnrrir  por  su  propia  y 
libre  voluntad. 

Pero  no  se  pudo  meaos  de  prever  en  una  ley  tan  previsora» 
quo  dichas  hipotecas  legales  ó  dichos  gravámenes  ocnlios,  p»<San 
haberse  constituido  en  favor  de  perdonas  desconocidas;  y  que  por 
mas  que  estos  derechos,  así  coni^tituidos,  fuesen  inciertos  y  dudosos; 
por  mas  que  no  se  presentasen  muy  temibles,  naientras  se  ig«- 
norasen  las  personas  conocida»,  á  cayo  favor  se  constituyeras; 
siempre  babiaa  de  servir  para  empecer  y  dañar  el  crédito  ter^ 
ritorial,  y  siempre  era  úiil  y  conveniente  establecer  la  Eacnltad 
de  liberar  ios  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  así  grava- 
<bs,  modiGcando  el  procedimiento  qué  acababa  de  dictar  paca 
los  constituidos  en  favor  de  personas  conocidas,  y  poniéndolo  ea  ar* 
OMnia,  con  esta  especial  circunstancia,  de  ser  desconocidas  ks  per « 
sonas  á  cuyo  favor  se  constituyeran. 

Por  eso  advirtió  que  en  estos  casos  no  podia  haber  fuero  perso» 
nal  del  demandado,  por  que  era  basta  dudosa  su^istencia,  j  os* 
Ubleció  el  fuero  real  de  la  cosa.  Por  eso  volvió  á  insistir  en  ios  lar- 
gos  plazos  de  los  60  dias,  toda  vez  qoe  se  trataba  de  cílar  á  perso*- 
nas  desconocidas.  Por  eso  en  fin,  se  hizo  necesaria  la  coaeurrencia 
del  Promotor  fiscal,  y  no  para  representar  al  desconocido ,  paos  no 
podia  darse  represantacion  legal  á  aquel  de  quien  se  dudaba  qoe 
hubiese  tenido  legal  exiatencia;  sino  porque,  tratándosele  un  jnicio 
unipersonal,  era  conveniente  que  el  Ministerio  público  vigilase  pot 

Digitized  by  LjOOQIC 


SOBRE  EL  ART.  381  DE  LA  LEY  HIPOTBCARU.  S37 

qmt  se  eompliesen  todas  sos  formas  salvadoras  y  todos  sos  ritos  tii* 
telares. 

T  aquí  eonvieoe  hacer  mérito  de  otro  de  los  vicios  de  esa  inter- 
pretacioQ  que  se  combate,  y  que  consecuente  consigo  misma,  es  taa 
fecunda  en  tergiversar  la  significación  del  testo  ¿  que  se  refiere. 

Hablase  en  dicho  artículo  de  gravámenes  constituidos  en  fevor 
tle  personas  desconocidas,  y  se  quiere  sostener  qfue  en  estas  frases^ 
sealwle  á  los  actuales  tenedores  de  dichos  derechos;  á  las  persona^, 
en  fin,  á  quienes  se  demanda. 

Pero  paráoslo,  es  menester  olvidar  lo  que  se  dispone  en  el  ar- 
Ücuio  370,  y  admitir  contradicciones  injustificabtes  y  perturbadora «^^ 
7  suponer  Ío  que  nunca  puede  suponerse  de  niogUDa  ley,  que  es  ia 
ftltede  ese  sentido  común,  que  siempre  debe  presumirse  en  todas. 
~S  dicho  artículo  se  refiere  á  cuando  los  demandados  sean  dc^^- 
oooocffik»,  ¿deberá  prescindtrsedel  Promotor  fiscal,  según  loque  Be 
dispone  en  el  art.  370,  ó  será  ineludible,  con  arreglo  á  lo  que  se  e\i- 
je  en  el  ném.  5.*  del  tan  controvertido  art.  3H1? 

Pregunta  es  esta  á  que  no  podrá  responder  nuncaí  el  recurrento; 
pero  de  fiíciHsfana  eontestacion  para  t\  que  entiende  en  la  palabra 
constituir,  lo  que  castellana  y  técnicamente  significa.   > 

No  se  puede  dejar  denotar,  á  la  simple  lectura  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, el  esquisito  cuidado ,  y  aun  el  notable  acierto,  con  que  se 
▼ale  del  mas  puro  y  severo  tecnicismo  jurídico.  El  Fiscal  ha  estu- 
diado con  la  necesaria  perseverancia  todas  las  veces  que  en  diclia 
ley  se  ha  usado  la  palabra  comtitnido,  y  en  todas  ellas,  sin  escep  > 
don  alguna,  está  seguro  de  que  no  se  le  presentará  un  solo  ejempio 
de  io  contrario,  la  ha  visto  aplicada  en  el  sentido  técnico  que 
sostiene,  y  nunca  en  el  impropio  y  vulgar  de  v^nir  á,pwar  un 
éTtükó,  á  fúerxa  de  irasmisienes,  en  estas  ó  las  otras  personas. 

El  respetable  mn^i.^tra  lo  (pie  hoy  se  sienta  á  la  cabeza  de  ia 
magistratura  española,  dijo  af  discutirse  esta  ley  en  el  Senado,  con 
motivo  (le  la  palabra  constituir,  y  refiriéndose  á  los  liberadores, 
ateque  en  olro  sentido,  que  entre  nosotros  eran  constituyentes^  re- 
eoMcUntes,  ó  traían  causa  de  los  reconocientes  ó  de  los  constitu- 
yeites,  distinguiendo  entre  estos  los  que  la  habían  adquirido  por 
un  titulo  singular. 

No  se  im^de,  pues,  cientifioamente  hablando ,  como  siempre  ha- 
bla la  ley  Hiootecaria,  entender  que  dicho  artículo  se  refiere  á  los. 
uotuales  tenedores,  ó  sea  á  los  demandados ,  porque  solo  dice  reía* 
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cion  i  las  personas  a  cuyo  favor 'se  coDstitnyeroQ  los  gravámeiiefl. 

Por  ejemplo: 

lül  que  constituye  una  renta,  como  legado,  en  favor  del  que  ha- 
hiese  nacido  en  su  pueblo,  mas  próximo  á  la  horjBi  de  un  dia  deler- 
minado,  en  que  él  se  salvó  de  un  grave  peligro.  Trascurridos  alga- 
nos  anos,  se  sabe  que  existe  eí^ta  hipoteca  legal  y  oculta  sobre  los 
bienes  inmuebles  de  la  test  «mentaría,  y  queriendo  liberarlos  sus 
dueños,  entablan  un  espediente  de  liberación,  citando  á  las  perso- 
nas desconocidas,  en  cuyo  favor  se  hizo  el  legada,  y  con  arreglo  á 
lo  que  se  dispone  en  el  art.  581 . 

Si  parecen  estas,  si  prueban  su  derecho,  entonces  queda  libe- 
rado el  gravamen,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  establecida  una  hipoteca 
especial  y  espresa  sobre  tal  ó  cual  Coca,  y  despejada  su  situación:  sí 
por  el  contrario  no  comparecen,  ó  comparecidas  renuncian  .su  dere- 
cho, queda  igualmente  liberada  la  finca,  y  limpia  y  purgada  de  toda 
responsabilidad  ulterior  por  este  gravamen. 

Así,  y  solo  así,  se  puede  esplicar  dicho  artículo;  es  decir ,  en- 
tendiéndolo según  lo  que  dice,  á  saber: 

Los  poseedores  de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  que 
quieran  liberarlos  de  cualesquiera  hipotecas  legales  y  gravámenes 
Qcultos,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  conslituidos~-en  el  momento  de  la 
constitución,  se  entiende — tanto  las  primeras,  es  decir,  las  hipotecas 
legales^  como  los  segundos,  es  decir,  los  derechos  ocullos^  en  favor 
de  personas  desconocidas,  podrán  obtenerlo  por  los  trámites  del  ar- 
ticulo 365,  pero  con  las  siguientes  modificaciones. 

T  entonces  salta  á  la  vista  la  razón  de  estas,  según  queda  ya 
anteriormente  indicado;  pues  tratándose  de  personas,  que  ni  aun  se 
sabe  con  seguridad  sí  han  existido,  se  las  cita  por  largos  plazos,  se 
sigue  el  fuero  de  la  finca,  y  se  exige  la  fiscalización  del' Ministerio 
público. 

T  vuélvese  á  andar  por  el  nuevo  terreno  hipotecario  con  pié 
firme  y  paso  desembarazado;  y  al  observar  que  solo  se  trata  de 
traer  á  contraste  ó  purificación  un  derecho  dudoso  y  no  quílata- 
do,  desaparece  todo  temor  de  retroactividad,  y  se  concuerda  la  dis. 
posición  de  la  ley  con  los  orígenes  que  la  enjendraron;  y  esta  libe- 
ración es  análoga  á  las  anteriores,  y  á  las  que  se  conocen  en  todos 
los  códigos  modernos;  y  ya'tiene  el  carácter  natural  de  las  libera- 
ciónos  que  consiste  en  convidar  á  los  derechos  no  inscritos  con  la 
inscripción;  y  como  ya  no  se  trata  de  estinguir  un  derecho  cierto  y 
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pa^^eido»  eo  se  hace  iudispeoáable  uo  juicio  ordioarío,  y  no  resuila 
ainguna  desproporcioD  al  compararlo  eco  las  reduceiones  y  divi-- 
sioiies;  y  ya  no  tiene  Je  frente,  por  lo  mismo  que  ^n  existencia  &< 
tao  frágil  y  precaria,  á  las  prescripciones  del  art.  534,  relativas  á 
las  dotes  de  las  mujeres  y  á  los  peculios  de  los  hijos;  y  ya  todo  es 
encaje  y  ensambladura  con  las  demás  piezas  deesta  ley. 

Y  aquí  concluye  la  esposicion  del  quinto  punto  que  se  discote; 
pues  ni  aun  después  de  haber  demostrado,  en  su  concepto  cumpliJa- 
mente,  la  única  significación  que  se  puede  legal  mente  dar  a!  ar- 
ticulo 381,  tal  como  aparece  redactado  en  la  ley  Dipotecaria,  quie* 
re  omitir  el  Fiscal  que  existe  en  él  una  errata  consistente  en  estar 
demás  la  ó  que  separad  último  miembro. 

Ed  ei  original  auténtico  y  manuscrito  entiende  que  estaba  re- 
dactado de  la  siguiente  manera,  que  significa  lo  mismo  que  se  aca- 
ba de  demostrar,  aunque  mas  naturalmente  espresado: 

Los  poseedores  de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  que  quie- 
ran liberarlos  de  cualesquiera  hipotecas  legales  ó  gravámenes 
ocultos,  constituidos  á  favor  de  personas  desconocidas,  podrán  obte- 
nerlo, etc. 

Tal  vez  no  tarde  mucho  la  publicación  de  otra  fé  de  erratas  de 
dicha  ley,  que  tiene  entendido  el  que  suscribe,  está  en  proyecto,  y 
en  la  que,  según  sus  uotilcias  particulares,  se  contendrá  esta. 

Pero  á  pesar  de  creerlo  así.  el  Fiscal  no  alega  semejante  razón, 
porque  todas  las  alegaciones  deben  ser  probadas,  y  esta  no  puede 
serlo  en  la  actualidad:  espónela  solo  en  descargo  de  su  conciencia, 
y  porque  está  seguro  de  que,  así  como  cualquier  sabio  naturalista 
comprendería  al  estudiar  un  ejemplar  de  un  animal  desconocido, 
por  la  comparación  de  sus  miembros,  por  la  especie  á  que  se 
asimilase  y  por  el  análisis  de  sus  partes,  que  alguna  estaba  rota  y 
descompuesta,  V.  E.  no  podrá  menos  de  conocer,  como  con  mucha 
menos  penetración  lo  comprendió  el  que  suscribe,  aun  antes  de  sa- 
berlo, que  en  este  artículo  existe  la  errata  referida,  por  masque 
sea  de  poco  momentA;  pues  con  ella  y  sin  ella,  dice  una  cosa 
misma. 

Restan  aun  algunas  palabras  sobre  la  6.*  y  última  cuestión. 

¿Se  puede  decir  que  la  hipoteca  que  motiva  estos  autos,  es  ocul- 
ta ó  constituida  en  favor  de  persona  desconocida? 

Se  acaba  de  ver  lo  que  significa  la  palabra  constituir  y  por 
consiguiente  que,  habiéndose  constituido  la  hipoteca  especial  de 
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que  se  trata  á  favor  de  Dda  F.  F.,  que  es  reconociente,  üo  se<puedc 
decir,  ea  la  buena  acepción  de  esta  palabra,  que  dicha  hipoteca 
fué  constituida  en  favor  de  persona  desconocida. 

Pero  la  pretensión  del  recurrente  es  tan  desgraciada,  que  auo 
concediéndole  lo  que  nunca  se  cansará  el  Fiscal  de  contradecir,  y 
es  que  la  ley  se  refiera  al  actual  poseedor,  todavía  «ería  impoable 
consentirla. 

En  térnimos  (Horcos,  todo  lo  objetivado  es  eenociUe,  ea  esta 
acepción:  de  percipere,  cognoseere;  y  no  existiendo  en  un  lugar  de- 
sierto, sino  en  meJío  de  la  sociedad,  es  forzosamente  de  alguien  co- 
nocido. El  desconocimiento,  pues,  aplicado  i  una  persona,  sob 
puede  ser  relativo,  y  en  esta  ley  baria  precisamente  referencia  á  la 
persona  del  demandante,  6  cuando  mas,  á  lo  quesepnede  entender 
por  desconocido  en  deredio.  Pero  como  la  suma  del  conodmiento 
es  la  reunión  de  todos  los  atributos  que  puedan  darse  al  sugeto,  de 
aquí  que,  pudiéndose  saber  de  éste  el  nombre,  la  condición  y  el  do- 
micilio y  todas  sus  demás  cualidades,  podrá  ser  masómonositono- 
cido,  seygun  se  ignore  ó  se  sepa  mas  ó  menos  número  deeatas. 

La  Ley  Hipotecaria  no  ha  definido  lo  que  entiende  por  persona 
de:>cooocida,  y  esto  mismo  prueba  que  no  ha  dado  grande  impor- 
tancia áesta  palabra.  ¿Ni  cómo  selahabia  de  dar?  Dicha  ley  se  viene 
elaborando  hace  muchos  años;  se  ha  discutido  Jargamente  en  la 
prensa  y  en  la  Tribuna,  y  ha  sido  por  último  promulgada.  Todos 
¡os  ciudadanos  saben  que  se  han  heoho  grandes  innovacioBes  en  el 
modo  de  ser  de  la  propiedad. 

En  el  espediente  de  liberaciones  no  se  trata  de  estinguir  nin- 
gún dereclio  ni  aun,  propiamente  hablando,  de  espulsarlo  del  re- 
gistro. Se  les  invita  solamente  á  que  vengan  á  él  en  un  plazo  dado^ 
y  en  la  forma  únicamente  adoptada  para  las  cosas  inscribibles. 

Por  eso  no  se  ha  hecho  indispensable  el  juicio  ordinario;  por  eso 
no  son  precisas  reglas  determinadas  para  definir  lo  que  se  entien- 
de por  personas  desconocidas.  Basta  con  la  inteligencia  que  se  tlá 
comunmente  á  esta  palabras;  basta  con  entéhderla  lo  mas  amplia- 
mente posible. 

Pero  porque  nose  haya  definido,  porque  nose  dé  grande  impor- 
tancia á  su  significación,  ¿podrá  permitirse  que  se  desconozca  á 
todo  el  que  se  trate  de  heredar  por  el  mero  hecho  <te  alegarse  que 
no  se  conoce?  ¿Podrá  decir  oadie  que  espersonadescoBdcidaen  de- 
techo  a'fiialla  á  vaisó  favor,  y  designándola  por  su  nombre,  apelli* 


Digitized  by  LjOOQIC 


SOBRE  BL  AAT.  381  DE  LA  LEY  HIPOTECARIA.  -41 

doy  domicilio,  se  ha  constituido  una  hipoteca,  en  una  escritura  pú- 
blica, coDociéndola  el  escribano,  ó  haciendo  intervenir  testigos  de 
coBocimiento?  ¿Será  desconocido  para  el  registro  el  que  vive  legal* 
mente  en  el  registro  mismo? 

Esto  seria  lo  absurdo,  y  lo  absardo  es  lo  aniipoda  de  lo 
I  egal. 

T  si  el  contratante  no  podrá  ya  ser  desconocido  en  derecho 
mientras  Tiya,  preciso  será  probar  su  fallecimiento,  para  poder  de- 
cir, siquiera  sea  sin  regla  ni  medida,  que  se  desconoce  á  sus  causa- 
habientes. 

Ahora  bien;  la  muerte  no  se  prueba  por  probabilidades  persona* 
les  y  arbitrarias.  Preciso  es  la  partida  de  defunción  del  contratante» 
6  CQalqalef  otro  isedio  bastante  y  supletorio.  Forzoso  es,  en  su  ca- 
so, protiar  que  partió  hace  diez  anos  para  países  remotos  y  desco- 
nocidos, y  que  no  hay  rastro  alguno  de  su  existencia. 

Si  se  quiere  matarle  por  d  solo  trascurso  del  tiempo,  indispen- 
sable será  adoptar  algún  plazo  previo  y  preciso.  La  presunción,  por 
ejemplo,  de  lo  que  para  un  usufructo,  ó  para  otros  casos  del  dere- 
<^,  se  entiende  por  nna  vida  de  hombre,  es  decir  cien  anos. 

Pues  bien;  aun  por  este  camino,  tan  caprichoso  y  tan  t^ipoteti- 
co,  seria  menester  demostrar  que  Don  F.  F.  no  era  menor,  cuando 
contrató,  para  que  hoy  se  le  tuviese  por  de  mas  de  cien  anos. 

Pvesqué,  parque  sea  probable  su  muerte,  ¿no  es  posible  que 
boy  viva?  ¿No  viven  muchos  de  mas  edad,  suponiéndole  joven  en  la 
feeha  del  co&tralo? 

De  todos  modps  la  palabra  dacmweido ,  reducida  á  sí  misma, 
poérá.  exigir  mas  ó  meaos  averí^fiacioQes,  mas  ó  menos  trámites, 
pero  es  evidente  que  lio  puede  desnaturalizar  el  juicio  que  pro- 
ceda. Porquo  la  persona  que  se  haya  de  demandar  sea  desconocida, 
lo  que  por  se  naturaleza  exija  un  juicio  ordinario,  no  se  ha  de  con- 
vertir en  un  acto  de  liberaeion. 

A  esto  solo  se  reduce  la  cuestión  pendiente,  en  último  eitremo, 
y  esto  es  claro,  de  toda  claridaá. 

Pero  dice  la  defensa,  como  su  último  y  principal  arguBKnio: 

Si  la  bipoleea  de  que  se  trata  pesa  sobre  mi  finca,  y  no  puedo 

designar  el  nombre  de  la  persona  á  quien  necesito  demandar  para 

H  ^oe  se  dedare  caducada,  ¿habré  de  sufrir  eternamente  este  perjui- 

cio,y  00  habrá  medio  ooneddo  en  derecbe  para  hacerlo  desaparecer? 

En  primer  lugar,  aunque  así  sea,  esa  desgracia  no  probará  de 
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modo  alguDoque  el  remedio  ha  de  estar  Torzosameate  ea  la  Ley 
Hipotecaria,  ni  que  la  iiberacioo  se  ba  de  convertir  en  otra  cosa 
que  lo  que  es;  ni  por  úitimo^  que  se  está  en  el  caso  de  dar  tor- 
mento al  art.  381,  para  que  aparezca  como  se  quiere. 

En  segundo  lugar,  ni  la  Sala,  ni  el  Fiscal,  están  llamados  á 
contestar  si  esos  medios  existen  ó  no,  ni  á  indicar  cuáles  sean,  ni  en 
qué  consisten. 

T  por  último,  de  todos  es  sabido,  que  siempre  han  existido,  y 
que  siempre  existirán  juicios  civiles,  para  declarar  la  caducidad  de 
cargas  que  se  suponen  caducadas;  pero  que  estos  juicios  son  ple- 
narios;  que  en  ellos  se  dirijen  las  demandas  contra  los  herederos 
ó  causa-habientes  de  la  última  persona  conocida;  que  se  buscan,  co- 
mo formas  protectoras,  las  del  juicio  de  rebeldía;  que  tal  vez  hasta 
podría  oirse  al  Promotor,  por  la  probabilidad  de  que  el  derecho  hu- 
biera venido  á  parar  al  dominio  del  Estado,  en  concepto  de  mostren- 
cos; pues  eso  de  heredar  ip$o  fació  al  que  se  desconoce,  por  el  me- 
ro hecho  de  desconocerlo,  no  ha  sido  hasta  ahora  conocido;  y  por 
último,  que  la  pequeña  diGk;ultad  que  ofrezca  el  art.  224  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  exigiendo  que  se  determine  la  persona 
contra  quien  se  proponga  la  demanda,  será  mas  fácil  de  salvar,  in- 
terpretando  este  articuló  en  el  sentido  de  ser  bastante  para  este 
caso  el  dirigirla  contra  los  herederos  ó  causa-habientes  del  que 
se  demanda,  y  adoptando  todas  las'  precauciones  previas  y  pruden- 
tes, que  permita  el  derecho,  para  evitar^  un  despojo,  que  no  que- 
brantando el  titulo  de  liberaciones  de  una  manera  lamentable  y  es- 
puestfsima,  y  desechando,  justamente  en  el  caso  ea  que  mas  se  ne- 
cesitan, por  ser  desconocido  el  demandado,  los  trámites,  las  prue- 
bas, las  garantias  del  juicio  ordinario,  y  las  representaciones  pre- 
suntas y  tutelares  de  los  funcionarios  del  Ministerio  público. 

El  Fiscal  se  ha  visto  obligado  á  detenerse  en  este  dictamen  al- 
go mas  de  lo  que  acostumbra  en  stros  asuntos.  V.  E.  sabe  que  eo 
el  dia  existen  en  España,  respecto  á  la  trasmisión  de  la  propiedad 
inmueble,  dos  derechos  civiles  distintos  y  hasta  oontradictorios. 

Que  en  el  uno,  siguiéndose  el  principio  romano,  existe  diferen- 
cia entre  el  título  y  el  modo  de  adquirir,  produciendo  solamente  el 
primero  una  acción  personal;  pero  que  la  tradición  y  la  posesión  de 
los  bienes  inmuebles,  pueden  producir  únicamente  la  propiedad,  4 
ios  derechos  en  la  cosa,  y  por  lo  tanto  las  acciones  reales  que  se 
dan  para  reivindicarlos. 
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Este  es  naestro  antiguo  derecho  civil. 

Pero  el  otro,  introducido  por  la  reciente  Le;  Hipotecaria,  des< 
cansa  en  una  base  completamente  distinta,  y  produce  resultados 
diainetralmente  contrarios. 

Consiste  ésta,  en  que  la  propiedad  se  adquiere  respecto  á  ter- 
rero, y  lo  mismo  las  acciones  que  de  ella  nacen,  en  virtud  de  la 
mscrípcion  de  la  cosa  adquirida  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Asi,  una  venta  que  no  se  inscriba,  se  dice  en  el  preámbulo  de 
dicha  ley,  ni  se  consume  por  la  tradición,  no  traspasa  al  comprador 
el  dominio  en  ningún  caso:  si  se  inscribe,  ya  se  los  traspasa  res- 
pecto á  iodos:  si  no  se  inscribe,  aunque  obtenga  la  posesión,  será 
dueño  con  relación  al  vendedor,  pero  no  respecto  á  otros  adqai- 
rentes,  que  hayan  cumplido  con  el  requisito  de  la  inscripción. 

De  este  modo  resulta  la  existencia  de  un  derecho  patrio  entre 
los  contratantes,  y  la  de  otro  derecho  patrio  también,  pero  entera- 
mente contrarío,  respecto  á  los  terceros;  es  decir,  á  las  personas  que 
no  intervinieron  en  dicho  contrato. 

Esta  dualidad  produce  efectos  dignos  de  muy  particular  aten- 
ción entre  las  relaciones  civiles  de  los  unos  y  de  los  otros. 

La  Sala  los  conoce;  pero  siempre  será  conreniente  recordar  que 
antes  de  la  Ley  Hipotecaría  ño  traía  tan  grave  perjuicio  la  declara- 
ción de  caducidad  de  un  censo  ó  de  una  hipoteca,  por  ignorarse 
sus  dueños;  porque  cuando  estos  parecian,  tenian  medios  de  repo- 
ner las  cosas  al  estado  en  que  debiesen  estar,  y  de  perseguir  lo  su 
yo  allí  donde  se  encontrase. 

Pero  hoy,  en  mandándole  cancelar  ana  inscripción,  y  en  pa- 
sando la  finca  á  poder  de  tercero,  (cosa  que  siempre  sucede,  si  se 
consigne  de  mala  Té,)  aun  cuando  se  hubiese  hecho  con  declarada 
nulidad,  ;a  no  puede  reclamarla  su  propietario  primitivo,  y  es  im- 
posible devolverle  una  propiedad ,  que  solo  por  error  ó  por  una 
sospecha  infundada  se  le  ha  arrebatado. 

Cuando  existe  una  ley  tan  peligrosa:  cuando  no  se  esplica  toda- 
vía en  la  cátedra,  ni  tiene  jurisprudencia  en  el  foro:  cuando  uo 
han  llegado  aun  á  comentarla  los  hombres  prácticos  que  estudian 
las  /ejfesd/x)s¿erto/^,  aprendiéndolas  de  la  esperíeacia:  Cuando  exó- 
tica y  recien  llegada  á  nuestro  pais,  no  la  acompaña  ni  la  tradición 
eientíliea,  ni  mucho  menos  la  vulgar,  ((ue  haced  siempre  del  dere* 
cho  civil,  nacido  y  desarrollado  eú  las  costumbres  de  un  pueblo,  su 
segunda  religión;  y  cuando  en  medio'de  todas  estas  dificultades,  y 
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tal  vez  por  causa  de  ellas  mismas»  se  iaicia  uoa  errada  interpreta- 
cíod;  se  difunde  por  muchos  Juzgados  de  la  capital  de  la  Mo- 
narquía ,  según  están  demostrando  los  anuncios  de  este  género 
que  sé  ven  diariamenie  en  la  Gaceta  del  Gobierno;  y  cuando  de  este 
modo  se  quiere  obtener  un  fallo  de^Y.  E.,  que  daría  á  este  mal 
el  incremento  de  uoa  sanción  tan  respetada,  deber  indeclinable  es 
para  el  Fiscal  oponerle  el  dique  de  todas  sus  fuerzas;  adoptar 
para  ello  todas  las  medidas  que  dentro  de  su  esfera  le  competen, 
como  no  dejará  de  hacerlo  la  celosa  dirección  del  Registro  de  la 
propiedad,  y  llamar  muy  gravemente  la  atención  del  tribunal  para 
qne,  administrando  justicia,  contribuya  á  evitar  tan  graves  riesgos^ 
antes  que  la  propiedad  sea  honda  é  irreparablemente  concnicada 
de  este  modo  abusivo  y  sistemático;  antes  que  tan  temible  conta- 
gio se  trasmita  y  corra  por  todas  las  provincias,  produciendo  ilega- 
les despojos,  que  han  de  motivar  recursos  de  casación,  acordada» 
y  responsabilidades  de  todo  género,  indemnizaciones  pecuniarias 
contra  sus  causantes;  y  en  fin,  el  doloroso  é  imprescindible  descré- 
dito, que  siempre  acompaña  en  lo  presente  y  en  lo  venidero  á  todos 
los  errores  científicos  de  tanta  gravedad  como  el  presente. 

Poroso  se  ha  esteadido  este  dictamen,  quizás  prolijo  en  dema- 
BÍa  paca  la  sabiduría  del  tribunal;  quizás  corto  y  exígtto  para  los 
que  por  él  solo  q!»ieran  comprender  lo  grave  y  lo  trasceadental  de 
la  cuestión  qae  lo  motiva;  pero  de  todos  modos  suticiente  para 
tranquilizar  la  conciencia  del  que  sabe  que  es  cumplir  un  deber 
el  intentarlo  con  verdadera  voluntad,  y  hacer  cuantos  esfuerzos  le 
sean  posibles  para  consegiuirlo. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Fiscal  propone  á  la  Sala 
se  sirva  confirmar  en  todos  sus  estremos  el  fallo  apelado,  y  en  que 
se  declara  no  haber  lugar  á  mandar  cancelar  la  hipoteca  de  que  se 
hace  mérito  en  el  escrito  del  apelante ,  el  cual  solicitaba  se  decre- 
tase dicha  cancelación,  f 

Solo  queda  al  Fiscal,  antes  de  concluir,  hacer  presente  á  Y.  E. 
respetuosamente  y  para  los  efectos  que  proceidan,  que  de  deferirse 
á  lo  que  por  el  recurrente  se  solicita,  se  obraria  con  abierta  infrac- 
ción de  las  leyes  que  constituyen  los  arts.  1¿07  y  2H  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  arts.  82,  83,  77  y  381  de  la  Ley  Hipotecaría; 
y  que  por  consiguiente  en  esta  infracción  total  se  contienen  par- 
cialmente todos  los  casos  enumerados  en  el  art.  1,013  de  la  Ley 
Át  Enjuiciamiento  civil,  esceptuando  el  3«%  8.^  y  9.^. 
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La  Sala  por  taato,  se  servirá  deferir  á  lo  qae  propone,  ó  pro- 
Teer.lo  que  teoga  por  mas  acertado. 
Madrid  27  de  julio  de  1864. 

Iwlit  Adti. 

Nota.— La  Sala,  de  acuerdo  coo  lo  espuesto  por  el  Miaisterio 
fiscal,  ha  Tallado  que  no  pueden  cancelarse  tas  bipMcts  espresas  é 
inscritas  en  los  registros  por  los  trámites  esXablecidos  para  ku  libe- 
raciones. 
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caatn  las  psvMttMúsiala  artoriiMei  ( 


Enlaspágs.  113  y  síguientesde  este  tomo  de  la  Revista* se  ha  in- 
sertado un  dictamen  del  lenieme  fiscal  del  Trtbomal  Supremo,  su  fé- 
cba6  de  julio  de  1860»  relativo  auna  consulta  que  el  Gobísno  de  S.M. 
mandó  evacuar  á  dicho  Tribunal  acerca  de  b  cuestión  á  que  ahide 
el  anterior  epígrafe.  No  somos  muy  amigos  de  que  éoeoaieflttoa  de 
esta  clase,  que  no  perteoesen  al  dominio  pAMieo  mientras  et  Go- 
bierno no  crea  conveniente  darlos  á  conocer,  se  inserten,  en  perió- 
dicos, ni  aun  en  los  que  como  esta  Revhta  son  cientffioos  y  ágenos 
á  la  política.  Pero  sin  embargo ,  cuando ,  como  ha  siMecMo  en  el 
caso  á  que  nos  referimos,  se  ha  publicada  un  dictamen,  que  eqoi- 
vale  á  la  consulta  misma,  puesto  que  se  añade,  que  el  TriiuDal  Su- 
premo la  resolvió  de  conformidad  con  la  eonetnsioa  fiscal,  pufflle 
de  aquí  deducirse,  que  todos  los  magistrados  que  lo^mpown  estu- 
vieron de  acuerdo  con  aquella,  opinando,  por  consigiiiénle ,  de 
igual  modo  que  el  ministerio  fiscal  ennna  cuestión  tan  grave  como 
la  que  fué  objeto  del  dictamen  á  que  nos  hemos  referido;  y  como  no 
es  exacta  esta  deducción,  pues  no  todos  los  magistrados  se  confor- 
maron con  la  opinión,  ni  con  las  apreciaciones  del  teniente.  íisoal 
del  mismo  Tribunal  Supremo,  sino  que  por  el  contrario,  hubo  un 
voto  totalmente  opuesto  al  de  aquel  dignísimo  foncionari<>^  «reemos 
conveniente  darlo  también  á  luz  (por  mas  que,  como  hemos  inéi- 

Digitized  by  LjOOQIC 


246  REVISTA   Dt:  LfitilSL ACIÓN. 

cado,  DO  seamos  panidarios  dé  esla  clase  de  publicidad,  sino  en 
su  tiempo  y  ocasión),  para  que  pueda  tenerse  á  la  vista  la  cuestión 
integra  y  bajo  todos  sus  aspectos. 

1. 0.  de  L 


El  voto  á  que  nos  hemos  referido  es  el  siguiente: 

cDon tiene.  Señora,  el  sentimiento  de  no  poder  conYor- 

marse  con  el  respetable  voto  de  la  mayoría  de  este  Tribunal,  y 
mas  considerando  que  esta  mayoría  la  componen  todos  sus  ilustra- 
dos compañeros;  pero  su  convicción  es  tan  profunda  respecto  á  los 
puntos  queV.  M.  se  ha  dignado  consultar,  que  no  puede,  sin  fal- 
tar á  su  propio  deber,  dejar  de  esponer  franca  y  lealmente  un  dic- 
tamen opuesto  al  que  precede. 

Acerca  del  primer  punto  que  comprende  la  Real  orden  de  ii 
de  jnato  último,  relativo  á  lo  que  proceda  en  el  easo  actual,  sobre 
si  debe  otorgarse  al  R.  Obispo  de...  la  Real  protección  que  solicita, 
el  Ministro  que  suscribe  está  conforme,  no  con  el  razonamiento, 
pera  sí  con  el  parecer  que  el  fiscal  ha  emitido  y  el  Tribunal  acep- 
tado, y  cree  que  el  fallo  dictado  por  la  mayoría  de  la  Sala  segunda 
de  la  Real  Audiencia  de...  aunque  no  muy  conforme  á  derecho,  es 
ejecutorio,  y  contra  él  no  cabe  recurso  alguno.  Y  no  lo  eslima  muy 
arreglado  á  derecho,  porque  auqque  es  evidente  que  con  sujeción 
al  art.  44  del  Reglamento  provisional,  corresponde  á  la  jurisdicción 
ordinaria  el  conocimiento  de  los  interdictos  restitutorios,  aun  en 
materia  espiritual;  es  también  iádudable  que  p^ra  decretar  la  res- 
titución, ha  debido  el  querellante  justificar  la  posesión  por  el  tér- 
mino legal,  de  que  se  haya  visto  despojado;  y  ciertamente  que  no 
la  justificaron  los  nuevos  dueños  del  edificio  contiguo  i  la  iglesia 
de...  Acreditarían  estos  la  posesión  de  ese  mismo  edificio;  pero  no 
la  de  un  derecho  puramente  personal,  de  un  derecho  de  honor  y  de 
pren^ativa,  que  suele  concederse  á  los  patronos  ó  bienhechores  de 
laa  iglesias;  pero  con  la  cualidad  de  puramente  personales  ó  fami- 
liares, y  de  niognn  modo  trasmisibles  con  la  propiedad  y  posesión 
de  un  edificio  ó  de  un  predio.  Los  compradores  del  palacio  ó  casa 
de  que  se  trata  estarían,  cuando  provocaron  el  interdicto,  en  pose- 
sión de  la  finca,  mas  no  de  los  derechos  y  prerogativas  personales 
ó  fbmiliares  de  los  Duques  de. . .  Por  lo  menos,  no  presentaron  la  bula 
pontificia  que  sirviera  de  titulo  de  la  trasmisión  de  ese  derecho,  ni 
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tampoco  de  esa  supuesta  posesión ;  y  así  eo  coocepto  del  que  suscribe 
anduvo  mas  acertado  el  juez  ieferior ,  que  la  mayoría  de  la  Sala,  al 
negarse  á  dictar  el  auto  restitutorio .  que  los  demandantes  preten- 
dieron, de  una  posesión  que  no  existia.  Mas  á  pesar  de  todo,  ejecu- 
toriada, como  lo  está  hoy,  la  sentencia  de  aquel  Tribunal,,  no  cabe 
ya  recurso  alguno  que  la  invalide:  supuesto  en  el  cual  está  confor- 
mo el  autor  de  este  voto  con  el  dictamen  fiscal  que  precede. 

Pero  de  ningún  modo  puede  estarlo  en  cuanto  al  segundo  pun- 
to consultado  por  V.  M.,  sobre  si  convendría  publicar  una  medida 
general  que,  conforme  con  el  espiritu  de  la  Real  orden  de  8  de  ma- 
yo de  1839  y  la  jurisprudeacia  establecida  por  el  Consejo  Real ,  la 
hiciese  estensiva  á  lo.^  acuerdos  de  las  autoridades  eclesiásticas, 
dictados  dentro  del  círculo  de  sus  facultades.  En  este  particular  es 
en  el  que  mas  difiere  la  opinión  del  que  suscribe,  de  la  que  vá  con- 
signada en  esta  reverente  consulta. 

En  efecto,  Señora,  vuestro  (iscal  opina  que  de  ningún  modo  de- 
be estenderse  á  los  acuerdos  tomados  por  las  autoridades  eclesiás- 
ticas, la  citada  Real  orden,  ai  otra  disposición  semejante  que  lleva- 
ra el  nuismo  espirítii,  por  creerlo  innecesarío,  incompatible  con  la 
independencia  de  la  jurisdicción  eclesiástica,  peligroso  y  gravoso 
para  la  integridad  ák  poder  judicial.  Pero  el  Magistradoque  cues- 
te momento  ocupa  la  augusta  atención  de  V.  M.  cree,  por  el  contra- 
rio, qiie  sería  muy  justo  y  acertado  ampliar  el  testo  y  el  espírítu  de 
aquella  Real  disposición  á  las  providencias  dd  la  autoridad  eclesiás- 
tica, dictadas  dentro  del  círculo  de  su  jurisdicción  espirítual,  y  que 
en  ello  no  habría  peligro  de  ningún  género,  ni  mengua,  ni  agravio 
del  poder  ordinarío  de  los  Tríbunales.  Altas  razones  de  orden  pú- 
blico y  de  conveniencia  administrativa  inclinaron  al  gobierno  de 
y.  M.  á  eximir  de  todo  conocimiento  judicial  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos  y  las  Diputaciones  provinciales,  tomados  sobre 
asuntos  de  su  competencia;  y  el  Conejo  Real,  y  hoy  el  de  Estado, 
siguiendo  el  espírítu  de  aquella  disposición,  han  ensanchado  su  pre- 
cepto ¿  todas  las  autoridades  administrativas  y  aun  á  las  militares, 
para  que  la  acción  de  éstas  no  se  vea  coartada  por  uoa  reclamaciou 
de  derecho  privado  en  pugna  con  el  interés  público.  ¿T  podrá  ser 
de  peor  condicioala  autoridad  eclesiástica,  cuando  dicta  una  pro- 
videncia gubernativa  dentro  de  laesferade  sus  facultades  puramen- 
te eclesiásticas  y  espirituales?  En  el  caso  qne  ha  motivado  la  pre- 
senté  consulta  no  puede  dudarse,  en  concepto  del  qne  habla,  que  el 
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R.  Obispo  de...  Ó  su  Gobernador  eclesiástico,  que  es  lo  mismo,  al  ver 
que  en  eHaterior  de  lalgiesiase  preteadia,  siu  Utulo  que  autorizase 
para  ello,  ejercer  oq  derecho  ó  una  prerogativa  persooal  6  ramiliar 

de  los  Duques  de por  iadivfduos  que  no  correspondían  ¿    la 

misma  familia,  y  faltando  además  á  la  referencia,  recogimiento  y 
circunspección  debidos  al  templo  yá  los  actos  deF  culto,  adoptó 
la  providencia  gubernativa  de  impedir  este  exceso,  obrando  dentro 
del  círculo  de  su  potestad  eclesiástica.  No  solo  ejerció  legal  y  canó- 
nicamente su  autoridad,  sino  que  cumplió  con  un  deber  de  su  mi- 
nisterio, y  por  consiguiente  no  causó,  ni  pudo  causar  ningún  agra- 
vio, ni  despojo:  del  mismo  modo  que  cuando  un  Alcalde  manda 
cerrar  un  establecimiento  que  turba  el  orden  públioo,  ó  perjudica  al 
vecindario,  no  despoja  al  que  se  cree  ofendido,  ni  dá  lugar  á  un  io- 
terdicto  restitorio.  Pero  esta  doctrina,  que  sin  duda  parecerá  estra- 
ña,  por  no  verse  honrada  con  el  apoyo  de  ningún  otro  Ministro  de 
este  Tribunal,  está  sostenida  por  las  razones  consignadas  en  un  pre- 
cedente de  grande  importancia,  en  una  Real  disposición,  que  aun- 
que no  concreta  á  un  caso  idéntico  al  actual,  tiene  mucha  analogía 
con  él,  y  lo  resuelve  virtualmente  en  el  mismo  sentido  y  espirita 
que  el  de  este  voto  particular.  Bl  R.  Obispo  de  B.  publicó  en  uso 
de  su  potestad  espiritual  y  eclesiástica  una  pastoral ,  condenando 
cierta  obra  literaria:  su  editor  hubo  de  quejarse  al  Alcalde,  y  e^te 
mandó  citar  á  juicio  á  aquel  R.  Obispo ,  que  viéndose  lastimado  en 
su  dignidad  y  autoridad,  acudió  al  Gobierno  de  V.  Al.  imploran- 
do su  Real  protección.  T  al  resolverse  este  lamentable  conflicto ,  se 
consignó  por  el  Gobierno  de  V.  M.  la  sana  doctrina,  de  que  los  ac- 
tos que  ejercen  las  autoridades,  como  taies,  en  uso  de  sus  atribucio- 
nes, na  están,  ni  pueden  estar,  sujetos  á  la  acción  de  un  particular, 
y  menos  tratándose  de  un  obispo,  que  en  cumplimiento  délos  debe- 
res de  su  cargo  condena  doctrinas,  que  á  su  juicio  atacan  el  dogma 
ó  la  moral  religiosa  ó  coalienen  errores  en  materias  eclesiásticas: 
que  en  el  caso  en  cuestión  pudo  el  editor  haber  acudido  al  Gobier- 
no, si  de  algún  derecho  se  creía  asistido:  que  el  Alcalde  habia  olvi- 
dado las  prescripciones  terminantes  del  art.  3.®  del  Concordato;  y 
por  *Jiltimo,  que  los  prelados  deben  gozar  de  la  libertad  que  establecen 
tos  sagrados  cánones  en  el  ejercicio  de  la  autoridad  eclesiástica.  Y 
guiada  V.  M.  por  Cí^tas  poderosas  consideraciones,  se  dignó  man- 
dar y  declarar  por'dicha  Real  írden  (en  27  de  setiembre  de  i 852) 
que  las  pastorales,  edictos  y  cualesquiera  otros  escritos  que  los  pre- 
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lados  publiquen  en  el  ejercicio  de  su  miaisterio  episcopal ,  no  estáa 
sujetos  á  la  demanda  de  un  particular,  pudiendo  los  que  se  sintieren 
agraviados  acudir  respetuosamente  al  Gobierno  de  V.  M.  por  con- 
ducto del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

A.bora  bien,  aplicando  estos  sanos  principios  al  asunto  que  mo- 
tiva esta  consulta  ¿será  justo,  será  coaveoiente  que  cuando  un 
R.  Obispo  dicte  una  providencia  gubernativa  en  un  punto  meramen- 
te espiritual  ó  eclesiástico;  porque  nn  particular  cualquiera  se  crea 
ofendido  ó  desposeido  de  un  derecho,  de  un  honor,  de  una  prero* 
gativa  dentro  de  la  Iglesia  ó  en  relación  con  el  divino  culto,  se 
deba  aplicar  la  ley  de  D.  Borique  II  (y  no  de  D.  Juan  11  como  aca- 
so por  un  olvido  cree  el  Ministerio  fiscal),  óel  art.  44  del  Reglamen- 
to provisional,  y  condenarse  además  al  Prelado  en  las  costas?  El 
que  suscribe,  respetando  todas  las  opiniones,  cree  que  este  proce- 
dimiento  lastimaría  la  independencia  de  la  autoridad  eclesiástica, 
la  humillaría  innecesariamente,  usurparía  el  ejercicio  de  sn  juris- 
dicción espiritual,  é  infriogiría  el  art.  3.*^  del  Concordato  de  6  de 
marzo  de  1851,  en  cuanto  prohibe  que  se  ponga  impedimento  al- 
guno á  los  prelados  en  el  ejercicio  de  sus  Tunciones,  ni  los  moleste 
nadie  bajo  ningún  pretesto,  en  cuanto  se  refiera  á  los  deberes  de  su 
cargo. 

Diráse,  tal  vez,  que  los  Prelados  eclesiásticos,  y  mucho  mas  sus 
delegados,  pueden  abusar,  dando  el  carácter  de  espirituales  á  ma- 
terias puramente  profanas,  ó  cometiendo  algún  esceso  aun  en  el 
ejercicio  de  su  indisputable  jurisdicción.  Ciertamente,  del  mismo 
modo  que  se  esceden  y  abusan,  y  con  harta  frecuencia  por  cierto, 
si  atendemos  á  las  consultas  del  Consejo,  los  Alcaldes,  los  Ayunta- 
mientos, "i  demás  autoridades  y  corporaciones  administrativas;  y 
no  porque  algunas  veces  cometan  escesos  ó  abusos,  se  les  priva  de 
sus  facultades,  ni  se  someten  sus  actos  á  la  revisión  judicial  del  in- 
terdicto, sino  que  en  estos  casos  tienen  los  particulares^  agraviados 
espedito  su  recurso  al  Gobierno  de  V.?M.,  que  oyendo  el  imparcial 
y  autorizado  dictamen  del  Consejo  de  Estado,  resuelve  la  contien- 
da entre  el  interés  piibiica  y  los.dereohos  que  se  creen  lastimados. 
Pero  el  Fiscal  de  V.  M.  espone  en  su  ilustrado  dictamen  que  la  me- 
dida que  el  R.  Obispo  de reclama  tropezaría  además  con  lagra- 

vísima  dificultad  de  que  los  Tribunales  de  Justicia  y  las  autorida- 
des eclesiásticas,  no  tienen  un  superior  común  reconocido,  quepu^ 
diera  dirimir  las  contiendas  de  competencia  á  que  la  supresión  de 
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los  interdictos  posesorios  habría  de  dar  íugar;  y  supOQe  también 
<|tie  aquel  Prelado  no  se  conformarla  con  que  el  Conseja)  de  Estado 
dirimiese  esto-i  conflictos,  como  dirime  los  de  la  administración  y 
los  Tribunales,  porque  esto  seria  someter  la  autoridad  eclesiástica  a 
la  civil,  y  atacar  su  independencia. 

Mas  el  que  suscribe  no  abriga  estos  temores,  porque  recuerda  el 
remedio  que  nuestras  leyes  tienen  acordado  desde  tiempo  inmemo- 
rial, y  que  constituye  una  de  las  mas  importantes  regaUas  de  la  Co- 
rona; merced  al  cual  se  han  evita  lo  siempre  los  escesos  que,  sin 
duda  con  la  mas  sana  intención,  han  podido  cometer  las  autorida- 
des eclesiásticas.  Este  remedio  poderoso  y  Tegal  puede  hoy  aplicar- 
se con  arreglo  á  la  nueva  ley  por  el  Consejo  de  Estado,  6  mas  bien 
por  la  Corona,  previa  la  consulla  de  aquel  alto  cuerpo,  que  tiene 
en  casos  análogos  al  presente  la  suprema  atribución  de  alzar,  cuan 
dolo  estima  justo,  la  fuerza  6  violencia  que  comjela  aquella  potes- 
tad. Véase,  pues,  como  hay  un  superior  común  reconocido,  para  re- 
frenar los  escesos  que  puedan  cometerse  en  provitiencias  guberna- 
tivas, del  mismo  modo  que  lo  hay  en  las  Reales  Audiencias  re-^pec- 
to  de  las  providencias  dictadas  en  juicio  contencioso  por  los  Tribu- 
nales eclesiásticos. 

Sin  hacer  mas  que  apuntar  estas  ideas  del  que  suscribe,  por  no 
prolongar  esta  consulta,  cree  que  estas  breves  indicaciones  basta- 
rán para  convencer  á  V.  M.  de  la  conveniencia  y  justicia  de  esten- 
der la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839  á  las  providencias  guber- 
nativas dictadas  por  la  autoridad  eclesiástica  ((entro  del  círculo  de 
sus  atribuciones  y  facultades  espirituales,  dejando,  empero,  cspedi- 
to  el  recurso  de  lo^  particulares  y  del  Ministerio  fiscal,  para  acudir 
implorando  el  Real  auxilio  de  protección,  y  obtener,  previa  consulta 
del  Consejo  de  Estado,  el  amparo  augusto  de  V.  M.» 
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PARA  LA  APUGAGIOlf  DEL  CÓDIGO  PENAL; 


Uü  digaísimo  magistrado  al  ocuparse  en  la  Bevista  (1)  de  si  es 
^  ó  DO  Decesaria  la  prueba  de  la  Ley  de  Partida  respecto  á  Ia3  cir- 
custancias  que  califican  el  homicidio,  nos  pone  la  pluma  en  la  roa- 
no, no  con  la  intención  de  contestar  tan  brillante  articulo,  sino  con 
la  de  tratar  un  delicado  punto  que  naturalmente  se  ofrece  á  la  in- 
teligencia, leído  el  malkiRco  trabajo  á  que  aludimos.  Este  punto  lo 
formularemos  así: 

La  regla  45/  de  ia  Ley  provisional,  ¿autoriza  á  Jueces  y  Tribu- 
Dales  para  que  condenen  al  proejado  por  un  delito  cuya  prueba 
.  plena  no  ha  podido  conseguirse?  ó  lo  que  es  igual :  los  Jueces  y 
Tribunales,  ¿tienen  el  deber  de  fallar  condenando,  siempre  que 
adquieran  la  convicción  de  que  se  ha  cometido  un  delito,  y,  dada 
esta  hipótesis,  la  de  que  el  procesado  es  su  autor? 

Esta  cuestión,  lo  repetimos,  surge  naturalmente  después  de 
leído  el  artículo  mencionado,  pues  que  naturalmente  también  pre 
guntará  cualquiera:  si  una  circunstancia  que  hace  variar  casi  la 
esencia  del  delito  es  penable  por  simple  convicción,  ¿por  qué  no 
ha  de  poder  esa  convincion  aplicarse  á  la  prueba  del  delito  mismo? 
Si  con  decir,  estoy  convencido  de  que  ha  existido  la  premeditación, 
se  puede  llevar  al  patíbulo  áuh  hombre  que,  dada  la  inexistencia  de 
esa  circunstancia,  seria  castigado  con  reclusión  temporal  (arti  333 
del  Código  penal),  ¿qué  razón  hay  para  que  no  se  diga,  estoy  con- 
vmddo  de  que  A.  hurtó  seis  reales,  y  le  impongo  un  arresto?  Y  hay 
que  desengañarse.  Todos  los  esfuerzos  humanos,  siquiera  sean  tan 
denodados  y  eruditos  como  los  del  articulista  cuyo  saber  envidia^ 
mos,  son  ineficaces  para  llevar  al  ánimo  el  convencimiento,  de  que 
no  sea  parte  integrante  del  homicidio  calificado,  cualquiera  de  las 
circonstMcias  que  te  atribuyen  ese  carácter.  T  decimos  mas,*  todos 
los  qne  sostengan  la  opinión  dai  señor  Careaga,  se  verán  precisa- 
dos á. consignar  como  el  digno  escritor  lo  ha  hecho  (pag.  IStí),  que 
cuna  vez  concedido  que  para  graduar  la  criminalidad  ó  inocencia 

(i)    Pag.  120  de  este  tomo  26. 
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del  acusado  l)asta  la  praeba  de  coavencimieQto,  se  sigue  camo  ana 
consecuencia  indeclinable,  el  que  no  se  nebesite,  en  muchas  easos^ 
«mayor  demostración  respecto  á  la  existencia  ó  inexistencia  del 
delito  etc.  i  Hé  aquí  la  consecuencia  indeclinable  del  Sr.  Careaga, 
consecuencia  lógica  de  sus  principios,  que  no  son  los  nuestros  has- 
ta hoy,  que.quizá  lo  sean  cuando  el  digno  magistrado  hayase  to« 
mado  el  trabajo  de  disipar  lo  que  ahora  nos  parece  una  gran  ver- 
dad, y  tal  vez  sea  uu  escrúpulo  paupérrimo. 

No,  decimos  con  entera  fé,  ao,  la  regla  45.*  no  se  refiere  á  la 
prueba  del  delito  sino  á  la  personalidad  del  supuesto  agente;  no 
dice  á  los  magistrados:  cuando  estéis  convencidos  de  que  se  ha  co- 
metido un  crimen,  castigad  al  que  os  paÉzca  delincuente   «sino 
que  les  dice»  cuando  hayáis  adquirido  el  convencimiento  de  que  el 
crimen  indubitado,  que  perseguís  ha  sido  perpetrado  por  X,  casü- 
gadle.»  La  regla,  pues,  supone  que  hay  un  delito  evidente,  que  ese 
delito  está  perfectamente  caracterizado,  que  las  circunstancias  del 
hecho  criminal  permiten  clasificarle  aquí  ó  allí,  en  una  palabra,  qne 
procede  la  aplicación  de  un  articulo  del  Código ,  y  supuesto  todo 
eso,  dice:  «aplicad  ese  articulo,  al  que,  según  vuestra  convicción, 
sea  perpetrador  de  ese  hecho.  >  Esto  y  nada  mas  dióe  la  regia  4S.* 
Ni  podia decir  otra  cosa,  teniendo  en  cuenta  la  regla  fundamental 
sentada  en  los  dos  primeros  artículos  del  Código  penal  y  en  la  Ley 
de  Partida  que,  dígase  lo  que  se  quiera,  está  reformada,  cono  ve- 
remos, por  la  regia  45/  Por  último,  las  dos  primeras  reglas  del  ar- 
tículo 51  del  Reglamento  provisional ,  lejos  de  autorizar ,  rechazan 
esplícitamente  la  opinión  contraria  á  la  que  sentamos.  Vamos  á 
demostrar  nuestros  asertos. 

El  artículo  i.^  del  código  penal  se  compone  (para  nuestro  asun- 
to) de  dos  partes,  la  primera  de  las  cuales  se. refiere  á  la  defioieioQ 
del  delito,  y  la  segunda  determina  las  condiciones  que  deben  exis- 
tir para  que  se  diga  cometido  por  una  persona  coalquibra.  Siempre 
que  haya  una  infracción  de  ley,  existirá  el  delito  ó  falta.  Siempre 
que  A.  ó  B.  hayan  cometido  esa  infracción,  pasarán  como  autores  de 
ese  delito,  de>sa  falta.  El  art.  2.^  citado  no  consiente  que  se  casti- 
guen otros  hechos  que  los  previstos  en  la  Ley.  Ahora  bien :  la  regia 
45.*  de  la  Ley  provisional ,  ¿se  refiere  á  los  hechos  perseguidos  en 
juicio  ó  á  las  personas,  presuntos  autores  de  ellos?  Su  simple^leetu- 
la  demuestra  losegttndo.  La  regla  dice:  «En  el  csso  de  qué  exami- 
nadas las  pruebas  y  graduado  su  valor,  adquirieren  los  Tribunales 
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el  convencimíeoto  de  la  criminalidad  del  acusado^  etc.»  La  crimi- 
nalidad del  acusado,  esto  es,  la  concieocia  de  qae  el  acusado  es  au- 
tor del  hecho  que  se  persigue,  pero  no  de  un  hecho  hipotético,  sino 
de  OQ  hecho  palpable,  de  im  hecho  cuya  existeacia  no  es,  no  puede 
ser,  no  debe  ser  problemática.  Acerca  de  la  infraccioo  de  ley  no 
puede  haber  jamás  dudas  ni  vacilaciones.  Si  ha  lu^r  á  esas  dudas, 
si  esas  vacilaciones  son  racionales,  la  causa  cesa,  porque,  cuando 
la  infracción  es  discutibfe,  seria  temerario  aplicarla  Ley  penal.  De- 
mostrado el  hecho  penable,  la  regla  iS.^  autoriza  para  que  por  con- 
vicción se  atribuya  la  comisión  del  hecho  al  procesado,  y  solo  vio- 
lentando el  texto  y  el  espíritu  de  la  Ley ,  pueden  llevarse  más  allá 
las  consecuencias.  T  esto  quedará  mas  claramente  acreditado,  te- 
niendo en  cuenta  lo  que  la  conocida  Ley  de  Partida  dispone.  Esa  ley 
previene,  que  sean  probadas  como  la  luz  del  dia  las  imputaciones 
hechas  contra  personas  determinadas,  y  que  no  existiendo  esa  prueba, 
el  acusado  sea  absuelto.  T  bien,  decimos  nosotros,  ¿no  se  vé  que  la 
Ley  de  Partida  no  habla  aquí  del  delito,  si  no  del  delincuente?  ¿no 
se  comprende  que  D.  Alonso  el  Sabio  no  se  refirió  al  crimen  sino 
al  criminal?  ¿Quiere  hacerse  al  legislador  la  ofensa  de  suponerle  ca- 
paz  de  considerar  el  hecho  y  el  autor  tan  estrechamente  ligados 
que,  sin  que  A.  sea  él  autor  del  delito  ,^el  delito  no  pueda  existir? 
Pero  que  sea  ello  asi ;  demos  de  barato  que  la  Ley  de  Partida  se  re- 
firió ai  delito  y  al  delincuente;  supongamos  que  la  prueba  privile- 
giada respecto  al  adulterio,  acredita  eeo  que  combatimos.  ¿Se  habrá 
por  ello  adelantado  un  paso  contra  nosotros?  ¿Se  de  deducirá  que 
la  regla  45.*  comprendió  ambos  extremos  de  la  Ley?  Si  se  quiere 
barrenar  su  letra,  desde  luego.  Pero  si  esas  palabras  sacramentale<? 
c criminalidad  del  acusado»  se  quieren  interpretar  rectamente ,  de 
seguro  que  no.  Esa  frase,  esa  (Criminalidad,  es  relativa  pura  y  sim- 
plemente al  agenle,  es,  si  se  no?  tolera  la  espresion,  relativa  á  lo 
subjetivo  de  los  actuados.  El  hecho  persegido  no  tiene  conexión 
oon  la  regla  45.\  cae  bajo  distinto  criterio,  limitándose  el  alcance 
de  esa  regla  á  ensanchar  la  esfera  de  acción  del  juzgador,  respecto 
á  quien  haya  sido  el  que  dio  vida  al  hecho  perseguido.        « 

Menos  valor  tiene  aun  el  argumento  que  se  deduce  del  arl.  5t 
del  Reglamento  provisional.  En  efecto,  la  regla  segunda  del  ar- 
ticulo manda:  1.®,  que  se  compruebe  la  existencia  ó  cu»*.rpo  del  de- 
lito, cuamlo  éale  ^ade  hi8qu& dejan  señales  materiales ;  y  2.*  que 
se  haga  la  correspondiente  información  sumaria  de  testigos  en  lo 
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qae  baste  para  acreditar  legalmentch  verdad  de  los  hechos.  ¿  Es 
posible  ver  aquí  oada  que  autorice  la  prueba  por  convicción  de  que 
se  ha  cometido  un  delito? No,  decimos.  En  primer  lugar,  el  artícu- 
lo citado  se  dio  armónicamente  con  un  sistema  en  que  ni  el  delito  ni 
el  autor  podían  determinarse  sino  con  prueba  plena;  y  en  segundo, 
el  artículo  se  limitó  á  decir  que,  cuando  fuera  posible  comprobar 
rnateríalmente  la  existencia  del  delito,  se  hiciese.  Pero  de  aquí  no 
puede  inferirse  que  desconoció  la  necesidad  de  la  prueba  pleua 
respecto  al  asunto  en  todos  los  casos,  y  lo  demuestra  el  haber  im  • 
puesto  á  los  jueces  el  deber  de  acreditar  legalmenle,  esto  es,  plena- 
mente, la  verdad  de  los  hechos. 

Hablando  con  entera  ingenuidad,  se  nos  figura  que  hay  aquí  un 
error  técnico  que  dámárgen  á  eide  principios.  Partiendodelsapaes- 
to  de  que  en  último  término  toda  prueba  es  subjetiva ,  en  lo  cual 
venimos,  y  llamando  convicción  al  resultado  de  la  prueba,  se  con- 
concluye diciendo  ^\aL  convicciofi  es  el  criterio  aceptable  respecto  al 
delito,  como  respecto  al  delincuente.»  Enhorabuena ;  pero  resta- 
blezcamos los  hechos  como  son  en  sí.  Nuestras  leyes  admiten  aun 
la  división  de  la  prueba  plena  y  menos  plena,  y  aunque  sea  la  con- 
vicción el  resultado  de  ambas,  siempre  tendreiQos  que  en  el  primer 
caso,  esto  es,  cuando  la  pruoba  es  la  lé^al,  puede  no  existir  la  con- 
vicción, y  sin  embargo  la  sentencia  condenatoria  es  necesaria ,  y 
tendremos  también  que  el  juzgador  debe  permanecer  encadenado  por 
esas  determinaciones  legales.  Pues  bien:  lo  que  nosotros  afirmamos 
es,  que  allí  donde  no  haya  prueba  plena  de  la  comisión  de  un  delito, 
no  procede  sentencia;  porque  lo  que  la  regla43.*  llama  h  convicción, 
que  no  es,  filosóficamente  hablando ;  mas  que  la  especie  segregada 
del  j;énero,  no  basta  hoy  para  basar  un  fallo  judicial ,.  siempre  que 
recae  sobre  el  hecho  perseguido.  Tal  es  nuestro  modo  de  ver  hs 
cosas  en  el  terreno  práctico.  Si  tiene  ó  no  inconvenientcfs,  si  sería 
preferible  éste  ó  a(]uel  sistema,  no  nos  proponemos  analizarlo,  ni 
creemos  que  pueda  ser  resuelto  en  tesis  absoluta;  Según  cual  sea 
la  organización  de  los  Tribunales  y  el  sistema  de  procedimiento, 
así  nos  inclinaríamos  á  éste  ó  al  otro  sistema,  y  es  bien  seguro  que 
á  ciertos  jueces  nos  guardaríamos  perfectamente  de  atribuirles  fa- 
cultades muy  latas. 

TiMs  larCítci  €lMnal«s« 
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Dictamen  del  Comejo  de  Estado,  y  votos  particulares ,  acerca  de  la 

SNCÍGLICÁ  DADA  POR  Sü  SANTIDAD  A  LOS  OBISPOS  CATÓLICOS  CH  S  de 

diciembre  de  i864. 

Señores:  Marqués  de  Yiluma,  presidente;  Ruiz  de  la  Vega  ,  Casaiis, 
Quesada,  Tanies,  Cavedí,  Caballero,  Olañeta,  Estévanoz  Calderoo,  Escu- 
dero, Gallardo,  Coade  ele  Torre-Mariu,  Martínez  de  Espinosa,  -González, 
Ecbarn.,  Sierra  y  Cárdenas,  Quintana,  Sabau,  Cárdenas,  Antoine  y 
Zayas,  Cueto,  Ezpeleta,  Orovio,  Eí,'aña,  Retortillo,  Conde  de  Velarde,  Mo- 
reno, Souza,  Salcedo,  Ruiz  de  Apodaca,  Donoso  Cortés. 

Exorno.  Sr.:  Con  Real  orden  de  il  de  enero  último  se  ba  servido  V.  E. 
remitir  á  este  Consejo  un  ejemplar  con  la  traducción  correspondiente  de 
la  Encíclica  Quanta  cura,  que  en  8  de  diciembre  último  dirigió  Su  Santi- 
dad  á  los  obispos  católicos,  otro  en  igUdl  forma  de  la  Encíclícn  Arcano  Di^- 
vinw  providentioB,  su  fecha  20  de  noviembre  de  1^46,  y  otro  impreso,  no 
autorizado  por  persona  alguna ,  denominado  Syllabug ,  el  cual ,  seguñ 
dice  V.  E.  9$  hn  publicado  y  repartido  con  el  primero  de  dichos  documen- 
tos, aunque  de  él  no  se  hace  en  el  mismo  referencia  alguna,  y  contiene  80 
proposiciones  condenadas  al  parecer  por  la  San.ta  Sede.  Maniliesta  ade- 
más V.  E.  en  su  dicha  Real  orden  que  aunque  estos  documentos  no  han 
sido  comunicados  oficialmente  al  Gobierno,  pues  los  remite  sin  dicho  ca- 
rácter el  embajador  de  España  en  Roma ,  constituyen  lo  que  en  la  opinión 
general,  en  la  prensa  y  en  fas  pastorales  de  alganós  diocesanos  de  aentro 
y  fuera  de  España  se  denomina  Encíclica,  uue  en  el  supuesto  de  ser  ins- 
trumentos auténticos ,  están  surtiendo  sus  erectos  en  el  episcopado  y  en  el 
clero  parroquial,  quienes  se  consideran  obligados  en  conciencia  á  obede- 
cerlos y  autorizados  á  publicarlos,  por  haberlo  verificado  ya  toda  la  pren- 
sa; y  que  en  su  vista  es  la  voluntad  de  S.  M.  que  este  Consejo,  apreciando 
las  circunstancias  del  caso,  esponga  y  proponga  cuanto  se  le  ofrezca  y  pa- 
rezca, y  desde  luego  y  en  el  caso  de  tener  por  genuina  la  Encíclica: 

Primero.  Si  procede  su  pase,  ó  por  el  contrario,  su  retencton  en  todo 
é  60  parte.  . 

Segundo.    Si  en  el  segundo  caso  habrá  además  de  suplicarse. 

Y  tercero.  Apreciadas  todas  las  circunstancias  y  la  gravedad  y  com- 
plejidad del  caso,  y  siendo  mas  que  probable  que  cuando  el  Consejo  pueda 
elevar  su  consulta  á  S.  M.,  ya  la  Encíclica  n&brá  sido  publicada  por  el 
episcopado  y  el  clero  parroquial  en  su  totalidad  ó  en  su  mayor  parte, 
iqoé  aplicación  eflcaz  y  adecuada  pueden  tenerla  pragmática  de  n68  y 
m  artículos  correspondientes  del  Código  penal  al  episcopado,  al  clero  y  i 
su  vez  la  prensa? 

El  Consejo  ha  examinado  maduramente  las  graves  y  difíciles  cuestio- 
nes que  comprende  esta  consulta ,  animado  á  la  vez  del  espíritu  eminen- 
temente católico  que  es  propio  de  tan  alto  cuerpo,  y  de  los  sentimientos. 
de  lealtad  al  Trono  y  de  proíundo  respeto  á  las  instituciones  y  leyes  del 
Estado  que  resplandecen  en  todos  sus  individuos  ,  Heno  de  profunda  ve- 
aeración  al  Padre  común  de  los  fieles,  pero  sin  desconocer  por  un  mo- 
mento la  autoridad  ni  los  derechos  del  Soberano.  Difícil  es  en  verdad  sa- 
tii£icer  cumplidamente  en  algunas  ocasiones  es! os v  diversos  aunque  no 
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opuestos  seiitiini>Dto?, que  á  primera  vista,  y  cuando  no  se  maDÍBestan 
templados  por  la  prudeucia,  parecen  coodgcir  á  codcIusíodcs  contradic- 
torias ;  pero  con  la  recta  y  meditada  apHcacioo  de  los  nrincipios  de  inde- 
pendencia entre  ambas  potestades,  verificada  sin  emoargo  de  modo  que 
ninguna  de  ellas  toque  el  límite  de  su  derecho,. puede  descubrirse  siem- 
pre el  camino  de  vencer  las  mas  arduas  dificultades  que  suelen  ofrecerse 
en  el  curso  de  sus  relaciones  recíprocas.  Todos  los  actos  de  la  Santa  Sede 
deben  merecer  á  los  católicos  sincero  acatamiento;  pero  como  la  alta  idea 
que  tenemos  de  sus  rectas  intenciones  no  nos  permite  suponer  aue  tien- 
dan aquellas ,  ni  aun  indirectamente ,  á  menoscabar  la  autoridad  legítima 
de  los  Soberanos  y  á  perturbar  las  pacíficas  relaciones  entre  el  Estado  y  la 
Iglesia  ,  es  indispensable  interpretarlos  en  el  sentido  mas  favorable  é  la 
concordia  entre  ambas  potestades.  Partiendo  de  este  principio,  á  la  vez  ra- 
cional y  piadoso,  el  Consejo  acoje  la  Encíclica  con  verdadera  sumisión 
católica ,  pero  interpretada  de  modo  que  no  se  entiendan  por  ella  menos- 
cabados ni  los  derechos  reconocidos  (h9  la  soberanía  ni  la  disciplina  de  la 
Iglesia  de  España  en  sus  relaciones  con  la  potestad  secular. 

Limitándose  el  Consejo  á  los  puntos  especialmente  copsnltados,  no 
examinará  la  autenticidad  de  los  documentos  en  cuestión.  Por  mas  que 
no  havan  sido  comunicados  oficialmente  al  Gobierno,  ni  se  conazcan  mas 
traslados  de  ellos  que  lo§  impresos  que  se  acompasan,  los  cuales  no  es- 
presan el  lugar  ni  la  imprenta  en  que  se  han  dado  á  luz,  es  lo  cierto  que 
ios  prelados  de  Espaúa  y  de  otras  varias  naciones  los  han  reaibido  y  pu- 
blicado como  genuinos,  sin  que  nadie  basta  ahora  haya  negado  su  au- 
tenticidad. V.  E.  no  la  pone  tampoco  en  duda,  por  roas  que  note  al  pare- 
cer las  irregularidades  indicadas,  considerando  y  con  razón  que  la  Encícli- 
ca, en  la  forma  en  que  nos  es  conocida,  está  surtiendo  su  efecto  en  las  na- 
ciones católicas,  y  que  por  lo  tanto  es  llegado  el  caso  de  proceder  á  lo  que 
haya  lugar  respecto  de  ella,  sin  investigar  la  legitimidad  de  su  origen. 

Pudiera  sin  embargo  disputarse  la  autenticidad  y  aun  la  autoridad  del 
Syllabus  6  resumen  de  proposiciones  q^ue  se  dicen  condenadas  en  alocueio- 
nes,  letras  apostólicas  y  otras  encíclicas  de  Su  Santidad.  No  hallándose 
autorizado  este  documento  por  persona  alguna,  careciendo  basta  de  fecha 
f  lugar  de  su  prublicacion,  y  no  liaciéndose  de  él  la  menor  referencia  eu 
Ja  Encíclica  QuarUa  cura  ,  es  claro  aue  queda  reducida  su  autoridad  á  la 
que  le  prestan  las  fuentes  de  donde  hayan  sido  tomadas  las  diversas  pro* 
posiciones  que  comprende.  Proceden  estas^  al  parecer,  devanas  alocucio- 
nes pronunciadas  por  Su  Santidad  en  tiempos  y  con  motivos  diferentet;» 
de  epístolas,  encíclicas  ó  jparticuiares  dirigidas  á  algunos  prelados,  y  de 
letras  apostólicas  espedidas  con  ocasión  de  circunstancias  determinadas. 
Pero  como  muchos  de  estos  documentos  no  son  conocidos  en  España,  es 
imposible  asegurar  quesean  conformes  con  ellos  las  proposiciones  que  se 
dicen  extractadas  de  los  misnK)s.  Sí  el  Syliabus  qve  las  comprende  estuvie» 
ra  debidamente  autorizado,  no  solamente  aparecería  justineada  esta  ooa- 
formidad,  sino  que  además  tendía  su  contenido  una  especie  de  ratifica- 
ción, y  aun  el  carácter  de  regla  general  de  que ,  en  parte  al  menos ,  ca^ 
redó  tal  vez  en  su  origen.  Faltando  al  Syllabus  aquel  requisito,  no  puede 
darse  mas  fuerza  y  estension  á  sus  palabras  que  las  aue  tuvieran  en  el  mo- 
mento en  que  fueron  pronundiadas.  ¿Y  cuál  puede  ser  la  autoridad  de 
aquellas  de  sus  declaraciones  tomadas  de  alucucíones  consistoraleg,  y 
epístolas  en  cierto  modo  privadas,  puesto  que  n^  se  han  promulgada  en 
la  Iglesia  universal?   . 

Cuando  el  Romano  Pontífice  quiere  ensenar  doctrina  y  dictar  precitos 
generales  á  la  Iglesia,  habla  ex  cathedra  al  mundo  católico,  espinuda 
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bulas  ó  dtrigíeodo  eoeíclicas  á  Jos  obispos:  sas  alocuciones  y  letras  pifadas 
á  los  prelados  ó  á  otros  6eles  no  tienen  por  su  propia  virtud  el  carácter  de 
reglas  generales  sino  cuando  se  publican  espresamente  con  tal  objeto. 
¿Y  quién  ha  publicado  seualadamente  con  este  tío  Jas  alocuciones  consisto- 
riales, las  epístolas  al  Arzobispo  de  Fresinga  y  á  otros  prelados,  y  las  le* 
tras  apostólicas  ile  que  en  grao  parte  so  dicen  tomadas  las  declaraciones 
del  Syllabusl  Cuando  Su  Santidad  las  pronunció,  no  fué  ciertamente  con 
tal  propósito,  toda  vez  que  do  las  consignó,  en  ningún  documento  de  los 
que  se  deben  y  suelen  promulgar  en  todas  las  Iglesias;  y  si  ahora  aparecen 
estractadas  y  reunidas  en  el  SyUabuSy  esta  circunstanda  no  le's  da  fueiia 
obligatoria,  careciendo  como  carece  el  impreso  de  todo  signo  esterior  de 
autoridad.  De  lo  cual  resulta,  que  aun  concediendo  la  perfecta  cooíormi- 
dad,  que  no  consta,  de  todas  las  declaraciones  del  SyUabua  con  los  docu- 
mentos de  que  proceden,  las  estraidas  de  alocuciones  consistoriales,  letras 
apostólicas  y  epistofas  privadas,  no  han  sido  nunca  promulgadas  por  el 
PonÜüce  coo  el  carácter  de  reglas  generales,  y  que  su  fuerza  general  obli- 
gatoria DO  puede  ser  otra  que  la  que  les  preste  su  conformidad  con  la  ley 
divina  y  con  la  doctrina  universal  de  la  Iglesia. 

El  Consejo  sin  embargo  se  apresura  á  reconocer  esta  conformidad  res- 
pecto ¿  la  mayor  parte  de  las  declaraciones  aludidas.  En  ellas  se  condenan 
errores  perniciosos,  contrarios  á  la  ley  de  Dios,  á  la  sociedad  y  al  Estado, 
condenados  muchas. veces  por  la  autoridad  de  la  Iglesia;  pero  tratándose 
de  si  ha  de  darse  ó  conceaerse  el  pase  al  documento,  no  es  indiferente 
averiguar  si  tiene  este  por  sí  mismo  alguna  fuerza  canónica,  puesto  que  si 
ñMra  notoriamente  apócrifo ,  debería  negársele  por  esta  sola  circunstan- 
cia aquella  formalidad.  Mas  careciendo  el  Consejo  de  datos  para  analizar 
satisfactoriamente  este  punto,  ya  que  no  ha  podido  facilitárselos  ese  Mi-^ 
Dísterio,  y  considerando  que  el  Syllabus  ha  sido  comunicado  y  publicado 
juntamente  con  la  Encíchca,  entiende  que  para  los  efectos  del  Regium 
exeewUur  deben  ser  esttmndos  como  uno  solo  ambos  documentos,  en  el 
supuesto  de  que  nada  se  aventura  otorgando  el  pase  á  la  sana  doctrina  que 
el  Syllabus  contiene,  aunque  sea  con  Tas  restricciones  debidas. 

Dando  pues  por  igualmente  auténticos  y  por  autorizados  ambos  doc^ 
roentos,  pasa  el  Consejo  á  examinar  el  primero  de  los  tres  puntos  concre- 
tos que  comprende  In  consulta,  ó  se»,  si  procede  el  pase  ó  la  retención 
en  todo  ó  en  parte  de  la  Encíclica.  Pero  esta  cuestión  envuelve  otra  pré-^ 
vía  de  que  no  puede  prescindir  el  Consejo,  por  cnanto  de  ella  han  de  de- 
rivarse todas  las  resoluciones  que  se  propongan.  Tal  es  la  de  si  la  EncícJica 
de  que  se  trata  está  sujeta  por  su  propia  naturaleza  á  la  formalidad  del 
«wecttatHr.  Los  obispos  que  se  han  propasado  á  publicarla  sin  este  requi- 
sito, lian  creído  sin  duna  que  no  conteniendo  este  documento  sino  de- 
claraciones puramente  doctrínales,  no  se  halla  comprendida  en  ninguna 
de  las  antiguas  leyes  que  prohiben  publicar  sin  el  pase  correspondiente 
las  bulas,  rescriptos  y  breves  pontiíicios  que  contengan  ley,  regla  ú  ob- 
servancia general,  ó  que,  aunque  la  Enciiclica  contenga  disposiciones  de 
tal  especie,  no  están  ya  Vicentes  aquellas  leyes.  Importa  mucho  al  Conse- 
jo dejar  completamente  desvanecidas  ambas  suposiciones,  porque  no  de 
otro  modo  quedarían  Hesas  en  el  presente  conflicto,  las  prerogativas  mas 
esenciales  de  la  Corona. 

N»  nece^ta  el  Consejo  recordar  á  Y.  E.  las  sólidas  bases  en  que  des- 
cansa la  regalía  de  que  se  trata.  Resultada  y  condición  indeclinable  á  la 
▼ez  de  la  concordia  entre  el  sacerdocio  y  el  imperio,  nace  con  la  paz  dada 
á-la  Iglesia,  se  trasforma  y  se  modifica  con  las  vicisKudes  que  sufrieron 
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las  relaeiones  entre  ambas  potestades,  pero  sio  desaparecer  nunca  por 
completo  en  las  naciones  católicas,  basta  que  én  España  bajo  el  reinado 
de  Carlos  IK,  tomó  la  forma  mas  adecuada  y  eficaz  para  su  fin.  En  los  pri- 
meros siglos  de  las  monarquías  cristianas  acudia  la  Iglesia  á  los  Empera-» 
dores  para  que  promulgasen  y  diesen  fuerza  ciníl  de  obligar  á  los  cánooes 
de  los  concilios  y  disposiciones  pontificias,  lo  cual  suponía  en  los  Sobera- 
nos la  fiacultad  por  lo  menos  de  no  prestar  su  auxilio  temporal  á  aquellas 
disposiciones  que  pudieran  ce<ler  en  daño  de  la  república  ó  de  su  sebera- 
nia,  y  de  suplicar  de  ellas  á  la  misma  Iglesia.  La  potestad  temporal  preva- 
lece después  sobref  lo  espiritual  con  grave  daño  de  la  doctrina  católica  ;  ya 
entrada  la  edad  media,  viéoese  por  reacción  al  eslremo  contrario^  predo- 
minando la  potestad  eclesiástica  sobre  la  secular,  hasta  el  punto  de  atri- 
buirse el  Romano  PontíGce  una  especie  de  soberanía  sobre  todos  los  Esta- 
dos católicos:  por  ultimo,  la  potestad  Real  recpbra  sus  perdidas  fuerzas, 
resiste  tan  exajeradas  pretensiones^  pugna  por  que  se  restablezca  el  per- 
dido equilibrio  entre  ambas  potestades,  y  establece  los  medios  mas  ade- 
cuados para  mantener  la  concordia  entre  ellas.  Lo  que  en  los  primeros 
siglos. fué  la  facultad  de  publicar  las  leyes  eclesiásticas  acordadas  ó  espe- 
didas con  la  concurrencia  del  Soberano;  lo  que  en  la  edad  media  fue  la 
obligación  de  publicar  también  las  mismas  leyes ,  aunque  sin  previo  exa- 
men, ó  no  pudiendo  eludirlas  sino  á  costa  de  luchas  escandalosas  y  san- 
grientas, eso  mismo  fué  lo  que  en  los  tiempos  modernos  se  convirtió  en 
regalía  del  pase  regio  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  católicas. 

Uno  de  ios  mayores  progresos  que  el  cristianismo  realizó  en  el  mun- 
do, es  la  separación  entre  el  sacerdocio  y  el  imperio ,  confundidos  antes 
con  grave  daño  de  la  humanidad .  Para  que  esta  separación  pueda  tener 
efecto,  á  pesar  de  vivir  juntas  y  de  tener  unos  mismos  subditos  ambas  po- 
testades, es  indispensable  que  los  límites  de  la  acción  de  una  y  de  otra  se 
hallen  perfectamente  deslindados  hasta  en  sus  menores  detalles,  y  que 
estos  límites  no  sean  nunca  traspasados  por  ninguna  de  ellas.  Mas  como 
aunque  fuera  posible  hacer  este  deslinde  rigoroso  de  un  modo  efícaz  para 
todos  los  casos  prácticos,  la  Iglesia  necesita  el  auxilio  del  Estado,  sobre 
todo  allí  donde  es  un  hecho  la  unidad  del  culto;  y  como,  por  otra  parte,  no 
puede  existir  un  superior  común  entre  dos  poderes  seneranos  que  decida 
sus  diferencias,  ha  de  haber  necesariamente  invasiones  de  una  ó  de  otra 
poiestady  contra  las  cuales  nu  existe  otro  i^Bmcdio  que  el  derecho  de  acu- 
dir cada  una  á  su  propia  defensa.  La  Iglesia  tiene  ese  derecho,  que  ejerce 
de  dos  maneras:  por  medios  preventivos,  interviniendo  en  cosas  del  orden 
civil  por  lo  que  puedan  afectar  á  lo  espiritual ,  como  la  enseñanza  pública, 
la  prohibición  de  libros,  la  previa  censura  de  las  obras  de  religión  y  mo- 
ral, la  formación  de  las  leyes  y  otros  actos  semejantes;  y  por  medios  re* 
presivos,  como  lo  son  las  censuras  y  todas  las  penas  canónicas.  Este  mis- 
mo derecho  de  defensa  corresponde  al  Estado,  y  se  ejercita  también  por 
medios  preventivos  y  represivos,  figurando  entre  los  primeros  la  facultad 
de  examinar  antes  de  su  publicación  las  disposiciones  de  la  otra  autoridad 
para  retener  y  suplicar  oportunamente  aquellas  que  invadan  su  jurisdic- 
ción, V  contándose  entre  los  últimos  el  derecho  de  corregir  y  penar  á  los 
eclesiásticos  que  desconozcan  sus  prerogativas,  el  de  alzar  las  fuerzas  de 
los  jueces  de  la  Iglesia,  y  otros  semejantes. 

Sin  reconocer  estos  derechos  recíprocos  del  Estado  y  la  Iglesia,  no  es 
posible  conservar  la  independencia  que  Jesucristo  estableció  entre  ambas 
potestades,  ni  menos  su  concordia,  que  tan  necesaria  es  para  la  paz  del 
mundo.  Porque  si  la  potestad  secular  no  ha  de  poderse  defender  de  la  ecle- 


Digitized  by  LjOOQIC 


DICTÁHSÜ  SOBRC  LA  IlfCÍCLICÁ  QOÁNTÁ  CUSA.  Sft9 

^•'^stíca,  ni  esta  de  la  secular,  habrá  de  prevalecer  forzosameote  la  una 
<S  ia  otniy  V  cualquiera  que  sea  la  que  predoroiDe,  dejará  de  cumplirse  el 
propósito  del  Divino  fundador  del  Cristian ísroo. 

Quizá  en  los  países  en  que  no  es  esclusivo  el  culto  católico,  y  sobre 
lo  lo  en  aquellos  én  que  el  Estado  no  lo  profesa  oficíalrneute,  no  se  pueda 
justificar  de  una  manera  tan  cumplida  el  derecho  de  la  potestad  secular  á 
defender  su  independencia  por  los  medios  preventivos  que  quedan  indica- 
dos. Cuando  el  Soberano  no  sea  católico,  o  cuando  siéndolo  profesen  sus 
subditos  cultos  diferentes,  quizá  no  cuadra  bien  con  la  liberlad  religiosa 
que  en  tales  circunstancias  es  consiguiente,  la  facultad  del  Estado  para  in- 
tervenir en  asuntos  de  la  Iglesia  á  fín  de  pre^rvar  sus  derechos,  y  tal  vez 
deban  reducirse  sus  medios  de  acción  á  los  puramente  represivos.  Pero  en 
Kspaña,  donde  oo  se  profesa  otra  religión  que  la  católica,  y  donde  por  lo 
mismo  no  es  tan  peligrosa  a<]uella  intervención  del  Estado  en  cosas  de  la 
disciplina  esterna  de  la  Iglesia,  y  la  represión  de  una  potestad  por  otra 
ofrece  siempre  graves  escándalos  y  terribles  conflictos,  no  puede  dudarse 
que  los  medios  preventivos  sean  las  mas  adecuados  y  eficaces. 

Sin  embargo,  aun  entre  nosotros  ha  sufrido  graves  vicisitudes  esta 
prerogativa  de  la  potestad  soberana,  ejerciéndose  primero  mas  por  me- 
dios represivos  que  preventivos,  y  después  mas  por  estos  últimos  medios 
que  por  los  primeros,  siendo  tal  su  último  estado.  Apenas  se  consolidó  la 
Monarquía  en  el  feliz  reinado  de  los  Reyes  Católicos,  reclamó  la  potestad  * 
temporal  sus  legítimos  fueros,  usurpados  en  parte  ó  desconocidos  por  ia 
corte  romana.  Estos  Monarcas  publicaron  en  1500  una  pragmática  pro- 
hibiendo promulgar  bulas  é  indulgencias  apostólicas  que  no  hubieran  sido 
previamente  examinadas  en  la  forma  prevenida  por  bula  de  Alejandro  VI 
de  1493,  en  la  cual  se  dispuso  que  «las  bulas  y  qúestas  apostólicas  fueran 
reconocidas  por  el  ordinario  de  la  respectiva  diócesis,  el  Nuncio  Apostóli- 
co, el  cap^'llan  mayor  de  S.  A  A.,  y  uno  ó  dos  prelados  del  Consejo  de  di- 
putados para  este  efecto,  (Ley  2.*,  título  III,  libro  segundo,  Novísima  Re- 
copilación). Después  en  1514  espidió  otra  pragmática  D.  Fernando  V  man- 
dando que  los  gobernadores  y  justicias  de  los  pueblos  remitieran  al  Con- 
sejo los  despachos  pontificios  que  vinieran  de  Roma.  D.  Carlos  I,  por  otra 
pragmática  de  1543,  dispuso  que  si  se  presentaran  letras  de  Roma  en  de- 
rogación de  las  Reales»  prerogativas  acerca  de  la  provisión  de  beneücios, 
oponiendo  entredichos  ó  casación  á  divinisy  se  sobresea  en  su  cumpli- 
miento y  no  se  ejecuten  y  las  envien  ante  nos  y  los  del  nuestro  Consejo,» 
para  que  se  provea  lo  conveniente,  so  pena  de  incurrir,  los  que  fueren 
prelaaos,  en  perdimiento  de  temporalidades  y  de  su  naturaleza  eu  estos 
reinos.  (Ley  1.*,  título  XÍII,  libro  primero,  Novísima  Recopilación.)  Don 
Felipe  li  en  1569  reprodujo  la  prohibición  de  los  Reyes  Católicos,  aispo- 
niendo  que  no  se  publicaran  bulas,  gracias,  perdones,  indulgencias  ni  ju- 
bileos concedidos  por  los  Pontífices,  sin  examen  previo  del  prelado  de  la 
diócesis  y  aprobación  del  comisario  general  de  Cruzada ,  ú  otra  persona 
diputada  al  efecto  por  el  Soberano,  castigando  á  los  infractores,  si  fueren 
ledros,  con  la  confiscación  de  la  outad  de  sus  bienes  y  destierro  perpetuo 
del  reino,  y  entregándolos  si  fueren  eclesiásticos  á  sus  jueces  propios  y  al 
mismo  comisario  general  panuque  los  condenaran  y  castigaran  conforme 
á  la  calidad  y  esceso  del  delito.  (Ley  5.',  título  III,  libro  segundo,  Novísi- 
ma Recopilación.) 

Tal  era  el  estado  de  la  legislación  sobre  la  materia  del  exequátur^ . 
cuando  el  Sr.  D.  Carlos  111,  considerándola  insuficiente  por  cuanto  no  al- 
canzaba á  preservar  las  prerogativas  de  la  Corona  en  todos  los  casos  en 
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que  podíap  menoscabarse  por  la  ejecución  de  los  breves  pontificios^  pro- 
mulgó la  pragmática  de  i 762.  Por  ella  quedaron  sujetos  al  pase,  no  solo 
todo  lo  que  ya  lo  estaba  por  las  leyes  anteriores,  sino  también  y  por  regU 
general  «las  bulas,  breves,  rescriptos  y  despachos  de  la  curia  romana  que 
contuvieran  ley,  regla  ú  observancia  general,  mandándose  que  se  les  die- 
ra el  pase  en  cuanto  no  se  opusieran  á  las  regalías,  concordarlos,  costum  - 
toes,  leyes  y  derechos  de  la  nación,  y  no  indujeran  novedades  perjudicia- 
les ó  gravamen  público  ó  de  tercero,  j  castigándose  á  los  contraventores 
con  las  penas  señaladas  en  la  pragmática  de  i  569  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción. Quedaron  exentos  solamente  de  esta  formalidad  los  breves  de  dis- 
pensas  matrimoniales,  los  de  edad,  extra  témpora,  los  de  oratorio,  los  de 
indulgencia  y  los  de  peniteuciaría;  pero  no  sin  que  la  mavor  parte  de  ellos 
dejaran  de  examinarse  previamente  ó  por  los  ordinarios,  o  por  el  comisario 
general  de  Cruzada  con  el  carácter  de  delegados  regios. 

Suspendida  la  ejecución  de  esta  pragmática  al  año  y  medio  de  so  pn- 
blicacion  por  motivos  que  no  son  bastante  conocidos,  volvió  la  legislacioo 
á  su  estado  precedente,  hasta  que  con  motivo  del  monitorio  espedido  por 
la  Santa  Sede  contra  el  Ministerio  de  Parma,  en  el  cual  se  renovaron  las 
censuras  de  la  bula  In  ccena  Domini,  espidió  el  mismo  D.  Carlos  III  en  26 
de  mar20  de  i 768  una  Real  provisión  mandando  recojer  los  ejemplares  d* 
dicho  monitorio,  y  (]ue  lo  mismo  se  hiciese  con  cualesquiera  otros  paneles. 
Jetras  ó  despachos  de  la  curia  romana  que  pudieran  ofender  las  regalías  de 
la  Corona  ó  providencias  del  Gobierno,  o  que  fueran  contra  la  pública 
tranquilidad,  y  que  se  mandaran  originales  al  Consejo  y  no  se  imprimie- 
sen sin  licencia  del  mismo,  todo  bajo  las  penas  establecidas  en  la  pragmá- 
tica antes  citada  de  4559.  (Ley  8.*,  título  III,  libro  segundo,  Novísima 
Recopilación.)  Este  grave  suceso  hubo  de  estimular  al  Monarca  á  la  pu- 
blicación de  nuevas  leyes  en  defensa  de  sus  Reales  prerogativas,  que  con- 
sideró quizá  amenazadas,  y  en  su  consecuencia  antes  de  los  tres  meses, 
en  i  6  de  junio  de  n68,  reprodujo  la  pragmática  de  i  768,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  y  los  cinco  prelados  que  tenían  asiento  en  él,  reformando  tan 
solo  algunas  cláusulas  que  podían  recibir  un  sentido  equivocado,  pero  re- 
pitiendo y  confirmando  todas  sus  disposiciones  según  han  sido  anterior- 
mente cKaduS.  (Ley  9.*,  título  III,  libro  segundo.  Novísima  Recopilación.) 
Con  la  misma  fecha  espidió  también  una  Real  cédula  por  la  cual  dispuso 
que  ningún  breve  ó  despacho  de  la  corte  de  Roma  tocante  á  la  Inquisición, 
aunque  fuera  sobre  proiiibícton  de  libros,  se  pusiera  en  ejecución  sin  noti- 
cia de  S.  M.  y  sin  haber  obtenido  el  pase  del  Consejo,  como  requisito  pre- 
liminar indispensable.  (Ley  I  i.*,  título  III,  libro  segundo,  Novísima  Reco- 
pilación.) Por  áltimo,  cop  el  fin  de  prevenir  mas  eficazmente  los  conflictos 
á  que  daban  lugar  los  particulares  ó  corporaciones  que  solían  impetrar  y 
obtener  breves  pontificios,  con  mengua  tal  vez  de  las  regalías,  dispuso  el 
mismo  Soberano  por  Real  resolución  de  II  de  setiembre  de  1778  que  no 
se  acudiera  á  Roma  derechamente  en  solicitud  de  dispensas ,  indultos  y 
otras  gracias,  sino  por  conducto  de  los  diocesanos,  quienes  remitirán  al 
Gobierno  las  preces  con  su  dictamen ,  á  fin  de  que  les  diera  la  dirección 
roas  adecuada,  y  previniendo  que  no  se  concedería  el  pase  á  las  dispensas 
y  ffracias  que  no  hubieran  sido  obtenidas  por  este  método.  (Ley  12.*,  tí- 
tulo III,  linro  segundo.  Novísima  Recopilación.)  La  prohibición  oa  la  prag- 
mática de  1768  volvió  todavía  á  repetirse  en  la  instrucción  de  corregido- 


res ele  1788,  en  cuyo  capítulo  XXÍf  se  dispuso  que  los  corregidores,  atcal- 
d4^tnayores  y  demás  justicias  ño  consientan  se  baffa  uso  depulas,  nreves, 
Mficriptos,  moúitorios,  y  cualesquiera  otros  despachos^  sin  que  sé  hayan 
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presentado  antes  v  dado  e!  pase  en  el  Consejo,  á  donde  habrían  de  remi- 
tir igualmente  toaas  las  de  esta  clase  que  hallaran  sin  dicho  requisito^  do 
hiendo  de  las  esceptuadas  en  la  pragmática  de  1768.  (Ley  i  4.%  título  01, 
libro  segundo,  Novísima  Recopilación.)  Lo  dicho  basta  sin  duda  |>ara  com- 
Drender  que  la  regalía  del  pUicitum  re^ium  no  fué  una  invención  de  los 
Bli  Distros  de  Garlos  111,  ni  menos  se  fundaba  en  teorías  de  los  G16sofos  del 
siglo  xvHi;  pero  sí  se  examina  el  uso  que  han  hecho  nuestros  Monarcas  de 
esta  prerogativa,  se  verá  aun  mas  claramente  que  la  Corona  se  ha  servido 
de  ella  en  todos  tiempos,  que  fué  hija  de  la  necesidad  de  mantener  la  íb- 
de pendencia  entre  ambas  potestades,  y  que  es  resultado  natural  de  las  re- 
laciones entre  ellas.  Verdad  es  que  en  las  leyes  anteriores  i  Carlos  Ul  pa- 
recían reducidos  á  seis  los  ciisos  en  que  podía  tener  lugar  la  retención  de 
buhs  apostólicas;  pero  la  historia  demuestra  aue  su  uso  fíié  mucho  mas 
general.  Era  doctrina  constante  entre  los  jurisconsultos  que  la  autoridad 
suprema  del  Estado  podía  usar  aquella  prerogativa  en  todos  los  casos  no 
comprendidos  literalmente  en  dichas  leyes,  siempre  ^ue  militara  alguna 
razón  de  utilidad,  ó  temor  de  que  se  turbara  la  paz  publica.  Así  es  que  k 
historia  ofrece  ejemplos  numerosos  de  bulas  y  ore  ves  de  todas  clases  no 
admitidos  en  España.  Una  constitución  de  Pío  IV  prescribiendo  los  casos 
en  que  podían  los  ordinarios  admitir  resignaciones  de  beneflcios,  no  fué 
nunca  recibida  entre  nosotros,  al  menos  en  la  parte  que  prohibía  conferir 
los  beneGcíos  resignados  á  los  parientes  y  familiares  de  los  obispos.  Tam- 
poco lo  fué  otra  constitución  de  Gregorio  Xlll  disponiendo  la  publicación 
aote  los  ordinarios  de  las  designaciones  y  permotacíoDes  que  se  verificar 
sen.  Fué  asimismo  suplicada  una  bula  de  Clemente  VIII  probibíendd  á  los 
religiosos  Ja  concesión  de  ciertos  cargos.  Tampoco  se  observó  en  España 
la  bula  de  Gregorio  XIV  sobre  inmunidad  de  las  iglesias.  (Salgado,  De 
Supplicatione  etc.,  1.^  parte,  capítulo  II,  sección  tercera.)  El  propio  ino- 
tn  de  Su  Santidad  Pío  v  publicado  en  Roma  en  1569  prohÍDÍendo  imponer 
censos  de  otro  modo  que  con  dineros  de  presente,  fué  retenido  y  suplicado 
por  D.  Felipe  II.  (Ley  7.%  título  XV ,  libro  segundo,  Novísima  Recopi- 
lación.) 

El  Emperador  D.  Carlos  I  en  (551  mandó  castigar  á  un  impresor  de 
Zaragoza  por  haber  intentado  imprimir  la  bula  In  cana  Daminiy  no  admi- 
tida en  España  por  las  prescripciones  que  contenía  contrarías  á  las  rega- 
lías de  la  Corona.  Don  Felipe  11  en  i 572  volvió  á  suplicar  de  esta  bula 
prohibiendo  su  admisión  en  el  reino,  y  repitió  después  esta  prohibición 
najo  el  pontiGcado  de  Gregorio  XIII.  £1  mismo  Monarca,  con  motivo  de 
haberse  publicado  dicha  bula  en  la  catedral  de  Calahorra  y  lijado  Cúdulo* 
nes  en  ella  contra  el  obispo  d3  orden  del  Nudcío,  hizo  salir  á  éste  de  Es- 
paña. Habiendo  usado  de  las  censuras  de  la  misma  bula  el  obispo  de  Pam- 
Sbna  contra  los  tribunales  de  Navarra,  despachó  el  Rey  D.  Carlos  II  una 
;eal  cédula  en  1694  declarando  que  aquel  documento  no  estaba  admitido 
en  sus  dominios.  Don  Felipe  V,  con  motivo  de  nuevas  competencias  sus- 
citadas eu  Pamplona,  mandó  decir  al  obispo  de  esta  diócesis  por  Real  cé- 
dula de  1745,  que  no  fulminara  censuras  de  bulas  suplicadas,  reclamadas 
y  00  admitidas,  para  estender  su  jurisdiccioD y  que  era  i  S.  M.  repa- 
rable se  olvidase  la  Real  cédula  de  1694,  previniendo  espresamente  á  con- 
sulta  del  Consejo  que  la  bula  de  la  Cena  no  estaba  admitida  en  estos  reinos. 
Don  Fernando  VI  en  1751,  coa  motivo  de  cierto  recurso  de  fuerza,  pre- 
vino á  los  Arzobispos,  obispos  y  demás  prelados  de  España,  que  mientras 
se  trat^  en  los  tribunales  ae  la  retención  de  bulas,  no.  se  admitan  las  que 
impidan  ó  embaracen  sus  resoluciones,  y  se  envíen  al  Consejo  ó  á  los  mis- 
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mos  tribunales,  so  pena  de  incurrir  en  el  desagrado  de  S.  M.  Yimendo 
ahora  á  la  época  de  Carlos  III,  no  son  menos  numerosos  los  ejemplos  que 
ofrece  la  historia' del  uso  que  hizo  siempre  la  Corona  de  la  prerogatíva  ea 
cuestión.  Prohibida  por  breve  de  176  Ha  traducción  italiana  deunaobra  de 
Mesen^lú  intitulada  Esposicion  de  la  doctrina  cristianafe\  inquisidor  ^- 
neral  de  España  D.  Manuel  Quintana  Bonifaz,  Arzobispo  de  FeTralia  ,  se 
adelantó  á  publicarlo  por  medio  de  edictos  sin  el  correspondiente  plácito. 
Dada  cuenta  del  caso  al  Rey,  dispuso  que  se  recogieran  dichos  edictos,  y 
y  como  el  Arzobispo  representara  no  seria  posible  su  publicación,  lo  man- 
dó S.  M.  salir  desterrado  i 2  leguas  de  la  corte,  disponiendo  que  el 
Consejo  le  consultara  lo  conveniente  á  Gn  de  que  no  auedase  un  ejemplar 
tan  nocivo  á  su  autoridad  suprema.  En  1769  se  libro  por  el  Consejo  una 
Real  provisión  mandando  recoger  los  ejemplares  de  cierto  breve  espcilído 
á  favor  de  los  regulares  de  la  Compañía  de  Jesús,  con  apercibimiento  á 
los  que  los  retuvieren  de  ser  castigados  con  las  penas  de  la  ley.  (Nota  9.% 
ley  8.*,  título  11!,  libro  segundo,  Novísima  Recopilación.) 

No  obstante  esta  larga  serie  de  leyes  y  de  ejemplos  de  su  aplieacioo, 
habrá  quizá  quien  suponga  todavía  que  la  Encíclica  de  ^ue  se  trata  do 
se  halla  sujeta  al  pase  réf¿io  por  no  contener  sino  declaraciones  doctrina- 
les de  carácter  general  no  comprendidas  literalmente  en  las  antiguas 
pragmáticas.  Poco  necesita  esforzarse  el  Consejo  para  desvanecer  tan  de- 
leznable suposición,  ora  se  atienda  al  testo  de  las  leyes  citadas,  ora  se  con- 
sulte la  inteligencia  v  aplicación  que  han  tenido  en  la  práctica.  Aun  sin 
recordar  la  jurisprudencia  anterior  á  Carlos  lll,  según  la  cual  debían  re- 
tenerse todas  las  bulas  y  rescriptos  pontificios  que  contuvieran  disposi- 
ciones contrarias  á  las  regalías  de  la  Corona,  á  la  paz  pública  ó  á  la  utili- 
dad general,  la  pragmática  de  1768  no  puede  dejar  en  este  punto  lugar  á 
duda.  En  ella  se  declaran  sujetos  al  pase  las  bulas ,  breves,  rescriptos  ó 
despachos  pontificios,  que  contengan  ley,  regla  ú  observancia  general.  ¿Y 
puede  decirse  que  no  comprenden  ninguna  disposición  de  esta  especie  la 
Encíclica  Quanta  cura  y  el  Syllabus  que  le  acompaña?  ¿No  deben  todos 
los  católicos  admitir  como  leyes  y  reglas  generales  de  creencia,  y  por  con- 
siguiente de  su  conducta,  las  declaraciones  que  en  aquellos  documentos 
se  hacen  contra  errores  de  nuestro  tiempo? 

Si  se  admiten  como  erróneas  las  doctrinas  en  que  se  fundan  los  re- 
cursos de  fuerza,  el  placüum  regium  y  otras  regalías  de  la  Corona,  ¿no 
es  consecuencia  forzosa  que  deba  ser  regla  de  conducta  para  todos  los  ca- 
tólicos la  de  no  hacer  uso  de  aquellos  derechos  y  de  condenar  como  poco 
ortodoxas  las  opiniones  de  los  que  las  detienden?  Aunque  las  declaracio- 
nes de  la  encíclica  fueran  puramente  dogmáticas  ó  especulativas  sin  nin- 
guna trascendencia  á  la  disciplina  ni  á  los  derechos  de  la  potestad  tempo- 
ral, todavía  no  podría  decirse  que  estaba  exenta  del  pase ,  cuánto  mas  no 
lo  estará  conteniendo  como  contiene  doctrinas  y  principios  sobre  las  rela- 
ciones entre  ambas  potestades,  y  algunos  no  conformes  por  cierto  con 
nuestras  antiguas  leyes  y  costumbres.  Porque  aunque  la  Corona  no  po- 
dría negar  su  asentimiento  á  las  definiciones  de  la  Santa  Sede  sobre  el 
dogma,  la  moral  cristiana  y  la  disciplina  interna  de  la  Iglesia,  como  las 
bulas  ó  rescriptos  que  las  publicaran  podrían  contener  otras  de  distinta 
naturaleza,  tal  vez  habría  grave  peligro  en  que  el  Estado  se  desprendiese 
de  la  facultad  de  reconocerlos.  Y  de  que  esto  puede  suceder  es  un  ejem- 
plo flagrante  la  misma  Encíclica  de  que  ahora  se  trata,  en  la  cual  al  lado 
de  muchas  declaraciones  relativas  á  la  moral  y  al  dogma,  figuran  no  po- 
cas que  afectan  tan  solo  á  la  disciplina  esterna. 
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For  éso  las  Encíclicas  que  se  distinguen  precisamente  por  esta  cir- 
cnnstaocia,  se  han  sometido  siempre  en  España  al  exequátur  reffium.  Y 
como  entre  los  ejemplos  de  ello  que  el  Consejo  tiene  á  la  vista  existen  al- 
gunos dignos  de  mención  especial  por  sus  circunstancias  de  analogía  con 
el  presente  caso,  no  será  inoportuno  recordarlos  para  cimentar  mas  sóli- 
damente la  opinión  que  el  Consejo  profesa  acerca  de  la  aplicación  de  la 
pragmática  á  la  Encíclica  últimamente  espedida. 

Ed  mío  la  Santidad  de  Clemente  XIV,  con  motivo  de  su  exaltación  al 
pomiücado,  concedió  á  toda  la  cristiandad  un  jubileo,  espidiendo  al  pro- 
pio tiempo  una  Encíclica  en  que  exhortaba  á  los  prelados  para  que  conser- 
varan y  fomentaran  la  doctrina  de  Jesucristo,  instruyendo  conveniente- 
mente á  los  pueblos,  y  haciéndoles  conocer  sus  deberes  respecto  al  Rey, 
á  la  patria  y  al  prójimo.  No  solamente  se  presentó  al  re^ium  execuutur 
esie  documento,  smo  que  el  mismo  Poutíhce  dio  instrucciones  terminan- 
tes y  estrictas  á  su  encargado  de  negocios  en  Madrid  (por  no  iiaber  Nun- 
cio á  la  sazón),  para  que  antes  de  dar  paso  supiese  tas  intenciones  del 
Rey,  y  nada  ejecutase  que  pudiese  disgustar  á  S.  M,  ni  causar  escrúpu- 
lo  sobre  la  comisión  d^  gestionar  para  la  publicación  de  la  bula  y  Enci^ 
etica;  siendi)  el  ámnio  de  Su  Santidad  el  mas  sincero,  y  dirigido  solo 
á  que  se  verificara  la  publicación  sin  tropiezo.  Esta  actitud  prudente  de 
Su  Santidad  inspiró  á  los  liscales  del  Consejo  algunas  consideraciones,  en- 
tre las  cuales  merecen  consignarse  aquí  las  siguientes:  «Esta  atención  de 
Sq  Santidad  manifiesta  los  verdaderos  principios  con  que  deben  publicar- 
se en  el  reino  toda  especie  de  rescriptos,  especialmente  los  generales,  pa- 
ra que  la  autoridad  Real  se  lialle  enterada  de  su  contenido,  y  se  reconoz- 
ca sí  bay  algún  inconveniente,  cuya  inspección  sirve  también  para  que  las 
justas  determinaciones  de  la  Santa  Sede  tengan  maspunlual  cumplimien- 
to con  el  patrocinio  regio,  y  sí  hay  algo  reparable  por  la  distancia  de  los 
parajes  ó  la  mala  relación  y  noticia  de  las  cosas,  se  remedie  antesque  naz- 
can inconvenientes.» 

Igualmente  fueron  presentadas  al  pase  la  bula  del  jubileo  concedido 
por  el  mismo  Clemente  XIV  en  1774,  y  otra  que  con  el  mismo  objeto  y 
acompañada  de  Encíclica  concedió  en  1776. 

Es  muy  de  notar  16  ocurrido  con  motivo  de  la  Encíclica  espedida  por 
la  Santidad  de  Pió  VII  en  1800.  Como  en  aquel  documento  se  hacían  alu- 
siones graves  á  Francia  v  se  vertían  además  doctrinas  relativas  á  la  en- 
señanza y  á  la  venia  de  bienes  de  la  Iglesia,  vacilaron  los  fiscales  acerca 
de  la  conveniencia  de  publicar,  traducir  y  reimprimir  la  Encíclica;  los  dos 
fiscales  mas  modernos  opinaron  que  podía  darse  el  pase  con  notas  y  cláu- 
sulas que  salvaran  interpretaciones  peligrosas  para  España;  el  mas  anti- 
guo manifestó  mayores  nudas  y  desconfianza,  inclinándose  por  fin  á  que 
se  concediese  el  pase  con  las  oportunas  reservas,  y  limitando  la  reimpre- 
sión al  número  de  ejemplares  necesarios  para  los  prelados  solamente,  y  en 
latín,  cuyo  parecer  adoptó  el  Consejo  de  Castilla,  añadiendo  que  debería 
conferenciarse  amistosamente  con  el  Nuncio  para  lograr  oue  se  esplica^ 
la  parte  de  la  Encíclica  concerniente  á  la  venta  de  los  bienes  eclesiás- 
ticos. 

Por  último,  resulta  que  de  acuerdo  con  S.  M.  se  concedió  el  pase  y  se 
dispaso  la  reimpresión. 

También  lo  obtuvo  sin  dificultad  la  encíclica  de  León  Xü  en  i825  ex- 
hortando á  los  Prelados  de  España  á  que  difundiesen  las  doctrinas  conser- 
vadoras de  nuestra  santa  religión,  inspirasen  el  debido  respeto  á  la  Auto- 
ridad Real,  y  procurasen  conciliar  los  ánimos  de  todos  sus  vasallos. 
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En  1829  concedió  otro  jubileo  santo  Pío  VIH,  acompañado  dé  Encfclí' 
ca,  siendo  de  adirertir  que  la  Secretaría  de  Estado  solo  tuvo  noticia  de 
ambos  documentos  por  haBérselos  remitido  nuestro  representante  en  Ro*- 
ma,  pues  el  M.  R.  Nuncio,  antes  de  presentarlos  al  pase  en  la  forma  ordi- 
naria, los  circuló  á  los  prelados,  entre  los  cuales  el  Arzobispo  de  Valeacia 
se  adelantó  á  dar  curso  á  la  encíclica  y  bula  del  jubileo,  con  las  preTea— 
clones  que  juzgó  convenientes.  Tales  circunstancias  llamaron  muy  {wrii- 
cularmente  la  atención  de  los  Gscales  del  Consejo,  opinando  «n  su  virtud 
que  -se  pusiera  en  conocimiento  de  S.  M.  la  falta  en  que  el  Nuncio  había 
incurrido,  para  que  se  Je  advirtiera  que  remitiese  ejemplares  de  la  bala  J 
encíclica,  sm  perjuicio  de  lo  que  el  Rey  Quisiera  encargar  sobre  este  pun- 
to al  embajador  en  Roma;  debiendo  también  amonestarse  al  M.  R.  Ano— 
bispo  de  Valencia  por  haberse  adelantado  á  circular  aquellos  documentos 
sin  el  pase.  Así  lo  acordó  el  Consejo,  recayendo  la  Real  aprobación. 

En  i  833  ocurrió  un  hecho  semejante  al  anterior  con  motivo  de  letrsBS 
apstólicas  concediendo  un  jubileo,  espedidas  por  Gregorio  XVI.  Presen- 
táronse al  pase,  pero  habiendo  observado  el  Consejo  que  aparecía  pübUca- 
do  el  documento  sin  preceder  aquella  formalidad,,  sin  duda  por  haberse 
comunicado  desde  lue)^o  por  el  M.  R.  Nuncio  á  los  prelados,  con  el  fin  de 
evitar  que  en  lo  sucesivo  se  pudiesen  originar  perjuicios  de  consideracioD 
á  las  regalías  de  S.  M.,  acordó  ponerlo  en  su  soberano  conocimiento  para 
Ja  resolución  que  fuera  de  su  Real  agrado. 

Por  último,  entre  lof  precedentes  que  el  Consejo  ha  examinado,  me* 
rece  muy  particularmente  su  atención  el  espediente  instruido  en  1850 
con, motivo  de  haberse  publicado  sin  el  exequcUur  el  jubileo  concedido  i>or 
Su  Santidad  Pió  iX,  lo  cual  llegó  á  conocimiento  del  Gobierno  en  virtud  de 
comunicación  del  gobernador  eclesiástico  de  la  diócesis  de  Granada.  Este 
notable  incidente  dio  lugar  á  una  amplia  y  razonada  discusión  entre  el 
Gobierno  de  S.  M.  que  oyó  al  Consejo  Real  en  pleno,  y  M.  R.  Nuncio,  acer- 
ca de  la  procedencia  ó  improcedencia  del  pase;  decidiéndose  que  era  ne- 
cesaria esta  formalidad  aun  respecto  á  las  letras  apostólicas  que  se  limitan 
á  otorgar  jubileos  ó  aracias  del  mismo  orden. 

Resulta  pues  del  breve  resumen  que  antecede,  que  de  los  15  ejemplares 
remitidos  por  V.  E.  relativos  á  documentos  importantes  de  carácter  gene- 
ral espedidos  por  la  Sania  Sede  desde  J770  hasta  i  859,  solo  en  tres  ocasio- 
nes (1829,  1833  y  i^50)  han  dejado  aquellosdepresentarse  al  pase  antes  de 
su  publicación;  pero  no  por  eso  ha  dejado  de  ser  notada  oportunamente 
aquella  falta  produciendo  las  reclamaciones  y  medidas  conducentes  á  sub- 
sanarla, para  que  en  ningún  tiempo  pudiera  invocarse  como  precedente 
contrarío  á  las  regalías  de  S.  M.  Queda  pues  demostrado  al  parecer  del 
Consejo,  que  ora  se  atieuda  al  fundamento  y  objeto  del  pase  regio,  ora  al 
sentido  v  recta  inteligencia  de  las  leyes  que  lo  establecen,  y  ora  en  Gn  al 
uso  que  han  tenido  y  tienen  estas  leyes,  la  Encíclica  de  que  se  trata  está 
sujeta  por  su  naturaleza  aJ  plácito  Real. 

¿Se  sostendrá  acaso  que  las  antiguas  leyes  y  pragmáticas  que  lo  esta- 
blecían se  hallan  boy  tácitamente  derogadas  por  efecto  de  la  publicación 
del  concordato  de  185J?  La  pastoral  con  que  el  M.  R.  Arzobispo  de  Valla- 
dolid  ha  publicado  la  Encíclica,  insinúa  vagamente  esta  errada  opinión;  y 
el  M.  R.  Nuncio  que  era  de  Su  Santidad  en  1852  la  sostuvo  paladinamente 
en  comunicación  dirigida  á.  ese  Ministerio  con  motivóle  haberse  declara- 
dasujeto  al  pase  el  breve  pontiiicío  en  1850  concediendo  un  jubileo  uni- 
versal. Decía  entonces  aquel  prelado,  que  después  de  haberse  convenido 
en  el  artículo  3.**  del  concordato  que  ano  se  pondrá  impedimento  alguno 
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i  Kw  prelados  en  el  ejercicio  de  sus  tinciones,»  en  el  4."  que  nmt  todii  \m 
cosas  que  pertenecen  al  derecho  y  ejercicio  de  la  autoridad  edesiáMica... 
los  obispos  gozarán  la  plena  libertad  que  establecen  los  sagrados  cáno- 
nes,)! y  en  el  45  que  «se  'tendrán  por  revocadas  en  cuanto  al  concordato 
se  oponen,  las  leyes,  órdenes  y  decretos  publicados  hasta  ahora  de  cual- 
quier modo  y  forma  en  los  dominios  de  España,»  y  siendo  atribución  de 
los  diocesanos  promulgar  y  ejecutar  las  bulas  y  breves  pontificios,  así  co- 
mo es  parte  sustancial  de  la  dii^cíplina  eclesiástica  la  libre  comunícacioQ 
entre  les  obispos  y  la  Santa  Sede,  deben  entenderse  revocadas  las  antiguas 
leyes  que  con  la  formalidad  del  pase  regio,  ponian  impedimento  á  los  pre- 
lados en  el  ejercicio  de  su  ministerio,  y  coartaban  la  libertad  de  los  mis- 
mos  en  el  desempeño  de  su  autoridad,  y  que  por  .'as  mismas  circunstan- 
cias resultan  ser  contrarias  á  lo  estipulado  en  el  concordato. 

Para  contestar  á  esta  objeción  basta  reproducir  lo  que,  consultado  el 
Consejo  Real  sobre  e^ta  comunicación  def  M.  R.  Nuncio,  espuso  entonces 
al  Gobierno.  c<No,  decia  entonces  el  Consejo,  los  articules  (del  Concordato) 
invocados  se  limitan  á  derogar  las  novedades  introducidas  por  los  distur- 
bios de  los  tiempos,  y  no  puede  imaginarse  qne  en  el  restablecimienio 
que  aquellos  envuelven  haya  sido  el  ánimo  del  Gobierno  ir  mas  allá  de  la 
época  de  la  muerte  de  Femando  Vil.  En  cualquier  caso,  el  Gobierno  ha  te- 
nido buep  cuidado  de  salvar  espresamente  en  el  mismo  Consejo  las  Reales 
prerogativas  de  la  Corona,  y  la  de  que  se  trata  es  demasiado  trascenden- 
tal é  importante  para  que  pueda  entenderse  abandonada  sin  una  diBClara- 
cion  espresa.  No  se  cansará  el  Consejo  de  repetirlo:  en  buena  ley  es  impo- 
sible imagioar  míe  un  Ministro  español  haya  podido  ni  sea  capaz  de  aban- 
donar una  sola  de  las  conquistas  hechas  en  los  reinados  de  Femando  VI, 
Carlos  III,  Carlos  IV  y  Fernando  Vil.» 

Asi  opinaba  el  Consejo  Real  doce  años  há  sobre  la  pretendida  deroga- 
ción por  el  concordato  de  las  leyes  recopiladas  que  tratan  del  pase  ré^^ 
y  lo  mismo  opina  ahora  el  de  Estado;  y  para  fundar  mas  esta  opinión, 
basta  leer  atentamente  los  articules  que  se  citan  del  concordato  y  tener 
en  cuenta  su  objeto  y  las  circunstancias  en  que  se  celebró.  Después  de  un 
largo  periodo  de  incomunicación  con  la  Santa  Sede,  en  el  cual  muchos 
obispos  hablan  sido  perseguidos,  las  iglesias  habian  estado  huérfanas  de 
sus  pastores,  los  que  quedharon  en  ellas  estuvieron  materialmente  impe- 
didos de  ejercer  su  sagrado  ministerio  en  las  cosas  mns  importantes,  como 
la  celebración  de  órdenes;  los  templos  habian  sido  privados  no  solo  de  sUs 
bienes  raices^  sino  hasta  de  sus  alhajas  y  vasos  sagrados;  después,  en  fin, 
de  muchos  actos  notoriamente  r.ontraríos  al  derecho  y  verdadera  libertad 
de  la  Iglesia,  vino  el  concordato  de  1851  á  restablecer  las  interrumpidas 
relaciones  entre  nuestro  Gobierno  y  el  Padre  común  de  los  fieles.  ¿Qué 
podia  significar  en  aquellas  circunstancias  el  art.  3.^  de  este  convenio,  en 
el  cual  se  estipuló  que  no  se  pondría  impedimento  á  los  prelados  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  ni  se  fes  molestaría  en  cuanto  se  refiere  al  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  su  cargo?  Significaba  lo  que  en  la  segunda  parte 
del  mismo  articulo  y  como  adversativa  de  la  primera  espresaron  las  partes 
contratantes,  á  s  ber:  que  «antes  bien  cuidaran  todas  las  autoridades  del 
reino  de  guardarles  (á  los  prelados  y  ministros)  y  que  se  les  guarde  el 
respeto  y  consideración  debidos  segnn  los  divinos  preceptos,  y  de  <¡ue  no 
se  les  haga  cosa  alguna  que  pueda  causarles  desdoro  ó  menosprecio.»  Es 
decir,  que  no  se  pondría  ningún  impedimento  ilegítimo  al  ministerio  epis- 
copal, como  lo  eran  aquellos  con  que  habia  sido  obstruido  y  eotbarazado 
en  los  periodos  revolucionarios  Porque  las  formalidades  que  desde  tiem- 
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K08  antiguos  soo  iodispensables  para  publicar  y  ejecutar  en  España  las  ba- 
is  pootiGcías,  DO  eran  di  soo  verdaderos  ínipediineDtos  del  ejercicio  del 
ministerio  pastoral,  sino  la  forma  eo  que  en  España  se  ejercía  este,  así 
en  los  tiempos  de  Carlos  Y  y  Felipe  il,  come  en  los  de  Carlos  III  y 
Fernando  Vil. 

No  es  menos  inaplicable  á  la  prerogativa  del  pase  regio  la  disposición 
del  art  4  .^  del  concordato.  En  él  se  dice  que:  uen  todas  las  demás  cosas  que 
pertenecen  al  derecho  y  al  ejercicio  de  la  autoridad  eclesiástica  y  al  mi- 
nisterio de  las  órdenes  sagradas,  gozarán  los  obispos  y  el  clero  la  ple- 
na libertad  que  establecen  los  sagrados  cánones.  ¿Pero  qué  libertad  es 
esta  á  que  aquí  se  alude?  ¿Puede  ser  otra  acaso  quela  que  la  Iglesia  dis- 
frutaba antes  que  ocurrieran  las  turbaciones  de  la  disciplina  eclesiástica, 
que  hablan  hecho  necesario  el  mismo  concordato?  Si  este  se  celebró  para 
restablecer  las  relaciones  interrumpidas  entre  la  Santa  Sede  y  la  corte  de 
España,  es  claro  que  su  objeto  no  pudo  ser  otro  que  restablecer  también 
las  cosas  de  la  Iglesia  al  estado  que  tuviesen  antes  del  rompimiento,  es- 
cepto  aquello  que  por  espresa  estipulación  y  no  por  frases  vagas  se  arre- 
glase de  diferente  modo.  Los  cánones  á  que  alude  este  artículo  son  los  re- 
cibidos y  practicados  desde  antiguo  en  España,  y  no  aquellos  que  por  pri- 
vilegios ó  costumbres  no  tuvieron  nunca  cabal  cumplimiento,  ó  son  por 
lo  menos  los  cánones  entendidos  y  practicados  desde  antiguo  en  la  forma 
que  requieren  nuestras  leyes  y  costumbres.  Y  sí  en  este  punto' hubiera q 
entendido  las  partes  contratantes  introducir  alguna  novedad,  si  hubieran 
intentado  derogar  alguna  de  las  regalías  seculares  de  ia  Corona,  ¿có.no  no 
habían  de  cosignar  espresamente  su  propósito?  Pues  qué,  una  frase  vaga 
ó  de  doble  sentido  y  que  pueda  esplícarse  de  modos  tan  diversos,  ¿es  bas- 
tante para  derogar  no  una,  sino  todas  las  regalías  de  la  Corona  en  el  or- 
den eclesiástico,  las  cuales  constituven  otras  tantas  escepcíones  del  dere- 
cho común  canónico?  Porque  sí  pudiera  suponerse  derogada  la  prerogativa 
del  pase  por  contraria  á  la  libertad  eclesiástica  á  que  se  refiere  el  art.  4.** 
del  concordato,  sería  forzoso  suponer  también  abolidas  todas  las  otras  que 
no  tienen  su  apoyo  en  las  decretales  ni  en  convenios  celebrados  con  la 
Santa  Sede;  y  enceste  caso  se  halla  el  derecho  de  alsar  las  fuerzas  de  los 
eclesiásticos  y  otras  antiguas  prerogativas  Tampoco  puedeentenderse de- 
rogada por  el  art.  43  del  concordato  la  regalía  en  cuestión,  üícese  en  el 
que  «todo  lo  demás  perteneciente  á  personas  ó  cosas  eclesiásticas,  sobre 
lo  que  no  se  provee  en  los  artículos  anteriores,  será  dirigido  y  adminis- 
trado .según  la  disciplina  de  la  Is^lesia  canónicamente  vigente.»  Nada  se 
proveyó  en  efecto  en  el  concordato  sobre  el  pase  y  retención  de  bulas;  pe- 
ro ¿cuál  era  la  disciplina  canónica  vírente  en  España,  sino  la  consicnada 
en  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación?  ¿No  lo  era  acaso  lo  establecido 
en  la  pragmática  de  4768?  La  di:»ciplína  que  por  espacio  de  siglos  se  ob- 
serva en  un  país  á  ciencia  y  paciencia  de  la  Iglesia  y  de  su  Jefe  sunremo, 
esa  es  la  vigente  con  arreglo  á  los  cánones,  aunque  no  sea  del  todo  con- 
forme con  el  derecho  común  y  no  haya  obtenido  nunca  de  la  Santa  Sede 
una  confirmación  espresa.  Si  el  art.  43  restableciera  c<imo  se  supone  el  de- 
recho común  canónico  en  cuanto  á  cosas  y  personas,  sobre  todo  lo  que  no 
se  haya  proveído  en  el  concordato,  seria  necesario  admitir  todo  el  cuerpo 
de  las  decretales  como  derecho  vigente  en  España  y  tener  en  su  conse- 
cuencia por  derogadas  las  infinitas  leyes  de  nuestros  códigos  que  con  él  no 
concuerdan.  ¿Y  ha  sido  esta  nunca  la  intención  de  la  Santa  Sede,  ni  me- 
nos del  Gobierno  que  estipuló  aquel  convenio?  Aunque  se  negara  por  un 
momento  al  Soberado  la  ñicultad  que  le  corresponde,  cooio  esencial  á  su 
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sobertoia,  de  impedir  en  sus  Estados  la  publicaciOD  de  leyes  que  la  me- 
Doscabeo,  y  do  se  reconociera  eD  su  coDsecuencin  á  laprerofiativa  del  pa- 
se otro  origen  legítimo  que  la  costumbre,  siendo  esta  tamb.en.  como  lo 
es^  fuente  del  derecho  canónico,  no  podría  negarse  su  eflcacia  en  el  caso 
présenle. 

Y  no  solo  es  costumbre  secular  en  España  y  con  todos  los  requisitos 

3ae  el  derecho  requiere  para  que  sea  efectiva,  la  del  reconocimiento  previo 
e  las  bulas  pontificias,  sino  que  ha  sido  casi  siempre  respetada  y  á  veces 
reconocida  por  el  Soberano  Pontífice  y  sus  delegados.  Según  resulta  del 
espediente  original  que  el  Consejo  tiene  á  la  vista,  el  Sr.  Marqués  de  Gri- 
noaldi,  Ministru  de  Estado  en  i770,  decia  ai  Presidente  del'  Consejo  que 
«deseando  el  Papa  publicar  una  encíclica  que  ba>escrito  á  todos  los  obispos 
juntamente  con  la  oula  del  jubileo  que  ha  concedido  á  toda  la  cristiandad 
con  motivo  de  su  exaltación  á  la  silla  apostólica,  me  ha  reruttido  por  me- 
dio de  D.  Tomás  Aspuru,  Ministro  de  España  en  Roma,  un  ejemplar  para 
que  llegue  á  noticia  del  Rey  antes  que  se  haga  notoria  en  sus  dominios.» 
A  este  testimonio  irrecusable  puede  agregarse  que  la  mayor  parte  de  las 
encíclicas  y  breves  posteriores  de  que  antes  se  ha  hecho  mención  fueron 
c<muoicados  al  Gobierno  por  los  M.  RR.  Nuncios  antes  de  su  publicación 
y  ni  lo  uno  ni  lo  otro  habría  tenido  lugar  si  la  Santa  Sede  no  hubiera  re- 
conocido nunca  la  prerogativa  de  que  se  trata. 

No  es  menos  deleznable  el  argumento  que  se  ha  pretendido  deducir 
contra  la  prerogativa  del  art.  45  del  mismo  concordato,  por  el  cual  se  re- 
vocan, en  cuanto  á  él  se  opongan,  las  leyes,  órdenes  y  decretos  publicados 
basta  ahora  de  cualquier  modo  y  forma  en  los  dominios  de  España.  Una 
vez  demostrado  que  ni  el  art.  3.",  ni  el  4.*,  ni  el  43  del  mismo  concordato 
contiene  nada  que  esté  en  oposición  con  la  misma  prerogativa,  y  nó  te- 
niendo la  menor  relación  con  ella  todos  los  demás  artículos,  claro  es  que 
U  derogación  contenida  en  el  45  no  puede  referir5e  á  las  leyes  recopiladas 
que  tratan  de  este  asunto.  Derógaose  en  efecto  por  el  concordato  algunas 
le^ea;  pero  son  aquellas  que  están  en  abierta  contradicción  c<»n  sus  pres- 
cripciones, poraue  versando  sobre  la  misma  materia,  la  arreglan  de  un  mo- 
do contrarío  ó  aiferenf  e.  Y  no  solamente  no  hay,  como  queda  dicho,  en 
aquel  convenio  ninguna  disposición  que  derogue  ni  que  coarte  siquiera  las 
antiguas  r^ígalías  de  la  Corona,  sino  que  en  el  art.  44  «el  Santo  Padre  y 
S.  M.  C.  declaran  quedar  salvas  é  ilesas  las  prerogativas  de  la  Corona  de 
España,  en  conformidad  á  los  convenios  anteriormente  celebrados  entre 
ambas  potestades.»  Y  como  esta  última  cláusula  no  contiene  la  limitación, 
sino  ei  fundamento  de  la  primera,  toda  vez  que  si  hubiera  querido  restrin- 
girse aquella  declaración  tan  solo  á  las  prerogativas  reconocidas  en  los 
concordatos  antiguos,  se  habría  empleado  alguna  frase  esclusíva  de  las  de- 
más, es  claro  que  las  prerogativas  á  que  alude  el  artículo  son  todas  lasque 
de  antiguo  tema  y  Yema  ejerciendo  la  Corona  en  materias  eclesiásticas  ó  de 
fuero  misto. 

Pero  si  todavía  se  abrigara  alguna  duda  sobre  la  trascendencia  de  la 
declaración  referida,  bastaría  para  desvanecerla  el  Real  decreto  de  i 7  de 
octubre  de  i85i,  por  el  cual  lueron  admitidas  las  letras  apostólicas  espe- 
didas por  Su  Santidad  en  confirmación  del  Concordato.  En  este  documen- 
to se  hacía  mención  de  lo  convenido  en  los  artículos  34,  43  y  45,  casi  con 
los  misinos  términos  empleados  en  ellos,  y  para  evitar  sin  duda  que  en 
ningún  tiempo  pudieran  estos  interpretarse  en  sentido  desfavoruble  á  las 
Reales  prerogativas,  mandó  S.  M.  en  el  art.  I.®  de  dicho  Real  decreto  que 
aquellas  letras  apostólicas  se  publicaran  en  la  forma  ordinaria,  Hsinperjui- 
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eio  de  las  regaifas,  derechos  y  facultades  de  la  Real  Corona.»  Después  de 
esto,  ¿podría  racionaimeDte  suponerse  que  el  concordato  haya  derogado 
ninguna  de  estas  facultades,  derechos  y  regalías? 

Demostrados  los  sólidos  fundamentos  de  la  prerogativa  del  pase  régío 
por  la  necesidad  de  mantener  la  independencia  y  la  concordia  entre  ambas 
potestades,  por  las  anticuas  leyes  del  reino  que  lo  establecen  y  por  su 
constante  uso,  y  probado  asimismo  que  la  Encíclica  se  halla  sujeta  á  él 
por  su  propia  naturaleza  y  su  contenido,  sin  que  le  exima  de  esta  formali- 
dad lo  convenido  en  el  último  concordato ,  procede  examinar  el  punto  de 
su  admisión  Qomo si  no  se  hubiera  publicado  todavía,  porque  la  circunstaB- 
cía  de  haberlo  sido  será  apreciada  después  por  el  Consejo. 

La  Encíclica  QuarUa  cura,  separándose  un  tanto  de  la  costumbre  ob- 
servada en  otras  ocasiones,  contiene  á  la  vez  la  condenación  de  muchos 
errores  religiosos  y  morales  y  la  concesión  de  un  jubileo  universa!  á  todo 
el  orbe  católico,  lo  cual  ha  solido  hacerse  las  mas  veces  en  distintos  breves 
ó  letras  apostólicas.  La  concesión  del  jubileo  es  un  acto  de  la  potestad  es- 
dusiva  del  Romano  Pontílíce  que  kis^'alólicos  deben  recibir  con  reveren- 
cia y  profundo  agradecimiento.  Nuestros  Monarcas  no  pusieron  el  menor 
obstáculo  á  estas  gracias  pontifícias,  antes  bien  las  solicitaron  alguna  vez 
y  se  mostraron  reconocidos  por  ellas 

Los  errores  condenados  en  el  mismo  documento  son  por  regla  general 
contrarios  á  la  fé,  á  las  buenas  costumbres  ó  al  orden  social,  y  por  lo  tanto 
nada  tiene  que  reparar  el  Consejo  en  cuanto  á  la  mayor  parte  de  ellos. 
Justa  y  fundada  es  la  reprobación  de  aquellos  hombres  que,  prometiendo 
libertad,  intentan  trastornar  los  fundamentos  de  la  religión  y  de  la  socie- 
dad civil  y  destruir  toda  virtud  y  justicia,  toda  vez  gue  esta  libertad  á  que 
se  alude  no  es  la  libertad  civil  y  política  que  garantizan  las  leyes,  sino  la 
licencia  que  los  preceptos  divinos  y  humanos  condenan. 

Dignos  son  también  de  ser  reprobados  los  errores  que  conducen  «á  im- 
pedir y  remover  aquella  imfluencia  ó  acción  (vis)  favorable  que  por  insti- 
tución divina  debe  ejercer  la  Iglesia  hasta  la  consumación  de  los  siglos,  no 
menos  respecto  á  cada  hombre  en  particular,  que  á  las  naciones ,  Tos  pue- 
blos y  sus  Príncip¡es  soberanos,  y  á  destruir  la  alianza  y  concordia  de  ideas 
entre  el  sacerdocio  y  el  imperio  que  siempre  hasido  feliz  j  saludable,  tanto 
ala  república  religiosa  como  á  la  cristiana.»  La  influencia,  la  acción,  la 
fuerza  de  que  en  este  lugar  habla  el  Santo  Padre,  no  es  ni  la  fuerza  ma- 
terial ni  menos  la  autoridad  temporal  que  en  la  edad  media  pretendieron 
atribuirle  algunos  Pontífices  sobre  los  reinos  y  lols  Príncipes  cristianos, 
sino  la  intervención  prudente  y  saludable  de  la  Iglesia  en  Ids  Estados  cató- 
licos, y  de  estos  en  la  misma  !gle>Ma,  que  como  ha  dicho  antes  el  Consejo. 
es  indispensable  para  mantener  la  independencia  y  Ja  concordia  entre  am- 
bas potestades.  Si  el  Consejo  pudiera  entender  de  otro  modo  la  vis  á  que 
se  refiere  el  Santo  Padre,  creería  que  debía  retenerse  esta  ciáusutli  por 
contraria  á  la  soberanía  de  la  Corona. 

Las  declaraciones  que  contiene  la  Encíclica  contra  los  que  aspiran  á 
organizar  el  Estado  prescindiendo  de  la  religión  ó  sin  diferencia  entre  la 
verdadera  y  las  falsas  religiones,  contra  los  que  añrman  que  el  Estado  no 
debe  imponer  penas  á  los  violadores  de  la  religión  católica,  sino  en  cuanto 
turben  la  paz  pública  contra  la  libertad  de  conciencia  y  de  cultos,  y  con- 
tra la  libertad  ilimitada  de  discusión  y  de  imprenta,  son  en  un  todo  con- 
formes con  nuestras  leyes,  cfue  penan  los  delitos  religiosos  aunque  no  per- 
turben la  tranquilidad  pública,  que  no  reconocen  la  libertad  de  cultos  ni 
aun  de  conciencia,  en  el  sentido  propio  de  esta  palabra,  y  que  no  admiten 
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lü  Ubertad  de  imprenta  bd  materias  de  dogma  y  de  moral.  Tampoco  se 
opone  á  nuestro  derecho  público  la  condenación  de  aquellos  que  sostienen 
uque  la  voluntad  del  pueblo  constituye  la  suprema  ley,  libre  de  todo  dere- 
cho divino  y  humano»  y  que  los  hechos  consunmados  en  el  orden  político, 
por  el  mero  hecho  de  serlo^  tienen  fuerza  de  ley.»  Ni  miestra  Constitución 
establece  como  otras  el  principio  de  la  soberanía  popular  ni  dentro  de  la 
doctrina  católica  puede  ésta  admitirse  como  superior  á  la  ley  divina,  ni 
la  teoría  de  los  hecljos  consumados  pasa  de  ser  una  opinión  particular  que 
ninguna  relación  tiene  con  las  leyes  ni  con  los  poderes  públicos. 

Las  declaraciones  de  la  Encíclica  contra  los  enemigos  y  perseguidores 
de  las  comunidades  religiosas  no  se  pueden  tamnoco  referir  á  España, 
donde  subsisten  todavía  algunas  de  dichas  comuniaades,  y  donde  el  con- 
cordato ha  venido  á  confirmar  tácitamente  la  supresión  hecha  en  otro 
tiempo  de  las  demás.  Lo  mismodebe  decirse  de  los  err  ores  con  rernien  tesa 
la  facultad  de  hacer  limosnas  en  público,  á  la  supresión  de  dias  festivos,  á 
fundar  esclusivamente  en  la  ley  civil  la  existencia  dé  la  familia  v  los  dere- 
chos de  la  patria  potestad,  y  á  su|flrimir  toda  influencia  de  la  Iglesia  cató- 
lica en  la  enseñanza  y  educación  de  la  juventud.  En  cuanto  á  la  supresión 
de  dias  festivos,  claro  es  que  alude  Su  Santidad  á  la  que  pudiera  intentar- 
se por  la  potestad  secular  y  no  á  la  que  podría  tener  efecto  por  la  autori- 
dad de  la  Iglesia,  y  la  intervención  del  clero  en  la  enseñanza  es  punto  con- 
cordado con  la  Santa  Sede  que  no  puede  dar  motivo  en  España  á  la  menor 
dificultad. 

Son  igualmente  admisibles,  por  su  conformidad  con  las  leyes  deEspaña 
las  cláusulas  que  condenan  las  sociedades  secretas;  á  los  que  invaden  y 
usurpan  los  oerechos  y  posesiones  de  la  Iglesia ;  á  los  que  niegan  á  ésta 
la  faculta^  de  decretar  nada  que  pueda  ligar  las  concienciaos  de  los  fieles 
en  orden  al  uso  de  las  cosas  templorales  y  á  los  que  sostienen  que  la  potes- 
tad eclesiástica  no  es  de  derecho  divino,  distinta  é  independíente  de  la  ci- 
vil, y  qué  no  se  puede  guardar  tal  distinción  ni  independencia  sin  que  la 
Iglesia  invada  y  usurpe  los  derechos  esenciales  de  la  misma  potestad. 

Pero  bay  en  la  Encíclica  otras  cláusulas  que  el  Consejo  debe  notar  cui- 
dadosamente, porque  pudirndo  tener  doble  sentido,  se  prestan  quizá  á 
interpretaciones  desfavorables  al  uso  de  las  Reales  prerogativas.  Importa 
mucho,  por  tanto,  poner  en  claro  este  punto  y  conceder  o  negar  e!  pase  á 
dichas  cláusulas  según  sea  &u  inteligencia.  Fundándose  el  Soberano  Pontí- 
fice en  la  autoridad  suprema  de  la  Iglesia  sobre  las  cosas  tocantes  al  orden 
esteríor,  condena  á  los  que  afirman  (tque  las  leyes  de  la  Iglesia  no  obligan 
en  conciencia  sino  cuando  las  promulga  la  potestad  civil;  que  los  actos  y 
decretos  de  los  Pontífices  Romanos  pertenecientes  á  la  religión  y  á  la  Igle- 
sia necesitan  la  sanción  y  aprobación,  ó  por  lo  menos  el  asentimiento  de  la 
misipa  potestad  civil;  que  la  Iglesia  no  tiene  derecho  de  reprimir  con  pe- 
nas temporales  á  los  quebrantadores  de  sus  leyes ,  y  que  se  pueden  negar 
sin  pecado  y  sin  ningún  perjuicio  de  la  profesión  católica  el  asentimiento 
y  ooediencia  á  las  decisiones  y  decretos  de  la  Silla  Apostólica»  cuyo  objeto 
se  declare  pertenecer  al  bien  general  de  la  Iglesia  y  á  sus  derechos  y  disci- 
plina, con  tal  Que  no  toque  á  los  dogmas  de  fé  ó  de  costumlnre.)) 

Es  innegable  la  potestad  de  la  Iglesia  en  lo  tocante  ai  orden  esterior 
de  la  misma;  también  lo  es  que  sus  leyes  obligan  en  conciencia  aun  cuan- 
do no  sean  promulgadas  por  la  potestad  civil.  Si  no  ea  otro  el  sentido  de  la 
prímera  de  las  cláusulas  anotadas^  ningún  reparo  se  ofrece  al  Consejo  en 
coapto  á  su  admisión.  Pero  si  de  esta  sana  doctrina  pretende  inferirseque 
Ja  pote9^d  civil  no  tiene  derecho  de  reconocer  previamente  los  -aotoe  y 
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decretos  pontiGcíos  y  de  oponerse  á  la  publicación  de  aquellos  gue  cedan 
^ü  iDcnoscabo  de  su  soberanía  ó  de  la  uiilídad  general,  el  Consejo  entien- 
de que  semejante  doctrina  es  inadmisible  en  España  por  ser  contraria  á  la 
Real  prerogativa  del  plácüum  regium,  Y  si  este  es  un  derecho  innegable 
de  la  Corona,  como  quedó  demostrado  én  otro  lugar,  y  si  la  ley  de  Dios  que 
obliga  á  obedecer  al  Papa  no  obliga  menos  al  subdito  á  obedecer  á  su  So- 
berano y  á  las  leyes  de  su  país,  claro  es  que  en  semejante  conflicto  podrían 
no  obedecerse  sin  pena  los  decretos  pontificios  que,  perteneciendo  al  orden 
de  la  disciplina  externa  y  no  versando  sobre  dogmas  ni  sobre  moral  cris- 
'  tia\)a,  no  hubieran  obtenido  el  pase  del  Soberano.  Jesucristo  mandó  obe- 
decer á  las  potestades  de  la  tierra :  San  Pablo  mandó  prestar  la  misma 
obediencia  aun  á  los  Principes  injustos,  aun  á  los  preceptos  injustificados, 
¿romo  ha  de  escusarse,  pues,  al  súb.dito  católico  que  no  prestara  obedien- 
cia á  los  decretos  de  la  corte  romana  cuando  se  lo  prohiba  una  ley  de  su 
Soberano?  Así  pues,  entendida  esta  cláusula  sin  perjuicio  de  las  prerogati- 
vas  de  la  Corona,  podria  concedérsele  eljregium  exequátur,  pero  no  en  la 
forma  en  que  se  halla,  ni  sin  esta  limitación,  porque  podria  prestarse  á  in- 
terpretaciones peligrosas. 

Puede  también  la  Iglesia  reprimir  con  penas  temporales  á  los  quebran- 
tadores  de  sus  leyes,  pero  no  sin  impartir  el  auxilio  de  la  potestad  secular 
dentro  de  los  límites  que  esta  acuerde  otorgárselo.  Si  la  potestad  temporal 
á  que  se  refiere  esta  cláusula  se  entiende  asi  limitada,  ó  si  alude  á  la  que 
como  Soberano  temporal  ejerce  el  Romano  PonlíUce  en  sus  Estados,  no 
debería  haber  reparo  en  concederle  el  pase.  Pero  si  se  entendiera  que  la 
doctrina  condenada  era  la  de  que  la  Iglesia  no  ejerce  por  sí  misma  en  los 
Estados  independientes  ningún  acto  de  la  autoridad  temporal  y  coactiva 
que  es  parte  de  la  soberanía,  el  Consejo  cree  que  no  debería  ser  admitida 
esta  cláusula,  porque  de  lo  contrario  podria  creerse  que  la  Iglesia  era  com- 
partícipe con  el  Estado  en  la  soberanía  temporal,  lo  cual  ni  es  conforme 
con  la  ley  de  Dios  que  dijo  que  su  reino  no  era  de  este  mundo,  ni  tampoco- 
con  las  leyes  de  España. 

Pasa  aliora  el  Consejo  á  examinar  el  llamado  St/llabus,  sin  ocuparse  en 
las  letras  apostólicas  de  1846  publicadas  también  con  la  Encíclica,  porque 
estas  obtuvieron  á  su  tiempo  el  plácito  Real.  Partiendo  pues  el  Consejo  de 
que  el  Syllabus  sea  un  documento  auténtico  ó  de  que  produzca  de  cual- 
Xfuier  modo  efectos  de  tal,  reconoce  desde  luego  la  justicia  y  conveniencia 
de  la  mayor  parte  de  sus  declaraciones,  pero  no  puede  menos  de  notar  al- 
gunas que  tienen  estrecha  relación  con  las  reparadas  en  la  Encíclica. 

Las  declaraciones  comprendidas  en  los  párrafos  primero,  segundo,  ter- 
cero y  cuarto  contra  errores  del  panteísmo,  del  naturalismo,  del  racio- 
nalismo absoluto  y  moderado,  el  indiferentismo,  el  iatitudinarismo,  el  so- 
cialismo, el  comunismo  y  las  sociedades  secretas,  bíblicas  y  clérico-libo- 
rales,  comprenden  en  su  casi  totalidad  doctrínas  incuestionables  de  la 
Iglesia  Católica  ó  de  la  disciplina  eclesiástica,  y  pueden  ser  admitidas  siti 
escrúpulo.  Mas  en  el  párrafo  6.*  que  trata  de*  los  errores  relativos  á  la 
Iglesia  y  sus  derechos,  no  puede  menos  de  notar  el  Consejo  algunas  decla- 
raciones que,  ó  son  notoriamente  contrarias  á  las  prerogativas  Reales,  ó 
se  prestan  fácilmente  á  ser  interpretadas  en  este  sentido.  La  señalada  con 
ei  número  20,  que  condena  sin  ninguna  limitación  la  doctrína  de  los  que 
sostienen  que  la  potestad  eclesiástica  puede  ejercer  su  autoridad  sin  la 
venia  ó  asentimiento  del  Gobierno;  la  qne  en  et  número  28  reprueba  á  fos 
que  niegan  á  los  obispos  la  facultad  de  promulgar  sin  esta  venia  las  letras 
upost6li<»s,  y  la  que  en  el  oíúmeh)  29  siguiente  condena  á  los  que  estiman 
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nulas  las  gracias  cnncedíiias  por  el  Sumo  PootíGce  qae  bo  liaytiD  sido  ím  - 
petradas  por  el  Gobierno,  sou  notoriamente  contrarias  á  las  prerogativas 
de  la  Corona  de  España,  á  no  ser  que  se  entiendan  con  graves  limitaciones 
de  que  ninguna  mención  se  hace  en  el  texto.  La  potestad  eclesiástica  pue- 
de ejercer  su  autoridad  por  regla  general  sin  la  venia  del  Gobierno  civil; 
pero  no  en  aquellas  cosas  en  qua  las  leyes  del  reino  no  se  lo  permiten,  sino 
cop  el  asentimiento  del  Soberano  ó  en  la  forma  que  las  mismasnrescriben. 
Y  sin  duda  no  se  reconoce  esta  escepcion  en  el  Syllabus,  cuando  en  el  nú* 
mero  28  se  condena  espresamente  la  prerogativa  del  pase  de  las  letras 
apostólicas.  Las  gracias  concedidas  por  el  PontIGce  y  no  interpretradas  por 
el  Gobierna  de  España  serán  ó  no  en  sf  mismas  írritas  ó  nulas,  pero  como 
obtenidaé  por  otro  conducto  que  el  único  es^tablecído  en  la  ley  12.*,  titu* 
lo  III,  libro  segundo  de  la  Novísima  Recopilación,  no  pueden  ser  ejecuta- 
das en  España.  Así  pues,  estas  cláusulas  deben  s^r  retenidas  y  suplicadas 
como  contrarías  alas  prerogativas  de  la  Corona  é  inconciliables  con  las  leyes 
que  en  España  rigen  sobro  este  punto  de  la  disciplina  esterna  de  la  Iglesia. 

Las  declaraciones  señaladas  con  los  números  24,  25,  30  y  31,  que  re- 
conocen la  ])ote§tad  temporal  de  la  iglesia  directa  é  Indirecta,  niegan  que 
los  obispos  ejerzan  alguna  concedida  por  la  potestad  civil,  no  dan  partici- 
pación ninguna  á  esta  en  la  concesión  déla  inmunidad  eclesiástica,  y  con- 
denan como  errónea  la  doctrina  contraria  al  fuero  de  los  clérigos  en  cau- 
sas temporales,  necesitan  alguna  limitación.  La  jurisdicción  eclesiástica 
no  se  puede  ejercer  en  España  en  materias  temporales,  sino  con  la  inter- 
vención y  auxilio  del  Soberano  que  ha  puesto  condiciones  al  nombramien- 
to de  los  provisores,  y  que  presta  su  fuerza  á  los  jueces  eclesiásticos  cuan- 
do tienen  que  hacer  uso  de  la  potestad  coactiva.  Cualquiera  que  sea  la 
opinión  del  Consejo  sobre  el  origen  de  la  inmunidad  eclesiástica,  es  lo 
cierto  que  nuestras  antiguas  leyes  la  consignan,  y  que  en  esta  parte  al  me- 
nos puede  bien  decirse  que  tiene  su  origen  en  el  derecho  civil.  Cualquiera 
oue  sea  también  la  opinión  del  Consejo  sobre  la  necesidad  y  conveniencia 
del  fuero  eclesiástico  en  las  causas  temporales  y  la  facultad  del  Soberano 
para  restringirlo  ó  modificarlo,  es  lo  cierto  qué  nuestras  antiguas  leyes  lo 
han  modificado  y  restringido  sin  el  acuerdo  de  la  Santa  Sede,  y  que  estas 
leyes  subsisten  y  se  han  hallado  en  vigor  á  ciencia  y  paciencia  de  Ips  Pa- 
pas por  espacio  de  mas  de  un  siglo.  No  deben  por  lo  tanto  admitirse  las 
declaraciones  comprendidas  en  los  cuatro  números  últimamente  citados, 
sino  con  la  reserva  de  aen  cuanto  no  se  opongan  á  los  derechos  y  preroga- 
tivas del  Estado,  según  hoy  se  usan  y  practican.»  No  desconoce  el  Consejo 
que  esta  materia  del  fuero  eclesiástico  adolece  hoy  en  España  de  alguna 
indeterminación  por  las  vicisitudes  de  los  tiempos,  las  reformas  que  en  él 
se  han  introduciao  desde  el  reinado  de  D.  Carlos  III,  y  lo  consignado  en  el 
último  Concordato;  pero  si  esto  puede  ser  un  motivo  pafa  que  el  Gobierno 
se  apresure  á  convenir  con  la  Santa  Sede  el  arreglo  j^ue  en  este  punto  es 
cada  dia  mas  indispensable  y  urgente,  no  lo  es  de  modo  alguno  para  que 
se  niegue  al  Estaoo  toda  autoridad  é  intervención  en  lo  que  se  dispongu 
sobre  tan  .importante  materia. 

Las  declaraciones  que  se  hacen  en  los  párrafos  sexto,  sétimo,  octavo, 
noveno  y  décimo  relativos  á  errores  sobre  la  sociedad  civil,  la  ética  natural 
y  cristiana,  el  matrimonio,  la  soberanía  del  Romano  Pontífice  y  el  Ubera- 
lismo  moderno  son  en  su  mayor  parte  admisibles,  por  mas  que  algunas  ne- 
cesiten ser  interpretadas.  En  el  número  41  ai  arecen  condenados  los  recur- 
sos que  en  España  se  llaman  de  fuerza  y  en  otras  partes  de  abuso,  así  co- 
mo eJ  regium  exequátur.  Esta  declaración  es  desde  luego  contraria  á  lu 
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regalíasde  la  GoroDa  eo  las  dos  materias  indicadas.  Respecto  á  la  del  exe- 
quátur nada  tieoe  que  añadir  el  Coosejo  á  lo  mucho  que  lleva  dicho  en 
este  informe.  En  cuanto  á  los  recursos  de  fuerzh,  bástale  considerar  que 
existen  entre  nosotros  desde  la  anU'gfiedad  mas  remola,  que  se  hallan  esta- 
blecidos por  nuestras  antiguas  leyes,  que  no  fué  admitida  en  España  la 
bula  In  ccena  Domini  que  ios  condenaos,  y  que  se  han  practicado  en  tiem- 
po de  los  Monarcas  mas  piadosos  y  á  la  vista  de  todos  los  Pontiüces.  Si  se 
admitiera  hoy  la  doctrina  que  envuelve  el  número  4i,  quedaría  derogada 
para  siempre  tan  preciosa  regalía.  Es  indispensable,  pues  retenerla;  pero 
como  comprende  asi  á  los  Pnncipes  católicos  come  á  los  infieles,  esta  re- 
tención deberla  limitarse  á  los  primeros,  toda  vez  que  no  puede  sostener- 
se con.  fundadas  razones  tal  prero^liva  en  cuanto  á  aquellos  Monarcas 
que  no  profesan  la  religión  católica.  Las  declaraciones  de  los  números 
4^,  44,  49,  62  Y  80  pudieran  admitirse  con  las  protestas  correspondientes. 
Así  es  que  la  declaración  del  número  42  condenando  la  ddctrina  de  que 
en  el  conflicto  entre  ambas  protestades  debe  prevalecer  el  derecho  civil» 
no  e?  admisible  sino  con  la  escepcion  ya  antes  mdícada  de  que  en  el  caso 
de  proceder  dicho  conflicto  de  bulas  ó  rescriptos  retenidos,  no  han  de  en- 
tenderse por  eso  obligados  los  subditos  á  su  observancia.  La  declaración 
del  número  44,  que  niega  á  la  potestad  secular  el  derecho  de  jusgar  las 
instrucciones  de  los  prelados,  na  de  entenderse  sin  perjuicio  del  derecha 
de  la  potestad  temporal  para  impedir  la  publicación  de  tales  instrucciones 
en  el  caso  de  que  se  intentara  con  ellas  turbar  la  paz  pública  ó  amenguar 
los  derechos  de  la  soberanía.  La  declaración  del  núm.  49,  que  niega  á  la 
autoridad  civil  el  derecho  de  impedir  la  libre  comunicación  de  los  prela- 


dos y  los  fieles  con  el  Romano  Pontííice,  no  puede  admitirse  tampoco  siao 
con  la  reserva  de  que  no  han  de  entenderse  por  ella  modificadas  tas  leyes 
que  tratan  de  la  manera  de  dirigir  las  preces  á  Roma,  y  del  pase  de  las 


latras  apostólicas.  La  declaración  del  número  62,  contraria  al  principio  de 
DO  intervención,  si  se  limita  al  deber  que  tiene  todo  Príncipe  católico  de 
ayudar  á  la  Santa  Sede  para  impedir  las  persecuciones  de  la  Iglesia  basta 
donde  racionalmente  alcancé  su  poder,  puede  también  admitirse,  pero  no 
en  un  sentido  mas  general,  ni  entendiéndose  que  por  ella  se  obligue  al 
Estado  á  no  practicar  nunca  aunque  lo  exijan  imperiosamente  los  intere- 
ses públicos,  la  politica  de  no  intervención  según  convenga  á  sus  miras. 
Y  por  último,  la  declaración  del  art.  80,  en  que  parece  condenarse  la  ci- 
vilización moderna  y  el  liberalismo,  no  puede  aludir  al  parecer  del  Conse- 
jo sino  á  la  falsa  civilización  y  al  liberalismo  irreligioso,  que  partiendo  del 
principio  de  libre  examen  aun  en  materias  de  dogma  y  moral,  no  recono- 
ce otro  criterio  que  el  de  la  razón  y  se  confunde  a  veces  con  el  protestan* 
timo  en  cuanto  a  su  origen  filosófico. 

En  este  mismo  sentiao  entiende  el  Consejo  todas  las  demás  declaracio- 
nes del  Syllabus  contrarias  á  la  tilosoña.  Las  proposiciones  relativas  á  la 
enseñanza  pública  no  tienen  relación  con  España,  donde,  como  se  ha  di- 
cho antes,  está  concordada  la  intervención  que  en  ella  ha  de  tener  el  cle- 
ro. Tampoco  la  tiene  la  del  número  50,  que  trata  de  la  presentación  <)e 
obispos  hallándose  concordado  entre  nosotros  el  Real  patronato,  ni  las  del 
párrafo  octavo,  que  tratan  de  la  indisolubilidad,  carácter  sacraniental  é 
impedimentos  del  matrimonto,  toda  vez  que  las. leyes  del  reino  son  en  un 
tooo  conformes  con  las  de  Iq  Iglesia  en  esta  materia.  El  Syllabus  por  lo 
tanto  no  debe  admitirse  sino  con  las  restricciones  indicadas  respecto  á  los 
números  24,  25,  30, 31,  42,  44,  49,  62  y  80,  y  reteniéndose  los  párrafos 
señalados  con  los  números  20,  28, 29  y  4i. 
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CoDlestando  ahora  el  Consejo  al  segundo  de  los  puntos  consultados*  á 
saber:  si  las  cláusulas  que  se  retengan  deberán  ser  suplicadas,  no  duda  en 
hacerlo  afirmativaroente.  Aunque  la  retención  de  bufas  y  breves  pon  tifí- 
elos se  funda  como  qaeda  dicho  en  los  derechos  esenciales  á  la  soberanía, 
la  concordia  entre  ambas  potestades  exige  que  siempre  que  haya  entre 
ellas  alguna  diferencia  se  procure  que  desaparezca  por  mutuo  convenio. 
Nuestros  antiguos  jurisconsultos,  que  eran  tau  celosos  como  sabios  defen- 
sores de  la  soberanía  del  Estado,  no  entendieron  nunca  la  retención  do 
otro  modo.  La  súplica,  sIa  embargo,  deberia  hacerse  por  la  vía  diplomá- 
tica según  se  ha  practicado  otras  veces  y  en  los  términos  que  V.  É.  esti- 
me mas  oportunos  y  adecuados. 

¿Pero  cuál  ha  de  ser  el  modo  y  los  efecto&,de  esta  retención  parcial; 
una  vez  publicada  la  Encíclica  por  la  prensa  y  por  una  parte  ai  menos  dÁ 
los  obispos?  Cuando  no  eiistia  la  libertad  de  imprenta  v  cuando  los  me- 
dios de  publicidad  eran  muy  reducidos,  se  veriíicabaia  retención  de  loi 
breves  ya  publicados,  recociendo  á  mano  Real  los  ejemplares  espendidos. 
Así  lo  mandó  hacer  Carlos  III  con  el  edicto  del  inquisidor  general  publi- 
cando el  breve  en  que  se  prohibía  el  catecismo  de  Alesenglia  y  con  el  Mo- 
nitorio  de  Parma.  Mas  ¿es  posible  hacer  hoy  esto  mismo  con  la  Encíclica 
después  de  publicada  en  casi  tmlos  los  periódicos  del  reino  y  del  eslran- 
íero  que  por  él  circulan?  Y  si  no  es  posible  recojer  hoy  á  maño  Real  todo» 
los  ejemplares  de  este  documento,  ¿qué  se  conseguiría  con  semejante  acto? 
Seria  completamente  ínefícaz,  y  el  Gobierno  no  debe  adoptar  nunca  pro- 
videncias notoriamente  inefícaces.  Por  otra  parte,  una  vez  proclamada  la 
R«>al  prerogativa  en  cuya  virtud  no  pueden  ejecutarse  en  el  reino  los  de- 
cretos de  la  curia  romana  que  no  hayan  obtenido  el  eweqiuUur,  bástale  al 
Gobierno  hacer  públicas,  del  mismo  modo  que  lo  es  ya  la  Encíclica,  la  re-- 
lencion  que  imponga  á  las  cláusulas  de  este  documento  contrarias  á  los 
derechos  del  Estado,  así  como  las  restricciones  con  que  admita  otras  en 
justo  respeto  á  las  leyes  del  reino  y  regalías  de  la  Corona*  La  voluntad  de 
S.  M.  sobre  este  punto  ^dria  signilicarse  al  país  por  medio  de  un  Real 
decreto,  y  á  los  prelados  en  particular  por  una  circular  en  que  seles  ad- 
vierta la  obligación  en  que  se  hallan  de  no  dar  publicidad  a  la  Encíclica 
sino  con  las  retenciones  y  limitaciones  indicadas,  así  como  de  la  respon- 
sabilidad en  que  incurrirían  sí  no  las  tomaran  en  cuenta  al  hacer  dicha 
publicación.  As!  no  podría  nunca  decirse  que  el  Gobierno  de  S.  M.  habia 
consentido  ninguna  declaración  de  la  curia  pontificia  contraria  á  las  leyes 
del  reino  y  á  las  prerogativas  de  la  Corona. 

Por  último,  se  hará  cargo  el  Consejo  del  tercero  de  los  puntos  consul- 
tados sobre  la  aplicación  que  pueden  tener  la  pragmática  de  1768  y  los 
artículos  correspondientes  del  Código  penal  al  episcopado^  al  clero  v  á  la 
prensa.  Una  vez  demostrada  la  subsistencia  de  la  Real  prerogativa  del  pa- 
86y  es  evidente  que  los  obispos  y  demás  personas  que  sin  esta  formalidad 
han  publicado  la  Encíclica,  han  quebrantado  al  mismo  tiempo  la  pragmá- 
tica de  1768  y  el  art.  145  del  Código  penal.  Esta  pragmática,  que  castiga- 
ba con  las  penas  de  confiscación  y  estrañamienlo  á  los  legos  que  publica- 
ban sin  los  requisitos  legales  necesarios  breves  ó  despachos  pontibcios,  no 
señalaba  á  los  eclesiásticos  que  incurrían  en  el  mismo  delito  otra  pena 
que  la  que  los  jueces  de  su  fuero  yei  comisario  general  do  Cruzada  en- 
tendieran haber  merecido.  Pero  como  en  aquellos  tiempos  disfrutaba  ade- 
más la  Corona  una  potestad  distinta  de  la  judicial,  llamada  tuitiva  y  eco- 
oómica,  en  cuya  virtud  podia  á  su  prudente  arbitrio  estrañar  del  reina  y 
ocupar  las  temporalidades  á  los  eclesiásticos  inquietos  ó  desobedientes,  re- 
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servábaD!(e  en  todo  caso  los  Monarcas  hacer  uso  de  esta  autoridad  contra 
los  infractores  de  la  referida  pragmática.  Mas  no  siendo  ya  compatible  es- 
ta prerogativa  con  el  régimen  constitucional  vigente,  en  el  cual  no  pue- 


ma.  No  se  ocultó  sin  duda  á  los  autores  de4  Código  la  dureza  que  podria 
tener  en  algún  caso  la  peda  señaladi^;  pero  contaron  siempre  con  que  cual- 
quier inconveniente  que  su  aplicación  ofreciese,  se  podria  remcniíar  ha- 
ciendo  uso  la  Corona  de  la  facultad  de  conmutar,  indultar  y  amnistiar  que 
por  la  Constitución  le  corresponde.  El  art.  143  del  Código,  conformándose 
en  efecto  con  la  antigua  jurisprudencia,  custíi^a  á  los  que  siu  los  requisi- 
tos que  prescriben  las  leyes  ejecutaren,  dieren  curso  ó  publicaren  en  el 
reino  bulas,  breves,  rescriptos  ó  despachos  de  la  corte  pontilicia,  si  fueren 
legos,  con  las  penas  de  prisión  correccional  y  multa  de  300  á  3,000  duros, 
y  si  eclesiásticos,  con  estrañamiento  temporal,  y  en  caso  de  reincidencia, 
con  estrañamiento  perpetuo  Modificada  pues  la  pragmática  en  su  parte 
penal,  aunque  subsistente  en  todo  lo  restante,  es  claro  que  si  hubiera  de 
procederse  judicial ipeo le  contra  los  prelados  y  clérigos  que  hayan  publi- 
cado la  Encíclica,  no  podria  imponérseles  otra  pena  que  la  señalada  en  el 
referido  artículo  del  Código. 

También  estima  el  Consejo  incursos  en  el  mismo  artículo  á  losrespon* 
Rabies  de  los  periódicos  y  á  los  impresores  que  han  dado  publicidad  á  la 
Encíclica.  Si  en  la  ley  de  imprenta  hubiese  alguna  disposición  directa- 
diente  aplicable  al  caso,  la  mera  publicación  de  aquel  documento  consti- 
tuiria  un  delito  especial,  sujeto  á  la  penalidad  de  la  misma  leyl  No  ha- 
biendo en  esta  ningún  artículo  aplicable,  es  claro  que  tal  delito  no  debe 
«estimarse  como  de  imprenta,  y  que  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria,  no 
puede  ser  penado  de  otro  modo  que  con  arreglo  al  código.  Por  otra  parte» 
el  arl.  145  del  mismo  no  distingue  entre  los  diferentes  modos  en  que  pue- 
de veríGcarse  la  publicación  de  que  trata,  y  por  lo  tanto  todos  deben  en- 
tenderse comprendidos  en  la  prescripción.  Y  si  á  esto  se  opusiera  que  el 
art.  7.®  de  dicho  Código  escluye  por  regla  general  de  sus  disposiciones  lo.s 
delitos  de  imprenta,  fácilmente  se  desvanecería  esta  objeccion  considerando 
que  nunca  puede  estimarse  el  hecho  en  cuestión  por  su  propia  naturaleza 
como  mero  delito  de  imprenta,  y  que  sí  tal  interpretación  se  admitiese, 
resultaría  castigada  con  mucha  mayor  pena  la  simple  publicación  por  es- 
crito ó  de  palabra,  que  la  que  se  hiciera  por  medio  de  la  prensa,  castigán- 
dose mas  por  lo  tanto  la  menor  que  la  mayor  publicidaa  de  los  decretos 
pontificios  que  no  hayan  obtenido  el  pase. 

Esto  es  lo  que  el  Consejo  opina,  examinada  la  cuestión  únicamente  en 
el  terreno  de  la  legalidad,  y  prescindiendo  de  todas  las  circunstancias  y 
consideraciones  que  tal  vez  deben  tenerse  presentes  para  su  resolución. 
El  Consejo  no  puede  desconocer  que  tratándose  de  un  delito  de  crea- 
ción puramente  legal,  cometido  ya  por  un  sinnúmeroconsiderable  de  pre- 
lados, y  menos  con  intención  de  delinquir  que  de  defender  principios  é 
intereses,  aunque  los  unos  sean  erróneos  y  los  otros  equivocados,  podría 
ofrecer  graves  inconvenientes  para  la  paz  pública  y  para  el  orden  moral 
de  la  sociedad  la  aplicación  rigorosa  de  las  leyes  penales.  Pudiera  suceder 
dun  que  procesados  unos  cuantos  obispos  por  este  delito,  el  interés  de 
clase,  la  pasión  ó  el  amor  propio  ofendido  estimulasen  á  otros  muchos  que 
aun  no  han  faltado,  á  unir  ¡tu  suerte  con  la  de  los  primeros.  Y  como  mu- 
chos, ó  la  mayor  parte  de  estos  son  Senadores,  y  por  consiguiente  no  pue- 
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éen  ser  juzgados  siuo  por  el  Cuerpo  á  que  pertenecen,  daríase  lagar  á  un 
gravísimo  escándalo,  si  el  Gobierno  acusara  ante  el  Senado  á  unos  cuan- 
ios  obispos  con  la  foruia  solemne  y  el  aparato  estrepitoso  que  requieren 
tales  juicios;  ó  si  después  de  empezar  el  procedimiento  y  creciendo  el 
número  de  los  delincuentes,  tuviera  que  retroceder  en  este  camino  por  no 
ser  posible  procesar  á  un  tiempo  á  todo  el  episcopado. 

til  Cousejo  ha  examinado  con  gran  detenimiento  la  posibilidad  de  tan 
f^rave  conflicto,  y  no  duda  en  aflriuar  que,  si  responsabilidad  puede  liaber 
p  ira  el  Gobierno  en  no  ejecutar  las  leyes  en  el  caso  presente,  la  habria 
iiiudio  mayor,  si  aplicándolas  en  todo,  su  rigor,  diera  lugar  á  graves  es- 
cándalos y  tal  vez  a  un  cisma. 

Para  conjurar  tales  peligros  sin  comprometer  el  respeto  que  merecen 
ias  leyes,  hay  sin  embargo  algún  medio  en  sentir  del  Consejo.  Aunque  el 
Monarca  no  tenga  hoy  la  potestad  tuitiva  y  económica  de  los  tiempos  jintl- 
^uos,  conserva  no  obstante  su  derecho  de  protector  de  la  Igtesia  é  inspec- 
tor de  su  disciplina.  En  virtud  de  este  derecho  puede  el  Gobierno  dirigir  á 
iis  prelados  las  advertencias  ó  prevenciones  que  crea  indispensables  para 
mantener  fa  concordia  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Cuando  en  f  829  se  em- 
pezó á  publicar  en  España  sin  el  correspondiente  pase  un  breve  de  jubí- 
itíü,  y  cuando  en  1851  se  cometió  igual  folta  con  otro  breve  semejante, 
propuso  el  Consejo  se  dirigiese  una  comunicación  al  M.  R.  Nuncio  hacién- 
dole presente  que  S.  M.  habia  repárelo  en  la  falla  cometida,  epcargán* 
dolé  que  en  lo  sucesivo  no  se  publicaran  breves  de  esta  especie  sin  el  pase 
correspondiente;  y  que  se  comunicase  otra  Real  orden  á  los  prelados  qup 
dieron  publicidad  al  breve^  manifestándoles  que  S.  M.  habia  también  re^ 
parado  en  ¡a  ligereza  con  que  habían  proceaido  al  publicar  dichos  docu- 
mentos con  infracción  de  las  leyes  del  reino.  Siendo  análogo  á  estos  el  ca- 
so de  que  hoy  se  trata,  pudiérase  adoptar  desde  luego  la  misma  providen- 
cia de  entonces,  la  cual  pudiera  tenerse  como  amonestación  á  los  prelados 
que  publicando  la  Encíclica  han  quebrantado  las  leves.  Si  despuesde  adop- 
tada esta  providencia  entiende  el  Gobierno,  como  lo  entiende  el  Consejo, 
que  no  pueden  seguirse  sin  grave  peligro  j  notorio  escándalo  los  proce- 
üuuien tos  judiciales  correpon dientes,  podria  S.  M.  hacer  uso  de  la  Real 
]>rero§atíva  de  amnistía  que  le  corresponde,  entregando  al  olvido  la  falta 
Ciduelida  por  los  Obispos,  y  manda  nao  en  su  consecuencia  no  proceder 
contra  ellos.  El  delito  de  que'se  trata  es  por  su  naturaleza  de  aquellos  que 
sueleo  ser  amnistiados.  Las  circunstancias  que  pueden  hacer  necesaria  la 
amnistía  son  de  la  esclusiva  apreciación  del  Gobierno,  y  no  esencialmente 
diversas' de  otras  que  han  dado  lugar  á  ^ctos  semejantes  de  la  Real  prero- 
gutiva.  Ni  aun  siquiera  seria  necesario  en  el  Real  decreto  que  con  tal 
objeto  se  dictase  pronunciar  la  palabra  amnistía;  pues  bastaría  que  el  acto 
se  fundara  en  el  derecho  de  otorgarla.  Una  vez  concedida  esta,  no  sería  ya 
posible  ningún  procedimiento  judicial  aunque  algún  temerario  se  empeña* 
se  en  provocarlo;  y  sin  embargo,  no  podría  decirse  que  se  abandonaban 
las  regalías  de  la  Corona,  ni  quedaba  sin  ninguna  corrección  la  ofensa 
coütra  ellas  cometida. 

No  ofrecería  la  misma  dificultad  la  aplicación  de  la  ley  á  ios  periódicos 
que  la  han  infringido  tan  abiertamente;  pero  tampoco  puede  ocultarse 
Á  V.  E.  que  otorgada  la  amnistía  á  tos  prelados,  no  podría  negarse  á  los 
p<?ríódistas. 

Resumiendo  por  último  el  Consejo  las  conclusiones  que  se  desprenden 
de  tan  largo  informe,  opina: 
Prímero.    Que  la  Encíclica  Quanta  cura  y  el  Syllabus  que  la  acompa- 
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na  es  tan  por  su  oaturaJeza  y  por  su  contenido  sujetos  á  las  formalidades^ 
del  pase  regio. 

Segundo.  Que  debe  concederse  este  á  la  Encíclica  Qiuinta  cura,  pera 
con  la  reserva  de  sin  perjuicio  de  las  regaifas,  derechos  y  facultades  de  la 
Corona,  señaladamente  por  las  cláusulas  que  se  refieren  á  la  intervención- 
de  la  potestad  civil  en  la  promulgación  de  las  leyes  eclesiásticas^  al  dere- 
cho de  la  Iglesia  para  reprimir  con  penas  temporafes  á  los  quebrantado- 
res  de  estas  leyes,  y  á  la  obligación  de  obedecerlas  cuando  sean  promul- 
gadas sin  el  asentimiento  del  Soberano. 

Tercero.  Que  si  el  Gobierno  no  tuviese  motivo  para  dudar  de  la  auten- 
ticidad ó  de  la  autoridad  del  Syüabus,  puede  también  concederle  el  pase, 
pero  retenrendo  y  suplicando  por  la  vía  diplomática  las  cláusulas  señala- 
das con  los  números  20^  2$,  29  y  41 ,  admitiendo  las  demás,  y  prticular- 
mente  las  señaladas  con  los  números  24,  25,  30,  31,  42,  44,  49,  62  y  80,. 
en  el  s<^ntido  indicado  en  el  cuerpo  de  este  informe,  y  con*  la  misma  reser- 
va de  sin  perjuicio  de  las  regalías,  derechos  y  facultades  de  la  Corona. 

Cuarto.  Que  la  admisión  y  retención  parcial  de  ambos  documentos 
podría  verificarse,  espidiendo  un  Real  decreto  en  el  cual  se  autorizara  It 
publicación  y  ejecución  de  la  Encíclica  y  del  Syllabus  con  las  retenciones 
y  reservas  que  quedan  indicadas,  el  cual  se  trasladaría  á  los  prelados  cod 
una  circular  en  que  se  les  advierta  la  obligación  en  que  se  hallan  de  no 
hacer  dicha  publicación  sino  con  las  retenciones  y  reservas  indicadas,  y 
la  responsabilidad  en  gue  incurrirán  si  la  verííican  de  otro  modo. 

Quinto.  Que  los  obispos,  los  demás  eclesiásticos  y  los  seglares  que  ha- 
van  publicado  la  Encíclica,  lian  infringido  lo  dispuesto  en  la  pragmática 
de  1768,  é  incurrido  en  las  penas  que  el  art.  145  del  Códico  señala  á  este 
delito. 

Sesto.  Que  si  el  Gobierno  averiguare  que  el  muy  reverendo  Nuncio 
de  Su  Santidad  ha  remitido  la  Encíclica  á  los  prelados,  debe  dirigírsele 
una  comunicación  manifestándole  que  S.  M.  ha  reparado  que  haya  co- 
municado aquel  documento  sin  los  requisitos  gue  prescriben  las  leyes. 

Sétimo.  Que  una  Real  orden  debe  dirigirse  al  mismo  tiempo  á  los 
M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos  que  hayan  publicado  la  Encíclica,  ma- 
nifestándoles que  S.  M.  ha  reparado  en  la  inconveniencia  en  que  han  in- 
currido verificando  dicha  puolicacion  con  infracción  notoria  de  las  leyes 
del  reino. 

Y  octavo.  Que  después  de  adoptadas  estas  providencias ,  y  teniendo 
en  cuenta  que  no  pueden  seguirse  sin  grave  oseándolo  los  procedimientos 
judiciales  consiguientes,  convendría  que  S.  M.,  haciendo  uso  de  sn  Real 

S rerogativa  de  aamistía .  entregara  al  olvido  las  faltas  cometidas ,  man- 
ando que  no  se  proceda  contra  las  personas  eclesiásticas  ó  seglares  que 
pueden  haber  incurrido  en  ellas. 

Primer  voto  partícolar. 

El  presidente  del  Consejo  y  los  Consejeros  D.  Domingo  Ruiz  de  Ja 
Vega ,  D.  Joaquín  José  Casaus ,  D.  Seraíin  Estébanez  Calderón ,  el  Conde 
de  Torre-Mari n  ,  D.  Manuel  deOrovio,  D.  Domingo  Moreno,  D.  Lorenzo 
Nicolás  Quintana  .  D.  José  Ruiz  de  Apodaea  y  D.  Antonio  Escudero,  ha* 
hiendo  disentido  ael  parecer  del  Consejo  en  el  espediente  instruido  con 
motivo  de  la  Encíclica  dada  por  Sn  Santidad  á  los  obispos  católicos,  han 
formulado  el  siguiente  primer  voto  particular: 

Los  Consejeros  que  suscriben ,  disintiendo  con  pesar  del  dictamen  de 
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la  foayorit  ea  puntos  ímportaotísinios,  se  creen  en  el  deber  de  rnaaifettar 
á  V.  E.  su  opínioQ  acerca  de  ellos  por  medio  de  este  voló  particular. 

Y  antes  d»  pasar  adelante ,  lo  primero  que  es  de  notar ;  pues  que  nada 
debe  parecer  indiferente  cuando  se  traía  de  asuntos  de  tal  gravedad ,  es 
la  circuustancia  de  que  ni  el  Gobierno  tiene  ni  puede  tener  el  Consejo  la 
seguridad  de  que  los  documentos  míe  dao  ocasión  á  este  informe  sean 
auténticos;  pues  falta  saber  sí  á  la  Encíclica  acompañan  los  caracteres  es- 
teraos que  la  acrediten  de  tai ,  y  en  cuanto  al  SyUabus ,  no  aparece  auto- 
rizado por  nadie.  Para  proceder  con  entera  legalidad  ,  seria  necesario ,  ó 
pedirlos  directamente  a  Roma  ó  á  alguno  de  los  RR.  Obispos  ▼  entonces, 
y  removida  toda  duda,  procedería  sin  ioconveaieate  al  examen  de  las 
cuestiones  que  V  E.  se  ha  servido  someter  al  Consejo.  Pero  como  por 
una  parte  v.  B.  dice  que  no  tiene  motivo  para  sospechar  que  los  espresa* 
dos  documentos  sean  apócrifos,  y  por  otra  no  pueda  suponerse  racional- 
mente que  los  reverendos  prelados  hayan  procediólo  sin  estar  ciertos  de 
«u  autenticidad,  pues  que  tendrán  i  la  vista  ios  originales  dirigidos  á  ellos 
mismos,  los  que  suscriben,  aunque  llamando  sobre  tales  circunstancias  la 
atención  de  V.  E.,  pasan  á  ocuparse  de  las  cuestiones  que  han  de  ser  exa- 
minadas para  responder  acertadamente  á  las  preguntas  que  contiene  la 
Real  orden  de  remisión  del  espediente. 

Para  ello  séales  permitido,  sin  ánimo  de  ostentar  erudición  en  ma- 
terias eclesiásticas,  ni  en  lo  que  concierne  á  las  regalías  y  derechos  de  la 
Corona  y  de  la  nación,  á  quien  personíQca,  sentar  algunas  consideracio- 
nes  generales  que  pueden  servir  mucho  pnra  acertar  en  la  solución  de  un 
negocio  de  suyo  delicado  y  complejo,  como  V.  E.  con  razón  índica. 

Sin  hacer  la  historia  del  origen,  progreso  y  medios  empleados  por  am- 
bas potestades  para  sostener  sus  respectivas  preteasiones  en  la  pugna  y 
conflictos  que  forzosamente  nacen  de  la  Índole  de  cada  una  de  ellas  y  de 
su  absoluta  independencia,  no  podrá  menos  de  convenirse  por  todas  las 
personas  medianamente  veraauas  en  estas  materias,  en  que  dentro  de 
una  misma  nación  no  se  ha  dado  en  todos  tiempos  igual  ostensión  á  las 
regalías  del  exeqwUur  y  de  los  recursos  de  fuerza,  consideradas  con  ra- 
zón eo:uo  las  pnncipales,  garantía  de  toJas  Iüs  otras,  y  armas  con  que  el 
gobierno  temporal  se  defiende  délas  posibles  invasiones,  bajo  el  triple  con- 
cepto de  la  sooeranía.  del  patronato  y  del  protectorado  de  la  Iglesia  mis- 
ma y  de  los  cánones.  Si  fuese  necesario  aducir  pruebas  acerca  de  esto,  se- 
ria fácil  demostrar  que  aún  en  los  tiempos  mismos  del  Sr.  Don  Carlos  III 
y  en  ios  posteriores,  el  Consejo  de  Castilla,  custodio  de  las  regalías  en  ge- 
neral, y  particularmente  de  la  relativa  al  pase  de  las  disposiciones  pro- 
cedentes de  Roma,  con  un  tacto  esqnisito  y  con  una  aplicación  práctica 
digna  del  saber  y  de  la  prudencia  de  sus  in  livíduos,  toleró  en  muchas 
ocasiones,  y  pasó  como  inadvertida  la  introducción  de  bulas,  sin  some- 
terlas á  su  examen,  v  fué  nimiamente  parco  en  las  retenciones. 

Notorio  es  además  que  en  todas  épocas  se  han  distinguido  la  Espada 
y  su  Gobierno  por  su  respetuosa  veneración  á  la  Santa  Sede,  y  por  su 
cuidado  especial  en  evitarla  conflictos,  lo  cual  no  es  de  olvidar,  porque  sí 
i^tas  son  las  tradiciones  de  nuestros  Gobiernos  y  de  nuestro  pueblo,  nun  - 
ca  con  mas  razón  que  ahora  convendría  seguirlas. 

Ciñéndose  ahora  los  que  suscriben  mas  á  la  cuestión  del  día,  aunque 
sin  salir  todavía  de  consíiieracíones  generales,  les  parece  oportuno  hacer 
notar  que  del  modo^con  que  se  resuelva  ha  de  depender  en  gran  parte  la 
concordia  entre  ambas  potestades,  siempre  necesaria,  mas  que  nunca  en 
Jos  presentes  tiempos.  Deben  igualmente  notarse  las  circunstancias  y  el 
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modo  con  qoo  faao  sido  espedidas  la  Encíclica  y  el  Si^llabus,  y  muy  par- 
ticularmente, y  sobre  lodo,  que  no  se  ban  escrito  para  España,  sino  para 
todo  el  orbe  católico,  que  no  ha  podido  por  lo  mismo  haber  la  intención 
de  lastimar  las  prerogativas  de  que  España  está  en  posesión. 

La  circunstancia  de  ser  nuestra  nación  un  país  esclusivamente  católi- 
co,  nos  dá ,  especialmente  en  la  actualidad ,  una  fisonomía  propia ,  de  la 
cual  no  se  puede  ni  se  debe  prescindir.  Por  ello  es  bien  seguro  que  la 
Santa  Sede  hace  á  España  concesiones  que  no  podrían  aplicarse  del  mismo 
modo  á  otras  naciones  en  que  hay  libertad  de  cultos ,  aunque  la  'iinaslia 
profese  la  religión  católica.  De  aquí  es  preciso  deducir  que  no  ha  de  supo- 
nerse nunca  en  la  Santa  Sede  el  propósito  deliberado  de  meoóscabar  de- 
rechos legítimos;  y  que  si  bien  se  debe  enlodo  caso  velar  por  su  conser- 
vación sin  que  se  pueda  descansar  de  un  modo  absoluto  en  la  hipótesis 
septada ,  es  necesario  conciliar  este  deber  con  los  miramientos  y  respetos 

3ue  han  de  guardarse  al  Sumo  Pontífice ,  y  de  que  nunca  se  puede  creer 
ispensado  un  país,  que  como  se  ha  dicho ^  es  esclusiva  y  eminentemente 
católico. 

También  creen  los  que  suscriben  que  imporu  mucho  tener  proseóte 
que  la  cuestión  que  se  agita  no  es  de  aquellas  que  de  ordinario  ocurren,  y 
para  cuya  resolución  basta  atenerse  á  las  prescripciones  legales  que  se  re- 
fieren á  la  materia.  Es  una  elevadlsima  cuestión  política  y  de  alto  j^obíer- 
no  en  razón  á  su  origen ,  atendidas  sus  consecuencias ,  y  en  vista  de  la 
situación  actual  del  Jefe  de  la  Iglesia.  Despojarla  de  este  carácter  y  redu- 
cirla á  las  proporciones  de  una  cuestión  común  de  esas  que  nacen  cada  dia 
por  pequeños  motivos,  y  que  no  dejan  rastro ,  seria  rebajarla  de  un  moJo 
lamentable;  y  si  esto  pudiera  pa^ar  cuando  el  Consejo  era  solo  un  nito 
cuerpo  administrativo ,  limitado  á  examinar  las  leyes  y  las  prácticas  de  tal 
ó  cual  períodd*,  de  ningún  modo  puede  admitirse  cuando ,  elevado  á  Con- 
sejo de  Estado ,  sus  ñiocíones  son  mas  altas  y  se  estienden  á  apreciar  lof 
negocios  de  Estado  en  todas  sus  relaciones  y  por  todos  sus  aspectos. 

Con  el  carácter  indicado  el  Consejo  no  puede  dejar  de  considerar  que, 
no  ya  solo  la  retención ,  sino  aun  la  esplicacion  de  cláusulas  de  los  docu- 
mentos á  que  este  informe  se  refiere ,  podrían  tener  gravísimas  conse- 
cuencias en  el  orden  político  y  religioso,  y  que  además  seria  poco  digno 
de  una  nación  esclusiva  mente  católica  que  en  los  momentos  en  que  la 
Iglesia  y  el  Padre  común  de  los  fieles  pasan  por  rudas  pruebas ,  y  se  halla 
constituido  el  último  en  profunda  aflicción  ,  esa  nación  misma  añadiese  á 
la  medida  de  sus  sufrimientos  un  nuevo  dolor  con  resoluciones,  que  si  al- 
guna vez  pueden  ser  necesarias ,  no  lo  son  de  cierto  en  el  presente  caso, 
en  que  las  regalías  de  la  Corona  y  los  derechos  de  la  nación  pueden  que- 
dar á  salvo  con  las  reservas  generales  del  mismo  modo  que  las  usaron  la 
Cámara  y  los  Consejos  de  Castilla  é  Indias  con  gran  discernimiento. 

Conviene  notar  aquí  que  este  método ,  sobre  ser  el  mas  conveniente 
boy  por  las  razones  espuestas ,  es  el  menos  ocasionado  á  dificultades  en 
el  porvenir  ,  porque  tiene  la  inmensa  ventaja  de  no  apreciar  cada  artículo 
en  sus  fundamentos  y  en  sus  pormenores ,  cosa  que  sobre  ser  poco  respe- 
petuosa,  y  espuesta  á  poner  el  pié  en  terreno  vedado ,  liga  de  un  modo  in- 
solubie  y  puede  dañar  en  otra  ocasión  dada  la  mísnia  regalía  que  con  tal 
sistema  se  pretende  defender.  ¿Quién  responde  de  que  las  vicisitudes  de 
los  tiempos  y  la  diversidad  de  circunstancias  no  presentarán  otro  dia 
como  inaceptable  la  inteligencia  que  hoy  se  admite  como  buena,  ó  al  con- 
trarío? 

fil  examen  previo  de  cláusulas  ó  palabras  para  ei  pase  ó  retención  ha 
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sido  siempre  y  lo  es  eD  el  día,  y  no  dejará  de  serlo  nunca ,  un  acto  pru- 
dencial en  la  esfera  del  Gobíeruo  cuando  se  trata  de  medidas  ó  disposi- 
ciones generales ,  y  ha  sido  en  todos  tiempos  y  ahora  debe  serlo  igual- 
mente regla  práctica  de  conducta  que  la  retención  en  todo  ó  en  parte ,  y 
aun  la  mera  esplicacioü  del  sentido  en  que  deben  ser  tomadas,  es  una 
medida  extrema  que  no  puede  adoptarse  sino  cuando  el  interés  de  hacerlo 
sea  evidentísimo  y  no  pueda  quedará  salvo  con  las  reservas  genéricas,  que 
para  los  respectivos  casos  y  según  la  índole  del  asunto  estaban  adoptadas. 

Expuestas  estas  condiciones  generales  que  en  opiníou  de  ios  que  sus- 
criben bastarían  para  resolver  en  un  sentido  digno  y  elevado  las  cuesti- 
ones que  encierra  este  asunto,  pasan  á  hacerse  cargo  de  ellus  concreta  y 
determinadamente,  aun  miradas  desde  el  punto  de  vista  puramente  legal 
en  que  la  mayoría  del  Consejo  las  lia  examinado  y  resuelto 

Ponen  algunos  en  dmla  si  la  Encíclica  y  el  Syllabus  están  compren- 
didos en  la  pragmática  de  1768,  y  menester  es  confesar  que  en  cierto  modo 
no  carecen  de  fundamento,  porque  cuando  se  reducen  las  cuestiones  al 
terreno  estrictamente  legal,  las  palabras  de  la  ley  no  son  una  letra  vana 
de  la  cual  se  pueda  prescindir;  y  nn  verdad  que  ni  á  la  Encíclica  ni  al 
SyUabus  cuailra  el  nombre  de  bula,  breve,  rescripto  ni  despacho,  atendi- 
das las  defíniciones  canónicas  y  civiles  de  estas  denominaciones,  pero  dis- 
cutiendo de  buena  fó,  y  comprendido  el  e^^píritu  de  los  preceptos  que  or- 
denan el  pase  regio,  preciso  es  convenir  en  que  las  Enciclicas  pueden 
contener  aisposiciones  y  doctrinas  que  ofendan  las  regalías,  y  que  deben 
en  tal  concepto  somiiterse  al  requisito  exigido.  En  '^slo  concepto,  los  que 
suscriben  aceptan,  y  V.  E.  también  parece  aceptar,  que  la  Encíclica  y  el 
SylUiims  están  comprendidos  entre  los  documentos  procedentes  de  Roma, 
que  según  la  pragmática,  están  sujetos  al  fíegium  exequátur.  V.  E.  parece 
aceptarlo,  pues  nada  pregunta  acerca  de  ello,  antes  bien  se  infiere  que  lo 
dá  por  supuesto,  porque  pregunta  si  ha  de  darse  el  pase  ó  por  el  contrario, 
retenerse  nn  todo  ó  en  parte.  Los  que  suscriben  lo  ac^'ptan,  porque  esto 
es  lo  conforme  con  la  jurisprudencia  que  viene  rigiendo,  y  porque  este  es 
el  estado  actual  que  debe  mantenerse  mientras  que  otra  cosa  no  se  con- 
cuerde  de  un  modo  terminante.  No  estiman  sin  embargo  necesario  entrar 
en  prolija  relación  acerca  del  derecho  del  placitum  regium^  ni  de  su  his- 
toria en  nuestro  país,  pues  creen  que  basta  partir  en  este  punto  del  dere- 
cho constituido  y  de  la  jurisprudencia  recibida,  y  para  inferir  que  no  está 
derogado  tal  derectio  por  el  concordato,  y  solo  con  este  propósito  aceptan 
las  razones  en  que  funda  la  mayoría  su  dictamen,  en  lo  que  á  esta  cuestión 
se  refiere,  y  la  conclusión  primera  tal  cual  está  concebida.  Pero  de  aquí 
eD  adelante  su  disidencia  con  la  mayoría  es  completa. 

Dado  ya  que  el  Syllabus  y  la  Encíclica  de  que  se  trata  están  sujetos  al 
pase  regio,  es  la  consecuencia  examinar,  contestando  á  la  primera  pre- 
gunta de  V.  E.,  si  ha  de  concedérseles ,  ó  si  deben  ser  retenidos  en  todo  ó 
en  parte.  Obligados  á  ello  por  el  dictamen  de  la  mayoría  ,  pues  en  sentir 
de  ios  que  suscriben  bastarían  las  consideraciones  generales  espuestas, 
van  á  entrar  con  temor,  aunque  con  profundo  respeto  en  ese  examen,  solo 
en  cuanto  sea  absolutamente  necesario  para  rebatir  el  parecer  del  Con* 
sejo  y  dejar  sentados  los  fundamentos  del  suyo. 

Empieza  el  Consejo  asentando  que  en  ciertas  proposiciones  que  dichos 
documentos  contienen  hay  un  sentido  ambiguo,  porque  entendidas  de  un 
modo,  no  dañan  á  las  regalí  is,  pero  aue  las  ofenderían  si  se  tomasen  en 
otro,  y  de  aquí  deduce  la  necesidad  ac  la  esplicacion  para  que  no  se  ten- 
gan por  admitidas  sino  en  el  sentido  favorable.  Sin  pasar  de  aquí,  nota- 
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rá  V.  E.  que  el  sistema  propuesto  no  es  (salvo  el  respeto  aue  los  oue  sos- 
criben  IributaD  al  Consejo)  el  que  dicta  la  razón  fria,  ni  la  consíderacton 
gue  en  todas  ocasiones,  y  mas  en  las  presentes,  debe  la  católica  España  ai 
Soberano  Pontífice.  Si  algunas  palabras  ó  cláusulas  pueden  tomarse  en  do- 
ble sentido,  la  razón  fria  dice  que  se  tomen  en  el  que  no  daña ,  y  la  consi- 
deración á  Su  Santidad 9  que  no  le  atribuyamos  la  intención  de  lastimar 
los  derechos  de  la  nación  española,  á  la  cual  ha  dado  muestras  recientes 
de  paternal  cariño.  Y  si  todavía  una  suspicacia  y  un  celo,  que  respetan 
los  que  suscriben,  pudiera  hacemos  temer  por  lo  futuro,  es  medio  mas  se- 
guro y  menos  ocasionado  salvar  nuestro  derecho  en  el  porvenir  con  una 
cláusula  general  que  responda  siempre  á  los  argumentos  que  puedan  fun- 
darse en  el  consentimiento  de  las  clausulas  de  ambiguo  sentido. 

Pero  todavía  vá  mas  allá  por  ese  camino  ef  Consejo  ,  y  propone  la  re- 
tención de  algunas  otras  cláusulas  del  Syllabus,  como  son  la  tO,  la  28, 29 
y  41,  porquelas  supone  abiertamente  contrarias  á  las  regaifas  de  la  Coro- 
na con  especialidad  al  pase  regio  y  á  los  recursos  de  fuerza.  Aun  dado  que 
así  fuera ,  no  seria  éste  bastante  motivo  para  la  retención  en  las  circuns- 
tancias actuales,  y  atendidas  las  consideraciones  generales  espuestas  al 
principio,  porque  contra  su  tenor  hablaría  hoy  y  hablará  siempre  la  pro- 
testa de  la  cláusula  general  y  ordinaria  del  pase  sin  perjuicio;  lo  cual  se- 
ría una  contradicción  patente  y  siempre  viva  á  la  clausula  perjudicial;  y 
por  otra  razón  mas  Abvta,  y  en  sentir  de  los  que  suscriben  conciuyente. 
Dado  que  hubiese  sido  la  intención  clara  y  manifiesta  de  Su  Santidad  ne- 
gar el  derecho  del  plácitum  y  los  recursos  de  fuerza,  de  cierto  no  podría 
encontrarse  una  protesta  ni  una  reserva  mas  elocuente  y  tan  eficaz  como 
la  retención,  sin  los  inconvenienles  de  esta,  como  el  pase  mismo  puesto 
al  pié  de  la  bula  que  desconocía  tal  derecho,  y  como  la  presentación  por 
aquelllos  dias  de  un  proyecto  de  ley  atribuyendo  al  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  el  conocimiento  de  los  recursos  de  fuerza. 

Pero  aun  van  mas  adelante  los  que  suscriben.  Niegan  que  las  proposi- 
ciones que  se  señalan  en  el  Syílabus  tengan  la  inteligencia  esclusiva  que 
el  Consejo  les  dá  y  que  no  puedan  y  deban  tomarse  en  otro  sentido  que 
en  el  de  la  condenación  en  absoluto  del  Regium  exequátur  y  de  la  apela- 
ción ab  abusu;  y  demostrando  lo  contrarío  como  se  proponen  hacerlo,  se- 
ría la  consecuencia  que.  aun  según  el  sistema  adoptado  por  el  Consejo,  lo 
procedente  seria  la  esplicacion,  y  no  la  retención  de  tales  cláusulas. 

Para  esta  demostración,  necesario  es,  muy  á  pesar  de  los  que  firman, 
referir  una  por  una  dichas  cuatro  cláusulas  del  Syílabus  y  analizarlas  con- 
venientemente. 

Dice  la  del  núm.  20:  La  potestad  eclesiástica  no  debe  ejercer  su  auto- 
ridad sin  permiso  y  asentimiento  de  la  potestad  civil. 

¿Quiere  decir  esta  proposición  de  un  modo  absoluto  que  en  España  la 
potestad  eclesiástica  puede  en  todos  casos  y  en  toda  clase  de  asuntos  ejer- 
cer su  autoridad  sin  previo  permiso  de  la  potestad  civil,  para  deducir  de 
ahí  que  debe  ser  retenida?  No,  porque  la  potestad  eclesiástica  puede  ejer- 
cer su  autoridad  sin  permiso  del  Gobierno  en  las  materias  puramente  es- 
pirituiles  ó  del  fuero  interno;  la  condenación  pues  que  se  hace  de  la  pro- 
posición, si  se  entiende  de  un  modo  abso  uto,  es  exacta;  pero  no  estendida 
la  condenación,  como  debe  suponerse  que  no  se  estíende.  á  los  casos  en 
que  legítimamente  puede  la  Iglesia  ejercer  su  poder  libremente,  no  es  re- 
tenible. 

Dice  la  del  número  28:  «Sin  permiso  previo  del  Gobierno,  no  es  lícito 
á  los  prelados  publicar  ni  aun  las  letras  apostólicas  »  Sin  grandes  esfuer- 
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Z08  de  íogeniOy  se  comprende  fácilmeoie  qae  Su  Santidad  condena  el  aba- 
so, anatematizando  á  los  que  sostienen  que  aun  para  las  letras  apostóli- 
cas es  necesario  el  permiso;  y  al  condenar  esta  mtelígencia  abusiva,  en 
▼ez  de  condenar  et  dereche  admitido  en  general  para  las  bulas,  ore- 
ves,  etc',  parece,  sí  bien  se  mira,  que  lo  confirma.  És  pues  la  condena  de 
la  proposición  28  susceptible  de  esta  legítima  esplicacion,  con  la  cual  re- 
sultan salvas  las  regalías,  y  tampoco  es,  por  lo  mismo,  y  según  el  sistema 
«doptado  por  el  Consejo,  necesariamente  retenible. 

En  igual  caso  está  la  del  número  29,  que  dice:  «Las  gracias  otorffadaí 
por  el  Romano  Pontífice  deben  ser  tenidas  como  nulas,  si  no  han  sido  so- 
licitadas por  mediación  del  Gobierno.»  Nadie  ha  pretendido  en  Bspaña,  ni 
k)  dice  ninguna  lev,  que  las  gracias  de  Roma  sean  nulas,  si  se  han  obte- 
nido sin  el  medio  ae  la  agencia  de  preces.  La  condenación  pues  de  la  doc- 
trina que  sostiene  la  nulidad  de  la  concesión  sin  tal  requisito,  no  ofrece 
ningún  obstáculo  para  aue  deba  ser  retenida.  Pero  buscando  el  Consejo 
apoyo  para  su  opinión,  dirá  sin  duda  que  al  condenarse  la  proposición  se 
tía  querido  dar  á  entender  que  las  gracias  de  Roma  no  necesitan  para  su 
validez  el  trámite  establecido  por  la  ley,  y  ya  conoce  V.  E.  que  para  esta 
esplicacion  es  necesario  penetrar  en  las  intenciones;  pero  es  lo  peor  para 
la  cansa  qne  el  Consejo  sostiene,  que  ni  aun  así  acierta,  en  sentir  de  los 
qne  suscriben,  porque  las  gracias  de  Roma  obtenidas  sin  el  requisito  de 
la  agencia  de  preces,  no  solo  no  son  nulas  por  su  origen,  sino  que  son  vá- 
lidas siempre,  aunque  tal  requisito  haya  fallado,  y  producen  su  efecto, 
hasta  en  el  orden  temporal,  cuando  se  les  otorga  el  pase. 

Dice  la  proposición  41:  oLa  potestad  civil,  hasta  cuando  se  haJIa  ejer- 
dda  por  un  Príncipe  infiel,  posee  una  potestad  indirecta  y  negativa  sobre 
las  cosas  sagradas,  y  por  consiguiente  Te  pertenece,  no  solo  el  derecho  lla- 
mado exequátur,  sino  también  el  derecho  de  apelación,  llamado  ab 
abusu,» 

Los  qne  suscriben  dudan  sí  se  hallarán  en  ol  uso  cabal  de  su  inteli- 
gencia cuauilo  ven  que  la  clarísima  del  Consejo  encuentra  en  esta  propo- 
sición la  condenación  absoluta  del  plcusitum  regium  y  de  recurso  de  fuer- 
za. No  condena  el  Sumo  Pontífice  la  doctrina  de  que  la  potestad  civil  ten- 
ida el  derecho  de  exequátur  y  el  de  los  recursos  do  Tuerza;  condena  Su 
Santidad,  nótese  bien  la  doctrina,  que  ese  derecho  se;i  de  tal  especie  que 
lo  tenga  la  potestad  civil  hasta  cuando  esta  potestad  civil  sea  ejercida  por 
un  príncipe  infiel.  Esto,  en  nuestra  opinión,  es  claro  como  la  luz  del  dia; 
pero  aunque  no  lo  fuese  tanto,  se  comprende  que  p>r  lo  menos  es  esta 
una  esplicacion  racional,  y  que  por  tanto,  de  esplicarion,  que  no  de  re- 
tención, seria  susceptible  la  cláusula,  aun  en  el  sistema  del  Consejo. 

Buscando  los  que  suscriben  alguna  esplicacion  al  modo  absoluto  que 
tiene  el  Consejo  de  entender  dichas  cuatro  cláusulas,  solo  les  ocurre  que 
se  ha  fijado  (por  un  error  en  que  cae  á  veces  el  mas  privilegiado  talento) 
en  las  proposiciones  condenadas  y  no  en  la  condón. i  misma,  ó  porque 
parte  del  supuesto,  no  admisible  en  buena  lógica,  de  que  condenadla  una 
proposición  se  entienda  afirmado  lo  contrario.  Esto,  repiten  los  que  fir- 
man, no  es  admisible.  El  que  condena  una  proposici  «n  está  á  veces  tan 
tejos  de  afirmar  lo  contrario,  que  puede  quizá  cond-^narlo  porque  haya 
para  él  una  proposición  media,  única  verdadera,  y  de  ello  dan  clara  mues- 
tra las  mismas  que  venimos  examinando.  Volvamos  á  la  41,  que  es  la  que 
parece  mas  esplicita  al  Conseio,  y  supongámosla  esoríta  aun  en  sentido 
mas  absoluto  é  incondicional.  Supongamos  que  dice:  «Siempre  y  en  todo 
caso  posee  la  autoridad  civil  el  derecíio  de  exequátur  y  el  de  apelación 
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ab  abusu.»  ¿Se  iofiere  de  aquí  que  al  condeoar  Su  Santidad  esta  pr^osi- 
cíoD  admite  la  adversativa,  ó  sea  «la  autoridad  civil  nunca  ni  en  ningún 
caso  tiene  el  dereclio  de  exequátur  ni  el  de  apelación  ab  abusuU  Nada 
menos  que  eso.  Su  Santidad  puede  condesar  ambas  proposiciones,  con- 
cediendo, ó  no  sujetando  á  examen,  que  la  potestad  civil,  siendo  católica, 
posea  tal  derecho;  puede  negar  y  condenar  por  lo  mismo  que  lo  tenga  la 
potestad  civil  cuando  pertenece  á  otra  religión;  y  esto  es  cabalmente  la 
que  se  desprende  do  la  proposición  como  está  escrita  y  de  la  condenación 
que  de  ella  hace  Su  Santidad. 

Los  que  suscriben  entienden  que  dejan  ya  suficientemente  esclarecida 
la  cuestión  que  respoAde  á  la  primera  y  segunda  pregunta  de  V.  E.  y  de- 
mostrado con  claridad  que  procede  dar  el  pase  á  la  Encíclica  y  ai  Sylla- 
buSf  sin  esplicaciooes  ni  retención,  sino  con  la  cláusula  genera]  y  ordina- 
ria; y  pasan  á  ocuparse  en  lo  que  se  refiere  á  la  publicación  que  de  di- 
chos documentos  se  ha  hecho  por  la  prensa,  por  los  RR.  Prelados  y  por 
el  clero. 

Y  empezando  por  lo  que  á  la  prensa  concierne,  porque  este  es  el  orden 
(y  bueno  es  notarlo)  que  se  ha  seguido  en  la  publicación,  dirán:  que  es 
dudoso  que  á  !a  prensa  puedan  tener  aplicación,  dadas  nuestras  actuales 
in^ititucionos,  ni  la  pragmática  de  1768  ni  el  Código  penal.  La  prensa,  al 
insertar  los  documentos  citados,  no  ha  publicado,  en  cualquiera  de  los 
sentidos  de  esta  palabra,  una  bula  de  Roma;  ha  copiado  de  los  periódicos 
estranjero?,  introducidos  en  España  á  la  vista  del  Gobierno,  como  pudiera 
haber  copiado  cualquier  otro  documento  ó  noticia  en  ellos  contenida; 
pero  aun  suponiendo  que  sea  dicha  publicación  la  de  que  habla  el  artículo 
145  del  Cóaigo  penal,  totluvia  esto  no  satisfará  completamente  la  duda. 
La  prensa  se  rige  por  una  ley  especial,  y  solo  parece  para  ella  prohibido 
lo  que  esa  ley  prohibe,  ó  lo  que  prohiban  las  leyes  que  cita,  y  á  las  cuales 
se  refiera.  No  niegan  los  que  suscriben  que  otra  opinión  sea  mas  acertada; 
pero  cuando  menos  será  necesario  convenir  en  que  la  ley  está  oscura  acer- 
ca de  este  punto;  que  si  se  tratara  de  un  juicio  comenzado,  la  jurispru- 
dencia podria  aclararla,  poro  que  sin  esta  circunstancia,  y  con  ella  á  la 
vista,  no  es  prudente  ordenar  un  procedimiento,  sino  antes  bien  acudir 
para  lo  futuro  á  la  interpretación  auténtica. 

Por  lo  tocante  á  la  puitlícacion  hecha  por  los  RR.  Prelados,  la  cuestión 
tiene  gravísima  importancia,  yes  necesario  dejar  sentado  el  carácter  con 
que  el  Consejo  puede  y  debe  examinarla.  Para  tratar  la  cuestión  del  pase, 
abstracción  hecha  de  las  circunstancias  extrañas  á  este  punto  y  ae  las 

f personas  á  quienes  afectaban,  los  consejeros  obran  como  intérpretes  de 
a  ley  civil:  cuando  se  trata  de  la  infracción  de  esta  ley,  ó  sea  do  aplicar  su 
sanción  penal,  examinando  la  conducta  de  los  que  han  podido  incurrir  en 
ella,  entonces  obran  como  jura>lo  de  previo  examen  para  informar  al  Go«- 
bierno  sí  procede  ó  no  la  acusación.  En  este  concepto,  tal  misionexige  in- 
quirir los  pormenores,  examinar  las  circunstancias  que  puedan  conducir 
á  penetrar  en  la  intención  de  los  qne  aparecen  como  infractores;  ponerse, 
por  explicarnos  así,  en  el  lu^ar  de  ellos;  pesar  las  razones  que  pudieron 
resolverles  á  obrar,  para  esphcar  de  este  modo  acertada  é  imparcialmente 
el  hecho,  calificarlo,  y  decidir  en  su  consecuencia  si,  supuespa  la  infrac- 
ción de  la  ley,  hay  motivos  prudentes  para  creer  gue  hubo  oque  no  hubo 
delito;  que  no  siempre  que  hay  infracción  hay  delito  ni  delincuente. 

Partiendo  de  estos  principios,  entienden  los  que  suscriben  que  se  hallan 
en  el  caso  de  proceder  al  examen  dequf*  acaban  de  hablar. 

£1  primero  de  Inc  motivos  que  los  RR.  Prelados  pudieron  tener  para 
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«estimar  que  la  Eocfeiica  y  el  Syllabus  no  estaban  deotro  de  la  prohibí* 
níoi  de  la  pragmática,  era  la  nuturaleza  puramente  doctrinal  de  tales  du- 
camentos;  y  aun  cuando  la  jurisprudencia  liabia  sujetado  otros  iguales  al 
pase  regio,  pudieron  también  creer  que  el  concordato,  sin  negar  eo  prin- 
cipio absoluto  el  ¡dácitum  regium,  habia  modiíicado  esa  jurisprudencia, 
cuando  estebiecia  en  su  art.  4."  «que  no  se  opondría  impedimento  alguno 
¿ios  prelados  en  el  ejercicio  de  kus  funciones,  ni  les  molestaría  nadie  bajo 
ningún  protesto  em  cuanto  se  refiere  al  cumplimiento  de  los  deberes  de  su 
cargo;  y  en  el  art.  4.%  que  en  todas  las  demás  cosas  gne  pertenecían  al 
derecho  y  ejercicio  de  la  autoridad  eclesiástica  t  al  ministerio  de  las  sa- 
gradas órdenes,  los  obispos  y  ei  clero  gozarían  de  la  plena  libertad  que  es- 
tablfH^en  los  cánones. 

Verdad  es  que  á  la  bula  que  contenía  el  Concordato  se  dio  el  pase  sin 
perjuicio  délas  regalías. de  la  Ck>rona  ,  y  que  de  aquí  podría  sacarse  argu- 
mento para  decir  que  esto  no  lo  ignoraban  los  prelados,  y  no  podían  por 
lo  mismo  ignontr  que  el  derecho  de  ea^egua^ur  había  quedado  vigente  y  s(H- 
To.  P^ro  verdad  es  tftmbien  que  á  dicho  argumento  podrían  contestar  que 
el  exeqwUur  v  la  reserva  se  referían  á  la  bula  misma  y  no  al  Concordato, 
porque  si  en  este  se  habia  pactado  algo  por  ambos  contrayentes  con  rela- 
ción al  espresado  derecho,  no  podía  entenderse  que  una  de  las  partes  pu- 
siese por  sí  sola  up  velo  á  lo  pactado  por  medio  de  la  indicada  reserva. 

También  podría  argúírse  contra  la  creencia  de  que  el  Concordato  hu- 
biese modificado  el  plácitum  reaium^  y  hedióle  innecesario  por  lo  respec- 
tiro  á  las  encíclicas,  con  el  hecno  que  resiilta  del  espediente  de  haberse 
declarado  lo  contrario  en  el  ano  de  i85l,  con  audiencia  del  Nuncio,  y  de 
haberse  circulado  esta  disposición.  Pero  ta/nbien  podrían  contestar  con  la 
tolerancia  del  Gobierno  en  época  posterior,  hasta  el  punto  do  haberse  pu- 
blicado hasta  44  eocíclicas  sin  el  requisito  del  pase  en  los  Boletin^^s  ccle^ 
siástieos  de  solo  dos  diócesis  correspondientes  á  los  años  desde  1859  á 
iS64,  siendo  de  notar  que  en  algonas  de  ellas  estaban  condenadas  mu- 
chas de  las  proposiciones  que  condena  el  Syilabus  de  4864. 

Y  todavía  si  se  les  objetase  que  una  tolerancia  indebida  ó  un  abuso  no 
autorizaba  otros,  podrían  responder  que  la  tolerancia  del  Gobierno  tenia 
su  legítima  esplicacion  en  el  art.  19  del  convenio  de  i  859  ,  porque  ha- 
llándose en  vías  de  arreglo  estas  cuestiones ,  según  dicho  artículo ,  el  Go- 
bierno habia  creído  oportuno  ser  mas  laxo  en  estas  materias  usaudo  de  la 
prudencia  y  del  juicioso  criterio  con  que  de  antiguo  habia  procedido  en 
ellas. 

Véase  pues  cómo  los  RR.  Prelados  pudieron  proceder  en  la  publica- 
ción de  que  se  trata  en  la  racional  creencia  de  que  no  infringían  la  ley. 

Aquí  tienen  los  que  suscriben  necesidad  de  sincerarse  anticipadamen- 
te de  un  car^o  de  inconsecuencia  que  se  les  pudiera  hacer,  porque  al  em- 
pezar sostuvieron  que  el  Syllabus  y  la  Encíclica  estaba'b  sujetos  al  pase 
regio,  porque  el  Concordato  no  había  derogado  esta  ri^galía  ,  y  ahora  sos- 
tienen que  la  conducta  de  los  RR.  Prelados  puede  esplicarse  por  la  creen- 
cia contraria  de  un  modo  satisfactorio.  No  se  pierda  de  vista  lo  que  antes 
se  ha  dicho  acerca  del  diferente  c-arácter  con  que  examinan  las  dos  graves 
cuestiones  de  este  espediente.  Obrando  como  jurado  de  previo  examen 
vpñTh  analizar  los  actos  que  aparecen  como  infracciones  de  la  ley  ,  emiten 
el  juicio  y  aprecian  las  razones  de  los  que  pueden  ser  tenidos  como  infrac- 
tores, y  no  las  calífícau  de  sólidas  para  destruir  la  opinión  formada  sobre 
este  punto,  sino  como  bastantes  desde  la  situación  de  los  RR.  Prelados, 
para  deducir  que  en  su  ánimo  pudieron  pesar,  para  creer  ,  sin  intención 
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áe  ofender  la  regalía,  que  les  era  licito  publicar  la  Bacícliea  y  et  Syüabus. 

Pero  DO  es  lo  dicho  hasta  aquí  lo  que  abona  6  espiica  satisfactoria- 
roente  la  conducta  de  los  RR.  Prelados.  No  ha  de  perderse  de  vista  (|ae 
los  citados  documentos  no  venían  destinados  á  la  publicidad;  couteaian 
reglas  de  conducta  que  habrian  observado ,  sin  proceder  á  la  publicación, 
y  sin  que  por  tanto  pudiera  argúírseies  en  ningún  sentido;  pero  empieza 
éo  Francia  la  publicación  por  medio  de  la  prensa ;  sigue  en  Gspana  con 
comentarios  y  esph'caciones ,  tal  vez  contrarias  al  espíritu  de  aquellos  do- 
cumentos ;  se  verifíca  esto  á  presencia  del  Gobierno ,  que  no  adopta  me- 
dida alguna ,  ¿y  podían  callar  en  tal  ocasión  los  RR.  Obispos?  ¿  Podían 
dejar  correr  con  íalsus  interpretaciones  tal  publicación  ,  sm  oponerla  el 
correctifo  de  >u  publicación  oíicial?  ¿Debían  creer  que  existia  la  prohibi- 
ción de  publicar  lo  que  ya  aparecía  publicado?  ¿Podían  suponer  que  la 
{prohibición  alcanzaba  á  ellos  s(»los,  j^que  á  ellos  solos  no  era  lícito  lo  que 
o  era  hasta  para  el  periódico  del  último  rincón  de  la  Península? 
*  Explicación  tiene  muy  natural  su  conducta,  y  motivos  muy  racionales 
hay  para  creer  quo  no  faltaron  con  intención  á  la  ley  *y  por  lo  misma,  que 
no  son  dignos  ni  aun  de  censura. 

Por  lo  que  hace  al  clero,  poco  tienen  que  decir  los  que  suscriben.  Al 
4ar  cumplíiníento  á  las  pastorales  de  los  RR.  Obispos,  y  al  publicar  los 
documentos  que  lo  habían  sido  por  los  prelados,  á  los  cuales  incumbía  lle- 
nar los  requisitos  de  la  ley,  si  laies  docum')ntos  lo  exigían,  han  debido 
creer  que  la  ley  estaba  cumplida,  y  esto  les  exime  de  toda  responsabilidad. 

De  todo  lo  dicho  se  deduc".  que  no  se  puede  asegurar  qne  á  la  prensa 
sea  aplicable  la  ley  que  establece  la  saocioo  p^nil  contra  la  ínfracion  de  la 
pragmática;  que  los  RR.  Prelados  y  el  clero  han  procedido  de  buena  fé  y 
con  intención  sana.  Pero  aunque  todo  lo  espuesto  no  fuese  cierto,  como 
lo  creen  firmemente  los  que  suscriben,  ¿qué  eQcacia  ni  qué  oportunidad, 
como  V.  E.  acertadamente  nota,  prodria  tener  ya  la  sanción  penal  cuando 
ha  llegado  al  fundo  de  todas  las  conciencias  la  <Ioctrina;  cuanuo  de  su  apli- 
<;acioo  resultaría  el  daño  de  alarmarlas,  inquietud  en  el  interior,  despres- 
tigio de  los  pastores  de  la  Iglesia,  aflicción  para  el  Sumo  Pontífice  y  dífí- 
cullíides  pira  los  conciertos  ulteriores?  Lo  aue  importa  es  evitar  en  lo 
sucesivo  conflictos  de  esta  especie;  y  para  ello,  que  en  la  ley  de  imprenta 
se  haga  por  quien  corresponda  la  aclaración  oportuna;  que  los  RR.  Pre- 
lados, teniendo  por  vigente  la  pragmiítíca,  se  arreglen  estrictamente  á  su 
tenor,  y  que  el  Gobierno  se  apresure  á  dar  solución,  de  acuerdo  con  la 
Santa  Sede,  á  las  cuestiones  pendientes. 

Tal  vez  se  diga  que  supuesta  la  infracción  de  la  ley  el  Gobierno  no 
puede  callar  ni  dejar  pasar  el  hecho  como  inadvertido,  porque  seígun  la 
Gonstítiiccíon  tiene  el  del>er  de  cuidar  de  ^ue  se  administre  justicia,  ósea 
de  someter  el  hecho  á  la  acción  de  los  tribunales,  que  son  los  que  absuel- 
ven ó  condenan; 'y  que  esto  solo  puede  escusarlo  aconsejando  á  S  M.  el 
uso  de  su  prerogativa  de  amnistía.  Esto,  que  en  tesis  ;;eneral  es  cierto 
cuando  se  trata  de  asuntos  ordinarios,  no  lo  es  aplicado  al  presente  caso, 
que  00  es  meramente  de  justicia  y  de  la  aplicación  de  la  ley  común,  sino 
que  no  piorde,  por  mas  que  acerca  de  ello  naya  algo  escrito  en  el  Código 
penal,  su  índole  especial  de  materia  de  gobierno,  pues  que  se  refiere  á  la 
alta  esfera  de  la  gobernación  misma  del  Estado,  y  hasta  participa  del  ca- 
rácter de  cuestión  internacional.  En  las  leyes  francesas  está  escrito  lo- que 
^m  nuestro  Código  penal;  el  francés  contiene  disposiciones  análogas  alas 
del  nuestro,  y  no  por  eso  el  Gobierno  se  ha  desprendido  de  tratar  el  asuu- 
lo  co»no  de  su  competencia ,  y  supuesta  la  infraciiou  de  la  ley  y  del  Códi- 
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go,  DO  sujeta  el  caso  á  la  acción  de  la  justicia,  sioo  que  la  aprecia  y  lo 
califica  por  si  como  uegocío  de  Estado. 

No  faltaría,  pues^ei  Gobierno  al  deber  que  le  ímpoue  la  GonstitucioD 
de  velar  por  la  administración  de  justicia,  adoptando  la  resoluccion  que 
le  dicte  su  ronciencia,  si  penetrado  de  que  no  hay  delito,  aunque  pueda 
aparecer  la  ley  infringida,  obra  eu  consecuencia  con  tal  convicción. 

No  faltarian  los  qne  suscriben  cuando  así  se  lo  aconsejasen»  y  aquícon- 
viene  tratar  de  uda  cuestión  importante,  ó  sea  de  la  aplicación  que  pueda 
hacerse  del  artículo  145  del  Góaigo  pena!  á  hechos  como  el  presente. 

Desde  luego  ocurre  la  duda  de  si  él  alcanza  á  los  Arzobispos  y  Obis- 
pos, porque  aunque  es  verdad  que  en  general  los  comprende  la  denomi- 
nación die  eclesiwticos,  loes  también  que  por  su  carácter  especial,  por  el 
lugar  que  ocupan  en  la  Iglesia  y  con  relación  al  Gobierno  temporal, 
Siempre  que  á  ello  se  refiere  cualquiera  medida,  se  les  nombra  esplícíta  y 
determinadamente.  Y  hay  otra  razón  mas  fuerte  para  tai  duda:  la  Real 
pragmática  de  1768  no  los  comprendió  en  sus  disposiciones,  y  no  podía 
ocultarse  al  legislador  que- los  Arzobispos  y  Obispos  podían  incurrir  en  la 
infracción  de  sus  preceptos,  de  k>  que  se  intiere  que  creyó  que  debían  ser 
objeto  de  una  medida  espedal,  según  las  circunstancias,  y  en  uso  del  de- 
recho tuitivo  que  corresponde  al  Monarca.  Adauiere  todavía  mayor  fuer- 
za la  duda,  si  se  considera  que  entendido  el  artículo  de  un  modo  absolu- 
to, ó  se  hacia  imposible  su  ejecución,  ó  se  supondría  resuelta  en  él  una 
giavísima  cuestión,  ante  lo  cual  cedió  la  voluntad  (te  hierro  y  el  poder 
colosal  de  Don  Felipe  II,  y  que  el  curso  de  los  siglos  trascurridos  no  ha 
bastado  á  resolver:  la  cuestión  del  fuero  de  los  obispos;  porque,  ¿ouiéu 
les  aplica  la  pena  del  Código?  ¿Ante  qué  tribunal  serían  justiíicables:  Los 
que  suscriben  no  comprenden  cómo  a  la  clara  inteligencia  del  Conseio  se 
ha  ocultado  esta  dificultad,  ó  cómo  advirtiéndoía  oo  le  ha  preocupado  la 
¡dea  de  los  resultados  que  habría  do  dar  la  adopción  de  la  resolución  que 
propone  al  Gobierno  en  una  de  sus  conclusiones. 

De  la  amnistía  poco  hablarán  los  que  suscriben,  porque  supuesta  la 
fiílta  de  intención  en  la  infracción  de  la  pragmática,  y  por  consiguiente  la 
falta  de  motivo  para  el  procedimiento,  tal  medida  aparece  innecesaria.  Pe* 
ro  no  vaya  á  creerse  por  eso  que  puede  adoptarse  para  salvar  el  inconve- 
niente últimamente  apuntado 

¡Amnistiados  los  prelados  espaííoles!  Qué,  la  amnistía  ¡no  manchal 
Verdad  es  por  desgracia  en  esta  época  en  que  no  anda  muy  en  voga  el  sen- 
timiento moral,  y  solo  se  creen  en  general  lastimados  los  hombres  cuan- 
do se  les  toca  á  sus  intereses  materiales;  mas  esto  no  puede  decirse  de  los 
obispos,  sobre  cuyas  conciencias,  aun  creyéndose  inocentes,  pesaría 
siempre  con  amargura  la  idea  de  que  por  un  instante  se  les  haya  tenido 
por  delincuentes,  y  necesitados  de  que  la  piedad  de  nuestra  Soberana  cor- 
riese un  velo  sobre  su  conducta.  Esto  no  debe  hacerse  en  un  pu^eblo  ca- 
tólico, que  no  podría  ver  sin  dolor  desprestigiados  á  sus  pastores,  aunque 
no  se  les  nombrara  en  la  Real  gracia.  Y  ^quiere  saber  V.  E.  otros  efectos 
de  la  amnistía?  Al  día  siguiente  de  otorgada,  ciertos  periódicos  alzarían 
la  voz  contra  el  Gobierno,  porque  no  había  llevado  los  obispos  á  los  tribu- 
nales, y  la  desdeñarían  por  lo  que  á  ellos  tocaba  á  preteslo  de  que  no  les 
alcanzaba  la  prohibición  de  la  ley. 

También  deben  hacer  notar  que  tal  vez  se  hubieran  podido  prever  y 
eseosar  estas  cuestiones,  sí  al  Gobierno,  teniendo  oportuna  noticia  de  la 
remisión  de  la  Encíclica  y  del  Syllabus  á  los  obispos  de  España,  le  hubie- 
ra sido  dado  tomar  medidas  preventivas* 
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Los  qtie  snscríbeD,  Excmo.  Sr.,  creen  dejar  contestada  la  tercera  pre«> 
^uütw  que  V.  E.  se  sirvió  liaoer  al  Consejo,  y  se  tomarán  la  libertad  de 
t'onculir  este  Toto  particular  con  consideraciones  generales,  como  lo  em* 
pezaron. 

No  se  puede  perder  de  vista  para  la  resolución  deestos  asuntos,  la  di* 
ferencía  oe  los  tiempos  y  el  inmenso  cambio  ocurrido  en  los  presentes  res- 
pecto á  la  posesión  de  la  Iglesia  y  del  Gobierno  temporal,  y  que  por  lo  mis- 
mo las  disposiciones  adoptadas  en  tiempo  de  lucha  entre  ambos,  no  es 
prudente  aplicarlas  hoy  en  toda  su  estensíon  hallándose  en  desuso  mu* 
<:bas,  raoditicadas  otras  en  la  práctica,  y  derogadas  espresaroente  algunas 
en  otros  países,  cabalmente  en  aquellos  que  fueron  la  causa  del  sistema 
de  desconfianza  y  de  prevención  contra  la  Santa  Sede,  como  sucede  en 
Francia,  cuyo  episcopado  no  proclama  hoy  las  antiguas  libertades  de  la 
Iglesia  galicana;  en  Austria  que  ha  abandonado  las  leyes  Josefinas  renun^ 
ciando  espresameote  la  regalin  AeYexecuatur  y  otras,  aunque  de  menos 
trascendencia,  siempre  importantes;  y  en  el  reino  de  Wurtemberg,  y  co* 
mo  se  ha bia  comenzado  á  hacer  en  Toscana  antes  del  destronamiento  de  su 
Gran  Duque,  célebre  por  las  leyes  Leopoldinas.  Al  antiguo  estado  dedescon- 
lianza  y  tirantez  ha  sucedido  el  sistema  de  concordia  entre  el  sacerdocio 
y  el  imperio,  que  fueron  siempre  las  aspiraciones  de  la  Iglesia  y  queadop* 
tó  como  base  fundamental  de  su  política  la  nación  española,  especialmen- 
te desde  el  concordato  de  1851,  punto  de  partida  que  es  preciso  no  olvi<^ 
dar  para  apreciar  debidamente  los  casos  de  conflítos,  como  el  actual,  sin 
menoscalK)  de  los  derechos  de  la  Iglesia  ni  de  los  que  al  Estado  correspon- 
den legítimamente. 

Terminan  aquí,  Excmo.  Sr.,  su  tarea  los  que  suscriben  resumiendo 
su  voto  en  las  conclusiones  siguientes: 

1*  Que  la  Encíclica  QtMnta  cura  y  e\  Sifüabus  qm  la  acompaña, 
están  por  su  naturaleza  y  su  contenido  sujetos  á  la  formalidad  del  pase 
regio. 

2.*  Que  debe  concederse  á  ambos  4ocumentos,  si  el  Gobierno  no  tie- 
ne motivos  para  dudar  de  su  autenticidad,  con  la  clausula  de  sin  per- 
juicio de  los  derechos,  regalías  y  facultades  de  la  Corona. 

3/  Que  no  solo  no  tendría  eficacia,  ni  seria  adecuada  la  aplicación  de 
la  pragmática  de  1768  en  lo  que  concierne  á  la  publicación  de  dichos  do- 
cumentos, ni  los  artículos  correspondientes  del  Código  penal,  sino  qne  no 
hay  méritos  para  proceder  contra  la  prensa,  los  RR.  Prebidos  y  el  clero, 
por  las  razones  que,  respectivamente  á  cada  una  de  estas  clases,  se  han 
espuesto  en  el  cuerpo  de  este  escrito. 

4.*  Que  con  el  ün  de  evitar  conflictos  ulteriores,  se  esplique  como  con- 
venga la  ley  de  imprenta,  y  se  diga  á  los  M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obis- 
pos que  el  Gobierno  vá  á  ocuparse  activamente  de  la  resolución  de  las 
graves  y  arduas  cuestiones  pendientes  en  el  sentido  propuesto  en  el  ar- 
ticulo 19  del  convenio  de- 1859,  y  que  mientras  se  resuelven  de  un  modo 
definitivo  y  terminante  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  deben  sujetarse  es- 
trictamente á  la  pragmática  de  1768. 

5^  Y  por  último,  que  se  diga  al  embajador  de  España  en  Roma,  para 
que  lo  trasmita  al  Excmo  Sr.  Cardenal  Secretario  de  Estado,  cuan  con- 
voniente  habría  sido  que  la  corte  pontificia  hubiese  dado  noticia  directa  y 
oportunamente  de  la  Encíclica  y  del  Spllabus  al  Gobierno  español,  tan 
cordialmente  unido  á  Su  Santidad,  con  el  fin  de  evitar,  que  publicadas 
sin  su  conocimiento  diera  esto  ocasión  á  complicaciones,  que  á  la  España, 
como  nación  eminentemente  católica,  siempre  causan  pesar. 
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Segundo  voto  portíoalar. 

E\  Consejero  D.  Pedro  de  Bgaña  ha  diseotíto  nsimismo  de  los  parece- 
res del  Consejo  y  de  ta  minoría ,  y  ha  formalado  el  siguiente  ?oto 
particnlar: 

Considerando  que  los  papeles  que  forman  la  base  de  esta  consulta  no 
tienen  el  carácter  oficial  necesario  para  que  pueda  emitirse  desde  luego 
dictamen  Formal  sobre  ellos,  pues  que  según  declaración  hecha  por  el 
Gobierno  de  S.  M.  ante  el  Senado  y  connrmada  sustaoga'mente  en  la 
Real  orden  de  remisión  á  este  alto  Cuerpo,  no  proceden  los  citados  docu- 
mentos de  remisión  directa  de  Su  Santidad  ó  sus  legítimos  representan- 
tes, como  es  de  uso  y  costumbre  en  tales  casos,  sino  que  fueron  compra- 
dos particularmente  en  Roma  por  el  embajador  de  España  en  aquella  cor- 
Ce,  lo  cual  les  priva  de  la  autenticidad  indispensable  para  tomarlos  por 
fundamento  de  consulta: 

Considerando,  que  en  tales  circunstancias  lo  procedente  en  rigor,  an- 
tes de  todo  otro  paso,  en  un  cuerpo  tan  respetable  y  grave  como  el  Con- 
sejo, sería  cerciorarse  de  la  autenticidad  y  exactitud  de  los  citados  pa- 
peles: 

Considerando,  sin  embargo,  que  á  pesar  de  tan  notable  falta  y  á  reser- 
va de  repararla  en  lo  posible,  no  puede  dejar  de  responderse  ni  llama - 
miento  del  Gobierno,  asi  por  respeto  al  mandato  soberano,  qomo  por  la 
necesidad  de  marcar  un  rumbo  lijo,  cualquiera  que  sea,  al  espediente  en 
et  estado  en  que  ha  sido  remitido  al  Consejo: 

Considerando  que,  según  la  elevación  y  trascendencia  de  miras  con 
que  este  cuerpo  ejerce  las  funciones  que  le  están  encomendadas,  no  son 
agenas  de  su  competencia,  sino  que  antes  bien  entran  de  lleno  en  la  es- 
fera de  su  carácter  y  de  su  espíritu  las  razones  de  alta  políiíca  y  conve- 
niencia pública  propias  de  los  negocios  en  que  el  Gobierno  consulta  su 
parecer: 

Considerando  que  en  concepto,  no  debe  el  Consejo  al  tiempo  de  eva- 
cuar la  consulta  pendiente  desentenderse  de  las  circunstancias  especiales 
de  los  tiempos,  aplicadas  á  la«8ituacioa  general  del  reino,  aun  bajo  el  as- 
pecto de  sus  relaciones  con  los  intereses  generales  europfíos  en  ciiaiitf> 
conciernen  á  la  conservación  de  la  autoridad  del  Soberano  Poniíñce,  cabe- 
za visible  déla  Iglesia  católica,  y  se  refieren  á  los  intereses  preciosos  tam- 
bién de  nuestra  patria;  de  lo  cual  se  inGere  que  no  haya  de  limitarse  el 
Consejo  á  examinar  en  este  caso  especial  como  único  criterio  de  su  con- 
ducta, y  en  absoluto,  las  disposiciones  todas  de  las  leyes  que  regían  en 
España  antes  de  las  reformas  y  alteraciones  introducidas  hasta  en  la  fun- 
damental del  Estado. 

Considerando  que  si  hubo  un  tiempo  en  que  pudo  ser  necesario  em- 
plear, hasta  con  empeño,  los  medios  encaminados  á  impedir  las  invasiones 
aneen  punto  á  disciplina  pudieran  temerse  de  otro  poder  independiente 
fundándose  para  elfo  los  Monarcas  españoles  en  los  principios  del  derecho 
de  defensa  (jus  tuendi)  de  sus  subditos  y  del  Estado,  de  quienes  á  la  sa- 
lón eran  la  única  y  absoluta  representación,  y  ejerciendo  el  derecho  de 
precaver  (jus  cavendi),  mas  bien  que  de  remediar  todo  a(|uello  que  pu- 
diera perturbar  la  paz  y  sosiego  público  en  la  administración  y  gobierno 
de  estos  reinos;  lioy  con  los  nuevos  elementos  de  publicidad,  de  discusión 
y  de  censura  que  han  traído  las  alteraciones  fundamentales  en  el  régimen 
político  y  administrativo  de  la  monarquía,  no  pueden  ni  deben  tener  igual 
aplicación  aquellos  principios,  en  razón  á  que  lejos  de  ser  en  los  tiempos 
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presentes  una  aineouza  [xjra  los  iutereses  temporales  de  España  el  poder 
cuyas  irrupcioDesaotesso  lecniao,  necesiia  por  ei  contrario  en  bien  del 
Estado  mismo  y  de  la  Iglesia,  ser  ayudado  y  robustecido  ese  poder,  ruda- 
mente combatido  por  la  revolución,  con  todos  los  medios  legítimos  que 
quepan  dentro  del  límite  de  nuestra  posibilidad  y  de  nuestros  debere<i^ 
como  pueblo  esclusivamente  católico; 

Consideraiidu  que  la  gravísima  desmostracíon  de  la  Santa  Sede  que 
motiva  esta  consulta  no  es  de  aquellos  casos  ordinarios  y  comunes  de  roce 
entre  ambas  j)otestades  que  produjeron  el  remedio  de  las  llamadas  rega- 
lías de  la  Corona,  que  nadie  combate,  sino  mas  bien  un  acto  religioso  de 
grande  alcance  social  y  político  al  mismo  tiempo  con  que  la  Santa  Sede  ha 
creido  deber  salir  á  la  defensa  de  su  autoridad  y  de  su  poder,  pensando 
sin  duda  en  su  alta  justíGcacion  y  sabiduría  el  Padre  común  de  4os  fíeles, 
dignos  de  enérgica  protesta  y  eficaz  enfrenamiento  algunos  becbosconsu- 
mados  y  multitud  cln  doctrinas  vertidas  de  cierto  tiempo  acá  en  daño  de 
la  independencia,  de  la  legitimidad  y  del  prestisío  de  la  Santa  Sedei 

Considerando  que  ni  la  Encíclica  ni  el  Syílabus  han  sido  ni  pueden 
suponerse  dirigidos  contra  el  pueblo,  que  en  ¡as  presentes  turbulencias 
de  Europa  ha  permanecido  siempre  fíel  á  la  causa  del  Santo  Padre;  en 
cuyo  concepto  seria  ilógico  é  incomprensible  que  por  intereses  de  domi- 
naciones estrahas  rompiésemos  ó  aflojáramos  nosotros  los  vínculos  de 
unión  y  de  concordia  que  felizmente  mantenemos  con  el  venerable 
Pío  IX: 

Considerando  que  basta  en  la  irregularidad  con  que  han  lleudo  á  co- 
nocimiento del  pueblo  español  esos  documentos  se  demuestra  que  la  San- 
ta Sede  no  los  había  escrito  para  España,  sino  para  aquellos  que  consu- 
mando actos  anteriores  perjudiciales  á  la  Santa  Sede,  sin  la  menor  notiG- 
cacíon  á  esta,  autorizaron  un  proceder  semejante  en  el  Sumo  Pontífice, 
que  dando  tal  paso  en  cumplimiento  sin  duda  de  los  indeclinables  debe- 
res de  su  elevadísímo  ministerio,  no  podía  sin  complicar  mas  su  situación 
obrar  de  diversa  manera  en  la  forma  de  la  pubjícacion  con  las  naciones  no 
interesadas  en  el  conflicto: 

Considerando  que  aunque  se  quisiera  prescindir  de  esta  observación 
capital  y  también  por  un  momento,  dejándolo  para  examen  ulterior  de  la 
observancia  que  deban  tener  las  leyes  relativas  á  las  regalías  (no  todas 
por  cierto  establecidas  sobre  los  mismos  principios  oí  con  iguales  desig- 
nios), esas  leyes,  y  los  demás  antecedentes  y  ejemplos  prácticos  que  con 
esquisita  diligencia  y  empeñado  estudio  allega  en  su  informe  la  mayoría 
de|  Consejo,  no  son  parte  para  desvirtuar  en  lo  roas  mínimo  la  completa 
variación  de  fas  circunstancias  y  de  los  tiempos,  ni  pueden  ofrecer  las 
consecuencias  que  autorizaban  en  época  muy  ai  versa,  ni  alcanzan  por  úl- 
timo á  justificar  razonablemente  el  sistema  que  adoptaron  nuestros  Mo- 
narcas hace  un  siglo: 

Considerando  que  el  contenido  de  la  Encíclica  QuarUa  cura  y  del  Sy- 
dlabus  que  la  ucompaña,  es  principalmente  dogmático  y  esencialmente 
doctrinal:  que  ha  sido  conocido  de  uno  ú  otro  modo  antes  deque  lo  publi- 
caran los  M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos:  que  nada  autoriza  ni  precep- 
túa como  objeto  de  ejecución  práctica  inmediata,  fuera  de  la  indulgencia  y 
jubileo,  y  que  no  se  refíere  ni  puede  referirse  en  particular  á  las  leyes, 
prácticas  y  observancias  que  deban  ser  legítimamente  guardadas  en  Es- 
paña: 

Considerando,  ad^^más,  en  cuanto  al  Syílabus,  principal  objeto  de  las 
observaciones  y  escrúpulos  de  la  mayoría  del  Consejo,  que  según  aparece 
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del  mismo  documeoto  DO  hav  una  sola  proposición  d«»  las  ochenta  en  él 
contenidas  oueno  proceda  de  alocución,  carta  pastoral  ó  particular,  letras 
apostólicas  o  encíclicas,  circulados  hace  anos  en  todo  el  orbe  católico,  sin 
que  per  ello  se  haya  turbado  la  paz  de  los  reinos,  ni  interrumpídose  en 
lo  mas  mínimo  la  Hdminístracion  y  régimen  del  nuestro:  como  que  de  las 
cuatro  retenibles  á  juicio  de  la  mayoría,  la  20/  se  publicó  en  alocución  de 
Su  Santidad  de  30  de  setiembre  de  1861,  las  28/  y  29/  en  alocución  de 
i  5  de  diciembre  de  1856,  y  la  41/  en  letras  apostólicas  de  22  de  agosto  de 
i  851;  y  de  las  reservadas  á  juicio  de  la  misma  mayoría,  la  24/  y  25/  se 
publicaron  en  la  citada  fecha  de  22  de  asesto  de  i  85  i,  la  30.*  en  i  O  de  Ju- 
nio de  1861,  la  31/  en  alocución  de  27  de  setiembre  de  4852,  la  42.*  en 
22  de  agosto  1851,  la  44/  en  alocución  de  1."  de  noviembre  de  1850,  la 
49/  en  alocución  de  9  de  julio  de  1862^  la  62/  en  alocución  de  28  de  se- 
tiembre de  1860,  y  la  80/ en  alocución  de  18  de  marzo  de  1861: 

Considerando  que  el  castigar,  condenar  y  ensañarse  ahora  contra  lo 
que  por  espacio  de  cerca  de  tres  lustros  ha  corrido  impunemente  en  el 
mundo,  llevaria  las  apariencias  de  un  dcto  caprichoso  de  arbitrariedad, 
que  por  dicha  circunstancia  y  las  que  someramente  se  indican  en  Jos  con- 
siderandos siele  y  ocho  de  este  voto  pudiera  achacarse  mas  bien  que  á  celo 
por  los  intereses  españoles,  á  débil  y  antipatriótica  condescendencia  para 
con  los  estrenos. 

Considerando  que,  aun  sin  estas  graves  razones,  dignas  seguramente 
de  la  ilustrada  atención  de  un  Gobierno  católico,  y  dando  por  nuevas  y 
como  de  ayer  las  proposiciones  retenibles  6  reservMes  á  juicio  de  la  ma- 
yoría, esas  proposiciones  tienen  una  esplicacíon  natural  y  legítima,  con- 
forme á  nuestras  leyes,  y  en  nada  ofensivas  á  las  prerogativas  de  la  Reina 
de  España,  según  se  ha  demostrado  hasta  la  evidencia  por  los  oradores  de 
la  minoría  en  los  largos,  luminosos  y  concienzudos  debates  del  Consejo: 
Considerando  que  si  ajuicio  de  la  mayoría  cabe  la  interpretación  en 
sentido  contra  río  de  parte  de  las  cláusulas  del  Sffllabus,  esa  interpretación 
hecha  sin  coeocimiento  de  su  venerable  autor,  y  además  sin  su  acuerdo 
para  alcanzar  la  verdadera  y  legitima  inteligencia  que  puedan  y  deban  te- 
ner con  aplicación  á  España,  no  es*  fundada,  valedera  ni  razonable: 

<}onsiaeraBdoqi]e  la  retención  de  una  sola  parte  ó  cláusula  de  los  docu- 
mentos á  que  la  consulta  se  refíe^e,  sin  desarmar  á  los  que  por  uno  ú  otro 
designio,  en  nno  ú  otro  terreno,  y  en  esta  ó  la  otra  forma  sean  sus  im* 
pn^nadores,  ni  amenguar  la  fuerza  que  puedan  dar  á  sus  ataques,  produ- 
ciría gravísimos  conflictos  en  daño  de  la  trannuílidad  de  las  conciencias  y 
de  la  concordia  tan  necesaria  con  autoridades  que  hoy  mas  que  nunca 
ban  menester  del  respeto  público  y  del  apoyo  del  Gobierno  para  el  mejor 
y  mas  cabal  desempeño  de  su  sagrado  ministerio:  esto  en  cuanto  á  lo  inte- 
rior: y  en  otro  concepto  y  mas  alta  esfera,  ofrecerla  daños  de  mayor  tras- 
cendencia todavía,  complicando  irremediablemente  la  situación  harto 
aflictiva  en  que  se  encuentra  el  Padre  común  de  los  fieles,  con  menosca- 
bo de  las  consideraciones  á  que  debe  atender  siempre  y  con  particularidad 
ea  estos  tiempos  de  tribulación  para  la  Santa  Sede,  la  católica  nación  es- 
pañola: 

Coosiderendo  ^ue  el  Consejo  en  su  elevada  misión  no  solo  debe  evitar 
al  Gobierno  toda  situación  embarazosa,  sino  también  facilitarle  medios  de 
apartar  perturbaciones  sensibles,  cuando  así  puede  hacerlo  sin  ofensa  de 
las  leyes  que  rigen  en  la  materia,  entendidas  y  aplicadas  según  su  genui- 
sa,  legítima  y  evidente  observancia; 

GoBsiderando  en  el  examen  mismo  de  esas  leyes  concfptado  á  Jas  que 
TOMO  XXVI,  .  37 
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tienen  verdadera,  directa  j  principal  af)licacion  al  caso,  y  son  ti  mismo 
tiempo  las  mas  espresas  y  terminantes  en  et  asunto,  á  saber,  la  pragmática 
del  Señor  Don  Carlos  III  de  1^68  y  las  disposiciones  del  código  penal,  que 
no  es  tan  destituida  de  razón  y  tundamenlo  como  se  supone,  sino  antes 
bien  puede  parecer  razonable  y  fundada  á  los  ojos  de  algunos  su  derogación 
ó  modificación  en  algunos  puntos  por  lo  convenido  y  promulgado  poste- 
riormente como  ley  general  del  reino,  hecha  con  la  concurrencia  de  todos 
los  poderes  del  Estado: 

Gonsiderando  en  este  mismo  raciocinio,  no  ya  solo  la  disposición  de  los 
artículos  3."  y  4.**  del  concordato  celebrado  con  la  Santa  Sede  en  i85<, 
áino  todos  los  demás  que  de*nuestran  que  cuanto  concierne  á  la  disciplina 
de  la  Iglesia  y  á  las  cotias  eclesiásticas  debe  regirse  en  lo  sucesivo  por  lo 
convenido  en  el  mismo  esclustvamente,  y  por  las  ulteriores  aclaraciones 
ue  en  su  consecuencia  se  hagan;  y  teniendo  en  cuenta  que  la  derogación 
e  todas  las  leyes,  órdenes  y  decretos  publicados  hasta  entonces,  de 
cucUquier  modo  y  forma  en  los  dominios  de  España^  no  por  ser  general 
es  meramente  formularia,  sino  antes  bien  espresa,  terminante  y  obliga- 
toria; y  que  ^i  en  el  artículo  precedente  se  declaran  salvas  é  ilesas  las  Rea  • 
les  prerogativas  de  la  Corona,  es  en  conformidad  á  los  convenios  ante- 
riormente celebrados  entre  ambas  potestades,  de  los  cuales  se  citan  algu- 
nos con  especialidad,  cuyo  contenido,  según  conoce  muy  bien  la  ilustra- 
ción del  Gobierno,  no  obsta  de  modo  alguno  á  la  supuesta  modificaeioo,  ni 
puede  producir  otro  fundamento  que  el  de  justificar  y  esplicar  racional- 
mente la  cláusula  de  «salvedad  de  las  Reales  prerogativas,»  de  la  que  to- 
davía y  en  tal  concepto  puede  hacerse  uso  en  los  casos  oportunos  como  el 
presente: 

Considerando  que  la  verdad  notoria,  deducida  del  estudio  de  las  nego- 
ciaciones que  á  aquel  convenio  precedieron,  es  que  acudiéndose  en  él  ¿ 
preveer  sobre  los  asuntos  fuas  urgentes  de  resolución,  aun  en  las  cosas 
^concernientes  á  la  potestad  eclesiástica,  quedaron  algunos  otros,  ya  úni- 
camente indicados,  ya  tácitamente  comprendidos  en  las  mismas  estipula- 
ciones, para  llevarlos  á  cabo  y  ejecución  concertándolos  mas  adelante,  se- 
gún alli  mismo  se  propuso:  Y  que  entre  esos  particulares  estaban, como  no 
podían  menos  de  hallarse  comprendidos,  todos  los  que  se  refieren  á  la 
consulta  hoy  pendiente  en  el  Consejo: 

Considerando  que  esos  mismos  conceptos  se  corroboran  en  el  convenio 
ajustado  posteriormente  con  la  Simta  Sede  en  29  de  agosto  de  1859: 

Considerando  que  en  tal  estado  de  cosas,  y  pendientes  las  negociacio- 
nes iniciadas  en  aquellos  épocas  parecería  irrespetuoso  y  pudiera  producir 
perjudiciales  complicaciones  en  lo  futuro  interpretar  y  decidir  una  sola 
de  las  dos  potestades,  hasta  con  aplicación  de  artículos  del  Código  penal, 
«iif  verdadera  y  muy  justificada  necesidad,  los  puntos  mismos  que  han  de 
«er  objeto  de  trato  y  ulterior  avenencia: 

Considerando  que  en  unas  y  otras  estipulaciones  se  pactó,  conhs  era 
natural  y  se  habia  acostumbrado  siempre,  que  si  en  lo  sucesivo  ocurriera 
alguna  dificultad  el  Santo  Padre  y  S,  M.  C.  se  pondrían  de  acuerdo  para 
resolverla  amigablemente,  de  lo  cual  se  sigue  la  imperiosa  y  muy  urgen- 
te necesidad  de  que  se  promueva  desde  luego,  por  el  medio  que  se  juzgue 
mas  adecuado  y  en  la  forma  que  se  estime  mas  oportuna,  la  conveniente 
negociación  con  la  Santa  Sede,  á  fín  de  que  obteniéndose  las  aclaraciones 
convenientes  sobre  la  inteligencia  y  observancia  que  puedan  tener  en  E»^ 
paña  los  documentos  á  que  la  consulta  se  refiere;  y  aun  sobre  suauteotici- 
ibd  completa  ^n  todos  sus  pormenores,  quede  fijado  de  una  vez  para  síem* 
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pre,  coo  la  determíoacíoo  y  claridad  oecesarias,  todo  lo  TelatífO  á  las  re- 
galías de  los  Monarcas  españoles  en  cuanto  coocíerDa  á  disciplíDa^  apro- 
vechándose esta  ocasión  para  marcar  de  igual  modo  los  límites  de  ambas 
potestades,  aun  en  materia  jarísdiccionai,  con  lo  demás  que  convenga  al 
bien  de  la  Iglesia  y  del  Estado: 

Considerando  que  hasta  que  llegue  el  término  de  esa  negociación,  y 
iiiíeotras  en  vista  de  su  resultado  pueda  el  Gobierno  de  S.  M.  resolver  con 
seguridad  completa  lo  que  mas  convenga,  debe  conservarse  en  tudo  lo  po- 
sible el  statu  quo  de  lo  concordado  y  convenido,  según  las  precedentes 
indicaciones: 

Considerando  que  con  arreglo  á  ellas  no  es  posible  aplicar  hoy  eficaz 
y  adectiodameiUe,  como  la  manda  la  Real  orden,  ni  las  disposiciones  de  la 
pragmática  de  t76d  ni  los  artículos  del  Código  penal  que  la  mayoría  invo- 
ca, por  la  publicación  hech^  en  distintas  formas  y  circunstancias  de  los 
documentos  á  que  la  consulta  se  reíiere: 

Considerando  que  en  ningún  concepto  puede  calificarse  de  culpables  ú 
los  M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos  que  han  hecho  de  un  modo  u  otro  la 
publicación  espresada,  ni  dar  por  eso  mas  publicidad  que  la  que  ya  tenían 
los  documento^  de  que  se  trata, sin  preceptuar  ni  encargar  nada  que  hu- 
biera de  tener  inmediata  y  práctica  observancia,  ni  entorpecer  de  mod> 
alguno  la  administración  púolica,  sino  atendiendo  únicamente  á  cumplir 
lo  que  Su  Santidad  les  prevenia  en  el  ejercicio  de  su  ministerío  pastoral: 
de  lo  cual  resulta  que  es  absolutamente  inaplicable  la  facultad  del  olvido 
ó  amnistía  á  que  apela  la  mayoría  del  Consejo,  porque  tras  de  no  ser 
adecuada  ^\  caso,  qomo  lo  previene  S.  M. ,  amenguaría  inconveniente- 
mente el  respeto  que  corresponde  á  los  prelados  españoles ,  con  grave 
daño  del  bien  público,  y  ocasión  de  consecuencias  perjudiciales  y  com- 
plicaciones embarazosas  para  lo  futuro: 

Considerando,  en  corroboración  del  razonamiento  antes  espuesto,  la 
iltversidad  de  prácticas  que  á  ciencia  y  paciencia  del  Gobierno  se  ha  ve- 
niilo  observando  en  la  publicación  de  las  bulas,  rescriptos  y  aun  encícli- 
cas de  Su  Santidad,  con  posterioridad  á  la  celebración  del  concordato,  y 
mas  especialmente  todavía  después  del  convenio  de  i 859,  diversidad  que 
conürma  el  concepto,  dudoso  cuando  menos,  que  á  juicio  de  todos  cabía 
en  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  las  referidas  disposiciones,  corrobo- 
rando por  lo  tanto  la  necesidad  virtualmente  establecida  de  un  nuevo 
concierto  y  aclaración  sobre  el  particular  entre  ambas  potestades: 

Considerando,  de  otro  lado,  que  la  publicación  de  la  Encíclica  y  Sy- 
llabus  por  los  prelados  españoles  no  ha  producido  efecto  alguno  dañoso  á 
la  paz  pública,  ni  causado  el  mas  leve  obstáculo  ó  entorpecimiento 
en  el  régimen  y  administración  de  los  pueblos,  así  como  en  el  ejercicio 
de  sus  respectivos  cargos  á  las  autoridades  dependientes  de  la  potestad  ci- 
vil; al  paso. que  en  publicaciones  de  los  mismos  documentos,  hechas  coo 
anterioridad  á  las  de  los  M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos,  se  han  dirigido 
ataques,  vertido  proposiciones  y  sentado  principios  abiertamente  contra- 
rios á  los  sentimientos  católicos  del  pueblo  español  y  hostiles  á  cuanto  en- 
tre nosotros  merece  mas  alta  estimación  y  respeto;  proposiciones  y  prin- 
cipios ante  los  cuales,  sin  faltar  á  sus  mas  sagrados  deberes,  no  podía  per- 
manecer mudo  é  impasible  el  religioso  episcopado  español: 

Considerando  que  el  único  concepto  en  que  se  ha  intentado  censurar 
el  proceder  de  los  prelados,  que  es  la  supuesta  infracción  de  las  leyes  pa- 
trias; sobre  cuya  fuerza  y  validez  completa  caben  todas  las  reflexiones  an* 
tes  indicadas,  no  puede  constituir  nunca  delito,  ni  siquiera  falta,  toda  ve/. 
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que  es  imposible  dejar  de  admitir  por  lo  menos  U  posibilidad  de  duda  mu^r 
íimdada,  en  cuyo  caso  lo  únicamente  imputable  á  la  conducta  de  lo  que 
ya  puede  llamarse  todo  el  episcopado  y  aun  todo  el  clero  español ,  seria,  y 
eso  juzgándolo  con  el  criterio  mas  severo,  una  errónea  ó  equivocada  apre- 
ciación de  los  hechos  y  del  derecho:  ,  ' 

Considerando  que  por  tales  razones  fuera  improcedente  y  ocasionada 
á  conflictos  dolorosos»  cualquiera  demostración  contra  los  prelados  f.n  el 
sentido  que  indica  la  mayoría  del  Consejo,  siendo  lo  único  qiite  en  el  caso 
actual  se  presenta  como  fundado  el  dirigirles  una  prudente  exhortación 
por  lo  que  pueda  importar  á  la  concordia  y  tranauiiidad  de  todos,  y  roa;; 
principalmente  al  completo  acuerdo  y  conformidaa  con  que  el  Gobierno  de 
S.  M.  debe  y  desea  sin  duda  proceder  con  la  Santa  Sede: 

Considerando,  por  último,  que  no  en  balde  ni  livianamente,  sino  con 
altas  miras  y  elevado  objeto,  atendida  la  naturaleza  grave,  compleja  v  áe- 
licadisima  del  asunto,  ha  prevenido  S.  M.  en  la  Real  orden  que  vá  por 
cabeza  de  este  espediente,  aue  la  consulta  que  se  le  dirija  sea  «apreciando 
todas  las  circunstancias  del  caso.» 
E$  mi  voto: 

Primero.  Que  procede  proponer  el  pase  de  la  Encíclica  QuarUa  cura 
sil  perjuicio  de  las  actuales  regalías  de  la  Corona  y  de  los  derechos  de  la 
nación;  pero  teniendo  antes  el  Gobierno  conocimiento  o6cial  de  este  acto 
de  la  Santa  Sede,  de  modo  que  no  pueda  dudarse  de  la  autenticidad  de  la 
Enciclica  y  del  SyUabus  que  la  acompaña  así  como  de  la  exactitud  autén- 
tica de  todo  su  contenido. 

Segundo.  Que  á  este  fin  el  Gobierno  de  S.  M.  se  dirija,  como  paso  pre- 
liminar, á  la  Santa  Sede,  por  el  medio  que  juzgue  mas  esp>edito  y  oportu- 
no, á  fin  de  obtener,  al  mísme  tiempo  que  el  convencimiento  oílaal  y  la 
certeza  de  la  autenticidad  de  los  documentos  referidos,  todas  las  aclara- 
ciones convenientes  sobre  la  inteligencia  y  aplicación  qué  haya  de  dárseles 
en  estos  reinos,  según  sus  circunstancias  especiales,  y  el  estado  de  la  le- 
gislación general,  después  de  cuanto  ha  sido  concordado  y  convenido  es- 
pecialmente entre  Su  Santidad  y  la  Reina  de  España. 

Tercero.  Que,  en  vista  del  resultado  de  esas  aclaraciones,  el  Gobierno 
acordará  la  resolución  que  deba  publicarse  para  que  se  realice  el  pase  de 
la  Enciclica  en  la  forma  que  entonces  apareciese  mas  conveniente. 

Cuarto.  Que  simultáneamente  ó  á  la  mayor  brevedad  posible,  se  enta- 
ble, en  la  forma  que  se  juzgue  mas  adecuada,  una  negociación  con  la  San- 
ta Sede,  á  fin  de  que  queden  fijados  de  una  vez  con  la  claridad  necesaria 
todos  los  puntos  relativos  á  las  regalías  que  conserven  los  Monarcas  espa- 
ñoles en  cuanto  concierne  á  la  disciplina  de  la  Iglesia,  aprovechándose  es- 
ta coyuntura  para  marcar  de  igual  modo  los  límites  de  ambas  potestades 
en  materia  jurisdiccional,  después  de  las  alteraciones  y  modificaciones  im- 
portantes introducidas  durante  estos  últimos  tiempos  en  la  legisladon  or- 
'  diñarla  y  fundamental  de  España. 

Quinto.  Que  atendida^  las  graves  razones  de  justicia  y  de  Estado  in- 
dicadas en  los  anteriores  Considerandos,  no  pueden  aplicarse  boy  eficaz  y 
adecuadamente  las  disposiciones  del  Código  pepal,  que  invoca  la  mayoría 
del  Consejo,  por  la  publicación  hecha  en  distintas  formas  y  circunstancias 
-de  los  documentos  a  que  la  consulla  se  refiere. 

Sesto.  Que  por  lo  mismo  no  cabe .  nombrándose  ó  sin  nombrarse  la 
palabra,  el  remedio  de  la  amnistia,  el  cual  nunca  pudiera  admitirse  sin 
mengua  del  respeto  pastoral  que  han  menester  los  prelados  diocesanos 
para  bien  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  y  sin  riesgo  de  consecuencias  daño- 
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sai  para  los  mismos  objetos  por  sus  atteriores  compiícaclones  posibles: 
Sétirao.  Que  se  maDífíeste  sio  ambargo  desde  luego  á  los  M.  RR.  Arzo- 
bispos y  RR.  Obispos,  que  Imbíera  sido  de  desear  que  antes  de  Iterar  á 
efecto  DÍQgona  determinacíoD  para  dar  publicidad  á  la  Eocíclica  Quanta 
cura,  9%  hubiesen  dirigido  al  Gobierno,  sin  menoscabo  de  sus  deberes  y 
derechos  pastorales,  para  proceder  en  todo  según  mas  conviniera  á  los 
verdaderos  intereses  de  la  Iglesia  y  del  Estado  y  aun  mas  de  acuerdo,  por 
aquel  medio,  con  los  deseos  y  propósitos  del  Padre  común  de  los  fieles, 
con  quien  el  Gobierno  de  S.  M.  se  propone  desde  luego  entenderse  según 
corresponde  en  todos  conceptos  á  las  condiciones  especiales  de  la  monar- 
quía, con  lo  pual  hubiera  también  pedido  conseguirse  otro  fin  no  menos 
importante  para  bien  del  epíscopaoo  mismo,  cual  era  el  de  la  mas  comple- 
ta y  conveniente  uniformidad  en  la  marcha  de  las  dos  potestades:  esperan- 
do el  Gobierno  que  los  M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos  aprovecharán  la 
primera  ocasión  oportuna,  y  aun  la  buscarán  con  empeño,  para  difisir  su 
voz  pastoral  á  los  fieles  de  sus  respectivas  diócesis,  encareciéndoles»  al 
mismo  tiempo  que  la  sumisión  debida  á  los  preceptos  y  declaraciones  de 
la  Santa  Sede  en  cuanto  concierne  al  dogma ,  á  la  disciplina  interna  y  á 
los  deberes  de  la  moral  cristiana,  la  sumisión  y  respeto  a  la  autoridad  de 
ka  Reina  y  de  su  Gobierno  según  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  monar- 
quía; así  como  al  cumplimiento  de  los  preceptos  y  deberes  que  estos  im- 
ponen, y  como  uno  de  los  mas  importantes  el  de  conservar  por  todos  los 
medios  posibles  la  paz  y  la  tranquilidad,  así  eslerior  como  interior:  tenien- 
4Ío  muy  presente  los  prelados  todo  cuanto  deben  procurar  con  este  objeto, 
Sin  perjuicio  de  lo  que  4  su  tiempo  el  Gobierno  de  S.  M.  de  acuerdo  con  la 
Santa  Sede,  según  se  propone,  les  manifestará  con  el  mismo  designio. 

Terotr  voto  p«r%io«d«r. 

El  Consejero  D.  Antero  de  Echarri,  disintiendo  igualmente  de  los  dic- 
támenes del  Consejo  y  de  la  minoría  del  mismo,  ha  propuesto  el  voto  par- 
ticular que  sigue: 

El  consejero  que  suscribe  no  necesita  encarecer  el  disgusto  con  que 
formula  este  voto. 

Solo,  aislado  entre  la  autorizada  opinión  del  Consejo  y  el  voto  de  una 
respetable  minoría,  hasta  de  temerario  ha  de  calificarse  que  se  atreva  á 
consignar  su  opinión  particular. 

Aumenta  su  natural  repugnancia  el  hecho  de  no  hallarse  en  un  abso- 
luto disentimiento  con  el  dictamen  del  Consejo,  cuyas  conclusiones  ha 
aceptado  en  parte,  separándose  únicamente  en  dos  estremos,  si  bien  de 
incuestionable  trascendencia  á  juicio  del  que  suscribe. 

Y  esto  y  la  imposibilidad  material  de  adherirse  á  una  parte  del  dicta- 
men y  de  rechazar  la  otra,  es  lo  que  le  obliga  á  presentarse  en  tan  desven- 
t^ijoso  aislamiento. 

Además,  el  asunto  es  grave  é  importante,  y  no  permite  como  otros, 
renunciar  á  las  propias  convicciones,  ni  se  llena  el  deber  con  el  silencio^ 
que  en  este  caso  supone  el  asentimiento  con  lo  que  no  se  desaprueba. 

Una  observación  previa  debe  consignar  aqaí  el  que  suscribe.  No  le  se- 
paran precisamente  del  informe  del  (5)nsejo  cuestiones  de  doctrina,  sino 
consideraciones  de  otro  orden  y  alguna  apreciación  particular. 

Por  esto  no  necesita  repetir  á  quien  las  conoce  tan  perfectamente  co- 
mo V.  E.  la  historia,  la  legislación  ni  la  jurisprudencia  ó  la  práctica  del 
ñegium  exequátur. 

Tampoco  ha  de  entrar  en  un  examen  detenido  de  la  Eocíclica  Quanta 
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cura,  Di  del  Syllalms  que  la  acompaña,  porque  desde  el  punto  de  vista  en 
que  el  iDfrascrito  mira  estos  documeotos,  aquel  examen,  particularmente 
respecto  del  Syllabus,  es  innecesario,  y  porque  á  su  juicio  este  documen- 
to no  debe  considerarse  como  auténtico  para  el  efecto  del  pase. 

No  se  oculta  al  que  suscribe  que  el  Sytlabus  vá  unido  á  la  Encíclica» 
que  juntos  se  han  dirigido  á  los  reverendos  Obispos,  que  juntos  se  han 
publicado,  y  que  estas  circunstancias  le  dan  un  carácter  de  certidumbre  y 
autenticidad  que  no  tiene  bajo  otros  aspectos. 

A  pesar  de  esto,  todavía  el  infrasquito  considera  aventurado  por  varias 
razones  aceptarlo  como  indudable. 

Inútil  parece  decir  que  no  tiene  ninguna  de  las  formalidades  esternas 
propias  de  un  documento  oficial  de  su  clase,  y  que  esta  sola  falta,  ó  mas 
bien  la  de  alguna  de  ellas  ha  sido  bastante  en  algunas  ocasiones  para  re- 
tener los  breves  ó  rescriptos  de  la  corte  de  Roma,  aun  cuando  su  objeto  no 
fuese  de  la  importancia  y  trascendencia  que  el  del  Syllahus. 

Ni  era  de  estrañar  que  así  se  obrase,  porque  cuantos  canonistas  se  han 
ocupado  en  la  esplicacion  de  las  fórmulas  y  solemnidades  con  que  se  espi- 
den los  rescriptos  pontiíicios,  encargan  muy  particularmente  que  se  tenf^a 
especial  cuidado  de  examinar  si  reúnen  todos  los  requisitos  propios  de  ca- 
da uno  de  ellos,  según  su  clase  ú  objeto,  debiendo  audar  de  su  realidad  y 
calificar  de  apócrifos  y  falsos  aquellos  en  cuya  espedicion  se  observe  cual- 
quiera vicio  de  solemnidad,  y  teniendo  como  motivo  suGciente  de  recelo  ó 
sospecha  de  su  autenticidad  un  solo  defecto  de  lenguaje. 

El  Syllabus  no  tiene  ninguna  de  las  fórmulas  ó  señales  esternas  que 
pudieran  ser  garantía  de  su  exactitud  y  procedencia;  ni  aun  la  de  haberse 
dirigido  por  un  conducto  oficial  al  embajador  de  S.  M.  en  Roma  de  quien 
lo  ha  recibido  el  Gobierno.  Y  cuando  se  trata  de  examinar  y  calificar  un 
documento  de  tanta  gravedad,  el  que  suscribe  considera  muy  aventurado 
el  prescindir  de  todo  y  estimarlo  como  cierto  é  indudable. 

Aun  respecto  de  breves  y  rescriptos  revestidos  de  todas  las  fórmulas  y 
solemnidades  esternas,  ha  sido  en  ocasiones  causa  suficiente  de  retención 
el  haberse  dirigido  ínera  del  orden  establecido. 

El  Consejo  no  podia  menos  en  su  ilustración  de  reparar  en  aquellos  de- 
fectos, y  procediendo  con  la  prudencia  que  acostumbra  propone  á  V.  E. 
sus  resoluciones  acerca  del  Syllabus  hipotéticamente  ó  para  el  caso  de 

2ue  el  Gobierno  de  S.  M.  no  tenga  motivo  para  dudar  de  su  autenticidad 
autoridad. 

El  que  suscribe  respeta  mucho  ese  acuerdo;  pero  cree  que  tal  vez  seria 
mas  conveniente  retener  el  SyUabus  por  la  falta  de  los  signos  ó  formali- 
dades esternas,  y  de  no  haberse  comunicado  por  el  método  regular ,  que 
entrar  en  un  examen  crítico  de  las  máximas  y  doctrinas  que  contiene^ 
corriendo,  entre  otros,  el  riesgo  de  calificar  un  documento  oe  dudosa  au- 
tenticidad. 

Espuesta  brevemente  y  en  compendio  la  opinión  del  infrascrito  acer- 
ca de  este  primer  punto  de  su  disentimiento,  procurará  fíjar  con  claridad 
lo  que  profesa  en  el  segundo^  en  que  también  se  separa  del  respetable  dic- 
tamen del  Consejo 

Pero  antes  ha  de  consignar  los  principios  que  considera  incuestionables 
en  la  materia  de  la  consulta. 

Es  un  derecho  inherente  al  imperio  civil,  y  que  no  puede  negarse  al 
Jefe  supremo  de  un  Estado  sin  atacar  una  de  sus  prerogativas  mas  esen- 
ciales, el  de  conceder  ó  negar  en  sus  dominios  la  publicación  de  los  breve^^ 
y  rescriptos  pon  tifíelos. 
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Los  Reyes  y  Príncipes  ó  Jefes  supremos  puedea  y  deben  negar  la  pu- 
blicación de  todo  rescripto  que  sea  contrario  ó  repugne  á  ios  derechos  Rea- 
les, á  los  prifileffios  del  reino^  á  las  leyes  patrias,  á  la  libertad  ó  á  la  segu- 
ridad de  los  ciudadanos 

Este  derecho  reconocido  j)or  ilustrados  canonistas  y  respetables  Ponti- 
lices,  es  ley  figénteen  España. 

Para  que  pueda  ejercerse  oportunamente  está  prohibida  toda  publica- 
ción de  aquellos  documentos  sin  que  antes  se  haya  concedido  el  pase. 

Y  esta  prohibición  obliga  é  todos  los  prelados  españoles,  y  comprende 
todas  las  bulas,  breves,  rescriptos  y  despachos  de  la  curia  romana  que 
contengan  regia  n  observancia  general. 

La  Encíclica  Quanta  cura  contiene  algunas  reglas  generales,  que  res- 
petando la  parte  dogmática,  en  lo  que  no  puede  inmiscuirse  el  poder  tem- 
poral, repugnan  ó  parecen  contrarias  á  las  leyes  de  España,  y  á  disposicio- 
nes adoptadfas  por  los  poderes  legulmen te  constituidos,  y  consentidas  cuan- 
do menos  por  la  corle  romana. 

Dedúcese  de  estas  premisas  incuestionables  que  la  Encíclica  Quanta 
cura  por  su  naturaleza  y  su  contenido  está  sujeta  al  pase  regio,  y  que  no 
ha  debido  publicarse  sin  que  se  le  hubiese  otorgado.  Así  lo  ha  creído  el 
Consejo  y  el  infrascrito  con  él. 

Pero  se  ha  publicado  sin  aquel  requisito  por  muchos  prelados  y  párro- 
cos, Y  .se  ha  insertado  en  los  periódicos. 

El  hecho  material  de  la  publicación  no  altera  los  derechos  ni  los  de- 
beres del  Gobierno  de  S.  M. 

Si  la  Encíclica  puede  obtener  sin  inconyeníentes  el  pase^  debe  otor- 
gársele con  las  reservas  corr^pon dientes.  Esta  es  la  jurisprudencia  de 
España. 

La  Encíclica,  annque  conocida  por  un  medio  estraordinarío  ó  irregu- 
lar, y  no  recibida  según  las  formalidades  establecidas  para  tales  documen- 
tos, tiene  circunstancias  que  permiten  considerarla  auténtica. 

X>)ntiene  además  instrucciones  y  una  gracia  de  que  no  debe  privarse  á 
Jos  Beles.  Y  por  lo  mismo  corresponde  que  se  autorice  su  publicación.  Tam- 
bién lo  cree  así  el  Consejo,  y  opina  el  que  suscribe. 

Pero  el  primero  considera  que  al  otorgarse  el  pase  regio  con  la  reser- 
va de  que  se  entienda  sin  perjuicio  de  las  regalías,  derechos  y  facultades 
de  la  Corona,  deben  señalarse  algunas  cláusulas,  ^  el  que  suscribe  no  ha- 
lla inconveniente,  y  por  el  contrario,  íuzga  mas  útil  la  reserva  (la  reser- 
va) general  adicionándola  con  las  palabras  «derechos  de  la  nación  y  leyes 
del  reino.» 

Pregunta  por  fin  Y.  E.  al  Consejo  qué  aplicación  eficaz  y  adecuada 
pueden  tener  la  pragmática  de  1768  y  los  artículos  correspondientes  del 
Código  penal  al  episcopado,  al  clero,  y  á  su  vez  á  la  prensa,  supuesta  lapu- 
blicacion  anticipada  de  la  Encíclica. 

El  Consejo  responde  á  esta  pregunta  con  sus  conclusiones  quinta  y  oc- 
tava, declarando  que  cuantos  han  publicado  la  Encíclica  han  incurrido  en 
las  penas  del  articulo  145  del  Código,  y  aconsejando  á  V.  E.  se  otorgue  una 
amnistía. 

El  infrascrito  no  puede  en  manera  alguna  adherirse  á  aquella  decla- 
ración ni  á  esta  propuesta. 

El  Consejo  no  puede,  á  juicio  del  que  suscribe,  bajo  la  modesta  for- 
ma de  una  consulta,  calificar  la  responsabilidad  penal  en  que  hayan  po- 
dido incurrir  los  que  han  publicado  la  Encíclica. 
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Su  opÍDÍoD  formaría  ud  prejuicio  de  grave  trascendencia. 

Para  declarar  que  el  episcopado  y  el  clero  español  han  incurrido  en 
las  penas  del  código,  es  indispensable  oirlos. 

El  Ck)osejo  no  puede  darles  esa  audiencia  sin  arrogarse  facultades  que 
no  le  competen. 

No  es  tampoco  un  cuerpo  á  quien  corresponde  en  este  caso  el  previo 
examen  en  la  culpabilidad,  ni  la  declaración  de  haber  lugar  á  procesar. 

Aun  reconociendo,  como  el  infrascrito  reconoce,  que  se  ha  feltado  á 
lo  dispuesto  en  la  pragmática  de  1768,  esto  no  bastaría  para  declarar  la 
responsabilidad  penal  m  los  obispos  y  el  clero. 

Desde  la  infracción  material  de  la  ley  hasta  la  declaración  de  delin- 
cuencia^ hay  una  larga  distancia. 

Por  esto  no  ha  podido  adherirse  el  que  suscribe  á  la  declaración  que 
el  Consejo  hace  en  la  quinta  de  sus  conclusiones. 

Y  respecto  de  la  prensa,  este  juicio  encuentra  un  fundamento  parti- 
cular en  la  legislación  especial  por  que  se  rige^  y  que  debiera  haber  sido 
la  que  en  su  caso  se  le  aplicara. 

Por  estas  mismas  razones  se  opone  el  infrascríto  á  la  octava  conclu- 
sión del  Consejo. 

La  publicación  de  una  amnistía  supone  la  existencia  de  un  delito. 

Y  por  mas  que  sus  efectos  no  sean  iguales  á  los  del  indulto  ó  perdón, 
deja  la  nota  en  el  amnistiado  de  que  ha  podido  ser  culpable. 

El  Episcopado  y  el  clero  español  no  pueden  admitir  esta  posibilidad  sin 

haber  sido  oidos,  sin  habérseles  convencido  de  la  existencia  del  delito  ó 

abuso  amnistiado- 
La  repulsa  de  aquella  gracia  podría  ser  ocasión  de  graves  conflictos» 

que  la  prudencia  aconseja  se  eviten. 

Por  fortuna  la  publicación  de  la  Encíclica  no  ha  producido  la  menor 

perturbación.  Y  sí  bien  hubiera  sido  de  desear  que  se  hubiese  hecho  des- 

Ímes  de  concedido  el  Regium  exequátur,  no  halla  motivo  bastante  el  ín- 
rascrípto,  atendidos  los  antecedentes  que  ha  visto,  para  que  el  Gobierno 
de  S.  M.  se  aparte  en  esta  ocasión  del  camino  que  ha  seguido  en  otras 
análogas  ó  semejantes. 

Resumiendo  el  que  suscribe,  formula  su  voto  en  las  siguientes  con- 
clusiones. 

Primera.  Que  la  Encíclica  Quanta  cura  y  el  Syllabus  que  la  acom- 
paña, están  por  su  naturaleza  y  su  contenido  sujetos  á  la  formalidad  del 
pase  regio. 

Secunda.  Que  debe  concederse  este  á  la  Encíclica  sin  perjuicio  de  las 
regalías  y  facultades  de  la  Corona,  de  los  derechos  de  la  nación  y  de  las 
leye>  del  reino. 

Tercera.  Que  debe  retenerse  el  Sifllabus  por  la  falta  de  las  fórmulas  ó 
solemnidades  esternas  que  debieran  acreditar  su  autenticidad. 

Cuarta.  Que  si  el  Gobierno  de  S.  M  sabe  ó  averigua  que  el  M.  Reve- 
rendo Nuncio  de  Su  Santidad  ha  remitido  la  Encíclica  á  los  prelados,  debe 
manifestársele  que  S.  M.  ha  reparado  que  haya  comunicado  aquel  docu- 
mento sin  los  requisitos  que  prescriben  las  leyes. 

Quinta.  Que  al  mismo  tiempo  debe  dirigirse  una  Real  órdeñ  á  los 
M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos  que  huyan  publicado  ía  Eocíclica,  ma- 
nifestándoles que  S.  M.  ha  reparado  la  inconveniencia  en  que  han  incur- 
rido verificando  dicha  publicación  con  infracción  notoria  de  las  leyes  del 
reino. 


Digitized  by  LjOOQIC 


MCTÁMBN  SOBES  LA  EXCÍGUCA  QUANTA  CORA.  397 

SafbtMoo  de  1m  voló»  p«r«kaUr«t. 

La  sección  de  Estado  y  Gracia  y.  Justicia  cree  oecesario  hacer  algunas 
obserraciones  sobre  los  votos  particulares  de  los  dignos  consejeros  de  la 
mioorfa,  á  fin  de  que  así  como  por  ellos  conoce  /.  E.  los  argumentos  con 
que  en  la  discusión  del  Consejo  lia  sido  impugnado  el  dictamen  de  la  ma- 
yoría, tenga  noticia  al  misino  tiempo  de  las  razones  con  que  ban  sido 
contestados. 

Todos  kw  señores  consejeros  gue  presentan  ó  autorizan  con  sut  Ar- 
mas los  votos  particulares,  convienen  en  que  la  Encíclica  y  el  Syllalmi 
están  sujetos  al  pase  regio,  v  <]ue  por  lo  tanto ,  según  las  leyes  del  reino 
vigentes,  no  han  debiito  publicarse  sin  esta  previa  formalidad.  Pero  de 
€sta  i»^misa  importante  y  que  dedde  en  principio  toda  la  cuestión ,  no  se 
quieren  deducir,  por  sentimientos  muy  respetables,  aunque  poco  confor- 
mes con  la  lógica ,  las  consecuencias  que  forzosamente  se  desprenden. 

La  sección  necesita  recordar  con  este  motivo  las  preguntas  l.*y  3.*  de 
las  que  comprende  la  Real  orden  de  i7  de  enero  último.  La  una  se  refiere 
á  si  se  ha  de  conceder  ó  negür  el  pase  en  todo  ó  en  p  irte  á  los  documen- 
tos mencionados,  y  la  otra  á  la  aplicación  eficaz  y  adecuada  que  pueden 
tener  al  clero  y  á  la  prensa  la  pragmática  de  1768  y  los  artículos  corres- 
pondientes del  Código  penal  El  Consejo  no  puede  dejar  de  contestar  cate- 
góricamente á  estas  dos  preguntas,  y  al  hacerlo  no  puede  tampoco  desen- 
tenderse de  lo  que  disponen  sobre  el  asunto  las  leyes  del  reino  que  deben  ser  la 
norma  de  su  criterio.  Y  no  se  diga,  como  el  voto  particular  de  la  minoría 
quiere  dar  á  entender,  que  el  Consejo  por  llamarse  de  Estado  puede  pres- 
cindir hasta  cierto  punto  en  sus  consultas  de  la  legalidad  existente  upara 
apreciar  los  negocios  tU  Estado  en  todas  sus  relacionos  y  por  todos  sus 
aspectos.»  En  ley  de  este  cuerpo  consultar  con  arreglo  á  la  Constitución  y 
á  las  leyes  en  los  negocios  que  le  sean  encomendados»  (ley  orgánica,  ar- 
tículo 11).  y  aunque  no  lo  fuese,  seria  siempre  obligación  ineludible  del 
mismo  informar  con  arreglo  á  ley  siempre  que  se  lo  pregunta  sobre  su 
aplicación  á  ctsos  determinados  y  concretos.  El  Consejo  debe  sin  duda 
apreciar  los  negocios  de  Estado  en  todas  sus  relaciones  y  aspectos;  pero 
las  resoluciones  que  prononga  han  de  ser  siempre  ajustadas  á  la  ley,  por- 
que nadie  sino  el  legislador  puede  dispensar  de  su  cumplimiento.  El  Con- 
sejo no  tiene  semejante  facultad,  y  si  fuera  consultado  en  algún  caso  en 
que  el  bien  público  exigiera  imperiosa  tríente  el  quebrantamiento  de  algu- 
na ley,  solo  podría  aconsejarlo  con  la  condición  de  quo  el  Gobierno  obtu- 
viese inmediatamente  del  poder  legislativo  el  bilí  de  i'idemnidad  6  ley  de 
absolución  que  corresponda. 

Y  si  el  Consejo  debe  contestar  categóricamente  y  con  arreglo  á  la  ley 
á  la  pregunta  de  si  procede  ó  no  dar  o\  pase  ré^io  eu  todo  ó  en  parte  á  la 
Encíclica  y  al  SylUibus,  ¿podía  en  conciencia  dejar  d('  retenor  algunas  de 
sus  cláusulas  j-  do  fijar  el  sentido  en  que  admite  otras?  ¿Pues  no  es  ley  del 
reino  la  8. \  titulo  111,  libro  segundo  de  la  Novísima  R(>copilacion  «que  es- 
presamente  manda  recoger»  las  letras  ó  despachos  ude  la  corte  de  Roma, 
que  puedan  ofender  nuestras  regalías  ó  providencias  del  Gobierno?»  El 
Consejo  no  es  arbitro  para  proponer  ó  no  la  retención  y  súplica  de  los  res- 
criptos pontificios  según  Ins  circunstancias  y  sus  propios  sentimientos:  tie- 
ne una  norma  legal  a  que  ajustar  su  conducta,  y  esta  es  la  de  que  tales 
n*scriptos  contengan  6  no  alguna  cláusula  contraria  á  las  leyes,  á  las  re- 
galías de  la  Corona  ó  á  los  derechos  del  Estado. 

Queda  pues  reducida  la  cuestión  á  si  las  proposiciones  20.*,  28.',  29.*, 
TOMO  XXVI.  38 
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y  41.*  del  Syllabus  envuelven  alguna  doctrina  contraria  á  estos  impor- 
tantes objetos.  La  sección  ha  procurado  interpretar  todas  las  cláusulas  de 
-  aquel  documento  y  de  la  Encíclica  del  modo  mas  conciliable  con  ellos, 
llevando  esta  interpretación  hasta  donde  racionalmente  era  posible;  pero 
confiesa  con  ingenuidad  que  no  ha  hallado  esplicacíon  plausible  á  las  pro- 
posiciones citadas  sin  incurrir  en  contrasentidos  ó  sin  dar  á  sus  palabras 
uoa  significación  contraria  á  la  que  naturalmente  tienen.  La  sección  con- 
vendrá en  que  la  intención  de  Su  Santidad  no  ha  sido  menoscabar  las  re- 
galías de  S.  M.  promulgando  doctrinas  que  las  escluyan  de  un  modo  ab- 
soluto; ¿pero  basta  acaso  esta  confesión  para  que  todos  entiendan  del  mis- 
mo modo  las  declaraciones  del  Syllabus^  ¿De  qué  servirá  nuestra  convic- 
ción íntima  acerca  de  la  benévola  intención  de  Su  Santidad  en  las  propo- 
siciones retenidas,  si  los  que  en  cualquier  tiempo  pudieran  prevalerse 
de  ellas  contra  la  potestad  civil  las  entendiesen  en  su  sentido  recto  y  na- 
tural? No  teme  la  sección  por  cierto  que  la  corte  de  Roma  intente  hov  po- 
'nerse  en  lucha  con  nuestro  Gobierno,  pretendiendo  realizar  en  la  práctica 
las  doctrinas  que  envuelven  las  proposiciones  citadas;  ¿pero  estaremos 
siempre  en  las  mismas  buenas  relaciones  con  el  Sumo  PontíGce  como  Jefe 
temporal  de  sus  Estados?  Los  prelados  y  tribunales  eclesiásticos  á  quienes 
toca  ejecutar  y  cumplir  las  leyes  que  están  en  contradicción  con  aquellas 
proj^osicionos,  entendidas  en  su  sentido  natural,  ¿participarán  de  la  mis- 
ma intima  convicción  de  los  Consejeros  de  Estado?  De  que  esto  no  ha  de 
ser  así  responde  el  hecho  mismo  que  ha  dado  lugar  á  la  presente  consul- 
ta. Pues  SI  alguna  frase  ambigua  y  raga  del  concordato  y  la  publicación 
no  autorizada  del  Syllabus  han  bastado  para  que  muchos  obispos  crean 
derogadas  las  regalías  del  plcmitum  y  de  los  recursos  de  fuerza,  y  esta 
creencia  es  escusa  ble  según  los  mismos  señores  de  la  minoría,  ¿qué  sería 
si  las  proposiciones  en  cuestión  fueran  sancionadas  con  el  Regium  exe^ 
quatur?  La  sección  no  comprende  cómo  puede  esperarse  que  tales  propo- 
siciones sean  entendidas  de  un  modo  conciliable  con  las  regalías  á  que 
aluden,  cuando  por  otra  parte  se  escusa  por  natural  la  creencia  de  aque- 
llos que  suponen  ya  derogadas  las  mismas  regalías. 

Los  firmantes  del  primer  voto  pretenden  desvirtuar  la  inteligencia  que 
dá  el  Consejo  á  estas  proposiciones,  fundándose  en  una  teoría  del  racioci- 
nio incompleta,  y  por  lo  tanto  inexacta.  Dicen  que  la  negación  de  una  doc- 
trina no  supone  siempre  la  afirmación  de  la  doctrina  diametralmente  con- 
traria, porque  puede  haber  otra  tercera  distinta  que  sea  la  cierta.  Esto  en 
tesis  general  no  puede  contradecirse,  pero  no  es  verdad  sino  cuando  la 
negación  no  envuelve  á  su  vez  la  afirmación  contraria,  bien  por  los  tér- 
minos en  que  esté  concebida,  ó  bien  por  la  naturaleza  del  asunto  sobre 
que  recaiga  Lo  que  falta  probar  á  la  minoría  es  que  his  cuatro  proposicio- 
nes indicadas  concebidas  en  forma  negativa,  do  suponen  las  afirmacio- 
nes contrarías  porque  de  su  contesto  puedan  deducirse  proposiciones  dis- 
tintas. 

El  Consejo,  siguiendo  en  su  propósito  de  no  proponer  la  retención  de 
ninguna  cláusula  que  pudiera  esplicarse  de  un  modo  conforme  con  las  re- 
galías de  S.  M.,  no  habría  consultado  la  retención  de  la  proposición  29.* 
del  Syllabus  si  hubiera  sido  posible  interpretarla  diciendo  que  en  efecto  la 
doctrina  de  que  «la  potestad  eclesiástica  no  debe  ejercer  su  autoridad  sin 
la  venia  y  el  asentimiento  del  Gobierno  civil,»  podía  ser  condenada 
sin  perjuicio  de  nuestras  leyes,  siempre  que  esto  se-  entendiese  con  es- 
clusion  de  aqunlla  parte  de  la  potestad  eclesiástica  que  consist»*  en  la  pu- 
blicación de  Jas  letras  y  bulas  apostólicas,  la  cual,  según  nuestra  legisJa- 
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cion,  DO  puede  ejercerse  sin  el  consentimiento  previo  de  la  potestad  secu- 
lar. Mas,  ¿podia  el  Consejo  admitir  semejante  interpretación  cuando  la 
proposición  28.*  la  escluye  de  un  modo  terminante?  En  esta  proposición 
aparece  condenada  la  doctrina  de  los  que  aGrman  míe  sin  la  vi^nia  del 
Gobierno  no  pueden  publicar  los  obispos  ni  aun  las  letras  apostólicas;  y 
por  lo  tanto  no  es  posible  entender  la  20.*  sino  de  un  modo  absoluto  y 
general,  y  contrario  en  su  consecuencia  á  lo  que  prescriben  nuestras  le- 
yes, por  lo  menos  en  cuanto  al  Regium  exequátur. 

La  sección  no  puede  impugnar,  porque  no  la  comprende,  la  esplica- 
cion  favorable  á  la  regalía  del  pase  que  de  esta  proposición  28.*  dá  la  mi- 
noría. ¿Quieren  decir  S.  SS.  que  la  doctrina  conaenada  es  la  que  exige 
el  pase  regio  para  las  letras  apostólicas?  Pues  esa  es  la  doctrina  de  nues- 
tras leyes  según  lo  reconocen  los  mismos  autores  del  primer  voto^  al  con  • 
fesar  que  las  letras  encíclicas,  que  no  son  mas  que  letras  apostólicas  diri- 
gidas al  mundo  católico,  según  mdicn  su  nombre,  están  sujetas  al  placi- 
tum.  ¿Han  querido  decir  que  la  proposición  citada  debe  entenderse  con 
esclusiOD  de  aquellos  despachos  pontiíicios  que  según  nuestras  leyes  no 
están  sujetos  al  pase?  Pues  estos  son  únicamente  los  breves  de  peniten- 
ciaria^ cuya  materia  no  lo  es  nunca  de  las  letras  apostólicas.  ¿Qué  espli- 
cacion  favorable  á  la  regalía  puede  darse  á  esta  proposición,  como  nr> 
sea  un  contrasentido,  ó  como  no  se  invente  una  nueva  significación  á  las 
palabras?  ^ 

Condenada  en  la  proposición  29.*  la  doctrina  que  considera  como  írri- 
tas las  gracias  obtenidas  del  Romano  Pontífice  por  otro  conducto  que  el 
del  Gobierno,  y  reprobada  por  el  mismo  hecho  la  ley  <2.*,  título  III,  libro 
segundo  de  la  Novísima  Recopilación,  que  establece  el  método  para  diri- 
gir las  preces  á  Roma,  intenta  la  minoría  negar  la  conformidad  entre  esta 
ley  y  aquella  doctrina  por  la  sutil  distinción  entre  lo  nulo  y  lo  ineficaz ,  la 
cual  si  puede  admitirse  en  las  escuelas  para  esplicar  las  fórmulas  del  de- 
recho romano,  no  puede  servir  de  base  á  las  relaciones  entre  las  dos  po- 
testades. El  original  latino  condena  á  los  que  estiman  tales  gracias  como 
trrt¿ce,esto  es,  como  concediilas  en  una  forma  contraria  á  la  ley,  pues  lal 
es  la  significación  legal  de  aquella  palabra.  Luego  si  S.  M.  diera  á  esta 
proposición  el  plácito,  reconoceria  que  las  gracias  pontificias  obtenidas  con 
infracción  de  lo  dispuesto  en  la  ley  últimamente  citada,  y  que  según  la 
misma  no  se  deben  ejecutar  en  España,  no  son  írritas,  e.sto  es,  no  han 
sido  concedidas  en  forma  ó  con  ritualidad  distinta  de  la  establecida  por 
la  ley. 

La  interpretación  que  dá  la  minoría  á  la  proposición  41.*  es  abierta- 
mente contraria  al  sentido  literal  de  sus  palabras  civili  potestati ,  dice  el 
oríginal  latino,  vel  ab  infideli  imperante  exercitce,...  competü  nedumjus 
guod  vocant  exequátur,  sed  etiam  jus  appellationis  ,  quam  nuncupant 
ab  abusu,  ¿Puede  racionalmente  entenderse  limitada  esta  condenación 
tan  solo  á  la  doctrina  que  estiende  el  placitum  regium  y  el  conocimiento 
de  los  recursos  de  fuerza  á  los  Monarcas  infieles?  ¿O  ha  de  darse  á  las  pa- 
labras trascritas  un  sentido  contrario  al  recibido  por  todos,  ó  es  forzoso 
entender  condenadas  en  esta  proposición  aquellas  dos  regalías,  tanto  en 
los  Príncipes  católicos  como  en  los  herejes?  Si  así  no  fuese,  si  Su  Santidad 
hubiese  querido  decir  I'»  que  suponen  los  consejeros  de  la  minoría,  no 
tendrían  sentido  la  conjunción  vel  ni  la  preposición  ab  que  siguen  á  las 
palabras  ctt;t7t  potestati.  Y  como  la  sección  no  se  cree  autorizada  para  dar 
á  las  palabr'as  otro  sentido  que  el  consagrado  por  la  autoridad  y  el  uso, 
so  ha  podido  dejar  de  ver  en  esta  proposición  una  doctrina  contraria  a 
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las  regaifas  de  (a  Corona,  sin  deseoteaierse  del  cumplimiento  de  la  ley 
que  manda  retener  las  bulas  y  despachos  de  la  corte  de  Roma  que  ten- 
gan tal  circunstancia. 

Pero  dicha  minoría  no  dá  tales  asplicaciones  de  las  cuatro  proposicio- 
nes retenidas,  sino  en  el  supuesto  de  que  hubiera  de  seguirse  el  sistema 
adoptado  por  la  mayoría  del  Consejo  de  esplícar  en  cierto  sentido  otras 
muchas  pi'oposiciones  que  pueden  tenerlo  doble ,  uno  faTorable  y  otro 
contrarío á  las  leyes  del  reino  y  regalías  déla  Corona,  porque  en  su  sentir 
tales  interpretaciones  pueden  ser  peligrosas  y  no  son  necesarias  para  pre- 
servar los  derechos  del  Estado.  Consiste  el  peligro ,  según  la  minoría,  en 
que  si  el  Consejo  hubiera  dejado  pasar  alguna  frase  ambigua,  podría  ín- 
Tocarse  en  otro  tiempo  en  sentido  dosfavorable,  apoyándose  precisamente 
en  el  hecho  de  no  haber  sido  esplícada  come  otras.  Mas  al  hacer  esta  ob- 
jeción, olvida  sin  duda  que  la  sección  ha  conjurado  oportunamente  tan  re- 
moto peligro  añadiendo  á  las  esplicacíones  de  las  cláusulas  míe  en  su  con- 
cepto las  necesitan,  la  reserva  general  y  común  á  todas,  de  haberse  de  en- 
tender admitidas  sin  perjuicio  de  las  regalías,  derechos  y  facultades  de  la 
Corona.  Y  tampoco  advierte  la  espresada  minoría,  preocupada  sin  duda  de 
un  noble  propósito  de  justificar  todos  los  hechos  sometidos  al  examen  del 
Consejo,  la  íDconsecuencia  en  (]ue  incurre,  admitiendo  como  suGciente  la 
indicada  reserva  de  «sin  perjuicio  de  las  regalías,  etc.»  para  dar  el  pase 
aun  á  las  proposiciones  mas  inconciliables  con  tas  mismas  regaifas,  y  es- 
timando no  ser  bastante  la  misma  reserva  para  purificar  de  cualquier  vi- 
cio inadvertido  que  pudieran  contener  otras  proposiciones  que  la  sección 
no  ha  examinado  en  su  dictamen. 

Lo  que  la  sección  afirma  rasneltamente  es  que  dar  el  pase  á  ciertas 
proposiciones  del  Syllabus  con  la  indicada  reserva  de  sin  perjuicio,  ó  con- 
<luc6  á  un  verdadero  contrasentido,  ó  á  negarles  absolutamente  el  exe- 
quátur de  una  manera  disimulada,  impropia  de  la  dignidad  del  Gobierno. 
¿Qué  signifícaria  el  pase  dado  sio  perjuicio  de  las  regalías  de  la  Corona  á  la 
proposición  28.*,  que  niega  ser  necesaria  la  venia  del  Gobierno  para  pu- 
olicar  las  letras  apostólicas?  O  signifícaria;  admítase  la  doctrina  de  que  las 
letras  apostólicas  pueden  publicarse  sin  permiso  del  Gobierno,  mas  sin 
perjuicio  de  la  ley  que  prohibe  publicar  siu  dicho  permiso  las  mismas  le- 
tras apostólicas;  o  quema  decir:  se  retiene  la  proposición  enunciada,  ya 
que  no  puetle  de  otro  modo  salvarse  la  facultad  del  exequátur  regium. 
Luego  o  los  señores  consejeros  de  la  míuoría  quieren  en  este  punto  lo 
mismo  que  ha  aprobado  el  Consejo,  pero  no  por  los  medios  claros  que  exi- 
ge la  dignidad  del  Gobierno,  ó  pretenden  un  verdadero  imposible. 

La  sección,  esplicando  el  sentido  en  que  entiende  algunas  cláusulas  de 
la  Encíclica,  y  proponiendo  la  retención  do  otras,  no  cree  faltar  en  lo  mas 
mínimo  ni  á  la  veneración  profunda  que  en  todo  tiempo  merece  el  repre- 
sentante de  Cristo,  ni  á  las  consideraciones  y  miramientos  que  en  las  cir- 
cunstancias actuales,  mas  que  en  otras,  deben  tener  con  Su  Santidad 
todos  los  católicos.  ¿Qué  otro  sentimiento  mas  que  el  de  respeto  profundo 
y  amor  acendrado  al  Padre  común  de  los  líeles,  es  el  que  ha  ins- 
pirado las  esplicacíones  dadas  en  el  dictamen  á  ciertas  cláusulas  de  los 
documentos  en  cuestión?  Las  retenciones  propuestas  con  la  súplica  cor- 
respondiente, ¿arguye  por  ventura  falta  de  respeto  h  Su  Santidad?  Por  lo 
mismo  que  ni  la  Encíclica  nf  el  Syllabus  han  sido  publicados  esclusiva- 
inenle  para  Espnña,que  se  dirigen  en  general  á  todos  los  católicos  y  que 
no  ha  sido  la  intención  del  Ponlílice  menoscabar  cen  ellos  los  derechos  de 
la  Corona  de  España,  no  podría  ver  Su*  Santidad  en  la  súplica  que  se  le 
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dirigiera  sobre  las  cláusulas  reteoídas  otro  propósito  aueel  de  maDiener 
la  concordia  que  felizmente  existe  entre  ambas  potestades;  obteniendo  es- 
plícacíon  satislactoria  de  lo  que  tal  vez  no  la  tiene  hoy,  por  un  oWido  in- 
voluntario, y  fácilmente  reparable,  de  los  usos  y  costumbres  peculiares  de 
algunas  naciones  católicas.  Autorizados  están  los  obispos  por  los  cánones 
generales  de  la  Iglesia  para  suspender  la  ejecución  de  las  disposiciones 
pontificias  cuando  de  ellas  puedan  resultar  perjuicios  ó  inconvenientes  lo- 
cales, representando  ai  mismo  tiempo  sobre  ello  á  la  Santa  Sede.  ¿Se  lia 
ocurrido  á  nadie  decir  que  los  prelaaos  que  cumplan  este  deber  faltan  al 
respeto  debido  al  supremo  gerarca  de  la  Iglesia?  ¿Ni  cómo  ba  de  agravar 
la  aflicción  de  Su  Santidad  un  acto  completamente  «u|eno  á  las  causas  y  á 
las  personas  que  la  motivan,  que  no  es  sino  la  repetición  de  otros  ciento 
ocurridos  en  circunstancias  análogas,  que  no  tiene  mus  objeto  que  pre- 
servar un  derecho  antiquísimo  y  que  termina  por  una  reverente  súplica, 
reconocimiento esplícito  de  la  benignidad  apostólica?  ¿Faltaba  también  al 
respeto  debido  á  Su  Santidad  el  venerable  Jiménez  de  Cisneros,  cuando 
proponia  á  Don  Fernando  el  Católico  la  retención  de  bulas  y  breves  con- 
trarios al  bien  del  Estado  y  de  la  Iglesia  de  España? 

Ahora  demostrará  la  sección  que  el  Consejo  no  puede  informar  sino 
del  modo  que  lo  hace  sobre  el  tercero  de  los  puntos  consultados,  á  no  de- 
sentenderse por  completo  de  las  leyes  del  reino  sobre  cuya  aplicación  se  le 
pregunta,  ó  de  incurrir  en  la  grave  inconsecuencia  en  que  incurren  los 
autores  de  los  tres  votos  particulares. 

Ha  preguntado  V.  E.  al  Consejo  qué  aplicación  eficaz  y  adecuada  pue- 
den tener  la  pragmática  de  1768  y  los  artículos  correspondientes  del  Códi- 
go penal  al  clero  y  á  la  prensa  que  han  publicado  la  Encíclica.  Esta  pre- 
gunta abraza  como  se  vé  dos  estreinos: 

Primero.  ¿Son  aplicables  al  hecho  de  que  se  trata  las  leyes  que  se 
citan? 

Segundo.  Siéndolo,  ¿seria  tal  aplicación  eficaz  y  adecuada?  Para  resol- 
ver la  primera  cuestión,  tenemos  concedida  la  premisa  por  todos  los  seño- 
res consejeros  que  forman  los  votos  particulares,  á  saber,  que  la  Encíclica 
está  sujeta  al  pase  y  que  sin  él  ha  sido  publicada. 

Luego  solo  íalta  deducir  la  consecuencia,  reconociendo  que  son  aplica- 
bles al  caso  las  prescripciones  legales  que  castigan  á  los  que  sin  los  requi- 
sitos necesarios  publican  en  España  tales  documentos. 

Para  eludir  esta  consecuencia,  que  por  desagradable  que  sea  para  todo 
el  Consejo  es  de  suyo  ineludible,  acude  la  minoría  á  suposiciones  ingenio  • 
saS|  pero  que  no  se  pueden  tocar  sin  que  se  desvanezcan. 

Empezando  por  examinar  si  las  leyes  citadas  son  aplicables  á  li  prensa 
que  primero  publicó  la  Encíclica,  suponen  que  este  es  punto  dudoso  por- 
que la  ley  de  imprenta  está  oscura  y  debe  aclararse  para  lo  sucesivo.  No 
repetirá  aquí  la  sección  lo  que  sobre  este  punto  deja  dicho  en  su  informe 
al  Consejo,  pero  sí  cree  conveniente  añadir  que  no  puede  calificarse  de 
oscuro  el  art  i  4o  del  Código  penal,  que  es  el  que  señaló  el  castigo  á  los 
inñ^ctoresde  la  pragmática  de  i 768.  Pena  este  artículo  al  que  publicare 
sin  los  requisitos  legales  bulas,  breves,  etc.,  y  por  lo  tanto  es  aplicable  á 
todos  los  modos  de  publicación  conocidos,  porque  sí  alguna  escepcion  de- 
biese admitirse  respecto  á  la  publicación  por  la  prensa,  se  hallaria  consig- 
nada en  la  ley  que  rige  á  esta  institución.  ¿Ni  cómo  ha  de  ser  verdadero 
delito  de  imprenta,  y  sujeto  por  lo  tanto  á  lacalifícacion  del  jurado,  el  que 
consiste  en  el  hecho  material  de  la  publicación  de  un  escrito  sin  ciertas 
formalidades  previas,  y  en  cuya  apreciación  por  lo  mismo  no  hay  que  to- 
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mar  bd  cuenta  ni  la  intención  del  autor,  ni  las  circunstancias  en  que  se 
<lá  á  luz,  ni  los  demás  accidentes  que  debe  estimar  la  conciencia  de  los  jue- 
ces de  hechü  y  dettínninar  en  último  resultado  la  criminalidad  de  la  acción? 
Asi  es  que  la  ley  de  imprenta  no  califica  como  delitos especi^es  del  mismo 
nombre  las  infracciones  materiales  de  las  regias  que  deben  observarse  ea 
hi  publicación  de  los  escritos,  sino  que  las  pena  gubernativamente,  si  la 
ley  común  no  las  castiga,  ó  se  remite  tácitamente  á  esta  cuando  las  pena, 
suponiendo  que  ha  de  aplicarse  por  los  Tribunales  ordinarios  en  su  caso  y 
lugar.  Al  publicarse  el  Código  penal,  habla  ya  en  España  libertad  de  im- 
prenta y  una  ley  que  castigaba  los  abusos  que  se  hiciesen  de  ella,  semejan- 
te á  la  que  hoy  rige  en  la  parte  que  nos  concierne,  y  sin  embargo  creyó 
necesario  el  legislador  incluir  entre  los  delitos  comunes  el  de  publicar 
breves  ó  despachos  de  la  corte  pontificia  sin  los  requisitos  correspondien- 
tes. ¿Y  podra  decirse  en  vista  de  estas  razones  que  la  prensa  no  na  publi-^ 
cado  los  documentos  de  que  se  trata,  sino  que  los  ha  copiado  de  los  pe- 
riódicos estranjeros  introducidos  en  España  con  conocimiento  del  Gobier-  * 
no?  Pues  ¿cómo  se  publica  un  escrito  smo  copiándolo  y  reproduciéndolo? 
Además  tampoco  es  exacto  que  la  prensa  se  haya  limitado  á  copiar  la  En- 
cíclica, pues  la  ha  publicado  traducida,  y  el  traductor  según  la  ley  se  hace 
responsable  del  escrito  que  da  á  luz.  Y  por  último,  si  el  ser  un  escrito  tra- 
ducción de  otro  redactado  en  lengua  estranjera  é  introducido  en  España, 
eximiera  de  responsabilidad  al  traductor,  podrían  publicarse,  impunemen- 
te en  España,  vertidos  al  castellano  todos  los  escritos  impíos,  inmorales  y 
subversivos  que  en  otros  países  salen  á  luz. 

Al  examinar  la  minoría  si  es  aplicable  al  clero  el  artículo  145  del  Có- 
digo, parte  de  una  suposición  arbitraria  que  la  sección  no  puede  admitir 
de  modo  alguno.  Dice  que  al  tratar  el  Consejo  la  cuestión  del  pase  de  la 
Encíclica  obra  como  intérprete  de  la  ley  civil,  y  quecuando€onsulta  acer- 
ca de  la  responsabilidad  de  aquellos  que  hayan  podido  infringir  la  misnia 
ley  procede  como  jurado  de  previo  examen.  ¿Pero  en  qué  ley  ni  en  qué  re« 
glamento  se  halla  consignada  semejante  declaración?  E!  Consejo,  como 
cuerpo  consultivo,  es  siempre  el  mismo,  y  la  única  regla  escrita  de  su 
conducta  es  la  consignada  en  su  propia  ley,  de  consultar  con  arreglo  á  la 
Constitución  y  á  las  leyes  en  los  negocios  que  le  sean  encomendados,  sin 
distinción  entre  los  que  se  refieren  á  la  interpretación  abstracta  de  la  ley 
y  los  que  versan  sobre  su  aplicación  á  casos  determinados.  Inquiera  en 
buen  hora  el  Consejo  las  circunstancias  que  puedan  influir  en  la  gravedad 
de  los  hechos  penables  que  se  consulten,  mas  cualquiera  que  sea  el  resul- 
tado de  sus  investigaciones,  no  le  autorizará  nunca  ni  para  atribuirse  las 
funciones  d^  los  tribunales,  ni  para  dejar  de  consultar  con  arreglo  á  las 
leyes.  Concédase  que  si  consultado  el  Cons*3Jo  sobre  una  infracción  pena- 
ble encontrase  alguna  circunstancia  de  las  que  según  la  ley  eximen  ae  res- 
ponsabilidad penal  puede  informar  proponiendo  que  no  se  proceda  contra 
el  infractor;  ¿pero  se  sigue  de  aquí  acaso  que  pueda  hacer  lo  mismo  cuan- 
do no  concurra  eu  el  hecho  ninguna  de  aquellas  circunstancias?  ¿Es  por 
ventura  arbitro  el  Consejo,  lo  es  el  Gobierno,  para  aumentar  el  catálogo 
de  las  circunstancias  de  exención  que  contiene  el  Código  penal?  ¡Qué  sena 
íle  la  justicia,  qué  déla  independencia  de  los  tribunales,  y  qué  déla  obser- 
vancia de  la  Constitución  y  las  leyes*  sí  el  Gobierno  pudiese  mandar  á  su 
arbitrio  que  no  se  proceda  contra  cualquier  infractor  de  la  ley  por  estimar 
que  las  circunstancias  del  caso  le  eximen  á  su  parecer  de  toda  responsabi- 
lidad! 

Examinada  bajo  este  supuesto  la  conducta  de  los  prelados  que  han  pu- 
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biicado  la  Encíclica,  y  para  no  proponer  el  Consejo  las  conclusiones  con- 
tenidas en  su  dictamen,  tendría  que  optar  entre  una  de  estas  dos:  Prime- 
ra, gue  DO  son  aplicables  al  clero  la  pragmática  de  1768  ni  el  art.  145  del 
Código  Segunda,  que  aunque  les  son  aplicables,  concurre  en  el  hecho  al- 
guna circunstancia  de  las  que  según  el  mismo  Código  eximen  de  responsa- 
bilidad penal. 

Para  adoptar  la  primera  de  estas  conclusiones  sería  menester  suponer 
que  ó  la  pragmática  no  prohibe  publicar  sin  el  pase  regio  documentos  co- 
mo el  de  que  se  trata,  ó  que  el  art.  iA%  del  Código  no  contiene  la  sanción 
penal  de  la  misma  práctica,  ó  que  la  Encíclica  no  ha  sido  publicada  por  tos 
obispos  que  la  han  dado  á  luz. 

¿Y  puede  admitirse  ninguna  de  estas  suposiciones?  ¿Las  admiten  acaso 
ios  mismos  consejeros  de  la  minoría?  ¿No  reconocen  con  la  buena  fé  que 
les  distingue  aue  la  Encíclica  está  sujeta  al  pase  con  arreglo  á  la  pragmá- 
tica? ;No  connesan  que  la  sanción  penal  de  esta  se  halla  hov  en  el  artículo 
145  (lel  Código,  por  mas  que  duden  sí  este  es  aplicable  á  los  obispos?  Y 
por  cierto  oue  no  deja  de  ser  estraña  la  duda  fundada  tan  solo  en  que  dicho 
artículo  haola  en  general  de  los  eclesiásticos,  y  no  nombra  señaladamente 
á  los  obispos.  Como  si  bajo  la  denominación  de  eclesiásticos,  por  contra* 
posición  á  la  de  seglares  qne  es  como  se  usa  la  voz  en  el  articulo,  no  estu- 
vieran comprendidos  todos  los  funcionarios  de  la  gerarquia  de  In  Iglesia. 
Como  si  pudiera  suponerse  que  al  calíticar  el  Código  un  hecho  que  en  la 
hipótesis  deque  llegara  áveriiicarse  se  había  de  ejecutar  principalmente 
por  los  obispos,  se  olridara  ó  prescindiera  de  ellos,  y  se  reliriera  tan  solo 
al  clero  inferior  que,  ó  no  suele  incurrir  en  tales  infracciones,  ó  si  incurre 
es  con  la  escusa  legal  de  proceder  en  virtud  de  obediencia  debida  á  su  su- 
perior legitimo.  Si  las  leyes,  al  señalarlas  penas  en  que  incurren  los  tras- 
grosores  de  la  pragmática  de  1768,  no  nombran  determinadamente  á  los 
obispos,  hablaiidd  tan  solo  de  eclesiásticos,  ó  de  personas  eclesiásticas »  es 
porjnsto  respeto  á  la  alta  dignidad  de  aquellos  prelados,  y  porque  harto  sa* 
oído  es  que  se  hallan  comprendidos  en  la  indicada  denominación  general. 

Y  no  basta  para  fundar  la  duda  poner  como  se  pone  en  cuestión  lo  que 
está  ya  resuelto  por  nuestras  leyes;  el  fuero  de  los  obispos.  Aunque  fuera 
cierto  que  este  era  un  punto  cuestionable  cuando  se  promulgó  el  código 
penal,  no  sería  esto  bastante  para  suponer  que  el  artículo  145  del  mismo 
no  hablaba  con  los  prelados,  que  bien  puede  hallarse  pendiente  una  cues- 
tión de  jurisdicción,  y  legislarse  entre  tanto  sobre  la  materia  y  sobre  las 
personas  á  quienes  concierna.  ¿Pero  cuánto  mas  infundada  no  será  esta 
duda  si  se  considera  que  la  cuesiion  del  fuero  de  los  obispos  está  'decidida 
hace  treinta  arios  en  el  art.  90  del  reglamento  provisional  para  la  admi- 
nistración de  justicia?  Resuelta  se  hallaba  también  de  hecho  esta  cuestión 
bajo  el  antiguo  régimen  mediante  la  potestad  tuitiva  y  económica  doi 
Soberano;  pero  habiendo  esta  cesado  con  las  nuevas  instituciones,  se  su- 
plió su  falta  atribuyendo  al  Tribunal  Supremo  el  conocimiento  de  cual- 
quiera causa  que  por  delito  común  pudiera  formarse  á  algún  Arzobispo  ú 
obispo.  Tal  es  la  foy  del  reino  no  derogada  hasta  hoy,  y  el  Consejo  no 
pueile  menos  de  respetarla. 

Si  pues  el  art.  i  45  del  código  es  aplicable  á  todos  los  eclesiásticos  que 
publiquen  sin  losTequisitos  debidos  los  breves  ó  despachos  pontificios,  y 
si  es  un  hecho  evidente  que  los  obispos  son  eclesiásticos  y  que  muchos  dó 
ellos  han  publicado  la  Encíclica,  es  claro  ({ue  la  lógica  no  permite  al  Con- 
sejo adoptar  la  primera  de  las  soluciones  mdícadas,  ó  sea  la  de  que  no 
sean  aplicables  al  clero  la  pragmática  y  el  artículo  del  código  citados. 
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Mas  ¿sería  procedente  l'i  segunda  concftisíon,  ó  sea  la  de  que  si  bien 
son  aplicables  al  clero  aquellas  leyes,  concurre  en  el  becbo  alguna  cir- 
cunstancia legal  de  exención?  La  prueba  de  que  semejante  interpretación 
no  es  posible  la  ofrece  muy  cumplida  el  mismo  voto  particular  ae  la  mi- 
noría. 

Los  dignisimos  consejeros  que  la  componen,  deseosos  de  eludir  una 
triste  consecuencia  que  contra  la  voluntad  de  todos  se  desprende  de  las 
mismas  premisas  que  todos  también  reconocen,  emplean  todos  los  recur- 
sos de  sus  agudos  ingenios  v  hacen  esfuerzos  faudaoles,  por  disculpar  la 
conducta  de  los  obispos,  y  después  de  todo  ni  aun  para  alegarla  sin  prue- 
ba encuentran  una  sola  circunstancia  de  las  que  según  la  ley  eximen  de 
responsabilidad:  presentan  y  ponderan  algunas  que  pueden  atenuarla 
atendida  la  generalidad  con  que  el  código  designa  en  último  lugar,  las  cir- 
cunstancias de  atenuación;  pero  de  las  de  exención,  que  se  hallan,  como 
no  podia  menos  de  suceder,  basadas  en  la  ley,  ne  designan  ninguna. 

La  sección  admite  como  atenuantes  algunas  de  las  enumeradas  por  la 
minoría,  y  por  eso  propuso  la  última  de  las  conclusiones  que  contiene  su 
dictamen.  ¿Pero  como  hemos  de  admitir  en  clase  de  circunstancia  de 
exención  la  de  que  los  obispos  han  podido  creer  que  la  Encíclica  no  estaba 
sujeta  al  pase,  ó  que  el  concordato  ha  dero^do  esta  prerogativa  sobera- 
na? ¿Cómo  hemos  de  iustiíicar  esta  creencia  con  la  interpretación  que  se 
supone  puede  darse  al  Real  decreta  que  autorizó  la  publicación  de  las  le- 
tras apostólicas  en  confirmación  del  concordato  de  485i .  con  la  cláusula 
de  «Sm  perjuicio  de  las  regalías,  etc.»  ó  en  el  hecho  que  vagamente  se 
afirma  y  no  se  prueba  de  haber  sido  publicadas  hasta  44  encíclicas  desde 
1859  á  i  86  4  en  los  Boletines  eclesiásticos  de  dos  diócesis? 

Que  los  obispos  pudieran  creer  que  no  necesitaba  la  Encíclica  obtener 
el  pase:  ¿y  desde  cuándo  la  ignorancia  del  derecho  exime  de  responsabili- 
dad? Ni  ¿qué  fundamento  hay  para  suponer  tal  ignorancia  cuando  existe 
publicada  y  circulada  á  los  obispos  la  Real  orden  de  46  de  noviembre  de 
i86l,  posterior  por  lo  tanto  al  concordato,  en  la  cual  se  les  previno  que  no 
den  cumplimiento  á  ningún  despacho  pontificio  referente  a  jubileos  aun- 
que no  venga  acompañado  de  encíclica,  hasta  que  se  llenen  ios  requisitos 
prevenidos  en  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación  vigentes  en  la  materia? 
¿Cómo  puede  dudarse  del  vigor  de  estas  leyes^  cuando  la  orgánica  del 
Consejo,  posterior  en  fecha  a  todas  las  demás  citadas,  establece  entre  sus 
atribuciones  necesarias  la  de  informar  sobre  el  pase  y  retención  de  bulas, 
breves,  y  rescriptos  pontificios?  Aunque  nada  valieran  las  esplicaciones 
dadas  én  el  dictamen  de  los  artículos  3, 4,  43  y  45  del  concordato  de  1851 , 
esta  lev  y. aquella  Real  orden  ¿bastarían  para  disipar  toda  duda  acerca  de 
su  inteligencia  y  para  que  no  se  pueda  alegar  ignorancia  (y  por  los  M.  RR. 
Prelados  monos  que  por  nadie)  sobre  la  8ub.HÍstencia  de  las  leyes  en  cues- 
tión? ¿Ni  cómo  puede  dudarse  de  la  eficacia  del  Real  decreto  ciudo 
admitiendo  las  letras  apostólicas  en  confirmación  del  concordato,  cuando 
estas  reproducían  casi  textualmente  los  artículos  del  mismo  últimamente 
citados?  Si  aquellas  letras  apostólicas  no  fueron  admitidas  sino  con  la  res- 
tricción antes  indicada,  ¿no  es  evidente  que  el  concordato  á  que  se  referían 
había  sido  estipulado  por  la  Corona  con  ígoal  reserva?  ¿Puede  acaso  con- 
ciliarse  la  admisión  de  dichos  artículos  sin  restricciones  en  el  concordato 
y  con  ellas  en  las  letras? 

El  recuerdo  del  art.  19  del  convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede  en 
1859,  lejos  de  inducir  á  error  sobre  la  subsistencia  del  pase  regio,  como 
supone  la  minoría,  es  por  el  contrario  una  prueba  mas  de  la  subsistencia 
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de  esta  prerogativa.  Si  las  árdaas  cuestiones  para  cuyo  arreglo  habían  de 
ponerse  de  acuerdo  ambas  {)artes  contraíanles,  según  dicho  art.  i 9,  son 
entre  otras  las  del  Regium  exeautUur,  es  evidente  que  esta  cuestión  no  se 
hallaba  resuelta  por  el  concordato,  y  que  en  tal  supuesto  lo  único  proce- 
dente es  el  statu  quoy  ó  sea  la  continuación  en  el  uso  de  aquella  preroga- 
ti?a  en  la  forma  que  la  establecen  las  leyes  mientras  no  se  estipule  nada 
en  contrario 

No  es  menos  inadmisible  como  circunstancia  de  exención  el  hecho  que 
se  asegura^  aunque  no  resulta  del  espediente,  de  la  publicación  en  ciertos 
periódicos  de  un  número  considerable  de  encíclicas.  La  sección  no  puede 
apreciar  este  hecho,  porque  á  pesar  de  haber  preguntado  al  Ministerio  del 
digno  cargo  de  V.  E.,  solo  ha  podido  saber  que  en  él  no  existen  mas  ante- 
cedentes sobre  encíclicas,  que  los  unidos  al  espediente  y  apreciados  ya  por 
el  Consejo.  Tal  vez  se  haya  cometido  alguQ  error  material  al  caliücar  de 
cartas  encíclicas  documentos  de  otra  índole,  tales  omo  alocuciones  con- 
sistoriales ó  letras  apostólicas  dirigidas  á  otros  países;  pero  aunque  así  no 
fuese»  aunque  existieran  en  efecto  esas  44  encíclicas  promulgadas  por  los 
obispos  en  su  nombre  propio,  ¿serían  mas  que  otras  tantas  trasgresiones 
de  la  ley  que  prohibe  publicarlas  sin  el  pase  regio?  Lo  oue  la  sección  sabe 
es  que  cuando  el  Gobierno  ha  tenido  noticia  de  la  publicación  de  alguna 
bula  ó  encíclica  no  autorizada  con  el  exequátur,  como  sucedió  en  48S9, 
en  1833  y  en  1850,  ha  adoptado  las  providencias  oportunas  en  defensa  de 
las  regalías.  Esto  es  lo  que  resulta  del  espediente,  y  nada  mas  puede  ase- 
gurar de  un  modo  oficial  el  Consejo  sin  exponerse  á  graves  yerros. 

No  comprende  la  sección  cómo  puede  alegarse  por  vía  de  escusa  la 
circunstancia  de  no  haber  venido  la  Encíclica  destinada  á  la  publicidad,  y 
de  haberse  creído  conveniente  dársela  para  evitar  las  malas  interpretacio- 
nes que  tai  vez  le  atribuían  algunos  periódicos. 

Si  la  Encíclica  no  ha  venido  con  destino  á  publicarse,  y  esto  no  obs- 
tante y  la  facultad  que  por  los  sagrados  cánones  tienen  los  obispos  pafa 
suspender  la  publicación  de  tales  documentos,  han  sido  promulgados  los 
de  que  se  trata^  ;no  es  claro  que  sería  mucho  mayor  la  responsabilidad  de 
los  prelados  que  la  dieron  á  luz?  Y  no  se  alegue  la  necesidaa  de  evitar  con 
tal  publicación  interpretaciones  equivocadas  ó  maliciosas,  pues  el  modo  de 
evitar  este  peligro  es  impugnar  á  los  detractores  de  la  EncícUca  y  de  ia 
Santa  Sede,  como  lo  han  hecho  algún  prelado  de  Francia  y  aun  alguno  de 
España  por  medio  de  la  imprenta,  ¿cuánto  mas  digna  no  es  de  imitación  la 
conducta  del  R.  Obispo  cíe  Orleans, .  que  isin  promulgar  en  su  diócesis 
aquel  documento,  dando  en  ello  un  saludable  ejemplo  de  sumisión  á  las 
leyes,  ha  publicado  sin  embargo  un  notable  escrito  explicando  los  concep^ 
tos  mal  entendidos  ó  maliciosamente  interpretados  ael  Syllabus  v  de  la 
Encíclica,  y  acudiendo  así  de  ia  manera  mas  eficaz  que  hoy  es  posible  á  la 
defensa  de  la  Iglesia  y  de  sn  Pastor  supremo? 

No  hay  pues  ninguna  circunstancia  de  las  que  con  arreglo  á  la  ley 
eximen  por  completo  de  responsabilidad,  y  en  su  consecuencia  si  el  Con- 
sejo ha  de  consultar  en  este  caso  con  arreglo  á  las  leyes,  es  claro  que  no 
puede  adoptar  la  segunda  de  las  conclusiones  indicadas.  ¿Qué  solución 
queda  pues  para  no  Incurrir,  aunque  sin  advertirlo,  en  la  ínconsecuencfa 
en  que  incurren  los  autores  de  los  votos  particulares?  Por  doloroso  que  sea 
confesarlo,  es  forzoso  convenir  en  que  son  aplicables  al  clero  la  pragmá- 
tica de  1768  y  el  art.  i45  del  Código  penal.  Ésta  es  una  verdad  triste,  pe- 
ro yerdad  al  fm,  y  la  sección  reconociéndola  no  puede  dejar  de  inclinar  la 
eabeca  ante  ella» 

TOMO  XXVI.  39 
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Pero  V.  E.  ha  preguntado  al  Consejo,  no  solo  si  son  aplicables  teórica- 
mente dichas  leyes,  sino  qué  aplicación  adecuada  v  eficaz  pueden  tener  en 
las  actuales  circuslancias;  y  sobre  e»te  punto  tamoíen  necesita  la  sección 
dar  algunas  esplicaciones  en  contestación,  á  los  razonamientos  déla  mi- 
noría del  Consejo.  Que  la  aplicación  de  la  pragmática  y  del  Código  ai  caso 
«n  cuestión  es  adecuada,  no  necesita  más  demostración,  puesto  que  la  he- 
cha basta  para  hacer  ver  que  el  caso  de  que  se  trata  se  halla  rigorosamen- 
te comprendido  en  sus  disposiciones,  es  decir,  que  estas  se  dictaron  para 
impedir  y  corregir  oportunamente  hechos  como  el  que  es  objeto  de  esta 
consulta.  En  cuanto  a  la  efícacia  de  semejante  aplicación,  no  puede  menos 
de  decirse  sino  que  seria  ó  podria  ser  la  misma  que  la  de  la  aplicación  de 
todas  las  leyes  penales.  La  pragmática  y  el  art.  145  se  proponen  un  mismo 
objeto,  que  es  impedir  la  publicación  de  bulas  y  breves  no  autorizados 
con  el  Real  pase,  y  para  ello  establecen  una  prohibición  y  señalan  ciertas 
penas.  Que  estas  disposiciones*  no  han  sido  bastante  eficaces  para  impedir 
la  publicación  de  la  Encíclica  por  muchos  prelados  está  á  la  vista,  y  no 
haoria  que  preguntarlo;  pero  también  parece  idudable  su  elicacia  para 
estorbar  que  hayan  hecho  idéntica  publicación  otros  muchos  obispos,  y 
es  así  mismo  evidente  que  la  aplicación  de  las  leyes  penales  es  ef  único 
medio  eficaz  de  impedir  su  trasgresion  en  lo  futuro.  Si  tratara  V  E.  de  mo- 
dificar las  leyes  vigentes  sobre  la  materia,  quizá  el  Consejo  deberia  apre- 
eiñT  su  eficacia  en  otro  terreno,  y  propondría  otros  medios  de  conseguirla; 
pero  tratándose  hoy  nada  más  que  de  la  aplicación  de  la  ley  á  un  caso  se- 
ñalado, la  sección  entiende  que  la  eGcacia  á  que  alude  V.  E.  es  la  que  se 
reGere  al  objeto  inmediato  de  la  misma  ley. 

En  tal  supuesto,  opina  la  sección  que  si  S.  M  concediera  el  pase  á  la 
Encíclica  con  las  reservas  y  retenciones  propuestas  por  la  mayoría  del 
Consejo,  aplicarla  eficazmente  la  pragmática  de  i768,. porque  ó  consegui- 
ría suplicando  respetuosamente  á  Su  Santidad  que  se  esplícase  de  un  mo- 
do conforme  á  nuestras  leyes  las  cláusulas  retenidas,  ó  que  por  lo  menos 
DO  se  entendiese  nunca  consentida  por  la  Corona  la  doctrina  que  estable- 
cen. Si  el  Gobierno  comunicara  á  los  M.  RR.  Prelados  esta  resolución,  ad- 
virtiéndoles como  ya  lo  hizo  en  i  851  que  están  vigentes  las  leyes,  cuya 
subsistencia  se  disputa,  muchos  obispos  que  daqdo  señalado  ejemplo  de 
respeto  á  las  prerogativas  de  la  Corona  no  han  publicado  la  Encíclica,  lo 
harinn  después  con  las  esplicaciones  y  reservas  oportunas.  Tal  es  la  efica- 
cia qu^  puede  tener  hoy  la  aplicación  de  la  pragmática  de  I76S. 

Ño  hay  para  qué  averiguar  si  la  tendría  también  la  aplicación  del  ar- 
tículo i  45,  porque  altas  consideraciones  de  interés  público  y  razones  de 
Estado  poderosas  no  permiten  proceder  á  ella  según  el  parecer  unánime 
de  todps  los  consejeros.  Pero  conviniendo  todos  en  esta  conclusión,  los  se- 
ñores de  la  minoría  se  niegan  á  admitir  el  único,  el  medio  legal  de  reali- 
zarla. ¿Hay  derecho  en  el  uobierno  para  mandar  á  su  arbitrio  que  no  pro- 
cedan los  tribunales  á  la  averiguación  y  castigo  en  su  caso  de  los  hechos 
que  86  puedan  calificar  de  delitos?  Nadie  sostendrá  seguramente  esta  tesis 
como  compatible  con  el  régimen  constitucional  en  que  vivimos ,  y  sobre 
todo  siendo  obligación  del  Gobierno,  según  la  Ley  fundamental,  promover 
la  administración  de  justicia.  Y  si  el  Gobierno  carece  de  semejante  dere- 
cho, ¿puede  el  Conseio  dárselo  ni  reconocérselo?  ¿Puede  decirle,  infor- 
jnaodo  con  arreglo  á  las  leyes,  que  en  uso  de  facultades  discrecionales  que 
no  tiene  prohiba  proceder  contra  los  infractores  de  la  pragmática  y  del 
Código?  Y  si  esto  DO  es  posible,  ¿qué  otro  medio  le^l  hay  de  evitar  este 
precedimiento  mas  qiíe  la  amnistía?  Sí  para  conseguir  aquel  fin  no  se  fan* 
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da  el  Gobierno  en  esta  Real  prerogativa,  ¿en  qué  otra  ñicultadconstitucio- 
nal  ha  de  apoyarse?  Lo  estraordínarío  del  caso»  la  especialidad  de  las  cir- 
cunstancias, la  iitlta  de  intención  de  delinquir,  la  situación  aflictiva  de  Sa 
Santidad  dicen  losSres.  Goosejeros  de  la  minoría,  pero  la  Sección  respon- 
de: pues  esos  son  precisamente  los  fundamentos  que  justilicarian  el  u$o  de 
aquella  Real  facultad;  porque  si  tales  circunstancias  no  cnncurrieseo  ¿qué 
motivo  habria  para  entregar  al  olvido  una  infracción  de  la  ley?  Sí  la  Coro- 
na no  tuviera,  como  por  fortuna  tiene,  aquella  prerogativa  constitucional, 
no  podría  evitar  el  Gobierno  el  procedimiento  que  en  tales  casos  prescri- 
ben las  leyes  sin  quebrantarlas,  ó  sin  pedir  por  esta  ilegalidad  al  poder  le- 
gislativo un  voto  de  absolución. 

La  sección  baria  un  agravio  á  la  ilustración  reconocida  de  los  señores 
de  la  minoría  si  supusiera  que  al  rechazar  la  amnistía  como  ofensiva  á  los 
obispos  la  confunden  en  cuanto  á  su  naturaleza  y  efectos  con  el  iodiüto; 
pero  sospecha  que  tal  vez  no  dan  á  aquel  acto  de  la  Corona  su  verdadera 
significación.  Las  amnistías  se  conceden  siempre  por  hechos  á^  carácter 
político  como  lo  es  el  de  que  se  trata;  no  son  gracias  personales  y  de  apli- 
cación individual  como  los  indultos.  Suponen  la  existencia  de  un  hecho 
ilícito,  pero  no  la  responsabilidad  criminal  de  cada  uno  de  aquellos  á  Quie- 
nes puede  comprender,  y  por  lo  tanto  ni  manchan  ni  rebajan  el  carácter 
moral  de  ninguno  de  estos.  Amnistía  es  hoy  como  en  los  tiempos  antiguos 
abolición  de  la  ley  en  un  caso  determinado  al  cual  pueda  esta  ser  apiipa- 
ble;  es  mandato  de  no  proceder  á  la  averiguación  judicial  de  un  ijecbn 
que  puede  ser  delito,  y  de  las  personas  que  de  él  pueden  aparecer  respon- 
sablesj  es,  en  una  palabra,  lo  mismo  que  pretenden  hoy  para  los  obispos 
los  señores  de  la  minoría,  solamente  que  no  quieren  dar  á  este  acto  el 
nombre  que  tiene  én  derecho,  aunque  por  escusarlo  quede  el  acto  mismo 
sin  ninguna  justíGcacion  legal.  No  habría,  pues,  obispos  amnistiados  como 
supone  la  minoría,  sino  un  hecho  olvidado  por  la  Corona,  j  por  lo  t)into 
no  investigado  ni  calilicado  por  los  tribunales. 

Y  para  demostrar  aun  mas  la  falta  de  fundamentó  con  que  en  este  pun- 
to se  separan  del  dictamen  de  la  mayoría  los  señores  que  nrman  los  votos 
particulares,  no  hay  sino  comparar  lo  que  podrá  decirse  de  los  Obispos 
que  hayan  publicado  la  Encíclica  en  el  supuesto  de  adoptarse  el  uno  o  el 
otro  parecer.  Diríase  de  ellos,  adoptado  el  de  la  mayoría:  esos  prelados  no 
han  cumplido  las  leyes  publicando  sin  el  pase  regio  los  documentos  en 
cuestión;  pero  como  S.  M.  tiene  la  prerogativa  de  amnistía,  mandó  no  pro- 
ceder contra  ellos ,  y  entregó  al  olvido  su  falta.  Si  se  optase  por  el  parecer 
de  la  minoría,  so  diría  de  conformidad  con  el  mismo:  esos  prelados  no  se 
atuvieron  á  lo  que  mandan  las  leyes  cuando  publicaron  los  documJBntos 
en  cuestión  sin  elplácito  regio,  pero  É  Gobierno  teniendo  en  cuenta  ra- 
zones graves  de  Efstado  y  de  circunstancias,  na  aniso  que  se  procediera 
contra  ellos.  De  modo  que  en  uno  y  otro  caso  se  uabria  de  reconocer  la 
falta  cometida  y  notada,  que  es  lo  único  que  podría  afectar  al  prestigio  y 
consideración  del  prelado,  aun  en  el  supuesto,  no  concedido,  de  que  tales 
actos  pudieran  producir  aquel  efecto. 

lias  para  evitar  el  escrúpulo,  por  nimio  que  sea,  de  aquellos  á  quienes 
no  suene  bien  la  palabra  amnistía ,  propuso  la  sección  y  ha  aprobado  el 
Consejo^  que  no  se  emplee  en  el  Real  decreto  en  que  se  mande  no  proce- 
der judicialmente  por  los  hechos  en  cuestión.  Invocando  S.  M.  las  prero- 
rogativas  constitucionales,  y  aunque  no  pronuncie  el  nombre  con  (|ue  es 
conocida  la  de  que  ahora  se  trata ,  puede  espedir  un  Real  decreto  entre- 
gando al  olvido  la  infracción  de  ley  cometida  y  mandando  no  proceder  á 
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SU  aTerignacion  judicial.  Lo  que  no  podía  hacer  el  Consejo  era  consultar 
al  Gobierno  esta  providencia  sin  espresar  los  fundamentos  legales  en  que 
puede  apoyarse  calificándolos  con  sus  propios  nombres 

Ni  para  escusarse  de  acudir  á  este  medio,  único  legal ,  basta  decir  que 
el  asunto  de  que  se  trata  pertenece  á  la  alta  esfera  de  1a  gobernación  del 
Estado.  Esta  será  por  el  contrario  una  razón  mas  que  justifique  el  uso  de 
la  Real  prerogativa.  Precisamente  porque  hay  delitos  de  esta  especie,  cuya 
persecucioa  puede  afeitar  á  los  altos  intereses  del  Estado,  al  libre  ejerci- 
cio de  los  poderes  públicos  y  á  la  paz  general  es  por  lo  que  la  Corona  dis- 
fruta el  derecho  constitucional  de  que  se  trata.  Usando  de  él  en  el  presen 
te  caso,  lo  apIicarÍB  de  la  manera  mas  eficaz  y  adecuada.  El  ejemplo  de  la 
ley  francesa  que  la  minoría  cita,  no  puede  tener  entre  nosotros  ninguna 
aplicación.  Adviértase  que  el  Código  penal  francés  no  contiene  disposición 
alguna  contra  los  que  publican  sin  el  exequátur  bulas  ó  breves  pontificios, 
porque  este  hecho  és  uno  d^  los  que  dan  lugar  al  recurso  llamado  allí  de 
abuso  y  entre  nosotros  de  fuerza,  cuyo  conocimienfo  corresponde  esclu- 
sivamente  al  Consejo  de  Estado.  El  Código  penal  castiga  á  los  ministros 
de  cualquier  culto  que  en  discursos  ó  pastorales  censuran  las  leyes  ó  los 
actos  del  Gobierno,  y  á  los  que  sin  la  autorización  competente  mantienen 
correspondencia  sobre  materias  reJij^iosas  con  alguna  potencia  estranjera. 
Pero  como  ninguna  de  estas  disposiciones  es  aplicable  á  los  prelados  que 
publicaren  la  Encíclica  sin  el- pase  previo,  no  ha  tenido  necesidad  el  Gobier- 
no nances  de  quebrantarlas  al  proceder  contra  estos,  y  ha  propuesto  en 
su  lugar  el  recurso  de  abuso  correspondiente  ante  el  Consejo  de  Estado. 
¿Tiene  algo  de  común  este  procedimiento  con  el  que  proponen  los  señores 
consejeros  que  autorizan  los  votos  particulares?  Al  proceder  así  el  Gobierno 
francés,  ¿ha  tenido  que  faltar  á  las  leyes  del  país,  como  tendría  que  hacerlo 
el  Gobierno  español  si  mandara  no  cumplir  las  nuestras  sin  invocar  la 
prerogativa  en  cuestión? 

Las  observaciones  que  preceden  sirven  al  mismo  tiempo  de  contesta- 
ción á  los  fundamentos  esenciales  del  voto  particular  del  &r.  E^aña  y  aun 
al  del  Sr.  Echarri  en  cuanto  impugiía  las  conclusiones  5.*  y  8.*  del  dicta- 
men de  la  mayoría.  [El  Sr.  Effaña,  admitiendo  la  premisa  de  estar  sujeta 
al  pase  la  Encíclica,  y  de  no  haber  cumplido  las  leyes  los  que  la  han  pu- 
blicado sin  aquel  requisito,  incurre  en  la  misma  inconsecuencia  de  eximir 
á  estos  de  toda  responáabilidad  legal,  oponiéndose  por  lo  tanto  á  la  adop- 
ción del  único  medio  legítimo  de  eludir  la  obligación  de  exigírsela.  Sirvan 
pues  de  contestación  alSr.  Egaña  las  consideraciones  e-puestas,  y  á  que 
los  puntos  en  que  su  voto  difiere  del  de  la  minoría  no  apoyan  ni  desvirtúan 
los  fundamentos  del  dictamen  de  U  mayoría. 

A  los  escrúpulos  del  Sr.  Echarri  sobre  la  autenticidad  del %Z/(i5ii«, res- 
ponde al  parecer  de  la  secion  cumplidamente  el  Consejo,  proponiendo  que 
no  se  dé  el  pase  á  este  documento  sino  en  el  supuesto  de  no  dudar  el  Go- 
bierno de  su  autenticidad.  La  secion  por  su  parte  no  se  atreve  á  negarla, 
porque  cualquiera  que  sea  la  irregularidad  de  su  forma,  tiene  el  Syüabu$ 
a  su  favor  la  circunstancia  importantísima  de  haber  sido  publicado  por  los 
obispos,  órgano  autorizado  y  legítimo  de  los  mandatos  de  Su  Santidad.  Ne- 
garle el  pase  en  todas  sus  partes  tan  solo  por  aquella  débil  sospecha,  ade- 
más de  poco  prudente,  seria  agravar  sin  fundamento  la  conducta  de  los 
prelados  que  nan  hecho  su  publicación. 

La  sección  se  hará  cargo  por  último  del  argumento  del  Sr.  Echarri  con- 
tra la  quinta  conclusión  del  Consejo,  porque  se  funda  en  un  supuesto  com- 
pletamente inexacto.  Dice  este  digno  consejero  que  no  podemos  calificar 
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li  respoDsabiliüdd  penal  eo  que  hayan  podido  incurrir  ios  que  lian  publi-- 
cadola  Encíclica,  porquepara  ello  seria  menester  oírlos  y  no  podemos  dar« 
les  audiencia.  Pero  e^ta  doctrina  es  tan  equivocada  y  escasa  de  fundamen- 
ta,  como  que  el  Consejo  según  su  ley  orgánica  nopuede  escusarsede  infor- 
mar sobre  todos  los  negocios  que  el  Gobierno  tenga  á  bien  someter  á  su 
examen,  y  no  son  los  que  con  menos  frecuencia  dan  materia  á  sus  delibe- 
raciones, aquellos  que  tienen  por  objeto  entregar  ó  no  á  los  tribunales 
á  los  infractores  de  las  leyes.  Preguntado  el  Consejo  sobre  la  aplicación  de 
la  pragmática  y  del  código  penal  al  caso  de  que  se  trata,  no  puede  eximir- 
se de  responder  sin  faltar  á  su  propia  ley;  y  respondiendo  no  puede  menos 
de  calificar  en  la  esfera  de  su  competencia  consultiva  la  responsabilidad  en 
cuestión.  Bs  esto  tan  cierto,  como  que  aun  está  obligado  a  mas  el  Conse- 
jo, y  es  á  consultar  al  Gobierno  la  formación  de  causa,  siempre  que  de  los 
espedientes  de  que  conoce  resulte  algún  hecho  que  se  pueoa  calificar,  de 
delito.  El  Consejo,  pues,  estimando  aplicable  elart.  145  del  códiao  á  los  que 
han  publicado  la  Encíclica  (que  no  otra  cosa  quiere  decir  cuando  los  con- 
sideraíncursos  en  la  pena  del  mismo  articulo),  no  prejuzgan  nada  ni  in- 
vade <ie  modo  alguno  las  atribuciones  judicales;  dice  reservadamente  al 
Gobierno  su  parecersohre  loque  pregunta;  y  aun  en  el  supuesto  de  que  se 
diera  lugar  á  un  proceso,  este  parecer  solo  serviría  para  que  V.  E.  ejecuta- 
se un  acto  propio  de  sus  atribuciones  en  cuanto  á  promover  la  administra- 
cioo  de  justicia,  y  nunca  para  determinar  la  sentencia.  Si  se  admitiese  esta 
doctrina  del  Sr.  Echarri,  no  podría  el  Gobierno  promover  la  ación  pública 
contra  los  quebraotadores  de  las  leyes  por  medio  del  ministerio  fiscal,  por- 
que haciéndolo  con  audiencia  de  los  cuerpos  consultivos  de  Estado,  ó  sin 
^,  prejuzgaría  la  cuestión  judicial  y  usurparía  lai  facultades  de  los  trí- 
bunaies. 

Nada  mas  añadirá  la  secíon  sobre  otros  puntos  que  los  votos  particu- 
lares comprenden,  porque  necesitaría  estenderse  demasiado,  y  lo  dicho 
basta  para  justificar  su  propósito.  A  la  notoria  penetración  de  V.  E.  no  se 
oculta  sin  duda  io  que  la  sección  omite,  y  por  lo  mismo  no  cree  que  lo  dicho 
es  suficiente  para  dar  una  idea  cumplida  de  todas  las  razones  que  ha  teni- 
do para  insistir  en  su  dictamen,  á  pesar  de  la  sensible  disidencia  de  los 
dignos  consejeros  oue  autorizan  con  sus  firmas  los  v<^os  particulares. 

Tales  son  los  dictámenes  del  Consejo  y  de  ios  señores  consejeros  fir- 
mantes de  los  espresados  votos  particulares  que  preceden. 

V.  E.,  no  obstante,  propondnl  á  S.  M.  lo  mis  acertado.  Madrid  22  de 
febrero  de  1865.— Excmo  Sr.—  El  presidente,  Marqués  de  Viluma.— El 
secretario  general,  Pedro  de  Madrazo.— Excmo  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia. 


<a  ■ 
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DERECHO  MERCANTIL. 


¿a  negligencia  y  incapacidad,  ó  mala  intención  del  Capitán  de 
zoM  nave,  iconstiluyen  un  hecho  de  baratería,  que  exima  á  los  ase- 
guradores del  pago  de  la  suma  aseguradal 

La  negligencia,  la  incapacidad  ó  el  dolo  del  Capitán  de  un  bu- 
que, constituyen,  en  mi  concepto,  un  hecho  dé  baratería,  y,  por  lo 
lanio,  cuando  el  siniestro  procede  de  él,  «I  asegurador  está  exento 
del  pago  de  la  suma  asegurada.  La  razón  en  que  me  fundo  para 
opinar  asi,  es  que  este  caso  está  decidido  de  un  modo  terminante 
en  etart.  862  del  Código  de  Comercio  que,  tratando  de  los  seguros 
marítimos  y  de  las  obligaciones  entre  el  asegurador  y  asegurado, 
dice:  que  no  son  de  cuenta  de  los  aseguradores  los  danos  que  so- 
brevengan por  baraterías  del  Capitán  ó  de  la  tripulación,  no  ha- 
biendo pacto  espreso  en  contrario. 

La  única  diGcultad  que  podría  suscitarse,  es  la  inteligencia  que 
á  la  palabra  baratía  debe  dársele,  atendido  nuestro  derecho  mer- 
cantil. Entiendo  que  son  baratería  en  contratación  marítima,  no  so- 
lamente los  crímenes  y  prevaricación  del  Capitán,  sino  también  las 
faltas  simples  que  comete  en  lo  que  se  reGere  á  la  navegación  y  á 
los  intereses,  ya  relativos  á  la  propiedad  del  buque,  yaá  su  carga. 
No  hay  que  buscar  la  etimología  de  palabras  que,  teniendo  origina- 
riamente en  idiomas  estranos  una  significación,  han  sido  admitidas 
en  nuestra  lengua,  y  con  el  trascurso  del  tiempo  han  sufrido  conti* 
nuas  ampliaciones ,  que,  á  veces,  hasta  han  mudado  su  acepción 
completamente.  En  las  paldbras  que  se  usan  en  las  leyes,  cuan* 
do  se  trata  de  su  valor,  sola  y  esclusivamente  debe  estarse  ala 
significación  que  el  legislador  ha  querido  darles.  Veamos  cuál 
es  esta. 

Sabido  es  que  por  mucho  tiempo  se  ha  disputado  entre  los  es- 
critores de  derecho  mercantil  marítimo,  sobre  si  los  aseguradores 
debían  ó  no  responder  de  los  danos  que  provenían  de  los  actos  del 
Capitán  ó  de  la  tripulación.  Los  usos  y  las  costumbres  mercantiles 
se  dividían  del  mismo  modo  que  los  autores.  Fundábanse  los  que 
sostenían  que  debían  ser  de  cuenta  de  los  aseguradores  en  que  el 
contrato  de  seguros  marítimos  tenia  por  objeto  garantir  ál  asegu- 
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rador  contra  las  pérdidas  causadas  por  accidentes  en  el  mar,  y  ana- 
dian que  la  baratería  del  Capitán  ó  tripulantes  era  un  verdadero 
riesgo  marítimo,  porque  no  podia  suceder  mas  que  en  el  mar  y  en 
unaespedicion  marítima,  bien  proviniera  de  dolo,  bien  de  una  falta 
simple.  Pretendian  los  otros  que  la  baratería  del  Capitán  ó  tripu- 
lantes no  debía  ser  nunca  á  cargo  de  los  aseguradores,  porqile  no 
constituía  un  riesgo  marítimo,  siendo  solo  estos  los  únicos  á  que  se 
contraía  el  seguro,  sino  que  era  completamente  estraña  al  caso  for- 
tnito  á  que  solo  alcalzaba  el  seguro  en  el  silencio  de  los  contra- 
yentes que  no  te  daban  mayor  esteno  ion. 

Esta  diversidad  de  opioionos  aparece  en  las  leyes.  El  escritor  an- 
tiguo mas  autorizado  en  esta  materia  entre  nosotros,  el  Sr.  Hevia 
Bolanos,  tratando  este  asunto  en  el  sfglo  IVII,  daba  como  doctri- 
na corriente  y  sin  que  al  parecer  creseye  que  sobre  ella  podría  sus- 
citarse duda,  que  cuando  el  daño  provenia  de  culpa  del  Capitán,  no 
era  de  cargo  de  los  aseguradores  la  indemnización,  porque  esta 
solo  se  estendia  al  caso  fortuito  y  citaba  en  su  apoyo  leyes  de  Par- 
tida que  no  se  refieren  al  caso  concreto,  pero  que  tratan  de  la  doc- 
trina general  de  prestación  de  culpa  en  los  contratos  y  de  casos 
fortuitos,  doctrina  que  el  ilustre  jurisconsulto  creía  aplicable  á  los 
seguros  marítimos. 

No  se  acomodaron  á  esta  opinión  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  que 
en  el  núm.  19  del  cap.  XXII,  comprendieron  las  baraterías  del  pa- 
trón y  marineros  entre  los  casos  fortuitos,  y  por  lo  tanto  establecie- 
ron, por  regla  general,  que  estuvieran  los  aseguradores  obligados 
á  pagar  los  daños  de  esta  clase  que  se  originasen  á  los  asegurados, 
añadiendo  después  estas  importantes  palabras :  y  generalmente  por 
otros  cualesquiera  casos  fortuitos,  pensados  ó  no  pensados,  que  pue- 
dan acaecer. 

De  lo  que  dejo  dicho  se  infiere  que,  bajo  la  denominación  de 
baratería,  se  comprendía  antes  del  Código  de  Comercio  todo  daño 
procedente  de  actos  ú  omisiones  del  Capitán  ó  de  la  tripulación,  ya 
hubiera  dolo,  ya  simple  negligencia  ó  impericia,  ya  dieran  lugar 
solo  á  responsabilidad  civil,  ya  también  á  responsabilidad  criminal. 
La  cuestión  era  solamente  si  los  actos  ú  omisiones  de  los  Capitanes 
y  tripulantes  eran  ó  no  casos  fortuitos  de  mar,  y  si  debían,  por  lo 
tanto,  ser  ó  no  de  cargo  de  ios  aseguradores. 

El  Código  de  Comercio  resolvió  la  cuestión,  según  queda  es- 
puesto,  en  sentido  contrario  al  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao  y  con- 
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forme  á  la  opinión  de  Hevia  Bolanos.  Auo  mas  sin  dada  que  la  opi- 
Díoa  de  este  jurisconsulto  influiría  en  el  ánimo  del  que  redactó 
nuestro  Código  el  ejemplo  del  francés  que  había  resuelto  la  cuestión 
del  mismo  modo.  Y  no  tengo  inconveniente  en^decir  esto,  porque 
de  todos  es  conocida  la  influencia  que  en  la  redacción  de  nuestro 
Código  ejerció  el  francés.  Dice  el  art«  353  de  este  último»  que  El 
asegurador  no  está  obligado  á  responder  de  las  prevaricaciones  y 
faltas  del  Capitán  y  de  la  tripulación^  conocidas  con  el  nombre  de 
baratería^  si  no  hay  convención  en  contrario.  La  semejanza,  ó  por 
mejor  decir,  la  casi  identidad  hasta  de  las  palabras  con  que  se  es- 
presa en  ambos  Códigos  la  misma  idea,  unida  á  la  perfecta  concor- 
daacia  que  hay  en  los  casos  comprendidos  y  exentos  del  seguro,  no 
dá  lugar  á  que  se  dude  que  en  este  punto  el  nuestro  está  tomado 
del  francés:  la  diferencia  está  en  que  en  el  último  se  creyó  que  la 
palabra  baratería  debia  ser  esplicada,  y  lo  hizo  diciendo,  que  com- 
prendía las  prevaricaciones  y  las  faltas:  tal  vez  allí  seria  necesario 
hacer  una  aclaración  que  no  lo  era  entre  nosotros  que,  bajo  esa  de- 
nominación, veníamos  entendiendo  tanto  la  negligencia,  como  la 
ignorancia  y  la  mala  fé.  La  diferencia  que  hay  entre  una  y  otra  ba- 
ratería es,  que  á  la  una  la  dedominan  simple  y  á  la  oítb,  fraudulen- 
ta; que  la  una  solo  produce  efectos  civiles,  y  la  otra  trae  también 
consecuencias  criminales.  Pero  ambos  Códigos  convienen  en  que 
las  faltas  del  Capitán,  del  mismo  modo  que  sus  delitos,  libertan  de 
responsabilidad  á  los  aseguradores. 

Debió  influir  en  esta  decisión  la  autoridad  del  Guidon  de  la  Mer^ 
la  de  muchos  jurisconsultos,  y,  sobre  todo,  la  de  Pothier,  cuyas 
doctrinas  tanta  influencia  ejercieron  en  la  formación  de  los  Códigos 
franceses;  había  dejado  escrito  este  ilustre  jurisconsulto :  los  ries- 
gos  de  pérdidas  y  daños  que  corren  á  cuenta  de  los  aseguradores 
p&r  la  naturaleza  misma  del  contrato  de  seguros^  son  los  riesgos  de 
pérdidas  y  daños  qae  pueden  acaecer  por  los  azares  del  mar^  estQ 
es^  para  los  casos  de  fuerza  mayor  á  que  no  se  puede  resistir,  vis 
dúfina,  Y  es  evidente  que  la  imj}erida,  la  falta  de  cuidado  y  de 
atención  por  parte  del  Capüan  ó  de  los  marineros,  no  puede  com- 
prenderse bajo  el  nombre  de  fuerza  mayor,  pues  que  por  el  contra " 
rio,  son  cosas  opuestas  á  ella. 

De  aquí  dimanó  que  el  Código  francés,  como  el  nueeitro,  to- 
mando un  término  conciliador  y  prudente,  declararan  que*  en  el  si- 
lencio de  las  partes,  la  baratería  del  Capitán,  es  decir,  los  daSos 


Digitized  by  LjOOQIC 


SIL  PAGO  BE  LA  SUMA  A816URADA  BTf  Ulf  HECHO  DE  BAftATEEÍA.   313 

qie  «e  orígiBarto  por  $n  eulpa,  ya  cayeran  bajo  la»  prescripoioDef 
de  la  ley  penal,  ó  aolaiiienta  bajo  la  responsabilidad  civil,  ao  eraa 
de  cargo  de  los  aseguradores:  asi  tíeoea  los  asegurados  el  aviso  de 
que,  ea  el  caso  de  que  no  haya  una  efttipulaeion  espresa,  no  han  de 
tener  derecho  á  reclaman  el  qae  calla  y  no  se  aprovecha  del  bene- 
ficio de  la  ley,  ni  hace  caso  de  su  saladable  advertencia,  cúlpese  á 
si  mismo,  que  es  quien  únicaaiente  pado  precaver  con  oportunidad 
la  pérdida. 

Peirt  CíHiei  de  la  Sena. 


DERECBO  IIVTERIVACIOIVAL  PRIVADO. 

lEn  qué  formapueden  contraer  matrimonio  los  iúbdito$  franee- 
se$  reridenies  en  Españal 

No  me  parece  dudoso  que  cuando  los  dos  contrayentes  son  fran- 
ceses pueden  celebrar  el  matrimonio,  ya  en  la  forma  que  establecen 
las  leyes  españolas,  esto  es,  sacramentalmente,  con  arreglo  á  lo 
que  previene  el  Concilio  de  Trente,  ya,  sin  esta  circunstancia,  ante 
un  agente  diplomático  ó  consular  de  su  nación  en  concepto  de  06- 
ciai  del  estado  civil,  arreglándose  á  loque  prescriben  las  leyes  fran- 
cesas. Manifestaré  brevemente  las  razones  en  que  me  fundo. 

Conviene  ante  todo  distinguir  en  esta  materia  en  qué  puntos 
están  los  franceses  obligados  á  seguir  la  ley  de  su  patria  en  el  es^ 
tranjero  cuaiido  contraen  matrimunio,  y  en  cuales  otros  deben  ó 
pueden  sujetarse  á  la  ley  del  país  en  que  se  hallan,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  hasta  dónde  están  sujetos  á  la  ley  ó  estatuto  personal  y  á 
dónde  alcanza  la  ley  ó  estatuto  formal.  No  hablaré  en  esta  ocasión 
de  la  capacidad  de  los  otorgantes,  ni  de  nada  <|ue  se  refiera  á  su 
aptitud  legal  para  contraer  matrimonio,  ni  al  consentimiento  de  los 
padres,  ni  á  los  efectos  cívileá  del  acto  que  celebran,  ni  á  las  cau- 
sas y  efectoside  su  disolución,  ni  á  otras  condic^Hies  en  que  debe 
sujetarse  el  hombre  á  las  leyes  de  su  patria»  y  que  son  los  vincules 
que  le  unen  al  país  á  qoe  pertenece:  se  tra^  solo  de  la  misma  ce- 
lebración del  contrato,  de  la  forma  de  otorgarlo. 

Planteada  asi  la  cuestión  su  resolución  es  fácil  y  voy  breveipen- 
tOmo  XXVI.  40 
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te  ¿  demostrar  que  eo  el  caso  propuesto  poedeo  los  contrayentes  ca* 
sarse  ó-segan  el  Concilio  de  Treeto,  ó  con  arreglo  al  Código  Napo- 
león. 

Es  una  regla  general  de  derecho  inteniacionat  privado  escrita 
en  nrachos  Códigos  y  admitida  por  la  costumbre  en  los  pa&es  en 
que  no  está  formulada  espresaménte  en  las  leyes,  que  la  forma  de 
los  actos  se  rige  por  las  leyes  del  Estado  en  que  se  verifican.  De  es- 
to se  infiere  que  para  su  validez  basta  observar  las  formalidades 
prescritas  por  la  ley  del  lugar  en  que  pasan,  y  por  lo  tanto  que 
cuando  se  observan  las  leyes  de  cada  país  que  se  refieren  á  su  for- 
ma, aunque  sea  entre  eatranjeros,  son  válidos. 

Esto  se  baila  escrito  en  las  leyes  francesas  y  españolas,  ;y  cito 
solo  estas  porque  el  coaúicto  de  leyes  de  que  aqui  se  trata  nace  solo 
de  la  diferencia  de  la  legislación  de  ambos  Estados. 

El  Código  Napoleón  tiene  dos  artículos  que  especialmente  se  re- 
fieren á  esta  cnei^tion.  Es  el  primero  el  art.  47,  según  el  cual 
los  actos  relativos  al  estado  civil  de  los  franceses  celebrados  en 
país  estranjero  se  habrán  de  redactar  de  la  manera  prescrita  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  celebran.  Mas  espticito  y  concreto  al  caso 
actual  es  el  art.  470,  el  cual  ordena  que  los  matrimonios  contraidos 
entre  franceses,  ó  entre  franceses  y  estranjeros,  serán  válidos  sise 
han  celebrado  en  la  forma  usada  en  el  país,  con  tal  que  esté  prece- 
dido de  las  proclamaciones  ó  amonestaciones  que  establece  el  Có- 
digo y  que  no  se  hayan  quebrantado  las  condiciones  y  calidades  que 
este  exige  para  poder  contraer  matrimonio. 

Nuestras  leves  de  Partida  establecen  este  mismo  principio.  En 
la  15  del  tít.  I,  Partida  I,  al  tratar  de  los  que  están  obligados  á 
obedecer  las  leyes,  se  dice:  E  e$so  mismo  de%imo$  de  los  otros  que 
fueren  de  otro  señorío,  que  fiziesen  el  pleito,  ó  postura  ó  yerro  en 
la  tierra  do  sejuzgasse  por  (as  leyes:  ca  maguer  sean  de  otro  lugar 
non  pueden  ser  escusados  de  estar  á  mandamiento  deltas,  pues  gue 
el  yerro  fitíessen  onde  ellas  han  poden  é  aunque  sean  de  otro  seño  • 
río,  non  pueden  ser  escusados  de  se  juzgar  por  las  leyes  de  aquel 
señoría,  en  cuya  tierra  oviessen  fecho  alguna  destas  cosas. 

Véase,  pues,  como  tanto  por  las  leyes  francesas  como  por  las  es- 
pañolas, el  matrimonio  celebrado  en  España  entre  franceses  arre- 
glándose á  la  forma  de  la  celebración  establecida  por  el  Concilio  de 
Trente,  es  válido. 

Pero  los  franceses  con  arreglo  á  sus  leyes  pueden  también  con- 
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traer  matrimonio  eá  país  estráojero  sujetándose  eo  su  forma  sola  y 
esclusivamente  ¿  la  ley  de  su  patria,  con  tal  que  este  acto  lleve  los 
caracteres  de  legitimidad  y  autenticidad  que  establecen  las  leyes 
francesas.  Ba^ta  en  prueba  de  ello  citar  el  art.  48  del  Código  Na- 
poleón que  asi  lo  declara:  en  él  espresameote  se  dice  que  los  actos 
del  estado  civil  de  los  franceses  en  país  estranjero  son  válidos,  si 
ban  tenido  logar  conforme  á  las  leyes  ante  los  agentes  diplomáticos 
ó  los  cónsules.  Esta  regla  que  también  está  prescrita  en  otros  Có- 
digos, como  sucede  en  el  de  Holanda  y  en  el  del  Cantón  Suizo  de 
Vaud,  viene  muy  principalmente  en  ati^xilío  de  los  subditos  de  los 
respectivos  Estados  que  puedan  hallarse  en  una  nación  como  la 
nuestra  en  que,  rechazando  en  el  matrimonio  toda  forma  que  no  sea 
la  del  Concilio  de  Trento/bace  imposible  que  con  arreglo  á  sus  le- 
yes se  celebre  el  matrimonio  cuando  ambos  contrayentes  pertene- 
cen á  un  culto  que  no  es  el  católico.  El  legislador  que  proclama  la 
libertad  de  cultos  no  considera  la  diferencia  de  estos  como  impedi- 
mento dirimente,  aunque  sea  entre  bautizados  y  no  bautizados,  ni 
como  impediente  si  la  disparidad  de  cultos  es  por  pertenecer  los 
contrayentes  á  diferente  comunión  cristiana,  y  que  teniendo  por 
subditos  personas  que  no  han  entrado  en  el  gremio  de  la  Iglesia, 
autoriza  entre  ellos  el  matrimonio,  cómo  lo  hace  también  el  Pontí- 
fice Romano  en  la  ciudad  en  que  tiene  su  Sede,  no  podía  descooo> 
cer  estas  necesidades  de  su  sistema,  ni  dejar  de  tender  una  mano 
protectora  á  los  que  hallándose  en  Estados  que  solo  admiten  la  for- 
ma del  Concilio  de  Trento  quisieran  en  ellos  celebrar  su  matrimo- 
nio. T  no  solo  tuvo  presente  este  caso,  sino  otros  muchos  que  ocur- 
rieran entre  católicos,  á  los  cuales,  sin  fallar  á  los  principios  de  su 
derecho  público,  no  podia  compelerse  á  ir  á  la  Iglesia  para  santifi- 
car un  matrimonio  que  solo  en  cuanto  es  un  contrato  civil,  produce 
efectos  con  arreglo  á  sus  leyes. 

T  aquí  naturalmente  ocurre  observar  que  la  ley  que  señala  las 
diferentes  formas  que  tiene  el  regnícola  para  contraer  matrimonio 
en  el  estranjero,  es  una  ley  ó  estatuto  personal,  correspondiendo 
solo  al  formal  las  circun3tancias  que  deben  observarse  dentro  de 
los  límites  que  el  legislador  ha  establecido  respecto  á  las  formas 
con  que  es  lícito  celebrarlo.  T  como  el  estatuto  personal  es  siem- 
pre ley  que  obliga  á  las  personas,  cualquiera  que  sea  el  país  donde 
se  hallen,  de  aquí  que  los  franceses  que  prefieran  casarse  en  Espa- 
ña en  la  forma  para  que  los  autoriza  el  art.  48  de  su  Código,  no 
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pueden  después  rechazar  esa  ley  que  voluntariameate  eligieroD. 

Agrégase  &  esto  que  todas  las  cuestiones  respecto  4  la  vali- 
dez ó  nulidad  del  matrimonio  caen  bajo  la  Jurisdicción  del  estatuto 
personal,  esto  es,  bajo  la  ley  del  país  á  que  corresponden  las  per- 
sonas que  lo  contrajeron. 

Estas  ideas,  que  son  reconocidas  en  todas  partes  y  que  me  pa- 
rece que  no  pueden  ser  seriamente  impugnadas  con  razones  jurí- 
dicas, y  que  aun  sin  sanción  espresa  rigen  generalmente  por  la 
práctica  universal  de  las  naciones,  encontraron  su  acogida  en  el 
proyecto  de  nuestro  Código  civil,  cuyo  art.  49,  dice:  que  el  matri- 
monio celebrado  entre  estranjeros,  que  sea  válido  con  arreglo  á  las 
leyes  de  su  país,  surtirá  todos  los  efectos  civiles  en  EspaBa.  Los 
ilustres  jurisconsultos  que  lo  redactaron  no  hicieron  nada  nuevo: 
se  limitaron  á  proclamar  como  derecho  escrito  una  regla  de  dere- 
cho internacional  privado  que  todos  los  pueblos  y  el  nuestro  han 
aceptado,  ya  por  ley  espresa,  ya  por  costumbre. 

No  me  parece  que  será  aquí  inoportuno  hacer  una  observación* 
La  regla  bcus  regitactumólocus  regitsolemnüatem^  cuando  se  apli- 
ca á  la  forma  de  los  actos,  no  es  imperativa,  sino  potestativa  y  no  hay 
por  lo  tanto  impedimento  para  que  el  estranjero  que  pueda  y  quiera 
celebrar  un  acto  ó  contrato  conarreglo  á  las  leyes  de  su  país,  antepo- 
niéndolas á  las  del  pais  en  que  ét  baila,  así  lo  verifique.  La  sumisión 
de  las  personas  á  las  leyes  de  su  patria  es  la  regla  general:  la  sumi- 
sión alas  leyes  estranjeras  es  una  escepcion  autorizada  frecuente- 
mente por  la  necesidad  ó  para  mayor  facilidad  de  los  actos.  Nada  por 
lo  tanto  se  opone  á  que  el  acto  del  francés  que  reside  en  España  y 
según  las  leyes  de  su  patria  puede  arreglarse  en  la  celebración  de 
sus  actos  á  las  leyes  españolas  ó  francesas,  elija  éstas:  no  hace  mas 
que  usar  de  su  derecho  y  no  infringe  ningún  deber,  ni  falta  á  la  ley 
del  país  en  que  se  halla.  Su  matrimonio,  pues,  celebrado  con  arre- 
glo á  la  ley  francesa,  es  válido. 

En  auxilio  de  la  opinión  que  he  emitido  sobre  la  validez  del  ma- 
trimonio celebrado  ante  un  Cónsul  fraucés,  por  franceses,  puede 
también  citarse  el  art.  19  del  convenio  entre  España  y  Francia, 
para  fijar  los  derechos  civiles  de  los  respectivos  subditos  y  las  atri-  ^ 
bucionesde  los  agentes  consulares  destinados  á  protegerlos,  el 
cual  lleva  la  fecha  de  7  de  marzo  de  1862  y  fué  publicado  en  el  dia 
\S  del  mismo  mes  y  ano. 

Pedro  Gómez  de  la  Serai. 
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fin  la  entrega  anterior  de  la  Revista,  correspondiente  al  mes  de 
febrero,  insertamos  la  carta  de  tos  Reyes  Católicos  que  contiene  in- 
corporada la  bula  del  Papa  Alejandro  VI,  que  trata  sobre  la  publi- 
cación en  estos  reinos  de  ciertas  letras  apostólicas.  En  la  presente 
creemos  oportuno  publicar  la  que  el  mismo  Rey  D.  Fernando  Y 
dirigió  al  Conde  de  Ribagorza,  Virey  de  Ñapóles,  con  motivo  de  nn 
breve  de  Su  Santidad  y  de  la  conducta  observada  por  su  cursor; 
para  que  puedan  conocer  nuestros  lectores  cómo  entendieron  la 
bula  de  Alejandro  VI,  y  hasta  qué  punto  han  defendido  nuestros 
Monarcas  sus  regalías. 

Hé  aquí  su  texto: 

Ofírta  del  Bey  CtUólko  al  Conde  de  Kbagtína,  primer  Virey  de  Ná- 
pales  después  del  Gran  Capitán  (1). 

Ilustre  y  Reverendo  Cond«,  y  Gastellan  de  Amposta  nuestro 
mny  caro  Sobrino,  Virey  y  lugarteniente, General:  vimos  vuestras 
letras  de  seis  del  presente  y  la  carta  clara  y  la  cifra  que  vos  remi- 
tiades,  en  que  decisque  nos  escríbiades  largamente  el  caso  del  bre- 
ve que  el  cursor  del  Papa  presentó  á  vos  y  á  los  del  nuestro  Consejo 
que  con  vos  residen,  debiera  quedar  por  olvidada,  porque  no  vino 
acá,  pero  por  lo  que  nos  escribió  Micer  Lonch  entendimos  todo  el 
dicbo  caso,  y  también  lo  que  pasó  sobre  lo  de  la  cava,  de  todo  lo 
cual  habernos  recibido  grande  alteración,  enojo  y  sentimiento,  y  es- 
tamos muy  maravillados  y  mal  conteotos  de  vos,  viendo  de  cuanta 
importancia  y  perjuicio  nuestro  y  de  nuestras  preheminencias  y 
dignidad  Real  era  el  auto  que  Gzo  el  cursor  apostólico,  mayormente 
siendo  auto  de  fecho  y  contra  derecho  y  no  visto  facer  en  nuestra 
memoria  á  ningún  Rey,  ni  Visorey  de  mi  Reyno,  y  porque  vos  no  fe- 
cisteis  también  de  hecho  mandando  ahorcar  el  cursor  que  vos  lo 
presentó.  Que  claro  está  que  no  solamente  en  ese  Reyno,  más  si  e) 
Papa  sabe  que  en  España  y  Francia  le  han  de  consentir  facer  seme- 


(I)    La  reproducimos  tal  como  la  ha  dado  á  luz  el  Sr.  D.  Modesto  La- 
fuente  en  su  Historia  general  de  España. 
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jante  auto,  que  si  lo  Tara  por  acreditar  su  jurisdicción:  mas  los  bao- 
nos  vireyes  atájanlo  y  reoiédianlo  de  la  manera  que  el  dicho  y  con 
(in  castigo  que  fagan  en  semejante  caso  nunca  mas  se  osan  facer 
otros,  como  anriguamente  en  algunos  casos  se  vio  por  esperíencia, 
pero  habiendo  precedido  las  escomuniones  que  se  dejaron  presentar 
á  el  Comisario  Apostólico  en  lo  de  la  Cava,  claro  estaba  que  viendo 
io  uno  se  atrevería  lo  otro. 

Nos  escribimos  en  este  caso  á  Gerónimo  de  Vich  nuestro  emba- 
jador en  Corte  de  Roma  lo  que  veréis  por  las  copias  que  van  con  la 
presente,  y  estamos  muy  determinados;  si  Su  Santidad  no  revoca 
luego  el  breve  y  los  autos  en  virtud  4^1  fechos,  de  le  quitar  la  obe- 
diencia de  todos  ios  Reynos  de  la  Corona  de  Castilla  y  Aragón,  y  de 
hacer  otras  provisiones  convenientes  á  caso  tan  grave  y  de  tanta 
importancia. 

Lo  que  ahí  habéis  facer  sobreilo  es,  que  si  quando  esta  recíbie- 
redes  no  habéis  embiado  á  Roma  ios  Embajadores  que  en  la  carta 
de  Mícer  Lonch  y  en  las  de  los  otros  dicen  que  queriades  enviar, 
que  no  los  enviéis  en  ninguna  manera,  porque  aeria  enflaquecer  y 
(lañar  mucho  el  negocio,  y  si  los  habéis  enviado,  que  luego  á  la  ho- 
ra los  escribáis  que  se  vuelvan  sin  fablaral  Papa  ni  á  nadie  en  la 
negociación,  y  si  por  ventura  hobieren  comenzado  á  fablar,  vuel- 
van á  ese  Reyno  sin  fablaV  mas  y  sin  despedirse  ni  decir  nada,  y 
vos  faced  estrema  diligencia  |)or  facer  prender  al  cursor  que  vos 
presentó  el  dicho  Breve  si  estuviese  en  ese  Reyno,  y  si  le  pudiera- 
des  haber,  faced  que  renuncie  y  se  aparte  con  auto  de  la  presenta- 
ción que  6zo  del  dicho  breve,  y  mandadle  luego  ahorcar.  T  si  no  le 
pudieredes  haber,  fareis  prender  á  ios  que  estuvieren  ahí,  faciendo 
nuestra  justicia  sobre  este  negocio  por  los  de  Asculi,  y  tenedlos  á 
muy  buen  recaudo  en  alguna  lija  en  Castihiovo,  de  manera  que  no 
sepan  donde  están,  y  facedles  renunciar  y  desistir  á  cualesquíer 
autos  que  sobre  ello  hayan  fecho,  y  proceded  á  punición  y  castigo 
délos  culpados  de  Asculi  que  entraron  con  banderas  y  mano  arma- 
da en  ese  nuestro  Reyno  por  todo  rigor  de  justicia,  sin  aflojar  ni 
soltarlos  cosa  de  la  pena  que  por  justicia  merecieren. 

Y  digan  y  fagan  en  Roma  lo  que  quisieren,  y  ellos  al  Papa  y  vos 
á  la  capa. 

T  esto  vos  mando  que  fagáis  y  pongáis  en  obra  sin  otra  dila- 
ción ni  consulta,  porque  cumple  mucho  é  importa. 

Cuanto  á  el  negocio  de  ia  cava,  ya  os  habernos  escrito  que  no 
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embargante  caalquiera  cosa  que  ficíese  ó  dijese  á  la  SereDÍsima 
Reyna  anestra  hermana,  si  ella  do  facía  laego  jasticia  k  los  frailea 
del  monasterio  de  la  dicha  ca?a,  la  favoreciéredes  vos  en  nuestro 
nombre,  y  sin  que  vos  lo  mandáramos  ficisteis  gran  hierro  en  no 
lo  facer. 

T  porque  el  Duque  de  Femandinay  sus  hijos  y  consejeros  pon- 
gan á  la  dicha  nuestra  hermana  en  que  faga  cosas  con  que  estorbe 
la  execucioQ  de  nu^tra  justicia  y  lo  que  cumple  á  nuestro  servicio, 
por  eso  no  lo  habiades  de  dejar  facer. 

Por  ende  vos  mandamos,  pues  la  dicha ' Serenísima  Reyna 
nuestra  hermana  no  quiere  facer  justicia  en  al  dicho  negocio ,  que 
vos  proveáis  luego  sobre  ello  todo  lo  que  fuese  justicia ,  castigan- 
do á  los  que  tuvieren  culpas  y  desagraviando  á  los  que  estuvieren 
agraviados. 

T  si  faciendo  esto,  la  Serenísima  Reyna  nuestra  hermana  vi- 
niere á  la  vicaria  en  persona ,  como  decís  que  vos  han  dicho  que  lo 
faria,  á  sacar  tos  presos  que  por  la  dicha  razón  mandárades  pren^ 
der,  en  tal  caso  vos  mandamos  muy  estrechamente  pena  de  la  fide- 
lidad que  nos  debéis  ó  de  nuestra  ira  ó  indignación  ^  que  prendáis 
al  Duque  de  Fernandina  y  á  todos  los  consejeros  de  la  Serenísima 
Reyna  nuestra  hermana,  y  los  pongáis  en  Castiinovo  en  la  fosa  del 
millo,  adonde  estén  á  muy  buen  recaudo  y  que  por  cosa  del 
mundo  no  los  soltéis  sin  nuestro  especial  mandato. 

T  si  la  dicha  Serenísima  Reyna  nuestra  hermana  quisiese  ir  á 
dicho  Castiinovo  para  libración  dellos,  con  la  presente  mandamos 
á  vos  y  á  nuestro  alcaide  de  dicho  castillo  que  no  la  dejéis  entrar 
en  él  aunque  haga  todos  los  estremos  del  mundo ,  porque  fija  ni 
hermana  no  habernos  de  consentir  que  estorbe  la  ejecución  de 
nuestra  justicia ,  y  los  que  en  tal  le  pusieron  no  han  de  pasar  sin 
^^astigo:  y  cuanto  á  lo  que  cerca  desto  fizo  el  comisario  del  Papa, 
si  estuviese  ahí,  prendedle  y  tendedle  donde  no  sepan  del ,  y  se- 
cretamente facedle  renunciar  y  desistir  ¿  los  auctos  que  ha  fecho 
sobre  las  dichas  escomuniones. 

Pero  si  fuere  posible  precedan  á  esto  las  provisiones  de  justicia 
que  habéis  de  facer  en  el  dicho  negocio  de  los  de  la  cava,  en  cas- 
tigo de  los  culpados  y  desagravio  de  ios  agraviados,  como  habernos 
dicho;  porque  fué  caso  feo  y  de  mal  ejemplo  y  digno  de  castigo. 
Pues  vedes  que  nuestra  intención  y  determinación  en  estas  cosas, 
es  que  aquí  adelante  por  cosa  del  mundo  no  sufráis  que  nuestras 
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prehemineDcias  Reales  sean  usurpadas  por  nadie ;  porque  si  el  su- 
premo dominio  nuestro  no  defendéis,  no  hay  que  defender,  y  la  de- 
fensión de  derecho  natural  es  permitida  á  lodos,  y  mas  pertenece  á 
los  Reyes,  porque  demás  de  cumplir  á  la  conservación  de  su  dig- 
nidad y  estado  Real,  cumple  mucho  para  que  tengan  sus  reynos  en 
paz  y  justicia  y  de  buena  gobernación. 

Otrosí,  luego  en  llegando  este  correo  proveeréis  en  poner  bue- 
nas personas  fieles  y  de  recaudo  en  los' pasos  de  la  entrada  de  ese 
reyuo,  que  tengan  especial  cargo  de  poner  mucho  recaudo  en  la 
guarda  de  los  dichos  pasos,  para  cfue  si  algún  comisario  ó  cursor,  6 
otra  persona  viniese  á  ese  reyuo,  con  bulas  ó  breves  ó  otros  cuales* 
quier  escritos  apo^ólícos  de  agravación  ó  entredicho  4de  otra  cual- 
quier cosa  que  toque  á  el  dicho  negocio  directa  ó  indirectameate» 
prendan  á  las  personas  que  las  trujeren  y  tomen  las  dichas  bolas, 
breves  y  escritos,  y  vos  los  traigan,  de  manera  que  no  se  consien- 
ta que  las  presenten  ni  publiquen,  ni  fagan  ninguno  otro  aucto  aeer- 
ca  deste  negocio.  Dada  en  le  ciudad  de  Burgos  á  22  de  Mayo  de 
iS08.— To  el  Rey,  Aimazan,  secretario. 
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lE^tán  ^tíg^Í0s  legabnente  Im  que  pr4>musu(u%  esta  cUue  de  ifi" 
tercetos f  áúffeeer  infotmamn  testifical  acerca  del  hetíio  de  ha- 
liarse  vaemtes  los  bienes,  euua  posesión  se  preUndaJ 

iQue  formalidades  y  requisitos  deberian  exigirse  para  evUar 
perturbaeionesiios  legUimoi  fmeedoreü 

Todas  las  perawas  versadas  ea  los  negocios  judiciales»  sabeo 
may  biea  que  los  iotatdieftos  soo  de  tos  juicios  mas  frectteote^  en  el 
foro«  Ni  podía  ser  d&otrot  modo,  toníando  como  tieoeo  por  objeto  el 
adquirir,  rtáefter  6  recuperar  la  pf^esioa,  con  (odas  las  coas^cuen- 
cias  legales  deri? adas  del  hecho  posesorio,  de  oa  modo  rápido  y  sa- 
majrísiifto,  ana  cuando  precaria  6  mUríDaintBie,*  y  hasta  que  se 
ventíle  7  resaeiva  defiaKivaQi^te«  eu  et  juicio  pleoario  petitorio,  la 
cuesca  de  la  leg^iimidad  del  derecho,  que  por  desgracia  viene  á 
realisarse  después  de  muchos  aios,  y  ¿  fuerza-de  gastos,  sinsabo- 
res y  (aligas.  Los  mismos  iattrdicios,  noobslante  su  naturaleza  su- 
martaU  son  k  veces  oostosiámos  y  eternos»  por  efecto  de  las  dila- 
ciones sin  cnanto  qoe  promueve  la  malicia  de  los.  litigantes,  pre- 
valiéndose al  inlentoy  ya  del  silencio  ó  imprevisioa  de  la  ley,  ya  de 
k)  defectuoso  de  sus  preceptos»  ora.de  la  interprettcion  poco  acer* 
tada  qqeile  ha  dado  á  algunss  de  estos  lajnris|M^udencia  délos  Tri- 
bunales. Sin  embargo  de  las  satodables  reformas  iotrod^das  en  la 
malerta  por  los  autores  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  cuya  ilustra- 
ción y  pericia  somos  los  primeros  en  recoDoo(»r,  todavía  se  advier- 
ten en  la  práctica  muchos  vacíos  y  defectos,  que  seria  convenien- 
te salvar  y  corregir,  yaque  no  es  dado  nuoca  esperar  la  perfección 
TOMO  xivi.  41 
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apetecible  eo  las  reformas  legislativas,  mientras  no  pasan  estas  por 
la^piedra  de  toque  déla  esperiencia. 

Por  mas  que  en  los  interdictos  solo  se  trate  al  parecer  del  sim- 
ple hecho  posesorio,  por  mas  que  se  dejen  intactas  para  después  las 
cuestiones  de  derecho,  y  por  mas  que  todo  en  ellos  sea  transitorio» 
provisional,  precario,  ó  interino;  no  por  eso  debe  mirarse  con  indi- 
ferencia, ni  considerarse  como  de  poca  importancia,  todo  loque 
tienda  á  regular  el  orden  de  esta  clase  de  juicios,  donde  se  centro* 
vierten  cuestiones  capaces  de  alterar  el  orden  público,  donde  se 
hacen  declaraciones  posesorias  que  dan  derechos  provisionales, 
donde  se  pueden  privar  de  pronto  del  disfrute  de  sus  bienes  al  ver- 
dadero propietario,  merced  á  una  falsa  información  testifical,  y  al 
abrigo  de  un  procedimiento  cuasi  alevoso,  cuando  no  se  dá  audien- 
cia á  aquellos  contra  quienes  se  interponen,  sin  embargo  de  la  per- 
turbación y  trastorno  que  se  introduce  en  su  propiedad  particular,  y 
no  obstante  lo  tardío  é  ilusorio  que  puede  ser  el  remedio  en  el  juicio 
contradictorio  correspondiente. 

Dejando  ya  á  un  lado  estas  observaciones  preliminares,  y  en- 
trando en  el  examen  de  las  cuestiones  planteadas,  diremos  en  pri- 
mer término  que  el  artículo  694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  guar- 
da un  silencio  absoluto,  sobre  si  se  debe  ofrecer  y  practicar  infor- 
mación testifical,  acerca  del  hecho  de  hallarse  vacafUes,  ó  no  poseí- 
dos por  otro,  á  título  de  dueño  á»usufructuario,  los  bienes  cuya  po- 
sesión se  pretenda  adquirir,  que  es  uno  de  los  dos  requisitos  ¡funda- 
mentales, para  poder  prosperar  esta  clase  de  interdictos,  según  el 
citado  artículo,  en  el  que,  además,  se  prohibe  espresamente,  que  pue- 
da privarse  de  su  posesiona  quien  los  poseyereen  tal  concepto,  sin  ser 
oido  y  vencido  en  juicio.  A^lgunos  espositores,  visto  ese  silencio  de 
la  ley,  consideran  suficiente  que  el  actor  asegure  en  su  demanda 
que  nadie  posee  los  bienes  á  título  de  dueño  ó  usufructuario,  pues 
si  resultare  después  la  falsedad  y  malicia  del  aserto,  sería  condena- 
do en  las  costas  y<al  abonó  de  danos  y  perjuicios,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 703.  El  buen  sentido  jurídico,  sin  embargo,  no  puede  menos 
de  rechazar  una  doctrina  semejante,  pnes  por  virtud  de  ella,  nadie 
estaría  seguro  y  libre  de  verse  privado  de  !a  posesión  tranquila  de 
sus  bienes.  Aun  con  informaciones  testificales,  y  todo,  la  práctica 
enseña  que  suelen  cometerse  con  frecuencia  tropelías  escandalosas 
contra  el  verdadero  dueño  ó  usufructuario;  prueba  clara  de  que  el 
4emor  de  la  futura  condenación  en  costas,  y  abono  de  daños  y  per- 
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juicios,  es  eRmera  é  insuficiente  garantía  contra  los  litigantes  teme- 
rarios yde  mala  fé«  á  quienes  no  le  Taltan  nunca  recursos  para  di- 
latar ó  hacer  ilusoria  aquella,  sobre  todo,  cuaado  es  notoria  su  in- 
solvencia. Por  eso,  sin  duda,  la  práctica  general  de  los  Tribunales, 
supliendo  el  silencio  ú  omisión  de  la  ley,  exige  y  admite  las  ínfor- 
niaciones  sobre  dicho  estremo,  siguiendo  en  ello  las  huellas  de  la 
antigua  jurisprudencia,  y  la  analogía  que  presentan  los  artículos 
710  y  T¿i  de  la  misma  Ley  de  Eajuiciamiento,  referentes  á  los  in- 
terdictos de  retener  y  recuperar  la  posesión. 

Las  informaciones  testiKcales,  por  la  forma  en  que  se  practican» 
no  llenan,  por  desgracia,  el  objeto  apetecido,  ni  ofrecen  garantías 
de  ninguna  clase,  en  evitación  de  injusticias  y  atropellos.  Son  va- 
rios los  defectos  que  en  nuestro  pobre  juicio  entrañan  esas  informa- 
ciones. £n  primer  lugar,  los  testigos  no  son  interrogados  siquiera 
sobre  las  generales  de  ley,  merced  á  lo  cual,  los  actores  de  los  in- 
terdictos se  valen  para  ellas  con  frecuencia,  y  á  mansalva,  de  sus 
mismos  parientes  inmediatos,  aunque  de  diferente  apellido,  de  sus 
criados  domésticos,  ó  de  otras  personas  con  tacha* legal,  ó  cuando 
menos,  de  las  que  carecen  de  arraigo  é  instrucción,  y  ge  hallan  por  . 
lo  mismo  mejor  dispuestas  á  servir  de  instrumentos  dóciles  de  la  te- 
meridad y  de  la  malicia.  En  segundo  lugar,  no  se  oye  en  ellas  cual 
se  debiera,  al  Ministerio  público,  ni  se  identidcan  las  personas  de 
los  testigos,  á  semejanza  siquiera  de  lo  prevenido  respecto  á  varios 
actos  de  jurisdicción  voluntaria,  y  con  especialidad  en  las  informa • 
cienes  para  perpetua  memoria,  no  obstante  de  ser  requisito  funda- 
mental en  estas  últimas,  el  de  que  no  se  refieran  á  hechos  de  que 
pueda  resultar  perjuicio  á  persona  conoáda  y  determinada.  Si 
cuando  no  hay  perjuicio  para  nadie,  exige  la  ley  tantos  requisitos  y 
garantías  en  las  informaciones,  ¿con  cuánta  mas  razón  no  deberiau 
establecerse  en  los  interdictos,  á  cuyo  abrigo  suelen  causarse  ver* 
daderos  despojos,  á  veces  de  no  escasa  cuantía,  y  de  difícil  ó  tardía 
reparación,  merced  á  la  alevosía  que  entraña  el  procedimiento  sin 
audiencia  del  contrario ,  y  que  tanto  pugna  con  las  prescripciones 
de  la  moral,  de  la  equidad  y  de  la  mas  estricta  justicia?  Bsa  falta  de 
audiencia,  subleva  los  espíritus  rectos  y  de  nobles  sentimientos,  al 
contemplar  que  los  Tribunales  de  justicia  puedan  servir  de  instru- 
mento ¿  malévolas  pasiones,  yquc  al  impulso  de  su  acción  tutelar  y 
protectora  se  hiera  á  otro  por  la  espalda,  ó  á  traición  y  sobre  segu- 
ro. Débele  en  buen  hora  la  posesión  de  los  bienes  vacantes  al  quQ 
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teoga  título  para  pedirla»  coa  toda  la  brererfad  y  rapidez  qoe  se 
quiera;  pero  désele  solo  de  los  bienes  realmente  Tacantes,  y 
despnes  dé  exigirle  ant«s  todas  las  garantías  necesarias  y  compati* 
bies  con  el  espirito  sumarial  del  procedimiento,  para  evitar  cualquie- 
ra clase  de  injustas  perturbaciones  á  los  legítimos  poseedores.  Para 
ello,  no  hay  que  inventar  ningún  sistema  extraordinario,  no  hay 
mas  qne  prohijar  las  disposiciones  de  la  misma  Ley  de  Enjuicia- 
miento en  casos  análogos,  de  la  Bipoteearia  vigente,  y  hasta  de  la 
derogada  Instrucción  del  Sr.  Marqués  de  Crerona. 

Espticando  la  tramitación  dada  por  la  ley  al  interdicto  de  ad- 
quirir, con  ocasión  de  una  consulta,  ha  dicho  uno  de  nuestros  pri- 
meros y  mas  eminentes  jurtsconsullos  (4)  que  aquella  se  halla  di- 
vidida en  dos  periodos,  el  primero  referente  á  la  posesión  de  hecho, 
y  el  segundo  á  la  posesión  de  derecho,  qnetn  rigor  es  et  principal 
objeto  de  dicho  interdicto; que  si  en  el  primer  período  se  observa  un 
curso  tan  rápido  y  la  falta  de  au(fiencía,  es  porcfue  solo  lleva  por 
objeto  el  crear,  á  fkvor  del  que  justifique  tener  títulos  para  ello,  un 
hecho  material  posesorio,  aun  cuando  con  el  carácter  de  interino, 
provisional  ó  precario,  sin  et  cual  no  puede  entablarse  el  verdade- 
ro juicio  de  posesión,  ni  ejercitarse  óon  regularidad  y  con  éxito 
las  acciones  reales  de  todas  dase»  contra  los  bienes  vacantes,  por 
falta  de  persona  que  esté  al  frente  y  responda  á  las  acciones  refe*' 
ridas,  y  los  represente  y  admmtsti^,  para  obviar  en  lo  posible  los 
inconvenientes  de  las  admmistraciones  judiciales;  y  que  consegui- 
do ese  objeto,  viene  naturatmente  en  seguida  el  debate  sobre  la 
verdadera  posesión  de  derecho,  para  cuya  adjudicación  fot  ley  exige 
otras  garantías,  y  prescribe  otras  reglas  que  alejen  h  *  sorpresa,  y 
garanticen  á  todos  los  que  pnedan  tener  un  dereeho  preferente  al 
que  obtuvo  la  posesión  provtsionaL 

Aun  cuando  reconooemes  desde  luego  qne  hay  nrachfeima  parle 
de  verdad  legal  enlo^pueste  portan  ilustrado  jurisconsulto,  no  por 
eso  convenimos  en  la  exactitud  de  tedas  sv»  apreciaciones,  ai  po- 
demos dejar  de  proclamar  la  necesidad  de  la  reforma  del  proeedi- 
miento  de  dicho  juicio. 

En  los  dos  períodos  del  interdicto  que  nos  ocnpa,  siempre  se 
trata,  en  nuestro  concepto,  de  adquirir  la  posesión  de  derecho,  la 


(1)    El  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  tomo  13,  pág.  40f  de  esta  Re- 
vista. 
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posesión  4  tílaio  de  ánm^  ó  de  i»urraotu9rto,  la  poseaioQ  cMU  I* 
posesión  jttrídíea»  Ia  leaencia  derecha  de  la  oosa,  oobm  diaoian  lu 
leyes  de  Parlida.  La  dtferenoia^mUe  aoibos  peeiodos  solo  eetá  es* 
trivada  en  la  dtstínla  fsrma  y  S0guhdad  con  que  se  obtiene:  eo  el 
primero,  se  dá  y  se  proclama  de  una  manera  sumarisinMi,  provi- 
sional, iflierina,  sin  aucbencia,  eon  cualidad  4eAÍQ  perjuicio  de  ter- 
cero de  mejor  dereobo,  y  atacable  por  tete,  si  se  opone  en  tiempo; 
pero  siempre  á  favor  del  que  presenta  título  legal  para  poder  ad- 
qoirírla,  al  que  üeaen  ledos  que  reeenocer  y  respetar  como  tal  po- 
seedor legitime,  una  vez  obtenida  aquella;  el  que  paede  defenderla 
de  cualquier  «eta^epor  les  ialerdíctos  de  retener  y  reciiiperar,  y  & 
quien  tienen  que  entregar  los  inquilioes  y  colonos  las  reatas  y  pro- 
ductos, que  bará  iegalmeote  suyos,  y  no  estará  obligado  á  resti- 
tuirlos, si  no  se  presenta  tercero  alguno  en  el  plaso  de  los  sSesenta 
dias,  ni  se  le  veoce^en  el  juioío  conirtiidictorio  de  posesión  ó  <le  pro- 
piedad, con  arreglo  todo  á  los  artículos  696  al  103  de  la  ley:  en  el 
segundo,  se  dá  y  se  proclama  en  juicio  contradictorio,  de  un  modo 
permanente  y  definitivo,  sin  que  puedan  destruirse  sus  efectos,  á 
menos  de  ser  vencido  el  que  la  obtuvo,  eo  el  corr^pondiente  jui- 
cio pleoario  de  propiedad.  ¿Ouó  diferencia  bay,  por  ventura,  eo  la 
esencia  entre  la  posesión  que  se  dá  y  se  proclama  dorante  los  dos 
períodos  del  interdicto,  fuera  de  la  que  deiamos  indicada,  por  ra- 
zón de  la  fúrma^  y  por  razón  de  la  segtuidad  con  que  se  obtiene? 
¿Se  hace  alguna  nueva  y  mas  amplía  declaración  posesoria  i  favor 
del  poseedor  interino,  aparte  de  la  de  ampararlo,  ó  asegurarle  defi» 
nitívamente  eo  la  que  por  vez  primera  se  le  -diera,  una  vez  tras- 
currido el  plazo  de  los  sesenta  dias  del  art.  7Ülf  sin  presentarse 
ningún  opositor? 

Lo  precario  4e  k  «oncesíoa  no  aUera  laesencia  ó  la  sustancia 
legal  del  derecho  concedido.  Asi  se  observa  eoJostContratos  y 
títulos  traslalives  de  dominio,  :<>  decnalquier  otro  derecho  real  i)ajo 
condición  resolntoria,  pues  mientras  esta  no  se  verifica,  los  tras* 
misarios  de/oquelits  se^aUan  en  ia  pbnítud  del  dominio  6  derecho 
trasmitido. 

Si,  pues,  no  se  hace  ninguna  otra  declaración  ampliaXoria  á 
favor  del  poseedor  interino,  fuera  de  la  de  asegurarle  la  queantcs 
se  le  diera,  sin  permitir  oponician  alguna,  una  vez  amparado, 
¿qué  duda  cabe  en  que  lo  que  se  le  dio  y  adquirió  desde  su  prin- 
cipio, fué  la  verdadera  posesic»  de  derecho,  por  mas  precaria» 
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movediza  y  atacable  que  fuere,  durante  los  sesenta  dias  siguíeotes^ 
á  su  anuncio  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia?  ¿Se  tolerarla  y 
consentiría  que  al  poseedor  interino  se  le  amenazase  ó  perturbara 
violentamente,  durante  dicho  plazo,  y  por  cualquier  persona,  en  su 
posesión  interina,  sin  poder  aquel  pretender  judicialmente  ni  el 
amparo,  ni  la  restitución,  no  obstante  la  desobediencia  y  Taita  de 
respeto  á  los  mandatos  del  Tribunal,  que  implicaria  un  acto  seme  - 
jante? 

Fuera  de  esto,  tampoco  vemos  la  necesidad  legal  absoluta  de  ud 
poseedor  material  de  los  bienes,  para  el  ejercicio  de  las  acciones 
reales,  referentes  á  los  mismos.  Las  hereditarias  desde  luego  no  lo 
requieren,  puesto  que  las  mas  veces  los  herederos  se  incautan  de 
los  bienes  hereditarios,  sin  acudir  á  la  vía  del  interdicto,  sin  seguir 
mas  trámites  que  los  marcados  por  la  ley  en  los  respectivos  títulos 
de  los  abÍQlestatos  y  testamentarías;  y  puesto  que  la  herencia  ya- 
cente, ó  la  masa  del  caudal  hereditario,  por  una  ficción  del  dere- 
cho, sigue  representando  la  personalidad  del  finado,  hasta  que  el 
heredero  acepta  la  herencia,  y  asume  y  continúa  dicha  personali* 
dad  y  representación.  En  igual  caso  puede  decirse  que  se  hallan 
las  demás  acciones  reales,  ordinarias  y  vinculares;  pues  cuando  los 
actores  no  las  ejercitan  contra  determinadas  personas,  limitándose 
á  pedir  la  declaración  del  derecho  de  que  se  creen  asistidos,  se  en- 
tiende siempre  el  procedimiento  con  el  Ministerio  público,  en  repre- 
sentación del  Estado,  á  quien  corresponde  por  ley  todos  los  bienes 
mostrencos  y  vacantes,  ó  sin  dueño  conocido:  así  estaba  mandado 
con  repetición  y  se  practicaba  siempre,  antes  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, con  particularidad  en  los  pleitos  de  capellanías,  donde 
rara  vez  se  pretendía  por  los  opositores  la  posesión  interina  sino 
que  se  entraba  desde  luego,  y  de  lleno,  en  la  cuestión  del  derecho  á 
los  bienes  de  las  mismas;  y  así  lo  ordena  hoy  también  la  misma  ley 
de  Enjuiciamiento  en  sn  artículo  377,  al  tratar  de  los  ab-intes- 
tatos. 

En  realidad  de  verdad,  el  procedimiento  snmarfsimo,  para  ad- 
quirir la  posesión  interina,  debe  su  origen  y  fundamento,  y  se  halla 
nniversalmente  establecido,  no  por  una  necesidad  legal  absoluta, 
fino  por  consultarse  mas  bien  la  conveniencia  y  economía  de  los 
ciudadanos,  que  tengan  títulos  legítimos  para  adquirirla,  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho,  y  á  semejanza  de  lo  que  aaon- 
lece  en  machos  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  que  pueden  ata- 
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carse  también  en  la  via  contenciosa.  Ese  medio  se  utilizará  con  fre- 
coencia  por  las  ventajas  inherentes  á  la  posesión  legal  interina, 
obtenida  de  plano,  y  sin  estrépito  de  juicio,  ya  que  sus  efectos  no 
se  destruyen  hasta  que  se  vence  al  poseedor  en  contradictorío  jui- 
cio. Con  ese  Enjuiciamiento  do  podemos  menos  de  estar  conformes 
también,  siempre  y  cuando  se  dejen  á  salvo  los  eternos  principios 
de  justicia,  y  se  adopten  todas  las  medidas  oportunas  y  garantías 
compatibles  con  la  brevedad,  para  evitar  en  lo  posible  cualquier 
atropello  ó  perturbación  á  los  terceros  que  se  encuentran  en  la 
quieta  y  legitima  posesión  de  sus  bienes. 

Con  el  objeto  de  conseguir  tan  laudable  fin ,  debería  exigirse  de 
los  promovedores  del  interdicto  la  presentación  de  los  documentos 
siguientes: 

i.^  El  título  suficiente  para  adquirir  la  posesión  con  arreglo  á 
deredio,  debidamente  inscrito  en  el  registro  de  la  propiedad. 

3.*  Certificación  con  referencia  al  mismo  registro  de  la  propie- 
dad, de  no  resultar  de  sus  asientos  nada  en  contrario  de  la  efica- 
cia y  validez  del  título  presentado. 

ZJ"  Relación  separada  de  todos  los  bienes  y  derechos  reales,  á 
cuya  posesión  se  aspire,  si  no  constaren  ya  del  mismo  titulo ,  espre- 
sáodose  en  ella  todas  las  circunstancias  requeridas  en  el  art.  398 
de  la  Ley  Hipotecaria. 

4.*  Certificación  con  referencia  al  catastro  de  la  riqueza  pú- 
blica del  último  año  económico,  espresivo  de  las  personas  á  cuyo 
nombre  estuviesen  encabeaados  los  bienes  contenidos  en  dicha  re- 
lación separada. 

5.*  La  partida  de  defunción  del  último  poseedor  de  los  bienes, 
cuya  posesión  se  reclame. 

6.^  Las  partidas  justificativas  del  entronque,  cuando  la  posesión 
se  pretenda  á  título  de  sucesión  vincular  (puesto  que  la  de  ab-ín- 
testato  tiene  su  tramitación  particular.) 

Además  deberían  ofrecer  información  testifical,  al  tenor  de  los 
capítulos  siguientes: 

i.*    Generales  de  ley. 

2.^  Que  el  último  poseedor  estuvo  hasta  su  fallecimiento  en  po- 
sesión de  todos  los  bienes  comprendidos  en  la  relación  separada. 

3.®  Que  al  tiempo  de  interponerse  el  interdicto,  nadie  posee  á 
título  de  dueño  ó  usufructuario  los  referidos  bienes. 

4.^    Que  no  existe  pariente  mas  próximo,  ó  de  mejor  derecho  á 

« 
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los  bienes  que  f6  prelendftn,  á  título  de  sucesión  vincular. 
8.^  El  entronque  é  identificación  de  personas,  cuando  no  fuere 
posible  presentar  de  momento  las  partidas  correspondientes. 

La  solicitud  de  posesión  se  annnciaria  desde  luego  por  edictos, 
fijados  en  los  pueblos  de  la  naturaleza  y  vecindad  del  finado  en  los 
casos  de  sucesión  vincular,  y  en  los  que  radicasen  las  fincas,  in- 
sertándolos además  en  los  Boletines  Qfidales  de  las  praviaoias  á 
que  correspondiesen  dichos  pueblos,  Gaóekide  Madrid,  si  lo  ttqfú- 
ríese  la  impovtancía  y  diseminación  del  caudal,  y  en  los  periódicos 
del  lugar  del  juicio,  emplazándose  por  término  d^  treinta  días  á  los 
que  se  creyeran  con  mejor  d^echo  á  la  posesión  de  los  mismos. 

La  información  referida  se  practicaría  mkntras  corriese  el  tér- 
mino del  emplazamiento  en  un  acta  verbal,  con  dos  ó  mas  testigos» 
sin  tacha  legal,  vecinos  y  propietarios  del  partido  del  kigar  del 
juicio,  ó  de  donde  radicasen  la  mayor  parte  de  los  bienes «  acredi- 
tándose sus  circunstancias  con  la  cédula  de  vecindad  y  recibo  talo- 
nario de  oontribueioo,  examinándolos  al  tenor  de  los  capiluks  ar- 
ticulados, con  citación  previa  del  fiscal  y  de  las  personas  á  cuyo 
nombre  atuvieren  encabezadas  las  fincas  en  el  catastro,  ó  de  sus 
encargadas  para  el  pago  de  la  contribución  de  las  mismas,  si  aque- 
llos no  residieren  e»  el  partido;  quedando,  además,  responsables 
dichos  testigos  de  los  perjuicios  indebidos  que  puedan  causar  con 
la  inexactitud  en  sus  deposiciones,  á  semejanza  de  lo  establecido 
en  el  art.  400  de  la  Ley  Hipotecaría.  Si  esta  exige  tantos  requisi- 
tos y  garantías  para  justificar  la  posesión  ya  adquirida,  y  poder 
anotarla  en  el  registro,  y  servir  para  la  prescripción  y  efercido  de 
las  facultades  dominicales;  no  vemos  razón  derecha  que  impida 
exigir  las  mismas  ó  mayores  garantías  para  adquirirla  por  vez  prt* 
mera,  ya  que  obtenida  judicíaloiente  del  modo  sunmrio,  antes  t^e- 
ferido,  sin  presentarse  opositor  en  el  plazo  de  los  60  días,  se  le 
ampara,  y  ha  de  anotarse  en  el  registro  de  la  propiedad^  si  d  po^ 
seedor  desea  que  le  preduaea  los  efectos  marcados  en  dicha  Ley 
Hipotecaria. 

Las  personas  citadas  individualmente,  y  las  que  compu^ciefen 
sin  ser  citadas,  por  creerse  con  m^r  derecbd,  podrían  eontrajns- 
tificar,  presentando  documentos  y  testigos,  y  dirigiendo  potídooes 
á  los  interesado»,  ^o  dicka  acta  verbal. 

Hecha  la  informacton,  y  conCrajustiiieacíon  en  fu  C8»o,  y  pa»^* 
dos  los  minta  dias,  contados  desde  la  inserción  del  anuncio  en  el 
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últiaia  periódico  que  lo  publioase,  el  JuezdieUria  prorideacia» 
deatro  de  ieitero  dia,  coaoedieodo  é  denegando  la  {raaesíoQ  in- 
terina pretendida,  siendo  admiúbles  en  ambos  efectos  las  apela- 
ciones que  se  interpnsiefen. 

Si  dictaih  la  providencia  referida,  y  antes  ó  después  de  eje- 
cutoriarse, se  presenlaFe  alguna  nuevo  opositor^  se  observarían  los 
trámites  marcados  en  ei  art.  701  y  signientes,  baciéudose  aplica- 
ción c»íodo  caso  de  la  dootrkia  deacumnlacionde  autos,  cuando 
fueren  varios  los  apoaituret» 

Al  poseedor  interino  no  se  le  debería  amparar  en  la  peseaioa 
conferida  basta  pasado  un  ano,  á  contar  desde  ta  Techare  la  pro  • 
videncia  que  causara  ejecutoría. 

El  phm  de  los  60  días  nos  parece  muy  oor4o  para  cerrar  la 
puerta  á  la  cuestión  posesoria.  Porque  unas  veoes  por  las  distan- 
cias, y  otras  porque  durante  ese  térmipo ,  el  chieno  verdado^o  no 
tiene  que  ejercitar  acto  alguno  sobre  su  tinca,  ni  será  posible  qae 
se  presenten  á  redamar,  ni  que  tenga  ooaodmtento  de  la  pertur- 
bación que  le  cause  la  providencia  interina;  sobre  todo,  si  el  oposi- 
tor es  de  mala  fó>  y  no  pietende  que  se  le  bagan  losTequeridMotos 
del  art.  698,  ni  Mía  de  introducirse  maleríalmeiite  en  la  finca 
hasta  que  no  haya  trascurrido  aquel. 

El  temor  de  que  se  formen  mucbos  pleitos,  por  mi  esperarse  á 
laconelosion  del  termine  de  eoptazamietito,  tampoco  es  muy  fun- 
dado, ya  por  que  puede  hacerse  aplicación  de  )a  doctrina  de  la 
acomulacioa  de  autos,  y  ya  porque  fuera  del  ^aso  de  snoeeion  vin- 
cular, no  ha  de  haber  nunca  tantos  opositorea. 

Menos  todavía  puede  ofrecer  grandes  i^onvenientes  el  que  los 
bienes  permaomcmi  vacantes,  ó  sin  tener  poseedor,  (tarante  los 
treinta  días  refisrídos,  pues  aun  dado  case  que  el  interdicto  se  in*- 
terpusiera,  y  ta*vacente  ocurriese  en  las  dos  épocas  principales  de 
las  faenas  agrícolas,  todo  estaría  orrillado  con  acordar  una  inter- 
veocioa  para  recoger  los  frutos,  ú^  ordenar  el  cultivo  que  hubiere  de 
hacerse  durante  tan  reducido  plaeo. 

«.' 

iPuedtn  promot>erlo$  tambkm  Un  ^  tengan  «rio  im  tU»to  sin- 
guUtr  irmlattM  4e  üomiiñi^^  mrnprt  y  cuando  las  fincas  se  Mia- 
ren vacwtíesl 
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iHábria  incoiweniente  legal  en  establecer  que  pudiera  adquirir^ 
se  la  posesión  de  biefies  por  un  mero  acto  de  jurisdicción  volun* 
tariat 

iLo  habría  también  en  hacer  estensivo  en  favor  de  las  tenedo- 
res de  dichos  titulas  singulares,  traslativos  de  dominio  ó  de  otro  de- 
recho real,  el  juicio  sumaria  posesorio  de  que'liablan  las  arts.  702 
y  siguientes  de  la  Ley  de  EnjuirAamiento,  cuando  los  bienes  no  se 
hallen  vacantes,  6  continúen  poseídas  por  el  enagenante  que  re- 
sista la  entrega,  en  vez  de  obligar  d  aquellos  á  entablar  desde  lue- 
go un  juicio  ordinaria,  para  poder  conseguirla,  can  la  posesian  in 
herente  d  la  mismát 

La  segunda  cuestión  la  resuelven  negativamente  algunos  comen- 
taristas, aduciendo  en  fu  apoyo  las  razones  siguientes:  1/  que  el 
testo  del  artículo  694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  escluye  los  tí- 
tulos singulares,  como  el  de  donación,  compra  y  otros  semejantes, 
en  el  h^ho  de  exigir  la  presentación  de  título  suficiente  para  ad- 
quirir la  posesión,  con  arregla  d  derecho;  Traseque  en  su  concepto, 
dice  referencia  á  los  herederos  testamentarios,  y  aun  á  ios  que  lo 
fueren  ab-intestato,  si  reunieren  estos  la  cualidad  de  hijos  ó  pa 
rientes  próximos  del  finado,  únicos  dos  casos  en  que  se  podía  dar 
la  posesión  sumariamente,  según  la  ley  3.%  titulo  34«  libro  11  de 
Novísima  Recopilación;  2.*  que  como  en  los  títulos  singulares  tras- 
lativos de  dominio,  cual  el  de  compra  y  otros,  no  queda  consumado 
el  contrato,  mientras  no  se  verifica  la  entrega  de  la  cosa,  natural 
ó  simbólicamente,  ni  se  pierde  la  posesión  de  ella  por  el  enagenan- 
te, hasta  que  realiza  aquella;  al  adquirente  ó  comprador  no  le  que- 
da otro  derecho,  ni  más  recurso  que  el  de  demandar  al  vendedor 
en  juicio  ordinario,  para  conseguirla,  caso  de  resistencia,  sin  poder 
ni  deber  entablar  nunca  el  interdicto  de  adquirir  ,*por  oponerse  á 
ello  la  circunstancia  de  no  estar  vacantes  los  bienes,  ó  por  serle 
innecesario  su  uso,  en  el  caso  de  entrega  voluntaria,  como  que  en- 
tra desde  luego  en  posesión;  5/  que  por  admitirse  en  la  jurispru- 
dencia antigua  los  títulos  singulares  para  adquirir  la  posesión  por 
interdicto,  se  daba  lugar  á  frecuentes  perturbaciones ,  teniendo 
que  utilizar  el  de  recobrar^  el  que  se  veía  despojado  por  el  mismo 
Juez  que  debia  protejer  sus  derechos. 

Confesamos  con  franqueza  que  ninguno  de  esos  tres  fundamen- 
tos entraña  gran  fuerza,  á  nuestro  modo  de  ver.  La  frase  de  can 
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arreglo  á  derecho,  empleada  ea  dicbo  arUciilo,  como  catificativa  de 
la  suficiencia  del  título  pres^eotado  para  adquirir  la  posesioo  ,  no 
puede  referirse  á  la  Ley  Recopilada,  que  como  reguladora  del  pro* 
Gediroieuto  en  los  juicios  de  despojo,  según  indica  el  epigrafe  del 
título  en  que  se  halla,  quedó  derogada  por  completo  por  el  ar- 
tículo Í4i5  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  vigenle.  Esa  frase  solo 
quiere  decir  que  el  título  presentado  ha  de  ))ertenecer  ¿  la  clase  de 
los  que  dan  derecho,  según  las  leyes,  para  adquir  la  propiedad,  y 
la  posesión  jurídica,  que  es  su  consecuencia»  en  cuyo  caso  se  en  • 
cuentran  los  títulos,  ya  universales,  ya  singulares,  traslativos  de 
dominio,  ú  otro  derecho  real,  como  el  de  usufructo.  Si  se  reconoce 
en  el  comprador,  por  ejemplo,  el  derecho  de  reclamar  la  entrega  de 
la  casa  comprada,  cuando  el  vender  la  resista;  si  al  reclamarse  esa 
entrega,  no  se  lleva  más  objeto  que  entrar  en  la  posesión  jurídica 
de  la  finca,  ¿cómo  puede  desconocerse  que  la  compra  sea  título  su- 
ficiente para  adquirirla?  No  haciendo  la  ley,  como  no  hace,  distin- 
ción entre  los  títulos  universales  y  singulares  traslativos*de  domi- 
nio  ó  de  otro  derecho  real,  la  jurisprudencia  no  puede  hacerla  tam- 
poco, sino  que  debe  considerarlos  todos  como  suficientes  para  el 
objeto  del  interdicto  en  cuestión,  siempre  y  cuando  concurra  el  re- 
quisito de  hallarse  vacante  la  finca,  cuya  posesión  se  reclame,  cual 
de  hecho  acontece  muchas  veces.  Figurémonos  el  caso,  que  nos 
ha  ocurrido  en  la  práctica,  de  la  venta  de  una  finca,  á  condición  de 
que  el  vendedor  no  habia  de  entregarla  basta  después  de  disfrutar- 
la un  ano,  falleciendo  aquel  al  vencimiento  del  plazo  estipulado.  No 
puede  negarse  que  entonces  se  halla  la  finca  vacante,  ó  no  poseída 
por  nadie,  á  título  de  duenó  ó  usurructuario,  ni  aun  por  el  herede- 
ro, si  DO  ha  aceptado  siquiera  la  herencia.  ¿Qué  inconveniente  le- 
gal hay  en  tal  caso,  para  darle  al  comprador  la  posesión  de  la  fin- 
ca comprada,  por  medio  del  interdicto  de  adquirir?  Ninguno,  segu« 
ramenle;  porque  en  el  caso  supuesto,  concurren  los  dos  requisitos 
exigidos  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 

Por  otra  parte,  con  afirmar  solo  que  al  comprador  no  le  queda 
mas  recurso  que  entablar  un  juicio  ordinario,  para  conseguirla 
entrega,  con  la  posesión  á  ella  inherente,  no  se  hace  más  que  incur- 
rir en  una  petición  de  principio.  ¿Por  qué  y  para  qué  un  juicio  or* 
dinario,  cuando  haya  otro  medio  legal,  más  rápido  y  menos  costoso, 
para  conseguir  la  posesión  á  que  se  aspira,  y  á  la  que  tiene  un  de- 
recho indisputable  el  comprador  con  un  título  semejante,  debida- 
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meóte  registrado,  y  sin  que  hay^  nadie  ooo  mejor  derecho  á  poseer, 
incluso  el  heredero  del  vendedor,  ya  que  éste  no  podía  trasmitirle 
los  bienes  y  derechos  enagenados  durante  su  vida?  Si  el  finado 
ningún  derecho  tenia  al  tiempo  de  su  muerte  sobre  la  cosa  legíti« 
mámente  vendida;  si  ninguno  podía  trasmitir  á  su  heredero^  según 
la  regla  jurídica  de  nemo  plus  juri$  ad  aUum  tramfmre  potM, 
quam  ips^*  habet;  ¿cómo  se  le  ha  de  reconocer  á  ese  heredare  la  po- 
sesión jurídica  sobre  lo  enagenado  en  vida  por  su  .antecesor? 

Las  perturbaciones  á  que^fiera  lu/^r  la  jurisprudencia  aniígna 
sobre  el  interdicto  de  adquirir,  no  dimanaban  cief  tamente  de  la 
singularidad  del  tftulo  presentado,  sino  que  procedían  eapecialmen- 
te  de  no  jnstifioarse  lo  bastante  la  circunstancia  de  hallarse  vacan- 
tes los  bienes,  y  de  ao  establecerse  otras  garantías  más  eficaces 
para  evitarlas.  Esas  perturbacieaes  lo  mismo  pueden  ocurrir  con 
los  títulos  universales  que  con  los  singulares,  y  más  frecuentemen- 
te con  aqueiios  que  con  estos,  y  sobre  todo,  con  respecto  á  los  tes* 
tamentos  y  fondaciones  vincalares,  dond^  se  hace  descrípcioA  ó 
relación  de  bienes,  y  por  cuyo  tenor  se  reclama  la  posesión  de  los 
mismos,  ocurriendo  á  veces  que  algunas  fincas  no  correspondían  ya 
al  caudal  del  finado,  ni  á  la  fundación  vincuJar^  por  haberlas  ena- 
genado el  primero  antes  del  fallecimiento,  ó  por  hallarse  fuera  de 
la  fundación  las  segundas,  á  virtud  de  permuta  ó  enagenacion  con 
la  licencia  correspondiente;  perturbándose,  en  su  consttcuencia» 
con  el  interdicto  al  terceri)  que  las  poseyese  quieta  y  pacíficamen- 
te. Pero  esas  perturbaciones  desaparecerían  por  completo,  si  se 
adoptasen  las  reformas  indicadas,  al  eiaminar  la  cuestión  príniera. 

La  jurisprudencia  de  les  Tribunales  no  se  muestra  contraria  á 
la  opinión  que  venimos  sustentando.  En  el  caso  práctico,  antas  ci- 
tado, y  en  el  cual  ee  habia  pedido  y  obtenido,  en  primera  instancia, 
la  posesión  judicial  de  la  finca  comprada,  por  un  mero  acto  de  juris- 
dicción voluntaria,  la  Audiencia  de  Cáceres,  al  dedarar  la  nulidad 
de  lo  actuado,  puso  por  considerando  que  la  solicitud  de  posesión 
deducida  por  G,  B,  (el  comprador),  no  podia  comprenderse  entre 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  porque  por  su  íMmHUesta  tie- 
ne especial  tramUaeion  en  la  ley^  á  que  ha  debido  mfetarse.  Se  vé, 
pues,  qifó  el  Tribunal  rechazó  el  procedimiento  seguido,  para  ob- 
tener la  posesmn  judicial  de  la  finca  comprada,  no  por  razón  de 
ser  singular  é  insuficiente  el  título  presentado,  sino  for  haberse 
acudido  para  ello  á  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria ;  reconocien- 
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do  kl  paso,  qae  pudo  y  debió  acndirse,  para  obteneria,  á  la  tramita'^ 
eion  e$pecUíl  del  interfNcto  de  adquirir. 

Por  oaestra  parte,  habíamos  formolado  la  solieitad  posesoria, 
como  acto  de  jorisdíocioD  voluntaria,  fundándonos  en  las  analogías 
qoe  ofrecen  nuestro  derecho  civil  y  administrativo,  y  la  jurispru- 
dencia de  los  Tribunales,  en  los  espedientes  de  ventas  de  bienes 
nacionales,  y  en  tos  de  apremios,  caniplimíento  de  ejecutorias  y 
exacción  de  costas  en  b  civil  y  criminal,  donde  se  observa  qoe  se 
pone  en  posesión  de  la  finca  rematada  al  comprador  é  rematante, 
de  plano  y  sin  Ggem.  de  juicio,  no  obstante  que  pueda  haber,  como 
las  hay  con  rrecuencia,  terceras  personas  interesadas,  cuyo  domi- 
nio y  posesión  jurídica,  quieta  y  pacífica ,  viene  á  perturbarse  por 
la  c^a^naeioo  desús  bienes  á  nombre  del  condenado,  y  á  quienes 
no  queda  mas  recurso  que  el  de  deducir  las  correspondientes,  ter- 
cerÜH  dominicales,  por  razón  de  propiedad  ó  de  usufructo.  ¿Tan 
poca  fuerza  se  le  ha  de  conceder  á  un  titulo  traslativo  de  domi- 
nio, consignado  en  instramento  publico,  y  debidamente  inscripto 
en  el  rastro  de  la  propiedad,  que  no  pueda  surtir  el  efecto  tega^ 
de  poderse  pedir,  per  acto  de  jurisdicción  voluntaria ,  y  obleneri^e 
de  piano,  y  sin  figvrade  juicio,  la  posesión  de  los  bienes  en  él  com- 
prendidos, aun  cnando  se  acreditare  con  certificado  del  mismo  re- 
gistro, que  no  resulta  en  este  nada  en  contrario  de  la  validez  y  eli* 
caeia  de  aquel,  y  aun  cuando  se  citara  y  no  se  opusiera  la  persona 
que  apareciese  com^  enagenante?  Porqne  es  daro,  que  habiendo 
opostcioo  formal  y  fondada  de  persona  legitima,  el  acto  de  jurisdic- 
ción vohintaría  quedaría  sin  efecto  ante  aquella,  sobreseyéndose 
desde  hiego  en  el  espediente,  y  mandándose  que' las  parles  ejerci- 
ten so  derecho  en  la  via  contenciosa,  de  con(brmid%d  con  lo  dis- 
paesto  en  ta  reghi  7.*  del  art.  1208  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 
Pero  cuando  no  haya  esa  oposición,  cnando  por  el  contrarío  se  cite 
y  se  cons¡«5nta  el  acto  por  el  enaí<enante  6  sus  herederos,  no  vemos 
razón  legal  fundada  que  lo  impida,  ni  la  necesidad  de  acudir  al 
procedimiento  del  iilerdieto,  siempre  que  le  quede  al  tercero  per- 
judicado, espediUt  la  acción  para  poder  contradecir  la  posesión 
acordada,  en  un  juicio  sumario  y  dentro  de  un  plazo  prudencial 
que  la  ley  estableciera  al  intento. 

Aparte  de  esto,  el  obligar  al  tenedor  de  un  título  semejante  á  en- 
tablar un  juicio  ordinario,  en  vez  del  sumario  posesorio,  para  adquirir 
ta  posesión  jurídica,  solo  porque  el  enajenante  resista  la  entrega  de 
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bienes,  á  capricho  y  sia  fundamento  legal,  do  nos  parece  sostenible 
en  buenos  principios  de  legislación,  ni  tafnpoco  muy  conforme  con 
la  brevedad  y  economia  en  los  gastos  judiciales,  que  deben  ser  las 
bases  cardinales  sobre  que  descanse  toda  buena  ley  de  procedi- 
miento. ¿Podrá  ser  ounca  justo,  ni  edificante  ,  que  un  vendedor, 
por  ejemplo,  sin  mas  arraigo  que  la  finca  vendida,  cuyo  precio, 
consistente  en  dos  ó  tres  mil  duros,  entregara  de  contado  el  com- 
prador, se  burlase  de  éste,  resistiendo  la  entrega,  para  seguir  usu- 
fructuando aquella,  en  tanto  que  se  le  venciese  en  un  pleito  ordi- 
nario, cuyo  curso  procuraria  dilatar  hasta  lo  infinito  ,  por  los  mü 
medios  que  en  su  fecunda  inventiva  sabe  arbitrar  la  temeridad  y  la 
malicia  de  los  litigantes,  merced  á  los  defectos  é  imprevisiones  que 
se  advierten  en  la  ley  de  Gojuiciainiento,  escudado  aquel  con  su 
aparente  insolvencia,  y  al  abrigo  de  su  falta  de  arraigo  para  satis- 
facerlas costas,  y  los  danos  y  perjuicios  ocasionados  coa  su  inicua 
conducta? 

Óigase  al  enajenante  y  al  adquirente  en  un  juicio  sumario,  y 
resuélvase  sobre  cual  de  los  dos  tiene  mas  razón  para  conservar 
ó  adquirir  la  posesión  de  la  finca  enajenada ,  siquiera  provisional- 
mente, y  hasta  tanto  que  el  vencido  en  aquel ,  ejercite  y  ventile  ^\ 
derecho  de  que  se  crea  asistido ,  con  todas  las  solemnidades  y  ga- 
rantías de  un  pleito  ordinario;  y  de  seguro,  entonces  se  habrán  evi- 
tado la  mayor  parte  de  los  males,  de  que  antes  nos  lamentamos.  Será, 
bi  se  quiere,  un  modo  nuevo  de  adquirir  sumariamente  la  posesión 
jurídica,  sin  embargo  de  no  concurrir  la  circunstanciado  hallar- 
se vacantes  los  bienes;  pero  no  por  eso  deja  de  ser  siempre  un  modo 
justo  y  conveniente,  ni  se  causa  con  ello  ninguna  subversión  en  los 
principios  de  la  justicia.  La  cuestión  está  toda  reducida  á  colocar 
al  adquirente  en  el  lugar  del  anterior  poseedor  enajenante,  si  aquel 
tuviese  mas  derechas  razones  para  ponerle  en  posesión  de  la  finca: 
para  los  terceros  que  puedan  estar  perjudicados  con  anterioridad, 
ta  cuestión  no  cambia  de  aspecto  por  esa  sustitución  de  personas, 
ni  porque  sea  el  primero  ó  el  segundo  el  tenedor  ó  poseedor  con 
quien  tengan  que  entenderse,  en  ei  ejercicio  de  las  acciones  reales 
que  les  competan,  y  aun  en  el  de  las  posesorias,  si  también  bu* 
biere  términos  hábiles  para  interponerlas  con  arreglo  á  derecho. 

¿Puede  celebrarse  el  juicio  verbal  prevenido  en  el  art.  702  de 
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¡a  ley  tan  luego  como  se  presente  algún  opositor^  ó  hay  que  esperar 
siempre  al  transcurso  de  los  üOdias  señalados  en  el  701,  aun  cuan- 
do  la  oposición  solo  se  funde  en  que  los  bienes,  lejos  de  estar  vacan  - 
tes  al  incoarse  el  interdicto,  se  hallaban  poseídos,  en  concepto  de 
dueño  ó  de  usufructuario,  por  el  nuevo  reclamante^ 

Aunque  esta  es  ana  cuestión  tratada  ya  con  amplitud  en  las  pá- 
ginas déla  Revista  por  otros  jurisconsultos  (i),  nos  vamos  á  per- 
mitir decir  cuatro  palabras  sobre  ella,  y  mas  especialmente  con  re- 
lación al  caso  en  que  la  oposición  solo  se  funde  en  la  falsedad  del 
aserto  de  bailarse  vacantes  los  bienes,  al  tiempo  de  otorgarse  la 
posesión  interina;  tanto  porque  la  jurisprudencia  no  se  halla  bien 
fijada  aún,  cuanto  porque  no  deja  de  haber  razones  atendibles  en 
contrario  sentido  déla  solución  dada  por  aquellos  ¿  virtud  de  la  re* 
Haccion  poco  esplicita  del  art.  70:2,  causa  principal  de  las  diversas 
interpretaciones  que  se  observan. 

En  apoyo  de  la  espera,  por  razón  de  emplazamiento,  se  ha  di- 
cho, que  aun  cuando  la  redacción  del  art.  70¿  no  es  tan  clara  y 
terminante,  cual  conviniera;  aun  cuando  la  naturaleza  sumarial  del 
procedimiento  de  interdicto  parezca  exigir  que  no  se  pierda  momen- 
to en  su  curso,  sino  que  todo  ande  con  rapidez  y  al  escape,  comu- 
nicándose inmediatamente  la  solicitud  de  oposicioo  al  poseedor  in- 
terino; no  puede  ponerse  en  duda,  que  el  término  de  los  60dias  del 
art.  70i  es  un  verdadero  emplazamiento,  y  por  lo  mismo,  hasiaque 
oo  transcurra,  no  debe  dársele  curso  á  ninguna  de  las  solicitudes 
que  se  presenten,  á  semejanza  de  lo  dispuesto  para  los  emplaza- 
mientos en  el  juicio  ordinario,  y  en  evitación  de  duplicados  de  di- 
ligencias y  gastos  sin  cuento,  y  otros  inconvenientes,  que  de  lo  con- 
trarío, no  podrían  menos  de  ocurrir  forzosamente  en  muchos 
casos. 

Es  innegable  que  el  término  de  los  60  dias  entraña  los  carac- 
teres de  un  verdadero  emplazamiento,  si  bien  especial  y  estraor- 
dinarío,  por  su  duración,  por  lo  desconocido  de  las  personas  cita- 
<ias,  por  la  naturaleza  de  cada  juicio,  y  objeto  final  á  que  tiende. 
'Mas  analogía  prestnta  dicho  primer  emplazamiento  con  los  del  jui- 
cio de  abintestatOydeque  tratan  losarticulos368al37i,  diferencián- 
dose, sin  embargo,  en  que  estos  van  encaminados  á  la  declaración 

(i)    Tomo  13,  pág.  40Í,  y  tomo  i5,  pág.  90. 
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del  derecho  de  heredar,  sin  alacarea  nada  á  la  posesiea  actual  de 
los  bieoes,  y  sin  causar  despojo  oi  perjuicio  que  sufosauar  á  los  le- 
gítimos tenedores  de  ellos;  al  paso  que  ea  aquel  acontece  k  veces 
todo  lo  conirarío.  Pero  sea  lo  que  se  quiera  de  las  analogías  y  di- 
ferencias indicadasi;  y  por  mas  justa,  legal  y  conveniente  que  pa- 
rezca la  espera  ó  suspensión  del  curso  del  interdicto  contradictorio, 
por  razón  de  emplazamiento,,  entndi»  se  Irale  de  opositores,  que 
vengan  á  alegar  su  mejor  derecho.,  para  adqnitír  la  poseaioa  de 
bienes  quejanis  tuvieren  en  su  poder;  preciso  será  convenir,  en  que 
no  lo  parece  tanto,  cuando  el  nuevo  opositor  contradiga  la  posesión 
interina,  porque  el  auto  que  la  acordó,  le  pertiurbó  y  despcjió  de  la 
quieta  y  legftiMt  y  domiiótal  en  que  se  hallaba  legamente.  Si  los 
primeros  opositores  tratan  de /ticrarse,  y  mejorar  de  posioioo,  ale- 
gando mejor  derecho,  el  segundo  solo  se  cuida  de  reparar  el  atro* 
pello  y  despojo  notorio  que  te  cansara  la  providenota,  dktadaá  sus 
espaldas,  y  merced  á  las  alegaciones  é  informai$tone»lalaasdelpro- 
Riovedordel  interéielo.  La  acción  que  en  el  fondo  viene  á«}erciiar  el  ^ 
üittmo  opositor,  mas  que  de  mejor  derecho,  es  de  ver<todera  nuli- 
dad (fei  interdicto,  por  faltarle  uno  de  Ipe  requisitos  fundamenta- 
les, para  haeerios  pr(»perarlegalmente,  cual  loes,  el  de  que  nadie 
posea,  &  título  do  dueño  ó  tsuGruotuario,  los  bienes,  enya  posesión 
se  pida.  Una  soUeiiud  semejante,  nada  tie^eque  ver,  ni  por  lyada 
ni  para  nada  debe  suspenderse,  compKcafse,  ni  sustanciarse^  con 
las  que  hicieren  los  demás  opositores,  á  título  de  mejor  deraeho,  á 
la  pospon  que  nunca  tuvieron,  pero  que  desean  adquirir,  con  mas 
ó  menos  valederos  fundamealos.  Si  ese  ogesitor  aoode  inmediata- 
mente al  juzgado  con  su  solicitud;  si  se  opone  tan  luego  como  se 
le  hace  ei  requerimiento  prevenido  en  la^  segunda  parle  jlel  atiicu* 
lo  698,  á  tUulo  de  oobno,  inquiüno,  cuslodíov  adnuDÍ^adAr^  6 
simple  detentador  de  los  bienes,  ¿por  qué  razón,  y  coa  qué  justi- 
cia, ha  de  quedar  eaa  suspenso  el  curso  de  su  solicitud,  hasta  ver  si 
durante  todo  el  térauno  de  los  60  dias^  sepreseAtan  mas«f>ositores, 
alegando  mqor  derecho,  áipeaar  de  na  teaer  ningún  vúiculo  de 
afinidad  y  parenlesco  la  causa  de  estos  eon  la  de  aquel,  á  pesar  die 
la  aataraleza  sumarial  del  procedimieiUo,  y  á  pesar  de  no  haber 
en  la  ley  disposición  espresa  que  autorice  |a  suspensión  del  curso 
del  interdicto  en  algún  caso?  ¿No  ef  repugnante^  escandaloso  é  in- 
justísimo que  subsista  y  permanezca  el  atropello  y  despojo,  una  vez 
denunciado  y  reclamado,  á  raíz  del  auto  que  lo  causó ,  sin  darle 
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corso  siquiera  á  la  reclamacioQ  y  deDuncia,  basta  el  Iranscorso  de 
los  60  días,  eD  vez  dé  poner  ai  momento  el  oportano  remedio  al 
perjuicio  inferido?  fisto  do  puede  patrocíoarse,  ni  sostenerse  en 
buenos  principios  de  justicia,  y  mucho  menos  estando  omisa  la  ley, 
y  no  estableciendo  disposición  alguna  terminante  para  acordar  la 
suspensión  indicada,  al  regularizar  el  procedimiento  del  interdicto. 
Si  su  letra  calla,  su  espíritu  es  bien  terminante  en  resistirlo.  Fíjese 
bien  la  atención  en  todas  las  disposiciones  reguladoras  del  interdic- 
to, y  con  esf)f  oialidad,  en  la  del  número  2.^  del  art.  694,  sobre  la 
cantidad  de  hallarse  vacantes  los  bienes,  cuya  posesión  se  pida,  y 
no  podrá  menos  de  deducirse,  que  el  emplazamiento  por  edictos  dice 
relación  esclusiva  á  los  que  aspiren,  por  creerse  asistidos  de  mejor 
derecho,  á  ganar  la  posesión  de  bienes  que  nunca  tuvieron,  y  que 
se  le  dio  judicial  y  provisionalmente  al  primer  reclamante.  Si  ve- 
mos,  por  otra  parte,  que  la  ley  se  muestra  solicita  y  diligente,  cuan- 
do se  trata  del  ÍDterdicto»de  despo^,  en  que  se  res^tituya  de  momen- 
to al  despojado,  una  vez  que  se  presente  reclamando  en  justicia, 
aun  sin  oír  siquiera  al  despojante,  por  masque  no  perturbara  á  aquel 
violentamente,  y  lo  hiciera  bajo  creencia  de  tener  derecho  á  los 
bienes,  ¿han  de  guardarse  mas  miramientos  al  que  se  valió  del 
Tribunal,  para  causar  el  despojo,  con  visos  deaparente  legalidad»  y 
merced  á  la  presentación  de  documentos  y  testigos  falsos?  Asi  es, 
q4ie  á  pesar  de  e^  silencio  del  testo  de  la  ley:  á  pesar  de  solicitar 
el  poseedor  interino,  en  un  caso  práctico,  que  se  declarase  no  es- 
tar obligado  ¿  evacuar  el  traslado .  hasta  pasados  los  60  dias;  el 
Juzgado,  de  acuerdo  con  nuesiras  alegaciones,  desestimó  la  preten- 
sión, sin  que  el  poseedor  interinóse  atreviese  i  llevar  el  incidente 
en  üpelacion  al  Tríbuxui  Superior.  Gn  la  antigua  jurisprudencia,  el 
que  se  veia  privado  por  providencia  judicial  déla  posesión  tran-. 
quila  en  que  estaba,  acudia  k  su  remedio  por  los  interdictos  de  re- 
tener y  recobrar;  pero  hoy  no  pueden  emplearse  estos  recursos, 
como  han  indica<ío  con  oportunidad  los  coosientaristas,  una  vez  se- 
ñalados por  la  nueva  ley  trámites  especiales  para  reclamar  contra 
Ja  posesión  coaierida  por  el  interdicto  de  adquirir. 

Bien  meditada  la  cuestión,  el  inconveniente  de  duplicados  de  di- 
ligencias, y  aumento  de  gastos  inútilmente,  solo  puede  presentarse 
cuando  se  trate  de  opositores  de  mejor  derecho,  y  á  titulo  univer- 
sal; pero  nunca,  con  respecto  á  los  opositores  por  título  particular, 
que  siempre  han  de  fundar  el  recurso  en  la  posesión  en  que  esta- 
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bao,  al  tiempo  del  interdicto,  y  despojo  que  se  ie  caasópor  este.  Eq 
el  primer  caso,  cabe  esperar  áia  iacoaveDieates  hasta  el  término  de 
los  60  días;  pero  en  el  segundo,  no  puede  ser  mas  injusto  ¿  ilegal, 
según  queda  demostrado. 


iHay  necesidad  legal  depresetUar  en  el  atto  del  juicio  verbal 
todos  los  testigos  y  documentos,  ó  puede  articularse  la  prueba  en 
aquel  para  practicarla  en  otros  puntos  ójuzgados,  quedando  mien- 
tras tanto  en  suspenso  el  acta  por  un  término  pnulencícdl 

Para  nosotros,  no  era  antes  cuestionable  siquiera  el  punto  que 
es  objeto  de  la  pregunta.  Abrigábamos  el  mas  profundo  convenci- 
miento, respecto  á  ser  de  precisión  absoluta  la  presentación  de 
testigos  y  documentos  ante  el  Juez  que  conociere  del  interdicto,  y 
eu  el  acto  mismo  de  celebrarse  el  juicio  verbal,  prevenido  en  el  ar- 
tículo 702  de  la  ley;  fundándonos  para  ello ,  en  el  tenor  literal  de 
dicho  artículo,  en  el  espíritu  de  brevedad  y  rapidez  que  preside  en 
toda  su  tramitación,  y  hasta  en  lo  dispuesto  en  el 764  de  la  misma. 
T  $in  embargo,  no  hace  mucho  tiempo  que  se  ha  dictado  por  la  Au- 
diencia de  Cáceres  una  providencia  ejecutoria,  resolviendo  lo  con- 
trario en  el  chso  práctico  siguiente.  Propuesta  y  practicada,  en  el 
acto  del  juicio  verbal,  la  prueba  documental  y  te8ti6cal  del  oposi- 
tor al  interdicto,  para  demostrar  la  posesión  en  que  se  hallaba,  la 
falsedad  de  los  asertos  de  los  testigos  de  la  información,  y  el  pa- 
rentesco inmediato  de  estos  con  la  poseedora  interina,  se  formuló 
por  esta  interrogatorio  y  se  presentaron  documentos,  con  preten- 
sión de  que  el  opositor  dijera  si  estaba  conforme  con  ellos,  ó  los  re- 
dargüía civilmente  de  falsos,  para  proceder  á  su  cotejo  por  despa- 
chos librados  al  intento  á  otros  Juzgados,  y  estepsivos  á  traer  cu- 
pia  de  un  poder  de  una  de  las  ciudades  mas  distantes  del  reino, 
al  examen  de  testigos,  y  la  ratificación  de  Ids  de  la  información  fu- 
maria. La  parte  opositora  rechazó  por  improcedente  la  prueba  en 
la  forma  articulada,  mediante  á  la  necesidad  legal  de  practicarla 
«n  la  misma  acta  del  juicio  verbal,  redarguyendo,  además,  de  ci- 
vilmente falsos  los  documentos  presentados,  pero  con  el  solo  objeto  de 
que  no  seertleúdiera  nunca  que  los  consentía  y  daba  crédito^  has- 
ta el  punto  de  poderle  perjudicar  en  el  juicio  petitorio^  y  sin  ne- 
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gar  al  Juez  ¡a  facultad  de  apreciadlos  para  loi  efecíat  del  inlerdkm 
lo  en  loque  en  «i  valieren,  ea  preseocia  de  las  demás  pruebas  su« 
^¡Qisiradas  para  la  cuestioa  posesoria.  El  Juez«  en  su  virtud,  de- 
negó la  prueba  ea  la  forma  articulada,  mandando  que  se  presenta* 
sen  todos  los  testigos  y  documentos  en  el  juicio  verbal.  Interpuesto 
y  admitido,  acto  continuo,  en  ambos  efectos,  el  recurso  de  apeiu- 
cion  coDtra  dicha  providencia  por  la  poseedora  interina,  la  Sala  lo 
decidió  en  los  términos  siguieates:  cSe  revoca  el  auto  apelado:  se 
declaran  admisible»  las  probanzas  propuestas  por  DonaD.  S.  de  B., 
con  reladon  á  los  documentos  presentados  en  el  juicio,  que  por  ha- 
berse redargüido  civilmente  de  falsos,  exijan  su  comprobación  y 
cotejo,  y  al  exdinen  y  ratificación  de  los  testigos  que  aquella  deüg- 
narCf  para  que  declaren  al  tenor  de  sus  articulaciones,  á  cuyo  fin^ 
y  para  la  práctica  de  dichas  pruebas,  suspenderá  el  Juez  la  diligen- 
cia  verbal  por  el  término  ptudencial  que  creyere  necesario;  y  de- 
vuélvanse los  autos.»  Abierta  de  nuevo  el  acta  para  admitirlas 
pruebas  articuladas,  y  mandar  librar  los  despachos  oportunos  para 
practicarlas,  se  suspeudiJ  aquella  por  término  de  dos  meses,  califi* 
cado  de  prudencial,  y  consentido  por  las  partes;  viniendo  á  resul- 
tar de  lodo,  que  al  ano  casi  de  haberse  formulado  la  solicitud  con- 
tra la  posesión  interina,  nos  encontramos  con  el  juicio  verbal  sus- 
pendido, y  empezando  á  correr  ese  término  probatorio,  desconoci- 
do, anómalo  y  peregrino,  que  ha  inventado  la  nueva  jurispruden- 
cia de  los  Tribunales. 

En  vano  la  ley  se  propuso  crear,  con  su  tramitación  especial,  uu 
juicio  sumario,  mas  breve  y  rápido  aúa  que  el  procedimiento  marca- 
do para  los  incidentes  eii  el  juicio  ordinario:  en  vano  mandó  al  in- 
tento, que  el  poseedor  interino  contestase  dentro  de  tres  dias  á  laso- 
licitud  de  oposición;  que  se  convocara  acto  corUi/iuo  á  las  partes 
ajuicio  verbal;  que  en  este  juicio  p\iá\eT^íi  presentarse  documentos 
y  testigos^  estendiéndose  la  oportuna  acta  de  él,  autorizada  por  to- 
dos  los  concurrentes,  inclusos  los  testigos  que  hubieren  sido  exámi" 
nados,  y  uniéíidose  á  los  autos  los  documentos  que  se  presentaren; 
y  que  concluido  el  juicio  verbal,  y  dentro  del  dia  siguiente^  el  Juex 
dictase  sentencia,  amparando  en  la  posesión  al  interino,  ó  dándola 
con  todas  sus  consecuencias  al  nuevo  reclamante:  en  vano  dispuso 
también  en  el  art.  764,  para  evitar  pretestos  de  indefensión,  ó  de 
(Jiticultades  de  prueba  en  la  primera  instancia,  que  en  la  segunda 
se  admitiese  cualquiera,  que  propuesta  en  aquella,  no  se  hubiere  eje^ 
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Éutado  por  la  ausencia  de  algún  testigo,  ú  otra  cama  semejante,  li- 
brándose ül  efecto  órJen  al  Jtiez  para  que  la  reciba  en  juicio  ver 
bal,  en  la  forma  que  queda  establecida:  en  vano  también  et 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  tiene  declarado  por  sentencia  dr 
12  dé  jütíio  de  1838  (decisoria  de  un  recurso  de  apelación  por 
denegatoria  del  dé  Capación)  que  la  falta  de  recibimiento  á 
prueba,  asf  como  la  denegación  de  diligencias  que  6n  otro  ca 
so  causarían  indefensión,  no  éon  requisitos  que  la  ley  etije  en 
el  procedimiéiito  del  interdicto  de  kdtpxmt ,  porque  el  juicio  ver- 
bal que  requiere  este,  no  tiene  mas  trámites  que  el  acto  misma 
de  su  cetebra'cti>n,  en  la  forn^a  que  ordena  el  art.  702  de  la  mis- 
ma Ley  dé  Enjuiciamiento:  en  vano  la  ley ,  latimos ,  se  ahí- 
nó  tanto  por  conseguir  la  brevedad ,  y  dispuso  y  preveyó  todo 
eso;  poi-qüe  lótlo  ba  Venido  á  ser  estéril,  y  quedar  sin  efecto,  ante 
la  nueva  jurisprudencia  establecida,  con  sus  probanzas  al  uso  ordi- 
nario, cob  sus  tértnidos  prudenciales  y  elásticos,  con  la  suspensión 
déscon^ocidá  út\  juicio  verbal,  con  su  obligado  cortejo  de  dilacio- 
nes y  gasto/»,  con  tddo  él  séquito  de  anomalías  que  se  dejan  referi- 
das, y  que  dotoriamenle  rechazan  el  tenor  literal  y  el  espíritu  de 
las  disposióSonés  de  aquella.  Lo  que  según  la  mente  del  legislador,, 
debía  ser  \\ú  jnitio  sumarial,  brevísimo,  rápido,  económico  y  de 
pocas  páj^inas,  vendrá  á  ^er  an  monstruo  de  cien  cabezas,  un  ver- 
dadero juicio  b^dinari^,  aunque  |)ré1iii[iinar  del  de  propiedad,  tan 
dilatorio  como  él,  y  tan  costosísimo  y  abultado  ó  voluminoso,  cual 
pudiera  desearlo  crin  afán  la  mala  fé  de  los  litigantes  temet-arios, 
en  su  ardiedté  propósito  de  embrollar  y  oscurecer  todas  las  cues- 
tiones, y  poder  prolongar  i^or  uúos  cuantos  meses  más  lá  posesión 
interina,  eñ  mal  hora  adquirida.  Esa  nüey;t  y  exótiéajurisprudentia 
no  merece  apienks  los  honores  del  análisis  y  de  la  refutación,  por 
tan  abiertamente  contraria  como  es  al  testo  y  espíritu  de  la  ley 
vigente.  El  juicio  de  interdito,  annqae contradictorio  en  su  segundo 
periodo,  no  pierde  nunca  su  cuaKdad  sumarial  y  brevísima;  y  por 
consignrenfé,  todo  lo  dilatbrio  y  suspensivo  no  puede  menos  de  pug- 
nar con  su  espíritu  y  tendencias.  Gomo  no  es  uñ  juicio  definitivo 
que  cíeri^  pai^  siempre  las  patrias  del  Tribunal  de  Justicia  á  los 
vencidos;  coinió  solo  resuelve  la  cuestión  posesoria,  y  deja  franca 
la  entrada  para  el  juicio  de  propiedad;  la  ley  no  quiere  que  se  dila- 
te á  pretesto  de  aumentar  las  probanzas,  y  solo  admite  las  que  bue- 
namente presentarse  puedan  en  el  juicio  verbal,  reservando  al  per- 
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judicado  el  derecho  de  utilizar  las  resiaoies,  y  djlucída,r  mas  por 
esteoso  1^  CQi^Uon  debatida,  en  el  juicio  defioitivo  prdi^io. 

iPuede  pedir  el  opositor  á  la  posesión  interina,  anteriormente 
neordada,  que  se  decrete  el  secuestro,  ó  se  exija  al  menos  flama  de 
responder  de  los  frutos  y  rentas  al  que  obtuvo  aquella,  sin  aiulien- 
cia  de  tiadie,  cuando  no  fuere  persona  de  arraigo,  ó  de  responsabi- 
lidad notoria! 

Esia  cuestión  ha  sido  resuelta  D^ativau^eule  ^a  ud  c{^  práp* 
tico,  ftiodtodose  el  Juzgado^  para  4Q^eg^  la  prj^te.Q^pa  fl^duqida 
al  ¡Diento  por  el  wevo  opositor,  ^  titulo  de  ha^caejle  d^ppiado 
por  la  proiúdeocia  interioat  ta  cq^,  ^1  deieripix^ar  U  L^»  se  cqii 
fiera  la  posesiop,  inteüioa  y  sio  perjuicio  de  tercero^  oo  previene 
que  se  exija  a^oe  Ja  Qbjtenga^  ^  previa  prestación  4e  fianza,  ni 
garantias  de  ninguna  clase.»  La  providencia  se  con^ioiió  Pior  evitar 
los  gastos  y  co/itingencias  de  iiQa  apelación^  cuyO  resultado  iavo- 
rable  no  piodia  calcularse  coa  seguridad ,  atendido  el  s^ilepcio  de  la 
Ley,  la  naturaleza  sumarial  y  brevisin^a  del  juicio,  y  la  ^crpgaciou 
espresa  que  ha  hecho  la  Ley  vigente  de  todas  las  disppsicipfli^s  au* 
tenores,  reguladoras  de  los  procedinüentos.  Lft  |ey  de  Enjuicia- 
miento manda,  ciertamente,  dar  la  pp^efiion  interina^.^!  reciamaate, 
sin  exigirle  previa  prestación  de  fianzas  de  niuguf  a  clase,  jptara  res- 
ponder de  los  fjtutos  y  reatas  que  perciba,  no  ojbat^nte  l|^  notoria 
insolvencia  en  que  pueda  hallarse  constituido  .aqueU  y  ^  pesar  de 
la  posibilidad  de  que  los  cabaUeros  de  industria,  ó  1^  plaga  de  los 
litigantes  temefaríos  y  de  ma|a  fé,  acudan  al  asedio  del  interdicto, 
para  enriquecerse  cpn  productos  y  rentas  hs^sta  ou^^x^p^s^  como 
pueden  ser  en  algunos  casos,  con  solo  v^l^r^e  de  tei^tigps  y  .docu- 
mentos falsos,  buscados  y  fraguados  ei-pro(ésp^  y  bajpl^  ¡seguri- 
dad de  ser  ilusorios,  ó  ao  alcanxí^rles  á  elljo^,  |ps  efectos  fle.l^  con* 
dena  en  el  juicio  oontradíct^io,  por  -razón  misma  d^  s^u  falta  de 
arraigo^  ó  deresp<His^ilidad  pecuniaria.  A.caso  la  Ley  hay^  iocur- 
ri  lo  ea  una  ojnision  involunt^r4á  respecto  ^  este  punto:  .^caso  (am- 
bien  no  haya  querido  poner  demasiadas  trabas  i  los  que,  .teqíendo 
indisputable  derecho  á  la  posesión  interina,  se  mpr^Q  iniposij)jlit,a- 
do»  de  aspirar  á  ella,  por  au  misma  pobreza,  y  por  no  .ei;ipOAtrar 
<¡aien  les  prestase  la  fianza:  acasp  la  Ley  po  creyó  oportuno  que  se 
exigieran  de  oficio  esas  garantías  en  la  mera  posesión  interinar  pe- 
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ro  sin  poner  obstáculos  ostensibles  á  las  parles  para  que  lo  pedie- 
ran pretender,  atendidas  las  circunstancias,  en  el  juicio  contra- 
dictorio. 

Sea  de  esto  lo  que  se  quiera,  el  hecho  es  que  la  Ley  guarda 
un  silencio  absoluto  sobre  el  particular  de  que  tratamos.  Ni  en  el 
reslo  de  sus  disposiciones  se  encuentra  desenvuelto  un  sistema, 
respecto  á  los  casos  en  que  pueda  procederse  al  secuestro  en  cual- 
quier juicio.  En  algunos,  se  ocupa  de  la  intervención,  administra- 
ción, embargos  y  depósitos  de  bienes»,  cual  acontece  en  los  abinies- 
latos,. testamentarías,  concurso  de  acreedores  y  ejecuciones.  La 
única  disposición  que  encontramos,  concisos  y  caracteres  de  gene 
ralidad,  aunque  dé  una  manera  inridentid  é  insuficiente,  es  la  del 
artículo  939,  comprendido  en  el  fítulo  de  los  embargos  preventivos, 
(}ue  precede  en  orden  al  de  las  ejecuciones,  donde  se  previene  que. 
«si  el  emtargo  preventivo  no  se  ratificare  en  el  correspondiente  jui- 
cio, quedará  nulo  á  los  veinte  dias  de  haberse  verifícado.»  La  Ley 
no  ha  debido  contentarse  con  esta  indicación  insuficiente.  Siendo 
derogatoria' deí  la  legislación  anterior  de  procedimientos,  ha  debido 
prohijar,  enlTe  las  disposiciones  generales  (|ue  preceden  ál  juicio 
ordinario,  como  el  lugar  oportuno,  donde  se  fueran  á  buscar  en  las 
aplicaciones  á  toda  clase  de  juicios  y  recursos  en  que  procediera, 
todo  cuanto  las  leyes  de  Partida  y  Recopiladas ,  y  hasta  la  juris- 
prudencia dé  los  Tribunales,  teniane^tarbtecido  con  relación  al  se- 
cuestro ó  depósito,  intervención  y  administraicion  de  los  bienes  li- 
tigiosos, retenciones  y  embargos,  provisionales  ó  definitivos,  pro- 
hibiciones de  enagenar,  y  afianzamientos  de  las  resulta<^  del  juicio 
civil;  porque  todo  ello  forma  parle  integrante  del  procedimiento, 
como  lo  indican  loé  mismos  epígrafes  de  los  tftulos,  donde  se  haltaa 
las  leyes  reguladoras  en  la  legislación  anterior,  la  cual  debe  enten- 
derse delgada,  por  virtud  de  lo  espresamente  determinado  en  el 
artículo  Í4i5  de  acuella,  rázon  por  la  qtie  los  Tribunates  se  han 
de  ver  perplejos,  sin  ley  jio>  qué  guiíirse,  y  lá  jtíirisprudericiá  úo  se- 
rá de  seguro  tan  uniforme  y  acertada,  cual  fuera  de  desear. 

Ubíéattente  thitando  del  jufdio  en  rebeldía,  ^  cuando  lá  Ley  de 
Enjuiciamiento  se  muestra  más  ésplícita^acei^  def  particular,  pues 
en  sus  artículos  ii84  al  1188,  dispone  que,'  una  vez  declarado  en 
rebeldía  tiATitíjErante,  ()u'ede  deéi^tarse  la  retención  de  sus  bienes 
muebles  de  toda  clase,  y  el  embar^  de  los  inmuebles,  en  cuanto 
sean  oecesaríos  para  estimar  asegnrado  lo  que  sea  objeto  del  juicio, 
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depositándose  los  muebles  de  caeola  y  riesgo  del  doeSo  de  etlos,  á 
menos  de  ofreceré  prestar  garaoiias  suficientes  para  que  Goatinua- 
sen  bajo  su  custodia,  y  tomándose  razón  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad  de  la  hipoteca  judicial»  que  desde  luego  se  constituye  sobre  los 
inmuebles,  y  de  la  prohibiciou  absoluta  de  venderlos,  gravarlos  ú 
obligarlos,  á  que  queden  sujetos  hasta  el  fio  del  juicio,  aunque  com- 
pareciere después  el  rebelde,  salvo  si  justificase  haberse  hallado 
impedido  de  hacerlo  por  fuerza  mayor  que  no  pudiera  vencer,  en 
cuyo  caso  se  alzarla  la  retención  y  embargo.  Si  contra  ,el  rebelde 
se  toman  todas  esas  medidas  de  precaución,  por  hacerse  sospechoso 
con  su  conducta,  ¿por  qué  no  ha  de  hacerse  lo  mismo  en  los  demás 
juicios,  ordinarios  ó.sumarísimos,  contra  los  litigantes  temerarios 
ó  maliciosos,  cuando  infundan  sospechas  vehementes  de  querer  tra- 
mar alguna  iniquidad, en  perjuicio  de  su  adversario,  hurlando  ó  elu  • 
diendo  las  resullas  de  lo  sentenciado,  prevalido  de  su  poca  respon- 
sabilidad pecuniaria,  y  alabrígo  de  dilaciones  sin  cuento,  ó  de  cua- 
lesquiera otras  malas  artes  de  la  misma  importancia  y  trascen- 
dencia? 

Cuando  el  testo  de  la  Ley  calla,  cuando  no  pone  remedio  á  los 
males  é  inconvenientes  del  procedimiento,  es  muy  costoso,  tardío, 
é  inseguro  el  llegar  á  fijar  la  buena  jurisprudencia;  porque  para 
ello,  es  indispensable  promover  y  seguir  un  incidente  por  todas  sus 
instancias,  con  perjuicio  notorio  de  los  intereses  de  los  litigantes,  y 
üonofensadel  principio  de  la  brevedad  en  los  juicios;y  porque  ácada 
paso  tropieza  uno  entonces  con  fallos  encontrados,  sin  mas  que  va- 
riar de  territorios,  sin  mas  que  cambiar  el  personal  de  los  Juzga- 
dos y  Audiencias  territoriales,  y  á  veces,  sin  necesidad  de  salir  del 
recinto  de  un  mismo  tribunal,  cuya  jurisprudencia  es  tan  diferente, 
cuantas  son  las  Salas  de  que  se  compone.  Urge ,  pues ;  que  la  Ley 
establezca  lo  conveniente,  para  asegurar  las  resultas  de  los  juicios 
civiles,  para  que  por  virtud  de  cualquiera  de  los  mil  ardides  em- 
pleados al  intento  por  lá  tembrídad  y  la  malicia,  no  queden  burla- 
dos los  litigantes  de  buena  fé,  después  de  haber  agotado  tal  vez  un 
cuantioso  patrimonio  en -el  seguimiento  de  un  pleito,  creyendo  en 
mal  hora  que  era  siempre  segura,  pronta  y  eficaz,  la  justicia  de  los 
hombres,  y  nunca  motivo  de  decepción  y  ruina.  Para  ello,  no  hay 
más  que  seguir  el  camino  trazado  por  las  leyes  de  Partidas  y  No- 
vísima Recopilación,  y  la  antigua  jurisprudencia  de  los  Tribunales, 
prohijando,  modificando,  ó  ampliando  sus  preceptos  y  prácticas, 
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seguD  lo  reqoiríesen  los  buenos  principios  jurídicos  y  una  itustrada 
esperieneia.  La  misma  Ley  Hipotecaría  eñ  su  arlíeulo  42,  relalíTo 
á  ¡as  i^notactones  preventivas,  dá  por  supuesta  la  legislación  (|tte 
determine  el  secuestro,  ó  ia  prohibición  de  enageoar  sus  bienes 
inmuebles  tos  que  estuvieren  demandados  en  juicio  ordinario,  para 
el  cumplimiento  de  cualquiera  obligación^ 

lE$  justo  y  convenietite  admitir  siempre^  en  ambos  efectos,  la 
apeladon  de  la  sentencia  definitiva  de  que  tratan  los  artículos  705 
ylOi  de  dicha  leyt 

I  Convendria,  además,  establecer  por  punto  general ,  que  se  admi  - 
tiesen  en  un  solo  efecto  las  apelaciones  de  providencias,  decisorias 
de  ¡os  incidentes  promovidos  en  los  juicios  sumarios,  ó  dejar  á  la 
prudencia  jtuiicial  el  otorgarlas  en  uno  ó  en  ambos  efectos,  según 
que  fuese  ó  no  evidente  su  improcedencia,  y  la  temeridad  y  mali- 
cia del  apelante^ 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  legalidad  existente,  no  cabe  coes- 
tion  sobre  admitir  en  ambos  erectos  la  apelación  de  la  sentencia 
dictada  en  el  juicio  sumario  posesorio,  pues  asi  k>  dispone  iermi- 
nan  temen  te  el  art.  704,  de  acuerdo  con  lo  ya  establecido  en  el  70 
de  las  disposiciones  generales.  Pero  creemos  qm  la  ley  debe  ser 
reformada  en  esta  parte,  para  guardar  mas  armonía  con  4a  nain** 
raleza  sumaria  del  juicio,  y  llenar  mejor  las  exigencias  de  la  equi- 
dad y  de  la  justicia.  Cuando  la  referida  sentencia  sea  revocatoria 
de  ia/pos'esion  interina,  por  haber  demostrado  el  opositor  su  «aejor 
derecho,  y  la  malicia  y  falsedad  maniOesta,  empleada  por  el  po- 
seedor interino  para  obtenerla;  cuaado  el  nuevo  reclainaaie  ^ti- 
nque plenamente  la  circnusiancia  de  habérsele  despojado  de  la 
posesión  legítima  en  que  estaba,  por  virtud  de  la  provideacia  que 
acordó  la  interina,  á  sus  espaldas,  ó  sin  su  audiencia,  y  la  nulidad 
consiguiente  del  primer  período  del  interdicto,  por  faltarle  uno  de 
sus  requisitos  fundamentales,  cual  lo  es  el  de  que  nadie  posea  .á 
título  de  duono  ó  usufructuario  los  bienes*  cuya  posesión  se  pre- 
tenda, ¿cómo  puede  ser  justo  y  conveniente  en  buenos  pnií^cipios 
jurídicos,  que  se  suspenda,  por  efecto  de  la  apelación  interpuesta 
de  coutrario,  la  ejecución  de  la. sentencia  que  mazide  reintegrar -eo 
ellaá  dicho  opositor,  con  todas  sus  consecuencias  legales  de  costas 
y  danos  y  perjuicio<(  irrogados,  aún  ofreciendo  fianza  á  .respnii4er 
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de  \m  resoltas  de  la  alzada,  si  necesario  faeref  ¿Merece,  por  reo- 
tura,  mas  respetos  y  ooosideraciooes  aoa  providencia  ioteriiia, 
acordada  á  instaacia  y  mera  jiistificacioo  de  una  parte,  sin  audien- 
cia de  nadie»  que  la  sentencia  dcfinitira  dictada  en  contradictorio 
juicio,  con  audiencia  de  todos  tes  aspirantes,  con  presencia  y  con- 
fronte de  las  probansas  aducidas  por  cada  uno,  y  después  de  deba- 
tir sobre  su  mejor  derecho  á  poseer?  ¿Qa  de  permanecer  subsisten « 
te  el  despojo  causado  por  la  providencia  interina,  ante  U  alzada 
interpuesta  por  el  promovedor  del  interdicto,  para  dilatar  en  lo  po- 
sible la  restitucioQ  i  favor  de  aquel,  con  las  cosíase  indemnización 
de  p^juicios,  en  que  se  le  hubiere  condenado  por  su  temeridad  y 
mala  fé? 

Si  los  artículos  727  y  736  previenen,  por  otra  parte,  ocj^pto- 
dose  del  interdicto  de  despojo,  que  decretada  la  restiüicion  en  la 
primera  instancia,  se  veriGque  inmediatamente^  sin  perjuicio  de  la 
alzada  que  interponga  en  su  caso  el  despojante,  oo  vemos  funda- 
mento racional  que  impida  hacer  otro  tanto ,  cuando  éste  se  valiera 
de  la  misma  autoridad  judicial  para  cometer  el  despojo,  utijizaodo 
al  intento  testif^os  y  documentos  falsos.  Si  algún  despojante  uo  me- 
rece consideraciones  de  ninguna  clase,  es  precisamente  el  que  hizo 
escarnio  de  la  adounistracion  de  justicia,  y  acudió  á  medios  que  re- 
pugnan la  moral  y  las  leyes,  para  consumar  el  despojo  proyectado: 
los  despojantes,  por  actos  privados,  pueden  alegar  en  su  disculpa 
que  lo  hicieron  en  la  creencia  de  tener  derecho  sobre  los  bienes, 
sobre  todo,  cuando  en  el  despojo  no  medió  violencia,  cuya  circuns- 
tancia no  la  exige  hoy  el  legislador  para  admitir  el  interdicto  de 
recuperar;  y  sin  embargo  de  ello,  la  ley  le  niega  la  audiencia,  si  lo 
exige  el  despojado,  y  nodeja  de  restituir  demomento  á  éste, á  pesar 
de  la  alzada  de  aquel,  según  lo  dispuesto  en  los  precitados  artícu- 
los. Por  lo  Aiismo,  en  el  caso  úUimamenie  supuesto,  del  opositor 
despojado  por  el  interdicto  de  adquirir,  debia  ponerse  desde  luego  en 
ejecución  la  sentencia  restitutoria,  á  pesar  de  la  alzada  que  inter- 
pusiera el  poseedor  interino,  previa  la  dación  de  lianza  por  parte  de 
aquel,  á  responder  en  la  forma  antes  dicba.  Cuando  la  sentencia  se 
fundase  solo  en  el  mejor  derecho  del  nuevo  reclamante,  y  no  en  el 
despojo  que  hubiere  sufrido,  ni  en  la  nulidad  consiguiente  del  in- 
terdicto, entonces  pudiera  dejarse  al  huen  criterio  judicial  el  admi- 
tir la  apelación  en  uno  ó  en  ambos  efectos ,  según  que  resultare  ó 
no  la  evidencia  del  derecho  de  aquel,  y  sin  lugnr  á  la  duda,  y  á 
TOMO  xx\i.  44 
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condición  de  prestar  la  fianza  dicha  el  favorecido,  sí  preteodiere  la 
ejecución  inmediata  de  lo  sentenciado.  Con  tales  condiciones,  no 
puede  haber  inconveniente  le^l  en  ejecutar  desde  Inego  las  sen- 
tencias  favorables  á  los  opositores  en  la  primera  ín^tabcia  del  juicio 
contradictorio  del  interdicto  de  adquirir. 

Todavía  guarda  meno.s  armonía,  con  la  naturaleza  samarial  del 
juicio  posesorio,  el  admitir  en  ambos  efectos  las  apeláciobe'^  de 
providencias,  decisorias  de  los  incidentes  promovidos  dorante  et 
curso  de  aqnel,  y  cuya  tramitación  se  rige  por  la  marcada  para  h^ 
que  se  promueven  en  el  juicio  ordinario,  merced  at  silencio  que  se 
observa  en  la  ley,  al  arreglar  el  procedimiento  de  dicho  interdicto, 
con  el  e<ip(rilu  de  brevedad  y  rapidez  que  preside  en  todas  sus  dis- 
posiciones. Esas  apelaciones  en  ambos  efectos,  y  esa  tramitación 
de  los  incidentes,  aparte  de  lo  mal  que  se  amoldan  con  la  natura 
leza  y  espíritu  de  los  interdictos,  hacen  estéril  la  nimia  proliiridad 
con  que  plugo  al  legislador  arreglar  éstas,  acortando  sus  trámites, 
con  los  trastornos,  dilaciones  y  suspensioties,  á  veces  escandalosas 
y  g'ravfsinKis  en  sumo  ^rado,  que  causan  en  su  curso.  Para  que  se 
comprenda  cuanto  no  sea  el  abuso  que  se  hace  en  el  foro  de  la 
doctrina  legal  de  los  incidentes  y  de  los  artículos,  bástenos  decir 
que  hemos  visto  en  un  pleito  interponer  recurso  de  reposición  y  de 
apelación  contra  el  aulo  para  mejor  proveer,  dictado  de  oficio  por 
el  Jnez,  en  uso  délas  facultades  indisputables  que  le  concede  el 
articulo  48  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  con  el  6a  de  practicar  una 
inspección  ocular  en  la  íinca  litigiosa;  y  cuya  apelación  no  pudo 
menos  de  admitirse  en  ambos  efectos,  con  arreglo  á  los  artículos 
67  al  70,  y  mas  especialmente  el  349,  dando  todd  por  resultado 
que  al  cabo  de  un  año,  esté  aun  pendiente  la  alzada,  por  nuevo  in- 
cidente en  la  superioridad,  y  sin  sentenciarse  dleíiñítívamente  dicho 
pleito  en  la  primera  instancia.  T  sin  embargo,  eso  no  pnede  menos 
de  suceder,  ni  es  posible  evitar,  con  la  legalidad  existente,  consig- 
nada en  los  artículos  precitados. 

El  aplicar  ta  tramhacion^  ordinaria  de  los  incidentes  á  los  qué  se 
profnuévan'  en  tos  interdictos,  hace  poco  honor,  én  nuestro  óon  • 
cepto,  á  la  previsión  del  legislador.  Es  un  contrasentido  jurídico 
que  los  incidentes,  que  forman^  1a(  materia  accesoria,  teolgaií  trá- 
mites mas  dilatorios  que  los  interdictos,  en  que  se  promueven 
aquello^,  y  qué  constituyen  to  principal  del  procédit^ieotó.  Si  el 
interdictó,  que  es  lo  principal,  se  sujeta  ¿  una  tramitación  tan  rá* 
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pida  y  sencilla,  no-vemod  razoD  fundada  para  dejar  de  seguir  'gral 
sistema  en  los  incidentes  que  se  susciten  durante  el  corso  de  aquel, 
y  son  su  accesorio,  á  menos  que  la  naturaleza  especial  del  inciden- 
te promovido  resistiera  la  tramitación  dicha,  en  cuyo  caso  se  ha* 
Han  los  de  competencia  y  acumulación  de  autos,  en  forma  inhibito- 
ria, pues  en  los  demás  casos,  incluso  el  de  recusación,  cabe  sus- 
tanciarlos por  el  brevísimo  trámite  del  mismo  interdicto.  Eso  era  lo 
lógico  y  lo  justo;  eso  llenarla  mejor  el  objeto  del  legislador,  al  pre  • 
tender  terminar  prontamente  los  juicios  posesorios. 

Para  completar  el  mismo  pensamiento  del  legislador,  y  dar  el 
golpe  de  gracia  á  la  temeridad  y  á  la  mala  fé,  dehia  dejarse  al  buen 
criterio  judicíial  el  admitir,  por  providencias  motivadas,  las  apela- 
ciones incidentales  en  uno  ó  en  ambos  efectos,  según  que  juzgaren 
ó  no  evidentemente  temeraria,  maliciosa  ó  imf  proceden  te,  su  inter- 
posición, como  contraria,  en  so  fondo  ó  en  su  forma,  al  testo  y  es- 
píritu de  la  ley;  debiendo,  sin  embargo,*  admitirse  siempre  en  lo^ 
dos  efectos  las  relativas  á  incompetencias,  acumulación  y  recusa- 
ción. El  inconveniente  de  los  gastos.de  la  compulsa,  6  del  testi- 
monio en  relación  bastante,  no  es  digno  de  tenerse  en  cuenta,  por 
su  poca  importancia  en  los  incidentes,  y  mucho  má<,  acomodados 
que  fueran  á  la  tramitación  del  mismo  juicio  posesorio,  según  se 
ha  indicado  antes.  La  apelación  misma  en  un  solo  efecto,  por  algún 
incidente  probatorio,  tampoco  podria  traer  grandes  inconvenientes, 
pues  aun  revocada  que  fuera  la  providencia  denegatoria,  podria 
practicarse  y  unirse  ¿  los  autos  la  prueba  admitida,  si  no  hubiere 
terminado  la  primera  instancia,  y  en  todo  evento,  hacerse  durante 
la  segunda,  considerándola  comprendida  aquella  entre  los  casos 
del  art.  764.  Si  ofreciere  temores  de  perjuicios  la  ejecución  de  la 
providencia  apelada,  debería  exigirse  fianza  del  litigante  favorecí  - 
do,  para  admitir  en  un  solo  efecto  la  alzada.  Con  tan  sencillo  siste- 
ma, se  acábariáú  para  siempre  los  abusos  que  se  cometen  eb  el  fo- 
ro, á  pretestd  de  los  incidentes,  en  menosprecio  del  prestigio  de 
los  Tribunales,  y  sacrificando  á  los  litigantes  de  buena  fé,  para 
quiénes  ja  justicia  viene  á  ser  en  muchos  casos  una  dolórosa  y  la- 
mentable decepción.  No  produciendo  efecto  suspensivo  los  inciden- 
tes, de  segdro  han  de  ser  muy  cbntados  los  que  «e  promuevan  de 
roalafé. 


Girlts  Hoiler*  Hidilg*. 
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FORRO  MIUTARDRMARINá. 


1.*  Penónos  que  le  gozan.--^.'*  Negocios  que  le  competen  por 
razón  de  la  materia,— S.""  Negocios  esceptuaios.-^i."*  Casos  de 
desafuero.-^. ^  Casos  de  atracción.— 6.^  TrifnHiUales  del  fuero. — 
7.*  Abolición  de  fueros;  preceptos  constitueionales.S.''  Proyecto 
ile  ley,  leido  en  el  Senado  por  el  Sr.  Mata  y  A!ós,  sobre  la  esíension 
y  limites  de  la  jurisdicción  de  Maiina  y  organizado»  de  sus  iribú- 
nales. 

1.®  Disfrutan  del  fuero  míliUr  de  Marioy»  todo^  los  iodividaos 
de  la  Armada  ea  actual  servicio,  cualquiera  que  s.ea  su  qlase  y  gra- 
duaciou:  los  jefes,  oficiales  ^  meritorios  del  cuerpo  admioístrativo: 
ios  matriculados  de  mar  y  maestranza;  los  retirados  de  las  clases  ao- 
tedichas  que  obtengan  real  despacho  al  efecto,  sus  mujeres  y  viu- 
das mientras  permanezcan  en  este  estado:  los  hijos  de  los  matricu- 
lados que,  antes  de  la  edad  competente  para  alistarse,  se  ocupen  en 
las  faenas  de  la  mar,  ó  en  el  estudio  de  la  náutíqi  en  las  escuelas 
establecidas;  los  médicos,  cirujanos  y  dependientes  del  cuerpo  de 
Sanidad;  los  auditores,  asesores,  fiscales  y  dependientes  de  los  juz- 
gados: los  escribientes  que  se  ocuparen  en  ^1  despacho  de  las  Co- 
mandancias: los  individuos  de  los  cuerpos  de  ingenieros  é  hidráu- 
licos de  la  Armada:  los  del  cuerpo  eclesiástico  de  la  misma:  los 
asentistas  de  víveres,  municiones  y  demás  necesario  para  la  Arma- 
da, pero  solamente  en  los  asuntos  que  tengan  relación  con  sus  asien- 
tos ó  contratas;  y  los  obreros  matriculados  ó  que  estuviesen  desti- 
nados al  servicio  de  la  Marina  en  sus  buijues,  arsenales  ó  fábricas. 
(Leyes  4/,  2.'  y  7/,  tít.  7.^  lib.  6»  Nov.  Rec  con  su  noU  5.';  Rea- 
les órdenes  de  5  de  febrero  de  4820  y  10  de  octubre  de  1830;  Re- 
glamento de  9  de  marzo  de  1827;  Reales  decreto?  de  28  de  abril  de 
4852  y  8  de  abril  de  48S7.^Decisiones  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  de  48  de  noviembre  de  4855,  oO  d^  junio  de  1854  y  otras 
posteriores  sobre  competencias.).  En  Real  orden  de  25  de  setiembre 
de  4827  se  dispuso  que,  los  que  pasen  á  servir  en  otros  ramos  ó  de- 
pendencias del  iSstado,  pierden  el  fuero  de  guerra  de  Marina.  Aun- 
que hc(no8  visto  que  hay  quien  sostiene  que  los  auditores  de  Marina 
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ad  hnnortm,  lo  mismo  que  los  ministros  logados  honorario*  del  Tri- 
bunal especial  de  Guerra  y  Marina,  gozan  fuero  militar  de  Marina, 
en  consideración  á  qae  los  honorarios  en  todas  las  carreras  tienen 
las  mismas  preeminencias,  prerogalivas  y  exenciones  que  los  pro- 
pietarios, nosotros  opinamos  que  los  simples  honores  de  auditor,  6 
de  cualquiera  otra  categoría  que  á  menudo  se  conceden  por  el  Mi- 
nisterio de  Marina,  no  dan  fuero,  sino  solamente  la  consideración, 
el  tratamiento  y  el  uso  de  uniforme  ó  distintivo  propio  de  la  mí$ma, 
como  repetidamente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  Justi 
cia  en  varias  cuestiones  de  competencia. 

3.^  Corresponde  esclusivamente  á  la  jurisdicción  privativa  de 
Marina  el  conocimiento  de  los  asuntos  contenciosos  de  la  hacienda 
del  ramo  con  todas  sus  incidencias  y  anexidades,  quedando  sujetos 
á  ellas  los  asentistas  de  víveres  y  provisiones  en  lo  relativo  á  sus 
asientos  y  contratas;  sí  bien  pertenecen  al  Tribunal  contencioso- 
administrativo  las  cuestiones  sobre  inteligencia,  cumplimiento,  res- 
cisión y  efectos  de  todo  contrato  celebrado  por  el  Gobierno  ó  por 
las  Direcciones  generales:  el  conocimiento  de  todo  lo  relativo  á  la 
pesca  hecha  en  el  mar,  ó  en  ¿us  orillas,  puertos,  rios  y  demás  pun- 
tos que  bañe  el  agua  salada:  las  cuestiones  ó  pleitos  sobre  la  dis- 
tribución de  las  presas  que  hagan  los  corsarios  ó  buques  de  guerra 
entre  los  armadores,  capitanes  y  equipajes;  y  lo  concerniente  ánan- 
fragios,  varadas,  abordajes  y  demás  averías  y  accidentes  de  mar, 
dejando  á  los  Tribunales  de  Comercio  las  cuestiones  relativas  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  respectivas  entre  los  navieros, 
cargadores  y  capitanes  de  los  buques. 

3.^  Aunque  los  demandados  sean  aforados  de  Marina  hay  varios 
negocios  esceptuados  que  f^on  de  la  competencia  esclusiva  de  la  ju- 
risdicción común  ú  ordinaria,  y  son  los  siguientes:  los  pleitos  sobre 
mayorazgos  en  posesión  y  propiedad  y  sobre  división  de  vinculacio- 
nes: las  reciannaciones  de  deudas  anteriores  al  tiempo  en  que  comen 
zaron  á  gozar  el  fuero:  los  pleitos  departiciones  de  herencias  que  no 
provengan  de  disposieitmes  testamentarias  de  los  mismos  aforados: 
las  cuestiones  sobre  preferencia  tte  inquilinatos  de  casas,  pero  no 
sobre  el  pago  de  los  alquileres:  los  de  presentación  de  títulos  de^e 
Soríos  territorial  y  solariego,  reversión  de  los  mismos  á  la  Corona  y 
los  relativos  ¿  los  contratos  celebrados  entre  los  que  antes  se  llama- 
ban señores  y  vasallos;  los  procedimientos  para  adjudicar  como  li- 
bres tosi)ienes  de  capellanías  colativa»;  los  relativos  á  bienes  mos- 
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treocos;  los  juicios  de  desaucio;  \os  inlerdictos  de.adqairir»  retener 
y  recobrar  la  posesión  y  los  de  obra  nueva  y  obra  vieja:  los  pleitos 
sobre  negocios  mercantiles  que  son  de  la  competencia  de  losTribu- 
oales  de  comercio:  las  contiendas  entre  particulares  sobre  minas: 
las  demandas^por  reconvención:  los  juicios  sobre  propiedad  litera- 
ria y  artística,  y  todos  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

4."*  Como  el  fuero  militar  de  Marina  no  se  concede  á  las  perso- 
nas, sino  á  los  cuerpos  ó  clases  de  la  Armada,  por  regla  general  no 
puede  renunciarse;  no  obstante  se  pierde  de  hecho:  Licuando 
siendo  Auditores,  Asesores  ó  Fiscales  delinquen  en  el  ejercicio  de 
lá  abogacía,  ó  desempeñando  algún  destino  público  ó  cargo  conce- 
jil: 2.^  en  los  delitos  de  desacato  á  la  autoridad  judicial,  debiendo 
tenerse  presente  que  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  tiene  decía- 
do  á  los  alcaldes  autoridatle^  de  funciones  permanentes  y  con  el  ca- 
,rácter  de  justicia,  desa'^atables  sieuipre,  aun  cuando  ejercen  actos, 
privados:  3/  en  ios  de  resistencia  á  la  autoridad  judicial,  en  los  de 
conspiración  contra  el  Estado,  ó  la  persona  del  Monarca;  cuando  la 
aprehensión  de  los  culpables  se  haga  por  autoridad  civil,  igualmen- 
te que  de  malhechores  que  vagan  por  pueblos,  campos  y  caminos, 
y  delincuentes  desertores  de  la  Armada,  debiendo  tenerse  presen- 
tes las  disposiciones  consignadas  en  los  artículos  4.^  y  S."*  del  Real 
decreto  de  il  de  setiembre  de  iSiO:  y  por  último  en  todas  las  cau  - 
sas  de  contrabando  y  defraudación  pierden  su  fuero  y  quedan  su- 
jetos al  especial  de  hacieqda. 

8.^  Los  paisanos  quedan  sujetos  al  fuero  militar  de  Marina, 
cuando  son  cómplices  en  delitosde  fuero  activo  y  pasivo  ó  de  atrac- 
ción ;  cuando  han  contribuido  de  algún  modo  á  la  deserción  de  los 
individuos  de  tropa  ó  marinería;  cuando  lo  son  de  incendio  ó  robo 
en  cuarteles,  arsenales,  almaceqes  ó  edificios  de .  Marina,  parques 
y  buques:  en  los  de  insultos  á  centinelas  y  conjuración  contra  la  tro- 
pa ó  marinaría,  sus  comandantes  ú  oficiales,.  6  iosuUos  á  alguna  pa- 
trulla ó  justicia  militar  de  M  irina,  ó  desacato  á  esta,  ó  resistencia  á 
la  fuerza  armadla,  est<uido  esta  de  servicio;  en  los  de  atropello  de 
centinela:  en  los  de  cercenamiento  de  pesas  y  medidas,  ó  adultera- 
ción de  comestibles  y  municiones,  destinados  á  la  tropa  y  marinería 
y  en  todos  los  delitos  cometidos  á  bordo  y  en  alta  mar. 

6.°  El  fuero  de  guerra  de  Marina  se  considera  como  una  parle 
del  militar  y  su  jurisdicción  se  ejerce  por  los  Tribunales  especiales 
del  ramo.  Al  efecto  hav  en  h  Península  é  Islas  advaccntes  noventa 
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y  dos  juzgados  de  \yudaDtias,  veintiocho  juzgados  dé  provincia  6 
tercio:  tres  de  departamento,  y  uno  de  la  Dirección  general  de  la 
Armada.  Conocen  los  primeros  de  los  juicios  verbales  y  de  faltas 
de  la esclusiva  competencia  del  Tuero  y  en  los  demás  asuntos  por 
comisión  ó  delegación  de  los  juzgados  del  mismo.  No  teniendo  pro  • 
cedimientos  especiales  para  sustanciar  los  asuntos  civiles  y  crimi- 
nales se  arreglan  á  los  códigos  ó  leyes  del  Tuero  común,  observán- 
dose en  su  aplicación  la  irregularidad  y  anomalía  de  no  haber  mas 
Tribunal  colegiado  que  el  Supremo  especial  de  Guerra  y  iMarina. 
Asi  por  ejemplo,  un  negocio  de  menor  cuantía,  promovido  en  un 
j  izgado  de  provincia  ó  tercio,  tiene  la  segunda  instancia  ante  el  juz- 
gado del  departamento/  y  aun  se  admite  una  tercera  para  ante  el 
Supremo  especia!;  y  no  tendrá  mas  que  dos  instancias,  si  se  promue- 
ve en  uno  de  los  de  departamento  ó  en  el  de  la  Dirección  general. 
Las  mas  de  las  veces  las  causas  criminales  principian  eu  los  juz- 
gados de  las  Ayudantías  que  son»  podemos  decir,  jueces  instructores 
y  se  sustancian  y  Tallan  en  los  de  tercio  ó  provincia,  y  van  en  con- 
sulta ó  en  apelación  al  de  departamento  respectivo,  concluyendo 
con  una  tercera  iustancta  ante  dicho  Supremo  especial;  no.táudose 
la  misma  anomalía,  la  misma  irregularidad  de  las  dos,  ó,  las  tres 
instancias,  según  que  sean  sustanciadas  y  Talladas  por  los  juzgados 
de  tos  tres  departamentos  ó  el  de  la  Dirección  general,  ó  por  los  de 
tercios  y  provincias. 

7/  La  necesidad  de  que  el  Tuero  sea  uno  y  único  para  todos' l<»s 
españoles  ha  sido  reconocida)  ya  por  los  legisfadores  de  las  Cortes 
de  Cádiz.  En  eTecto,  el  art.248  del  Código  político  de  1812  estable- 
ce que  ten  los  negocios  comunes -civiles  y  criminales  no  habrá  mas 
•  que  un  solo  fuero  para  toda  clase  de  personas.  9  \lguoos  han  creí- 
do que  aquellos  legisladores  incurrieron  en  antinomia  al  declarar 
en  el  249  que  «los  eclesiásticos  continuarán  gozando  del  Tuero  de 
tsu  estado  en  los  términos  que  prescriben  las  leyes  ó  que  en  ade 
•lante  prescribieren»,  y  en  el  250quec los  militares  gozarán  también 
•del  Tuero  particular  en  los  términos  que  previene  la  ordenanza  ó 
>en  adelante  previniere.»  Nosotros  00  lialtamos  esa  antinomia:  el 
precepto  del  248  es  terminante  y  absoluto,  y  en  los  dos  siguientes  no 
se  haceescepcion;  se  consigna  que,  como  eclesiásticos,  como  min- 
iares, por  razón  de  su  servicio  especial,  quedan  sujetos  á  sus  priva- 
tivas jurisdicciones.  Por  eso  dice  que  en  los  neijocios  comunes  ci- 
viles y  criminales  no  hibrá  mas  que  un  so'o  fuero:  por  eso  dice  que 
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los  eclesiásticos  contiauaráa  gozando  del  fuero  de  8U  estado:  por  eso 
dice  qoe  los  mililares  gozarán  también  del  Tuero  particular  en  /os 
términos  que  previene  la  Ordenanzi.  So  doble  carácter  de  cinglada- 
nos,  eclesiásticos  y  militares  híz  >  necesario  consignarlo  así:  el  Tuero 
común  no  podria  juzgar  justamente  las  Taitas  ó  los  delitos  que,  por 
razón  de  su  servicio  especial,  cometieran  los  individuos  de  estas 
dos  clases.  Este  Tuero  particular,  por  razón  del  servicio  que  prestan» 
le  hallamos  también  consignado,  no  solo  en  el  Reglamento  del  cuer- 
po especial  de  telégraTos,  mas  también  en  otros  de  cuerpos  que  se 
han  creado  modernamente.  Bl  art.  4.^  de  la  Constitución  de  1837 
dispone  que  «unos  mismos  Códigos  regirán  en  toda  la  Monarquía,  y 
•en  ellos  no  se  eitaVteerá  mas  que  un  solo  fuero  para  todos  los  es- 
^pañolesen  los  juicios  comunes  civiles  y  criminalts.n  .Nada  dice  de 
los  Tueros  eclesiástico  y  militar:  ¿para  qué  decirlo?  Según  el  artículo 
citado,  las  jurisdicciones  privativas  no  pueden,  no  deben  conocer  de 
los  juicios  comunes,  civiles  y  criminales:  su  jurisdicción,  si  a-^í  po* 
demos  llamarla,  quedaría  limitada  á  conocer  de  hechos  especiales  6 
facultativas.  ¥  esto  porque  es'necesaria  la  inteligencia  especial  pa- 
ra graduarlos,  y  conocer  el  tecnicismo  del  lenguaje  para  compren- 
derlos, cuyos  datos  deciden  haata  de  la  criminalidad  de  ios  indi- 
viduos. De  las  causas  en  materias  de  navegación  deberá  conocer  la 
jurisdiccioa  privativa  de  Marina;  porque  nadie  como  ella  puede  ins- 
truir las  sumarias  y  estimar  la  índole  y  naturaleza  de  las  cosas  en  lo 
que  conciernen  á  las  leyes  del  servicio  y  espedales  de  navegación. 
Ño  cabla  decir  masen  una  ley  fundamental.  La  de  1848,  ó  mas  tí- 
mida, ó  mas  previsora,  contentóse  con  disponer  en  su  artículo  4.^ 
que  «unos  niismos  Códigos  regirán  enlódala  Monarquía.»  Aunque 
somos  partidarios  de  la  abolición  de  Tneros,  creemos  que  no  puede 
sostenerse  de  un  modo  tan  absohito,  como  pretenden  algunos,  cuan- 
do se  trata  de  cosas  relacionadas  con  apreciaciones  puramente  cien- 
tíficas  ó  facultativas. 

8.*"  La  misma  necesidad  se  reconoce  en  el  Proyecto  de  Ley  lei- 
<io  en  el  Senailo  el  7  de  noviembre  de  186?  por  el  Sr.  Ministro  de 
Marina  subre  laestension  y  límites  de  la  jurisdicción  del  ramo  y 
organización  de  sus  Tribunales.  ¿Satisface  ese  proyecto  las  exigen- 
cias de  la  ciencia  en  la  época  que  alcanzamos?  En  manera  alguna. 
«El  fuero  civil,  de  que  hasta  ahora  han  disfratado  tos  individuos  de 
>la  Armada  y  los  aforados  de  Mariua  á  quienes  estaba  concedido, 
«queda  suprimido  en  todos  los  dominios  de  España.  En  lo  sucesivo. 
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»d6  todos  los  negoeios  ctriles  de  que  se  conocía  en  dicho  fuero, 
«entenderá  el  común  ú  ordinario.»  dice  el  art.  1/del  proyecto.  La 
razón,  los  motivos  se  hallan  consignados  en  el  primer  p&rrafo  de  la 
parte  esposHifa:  cLa  necesidad,  dice,  de  que  el  fuero  civil  sea  uno 
»y  único  para  todos  los  españoles,  lo  reclama  la  époci^que  alcanza - 

•mos  y  viene  haciéndose  sentir  hace  muchos  anos» cel  desen^ 

»volvimienlo  4e  nuestras  instituciones  políticas,  los  progresos  de  la 
•civilización  y  los  adelantos  de  la  sociedad  hacían  ya  indispensable 
»esta  medida  tanto  tiempo  reclamada  por  la  opinión  pública,  la  ha 
•preparado  con  la  fé  7  perseverancia  que  nace  del  convencimiento, 
»de  la  razón,  de  la  conveniencia  y  de  la  justicia.» 

El  art.  3.^  deja  subsistente  en  lo  criminal  la  jurisdicción  militar 
ordinaria  naval  para  conocer  de  las  fallas  y  delitos  comunes  qne  se 
cometan  por  los  militares  de  la  Armada  y  aforados  de  Marina  en 
activo  servicio,  reputándose  tales  los  que  define  el  art.  4.®  No  al- 
canzamos á  comprender  la  razón,  los  motivos  para  dejar  subsis- 
tente el  fuero  criminal,  y  en  la  esposicion  solamente  bal  lamed  una 
alusión  al  decir;  «salvando  hasta  donde  ha  sido  posible  el  principio 
»de  la  unidad,  sin  desatender  y  poniendo  completamente  á  salvo  la 
•disciplina  militar,  este  resorte  que  es  el  alma  de  los  ejércitos  de 
»mar  y  tierra  y  el  verdadero  secreto  de  su  fuerza.  •  jSe  teme  la  re- 
lajación de  la  disciplina  militar!  ¿Por  qué,  pues,  no  se  establece  el 
doble  carácter  de  ciudadano  y  militar?  No  pretendemos  nosotros 
queal  jefe  de  un  departamento,  de  una  provincia,  de  un  distrito, 
se  le  prive  deesa  jurisdicción  especial,  de  ese  atributo  que  creen 
algunos  le  reviste  de  poder  y  fuerza;  pero  esa  jurisdicción  debe  li-* 
mitarseálos  asuntos  puramente  especiales,  facultativos,  del  ser-* 
vicio,  ó  del  instituto.  De  este  modo,  como  ciudadano,  en  los  nego- 
cios civfles  y  criminales  no  habría  mas  que  un  solo  fuero  pai'a  to- 
dos los  españoles:  como  militar  quedaria  sujeto  á  la  jurisdicción 
particular  en  los  términos  que  prescriba  la  Ordenanza:  el  jefe  con- 
servaría su  prestigio  y  sn  autoridad:  el  inferior,  el  subdito,  le  mi^ 
raría  con  el  mismo  respeto  y  no  haría  ihisorios  sus  mandatos:  no  se 
perturbaría  el  servicio,  ni  se  relajaria  la  disciplina:  en  otros  térmi* 
nos  y  valiéndonos  de  la  misma  división  que  establece  et  art.  6.^, 
nosotros  abogamos  por  la^abolicíon  de  la  jurisdicción  criminal  ordi  - 
naria  de  Marina  que  conocerá  de  las  faltas  y  delitos  eotnunes,  y  ro- 
busteceríamos en  lo  posible  la  jurisdicción  oriminal  estraordinaría, 
é  sea  la  que  conoce  de  los  delitos  militares  y  facultativos;  enten^ 
TOMO  ixvi.  48 
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díendo  por  delito  militar  ó  facultativo  todo  hecho  ú  omisión  penado 
por  las  Ordenanzas  de  la  Armada,  disposiciones  supletorias  y  acla- 
ratorias de  las  mismas. 

'  Esto  sentado,  debemos  consignar  que,  en  nuestra  opinión,  d 
proyecto  no  llena  las  exigencias  de  la  época,  ni  está  en  armonía 
con  los  progresos  de  la  civilización  y  los  adelantos  de  la  sociedad: 
es  mas,  tenemos  la  profunda  convicción  de  que  es  inconveniente; 
porque  si  los  juzgados  ordinarios  de  Marina,  han  de  conocer  por  el 
término  de  cinco  años  de  las  faltas  y  delitos  comunes  que  cometan 
en  tierra  los  matriculados  que  no  estén  prestando  servicio,  como 
dispone  el  art.  14,  se  llevarla  la  perturbación  á  los  tribunales  y  ha- 
bríamos de  lamentar  muy  frecuentes  conflictos  de  jurisdicción.  El 
conocimiento  de  las  faltas  comunes  corresponde  á  los  Alcaldes  y 
sus  Tenientes  en  juicio  verbal  con  apelación  al  Juez  de  primera 
instancia  del  partido  con  derogación  de  todo  fuero,  como  repetida^ 
mente  ha  decidido  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia.  ¿Qué  razón 
hay  para  que  los  juzgados  ordinarios  de  Marina  conozcan  de  las 
faüas  y  delitos  comunes  que  cometan  en  tierra  los  matriculados  de 
Marina  que  no  estén  prestando  servicio,  por  un  periodo  de  tiempo 
mas  ó  menos  largo?  ¿No  quiere  decir  esto  que  el  proyecto  les  dá 
mas  atribuciones  ó  facultades  que  las  que  tienen  hoy  y  ensancha 
su  jurisdicción?  Siga  en  buen  hora  conociendo  de  las  faltas  que  co- 
metan los  militares  ó  los  aforados  de  Marina  en  el  ejercicio  de  sos 
funciones,  ó  que  afecten  inmediatamente  al  desempeño  de  las  mis* 
mas,  y  castigúelas  con  arreglo  á  ordenanza;  pero  no  se  les  facolte 
para  estender  su  conocimiento  á  las.  faltas  comunes  que  cometan 
en  tierra  los  matriculados  que  no  estén  prestando  servicio. 

Peca  de  inconveniente  el  proyecto  desde  el  art.  3.^  inclusive, 
toda  vez  que  la  supresión  se  concreta  ó  limita  al  fuero  civil,  y  en 
lugar  de  creer  que  es  un  progreso,  un  adelanto,  un  paso  dado  para 
llegar  ¿conseguir  la  buena,  pronta  y  recta  adminislracion  de  justi* 
cia  que  todos  deseamos  y  ambicionamos,  consideramos  que  es  un 
retroceso  en  lo  concerniente  al  fuero  criminal;  pues  no  remueve 
los  obstáculos,  los  crea  y  los  aumenta.  Para  satisfacer  las  necesida- 
des de  la  época,  el  desenvolvimiento  de  nuestras  instituciones  po- 
líticas, los  progresos  de  la  civilización  y  los  adelantos  de  la  socie- 
dad, requiérese  mas  energia,  mas  resolución,  y  menos  preocupa- 
ciones: es  preciso  suprimir  los  fueros  militar  y  eclesiástico  y  todos 
los  privilegios  que  existen,  dejando  subsistente,  si  se  cree  necesa* 


Digitized  by  LjOOQIC 


runo  muTÁR  di  haeina.  388 

ria,  7  aoQ  robostedendo,  del  modo  qae  se  estime  cooveiiíeate  4  U 
coQservacioD  del  orden,  obediencia,  régimen  y  disciplina  de  loi 
sabordioados,  la  jurisdicción  por  razón  del  servicio  6  de  la  espeo(a« 
lidad  de  la  materia:  ó  esa  jurisdicción  qae  el  proyecto  llama  crimi* 
nal  estraordinaria  de  Marina  que  conoce  de  los  delitos  militares  y 
facultativos.  ^0  haya  mas  que  un  solo  fuero  para  toda  clase  de  per* 
sonas  en  los  juicios  comunes,  civiles  y  criminales. 

B.  D. 


OBSERVAaONES 

SOBRE  LA 

UÍTKU6BNCU  T  iPLIGiCION  DE  U  LIT  DI  DISIN80  PATURO, 

retpeoto  á  fot  matrimoiiíoc  de  lof  menores  de  edad. 

{Concluye  la  iiUrodueoion)  (1). 
Dada  ya  i  conocer  nuestra  legislación  sobre  los  matrijnonioe  de 
los  hijos  de  familia  y  menores  de  edad,  desde  los  primeros  tiempos 
de  la  monarquía,  solo  nos  toca  ya  esponer  lo  que  respecto  4  es(d 
punto  se  establece  por  el  Código  penal  de  1848,  pues  sus  presorip* 
clones  continúan  vigentes  en  toda  su  fuerza  y  vigor  por  la  ley  de 
20  de  junio  de  1862. 

Art.  399  de  dicho  Código.  <EI  menor  que  contrajere  matrimo* 
nio  sin  el  consentimiento  de  sus  padres  ó  de  las  personas  que  para 
el  efecto  hagan  sus  veces,  será  castigado  con  prisión  correccional^ 
La  pena  será  de  arresto  mayor  si  las  personas  espresadas  apro- 
baren el  matrimonio  después  de  contraído.» 

Art.  402.  cEI  tutor  ó  curador  que  antes  de  la  aprobación  legal 
de  sus  cuentas  contrajere  matrimonio  ó  prestare  su  consentimiento 
para  que  lo  contraigan  sus  hijos  ó  descendientes  con  la  persona  que 
tuviere  ó  hubiere  tenido  en  guarda,  será  castigado  con  las  penas  de 
prisión  correccional  y  multa  de  100  á  1,000  duros.» 

Art.  403.  cEI  eclesiástico  que  autorice  matrimonio  prohibido 
por  la  ley  civil,  ó  para  el  cual  haya  algún  impedimento  canónico  no 

(1)    Véase  la  página  1S3  de  este  tomo. 
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tispeneaMe^  será  castiigade  coa  las  penas  de  confinaaieiiCa  aiearor  r 
feralu  de  90  á  500  duros. » 

Art.  488.  f  Los  hijos  de  fafliHía  que  falten  al  respeto  y  svniskxt 
deiMda  á  sus  padres,  serán  castigados  con  las  penas  de  tres  á  quin- 
ce diat  de  arresto  y  reprensión.» 

ARTÍCULO  4.** 

El  hijo  de  familia  que  no  ha  cumpHdo  23  años ,  y  la  hija  que 
no  ha  cumplido  20,  necesitan  para  casarse  dd  consentimiento  pa- 
temo. 

i.  Este  artículo  es  el  mas  importante  de  la  ley»  y  la  base  car- 
dinal de  dónde  parten  las  demás  disposiciones  de  la  roisna ,  porque 
tiene  á  ser  la  espresion  de  su  pensamieato  y  objeto.  Es  toda  la  ley, 
como  dijo  muy  acertadamente  el  Sr.  Ministro  de  (gracia  y  Justicia 
en  la  sesión  del  Congreso  de  Diputados  de  47  de  marzo  de  4862. 
Por  este  precepto  se  (tbncede  al  padre  una  aatorídad  esclusira  para 
'^consentir  ó  evitar  el  matrimonio  del  hijo ,  dentro  de  los  limites  que 
señala  respecto  á  la  edad  dé  este  último.  La  palabra  necesitan  qae 
emplea  el  articulo,  indica  Uen  claramente  que  ese  consentimiento 
es  de  todo  punto  indispentoble:  que  sin  él  no  le  es  dado  al  hijo  pa* 
saf  á  contraer  su  proyectado  enlaee  de  ninguna  manera;  porque, 
de  lo  contrario,  quedará  sujeto  á  la  sanción  penal  que  para  tales^ 
cases  se  halla  establecida  en  nuestras  leyes* 

9.  Hemos  dichoque  esa  autoridad  del  padre  es  esclosÍTa,  porque 
asi  lo  declaran  terminantemente  las  palabras  del  artículo.  La  madre 
no  está,  por  tanto,  llamada  á  prestar  su  consentimiento  en  concur' 
rencia  con  aquel ;  y  hé  aquí  una.de  las  direreneias  que  separan  esta 
ley  de  las  que  acerca  del  mismo  punto  rigen  en  Franda  y  otros 
países,  en  donde  la  madre  interviene  juntamente  con  el  padre  para 
dar  ese  consentimiento.  Las  rasónos  que  sin  duda  ha  tenido  la  ley 
española  para  otorgar  al  padre  esta  preferencia,  no  han  sido  otras 
que  la  necesidad  de  rodearle  de  todo  el  prestigio  y  consideración  á 
que  está  llamado  como  jefe  de  la  Tamilia «  y  el  suponerle  desde  lúe 
g»  oon  mas  discíerni miento  y  capacidad  para  poder  apreciar  las 
ventajas  ó  inconvenientes  del  enlace  de  su  hijo.  Fundado  en  este 
criterio,  el  legislador  le  ha  investido  con  esa '  magistratura' única  y 
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ateolttU  á  fin  de  qat  de  este  moio  reioeQeaei  hogwr  4o«éitioo  U 
ttoidad  y  ermonia  neceaarias^y  se  esUbteaot  un  solo ceatro  de  ac* 
oíon  al  cual  ha  de  qaedar,sabordiaado  el  orden  y  bieneslar  de  la  h^ 
milia. 

3.  El  poder  coa  que  al  efecto  se  le  ha  revestido  es  sapreoMé  ím- 
pelablCf  segon  se  dispoae  en  el  artículo  14  de  esla  misma  ley« 
como  veremos  en  su  lagar.  Por  esta  tazón  se  ha  creido  necesario 
rebajar  la  edad  establecida  por  las  pragmáticas  de  4776  y  1803, 
deotro  de  la  eoal  tenian  también  los  hijos  obligación  de  obtener  esa 
consentimiento.  Per  la  primera  de  dichas  disposiciones  esteadiase 
aqaella  hasta  los  93  anos,  así  para  los  Varones  como  para  las  h«m« 
bras ;  y  per  la  segunda  se  limitó  ¿  los  23  respecte  de  las  últimas, 
mas  en  iodo  caso,  en  una  y  otra  pragmática  se  conoedia  sielapca 
4  los  hijos  el  recurso  de  acudir  á  la  autoridad  para  que  supliera  el 
irracional  disenso  de  los  padres.  No  permitiéadose,  pues,  ya  reme- 
dio alguno  contra  los  falles  y  decisiones  de  estos ,  no  se  ha  querida 
oi  parecía  conveniente  que  los  hijos  contieaaraa  todo  aquel  tiempo 
bajo  el  veto  absoluto  de  la  autoridad  paterna.  Si  en  atención  4 
concederse  antes  el  espresade  recurso  no  podia  considerarse  esca** 
sivo  el  período  de  23  años,  en  la  nueva  ley  hubiera  parecido  de« 
masiado  estenso  sin  duda ,  una  vez  aceptado  el  principio  de  ha* 
cer  inapelable  la  resoludoo  paterna ;  pues  colocaría  á  los  hijos  ea 
una  situación  estremadamente  dura  é  iasoatenible.  Por  otra  parte, 
la  proseóle  ley  no  ha  podido  menos  de  tomar  en  cuenta  que  en  el 
siglo  actual  se  multiplican  de  mil  maneras  las  impresiones:  que  la 
sensibilidad  se  escita  de  tal  modo ,  y  la  inteligencia  se  vé  agüeitada 
con  tantas  necesidades  del  momento,  que  no  es  posible  renunciar  4 
ese  progreso  intelectual.  Todas  estas  drcunstaocias  hacen  que  tí 
hombre  se  encuentre  hoy  en  mayor  desarrollo  á  los  2i)  aios  que  lo 
estaba  antes  á  ios  25;  y  por  esta  rason  se  ha  creido  conveniente  y 
preciso  que  se  disminuya  é  anticipe  el  plaxo  designado  en  tas  an< 
teriores  pragmáticas. 

4.  A  23  aSos  respecto  de  ios  varones,  y  á  20  respecto  de  las 
hembras  ha  venido  á  limitarse  por  el  presente  articulo.  Esta  rebaja 
acerca  de  la  edad  en  la  mujer,  que  también  se  estahleeió  gradual  y 
comparativamente  en  la  pragmática  de  Carlos  lY,  está  justificada 
por  la  diversa  coadicion  y  nataralesa  del  sexo.  Con  efecto;  la  orga* 
oizacion  física  de  aquella  se  desarrolla  con  mas  pr^»cidad;  sus  fa* 
cultades  intelectuales  Negan  asimisoui  mas  pronto  qqe  en  el  honi' 
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bre  á  sa  apogeo;  y  bé  aqaí  la  cansa  de  qaese  la  permita  casarse  síd 
el  coüsentímieiiU)  paterno  tres  anos  antes  que  á  los  varones,  ade- 
más; no  pnede  perderse  de  vista  que  las  gracias  de  la  mujer  influyen 
de  nn  modo  notable  en  los  enlaces  ventajosos.  Pero  esas  gracias  van 
desapareciendo  visiblemente  desde  los  SO  anos  por  regla  general;  y 
la  ley  no  podía  menos  de  tener  presente  esta  circunstancia  para  Ta- 
cilitar  á  este  sexo  los  medios  de  realizar  un  matrimonio  conveniente. 

8.  Aunque  ni  en  este  articulo,  ni  en  los  restantes  de  la  ley  se 
hace  mención  de  los  esponsales,  no  puede  caber  duda  alguna  que  lo 
dispuesto  en  la  pragmática  de  177C,  acerca  de  la  edad  necesaria 
para  celebrar  este  contrato  sin  el  consentimiento  paterno,  ha  queda  - 
do  virtualmente  derogado;  y  que,  en  su  consecuencia,  á  los  20 anos 
las  hembras,  y  álos  23  los  varones  pueden  ya  por  sí  llevar  á  efecto 
dicho  contrato.  Tal  fué  la  declaración  terminante  que  hizo  lacomi- 
sion  del  Congreso  de  Diputados  por  conducto  del  Sr.  Auriolesen  la 
sesión  del  13  de  marzo  de  4862.  Ni  podia  ser  de  otro  modo.  Siendo 
los  esponsales  una  promesa  formal  de  futuro  matrimonio,  no  vienen 
i  tener  otro  carácter  que  el  de  un  acto  preliminar  y  preparatorio 
de  este  último  contrato.  De  suerte  que  el  matrimonio  es  la  realiza- 
ción ó  complemento  de  lo  estipulado  en  dicha  promesa.  Esta  es  por 
8U  naturaleza  revocable;  el  matrimonio  no  lo  es.  Si,  pues,  pasados 
los  20  y  23  anos  hay  ya  libertad  en  los  hijos  de  familia,  según  el 
presente  artículo,  para  coatraer  matrimonio  sin  necesidad  de  obte- 
ner el  consentimiento  paterno,  es  forzoso  deducir  que,  cumplidos  ya 
aquellos  aSos,  pueden  también  celebrar  libremente  el  contrato  de 
esponsales.  Pretender  lo  contrario  seria  incurrir  en  el  absurdo,  y 
faltar  al  principio  que  sirve  de  base  á  la  interpretación  de  las  leyes 
permisivas:  esto  es,  que  cuando  por  ellas  se  autoriza  lo  mas^  se  en* 
tiende  así  mismo  que  se  autoriza  lo  menos. 

6.  Es  indudable  igualmente  i  nuestro  juicio  que  dentro  de  los 
iO  y  23  aSos  no  pueden  los  hijos  de  familia  celebrar  el  mismo  con- 
trato de  esponsales  sin  haber  obtenido  el  consentimiento  paterno. 
Bspondremos  la  razón  que  nos  mueve  á  pensar  así.  Por  la  pragmá- 
tica de  1803  se  prohibió  espresamente  que  en  los  tribunales  eclesiás- 
ticos y  civiles  se  admitieran  demandas  de  esponsales ,  á  no  ser  que 
hnbiesen  sido  cdebrado  por  personas  hábiles  para  contraer  matrimonio 
por  lí  mismas.  No  creemos  que  esta  {mscripcion  se  halle  de  modo 
alguno  derogada  por  la  presente  ley,  pues  su  artículo  final  previene 
únicamente  que  lo  han  quedado  cías  leyes  contrarías  á  Jas  dispon** 


Digitized  by  LjOOQIC 


OBSSRTAaONES  SOBRE    LA  LEY  DE  DISENSO  PATERNO.      oS9 

cienes  en  ella  contenidas.»  De  suerte  que  todas  las  que  á  la  misma 
no  se  opongan  continúan  firmes  y  subsistentes.  En  este  caso  nos 
parece  que  se  encuentra  la  disposición  de  la  pragmática  que  acaba- 
mos de  citar.  Asi  pues,  y  como  legítima  deducción  de  la  doctrina 
espuesta,  consignaremos  que  en  el  día  no  pueden  tampoco  admitir- 
se en  ningún  tribunal  las  demandas  de  esponsales,  sino  cuando  es  • 
tos  han  sido  celebrados  por  personas  hábiles  para  contraer  por  sí 
mismas;  esto  es,  después  de  haber  cumplido  23  anos  los  varones  y 
^  las  hembras,  que  son  las  edades  señaladas  en  la  nueva  ley  para 
que  los  hijos  de  farfilía  puedan  contraer  matrimonio  sin  necesidad 
de  obtener  el  referido  consentimiento.  Del  propio  modo  debe  con- 
ceptuarse vigente  la  disposición  de  dicha  pragmática  que  exige  co- 
mo requisito  necesario  para  la  validez  de  los  esponsales  el  otorga- 
miento de  escritura  pública,  pues  en  la  presente  ley  nada  se  dispo* 
ne  contra  esa  prescripción. 

7.  Háse  cuestionado  largamente  y  está  siendo  objeto  de  dudas» 
si  los  viudos  menores  de  20  y  23  anos  respectivamente,  tienen  obli- 
gación de  solicitar  el  consentimiento  peterno  para  poder  pasar  á  la 
celebración  de  un  segundo  ó  ulterior  matrimonio.  El  R.  Arzobispo 
de  Valencia  elevó  sobre  este  punto  una  consulta  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  el  cual  la  pasó  al  Tribunal  Supremo  para  que 
diera  informe.  Este  alto  cuerpo  evacuó  su  dictamen  manifestando 
que  los  espresados  viudos  estaban  dispensados  de  aquellaobligacion, 
pero  hizo  presente  al  propio  tiempo  que  el  verdadero  espíritu  de  la 
ley  debia  fijarse  por  la  jurisprudencia;  y  que,  bajo  este  concepto, 
en  el  caso  de  que  S.  M.  tuviese  á  bien  adoptar  alguna  resolución» 
debia  comunicarse  reservadamente  á  aquel  Prelado.  El  Ministerio 
se  conformó  con  este  dictamen,  y  en  su  virtud,  se  dio  conocimiento 
de  todo  al  referido  Arzobispo,  trascribiéndole  al  efecto  lo  informado 
por  el  Tribunal. 

8.  La  consulta  quedó,  por  tanto,  resuelta;  pero  sin  que  esta  de- 
cisión pudiera  servir  de  regla  general,  porque  no  se  la  dio  este  ca- 
rácter. La  duda  subsiste;  y  el  campo  de  la  discusión  permanece 
abierto  á  las  diversas  opiniones  que  acerca  de  este  punto  pueden 
formarse.  El  R.  Arzobispo  de  Zaragoza,  en  la  circular  que  dirigió  al 
clero  de  su  diócesis  para  la  inteligencia  y  cumplimiento  de. esta 
ley  (i),  sentó  como  doctrina  que  tíos  viudos  no   tienen  necesidad 

(I)    Véase  dicha  circular  en  el  Apéndice. 
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del  coQseotimieQto  paterno  para  pasar  á  segundas  aupcias  aao  coaa^ 
do  sean  menores  de  20  y  2^  aSos,  por  qae  la  ley  bÁUa  de  hijos  de 
íamilia»  y  el  que  una  vez  se  casó  dejó  de  perteieeer  á  esia  dase 
pasando  á  ser  jefe  ó  cabeza  de  doa  famíKa  nueva,  siendo  accidenUd 
que  el  viudo  ó  la  viuda  tenga  ó  no  hijos  del  primer  matrimonio; 
que  por  las  primeras  nupcias  se  emanciparon  de  la  patiia-potesUd, 
y  que  ninguna  ley  les  vuelve  á  someter  á  ella  porque  hayan  queda- 
do viudos.» 

9.  La  autorizada  opinión  del  Tribunal  Sopremo  de  Justíciat  la 
no  menos  respetable  de  este  Prelado,  y  las  razones  que  en  el  mis- 
mo sentido  se  han  espuesto  por  distinguidos  jurisconsultos ,  pardee 
debenan  inclinamos  á  sostener  también  que  la  disposición  del  pre- 
sente artículo  no  comprende  á  los  Viudos  en  manera  alguna*  Debe- 
mos manifestar,  sin  embargo,  que  en  nuestro  humUde  juicio,  son 
mas  convinoentes  las  razones  y  argumentos  que  militan  en  contra; 
y  que  en  el  verdadero  espíritu  de  la  ley  no  ha  entrado  jamá^  el 
propósito  de  eximir  á  los  viudos  de  la  obligación  de  solicitar  el 
coQsentimiento  paterno.  Para  rechazar  esta  opinión,  se  dice,  que  la 
ley  no  habla  con  los  viudos  menores  de  20  y  23  anos  respectiva- 
mente, porque  cumplieron  ya  oon  ella  al  contraer  el  primer  matri- 
monio; que  el  artículo  primero  de  la  misma  solo  hace  referencia  y 
especial  mención  de  los  hijos  de  familia,  y  que  los  viudos  propia- 
mente no  lo  son,  pues  la  ley  47  de  Toro,  declara  que  tel  hijo  ó  hija 
casado  y  velado  sea  habido  por  emancipado  en  todas  las  cosas  para 
sieD^;>re.» 

10.  -  Pero  bien  consultados  los  antecedentes  que  han  dado  orí- 
gen  á  la  ley  de  20  de  junio  de  1862,  y  meditando  con  detenimiento 
en  el  objeto  y  tendencias  que  en  la  misma  dominan ,  se  veré  que 
hay  que  buscar  otro  criterio  para  resolver  la  duda  ó  cuestión  que 
queda  propuesta.  Discutíase  en  el  Congreso  de  Diputados  b  ley 
para  el  g(¿íerno  y  administración  de  las  provincias,  y  el  Sr.  Mo- 
yano  se  opuso  á  que  en  ella  se  concediese  á  los  Gobernadores  civi- 
les la  facultad  de  suplir  el  disenso  paterno.  Poco  tiempo  después 
presentó  un  proyecto  que,  aunque  modificado  en  gran  parte  por  el 
Congreso  y  el  Senado,  recibió  la  sanción  de  la  Corona,  viniendo  á 
constituir  la  presente  ley.  Se  vé,  pues,  que  el  objeto  único  y  pre* 
ferente  de  la  misma,  no  ba  «sido  otro  que  privar  á  la  autoridad  civil 
de  toda  intervención  en  el  matrimonio ;  intervención  que  databa  en 
España  desde  las  pragmáticas  de  1776  y  1803  en  que  se  introdujo 
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esa  novedad  en  utamiro  derecho.  Por  lo  demát ,  eo  nada  ie  qaiao 
reformar  el  peasamiento  calmiDaBie  de  esas  dos  soberanas  resola- 
eioQes.  Bb  la  citada  sesión  del  Congreso  de  Dipotados,  el  Sr.  Aa 
fióles»  qoe  como  individuo  de  la  Gomisíoa ,  estaba  encargado  de 
defender  el  proyecto*  decía  i  este  propósito  lo  siguiente:  tNo  va- 
»mos  ¿  reformar  sino  can  mesura,  con  circunspección ,  y  sob  res- 
»peeto  de  aquello  de  que  hay  mas  urgencia,  aqueUo  en  que  la  opi- 
»nioB  páblica  ^tá  mas  pronunciada;  y  como  aqui  se  ha  proclama- 
»do  que  hay  necesidad  de  fortalecer  la  autoridad  paterna  y  de  su* 
•primir  por  completo  las  atribuciones  que  vienen  ejerciendo  los 
vGoberdadores  civiles,  nos  hemos  limitado  pura  y  simplemente  á 
veste  punto,  d^uido  lo  demás  que  no  ha  sido  necesario  reformar  y 
ftcn  lo  que  no  ha  sido  absolutamente  indispensable  introducir  nove- 
•dad  alguna,  en  el  mismo  estado  que  se  encuentra.»  Si  pues,  como 
ya  digimos  anteriormente,  aun  publicada  esta  ley,  quedan  en  su 
vigor  dichas  pragmáticas  en  todo  aquello  en  que  do  han  sido  modi- 
ficadas, en  eUas  habrá  que  examinar  los  fundamentos  que  sirvie- 
ron de  base  á  su  promulgación  en  lo  concerniente  i  la  autoridad 
qine  está  Mamado  á  ejercer  el  padre  en  el  matrimonio  de  sus  hijos. 
Bé  aqui  aiiora  las  raaones  que  se  esponian  en  la  pragmática  de 
1776  para  exigir  el  consentimiento  de  aquel:  «Esta  obligación  com- 
•prenderá  desde  las  mas  altas  clases  del  Estado  basta  las  mas  co- 
•munes  del  pueblo;  porque  en  todas,  sin  diferencia,  tiene  lugar  la 
•indispensable  y  natural  obligación  del  respeto  á  los  padres  y  ma- 
»yores,  que  están  en  su  lugar,  por  derecho  natural  y  divino,  y  por 
•la  gravedad  de  la  elección  de  estado  con  persona  conveniente,  cu- 
»yo  discernimiento  no  puede  fiame  á  los  hijos  de  familia  y  menores 
mn  que  interveoga  la  deliberación  y  consentimiento  pateiw)  para 
•reflexionar  Jas  consecuencias  y  atajar  con  tiempo  ks  resultas  tur- 
tbativas  y  perjudiciales  al  público  y  á  las  familias.» 

11.  Como  acaba  de  verse,  la  prerogativa  del  veto  no  estriba  en 
la  patria  potestad.  Su  priacipal  fundameolo  no  es  otro  que  el  de 
evitar  que  dentro  de  la  menor  edad  contraigan  los  hijos  un  enlace 
desaca*tado,  par  no  tener  el  discernimiento  bastante  para  compren- 
der la  gravedad  y  consecuencias  del  matrimonio.  Esto  mismo  se 
espaso  por  el  Sr.  Moyano  y  demás  individuos  de  la  Comisión  del 
Coogreno  en  las  sesiones  que  tuvieron  lugar  para  Ja  discusión  de 
esta  ley;  y  el  señor  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  vino  á  confirmar 
la  propia  idea  con  sus  autorizadas  palabras.  cNo  puede  negarse, 
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decía,  que  hay  cierta  edad  eo  el  hombre  en  que  las  pasiones  tíenea 
un  vigor  oatoral  que  la  razón  no  suele  contener  en  sus  justos  lími- 
tes; que  el  amor,  exaltado  por  la  juventud  y  por  las  ilusiones  de 
una  fantasía  acalorada,  podría  ser  un  funesto  consejero  de  uniones 
desgraciadas  y  perjudiciales.  El  hijo  comienza  la  vida  llena  de  en- 
sueños de  ventura;  mira  con  indiferencia  las  riquezas,  y  está  muy 
lejos  de  querer  sacrificar  las  esperanzas  de  un  corazón  generoso  al 
cálculo  del  interés.  Conciliar  los  opuestos  en  beneficio  de  uno  y  otro 
es  el  objeto  de  la  presente  ley.»  Una  vez  conocidas  ya  las  causas 
que  han  motivado  la  necesidad  del  consentimiento  paterno,  bajo  ese 
punto  de  vista  nos  es  forzoso  analizar  la  cuestión  indicada.  Ahora 
bien;  á  los  referidos  viudos,  ¿se  les  deberá  considerar  dispensados 
de  la  obligación  de  obtener  ese  consentimiento?  Nos  parece  que  no. 
'Cierto  es  que  por  el  primer  enlace  se  emanciparon  de  la  patria 
potestad,  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  47  de  Toro;  mas  no 
por  eso  han  adquirido  el  discernimiento  suficiente  para  conocer  si 
la  nueva  unión  proyectada  constituirá  la  felicidad  de  su  vida;  no  por 
eso  han  quedado  libres  de  la  natural  y  divina  obligación  del  respe- 
to debido  á  los  padres,  que  previene  la  pragmática  de  4776;  no  por 
eso  han  llegado  á  conseguir  la  madurez  de  entendimiento,  la  cordu- 
ra y  esperíencia  que  son  tan  necesarias  en  la  elección  de  la  persona 
que  ha  de  ser  su  nueva  companera.  Solo  con  los  anos  pueden  ve- 
nir la  calma  de  una  razón  serena  y  el  conocimiento  del  mundo:  base 
primordial  que  ba  servido  también  de  fundamento  á  la  presente 
ley.  Hay,  pues,  necesidad  de  llenar  el  objeto  de  la  misma;  hay  que 
ir  á  buscar  en  el  consentimiento  del  padre  esas  prendas  de  acierto 
que  por  su  menor  edad  no  han  tenido  aún  tiempo  de  adquirir  los 
hijos  que  dentro  dé  ella  han  quedado  viudos.  Nada  importa  que  se 
diga  que  el  articulo  primero  de  esta  ley  t  habla  solo  de  los  hijos  de 
familia  y  que  los  viudos  propiamente  no  lo  8on;i  porque  en  el  re- 
ferido artículo  se  trata  del  caso  en  que  el  que  vá  á  dar  el  consenti- 
miento es  el  padre;  y  es  evidente  que  entonces  el  que  vá  á  casarse 
es  hijo  de  familia.  Así  es  que  en  los  artículos  restantes  de  esta  mis- 
ma ley»  cuando  se  ocupa  de  las  personas  que  en  defecto  del  padre 
han  de  dar  el  consentimiento,  no  se  emplean  ya  las  palabras  hijo 
de  familia,  sino  únicamente  las  de  menor  y  de  huérfanos,  porque 
el  que  no  tiene  padre  ya  no  e&  hijo  de  familia  en  el  sentido  legal. 
i2.    Existe  también  otra  razón  además  de  esto,  que  debe  tener- 
se muy  en  cuenta.  No  solo  hay  que  considerar  de  una  manera  ge*^ 
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neral  y  abstracta  los  peligros  é  iDconveDientes  qoe,  respecto  á  la 
eleccioQ  de  estado  se  propone  la  ley  evitar  á  los  meaores,  exigiendo 
el  consentimiento  del  padre.  Esas  resultas  perjudiciales  y  turbati- 
vas,  como  decia  la  pragmáticade  1776,  es  necesario  que  se  estimen 
de  nn  modo  concreto  y  determinado,  esto  es,  con  relación  á  la  per. 
soná  con  quien  el  hijo  intenta  realizar  su  enlace.  Para  que  en  inte- 
rés del  mismo  puedan  cumplirse  los  deseos  de  la  ley,  no  debe  mi- 
rarse este  asunto  sino  respecto  al  acierto  en  la  elección  de  estado 
con  persona  conveniente,  según  espresa  la  referida  disposición 
de  Carlos  III.  Sentados  estos  precedentes,  no  basta,  pues,  decir 
que  los  hijos  cumplieron  con  el  precepto  legal  cuando  solicitaron  el 
consentimiento  para  el  primer  matrimonio.  Pudo  muy  bien  este 
merecer  la  aprobación  del  padre  porque  en  esa  unión  esperaba  que 
había  de  encontrar  el  hijo  la  felicidad  apetecida;  porque  las  pren- 
das y  cualidades  de  la  persona  á  quien  aquel  deseaba  asociarse,  asi 
lo  hacían  prometer.  Mas  puede  ocurrir  también  que  esas  circuns- 
tancias na  las  ofirezca  el  segundo  enlace,  por  no  ser  conveniente  al 
bienestar  del  hijo  la  persona  que  este  ha  elegido  de  nuevo  para 
companera  de  su  vida.  Y  ¿podrá  pretenderse  que  con  el  consenti- 
miento obtenido  para  el  primer  matrimonio  se  ha  llenado  el  objeto 
de  la  ley?  En  nuestro  concepto  es  indudable  que  no.  Por  ella  se 
supone  á  los  hijos  menores  de  20  y  23  anos  sin  la  discreción  y  cri- 
terio suficientes  para  calcular  las  consecuencias  de  un  acto  tan  im- 
portante; ella  quiere  garantías  de  acierto  y  cree  ó  se  propone  en- 
contrarlas en  el  consentimiento  del  padre,  el  cual  viene  á  suplir  con 
su  intervención  le  que  al  hijo  por  su  corta  edad  no  le  ha  sido  posi- 
ble adquirir  todavía;  á  saber,  la  esperieocia  y  el  conocimiento  del 
mundo,  que  no  se  obtienen  con  la  celebración  de  nn  enlace,  porque 
son  el  gran  privilegio  de  los  anos. 

i3.  Por  su  analogía  con  la  cuestión  que  acaba  de  examinarse, 
vamos  ahora  á  hacemos  cargo  de  nn  punto  sobre  el  cual  pueden 
nacer  algunas  dudas,  á  saber:  si  prestado  ya  por  el  padre  el  con- 
sentimiento para  que  el  hijo  contraiga  matrimonio  con  determinada 
persona,  y  no  habiéndose  este  efectuado  por  una  circunstancia 
cualquiera,  necesitará  el  último  solicitar  nuevamente  el  consenti- 
miento de  aquel  para  realizar  su  enlace  con  otra  persona.  Nos  pa- 
rece que  si;  y  las  razones  que  acerca  de  los  viudos  se  han  espuesto 
en  el  párrafo  anterior  tienen  una  entera  aplicación  al  presente  caso. 
De  que  el  padre  autorizara  el  primer  enlace  proyectado  no  debe  ín- 
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ferírse  que  aprueba  también  el  segundo;  porque  sien  atención  & 
las  ventajosas  condiciones  de  la  persona  antes  designada  por  el  hi- 
jo, mereció  aquel  su  aprobación»  es  muy  posible  que  esas  condicio* 
nes  no  las  ofrezca  la  persona  nueyamente  elegida;  y  en  tales  cir- 
cunstancias, hay  necesidad  de  repetir  la  petición  del  consentimien* 
to  para  que  se  cumplan  ios  deseos  y  objeto  de  la  ley.  No  deberá, 
sin  embargo  precederse  de  la  misma  manera  cuando  el  padre  haya 
autorizado  al  hijo  para  este  efecto,  de  un  modo  general  y  d>8oluio; 
esto  es,  sin  circunscribirse  ¿  persona  determinada.  Una  vez  conce- 
dida esa  autorización,  no  habrá  ya  necesidad  en  ningún  caso  de  re- 
petir  el  cooseniimieDto,  sean  las  que  quieran  las  circunstancias  que 
reúna  la  persona  elegida,  pues  aquel  solo  hecho  demaestra  sufi- 
cientemente que  el  padre  ha  considerado  al  menor  con  el  necesario 
criterio  y  capacidad  para  comprender  las  ventajas  é  peligros  de  su 
enlace. 

14.  También  nos  inclinamos  á  creer  que  prestado  ya  el  consen- 
timiento, bien  sea  de  un  modo  concreto  y  determinado,  bien  de  un 
modo  absolato  y  general,  no  puede  revocarse  en  ningún  caso.  El 
padre  puede  permitirse  el  tiempo  que  quiera  para  negarle  ó  conce- 
derle; mas  otorgado  ya  una  vez,  el  objeto  de  la  ley  quedó  cumplido 
en  todas  «us  partes;  y  seria  faltar  abiertamente  ¿  su  espíritu  y  ten- 
dencias el  que  se  pretendiera  por  el  padre  reprobar  una  cosa  que 
él  mismo  había  ya  considerado  como  bueua. 

45.  Pero  si  falleciere  aquel,  ó  se  imposibilitare  para  prestar 
legalmente  el  consentimiento  antes  que  el  hijo  haya  hecho  uso  de 
la  facultad  concedida,  lentrarin  á  ejercer  aquel  derecho  las  perso* 
Das  que  se  designan  sucesivamente  en  los  arts.  2.®  y  S.^  de  la  ley? 
Creemos  que  no;  y  la  razón  es  obvia.  Al  hacerse  los  llamamieatoa 
que  se  espresao  en  los  referidos  artículos,  se  partió  del  supuesto  de 
que,  tanto  en  el  caso  de  fallecimiento  como  en  el  de  incapacidad 
del  padre,  no  podia  éste  manifestar  su  voluntad  respecto  al  matrí'^ 
monio ;  por  cuyo  motivo  se  hacia  necesario  desigmar  una  periona 
que  le  viniera  á  reemplazar  ó  sustituir  para  este  efecto.  Pero  en  el 
caso  que  hemos  presentado,  como  que  está  ya  conocida  lo  voluntad 
del  padre  y  la  ha  manifestado  en  tiempo  en  que  no  tenia  impedi- 
mento legal,  no  existe  la  necesidad  de  reemplazarle  ó  sustituirle* 
La  ley  ha  querido  ante  todp  que  se  consulte/  su  voluntad;  á  cuyo 
fin  te  ha  coqstituido  en  único  y  e^sivo  juez  en  esta  clase  de 
asuntos,  según  hemos  visto  mas  arriba.  Si,,  pues,  ha  prestado  ya 
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$n  asentimíenfo  al  matrimonio  ioteDlado,  ó  aatorízó  al  hijo  para 
celebrar  sn  enlace  sin  limitación  de  ninguna  especie,  sü  Tolantad 
es  la  qne  debe  preralecer  en  todo  caso;  y  asi  la  madre,  como  las 
demás  personas  sucesivamente  llamadas,  tienen  qne  respetarla  y 
pasar  por  ella,  aunque  á  juicio  de  las  mismas  no  sea  conveniente 
al  menor  el  matrimonio  projeetado. 

i6.  Cuanto  hasta  aquí  tenemos  espuesto  respecto  á  los  hijos^ 
ha  sido  con  referencia  á  los  legítimos.  De  los  naturales  y  demás 
ilegítimos  se  ocupan  los  arts.  12  y  t3  de  esta  ley;  mas  nada  se  en- 
cuentra en  sus  palabras  que  haga  especial  mención  de  los  adopti- 
vos. En  el  silencio  de  la  ley,  se  hace  necesario  recurrir  á  las  discu- 
siones de  los  Cuerpos  colegisladores  á  Gn  de  poder  determinar  en 
cual  de  los  preceptos  de  aquella  se  hallan  esos  hijos  comprendidos. 
Esplicando  este  punto  en  el  Congreso  de  Diputados  un  individuo 
de  la  Comisión  declaró:  que  los  adoptivos  están  comprendidos,  como 
hijos  de  familia,  con  la  disposición  del  artículo  primero  de  esta  ley, 
cuando  la  adopción  ha  sido  plena,  esto  es,  cuando  por  ella  el  hijo 
se  ha  sometido  á  la  potestad  del  adoptante;  porque  entonces  se  ha 
trasmitido  á  este  toda  la  plenitud  de  la  autoridad  paterna.  Siendo 
esto  así,  es  evidente  qne  cuando  la  adopción  no  ha  tenido  lugar 
con  aquellas  circunstancias,  el  padre  legítimo  es  el  llamado  á  pres- 
tar su  consentimiento  en  el  matrimonio  del  adoptivo. 

17.  Dígimos  ya  antes  que  el  artículo  primero  de  esta  ley  era 
la  base  cardinal  de  donde  partían  las  demás  disposiciones  de  la  mis- 
ma. T  con  efecto;  todos  los  artículos  que  vienen  después  de  aquel 
están  calcados  en  el  mismo  principio;  son  una  emanación  suya  por 
decirio  así.  De  tal  manera  se  hallan  con  él  encadenados ,  que  no  se 
lespaede  examinar  independientemente  de  ese  primer  eslabón.  Casi 
calíe  afirmürqaeson  puramente  reglamentarios  del  precepto  funda- 
mental consignado  en  el  referido  artículo,  porque  las  disposiciones 
q«e  le  siguen  no  tienen  priocípalmente  otro  objeto  qne  determinar 
la  forma  con  qne  ha  de  precederse  cuando  no  existe  el  padre  ó  se 
haHa  con  algún  impedimento  para  intervenir  en  el  matrimonio  del 
hijo.  Así  es  q«e  en  dichas  disposiciones  no  se  trata  mas  que  de  lle- 
nar 6i  vacío  qne  deja  aquel  en  semejantes  casos,  para  que  en  cierto 
modocontínAe  siempre  viva  y  permanente  la  autoridad  paterna. 
Como  lógica  deducción  de  lo  qne  se  acaba  de  esponer ,  tanto  acer- 
ca de  lo  que  se  dispone  en  el  arl^o  2.®  como  repecto  á  lo  que  se 
estaUeteen  los  que  le  siguen  hasta  el  13  inclusive,  son  respectiva- 
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mente  aplicables  los  principios  y  doctrina  que  quedan  consignados 
en  los  párrafos  anteriores.  Las  consideraciones  que  ahora  vamos  & 
manifestar  sobre  los  espresados  artícalos,  tendrán  otro  carácter  y 
distinto  aspecto. 

AETÍGÜLO  2.® 

En  el  caso  del  articulo  anterior,  $i  falta  el  padre  ó  se  haUa  im- 
pedido  para  prestar  el  consentimiento,  corresponde  la  misma  facul- 
tad ala  madre  y  sucesivamente  en  iguales  circunstancias  al  abuelo 
paterno  y  al  materno. 

i.  Dos  partes  comprende  este  artfcalo.  Ocúpase  la  primera  de 
dos  distintos  casos  que  pueden  ocurrir  en  que  se  haga  necesario 
proveer  á  la  falta  del  consentimiento  del  padre,  bien  por  haber  éste 
fallecido,  bien  por  hallarse  impedido  para  dar  dicho  consentimiento. 
La  segunda  tiene  por  objeto  designar  las  personas  que  en  uno  y  otro 
caso  hayan  de  prestarle.  Para  mejor  comprender  la  inteligencia  y 
aplicación  de  este  artículo,  conviene  tomar  aquí  en  cuenta,  antes  de 
pasar  mas  adelante,  lo  quedigimos  en  el  párrafo  18,  al  esponer  el 
artículo  anterior;  esto  es,  que  si  el  padre  prestó  ya  ei  consentí* 
miento,  y  falleció  ó  se  incapacitó  antes  que  el  hijo  haya  llevado  á 
efecto  su  enlace,  no  puede  darse  entrada  á  lo  dispuesto  en  este  se- 
gundo artículo.  Las  personas  á  que  en  el  mismo  se  hace  referencia 
sol¿  tendrán  intervención  en  el  matrimonio  cuando  no  conste  de 
ningún  modo  la  voluntad  del  padre  respecto  al  mismo. 

2.  Esto  sentado,  entremos  ya  en  el  fondo  de  lo  que  constituye 
el  íin  principal  de  la  presente  disposición.  Ninguna  dificultad  pue- 
de ofrecer  el  caso  del  fallecimiento  del  padre ,  porque  su  partida  de 
defunción  legitimará  el  consentimiento  de  la  madre.  Has  no  creemos 
que  sucederá  así  cuando  se  trate  de  saber  en  qué  casos  se  encon- 
trará aquel  impedido  para  prestar  dicho  consentimiento,  pues  el 
artículo  guarda  acerca  de  ese  punto  una  completa  reserva.  Tampoco 
se  hace  mérito  alguno  respecto  á  la  eventualidad  de  «na  larga  au- 
sencia ó  á  la  de  ignorarse  el  paradero  del  padre.  Se  hace  preciso, 
por  consiguiente,  que  nos  hagamos  cargo  de  cada  uno  de  estos  pun- 
tos, para  esclarecer  las  dudas  ó  dificultades  que  pueden  surgir  en 
semejantes  circunstancias.  Esas  dificultades  habrán  de  nacer  tam- 
bién cuando  los  abuelos  paterno  y  materno  y  el  curador  en  su  caso, 
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hubieren  de  prestar  el  coDseDtimieoto;  por  coya  razoo,  todo  lo  qoe 
aquí  espoDgamos  acerca  de  la  íDcapacidad  ó  ausencia  del  padre, 
debe  aplicarse  igualmente  cuando  se  trate  de  esas  otras  personas. 

3.  No  habiéndose,  pues,  determinado  los  casos  en  que  el  padre 
se  halla  impedido  para  prestar  el  consentimiento »  ni  el  modo  con 
que  se  baya  de  proceder  cuando  se  ignore  su  paradero  ó  se  halle  á 
tanta  distancia  que  no  sea  fácil  obtener  aquel  sino  después  de  mu- 
cho tiempo  y  sin  oportunidad ,  nos  es  forzoso  recurrir  á  lo  que  el 
derecho  común  establece  para  semejantes  casos,  puesto  que  á  esa 
legislación  se  ba  sometido  y  encomendado  la  resolución  de  estos 
puntos,  según  las  declaraciones  que  hizo  al  efecto  la  comisión  del 
Congreso  de  Diputados  en  la  sesión  de  7  de  abril  de  1862.  Ocupé* 
monos  en  primer  lugar  de  la  materia  relativa  al  impedimerUo. 

4.  Nadie  puede  ser  privado  de  los  derechos  potestativos  que  le 
otorgan  las  leyes  sino  cuando  no  se  encuentra  con  la  aptitud  nece- 
saria para  gtear  de  tales  prerogativas,  ó  se  ha  hecho  indigno  de 
egercerlas.  Sigúese  de  aquí  que  tanto  la  primera  circunstancia  co- 
mo la  segunda  deben  hacerse  constar  en  debida  forma  para  que  la 
privación  quede  justificada  y  no  aparezca  en  ningún  caso  como  una 
usurpación  ó  violencia.  Aplicando,  pues,  este  principio  al  punto  que 
en  este  momento  nos  ocupa,  sentaremos  también  como  base  que 
para  que  en  realidad  se  considere  impedida,  para  dar  el  consenti- 
miento, á  la  persona  que  haya  de  prestarle,  es  preciso  que  la  inca- 
pacidad de  la  misma  se  halle  legalmente  declarada,  esto  es,  por  una 
sentencia  judicial.  Tal  sucederá,  por  ejemplo,  respecto  de  los  locos, 
mentecatos  y  desmemoriados  de  que  hablan  las  leyes  de  Partida,  y 
de  todos  aquellos  que  por  una  incapacidad  moral  ó  física  permanen- 
te, no  puedan  manifestar  su  voluntad.  Cuando  el  padre  se  encuentre 
por  tan  toen  alguna  deesas  circunstancias,  creemos  de  lodo  punto 
necesario  que  proceda  la  declaración  judicial  relativa  á  su  incapa* 
<^idad,  á  fin  de  que  la  madre  pueda  entrar  legalmente  á  prestar  su , 
consentimiento  en  el  matrimonio  del  menor.  Sin  que  se  haga  constar 
aquel  estremo  de  la  manera  espresada,  existe  siempre  la  presunción 
legal  de  capacidad  y  aptitud  en  favor  del  padre.  De  igual  manera 
habrá  de  precederse  cuando  se  trate  de  las  demás  personas  cuyo 
consentimiento  se  haya  de  suplir  por  las  que  son  llamadas  en  esta 
ley  en  su  caso  y  lugar.  La  razón  que  tenemos  para  pensar  así  estri- 
ba en  lo  que  la  legislación  común  establece  respecto  á  la  privación 
de  loa  derechos  civiles  otorgados  por  la  misma.  Con  efecto ,  todos 
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los  actos  que,  ya  acerca  de  la  administración  de  sus  bienes,  ya 
acerca  de  los  demás  derechos  reales  6  personales ,  ejercen  las  per- 
sonas ñsica  ó  moralmente  incapacitadas,  son  tenidos  por  legalmente 
válidos  hasta  tanto  que  por  una  sentencia  judicial  se  declare  la  in- 
capacidad de  dichas  personas.  Solo  en  virtud  de  ese  fallo»  y  no  de 
otra  manera,  es  como  se  las  puede  considerar  privadas  de  ejercer 
aquellos  derechos.  Esto  mismo,  pues,  deberá  observarse  siempre 
que  se  trate  de  la  incapacidad  de  las  personas  que  hayan  de  pres- 
tar su  consentimiento  en  el  matrimonio.  La  forma  con  que  se  baya 
de  proceder  en  este  caso,  creemos  no  será  otra  que  la  que  se  pres- 
cribe acerca  de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  el  título  i.^ 
de  la  2.*  parte  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Habrá,  por  taato, 
que  hacer  ante  el  Juzgado  competente  de  primiera  instancia  la  opor- 
tuna justificación  de  la  incapacidad,  ya  por  medio  de  declaraciones 
testificales,  ya  presentando  documentos  é  informes  de  facultativos 
6  ya  en  fin,  haciendo  uso  de  los  demás  medios  de  p/oeba  que  se 
conceptúen  necesarios  según  la  clase  de  incapacidad.  Declarada  es- 
ta por  sentencia  del  Juei,  podrán  ya  la  madre  ó  las  persoias  res* 
pectivas  prestar  el  oportuno  consentimiento. 

5.  Otra  duda  puede  nacer  también  acerca  de  si  deberá  conside- 
rarse  impedido  al  padre  para  ios  efectos  de  esta  ley  cuando  se  en- 
cuentre sufríndo  algona  de  las  condenas  que  llevan  consigo  la  pena 
accesoria  de  interdicción  civil.  Según  el  articulo  41  del  Código  pe- 
nal, la  interdicdoB  priva  al  penado  mientras  la  está-  sufriendo,  del 
derecho  de  patria  potestad,  de  la  autoridad  marital,  de  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  y  del  derecho  de  disponer  de  ellos  por  aetOB 
entre  vivos.  Consideraciones  de  moralidad  parece  que  acoasejan 
qne  en  semejante  caso  no  se  otorgue  al  padre  la  facultad  de  prestar 
el  consentimiento  en  el  matrimonio  de  su  hijo,  pues  en  cbrto  modo 
puede  afirmarse  que  se  ha  hecho  indigno  de  ejercer  ese  derecho. 
La  circunstancia  de  quedar  también  inhabilitado  para  la  patria  po- 
testad, será  un  nuevo  motivo  á  juicio  de  algunos,  para  considerarle 
incapaz  de  hacer  uso  legalmente  de  aquella  prerogativa.  Sin  em* 
bargo,  no  estamos  conformes  con  esta  doctrina,  pues  á  nuestro  mo- 
do de  ver,  existen  otras  razones  sumameuie  atendibles  que  la  hacen 
perder  gran  parte  de  su  fuerza.  Yeámoslo. 

6.  Es  un  axioma  jurídico  qae  las  leyes  prohibitivas  no  deben 
estenderse  nunca  á  más  casos  que  aquellos  que  en  las  mismas  se 
hallan  determinados  espresamente.  La  interdicción  oivll ,  como  he^ 
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mps  visto»  (m>a  en  efecto  al  qae  la  sufre  de  la  patria  potestad»  pe- 
ro este  derecho,  seguo  dijimos  ya  aoteriormeate»  ao  ba  servido  de 
base  para  establecer  la  necesidad  del  conseotimieojU)  paterao,  parque 
soD  llamadas  á  ejercer  esa  prerogativa»  así  la  madre  como  otras 
pereonas  que  carecen  de  la  potestad  patria.  El  derecho  de  prestar 
dicho  coBsentimieato  es  indepeadiente  de  esta,  asi  por  la  presente 
ley,  cerno  por  la  legisteoion  anterior  al  Código  penal.  Ahora  bieo; 
entre  bs  efectos  que  según  el  mismp  produce  la  interdicción  civil, 
no  está  comprendida  espresamenie,  como  se  ba  viste,  la  privacioo 
de  prestar  el  conseo  ti  miento  en  el  matrimonio  del  hijo  menor  de 
edadi  luego  es  iadudabJe  quie  la  íoteBoion  de  la  ley  penal  no  fué  de 
modo  alguno  prohibir  al  padre  el  ejercicio  de  aquella  preroga<tiva. 
Si  tal  hubiera  sido  su  propósito,  te  hubiera  coasignado  termipante- 
mente.  Verdad  ea.que  las  peaas  principales  á  que  vi  unida  la  in- 
terdicción civil  suponen  en  el  padre  una  gran  crioúnalidad ,  y,  por 
lo  tanto,  parece  que  ya  no  es  merecedor  de  que  haga  use  de  aquet 
derecho;  mas,  sin  embargo,  no  p«ede  desconocerse  tampoco  que  no 
por  eso  quedan  rota^  las  relaciones  entce  el  padre  y  el  hijo.  Aun 
estando  sulrieodo  la  inlerdicoien  civil,  puede  aquel  disponer  en 
testamento  del  t#raio  y  q^int/o  de  sus  büenee  en  favor  del  último; 
puede  exhieredacle  también,  si  tiene  justa  causa  pajm  ello.  Solo  la 
muerte  ctvH  ee  la  que  peodiuce  erntne  e$03  dos  seres  una  reparación 
absoluta,  u« completo  aislamíeAto  qiae  los  alejja  de  sí,  colocándoles 
en  una  sitoi^ioa  de  Mo  ponto  independiente.  Pero  esa  pena  do  la 
ba  querido  reconocer  nuestro  Código  par  le  que  tiene  de  horrible  y 
absurda,  pues  por  medio  de  una  ficción  pretende  suponer  que  el 
padre  ha  dejado  y^de  exísiir  para  su  hijo.  La  interdicción  que  es- 
tablece aquel  cuerpo  legal,  no  produce  ni  puede  producir  tan  terri- 
bles efectos.  Dqa  subsistenles  algonos  derechos  del  padre,  como 
acidamos  de  ver;  y  seria  u«a  iaeoasecnencia  jurídica  arrebatarle 
lo  que  la  ley  no  le  ba  piohibído  espve^amenie.  ^  derecho  á  inter- 
Teñir  en  el  matrimonio  de  au  hijo  vá  inUwamente  unido  á  los  afee** 
tos  de  la  paternidad;  afectos  que  oo  se  estinguen  con  la  in!terdíccion 
civil,  puee  por  grande  que  haya  sido  la^  criminalidad  del  padre,  la 
naturaleza  hace  aun  conservar  en  su  coraaou  todo  un  tesoro  de  amor 
y  de  ternura  para  sus  hijos:  un  manantial  inagotable  de  cariñosos 
desvelos  por  el  porvenir  de  aquellos  seres  á  quienes  ha  dado  la  exis 
iencia. 
7.    Estas  consideraciones  nos  inducen  á  creer  que  la  interdic- 
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cioQ  civil  no  entraSa  en  sí  noa  incapacidad  para  prestar  el  coq- 
sentimiento  en  el  matrimonio.  Solo  en  nn  caso  nos  parece  debe  ser* 
le  prohibido  al  padre  el  ejercicio  de  ese  derecho,  y  es,  cuando  las 
penas  qae  llevan  consigo  la  interdicción  le  hayan  sido  impuestas 
por  algún  alentado  contra  la  persona  ó  bienes  del  hijo.  Entonces 
quedará  justificada  la  privación  de  ese  derecho;  entonces  puede 
decirse  que  el  padre  se  ha  hecho  indigno  de  ejercerle,  porque  de  io 
contrario,  se  convertiría  en  daño  y  perjuicio  de  los  hijos  lo  que  en 
beneficio  é  interés  de  los  mismos  se  habia  establecido  por  la 
ley. 

8.  Analicemos  ahora  el  presente  artículo  en  sus  relaciones  con 
la  ausencia  del  padre  á  países  jemotos,  ó  de  tanta  distancia  que  no 
sea  fácil  obtener  el  consentimiento  sino  después  de  mucho  tiempo 
y  sin  oportunidad,  como  espusimos  anteriormente.  Para  resolver 
este  punto  conviene  tener  muy  en  cuenta  lo  que  se  dispone  en  et 
articuló  44  de  esta  misma  ley.  Dícese  en  él ,  que  «las  personas  au- 
torizadas para  prestar  su-  consentimiento  no  necesita  espresar  las 
razones  en  que  se  fundan  para  rehusarlo,  y  que  contra  su  disenso 
no  se  dará  recurso  alguno.  •  Como  fácilmente  se  comprenderá,  del 
contesto  de  esta  disposición  se  desprende  que  estas  personas  tie- 
nen dos  medios  de  evitar  ó  impedir  el  matrímonio  del  menor :  ya 
rehusando  ó  resistiéndose  á  manifentar  su  voluntad  acerca  del  pro- 
yectado enlace,  ya  espresando  de  una  manera  terminante  y  espiíci- 
ta  que  no  merece  éste  su  aprobación.  Permaneciendo,  pues,  el  hijo 
hasta  los  20  ó  23  años  bajo  el  veto  inapelable  y  absoluto  del  padre, 
es  evidente,  en  nuestro  juicio,  que  en  el  caso  de  que  estamos  tra- 
taodo  ninguna  otra  persona  está  llamada  á  prestar  el  consenti- 
miento, porque  ni  falta  el  padre  ni  existe  ningún  impedimento  le- 
gal que  le  incapacite  para  ejercer  ese  derecho,  pues  la  ausencia 
por  sí  sola  no  le  priva  de  los  demás  derechos  que  le  competen  res- 
pecto de  la  familia,  ni  constituye  una  inhabilitación  que  le  imposi- 
bilite ante  la  ley  para  dicho  fin.  Sean  las  que  quieran  las  causas 
que  hayan  motivado  la  ausencia  del  padre,  si  éste  antes  .de  su 
partida  nada  dispuso  para  el  caso  en  que  su  hijo  intentara  contraer 
matrimonio,  debe  considerarse  que  ha  rehusado  prestar  el  consen- 
timiento; y  por  lo  tanto,  no  le  es  dado  al  hijo  pasar  á  celebrar  sn 
enlace,  ni  hay  logar  para  que  entre  tampoco  la  madre  á  ejercer 
el  derecho  del  velo.  Estas  mismas  consideraciones  son  en  un  todo 
aplicables,  y  deben  tenerse  presentes  cuando  se  trate  de  la  ausen- 
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«ta  de  las  demás  peramias  á  quienes  llama  esta  ley  eo  preferente 
iugar  para  prestar  el  consentimiento. 

9.  Respecto  al  caso  de  ignorarse  el  paradero  del  padre,  el  de* 
fecho  comnn  tiene  establecidos  ciertos  principios  qoe  pueden  ser^ 
Timos  de  gnia  para  resolver  las  dudas  que  con  tai  motivo  pndieraa 
surgir;  pero  entiéndase  que  el  presente  caso  difiere  del  anterior,  eiv 
que  en  aquel  se  supone,  y  dá  por  sentado  que  vive  el  padre  aunquet 
no  sea  fácil  comunicarse  con  él  por  la  grande  distancia  á  que  se 
encuentra.  En  el  caso  de  que  ahora  vamos  á  tratar,  si  Uen  concur* 
re  igualmente  la  circunstancia  de  la  ausencia  del  padre,  es  precisa 
que  se  reúna  además  la  de  ignorarse  su  paradero  por  un  tiempo 
tai  que  se  conciban  graves  presunciones  de  haber  fallecido.  La 
ley  14,  tít.  14  de  la  Pact.  3.*  establece  que  cuando  se  dude  si  ei 
vivo  ó  muerto  an  ausente  que  marchó  á  eslranas  y  remotas  tierras, 
puede  el  pariente  más  próximo  recibir  su  herencia  si  han  pasado 
diez  anos  per  lo  menos,  y  si  entre  lodos  ios  del  lugar  es  fama  qu^ 
murió  el  ausente;  pero  que  si  hubiese  sido  corto  el  tiempo  trascur* 
rido  desde  su  partida,  como  de  cinco  anos  abajo,  ó  si  hubiera  veri- 
ficado esta  á  un  punto  en  que  ligeramente  se  sepa  la  verdad,  entoa« 
ees  la  maerte  deberá  ser  probada  por  testigos  que  le  vieron  muerta 
ó  presenciaron  el  acto  de  darle  sepultura* 

10.  Una  razón  de  analogia  nos  induce  á  afirmar  que  en  el  caso 
propuesto  deberá  estarse  á  lo  que  en  la  citada  ley  de  Partida  se  dis« 
pone  relativamente  á  la  herencia.  Con  efecto;  cuando  por  espacia 
de  mucho  tiempo  se  abrigan  dudas  acerca  de  la  existencia  de  una 
persooa  cuyo  paradero  se  desconoce,  la  ley  debe  adoptar  todaa 
aquellas  prescripciooes  que  sean  necesarias,  para  que  ia  incerti« 
dumbre  de  semejante  situación  no  ceda  en  daño  de  otros  ÍDdividuo8« 
Si,  pues,  pasados  ya  los  diez  anos  de  que  habla  la  citada  ley  da 
Partida  en  el  caso  que  ia  misma  propone,  se  presume  que  ha  muerta 
la  persona  que  se  ausentó,  creemos  que  esta  misma  presunción 
debe  tener  lugar  cuando  baya  que  proceder  á  prestar  el  consentid 
miento  en  el  matrimonio!  del  menor.  La  madre  entrará,  por  tanto» 
á  hacer  uso  de  ese  derecho  en  el  caso  que  se  ha  indicado,  previa  la 
justificación  correspondiente  respecto  á  la  ausencia  del  padre  á  es* 
tranos  países.  En  ella  se  acreditará  también  la  circunstancia  de  ha« 
ber  trascurrido  diez  años,  por  lo  menos,  desde  la  partida  de  aquel» 
y  la  presunción  de  su  muerte  por  la  fama  pública.  Pero  sin  hacer 
constar  convenientemente  tales  estremos  en  la  forma  espresada  ei^ 
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él  párrafo  4.^  anterior,  no  podrá  legalmente  h  madre  prestar  el  re* 
ferído  consentimiento. 

1i.  Bemós  examinado  hasta  aqní  la  primera  parte  del  presente 
articulo:  vamos  ahora  á  ocuparnos  de  la  segunda,  esto  es,  de  la  que 
determina  las  personas  que  han  de  reemplazar  al  padre  en  el  caso 
de  haber  fallecido  ó  de  haHarse  incapacitado  para  los  efectos  de  esta 
ley. 

42.  Nadie  sino  la  madre,  después  de  la  persoga  de  aquel,  pue- 
de seguirle  en  interés  y  amor  hacia  el  hi|o;  ninguno  hay  qne  pueda 
velar  por  el  menor  con  mayores  cuidados  y  mas^  tierna  solicitud; 
solo  ella  puede  apreoiar  mejor  lo  que  conviene  al  porvenir  y  bien- 
estar de  aquel  fruto  de  sus  entrañas.  La  ley  la  ka  llamado  por  est» 
lazen,  á  falta  de  padre,  á  intervenir  en  primer  hlga^  en  el  matri- 
monio del  hijo,  confiriéndola  las  mismas  f^cnltatfes  que  aquel.  Y  ese 
derecho  se  le  otorga  igualmente  de  una  manera  esclusiva,  absoluta  y 
suprema,  sin  limitación  de  ninguna  especie.  Ya  que  no  juzísó  conve- 
niente que  para  ese  acto  concurriera  juntamente  con  el  padre,  por- 
que asi  lo  exígian  la  armonía  y  unidad  que  deben  existir  en  el  seno 
de  la  familia,  no  ha  podido  menos  de  darla  un  Nigar  preferentOf 
coando  falta  para  el  hijo  la  autoridad  paterna. 

43.  Ese  derecho  puede  continuar  ejerciéndole  aun  cnandobaya 
pasado  á  segundas  nunpcias.  Así  lo  declaré  espresamente  la  Comi- 
sión del  Congreso  de  Diputado?,  en  la  ya  citada  sesión  de  43  de 
marzo  de  486S.  «La  madre,  decia  á  este  propésilo  el  Sr.  Moyano, 
por  pasar  á  un  segundo  matrimonio,  no  disminuye  el  afecto  á  sus 
hijos  ni  el  interés  que  su  suerte  la  inspira^»  Sift  embargo  de  la 
respetable  autoridad  de  este  Sr.  Diputado,  nosolrof  no  hubiéramos 
adoptado  aquel  pensamiento.  Bs  verdad,  qne  la  madre  no  pierde  el 
carino  á  sus  hijos  por  pasar  á  un  segundo  enlace,  pero  no  es- tam- 
poco menos  cierto  que  ese  cartSo  vá  á^  ser  contr ababoceado  por  las 
afecciones  que  naturalmente  han  de  nacer  ensu  corazoq  coa  el  nue- 
vo matrimonio  :  afecciones  que  sí  no  estinguea  del  todo  el  amor 
bida  los  hijos  de  su  primera  unión,  han  de  produoir  por  le  menos 
alguna  tibieza  en  su  pecho,  y  aun  llegarin  tal  vez  á  hallarse  ea 
abierta  pugna  y  oposición  con  el  amor  q«e  debe  á  los  hijea  de  so 
anterior  enlace.  No  hay  que 'olvidar  tampoco  que  la  situación  de  la 
madre  en  segundas  nupcias,  no  es  ya  la  misma  que  tenia  en  el  es- 
lado  de  viudez.  Esa  nueva  unión  la  sujeta  al  poder  y  autoridad  de 
M  hombre  cuyas  inspiraciones  tiene  que  seguir,  cuyos  mandatoa 
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«8lá  obligada  á  obedecer.  No  es  dueña  ya  de  su  propia  voluolad; 
muchas  veces  se  veNk  ea  el  duro  trance  de  tener  que  reprimir  loa 
gritos  de  su  corazón  y  de  su  conoiencia,  por  do  contrariar  las  órde- 
nes de  Bttiluevo  marido;  y  ea  todos  estos  ca^os  ya  podrá  compren- 
<terse  á  cnánlos  riesgos  y  peligros  tienen*  f  oe  quedar  espuestos  el 
porvenir  y  la  snierte  de  los  menores.  Casi. puede  asegurarse,  por  re- 
gla general,  que  no  es  ya  la  madre  la  que  realmente  vá  á  prestar 
«I  coosealímiealo,  sino  su  nuevo  esposo,  el  padrastro  de  sus  hijos. 
Por  estas  raaoaes  ood  hubiera  parecido  mejor,  que  en  semejante 
caso,  la  ley  hubiese  concedido  aquella  facultad  á  los  abuelos  pater- 
nos coa  preiereAcía  á  U  madre.  De  esta  armera  quedarian  mas  ase- 
if^rados  los  intereses  del  menor,  y  no  se  daría  éatrada,  si  quier  sea 
indirectamenie,  á  uifta  pergeña,  estrena  en  cierto  modo  para  aquel, 
en  un  aclo  taa  iltportaiile. 

14.  Todo  eaanto  hemos  dicbo  respeeto  á  la  incapacidad  y  au- 
sencia del  padre,  debe  tener  una  datera  aplicación  cuando  se  traie 
de  la  aiadre,  como  igtMdflientié  cuando  se  trate  de  les  abuelos,  en 
4os  casos  y  por  el  orden  respectivo  cdn  que  son  llamados  por  la  ley. 

15.  La  preferencia  que  da  el  artículo  á  los  abuelos  paternos  es- 
tá fundada  en  que  aun  cuando  quiera  concederse  que  unos  y  otros 
profesan  el  mismo  carino  á  iüs  niaes  hay  que  tomar  en  cuenta  lo 
que  generalmente  sucede,  y  lo  que  inspira,  además  del  carino, 
otras  causas  cpie  aneen  de  eomp^tieaüos  hechos  soeíates.  El  nieto  lie- 
va  ea  primer  lugar  ei  apellido  paterno;  él  perpetúa  la  familia  del 
abuelo  paterno.  Bu  lauchas  ocasiones  suele  resistirse  la  celebración 
de  un  enlace  por  la  tlesiguaidad,  por  el  temor  de  ver  mal  unido  un 
apellido  á  otro  apdlido.  Además  de  los  lazos  del  carino  que  unen  & 
ios  abuelos  y  á  los  nietos,  exilie  entre  estos  dltiaios  y  aquellos  un 
vincaio  mas  estreebo  delamUiav  de  nombre,  de  linaje,  de  coadicioo« 
Hé  aqití  lo  que  hamotivaido  bi  preferencia  estaUesida  en  el  presente 
articulo  fespeoto  á  los  aíbueios  paternos.  Por  lo  que  á  nosotros  toca 
la  consideramos  aceptable,  ya  por  las  razones  espuestas,  ya  tanw 
bien  porque  sise  hubiera  llamado  juntamente  y  con  igualdad  á  los 
abuelos  de  unb  y  otra  línea,  produtiria  necesaríúmentei  ea  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  notables  discordias  y  desavenencias,  pues 
cuanto  mayor  sea  el  numeró  de  las  personas  encargadas  de  ejercer 
cierta  díase  de  derechos,  mayores  son  los  conflictos  y  disturbios 
que  con  tal  motivo  sacien  originarse.  Bazones  de  anaiogia  aconse- 
jaban además  que  se  estableciese  esa  preferencia,  (forque  si  el  pa* 
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dre  está  llamado  en  primer  lagar  para  hacer  uso  de  aqaella  prero- 
gativa,  con  esclnsion  de  la  madre,  era  lógico  conceder  la  misma 
preemioencia  á  los  abuelos  paternos. 

16.  Como  bien  claramente  lo  demuestran  las  palabras  termi- 
nantes del  articulo,  solo  los  abuelos  varones  son  los  que  pueden  en 
semejantes  casos  prestar  él  respectivo  consentimiento.  Las  abuelas 
no  están  llamadas  á  ejercer  tan  importante  prerogativa.  Única- 
mente á  la  madre  se  la  ha  querido  dar  participación  en  ese  acto;  y 
se  la  ha  concedido  porque  es  una  consecuencia  necesaria  y  forzosa 
de  la  maternidad.  Si  el  hijo  la  debe  en  gran  parte  su  existencia, 
nada  mas  justo  que  se  consulte  su  voluntad  cuando  por  medio  del 
matrimonio  intenta  mudar  las  condiciones  de  su  vida  ese  mismo  ser 
á  quien  ha  llevado  en  su  propio  seno.  Fuera  de  este  caso  la  ley  no 
ba  querido  que  las  mujeres  entren  á  decidir  por  sí  solas  en  los  en- 
laces de  los  menores  por  no  considerarlas  con  la  madurez  de  razón 
}  criterio  suGcientes  para  resolver  con  tino  y  con  acierto  cuaoto 
pueda  convenir  á  la  futura  suerte  y  bienestar  de  aquellos.  Solo  las 
•ha  llamado  á  formar  parte  de  la  junta  de  parientes,  según  veremos 
en  el  lugar  oportuno. 

artículo  3.* 

A  falta  de  la  madre  y  del  abuelo  paterno  y  materno^  corresport'^ 
de  la  facultad  de  pretíar  el  consentimiento  para  contraer  matrimo- 
nio al  curador  testamentario  y  al  Juez  de  primera  instancia  sucesi- 
vamente. Se  considerará  inhábil  al  curador  para  prestar  el  consen- 
timiento cuando  el  nutírimonio  proyectado  lo  fuese  con  pariente 
tuyo  dentro  del  cuarto  grado  civil.  Tanto  el  curador  como  el  Juez, 
procederán  eti  unión  con  los  parientes  mas  próximos,  y  cesará  la 
necesidad  de  obtener  su  consentimiento,  si  los  que  desean  contraer 
matrimonio,  cualquiera  que  sea  su  sexo,  han  cumplido  la  edad  de 
veinte  años. 

i.  Siguiendo  la  ley  en  su  sistema  de  velar  por  la  persona  del 
menor  para  que  éste  no  aventure  sin  garantías  de  acierto  las  con- 
secuencias de  un  enlace,  no  ha  qtierido  dejar  abandonado  á  aquel 
ni  un  solo  momento.  Asi  es  que  las  prescripciones  que  establece  en 
el  presente  artículo  tienen  por  objeto  que  no  folte  en  ningún  caso 
una  persona  que  autorice  ó  interponga  su  veto  en  el  matrimonia 
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del  menor,  coando  éste  ha  tenido  la  desgracia  de  perder  á  sos  pa- 
dres y  ahílelos,  ó  se  hallaren  impedidos  para  prestar  el  consenti- 
miento. Tanto  en  uno  como  en  otro  caso  entran  á  llenar  el  vacío 
que  deja  la  falta  de  esas  personas  el  curador  testamenlario  del 
huérfano;  y  cuando  no  haya  curador,  el  Juez  de  primera  instancia. 
Se  vé,  pues,  que  nunca  puede  quedar  el  menor  abandonado;  por- 
que en  todo  caso,  siempre  subsiste  al  lado  del  mismo  la  autoridad 
de  un  tribunal;  autoridad  que  nunca  muere;  que  no  puede  fallar 
amas,  porque  las  funciones  de  su  cargo  son  permanentes. 

i.  La  ley  ha  creido  sin  duda  que  á  falta  de  los  ascendientes  del 
menor,  no  habia  otra  persona  mas  competente  para  prestar  el  con- 
sentimiento, que  el  curador  testamentario.  Pero  téngase  muy  pre- 
sente que  bajo  esta  disposición  no  solo  está  comprendido  el  curador 
nombrado  por  el  padre,  madre  ó  abuelos;  sino  en  su  caso  y  lugar,' 
el  designado  al  menor  por  cualquiera  persona  estraña  que  le  hu- 
biese instituido  heredero  de  sus  bienes  ó  dejado  manda  de  impor- 
tancia. Así  se  deduce  de  las  declaraciones  que  en  el  Congreso  de 
Diputados  hizo  á  este  efecto  en  la  referida  sesión  de  13  de  marzo 
de  1862,  el  Sr.  Aurioles,  encargado  de  defender  el  dictamen  de  la 
Comisión  de  esta  ley.  Se  ha  querido  dar  al  curador  la  preferencia 
sobre  los  parientes  y  el  Juez  de  primera  instancia,  porque  cuando 
aquel  ha  sido  nombrado  por  el  padre,  madre  ó  abuelos  del  menor, 
viene  á  ser  la  representación  viva  ó  personiGcacion  de  esos  mismos 
ascendientes.  La  confianza  que  les  mereció  aquella  persona  para 
que  velara  sobre  el  huérfano,  reviste  al  curador  de  la  propia  auto- 
ridad y  coa  iguales  derechos  que  aquellos  tenían  respecto  al  menor. 
Nada  hay,  por  tanto,  mas  lógico  que  conferir  á  esa  persona  la  fa- 
cultad de  prestar  el  consentimiento. 

3.  No  militan  en  verdad  las  mismas  razones  cuando  el  curador 
ha  sido  nombrado  por  una  persona  estraSa,  en  los  casos  de  que  an- 
tes hemos  hecho  especial  mención.  Sin  embargo,  la  presente  ley 
en  su  deseo  de  alterar  lo  menos  posible  las  prescripciones  del  dere- 
cho civil  á  la  sazón  subsistente,  no  quiso  en  este  punto  causar  no- 
vedad alguna  en  lo  determinado  por  la  ley  de  Enjuiciamiento,  que 
en  su  artículo  1234^  previene  á  los  Jueces  ordinarios  disciernan  el 
cargo  de  curador  á  la  persona  nombrada  á  este  fin  por  el  que  hu- 
biese instituido  heredero  al  menor  ódej&dole  manda  de  importan- 
cia. Como  por  otra  parte,  el  curador,  sea  quien  quiera  la  persona 
que  le  hubiese  nombrado,  no  puede  nunca  proceder  por  sí  solo  & 
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prestar  el  consentimieQto,  segua  veremos  después,  siogan  incon- 
veniente  podría  resultar  de  que  en  ese  acto  se  diese  participacioii  i 
una  persona  estraih. 

4.  Conforme  á  lo  dispuesto  en  otras  leyes  patrias  que  cotuintfon 
subsistentes,  puede  haber  dos  clases  de  curtidores  t€fstámentarios; 
uno  para  los  pleitos  y  otro  para  los  bienes  del  menor.  Pava  desva- 
necer la  duda  que  desde  luego  se  suscitó  acerca  de  quién  de  los  dos 
curadores  era  llamado  á  prestar  el  consentimiento,  el  Sr.  Oomez 
de  Laserna,  individuo  de  la  Comisión  encargada  de  dar  en  el  Sena- 
do su  dictamen  acerca  de  esta  ley,  decforó  que  solo  al  burador 
nombrado  para  los  bienes  era  á  quien  se. concedía  aquel  derecho 
por  el  presente  artículo,  pues  el  curador  ai  lUem,  ün  icamenie  tie- 
ne la  responsabilidad  del  negocio  ó  asunto  para  qiie  se  le  lombra. 
En  el  Congreso  de  Diputados  manirestó  asimismo  la  Comisión  de 
su  seno  que,  como  pudiera  suceder  que  el  menor,  én  uso  M  dtore* 
cbo  que  le  conOere  el  art.  1237  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivíl, 
nombrase  su  curador  cuando  no  le  tuviese  nombrado  por  d  padre, 
madre  ó  alguna  de  las  demás  personas  de  que  antes  se  ha  hablado^ 
no  se  entendiese  concedida  la  prerogati va  de  prestar  el  oonsenti- 
miento  al  curador  elegido  por  el  huérfano,  por  evitar  ta  ooiiteta-* 
tacion  entre  el  menor  y  una  persona  cualquiera  que  prévittmMrte 
estuviese  de  acuerdo  con  él  para  obtener  el  nombranrienio  de  cnra^ 
dor,  y  prestar  luego  el  consentimiento  para  él  matrimonio. 

6.  La  palabra  sucesivamente  que  se  emplea  en  el  presente  ar- 
ticulo  acerca  del  llamamiento  del  Juez  de  primera  instancia  para 
prestar  el  consentimiento,  indica  desde  luego  que  esta  autoridad  no 
solo  entra  á  ejercer  esa  prerogativa  cuando  no  hubiese  n^brado 
curador  testamentario  ó  éste  hubiera  fallecido,  sino  también  cuando 
se  hallase  con  algún  impedimento  ó  incapacidad  que  le  inhabilitase 
para  inietvenir  en  el  matrimonio  del  menor.  Infiérese  de  aquí,  co- 
mo necesaria  consecuencia,  que  son  respectivamente  ttt)lfC«Kbtes  al 
curador  testamentario  las  consideraciones  que  en  su  lugfaf  tápMsi- 
mos  acerca  de  los  casos  de  incapacidad  de  los  ascendientes  Ótíl  me* 
ñor;  y  que  en  los  propios  términos  habrá  de  procederse  para  que 
tenga  logar  la  intervención  del  Juez  de  primera  instaacin. 

6.  Un  caso  especia)  de  incapacidad  se  señala  en  el  segütodo^r- 
rafo  de  este  arlícnlo  acerca  del  curador  testameniafio,  al  t,né\  se 
considera  inhábil  para  prestar  et  consentimiento  cuando  con  un  pa- 
riente ^uyo  dentro  del  cuarto  grado  civil  intentara  realizar  el  im- 
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Dor  SO  proyectado  matrimooio.  Fácil  es  comprender  la  razón  qae 
ha  tenido  la  ley  para  ese! air  la  iotervencidn  del  curador  en  seme- 
jantes cirisunstancias.  La  negativa  ó  asentimiento  de  éste  no  podía 
tener  yá  todas  las  gairantía^  necesarias  respetto  dt  la  persona  confla- 
da  k  sn  custodia  y  cuidado.  Las  afbccfoves  dé  la  propia  familia»  el 
interés  que  tta(tarálmeñte  debe  suponerse  que  tendría  el  curador 
cuando  su  pupilo  pretendiera  enlazarse  con  algon  pariente  de  aquel 
dentro  de  dicho  girado,  hariat  sospechosos  desde  luego  el  cohsen^- 
timiento  ó  rési^teücia  en  e^e  matrimonio.  Debia,  pues,  alejarse,  y 
así  se  ha  hecho,  todo  moftivo  que  hiciera  concebir  temores  sobre  la 
suerte  del  menor  cuando  foi^  inteteses  del  mi^mo  estuvieran  en  locha 
con  los  de  so  guardador;  y  no  se  podia  desconocer  que  en  el  caso 
indicado,  lá  situación  de  uno  y  otro  les  colocaba  frente  á  frente  aun- 
que ño  fuera  de  una  manera  próxima  é  inmediatamente  personal. 
La  disposición  de  este  artículo  uos  parece,  por  tanto,  en  eatremo 
justa  y  acertada.  La  incapicidad  legal  en  que  se  cotistituye  el  cura- 
dor, así  coúio  la  que  forzosamente  ha  de' resultar  cuando  intente  el 
mismo  enlazarse  coü  la  menor  que  tuviere  en  su  guatida,  dará  fu- 
gar &  que  entre  el  Juez  de  príttíefa  instancia  á  suplir  el  consenti- 
miento necesario. 

7.  ^ero  por  grande  que  haya  sido  la  confianza  que,  ad  e$ta  au- 
toridad como  el  curador,  han  merecido  á  los  ojos  de  la  ley  pata  in- 
vestirles en  sus  respectivos  casos  con  aquella  facultad»  no  se  ha 
creido  conveniente  que  procedieran  por  sí  solos  en  un  asunto  tan 
espinoso  y  delicado.  Así  es  que  en  el  párrafo  tercero  del  artículo  que 
examinamos,  se  exije  que  tomismo  el  curador  que  el  Juez  procedan 
á  prestar  el  consentimiento  en  uiiion  de  los  mas  próximos  páirientes 
del  menor.  Tratándose  del  padre,  tnadfe,  y  abtielos,  la  ley  no  te- 
mió concederles  un  veto  absoluto  sobre  el  tnatrímonio  de  aquel,  co- 
mo ya  se  ha  visto  en  su  rogar  oportuno,  pohqueei  amor  qiie  natural- 
mente han  de  sentir  esas  perdonas  háciá  el  menor,  inspira  desde 
luego  lá  Casi  seguridad  de  que  irán  siempre  guiadas  por  el  deseo 
del  acierto  y  con  uu  celo  ardiente  por  asegurar  el  porvenir  y  bien- 
estar de  su  descendíetrte. 

Mas  cuando  aquellas  personas  han  de-^áparecido;  óuáfudo  por  la 
incapadidad  legal  de  l^s  mismas  hay  que  llenar  el  vacío  que  han 
dejado,  llamando  otras  que  vengan  á  ocupar  su  lugar,  el  legislador 
no  quiso  ya  depositar  en  éstas  tan  ilimitada  confianza,  por  la  razón 
poderosa  de  que  la  persona  del  menor  no  puede  inspirarlas  igual 
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interés  que  á  los  ascendientes.  No  atreviéndose  á  conceder  una  h- 
cuitad  tan  omnímoda  á '  los  curadores  y  á  los  jueces;  considerando 
aventurado  y  peligroso  dejar  encomendada  á  su  sola  voluntad  y 
criterio  la  suerte  de  los  menores,  exige  que  aqucHos  sean  auxiliados 
por  una  junta  de  losjparientes  mas  cercanos  del  huérrano.  Esta  jun- 
ta no  tiene  únicamente  por  objeto  dar  participación  á  los  individuos 
de  la  familia,  á  los  cuales  debe  suponerse  mteresados  en  el  matri 
monio  de  aquel,  sino  que  se  les  llama  con  el  fin  de  que  puedan  á  la 
vez  ilustrar  al  Juez  y  al  curador  sobre  la  conveniencia  del  enlace, 
por  los  antecedentes  y  particulares  circunstancias  que  acerca  de 
las  condiciones  y  carácter  del  menor,  y  dé  sus  intereses,  puedan 
suministrar  mejor  que  cualquiera  otra  persona,  por  haberle  conocido 
y  tratado  mas  íntimamente  en  razón  de  los  vínculos  que  les  unen. 

8.  No  es  una  verdadera  novedad  en  nuestro  derecho  la  creación 
de  la  junta  de  parientes.  En  las  disposiciones  del  Fuero  Juzgo  y 
Fuero  Real,  y  en  la  de  las  Partidas,  que  se  han  copiado  en  su  lugar 
oportuno,  vemos  ya  llamado's  los  parientes  del  menor  á  intervenir 
en  el  matrimonio  del  mismo,  cuando  faltan  sus  ascendientes;  y  en  la 
pragmática  de  1776  se  dio  la  facultad  de  prestar  el  consentimiento 
á  los  dos  parientes  mas  cercanos,  en  defecto  de  aquellos.  También 
se  encuentran  diposiciones  análogas  en  algunos  fueros  especiales, 
lo  cual  nos  pooe  de  manifiesto  cuan  alto  aprecio  se  ha  hecho  siem- 
pre en  España  de  esa  respetable  institución,  de  la  que  ha  venido  á 
nacer  lo  que  en  algunos  códigos  modernos  se  ha  denominado  Con- 
sejo  de  famUia.  No  se  ha  juzgado,  sin  embargo,  conveniente  darla 
este  nombre  para  que  no  se  creyera  prejuzgada  la  cuestión  de  la  ins- 
titución de  ese  consejo;  porque  esta  materia  es  más  bien  propia 
del  Código  civil  que  no  de  unaMey  provisional  y  transitoria  como  la 
presente.  Así  lo  declaró  la  Comisión  del  Congreso  de  Diputados  en 
la  sesión  del  13  de  marzo,  repetidamente  citada. 

9.  La  última  parte  de  este  articulo  contiene  un  precepto  nota- 
ble, cuyo  origen  y  fundamento  conviene  examinar.  Por  esta  disposi- 
ción se  establece,  que  cesará  la  necesidad  de  obtener  el  consenti- 
miento, si  los  que  desean  contraer  matrimonio,  cualquiera  que  sea 
su  sexo,  han  cumplido  la  edad  de  veinte  años.  Claro  es,  que  este 
caso  solo  puede  tener  lugar  cuando  á  falta  de  los  ascendientes  lla- 
mados por  los  articultts  anteriores,  tienen  que  entrar  el  Curador  ó  e' 
Juez  á  prestar  el  consentimiento.  Esta  disposición  guarda  alguna 
analogía  con  lo  establecido  en  la  pragmática  de  1803,  según  la  qae 
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se  bajaba  la  edad  á  medida  qne  se  iba  alejaado  del  qae  había  de  ob- 
tener el  cooseotimiento  la  persona  qae  tenia  que  prestarle.  ¿Qué 
razones  existen  que  puedan  justificar  esa  rebaja  de  tres  anos  en  los 
varones?  ¿Por  quit  no  se  ha  hecho  ostensiva  proporcionalmente  a  las 
hembras? 

iO.  Por  nuestra  parte  debemos  manifestar,  que  no  .acertamos  á 
esplicarnos  de  una  manera  satisfacctoria  qué  motivos  haya  podido 
tener  la  ley  para  hacer  iguales  en  este  punto  á  los  dos  sexos.  La  co- 
misión del  Congreso  de  Diputados  solo  tuvo  por  conveniente  espli- 
car  las  causas  ó  Tundamentos  que  había  tenido  para  rebajar  la  edad 
respecto  de  los  varones,  y  á  este  propósito  decia:  cCuando  el  padre 
»ha  de  prestar  el  consentimiento,  vé  el  hijo  con  la  mayor  fuerza  que 
límprímen  los  mas  santos  sentimientos  del  hombre  la  autoridad  mas 
tinconcusa,  la  mas  primitiva,  la  autoridad  con  que  menos  puede 
Docurrirsele  discutir,  la  autoridad  del  padre.  T  no  vé  esta  autoridad 
ten  todo  su  vigor,  en  toda  su  desnudez;  la  vé  templada  por  uno  de 
»los  mas  tiernos  afectos,  por  el  carino  filial.  Cuando  son  individuos 
ique  llevan  vida  menos  íntima,  menos  común,  los  que  han  de  otor- 
»gar  el  consentimiento,  ha  bastado  á  la  comisión  que  eran  posibles, 
>que  eran  probables  sentimientos  parecidos  para  no  bajar  la  edad  y 
»no  dejar  desamparado  el  huérfano  y  el  menor.  Esta  suposición  no 
»cabe  respecto  del  curador  ó  del  Juez  de  primera  instancia.  En  os- 
itos jamás  ha  de  ver  el  menor  otra  causa  que  la  autoridad;  y  una 
lautoridad  qne  tiene  mas  de  legal  que  de  natural.  ¿Podían  favore- 
«cerse  voluntariamente  luchas  prolongadas  y  vivas  entre  el  menor 
>y  el  guardador  ó  el  Juez  de  primera  instancia?  ¿No  habia  de  aten- 
tderse  en  este  caso  el  principio  del  matrimonio?  ¿No  se  evitan  mas 
sperjuidos  bajando  algo  la  edad;  sobre  todo,  cuando  la  edad,  aun 
«rebajada,  queda  siempre  harto  elevada  para  que  el  menor,  desde 
ihacia  mucho  tiempo,  tenía  aptitud  por  nuestro  clima  y  nuestras  le- 
lyes  para  pasar  á  contraer  su  enlace?» 

li.  Estas  consideraciones,  con  las  cuales  estamos  completa- 
mente do  acuerdo,  desearíamos  se  hubiesen  tenido  también  en 
cuenta  para  rebajar  proporcionalmente  la  edad  en  la  mujer,  porque 
son  en  un  todo  aplicables  respecto  de  la  misma.  Dígimos  ya  antes 
que  ésta  adquiere  mas  pronto  que  el  hombre  su  aptitud  física  y  mo« 
ral,  y  qne  por  esta  razón  el  artículo  1.^  de  la  presente  ley  la  otor- 
gaba la  libertad  para  casarse  sin  el  consentimiento  paterno  tres 
aSos  antes  qae  á  los  varones.  Otro  motivo  poderoso  de  semejante 
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difereocia  es  lo  perecedero  que  es  de  suyo  en  la  mujer  el  atractíTO 
personal,  que  es  su  principal  medio  para  aspirar  al  matrimonio;  j 
que  el  padre,  prolongando  esa  situación,  priva  ó  impide  por  lo  me» 
nos  á  su  bija  de  los  medios  de  contraer  un  enlace  vencajoso.  ;Por 
qué,  pues,  no  se  han  tenido  igualmente  en  consideración  eslas  mis- 
mas razones,  combinándoias  con  las  que  la  ComisioA  luvoen  cuen- 
4a  para  rebajar  la  edad  á  los  varones  ea  el  présenle  caso »  á  fin  de 
bacer  ostensiva  á  las  hembras  eaa  rebaja,  ó  eslenderla  por  lo  me- 
nos  á  los  18  anos?  Pero  tedavfe  existe  adeaiás  otra  caKdaqüe  acon- 
sejaba la  conveniencia  y  ntoesídad  de  no  haCer  obligatoria  á  las 
hembras  la  obtención  del  conseattmieato  del  iaez  6  del  carador 
hasta  los  20  anos;  cual  es,  la  situación  desventurada  y  esoepcional 
en  que  se  encuentra  la  hvérfada.  Con  ereoM^  sujeta  al  poder  del 
curador  en  unos  casos;  acogida  en  otros  en  la  casa  de  algún  parien- 
te ó  de  nn  estrafio;  oblí^da  siempre  á  vivir  en  attion  de  personas 
que  por  grande  interés  que  las  inspire  su  desgracia,  nunca  la  han 
de  prodigar  los  carmosos  cuidados  de  su  padre,  l^i  la  ternura  de  su 
madre,  ni  la  solicitud  afectuosa  de  los  abuelos,  pasa  sus  dias  en 
ana  inquietud  incesanie,  pensando  á  todas  horas  en  el  porvenir, 
llorando  su  actual  infortunio,  y  anhelando  el  dia  en  que  cesen  para 
ella  los  sinsabores  y  disgustos  de  que  se  cree  rodeada  en  tan  triste 
^tado.  Bueno  es  que  no  se  la  permita  arriesgar  las  coosecuencias 
de  un  enlace  en  las  primeros  aok>s  de  la  pubertad  en  que  las  pasio- 
nes ejercen  su  natural  dominio,  arrastrando  i  su  vfdima  por  una 
región  que  desconoce;  pero  no  se  pierda  de  vista  que  al  obligar  á 
Ja  mujer  á  sostenerse  por  mucho  tiempo  bajo  la  autoridad  del  Juez 
ó  del  curador,  por  mas  que  ese  veto  do  sea  tan  absoluto  cono  el  del 
padre  y  demás  ascendientes,  se  la  coloca  en  una  situación  harto 
dura,  atendida  la  debilidad  de  su  sexo;  en  lucha  continua  oon  mil  y 
mil  incentivos  que  amenazan  y  hacen  peligrar  la  dulce  pac  de  su 
inocencia  y  el  reposo  de  su  corazón.  Ño  se  olvide  nunca  que  un 
ano  más  en  la  vida  de  la  juventud  de  la  mujer  puede  eaponerta  ¿ 
perder  un  matrimonio  conveniente  por  haber  desaparecido  una 
gran  parte  de  sus  gracias;  que  el  pretender  que  permanezca  ese 
ano  más  en  sem^ante  situación  es  obligarla  á  empeSar  frecuente- 
mente largos  combates,  en  los  cuales  es  muy  de  temer  que  se  cier- 
ren para  ella  las  puertas  de  un  porvenir  halagüeño  y  vetturoso.  Hé 
ahí  porque  nos  hubiera  parecido  mejor  que  así  como  á  los  varones, 
cuando  han  perdido  á  sus  ascendientes,  se  ha  hecho  «na  rebaja  de 
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tres  anos»  para  que  libremeote  se  puedan  casar,  del  propio  modo 
se  hubiera  concedido  la  misma  gracia  á  las  hembras  en  proporción 
de  la  edad  que  para  este  sexo  se  establece  en  el  artículo  1.^  de  la 
ley.  Veinte  años  creemos  que  es  un  período  estremadamente  largo 
y  escesivo  para  que  durante  él  permanezcan  las  hembras  bajo  el 
velo  del  Juez  ó  del  coriidor.  Mas  lógico,  mas  conveniente,  y  roas 
conforme  con  la»  ateacloDes  que  merece  su  orfandad,  habiet a  sido 
que  se  estendiese  hasta  los  18  anos,  cuando  más,  la  necesidad  de 
obtener  el  consentimiento  de  su  guardador  ó  del  tribanal. 

12  Tal  vez  el  propósito  de  respetar  en  todo  lo  posible ,  lo  esta- 
blecido por  la  pragmática  de  1808  en  que  se  reducía  también  á  20 
aHos  el  míninran  de  las  edades  que  se  Bjaron  respecto  k  las  bembcas, 
habrá  sido  la  causa  de  adoptar  ese  mismo  limite  en  la  présenle  ley. 
A  pesarle  esto,  ya  que  sus  autores  tuvieron  como  fln  prínoipaJ  ha- 
cer una  reforma  de  esa  pragmática  en  lo  qcie  tenia  de  censurable  é 
inconveniente,  bueno  habiera  sido  también  que  esa  reforma  alcanza* 
se  al  panto  que  dejamos  indicado,  en  armonía  con  lo  qae  exigen  ya 
de  nosotros  ciertos  hechos  del  siglo  actual,  y  de  los  onatea  no  se 
pnede  prescindir  para  qne  fasleyes  respondan  á  las  aeoesidades  que 
traen  consigo  todas  las  épocas. 

13.  Una  sola  observación  nos  corres|H>ttde  hacer  pata  terminar 
nuestro  oemenlario  á  este  artículo,  relativa  al  Joea  competente  pa- 
ra prestar  ei  consefttjmtento,  <|e  que  en  el  mismo  se  habla.  Aunque 
no  se  fija  ni  determina  aquí  la  competencia  para  semejantes  casos 
sin  embargo,  cnalqniera  dificultad  que  sobre  este  punte  pudiera  sur- 
gir, se  encuentra  resuelta  por  lo  que  se  ordena  en  el  aníoulo  8.^ 
Previénese  en  este  que  la  junta  de  parientes  sea  convocada  y  presi- 
dida por  el  Juez  de  primera  instancia  del  domicilio  del  hoérfeno 
cuando  le  toque  por  la  ley  prestar  el  eonsentimiento;  luego  es  io« 
dndable  qne  á  ese  Juez,  y  no  á  otro,  es  á  quien  eetá  encomendada 
la  facultad  que  se  otorga  en  esteart.  3.*  Además  de  esa  declaración 
terminante,  se  corrobora  aun  más  este  aserto  considerando  que  ese 
Juez  es  el  que  pnede  procederen  tales  asuntos  con  mas  conocimien- 
to de  causa,  pues  tiene  mas  cerca  de  si  al  menor  para  poder  ente* 
rarse  de  sus  condiciones  é  intereses;  ya  por  las  observaoiones  que 
baga  por  si  solo,  ya  también  por  les  datos  é  informes  que  confacili 
dad  pueden  suministrarle  las  personas  qne  rodean  al  hnérfono. 

(Se  cantíntiará). 

Norberlo  SasUreí* 
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El  que  par  prc$cripcion  adquirió  la  servidumbre  iumÍQUoiy  i$e 
entiende  que  necesariamente  adquirió  la  ne  lumÍDibus  ofBciamr? 

Y  el  que  tienela  ne  lumioibus  officiatur»  ¿tiene  tiecesariamente 
la  altias  noD  tollendi? 

Lo  primero  qae  aquí  debe  hacerse  es  fijar  bíea  lo  que  se  entiea- 
de  por  luces  ó  lumen,  cuando  se  trata  de  la  servidumbre  que  lleva 
este  nombre.  En  un  fragmento  del  jurisconsulto  Paulo  que  está  en 
el  Digesto  (ley  16,  tít.  II,  lib.  VIH),  se  lee  Lumen,  id  est,  ut  cm- 
lum  viderelur,  esto  es,  el  derecho  de  ver  el  cielo,  de  recibir  la  luz» 
de  respirar  el  aire.  Así  también  lo  comprendieron  las  leyes  de  Par- 
tida (ley  2»  tít.  XXXI  de  la  Part.  Itl),  que  sin  dar  denominación 
especial  á  esta  servidumbre,  la  describen  diciendo,  que  es  el  dere- 
cho para  abrir  finiestra  por  do  entre  la  himbre  á  sus  casas. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  esta  serviduiúbre  puede  constituirse 
de  dos  maneras  diferentes:  primera,  abriendo  ventana  en  una  pared 
del  vecino  ó  en  una  pared  común  para  que  entre  la  luz  en  nuestra 
casa;  segunda,  abriendo  ventana  en  pared  propia,  según  mas  ade  * 
lante  manifestaré. 

La  primera  servidumbre  se  acomoda  mas  á  la  índole  general 
de  las  servidumbres  que  consisten  en  obligarse  el  dueño  de  la  pa- 
red sirviente  ó  el  condueño  á  permitir  la  apertura  de  la  ventana. 
T  que  en  la  pared  común  ninguno  de  los  condueños,  sin  autoriza- 
cion  de  los  demás,  puede  abrir  la  ventana  está  fuera  de  duda: 
lo  aconseja  la  razón  de  derecho  y  el  jurísconsoito  Paulo,  citado  an- 
tes, lo  dijo  también  en  otro  fragmento  inserto  igualmente  en  el  Di* 
gesto,  (ley  40,  titulo  y  libro  antes  citados.)  Eos  qui  jus  luminis  in- 
mittendi  non  habuerunt,  aperto  pariete  com^nuni,  nullo  jure  fenes- 
tras  inmisisse  respondi.  De  aquí  se  infiere  que  por  regla  general  no 
hay  servidumbre  cuando  alguno  abre  ventana  en  pared  propia;  usa 
de  su  derecho,  y  no  impone  ninguna  carga,  ningún  derecho  real 
sobre  otro  predio:  no  hay  predio  dominante,  ni  sirviente;  existe  so- 
lamente un  hecho  del  propietario  de  una  pared  que  abre  una  ven- 
tana en  uso  de  su  dominio. 
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Solo  se  concibe  la  servidumbre  luminumen  ptred  propia  caao* 
do  hay  una  ley,  un  estatuto,  una  ordenanza  municipal,  ó  una  cos- 
tumbre generalmente  observada  en  algún  pueblo  que  prohibe  abrir 
ventanas  que  caigan  al  predio  inmediato ,  sin  consentimiento  del 
vecino,  ó  que  solo  autoriza  las  ventanas  que  estén  á  cierta  altura, 
ó  que  limita  sus  dimensiones,  ó  que  prescribe  otra  cualquiera  res- 
tricción, por  ejemplo,  la  de  que  estén  cruzadas  con  hierros,  ó  que 
ordenan  algunas  ó  todas  estas  cosas,  porque  entonces  el  dueño  del 
predio  dominante  si  quiere  salir  de  lo  estableéido  y  dar  luz  con 
mejores  condiciones  á  su  casa  tiene  que  constituir  sobre  la  finca 
vecina  una  servidumbre,  sin  cuya  constitución  estará  fuera  de  sa 
derecho,  contraviniendo  á  lo  que,  por  regla  general,  es  obligatorio 
á  todos.  Cuando  el  dueño  de  la  heredad  contigua  permite  esto  hay 
una  servidumbre  verdadera  que  consiste  en  permitir,  ó,  lo  que  es 
|o  mismo,  en  sufrir  que  su  tinca  esté  afecta  á  una  carga  real  á  que 
con  arreglo  al  derecho  general  no  venia  sujeta. 

Es  evidente  que  la  servidumbre  luminum,  no  puede  confundirse 
con  la  ne  lumimbta  offuAalur.  El  objeto  de  esta  última  es  que  no 
se  quite  luz  á  la  (^jAsa  dominante  con  construcciones,  plantaciones  ó 
de  cualquiera  otra  manera:  su  estension  dimana  de  la  constitución 
de  la  servidumbre  que  puede  del  mismo  modo  referirse  á  que  no  se 
disminuyan  en  lo  mas  mínimo  las  luces  que  tiene  Isucasa  ó  á  que 
queden  solo  las  necesarias  y  puede  tanto  limitarse  á  las  luces  pre- 
sentes, como  estenderse  á  las  futuras,  si  bien  cuando  no  se  hace 
espresion  alguna  en  este  sentido,  se  entiende  que  no  puede  dismi- 
nuirlas; porque  como  dice  Pomponio  (ley  23  del  mismo  titulo  y  libro 
del  Digesto.)  Humanius  est,  verbo  generali  omiie  lumen  significari. 

Tampoco  puede  confundirse  la  servidumbre  ne  luminibus  ofU- 
eiatur,  con  la  de  attius  non  tollendi.  No  diré  yo  que  aquella  es  el 
género  y  esta  la  especie,  sino  que  al  paso  que  la  servidumbre  ne 
luminibus  officiatur  tiene  por  objeto  que  no  se  nos  prive  de  la  luz 
del  cielo,  la  altius  non  tollendi  puede  tener  otros  objetos,  lales  co- 
mo el  que  no  se  nos  quiten  las  vistas  á  nuestra  casa,  que  no  la  re- 
gistren los  vecinos ,  dar  mas  independencia  y  mas  libertad  á  sus 
moradores,  y  que  al  paso  que  en  la  última  tiene  el  dueño  del  predio 
dominante  el  derecho  de  oponerse  á  las  edificaciones  que  en  su 
perjuicio  se  hagan,  en  la  primera  tiene  la  facultad  de  impedir  todo 
acto  que,  aunque  no  sea  edificando,  suprima  ó  al  menos  disminuya 
las  luces  estipuladas. 


Digitized  by  LjOOQIC 


584  REVISTA  DE  LBGlStAClON. 

La  difereocia  enUe  las  palabras  lumen  y  prospectu^  eslá  per- 
fectamente señalada  en  la  ley  16  del  Digesto  antes  citada:  et  inte* 
rest  Ínter  lumen  et  pro9pecium,  nam  prospeptus  etiam  ex  mferiori- 
bm  loéis  etí:  lumen  ex  inferiore  loco  e$$e  non  poteúf  esto  es^  la 
servidumbre  lumen  solo  se  refiere  á  la  luz  que  viene  del  cielo,  al 
mismo  tiempo  que  la  palabra,  pro^ctu$  se  entiende  á  las  v¡9tas  qne 
no  puede  impedir  el  dueño  del  predio  sirviente  ni  con  edificacio** 
nes,  ni  con  plantaciones,  ni  de  ninguna  otra  manera,  y  es  por  kv 
tanto  claro  que  pue(ie  estenderse  á  casas  ma$  lejanas,  y  á  que  no 
se  creen  obst4culos  quQ,  sin  disminuir  la  luz,  priven  4e  la«  vistas. 
Añadiré  acercA  de  esto»  que  no  encuentro  en  rigor  verdadera  dife- 
rencia entre  la3  servidumbres  prospectu^  y  ne  progpedm  of/Uisilm' 
y  que  las  cou^idero  como  una  mi^m^  servidumbre  con  im  difeiei- 
te8denomiQacioQf($« 


TANTBO  M  mm  w  nmumf&. 


iPuedemer  actualmente  tanteados  los  oficios  de  procurador 
enagtnados  de  la  Coronad 

No  deja  de  presenitar  alguní^  difioultad  la  eu^stien  que  precede 
porque  á  pea^r  del  cuid^  y  atención  cou  que  se  pTiOOure  ceconO' 
oer  todas  la^  di^poaicíones  que  a^pea  de  esta  materia  se  bM  publi- 
eado,  es  muy  {m\  que  alguned  pas^  i^adveriidafit  ya  por  faltar  en 
nuestras  Colecojones  legisletivaat  que  no  sou  compleit^,  ya  por  ha- 
llarse esparcidas  sin  el  órdou  y  Qobesion  ((ue  foera  nece^asio  para 
encontrarkaa  con  raailids^i.  Sin  embargo  diré  lo  que  aicerca  de  esta 
materia  entieedo,  descontando  m^  que  nueoa  del  aeief  to^  porqui» 
no  sé  si  habré  llegado  á  eitftmi^iu^  todo  lo  que  sobre  el  paiticalar  se 
halle  vigente* 

No  me  haré  ca^rge  de  la  ley  9,  Üt.  VU,  lib.  Vil,  de  la  Novísima 
Recopilación,  en  que ,  si  bien  ordenó  D.  Felipe  II  k  petición  de  las 
Cortes  de  Madrid  de  1573  qme  se  coosumieían  los  oficios  de  Proeu^ 
radores  de  las  ciudades  y  villas  y  de  los  adelantamieatos  de  estos- 
Reinos,  esto  solo  se  otorgó  por  cuatro  anos  pagando  los  pueblos  k 
los  que  los  tuvieran  el  precio  que  valiesen  justamente. 
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Donde  se  eaciieitra  establecido  con  toda  latitud  el  derecho  de 
tanteo  respecto  á  los  oficios  de  Procurador  y  á  los  demás  eoagena- 
dos  de  la  Corona»  sio  limitacioo  de  tiempo  y  frauqueado  á  todos,  es 
eo  la  Real  orden  de  ¿4  de  junio  de  i 797  que  después  fué  trasladada 
á  la  Novísima  Recopilación  en  la  ley  14,  tít.  VIII,  lib,  VIL  Estable- 
cióse en  ella  que  los  oficios  enagenados  por  precio  se  incorporaran, 
sin  desembolso  de  la  Corona ,  cuando  se  allanase  el  precio  de  su 
egresioB,  con  sola  la  calidad  de  servirse  por  los  dias  del  que  asi  lo 
solicitara. 

Esta  misma  disposición  se  repitió  por  Real  cédula  de  11  de  no- 
viembre de  1816  en  que  además  se  ordenó»  á  consulta  del  Supremo 
Consejo  de  Hacienda  que  todos  los  oficios  públicos  enagenados  de  la 
Corona  fuesen  tanteables,  sin  embargo  de  que  tuvieran  la  cláusula 
de  que  no  pudieran  ser  tanteados,  pujados,  ai  consumidos. 

A  propuesta  del  mismo  Consejo  se  espidió  otra  Real  cúdula  en 
13  de  noviembre  de  1817,  arreglando  este  asunto  y  partiendo  siem> 
pre  de  lo  ordenado  en  1797  y  1816.  En  su  art.  1.^  dispuso  de  nue- 
vo que  todos  los  oficios  enagenados  de  la  Corona  eran  á  ella  rever- 
sibles y  pudieran  ser  tanteados,  aunque  hubiesen  sido  vendidos  con 
la  cláusula  de  perpetuos  y  de  no  poder  serlo,  ó  cualquiera  otra  que 
pareciese  lo  prohibía,  conforme  á  lo  resuelto  en  Real  cédula  de  11 
de  noviembre  de  1816.  Dejando  aparte  algunos  artículos  de  esta  cé- 
dula que  no  tienen  relación  inmediata  con  la  cuestión  propuesta, 
aunque  bajo  otros  conceptos  están  íntimamente  enlazados  con  ella, 
me  limitaré  á  lo  que  prescribe  el  art.  7.^  según  el  cual  se  permite  á 
toda  persona  tantear  cualquier  oficio  enagenado  con  la  calidad  de 
servirlo  por  los  dias  de  sn  vida. 

Confirmatoria  de  las  anteriores  y  mas  esplfcita,  si  cabe,  é  induda- 
blemente mas  completa  fué  la  Real  cédula  de  ±1  de  enero  de  1819, 
importante  sobre  todo  por  los  particulares  de  ejecución  á  que  des- 
ciende. Los  artículos  que  hay  en  ella  que  mas  inmediatamente  se 
refieren  á  este  punto  son  el  4.®,  5.^,  y  47. 

En  el  4.**  se  repite  de  nuevo  lo  establecido. en  las  Reales  cédu-> 
las  de  11  de  noviembre  de  1816  y  13  de  noviembre  de  1817,  espre* 
sándose  que  los  oficios  pueden  ser  tanteados  por  los  pueblos  ó  veoi- 
nos  en  común  ó  en  particular.  Añade  el  art.  5.^  que  las  demandas 
de  tanteo  de  los  oficios  pertenecientes  á  los  pueblos  son  propias  y 
peculiares  de  éstos,  ó  de  cualquiera  de  sus  vecinos,  pudiendo  los 
Fiscales  presentarse  enei  juicio  como  coadyuvantes.  T  el  17  repro- 
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duce  una  disposición  adoptada  ya  en  cédulas  anteriores,  según  la 
cual  se  permite  á  toda  persona  idónea  para  servir  por  sí  los  oficios 
de  la  Corona  enagenados  por  precio  que  puedan  ofrecerlo  y  consiga 
narlo  con  la  calidad  de  servir  el  oficio  por  solo  los  dias  de  su  vida. 

Estas  disposiciones,  tan  conformes  con  las  antiguas  condiciones 
de  millones,  no  han  sufrido  alteración  hasta  ahora,  á  lo  que  en- 
tiendo. 

El  espíritu  de  la  época  actual  es  contrario  á  que  estos  oficios  sean 
de  propiedad  particular,  quiere  su  reincorporación  á  la  Corona,  mi- 
ra como  un  mal  grave  que  entre  tantas  reformas  como  se  han  veri- 
ficado en  el  actual  Beinado  no  haya  una  que,  indemnizando  debida- 
mente á  los  dueños  de  los  oficios  enagenados,  baya  reivindicado  pa- 
ra la  nación  un  derecho  que  parece  inseparable  de  la  soberanía. 
Pero  el  hecho  es  que  las  cosas  continúan  sustancial  mente  en  los 
términos  en  que  antes  se  hallaban,  y  que  en  la  moderna  ley  del  No- 
tariado se  encuentra  una  disposición  en  virtud  de  la  cual  los  dueños 
de  oficios  enagenados  que  renuncian  en  debida  forma  la  indemni- 
zación, tienen  el  derecho  de  presentar  para  sí  ó  de  presentar  por 
nna  sola  vez  en  las  notarías,  que  en  los  mismos  pueblos  ó  distritos 
reemplazan  á  los  oficios  suprimidos,  á  persona  que  reúna  los  requi- 
sitos de  la  ley.  Esta  disposición  es  una  reproducción  de  la  18  de  la 
Real  cédula  de  21  de  enero  de  1819,  citada  antes,  que  dio  al  dueño 
ó  al  poseedor  del  oficio  que  se  trataba  de  enagenar  por  un  tercero 
la  preferencia  de  servirlo  por  sí  ó  por  teniente  durante  los  dias  de 
su  vida,  siempre  que  dedujera  la  acción  en  el  término  de  un  mes 
desde  que  se  le  hiciera  saber  la-demanda  y  notificara  el  despacho 
para  la  presentación  de  los  títulos,  haciendo  remisión  del  valor  del 
oficio  y  debiendo  quedar  este  incorporado,  cuando  ocurriera  su  fa- 
llecimiento. 

Se  vé,  pues,  en  nuestro  derecho  actual  reconocida  esta  reincor- 
poración á  la  Corona  de  los  oficios  que  fueron  enagenados,  y  es  que 
en  la  dificultad  de  suprimirlos  simultáneamente,  ateqdido  el  grava- 
men considerable  que  esto  ocasionaría  al  Estado,  se  ha  aceptado  el 
modo  indirecto  de  consumir  los  oficios  que  idearon  nuestros  padres. 
Ss  verdad  que  la  ley  del  notariado  no  trata  del  derecho  de  tanteo 
concedido  á  un  tercero,  pero  cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que 
se  le  dé  en  este  punto;  cuestión  en  que  no  debo  entrar,  básteme 
aquí  decir  que  las  disposiciones  esenciales  relativas  á  los  Notarios 
«n  la  ley  que  organizó  esta  importante  profesión,  no  pueden  esten- 
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derse  á  los  demás  oficios  enageoados;  pero  que  no  por  esto  es  me- 
óos cierto  que  nuestra  reciente  legislación»  lejos  de  proscribir  la  re- 
gla de  que  se  consuman  los  oficios  enagenados  por  los  medios  esta* 
blecidos  en  las  leyes  anteriores  subsistiendo  solo  por  la  vida  de  los 
poseedores,  ha  venido  á  darle  mayor  ostensión  exigiéndolo  á  los 
dueños  de  las  notarías,  aunque  no  sean  tanteados  sus  oficios. 


Pedro  Gómez  de  la  Sena 
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ÍHBcusion  habida  en  el  Senado  sobre  el  dictamen  de  la  comisión  re  - 
lativo  al  proyecto  de  ley  de  bases  para  la  reorganización  de  lo^ 
tribunales  y  enjuiciamiento  criminal  del  fuero  comun^  y  para  la 
organimám  provisional  del  Tribunal  Supremo^  reforma  de  la 
casación  dvU  y  establecimiento  de  la  criminal  (1). 

DISGUSIOZI  SOBaE  LA  TOTALIDAD. 

SESIONES  DE  20,  21,  22  T  23  DE  MARZO  DE  1865. 

Leído  el  referido  dictámea  y  la  siguieote  enmienda 

«Pido  al  Senado  se  digne  admitir  las  siguientes  supresión^  enmienda 
y  adiciones  al  proyecto  de  ley  de  bases  para  la  reorganización  de  tribu- 
nales: 

Base  2.*  oSuprimír  todo  lo  que  contiene  el  penúltimo  párrafo  después 
de  las  palabras  «d  no  ser  que  hayan  nacido  en  él  accidentalmente.» 

Base  9.^  »Añadir  á  ella:  «los  ministros  del  Tribunal  Supremo,  como 
miembros  del  primer,  cuerpo  judicial  de  la  nación,  tendrán  el  tratamiento 
de  ecelencia  y  disfrutarán  el  sueldo  de  60,000  rs.» 

))Despues  de  la  anterior  base  se  añadirá  esta  : 

))Contra  las  sentencias  ejecutorias,  en  pleitos  y  causas,  de  todos  los 
tribunales,  con  las  óoicas  escepciones  comprendidas  en  la  base  i5.*,  no 
se  admitirá  otro  recurso  oue  el  de  casación.» 

«Después  de  la  base  29.*  se  añadirá  la  siguiente: 

»E1  que  procesado  de  oficio  y  habiendo  sufrido  prisión  preventiva,  fue- 
se absuelto  libremente  por  sentencia  ejecutoría,  será  indemnizado  por  la 
nación,  teniéndose  en  cuenta  para  la  indemnización  el  tiempo  de  prisión 
sufrida  Y  los  perjuicios  con  tal  motivo  inferidos  á  él  y  á  su  ramilla  según 
su  estado  y  circunstancias.» 

«Palacio  del  Senado  marzo  20  de  4865.— Sebastian  González  Nandín.» 

Se  acordó  después  de  un  previo  incidente  que  las  bases  se 
consideraran  como  artículos  para  el  efecto  de  la  discusión  y  que  los 
proyectos  adjuntos  fueran  considerados  como  otras  tantas  bases. 

El  Sr.  Kentepo  j  Villa  pidió  v  obtuvo  la  palabra  en  con- 
tra de  la  totalidad,  manifestando  que  lo  hacia  así  porque  no  estaba 
conforme  con  algunas  bases,  aun  cuando  las  mas  le  pareciab  buenas, 
y  porque  lambien  consideraba  que  era  la  reforma  demasiado  radi* 
cal,  pues  no  respetaba  lo  existente  como  en  su  opinión  debia.  Los 

(1^  No  insertamos  este  dictamen,  porqae  difiere  muy  poco  del  publicado  en  la  pág.  385  y 
siguientes d^l  tomo  XXIIl  de  nuestra  Revista. 
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tnaies  que  senotaa  ea  la  admiaistracioii  de  justicia  bay  que  poner- 
tos  remedio ,  pero  con  cautela ,  con  prudencia  y  sia  precipitarse 
<;oino  manifestaba  en  1842  el  entonces  Ministro  do  Gracia  y  Justicia 
D.  José  Alonso  en  su  proyecto  de  organización  de  tribunales,  con 
cuyas  ideas  estaba  conforme  otro  proyecto  igual  presentado  al  Se- 
nado hü  1850,  siendo  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  el  Sr.  Arrazola. 

Se  dirá  que  soy  apegado  á  las  máximas  antiguas:  cierto;  pero  esto  no 
quita  para  que  reconozca  también  que  en  el  proyecto  que  nos  ocupa  hay 
cosas  buenas,  tales  como  la  cesación  deJ  fuero  militar  ea  lo  civil  y  el  esta^ 
l)!ecímienlo  de  la  casación  criminal.  Sin  embargo,  señores,  hay  que  tener 
muy  en  cuenta,  tratándose  de  otras  bases,  entre  ellas  el  juicio  oral  y  pú* 
blico,  el  estado  de  nuestra  nación  y  nuestra  prensa,  y  que  hov  la  palabra 
Ubertad  se  lleva  mas  allá  de  lo  que  es  conveniente,  habiendo  habido  oca^ 
sienes  en  que  se  ha  gritado  en  los  TribunaJes  y  querido  imponer  á  los  Jue- 
>ces.  ¿Y  es  este  un  mal  del  sistema  orgánico  de  procedimientos?  No:  es  que 
las  leyes  no  se  cumplen.  Citaré  un  ejemplo,  el  mas  pequeño  que  puecie 
ocurrirse:  la  rebeldía.  Sabido  es  que  el  demandado  tiene  obligación  de 
presentarse  á  evacuar  la  demanda  en  un  término  breve,  y  á  pesar  de  ello 
no  hay  Abogado  trayioso  aue  uo  pueda  hacer  que  pase  un  mes  sin  evacuar 
el  traslado.  ¿Uué  mas?  ¿No  tenemos  una  ley  que  prohibe  los  duelos?  ¿Y 
acaso  puede  sostenerse  que  es  preciso  hacer  hoy  otra  para  evitarlos?  El  mal 
está,  señores,  como  he  dicho,  no  en  los  defectos  que  contenga  nuestra  or- 
^nizacion  de  Tribunales,  sino  en  el  no  cumplimiento  de  las  leyes.  Rem^é- 
diense  esos  defectos;  pero  no  arranquemos  el  árbol  de  raíz.  Sí  este  proyee* 
to  de  bases  se  aprueba,  desde  luego  anuncio  que  con  el  tiempo  tenari  que 
venirse  á  pedir  su  reforma.  No  digo  mas  sobre  la  totalidad. 

El  Sr.  Currainolino:  Voy  á  contestar  brevemente  á  las  observa- 
ciones del  Sr.  Reotero:  ninguna  de  ellas  es  de  tal  naturaieaa  qne  prive  á 
la  Comisión  del  asentimiento  y  aprobación  de  su  señoría  en  la  totalidad 
cuando -concede  su  señoría  la  bondad  de  la  mayor  parte  de  las  disposi- 
ciones. 

Que  es  cadical.  Efectivamente,  la  reforma  es  radical;  ¿en  desprecio  de 
todo  lo  pasado?  No,  señnres:  copiando  y  respetando  y  venerando  todo  lo 
que  nos  han  legado  nuestros  padres,  pero  acomodándolo,  acoplándolo  y 
modificándolo  con  arreglo  á  las  necesidades  del  siglo.  Y  que  hay  esa  nece- 
sidad en  la  ciencia  de  la  legislación,  y  que  hay  precisión  de  esa  alteración 
so  pena  de  quedamos  muy  atrás  en  la  civilización  europea,  to  ha  recono- 
cido su  señoría  contestándose  á  sí  mismo.  Decia  su  señoría :  yo  reconozco 
la  necesidad  de  que  cese  el  fuero  militar;  nadie  lo  puede  impugnar  con 
razones  fuertes;  y  dice  su  señoría  que  reconoce  la  necesidad,  la  utilidad 
y  la  conveniencia  de  la  casación  cj vil  y  de  la  casación  crímüíal.  Pues  si 
su  señoría  reconoce  esto,  tiene  que  admkir  necesariamente  las  dos  bases 
del  juicio  criminal:  que  sea  oral  y  público,  que  son  las  bases  de  la  casa- 
ción criminal.  Y  véase  cómo  las  dos  grandes  innovaciones  que  establece  Ja 
casación  criminal  tiene  que  recibirlas  el  Sr.  Rentero;  tiene  que  aceptar  I^s 
consecuencias,  porque  quiere  los  antecedentes. 

Que  es  nuevo,  que  es  precipitado,  que  no  se  ha  estudiado  hastante  el 
proyecto.  También  se  ha  contestado  á  esto  el  Sr.  Rentero,  recordándonos 
^1  proyecto  presentado  en  4842  por  el  Sr.  Ministro  Alenso;  nos  recordó 
también  su  señoría  otro  proyecto  de  ley  del  actual  Ministro  de  Gracia  y 
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Justicia»  y  que  lo  era  también  en  1850,  en  cuya  época  apareció  otro  pro- 
yecto de  organización  de  tribunales  á  que  el  Sr.  Rentero  ha  llamado  loen- 
tico  al  otro.  Me  parece  que  está  su  señoría  completarpente  equivocado:  hay 
tal  diferencia  entre  el  proyecto  del  Sr.  Arrazola  y  el  del  Sr.  Alonso,  como 
que  aquel  recuerda  que  hay  casación,  que  hay  diversas  opiniones,  que  no 
todos  los  jurisconsultos  están  conformes  con  la  adopción  de  aquel  recurso; 
recuerda  también  los  sistemas  dé  una,  dos  ó  tres  instancias,  v  de  yna  sola 
para  el  juicio  criminal;  presenta  en  fín  otras  dudas  en  su  preámbulo. 

Introduce  pues  el  actual  proyecto  reformas  radicales;  pero  ¿por  qué? 
Porque  ese  es  el  espíritu  del  si^lo.  Desde  el  año  de  1790  en  que  la  Asam- 
blea constituyente  y  la  revolución  francesa  echó  abajo  las  instituciones  an- 
tiguas, se  formó  la  nueva  codíñcacion  poniendo  por  cima  la  casación  civil, 
que  han  ido  copiando,  mas  tarde,  mas  temprano,  los  enjuiciamientos  de 
todas  las  naciones  europeas. 

Antes  era  un  do^ma  sagrado  que  debian  seguirse  tres  instancias  en  lo 
civil  y  tre^  en  lo  criminal;  hoy  la  ciencia  dice  que  la  verdad  está  en  ríos 
juicios  solo  en  materia  civil,  y  en  lo  criminal  en  uno.  Por  eso  se  pídrn 
jueces  de  instrucción,  de  actividad,  de  rapidez  en  la  reunión  de  los  datos; 
después  gran  número  de  jueces  para  un  solo  fallo  irrevocable,  mientras 
no  se  dé  motivo  al  recurso  de  casación,  que  no  es  común,  sino  estraor- 
dina  rio. 

Era  otro  principio  antes  sagrado  que  todos  los  procesos,  que  todos  los 
pleitos  debian  estar  escritos:  de  aquí  los  escribas,  los  tabelliones,  funcio- 
narios que  vienen  ya  desde  la  jurisprudencia  romana. 

Hoy  los  adelantos  de  la  ciencia  proclaman  que  el  juicio  sea  uno,  pú- 
blico y  oral,  que  el  aspecto  de  los  reos,  de  los  testigos,  y  las  preguntas  de 
los  letrados  pueden  arrancar  la  verdad  con  mas  prontitud  y  actividad  que 
las  diligencias  escritas.  No  puedo  estenderme  en  mas  consideraciones, 
porque  estamos  discutiendo  la  totalidad. 

RectificaroD  los  Sres*  Rentero  y  CarrtmolÍDo,  y  dijo: 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Jastlelas  Señores,  me  complace  que 
el  debate  se  haya  inaugurado  por  el  Sr.  Rentero  de  una  manera  tan  pací- 
fica y  como  conviene  á  la  índole  de  una  cuestión  separada  completamente 
de  la  política,  y  que  es  al  mismo  tiempo  de  suma  trascendencia.  Sin  em- 
bargo, su  señoría  parece  que  no  me  ha  encontrado  acorde  con  mis  ideas 


de  1850,  y  debo  decir  que  yo  sigo  opinando  lo  mismo  que  entonces;  res- 
peto la  historia,  pero  el  si^lo  avanza  y  hay  que  dar  á  los  adelantos  lo  que 
exigen.  Gracias  que  atendiendo  á  lo  acreditado  por  la  historia  y  la  espe- 


ríencia  podamos  venir  á  hacer  aquello  de  que  nos  arrepintamos  menos.  Y 
esto  desde  lueco  indica  el  propósito  del  Gobierno  de  oír  todas  las  observa- 
ciones que  se  le  dirijan  con  la  calma  que  el  asunto  requiere  y  aceptando 
todas  aquellas  que  puedan  mejorar  su  pensamiento. 

Ahora  bien:  dos  son  las  que  ha  presentado  el  Sr.  Rentero:  una  rólativa 
á  la  marcha  de  la  discusión,  y  otra  á  lo  radical  del  proyecto.  Quedemos  en 
una  cosa;  se  ha  abierto  discusión  sobre  la  totalidad  del  proyecto  de  bases 

Sara  entrar  luego  en  ellas,  y  discutidas  que  sean,  trataremos  de  cada  uno 
e  los  proyectos,  ó  como  una  base,  ó  cómo  una  totalidad.  En  cuanto  á  la 
fuerza  Wa I  de  esos  mismos  proyectos,  no  hay  mas  que  leer  los  artículos 
del  que  ahora  nos  ocupa. 

Respecto  á  que  sea  radical  lo  que  se  establece,  el  Sr.  Rentero  debe 
considerar  que  no  es  tanto  como  ha  supuesto,  pues  quedan  los  Jueces 
de  primera  instancia  y  las  Audiencias  territoriales.  Se  suprime  la  tercera 
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íDStaDCJa,  pero  ya  venía  suprimida;  se  reforma  la  casacioo  cíWI,  pero  ya 
venía  establecida.  Lo  mas  importante  qae  se  retoca  algo  radicalmente  es 
el  orden  criminal.  Y  ¿qué  era  el  procedimiento  criminal  hasta  que  se  di6 
ei  reff lamento  provisional  para  la  administración  de  justicia?  En  todo  do- 
min ana, señores,  la  ley  déla  prudencia,  que  es  la  que  tía  resplandecido  de 
una  manera  brillante  en  la  magistratura  española.  Ha  sido,  pues,  preciso 
tocar  algún  tanto  la  parte  criminal. 

Sin  embargo,  al  aplicarse  á  ella  la  casación  no  se  hace  sino  una  cosa 
completamente  lógica  y  conveniente,  dando  mayores  garantías  á  la  liber- 
tad, á  la  honra  y  a  la  vida  del  hombre  al  someterse  toda  sentencia  de 
muerte  al  alto  criterio  del  Tribunal  Supremo. 

El  Sr.  i;alderoii  Collantes  empezó  su  discurso  encare- 
ciendo la  importancia  de  los  proyector  de  ley  sometidos  á  la  delibe- 
cioo  del  Senado  que  vienen  á  confirmar  las  garantías  que  la  Consti- 
tución concede  á  los  individuos,  y  que  son  el  complemento  y  el  des  • 
arrollo  natural  de  los  preceptos  constitucionales. 

En  los  treinta  y  un  anos  que  llevamos  de  gobierno  representativo , 
el  paso  verdaderamente  fundamental  que  ha  dado  la  administración 
de  justicia  en  España,  fué  el  establecimiento  de  la  ley  bautizada 
con  el  modesto  nombre  de  reglamento  provisional  para  la  adminis- 
tración de  justicia,  obra  de  un  solo  Ministro,  el  Sr.  García  Herrero», 
con  la  colaboración  de  otro  eminentísimo  hombre  público,  el  señor 
Calatrava. 

En  ese  reglamento  fué  donde  por  primera  vez  se  estableció  la  publici- 
dad en  los  juicios:  y  no  se  confunda  lo  que  es  la  publicidad  en  los  juicios 
con  lo  que  es  el  sistema  oral  y  el  sistema  escrito;  puede  haber  publicidad 
con  sistema  oral  y  con  sistema  escrito,  y  puede  haber  falta  de  publicidad 
lo  mismo  con  uno  que  con  otro  sistema.  Desde  entonces  no  hay  reservado 
mas  que  las  diligencias  sumariales,  y  como  dice  el  reglamento,  desde  la 
confesión  en  adelante  todo  será  público  y  se  leerán  íntegramente  por  el 
juez  al  procesado  todas  las  declaraciones  y  diligencias  del  proceso.  ¿Qué 
mayor  publicidad  cabe?  No  se  necesita  pues,  el  juicio  oral;  y  si  acaso  se  ne- 
cesita, será  solo  para  consolidar  esta  importantísima  conquista  de  la  civili- 
zación que  hizo  práctica  en  nuestro  país  el  Ministro  á  quien  antes  me  he 
referido. 

Después  de  eso,  en  el  orden  penal,  en  la  materia  especialmente  legisla- 
tiva, se  ha  formado  un  notabilísimo  Código  que  vá  acompañado  de  una  ley 
provisional  para  su  aplicación,  ley  muy  importante,  que  tiene  cosas  muy 
buenas,  y  que  aunque  solo  ha  adicionado  y  mejorado  lo  que  por  razón  de 
circunstancias  se  había  omitido  en  el  reglamento  de  1835,  de  todas  mane- 
ras es  un  nuevo  perfeccionamiento  en  el  modo  de  proceder  en  materia 
criminal. 

En  materia  civil  tenemos  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  desmereció  mu- 
cho del  Código  penal;  no  está  á  la  altura  de  la  ciencia,  como  este  último. 

Se  ocupó  después  el  Sr.  Calderón  Collaotes  de  la  ley  Hipotecaria, 
atribuyendo  las  dificultades  que  encontraba  en  su  planteamiento  á 
DO  haber  sido  oídos  antes  de  su  publicación  los  propietarios,  las  Di- 
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putaciones  proviDciales  y  los  tríbimales  de  justicia,  para  deducir  de 
aquí,  que  faltando  esta  condición  al  proyecto  actual  sucedería  con 
él  una  cosa  análoga  á  lo  ocurrido  con  aquella ,  que  ha  sido  preciso 
suspenderla  por  no  poderse  ejecutar,  y  creía  que  la  falta  de  hombres 
prácticos  en  la  Comisión  de  codiGcacion,  el  no  haber  en  ella  magis- 
trados, era  la  causa  de  que  las  leyes  que  allí  se  hicieran  fuesen  muy 
científicas  pero  impracticables. 

Recordaba  el  orador  que  el  Código  penal  y  la  ley  Hipotecaria  se 
trageron  íntegros  á  la  deliberación  de  los  Cuerpos  colegisladores  y 
que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  cuya  formación  solo  se  pre- 
sentaron las  bases,  que  fueron  aprobadas  por  las  Cortes,  no  guar- 
daba con  ellas  perfecta  consonancia  que  es  el  inconveniente  de  votar 
unas  bases  que  después  se  desarrollan  en  un  sentido  ó  en  otro,  y 
tal  vez  perjudicial  á  lo  mismo  que  se  desea:  aun  cuando  en  el  actual 
proyecto  son  tan  numerosas  las  bases  que  podría  decirse  que  en  ellas 
casi  viene  hecha  la  ley,  pueden  sin  embargo  desenvolverse  obede- 
ciendo á  sistemas  diametralmente  opuestos. 

Echó  de  menos  que  no  hubieran  sido  oidas  las  Audiencias  del 
Reino  para  que  informasen  sobre  si  la  ley  era  practicable»  pues  los 
entorpecimientos  que  se  notan  en  la  aplicación  de  las  leyes  dificnU 
tan  ó  imposibilitan  la  administración  de  justicia,  y  esto  nadie  puede 
conocerlo  mejor  que  Ips  que  diariamente  las  están  implicando  á  ios 
casos  que  ocurren:  la  necesidad  de  estos  informes  se  ha  hecho  paten- 
te con  la  ley  Hipotecaria  acerca  de  la  cual  no  se  pidieron  antes  de 
su  planteamiento  y  al  tropezar  en  su  ejecución  con  graves  dificulta- 
des'se  han  pedido  dos  ó  tres  anos  después  de  su  promulgación. 

La  ley  orgánica  de  tríbunales  no  era,  en  sentir  del  Sr.  Calderón 
Collantes,  la  perfección,  el  desiderátum  á  que  la  comisión  aspiraba 
pues  bien  claro  lo  dice  ésta  así  en  el  proyecto  con  las  palabras: 
f  Mientras  que  no  se  puedan  establecer  tribunales  correccionales 
permanentes^t  lo  cual  indica  que  como  no  se  podia  gravar  en  mucho 
el  presupuesto  con  la  creación  de  estos  tribunalei  carecdomles  per  - 
manenteSf  se  ha  hecho  algo  que  se  acerca  al  bello  ideal  de  la  comi- 
sión, pero  que  la  prudencia  aconsejaba  no  se  hiciera ,  sin  que  se 
mejorase  lo  existente,  re^^)etándolo  hasta  que  llegase  el  iieapo  en 
que  mas  desahogado  el  Tesoro  pudiera  plantearse  una  nueva  orga- 
nización de  tríbunales  mas  costosa  que  la  actual. 

En  los  proyectos  presentados  por  el  Sr.  Alonso  en  i842  y  por  el 
Sr.  Arrazola  en  1880  no  se  establecian  tribunales  correccionales, 
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ni  se  hablaba  nada  del  juicio  oral,  y  de.^e  esta  época  la  ciencia  no 
ha  adelantado,  pues  era  tan  conocida  como  hoy  la  organización  de 
los  tribunales  que  habia  en  las  naciones  oias  civilizadas,  y  esta  or- 
ganización no  ha  variado  de  entonces  acá.  Además,  las  Cortes  Cons- 
tituyentes de  1851  á  1836,  llamadas  por  muchos  revolucionarias, 
formaron  «tro  proyecto  en  que  no  se  alteraba  nada  de  la  actual  or- 
ganización judicial,  sino  que  se  procuraba  mejorarla  conservándo- 
la. De  manera  que  estos  tres  proyectos,  únicos  que  basta  ahora  ha- 
bia, están  en  contradicción  con  el  que  actualmente  se  discute. 

Elogió  la  abolición  de  los  fueros  como  harto  reclamada  por  la 
opinión  para  llegar  á  la  apetecida  unidad,  cuyo  principio  habia  sido 
proclamado  en  las  bases  que  se  aprobaron  por  las  Cortes  Constitu- 
yentes. Asintió  a  la  escepcion  introducida  en  favor  del  fuero  ecle  - 
siástico,  á  pesar  de  que  las  circunstancias  eran  diversas  á  las  de  su 
establecimiento,  pues  siendo  hoy  católicos  los  que  hayan  de  juzgar 
á  los  eclesiásticos  obrarán  con  una  imparcialidad  que  no  era  de  es. 
perar  de  jueces  paganos;  pero  anadió  que  deseaba  se  fuera  prepa- 
rando el  terreno  de  acuerdo  con  Su  Santidad  para  su  desaparición. 

Juzgó  bastante  vago  el  atribuirá  las  Audiencias  y  al  Tribunal 
Supremo  el  conocimiento  de  los  recursos  de  fuerza  pnes  debia  en  su 
concepto  espresarse  á  cuál  de  las  tres  clases  se  refería  aquí  la  ley, 
y  si  no  se  refiere  á  ninguna  de  ellas  sino  á  los  determinados  en  el 
Concilio  de  Trento  ha  debido  designárseles  con  el  nombre  de  recur- 
sos 4e  protección  que  es  como  este  los  llama. 

Manifestó  que  no  podía  negarse,  como  se  hace  en  el  proyecto, 
el  recurso  de  casación  á  las  sentencias  dictadas  por  los  consejos  de 
guerra  «n  delitos  que  no  son  contra  la  ordenanza,  pites  siendo 
contra  esta  seria  un  absurdo  pedir  para  ellos  la  casación. 

Policía  jiuUcial,    A  ella  hace  M  comisión  una 'alusión  solamente.  Yo 

{pregunto:  al  votar  la  base  relativa á  Oite  punto  ¿saben  los  Sres.  Senadores 
a  esiensioo  que  habrá  de  tener  la  poiída  judicial?  ¿Podrán  coqocer  desde 
este  momento  el  modo  que  tendrá  de  funcionar  la  policía  judicial?  ¿Suben 
sí  se  encomendará  á  los  jueces  ó  á  los  promotores?  ¿üa  pensado  en  esto  la 
comisión?  ¿Ha  podido  olvidar  que  no  existe  la  poUcía  judicia  ?  ¿Ha  querido 
dejar  á  los  promotores  üscales  sin  los  medios  necesarios  para  cooperar  y  fa- 
vorecer la  accíoD  de  la  justicia?  Pues  si  no  habéis  pensado  en  esto,  quiere 
decir  que  renunciáis  al  medio  mas  eficaz  para  la  averiguación  de  los  delitos. 
De  modt»  que  tratáis  de  introducir  en  España  la  or^nizacion  francesa  y  no 
queréis  imitar  lo  bueno  de  ella,  que  es  la  policía  judicial  confiada  alfí  al 
ministerio  fiscal  eschisivamenle  ó  al  menos  muy  principalmente.  Es  pues 
necesario  establecer  la  policía  judicial;  v  no  se  alarme  nadie  al  oír  esto, 
porque  no  tiene  la  menor  conexión  con  la  policía  secreta,  vejatoria  y  Im- 
TOMO  XXVI.  SO 
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millaote,  sino  que  es  el  coojuoto  de  medios  que  se  confiereD  á  los  agentes 
del  poder  judicial  para  el  descubrimiento  de  los  delitos  y  persecución  de 
los  oelincuentes,  lo  cual  precisamente  constituye  la  garantía  mas  eficaz  de 
la  seguridad  iudi?idual.  Pues  bien;  la  policía  judicial  debe  establecerse  en 
el  proyecto  de  ley,  y  en  mi  concepto,  encomendarse  al  ministerio  fiscal. 

Establecéis  después  la  casación,  como  una  gran  novedad,  y  lo  es  cier- 
tamente eñ  lo  que  se  refiere  á  la  parte  criminal.  Tampoco  al  votar  esix 
base  saben  los  Sres.  Senadores  lo  que  aprueban;  al  menos  yo  no  sé  lo  que 
voy  á  votar.  No  sé  mas  sino  que  voto  el  principio  de  la  casación  criminal; 
pero  una  vez  declarada  la  casación  en  et  fondo,  ¿quién  vuelve  á  fallar? 
Pues  qué,  ¿acaso  es  indiferente  esto?  ¿Acaso  no  tenemos  derecho  los  Sena- 
dores á  saber  quién  vá  á  fallar  después  de  acordada  la  casación?  En  el  pro- 
yecto de  ley  se  dice  que  habrá  casación  por  esto  ó  por  lo  otro,  pero  no  se 
resuelve  mi  duda.  Lo  que  yo  deseo  saber  es  quién  fallará  cuando  sea  casa- 
da una  sentencia;  si  fallará  el  mismo  tribunal  que  la  dictó  devolviéndose  al 
efecto  los  autos;  si  fallará  el  mismo  Tribunal  que  declara  la  casación,  ó  si 
fallará  un  tercer  tribunal;  porque  precisamente  estos  son  los  tres  sistemas 
que  rigen  en  España. 

Es  un  cosa  singular:  tenemos  ya  establecido  un  sistema,  con  arreglo  al 
cual,  después  de  haberse  declarado  la  nulidad  de  una  sentencia  en  el  fon- 
do se  vuelven  losantes  al  tribunal  sentenciador  para  que  falle  nuevamen- 
te; y  ese  tribunal  puede  dictar  aquella  misma  sentencia  que  se  anuló,  sin 
que  por  eso  d  'je  de  prevalecer  ya  por  ningún  motivo.  Se  practica  también 
entre  nosotros  un  sistema  diverso,  según  el  que  falla  el  mismo  tribunal 
que  declara  la  nulidad  de  la  sentencia  en  el  fondo.  Este  es  el  sistema  se- 
guido por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  en  la  casación  que  para  los  ne- 
gocios de  Ultramar  fue  establecida  por  Real  orden  df»  1855,  una  vez  dicta- 
da la  sentejicía  de  nulidad  en  el  fondo,  la  misma  Sala  que  la  ha  pronuncia- 
do falla  en  lo  principal. 

Reina  también  en  la  ley  un  espíritu  de  centralización  escesiva,  un  es- 
píritu de  centralización  tal,  que  las  Audiencias  de  territorio  quedarán 
completamente  anuladas,  quedarán  completamente  despojadas  de  sus  fa- 
cultades naturales  y  propias,  estableciéndose  una  especie  de  verdadera 
oligarquía  en  la  Sala  de  gobierno. del  Tribunal  Supremo,  que  vá  á  ser  en 
estas  materias  el  verdadero  Gobierna  de  la  nación,  que  vá  á  ser  un  poder 
incontrastable,  un  poder  que  todo  lo  absorverá,  porque  en  adelante,  sí  la 
ley  pasa,  no  podrá  hacerse  nada  en  materia  judicial  sin  oirá  la  Sala  ae  go- 
bierno del  Tribunal  Supremo. 

El  orden  gerárquico  que  establece  esta  misma  ley,  para  que  se  vean 
sus  inconsecuencias,  es  el  siguiente:  los  jueces  de  paz  y  los  do  primera 
instancia  iS  de  partido  dependerán  de  las  Audiencias;  las  Audiencias  del 
Tribuna)  Supremo,  y  el  Tribunal  Supremo  de  nadie;  porque  no  es  posible 
que  dependa  mas  que  en  la  forma  que  se  dirá  después.  Pues  bien:  lo  na- 
tural era  que  así  como  las  Audiencias  conocen  de  los  delitos  que  cometen 
los  jueces  de  paz  y  los  de  primera  instancia  ó  de  partido,  conociesen  tam- 
bién de  los  casos  de  responsabilidad  de  esos  mismos  jueces.  Pues  no  es 
asi:  y  yo  pregunto:  ¿en  qué  principio  se  funda  eso?  ¿No  es  el  supenor  el 

3ue  debe  juzgar  al  inferior?  ¿No  es  la  Audiencia  el  superior  de  los  jueces 
e  partido?  Pues  entonces,  ¿por  qué  la  Audiencia,  que  con  arreglo  á  la 
misma  ley  puede  condenar  á  un  juez  hasta  á  la  pena  de  muerte,  cuando 
comete  un  delito  comno  no  ha  de  poder  decretar  su  separación  mediando 
justa  causa?  ¿Es  esto  lo  que  se  quiere?  Pues  no  concibo  este  contrasentido 
que  está  en  la  ley  y  que  me  obliga  á  hacer  esta  pregunta:  ¿qué  s^n  las  Au- 
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diencins  del  reioo  desde  el  momento  en  que  los  jueces  de  primera  instan- 
cia sepan  que  no  les  pueden  exigir  respon5;abilidad?  ¿Qué  son  desde  el 
momento  en  que  los  jueces  sepan  que  al  mismo  tiempo  que  se  les  declara 
dependientes  de  ellas,  de  heclio  son  independiantes?  Éso  no  tiene  ejemplo 
ni  precedente  en  ningún  proyecto  de  los  que  hasta  hoy  se  han  formulado 
sobre  estas  materias.  Las  Audiencias  deben  ser  las  que  exijan  la  responsa- 
bilidad á  los  jueces  de  primera  instancia,  porque  son  sus  superiores  con 
arreglo  al  organismo  que  esta  misma  ley  establece,  así  como  el  Tribunal 
Supremo  es  el  superior  de  las  Audiencias,  de  tas  Salas  de  justicia  y  de  los 
magistrados  en  particular,  y  el  que  debe  conocer  de  los  casos  de  responsa- 
bilidad contra  los  mismos. 

Otro  vacío  que  noto  es  relativo  á  la  organización  del  ministerio  Gscal. 
Apenas  se  organiza  ese  ministerio,  no  sabemos  con  arreglo  á  qué  bases  <;e 
va  á  hacer  su  or^nizacion:  y  si  no,  que  se  me  di¿a  en  qué  base  podremos 
saber  las  atribuciones  del  ministerio  tiscal  y  la  manera  cómo  ha  de  fun- 
cionar. Y  lo  mas  gracioso  es  que  sin  haber  base  en  que  se  establezca  la 
organización  de  ese  ministerio,  y  en  que  se  designen  sus  diversas  gerar- 
quías,  hay  una  base  que  habla  de  ese  ministerio  como  si  ya  estuviese  es- 
tablecido, no  haciendo  mas  uue  fijar  el  orden  de  su  dependencia,  y  di- 
ciendo que  los  promotores  nscales  dependerán  de  los  fiscales  de  las  Au- 
diencias, éstos  del  liscal  del  Tribunal  Supremo,  y  éste,  según  la  base,  de 
nadie;  lo  cual  no  deía  de  ser  también  una  cosa  muy  singular. 

Por  otra  parte  el  ministerio  fiscal,  que  es  el  agente  del  Gobierno,  que 
es  el  brazo  derecho  del  Gobierno,  que  es  eí  único  medio  que  el  Gobierno 
tiene  para  influir  en  la  recta  aplicación  de  las  leyes,  se  crea  con  una  espe- 
cie de  inviolabilidad,  con  una  especie  de  independencia,  con  una  especie 
de  inamovilidad  de  que  no  hay  ejemplo;  se  intentó  en  España  establecerlo 
de  esa  manera,  y  no  llegó  á  plantearse.  Pues  bien:  si  los  fiscales  son  \o% 
representantes  del  Gobierno  ante  los  tribunales,  si  son  los  órganos  por  los 
cuales  el  Gobierno  hace  valer  sus  opiniones  acerca  de  la  inteligencia  y 
aplicación  de  las  leyes,  si  son  el  único  instrumento  práctico  de  que  el  Go- 
bierno dispone  para  cnmplir  los  deberes  que  le  marca  el  artículo  45  de  la 
Constitución,  de  hacer  que  en  todo  el  reino  se  cumplan  lar.  leyes  y  se  ad- 
ministre justicia,  ¿cómo  ha  de  ser  ni  completa  ni  incompletamente  ina- 
movible el  ministerio  fiscal?  ¿Cómo  ha  de  privarse  al  Gobierno  de  la  facul- 
tad de  separar  á  esos  agentes?  Eso  sena  lo  mismo  que  exigir  del  Gobierna 
que  para  removerá  un  gobernador  oyese  al  gobernador  mismo. 

Hay  funcionarios  que  por  sus  circunstancias  especiales,  si  bien  deben 
ser  respetados,  son  amovibles,  y  su  amovilidad  no  debe  rodearse  de  nin- 
guna de  las  ffarantías  que  coartan  la  acción  del  Gobierno,  porque  seria  lo 
mismo  que  obligar  á  éste  á  valerse  de  agentes  que  no  merecieran  su  con- 
fianza. Esto  no  puede  ser,  y  sin  embargo  estd  consignado  en  una  base. 

Responsabilidad  judicial,  ¿Dónde  están  las  bases  con  arreglo  á  las 
coales  vá  á  establecerse  la  responsabilidad?  ¿Es  verdadera  ley  de  respon- 
sabilidad la  que  contienen  las  uases  presentadas?  ¿Se  quiere  establecer  en 
España  el  precedente,  nunca  visto,  de  la  inamovilidad  judicial,  sin  que 
vaya  acompañada  de  una  ley  de  responsabilidad  severa,  efectiva,  exigióle 
siempre  que  los  funcionarios  inamovibles  falten  á  sus  deberes?  Pues  aquí 
se  establece  la  Inamovilidad  judicial  y  no  se  la  rodea  de  una  responsabili- 
dad severa  y  estrecha,  y  yo  os  digo  que  dentro  de  poco  el  poder  absor- 
bente, el  poder  dominante  de  la  sociedad  ha  de  ser  el  judicial,  porque  se- 
rá el  único  poder  inamovible  é  irresponsable,  y  donde  hay  un  poder  ina- 
movible é  irresponsable,  ha  dicho  con  mucha  razón  un  gran  publicista. 
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allí  esti  el  despotismo  y  1&  tiranía,  porque  la  íuamovilidad  está  coropensa- 
<la  con  la  responsabilidad.  Concedéis  inamovilidad.  Pues  bien:  ¿dóode 
está  la  responsabilidad?  ¿Bstá  en  esta  lev,  señores?  ¿Está  bien  estauecida? 
No  lo  está ,  Y  este  es  otro  gravísimo  defecto  de  la  ley. 

Terminó  su  discurso  esponiendo  los  inconvenientes  que  en  su 
sentir  tienen  que  ofrecer  los  tribunales  correccionales ^  tal  como  se 
«stablecen,  porque  los  jueces  de  paz,  que  han  de  sustituir  en  sus 
ausencias  á  los  de  partido,  no  pueden  estar  adornados  de  la  debida 
imparcialidad,  ni  inspirar  por  lo  mismo  gran  confianza  á  tos  litigan- 
tes, porque  son  comunmente  naturales  de  partido,  ejercen  en  él  la 
abogacía,  y  generalmente  están  en  él  casados  y  poseen  bienes;  por- 
que además  ha  de  haber  dificultad  particularmente  en  la  estación 
ilel  invierno  para  los  frecuentes  viajes  que  á  los  jueces  les  obliga  á 
hacer  la  ley;  y  por  último,  por  la  falla  de  local  donde  decorosamente 
puedan  reunirse  para  administrar  justicia.  Por  otra  parte  las  cos- 
tumbres del  país  eran  contraria^,  según  el  Sr.  Calderón  Collantes  al 
proyecto,  pues  en  España,  á  diferencia  de  otras  naciones  como  In- 
glaterra, hay  una  general  tendencia  á  ocultar  los  delitos  cometidos, 
y  aun  á  los  criminales  mismos  las  personas  que  de  ellos  tienen  co- 
nocimiento y  se  cree  que  el  denunciarlos  es  una  acción  deshonrosa: 
esto  que  hoy  sucede,  tendrá  mas  razón  de  ser  cuando  el  juicio  !>ea 
oral  y  público,  y  se  obligue  al  denunciador  á  comparecer  ante  el 
tribunal  tan  solemnemente  constituido,  y  a  presencia  del  delincuente 
haya  de  declarar. 

Habló  para  alusiones  personales  el  Sr.  Gallardo,  y  después  de 
rectificar  el  Sr.  Calderón  Collantes,  hizo  nso  de  la  palabra  como  de 
ia  Comisión 

El  Sr.  Gómez  de  la  Serna  que  dio  principió  á  su  dis- 
curso esponiendo  la  notable  importancia  de  ki  ley  que  se  discute 
por  afectar  á  altos  intereses  sociales  y  responder  á  necesidades  uni- 
versalmenle  reconocidas,  y  la  comparaba  con  los  faros  que  están 
destinados  á  señalar  el  camino  al  navegante,  pero  que  al  cnismo 
tiempo  lo  macizo  de  su  fábrica  impide  la  luz  á  los  que  están  al  pie 
de  ellos.  Sin  esta  clase  de  leyes,  los  artículos  de  todas  nuestras 
Constituciones  serian  una  letra  muerta,  por  que  hacen  que  los  prin- 
cipios consignados  en  la  Constitución  de  la  monarquía^asen  á  la  vida 
real;  sin  ella,  la  administración  de  justicia  no  será  igual  en  toda  la 
Península,  porque  el  Código  penal,  por  ejemplo,  no  se  entiende  por 
todos  de  la  misma  manera,  y  para  conseguirlo  es  menester  que  se 
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orgaDíce  el  recurso  de  casación  en  lo  criminal,  para  que  colocando  al 
lado  del  derecho  escrito  la  jurisprudencia,  para  que  señaladas  que 
sean  las  infracciones  de  ley,  se  venga  á  fijar  su  verdadero  senlido. 

No  estranaba  el  Sr.  Comez  de  la  Serna  tuviese  impugnadores  el 
proyecto  actual,  porque  los  tuvo  también  y  numerosos  la  introduc- 
ción de  la  casación  civil  hace  veintisiete  anos  y  el  Código  penal 
de  1848,  y  sin  embargo,  el  trascurso  del  tiempo  ha  hecho  ver  sus 
ventajas  en  términos,  de  que  si  hoy  se  pusieran  á  discusión,  es  bí6(^ 
seguro  que  no  se  alzaría  contra  ellos  voz  ninguna. 

Manifestó  que  en  la  Constitución  de  1813  se  echaron  las  bases^ 
de  la  organización  judicial,  que  convertidas  en  leyes  son  las  que 
hoy  tenemos. 

Dijo,  que  el  Código  penal  no  habia  ne<^8¡lado  para  ser  tan  bue» 
DO  como  no  podía  menos  de  reconocer  el  Sr.  Calderón  Collantes  lo» 
informes  de  la  magistratura  y  Corporaciones  científicas  que  se  de- 
seaban ahora  para  el  proyecto  sometido  ¿  discusión,  sino  que  estos 
vinieron  después  de  puesto  en  ejecución  y  que  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento  civil  habia  sucedido  lo  contrario ,  pue^  se  aprovechó  para 
formarla  la  Comisión  de  los  informes  qae  se  habían  dado  con  motivo 
de  la  Instrucción  del  Sr.  Marqués  de  Gerona,  y  no  debia  ser  tan 
mala  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  no  huvo  un  Regente 
que  en  el  discurso  inaugural  no  hablara  de  las  grandes  ventajas  que 
reportaba  al  pais.  • 

Defendió  á  la  actual  Comisión  de  codificación  del  cargo  de  falta 
de  práctica  que  había  atribuido  el  Sr.  Calderón  Collantes  á  los  in- 
dividuos  que  Id  forman,  toda  vez  que  estaba  compuesta  de  personas 
que  todas  se  han  distinguido  notablemente  en  la  carrera  judicial  y 
fiscal,  en  la  magistratura  ó  en  el  foro,  y  dijo,  que  no  lo  hacia  para 
vindicar  á  estas,  sino  por  el  prestigio  de  las  leyes  que  de  sus  manos 
salen. 

Esplícó  las  razones  que  habia  para  que  la  Ley  hipotecaria  haya 
ofrecido  dificultades  en  su  aplicación,  diciendo  que  estas  eran  debi- 
das, no  á  la  Ley,  sino  á  la  constitución  de  la  propiedad  que  se  ha* 
liaba  á  su  promulgación  en  una  confusión  espantosa,  y  á  que  se  en> 
comendaba  á  un  personal  nuevo  y  falto  de  la  conveniente  prepara- 
ción y  estudio  la  aplicación  de  una  ley  nueva  y  compleja.  Manifes- 
tó que  no  había  sido  necesario  suspenderla  como  había  supuesto  el 
Sr.  Calderón  Collantes,  sino  en  la  parte  referente  á  los  títulos  que 
no  estaban  anleriormenie  inscritos  y  á  los  otorgados  al  principio  de 
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SU  promulgación.  Como  prueba  de  lo  bien  que  habia  parecido  á  to- 
dos la  ley  flípolecaria,  recordó  que  los  Cuerpos  colegisladores  no 
vacilaron  en  aprobar  la  autorización  que  para  plantearla  se  les  pe- 
día, á  pesar  de  lo  mal  miradas  que  eran  esas  autorizacion&s  y  de  la 
energía  que  los  partidos  tenían  en  aquel  tiempo. 

Viniendo  después  á  la  ley  que  se  disiente,  decía  el  Sr.  Gómez  de 
la  Serna  que  en  vista  de  la  importancia  de  las  cuestiones  que  habia 
que  discutir,  la  Comisión  de  codificación,  en  su  deseo  de  acertar, 
habia  llamado  á  su  seno  al  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, al  Decano  togado  del  también  Supremo  Tribunal  de  Guerra  y 
Marina»  y  á  dos  magistrados  de  este  último,  los  señorea  Morales  Pui- 
deban  y  Liminiana,  quienes  después  de  haberla  examinado,  la  cre- 
yeron buena,  la  preslaroú  su  adhesión,  y  ha  sido  aprobado  el  pro- 
yecto por  cinco  Ministerios  consecutivos ,  habiendo  sido  discutido 
tan  ampliamente  como  ningún  otro  en  mas  de  trece  largas  sesiones, 
con  asistencia  de  todos  ó  casi  todos  ios  Magistrados  Senadores, 
Consejeros  de  Estado  y  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 
No  es  exacto,  por  consiguiente,  que  los  magistrados  todos  se  levan- 
ten contra  esta  obra  y  que  ninguno  pida  la  palabra  en  pro,  pues 
todos  los  que  toman  parte  en  la  discusión,  menos  el  Sr.  Alvarez, 
proceden  ó  han  pertenecido  á  la  magistratura. 

Voy  á  decir  ahora  la  causa  de  que  esta  ley  haya  venido  aquí  por  bases, 
y  no  todo  el  proyecto  formulado  para  podir  un  voto  da  autorización. 

Si  hubiéramos  traído  iu  ley  ñ)rmulada  con  uo  proyecto  de  autorización 
para  ejecutarla,  naturalmente  la  discusión  se  hubiera  reducido  á  tres  dis- 
cursos por  cada  parte,  y  si  tenia  uno  ó  dos  artículos,  á  seis,  ocho  ó  diez 
discursos.  Sí  hubiéramos  adoptado  el  sistema  de  traer  el  proyecto  para 
^ue  se  discutiera  artículo  por  artículo,  como  sucedió  con  el  Código  penal 
el  año  22,  la  discusión  hubiera  sido  interminable;  pues  para  discutir  qui- 
nientos y  tantos  artículos  se  emplea  uo  tiempo  que  no  hay  Cuerpo  cole- 
gislador que  pueda  invertir,  y  en  el  único  caso  en  que  esto  se  ha  hecho, 
en  el  año  22,  no  habia  mas  que  una  sola  Asamblea.  Es  menester  recono- 
cer que  estos  Cuerpos  son  muy  á  propósito  para  comprender  las  cuestio- 
nes capitales  y  los  principios  en  que  se  fundan  las  leyes;  pero  dije  ayer,  y 
repito  ,  que  tienen  gravísimos  inconvenientes  para  descender  al  porme- 
nor de  las  leyes.  No  hay  mas  que  mirar  cuántas  veces  se  cambia  en  una 
sola  sesión  la  mayoría  y  la  minoría;  de  modo  que  un  dia  habría  una  ma- 
yoría distinta  de  la  de  otro,  lo  cual  podría  dar  un  resultado  contradictorio, 
y  hacer  que  no  hubiera  por  consiguiente  unidad  en  la  obra.  Es  menes- 
ter tomar  las  cuestiones  en  términos  regulares.  ¿Y  qué  hizo  la  Comisión? 
Adoptar  un  medio  en  virtud  del  cual  hubiera  discusión  amplía ;  y  sí  en 
esto  hay  alguna  culpa,  es  de  la  actual  Comisión,  no  del  Señor  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia. 

La  Comisión  comparó  el  resultado  que  podía  dar  cualquiera  de  los 
otros  sistemas  y  el  que  ha  seguido.  Con  este  es  indudable  que  pueden  pro- 
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Dundarse  en  esta  ^íscusion  240  discursos  dentro  del  Reglamento.  Ysi  á 
estos  se  agregan  los  que  podrán  hacerse  con  motivo  de  las  enmiendas  que 
puedan  presentirse  á  las  bases,  es  seguro  que  nadie  dirá  que  se  limita  la 
discusión;  y  esto  es  lo  que  roe  importa  quede  consignado,  porqu«^  sentina 
muy  mucho  se  disera  que  nosotros  rehuímos  la  discusión,  cuahdo  lo  que 
deseamos  es  que  el  país  conozca  las  grandes  razones  que  hay  para  plan- 
tear las  reformas  que  proponemos.  Üe  esto  habia  algunos  precedentes. 
Bien  sabe  el  Sr.  Calderón  Collaotes  que  el  Sr.  Seijas,  en  el  Ministerio  del 
Duque  de  Vaeocia  á  que  antes  me  he  referjdo,  presentó  un  proyecto  de 
ley  Hipotecaria  con  bases  y  otro  de  ley  do  Enjuiciamiento  criminal  tam- 
bién con  bases,  bastante  mas  diminutas  por  cierto  que  las  de  este  proyec- 
to, y  que  por  error  se  ha  supuesto  fueron  desechadas  eo  uno  de  los  Cuer- 
pos colegisladores. 

Pero  se  anadia:  vais  á  dar  un  voto  á ciegas,  porque  pueden  desfigurarse 
las  bases;  esta  es  una  cosa  insólita  en  los  Cuerpos  colegisladores.  Y  yo  me 
acordaba  jde  que  hubo  unas  Cortes  en  iS4d  ó  45  que  dieron  al  Gobierno 
un  i  autorización  para  que  hiciera  la  ley  del  Ci^nsejo  Real  y  la  municipal  y 
provincial.  Yes  de  notar  que  la  ley  municipal  pocos  anos  antes  habia  pro- 
ducido trastornos  de  que  creo  no  deber  ocuparme.  Pero  el  heclu>  es  que  á 
pesar  de  ser  considerada  esa  cuestión  como  candente,  las  Cortes  aulori^a- 
ron  al  Gobierno  para  hacer  esa  ley.  Y  no  era  necesario  ir  muy  atrás  para 
recordar  la  discusión  aue  hubo  aquí  el  año  pasado,  en  la  que  por  desgra- 
cia mia  estuvimos  tamníen  en  oposición  el  Sr.  Calderón  Collantes  y  el  que 
dirige  la  palabra  al  Senado.  Habia  allí  un  art.  3.*^  al  que  hicimos  dura  opo- 
sición el  Sr.  Alvarez  y  yu^  porque  en  él  se  autorizaba  al  Gobierno  para 
liacer  en  la  ley  Hipotecaria  las  reformas  que  creyera  convenientes:  indi- 
viduo de  esa  Comisión,  el  Sr.  Calderón  Collantes  era  uno  de  los  palad  nes 
que  sostenían  la  autorización  en  su  dictamen,  mientras  que  nosotros  aíir- 
mábamos  que  en  derechos  civiles  no  se  había  dado  nunca  al  Gobief  no  au- 
torizaciones incondicionales,  y  creíamos  que  era  el  prímer  ejemplo  de  esa 
clase,  porc|ue  siempre  se  le  habían  señalado  algunos  límites;  y  cuanvio  esto 
Qo  se  habia  veritícado,  se  habia  dado  lugar  á  reclamaciones.  Sin  embargo, 
el  Senado,  á  quien  hicieron  mas  fuerza  las  razones  del  Sr  Calderón  que 
las  nuestras,  resolvió  en  el  sentido  qne  todos  los  Sres.  Senadores  saben, 
pero  sin  que  haya  llegado  á  ser  |py,  porque  después  han  ocurrido  otras 
circunstancias  especiales. 

Convengo,  señores,  en  que  hay  grandes  inconvenientes  en  el  proyecto; 
convengo  en  que  es  menester  examinarlos;  pero  tengo  la  convicción  de 
que  podemos  comprobar  su  conveniencia.  Las  leyes  se  toman  en  su  con- 
junto, se  vé  todo  lo  bueno  ó  malo  de  ellas.  Todos  los  sistemas  tienen  sus 
ventajas  y  sus  inconvenientes;  sé  que  el  sistema  oral  y  el  escrito  tienen 
también  respectivamente  puntos  de  defensa  y  argumentos  que  pueden 
oponérseles:  es  menester  pesar  concienzudamente  el  bien  y  el  mal,  y  ver 
de  qué  lado  se  inclina  el  fiel  de  la  balanza.  Porqué,  ¿qué  proyecto  hay  que 
sea  enteramente  bueno,  y  que  no  tenga  inconvenientes  en  si?  El  legislador 
sin  embargo,  no  tiene  más  remedio  que  adoptar  un  sistema,  por  mas  que 
procure  que  sea  el  que  presente  mas  ventajas  e  i  su  totalidad.  ¿Hay  algún 
Sr.  Senador  que  esté  conforme  con  todos  los  artículos  del  Código  penal? 
¿Hay  alguno  que  lo  esté  con  todos  los  iirticulos  de  la  reforma  cuando  se 
presente  aquí?  De  ese  modo,  si  esto  valiera,  ¿habría  alguna  ley  que  pudie- 
ra lle<^ar  á  aprobarse?  Sería  imponible. 

S.  S.  nos  hizo  un  argumento  hablando  de  los  provectos  de  la  comisión 
de  códigos,  diciendo  que  conviene  conservar  lo  existente.  No  son  los  indí- 
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víduos  de  esa  comisioD  amigos  de  hacer  ¡nnovacíoDes  que  no  sean  nece- 
cesarias;  al  contrarío,  en  una  y  otra  ocasión  han  demosft'ado  su  pruden- 
cia y  el  respeto  que  profesan  á  lo  antiguo  en  esta  clase  de  materias.  ¿Pero 
son  tan  graves  las  innovaciones  que  se  hacen?  Indudablemente  hay  algu- 
nas que  lo  son  mucho:  las  principales  á  que  se  referia  S.  S  son  el  juicio 
oral  y  público,  y  la  organización  de  los  tribunales  correccionales.  Nos  lie- 
cía  que  nosotros  faltábamos  en  esto  á  todas  las  tradiciones.  Sin  embarco, 
no  se  manifestaba  enemigo  del  procedimiento  oral  y  público;  al  contrario, 
parecía  que  le  daba  su  aprobación,  si  bien  en  cambio  de  esto  lo  atacaba 
indirectamente  porque  hacia  argumentos  en  contra  que  le  hacían  imposi- 
ble. Decía:  «vais  mas  allá  que  fueron  las  Cortes  constituyentes;  las  Cortes 
constituyentes  no  establecían  tribunales  correccionales.»  No  parece  que  ei 
argumento  sea  muy  fuerte,  porqup  sí  á  aquellas  Cortes  se  hubieran  lleva- 
do estas  bases  ú  otras  parecidas,  las  hubieran  aceptado  con  mucho  mas 
gusto  que  la  doble  instancia  en  las  causas  crimínales.  Entonces  no  se 
creía  todavía  madura  la  cuestión;  hoy  S.  S.  mismo  considera  que.  lo  está, 
puesto  que  no  se  opone  resueltamente  al  juicio  oral  y  público.  Diez  anos 
kan  pasado  desde  que  las  Cortes  constituyentes  trataron  de  esta  materia, 
y  estos  diez  anos  han  sido  fecundos  por  el  mayor  desenvolvimiento  que  se 
ha  dado  á  las  leyes  por  su  mucl)a  genera lízacíoo,  sí  bien  convenga  con 
S.  S.  en  que  entonces  se  sabía  tanto  como  ahora;  pero  también  debe  con- 
venir conmigo  en  que  ahora  son  mas  los  que  saben  y  entienden  de  leyes 
porque  las  ideas  se  han  generalizado,  porque  ha  habido  un  conjunto  de 
circunstancias  que  han  contribuido  á  su  mayor  estudio,  y  que  quizá  sí  se 
ha  pecado  de  algo  en  estas  materias,  es  de  haberse  prestado  mas  atención 
á  los  estudios  teóricos  que  á  los  prácticos. 

Pero  S.  S.  no  recordaba  que  en  su  obra  predUecta,  el  Código  penal, 
viene  á  establecerse  esto  mismo.  Solamente  con  hojear  el  Código  penal, 
ocurre  á  cualquier  persona  imbuida  en  los  buenos  principios  de  la  ciencia 
preguntar:  ¿Por  que  dividís  los  delitos  en  graves,  menos  graves  y  foltas? 
¿Por  qué  hacéis  esa  distinción  cuando  en  el  orden  científico  no  tíay  mas 
que  dos  clases  de  hechos  que  sean  penables,  uno  que  toma  encuenta  la  in- 
tención y  el  hecho,  y  otro  que  solo  considera  el  hecho  sin  la  intención,  lo 
cual  justifica  la  distinción  que  hacéis  entre  delitos  y  faltas,  pero  no  la  dis- 
tÍDcion  entre  delitos  graves  y  menos  graves?  Y  contestaban  los  individuos 
á  quienes  particularmente  se  les  preguntaba  esto,  conleslaban  los  comen- 
taristas que  han  escrito  acerca  del  Código  penal  y  que  pertenecían  á  la  co- 
misión, porque  esta  descendía  de  la  comisión  general  de  códigos  y  tenían 
que  tratar  las  cuestiones,  no  solo  en  el  terreno  científico,  sino  también  en 
el  terreno  práctico,  manifestando  que  la  separación  que  se  había  estable- 
cido entre  los  hechos  penables  era  porque  unos  debían  ser  castigados  cor- 
reccionalmentey  al  mismo  tiempo  que  otros  debian  serlo  eu  ei  orden  cri- 
minal; que  para  unos  debía  haber  una  clase  de  procedimientos  y  de  tri- 
bunales y  para  los  otros  otra  clase  de  tribunales  y  de  procedimientos 

De  modo  que  ya  tenemos  aquí  la  base  que  se  estableció.  Las  Cortes 
constituyentes  lo  <][ue  hicieron  fué  no  pedir  el  juicio  oral  y  público,  y  no 
llegó  ei  caso  de  señalar  si  habían  de  ser  las  mismas  Salas  las  que  forma- 
ran el  procedimiento  y  las  que  habían  de  conocer  en  unos  delitos  y  en 
otros.  De  seguro  que  no  lo  serian,  .porque  las  mismas  Cortes  aprobaron 
una  resolución  gravísima  del  Gobierno,  que  fué  la  creación  del  tribunal 
do  corrección.  Sabido  es,  señores,  que  el  tribunal  correccional  se  creó  por 
un  decreto,  y  que  no  habia  llegado  á  establecerse  cuando  ocurrieron  los 
acontecimientos  de  julio  de  4854.  El  Gobierno  de  aquella  época  mandóque^ 
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se  instalara  y  fuQCV>Qara;  fué  comprendido  en  los  presupuestos;  pasó  en 
elli'S,  y  de  consiguiente  habia  este  acto  que  indicaba  que  aunque  los  magis- 
trados fueran  de  igual  categoria  que  los  de  otras  provincias,  habían  natu- 
ralmente, y  siguiendo  el  espíritu  de  la  legislación,  de  juzgar  por  distinto 
procedimiento  y  en  distinta  Sala,  aunque  se  hallaran  en  el  mismo  tri- 
bunal. 

Respecto  del  fuero  eclesíástioo»  cuyo  origen  alribayó  á  Justi- 
niano,  dijo  que  la  comisioo  no  habia  hecho  mas  que  seguir  el  ejem- 
plo de  los  legisladores  de  1812,  ni  podía  hacer  otra  cosa  sin  esce- 
der el  límite  de  sus  atribiicioDes,  ni  suneitar  disturbios,  ni  alarmar 
las  conciencias  resolviendo  una  cuestión  de  esa  clase  de  una  mane- 
ra distinta  de  como  se  resuelven  por  regla  general  las  de  derecho 
público.  Espresó  su  deseo  de  que  se  estableciera  también  el  recorso 
de  casación  en  lo  criminal  militar,  pero  manifestó  que  no  se  habia 
establecido  porque  solo  haciendo  esa  especie  de  transacciones,  no 
queriéndolo  hacer  todo  de  un  golpe,  es  como  el  proyecto  puede  ser 
admitido  sin  la  repugnancia  que  en  otro  caso  habria. 

Defendió  la  frase  recwr90$  de  fuei'%a  impugnada  por  el  Sr.  Cal- 
derón Gollantes,  pues  según  Salgado ,  Govarruvias,  el  Conde  de  la 
Canadá,  D.  José  Alonso  y  todos  los  que  han  tratado  de  esta  materia, 
las  palabras  recursos  de  proteemn  y  de  fuerza  signiBca  una  misma^ 
idea,  aunque  generalmente  se  aplicaba  la  frase  recursos  de  fuerza 
¿  los  que  se  llevaban  á  los  tribunales  y  recursos  de  protección  y 
de  fuerza  ios  que  se  llevaban  á  la  Cámara  ó  al  Consejo  de  Cas- 
tilla, y  en  este  sentido  están  escritas  varias  leyes  de  la  Novísima 
Recopilación  dictadas  por  D.  Carlos  y  Doña  Juana,  D.  Felipe  II, 
D.  Felipe  III,  D.  Felipe  IV  y  D.  Felipe  V,  y  estos  precedentes  se 
tuYÍeron  en  cuenta  en  el  Reglamento  provisional  para  la  adminis- 
tración de  justicia  y  en  la  ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado.» 

Se  considera  aue  hay  dos  clases  de  policía  para  investigar  los  delitos, 
nna  que  es  prejuaicial  y  otra  que  es  juaicíal.  La  primera  tiene  por  objeto 
descubrir  los  dehtos,  investigar  quiénes  son  sus  autores,  recoger  los  efectos 
que  puedan  contribuir  á  la  averiguación  del  delito,  procurar  que  no  se 
borren  las  huellas  del  hecho  criminal  oue  acaba  de  perpetrarse,  nacer  que 
consten  de  nn  modo  positivo  las  pruebas  de  ta  culpabilidad  que  puedan 
aparecer,  detener  á  los  culpables  en  los  casos  en  que  sean  reos  de  delitos 
graves  y  que  se  les  coja  in  fraaanti,  y  poner  las  personas  detenidas  y  los 
efectos  ocupados  á  disposición  de  los  tribunales.  La  policía  judicial  tiene 
por  objeto  practicar  esas  mismas  investigaciones  consignándolas  por  es- 
crito, nacer  que  los  hachos  se  jnstiOquen  en  términos  de  constituir  una 
verdadera  prueba  judicial,  ocupar  los  efectos  que  se  les  entreguen  ó  que 
puedan  adquirirse,  en  virtud  de  los  cuales  pueda  venirse  en  conocimiento, 
tanto  de  las  circunstancias  del  hecho  criminal  que  se  cometió,  como  tam* 
bien  de  los  que  puedan  contribuir  á  descubrir  los  delincuentes,  ó  como  se 
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decia  por  los  prácticos  antiguos  del  derecho,  poner  en  claro  él  cuerpo  del 
delito. 

Estas  dos  clases  de  policía  judicial  naturalmente  han  de  tener  diferen- 
tes agentes;  al  paso  que  en  la  prejudicial  es  mayor  el  námero  de  las  per- 
sonas,, y  que  puede  serlo  cualquiera  que  tenga  un  carácter  público,  y  aun 
sin  tenerlo,  porque  todos  e^táu  obligados  por  su  parte  á  procurar  que 
consten  ios  delitos,  y  á  detener  á  los  (¡ue  los  cometen,  si  son  habidos  in 
fraganti,  mieolrus  no  se  presente  la  justicia  á  perseguirlos. 

La  judicial  realmente  corresponde  á  los  funcionarios  de  este  orden,  I09 
del  ministerio  fiscal,  y  á  los  agentes  de  la  administración  que  tienen  cierto 
carácter,  ó  que  están  especialmente  destinados  á  la  averiguación  de  deli- 
tos particulares;  una  y  otra  policía  depende  de  los  jueces  de  primera  ins> 
tancia,  á  la  vez  que  éstos  de  sus  superiores  gerárquicos,  de  manera  que 
tendrá  medios  mucho  mas  eficaces  esta  policía,  que  los  que  ha  tenido  has- 
ta ahora  entre  nosotros. 

Respecto  á  la  casación  criminal,  decía  el  Sr.  Calderón  Collantes  que  no 
sabia  qué  sistema  es  el  que  adoptaría  la  Comisión  de  codificación;  y  ana- 
dia que  esto  era  dejar  la  ley  á  disposición  absoluta  de  la  Comisión  de  co- 
dificación y  del  Gobierno. 

Tres  sistemas  diferentes  puede  haber  acerca  de  esta  materia;  los  tres 
lian  sido  ensayados  con  mas  ó  menos  fortuna  entre  nosotros.  Consiste 
uno  en  que  el  tribunal  de  casación  anule  ó  case  la  sentencia  y  vuelcan  los 
autos  al  tribunal  á  quo^  para  que  este  pronuncie  otra  vez  el  fallo,  ó  si  no , 
á  un  tribunal  inmeiliuto.  Consiste  el  segundo  en  que  una  Sak  del  tribunal ' 
de  casación  ó  del  Supremo  entre  nosotros  case  ó  ñola  sentencia,  pero  qiie 
casándola  pase,  por  ejemplo,  de  la  Sala  primera  que  entiende  del  recurso 
de  casación,  á  otra  que  pronuncie  el  falto  definitivo  en  la  causa.  El  tercero 
consiste  en  que  la  misma  Sala  aue  falla  respecto  del  recurso  de  casación, 
pronuncie  después  una  segunda  semencia. 

Yoy^á  hacer  alguuas  indicaciones  de  las  ventajas  ó  inconvenientes  de 
CAda  uno  de  estos  sistemas.  El  primero  fué  adoptado  entre  nosotros  cuando 
se  establecieron  los  recursos  de  nulidad  por  Real  decreto  de  4  de  noviembre 
de  1838.  Allí  se  estableció  que  fallara  la  casación  ó  nulidad,  porque  las  pa- 
labras casación  ó  nulidad  comprenden  lo  mismo;  estos  nombres  se  han 
aplicado  al  mismo  recurso,  y  así  es  que  se  dice  también  en  las  sentencias 
tintamos  ó  anulamos.  Digo  pues  oue  este  sistema  se  ensayó  con  motivo 
del  cjtado  Real  decreto,  y  según  él,  casada  una  sentencia,  se  remitía  á  la 
Audiencia  que  lo  había  fallado,  para  que  por  otra  Sala,  ó  si  esta  no  tenia 
mas  que  una,  por  otro  tribunal  ó  Sala  inmediata  se  fallara.  Basta  estopara 
conocer  que  semejante  sistema  era  insostenible,  que  era  un  sistema  malo, 
que  no  podía  subsistir. 

Vamos  al  segundo  sistema.  He  diclio  que  este  consistía  en  que  una  Sala, 
por  ejemplo  la  primera,  fallara  el  recurso  de  casación  y  que  anulada  la 
sentencia,  fuera  á  otra  Sala,  á  la  secunda.  Desde  luego  aparece  también  el 
gravísimo  inconveniente  que  debía  resultar  de  esta  combinación.  Podía 
casar  la  Sala  primera;  pero  como  la  segunda  podía  ver  la  cuestión  de  dife- 
rente modo,  venia  á  casar  lo  que  la  otra  haoia  decidido.  ¿  Y  esto  puede 
aceptarse?  Me  parece  que  no:  pero  es  lo  que  se  hizo  por  Real  decreto  so- 
bre los  delitos  contra  la  Hacienda;  y  cosa  singular,  este  decreto  que  e«tá 
vigente,  en  la  primera  vez  que  llegó  á  ponerse  en  ejecución,  produjo  ó  es- 
tuvo á  punto  de  producir  un  conflicto:  como  es  una  cosa  sabida  y  antigua, 
ya  puede  decirse  aquí  sin  ínconveoíente.  Y  es  menestar  tener  en  cuenta 
que  ese  conflicto  podrá  repetirse  otras  muchas  veces,  si  oportunamente  no 
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96  acode  á  su  remedio,  lo  que  eederá  en  mengua  de  la  atimioistracion  de 
juáticia  y  eD  desdoro  de)  alto  Tribunal  que  está  puesto  por  la  ley  al  frente 
de  todas  las  jurisdicciones.  ¿No  es  un  escándalo,  Sres  Senadores,  que 
f  ueda  darse  lu^r  á  este  conflicto?  Por  razones  análogas  que  babia  antes 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciff  I  y  que  existen  todaWa  en  el  procedimiento 
criminal,  están  tan  desacreditadas  las  súplicas.  Porque  en  último  resultado 
▼  con  mayor  fluencia  de  lo  conveniente  el  menor  número  4^  jueces  de 
Igual  grado  viene  á  echar  á  tierra  la  sentencia  del  mayor  número. 

Estos,  señores,  son  absurdos,  son  cosas  que  no  se  concibe  cómo  por 
espacio  de  tantos  anos  han  vivido  en  el  mundo  jurídico;  pero  el  hecho  0^ 
que  han  existido,  que  existen  en  las  causas  criminales,  y  que  de  esta  suer- 
te boy  puede  un  reo  ir  al  cadalso  por  un  folio  de  tres  magistrados,  cuando 
ha  sido  mayor  el  número  de  los  que  en  las  anteriores  instancias  han  inter- 
venido. De  consiffoiente,  no  parece  que  quedaba  mas  que  el  tercer  sistema 
ensayado  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  esto  es,  que  el  mismo  tribu  • 
nal  pronunciase  dos  sentencias  para  representar  las  dos  cosas  que  encier- 
ra el  recurso  de  casación.  Esto  tiene  por  principal  objeto  la  unidad  de  la 
jurisprudencia  y  el  interés  público;  pero  al  lado  de  este  interé^i  pública 
está  también  el  interés  privado,  está  que  el  fallo  segundo  relativo  al  par- 
ticular repare  los  agravios  que  crea  que  ha  sufrido  por  las  sentencias  da- 
das. De  estas  sentencias,  una  sola  la  de  interés  general,  que  es  la  de  casa- 
ción, se  publica,  porque  es  la  re^la  que  debe  servir  de  guia  á  todos  los  tri« 
bunales  para  acomodar  á  ella  su  jurisprudencia ,  porque  así  pone  de  mani- 
fiesto el  Tribunal  Supremo  el  modo  que  tiene  de  entender  las  leyes,  y  por- 
que de  esta  manera  se  introducen  prácticas  generales  y  conformes.  Pero 
además  de  eso  hay  la  aplicación  de  las  leyes  á  ese  caso  particular:  esto  ya 
no  es  de  interés  público,  sino  privado,  y  se  resuelve  en  una  segunda  seii- 
tencia  ó  después  que  se  ha  dado  la  primera,  notificándose  en  la  forma  or- 
dinaria á  los  interesados.  De  modo  que  este  es  el  sistema  que  se  ha  encon- 
trado para  salir  del  conflicto,  y  me  parece  bastante  preferible  á  tos  otros 
dos:  lleva  además  ocho  años  de  práctica  en  los  negocios  de  la  Península  y 
algunos  mas  en  los  de  Ultramar  en  qne  también  se  adoptó  con  algunas 
ligeras  diferencias  que  están  corregidas  en  la  actual  ley  que  viene  á  unifor- 
mar uno  y  otro  punto  basándose  en  los  principios  que  dominan  en  los  re- 
cursos de  Ultramar  y  en  el  Enjuiciamiento  civil.  Hay  pues  dos  sentencias; 
una  qne  se  publica  en  la  Gaceta  y  en  la  Col&seian  UgishUwa,  y  otra  que  es 
especial  al  negocio  de  que  se  trata. 

Este  es  el  sistema  que  ha  adoptadp  la  comisión.  Suponia  el  Sr.  Calde- 
rón enllantes  que  nosotros  no  habíamos  manifestado  lo  que  pensábamos 
sobre  el  particular,  y  sin  embargo  se  ha  presentado  una  ley  provisional  de 
c  isacion  en  lo  criminal,  donde  se  vé  clara  y  paladinamente  cuáles  son  las 
ideas  de  la  comisión  respecto  á  este  punto:  no  hay  mas  diferencia  sino  que 
esta  ley  provisional  está  arreglada  al  sistema  délas  dos  instancias,  al  mismo 
tiempo' que  la  ley  venidera  habrá  de  referirse  á  la  instancia  única  que  haya 
tenido  lu^r  en  virtnd  del  juicio  oral  v  público. 

C<uacion  en  lo  eriminal.  Antes  de  publicarse  el  decreto  de  4  de  no- 
viembre ya  habia  un  clamor  general  para  que  se  estableciera  el  recurso  á\ 
casación  en  lo  criminal;  cuando  hace  veintitantos  años  se  discutió  en  la*< 
Cortes  este  mismo  asunto,  ya  hubo  voces  autorizadas  que  pedian  que  al 
mismo  tiempo  que  se  establecía  el  recurso  de  casación  civil .  se  estable- 
ciera en  lo  criminal.  Consideraban  algunos  que  era  un  escándalo  que  so 
diera  mas  importancia  á  los  bienes  y  á  la  propiedad,  que  al  honor,  á  la  re- 
putaeloR,  ala  libertad  y  á  la  vida,  dé  los  hombres.' Sin  embargo,  otros 
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deciaD  entonces  que  este  recurso  no  debía  establecerse  porque  no  había  un 
código  penal 

Viuo  el  Código  penal,  y  en  uno  de  sus  artículos  habla  va  incidental- 
mente  del  recurso  de  casación,  al  tratar  del  efecto  que  puede  producir  oi^ 
algunas  ocasiones,  de  modo  que  ya  es  una  regla  admitida  en  el  misiao^ 
Código. 

El  Sr.  Calderón  Collantes  dijo  que  este  proyecto  desautorizaba  á  las^ 
Audiencias,  y  se  fundaba  para  decir  esto  en  la  base  20.%  por  la  cua)  se 
llevan  al  Tribunal  Supremo  los  oe^ocíos  que  dao  lu^ar  á  la  separación  ríe 
los  jueces  por  actos  que  do  constituyen  delilo,  é  tndic<^  además  que  así 
t)ncdaba  abierta  la  puerta  al  Gobierno  para  hacer  lo  que  le  pareciera  res- 
pecto á  este  punto;  suponiendo  <}Ue  la  comisión  incurria  en  una  contradic- 
cíon  al  hacer  justiciables  á  los  jueces  de  primera  instancia  ante  las  Au- 
diencias por  las  fallas  que  cometiau,  ó  bien  eo  el  ejercicio  de  su  cargo,  ó 
bien  por  delitos  comunes,  al  mismo  tiempo  que  llevaban  la  remoción  baí: 
ta  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  No  me  parece  queesta  contradicción 
existe,  y  creo  poder  demostrar,  á  mi  modo  de  ver  hasta  la  evidencia,  que^ 
es  bueso  lo  que  propone  la  comisión,  que  no  es  \o  que  dice  S.  S. 

Hay  dos  causas  que  dan  lu^ar  á  la  Keparacion  de  los  jueces  y  magis- 
trados: una  es  la  sentencia  judicial  ejecutoria  que  les  impone  esta  pena: 
otra  es  el  desmerecimiento,  la  existencia  de  ciertas  circunstancias  que  les 
rebajen  en  el  concepto  público  para  eiercer  las  funciones  que  les  están  en- 
comendadas. La  comisión  quiere  que  la  magistratura, que  la  judicatura  sea 
una  especie  de  sacerdocio;  sacerdotes  de  la  justicia  llamaban  los  antiguos  A 
los  encargados  de  administrarla;  sacerdotes  de  la  justicia  deben  ser  los 
que  la  administren  en  nuestros  días. 

Por  esto  se  ha  dicho  los  jueces  podrán  ser  separados  por  ejecutoria,  se- 
gún lo  que  establece  la  Constitución,  y  también  por  el  Tribunal  Supremo 
en  virtud  de  sentencia,  por  desmerecer  de  la  di^^nidad  que  debe  acompa- 
ñar á  sus  funciones.  Pero  se  ba  guardado  la  comisión  de  indicar  aqui  coát* 
les  son  esos  desmerecimientos^  como  se  guardará  probablemente  de  hacer- 
lo la  que  redacte  la  ley  defínitiva.  Lo  que  menoscabe  la  dignidad  del  mi- 
nisterio judicial,  lo  que  haga  desmerecer  á  uno  en  el  concepto  público,  no 
puede  señalarse  en  los  artículos  de  una  ley  de  procedimientos.  De  manera; 
señores,  que  ha  habido  necesidad  de  crear  un  juicio  especial,  sui  generis 
para  esto,  el  cual  no  entra  en  la  jurisdicción  de  las  Audiencias,  sin  qde 
por  esto  se  las  hayan  quitado  atribuciones,  como  parecía  inferirse  de  lo  di- 
cho por  flSr.  Calderón  Collantes,  pues  al  contrano  les  han  sido  aumenta- 
das como  demostraré  si  ftiere  necesario.  ¿Convendría  Uevar  estos  asuntos 
á  las  Audiencias?  No  solo  no  seria  conveniente,  sino  que  no  podría  hacer- 
se. En  estos  negocios  no  habrá  casación,  y  esto  bastaría  para  que  tales 
causas  no  fueran  de  la  jurisdicción  de  las  Audiencias.  En  muchos  de  tales 
casos  además  no  puede  haber  verdadera  formación  de  causa  porque  son 
^pedientes  jurídico-cubernatíTos  en  que  solamente  sonoidos  el  interesa^ 
do  y  el  ministerio  público.  Algunos  de  «líos  por  su  naturaleza  tampoco  po-^ 
drian  bublícarse  sin  queae  lastimara  la  moral. 

Y  de  todos  modos  se  rebajaría  una  institución  que  tan  enaltecida  debe 
estar,  concluyendo  por  ser  una  cuestión  que  afectaría  á  todo  el  orden  ju- 
dicial. Así  la  separación  de  los  jueces  de  partido  no  puede  tener  mas  qu<^ 
un  centro.  ¿Y  prestaría  también  el  mismo  grado  de  garantía  un  fallo  de  se- 
paración de  esta  naturaleza,  hecho  poruña  Sala  de  ínsticía  de  una  Audien- 
cia que  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia?  ¿Alcanzan  al  Tribunal  Supre- 
mo esas  influenciat)  de  provincia,  de  localidad,  esos  odios  que  llegan  del 
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tnismo  modo  á  lo^  Tribunales  coostítuidos  eo  uoa  categoría  superior?  Da 
todas  loaoeras,  la  ferdailera  cueatioa  anU  ea  U  ioamobilidad  del  órdea 
judicial;  pero  receto  á  la  separación  de  los  jaeces,  ningún  Tribunal  pae- 
4e  entender  mejor  en  este  punto  que  aquel  que  está  sobre  toda  la  magÍ8-> 
tratura  y  que  además  se  halla  compuesto  de  personas  que  por  su  edad  j 
|>or  su  larga  carrera  se  ven  libres  de  pasiones  y  de  ? icios  y  pueden  juzgar 
con  mas  sangre  fría,  con  más  tranquilidad  las  causas  de  este  género;  pere- 
que es  menester  no  olvidar  que  los  espedientes  de  separación  de  funciona-  ■ 
ríos  son  de  una  naturaleza  muy  distinta  de  aquellos  en  que  se  trata  de  la 
persecución  de  un  delito. 

Acerca  del  ministerío  fiscal,  el  Sr.  Calderón  Goilantes  echaba  de  menos 
alguna  base  en  el  proyecto  que  se'  discute.  Respecto  de  esto,  sencillamente 
diré  que  la  comisión  no  ha  sido  en  efecto  muy  estensa  en  la  matería,  por* 
^uesi  bien  al -principio  pensó  en  formular  alguna  base  á  ella  referente, 
después  ha  creído  mas  conveniente  dejar  íntegro  este  punto  para  una  fey. 
Asi  se  ha  heclio;  y  sin  embargo,  los  principios  capitales  que  hacen  referen « 
€ia  al  Ministerío  liscal^  puede  decirse  que  se  hallan  consignados  en  el  pro- 
yecto. 

Ante  todo,  debo  decir  que  no  sé  iK>r  qué  mala  inteligencia  ha  supuesto 
S.  S.  que  nosotros  hacemos  inamovible  al  ministerío  fiscal.  No  sovdelosque 
mas  propensión  tienen  á  la  amovilidad  absoluta  del  ministerio  fiscal.  Pero 
lo  que  creo  abtolutamente  indispensable,  si  se  quiere  que  el  ministerío 
fiscal  esté  tiesempeñado  por  personas  regulares,  es  dar  mas  seguridad  y 
fijeza  á  su  cargo.  Si  antes  era  esto  necesario,  desde  que  este  proyecto  sea 
ley  lo  será  con  mas  motivo,  y  diré  por  qué:  Hasta  ahora  el  ministerio  fiscal 
nó  era  incompatible  con  el  ejercicio  de  la  abogacía;  si  se  ha  de  prívar  á  los 
fiscales  de  la  facultad  de  ejercer,  que  es  lo  único  que  les  mantiene  en  su 
puesto;  si  no  se  les  dá  además  alguna  seguridad,  por  leve  que  sea,  á  pesar 
de  ese  peoueño  aumento  de  dotación  que  se  liara  en  su  favor,  ;qué  letra* 
dos  querrán  encargarse  del  ministerio  público,  ni  en  los  juzgados  de  en- 
trada, ni  en  los  de  ascenso  y  de  término?  Si  se  quiere  que  haya  adminis* 
tracion  de  justicia  tan  buena  y  tan  perfecta  Como  todos  deseamos,  necesa- 
rio es  que  no  se  sacrífique  á  consideraciones  menos  importantes;  porque  á 
cambio  de  conseguirío  significa  muy  poco  un  corto  aumento  en  el  presu- 
pilbsto  de  un  país  que  gasta  dos  mil  y  tantos  millones  de  reales. 

Hay  algunas  cosas  respecto  al  ministerio  fiscal,  decía  el  Sr.  Calderón 
Coliantes,  acerca  de  las  cuales  calla  el  proyecto:  habló  S.  S.  con  este  moti- 
vo del  orden  de  gradación  y  gerarquía  que  debe  tener  respecto  de  sus  su- 
periores inmediatos,  y  decia  que  recorriendo  la  escala  en  todos  sus  grados 
toda  ella  dependía  del  fiscal  del  Tribunal^upremó,  y  este  de  nadie;  de  ma- 
nera, que  era  un  cargo  verdaderamente  inamovible.  Nada  ha  dicho  la  co- 
misión verdaderamente  acerca  de  la  separación  del  fiscal  del  Tríbunal  Su- 
premo, porque  la  comisión  abunda  en  el  principio  de  que  ese  cargo  es  ab- 
^polutamente  amovible,  á  voluntad  del  Gonierno,  puesto  que  la  persona  que 
lo  lia  de  desempeñar  ha  de  estar  íntimamente  unida  con  e¡  poderejecutivo, 
toda  vez  que  será  el  órgano,  el  brazo  de  que  el  Gobierno  se  valga  para  hacer 
que  la  justicia  se  administre  pronta  y  cumplidamente;  y  por  lo  mismo  tiene 
que  desempeijar  ese  puesto  unapersona  autorizada,  que  esté  muy  conforme 
ron  el  Gobierno  en  todo  lo  que  se  refiera  al  modo  de  administrar  la  justicia . 

Gs  verdad  que  el  ministerio  fiscal  está  solo,  lo  cual  realmente  hace  su 
situación  mas  crítica  en  momentos  dados,  comunicándole  un  carácter  mas 
físpinoso;  pero  ya  está  desterrado  el  antiguo  sistema  de  que  hubiera  dos  ó 
tres  fiscales  en  los  tribunales,  como  sucedía  antes  en  el  Tribunal  Supremo, 
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en  el  antiguo  Consejo  de  Castilla  y  en  las  Audiencias,  en  las  coaJes  habia 
un  fiscal  para  lo  civil  y  otro  para  lo  criminal.  Esto  destruía  la  unidad  dek 
ministerio  Gscal:  así  que  se  ua  considerado  como  una  ^ran  ventaja  el  re- 
ducirlos á  uno  solo,  estableciendo  el  principio  de  la  unidad,  tan  indispen- 
sable para  el  ejercicio  de  este  ministerio.  Hay  varios  sistemas  6  modos  de 
organizar  el  ministerio  fiscal:  el  uno,  que  ya  creo  haber  manifestado^  es  ei 
de  los  que  consideran  al  ministerio  Bacal  únicamente  como  representante 
de  la  ley  para  peáW  su  ejecución;  otro  el  de  los  que  le  consideran  t;omo 
agente  del  Gobierno  cerca  del  orden  iudícial;  y  el  tercer  concepto,  oue  es 
el  que  yo  creo  mas  preferible,  el  que  le  considera  unas  veces  como  la  voz 
viva  de  la  ley,  como  sucede  en  las  causas  criminales,  y  otras  como  agente 
del  Gobierno  en  los  negocios  civiles  eo  que  el  Estado  tiene  iaitrés.  Con  el 
antiguo  sistema,  como  eran  dos  ios  iitcalea,«adaiiiio  se  ocupaba  de  su  ra- 
mo, despachando  el  uno  lo  criminal  y  el  otro  lo  civil;  pero  este  sistema 
trafa  el  inconveniente  de  que  se  creaban  dos  distintas  jurisprudencias:  por 
eso  creo  preferible  que  ambos  cargos  estén  desempeñados  por  una  sola 
persona,  que  una  vez  sea  el  abogado  de  la  administración,  en  los  negocios 
en  que  esta  esté  interesada,  v  otras  la  voz  viva  de  la  ley  puesta  en  acción, 
es  decir,  como  quien  recuerda  á  los  tribunales  la  obligación  de  fallar  de 
determinada  manera  en  cada  caso. 

Lo  que  me  sorprendió  mas  fué  lo  que  manifestó  el  señor  Calderón  Co- 
liantes  acerca  de  la  responsabilidad  judicial.  Decía  S.  S  que  él  quería  la 
inamovilidad  judicial;  pero  al  lado  de  ella  la  ley  de  responsabilidad:  haced 
un  ministerio  inamovible  é  irresponsable,  decia  S.  S.,  y  hacéis  un  grave 
daño  al  país;  y  lejos  de  llevar  el  bien  á  ese  orden,  introducís  en  él  la  confu- 
sión y  la  anarquía.  Yo  no  creia  aue  el  Sr  Calderón  GoUantes  pensase  de 
esa  manera,  y  me  fundaba  para  ello  en  que  no  podia  creer  que  S.  S.  des- 
conociese en  su  ilustración  que  hay  leyes  de  responsabilidad  severisimas 
que  están  vigentes  y  que  hay  leyes  de  procedimiento  que  maní  Gestan  el 
tíue  se  ha  de  seguir  para  exigirla.  De  dos  clases  puede  ser  la  responsabili- 
dad judicial;  ó  criminal  ó  civil,  y  las  leyes  actuales  van  tan  allá  en  esta 
materia,  como  las  del  país  que  haya  empleado  mas  severidad  en  este  punto. 
Eoel  orden  criminal,  ¿cómo  se  ha  de  aecir  que  no  ha  habido  respunsabi- 
iídad  judicial  en  uq  país  en  donde  se  lia  sacado  á  los  jueces  y  magistrados 
de  la  ley  común,  en  donde  se  les  ha  sujetado  á  pesquisas  generales,  cuai)- 
do  la<  pesquisas  estaban  prohibidas,  y  a  juicios  de  residencia  y  juicios  de 
capitulación?  ¿Cómo  puede  decirse  que  falta  penalidad  en  esta  materia 
cuando  se  vé  que  el  código  penal,  por  un  descuido,  por  una  neghgencia 
impone  al  juzgador  una  grave  pena  y  que  llega  en  algún  caso  hasta  á  re- 
sucitar la  pena  del  Talion  para  castigar  al  juez  que  uiltaá  sus  deberes? 
Abrase  el  código  penal  y  dígase  qué  delito  que  pueda  cometer  un  juez  coa 
un  Juez,  un  magistrado  con  otro  no  está  comprendido  bajo  su  sanciou. 
i  Dónde  está  pues  esa  falta  de  responsabilidad?  Él  Tribunal  Supremo,  cuan- 
do ha  tenido  que  juzgar  negocios  de  esta  naturaleza,  ¿se  ha  perado  ante  la 
idea  de  no  haber  \ej  aplicable?  ¿Y  qué  quiere  decir  esto?  Todo  lo  que  po- 
dia decirse  es  que  si  habia  esa  laguna  en  el Códiffo  penal  era  menestar  lle- 
narla, y  la  comisión  respecto  á  este  punto  eetá  anpuesla  á  admitir  todo  lo 
que  se  hi  proponoa. 

Pues  SI  de  la  ley  p«Ml  pasamos  á  la  de  procedimientos,  pregunto  yo  y 
me  dirijo  á  los  señores  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia:  ¿han  dudado 
nunca  cómo  habían  de  proceder  contra  un  juez  ó  fl»igistndo  que  hubiera 
fftitado  á  lee  deben»  de  sm  cargo?  ¿Hay  oeceadad  de  establecer  formas  es- 
peciales para  eso?  Los  oae^ea  de  lovesligicion  ¿son  diferentes  de  los  me- 
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dios  de  ÍDYestígacíoQ  de  otros  deütos?  Los  medios  de  defensa  y  acusaci^Dy 
¿soD  diferentes? 

¡Ah!  una  diferencia  liay,  señores,  ó  niejor  dieho,  debe  haberla;  y  esta» 
DO  en  el  sentido  que  indicaba  el  Sr.  Calderón  Goilantes,  siRo  en  sentido 
muy  diverso. 

Según  nuestras  leyes,  cualquiera  particular  puede  acusar  á  un  juez  é  á 
un  magistrado  sin  que  se  exija  una  actapré?ía  de  declaración  de  acusación. 
Esto  n  >  se  hace  en  uinguri  país;  se  acusa  á  un  magistrado,  y  lo  primero  que 
debe  hacer  el  Tribunal  es  decir  si  há  lu:^ar  ó  no  a  la  acusación  Así  es  que 
entre  nosotros  pueden  aparecer  magistrados  acusados  sin  baber  verdadero 
motivo  de  acusación.  Y  lo  oue  se  h:i  estableci<)o  á  favor  de  ios  agentes  deJ 
orden  administrativo,  dando  lugar  á  algunos  abusos  que  en  parte  se  han 
reformado  ó  se  van  reformando  por  leyes  nuevas,  ¿se  ha  de  negar  á  los  in- 
dividuos del  ministerio  judicial?  V esto  es  mas  interesante  cuando  no  puede 
r arderse  de  vista  el  odio  que  la  familia  del  que  fué  condenado  á  muerte  ó 
otra  pena  grave  suele  naturalmente  abrígarcontra  el  que  lo  hubiere  con 
denado,  lo  que  hace  muy  posible  que  busque  cualquiera  medio  para  saciar 
sil  venganza. 

Yo  estoy  convencido  de  que  cualquiera  ley  que  respecto  de  esta  mate- 
ria se  forme  con  poca  meditación  establecerá  ese  antejuicio  que  debe  pre- 
ceder á  la  verdaaera  cuestión. 

Esto  en  cuanto  á  la  responsabilidad  criminal:  vamos  á  examinar  la  res- 
ponsabilidad civil 

Yo  creía,  pues  lo  aprendí  hace  mucho  tiempo,  y  no.Io  he  olvidado  nun- 
ca, que  desde  las  leyes  romanas  siempre  se  ha  dicho  que  el  juez  que  por 
impericia  ú  otra  circunstancia,  por  omisión,  no  por  delito,  juzgaba  mal, 
era  civilmente  responsable.  Los  antiguos  decían  que  esto  no  era  un  delito, 
porque  no  había  intención  de  cometerlo,  pero  que  esa  falta,  esa  negligen- 
cia constituye  lo  que  nosotros  llamamos  cuasí-delito,  y  que  por  una  mala 
traducción  délos  antiguos,  se  ilecia  que  eran  obligaciones  que  nacían  casi 
de  un  delito,  porque  la  falta  de  los  jueces  las  consideran  las  leyes  en  el  ca- 
mino de  delitos.  Esto  lo  establecieron  las  leyes  de  Partida,  y  no  sé  yo  que 
haya  ley  que  lo  haya  derogado.  Ha  venido  después  el  Código  penal,  y  ha 
dicho  que  siempre  que  un  juez,  cometa  un  delito  debe  estar  sujeto  á  las  con« 
secuencias  de  los  que  delinquen,  y  una  de  ellas  es  la  indemnización  civil  á 
la  j>er8ona  ofendida.  Pues  bien:  la  comisión  ¿ha  dejado  de  consignar  estos 
principios  en  las  bases  del  proyecto  que  se  discute?  No. 

Yo  quisiera  qiie  se  me  dijera  qué  responsabilidad  puede  exigirse  á  un 
juez  ó  a  un  magistrado  mas qie  la  crimmal,  ^  en  esta  hasta  el  punto  de 
resucitar  la  pena  del  Talion,  y  la  responsabilidad  civil  que  comprende  la 
indemnización  de  todos  los  daños  ocasionados.  Además  de  eso  la  separación; 
y  esa  separación  los  Sres.  Senadores  comprenderán  que  equivale  á  una  de 
fas  penas  mas  grandes  del  Código,  que  es  la  inliabilitacion  perpetua. 

Defendió  los  tribunales  correccioonles  tal  como  los  establece  el 
proyecto ,  citando  el  precedente  de  Inglaterra  donde  son  conocidos 
en  la  misma  forma,  pues  que  si  se  establecieran  permanentes ,  se 
presentaría  la  díGcultad  de  reunir  tanto  número  de  letrados  con 
buenas  condiciones*  como  para  ello  serian  necesarios,  y  se  aumen- 
taría estraordinariamente  el  presupuesto  para  atender  á  su  dota-» 
cion  y  además  para  indemnizar  á  los  testigos,  peritos  y  médicos  á 
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quienes  se  obligaría  á  recorrer  graades  distaobias  y  esperímentar 
al  hacer  ese  sacrificio  las  eonsigaíeates  pérdidas.  Respecto  á  los 
males  qae  resoltarían  por  quedar  encomendada  la  administración  de 
justicia  en  las  ausencias  de  ios  jueces  de  partido  i  les  de  paz,  dijo 
que  lo  mismo  sucede  boy  cuando  aquellos  están  enfermos  ó  disfru- 
tando licencia,  y  que  en  el  proyecto  se  bace  formar  parte  de  la  po- 
licía judicial  á  los  promotores,  los  cuales  pueden  instruir  las  prime- 
ras diligencias.  Por  lo  que  toca  á  la  falta  de  locales  donde  admi- 
nistrar justicia,  manifestó  que,  en  la  dificultad  de  ponerla  remedio, 
podrían  servir  para  este  fin  las  salas  de  ayuntamiento  y  aun  las  es- 
cocias públicas.  Si  por  falta  de  locales  bubiera  de  no  ejecutarse  el 
proyecto,  seria  preciso  suspender  el  Código  penal,  porque  no  bay 
los  establecimientos  que  son  necesarios  para  cumplir  las  penas  que 
prescribe. 

¿Qué  es  el  juicio  oral?  Eq  los  diais  anteriores  se  dijo  que  la  publicidad 
eátaba  establecida  en  la  ConstituciuD  del  ano  12  y  en  el  reglamento  provi- 
sional para  la  administración  de  justicia;  ya  he  dicho  en  otra  ocasión  que 
aquella  publicidad  era  diferente  de  la  que  esta  ley  prescribe;  aquella  pu- 
blicidad era  para  los  acusados  como  lo  es  para  el  público ;  aquella  pu* 
blicidad  consistía  en  que  al  tratado  como  reo  se  le  presentaran  todos  los 
documentos  6  datos  ue  acriminación,  que  se  le  revelaran  los  nombres  de 
los  testigos  Y  se  le  pusiera  de  inanitíesto  en  la  confesión  todo  lo  que  se  ha- 
bía dicho;  el  objeto  principal  de  la  publicidad  era  que  en  la  prueba  pudiera 
el  acusado  ó  su  representante  hacer  repreguntas  á  los  testigos,  que  ante 
éi  se  ratíGcaran  estos  y  dieran  razón  de  su  dicho,  para  que  de  este  modo 
los  letrados  pudieran  preparar  los  medios  de  defensa.  Y  sin  embargo, 
aquella  prueba  se  escribía,  y  era  un  pálido  reflejo  como  todo  lo  que  se  es- 
cribe. 

No  hay  mas  que  recorrer  una  causa  criminal  y  ver  la  redacción  de  la 
contestación  que  dá  una  persona  iliterata,  para  comprender  que  lo  que 
allí  se  pone  no  son  sus  palabras,  sino  la  idea  que  forma  el  juez  que  recibe 
1a  declaración;  esto  en  el  supuesto  de  que  los  juece»  cumplan  constante- 
mente con  el  deber  de  tomar  declaración  á  ios  testigos,  de  cuyo  punto  no 
quiero  hablar;  solamente  diré  que  algunas  veces  es  casi  imposible,  dando 
eslo  lugar  á  los  abusos  que  todos  conocemos  v  á  cosas  algunas  veces  que 
pasan  de  raya  por  lo  escandalosas;  no  debo  decir  mas  sobre  esto.  Tal  era 
el  sistema  antiguo  de  publicidad.  Ahora  con  arreglo  á  las  nuevas  bases  se 
enUende  que  se  abran  las  puertas  del  tribunal;  que  todo  el  plenario  se  ha- 
ga ante  él;  que  allí  comparezcan  los  acusados  y  los  testigos  separados, 
para  que  no  se  confabulen,  para  que  los  que  salen  no  oigan  i  les  que  en- 
tran lo  que  les  van  á  preguntar;  que  allí  se  reuuan  todos  Jos  medios  de  jus- 
tííicacion;  que  aparezcan  también  el  acusador  y  los  defensores  para  que 
en  un  mísT.o  acto  venga  á  terminarse  el  juicio. 

De  este  modo,  en  esa  representación  animada,  en  el  modo  de  eootes- 
Xar,  en  la  inocencia  que  muchas  vece^  se  revela  en  el  rostro  de  un  hom- 
bre, en  la  culpabilidad  que  aparece  otras  veces  en  el  de  otro,  en  la  mane- 
ra de  declarar,  en  el  modo  de  esplicarse,  en  las  frases  que  se  usan,  en  to* 
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das  estas  cosas  estertores  uoa  persona  instruida  se  entera  perfectamente 
del  asunto  y  no  defiere,  como  sucede  ahora  en  los  tribunales  superiores 
cuyos  fallos  causan  ejecutoría,  á  un  proceso  escrito  que  no  es  ni  puede  ser 
el  trasunto  fiel  de  lo  que  pasó;  que  es  engañoso  y  nunca  la  espresion  de  la 
persona  que  filé  interrogada. 

¿Y  qué  se  dice  contra  esto?  Mirad  las  costumbres  de  nuestro  país:  to* 
dos  reusan  declarar  aiite  el  criminal;  temen  que  una  ojeada  los  descon- 
cierte; Ten  en  los  criminales  una  amenaza  de  venganza,  v  es  menester 
respetar  las  costumbres  M  país.  Pues  bien,  señores:  partioario  yo  de  que 
las  costumbres  se  respeten  en  lo  que  tengan  de  aceptable,  digo  que  esto  se 
halla  introducido  hace  tiempo;  que  los  militares  carean  a  los  testigos 
con  los  reos,  y  la  diligencia  de  careo  es  una  cosa  corriente  en  nuestros 
tribunales  conforme  al  minino  reglamento  provisional;  y  que  en  los  conse- 
jos de  guerra  lo  mismo  que  en  los  casos  de  la  ley  de  abril,  el  testigo  tiene 
que  contestar  unte  el  acusado;  esto  no  es  nuevo;  este  peií^^o  le  tenemos 
treinta  años  hace.  Y  ahora  añadiré  otra  cosa,  y  es,  que  sí  no  tuviéramos 
todos  estos  precedentes,  si  creyéramos  que  por  el  temor  oue  podían  tener 
los  testigos  debíamos  retroceder  ante  una  idea  que  cousideráoamus  bene- 
Gciosa,  seria  necesario  en  este  caso  establecerla  por  la  misma  razón,  por- 
que es  menester  acostumbrar  á  los  hombres  á  la  fortaleza,  y  se  ha  visto 
que  las  leyes  nuKlernas  caminan  en  ese  sentido. 

8ISI0NSS  DE  24»  27  Y  29  DX  MARZO  DB  i865. 

DesfNies  de  reetiOcar  los  Sres.  Calderón  Collaates  y  Gonez  de 
la  Sérica  usó  de  la  palabra 

El  Sr.  MinlAtro  de  Cirsaeia  y  Jii«iieisa  (Arrasóla), 
quien  después  de  encarecer  la  importancia  de  la  discusión,  examinó 
detenidamente  la  necesidad,  la  conveniencia  y  el  espíritu  del  pro* 
yecto. 

Sí,  señores,  había  esa  necesidad,  y  no  soy  solo  el  que  responde;  respon- 
den conmigo  todos  los  Ministros  do  Gracia  y  Justicia  de  veinte  años  á  esta 
parte,  sobre  todo  doce  años  acá;  remonden  conmigo  lodos  los  hombres  del 
derecho  y  de  la  ciencia,  todos  los  que  tienen  competencia  para  contestar; 
responden  conmigo  todos  los  tribunales  de  justicia  sin  esceptuar  el  m9^ 
alto  y  respetado;  responde  elPai*lamedto  español,  que  ha  anunciado  dife- 
rentes vei^sesa  necesidad,  aprobando  bases  para  el  enjuiciamiento  en  1853 
y  1857,  actos  parlamentarios  que  no  son  perdidos  para  el  país,  porque  no 
es  posible  suponer  que  el  Parlamento  contraiga  sus  comp'^omisos  por  de-> 
ferencia  particular  ni  por  miras  que  no  sean  dignas  de  los  Cuerpos  cole- 
gisladores. 

Pues,  señores,  ¿gué  mas  necesitaba  yo?  Pero  hay  todavía  mas:  que  res- 
ponden conmigo  toáoslos  que  han  visto  comprometida  en  una  cuestión  ju- 
dicial su  honra,  su  vida,  su  libertad,  su  hacienda,  el  profesorado  del  dere* 
cho,  y  esa  juventud  que  concurre  á  las  universidades  y  que  tiene  el  privi- 
legio que  no  alcanzó  la  vieja  generación  de  aprender  y  oir  esplicar  el  de« 
recho  comparado,  dé  poder  juzgar  ta  altara  á  que  se  halla  en  ms  naciones 
entre  sí  la  ciencia  legislativa;  respondéis  también  conmigo  vosotros  mis* 
mos,  señores,  los  aue  han  hablado  ya  y  los  aue  han  de  hablar;  unos  y  otros 
aseguran  la  necesiiiad  del  mejoramiento  juaicial,  demostrando  que  no  ha 
TOMO  XXVI.  52 
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llegado  el  órdeo  judicial  á  su  perfección.  Pues  de  sus  labios  ha  salido  la 
Cüofesioii  de  esa  necesidad. 

Responde  coumígu  el  mismo  orden  judicial  español  ilógico,  de  to<Io 
punto  ilógico,  porque  está  mas  garantido  loque  importa  menos,  y  menos  ¡o 
que  importa  mas.  Mucho  importa  la  hacienda;  pero  ¿no  importa  mas  la  vida, 
la  libertad,  la  honra? ¿Por  qué  tienen  menos  garantios  que  la  hacienda?  ¿No 
será  una  necesidad  acudir  al  equilibrio  que  sea  proporcionalmente  nece- 
sario? Ni  ponerlo  en  duda.  Responda  conmigo  el  mismo  orden  judicial  en 
el  enjuiciamiento  criminal,  en  el  que  ni  aun  está  organizada  la  policía  ju- 
dicial como  es  conveniente;  siendo  así  que  de  ella  ae()ende  la  formación 
oportuna  y  segura  del  sumario,  asi  como  del  sumario  depende  luego  el 
éxito  del  proceso.  En  nuestro  orden  criminal  viene  todavía  confundido  lo 
correccional  y  lo  aflictivo,  causándose  así  el  abrumamiento  de  los  jueces 
y  de  los  tribunales,  y  como  consecuencia  necesaria  la  mayor  dilación,  el 
mayor  dispendio  y  la  mayor  vejación,  de  modo  que  resulte  aflictivo  aun  lo 
correccional  también  ¿Qué  importa  la  absolución  de  la  instancia  y  de  la  de- 
manda, después  de  un  ano  de  proceso  y  tal  vez  de  encarcelamiento?  ¿Qaé 
importa  el  buen  fin  que  una  causa  tenga  ó  que  la  pena  resulte  ligera,  ú 
ha  trascurrido  un  año,  dos,  tres,  en  el  procedo  y  tal  vez  de  encarcelamien- 
to, Jo  cual  es  otra  pena  que  mataría  á  un  hombre  delicado?  Tal  vez  me  oi- 
gáis con  sentimiento:  oídme  con  calma,  os  lo  ruego,  y  os  lo  ruega  la  cues- 
tión misma. 

¿Bs  el  que  conviene?  No  hago  mas  que  preludiar  la  cuestión.  ¿Cor- 
responde a  la  necesidad?  Enliorabuena  que  sea  tal  como  lo  habéis  pre- 
sentado; pero  e(  remedio  ¿corresponde?  En  primer  lugar,  no  esperen  los 
Sres.  Senadores  que  ni  este  Gobremo  ni  otros  Gobiernos,  pasadots  ó  futu- 
ros, hayan  traído  ni  traigan  una  cosa  que  satisfaga  á  todos:  es  imposible. 
Entre  la  historia  y  el  ^g|o  corriente,  entre  el  respeto  á  lo  antiguo  y  las  no- 
vedades de  la  ciencia,  entre  las  necesidades  y  el  adecuado  remedio,  habrá 
todavía,  mientras  pasen  los  tiempos  de  transieton,  tales  diferencias,  que 
nadie  quedará  contento.  Pero  por  eso  ;hemosde  renunciar  al  remedio?  Hay 
unos  señores  que  quieren  mas;  llegaran  hasta  el  jurado  en  lo  criminal:  hay 
otros  que  quieren  menos;  se  detendrán  en  el  período  de  tiempo  que  les 
plazca  escoger:  y  en  vista  de  lo  que  digan  unos  y  otros  se  buscará  el  justo 
medio  que  sea  lícito  aplicar  en  una  nación  que  no  se  constituye,  que  se 
reconstituye,  que  tiene  que  utilizar,  como  el  que  edifica  sobre  antiguo, 
hasta  los  escombros,  porque  también  á  veces  los  escombros  son  preciosos. 

Manifestó  que  no  se  habiao  pedido  informes  ¿  las  Audiencias, 
porque  además  de  no  .«erles  pedidos  hace  cuarenta  6  roas  anos,  hay 
Ja  r^9spn  de  las  muchas  atenciones  que  sobre  las  mismas  pesan  y  no 
seria  justo  abrumarlae  mas.  Solo  en  1821  se  pidieron,  y  sin  duda 
han  debido  estraviarse,  pero  es  lo  cierto,  que  en  nada  alteraron  el 
proyecto,  lo  cual  prueJMi  su  iautilidad.  Para  formar  la  Coastitucion 
de  1812  cuyo  titulo  V  es  ley  todavía  y  generalmente  elogiada,  tam- 
poco se  oyó  á  las  Audiencias. 

■I  Sr.  üedrtipaeB  Vttaaa^mdle  deseaba  conocer  mas  de- 
talladaroente  los  proyectos,  pues  de  uno,  el  de  enjuiciamiento  cri- 
minal, no  se  sabe  mas  que  establece  la  casación  y  el  juicio  ora!»  lo 
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cual  DO  era  basUtDte  en  su  concepto  para  otorgar  al  Gobierno  una 
autorización  á  ciegas  como  ao  se  ha  presentado  nunca  á  los  Cuer- 
pos Colegisladores.  En  prueba  deque  esta  clase  de  materias  puede 
discutirse  en  aquellos  de  uua  manera  deteaida,  cité  el  precedente 
entre  nosotros  del  Código  penal  que  se  discutió  artículo  por  articulo 
en  las  Cortes  de  ISiS,  y  el  del  Código  forestal  y  el  libro  tercero  del 
Código  de  comercio  discutidos  en  Francia  en  la  misma  formai  aquel 
durante  la  restauración  y  este  en  la  monarquía  de  Luis  Felipe. 

Echó  de  menos  que  en  el  preámbulo  no  se  dijese  una  palabra  del 
jurado,  para  condenarle,  pues  siendo  una  institución  importante 
que  existe  en  naciones  de  la  primera  ilustración,  deberíamos,  á 
ejemplo  del  Cantón  Suizo  de  Ginebra,  dar  las  razones  de  la  no  ad- 
misión del  jurado  al  organizar  nuestro  sistema  judicial. 

Creía  que  el  motivo  mas  poderoso  para  reformar  nuestro  proce- 
dimiento criminal,  consistía  en  que  nuestro  sistema  judicial  en  lo 
penal  era  coetáneo  á  la  inquisición,  de  la  que  hasta  hace  pocos 
anos  formaba  uno  de  los  trámites  ordinarios  la  tortura  de  los  pro- 
cesados, y  cuyos  defectos,  misterios  y  desconfianzas  se  observaban 
en  el  vicioso  sumario  que  hoy  conocemos ,  lo  cual  hace  necesario 
que  secreé  el  código  de  enjuimiento  criminal  calcado  y  ftindado  en 
los  principios  sobre  que  descansan  nuestro  sistema  político  y  consti. 
tucional,  si  bien  no  desconocía  las  dificultades  que  la  reforma  ofre 
da  por  las  muchas  disposiciones  que,  esparcidas  sin  unidad  ni  mé- 
todo han  venido  á  modificar  la  ley  penal  como  la  ley  de  17  de  abril^ 
el  Reglamento  de  i835,  la  ley  provisional  para  la  ejecución  del  Có- 
digo, etc«,  y  que  exigen  por  consiguiente  que  se  establesoa  un  pro- 
cedimiento igual,  lógico,  sistemático,  que  partiendo  del  principia 
que  debe  constituirle  contenga  los  medios  mas  fáciles ,  espeditos  y 
segnros  para  el  descubrimiento  de  la  verdad.* 

{Se  continuará). 
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Joütiela;  por  D.  Joan  obl  Pdbto  t  Bobüo,  Secretario  de  Gobierno  de  la 
Audiencia  de  MaUorea.—(\]n  tomo  eo  4  ^;  precio  20  rs.— Madrid— 1864 
— iibrería  de  Moya  y  Plaza). 

La  Dovedad  del  asuiUo  y  la  imporUocia  del  propósito  que  re?ela  e^ta 
obra  DOS  llamó  desde  luego  la  atención,  y,  aun  á  riesgo  do  retardar  el  dar 
cuenta  á  nuestros  constantes  favorecedores,  se^un  venimos  haciendo  res* 
f>ecto  de  otms^  nos  propusimos  examinar  detenidamente  la  publicación  del 
Sr.  Pueyo,  para  corresponder  al  llamamiento  del  autor  que  escita  á  todos 
á  llevar  al  campo  de  la  discusión  cientíGca  sus  luces  y  su  voluntad,  para 
determinar  la  forma  y  la  estension  de  las  colecciones  estadísticas  ae  la 
iusticia,  reflejo  exacto  de  tu  imparcial  administración  y  del  movimiento  de 
los  delincuentes  y  de  los  tribunales  de  un  país. 

Vamos,  pues,  á  dar  una  idea  ligera  de  la  obra  que  nos  ocupa,  y  á  emi- 
tir nuestro  juicio  sobre  ella. 

Ddsde  luego  se  descubre  en  el  libro  del  Sr.  Pueyo  una  mésela  de  obje- 
tos, diferentes  por  su  On,  que  si  bien  se  hallan  tratados  con  arte  para  ha- 
cer de  ellos  tin  trabajo  homogéneo,  corresponden,  sin  embarco, á  un  doble 
propósitOi  á  saber:  á  combatir  como  defectuoso  el  sistema  adoptado  por  el 
^bieruo,  y  á  desarrollar  teóricamente  la  luateri».  En  uno  y  otro  punto 
vemos  con  satisfacción  demostrado  que  el  autor  ha  comprendido  perfecta- 
mente que  las  necesidades  de  la  sociedad  moderna  van  mas  allá  de  lo  que 
tiene,  v  que  esta  clase  de  investigaciones,  emprendidas  para  aprovechar 
datos  uel  presente  que  han  de  producir  sus  resultados  en  época  lejana  y  en 
combinación  con  los  del  porvenir,  deben  establecerse  sin  per<ler  de  vista 
que  nuestros  tribunales  y  nuestro  enjuiciamiento  han  de  sufrir  variacio- 
nes radicales  que  armonicen  el  ejercicio  del  derecho  con  los  adelantos  de 
la  ciencia  y  con  las  innovaciones  que,  reclamadas  por  la  opinión,  se  ven  ya 
en  parte  satisfechas  por  los  proyecto!^  de  ley  que  hoy  penden  de  resolución 
inmediata  en  los  Cuerpos  colegisladores.  ¿Habí^  tenido  presente,  con  pre- 
íerencia,  estas  circunstancias,  el  autor,  para  hacer  de  su  obra  un  trabajo 
crítico  y  teórico  al  mismo  tiempo,  sacrilicando,  por  decirlo  así,  el  rí^ordel 
método,  á  la  necesidad  de  probar  que  se  anda  por  mal  camino  y  que  única-- 
mente  puede  seguirse  el  que  estima  como  bueno?  Si  tal  ha  sido  el  motivo 
del  orden  con  que  procede,  no  podemos  ni  debemos  censurarle,  y  aplaudi- 
mos su  conducta,  pues  seguramente  consigue  mantener  en  cada  una  de 
ias  partes  de  la  obra  la  doble  idea  de  que  el  sistema  actual  no  satisfoce,  y 
de  ser  necesario,  absolutsment»  neeasaHO-,  remmciar  á  él  v  buscar  por 
otra  senda  mas  íilosóiica  y  practicable  la  realización  de  la  estadística. 

Los  dos  primeros  capítulos  de  la  obra  que  examinamos  obedecen  á 
una  misma  idea,  á  inculcar  en  el  ánimo  del  lector  el  provechoso  empleo 
de  las  investigaciones  estadísticas  para  conocer  el  mal  social  de  la  crimi- 
nalidad y  para  mejorar  la  legislación  en  materia  civil,  sobre  todo  en  la 
{>arte  que  ésta  tiene  por  objeto  protejer  y  garantir  los  derechos  de  la  fami- 
lia y  del  individuo.  Sóbrío  en  sus  razonamientos  y  profundo  en  sqs  obser- 
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vacioDes,  el  Sr.  Pueyo  ha  tratado  con  acierto,  en  nuestro  juicio,  la  ín)- 
portancia  de  la  estadística  como  medio  de  gobieino  y  de  perfeccionar  la 
legislación  en  sus  vastas  aplicaciones;  llevando  aUnímo  ia  convicción  mas 
cumplida  respecto  del  inmenso  fruto  que  una  administración  sabia  y  pre- 
visora puede  sacar  de  las  revelaciones  de  la  estadística. 

El  capitulo  tercero  dedicado  esclusivamenle  á  la  reseña  histórico- 
crítica  de  ia  estadística  judicial,  contiene  multitud  de  curiosas  citas  y 
justas  apreciaciones  acerca  de  este  servicio;  dividido  en  períodos  en  que 
se  marca  con  suma  claridad  el  curso  de  ios  esfuerzos  hechos  para  estable- 
cerlo, deriva  de  la  Constitución  política  de  18i2  el  intento  ae  poseer  no- 
ticias estadísticas  y  sigue  paso  á  paso  las  vicisitudes  de  este  intento  hasta 
la  Real  orden  circular  de  20  de  setiembre  de  I8tf3,  orgánica  de  la  EsUidís- 
tica  tal  como  hoy  está  mandado  que  se  ejecute.  La  última  parte  do  esta  re- 
se&a  bistóricat  hace  mención  detallada  de  las  disposiciones  que  se  haa 
dado  por  los  Ministerios  de  Hacienda,  Marina,  Guerra  y  Gobernación,  di- 
recta é  íntimamente  relacionadas  cou  los  puntos  que  debe  abrazar  la  e  - 
tadlstica  en  los  diferentes  ramos  de  justicia. 

Se  espone  y  examina  en  ei  cuarto  capítulo  de  la  obra,  el  sistema 
adoptado  para  formar  la  estadística  judicial;  tratándose  en  el  quinto  de  ios 
fueros  especíales  en  sus  relaciones  con  la  estadística.  Creemos  aue  estos 
4Í08  capítulos  tienen  entre  sí  íntimo  enlace,  siendo  el  primero  examen  del 
sistema  en  su  límite  oficial,  y  ei  segundo  la  severa  y  merecida  censura  por 
el  paso  atrás  que,  según  el  sr.  Pueyo,  se  hadado  con  no  incluir  en  el  sis- 
tema que  rige  el  movimiento  de  los  tribunales  de  fuero.  Con  el  sesto,  titu- 
lado: liNecekdúd  de  renunciar  á  seguir  el  sistema  vigente  para  formar 
ula  estadística  judicial;»  tenemos  cuanto  se  necesita  para  fallar  acerca 
de  la  correspondencia  entre  la^  necesidades  que  la  estadística  de  la  ad- 
ministración de  justicia  está  llamada  á  satisfacer,  v  lo  que  puede  con  se* 
guirse  de  tales  estudios,  según  y  como  en  la  actualidad  se  llena  este  ser- 
vicie administrativo.  Si  hubiéramos  de  probar  á  nuestros  lectores  la  ra- 
zón que  asiste  al  autor  para  considerar  tiempo  perdid*»  todo  el  que  se  in* 
vierta  en  andar  el  camino  hoy  trazado  por  la  Administración,  para  obtener 
Qoa  estadística  cual  lo  permiten  los  medios  de  que  dispone  el  Gobierno. 
y  nuestra  imparcialidad  al  unir  nuestra  voz  á  la  suya  para  que  no  se  con- 
tinúe en  aquel,  nos  veríamos  obligados  á  reproducir  los  tres  capítulos  ci- 
tados. Fieles  testimonios  de  tan  amarga  conclusión ,  responden  perfecta- 
mente á  sus  epígrafes  y  contienen  un  concienzudo  y  detallado  examen  del 
sistema  vigente,  una  briosa  y  razonada  llamada  á  los  fueros  especiales 
para  que  no  huyan  de  la  luz  que  por  medio  de  Ja  estadística  se  quiere 
proyectar  sobré  sus  fallos,  y  la  prueba  mas  concluyente  y  acabada  de  que, 
si  no  se  reíbrma  el  método  elegido  y  no  se  ensancha  la  esfera  de  ia  esta- 
dística, lejoa  de  adelantar  en  este  punto,  retrocedemos  y  llegaremos  hasta 
anular  en  España  este  precioso  y  eficaz  auxilio  para  combatir  males  que 
todos  lamentamos  y  aue  todos  tenemos  interesen  aminorar,  ya  que  no  po- 
damos estirpar  de  raíz. 

La' parte  que  puede  llamarse  Ja  segunda  de  los  Apuntes  que  examina- 
mos, es  la  mas  notable:  enciérrase  en  ella  un  proyecto  de  sistema  para  cla- 
sificar y  publicar  los  datos  relativos  á  la  administración  de  justicia,  que 
quisiéramos  ver  planteado,  porijue  en  nuestro  sentir  puede  servir  de  base 
fecunda  á  investigaciones  apreciables,  de  una  manera  regular  y  rigorosa- 
mente metódica. 

La  índole  de  este  artículo  no  consiente  descender  á  esplícar  analítica- 
mente el  proyecto:  nos  limitamos  á  llamar  la  atención  sobre  él  y  á  rogar 
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al  Gobierno  y  á  las  personas  estudiosa;!  que  mediten  sobre  las  ventajas  que 
para  la  páblica  administración  y  para  la  ciencia^  resuKarian  de  ensayarlo 
ó  cuando  menos  de  hacerlo  objeto  de  un  debate  que  el  autor  inicia  noble* 
mente,  sacriticaodo  en  uras  del  bien  general  su  opinión  y  particular  ma- 
nera de  ver,  puesto  que  asegura  que  para  él,  cada  parecer  será  un  conse* 
jo  agradecido  de  antemano,  cada  adversario  en  la  apreciación  de  lama» 
teria  un  hermano  en  la  ciencia,  un  amigo  cordialmente  recibido  eñ  su 
particular  estimación. 

Si,  añadiremos*  que  eJ  proyecto  nos  parece  filosófico  y  practicable:  que 
por  las  apreciaciones  en  él  contenidas  acerca  de  las  condiciones  generales 
ne  la  estadística,  de  los  medios  de  ejecución  y  de  la  división  de  las  mate- 
rias en  grupos  de  cuadros,  obedeciendo  á  clasificaciones  hijas  de  la  natu- 
raleza, masuien  quede  idease  instituciones  variables,  nos  persuaden  de 
que  su  realización  dotarla  á  nuestra  administración  de  averiguaciones  sus* 
ceptdjtes  de  aprovechamiento  y  de  comparación,  cualquiera  quesea  la  for- 
ma de  gobierno,  la  variación  del  derecho  ó  la  organización  délos  tribu- 
nales. 

No  satisfecho  elSr.  Pueyo  con  demostrar  la  ineGcaciade  los  medios  que 
hoy  se  emplean  para  recoger  los  datos  relativos  á  la  administración  de  jus- 
ticia, y  con  proponer  la  sustitución  de  ellos  con  otros  que  tenemos  normas 
eficaces,  cuando  menos;  quiere  ir  mas  allá  en  el  adelantamiento  de  estos 
estudios,  y  haciéndose  cargo  de  las  dificultades  que  se  oponen  á  la  compa- 
ración déla  criminalidad  Y  del  movimiento  judicial  en  lo  civil,  afronta 
resueltamente  aquellos  obstáculos  porque,  como  dice  muy  bien,  el  que 
una  empresa  sea  dificil,  no  es  bastante  vara  dejar  de  acometerla,  y  con- 
sagra el  capítulo  8.''  de  su  meditado  trabajo,  á  dar  el  atrevido  consejo  de 
que  se  inicie  por  España  la  obra  verdaderamente  atrevida  de  establecer  la 
Estadística  internacional  de  la  admiuistracion  de  justicia.  Para  dar  una 
idea  del  interés  teórico  que  el  autor  ha  logrado  dar  á  sus  escritos  sobr<5 
una  materia  tan  árida  y  casi  repulsiva  para  los  que  se  dedican  al  estudio 
del^derecho  y  á  especulaciones  de  las  ciencias  morales  y  politicas,  transen* 
bimos  los  siguientes  párrafos  de  dicho  capítulo  8.® 

((Pero  st  aquel  laudable  propósito  (el  de  la  comparación  de  las  estadís- 
ticas de  diferentes  naciones)  es  impracticable,  en  cuanto  á  que  no  puede 
llevarse  á  cabo  la  comparación  numérira  detallada,  quedan  dos  medios 
de  comparación,  que,  no  saliendo  de  los  limites  de  la  posibilidad,  per^ 
miten  establecerla  bajo  dos  fases  distintas.  Tales  son:  ía  apreeiaeion  de 
los  hechos  revelados  por  la  estadística  de  cada  pais,  cali/icándolos  en  sus 
resultados  filosóficos  y  de  gobierno,  y  la  estimación  proporcional  d^  los 
que  entrañan  afinidades  naturales  por  ser  hijos  de  circunstancias  comu- 
nes á  todos  los  hombres.  El  estudio  critico  de  las  estadísticas  estrangu' 
rast  reduciendo  sus  cifras  á  conclusiones  juiciosas  v  justificadas,  y  po* 
'  niendo  en  parangón,  con  la  severa  y  fría  imparcialidad  de  la  ciencia  los 
resultados  de  investigaciones  propias  y  estrañas,  sobre  un  objeto  común 
es  un  medio,  sino  fácil  de  ejecutar,  al  menos  muy  laudable  y  digno  del 
levantado  espíritu  que  domina  en  las  regiones  del  saber  y  de  la  adminis- 
tración en  nuestros  días  Es  muy  ocasionado  á  errores  de  doncepto,  y  á 
deducciones  peligrosas^  en  cuanto  se  hiere  con  facüidad  la  susceptibiU» 
dad  naf^onal  de  los  pueblos  oue,  con  mas  ó  menos  certeza,  aparecen  me- 
nos favorecidos  en  los  resúmenes  eompatativos;  pero  dicha  circuns- 
tancia no  debe  alejar  del  pensamiento  de  los  amantes  del  verdadero  pro^ 
greso,  este  examen  y  subsiguiente  paralelo:  sí  debe  influir  en  la  cautela 
y  esquisita  diligencia  con  que  han  depracHearse  estos  trabajos,  no  dan- 
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do  erUrada  en  sus  cáUuhs  á  exageradas  pretensiones  acerca  de  euoli^a- 
des  y  ventajas  que  cada  uno  quiere  otr  en  sus  compatriotas. 

El  segundo  de  los  recursos  que  se  han  indicado  no  esHuye  al  prim^" 
ro^  antes  bien  le  auxilia  y  completa  en  el  caso  de  que  algún  dia  se  adop- 
tasen. Veamos  como. 

En  todas  las  agrupaciones  politioas  que  se  conocen  con  el  nombre  de 
naciones,  hay  hombres  delincuentes;  hechos  criminosos ;  procedimientos 
para  averiguar  los  delitos;  penas  p  'ra  castigar  á  aquellos;  y  Tribunales 
para  imooner  á  todos  el  respecto  á  la  ley  y  satisfacer  en  su  caso  la  vin- 
dicta publica:  en  todíis  partes  se  reconocen  derechos  civiles  y  en  todas  se 
garantiza  eficazmente  su  goce  y  ejercicio.  Es  verdad  que  la  malicia  de 
ías  acciones  punibles  varta  según  las  localidades,  que  en  unas  se  reputa 
criminal  al  actor  de  un  hecho,  tenido  en  otras  por  inocente  al  ejecutarlo; 
pero  todas  las  que  atacan  los  principios  universales  de  orden ^  de  pro- 
piedad, de  libertad,  etc,  son  opreciables  con  separación,  divisibles  en  ca- 
tegorías semejantes,  v  comparables  entre  si  los  grupos  que^  siendo  quizás 
diversos  en  stis  detalles,  son,  sin  embargo,  asimilables  bajo  el  punto  de 
vista  del  deber  que  desíUienden,  del  impulso  que  revelan;  y  últimamefite 
convienen  en  el  carácter  general  de  ser  transgresiones  de  ley.  Los  proce- 
sados no  son  tratados  de  un  mismo  modo;  la  forma  distinta  de  gobierno, 
el  respeto  mas  ó  menos  absoluto  ol  principio  de  la  seguridad  individual, 
el  sistema  de  enjuiciar,  etc.,  establecen  desde  luego  diversidad  de  situa- 
ciones; mas  todos  los  pueblos  civilizados,  sacrifican  al  bien  común  al- 
guna parte  de  la  libertad  personal  á  que  tiene  derecho  el  hombre,  y  están 
acordes  en  el  de  la  sociedad  para  apoderarse  preventivamente  de  los  tnt- 
ciados  como  responsables  de  hechos  de  alguna  gravedad^  mientras  se 
acreditn  por  la  instrucción  previa  y  necesaria  su  culpabilidad  ó  su  ino- 
cencia: todas  las  teginlaciones  conocidas,  bajo  formas  mas  ó  menos  pa- 
recidas y  en  algunas  esencialmente  diversas,  proceden  dividiendo  eljui- 
ció  criminal  en  dos  grandes  periodos t  concluyendo  el  primero  en  la  acu- 
sación, y  consistiendo  ti  segundo  en  el  debate  forense  que  termina  la  sen- 
tencia ejecutoria:  todas  estatuyen  en  su  Códigos  diferencias  entre  acusa- 
dos y  penados;  entre  absolución  y  condena;  entre  penas  perpetuas  y 
temporales,  corporales  y  pecuniarias;  todas,  en  fin,  cuentan  con  algunos 
elementos  comunes  y  generales  para  atajar  los  defectos  desastrosos  del 
mal  á  tod'ts  funesto. 

Reconocemos  mayor  dificultad  en  señalar  puntos  de  contato  en  el 
movimiento  aparente  de  los  derechos  civiles  ante  los  tribunales;  pero  no 
por  eso  deja  de  ser  evidente  que  hay  afinidad  en  aqwllos,  en  los  medios 
de  hacerlos  respetables  y  efectivos,  y  en  los  resultados  que  s^i  buscan  por 
los  que  (usuden  á  la  protección  otorgada  por  la  ley.  Antiguamente,  como 
en  la  actualidad,  entre  nosotros  y  en  todo  pueblo  cidto,  resplandecen  los 
principios  eternos  de  justicia  que,  puestos  por  Dios  en  el  corazón  del 
hombre ,  han  sido  formulados  por  escrito  para  hacer  mas  equitativa  y 
regular  su  aplicación:  ahora,  como  siempre,  los  litigios  han  comenzado 
en  todos  los  pueblos  por  demanda;  el  denumdado  espone  y  ha  espuesto 
constantemente  la  razón  en  que  se  funda  para  no  allanarse  á  las  exi^ 
gencias  de  su  contrario;  se  admiten  y  se  han  admitido  pruebas  de  su^ 
asertos  á  las  partes;  y  el  fin  de  la  contención  ha  sido,  es  y  no  puede  ser 
otro,  que  la  declaración  solemne  del  juez  ó  tribunal. 

K$\  vá  discurrieodo  el  autor  en  el  cap.  8.%  que  termina  señalando  la 
parte  que  debiera  tomar  nuestro  Gobierno  en  busca  de  la  dificilísima  obra 
de  la  Estadística  internacional. 
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Después  de  la  espresion  del  atrevido  intento  que  dejamos  res«»ñado. 
bosqueja  el  autor  otro  peosamíento  de  incalculable  alcance ,  relatíTO  af 
personal  empleado  en  la  administración  de  justicia.  Rechaza  la  publica- 
ción de  los  escalafones  comprensivos  de  los  nombres  y  circunstancias  de 
los  funcionarios,  y  aboga  por  la  de  cuadros  numéricos  de  comportamiento 
de  donde  pudiera  saberse  con  toda  certeza  si  la  magistratura  en  sus  dife- 
rentes jerarquías  está  ó  no  á  la  altura  de  la  importancia  de  sus  funciones. 

El  oécímo  y  último  capítulo  de  la  parte  teórica  es  un  conciso  resu- 
men de  la  obra^que  pudiéramos  caliGcar  de  ratificación  de  las  ideas  capí- 
tales  de  ella. 

Completa  este  trabajo  un  estenso  y  bien  ordenado  apéndice,  que  con- 
tiene un  gran  número  de  documentos  oficiales  sobre  la  materia,  muy  cu- 
riosos é  interesantes. 

Como  el  Sr.  Pueyo,  creemos  que  nó  deben  abandonarse  los  estudios  de 
esta  clase,  y  que  no  puede  esperarse  gran  cosa  de  la  marcha  que  sigue  el 
Gobierno  en  este  importante  ramo  de  la  Administración,  augurando  muy 
tristemente  del  resultado  de  los  considerables  gastos  que  para  llevarlos  a 
cabo  se  imponen  al  país.  Sí,  como  es  de  presumir  del  escaso  fruto  que  hoy 
se  obtiene  y  de  la  razonada  crítica  del  autor,  el  sistema  actual  imposibilita, 
de  todo  punto  el  aprovechamiento  de  los  datos  que  suministran  los  tribu- 
nales, cambiese  por  otro  mas  conforme  con  Jas  necesidades  del  buen  servi- 
cio y  con  los  consejos  de  la  ciencia.  Por  nuestra  parte,  deseosos  de  que  la 
nncion  española  esté  en  todos  los  ramos  del  saber  al  nivel  de  las  mas  ade- 
lantadas, abogamos  con  el  autor  de  los  Apuntes  porque  se  emprenda  otra 
senda  mas  á  propósito  para  llf>gar  al  fin. 

Concluimos  felicitando  al  Sr.  Pueyo  por  la  publicación  de  su  obra,  y  le 
exhortamos  á  que  consagre  su  celo  y  su  actividad  á  proseguir  con  perse- 
verancia tan  estimables  trajes,  en  la  seguridad  de  que  ha  de  recojer  por 
premio  de  sus  afanes,  la  simpatía  y  el  alto  aprecio  que  merecen  cuantos 
como  él  invierten  el  tiempo  y  emplean  su  talento  en  bien  de  |a  ciencia  que 
cultivan  y  provecho  de  su  patria. 

Los  Bireetores  4e  la  Revísti. 
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retpeoio  á  lo*  matrímooiot  de  los  meooret  de  edad  (i). 


ARTÍCULO  4.* 


La  junta  de  parietües  de  que  habla  el  articulo  anterior  se  com  - 
pondrá: 

1  .*    Délos  ascendientes  del  menor . 

2.^  Desús  hermanos  mayores  de  edad  y  de  los  maridos  de  las 
hermanas  de  igual  condición,  viviendo  éstas.  A  falta  de  ascendien- 
tes,  hermanos,  y  maridos  de  hermanas,  ó  cuando  sean  menos  de 
tres,  se  completará  la  junta  hasta  el  número  de  cuatro  vocqles  con 
los  parientes  mas  allegados,  varones  y  mayores  de  edad,  elegidos 
con  igualdad  entre  las  dos  lineas  ^  comenzando  por  la  del  pa^ 
ere.  En  igualdad  de  grado,  serán  preferidos  los  parientes  de  mas 
edad.  El  curador,  aun  cuando  sea  pariente ,  no  se  computurá  en  el 
número  de  los  que  han  de  formar  la  junta. 

1.  No  era  bastante  qae  la  le;  hubiese  establecido  por  el  artículo 
anterior,  que  as(  el  curador  como  el  Juez  de  primera  instancia 
procediesen  en  sus  respectivos  casos  en  unión  de  los  mas  próximos 
parientes  del  menor.  Era  preciso  para  evitar  dificultades  y  compM- 
caciones,  que  se  determinara  la  clase  de  personas  de  que  esa  junta 
de  parientes  se  habia  de  componer.  Hé  aquf  lo  que  se  ha  pro- 
puesto en  el  presente  artículo.  En  él  se  consigna  el  orden  gra  - 
dual  con  que  aquellos  han  de  ser  llamados,  y  se  fijan  reglas  para 
el  número  y  preferencia  que  haya  de  guardarse  en  determinadas 
circunstancias.  Dentro  de  ese  mismo  circulo  del  parentesco  ó  de  la 
familia,  se  establecen  dos  órdenes  de  llamamientos;  dos  categorías, 

(I)    Véanse  las  páginas  163  y  355  de  este  tomo. 
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por  decirlo  así,  en  cadamm  de  Ifts  cuijerhrtii  ur  gropo  de  per- 
sonas que  formará  una  junta  especial.  Uno  de  esos  grupos  le  com- 
pondrán los  individuos  que  pertenezcan  á  la  Ifnea  de  los  ascendien- 
tes; el  otro  se  constiluirá  con  las  que.  pertenezcan  á  la  Ifnea  de  co* 
laterales.  No  se  crea,'  sio  embargo,^  qie  oat  y  otro  están  llamados 
á  deliberar  juntamente  acerca  del  matrimonio  proyectado  por  el  me- 
ñor,  sino  sucesivamente  y  por  sn  respectivo  orden ,  según  la  escala 
establecida.  Tki  dos  parece  ser  el  espirita  de  este  aflíauk)^  auque^ 
ya  veremts  diispuies.  las.  modificaciones,  que  en  eete,  punto  puede 
sufrir. 

2.  El  grupo  llamado  con  preferencia  por  el  párrafo  primero,  es 
el  que  se  ha  de  formar  con  \h^  personas*  colocadas  en  la  Ifnea  de  los 
ascendientes  del  menor.  Es  claro  y  evidente  á  todas  luces  que  en- 
ir^  e$a»  personaa  no  puedea  coniars^nid  «h^elo  pdttrnti  ni  el  ma- 
terno, porque  á  éstos  les  corresponde  ejercer  el  veto  absokilo,  en 
sus  respectivos  casos,  en  virtud  del  an.  %:^  de  4a  ley,  como  ya  he- 
mos-visto  eo^sa  lugai  oiponanov  Los  aaoe«líentes^<|ue.aqM<  se  hace 
refeM«ci6k»  sMi:to40si  losi  denuk»:  que  eiiiüaB  en  eM^ioea,^  fuem  de. 
aqueUa$c<do6ipersoflftSu 

3.  L4  palabra  igenéciea;  memdieftíes  que  emplea  ef  adrUeuto,  in- 
di^ d^  una^oiiaaena  índiidabU  ((oe  por  ella  «e  ba  quierido  icon^^en* 
der«  aai  Uastbembuas  coj«fr>á  los  varones.  La  l^y  n^ t)wvo por  con- 
¥etie«ie'<)OAMdQr á  la»  mujenea  el  veto  absolu4o,  esoepleáiU  roa*. 
<ke«  peí!  laa^  rajK>n£s  qpe  es|Hii»ime&  en  eK  cenenitarie  dd^^rticu-* 
lo  S."";  pero  no  se  ha  consMerado  justo<prtvaida«.de'fopiiac. pacte  de 
ia  junta  de  familia  en  el  presente  caso,  por  el  interés  que  natural- 
mente las<ha(<de  inspirar  la  pensona  del  me»op;  Asi,  pues^  tedos  lo!^ 
ascendientes  legítimosi^  cuakfuíera  que  sea  s»  sexo,  y  no  siendo 
meofSíde  tree,  constítiúrán  una  jtmta  espeoiai  eo  primer  térmiao 
qiie^  en»  unioi  del  Gurader  ó  del  Jues ,  ejercerán'  las  atribuciones 
<tne<esfta  Jeyles^^fiere;  Por  tanto,  mieatnasqueen'esa  linea.haya 
<el  ni|mero^elres> individuos  que  paedaii<»nipoiier4a  junla,  no  se 
é^k  enlnada  k  ningtMMt  otra  clase  de  parienles. 

4k  Pero  ¿qni  se  deberé  hacer  cuando  no:  exista  ese  wimero;  ya 
{Mreeeda.la  faKa.fK>r  iavdefuncíon  de  los  individuos  correspondien* 
tes,  6  poe  algea  impedimento  legal  de  los  mismos?  ¿Se  prescindirá 
del  únioo  6  det  loa  desi  aaceadieoiea  que  existan,  y  entrará  en  su 
consecuencia  el  grupo  de  parientes  colaterales  á.  constituir  su. junta 
^especial;  ó  deberá  darse^eptf ada  újúeamente  á  los  indivMuos  4e  esta 
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líQ^eoAikp^ro.  baMjUUe  para  c9m[K>aer.  eo  uoioa  de  los  aseen  • 
diefles,  ei^^ de  cuairo  vocales  á  üq  de  qoe  pueda  haber  jauta  ea  el 
caso  quo.sot  deiermíoa  ppr  el  párrafo  primero  de  este  artículo?  Eu  ' 
nue^o  coQcepto,  es  iodudable  que  el  último  estremo  será  el  que 
debaiadopxarse,  como  mas  couforme  coa  el  espíritu  de  la  ley,  pues  ' 
eo  el  becbo  de  llamar  con  prefereacia  á  los  asceudieotes  del  meoor 
paraffopmacla  juata,  ba  querido  que  teogau  estos  siempre  iater* 
voacioB^  cualquiera  que  sea  su  número,  en  el  matrimonio  de  su  des* 
cendieote.  Mas  no  quedan  todavía,  resueltas,  á  nuestro  modo  de  ver,  ' 
las  dificultadas  áque  ha  de  dar  lugar  la  aplicación  del  presente  ar- 
ticula. SegpD.se  iedica  eo  el  segundo  período  del  párrafo  2.*"  del 
mismo,  parece  que  no  puede  haber  ó  no  puede  formarse  junta  sino 
cuando. haya  tres  individuos,  asi  eo  la  linea  de  los  ascendientes  como 
ea  la  de  loa  colaterales.  Avádese  después  que  la  junta  se  comple- 
tará hasta  el  número  de  cuatro  vocales  con  los  parientes  mas  alie- ' 
gadosy  varones  y  mayores  de  edad,  y  que  estos  serán  elegidos  con 
igualdad  entre  las  dos  líneas  (paterna  y  materna)  comenzando  por 
la  del  padre»  De  modo  que,  segun  lo  que  acaba  de  esponerse,  no  ' 
sola  p,ara.<iomp)ptar  la  junta  de  los  hermanos  y  maridos  de  herma- 
iu««^  hafie preciso  recurrir  á  los  parientes  vaiones  mas  allegados, ' 
sioa  q«eesta  mísma.circuostaucia  de  varones  han  de  tener  los  que 
sean  llamadQ&  á  completar  la  j^nta  de  los  ascendientes.  Supuesto 
esteptrÍBeipio»  resulta  claro  y  evidente  que  las  hermanas  del  menor 
Do>  pueden  «ef  llamadas  á.  completar  esa  junta.  Siendo  esto  asi,  vea- ' 
mosfabopa loque  se  espiuso  en  el  Senado  por  el  Sr.  García  Gallardo, 
como  de  la  cooMsion,  respecto  i  la*  palabra  hermanos  de  que  se  hace 
usa-eo  este  artioulo,  y  cuya  aclaración  se  solicitaba' por  el  Señor 
Huet:  (Ea  cuanto  á  Ja  voz  hermano,  está  determinada  y  definida  en 
>el  derecho  civil  y  en  lodag  las  leyes  del  mundo,  y  no  es  cosa  de 
»aco$iiiiAbrarse 4  ser  prolijos  en  las  leyes,  poniendo  en  ellas  lo  que 
»deb&  eoteuderse  fácilmente  aua  cuando  se  halle  tácito.  La  ley  ro« 
«mana. es  un.. modelo  de  concisión:  tij^  una  palabra  y  siempre  la 
»usa,.  Ea  el  tratado  de  Verborum  signifícatione  del  Digesto,  se  dice 
»Adrm9iOi  comprendiendo  en  esta  palabra  ambos  sexos,  y  así  debe 
lísec  cuando  no  haya  una  locución  particular.» 

5.  Tales. fueron  las  palabras  del  Sr.  Senador  que  acaba  de  ci- 
tarse, y  que  se  pueden  considerar  como  una  interpretación  autén- 
tica del  presente  artículo.  De  modo  que,  según  esa  declaración,  no 
pjüodeaser  escluidas  de  la  formación  de  la  junta  de  familia  las  her  • 
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manas  del  menor.  Ahora  bien:  á  vista  de  la  antinomia  ó  contradic- 
ción que  aparece  entre  lo  declarado  por  él  referido  Senador  y  las 
terminantes  palabras  del  arlícu lo  que  examinamos,  en  que  se  di- 
ce que  á  falta  de  ascendientes,  hermanos  y  maridos  de  hermanos,  ó 
cuando  sean  menos  de  tres,  se  complete  la  junta  con  los  parientes 
mas  allegados  que  sean  varoijes;  ¿con  qué  personas  se  ha  de  com  • 
pletar  la  de  los  ascendientes?  ¿Deberá  llamarse  en  primer  término 
i  los  hermanos  del  menor,  aun  cuando  sean  hembras,  ó  se  habrá  de 
]recurrir  á  los  demás  parientes  que  reúnan  la  circunstancia  de  ser 
varotiesl  No  es  fácil  dar,  en  nuestro  juicio,  una  solución  satisfacto- 
ria al  punto  propuesto.  Sin  embargo,  atendiendo  á  que  los  parlen* 
tes  que  han  de  componer  la  junta  de  familia  en  primer  lugar,  é 
falta  de  ascendientes,  son  los  hermanos  del  menor,  nos  inclinamos 
á  creer  que  á  estos  debe  llamarse  con  preferencia,  aunque  sean  mu- 
jeres, para  completar  el  número  de  cuatro  vocales,  cuando  no  lle- 
gue á  tres  el  de  los  ascendientes,  para  que  puedan  constituir  ó  for- 
mar la  respectiva  junta. 

6.  El  grupo  de  parientes  llamado  á  componer  por  si  una  junta 
especial,  cuando  no  haya  ascendientes,  es  el  que  ha  de  formarse  con 
los  hermanos  mayores  de  edad  y  con  los  maridos  délas  hermanas  de 
igual  condición  (esto  es,  mayores  también  de  edad),  viviendo  es- 
tas. Tal  es  el  precepto  que  comprende  el  primer  período  del  segun- 
do párrafo  del  artículo.  Después  de  los  ascendientes,  nada  mas  jus- 
to y  natural  que  sean  consultados  los  hermanos  del  menor,  pues  son 
las  personas  que  mas  intimamente  le  están  ligadas  por  los  vínculos 
de  la  sangre.  Pero  llamadas  á  deliberar  sobre  un  asunto  en  que  se 
trata  de  suplir  la  falta  de  discernimiento  del  huérfano,  era  forzosa- 
mente necesario  qua  se  buscase  en  esas  personas  una  garantía  de 
acierto.  Por  esta  razón  se  exige  que  los  hermanos,  así  varones  co- 
mo hembras,  reúnan  la  circunstancia  de  ser  mayores  de  edad.  Al 
hablar  aquí  de  hembras,  claro  es  que  nos  referimos  á  las  solteras, 
pues  cuando  se  hallen  casadas ,  se  ha  visto  ya  que  los  llamados  á 
formar  parte  de  la  junta,  son  los  maridos  en  representación  de 
aquellas.  Como  el  espíritu  de  esta  ley,  por  punto  general,  ha  sido 
el  esciqir  á  las  mujeres,  de  aquí  el  que  no  se  las  dé  entrada  en  la 
junta  en  el  presente  caso,  sino  á  sus  maridos,  los  cuales  vienen  á 
ocupar  el  lugar  de  sus  respectivas  consortes. 

7.  La  forma  que  se  ha  empleado  en  la  redacion  de  este  periodo 
del  artículo  puede  ocasionar  en  nuestro  concepto  algunas  dudas.  «La 
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•junta,  dice,  se  compondrá  de  los  hermanos  mayores  de  edad  y  do 
tlos  maridos  de  las  hermanas  de  igual  condición  viviendo  éstas,  i 
Ahora  bien^  esta  condición  de  la  mayor  edad,  ¿á  quien  hace  refe* 
rencia?  ¿A.  las  hermanas  del  menor  que  se  hallan  casadas ,  ó  á  loa 
maridos  de  las  mismas?  Si  atendemos  al  giro  gramatical  de  la  fíase» 
parece  que  el  objeto  de  la  ley  fué  exigir  la  mayor  edad  en  las  her^ 
manas,  puesto  que  inmediatamente  después  de  esta  palabra  se  em* 
pleó  la  de  igual  condición,  como  para  dar  á  entender  que  esta  cir«> 
cunstancia  venia  á  recaer  sobre  esas  personas  y  no  sobre  ios  mari« 
dos.  Pero  no  creemos  que  ha  sido  éste  el  espíritu  de  la  ley.  Si  aque* 
líos,  y  no  sus  mujeres,  son  los  que  han  de  entraren  la  formación  de 
la  junta  y  deliberar  en  ella ,  necesario  es  que  en  los  mismos  sea  ea 
quienes  concurra  la  condición  de  la  mayor  edad.  ¿Qué  importa  quQ 
la  mujer  casada  reúna  esta  circunstancia,  si  su  esposo  y  no  ella  es  e| 
que  ha  de  ser  llamado  á  la  reunión  de  familia?  Nada  absolutamen- 
te en  nuestro  juicio.  Por  esta  consideración  nos  inclinamos  á  creer 
que ,  ya  se  encuentren  ó  no  las  hermanas  del  huérfano  dentro  de  la, 
menor  edad,  debe  únicamente  tomarse  en  cuenta  la  de  sus  maridos 
para  determinar  la  capacidad  legal  de  los  mismos  acerca  de  este 
punto. 

8.    Otra  duda  puede  surgir  también  respecto  al  número  de  anos 
que  sean  precisos  para  considerar  cumplida  la  mayor  edad,  asi  ea 
los  hermanos  del  menor  como  en  los  demás  parientes  del  misogio  que 
son  llamados  subsidiariamente  á  componer  la  junta.  ¿Será  necesario 
que  esas  personas  hayan  cumplido  los  25  años ,  qo^  es  el  número 
que  se  fija  por  el  derecho  común  para  salir  de  la  menor  edad,  ó 
bastará  que  tengan  20  ó  23  respectivamente,  según  su  sexo,  que 
es  el  míoimun  de  las  edades  señaladas  en  esta  ley  para  contraer  li- 
bremente matrimonio?  Si  por  razones  de  analogía  nos  propusiéramos 
resolver  la  presente  dificultad,  no  hallaríamos  inconveniente  algu- 
no en  bacerlo,  sentando  por  base  el  número  de  años  que  se  deter- 
mina en  la  nueva  ley.  T  con  efecto;  nada  mas  lógico  á  primera  vis- 
ta, que  tratándose  de  desvanecer  una  duda  de  la  misma  respecto  a 
la  mayor  edad,  se  busque  y  adopte  como  criterio  el  principio  que 
en  la  propia  ley  se  ha  establecido  para  considerar  capaces  á  las  per- 
sonas en  cuanto  á  ese  estremo,  á  fin  de  que  puedan  contraer  matri- 
monio por  sí  mismas  y  sin  necesidad  de  obtener  el  consentimiento 
de  nadie.  Fijándose,  pues,  esa  capacidad  á  los  20  y  ¿3  años,  pare- 
*^e  que  debe  deducirse  también  que  á  ese  número  ha  de  atenderse 
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para  considerar  coándo  son  ó  do  mayores  de  edad  los  parientes  d<*l 
menor  para  que  puedan  entrar  á  componer  el  consejo  de  ftimilia; 
porque  si  á  los  20  y  23  anos  se  concepttia  ya  á  las  personas,  segnn 
su  sexo,  con  el  discernimiento  y  esperieocía  bastante  para  celebrar 
5a  propio  enlace,  con  mayor  motivo  debe  suponérselas  á  la  misma 
edad  adornadas  de  tales  circunstancias  para  deliberar  s^ybreel  ma- 
trimonio de  otra  persona. 

9.    Mas  á  pesar  de  todas  esas  consideraciones  que  no  dejan  de 
ser  de  alguna  valía,  juzgamos  que  para  la  aplicación  de  este  ar- 
.  lículo  DO  debe  tomarse  en  cuenta  el  número  de  anos  que  se  fija  en 
.  la  presente  ley.  Cuando  en  todas  las  que  son  especiales  y  transi- 
torias  como  eUa  se  hace  uso  de  una  locución  adoptada  por  el  dere- 
;  cbo  engeneral,  y  sobre  el  sentido  de  esa  mismo  locución  no  se  ha- 
een  declaracionesi  peculiares  y  terminantes,  se  sobreentiende  desde 
'  luego  que  ha  sido  su  objeto  dar  á  esa  locución  el  mismo  valor  y 
..  sigDÍfi4tado  que  tiene  por  el  derecho  común.  Bemos  visto  ya  ante- 
.  Woimenleque  respecto  de  otros  puntoa que  no  estaban  determina- 
dos «o  e«lal^y,  ha  sido  necesario  recurrir  también  al  derecho  co- 
mún, porque  tal  ha  sido  el  espíritu  de  aquella,  según  declaración  dp 
;  sua  actores.  Predominando,  pues,  esa  idea,  tenemos  otra  razón  mas 
>  pal»  resolver  la  cuestioui  presente  en  élsenlido  que  queda  manifes- 
tado, Naparece*  en  efecto,  que  fuera  otro  el  objeto  de  la  ley  al  ha- 
(  ceriKode  las^  palabras  m^j^^^i^  edad.  Esta  locución  es  propia  y 
.  geMíaadelderecho oomuu,  el  cual  solo  considera  á  las  personas 
•  en  aquel  estado  cuando  tienen  los  2S  anos  cumplidos,  cualquiera 
que  s^  su  sexo.  Creemos,  por  tanto,  que  á  este  prinbípio  debe 
atenderse  para  la  verdadera  inteh'gencia  y  aplicación  del  artículo 
.  presenta,  respecto  al  estremo  ó  particular  indicado. 

iO.    Constante  la  ley  en  su  propósito  de  que  én  él  matrimonio 

lie  los  menores  existan  todas  las  garantías  posibles  de  itítéligencia 

y  abierto  i  medida  que  se  van  alejando  de  aquellos  las  personas 

.  llanada&á  deliberar  sobre  su  enlace,  ha  dado  entrada  en  la  junta 

.  á  up.parieote  mas,  cuando  los  huérfanos  carezcan  de  ascendientes  y 

.  de  hermano^,  ó  cuando  no  lleguen  ktres  los  Individuos  que  haya 

.  en  esas  dos  líneas.  Por  esa  razón  exige  este  attículo  que  la  junta 

,  se  complete,  en.  (ales  casos,  hasta  él  número  de  can/ro  vocales,  con 

los  parientes  mas  allegados,  elegidos  cOn  iguáfUád  ebire  las  dos 

.  lineas  paterna  y  materna,  y  comenzando  por  (a  del  padre.  '§óti  es- 

cluidas  además  las  hembras,  en  e^a  clase  de  parientes,  y  seda  solo 
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iotervencíoD  á  los  varoDes.  De  este  modo  se  ha  considerado  que  se 
lleoa mejor  el  vacío  que  deja  la  falta  de  hermanos  y  de  ascendien- 
tes. Tá)a  verdad,  tenido  menor  el  iotePés>(ftte/fM>a4e  átelas  úl- 
lf tifas  personas  han  4e  totuar  ^  el  ^menor  loe  étmiást^rtoDle»  M 
iHÍ:»mo,  era  foiMsotfnedeMftuKíeniase  el  némerO'de  hMl^fd«o»4e  ht 
juntar  qsese  ex%^  ^^ ^os  ta  éiYc«ns4ancía^Hle  nmmuesi^^ft, 
Tfneen  los  aouerdos  de  ^qtiella -hiibíese  fodas  las  ^probaiUMádeft 
apéfeeftlesdeffiadifrez  y  Aiseenifaiireíi&lo.  Bi  iprevioBiMe  4m*wii 
^^e  los  parientes  ^ettfpfecto  á  contarsíe  por  la  tti¿a  paieraa^ias  tna 
coQseeutfncia  deta  base  mentada  en  el  art.  1.® 
'41.  Declámase,  por  ültiwo,  qge  ti  curaáor,  almenando  )itapa 
riente,  no  se  computará  en  el  número  de  tos*^*  hM^eiorlaar  la 
junta.  El  Tundamento  de  esta  disposición  no  se  podría  comprender 
debídafmetite,  si  no  se  luvieta^en  e«ettU>lo  cpie  M^esüMoée  en  el 
artículo  10,  qae  etnmniatéRios'mas  ladéUHvte.  Gon  etactd;idfícwe*M 
elini§nio,  qu<e  el  curador  deberá  asistir  á  la  jama  'y  pédvá  lomar 
1>«trte  en  la  detfbepaéi«>ti«  de  k)s  parientes,  pero  ^e  i^odaKáicon^ia- 
para&km.  Si  pnes  degHn 'Odie  arríooflo,  el  v4lo  del  tounailor  iia  lie 
ser  aMado  7  ha  de  darse  eon  total  íadiependetteta  ilel  -de  «los  pa- 
Ttentest  efa  tiecesariaque  >aquelito  se  ccmipniase'en  el néftiero  de 
éétos.  Podiendo  aídemás  Me^rel  oaso  de  que  la  «MniatÉe  eompu- 
steta- de mia(n>' vocales,  si  el  curaior «ovieraentralda  etmo ip^niíon- 
tetn«seti6mefo/ros«rltaírtáQ  muc^has  iNiees  eni^pai«is'y'dige«f^ 
en  la^otaoion.  No  eomfpQiiadose,ptfes,al^ carador  en  dichoMme- 
ro,  se  evitarán  naturalmente  esos  conflictoc$  y  oorttptiotfeion^. 

ii.  BtííT^  los  pariontos  á  que'Se '  hace  referencia  ^en » este  articu  - 
lo,  M  están  comprendidos  los  nalumles,  pues  «oto  %íBi|ui^iierído 
que  tengan  {ntdrvencion  los-togltíNios.  Ad4o  declaró  la  t^oaü^iéM  del 
Congfeso  de  Diputados  en  la  ^sioQ  del  i3  de  MaModelS^l  La 
cauta  de etíttrinará  los  parientes  ttUtdrales,  iio^ha'aMo  éira  qiie 
pserafa  creación  de  la  junta  no  f^ha  tenido  en  cueiHá  ^1  deMdho 
befedftario, «iino^que  se  ha  buscado  oohIo eritema Miáe' de' oHa  la 
fivtiHia  miMa;  y'és«a  M  existe  sino  doiMe  hay  «okm  ««oiiíioiida 
por  la  réligii^n  y  las  leyes,  y  seria  iumóral  hacer  de  igual  c(Mdicí«íi\ 
á  los  hijos  legitímos  y  á  losnafdrate. 
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ARTÍCULO  5.*^ 

La  asUteneiü  de  la  junta  de  parktUes,  será  obligatoHa  respecto 
de  aquellos  que  residan  en  el  domicilio  del  huérfano,  ó  en  olro  pue- 
blo que  no  diste  mas  de  seis  leguas  del  punto  en  que  haya  de  celC'- 
brarse  la  misma;  y  su  falta,  cuando  no  tenga  causa  legliimat  será 
castigada  con  una  multa  que  7io  escederá  de  10  duros.  Los  parien» 
tes  que  residan  fuera  de  dicho  radio,  pero  dentro  de  la  Península  i 
islas  adyac^es,  serán  también  citados,  aunque  les  podrá  servir  de 
Justa  escusa  la  distancia.  En  todo  caso  formará  parte  de  la  junta  el 
pariente  de  grado  y  condición  preferentes,  aunque  no  citado^  que 
espontáneamente  concurra, 

1.  Los  individaos  ligados  con  los  vfnculos  de  la  sangre,  no  sue- 
len siempre,, por  desgracia,  tomarse  el  interés  que  reciprocamente  se 
deben  en  las  diversas  situaciones  de  la  vida.  Esa  indeferencia  y 
abandono  se  hacen  aun  mas  de  notar  en  aquellos  asuntos  que  tie- 
nen por  principal  objeto  el  enlace  de  alguna  de  esas  personas,  en 
los  cuales  se  retraen  y  rehusan  intervenir ,  guiados  unas  veces  por 
un  sentimiento  mas  ó  meaos  exagerado  de  susceptibilidad  y  delica- 
deza, y  otras,  por  mil  y  mil  motivos  de  dífereote  especie.  La  ley 
debia  preveer  este  caso,  y  en  su  consecuencia,  tenía  que  adoptar 
las  medidas  necesarias  para  no  dejar  abandonada  la  suerte  del  me- 
nor á  la  voluntad  y  negligencia  de  sus  parientes.  Tal  ha  sido  el  pro- 
pósito de  este  articulo. 

2.  Por  él  se  impone  á  los  parientes  que  fueren  llamados  y  cita- 
dos á  la  junta,  la  obligación  de  asistir  i  ella,  y  la  Taita  de  cumpli- 
miento de  esta  obligación  sin  escusa  legítima,  como  de  enfermedad 
ú  otras  análogas,  dará  lugar  á  la  imposición  de  un  castigo  pecunia- 
rio. Esta  sanción  penal  era  necesaria  sino  se  queria  que  la  ley  vi- 
niera á  hacerse  completamente  inútil  é  ilusoria.  La  condición  huma- 
na es  de  tal  naturaleza  que,  siempre  que  en  un  precepto  legal  se 
impone  una  obligación,  hay  que  establecer  al  mismo  tiempo  una  pe- 
na para  los  infractores.  De  otro  modo  es  esponerse  á  que  la  ley 
quede  sin  observarse  en  la  mayor  parte  de  los  casos. 

3.  Creemos  que  este  articulo  no  puede  presentar  dificultad  al  - 
guna  ni  en  la  inteligencia  ni  en  su  aplicación.  Se  halla  bastante  cla- 
ro, en  nuestro  concepto,  para  que  no  sea  preciso  detenernos  mas  en 
su  examen. 
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A  falta  de  parientes,  se  completará  la  jutUa  eon  vecinos  honra^ 
dos,  elegidos,  siendo  posible,  entre  los  que  ha§an  üdo  amigos  de  los 
padres  del  menor. 

i.  Si,  como  dijimos  ya  al  ocuparnos  del  artículo  3.^,  no  se 
ha  juzgado  cooveoieote  que  el  curador  ó  el  Juez,  eo  su  caso, 
ejercieran  el  veto  por  sí  solos  en  el  matrimonio  del  menor,  dehia 
en  la  ley  proveerse  á  lo  necesario  cuando  por  la  Taita  de  parientes 
no  pudiera  formarse  la  junta  que  ha  de  ilustrar  y  auxiliar  á  aque- 
llos. Dejar  al  criterio  de  los  mismos  la  resolución  de  un  asunto  de 
tan  grave  importancia,  seria  esponer  la  suerte  del  huérfano  á  ries- 
gos considerables  tal  vez,  y  se  faltaria  al  sistema  adoptado  de  ha- 
cer que  en  las  decisiones  relativas  á  semejantes  enlaces  prevalez^ 
can  en  lo  posible  todas  las  garantías  de  acierto,  lo  cual  no  es  fácil 
conseguir  sino  con  la  deliberación  simultánea  de  diversas  personas. 
A  este  propósito  se  consigna  en  el  presente  artículo  una  disposición 
encaminada  á  determinar  lo  que  habrá  de  hacerse  para  que  pueda 
constituirse  en  todo  caso  la  junta  aun  cuando  falte  el  número  de 
parientes  necesario.  Según  se  declaró  por  la  Comisión  del  Senado, 
en  la  sesión  del  i  de  junio  de  i  862,  esa  falta  de  parientes  compren- 
de lo  mismo  el  caso  en  que  no  los  haya,  que  aquel  en  que  no  quie- 
ran asistir  á  la  junta,  prefiriendo  el  pago  de  la  multa  que  por  el  ar« 
tículo  anterior  se  les  impone. 

i.  De  ningún  modo  se  ha  creido  llenar  mejor  el  vacío  de  esa 
faHa  de.  parientes  que,  llamando  á  los  vecinos  honrados,  debiendo 
preferirse,  si  hay  posibilidad,  á  los  que  hayan  sido  amigos  de  los 
padres  del  menor.  No  cabia,  en  verdad,  otro  medio  mas  pronto  y 
accesible  si  se  había  de  cumplir  el  objeto  de  la  ley.  Admitido  el 
principio  de  la  necesidad  de  una  junta ,  y  llegado  el  caso  de  no  ha- 
ber parientes  que  la  formen,  ó  que  habiéndoles,  se  resistan  á  asis- 
á  elb,  no  podia  presentarse  desde  luego  otro  recurso  para  poner 
términoáese  conflicto,  que  dar  entrada  á  otros  individuos  que,  aun- 
que estranos  á  la  familia,  hagan  prometer  y  esperar  una  resolución 
acertada.  Semejante  garantía  ha  ido  á  buscarse  en  la  vecindad  y 
honradez  de  esas  personas,  y  en  los  buenos  oficios  que  inspira  la 
amistad. 

Toxo  XXVI.  54 
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5.  Pero  eQComeDdáodose  por  el  art.  8.^  la  elección  de  aquellas 
al  Juez  de  primera iostaociaó «1^  fiaz,  eo  sus  casos  respectivos, 
necesario  es  que  estos  procedan  en  tales  circuntancias  con  suma 
discreeiott  ypruilmcia.  t^  9i6Wpi*e>los  (pie  in^yaia  sido^mi^s  de 
!ns  padres ider«véiior'podfta  <ser  tos  mejores  oeoDaeje(06,)jme»ial 
vez  se  haya  convertido  en  odio  hacía  éste  la  amistad  >fce  á  ^iqfte- 
llos  profesaban.  En  tales  circunstancias,  ya  se  comprenderá  cuan 
^co  conveniente ^¡«ki'dcirtoMVVHnoíoQviá^eMiSifiersoQas  eirel  (h'o- 
yeecado^etf  t^aofr  det  huéifano.  Stn^ia  «simismo  4nooa  veaieute^taoiir- 
4as  cuando  el  mairimoMoiiitenbidolo'rueie  con  «Igm  pariente  suyo 
tleBtro'del  euai*lo  gnado  civil,* pues  en^e^  mio,-^  Jas  deheiotfnsi- 
iterar  inháMés,  del  YurMnk)'4ue>'seimtaMede  para  el  «tirador len^^el 
'ariíeolo  S.""  Así«n  estos  caso»,  <MiiM><en  votvos  de  natumteavaaáto- 
'ga/e&«f<ie  pseda  haber  iiiotitt»s'tteíoffaies  ^nQ  liagtiii  «oaptchar 
xtueel  fallo  de  aqueHaspersoMsiso^será  knpafpoial  yiderintcresado, 
ios  Jneces^fraít  ó  los^  primera  iüMaicia  deberán  llamar  »á «otros 
'  vecinos,  cuyos  congrios  mspireomayores.garafttfos  y  <  ooníkasa  pa- 
ra asegurar  1a' suerte  ériinettor.  Tal  'fios  parece  ser  la  verdadera 
inteligencia  ée  es^^artieuto^e:*  Por  eso 'se-iía  empleado «n- él  4a  lo 
cuciod  '«^endo'posJM»;*  edn  euyia  ñrase  se  ha  (|nerido  dar  á  Wten- 
'der/en  Me^tro  juicio,' qftfei  h'eleecvon  de  esos^  viraos  bonradés  to^ 
caiga  eon  préfefenoia  en  los  «fitefewyaii'mdo «amigos  ^de  los 'padres 
del  huétTano,  s^eMipre  Kf «e  emu^térmmm  \háHk$;  es  decir,  ya 
'por(|ue  tevHtanedla  ctr(7«i8tifaGÍa,  ya  povque  tuo  con  0ito,  wMipa- 
n!z^  soipédiofio^i  eoafsejo^pdr>al]g«tta  de-las  oawias^  indicadas. 

4.  La  vecindad  á  que  aqui  se  hace  referMcia  iN>e8<o(r«,  por 
regla  general,  que  la  de^domioHio  del  menor;' poiHfoe  solo  los-que 
estéft «cérea  de  m  persoaa  son  ios  que 'pueden tdaraoiparecer  con 
-nms  leonocrfmemo  de  causa.  Sin  etnban^,  «orno  el  objeloidei  ar- 
ticulo'es  e(4le^fue^€«in'ilanMdosó'el0gido8p^fere«tonienle  tos^qae 
faubfeMfr'sidoíamigosdeios*padres  dtti  (hhérfawo,  toda  vez  que  «s> 
Ns  p«rsO(f«9'Mo^eball)em  iriAdMtes'poraigudO'de  tas  motivos  anle- 
ríoi^ñMUtiB  ^e^eitos,  débetéi  ser  eítadas  á  la  jutu  »a«o  euando 
lenifairsuivetfiMMeii'OtreipuiAO'disthlto  del  domidüio  del  aiettor. 
L<H>Jmiies^e' primera  -iuslaaeía ó  losdefas,  e«  s« caso,  dieiiefiín 
«I  (rfeeio-toMir  todos  los  daMs  y  aMecedenVBs  quesean  precisos, 
antesMd^ooeder  *  ta  «lección,'  pava  ^áber  si  enrrstea  6  «o  penHHra^ 
^elMMeseti^(;id^«mi;(as'de  los  ^padresde  ^qael;  pnftfhíeado'evtre 
estas  á  las  que  hubiesen  tenido  amistad  mas  íntima  con  ellos,  y  eai- 
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dando»  i  la  Tez,  de  combinar  esactrcunstanem  eonflaDsayor  proxi- 
midad del  domicHio. 

8.  La  asHtencfa  de  esa»  personas  'á  fa  jnnta ,  troes'ObN^tMoria; 
y,  porío  tanto,  no  habrá  la^r  á  la  tmposicioin  de  ttiir^  oaMigo. 
Tácil  será  comprenderla  razdn  de  la  (Rferenda^^  exi^'aeerca 
úc  este  punto,  entre  el  principio  cpie  aeabffmos  de  sei^tti*,  y  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  S.^  respecto  de  los  parteivtes.  Los  tlaniaimen  • 
los  de  los  nrismos  se  hafbín  previamente  detertniwados'en  k  ley 
por  el  orden  y  p:ra(do  t|ne'hefmo^  visto  establece  't\  íartlrtilo '4.*  Por 
manera  (pie  sn  intervención,  ál  propio  tfenrpo  qne  tro  deber,  es  nr\ 
derecho;  y  mdcho  mas,  si  se  tieoe  en  cuenta  la'tíWma  paMe  del  ar- 
tículo 5.*  en  í^ne  se  dice  que  *en  todo  caso  formará  Twrrte  de  la  jon- 
ita  el  pariente  de  grado  y  condición  preferente,  -aunque  no  citado, . 
»que  espontáneamente  concurra.»  La  designación,  pues,  de  perso- 
nas entre  los  parientes,  está  ya  hecha  por  vittud  del  precepto  legal: 
no  puede  salirse,  por  consiguiente,  del  drcitto  séBaládopor  el  mis 
'mo.  E'itas  circunnancias  entrañaban  en  sf  la  necesidafd  de  hacer 
obligatoria  la  asistencia  de  los  parientes,  y  la  de  Imponerles  nina  pe  • 
na  en  el  caso  de  resistir  el  cumpfimieoio  de  esa  oWiga«ion;*porqne, 
de  lo  contrario,  no  se  hubiera  establecido  orden  alguno  en  tos  Ila- 
mamíenios.  Para  llenar  y  satisfacer  esa  neoesida^d,  se  dictaron  las 
prescripciones  contenidas  en  el  aft.  8.* 

6.  Mas  respecto  de  la^  personas  estrafilas  no  se  ha  'seguido  el 
sistema  de  tos  llamaurientos.  Su  itíterTencion'en"la  jtrufano  nace 
de  un  derecho  consagrado  por  la  ley,  irino  tie  la  'efleccion  del  Juez 
'de  paz  ó  del  de  primera  instancia.  Sígiiesede  aqufque  ipara  e^as 
personas,  la  asistencia  á  h  Junta  no  puede  considerarse  sino  como 
una  car^a;  y  que,  por  lo  tanto,  se  las  debe  dejar  en  libertad  com- 
pleta para  llevar  á  cabo  la  misíon'qae  se  las  confia.  Hacer  obligato- 
ria en  ellas  la  asistencia,  seria  duro  en  estremo,  y  daria  ocasión 
tal  vez,  á  que  se  viese  comprometida  ia  suerte  d*l  menor. 

7  Adviértese  én  el  prerisente  arriedlo  cima  Inéwcrttttd  ^tm- 
propre'dad  en  la  locución,  que  se'hízo  ya  notar  en  el  Seuadopor  el 
Sr.  Gómez  de  la  Serna.  A  falla  de  parientes,  dice,  »e  comfÚétará 
la  junta,  etc.  Nada  habría  que  oponer  á  esta  frase,  si  entre  ese 
ói^en  de  personas  hubiese  siquiera  nn  sólo  individuo  eotddo  caso; 
pues  Tío 'habiendo  el  número  súfitiedle  para  conslftnlr  la  junta, 
podría  decirse  con  razón  que,  4  Rn  de  ccfmpMxrrta,  sollamaban 
á  esos  sng'etos  estraños  á  qite  el  m-smo  artículo  hace  referencia. 
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Pero  tal  como  se  halla  este  redactado,  parece  indicar  que  en  la 
Junta  siempre  ha  de  haber  parientes;  y  como  poede  suceder  que 
no  baya  ninguno»  bien  porque  en  realidad  no  existan,  bien  porque 
no  quieran  concurrir,  no  puede  propiamente  decirse  que  hay  que 
completar  la  junta,  pues  falta  la  base  que  ha  de  servir  de  princi- 
pio pa^ra  su  cumplimiento.  Lo  que  en  semejante  caso  procede  decir 
es  que  se  formará  una  junta  especial,  compuesta  de  la  clase  de 
vecinos  honrados  de  que  se  hace  mención,  mas  no  que  ha  de  com- 
pletarse la  de  parientes  porque  no  existen  términos  hábiles  para 
ello.  La  Comisión  del  Senado,  por  conducto  del  Sr.  Arrazóla,  pro- 
metió variar  la  redacción  del  artículo;  pero  este  salió,  al  fin,  tal 
como  se  hallaba  primitivamente  redactado.  No  sabemos  las  razo- 
oes  que  tendría  la  Comisión  para  no  introducir  al  cabo  modifica- 
ción alguna.  Mas  de  todos  modos,  y  respetando  como  debemos  la 
autoridad  que  se  merecen  sus  ilustrados  individuos,  siempre  resul- 
ta una  impropiedad  en  la  dicción  del  espresado  artículo  que  hubie- 
ra sido  conveniente  hacer  desaparecer.  No  obstante,  su  sentido  no  es 
otro  que  comprender  lo  mismo  el  caso  en  que  no  haya  pariente  al- 
guno que,  aquel  en  que  su  número  no  esceda  de  tres,  ya  porque  en 
realidad  no  existan,  ya  porque  no  quieran  concurrir.  En  el  primer 
caso,  se  formará  una  junta  especial  compuesta  de  los  vecinos  hon- 
rados; en  el  segundo,  la  junta  se  completará  con  ellos  hasta  que 
haya  el  número  de  vocales  necesario  y  preciso. 

8.  Réstanos  advertir  que  en  la  junta  de  esas  personas  estranas 
tampoco  ha  de  pasar  de  cuatro  el  número  de  vocales;  de  la  propia 
manera  que  respectivamente  se  determina  en  el  párrafo  segundo 
del  artículo  4.'*  que  hemos  examinado  anteriormente. 

ARTÍCULO  7.** 

La  reunión  $e  efectuará  dentro  de  un  término  breve,  que  $c 
fijará  en  proporción  á  las  distancias^  y  los  llamados  comparecerán 
personalmente  ó  por  apoderado  especial,  que  no  podrá  representar 
mas  que  á  uno  solo. 

1.  Si  la  ley  hubiera  dejado  á  la  voluntad  de  los  parientes  ó  á  la 
de  las  personas  que  tengan  que  convocarles,  la  designación  del  tér- 
mino dentro  del  cual  habría  de  constituirse  la  junta,  sucedería  tal 
vez  con  frecuencia  que  se  demorase  maliciosamente  la  celebración 
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de  la  misma;  lo  cual  ocasionaría  eo  muchos  casos  perjuicios  consi- 
derables 00  solo  al  menor,  sino  á  esa  tercera  persona  con  quien  in- 
tentaba realizar  su  matrimonio.  La  disposición  que  abraza  la  pri-  . 
mera  parte  de  este  artículo,  tiende  i  evitar  esa  clase  de  inconve  - 
sientes. 

2.  La  reunión,  dice,  se  efectuará  dentro  de  un  término  breve, 
que  se  fijará  en  proporción  á  las  distancias.  Si  bajo  cierto  punto  de 
vista  hubiera  sido  muy  oportuno  que  la  lev  fijase  y  determinaraese 
término  para  no  dar  entrada  á  la  malicia,  por  otra  parte  hubiera 
sido  arriesgado  hacerlo  así,  pues  en  unos  casos  seria  ese  término  de- 
masiado corto,  y  en  otros  escesivamente  largo.  Por  esU  razón  se  ha 
escogitado  un  justo  medio,  que  á  la  vez  que  facilita  la  brevedad 
eo  determinadas  ocasiones,  hace  axequible  cualquiera  dilación  que 
fuese  necesaria.  Los  encargados  de  convocar  estas  juntas,  que  son 
los  que  han  de  fijar  ese  plazo,  deberán,  pues,  tomar  en  cuenta  todas 
las  circunstancias  del  momento  y  la  mayor  ó  menor  dificultad  en  los 
viajes  y  eomunicacioues,  para  que  no  se  apresure  ni  dilate  el  dia 
de  la  reunión  mas  que  lo  que  prudeacialmente  se  juzgue  pre 
ciso. 

3.  Por  la  segunda  parte  de  este  articulo  de  la  ley  se  exige  que 
los  llamados  comparezcan  persooalmente  á  la  junta ,  6  por  apodera- 
do especial  que  no  podrá  representar  masque  á  uno  solo.  Gomo  cla- 
ramente se  deduce  de  estas  palabras,  déjase  en  completa  libertad  á 
los  llamados,  ya  para  comparecer  por  sí  mismos  á  la  reunión,  ya  pa- 
ra nombrar  un  apoderado  que  al  efecto  les  represente  en  ella.  Esta 
disposición  es  estensiva  asi  á  los  parientes  como  á  los  vecinos  que  en 
sa  caso  fueren  citados;  y  respecto  de  unos  y  otros,  será  potestativo 
hacer  uso  de  cualquiera  de  aquellos  dos  medios.  Encárgase  á  la  vez 
que  no  se  pueda  nombrar  un  apoderado  para  dos  ó  mas,  sino  que 
cada  uno  ha  de  nombrar  el  suyo.  El  fundamento  de  semejante  pres- 
cripción estriba  por  un  lado  en  la  necesidad  de  evitar  los  empates 
en  las  votaciones,  los  cuales  habrian  de  nacer  necesariamente  si  por 
nn  solo  apoderado  estuviesen  representados  eii  la  junta  dos  de  los 
individuos  llamados  á  la  misma,  como  con  facilidad  se  podrá  com- 
prender. Se  ha  querido  por  olro  lado  también,  que  haya  siempre  el 
número  de  vocales  precisos  para  que  resalte  discusión  acercado  las 
ventajas  ó  inconvenientes  del  matrimonio  del  huérfano,  y  porque 
siendo  mayor  el  número  de  personas,  podrán  ilustrarse  mejor  con 
sus  consejos,  asi  el  curador  como  el  Juez  de  primera  instancia  que 
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tesffa  qiieiprasidtf  lA'juiKltiy  diriBitf  Ja4Í8<ordiaisegunloptf^ev>e»idO) 
ea  et  anicnlo  íÁí 
^  ié  CoDmaefaoadíii  port  últímoi  queno. bastará  un* poder  gene- 
ral aoteriarmeaie^iad»  átunaperaona^ pacaiCpie esta  p«eda asirtir i 
la  junla;  sino  que  será  necesario  otorgar  un  poder  nuevo  7  espeeial 
para;  qw^lctga  en  elta  repieaeMNÍoa; legíiJauti 

AftTkllLO  8.® 

La  jurUade paeki^i^ $erú comffúeada y  presidida  ptnr  el  Jwí de 
pí^imera  kmtÑaoiaideié^mkéü&dtl  ¡mérfctíuk cuando  let^que^pwr  la 
iey  prestar  el  fonmntimmnIsH  eu  l0$:demás  coim  l& seTi.por  el  Juez 
áepm.  DMumJMeeetcaHficarún  las^cmM  de  lo^  pam»i69;  im-^ 
pémdi^  las  midla^ik  que  habla' el  orí.  ii"^  y  eUgirán  la$  vemos 
lmwaiosiUBmad$$vor,ei'mi.  6/ 

1 .  Séittiado  ya*  por  loe  asitfiores  artáoujostei  órtten  de  persoia» 
de  quehaya  d&^cofnponerM  la  Jauta»  era  cdniiguieot/i<  que  la. ley, 
para  complelar  el  sistema  adoptado,  determínase  á  quien  correspon* 
diabla' cooTocatofía; y  proideBcéa  deeea  reattioft,  y  pof  quiea se  ba- 
bia»  defelagtrda»  personas  jta—riim^á  suplir-  la  falt»  de^  p^urienteti. 
Con  lasdjsporá^iancai  eoaieiridaai  en  eate.  artícolo.se'jta  |>rocafado 
llenar  aqueitas  obfotae» 

2.  ÁQite  de  proceder  á^sK  eftámea  crtemos  conyenmite  hacer 
una  obstf  vaaioft.  Dei  nrisato  modo  qae  en  art.  6/  se  hace  aqní  uso 
de  una  fMts&qiie)p«dioi«>darr  lagarta  varias dudaa«  •Jm  junta  de 
parientUj  se  déae,  será  oomoeada  ^-preriiiia  eto.  •  Gone&ta  locu- 
ción pitreee  se  dá  á  enteuiteiFtpueha  deihaber  siempre  parieates  ea 
la  junta»  ó-qve  kas  preaoripcíonee^dei  anticalo,  atteroa  de  la.convo- 
catoria^y  presideada,!  nassootieistensiivaBá  laireoMoa  qua:se;celebrei 
conloa  veféflos.hoQrado9.  La iopropiadad,  pue^,  de: aquella:  frase, 
resalla!á..prnBetavti»la,. porque  yaii(jtiBos<|ue  puedeiltegar  el  caso* 
de  no  haber  eaila  janta  ninsuoparienitet.  .Bsa  iaenuclHiad  ea;  la  re- 
da€GÍoa dei asticuiio,  se:  baae  a«i  uias'  da  notar  teniendo-  presente 
qnelaadiapasicioneaenél  caá  tenidas  son  también  iapiicafoles  ala 
juntai  que  iiayaide^  constituirse  eselusivamanteeoa-las*  persooasies- 
tranas»  Que- esto:  es  asi,  lo  proeka. emprimar  lugar,  q«e  en  nmgana 
otra  pactada  la  ley  se  haUadeliiiodo  de  convocar  y  presidir  esa 
junta,  de  vecinos  hoorados^  Demuéstralo  en  segundo  termina,  la 
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circDDsUanatda  AÍBuliis«:en  el  iUIíaio  párrafo  ^teet^ta  ar^ieato  que. 
lo»je9featijrosj(iMe0r«legiria  losi  ve^osv  á.(|He  a6aka»de  ba^rse 
refereaeia.*  Esja;»  coasMtradoaeM  indgQeo.forzoMtfaaoie  A  creer  que 
eiefpfeikixle  lailty  do<  ba sidoroíco que  pataJatoaayooiMift.y  pre- 
siéasoia  de  ia.jaBiftide  losveewea)  honradot  y  la;  de  loa  parieotes. , 
se  gttardeftty  obBerveftiuaiM  aiisniaa  reglas,  que^  sea^laat  coateoidas 
efiesleaelímilo S-ZSe  vé,  pues,  que  sa  redaaciaa aparece defeotao- 
sa,  yiqsAhidiiepaaidoiooaveaiaoie^eoirf  paraqoenOiresttUaca  obs- 
curidad ea  el  langaaje^  queá  loa  jueces  referidee  twaba  convocar,  y 
presUir  Icujuñéaf  ya sc'comfumr^caia  á^io%  paneníen^.  yn  de  los 
veemos  h»maé0g  dc^quó  sehmeméMkmim^iwiíauloik^ 

3.    Seoladoa «estése  paecedeotesi  Toagaaio»  ya¡  at  aaiífoU  de  las 
<Kapo6iciofies*que  coiapreade  el  <  ari.  8^"*  Dos  sao  lea:  caaos  ea  que 
pioede- tener ilugar  laijnnta^  á  saber:  cttande  haya  de  prestarse  el 
cooaeolinnetttOjpereL  cüfadoBieatanieftlariov  écuaado  bagra  de.ejer-, 
ceresfttprerogattva'el  JueidepriaMra  iosUacia.  \sí  se  despieade 
oalunlflnsle  de  lo  eatakieeidft  por  «I  art.  Z,""  quetenenos  yaexa  . 
núeado.  Coa  aireglo,  pues,,  á  la  baaei-que  qiada  seiUada*  diapi^oese 
qae cnaodocelJnes de pri mera inalaiida sea lel que  l»;a< dedar el 
oMiseuiíaHeoto^  correspoade^aiíaiaaio-coaYecar  y  presidir  la  juqU' 
reapectita;  y  quecuaad»  el:  veto  leoga  que.  ejeroerde  por  e(  cura- 
dor tesfcameniario,  el  Jáiezi  depaz  haraF  uso  da  kks  miMiaa  faouliades. 

4i  La  mlerv^ncioQ  de  la  autoridad  judicial  eooeetosr  asuntos  fué 
objetetdegitavea'inapttgiiaoioaes,  asieaiOl  Congreso  come  eo.  el  Se- 
nado. EQ.ia¿aba  Cénmm;  la  conbaüó  faerieoieiile  el  Sr.  D.  Cirilo. 
AlvaMZí|iDC:coDstderarlaettierafiieirte  metilo  tSi  desapaBeceidecia, 
deieate  proyecta  de  ley  la  JnterveaeioairieiGobieriM);  sLquedao  abo- 
lidos les  espedientes;  ai  nO'sedá  e4  antiguo  recurso  contra  el^  diseo- 
^  palemoy  la  presidencia  deiataut^ridaén» tiene  aao»da  ser.  Que 
taterveoga  hasta  qae^  la  junta  ses  bailen  oonslíluida  se  comprende 
bieo«  peatqiie  noofrocedifeattadni  iaeonveaientetalgUBor peno  des* 
de  el  nooMoéo  en  qtw  aquella  seooastituva^  dabeiMidearla  el  secre- 
te;. Seria^mejortiae  secoaiirtere4aipsesideociaali|«niente  de  mas 
edad  yqueeste  ponga  después  eo  Coaeeimieoto  delJues .  la  resolu- 
cion  que- la  juata  haya.tomado,  para^qoe  sartas  loe  efectos  que  re- 
quiere»  esta  mioma  ley.»  iUiálogas'  habiaB  side<»  las  razones  que  al 
pnopie  Gn  se  espusieron  eo  el' Congreso  por  el  Sr.  Ortiz  de  Zárait;; 
pero,  áfiesar  de  esto,  prevaleció  laiidea  de  dejar  el  articulo  tal  co 
como  ahora  se  encuentra  redactado,  porque  en  esta  clase  de  negó- 
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cios  no  hay  solameDte  la  presideDcia«  sino  tambiea  las  recusaciones, 
la  admisión  ó  denegación  de  escasas  y  la  imposicton  de  la  pena  pe- 
coniaria;  asuntos  todos  que  no  deben  confiarse  á  los  parientes  mis- 
mos, porque  vendrían  á  ser  jueces  en  su  propia  causa.  Como  por 
otra  parte  no  establece  la  ley  distinción  de  personas  para  la  forma  • 
cion  de  la  junta,  porque  comprende  lo  mismo  á  las  familias  de  la 
roas  alta  clase  que  de  la  roas  humilde,  podrá  suceder  que  los  que 
componen  la  junta  sean  personas  de  mala  educación,  de  caracteres 
violentísimos;  y  en  semejante  caso,  era  de  necesidad  la  presencia  de 
un  moderador  del  orden  que  arregle  y  contenga  los  ánimos  dividi- 
dos, pues  muchas  veces  hasta  los  linages  están  en  una  lucha  conti- 
nua y  horrible.  Nada  se  presentaba,  pues,  roas  conveniente  que  la 
presencia  del  Juez  para  que  con  su  autoridad  temple  los  furores  de 
los  parientes,  y  consiga  mantener  el  orden  y  precaver  mil  escesos  y 
disgustos.  Hay  también  precisión  de  dar  formalidad  al  acto  y  darle 
autenticidad;  y  ésto  no  podría  conseguirse  sino  por  medio  de  los  jue- 
ces de  paz,  cuando  no  corresponda  á  los  de  primera  instancia  pres- 
tar el  consentimiento.  El  sistema  adoptado  en  la  ley  supone,  ade- 
más, que  alguna  vez  puede  componerse  la  junta  de  cuatro  vocales, 
y  que  por  consiguiente  pudiera  resultar  empate  en  la  votación.  Si  no 
había  voto  preponderante  no  podia  dirimirse  la  discordia.  He  aquí 
otra  nueva  razón  de  la  necesidad  de  confiar  la  presidencia  al  Juez 
de  primera  instancia,  si  éste  es  el  que  ha  de  ejercer  el  veto  en  su 
caso;  porque  es  regla  general  de  jurisprudencia  que  el  que  preside 
una  reunión  tiene  voto  de  caUdad  para  dirimir  los  empates. 

5.  Pero  como  las  atribuciones  de  los  Jueces  de  paz  no  se  es-* 
tienden  mas  que  á  la  convocatoria  y  la  presidencia,  pues  en  ningún 
caso  están  llamados  á  votar  porque  tampoco  se  les  ha  conferido  la 
facultad  de  prestar  el  consentimiento,  se  les  ha  querido  dar  igual- 
mente esa  intervención,  atendiendo  á  que  esos  Jueces  no  solo  de- 
ben ejercer  atribuciones  judiciales  y  conciliadoras,  sino  también  es* 
trajudiciales;  cuales  son,  entre  otras,  las  de  presidir  los  eons^os  de 
familia,  y  conocer  de  las  contravenciones  ó  faltas  á  las  reglas  que 
sobre  este  ramo  se  establezcan  eli  el  Código  civil.  En  semejantes 
asuntos  han  de  conocer  de  plano,  sin  necesidad  del  auxilio  de  es 
críbanos  ni  abogados,  porque  tienen  su  secretario  que  es  el  que 
debe  despachar  los  negocios  de  su  privativa  y  peculiar  incumben- 
cia. (Discurso  del  Sr.  Anrioles  en  la  sesión  del  13  de  marzo,  en  el 
Congreso  de  Diputados.) 
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6.  Bespecto  de  las  demás  atríboctoDet  que  este  artículo  conce- 
de á  los  Jueces  de  paz^  y  á  ios  de  |>riinera  iosiancia  en  sus  respec- 
tivos  casos,  bien  poco  corresponde  decir,  porque  cualquiera  puede 
compf eoder  á  primera  vista  su  motivo  y  fundamento^.  Ea  la  aece* 
sidad  que  había  de  establecer  alguna  peiia  para  los  parieotes  apá<- 
tiros  y  abaiKloDados,  seguu  hemos,  tenido  ocasión  de  observar,  era 
forzoso  asimismo  que  al  funcionario  llamado  á  presidirla  junta  se 
confiriese  la  facultad  de  imponer  aquel  castigo,  pues  la  impoeidon 
de  toda  pena  entraña  ea  sf  desde  lue^o  la  idea  de  la>  anieridád. 
Sentado  taQÜ)iea,  del  propio  modp,  como  principio  necesario,  la 
creación  de  un  orden  de  personas  estraias  á  la  familia,  pero  eoya 
designación  determinada  y  foncreta  no  podía  efectuarse  previa* 
mente  por  la  ley,  como  respecto  de  los  parientes,  solo  á  los  fun- 
cionarios indicados  podia  encomendarse  la  elecpíon  de  esos  vecinos 
que  han  de  completar  en  unos  casos  la  junta  de  familia^  6  consti- 
tuir en  otros  una  junta  especial  y  nueva. 

ARTfcüLO  d.* 

Las  reclamaciones  relativas- á  la  aimsion,  reemadon  ó  eselu- 
slon  de  algún  pariente  $e  resolverán  en  acto  previo  y  sin  apelación 
por  la  mi&majuttta^  en  auseticia  de  las  personas  interesadas.  Solo 
podrá  solicitar  la  admisión  el  pariente  que  se  crea  en  grado  y  con- 
diciones de  preferencia^  Las  recusaciones  de  los  mismos  se  propon' 
drán  únicatnente  por  el  curador  ó  por  el  menor,  y  siempí'e  con  es- 
presión  del  motivo.  Cuando  de  la  resolución  de  la  junta  remite  la 
necesidad  de  una  nueva  sesión,  se  fijará  por  el  presidente  el  dia  en 
que  deba  celebrarse. 

i.  £o  el  artículo  anterior  la  ley  se  propuso  por  objeto  determi- 
nar la  forma  con  que  había  de  precederse  á  la  celebración  de  la 
junta  para  revestir  á  ésta  de  un  carácter  auténtico  y  ofidal,  por 
decirlo  así..  Nada  se  había  hecha  hasta  abora>  sino  dictar  las  reglas 
necesarias  y  preliminares  conducentes  para  llegar  á  constituir 
aquella.  En  el  presente  artículo  se  establece  }a  el  noodo  con  que  di 
cha  junta  ha  de  proceder  á  su  constitución. 

2.  A  este  propósito  se  dispone  en  primer  lugar  que  las  recla- 
maciones relativas  á  la  admi.^ion,  recusación  ó  escinsion  de  algún 
pariente  se  resuelvan  en  acto  previo,  en  ausencia  de  his  personas 

TOMO  XXVI.  fí5 
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interesadas.  Esta  medida  era  necesaria  si  habian  de  tener  camplido 
efecto  las  prescripciones  anteriores  de  la  ley.  Veánaoslo.  De  tres 
maneras  puede  llegar  á  verificarse  la  citación  de  los  parientes,  para 
reunirse  en  jiiDta;  ó  por  la  designación  previa  que  bebiese  hecho 
de  las  personas  el  menor  al  solicitar  la  celebración  de  aquella;  ó 
por  la  que  hiciese  con  el  propio  fin  el  curador  en  su  caso;  ó  por 
señalamiento  de  la  autoridad  judicial  á  quien  corresponda  presidir- 
la. Pero  puede  mu;  bien  suceder  que  así  los  unos  como  los  otros, 
al  determinar  las  personas  que  hayan  de  ser  citadas  para  asistir  á 
la  junta,  hayan  procedido  con  error,  ora  designando  á  aquellas  que 
no  se  encuentren  en  la  línea  y  grado  de  parentesco  marcados  en  la 
ley,  ora  señalando  á  las  que  carezcan  de  aptitud  legal  por  cual- 
quiera otra  circunstancia.  Para  que  tuvieran,  pues,  entero  cumpli- 
miento los  principios  sentados  á  este  fin  en  las  disposiciones  de  los 
artículos  precedentes,  no  hahia  otro  medio  que  establecer  una  ga- 
rantía con  el  objeto  de  que  la  junta  se  consfituyera  definitivamente 
con  personas  que  tuviesen  en  ella  la  intervención  que  la  ley  exige. 
Así  es  que  esa  junta  que  en  acto  previo  ha  de  resolver  los  casos  de 
admisión,  recusación  ó  esclusíon  de  parientes,  no  puede  tener  otro 
carácter  que  el  de  preparatoria,  pues  la  verdadera  junta  no  que- 
dará constituida  para  poder  deliberar  acerca  del  matrimonio,  sino 
coando  aquellos  casos  hayan  quedado  resuelto».  Examinémosles  se- 
paradamente para  que  se  comprenda  bien  este  artículo. 

3.  iádmtsion.— En  el  segundo  párrafo  del  mismo  se  previene 
qne  la  admisión  solo  podrá  solicitarse  por  el  pariente  que  se  crea 
en  grado  y  condiciones  de  preferencia;  de  suerte  que,  ni  los  demás 
parientes,  ni  el  huérfano,  ni  el  curador  podrán  hacer  reclamación 
alguna  acerca  de  este  punto.  El  fundamento  de  esa  disposición 
puede  conocerse  á  primera  vista.  La  asistencia  á  la  junta,  respecto 
á  los  parientes,  es  á  la  vez  que  una  obligación,  un  derecho,  como 
antes  se  ha  manifestado;  pero  la  obligación  no  nace  en  este  caso, 
sino  después  de  la  citación.  Cuando  ésia  no  ha  tenido  lugar,  queda 
5tolo,  el  derecho,  el  cual  emana  directamente  de  la  ley  con  total  in- 
dependencia de  cualquiera  otro  acto.  Siendo,  pues,  una  regla  ge- 
neral de  jurisprudencia,  que  los  derechos  son  renunciables  espresa 
ó  tácitamente  por  la  persona  á  cuyo  favor  se  han  otorgado,  debia 
«oponerse  por  la  ley  que  el  pariente  que  no  ha  sido  citado  para 
concurrir  á  la  junta,  pero  que  aun  hallándose  con  condiciones  de 
preferencia,  no  reclamaba  la  admisión  en  la  misma,  hacia  una  re- 
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auDCia  tácita  de  su  derecho.  Por  lo  taoto,  do  podía  concederse  ik 
ninguna  otra  persona  la  Tacultad  de  reclamar  para  ese  pariente  un 
derecho  de  que  él  mismo  no  quería  hacer  uso. 

4.  Fijadas  ya  las  bases  acerca  de  quiénes  son  los  que  pueden 
solicitar  ó  no  la  admisión  en  la  juuta,  veamos  ahora  en  qué  ha  de 
fundarse,  y  cómo  se  deberá  proceder  cuando  el  pariente  la  preten- 
da. El  motivo  en  que  se  haya  de  apoyar  la  admisión,  no  es  otro  qua 
la  preferencia  que  por  esta  ley  se  concede  en  los  siguientes  casoá; 
1.**  la  línea;  2.**  el  grado;  3.**  la  mayor  edad;  4.*  el  sexo.  Para  la 
apreciación  de'  cada  una  de  estas  circunstancias  y  se  tendrá  en 
cuenta  lo  que  al  efecto  se  establece  en  el  artículo  4.'',  de  que  nos 
ocupamos  ya  en  su  lugar.  Combinándolas,  pues»  oportunamente  en 
los  respectivos  casos  que  se  ofrezcan,  fácil  será  resolver  los  puntos 
convenientes,  armonizando  entre  sí  las  distintas  graduaciones  que 
para  la  preferencia  se  han  establecido.  No  es  posible  entremos  en 
mayores  detalles,  porque  nos  veríamos  precisados  a  ocupar  muchas 
páginas  para  cada  uno  de  los  casos  que  pueden  ocurrir.  Creemoi 
que  lo  indicado  será  suüciente  para  hacer  las  aplicaciones  necesa- 
rias respecto  á  este  punto.— En  cuanto  al  modo  con  que  se  debe 
proceder  en  el  mismo,  bastará  que  el  pariente  concurra  a  la  junta» 
y  en  ella  haga  ver  el  derecho  que  le  asiste  para  ser  preferido, 
exhibiendo,  si  fuese  necesario,  los  documentos  correspondientes  para 
justificar  su  pretensión. 

5.  Recusaciones, --Ldi  palabra  recusación  tiene  en  el  derecho 
una  significación  especial  y  propia  que  se  hace  preciso  fijar  aquí. 
Para  definirla  convenientemente,  diremos  que  es  twi  remedio  que 
conceden  las  leyes  á  los  litigantes  que  temen  parcialidad  en  el  Juez 
y  demás  personas  que  interoienen  en  los  juicios;  para  que  se  abs- 
tengan del  conocimiento  ó  intervención  en  el  negocio  que  se  ha  lle- 
vado ante  ellos.  >  Aunque  el  asunto  que  nos  ocupa  no  tiene  ni  puede 
tener  las  formas  solemnes  de  un  juicio,  es  innegable  que  participa 
de  un  carácter  especial  que  le  asimila  en  cierto  modo  á  los  debates 
judiciales.  En  él  hay  un  actor  ó  demandante,  y  un  reo  ó  persona 
demandada,  cuales  son  el  curador  y  el  huérfano. 

Las  miras  é  intereses  respectivos  de  esas  personas,  vienen  á 
estar  en  lucha  y  contradicción;  y  á  esa  lucha  ha  de  ponerla  término 
la  resolución  de  la  junta  que  hace  las  veces  de  tribunal,  aunque  no 
se  la  haya  dado  este  nombre.  Se  vé,  pues,  que  hay  una  especie  de 
juicio,  por  mas  que  no  se  halle  revestido  con  las  formalidades  de  tal« 


Digitized  by  LjOOQIC 


436  REVISTA  DJ$  LEGISLACIÓN. 

En  este  concepto,  paréceoQs  queea  él  debe  predominar  igualaieQte 
el  principio  que  ha  servido  de  b^isepara  la  recusación  en  los  deba- 
tes judiciales  y  solemnes,  según  la  deGnicioo  que  arriba  queda  sen- 
tada. Examinemos  pues,  quiénes  son  las  personas  que  pueden  so- 
licitarla, sobre  quiénes  ha  de  recaer,  y  las  caqsas  en  que  puede 
fundarse. 

6,  El  cqrador  y  el  menor  son  las  únicas  personas  k  quienes 
conflere  el  tercer  pirrafo  de  este  artículo  el  derecho  de  proponer 
las  recusaciones.  Ninguna  otra  puede  hacer  uso  de  esa  facultad.  T 
en  efecto,  hemos  dicho  ya  que  entre  el  curador  y  el  huérfapp  se 
promueve  en  semejantes  cs^sos  un»  lucha  especial  que  coloca  á  uc^o 
y  otro  en  situación  y  actitud  análogas  á  las  de  los  litigante^  en 
los  juicios.  Ambos  van  á  sostener  derechos  opuestos  y  encontrados 
entre  sí;  y  como  consecuencia  de  e^to,  era  de  necesidad  que  k  cada 
uno  de  ellos  se  le  permitiese  recusar  á  las  personas  de  la  junta, 
de  quienes  concibiesen  temores  que  no  habiaa  de  proceder  en  sus 
fallos  con  la  debida  imparcialidad.— E«e  remedio  legal  solo  puede 
recaer  sobre  las  persona^  de  los  parientes  que  han  de  componer  la 
Junta,  con\o  se  deduce  de  las  palabras  del  mismo  párrafo  del  artícu 
lo.  Ni  podia  ser  de  otro  modo.  La  junta  es  una  especie  de  tribunal 
ó  jurado  que  con  su  veredicto  ha  de  decidir  el  debate  suscitado  en- 
tre el  huérfano  y  el  curador;  y  por  lo  tanto ,  procedia  asimismo  que 
se  autorizara  la  recusación  de  las  personas  llamadas  á  constituir  ese 
tribunal,  cuando  se  dudase  de  la  rectitud  é  imparcialidad  de  sus 
fallos,  á  semf'janza  de  lo  que  se  establece  á  estefin  en  los  juicios  or- 
dinarios y  solemnes. — Respecto  á  las  causas  en  que  haya  de  fundar- 
se la  recusación,  nada  se  dice  en  este  artículo  ni  en  los  restantes  de 
la  ley,  habiéndose  concretado  únicamente  á  decir  que  al  hacer  uso 
de  ese  remedio  se  haga  siempre  espremn  del  motivo.  No  determi 
nándose,  pues,  ninguno  de  esos  motivos  ó  causas^  hay  que  llenar 
por  medio  de  la  interpretación  de  la  ley  el  vacío  que  esta  ha  dejado. 
¿(Cuáles  pueden  ser.  por  consiguiente,  los  casos  en  que  el  curador  y 
el  huérfano  se  hallen  autorizados  para  recusar  á  los  parientes,  á  tin 
de  que  no  lleguen  á  formar  parte  de  la  junta  definitiva,  y  se  absten- 
gan deconocer  en  el  asunto  que  vá  á  ser  llevado  ante  ella? ¿Podrán 
autorizar  la  recusación  en  esta  materia  los  mismos  motivos  que  al 
efecto  se  establecen  en  las  diversas  leyes  de  procedimientos?  Es  in- 
dudable que  no,  por  regla  general.  Para  demostrarlo  convenientc- 
mentemente  fijémonos  en  un  caso.  El  art.  121  de  la  ley  de  Enjuicia- 
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miéfútoeivíl  determina,  por  ejecmplo,  cóluo  (irimera  causa  de  recu* 
sacioü,  fa  cottáangainidad  ó  afinidad  dentro  del  cuarto  grado,  entre 
los  ]Uecéf8  y  ouatquSera  de  los  litigantes.  A  poco,  pnes,  qae  ,$e  re- 
refl^tiooe  sobre  este  punto,  se  rerá  (|ue  semejante  disposición  oo 
puede  ser  de  ningún  modo  aplicable  en  el  asunto  que  nos  ocupa, 
pokiqtre  la  proximidad  del  parentesco  es  p/recisamentelá  c(iie  dá  pre* 
ferenoia  á  las  personas  que  han  de  compotafér'ta  jaofa.  La  í^tnsa<$ioQ 
nopned^  por  consiguiente  tandarse  en  la  coní^angaíniUM  ni  afini- 
dad át\  curador,  ó  d^l  menor  en  su  caso,  con  Cdalq^iféra  de  tos  in- 
dividuos que  bájran  de  formar  parte  de  aquélla.  CoiHideracíonea 
análogas  hariaiti  tatlábien  poner  tn  evidencia  ta  htfp<9áibilidad  de 
apMíÉr  á  sus  respeiítivos  casos  otros  moirvofideYecnsaoíon  sena- 
lados  en  fa  propia  ley  de'Enjniciawiénto  cíWL  Py>r  eoMigoienle,  oo 
cabe  dtfda  atguna  de  qne,  por  fegla  ^eral,'0O  debe  estarse  á  lo 
qne  ée  d^p^ue  érn  '«da  ley  réspede  á  (ais  recifMetones. 

7.  Siendo  e^to  asi,  veamos  cuárl  hay^  ide  ^r  la  regla  ó  principio 
que  ha  de  tenerse  pi-esénteen  e^te  daso.  Bt  «aeitro  cottceple,  k 
ley  ba  qoerído  dejar  ese  ptin co  á  la  ^íscredrén  de  les  lodtrMoos  de 
la  jtftata  preparatoria  para  que  ée^mt  m  pradeneía  aprecien  todas 
las  dretfnstaoctas  que  cobcerran  ^n  los  sagetOB  recodado»,  y  don  ia 
resetocieki  (fae  estimen  ¡¿eo^énieüíe.  Así,  paes,  ^empre  i{ne  a  su 
jutcio  se  pilada  temer  de  eualquiera  p«ríeuie  afgima  paroiaMad,  de- 
betüi  atender  ]f  acMtiir  la  reeo^oion  'pr6pue»ia  perel  eif  ador  ó  por 
el  niendr.  Hüétenes  á  peaisar  asi  el  silettoie  Mismo  de  la  ley  acerca 
délas  "Ctfusas  en  que  la  re^susacion  haya  db  Aisdarae,  pses  en  él 
meiro  beebo  de  no  espresarlas,  pareee  tei'sido  su  ofaretoeseómendar 
al  solo  érflerto  de  iois  Individuos  de  ht  /unta  la  «prcciaciim  de  los 
mdtlvos  qué  pucfdan  jestíficar  la  tecusackifn.  fisui  dbarina  se  con- 
firma intis  y  maa,  tenfendoen  ctf^ftia  qae  la  janta  eatá  llanméa  á 
resolver  esUs  euesff iones  cerno  m  Jmrado,  el  cual  no  se  IntUaanje- 
to,  ceetfo  tos  Tritmnales  oMittarios,  i  Yeglas  jflfieniUeiB  7  precisas  en 
sus-deit^isiofees,  ^ino  q^nesdlo  cietae  que  seguir  to  ittspipaeionés  de 
su  isoneiéndia  en  esos  ascrntos  qtie  én  acto  previo  he  tfe  resolver. 
Por  egtas miümas  a^rsíderabiones,  cubemos queno admite ^'aKicu- 
lo  el  l>ecurso  de  apelación  eofntra  eses  lalloii,  pdrqoe  la  (ttddie  misnai 
delleirad^  rechaza  eMe  remedro  legal,  cottceifíde  Aníciaiievte  pam 
al^arae  de  las  provMéncitfs  de  los  TYlbnnáles  Comnnés;  Rea%Uiírien- 
do,  pues,  cuanto  sobre  eáce  pomo  ilevamoa  espuesto,  diremos  ()üe 
el  curador  y  el  menor  pueden  proponer,  y  la  jenta  admitir,  cnaU 
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Quier  motivo  de  recusación  respecto  délos  parieotes  que  hayan  de 
componer  la  junta  definitiva,  siempre  que  ese  motivo  haga  cooce- 
hir  temores  de  que  no  han  de  proceder  con  la  justificación  é  im 
parcialidad  necesarias  en  el  asunto  que  vá  á  ser  sometido  á  su  de- 
cisión. 

8.  E$duswnes.--íisLddí  se  dice  en  el  artículo  respecto  á  las  per- 
sonas que  hayan  de  solicitar  la  esclusion,  aunque  sí  sobre  quiénes 
ha  de  recaer.  Tampoco  se  dicen  las  causas  que  han  de  servir  de 
fundamento  para  pedirla,  por  cuyo  motivo  se  hace  necesario  es - 
pongamos  lo  conveniente  á  fin  de  llenar  el  vacío  que  el  silencio  de 
la  ley  ha  dejado  acerca  de  estos  punios.  Dígimos  ya  antes  que  la 
designación  de  parientes  podia  hacerse  por  el  mismo  menor,  por  e  I 
curador  ó  por  el  juez  que  haya  de  presidir  la  junta.  Manifestamos 
también  que  era  muy  posible  que  así  los  unos  como  los  otros  hubie- 
sen incurrido  en  algún  error  al  hacer  ese  señalamiento ,  ora  desíg 
hando  á  aquellas  personas  que  no  se  encuentren  en  la  línea  y  gra- 
do de  parentesto  marcados  en  esta  ley  ,  ora  indicando  á,  aquella^; 
que  carezcan  de  la  aptitud  legal  necesaria.  Ahora  bien,  así  en  une 
como  en  otro  caso,  es  cuando  en  nuestro  concepto  procede  hacer 
nso  del  remedio  de  la  esclusion.  Tendrá,  pues,  esta  por  objeto  pe- 
dir la  no  intervención  en  la  junta  de  algqno  de  los  parientes  cita- 
dos,  que  por  el  grado  ola  línea  no  se  halle  en  condicionesde  prefe- 
rencia, ó  que,  aun  hallándose  con  ellas,  se  encontrase  con  algún  im- 
pedimento legal  de  los  que  señalamos  en  el  comentario  del  art,  2.^ 
podrán  solicitar  la^sclusion  de  los  parieotes  en  quienes  concurran 
e^tas  circunstancias ,  así  los  otros  parientes  como  el  curador  y  el 
hnérfano,  si  éstos,  en  sus  respectivos  casos,  no  hubiesen  hecho  el 
señalamiento.  Acordada  la  esclusion,  se  llamará  y  citará  al  pariente 
ó  parientes  necesarios  que  tengan  la  aptitud  legal  y  la  prdTerencía 
debida,  á  fin  de  que  ocupen  el  lugar  de  los  escluidos. 

9.  La  forma  que  se  ha  empleado  en  la  redacción  de  este  ar- 
tículo indica  desde  luego  que  las  reclamaciones  relativas  ala  admi- 
ren, recusación  ó  esclusion  de  los  parientes,  se  han  de  proponer  y 
h'solver  verbalmente,  sin  necesidad  de  hacer  uso  de  escritos  de  nin 
:guna  especie,  pues  el  espíritu  de  la  ley ,  en  generala  rechaza  esta 

clase  de  solemnidades.  Pero  de  todo  cuanto  respecto  á  estos  pantos 
se  trate,  se  ha  de  hacer  la  espresion  conveniente  en  el  acUi  que  se 
levante  al  efecto.  Como  no  siempre  será  posible  terminar  estos 
asuntos  en  una  sola  sesión,  disp6oe¿c  en  la  última  parte  de  este 
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artieak)  qae  se  6je  por  el  presidente  el  día  eo  que  deba  celelNrarse 
una  nueva,  en  cuyo  caso  se  eslenderá  una  acta  para  cada  una  de 
las  sesiones  que  tengan  lugar. 

10.  Conviene  finaloiente  advertir,  que  en  las  votaciones  sobre 
la  admisión,  recusación  ó  esclusion  de  los  parientes,  deberán  obser- 
varse las  mismas  reglas  que  establece  el  art.  10  para  las  votaciones 
respecto  á  las  ventajas  ó  inconvenientes  del  matríoionio. 

ARTÍCULO   10. 

El  curador  deberá  asistir  á  la  junta,  ¡f  podrá  tomar  parle  en  la 
deliberación  de  tos  parientes  respecto  á  la  ventaja  ó  inconvenien» 
tes  del  enlace  projfectado;  pero  wlará  con  separación^  lo  mismo 
que  el  Juez  de  primera  instancia  en  su  caso.  Cuando  el  voto  del  cu- 
rador ó  del  Juez  de  primera  instanda  no  concuerde  con  el  de  la 
junta  de  parientes,  prevalecerá  el  voto  favorable  al  matrimonio. 
Si  resultare  empale  eti  la  junta  presidida  por  el  Juez  de  primei^a 
instancia^  dirimirá  ¿sle  la  discordia.  En  la  prendida  por  el  Juez  de 
paz  dirinúrá  la  discordia  el  pariente  mtui  imnedialo ,  y  si  hubiei^e 
dos  en  igual  grado ^  ó  cuando  la  junta  se  componga  solo  de  vecinos, 
el  de  mayor  edad. 

1.  fio  el  primer  párj^Jb  de  este  artículo  se  hace  uso  de  dos  pa- 
labras distintas  entre  ^í,  en  las  cuales  bay  necesidad  de  fijar  la 
atención  para  apreciar  convenientepaente  la  misión  del  curador, 
l^ste,  se  dice,  deberá  asistir  á  la  junta,  y  podrá  tomar  parte  en  la 
deliberación  de  los  parientes,  etc.  Por  manera  que  en  el  primer 
caso  se  le  impone  una  obligación:  en  el  segundo  se  le  confiere  una 
facultad.  La  asistencia  á  la  junta  es  para  él  un  deber  k  que  no  pue- 
de renunciar;  pero  la  participación  en  las  deliberaciones  soto  es  po- 
testativa,  pudiendo  hfcer  ó  nó  uso  de  ese  derecho.  Sentados  estos 
precedentes,  veamos  la  razón  de  la  diferencia  que  se  ha  eslal^le» 
cido  para  uqq  y  otro  caso. 

2.  Aunque  el. curador  tiene  que  asociarse  á  los  mas  próximos 
parientes  del  huér/ano  para  resolver  lo  conveniente  acerca  del  ma- 
trimonio, no  puede  decirse  que  el  veto  vá  á  ejercerse  por  aquellos, 
sino  que  la  persona  á  cuyo  nombre  ha  de  ejecutarse  propiamente 
ese  acto,  es  la  del  curador,  según  se  desprende  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  3.^  que  examinamos  ya  en  su  lugar  oportuno.  Como  conse* 
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eueocia  de  esto,  era  de  Qeoe:»idad  que  la  asistencia  del  carad<>r  á  la 
JBota  fuese  obligatoria,  pues  de  no  ser  así,  quedaría  abandonada  ia 
persona  del  menor,  y  se  fallaria  al  príooipio  consignado  sobre  quién 
hade  ejereer  el  veto  en  somejantes  cireunslaneias.  Si  el  precepto 
de  la  ley  aeerea  de  este  panto  había  de  ser  una  verdad  y  producir 
ios  efei^s  necesaríos,  era  Torzosq  imponer  al  curador  esa  obliga - 
clon.  Mas  iratindose  de  ta  participaoion  qae  éste  ha  de  tomar  en 
las  deliberaciones,  no  existia  aquella  necesidad,  si  había  de  armo- 
nizarse este  estremo  con  lo  prevenido  ^en  el  artículo  14  en  que  se 
dispone,  que  las  personas  autorizadas  para  prestar  su  consentimien- 
to HO  neomfan  espresar  lasraeones  en  que  se  funden  para  rehu- 
sarlo. Con  efecto,  sentada  esta  base,  era  lógico  establecer  también 
que  respecto  del  curador  no  ^  hiciese  obligatorio  sino  potestativo 
el  que  tome  parte  enias  deKberaciones  de  los  parientes,  porque  de 
este  modo  no  tiene  necesidad  de  manifestar  los  motivos  qtte  leasts- 
tajipara^rahustr^l  consentímteato. 

3.  Siendo,  pues,  mu  deber  en  «I  curador  taasistencia  á-la  junta, 
tócanos  ahora  examinar  qué  deberá  hacerse  cuando  no  quiera  con  • 
eurir.  jlespeclo  de  tos  parientes  hemos  visto  yaque  pueden ^r 
ca&ügados  con  nna  mutta  por  -el  luez  que  baya  de  presidir  la  reu- 
nión, cuando  falten  á  la  misma  después  de  haber  eído  citados  at 
efecto,  y  que  para  reemplazarles  serán  llamados  otros  parientes,  ó 
einámero preciso de^etnoshonrados.  iPoroai la personadel  cura- 
dor se  puede  sustituir  con  otra,  ai  acensa  de  su  falta  4e  asiiitencia 
se  ha  (establecido  fienatidad  alguna.  So  este  concepto,  veamos  cómo 
se  4u  de  proceder  cuando  el  curador  no  quiera  asistir  i  la  junta. 
En  nuestro  jnicto  debe  suponerse  en  este  caso  que  el  obrador  oon«* 
siente  en  el  matrimonio  4el  haérfano,  puessu  falta  de  asistencia 
eifitivale  á  un  asentimiento  tácito.  No  creemos  haya  necesidad  de 
citarle  ««evamente  porque  ^  tampoco  quisiera  asistir  después  de  las 
diversas  citaciones  que  se  le  hagan,  seria  poter  en  sus  manos  un 
medio  de  prolongar  ittde§nidamente  la  situación  del  menor,  lo  cual 
ha  estado  muy  distante  del  objeto  de  la  ley.  En  el  acta,  pues,  que 
se  levante  áeontinuacion  délas  diligencias  de  citación  a(  curador 
y  demás  interesados,  se  espresará  la  circunstancia  de  no  haber  con- 
concurrido  el  curador;  hedió  lo  cual,  podrá  precederse  á  la  cele* 
bracion  del  matrímooio.  Pero  esto  no  esciuye  que  se  \t  admita,  eu 
su  caso,  una  escusa  legitima  que  impida  «u  asistencia,  lo  que  ha- 
brá de  manifestar  en  el  acto  de  la  notificación;  pues  sería  en  estre- 
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roo  ¡ajusto  desatender  eaalquiera  motivo  qne  te  imposibilitase  para 
coQcnrrírá  la  junta,  como  por  eofermedad  ó  alguna  otra  cansa  que 
á  jateio  de  los  parientes  parezca  digna  de  tomarse  en  cuenta. 

4.  Añádese  después  en  el  mismo  párrafo  de  este  artículo  que  el 
curador  motará  con  separación ,  y  que  io  propio  bra  de  hacerse  por 
el  Jnez  de  primera  instancia  en  sn  caso.  Para  comprender  este  pun- 
to coorenientemente,  es  necesario  tener  en  cuenta  que,  por  el  se- 
gando [lárrafo  de  este  mismo  artículo,  se  concede  también  al  cu- 
rador la  atribución  de  que  su  Toto,  en  caso  de  discordia,  valga  tan- 
to en  la  junta  de  ramilía  como  el  de  los  parientes.  En  tal  concepto, 
se  necesita  que  el  voto  del  curador  resalte  claro,  distinto,  y  esté 
separado  del  voto  délos  parientes,  toda  vez  que  el  del  curador,  en 
casóle  discordar  los  parientes,  tiene  el  resultado  que  se  acaba  de 
indicar.  La  Totacion  separada  es,  por  lo  tanto,  indispensable,  de- 
biendo constar  separadamente  cuál  es  la  opinión  del  curador,  y  cuál 
iade  los  parientes. 

5.  Como  ba  podido  ya  notarse,  la  ley  no  dá  solo  á  la  junta  de 
familia  la  facultad  de  oponerse  ó  negar  el  consentimiento,  sino  que 
se  la  dá  en  no  ca^o  al  curador  y  en  otro  al  Juez;  de  suerte  que,  en 
cierto  tnodo,  ía  junta  no  tiene  mas  que  medio  voto.  Tara  que  no 
ten^a,  pues,  lugar  el  matrimonio,  es  necesario  que  baya  concierto 
y  voten  de  consuno  en^se  mismo  sentido  negativo  el  curador  en  un 
caso  y  el  Juez  de  primera  instancia  en  otro.  Pero  cuando  baya  dis- 
cordia entre  el  curador  y  los  parientes,  previene  el  segundo  párra- 
fo de  este  articnlo  que  prevalezca  el^oto  favorable  al  matrimonio. 
€sta  disposición  ba  becho  creer  i  algunos  que  la  autoridad  de  los 
parientes  ba  de  qnedar  rebajada  y  bumillada  si  su  voto  ba  sido  con- 
trarío al  enlace  proyectado;  y  no  es  asi,  en  verdad,  como  dijo  en  el 
Senado  muy  oportunamente  el  Sr.  Roda.  El  curador  tiene  una  re- 
presentación mayor  qne  la  de  los  parientes,  siendo  quien  ha  de  con- 
ceder denegar  el  consentmríento ;  mas  como  aun  investido  con  la 
autoridad  del  padre  por  delegación  testamentaria,  no  tiene,  sin  em- 
bargo, los  derechos  que  el  padre,  la  madre  ó  bs  abuelos,  en  su  ca- 
so, quiere  la  ley,  y  lo  quiere  con  razón,  que  antes  de  dar  su  fallo 
el  carador,  oiga  á  personas  allegadas  al  huérfano,  que  son  las  que 
pueden  darle  noticias  acerca  del  estado,  carácter,  riqoeza  y  demás 
circunstancias tfue  concurren  en  la  persona  con  quien  desea  enla- 
zarse; por  lo  tanto  es  jnsto  y  conveniente  que  el  curador  antes  de 
dar  ó  negar  su  consentrmiento,  ^pa  todas  las  circunstancias  que 

TOMO  XXVI.  56^ 
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eoDcurren  eo  la  persona  de  que  se  trata,  pues  que  solo  asf  puede 
dar  con  acierto  su  conseulimiento;  por  eso  en  esta  junta,  á  que  ha 
de  asistir  el  curador  con  los  parientes  *  cuando  estos,  después  de 
haber  dado  su  voto,  disientan  de  la  opinión  del  curador»  habrá,  sí, 
dos  elementos  encontrados^  pero  dos  elementos  á  la  vez  respeta 
bies;  habrá  el  dictamen  del  curador ,  que  tiene  la  representación 
del  padre;  habrá  el  dictamen  de  los^  parientes,  que  es  muy  atendí 
ble  y  que  merece  grande  consideración  ante  la  ley. 

6  Siendo  estos  dictámenes  opifesips,  ¿cuál  de  ellos  debe  pre- 
valecer? (Ilaro  es  que  si  hay  una  persons^  con  la  representa(>ion  del 
padre  que  dice:  «llévese  á  efecto  ei  matrimonio,»  y  una  junta  de 
parientes  que  dice:  oque  el  matrimonio  no  se  haga,»  la  ley  debe  ser 
favorable  á  la  opinión  de  los  que  sostengan  que  el  matrimonio  se 
celebre.  Son  dos  votos  ante  la  ley  iguales;  uno  de  ellos  favorable  y 
otro  adverso  al  matrimonio:  pues  bien;  la  ley,  protectora  de  1^  fa- 
milia, dice  que  prevalezca  el  matrimonio.  Mas  si  el  curador  opina 
por  que.  el  matrimonio  ^o  se  haga,  y  los  parientes  por  que  se  lleve  á- 
efecto,  entonces  por  igual  á  la  que  antes  se  ha  espresado  debe  es 
te  celebrarse,  puesto  que  los  parientes  tienen  interés  en  favorecer 
al  huérfano  y  le  profesan  afección  y  carino;  que  tal  es  la  regla  ge 
neral,  por  mas  que  pueda  bab^r  escepcione^  de  elia;  siendo  lo  mas 
común  que  los  parientes  inmediatos  se  tengan  afecto,  se  profesen 
cariSo,  cuiden  mutuamente  de  sus  intereses  y  deseen  verse  .bien  es- 
tablecidos. Ahora,  pues,  los  parientes  dicen  que  sí,  y  el  curador, 
después  de  dar  sus  razones,^  ^ice  que  no;  en  este  caso  hay  duda;  y 
habiéndola,  la  ley  se  decide  por  la  celebración  del  matrimonio.  Así 
e^í  que,  en  rigor,  puede  afirmarse  que  el  elemento  preponderante 
no  es  i)ersonal,  por  lo  que  no  puede  haber  humillación  ps^ra  el  cu 
radorni  p^ra  los  parientes.  Lo  que  en,realida(|  viene  á  decidir  la 
cuestión  6  conflicto  nacido  lentre  los  parientes  y  el  curador,  ó  ^1 
Jue^  de  primera  instaqciai^  en.su  caso,  no  son  las  personas,, si/io  el 
principio,  ó  la  opjníon  fftvorabif;  al  nmtrimonip. 

7^  Np  solo  puede  restallar  discordia  entre  el  curador  ó  el  Juez, 
y  la ifxííijf. de  familia,  sino  qpj^  t^mb^en  puede  llegar  ei  caso  debuts- 
ciurse en  el.seno  mismo  de^ esa  reunión  de  parieqt^s.  Como  esta  se 
ha  de  cpmpooer  de  cuatro  p,ersonas,  sqgqn  ha  habido  ya  ocasión  de 
observar,,  suf:ed|ef á  alguna  vez  que  reisuUe  empate  en  la  votación 
de  dictips  p^rienfea,  habiendo  dos  votos  en  un  sentido  ;  otros  dos 
en  otros.  Para  que  el  acuerdo,  pues,  de  esa  junta  llegue  á  consti- 
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tair  el  voto  correspoodienle  qae  haya  de  oponerse  en  su  caso  al 
del  curador  ó  del  Juez,  era  necesario  que  se  determinara  de  qué 
modo  se  habla  de  poner  término  al  conflicto  suscitado  «n  la  junta 
de  familia.  A  este  propósito  se  dispone  en  los  dos  últimos  párrafos 
de)  artículo  que  si  resultare  empate  en  la  junta  presidida  por  el 
Juez  de  primera  instancia  dirima  éste  la  discordia,  y  que  en  la  que 
presida  el  Juez  de  paz  la  dirima  el  pariente  mas  inmediato,  ó  la 
persona  de  mas  edad  cuando  hubiere  dos  en  igual  grado  ó  la  junta 
se  componga  de  vecinos  solamente.  No  se  confiere  al  Juez  de  paz  la 
facultad  de  decidir  el  empate  porque  ni  tiene  voto  ni  está  autori- 
zado para  dar  ó  negar  en  ningún  caso  el  consentimiento  en  el  ma- 
trimonio del  menor.  No  sucede  lo  propio  cuando  se  trata  del  Juez 
de  primera  instancia.  Esta  autoridad  ha  de  dar  su  voto  respecto  al 
enlace  del  menor,  concediendo  ó  negando  su  consentimiento;  podrá 
también  tomar  parteen  las  deliberaciones  de  4a  junta;  como  perso- 
na de  carrera,  de  edad,  y  acostumbrada  á  los  negocios  sabrá  pesar 
mejor  el  pro  y  el  contra  de  las  opiniones  de^os  parientes;  y  en  este 
supuesto,  procedía  y  era  de  necesidad  y  conveniencia  que  se  le 
confiara  un  voto  preponderante  para  dirimir  la  discordia,  pues  su 
ilustración  ofrece  garantías  bastantes  que  hagan  alejar  toda  clase 
de  temores  acerca  de  la  suerte  del  menor. 

ARTÍCULO  11. 

Las  deliberaciones  de  la  junta  de  parientes  serán  absolutamente 
secretas.  El  Escribano  y  Secretario  del  Juzgado  intervendrá  soto 
en  las  votaciones  y  estension  del  acta,  la  eual  firmarán  todos  los 
micurrentes  y  contendrá  únicamente  la  constitución  de  la  junta  y 
las  resoluciones  y  voto  de  la  misma,  y  los  del  curador  ó  Juez  en  sus 
casos  respectivos. 

'  1.  Todos  los  estrenM>s  comprendidos  en  el  presente  articulo 
tienden  á  evitar  que  trasciendan  al  público  las  razones,  y  causas 
que  se  aleguen  en  la  reunión  para  considerar  desventajoso  ó  favo- 
bte  el  matrimonio  intentado.  Estos  asuntos,  como  todos  los  que  se 
relacionan  mas  ó  menos  directamente  con  la  familia,  son  de  una 
joaturaleza  tan  espinosa  y  delidada  que  es  de  necesidad  inevitable 
que  les  rodee  siempre  el  secreto  y  el  misterio ,  á  fin  de  que  no 
ge  irrogae  perjuicio  alguno  al  menor  en  su  (ama  ó  io'preses,  ó 
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á  los  de  la  persona  con '  quien  desea  enlazarse ,  ó  á  su  familia. 
^.  Como  consecuencia  de  esto  se  ha  venido  á  establecer  que  el 
Escribano  ó  Secretario  del  Juzgada  no  intervenga  en  tas  delibera- 
Clones  ó'discnsion  déla  janta,  pues  como  persona  estrana  á  ta  fa- 
milia, se  ba  creído  conveniente  qne  no  tome  parle  en  los  secretos 
de  la  misma ,  habiéndose  limitado  snis'atribttciones  á  intervenir  en 
la  votación  y  estender  el  acta;  lo^ne  habrá  <le  hacer  según  los  an  • 
tecedentes  qtie  se  le  comuniquen  al  efefclo  por  los  mí«mos  índiví. 
dttos  de  la  junta.  Esto  es  lo  ^ico  á  t|oe  en  verdad  estaba  Itemado 
el  Escribano  ó  Secretario  del  fttzgado  por  el  carácter  oficrál  con 
que  se  tialla  revestido,  7  en  te  querrá  necesmo  se  te  diese  inter- 
vención para  x)ue  los  aeuer^los  de  la  junta  tuviesen  ta  auteotioidad 
y  solemnidades  -que  la  ley  exige,  y  produzcan  los  afectos  que  son 
consiguientes  en  todos  los  actos  de  esta  dase. 

3.  Las  disposiciones  de  este  articulo  guarían  arfiíonf a  con  lo 
<foe  se  había  ya  establecido  en  el  párrafo  10  de  h  pragmáti^  de 
Carlos  ni,  de  93  de  marzo  de  1776,  en  que  se  prevenía  que  solo 
se  diese  certificación  del  auto  favorable  ó  aídversio,  pero  no  de  las 
objeciones  y  escepciones  que  propusieren  tas  partes,  para  evitar 
difanmcfones  de  personase  fanriliías;  y  que  aunque  "en  él  proceso 
se  oyese  á  las  partes  por  escrito  ó  verbahnente ,  Aiera  sfempre  á 
puerta  cerrada.  Declarábase  también  ÍBCur>os  en  perpetua  priva- 
ción de  oficio  á  los  Jueces  y  Escribaaos  que  faltaran  á  estas  pre- 
venciones; adoptándose  por  ultimo,  otras  medidas,  como  ya  pudo 
verse  en  su  oportuno  lugar,  ^encanmadas  todas  ellas  á  tpie  ^e  guar  • 
dase  y  conservara  en  estos  asuntos  el  mas  inviolatrte  secreto. 

4.  Pero  sí  vos  parece  digno  de  alabanza  el  ícelo  á  q«e  este  pro  - 
pó^io  han  manifestado  los  legisladores  en  ma  y  otra  imposición, 
no  podemos  menos  de  hacer  observar  que  en  muy  pocos  casos  po- 
drá conseguirse  el  objeto  de  la  ley.  Y  á  la  verdad,  ¿cómoíha  de  es- 
perarse que  se  guarde  el  secreto  enlre  tantas  personas  de  que  se  ba 
de  ooMq>oner  la  junta?  Si -es  en  estremo  dilfril,  por  no  decir  imposi- 
ble, que  deje  de  revelarse  el  secreto  entre  dos  sotos  individuos, 
¿no  es  4e  temer  que  tampoco  llegue  á  cons^uirse,  cuándo  en  la 
mayor  parte  de  ios  casos,  ban  deser  cinco  los  que  constituyan  la 
reunión?  No  se  crea  tai  vez  que  e«íte  temor  es  infíindado,  pues  la 
esperiencia  de  todos  los  días  ikos  está  demostrando  que  casi  nunca 
se  puede  esperar  la  invioial)Ílidad  del  secreto  entre  ese  número  de 
personas.  Tal  es  la  condición  humana  por  regla  general.  Basta  que 
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se  recomieode  ó  preveog»  preceptivamente  el  secreto,  para  qnte  eo 
la  oíayor  parte  de  las  personas  á  quienes  se  conGa.  se  despierte  el 
deseo  de  comunicarle  ¿  otras.  Por  esta  razón  creemos  que  muy  ra- 
ras veces  s^¿.  posible  qne  llegue  á  obtenerse  el  objeto  que  la  ley 
se  ha  propuesto.  Se  conseguiri,  es  verdad,  que  nada  trascienda  al 
público  oficialmente;  pero  no  habrá  secreto»  pues  los  demá^  medios 
de  publicidad  llegarán  á  revelarle* 

ARTÍCULO  iS. 

Im  hijos  naíwrale^  no  necesitan  para  contraer  malrimonio  del 
consentimienio  de  los  abuelos;  tampoco  de  la  intervención  de  los 
parientes^  cuando  el  Curaásr  ó  el  Jue%  sean  llamados  á  darles  ei 
permiso. 

i.  Bajo  la  denominación  de  hijos  naturales  se  comprende  á  los 
•habidos  de  padres  que  ai  tiempo  d^  la  concepción  ó  del  naci- 
miento podian  casar  justamente  y  sin  dápensacion,  con  tal  que  el 
padre  los  reconozca  por  suyos,  aunque  no  haya  tenido  la  mujer  de 
quien  los  engeodi:6  en  su  casa,  ni  sea  una  sola.»  Tal  es  la  deiiniciou 
qne  nos  dá  de  ellos  la  ley  11  de  Toro*  y  á  la  cual  hay  que  atenerse 
para  laJnteligencia  deeste  artículo. 

2.  Como  muy  luego  se  echa  de  ver,  nada  se  dice  en  el  mismo 
ni  en  las  demás  disposiciones  de  la  ley  qne  venimos,  examimindo, 
respecto  á  la  persona  que  haya  de  prestar  con  preferencia  su  cou- 
sentinúento  e»»el  matrimonio  proyectado  por  esta  clase  de  hijos. 
Mas,  á  juicio  nuestro,  es  evidente  que  á  quien  corresponde  ejercer 
en  primer  lugar  ese  derecho  es  al  padre  y  después  á  la  madre,  del 
mismo  modo  y  bajo  las  propias  bases  que  respectivamente  se  han 
sentado  al  tratar  de  los  hilos  legiiimos.  Muévenos  á  pensar  de  esta 
manera  el  comparar  lo  establecido  en  este  mismo  artículo  con  las 
demás  disposiciones  de  la  ley.  Con  efecto,  en  las  que  hasta  aquí 
llevamos  examiuadas  se  ha  visto  ya  que  se  ha  partidor  siempre  del 
principio  de  dar  al  padre  el  primer  lugar  en  el  ejercicio  de  la  pre 
rogativa  del  veto,  con  esclusion  de  la  madre  y  de  cualquiera  otra 
persona.  En  este  concepto,  parécenos  que  al  prescribirse  en  el  pre- 
sente articulo  que  los  hijos  naturales  do  tienen  necesidad  de  obte^ 
ner  el  consentimiento  de  los  abuelos,  se  ha  querido  dar  á  entender, 
en  el  becho  de  no  establecer  ninguna  otra  escepcion,  que  respecte 
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de  esaá  hijos  debia  regir  tanibieo  la  mismst  base  coasigoada  en  ei 
arlícaío  primero.  Si  el  objeto  de  la  ley  hubiera  sido  esclair  la  ÍQler- 
veocion  del  padre,  lo  hubiese  espre^ado  terminantemeQle,  como  lo 
ha  hecho  en  el  artículo  13  ocupándose  de' los  hijos  ilegítimos,  ea 
donde  se  establece  que  estos  solo  tendrán  obligación  de  impetfar  el 
consentimiento  de  la  madre. 

5.  Sin  embargo  de  lo  dicho  debemos  confesar  que  mas  de  una 
vez  hemos  oido  á  respetables  jurisconsultos  emitir  acerca  de  este 
punto  ideas  contrarias  á  la  opinión  que  dejamos  espuesta,  sostenien- 
do que  el  hijo  natural  no  tiene  necesidad  de  obtener  mas  que  el 
consentimiento  de  la  madre.  Para  apoyar  este  aserto  esponen  que 
el  padre  natural  carece  por  la  ley  de  los  derechos  de  la  patria  po- 
testad. Pero,  como  ya  en  otro  lugar  hemos  manifestado,  la  prero- 
gativa  del  veto  acerca  del  matrimonio  no  está  fundada  en  el  dere- 
cho de  patria  potestad,  sino  que  estriba  en  otros  principios.  Por  es- 
ta razón  se  ha  confiado  la  facultad  de  prestar  el  consentimiento  á 
algunas  personas  que  no  tienen  el  derecho  de  patria  potestad  sobre 
el  menor.  El  Sr.  Ortiz  de  Zarate,  ocupándose  de  esta  materia  en  el 
Congreso  de  Diputados,  creía  también  que  el  padre  natural  queda- 
ba eliminado  por  esia  ley  del  derecho  de  intervenir  en  el  matrimo- 
nio de  su  hijo;  y  á  este  propósito,  lamentábase  de  que  se  hubiera 
incurrido  en  ese  defecto  por  los  individuos  de  la  Comisión.  Mas 
aunque  el  Sr.  Aurioles  se  levantó  á  combatir  los  razonamientos  que 
espuso  aquel  Sr.  Diputado  contra  la  totalidad  del  proyecto  de  ley, 
pasó  en  silencio  la  observación  indicada.  De  suerte  que,  bajo  cierto 
punto  de  vista,  pudiera  tal  vez  creerse  que  ai  padre  natural  se  le 
privaba  en  efecto  de  la  facultad  de  intervenir  en  el  enlace  de  su 
hijo.  Nosotros,  á  pesar  de  esto,  insistimos  en  afirmar  que  no  puede 
sostenerse  semejante  doctrina,  atendido  el  espíritu  y  tendencias  de 
la  ley.  Si  las  consideraciones  anteriormente  espuestas  no  fueran 
bastantes  para  abrazar  la  opinión  que  dejamos  sentada,  aun  pode- 
mos aducir  otras  que  vengan  á  robustecerla  mas  y  mas.  Con  efecto, 
el  que  reconoce  á  un  hijo  natural  adquiere  grandes  obligaciones 
ante  la  ley  civil  para  con  ese  ser  á  quien  ha  trasmitido  la  existencia. 
Tiene  el  deber  de  alimentarle  y  educarle;  le  dá  también  su  nombre 
y  su  posición  social;  y  como  consecuencia  de  todo  esto,  aunque  no 
tiene  la  plenitud  de  la  patria  potestad  sobre  ese  hijo,  se  le  concede, 
sin  embargo,  el  derecho  de  poderle  nombrar  un  tutor  en  su  testa- 
mento. Si  llega  á  fallecer  intestado  y  sin  dejar  hijos  legítimos,  ese 
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bijo  Dfatoral  le  sacede  en  la  sesta  parte  de  la  herencia.  T  sieodo 
esto  así»  ¿puede  coocebirse  que  haya  entrado  eo  el  peosamiento  de 
esia  ley  el  privarle  de  la  prerogaliva  del  velo?  No,  en  verdad.  Por 
medio  del  matrimonio  el  hijo  natural  está  llamado  á  perpetuar  el 
apellido  del  padre;  y  esta  circunstancia  por  sí  sola  es  bastante  para 
dar  á  este  un  derecho  indisputable  para  intervenir  en  aquel  acto, 
aprobando  ó  resistiendo  su  celebración.  No  debe,  pues,  suponerse 
que  el  espíritu  de  esta  ley  rechace  esa  intervención,  antes  bien  de- 
be creerse  que  la  considera  necesaria  é  indispensable,  de  igual  ma- 
nera que  la  de  los  padres  legítimos. 

4.  La  única  escepcioo  ó  esclusion  que  se  hace  en  el  presente  ar- 
tículo, es  respecto  de  los  abuelos,  ya  sean  de  la  línea  paterna  ó  ma- 
terna, lo  cual  ha  tenido  por  objeto,  sin  duda,  el  no  hacer  de  igual 
condición  á  los  hijos  legítimos  y  á  los  hijos  naturales.  Considera- 
ciones de  moralidad  lo  aconsejaban  así,  pues  no  hay  que  perder  de 
vista  qée  los  últimos  deben  su  origen  á  una  unión  ilegitima.  Y  aun- 
que no  se  pueda  negar  que  en  ella  no  han  tenido  culpabilidad  algu* 
na,  la  ley  tiene  que  protejer  con  predilección  y  prererencJa  en  todo 
caso  á  la  familia;  y,  cotno  ya  hemos  observado  en  otro  lugar,  no 
puede  decirse  que  hay  familia  donde  no  hay  unión  santificada  por 
la  religión  y  por  las  le; es.  De  aquí  también  el  que  por  este  mismo 
artículo  se  rechace  la  intervención  de  los  parientes  del  hijo  natural 
para  que  se  constituyan  en  junta,  cuando  el  Curador  ó  el  Juez  ha- 
yan de  prestar  el  consentimiento;  pues,  legalmente  hablando,  los 
parientes  naturales  no  constituyen  familia. 

ARTICULO  13. 

Los  demá$  hijo$  ilegítimos  solo  tendrán  obligación  de  impetrar 
el  consentimiento  de  la  madre,  A  falla  de  ésta,  el  del  curador  si  lo 
hubiese;  y  por  último,  el  del  Juez  de  primera  instancia.  En  ningún 
caso  se  convocará  á  los  parientes. 

Los  jefes  de  las  casas  de  espósitos  serán  considerados  para  los 
efectos  de  esta  ley  como  euradof^es  de  los  hijos  ilegítimos  recogidos 
y  educados  en  ellas. 

1.  Determinado  ha^ta  aquí  lo  Conveniente  acerca  de  los  hijos 
naturales  y  legítimos,  no  podía  ni  debia  defatenderse  en  esta  ley  á 
otra  clase  de  seres  que,  aunque  deban  su  origen  á  una  unión  cul- 


Digitized  by  LjOOQIC 


448  REVISTA   DB  LEGISLAaON. 

pftbie  y  m*imiDal«  no  por  eso  interesa  menos  su  snerte  á  I»  eiusa 
pública.  Tales  sea  los  hJjo«  comprendidos  bajo  ladenoroinackMi  ^- 
nérica  de  ilegítimos^  enU'e  los  cuaJes  se  bailan  los  adulleriaos,  sa^- 
crílegos  é  incestuosos^  y  todos  aquellos,  en  fin,  que  procedentes  de 
una  unión  ilegítima  no  pertenezcan  ¿  la  categoría  de  hilos  DaMi-> 
rales. 

2»  Como  esa  udoabaGe  la  paternidad. incierta  en  unos  casos,  y 
en  oíros  no  quiere  reconocerla  la.  ley  por  razones  de  moraMadv 
dispone  la  primera  parte  de  este  antículo  que  los.  hijos  habidos  de 
ese  reprobado  consorcio,  solo  tengan  obligación  de  ímpietrar  el  con- 
sentimiento de  la.madre,  porque  esta  es  casi  siempre  cierta  y  cono- 
cida* La  ley,  á  pesar  del  vicioso  origen  á  jque  deben  esos  seres  su 
existencia,  y  del  cualson  víctimas  inocentes,  no  ha  querido  dejarles 
abandonados,  ni  priivar  á  la:madrede  un  derecho  que  eugeadra  la^ 
misma  naturalez^^con  los  afectos  de  la  maternidad. 

3.    Pero  no  en  todos  los  casos  podrá  haber  términos  hábiles 
para  que  tenga  lugas  ese  precepto  del  artículo,  porque  podrá  su- 
ceder muy  bien  que  siendo  la  madre  cierta  y  cosocída  segun  lana-» 
turaleza,  noto  sea^sin embarco  en  el  terreno  estfíctaoiftate  legaL 
Fijemos  un  ejemplo  para  comprenderlo  mejor.  Supongamos  el  casa 
de  un  hijo  habido  de  mujer  ligada  coa  el  voto  solemne  de  castidad 
por  la  profesión  religiosa.  No  puede  negarse  que  ese  hi^  tieae  una 
madre  cierta  y  conocida  segua  la  naturaleza;  pero  esta- sola  cir- 
cunstancia no  es,  bastante  para  que  esa  madre  pueda  hacer  uso  de 
la  prerogativa  del  veto  que  se  determina  en  el.  presente  artículo. 
La  ley,  por  punto  general,  se  niega  á  reconocer  la  maternidad  en 
esa  clase  de  mujeres:  el  título  ó  consideración  legal  de  madres  solo 
pueden  recibirle  por  virtud  de  un  espediente  en  que  se  haga  cons- 
tar la  maternidad.  Hasta  tanto  que  esto  se  veri6que,  ta  madre  de 
ese  hijo,  por  roas  que  sea  cierta  según  la  naturaleza^  pasa  desco- 
nocida ante  la  ley»  y  no  puede  intervenir  en  el  matrimonio  de 
aquel.  !^stas  mismas  consideraciones  son  también  respectivamenle 
aplicables  á  otros  casos  en  que  la  ley  se  uiega  á  reconocer  la  ma- 
ternidad de  algunas  mujeres  respecto  de  ciertos-  hijos  procedentes 
de  una  unión  criminal.  En  semejantes  circunstancias  debei^  pues, 
suponerse  que  la  madre  no  existe;  y  que  por  lo  tanto,  el  curador 
testamentario  óel  Juez  de  primera  instancia  sucesivamente,  tienen 
que  entrar  á  intervenir  en  el  mairimonio  de  esa  clase  de  hijos. 
Cuando  la  madre  seguu  la  naturaleza  sea  también  desconocida,  de- 
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be  suponerse  que  no  existe  por  igual  de  razón,  y  en  8U  coDsecuen- 
cia  entrarán  aquellos  igualmente  á  ejercer  la  prerogativa  del  veto 
en  su  taso  y  lugar  respectivos. 

4.  El  segundo  párrafo  del  artículo  dispone  que  en  ningún  caso 
se  convoque  á  los  parientes.  El  fundamento  de  esta  prescripción  es- 
triva  en  las  mismas  razones  que  espusimos  al  tratar  de  los  hijos  na- 
turales,  esto  es,  en  que  la  ley  solo  reconoce  familia  donde  hay  unión 
santificada  por  la  religión  y  por  las  leyes.  Los  parientes  á  que  el 
artículo  hace  referencia  no  son  otros  que  los  que  el  hijo  ilegítimo 
pueda  tener  por  parle  de  la  madre,  pues  siendo  el  padre  descono  • 
cido,  según  ya  hemos  observado  anteriormente,  claro  es  que  el  ar- 
tículo no  podia  referirse  sino  á  los  que  proceden  de  la  línea  mater- 
na. Pero  ni  aun  estos  ha  querido  la  ley  que  se  constituyan  en  jun- 
ta cuando  el  curador  ó  el  Juez  hayan  de  prestar  el  consentimiento; 
para  manifestar  de  esta  manera  la  reprobación  con  que  mira  esas 
uniones  culpables  y  delincuentes  que  tan  grave  ofensa  causan  á  la 
moral  y  á  la  causa  pública. 

5.  Prescríbese,  por  fin,  en  la  última  parte  del  artículo,  que  los 
jefes  de  las  casas  deespósítos  sean  considerados,  para  los  efectos  de 
esta  ley,  como  curadores  de  los  hijos  ilegítimos  recogidos  y  educa- 
dos en  ellas.  Esta  disposición  es  una  consecuencia  necesaria  de  lo 
establecido  en  otras  leyes,  por  las  que  se  concede  á  los  jefes  de  di- 
chas casas  una  especie  de  cúratela  sobre  los  menores  allí  educados» 
y  que  no  tienen  mas  patria  ni  mas  padres  que  la  casa  misma  que 
les  ha  proporcionado  aquel  asilo.  En  esas  leyes  se  ha  investido  á 
dichos  jefes  con  el  carácter  de  representantes  de  aquellos  seres  in- 
felices, en  todos  cuantos  asuntos  se  hallan  estos  interesados;  y  bajo 
este  concepto,  estaba  también  indicado  que  se  les  dieran  las  mis- 
mas atribuciones' que  desempeñan  los  curadores  cerca  de  los  hijos 
legítimos,  cuando  estos  desean  contraer  matrimonio. 

6.  Mas  si  al  espósito  se  le  hubiese  nombrado  un  curador  testa- 
mentario por  cualquiera  persona  que  le  hubiera  instituido  heredero 
ó  dejado  manda  de  importancia,  á  ese  Curador  y  no  al  jefe  del  es- 
tablecimiento correspondería,  en  nuestro  juicio,  intervenir  en  primer 
lugar  en  el  matrimonio  de  aquel.  Fundamos  esta  opinión  en  lo  dis- 
puesto en  el  art.  3.®  de  esta  misma  ley,  en  donde,  como  ya  se  ha 
visto,  se  dá  al  Curador  testamentario  una  gran  preeminencia  sobre 
los  parientes  colaterales  del  huérfano,  llamándole  á  ejercer  el  veto 
cuando  los  ascendientes  del  mismo  hubiesen  fallecido  ó  se  hallaseft 
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toGs^paciUdos  para  ejercer  esa  prerogativa^;  dísiposicúm  qtte,reftpec- 
livameote  liablaiido,  coosíderamos  que  debe  ser  lambieo  aplicable, 
á  los  hijos  espósitos,  puesto  que  es  uoa  máxima  de  jurisprudenciat 
<)iie  en  todo  lo  que  á  estos  debe  ser  beneficioso  se  les  iguale  con 
^  los  hijos  legítimos. 

7.  Ta  sea  el  curador  testamentario  de  que  acabamos  de  hablar^ 
ya  el  jefe  del  Establecimiento  los  que  tengan  que  intervenir  en  su 
caso  en  el  matrimonio  del  espósito,  tanto  el  uno  coom)  el  otro  pue- 
den proceder  por  si  solos  á  prestar  ó  negar  el  consentimiento,  sia 
necesidad  de  asociarse  á  los  parientes  de  aquel;  ó  mejor  dicho,  no 
«xislen  términos  hábiles  para  que  tenga  lugar  aquí  la  junta  de  pa- 
rientes, por  la  sencilla  y  triste  razón  de  que  los  espósitos  no  los  tie- 
nen á  los  ojos  de  la  ley.  Lo  propio  corresponde  decir  de  ios  demás 
hijos  ilegítimos  cuando  su  respectivo  Curador  ó  el  Jaez  de  primera 
instancia  ten^n  que  intervenir  en  su  enlace;  porque  aunque  no  se 
encuentren  aquellos  en  la  clase  de  espósitos,  tampoco  se  les  reco- 
noce, por  desgracia  suya,  ningún  género  de  parientes.  Por  tanto, 
asi  el  Curador  como  el  Juez  podrán  proceder  por  si  solos  á  prestar 
é  rebHsarel  censen tiffliento.—<(5^  concluirá.) 

Nvrberte  Swtirak 
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lEn  qué  lugar  debe  hallarse  eateudidOj  y  parqué  trimües  y  con 
qué  regiéMtos  debejutíifiearse  ¡a  famapúbliea  sobre  ia  muerte  pre^ 
suítia  del  ausenieen  países  remotos,  hace  mas  de  diezáOos^t 

Una  de4as  partes  mas  imperfectas  y  diminutas  de  nuestro  dere- 
cho vigente^  y  la  que  por  lo  mismo  necesita  mayor  radical  reforma, 
yara  Henar  sus  vados  y  lagunas,  lo  es  sin  duda  la  relativa  á  ios  au  • 
mMb  en  pacages  'femólos,  6  de  ignorado  paradero»  i  fin  de  no  de-r 
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jar  en  mi  abaadoDO  absototo  su  familia  y  hacieoáa,  la  defensa  de  tai 
derechos  y  campiímiento  desosobligacíoaes,  y  la  trasmisiOQ  de  sus 
bienes  ea  caso  de  presuocioo  de  su  rallecimieoto.  El  Código  AlfoQ- 
sino,  que  es  el  mas  completo  sin  duda  de  todos  los  patrios,  como 
tíel  trasuotodel  derecho  romano,  en  cuyo  modelo  apenas  encontra- 
ba doctrina  que  recoger  é  imitar,  se  contentó  con  regularizar  la  ad- 
ministración voluntaria  de  los  bienes  del  ausente  y  el  modo  de  ci« 
tarle  y  defenderle  en  caso  de  ser  demandado  (1),  con  otorgarle  el 
beneficio  de  la  restitución  en  materia  de  prescripciones  y  sentencias 
en  rebeldía  (2)  y  con  arreglar  la  prueba  justificativa  de  la  presun- 
ción de  su  muerte  (3).  Los  antiguos  comentaristas  (4),  supliendo  tas 
omisiones  de  la  ley,  é  interpretando  su  sentido  y  espíritu,  procla- 
maron U  doctrina  de  que  el  Juez,  de  oficio,  ó  a  instancia  de  parte, 
debia  proveer  á  la  custodia  y  administración  de  los  bienes  abando- 
nados del  ausente^  nombrando  por  curador  ad  baña  al  pariente  mas 
cercano  é  idóneo,  previo  inventario  formal,  y  prestación  de  lianzas 
seguras  y  «aneadas  á  responder  de  ellos  y  de  sus  frutos,  una  ve^ 
verificado  el  regreso  de  aquel;  doctrina  que  hadan  ostensiva,  tan* 
40  á  los  abinlestatos,  como  á  las  testamentarías  y  sucesiones  de  ma- 
yorazgo, aun  cuando  hubieseq  transcurrido  los  diez  anos  de  ausencia, 
pues  nunca  se  entendía  la  entrega  de  los  bienes  á  los  herederos,  ó 
sucesores  vincnlares,  de  una  manera  absoluta  y  definitiva,  y  como 
suyos  propíos,  sino  Uempreá  titula  de  depósito  y  administración,  y 
bajo  ^  inventario,  fiansa  y  coadicion  restitutoria,  antes  espresada. 
La  moderna  Ley  del  finjuiciaanento  civil  vigente,  si  bien  proveyó, 
aunque  no  lo  basUnte,  respecte  al  emplazamiento  y  representacÍM 
de  \os  ausenies  en  los  juicios  ariinarios,  abiatestatos,  testamenta- 
rías, concorsoa  y  ejecuciottes,  y  enísuanto  á  los  recursos  contra  las 
sentenciasen  robeldia  (5)  {guardó  silencio  sobre  lo  relativo  á  la  cus- 
todia y  adi|üaistraoKM<iesusbieaes,  noffibramioalode  iator  6  cara- 
dor para  sus  menores  hijos,  tramitación  para  las  declaraciones  de 
ausencia,  y  apertura  de  sa  aocesioa  testaiaemaria  ó  /abiateslato, 


(1)  Leyes  del  tít.  i2,  Part.  5.*;  y  ley  12,  lít.  %.%  y  1.',  tit.  ?.•  Part.  3.* 

(2)  Leyes  ÍO,  11  y  12,  tít.  23,  Part.  3.* 

(3)  Ley  14,  tít.  U,  Part.  3/ 

(4}  fiscnclie,  Diooionario  de  Ltgiiiaeion y  JurUprudencUy  art.  i .® Au- 
S4nte, 

(5)  Artículos  230  al  232,  352,  367 y  368,  373  al  377,  407,  417  al  419, 
508, 955, 1 194  al  1 196  y  núm.  5  del  1208. 
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dada  la  presunción  de  su  muerte.  Mas  tarde,  la  tley  Hipotecaria 
dispuso  (1)  que  se  tomara  razón  en  el  registro  de  la  propiedad  de 
las  ejecutorias  en  que  se  declarase  la  presunción  de  muerte  de  per- 
sonas ausentes;  disposición  referente  roas  bien  auna  legislación  que 
vendrá,  que  á  una  legislación  que  ya  exista.  La  jurisprudencia  de 
los  Tribunales  no  podía  menos  de  ser  tan  varia  y  contradictoria 
como  siempre,  falta  de  ley  terminante  que  la  guie,  ó  de  centro  que 
la  uniforme  y  uni6que.  Por  ultimo,  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  sentencia  de  13  de  diciembre  del  ano  anterior,  decisoria  de  un 
recurso  de  casación,  ha  venido  á  (¡jar  la  doctrina  legal,  dentro  de 
la  legislación  boy  vigente,  sobre  los  efectos  de  la  presunción  de 
muerte  de  los  ausentes,  y  depósito  de  sus  bienes. 

Si  ana  legislación  tan  escasa  y  exigua,  como  mal  definida  y  peor 
redactada,  pudo  bastar  en  tiempos  en  qoe  el  hombre  apenas  salia 
del  pueblo  que  le  vio  nacer,  ni  jamás  se  alejaba  en  demasia,  fuera 
del  caso  de  guerra,  de  cautiverio  entre  infieles,  ó  de  peregrinación 
4  la  tierra  santa,  no  sucede  lo  mismo  en  los  tiempos  modernos, 
porque  hoy  las  ausencias  y  desapariciones  se  repiten  y  multiplican 
con  una  frecuencia  tan  sorprendente  como  estraordinaria,  merced 
al  descubrimiento  de  un  nuevo  mundo,  á  la  facilidad  de  las  comu- 
nicaciones terrestres  y  marítimas,  á  las  vicisitudt^s  políticas  y  ostra- 
cismos revolucionarios,  al  espíritu  de  especulación  y  de  empresa 
que  anima  y  caracteriza  á  la  generación  contemporánea,  y  al  cos- 
mopolitismo, en  fin,  que  ha  encarnado  mas  y  mas  en  el  hombre  la 
misma  civilitacioo  que  alcanzamos.  Hoy  se  observa  en  las  legisla- 
ciones modernas,  que  guardan  mas  respetos  al  principio  de  la  pro- 
piedad, y  al  sagrado  del  asilo  doméstico  de  los  ausentes,  al  paso 
mismo  que  consultan  también  los  intereses  de  los  acreedores,  las  es 
peranzas  legítimas  de  sus  herederos,  las  exigencias  del  comercio  y 
circulación  de  los  bienes,  y  hasta  la  misma  conveniencia  pública, 
en  cuanto  requiere  que  estos  nose  hallen  paralizados,  y  como  amor- 
tizados, por  largo  tiempo,  y  sin  dueño  conocido;  paralo  cual  adop> 
tan  las  disposiciones  indispensables  en  un  orden  gradual  y  progre- 
sivo,  á  medida  que  las  probabilidades  de  fallecimiento  se  van  au- 
mentando, y  después  de  un  juicio  contradictorio,  incoado  y  Seguido 
con  la  mayor  publicidad  posible.  El  Código  civil  francés,  y  el  nues- 
tro en  proyecto,  contienen  disposiciones  acertadísimas  que  conven- 
id)   Art.  2.Snúm.  4.* 
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drk  poner  en  vigor  cuanto  %n\c^,  ya  que  el  espíritu  foral  de  muchas 
de  nuestras  provincias  haya  servido  de  obstáculo  y  remora  hasta 
ahora,  para  no  haber  puesto  aquel  por  completo  en  observancia» 
desde  que  lo  terminó  la  comisión  codificadora. 

Entrando  ahora  de  lleno  en  la  primera  de  las  cuestiones  prác- 
ticas  formuladas»  diremos  desde  luego  que,  en  nuestro  concepto,  la 
/ama  de  la  defunción  del  ausente,  para  que  merezca  crédito,  y  sur- 
ta todos  sus  efectos  legales,  debe  bailarse  estendida  en  el  lugar 
del  domicilio  y  última  residencia  de  aquel,  ó  donde  tuviere,  al  me* 
nos,  la  mayor  parte  de  sus  bienes;  y  debe  acreditarse  además,  no 
de  una  manera  iocidenlal  ó  de  plano,  y  por  simple  información  de 
público  y  notoriedad,  sino  en  verdadero  juicio  contradictorio,  con 
Us  mayores  solemnidades  y  publicidad  posible,  y  con  audiencia 
también  del  ministerio  público. 

Por  mas  que  el  testo  de  la  ley  de  Partida  (1)  pueda  parecer  á 
la  simple  vista  poco  claro  y  esplicito,  no  sucede  lo  mismo,  cuando 
s»e  examinan  con  detención  todas  sus  palabras,  cuando  se  penetra 
en  su  espíritu  y  tendencia,  y  cuando  se  busca  é  inquiere  su  corre- 
lación y  armonía  con  otras  disposiciones  legales.  La  frase  de  fama 
entre  los  de  aquel  logar,  no  puede  menos  de  referirse  ai  lugar  del 
último  domicilio  y  residencia,  ó  donde  tuviere  al  menos  la  mayor 
parte  de  sus  bienes,  ya  porque  la  ley  viene  hablando  de  la  eonlien- 
da  que  se  suscite  sobre  su  muerte  entre  los  parientes  inmediatos  y 
presuntos  herederos,  ya  porque  la  sucesión  solo  se  abreiegalmente 


(1)  La  ley  14,  til.  i4,  Partida  3.*,  dice  así:  «Dubda  podría  acaescer 
ligeramente,  de  algunos  ornes  que  andao  eo  tierras  estranas,  si  son  biuos 
ó  muertos;  porque  auriau  á  contender  sus  parientes  en  razón  de  los  bie- 
nes  dellos,  razonando  los  unos  que  sod  mas  cercanos  del  parentesco,  é 
que  deuen  heredar  lo  suyo^  que  es  muerto;  é  los  otros  que  quieren  con* 
tradezir  á  esto,  razonando  que  es  biuo.  E  por  ende  queremos  aquí  dezir 
en  qué  manera  deue  el  juzgador  reoebir  prueua  sobre  tal  contienda  como 
esta,  E  dezimos  que  si  aquel,  de  cuya  muerte  dubdan,  dizen  que  en  estra- 
ña  é  luenga  tierra  es  muerto^  é  grand  tiempo  es  passado,  assí  como  diez 
anos  arriba;  que  ahonda,  que  prueuon  que  esto  es  faina  entre  los  de 
aquel  logar,  e  que  públicamente  dizen  todos  que  es  muerto.  Ca  non  podría 
óme  tan  ligeramente  auer  testigos,  para  prouar  fecho  que  ouiesse  conté* 
cido  en  tan  luenga  tierra,  é  de  tan  grand  tiempo:  é  mayormente  que  lo 
ouiessen  uisto  muerto,  ó  soterrar;  mas  si  aquel  que  dixen  que  es  11  nado, 
razonan  que  murió  de  poco  tiempo  acá,  assí  como  de  cinco  años  ayuso,  o 
en  tal  tierra  de  que  se  pueda  ligeramente  pr otear  é  saber  la  verdad;  es- 
looce  deue  ser  prouada  la  muerte  por  testaos  que  le  uieron  muerto  6  so- 
terrar; é  non  aoondaria,  que  fuesse  prouado  por  fama  tan  solamente.» 
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en  dichos  pontos»  ora  porqne  lá  palabra  austníe^  eir  ^a  acepción 
mas  técnica  y  legal,  dice  rererencía  at  domicifío,  ora  ea  fin,  por  \o^ 
iocon venientes  qne  entrañaría,  y  peligros  qne  amenazarían  á  la 
propiedad  de  aquel  con  referir  la  fama  y  presunción  á  panto  dife- 
rente. 

T  á  la  verdad ,  si  la  contienda  entre  los  herederos  sobre  ia 
defnncíon  del  ansetite,  solo  reconoce  por  móvil  el  incautarse  de  sa:$ 
bienes  por  sustitución  y  en  reemplazo;  si  los  juicios  universales  de 
testamentaría  y  ab-intesto,  y  el  de  sucesión  vincular,  deben  preve- 
nirse y  provocarse  precisamente  en  el  domicilio  ó  última  residencia 
del  finado»  ó  donde  estuvieren  la  mayor  parte  delo»bíenes,con  ar- 
reglo á  lo  sancionado  por  la  antigua  jurisprudencia  y  lo  dispuesto 
en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente;  si  en  el  domicilio  y  tílti- 
ma  residencia,  ó  en  el  punto  en  que  está  la  mayor  partida  de  los 
bienes^  es  donde  el  hombre  deja  siempre  sus  afeccíoues  de  familia 
y  amistad,  sus  relaciones  sociales  y  mercantiles,  si  anterior  modo 
de  vivir,  principal  establecimiento,  y  su  poca  ó  mucha  fortuna ;  si 
en  dichos  lugares,  dada  su  ausencia,  es  donde  suele  mantener  fre- 
cuente y  activa  correspondencia  con  las  personas  mas  caras  á  su 
corazón,  con  parientes  y  amigos,  y  hasta  coa  los  colonos,  inquili- 
nos,  deudores,  acreedores,  y  encargados  del  pago  de  contribuciones 
ü  otras  cargas  municipales,  y  donde  tantos  individuos,  en  fin,  tie- 
nen necesidad  ó  interés  de  saber  de  su  persona,  y  estar  al  alcance 
de  todas  sus  vicisitudes;  ¿qué  duda  puede  caber  en  que  i  esos  lo- 
garas» y  DO  á  otros,  se  refiere  la  ley  de  Partida*  puesto  que  en 
ellos  es,  donde  naturalmente  debe  haber  noticias  de  su  paradero, 
caso  de  existir,  y  donde  debe  irse  formaado,  correr,  y  osAenderse 
entre  tantas  personas  conocidas  la  fama  de  sa  falleeímieBto,  con 
anterioridad  i  la  contienda  que  suscitar  pueda  el  interés  legítimo, 
6  la  ñas  deaordeíada  codicia? 

No  d^be  desconocerse  tampoco  que  la  idea  de  ausencia  implica 
Oif  relaoioa  con  la  del  domicUioí  que  es  el  panto  natnral»  legal  y 
hairitual  át  la  residencie  del  ivdivMeo,  de  doMle  pavte,  y- adonde 
vuétte»  evacuado  el  negocio,  ó  realizada  la  empresa  qne  acciden- 
talo^ele  le  saoé  de  él,  á  meiíai  de  serpreederle  ie  meerla  ee  otra 
arte,  y  pagar  allí  el  tribute  iehereoCe  á  neeslra  débíF  faemaita  m- 
turaleaa,  é  4  meeoa  también  it,  formar  decidido  propó^^ifo  de  va- 
riarlo, cedíende  ¿  les  mlbagjoa  y  temveff  de  la  pvóspera  ó  adversa 
fortona;  el  lugar,  en  una  palabra,  á  donde  la  ley  busca  siempre  al 
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ausente,  y  donde  snpone  que  existe  y  permanece  (f)  para  todas  hts 
relaciones  jarídicas,  y  con  especialidad  en  tos  emptazamíeotM» 
CQál  se  obserta  en  los  artículos  anteriormente  citados.  El  referir, 
además,  la  fkma  de  la  defunción  del  ausente  á  punto  distinto  de  lo^ 
radicados,  donde  aquel  no  tenia  intereses  ni  afecciones  grantfes,  ni 
eooocíffltentos  con  todo  su  vectodarto,  entraña  el  inconyenienle  y  pe 
ligro  de  dejar  franca  la  puerta  á  la  oonhbnlacfon  y  ri  amaSo^  y  á 
merced  de  la  mala  fé  ó  de  la  codicia  la  propiedad  del  ausente;  fuera 
aparte  de  la  falta  de  razón  de  ser  de  esa  fama  en  punto  semejante,  sáb 
recuerdo  siquiera  de  la  persona  del  presunto  finado ,  sin  términos 
hábiles  para  poderlo  hechar  de  menos,  é  que  púbHüamente  digan 
toths  que  es  muerto,  valiéndonos  de  las  palabras  mismas  de  la  ley 
de  Partida.  El  Código  civil  francés  se  halla  en  un  todo  de  acuerdo 
con  la  doctrina  que  acabamos  de  esponer,  puesto  qtte  en  su  ar- 
ticula 116  establece  que  el  juicio  para  la  d<H^aracion  de  ausencia 
se  abra  precisamente  en  el  distrito  del  domicilio ,  y  en  el  de  la  úl* 
tima  residencia,  si  fueren  dos  puntos  diferentes.  Nuestro  proyecto 
de  Código  civil  calta  sobre  este  particular,  por  considerarlo  sin  du- 
da mas  propio  del  Código  de  procedimientos.  La  Ley  de  Enjuicia- 
mientu  civil  vigente,  ya  hemoé  visto  que  nada  especial  determina 
áobre  el  punto  de  que  se  trata. 

Menos  cuestionable  es  ciertamente  el  esfremo  de  la  necesidad 
del  juicio  contradictorio  solemne  y  de  la  audiencia  fiscal  para  la  de 
claracion  de  la  ausencia  y  presunción  de  muerte  del  ausente.  Las 
palabras  de  la  ley  de  Partida  no  dejan  lugar  á  la  duda.  Ella  habla 
de  los  ornes  que  andan  en  tierras  estraSas,  y  del  caso  de  contender 
sus  parientes  en  razan  de  los  bienes  deltos,  razonando  unos  que  es 
muerto,  y  otros  que  quieren  coniradezir  á  esto,  razonando  que  es 
biuo:  ella  determina  la  manera  de  reeebir  el  juzgador  la  prueua  so- 
bre  tal  contienda  como  esta:  palabras  todas  que  indican  U  centro- 
versir,  la  disputa,  la  litis,  el  verdadero  juicio  contradictorio.  Ni  se 
concibe,  en  verdad,  que  de  plano  ó  incidentalmente,  y  par  simples 
presunciones  de  fttHecrmiento,  poeda  di^nerse  de  ios  bienes  del 
ausente,  dándoselos  á  otro  en  posesión  ó  propiedad^  cansifndole  á 

(i)  0  como  decía  elegaptemepts  hr  ley  ronnma:  uMquütofmnf  r$^ 
rumque^  oe  ,fort$manim  suarum  sumfn/am  eanstituiít:  unde  nonM$es$^ 
Mirus,  8i  nihÜ  avveet;  unde  cum  profectus  est,  petegrinari  videtur;  quod 
si  reáiit,  feregri$Mri  jam  desistit.  Ley  7,  C.  libro  i  O,  título  3%  dé,  ín- 
ootif. 
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aquel  un  verdadero  despojo,  turbándole  eu  el  ejercicio  legítímo  de 
sus  derechos  domioicales»  en  vez  de  ampararle  y  prolejerle  contra 
las  asechanzas  de  la  temeridad  ó  de  la  ambición.  Si  la  ley  se  mues- 
tra tan  solícita  en  procurar  la  protección  y  defensa  del  ausente  y 
proveerle  de  representante  (i),  siempre  que  se  le  reclama  una  cosa 
particular  ó  cantidad  determinada,  ó  bien  que  se  trate  de  su  lucro 
ó  interés  secundario;  si  exige  en  tales  casos  que  se  ventile  y  sus- 
tancie en  juicio  contradictorio  la  pretensión  deducida  á  su  favor  ó 
en  su  contra,  con  intervención  6scal,  ¿cómo  habia  de  establecer  un 
principio  distinto,  una  doctrina  diferente,  cuando  se  trate  de  todo 
so  patrimonio,  cuando  se  intente  ó  pretenda  arrebatarle  todos  sus 
bienes,  derechos  y  acciones,  anulando  y  suprimiendo  su  personali- 
dad, excluyéndole  para  siempre  del  gremio  de  los  vivientes,  y  rele- 
gándole á  la  mansión  de  los  muertos,  al  abrigo  de  meras  probabili- 
dades ó  de  simples  sospechas  y  conjeturas,  no  depuradas  siquiera 
en  el  crisol  de  los  debates  y  controversia  juridica,  por  mera  infor- 
mación de  notoriedad,  sin  emplear  antes  todos  los  medios  posibles 
de  descubrir  su  paradero,  no  obstante  la  posibilidad  del  regreso  del 
ausente,  por  encima  de  todos  los  cálculos  y  supuestos  en  contrario, 
si  no  ha  traspasado  aún  los  límites  de  la  longevidad  humana?  Sin 
contrariar  y  subvertir  tan  respetables  principios,  sin  contravenir  i 
tan  claras  disposiciones,  no  puede  sostenerse  ni  permitirse  que  se  le 
arrebaten  los  bienes  al  ausente,  por  simple  presunción  de  falleci- 
miento, por  mero  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  ó  por  uu  proce- 
dimiento tan  sumarísimo  como  el  del  interdicto  de  adquirir  la  po- 
sesión, haciendo  supuesto  de  la  misma  cuestión  de  existencia  y  de 
la  circunstancia  de  hallarse  ó  no  realmente  vacantes  los  bienes, 
prescindiendo  de  la  intervención  Hscal,  y  apelándose  al  recurso  es- 
tralégico  de  las  informaciones  de  notoriedad. 

A  la  opinión  que  venimos  sosteniendo,  parece  inclinarse  el  se- 
ñor Gómez  de  la  Serna  en  su  comentario  al  núm.  8.%  art.  S.*  de 
la  Loy  Hipotecaria  (2),  donde  después  de  trascribir  la  ley  de  Parti- 
da, agrega  lo  siguiente:  c  A  esta  disposición  de  la  ley  de  las  Parti- 
das, y  á  cualesquiera  otras  leyes  que  la  reemplacen,  y  vengan  des- 
pués á  perfeccionar  la  importante  malcría  de  la  ausencia,  poco  es- 


(1)  Ley  42,  tft.  2.<»,  Part.  3.*  y  arts.  3«7,  373  al  377,  418  al  4!9,  y 
número  5.*  del  1208  de  Ja  del  Enjuiciamiento  civil  vigente. 

(2)  Ley  Hipotecaria,  comentada  y  concordada,  tomo  l.%  pág.  296. 
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pilcada  y  mal  definida  ealre  noaotros,  alnde  la  ley  al  hablar  de  las 
ejecutorias  en  que  se  declara  la  presuncioQ  de  muerte  por  ausen- 
cia, puesto  que  esta  no  se  supone  nunca,  sin  que  medie  una  decla- 
ración judicial» 

La  misma  Ley  Hipotecaria  vieae  tambieu  en  nuestro  apoyo, 
puesto  que  habla  de  la  toma  de  razón  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  las  ejecutorias  eti  que  se  declara  la  presunción  de  muerte  de 
personas  ausentes;  y  puesto  que  es  bien  sabido  de  todos  que  las 
declaraciones  judiciales  de  derechos  se  hacen  siempre  por  la  ?ía  de 
la  jurisdicción  contenciosa,  y  que  las  verdaderas  ejecutorias  se  dic- 
tan en  juicio  contradictorio. 

Todavía  es  mas  sencillo  de  resolver  el  último  particular  de  la 
cuestión  que  estamos  examinando,  ó  sea  el  relativo  á  las  circuns- 
tancias y  requisitos  que  deben  preceder  y  acompañar,  y  en  que  debe 
basarse  la  presunción  del  fallecimiento  del  ausente,  para  que  sea 
eficaz  y  valedera,  y  surta  todos  sus  erectos  legales.  Los  comenta- 
ristas, al  ocuparse  de  la  prueba  por  fama  pública  (3).  enumeran 
varios  requisitos  y  circunstancias  que  podemos  resumir  en  los  tér- 
minos siguientes:  1.^  que  ios  testigos  declarantes  sean  mayores  de 
tuda  escepcion;  ±^  que  la  fama  sea  uniforme  y  coostante;  3.^  que 
traiga  origen  anterior  á  la  cuestión  litigiosa,  y  se  refiera  i  'perso- 
nas ciertas  y  conocidas,  al  par  que  imparciales  y  desinteresada»; 
4.*^  que  se  funde  en  causas  probables,  y  no  sea  posible  por  otros 
medios  descubrir  la  verdad  real  ó  efectiva.  La  ley  del  Enjuicia- 
miento civil  vigente  hace  caso  omiso  de  tal  medio  de  prueba  en  su 
artículo  279,  por  considerarlo  sin  duda  comprendido  sustancial- 
mente  en  el  de  prueba  de  testigos,  ya  que  con  estos  se  justifica 
siempre  la  fama  pública.  Pero  además  de  esos  requisitos  generales 
para  la  eficacia  de  ésta»  son  indispensables  en  nuestro  conceptOt  en 
lo  relativo  á  la  presunción  de  muerte  de  persona  ausente,  según  el 
contesto  de  la  ley  de  Partida,  lo  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  en  la  sentencia  de  13  de  diciembre  último,  y  lo  que  te- 
nemos manifestado  anteriormente,  los  siguientes:  i.^  que  los  testi- 
gos afirmantes  de  la  defunción  declaren  en  contradictorio  juicio  y 
con  intervención  fiscal,  como  representante  del  ausente;  2.**  que 
dichos  testigos  sean  vecinos  del  último  domicilio  y  residencia  del 


(3)    Escrich,  Diodonario  de  Legiitaeiony  Jurisprudencia,  art.  Fama 
pública, 

TOMO  XXVI,  58 
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presoDk^  finado,  ó  de  donde  tuviera  éste  al  menos  la  mayor  parte 
de  Í06>  bienes  patrímoDiale»  6  vivetilares,  y  eon^ndría  exigir  tam- 
biénten  aquello»  la  etaHdad  de  personas  dé  arraigo  y  responsabi- 
lidad, para  cerrar  la  puerta  á  los  males  consiguientes  al  amafio  y 
falsedades;  3.*  que  depongan  Gircunstaftciadamentesobreeitiempo, 
caoBft  y  logar  k  donde  se  ausentase  et  índiTíduo,  y  fecha  de  las  nf 
timas  nmicias  de  su  persona^  así  como  también  sobre  el  motivo, 
época  y  eendncto  determinado  ó  persona  cierta  por  donde  empezó 
á  correr  y  propagarse  la  fama  del  fallecimiento;  4.^  que  resulte 
precisamente  de  todos  sas  asertos  que  hay  mas  de  die%  años  de  la 
ausencia  ó  délas  últimas  noticias  de  su-  persona  y  paradero ,  que 
es  fámaqw  en  estrañia  ¿  luengos  tierras  es  muerto,  y  que  poih- 
comente  /o  dieen  todos  les  de  aquel  legar.  No  coocurríendo  todos 
esos  requisitos  y  circunstancias,  la  presunción  de  muerte  por  el 
trascurso  <ie  los  diez  anos  de  ausencia  no  surte  efecto  alguno  legal, 
faera  aparte  del  de  asegurar  los  bienes  por  admioistracion  judicial, 
según  lo  jurisprudencia  del  Tribnnal  Supremo  de  Justicia,  procla-' 
mada  en  ia  sentencia  aotes  referida.  No  basta  que  hayan  trascurri- 
do lo&  diez  anos  de  ausencia  y  se  corra  simplemente  la  fama  de  la 
defunción  del  individuo,  si  no  se  justifica,  además ,  que  éste  fué  á 
estrenas  y  luengas  tierras,  y  que  es  foma  que  allí  murió  y  púbUea- 
menleháioen  ast  todos  los  del  legar.  Coaado  se  ignora  el  puuto  de 
la  ausencia  y  aetnal  paradero  del  que  marchó,  por  mas  que  hayan 
trascorrido  los  diez  anos,  y  por  mas  que*  corra  la  fama  de  la  muer- 
te, no  puede  tener  apNcacion  la  prueba  especial  de  la  ley  de  Parti- 
da ,  ni  basta  el  medio  probatorio  de  la  ñtma,  sino  que  es  preciso 
que  loa  testigos  hayan  visto  morir  é  enterrar  al  ausente,  ó  que  éste 
pasaba  ya  de  Md  aSos  de  edad,  como  la  vida  máiima  que  debe 
preavflnrse  en  casos^  de  inoertídumbre,  segmr  la  ley  Í0,  tituto  34, 
Partida  3.*,  y  fai  doetrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia. Reconoee  é^  cuatro  modos  de  acreditar  la  muerte  del  au- 
sente^  eoo  arreglo  á  laff  leyes  tigeiítes:  1.^  la  dtocumental,  consis- 
tenlieevlÉparlidftde'defolicion;  2.*  la  de  testigos  oculares  del 
fUleeímienie^  é  entierro  del  ^ausente;  3.^  la  de  la  famajitíUka^  res 
peeto  é-loe  que  marebaron  á  estrañas  y-  ft^ngfss  tierras^  siempre  y 
ena»*o^*yw  ptéUeammtíeieiestoa  ótí  lugar  de  hr  ansenda,  que 
es  fama  mitriá  en  aquellas)  4.°  h  iri  Iraagttfeo  deeien^w^  desde 
elnnciaúentadeLJUtteaAe,  ouy»  poraJfra  m  ifnanr,  haca  nas  de 
diez.  Los  dos  primeros  medios  probatorios  son  aplicables  k  lodol 
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Io8  ofliOffy  eireoKtaFnms,  al  pase  que  tos  áe»  AUim^s  sm  tspeoia- 
)es,  f  estiftehreirmcríto»  y  re«emi Jo9  cada  noo  de  eltos  para  sn 
caso  deterníDado. 

Alre<sbazar  el  TribanalSupreiiie  deJmiieia  la  prtieka  de  la 
fama  páblíca  sobre  la  nraerlo  de)  ausente  en  ignormh  parmkro, 
contra  la  opinión  del  jazj^o  inferior  y  de  la  Andreacra  de^  terri- 
torio, qoe  la  creyeron  bastante,  por  haber  trascurrido  los  10  años 
de  ausencia,  y  presumirse  la  muerte»  mediante  la  falta  de  noticias 
de  la  existencia  y  paradero  del  individuo,  se  fundó  muy  especial- 
mentr^n  que  lal  medio  de  prueba  era  contratrío  al  espirito  y  letra 
de  la  ley  de  Pkrtida,  puesto  que  no  concunriéroQ  los  requisitos  y 
circunstanrias  en  ella  exigidos ,  para  poder  admitirla;  puasío  que 
la  ley  repelía  espresamente,  en  su  última  parte»  ese  medio  deprue- 
ba,  coando  4a  ausencia  no  es  en  estrañnx  y  luengas  tierras,  esando 
es  en  tal  tierra  de  que  se  pueda  ligeramen^i  probar  é  saber  la  ver- 
dad; y  puesto  que  la  misma  ley  requiere  que  la  fama  de  la  defun- 
ción se  refiera  á  ponto  remoto  y  no  incierto.  Guando  desde  el  prin- 
cipio de  la  ansencia  se  i^ora  el  paradero  del  indivfdao,  ai  los  ie^- 
tigres  pueden  afirmar  por  fama  que  moriera  en  estraña  y  luenga 
Herra,  que  es  mía  de  las  coodreiones  de  ley,  ni  puede  referirse  la 
defunción  á  ponto  cierto  y  determinado,  ni  en  esencia  pnedén  ha- 
cer aqueflos  otra  cosa  que  inducir^  en  vez  de  probar  la  muerte^  si- 
quiera por  voz  general  entre  los  vecinos  del  ultimo  domicilio  del 
ansente.  T  hitn  sabido  es  que  la  misión  del  testigo  no  es  indvcir, 
sino  probar. 

La  ley,  por  otra  parte,  no  quiere  ni  admite  en  esta  materia 
simplet  indtecioiies,  sino  pruebas  y  afirmaciones,  aunqfte  sean  solo 
de  fuma  pAbliea,  pero  general  y  constante.  Entre  iodaotr  y  probar 
por  fkma,  hay  siempre  una  gnmdislaneia.  Gomo  la  Imiatlela muer- 
te ha  de  ser  anterior  á  la  cuestión  litijgiosa,  y  6s€ar  apoiyada  en  tea^ 
tfgoa  sin  ta^ha  6  mfayoras  de  toda  eseepoioo,  y  lea^euales  afirmen 
que  pMteame9^éifentúdo9  que  esmaeriá  elmMtáe^m  remotos 
paües;  la  le^  da  crédito  k  iqiellapniebaiá  Mta  de  otr»me)or,  vis- 
ta la  imposHrilidad  de  Mlarhi,  y  habida  eramdMraao»  A  la  época 
en qie i« flroa seattendid  por  todo  el  ptteUv,  caaadO'Mdi»  taaia 
interéé  od  propalarla,  y  sk»  qne  daapiwae  hafa  ^ieho  á  a^fígoa- 
éó  ta«poo«^WMie»coiilvaria.  La  íoAiocíoq,  en  T0rdaé«  derivada 
del  beeliode  la  atMMía  por  nMad^díet  aioa  j  ia  h  falla  de  so- 
ti<Mad«l  isdlvfdiio^  Do^sttima  gnm  soMea^  ni  pwd» tañar  igqal 
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valor  que  la  prueba  de  la  fama  pública  coa  los  requisitos  antes  di- 
chos; porque  cabe  la  posibilidad  de  que  el  ausente  exista,  y  se  ha- 
lle impedido  de  dar  noticias  de  su  persona;  porque  para  la  induc- 
,  ^ion  no  haj  dato  alguno  marcado  de  muerte,  aparte  de  ser  contra  - 
ria  á  la  idea  de  la  longevidad  humana,  si  el  individuo  no  pasa  aún 
de  cien  anos  de  edad. 


iPuede  abrirse  la  sucesión  hereditaria  ó  vincular  del  ausente^ 
y  adquirir  sus  herederos  la  posesión  jurídica  ó  la  propiedad  de  los 
bienes,  pasados  que  sean  dichos  diez  años^  ignorándose  m  parade- 
ro, y  corriendo  la  fama  de  su  muerte,  sin  necesidad  de  exigirles 
fianzas  á  responder  de  su  reUüucfon  con  los  frutos  en  caso  del  re- 
greso  inesperado  de  aquefí 

La  ley  14,  título  i4  de  la  Partida  5.%  única  que  habla  sobre  el 
particular,  como  se  vio  por  la  resena  histórica  que  hicimos  al  prin- 
cipio del  artículo,  no  está  ciertamente  todo  lo  clara  y  esplícita 
que  fuera  de  desear.  Según  se  desprende  de  su  contesto  y  hasta 
del  epígrafe  del  título  en  que  se  halla,  su  objeto  principal  y  directo 
fué  solo  decidir  y  resolver  que  la  fama  pública,  acompañada  de 
ciertos  requisitos  y  condiciones,  constituyere  prueba  bastante  de  la 
defunción  del  ausente  en  países  remotos.  Pero  como  al  mismo  tiem- 
po se  viene  hablando  en  ella  de  la  contienda  suscitada  sobre  la 
muerte  entre  los  parientes  mas  próximos,  ¿  que  deben  heredar  lo 
suyo,  se  infiere  también  que  su  objeto  consecuencial  fué  igualmen- 
te el  determinar  que  acreditada  la  fama  pública  con  los  requisitos 
espresados,  pudiera  abrirse  la  sucesión,  y  entrar  lob  herederos  en 
la  tenencia  jurídica  de  los  bienes  del  presunto  tinado,  del  4)ropio 
modo,  y  surtiendo  los  mismos  efectos,  que  si  el  fallecimiento  se 
acreditara  oon  la  partida  de  defunción  ó  con  testigos  oculares  de  la 
muerte  ó  enterramiento.  Los  espositores  y  comentaristas,  poco  sa- 
tisfechos con  los  términos  absolutos  de  la  referida  ley  de  Partida,  y 
comprendiendo  los  inconvenientes  y  perjuicios  que  sobrevenir  pu- 
dieran á  loa  ausentes  con  equiparar  la  fama  pública  con  la  prueba 
documental  ó  oon  la  de  testigos  oculares  de  la  defunción,  procura- 
ron interpretar  su  espiriiu  y  modificarla  en  sus  efectos,  formando  la 
«opinión  comm  de  que  no  se  han  de  entregar  los  bienes  ¿  los  he- 
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rederos  absoluta  y  definitivamente,  y  como  suyos  propios,  sino  con 
inventario  formal  para  que  los  tengan  como  curadores,  dando  fian- 
zas seguras  y  saneadas  de  restituirlos  con  los  frutos  que  produzcan 
al  ausente,  ó  al  heredero  que  haya  instituido,  siempre  que  compa- 
rezca;! doctrina  que  algunos  autores,  citados  por  el  Sr.  Escri- 
che  (1)  «aplicaban  á  los  herederos  testamentarios  y  los  sucesores  de 
mayorazgos;  de  suette  que,  según  su  Opinión  en  el  caso  propuesto 
de  falta  de  noticias  del  ausente  por  espacio  de  mas  de  diez  años  y 
de  fama  pdbKca  de  au  fallecimiento  acaecido  en  paises  remotos 
con  los  cuales  no  hay  correspondencia,  puede  el  sucesor  en  el  ma* 
yorazgo  pedir  la  posesión  de  él  con  la  competente  fianza,  y  el  he- 
redero testamentario  solicitar  la  apertura,  publicación  y  ejecución 
del  testamento  que  el  ausente  hubiere  dejado,  dando  la  misma  fian- 
za que  el  abintestato.» 

La  jurisprudencia  de  los  Tribunales  no  debió  ser  nunca  unifor- 
me, ni  estar  enteramente  de  acuerdo  con  la  doctrina  de  los  esposi- 
tores,  según  se  infiere  de  lo  ocurrido  en  el  caso  que  motivó  el  re- 
curso de  casación  y  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
antes  citada,  revocatoria  de  las  del  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Castrojeriz,  y  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bdrgos,  y  en  la 
cual  se  fijaron  por  medio  de  los  oportunos  considerandos  los  prin- 
cipios de  derecho  siguientes :  1.®  que  la  sucesión  hereditaria  sola- 
mente se  abre  en  virtud  de  la  muerte  acreditada  en  la  forma  que 
nuestras  leyes  exigen,  según  la  diversidad  de  los  casos  y  circuns- 
tancias; 8.^  que  cuando  se  trata  de  persona  largo  tiempo  ausente 
y  de  ignorado  paradero,  se  entiende  probada  su  defunción,  acredi- 
tando que  ha  cumplido  la  edad  de  cien  anos,  por  ser  esta  la  vida 
máxima  que,  según  la  ley  26,  título  3t  de  la  Partida  3/,  se  debe 
presumir  en  casos  de  incertidumbre;  3*  que  también  es  prueba  de 
defunción,  según  la  ley  14,  título  14  de  la  Partida  3.*,  cuando  tra- 
tándose de  persona  que  se  supone  muerta  más  de  diez  anos  en  es- 
traña  é  luenga  tierra,  se  acredite  que  esto  es  fama  en  aquel  lugar 
y  tierra,  y  que  públicamente  dicen  todos  que  es  muerta;  4.^  que 
cuando  no  concurren  todas  las  circunstancias  referidas ,  la  propia 
ley  14  exige  que  no  baste  la  prueba  de  la  fama,  sino  que  hayan  de 
presentarse  testigos  qne  hayan  visto  al  muerto  ó  su  enterramiento; 
5.*  que  es  una  costumbre  usada  de  antiguo  y  fielmente  guardada, 

(i)    Diccionario  de  Legislación  y  Jurisprudencia ,  articulo  Ausente. 
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que  cuando  se  igoore  el  paradero,  y  por  GMsigmeiM  la  exkiesa- 
da  de  la  persona  largo  tiempo  auseote  ó  desaparecida,  y  bo  exis- 
tan las  pruebas  aateriormeole  referidas,  se  otorgue  bajo  Gaosa  la 
admÍQistr«cioir  judicial  de  los  bienes  <lel  ausente  á  los  parientes 
iuas  próxinos,  que  tendrían  derecho  para  heredarle  abintestalo; 
6.*^  que  el  adaúnistrador  judicial  de  los  bienes  del  ausente,  por  la 
naturaleza  de  su  cargo,  tiene  facultad  para  arrendar,  cobrar  ren- 
tas, reclamar  las  veficidas,  y  entablar  demanda  para  la  partíctoo 
de  los  que  correspondieran  al  mismo  por  her^ocia  de  sus  padres,  y 
se  bailasen  poseídos  pro-indiviso  por  los  herederos  del  coheredero 
de  dicho  ausente;  7.**  que  la  ejecutoria,  contra  la  que  se  babia  in- 
terpuesto el  recurso  de  casacion^al  separarse  de  las  doctrinas  Iss- 
puestas,  y  resdver  en  la  forma  absolutoria  de  la  demanda  de  parti- 
ción que  lo  hizo,  habia  infringido  la  ley  14,  titulo  14  de  la  Parti- 
da 3."",  y  la  26,  título  31  de  la  misma  Partida^  ciiadas  por  el  re- 
currente« 

Se  vé,  pues,  que,  según  la  legislación  boj  vigente»  interpretada 
por  dicho  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  nt  hay  derecho  4  abrir  la 
sucesión  del  ausente  por  mas  de  diez  anos,  ni  cuando  se  ignorai»e 
su  paradero  desde  el  momento  miamo  de  su  ausencia  6  desapari- 
ción* ni  coando  se  Jiubiere  ausentado  á  paraje  no  remoto,  á  menos 
de  acreditarse  en  uno  y  otro  easo  con  las  pariidas  de  drfuncion  y 
micimienio,  ó  con  testigos  oculares,  la  muerte  y  enterramiento,  ó 
que  ha  eumplido  ya  cien  anos  de  edad.  En  tales  «asos,  los  paríeo- 
tes  mas  próximos  solo  tienen  derecho  á  pedir  la  administración  ju- 
dicial de  sus  bienes,  bajo  fianza  y  obligación  de  llevar  cuenta  y  ra- 
Ziou,  y  restituirlos  con  los  frutos,  verificado  que  fuero  el  regreso  de 
dicho  ausente. 

Si  en  el  terreno  legal  hay  que  acatar  y  ^guir  la  dootrioa  pro- 
clama<fat  por  el  l'ríbuaal  Supremo  de  Justicia,  ooao  derivada  y  de- 
ducida de  la  legislación  vigente,  en  la  «sfera  de  ios  buenos  princi- 
;pm  de  la  ciencia,  no  puede  menos  de  controvertirse  y  desearse 
que  desaparezca,  y  la  sustituya  otra  legislación  mns  previsora, 
equitativa  y  justa.  No  puede  merecer,  en  verdad,  el  nseottmteuto 
de  nadie  qne  la  prueba  por  fama  pública  de  la  nmerle  del  ausente 
surta  iguales  efectos  jirMioos  que  la  documental  ó  la  de  testigos 
oculares.  Tampoco  puede  resistir  la  4Ms  ligera  critica  el  prisdpio 
de  que  los  b»nes  del  ausente  en  ignorado  paradero,  deban  perma- 
ntco' en  administración  judicial  basta  que  baya  cumplido  tos  den 
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aoos  de  edad»  y  se  presuma  de  derecha  m  iiaerte.  fiatre  arraba* 
tarle  desde  luego  los  bienes  al  ausente  por  siaple  (ama  pública  y 
presuDcioD  de  fallecimiento,  ó  tenerlos  en  perpetua  admiQisUacíoa, 
ínterin  pasa  aquel  de  los  cien  anos,  la  ciencia  legislativa  moderna 
ba  escogitado  un  término  medio  mas  equitativo,  racional ,  conve- 
niente y  conforme  con  el  orden  déla  naturaleza  y  con  los  principios 
de  justicia  y  de  respeto  al  legítimo  propietario.  Ese  término  medio 
es  el  que  han  desenvuelto  y  aplicado  tanto  el  Código  civil  francés, 
como  el  nuestro  aun  en  proyecto.— (Se  continuará.) 

Gárks  l«iiero  HiiMgo. 


ENJUlClAMltMO  CRIMINAL 

RMLA  15  M  U  LEY  nteflSloiVilL 

PARA  LA  APLICACIÓN  DEL  CÓDIGO  PEHAL. 

Confieso  ingenuamente,  que  si  bien,  cuando  escribí  el  artículo 
inserto  ^n  la  página  120  y  siguientes  de  este  tomo, esperaba,  y  aun 
deseaba,  verle  refutado,  enajtencion  á  la  importancia  del  asunto  so-^ 
bre  que  versa,  y  al  móvil  que  me  impulsó  á  redactarle,  que  no  fué 
otfo  que  el  de.buscar  de  buena  fé,  y  sin  preocupación  alguna,  la 
verdad,  para  someterme  á  ella,  desde  el  momento  en  que  se  me 
convenciera  de  error,  estaba  tan  distante  de  imaginar,  que  no  ha- 
bia  tenido  la  fortuna  de  desenvolver  con  claridad  mis  doctrinas, 
que,  antes  por  el  contrario,  me  veía  mortificado  por  la  idea  de  que, 
cal  vez,  el  deseo  de  llevar  la  persuasión  al  .ánimo  del  mayar  jiúme- 
ro  posible  de  mis  lectores,  por  medio  de  los  repetidos  ejemplos  adu* 
cidos»  me  habría  hecho  aparecer  demasiado. proiyo.  Pero  el  arKcu- 
lo  publicado  por  D.  Tomás  Martínez  González  me  ha  dadodesgra* 
ciadamente  á  conocer,  que  lo  que  &  mí  me  parecía  icatado  con  la 
mayor  sencillez  y  precisión,  debilidad  disculpable,  -sí  se  atiende  á 
que  no  hay  pensamiento  oscuro,  para  el  que  le  concibe,  se  presta  4 
interpretaciones  mas  ó  menos  acertadas,  y  que  por  consiguieBla 
me  es  indispensable  hacer  algunas  ligenas  indicaciones,  las  cuales 
redacto  <^ón  tanto  mas  guste,  cuanto  que  el  que  me  las  pide  la  ba 
verificado  con  la  cortesía  que  era  de  esperar  de  una  persona  de  sa 
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ilustración;  y  después  de  haber  prodigado  elogios  á  mí  pobre  traba- 
jo, que  no  por  ser  inmerecidos,  como  realmente  lo  son,  dejo  de 
agradecerle  estraordinariamente,  por  mas  que,  por  otra  parte,  me 
halle  íntimamente  persuadido,  de  que  todas  las  dudas  que  le  asaltan, 
se  encuentran  resueltas  en  mi  primer  artículo. 

La  base,  sobre  que  gira  toda  la  argumentación  de  aqnel,  es  la 
misma  que  constantemente  he  visto  asentar  en  los  Tribunales  á  los 
Magistrados  y  Abogados ,  que  profesan  una  opinión  contraria  á  la 
mia,  puesto  que  empieza  por  considerar  como  delito ,  ó  cuerpo  del 
delito,  á  circunstancias  como  la  de  alevosía,  premeditación,  etc. 

Ya  en  su  dia  manifesté,  que  creía  haber  demostrado,  que  tales 
circustancias  no  alteran  la  naturaleza  del  delito,  y  solo  producen  él  . 
efecto  de  aumentar  la  gravedad  del  mismo  y  la  criminalidad  del  pro- 
cesado, y  si»  á  pesar  de  mis  razonamientos  y  de  las  citas  que  hice 
de  tratadistas  y  tribunales,  en  apoyo  de  mi  modo  de  pensar,  el  se- 
ñor de  Martínez  contittúa  opinanda  de  diversa  manera,  fácilmente 
comprenderá,  que,  partiendo  como  partimos  de  principios  tan  opues- 
tos, es  imposible  que  nos  pongamos  de  acuerdo,  y  que  han  de  re- 
sultar estériles  coantas  reflexiones  recíprocamente  nos  hagamos. 

Sin  embargo,  como  que  algunas  de  mis  doctrinas  ó  no  han  sido 
redactadas  con  bastante  claridad,  ó  no  se  les  ha  dado  la  debida  in- 
teligencia, me  veo  en  la  necesidad  de  analizar  ligeramente  el  ar- 
tículo, que  me  obliga  á  tomar  de  nuevo  la  pluma. 

En  él  empieza  su  antor  por  preguntar,  «La  regla  48  de  la  ley 
«provisional,  ¿autoriza  á  Jueces  y  Tribunales  para  condenar  al  pro- 
>cesado  por  un  delito  cuya  prueba  plena  no  ha  podido  conseguirse? 
»ó  lo  que  es  igual:  los  Jueces  y  Tribunales,  ¿tíenen  el  deber  de  fa- 
9 llar  condenando,  siempre  que  adquieran  la  convicción  de  que  se 
»ha  cometído  un  delito,  y,  dada  esta  hipótesis ,  la  de  que  el  proce- 
isado  es  su  autor?» 

Respecto  de  ese  estremo,  dije,  que  la  ley  provisional  no  babia 
alterado  las  disposiciones  que  anteriormente  reglan ,  acerca  de  la 
forma  con  que  era  necesario  justificar  la  existencia  del  cuerpo  del 
delito,  ó  del  delito,  y  que,  si  alguna  variación  introdujo,  servifi, 
según  hice  ver,  para  afirmarme  en  mi  manera  de  pensar,  siendo, 
por  consiguiente,  preciso  atenerse  á  lo  que  éstas  hablan  prescrito; 
de  modo,  que,  en  mi  entender,  la  pregunta  debería  estar  dirigida 
de  la  manera  siguiente:  «¿La  Regla  48  de  la  ley  provisional,  en  re- 
«lacíon  con  las  prescripciones  anteriores,  autoriza  á  Jueces  y  Tribu- 
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tDtles,  etc. Y,  y  bd  este  caso  cootesiaria  afirmativa,  ó  negatiyamen- 
te.  Afirmativameote,  siempre  qae  te  trate  de  todos  aqaellos  proce- 
dimienlos  qae  tengan  por  objeto  perseguir  y  castigar  el  graodfeimo 
mlmero  de  detitos  qae  ao  dejao  seiales  materiales  de  sv  perpetra- 
ción, y  algODo  de  los  que  las  dejan;  y  negativameate,  cuando,  por 
regla  general,  la  causa  se  forme,  coa  motivo  de  loa  que  dejan  en 
pos  de  si  esos  signos  ó  rastros  Hsicog,  fundándome  para  etto  en  la 
letra  y  espíritu  de  las  leyes,  interpretadas  en  ese  sentido  por  los 
eomeotaríslas,  y  en  la  práctica  de  los  tribunales,  citadas  por  mí. 

Sentado  este  principio,  ya  en  manera  alguna  puede  sostenerse, 
q«e  es  indispensable  demostrar  plenamente  la  alevosía  y  premiedi^ 
tacion,  etc.;  porqpie,  aun  suponiendo  por  nn  momento,  que  fuera 
dable  considerarlas  como  verdadero  cuerpo  del  delito,  eslremo  que 
ni  el  misn») 'Martínez  se  atreve  absoluta  y  resueltamente  á  asegu- 
rar, si  se  atiende  á  que  solo  dice,  que  casi  faacen  variar  la  esencia 
<te  aquel,  no  dejan  onünariameote  seSales  materiales  de  su  etis- 
teacia. 

Hé  bM  la  razón  que  me  movió  á  afirmar,  que  una  vea  ctncedi- 
do  que,  para  graduar  la  criminalidad  ó  inocencia  del  acusado»  bas- 
ta la  prueba  de  conveneimiento,  se  sigue  eomo  ana  consecuencia 
indeclinable,  qoe  no  se  necesite  en  muchos  casos  mayor  demostra- 
ción acerca  del  delito»  Que  era  tanto  como  manifestar,  si  se  conce» 
de,  como  no  puede  menos  de  concederse,  que  nuestras  leyes,  se  - 
gun  el  parecer  um^ime  de  los  escritores  antiguo^  y  modernos,  y 
casi  unánime  de  los  Tribunales ,  solo  exigen  que  se  prueben  evi- 
dentemente los  hechos  esteraos,  sujetes  á  la  inspección  de  los  sen- 
tidos, por  laa  señales  materíaies  que  dejan,  se  sigue  como  una 
consecuencia  indeclinable,  que  no  se  requiera  en  muchos  casos,  ó 
sea  cuando  se  trate  de  delitos  que  no  dejan  esas  señales  materiales, 
mayor  demostración  qne  la  de  convencimiieato ,  para  acreditar  l^a 
eiisteocia  ó  inexistencia  de  éstos. 

Este  fué  mi  pensamiento,  segnn  puede  observarse,  fijándose  en 
el  érden  y  encadenamiento  de  mis  ideas,  hallándome,  por  otra  par- 
te, muy  distante  de  darle  el  carácter  de  principio  lijo  para  toda  es- 
pecie de  delitos,  por  mas  que,  al  parecer,  lo  haya  comprendido  die 
otro  modo  el  Sr.  Martínez.  T  si,  como  ha  hecho  el  articulista, 
se  preguntara  cuál  es  la  razón  de  exigirse- ordinariamente  la  prn^  - 
ba  plena,  respecto  de  la  existencia  del  delito  genérico,  y  no  en 
cnanto  á  laf<  circunstancias,  que,  en  sentir  del  interpelante,  ha- 
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«en  casi  variar  la  eseocía  del  delito  mismo,  contestaré  en  primer 
lugar,  que  la  de  haberlo  dispuesto  as{  las  leyes,  según  la  inteligen- 
cia que  coostantemeote  se  les  ba  dado,  y  que  es  la  verdadera  y  ge- 
Duioa:  porque  consistiendo  tales  circunstancias  en  actos  internos, 
y  no  dejando  ordinariamente  señales  materiales,  no  se  puedeo 
acreditar  mas  que  por  indicios,  y  no  debe  suponerse  que  el  legisla- 
dor qukre  imposibles;  y  en  segundo,  la  muy  filosófica  de  que,  ana 
vez  hecba  compatible  la  protección  de  la  sociedad  con  h  del  indivi- 
duo, no  deben  escatimarse  á  éste  los  medios  de  defenderse,  como 
realmente  se  le  escatimarían,  sin  necesidad,  siempre  que  no  se  eli- 
giera la  prueba  plena,  cuando  fuera  asequible  el  reuniría  natural- 
mente, para  la  demostración  del  cuerpo  del  delito,  dándose  con  ello 
lugar  basta  á  que  se  condenara  al  inocente,  perseguido  por  un  de- 
lito imaginario,  y  que  no  se  babia  perpetrado,  como  el  que  cita  el 
^ñor  Escriche,  al  ocuparse  de  esta  misma  materia,  mientras  que 
el  error  en  la  admisión  ó  no  admisión  de  las  mencionadas  circaos- 
tancías,  solo  influye  en  la  agravación  ó  disminución  de  las  penas, 
diferencia  de  la  mas  alta  importancia,  para  resolver  la  contro* 
versia. 

En  el  mismo  delito  de  burto,  que  menciona  el  Sr.  Martines, 
se  aplican  precisamente  todos  los  dias  las  teorías  que  acabo  de  es- 
poner, y,  como  demostración  de  ello,  pondré  un  ejemplo,  tomado  de 
io  que  frecuentemente  observamos. 

Don  Antonio  Fernandez,  que  se  halla  distraído  en  una  callOt  nota 
<|ue  Juan  Requejo  le  saca  del  bolsillo  de  la  levita  eos  monedas  de  á 
veinte  reales,  una  de  á  diez  y  nueve,  cuatro  medios  duros  y  un  real 
•de  plata,  que  tenia  en  una  bolsa,  y  una  navaja,  y,  auxiliado  de  Pe- 
dro Regules,  que  ha  presenciado  el  suceso,  trata  de  detener  al  de- 
lincuente; pero  no  logra  su  propósito;  porque  Requejo  se  fuga, 
viéndole  correr  y  arrojar  un  objeto,  que  recogido  poco  después,  se 
advierte  que  era  la  navaja  de  Fernandez,  o4ro  testigo,  que  se  en- 
contraba en  una  plaza  próxima,  y  á  quien  aquel  refiere  lo  que  aca- 
baba de  ocurrirle.  Dada  cuenta  á  la  autoridad  local,  se  presenta  en 
casa  del  fugitivo,  y,  en  efecto,  halla  escondida  entre  paja  una  bolsa, 
precisamente  coa  el  mismo  número  y  clase  de  monedas  sustraídas, 
y  formada  la  correspondiente  causa,  el  procesado,  que  es  de  muy 
males  antecedentes,  y  ya  anteriormente  habia  sido  condenado  por 
-hechos  análogos,  desmíente  á  los  que  contra  él  declaran,  y  asei^'ura 
•4|ne  el  dinero  lo  ganó  trabajando  como  oficial  de  carpintero,  ó  le  en- 
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coQtró  en  cierto  dia,  y  que  la  bolsa  la  compró  en  uaa  tienda  qoe 
designa,  en  la  cual  las  hay  de  la  misma  clase,  y  cuyos  dependíen* 
les  niegan  la  cita.  Además,  su  mujer  le  contradice  en  las  esplica* 
cienes  de  mayor  importancia,  que  abraza  laindagatoria,  y,por  otra 
parte,  Feroandez  consigue  demostrar,  que  era  suya  la  navaja  aban* 
donada  por  el  procesado ,  y  que  varias  personas  le  babian  visto  mo- 
nedas de  la  misma  especie  de  las  ocupadas,  y  usar  una  bolsa  de  la 
clase  de  la  hurtada.  La  prueba  por  lo  mismo,  no  seria  la  taxativa, 
ni  respecto  del  delito,  ni  en  cuanto  á  la  criminalidad  del  acusado; 
pero  no  por  eso  dejarían  los  Tribunales  de  penar  á  éste,  como  autor 
por  convencimiento  del  hurto;  pues  de  lo  contrario,  la  sociedad  que* 
daria  con  frecuencia,  ó  casi  siempre  indefensa,  por  el  deseo  de  ad« 
quirír  un  grado  mas  de  probabilidad,  como  dice  el  Sr.  Pacheco,  ocu- 
pándose de  una  cuestión  análoga  á  la^de  que  se  trata. 

Por  lo  demás,  ya  en  sa  lugar  indiqué  que,  cuando  en  las  causas 
formadas  con  motivo  de  delito  de  homicidio,  no  se  lograra  probar 
plenamente  la  alevosía,  etc.,  la  pena  aplicable  seria  la  de  cadena  tein* 
poral  en  su  grado  medio,  á  cadena  perpetua  t  no  existiendo  por  lo 
tanto,  el  peligro  de  imponer  la  capital»  que  hace  notar  el  Sr.  Mar* 
tinez. 

Estoy  de  acuerdo  con  éste,en  que  la  regla  45  de  la  ley  provisio- 
nal  se  refiere  á  la  criminalidad  del  procesado  y  ha  reformado  á  la  ley 
de  Partida,  y  en  que,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  supone  que  la 
existencia  del  delito  específico  se  encuentra  demostrada,  con  indc* 
pendenciado  la  críminalidad  del  acusado;  ¿pero comprende  una  pa- 
labra siquiera,  que  se  dirijaá  determinar,  que  la  existencia  del  cuer- 
po del  delito,  ó  del  delito  mismo,  debe  acreditarse  previa  y  plena- 
mente? Lejos  de  eso,  su  contesto  me  autoriza  para  creer  que  en  mu* 
chísimas  ocasiones,  sin  analizar  el  conjunto  de  circunstancias  del  he- 
cho y  de  las  personas  que  en  él  intervinieron,  ó  lo  que  es  lo  mismo 
los  indicios,  antecedentes,  concomitantes  y  subsiguientes,  que  cons- 
tituyen la  criminalidad  ó  inocencia  de  cierta  persona,  es  imposible 
conocer  si  ha  existido  ó  no  delito;  porque  las  pruebas  concernientes 
á  éste  y  á  aquella  se  encuentran  tan  íntimamente  enlazadas,  que  no 
puede  separárselas,  y  hay  que  estudiarlas  al  mismo  tiempo.  Pero, 
aunque  concediera  al  Sr.  de  Martinez,  que  la  regla  45  no  debe  to* 
marse  en  cuenta,  para  resolver  si  ha  habido,  ó  no,  delito,  nada  habría 
conseguido;  porque,  vuelvo  á  repetir,  que  las  leyes  aplicables  son 
las  aateriores,  entre  las  cuales  se  cuenta  el  Reglament  >  provisional 
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y  SQ  letra,  la  opiaioQ  de  los  jurisconsultos  y  la  jurisprudencia  esta- 
blecida me  dan  derecho  para  sostener  resueltamente,  que  un  gran- 
dísimo numero  de  delitos  no  pueden  acrcilitarse  con  la  prueba  taxa- 
tiva, y  que,  por  consiguiente,  no  hay  motivo  alguno  para  exigir  lo 
que  el  legislador  ha  conceptuado  imposihie,  sobre  lo  cual  di  espli- 
cariooes  bien  claras  en  mi  trabajo  anterior. 

Muy  dictante,  por  lo  mismo,  de  encontrar  acertada,  la  inteligencia 
que  el  Sr.de  Martínez  dáal  art.  51  del  Reglamento  provisional,  veo 
que  en  el  niim.  4.^ de  la  regla  :2/  se  reconoce  implícitamente  la  im 
posibilidad  de  juatificar  la  existencia  ó  cuerpo  del  delito,  cuando 
sea  de  los  que  no  dejan  señales  materiales,  y  aunque  en  elDiim.  2.^ 
se  previene  que  se  haga  la  correspondiente  información  sumaria  de 
testigos,  en  lo  que  baste  para  acreditar  legalmente  la  verdad  de 
los  hechos,  no  es  lógico,  el  deducir  de  esto,  que  el  ánimo  del  legis- 
lador fuese  contrariar  k  renglón  seguido  el  principio  que  acababa 
de  sentar,  al  indicar  que  era  imposible  comprobar  la  existencia  del 
cuerpo  de  ciertos  delitos,  ó  de  los  delitos  mismos,  y  mucho  menos, 
si  se  atiende,  á  que,  en  cuanto  k  ese  estremo,  no  basta  el  testimo- 
nio de  los  testigos;  porque  ordinariamente,  según  espresé  en  su 
dia,  si  se  persigue,  por  ejemplo,  el  delito  de  homicidio,  y  no  se  en- 
cuentra el  cadáver,  seria  insuficiente  para  suplir  el  vacío»  el  que 
dos  6  tres  personas  intachables  dijeran  qoe  habian  visto  el  muerto 
y  presenciado  el  suceso. 

Prescindiendo  de  todo  esto,  la  mencionada  regla  4.*  contiene 
dos  preceptos.  Por  el  primero  se  manda,  que  se  compruebe  la  exis- 
tencia del  cuerpo  del  delito,  ó  del  delito,  en  los  qne  dejan  señales 
materiales;  y  por  el  segundo,  que  se  haga,  sin  establecer  distinción 
alguna,  la  información  de  testigos,  etc.  Por  consiguiente,  sí  esa  in- 
formación ha  de  practicarse  lo  mismo  en  tos  delitos,  que,  por  dejar 
seiíales  materiales,  pueden  comprobarse  con  entera  independencia 
de  ella,  que  en  los  que  no  las  dejan,  naturalmente  se  desprende, 
qire  las  palabras  «verdad  de  los  hechos»  se  refieren  principalmente 
á  la  forma  con  que  esos  mismos  hechos  se  consumaron ,  y  tienen 
por  lo  tanto  aplicación  á  la  criminalidad  ó  inocencia  del  procesado, 
aunque  siempre  sirvan  además  para  corroborar  la  prueba  de  la 
existencia  del  delito,  y  muchísimas  veces  como  medio  supletorio  de 
ésta.  Pero  de  todos  modos,  en  el  núm.  i."*  lo  que  se  manda  es,  que 
la  verdad  de  lo^  hechor  se  pruebe  legalmente,  y  legalmente  no  es 
lo  mismo  (]y}^.  plenamente,  como  supone  el  Sr.  de  Martines. 
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Sabido  es,  y  aste  misnio  lorecouooe  eo  el  úiUrao  párrafo  de  ^m 
artículo,  que,  aun  aolesde  la  publicacíoo  del  Códiga»  babia  dos  es- 
pecies de  prueba,  una  plena,  y  otra  menos  plena,  á  iadiciaria,  que 
habiao  servido,  y  contiouaroo  sirvieado  de  ooroia  á  los  Tribuaaief 
basta  después  de  saacionado  el  Reglamento  provisional,  para  pro- 
Diinciar  sus  (átlos,  de  suerte  que  la  palabra  legalmente  se  refiere  4 
ias  dos  indistiatameote,  no  síéodome  posible  comprender,  en  qué  se 
ha  fuadado  el  señor  de  Martiaez,  para  asegurar,  que  el  citado  ar- 
tículo se  dio  armónicamente,  con  un  sistem^i,  en  que  ni  el  delito^  ni 
el  autor  podían  determinarse,  si  no  con  prueba  plena;  pues  no  en- 
cuentro en  el  Reglamento  provisional  frase,  ni  palabra  alguna ,  que 
sirva  de  apoyo  á  tal  doctrina,  diaineiralmente  contraria  a  la  que, 
desde  muy  antiguo,  venían  profesando  los  Tribunales  y  comentaris- 
tas. Mas  digo,  si  ella  hubiera  prevalecido,  si,  para  poder  penar  á  los 
procesados,  hubiese  sido  precisa  demostrar  la  existencia  del  cuerpo 
del  delito,  (Vdel  delito,  y  la  criminalidad  del  encausado,  en  la  forma 
que  previene  la  ley  de  Partida  Ja  sociedad  habría  quedado  desarma- 
da, y  á  merced  de  los  facinerosos.  ¿No  le  asusta  al  señor  Martínez, 
el  pensar  ea  las  consecuencias  que  habría  producido  la  aplicación 
rigorosa  de  tal  principio?  ¿No  echa  de  ver,  que.  si  su  opinión  hubie- 
ra domiaado,  habría  sido  preciso  sobre^seeren  la  mayor  parte  de 
las  causas  que  se  formaban  por  los  delitos  de  harto,  robo.  ?iola<- 
cioQ,  etc.«  elG,,  por  multiplicados  y  vehemeotes  que  aparecieran  los 
iadtcios,  si  los  reos  no  confesábanlo  no  bahía  dos  testigos  intacha- 
bles que  refirieran  los  hechos  de  una  manera  completamente  con- 
forme? 

Repase  nuevameote  los  muchos  ejemplos  que  en  mi  articulo 
fui  aduciendo;  pues  no  creo  necesario  poner  otros,  lo  cual  me  seria 
muy  fácil,  y  observará  que  en  ninguno  de  ellos,  con  tal  doctrina  á 
la  vista,  habria  podido  recaer  condena,  á  pesar  de  que,  en  alguno, 
la  prueba  imperfecta  resulta  casi  de.  evidencia.  No,  afortunada- 
mente para  la  sociedad,  los  tribunales  y  tratadistas  dieron  á  nues- 
tras leyes  otra  inteligencia,  ^  «^  fuefra  tan  exigentes  como  el  se- 
ñor Martínez. 

Por  último,  tampoco  me  es  dable  convenir,  en  que ,  cuando  la 
prueba  es  la  legal,  puede  no  existir  la  convicción,  y  sin  embargo  la 
sentencia  condenatoria  es  necesaria.  En  este  punto,  creo,  ó  que  no 
he  comprendido  el  pensamiento  del  Sr.  Martínez,  ó  que  no  se 
halla  bien  desenvuelto;  porque,  á  mi  modo  de  ver,  cuando  el  Juez 
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fio  está  convencido  de  la  criminalidad  del  acusado,*  lo  que  procede 
es  la  absolución  libre  ó  de  la  instancia,  por  mas  que  haya  dos,  ó 
cuatro,  ó  seis  testigos  que  le  acriminen,  ó  que  él  mismo  haya  con- 
fesado el  delito.  Obrar  de  otra  manera  sería  injustificable;  porque 
si  el  tribunal  viera,  por  ejemplo,  que  resultaba  física  ó  moralmente 
imposible  lo  que  los  testigos  habian  declarado,  ó  el  presunto  reo 
confesado,  ¿no  seria  un  verdadero  atentado  el  pronunciar  un  fallo 
condenatorio?. Seguramente  que  sí,  toda  vez  que  el  legislador  ,  al 
hablar  de  las  declaraciones  de  los  testigos  y  de  la  confesión,  parte 
necesariamente  del  supuesto  de  que  unas  y  otra  se  hallen  en  rela- 
ción con  los  hechos,  ó  espresándome  con  mas  claridad,  de  que  el 
análisis  de  los  mismos  las  presente  revestidas  del  carácter  de  vero- 
similitud  que  deben  tener.  Asi  lo  entendieron  siempre  los  tribuna- 
les y  los  escritores  antiguos  y  modernos,  que  se  ocuparon  de  hi  ma- 
teria, tanto  nacionales  como  estranjeros.  Entre  éstos  se  bailan  el 
rélebre  Filangieri,  el  cual  trata  muy  detenidamente  de  la  manera 
con  que  el  Juez  se  ha  de  conducir,  para  no  ser  sorprendido  por 
una  confesión  falsa,  y  el  insigne  Quintiliano,  que,  cpn  el  mismo 
propósito  dice:  cEa  natura  est  omuis  confesionis  ut  posit  videri  de- 
mens  qui  confitetur  de  se.  Hic  furore  impulsus  est,  aKus  ebríetate, 
alius  errore,  alius  dolore  quídam  qusstione.  Nemo  contra  se  dicit 
nisí  aliquo  cogente.  • 

Creo  haber  satisfecho  los  deseos  del  Sr.  Martínez;  pero  si 
asi  no  fuese ,  quedaré  con  el  sentimiento  de  no  haber  acertado  á 
complacerle,  no  por  falta  de  voluntad,  sino  por  efecto  de  mi  insu  • 
iiciencia. 

Tietoriaii*  Gveaga.   , 
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Ij>s  acreedores  cuyos  créditos  no  esfén  compreiviidos  en  el  balan- 
ce del  quebrtHio,  iqué  clase  de  documentos  deberán  de  presentar  al 
Ju&í  Comisario  para  que  los  admita  en  la  primera  juntát 

Contestación. 

El  art.  lOMdel  Código  de  Comercio,  que  trata  sobre  este  par- 
ticular, está  claro  y  terminante;  pero  como  no  desciende  á  deta- 
lles, porque  esto  no  era  posible,  y  en  la  práctica  se  presentan  mul- 
titud de  casos  diversos  que  diñcullan  su  resolución,  vamos  á  ocu- 
parnos de  su  contenido  y  sentar  reglas  generales  conforme  á  la  in- 
tepretacion  que  le  damos,  para  con  ellas  poder  resolver  los  casos 
que  mas  comunmente  se  presentan. 

Ta  sea  que  el  quebrado  haya  presentado  su  balance,  1018,  ó 
que  el  Tribunal  se  lo  mande  formar,  1060,  ó  que  se  nombre  un  co- 
merciante que  lo  hagtt,  Í0(>1,  el  Juez  Comisario  debe  formar  el  es- 
tado de  acreedores  por  lo  que  de  él  resulte,  iOS3,  y  los  convocará 
para  la  primera  junta,  espidiendo  circulares  al  erecto. 

Con  frecoencia  sucede  haber  acreedores  que,  no  constando  en 
el  balance,  no  se  les  ha  convocado,  y  esto  proviene,  ó  de  que  el 
quebrado  no  reconoce  la  justicia  de  sus  reclamaciones  y  se  opone  á 
ellas,  ó  por  descuido  ó  desarreglo  en  su  contabilidad  mercantil,  ó 
también  por  consistir  los  créditos  en-  documentos  de  giro  ú  otros 
endosables  é  ignorar  el  quebrado  en  poder  de  quién  obren  le- 
gítimamente ó  á  quién  deba  satisfacer  el  pago  ú  obligaciones  con- 
traidas. El  acreedor  que  se  encuentre  en  cualquiera  de  estos  casos 
no  seria  justo  que  se  viese  privado  de  asistir  á  la  primera  junta  de 
acreedores,  de  no  menos  importancia  que  las  otras,  por  haberse  en 
ella  de  nombrar  los  Síndicos,  y  ser  también  la  en  que  ordinariamen- 
te se  tratan  ¡f  celebran  convenios. 

Parecia  natural  que  la  ley  amparase  los  derechos  de  estos  acree- 
dores, y  al  efecto,  por  el  art.  i064  faculta  al  Juez  comisario  para 
que  pueda  admitíHos  á  la  junta,  con  tal  que  le  presenten  documen- 
tos que>  prueben  créditos  líquidos  contra  el  quebrado.  Nunca  con- 
vendría que  el  Juez  Comisario  estuviese  discrecional  mente  facultado 
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para  la  admisión  de  acreedores,  sin  mas  que  la  simple  reclamación 
ó  aGrmacioQ  de  estos,  porque  de  aquí  resultarían  grandes  incon- 
venientes, ó  para  el  quebrado,  ó  para  los  deanás  acreedores  legí- 
timos. 

Como  hemos  visto,  dos  circunstancias  necesitan  llenar:  1.*  que 
sus  créditos  sean  Uquídos:  2.*  que  presenten  documentos  bastantes 
de  su  legitimidad,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  <|tte  prueben  que  son  tales 
acreedores.  Lo  primefo  es  indispensable,  porque  una  cuenta  oo  li* 
quidada  no  dá  á  conocer  quién  es  el  deudor,  ni  quién  el  acree- 
dor; y  como  en  las  votaciones  los  acreedores  han  de  Ggurar  por 
cantidades  fijas,  i069  y  i  133,  no  seria  posible  conocer. exaciamen- 
te  ei  resultado  de  la  votación^  ni  saberse  cuál  era  el  verdadero  pa- 
sivo det  quebrado.  Lo  segundo  es  también  indispensable,  porque  de 
otro  modo  se  abriria  la  puerta  á  infinidad  de  abusos  que  redunda- 
rían ep  perjuicio  del  quebrado  ó  de  los  acreedores  legítimos.  íio  ha 
dicho  la  ley  qué  clase  de  pruebas  ha  de  presentar  el  acreedor  que 
pretenda  ser  admitido  en  la  junta.  No  creemos  necesaria  una  prue* 
ba  plena,  completa,  concluyente,  cual  se  necesita  para  dictar  una 
sentencia,  tanto  mas,  que  para  la  resolución  del  Juez  Comisario 
no  se  exige  ningún  juicio  previo  y  contradictorio*  La  índole  del 
asunto,  su  perentoriedad  y  las  circunstancias  todaa  que  lo  aconipa- 
San,  aconsejan  que  se  deje  al  prudente  arbitrio  del  Juez  Comisaria^ 
como  codonerciante  conocedor  de  las  prácticas  mercaatíles,  la  apre- 
ciación de  esta  prueba;  ni  otra  cosa  seria  posible,  puesto  que  luego 
ba  de  venir  una  junta  de  examen  y  reconocimiento  de  créditos  don- 
de puede  el  acreedor  hacer  valer  sus  derechos,  y  caso  dl^  ser  es^ 
chiido»  aun  le  queda  acción  para  reclamar  contra  el  acuerdo  de  la 
jttota>  nos.  De  otro  modo  habría  necesidad  de  seguir  un  juicio, 
siquiera  fnese  bre^,  con  citación  y  audiencia  del  quebrada  ^  y  so- 
bre no  disponerse,  ni  inferirse  esto  del  artículo  que  anoiíamos^  ea 
muchos  casos  íiallacia  el  tiempo  necesario  para  esta  traoútacjou,  y 
se  priva^ia  ¿  nn  acreedor  legítimo  del  derecho  que  la  ley  le  con- 
cede^ 

Solo  una  restricción  vemos  en  la.  disposición  de  la  1^5;  ^^  1^ 
pruisba  censista  en  doeumenlos;  y  este  nos  perece  muy  .eoef^mc 
l>eca  evitar  toda  dase  de  trámites,  y  ser  Ip?  documeatos  genefeh 
meóte  pruebas  mas  seguras  y  que  mas  fácilndenle  pueden  compro* 
barse  y  apreciarse.  La  prueba  de  testigos,  per  censigaiente,  que? 
4fauré^sckiida  sin  perjuicio  siembre  del  derecho. que.  puedei  UÜbs^^^ 
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«Q  el  curso  de  la  quiebra  el  acreedor  que  oo  coooie  qoq  docameBtos 
para  justificar  su  crédito. 

No  ha  dicho  la  ley  qué  oíase  de  documeiHos  bao  de  preseotarse 
que  sean  bastantes  á  probar  el  crédito  del  acreedor  no  compreiidido 
eo  el  balance,  y  esto  dos  hace  confirmar  en  la  idea  de  que  se  ha 
querido  dejar  al  bneo  criterio  y  prudente  arbitrio  del  Juez  Comisa- 
rio. Desde  luego  serán  bastantes  todos  los  documentos  que  por  sí  so- 
los traigan  aparejada  ejecucioo,  como  los  testimonios  de  seatencias 
y  laudos  de  arhitradores  que  han  causado  ejecutoria,  escrituras 
públicas,  pólizas  de  contratos  celebrados  con  ioterveocioo  decotre- 
dor,  etc. 

Taimbien  creemos  deberán  ser  admitidos  los  que  presenten  docu- 
mento de  giro  á  su  favor  firmados  por  el  quebrado,  como  igualmen- 
te cualquier  documento  privado  que  tenga  su  firma.  Bien  cofiocenos 
que  no  en  todos  casos  serán  acreedores  legítimos  los  que  sepreseu- 
teu  con  eslaclase  de  documentos^  pues  unas  veces  los  rechazará  el 
quebrado  y  otras  los  acreedores;  pero repetimosque  oien  el  Código  ni 
eo  la  ley  de  Enjuiciamiento  vemos  tranutacion  alguna  señalada  ni 
que  se  prescriba  ninguna  chit  de  diligencias  á  que  deba  au^eiarse 
el  Juez  Comisario,  ni  menos  que  se  -ordene  la  audiencia  ni  citación 
del  quebrado,  cuyo  silencio  eo  la  ley  unido  á  las  demáscircjunstao- 
cias  que  hemos  indicado»  persuade  de  que  la  mente  del  legislador 
ha  sido  conceder  para  este  caso  facultades  discrecionales  aj  Juez 
ComÍBano;  y  bajo  este  supuestp  creemos,  que  cuando  se  presenten 
acreedores,  con  documentos  ejecutivos  no  podra  negarles  la  entrada 
en  la  junta,  á  no  ser  por  motivos  muy  funditdos,  como  por  ejemplo 
si  entre  lo»  papeles  ocupados  al  quebrado  api^reciere  la  carta  de  pa^ 
g^ú  otro  documento  revertido  de  iguales  formalidades  donde  cons  . 
tare  satisfecha  ó  estinguida  la  obiigacion  consignada  en  el  que  pre*. 
sentare  el  acreedor;  pero  cuando  solo  se. presenten  documeotog  pri- 
vado» nos  parece  que  deben  también  ser  admitidos,  sí  bien^  en  uso 
de  las  facuKades  discrecionales  que  suponemos  en  el  Juez  Comisario, 
podra  en  algunos  casos^  no  considerarlos  qomo  suficientes  cuando  le 
asisUttTazones  para  ello. 

Otro  de  los  documentos  privados  de  que  mas  uso  se  hace  en  el 
comercio  son  los  estrados  de  cuentas  corrientes.  Cuando  e^tén  Gr- 
msidos.por  el  quebrado,  ó  en  su  defecto  aparezca  su  conformidad 
por  cacre^^ondeacía^ó  de.cuaiquier  otro  modo,,  crécenos  debe  ser 
admitido  e^  la.  junta  el  acreedor  á  cuyo  favor  resulte  el  saldo;  pero 
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di  no  concurre  ninguna  de  estas  circunslancias,  no  podemos  consi- 
derarlo como  documento  admisible  en  contra  del  quebrado  por  no  ha  • 
her  tenido  en  él  intervención  alguna,  ni  aparecer  de  otra  mane 
ra  su  conformidad,  antes  bien  debe  suponerse  que  no  reconoce  se- 
mejante  crédito  cuando  no  lo  ha  incluido  en  su  balance. 

Pueden  también  presentarse  acreedores  que  reclamen  su  admisión 
en  la  junta  sin  tener  documento  alguno;  pero  constando  su  crédito 
en  los  libros  del  quebrado.  Como  se  supone  <|ue  este  ha  formado  e) 
balance  por  el  resultado  de  sus  libros,  natural  parece  que  entre 
ambos  haya  completa  conformidad;  pero  posible  es  que  en  el  balan- 
ce se  hayan  emitido  acreedores  que  resulten  serlo  por  los  libros,  y 
en  este  caso  creemos  que  el  Juez  Comisario  debe  acceder  á 
su  admisión  en  la  junta,  puesto  que  la  coatahilidad  mercantil 
de  an  comerciante  e^  la  base  para  conocer  todas  sus  opcracio* 
nes,  y  asi  lo  reconoce  la  misma  ley  en  los  artículos  lOtM),  4061 
y  párrafo  ^/  del  1083.  previniendo,  que  en  defecto  de  balance  se 
forme,  así  como  la  lista  de  acreedores,  por  lo  que  resulte  de  los  li- 
bros y  papeles  del  quebrado;  comprendiéndose  por  lo  tanto  que  en  el 
artículo  i064  solo  se  exige  la  presentación  de  documentos  para  ser 
admitidos  en  junta  á  los  acreedores  que  no  coosteo  ui  en  el  balance, 
ni  en  los  libros,  pero  que  bastará  conste  el  crédito  de  alguno  de  los 
dos  modos,  esto  es,  en  los  libros  por  las  razones  que  dejamos  es- 
puestas,  y  en  el  balance,  porque  este  documento  equivale  á  la  con* 
lesión  ó  reconocimiento  del  deudor.  Así  vemos  que  el  art.  4063 
ordena,  que  el  Juez  Comisario  forme  el  estado  délos  acreedores  por 
lo  que  resulte  del  balance,  y  los  convoque  por  circulares  que  espi 
da;  luego  la  ley  dá  como  suficiente  la  inclusión  de  un  acreedor  en 
el  balance  paraqoe  desde  entonces  adquiera  el  derecho  de  ser  con- 
vocado  y  admitido  en  la  junta. 

Puede  suceder  qoe  algunos  acreedores  admitidos  en  la  junta,  ya 
porque  se  les  haya  convocado  por  figurar  en  el  balance,  ó  porque 
hayan  reclamado  su  admisión  presentando  documentos,  ó  por  cons- 
tar su  crédito  en  los  Hbros  del  quebrado,  no  lo  sean  realmente;  pero 
esto,  por  mas  que  en  algún  caso  pueda  sospecharse  desde  el  prin- 
cipio de  la  quiebra,  legalmente  no  puede  saberse  hasta  la  junta  de 
examen  y  reconocimiento  de  créditos,  ó  que  de  cualquier  otro  modo 
se  justifique  en  el  curso  de  los  procedimientos;  y  en  el  caso  de  confa 
bulacion  con  el  quebrado,  en  los  arts.  4010,  4014  y  4084,  ya  se  con- 
signa la  responsabilidad  en  que  incurren.  Verdad  es,  que  en  el  entre- 
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tanto  habrán  tomaiio  participación  en  las  deliberaciones  de  la  pri- 
mera junta;  pero  estas  solo  pueden  haber  recaído  principalmente 
sobre  dos  puntos,  ó  sobre  la  admisión  del  conTenio,ó  sobre  el 
nombramiento  de  síndicos.  En  el  primer  caso,  una  de  las  causas  de 
nulidad  de  un  convenio  es  la  exageración  fraudulenta  de  créditos, 
H57,  y  ios  acreedores  disidentes  ó  no  concurrentes  tienen  espedíio 
su  derecho  para  oponerse.  En  el  segundo,  también  pueden  los 
acreedores  subsanar  este  defecto  en  la  junta  de  reconocimiento  de 
créditos,  puesto  que  en  ella  ha  de  ratificarse  el  nombramiento  de 
síndicos,  ó  elegirse  otros,  tomando  solo  parte  eo  la  votación  lo:^ 
acreedores  reconocidos,  i074. 

Nada  se  consigna  en  el  art.  1064  acerca  de  la  forma  en  que  los 
acreedores  han  de  presentar  los  documentos;  pero  conviene  que  to- 
das las  diligencias  judiciales  se  anoten  de  alguna  manera»  por  sen- 
cHIa  que  sea,  para  que  consten  en  todo  tiempo,  tanto  roas  en  este 
caso  en  que  habiéndose  de  dar  cuenta  á  los  acreedores  constituidos 
en  junta  del  balance  y  memoria,  1067,  habrá  también  de  enterárse- 
les de  los  nuevos  créditos  presentados  no  comprendidos  en  el  esta- 
do. Por  consiguiente,  creemos  conveniente  que  los  qce  se  encuen- 
tren en  este  caso,  presenten  un  escrito  ó  sencilla  solicitud  al  Juez 
Comisario,  pidiendo  se  les  admita  á  la  junta  en  vista  del  documento 
que  acompañen:  el  Juez,  entonces,  previa  alguna  diligencia,  si  lo 
creyere  necesario,  ó  sin  ella,  acordará  lo  que  estime  justo,  sin  ulte- 
rior recurso,  puesto  que  la  ley  no  lo  previene,  ni  lo  consideramos 
preciso  atendidas  las  condiciones  del  caso,  toda  vez  que  á  los  inte- 
resados por  esta  medida  interina,  no  se  les  priva  de  sus  derechos  le  - 
gítimos. 

En  cuanto  ai  tiempo  en  que  debau  hacer  la  reclamación,  en  el 
articulo  1064,  soló  se  dice,  que  hagan  su  gestión  antes  de  la  celebra- 
ción de  la  junta;  y  como  en  estos  casos  propendemos  á  que  se  dé 
toda  la  amplitud  posible  para  que  los  interesados  puedan  hacer  va- 
It^r  sus  derechos,  creemos  que  el  Juez  Comisario  debe  admitir  estos 
recursos  basta  el  momento  de  constituirse  la  junta,  que  es  cuando 
principia  su  celebración. 

VraicísM  Forier. 
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Discusión  habida  en  el  Senado  sobre  el  dictamen  de  la  comisión  re- 
lativo al  proyecto  de  ley  de  bases  para  la  reorganización  de  los 
tribunales  y  enjuiciamiento  criminal  del  fuero  común,  y  para  la 
organización  provisional  del  Tribunal  Supremo^  reforma  de  la 
casación  civil  yestablecimienlo  de  la  criminal  (1). 

DISCUSIÓN  SOBBE  LA  TOTALIDAD. 

{Concluye  el  discurso  del  Su.  Bodiuguez  Vaamoi^db.) 
Se  felicitó  y  felicitó  al  paísporia  iDediícaciOja  y  refiuidícioQ  nue- 
va de  la  jurisdiocion  militar,  laaaifestáDdose  coatorme  de  lodo  pun- 
coü  la  abolietoa  del  fueco  civil  miliUr  y  la  conservacíoo  de  uoa 
sola  líoea  de  juri«díccioQ  ea  vez  de  la^  arliUecía,  alabarderos,  ia- 
genieros,  ele.  que  aoles  se  ooadciao;  pero  consideraba  anómalo  y 
esiraño  <|4ie  uo  capitán  general  que  no  iue<$e  senador  al  cometer  un 
<telito,  hubiera  de  ser  juegado  en  última  inslancia  por  la  audiencia 
militar  que  en  Madrid  establece  el  proyecto,  pues-  esta  no  tiene  Ui 
conveniente  altura  para  juzgar  ¿  aquella  elevada  autoridad.  Tam- 
poco le  pafecia  oportuna  la  creacioo  del  Consejo  Supremo  de  Guer- 
ra, porqse  no  es  necesario,  toda  vez  que  las  cuestiones  que  pueden 
confiársele  son  hoy  de  la  competenina  de  la  Sec^on  de  Guerra  y 
Marina  del  Consejo  de  Estado. 

Dijo  que  el  ol^to  del  Tribsoal  Supremo  de  Justicia  debía  ser 
solo  la  unidad  del  derecho  y  de  la  jurisprudencia,  pero  no  fallar  ta* 
los  pleitos  en  el  fondo,  pues  de  este  modo  es  mas  bien  una  tercera 
instancia  mas  cara  que  lasque  la  han  precedido. 

Esto  es  lo  que  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  encuentra  tan  llano,  tan  fó- 
cil,  tan  e^ejito.  Y  yo  digo  quo  do  existe  precedente  de  esto  en  el  Código 
de  Gnjuíciainiento  civil,  y  que  no  hay  de  ello  ejemplo  en  ninguna  parte 
donde  se  ha  establecido  la  casación.  Pues  auó^  ¿no  tiace  setenta  y  cinco 
auos  que  todos  los  jurisconsultos  franceses,  desde  Merlin  hasta  Hanrion  de 
Pansey,  Dubergierde  Haurane  y  otros  están  discutiendo  y  escribiendo  li- 
bros para  resolver  la  dificultad  de  dí»volver  el  negocio  desperes  de  faltada  hi 
casación  al  tribunal  á  quo  y  de  pasarlo  á  otra  cour,  y  q«e  luego  la  deci- 
sión de  este  tribunal  sea  contraria  al  fallo  del  de  casación?  ¿No  se  estable- 
ció allí  por  la  ley  del  año  1827  que  entonces  esos  negocios  pasaran  á  las 
cámaras  v  después  no  se  ha  dicta(¿  otro  moderno  decreto  para  resolver  la  ^ 
diíicultadr  Sobre  esto  se  ha  escrito  mucho,  se  ha  hablado  mucho,  porque e.« 
(múdelos  puntos  que  más  han  preocupado  á  los  jurisconsultos  del  país 

(I)    VéMO  la  p^.  378  d«  fsU  tomo. 
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donde  nació  h  casaeráo;  y  sin  6mb»rffo,  «tinqoe  alguno  por  incideacia  ha  - 
bla  de  la  posrlntidad  de  (hilar  en  el  fondo  M)bm  los  hechos,  lo  dice  con 
mucha  timidez,  sin  insistir  en  ello,  sin  haberse  ensayado  nunca. 

esto  supuesto,  siendo  un  medio  tan  espedito  y  tan  llano,  segim  algu- 
nos k)  encuentran  en  Bspaña»  ¿cómo  es  que  los  franceses,  los  belgas  y  la 
Prusia  se  han  retraído  de  dar  ese  giro  á  la  casación?  Si  saben  todos  que  es 
pronto,  barato  y  espedito,  ¿por  qué  no  la  han  admitido?  ¿Cuál  ha  sido  la 
razón?  Primero:  porque  lodos  han  comprendido  que  una  institución  que 
era  de  interés  público,  porque  á  todos  afecta  lo  que  se  refiere  á  la  unidad 
del  derecho,  no  deben  ios  tribunales,  que  tienen  la  misión  de  fijarla,  ocu- 
parse en  las  cuestiones  dd  tuyo  y  del  mió,  pues  asi  se  desnaturalizaria  la 
institución.  Segundo:  porque  es  temible  que  un  cuerpo,  que  como  todos, 
deseará  ensanchar  su  esfera  de  acción,  reducida  á  declarar  puntos  de  ca- 
sación, tenga  dentro  de  esa  esfera  la  fiacultad  de  decidir  sobre  cuestiones 
en  el  fondo,  apreciando  y  conociendo  de  pruebas,  como  lo  puede  bacer  una 
Audiencia.  Y  tercero:  pórqoe  tratándose  de  h)  criminal,  podría  dar  lugar 
á  que  un  Gobierno  con  miras  maquiavélicas  alterase  el  personal  de  la  Sala 
de  casación,  de  las  Salas  que  han  de  fallar  en  el  fondo,  para  encontrar  en 
ella  un  instrumento  dócil  que  le  hiciera  el  dueño,  el  arbitro,  el  déspota  de 
la  justicia  ci^H  y  criminal  en  el  país. 

Y  no  parezca  esto  una  ilusión:  no  se  juzgue  este  punto  por  la  rectitud, 
or  el  saber,  por  las  virtudes  de  los  magistrados  dignísimos  que  componen 
loy  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  Pues  cfuó,  señores,  ¿se  creo  imjKwi- 
hi¿  que  en  este  país  se  llegue  á  organizar  un  Gobierno  que  como  el  de 
M'alpole  ca  Inglaterra  trate  de  conservarse  en  eJ  poder,  como  aauel  lo^ró, 
por  espicio  de  veinticuatro  an')s,  ejecutando  tales  hechos,  que  rm  dejado 
en  la  iHíAoria  la  nota  de  no  ser  mu?  escrupuloso  en  los  medios? 

¿Pues  cuál  vá  á  ser  la  suerte  de  la  Justicia  en  la  época  en  qvte  acoatez- 
ca  una  calamidad  de  esta  naturaleza?  ¿No  vais  á  poner  la  administración 
de  justicia  en  lo  civil  y  en  lo  criminal  á  disposición  del  Gobierno?  ¿Nr» 
quedará  á  naerced  de  ^1?  ¿No  será  él  el  que  tenga  guardados  en  su  gabeta 
los  fallos  que  han  de  darse  sobre  lo  tuyo  y  lo  mío  y  sobre  la  libertad,  la 
honra  y  la  vrdaNde  los  ciudadanos?  Pues,  señores,  me  parece  que  esto  es 
muy  digno  áé  meditarse. 

Bs  que  no  hay  otro  medio,  dice  el  Sr.  la  Serna;  cualquiera  otro  es  in- 
aceptable. Yo  encuentro  mas  aceptable,  aunaue  no  lo  apruebo,  el  queS  S. 
rectiazó  en  primer  término:  que  el  tribunal  a  quo,  una  vez  recibido  el  fallo 
del  Tribunal  Supremo,  que  será  como  el  oráculo  de  la  nación  en  materia 
de  derecho,  y  sepa  cuál  es  la  interpretación  y  el  sentido  genuino  de  la 
ley,  falle  con  arreglo  á  la  doctrina  les^al  dictada  por  el  Tribunal  Supremo, 
que  es  la  autoridad  competente  en  la  materia.  Que  fallarán  violentando  su 
conciencia.  Pues  qué,  los  magistrados  ¿aprueban  en  su  conciencia  tedas 
las  leyes  que  aplican?  ¿Pfo  tienen  que  aplicar  muchas  leyes  que  si  ellos 
fueran  legisfadores  se  apresurarían  i  reformar  ó  á  abolir  completamenle? 
Que  perderia  de  su  prestigio  y  se  rebajaría  la  dignidad  del  tribunal  á  quo 
sí  se  le  obligara  á  subordinarse  á  Ift  decisión  del  Tribunal  Supremo.  ¿Por 
qué?  ¿Pues  no  es  el  orden  de  la  gerarouía?  ¿Pues  no  es  el  Tribunal  Supre- 
mo la  cúspide  del  edifício  de  la  administración  de  justibia?  ¿No  es  esa 
su  misión?  ¿No  es  el  que  está  destinado  á  ser  el  oráculo  del  derecho?  ¿No 
podemos  decir  de  él  lo  que  con  menos  rdzon  decía  de  Scévola  el  orador 
romano:  oraetdum  totius  eivitatis^  Eso  que  se  decía  de  aquel  célebre  ju- 
risconsulto, can  mucha  mas  razón  puede  decirse  del  Tribunal  Supremo. 

La  Audiencia  que  en  sus  folios  se  subordinara  á  la  decisión  de  ese  tri- 


Digitized  by  LjOOQIC 


478  lUVMTA  »B  LSGiaLÁCKMI. 

biiiial,  en  oada  podría  decirse  qae  abdicaba  di  de  su  importaacia,  ni  de  su 
tiecoro,  ni  de  sa  dignidad.  Gste  sistema  traería  inmensas  ventajas,  y  entre 
ellas  la  de  evitar  á  muciios  litigantes  que  vinieran  á  Madrid;  porque  el  re- 
sultado de  lo  que  boy  se  propone  será  que  no  liabrá  una  causa  de  impor- 
tancia en  lo  criminal,  ni  un  negocio  en  lo  civil  de  aiguoa  entidad^  que  do 
venga  á  Madrid.  De  manera  que  cuando  decís  en  la  base  que  en  lu  civíi 
liabrá  dos  instancias  con  la  casación,  no  decís  lo  que  corresponde  á  la 
«lactitud  de  las  cosas;  lo  que  decís  es  que  babrá  dos  instancias  en  pro- 
vincias y  tres  Audiencias  en  Madrid,  incluyendo  en  ellas  como  principal 
la  de  la  Sala  de  previo  examen.  ¿Dónde  estará  en  adelante  el  principal  in- 
terés de  los  litigantes?  ¿Dónde  estará  en  lo  sucesivo  la  principal  previsión 
de  los  litigantes?  ¿Gn  dónde  verán  el  éxito»  el  término  de  sus  afanes?  ¿En 
los  fallos  que  haya  de  dar  el  Juez  de  primera  instancia,  ó  el  Tribunal  de 
segunda  instancia?  No;  sus  miras  estarán  siempre  en  Madrid,  y  no  pensa- 
rán mas  aue  en  saber  lo  que  opinan  en  el  Tribunal  Supremo  de  la  cues- 
tión que  a  él  le  interesa:  aquí  so  reconcentrarán  todos  los  esfuerzos,  aquí 
se  emplearán  todos  los  empeños,  y  se  pondrán  en  juego  todas  las  sutilezas 
de  ingenio  de  los  letrados  por  obtener  el  triunfo.  De  manera  que  Madrid 
vá  á  ser  el  Pretorio  universal  de  la  nación  española.  Gste  es  el  gran 
regalo  que  vamos  á  hacer  al  país,  y  la  gran  reforma  de  que  le  vamos  á 
dotar. 

Pues  qué ,  en  otros  países  en  donde  la  institución  de  la  casación  está 
tan  conocida,  tan  practicada,  tan  estudiada,  que  sobre  ella  se  han  publica- 
tlo  muchos  libros,  en  países  en  que  al  estudio  del  derecho  se  le  dá  una  im- 
portancia que  estamos  muy  lejos  de  darle  en  Gspaña  todavía,  ¿se  sigue 
este  sistema?  ¿Cómo  se  resueWe  en  Bélgica  esta  cuestión?  Guando  se  deci- 
de la  casación  por  el  Tribunal  Supremo  y  hay  disidencia  entre  la  resolu- 
ción de  éste  y  la  del  tribunal  á  quOy  se  considera  el  caso  digno  de  ser  en- 
viado al  poder  legislativo,  y  se  decide  por  una  ley  hecha  por  las  Cámaras 
con  el  Rey.  En  Francia  se  hacia  lo. mismo  antes  con  arreglo  á  la  ley  de 
1827:  ahora  se  sigue  otro  sistema;  pero  siempre  se  ha  creído  que  era  me- 
jor que  los  litigantes  sufrieran  la  mortificación  y  los  dispendios  que  se  les 
puede  seguir  de  eso,  que  el  desnaturalizar  la  índole  de  la  institución  ha* 
ciendo  que  fuesen  jueces  de  hecho  los  que  solo  lo  eran  de  derecho. 

Este  medió,  como  he  dicho  antes,  era  sumamente  espedito,  era  suma- 
mente sencillo,  era  sumamente  fácil,  sí  bien  tenia  los  inconvenientes  que 
también  he  indicado  antes.  Por  eso  se  ha  meditado  mucho  para  reformarlo 
por  todos  los  hombres  de  ley,  por  todos  los  legisladores,  por  los  tribunales 
mismos  que  han  conocido  esos  inconvenientes. 

No  quiero  dejar  la  cuestión  del  Tribunal  Supremo  sin  decir  algunas  pa- 
labras acerca  de  la  organización  que  se  le  dá  por  el  proyecto  que  discuti- 
mos. Cuando  este  proyecto  sea  ley,  el  Tribunal  se  compondrá  de  42  indi- 
viduos: es  decir,  que  serán  casi  tantos  como  tiene  el  Tribunal  de  casación 
en  Francia,  que  siendo  una  nación  que  cuenta  cerca  de  40  millones  de 
liabítantes,  tiene  49  magistrados  en  aquel  tribunal.  Sin  embargo,  esto  no 
interesa  muclio ,  pues  yo  no  doy  ímiwrtancia  á  estos  detalles  cuando  se 
trata  de  intereses  tan  altos  como  los  que  están  confiados  á  tan  elevado 
Tribunal.  PerO  bueno  seria  que  pudiera  organizarse  el  servicio  de  esta 
gran  necesidad  con  la  economía  y  paraimonia  posible  en  los  gastos,  pues 
esto  seria  una  gran  ventaja  para  el  país. 

Sola  de  admisión,  A  primera  vista  esto  parece  muy  espedito  y  se  cree 
que  con  solo  el  fallo  del  tribunal  á  quo  testimoniado  y  lo  que  los  letrados 
escriban  en  derecho,  la  Sala  resolverá  prima  facie.  Las  gentes  creerán  á 
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primera  vista  que  esto  vá  á  ser  un  trámite  sumamente  seocilio;  pero  se- 
rán tantos  los  oeg^ios  que  vengan  á  esta  Sala,  que  es  una  imitación  de 
la  Chambre  des  reguetes  de  París,  que  como  sucede  en  esta,  se  tardará  en 
este  primer  trámite  cuando  menos  un  año,  y  después  de  emplearse  ese 
tiempo  en  el  previo  examen,  se  entrará  en  el  fondo  de  la  casación  ante  b 
Sala  tercera  y  se  oirá  á  los  letrados  acerca  del  pimto  de  la  casación  misma. 
¿Y  no  puede  ocurrir  alguna  contradicción  entre  los  fallos  de  esta  Sala  d»" 
admisión  y  los  de  la  Sala  tercera?  Dice  el  Sr.  la  Serna  que  no. 

Yo  voy  á  poner  á  su  señoría  una  hipótesis  en  oue  podrá  suceder  esa 
contradicción  muy  fácil  y  llanamente.  El  Gscal  puede  introducir  el  recur- 
so de  casación  cuando  lo  tenga  por  conveniente  sin  pasar  por  trámite  nin- 
guno; de  manera  que  vá  derecho  á  la  Sala  tercera  con  su  recurso  Es  la 
misma  cuestión  que  si  declarando  que  no  había  lugar  á  ia  casación,  la  Sa- 
la de  previo  eiámen  y  la  otra  Sala  dijese  que  había  lu^ar  á  la  casación  que 
proponía  el  recurso  del  ministerio  fiscal.  ¿Hay  antinomia  ó  no  en  esta 
hipótesis? 

Es  la  misma  cuestión  jurídica  aquella  en  que  la  Sala  de  previo  examen 
dijo  que  no  había  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación,  y  como  te- 
nia que  motivar  su  fallo,  ¿cómo  no  habla  de  constituir  jurisprudencia? 

Pues  bien;  esto  se  ha  de  publicar  en  la  Gaceta;  esta  ya  es  una  réjala 
de  doctrina  para  los  tribunales  inferiores.  Los  principios  sobre  la  admisión 
¿serán  los  mismos?  Sí;  y  una  de  las  razones  en  que  se  puede  fundar  la  Cá- 
mara ó  Sala  que  decida  la  inadmisión  de  la  casación,  son  los  motivos  de 
que  se  ha  presentado  dentro  ó  fuera  de  tiempo,  y  para  eso  no  se  establece 
una  S 

Pues  bien :  ya  tenemos  una  decisión  motivada  en  que  no  se  admite  el 
recurso  de  casación;  pero  eh  un  pleito  en  que  tiene  interés  el  ministejio 
fiscal,  se  sQseiCa  ia  misma  cuestión.  Gomo  que  ei  ministerio  fiscal  no  tiene 
que  entrar  por  las  puertas  de  la  Sala  de  admisión  para  plantear  su  recur- 
so, sino  que  lo  plantea  desde  luego  en  la  Sala  tercera,  esta  examina  la 
cuestión  decidida  antes  por  la  de  previo  examen,  y  la  resuelve  en  sentido 
contrario;  es  decir,  que  decide  que  hay  lugar  á  la  casación. 

EHies  bien:  ;por  qué  no  evitáis  eso?  Ya  que  ponéis  la  mano  en  esa  ins- 
titución venerable  del  Tribunal  Supremo,  ¿por  qué  no  os  oponéis  á  ese  in- 
conveniente qde  se  ha  atribuido  con  razón  á  la  Cámara  análoga  de  Fran- 
cia? ¡fio  hay  medio  para  eso? 

Yo  creo  que  hubiera  sido  mas  sencillo,  en  luffar  de  esa  Cámara  de  ad  * 
misión,  que  se  fuera  derecho  á  la  Sala  que  deoe  conocer  de  la  casación 
por  medio,  no  del  proceso,  como  viene  hoy,  ni  por  compulsas  ni  nada  de 
eso,  sino  que  bastara  únicamente  lo  que  se  manda  ahora,  que  debe  venir 
con  testimonio  j  otros  comprobantes  que  sean  suficientes  piira  que  el  Tri- 
4Ninal  dé  su  juicio,  es  decir,  su  sentencia  con  resultandos  y  conside- 
randos. 

Es  que  una  Sala  sola  es  necesaria  |>ara  que  baya  casación.  Y  una  Sala 
es  incapaz  de  responder  á  este  servicio,  á  esta  necesidad  importante  de 
la  casación.  Este  es  el  argumento  que  hacia  ayer  el  señor  la  Serna, 
¿Y  no  podía  establecerse  la  separación  de  dos  Salas  para  la  casación  en 
el  Tribunal  Supremo  con  división  radical  de  materias?  En  lo  civil  y 
criminal  la  tenemos.  Pues  bien:  dentro  de  lo  civil,  una  para  las  sucesiones 
y  otra  para  convenciones.  ¿No  redujo  el  célebre  Domat ,  en  su  obm 
del  derecho,  no  redujo  todo  el  método  de  tratar  y  aspiiear  el  derecho  á 
este  sistema?  Convenciones;  primera  parte:  sucesiones;  segunda  parte. 
De  esa  manera  habría  unidad  y  jurisprudencia  en  todo  lo  relativo  á  he- 
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rencias  y  sucesiones,  y  habría  ufiífbrmidad  y  uoidad  y  jurisprndeiicm 
en  todo  lo  relativo  á  contratos  y  cuasi  contratos;  seria  imicho  mas  espedí- 
to;  habría  nn  trámite  solo;  por  manera  que  las  decisiones  de  las  cuestione» 
de  casación  se  van  á  hacer  lentas,  escabrosas,  se  van  á  hacer  sumamen- 
te onerosas;  y  de  esa  manera  á  mi  modo  de  ver  se  simplificaban  conve- 
nientemente. 

Manifestó  que  siéndola  casación  un  trámite»  una  institución  que 
tenia  por  fin  una  mira  de  interés  público»  parecía  natural  que  el 
Ministerio  fiscal  no  fuese  ageno  á  ella,  como  sucede  eu  otros  países 
doude  esa  institución  es  muy  conocida»  y  como  viene  á  reconocer 
el  proyecto  mismo  al  conceder  al  Ministerio  fiscal  el  derecho  de 
provocar  la  casación  acerca  de  un  asunto  mal  resuelto  en  las  Au- 
diencias con  el  único  fin  de  que  haya  unidad  de  jurisprudencia:  esta 
no  podrá  existir  hasta  tanto  que  publicado  conm  ley  el  Código  civil 
desaparezcan  las  diferentes,  opuestas  y  contradictorias  fuentes  de 
nuestra  legislación  y  entonces  será  cuando  la  casación  produzca  las 
Tentaias  que  de  ella  se  esperan. 

Kespecto  á  las  bases  para  reorganización  de  tribuna^les  y  enjui- 
ciamiento crimioal  que  las  juagaba  aceptables  en  su  mayor  parte» 
las  creía  diminutas  en  ciertas  materias,  pues  no  se  decia  si  el  suma- 
rio babia  de  ser  siempre  y  en  todas  sus  partes  secreto  ó  no;  si  se 
oirá  ó  dejará  de  oir  al  reo  sobre  el  auto  en  que  se  mande  sobreseer; 
si  la  prisión  será  considerada  como  pena  corporal  ó  no,  pues  es  un 
punto  importantísimo  y  respecto  alqueha  habido  una  legislación  al- 
gocontradíctoria;  si  es  permitido  apelar  délos  autos  de  prisión  ysus 
incideucias;  si  se  admite  ó  no  la  confesión  con  cargos  y  cuál  será  el 
criterio  para  la  graduación  de  las  pruebas,  si  el  de  la  ley  de  Partida 
ó  el  de  1^  famosa  regla  45  de  las  provisionales;  si  se  ha  devotarpor 
los  jueces  el  hecho  con  separación  del  derecho. 

Bablando  después  del  juicio  oral  y  público  y  de  la  manera  deor- 
gaoizar  los  tribunales  correccionales  decia  este  orador: 

El  juicio  oral  y  público  merece  la  aprobaoioo  de  todo  el  mundo;  y  si  no 
la  merece,  porque  veo  algún  signo  negativo,  ten^o  la  esperanza  de  qne 
algún  día  la  merecerá.  Acontece  con  las  grandes  reformas,  con  higqneson 
verdaderamente  útiles  como  lo  es  esta,  que  al  principio  sueleo  ser  recibí* 
das  con  pocas  simpatías,  pero  luego  viene  el  tiempo,  ta  gente  se  desenga- 
ña y  aplaude  aquello  mismo  que  en  un  principio  fué  objeto  de  censura  y 
vituperio.  Esto  ha*  de  suceder  en  el  juicio  oral. 

Pero  condeso  que  tengo  algún  rédelo  acerca  de  la  organización  inter- 
na que  se  proyecta.  Yo  habría  deseado  (y  este  es  un  desi«mi<tim bien  ino- 
cente, no  esta  inspirado  por  un  propósito  de  op^ioíon  ni  mucho  menos) 
que  se  hubiesen  presentado  algunos  datos  para  poder  juzgar  st  habría  tér^^ 
minos  hábiles  de  introducir  una  organización  que  no  fuera  provieional  sin 
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hacer  grandes  sacrificios  en  el  presupueste.  Sabemos  lo  que  cuestaD  los 
juzgados  de  primera  io^ancia  en  so  personal  y  material:  sanemos  que  as- 
ciende este  capitulo  á  cerca  de  ^0  millones  de  reales.  Ahora  bien:  convir* 
tiendo  en  tribunales  colegiados  los  juzgados  de  primera  instancia,  ¿á 
cuanto  podría  sabir  esta  partida?  He  hecho  una  cuenta  con  el  presupuesto 
á  la  f  ista,  pero  como  no  tengo  datos,  recelo  mucho  si  habré  acertado;  así 
es  que  no  la  leeré  siquiera;  pero  no  me  parece  que  el  aumento  asustaría  á 
lo8  contribuyentes,  y  por  consiguiente  creía  mejor  un  tribunal  colegiado 
que  residiese  ordinariamente  en  lUi  panto  y  ejerciera  las  funciones  correc- 
cionales y  demás  aue  les  correspondieran.  Ese  tribunal  residente  en  las 
grandes  capitales  (porque  no  habría  necesidad  de  establecerlos  en  las  pro- 
vincias de  menos  importancia  cerno  Soria,  Vitoria  y  otras),  podria  recor* 
rer  el  territorio  de  su  jurisdicción ,  y  entonces  sí  que  se  parecería  al  tribu- 
nal ambulante  de  que  hablaba  el  Sr.'  Gómez  de  la  Serna  dias  pasados.  Ese 
tribunal  podría  acudir  al  pnnto  donde  se  bntHese  de  veríicat  el  juicio,  y 
terminada  que  í^iese  aití  su  misfon,  se  podría  trasladar  á  otro  con  el  mis- 
mo objete;  desoerte  que  en  poco  tiempo  recorrería  su  territorio  y  llena- 
ría completMinente  su  cometido.  Se  me  figura  que  no  seria  de  gran  coste 
el  establecimiento  de  tf  ibnnales  correccionales  de  esa  clase  y  que  se  sa(- 
Taria  este  grave  inconreniente  que  era  K>  que  mas  arredraba  a  la  comisión 
y  al  Go4»ierno.  Pero  de  todos  modos,  yo  habría  deseado  que  se  hubieran 
presentado  mas  datos  sobre  este  particular. 

Bl  ilr.  Captf^iAuaorltfifi  consideró  qne  era  mejor  presentar  á 
los  Cuerpos  col^gisladore*  bases  para  formar  ua  Código  q«e  el  ar- 
ticulado comptoio  ét  este,  parque  así  haymae  ftmpKa  discHsron  y 
falta  el  temor  de  romper  la  unidad  de  una  obra  ya  acabada;  y  creía 
que  si  oiraa  aacioMs  segttiaa  el  sieletea  opue»io  era  debido  al  ca- 
rácter peculiar  de  los  rndiTldaos  qne  les  permitía  eu  itn  pafs  hacer 
lo  que  en  otro  es  iaposíbfe. 

Dijo  que  no  habla  aecesidaé  algn&a  de  desechar  aUertamenta 
el  jurado,  toda  vez  que  al  no  aceptarlo  se  dá  una  prueba  de  qne  se 
estima  menos  esa  instítucioo  que  oka  maaera  de  juagar. 

Que  ao  se  dan  casi  bases  para  el  procedimiento  cHratnal.  ¿Cuántas  ba- 
ses mas  desea  el  Sr.  Vaamonde  cfne  las  del  proyecto  que  se  discute,  no 
descendie&do  á  una  poreion  de  <Ktalles  que  tormarian  el  Código  mismo  i 
poco  mas  de  trab^jof 

Se  declara  la  oompeteneia  y  clase  de  los  tribunalcB  desde  el  Juest  de 
paz  hasta  el  Tríbunel  Supremo;  se  trata  rk  toda  ciase  de  delitos  desde  el 
que  merece  pena  correccional  basta  el  mas  gra^  seha1>la  de  la  natnrale- 
za  del  juicio,  si  ha  de  ser  oral  ó  escríto,  público  en  todo  ó  en  parte,  y  de 
todos  estoe  puntos  se  deducen  ya  las  beies  neeesarías  en  ei  proyecto 
de  ley. 

Jueces,  jQíeíos,  netvraleaa  de  jnieiov  fadirie  i»  elle»,  M  i«q)ortaiicía, 
el  tribunal  de  casacioa>  ¿qué.  mas  qviere  S.  S.?  Además,  lo  hemos  dicho 
en  el  preámbulo,  y  el  <3obiemo  tamoien  lo  ha  dicho,  y  nosotros  adoptamos 
en  los  detalles  de  los  proyectos  articulados  ya  lodo  k>  anticuo  que  existia 
con  ventaja,  aplauso  y  acierto  en  todo  nuestro  actual  enjuiciamiento  cri- 
núnal.  Pues  todo  eso  ha  de  formar  parte  del  Código;  querer  descender  á 
mas  pof  meaores,  á  partes  mas  detalladas,  es  querer  ahora  mismo  que  esta- 
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mo<«  procurando  una  autorizacioD,  el  mismo  Código.  Después  lo  probaré  en 
cada  uoo  de  los  pormenores  de  que  se  ha  ocupado  el  Sr.  Vaamoode. 

Negó  que  nuestro  procedimiento  criminal  fuese  coetáneo  de  la 
Inquisición  y  del  tormento,  pues  las  Partidas,  donde  aquel  está  coo. 
tenido,  se  acabaron  á  mediados  del  siglo  XIII,  y  la  Inquisición  co- 
menzó á  6nes  del  XV,  y  fundado  en  la  autoridad  de  los  Códigos  de 
Justiniano  y  Teudosío  y  en  la  de  Quintiliano,  consideraba  el  tor- 
mento muy  anterior  á  la  laquisícioo  y  aun  independiente  de  ella, 
pues  en  países  donde  no  era  conocida  esa  institución,  como  Fran- 
cia é  Inglaterra,  se  atormentaba. 

Decia  S.  S.  que  la  institución  del  recurso  de  casación  es  para  procurar 
la  unidad  de  la  jurisprudencia  conservando  siempre  uno  el  sentido  de  la 
ley.  Siendo  una  la  legislación,  una  debe  sef  por  consiguiente  la  jurispru- 
dencia; esto  es  lo  aue  se  halla  encomendado  al  Tribunal  Supremo,  que  se^ 
el  custodio  y  guardador  de  esa  unidad  que  él  forma  y  hace  respetar  con 
sus  sentencias  á  los  demás  tribunales.  Sobre  este  punto  ya  explicó  el  señor 
Gómez  de  la  Serna  los  tres  sistemas  que  se  conocen,  y  la  comisión  no  ha 
de  repetir  aqui  las  teorías  que  ya  se  han  espuesto  y  las  razones  que  ha  ha- 
bido para  decidirse  por  el  sistema  adoptado^  siendo  el  que  menos  inconve- 
nientes presenta. 

Indudablemente,  cuando  casado  un  fallo  de  un  tribunal  superior  se  de- 
vuelve al  mismo  el  conocimiento  del  neaocio  pare  que  falle  de  nuevo,  su- 
cede una  de  dos  cosas  necesariamente,  o  se  desprestigia  la  Audiencia  ó  el 
Tribunal  Supremo;  porque  si  se  quiere,  como  al  parecer  queria  el  Sr.  Vaa- 
monde,  que  la  Audiencia  ceda  ante  el  Tribuna^l  Supremo,  ¿dónde  está  la 
independencia?  ¿Dónde  el  fallar  según  su  conciencia?  Por  eso  lo  menos 
ocasionado  á  inconveniente,  lo  mas  fácil  es  que  el  Tribunal  Supremo  re- 
suelva la  cuestión  de  lo  tuyo  y  lo  mió  después  de  haber  salvado  la  unidad 
de  la  legislación  con  la  unidad  de  la  jurisprudencia. 

Pero  anadia  el  Sr.  Vaamonde:  «es  que  entonces  vais  á  dar  tres  ó  cua* 
tro  instancias:  la  sentencia  del  juez  de  primera  instancia,  la  de  la  Audien- 
cia, el  recurso  que  declare  la  casación  y  la  segunda  sentencia,  con  mas  el 
pase  por  la  Sala  de  admisión.»  No  hay  masque  dos  instancias  que  descan- 
san sobre  los  principios  sacramentales  del  enjuiciamiento  civil;  la  del  Juez 
de  primera  instancia  y  la  que  haga  ejecutoria;  y  si  el  Tribunal  Supremo 
casa  la  sentencia  de  la  Audiencia,  no  queda  masque  la  del  Juez  de  prime- 
ra instancia;  y  como  es  necesario  que  la  verdad  legal  aparezca  en  dos  sen- 
tencias é  instancias,  de  abl  la  necesidad  de  que  el  Tribunal  Supremo  ven- 
ga á  dictar  sin  nuevos  procedimientos  la  segunda  sentencia.  Y  hay  tal  di- 
ferencia entre  la  sentencia  que  dicta  el  Tribunal  Supremo  y  la  de  una  ter- 
cera instancia,  que  hasta  en  la  fórmula  de  esta  se  decia:  ie  iuj^  y  en^ 
mienda,  cuando  ahora  decimos,  se  c<ua  y  anula. 

Ha  aplaudido  su  señoría  la  remisión  del  testinaonio  de  las  sentencias  y 
no  la  de  los  autos,  como  antes  se  hacia.  Esta  es  otra  gran  mejora  para  lá 
unidad  de  la  jurisprudencia  y  para  el  pronto  despacho  de  los  procesos, 
porque  lo' que  sucedía  cuando  se  remitían  los  procesos  era  que  el  litigante 
que  temía  que  pudiera  haber  segunda  sentencia,  entrabe  en  ei  fondo  de  la 
cuestión  y  se  hacia  cargo  de  las  razones  de  dereclio  y  de  las  de  hecho  De 
aquí  lo  largo  de  los  apuntamientos,  lo  largo  de  las  defensas  y  una  inmensa 
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multitud  de  citas  de  leyes  que  al  interponer  el  recurso  hacíao  los  aboga- 
dos de  proTincía,  lievados  sin  dudí  de  un  ardiente  celo  por  la  defensa  de 
sus  ciieutes;  citus  que  valían  poco  después  á  los  ojos  de  los  ilustres  y  en^ 
teudidus  aboga<lüS  del  colegio  da  Madrid,  pues  que  de  i  o,  20,  ó  30  íofraC" 
cíones  (lue  solían  numerar,  sulo  aceptaban  uua  ó  dos,  abandonando  las 
demás.  Por  eso  es  muy  conveniente  que  se  haya  sustituido  á  la  remisión 
de  los  procesos  la  de  los  testimonios  de  la  sentencia. 

üe  esta  manera  vendrán  á  Madrid  menos  pleitos  en  casacioa 
que  los  que  ahora  vienen,  pues  siendo  mas  largos  los  plazos  que  al 
efecto  se  conceden  en  el  proyecto,  lo  meditarán  mejor  y  no  se  deja 
rán  llevar  de  un  impulso  dq  indignación  ó  de  pasión  como  cuando  son 
uias  breves»  y  podrá  la  Sala  de  casación  marchar  mas  desembaraza  • 
da  con  la  de  admisión  que  se  crea  y  que  la  ahorrara  mucho  trabajo. 

Otra  cuestión  gravísima  trataba  S.  S.,  y  era  relativa  á  la  unidad  de  ley 
y  de  jurisprudencia,  suponiendo  que  podriaa  encontrarse  en  coutradicciou 
la  Sala  de  admisión  y  la  de  casación.  Se  equivocó  S.  S.  de  todo  punto.  La 
Sala  de  admisión  admite  ó  no  adiuite;  si  ad.uite,  la  Sala  de  casación  Ibrma 
jurisprudencia,  y  si  repetidas  veces  sobre  el  mismo  fundamento  en  que 
estaba  el  recurso  á  que  ba  dado  el  pase  la  Sala  de  admisión  viene  la  de  ca- 
sación negando  una,  dos  y  tres  veces,  dará  jurisprudencia  á  la  admisión, 
pero  no  se  pondrán  en  contradicción  una  con  otra.  La  jurisprudencia  la 
sentará  la  Sala  de  casación  sin  que  llegue  el  caso  que  suponia  S.  S.  Pues 
por  el  contrarío,  la  Sala  de  admisión  mega  el  pase  al  recurso,  y  como  es 
soberana,  como  su  providencia  es  inapelaDle,  tampoco  podrá  veriiicarse  esa 
contradicción. 

Pero  decía  el  Sr.  Yaamonde:  Yo  presentaré  un  caso  con  el  cual  se  ve* 
rá  que  la  Sala  de  casación  pueda  estar  en  contradicción  con  la  de  a  ;^ 
misión.  Denegado  el  pase  al  recurso  por  esta  Sala,  preséntase  otro  caso  se- 
mejante (cuidado,  señores,  con  la  semejanza  de  ios  negocios  civiles  que  uo 
guardan  entre  sí  identidad  alguna),  pero  suponiendo  que  pueda  Imbeise 
negado  la  admisión  por  la  Sala  de  este  nombre  á  un  recurso,  puede  presea- 
tarse  otro  que  se  apoye  en  el  mismo  fundamento  por  el  ministerio  íiscal, 
y  como  este  no  necesita  el  pase  en  la  Sala  de  admisión,  desde  luego  entra- 
rá en  la  de  casación,  y  si  esta  declara  que  há  lugar  al  recurso,  pudiera  ha- 
ber una  sombra  de  contradicción.  Sisón  cosas  distintas  no  hay  contradic-^ 
cion;  la  ejecutoria  lo  es  para  cada  uno  de  los  litigantes;  es  santa,  uo  liuy 
que  tocarla,  la  justicia  está  administrada.  Pero  es,  se  dice,  que  andando  el 
tiempo  pueden  recaer  distintas  sentencias  sobre  un  mismo  punto;  esa  es 
cabalmente  una  de  las  atribuciones  de  la  Sala  de  casación:  pues  qué,  ¿se 
cree  (jue  la  jurisprudencia  no  cambia  jamás?  Pues  qué  la  jurisprudencia 
¿es  siempre  la  misma?  Pues  qué,  ¿en  Francia  no  varia  la  jurisprudencia 
como  la  legislación?  ¿V  por  qué?  Porque  las  escuelas  se  suceden,  porquje 
las  ciencias  progresan;  porque  va  venia  una  opinión  que  antes  era  avanza- 
da, dudosa;  y  asi  se  van  estableciendo  y  fijando  los  puntos  de  jurispru- 
dencia que  eran  inciertos.  Pero  en  los  tiempos  normales  nunca  hay  con- 
tradicción. 

Hay  que  tener  además  en  cuenta  que  la  Sala  de  admi>ion  tampoco  for- 
ma jurisprudencia  para  la  de  casación,  y  por  eso  jamás  puede  haber  pug- 
na en  un  mismo  negocio  en  estas  Salas.  Porque  aunque  ese  negocio,  vencido 
uno  de  los  litigautes  en  la  Sala  de  admisión,  ó  por  el  contrario  admitido  v 
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llevado  á  la  de  casacioD^  fundado  el  fiscal  eo  cierta  íotelígeDcia,  víoiera  á 
entablar  eo  otro  juicio  recurso  en  el  interés  y  espíritu  de  la  ley,  para  las 
partes  el  folio  seria  ejecutorio,  inalterable;  quedaría  para  gobiertio  y 
conocimiento  de  los  tribunales.  El  último  recurso  seria  solo  considerado 
como  entablado  en  interés  de  la  ley  por  el  ministerio  fiscal.  Para  evitar  ios 
escollos  y  roces  que  pueda  haber  entre  las  dos  Salas,  propone  el  Sr.  Vaa- 
moode'gue  se  divida  el  trabajo  de  casación  por  materias.  No  es  nuevo  et 
pensamiento:  cabalmente  entre  los  medios  que  estuvo  indicando  el  Tribu- 
nal ^iipren)o  hace  algún  tiemp<^;  ^ntfis  ie  Ja  crfiajciop  ((e  J49  d09  Sala^  ac  • 
tuales,  dos  individuos  de  él  que  hoy  pertenecen  á  la  comisión,  el  Sr.  Zu- 
ñida y  el  que  tiene  la  honra  de  dirigrr  la  palabra  al  Cenado,  propusieron 
ese  medio  como  pno  de  los  mat  conyenienies  para  evsitar  q«a  seromfuese 
la  unidad  de  I9  jprisprudencia.  Y  sin  embargo  es  difícil  cialcul^r,  s^gun  la 
estadisHca  incierta  en  materia  civil,  cuál  de  las  dos  materias  abundaría 
mas,  sf  po<fl*ia  una  Sala  estar  descansada  y  la  otra  mas  abrumada,  y  por  lo 
difícil  que  era  al  ri^parUmienLo  de  los  jui$io9,  pMes  «mebas  veces  vdenao 
como  materias  de  sucesión  y  materias  de  convención,  y  en  ellas  van  en- 
vueltas diferentes  cuestiones,  sin  poderse  determinar  fijamente  si  el  nego- 
cio es  Ínter  vivos  ó  mortis  causa.  Por  esto  el  Tribunal  Supremo  propuí^o,, 
el  Gobienno  aceptó  y  las  Cortea  aprobaron  lo  que  se  creyó  mas  convenien- 
te, creándose  las  dos  secciones  de  casación,  no  habiéndose  encontrado  an- 
tinomias ni  contradicciones  en  estas  dos  Salas,  sin  que  haya  llegado  el  ca- 
so de  reunb'se  para  acordar  la  unidad  de  jurisprudencia  en  una  cuestión 
dada. 

Respecto  á  |a  iaterveoí^ian  del  wiqist^ío fiscal  en  lacasacioa  ci- 
vil dijo,  que  con  ella  sedestruia  la  perlecta  igualdad  que  dtbt  haber 
entre  los  litigantes  y  se  dilatarían  indeñnida mente  los  pleitos.  En 
Francia,  anadia,  el  llín¡sleFÍQ  péblic»  no  eatioode  aias  que  en  los 
negocios  y  causas  criminales  y  en  las  cosas  que  interesan  a(  Es- 
tado lo  g^i^tnq  qae  ea  España:  y  solo  eq  ({efecto,  mientras  no  hay 
litigante  y  en  el  iranio  no  bay  ya  interés  personal,  escuando  puede 
intervennr  en  los  recursos,  proponiéndolos  por  sí. 

Contestando  á,  l^s  dud^  que  sol^r^  el  proyecto  de  bases  babia 
suscitado  el  Sr.  Rodríguez  Vaamond^  y  á  las  cuales  atribuye  falta 
de  espresipn,  deci^  el  Sr.  Carramolino  lo  si{;uiente: 

La  Comisión  de  Códigos,  la  Comisión  del  Senado,  el  Gobierno  de  S.  M . 
todos  unánimes  están  dispuestos  á  procurar  que  el  enjuiciamiento  se  cal- 
que t^obre  todo  nuestro  antiguo  derecho  que  deba  conservarse  vigente,  *ao* 
bre  tedas  las  mejoras  que  aconseja  la  eteneia  en  el  estado  do  la  ciWtiza- 
cionque  aicaniamofi,  y  sobre  todas  las  conq^uistas  que  han  hecho  la  huma> 
nidad  y  la  filosofía.  Debe  pues  estar  trananilo  el  Sr.  Yaanionde  sobre  esta 
base  capital  de  les  ulteriores  trabajos  de  ia  eodifioacíoB,  para  que  aeguu 
ellos  comprenda  que  ya  no  tienen  fuerza  muchas  de  las  observaciones  de 
que  mas  dei6BÍda mente  me  voy  á  ocupar. 

Decia  S.  S.  que  en  este  proyecto,  respecto  al  juicio  criminal  no  se  dan 
mas  que  dos  bases:  el  juicio  oral  y  la  eaaacioB.  Está  S.  S.  equivocado:  se 
dan  piras  muchas  j  muy  impoptantes.  ¿No  se  dan  los  jueces  que  han  de 
entender  en  materui  criminaf?  Por  el  art.  i  ^  se  dan  jueces  de  paz,  jue- 
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ees  de  primera  instaDcia,  tribunales  curreccionales,  audieocias ,  Tribunal 
Supremo;  todos  entienden  la  materia  criminal,  cada  uno  en  su  respectivo 
tiompo  y  caso.  ¿No  se  dan  los  juicios  y  las  clases  de  juicios  que  ha  de  ha- 
ber? Sí;  juicios  de  faltas,  juicios  sobre  delitos  que  merezcan  pena  correc- 
cioaal  Juicios  por  delitos  que  merezcan  pena  aflictiva.  Otra  base:  ¿no  se 
-espiicd  la  índole  de  estos  juicios?  Sí,  señores,  los  juicios  de  faltas  han  de 
«er  verbales;  los  correccionales^  orales.  En  los  juicios  graves  distingo:  se- 
rán orales  y  públicos  aquellos  inicios  sobre  delitos  de  que  conozcan  las 
Audiencias  por  haberse  cometido  en  la  capital  v  en  el  territorio  y  en  el  de 
lo^  juzgados  limítrofes;  pero  respecto  de  aquellos  delitos  que  siendo  gra- 
vas tengan  su  origen  en  los  juzgados  distantes  de  la  capital  de  la  Audien- 
cia, el  juicio  será  escrito. 

¿T  no  se  habla  de  las  instancias?  Sí;  en  cuanto  á  ellas,  en  distintos  pa- 
saj»5S  del  proyecto  se  dice  que  ha  de  haber  dos  en  el  juicio  de  fciltas,  por- 
que ante  el  juez  de  primera  instancia  hay  apelación  del  juicio  del  iuez  de 
paz:  en  fos  juicios  correccionales,  una  sola;  concluido  y  perfecto  el  suma- 
rio pof  el  juez  instructor  que  es  el  del  domicilio,  viene  solo  e(  juicio  oral 
y  publico.  Otro  taiHo.digo  respecto  de  las  Audiencias  en  el  caso  anterior: 
Y  para  el  juicio  escrilo,  dos  instancias:  la  sentencia  que  dá  el  iuez  de  pri- 
mera instancia,  la  consulta,  como  siempre  ha  sido  consultada  en  Bspa- 
ñ  I,  y  la  de  vista  que  dá  la  Audiencia  en  su  respectivo  territorio.  Después 
viene  el  recurso  estraordinario  de  la  casación  que  se  admite  en  todos  los 
juicios  desJé  el  mas  pequeño,  el  de  faltas,  hasta  él  deKto  mas  grave^  e!  re- 
gicidio, porque  el  principio  es  el  mismo  para  todos.  ¿Se  quieren  mas  ba- 
ses? Entonces  á  poco  mas  se  desenvuelve  y  articula  todo  el  Código  del  pro- 
cedimiento crímmal. 

Preguntaba  también  el  Sr.  Vaamonde:  y  el  Sumario  ¿ha  de  ser  secre- 
to? Sí  señor:  de  lo  contrario  se  frustraría  la  huella  del  delito:  él  sumario 
ha  de  ser  secreto  porque  no  es  prueba^  sino  indagación^  averiffuacion  de 
«i  hay  ó  no  motivos  bastantes  para  proceder;  y  habiéndolos,  buscar  los 
primeros  datos,  noticias  y  antecedentes  que  conduzcan  á  la  averiguación 
<le  la  verdad,  v  si  hay  culpable,  asegurarle  desde  luego  mientras  tanto.  La 
acusación  sera  pública;  pero  el  sumario  siempre  permanecerá  secreto.  ¿T 
los  careos  entre  los  testigos  v  entre  estos  y  el  reo?^Eso  es  secreto,  eso  acae- 
ce Ínter  parientes,  dentro  del  foro,  ante  eí  juez,  y  si  á  eso  áe  llamara  pú- 
blico, por  la  misma  razón  lo  sería  todo  eí  procedimiento ,  porque  siempre 
el  juez,  el  escribano  y  el  reo  han  de  estar  reunidos  hasta  en  ío  mas  recón- 
dito del  proceso  y  desde  la  primera  declaración  de  inquirir. 

Otra  pregunta  hacia  su  señoría :  ¿quién  dicta  los  sobreseimientos? 
Aquel  que  pone  término  al  juicio:  esta  es  la  respuesta  de  fa  Comisión.  En 
<"{  juicio  de  faltas  no  hay  que  escribir:  si  lo  hubiera,  ese  auttf  lo  daría  el 
jue¿  de  priniera  instancia,  porjiue  es  quien  pone  fin  al  juicio. 

El  juez  de  primera  instancia,  que  es  el  ael  sumario  en  un  juicio  oral, 
ruando  vea  que  no  hay  motivos  para  proceder,  propondrá  el  sobreseimien- 
lo:  como  él  no  podría  decidir  el  negocio,  si  tuviera  que  llevar  el  juicio  por 
todo»  sus  trámites  para  la  imposición  de  la  pena  ó  ía  absolución  ael  proce- 
sado, tendría  que  llevarlo  al  tribunal  correccional.  £1  sobreseimiento  es 
para  éüte  caso  una  especie  de  sentencia  definitiva  qué  se  coásutfa  por  el 
juez  instructor  ál  tribunal  correccional. 

Respecto  al  juicio  escrito  del  delito  grave,  entiende  en  primer  grado  el 
juez  que  tiene  jurisdicción  propia  y  dicta  la  sentencia,  y  en  segundo  Ja 
Audiencia,  pues  en  esta  clase  de  delitos  tiene  que  hacerse  lo  mismo  que  se 
hace  ahora,  consultan  el  sobreseimiento  con  la  Audiencia,  y  ésta  decidir. 
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¿Y^  qué  príDCipios  dominan  en  materia  de  prisión?  preguntaba  además  su 
señoría.  Uno  solo,  combinado  con  el  interés  privado  y  el  público:  el  pri- 
mero es  la  m^nor  vejncíon  en  el  procesado:  el  segundo  es  la  imposición  de 
)a  pena,  y  que'  no  se  frustre  la  «sentencia:  luego  todo  aquello  que  pueda 
asegurar  que  el  orocesado  no  ha  de  sustraerse  por  sus  malas  artes  á  la  ac- 
ción de  la  justicia  y  que  no  ha  de  frustrarse  la  sentencia:  todo  e<o  se  ha  de 
consentir  en  alivio  del  que  sufre  una  desgracia  para  no  reducirle  á  pri- 
sión, porque  esto  no  es  una  pena,  sino  una  necesaria  y  forzosa  detención 
hasta  que  sobre  él  caiga  el  condigno  castigo,  cuando  á  él  se  haga  acree- 
dor. Pero  cuando  la  pena  que  haya  de  imponerse  al  procesado  sea  menor 
qiie  el  vejamen  de  la  detención;  cuando  basta  que  se  dé  una  fianza 
valiosa  y  suficiente  para  tranquilizar  al  juez;  cuando  se  encuentren  otros 
medios,  por  ejemplo,  el  de  la  confianza  en  la  palabra  de  honor,  en  la  leal- 
tad del  caballero  que  se  vé  en  tan  lamentable  situíicion,  todos  aquellos  me- 
dios que  el  juez,  bajo  su  responsabilidad,  crea  prudente  adoptar,  todo  e^ 
conciliable  en  la  ley.  K\  menor  vejamen  posible  para  el  procesado;  la  su- 
ficiente garantía  posible  para  la  sociedad;  en  esos  límites  se  encierran  ios 
principios  sobre  la  detención  ó  prisión. 

Las  cuestiones  sobre  libertad  ó  sobre  prísíon  son  incidentes  en  las  cau- 
sas criminales,  pero  de  tal  importancia,  que  m«>recen  el  carácter,  d  apre- 
cio V  la  importancia  de  definitivas  Ese  procesado  tiene  el  medio  de  acudir 
al  fin  del  mes  al  juicio  del  tribunal  correccional  estraordinario,  que  hn  de 
reunirse  periódicamente,  porque  la  libertad  siempre  tiene  escepciones  fa- 
vorables V  los  juicios  sobre  la  apelación  de  prisión  serán  despachados  por 
el  tribunal  correccional  en  sus  reuniones  mensuales  como  cosa  preferente. 
¿Y  en  los  delitos  graves?  Dicho  se  está  que  ante  la  Audiencia. 

Confesión  con  cargos.  ¿Temia  su  señoría  que  la  resucitáramos?  No  por 
cíertor  es  una  conquista  que  han  hecho  la  filosofía,  la  esperiencia  y  la  hu- 
inanidnd.  ¿Cómo  habíamos  de  volver  á  introducir  esa  especie  de  tormento, 
perfectamente  calificado  asi  por  el  Sr.  Yaamonde?  Esté  tranquilo  su  seno- 
Ha,  que  ni  esta  ni  otras  conquistas  que  ya  se  han  hecho  en  favor  de  la 
humanidad  han  de  olvidarse  en  la  lev  de  Enjuiciamiento  que  se  proyecta. 
¿Conservaremos  todavía  la  tasa  sobre  las  puchas?  preguntaba  igualmente 
8U  señoría.  Otra  observación  es  esta  de  grande  importancia:  de  ninguna 
manera  la  queremos;  tranquilícese  desde  luego  su  señoría.  Y  vuelvo  á  la 
división  de  juicios;  no  tengo  otro  remedio  porque  son  los  ejes  sobre  que 
gira  toda  la  obra. 

En  el  juicio  oral,  imposible,  eso  lo  resiste  la  naturaleza  del  juicio  ¿Có- 
mo ha  de  haber  tasa  cuando  en  el  momento  mismo  en  que  concluye  el  ac- 
to se  f'ncierran  los  jueces  y  fallan  sobre  el  hecho  tal  como  se  les  ha  pre- 
sentado, tal  como  le  conocen  en  su  conciencia,  tal  como  lo  h^n  sentido  en 
su  corazón,  se^un  las  impresiones  que  han  sentido  y  las  ideas  que  han 
ilunifnado  su  razón?  No  hay  ínsa;  es  imposible  que  la  haya.  Respecto  de 
las  Audiencias,  tampoco  puede  haberla  en  los  delitos  á  que  corresponde 
pena  prave  y  que  eslán  sujetos  al  juicio  oral,  por  la  misma  razón,  porque 
participa  en  cierto  uiodo  ¿e  la  naturaleza  del  jurado,  en  que  el  juez  apre- 
cia los  hechos  en  el  instante  en  que  se  convence  su  razón 

El  juicio  escrito  está  hoy  re;?ido  pi'»  la  r*>gla  45.*  de  la  ley  provisional 
para  el  cumplimiento  y  ejecución  del  Código  penal,  conocida  de  todos  y 
aulas  veces  comentada:  ¿habrá  de  conservarse  esa  regla?  No,  se- 
ñores; no  es  posible  conservarla ,  dado  el  sistema  procesal  qne  se  esta- 
blece; habr;5  que  alterarla  ó  modiílcarla  para  dolerminar  los  !íinit<»s  hq 
que  se  encuentra  el  juzgador  dentro  de  las  atribuciones  que  le  com- 
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peten  por  la  ley  para  la  libérrima  apreciaciou  y  calificacioo  del  delito. 

Nos  habló  también,  aunque  ron  suma  brevedad,. de  la  cuesiion  del  pre- 
supuesto; con  la  misma  to}  á  tratarla  yo.  No  entraré  en  el  examen  de  los 
datos  estadísticos,  producto  de  los  trabajos  de  la  magna  reunión  de  seño- 
res Senadores  que  se  asoció  á  la  Comisión  del  Senado,  y  que  se  espusieron 
al  tratar  de  las  ventajas  ó  inconvenientes  del  establecimiento  de  los  tri- 
bunales correccionales.  ¿Será  mas  caro  el  establecimiento  de  estos  tribu- 
nales para  el  Estado  que  el  actual  orden  de  enjuiciamiento?  Si,  señores,  y 
bastante:  tiene  que  ser  bastante  mas  caro  que  hoy;  pero  ¿serán  mejores? 
Muchísimo  mejores,  y  el  Estado,  y  en  su  nombre  el  Senado  y  Congreso, 
considerará  si  es  conveniente  que  por  unos  cuantos  millones  mas  haya^ 
raos  de  renunciar  á  esas  grandes  ventajas  en  la  administración  de  jus- 
ticia. No  descendiendo  á  los  pormenores,  porque  eso  quizás  venga  en  las 
bases. 

Quiere  su  señoría  que  los  tribunales  correccionales  no  fuesen  ambu- 
lantes ni  compuestos  de  los  tres  jueces  de  primera  instancia  mas  inmedia- 
tos eotre  sí,  sino  permanentes  en  cada  capital.  {Oh,  señores!  También  lo 
quiere  la  Comisión:  esees  el  grao  desiderátum  de  la  Comisión;  pero  la 
economía,  las  angustias  del  presupuesto  se  han  presentado  en  su  camino. 
Pues  qué,  ¿se  ha  olvidado  que  hay  un  artículo  en  las  bases  en  que  se  dice 
,  que  mientras  se  establezcan  tribunales  correccionales  permanentes  se 
constituyan  esos  deque  hablaba  su  señoría?  Pues  ya  se  vé  la  tendencia  de 
la  Comisión,  que  es  que  en  cada  capital  de  provincia  haya  un  tribunal  cor- 
reccional, ó  en  la  división  territorial  que  se  crea  conveniente. 

Después  de  rectificar  los  Sres.  Rodríguez  Vaamonde  y  Carra - 

molino  dijo 

.  El  Sr.  Ministro  de  Graela  j  Justicia  (Arrawla)  que  s\ 
no  estaban  las  razones  que  había  para  traer  el  proyecto  en  la  espo 
sícion  que  le  precede,  es  porque  en  la  brevedad  con  que  estas  sue- 
len hacerse  no  es  posible  otra  cosa,  y  porque  en  ella  se  hace  referen- 
cra  á  la  motivada  y  bien  razonada  de  la  Comisión  de  Códigos;  que 
si, no  se  hablaba  del  jurado  era  porque  no  había  necesidad  de  ha- 
cerlo, porque  además  era  una  cuestión  política  y  así  se  dejaba  á 
cada  uno  en  libertad  de  opinar  como  quisiera  de  tal  institución. 

Pasó  después  S.  S.  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  No  viene  este 
desenvuelto,  tiene  razón  S.  S. ;  pero  vienen  bases,  y  S.  S.  sabe  tan  bien 
como  el  mejor  que  entre  la  organización  de  tribunales  y  el  Enjuiciamien- 
to criminal  hay  tal  correlación  que  es  loque  en  filosofía  se  llama  correla- 
ción necesaria.  Si  me  dan  la  organización  judicial  de  oual(|uier  país,  yo 
adivinaré  el  enjuiciamiento,  y  á  la  inversa,  si  roe  dan  el  enjuiciamiento  yo 
adivinaré  la  organización. 

Pero  ademas  hay  en  esto  loque  vá  á  oír  el  Senado:  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  estaba  ya  muy  adelantada  en  la  Comisión  de  Códigos, 
cuando  sor  las  razones  que  indiqué  el  primer  día  que  tuve  el  honor  de 
usar  de  la  palabra,  la  comisión  preguntó  al  Gobierno  si  por  aquellas  razones 
no  seria  mas  conveniente  presentar  unproyectode  bases;  porque  en  ese  ca- 
so, de  asentir  elC^ohieino  como  asintió,  ^ia  ser  perdido  todo  aquel  trabajo 
y  seria  inútil  todo  otro  que  se  emprendiera  bajo  el  supuesto  de  base^  que 
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auu  no  eran  conocidas,  y  cuando  Ja  esclusion  de  una  podía  romper  la  ani- 
dady  turbar  ia  armonía  y  dar  en  tierra  con  el  plan.  Entre  tanto  hay  gran- 
des trabajos  adelantados;  la  comisión  ha  manifestado  que  no  sao  tan  es- 
casos los  ratos  que  dedica  á  los  proyectos,  y  hay  además  manifestacionea 
del  Gobierno  *y  de  la  comisión  de  que  se  proponen  utilizar  todo  lo  utiliiable 
de  lo  que  existe  y  de  lo  que  en  oíros  países  se  ha  ensayado  con  éxito ^ 

Preguntaba  el  Sr.  Vaamonde:  ¿Se  utilizarán  les  resultados  del  Regla- 
mento provisional,  de  tal  ley,  de  tal  otra,  y  podría  y«  añadir  de  la  provisio- 
nal para  la  ejecución  del  Código  penal  que  empezó  por  nueve  base»  y  hoy 
cuenta  57  importantísimas?  Pues  sí,  todo  se  utilizará;  y  yo  creo  que  si  el 
Sr.  Vaamonde  no  se  muestra  demasiado  exigente,  su  ansiedad  noble  y 
cientíüca  quedará  satisÜBcha;  porque  algo  ha  de  esperarse  de  persoeas  qae 
han  unido  m  reputación  y  baata  su  honra  á  un  proyecto  que  se  eaonenlrt 
á  esta  altura  tan  respetable. 

He  entendido  que  ha  diebo  el  Sr.  Vaamonde,  quie  Miando  al  Tribunal 
Supremo  en  el  fondo,  Madrid  vá  á  ser  el  centro  y  el  emporio»  de  la  JHstieia 
y  dalos  pleitos  de  España.  No  lo  tema  S.  S. ;  se  le  v«y  á  demestiar  con 
números  de  una  manera  conolayente:  estamos  mal  de  estadtstiea  civil  y 
criminal^  pero  en  la  variedad  de  opiniones,  por  la  variedad  de  los  dalos  y 
de  su  origBn,  y  por  la  poca  práctica  que  hay  todavía  en  este  género  de 
trabajos,  ninguna  Audiencia  dá  menos  pleitos  civiles  despachados  en  el 
reino  que  6,000  al  añp.  Pues  bien:  de  esos,  ¿cuántos  vienen  en  casacíoQ? 
Un  ano  con  otdro,  por  un  téraáno  medio,  231 :  ha  habid»  ejemplo  de  me- 
nos, de  cinco  el  pruQsr  año;  puesde  esoa  291  es  regla  constanteque  quedan 
desiertos  porque  oo  se  presentan  las  partes,  un  23  por  iOO:  es  decír^  quede 
100  pleUos,  qtte.luMÉ  de  venir  &tit»  (1,000  por  ej«:nph>v  hay  que  eliminar  esa 
cuarta  parte,  que  algunos  han  limitado  á  una  quinta;  está  entre  ti. 23  y  el 
26  por  100;  después  el  50  por  100,  son  desechados;  no  hay  que  fallar  ea  el 
foDilo;  quedan  veiatitantos;  yo  traigo  aquf  la  demostración  hasta  por  can- 
ta ^:o>s;  demostraciock que  no  leo  pomo  moJeaiar  al  Senado,  y  ponqn»  no 
diga  óue  trato  esta  cueslioa  macanicainenle.  Queda  pues  demostrado  que 
no  debe  temerse  esa  acumulación  de  pleitos  de  Espaua  en  Madrid.  Y  será 
de  temer  tanto  menos,  cuanto  mas  años  vayan  pasando,  cuanto  mas  avan- 
ce y  sea  mas  conocida^  la.  jurisprudencia,  ycuaato  ma&se  legiilaniQeii  ios 
códig/os;.  en  España  hay  que  cootar  con  eso. 

En  Francia  tienen  su  codifícccion  en  un  estado  admirable;  pero  hace 

EQCos  días  que-S.  S.  praguneaba:  ¿cuándo  tendremos  Código  civil?  Tan- 
íen  yxi  be  tenido  mii  parte  en.qfie  se  adetote  el  momento  en  que  teAA^* 
mos  el  Código  civil;  no  me  esta  oyendo,  pero  podría  estarlo  el  respetabilí- 
simo Senador  y  magistrado  que  vistió  la  imsma  toga  que  yo,  y  que  en 
1S48  y  491  ennníon  daotro  respetabilísimo  magistrado  del  mismo  Tribunal 
los  Sres.  Luzuriaga  y  Goyena,  se  dedicaron  á  asimilar  los  trabajos  acumo^ 
.  lados  en  unas  y  otras  épocas,  algunas  tan  lejanas,  oue  datan  del  aoe  39, 
en  que  yo  r^ui^  á  personas  tan  competentes  como  los  Sres.  Garelly ,  Ta- 
rancon  y  otfos,  pora  que  empelaran  ese  trabajo  de  la  codiOcacion  civil;  y 
en  efecto,  me  dieron  por  coocluido  el  Código  civil.  Este  código,  en  su  es- 
tensión,  en  su  iaiencioi»  y  en  su  importancia  requiere  mucho  examen,  no 
ya  el  material  mas  ó  menos  estenso  de  los  Cuerpos  colegisladores,  sino  el 
examen  esterior  por  la  legislación  fbfal,  por  las  prácticas',  por  las  eosttmi- 
bresgenerales,  y- lo  que  sa-htzafué  darla  al  páhliee  en  la  Óaoeto^del  jSsta- 
do,  recomendando  á  las  universidades,  audiencias  y  corporaciones  cíentf- 
íicas  que  espusieran  las  observaciones  que  tuvieran  á  bien,  y  aunque  to- 
davía no  ha  acudido  nenguna  corporación,  esta  es  la  verdad  y  lo  que  hay 
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respecto  á  la  codificacioQ  civil.  Por  eso  en  España  todo  lo  que  do  j^nede  al* 
caoiarse  por  la  perfeccioD  de  loe  códigos,  bay  que  Bario  al  trabajo  perso* 
nai,  á  la  ciencia  personal,  ¿  los  efectos  de  la  organización,  al  tiempo. 

Yo*Do  puedo  preterir  un  incidente,  aunque  boy  ha  rectificado  bastante 
el  Sr.  Vaamonde  lo  que  acerca  de  él  dijo  el  primer  dia,  v  no  podía  ser  otra 
cosa,  porque  ba  vestido  la  toga,  y  no  puede  ni  roancliarla  ni  denigrarla. 

Habló  de  que  fuera  posible  la  corrupción  de  toda  una  Sala  del  Tribunal 
Supremo  por  la  influencia  del  Ministro.  ¿Sabe  su  señoría  cuál  es  mí  con- 
viceioB  aéojuirida  por  la  esperiencia?  Que  en  España  no  ba  sucedido;  fuera 
de  a^uá,  será  lo  qiie  quiera;  ni  lo  juzgo  ni  lo  tomo  por  modelo;  pero  en 
Espaoa  no  ha  baUdo  ni  haj,  ni  baljrá,  puedo  decirlo,  un  Ministro  de  Gra-> 
cia  y  Justicia,  cualquiera  que  sea  la  comunión  política  de  que  haya  salido, 
capaz  de  intentar  ese  crimen  sin  nombre;  y  que  si  hubiera  un  Ministro  que 
lo  mtentara,  no  habré  nueve  españoles  que  vistfein  la  toga  que  fueran  ins- 
trumento de  semejante  intento,  y  lo  que  sí  habría  sería  nueve  españoles 
que  arrojara»  á  la  cara  del  MHiístro  la  toga  que  vestían.  Es  pues  un  su- 
puesto que  no  puede  realizarse;  en  España  no.  Me  acuerdo  de  una  ocasión 
en  que  ventilándose  en  el  Tribunal  Supremo  un  difícil  y  cuantioso  pleito 
entre  elevadas  entidades,  casi  no  podías  serlo  mas,  una  compañía  inglesa 
le  ganó  por  los  nueve  votos  de  la  Sala^  y  recuerdo  también  que  hallándoiue 
un  día  en  la  Granja  el  Embajador  mgtés  me  dijo:  «Sr.  Ministro,  feli- 
cite V.  á  la  magistratura  española.»  Pues  qué,  le  dije,  ¿ba  dudado  V.  al- 
Í^una  vez  de  la  magistratura  española?  Eso  es  común  en  ella.  Parece  por 
o  qte  V.  me  dice  que  en  su  país  de  T.  no  se  habría  condenado  en  un  pleito 
á  la  Reina  de  Inglatera  por  dar  la  razón  á  una  compañía  de  españoles. 

Después  de  esto,  bien  puede  tranquilizarse  el  Senado  y  el  Sr.  Vaa- 
monde de  que  en  España  no  es  posible  tal  corrupciou.  Además,  nombra- 
dos los  magistrados  de  una  Sala,  se  emaacipan  del  Ministro,  y  en  la  orga- 
nización que  ha  de  darse  a!  tribunal,  ó  por  lo  menos  en  la  aue  yo  pienso 
dari»  si  Ble  toca,  no* podrá  ser  traslmtio  ningún  Ministro  ae  una  Safa  á 
otra  si  el  presidente  no  lo  propone.  Y  en  fin,  hay  para  pensar  de  este  modo 
otras  muchas  razones  que  no  es  del  caso  enumerar.  Por  consecuencia 
queda  ese  temor  desvanecido,  y  no  insisto  mas  en  demostrar  que  esa  cor- 
rupción no  es  posible,  porque  habiendo  vestido  la  toga  parecería  que  la 
exageraba;  pero  podría  citar  otros  muchos  casos 

Algunos  de  los  dignos  Ministros  de  aquel  tribunal  que  me  están  escu- 
chando recordarán  el  caso  á  que  me  he  referido. 

Decía  también  su  señoría  que  por  medio  del  recurso  interpuesto  por 
el  fiscal  en  interés  de  la  ley,  podía  llegarse  á  una  eontradlccíon  sobre  todo 
con  la  Sala  de  requéta  ó  de  admisión.  En  primer  lugar,  el  caso  es  tan 
raro  aue  no  hay  un  ejemplar  todavía  de  que  se  ha  interpuesto  ese  recurso 
por  ef  ministerio  fiscal.  ¿Es  esto  prueba  de  negUgenciaT  No  puede  ser, 
supuesta  su  suficiencia  y  su  celo.  ¿Bsj  honra  para  los  tribunales?  Sin  duda 
es  eso.  Es  la  verdad  que  por  hoy  no  se  ha  iaierpuesio  ningún  recurso  de 
este  género,  y  siguiendo  esta  proporción  no  se  dará  nunca  ese  caso;  y 
además  hay  que  contar  con  gne  en  el  momento  en  que  el  fiscal  vea  que 
precÁsaraeiite  ha  de  pooBTM  en  contradiccioa  la  Sala  con  una  erjecutoria. 
tomará  otro  camino  y  llamará  la  atención  de  los  ministros  para  que  en  otro 
caso  no  repitan  este  ejemplo. 

Peao  aunque^  im  eiistiese  eslv  espíritu  corporativo  y  presentara  sus 
recursosv  para  que  haya  contradicción  entro  las  Salas  de  admisión  y  casa- 
ción, era  menester  que  el  recurso  reconociese  el  mismo  fundamento;  de 
otro  modo  no  puede  naber  contradicción.  Cuántas  veces  los  abogados  de- 
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fonsores  de  las  partes  buscan  con  cierto  afun  causas  de  casación  y  cita» 
ieyes,  quince,  veinte,  cuarenta,  setenta  y  cinco,  sin  atinar  con  la  verda- 
dera ley,  con  el  verdadero  fundamento  de  casación;  por  consiguiente  el 
caso  no  se  puede  dar,  y  además  se  vá  á  prevenir  mucüo  con  los  proyectos 
en  cuestión.  Hoy,  tal  vez  por  inesperiencia,  quizás  por  excesivo  celo,  por 
el  deseo  de  consolar  una  familia,  y  de  darla  esperanzas,  se  interponen  re- 
cursos infundados,  teniendo  en  cuenta  por  otra  parte  la  premura  y  angus- 
tia de  los  términos.  Pero  hoy  que  se  amplían  estos  cuadruplicándolos  cuan- 
do menos,  ¿no  habrá  medios  de  meditar  antes  de  la  interposición  del  re- 
curso, y  de  consultar^  no  ya  en  la  localidad  con  el  partido  inmediato,  sino 
en  la  capital  del  reino?  No  hay  pues  que  temer  e^os  males  que  ha  mencio- 
nado el  Sr.  Vaamonde. 

SESIÓN  DE  30  DE  MARZO  DE   1865. 

Declarada  sufícientemente  discutida  la  totalidad,  se  acordó  pro- 
ceder á  la 

-  DISCUSIÓN  POR  ARTIGÜLOS. 

Leido  el  I."",  así  como  la  base  i.*  del  mismo,  decían  así: 

aEI  Gobierno  procederá  á  la  reorganización  de  los  Tribunales  ordina- 
rios y  militares  y  á  la  ordenación  del  iBnjuiciamíenlo  criminal,  con  suje- 
ción á  las  sig[uieptes  bases  y  á  los  proyectos  de  estensiou  y  liuiites  de  ja  ju- 
risdicción militar  y  de  marina,  presentados  por  las  respectivas  Comisiones 
del  Senado  en  1  i  de  junio  de  1864,  cuyas  copias  van  adjuntas. 

Base  1/ 

» Administrarán  la  justicia  dentro  de  los  límites  de  su  respectiva  com- 
petencia: 
Primero.    » Jueces  de  paz. 
Segundo.     »Jueces  de  partido. 
Tercero.    «Tribunales  correccionales. 
Cuarto.     «Audiencias 
Quinto.    »Un  Tribunal  Supremo.» 

Abierta  discusión  sobre  los  referidos  artículo  y  base,  dijo 
El  Sr.  Boucali,  que  era  de  todo  punto  indispensable  introda- 
cir  y  plantear  las  reformas  que  reclama  el  escitado  de  nuestras  ins- 
tituciones judiciales,  obteniendo  para  ello  la  correspondiente  anto- 
rízacion  legislativa^  sobre  bases  mas  ó  ftienos  conocidas ,  porque 
otra  cosa  no  es  posible  ni  lo  consiente  la  índole  y  naturaleza  de  los 
Cuerpos  colegisladores,  sobrecargados  con  muchos  y  graves  negó 
cios  de  interés  público,  como  tampoco  lo  permite  la  índole  y  el  tec- 
nicismo de  los  Códigos^  por  eso  en  el  ano  de  1838  se  pidió  á  las 
Cortes  del  reino  la  autorización  necesaria  para  ordenar  y  compilar 
las  leyes  de  procediuiii^nto.  Si  aquella  autorización  fué  mas  allá  del 
objeto  que  se  habían  propuesto  sus  autores,  no  es  del  caso  exami 
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narlo  ahora:  por  la  misma  razoQ,  en  el  ano  1848  se  pidió  autor! - 
zacioQ  para  cambiar  el  sistema  de  ouestra  legislacioQ  peoal,  aun- 
que entonces  se  acompañó  el  Código,  y  por  lo  mismo,  en  1855,  el 
Congreso  coustituyeote  dio  la  autorización  necesaria  para  formar 
ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  otras  Cortes ,  mas  tarde  dieron 
igual  autorización,  á  fin  de  plantear  la  importante  ley  Hipotecaria, 
que,  dicho  sea  de  paso,  ha  merecido  grandes  elogios  en  los  países 
ei^tranjeros. 

Manifestó  que  el  sistema  judicial  en  España  data  de  la  mas  re- 
mota antigüedad,  inspirado  por  el  espíritu  de  la  antigua  legislación 
romana  y  basado  sobre  la  leyxle  Partida  que  dice:  tL'^s  Jueces  de- 
ben, amar  ia  libertad  del  hombre,  porque  la  libertad  es  la  amiga  de 
la  naturaleza;»  que  estaba  á  la  altura  de  los  adelantos  de  Europa; 
pero  que  sin  embargo,  tenia  sus  errores  comunes  á  toda  ésta,  me- 
nores sin  duda  de  lo  que  hubieran  podido  ser  á  no  existir  el  libre 
arbitrio  de  los  tribunales.  Esta  organización  fué  reformada  en  el  ti- 
tulo y  de  la  Constitución  de  1812  y  en  la  ley  de  i2  de  octubre:  en 
1834  se  iniciaron  otras  reformas  por  el  Sr.  Garelly,  y  últimamente 
se  dio  en  18<35,  con  el  propio  fin,  el  reglamento  provisional,  obra 
del  Sr.  García  Herreros. 

Pero,  señores,  desde  esta  época  arranca  un  estado  de  cosas  en  el  pro- 
cedimiento criminal  que  merece  toda  la  atención  del  Senado.  Inspira- 
da la  reforma  de  los  principios  de  i812,  creyó  que  ta  sociedad  estaba  es- 
cesivámente  defendida  y  el  individuo  abandonado^  y  dijo:  es  necesario  do- 
tar al  indivíiluo  de  grandes  garantías,  siquiera  seaá  nesgo  de  debilitar  la 
sociedad,  algo  desamparad.!.  Se  introdujo  en  España,  se  regularizó,  se  le 
dio  la  debida  forma,  la  desdichada  tercera  instancia  en  materia  criminal, 
causa  y  origen  de  tantos  males  sociales,  cuyo  cuadro  no  quiero  yo  presen- 
tar á  la  consideración  del  Senado. 

Desde  luego  lo  que  se  presenta  á  la  consideración  es  la  interminable 
dilación  de  las  tres  instancias  en  materia  criminal.  Habíamos  tenido  en 
España  un  procedimiento  criminal  fuerte  y  represivo;  habíase  dicho  que 
se  follaría  en  primera  instancia  y  se  confirmana  en  la  Audiencia;  pero 
que  si  ocurrían  uno  de  esos  crímenes  que  conmueven  y  socavan  lo3  ci- 
mientos de  la  sociedad,  que  llevan  la  alarma  al  sonó  de  Iiis  familias,  enton- 
ces eso  sería  un  caso  de  corte  y  se  fallasen  en  una  sola  y  única  instancia. 
De  modo  que  esta  única  instancia  que  ahora  parece  tomarse  del  procedi- 
miento extranjero,  esa  única  instancia  ha  sido  española,  puramente  espa- 
ñola, y  ese  caso  de  corte  se  decidía  y  se  fallaba;  y  si  el  Tribunal  eslimaba 
que  por  la  naturaleza  del  delito,  por  el  escándalo  que  habia  producido,  por 
)a  prueba  plenísima  contra  los  acusados,  merecía  una  represión  ínmedialu 
añadía  á  su  sentencia  la  cláusula  aquella  terrible:  aejecutese»;  y  con  una 
solo  insiancia  se  ha  ejecutado  en  España  á  muchí'íimos  criminales. 

Pues  á  este  estado  de  cosas  establecidas  como  he  dicho  antes  en  deff^n- 
sa  de  la  sociedad,  quizá  por  un  esceso  de  celo  por  la  sociedad,  por  el  pro- 
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corautiy  por  la  víodicta  pública,  hemos  venido  á  parar  al  procedimiento  ac- 
tual que  ofrece,  Sres.  Senadores,  un  resultado  lastimoso. 

Se  persigue  un  criminal,  siquiera  sea  de  esos  que  llevan  la  alarma  al 
seno  de  las  familias,  y  me  propongo  no  citar  un  solé  caso.  Esta  ciusa  se 
sustancia,  determina,  y  se  falla  en  primera  instancia  después  de  dilacio- 
nes de  que  tampoco  voy  á  hacer  mencron.  Apelada  ó  no  apelada,  se  lleva 
«n  consulta  á  la  Audiencia,  y  allí  se  abre  la  segunda  instancia,  en  la  cual 
es  lícito,  es  posible  deducir  <)emanda  ó  lo  que  nosotros  llamamos  artículo 
<Ie  prueba.  Esta  prneba.  ó  se  concede  ó  se  niega:  no  hay  remedio.  Si  se 
concede,  gran  dilación.  Regularmente  para  concederse  ó  denegarse  si  es 
contradicha,  trae  consigo  la  vista  del  negocio,  la  vista  en  incidente;  pero 
es  una  vista.  Si  se  deniega,  todavía  el  resultado  es  mas  digno  de  la  aten- 
ción del  Senado.  Si  se  deniega,  há  Ingar  á  la  súplica,  á  la  súplica  de  la  de- 
negación de  esO|  y  tenemos  dos  vistas  de  incidentes  y  U  vista  flnal;  resul- 
tado, que  para  sentenciar  y  fallar  una  segunda  instancia  en  España,  se  ne- 
cesilaír  tres  vistas. 

Pues  se  falla  la  cansa  eo  vista,^  y  ser  interpone  recurso  ea  vista,  e^n  lo 
cual  queda  abierta  en  forma  la  tercera  instancia,  y  en  la  tercera  instancia 
se  reproduce,  aquel  articulo  de  prueba,  y  volvemos  á  traer  la  cuestión  á 
iguales  términos;  y  se  admite  ó  se  niega.  Regularmente  en  tercera  se  nie- 
ga. Suplicase  de  la  denegados  otra  vez.  y  tenernos  dos  vista»  incidentales 
en  la  tercera,  y  otra  incidental.  Resultado^  que  para  fallar  un  asunto  tene- 
mos la  vista  eo  primera  instancia,  tres  posibles  en  segunda^  y  otras  tres  en 
tercera,  qiie  son  siete.  Esto  acontece  en  Espaíia.  En  Francia,  con  una  so- 
la instancia  se  sustancia^  se  determina,  se  falla  y  ejecutoria  ud  negocio, 
salvo  el  recurso  de  casación  de  que  me  naró  cargo  mas  adelante. 

Señores:  puede  acontecer  que  un  hombre  acusado  por  un  delito  gi^ve. 
y  conden:ido  .1  una  pena  corporal  en  primera  instancia,  y  á  la  misma  ó  se- 
mejante pena  en  la  segunda,  sea  condenado  á  muerte  én  la  tercera,  y 
suba  al  patíbulo  por  la  ley  de  las  minorías,  ¿qué  digo  por  la  íey  de  las  mi- 
norías? ¿por un  solo  voto  puede  un  hombreen  España  hoy  perder  la  vida 
4jn  un  cadalsol  ¡Cabe  duda  sobre  esto?  Parece  que  no;  si  cupiera,  la  de- 
mostración seria  muy  fácil;  porque,  ¿no  puede  un  hombre  acusado  de  un 
delito  grave  haber  sido  condenado  por  el  Juez  de  primera  instancia  y  por 
cinco  magistrados  en  la  Audiencia  á  sufrir  una  pena  temporal  de  por  vida? 
Ya  tenéis  seis  votos  en  este  sentido.  Pues  vengamos  ahora  á  la  tercera  ins- 
tancia, á  esa  terrible  instancia  en  que  entra  á  formar  parte  de  la  Sala  un 
magistrado  de  los  que  en  la  anterior  instancia  le  condenaron.  ¡Y  qué  Co- 
sas nan  tenido  lugar  por  eso  de  entender  un  mismo  magistrado  en  las  sen- 
tencias de  vista  y  de  revista!....  pero  no  quiero  convertir  al  Senado  en  una 
especie  de  academia  de  jurisprudencia.  En  esa  tercera  instancia  sucede 
que  aquel  hombre  que  ha  tenido  á  su  favor  ya  seis  votos  para  pena  tempo- 
ral de  por  vídd,  dos  magistrados  le  condenan  á  la  misma  pena,  y  tres  á 
muerte,  y  entonces  contra  ocho  votos  de  vida  irá  por  tres  al  patíbulo;  ó 
valiéndome  de  otra  fórmula  que  puede  decirse  matemática,  después  de 
seis  votos  á  favor  de  su  vida  en  los  primeros  fallos,  podrá  haber  aos  para 
la  muerte  y  dos  para  la  vida  en  la  tercera  instancia.  Estas  cantidades  que 
se  balancean,  es  menester  eliminarlas;  quedará  un  solo  voto;  pues  por  un 
.Holo  voto  puede  hoy  en  España  subir  un  hombre  al  patíbulo. 

6stD  es  respecto  a  1  procesado,  cuyo  interés  hé  examinado  ahora.  Pero 
¿no  será  Hcito,  señores,  examinar  también  el  interés  de  la  sociedad?  ¿No 
será  lícito  ver  que  la  vindicta  pública  está  clamando  por  el  pronto  castigo 
de  un  criminal  á  quien  se  le  ha  impuesto  una  pena,  á  quien  se  le  ha  vuel- 
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to  á  impoDer,  y  á  quien  sin  embargo  es  necesario  llevarla  ó  una  tercera 
instancia  para  que  ?uetva  á  imponérsele,  lo  cual  acontece  por  término  me- 
dio al  cabo  de  dos,  tres  6  mas  añas,  después  de  los  cuales  lo  que  se  esperi  - 
menta  es  el  sentimiento  de  la  compasión  que  viene  á  sofocar  el  grito  de  la 
conciencia  y  de  la  vindicta  pública?  Creo  pues»  señores,  que  no  puede  ca- 
ber la  menor  duda  acerca  de  la  necesidad  de  poner  un  remedio  pronto  y 
eficaz  á  este  estado  de  cosas. 

Creía  que  en  los  proyeeles  formiilados  por  la  Comisioa  estaba 
el  remedio  &  esos  males,  y  qae  para  aplicarle  do  debia  aguardarse 
á  plantear  la  ley  que  por  falta -de  preparación  suficiente  y  por  Ion 
mayores  gastos  que  ha  de  ocasionar  ofrecerá  grandes  dificultades 
en  su  ejecucioD.  La  casación  criminal  en  su  juicio  podría  estable- 
cerse sin  crear  para  ello  la  Sata  deadraisioo,que  tampoco  existe  en 
Francia,  ensayándola  para  la  pena  de  moerte  y  para  todas  las  per- 
petua». 

Respecto  ai  estado  de  los  juicios  de  faltas^  cuyo  conooiaHento 
podía  atribuirse  á  los  Jueces  de  paz  fot  medio  de  un  decreto,  se 
espreaaba  asi: 

Ej^iste  con  el  carácter  da  provisional  que  se  le  dio  hace  diez  y  siete 
años,  y  yo  no  sé  el  tiempo  qve  está  destinado  á  ?i¥ir.  Con  ese  carácter  st» 
dijo  en  1818:  conocerán  en  juicio  verbal  de  las  faltas  de  que  trata  el  Có- 
digo pieqal  los  A^loaldes  y  sus  TenietUes  en  h  tona  que  se  detallaba.  Si 
volvemos  la  vista  al  interior  del  país:  si  miramos  asas  poblaciones  peque- 
ñas, y  sobre  todo  las  rurales,  no  pueie  uno  meóos  de  condolerse  de  la  si- 
tuación de  esos  pobres  Alcaldes  llamíidos  á  fallar  sobre  las  Caltas,  cuando 
quizá  no  saben  leer  ni  escribir.  Pues  esto  está  pasando;  esto  es  origen  de 
muchos  males  que  aquí  en  Madrid  no  presenciamos,  pero  de  los  cuates  son 
eco  todas  las  provincias.  Y  aunque  eu  las  grandes  capitales  el  mal  se  ami- 
nora,  porque  $1  cargo  de  Teniente  Alcalde  está  desempeñado  por  caballe- 
ros muy  cumplidos,  de  notorio  arraigo  é  indepeadeocia,  inspirados  por  el 
sentimiento  de  verdadero  patriotismo,  y  anoqua  estas  personas  indodabJe- 
mente  no  se  hallan  en  las  condiciones  de  esos  pobres  Alcaldes,  al  cabo  ^ 
señores,  sea  Jueces  legos.  No  solo  e:sto»  sino  que  ee  las  graodea  poblacio- 
nes como  Madrid  y  Barcelona,  en  que  el  movimiento  de  la  pobJacioa  o» 
cabe  en  el  ámbito  en  que  se  agita,  estos  Tenientes  tienen  otras  atribucio- 
nes priroor-diaies,  como  son  cuidar  de  la  población,  de  su  ornato  y  mejora, 
y  estas  personas  se  distraen  de  su  primitivo  instituto  para  atender  al  cá*^ 
nocimiento  de  los  juicios  de  faltas  con  la  intervención  del  Promotor  fiscal. 
Todos  estos  males  se  veían  venir  en  i  81$  cuando  se  publicó  la  ley  provi- 
sional. 

Terminó  su  discurso  pidiendo  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia qne  atendiese  al  estado  deplorable  en  que  se  halla  la  administra- 
ción de  justicia  en  el  órdea  material,  procurando  por  todos  los  me- 
dios necesarios  dar  decoro  á  la  institución. 
El  Sr.  Cv^nsalez  IVandin  manifestó  que  era  raro,,  rarísimo  el 
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caso  eo  que  un  reo  haya  salido  de  la  tercera  ioslaocia  con  mas  peaa 
que  la  que  le  fué  impuesta  eo  la  segunda. 

Es  una  verdad  que  desgraciadameote  hay  que  decirla  (puesto  que  esta- 
mos tratando  de  ia  reforma  de  la  legislacioo),  que  hoy  se  constituye  juris- 
prudencia y  seguirá  constituyéndose  á  pesar  del  proyecto  que  está  á  discu- 
sión, por  el  parecer  de  cuatro  magistrados  contra  el  parecer  de  ocho.  La 
sanción  de  la  autoridad  es  una  gran  sanción,  es  una  sanción  indispensable, 
porque  sin  ella  no  puede  existir  la  sanción  de  la  Justicia;  la  sanción  de  la 
autoridad  es  una  íiccíon,  pero  es  una  ficción  necesaria,  indispensable;  pero 
para  que  sea  útil,  ha  de  ir  acompañada  de  la  sanción  del  número.  Pues 
bien,  Sres.  Senadores:  hoy  dia  se  falla  un  negocio  por  el  Juez  de  primera 
instancia;  la  Sala  respectiva  de  la  Audiencia,  compuesta  de  cuatro  Magis- 
trados, confirma  so  sentencia;  viene  después  á  la  Sala  del  Tribunal  Supre- 
mo de  casación,  formada  por  siete  Magistrados,  que  es  la  dotación  de  ca- 
da una  do  sus  Salas;  tres  Magistrados  opinan  como  la  Audiencia  y  el  Juez 
de  primera  instancia;  es  decir,  que  ocho  Jueces  son  del  mismo  parecer;  y 
solo  cuatro  Magistra^los  que  han  compuesto  la  mayoría  de  la  Sala  fallan 
en  contra:  de  consiguiente  estos  cuatro  Magistrados  han  echado  abaju 
la  sentencia,  en  favor  de  la  cual  opidabau  ocho  Magistrados,  contando  al 
Juez,  cuando  estos  ocho  Magistracfos  pueden  ser  y  lo  son  á  veces  superiores 
en  luces  á  los  cuatro  que  forman  la  jurisprudencia  y  echan  abajo  el  dic- 
tamen de  los  ocho. 

Es  pues  indispensable  (aunque  el  hablar  así,  mas  bien  que  en  pro,  que 
es  el  sentido  en  que  he  tonvido  la  palabra,  io  hago  en  contra)  que  la  juris- 
prudencia la  forme  mas  mayoría  en  la  Sala  de  casación.  Ya  que  tomamos 
esta  institución  de  Francia,  preciso  es  que  copiemos  su  fondo  y  su  forma; 
porque  sí  no,  hay  que  abandonarla.  Es  preciso  que  la  mayoría  de  la  Sala 
(le  casación  sea  de  seis  individuos  en  vez  de  cuatro,  para  que  se  remedie 
este  mal;  ahora  estamos  á  tiempo  de  remediarlo  en  el  nuevo  proyecto,  y  el 
remediarlo  importa  mucho  á  la  administración  de  justicia.  Pues  será  muy 
conveniente  que  al  tiempo  mismo  que  el  país  sepa  por  boca  de  un  Magistra- 
do que  solo  con  el  parecer  de  cuatro  Ministros  del  Tribunal  Supremo  se 
forma  la  jurisprudencia,  sepa  también  que  el  mal  se  remedia  en  este  pro- 
yecto de  ley.  Por  lo  tanto  es  de  todo  punto  urgente  reformar  en  esta  parte 
él  proyecto  que  tenemos  á  la  vista. 

Hallábase  de  acuerdo  con  la  Comisión  eo  cuanto  á  la  creación  de 
la  Sala  de  previo  examen  en  lo  criminal,  que  no  existe  en  Francia 
por  que  es  incompatible  coa  el  jurado  contra  cuyos  veredictos  do  se 
dá  recurso  alguno. 

Dijo  que  eo  el  proyecto  que  se  discate  se  habia  puesto  el  opor- 
tuno remedio  á  los  vicios  que  hoy  se  notan  en  lo  relativo  á  juicios  de 
faltas,  sustituyendo  los  Jueces  de  paz  para  estos  casos  á  los  Alcaldes. 

Después  de  rectificar  brevemente  el  Sr.  Roncali  usó  de  la  pa- 
labra 

El  Sr.  ilíiil^iro  ilaC<riiAÍ«y  Jlastlela  {Arrazola),  que 
deducía  de  todos  lo»  discursos  que  se  habían  pronunciado  asi  en  pro 
como  en  contra  la  bondad  de  la  reforma  y  su  necesidad;  y  no  podía 
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ser  otra  co^a.  pues  el  proyecto  de  que  se  trata  oo  ha  sido  improvi  - 
sádo,  sino  que  es  obra  de  diferentes  admístracíonesde  distiotos  ma- 
tices políticos,  y  de  una  corporación  ¡lustrada  y  laboriosa,  cual  es 
la  comisión  de  Códigos,  y  por  otra  parte,  no  podrá  menos  de  ad- 
quirirse el  convencimiento  de  que,  si  bien  unos  querrían  mas  y  otros 
menos,  si  ha  de  hacerse  algo  es  necesario  adoptar  un  justo  medio 
entre  estremos  opuestos. 

No  se  le  ocultaban  las  dificultades  con  que  para  el  planteamien- 
to de  la  ley  habría  de  tropezarse  para  hacerlo  con  oportunidad,  ase- 
gurando el  éxito  desde  su  principio;  pero  tenia  gran  coníianza  en 
poder  empezar  á  plantearla  con  mas  facilidad  de  la  que  se  cree,  por- 
que aparte  de  sus  conocimientos  en  la  materia  poseía  una  gran 
fuerza  de  voluntad  para  conseguirlo.  La  principal  dificultad  Ja  eco- 
nomía, podria  vencerse  con  los  recursos  de  que  dispone  el  Ministe- 
rio ya  en  el  capítulo  de  gastos  de  justicia,  ya  en  el  de  imprevistos. 
Para  todo  lo  nuevo  hay  que  luchar  con  obstáculos:  lucha  hubo  para 
establecer  la  casación  civil,  y  la  casación  civil  está  boy  aclimatada 
en  el  país,  y  la  opinión  ha  conocido  las  grandísimas  ventajas  que 
reporta. 

Sobre  la  sala  de  admisión  en  lo  criminal  es  cierto  lo  que  ha  dicho  su 
senorSa.  No  la  hay  en  otros  Estados  de  que  tomamos  ejemplo.  No  existe  en 
ellos,  porque  no  es  nece<:aría;  y  como  contra  la  evidencia  de  ios  hechos  no 
iiay  evidencia  mayor,  toda  vez  que  en  ellos  no  se  ha  sentido  la  necesidad^ 
está  evidenciado  que  allí  no  es  necesaria.  Estas  razones  se  han  dado  hoy 
también. 

Pero  viniendo  á  España,  tan  celosa  de  su  justicia  y  por  eso  tan  propen- 
sa á  litigar,  aquí  donde  están  encariñados  los  litigantes  con  el  viejo  régi- 
men judíciai,  con  sus  instancias,  que  todo  para  ellos  es  todavía  una  ins- 
tancia, y  aun  el  mismo  recurso  de  casación  es  una  instancia  para  muchos, 
y  como  tal  lo  miran  y  Jo  ensayan,  ¿qué  sucederá?  Si  eso  acontece  hoy  en  lo 
<]ue  importa  menos,  cuando  se  trale  de  los  santos  derechos  del  individuo 
como  de  la  libertad,  de  ia  honra,  de  la  vida,  aunque  en  cuanto  á  la  vida  la 
ley  se  constituye  en  ffuarda  de  los  españoles,  y  creo  que  con  grande  acier- 
to y  beneficio  para  el  país,  ¿qué  sucederá,  repito? 

Que  todos  y  mas  aun  ios  pobres,  tantearán  defenderse  como  tales  pues 
todos  son  amigos  de  hacerlo,  y  todo  se  querrá  traer  al  nuevo  remedio,  al 
Tribunal  Supremo,  y  vendrían  á  él  tales  cosas,  que  se  podrian  llamar  im- 
pertinencias, sin  faltar  por  esto  al  respeto  y  á  las  fórmulas  legales  de  la 
tusticia.  Y  si  de  todo  habrá  de  ocuparse  la  Sala  de  casación,  era  mejor  no 
crearla,  porque  lo  que  hay  que  temer  al  crear  tales  instituciones  es  que  al 
principio  se  desacrediten. 

Es,  pues,  necesaria  como  ensayo,  pues  que  vamos  á  ensayar,  y  pues 
que  todo  se  llama  provisional,  esa  Sala  de  previo  examen.  ¿Y  quién  sabe 
cuánto  podrán  desempeñar  los  magistrados  que  la  compongan,  con  el  celo 
que  naturalmente  les  ha  de  caracterizar,  sin  descansar  un  dia  y  otro  día, 
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un  añ<vy  otro  año,  y  mucho  mas  cuando  para  la  casación  cnminal  e)  año 
es  roas  largo,  tiene  mas  días,  pues  no  bav  ninguno  que  huelgue,  y  otros 
se  habilitan?  Con  celo  se  puede  liacer  mucho,  y  yo  sé  que  á  la  magistratu- 
ra española  no  finita  nunca  celo  y  perseverancia. 

Jueces  de  paz.  Efectivamente,  hoy,  sin  que  nadie  lo  advierta,  ha  ve- 
nido al  debate  una  recia  y  batallona  cuestión;  la  ley  de  ayuntamientos  del 
año  40,  la  cuestión  de  los  alcaldes. 

¿Por  qué  entonces  se  oponía  á  ella  el  Gobierno  del  cual  formaba  parte 
el  Ministro  qtie  tiene  la  honra  de  ser  escuchado  por  el  Senado  y  con  tanta 
benevolencia?  ¿Era  por  algún  espíritu  de  retroacción,  de  retroceso?  Pues 
si  su  vida  toda  na  sido  consagrada  á  la  ciencia,  ¿cómo  ha  de  tender  al  re- 
troceso que  la  ciencia  resiste,  porque  ella  ilumina  el  camino  de  la  hu- 
manidad y  hasta  el  fondo  que  siempre  es  oscuro  del  porvenir?  No  pue- 
de ser. 

¿Pero  qué  había  allí?  Que  los  que  llamaron  y  venían  llamándose  jus- 
ticias y  ayuntamientos  (y  no  pierda  de  vista  el  Senado  el  nombre  de  jusü- 
cías)  fo  eran  de  tal  modo^  que  un  alcalde  era  iuez  de  primera  instancia 
con  su  asesor,  y  der  aquí  le  venta  el  título  de  justicia  ordinaria.  T  bien: 
había  venido  una  Constitución  política  que  deesa  que  la  Corona  nombrase 
los  empleados  páblicos,  y  que  el  poder  ejecutivo  se  encargase  del  cuidado 
de  la  administración.  Y  yo  decía:  ¿á  dónde  vá  á  dar  ese  derecho  constitu- 
cional, si  los  alcaldes  han  de  ser  en  todos  los  paeblos  los  jueces  de  prime- 
ra instancia  que  baa  de  administrar  juaticia?  Autonzarme  para  noabrar 
otros  agentes  de  justicia  que  sean  de  nombramiento  Real,  que  deriven  su 
jurisdicción  de  la  alta  fuente  de  la  justicia  que  en  España  ha  sido  siem- 
pre el  Trono ;  y  enhorabuena  que  los  pueolos  tengan  sus  ayuntamien- 
tos, pero  que  no  se  llamen  ya  justicias,  que  se  denominen  solo  ayunta- 
mientos. 

Y  cuidado»  decía  yo  eotonoea  (y  en  lo  cual  no  lasthno  aínguna  perso*^ 
nalidad,  ni  rebajo  la  clase  de  los  alcaldes),  que  hay  que  teaer  en  eventi  el 
oénero  á%  instruccian  de  los  alcaldes,  sua  eomf|romisoft  dt  localidad,  que 
han  de  baeer  justicia  en  este  aio  al  que  en  d  siguiente  pveda  desceparles 
las  viñas  y  quemarles  las  trojes,  qué  el  aumentarles  otras  íncumbenciss 
que  les  abruoien  ailemás  de  las  que  tienen,  come  los  pésiboe,  deeía  yo  en- 
tonces, y  la  reCJKidaciiHi  de  conlribucicmes,  ese  vejá«sá  de  tener  qi%  tra- 
tar con  ios  morosos  para  pagar,  y  no  solo  C(m  los  morosos,  sino  con  los  fo^ 
no  pueden  satislacer  sus  deudas  perqué  son  tBsolveoAas>  es  altamente  m* 
conveniente,  y  todo  esto  haee  qne  la  justicia  safra  en  su  aplieaoioD. 

Y  bien:  ¿ha  cambúido  la  índole  de  los  alcalaes  y  tenientes  de  alcalde  da 
entonces  acó?  No.  Ahora  se  tocan  dos  puntos  anooue  distintos. 

Y  yo,  señores,  que  en  el  Código  penal  tuve  la  bosra  de  traer  á  las  Cá- 
maras, discutir,  proponer  á  la  sanción,  hacer  aplicar  y  ejecutar  el  Cóá^ 
penal,  con  la  ley  provisional  pora  su  ejecución,  pknteé  el  ejercicio  déla 
jurisdicción  local  para  los  juicios  de  paz,  como  entoness  podía  plastearse,, 
con  sus  alcaldes  y  tenientes.-*  (S#  conelíiinL) 
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Diicutíon  habida  m  el  Senado  sobre  el  dictamen  de  la  comisión  ra- 
laHvo  al  proyecto  de  ley  de  bases  para  ¡a  reorgani%amn  de  los 
tribunales  y  er\juiciamieinto  crindnal  del  fuero  comunt  y  para  la 
erganhíaeimi  provisional  del  Tribunal  Supremo^  reforma  de  la 
casación  dvU  y  establecimiento  de  la  criminal  ({). 

DISCUSIÓN  POR  ARTÍCULOS. 

{Gmelttye  ei  discurso  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  t  Jusncu  sobre 
elart.  4.*,  base  i. ^ 

Después 06  ha  íntrodueído  un  segundo  elemento  mas  análogo  é  idénti- 
co al  que  yo  quería  establecer  en  el  año  40;  elemento  que  entonces  resis- 
tían los  tiempos,  y  boy  lo  han  impuesto;  elementos,  imposiciones  y  dis- 
cernimiento que  estaba  reclamando  la  Constitución  del  Estado.  ¿Para  qué 
blasonar  de  que  Itabiamos  separado  lo  judicial  de  lo  administrativo,  si  po- 
día levantarse  el  último  afcalde  j  decir:  «Legislador,  ¿V.  no  ha  viajado?)> 
Pues  bien:  se  crearon  los  jaeces  de  paz  con  timidez,  respetando,  como  de- 
bía respetarse,  el  elemento  antiguo,  sin  duda  porque  la  sanción  de  los 
-^mpos  es  resipetabte  como  casi  ninguna  sanción,  y  se  quedó  la  justicia 
en  ese  primer  grado  sobre  loe  alcaldes  con  la  responsabilidad,  y  en  otros 
sobre  los  jueces;  y  si  bien  es  verdad  q«e  los  jueces  de  paz  sustituyeron  en 
algunos  casos  al  juez  de  primera  instancia,  también  es  verdad  que  todavía 
no  conocen  en  los  feHos,  lo  cual  viene  completamente  corregido.  Serán 
jueces  de  paz,  y  habrá  de  procurarse  qne  siempre  lo  sean,  letrados:  ten- 
drán los  tenientes  sustitutos  que  sean  necesarios;  los  juzgados  de  paz  me- 
recerán ese  nombre  por  el  nuevo  proyecto.  Quede  también  tranquilo  por 
ese  lado  mi  anrigo  el  Sr.  Roncali. 

EsteBdióite,  poriiUimo,  en  ^tlgunas tristes  consideraciopes  sobre 
lo  mal  establecidos  que  estás  en  eeta  corte  loa  Tribunaies  de  justi- 
cia, en  especial  el  Supremo  y  los  Juzgados,  y  espnso  su  esperanza 
4Íe  que  á  poco  que  vivieae  se  emprendería  la  edificación  de  un  pa* 
lacio  digno  de  la  justicia  y  corte  de  Sspana. 

El  Sr.  Galvex  CaAepo  combatió  la  autorización  que  se  pe- 
dia eo  el  art.  i/,  porqse  dejando  4  discreción  de  los  Oobiemos  (a 
formación  de  las  feyes,  snelen  alterarse  las  bases,  y  mucho  mas  de 
temer  seria  esto  tra^dose  de  una  ley  en  que  vá  envuelta  la  tute- 
la de  la  seguridad  personal  que  sirve  de  escodo  4  las  garantáis  po- 
líticas. 

Me  opongo  también  porque  vamos  á  hacer  una  ley  inútil  en  las  pre- 
jesentes  circunstancias.  ¿Qué  afán  hay  aquí?  Hemos  estado  sin  estas  le- 

^  ,'  ■  '■       ■         ■  ■ ^ 

ii)   V¿aiiM  laf  págs.  37S  y  47e  de  este  temo. 
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yes  años  y  sigloi,  y  de  repente  las  queremos  baeer  todas  por  medio  de  una 
autorizacion/caando  no  tenemos  tnedíos  de  plantearlas;  estableciendo  Jos 
principios  y  no  sacando  sus  legltinras  cOBseeuencias;  poniendo  al  lado  del 
precepto  la  suspensión;  al  Jado  de  la  afirmación  la  negativa.  No  pareoe  sino 
que  nos  proponemos  hacer  un  libro,  y  las  leyes  no  son  libros,  no  son  cuer- 

Eos  de  ciencia;  son  cosas  de  práctica.  ¿Qué  vale  que  establezcamos  aqui 
uenos  principios,  y  luego  al  tratar  de  su  ejecución  digamos  que  no  los 
podemos  ejecutar?  Decimos:  mientras  no  pueda  ser  esto,  hágase  esto  otro; 
pues  entonces  espérese  á  que  pueda  ejecutarse.  En  un  pnisupuesto  cono 
el  de  España  quQ  pasa  ó  casi  llega  á  2,200  millones  de  reaJes;  en  una  na- 
ción que  tiene  tab  inmensos  recursos,  que  tiene  aun  muchos  bienes  amor- 
tizados, que  no  ha  conseguido  todavía  la  permutación  en  Ja  mayor  parte  de 
las  diócesis,  ó  á  lo  menos  en  las  mas  ricas  de  España;  cuando  hay  muchos 
bienes  de  beneficencia,  enseñanza  y  otros  que  están  por  aplicar  al  Estado; 
cuando  se  babren  créditos,  se  emprenden  obras  y  se  acometen  trabajos 
que  exisen  centenares  de  millones,  ¿no  hemos  de  tener  recursos  que 
aplicar  á  la  administración  de  justicia  para  ptoütear  desde  luego  el  siste- 
ma que  se  crea  mas  conveniente  en  España?  ¿Tan  escasos  estamos  de  me^ 
dios,  señores?  Yo  creo  que  no;  pienso  que  esta  atención  es  preferible  á 
otras  obras  que  se  emprenden. 

Estamos  hablando  de  los  Tribunales  correccionales,  que  yo  llamaré 
mejor  colegiados,  y  en  lugar  de  fundarlos  en  términos  de  que  merezcan 
desde  luego  la  consideración  y  el  respeto,  establecemos  Tribunales  ambu- 
lantes que  han  de  ir  de  pueblo  en  pueble  administrando  la  justicia  sin  ro- 
dearlos del  prestigio  que  necesitan,  sacando  de  su  conocimieuto  ios  asun» 
tos  mas  graves  y  ensayando  el  sistema  á  medias. 

Y  todo  ¿port|ué?  Por  economiae;  poroue  no  podemos  hacer  los  gastos 
necesarios.  Pues  esperamos  á  que  se  pueoa.  Al  mismo  tiempo  que  estas 
kyes,  debia  venir  en  el  presupuesto  el  créditii  necesario  para  plantearlas, 
fijando  el  número  de  k)8  Ttiimnales,  uno  en  cada  provincia  si  se  contem- 
plaba necesario.  Giumdo  llegue  esa  cuestión  yo  espondré  mi  sistema. 

Ahora  estamos  discutiendo  inútilmente,  porque  consagramos  un  prin- 
cipio cuya  aplicación  se  aplaza;  y  yo,  cuancío  aei^^o  una  reforma  como 
buena  y  útil,  soy  amigo  de  llevarla  á  sus  legitimas  consecuencias  y  no  de- 
tenerme en  vanos  ensayos  que  la  desacreditan.  Desunes  de  instruir  un  es- 
pediente con  todos  los  conocimientos,  con  todas  las  luces ,  oyendo  los 
cuerpos  competentes,  los  colegios  de  abogados,  las  Audiencias,  reuniendo 
todos  los  datos  posibles,  se  propone  una  reforma  y  se  ejecuta  con  vigor. 
No  sucede  así  en  el  asunto  que  discute,  porque  qtieda  casi  intacto  el  sis^^ 
tema  antiguo,  gracias  á  la  suspensión. 

Si,  señores;  casi  intacto  c[ueda,  porque  fuera  de  la  casación  en  mate- 
ria criminal,  cuya  importancia  no  desconozco,  se  aplica  solamente  á  los 
Tribunales  ¿olegiados,  á  las  causas  correccionales,  dejando  olvidadas  cual 
pQ  encuentran  las  demás  causas  de  pena  grave  y  aflictiva,  en  lasouequi- 
^á  seria  mas  necesario  que  entendiesen  esos  Tribunales  colegiados,  con 
distinciones  un  tanto  caprichosas,  ya  adoptándoseuoa  circunscripción  pa- 
ra que  entienda  la  Audiencia  en  ciertas  causas  por  medio  del  iuido  ortJ. 
Ífa  separando  unos  partidos  de  otros,  ya  administrando  con  aesigualdaa 
a  justicia:  de  manera  que  unos  españoles  que  vivan  pocas  leguas  mas  acá 
ó  mas  allá,  están  sujetos  á  distinta  jurisdicción  y  á  diversa  rorma  de  en- 
juiciamiento. En  la  antigua  comisión  se  determinó  que  la  Audiencia  en 
tendiese  por  medio  del  juíciooral  en  los  delitos  que  se  cometieran  eú  el 
pueblo  en  que  estuvieran  establecidas;  hoy  se  sujetan  al  mismo  prínci- 
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pió  los  partidos  inmediatos;  pero  á  los  partidos  lejanos  no  liega  este  be« 
Deücio. 

De  manera  que  eo  la  circanscripcion  de  una  misma  Audiencia,  los  ea« 
pañoles  van  á  ser  juzf<ados  de  distmta  manera:  v  todo  ¿por  qué?  Porque 
folian  los  medios  efe  plantear  la  reforma.  Pues  aplacémosla,  y  cuando  se- 
pamos que  se  puede  llevar  á  cabo,  y  cuando  tengamos  los  medios  necesa<i 
rios  al  efecto,  antonces  tráiganse  los  proyector  y  los  votaremos,  por« 
que  mientras  eso  no  pueda  ser  estaremos  perdiendo  lastimosamente  el 
tiempo. 

El  Sr.  CUMnem  de  la  Sepna,  manifestó  qae  leyes  de  esta 
naturaleza  DO  pueden  con  facilidad  resolverse  en  los  Cuerpos  colé- 
aisladores  por  el  mucho  tiempo  que  en  ellas  se  invertiría  y  por  el 
peligro  de  íledtniir  ana  obra  de  machos  anos,  solo  por  no  haber 
fijado  las  bases.  La  discusión  sobre  estas  es  mucho  mas  amplía,  hay 
«n  ella  mas  deienimiento  y  no  hay  por  lo  mismo  temor  fundado  de 
que  se  menoscaben  y  perjodiqaen  los  grandes  principios  que  ga* 
raotizan  la  libertad  índividuaL  Anadió  que  el  Sr.  Galvez  Cañerooo 
podía  oponerse  á  la  autorización  toda  vez  que  había  votado  laqu^ 
se  concedió  al  Gobierno  para  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Vamos  ¿hacer  un  trabajo  inútil,  decia  S.  S.;  no  tenemos  aquí  los  m^ 
dios;  no  tenemos  presupuesto.  Sío  esto  ¿qué  hacemos?  Yo  creo,  se&ores, 
que  ios  presupuestos  debeq  arreglarse  á  las  leyes  crónicas,  y  no  las  leyes 
orgánicas  á  los  presupuestos:  creo  que  la  Constitución  de  un  país,  que  e( 
orden  judicial,  sío  el  cual  no  puede  subsistir  ninsuna  nación,  ninguna  so^ 
ciedad,  porque  aun  entre  una  cuadrilla  de  bandidos  hay  justicia  a  su  ma* 
ñera,  toda  vez  que  sí  el  Jefe  no  reparte  con  igualdad  la  presa  al  instante 
áe  sublevan  contra  él,  es  lo  mas  esencial  de  un  Estado,  está  en  la  concien^ 
cía  del  hombre,  aun  del  malvado.  Si  dejáramos  estas  cuestiones  para  cuan* 
do  se  presentan  á  los  Cuerpos  colegisladores  los  presupuestos ,  que  es 
sieiupre  en  medio  de  penurias;  si  dejáramos  la  organización  judicial  para 
entonces,  no  sh  resolverían  debidamente:  yo  no  creo  que  deoen  decidirse 
mcidentaimenteestosgravesasuntos,  que  exigen  la  atención  del  legisla^ 
dar,  y  que  no  son  para  un  dia  ni  para  un  momento. 

Suponga  S.  S.  que  cuando  se  presentó  el  Código  penal  á  las  Cortes  se 
hubiera  dicho:  mientras  no  haya  medios  bastantes  para  la  organización  de 
este  CódígOp  yo  me  opongo  á  que  se  aplique:  á  estas  techas  el  Código  pe« 
nal  no  hubiera  empezado  á  regir,  y  estaría  aplazado  bastas  las  calendas 
griegas.  Digo  esto  p(»rque  el  Código  penal  exige  un  gran  número  de  es* 
tablecimientes  para  su  ejecución,  y  ninguno  deselles  ha  llegado  á  plantearse 
Hay  que  hacer,  por  ejemplo,  que  los  que  están  condenados  á  prisiones  sin 
trabajo  estén  con  los  que  se  hallan  penados  á  prisión  con  trabajo;  que  ios 
que  debiun  estioguir  su  condena  en  establecimientos  correccionales,  es* 
ten  con  los  que  sufren  penas  aflictivas.  Y  está  desquiciado  absolutamente 
todo  el  orden  penal,  tal  como  se  establece  por  el  Código.  Y  sin  embago  de 
esta  fiailta  de  medios  para  el  cumplimiento  del  Código,  ¿dejamos  de  votaf 
su  aplicación?  Si  S.  S.  al  votar  este  Código  se  hubiera  lijado  en  la  carencia 
de  recursos  para  la  creación  de.  los  dos  mil  y  tantos  establecimientos  pe<* 
nales  que  requiere,  repito  que  ahora  no  tendriébios  Código.  Por  otra  par« 
.te,  la  situación  económica  no  es  hoy  la,qae  era  en  1$48. 
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De  modo  que  si  valiese  la  observaeion  del  Sr.  Calves  Cañero,  tampoea 
ieodriamos  ley  de  beDefícencia^  porque  do  existen  tampoco  todos  los  esta- 
blecimientos que  aquella  fija,  y  sm  embargo  se  vaú  haciendo;  hoyise  vence 
una  dificultad,  mañana  otra,  y  así  se  va  saliendo  de  la  situación  pasada  y 
adelantando  en  la  vfa  de  las  reformas. 

Ha  hablado  mucho  S.  S.  de  los  Tribunales  de  justída  y  ha  heofao  algu- 
nas indicaciones  respecto  á  ellos.  ¡Ah,  señores,  cuan  cierta  es  que  ha  sido 
el  ramo  mas  descuiaado  entre  nosotros! 

Esta  es  una  apreciación  en  ^ue  no  estoy  del  todo  conforme  con  el  Se<- 
ñor  Ministro  de  Gtada  y  Justicia,  asi  eomo  iiÉnpdca  \q  ettof  con  alitunas^ 
iéMs  que  1m  oido  ewoner  á  otros.  No^creo  que  esto  haya  consistido 
siempre  en  la  falta  de  medios  En  España  se  han  construido  magníficos 
palacios,  soberbias  catedrales,  se  han  ejecutado  graodetf  ofetas  Improduc- 
tivas, se  han  levantado  grandes  esubleetiniantos  de  benefieeftcia;  ¿por  qué 
no  se  erigió  un  palacio  digno  al  Consejo  Supremo  de  Castilla  ni  aun  bajo 
el  reinaoo  de  Don  Carlos  III  en  que  tantas  de  aquellas  obras  se  ejecutaron, 
reinado  de  los  Ttins  abundantes  en  recursos,  y  durante  el  ciml  íbéomni* 
poieUte  el  Conseijo  de  Castilla?  ¿Cómt»  se  comprende  que  ahora  nos  queje- 
mos de  jBSto  si  recordamos  los  tiempos  de  Don  Garlos  III.  durante  los  cua- 
les donde  hoy  hay  tres  Salas  babia  cinco,  dos  de  gobierno,  uúa  de  juslr- 
cía,  6tra  de  provincia  y  otra  de  mil  y  quinientas? 

La  verdad  es  que  lo  aiie  foltaba  era  la  idea.  La  verdad  es,  señores, 
que  entonces  las  cosas  públicas,  fuera  del  aparato  esteríor,  se  hallaban  en 
peores  coúdiciones  que  boy,  como  sabe  el  Sr.  Galve2  Cañero;  las  depen- 
dencias del  Estado  se  hallaban  en  condiciones  inferiores  á  las  de  hoy,  todo 
ha  crecido  y  se  ba  desarrollado,  contentándose  entonces  aun  el  orden  ju- 
dicial con  la  severidad  del  traje  y  lo  sencillo  de  su  porte.  Las  costumbres 
eran  mas  sencillas  en  aquella  época,  y  menos  exigentes  que  hoy.  El  lujo 
que  tenemos  en  las  casas  particulares  era  propio  entonces  solo  de  fos  pa- 
lacios 

lías  por  estas  dificultades  ¿han  de  nacer  los  tribunales  con  destela? 
S.  S-  se  ha  Qjado  en  una  disposición  que  no  ha  salido  de  la  Cotnision  de 
Códigos.  8.  S..  sabe  su  origen,  jpuesto  que  se  hallaba  delante  cuando  se 
trató  de  dio.  Há  salido  de  esa  Comisión  magna,  de  esa  junta  que  se  reu- 
nió en  el  Senado,  en  la  cual  se  trató  acerca  ae  si  podria  ó  no  establecerse 
por  completo  la  reforma  en  lo  criminal,  acordándose  que  por  ahora  se  re- 
ávie$^  á  ciertos  partidos,  dejando  para  dentro  de  dos  años  su  total  plan- 
teamiento, al  cabo  de  cuyo  tiempo  todos  los  partidos  vengan  á  igualante.  Y 
estos  dos  años,  que  es  la  diferencia  de  la  igualación  para  administrar  la 
justicia  i  todos  del  mismo  modo,  ¿le  parece  á  S.  S.  un  pTazo  demasiado 
grande  cuando  se  trata  de  una  reforma  como  ésta?  ¿No  es  Conveniente  em*» 
pezar  por  algunas  partes,  como  por  tía  de  ensayo,  y  luego,  sf  alH  dá  bue- 
nos resultados,  hacerlo  esténsivo  sucesivamente  a  los  demás? 

Si  el  Sr.  Calvez  Cañero  y  el  Senado  quieren  que  desde  luego  se  ejecute 
la  ley  en  todaa  partes,  nosotros  no  tendremos  inconveniente  en  aceptrrfo; 
pero  esto  es  una  cosa  que  vendrá  oportunamente,  que  debe  atenderse  á  las 
circunstancias  especíales  del  país,  y  no  á  otra  oosa.  Esa  desigualdad  que 
resulta  es  una  desigualdad  pasajera,^ sumamente  pasajera. 

Rectificaren  ios  Sret.  GalveE  Cañero  y  Gómez  de  la  Serna. 

ftlStONIS  VK  31.  nS  MARZO,  8  Y  10  OK  ABRU  OB  1868. 

El  8r..Calderofi  Ciillanletf,  despnes  de  insistir  eo  las  ra- 
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^ooes  al«gadHfor  el  Sr.  GaUe?  Cañero  respecto  i  lo$  inconve* 
Dientes  de  esa  clase  de  aulorisaciottes*  fkreteadia  que  aoie»  de  pUa- 
iearse  los  proyectos,  y  después  de  redactados  por  la  Comisioa  de 
€odi6cacioo  fuesen  de  mieTo  llegados  á  las  C^te$  cm  W  proyecto 
de  ley  para  ver  si  la  redacckm  de  aquellos  guardaba  coosooaiicia 
rxm  las  actuales  bases.  De  esta  manera  la  abdicación  del  poder  le- 
gi8lati?e/Beria  mas  coaorda  y  no  se  diaria  un  voto  tan  á  ciegas  co« 
mo  el  que  se  daría  de  no  saber  en  qué  sentido  desenvolvía  la  Go« 
misión  Jas  ba^es  aprobadas,  supuesto  que  en  ellas  hay  cierta  r^ 
«erva  y  adcMás  90a  en  muy  escaso  nikiero  para  poder  dedsicir  e| 
sistema  que  en  su  desarrollo  ha  de  observarse. 

Pasaado  después  á  la  base  primera  q^e  establece  el  orden  ge* 
rarquioo  de  los  tribunales ,  se  espresaba  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

Todos  eaos  grados  se  ^onoceo  hov;  jqeces  de  paz^  los  tenemos ;  jueces 
de  partido  con  el  nombre  de  jqeces  de  primera  instanciaj^  los  hnj;  audiea* 
€ias,  también;  T^'ibii^nal  Supremo  de  casación  ó  de  Justicia  se  tiene  asimis* 
mo;  de  mpdo  que  se  añaden  únicamente  los  tribunales  correccionales. 

Pregunto  a  la  comisión:  ;qué  es  lo  que  tiene  por  mejor  (v  <a  pregun* 
ta  es  inútil  i)orque  contestan  las  J3ases),  el  sistema  de  los  tribunales'  uní* 

{)ersonale8  6  el  de  Tribunales  colegiados?  Los  dos  podrían  aceptarse;  pero 
d  Comisión  me  ha  dado  ya  anticipada  respuesta,  porque  establece  Tribunt* 
les  correccionales  colegiadpíi  y  Audíencis^s  colegiados:  ine^o  dá  preferencia 
al  seguido  sistema.  ¿Es  decir,  que  la  Oimision  y  el  Gobierno  considoraa 
que  los  colegiados  onecen  mayores  garantfas  de  acierto  para  la  recta  ad* 
iiiinistnKcion  de  justicia  en  lo  civil  y  lo  crimmal  que  los  Tribunal^  uniper* 
sonales?  Pues  entonces,  ¿por  qué  no  aplicáis  el  ormcipio?  ¿Por  qué  no  sois 
lógicos  y  consecuentes  al  aplicarlos  respecto  a  los  Tribunales  de  primera 
instancia?  ¿Por  qué  en  el  primer  mdo  de  la  gerarqufa  judicial  hacéis  pre- 
valecer el  sistema  de  los  Tribunales  unlpersononales  para  después  faltar  al 
principio  y  aplicar  el  de  lo!S  colegiados  al  tratarse  de  los  Tribunales  cor- 
reccionales, de  las  Audlenpias  y  de  los  Tribunales  de  casación?  Pues  qué^  k) 
bueno  para  uno  ;no  ]o  es  para  Jo  otro?  ¿So  hay  aqui  una failta  deoQnsecuen*- 
cía  y  de  lógica?  ¿Os  decidís  por  los  Trij^qnales  colegiados  y  yo  también,  pues 
este  es  mí  sjsitejma?  Bf as  ejf^oQces  ¿por  qué  no  aplicáis  ese  sistema  en  to- 
das las  esferas  del  orden  ju<¡!icjal? 

£1  Sr.  Blinistro  de  Gracia  y  Justicia  indicó  y  manifestó  también  el  di^* 
no  presidente  de  la  comislpn,  mi  amigo  el  Sr.  Garramolíno,  con  esa  femí* 
liaridadque  distingue  á  SÍ.  $,,  y  con  la  que  deben  tratarse  estas  cuestio* 
nes,  que  se  hubiera  alebrado  muchísimo  de  que  se  hubiera  podido  plantear 
para  todos  los  grados  de  la  gerarqufa  judicial  el  sistema  colegiado;  pero 
que  faltaba  dinero. 

To  nrcgunto  á  la  Comisan  (y  esto  es  importante):  el  sistema  ¿e9  bjue^f» 
6  malo?  Si  e^  malo,  no  le  quiero  ppr  mas  que  sea  ,barato,  pues  lo  barato  es 
caro.  ¿Es  bueno?  La  Comisión  dice  que  si.  Me  alegro;  estamos  conforroeft. 
Veo  que  no  retrocede  de  su  planteamiento  mas  que  ante  la  consideración 
de  las  economías.  ¿Pero  han  echado  la  cuenta  la  Comisión  y  el  Sr.  Hiais<« 
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tro  de  Gracia  y  Justicia  sobre  el  aumento  que  esto  podHa  tener?  Yo  fe** 
aseguro  que  es  muchísimo  menos  que  lo  que  se  ha  dicno ;  muchísimo  me- 
dob;  y  lo  seria  mas  todavía  sí  hubiese  )a  necesaria  entereza  j  enerdsi 
pjín  chocar  con  los  intereses  (que  con  interés  se  ha  de  chocar  en  estas  Te- 
Yes),  reducidendo  el  número  de  las  Audiencias  que  boy  existen  á  lo  qae 
«ehen  ser. 

Vo  ya  sé  que  hay  inconvenf entes  en  ello;  pero  no  son  insuperables,  no 
{nvencibles;  no  son  de  esas  dílicuYtades  ante  fas  cuales  deba  retroceder 
I2n  Gobierno  que  tenga  la  conciencia  de  proceder  bien  y  que  procure  la  fe* 
licídad  del  país.  No  hay,  señores»  no  encuentro  motivo  ninguno,  para  adop- 
tar el  sbtema  que  hoy  rige  de  dar  por  una  parte  grandes  circunscripcio- 
ties  y  demarcaciones  a  las  Audiencias,  sentando  el  principio  de  qiie  el  terri* 
torio  de  cada  una  hava  de  componerse  de  cuatro  o  seis  provincias,  al  mis- 
mo tiempo  que  se  admita  también  el  principio  de  que  haya  Audienciai^  de 
tona  sola  provincia.  Estoes  un  conlraprincípíOy  un  contrasentido:  una  r!e 
dos:  ó  establecer  Audiencias  ÓTribunales  superiores  de  apelación  con  gran- 
des demarcacioiies  y  circunscripciones  de  territorio^  ó  Audiencias  de  una 
sola  provincia.  Pero  aauí,  señores,  se  deja  lo  malo  de  ambos  sistemas;  se 
establecen  Reales  Audiencias,  Reales,  que  asi  deben  llamarse,  con  gran- 
des circuoscripciones  y  demarcadones  en  el  territorio,  y  se  establecen  á 
la  par  Audiencias  de  provincia.  Hay  que  optar  entre  uno  ú  otro  sistema; 
poroue  ambas  cosas  obedecen  á  sistemas  distintos. 

Las  Audiencias  de  provincia  reducidas  á  ciertas  focultades  (ese  es  mr 
^¡atenía);  pero  en  cambio  exigiría  yo  Audiencias  territoriales  con  mucho 
ttBf  territorio:  y  véase  cómo  asi  la  supresión  que  se  hacía  en  unas,  ven  • 
dría  á  conpensarse  con  el  aumento  del  número  de  las  otras.  Esto  es  evi- 
dente. 

Desde  el  momento  que  se  establecieran  Tribunales  colegiados  de  prl- 
kDedra  instancia,  ¿no  se  podrían  establecer  esos  Trihunafes  de  primera  ins- 
tancia cen  el  mismo  territorio  que  hoy  componen  cuatro  juzgados?  Se  po- 
dría indudablemente. 

Pues  bien:  cuatro  juzgados  de  primera  instancia  reunidos  en  Tribuna^ 
no  deveogarian  mas  ni  menos  sueldos  que  los  que  devengan  hoy.  La  cues- 
tión quedaría  reducida  únicamente  al  modo  de  funcionar  y  al  territorio  en 
el  cual  ejerciesen  su  jurisdicción.  Por  ejemplo,  |)ara  los  juzgados  A,  B, 
C,  y  D,  cuatro  Jueces  y  cuatro  sueldos.  Pues  bien:  estos  cuatros  Jueces 
eompondrian  un  Tribunal  colegiado  de  primera  instancia  j  y  la  demarca- 
ción de  su  territorio  seria  la  misma  que  la  que  tienen  hoy  los  cuatro  juz- 
gados. ¿Qué  aumento  habría  aquí?  No  habría  ninguno;  por  el  contrarío 
exi>tiria  diaminucion,  como  vera  el  Senado. 

El  presupuestode  Gmcía  y  Justicia  secompone  de  personal  y  de  materia?, 
>como  todos  los  demás  presupuestos.  El  material  de  juzgados  de  primera 
instancia  cuesta  únicamente  según  los  presupuestos  que  rigen  desde  1864 
-al  65,  1.050^0  reales,  y  este  cuestan  para  estar  de  una  manera  que  no 
puede  continuar  absolutamente.  Yo  no  .«oy  partidario  del  lujo,  ni  la  na- 
ción es  tan  rica  como  se  quiere  suponer,  en  lo  que  hay  grandísimas  ilu- 
siones. El  presupuesto  de  gastos  no  pueble  ni  debe  aumentarse,  so  pena 
de  (rae  los  propietarios  vengan  á  constituirse  en  meros  administradores 
del  Gobierno,  y  acaben  por  decirle:  «señale  y,  to  que  debo  percibir  de 
mis  bienes  y  quédese  V.  con  eDos.»  O  llegar  á  ese  estado  ó  limitar  lo? 
gastos,  no  hay  medio. 

Pnesjiien:  habiendo  sobre  500  juzgados  eñ  Espa&a,  ¿ha  calculado  e> 
Seíjor  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  lo  que  va  á  costar  e)  material,  aunque 
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solo  sea  para  deeorarlos»  do  con  lujo  (cjue  b  rechazo  porque  do  sobra  la  for» 
tQoa  á  lauacíOD  apañóla  pam  teoer  lajo  di  gaJas)  sídocod  la  deceocia  que 
quieropara  los  TribuDales  de  justicia?  ¿Ha caku tacto  S.  S.  lo  que  Tá  acostar? 
Pues  meditelo  S.  S.  Al  paso  que  establecieodo  los  Tribunales  cole^íados^ 
como  gue  cada  cintro  juzgados  habían  de  campoDer  udo,  se  ahorraría  en  el 
material  eo  la  proporeíOD  de  I  á  4;  de  modo  que  con  solo  50  ó  60  Tribu* 
Dale?  colegiados  de  primera  ínstaDcia,  se  haría  en  España  el  servicio  de  la. 
admíoístracion  de  justicia  en  esa  esfera  y  se  ahorrarla  el  material  de  otros 
300  ó  350.  Medítelo  bien  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia:  llecaremos 
á  la  base  7.*,  y  entonces  trataremos  ampliamente  esta  cuestioo.  Én  el  ín- 
terin adelanto  una  idea  i  S.  S.,  y  es,  que  bien  hecha  la  reforma ,  supri«- 
miendo  lo  que  es  supérfluo,  lo  que  debe  suprímirae,  lo  que  so  correspon- 
de a  su  fin  no  está  en  armonía  con  el  principio  dominante  eo  eáta  ley,  coa 
los  ahorros  aue  se  harían  en  el  material  de  los  juzgados  de  prinaera  instan- 
ia  que  boy  nay  en  España,  y  qae  es  menester  decorar  con  mas  decencia 
que  hoy  lo  están,  tendría  S.  S.  mas  que  suficiente  compensacioB  tara  ei 
aumento  del  personal  délas  Tribunales  colegiados,  al  pise  que  vera  apli- 
cado en  toda  su  ostensión  el  mismo  principio  que  S.  S.  profesa  ó  teniendo 
TríbuDales  colegiados  de  pnmera  instancia,  tribuDaies  colegiados  do  se- 
gunda,  Tribnnales  colegiados  correccionales  y  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia colejBpado  también.  Es  decir,  que  el  sislema  sería  armomoso,  lógico  y 
conToníente,  y  estosio  ningún  glande  incoDTenieote ,  absolutamente  sin 

nÍDRQDO. 

Pero,  señoras)  cuando  se  trata  del  presupuesto  de  Gracia  y  Justicia, 
todos  se  alarman;  no  todos,  el  pafe  no;  pero  mudioe  dícea  «que  no  se 
puede  aumeutar,  que  es  muy  alto.»  Es  decir,  señores,  que  cuando  se  tra- 
ta de  lo  mas  importante  que  hay  en  la  sociedad,  de  lo  que  eo  último  tér-< 
mino  es  el  fin,  el  objeto,  el  desidaratum  de  todas  las  instituciones,  que  es 
la  justicia  eq  todas  sus  esferas;  porque  tedas  las  condiciones  ció  publicidad 
de  los  gobiernos  representativos,  eo  último  resultado  no  reneo  mastín 
que  el  de  que  se  respeten  los  derechos  individuales;  todo  el  mundo  dice 
«que  DO  puede  aumentarse  el  presupuesto;»  vieneo  sin  embargo  otros 
gastos  supérfluos,  verdaderamente  superfluos,  y  entonces,  unos  por  debi*« 
miad  (no  aludo  al  Senado), otros  p(tf  cálculo,  y  otros  sea  por  lo  que  quiera, 
todo  el  mundo  calla.  Se  hace  por  un  Real  decreto  el  aumento  de  li  mi- 
llenes  de  reales  al  año,  y  todos  callan:  ¿por  qué?  Porque  se  trata  de  cierta 
clase.  Se  proyecta  otro  aumento  eo  el  presupuesto,  y  también  callan  ¿por 

r6?  Porque  se  trata  de  la  misma  clase;  pero  se  trata  de  la  administración 
justicia,  todos  los  que  intervienen  en  elJa  son  jueces,  magistrados  pa« 
cílicos,  gentes  de  esas  que  no  se  hacen  temer  de  nínmín  Gobierno,  y  en- 
toncos  es  cnarndo  se  clama  por  Jas  economías  y  se  dice  que  no  se  puede 
aumentar  el  presvpoesto. 

Sí  de  esta  esfera  polílíca  queoosestravía  y  nos  oñisca  descendemos  á 
las  provincias  y  á  los  pueblos,  que  se  les  pregunte:  yo  estoy  seguro  que  su 
voto  será'unánime,  no  en  favor  de  lo  supérfluo,  sino  para  que  no  se  esca- 
le nada  de  lo  neceearío,  á  fin  de  que  los  Tríbunaies  de  justicia  á  quien 
coflft^ete  la  administración  de  ella,  se  rodeen  de  todas  las  garantías  que  la 
civilización  moderna  y  nuestra  propia  dignidad  aconsejan.  Estoy  se^ro  de 
que  no  habri  un  solo  contribuyente,  ni  un  solo  pueblo  ó  provincia ,  que 
né  diga:  para  favorecer  mí  propiedad,  mi  honra»  mi  libertad,  para  qne 
e^én  suncientemente  garantidos,  no  escaseo  nada;  quiero  dar  todo  lo  ne- 
cesario. E«a  opinión,  aunque  por  ésagracía  no  es  la  que  prevalece ,  es  la 
que  debe  prevalecer,  y  al  vt.  Ministro  de  Grada  y  Justieta  cumple  tener 
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bastante  Talor»  bastante  energía  y  basante  eonciencia  de  la  boadiul  éel 
objeto  á  que  se  encamioa,  [>ara  exigir  que  se  dote  el  presupuesto  de  Gracia 

ÍJusticia,  no  coq  mas,  pero  si  con  lo  necesario  para  que  llene  sue  altos 
nes. 

Ya  indiqué  le  que  yo  baria  sin  detenerme  en  los  límites  del  presupuesto 
actual.  Yo  sena  lógico  planteando  Tribunales  colegiados  de  primera  instan* 
cía,  Tribuíanles  correccionales,  Tribunales  superiores  de  apelación  y  Tribu* 
nal  Supremo  de  Justicia.  ¿No  se  puede  por  razón  del  presupuesto?  Me  limi- 
taría á  lo  que  diré  después,  sin  necesidad  de  todos  esos  proyectos  de  ley. 

Se  dice  aquí  que  no  se  puede  plantear  la  reforma  por  no  esceder  los 
Hmites  del  presupuesto.  En  ese  caso,  respetemos  lo  existente  que  no  tiene 
esos  grandes  vicios  que  se  le  achacan,  y  en  lo  cual  me  parece  que  el  Se* 
ftor  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  contra  su  costumbre,  estuvo  algo  exa« 
gerado  al  hablar  de  él  en  uno  de  los  párrafos  del  preámbulo  de  la  ley. 

Pues  bien!  yo  hubiera  separado  por  de  pronto  completamente  todo  lo 
administrativo  de  lo  judicial  (ayer  lo  indicó  mi  ami§[0  el  Sr.  Roncaií  y  tenía 
razón);  para  esto  no  se  necesitan  esas  leyes  orgánicas  ni  esas  bases.  Para 
decir:  «nadie  que  ejerza  funciones  adrpímstrativas  podrá  ejercer  las  judi- 
ciales,» no  se  necesita  mas  que  ese  articulo  simplemente,  y  esto  seria  ya 
una  gran  mejora.  Para  decir:  «los  jueces  de  paz  instruirán  las  primeras 
diligencias;»  para  darles  la  jurisdicción  de  oir  las  contiendas  privadas  en 
los  juicios  verbales  y  el  conocimieBie  de  los  actos  de  conciliación,  para  esto 
no  se  necesita  una  ley  espresa,  lo  cual  seria  otra  ffran  mejora  práctica  que 
podría  realizarse  en  muy  poco  tiempo.  Para  modincar  y  símpüicar  el  pro«- 
cedimienie  criminal  dando  mayores  garantías  á  la  publicidad  y  á  la  ínter* 
vención  de  los  acusados  y  de  sus  defensoresi  tampoco  se  necesitaba  un 
nuevo  Código  de  procedimientos  criminales,  esta  seria  también  una  gran 
reforma. 

Ya,  selkves,  está  simplificado  el  proi%éimiento  criminal;  no  es  lo  mis- 
mo que  era;  muchas  de  las  declamacianes  que  se  bacen  contra  él,  nacen 
de  que  se  le  supone  en  el  estado  en  que  se  hallaba  hace  unos  treinta  anos. 
Hoy  el  procedimiento  criminal  es  páolico:  á  los  encausados  se  les  dicen  tos 
nombres  de  los  testkes;  se  permite  á  los  defensores  que  al  tiempo  de  la  rec- 
tificación les  hagan  las  preguntas,  laso^pregiintas  y  las  observaciones  que 
les  parezcan  conveníanles.  Y  esto,  ¿no  constituye  una  naraatía  suficiente 
para  la  libertad  de  los  acusados  y  para  d  acierto  de  los  nülosT  Pero  si  aun 
se  cree  que  esto  es  poco  y  que  es  necesario  mas,  puede  hacerse  todavía  por 
medio  de  leyes.  El  recurso  de  casación  podría  establecerse  en  lo  crtmiñaU 
lo  cual  seria  otra  gran  mejora,  sin  mas  que  ampliar  un  pooe  lo  existente. 
En  cnanto  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  ya  le  tenemos,  y  como  su  nom* 
bre  indica,  ejerce  la  jurisdiedon  suprema  en  España  De  manera,  que  con 
decir:  «habrá  recurso  de  casación  en  materia  criminal  en  estes  y  estos  ca«* 
sos,  y  se  establecerán  una  ó  dos  Salas  de  casación  en  lo  criminal^»  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  con  aoment&r  algo  el  personal  de  los  Tribunales  sin  alterarles 
y  sin  variarlos,  habrá  hecho  también  S.  S.  una  ^an  mejora  4eniro 
del  presupnesto;  una  obra  p^fecta,  de  verdadera  utilidad^  de  fiicil^aiH 
teanéento«  y  la  habrá  liecho  sin  gravar  al  país  con  esos  gastos  que  tanto 
arredra^  á  S.  S 

Tampoco  babria  motivo  para  dilatar  otra  reforma  (reforma  que  yo  de* 
seo),  la  de  3a  inaroovHídad  judicial  eombimnla  con  la  responsabilidad.  Ya 
soy  partidario  de  la  ínamovilídad,  pero  con  la  responsabilidad,  como  d^e 
^1  otro  dia.  También  esta  nHbrma  puede  p1anti>arse  sin  necesidad  é&  esos 
proyectos:  ¿quién  lo  impide?  ¿En  qué  ha  de  alterar  la  organiacion  de  los 
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Tf üMVftJet  el  que  f0  dijese:  «los  iuaoes  son  re9poiiaablM  eo  iú$^  y  coft<69 
casos?»  Y  DO  86  crea  que  para  eso  se  necesita  alterar  el  presupuesto;  porque 
Di  con  estos  Di  coa  la  orgaftixacioQ  de  les  TribuDales  tiene  nada  que  ver  la 
ioamovilidad  judicial.  Esta  podrá  no  haberla  con  la  nueva  ier,  pero  con  la 
que  hoy  existe  sí;  y  esa  será  también  otra  mejora  que  puede  nacerse  sin 
neceáioad  de  esperar  el  planteamiento  de  todos  esos  proyectos  de  ley. 

El  Sr.  AlvarMs  dijo,  que  se  asociaba  á  las  indícacioiies  rela- 
tivas á  la  pobreza  cbn  que  se  administra  la  justicia  en  EspaSa»  falta 
de  locaka  para  ello  y  pequeSea  y  mezquindad  de  los  presupuestos 
respecto  á  ella;  pero  espticaba  esto  por  que  las  grandes  revolucio* 
nes  que  atravesamos  y  la  lucha  política  de  que  somos  víctimas  hace 
tiempo,  llevaD  la  atencioo  del  país  y  de  loa  que  se  ocupan  de  loe  ne* 
gocios  det  Estado  á  otras  regiones  menos  serenas  y  mas  borrasco- 
sas; por  eso  eu  nuestra  patria,  los  iutereses  de  la  milicia,  la  política, 
tas  grandes  obras  públicas,  las  necesidades  que  se  sienten  en  la  vida 
individual  ban  tenido  el  privilegio  de  absorver  la  atención  pública. 

Maoifesló  que  no  era  una  autorización  lo  que  se  pedia,  aino  una 
obiigacioi,  un  precepto  que  se  impone  al  GoMemo,  como  convence 
la  simple  lectura  del  art,  1.'  donde  de  propósito  no  se  usó  la  pala- 
bra auíorizacwfi:  anadió  que  no  habría  inconveaiente  en  traer  des<^ 
pues  á  las  Cortea  los  proyectos  formados  sobre  las  bases  aprobadas, 
aunque  por  constituir  estas  un  conjunto,  un  sistema  y  no  unos  ar- 
ticutoe  aieMos  y  ein  coAcierlo,  no  era  de  temer  el  abuso  de  que  se 
hiciera  un  código  diverso  de  aquel  que  deseaban  los  que  dierao  su 
voto  4  laa  bases. 

£n  estas  se  consignan  todos  los  prtncipioe  que  pueden  producir  alguna 
irapertancia  en  el  proceiiiroiento  criminal  y  en  la  organizaciotí  de  lo»  tri* 
bunales.  Se  principia  por  establecer  la  iucompatibilioad  de  la  administra- 
ción pública  con  la  administración  judicial.  Bn  las  bases  se  establecen  los 
Tribunales  cao  su  respectiva  gerarquía,  y  esto  basta  por  si  solo  para  anun^ 
ciar  las  realas  de  procedimiento  que  ban  de  presidir  á  la  formación  del 
proceso  craninaJ  y  á la  sustaoeiacion  del  proceso  civil,  creándose  Jueces 
de  paz ,  Jueces  de  partido.  Tribunales  correceienaJes,  Audiencias  y  un  solo 
Tribunaá  Supremo. 

Después  de  esta,  viene  otra  bese  linutaüva  de  los  fueros  boy  existen- 
tes, que  establece  eo  cuanto  es  posible  la  unidad  de  la  jurifdiecioD,  esa 
unidad,  8«noras,.que  es  una  conquista  que  venimos  haciendo  de  muchos 
siglos  acá;  pero  tropezando  nuestros  Gobiernos eoo  obstáculos  embarazosos 
casi  insuparables.  Visee  despuea  de  esta  base  una  también  muy  impor- 
tante, inas  iu^iortaute  que  todas,  que  encierra  al  Gobierno  y  á  la  Gomisioa 
de  Códigos  en  un  circulo  estrecho  del  cual  no  e^  posible  salir  ni  aun 
con  ia  votuDlaá  del  abuso.  Viene  la  bese  del  juicio  criminal,  que  ha  de  ser 
público,  oraly  con  única  instancia.  Reunid  estos  tres  elementos  y  decid* 
4ne  si  en  eUo^  no  están  colocadas  todas  les  garantías  de  justicia,  todas  Jas 
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garantfds  de  la  seguridad  íDdividoal  que  pueden  dar  loa  podares  póbKeosr 
á  h)fi  oitidédanes  del  p4ís  mals  adelantado. 

El  iiiioio  p6bKeo,  sí;  porque  la  publicidad  qoe  ha  habido  hasta  ahora, 
esa  puhlícitlad  en  el  debate,  esa  publicidad  de  los  juíeios  plenaríos,  esas 
preguntas  7  repreguntas,  ha  sido  una  publicidad  mezquina,  ha  sido  el  si*^ 
mulacro  de  la  pubneidad,  ha  sido  una  publicidad  oue  no  ha  s^vido  para 
otra  cota  que  para  desacreditamos.  Esa  publicidad  fingida  que  hay  en  el 
¡oieio  pleoarío  ea  la  adualktad,  está  dc^areditada^ra  los  que  oooourren 
á  esos  juicios}  lo  misino  para  los  procesados^  si  tienen  entendimiento,  que. 
para  los  Jueces  qué  intervienen  en  ellOs,  para  los  defensores  de  las  partes 
y  para  el  Ministerio  ñscal.  T  no  puede  menos  de  ser  así;  perqué  his  cosa? 
grandes  y  4)ueaa8«  oqando  se  estiblecea  á  naiedilis,  dan  por  resultado  incon- 
venientes y  calamidades.  Queréis  que  la  publicidad  sea  una  gran  garantía 
para  que  se  administre  la  justicia,  un  gran  freno  para  los  Jueces  y  Magis- 
trados, una  gran  ssguridad  nara  la  coocienoia  púniica?  ¿Queréis  eso?  Pues 
estableced  una  publicidad  aWtuta^  completa^  fuera  de  las  primeras  dili- 
gencias del  proceso,  en  las  que  no  se  hace  mas  que  recogen  los  rastros,  las 
reliquias  del  crimen,  y  para  las  cuales  no  se  puede  ni  debe  perder  un  solo 
momento,  ni  un  solo  mmote;  porque  un  minuto  perdido -salvaría  al  dehn«> 
cuente  y  produciría  la  impunidad  del  crimen  cometido.  Fuera  de  este 
caso  (porque  esas  primeras  diligencias  se  fian  necesariamente  á  manos  su- 
balternas y  se  hacen  de  pronto,  sin  aparatt),  porqce  es  inmosible  otra  cosa 
y  hay.  que  aprof eohar  lea  aiotnentos,  sienapre  preciosos);  íWa.  de  ese  caso 
procede  que  vengan  esos  datos,  no  á  ese  juieio  de  preguntas  y  repregun- 
tas que  hoy  se  practica  en  nuestros  Tribunales,  no;  smo  á  ese  juicio  con- 
iradictorio,  ea  el  ^e  sé  depuran  los  hechos,  en  el  que  se  oye  ai  reo;  á  la 
defensa,  á  ios  tongos,  todo  hecho  á  pnerta  abierta;  á  e^e  jiqrio  en  el  que 
dirigiendo  el  Juez  el  debate  con  toda  la  solemnidad  y  aparato,  die  la  justicia, 
^e  esclarezcan  los  hechos  y  se  vea  hasta  qué  punto  esas  mánós  suMltef ñas 
-han  influido  benéfiea  ó  nuüéficaneate  eo^  ^i  modo  de  acogm^esos  arímeros 
rasgos  que  deja  el  crimen,  eses  primeros  vestigios  qpe  anuncian  donde  está 
el  delincuente. 

El  juicio  público  que  nosotros  establecemos  no  se  parece  m  al  que  te- 
nemos ahora  ni  á  ningún  de  los  que  hemps  tenido  en  diversas  épocas.  Yo 
teclamó  para  el  Gobierno,  para  la  Comisión  de  Códigos  y  para  la  Comisión 
del  Senado  la  gloria  de  haber  completado  una  garantía  sin  la  cual  todas 
1as  demás,  ya  ludíciales,  ya  sociales,  desaparecen. 

Contemplad  lo  que  vá  a  ser  el  juicio  crmtioal  desde  los  primeros  pasos, 
desdé  que  se  ha  cometido  el  crimen,  para  recojer  los  vestigios  que  ha  de- 
jado, para  poner  la  mano  sobre  el  delincuente  antes  de  une  se  fugue  de  la 
vigilancia  de  la  justicia.  Imaginad  lo  que  será  un  juicio  publico  en  que  reii^ 
Hiéndese  todos  los  elementos  necenríos,  la  sodedad  representada  por  el 
ministerio  público,  el  reo  por  el  defensor,  los  testigos  de  cargo  y  descargo, 
los  testigos  qoe  hayan  declarado  (Isivorablemeñte  at  reo,  todos  vayan  allí  á 
dar  fazon  de  su  conducta,  á  esplicar  su  dicho;  y  á  escachar  todo  un  públi- 
co ávido  de  estos  actos,  porque  tales  accidentes  dramátieos  le  llaman  la 
atención  lo  mismo  que  cualquier  otro  espectáculo. 

El  juicio  público  es  la  depuración  del  juicio  secreto  de  esos  primeros 
pasos  que  no  pueden  ser  públicos,  de  esas  primeras  investigaciones  jndt- 
eiale<(  que  se  nacen  aislaoamente. 

¿Y  sabéis  lo  que  es  el  juicio  público  tal  como  está  entendido  en  nuestros 
tribunales?  Pues  no  es  mas  que  la  hicha  de  la  astucia  y  de  la  habilidad  de 
ios  Abogados  que  encuentran  enfrente  un  Fiscal ,  y  de  un  Fiscal  que  encuen* 
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tra.dehiiité  de  tf'á  dos  Abogados,  en  (fbe  e}  omor  pmpio  les  Hera  á  lo  qae 
no  quiero  decir  ahora,  y  en  que  no  tienen  estfmtik)  ningnno,  porque  no 
estS  allí  iñM  que  el  Juez,  porcfae  no  se  «bren  Ias  pnertas  para  qne  entre  la 
hiz  por  tbdas  partes,  sino  que  se  hace  en  una  Sala  bn^na  o  mala,  decente  6 
moaesta,  y  todo  esto  reducido  A  esa  lucha  del  amor  propio  de  los  que  eD 
fluestfos  juicios  rntertienen. 

Además,  para  que  m  vea  la  publicidad  que  los  juicio^  han  de  tener  en* 
f  re  no^troé,  ba^e  decir  que  aden^ás  de  abrirse  las  puertas  dorante  ellos, 
no  importa  que  no  concurra  nadie,  porque  pueden  asistir  taquígrafos  sí  lo» 
negocios  de  que  se  trata  merecen  ser  conocidos  en  el  país.  Y  ese  drama, 
porque  drama  es,  y  harta  serio,  tanto  qne  puede  acabar  por  ser  terrible, 
se  trasmite  después  por  la  prensa  y  por  las  revistas  cientfñcas,  no  sola- 
mente á  toda  la  monarquía,  sfno  á  todos  los  países  que  estudian  ahora  con 
avidez  todo  lo  que  se  renere  á  los  juicios  criminales.  Porque  este  es  uno  de 
fes  rasgos  caniitterlsticos  de  la  época  acfual;  cuando  hasta  en  los  últimos 
tiempos  en  ningún  reino  apenas  ha  sido  estudiado  ese  juicio  por  un 
homnre  científico,  cuando  apenas  se  estudiaba  en  las  universidades,  hoy, 
por  el  contrario,  los  estudios  del  derecho  penal  son  los  aue  tienen  verda- 
dero carácter  filosófico,  y  los  que  puede  decirse  que  están  á  la  cabeza  de 
los  estndíbs  que  se  hacen  en  materia.de  filosofía  en  su  aplicación  tanto  al 
derecho  criminal  como  al  civil. 

Pues  sí  á  ese  juicio  público  aüadís  ía  circunstancia  de  ser  oral,  de  que 
li)S  testigos  qneen  él  se  presenten  han  de  ser  preguntados  lo  mismo  que 
fes  reos  por  tfn  Juez  irapsrciaf,  y  que  todos  han  de  responder  ante  su  pre- 
.cencía,  W  de'un  póblico  aue  les'observa,  y  la  de  los  que  teníeíido  intereses 
pnconfradós  liguen  por  ápices  todo  loque  se  dice,  no  podrá  menos  de  con- 
venirse en  que  todo  es  una  garantía  importante  para  qne  la  justicia  criminal 
se  administré  de  una  manera  que  no  se  administra  ho]^  desgraciadamente. 

Pues  todavía  hay  otra  garantía  y  otro  dafo  que  es  inFalible  para  averi- 
guar Ta  verdad,  y  ese  dato  es  hi'única  instancia,  establecido  lo  cual,  no  es 
posible  que  eí  Gobierno  ni  la  Comisión  encargada  de  hacer  estos  trabajos, 
ni  cíen  Comisiones,  aunque  fuera  mucha  su  perfidia,  se  estralimiten  de  las 
bases  que  estamos  ahora  discutiendo. 

La  única  instancia  es  tan  compañera  del  juicio  oral  y  de  la  publicidad, 
tal  como  nosotros  la  comprendemos,  es  tan  inseparable,  es  un  elemento 
tan  ineludible  en  el  juicio  criminal,  que  no  es  pnosible  hacer  otra  cosa. 
Porque  si  el  juicio  vá  ú  recaer  sobre  las  impresiones  qne  el  Juez  saque 
dé  aquel  acto,  si  el  juiC'O  vá  á  recaer  cabalmente,  no  solo  sobre  los  testigos 
deí  crimen  y  sobre  los  datos  suministrados  para  poner  en  manos  de  la  jus- 
ticia á  los  culpables  y  á  suscómplices,sino  (^ue  van  á  hacerse  apreciaciones 
sobrt  lo  qde  resulte  en  nn  acto  de  tal  especie,  ¿cómo  es  posínle  que  esos 
datos  que  quedan  indelebles  en  la  conciencia  de  un  Jaez  severo,  en  la  del 
púbifco  y  en  la  dé  los  interesadíjs ,  y  que  no  pueden  traspasarse  al  papel, 
qiesen'su  resultado  si  no  hubiese  una  sola  instancia? 

¿Ptrei  j^beis  loque  signíBéan  esos  distintos  grados  de  publicidad,  uní- 
cía  instada  y  juicio  oral?  Pues  significan  todo  un  sistema  de  procedi- 
mientos. 

Decía  el  Sr.  Calderón  Coílantes:  dentro  de  esas  bases  caben  distintos 
sistemas.  Ño  es  verdad.  Los  sistemas  diversos  que  caben  en  materia  crimi- 
nal yo  se  los  diré  íü  S.:  ion:  ó  el  juicio  escrito,  que  es  el  seguido  hasta 
aqnf;  ó  el  juido  fftlsto  de  escrito  y  público,  al  cuai  se  iba  pareciendo  un 
poco  el  que  tenemos  ahora,  6  el  juicio  oral  y  completo,  que  es  el  que  la 
'Comisión  propone: 
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Estableced  eo  esas  bases  esos  tres  elemeotos;  dej^d  4  una^aiif  iao  que 
fundada  en  ellas  os  haga  ana  obra^  y  na  será  un  proyecto  aventurado. 

Las  bases  que  aqui  se  presentan  son  de  tal  importancia^  que  reflejaa 
úü  sistema,  pero  un  sistema  incompatible  con  todos  los  demás,  un  sistema 
que  basta  él  solo  para  entregar  con  confianza  la  redacción  del  Código  del 
procedimiento  criminal,  en  la  seguridad  de  que  la  honra,  la  YÍda  y  la  for» 
tuna  de  los  ciudadanos  estarán  perfectamente  garantidas» 

Por  consiguiente,  señores,  si  esto  es  verdad,  si  en  el  terrena  do  la  cíen-> 
cía,  después  ie  establecido  ese  sistema,  no  es  posible  desviarse  de  él,  j  sí 
é  eso  se  añaden  esos  elementos  generales  que  teníamos  ya  en  nuestros  jui- 
cios, como  son  el  fundamento  de  las  sentencias,  el  de  *  las  sianteocias»  el 
<le  la  publicidad,  diciendo  á  los  reos  los  nombres  de  los  testtgps  y  el  del  re- 
curso de  casación  en  último  caso,  para  y^r  si  se  ban  violado  |^a  ley^,  96 
comprendiera  la  booded  d^  lo  qi^e  proponemos. 

Si  todavía  se  añade  la  inamovilidad  é  independencia  de  los  Jueces  j 
Magistrados,  sí  se  añade  también  la  elevación  de  sus  sueldos  pan»  estable* 
<er  sq  decoro  é  inJepeodencía,  si  se  establecen  en  ^n  todas  esas  gajrantias 
que  pululan  en  estas  ba^^es  qumeradas  que  se  están  abora,  discutiendo, 
¿podrá  haber  temor  de  que  el  nuevo  Código  de  procedimienliO  criminal 
ponga  en  peligro  la  seguridad  individual,  esos  derechos  santos, .mas^gran-»- 
des  que  los  derechos  políticos,  de  que  ponga  en  peligro  esos  intereses  res- 
petables, esos  intei^ses  del  individuo  y  de  la  ÜMniüa,  de  qMe  ^nga  en  pe- 
ligro tampoco  los  intereses  sociales? No.  Y  por  eso  misino,  señores, señan 
presentado  las  bases  con  esa  ostensión  y  se  Itan  establecido  de  ^^  manera 
sencilk  y  con  esa  precisión  y  claridad  los  elementos  que  ban  de  a>Dstítuir 
el  juicio  criminal,  con  el  propósito  de  atarse  las  manos,  de  no  poder  bacer 
mas  de  lo  que  aprueben  en  conciencia  los  Cuerpos  colegisladpres  y  sancio- 
ne ia  Corona,  con  el  propósito  de  contestar  anticipadamente  i  las  acusa- 
ciones y  argumeotos  de  ese  género. 

Ha  hecho  mas  la  Comisión;  la  Comisión  ba  descendido,  ne  solamente  ala 
organización  de  Tribunales  y  á  establecer  esas  bases  que  no  ^nsi^rxaii  eo 
manera  alguna  la  posibilidad  de  uo^estralímitacíon,  sino  HUe  ba  estable- 
cido de  un  modo  posible  la  inamovilidad  de  los  Tribunales,  tía  \widyo  vf^ 
ha  dado  al  Ministerio  íiscai ei  espiritu,  el  carácter  délas  ¡deas  mo.der,nas, 
f>orque  aunque  es  verdad  que  en  las  bases  no  se  ha  desenvuellia  ese  pw<r 
Sarniento,  se  dice  lo  bastante  para  que  los  $res.  Senadores  eomprepdao 
que  el  Ministerio  Hscal  entre  nosotros  tendrá  dependencia  áp\  Gobierno 
para  la  iniciativa  de  los  procesos;  habrá  amovilidad,  pero  garantías  4^^ 
de  la  carrera  iiscal  para  que  no  puedan  verilicarse  intrusio|)e8&  d^  Aeóip- 
tos  sin  títulos;  y  los  que  sirvan  en  ese  ministerio  tendrá  la  esperanza  de 
que  si  por  cttaiauier  casualidad  se  inutiliaaran  en  un  dia  dado  y  no  !^<ivie- 
fan  la  salud  suticienle  para  los  debates  del  loro,  ingresarán  oq  ¡Ijait^arrera 
de  la  magistratura  para  que  allí  luzcan  las  dotes  de  su  entendtmjepjlo,  á^ 
su  imparcialidad  y  de  su  probidad.  Todo  eso  ha  hecho  jN^  Comisión  jco^  e^I 
propósito  de  que  estudiaoas  las  bases  y  encerrando  Jos  trabfyps  dentro  de 
sa  círculo,  no  le  sea  posible  fialtar  á  la  honrosa  Confianza  que  ¡le  dispeosa 
el  Gobierno,  ni  á  este  tampoco  le  sea  posible  faltar  á  la  connansa  mas  npnr 
rosa  todavía^  que  le  dispensan  les  Cuerpos  oolegtaladorea. 

Las  bases  fráes  son  tan  completas,  que  «sperfectameoi^inqül^uje  des- 
pués de  estar  formado  el  Código  de  procedimiento  itrimin^,  s^  traiga  a  la^ 
Córtes<;omo  no  sea  para  miserables  cqestíones  de  detalles  á  que  no  descen- 
dería el  alto  criterio  de  los  Sres.  Senadores.  Pero  hay  mas:. ai  se  aometier 
ran  todos  esos  proyectos  que  se  van  á  hacer  con  arreglo  á  estas  bases,  les 
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CMr|>d»  colegifladores,  en  la  oscilacJOD  que  tiene  la  fbiiticft  estrenosoCrot» 
«n  \ñ  posibilidad  de  que  todavía  atravesemos  por  épocas  roas  iransitorias, 
mas  violentas  y  mas  borrascosas  que  la  actúa!,  era  mas  que  posible  que  ia 
comtsíOB  y  el  Gobierno  no  tuvieran  la  seguridad  completa  deque  aquellos 
proyectos,  aun  ajustados  perfectamente  ¿  las  bases,  pudieran  ser  una  reu* 
lidad,  un  adelanto  y  un  progreso  para  el  país;  liay  que  aprovechar  estos 
momentos;  las  obras  de  le  política  suelen  ser  fugaces  y  pasaieras;  lo  que 
^e  hace  en  Is  materia  qoe  nos  ocupa  suele  ser  permanente.  ¿No  ha  llegado 
á  ser  una  gloria  para  el  país  (no  me  toea  á  mí  decirlo)  el  Códifiío  penal? 
Pues  la  verdad  es  que  revistas  estranjeras  de  mutlio  mérito  le  c(Mocan  so- 
bre los  Códigos  de  lasdemás  naciones  de  Europa.  La  ley  de  Enjuiciamien- 
to civH,  si  no  eslan  perfecta  ni  tan  filosófica  como  debiera  ser«  ba  servido 
indudablemente  á  los  que  tienen  necesidad  de  litigar.  La  ley  hipotecaria,  á 
pesar  de  sas  dificultades,  va  conquistando  el  terreno  palmo  á  palmo,  con- 
virtiettdo  la  propiedad  en  trasmisible  y  segura  cuando  antes  no  había  mas 
que  un  dommío  Incierto,  presa  de  tos  usureros  y  de  los  especuladores  de 
mala  ley. 

Pues  Cuando  hayamos  aprobado  las  bases  sometidas  á  discusión,  ten- 
dremos unCódigo  de  enjuiciamiento  criminal  con  el  que  no  serán  temibks 
los  desmanes  de  la  poUtíca;  esos  desmanes  se  estrellan  siempre  en  las 
aguas  serenaa<le  la  justicia,  y  si  llegan  momentos  de  agitación,  ni  borrasca 
pasará  pOr  encima;  destruh-á  lo  que  haya  one  destruir,  pero  los  progresas 
que  hayamos  hecho  con  este  proyecto  quedarán  siempre  eomo  un  título  de 
gloría  para  los  Gobiernos,  para  íós  Cuerpos  oolegisladores  que  los  hagan  y 
para  «eí  período  de  la  historia  en  que  se  ha  llevado  á  cabo.' 

Yo  sé  el  celo  del  Sr.  Calderón  Collantes  y  su  deseado  enaltecer  la  ma- 
gistratura y  arreglar  la  administración  de  justicia;  yo  reconozco  su  celo 
también  por  las  fecuKades  que  corresponden  á  los  Cuerpos  colegisladores 
para  que  no  hagan  nunca  abdicación  de  sus  prerogativas.  Yo  no  quiero 
suponer  que  desconfié  S.  S.  de  los  imiif  iduos  aue  componemoe  la  comii^ion 
de  C4fáifi09;  m  S.  S.  todo  ha  sido  esceso  de  celo  por  las  prerogativas  parla- 
mentarias, no  de  temor,  no  de  desconüanza,  sino  de  celo  de  que  en  los 
proyéctosno  haya  algún  (teslls,  algún  error  de  entendimiento,  alguna  de 
esas  aberraciones  que  nacen  siempre  ée  la  CMKiencia  humana.  Pero  S.  S. 
puede  haberse  convewckio  de  que  si  estos  proyectos  quedasen  pendientes 
de  unanueva  aprobación  délas  Cortes,  ni  el  Código  se  baria  probablemen- 
te, ni  aunque  90  hieiera  podríamos  tener  la  esperanza  y  mucho  menos  la 
seguridad  de  que  llegase  a  ser  una  realidad. 

¿Q«é  es  lo  qne  han  podido  hacer  la  comisión  v  el  Gobierno?  Para  que 
se  vea  que  «^  está  lejos  de  su  ánimo  el  someta  a  la  deliberación  de  les 
Cuerpos  oolegísludores  7  é  la  conciencia  del  país  los  trabajos  aue  han  de 
haeene  sobre  hts  bases  que  se  están  discutiendo,  en  el  art.  3/  consigna 
lo  siguiente:  «El  Gobierno,  por  los  Ministerios  de  Gracia  y  Justicia,  de  Guer- 
ra y  de '  Marina,  dará  cuenta  á  las  Corles  en  el  término  de  tres  años  del 
r^oltado  que  hayan  tenido  en  la  práctica  los  proyectos  que  respecti  va- 
mente  planteare,  y  en  su  caso  presentará  á  las  mismas  las  modificaciones  <S 
«enmiendas  que  hubiere  aconsefado  la  esperiencia.» 

SI  plato  IDO  puede  ser  mas  breve;  á  los  tres  años  que  se  haya  ensayado 
el  Código  áe  procedimiento  criminal  ya  se  ha  podido  ver  por  el  Gobierno  y 
por  les  hombres  que  se  ocupen  de  esa  materia  los  inconvenientes  t}ue  ofrez- 
ca; ele  segurro  ios  tendrá;  la  comisión  no  se  considera  infalible  ni  tiene  en 
ese  proiyectoin  fé^  evangélica  que  tenemos  en  los  dogmas  de  la  Iglesia  ca- 
tólica; la  obra  será  imperfecu,  como  hija  de  entendimientos  limitados;  lo 
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.«era  despiMS  de  la  disciisíon  de  los  Cuerpos  colegi^ladaras,  y  lo,será  tam- 
biee  después  de  las  nuevas  i  eformas  que  se  hagan  cooforme  á  lo  consigna- 
.  do  en  el  art.  3.**;  la  IminaDidad  uo  lia  tenido  todavía  el  privüegio  de  bacer 
una  obra  completa;  peio  .>Hrá  tan  completa  como  puedu  ser  QU€»tra  obra  y 
conseguiremos  por  lo  nieuus  colocarnos  esta  vez  en  cuanto  á  Okiigo  db 
procedimiento  criminal  y  en  cuanto á  organi;cacion  de  Tribunales»  á  la  al- 
tura de  otros  países  de  Europu,  y  líe  varíes  tal  vez  muclias  ventajas. 

Después  de  estas  observaciones,  yo  creo  que  no  tei^p  que  ocupanne 
de  otras  que  por  vía  de  cotmparacion  nos  bacía  el  Sr.  Calderón  Gollantes. 
Hablando  de  que  este  voto  envolvía  la  abdicación  por  parte  del  Senado  4» 
su  potestad  l^islativa,  nos  decía  S.  S.:  sí  se  tratase  de  una  ley  menos  ím- 
portante,  yo  lo  comprendería,  pero  en  esta  para  mí  es  inconci^bible. 

Y  anadia  S.  S.:  suponed  que  se  os  presentase  una  base  para  la  ley  de 
orden  público:  ¿daríais  la  autorización  de  la  manera  que  aquí  se  os  pide? 
¿La  daríais  así  i  ciegas  sin  temor  de  comprometer  la  segundad  individual 
en  manos  del  Gobierno á  quien  armirais  con  esa, autorización?  Si  se  os 
presentase  una  base  sobre  el  derecho  político  que  la  Constitución  concede 
respecto  á  la  libertad  de  imprenta,  ¿dariaia  la  autorización?  ¿No  exigiriais 
que  se  os  presentara  la  ley  de  orden  [mblíco  ó  ia  de  imprenta,. en  vez  de 
contentaros  con  un  par  de  artículos  ó  de  bases  que  anunciaran  de  una 
manera  general  el  pensamiento  dominante  en  esas  leyes?  De  seguro  qtte 
DO  os  Goutentariais  con  esto,  respondía  S.  S.  De  seguro  que  no,  y  así  debe 
ser.  En  prioier  lugar,  S,  S.  lia  venido  á  citarnos  Jeyesque  si  pueden  afec- 
tar á  la  seguridad  individual,  tienen  un  carácter  esencialmente  político;  ni 
la  ley  de  orden  público  ni  la  de  imprenta  tienen  mucha  analogía  con  la 
que  estamos  díscutieBdo. 

En  segundo  lugar,  el  artículo  constitucional  que  habla  de  la  seguridad 
personal  y  el  que  garantiza  la  libertad  de  escribir^  np  son  roas  que  U0 
pensamiento  solo;  no  hacen  mas  que  consignar  la  existencia  legal  de  un 
tierecho;  así  es  que  dentro  de  esos  principios  opostitucioQaleSy  dentro  de 
•  esos  artículos,  cada  Gobierno,  ^da  partido  establece  leyes  espeoiak»  que 
se  diferencian  tanto  como  una  tierra  llana  de  uq, abismo. 

A  otro  argumento  de  su  seooiría  necesita  eoátestar  también  la  Comí* 
sion.  Adelantada  como  está  la  estación,  deda  su  señoría,  dülcíles  como 
son  estos  proyectos  de  ley,  me  parece  poco  menos  que  imposible  que  pue- 
dan discuthrse«i  esta  legislatura;  mañana  vendrá  la  negiiiQiacion  de  líilla- 
tes  hipotecarios;  mas  tarde  el  abandono  de  Sanio  DomingOvy  después  les 
presupuestos,  de  manera  que  preocupados  los  Cuerpos  col^isladores  cOn 
esas  materias  urgentes  que  llevan  siempre  el  sello  «de  la  pasión  poütica, 
estos  proyectos  de  ley  con  dificultad  podrán  salir  de  ios  Cuerpos  colegisla- 
dores;  y  en  este  caso  convendría  hacer  loque  se  ha  hecho  alguna  vea: 
esto  es,  que  la  Comisión  de  Códigos  con  arreglo  á  estas  basee  formulara  el 
Código  de  procedimientos  y  la  lev  de  organización  judicial;  y  cuando  teo- 
framos  la  fortuna  de  volvernos  a  reunir  en  la  proiima  legialatufa.  Con 
perfecta  conciencia  d^  oonjuato  y  de  los  detalles,  podríamos  dar  nuestra 
aprobación  á  estos  trabajos.  Pero  si  eso  sucediera,  la  Conuaion  de  GMi^ 
nO  podría  dar  un  paso  mas  allá,  ni  el  Gobierno  tampooo,  porque  podrum 
4ener  la  conciencia  que  yo  tengo  de. que  en  efecto  las  bases  ^m  consiíitu- 
yen  el  nuevo  Código  de  procedimientos  y  la  nueva  organización  de  Tribor 
nales  merecerán  la  aprobación  de  los  Cuerpos  colegisladoresy  la<  sanción 
de  la  Corona;  pero  podría  suceder  que  no,  y  es  tan  peligroso  eso  que  UiUi 
sola  enmienda  que  se  a|irobam  alterando  alguna  de  las  bases  cardinales 
de  este  proyecto,  acabaría  con  él. 
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•  Dejando  aparte  esta  discusión  general,  veamos  las  obsen^dones  qae 
ha  hecho  S.  S.  concretas  á  la  primera  base  de  que  ahora  se  trata. 
Ha  dicho  S.  S. ;  Entre  tos  dos  sistemas  diferentes ,  ¿preferís  los  Tri- 
bunales ftnipersonaies  á  los  Tribunales  colegiados?  Si  preferís  los  Tribuna- 
les colegiados  para  el  enjuiciamiento  crimihal,  ¿por  qué  la  inconsecuen- 
cia, por  qué  la  contradicción  de  no  establecerlo  asf  para  lo  civil?  ¿Pues 
qué,  el  juicio  civil  ¿se  parece  acaso  en  nada  al  juicio  criminal  ni  puede 
traerse  aquf  como  argumento?  ¿No  vé  S.  S.  que  en  el  juicfo  criminal 
no  cabe,  como  he  dicho  antes,  mas  que  la  única  instancia,  el  juicio  oral  y 
público,  y  como  est^ordínario  el  recurso  de  casación  para  las  infracciones 
de  la  ley  en  el  fondo  é  en  la  forma?  ¿Y  hiy  esas  dificultades  tratáudose  de 
los  negocios  civiles?  ¿Hay  dificultad  en  que  en  estos  negocios  hafa ,  no 
tres  instancias  ó  siete  como  puede  haber  en  los  Tribunales  eclesiásticos 
por  lo  vicioso  de  sn  procedimiento,  sino  dos?  ¿Hay  alguna  dificultad  que 
haya  una  primera  instancia  on  que  cada  litigante  acumule  todos  tos  gaf^- 
tos,  siente  los  hechos,  establezca  las  cuestiones,  y  ana  vez  recaído  un  fallo 
público  fundado,  con  resuKandos  y  considerandos,  con  las  garantías  ne- 
cesarias para  proteger  la  honra  y  la  fortuna  de  una  familia,  haya  un  Tri- 
bunal de  mas  alta  aerarquhi  que  venga  á  decidir  en  segunda  mstancía  y 
evite  los  recursos  de  casación  que  de  otro  modo  tendrían  lugar  á  mi- 
llares? 

No  hay  ínconvemente  ninguno  en  q«e  los  juidos  civiles  pasen  por  las 
lios  instancias;  al  contrario,  eso  es  conveniente  y  no  puede  menos  de  ser* 
lo.  ¿Cuántas  Audiencias  se  necesitarían  si  no  para  litigar  en  cada  localidad, 
en  cada  pueblo,  obKgando  de  otro  modo  á  dar  poder  á  los  litigantes  para 
mostearse  parte  en  una  Audiencia?  ¿O  se  quiere  qne  los  THbunalés  colegia- 
dos estuviesen  en  la  proporción  que  están  hoy  los  Juzgados  <ie  primera 
instancia  é  poco  menos?  El  juicio  dvff  puede  y  debe  tener  dos  instancias, 
porque  evitándose  frecuentemente  con  la  Segunda  el  recurso  de  ca^acion^ 
se  favorece  la  unidad  de  la  jurisprudencia  y  la  comodidad  de  los  particu- 
lares. 

Eljniciocivfl  está  perfectamente  entendido  con  dos  instancias  y  un 
Jaez  unipersonal;  en  la  primera  se  reúnen  todos  los  elementes  del  juicio; 
en  la  segunda  se  corrigen  los  erroro!;  que  en  aquella  hayan  podido  co- 
meterse, y  queda  en  fin  el  recurso  de  casación  cuando  se  infringe  la  ley 
por  el  qnebrantamiento  de  las  fermas  del  juicio,  atropellando  sus  trá- 
mites. 

Pero  en  el  juicio  crímínal  no  pnedeo  establecerse  hs  dos  instancias, 
porqne  en  el  momento  en  que  en  el  juicio  oral  se  ejecutara  la  segunda  ins- 
lanera  en  la  forma  que  se  habia  becho  la  primera,  en  que  sucediesen  cam- 
bios en  los  mil  acciaentes  del  juicio,  y  que  los  jueces  por  cualquier  motivo 
recibiesen  Impresiones  distintas  y  diversas,  los  fallos  serían  contradicto- 
rios y  de  ningnno  de  ello:)  saldría  la  verdad.  Los  testigos  mismos,  ¿en 
cuántas  contradicciones  no  incurrirían?  Si  se  estableciera  la  segunda  ins- 
tancia én  el  juicio  oral,  resultaría  la  mayor  confusión,  cada  jnicio  sería  la 
viva  imagen  del  caos. 

Decia  también  su  seftoría,  después  de  incolpamos  por  esta  inconse- 
cuencia qneme  parece  baber  desvanecido:  los  Tríbunales  correccionales 
de  la  manera  que  se  establecen  en  este  proyecto  de  ley ,  ambulantes,  con 
ciertas  condiciones,  no  pueden  sostener  la  comparación  con  los  Tríbuna- 
ies  correccionales  permanentes  qne  podrían  establecerse  en  las  provin** 
Tías.  ¿Bstá  la  dificultad  en  los  presupuestos?  Pdes  esta  dificultad  puediPí 
euperarse:  disminuir  el  número  ée  los  Juzgados  de  primera  instancia.  Es 
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decir,  qum  en  veiát  formar  e«os  tríbunales,  son  los  Juzgados  500,  qao  se 
reduzcan  querrá  su  seooria  á  poco  mas  de  ioO. 

Caiculad  las  ventajas  y  las  economías  que  vais  á  hacer,  economías  que 
servirán  para  aumentar  el  sueldo  á  los  Jueoef  y  para  hacer  una  prcioD 
de  reformas  en  Ja  administración  de  justicia,  ante  las  cuales  os  oeteneia 
hoy  por  falta  de  recursos.  Me  parece  que  presento  con  integridad  ios  argo* 
mantos  del  Sr.  Calderón  Col  lentes. 

Pues  qué,  ¿ha  creido  su  señoría  que  para  el  establecimiento  de  los  Tri- 
bunales correccionales  permanentes,  como  su  señoría  (os  comprende,  no 
hay  roas  dificultad  que  la  del  presupuesto?  Gravees,  pero  la  mas  insignifi- 
cante» la  de  menos  importancia.  ¿Ha  pensado  bien  su  señoría  los  obstácu- 
los que  opondrían  los  intereses  locales  á  esa  reforma  de  tai  magnitud?  ¿Ha 
olvidado  las  complicaciones  que  habría  cuando  se  presentase  a  las  Cortes 
un  proyecto  suprimiendo  3d0  Juzgados  de  primera  instancia?  ¿Ha  oensidd- 
rado  S.  S.  los  eonílictoft  que  traería  al  GobierDO  un  proyecto  en  el  que 
se  redujeran  las  Audiencias  ó  Tribunales  superiores  á  cuatro  ó  cinco«  que 
decia,  y  los  mayores  gastos  que  ocasionarían  esos  TribunaJespermaneo- 
ies?  ¿No  habría  obstáculos  insuperabtes  de  todo  género,  obstáculos  políti- 
cos imposibles  de  vencer  y  que  seria  en  vano  acometer?  ¿Por  qué  4ecia  su 
señoría  que  esos  proyectos  tan  innovadoi^s  no  encontrarían  tuerte  resie- 
tencía  en  el  espíritu  de  localidad,  en  los  intereses  de  toda  especie,  y  que 
contra  eaes  intereses  locales,  tuMb  vez  agrupados,  pocque  se  anaonizaD 
para  defenderse*  no  habría  poder  humano  que  prevaleciera?  ¿Y  oué  auce- 
deria  con  los  proyectos  presentadas  por  el  Gobierno?  No  puedo  oecir  á  !»u 
señoría  mas  anuí;  en  ia  Sala  de  conferencias  es  posible  que  me  esplicara 
con  mas  fecüídad:  aquí  no  es  lícito  mas  que  hacer  ciertas  indicaciones  que 
8u  señoría  comprende  bien. 

Que  haga  esa  tentativa  el  Gobiereo;  que  presente  mañana  un  proyecte 
á  los  Cuerpos  colegisladores  suprimiendo  360  Juzgados  y  10  Audiencias 
de  los  que  existen;  que  venga  también  el  Sr»  Ministro  de  romento  supri- 
miendo dos  terceras  partes  de  las  Universidades  que  menos  alumnos  cuen- 
tan; que  se  haga  eeto,  y  dejo  al  juicio  del  8r.  «Caideroo  CoiUntes  la  suerte 
del  proyecto;  y  lo  mismo  sucedería  coa  el  que  ho|  nos  ooopa,  aunque  coo^ 
tuviera  el  establedroiento  del  juicio  oral,  la  úmca  instancia  y  todas  laa 
grandes  garantías  que  se  dan  ai  país  Gobernar  es  transigir;  cuando  ia  at* 
móst'era  se  pronuoeia  de  cierta  manera,  cuando  hay  afeoMtntos  oootrarioa 
á  los  cuales  no  se  puede  acometer  de  frente,  porque  acometSéndoiea 
triunfen  sobre  quien  les  aoomete>  hayque  noentar,  no  la  m^^  siao  Je 

bueno,  lo  posible.  Mas  adelante ¿quién  sabe  lo  que  maa  tarde  ^^uedesu^ 

ceder?  ¿Quién  sabe  si  desarrollados  en  lo  ñituro  toa  intereses  locales  de 
una  manera  diferente  que  ahora.  Jejos  de  oponer  obstáeuio  á  eaas.refor-- 
mas,  las  pidan  ;  acepten  con  gratitini,  que  lodo  puede  suceder? 

Decía  su  señoría,  por  último,  dirigiéndose  á  Ja  Comísioa:  ¿es  l>qeno  el 
proyecto  que  presentáis,  ó  no?  ¿n  vuestra  conciencia,  ¿es  una  obra  com- 
pleta ó  no?  Si  no  lo  es,  retiradlo;  si  lo  es,  aostenerlo  Pues  voy  á  decir  una 
cosa  á  S.  S.  El  proyecto  que  presenta  la  Comisión,  el  proyecto  qu^ 
Jia  presentado  el  Gonier&o,  es  tan  bueno  como  es  posible  que  boy  sea;  boy 
nonay  mas  allá:  esta  es  la  conciencia  que  tiene  Ja  ComisioB,  esta  es  Ja 
conciencia  que  tiene  el  Gobierno. 

¿Hay  algo  más  allá?  ;Qué  duda  tiene?  En  el  bello  ideal  de  las  eosaa 
iiumanas,  en  el  cambio  de  las  circnnstancias,  muy  posible,  en  Jas  traafor- 
maciones  que  la  opinión  pública  puede  sufrir,  en  las  traaforiaaeiones  pror 
fundas  que  pueden  tener  las  ideas  de  un  país  y  los  intereses  de  localidad^. 
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¿qué  dmlft  tiem^  Hay  algo  que  puede  ser  bi^.  Pero  boy  no  hay  ese  algo, 
¡K>rave  ese  algo  seria  una  utopia  irrealizable^  seria  ub  sueño  de  ciertas  es-* 
cuelas,  como  por  eieropto,  las  que  eo  política  y  en  filosofía  quiereo  llegar  á 
UDa  perfectibilidad  humaua  que  Dios  do  ha  marcado  todavía;  y  lo  utópico  y 
Jo  irrealiziUe  oo  sería  digiw  delCtebierne  si  de  la  OomiiioA,  y  nucho 
menos  del  Seoado. 

Después  de  rectificar  tres  veces  respectivamente  toe  Sres.  GaU 
denm  GcHáutes  y  Aivare2,  hizo  uso  de  la  palabra  ef  Sr .  López 
Vasqnez  eo  defensa  de  la  magislralora  á  ^ien  crevó-  efendida  por 
alguna»  palabras  del  Sf.  Afvarez,  encaminadas  á  demostrar  las 
ventajas  que  ei  Tribunal  tmipersonal  tiene  sobre  los  colegiados. 

Dijo  que  el  sistema  seguido  por  la  Comisión  en  esta  bastt  tenia 
á  su  fover  su  antigua  existencia  sin  que  la  opinión  se  hayn  mani- 
festado en  contrario»  porque  es  preoiso  reeonoeer  en  pirincij^o  que 
la  sociedad  debe  hcíKtar,  acercar  la  aocioi^de  te  justicia  á  los  pue* 
blos,  á  caéa  pueblo  si  esto  fuera  posible;  peio  como  no  lo  es,  no 
podiendo  ereawe  tribunales  simyeB  grandes  demareadoMisi,  á  ma* 
yores  distancias  de  ia  mayorl»  de  los'  pueblos,  es  iadíspen^Me  ^e 
que  baya  esoB  lúeoesde  primera  instancia. 

El  interés  de  la  g'^neralidad  es  el  oue  se  debe  en  el  particular  tomar 
en  cuenta  y  no  el  interés  de  los  granaos  propietarios,  de  ios  hombres  que 
figuran  en  primera  iínea..  Esto  dos  Uavaria  a  otros  tiempos,  á  los  en  que 
iiabia  los  casos  de  corte.  No  podemos  pues  desconocer  que,  como  una  cosa 
de  conveniencia  y  como  una  necesidaa  sentida  y  satisiecba  hasta  ahora ^ 
sin  queja  de  ninguna  parte,  han  existido  y  deben  existir  los  Juzgados,  6 
aea  tribunales. nmpecsemlea^  siendo  conveniente  que  continúen,  tanto 
mas,  cuanto  que  tratándose  de  las  cuestiones  civUes,  en  manos  de  los  liti- 
gantes está  acudir  ó  oe  al  tribunal  de  apelación  cuando  no  se  conformen 
con  la  decisión  del- Juez.  Muchos  son  los^aaoSy.  como  sabe  el  Sr.  Calderón 
Ooilantes,.  en  ^ue  esa  decisión  es  etiecotoria,.  ó  porque  con  ella  se  confor- 
man las  partes  considerándola  justa.^  d  porque  siéndolo  que  se  litiga  de 
escasa  importancia,  prefiere  el  litigante  vencido  su  derrota,  aquietándose 
con.  la  sentencia  de  primera  instancia,  á  emf  render  la  segunda  en  que  ha- 
bía de  hacer  n4;ievoa  gastos,  superiores  ai  interés  litigioso. 

En  materia  civil  por  tanto  los  Jueces,  de  primera  instancia  están  per- 
fectamente establecidos,  y  fijndado  en.  esta  parte  el  dictamen  de  la  Co- 
misión. 

Un  inconveniente  hacia  notar  el  Sr.  Caideron  Collantes  en  materia 
criminal:  decia  S.  S.  que  un  Juez  de  primera  instancia  podría  acordar  y 
ilevar  á  efecto  la  prisión  de  una  pecsona  elevada  y  causarle  de  esta  mane- 
ra vejaciones  irreparablea.  Pero  ese  inconveniente,,  en  el  supuesto  de  su 
injusticia,,  lo  mismo  podría  existir  en  los  tribunales  colegiados,  pues  sabi- 
do es  que  las  primeras  actuaciones  ó  diligencias  en  los  procedimientos  cri- 
minales tiene  que  hacerlas  el  que  ínstri^ya  el  sumario,  que  ha  de  ser  pre- 
ci:»amente  uno  solo,  y  ese  autorizado  para  acordar  la  prisión  de  los  que 
aparezcan  delincuentes.  Por  consiguiente,  el  inconveniente  de  las  veja- 
ciones que  pudieran  causarse  cen  una  medida  de  ese  género »  no  podría 
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evitarse  con  que  hubiese  tribunales  eolegiados.  Esas  vejaciones  sin  em- 
barco no  son  de  temer,  no  hay  motivo  para  temerlas  cuando  no  se  hallen 
justificadas. 

r^El  Sr.  Carranioliiio  dijo  que  nunca  pudo  tener  el  Sr.  AU 
Tarez  la  intención  de  ofender  á  la  magistratura  habiendo  sido  dig- 
no jefe  de  ella. 

Espuso  las  razones  que  habia  tenido  la  Comisión  para  preferir 
para  la  primeca  instancia  en  negocios  civiles  los  Juzgados  uniper- 
sonales á  los  colegiados.  Es  mas  intenso  el  estudio  de  un  negocio 
por  un  Juez  en  el  retiro  de  su  despacho  á  las  altas  horas  de  la  no- 
ehe,  que  el  que  se  hace  en  las  Salas  ordinariamente  por  los  magis- 
'  irados;  aprende,  estudia  y  profundiza  mucho  mas  un  Juez  de  pri- 
mera instancia  que  no  tres  magistrados  que  solo  están  determina- 
das horas  en  el  tribunal,  y  que  oyen  y  no  ven:  en  la  minera  pnes 
de  conocer  de  los  negocios,  la  razón  misma  lo  dice;  es  mas  imper- 
fecta la  forma  en  que  se  hace  en  los  tribunales  colegiados.  Por  otra 
parte,  es  mas  esténse  el  estadio  del  Juez  unipersonal,  porque  la  ley 
ie  ordena  que  trabaje  todas  las  horas  que  el  sol  esté  sobre  el  hori- 
zonte, mientras  que  un  tribunal  colegiado  no  puede  trabajar  de  sol 
á  sol  legalmente. 

La  rapidez  de  ciertos  procedimientos  no  es  posible  conseguirla  con  un 
tribunal  colegiado  como  con  un  tribunal  unipersonal.  Y  si  se  quiere  dar 
jurisdicción  preventiva  á  todos  j  cada  uno  de  los  que  componen  el  tri- 
Dunai  colegiado,  entonces  recaen  sobre  todos  y  cada  uno  de  ellos  ne- 
cesariamente los  males  que  quiere  evitar  el  Sr.  Calderón  Collantes.  Y  la 
responsabilidad  es  mucho  mas  eficaz  sobre  un  juez  unipersonal  que  sobre 
tina  Sala  compuesta  de  dos,  tres  6  mas  individuos.  No  hago  mas  que  indi- 
car las  razones,  y  no  quiero  detenerme  á  fundarlas:  por  lo  demás,  no  debe 
temerse  que  sea  desacertada  la  administración  de  justicia  en  los  tribuna- 
les colegiados  españoles,  porque  tienen  auxiliares  científicos,  tienen  escrí- 
banos mucho  mas  sutorizados;  tienen  los  relatores  que  son  abogados;  y 
de  todo  esto  carece  el  pobre  Juez  de  primera  instancia;  por  eso  el  estu- 
dio del  Juez  de  primera  instancia,  repito,  tiene  que  ser  mucho  mas  inten- 
so que  el  del  magistrado;  por  eso  tiene  que  ver  todas  las  actuaciones  por 
sí  mismo,  y  por  eso  los  magistrados  se  llaman  oidores,  porque  tienen  que 
ver  y  fallar  por  el  relato  que  se  les  hace. 

De  manera  que  la  ley  ha  comprendido  que  debe  ser  mucho  mas  inten- 
so el  estudio  en  primera  instancia  que  en  segunda.  Segnius  irritant  áni- 
mos demissa  per  aurés  quam  qua  9urU  oculis  subjeta  fiddibui^  decia 
Horacio.  Y  cuando  ya  esta  acabada  la  lid  en  los  negocios  civiles,  ó  cuan- 
do ya  están  completos  el  sumario  y  plenario  en  los  negocios  criminales, 
cuando  se  llega  a  la  secunda  instancia,  basta  solo  la  atención  del  oido  para 
tomar  idea  perflscta  del  negocio,  y  no  cuando  se  forman  las  príméras  díft- 
gencias;  entonces  se  necesita  mucha  mas  atención. 

Quedó  aprobado  el  art.  1.®  y  base  1/ 
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SOBRE  LA  PRESUNCIÓN  DE  MUERTE  DE  PERSONAS  AUSENTES 
Y  SUS  EFECTOS  LEGALES  (1)« 


{Canelution.) 


¿Cuá^f  dónde,  par  qué  trámite  y  cojí  qué  requÍ9Uoi  debe 
acordarse  la  adminUiracion  judicial  de  los  bienes  del  ausente  en 
ignorado  paradero^  iDebe  preceder  d  esto  alguna  declaración  <a« 
lemne  y  formal  de  ausenciaí  ¿Qué  reglas  han  de  tenerse  presentes 
para  resolver  sobre  la  preferencia  entre  los  distintos  aspirantes,  y 
sobre  la  clase  y  cuantía  de  la  fianzal  iPuede  y  debe  encargarse 
también  el  administrador  judicial  de  los  bienes  del  ausenlCt  de  la 
tutela  y  curaduría  de  los  hijos  de  éste^ 

£q  vano  acudiríamos  i  las  fuentes  de  nuestro  dereojip  vigeotá 
eu  busca  de  disposiciones  terminantes  que  sirvan  de  norma  y  guia 
para  resolver  con  acierto  sobre  la  pregunta  que  nos  ocupa.  No  hay 
ley  que  determine  claramente  la  época,  requisitos  y  iriimites  par{i 
poner  en  administración  judicial  los  bienes  del  ausente,  según  sé 
ha  podido  comprender  por  la  breve  resena  histórica  con  que  enea* 
bezamosel  presente  artículo.  La  ley  4.*,  título  S9  de  la  Partida  2.*, 
relativa  á  los  bienes  de  los  cautivos  entre  infieles ,  ordena  que  se 
pongan  aquellos,  mientras  dure  la  ausencia  y  cautiverio,  bajo  la 
guarda  de  los  parientes  mas  próximos,  que  inspiren  mayor  confian- 
za. La  tí,  titulo  i.""  de  la  Partida  3.*»  dispone  únicamente  que  q1 
Juez  provea  al  ausente  demandado,  de  un  guardador  qué  íe  defien* 
da;  y  aun  de  varios  guardadores,  si  fuesen  muchos  sus  bienes,  coa 
iacultad  no  solo  de  responder,  sino  de  demandar  enjuicio.  La  l.\ 
tútulo  7.**  de  la  misma  Partida,  se  concreta  á  su  vez  á  conceder  «I 

(i)    Véase  la  pag.  450  de  ei»te  tomo. 
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derecho  de  repr^^ouir  y  defender  en  jaieíp  al  aoiente  demandado» 
citado  ya  por  pregones  en  im  tn/^rgidos,  á  sos  parientes  y  amigos. 
La  i4,  titulo  i4de  la  propia  Partida,  se  circunscribe  á  determinar 
los  requisitos  de  la  prueba  de  la  fama  de  la  defunción  del  ausente, 
declarando  que  no  basta  dicha  prueba,  cuando  la  ausencia  es  de 
poce  tiempo,  eemo  de  meo  años  ñu^tso,  6  para  abajo,  si  t>íen  su  glo- 
sador Gregorio  López  opina  porque  en  lal  último  caso  se  entreguen 
los  bienes  bajo  fianza  á  los  parionlco  «las  próximos ,  según  la  cos- 
tumbre recibida,  y  en  calidad  de  curadores  ad  bona.  La  26  y  si- 
guientes, titulo  It  de  la  Partida  B.\  se  limitan  á  reconocer  la  le- 
galidad de  la  gestión  voluntaría  de  los  bienes  del  ausente  por  parte 
de  sus  deudos  y  amigos.  Los  antiguos  comentaristas  y  espositores 
de)  derecho  patrio,  tampoco  hacen  más  que  proclamar  la  doctrina 
que  el  lue^,  de  oficio,  ó  á  instancia  de  parte,  puede  proveer  á  la 
guarda  y  custodia  de  los  bienes  de  los  ausentes,  pero  sin  determi*- 
nar  época,  ni  trámiles  y  requisitos.  La  moderna  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil,  si  bien  encomienda  al  mhristeKo  fiscal  la  representa- 
ción de  los  ausentes  en  los  abintestatos  y  testamentarias,  y  aun  en 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  (1),  guarda  silencio  absehito  en 
lo  tocante  á  los  demás  juicios,  incluso  el  ordinario,  y  el  mismo  de 
rebeldía,  sin  proveer  tampoco  nada  sobre  la  adminístraeioa  judicial 
de  los  bienes  d^  aquellos  y  de  la  tutela  y  curaduría  ad  bona  de  sus 
hijos.  Be  manera  que  en  vez  de  mejorar,  vino  casi  á  empeorar  eo 
esta  parte  nuestra  legislación  preexistente,  puesto  que  no  desen» 
volvió  ün  sistema  completo,  al  paso  que  derogó  por  su  artículo 
final  todo  lo  anterior,  reWivo  á  procedimientos,  á  cuya  clase  cor- 
responden indodablemiente  las  primeras  leyes  antes  citadas,  cual 
se  desprende  de  los  epfgr^fiés  de  los  títulos  en  que  se  hallan 
incluidas.  Pero  la  jurisprudencia  dei  Tribunal  Supremo  de  iusti- 
da,  establecida  en  la  sentencia  que  referimos  al  ventilar  la  cues- 
tión precedente,  bar  venido  en  parte  á  salvarlos  del  común  nau- 
fragio,  en  el  hecho  de  reconocerse  por  ella  como  legal  la  costumbí^ 
usada  de  antiguo  y  fielmente  guardada  de  que,  cuando  se  ignore  el 
paradero,  y  por  consiguiente  la  existencia  de  una  persona  largo 
tiempo  ataen^e  ó  desaparecida,  y  no  existan  las  pruebas  de  ley  para 
acreditar,  ó  al  menos  presumir  su  fallecimiento,  se  otorgue  bajo 
fianza  la  administración  judicial  de  sus  tienes  á  los  parientes  mas 

(O    Artículos  367, 411  y  regla  e.*  dl^l  1208. 
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próiknos  que  UsadríMi  dersofao  de  beridarte  «bi«tesUaa¿<;<9ftiaflibcA 
que  íBdudaUeoiettte  (rae  origeo»  y  eocaeotia  «u  a^yo  y /uiuU- 
meBte  en  U  úUime  parte  de  la  lef  i^  ^i^^  S.""  de  la  Partida  3.% 
y  demás  qite  se  dejao  eiudoa. 

El  InmÍo  seaiido  jurídico  está  igdicande  que  oe  pued^  $er  solí" 
si^teíOe  un  eslado  de  eosas  seaqante,  iau  irregular  y  Uo  vaga  de 
suyo.  No  puede  ser  j«alO|  eo  verdad»  que  los  bienes  dei  auseate 
esiéoá  la.  merced  del  prioier  adveaedízo  que  quiera  eocargarse 
por  sí  y  ante  si  de  su  guarda  y  admioistracioa,  sin  ofrecer  garaa* 
tiasprovias.de  aUigana clase»  ñique  sirvan  para  balagar  solo  la  eo« 
dioia  de  los  parientes  m^  muy  pr6»mos  ai  día  sigaienle  ^l  vez  de 
ausencia»  ni  tampoco  que  permfMiescaa  por  mucho  tiempo  en  el 
mayor  abandona  é  ineertidi¥iibre,  cual  aconteció  ea^  ce^o  que  mo< 
livára  la  senteocáa.  referida^  en  el  que^  vino  á  pretenderse,  la  admi« 
flisiraoion  judicial  &  los  85  aies  de  au^eo^oia. 

En  btteaos  principies  jmldicosi  no  pueden  ^^^^^^^^^  períodos 
que  marquen  las  diferentes  vicisitudes  y  efeetos^  logices  i  que  va- 
yan quedando  sujetos  los  bienes  dekaiisente«  sefluo,  las  mayores  6 
menores  probabilidades  de  próximo  regreso,  ó  de  j^suoXo  blleci- 
miento^  coal  determinan  el  Código  civil  francés  y  el  nuestro  en  pro- 
yecto» En  el  primer  periodo,  que  puede  oooiprender  los  t^^  caa« 
tro  ó  cinco  aSon  primero»  de  la  desaparición  del  ausente*  sin  aoti- 
cia  del  paradero,  y  sin  dejar  apoderado»  solo  deben  acordarse  me- 
didas provisionales»  á  instancia  de  parte  ó^le  oficio»  según  las  vaya 
requiriendo  la  urgeneiade  los  casos*  con  determinación  de  las  fa- 
cultades, obligaciones  y  retribocioo  del  representante  i^ombrado  al 
intenlo,^  sin  necesidad  de  dedarasion  solemne  de  ausencia»  ni  de 
poner  mi  adminiatraoioa  judieíal  todos  los  bienes  de  aqiaeL  En  el 
segundo  periodo  es  cunado  deben  adaptarse  ya  medidas  definitivas 
y  permanseates^  haciéndose  la  declaractoa  solemne  de  la  ausencia  y 
acordtedone  la  admiaisCraícioa  judicial  de  los  bienes*  puesto  que  las 
probabilidades  de  próximo  regreso  se  disminuyen;*  al  paso  que  se 
van  aumentando  laa  presuncioBes  de  muerte,  A  esta  doctrina  pare- 
ce adbewse  el  mismo  Tribuaai  Supremo  de  Josticia*  al  admitir  co- 
me legal  la  eestnmbre  de  poner  ethadmínistpacio»  los.  bienes  de|  au- 
semtev  solOfCttindo  halrasourridqíariJj^tí^mfM) desde  ladesi^j^Mcícíon 
del  mismo*  sin  noticias  de  so  existencia  y  paradero. 

El  lugar  para  hacer  esa  declaración  de  ausencia  y  poner  el  cau- 
dal en  administración  permanente  y  definitiva,  por  no  haber  apo* 
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dérado,  no  puede  ser  etro  qae  el  del  dUímo  domicilio  6  resfdencijt 
conocida  del  ausente,  ó  al  menos  donde  tuviere  la  mavor  parte  de 
los  bienes.  Asi  lo  exigen  y  reclaman  los  principios  generales  del 
derecho  y  las  consideraciones  de  equidad  y  conveniencia;  porque 
ftlH  es  donde  pueden  existir  ó  no  noticias  ciertas  del  indivídoo, 
donde  sé  han  de  administrar  sos  bienes,  donde  se  necesita  ún  re- 
presentante que  haga  m%  veces  y  supla  su  personalidad,  dónde  la 
ley  busca  al  ausente,  y  donde  le  cita  y  le  emplaza  siempre  para  to* 
dos  los  efectos  legales. 

Respecto  á  tramitación,  opinan  algunos  comentaristas  ({) 
que  puede  hacerse  por  acto'  de  jurisdicción  voluntaria  hasta  I» 
declaración  de  la  muerte  presunta  del  ausente,  y  por  consiguien- 
te, y  con  más  motivo,  la  de  la  ausencia  y  entrega  de  bienes  á  los^ 
parientes  próximos  á  título  de  administración  judicial.  Por  núes* 
tra  parte,  creemos  que  eso  debe  hacerse  en  contradietorio  juicio, 
siquiera  sea  sumarísimo,  para  obviar  los  inconvenientes  que  entra- 
Ba,  y  peligros  á  que  queda  espuesta  la  fortuna  del  ausente  con  el 
sistema  contrarío.  Sin  embargo  de  la  analogía  que  tenga  con  el  caso 
en  cuestión,  el  de  los  curadores  od  fona  de  los  menores  y  el  de  los 
curadores  ejemplares,  hay  también  sus  diferencias  y  razones  espe* 
dates  que  demandan  seguir  distinto  procedimiento.  En  el  de  tos 
menores  especialmente,  la  necesidad  es  notoria  y  evidente,  está  al 
alcance  del  Juez  el  cerciorarse  de  ella ,  y  no  puede  haber  temor  de 
fraudes  y  perjuicios,  y  sí  ventajas  para  aquellos  en  que  se  les  pro- 
vea cnanto  antes  de  persona  que  cuide  de  sus  bienes  y  supla  su  fal- 
ta de  discernimiento.  En  el  de  los  curadores  ejemplares  también 
tiene  presente  el  Juez  al  incapacitado,  y  puede  convencerse  de  la 
necesidad  de  ir  en  su  auxilio  y  á  su  amparo,  descubriendo  de  mo- 
mento cualquier  fraude  ó  perjuicio  que  quisiera  inferírsele,  lí  es 
qne  el  interesado  no  salía  á  denunciar  inmediatamente  la  injusticia 
que  con  él  quisieran  hacer  los  parientes ,  impulsados  por  la  codicia 
y  otras  malas  pasiones,  como  ha  acontecido  muchas  veces. 

No  sucede  lo  mismo  en  el  caso  de  los  ausentes,  á  quienes  se 
les  puede  irrogar  perjuicios  de  consideración,  sin  ser  posiMe  reco- 
nocerlos ni  repararíos  de  momento  por  ratón  misma  de  su  ausén- 
tela, ya  privándoles  de  la  focuhad  de  administrar  sns  bienes,  ya  a)- 
■^- 

O)    Los  SPilores  Manresa  y  Rens,  Ley  de  Knjukiamiento  civil  comen- 
tada etc.,  tomo  5.^  pág.  li. 
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teraido  el  árdeo  que  taviereo  establecido,  ora  peiieiran<}o  ea  e\ 
sagrado  asilo  de  3U  domicilio^  ora  descobrieodo  el  secreló  de  su 
fortona  y  iie|OCios,  ó  bieD,eo  fio,  caasáodoies  los  gastos  eoosiguíea- 
tes  á  noa  iolervetoioD  judicial  abaoiata;  y  todo,  bajo  protesto  de  dis- 
pensarles 00  favor  ó  hacerles  oo  servicio^  y  de  no  haber  ooücias  de 
su  parad^D,  oi  esperarse  so  proato  regreso,  pero  eo  el  fondo,  por 
(^er  tal  vex  el  recbmaote  i  iiipiilsos  de  uoa  mal  encubierta  codi- 
cia, cono  es  de  temer,  si  no  le  ligan  con  el  ausente  los  mas  estre* 
ches  Tincoioe  del  pareoiesco. 

El  procedimiento  de  plano,  que  es  el  propio  de  la  jurisdicción 
voluntaria,  eati  solo  indicado  para  cuando  baya  motivos  especiales 
de  urgencia,  ^  sea  de  presumir  racionalmente  la  conformidad  de 
todos  los  interesados,  ó  la  misión  del  Juease  reduzca  4  solemnisar 
el  acto,  sin  tener  que  decidir  ni  reaolver  entre  parles  adversas,  sin 
temor  alguno  de  perjuicio  á  tercero,  sin  ataque  ni  antagonismo  en- 
tre  los  derechos  respectivos,  ó  como  dice  la  misma  ley  de  £ojuicia- 
mieftto,  sin  estar  empeñada  ni  temerse  que  se  promueva  cuestión 
alguna  entre  parles  conocidas  y  determinadas.  Eaos  son  los  carac- 
teres distmtivos  de  los  actos  propios  de  la  jurisdicción  volon  taria; 
y  por  eso,  la  misma  ley  ordena  que  se  don  por  terminados  los  au- 
tos de  tal  clase,  tan  luego  como  se  suscitare  oposición  .formal  por 
quien  tenga  personalidad  bastante  para  ello,  reservándoles  el  de- 
recho de  ventilar  sus  respectivas  preten^nes.por  la  via  contencio- 
sa y  en  el  correspondiente  juicio.  Cuando  lo  pretendido  no  requiere 
resolocioni  de  momeóle:  cuando  se  pueda  atacar  con  ello  á  los  de- 
rechos de  un  tercero;  cuando  haya  temor  fundado  de  próxima  con- 
troversia, entonces  es  de  rigor  de  derecho  acudir  desde  luego  á  la 
vía  contenciosa,  al  contradictorio  juicio,  porque  esa  essu  propia  tra- 
mitocion,  su  natural  procedimiento. 

Verdad  es  que  b  ley  no  ha  sido  constante  y  consecuente  en 
el  desenvolvimiento  de  la  doctrina  espuesta,  cual  lo  demuestra  el 
haber  incluido  entre  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  lo  relativo 
áreclamaoionefi  de  alimentos  provisionales,  depósitos  de  persona,  y 
las  dichas  eoradurias  ejemplares  por  rasen  de  prodigalidad,  idio- 
tismo, locora  ó  imbecilidad,  no  obstante  que  con  semejantes  pre- 
tensiones se  atacan  con  írec^iencia  los  derechos  de  un  tercero,  cuya 
aquiescencia  no  es  de  presumir^  oi  de  esperar;  motivos  suficientes 
para  reservarlos  y  someterlas  á'la  via  contenciosa,  aun  cuando  el 
procedimiento  fuese  sumarisimo,  atendida  la  urgencia,  cual  acón- 
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tece  con  loé  desabocios  é  iaterdictos.  Pero  e^  itieoD«eeaeiimk  tfe 
la  ley  no  autoriza  para  que  á  aoestra  vez  iticamnios  tanibiefi  6» 
ella,  respecto  á  casos  qae  ta  misiiia  iio«lasifica  espresanenle  eaire 
los  de  jurísdicctoD  Yoluotaria,  ni  reuaeft  de  «o  modo  evidente  los 
ctfactéres  distintivos  de  ios  qat  fornian  h  flMtería  peculiar  de  esta. 
Tates'Caraetépes  no  concurren  ciertamente  en  el  caso  de  la  deda- 
ración  de  ansencia,  porque  no  hay  la  necesidad  del  «omento  á  qoe 
atender,  7  por  el  eontrario  es  de  temar  el  perjüieio  de  tercero. 

Los  requisitos  para  poder  hacer  la  declaración  solemne  de  aa« 
senda  y  dar  la  administración  jadicial  absohlta  de  4os  bfenes  del 
ausente  á  sus  mas  próximos  parientes,  deben  ser,  «n  nnesiro  oon« 
cepto,  los  siguientes:  1.^  qne  preoeda  on  juidooontradiotorio,  son* 
que  sumarísimo,  con  Intervención  6scal  y  earplasamiento  del  des* 
aparecido  por  término  de  medio  año,  y  á  virtud  de  adidos  insmos 
en  tos  periódicos  oficiales  de  la  corte  y  de  la  provincia  ó  provincias 
4  qoe  pertenezcan  ios  pueblos  del  último  domicHio  ó  fosidencía  00^ 
nocida  de  aqoeé,  ó^ei  en  que  tnvíere  la  mayor  parte  de  sus  trie* 
oes:  S.""  qoe  se  acredite  por  medio  de  inroraacion  de  testigos  de 
arraigo  y  responsabilídacl,  y  vecinos  de  dichos  paeMos,  la  edad  y 
demás  circonslattcias  personales  dfl  ausente,  de  s«  familia  y  fdi4a- 
na;  la  época,  causas  y  demás  círcnosianeias  que  concurrieren  en 
la  desapuieton  del  individuo,  pnnto  hacia  donde  partiera,  y  fecha 
de  las  ultimas  noticias,  ó  espresion  de  no  haber  vnello  á  saberse 
cosaaigona  de  sn  paradero:  3.*^  libramiento  de  despachos  oporta* 
nos  á  tos  pintos  donde  resáltale  haberse  encaminado  el  individuo 
al  ausentarse,  para  descubrir  sn  paradero  y  emptaeaito,  si  fiMre 
posible.  También  deberia  acreditarse  en  el  espediente  la  drcaas- 
tttocia  de  habar  d^ado  ó  no  repreaeManle  el  ausente,  y  onal^níera 
otra  que  condujese  al  objeto  y  demostrase  la  conveniencia  ó  necesi^ 
dad  de  bi  daclmcion  de  ansencta  y  administración  judicial  do  los 
bienes,  por  no  haber  probabilidades  de  próximo  regreso.^  La  «en  • 
tenoia  que  recayere  se  pnbtiearia  en  iguales  términos  en  los  peri6- 
dicosofieiaies,  sin  ponerla  en  ejeouoíon  basta  pasado  me^o  mo 
desde  la  inseremn  del  último  edido,  por  lo  relalivo  i  laentmg*  de 
bienes  alreclamaiile,  y  siempre  bajo  inventario  f  taosmfétente 
fianza,  como  viene  4e  costumbre,  según  tiene  reeoaonidorel  Tribu- 
nal Supremo  de  iostioia. 

Guardando  como  guardan  entre  si  tanta  analogía  y  semejanza 
la  curadoría  ad  bam  de  los  ausentes  con  la  de  los  incapacitados  de 
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que  iMJiktt  los  arl».  4243  y  tigiíeates  de  ia  tof  de  JBijviolMMtfte, 
daré  es  qm  deben  seguirse  las  misoias  regks  qae  ella  estableee 
pasa  la  psafereoeta  ea  la  Mradiría  e)enpl«r  de  ^  «Itinies,  enaiido 
huimre  distiales  aapíraateB;  pero  oeepando  logar  aiae  pitfereefte 
el  apoderado  qve^^ara  ei  aoseaie,  prorogáedoie  los  poderes,  m  se 
le  hubiesen  concluido»  basla  que  turíere  cabida  la  presonoion  de 
muerte,  ya  que  cea  ello  se  sefpiia  sMier  la  voluntad  preventiva  del 
representado,  que  depositó  en  aquel  so  mayor  confianza;  y  si- 
guiéndole en  orden  de  preíereada  ¿  cualquier  otro  interesado  la 
cónyuge  del  ausente,  por  ser  coparticipe  y  consócia  en  los  produc- 
tos de  los  bienes,  cuya  administración  judicial  se  pretende.  Por 
idénticas  raiones  de  nnalogia,  la^fiauxa  debe  acomodarse  y  regirse 
en  su  clase  y  cuantía  por  las  disposiciones  de  los  arts.  1S64  y  si- 
guientes de  la  propia  ley  de  Enjuiciamiento. 

Ea  enante  á  loa  hqes  meaores  do  les  aosenlas,  la  legr  de  Enjii- 
ciamiento  no  determina  que  se  les  provea  de  tutor  ó  curador  ad 
bona;  pues^attmlar  de  ia»  teletas  y  emdarias,  pane  sriempre  del 
supuesto  del  fallecimiento  det  padre  deiK|uellos.  Solo  en  el  articu- 
lo 1354  encontramos  el  precepto  de  que  se  le  provea  de  curador 
para  plietos  al  hijo  de  familia,  menor  de  edad,  cuyo  padre  estuvie- 
re ausente,  en  ignorado  paradero,  sin  que  haya  esperanzas  de 
prdxíBM  vueha,  cuandb  pretendJere  y  se  le  otorgare  habilitación 
para  conparecer  ea  juicio,  por  haber  sido  demandado,  6  por  se- 
guírsele grave  perjuicio  dé  no  promoverte  demanda  para  que  pida 
dicha  habilitación.  Elart.  i351  concede  el  mismo  derecho  de  habili- 
tacionefi  igaales  circunstancias  al  hijo  de  familia,  mayor  de  edad, 
y  á  la  mujer  casada.  Pero  esias  disposiciones  eñtraitan,  en  nuestro 
ooDcepto,  el  carácter  de  meiídiBS  provisronates,  transitorias  Ó  de 
urgeBda^  sin  poderse  referiral  estado  defittitrvo  de  la  decfaracion  so- 
lemne ite  ausancía,  en  el  que  se  hubiese  ya  nombrado  un  administra- 
dor judicial  que  ocupe  ef  lugar  y  llaga  hs  veces  del  ausente.  Dado 
este  último  caso,  creemos  que  el  admniistnador  judicial  de  los  bienes 
del  ausente  debe  encargarse  también  de  la  tutéM  y  curaduría  de 
sus  hijee  menores,  k  esta  opínmn  se  íidhiaar  los  preciflados  comen- 
taristas (f),  con  ocasbtt  del  caso  anüogo  de  los  condénadósá  la  pena 
deTtfterAicckm  civil,  h  cual  Heva  coonigo,  según  el  art.  41  del  Có- 


(1)    Los  Sres.  Manresay  Ke\i8,  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  comentada^ 
tomo  5.%  pig.  85. 
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djgo  peaal,  la  privteioii  del  der^o  de  páieia  polesUd,  de  la  aato- 
ridad  marital,  de  la  admi^istrapioQ  de  sus  hi^es  y  dd  desecho  de 
disponer  de  estos  por  actos  eiiUe  vivos»  durante  todo  el  tiempo  de 
dicha  condena;  poes  sostienen  con  razón;  y  fundamenio  que  d  ca- 
rador ejemplar  qne  se  le  nombre  á  aquel,  se  encartone  de  la  gnarda 
de  sus  hijos  menores. 

Cárits  Mntero  lUalgo. 


OBSERVACIONES 

» 

SOBRE  LA 

imUGINGIA  T  iPlICICiON  N  U  LKT  DR  DISRfSO  PlTiRKO, 

rtNpMta  A  |o0  nf trjpioMff  de  lm.in«piQp«i  d»  «4iiA  (1). 


ARTÍCULO  14. 


Las  personas  autorizadas  para  prestar  m  consentimerUo  no 
necesitan  apresar  las  razones  en  que  se  funden  para  rehusarle,  y 
contra  su  disenso  no  sedará  recurso  alguno. 

1.  £1  precepto  consi^oado  eo  este  artículo  vi^ne  á  formar  con 
la  disposición  contenida  en  el  arlíqulo  primero  todo  el  sistema  y  ob- 
jeto de  esta  ley.  Valiéodonos  de  una  espresion  metafórica  podemos 
decir  que  esos  dos  artículos  son  los  polos  sobre  que  gira  el  pensa- 
miento que  se  propuso,  llenar  el  legi^or,  las  dos  bases. en  que 
descansa  la  obra  levantada  por  Us  Cortes  en  18  de  junio  de  186¿ 
acerca  del  matrimonio  de  los  menores.  Robustecer,  y  dar  gfan  con- 
sistencia á  la  auto|[idad  de  los  padres  y  de  los  mayores  en  el  enlace 
de  aquellos,  y  hacer  íi^apelabile  y  absoluta  esa  autoridad  dentro  de 
los  20, y  23  anos»  tales  fueron  las  ideas  predominantes  en  los  au* 
tores  de  esta  ley,  y  tales  son  tambjen  los  fines  á  que  van  encami- 
nadas las  prevenciones  contenidas  en  los  dos  artículos  citados. 

(i)    Véanse  las  páginas  i63,  355  y  4i7  de  este  tomo. 
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i.  Dos  son  los  estreau»  que  abma  el  que  ahoim  nos  vá  á  oca* 
par.  El  primero  tíefte  por  objeto  dispeastr  á  las  personas  qne  ha* 
yan  de  intervenir  en  el  mairiaonio  de  la  obiigaeion  de  manifestar 
los  motivos  qne  les  asistan  para  rehiíiarlo;  el  segando  se  propone 
por  fin  cerrar  la  pnerta  i  caalqoiara  remedio  <|ae  pudiera  mtentarse 
contra  lasresolneienes de  esas  personas. 

3.  La  disposición  qne  comprende  el  primer  estremo  no  es  una 
novedad  introdndda  por  esta  ley.  En  la  pra^aáüca  de  1803  se  pre- 
vino ya,  qne  ni  los  padres  ni  las  demás  personas  i  quienes  se  en- 
comendaba la  facultad  de  prestar  el  consentiminnto ,  estaban  obli- 
gadas á  dar  la  rason  ni  esplicar  la  caosja  de  su  diseoso  ó  resisten- 
cia. Fácil  es  comprender  el  fundamento  de  semejaote  disposición . 
Las  caeatíones  relativas  al  matrimonio  pertenecen  principalmente 
al  interés  de  la  familia^  son  de  índole  doméstica ,  esencialmente 
privada;  no  se  ven  sino  á  la  ki£  del  propio  hogar  y  de  lis  respectiva 
posición,  condiciones  y  etreunstaneias  de  esa  pequeña  sociedad,  en 
la  euat  liay  seerelos  qne  nadie  desea  revelar;  preocupaciones,  sí  se 
quiere,  pero  preocupaciones  qne  na  pueden  menos  de  respetar,  lo 
mismo  la  lay  que  los  mas  altos  poderes  del  Estado.  Pretender  ar- 
ranear  á  la  fiuiilia  sus  seoretos,  obligándola  á.  manifestar  los  moti- 
vos de  su  resistencia  ó  disenso  respecto  al  matrimonio  del  menor, 
seria  violar  el  santuario  del  hogar  doméstico  por  una  parte,  y  por 
otra  vendría  á  producir  un  efecto  oootrario  al  que  se  deseaba^  es 
deeír,^oe  se  oeuliarian  las  causas  que  real  y  verdaderamente  exis- 
tieran para  resistir  la  celebraoion  del  enlace,  y  en  su  lugar  se  ma- 
nifestarían otras  enteramente  opuestas  y  distintas.  Semejante  pre- 
tensión ocasionarla  además  frecnentes  y  lamentables  querellas  en- 
tre fannlias  y  personas,  pues  tal  vez  se  creyeran  injuriadas  por  las 
ranones  y  motivos  que  se  alegasen  para  negar  el  consentimiento  en 
el  matrímonio;  todo  lo  cual  debe  siempre  evitarse  por  la  ley,  para 
que  ésta  responda  en  todo  caso  á  los  altos  fines  morales  que  está 
llamada  á  cumplir. 

4.  El  segundo  estremo  qne  comprende  el  presente  «rticnlo,  por 
el  ciiat  queda  abolido  el  recurso  que  se  eoncedia  por  la  antigua  le* 
gislacion  para  sopKr  el  disenso  paterao,  es  una  de  las  partes  mas 
esenciales  del  pensamiento  capital  de  esta  ley.  La  adopción  de  se  - 
me}aQte  medida,  fué,  por  dedrío  así,  el  móvil  príDcipal,laidea  mas 
enhornante  que  predominó  en  el  ¿nimo  de  los  señores  Diputados  al 
prenentar  á  las  Cortes  el  proyecto  de.  k  ley  que  nos  ocupa  En  otro 
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logar  hemos  dicho  ya  to  eonvenente  acerea  de  fas  orataa  qoe  obfi- 
garoD  ásus  ásteres  á  hacer  esa  fefarm  ea  nneafero  derariÁ.  Nada 
DOS  toca  ya  manifestar  respecto  i  esa  aiateria  tiiio  que  desde  la  pa- 
bücadon  de  esta  ley  ha  cesada  de  todo  paato  ia  latermeDoioii  de  la 
aatori<bul  eo  el  malrMMiiio  de  les  meoores,  eo  la  qoe  cmiáerie  & 
suplir  ó  eomeodar  el  disenso  de  los  padses  Ade  te  <pie  en  su  de- 
fecto sean  Hamades  á  sMÉUiiries.  Covtra  la  negisifa  del  consenti- 
miento no  qoeda  á  ios  Ujes  otro  ¡recurso  qae  aguardar  4  salir  iie  la 
menor  edad,  esto*  es,  de  iqs  90^0  S3  ai»,  que  e»  el  lünile  q«e  kk 
señalado  para  la-misma  la  presente  ley. 


5.  Todas  las  disposiciones  que  hemos  examinada  hasta  aquí, 
han  tenido  por  objeto  prescribir  lo  aeoesarío  relaiivattniidie  al  «m- 
sentimiento.  En  el  articulo  que  sigue  pasa  ya  la  ley^  ár  oeuparse  de 
otro  punto  que  ha  considerada  no  menos  eseociai  en  «i  sólem*  que 
se  había  propuesto  acerca  del  nnlrimonie  de  los  «Moopear  ^oai  es 
el  concerniente  á  la  petioioa  del  e(m$if9:  «suata  del  cual  ite&dremos 
muy  luego  (pie  ocuparnos.  Pero  antes,  y  ooom  oemphuneato  da  las 
materias  que  hemos  ttamiaadohaita  ahora,  ▼aamslhaserues'oaf- 
go  de  algunos  puntos  iaspartantisinios  pai%  Atcílitar  en  tu  posiUe  la 
intdigenoiay  aplicación  ^  esta  ley. 

6.  Será  el  primer&de  aquellos  el  reiatíva  á  la  manera  de  haoer 
constar  la  p^Moa'de)  conimtíimÍBnte^  paato  aeenoa  delunri  seiba 
guardado  el  sileacio  mas  ataotutov  pues  lo  que  áuicaarenta:  ^  ha 
consignado  en  aquelia  es  el  modo  ^ acreditar  la  petieíeadai  om- 
sefo,  según  se  veri  mu  adelanta,  fteoordavdo  almra  lo  queaalire 
cada  mío  lie  los  attieak»  de  la  laf  henos  espuesta  eursv  hi^  ita* 
pectivo,  se  notará  desde  taege  que  et  eoosentimfent»  habrá:  de 
acreditarse  de  düereaie  manera,  según  sean  tos  casos  esfue  se^n^ 
cuentren  les  que  tengan  ne«tesidad  dtaodicisarlei  Cuaado^stas  eeaa 
los  hijos  legítimos,  y  los  que  le  hayan  de  prestar  seUQí'Ot  'padina^  la 
madre,  é  los  ab«eios,  buetaii  eo  Ne*o  juicie^  qué  la  paHeton  del 
cameniünUnió  se  bagacenstar  da  cualqiáBfat.de  loa  itoda».eslaye^ 
cidos  para  jjuaiiikarlaipelicíuQ  del  cmuiiOf  esto  es,  pordeclasfeoíDÉ 
dd  que  buhéesv  (hidarto  heeha  aale  NatarkiipiUilkiv  i  et^lasüniiia, 
óhienanie^iueade  pae,  previo  el  faque«imienta  «pMlaM»  Ma 
creemos,  sóa embarga,  quesea  osto  de  necesidad  ahseiota^  puesita 
la  ley  nada  se  encuentra  que  autorice  semejante  doctrina.  Sabemos 
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qieci  aigviM  dücetb  te  exig»  tienpre  por  k»  Pérrocet,  7  como 
reqwshe  inéspemabie»  que  ios  ieteresadoB  hagan  toifttar  ante  No- 
taiio  páblíoo  é  eoleaiástieo  la  declaraeíoa  reCerkIa»  Feroi,  según 
Boaalro  nodo  de  fcrt  ao  ezble  laaoo  aigaiiAjqiie  haga  necasario 
aqoal  praoedinieiito  para  qua  kt  Párvatoa  pocritm  aakwíiar  el  ma- 
tnmoaio.  La  pKsaate  ley  m  baialfodoeido  modificaeioD  de  nngu- 
aa  especia  en  la  paaalidad  aMeniainafllQ  rMaUacUa  eonira  los 
eeienástkos  qteavlamam  bo  flMtrimaiHO  piehibidb  pob  falla  del 
•annpatiaiiaate  patamo.  Bt  aaudlada  laa  casas  aaatísúa  siendo  el 
HÚsaio  qoe  hasta  aqii,  respaetoá  asa  paaio^  No  hay,  paesy  nia- 
g«i  rooliva  noaiTo  qne  abUgiia  i  loa  Páraacos  á  ser  mas  ^eéatufnio' 
üt»  por  decirlojtti.  Sa  raspoasahUíiad  bajo  ese  ooaaepCo  eo  nada 
ha  imada.  Sí  haf  aa  poadían  Ueitameiilaanlortfear  laatrinaBÍM  sin 
el  aoaseniamito  palerBO»  tan^MC»  podía»  yenficarlo  ames  de  pu< 
bKeafsa*  asía  iegr^panqoe  laa  ptagwÉfaas  daCáihialII;  Carlos  lY 
lo  prohibían  espresamente.  El  castigo  impuesto  á  los  iafractorts  por 
el  Cédigo:  penal  aa  ha  sabido  Mf^dadalganac  iqaó  causa  puede 
haben  por coaiignisBie»  pan qveaa eoBridaie  aeeesarífii  ia  intei- 
veociaft*  de  «a  Notariaé  fin  da  haaer  «onalar  el  osafleatimienfeo? 
NiBgnBa.ahsohitiawHi.  8U  P^m,  con  antariaeidaá  4  asía  ley  jua- 
gaban baslante  loaPárniaas  ia  manifcptnaion  verbal'  qaa  ante  ellos 
hacían  los  padrea  de  loa  oonlaayeale%  del  nuama  moda  se  puede 
proeedaran  «I  día.  F<icil  le  et  al  PiriMo  ceseiaiane  si  aquellos 
foaaíaailraeDiel  aiainmaBsa,  poasto  ^an  bus  de  dar  ante  él  les 
pMierea  pasas  pava»  que  se  llaf  a  h  afeda.  8elOf  eoaaáo  llegae  á 
eonaebirsénps  y  lundadoailamarasqaeaaienaean  so  Fesponsabili- 
dad,  deberá  exigir  la  prasealaolsni  de  BU  docpmaalo  aatomne  que 
aareditnla afalanaiinM'oansantimiantp*  da  Jaa  padnes  d  abuelo». 
Fuenbde  eale  easo^na  aoariaaMa  4  fiM^vandar  por  qué  se  ban  de 
toantp-pfiaaaoGÍansaqnai  la  Isy  ao  baea  ahosaanaa,  y  que  llevan 
ooosiga  ttolaslins  y  desamhotsaagramnaáiasi  paitas. 

T.  Ciaadoiel  curador  lestameaiwio  é  ai  ioaa  da  psimera  ins- 
taaaa  bayandepcastereiaaMeeiíoHanto^  la  manara  can  que  éste 
se  hanh  oanalar^erá  per  aiedí<><le>lai  praecnlaeion  al  Pát roco  de  la 
laspaetiffftnctaen  que  canslailaeeMNradioa  yéetiberamones  áa  la 
jontadaparíentaa, según saihat  haUadaal esponet  el  articulólo. 
Katoipar  to.q8e  bacaá  4as  bqos  legilíMik.  ftespedo  de  los  ilegili^ 
tinma  y  imtnnfles  téngase  psosenlato  qoeasposíams  aoercade  los 
artfenloadty  13^  esto  ee,  que  no  bridando  neoesidad  de  ia^inter^ 
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vención  de  ios  parientes»  el  Carador  ó  el  Jaez  por  sí  solot  paeden 
proceddr  4  prestar  etcMsentmieato,  y,  por  io  tanto,  no  habrá  lagar 
á  la  presentación  del  acta.  En  semejantes  casos  se  procederádel  nús- 
roo  modo  que  acabamos  de  manifestar  en  el  párrafo  6.^  Lo  propio 
se  observará  también  cuando  se  trate  de  los  hijos  espósUos.  Así 
paes,  tanto  respecto  de  aquellos  oomo  de  estos  dUimos^  el  eonsenü- 
miento  respectivo  podrá  acredilarse  por  declaración  que  bideren  el 
Juez,  el  Carador  ó  el  jefe  de  la  casa  deE$p6süos  aile  om  Notario 
público^  eotetfíáslíoo,  6  bieii  ante  «I  Jaez  de  paz  competente.  Pero 
volvemos  á  repetir  que  ese  proeedimieato  no  es-absolotamente  ne- 
cesario é  indispensable^  sino  potestativo.  Ei  Párroco  áqnioieor* 
responda  aotocizar  el  matrimonio,  teoiendo  en  coenta  las  careaos- 
tancias  especiales  del  <»so  y  de  las  penenas,  deberá  obrar  con  sa- 
ma pmdeheiaá  6n  de  no  ocasionar indebidanieale,  segon  henos- di- 
cho, crecidos  gastosa  las-partes,  que  no  siempre paedansolvenlar- 
les  con  facilidad. 

8.  El  segondo  pmlo  que  nos  loca  euanunar  es  el  relativo  á  los 
efectos  del  matrimonio  odebrado  sin  el  oonsentímieBlo  paterno.  Na- 
da se  dice  tampooo^en  la  tey  aeel'ca  de  este  importaóte  asunto,  por 
lo  que  se  hace  preciso  reeorrír  á  los  antecedentes  de  la  misma  y  á 
los  baenos  principios  de  jorispradencia  pora  poder  fijar  «1  verdade  - 
ro  objeto  y  espirita  de  aquella  respecto  al  particalnr  indicado. 

9.  Comenzaremos,  poes;  por  preguntare  ¿puede  donsidefArse  vá- 
lído  el  matrimonio  cesti^aído  sin  el  consentimiento  del  padrea  el  de 
las  demás' personas  Uamadasá  prestarle  por  laipreseste  ley?  ¿pro- 
ducirá todos  los  efectos  civiles,  de  la  misma  manera-^pM  el  que-  se 
haya  celebrado  con  aquella  solemnidad  legal?  k  ana  y  otra  pregun- 
ta corresponde,  en  nnestro  juieiOy  dar  ana  coatestacion  afirmativa. 
En  apoyo  de  este  asento  ooarstgnarémos  ante  lodo  que  la  ley  no  exis- 
te precepto  alguno  qoerdecbtre  la  nulidad  de  los  matrímonioff  cele- 
brados sin  lassotemnídades  que  la  misma  eiige;  y  ptt*  eonaigaienle, 
deben  estos  considerarse  válidos,  porqoe  para  quelwbiefe  un  vicio 
de  nulidad  en  ellos  era  pretíao  qnend  se  deelaraae,  óomo  sé  ha  he- 
cho en  la  legislacioade  Si^a^  Prosia,  Bavtera  y  Wmpleaiberg;  No 
basta  que  ciertos  actos  se  haUen  proftilúdis  por  la  ley^ara  que  pan- 
dan considerarse  como  nales.  La  proUbioion  no«nlraia  en  sí.  la  nu- 
lidad sino  coando  en  la  misma  ley  se  halla  éstaespreaamenle  deter- 
minada. Tal  es  uno  de  los  principios  que  sirvea  de  base  á  la  boeoa 
interpretación  é  inteligencia  de  la& leyes.  No  habiéndose,  pues,  oon- 
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signado»  ea  la  que  nos  ocopa,  esa  termiiutate  declaracioD,  es  evi- 
denle  que  han  quédate  en  toda  su  faena  las  disposiciones  qae  ante- 
rionnente  regjao  aoeroa*  de  esle  ponto.  Esas  díspostdoned  no  son 
otras  qm  las  establecidas  en  ei  eooeilio  de  Treoto*  admitido  como 
ley  en  fisfNiSa  por  la  Beal  cabria  de  Fel^n^  Ilde  ii  de  julio  de  4564, 
P¿ro  ese  Gonciüo,  si  bien  reprobó  les  matrimonios  celebrados  sin  el 
consenlimienio  pafemo^  no  por  eso  los  deelará  nulos  en  manera  al- 
gona.  La  falta  i  amisíoQdeese  oonsentioiíeato  nunca  ha  sido  con- 
siderada por  la  Iglesia  como  impedimento  dirimenié  ó  cansa  de  nu- 
lidad del  matrimonio.  Desea  y  ha  deseado  siempre  que  loshijos  con^ 
sulten  la  volnbtad  de  sus  padiiss  y  mayores;  que  la  bendición  y 
aprobación  de  lo»  mismos  recaiga  en  la»  oaiones  que  aquellos  iolen- 
ten  llevar  á  efeéloj  pero  de  magnñ  modo  haée  -indispensable  y  ne- 
cesaria la  iniervehcioa  de  la  autoridad  paterna.  La  Iglesia  dirige 
priacipalmente  sus  miras  al  Uén  espidiñal  de  los  fieles»  á  la  retid- 
dad  de  estos  eh  la  otra  vida.  Mas  para  el  logro  de  tan  sanios  fines 
no  oree  qne  es  de  necesidad  absoliiia  que  pteste  el  padre  so  con- 
sentimiento en  el  enlace  de  sos  hijo».  Quedan  pues,  fuera  de  duda» 
en  naeetlro-  juicio,  que  la  falta  de  codsentímieoto  paterno  en  nada 
afecto  &  kvabdee  del  niatrimonió;  que  las  prescrit>cioaies  del  Ck>ñ« 
cilio  de  Treelo  siguen  smndo  ley  sobre  la  nuiteria;  y  quepor  consi- 
guiente, el.  matrimonio  cdebraito  sin  aquel  requisiio  6  solemnidad 
legal  producirá,  por  la  efieada  que  le  dá  su  validez,  todos  los  efec- 
tos que  basta  aqui,  asi  edlesiásticos  é  canónicos  como  dviles.  Lo 
único  qne  puede  oponerse  contra  él  es  qne,  como  ^sontraldo  sin  las 
formalidades  de. la. ley,  se  ha  celebrado  ilicitamente,  7  que  por  lo 
taikto,*asi:los  contrayentes  como  el  £elesiástioo  autorizanle^  han  in- 
cnrride-en  las  penas  prevenidas  para  tales  casos. 

ÍO4  Ssto  nos  conduce  naturalmente  a  tratar  de  otro  punto  inte* 
resantt«mo,  á saber:  cuál  'Osla sandon  penal  establecida  respecto 
á  los  qne  quebrantaren  esa  soiemnidad-ó  requisito  de  la  ley.  La 
pragmátiea  átillñéíé  (aeultad  á  los  ascendientes  para  derfieredar 
é<sBS  descendientes*  menores  de  edad,  que  bebiesen  contraído  ma- 
trimonio sio  su  coBsentiaitekito;  pero  ningeoa  penalidad  determinó 
pai»  los  eele^ticos  que  le  hubieran  autorizado.  Solo  se  rogóá 
^stosqno.  se  instruyesen  y  se  enterasen  de  sos  disposiciones  para 
que  concurrieran  todos  á  su  observancia  y  cumplimiento.  Mas  por 
la  pragmática  de  4803  se  impuso  ya  á  los  Vicarios  eclesiásticos  las 
penas  de  destierro  y  ocupación  de  todas  sus  temporalida^tes,  y  á  los 
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cMrtrayeMas  la  mkiBa  j^ñ  de  tj^tímom  jf  bi  de  cotafiseasiai  4Íe 
bieiaes.  fiudáse  por  mocho  tiempo  enire  kis  jmriMMsalM  tí  pü  lá 
cláusula  ttbima  de  la  pcagmiilm  de  i803  bafak  ^asdade  demgada 
la  Tacoltad  ^pM  por  la  de  1776  se  eoncediáá  ios  MoeodíéaKB  p>m 
desheredar  á  mt  deBceiidieiites  menores  es  el  tuo^  pnepiesto;  j 
anaqae,  publicado  el  Cédifupewl  en  1848,  se  comí^  eir él  «a 
peoaHdad  disliate,  las  dudn  «ontiaoMM  «a  tmkoeea;  kusIMÉMhH 
se  alg^mos  iatérpneee  á  afeanr  4pm  á  peear  de  hi  aueea  pena  atK 
eatobkcida,  dehia  oeosidemrse  es  lochtsii  faena  f  TígerafiieUa 
ieiniJtad»  Largo$^f  InmnoeoedehatiB  ooaaeQáesle  poileeD  amboa 
Cuerpos  coiegisladoreaal  díseathrse  ia  peeseatatlef*  Ea  et  proyeela 
de  la  nusma^aprobadoeper  elGoagneio^  ee^eelaUeeíé  imartfealo  ei 
en  eicnal  se  coasignahaKfoe  la  nftMeiottfdedíchaley  por  parle  da 
loB  hijos  sería  jaita  cansa  dedeshemlacioB  á  voloatad  de  lee  pa* 
dres.  PfeBo  esfia  dkposicíesi  fmé  redmeada^  y  es  sn  eoaMeneacia 
snprímida«  eldietánea  ipie  puoposola  Gooíbíod  del  Senad6.  Hé 
aquí  btt  BUsoaiesían  ifna  éste  se  ftndé  pata  adepear  aqnella  fefor** 
ma:  «Lai  Gonrisioii  faa  esümaiio^  por  nnaaimidaixiii»  m  deteapre» 
sbarse  el  art.  JA  (i),  parqna  lo  croe;  sáfete Jnktíl,.  mttjr  pe^jodieiali 
»La.  faoflltaá  de  deriieiiednr  seria;  íméiH  cd  las.  ftrarineiaa  dk  reioo^ 
•donde,  cDOiarneglo  á  an  dendM  mnnioípal,  jqDena»  ¿asan  los  bí* 
»jo& da  poecioüi legitima  r  j  aeeia  ínÉlM  efe  todaapartea,  ponpie  ta 
•bcaliad  ifoe  coD«Bpoade:á  loe  padres  por  derecho,  «oautvdéi  din» 
afflüiQir  fioasideraUemente  la  legftíma  dSD  loa  bijee  mebadíeateef 
•mejorando  á  los  q^s  boffederoe  an:el>  temor  f^fámtaij  laf  peona 
•seialadas  en  los  aets.  3&9  j  4M  del  iCódígo^nnl  á;le»  ifo»  oov« 
«trajenenmatríneMOB Megates.jr  al  Mffoooquetesauhmeveon  su 
•asistenda,  son  saficieates  para  impeáir  se  coUmcíao*  Neierda 
•iemerqoe  laaPárrecar  saaoneagnen  á  inamñreo!  el  Iriple  aaaie- 
anua  doiia  saMmi  BeKgieea.ciaa  oondena  como  UinÉQa  laiea  matti^^ 
«monies^  la  sanoion  política  y  la.snneimí  popntar^  aaeapímMrio  enh* 
>laees  laii  inftnstea.  liataaallad  de  dnshnñedar,  en  eieaaa  dni  ar^- 
jKtJcttIo  i4,  presnpaaní  el  aisMHa<ktlaheienmfr4Meaa«  y  estafen 
•conimdiciikm  con  dicbaaisieina,  iainif  cnnMHtdeL'reMO  ansiara 
aporcion' legilima  de  knhijoa  las^aaAroqniataspnMadelcaiidd 
j»de  loa  pedrasi.  porqne  •opmia.^p».  loa-pnede.  haberlan  i 


(I)    ^TB  el  artículo  en  que  él  proyecto  del  Congreso  estableció  la  fteul^ 
laAdala  dasbaredaetmi. 
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«qne  rin  esta  eoritpísa  dispondrítn  á  hvor  de  estráSos  de  sos  bie- 
•nes  en  perjuicio  de  sos  hijos.  Pues  mas  posible  sería  que  ensana- 
»do9  contra  sos  hijos  por  enlaces  hasta  conyenientes»  pero  contrai- 
nlos  contra  ao  vaíontad,  los  exheredasen  íDJustamente,  que  no  el  . 
jqfne  los  priyaran  de  lo  que  constituye  la  legítima  por  enriquecer  á 
•loa  ettrafios.  ^Nó  seria  uoa  inconsecuencia  de  la  ley  civil  que  se 
•mostrase  tan  recelosa  de  los  sentimientos  de  los  padres  en  el  prí- 
»oier  caso  y  tan  contada  en  el  segundo?»  Aprobado,  pues»  por  el 
Senado  este  diclámen ,  no  puede  ya  caber  duda  alguna  de  que  la 
foenltad  de  la  desheredación  ha  quedado  completamente  abolida. 
Las  penas  que  únicamente  existen,  por  tanto,  contra  los  infracto- 
res de  esta  ley»  son  las  que  se  determinan  en  los  arts.  399  y  403  del 
Código  penal. 

ARTÍCULO  i5. 

Las  hijm  kgÜhMé  mayor»  de  93  añm  y  las  hi¡a$  mayare$  de  20, 
pedirán  eom^o  para  eonlraer  matrimanio  á  me  padree  á  abuelos 
par  el  orden  prefijado  en  ¡oe  arte,  i/  y  t/  Si  no  fuere  el  consejo 
favorable,  no  podrán  casarse  hasta  después  de  trascurridos  tres 
meses  desde  la  fecha  en  que  le  pidieron.  La  petición  del  consto  se 
aereUtarépardeetaracion  del  que  hubiere  de  prestarlo  ante  Notario  ^ 
púbHeo  i  ecksiástíeo,  é  bkn  ante  él  Juez  de  paz,  previo  requari- 
miettío  y  en  eompareoeneia  personal.  Los  hijos  que  contravinieren  d 
las  ditpoeidones  del  presente  articulo,  incurrirán  en  la  pena  mar- 
eadaen  el4SI5del  Código  penal,  y  d  párroco  que  autorizare  el  ma- 
trimonio  en  Usde  arresto  menor. 

i.  No^saiísfBcha  la  ley  con  haber  otorgado  á  los  padres  y  abue- 
los el  feto-aboolulo.  sobre  el  matrimonio  de  sus  respectivos  hijo$^  y 
nietoe  dentro  de  loe  20  y  33  anos,  ha  consignado  en  el  presente  ar- 
Ucuio  nna  disposición  que  tiende  k  fortificar  y  enaltecer  mas  y  mas 
la  autoridad  de  esos  mismos  ascendientes,  aun  después  que  hayan 
wmplido  aqaalloa  laa  edades  referidas.  La  necesidad  de  la  petición 
del  consto  qne  ha  establecido  á  eate  fin»  no  es  mas  que  un  acto  de 
sumisión,  respeto  y  deferencia  que  quiere  se  tribute  por  los  des- 
cendientes legítimos  á  su»  ascendientes,  para  que  de  esta  manera 
rindan  el  debido  homenaje  y  consideración  ¿  la  elevada  autoridad 
eon  qoe  ha  investido  á  estos  la  misma  naturaleza.  Una  prevención 
igoal  se  había  ya  acordado  en  la  regla  6.*  de  la  pragmática  de  1776, 
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SÍ  tnwi  la  necesidad  áe  soUcítAr  «leMwt^aft  csteidñi  hasUi  tos 
25aiot. 

3.  Eir  el  proyecta  que  acerca  de  esta  ley  ser  aprebé  eo  el  £oii« 
l^reso  de  lo»  Dipniadefl,  nada  se  eidenó  respecto*  i  eatei  pnato»  La 
dispoeicmi  que  comprende:  el  attícelov  se  iiilredo}aenretSaMiloá 
propnestardekSr.  QmatziK  la  Seona.  Vé»ise  I»  considefMsiooes 
en qte  te apojraka:  tLos;hijo» líeaeQ écoBsernai kiifaerlad  de ca- 
«sarse  á  ana  edad  en  que  es  jttst»dt)e  de  leaer  el  padre  bu  iwle 
•absoiutOk  ¿Qué  es.  lo  que  se  hace ea  este  case?  Ceneeder  aor  témn 
»no  en  beneficia  del  padre  y  del  núsmo  bijo;  en  beaeisJo  del  padte 
»pare  que  puednt  iafloir  cob(  sa  pimdenoia  y  eonsc}»  en  Uen  del 
»hijo;  es  ft  la  ves.  un  media  que  se  éá  en  beo^de  de  éste,  6  on  le- 
»curso  ó  espacio  de  tiempo  para  qne  reflexione  y  no  .tayn  precipt* 
»tadamente  á  contraer  un  nppslrkifmú^  que  sea  inconveniente,  y  que 
«quizás  á  los  pocos  dias  considere  como  una  carga  insoportable.  Si 
«en  efecto  ei  nairíffionio  ea  comreaieDle,  de  sepiro  que  por  iv  de- 
iteBciende  tres  mese»  MI  habrá:  variación*  háemás\  los  hifos^  asf 
i>conu>  los  hijas»  tienen  ese  (itmpa  tanéiev  cmno^  necoiM  natural 
fepara  libentarse  de  I»  opresión»  de  que  pvdíerao  ser  f  ictímas  pot 
«parte  de  sea  padves»  > 

3.  L»  petición  del  consejo  no  se  eitge  i  canse  éehiÍMSperiea^ 
da  de  la  edad  y  por  ralla.de  doeerainieat^en  leah^,  aieo  mas 
bien  por  la  natnraá  coastderaaiotí  qtie^  se  debe  á  lee  ascendientes. 
DeaUelqaesdobava.  necesidaé  de  aúKeitele  de  la»  pevisBasde 
<iue  hablan  los  artíeaiea  U"^  y  di^,  y  a»  del  Carador  ni  del  Jnea  de 
primera  instancia.  Así,  pues,  habrá  qw  Mapetcav'  et  eensejoi  h^ 
del  padre:  iJ*  de  la  madre:  3.^  del  abacio  paterno:  4/  del  abuelo 
nsstoBo»  Siguiendo  ^  misiao  órdea  estabkecidb  paia  peestatf  el 
eomentmimtoi  eiaado  hubiere  nuesto-ei  padre' ó  se  baUare  con 
algeneiacapactdad  legal,  entrará  la.  madre  k  presiar  et  caaat^;  y 
sncesivameote  ea  delecte  de  astada  abaelopalerae^  y  per  falta  dd 
míame  el  nsatarao. 

4.  Segaé  ba  deelanadotel  Tribanal  Soprenaa  de  Jwtíeia.reapou»- 
diendoáanaconuitaqae  hiaaalfirobieraoel  M«  R.  áraobisfoide  Va^ 
Imicia^  hn  obligación  de  pedir  el  conseje  ne  ceoduye  aanqae  loa  bn 
jesusean  mayores  de  SKanos,  niiauíiqae  mea  faera^de  leeeapafia 
de  soSi  padbes.  La  dédsion  de  diobo^  Tribunal  ae  ba  recibido  m^Tcrv 
dad  le  saadoo  del  jüfedel  Estado;  mas  habiéndeee  iaterpiatade 
pecféctameoie  con  dla^  en  anestre  jaicie,  el  eq>íríta  deesU^lqr^ 
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cFeem8fr<}iie  daba,  «doptaise  eo.  caaotoft  easos  ocurran  la  propia,  re*- 

SOlOGÍaB. 

5.  Tambtea  nos  parece  que  están  obligados  los  hijos  á  soUciUr 
el  consejo^  aun.  cnamlo  se  hallen  desempeñando  un  cargo  ó  emplea 
púbHcaqie  tenga  aneja  jttcisdiccion.  Fundámonoa  paia  enitir  esta 
doctrina  en  laa^  raiooes  que  se  tuviecon  en  cuenta  para  jnlroducir 
en  la  ley  la  dispodcion;  que  estamos  examinando;  porque  si  bien  es 
verdad  que  el  desenipeno  de  un  cargo  de  aquella  especie  es  íncom- 
patiUecoa  lasijeccioai  fa  voluntad  de  olro,.  no  por  esto  quedan 
los  hijos  dispensados  degoatdar  á  los  ascendientes  las  consideracio  • 
nes  ;  respetos  que  se  merecen,  que  es  la  base  en  que  estriba^  la  ne- 
cesidad de  pedir  el  consejo  referido.  Confesamos  ingénuamenle  que 
la  doctrina  (|ue  acabamos  de  sentar  es  algo  durar  pero  no  cabe^  ea 
nuestro  coacepto,  dar  otea,  interpretación  al  artículo,  en  vista  del 
precedente  establecido  para  el  oaso  anterior  por  el  ospresado  Tri-, 
foonaL 

6.  Los  hijas,  naturales,  é  ilegítimos  no  tienen  necesidad  ú  obU« 
gadaa  da  impetrar  el  consejo^  como  bien  claramente  se  deduce  de 
lo  consignado  en  en  el  acticuío.  La  ley  no  ha  creído*  sin  duda,  coQ" 
veniente  hacer  ostensiva  á  los  hijos  espresados  aquella  obügacioo^ 
para  dar  á  conocer  de  esta  manera  la  reprobación  que  merece  á  su» 
ojos  la  oniott  á  que  débenosos  seres. su  existencia. 

7.  Unaipregnütaocorre  hacer  ya:  ¿estarán  obligados  los  viu  dos 
á  impetrar,  el  consejo  cuando  intenten  realizar  un  segundo  ó  ulte« 
riacmairiaionio?£l  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  emitido  ya  so* 
bre  este  punto  su  dict&meD  en  sentido  negativo;  y  el  Gt.  Arzobispo 
de  Zaragoza^eji  la  circular  que  con  fecha  28  de  julio  de  186¿  díoi « 
gi6  aL claco  de  sudcteesis, manifestó  también  suparecer*  afirman- 
do que  no  puede  aU^nzar  i  los  víAidos  semejante  obligación.  Por  lo 
qoeá  nosotros  toca,  estamos  conformes  con  esa  manera  de  interpre* 
tar  eL  pcesaale<afftiettio,  mas  no  asi  respecto  á  las  razones  queespu* 
saaqnalihtstre  Prelado  para  fundar  su  dictamen.  Esas  razones  no 
eran  atranque  las  mismas  en  que  se  apoyaba  para  eximir  á  los  viu  • 
do6da  la^oMij^iond^salioilar el  conseoümieato,  y  de  que  ya  no^ 
bicíaos  aargo^aéosplicarel  artídil»  primero  de  esta  ley.  Mas  ha- 
biéttdoseeatMees  demostrado  por  nuestra  parte,  que  esas  conside^ 
raeiones  a»  poéíao  tener  atiUcacioaá  lo»  viudos  tratándose  del  coa* 
sentmtdfíMlo,  daro^^que  tampoco  deben  tomarse  en  coenta  tra^ 
téndose  del'  consto.  Se^n  nuestro  modo  de  ver,  no  puede  consi« 
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derarse  á  los  viudos  comprendidos  eo  la  disposición  de  este  artfcnla 
porqae  no  habiéndose  podido  realizar  su  primer  enlace  sin  el  con- 
sentimiento de  sus  padres  ó  abuelos,  seria  una  ridiculez  que  des- 
pués de  haberle  obtenido,  queden  sujetos  á  pedir  ó  impetrar  el  con- 
bejo  para  la  celebración  del  segundo  matrimonio.  Esto  en  el  caso  de 
<|Qe  los  hijos  hayan  llevado  á  efecto  su  anterior  enlace  dentro  de 
los  20  ó  23  años  y  aspiren  á  segundas  nupcias  despueis  de  haber 
cumplido  respectivamente  aquellas  edades;  pues  si  el  primer  matri- 
monio tuvo  lugar  cumplidos  ya  los  20  ó  23  anos,  habría  que  repe- 
tir la  petición  del  consejo,  lo  cual  nos  parece  no  ha  entrado  en 
6l  pensamiento  y  objeto  de  la  ley.  Lo  que  ésta  se  propone  en  ei 
l^resente  artículo  es  que  se  guarden  por  los  hijos  á  los  padres  y  abue- 
los las  consideraciones  que  les  son  debidas,  mas  para  esto  no  es  ne- 
cesario que  se  solicite  el  consejo  todas  las  veces  que  aquellos  desean 
Contraer  un  enlace.  Basta  que  le  pidan  para  la  celebración  del  prí- 
mero.  Aun  hay  mas.  Puede  muy  bien  suceder  que  el  viudo  tenga 
hijos  en  aptitud  de  aspirar  al  matrimonio,  y  que,  por  lo  tanto,  ten- 
ga que  prestar  el  consentimiento,  ó  tal  vez  el  consejo,  en  el  enlace 
de  esos  hijos.  ¿No  seria,  pues,  en  estremo  ridiculo  que  ese  viudo 
que  como  padre  ha  ejercido  tan  alta  prerogativa,  tuviera  necesidad 
de  impetrar  á  la  vez  el  consejo  de  sus  padres  ó  abuelos  coando  in- 
tentara celebrar  un  segundo  óulterior  enlace? 

8.  Tampoco  nos  parece  que  es  necesaria  la  petición  del  consejo 
|Mira  que  los  hijos,  ya  sean  viudos  ó  solteros,  puedan  realizar  el  eon- 
ttato  de  esponsales.  Sin  embargo  de  esto,  hemos  visto  á  algunos  ju- 
risconsultos sostener  la  opinión  contraria,  fundados  en  que  para  la 
celebración  de  ese  acto  deben  guardarse  á  los  ascendientes  los  mis* 
IDOS  respetos  que  ha  querido  la  ley  se  les  tribute  respecto  al  ma- 
trimonió, puesto  que  los  esponsales  ligan  á  los  contrayentes  de  tal 
ttiodo  que,  á  no  mediar  justas  causas,  no  los  pueden  revocar.  Pero 
las  palabras  terminantes  del  artículo  rechazan,  en  nuestro  concepto, 
semejante  doctrina,  porque  en  él  solo  se  manifiesta  que  la  petición 
del  consejo  será  necesaria  para  eontraer  matrimonio,  pero  sin  de- 
cir nada  mas.  Luego  es  evidente  que  en  el  objeto  de  la  ley  no  ha 
entrado  el  hacer  ostensiva  para  los  esponsales  la  petición  del  conse- 
jo. Ni  pudiera  ser  de  otra  manera,  puesto  que  ese  contrato  no  entra- 
ña en  sí  la  necesidad  indeclinable  de  celebrar  el  matrimonio,  antes 
bien  puede  revocarse  y  disolverse  por  multitud  de  causas.  Respecto 
ttel  matrimonio  comprendemos  muy  bien  la  obligacioQ  de  impetrar  el 
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consejo  por  que  se  trata  de  im  acto  irrevocable»  de  ua  coalrato  que 
liga  ¿  uno  y  otro  contrayente  con  vincules  indisolubles  y  perpétuoa* 
Mas  por  lo  que  concierne  á  los  esponsales  no  adivinamos  por  qué  ha 
de  existir  la  misma  obligación,  toda  vez  que  ese  contrato  no  puede 
producir  de  ningún  modo  lazos  tan  fuertes  ni  tan  solemnes  compro« 
misos  como  aquel. 

9.    En  el  segundo  párrafo  del  articulóse  previene  que  cuando  al 
<XNisejo  no  Tuere  favorable,  los  bijos  no  podrán  casarse  basta  despuea 
de  trascurridos  tres  meses  desde  la  fecba  en  que  le  pidieron.  Elob* 
Jeto  de  esta  disposición  está  suficientemente  esplicadoeo  laspalabraa 
que  acabamos  de  trascribir  en  el  §.  2  de  la  esposidon  de  este  ar- 
tículo. Sok)  nos  corresponde  dar  cuenta»  para  mayor  ilustración  de 
este  punto,  de  la  Real  orden  espedida  con  fecha  16  de  diciembre  de 
18(>3  aclarando  el  verdadero  sentido  de  esa  disposición.  £n  una  ins- 
tancia elevada  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  manifestó  per  el 
recurrente  que  á  pesar  de  hallarse  en  la  edad  en  que  la  ley  solo  re- 
quiere el  consejo  paterno  para  contraer  matrimoniia,  y  de  haberte 
solicitado  por  dos  distintas  ocasiones  en  la  Corma  que  se  previene 
en  este  articulo,  dejando  trascurrir  tres  meses  de  la  una  á  la  otra» 
flo  se  le  habia  considerado  por  el  Párroco  ni  por  el  Tribunal  ecle- 
siástico de  su  diócesis  con  aptitud  legal  para  cohtraer  el  matrimo» 
nio,  en  atención  á  haberse  esoosado  su  padre  con  evasivas  de  dar  o 
negar  el  consejo  pedido.  A  vísU  de  tales  antecedentes^  se  declaró 
en  dicha  fieal  orden,  que  la  obligación  del  hijo  á  pedir  el  consejo 
paterno  está  cumplida  con  requerirlo  y  acreditarlo  en  los  términos 
4\üe  previene  el  articulo  IS  de  la  ley  de  20  de  junio  de  1862,  sin 
que  jamás  las  evasivas  del  padre  puedan  producir  otro  efecto  que  el 
<ie  una  negativa.  Hé  aqui  las  razones  en  que  esa  soberana  resolu- 
ción se  apoya:  «Considerando  que  la  ley  al  determinar  que  les 
bijos  tuvieran  necesidad  de  pedir  el  consejo  paterno  en  cualquiera 
edad,  obedeció  á  dos  principios  de  alto  inter¿  moral,  á  saber:  pri- 
mero,  que  los  hijos  no  puedan  jamás  prescindir  del  respeto  y  defe- 
rencia que  ó  los  mayores  son  debidos,  absteniéndose  de  contraer  un 
compromiso  tan  sfl¡eme  sin  darles  conocimiento  de  él  y  pedirles 
consejo;  segundo,  que  en  el  caso  de  que  el  parecer  del  padre  no 
sea  favorable  á  los  proyectos  del  hijo,  deba  trascurrrir  el  plazo  de 
tres  meses  antes  de  realizarlos  para  dar  lugar  á  la  reflexioh  é  impe- 
4ir  que  unos  lazos  tan  sagrados  sean  la  obra  de  un  momento  de  pa* 
^n  ó  de  acaloramiento:  considerando  que  la  interpretación  dada 
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|M>r  la  €nr¡á  EHesiáfitica  á  q«e  perleoe^e^  r«evriieBle  destniirift  «1 
e^riti  4e  la  ley,  pnes  <ie|ftria  en  tmñ^  de  kn  padres  un  medio  de 
%hidhr  SQsdispostcioDes  y  de  poner  qq  vefto  perpéUR)  «t  easuiieolo 
4e  los  hijo9,  h  <^a1  tampoco  es«ooifoniie%«a  tetra,  Umitaáai  e!it* 
íír  del  t ¡jo  fíl  acio  ttefercnte  de  pedir  e«  íwma  el  eoosejo ,  y  acre- 
ditarlo debidamente:  coosiderAndo  que  si  la  oegtlk»  M  padre  é 
darefl  coosejo,  después  <ie  ser  solemnemente  requerido,  ao  tiene 
virtud  mas  que  para  (Matar  por  tres  meses  la  eeMiracioa  del  ma- 
trimonio, sería  abfsnrdo  suponer  que  las  evasifas  para  respaoder  tu- 
vieran mas  Aiersa  que  aquella,  no  siendo  en  rigor  mas  (fue  voa  4er- 
taa  de  ta  ne^tiva,  se  sirvió  S.  NL  resolver  que  el  «spaaenle  había 
cumplido  con  lo  dispuesto  en  el  arttolo  ISdis  la  tey  de  Wíúq  juoia 
d^  1862,  y  que  lo  propio  se  eolendiese  en  todos  tos  casos  análogos 
que  pudieran  ocurrir.» 

Vi.  La  disposición  que  también  se  ooasigtm  •en  •el  citado  ar- 
tículo, Telatiramente  á  los  tfiversos  modos  <le  acreditar  la  fetieioQ 
^et  etmsejo,  era  'de  todo  punto  «eeesaria  para  *que  «vistiera  una  re  - 
^a  fifa  á  <|ue  atenerse,  y  <ao  «e  oríginaras  >eomplioÉcifloes  y  4^mf 
tades.  Pero  no  nos  parece  que  se  debe  •esigív  siempre  por  ios  Pár- 
rocos la  presentacioD  del  documento  respectm  para  acrolitar  la 
petición  del  cons^,  porque  ni  el  artículo  prevíoM  la  práctica  de 
tm  diligencia  eomo  na  requísilo  iadispeasabla,  ai  á  «ada  tampoco 
puede  'conducir  cuaada  «I  Párroco  esté  segura  ^le  ^pe  ia  panoaa  á 
ifuien  t;orr(M>ponda  prestar  ai  «omejo  astéale  aJ  matrimoaio  proyec- 
'Me.  inspirándole,  pues^esapertoaa  la  debida  oovSaaaa,  ao  bay 
para  qué  ocasíoMr  á  Im  partes  los  gestas  qve  asa  oonsigaieates  á  la 
práeiios  ^  aquellas  'dlUgeDcias,  y  qae,  por  madenadas  ifoe  se«i,. 
no  pocipán  ledos  los  interesados  saiveatar  ftcifaneate.  ia  manera 
inrm»  proata  y  sencilla  de  acreditar  la  pelicioa  4el  ooos^,  cuando 
por  las  oírounslanoiai  espaciales  de  Jos  4»80s  y  de  las  personas  lo 
coasidcaaa  los.  Pórrooas  oeeesaria,  seráaendir  ios  interesados  ante 
el  luaz4a  Ht  respeotime,  y  estander  aiMaeSa,  amSoriaaáapara  su 
Seoretaiía,  en  que  se  hagaa  Muslar  los-eaSreima  6  punías  correa- 
pandiaptes  coa  k  lire^edad  y  Jaooaisma  pomUss.  Esta  acta  se  pre- 
samará  original  ai  Aárrooo^  para  ^fue»  en  sa  vista .  proceda  á  lo 
tpie  baya  lugar ,  segon  que  el  consejo  fuere  «daeíao  ó  faaombie. 

íL  AJguBos  Prelados  diooeaaftoe,  qiemado  sia4ada afilar  di> 
taeiaaes  aa  los  espeéieaies  rnaArmoaiaJet»  JiaiNtüarüioama  Nota- 
rios aclesiástícos  á  los  Páfrocps  y  Eciiaoi^ios  pai^  los^fedos  pre*- 


Digitized  by  LjOOQIC 


OBsiavACioiiss  fiom  la  lex  db  dishiso  paterno.  üSS 
>MBDidoSt60  el  iimieBte  itrücolo.  fista  babüitocíoa » no  nray  contar^ 
laa  «a  4r#fdad  looo  las  -prnaerípaíones  vigentes  mkve  k  aaaftería,  éi6 
maUvQ^^o  con  fecha  i7^MiovieadÉre  da  14164  ae «apidíeae  pac 
ei  Miai&lano  de  Gracia  y  JuaüaiaiaBa  Real  órdeo  en  kt  cual  ae'decia 
qm  •Aeaieodb  eo  enasta  «fua  éaidiifajiciwi  <M  refinrido  artéeoio  15 
«eaiaftatívA.Mfinfodose  sotaaieaieé  los  Notarios  ficlestáa^icos  or^ 
idioariaa»  la  qm  ioqfdicítaniaitajeovaelve  la  fNwbibidaa  de  ttt^ 
«otros  especiales  para  los  casos  eo  él  espraaadae:  qua^awppescio- 
»d¡endo  de  esta  prohibicioo,  oaaca  podríao  recaer  dichos  nombra- 
>miealos  en  los  Párrocos  y  fiegetttes  parroquiales  ó  Ecónomos,  to^ 
»da  vez  que  la  ley  6/,  tít.  i4,  lib.  2."*  de  la  Novísima  Recopilación» 
apaascribe  for  aegla  feaeral  qm  4os  Notarios  Sctesttstieos  ítm  de 
»ser  legos,  permitiendo  únScamente  el  nombranieíOa  de  un  Noiario 
«ordenado  tn  sacrU  para  actuar  esclosivamenteen  las  causas  crimi- 
«aales  de  tos  «UrigaB;  ifae  isegun  la  amma  lay » la  tÉenttad  de  los 
«RawaendaaiíraaibHpos  j  Obispaa  para  noaibrar  NetamaBolesiás* 
•liooa  no  es  iadetfnida,  sno  que  está  oircifnscríta  dentro  de  ciarlos 
atetes ea «t  fcediode  ordenarfea qne  Qen «I ném^ro de Neiarios 
»BiHaantríos  llamados  anyai^s,  y  el  de  los  Notarios  •ovdiaarioa;  7 
aMaalniNila,  4|iie  es  además  iaadnisibte  la  referida  habitfUicioB,  to> 
»da  vu  ^ue  al  nwneionade  articulo  46  de  la  ley  de  SO  de  junio 
•de  4062  boüíta  ias  nadins  para  daoer  coMtar  qne  los  bijas  han 
tpedida  el  aonaeja  paterno,  permitiendo  lo  hagan,  no  solo  an4e  un 
aNialaito  pdUieoó  ^eaiástieo,  sino  también  por  comparecencia  an- 
»ie  el  Jiactt  depas  respectivo,  cuyo  funcionario  existe  en  todas  las 
apoMacionas,  S.  M.  se  ba  dignado  resolver  que  las  antedíchAS  habiii* 
•laoiones  da  loa  Párrocos  y  Ecónomos  6  Regenveá  de  las  f  arroquias 
^quadaraa  sin  efecto,  y  qée  no  se  realizasen  en  lo  sucesivo,»  En 
vJvtBd,  fmea,  de  la  resolución  qne  acabamos  de  trascribir,  debe  en« 
leaderaa  qs»  los  Notarios  Bdesiástteos  de  qne  habla  el  presente  ar* 
tionio,  no  aoB  oíros  que  los  conocidos^  ^da  Diócesis  -con  4a  de- 
nonmaciat  de  ordinarios,  y  los  llamados  Notarios  mayores,  todos 
laa  taaHea  pertenecen  al  estado  seglar. 

It.  LaiUlimapreacnpeiondeesteartiottto^lablece  unasan* 
cien  penal  oanira  las  infracciones  del  mismo,  así  por  parte  de  los 
hijos,  eonMK  por  parte  do  los  Párrocos.  Esta  medida  era  también  de 
neoeaidad,  pues  de  lo  contrario.  Tendría  á  hacerse  compleumente 
inétH  é  iittork)  el  t>reeepto  ieg«i.  Cuando  no  acompaSa  á  una  ley 
^  castigo  correspondiente  para  los  que  faltaren  á  su  observancia. 
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viene  á  quedar  ordinariamieate  como  una  letra  Hiaerta.  Tal  es  la 
que  por  desgracia  sucede  en  todos  los  tiempos  y  países.  Análogas 
son  las  penas  que  aqni  se  imponená  los  Párrocos  y  á  los  hijos;  pero 
á  nuestro  modo  de  ver,  hubiera  sido  mas  lógico  que  respecto  de  los 
primeros  se  hubiese  acordado  una  penalidad. mayor,  porque  la  au- 
toridad, estado  y  carácter  de  que  se  hallan  revestidos  hacen  que 
en  ellos  aparezca  la  culpabilidad  con  proporciones  mas  abultadas  y 
estensas  que  en  los  últimos. 

ailtígiilo  16. 

Quedan  derogadas  todas  las  leyes  coiUrarias  á  las  dispoiieienes 
contenidas  en  la  presente. 

i.  La  prescripción  de  este  articulo  no  es  privativa  y  peculiar 
de  la  ley  que  estamos  examinando;  es  la  fórmula  general  y  ordina* 
ria  que  suele  acompañar  siempre  á  todas  las  leyes:  fórmula  que 
consideramos  inecesaria  y  completamente  inútil  comoá  primera 
vista  se  podro  comprender.  En  nuestro  hfimHde  concepto,  todas  las 
disposiciones  emanadas  del  poder  legislativo  ó  del  ejecutivo»  llevan 
en  sí  implícitamente  la  derogación  de  las  que  con  fecha  anterior 
se  hayan  dado  sobre  la.misma  materia  y  que  se  opongan  á  lo  nueva- 
mente acordado.  Si  así  no  fuese,  seriapreciso  suponer  que  los  encar- 
gados de  gobernar  y  regir  la  sociedad  pretendian  burlarse,  porque 
esto  y  no  otra  cosa  significaría  el  dejar  subsistentes  aquellas  dis- 
posiciones que  estuvieran  en  abierta  pugna  y  contradicción  con  la 
que  posteriormente  se  decretase.  Esto  no  podria  menos  de  traer 
coosigo  un  verdadero  caos,  una  confusión  monstruosa  que  haria 
imposible  de  todo  punto  el  buen  régimen  de  la  sociedad.  Seine|an* 
te  suposición  seria»  pues,  inadmisible,  porque  las  leyes  se  dan  para 
que  produzcan  algún  efecto  ó  resultado,  y  mal  podría  esto,  conse- 
guirse cuando  se  dejaran  en  toda  su  fuerza  y  vigor  las  que  coft  un 
carácter  enteramente  contrarío  se  hubiesen  espedido  con  anteriori^ 
dad.  Es,  por  otra  parte,  un  principio  inconcuso  de  jurisprudencia 
y  de  buena  fílosoBa  que  la  ley  posterior  deroga  á  la  anterior  en  to- 
do aquello  en  que  no  esté  conforme;  por  consiguiente,  volvemos  á 
repetir  que  la  disposición  contenida  en  este  artículo  está  demá»  en 
la  ley;  ni  era  necesaria,  ni  existía  razón  alguna  que  aconaejas^  ae^ 
mejante  medida.  Aunque  no  se  hubiera  consignado^  creemos  que 
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sienpre  a&eoteoderÍAQ  inpMdta  y  virtualoieate  derogadas  las  le- 
yes aoteridffes.qae  esiuvierao  ea  oposioioa  coa  la  presente. 

2.    Bncaéalraofle  ea  ese  caso  las  disposiciones  comprendidas  en 
el  lítalo  9."^,  {Harte  2/  de  la  ley  de  Enjiiiciamtente  áriU  el  decreto 
de  las  Cortes  de  14  de  abril  de  1813,  el  art.  261  de  la  ley  de  3  de 
febrero  dei823,  y  el  párrafo  1/,  art.  I.""  de  la  ley  de  25  de  se- 
tiembre de  1865*  Bí  Sr.  Garavanles,  en  sns  comentarios  á  la  ley  de 
Eajniciamiento  eitada,  es  de  optoioo,  sin  embargo,  que  conforme 
al  art.  1373  de  la  misma,  cuatesqaiera  coestiones  de  carácter  con- 
tencioso qae  se  suscitaren  en  la  jnnta  de  parientes  ó  al  justificarse 
las  formalidades  que  nequiere  la  nueva  ley  en  estos  espedientes  se 
sastanciaria  en  los  términos  prevenidos  en  la  de  Enjuiciamiento; 
esto  es»  en  los  juicios  correspondientes,  segan  su  índole  y  natura- 
leza, terminando  desde  el  momento  ea  que  se  promovieren  aque  ^ 
lias,  la  jurisdicción  voluntaría  del  Juea.  Mas  en  nuestro  concepto, 
no  puede  sostenerse  semejante  doctrína  por  estar  en  oposición  con 
el  sistema  general  que  predomina  en  la  ley  de  20 de  junio  de  1862, 
y  may  especialmente  con  lo  que  se  dispone  en  su  artículo  9.^  Se- 
gún él,  la  junta  de  parientes  está  llamada  á  resolver  en  aoto  previo 
jf  ún  ope/octon  las  reclamaciones  relativasá  la  admisioa,  recasadon 
ó  esolttsion  de  alguno  de  aquellos.  Abora  bien,  si  como  afirma  el  au- 
lor  citado,  se  diese  entrada  sobre  estos  pantos  4  cuestiones  conten  - 
ciosas,  caería  por  tierra  la  disposición  de  este  articulo  9.^»  cerce- 
nándose las  atribuciones  de  la  junta.  Podría  resultar  también  que 
babiendo  resuelto  la  misma  alguna  de  dicbas  reciamacioaes  en  vir- 
tud de  las  facultades  que  por  ese  artículo  se  la  coaíieren»  acordase 
despue)sel  tribunal  de  justicia  una  resolución  enteramente  contra- 
ria; lo  cual  crearía  un  conflicto  imposible  de  salvar  porque  una  y 
otra  resoiuccion  estarían  dentro  de  las  prescripciones  legales.  Pero 
ese  conflicto,  queda  evitado  cerrando  la  puerta  á  las  cuestionen  con- 
tenciosas; pues  tal  es  el  espírítu  que  domina,  en  nuestro  juicio,  en 
la  ley  de  20  de  junio  de  1862.  Esta  quiere  ante  todo,  que  las  cues- 
tiones á  que  la  misma  diere  lugar  se  resuelvan  de  una  manera  bre- 
ve y  sencilla,  sin  ocasionar  gastos  á  las  partes.  T  ¿quien  duda  que 
ese  principio  quedaría  totalmente  quebrantado  sí  se  diera  i  di  chas 
cuestiones  la  tramitación  de  un  asunto  contencioso?  Esto  sen  a  ade- 
más ua  medio  que  tal  vez  se  esoogitas0  malioiosamente  para  poner 
obstáculos  i  la  celebracÁott  del  matrímonio  ó  dilatarla  por  un  tiem- 
po indefinido,  y  ya  puede  comprenderse  cuan  graves  serían  eaton- 
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ees  los  perjNieios  i^e  babiira  de  segoir^e  4ta  farníKa.  Usía»  eeosi- 
deraciones  dos  ÍAclíDao  á  oreerque  el  referido  arlioalo  de  Ja  ley  de 
BejuicmmealeeHrti  oo  poedeser  de  mitgttü  4iiodoBplieaUeea«l 
dia«  |)orliallar9e  «a  epeeieioa  ooa  la  ituefatey  sobre  tos  laalniíio  - 
luos  de  lo»  mepofles. 

3u  £a  -otro  Ui^ar  bonos  tenido  ya  ooasMi  de  bacer  ^[ireietle  les 
puoios  que  de  ii^  pragnátieats  de  ITU  y  tSOi  faedabon  reepecti* 
isajOMote  en  vigor  ó  abeMoeipor  la  Jcsr  qu  acabañes  de  eiter.  lies  • 
tattos  ^oparAos  de  losiefecU>s4e  ia  miema  aonca  de  los  matriso- 
nios  da  I09  individtx»  de  la  Eamilia  Real  y  deíaás  {lersems  q«e  ne- 
oesitan  licencia  regia  fMwra  oeiebrar  so  «ñlaDe.  Sobre  «sta  mneria 
DO  se  ha  iolDodocido  Moib6€aciQ&  alguaa.  Las  díspeskíoaes  estable- 
ddas  al  efecto  ea  aqueüas  pjpagniáticas  costintoi  firaies  y  wbsi»» 
.  teatea.  Aei  Jo  declaró  el  Sr.  ápraaola  ea  d  Senada,  ^ocaieModo  i 
una  pregnota  que  á  este  fin  le  bizo  <i  Sr.  Sierra. 


fliejnos  terminado  el  examen  4e  la  ley  de  SO  de  irmio  de  IWSi; 
peto  antes  ^e  soltar  la  pluma,  ramos  á  dar  cueirta  de  tina  duda  Itn  * 
portMHásima  resuella  por  el  Supremo  Tribunal  de  lustícra  &  eoosul  - 
tadelifantre  fVelado  de  falencia.  Pregcrotóse  por  éste  al  góbier 
no,  qué  se  <leiiería  hacer  en  el  caso  de  qite  "dos  menores  de  96  y  33 
aSosTespeotivamenletutíepen  unn  debíTidad  de  que  «e  ág:nió  pro- 
le» y  míe  fde  «ellas  se  hallare  en  pefígire  de  muerte  y  quisiera  casar- 
se para  ai  Irauq^ilidad,  legitimar  la  prole  y  dar  á  esta  por  completo 
lts»depeoho0'de  familia,  no  liaMendo  tiempo  para  obtener  el  ton- 
seotínúento  6  siendo  éste  denegado. 

La  cuestioa  era  grave,  y  la  dificultad  snbia  de  punto  teniendo 
en  cuesta  el  sileneio  de  la  ley.  En  semejante  caso  procede,  y  es 
nrgenle  de«odo  punto,  la  celebración  del  mstrimeaio  en  él  Aiero  de 
la  concieaeía,  de  la  justicia,  déla  religión  y  hasta  tie  los  sacrosan^ 
tos  «derecbes  de  la  familia.  Bra,  pues,  -de  neceíitdaíd  que  «si  el  Pre  - 
lado  oomo  el  Párroco  respecítiYo  su{Heran  i  qné  alenerse  en  tales 
ctneuistanciaB.  Pasado  el  aaonio  á  informe  de  'dfebo  Tríbvnal,  esté 
«vacuo  la  consulta  diciendo:  «qoe  respecto  al  particular,  ta  tey  no 
respondedenn  mode  eategéríoe,  pevo  que  tampoco  lo  Inician  las 
pragmáticas  de  1776  y  fó05,  y  per  ello  no  se  suponía  tiaber  antes 
oNinido  dudas  semejantes:  que  interpretando  el  art<  B»^  det  GMi^ 
g0fenal|  enqne  se  trata  de  las  drennataocíais  qne  eximen  defee^ 
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poosftbiliiiad  criminal,  coo^ideíaiulo  exento  de  ella  ai  jqne4>hra  en 
cseipliaiieolo  deimiéeher,  sopese  ifiie  «I  eolesiáitico  que  m  9riku 
lo  mortíi  easate  á  ^no  aie  el  «oosemí tteoltíl  pttenio,  WQde  el  caso 
de  grave  neeesidad,  iabrar¡a<eB  campümieirto  deosdeber  religioso; 
peno  que  éste  y  otros  casos  «mejaoles  los  iiabia  4Íe  ir  resotviendo 
It  jurtspriideDcía.ji 

Nada  leñemos  ffoe  opoeer  al  dictánttfi  de  este  alto  cuerpo  res- 
pecto «I  estreno  ooBsuUado,  pues  las  razones  poderosos  4|ue  le 
acompañan  le  hacen  á  nuestros  ojos  sumamente  acertado,  y^ligoo 
del  respetable  tribuaail  «fíele  ettitíó.  Aunque  no  se  le  ha  dado  un 
carácter  que  haga  general  y  obligatoria  su  observancia,  pues  no  ha 
recibido  la  sanción  de  la  Corona,  sin  embargo,  creemos  que  debe 
servir  de  pauta  loque  en  él  se  consf^  cuando  ocurran  casos  de 
esa  misma  Índole.  En  buenas  reglas  de  jurisprud<>ncia,  no  cabe  su- 
plir mejor  de  otro  modo  el  silencio  de  la  ley.  Tranquilícense,  pues, 
los  Párrocos»  y  no  teman  autorizar  en  casos  tales  esos  matrimonios, 
llamados  con  razón  de  conciencia, 

Pero  si  existe  ya  un  punto  luminoso  que  en  materia  tan  impor* 
tante  nos  pueda  servir  de  guía  para  apreciar  la  conducta  de  los 
Párrocos,  no  sucede  así  respecto  de  los  contrayentes.  Porque,  si, 
celebrado  el  matrimonio,  llega  á  recobrar  la  salud  el  que  se  encon- 
ferabaeii  peKf^ro  de  muerte,  ¿baferá  tagar  á  {>Faicaeder  jcriminatmente 
OQQlnia^ieHos  para  que  se  4es  nnfKmgan  las  penas  detenníoadas  en 
el  art«  aWidel  Códice  penal?  Supuesto  el  camode  q«e  aqnei  llegue  á 
fallecer,  tpedrá  procederse  del  mismo  mode  contra  el  oóvytge  que 
iobnvmil  Bé  i^ptf  <k>s  pontos  de  que  m  se  baee  mérito  en  e(  refé'» 
fidoidktámen,  pero  ^pne,  en  nmstrojnicio,  •deberán  veaoWersede 
¿gnal  mldieim  y  bajo  las  propias  bases  «nusignadas  «■  «t  mismo» 
acerca  del  «aso  que  motivó  la  coMilta.  X  toda  ley  4tbt  dárseta 
siempre  iOna  ioterpreiacion  ial,  ^oe  no  la  coloqoe  en  lacha  abierta 
«OB  las  freserfpciones  morates,  por^se  ^atas  Jeben  ser  et  <priDcipat 
fimibtmcttto  de  Jiqueibu  Cuando  ¡se  <a  dá  oaa  inldigencia  ique  las 
pone  en  mnieailn  oposíeion  entre  sí,  la  inteip««laden  es  Tiotento  á 
ledas  Ittoes,  ei  sentido  eomnn  ta  rechasa,  la  homnnited  la  condena. 
1  i/fúém  poedo  pomr  en  dada  qae,  «i  en  ano yolro  caso  se  iratpe- 
sieiM«$as  penas  á  los  contrayentes,  fesnkaria  uoa  insigie  y  nota- 
ble eonlradioeioa  entre  esta  ley  y  las  preseripcaones  de  la  moral? 
Por  qne,  ya  lo  hemos  dich(^,  en  his  circanstancías  f  isitiacion  en 
4)ne  nao  7  «tro  oényuge  se  encontraban  al  celebiar  m-enlaoe,  la  re- 
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iigioD,  la  jastieia,  y  los  respetables  derechos  de  la  familia  aconse- 
jaban y  exigían  con  urgencia  y  necesidad  la  celebración  del  matri- 
monío.  También  puede  decirse  de  ellos,  como  respecto  de  los  Pár- 
rocos, que  obraron  en  cumplimiento  de  un  deber;  y  á  los  que  proce- 
den de  este  modo«e  les  exime  siempre  de  toda  responsabilidad.  Tal 
es  nuestro  modo  de  ver  acerca  de  estos  puntos.  Creemos,  por  tanto, 
que  ni  a  uno  ni  á  otro  cónyoge  se  les  debe  considerar  comprendidos 
en  el  art.  399  del  Código,  dadas  las  condiciones  referidas  en  el  caso 
propuesto. 

Norberlo  SaiilareD« 


LOS  CENSOS. 

Reforma  Jurídica  fobre  «n  presorípcíoa.^-NeoetSdad  de  reformas  legalet. 

I. 

A.lgunos  de  nuestros  mejores  jurisconsultos,  especialmente  el 
pavorde  Sala  y  Klizondo,  al  levantar  su  voz ,  siempre  respetable, 
contratos  censos,  evidenciando  su  inconveniencia  económica  y  ci« 
vil,  fueron  á  nuestro  parecer  injustos  por  no  hacer  su  defensa  en 
cuanto  á  otras  épocas  en  que,  i  no  dudarlo,  prestaron  grande  ayuda 
á  la  prosperidad  general.  No  es  nuestro  propósito»  sin  embargo,  im- 
pugnar las  opiniones  de  hombres  y  escritores  tan  respetables;  pero 
como  tratamos  de  llamar  la  atención  acerca  de  la  conveniencia  de 
que  ademas  de  otras  mejoras  se  eleve  á  disposición  legislativa  una 
resolución  del  Tribunal  Supremo  sobre  prescripción  de  censos,  y  al 
efecto  es  muy  del  caso  remontarse  al  origen  de  estos  derechos, 
unas  veces  reales  y  otras  mistos,  reseñar  sus  vicisitudes  y  los  in- 
convenieiites  de  la  jurisprudencia  que  hasta  ahora  imperó  sobre  su 
prescripción,  tenemos  que  empezar  manifestando  nuestra  estrañeza 
de  que  aquellos  jurisconsultos  no  reconociesen  el  gran  beneficio 
que  todas  las  clases  de  ceiBos  reportaron  en  otros  tiempos  álos  paí- 
ses que  tttvim>n  la  fortuna  de  tenerlos. 

Gl  censo 'eofitétttico  con  el  reservattvoi  han  sido  en  la  edad  me- 
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día»  lo  son  aun  en  la  moderna  y  en  la  contemporánea,  degran  con- 
Yeniencia  económica,  polilica  y  social;  y  el  censo  consignativo  fué 
un  gran  recurso  durante  la  edad  moderna,  tanto  para  ia  buena  co- 
JocaciiHi  y  movilidad  de  los  capitales»  cuanto  para  el  fomento  y  des- 
arrollo de  la  agricultura,  la  industria,  las  artes  y  el  comercio. 
¿Quién  p^de  calcular  la  inmensidad  de  beneficios  que  ha  obteni- 
do la  humanidad  con  ios  censos,  en  su  mas  lata  acepción?  ¿Cu&nto 
no  ha  mejorado  la  suerte  de  las  naciones»  de  Jos  pueblos  y  de  los 
particulares  desde  aquellas  épocas  en  que  los  conquistadores  otor- 
gaban la  libertad  de  las  gentes  y  la  conservación  de  las  propiedades 
mediante  el  pago  de  un  tributo  anual,  hasta  estos  Altimos  anos  en 
que  se  han  distribuido  y  se  distribuyen  entre  braceros  inmensas 
dehesas,  convirlieodo  en  ferÜUsimas  oomarcas  eriales  sin  tío?  Los 
mas  antiguos  y  los  mas  feroces  conquistadores  saciaban  su  saña  y  su 
codicia  acuchillando  y  esclavizando  á  los  vencidos,  devastando  sus 
lierraa  é  ineendiando  sus  ciudades;  pero  luego,  menos  feroces  y  con 
mas  cálculo,  dejaban  las  personas  y  las  propiedades  mediante  la 
prestación  de  un  tributo  anual,  lo  cual  era  constituir  un  verdadero 
censo.  Cuando  de  las  ruinas  del  imperio  romano  nacieron  nuestrass 
modernas  sociedades,  y  especialmente  en  España  durante  la  re- 
conquista, los  que  mas  ayuda  prestaban  á  ella  y  los  mantenedo- 
res de  las  fronteras,  ya  fuesen  jefes  guerreros»  concejos  ú  obispos, 
todos  obtenían  considerable  ostensión  de  terreno,  unos  en  compen- 
sación de  sus  servicios  y  otros  para  poder  disponer  de  recursos 
con  que  cumplir  su  cometido,  y  todos  esos  terratenientes  poderosos 
reportaban  gran  beneficio  distribuyendo  á  censo  los  terrenos  que 
por  sino.podian  esplotar  ó  no  erao  á  propósito  para  la  caza,  consi- 
guiendo así  ios  colono^  convertirse  en  propietarios.  Y  hasta  en  nues- 
tros dias  ha  ocurrido  y  ocurre  que  el  Estado,  las  corporaciones  y 
los  particulares,  teniendo  grandes  propiedades  incultas,  suscepti- 
bles de  fomento,  las  han  dado  y  dan  á  braceros  y  pequeños  pro- 
pietarios á  censo  enfitéutico  ó  reservativo,  obteniendo  buen  produc- 
to los  eedentes  y  plantando  ó  cultivando  de  otro  modo  afanadamen- 
te los  censatarios  con  gcau  provecho  suyo  y  ventajas  de  la  riqueza 
general  del  pais.  Creemos,  pues,  incuestionable,  que  el  censo  enfi- 
téutico y  el  reservativo  han  sido  de  grande  utilidad  en  todos  coa- 
ceptos, por. mas  que  en  algunas  comarcas»  como  Galicia,  la  falta 
de  previsión  de  los  vinculistas  aforadores  y  un  gran  descuido  del 
legislador  hayan  dado  frutos  perniciosos. 
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Para  podcE  jmgarsi  el  cemo  ooosigntlito  ba  sido  6  so  veotar- 
ioao,  eS'D«e8Mrío  antea  siter  apreciar  el  es€ado^  ecooónrieo  da  la 
época eoi que  esaaspacíede  ceUddiestalM  ea  uso;  r  dedmo8  €8t9éa 
en  u$Qr  par  cjult  la  vitalidad  ét  esos  censas,  ia  ealoaaaian  de  oa^* 
le& de  esa  aiaiianr^  nii  se  reoioiité  inaa  alUt  defines  det  sigta  XV,  ai 
ha  contimiade'deipaes  det  prioeipio  del  ÁgtaaoittaU 

Aoles  dei-últíoK»  tercio  det  siglo  XV  ae  se  ooneciáff  tas  loasai 
graadea  oMiáiioast  et  amiefam  era  tao  escasa,  qtie  ^qieaas  baslaiía 
para  tas  aeeeaiéades  del  exigua  coiueiíoia  da.  aquettee  tieiiqios,  y 
así  eraa  Jos  pMcios  de^  laa  ossas  taa  recbícidae  oonipafadaa  coa  lea 
actuales.  Pero  ocurrié  el^  detoobriaiieato  (te  la  América^  y  eott>  él> 
se  iiapaptét  Barapa  aaa  faiMlOBa  oaotídait  de  melales  preciosos. 
Les  tenedoMs  é  iapoitaden»  de  eso»  meMes  oa  podiaa  invertírloa 
ea  adqoifir  propiedades;  que  eatonces  estaban*  asiortizadas:  en  latf 
gran  parte^  dí  mneha  menos  podía»  adquirir  aeeieMBde  banco  6 
de  eniipresasJndoétl4alesyá  papel  del  Estada,  ni  aiagfana  de  esoa 
imnenaos  Talensa  mobiliarios  qne  tanto  abaadaften  esta  époea,  que^ 
afrfaslaráoá  las reaideras  yqoaeiMiioes eran  eompietameale des** 
coaoddOfi^.eo^aqnellasdrconstaoeiaa;  toa  el  oeaso^adas^aativa,  el 
capitalista  eaeoatré  «bandéale,  segura  y  lueraüf  aeoioaabion  á  sus 
metales,  y* cae  ellos  ivoibiav  alimeato' y  m foaiealaban  laiagrieaU 
lura^  la>indu8tfía>  el  comeitie  y  basca  las  ames. 

Pero  la  bnmaaidad  abaaá  dte*  la  benetMosa-  tnsUcacíaff  áe  loa 
censas,  como  abusa  de  todas  oaaado  la  praK^taion  del  hgistaáor  na 
se  adelanta  ár  piereoffii^  y  eriiar  Mes  abusos  y  sils  aaoifai  cMsa* 
ouencias.^  Bn  Gslicia  ^  eenso<  iftas^  bien  reaerraüvo  qae  eofiléutreo, 
Mamado  tonn  pagándose  h»  penaíones  en  especie)  f  peiüiiiéBdiise 
que  el  eensaiariodiríday  sabfore,  qoeet  pagaésr  dei^  sabfiw  vveHra 
á  dividir  y  sabforar,  ba  oondueíÁo  la  propiedM  y  loa  derechos  raad- 
les de  loa  eenani^scas  y  subcensttalistas  é  tal  esiado>  de  aoarqafa; 
inoertakaabre  y  disemíDiaeion  é  fraccioaamieaio'  casi  bamaspÉticOi 
que  ai  secoacibe  cómo  el  legishuto^  ba  dada  lugtráf  ea»  i^erdatfera 
calamidadi  ai  c^ono  ba  pensado  sériameate  ea  refiaediaria,  con 
espectaiidad  desde  que  Ik^Lef  bi^teearía  la  puM  de  aiaoifiesa». 

Como  la  graa  valía  de  tos  meMés  precíofi(os>  ea  fbnMBanetrte 
transitoria  y  su  demanda  siempre  ha*  de  ser  mayor  que  sa  offerla, 
aquellas  masas  que  de  América  venían  nunca  padíeroa  satishu^ 
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todas  las^  neessidades  y  deseos,  y  ¿  manera  que  estos  eras  menos 
satisfechosv  lee  tenedores  de  metales  impooian  mas  duras  condicio- 
nes á  los  <fae-  les  desMtidaban,  y  asf  llegó  á  ser  tan  soMdb  el  interés 
del  eensoí  cooeigiatÍTo,  que  en  483(  pidieron  nwa  Rmitacion  las 
Gértes  de  limlpíd  ew  su  peikioo  tST,  en  M57  las  de  Valladolid  en 
la  petición  15&,  y  en  4839'  ha  de  Toledo  en  la  petición  03,  cnyos 
olamoras  proéoieroii  te  toy  3.\  tit  i5  del  lib.  X  de  la  N.  R.,  limi- 
tando^ el  iarterés  é  rédHo'fte  tales  eensoa  al  I  por  44^  á  sea  al  7  y  3 
céitimes  por  40(K  Cerno  ana  era  mwcka  la  demanda  de  dinero,  esa 
ley  se  eloü»  y  se  qnefaranilalNt  y  desoéeéMta  abiertaflMnte,  por 
ouyo  metm  eentínaaron  las  petioiones  de  las  Cotíes^,  aceediéndese* 
á  las  de  ViaUadelid)dí&45^  y  de  Madrid  de  4969,  reeneaiif(ánddse 
el  cumplimieiitade  la  referida  ley  3/  en  48  de  febrero  de^  4593,  47 
de  BOTienére'de  4974  y  3t  de  ectabrede  48W.  l!ia'atto<y  esce- 
sivo,  sin^embargo,  el  interés  del  7  por  400^,  teniendo  que  reducirlo 
liHpe  Bt  en  4668  a» »  por  40»,  y  FeKpe  V  el  M  de  febrero  de  4705 
al  3  por  460;  cnyit  refiírma  bizo  esleosiva  Fernando  VI  á<  la  eoroifa 
de  Aragen  el  9  de  fdlio  de  4760.  Como  en  aquellos  tiempos  no  se 
coBooian  hS' sociedades  de  crédilo  yef  pffetMno  asnmrie*  estaba 
oendeoadO'por  te  Iglesia,  fné  sustituido  por  et  eenso  donsignativo, 
qne  predn^te  en^  Espana^un  movinnento  de  capitsfies  mncbo  mayor 
q«e  el  ^' ahora  se  dMioa  iif  les  faloree  innmeMes,  y  seto  eompa- 
raUe  al^  q«e  eiisie  en'  las  naeionesque  tiene»  bien  mentado* et  eré-' 
dito  territorial,  caal  puede  coofoeer  todo  el  qne  examine  los  volu- 
minosos pretocolos  de  eseritnras  pdblíeas  de  lee  siglos  XYI,  XVR 

yxns. 

VéiM>,  pues,  que  no  pueden  oon^nane  en  absoluto  los  cen« 
sos,  y  aéles,.  por  e4  contraríe,  que  todos  ellos  han  ejercido  una 
poderesa^itt^aeia  ev  et  desarrollo  de  la  agricultura  y  de  te  ri« 
qnma  pttMtea  y  prítada,  los  naos  esteblecíendo  et  toíco  medio 
practieabto  pam  que  #e  rotureo^  ealtrrett,  laftren  y  fementea  las 
fincas^  y  el  otro  proporcionando  buena  colocación  á  capitales  cuya 
diferente  aplíeaeiea  ei«  difícil  6  insegura  en  aquellos  tiempos ,  y 
que  daba»  abundante  alimente  á  lanidustria  privada  yate  rique- 
zs  pübliaa. 

ni- 

DiB'  grandes  defectos « que  mejor  deben  llamarse  abases ,  baa 
iecba  y  a«  haeen  que  los  eensos  sean  actualmente  perjndíetates 
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en  alto  grado,  pero  ambos  pueden  desaparecer  tan  pronto  como  fá- 
cilmente>  cuando  el  legislador  fije  la  atención  en  el  asunto. 

Desde  1539  han  clamado  incesantemente  nuestras  Cortes,  que- 
jándose de  que  los  vendedores  ocultaban  los  censos  que  gravabao 
las  fincas  que  vendían,  lucrándose  los  que  estafando  ó  de  buena  f¿ 
daban  por  libre  lo  gravado ,  y  sufpendo  considerables  perjuicios 
los  que  adquirían  las  fincas  ó  sus  ^cesores,  y  desde  aquel  añ» 
ha  sido  muy  crecido  el  número  de  disposiciones  supremas  que 
han  mandado  se  publiquen  todos  los  contratos  en  que  tales  car- 
gas se  impongan  ó  refieran,  para  con  esa  publicidad  evitar  aquel 
engaño  y  perjuicio.  Parece  mentira  que  la  mala  fé  de  los  unos,  la 
apatía  de  los  otros  y  la  reprensible  condescendencia  de  Jos  Tribu- 
nales hayan  sido  tales,  que  nunca  hayan  estado  esas  leyes  en  ob* 
servancia,  y  siempre,  lo  mismo  al  principio  que  después  se  baya 
otorgado  el  triunfo  al  censualista  descuidado  contra  el  mas  dili- 
gente comprador  que  ignoraba,  que  no  le  era  posible  saber,  que 
de  ningún  modo  pudo  ni  recelar  que  su  finca  estaba  censida.  Juan 
posee  una  hacienda  que  compró  á  José  como^  libre  de  censo,  ; 
que  en  tal  libertad  poseyó  José  muchos  años  como  heredero  ünico 
de  su  padre;  y  lo  mismo  en  el  siglo  XVI  que  en  el  XVII,  el  XVIII 
y  ahora  si  Antonio  presenta  la  escritura  registrada  de  imposición  de 
un  censo  sobre  esa  hacienda,  el  desgraciado  Juan  tiene  que  reco-^ 
nocerlo,  siendo  victima,  unas  veces  de  la  mala  fé  de  Jo^é  que  leí 
ocultó  la  carga,  otras  veces  solo  del  descuido  del  ceasuabsta  y  sua 
antecesores  que  la  tuvieron  anos  ó  siglos  descuidado,  y  parecía  de* 
¿ia  estar  muerta.  T  resulta  que  nuestras  leyes  amparan  y  protegea 
en  todo  caso  la  negligencia  de  Antonio ,  tratando  coa  injustísimo 
rigor  al  inocente.  Juan ,  siempre  victima  de  cutpas  ajenas.  Seme* 
jantes  resultados  no  los  creemos  aceptables  ea  ningún  país  media- 
namente regido,  y  mucho  meaos  cuando  se  pretende,  que  la  espe- 
cialidad y  Ja  publfcidad  de  las  cargas  que  graven  loa  iamuebles, 
sean  ancha  base  y  sólido  cimiento  del  crédito  territorial.  £se  maU 
que  creemos  en  alto  grado  lamentable,  reconoce  dos  causas,  que 
antes  hemos  anunciado.  Consiste  la  una  en  el  descuido,  en  el  pocu 
aprecio  que  se  ha  hecho  de  las  disposiciones  que  crearon,  los  re- 
gistros y  tanto  reencargaron  la  inscripción  de  títulos  relativos  á 
fincas  gravadas,  así  como  en  la  rutinaria,  metafísica  y  errónea 
jurisprudencia  que  ha  estimado  imprescripitibles  los  censos  y 
prescriptibles   las  pensiones  devengadas   y   no  redamadas  ea 
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los  Yeiotinoeve  últimos  inos.  ¡Uenürt  parece  que  dorante  taotos 
aoos  7  donde  han  florecido  Jarisconsultos  tan  eminentes,  haya  im- 
perado como  doctrina  corriente  y  fuera  de  discusión,  semejante 
anomalía  jurídica,  diametralmente  opuesta  á  los  buenos  princi- 
pios y  de  consecuencias  prácticas  tan  lamentables  como  injus- 
tas I  ¡Mentira  parece  que  Tribunales  tan  respetables  como  han  sido 
los  españoles  en  estos  últimos  siglos,  hayan  robustecido  y  patroci- 
nado esa  inconsecuencia,  llevando  muchas  veces  la  miseria  ó  el  per* 
juicio  á  inocentes  familias  para  beneficiar  la  iocuria  y  el  abandono- 
Es  la  verdad,  sin  embargo,  que  la  única  doctrina  corriente  y  la 
constante  jurisprudencia  proclamaron  y  sostuvieron  de  consuno 
durante  siglos,  que,  por  cuanto  lo  que  no  se  debia  no  podia  pres« 
cribir,  y  cada  año  nacia  la  acción  para  pedir  el  censo,  de  los  veinti- 
nueve anos  inmediatamente  anteriores  á  la  reclamación  hablan  na- 
cido veintinueve  acciones  que  ninguna  de  ellas  databa  30  años,  y 
por  lo  mismo  no  habia  prescrito;  y,  por  lo  tanto,  el  que  tenia  la  fin- 
ca censida,  aunque  poseyese  y  sus  antecesores  hubieran  también 
poseído  varios  s\g\o»  en  la  firme  creencia  de  que  no  habia  tal  cen- 
so, era  obligado  á  pagar  los  últimos  veintinueve  años  de  pensión  y 
á  reconocer  el  censo. 

Ocioso  pareco  aducir  consideraciones  para  evidenciar  la  falta 
de  justicia,  de  razón  y  hasta  de  buen  sentido  que  tenia  una  doctri- 
na y  una  jarisprudeacia  tan  errónea,  y  que  solo  se  concibe  aten* 
diendo  al  espíritu  escolástico,  sutil  y  caviloso  de  esos  tiempos. 
Si  todas  las  legislaciones  cultas  han  reconocido  la  prescripción 
como  un  recurso  legal  necesario  para  legitimar  la  posesión  de  bue- 
na fé,  cuando  ha  perdido  el  dominio  su  legítimo  tenedor  sin  discul- 
pa fundada,  si  ese  recurso  es  indispensable  para  amparar  la 
buena  fé,  para  poner  un  término  al  estado  de  incertidumbre  del 
dominio  y  para  trazar  la  línea  divisoria  que  separe  la  posesión 
vencible  y  transitoria  de  la  invencible  y  permanente,  el  descui- 
do reparable  y  el  irreparable,  todas  y  cada  una  de  esas  necesida- 
des, de  esas  consideraciones  de  razón ,  de  equidad  y  hasta  de  or- 
den público,  militan  lo  mismo  respecto  del  dominio  que  respecto  de 
los  censos,  sin  mediar  diferencia  alguna.  ¿Qué  diría  hoy  cualquie- 
ra á  quien  se  le  reclamase  una  deuda  de  su  décimo  abuelo,  con 
principal  é  intereses,  fundado  en  que  fué  préstamo  con  interés 
del  cuatro  por  ciento,  que  por  vencer  todos  los  años  no  habia 
podido  prescribir? 

TOMO  XXVL  69 
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IV. 

Bosquejada,  aonque  á  la  Kgera,  la  historia  de  los  eeasos  bajo 
su  aspecto  legal,  jurídico  y  económico,  después  de  bacer  observar 
la  gran  ccoveoiencia  de  todos  ellos  ea  oíros  tiempos  y  del  eofiléa- 
tico  y  reservativo  auo  eo  los  presentes,  así  como  la  escasez  de  pre- 
visíoQ  del  legislador,  y  lo  desacertado  de  la  jurisprudeacia  durante 
siglos  para  el  buen  régimen  de  esa  instítucioa  útil ,  que  han  con- 
vertido en  nociva,  nos  proponemos  patentizar,  cómo  es  cada  vez 
mas  insostenible  y  dañoso  ese  régimen,  y  hasta  incompatible  de 
todo  punto  con  las  fecundas  tendencias  de  la  ley  Hipotecaria;  có- 
mo nuestro  Tribunal  Supremo  ha  iniciado  recientemente  una  jurís- 
prudencia  salvadora  que  corrige  en  gran  parle  ese  mal  y  ese  ver* 
dadero  abuso  jurídico-iegal;  y  cómo  es  de  urgente  necesidad  que 
una  disposición  legislativa  estirpe  radicalmente  ese  mal,  armoni- 
zando la  legislación  relativa  á  la  prescripícion  de  censos  con  los 
principios  de  la  ciencia  y  la  doctrina  legal  corriente  en  todos  los 
países  bien  regidos. 

Si  era  injusto,  anómalo  y  hasta  repugnante  que  el  adquirente 
de  buena  Té  se  encontrase  sorprendido  el  dia  menos  pensado  con  la 
necesidad  de  reconocer  un  censo  sobre  la  finca  que  en  verdad  creía 
libre;  si  su  capital  tenia  que  correr  ese  peligro  injusto  cuando  la 
misma  legislación  y  la  jurisprudencia  le  advertían  que  ese  y  otros 
muchos  peligros  ocultos  le  amenazaban;  cuando  era  sabido  univer- 
sal y  tradicionalmente  que  todos  los  poseedores  estaban  espuestos 
á  verse  requeridos  cualquier  dia,  para  que,  como  tenedores  de  un 
inmueble  ó  derecho  real,  respondiesen  á  obligaciones  que  les  eran 
de  todo  punto  desconocidas;  esa  injusticia  y  esa  anomalía  suben 
muchísimo  de  punto,  casi  llegan  hasta  el  escándalo,  si  dejamos  sub- 
sistente el  mismo  peligro,  tan  alarmante  amenaza,  después  de  ha- 
ber proclamado  que  los  Regi:>tros  do  la  propiedad  publican  el  esta» 
do  civil  de  las  fincas,  que  el  tercero  puede  allegar  á  la  propiedad 
sus  capitales,  seguro  de  que  no  le  perjudicarán  derechos  que  no 
consten,  que  él  mismo  no  pueda  conocer  que  tienen  esa  prelacion. 
Si  el  legi«;lador  hace  esa  oferta  al  tercero,  que  es  el  público;  si  éste 
fiado  en  la  oferta  del  legislador  allega  los  capitales  y  luego  la  con- 
fianza fué  infundada,  la  oferta  no  se  cumplió,  no  pueden  calificarse 
tales  sucesos  y  sus  consecuencias  mas  que  de  un  modo  deplorable: 
y  no  resultaria  verdad  el  principio,  tan  proclamado,  de  la  especia- 


Digitized  by  LjOOQIC 


LOS  Cítisos.  847 

lidad  y  la  publicidad,  ni  se  cooseguiría  Hamar  los  capitales  al  sae* . 
lo»  cuando  tanto  se  desea  y  tanta  falta  bace  en  nuestro  país:  y  re- 
sultaría minada  por  su  base  la  ley  Hipotecaria  que»  con  el  tiempo, , 
se  calificará  de  monumento  de  ciencia  y  previsión ,  y  sus  fecundos 
resultados  serian  estériles  y  casi  nulos. 

Mientras  rigieron  nuestra  legislación  y  jurisprudencia  seculares, 
nuestros  propietarios  feían  con  frecuencia  y  tenian  que  resignarse 
ante  la  verdadera  injusticia  de  tener  que  reconocer  censos  mas  ó 
menos  cuantiosos,  que  en  centenares  de  auis  habían  dormido,  y 
que  ni  ellos  conocían  por  tradición  ni  por  su?  títulos  de  propiedad. 
Jamás  tenían  sus  propiedades  y  derechos  seguros  por  cuanto  era 
fácil  que  se  les  presentara  una  escritura  de  imposición  de  censo  re- . 
gistrada  que  indudablemente  se  referia  á  su  finca^  por  mas  que  no 
le  hubiera  sido  dable  conocerla  á  priorL  Pero  desde  que  la  ciencia 
y  el  buen  gobierno,  desterrando  las  sutilezas  escolásticas  y  asen- 
tando la  propiedad  sobre  bases  firmes,  van  prestando  robustez 
desconocida  á  los  derechos  reales  y  con  ella  crédito  á  la  propiedad, 
es  de  todo  punto  indispensable  alejar  y  hacer  imposibles  esas  ame- 
nazas-incompatibles con  esa  solidez,  esa  firmeza  y  ese  crédito.  Los  , 
capitales  de  censo  inscritos,  no  redimidos  ni  en  cobro  actual,  as- , 
cienden  á  una  cifra  enorme;  y  ocurre  que  los  Registradores  no  pue- . 
den  imputarlos  á  las  tincas  realmente  censidas,  porque  perdieron  las , 
condiciones  que  tenian  cuando  se  gravaron,  sin  que  esos  funcio- 
narios puedan  asegurar  cuáles  son  hoy  esas  fincas,  mientras  que , 
los  dueños  de  los  censos,  con  mas  elementos  y  mas  interesados  en 
la  investigación,  pueden  comunmente  descubir  y  probar  la  identi- 
dad. Nosotros  tenemos  sobre  este  estremo  un  motivo  de  alarma,  que 
creemos  muy  fundado,  y  que  debe  despertar  la  atención  de  loi 
hombres  de  ley  pensadores  y  previsores.  La  desamortización  vá  ter- 
minando:  la  inmensidad  de  propiedades  y  de  censos  que  el  Estado  ^ 
habia  de  vender  y  redimir,  está  acabando  de  salir  de  sus  manos;  y, , 
tanto  por  ser  muy  justo  buscar,  encontrar  y  disponer  de  lo  propio, 
cuanto  porque  el  estado  del  Tesoro  público  lo  exija  imperiosamen*. 
te,  será  muy  probable  que  las  administraciones  de  propiedades  y , 
derechos  del  Estado  obtengan  noticia  de  la  inmensidad  de  cenaos , 
que  aparecen  vivos  en  los  Registros,  á  favor  de  corporaciones  cu-; 
yo8  derechos  tiene  el  Estado,  y  cuyos  censos  ni  se  han  cobrado  ni, 
redimido.  Entonces  ocurrirían  perjuicios  numerosísimos  y  graves, , 
porque  la  propiedad  se  vería  rudamente  atacada,  lloverían  los  es- 
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pedientes  de  i&vestigacíoD,  las  reclamacioiies  y  demandas,  y  ño  es 
fácil  calcalar  los  perjaicios  y  dalos  que  se  causarían.  Estamos  se* 
guros  de  que  los  hombres  prácticos  apreciarán  estas  verdades  en 
toda  su  estension;  y  los  teóríco-práticos  son,  los  que,  reconocién- 
dolo, deben  tener  la  previsión  de  conciliar  el  derecho  que  tiene  el 
Estado,  como  los  menores  y  toda  clase  de  interesados  de  que  se  am- 
pare  y  proteja  su  indisputable  derecho  á  reclamar  lo  que  les  perte- 
nece, pero  trazándose  una  línea  divisoria  que  distinga,  hasta  cuándo 
son  mas  respetables  esos  derechos  que  los  de  los  poseedores  de  bue- 
na Té,  y  desde  cuándo  debe  atenderse  mas  á  la  protección  que  me- 
rece el  poseedor  que  ignoraba  la  existencia  de  la  carga,  que  el  cen- 
sualista descuidado  y  abandonado. 

Deducimos  de  todo  lo  espuesto  que,  si  la  ciencia,  los  principios 
incuestionables  de  legislación,  basados  en  la  buena  moral,  condenan 
la  imprescriptibilidad  de  los  censos;  si  las  reglas  de  derecho,  los 
buenos  principios  económicos  y  la  buena  administración  activa, 
aconsejan  y  exigen  de  consuno  é  imperiosamente  que  se  dé  solidez 
y  estabilidad  á  la  propiedad,  y,  desterrándose  las  cargas  ocultas, 
campee  la  especialidad  y  la  publicidad;  si  se  ha  tenido  la  valentía 
de  postergar  ante  esa  gran  conveniencia  el  derecho  de  la  mujer  ca- 
sada y  del  huérfano;  si  nuestra  nación  ha  comenzado  la  mas  fecunda 
de  sus  reformas,  que  consiste  en  conseguir  que  la  propiedad  ins- 
pire  crédito  cierto  y  positivo  y  vengan  á  ella  los  inmensos  valores, 
que  hoy  se  alejan  de  la  misma,  dejando  que  la  maltrate  la  usura, 
para  que  se  espióte  nuestro  suelo,  quizás  el  mas  rico  y  el  menos  es- 
plotado  de  Europa;  y  si  no  queremos  dejar  subsistir  un  obstáculo 
grave  y  permanente,  que  diGculte  ó  haga  imposible  esa  reforma, 
que  sea  un  arma  viva,  que  sin  cesar  y  no  en  pequeña  escala  ame- 
nace á  la  propiedad;  preciso  y  urgente  es  que  una  medida  legisla- 
tiva procinme,  en  términos  absolutos  al  par  que  prudentes,  la  pres- 
criptibilidad  de  los  censos. 

Dicho  sea  en  honra  de  nuestros  Tribunales,  ellos,  creando  ju- 
risprudencia,  se  adelantan  con  mucha  frecuencia  á  la  previsión  del 
legislador  y  suelen  operar  ó  iniciar  las  mas  urgentes  reformas;  y  tanto 
es  así,  que  á  tener  tiempo  disponible,  gozaríamos  en  rendirles  un  jus 
to  tributo,  reseñando  siquiera  las  mas  notables  mejoras  operadas  en 
esa  forma,  desde  que  llenaron  el  vacio  de  las  leyes  cuando  abolido 
el  tormento  no  había  pena  para  los  culpables  convictos  sin  plena 
probanza,  hasta  la  que  vamos  á  reseñar,  por  venir  á  nuestro  intento* 
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Ed  la  Gaceta  oficial  de  30  de  enero  de  1863,  se  ioserta  ana 
seolencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  publicada  en  21  del 
mismo  enero,  por  la  cual  se  declara  que  un  censualista ,  aunque 
fundado  en  escritura  de  imposición  registrada  y  siendo  indubitadas 
las  fincas  censidas ,  no  tiene  derecho  alguno  al  censo,  por  baber 
prescrito  el  mismo  en  razón  á  haber  trascurrido  con  esceso  el  tiem- 
po señalado  en  la  ley  S/,  tft.  8.^,  libro  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  por  cuanto  no  es  doctrina  corriente  la  de  que  los  censos 
son  imprescriptibles  y  solo  prescriptibles  las  pensiones.  Si  esta  lu- 
minosa y  terminante  resolución  del  Tribunal  Supremo  tuviera  fuer- 
za legal,  nos  hubiéramos  evitado  este  pequeño  trabajo,  puesto  que 
estaria  completamente  conseguido  nuestro  objeto;  pero  como  esa 
sentencia  solo  es  ley  respecto  del  asunto  en  que  recayó,  y  nada 
mas;  y  como,  aunque  en  todo  otro  caso  resolvieran  exactamente  lo 
mismo  nuestros  Tribunales ,  trascurririan  muchos  años  antes  que 
el  público  se  persuadiera  de  que  existia  esa  jurisprudencia  cons- 
tante y  uniforme;  de  aquí  la  necesidad  de  que  una  ley  venga  á 
sancionar  solemnemente  una  reforma  tan  necesaria:  y  tanto  más, 
cuanto  que  darla  una  idea  poco  ventajosa  de  nuestro  país,  y  me- 
nos aun  de  nuestra  legislación,  que  el  poco  celo  y  el  abandono  del 
legislador  obligasen  á  formar  derecho  consuetudinario  en  estremos 
tan  importantes. 

Por  eso  creemos  que  seria  en  alto  grado  conveniente  declarar 
por  medio  de  una  ley,  que  los  censos  quedaban  prescritos  á  los  30 
años  de  poseerse  de  buena  fé  la  finca,  sin  conocimiento  de  la  exis- 
tencia  del  censo;  y  para  no  lastimar  intereses  y  derechos  siempre 
respetables,  debería  señalarse  un  plazo  corto  para  que  los  censua- 
listas que  no  estuviesen  en  posesión  de  sus  censos  la  reclamasen, 
entendiéndose  caducados  sus  derechos,  si  en  el  término  prefijado, 
los  mayores  de  edad,  y  los  menores  dentro  del  cuádrenlo  legal,  no 
reclamaban  el  reconocimiento.  Solo  asi  nos  parece  que  se  pondria 
en  claro  y  se  deslindarla,  qué  gravámenes  de  esa  especie  existen  y 
están  realmente  cargados  sobre  los  inmuebles,  desapareciendo  la 
alarma  continua  que  produce  el  numero  infinito  de  censos  llamados 
perdidos  y  con  los  cuales  no  hay  hoy  finca  que  no  pueda  ser  amena- 
zada. Así  habríamos  dado  otro  de  los  mas  precisos  pasos  de  los  que 
habrán  de  recorrerse,  si  ha  de  ser  una  verdad  la  publicidad  y  la  es- 
pecialidad y  si  ha  de  nacer  de  ellas  el  Un  deseado  crédito  territorial. 

Aitoii»  de  Gasas  y  l«raK 
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DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO. 


En  qué  formas  pue<kn  eontraar  matrimanáo  l^siábdUoi  frmce- 

Bajo  este  epígrafe  y  en  un  artfento  como  todos  claro  y  razonado 
suscrito  por  el  respetable  Sr.  Director  de  la  Rbvista,  en  su  página 
313  y  siguientes  de  este  tomo,  se  halla  tratada,  y  en  sentido  favora- 
ble á  la  libertad  francesa  resuelta  la  cuestión  de  derecho  internacio- 
nal privado,  relativa  á  las  formalidades  que  deben  acompañar  i  los 
matrimonios  que  se  verifiquen  en  nuestra  nacioo;  ceestion  sin  em- 
bargo digna  de  mayor  y  mas  esquisíto  análisis  por  su  reconocidí 
importancia. 

En  buen  hora  que  toda  cuestión  matrimonial  entre  estrttnjeros 
fuera  de  su  país  por  su  afinidad  y  cohesión  con  el  derecho  público 
sobre  la  base  del  interés  particular,  sea  considerada  como  materia 
á  este  orden  internacional  perteneciente,  siempre  es  verdad  que  es 
objeto  intervenido  por  el  culto  público  de  cada  territorio,  que  si  es 
social  y  político,  es  religioso  é  individual  á  la  vez,  y  no  puede  pres- 
cíndirse  de  ser  mirado  bajo  todos  estos  aspectos;  así  que  donde 
predomina  como  en  nuestra  patria  el  elemenM>  religioso,  allí  es  mas 
rigorosa  la  adopción  de  las  formas  del  culto;  allí  donde  no  hay  li- 
bertad de  cultos»  el  único  es  el  que  las  regula  eniraSando  unas  pro- 
hibiciones absolutas  de  Jas  demás;  donde  no  etiste  esta  unidad,  hay 
qne  buscar  dentro  del  etemenio  político  una  regla  general  á  que 
queden  los  restantes  subordinados,  una  manera  de  ser  de  los  ac- 
tos á  que  se  ajusten  todos  los  residentes  según  el  principio  de  do- 
micilio de  los  actos  ó  loens  regit  actum^  reconocido  por  la  ley  iS» 
títnio  Impartida  1.* 

Por  lo  mismo,  tanto  bajo  el  ponto  de  vista  prohibitivo,  como 
bajo  el  formal,  no  es  potestativo  en  Empana  á  personas  alguna,  ve- 
rificar su  matrimonio  en  abierta  oposición  á  las  leyes  de  la  Iglesia 
Caidtíca,  y  por  ningún  francés,  sobre  todo  católico*  puede  prescindir 
de  ellas,  que  son  las  del  Sagrado  Concilio  de  Tren  to»  el  cap.  i. ^sesión 
•  ^  de  Reformatione  maírimnii,  reconíocidaspoir  el  decreto  de  Cor- 
es de  21  de  junio  de  1^22^  restablecido  en  5  de  enero  de  1837;  to- 
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dot  DOS  hallamos  obligados  á  observarlas  como  ley  general  cítü  j 
peBal,como  leyes  concordadas  y  no  concordadas. 

Que  exista  en  la  disposición  conciliar  indicada  una  verdadera 
prohibición,  se  vé  claro,  en  la  iobabiliudonabsolau, completa,  per- 
fecta, eficat  y  perpetua  qne  consigna,  en  la  territorialidad  qne  se 
dá  al  precepto,  •■  la  generalidad  y  especialidad  de  la  protaecion  cu- 
yos efectos  pueden  ser  suspendidos  en  determinadas  regiones,  pero 
no  invalidados;  en  una  palabra  resulta  del  lato  espíritu  y  catolicidad 
qne  en  ella  domina  y  de  sn  fio  encaminado  á  evitar  enormes  aboses  • 

Comprendiendo  el  propio  Concilio  en  la  parte  disciplinal  rela- 
tiva al  matrimonio  la  introducción  preci<^  de  las  circunstancias  ha. 
bilitantes  para  su  celebracioD,  no  han  sido  tampoco  abolidas  por  le» 
gislacion  civil  alguna,  pues  aun  el  mismo  Código  de  Napoleón,  no 
en  el  art.  47  y  en  el  48,  que  solo  hablan  de  las  actas  del  estado  civil, 
sino  en  sn  art.  i70  ¿  los  casamientos  relativo,  declara  válido  todo 
matrimonio  conlraido  en  pais  estrajero  entre  franceses,  6  entre 
francés  y  estrangero,  si  se  celebró  en  las  formas  acostumbradas 
en  el  pais,  copiándole  el  Código  del  cantón  de  Yaud;  y  aun  el  Ho- 
landés en  su  art.  83  no  hizo  mas  qne  considerar  el  matrimonio  bajo 
sos  relaciones  civíks  solamente,  ne  esehiyendo  las  religiosas  como 
es  debido. 

Vano  es  invocar  tratados  generales,  porque  nunca  se  oponen  á 
las  leyes  especiales  de  loe  paisjss  referentes,  qne  solo  se  concretan 
estrictamente  ásn  objeto,  como  lo  fué  el  del  7  de  marso  de  188S, 
entre  los  gobiernos  español  y  francés,  que  verificado  según  iosináa 
para. fijar  con  toda  ostensión  y  claridad  los  derechos  civiles  de 
los  súbdMois  respectivos  y  atribuciones  de  los  agentes  consulares 
destinados  á  protegerlos,  no  los  deberes  religiosos  ni  sociales,  ni 
formas  del  culto,  se  redujo  en  su  art.  iO  á  los  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  á  los  notariales,  á  los  contratos  puros  y  negocios  civiles 
dejando  á  salvo  los  demás,  entre  otros  los  penales,  como  se  vé  en  el 
art.  12,  segnro  de  que  estos  últimos,  sobre  todo  los  sacramentales,  son 
de  mas  trascendencia,  por  que  como  digimos  en  otro  articulo,  pu- 
blicado en  las  páginas  47  del  tomo  17  de  esta  Revista,  al  tratar 
también  del  matrimonio,  la  necesidad  no  puede  producir  la  inhabi- 
lidad de  las  materias  del  Sacramento,  parte  de  su  substancia  juridi- 
ca,  resaluodo  mas  entre  católicos  dentro  de  éi  lo  sacramental,  que 
lo  eotttralabie  según  las  doctrinas  del  repetido  Concilio  y  sesión , 
cansa  i .^  de  Stiertmmto  matrimattíi. 
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Eq  resúmeo,  pues,  ni  el  Sagrado  Concilio  de  Trente»  ni  el  De- 
creto de  Cortes  citado,  ni  el  Código  penal  ? igente,  ni  el  Concordato 
celebrado  en  1881,  ó  loque  es  lo  mismo,  la  legalidad  española,  per» 
míten  tenga  lugar  matrimonio  alguno  en  contravención  i  lo  pres* 
críto  en  el  primero,  siendo  ageno  á  todo  otro  tratado  internacional 
según  nuestra  humilde  opinión  y  dictamen  de  otras  personas  com« 
petentes. 

Jttaqaii  liiiel  de  l«iér. 


DERECHO  ADMINISTRATIVO. 

APROVECHAMIENTOS. 

Esta  palabra  española  de  origen,  con  este  título  y  con  el  de  de- 
recho de  aprovechar ,  viene  empleándose  en  nuestra  patria  desde 
el  Código  Alfonsino  de  las  siete  Partidas,  como  se  vé  en  la  ley  17, 
título  S2,  Partida  3/,  y  tiene  su  tecnicismo  legal  que,  abrasando 
la  actualidad  física  y  la  jurídica,  se  refiere  al  provecho,  uüKdad, 
ventaja  ó  beneficio  que  se  saca  ó  se  puede  sacar  de  algo  que  per- 
tenece á  otro,  mediante  autorización  dada  por  los  poderes^  públicos 
bajo  formas  preestablecidas  y  que  Tacultan  á  los  que  la  obtuvieron 
para  hacer  el  uso  ó  usos  que  mas  útiles  les  sean  y  menos  gravosos 
á  los  demás. 

La  sustancia  legal  de  los  aprovechamientos  es  la  concesión,  de- 
recho ó  causa  que  hay  para  verificarse;  la  forma  son  los  hechos 
usuarios  ó  la  acción  inmanente  ó  repetida  del  hombre  sobre  una 
cosa  inmueble  ó  derecho  real,  una  y  otra  acompañada  del  tiempo, 
parte  integral  de  aquellos,  y  elemento  el  mas  importante ,  pues 
hace  las  veces  en  casos  dados  de  la  concesión  misma. 

Objetivamente  los  aprovechamientos  son  las  materias  sin  esplo- 
tar  ó  susceptibles  de  mayores  esplotaciones;  son  substancias  mine- 
rales abandonadas,  terrenos  sin  cultivo,  pastos  (te  poca  aplicación, 
matorrales,  leñas,  maderas,  aguas  sin  productos;  sean  de  dominio 
público,  sea  de  propiedad  corporativa  ó  particular,  fuera  de  la  acti- 
vidad humana,  tejos  de  su  alcance  á  pesar  de  su  naturalexa,  estado 
físico,  y  destino  de  su  disposición  para  ser  apropiadas.  Subjetiva- 
mente son  la  industria  el  mejor  oso,  los  mayores  productos  de  cier** 
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tas  ettiidades  raices,  el  premio  del  trabajo  y  de  ta  capacidad  de  los 
aprovecbaotes,  el  precio  de  los  gastos  hechos  aoticipadameiite;  re-* 
presentan  el  estudio  y  dirección,  conservación  que  vá  á  cargo  de 
ciertos  cuerpos  del  Estado,  como  son  los  Consejos  y  Juntas  de  Agrí- 
cultora.  Industria  y  Comercio,  creados  por  el  Real  Decreto  de  9  de 
atidl  de  Í8i7,  de  la  Asociación  general  de  ganaderos  establecida  por 
el  de  31  de  marzo  de  1884,  de  los  Ingenieros  de  montes,  canaíes, 
caminos  y  puertos,  y  de  minas.  Ingenieros  agrónomos  é  Industria- 
les, carreras,  objeto  de  la  ley  de  Enseñanza  de  1887,  y  de  otros  va- 
rios cuerpos  facultativos. 

En  el  orden  de  ser  los  aprovechamientos,  se  fundan  en  el  domi- 
minio  eminente  que  sobre  todas  y  cada  una  de  las  pertenencias  de 
un  Estado  tienen  los  Gobiernos;  en  el  derecho  que  sobre  los  bienes 
vacantes  sin  dueño  conocido,  detentados  y  poseídos  sin  título  legf* 
timo  tienen  aquellos  y  menciona  la  ley  de  16  de  mayo  de  1838;  en 
la  suprema  inspección  y  dirección  de  los  poderes  públicos  de  la  na- 
ción, que  tiene  por  fin  la  conveniencia  general  el  principal  de  tales 
aprovechamientos;  en  el  orden  de  existir  están  basados  en  la  facul- 
tad que  asiste  á  todo  hombre  de  boscar  su  bienestar  sin  agravio  de 
tercero,  reconocida  por  la  ley  1.*,  párrafo  1."^  del  Digeslo  De  aqua 
et  aqua  pluvice  areenia^  que  espresa  pradesse  enim  fibi  unu$qui$' 
que  dum  alii  non  noeet  non  prohibetur ;  en  el  orden  de  la  titulación 
son  licencias,  concesiones  y  poderes  otorgados  por  las  autoridades 
públicas  á  favor  de  ciertas  empresas  ó  particulares  para  hacer  y 
usar  de  algunas  cosas,  Irasformáodolaspara  que  tengan  mas  aplica- 
ciones y  rindan  mayores  rentas  ó  ventajas;  liiulos  registrables,  se- 
gún la  doctrina  del  art.  108  de  la  ley  Hipotecaria.  Moralmente  se 
llaman  con  el  cap.  11,  causa  14,  cuestión  8.^  del  Decreto  de  Gra- 
ciano uso^  derechos  justos  y  buenos,  hoe  autemjuref  quod  juste;  et 
hoc  juste,  quod  bene,  canónicamente  se  denominan  patronatos,  pree- 
minencias, usos  no  sórdidos,  según  el  cuerpo  del  derecho  canónico 
y  cap.  7,  sesión  21  del  Concilio  de  Trente,  civilmente  parlicipacio- 
nes,  usos,  etc.,  en  el  orden  penal  son  verdaderos  delitos  ó  faltas  que 
esplican  los  art.  3."*,  488, 489,  494  y  siguientes  hasta  el  499  inclu- 
sive y  otros  mas. 

Los  aprovechamientos  pueden  considerarse  bajo  los  puntos  de 
vista  de  mero  uso,  de  aprovechamientos  legales,  y  de  derechos  rea- 
les ó  dominio,  porque  como  espresa  el  cap.  5.*  del  6."^  de  las  Decre- 
tales tít.  De  verbmm  rignifkatíone,  in  rebus  íemporalibus  $ü  eon- 

TOMO  XXVI.  70 

Digitized  by  LjOOQIC 


8S4  RBTISTá  n  LIGnLA<BOII. 

tiderare  prcddpuwn,  propidaUm,  po$$$BÍ9nemf  usumflrutímmt  Jm 
utendi  tt  simplicem  facti  umm. 

Bajo  el  primer  coacepto,  los  aprovechamíeiitos  de  mero  uso  set 
erecto  de  roerá  toleraocia,  de  la  faeallad  nalnral  de  aprovechar  lo 
que  es  necesario  para  la  vida  ó  satisfaccioD  de  otras  cosas  iape- 
riosamente  reclamadas  por  la  naturaleza.  Este  uso  recae  sobre  aia 
cosa  capaz,  es  limitado  é  incompatible  con  la  posesión  legal,  es  «na 
devastación  temporal  agena  al  aprovechamiento  legal  y  al  dominio* 
con  sus  desmembraciones.  El  cap.  3.^  de  las  Decretales  cüado,  dice: 
tisus  nonjuris,  sed  faeti  tantummodo  nomen  habetu,  qudd  faeti  esí, 
tantum  in  utendo  prttbet,  uteíUíbus  nihü  jum;  y  el  cap.  1.^  de  las 
Clementinas  idem,  añade»  que  la  expropiación  ó  desapropio  no  tiene 
lugar  en  este  uso,  y  que  es  estricto  ó  rigorosamente  ajustado  á  las 
necesidades  del  usuario;  ad  rectos  usus  seu  Pauperes.  Este  uso  pres- 
cinde de  la  sustancia  ó  base,  y  consiste  en  la  forma  separada  de 
esta,  pero  no  contraria  al  derecho ,  es  el  término  medio  entre  el  iso 
con  titulo  y  el  abuso,  es  el  mas  ostensible  precario,  la  simple  tenen- 
cia de  uso  á  que  hace  alusión  con  la  frase  quod  apud  te  est  el  hecho 
referido  en  la  ley  63  del  Dígesto  De  9erb<nrum  signifietUiime,  hecho 
personal  y  por  consiguiente  intransmisible  como  índica  la  ley  SI  De 
usté  et  hñbitatíme,  hablando  de  ciertas  agnas.»  Vsta  aqum  persíma* 
Us  f  si,  et  ideo  ad  hcereden  usuarii  transmUi  non  potest. 

Bajo  el  segundo  concepto  los  aprovechamientos  revestidoa  de 
formas  legales  entran  en  la  categoría  de  verdaderas  perteneoeias, 
las  que  indican  las  leyes  70  y  17t  del  Digesto  del  mismo  titulo  De 
verborum  signifieatione;  son  derechos  singulares  que  hacen  s«r^ 
una  conveniencia  notable  reconocida  por  el  legislador  como  na 
escepcion  según  la  ley  16  id.  Delegibus  quod  contra  Unoremratimds 
propter  aliguanutüitaten  aüíoritaleconsHtutíonumest  introdudmm. 
derechos  singulares,  especie  legal  derogatoria  del  género  explicado 
por  la  ley  SOtid.  De  regulh  juris,  que  tienen  el  carácter,  de  bene* 
ficio  concedido  en  favor  de  las  personas  y  de  protección  en  bvor 
de  las  cosas;  son  verdaderas  negaciones  de  uso  ó  aprovechanúenio 
idéntico  ageno  por  efecto  de  una  concesión,  cuyo  valor  sustancial 
calcula  la  ley  1.*,  párrafo  7/,  id.  De  noüi  opensnimlMlfoiie,  5.', 
id.  si  usufructus  pelalwr  y  otra,  y  que  formalmento  se  vé  organizado 
en  la  ley  final  id.  de  rdvindieaUone  y  leyes  2.*  y  3.%  tít.  5.%  Ptir* 
tida  3.^  y  oirás  varias;  son  titules  de  autorisacíen  firmados  por  las 
autoridactes  públicas  á  favor  de  un  particulari  bien  aea  de  agnas 
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(fieal  órdea  de  44  de  marzo  de  i846  y  Retlee  decretos  de  14  de  di- 
cieitobre  de  i859  y  29  de  abril  de  4860),  bien  sea  de  micas  (ley  de 
'8  de  jtlío  de  40S9  y  Reglamento  de  8  de  octubre  id.),  bieo  de  ro- 
ttiracioiies  (decreto  de  Cortes  de  43  de  mayo  de  4837),  biea  de  cor- 
tas>  podas  y  demás  aprovechamienlos  forestalds  (Real  órdeo  de  4.* 
febrero  de  1860),  son  derechos  establecidos,  sea  á  favor  de  aotfgaos 
aprerechantes  qae  gozan  ó  tienen  gozamiento  de  pastos,  como  se 
Té  en  el  t(t.  20  de  la  Not.  Rec.  de  Navarra,  sea  á  favor  de  antfgnos 
aprovechantes  de  montes,  Ordenanza  de  montes  de  4833,  de  agnas, 
Real  orden  de  8  de  abril  de  4834,  de  pasos  para  los  ganados,  Rea- 
les érdenes  de  42  desetiembre  de  483iy  14  de  febrero  de  4836;  para 
obras  públicas,  ferro-carriles  etc,  (eyes  de  3  de  jonio  de  4855,  etc. 
Real  deoreto  de21  diciembre  de48i^  y  otras  disposiciones  y  otros 
objetos. 

Estos  aprovechamientos  requieren  siempre  facultad  especial 
preeonstituida,  segunla  doctrina  de  las  leyes  4.*,  3/  y  44,  títu- 
lo 23  del  Kbro  7.^  de  la  Novísima  Recopilación,  y.  los  artículos  de 
las  Ordenanzas  citadas  exigen  no  causa  perpetua  ó  de  larga  dura- 
ción, si  que  actual  ó  anterior  licitud  sin  acompañamientode  dominio, 
porque  no  son  frutos  de  este,  aunque  reclamable  ante  la  adminis- 
tración pública,  según  la  competencia  de  27  de  marzo  de  4862  y 
recarso  de  casación  de  48  id.  id.  No  son  solo  usos  legales,  si  que  al- 
go mas,  diciendo  la  ley  2.^  del  título  y  libro  recopilados  citados  de 
ias  tierras,  baldíos,  árboles  y  su  fruto  que  no  se  venderán  sino  que 
quedarán  siempre  lo  uno  y  lo  otro  para  que  los  subditos  y  natura- 
les tengan  el  uso  y  aprovechamiento  que  han  tenido;  son  prolonga- 
eíottes  de  uso  que  comprenden  la  potestad  de  trasformar  la  co- 
sa, de  modificarla  dentro  de  su  objeto,  de  su  destino,  de  utilizar  sus 
prodticlos  como  inmueble.  Por  esto  es  que  el  uso  solo  se  refie* 
re  generalmente  á  lo  movible  y  el  aprovechamiento  tan  solo  á  lo 
inmueble,  y  aunque  este  se  pierda  por  caso  fortuito,  renace  el  dere- 
cho de  aprovechar  si  la  cosa  se  devuelve  por  el  que  lo  tenia  á  so 
antiguo  estado,  como  se  vé  en  la  ley  44  del  Digesto  De  adquirmdo 
rerum  dominio,  y  leyes  45,  47  y  48,  lít.  32,  Pan.  3.*,  porque  el 
derecho  de  aprovechar  lleva  consigo  las  cargas  de  constituir  la  en- 
tidad, conservar  y  mejorar  la  cosa  sobre  que  versa,  de  modo  que 
ha  de  ser  todo  efectivo. 

Los  aprovechamientos  que  llamamos  dominicales  son  resultado 
inmediato  del  dominio;  son  verdadaiDs  actos  posesivos  encaminados 
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á  tomar  la  posesión  y  adquirir  prescripcioo;  soq  símbolo  de  la  pro- 
piedad  ó  de  sus  desmembraciones;  es  lo  propio,  como  espresa  la  ley 
29  del  Digesto  De  usurpationibus  el  usucapionibus;  lo  mió  que 
dice  la  ley  49  id.  De  reivindicaíione.  Meum  esl  quod  de  re  measu- 
peret^  cujus  vindieandi  ju$  habeo.  Tales  aprovechamientos  son  ma- 
teria del  conocimiento  de  la  autoridad  judicial»  según  la  citada 
competencia,  por  ser  producto  de  una^ausa  muy  duradera. 

En  resumen,  los  aprovecbamientos  de  hecho  ó  uso  de  hecho,  son 
usos  personales  que  no  dan  mas  derecho  que  el  de  retención  y  no  de 
trasmisión;  los  aprovechamientos  legales  son  cuando  mis  modifica* 
cienes  de  dominio  que  dan  el  derecho  de  participación  personal  tr&s- 
misible  como  insinúa  la  sentencia  del  Consejo  de  Estado  de  15  de 
diciembre  de  1858,  y  por  lo  mismo  no  indemnizable  por  no  ser  ex  - 
propiable  las  mas  veces;  los  aprovechamientos  dominicales  son  ver- 
daderos derechos  reales  en  su  causa,  en  sus  medios  y  en  sus  efectos, 
como  en  sus  títulos;  todos  tienen  la  virtud  de  la  accesión,  sea  la  de 
anexión,  sea  la  de  incorporación,  aunque  puedan  dividirse  físicamente 
clasificándose  en  principales,  los  que  apunta  la  ley  2/  del  Digesto 
De/luminibu$  y  las  anteriormente  citadas,  y  en  secundarios  los  que 
relaciona  la  ley  12  id.  De  usuethabitalioiie,  en  su  párrafo  IJ*;  todos 
pueden  desmembrarse  no  siendo  los  aprovecbamientos  en  la  forma 
mas  que  cuadros  históricos  de  usos ,  que  cuando  mas  se  estienden 
menos  se  desmembran,  y  vice  versa,  cuando  mas  se  limitan,  menos 
se  usan:  los  tres  órdenes  de  aprovecbamientos,  en  fin,  son  la  aso- 
ciación para  la  división  del  trabajo  y  el  agrupamicnto  para  utiliza- 
ción del  trabajo,  como  las  cosas  sobre  que  recaen,  talleres  donde  se 
verifican  las  labores  autorizadas.  Las  escuelas  socialistas  que  com- 
baten la  propiedad  atacando  su  elemento  principal,  que  es  el  de  la 
perpetuidad,  no  han  podido  anular  losaprovechamjentos,  limitándo- 
los solamente  tan  funestos  sistemas;  tan  adherida  está  su  idea  á  la 
personalidad  humana,  tan  necesarios  son  aquellos  para  el  ejerdcio 
de  la  libertad  y  sociabilidad  nuestras.  Los  que  invocaron  la  ley  de 
trabajo  que  representa  todo  el  hombre,  tuvieron  que  reconocer  su 
legitima  paga,  que  son  los  aprovechamientos.  Pero  cerremos  e$te 
articulo  de  indicaciones,  para  que  otros  le  mejoren  como  desea  el 
infrascrito 
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ARTÍCULO  13. 

Son  cómplices  los  que  do  hallándose  comprendidos  en  el  artículo  an- 
terior (1),  cooperan  á  la  ejecucucíon  del  hecho  por  actos  anteriores  ó  si- 
multáneos. 

C^ineiitArio. 

Hé  aqui,  bajo  una  apariencia  sencilla,  una  de  las  materias  mas 
abstrusas  del  derecho  penal;  uno  de  los  artículos  mas  digno  de  es- 
tudio de  nuestro  Código. 

¿Qué  es  complicidad? 

Cabe  i'esponder  á  esta  pregunta  de  tres  modos.  Con  la  ciencia, 
con  la  historia  y  con  el  testo  que  está  al  frente  de  estas  lineas.  La 
primera  nos  dice  lo  que  (a  complicidad  debe  ser:  la  segunda  lo  que 
ha  sido:  la  tercera  lo  que  es. 

Respondamos  nosotros  á  ella  bajo  ese  triple  aspecto;  y  si  no  nos 
encontramos  con  un  comentario  completo  del  articulo  que  vá  al 
frente  de  estas  líneas ,  culpa  será  de  la  escasez  de  nuestras  fuer- 
zas, no  de  que  no  hayamos  adoptado  el  mejor  método  para  conse- 
guirlo. 

I. 

Teoría  de  la  complicidad  (2). 
La  noción  de  la  complicidad  y  la  idea  de  cómplice  son  correla- 
ta)   Véase  la  pág.  5  del  tomo  XXVL 

(1)  Artículo  anterior.— Se  consideran  autores:  1.^  Los  que  inmediata- 
meóte  toman  parte  en  la  ejecución  del  hecho.  2.^  Los  que  fuerzan  ó  in- 
ducen directamente  á  otros  á  ejecutarlo.  3.^  Los  que  cooperan  á  la  eje- 
cución del  hecl\o  por  un  acto  sin  el  cual  no  se  hubiera  efectuado. 

(2)  Tomamos  parte  de  la  doctrina  de  este  comentario  del  artículo 
CÓMPLICE  de  la  Enciplopedia  Española  de  Derecho  y  Administración  que 
publican  los  Sres.  Arrazola,  Gómez  de  la  Serna  v  Manresa.  Pero  conviene 
advertir  que  el  autor  de  aquel  artículo  y  ei  de  este  trabajo  es  uno  mismo. 
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tiyas  á  las  de  delito,  de  delincuente»  y  de  pena.  La  razón  humana, 
que  concibe  la  existeada  de  un  delito»  la  responsabilidad  de  su  au- 
tor y  la  justicia  de  la  imposición  de  una  pena»  concibe  con  la  mis- 
ma facilidad  que  este  mismo  delito  se  cometa  por  dos  ó  mas  perso- 
nas» que  todas  sean  responsables  de  él»  y  que  sobre  todas  recaiga 
la  sanción  de  la  ley.  - 

Existen  delitos,  que  hasta  neoesariamente  presuponen  esta  do- 
ble ó  múltiple  concurrencia,  porque  no  pueden  cometerse  por  una 
sola  persona,  como  el  adulterio,  el  cohecho»  la  conspiración»  el  due- 
lo, el  robo  en  cuadrilla. 

La  idea  de  cómplice,  en  su  primera  manifestación,  empresa, 
pues»  la  relación  que  media  entre  el  acto  6  los  actos  ejecutados  por 
la  persona»  á  quien  con  este  nombre  se  califica»  y  el  acto  ó  los  ac- 
tos atribuidos  al  autor  principal  de  un  eolito. 

El  daño  causado»  el  agravio  inferido  por  el  delincuente»  es  lo 
que  primero  llama  la  atención  del  filósofo  y  del  legislador»  y  por  de 
pronto  solo  aspiran  á  su  castigo  y  posible  reparación.  No  distin- 
guen en  el  primer  momento  la  parle  que  cada  uno  de  los  concurren- 
tes al  deliio  puede  haber  tomado:  solo  se  apresuran  á  reprobar  el 
hecho,  y  á  condenar  á  los  que  en  su  ejecución  intervinieren. 

A  este  modo  de  considerar  los  cómplices  y  los  actos  de  compli- 
cidad» contribuye  no  poco  el  carácter  con  que  el  derecho  penal 
aparece  en  la  infancia  de  los  pueblos»  y  la  imperfecta  idea»  que,  en 
el  primer  período  de  so  existencia,  tienen  lodos  del  delito  y  de  la 
pena.  Para  ellos  el  delito  es  un  daño»  un  mal  material,  un  perjui- 
cio inferido»  ó  una  injuria  recibida»  que»  mas  bien  que  castigar  en 
nombre  de  un  principio  general  de  justicia,  es  preciso  reparar,  in- 
demnizar ó  vengar  en  nombre  de  un  interés  individual.  En  este 
orden  de  ideas»  el  carácter  moral  y  social  del  delito  desaparece  casi 
ante  su  carácter  material»  y  las  leyes»  prestando  menos  atención 
que  la  necesaria  á  clasificar  á  los  delincuentes,  atontan  solo  á  al- 
canzar pronto  la  reparación  ó  el  castigo»  confunden  fácilmente  á 
los  autores  y  los  cómplices:  investigan  únicamente  quiénes  son  los 
que  han  intervenido  en  la  ejecución  del  delito»  y  cuando  los  cono* 
Mn»  les  imponen  la  pena«  sin  tomar  para  nada  en  cuenta,  ó  no  tan- 
lo  como  se  debia ,  la  parte  real  y  moral,  que  cada  uno  ha  tomado 
en  el  hecho. 

Los  primeros  albores  de  la  filosofía  modifican  luego  estas  ideas. 
El  sentido  oomn»  (fue  basta  sdo  ptra  afirmar  que  un  hecho  puat* 
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ble  puede  ser  «jeeoudo  per  terfés,  no  füede  menos  de  oeat^olr 
Uffibieo  eo  su  día  eo  que  ne  es  fácil  qoe  teogan  todos  tñ  ese  f  m^ 
júo  hecho  la  misóla  participacioo,  de  lo  que  Datüralmetite  se  i^ 
doce,  que  si  los  actos  son  diversos,  y  la  íomoraUddftd  diféreate,  te 
debe  »er  la  misma  la  respoasabiidad  en  qoe  aqnellos  iaeurrea. 

Funestos  serian,  sin  embargo,  los  resoltados,  si,  arrastrada  por 
el  deseo  de  medir  y  diferenciar  con  exactitod  y  nuMcioso  escnK 
pulo  la  inmoralidad  de  las  acctOBes,  la  jnstioia  humana  inlentam 
profundizar  los  arcanos  y  aclarar  ios  misterios  de  la  concieaeíá  de 
ios  delincueatest  para  establecer  entre  elloá  diferencias  de  eitipa- 
bilidad  y  distinios  grados  de  imputación.  Injusto  es  castigar  de  1% 
misma  manera  toda  oíase  de  párticipacioii  en  el  delito;  pero  es  na 
menos  injusto,  y  mucho  mas  peligroso  eMaUecer  muchas  subdivi^ 
sienes,  sacadas  de  condiciones  morales,  imposibles  de  apreciar  «orx 
eiactitud.  La  justicia  imperfeicta,  humana,  debe  respetar  el  circalo 
de  la  moral,  propio  de  la  justicia  perfecta,  absoluta,  ditioa.  El  te^ 
gislador  no  puede,  no  tiene  derecho,  ni  para  nada  necesita  aparar 
la  perversidad  íntima  del  reo:  juzga  solo  por  actos  eátemos,  y  ea 
ellos  busca,  y  por  ellos  aprecia  la  voionlad  del  agente. 

Las  diferencias  legales  entre  ios  participantes  en  el  deKto,  por* 
lo  tanto,  deben  ser  pocas,  y  generafes  las  reglas  para  clasificar  k 
éstos  en  los  grados  de  delincuencia. 

De  lo  dicho  se  deduce  fácilmente  que  el  estudio  de  la  naturales 
za»  de  los  caracteres  y  de  tos  elementos,  qoe  necesariamente  cotts*^ 
tituven  el  delito,  es  el  mejor  camino  para  conocer  la  índole  racio-^ 
nal,  cientíica  y  característica  de  la  complicidad. 

fin  todo  acto,  y  por  tanto  en  lodo  delito,  en  que  intervienen  v»» 
rios,  reeoneoe  la  razón  por  sí  sola  que  puede  haber  entre  esto» 
agentes  uua  esencial  diferencia.  Unos  pueden  haber  e|etotado  todo 
lo  que  estaba  en  su  mano  para  la  realización  del  hecho:  otros  poK« 
den  haberse  limitado  á  ayudar  ó  coadyuvar  al  resultado.  Entre 
aquellos  y  estos  el  entendimiento  humano  encuentra  una  enorme 
diferencia.  Suprimamos  los  primeros^  y  como  los  segundos  no  tea* 
drán  entonces  á  quiénes  ayudar,  desaparecen  él  delito  y  los  de^ 
Uttcuentes.  Por  el  contrario,  prescindamos  de  les  segundos,  y^ 
sin  embargo,  el  delito  subsistirá;  nuevas  personas  encontrarán  lot 
primeros  que  se  presten  á  desempeuur  el  papel  que  á  aqneUos  cor^ 
respondía,  ó  ellos  mismos  tomarán  á  su  cargo,  por  completo,  la  eje^ 
cucion. 
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Bay,  pues,  personas  que  son  causa  directa  del  hecho,  y  perso- 
nas que  no  son  causa  directa  del  hecho:  personas  necesariamente 
responsables  del  hecho,  porque  el  hecho  e$  su  obra;  y  otras,  que 
intervienen  en  el  hecho,  pero  que  sü  intervención  no  es  tan  esencial, 
que  sea  causa  necesaria  del  delito.  Los  primeros  contribuyen  á  la 
iresolucion  y  á  la  ejecución  de  una  manera  inme^ta :  los  segun- 
dos, de  una  manera  mediata.  A  aquellos  llama  autores  del  delito  la 
tazón  universal;  á  estos  otros  solamente  cómpHces, 

Dedúcese  de  todo,  que  la  intervención  indirecta,  no  esencial,  la 
intervención  que,  omitida,  no  evita,  por  mas  que  diCculte,  la  per- 
petración del  delito,  es  lo  que  constituye,  con  arreglo  á  los  princi- 
pios ó  á  las  doctrinas,  la  naturaleza  de  la  complicidad  y  fiji^  el  ca- 
rácter y  la  responsabilidad  de  los  cómplices. 

Por  la  razón  de  que  el  delito  es  un  hecho  complejo  que  consti- 
tuyen dos  elementos  distintos,  la  resolución  y  el  hecho  material;  la 
complicidad  puede  nacer  de  dos  modos,  por  participación  física^  y 
por  participación  moraL 

Son  cómplices  por  participación  física,  los  que  facilitan  los  ob- 
jetos para  la  ejecución  del  delito,  sin  haber  tomado  parte  en  su  re- 
solución, siempre  que  de  estos  objetos  se  hubieran  podido  proveer 
de  otra  manera  los  delincuentes,  ó  pasarse  sin  ellos:  por  ejemplo,  el 
que  presta  á  sabiendas  la  escalera  para  que  los  ladrones  penetren 
por  la  ventana;  el  que  entrega  la  pistola  al  asesino  para  que  ejecute 
el  delito,  que  está  decidido  á  cometer;  el  que  vende  á  otro  el  nar- 
cótico que  sabe  quiere  emplear  para  la  violiacion  de  una  mujer. 

Son  cómplices  por  participación  moral  los  que  intervienen  in- 
directamente  en  la  resolución  del  delito:  los  que  la  provocan,  pero 
de  una  manera  secundaria,  y  que  por  sí  sola  no  hubiera  producido 
resultado:  los  que  á  ella  ayudan,  mas  no  por  actos,  que  constitu- 
yan el  hecho,  ó  sean  indispensables  para  su  ejecución:  los  que  se  li- 
mitah  á  aprobar  el  proyecto,  aconsejando,  ó  animando  á  sus  auto- 
res. Por  ejemplo:  el  ventero  que  indica  á  los  ladrones,  que  están 
en  el  camino  esperando  la  diligencia,  la  hora  en  que  por  allí  suele 
pasar,  y  el  modo  de  verificar  el  robo  con  menos  riesgo;  el  que,  en- 
terado de  un  procedimiento  para  la  falsificación  de  sellos,  no  toma 
parte  en  su  ejecución,  pero  dá  instrucciones  sobre  cualquiera  de 
sus  detalles;  el  malvado  que  manifiesta  á  otro,  decidido  de  antema- 
no á  matar  á  su  enemigo,  cómo  y  dónde  debe  clavarle  el  puñal  pa- 
ra que  mas  pronto  sobrevenga  la  muerte. 
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En  la  práclica  es  mas  difícil  disliDguir  la  complicidad  por  parti- 
cipación moral,  que  la  complicidad  por  participación  Tísica.  De  aqaí 
que  no  debe  olvidarse ,  ni  por  un  momento,  que  lo  que  constitu- 
ye á  una  persona  en  la  condición  de  cómplice  por  participación 
moral,  es  $u  participación  en  el  acuerdo  de  cometer  el  delito;  pero 
siempre  indirecta,  porque  aquel  que  directamente  contribuye  al 
mismo,  es  causa  del  acto  moral;  crea  el  proyecto;  es  atUor  del  de-> 
lito,  ora  mande,  pacte,  ó  aconseje  su  ejecución. 

Bl  cómplice  por  participación  moral  no  incurre  en  responsabili- 
dad criminal,  si  á  la  resolución  no  sigue  el  hecho  material.  No  de- 
cimos que  haga  bien  ni  moral,  ni  legalmente  el  que  aconseja  un 
mal;  sino  que  donde  no  hay  delito,  no  hay  cómplices  de  ese  delito; 
si  bien  podrá  haber  otra  responsabilidad. 

Un  estricto  esplritualismo  podría  presentar  una  objeción  á  esta 
doctrina.  La  infracción,'  se  dirá  quizá,  de  la  ley  moral  y  de  la  ley 
penal,  la  delincuencia,  en  una  palabra,  de  este  género  de  cómpli- 
ces, nada  tiene  que  ver  con  la  ejecución;  es  anterior  é  indepen- 
diente de  ella.  Todo  lo  que  el  cómplice  por  participación  moi'al  pudo 
hacer  para  que  el  delito  tuviera  lugar,  lo  hizo  incitando,  estimu- 
lando, ó  aconsejando  á  sus  futuros  autores.  El  daño,  el  hecho  ma- 
terial depende  esclusivaraenle  de  estos  últimos;  pueden  llevarlo 
adelante  ó  desistir  del  proyecto,  sin  que  aquel  tenga  siquiera  noti« 
cia,  ni  de  lo  uno  ni  de  lo  otro:  es  necesarío,  pues,  no  castigar  al 
cómplice  moral,  ó  castigarlo  siempre,  aun  cuando  el  hecho  material 
no  se  realice,  porque  de  otro  modo  vendría  á  resultar  que  se  ab> 
solvería  ó  castigaría  al  cómplice  moral,  no  por  sus  propios  actos,, 
sino  por  los  que  ejecutaran,  ó  dejaran  de  ejecutar  otras  personas. 

Aplaudimos  el  acendrado  y  escelente  sentimiento,  de  donde 
nace  este  raciocinio,  esta  inquietud  moral ,  y  aun  social;  pero  tén- 
gase presente  que  aquí  tratamos ,  no  del  pecado ,  sino  del  delito 
y  que  donde  oo  hay  hecho  malerial,  no  hay  delito,  así  como  donde  no 
hay  resolución,  po  lo  hay  tampoco.  Un  perverso  puede  ocultar  en 
los  pliegues  de  su  conciencia  el  bárbaro  designio  de  dar  muerte  á 
su  padre.  Esto  es  execrable;  pero  no  es  aun  delito.  Otro  hombre 
mata  al  autor  desús  dias,  dándole ,  por  involuntaria  equivocación, 
un  veneno  en  lugar  del  medicamento,  que  habla  de  volverle  la  sa- 
lud. Esta  es  una  grao  desgracia;  pero  tampoco  es  un  delito.  La  vo- 
luntad por  «if  sola,  el  hecho  por  sí  $010*00  constiluycn  el  delito;  sino 
la  voluntad  y  el  hecho  relacionados.  De  lo  que  lógicamente  se  deda^ 
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ce  que  no  es  posible  castigar  la  complicidad  aoral,  si  el  hedhe  ma- 
terial 00  se  ejecuta  ,  por  que  hasta  eutonces  no  hay  deltio ,  y  outl 
puede  haber  autores  y  cómplices  del  mismo. 

No  es  esto  decir ,  que  toda  proposición  iodirecta  de  delinquir, 
toda  poeto ,  toda  insinuación  ^  todo  complot ,  al  que  oo  se  siga  el 
poner  por  obra  lo  acordado ,  deba  quedar  impune.  En  estos  y  pa- 
recidos actos ,  los  principios  y  las  leyes  encontrarán  muchas  veces 
un  delito  que  castigar ;  pero  este  será  un  delito  sui  generis,  un  de- 
lilo  aparte,  del  cual  se  considerarán  autores  las  personas  que  en  él 
intervinieren.  Penar  á  uno  como  cómplice  de  un  delito,  que  uo 
ha  sido  ejecutado ,  es  imputar  un  efecto  antes  de  que  la  cansa  lo 
produzca. 

Los  grados  de  delincuencia,  de  participación  ,  de  complicidad 
en  un  delito»  ya  sea  física,  ya  sea  moral ^  pueden  variar  casi  has- 
ta lo  infinito,  porque,  según  la  teoría,  que' acabamos  de  esponer, 
la  distinción  entre  los  cómplices  y  ios  demás  co-delincuentes  ,  de- 
penderá siempre  en  la  práctica  de  una  cuestión  de  hecho.  Así  e$ 
^ue ,  por  mucho  q^e  sea  el  esmero,  y  por  profundo  el  estudio  que 
se  haga  de  la  resolución  criminal ,  y  del  acto  material ,  de  la  vo- 
luntad y  del  hecho ,  para  deducir  á  priori  regias  generales «  á  fin 
de  distinguir  los  autores  de  los  cómplices ,  los  tribunales  conocerán 
todos  los  dias,  al  aplicar  estas  reglas,  su  insuticiencia  para  caracte- 
rizar en  todas  las  ocasiones  la  naturaleza  de  los  actos  de  los  agentes 
criminalmente  responsables.  Establecer  principios  cardinales  es 
cuanto  pnede  hacer  la  ley  en  tan  delicada  materia :  completar  estos 
principios  ,  desenvolviendo  su  espíritu  ,  con  el  estudio  de  la  ciencia 
y  del  derecho  penal,  es  la  noUe  misión  del  poder  judicial,  al  cual 
hay  que  dejar  siempre  un  grande  arbitrio  prudencial  en  esta  parte: 
su  criterio  conpleta  la  ley  en  cada  caso  práctico. 

No  basta  saber  diferenciar  los  cómplices  de  los  autores;  es  ne  • 
cesarlo  además  no  confundirlos  con  otras  personas,  á  quienes  puede 
también  alcanzar  la  responsabilidad  del  delito;  con  los  encubridores. 

Teniendo  solo  en  consideración  el  elemento  del  tiempo,  se  pue- 
de participar  en  un  delito  de  tres  modos:  t.""  por  actos  que  prece- 
dan: 2.^  por  actos  qne  acompañen;  y  3.*  por  actos  que  material 
mente  subsigan  á  la  acción  principal.  Las  personas  que  ejecutan 
estos  últimos  actos  subsiguientes,  son  generalmente  designadas  con 
el  nombre  de  encubridores.  No  hay  peligro  de  error,  en  nuestro 
concepto,  en  adoptar  aquella  división  y  esta  nomenclatura,  siempre 
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f|ae  se  sobreentteodla  que  la  deliberacioa,  el  acuerdo,  la  resolociom 
de  ejecutar  lale^  actos  ha  de  ser  lambiea  tabsigmente  á  la  perpe- 
tracioD  del  delito,  oonM  lo  es  la  «jecucioa  material  de  eeos  mismos 
actos.  Porque  si  esta  resolución  es  anterior  á  la  perpetraetoa  del 
delito,  eatooces  les  priucipios  y  la  doctrioa  ctasificaráa  á  los  que 
ejecutan  aquellos  actos,  á  pesar  de  ser  iubtigHieates,  come  cómpli^ 
c€»9  eu  la  mayor  parte  de  les  capos;  como  auteres  en  otros,  pero  en 
uio^Qo  como  erwMbrUtores. 

Vñ  platero  compra  una  joya  siu  sospechar  que  ha  sido  recieuie* 
mente  robada.  Otro  la  compra  por  bajo  precio,  sabiendo  que  ha  si* 
do  sustraída.  Un  tercero  iambieo  la  compra  constando^  su  ilegfti* 
ma  procedencia,  cumpliendo  un  pacto  celebrado  de  antemano  con 
ioe  ladrones.  Hé  aqu(  tres  hechos  materialmente  iguales,  porque 
en  todos  hay  un  platero  que  subiiguientemente  i  la  perpetración 
del  delito,  compra  una  joya.  iCuán  grande  es,  sin  embargo,  la  di- 
ferencia que  entre  ellos  encuentran  la  moral  y  las  leyes! 

El  primer  platero  veriBca  un  acto  lícito,  ante  la  moral  y  el  de* 
recho  es  irresponsable ,  porque  nada  sabia  ni  podía  presumir  de 
Ja  ejecución  del  delito.  El  segundo  es  notoriamente  encubridor  del 
robo,  porque,  sabiendo  su  existencia,  se  aprovechó,  y  ayudó  á  sus 
autores  á  que  se  aprovecharan  de  sus  consecuencias.  El  tercero  es 
todavía  mas,  escómpHce,  por  particípacioa  moral  en  el  delilo; 
pues  no  solo  aprobé  indirectamente  el  proyecto,  sino  que  estimutó 
á  sus  autores  á  que  lo  pusieran  en  ejecución,  ofreciéndose  á  com- 
prarles la  joya;  y  hasta  como  autor  podría  llegar  á  ser  considerado, 
si  esa  oferta  que  biso  fué  tan  directa  y  eficaz,  que  decidió  á  los 
criminales  á  realizar  el  delito,  de  tal  modo,  que  si»  esa  previa  se- 
guridad no  lo  hubieran  cometido. 

La  participación,  pues,  en  actos  subsiguientes  al  delito,  si  la 
resolución  de  verificarlos  fué  con  conocimiento  del  delito,  y  antes 
de  su  perpetración,  es  materia  de  complicidad ;  y  los  que  esos  actos 
ejecutan,  son  considerados  por  la  razón  y  los  principios,  no  como 
encubridor^,  sino  como  verdaderos  cómplices,  ;  aun ,  en  su  caso, 
como  autores. 

Hemos  indicado  que  la  complicidad ,  por  participación  moral 
puede  consistir  en  la  aprobación  del  delito ;  pero  para  evitar  dudas 
é  injusticias,  es  necesario  tomar  en  cuenta  el  tiempo  en  que  tuvo 
lugar  esta  aprobación :  si  fué  antes,  ó  después  del  delito. 

Si  es  anterior ,  es  índodablemenle  causa  de  complicidad,  fil  que 
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at prueba  un  proyecto  para  ejecatar  un  delito,  y  así  lo  di  á  enten- 
der á  sus  inyentores,  halaga  hasta  cierto  punto  su  malentendido 
amor  propio,  los  incita,  aunque  indirectamente,  á  llevar  adelante 
su  propósito  t  y  con  su  benévola  y  favorable  ,  pero  punible  aquies- 
cencia, pone  espuelas  al  dañado  deseo,  á  la  avaricia,  á  la  ira,  á  la 
hijuria  del  ladrón  ,  del  homicida,  del  violador.  Sin  embargo ,  hay 
peligro,  y  muy  real,  en  que  toda  aprobación,  aun  cuando  sea  táci- 
ta, dudosa,  incierta  ó  ambigua,  se  considere  como  complicidad.  La 
razón  y  la  naturaleza  humana  repelen  que  se  admita  como  regla 
absoluta ,  que  todo  aquel «  á  cuya  noticia  llega  la  perpetración 
próxima  de  un  crimen,  lo  aprueba  si  no  se  apresura  á  buscar  á  sns 
futuros  autores  ,  á  Gn  de  disuadirlos  de  su  mal  propósito. 

Es,  pue^,  preciso,  para  que  esta  aprobación  sea  punible,  que 
influya  algo,  siquiera  sea  poco  y  de  un  modo  remoto,  eo  la  deci- 
sión ó  en  la  ejecucien  del  delito.  En  tan  delicadísima  materia  las 
leyes  no  pueden  preverlo  todo :  á  la  prudencia  y  sabiduría  de  los 
juzgadores  corresponde  llenar  su  silencio,  muchas  veces  estudiado. 
Puede  suceder,  que  la  ley  pene,  cual  sucede  alguna  vez,  en  delitos 
de  suma  trascendencia,  en  el  de  lesa  magestad,  por  ejemplo,  sabien  - 
do  el  proyecto,  el  no  denunciar  á  sus  autores ;  pero  lo  que  aquí  se 
castiga  es,  como  hemos  dicho  arriba,  un  delito  particular,  un  deli* 
tostii  generis,  mas  no  una  complicidad.  Podrá  disputarse  si  tal 
delito  particular  está  bien  establecido;  pero  no  si  es  complicidad. 

Con  menos  razón  puede  admitirse  que  la  aprobación  posterior 
al  delito  ,  lo  que  llaman  algunos  su  ratihabición,  ralihabitio,  como 
las  leyes  romanas  la  designaban,  sea  un  acto  de  complicidad. 

Así,  por  ejeinplo,  el  que  en  presencia  de  un  cadáver  ensangren- 
tado esclama,  f  bien  muerto  está:  >o  hubiera  hecho  lo  mismo  que 
el  matador,»  ciertamente  parece  dar  á  entender  que,  si  á  él,  antes 
de  la  perpetración  del  delito,  se  le  hubiera  coui^ullado,  fácilmente 
hubiera  ayudado  á  la  resolución,  ó  á  la  ejecución  del  homicidio. 
Mas,  por  grave  que  sea  la  repugnancia,  que  tales  frases  produzcan 
en  los  que  las  oyen,  por  grande  que  sea  la  inmoralidad  y  perversi- 
dad que  revelen  en  la  persona  que  las  pronuncia,  ¿cómo  han  de  in- 
fluir en  un  delilo  de  antemano  consumado? 

Hacer  hoy  cooperar  á  uno  como  cómplice  en  un  delito  consu- 
mado ayer,  es  un  verdero  imposible.  Execre  en  bueo  hora  la  opi- 
nión pública  al  autor  de  la  ratihabición:  la  ley,  oí  puede,  ni  debe 
castigarlo  en  tal  concepto,  Inúlil  es  decir  que  todo  hace  sospechar 
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que  ese  hombre,  antes  de  la  realizaeioD  del  hecho ,  deseaba  la 
maerte  de  ia  victima:  ¿qné  importa?  Con  la  mano  puesta  en  la  con* 
ciencia»  ¿quién  asegura  que  él,  que  aprobó  el  delito  cuando  lo  vio 
eonsumadoyuo  habría  dudado,  vacilado,  y  aun  desistido,  al  verse 
en  el  caso  de  resolverlo  ó  de  ejecutarlo  materíalmente? 

No  es  tampoco  origen  de  complicidad  la  no  revelación  del  propósi  - 
to  de  delinquir;  y  nótese  bien,  que  decimos  origen  de  eomplMiad. 

Indudable  es,  sin  embargo,  que,  sacando  consecuencias  de  los 
principios  establecidos,  á  esta  idea  nos  conducen  las  leyes  mismas 
de  la  lógica.  El  que  tiene  conocimiento  de  que  se  vé  á  cometer  un 
delito,  y  está  enterado  del  papel  que  cada  uno  de  sus  autores  vá 
á desempeñar,  tiene  en  su  mano  los  medios  de  frustrarlas  in* 
tenciones  de  los  que  han  preparado,  y  de  los  que  han  de  ejecutar 
ei  provecto,  dando  de  él  conocimiento  á  la  persona  contra  quien 
se  dirige,  ó  á  la  autoridad  pública.  T  claro  es  entonces  que  la  pri- 
mera, por  su  propio  interés,  y  la  segunda,  en  cumplimiento  de  sus 
mas  altos  deberes,  tomarán  las  medidas  oportunas ,  y  el  delito  no 
se  consumará.  El  que  sabe  que  se  vá  á  verificar  un  daño,  á  come* 
terse  un  delito,  y  que  pronunciando  una  palabra  puede  evitarlo,  y 
»\n  embargo,  no  pronuncia  esa  patabraj  en  cierto  modo  ¿no  coope- 
ra al  hecho?  ¿No  lo  favorece  con  su  silencio?  Para  nosotros  esto  es 
inconcuso;  mas,  á  pesar  de  todo,  no  podemos  asentir  en  que  en  se- 
mejante omisión  haya  un  acto  de  complicidad.  No  puede  hacerse  el 
supuesto  de  que  se  calla  por  el  placer  ó  deseo  de  que  el  hecho  se 
realice,  por  el  conato  de  que  tenga  lugar.  Podrá  ser  por  eso;  pero 
también  por  otras  causas;  y  de  todos  modos,  ese  pensamiento  ocul- 
to, por  vituperable  que  pueda  ser,  en  nada  ayuda  á  los  criminales. 
La  ley  es  impotente  para  hacer  de  la  delación  una  virtud  civil. 
Cómplices,  antes  que  delatores,  dirían  muchos,  y  la  opinión  públi- 
ca les  daria  la  razón  contra  el  derecho.  Porque  esto  sería  para  ella 
siempre  una  cuestión  de  honra,  y  esta  clase  de  cuestiones  no  con- 
sienten mas  juez  que  la  propia  conciencia.  cNo  reclamemos  lo  im- 
posible— dice  con  razón  Pacheco, — no  digamos  que  hay  complici- 
dad, porque  no  se  baya  rechazado  un  mal  propósito  que  se  sabia. 
Calle  la  justicia  esterna^Y  deje  la  calificación  de  tal  hecho  á  la  con* 
ciencia,  que  lo  ha  reservado  para  sí.» 

Hemos  procurado  investigar,  con  arreglo  á  los  principios ,  la 
naturaleza  de  la  complicidad:  y  en  los  hechos  mismos,  que  consti- 
tuven  la  índole  racional  del  delito,  hemos  descubierto  una  división 
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caraderistka^Dlre  lo6  autore»  y  los  cómplices.  Ahora  nos  propo» 
nemoa  demostrar  qae,  no  soJamente  un  íoeliiidibte  principio  de  jus- 
ticia, sino  una  ^ran  razón  de  interés  social  aeooseja  qoe  se  se- 
paren y  diferencien  k  los  unos  de  los  otros,,  j  que  la  pena,  que  se 
impoDga  á  estos  ülümos,  no  sea  la  misma;  sino  menor  que  la  que 
corresponda  á  los  primeros. 

Al  estudiar  el  delito,  en  su  doble  carácter  de  acto  moral  y  de 
acto  maUriali  hemos  descubierto  que  en  él  pueden  intervenir  dos 
clases  de  personas;  unas  que  lo  crean,  que  lo  ejecutan,  que  son  su 
oau^a,  su  condición  necesaria ,  y  sin  las  cuales  el  defito  no  podria 
existir;  y  otras,  que,  ni  lo  crean,  ni  lo  ejecutao,  ni  sod  su  causa, 
ni  su  eondicion  necesaria,  y  sin  las  cuales  el  delito  podria  eustir. 
De  lü  que  lógica  y  claramente  se  deduce  que  la  culpabilidad  de  las 
unas  y  de  las  otras  personas,  ante  la  razón  y  la  moral,  es  diversa, 
y  por  lo  tanto  que  no  puede  ser  igual  ante  la  justicia*  T  si  no  es 
igual  ante  la  justicia,  entonces  los  autores  y  los  cómplices  deben 
ser  castigados  con  diferentes  penas,  ó  con  una  misma,  graduada  de 
distinta  manera. 

SSn  dificultad  ninguna  un  miserable  toma  participación  en  el  de- 
Uto  de  homicidio  que  otro  proyecta,  entregándole  el  arma  con  qoe 
pueda  realizar  su  pensamiento;  pero  obügad  á  esta  misma  persona 
á  que  ejecute  por  sí  propio  el  delito,  incitadle  para  que  cambie  el 
papel  de  cómplice  por  el  de  autor ,  ponedle  eo  la  mano  el  puñal  y 
decidie  que  descargue  su  armado  brazo  sobre  la  victima:  ¿quién 
sabe  si  retrocederá? 

Poned  al  cerrajero»  que  sin  sentir  escrúpulo  de  ningún  género, 
entrega  la  herramienta  con  que  se  ha  de  violentar  la  puerta  de  U 
casa,  donde  el  robo  ha  de  tener  lugar,  ponedle,  repetimos,  en  el 
caso  de  forzar  las  llaves  y  las  cerraduras,  y  de  ejecutar  personal- 
mente el  delito,  de  ser  su  autor,  de  entrar  en  la  casa,  de  atar  á 
sus  dueños  y  de  robarles  la  hacienda;  y  no  es  imposible  que  el  que 
tanta  facilidad  encontraba  en  prestar  como  cómplice  su  cooperación 
al  roba,  al  verse  en  la  precisión  de  intervenir  como  aulOTt  desista 
de  su  propósito  y  buya  de  aquel  lugar,  tal  vez  horrorizado  aote  el 
brutal  espectáculo  de  la  materialidad  del  delito,  tal  vez  asustado  de 
sus  consecuencias,  tal  vez  arrepentido  de  sa  propósito. 

Al  que  incita  á  injuriar,  decidle  que  injurie:  al  que  estimula  á 
otro  para  que  haga  traición  á  su  patria,  decidle  que  se  haga  trai-* 
dor;  al  que  aconseja  indirectamente  al  falsario^  decidle  que  cqja  la 
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idMiaé  los  UiMrQnMDtM  y  él  propio  falsifique;  y  eoUwoes,  es  lo 
mas  creíble  que  do  habrá  que  easligar  ea  eslos  casos»  ni  ei  delito 
de  iojuria,  ai  el  de  traición,  ai  lanpoco  el  de  falsedad. 

Es  necesario,  para  ser  autor  de  «a  delito,  mucha  roas  audarCia». 
mucha  mas  íomoralidad,  mucha  mas  deprataeion  ó  sana»  qne  para 
ser  oámplioe*  La  culpabilidad  de  aquel  y  la  culpabilidad  de  éste»  la 
del  autor  y  la  del  cómplice,  son,  pues,  siempre  diferentes:  la  pena» 
por  lo  tanto,  que  castiga  estas  culpabilidades,  debe  también  seirto, 
porque,  tomo  dice  uno  de  los  comentaristas  del  Cédigo  (I),  «la 
primera  teoría  de  la  penalidad,  el  gran  dogma  de  la  ciencia,  se  re^ 
duce  á  esla  regla  «eneiUa:  la  culpabilidad  se  aumenta,  y  por  conse- 
cuencia, la  penalidad  debe  agravarse  en  una  escala  exactamente 
proporcional  á  la  inmoralidad,  qoe  suponen  en  el  agente  los  hecho» 
por  ál^  cometidos.* 

El  principal  motivo  que  á  algún  legislador  moderno  ha  retraído 
de  separar  á  los  autores  de  los  cómplices,  y  á  los  unos  y  á  los  otros 
hacer  sentir  de  diverso  modo  la  mano  de  la  josticia,  ha  sido  lo  di* 
ficil,  lo  arduo,  lo  delicado  que  es  hacer  aquella  separación,  fijando 
con  exactitud  los  diferentes  modos  que  puede  haber  de  participar 
en  un  delito. 

No  desconocemos  cuan  grande  es  realmente  la  dificultad  indi- 
rada;  pero  el  que  una  cosa  sea  difícil,  ¿puede  justificar  el  no  ¡n<^ 
lentar  siquiera  su  conveniente  realización?  Los  profesores  de  todas 
las  ciencias,  los  maeí^tros  de  todas  las  artes,  los  gobiernos  y  los  al- 
tos cnerpos  de  los  Estados,  ¿tienen  por  ventura  misien  mas  digna 
que  el  procurar  realizar  lo  dincil?  La  pereza,  censurable  en  toda 
oíase  de  asuntos,  en  ciertas  materias,  que,  como  esta,  afectan  á  la 
coacieocia,  puede  merecer  mas  dura  calificación.  Lo  que  es  justo» 
loque  ee  conveniente,  debe  aspirarse  siempre  á  realizarlo  por  estos 
ó  los  otros  medios,  sea  fácil  ó  sea  dificíL  Lo  contrario  tes  evitar  la 
ocultad  oon  ayuda  de  la  injusticia,  y  faltar  al  mismo  tiempo  á  las 
reglas  de  la  prudencia,  y  á  las  exigencias  del  interés  social  (3).» 

En  otro  tiempo  pudo  parecer  de  alguna  fuerza  la  razón  que  es» 
tamos  impugnando;  pero  hoy  que  esa,  que  se  decia  insuperable  di- 
ficultad, ha  sido  vencida  por  diferentes  pueblos,  ¿cómo  ha  de  ne-^ 
garse  la  posibilidad  y  la  conveniencia  de  distinguir  los  actos  de  de- 


(()    Ahrarez  Martínez. 

(2)    P.  RoBSi.— fratoilo  de  derecho  penaL 
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lÍQcueDcia  de  los  actos  de  complicidad,  de  castigar,  coa  meaos  gra- 
duada pena  &  los  cómplices  que  á  los  autores? 

Tres  fines,  entre  otros,  debe  muy  principalmente  el  legislador 
proponerse,  al  dictar  la  ley  penal: 
1.*    Dificultar  el  delito. 

2.^    Que  al  ejecutarlo,  causea  los  criminales  el  menor  daño  po- 
sible. 
3/    Que,  consumado,  sea  fácil  su  descubrimiento. 

A  estos  fines  contribuye  la  imposición  diferente  de  penalidad  4 
los  autores  y  cómplices. 

Los  malhechores,  que  se  preparan  á  cometer  un  delito,  forman 
en  realidad  una  asociación,  tanto  mas  fuerte,  cuanto  mas  estreche 
«s  el  vínculo  de  igualdad  que  los  une.  Ahora  bien:  una  ley  que  es- 
tablezca que  la  misma  peoa,  que  deba  aplicarse  á  los  autores,  sea 
U  que  se  aplique  á  los  cómplices,  que  castigue  de  la  misma  manera 
al  que  hace  lo  mas,  que  al  que  hace  lo  menos ,  favorecería  los  de- 
signios de  los  crimínales  consumados,  pues  que,  igualando  á  todos 
los  participantes  en  el  delito,  facilitaría  entre  ellos  la  distribucinn 
de  funciones  y  papeles,  y  baria  que  todos,  considerándose  igual- 
mente amenazados,  tuvieran  el  mismo  interés  en  protegerse  y  ocul- 
tar el  delito.  Ningún  afán  tendrían  los  delincuentes  en  ejecutar  ó 
dejar  de  ejecutar  unos  ú  otros  actos,  sabiendo  que  en  su  caso 
esperimentarian  siempre  un  mismo  pastigo,  y  todos  se  prestaríaa 
fácilmente  á  tomar  en  el  delito  la  parte  que  ^e  les  designara.  Es 
menester  dejar  siempre  interés  al  hombre  en  no  ser  peor.  Si  el  que 
solamente  roba,  ha  de  morir,  como  el  que  roba  y  mata,  es  de  temer 
que  aquel  mate  siempre,  ó  en  el  mayor  número  de  casos,  pues  así 
se  libra  de  un  testigo  posible.  Sabido  e<«  que  este  es  uno  de  los  de- 
fectos atribuidos  á  algunos  de  nuestros  mejores  códigos  antiguos. 

No  sucederá  lo  mismo  desde  el  momento  en  que  isepan  los  cóm- 
plices, que,  según  la  intervención  que  en  el  delito  tomen,  así  es 
distinto  el  castigo  que  la  sociedad  les  prepara;  porque  entonces  do 
seria  imposible  que  hubiera  algunos  que  no  quisieran  correr  el  ma- 
yor riesgo,  y  que  otros  no  tuvieran  la  misma  docilidad  á  acomo- 
darse al  plan  establecido:  de  todo  lo  cual  podrían  nacer  discordia^ 
y  disidencias,  que  dificultasen  la  ejecución  del  delito. 

Por  otra  parte,  y  dicho  está  ya,  la  igualdad  de  penalidad  es  un 
poderoso  estímulo  para  que  los  cómplices,  dando  uo  paso  mas  en  el 
mal  camino,  se  conviertan  en  autores.  El  que  dio  el  puñal  para  el 
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asesinato,  por  ejemplo,  si  sabe  que  por  este  solo  acto  ÍDdirecto  de 
cooperación  habrá  de  imponérsele  la  misma  pena  que  al  aator  del 
delito,  ¿qué  interés  tendrá  en  retraerse,  en  evitar,  ó  en  negarse  á 
concarrir  personalmente  á  la  ejecución  del  hecho?  Los  malvados  no 
suelen  juzgar  de  la  moralidad  de  una  acción  por  los  gritos  de^u 
encallecida  conciencia;  sino  por  la  pena  mayor  ó  menor  con  que  en 
la  ley  la  encuentran  castigada.  Oderunt  peccare  wali  formidine 
pcRnoB.  Es  necesario,  pues,  que  en  el  libro  de  la  penalidad  se  con- 
signe la  misma  diferencia,  que  la  razón  percibe  y  la  Filosofía  esta- 
blece entre  los  actos  directos  é  indirectos  del  delito,  entre  sus 
autores  y  sus  cómplices. 

Esto  será  también  un  medio  fecundo  en  resultados  para  el  des- 
cubrimiento de  los  delitos,  porque,  sembrando  la  desunión  y  las  sos- 
peehas  eatre  autores  y  cómplices,  se  facilitarán  las  revelaciones,  que 
pondrán  al  joez  prudente  en  camino  de  descubrir  la  verdad. 

Por  último:  no  debe  olvidarse  que  cuando  las  leyes  couQuIcan 
conocidos  principios  de  justicia,  los  tribunales  encargados  de  apli- 
carlas encuentran  casi  siempre  modo  de  eludir  sus  disposiciones. 
A  la  impunidad  se  puede  llegar  por  dos  caminos  distintos :  por 
el  camino  de  la  lenidad,  y  por  el  del  terror.  í  es  seguro  que  en 
muchos  casos,  los  tribunales,  por  no  verse  en  la  precisión  de  impo- 
ner al  cómplice  la  pena  del  autor ,  por  no  castigar  del  mismo 
modo  al  que  vende  el  veneno,  que  al  que  lo  administra,  al  que  in- 
cita indirectamente  á  la  prevaricación,  que  al  que  prevarica,  al  que 
es  causa  indirecta^  q«e  al  que  es  causa  directa  del  delito,  no  decla> 
rarian  suficientemente  justificada  la  complicidad,  aun  cuando  real- 
mente resultase  de  la  causa. 

Dn  supremo  interés  de  justicia  y  una  gran  razón  social  aconse- 
jan» pues,  al  legislador  distinguir  en  la  perpetración  de  los  delitos 
dos  clases  de  actos,  unos  directos  y  otros  indirectos,  y  á  castigar 
con  distintas  penas  á  los  que  ejecutan  unos  ú  otros. 

n. 

La  complicidad  en  la  historia. 

Estudiando  en  sus  nociones  fundamentales  el  delito^ab^raccion 
hecha  de  todo  derecho  positivo ,  acabamos  de  ver  que  los  que  á  él 
conlriboyen  directamente,  bien  sea  tomando  parte  en  la  resolución, 
bien  en  la  ejecución  material,  lo  producen,  son  su  condición  nece- 
Baria,  su  causa  generadora,  y  por  lo  mismo  sus  autores;  á  diferen-¡ 
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Cía  de  otros,  qae  á  él  también  cootribuyea,  pero  preslaado  uoa  ac- 
cidental, indirecta,  contingente  y  mediata  cooperación,  moral  ó  ma- 
terial, que  solamente  son  cómplices  de  aquellos  autores,  y  deben  su- 
frir por  ello  una  pena  menor  que  la  que  á  los  mismos  se  imponga, 
-^sta  idea  de  la  acción  indit^ecta,  de  lo  que  hoy  es  propiamente 
la  complicidad,  que  á  nosotros  parece  tan  fácil  de  comprender,  y 
de  caracterizar  por  el  buen  sentido,  es,  sin  embargo  moderna  en  la 
historia.  Desconocida  en  los  pueblos  antiguos,  do  ha  sido  formulada 
en  debida  forma  á  lo  menos,  hasta  el  presente  siglo,  por  la  ciencia 
ni  por  el  derecho. 

Los  autores,  los  cómplices  y  los  encubridores  aparecen  lameo- 
tablemente  confundidos,  casi  hasta  nuestros  dias,  en  los  libros  y  en 
las  leyes. 

No  debe  esto  causamos  grande  estrañeza,  porque,  señalando  la 
ley  una  misma  pena  á  la  acción,  á  la  complicidad,  y  al  eneubrimiea- 
tn  no  existia  el  interés  que  nosotros  tenemos  hoy  en  distinguir  con 
gran  esmero  aquellas  especies,  para  aplicar  á  cada  una  un  castigo 
diverso;  y  principalmente,  porque  el  derecho  penal,  que  en  el  or- 
den cronológico  es  el  primero,  es  noobstante,  el  que  mas  lentamen- 
te se  perrecciona,  y  logra  adquirir  mas  tarde  un  verdadero  carácter 
científico. 

El  mismo  derecho  romano,  el  mayor  tesoro  que  conservamos  del 
antiguo  saber,  modelo  clásico  de  leyes  civiles,  está  muy  lejos  de 
serlo  de  leyes  penales.  No  nos  toca  á  nosotros  demostrarlo  ahora, 
pues,  basta  á  nuestro  propósito  dar  á  conocer  la  exactitud  de  esta 
proposición  en  lo  referente  á  la  materia,  objeto  de  este  oomentarío. 

En  Roma,  para  apreciar  la  complicidad  y  los  demás  géneros  de 
delincuencia,  se  atendía  mas  al  elemento  material,  que  al  elemento 
moral  del  delito.  El  hecho  y  la  resolución,  el  acto  y  la  voluntad,  lo 
constituían  allí ,  como  en  todas  partes ,  pero  en  su  concurrencia  la 
ley  concedía  la  supremacía  al  primero  sobre  la  segunda. 

El  que  tomaba  á  su  cargo  y  realizaba  la  principal  parte  de  la  eje- 
cución material  del  hecho,  ese  era  su  autor,  y  todos  los  demás  eran 
$oeU  {eámplieei  hoy).  Autor  era  en  el  hurto  (fúrtum)  el  que  tocaba 
la  cosa,  el  que  la  sacaba  del  lugar,  en  que  estaba  y  la  sustraía  (con- 
trecUUlo)  (I):  en  el  robo  (rapiña,  vi  bofwrum  raptarum)  el  qnese 

^  íü  .y^iy^H^J'  §• ''  ^°«"*'  ^«y  **•  ^^^-  *^'  ''^-  <^?  y  §•  *«»  i«y  3. 
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apoderaba  coa  fuerza  de  lo  ajeoo  (qui  re$  alienas  rapit)  (1) :  en  el 
homicidio  ei  que  clavaSa  el  puaal,  arrojaba  la  flecha,  ó  iba  armado 
coo  dardos  para  matar  á  alguno  (¿):  eo  la  falsifícacioD  el  que  á  sa- 
bien  Jas  escribía,  sellaba  ó  lela  ei  instruuieoio  6  fiada ,  gravaba  ó 
ponía  ul  sello  falso  (3).  ^ 

De  aquí  se  deduce  la  estension,  que  la  complicidad  tenia  en  Uo- 
ma.  En  su  ancho  círculo  estaban  comprendidos  todos  los  que,  porser 
autores  de  la  resolución  criminal,  debían  ser  autores  por  participa* 
cioü  moral  del  delito.  Mas  todos  los  que,  por  concurrir  inmediata- 
mente á  la  ejecución  material,  ó  cooperar  á  ella  por  un  acto»  sm 
el  cual  el  delito  no  hubiera  podido  verificarse  de  la  manera  que  ^t 
verilicó,  autores  son  también  ante  la  razón  y  la  ciencia. 

El  que  hace  caer  el  dinero  de  mis  manos,  para  que  otro  lo  coja, 
el  que  se  pone  delante  de  mí  para  que  otro  me  despoje,  el  que  es- 
panta  las  obejas  para  que  otro  las  hurle,  el  que  pone  escalas  en  las 
Tentanas  ó  quebranta  las  puertas  para  que  su  camarada  entre  en  la 
casa  y  verifique  el  robo,  ¿no ejecutan  un  acto,  sin  el  cual  el  delito 
no  se  hubiera  verificado?  ¿no  concurren  inmediatamente  á  su  eje- 
cución, no  son  con  toda  propiedad,  según  los  principios»  autores  del 
hurto,  ó  del  robo? 

Pues  en  Roma  el  que  estos  actos  realizaba  era  solamente  cóm- 
plice iparíiceps,  socius  facinoriSt  comcius  eriminis),  porque  ipse 
furtum  non  fecU^  como  consigna  en  sus  instituciones  el  Emperador 
Justiniano  (4),  siguiendo  las  doctrinas  de  Cayo  (5)  y  de  Ulpiano(6) 

En  el  delito  de  que  venimos  hablando,  en  el  hurto»  dos  circuos- 
tancias  eran  indispensables  para  que  una  persona  fuera  considera- 
da como  cómplice,  la  participación  moral,  la  persuasión,  el  con  • 
sejo  (coiisi/ium):  y  el  acto  esterno,  la  ayuda,  la  cooperación  ma* 
teríal  (o|nis)  (7).  Según  Ulpiano,  cConsilium  autem  daré  videtur, 
qui  persuadet,  et  impellit,  atque  instruit  consilio  ad  furtum  facieo 


(i)    Inicial,  tít.  U,  líb.  IV,  inst. 

(t)    Lib.  IV,  tít.  XVDI,  §.  5,  Isnt.;  y  Gayo,  Lib.  50,  tít.  XVI,  ley  233, 

§  ^%I>ig. 

(3)  Lib.  IV,  tít.  XVIII,  §.  7,  Inst.;  y  Paulo,  §.  !.•,  tít.  XXV,  Ub.  5,<» 
de  su  Sent. 

(4)  PárrafoH.tít.I,  lib.  IV. 

Í5)    Párrafo  202,  ComenUrío  3.*  de  sus  Inst. 
6)    Párrafo  inicial,  ley  36,  tít.  II,  lib.  XLVU  del  Digaato. 
7)    PárrafoH,tít.l,  líb.  I.^"  Inst. 

•t 
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dum.  Opem  Tert  quí  ministerínm,  atque  adjiítorium  ad  subripieo- 
das  res  prsbet  (1).» 

La  opinión  de  alfninos  intérpretes,  que  juzgan  q«ie  estas  dos 
circunstancias,  comilium  et  opcis,  do  se  exigían  copulativamente; 
sino  que  cualquiera  de  ellas  era  bastante  para  constituir  taconipN- 
ridad,  rechazada  por  los  mas  distín^ruidos  comentadores,  está  en 
oposición  con  dos  leyes  del  Digesto.  Una,  de  la  que  se  infiere  que  el 
consejo  por  sí  solo  no  es  justiciable,  pues  establece  que  el  que  Tavo 
rece  la  fuga  del  culpable,  sin  darte  ayuda,  no  sea  reputado  cómpli- 
ce (2).  T  otra,  de  la  que  se  deduce  qfue  la  ayuda  material  sin  la  in- 
tención no  producía  acto  de  responsabilidad,  y  que  establece  que  el 
que  presta  los  instrumentos,  empleados  en  el  delito,  ignorando  el 
uso  que  de  ellos  ha  de  hacerse,  no  sea  considerado  tampoco  como 
cómplice  (3). 

El  Emperador  Justiniano,  en  sus  Instituciones,  parece  quiso  He* 
var  hasta  sus  ultimas  consecuencias  este  principio,  viniendo  á  cor. 
roborar  al  mismo  tiempo  la  poca  importaocia  que  los  romanos  da- 
ban á  lo  que  hoy  generalmente  se  llama  complicidad  por  partici- 
pación moral.  Aludimos  á  las  palabras,  tQui  nullamoperam  ad  fur- 
tum  Taciendum  adhibuit  sed  tantum  dedit,  atque  hortatus  est  ad 
Turtnm  faciendum,  uon  tenetur  furtí  (4).i 

Hemos  convenido  que  en  principios  la  participación  iodirec- 
ta,  moral  en  el  delito,  cuya  fórmula  mas  general  es  el  consejo,  por- 
que es  la  manera  mas  fácil  y  frecuente  de  intervenir  indirectamente 
en  la  resolución  de  delinquir,  es  causa  de  complicidad,  siempre  que 
el  consejo  sea  concreto  ó^nstruclivo,  ó  eo  algo  influya  en  el  acuer- 
do para  realizar,  ó  en  el  modo  de  realizar  el  hecho. 

De  aquí  la  siguiente  duda:  el  testo  imperial  ¿se  retíere  únicamen- 
te al  simple  consejo,  al  consejo  en  general,  al  consejo  desnudo;  ó 
también  al  consejo  concreto,  instructivo,  relacionado  con  las  con- 
diciones y  circunstancias  del  delito? 

Que  el  primero  no  sea  causa  de  complicidad ,  lo  comprendemos. 
El  que  á  uno,  que  no  tiene  pan  para  su  familia,  dice  croha,t  duro 
es  que  se  le  considere  como  cómplice  de  los  delitos  contra  la  pro- 
piedad, qiie  la  persona  que  escuchó  el  consejo  pudo  cometer.  Pero 

(i)  Párrafo  3.*»,  ley  51,  tít.  U,  lib,  47,  D. 

(2)  Párrafo  4.*,  ley  44,  id.  de  furtis. 

(3)  Párrafo  4.*',  ley  54,  Dig.  de  furtis. 

(4)  Párrafo  H.  til.  I,  lib.  4.* 
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¿y  el  segundo  consejo?  Si  en  lugar  de  espresarse^en  términos  geoe« 
rales,  concreta  sus  palabras,  si  le  indica  la  persona,  contra  quien 
debe  dirigirse,  la  cosa  qne  ha  de  ser  objeto  del  delito,  la  ocasión  ó 
los  medios  mas  fáciles  de  cometerlo,  e^e  que  asi  aconseja,  cómplice 
indudable  ante  la  razón  y  ios  principios  cardinales  de  justicia,  ¿no 
lo  seria  también  en  el  derecho  romano?  La  letra  del  testo,  preciso 
nos  es  confesarlo,  responde  negativamente  á  la  pregunta:  no  cree* 
mos,  sin  embargo,  que  en  su  espíritu,  ni  en  el  espíritu  general  del 
primer  pueblo  de  la  historia,  quepa  que  el  consejo,  revestido  de 
aquellas  circunstancias,  no  constituya  complicidad,  ni  ninguna  otr^ 
elase  de  delincuencia. 

Mucho  coDtribuye  á  decidirnos  por  esta  interpretación  un  no* 
iable  pasaje  de  Ulpiano  (1).  De  él  resulta  que  el  que  persuadía  ó 
aconsejaba  al  esclavo  la  fuga,  no  era  reo  ni  cómplice  de  burlo;  pero 
que  si  lo  hacia  para  que  otro  lo  robara,  entonces  podía  ser  perseguí- 
do  por  la  acción  de  hurto:  quasi  ope,  coasUio  ejus  furtum  factum  aül 
¥  por  qué  esta  diferencia?  Dos  razones  encontramos:  la  primera, 
porque  el  consejo  de  fugarse,  dado  al  esclavo,  sin  segunda  intendont 
era  realmente  general,  simple  y  de^audo;  en  tanto  que  el  otro  con* 
sejo  estaba  estrechamente  relacionado  con  la  perpetración  del  de- 
lito de  hurto.  Y  la  segunda  porque,  siendo  el  esclavo  una  cosUf  el 
que  de  aquella  manera  y  con  aquel  consejo  lo  sacaba  de  su  casa, 
lacilitando  á  los  ladrones  la  ocasión  de  robarlo,  ayiuiabaf  cooperaba 
al  resultado  con  un  acto  semejante  á  el  que  verlGcaba  el  que  es-« 
pantaba  las  ovejas  para  que  otro  las  hurtara,  el  cual  era  cómplice, 
según  Jttstiniano. 

Algún  viso  de  certidumbre  dá  á  esta  úUima  consideración  el 
nodo  de  juzgar  la  ley  el  acto,  que  ejecutaba  el  que  estaba  en  po« 
testad  de  ascendientes  ó  señores,  y  sustraía  algún  objelo  que  á  los 
mismos  pertenecía.  En  este  caso  la  cosa  caía  realmente  en  la  con- 
dición de  furtiva,  pero  no  nacía  contra  aquel  la  acción  de  hurto. 
tQiHa  neo  ex  aña  tUla  causa  potest  inler  eos  actío  nasci  (3).i  Sin 
embargo,  cuando  el  hurto  era  cometido  con  consejo  y  ayuda  de  un 
tercero,  entonces  quedaba  este  responsable  y  contra  él  había  ac- 


(1)  Párrafo  inicial  de  la  ley  36,  tít.  2.«,  lib.  47  del  D. 

(2)  Párr.  Í2,  tít.  1.%  lib.  4.^  Inst.:  Paulo,  ley  16,  tít.  2.%  líb.  47,  y 
Ulpiano,  párr.  inicial,  ley  i 7  del  mismo  tít,  y  lib. 
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Cíoii,  porque  ToloDtariaroeate  había  prestado  su  cooperación  al 
hecho  (1). 

La  autoridad  de  Semproaioy  Sabino  TavoreCe  por  último  la  opí- 
nioD  que  venimos  sustentando  porque  según  estos  jurisconsultos,  el 
que  inducía  á  un  esclavo  á  fugarse  llevándose  alguna  cosa,  esto  es, 
el  que  hacía  mas  que  darle  un  simple  consejo,  el  que  le  daba  un  con- 
sejo concreto,  circnnstanciado,  doloso,  relacionado  íntimamente 
con  la  perpetración  de  un  hecho  punible,  podiay  debía  ser  persegui- 
do por  razón  del  hurto  de  la  misma  cosa:  quia  opem,  coníiHum 
contrectator  tulit  (2). 

Lo  que  no  ofrece  duda  es  que  en  un  delito,  por  lo  menos,  el 
simple  consejo  constituía  complicidad.  Este  delito  era  el  de  lesa  ma- 
gestad  (3);  lo  que  no  debe  estrañarnos,  pues,  es  sabido  que  la  ley 
Julia,  que  lo  castiga,  estaba  verdaderamente  escrita  eon  sangre. 

Hay  comentadores,  que,  fundados  en  la  regla  jurídica,  que  nos 
ha  conservado  ülpiano,  in  maleficio  ratihabilio  mandato  compara- 
tur  (4),  sostienen  que  la  aprobación  posterior  del  delito,  su  ratíRca- 
cíon,  era  entre  los  romanos  un  acto  de  complicidad.  Nosotros,  asin- 
tiendo con  la  opinión  de  uno  de  los  mas  distinguidos  criminalistas 
modernos  (5),  creemos  que  este  testo  no  tenía  aplicación  general; 
sino  que  solo  se  refería  á  los  intereses  pecuniarios,  á  la  acción  de 
indemnización,  introducida  en  provecho  y  beneflcío  del  ofendido  á 
perjudicado. 

De  este  modo  todo  se  esplica,  y  el  sentido  de  la  ley  se  armoniza 
con  la  razón  y  los  principios,  que  no  admiten  que  pueda  ser  consi- 
derado como  cómplice  el  que  ninguna  intervención  tuvo  en  la  reso- 
lución, ni  en  la  ejecución  del  delito.  / 

Para  descubrir,  para  comprender  bien  el  verdadero  sentido  de 
las  leyes  penales  de  Boma,  es  preciso  que  por  on  momento  pres- 


{{)    Pánr.  t2  ciUdo  de  la  Inst.;  y  Ulpiano,  párr.  t.**,  Jey  36,  tft.  2.% 
libro  47  del  Dig. 

(2)  Párr.  2.*,  Ley  36,  tít.  2 .^  L.  47,  D. 

No  se  nos  oculta  que  los  espositores  consideran  las  penáis  señaladas  á 
los  delitos  privados  en  el  libro  4.^  de  las  Institaciooes  oe  Jastioiano  con 
carácter  puramente  civil.  Pero  de  multiplicados  pasaje^*  resulta  que  los 

Íurisconsultos  romanos  conocían  y  aplicaban  el  fundamenro  racional  de 
a  peoalídad,  como  en  el  testo  vá  espuesto. 

(3)  Paulo,  párr.  4.^  tft.  39,  lib.  5."*  de  sus  sent. 

(4)  Part.  2,  ley  452  D  de  Reg.  jurís. 

(5)  Rossí,  Trat.  do  derecho  penal. 
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cíndamos  de  las  teorías  tilosóficas  y  racionales,  qae  damÍDan  en 
noeslros  días  en  los  libros  y  en  los  códigos.  La  mayor  parte  de  los 
delitos  eran  allí  privados,  y  solo  podia  perseguirlos  el  ofendido. 
Su  castigo  era  un  pena  pecuniaria,  que  servia  de  reparación  y  de 
indemnización  á  la  persona  que  habla  esperimeotado  el  daño 
{damnum). 

Jnzgando  con  e^^te  criterio,  se  comprende  perrectamenie  el  ver- 
dadero sentido  de  aquella  ley  y  su  justicia  relativa. 

Un  amigo,  sin  consultarme,  lanza  violenlámente  &  otro,  en  mi 
nombre  y  en  mi  beneficio,  de  una  casa  ó  de  una  heredad,  en  cuya 
pacífica  posesión  se  encuentra:  en  lugar  de  condenar  su  conducta^ 
yo  la  apruebo,  ratifico  lo  hecho,  y  me  apresuro  á  ocupar  los  bienes 
vacantes:  ¿qué  cosa  ma<;  natural  que  la  acción  de  reparación,  que 
la  ley  concede  al  perjudicado  contra  el  que  ejecutó  tai  violencia^ 
sea  también  ostensiva  á  mí,  que  aprobé  el  acto,  y  me  aproveché  de 
las  utilidades,  que  fueron  su  consecuencia?  Pues  esto  es  lo  que  Ui- 
piano  quiso  dar  á  entender. 

Esta  interpretación  parece  conforme  con  la  ley  primera,  §.  14 
del  Digesto,  De  vi,  et  de  vi  ármala^  y  con  el  párrafo  inicial  de  la 
ley  trece  del  tít.  2/,  del  Libro  3.**  del  Dig.  «Quid  ergo  si  non  du- 
cere  sit  passus,  sed  postea  quam  duxit,  ratum  habuerit,  ut  puta, 
inítio  ignoravit  taiem  esse,  postea  scit?  Noníwtabüur.  Praetor  enim 
adinUiumnuftiarvM  se  retuiit.»  Lo  que  demuestra  que  los  roma* 
nos,  para  la  aplicación  de  una  sanción  penal,  atendian  al  tiempo, 
en  que  el  delito  había  sido  ejecutado. 

Las  consideraciones  espuestas  son  suficientes  en  nuestro  con- 
cepto, para  dar  idea  de  lo  que  en  Roma  se  entendía  por  complicidad^ 
y  poder  comprender  las  muchas  personas,  á  que  allí  se  aplicaba  la 
calificación  de  cómplice  Por  lo  demás,  las  reglas  de  penalidad  no 
podían  ser  mas  sencillas:  los  autores  y  los  cómplices  debían  sufrir 
una  misma  pena. 

Diferentes  testos  lo  comprueban.  Ulpiano  nos  ha  trasmitido  un 
adagio  jurídico,  por  el  que  se  viene  en  conocimiento  de  que,  el  que 
mandaba  cometer  un  homicidio,  y  no  hay  que  olvidar  que  según  el 
derecho  romano  era  cómplice  solamente  el  que  tal  cosa  hacia,  debia 
ser  considerado  como  si  él  mismo  fuese  el  asesino:  nuxiidator  cesáis 
pro  homcida  habetur  (t). 

(O    Ley  15.  D.  ad  leg.  Cornel.  De  Siear. 
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Ei  Emperador  Jaslioiaoo,  eo  sus  loslitucieBes,  nos  em^a  ifiie 
el  iiMÜgador  y  el  cómplice,  aun  cnaado  oo  faesea  de  la  familia»  de- 
bían safrír  la  terrible  pena  que  la  ley  Poapeya  imponía  ¿  los  parri- 
cidas: Si  qiéU  porenlts,  esut  /t/ii,  ñut  owminó  affecUonU  ejui^  qum 
nuncupatione  particiin  eontineiur,  fata  properaverU,  $we  eiom» 
$ive  palam  id  au9m  fuerit,  nee  non  i$,  eujus  doló  malo  id  faoíum 
etí,  vel  con9dú$  eríminis  esi$tü,  licet  estrañez  »itf  poMaporrt- 
ddii  punietur  (i). 

La  ley  Julia  castigaba  de  la  misma  manera  al  que  con  violencia 
robaba  una  mujer,  que  á  su  cómplice:  Sin  mUóm  per  vkn  rapfits 
virginis,  vel  vidtuB,  vel  santimoníalis,  vel  aliiB  fucrü  perpeUraUarf 
tune  et  peccatores^  el  ei,  qui  opem  flagitio  deieruiU,  eapiie  puniun- 
tur,  seeundum  noünje  eonstUudmis  defimüonem,  ex  qué  heee  aper- 
tiús  posmbile  est  sdre  (3). 

Por  último,  la  misma  pena  debían  sufrir  lofa  magistrados,  sus 
cómplices  y  encubridores,  que  durante  el  ejercido  de  sus  funcio* 
nes,  sustrajesen  caudales  públicos:  Si  quidim  iptijudiee^^  tempore 
adnúni9traUoni$  piMieas  pecunias  subetrax^uní,  cApítoU  animad- 
versione  puniuntur^  et  non  solum  Ai«  ud  etiam,  qui  nániiterium  ei$ 
adhoe  exhibuerit,  vel  qui  substraotas  ab  hi$  scienten  íutceperint  (3). 

Tales  son  los  principios  del  derecho  romano.  En  resumen:  toa 
coafusioD  de  los  autores  y  de  los  cómplices,  y  una  misma  peta  para 
castigarlos:  falta  de  filosofía  en  la  clasificación  de  tat  deléaeuencia: 
falta  de  filosofía  en  la  aplicación  del  castigo. 

Entre  los  antiguos  pueblos  germanos,  en  donde  las  nociones  de 
h  penalidad  eran  todavia  ma^  imperfectas,  debía  serlo  también  la 
idea  de  la  complicidad.  Para  el  germano  el  delito  era  un  agravio  ó 
uo  daño:  la  venganza  una  obligación:  la  pena  una  composición,  ó 
mas  bien,  el  precio  de  la  renuncia  ai  derecho  de  vengarse.  Y  esto, 
unido  á  que  juzgaban  como  un  deber  abraiar,  tanto  las  amistades, 
como  las  enemistades  de  los  parientes  (4),  dio  por  resultado  estea- 
der  de  nna  manera  inconsiderada  d  círculo  de*  la  responsabilidad 
criminal  En  Roma,  al  menos  los  que,  como  cómplices,  eran  casti- 
gados,  teman  siempre  participación  en  el  hecho;  pero  eatre  los  pue- 

(f)    Párr.  6.*,  tft.  <8,  Hb.  i.«.  ínst.  y  Paulo,  lít.  2i,  lib.  5.*  de  «os 
sentencias. 
(2)    Párr.  8.*  del  mismo  tft.  y  lib.  de  las  sents. 
(3^    "'      '^ 


3) 
(♦) 


Párr.  9,  id.,  id.,  id. 
Tácito,  párrafos  5  y  6. 
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I  de  procedeDcia  germaDa  do  sucedía  lo  mismo:  había  casos,  et 
que  la  pena,  la  composicioo,  la  reparación,  alcanzaban  á  personas, 
qae  en  aquella  no  habian  lomado  parte  (1). 

Sin  embargo,  no  en  todos  los  pueblos  de  procedencia  germánica 
reiné  esta  absurda  solidaridad.  Los  visigodos,  sí  es  que  la  conocie- 
ron  eo  sus  primitivos  asientos,  ó  la  olvidaron  en  sus  escursiones 
guerreras  por  las  provincias  del  imperio,  ó  la  rechazaron  espresa- 
mente,  cuando  ya,  establecidos  en  nuestra  España,  escribieron  sus 
primeras  leyes. 

La  reparación  del  mal,  del  dalo  ó  del  delito,  que  el  hombre  go- 
do causaba,  no  alcanzaba  al  geñar  de  la  tierrOf  el  cual  solo  estaba 
obligado  á  ayudar  al  Juez,  cuando  reclamase  su  auxilio  para  apre- 
hender y  castigar  á  los  malhechores  (¿);  y  la  complicidad  no  resul- 
taba de  vincules  anteriores  é  independientes  del  delito,  sino  de  una 
piurticipacion  en  el  mismo^ 

Bl  pueblo,  que  asi  obraba,  bien  puede  decirse  que  era  el  mas 
civilizado  entre  los  pueblos  bárbaros,  y  el  Código  en  donde  doctri- 
na tan  justa  y  racional  se  consignaba,  el  mejor  de  su  époea.  Con 
erguUo  lo  decimos:  en  la  mat4:ria  objeto  de  este  comentario ,  uo 
cabe  elogio  exagerado,  tratándose  del  Fuero  Juzgo.  Para  encontrar 
leyes  análogas  á  sus  leyes,  es  preciso  descender  casi  basta  el  pre- 
sente siglo:  en  lo  antiguo  no  hay  nada  superior ,  ni  aun  en  el  mis- 
mo derecho  romano. 

En  Roma  hemos  visto  que  el  elemento  moral  del  delito  no  me- 
recia  de  la  ley  toda  la  consideración,  qiie  la  razón  y  la  Glosofia  le 
conceden:  alli  ladrón,  reo  de  hurlo,  era  el  que  materialmente  eje- 
cutaba el  delito,  el  que  cogia  la  co$a.  Pues  bien,  el  principio  del 
Fuero  Juzgo  era  muy  superior.  «Non  deben  ser  dichos  ladrones, 
tan  solamente  los  que  facen  el  furto,  dice  una  de  sus  leyes  (3);  mas 
los  que  lo  saben,  é  lo  consienten,  é  los  que  reciben  la  cosa  del  fur- 
to» sabiéndolo.i  De  modo  es,  que  la  complicidad  moral  del  que  sa* 
be,  del  que  consiente  y  del  que  se  aprovecha  del  delito,  se  eleva 
desde  luego  á  materia  de  criminalidad  y  hasta  cierto  punto  es  equi- 


(1)  Véase  sobre  este  punto  cuanto  hemos  espuesto  acerca  de  la  solida» 
ridad criminal  enlre  los  pueblos  germanos  en  el  comentario  del  art.  4.^— 
Tomo  25,  pág.  36  y  sigs.  de  la  Revista. 

(2)  Ley  2.',  tít.  4.*»  del  lib.  T.»  del  Fuero  Juzgo. 

(3)  Ley  7.*  del  tít.  ?.•  del  lib.  ?.• 

TOMO  XXVII.  4 
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parada  con  la  responsabilidad  que  ioduce  la  material  parücipacioii 
eo  el  hecho. 

Las  coDsecueocias  de  tan  trascendental  principio  no  podían  me- 
nos de  ser  fecundas.  Del  aprecio  de  la  perversidad  moral  del  agen* 
(e,  del  aprecio  de  sa  participación  en  la  resolución  de  deiinqnir, 
del  aprecio,  en  una  palabra,  de  la  complicidad  moral,  al  aprecio  de 
grados  distintos  de  responsabilidad,  según  la  diversa  participación 
de  las  personas  en  el  delito,  no  hay  mas  que  un  paso^si  bien  es  un 
paso  de  jigante  en  la  ciencia  de  la  penalidad. 

La  gloria  de  haberlo  dado  corresponde  sin  duda  á  los  autores  del 
Fuero  Juzgo,  4)orque  él  es  el  primer  Código,  en  que  vemos  separa- 
dos los  autores  de  los  cómplices  y  castigados  los  unos  y  los  otros 
con  distinta  pena.  No  decimos  que  esta  era  una  regla  invariable, 
antes  nos  apresuramos  á  consignar,  que  en  él  se  encuentran  leyes 
que  á  todos  castigan  de  la  misma  manera,  siendo  precisamente  una 
de  ellas  la  que  acabamos  de  citar.  Pero  esto  no  sucedía  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  en  que  una  era  la  pena  que  caía  sobre  el 
autor  principal  del  delito,  y  otra  la  que  correspondía  á  los  que  di- 
recta ó  indirectamente,  moral  ó  materialmente  cooperaban  á  su  per- 
petración. 

En  el  rapto,  por  ejemplo,  la  pena  del  cómplice  era  menos  gra- 
duada que  la  del  autor.  La  consideración  que  los  germanos  tri- 
butaban á  las  mujeres,  es  la  causa  de  que  en  todos  los  Códigos,  en 
que  ha  predominado  el  espíritu  de  aquellos  antiguos  pueblos ,  se 
fulminen  duras  penas  contra  sus  raptores  y  forzadores.  Según  el 
Fuero  Jyzgo,  el  autor  de  estos  delitos ,  si  la  mujer  era  libre  y  vir- 
gen ,  después  de  recibir  doscientos  azotes  delante  de  todo  el  pue- 
blo, debia  ser  entregado  como  siervo  al  padre  de  la  ofendida  {i); 
en  tanto  que  el  cómplice,  es  decir,  el  anme,  que  ayudaba  levarla 
mujer  por  fuer%a,  era  solo  castigado  con  80  azotes  y  pagaba  seis 
onzas  de  oro,  en  caso  de  ser  hombre  libre.  Mas,  si  era  siervo,  y  lo 
habia  hecho  por  mandato  de  su  señor,  éste  era  el  que  debia  pa« 
gar(2). 

En  este  mismo  delito  encontramos  dos  casos,  en  que  además  de 
ser  diferente  la  penalidad  de  los  autores  y  de  los  cómplices,  se  hace 


(i)    Ley  I.*,  tft.  3.*,lib.  3.* 
(2)    Ley  12  del  mismo  tít.  y  lib. 
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consistir  la  complicidad  en  el  simple  consenlimiento,  en  Doa  mera 
parlicipacioQ  moral. 

Asi  el  que  robaba  ó  llevaba  por  fuerza  ana  mujer  desposada  con 
otro  se  hacia  siervo  del  esposo;  y  si  ejecutaba  el  delito  con  acuer- 
do de  los  padres  de  la  mujer,  debían  estos,  por  haber  consentido  en 
el  rapto,  pagar  al  esposo  cuatro  duplos  de  lo  que  le  prometieron  por 
causa  del  matrimonio  (1). 

El  segundo  caso  es  aun  mas  notable.  La  pena  del  autor  del  rap- 
to de  una  mujer  virgen,  hemos  dicho  que  era  de  doscientos  azotes 
y  hacerse  siervo  del  padre  de  la  mujer  ofendida:  pues  bien,  una  ley 
del  mismo  Código  que  examinamos,  establece  que,  si  después  de 
muerto  el  padre,  los  hermanos  entregasen  su  hermana  á  alguno 
para  que  la  llevase,  debian  perder  la  mitad  de  sus  bienes  en  bene- 
ficio  de  la  ofendida  y  además  sufrir  50  azotes  cada  uno  delante  de 
sus  otros  hermanos  {2). 

Aun  cuando  relativa  á  distinto  delito,  no  deja  de  tener  analogía 
con  esta  otra  ley  del  mismo  libro  (3).  En  ella  se  castiga  á  la  rame- 
ra, si  es  mujer  libre,  con  la  pena  de  300  azotes,  y  en  caso  de  rein- 
cidencia se  establece  que  después  de  aplicarle  otros  300  de  cabo,  la 
den  por  sierva  a  algún  mezquino,  para  que  nunca  vuelva  á  entrar 
en  la  ciudad,  en  tanto  que  á  sus  padres  consentidores  que  se  apro- 
vechen de  lo  que  gane,  se  impone  la  de  cien  azotes.  A  la  sierva 
que  este  delito  cometia,  después  de  sufrir  el  mismo  castigo  que  la 
mujer  libre,  se  le  desollaba  la  frente  y  era  entregada  á  su  señor 
para  que  la  vendiese  eu  un  lugar  de  donde  nunca  volviera.  Si  asi 
no  lo  hiciese  y  volviese  á  su  antiguo  ofício,  entonces  el  señor  debia 
sufrir  SO  azotes  y  ella  ser  dada  por  sierva  á  algún  mezquino. 

En  el  hurto  era  también  distinta  la  penalidad  de  los  autores  y 
de  los  que  ayudaban  al  acto,  ó  se  aprovechaban  de  sus  consecuen- 
cias. Bien  semeya  ladnm  todo  omeque  compra  la  cosa  de  hurtOj  ía- 
hiéndalo,  dice  la  ley  nueve,  del  tít.  S.*"  del  lib.  7.®  Empero,  con  to- 
do eso  no  le  impone  la  pena  que  al  ladrón  corresponde,  á  saber, 
cien  azotes  y  nueve  duplos  del  precio  de  la  cosa,  siendo  hombre  li- 
bre ,  y  seis  siendo  siervo ;  sino  que  le  obliga  solo  hacer  enmienda 
como  ladrón,  y  á  presentar  la  persona  que  le  vendió  la  cosa,  y  oo 
pudiendo  encontrarla,  á  pagar  doble  enmienda.  El  siervo  compra- 

(\)    Ley  3.\  id.,  id.,  id. 

2)  Ley  4.%  id.,  id. 

3)  Lev  17,  tít.  4.* 
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dor  debía  solo  satisfacer  la  milad  que  el  hombrelibre,  debiendo  por 
él  hacerlo  su  señor,  y  de  no,  quedaba  obligado  á  entregarlo  en  eo- 
mienda. 

Asimismo  no  era  toda  la  pena  correspondiente  al  delito,  sino 
solo  la  del  cuadruplo,  la  que  se  aplicaba  al  cómplice  y  encabridor 
del  robo  que  tenia  lugar  aprovechándose  de  incendio,  inundación» 
ó  de  otras  análogas  ocasiones  (i). 

El  mismo  principio  dominaba  en  otros  delitos.  La  ley  3.%  del 
título  1.^,  del  lib.  8.",  no  solo  es  digna  de  especial  mención  por  la 
diversidad  de  penas,  que  impone  á  los  que  intervienen  en  el  he- 
€ho:  sino  también  por  el  modo  de  apreciar  la  participación  moral. 
Examina  el  caso  de  que  muchos  hombres  se  junten  para  hacer  da- 
no  á  otro,  y  establece  que  el  que  los  juntó,  el  que  los  hace  juntar  y 
el  que  manda  herir  á  alguno,  después  de  preso  y  de  señalado  y  de 
recibir  60  azotes,  se  le  debe  obligar  á  que  nombre  á  los  que  ejecu- 
taron el  daño  y  á  estos,  si  eran  hombres  libres,  darles  50,  y  si  sier- 
vos y  no  de  aquel  con  quien  fueron  200. 

El  mismo  espíritu  aparece  en  la  ley  siguiente  (2).  Hé  aquí  sus 
interesantes  palabras:  tTodo  onme  que  encierra  por  fuerza  al  sen- 
ñor  ó  la  duenna  en  su  casa  ó  en  su  corral  ó  mandare  a  otros  onmes 
que  les  non  dexe  salir,  peche  30  maravedís  doro  atsennor  ó  la  due- 
ña por  la  locura  que  fizo,  é  demás  reciba  100  azotes,  éaqueilos  que 
gelo  conseyaron  ó  quel  ayudaron  si  non  eran  onmes  que  anduvie- 
sen por  su  mandado,  y  eran  libres,  cada  uno  peche  quince  ntarave- 
dís  á  aquel  íicieren  ei  tuerto  é  reciba  de  mas  cada  uno  cien  azo- 
tes,! Atendida  la  época  en  que  se  dictó,  no  hay  poco  que  admirar 
en  esta  ley.  Ella  reconoce  que  dos  clases  de  personas  pueden  tomar 
parte  como  autores  en  un  delito,  los  que  ejecutan  el  hecho,  y  los 
que  lo  resuelven ,  ios  autores  materiales  y  los  autores  morales, 
los  que  encerraban  por  fuerza  y  los  que  mandaban  uo  d^jar  salir; 
ella  reconoce  que  de  este  doble  carácter  pueden  participarlos  cóm- 
plices, siéndolo  unos  aquellos,  que  gelo  conseyaron^  por  participa- 
ción moral,  y  otros  aquellos  quel  ayudaron  por  participación  mate- 
rial. T  en  ella,  por  último,  se  vé  que,  si  bien  la  pena  de  azotes  se 
aplica  por  igual  á  todos  los  delincuentes,  no  sucede  lo  mismo  con  la 


s 


Ley  18,  tít.  2.»,  lib.  !.• 
Ley4.» 
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eDmienda,  pues  ea  taotoque  al  autor  se  castí¿^  en  SO  maravedís  de 
oro»  corresponde  al  cómplice  solo  la  mitad. 

La  apreciación  de  la  inmoralidad  del  agente  para  agravar  la  pe- 
nalidad, resulta  también  de  otra  ley  del  mismo  título  (i).  Estable 
ce  que  cuando  varios  reunidos  ejecutan  nl^run  robo  á  invitación  de 
uno  de  ellos,  el  que  esto  hace  peche  en  once  duplos  lodo  lo  que  ro« 
bjiren:  los  que  lo  forzaron,  é  los  que  fueron  con  él,  si  fueren  hom- 
bres libres,  peche  cada  nno  cinco  sueldos:  ó  si  non  oviere  onde  los 
pague,  reciba  cada  uno  cincuenta  azotes.  De  lo  que  sin  violencia 
podría  inferirse  que  solo  el  que  proponía  el  delito  era  aqui  conside- 
rado como  su  autor,  mereciendo  los  demás  la  consideración  de 
cómplices,  por  lo  que  sus  actos  eran  reprimidos  con  menor  pena 
lidad. 

Bu  otras  leyes  encontramos  establecidas  doctrinas  que  parecen 
nacidas  casi  en  nuestros  días.  El  que  facilita  el  delito  indicando  el 
sitio  en  que  la  persona  ó  la  cosa  se  eUbueotra,  es  cómplice  según 
los  principios  proclamados  por  la  mayor  parte  de  las  legislaciones 
modernas,  y  lo  era  según  el  Fuero  Juzgo.  La  ley  11  del  iii,í,^,  li- 
bro 8.^  castiga  al  hombre  libre  ó  al  siervo  que  muestra  alguna  cota 
á  otro  para  que  la  robe;  y  la  2/  del  tít.  8.®  del  libro  7.*.  á  los  que 
aconsejan  la  falsificación  de  sellos  ó  escritos  y  su  uso  en  juicio.  Ac- 
tos todos  puramente  morales  de  participación  en  la  resolución  de 
delinquir,  que  dan  k  conocer  la  gran  ventaja  que  el  Fuero  Juzgo 
llevaba  á  las  demás  codiKcaciones  bárbaras. 

Estas  prudentes  y  racionales  leyes  como  las  demás  del  Fuero 
Juzgo,  no  acabaron  con  el  poder  wisigodo  eala  gran  catástrofe  del 
Gnadalete;  sino  que  también  rigieron  á  las  nuevas  y  gloriosas  mo- 
narquías nacidas  en  las  ásperas  montanas  de  Asturias  y  en  laságrias^ 
cumbres  del  Pirineo,  si  bien  dividiendo  su  autoridad  con  fazaSas,. 
fueros  y  costumbres,  importadas  unas  de  estranas  tierras,  hijas  las 
mas  del  carácter  peculiar  que  imprimieron  en  nuestra  especial  ci- 
TiKzacioD  la  conquista  sarracena  y  la  reconquista  cristiana. 

Sin  embargo,  en  el  Fuero  Real,  con  gusto  de^tcubrimos  puro  el 
pensamiento  y  el  espíritu  de  nuestras  antiguas  leyes.  El  mas  histó 
rico,  el  mas  nacional,  el  mas  práctico  de  todos  los  monumentos  le- 
gales del  Rey  Sabio,  no  podía  ciertamente  desentenderse  de  nues- 
tros buenos  precedentes  jurídicos  en  la  materia.  En  efecto,  el  bar- 

(3)    Ley6.» 
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baro  priacipio  de  la  solidaridad,  que,  auaque  combatido  por  el  de- 
recho Romaoo,  eoiooces  en  su  renaciiuieoto,  dereodído  por  el  dere- 
cho feudal,  prevalecía  aua  eo  la  mayor  parte  de  las  oacioaes  de 
Europa,  fué  eoérgicarneule  rechazado  por  el  Fuero  Real,  al  coosig- 
oar  en  una  de  sus  leyes  (1)  «que  cada  uno  debe  padescer  peoa  por 
lo  que  hizo,  é  no  uno  por  otro:  asi  que  el  padre  no  pene  por  el  fijo» 
ni  el  fijo  por  el  padre,  ni  la  mujer  por  el  marido,  ni  el  marido  por  la 
mujer,  ni  el  hermano  por  el  hermano,  ni  el  yerno  por  el  suegro,  ni 
el  suegro  por  el  yerno,  ni  el  pariente  por  el  pariente:  mas  cada  uno 
sufra  la  pena  por  lo  que  ficiere  según  fuero  manda,  y  el  mal  se 
cumpla  en  aquel  que  lo  ficiere.  • 

Verdad  es  que  en  él  no  se  distinguen  siempre  diferentes  grados 
de  participación  en  el  delito:  verdad  es  que  en  él  no  se  consignan 
como  principio  general  y  regla  ineludible  que  al  cómplice  se  apli- 
que menor  peoa  que  al  autor  del  delito;  pero  no  es  menos  cierto 
que  si  se  estudian  con  detenii#iento1as  diferentes  leyes  que  cons- 
iituyen  el  libro  cuarto,  consagrado  al  derecho  penal,  no  puede  me- 
nos de  adquirirse  el  convencimiento  de  que  en  la  mayor  parte  de 
los  casos  no  era  el  mismo  castigo  el  que  sufría  el  que  ejecutaba  los 
actos  esenciales  yconstitutivosnecesaríamente  del  deüto,  que  el  que 
t^olo  intervenia  de  una  manera  inderecta  en  su  perpetración.  La  me- 
jor prueba  de  ello,  es  que  casi  todas  las  leyes,  que  antes  heñios  ci- 
tado, al  tratar  del  Fuero  Juzgo,  fueron  esencial  ó  literalmente  tras- 
Jadadas  en  el  fuero  Real  (2). 

No  siguieron  este  buen  espíritu  de  nuestro  antiguo  derecho  las 
Partidas;  antes  apartándose  de  él,  castigándolos  con  una  misma  pe- 
na, volvieron  á  confundir  en  todos  los  casos  á  los  autores  y  á  los 
cómplices,  dando  por  razón  que  (ügeron  los  sabios  antiguos  que  á 
los  malfechores  éá  los  aconsejadm'es  é  á  los  encubridores  debe  ser 
dada  igual  pena  (3). 

Ni  siquiera  de  esta  regla  se  esceptuaban  los  autores  y  cómplices 
de  delitos,  á  quienes  el  Fuero  Juzgo  y  el  Fuero  Real  señalaban  di- 
versa penalidad.  El  parricida (4),  el  falsario (5),  el  ladrón  (6),  el  que 

(1)  Ley  9,  til.  5.S  lib.  V 

(2)  Ley  2.*,  5.*  y  6.*  del  tít.  10;  la  i  1 ,  <5  y  Id  del  tft.  4.*  del  lib.  4.« 
del  Fuero  Real. 

(3)  Regla  19,  Ut.  34,  Part,  7/ 

(4)  Leyll.tít.  8A  Part.  7.» 

(5)  Ley  i.%tít.7.» 
<6)    Ley  18,  tít.  i4. 
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robaba  Ó  forzaba  á  uoa  mujer  de  bueaa  fama  (i),  era  igualmeale 
eastíf^ado,  q»e  el  que  solaraeale  ayudaba  ó  aconsejaba  el  parrici- 
dio» la  falsedad,  el  robo  ó  la  violeocia.  Uo  mismo  castigo  se  apli  - 
caba  al  que  admíaistraba,  y  al  que  veudia  el  veneno,  sabiendo  el 
uso  á  que  se  destinaba  (i);  una  misma  pena  al  que  asesinaba  y  al 
que  facilitaba  el  arma  para  cometer  el  delito  (5). 

Eq  las  Partidas,  como  en  el  derecho  Bomano,  constituían  la 
complicidad,  la  ayunta  y  el  consejo.  Pero  conviene  advertir  que  por 
la  primera  se  enteodian  actos  directos  y  materiales  de  ejecución,  y 
por  el  segundo  la  eficaz  intervención  en  la  resolución  de  delinquir. 
«E  decimos,  se  lee  en  uoa  de  sus  leyes  (4),  que  daria  ayuda  al  la- 
drón todo  ome,  que  le  ayudase  á  subir  sobre  que  pudiese  furtar,  ó 
ie  diese  escalera  con  que  subiese  ó  le  emprestase  ferramientas ,  ó 
demostrase  otro  arle,  con  que  pudiese  descerrajar  ó  cortar  alguna 
puerta  ó  abrir  arca,  ó  para  foraüar  pared,  ó  en  otra  manera  cuales -^ 
quiera,  que  le  diese  ayuda  á  sabiendas,  que  fuese  semejante  de  al- 
guna de  estas  para  hacer  furto.  E  consejo  dá  al  ladrón  todo  ome, 
que  lo  conforta  ó  le  esfuerza  é  le  demuestra  alguna  manera  de  como 
faga  el  furto.»  Palabras  que,  entre  otras  cosas,  claramente  dan  á 
entender  que  la  mayor  parte  de  los  casos  de  complicidad  por  dar  ayu'^ 
lia  de  las  Partidas,  son  boy  verdaderamente  constitutivos  y  esen- 
ciales del  delito,  imprimiendo  en  los  que  los  ejecutan  carácter  de 
autores,  por  contribuir  con  ellos  directamente  á  la  realización  del 
hecho. 

Aunque  inferior  este  derecho  de  Partidas  al  constituido  por  el 
Fuero  Juzgo  y  Fuero  Real,  que  hemos  espuesto  anteriormente,  do 
minó  por  completo  eo  nuestras  leyes  y  en  nuestras  libros,  en  nues« 
Uo  foro  y  en  nuestras  escuelas,  hasta  la  gran  reforma  del  derecho 
penal,  llevada  á  término  en  el  presente  siglo. 

Entre  las  leyes  recopiladas,  una  sola  encootramos,  que  señale 
peaa  mayor  al  antor  que  al  cómplice  (5).  Dispone  que  los  que  jun- 
tan gentes  con  armas  ó  sin  ellas  para  ir  contra  los  del  Consejo,  al- 
caldes de  la  corte,  adelantados,  merinos,  alcaldes  y  alguaciles  ma- 
yores,  sean  condenados  en  10  anos  de  galeras  y  á  perder  la  mitad 

<1)  Ley3,tít.  20. 

(2)  Ley  7.%  tít,  8.» 

<3)  Lev  4.*,  til.  <  i. 

(4)  Ley  4.*,  tít.  U,  Partida  7.* 

(5)  Ley  3.%  Ut.  iO,  lib.  12  de  la  N^v.  Rec. 
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de  gas  bienes,  y  solo  impone  8  anos  de  galera  y  la  pérdida  de  ta 
cuarta  parte  de  sus  bienes  á  los  que  acompañen  4  los  autores  de  !• 
sedición.  En  todos  los  demás  delitos,  los  autores  y  los  cómplices 
eran  castigados  con  material  é  inadecuada  igualdad:  igualdad  absur- 
da ,  porque  tratándose  de  diferentes  actos  de  participación,  daba 
por  resultado  una  enorme  desigualdad  moral  en  la  aplicación  de  la 
pena,  tanto  mas  sensible,  cuanto  que  se  consideraban  como  materia  de 
complicidad  actos  y  hechos,  que  ante  la  moral  y  los  principios  no 
son  causa  de  responsabilidad  criminal,  como  por  ejemplo,  la  no  re- 
velación del  propósito  de  deKnquir,  laño  denuncia  del  delito,  de 
sus  autores  y  de  sus  cómplices  (i). 

Esta  lamentable  situación  no  podia  ser  eterna.  La  secular  con- 
fnsioi,  el  desproporcionado  ris:orde  la  antf^na  jun>prndencia  pe- 
nal, era  incompatible  con  la  fílosofia  moderna,  que,  investigando  la 
razón  de  todas  ^as  cosas,  y  proclamando  la  supremacfa  de  los  prin- 
cipios sobre  los  hechos,  aspirnba  nada  menos  que  á  cambiar  la  faz 
del  mundo. 

Los  ardientes  defensores  en  el  pasado  siglo  de  la  reforma  de  las 
leyes  penales,  se  fijaron,  sin  embargo,  muy  poco  en" la  complici- 
dad. Sobre  tan  interesante  materia,  Filangieri  r  Montesquieu  ni 
siquiera  dieron  su  opinión.  No  as<  el  Marqnés  de  Beccaria,  qué  por 
el  contrario,  en  su  interesante  Tratado  de  los  deñfon  y  las  penas, 
puede  decirse  que  comenzó  á  revelar  los  verdaderos  principios  que 
hoy  forman  la  teoría  de  la  complicidad. 

Hé  aqui  sus  notables  palabras:  «La  importancia  de  estorbar  un 
atentado,  autoriza  la  pena;  pero  así  como  entre  éste  y  la  ejecución 
puede  haber  algún  inténsalo,  asi  la  pena  mayor,  reservada  al  de- 
lito, consumado,  puede  díir  lugar  al  arrepentimiento.  Lo  mismo  es 
cuando  haya  cómplices,  y  no  sean  todos  ejecutores  inmediatos,  sino 
por  alguna  razón  diversa.  Cuaodo  muchos  hombres  se  unen  para 
una  acción  arriesgada,  á  proporción  de  su  gravedad,  procuran  que 
sea  igual  para  todos:  luego  será  mas  dificultoso  encontrar  quien  se 
confbme  con  ser  el  ejecutor,  corriendo  mavor  riesgo  que  los  de- 
más cómplices.  La  éníca  es^pcion  seria  en  el  caso  de  que  al  eje- 
cutor se  le  señalase  un  premio.  Teniendo  entonces  una  recompensa 
mayor  por  el  mayor  riesgo,  la  pena  debería  ser  proporcionada.  Es- 
tos discursos  parecerán  metafísicos  á  quien  no  reflexíoDC  cuánta 

{{)    Ley4.*,tft.  8.^y  t1,1ib.  ♦«. 
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Utilidad  hay  en  que  las  leyes  dejen  los  menos  motivos  de  conven* 
cion  que  fuere  posible,  entre  los  que  se  intenten  asociar  para  .cotv 
meter  un  delito.  Algunos  Tribunales  ofrecen  impunidad  al  cóospHcM 
de  un  grave  delito,  que  descubriere  á  los  otros.  Este  recurso  ú»fm 
sos  inconvenientes  y  sus  ventajas.  Los  inconvenientes  son»,  (y^M 
nación  autoriza  la  traición,  detestable  aun  entre  los  malvados»  p^r» 
que  siempre  son  menos  fatales  á  una  sociedad  los  delitos  dñ  valor, 
que  los  de  vileza,  por  cuanto  el  primero  no  es  frecueotte,  :y,  fíp^^ 
solo  una  fuerza  benéfica  que  lo  dirija,  conspira  al  bien  piiblicé;  ütU 
ro  la  segunda  es  mas  común  y  contagiosa,  y  siempre  se  eúcuebttij 
en  si  misma.  Además,  el  Tribunal  bace  ver  la  propia  iacertídum^ 
bre,  y  la  flaqueza  de  la  ley,  que  implora  el  socorro  dé  quién  tiv 
ofende.  Las  ventajas  son  evitar  delitos  importantes;  ]tqu¿  ¿l(^iiij^ 
maníüeftos  los  hechos,  y  ocultos  los  autores,  atemorizao  al  puebliKi 
Contribuye  también  á  mostrar,  que  quien  es  falto  de  fé  con  las'le'-' 
yes,  esto  es,  con  el  publico,  es  probable  que  lo  sea  ^on  un  partiC(í,Ti 
lar.  Paréceme  que  una  ley  general,  que  prometieira  impunidad 
ai  cómplice  denunciador  de  cualquier  delito ,  seria  preferible  á  úh^ 
especial  declaración  en  el  caso  particular*  porque,  así  evítana  Ulj 
uniones  con  el  temor  reciproco  que  cada  Mmplicé  tendfia  de*ser 
delatado  por  otro.»  '7* 

Hasta  aquí  Becarria.  A  la  voz  de  e^  y  derotros  distinguidos  p9^ 
crítores,  al  fin  la  razón  triunfó  de  la  ley;  y  en  la  mayor  parte  de  hL§ 
naciones  comenzó  la  reforma  del  derecho  penaV(l)f  ' ./ ,; 

En  España,  á  ella  precedió  un  «otable  acontecimiento.  SuMei 
vada  la  conciencia  pública  contra  la  aplics^cion  de  la  antíg;uá  penla'- 
lidad,  una  costumbre  revestida  coa  todas  las  circuoatancias  nece^ar| 
rias  para  constituir  derecho,  y  protegida  por  los  áltob  podeHsi  bú- 
blicos,  autorizó  al  poder  judicial  para  imponer  prudeacialmép]|¡f|^' 
prescindiendo  del  derecho  escrito»  la  pena  que  creyera  mas  adeouk*: 
daá  la  índole  y  naturaleza  del  delito  que  reprimiá.  Entonces  el 
arbitrio  judicial,  conforme  ooo  los  principios'  y  la  doctrina,,  óty> ^ 
imponer  la  misma  pena  á  km  autores  y'^á'los  cómicos ,  y  i^doL* 
ciendo  la  diferencia  que  délos  unos  y^  lo^  otros  'hácéir  la  m¿raj 
y  la  ciencia,  castigó  áestos  eon  penas  in£erk>fes  á  aquellos^    ; 

(i)  Los  cómplices  de  un  craqueo,  dg>  e)  C^í^o.  fráóci^s,  serán  casti- 
gados coo  la  místna  pena  que  los  autores  del  crhtieQ  ó  delito,  salto  loa  1^,7 
sos  en  que  la  ley  djspoDsa  otra  ¿osa  (ort.  59j{t       '  ^ 

Serán  castigados  coAó  cÓittplfóe.s  dé  titiá  acción  'óatftíekdii  ríe  crIméWS 
TOMOXIVIK  5 
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E9te  imsrao  pií»cipí«  preváieciá  por  regla  general*  e»  el  Códi- 
go de  f9í9i  Ni  podría  ser  de  o^a  maoera  eo  una  éf>oca ,  en  qae 
ta  cíeiM^ia  del  derecho  penal  babia  hecfho  tan  grandes  adelaiHias.  La 
complieiéid^  ao  se  coiifaiidtó  en  él  con  la  perpetracioB  prmotpaldel 
delíte(  pero  e&  ^  deseo  de  distinguir  con  ikiüsas  mas  claras  y  per - 
cables  la  oulpabilídad  de  los  que,  sin  ser  autores^  loniaa  pi^ci- 

delito,  los  que  por  dádivas,  promesas  ó  ameooras,  abasos  de  autorídad  ó 
de  pqder,  laaqiiinaciQDt  ^  aj^tÁüeios^iitpahleA^  kayaft  provocadora  aocioo  ó 
dado  ÍQStruccioQes  para  cometerla:  los  que  hayao  procurado  armas,  ios- 
frumentos  ú  otro  oualquiera  medio  para  cometer  el  hecho,  sabiendo  e\  uso 
cae^bía  dárselas:  los  que  á  sabiendas  iMyao  ayudado  é  asistido  al  autor 
Oaiitopes  d^  la  acetos  en  los  hechos  que  la  hayan  preparado  6  facilitado, 
ó  en  los  que  la.havap  consumado;  todo  sin  perjuicio  de  las  penas  especial- 
mente iin^iesias  a  los  autores,  dé  las  maquinaciones  ó  provocaciones  aten- 
Utortaaá  la  seguridad  intepiord  esteriop  del  fista  do,  aura  en  el  eaoo  de  qoe 
el  cría^eo  qfie se  hut^iesiea.  propuesto  los  coaspiradores  no  hubiese  llegado 
á  realizarse  (art.  60).  Losque  con  conocimiento  de  la  conducta  criminal  de 
los  malhechores  qpe  cometan  eseesos  ó  viofencias  eontra  la  seguridad  del 
Estado»  la  paz,  las  personas  ó  las  prof^edades  les  facilüeo  liauUiftIroeDie 
alb^gu.e,  puotQ  de  retirada  ó  de  reunión  (arU  61).  Los  que  á  sabiendas 
hayao  ocultado  en  todo  ó  en  parte  las  cosas  robadas,  hurtadas  ú  obtenidas 
por  medio  fie  u»  críiaen  6  de  on  delüo. 

El  aiA9^i»ep:  ^.culpable  de  ua.delito,  no  solo  el  autor  inmediato,  si- 
no el  que  por  mandato,  consejo  ó  instrucciones,  ó  con  su  aprobación  faci- 
lita el  hecho:  el  que  libremente  dá  ocasión  á  cometerlo,  fhciKta  les^medios, 
ak^  les  obstdeolosy  ó  de  eualfuiera  raanepa  que  sea  lo  provoca  6  presta 
ayuda«  contribuyendo  i  asegurar  la  eÁecu<;ion„  y  aun  el  que  solamente 
por  concierto  premeditado  se  pone  de  acuerdo  con  el  autor  sobre  la  ayudí 
ó  asistencia  que  haya  de  darle  despnes  de  cometido  el  delito,  ó  sobre  la 
parte,  de  lucro  qnebagra  de  reportar  (art.  K.^).  £1  que,  sin  coaoieeto  ante- 
rior, se  hace. cómplice  del  culpable,  asistiéndole  ó  ayuddndole  después  de 
cometido  el  delito,  ó  que  teniendo  conocimiento  de  éste,  saca  de  él  algún 
provecho  ó  veolajt,  ne  se  bace  por  ello  cul^bte  del  raiaiBo  delito. 

El  nafolRaoo:  Son  cómplices. de  un  crimen:  1.®  los  que  hayan  dado 
comisión  ó  mandato  para  cometerle:  2."  los  que  por  dddivas,  |)romesas  ó 
amenazas,  abusos  de  autoridad  ó  de  poder,  maqninaciones  ó  artfftcios  cul- 
pables lo  be]ym  provocado  ó  dado  las  iostroceiones  necesarias  para  come- 
terlo; 3,**  losque  hayan  nrocurado  armas,^  instrumentos  ú  otros  medios 
empladps  para  ejecutar  el  hecho,  con  conocimiento  del  uso  que  iba  á  dar- 
les: 4  *  lo^  que  á  sabiendas  hnyaa  ftieílitado  ó  ayudado  al  autor  ó  autores 
del  hecho,  en  aqqelK)  que  banpcepatado,  facilitado. ó  consumado. 

51  del  Brasil,  por  último:  Serán  considerados  como  cómplices  todas  las 
8  personas  (ríl  artículo  anterior  habla  de  quiénes  son  los  autores),  que 
directamente  coacurrao  á  cometer  los  eriineaes.  También  serio  conside- 
rados como  cómplices:  l.^  el  que  encubra ,  ú  oculte  ó  compre  las  cosas  oh- 
tnniílas  por.  medios  criminales,  sabiéndolo  ó  debiendo  saberlo  por  la  cuali- 
ciim  de  las  personas  de  quienes  las  haya  recibido  por  encargo  y  compra: 
2  ^  tos  qne  den  auxilio  ó  faciliten  sus  casas  para  la  reunión  de  asesinos  6 
padrones,  con /conocimiento  de  que  cometen  ó  que  se  proponen  cometer 
tales  cifmenes. 
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paeíon  tm  el  MU»,  Im  olasiOcó  y»  de  eóraplioe»,  ya  de  amíHádoveí 
y  fuiioree  dtl  bedio  crinUial  (art.  42). 

Cómpliota  sefua  el  ari.  44,  oraá:  I.''  lo»qoe  libre  y  volaotaria* 
mea^  y  á  sabiendas  ayudábala  6  cooperaban  á  la  ejecuoioo  de  la  col  - 
pa  6  del  delkaen  el  acto  áe  comeCerlo:  ¿.^  los  que,  aunque  no  ayu- 
daran ó  ooopef  af  aa  á  la  ejeeaeien  de  la  culpa  é  del  delilo  ea  el  aolo 
de  comelepto,  saaMniürabaB  é  proparoionabaa  voluatarMieBle  la^ 
armas» Jaeirumeated  á  medios  para  ejeoularlo,  sabiendo  que  habían 
de  servir  para  este  íin:  5.^  les  que  á  sableadas  y  Toluntariamenta, 
por  sus  discursos,  sujestiones,  consejos,  ó  instrucciones,  provocaban 
é  incilaban  dipecUmeoHe  ^  cometer  una  culpa  ó  delito,  ó  ensenaban 
ó  racilitaban  los  medios  de  ejecutarlo,  siempre  que  efectivamente  se 
cometiera  la  culpa  ó  delito  de  resullas  de  dichos  discursos  sujestio- 
nes,  coosejos  ó  instrucciones:  4.^  el  que  libre  y  voluntariamente,  y 
á  sabiendas»  por  soborno  ó  cohecho,  con  dádivas  ó  promesas,  6  por 
órdenes  ó  amenaaas^  6  por  medio  de  artificios  culpables,  hacia  co- 
meter el  delito  6  culpa  que  de  otra  manera  no  se  comeleria.  En  las 
promesas  que  constituían  el  sobarno  ó  cohecho,  se  comprendían  las 
esperanzas  de  mejor  fortuna,  ofrecidas  por  el  sobornador  al  sobor- 
nado. 

AQxtttador»  y  fautores  eran  según  et  artículo  1.^  Los  que  vo- 
luatariaoKnie  y  á  sabiendas  concertaban  entre  si  la  ejecución  de  una 
culpa  6  d«Hio  que  llegaba  áleaer  efecto,  pero  que  no  cooperanban  ni 
ayuéaban  á  su  perpetración  en  el  acto  de  cometerle,  ni  la  cansaban 
per  oiaguno  de  los  medies  anteriormente  espresados.  3.^  Los  que 
síD'  ui^ticia  ni  coneíerto  previo  acerca  de  la  culpa  ó  del  delito,  y  sin 
ayadar  ni  cooperar  para  su  ejecución  acompañaban  en  ella  volunüa- 
riaiiiente  y  á  sabiendas  al  que  lo  cometían  y  le  ayudaban  después  de 
comeiMo  para  ocultarse  ó  para  encubrir  et  delito,  ó  se  aprovechaban 
desuscoosaQueiieiais  eoa  el  reo  principal.  S»""  Los  que  habiendo  or- 
denado, sagerido  é  aconsejando,  ensenado  ó  (bcilitado  voluntaria- 
meale  y  á  sabiendas  la  ejecución  de  un  delito,  ó  sobornado,  amena* 
zada>ó>  pnorocado  para  ello,  eran  causa  de  que  en  vez  de  aquel  de- 
lito se  eonieliera  oiro  mayor  ó  diferente  por  consecuencia  ó  efecto 
iomedialo  de  la  orden,  consejo  ó  instrucción  dada,  ó  de  la  sujestion, 
sobwBo,  amenaza  ó  provocación  becha^  4.^  Los  que  voluntaria- 
mente concertaban  con  algunos  de  los  reos  principales  ó  cómplices, 
antes  de  cometerse  el  delito  y  con  conocimiento  de  éste  que  reeep- 
tarían  A  ocultarían  la  persona  de  alguno  de  ellos,  ó  las  ar.nas,  ias- 


Digitized  by  LjOOQIC 


36  REVISTA  DI  LEGISLAaON. 

Irumenlos  Ó  Utensilios  de  la  ejecacioD,  ó  alguno  de  los  efectos  et 
que  consistiera  el  delito,  ó  que  los  compratMtn ,  espendian  ó  distri- 
buían en  todo  ó  en  parle.  6.^  Los  que  voluntariamente  y  á  sa- 
hiendas  servian  de  espías  ó  centinelas  ó  hacian  espaldas  á  los  delin- 
cuentes para  la  ejecución  de  un  delito  ó  les  prestaban  para  ello  algún 
abrigo,  noticia  ó  auxilio,  no  llegando  á  incurrir  en  ninguno  de  los 
casos  del  art.  i4,  ó  les  facilitaban  los  medios  de  reunirse  ó  lesefre* 
cían  antes  de  la  ejecución  y  con  conocimiento  de  ella,  protección,, 
defensa,  ó  cualquiera  otra  ayuda  para  salvarlos  ó  para  encubrir  al 
delito. 

Alcjasdro  (ironaH. 


OBSRRVAGIOKES  JDRIMOO-PRÁGTICiS 

tobre  el  noavo  proyecto  de  ley  de  ímpreaU  leido  el  Seiuido  por  el 
8r.  MuBÍttro  de  le  Oobcmeoion  (1). 


La  primera  idea  que  asalta  á  la  mente »  al  intentar  haoer  un 
análisis  crítico  del  moderno  proyecto  de  ley  de  imprenta,  es  la  du- 
da de  si  e¿lará  condenado  á  desaparecer,  sin  dejar  apenas  tras  si 
rastro  alguno  de  su  pasajera  existencia ,  cual  aconteciera  á  tantos 
otros  como  le  han  precedido,  viniendo  á  resultar,  en  su  virtud,  no- 
toriamente infructuoso  y  perdido  el  tiempo  que  se  invieila  en  so 
examen,  y  en  indicaciones  de  perfeccionamiento.  Esa  duda  es  un- 
to mas  fundada,  cuanto  que  el  proyecto  rompe  con  las  tradiciones, 
doctrinales  sobre  la  materia,  que  han  venido  observándose  desde  el 
planteamiento  del  sistema  representativo  en  España»  merced  á  lo 
cual»  recibe  á  cada  paso  rudos  y  apasionados  ataques  por  parte 
de  la  prensa  periódica,  bajo  el  punto  de  vista  político  ó  constitucio* 
nal.  Sin  embargo  de  esto,  nos  hemos  decidido  á  emprender  el  tra- 
bajo, aun  á  riesgo  de  su  esterilidad,  para  contribuir  á  la  mejora  de 

\  (I)  Aunaue  este  artículo  debía  biber  visto  la  luz  pública  en  los  prí^ 
meros  dias  del  pasado  mes  de  junio  ,  creemos  sin  embargo  conveoiente 
liarlo  á  conocer  á  nuestros  susoritores ,  no  obstante  haberse  retirado  por 
el  Ministerio  el  proyecto  de  ley  á  que  se  reflere. 

(LosD.dfiaRjcvtsTA.) 
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«({Qel  en  lo  posible,  si  eslaviere  destinado  á  convertirse  en  ley» 
como  partidarios  que  somos  de  la  idea  de  ordinariar  la  legislación 
de  imprenta  en  lo  relativo  á  delincuencia,  penalidad,  jurisdicción  y 
procedimiento.  Por  regla  general,  somos  adversarios  en  teoría  det 
sistema  de  leyes  especiales ,  por  las  complicaciones  y  antagonis- 
mos, oscuridad  y  cuorusion  que  introducen  casi  siempre  en  el  de- 
recho preexistente,  di6cultando  su  desenvolvimiento  y  aplicación 
práctica,  haciendo  imposible  la  observancia  de  los  preceptos,  merced 
á  su  misma  multiplicidad,  y  poniendo  á  veces  en  peligro  los  dere- 
chos  y  fortuna  de  los  ciudadanos,  con  los  errores,  gastos  y  dilacio* 
nes  á  que  d¿  origen.  El  furor  legislativo  de  nuestros  dias  solo  pue« 
de  contenerse  con  el  sistema  de  codificación ,  pues  una  vez  plan* 
leado,  no  tan  fácilmente  se  toca  á  una  obra  legislativa  estensa,  cu- 
yas partes  se  hallan  bien  entrelazadas  y  en  perfecta  correlación  y 
armonía,  sin  riesgo  de  qué  se  venga  abajo  el  edificio,  ó  quede  no* 
toriamente  mutilado  y  deforme.  En  el  trascurso  de  poco  tiempa 
llevamos  ya  tres  leyes  especiales  reformadoras  del  Código ;  la  de 
ferro-carriles,  la  de  reuniones  públicas  y  la  de  abusos  electorales; 
^ita  última  con  sus  indicaciones  de  procedimiento  :  y  á  este  paso» 
itentro  de  poco  vendrá  á  quedar  aquel  en  un  estado  lamentable,  á 
fuerza  de  repasos  y  enmiendas,  y  de  ser  tantas  las  especialidades 
como  los  títulos  que  el  mismo  contiene.  Fundado  tal  vez  en  estaa 
consideraciones,  ó  en  otras  de  orden  diferente,  y  por  mas  impopu- 
lar que  sea  siempre  el  separarse  de  las  opiniones  recibidas  como 
verdades  incontrovertibles,  el  Ministro  no  ha  temido  arrostrar  esa 
impopularidad  para  convertir  en  ley  la  doctrina  que  anteriormente 
proclamara  en  la  Cámara  como  Diputado,  y  á  la  cual  prestó  su 
asentimiento  y  apoyo  el  filósofo  doctrinario  de  la  democracia  espa-* 
ñola. 

No  es  nuestro  ánimo  ocuparnos  del  proyecto  de  ley  bajo  el  pun« 
to  de  vista  político,  sino  solo  por  su  lado  jurídico ;  porque  lo  pri- 
mero es  mas  propio  del  publicista  y  del  hombre  de  Estado,  y  exige 
otro  orden  de  conocimientos,  mayor  autorización  y  competencisi 
que  la  nuestra.  Diremos,  sin  embargo,  que  «I  sistema  de  ordinariar 
la  penalidad  y  procedimiento  para  reprimir  los  delitos  de  imprenta» 
no  tiene  nada  de  inconstitucional,  siempre  y  cuando  se  deje  espedí- 
to  á  todo  ciudadano  el  derecho  de  emitir  libremente  sus  ideas  y  pu- 
blicarlas sin  previa  censura,  aunque  respondiendo  después  de  los 
tíscesos  CD  que  iucurriese.  La  Constitución  política  no  impone  la 
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(ibligvLcioD  precia»  de  que  aea  et  Jurado,  eo  vez  de  ua  Tríbpiial  ar- 
dioario,  el  llamada  á  juzgar  de  los  delitos  cometidos  por  medie  de 
la  prensa.  Dada  opa  organlBacioQ  jodicial  oamuo  que  asegare  y 
nos  responda  de  la  independeocia,  ikistracioD  y  moralidad  poUlica 
de  sus  ifidivíduotf ,  no  puede  negársele  en  btteuos  principios  que  sea 
la  mas  compeienle  para  conooer  y  Tallar  sobre  dichos  abusos,  por 
ofrecer  entonces  mayores  seguridades  de  rectitud  y  acierto  que  el 
Jurado ,  cuyos  numerosos  inconvenientes  prácticos  se  han  puesto 
de  rel¡e?e  ea  muchas  ocasiones. 

El  proyecto  de  ley  adopta  por  base  general  el  ¿isUma  esencial- 
mente repre$ivo,  sio  mezcla  alguna  del  prevenlivo,  para  el  libro,  el 
folleto  y  el  periódico;  y  por  ?ía  de  escepcioo,  el  previo  eaámen  con 
respecto  á  los  impresos  religiosos,  carteles,  hojas  sveltas,  obras 
dramáticas,  novelas,  romances  y  otros  de  igual  índole.  Sus  princi- 
pios cafdioales  pueden  reducirse  á  los  siguientes; 

I.®  Libertad  absoluta  en  el  individuo  para  publicar  soa  ideas 
por  medio  de  la  prensa,  sin  mas  medidas  preventivas  que  las  indis- 
pensables para  que  la  Autoridad  gubernativa  y  la  judicial  tengan 
fonocímiento  del  logar  de  la  publicación,  aoneato  en  que  se  veri- 
6ca  y  personas  qae  la  hacen;  y  por  coqsiguienle,  sin  necesidad  de 
previos  depósitos  ni  demás  requisitos  en  los  editores,  ni  de  recogida 
anteriora  la  denaicia,  ni  opción  tampoco  por  parta  del  responsable 
eqtre  la  ana  y  la  otra;  pero  en  cambio,  oasiígaodo  basta  el  detito 
frustrado  de  publicación  abusiva. 

S.""  Solidatidad  en  la  responsabilidad  de  las  aulores,  tradndo- 
res,  impresores  y  editores,  ó  de  los  directores  en  vez  dalos  úllia^M, 
en  los  periódicos;  teniéndose  respectivamente  por  tales  par<a  dicho 
efiMto  á  tos  que  se  les  probare  legalmeiita  haber  produicido  el  origi- 
nal empleado  en  el  impreso,  dispuesto  ó  costeado  su  publicacioa;  y 
solidaridad  que  alcanza,  además,  en  los  ctoiMtestínoa,  á  iodos  los 
que  de  enalquier  modo  hubieren  contiibuido  á  so  publicación  y  eír- 
C!ulacion. 

3/  AsimUacion  de  la  nomenclatura  de  los  delitos  de  tmf^nenta 
á  la  del  Código  penal,  coa  reoonoeimieuto  de  algiinaa  oireunslaa- 
cias  agravantes  y  ateonaMes,  y  afüioacMU  M  atatemade  ia^HOsi- 
cion  conjuntiva  de  penas  personales  y  fieeuaiarias. 

4/    Presoriptibilidad  de  delitos  y  penas. 

6.*  Jurisdiecioa  y  procedimiento  ordinarios  {)ara  perseguir  y 
eaatigar  dichos  delitos  de  imprenta. 
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&®  Coreccioii  g^^emalíTa  de  las  Gaitas  qae  se  comeUo  en  el 
raHK)  de  impreDla  y  sha  similares  y  acoeserios. 

7.*"  DenkgaekHi  de  las  diaposicíoiiespfeexisteoteto,  pero  boIo  ea 
oaanlo  «leopon^att  al  ouevoproyeoio* 

Bé  aqoí  eo  lacóoioo  f esúmen  los  príocipios  á  ^oe  otedeoe  dicho 
proyedo  de  ley,  o^nroraie  en  udos  puales,  y  abiet lamerle  <kp«e6to 
ea  oíros  omcbos,  á  Jos  que  (e  haa  precedido.  ¿Llena  por  eomptolo  la 
idea  i  que  tiende  de  coacluir  con  la  espeoiaUdad?  ^Usbce  todas 
las  jualas  eftigencias  que  pueden  teierse  en  la  natoria.?  i¡,Prevé, 
claaiíiaa  y  casligi  debida  y  proporcionalnieate  iodos  los  «busos  a 
que  se  presta  el  medio  de  la  imprenta?  ¿Comprende  y  resuelvct  so- 
bre todo,  lo  que  debía  ser  su  uiaierici  y  objeto?  ¿Responde  á  todas 
las  aspicaciones  y  esperanzas  que  cabe  tener  y  abrigar  en  \o  ^latí- 
vo  á  la  claridad  y  al  método? 

Mucbo  diidamos  que  pueda  cotlestarse  afirmatirvamenld  á  Ules 
pre^uAlas.  Si  proyeciov  en  nuestra  bumilde  opinión,  peca  por  es« 
«eso  en  algunos  dd  sus  principios,  y  peca  por  inconsecuencia  y  Cal- 
ta de  previsión  en  otros.  Por  de  pronto  solo  podría  coodnir  con  la 
especialidad  en  cuanto  ¿  jurisdicción  y  procedimiento;  pero  no  asf 
ea  materia  de  penalidad  y  delincuencia,  pues  para  elle  seria  indis- 
pea<table  que  adoptara  idéntica  clasifícacion  de  los  actos  punibles 
que  la  conienida  en  el  Código  vigente,  con  aplicación  de  su  mismo 
sistema  penal»  sin  perjuicio  de  mejorarlo  todo,  llevada  á  cabo  que 
tuese  la  reforma  de  aquel.  Mas  no  anticipemos  ideas,  y  entremos 
desde  luego  ea  el  análisis  del  proyecto  por  el  orden  de  sus  oMfte* 
rías  y  ajrticuJado» 

Materia  8^jeta  i  la  ley.  Se  ba  censurado,  en  el  sentido  de  la 
severidad  é  rigidez,  que  el  proyecto  sujeie  á  sus  prescripciones, 
no  sobo  el  pensamiento  espresado  en  palabras  impresas  ó  Ktogra- 
íiadas,  sino  el  que  se  maniGeste  por  medio  de  la  fotogcaSa,  graba- 
do, estampación  i  cualquier  otro  procedimieato,  y  banta  en  carteles 
manuscritos.  Pecoea  nuestro  juicio,  la  censura  en  el  sentido  indi- 
cado*  es  notoriamente  injusta  é  inmerecida,  pues  el  eq,aipa(af  eon 
el  impreso  la  manifestación  de  la  idea  por  cualquiera  de  los  otros 
procedimientos^  al  someterlo  todo  á  las  mismas  formalidades,  mas 
bien  que  imponerles  un  grav&nen,  se  les  concede  un  bene6eio,qu6 
lo  es  realmente,  el  de  imprimirles  un  sello  de  legalidad,  y  hacerles 
copartícipes  en  la  brevedad  del  término,  que  i  la  prescripción  de 
los  abusos  en  ellos  cometidos,  señala  el  art.  25  del  proyecto,  en  vez 
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^  quedar  sometidos  á  los  plazos  mas  largos  de  la  legislacioD  co- 
mún, hoy  vigeote.  El  proyecto,  si  censurarlo  cabe  por  el  contení* 
é&  de  su  título  1.®,  es  precisamente  por  su  falta  de  método,  de  cla- 
ridad y  de  precisión.  El  buen  método  exigía  que  el  título  1.*,  el  10 
f  los  arts.  32  al  36  délas  disposiciones  generales  del  proyecto,  se 
refundieran  en  uno  solo,  bajo  el  epígrafe  comup  de  laicoia$sufeia$ 
álaUyde  imitrerúa,  declarando  en  seguida  cuáles  fuesen,  y  cuá- 
kíSt  se  escluian  de  sus  preceptos.  La  claridad  y  el  principio  de  la 
íf^ualdad  demandaban  hacer  la  distinción  entre  los  impresos  por 
Éus  dimensiones  ó  pliegos,  con  referencia  al  papel  sellado,  en  vez 
de  la  paginación,  tan  diferente  en  el  volumen  iofólio,  y  el  impreso 
en  diez  y  seis  avo,  no  obstante  que  uno  y  otro  tengan  las  mismas 
páginas,  y  merezcan  con  arreglo  al  proyecto  idéntica  calificación. 
El  periódico  debía  distinguirse  también  por  su  tamaño  para  los 
efectos  del  art.  i9,  sin  confundirlo  con  las  Revistas,  cuyas  dimen- 
siones en  cada  entrega  pueden  ser  las  del  libro  ó  la  del  folleto,  y 
cuyos  lectores  son  mas  escogidos  ó  de  mejor  inteligencia»  juicio  y 
criterio  que  los  del  periódico,  en  su  sentido  vulgarmente  caracte- 
rístico, llamado  á  caer  en  todas  las  manos,  y  á  entraren  todas  par- 
tes, sin  distinguir  de  condiciones.  La  concisión  y  facilidad  en  las 
referencias  de  la  ley  pudieran  aconsejar  que  los  impresos  se  divi- 
diesen también  en  legales  ó  legítimos  y  clandestinos;  entendiéndo- 
se comprendidos  en  la  primera  clase  todos  los  publicados  con  la» 
formalidades  previas  de  ley,  y  en  la  segunda  los  que  no  reunieren 
dichos  requisitos.  La  previsión  reclamaba,  en  fin,  quedado  caso  de 
conservar  el  previo  examen  para  las  obras  dramáticas  ydemáscon- 
tenidas  en  ej  art.  36,  ó  de  sujetarlas  simplemente  á  las  formalida- 
des generales  del  título  2.*  del  proyecto,  se  considerasen  clandes- 
imas,  si  les  fallara  dicho  requisito.  El  proyecto,  en  el  ndm.  4.®  del 
art.  3.®,  cita  solo  los  carteles,  y  no  tos  demás  impresos  comprendi- 
dos en  el  36.  Acaso  se  diga  que  lo  demás  de  éste  cae  naturalmente 
bajo  la  jurisdicción  del  número  3.^  de  aquel;  pero  entonces  dicho 
número  4.®  debía  suprimirse,  porque  otro  tanto  acontecería  á  los 
carteles. 

Impresos  estranjero^.  Tambíem  debía  ocuparse  el  proyecto, ba- 
jo el  punto  de  vista  de  la  clandestinidad,  ó  de  las  formalidades  de 
pubticacíoo,  de  los  impresos,  litogafías,  y  demás  objetos  de  la  pro- 
pia índole,  de  procedencia  estraojera,  cualquiera  que  fuese  su  idio- 
ma, que  se  introduzcan,  circulen  ó  espendan  en   España,  ya  solo 
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con  OQ  objeto  mercantil,  ya  con  algan  otro  político,  religioso  ó  lite- 
rario, á  fin  de  fijar  claramente  su  condición  legal  en  el  reino,  y 
evitar  en  lo  posible  los  estragos  á  que  dieran  origen  los  delitos  co- 
metidos en  los  mismos.  La  ley  vigente  y  los  proyectos  que  la  pre- 
cedieron, facultaban  al  Gobierno  para  prohibir  la  introducción  en 
territorio  español  de  cualquier  escrito  que  se  imprimiese  ó  publica- 
se en  país  estraojero.  Pero  esto  no  es  en  ningún  concepto  suficien- 
te. Por  encima  de  la  facultad  que  se  conceda  al  Gobierno  en  esta 
parte,  la  propaganda  de  impresos  abusivos  puede  traspasar  la  Troo  - 
tera,  y  hacer  sus  estragos  en  España.  ¿Cuál  es  la  situación  legal  en 
que  se  bailan  constituidos  los  introductores  ó  propagadores,  circu- 
ladores  y  espendedores  de  esos  impresos,  y  cuál  la  responsabilidad 
que  contraen,  y  que  puede  exigírseles  con  arreglo  al  proyecto,  una 
ves  descubiertos,  aprehendidos  y  presos?  ¿La  señalada  á  los  clan- 
destinos, ó  la  de  los  impresos  legales  que  se  publican  con  las  for* 
malídades  debidas?  El  proceder  de  imprenta  no  aprobada  por  el  Go- 
bierno, como  estranjera  que  es,  autoriza  para  lanzar  sobre  ellos  el 
anatema  de  lo  clandestino;  pero  el  no  haberse  fijado  requisitos  de 
ley  para  la  introducción  y  propagación  en  el  reino,  y  el  ser  lícito  y 
legítimo  el  comercio  de  librería,  induce  á  concederles  por  otro  la- 
do, el  carácter  de  impresos  legales.  Lo  justo  y  conveniente  es  que 
el  proyecto  se  ocupe  y  resuelva  sobre  su  introducción  y  circulación 
en  España,  sin  perder  de  vista  el  objeto  mercantil,  religioso,  polí- 
tico 6  literario  que  motive  la  venida  y  propaganda  de  aquellos,  es- 
tableciendo las  mismas  formalidades  y  responsabilidad  criminal  que 
liara  lo  publicado  en  el  reino,  y  facultando  al  Gobierno  para  negar 
la  introducción  y  circulación,  y  proceder  á  la  recogida  de  lo  ya  de- 
clarado abusivo,  ó  para  conceder  el  derecho  de  introducción  solo  á 
los  que  tengan  residencia  en  España  y  reunieren  los  requisitos  ne- 
cesarios para  los  editores  políticos  ó  religiosos,  según  los  casos,  con 
el  objeto  de  no  hacer  ilusoria  la  responsabilidad  á  que  hubiere  lu- 
gar, y  merced  al  carácter  de  derecho  político  que  entraña  todo  lo 
relativo  á  la  propaganda  de  ideas  por  medio  de  la  imprenta.  Si 
abuso  hay  en  los  impresos  que  se  introducen  del  estranjero,  el  abu- 
so es  del  derecho  político  de  propagar  las  ideas  propias  ó  agenas 
por  medio  de  la  imprenta;  y  naturalmente  deben  ser  objeto  esos  ac- 
tos de  la  ley  de  la  materia,  como  lo  son  los  de  los  repartidores  y 
«spendedoresde  lo  impreso  en  España,  sin  embargo  de  que  ellos 
ninguna  idea  suya  emiten,  sino  que  solo  se  asocian  y  contribuyen 
TOMO  xxvu.  6 
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i8Q  circulación  ó  espeodicioo,  por  causa  de  lucro»  ó  por  espiriia 
de  escuela  y  de  partido. 

Con  la  uutíeiia  de  la  eleadeetinídad  Ueae  próxtmo  pareotesco  U 
de  la  falta  de  autorixacíen  previa  é  liceacia  de  la  a^ioridad  tele- 
siásücaea  los  im|ireMsi|ue  la  requieran  coa  arreglo  á  laa  leyes 
del  reino,  cerno  dice  el  proyecU  en  8U8  arU.  3/  y  t6.  En  ves  de 
rererencía  á  las  leyea  del  reioo,  el  proyecto,  á  iaitacion  de  la  ley 
vigente  y  anteriores»  deUa  e^^pcesar,  cuaaUo  Tuese  necesaria.  Las 
dudas  sobre  la  necesidad  de  la  ucencia,  para  juagar  de  la  clandes- 
linidad  y  proceder  ¿  la  recogida  del  impreso,  natu raímente  tienen 
que  ser  el  Gobierno  ó  el  Tribunal  sentenciador  los  llamados  áresot* 
verlas  según  los  casos.  £1  proyecto  del  Sr.  Posada  fle^rera,  á  «n^ 
de  prevenir  la  remisioa  al  diooesaao  de  dos  etjt'oplapes  del  impite' 
so  que  requiriere  licencia  eclesiástica,  disponía  que  en  caso  dene- 
garse esu  por  segunda  vea,  despnes  de  hster  defendido  su  ptoce- 
denciaanieel  Obispo  elesoriior,  se  res^^lviese  deílaUivamenie  so- 
bre ello  por  el  Ministro  de  la<iabernacioná  consulta  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno,  y  de  acuerdo  con  el  parecer  dtí  C^sejo^e  Minis< 
tros.  El  nuevo  proyecto  calla  acerca  de  ambos  esiremos,  acaso  por 
la  naturaleza  delicadisinu  de  la  cueslioa,  jqueenvuelve  el  se^tt(k>, 
ó  por  considerar  cantrovertible  y  peligrosa  la  forma  de  plantearla  y 
resolverla  el  anterior  proyecto. 

Formalidades  de  publécacion.  El  proyecto  en  sus  artículos  4/ 
al  6.®  limiU  las  medidas  prevenüvas  ó  pequisítofi  anteriores  á  lapn- 
biicacion  de  todo  impreso,  á  que  el  editor  bajo  su  firma  dé  avis^nl 
Gobierao  de  provincia  y  Juzgado,  espresando  su  naturaleza,  vecin- 
dad, residencia  y  demás  circunstancias  deiermioaotes  de  la  identi- 
dad, título  del  impreso,  niMnbre  4el  in^^esor,  senas  de  su  estabieei- 
miento,  con  más  el  oombre  del  director  y  casa  de  la  redacción  ea 
los  periódicos;  eniregándose,  además,  en  dicbos  luz^gado  y  Gobier* 
no,  ó  Akaldm,  en  su  caso,  dos  horas  antes  de  salir  á  luz  el  impreso, 
dos  ejemplares  del  mismo,  de  que  se  dará  recibo  sellado  al  poria- 
dor  de  aquellos,  expresivo  de  la  hora  de  la  entre^.  Suprime,  por 
consiguiente,  loa  depósitos  previos,  los  demis  requisitos  exigidos 
hasta  aquí  á  los  editores  políticos  ó  religiosos  y  las  recogidaB  guber- 
nativas  en  casos  graves;  y  confiáodolo  y  esperándolo  todo  del  prin- 
cipio represivo.  ¿Es  acertado  tal  sistema,  y  convenientes  esas  su- 
presiones? 

Sistema  represivo  puro.    No  nos  parece  acertado  rechazar  en 
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absoluto  el  sislema  prev^iUivo»  en  vez  de  combioarlp  coq  el  repre- 
sivo, para  no  privar  al  escritor  de  bueoa  fé,  y  demás  persoacis  res  * 
poQ$ables,del  derecho  de  opcioo  entre  la  recogida  voluntaria  ó  la 
deouncia*  ai  menos  cerrarle  el  camino  al  arrepentimiento,  aan  an- 
tes de  causar  daño  alguno.  La  teoría  de  la  recogi'la  convencional, 
lejos  de  oponerse  al  principio  constitucional  de  la  libertad  deimpri^ 
mircada  cual  sus  ideas  sin  previa  censura,  es  laque  mas  lo  reco- 
noce, considera  y  respeta,  por  el  hecho  mismo  de  verificarse  solo 
aquella,  cuando  la  aceptan  y  consienten  los  interesados,  y  no  per- 
sisten en  la  idea  de  la  publicación  empelada,  por  vislumbrar  ya  tal 
vez  el  aliuso  entrañado  en  lo  que  se  escribiera  en  algun  abirato,  en 
momentos  de  ofuscación  de  la  inteligencia,  en  eaos  instantes  en  que 
la  voluntad  humana  se  vé  empujada  á  obrar  de  un  modo  pernicioso, 
agitada  y  movida  á  impulsos  y  bajo  la  presión  é  influencia  de  las 
distintas  pasiones  que  trabajan  y  subyugan  nuestra  flaca  naturaleza. 
Quedando  en  libertad  el  escritor  de  persistir  ó noen  la  publicación, 
y  sufrir  las  consecuencias  de  la  denuncia,  el  principio  de  la  recogí  - 
da  convencional  en  su  caso  y  lugar,  es  lo  mas  piadoso  y  beiigso 
para  la  prensa  misma,  ese  paladión  de  la  civilización  y  libertades 
modernas;  lo  mas  conforme  con  U  equi«iad,  por  ser  preferible  siem  • 
pre evitar  delitos  antes  que  castigarlos;  y  lo  mas  en  armonia,en  fin, 
con  los  principios  generales  del  Código  penal,  á  que  se  pretende 
asimilar  la  legislación  sobre  imprenta.  En  buenos  principios  jurídi- 
cos, y  atendida  la  naturaleza  intrínseca  de  los  abusos  posibles  en 
los  impresos,  no  puede  haber  verdadero  delito,  ni  acto  punible  has- 
ta tanto  que  principie  la  publicación  y  circulación  de  aquellos,  cual 
dispone  el  art.  56  de  la  ley  vigente  de  ¿9  de  junio  de  1864,  y  como 
tenia  reconocido  el  Tribun.il  Supremo  de  Justi'Ma  en  sentencia  de 
30  de  junio  de  1869,  decisoria  de  recurso  de  casación  sobre  la  na  • 
teria. 

Diílito  frutfraio.  Aparte  de  los  impresos  en  que  se  cometa  vio- 
lación des<K:retos,  desacato  á  personas  y  cofias  sagrada^  y  respeta- 
bles, injuria  y  calumnia  á  particulares,  ú  ofensas  al  pudor  y  bue- 
nas costumbres  y  i  la  moral,  ¿qué  es  el  delito  de  imprenta  mas  que 
una  incitación  ó  provocación,  directa  6  indirecta,  y  mas  ó  menos 
^ave,  para  que  otros  cometan  ai^jun  delito  ordinario,  mayor  ó  me 
ñor,  contra  aquellas  personas,  cosas  é  iastiiucíones?  T  la  provoca- 
ción ó  incitación,  ;qué  e^  en  s(  misma,  analizada  y  considerada  filo- 
sóficvsmente,  mas  que  una  simple  proposición  ó  conspiración  para 
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f>erpetrar  ese  delito,  común  ó  ordioarío?  Paes  sí  esto  es  así;  si  el 
Código  penal  solo  señala  como  primer  término  de  la  escala  de  los 
actos  punibles  y  de  sus  castigos  la  proposición  ya  hecha  6  consa- 
mada; y  si  hasta  exime  de  responsabilidad  al  autor  de  la  misma,  y 
4  los  de  conspiración,  tentativa  y  delito  frustrado,  si  se  arrepintie- 
ren ó  desistieren  de  su  mal  propósito,  y  oo  hubieren  causado  aun 
daño  alguno  que  reparar,  ¿qué  inconveniente  legal  puede  haber  en 
que  se  establezca  la  recogida  con  consentimiento  del  responsable, 
advertido  que  sea  del  peligro  que  corre,  continuando  por  la  senda 
•emprendida,  cuando  ni  siquiera  se  haconsumado  la  proposición  cri- 
minal á  tercero,  único  acto  que  envuelve  esencialmente  la  publica- 
ción del  impreso  abusivo?  ¿Ni  como  cerrarle  tampoco  al  escritor  de 
buena  fé  y  demás  responsables,  la  puerta  para  su  arrepentimiento, 
4*.iial  acontecería,  no  teniendo  derecho  á  optar  entre  la  recogida  y  la 
denuncia,  y  condenándolo  forzosamente  por  delito  frustrado  de  pu- 
blicación; ó  lo  que  es  lo  mismo,  por  fruitracion  de  proposición  de 
delito  común  ú  ordinario,  por  un  acto  que  apenas  ha  traspasado  el 
límite  subjetivo,  que  dista  mucho  de  haber  entrado  en  verdaderas 
vías  de  ejecución,  y  que  tai  vez  no  se  realizará  por  desistimiento 
voluntario  del  autor;  por  una  proposición,  en  fin,  meramente  pro- 
yectada y  aun  no  dirigida  á  personas  inciertas  é  indeterminadas, 
que  tal  vez  no  surtiría  efecto  en  el  punto  de  su  destino,  y  se  vería 
frustrada  y  perdida,  por  no  encontrar  eco  en  el  espacio,  por  no  me- 
recer el  asentimiento  del  público  en  general  á  quien  se  le  hace,  á 
quien  se  pretende  instigar  y  seducir  con  ella?  ¿se  quiere  ir  mas  allá 
de  donde  vá  el  Código  penal? 

Precisamente  en  lo  relativo  á  la  inducción  ó  incitación  para  co- 
meter un  delito,  es  donde  nuestro  Código  penal  revela  mejor  la  pro- 
funda fliosofía  con  que  está  redactado,  puesto  que  vá  haciendo  co- 
partícipe en  la  responsabilidad  del  hecho  materialmente  abusivo  que 
resulte,  al  autor  del  proyecto  punible;  al  que  sembrara  en  cabeza 
ajena  la  mala  semilla;  al.que  puso  enjuego  al  hombre  instrumento; 
al  que  impulsó  el  brazo  y  movió  la  mano  que  había  de  obrar  yaco- 
meter,  salvo  cuando  demostrare  el  primero  su  arrepentimiento,  de- 
sistiéndose  de  todo,  con  tiempo  y  por  completo,  y  dando  cuenta  cir- 
cunstanciada á  la  Autoridad  del  hecho  intentado,  con  revelación  de 
la  persona  inducida,  y  de  la  señalada  en  su  caso  para  víctima.  El 
Código  penal  juzga  de  la  eficacia,  y  regula  la  responsabilidad  de  la 
incitación  ó  provocación  para  el  crimen,  no  por  la  forma  de  consejo 
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Ó  mandato,  clara  ó  encubierta,  directa  ó  indirecta,  en  que  se  hicie-* 
re  al  que  había  de  ser  instrumento  material  del  mismo,  sino  por  la 
intención  decidida  de  asociarse  á  la  mala  obra,  y  por  el  resoltado, 
de  los  psos  que  diese  el  último  en  su  funesto  camino.  Si  el  hombre* 
instrumento  llegó  al  término  de  lo  proyectado  y  convenido,  el  au- 
tor del  plan  y  déla  proposiciones  responsable  como  él  de 'delito 
consumado,  por  ser  ya  tiempo  de  recoger  el  fruto  de  la  mala  semi- 
lla que  sembrara:  si  quedó  frustrada  la  obra,  ó  nó  pasó  de  on  prin- 
cipio de  ejecución,  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de  am» 
bos,  los  dos  serán  simplemente  culpables  de  tentativa  ó  delito  frus- 
trado: si  el  acto  no  traspasó  los  límites  de  la  confabulación  ó  el  ceo 
cierto,  uno  y  otro  serán  reos  de  mera  conspiración :  si  es  rechazad» 
la  proposición  criminal,  solo  hay  responsabilidad  para  quien  la  hizo, 
pero  imponiéndosele  un  castigo  infinitamente  inferior  en  escala  al* 
señalado  para  los  demás  actos  snbsiguientes,  para  los  pasos  progre* 
sivos  por  la  senda  del  crimen. 

Aun  con  respecto  á  los  delitos  ordinarios  que  se  consuman  coi> 
la  publicidad  del  impreso,  como  el  de  revelación  de  secretos  y  de^ 
más  antes  mencionados,  nos  parece  dura  é  inconstitucional  la  teo* 
ría  del  nuevo  proyecto,  en  el  hecho  de  aspirar  al  castigo  de  lo  que 
puede  llamarse  delito  frustrado  de  publicación  de  impreso  abnsi- 
vo.  Perseguir  y  castigar  éste,  antes  que  haya  tenido  un  principio 
de  publicidad,  no  comprendemos  cómo  puede  hacerse  compatible 
con  el  art.  2.^  de  la  Constitución  del  Estado.  Tal  sistema  seria  mu- 
cho peor  que  el  de  la  previa  censura;  porque  al  fin,  en  este  último, 
quedaba  todo  reducido  á  negar  el  pase  y  no  ver  la  luz  pública  el 
impreso,  como  no  fuera  clandestinamente»  y  á  inscribir  tal  vez  al 
autor  en  el  registro  de  los  sospechosos,  pero  sin  sufrir  jamás  conse- 
cuencias penales  por  la  proyectada  publicación;  al  paso  que  en 
aquel,  á  mas  de  entrañar  verdadera  censura  antes  de  haber  publi- 
cidad, se  impoodria  una  pena  severa,  sin  embargo  de  no  haberse 
causado  aun  daño  alguno.  Admitido  que  fuese  semejante  sistema^ 
vendría  por  tierra  el  derecho  constitucional  de  publicar  libremente 
cada  cual  sus  ideas,  porque  las  persecuciones  se  sucederían  de  ua 
modo  estraordinario,  pudiéndose  ir  á  parar,  de  consecuencia  en 
consecuencia,  y  á  protesto  de  clandestinidad,  á  no  permitir  impreso 
alguno,  á  invadir  las  imprentas  y  recoger  los  ejemplares,  aun  an- 
tes de  remitir  al  Juzgado  y  fiscalía  los  que  determina  el  art.  5.* 
del  proyecto. 
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Dtráse  acaso  qae  nna  ves  admitido  el  prineipio  át  la  apifcaeion 
del  Código  penal  á  tos  abusos  de  la  imprenta,  el  rigorismo  lógico 
exige  el  castigo  ée)  delito  frustrado.  Pero  considerado  el  proyecto 
bajo  este  pumo  de  Tista,  sería  censurable  por  inconsecuencia,  ya 
que  la  lógica  debió  llevarlo  al  castigo  de  la  tentatíira ,  conspiración 
y  proposición  para  la- pnMicacion  del  impreso  abusivo;  actos  todos 
que  cabe  dísltognirlos  y  separarlos  muy  bien,  veKido  como  qneda 
desde  so  príuotpio  en  el  manuscrito  el  pensamiento  criminal  de  sa 
autor.  ¿Por  qué  no  se  han  sacado  las'  últimas  consecuencias  de 
aquella  premisa,  supue^sio  el  alcance  que  se  le  atribuye,  pero  que 
en  rigor  de  d^recbo  no  tiene?  Sin  duda  el  buen  sentido  práctico 
bizo  ver  al  autor  del  provecto  de  ley  que  canrrínaba  dererhamente 
al  absurdo  con* semejantes  consecuencias.  Terdad  es  qmt  el  Código 
vigente  castiga  en  general  los  actos  consthutíros  de  tentativa  y  de- 
lito frustrado;  pero  por  generales  que  sean  los  términos  de  su  ar- 
tículo 3.®,  eso  no  quiere  decir  que  toda»  las  seríes  de  delitos  com- 
pendido»  en  el  libro  2.^  se  presten  buenamente  á  la  ^aplicación 
rigorosa  de  la  teoría  del  castigo  de  las  fracciones  ó  quebrados  de 
delincuencia,  pues  hay  actos  que  no  admiten  tal  distinción,  por 
repugnarla  y  repelerla  du  misma  intrínseca  naturaleza.  De  seguro 
no  podrá  citársenos  un  solo  caso  siquiera,  á  pesar  de  venir  rígien* 
do  el  Código  hace  diez  y  seis  anos,  en  que  se  haya  formado  causa 
por  tentativa  ó  delito  frustrado  de  injuria  y  calumnia,  de  vagancia, 
desacato  verbal  y  otros  de  idéntica  ó  semejante  naturaleza.  E!n  el 
desacato  verbal,  por  ejemplo,  ¿concibe  siquiera  la  razón,  la  posibi- 
lidad de  la  existencia  de  acto  alguno  constitutivo  de  tentativa  ó  de- 
lito frustrado?  En  un  delito  semejante,  ni  hay  término  medio  ni 
progresión  material  y  visible  entre  intentar  el  detito  y  consumarlo, 
como  no  la  hay  tampoco  entre  el  ser  y  el  no  ser  de  un  hecho  sim- 
ple, indivisible  é  infiraccronable.  Si  división  y  fraccionamiento  ca- 
ben, es  entre  el  propósito  de  desacatar  y  eíl  acto  material  del  des- 
acato; pero  en  el  sagrado  asito  de  las  intenciones  el  Código  no  ha 
intentado  penetrar,  ni  la  ley  podría  muchas  veces  conseguirlo,  ni 
debe  jamás  pretenderlo,  por  las  injusticias  que  se  cometerían,  y 
dificullfldcs  con  que  habría  de  tropezar  el  procedimiento  entablado 
para  conocerlas,  cuando  no  so  hubieren  revelado  á  nadie,  ni  des- 
onvuello  de  un  modo  ostensible  y  permanente. 

Aparte  de  esto,  el  mismo  Código  penal,  no  obstante  lo  absoluto 
de  su  artículo  3.®,  hace  escepcíones  en  favor  de  los  actos  de  apos- 
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tasía,  fdtüpro,  rapte,  sociedades  secRUs»  M^edades  de  doeunen- 
toi,  hurtos  y  défraudácráffe:»  efDtre  parieates  iamediaCos^,  am  ceao- 
do  se  habieren  yacofiMUinado;  et^cepcíoaes apoyada» eo  respetos  y 
coimderacione?  que  están  al  ateaoce  de  todos,  y  q«e  nnpulsaft  na* 
turaltneoie  á  tender  uo  velo  y  eximir  de  responsabilidad  crimioal 
á  sos  atiiores.  ¿No  merecen  ígaai  privilegio  de  eieiieioo  |ios  delitos 
frustrados  que  se  pensara  en  mal  bora*  eometer  por  medio  de  la 
pnbltetdad  de  la  prensa,  en  gracia  siquiera  del  principio  constitu- 
cional de  Ib  libre  emisión  del  pensamiento'»  en  obsequio  de  ese  cen- 
tinela avanzado,  censor  y  denunciador  constante  de  los  abusos,  y 
propagador  cdoso  y  prepotente  dé  toé^  chisa  de  mejoras  y  adelan- 
tos? Vése,  pues,  cómo  siocoirtrafiar  el  espirilu  ni  trastornar  el  me- 
canismo del  Código  vigente,  puede  hacerse  apKcacion  de*  sos  prin- 
cipios á  los  abusos  cometido»  por  la  prensa,  pero  solo  desde  el  mo- 
mento en  que  baya  habido  un  principio  de  pobiicídád,  echando  uu 
velo  sobre  los  demás  actos  fracciónales  de  delincuencia  que  le  pre- 
cedan, á  semejanza  de  los  casos  de  escepckm  que  nos  ofrece  y  pre- 
senta aquel,  y  de  lo  que  dispone  el  art.  D7  de  la  ley  especial  re- 
formada vigente.  De  ese  modo,  se  deja  abierta  lá  puerta  al  arrepen- 
timiento haíta  el  dltimo  instante,  y  queda  franca  la  entrada  para  la 
recogida  convencional,  antes  de  causarse  verdaderamente  el  daño 
á  qne  la  publicidad  dá  origen  é  incremento.  Bn  los  delitos  mismos 
de  violación  de  secretos,  desacato,  calumnia  é  injuria,  es  in- 
conmensnrable  y  casi  infinita  la  diferencia  entre  la  gravedad  del 
acto  proyectado  y  el  consumado.  Entre  haber  difamación,  ó  no 
llegar  á  existir  ésta,  hay  una  distancia  tan  grande  y  portentosa, 
que  apenas  ie  es  dado  á  la  imaginación  mas  brillante  el  poder  dis- 
tinguirla bien  ó  calcularla. 

Mientras  mas  se  medite  el  asunto  de  buena  fé,  mientras  mas  se 
le  mire  y  contemple  á  la  luz  del  buen  sentido  práctico,  mas  se  com- 
prenderá que  la  corrección  de  los  abusos  de  la  prensa  no  debe  em- 
pezar hasta  que  baya  habido  un  principio  de  publicidad;  y  que  el 
sistema  mas  beoigno  y  constitucional,  al  paso  que  mas  conservador 
y  conciliatorio,  es  el  de  la  combinación  de  lo  preventivo  con  lo  re- 
presivo, el  de  conceder  al  responsable  derecho  de  opción  entre  la 
recogida  convencional  6  la  denuncia  para  toda  clase  de  impresos, 
inclusos  los  periódicos,  y  sin  mas  escepcion  que  los  clan/lestioo«, 
por  haberse  colocado  ellos  mismos  en  ei^tado  de  sitio,  y  no  ser  dig- 
nos de  obtener  ninguno  do  los  beneficios  de  ley. 
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El  error  de  escuela  ó  la  pasioa  políiica  podrán  desconocer  la 
coaveoieQcia,  legalidad  y  justicia  de  tal  sistema;  pero  los  hombres 
de  órdeo,  y  amantes  sinceros  de  las  libertades  modernas  y  de  los 
verdaderos  adelantos  sociales,  de  seguro  le  prestarán  su  asenti- 
miento, por  ser  el  único  medio  de  conciliar  la  libre  emisión  del 
pensamiento  con  la  necesidad  de  conservar  la  tranquilidad  pública» 
y  reprimir  los  escesos  ó  ataques  criminales  contra  personas»  cosas 
é  instituciones.  Consérvense  ó  suprímanse  las  trabas  y  requisito^» 
anteriores  á  la  publicación,  sobre  lo  cual  haremos  alguna  indica- 
ción mas  adelante;  concédase  ó  no  al  responsable  el  derecho  de  op- 
tar entre  la  recogida  y  la  denuncia;  el  sistema  represivo  no  debe 
empezar  á  hacerse  sentir  hasta  que  haya  habido  un  principio  de 
publicidad,  en  los  términos  indicados  en  el  último  párrafo  del  articu* 
lo  10  del  proyecto  en  cuestión;  pero  tan  luego  como  ese  principia 
de  publicidad  exista»  impóngase  irremisiblemente  al  culpable  de 
cualquier  delito  cometido  por  laprensa,  la  pena  proporciónala  la. 
importancia  del  daño  inferido  ó  derecho  violado.  Una  vez  perpetra 
do  el  delito,  no  hay  derecho  alguno  para  la  impunidad,  ni  la  ley 
constitucional  ha  pretendido  nunca  que  la  libertad  de  imprenta  sea 
un  salvo-conducto  en  perjuicio  del  orden  público,  del  acatamiento 
debido  á  altísimas  instituciones  sociales,  ó  del  respeto  á  las  perso- 
nas, honra  y  bienes  de  los  demás  ciudadanos.  El  derecho  constitu- 
cional llevado  á  tal  estremo  y  saltando  por  encima  de  cosas  y  per- 
sonas tan  sagradas  ó  respetables,  no  seria  ya  libertad  racional  y 
justa,  sino  el  derecho  de  la  desvergüenza,  el  de  la  difamación,  el  de 
la  mas  repugnante  licencia,  el  del  mas  absurdo  y  subversivo  de  los 
libertinajes,  el  de  aplicar  el  ariete  mas  espantoso  para  conmover' 
los  cimientos  de  la  sociedad,  hasta  venir  á  parar  en  su  disolución  y 
ruina. 

DepótUos  previos  y  requintos  m  los  editores.  El  proyecto  en 
esta  parte  adolece  de  visible  exajeracion.  ¿Cómo  ha  de  ser  conve- 
niente conceder  á  todo  ciudadano  el  derecho  de  emitir  sus  ideas  en 
la  prensa,  por  solo  la  circunstancia  de  ser  español,  y  aun  cuando 
no  esté  siquiera  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles,  se  halle 
inhabilitado  para  el  ejercicio  de  los  políticos,  ó  no  tenga  respon- 
sabilidad de  ninguna  clase?  De  la  severidad  relativa  del  sistema 
preventivo  anterior,  ¿vamos  á  parar  ahora  de  un  golpe  y  con  igual 
exajeracion  al  sistema  contrario,  hasta  el  punto  de  que  pueda  ser 
editor  el  hijo  de  familia  menor  de  15  anos,  por  no  decir  de  10,  sía 
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capacidad  y  sia  responsabilidad  de  oioguna  clase,  y  sin  haber  tér- 
minos  para  rechazarlo,  pues  que  las  prescripciones  absolutas  del 
proyecto  ni  edad  requieren,  ni  ponen  otra  limitación?  Este  fenóme- 
no cabe  dentro  del  tenor  literal  de  la  ley  en  proyecto ,  por  mas  que 
concedamos  ser  opuesto  i  su  espíritu;  pero  hará  preciso  cuando 
menos  recurrir  á  interpretar  y  conciliar  lo  antiguo  con  lo  moderno 
y  ver  lo  que  se  derogó,  y  lo  que  habia  quedado  subsistente.  Con* 
venimos  en  que  pueda  bajarse  aun  el  tipo  señalado  hoy  para  los  de- 
pósitos previos,  si  se  aspira  y  desea  facilitar  mas  las  publicaciones 
legales  ó  no  clandestinas;  pero  de  ningún  modo  en  la  supresión 
absoluta,  á  menos  de  hacer  ilusoria  la  responsabilidad  que  resulte 
y  se  contraiga,  y  necesario  el  procedimiento  de  apremio,  costoso  y 
dilatorio  para  el  embargo,  depósito  y  remate  de  los  efectos  de  la 
imprenta,  y  demás  bienes  muebles  ó  raíces  de  los  responsables. 

Por  otra  parte,  si  el  derecho  de  la  libre  emisión  del  pensamien- 
to por  medio  del  impreso,  es  por  su  origen  y  objeto  esencialmente 
constitucional  y  político;  si  es  un  derecho  fácilmente  espuesto  al 
abuso  por  su  intrínseca  naturaleza,  merced  á  las  pasiones  que  de 
ordinario  presiden  en  su  ejercicio,  y  á  las  que  acaricia  y  cobija;  si 
en  todos  los  demás  derechos  políticos  que  la  Constitución  y  las  le- 
yes orgánicas  conceden  al  ciudadano,  como  el  de  reunión ,  el  elec- 
toral, el  de  ser  jurado,  el  de  aspirar  á  los  cargos  públicos,  el  de 
acusar  por  acción  popular,  se  exigen  requisitos  y  ponen  condicíp- 
nes  para  su  ejercicio  y  disfrute,  ¿por  qué  aquel  no  ha  de  seguir  la 
ley  común  que  rige  en  los  otros?  ¿Por  qué  ha  de  ser  imprescripti- 
ble, absoluto,  incondicional  é  imperecedero  lo  que  ha  de  ejercitar- 
se por  seres  múltiplos,  finitos,  imperfectos,  de  razón  limitada  y 
flaca  naturaleza,  sujetos  al  influjo  de  mil  pasiones  trastoroadoras, 
espuestos á  los  abusos  que  entrañan  responsabilidad,  y  dan  origen  á 
antagonismos  y  colisión  entre  los  derechos  respectivos?  Aquí  abajo, 
7  en  el  ser  humano,  no  debe  haber  nada  absoluto,  imprescriptible, 
incondicional  é  imperecedero:  esos  atributos  solo  son  propios  y  cor- 
responden al  Ser  uno,  perfecto,  eterno,  inmortal,  infalible,  impeca- 
ble, infinito,  justísimo,  Todopoderoso,  Supremo  Hacedor,  Dios.  El 
mismo  derecho  personalísimo  de  defensa,  el  mas  principal  y  nece- 
sario de  todos  al  individuo,  el  que  debiera  traer  origen  del  estado 
anteriora  la  sociedad,  si  estado  anterior  fuese  posible,  es  un  dere- 
cho limitado  que  requiere  circunstancias  y  requisitos  para  conside- 
rarlo legitimo,  y  exento  de  responsabilidad  su  material  ejercicio. 

TOMOXXMI.  7 
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¿Cémo,  pue&,  do  se  le  han  de  poDer  y  exigir  DÍagcioes  al  mas  deli- 
cado f  peligroso  de  los  derechos  políticos,  al  que  impticael  magís> 
terio,  el  apostolado,  la  propagaoda  y  la  cootroversia  ea  todo  y 
sobre  lodo,  de  cosas,  persooas,  iiislitucioDes,  ideas,  prÍDcipios  y 
doelrinas? 

Ni  se  di^a  por  eso  que  coo  semejaotes  trabas  y  requisitos  se 
eotorpece  y  retrasa  el  curso  de  la  ctrilizacioo,  ó  el  deseDYolTimiea- 
to  de  las  ideas  modernas,  ea  lo  que  tengan  de  legítimas,  verdade- 
ras, «eeptables  y  convenientes.  Aun  con  e>as  trabas  y  requiskes, 
i|ue  los  principios  coaservadores  del  orden  social  demandan  como 
de  necesidad  indispensable,  habrá  siempre  y  en  toda^  partes  milla- 
res'de  ciudadanos  que  reúnan  las  condiciones  de  ley  y  se  presten  ¿ 
propagar  y  difundir  las  ideas  propias  6  ajenas  por  medio  de  la 
prensa*  ¿Cómo  es  concebible  siquiera,  atendida  la  confrateroidad 
que  leiAaen  el  mundo  de  las  inteligencias ,  y  el  espirita  de  asimi- 
lación y  conquista  que  se  observa  en  el  vasto  campo  de  la  ciencia, 
revelados  por  los  mismos  actos  de  discusión  y  controversia,  noobs- 
tante  sus  antagonismos  accidentales  y  transitorios,  que  no  llegue  á 
haber  Áateiigeacia  alguna  que  escuche  y  atienda  á  lan«evaidea 
que  le  llame,  sin  cerrarle  sus  puertas,  sin  negarle  la  hospitalidad  y 
el  defecho  de  ciudadaiua,  sin  rechazarla  y  permanecer  impasible, 
al  verla  caminar  triste,  solitaria  y  errante,  sin  embargo  de  vislom- 
brar<en  su  seno  un  germen  de  vida,  de  certeza,  sublimidad,  cotve- 
nieicia  y  Justicia?  La  inteligencia  que  carece  de  las  condiciones  de 
ley,  jDo  busca  siempre,  y  encuentra  y  se  asociad  otra  que  las  reu- 
na,  y  pueda  responder  de  los  escesos  que  lleva  muchas  veces 
tras  si,  como  funesto  y  casi  obligado  cortejo,  la  libre  emisión  del 
pensamiento?  Cou  testen  por  nosotros  todas  las  redacciones  de  peri6- 
dicosyrlas  empresas  cientíGeas,  políticas  ó  literarias,  donde  se 
agrupan,  estrechan  y  adunan  inteligencias  de  todas  clases  y  condi- 
ciones fMirael'deseovolvimieDlo  de  la  idea  común.  ¿Se  quiere,  por 
ventura,  dejar  desarmado  el  poder  público,  privarle  de  su  acción 
tuiekr,  hacer  ilusorios  sus  castigos,  y  llevar  el  caos  al  mundo  de 
la  poMtica  y  de  la  ciencia,  come  aconteceria,  una  vez  rotas  todas  las 
trabas  que  apenas  pueden  contener  boy  alguna  cosa  el  personalis- 
mo egoísta  y  desorganizador,  el  yo  orgaHosamente  satánico  que 
trabaja  y  corroe  los  cimientos  de  la  sociedad  presente? 

Becogidas  guternalivas.    El  principio  de  la  recogida  gubernati- 
va debe  quedar  reservado  para  la  prensa  clandestina,  la  mas  agre- 
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«i?a  é  ínfiniaaie,  colocada  por  sí  misma  fuera  de  las  oondiciones  de 
ley,  y  sin  derecho,  por  coosigoieDle,  á  pretender  la  aplicación  y  el 
goce  de  sus  beneficios.  Respecto  á  la  prensa  legal ,  ¿  la  que  se  so*- 
mete  á  las  formalidades  de  ley,  no  debe  baber  otra  recogida  que  la 
convencional,  en  los  términos  que  dejamos  ya  espuestos,  salvo 
siempre  el  embargo  y  retención  que  se  acuerde  por  maúdato  judi* 
cíal,  á  virtud  de  denuncia  en  forma,  luego  que  el  impreso  haya  te- 
nido nn  principio  de  publicidad.  Sometida  como  está  la  prensa  le- 
gal desde  su  nusmo  origen  á  la  vigilancia  del  poder  público,  na 
será  ella  por  cierto  la  que  dirija  ataques  mas  bruscos  y  groseros  a 
personas  y  cosas  sagradas  ó  respetables,  como  se  sepa  deslindar  y 
coicretar  previa  y  eiactamente,  y  perseguir  y  castigar  con  vigor 
los  abusos  ó  deUtos  ea  que  incurra.  Presentada  y  admitida  la  de- 
nuncia, el  embargo  y  retención  del  impreso  pueden  ser  instantá- 
neos, teniendo  como  tienen  en  su  mano  el  poder  judicial  y  el  gu« 
bemalivo  el  poderoso  au&iliar  del  telégrafo,  y  los  mismos  agentes 
de  p«lioia,  para  contener  ios  estragos  que  causar  pudiera  la  circu- 
lación de  aquel. 

Previo  examen  para  eierto$  impresos.  El  principio  del  previo 
«xámen  debería  tal  vez  quedar  limitado  á  los  impresos  sobre  el 
<logma,  sagrada  escritura,  y  moral  cristiana,  por  los  gravísimos  in- 
convenientes que  llevarla  tras  si  la  esposícion,  el  comentario  y  la 
critioa  de  la  doctrina  católica;  cosas  todas  reservadas  por  los  cáno- 
nes á  la  Autoridad  de  la  Iglesia  y  de  sus  ministros,  como  únicos 
depositarios  de  la  fé  y  sus  mas  fieles  intérpretes.  En  cuanto  á  la.^ 
obras  dramáticas  y  demás  impresos  comprendidos  en  el  art.  36  del 
proyecto,  puede  cuestionarse  sobre  la  conveniencia,  necesidad  y 
buenos  resultados  de  la  aplicación  del  previo  examen,  en  vez  de 
someterlos  á  la  ley  general  de  las  formalidades  de  publicación,  y  á 
la  responsabilidad  común,  consiguiente  á  los  abusos,  sin  perjuicio 
de  io  que  dispusiere  la  ley  de  espectáculos  públicos,  ó  las  disposi- 
ciones que  la  sustituyan ,  para  la  representación  de  lo  dramático. 
Nos  contentamos  con  hacer  solo  esta  indicación ,  por  considerarla 
bastante,  para  que  se  comprenda,  que  una  vez  adoptadas  las  refor- 
mas anteriormente  dichas,  no  habría  gran  inconveniente  en  la  su- 
presión del  previo  examen  para  todo  lo  terrenal  y  mundano. 

ResponsabiHdai  solidariat  El  principio  de  la  responsabilidad 
solidaria  de  los  autores,  traductores,  editores  ó  directores  de  perió- 
dicos, é  impresores,  no  nos  parece  tampoco  muy  aceptable  con  rea* 
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pecto  i  la  prensa  legal,  á  la  que  se  somete  á  las  formalidades  de 
derecho,  y  no  se  tale  de  medios  clandeslíoos,  y  está  dispuesta  i 
responder  de  sus  actos.  Para  los  que  se  halleo  en  tal  caso,  la  res- 
ponsabilidad debe  exigírseles  en  órdeo  subsidiario,  en  la  forma  y 
manera  que  la  desenvolvieron  el  decreto  de  i852,  el  proyecto  de 
Señor  Posada  Herrera  y  la  actual  ley  vigente  de  imprenta:  es  de- 
cir, en  primer  término,  el  autor  ó  traductor,  que  firme  el  original; 
cuando  no  haya  autor  ó  traductor  que  firme,  ó  se  fugue,  ó  sea  in- 
solvente, el  editor,  sin  perjuicio  de  castigar  también  al  fugado,, 
luego  que  se  le  aprendiere;  pues  por  razón  de  su  fuga,  ya  no  es 
acreedor  á  consideraciones  de  ninguna  clase;  y  á  falta  de  aquellos, 
6  caso  de  fugarse,  estar  inhabilitados  ó  ser  insolventes,  el  impre- 
sor. Por  las  mismas  razones  y  fundamentos  apuntados,  al  ocupar- 
nos del  delito  frustrado  de  imprenta,  debe  aquí  limitarse  la  respon- 
sabilidad á  una  sola  persona,  respecto  á  la  prensa  legal,  corriendo 
un  velo,  ó  eximiendo  de  responsabilidad  criminal  á  los  demás  qoe 
hayan  contribuido  ó  tomado  parte  directa  ó  indirecta  en  la  publi- 
cación. La  responsabilidad  solidaria,  la  responsabilidad  colectiva » 
debe  quedar  reservada  para  la  prensa  clandestina,  para  la  que  re- 
huye las  formalidades  de  ley,  y  busca  la  publicidad  por  medios  fur- 
tivos ó  reprobados,  para  eludir  y  evitar  el  castigo  de  sus  abusos. 
Para  los  impresos  clandestinos  en  que  se  cometen  delitos,  está  en 
su  lugar  todo  el  rigor  de  derecho,  y  no  hay  por  qué  ni  para  qué 
eximir  de  responsabilidad  á  ninguno  de  los  que  contribuyeran  á  su 
pablicacion,  ni  equipararlos  con  los  que  se  colocan  desde  su  prin- 
cipio bajo  la  salvaguardia  de  la  ley.  En  este  caso,  todos  responde- 
rán á  la  vez,  con  arreglo  al  Código  penal,  y  según  la  participación 
que  hayan  tomando  en  la  confección  y  publicidad  del  impreso:  los 
autores,  traductores,  editores  y  directores,  consocios  principales 
todos  en  el  pensamiento  y  utilidades  del  plan  criminal,  responsa- 
bles todos  también  como  autores  de  delito:  los  impresores  y  cajis^ 
tas,  y  cualesquiera  otros  que  tomen  parle  material  en  la  tirada,  co- 
mo cómplices:  y  los  repartidores,  libreros  y  espendedofes  ambu- 
lantes, cuya  malicia  resultare  del  modo  furtivo  con  que  hagan  ti 
reparto  y  espendicion,  ó  de  no  querer  descubrir  la  procedencia  de 
los  impresos,  ó  bien  de  faltarles  á  estos  los  signos  característicos 
(le  la  prensa  legal^  como  encubridores  del  mismo  delito. 

Delito$.    Desde  1852,  la  tendencia  á  asimilar  la  nomenclatura 
de  los  abusos  de  la  prensa  con  la  del  Códico  penal,  ha  sido  marca - 
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digima  en  cuaotos  proyectos  de  ley  presentaran  después  las  dife* 
rentes  fracciones  políticas  que  ban  ido  ocupando  el  poder.  T  asi  de- 
bía ser,  obrando  filosóficamente,  porque  la  razón  no  concibe  cómo 
pueda  cambiar  el  nombre  y  la  moralidad  del  acto,  sin  otro  funda- 
mento que  el  del  medio  ó  instrumento  con  que  se  ejecuta.  El  pro- 
yecto actual  está  muy  distante  de  haber  acertado  en  el  ensayo  de 
asimilación,  ni  en  la  previsión  de  todos  los  abasos  que  pueden  co- 
meterse por  medio  de  la  prensa. 

Contra  la  religión.    En  materia  de  delitos  y  faltas  contra  la  re* 
íiigion,  el  proyecto  no  esiá  muy  previsor,  pues  solo  encontramos  en 
su  art.  43,  calificados  impropiamente  de  delitos  contra  la  seguridad 
del  Estado,  los  impresos  que  atacaren  ó  ridiculizaren  la  religión  y 
su  culto,  ofendieren  el  carácter  de  sus  ministros,  escitaren  á  la  abo- 
lición ó  cambio  de  la  misma,  ó  á  permitir  el  culto  de  cualquiera 
otra;  y  en  el  16,  como  delito  contra  la  moral  pública,  el  acto  de 
publicar  impresos  en  que  se  trate  de  asuntos  religiosos  sin  la  cor- 
respondiente autorización,  cuando  esta  sea  necesaria,  según  las  le- 
yes del  reino;  acto  que  bien  analizado,  ni  envuelve  el  delito  que  se 
supone,  ni  puede  constituir  otro  alguno,  implicando,  cuando  más, 
una  falta  de  formalidad  legal,  corregible  gubernativamente,  siem- 
pre qae  el  impreso  no  ataque  el  dogma  ni  la  moral  cristiana,  á  pe- 
sar de  no  estar  adornado  de  dicho  requisito,  bien  por  ignorancia,  ó 
cualquiera  otra  causa.  T  sin  embargo  de  esa  omisión  del  proyecto, 
es  indudable  que  por  medio  de  la  prensa  se  pueden  cometer  mu- 
chos de  los  actos  previstos  en  el  título  I."",  libro  i.^  del  Código  pe- 
nal,  y  aun  en  el  libro  de  las  faltas.  En  un  impreso  puede  incitarse 
y  provocarse  á  otros,  directa  y  escandalosamente,  para  el  acto  pú- 
blico deapostasía  anti  cristiana;  inobservancia  de  los  preceptos  re- 
Jigiosos;  escarnecimiento  ó  desprecio  de  los  misterios,  sacramentos, 
ritos  y  prácticas  de  la  Iglesia;  alteración  violenta  y  escandalosa,  ó 
impedimento  del  ejercicio  del  culto  público,  dentro  ó  fuera  del  tem- 
plo; y  exhumación,  mutilamiento  ó  profanación  de  cadáveres  huma- 
nos. En  vez  de  incitación  á  otros,  y  á  parte  de  los  actos  que  refiere 
el  proyecto,  puede  persistirse  en  sostener  doctrinas  contrarias  al 
dogma  católico,  después  de  haber  sido  condenadas  por  la  autoridad 
eclesiástica;  cometerse  blasfemias,  y  sentarse  máximas  impías,  ó 
en  oposición  al  contenido  de  los  libros  sagrados.  A.demás,  puede 
ocurrir  el  hecho  de  la  introducción,  circulación  y  propagación  en 
España  de  los  impresos  prohibidos  por  la   censura  eclesiástica. 
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ftt  sea  pof  causa  de  lucro,  ya  coo  ob|eto  religioso  ó  poKiieo. 

Nadie  negará  qve  todos  esos  abusos  pueden  cometerse  en  los 
impresos,  tanto  clandestinos  como  legales;  y  sin  embargo,  el  pro- 
yecto calla,  y  no  hace  referencia  siquiera  á  las  prescripciones  de 
dicho  Código  en  los  que  tiene  previstos  y  castigados*  O  los  impre- 
sos se  han  de  regir  en  lo  penable  por  dicho  Código,  en  cuyo  caso  el 
proyecto  solo  debia  indicar  los  abusos  no  previstos  por  aquel,  bace- 
ta su  reforma  deGnitiva;  ó  no  ha  de  haber  mas  materia  de  penali- 
dad que  la  señalada  en  el  mencionado  proyecto,  en  cuyo  casofkl- 
ta  éste  al  espíritu  de  su  preámbulo,  dejando  desarmada,  por  aña- 
didura, la  religión  contra  los  ataques  que  pueda  recibir  impune- 
mente de  parte  de  la  prensa,  y  permitiendo  hacerse  por  impreso  lo 
que  no  cabe  hacer  de  palabra.  Un  Gobierno  de  orden,  no  podría 
consentir  esas  aberraciones,  tan  criminales  como  espansivas,  del  es- 
cepticismo y  de  la  impiedad,  tal  vet  descarada  y  grosera;  y  se  ve» 
ría  en  el  caso  de  recojer  gubernativamente  el  impreso,  aun  á  riesg» 
de  faltar  al  articulo  constitucional,  por  la  imprevisión  del  legisla- 
dor en  no  prohibir  y  castigar  actos  notoriamente  abusivos. 

Por  no  ser  difusos,  omitimos  hacer  igual  análisis  de  las  diferen- 
tes series  de  delitos  que  señala  el  proyecto.  En  todas  ellas,  podHa^ 
mos  encontrar  omisiones  de  actos  punibles,  cuyo  señalamiento  es 
muy  fácil  hacer  con  el  Código  penal  en  la  mano,  sin  perder  de  vis- 
ta que  por  la  naturaleza  misma  de  los  impresos  se  puede  hacer  en 
ellos  proposición,  y  aun  alarde  de  concierto  ó  conspiración  entre 
dos  periódicos,  ó  entre  dos  personas  dentro  de  un  mismo  periódico^ 
oomo  dijo  el  Sr.  Posada  Herrera  al  defender  su  proyecto,  para 
cometer  un  delito  común;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  se  puede  incitar 
ó  provocar  directa  y  escandalosamente  á  la  perpetración  de  cual- 
quiera de  los  delitos  castigados  en  aquel,  y  aun  de  otroe  actos  re^* 
probados  que  en  él  no  fueran  previstos,  pero  que  señalan  los  pro- 
yectos posteriores  de  leye&  sobre  imprenta,  y  que  deben  incluirse 
en  la  reforma  deSnitíva  de  dicho  Código. 

Contra  la  moral.  Diremos,  sin  embargo,  que  está  mal  califica- 
do  de  delito  contra  la  moral  pública  la  pubtícaeion  de  impresoi 
dande8tino$.  Estos,  por  el  hecho  de  serlo,  no  es  forzoso  que  impli- 
quen inmoralidad,  sino  que  por  el  conUrario  pueden  contener  la 
doctrina  mas  pora,  si  la  forma  subrepticia  de  su  publicación  reco- 
noce solo  por  causa  impulsiva  el  ataque  á  la  propiedad  literaria  de 
tiA  tercero.  La  clandestinidad  por  sí  sola,  ó  sin  que  se  cometa  en  el 
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contesto  del  impreso  delito  algtuio  especial,  no  debe  pasar  de  la  es- 
fera  de  falta  gabeniativa;  y  si  envuelve  deiilo  especifico,  la  ciaoi- 
destinidad  debe  considerarse  como  ctrcunstaiveia  agravante  del  mís- 
Hia.  Esto  es  lo  que  exige  la  equidad  y  la  justicia. 

Contra  el  orden  pid>lica.  En  los  delitos  co»lra  el  Arden  péblioa, 
eontra  la  sociedad  y  contra  la  moral  pública,  el  legielador  debe 
marcar  detalladamente  las  circunstancias  que  bao  de  acompañar  6 
reunir  los  actos  paca  llevar  impreso  el  sello  de  la  criminalidad,  ya 
por  razón  de  la  gravedad  intrínseca  del  ataque,  ya  por  la  romuí  di- 
recta y  escandalosa  con  que  se  verifique.  Si  el  ataque  no  es  grave, 
ni  la  forma  directa  y  escandalosa,  sino  encubierta  y  en  términos  de 
conveniencia,  el  procedimiento  criminal  no  debe  tener  cabida,  y  s< 
solo  la  corrección  gobernativa,  con  derecho  en  el  escritor  á  pedir 
el  juicio  contradictorio,  aunque  sin  perjuicio  de  baeer  desde  liMgo 
efectiva  aquella.  En  materia  penal,  debe  aspirarse  ¿  quitar  toda 
elasticidad  y  vaguedad  á  los  preceptos  prohibitivos,  herHnnar  la 
precisión  con  la  claridad,  colocarse  á  igual  distancia  del  casuismo 
empírico  como  del  sinlelismo  demasiado  abstracto  y  confuso ;  á  no 
pecar,  en  fin,  ni  por  falta  de  más,  ni  por  falta  de  menos.  De  otro 
modo,  tratándose  de  los  actos  que  tienen  relación  con  la  libre  emi- 
sión del  pensamianto,  seria  imposible  y  peligrosísimo  el  ejercicio  de 
ese  derecho  constitucional,  puesto  que  el  escritor  de  boena  fé,  aun- 
que enérgico  y  contundente,  á  impulsos  de  la  controversia,  caerla 
fácilmente  en  la  red  que  pudiera  tenderle  un  Gobieruo  adversario, 
merced  á  esa  misma  vaguedad  y  elasticidad  de  las  prescripciones 
legislativas. 

Notamos  que  el  proyecto  no  bá  incluido,  acaso  intencionalmen 
te,  entre  los  actos  constitutivos  de  delito  especial  de  imprenta,  el  de 
mponer  malas  intenciones  en  los  actos  oficiales,  previsto  en  el  nú- 
mero 1.^,  art.  Zi  de  la  ley  vigente.  La  omisión  nos  parece  acerta- 
da, porque  el  hecho  referido  debe  caer  solo  bajo  la  responsabilidad 
de  la  injuria  ó  calumnia  sino  se  probare  6  demostrare  evideotemen» 
te  por  el  responsable  del  impreso  la  malicia  con  que  procediere  en 
el  acto  oficiad  el  funcionario  censurado.  ¿Cómo  se  concilia  y  esplica, 
si  nó,  el  derecho  de  censurar  la  conducta  de  los  funcionarios  públi- 
cos, aunque  con  la  obligación  de  probar  la  certeza  de  las  imputacio- 
nes, que  se  reconoce  en  el  núm.  5.**  del  art.  24  de  la  misma  ley  vi- 
gente? Los  actos  censurables  en  los  funcionarios  públicos  tienen  que 
serlo  por  la  ilegalidad  óiujuáticia  de  su  modo  de  proceder  ó  resolver 
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log  Degocios  que  la  ley  le  confía;  y  la  ilegalidad  y  la  injosticia  tie&e 
que  reconocer  forzosamente  por  causa  la  malicia,  negligencia ,  ig- 
norancia ó  imprudencia  del  agente  oficial.  Luego  claro  es  que  al 
permitir  la  ley  censurar  la  conducta  ó  los  actos  oficiales  del  funcio- 
nario, no  puede  escluir  ni  impedir  el  señalar  la  causa  verdadera  á 
que  deben  su  origen,  ó  de  que  son  efecto  y  resultado,  á  menos  de 
venir  á  parar  en  la  contradicción  y  en  el  absurdo. 

Por  lo  que  tenemos  dicho  anteriormente,  la  ley  de  ímprenU 
debe  comprender  y  castigar  provisionalmente,  hasta  la  reforma 
definitiva  del  Código  penal,  la  introducción,  circulación  ó  espendi- 
cion  en  España  de  los  impresos  de  procedencia  estranjera,  cual- 
quiera que  sea  su  idioma,  siempre  que  en  ellos  se  cometa  cualquie- 
ra de  los  detitos  qne  se  reprimen  en  los  publicados  dentro  del  reino. 
Injuria  y  calumnia.  El  art.  20  del  proyecto  determina  que  no 
se  cometerá  delito  cuando  se  publicare  ó  censurare  la  conducta  ofi- 
cial, ó  los  actos  de  los  funcionarios  públicos  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos,  siempre  que  la  imputación  no  fuere  calumniosa;  pero  no 
declara  si  hay  derecho  á  encausar  desde  luego ,  y  prender  en  su 
caso,  al  que  hiciere  la  imputación  ó  la  censura ,  6  si  solo  debe 
instruirse  el  procedimiento  criminal  con  todas  sus  consecuencias 
cuando  no  se  acreditare  la  certeza  y  fundamento  del  hecho  imputa- 
do ó  censurado  en  el  breve  término  que  se  fijará  al  intento  al  res- 
ponsable del  impreso.  Esta  es  una  cuestión  que  salta  desde  luego  á 
la  vista,  que  puede  presentarse  todos  los  días,  que  se  habrá  resuelto 
en  la  práctica  con  la  diversidad  de  criterios  consiguiente  á  la  falta 
de  precepto  legislativo,  claro  y  terminante;  cuestión  relacionada 
con  el  modo  de  proceder;  cuestión  delicada  de  suyo,  que  no  ha  re- 
suelto bien,  ó  no  ha  resuelto  claramente  el  Código  penal,  ni  los 
posteriores  proyectos  de  ley  de  imprenta;  cuestión,  en  fio,  que  no 
resuelve,  pero  que  es  preciso  que  la  resuelva ,  el  que  hoy  nos 
ocupa. 

Bl  Código  penal  en  su  art.  378  declara  que  cel  acusado  de  ca- 
lumnia quedará  exento  de  pena  probando  el  hecho  criminal  que  hu- 
biere imputado;»  y  en  el  383  determina  que  cal  acusado  de  inja- 
ria  no  se  admitirá  prueba  sobre  la  verdad  de  las  imputaciones, 
sino  cuando  estas  fueren  dirigidas  contra  empleados  públicos  sobre 
hechos  concernientes  al  ejercicio  de  su  cargo;  y  en  este  caso  será 
absuelto  el  acubado,  si  probare  la  verdad  de  las  imputaciones.»  Las 
frases  de  acusado  de  calumnia,  acunado  de  injuria,  quedará  exen- 
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to,  será  abtuelto  el  acusado,  implican  la  idea  de  procedtmieato  cri- 
mioal  coQ  todas  sos  consecaencias;  y  asi  se  practica  eo  otros  casoa 
análogos  de  los  previstos  en  el  art.  S.""  de  dicho  Código.  Se  declara 
exento,  y  se  absuelve  por  sentencia  definitiva,  después  de  seguir  el 
proceso  por  todos  sus  trámites. 

Si  el  procedimiento  criminal  puede  incoarse  de  oficio,  como  de- 
termina el  número  5/  del  art.  24  de  la  lejr  vigente  de  imprenta,  y 
safre  desde  luego  todas  las  consecuencias  legales  del  encausamien* 
to  el  responsable  del  impreso,  sin  esperar  siquiera  á  que  acredite, 
dentro  de  un  breve  término,  la  certeza  de  la  imputación,  entonces 
el  derecho  constitucional  de  censurar  los  actos  oficiales  de  los  fun- 
cionarios públicos,  queda  herido  de  muerte,  ó  será  infructuoso  ¿ 
ilusorio,  porque  nadie  se  atreverá  á  ejercitarlo,  por  lo  peligrosísimo 
é  injustísimo  de  sus  inmediatos  efectos.  Conceder  el  derecho  de 
censurar  y  hacer  sufrir  inmediatamente  al  censor,  bien  de  oficio, 
bien  á  virtud  de  simple  denuncia  del  funcionario  que  se  crea  ofen- 
dido, las  primeras  consecuencias  procesales  de  los  calumniadores  6 
injariantes,  antes  de  que  se  acredite  la  certeza  del  hecho  imputado, 
ó  se  pruebe  su  falsedad ,  nos  parece  que  no  puede  sostenerse  en 
buenos  principios,  sin  incurrir  en  el  al»urdo  y  en  la  injusticia.  De- 
jar, por  otra  parle,  la  reputación  del  funcionario  censurado  suspen- 
sa en  el  aire,  á  merced  de  la  maledicencia,  ó  espuesta  á  los  comen- 
tarios de  todos  géneros  á  que  el  hecho  se  preste,  en  tanto  que  si- 
guiera ventilándose  la  certeza  de  la  imputación  por  los  trámites 
largos  y  dispendiosos  del  juicio  criminal  contradictorio  en  todas  sus 
instancias,  tampoco  puede  ser  equitativo  y  admisible,  ni  debe  me- 
recer el  as.entim¡ento  de  las  personas  sensatas.  Lo  racional  y  lo  justo 
es»  que  se  fije  un  breve  término,  dentro  del  cual  se  hayan  de  sumi- 
nistrar y  practicar  las  pruebas  justificativas  ó  demostraciones  de  la 
certeza  ó  falsedad  de  la  imputación,  inclusa  la  de  confesión  del  cen- 
surado ó  del  censor,  si  alguno  lo  pidiere,  en  un  juicio  verbal,  en 
forma  de  acta,  á  semejanza  de  lo  establecido  en  la  ley  del  enjuicia- 
miento civil  vigente  con  respecto  á  juicios  sumarisimos;  dictando  ac- 
to continuo  el  juez  la  oportuna  providencia,  en  que  resolviere,  se- 
gún el  resultado  de  las  pruebas,  cuál  de  los  dos  había  de  ocupar  en 
el  proceso  e!  lugar  del  acusador  ó  querellante,  ó  el  de  acusado  y  reo 
presunto,  con  todas  sus  consecuencias;  cuya  providencia  fuera  ape 
lable  en  ambos  efectos,  llevándose  á  ejecución  lo  que  resolviere  e' 
Tribunal  de  alzada;  pero  sin  perjuicio  siempre  de  que  en  el  juicio 
TOMO  xxvii.  8 
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erfaniotl  pienarío  sobsiguieflte  pudiera  probarse  y  decidirse  defioi*- 
tívamcBie  sobre  ia  ialsedad  6  la  eerieza  de  la  impuiacioD  beaba, 
absolviendo  libreoienle  al  faocioaario»  6  al  que  le  ceosoró,  segoo 
<iae  babiese  sido  uno  ú  otro  el  procesado,  y  hacieado  los  dema« 
proDQDciamieolos  que  cada  caso  requiera.  Este  mismo  sistema  de- 
bería seguirse  en  las  impulaciones  de  hecbos  procesables  de  eieio 
qus  se  dirigiereo  á  meroá  particulares. 

GrcunsUmciai  agravanUt  y  atenuantes.  El  art.  19  del  proyedo 
reconoce  como  circuastaucia  atenuaote  el  cometerse  el  delito  ea  li- 
bro; y  como  agravante*  si  fuere  en  periódico.  Reconocemos  la  con- 
veniencia de  esta  doctrina,  como  basada  en  la  diversidad  del  peli- 
gro y  malos  efectos  entre  uno  y  otro  caso.  Bn  general,  el  libro  es 
producto  de  la  ciencia,  y  vá  casi  siempre  á  parar  á  manos  de  la 
ciencia,  donde  no  puede  hacer  nunca  estragos,  dado  caso  que  tenga 
la  virtud  de  llevar  el  convencimiento  al  ánimo»  porque  el  bombre 
de  ciencia  rara  vez  es  revolucionario  de  hecho,  sino  cuando  más^  el 
instigador  de  la  revolución.  El  periódico,  por  el  contrario,  hijo  de 
la  pasión  política  palpitante,  inspirado  en  las  circunstancias  del  mo- 
mento, de  las  que  se  aprovecha  y  alimenta  para  su  acción  fagai  y 
pasajera,  vá  á  caer  en  poder  de  toda  clase  de  personas,  en  su  ma- 
yor parte  fáciles  de  alucinar,  sobrescitar,  pervertir,  y  servir  de 
dóciles  iastramentos  para  los  planes  que  se  propongan  los  autores 
de  aquel.  Por  las  mismas  razones  que  inspiraron  el  articulo,  ha  de- 
bido equipararse  al  periódico,  la  hoja  suelta  y  los  carteles,  sujéten- 
se ó  no  al  previo  examen. 

La  clandestinidad  hemos  dicho  antes,  que  debe  figurar  entre  las 
eireunstaicins  agravantes.  El  haber  tenido  el  impreso  solo  un  prin  • 
cipio  de  ejecución,  ó  el  haber  alcanzado  una  publicidad  estraordi- 
naria,  son  circunstancias  ambas  para  atenuar  ó  agravar  respeetíaa- 
mente  la  eriminalidad  del  responsable  del  impreso  en  que  concurren, 
quedando  al  arbitrio  del  Tribunal  sentenciador  el  apreciarlaa.  Bn 
idéntico  case  se  encuentra  la  de  la  forma  gravísima,  escandalosai,  y 
hasta  descarada  y  grosera,  con  que  se  dirigiese  el  ataque  en  el  im- 
preso á  personas,  cosas  é  instituciones.  La  de  la  reincidencia  en  la 
nrisma  especie  de  delito  debe  ser  también  otra  de  las  agravantes, 
con  especialidad  en  caso  d$  reimpresión  de  lo  ya  condenado,  si  es 
que  no  se  aumenta  la  penalidad,  como  indicaremos  mas  adelante. 
£n  los  clandestinos,  tal  vez  pudieran  ser  aplicables  algunas  de  las 
comprendidas  en  el  artículo  iO  del  Código  penal. 
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Pe^mHdúd.  El  proyecto  está  basado  eD  el  fittema  de  impo8ioí«» 
eoijuolifa  de  penas  personales  y  pecuaiarias  para  todos  los  delito» 
que  comprende  y  castiga,  ioclusoe  los  de  iojuria  y  calonioia  cootsa 
pariicolares,  qae  eo  los  proyectos  aoteriores  y  eo  la  ley  vigeole 
habian  quedado  sometidos  á  las  prescripciooes  del  Código  peoal^ 
Ko  nos  parece  acertada  la  apiicacioo  de  tal  sisiema  eo  lodos  los  ca- 
sos. Seria  prererible  por  el  contrario,  el  sistema  de  imposición  alter- 
nativa de  dichas  penas»  según  las  circunstancias  de  cada  caso,  para 
todos  aquellos  delitos  cuya  gravedad  puede  reconocer  tantos  gra* 
dos,  cual  acontece  muy  especialraeate  con  los  delitos  cometidos  con- 
tra el  órJen  público,  contra  la  sociedad  ó  contra,  la  moral. 

Con  la  penalidad  se  relaciona  la  cuestión  de  la  responsabilidad 
por  la  reimpresión  de  lo  simplemente  deuunciado,  ó  de  lo  ya  con- 
denado. Puede  suceder  que  eso  se  verifique  en  el  mismo  periódico 
ó  ea  otro  4iferente,  pero  por  los  primitivos  responsable!<,  ó  bion  por 
distintas  personas  en  ambos  casos.  Si  la  reimpresión  se  hiciere  solo 
de  lo  simplemente  denunciado,  y  por  el  mismo  periódico  ó  por  el 
propio  responsable,  debe  considerarse  como  circunstancia  agravante; 
pero  si  se  hiciese  en  distinta  publicación,  y  por  diferente  responsa- 
ble que  el  primero,  entonces  no  debe  considerarse  como  circustan- 
cia  agravante,  sino  imponerse  la  pena  que  corresponda,  según  las 
demás  circunstancias  concurrentes.  La  reimpresiim  de  lo  ya  conde- 
nodo,  en  todo  caso  debe  considerarse  como  circunstancia  agravante; 
por  que  si  se  hace  en  la  misma  publicación,  ó  por  las  mismas  per- 
sonas responsables  de  lo  ya  condenado,  cual  puede  acontecer  fácil- 
mente en  casos  de  clandestinidad,  dicha  circunstancia  entraña  en- 
tonces el  verdadero  carácter  de  la  reincidencia:  si  se  hiciece  en  di- 
versa pubKcacion,  ó  por  distinta  persona  responsable  que  la  de  lo 
condenado  ya,  debe  apreciarse  también  como  entrañando  la  de  gra" 
ve  enándalo  social,  ó  como  menosprecio  y  desaKo  al  poder  públioo 
qne  castigó  lo  primero,  siempre  y  cuando  la  sentencia  condenatoria 
recaída  en  el  primitivo  proceso,  se  hubiere*  publicado  en  el  perió- 
dico denunciado  y  condenado,  y  en  la  Gacela  oficial,  pues  en  otro 
caso  DO  habría  justicia  en  considerar  agravante  la  circunstancia  de 
la  reimpresión,  en  quien  ignorase  que  era  cosa  ya  denunciada  y 
condenada  ejecutoriamente. 

Respecto  á  la  reincidencia  propiamente  dicha,  bien  sea  por  la. 
reimpresión  de  lo  ya  condenado  que  se  ejecute  en  el  mismo  periódi  - 
co,  ó  por  los  primeros  responsables,  bien  consista  envolver  ádeiio> 
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qnir  en  la  misma  especie  de  delito  segunda  ó  tercera  ves  el  propio  pe- 
riódico ó  los  primitivos  responsables,  en  el  trascurso  de  un  año,  acaso 
fuera  mas  procedente,  eficaz  y  justo  aumentar  la  penalidad  ordioa* 
fia;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  hacerla  una  circunstancia  especialisiraa- 
•  mente  agravante,  é  imponer  la  pena  de  inhabilitación  abtohda  tem- 
poral al  responsable  reincidente,  si  no  la  llevase  ya  aneja  la  pena 
-ordinaria  correspondiente  al  delito,  y  la  de  supresión  del  periódico 
«n  que  se  cometiere  éste,  sin  que  nadie  pudiera  manifestar  ni  hacer 
alarde  bajo  distinto  nombre  de  ser  su  continuador  ó  sucesor,  y  menos 
usar  de  igual  (ítulo,  durante  el  término  que  se  señalara  al  intento,  6 
sin  permiso  espreso  del  Gobierno. 

El  proyecto  calla  sobre  todo  esto;  y  la  ley  vigente  y  ios  proyec- 
tos que  la  han  precedido,  se  ocuparon  solo  del  caso  de  la  reimpre- 
sión bajo  el  punto  de  vista  procesal,  ó  como  cuestión  de  procedi- 
mientos. Y  sin  embargo,  nadie  negará  que  es  altamente  escandaloso 
d  que  subsista  una  publicación  periódica,  donde  se  reincida  con  es- 
Iraordinarra  frecuencia  en  la  misma  especie  de  delito  con  cortos  in- 
tervalos de  acto  á  acto  punible,  ó  donde  se  lleve  el  descaro  á  la  re- 
impresión de  lo  ya  condenado  en  el  mismo.  No  puede  en  buenos 
principios  jurídicos  consentirse  el  ejercicio  de  un  derecho  político 
tan  noble  y  delicado  á  quien  taa  mal  uso  venga  haciendo  de  él,  á 
quien  desafía  y  menosprecia  con  su  pertinacia  y  atrevimiento  al  po- 
der constituido,  ó  á  la  sociedad  en  general ,  de  quien  es  represen- 
tante legítimo,  que  lo  condena  y  reprime. 

El  privilegio  de  la  imprenta  no  debe  llevarse  á  ese  grado  de  exa- 
jeracion  tan  escandalosa  y  antisocial,  tan  contraria  á  lo  que  sucede 
y  se  practica  en  el  órdea  común,  en  el  ejercicio  de  otros  derechos 
políticos.  Ya  tenemos  dicho  anteriormente,  que  aun  cuando  se  seña- 
len límites  racionales  y  justos  al  derecho  de  la  libre  emisión  del  pen- 
samiento, no  hay  por  qué  temer  jamás  la  falta  de  apostolado  en  fa- 
vor de  la  causa  de  la  civilización  y  libertades  modernas,  ni  la  venida 
de  algún  nuevo  destructor,  como  el  de  la  Biblioteca  de  Alejandría; 
toda  vez  que  la  acción  poderosa  y  fecunda  de  la  prensa  libre  haría 
hoy  infructuosa  y  estéril  toda  tentativa  semejante;  y  toda  vez  que 
no  siendo  un  privilegio  inconquistable  el  ejercicio  de  todos  los  dere- 
chos políticos,  abiertas  como  están  para  todas  las  clases  y  condicio- 
nes sociales  las  carreras  del  Estado  y  el  santuario  mismo  de  la  cien- 
cía,  ha  de  haber  siempre  millares  de  ciudadanos  que  con  su  trabajo 
mejoren  de  posición  y  se  pongan  en  condiciones  legales  para  el  ejer- 
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cicio  de  los  derechos  políticos  y  el  del  apostolado  en  la  prensa,  sin 
necesidad  de  cometer  abusos,  ni  pervertirá  otros  con  sus  antisociales' 
errores. 

PrcicríptibUidad  de  delitos  y  penas.  La  teoría  de  la  prescripti  •  * 
bílídad  de  los  delitos  y  sus  penas  la  desenvuelve  el  proyecto  de 
acuerdo  en  parte  con  la  legislación  precedente,  la  cual  venia  basada 
en  los  principios  universaimente  reconocidos;  marcando,  para  el 
ejércicb  de  la  acción  criminal  persecutoria  del  delito,  plazos  cortos 
y  proporcionales,  atendida  la  clase  y  dimensiones  de  cada  impreso* 
y  la  naturaleza  misma  de  los  actos  punibles  que  pueden  cometerse 
por  medio  de  la  imprenta,  actos  todos  en  general  de  abuso  del 
don  de  la  palabra,  para  escarnecer,  desacatar  ó  injuriar  á  perso 
ñas,  cosas  ó  instituciones,  para  revelar  secretos,  para  hacer  alar- 
de de  cinismo  ó  inmoralidad  ó  incitar  á  otros  á  la  perpetracioi^ 
de  algún  delito  común  ú  ordinario;  verdaderos  delitos  de  escándala 
y  de  agitación  momentánea  y  transitoria,  pasado  la  cual  con  las  cir  - 
constancias  á  que  debieron  su  origen,  sin  haber  producido  resulta- 
do, cesa  también  la  oportunidad  de  su  represión  y  castigo,  para 
DO  resucitar  impresiones  relegadas  ya  al  olvido. 

Los  plazos  para  la  prescripción  en  los  delitos  contra  particulares, 
naturalmente  debian  ser  de  mayor  duración,  por  ser  mas  perma- 
nente el  erecto  de  la  nota  infamante  que  imprimen  en  el  ofendido, 
Pero  el  proyecto  los  asimila  á  los  demás  abusos  de  la  imprenta,  en 
vezde  remitirse  á  la  legislación  común,  por  la  cual  se  han  regido 
hasta  aquí,  con  arreglo  á  lo  determinado  en  las  leyes  especiales 
anteriores. 

Debemos  advertir  que  el  proyecto  no  resuelve  el  caso  de  hallar- 
se el  ofendido  en  el  estranjero.  El  término  en  tal  caso,  para  perse- 
guir la  injuria  ó  calumnia,  ¿será  el  mismo  señalado  para  jos  que  se 
hallen  en  la  Península  é  islas  advacentes,  ó  el  de  los  seis  meses  6 
un  año  que  se  tija  respectivamente  para  los  residentes  en  las  Antí- 
Ihis  ó  Filipinas?  ¿Deberá  tenerse  en  cuenta  en  dicho  caso,  para  dar 
por  fenecido  ó  subsistente  el  término  de  la  prescripción,  la  distancia 
á  que  estuviere  de  la  Península  el  punto  de  la  residencia  del  inju- 
riado en  el  estranjero,  siguiendo  la  analogía  que  nos  presenta  el  ar- 
ticulo 264  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  lo  relativo 
á  la  ostensión  del  término  probatorio,  y  concediéndosele,  en  su  vir- 
tud, los  tres  meses,  ó  los  seis,  ó  el  ano,  según  que  estuviere  á  iguat 
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6  fnenardistaoota  de  la  Penlasiiia  que  las  islas  tdyaodates,  las  An* 
tillas,  ó  FilipifiasT 

Los  términos  para  la  prescripción  que  señala  el  proyectdi  ¿son 
aplicables  también  á  ios  delitos  cofnetidos  en  inpresos  clandesti- 
Ms!  ¿Desde  cuándo  empezará  i  correr  el  término  para  aquella,  en 
caso  afirmativo?  Ni  el  proyecto  que  examinamos,  ni  la  legislación 
especia!  preexistente,  (teciden  claramente  cosa  alguna  sobre  elle. 
Si  atendemos  al  tenor  Kteral  del  art.  25  del  proyecto,  la  prescrip- 
ciei  alcanza  á  iodos  los  delitos  cometidosen  impresos,  ya  sean  chn- 
deatinos,  ya  publicados  con  las  formalidades  de  ley.  El  referido  ar- 
tículo iñ  señala  sus-  plazos  para  tlo$  deütoi  que  9on  objeto  de  etía 
ley;*  y  que  son  objeto  de  e(la  los  qve  se  cometen  en  impresoscbn- 
destinos,  nos  lo  dice  claramente  el  art.  16.  Pero  á  pesar  de  todas 
estas  consideraciones,  tocamos  la  imposibilidad  material  de  liacer 
aplicable  la^  doctrina  de  la  prescripción  á  los  impresos  clandestinos, 
atendida  la  base  adoptada  en  el  último  párrafo  del  arU  38  pun  em  • 
pezar  á  correr  el  término  de  aquella,  que  es  la  del  día  (fe  to  ptMi- 
>eaeion  del  impreso.  Si  los  impresos  elandestioes  no  se  sujetan  i  Jas 
formalidades  de  publicidad,  ¿cómo  ha  de  saberse  coa  certeza  el  día 
•de  su  publicación,  cuando  ni  se  estampe  acaso  en  los  misaios  U  fe- 
obajée  la  impresión,  ni  las  senas  del  eslablecimieiíitu,  niaxmel  nom*» 
bre  de  los  autores  ó  editores  y  demás,  responsables  del  mismo?  ¿Es 
justa  tampoco  que  gocen  de  un  plazo  tan  corto,  y  ^e  equiparen,  pa- 
ra dicho  efecto,  con  la  prensa  legal,  con  la  prensa  de  buena  fé,  con 
la  que  se  somete  á  las  formalidades  de  publicación,  y  sale  á  luz  y 
se  pone  bajo  la  salvaguardia  de  la  ley?  De  concederles  á  los  respon- 
sables de  los  impresos  clandestinos  el  derecho  de  prescribir  sus  abo- 
sos  en  plazo  tan  reducido,  aun  dado  el  supuesto  de  probarse  plena- 
mente el  día  verdadero  en  que  se  hizo  la  publicación,  la  acción  pe- 
nal será  casi  siempre  infructuosa  para  los  ofendidos,  ignorantes  co- 
mo estarán  de  lo  fraguado  y  propalado  en  su  contra,  de  un  modo  fur- 
tivo, á  traición,  y  procurando  aquellos  que  se  aperciban  esles  lo 
mas  tarde  posible  de  los  tiros  asestados  á  su  reputación  y  derechos. 
Si  alguna  prescripción  cabe  conceder  por  equidad  en  tales  casos,  no 
será  ciertamente  la  especial  y  cortísima  del  proyecto  de  ley,  sino  la 
ordinaria  que  las  leyes  comunes  señalen  para  los  delitos  en  general, 
según  «u  gravedad  ó  distinta  naturaleza. 
JurUdiceum  y  procedimienUí  orMnarim.    Ta  tenemos  indicado 
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ai  principio  del  «rtfoolo,  que  9obre  no  eer  iscoiisliliimiiii  el  éneo*- 
mondar  y  fom^ter  la  represioD  de  ios  abvses  de  ta  preoaa  i  la  ja- 
risdicdon  y  procedtníento  oomanes,  os  lo  mas  aeertádo  y  oonre- 
niente,  siempre  y  toando  la  or/i^íntoion  judiciat  proyectada  aso- 
gnre  y  responda  de  la  independencia,  tiusiracíon  y  moralidad  poH- 
tica  de  los  indivídnos  encargados  de  administrar  jostioia.  Mientras 
ese  caso  llega,  el  conocíroienlo  de  los  delitos  de  imprenta  debe  es- 
lar  á  cargo  del  Tribunal-  de  Jaeces  de  primera  iastaticia.  &n  un 
solo  Juez  puede  hacerí^e  sentir  mny  fácilmente  la  pasión  política  y 
perturbar  su  conciencia,  con  perjoicio  de  la  rectitud  de  los  fallos, 
tinifue  sea  suficiente  remedio  y  garantía  la  facultad  de  interponer 
toda  clase  de  recursos  A  los  superiores  en  el  érden  gerárquico,  aten- 
dido lo  costosos,  dilatorios  6  tardíos  que  son  sus  resoltados.  En  ki 
misma  ley  sobre  abusos  electorales  vemos  casos  reaervados  al  co- 
nodrmieoto  de  las  Audiencias,  sin  embargo  de  no  ser  tan  fondadas 
las  razones  en  que  se  apoya  esa  desriacion  de  los  principios  gene- 
rafes  reguladores  de  la  competencia  en  los  delitos  comunes,  y  no 
debe  haber  gran  inconveniente  en  que  se  establezca  esa  otra  es- 
cepcion  á  favor  de  la  libertad  de  imprenta. 

La  institución  del  jurado  no  puede  tener  hoy  muchos  encomía- 
dores  y  parciales,  demostrados  como  estin  por  la  esperiencia  sns 
grandísimos  y  numerosos  inconvenientes  prácticos,  y  pasada  ya  la 
mania  de  otras  épocas,  en  que  se  proclamaba  como  un  principio 
incontrovertible  el  de  la  intervención  y  gerencia  inmediata  del  ciu- 
dadano en  todos  los  actos  de  la  vida  oficia^  ya  del  orden  político, 
ya  del  civil  ó  administrativo.  Cuando  vemos  todos  los  dias  lo  que 
está  pasando  con  el  ejercicio  práctico  del  derecho  electoral,  y  eso 
que  estamos  aun  mny  distantes  de  acercarnos  siquiera  al  sufragio 
universal;  cuando  observamos  el  tedio  y  repugnancia  con  que  se 
desempeñan  los  cargos  municipales,  fuera  aparte  de  los  casos  en 
que  el  espíritu  de  partido  impulsa  á  aspirar  á  ellos  ó  aceptarios; 
cuando  meditamos  sobre  las  molestias  que  ofrece  al  ciudadano  el 
separarlo  á  cada  instante  de  su<t  habituales  faenas  y  ocupaciones, 
para  ir  á  ejercer  funciones  publicas,  con  abandono  y  perjuicio  tal 
vez  de  sns  legítimos  y  verdaderos  intereses;  ¿cómo  pueden  esperar- 
se buenos  resoltados  de  la  institución  del  jurado,  de  la  que  estaría 
llamada  diariamente  á  desempeñar  las  funciones  augustas  y  dHi- 
cadísimas  del  juzgador,  las  que  exipen  mas  conocimientos  teóricos  y 
prácticos,  y  mayor  independencia  é  imparcialidad?  ¿No  seria  de  te- 
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mer  qae  la  joslicia  se  coovirtiese  eolooces  en  aoa  amarga  decep- 
don,  aleodida  la  ioevitable  apatía  de  unos»  la  misericordia  inleoi- 
pestiva  de  otros,  la  parcialidad  política  de  alguDOs,  la  falta  de  ¡b- 
dependeocia  en  do  pocos»  la  escasa  ilustración  é  ioesperieocía  de 
muchos,  y  la  irresponsabilidad  de  todos  por  el  veredicto  que  pro- 
nuDciaseof  El  Jurado  solo  seria  aceptable,  cuando  la  sociedad  lle- 
gase á  un  estado  de  perfeccionamiento  casi  absoluto,  por  virtud  de( 
cual  todos  los  ciudadanos  se  hiciesen  en  igual  grado  ilustrados  y 
rectos,  sin  ser  de  temer  abusos  de  ninguna  clase,  por  parte  de  esos* 
Jueces  irresponsables.  Pero  semejante  estado  no  pasará  nunca  de 
ser  un  bello  ideal,  muy  difícil  por  cierto  de  realizarse  en  la  tierra,, 
merced  á  la  gran  imperfección  de  nuestra  humana  naturaleza;  y  por 
lo  mismo,  siempre  deberá  preferirse  la  justicia  ordinaria «  debida- 
mente organizada,  con  sus  Jueces  inamovibles,  cuya  misión  esclu- 
siva  sea  la  de  fallar  á  la  vez  sobre  el  hecho  y  el  derecho,  y  á  quie- 
nes se  imponga  el  deber  de  fundamentar  sus  providencias,  y  res- 
ponder de  sus  actos  moral  y  legalmente ,  ó  ante  la  opinión  y 
la  ley. 

A  pesar  de  la  fuerza  demostrativa  de  las  anteriores  considera- 
ciones, es  muy  común  decirse  por  los  pocos  partidarios  del  jurado, 
que  los  tribunales  inamovibles,  como  propensos  á  formarse  hábitos 
y  tendencias,  no  son  los  mas  á  propósito  para  conocer  de  los  deli- 
tos de  imprenta,  verdaderos  delitos  de  opinión  en  su  esencia ,  va- 
riables de  suyo,  cual  las  circunstancias  que  le  dieron  origen.  Pero 
semejante  argumento  es  insostenible  por  lo  erróneo  é  inexacto. 
Los  delitos  de  imprenta,  bien  definidos  y  clasificados,  no  pueden 
menos  de  ser  tales  delitos  en  todos  tiempos  y  países,  y  cualesquie- 
ra que  sean  las  circunstancias.  Estas  solo  podrán  influir,  cuando 
más,  para  juzgar  de  la  oponunidad  de  su  represión  y  castigo.  Pero 
los  aclos  abusivos  que  caben  cometerse  por  medio  de  la  prensa, 
según  el  análisis  que  tenemos  hecho  anteriormente,  no  pueden 
dejar  de  ser  siempre  actos  reprobados  por  todas  las  leyes  divinas 
y  humanas.  ¿Cómo  no  ha  de  ser  siempre  reprobable  y  punible  el 
desacatar  á  cosas,  personas  ó  instituciones  sagradas  ó  respeta* 
bles,  según  las  leyes  vigentes,  el  injuriar  ó  calumniar  á  particu» 
lares,  el  revelar  secretos  privados  ó  del  Estado,  el  ofender  de  pa- 
labra al  pudor,  buenas  costumbres  y  á  la  moral,  y  el  incitar, 
en  fin,  á  otros  á  cometer  un  delito  común?  ¿Qué  circunstancias, 
por  ventura,  pueden  spbrevenir  en  el  estado  social,  para  que  esoí 
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actos  dejen  de  ser  reprobados  con  arreglo  á  las  leyes  y  á  la  moral, 
y  cambien  y  se  conviertan  en  actos  lícitos,  plausibles  y  permitidos? 
Ciertamente  que  no  habrá  jamás  ningunas»  capaces  de  adulterar 
su  intrínseca  naturaleza. 

Por  otra  parte»  y  aun  concediendo  que  sea  cierta  la  propensión 
en  los  Tribunales  inamovibles  á  crearse  hábitos  y  tendencias  cor- 
porativas, no  serian  ciertamente  en  los  delitos  de  imprenta»  donde 
se  hicieran  sentir  mas  sus  perniciosos  efecios,  sin  riesgo  de  incur- 
rir en  responsabilidad  legal  y  moral,  una  vez  bien  definidos  y  de- 
terminados por  el  legislador  los  actos  constitutivos  |de  aquellos»  y 
una  vez  establecido  el  principio  de  la  publicidad  del  juicio,  con  la 
necesidad  de  la  rundaroentacion  de  los  fallos»  y  otorgamiento  ai 
perjudicado  de  todos  los  recursos  legales»  incluso  el  de  .responsabi- 
lidad judicial,  para  evitar  ó  reparar  la  injusticia  cometida.  El  impre- 
so es  un  cuerpo  de  delito  tan  especial  y  sui  ^ftimstqueno  se  pres- 
ta, como  otros,  á  dejar  encubierto  y  velado  fácilmente  el  error  ó  la 
injusticia  en  que  por  torpeza  6  malicia  pudiera  incurrirse.  En  los 
delitos  comunes»  el  juzgador  está  espuesto  á  cometer  injusticias  ó 
errores  de  apreciación,  como  consecuencia  inevitable  de  la  prueba 
testifical,  la  mas  frecuente  de  todas  en  la  práctica»  por  exigirlo  asi 
la  naturaleza  misma  de  los  actos  á  que  se  refiere;  pero  al  mismo 
tiempo  la  de  mayores  inconvenientes,  la  que  mas  se  presta  á  la  con- 
fabulación y  al  amano»  la  mas  engañosa  de  todas,  por  ser  tan  dis- 
tintas las  circunstancias  y  defectos  de  que  adolecen  los  testigos 
declarantes»  ya  en  lo  relativo  á  su  capacidad  y  don  de  observación», 
de  palabra  y  de  reminiscencia  de  todos  los  incidentes  del  hecha 
presenciado,  ya  en  lo  tocante  á  su  imparcialidad  y  moralidad. 

En  las  causas  de  abusos  de  ;imprenta»  por  el  contrario»  el  he- 
cho generador  del  delito  no  necesita  pruebas,  propiamente  dichas, 
de  ninguna  clase,  como  que  se  desprende  y  destaca  del  contesto  del 
impreso  mismo,  donde  se  halla  metido  y  encerrado.  En  esas  causas 
no  hay  mas  pruebas  que  la  de  demostración,  de  sentimiento  y  de 
raciocinio,  practicando  al  intento  un  análisis  gramatical  é  ideológi- 
co del  contenido  del  impreso,  para  apreciar  bien  el  valor  desús  pa- 
labras, ideas,  y  juicios espresados.con  ellas»  y  venir  á  pararen  de- 
finiliva  por  deducir  y  evidenciar  el  pensamiento  capital  de  su  autor, 
el  objeto  verdadero,  licito  ó  criminal,  que  se  propusiera  al  escribir- 
lo ó  redactarlo.  Si  el  fallo  pronunciado  no  se  ajusta,  por  error  ó  ma- 
licia» á  lo  que  se  desprende  en  rigor  lógico  del  contesto  del  impreso^ 
TOMO  ixvii.  9 
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\9l  coficiéDcia  púbKea  se  convierle  en  censora  severa,  y  seSaIt  coo 
t\  decto  á  los  que  oa  supíeroo  ó  do  quisieron  hacerse  eco  de  la  ver- 
dad y  de  la  justicia,  sin  perjuicio  de  que  mas  tarde  el  mismo  poder 
público  castigue  ó  corrija  proporcionalmeote  ¿  los  infractor  es^y  aun 
los  separe  para  siempre  del  ejercicio  de  funciones  tan  augustas,  si 
hubieren  dado  pruebas  bastantes  de  torpeza  ó  perversidad. 

*Para  que  los  escritores  de  buena  fé  puedan  ejercitar  fácilmeiite 
el  decebo  de  opción  entre  la  recogida  convencional  y  la  denuncia, 
de  que  antes  tenemos  hablado,  el  ministerio  público  debe  organi* 
zaise,  en  lo  tocante  al  servicio  de  imprenta,  de  modo  que  pueda 
haeer  y  comunicar  sus  calificaciones,  de  denunciable  y  nodenun- 
eiabte,  á  los  responsables,  dentro  de  un  breve  plazo.  Al  que  opte 
po^  la  recogida  ó  supresión  de  lo  denunciable,  no  debe  alcanzarle 
jamás  consecuencia  alguna  procesal,  como  tampoco  á  los  responsa- 
bles de  impresos  que  el  ministerio  fiscal  hubiere  calificado  en  su 
principio  de  no  denunciables.  En  Madrid  es  donde  únicamente  será 
necesario  crear  algunas  plazas  de  fiscales  de  imprenta,  ó  hacer  el 
servieio  por  repartimiento  mensual  de  publicaciones  entre  los  Pro- 
motores de  sus  diferentes  juzgados,  atendido  el  gran  increaientp  de 
la  prensa  de  todas  clases.  En  las  demás  poblaciones  puede  hacer- 
se él  servicio  sin  aumento  alguno  de  personal. 

Gúrreédtm  gubernativa.  El  proyecto  en  materia  de  faltas  de 
imprenta  encomienda  su  corrección  y  castigo  á  las  autoridades  del 
orden  gubernativo,  con  aérreglo  á  los  buenos  principios,  pues  seria 
mas  perjudicial  ei  someterlas  á  verdadero  juicio,  atendida  la  poca 
importancia  de  las  infraccionesi  á  menos  que  el  responsabte  recla- 
mase el  juicio  contradictorio. 

Aparte  de  esto,  el  proyecto  piíede  también  censurarse  en  este 
particular  por  incompleto,  oscuro,  contradictorio  é  injusto.  Por 
incotnplelo,  mediante  á  que  no  abraza  todas  las  faltas  que  se  co- 
metan por  infracción  de  los  reglamentos  de  policía  de  los  ranos  de 
imprenta,  librería,  anuncios,  ventas  y  distribución  de  impresos  que 
han  de  formarse,  según  su  art«  34.  Por  oscuro,  puesto  que  el  nú- 
mero 10  de  su  art.  27  parece  estar  en  contradicción  con  el  núme- 
ro 2.^  del  14  y  del  18,  á  menos  de  referirse  aquel  á  hechos  falsos 
propalados  de  buena  fé,  en  la  persuasión  de  ser  ciertos,  y  sin  el 
menor  ánimo  de  ofender  á  personas,  cosas  é  institucciones.  Por 
contradictorio,  en  razón  á  que  castiga  á  la  vez  como  delito  y  co- 
mo falla  los  hechos  y  circunstancias  característicos  de  la  dandesti- 
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lúdad,  caal  pnede  cornprobifse  comparado  ealre  ri  el  trt.  3.^, «( 
ftili»ero  3  del  Í6  y  los  oiims.  2  al  5  del  27.  Por  njiisto,  en  fia,  por* 
^tieeasügaiido  la  clandestinidad  como  delito,  iioesadmisibleenbu6« 
BM  principios  que  se  le  imponga  otra  pena  gubernativa,  ó  sea  dua 
penas  por  un  mismo  hecho  ó  circunstancia»  como  no  podría  meaos 
de  resultar  por  virttid  del  antagonismo  aates  referido,  y  atendida 
la  dtsposician  del  art.  31 . 

Derogatían  parcial.  El  proycto  de  ley,  en  eaanto  solo  deroga 
la  legislación  anterior  que  se  le  oponga,  es  también  censurable, 
oiarced  á  los  inconvenientes  que  entraña,  y  diücultadesque  susoita 
en  la  práctica  semejante  laodo  de  legislar.  Guando  se  alteran  ra- 
dícalmeate  las  bases  de  cualquier  materia  legislativa,  el  aievd 
plan  que  se  proponga,  debe  ser  completo,  y  absoluta  la  deroga* 
cioa  ée  lo  anterior  ó  preexistente.  De  lo  contrario,  se  di  lagar  áqaé 
par  do  quier  se  presenten  dudas  sobre  lo  que  está  vigente  ó  dero** 
gado,  y  se  auaaente  innecesariamente  el  trabajo  de  los  funciona** 
rios  y  particulares  para  su  investigación,  en  perjuicio  de  la  obsér- 
rascia  de  los  preceptos,  de  la  rapidez  en  el  despacho  de  los  aega^ 
«ios,  i  cada  paso  embrollados  y  entorpecidos  con  incidentes  indis- 
pensables, y  con  riesgo  de  la  responsabilidad  en  quepaedan  inow* 
rir  los  ciudadanos  ó  los  funcionarios,  mas  bien  por  ignorancia  qaa 
por  verdadera  malicia. 

Carlos  loilero  Biéilgo* 


h4mt 


DERECHO  POLÍTICO  Y  ADMIlVISTRATiYO. 

DIVISIÓN  DE  PROVINCIAS. 


Cuando  se  examinó^  pocos  anos  há,  en  el  Senado  el  proyecto  da 
ley  sobre  el  gobierno  y  administración  de  las  provincias  que,  des«« 
pues  de  detenidas  discusiones  en  ambos  Cuerpos  Colegisladores  y 
de  considerables  enmiendas,  es  la  ley  actualmente  vigente,  se  hi« 
cieron  ya  algunas  indicaciones  acerca  de  la  conveniencia  de  que 
ona  oaeva  división  de  provincias  reemplazara  á  la  que  hace  mas  da 
treinta  aBos  se  halla  establecida.  Alegábase  que  la  división  actual 
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iiempre  ha  sido  considerada  como  transitoria»  que  no  faé  bastante- 
mente preparada,  que  fué  adoptada  con  precipitación  para  atender 
á  necesidades  del  momento,  que  sus  derectos  y  sus  inconvenientes 
eran  manifiestos  y  que  no  bastaba  para  que  se  llenaran  los  impor* 
tantes  fines  que  recomiendan  en  el  orden  político  y  en  el  adminis* 
Irativo  esta  división  del  territorio.  La  ley  orgánica  del  gobierno  y 
administración  de  las  provincias  debía  en  concepto  de  los  que  así 
hablaban,  partir  de  una  división  nueva  mas  acomodada  á  las  nece* 
'  sidades  de  nuestros  dias;  la  provincia  en  su  dictamen  necesitaba 
tener  una  estension  mucho  mayor  que  la  que  tiene  en  la  actualidad. 

Comprendemos  la  gravedad  de  la  cuestión  entonces  inaugura- 
da: no  pretendemos  atenuarla:  conocemos  las  dificultades  que  la 
práctica  ofrece  siempre  que  se  trata  de  tocar  á  tantos  intereses  crea- 
dos á  la  sombra  de  la  legislación  vigente  por  el  largo  espacio  de  casi 
un  tercio  de  siglo,  las  repugnancias  locales  á  que  tendría  que  sobre- 
ponerse el  legislador  para  llevar  á  cabo  un  cambio  tan  grande»  y  las 
influencias  de  todo  género  que  pondrian  en  juego  las  ciudades  que 
siendo  hoy  capitales  de  provincia,  vieran  perdida  una  gran  parte, 
de  su  importancia,  sise  efectuara  la  reforma.  Diremos  mas:  creemos 
t|He  estos  grandes  cambios  no  deben  improvisarse»  que  es  necesa- 
rio prepararlos  con  prudencia,  y  que  esta  preparación,  para  que 
sea  útil  y  fecunda  en  resultados,  debe  comenzar  debatiéndose  en 
la  prensa,  manifestándose  las  razones  que  abogan  por  la  con- 
servación ó  por  la  reforma  de  lo  antiguo,  evitándose  así  el  escollo 
de  que  por  no  estar  prevenida  la  opinión  pública,  sea  mal  recibida, 
ó  tal  vez  fracase  en  su  ejecución  una  ley  que  planteada  oportuna- 
mente seria  en  nuestro  concepto  una  de  las  mas  importantes  refor- 
mas de  nuestra  época. 

Al  hablar  en  estos  términos  manifestamos  con  harta  claridad 
que  no  tenemos  prísa  por  la  reforma  de  la  división  de  las  provin- 
cias, y  que  nos  limitamos  únicamente  á  emitir  nuestro  humilde  vo- 
to en  una  cuestión  que  es  de  trascendental  influencia  en  el  porvenir 
y  en  la  felicidad  de  nuestra  pátría. 

No  censuraremos  con  severidad  la  división  territorial  de  1833» 
atendidas  las  circunstancias  en  que  se  hizo.  Empezaba  entonces  la 
guerra  civil:  era  necesario  dar  impulso  á  la  Administración,  ó  para 
mejor  decir,  era  necesario  crearla.  Este  fué  el  pensamiento  quepre* 
sidió  al  Real  decreto  de  30  de  noviembre:  en  él  se  decia  que  se  tra- 
taba de  dar  eficacia  á  la  acción  de  la  Administración,  de  hacerla 
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rápida  y  símuIláDea»  lo  cual  no  podia  suceder,  sino  eoloeando  sn 
ageules  de  modo  de  que  por  sí  mismos  pudieran  conocer  las  necesi« 
dades  y  los  medios  de  atenderlas.  Se  siguió  el  ejemplo  de  Francia: 
puede  decirse  que  nuestras  provincias  se  modelaron  á  imitación  d^ 
los  departamentos  de  aquel  Estado.  No  era  esto  nuevo  en  nuestra 
patria.  Prescindiendo  de  lo  que  durante  la  heroica  lucha  que  80s« 
iuvimos  por  nuestra  Independencia,  babia  pretendido  hacer  el  Rey 
intruso  cuando  por  un  decreto  dividió  nuestro  territorio  en  trein« 
ia  y  ocho  provincias,  existía  un  precedente  respetable  de  la  S6<« 
guada  época  constitucional  en  que  se  hizo  una  división  muy  pare- 
cida á  la  que  hoy  está  vigente.  Ni  es  de  estranar :  en  el  antiguo 
régimen  político  no  era  por  regla  general  considerada  la  provincia 
como  una  unidad  administrativa,  ni  como  una  persona  jurídica.  Ha« 
bia  solo  algunas  provincias  en  que  esto  sucedía:  en  tal  caso  se  ha« 
liaba  Navarra  que  conservaba  muchas  tradiciones  de  su  antigua 
autonomía  y  que  celebró  sus  Cortes  hasta  los  anos  de  1828  y  i829» 
y  las  Provincias  Vascongadas,  que  si  bien  estaban  regidas  por  foeroa 
que  tenían  la  consideración  de  municipales  en  la  acepción  que  gene- 
ralmente se  ha  dado  entre  nosotros  á  esta  frase,  crearon  y  conser- 
varon á  la  sombra  de  sus  diputaciones,  regimientos  y  juntas  gene^ 
rales  el  principio  de  la  unidad  provincial.  T  no  faltan  quienes  quie-^ 
ran  considerar  en  este  número  al  Principado  de  Asturias,  si  bien  ea 
necesario  reconocer  que,  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  acerca 
de  e^te  punto  se  sostenga,  nunca  llegaron  en  él  á  desenvolverse  las 
consecuencias  que  de  la  verdadera  existencia  de  la  provincia  se  de- 
rivaron en  las  otras  que  dejamos  mencionadas. 

No  quiere  decir  esto  que  en  la  Península  no  hubiera  otras  cir- 
cunscripciones territoriales  que  llevaran  el  nombre  de  provincias, 
y  aun  denominaciones  mucho  mas  significativas,  como  las  de  Reinos, 
Principados  y  Señoríos,  denominaciones  históricas  que  formaban  sin* 
guiar  contraste  con  la  unidad  política  que  desde  mucho  tiempo  antes 
venia  predominando  en  España;  pero  estas  circunscripciones  no  for-, 
maban  verdaderas  unidades  provinciales  con  derechos  propios,  con 
intereses  comunes,  con  obligaciones  definidas  y  con  una  existen  • 
tencia  especial  mas  ó  menos  restringida :  no  eran  unidades  creadas 
por  la  ley  como  intermedias  entre  la  unidad  nacional  y  las  unida^ 
des  municipales  para  atender  á  necesidades  é  intereses  que  no  eran 
ni  generales  para  todo  el  Estado,  ni  especiales  á  uno  ó  mas  poe« 
blos.  La  división  de  la  nación  en  provincias  en  el  reinado  del  Se« 
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ior  Don  Felipe  V,  al  crear  las  Intendencias,  á  ejemple  de  to  que 
tncedia  en  la  nación  vecina,  tenia  por  principal  objeto  formar  cen- 
aros para  hacer  mas  Tácil  ht  recaudación  é  inversión  délos  caudales 
del  Erario  y  promover  los  adelantamientos  de  la  agricultura,  de  las 
artes  y  del  comercio.  Así  es  que  ni  en  su  institución  de  t7l8,  ni  ea 
sa  reforma  de  i749,  nada  se  encuentra  que  se  refiera  á  la  instüv- 
don  de  la  unidad  provincial,  á  dar  cohesión  á  los  intereses  de  esa» 
demarcaciones*  á  concederles  vida  propia,  á  darles  el  carácter  ad- 
ministrativo y  político  que  hoy  tienen  las  provincias.  El  Real  decre- 
to de  30  de  noviembre  de  4833  nada  tampoco  contenia  que  directa 
ó]indirectamente$e  refiriera  á  darlas  tal  unidad. 

No  es  esto  lo  que  ahora  sucede;  en  el  actual  reinado  la  provía* 
cía  ha  adquirido  vida  propia  con  derechos  y  obligaciones  propias, 
con  capacidad  para  adquirir,  con  presupuesto,  con  cuerpos  delibe- 
rantes, con  empleados ,  con  propiedades  y  con  mil  medios  para  po- 
der atender  á  sos  necesidades  en  el  orden  administrativo  y  econó- 
mico y  con  la  consideración  de  persona  jurídica,  y  en  tal  cea- 
cepto  con  capacidad  para  adquirir  derechos  civiles.  Esto  mas  ó  me- 
nos latamente  ha  prevalecido  desde  el  restablecimiento  del  gobier- 
no representativo  entre  nosotros.  Fuertes  y  animadas  cuestiones  en 
que  ha  dominado  la  tendencia  política,  ha  habido  sobre  el  mayor  é 
menor  ensanche  de  derechos  que  deberla  darse  á  la  unidad  provin- 
cial; acalorados  debates  hemos  presenciado  en  que  se  trataba  ya 
de  aumentar,  ya  de  disminuir  su  importancia:  se  ha  pretendido 
por  algunos  darle  una  especie  de  emancipación  pretendiendo  que 
solo  estuviera  ligada  al  Estado  para  ciertos  efectos,  dejándola 
en  cuanto  no  afectara  los  grandes  intereses  nacionales  que  se  ia  per- 
mitiera gobernar  por  si  misma;  y  han  sostenido  otros  que  no  se  le 
concediera  la  libertad  que  parece  necesaria  para  que  pueda  llenar 
tos  fines  para  que  fué  constituida.  La  centralización  y  la  descentra- 
lización han  sido  combatidas  con  encarnizamiento,  rrecuentemenie 
con  pasión,  pocas  veces,  tal  vez  ninguna,  con  la  calma,  con  la  im- 
parcialidad y  con  la  tranquilidad  que  requiere  la  solución  de  los 
grandes  problemas  políticos  y  administrativos.  Pero  en  todas hs  le- 
yes y  en  todos  los  proyectos  de  ley  que  se  han  escrito,  se  ha  partí- 
do  siempre  de  la  base  de  que  hi  provincia^  ba  de  tener  existencia 
propia  para  satisfacer  cierta  clase  de  inlereses  y  necesidades  que 
no  deben  corresponder  directa  é  inmediatamente  al  Estado,  y  que 
no  pueden  ser  satisfecha^  por  los  munieipios. 
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La  cuestioD  de  ceDlralizario»  y  deacenlralisacioB  «siá  ligaba 
eoo  la  de  si  debea  ser  las  proTincías  de  majar  ó  meoor  terrí(ork)* 
Los  que  creen  qae  todo  el  poder,  qae  iodas  las  fuerzas  activas  d« 
la  Dación  deben  reconceoirarse  en  la  capiial »  los  t|ue  qnieren  qiie 
el  Gobierno  ceoiral  lo  absorba  lodo,  piense  por  todos,  haga  por  to  - 
dos;  los  que  no  eootentoe  con  qne  la  capital  de  la  Monarquía  pre- 
domine sobre  los  demás  pueblos  y  goce  de  las  grandes  vien  tajas 
que  este  privilegio  le  dá,  una  de  las  cuales  es  que  en  ella  se  invierr 
la  una  muy  crecida  parte  del  presupuesto  del  Estado,  quisierau 
que  la  provincia  careciese  de  ínicialiva  para  la  saüsfacden  de  su^ 
necesidades  én  el  orden  administrativo  y  económico,  que  no  tuvie- 
ra liberiad  para  moverse,  ó  solo  le  dan  una  libertad  tan  menguada 
quoi^  limita  á  quesea  una  mera  auxiliar  del  poder  central,  debe 
rán  naturalmente  estar  muy  satisfechos  con  el  principio  dominan 
te  en  la  actual  división  lerritoriaj,  según  el  cual  se  fracciona  el  Es- 
tado en  ouareata  y  nueve  provincias,  se  quila  á  estas  ea  gran  parte 
la  consideración  que  merecen  y  priva  al  país  de  los  grandes  benefi- 
cios que  otradiviston  produciría.  Por  el  cuntrurio  debemos  abogar  por 
la  creación  de  grandes  provincias  los  que  queremos  que  la  viila  po- 
lítica é  intelectual  se  repartan  mas  por  toda  la  Monarquía,  que 
todas  las  diversas  circunscripciones  territoriales  iofluyaa  con  la  po 
sibie  igualdad  eu  la  gestión  de  los  negocios  pdblicos  de  una  manera 
pacifica,  Uberaly  moderada;  que  haya  centralización  como  un  gran- 
de elemento  de  unidad  en  todo  lo  que  tiene  de  necesaria  para  qne 
DO  peligren  los  intereses  morales,  políticos  y  permanentes  del  Es- 
tado, pero  sin  que  anulen  las  provincias  que  con  leyes  bien  medí  - 
tadas;  lejos  de  debilitar  el  poder,  lo  fortificarán  y  en  dias  de  terri- 
bles crisis  salvarán,  ó  por  lo  menos  contribuirán  á  salvar  la  inde- 
pendencia, la  libertad  y  la  honra  de  la  nación  demasiado  compro- 
metidas, cuando  agolpándose  la  sangre  á  la  cabeza  que  es  la  capi- 
tal, se  paralizan  todos  los  miembros. 

En  la  actual  división  territorial  se  prescindió  por  completo  de 
nuestra  historia:  los  que  la  formaron,  tuvieron  la  pretensión  de  bor- 
rar los  nombres  de  Aragón  y  Castilla,  de  Cataluña  y  Mallorca,  de 
Asturias,  de  León,  y  de  Galicia,  de  Andalucía  y  Estremadura, 
y  otra^  varias  denominaciones  con  que  entre  nosotrps  eran  conoci> 
das  desde  remotos  tiempos  las  grandes  fracciones  del  territorio.  No 
tuvieron  en  cuenta  que  esta  era  una  pretensión  de  realización  im  - 
posible.  A  nomt)res  de  tanto  interés,  y  que  por  espacio  de  muchos 
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siglos  habían  signiGcado  agrupaciones  considerables  de  concejos  ó 
municipios  que  tenian  relaciones  históricas,  tradiciones  de  todas 
dases,  unidad  de  intereses  materiales  y  morales,  y  hasta  dialectos 
especiales  y  leyesf  civiles  propias  y  esclusivas,  sustituyeron  oíros 
nombres  que  ninguna  relación  tenían  con  las  circunscripciones  que 
creaban,  y  que  ni  se  referían  á  la  historia,  ni  estaban  tomados  de  ia 
posición  geográfica  de  las  provincias,  ni  de  los  montes  que  en  ellas 
había,  ni  délos  ríos  que  las  fertilizaban,  sino  del  pueblo  que  se  esta- 
blecía por  su  capital,  que  en  alguna  era  poco  mas  que  Una  aldea 
que  no  podía  dejar  de  admirarse  al  verse  elevada  á  altura  tan  ines- 
perada. 

Treinta  y  dos  anos  de  esperiencia  bastan  para  que  se  compren- 
da la  impotencia  del  legislador  para  conseguir  que  se  olvidea 
las  denominaciones  de  castellanos,  aragoneses,  catalanes,  gallegos, 
estremenos,  mallorquines  y  asturianos,  y  otras  denominaciones  me- 
nos comprensivas  como  las  de  manchegos,  alcarreños,  y  riojanos: 
y  á  nadie  se  le  ocurre  decir  que  es  zaragozano,  barcelonés,  sevilla- 
no ó  húrgales  cuaodo  haya  nacido  en  alguna  de  estas  ciudades  sino 
que  dice  que  es  aragonés,  catalán,  andaluz,  ó  castellano. 

Aun  tendría  esplicacíon  esta  división  terrítoríal  tan  fraccionada, 
ti  se  hubiera  llevado  el  fin  de  confundir  unos  con  otros  pueblos  de 
los  antiguos  reinos,  formando  provincias  intermedias  por  ejemplo 
entre  las  dos  Castillas,  eorlre  Aragón  y  Castilla,  entre  Cataluña  y 
Aragón,  entre  Castilla  y  Galicia,  entre  Valencia  y  Cataluña.  Se  com- 
prendería entonces  un  pensamiento  político  que  sería  sacríficar 
las  tradiciones  y  la  historia,  las  aspiraciones  provinciales  y  los  in- 
tereses locales  ai  gran  príncipio  de  la  unidad  completa  de  la  Pe- 
nínsula. Pero  la  división  actual  no  tiene  esa  tendencia;  por  el 
contrario,  dividiendo  los  antiguos  reinos  en  provincias  y  mezclan- 
do pocas  veces  con  los  pueblos  de  un  reino  los  que  habían  perte* 
necido  á  otro  diferente,  manifiesta  bien  á  las  claras  que  no  era  una 
idea  política  (le  asimilación  y  unidad  la  que  predominó  á  hacer 
la  división  en  los  términos  en  que  se  halla. 

Las  exageraciones  de  la  centralización  solo  pueden  neutralizar- 
se estableciendo  grandes  centros  que,  disminuyendo  la  importan- 
cia de  la  capital  de  la  Monarquía,  lleven  la  vida  á  todo  el  territorio: 
solo  los  grandes  centros  pueden  representar  grandes  intereses:  solo 
ellos  pueden  contrabalancear  la  absorción  de  casi  todas  las  fnerzas 
en  una  sola  ciudad:  solo  ellos  en  momentos  en  que  la  imprevisión. 
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Its  fallas  6  la  desgracia  del  Gobierno  den  lugar  á  qae  la  capital 
caiga  en  poder  del  estranjero,  pneden  fácilmente  y  con  menos  in- 
convenientes  salvar  la  independencia  y  la  libertad  de  la  patria. 
Compárese,  como  ya  se  ha  becbo  otras  veces  á  Francia,  poderosa  y 
vencedora,  que  babia  impuesto  la  ley  á  tantos  Estados  de  Europa, 
que  estaba  regida  por  el  primer  bombre  del  siglo,  que  tenia  los  me- 
jores, mas  disciplinados  y  aguerridos  ejércitos  de  Europa,  que  con- 
taba con  los  primeros  generales  de  la  época  y  con  una  administra* 
cion  vigorosa  á  la  aproximación  de  los  eslranjeros  á  París,  con  Es- 
pana,  pobre,  abandonada  por  sus  Reyes,  sin  gobierno,  sin  recur- 
sos, sin  ejércitos,  sin  tesoro,  sin  administración  defendiéndose  he- 
roicamente, luchando  con  fé  y  con  una  inquebrantable  constancia 
contra  un  grande  Imperio  basta  entonces  invencible,  organizando 
el  gobierno ,  proclamando  los  derechos  de  la  Nación ,  anulando  ac- 
tos solemnes  de  sus  Reyes,  declarando  que  la  Nación  era  libre  é  in- 
dependiente, y  no  patrimonio  de  familias  y  personas,  haciendo  pe- 
dazos las  renuncias  de  Bayona ,  y  no  transigiendo  con  el  estranje- 
re  invasor ,  conservando  siempre  su  autonomía  y  no  dejando  nunca 
á  los  ejércitos  franceses  que  dominaran  mas  que  la  parte  del  terri- 
torio que  ocupaban  materialmente.  La  resistencia  nacia  en  todas 
partes:  la  centralización  tal  como  se  ha  entendido  medianamente, 
tal  como  es  hoy,  y  el  fraccionamiento  del  país  en  pequeñas  provin- 
cias, habría  producido  regularmente  otros  resultados.  Habrían  fal- 
tado los  grandes  centros  que  daban  la  vida  al  glorioso  alzamiento 
nacional:  las  rivalidades  de  pequeñas  provincias  hubieran  esterili- 
zado los  esfuerzos  de  las  que  tenían  mayores  recursos;  la  falta  de 
agrupación  de  intereses  y  de  costumbre  de  asociarlos  habrian  tal 
vez  inutilizado  las  fuerzas  por  la  multitud  de  poblaciones  que  se 
creerían  con  derecho  para  sobreponerse  á  las  otras,  sin  tener  los 
medios  adecuados  para  soportar  una  carga  que  no  podrían  resistir. 
Lo  que  acabamos  de  decir  de  una  invasión  estranjera,  es  en  su 
línea  acomodable  á  las  conmociones  interiores.  Donde  la  capital  de 
un  Estado  es  el  todo  y  no  hay  otros  centros  que  en  un  dia  de  sor- 
presa salven  la  libertad  del  país ,  una  conjuración  afortunada  derro- 
ca con  gran  facilidad  el  Gobierno  constituido  y  dá  á  una  facción 
usurpadora  la  gobernación  del  Estado.  El  movimiento  insurreccional 
de  la  capital  es  obedecido  á  los  pocos  minutos  en  todas  las  provincias: 
ninguna  de  ellas  tiene  medios  ni  cosinnbres,  ni  hábitos,  ni  resolu- 
ción para  contrarestar  la  rebelión  triunfante  en  el  gran  centro,  sin 
TOMO  xwn.  ÍO 
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cuja  volanted  j  sin  caya  señal  nadie  sabe  pensar,  ni  moverse ,  ni 
entrar  en  empresas  de  ningruna  clase,  y  mucho  mones  en  las  qne  re- 
qníeron  sacrificios,  abnegación  y  una  resolución  firme.  A«f  se  vé 
que  en  Francia  los  prefectos  del  primer  Imperio  proclamaron  la 
restauración;  los  de  la  restauración  la  Monarquía  de  Julio;  los  de 
la  Monarquía  de  Julio  la  República,  y  los  de  la  República  el  segun- 
do Imperio.  Basta  que  el  telégrafo  de  París  haga  una  seSal,  para 
que  toda  la  nación  se  someta  á  ella  sin  oonlradiccion,  sin  vacila- 
Honps:  el  movimiento  insurreccional  de  la  capital,  el  golpe  de  Es- 
tado dado  en  ella,  la  sorpresa  qne  se  ha  ejecutado  qneda  ya  un  he- 
cho firme,  incontrarestable:  un  pueblo  solo,  y  lo  que  es  peor,  naos 
cuantos  audaces  que  toman  su  voz  y  en  un  momento  da  espanto  y 
de  sorpresa,  se  apoderan  del  Gobierno,  son  obedecidos  y  se  convier- 
te por  la  aquiescencia  universal  en  gobierno  legítimo  6  casi  legi- 
timo el  que  ha  sido  elevado  en  hombros  de  algunos  sedieiosof>. 
Cuando  hay  otros  centros  importantes  que  contrabalancean  lain- 
flupucia  de  la  capital ,  estos  golpes  de  mano  no  son  tan  Táciles,  y 
cuando  no  es  la  opinión  pública  la  que  desea  una  revolución,  no  es- 
fácil  que  prosperen  en  sus  intentos  los  que  no  cuentan  con  las  stm* 
patías  generales. 

Bajo  otros  diferentes  puntos  de  vista  pueden  presentarse  los  ín< 
convenientes  de  las  provincias  pequeñas.  Ann  prescindiendo  de 
lo  pobres  que  son  algunas  y  de  lo  pesado  que  les  es  soportar  la 
carga  del  presupuesto  provincial  y  de  tener  el  número  de  estable* 
cimientos  que  necesita  para  la  beneficencia,  para  la  instrucción  pú- 
blíca  y  para  tantas  otras  necesidades  colectivas  que  la  provincia  de 
be  sorportar,  considérese  qué  obras  de  alguna  importancia,  puede 
emprender  la  gran  mayoría  de  las  provincias,  y  cuáles  son  las  que 
convendría  que  promovieran  y  realizaran.  T  de  notar  es  que  las 
provincias  mas  pequeñas  y  pobres  son  las  que  mas  interés  tienen 
«n  qne  se  las  ponga  en  comunicación  con  aquellas  en  que  está  la 
población  mas  agrupada ,  que  por  su  situación ,  por  su  comer* 
cío,  por  sus  consumos,  llevan  la  vida  á  los  pueblos  qne  con  ella  es- 
tán en  conunicadoQ  inmediata,  y  que  cuanto  mayores  la  esterili- 
dad del  suelo  y  mas  montuoso  y  pobre  su  país,  mayores  suelen  ser 
las  dificultades  que  hay  para  la  construcción  de  caminos  y  canalbs, 
y  mayores  los  capitales  que  se  requieren  para  superarlas.  Se  com- 
prende qne  las  cuatro  provincias  catalanas  con  un  centro  tan  activo, 
tan  rico  y  tan  emprendedor  como  Barcelona,  harian  reunidas  en 
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una  mucho  más  j  con  mucho  mayor  provecho  para  todas  y  para 
cada  una  que  lo  que  aisiadameole,  limitáodose  á  sus  propios  recur- 
»0!t  y  con  su  particular  crédito  pueden  hacer  según  están  hoy  cons- 
liluidas. 

Si  de  estas  consideraciones  del  orden  material  pasamos  á  otras 
del  órdenintelectuai  se  rerá  que  toda  la  vida  del  paÍ!«  bajo  este  aspec- 
to tiende  á  aglomerarse  en  la  capital  de  la  Monarquía.  Apenas  hay 
en  las  capitales  de  provincia  historiadores ,  literatos ,  ni  hombres* 
consagrados  esclusivamente  á  escrihir  tratados  científicos  para  ha 
cer  participes  á  los  demás  de  sus  conocimientos:  con  escasas  e^^- 
cepciones  han  cesado  los  que  en  direrrnles  puntos  de  la  Penín* 
sala  contribuían  con  los  escritores  de  la  capital  de  la  Monarquía» 
y  rivalizando  con  ellos  á  difundir  las  luces  por  todos  los  confi 
nes  de  la  Península:  el  anhelo  general  de  casi  todos  los  que  ser 
sienten  con  fuerzas  para  distinguirse  de  entre  la  multitud ,  es  ve- 
Dir  á  la  Corte,  es  buscar  en  ella  relaciones ,  es  salir  del  aisla* 
miento  en  que  se  encuentran,  es  venir  á  respirar  la  admósfera  de 
Madrid  donde  principalmente  encuentran  recompensa,  donde  ha- 
llan amigos,  partidarios  y  basta  admiradores,  y  donde  vén  hasta 
cierto  punto  satisfecho  su  amor  propio.  Aquí  es  donde  con  mayor 
facilidad  encuentran  la  manera  de  alcanzar  sus  ambiciones  políti- 
cas«  sus  esperanzas  de  ser  funcionarios  públicos,  su  deseo  de  figu- 
rar como  oradores  y  como  hombres  de  talento. 

Consecuencia  de  esto  es,  que  todas  las  ambiciones  refluyen  en 
la  capital,  que  todas  tomen  una  tendencia  política,  que  nadie  se 
contenta  con  modestas  pretensiones,  y  que  talentos  disting«idos 
que  repartidos  en  diferentes  i-entros,  podrían  hacer  grandes  bienes 
al  Estado  por  la  intervención  que  tuvieran  en  la  gestión  de  los  ne- 
gocios públicos  de  grandes  provincias,  ilustrando  la  opinión,  pro- 
moviendo empresas  de  grande  utilidad  general,  y  mereciendo  el 
aprecio  y  consideración  desús  compatriotas,  vengan  á  inutilizarse 
en  las  luchas  frecuentemente  estériles  de  la  política  militante,  en 
que  la  exageración  y  el  esclusivismo  suelen  predominar  mas  que  el 
amor  á  la  patria  y  que  el  liberalismo  verdadero ,  el  cual  siempre  es 
comedido  y  tolerante. 

Lo  que  se  dice  de  las  ciencias  y  las  letras  es  estensivo  tanibieo 
a  las  artes,  tanto  las  que  llevan  el  título  de  nobles  como  á  las  qne 
generalmente  se  denomina  bellas.  En  los  Estados  en  que  el  centro 
€s  todo,  ó  casi  todo,  y  las  provincias  poco,  todo  se  modela  por  la 
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Corte;  todo  toma  sa  carácter  de  uniformidad  y  moQotoQia«  porqae 
salir  de  lo  que  se  bace  en  la  capital,  parece  atraso,  ignorancia»  6 
incapacidad. 

El  numero  escesivo  de  provincias  hace  por  otra  parte  difícil  la 
elección  de  los  Gobernadores.  Muchas  son  las  calidades  indispensa- 
bles para  desempeñar  estos  puestos  importantísimos.  Acostumbra- 
dos nosotros  á  ver  elevar  hasta  ellos  con  frecuencia  á  personas  que 
no  tienen  ni  capacidad,  ni  nombre,  ni  antecedentes  para  ocuparlos, 
elegir  á  otros  que  en  concepto  público  son  indignos  de  obtenerlos^ 
tal  vez  solo  con  objeto  de  Tavorecer  determinada  candidatura  elec- 
toral»  lo  que  basta  para  dar  idea  de  la  poca  dignidad  de  quien  asi 
desconoce  la  alta  importancia  de  sus  funciones,  ó  que  si  tiene  con- 
ciencia de  ella,  se  atreve  á  rebajarla,  no  fijamos  la  atención  en  el 
conjunto  de  dotes  que  se  requieren  para  poder  llenar  los  muchos, 
complicados  y  esplicitos  deberes  que  pesan  sobre  los  que  represen- 
ten al  Gobierno  en  las  provincias  y  lo  difícil  que  es  hacer  nombra- 
mientos acertados. 

Por  otra  parte,  hombres  que  han  llegado  á  cierta  altura  no  sue- 
len prestarse  á  aceptar  un  cargo  que,  por  el  continuo  movimiento 
en  el  personal,  por  los  frecuentes  cambios  de  la  política,  y  por  hábi- 
tos envejecidos  y  difíciles  de  desarraigar,  se  ha  creido  que  eran  para 
los  amigos  poco  menos  que  personales  de  los  que  aconsejan  á  la  Co- 
rona, y  que  esto  es  lo  que  principal  y  casi  esclusivamente  en  ellos 
debe  procurarse ,  olvidando  que  así  la  administración  del  país  queda 
abandonada  al  acaso,  al  favoritismo  y  frecuentísiroamente  á  la  ig- 
norancia. 

Esta  muchedumbre  de  gobernadores  y  de  oficinas  produce  otro 
gravísimo  inconveniente,  á  saber,  el  que  su  dotación,  lo  mismo  que  la 
de  aquellos  que  los  auxilian  en  la  gobernación  de  la  provincia,  sea 
mezquina,  lo  que  unido  á  la  poca  duración  de  las  funciones  hace 
que  el  cargo  no  seaapelecido  generalmente  por  los  que  ya  tienenuna 
reputación  formada.  De  aquí  la  desigualdad  de  sueldos  de  ios  que 
gobiernan  una  provincia  de  primera  clase  con  el  de  los  Capitanes 
generales,  y  el  pueblo  acostumbrado  á  ver  la  ostentación  de  estos 
ültimos,  el  aparato  con  que  siempre  se  presentan  en  las  revistas,  el 
séquito  que  los  acompaña,  los  honores  que  se  les  hacen,  la  ma- 
yor consideración  que  las  leyes  y  el  Gobierno  les  dan,  se  acostum- 
bra á  mirar  la  autoridad  política  y  administrativa,  la  verdadera  y 
única  representación  del  Gobierno  en  la  provincia,  como  inferior  á  la 
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militar,  y  que  de  este  modo  vaya  cada  vez  perdiendo  el  prÍDcipio 
civil  en  la  direccioo  de  los  negocios  públicos.  Bastan  estas  indica- 
ciones. 

Al  empezar  á  escribir  este  artícalo,  no  pensábamos  darle  tanta 
estension:  la  importancia  del  punto  que  en  él  examinamos,  sírva- 
nos de  disculpa;  si  llegamos  á  ver  agitada  esta  cuestión  en  la  pren- 
sa» probablemente  tomaremos  parte  en  ella»  porque  nadie  debe 
rehusar  contribuir  en  cuanto  alcance  al  bien  de  su  patria,  indican- 
do los  medios  que  juzgue  oportunos  para  conseguirlo,  haciéndolo* 
con  templanza,  sin  impaciencia  y  prefiriendo  que  la  reforma  que 
cree  ülil,  no  se  haga,  á  que  sin  preparar  la  opinión  se  acometa  po- 
niéndola  en  peligro,  desautorizándola  y  haciéndola  tal  vez  imposi- 
ble en  época  mas  oportuna. 

Pedro  Gómez  de  la  Sem. 


ENJI]IGIAMIE!^TO  CIVIL. 


iPuedenios  litigantes  impugnar  el  juicio  pericial  1  lEstá  el 
Jue%  obligado  á  seguirlo ,  ó  por  el  contrario,  puede  separarse 
deilt 

El  juicio  pericial  puede  ser  combatido,  á  lo  que  entiendo,  por 
cualquiera  de  los  litigantes,  y  el  Juez,  dentro  de  los  limites  de  su 
matoridad,  debe  corregir  las  demasías  y  los  errores,  dimanen  de  la 
causa  que  se  quiera,  que  cometan  los  peritos.  Considero  por  lo  tan- 
to, errónea  la  opinión  de  que  contra  el  dictamen  del  tercero  no  há 
Jugar  á  recurso  alguno:  error  gravísimo,  á  mi  entender,  que  viene 
á  sobreponer  el  dicho  de  un  tercero  á  la  autoridad  judicial  y  á  ha- 
cer soberanamente  supremo  arbitro  de  derechos  civiles  á  una  per- 
sona que  ni  tiene  carácter  público,  ni  reúne  las  garantías  que  dá  la 
elección  que  se  hace  para  cargos  permanentes  con  sujeción  á  leyes 
ó  disposiciones  administrativas.  No  se  concibe  esa  infalibilidad  del 
juicio  pericial;  no  está,  ni  ha  estado  nunca  escrita  en  nuestras  le- 
yes, como  no  lo  estuvo  en  las  romanas,  como  no  recuerdo  haberla 
Tisto  en  ningún  Código.  Hay  un  adagio  jurídico  que  ensena  que  el 
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jttieio  pericial  nunca  es  decisivo:  dietum  expertorum  numquém 
iran$it  in  remjudieatam.  algunos  códigos  moderaos  dan  i  esta  re- 
gla la  fuerza  de  ley:  así  suced<^  con  el  de  procedimientos  ci^fles  de 
Francia,  el  cual  ordena  en  el  art.  3¿3  que  los  Jaeces  no  eslán  ebii- 
gados  á  seguir  el  dictamen  de  los  peritos,  si  es  contrario  á  su  eoo- 
viccion:  k>  mismo  disponen  todos  los  Estados  que  tienen  adoptado 
el  mismo  Gikligo  de  procedimientos:  as(  sucede  también  en  flolanda 
en  que  se  consigna  la  misma  regla  en  el  art.  336.  El  Códíga  de 
procedimientos  civiles  del  Cantón  suizo  dé  Ginebra,  dice  eo  so  ar- 
iíGalo328,  que'si  los  Jueces  no  se  consideran  bástanle  ilustrados 
«on  el  primer  dictamen  pericial,  pueden  mandar  que  los  misnus 
peritos  ü  otros  nuevos  den  un  segundo  informe.  En  los  Estados  re- 
feridos queda  al  prudente  arbitrio  del  Juez  la  decisión:  nada  hay 
que  se  oponga  á  su  apreciación  franca:  si  ios  motivos  en  que  se 
íundan  los  peritos  le  parecen  justos  y  aceptables  sin  vacilar  los  to- 
ma como  base  de  sus  fallos;  en  otro  caso  los  rechaza:  siempre  la 
responsabilidad  de  la  decisión  es  del  que  juzga:  á  él  sola  y  esclusi- 
vameote  1c  pertenece  la  sentencia,  tiene  libertad  para  dictarla  y 
no  fs  compelido  á  ser  órgano  de  trasmisión  de  lo  que  on  perito, 
tal  vez  apasionado,  parcial  ó  ignorante,  ó  que  ceda  á  impulsos  sór- 
didos, hace  en  daño  de  uno  de  los  que  litigan.  T  esto  es  lo  natural; 
esloes  lo  lógico,  porque  asi  el  Juez  es  Juez,  el  Tribunal  de  apela- 
ción es  verdadero  Tribnnal:en  el  que  se  supone  que  se  ha  de  segnír 
necesariamente  el  dictamen  pericial  el  Juez  es  un  instrumento  me- 
cauico,  como  lo  es  también  la  Audiencia,  y  el  tercero  es  un  poder 
supremo  para  cuyos  desaciertos  ni  hay  alzada,  ni  casación,  ni  nin- 
gnn  remedio  en  lo  hnraaoo.  Esto  no  es,  esto  no  put?de  ser:  el  díctá- 
4nen  pericial  debe  dejar  íntegra  la  defensa:  no  es  un  oráculo  ante 
«i  cual  todos  deban  inclinar  la  cabeza:  es  uno  de  tantos  datos  de  la 
{»ruebadel  pleito  que  puede  ser  objeto  de  examen,  de  discusión  y 
de  censará,  como  lo  son  todas  las  demás  pruebas,  bien  sean  jsscrí- 
turarías,  bien  testificales,  las  de  reconocimientos  judiciales  y  cuan^ 
tas  están  autorizadas  por  las  leyes:  el  dictamen  pericial  es  un  eon- 
sejo  que  se  dá  al  Juez,  consejo  qoe  no  lo  liga,  sino  que  tiene  por 
objeto  solamente  contribuir  á  que  se  ilustre,  á  qoe  forme  su  con* 
viccion  sobre  la  apreciación  de  los  derechos  que  se  ventilan  y  á  que 
pueda  con  acierto  juzgar  por  sí  mismo  de  la  justicia  de  su  fallo. 
Naturalmente  ios  dictámenes  periciales  tienen  que  ejercer  grande 
influencia  en  el  ánimo  del  luez,  pero  no  le  compela  á  decidir  lo 
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<|tte  DO  considera  jiMto,  ni  á  tAmar  sobre  su  looadeacit  lo  que  do 
ODCueotra  bastaate  juslittcado. 

Niieslras  leyes  estáo  abora,  como  lo  estabao  aoles  de  la  deBn- 
jniciainiento  civil,  cooformes  ron  estos  prianipios:  rnalqmera  otra 
ÍDteli|ceDcia  qne  se  les  dé  es ,  á  ni  juicio,  viciosa  y  do  cooforme 
coD  las  reglas  de  la  recta  interpretacioa. 

Las  leyes  de  Partida  aceplaroo  estadoctrioa:  la  118,  ik  XVIII, 
Partida  III,  racoltóespresameDle  á  los  jueces  para  que  eo  la  prueba 
del  cotejo  de  letras  se  pudierao  separar  del  dietámeo  de  los  perkos, 
aun  cuaodo  todos  coasideraran  que  la  letra  era  lao  desemejante , 
dando  lugar  á  que  se  sospechase  qoe  era  fal^^o  el  documento.  Fuo*- 
dábase  para  ello  en  que  atol  prueua  como  ata  UhUaron  los  Sabias 
antiguos  que  mn  era  acabada  por  la$  ra%one$  que  de  suso  diximos; 
epor  esÉo  ¡a  possieron  m  alueária  del  juzgador  que  siga  aquella 
pruetia,  si  creyera  que  es  derecha  é  valedera;  ó  que  la  deseche,  si  en- 
tendiera  en  su  corazón  lo  contrario.  Da  este  modo  el  perito  no  se 
convierte  en  Juez  de  hecho,  y  los  tribunales  quedan  en  la  iniegri- 
dad  de  su  jurisdicción  para  calificar  y  juzgar  lo  que  ante  ellos  se 
ventila* 

Lo  mismo  ha  establecido  la  ley  de  Bnjuicíamietto  respecto  M 
juicio  pericial  del  cotejo  de  letras.  El  art.  290  de  esta  ley  dice:  El 
Juez  hará  por  si  mismo  la  comprobación  después  de  oir  á  los  peri^ 
tos  remores  y  no  tendrá  que  sujetarse  á  su  dicHámen.  Prevalecieron 
en  esta  disposición  los  mismos  principios  que  en  las  leyes  de  Par- 
tida. 

Lo  que  se  dice  de  esta  prueba  pericial  no  hay  motivo  para  no 
hacerlo  ostensivo  A  las  otras  pruebas  periciales.  El  espíritu  qoe  do- 
mina á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  esta  materia  es  conocido  y 
nada  hay  que  aconseje  separarse  de  él:  es  regla  general  de  inter- 
pretación que  lo  que  la  ley  dice  espresamente  en  nn  punto  dado^  es 
aplicable  en  materia  civil  i  otro  caso  análogo  cuando  no  hay  pre- 
cepto del  legislador  para  resolverle,  mucho  más  coando  puede  de- 
cirse que  mas  que  analogía  hay  igualdad. 

Pero  aun  dejando  este  orden  de  consideraciones,  según  la  mis- 
ma ley  de  Enjuiciamiento  civil,  enconinmos resuelta  la  cuestión  en 
el  mismo  sentido.  Su  art.  317  ordena  que  los  jueces  y  tribunales 
aprecien  según  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  fuerza  probatoria  de 
las  declaracionesde  los  testigos,  y  lo  que  de  estos  se  dice  es  aplica- 
ble á  todos  los  que  prestan  su  cooperación  y  que  vienen  á  darle ,  ó 
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el  testimonio  de  lo  qae  vieroo,  6  el  testimonio  de  lo  qae  entieodeB: 
nacía  hay  que  obligue  al  Jaez  contra  su  ciencia  ó  conciencia  á  adop- 
tar sus  opiniones:  por  ser  llamados  á  declarar  como  peritos  no  se  ba 
de  considerarlos  como  incapaces  de  error,  de  parcialidad  6  de  ala- 
cinamiento.  La  diferencia  de  opiniones  de  los  peritos  es  moti?o  tam- 
bién para  que  se  dé  mayor  importancia  alas  observaciones  que  de- 
jo hechas. 

Partiendo  de  esta  base  t  ios  jueces  están  en  libertad  para  to- 
mar mayores  garantías  de  acierto  en  estos  casos ,  y  lejos  de  supo- 
ner que  el  dictamen  del  tercero  es  decisivo  deben  adherirse  á  él,  si 
lo  consideran  justo,  y  en  caso  contrario  separarse  de  él,  apreciando 
le^un  las  reglas  de  la  critica  racional  el  valor  de  sus  dictámenes. 

Pedro  (¡«Bei  de  la  Seru. 


iDebe  un  Jue%  de  paz  que  decretó  un  embargo  preventivo  en  ga  - 
rantia  de  un  crédito  de  interés  menor  de  600  n.  t?n.,  remitir  U» 
diligeneiai  referentes  alJuez  de  primera  instancia  del  partido,  se- 
gún se  previene  en  el  último  párrafo  del  m'tieulo  930  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  dvitt 

Para  nosotros  que  hemos  sostenido  recientemente  en  el  terreno 
judicial  la  afirmativa,  el  precepto  de  remisión  es  absoluto,  y  sn  gene- 
ralidad no  admite  escepcion  alguna,  por  las  consideraciones  si- 
guientes: 

Teniendo  esta  cuestión  los  dos  aspectos  de  fondo  ó  de  sustancia 
ó  materia  jurídica,  y  de  forma  ó  de  procedimiento,  decimos  como 
espresa  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  en  sus  Motivos  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento  dvíl,  y  titulo  19,  que  las  diligencias  del  embargo  pre- 
ventivo guardan  conformidad  con  las  del  juido  ejecutivo  por  la  ana- 
logia  que  con  él  tienen,  para  que  la  ley  tuviera  la  unidad  y  conse^ 
euenda  tan  necesaria  en  otras  disposiciones  de  la  misma  naturaleza, 
confirmando  este  coorcepto  la  colocación  de  los  embargos  en  el  título 
anterior  é  inmediato  al  de  las  ejecuciones,  las  condiciones  orgánicas 
de  unos  y  de  otros,  tanto  con  respecto  alas  preexistencia  y  califica- 
ciones del  título  base  de  ellos,  como  al  carácter  preventivo  y  pro- 


Digitized  by  LjOOQIC 


DIL  KMBARGO  PRBVINTIVO  BN  GARANTÍA  DI  UN  CRÉDITO.   8i 

vísiooal  de  ambas  clases  de  procedimiento,  como  resulta  del  ex&mea 
comparativo  de  ano  y  otro  título  y  sus  artículos. 

Los  embargos  preveotívos  no  afectando  por  su  naturaleza  el  fon- 
do de  los  negocios  ya  que  como  preparación  suya  no  anulan  la» 
sentencias  como  se  vé  por  los  artículos  4113  y  i<f4  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  es  doctrina  reconocida  en  la  sentencia  en  el 
recurso  de  casacioD  de  14  de  mayo  de  i889  y  en  la  de  competencia 
civil  de  iO  de  julio  de  1862,  se  asemejan  i  la  prisión  preventiva, 
la  cual  no  se  reputa  pena  según  el  artículo  22  del  Código  penal,  son 
asentamientos  ó  aseguraciones,  acciones  llamadas  jttdücio  sütio,  co- 
mo dice  la  ley  1.*,  tit.  8.^,  Partida  3/,  apoderar,  e  assosegar  orne 
.en  tenencia  de  algooa  cosa  de  los  bicDes  de  aqnel  á  quien  empla- 
za  non  queriendo  facer  derecho,  para  guardar  lacosa  de  que  se- 

trata,  causa  custoiice  como  espresa  el  cap.  4.®  decretal  de  eo  qui 
instituitur  in  possessionem;  son  esclusivamente  garantías,  efecto  ne- 
cesario de  la  eficacia  de  toéa- legal  ¡dad  y  representación  de  su  im- 
portancia, auoque  de  forma  accesoria  y  reglamentaría^  según  se 
desprende  del  artículo  1184  de  la  propia  ley  de  Enjuiciamiento. 

El  Juez  que  interviene  en  estos  actos,  por  mas  que  según  el  ju- 
risconsulto Baldo  obra  ejerciendo  su  noble  oficio,  que  es  boy  la  li- 
bre apreciación  que  indican  el  artículo  934  y  el  citado  1184  de  la 
propia  ley  de  Enjuiciamiento,  no  es  mas  que  un  Juez  instructor  en- 
cargado de  instruir  la  causa,  como  insinúa  la  ley  21,  Código  De 
evictianibus,  á  quien  compete  intervenir  en  ella  como  Juez  de  he* 
cho  y  no  de  derecho,  con  facultad  de  conocer  y  no  de  fallar,  cor- 
respondiendo lo  último  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  á  quienes 
debe  remitirse  lo  actuado,  según  el  art.  930,  si  se  practica  por 
los  Jueces  de  paz  á  la  manera  de  los  procedimientos  de  ab-intes- 
tato,  como  se  vé  en  los  arts.  357  y  365  de  aquella  ley. 

Igualmente  clasificándose  las  diligencias  preliminares  de  los 
juicios  ó  los  antejuicios  en  personales,  como  las  competencias  y  re- 
cusaciones, y  en  reales,  como  los  embargos,  retenciones,  interven- 
ciones, testamentarías  é  intestados,  á  las  que  podiamos  llamar  á  las 
primeras  de  apremio,  y  á  las  segundas  de  arraigo  del  juicio,  aten- 
diendo á  lo  que  es  uno  y  otro  según  los  arts.  979  y  siguientes,  y 
238  de  la  repetida  ley,  ninguna  de  ellas  propiamente  entra  en  el 
número  de  las  atribuciones  que  los  Jueces  de  paz,  que  según  es- 
plica  el  Real  decreto  de  22  de  octubre  de  1858  solo  les  pertenecen 
los  actos  de  conciliación  y  los  juicios  verbales,  y  las  demás  todas 
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soo,  por  decirlo  así»  delegadas,  siendo  eo  consecuencia  los  embar- 
gos qne  nos  ocupan,  por  lo  que  respecta  á  aquellas  Autoridades 
pacificadoras,  diligencias  incompletas  que  deben  ratificarse,  según 
ios  artículos  referentes,  entre  otros  el  939  y  366,  ratificación  que  es- 
una  comprobación,  un  reconocimiento,  (improbare,  adgnoscere  qmod 
aclum  est,  y  que  entraña,  no  la  suma  de  la  cosa,  non  rei  compen- 
dium,  sino  el  interés  del  negocio,  quod  inUrfuerü,  como  declaran 
hs  leyes  12  y  2/  del  Digesto  y  título  itotom  rem  haberí. 

En  suma,  parece,  dentro  de  la  cuestión  de  competencia  que  nos 
ocupa,  que  atendida  la  inrerioridad  de  los  Jueces  de  paz  en  la  or- 
ganización judicial  actual  por  razón  de  no  corresponderás  mas  atri- 
buciones generales  que  las  de  mera  instrucción  y  ejecución  que  los 
propios  Jueces  deben  en  todo  y  cualquier  caso  remitir  á  los  Jueces 
de  primera  instancia  las  diligencias  de  todo  embargo  preventivo. 

J«aqiii  Maiiel  ét  Moier. 
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Seriamos  muy  difusos  si  hubiéramos  de  hacer  un  arltculo  .bi« 
l)liográfico  completo  referente  al  Dr.  Ramírez,  y  así  nos  concreta- 
remos á  lo  siguiente. 

El  Dr.  Pedro  Caliste  Ramírez,  que  se  cree  natural  de  Zaragoza, 
nació  en  el  segundo  tercio  del  siglo  XYI,  falleciendo  i  principio  del 
siglo  XVII»  con  dos  hijos  notables  por  su  saber,  llamados  el  mayor 
en  edad  Joan  Martin,  y  el  segundo  Diego  Calisto,  también  de  Za« 
ragoza. 

Fué  individuo  de  la  curia  ó  Concejo  del  reino  de  Aragón,  lugar- 
teniente del  Justicia  mayor  del  mismo  reino  y  obtuvo  otros  em<« 
pieos  y  dignidades,  no  muchos  anos  después  de  haber  cursado  la 
carrera  de  derecho  en  la  Universidad  de  Zaragoza  en  la  época  in** 
mediata  á  su  fuadacion  hecha  por  el  obispo  D.  Pedro  Cervuoa. 

Escribió  diferentes  obras  legales  que  publicó  en  la  Imprenta  Zara* 
gozana  de  Joan  Lanaja  y  Cuartanet,  Impresor  Real  y  tipógrafo  de 
la  misma  universidad,  y  entre  ellas  la  mas  admirable  y  útil,  la 
que  tituló  AnalUicus  traetatus  de  lege  Regia ,  obra  como  indica  su 
epígrafe,  de  dereho  público  aragonés « de  la  cual  debemos  decir  aU 
gana  cosa. 

En  ella  Ramírez,  correspondiendo  al  nombre  de  su  autor  que 
como  dice  es  derivativo  de  Reychmayr  y  significa  hombre  rico  y 
prudente,  nos  dio  muestras  inequivocas  de  ilustración  atesorada 
por  su  claro  talento,  consignando  el  origen,  fundamentos  y  bases 
sobre  que  descansa  la  nacionalidad  de  Aragón ,  profiriendo  en  su 
debida  admiración  á  ella,  al  compararla  con  la  de  Castilla,  que  los 
aragoneses  no  estaban  sujetos  ni  al  arbitrio  judicial  ni  al  popular, 
sino  á  la  legalidad  acordada  por  toda  la  nación  espresada  en  el  co- 
nocido principio  Standum  est  charke^  sin  mas  limitación  que  la  que 
produce  la  imposibilidad  fínica  y  moral,  sed  nostri  aragonenses  nec 
magistratuum,  necplebis  arbitrio,  $eilegibu$  Mius  populijudi^ 
eio  laH$subjieiurUur,  pi  ideo...,,  stanium  esse  chartm  otjudicí^n- 


Digitized  by  LjOOQIC 


84  RIVI8TÁ  DE  LKGlSLACIOlf. 

dttm  secundum  quod  in  ea  seriptum  e$t^  si  non  contineal  aliquiti 
impoBiibile  vel  contra  jus  naturale,  segnn  se  lee  en  el  párrafo  i9, 
número  18,  y  que  la  forma  de  gobierno  de  la  misma  nación  era 
monárquica  de  origen  heroico,  en  tanto  que  el  primer  rey  elegido 
por  el  pueblo  gobernó  según  aquellas  leyes,  conservando  en  lo  sn- 
cesivo  este  carácter,  pues  las  leyes  eran  conirmadas  por  las  cos- 
tumbres» de  modo  que  la  mageaiad  del  trono  era  á  la  par  que  per- 
petua y  respetada,  limitada.  Notírorum  Regum  Monarehia  heroica 
fuü  8U0  origine  et  ejus  qui  primus  füit  Rex  d  populo  eleetu$  tuece- 
$or^  quia  secundum  leges  dominatur,  cum  d  primordio  tituli  poste- 
rior  formfitur  eventus,  et  leges  licet  persead  cogendum  vim  hateante 
non  tamen  ad  sponte  parendum  nisi  morUms  populi  confirmata  sint 

et  sui  animi  civium  quasl  radices  egerint Regum  instigandum 

acervitatem,  potestatem  vero  perpetuandam  reverendam  ac  obser 
vandam  (párrafo  3.*,  núm.  9.*).  Así  Ramirez,  tres  siglos  antes  que 
nosotros  daba  solución  á  la  dificultad  de  conciliar  el  orden  y  libertad 
política ,  la  intervención  del  pueblo  y  sus  costumbres  tradicionales^ 
y  la  obediencia  y  respeto  á  la  autoridad,  ó  lo  que  es  lo  mismo,, 
comprendió  como  nosotros  que  de  hecho  la  identificación  de  las 
buenas  leyes  y  costumbres  significada  por  su  duración  y  espresada 
por  fí\  legislador  ó  su  carta  era  todo  el  derecho  público  de  un  buen 
Estado. 

Sin  embargo,  Ramirez,  á  quien  podemos  con  justicia  llamar  el 
Papiniano  Aragonés,  estuvo  como  éste  tocado  del  defecto  de  adu- 
lación á  su  Mecenas  y  protector  el  Rey  Felipe  II,  á  quien  llama 
en  el  prólogo  de  su  citada  obra  Señor  de  todo  el  mundo^  Señor  de 
si  mismo:  palabras,  como  se  vé,  exasperadas  é  inmerecidas.  ¿Seria 
esto,  acaso,  miedo  al  Monarca  temido?  ¿Pudiera  esto  ser  hijo  de  so 
carácter  conciliador?  Nos  inclinamos  á  esto  último,  diciéndonos  el 
jurisconsulto  Mendoza  en  una  carta  que  escribió  á  Ramirez,  que 
éste  se  bahía  propuesto,  á  la  vez  que  escribir  su  obra,  tranquilizar 
los  ánimos  y  pacificar  las  diferencias  y  alborotos  públicos  de  su 
tiempo. 

Como  quiera,  la  obra  que  examinamos,  aparte  de  los  defectos  de 
método  y  gusto  artístico,  pues  se  halla  distribuida  en  párrafos, 
sin  libros,  títulos  y  capítulos,  es  una  colección  de  monografías  re 
lativa  á  la  estension  y  funcionamiento  acorde,',  mutuo  y  simultáneo 
de  los  po'feres  públicos  civil  y  eclesiástico,  real  y  popular;  al  seSa- 
lamiento  de  los  vioculos  que  unen  á  la  Iglesia,  al  Estado  y  á  la  na- 
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«ioo,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  legalidad  romana,  canónica  y  Toral 
jiragonesa,  tanto  por  lo  qae  hace  ai  territorio  como  i  la  población  ó 
colectividad;  es  digna  por  estos  conceptos,  no  solo  de  estudiarse,  sino 
de  traducirse  y  comentarse,  encontrándose  en  ella  principios  muy 
aceptables  de  gobierno,  máximas  superlativaflM&te  útile»  para  el 
ejercicio  y  buen  d^empeno  de  lodo  cargo  pAUico.  Pero  concluya- 
mos este  artícuto  invitando  á  nuestros  amigos,  para  eonttauario 
como  se  merece  su  objeto. 

jMfoii  MaDttel  de  iMer. 


Digitized  by  LjOOQIC 


8t  BIVI8TA  DB  LBGlSLÁCIOlf  • 

Attu$acum  pronunciada  en  la  causa  criminal^  seguida  contra  Claudio 
Feliu  y  FontanilU[,  sobre  usurpación  del  estado  civü  de  D.  CM^diú 
de  FontaneUas^  ante  la  Exema.  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celonay  en  grado  de  revista^  por  el  Sr.  Fiscal  de  S,  M.  D.  Dehbteio 

DE  ViLLALAZ. 

EXCMO.  Sft. 

La  Sala  estará,  quizás,  preocupada  por  el  pensamiento  de  que  yo,  es- 
citado  con  el  ejemplo  del  abobado  defensor  del  procesado,  vaya  á  entrete- 
nerla por  espacio  de  otros  seis  dias  hablando  de  esta  causa.  Y  por  cierto 
que  no  sé  lo  que  haré,  aun  cuando  desde  luego  puedo  asegurar  á  Y.  E. 
que  no  es  tal  mi  intención,  y  sobre  todo,  que  no  tengo  necesidad  de  ello. 
La  posición  del  abordo  defensor  y  la  mía  son  muy  distintas,  y  este  ne- 
cesariamente ha  de  influir  en  nuestra  conducta  respectiva.  Yo  vengo  aquí 
á  acusar  á  un  criminal,  cuya  culpabilidad  es  mas  clara  que  la  luz  del  soL 
y  uo  be  de  hacer  para  ello  mas  que  decir  la  verdad:  el  abogado  defensor 
vione  á  defender  á  este  mismo  criminal;  y  como  la  verdad  no  es  mas  que 
una^  él  tiene  que  procurar  oscurecerla.  Para  oscurecer  esta  verdad,  es 
nncesario,  por  lo  visto,  hablar  seis  días;  para  esclarecerla,  creo  yo  que  se 
necesita  mucho  menos  tiempo. 

Confíese  francamente  que  siento  alguna  dificultad  para  contestar  al 
abosado  defensor,  y  Y.  E.  conocerá  que  no  es  la  menor  la  de  recordar  to- 
do lo  que  ha  dicho,  poroue  no  creo  yo  que  haya  memoria  tan  firme  que 
no  se  quebrante  con  el  peso  de  semejante  contenido.  Será  también  para 
mí  muy  difícil  el  contestar  seriamente  á  ciertas  cosas,  que,  aunque  aquí 
se  han  dicho  con  muchísima  formalidad,  nunca  han  dejado  ni  dejarán  de 
considerarse  como  soberanamente  absurdas.  Y  por  último,  no  se  sí  conse- 
guiré separar  de  esta  discusión  cierto  tinte  de  personalidad  que  se  la  vie- 
ne dando  desde  que  este  abogado  se  encargó  de  la  defensa.  Yo  protesto 
formalmente  que  considero  la  personalidad  de  los  defensores  del  procesado 
tan  lejos  de  mis  alcances,  como  lo  está  de  mis  intenciones.  Con  los  de- 
fensores es  con  quienes  tengo  aue  discutir,  y  con  ellos  discutiré  sin  otra 
consideración  que  el  triunfo  de  la  verdad,  y  hasta  sin  preocuparme  para 
nada  de  las  censuras  que,  por  la  manera  de  hacerlo,  puedan  llover  sobre 
mí,  y  contra  las  cuales,  seguro  estoy  de  ello,  mi  conciencia  me  ha  de  pro- 
porcionar consuelos  superabundantes. 

Yo  ruego  á  Y.  E.  y  ruego  á  cuantos  puedan  censurarme,  que  conside- 
ren que  aquí  he  de  defender  el  prestigio  y  el  decoro  del  poder  judicial  y 
del  Ministerio  fiscal  escandalosamente  atacados  en  esta  causa.  Sí,  Señor, 
yo  tengo  que  defender  á  esos  Jueces  y  Magistrados  que  con  tanta  gloria 
suya,  han  entendido  en  este  proceso  dando  grandes  ejemplos  que  imitar  á 
la  magistratura  española,  á  quien  han  ensenado  á  atravesar  con  dignidad 
con  valor  la  situación  mas  angustiosa  en  que  se  haya  visto  jamás  un 
ríbunal  de  Justicia:  situación  creada,  tengo  que  decirlo^  por  una  parte, 
por  la  osadía  de  la  defensa;  y  por  otra,  por  una  tolerancia  inesplicable  y 
sin  ejemplo.  Si  en  lo  que  digo  se  encuentra  alguna  dureza,  que  no  se  me 
tnipe  á  mí,  sino  á  los  que  me  han  provocado. 
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Tenia  yo^  Excmo.  Se&or,  tívos  deseos  de  oír  la  defensa  del  procesado' 
5  lenia  para  ello  una  razón  muy  poderosa.  Yo  he  leído  y  releído  mucha 
veces  esta  causa,  y  á  la  vista  de  ella  he  formado  mis  convicciones:  he  leido 
y  releído  todo  cuanto  se  ha  escrito  dentro  y  fuera  del  proceso,  y  por  cier* 
to  que  esta  lectura  no  ha  hecho  mas  que  confirmarme  en  ellas.  Sin  embaf* 
gOy  el  deseo  del  acierto  suele  hacerme  desconfiado;  y  al  ver  la  tenacidad  y 
perseverancia  de  esta  defensa,  alguna  vez  he  llegado  á  preguntarme  isi 
la  verdad  no  será  ya  la  verdad?  ¿si  lo  que  de  veinte  años  á  esta  parle  he 
venido  sosteniendo  y  he  visto  declarar  como  verdad,  habrá  dejado  de  ser-* 
lo?  Esperaba  ahora  el  desengaño,  pero  el  desengaño  no  ha  venido.  Yo  no 
he  oído  mas  que  palabras,  palabras  y  palabras,  muchísimas  palabras;  de* 
clamaciones  huecas  é  insustanciales;  frases  que  podrían  ser  de  efecto,, si 
esta  defensa  no  nos  tuviera  tan  acostumbrados  a  sus  efectos;  en  fin,  Sé- 
ñor,  yo  no  he  oído  aquí  mas  que  la  elocuencia  del  error  y  que  tan  nece* 
saria  le  es,  porque  si  no  se  presentara  disfrazado  con  ciertas  apariencias, 
sus  apóstoles  no  conseguirían  su  principal  objeto,  que  es  el  de  seducir  á  los 
incautos. 

Sin  embargo,  si  todas  las  cosas  en  este  mundo  contienen  alguna  ense-» 
ñanza  mas  ó  menos  provechosa,  preciso  será  convenir  en  que  la  defensa, 

3ue  V.  E.  acaba  de  oír ,  no  está  seguramente  destinada  á  ser  escepcion 
e  esta  regla.  Por  de  pronto  hemos  aprendido  aquí  la  manera  de  hacer, 
en  una  causa  muy  mala,  en  una  causa  desesperada,  en  una  causa  per^ 
dida,  una  defensa  que  será  inútil,  si  se  quiere,  en  el  fondo,  pero  que  tie- 
ne apariencias  de  buena.  La  manera  es  la  siguiente :  se  esponen  unas 
cuantas  teorías,  que  lo  mismo  pueden  ser  buenas  para  el  que  ias  ore- 
.senta,  que  para  la  parte  contraria  y  para  el  Juez  sentenciador :  íigú- 
ranse  unos  hechos  que  no  existen,  ó  se  desBguran  los  existentes,  para 
hacer  aplicación  de  esas  teorías  :  se  citan  algunas  leyes  á  las  que  se  na-> 
ce  decir  lo  que  no  han  dicho  oi  han  pensado  en  decir,  adulterándolas  y 
hasta  falsi6cándola8  en  su  letra  y  en  su  espíritu:  se  llama  á  los  testigos 
periuros,  falsarios  y  embusteros:  se  denuncia  como  criminal  la  conduct.t 
de  las  autoridades,  y  se  las  acusa  con  tanto  mayor  empeño,  cuanto  es  mas 
elevada  su  categoría:  se  amaneza  con  llevar  á  todo  el  mundo  al  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  y  esto  para  cuando  esté  fallada  la  causa;  porque  pre- 
cisamente para  entonces,  según  anunció  ayer  su  abogado  defensor,  el 
procesado  saldrá  de  la  cárcel  con  honor,  ó  estará  en  el  cementerio;  y  con 
esto  ya  hay  cuanto  se  necesita  para  que  el  abogado  pueda  deducir  las  con- 
secuencias  que  le  convengan,  con  mocha  comodidad  suya,  á  gusto  y  con- 
tento del  procesado  que  To  escucha  y  hasta  con  aplauso  del  público.  Todo 
esto  será  muy  ingenioso,  yo  no  lo  duelo:  tiene  una  ventaja  también ;  pero 
ofrece  un  inconveniente  superior  á  todo. 

La  ventaja  consiste  en  que  por  este  medio  es  muy  fácil  alucinar  á  cier- 
tas gentes,  que,  bien  porque  no  conocen  el  contenido  de  los  procesos,  ó 
porque  no  se  toman  la  pena  de  penetrar  mucho  en  el  fondo  de  las  ideas, 
se  dejan  seducir  fácilmente  por  la  cadencia  de  algunas  frases  ordenadas 
con  mns  ó  menos  artificio.  Pero  el  inconveniente  está  en  que  todo  esto  es 
completamente  inútil  é  ineficaz  cuando  se  dirije  á  un  Tribunal,  que,  como 
V.  E.,  conoce  sus  deberes;  á  un  Tribunal,  que  está  muy  acostumbrado  á 
esta  clase  de  lides,  y  á  verde  lo  que  es  capaz  la  obstinación  de  un  abogado 
que  se  empeña  en  sostener  lo  que  de  suyo  es  insostenible;  á  un  Tribunal^ 
en  fin,  que,  atento  á  los  hechos  y  á  la  verdad  que  en  ellos  se  revela,  no  da 
á  las  palabras  mas  importancia  que  la  que  tienen,  porque  sabe  que  muchas 
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▼eces  son  la  espresion  del  error  y  la  máscara  con  que  se  encubren  la  hi- 
pocresía y  la  mala  fé. 

Aquí  se  dice:  las  controversias  de  estado  civil  son  esendalmenU  d^ 
viles,  y  civilmente  deben  tratarse;y  no  creo  yo  que  baya  nadie  que  no  esté 
contorme  con  esta  teoría:  y  se  añade:  las  acciones  ctiminales  aue  nacem 
de  los  atentados  contra  el  estado  civil  de  las  personas,  no  pueden  ejerció 
tarse  sino  después  de  definida  la  reclamación  civil  de  estado.  Sobre  esto 
yo  tendré  que  discutir  algo  con  el  abogado  defensor,  pero  puedo  darlo  por 
doctrina  corriente  en  este  momento,  lías  en  lo  que  no  convengo,  en  lo  que 
no  convendré  nunca,  gor(|ue  no  es  posible  conyeotr  ea  ello,  es  en  que 
aquí  se  haya  tratado  criminalmente  una  cuestión  civil,  y  mucho  menos  ea 
que  por  este  medio  se  haya  privado  á  O.  Claudio  Fontanellas  de  su  nom- 
bre y  del  estado  civil  que  legítimamente  le  corresponde. 

Tengo  para  ello  dos  razones:  Ib.  primera  es  que  aquí  nadie  ha  puesto 
en  duda  el  estado  civil  de  O.  Claudio  Fontanellas,  pues  todos  convenimos 
que  este  fué  hijo  del  primer  marqués  de  casa  Fontanellas,  procreado  del 
legítimo  matrimonio  con  Doña  Eulalia  Sala,  y  por  consiguiente  no  ha  ha- 
bido esa  confusión  que  se  atribuye  al  procedimiento;  y  la  segunda  razón  ns 
porque,  no  siendo  el  |)rocesado  D.  Claudio  Fontanellas,  es  imposible  que 
por  este  supuesto  vicio  del  procedimiento,  ni  por  ninguna  otra  razón  se 
le  haya  privado  dé  un  nombre  y  de  un  estado  civil  que  no  le  ^rtenecea 
por  corresponder  legítimamente  á  otra  persona.  Todo  esto,  Seuor,  lo  de- 
mostraré; pero  antes,  la  Sala  me  f>armitirá  que  la  presente  algunas  obser- 
vaciones preliminares  con  el  principal  objeto  de  aorirme  el  camino  de  la 
<;au8a  para  entrar  en  ella  con  todo  aesetnbarazo  y  tratar  con  completa  in- 
depenaencia  las  cuestiones  que  en  la  misma  surgen,  ó  que  se  vienen  ha- 
<;iendo  surgir. 

Ayer,  cuando  el  abogado  defensor  fué  interrumpido  porque  no  alagaba 
con  exactitud  la  fecha  de  un  documento,  dijo:  se  me  na  interrumpido,  lue^ 
go  tengo  derecho  para  hacer  lo  mismo  con  los  demás,  y  anadió:  luego  todo 
lo  demás  que  he  dicho  es  cierto.  No  puedo  yo  concederle  semejante  dere- 
cho, porque  le  he  escuchado  con  religiosa  atención  y  la  mterrupcion  no 
partió  de  mí;  á  mas  de  que  no  es  legítima  la  consecuencia  que  deduce, 
porque  la  rectificación  que  se  le  hizo,  justa,  justísima  en  aquel  momento, 
está  muy  distante  de  probar  que  haya  sido  exacto  en  todo  lo  demás;  y  si 
así  lo  cree,  yo  le  haré  conocer  lo  contrario. 

Es  curioso,  Excmo.  Sr.,  ver  á  este  abogado  discurrir  por  esa  que  él 
llama  pirámide  de  papel,  y  luego  por  la  América  del  Sur  en  busca  de  reos 
y  culpados  á  quienes  atribuir  lo  que  él  apellida  tintas  obscuras  que  se  ad- 
vierten en  este  proceso,  y  que  empañan  algún  tanto  el  brillo  de  la  inocen- 
cia del  procesado  [Trabajo  ioátil,  Excmo.  Señor!  Si  sus  gestiones  no  han 
tenido  mejor  éxito,  si  el  resultado  de  la  causa  no  es  el  que  se  prometía,  á 
quien  debe  culpar  es  i  la  justicia  inexorable  de  las  cosas^  que  no  permite 
la  realización  de  proyectos  insensatos  y  absurdos,  y  á  la  justicia  del  buen 
sentido,  que  indeiectiblemeote  castiga  i  todos  los  que  la  provocan  de  la 
manera  que  se  la  viene  provocando  en  esta  causa.  Si  ni  en  América,  ni  en 
España,  fuera  de  algunos  testigos  visiblemente  seducidos  ó  alucinados,  se 
encuentran  pruebas  de  que  el  procesado  sea  D  Claudio  Fontanellas,  ¿por 
qué  será?  porque  no  es  D.Claudio  Fontanellas.  ¿Cómo  es,  por  el  contrario, 
que  en  Barcelona  y  en  Buenos- Aires  y  dondequiera  que  se  buscan  pare- 
cen pruebas  de  que  es  Claudio  Feliu?  Por(][ue  es  Claudio  Feliu:  oorque  la 
verdad.  Señor,  deja  siempre  en  pos  de  sí  señales  por  donde  manifestarse,  y 
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lo  que  do  es  verdad  do  hay  posibilidad  de  que  se  demuestre.  Y  si  eo  esU 
lucha  terrible  que  aquí  se  ha  emprendido  v  en  la  que  se  pretende  que  el 
error  se  sobrepoDffa  á  la  verdad,  si  en  esta  lucha,  repito,  do  se  escucliaa 
las  iDspíracioDes  del  buen  sentido,  si  se  falta  á  todos  los  respetos,  á  todas 
las  consideraciones  y  miramientos  que  son  debidos  á  las  personas  y  á  las 
instituciones  que  representan,  ¿qué  estraño  que  el  mismo  buen  sentido  se 
encarffue  de  vengar  sus  propios  agravios  y  prmcipie  á  hacerse  justicia  i ns* 
pirando  á  todo  el  mundo  que  no  tome  parte  en  semejante  empresa,  ni  se 
asocie  á  ese  sistema  de  dimmacion  constante  que  se  viene  empleando  para 
satisfacer  lo  que  la  defensa  ha  llamado  alguna  vez  sus  compromisos  mora- 
tes  y  que  baria  mejor  en  llamar  sus  compromisos  imprudentes?  No  hay 
que  culpar  al  Juez  de  1.*  instancia,  ni  al  Promotor  fícal  de  Palacio,  ni  á  la 
Sala  2«*  de  esta  Audiencia,  ni  al  Fiscal  de  S  M.,  ni  ai  Cónsul  de  Buenos 
Aires  que  no  han  hecho  mas  que  cumplir,  los  primeros  con  los  deberes 
que  les  imponen  las  leyes,  y  el  último  con  las  órdenes  que  le  ha  comuui- 
cado  el  Gobierno  á  instancia  del  procesado.  Decía  el  abogado  defensor:  <(St 
la  defensa  de  esta  causa  es  en  mí  una  manía,  preciso  será  con  ven  ir  en  que 
es  muy  contagiosa:^  ¿pero  cómo  no  se  han  contagiado  con  ella  quinientos 
abobados  que  forman  el  Colegio  de  Barcelona?  porque  el  buen  sentido  que 
les  mspira  les  ha  preservado,  aconsejándoles  el  retraimiento.  Y  si  uno  de 
entre  ellos  tomó  a  su  cargo  la  defensa  del  reo  y  la  abandonó  en  seguida,  no 
hay  que  alucinar  al  público,  presentándole  envueltas  en  odiosas  reticencias 
las  causas  de  esté  abandono;  porque  sus  sucesores  las  han  publicado,  y  en 
otro  caso  su  misma  conducta  las  hubiera  hecho  conocer. 

«No  tuvo  valor,  se  dijo  en  un  folleto,  para  |)lantear  la  defensa  en  su 
verdadero  terreno:»  pues  fué  el  buen  sentido  quien  debió  inspirarle  que  no 
tuviera  ese  valor  que  se  ha  llamado  del  quien  se  atreve^  y  de  que  se  ha 
hecho  pública  y  repugnante  jactancia;  ese  valor,  que  lleva  á  los  abogados 
á  la  cárcel  y  les  abre  Tas  puertas  del  presidio;  ese  valor,  en  Gn,  que  Dios 
sabe  el  término  que  prepara  á  los  arañes  de  este  mismo  defensor.  Es  la 
justicia  de  las  cosas  y  del  buen  sentido  á  quien  la  defensa  debe  culpar  de 
las  contrariedades  que  ha  esperimentado.  Ño  lo  olvidemos:  yo  atenderé  en 
este  debate  las  inspiraciones  de  ese  mismo  buen  sentido,  y  V.  G.  verá  có- 
mo son  suHcíentes,  casi  por  sí  solas,  para  hundir  bajo  elpeso  de  su  propia 
impotencia  e^ta  defensa  tan  laboriosamente  preparada  y  anunciada  con 
tanta  y  tan  ridicula  pompa. 

La  primera  cuestión  que  se  planteó  por  la  defensa  fué  sobre  la  legitimi- 
rlad  de  la  representación  del  Marqués  de  Fontanellas  en  esta  causa.  Seria, 
Señor,  muy  de  desear  el  que,  de  una  vez,  se  dijera  qué  posición  ó  qué  par- 
tido deberla  tomar  dicho  marqués  para  estar  á  cubierto  de  las  censuras  de 
este  abogado.  Oiga  V.  G.  lo  que  dijo  en  la  anterior  vista  con  relación  á  es- 
te mismo  asunto:  «En  cuestiones  que  tanto  afectan  á  la  dignidad  de  las 
personas,  no  hay  término  medio;  ó  retraimiento  absoluto,  ó  una  acusación 
palmaria.  ¿Porqué  los  marqueses, después  de  suministrar  la  parte  mas  im- 
portante del  sumario,  se  han  retirado?  ¿Porqué  no  han  dado  la  cara?  ¿Era 
esto  por  ventura  un  desdoro  para  ellos?  Seguramente  que  no;  pues  no  so- 
lo es  facultad,  sino  obligación  estrechísima  de  toda  familia,  echar  de  sí  al 
farsante  que  pretende  intrusarse  en  ella.  La  acusación  en  este  caso  es 
justa,  es  lícita,  es  obligatoria.  Al  lanzar  de  su  casa  á  un  farsante,  los  mar- 
queses defenderían  su  honra;  defenderían  la  memoria  de  aquel  hermano 
que  suponían  muerto,  y  que  tal'  vez  un  criminal  pretendía  manchar  con 
el  escándalo  de  su  mala  conducta.  Pero  jra  que  los  marqueses  no  han  teni- 
do por  conveniente  presentarse  como  acusadores  ¿por  qué  motivan  ellos  la 
TOMO  xxvn.  12 
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formación  del  sumario  y  huyen  luego  la  responsabilidad?»  Antes,  comn  v^ 
V.  E.,  la  acusación  de  parte  del  Marqués  era  justa,  era  lícita,  era  obliga- 
toria; con  ella  defendía  su  lionra  y  hasta  la  memoria  de  aquel  hermano 
que  suponía  muerto;  y  ahora  que,  siguiendo,  por  decirlo  así,  del  enemigo 
el  consejo,  se  ha  mostrado  parte  en  la  causa,  se  considera  ilegítima  su 
representación.  ¿Es  esto  discutir  seriamente? 

Esta  cuestión  importa  poco  á  la  representación  fiscal,  y  el  digno  de- 
feosor  del  Marqués  de  Fontanellas  la  tratará  con  la  amplitud  que  consi- 
dere conveniente.  Si  yo  me  ocupo  de  ella,  es  únicamente  para  contestar 
á  algún  cargo  une  se  me  ha  hecno.  ¿Por  qué  el  Ministerio  nscal,  se  dice, 
no  ha  combatido  la  intervención  del  Marqués  de  Fontanellas  en  esta  cau- 
sa? ¿Y  por  qué,  digo  yo,  no  la  ha  combatido  hasta  ahora  la  defensa  del 
procesado  que  estaba  en  ello  mas  interesada  que  el  Ministerio  fiscal?  Por- 
que hay  que  tener  presente  que  si  á  la  defensa  no  se  la  dio  traslado  de  la 
Í pretensión  del  Marqués  en  <]ue  solicitó  ser  parte  en  el  proceso,  lo  mismo 
e  sucedió  al  Ministerio  fiscal;  pero  á  ambos  se  nos  notificó  el  Real  auto 
en  oue  se  accedió  á  dicha  pretensión,  y  ambos  lo  consentimos. 

Hay  que  advertir  también  que  cuando  el  Marqués  presentó  su  escrito 
de  acusación  y  formuló  su  prueba,  mientras  que  el  Ministerio  fiscal  se 
oponía  á  esa  prueba  propuesta  en  contra  del  procesado,  el  defensor  de 
éste,  poniendo  su  confianza  en  Dios,  para  recordarnos  sin  duda  que  érn 
mos  mortales,  y  en  el  Tribunal  Supremo,  para  hacernos  entender  por  la 
milésima  vez  que  éramos  procesables,  se  conformó  con  ella.  Vea  V.  E.  co- 
mo se  ha  defendido  al  procesado,  y  vea  también  si  en  este  caso  es  justo  el 
cargo  que  se  hace  al  Ministerio  fiscal  por  la  defensa.  Si  el  Fiscal  no  ^ 
opuso  á  las  gestiones  del  Marqués,  fué  porque  no  disputa  nunca  á  las  par- 
tes sus  derechos  legítimos;  y  el  de  serlo  en  esta  causa,  le  estaba  recoDo- 
cido  al  Marqués  desde  la  primera  instancia;  y  si  en  ella  no  lo  utilizó,  la 
práctica  constante  le  autorizaba  para  hacerlo  en  cualquier  estado  del  ne- 
gocio, con  tal  que  éste  siguiera  su  curso  y  no  vmieran  á  producirse  en- 
torpecimientos y  dilaciones  perjudiciales  al  procesado  y  á  la  recta  admi- 
nistración de  justicia.  Pero  la  defensa,  á  quien  por  lo  visto  repugna  mu- 
cho la  contradicción,  y  ella  sabrá  por  qué,  no  se  contentó  con  disputar  al 
Marqués  de  Fontanellas  su  iolervencion  en  la  causa,  sino  que,  so  pretesto 
deque  ni  S.  M.  la  Reina,  ni  el  público  tenían  interés  en  este  negocio, 
también  impugnóla  del  Ministerio  fiscal;  afortunadamente  ella  se  contes- 
tó á  sí  misma,  pues  conviniendo  en  que  en  la  causa  se  persigue  un  delito 
público,  no  se  concibe,  á  la  verdad,  cx)mo  el  Ministerio  fiscal  no  habia  de 
ejercer  en  ella  la  intervención  que  S.  M.  le  tiene  encomendada. 

También  se  ha  ocupado  el  Abogado  defensor  del  reto  que  supone  le 
hice  en  otra  ocasión  discutiendo  sobre  esta  causa  con  su  compañero  Dod 
Fermín  Villamil.  Lo  que  yo  haría  en  todo  caso,  seria  responder  al  reto 
que,  para  que  se  le  conteste,  viene  él  haciendo  á  todo  el  mundo  en  su< 
folletos.  Lo  que  dije  es,  que  esperaba  que  en  el  día  de  la  vista  definitiva 
no  faltaría  en  el  sitio  donde  le  llamaban  su  honor  y  su  consecuencia;  y 
tan  distante  estuve  de  pretender  ofenderle  que  hoy  le  felicito  sinceramen- 
te por  haber  corresponaido  á  mis  esperanzas.  Entonces  dije  también,  que 
sí  sostenía  lo  que  había  escrito  en  sus  folletos,  aquí  me  eocontraria  para 
contestarle.  Aquí  estamos  en  efecto  los  dos;  y  si  bien  el  Abosado  defensor 
dijo  que  repetiría  todo  cuanto  ha  escrito  y  publicado,  sin  duda  ha  omitido, 
por  olvido,  algunas  cosas  que  yo  tengo  que  recordarle. 

Que  deponga  sus  temores,  que  esté  tranquilo,  pues  no  voy  á  habl.ir 
del  supuesto  delito  de  envenenamiento:  hay  un  auto  de  la  Sala  que  yo  res- 
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Y>eto;  y  si  me  Yiene  á  la  memoria  este  asunto  es  solo  para  decirle,  como 
adversario  leal,  que  en  lo  sucesivo  procure  ser  mas  reflexivo,  y  no  se  aven- 
ture á  denunciar  por  cuenta  propia  delitos  imaginarios,  ó  por  mejor  decir 
imaginados,  aceptando  pruebas  también  imaginadas  para  justíücar  tales 
delitos.  Tampoco  es  mi  objeto,  al  evocar  ciertos  recuerdos,  el  perjudicar 
en  lo  mas  mmimo  al  procesado.  Semejante  suposición  es  una  nueva  ofei:- 
sa  que  se  hace  á  mi  dignidad  y  á  mi  carácter,  (|ue  afortunadamente  están 
iiiuY  i>or  encima  de  todas  las  que  puedan  dirigírseles.  Lo  que  me  propon- 
go únicamente,  es  impugnar  algunos  de  sus  conceptos  jurídicos  y  poner 
de  manifíeato  los  medios  que  se  han  empleado  pura  desacreditar  este  pro- 
cedimiento y  á  los  Magistrados,  Jueces  y  Fiscales  que  en  él  han  Inter- 
venido. 

Ya  sabe  V.  E.,  y  es  demasiado  público,  que  se  hizo  una  Denuncia  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  suscrita  por  este  defensor,  en  aue  se  pedia 
la  responsabilidad  de  todos  los  funcionarios  que  han  entendido  en  este 
rocoso,  y  de  algunos  otros  que  no  han  tenido  en  él  intervención  alguna. 
.0  cierto  es  que  todos  tienen  igual  responsabilidad.  Pues  en  un  exordio 
cun  que  sin  duda  se  pretendió  cautivar  la  atención  de  S.  A.,  se  dice  con 
mucha  formalidad:  que  el  delito  de  usurpación  de  estado  civil  no  se 
conoce  entre  nosotros  mas  que  de  oidas;  que  es  una  novedad  introducida 
en  nuestro  derecho  penal;  que  no  hay  precedentes  ni  jurisprudencia  so 
bre  este  delito;  que  el  procesado  está  fatalmente  destinado  á  sufrir  la  pri- 
mera esperiencia  de  una  legislación  exótica;  y  que  destinada  también  á 
hacer  el  primer  ensayo,  está  la  Audiencia  de  Barcelona,  que  se  encuentra 
sola  con  sus  errores  y  sus  estravíos.  Posible  es,  Excmo.  Sr.,  que  la  Au- 
diencia de  Barcelona  haya  cometido  errores,  y  posible  es  tarnbien  aue  los 
cometa  en  lo  sucesivo,  ¿quién  no  los  cometerá?  ¿Quién,  sí  se  esceptua  e^te 
«lefensor,  creerá  que  posee  vinculado  en  cabeza  de  mayorazgo  el  don  del 
acierto? 

Pero  como  los  errores  no  se  demuestran  ni  se  rectifican  con  otros; 
romo  los  de  la  Audiencia  de  Barcelona  no  se  han  dado  todavía  á  conocer 
y  como  los  de  la  defensa  son  tan  manifiestos,  yo,  atendiendo  á  la  manera 
tan  inconveniente  con  que  se  trata  á  este  tribunal,  tengo  que  contestar  á 
esle  abogado,  principiando  por  decirle  que  declino  su  competencia  para 
censurar  los  actos  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  y  para  caliucar  de  erró^ 
neas  sus  providencias.  Observe  V.  E.  la  consecuencia  de  este  defensor.  A 
renglón  antes,  ó  á  renglón  después,  sin  que  haya  una  sola  página  de  in- 
termedio, dice  ai  Tribunal  Supremo:  «V.  A.  conoce  el  sinnúmero  de  er- 
rores por  este  estilo  que  se  ven  repetidos  en  los  pleitos  de  filiación  y  espe- 
cialmente en  las  causas  por  usurpación  de  estado.»  Pues  si  este  delito  es 
una  novedad  introducida  en  nuestro  derecho;  sí  no  hay  precedentes  ni  iu- 
risprudencia  sobre  él;  si  este  es  el  primer  ensayo  que  se  hace  de  una  le- 
gislación exótica,  ¿cómo  habrá  conocido  S.  A.  ios  errores  que  se  cometen 
en  las  causas  sobre  usurpación  de  estado? 

Fijémonos  ahora  en  sus  apreciaciones  jurídicas.  ¿Es  cierto,  Exceleutí- 
inoSr  ,  que  los  actos  aue,  se^^un  el  Código  penal,  conjptituyen  atentados 
contra  el  estado  civil  ae  las  personas,  son  nuevos  entre  nosotros?  Ya  ha  di- 
cho la  defensa  que  la  suposición  y  la  usurpación  de  nombre,  desde  el  Fue- 
ro Juzgo  acá,  siempre  s*i  han  castillado  ó  despreciado  se«un  el  objeto  que 
tenían,  y  esto  es  verdad.  Pero  si  hubiera  profundizado  algo  mas  en  sus  in- 
vestigaciones, comprendería  que  esa  verdad  no  lo  es  de  una  época  deter- 
minada, sino  que  lo  era  antes  del  Fuero  Juzgo ,  que  lo  ha  sido  desde  el 
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Fuero  Juzgo  acá,  y  lo  será  de  aquí  á  ia  coosumacioo  de  los  siglos  como  no 
<K:urraaIguncataclísroo,en6lcual,  con  la  inteligencia  humana,  naufra- 
guen los  principios  eternos  é  inmutables  que  determinan  la  moralidad  de 
nuestras  acciones. 

La  suposición  y  la  usurpación  de  nombre  con  un  objeto  reprobado  siem- 
pre han  sido  consideradas  como  delito;  y  si  ese  objeto  consistía  en  intro- 
ducirse en  una  fornilia  ajena,  en  ocupar  en  ella  un  lugar  destinado  á  otra 
persona,  y  en  usurpar  á  esta  su  nombre  y  todos  los  derechos  inherentes  á 
su  nacimiento,  este  delito  siempre  ha  constituido  un  atentado  contra  el  es- 
tado civil,  por  mas  que  ,  lo  mismo  aue  la  suposición  de  parto,  la  susti- 
tución de  un  niño  por  otro  y  los  demás  actos  que  según  el  Código  tienen 
hoy  esta  denominación,  estuvieran  definidos  y  calificados  entre  nosotros 
bajo  la  genérica  de  falsedad.  Antes  del  Fuero  Juzgo  la  falsedad  se  definía 
ya:  Veritatis  immulaUo  dolo  malo  in  alterius  prcsjudicium  facta:  y  tam- 
bién se  leía  en  las  leyes  del  Código :  NuUum  falsum^  nisi  nocivum:  /jN 
^um  est,  quod  animo  corrumpendw  veritatis,  in  alteríus  fraudem  dolo 
malo  fit.  Es  decir:  para  que  ia  falsedad  constituyese  delito,  era  preciso 
que  entrañase  mutación  de  verdad,  que  se  hiciese  con  dolo  malo^  y  que 
redundase  en  fraude  ó  en  perjuicio  de  tercero.  Pues  estas  han  sido,  son  y 
serán  siempre  las  condiciones  distintivas  del  delito;  porque  cuando  no  hay 
dolo  malo,  cuando  no  hay  fraude  ó  perjuicio  de  tercero,  las  acciones  hu- 
manas serán  lo  que  se  quiera,  pero  no  son  actos  procesables. 

¿Qué  novedad  ha  introducido  el  Código  con  relación  á  estos  actos,  que, 
como  delitos,  estaban  ya  definidos  entre  nosotros  y  que  teman  una  graví  • 
sima  sanción  penal?  Les  ha  dado  un  nombre  mas  acomodado  á  su  objeto,  y 
señalado  una  penalidad  distinta  y  mas  conforme  con  los  adelantos  de  la 
ciencia  y  las  circunstancias  de  nuestra  época;  pues,  cootrayéndonos  á  la 
falsedad,  no  seria  un  espectáculo  muy  edificante  en  el  siffio  XIX  el  que  se 
diera  arrancando  los  dientes  á  un  testigo  falso,  ó  cortando  la  mano  dere- 
cha á  un  Escribano  falsificador.  Pero  ef  nombre  no  altera  la  esencia  de  las 
cosas;  y  si  por  esto  hubiera  de  considerarse,  como  una  novedad  entre 
nosotros  la  usurpación  de  estado  civil,  lo  mismo  habría  que  decir  de  la  ma- 
yor parte  de  los  delitos  comprendidos  en  el  Código  penal.  ¿Quién  ignora 
la  confusión  que  en  nuestras  antiguas  leyes  se  hacia  del  hurto  y  del  ro- 
bo? ¿Quién  no  conoce  la  famosa  ley  de  la  Partida  séptima,  en  que  se  preve- 
nía que  por  razón  de  furto  no  se  impusiera  pena  de  muerte,  ni  de  perdi- 
miento de  miembro,  salvo  si  el  ladrón  fuese  conoscido  que  toviese  cami- 
nos, ó  si  penetrase  de  noche  y  por  fuerza  en  las  casas,  con  armas  ó  sin 
ellas,  ó  cometiese  en  fin  otros  actos  que  el  Código  califica  de  robo  con  vio- 
lencia ó  intimidación  en  las  personas,  ó  con  fuerza  en  las  cosas?  ¿Y  por 
eso  se  ha  de  decir  que  entre  nosotros  no  se  han  cometido  hurtos,  ni  rolíos, 
y  que  estos  delitos  son  una  novedad  introducida  en  nuestro  derecho?  Quien 
esto  sostuviera,  lo  mismo  que  quien  lo  dice  respecto  á  los  atentados  contra 
el  estado  civil  de  las  personas,  no  conoce  nuestra  legislación,  ni  tiene  por 
consiguiente  competencia  para  censurar  los  actos  de  este  Tribunal. 

Pero  sigue  el  abogado  defensor  en  esa  misma  Denuncia  hablando  á 
S.  A.  el  Tribunal  Supremo  de  las  dificultades  que  se  ofrecen  para  sorpren- 
der la  filiación  de  una  persona,  lo  cual  no  deja  de  ser  una  impertinencia, 
porque  la  de  D.  Claudio  Fonfanellas  está  demasiado  descubierta  para  todo 
el  mundo;  y  confundiendo  entonces  las  cuestiones  de  filiación  con  las  dc^ 
ideniidad,  y  tropezando  para  la  resolución  de  estas  con  idénticos  incon- 
▼enientes,  y  marchando  siempre  de  dificultad  en  dificultad  y  de  tropiezo 
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6D  tropiezo,  viene  por  fin  á  fijar  su  pensamiento  de  esta  manera;  upor 
donde  se  vé,  (jue  en  cuestiones  de  identidad,  la  identidad  misma  suele 
ser  un  indicio  poderoso  de  mala  fé.n 

Yo  no  sé  si  fá  Sala  entenderá  lo  que  esto  quiere  decir:  yo  no  lo  entien- 
do, y  creo  que  al  mismo  abogado  defensor,  sí  se  empeñara  en  esplicarlo.  I» 
serífl  difícil  nacérnoslo  entender.  Se  comprende  perfectamente  que  en  los 
medios  que  un  farsante  emplea  para  hacerse  pasar  por  la  persona  que  fin- 
ge ser,  se  noten  indicios  de  mala  fé;  pero  que  la  identidad  misma  lo  sea, 
equivale  á  decir,  en  mi  concepto,  que  la  verdad  es  indicio  de  la  mentira^  6 
quft  la  mentira  es  indicio  de  la  vercfad.  Esto  no  puedo  yo  impugnarlo;  pera 
presentaré  á  la  Sala  algunas  consideraciones  que  me  ha  inspirada  tal  pen- 
samiento. Ha  sido  una  lástima,  Excmo.  Señor,  el  que  V.  E.  persuadido  de  la 
imposibilidad  de  poner  en  claro  la  identidad  de  una  persona,  no  se  haya 
dejado  convencer  por  los  razonamientos  de  la  defensa:  mucho  trabajo  nos 
hubiéramos  ahorrado  con  eso;  porque,  en  tal  caso,  desde  la  primera  pro- 
videncia hubiera  debido  declararse:  ó  bien,  que  el  procesado  es  D.  Claudio 
Fontallenas,  colocándose  desde  lue^o  en  la  casa  del  Margues  de  este  títuia 
como  verdadero  hermano  suvo;  ó  bien,  mandarle  á  presidio  como  usurpa- 
dor del  estado  civil  del  D.  Claudio. 

Verdad  es  que  el  Marqués,  en  el  primerease,  hubiera  protestado  di- 
ciendo: ¿pero  á  mí,  por  qué  se  me  obliga  á  tener  como  hermano  á  un  hom- 
bre qup  no  loes?  Y  el  Juez  y  la  Sala  hubieran  podido  contestarle;  tranqui- 
lícese V.,  Marqués,  que  al  fin  y  al  cabo  un  aumento  en  la  familia  siempre 
se  ha  reputado  como  una  verdadera  satisfacción;  admita  Y.  á  este  homore 
como  hermano  suyo;  divida  V.  con  él  los  bienes  de  sus  padres;  préstese 
usted  á  que  se  realice  ese  proyecto  de  robo,  que,  al  decir  de  algunos  tes- 
tigos, envuelve  la  impostora  del  procesado,  y  si  Y.  necesita  algún  consue- 
lo, no  será  pequeño,  el  que  encuentre  al  pensar  que  en  cuestiones  de  iden- 
tidad, la  identidad  misma  suele  ser  un  indicio  poderoso  de  la  mala  fé.  Y 
en  el  segundo  caso,  la  opinión  pública,  por  conducto  de  lo  mas  respetable 
que  hay  en  este  país,  se  nos  hubiera  venido  encima  diciendo :  jcómo  se  ha 
mandado  á  un  hombre  á  presidio  sin  esclarecer  antes  su  delito,  sin  juz- 
garle, y  sentenciarle  con  su)ecion  á  las  formas  determinadas  por  la  ley? 
Mas  hubiera  p<)dido  contestarse:  esas  son  alharacas  infundadas  de  un  celo 
mal  entendido;  este  hombre  está  en  presidio  porque  debe  estarlo;  y  debe 
estarlo,  porque  las  cuestiones  de  identidad  no  son  susceptibles  de  esclare- 
cimiento; y  no  lo  son,  porque  la  identidad  misma  suele  ser  un  indicio  po- 
deroso de  la  mala  fé. 

Y  por  si  el  Marqués  de  Fontanellas  y  la  opinión  páblica,  enterados  de 
estas  contestaciones,  no  quedaban  con  ellas  suficientemente  satisfechos, 
ya  el  abogado  defensor  se  ha  encargado  de  impugnar  en  detalle  y  en  con- 
junto las  diligencias  que  en  esta  cansa  se  han  practicado,  para  vencer  las 
dificultades  que  tanto  exagera.  Considerando  el  Juez  de  primera  instancia 
que  la  edad  es  un  buen  dato  de  identidad,  y  que  para  la  mas  acertada  reso- 
lución de  la  cuestión  que  aquí  se  debatía ,  era  necesario  poner  en  claro  si 
la  del  procesado  era  la  misma  que  debiera  tener  D.  Claudio  Fontanellas', 
recurrió  á  la  ciencia  é  invocó'el  testimonio  de  sus  profesores.  El  medio  no 
debia  ser  malo,  ni  debia  tener  nada  de  censurable,  porque  la  defensa 
misma  le  utilizó  en  el  plenario.  Pero  do  la  dio  el  resultado  que  se  prome- 
tió, y  entonces  esclama:  ¡esos  médicos  son  unos  temerarios  que  van  mw- 
eho  mas  allá  de  lo  que  la  ciencia  alcanza]  ¿A  dónde  acudiremos  enton- 
ces para  poder  fijar  este  dato,  siquiera  sea  aproximadamente?  ;A1  sentido 
común?  La  defensa  tampoco  le  acepta,  porque  dice  que  no  debe  cónsul- 
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társeie  para  decidir  cnestioaes  judiciales;  y  sin  embargo,  por  una  de  esta 
inconsecuencias  que  la  <6on  tan  propias,  acepla  con  preferencia  al  testimo- 
nio de  los  médicos  forenses  apoyado  con  motivos  y  razones  cientifícas,  el 
de  otro  facultativo  que,  prescindiendo  de  la  ciencia,  fijaba  la  edad  del  pro- 
cesado según  su  manera  de  ver.  ¿Acudiremos  en  ün  al  procesado?  Tam- 
poco, según  la  defensa,  porque  el  procesado  tiene  mala  memoria.  Bien 
puede  decir  el  Abogado  defensor,  consecuente  con  sus  particulares  apre- 
ciaciones, que  no  es  posible  dilucidar  ni  resolver  las  cuestiones  de  iden- 
tidad. 

Existen  en  la  causa  documentos  indubitados  de  D.  Claudio  Fontane- 
llas  y  los  liay  del  procesado.  El  Juez  creyó  que  por  medio  de  un  cotejo 
pericial  debia  ponerse  en  claro  si  hablan,  ó  no,  sido  escritos  por  una  mis- 
ma persona,  y  también  la  defensa  se  valió  de  este  mismo  medio  en  et 
plenario,  pero  sin  obtener  el  resultado  que  apetecía,  y  entonces  esclama: 
iqué  saben  esos  profesores  calígrafos  cuando  la  ortografía  y  la  forma  de 
ia  letra  están  sujetas  á  tantos  tíccidentes  que  pueden  hacerla  variarl 
Eso  de  que  la  ortografía  pueda  variar  por  cualquiera  accidente,  quizás  'o 
ignorasen  los  calígrafos,  ¿pero  ignorarían  también  las  variaciones  á  qu'^ 
^9iá  sujeta  la  forma  de  la  letra,  y  prestarían  sus  declaraciones  sin  conocí  - 
miento  de  ellas? 

¿Pero  para  qué  impugnar  las  diligencias  en  detalle?  Lo  mejor  era  com- 
batir la  totalidad  del  procedimiento,  y  tampo'^o  en  esto  se  ha  reparado 
uGuriales  diligencieros,  se  dice,  que  reducen  la  investigación  judicial  á 
una  serie  de  notificaciones  y  de  traslados,  y  que  dan  por  sabida  la  verdad 
cuando  es  fenecido  el  término,  sin  considerar  que  el  que  vuelve  á  sn 
pafs,  al  cabo  de  muchos  años,  es  un  estraojero  que  por  lo  regular  solo  tiene 
una  familia,  y  que  desde  el  momento  en  que  la  familia  le  rechaza,  se  vé 
solo^  y  para  él  es  casi  imposible  la  defensa,  cuando  se  empieza  por  encar- 
celarle.» Esto  último,  sin  duda,  no  debe  aludir  al  procesado  cuando  la  de- 
fensa ha  presentado  por  centenares  los  testÍ!:¡os  para  que  le  reconozcan. 
Pero  ,  ¿qué  entenderá  por  esos  Curiales  diligencieros  que  instruyen  los 
procedimientos?  porque  si  se  refiere  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  4 
los  Promotores  nscales  y  4  los  demás  funcionarios  que  intervienen  en 
ellos,  en  España  no  se  conocen  otros  encargados  de  su  instrucción;  y  si 
al  fio  de  las  diligencias  que  practican  coa  arreglo  á  la  ley,  no  se  ha  de 
encontrar  la  verdad,  vale  mas  que  de  una  vez  cesen  en  el  ejercicio  de  su 
cargo,  y  que  se  proclame  la  imposibilidad  de  perseguir  los  delitos  y  la  im- 
punidad de  los  aelincuentes. 

Pues  ¿Y  cuándo  la  defensa  se  ocupi  del  resultado  y  de  las  diligeocí  is 
practicadas  y  de  las  causas  que  han  venido'á  producir  este  resultado?  ¡en- 
tonces si  que  está  inimitable!  flay  un  sumario  que  arroja  méritos  contra  el 
procesado,  y  dice:  ese  sumario  tal  vez  está  amasado  con  el  oro  de  la  casa 
de  Fontanellas.  Hay  testigos  que  declaran  «m  ei  sumario  y  que  manifiestan 
respectivamente  que  el  procesado  no  es  D.  Claudio  Fontanellas,  ó  que  es 
Claudio  Feliu,  y  esclama:  esos  testigos  están  confabulados  con  el  Marqués 
de  Fontanellas  ó  vendidos  á  su  oro.  Hay  un  Promotor  fiscal  que^  aprecian- 
do  los  méritos  del  sumario,  propone  una  acusación  criminal  contra  el  pro- 
cesado, y  se  añade:  ese  Promotor  fiscal  está  confabulado  también;  ¡si  sf 
llama  Don  Gabriel  Cocal  Hay  un  Juez  de  primera  instancia,  de  quien  síu 
duda  se  esperaba  mucho,  de  quien  nada  se  dijo,  y  á  quien  no  se  recusó 
cuando  la  defensa  tenia  un  derecho  indisputable  de  hacerlo,  pero  que  tuvo 
bastante  criterio  para  conocer  el  amaño,  el  vituperable  amaño,  con  que  se 
fraguó  la  prueba  del  plenario,  y  dictó  sentencia  condenatoria  contra  el 
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procesado,  y  vuelve  á  decirse:  ese  Juez  eá  el  primer  confabulado,  que  ha 
♦astado  inventando  delitos  para  perder  á  nuestro  defendido,  y  lo  ha  liecho 
por  miras  interesadas.  Hay  un  Fiscal  de  S.  M .  que  vé  en  la  causa  lo  mismo 
que  ha  visto  el  Juez,  y  que  propone  la  confirmación  de  su  sentencia,  y  se 
ataca  su  dictamen  diciendo:  ¡cuidado,  mucho  cuidado  con  ese  Fiscal,  por- 
que avisa  que  hay  oro  en  la  casa  de  Fontanellas,  y  ese  oro  no  debe  servir 
<ie  obstáculo  al  procedimiento!  ¡Dicho'^)  oro  de  la  casa  Fonlanellas!  ¡Y 
«ornóse  pondera  su  influencia!  ¡Y  cuánto  se  exagera  su  poder!  ¿Qué  es- 
traño  que  este  desgraciado  se  haya  dejado  seducir  y  alucinar  con  la  espe- 
ranza de  poseerlo? 

Pero  de  todas  estas  confabulaciones,  de  todos  estos  cohechos,  de  tanta 
abominación,  en  fin,  debe  haber  habido  una  victima  y  esta  víctima  será  el 
p-ocesa do,  y  el  procesado  habrá  dicho  la  verlad;  pero  tampoco  es  esto 
muy  seguro  según  la  defensa  misma.  El  procesado  dijo  la  verdad  en  la 
<.%  2.*  y  3  •  instancia,  y  tanto  la  dijo,  que  sus  declaraciones  fueron  for- 
malizadas en  artículos  de  prueba.  También  se  publicó  por  este  defensor  un 
comunicado  en  la  Correspondencia  de  España^  en  que  se  insertaron  dos 
certificaciones  del  general  Urquiza,  que,  se  decia,  contenían  la  verdad  y 
4;ran  un  trasunto  fiel  de  las  declaraciones  del  procesado.  Pero  se  presenta 
la  Denuncia  ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia^  y  ya  entonces  esas  de- 
claraciones no  eran  la  verdad,  sino  una  superchería  indiana,  fraguada  por 
el  Escribano,  que,  se  me  olvidaba,  es  otro  de  los  confabulados  que  es- 
cribió la  causa  por  pliegos  sueltos,  ¡cómo  se  escribirán  las  causas!  y  que 
pudo  añadirá  las  últimas  palabras  cuanto  le  pareciera,  en  perjuicio  del 
procesado.  Es  lástima,  Excmo.  Sr.  que  no  pueclan  dejar  de  escribirse  las 
áltimas  palabras  después  de  haberse  escrito  las  prirneras.  Y  el  caso  es, 
que  este  procesado  ratificó  y  firmó  su  primera  declaración,  y  en  cuantas 
prestó,  que  fueron  cinco,  ratificó  todas  las  anteriores.  Creo  yo  que  el  abo- 
gado defensor  no  piensa  bastante  lo  que  dice  al  presentar  esta  clase  de  ar- 
gumentos, porque  si  las  declaraciones  del  procesado  no  son  verdad  y  en 
ellas  se  afirma  que  es  D.  Claudio  Fontaneílas,  ¿se  habrá  de  declarar  así 
precisamente  porque  no  es  verdad  que  lo  sea? 

Pero  yo  pregunto:  ¿qué  se  pretende  por  semejantes  medios?  ¿á  qué  se 
aspira?  ¿Qué  es  lo  que  se  quiere  con  quitar  su  fuerza  y  eficacia  á  esas  ga- 
rantías señaladas  por  la  ley  para  que  las  actas  judiciales  sean  considera' 
das  como  la  espresion  genuina  y  sincera  de  la  verdad?  ¿Se  desea  por  ven- 
tura que  la  Justicia  social  desaparezca  de  nuestro  suelo,  y  que  no  vuelva 
á  encontrarse  jamás  en  él?  ¿Se  quiere  dejar  á  la  sociedad  abandonada  y  sin 
defensa  contra  los  ataques  que  puedan  dirigirla  los  truhanes,  los  tahúres, 
los  farsantes  y  ios  impostores? 

¡Ah,  señor!  Yo  recuerdo  muy  bien  lo  que  en  la  anterior  instancia 
afirmaba  el  abogado  defensor:  «el  Ministerio  fiscal  dice  que  para  no  cono- 
cer  la  impostura  del  procesado,  se  necesita  cerrar  los  ojos  á  la  luz  y  la 
conciencia  á  la  verdad;  pues  nosotros  decimos  que  para  no  ver  la  impos- 
tura que  se  representa  contra  el  procesado,  es  necesario  cerrar  los  ojos  á 
la  luz  y  la  conciencia  á  la  verdad.» 

Pero  ¿qué  verdad  es  esta  hacia  la  cual  se  está  marchando  siempre  sin 
que  se  la  pueda  encontrar  en  ninguna  parte?  ¿Qué  verdad  es  esta,  que  se 
resiste  á  las  investigaciones  del  Juez  de  1."  instancia,  á  las  de  V.  E.  y  á 
todo  el  poder  del  Gobierno  de  S.  M.,  que  ha  puesto  á  disposición  del  pro- 
cesado la  acción  de  sus  Agentes  consulares  en  Buenos  Aires,  sin  que  nadie 
pueda  dar  con  ella?  ¿Qué  verdad  es  esta  de  dos  caras,  que  digo  de  dos,  de 
cien  caras,  que  es  verdad  para  el  público,  que  es  verdad  para  el  Juez  de 
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Í limera  instancia,  que  es  verdad  para  V.  E.,  y  que  do  lo  es  para  el  Tri- 
unal  Supremo,  y  que  para  V.  E.  mismo  vuelve  á  no  serlo?  ¿Qué  verdad 
es  esta,  tras  de  la  cual  hay  que  marchar  por  semeíantes  medios?  ¿Y  qué 
conciencias  son  estas,  que  no  tienen  escrúpulo  en  hacer  uso  de  ellos? 

Deseanso. 

EXCKO.  Sr. 

Al  ocuparme  anteriormente  de  los  medios  empleados  por  la  defensa  en 
esta  causa,  preguntaba:  ¿qué  conciencias  s^an  estas  que  no  tienen  eserú- 
puto  en  hacer  uso  de  tales  medios?  Yo  voy  á  presentar  á  V.  E.  una  peque- 
ña muestra  de  ellos,  j  bien  sabe  Diosaue  lo  hago  con  mucho  sentimiento 
mió,  y  solo  con  el  objeto  de  levantar  el  decoro  y  el  prestigio  de  este  Tri- 
bunal, tan  virulenta  como  injustamente  atacados  en  ciertos  folletos. 

Ya  sabe  V.  E.  aue  se  procesó  al  abogado  D.  Manuel  Dámaso  de  Nieva 
por  abusos  cometióos  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  y  que  instruido  con 
este  motivo  uo  espediente  ante  la  Sala  de  gobierno,  se  remitió  por  acuer- 
do de  la  misma  al  Juez  de  i.*  instancia  del  distrito  de  San  Beltran,  para 
oue,  en  su  vista,  procediese  á  lo  que  hubiera  lo^ar  en  derecho.  En  una 
Esposicion  de  hechos,  que  la  defensa  ha  publicado  con  relación  á  este 
asunto,  se  pretende  demostrar  que  la  causa  formada  por  el  espresado  Juex 
no  habia  tenido  mas  objeto  que  impedir  que  el  abogado  Nieva  acudiese  en 
queja  á  S.  M.,  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  á  los  demás  del  Reino 
por  los  procedimientos  que  se  venían  empleando  en  este  proceso.  La  su- 
posición era  en  sí  misma  suficientemente  ridicula,  porque  la  Sala  de  go- 
bierno, sin  lograr  impedir  por  semejante  medio  las  gestiones  del  abogado 
Nieva,  no  hubiera  hecho  mas  que  darle  un  nuevo  y  justo  motivo  para  sus 
quejas:  pero  hoy  ya  puede  calificarse  de  soberanamente  injusta,  poraue 
revisada  la  causa  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  ha  sido  devuelta 
sin  nota  ni  censura  alguoa.  Pero  era  necesario  convencer  al  público  del 
reprobado  origen  que  se  atribuia  á  aquel  procedimiento,  y  ai  efecto  se  le 
decía:  nada,  nada,  esta  es  cuestión  de  fechas.  «El  dia  l.'^^do  setiembre  se 
suplió  y  enmf'ndó  el  Auto  suplicado,  aamítiendo  de  todas  las  pruebas  de* 
negadas,  únasela:  la  declaración  del  cirujano  Turell;  el  cual,  despup^ 
de  tantos  ruegos  y  de  tan  repetidas  instancias  por  parte  del  procesado, 

para  que  se  le  tomara  declaración,  declaró  en  efecto contra  él. 

En  5  de  setiembre  se  pidió  á  la  Sala  que  concediera  permiso  al  procesado 
para  otorgar  poder  á  Procuradores  de  Madrid,  á  fin  de  recurrir  á  S.  M.  y 
al  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  ó  á  cualquier  otro  del  Reino»— todo 
esto  es  cierto  -  y  se  anadia:  «Entonces  se  presentó  en  la  Sala  de  gobier- 
no la  carta  particular  y  reservada,  juntamente  con  los  tres  impresos  del 
Licenciado  Nieva;  la  Sala  acordó  que  pasara  todo  al  Fiscal  de  S.  M.,  y  el 
mismo  Sr.  Fiscal  de  S.  M.,  fn  6  de  setiembre  emitió  un  dictamen,  del 

que  puede  formarse  idea  por  los  siguientes  párrafos.» Pufs  ahora 

vá  V.  E.  á  saber  la  verdad.  En  2  de  setiembre  se  presentó  en  la  Sala  de 
gobierno  la  carta  particular  y  reservada,  juntamente  con  los  tres  impre- 
sos del  abogado  Nieva;  y  como  no  se  haga  á  la  memoria  de  e^te  abogado 
la  ofensa  gravísima  de  suponer  que  estaba  confabulado  con  la  Sala  de  go- 
bierno, y  que  la  dio  aviso  anticipado  déla  pretensión  que  iba  á  presentar 
el  dia  5,  no  es  posible  que  la  Sala  la  tuviera  en  cuenta  e/  día  2,  cuando 
mandó  pasar  el  espediente  al  Fiscal  de  S.  M.  La  pretensión  del  abogado 
Nieva  se  presentó  en  efecto  el  dia  5,  y  en  el  mi^mo  se  pasó  al  Relator, 
mandándose  el  dia  9  que  se  comunicara  al  Fiscal  de  S.  M.,  á  quien  se  en- 
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tregó  en  efecto  el  dia  i  O,  segUD  coDsta  fól.  463  vuelto  y  464  del  rollo  de 
2/  instancia.  Ya  ve  V.  E.  si  pudo  influir  en  el  ánimo  del  Fiscal  de  S.  M. 
para  emitir,  de  la  manera  que  lo  liizo^  el  dicláfneo  del  dia  6,  una  preten* 
sion  que,  como  queda  probado,  no  se  le  comunicó  liaslu  el  dia  10. 

Terminábase  aquella  Esposicion  dicíonilo:  «tales  son  los  hechos  de 
cuya  cabal  certeza  responde  el  nuevo  defensor,  y  ruega  muy  encarecida- 
mente que  antes  de  venir  vociferando  como  de  costumbre,' se  señale  en 
♦»ste  relato  la  menor  inexactitud.»)  Pues  yo  vengo  á  señalársela,  y  vengo 
también  á  decirle:  que  si  esa  Esposicion  se  publicó  con  completa  con- 
ciencia de  lo  que  se  hacía,  quien  así  falta  á  la  verdad,  quien  así  se  per- 
mite adulterar  los  heciios,  quien  así  escribe  para  el  público,  quien  así 
ataca  reputaciones  ante  las  cuales  debiera  inchnarse  con  respeto,  no  tie- 
ne derecho  á  hablar  de  convicciones;  y  si  habla  do  ellas,  no  te  tiene  á  sor 
creído:  si  esa  publicación  no  se  hizo  con  conciencia,  entonces,  yo  aban- 
dono al  mismo  ahogarlo  defensor  la  calificación  de  su  conducta. 

Repilo,  Excrao.  Sr.,  que  esta  no  es  mas  que  una  muestra  de  los  me- 
dios y  de  las  convicciones  de  la  defensa:  ya  iré  encontrándome  con  ella  y 
formaremos  una  colección  completa 

Previas  las  anteriores  observaciones,  paso  desde  luego  á  tratar  del 
fondo  de  esta  causa  y  á  demostrar:  Primero:  que  el  procesado  no  es,  nt 
puede  ser  D.  Claudio  Fontanellas:  Segundo,  que  el  procedimiento  es 
couíorineá  derecho,' arreglado  á  justicia  y  carece  de  los  vicios  de  nulidad 
que  se  le  atribuyen;  y  Tercio,  que  el  procesado  es  Claudio  Feliu  y  Fou- 
tanills. 

Todavía  tengo  aue  hacera  V.  G.  otra  obs«)rvacion  preliminar.  Aquí  se 
DOS  viene  arguyendo  con  antecedentes  tomados  del  Foro  francés;  pero  se 
me  fígura  aue,  si  son  buenos  para  conocer  la  historia  y  para  presentados 
en  apoyo  ae  alguna  teoría,  no  lo  son  para  fallar  y  decidir  sobre  hechos 
concretos,  á  no  ser  que  se  pretenda  deaueír  de  ellos  consecuencias  á  que 
de  ningún  modo  se  preslan.  Porque  en  Francia  haya  habido  alguna  ma- 
dre ó  algún  hermano  que  hayan  desconocido  á  sus  hijos  ó  á  sus  herma- 
nos, ¿habremos  de  decir  que  todos  los  padres  y  todos  los  hermanos  han 
de  hacer  los  mismo?  ¿Qué  diría  el  abogado  defensor,  si  yo,  citándole  al- 
guna causa  formada  en  nuestros  tribunales  en  que  el  reo  ha  sido  decla- 
rado y  condenado  como  usurpador  del  estado  civil  de  otra  persona,  sos- 
tuviera aquí,  sin  otro  fundamento,  que  debía  serlo  también  su  defendi<lo? 
Diría  que  este  razonamiento  es  absurdo,  y  que  tratándose  de  un  hecho, 
qpe  ha  sido  objeto  de  alegaciones  y  pruebas  especiales,  debe  ser  deflnido 
conforme  al  resultado  de  esas  alegaciones  y  de  esas  pruebas.  Estamos  en 
esta  parte  enteramente  conformes,  y  voy  á  ocuparme  de  ese  resultado 

Se  ofrece,  Excnio.  Sr.,  en  esta  causa  un  espectáculo  singular  y  harto 
repugnante  por  cierto  Aquí  tiene  Y.  E.  dos  familias  con  pretensiones 
encontradas  relativamente  á  un  individuo,  y  á  este  individuo  resistiendo 
las  pretensiones  respectivas  de  estas  familias.  Una  de  ellas  es  hónrala, 
pero  de  posición  modesta,  y  sus  individuos  recon(»cen  al  procesado,  di- 
ciendo: es  nuestro  hijo:  es  nuestro  hermano:  es  nuestro  sobrino:  es  nues- 
tro pariente.  Y  cuidado,  Señor,  que,  al  hacer  este  reconocimiento,  do  se 
han  propuesto,  no  podían  proponerse,  oh¡etn  alguno  de  lucro;  porque 
cuando  lo  veriücaron,  el  presente  del  procesado  era  el  no  tener  camisa 
que  ponerse;  y  en  cuanto  a  su  porvenir,  con  solo  ver  algunos  documentos 
que  existen  en  la  causa  escritos  y  redactados  por  él,  se  conoce  lo  que  pro- 
mete. El  procesado  rechaza  esta  fatnilia,  reniega  de  ella,  la  insulta  sin 
consideración  y  sin  piedad.  Y  cuenta  que,  si  en  el  mundo  hay  madres 
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dignas  «le  con5tderadon  y  d^  tástifn.i,  niñísima  Ío  m  tooto  enm^'fsii  jmbn 
vinda  F^liu,  que  hoy  llorñ  al  pié  de  los  altares  pidiendo  á  Dios  que  ins- 
pire á  bH  hijo  criminal  el  reconocimiento  de  sus  errores  ¡Qué  poiTeoir  el 
de  esta  desgraciada  cnadre!  ¡Qué  dilema  Un  de8garrad(»r  «e  (brmará  cod 
refncien  al  resuhado  de  esta  causal  Si  V  E.  absuelve  al  pn)cesa<lo,  i^e 
queda  «frii  frrjo;  y  si  V.  B.  le  condeaa,  ¿qoé  la  quedirá?  ¡la  verguenaa  de 
haberle  á^dü  el  ser,  la  vergüi'oza  de  lia:)r»rlo  criado  para  que,  al  cabo  il^ 
:iii;iTtiv)s;iiKH'd<ra^i9eoc¿n,  voNese  de  lejanas  tierras  á  llenarla  de  igoo- 
ninia  en  Ins -puertas  de  sn  propio  hognr! 

La  otr»  de  chtas  familias  esopoleulti;  la  fama  parece  que  se  complace 
un  atrfboirle  in-mensiiB  r¡  fuczíis,  j  su  ¿efe  Weva  un  título  de  Castilla. 
Esta,  dice  el  procesado,  os  iwi  f^imilla:  é  esta  pertffnezco  yo:  sov  hijo  ééi 
primer  \l;<fqirc«  de  PontatioHas:  soy  D.  Claudio Ponlanellas.  ¡El,  M.  Ctóu- 
dio  Po!ítaneíla«!  ¿Y  qné  títulos  tiene  p«ra  ello?  ¿Qué  títulos?  Empieza, 
Spñor,  por  ignorar  el  aoellido  de  so  madre:  do  sabe  qrm  tiene  una  her- 
mana, qfre,  á  ser  D.  Glsudro,  se  hubiera  criado  con  él,  insuUa  á  sus  her- 
manos  y  partcftites  y  oitraja  lo  memoria  de  sn  padre.  ¿Puede «er  este  hom- 
bre n.  Claudio  FoDtanellas? 

PHd  se  dice:  el  marqirés  de  este  titulo  le  reconoció  por  su.  hermano: 
esto  es  wrto;  pero  t&mbitín  lo  es  que  despties  dudó,  y  ha  concluido  por 
negarque  lo  fuese;  y  en  prueba  ée  elle,  se  ha  mostrado  parte  en  la  causa 
pi(íie«do  qure  se  declare  que  nolo^s.  Y  ?i  el  reconocimiento  del  mtrqués 
vale  tanto,  ¿^us  dudes  y  su  negativa  nada  han  de  valer?  Si  al  hacer  aquel 
reconocimiento  pudo  engañarse,  ¿le  ha  de  estar  prohibido  el  di^sengafio? 
Los  Mffrquese<í  de  Villírmediana  no  le  reconocieron,  y  sm  embargo  son 
hermanéis  del  n.  Ctáudío,  le  misino  <fie  el  de  Pontanellas;  están  igual- 
Tneule  int(>YesBdos  en  esle  aswnto,  y  tienen  la  misma  idoneidad  para  tes- 
tifícaren  le  causa.  ¿Por  qué,  pnes,  se  aprecia  de  tan  distinta  m:inera  el 
resultado  de  e^ta^  drHgenoias?  Porque  pera  le  defensa,  el  Marqués  de 
Fontnnellas  es  un  manantinl  perenne  de  derechos  y  acciones  en  favor  del 
procesado:  oo  puede  moverse,  no  pnede  dar  un  solo  paso  que  no  produz- 
ca pnra  él  benefíeriosy  aprocveclwwnioirtos.  El  marqués  reconoce  al  proce- 
sado; V  dice  la  dt'fensa,  luego  reoonocetnéldBrechoé  ciertos:  el  marques 
duda;  luego  retsmoce  en  él  derechos  dudosos:  ¿qué  derectiM  serán  esleís? 
y  yo  00  sé,  cómo  at(!ndfda  esa  subdtvisron  caprichosa  de  derechos,  no  se 
añade  que,  cuando  é\  marqués  niega,  le  reconoce  algún  derecho  ne- 
gativo. 

Pero,  á  mi  mí»do  de  f«r,  este  recooocimíeoto  no  tiene  en  el  orden  le- 
gal la  importancia  que  se  le  atribuye,  ni  tiene  alguna  en  el  orden  moni, 
atendidas  las  circunstancias <cot)  que  se  verificó.  AfortonadameoCe,  toda- 
vía no  e^tán  tian  confirodiitars  eutr^  nosotros  las  nociones  de  lo  justo  y  de 
h  injusto, de  lo  legítimo  y  de  loque  no  loes,  que  pueda  Invocarse  útil- 
mente por  on  tercero  el  acto,  mediante  el  cual,  otro  dispone  ú  su  favor 
de  una  cosa  xyfM*  no  le  pertenece;  y  no  necesito  yo  cmpcfiarme  en  demos- 
trar que  el  estado  civil  de  f).  CMudío  Pontaneilas  no  pertenecía  á  su  her- 
mano. Y  aunffoe  «si  no  firera ,  iHiando  el  legíthno  duetío  díspoofe  de  sus 
cosas  y  'lo  trace  por  eognno ,  lejos  de  considerarse  este  aeto-como  legitimo, 
soloproénce  re^nüabílidad  criminal  para  aquet  que  le  pro^Kioa.  Ei  esta- 
IrK),  Soíior,  dispone  de  lo  suyo,  y  todavía  no  he  visto  ro  escepcionar  con- 
tra la  aceten  crrmmal  de  estufa  la  poseiion  legítima  del  estafírdor.  poír  ha- 
ber r^íbfdo  h  cosa  de  quien  legítimameole  podía  trasmitírsela,  muios- 
líficar.  per  con sigtr ente,  la  posesión  del  prooesado  en  al  astado  cívR  de 
D.  Claudio  Pontaneilas  sin  otro  tíuilo  que  el  reeoaodnlMDto  éd  Mtrqtés» 
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8U  supuesto  berma 00,  seria  preciso  legitimar  antes  la  del  estafador,  y  «uq 
entonces  do  s^consoguiria,  porque,  como  he  diclio^  el  estafado  diüpODe  da 
lo  suyo,  lo  cual  no  le  sucedia  al  Marqués. 

Vengo,  Señor,  díscotiencio  bajo  el  supuesto  de  aue  el  Marqués  de  F«n- 
lanellas  pro«!edió  engafladü,  porque  así  aparece  ile  la  causa.  Pero  prescin-* 
diendo  de  ella,  que  el  Marqués  pudo  engallarse  al  hacer  ose  recooociiuhiH 
to,  demasiado  lo  revela  el  caso,  citado  por  el  Abogado  defeator,  de  uun 
esposa  desgraciada  que,  después  de  llorar  por  mudios  años  la  ausencia  de 
sf]  marido,  reconoció  por  tal  aKpriinero  que  se  la  presentó  coo  este  tíLulu, 
compartió  con  él  su  talamOi  y  luego  tuvo  que  pasar  por  el  aiaargo  lieseu* 
gffío  de  que  era  un  verdadero  farsaote.  El  mismo  defeosor,  hablando  en 
la  anterior  vista  de  las  declaraciones  de  los  Marqueses  de  Villa inediaua, 
decia:  «¿No  era  posible,  que  atendido  el  trascurso  de  tiempo  y  los  trab«»- 
jos  sufridos  por  el  procesado,  le  desconociefaü  á  sitnple  vista  aua  nusaios 
hermanos?!) 

Ihies  tenga  V.  E  entendido  qi>e  el  Marqués  de  Peotaaellas  le  recono«* 
ció  antes  ríe  verle,  y  mas  posible  era  en  este  enm  el  eigaño  que  ea  el  da 
los  de  Villameiliaua,qtte  le  desconocierou  después  de  liaberle  visto.  Pero 
sus  motivos  teidria  para  ello,  se  dtrá;  ma«  todos  esee  motivos  se  eBcnen- 
tran  eo  la  carta  q«te  el  procesado  le  escribié  desde  ak)rdo  del  paquete 
Puerto^ñico  anunciándole  su  llegada.  ¿Y  ^ué  veía,  ó  que  podía  ver  el 
Marqués  de  Fonlanetlas  en  esta  curta?  Üoa  letra  que  no  era  la  de  su  her- 
mano; una  ortografía  que  tampoco  era  ki  suya,  oí  podia  ser  la  de  una 
persona  medianamente  decente,  ai  medianameote  educada;  en  ella  podia 
ver  también  á  un  lierinano  que  lo  daba  trataiaieuto  impersonal;  la  época 
de  la  desaparición  de  su  hermano  oonf  indida  nada  oenos  que  en  tres  años; 
y  podra  ver,  en  (io,  que  la  carta  principiaba  llamándole  su  querido  her- 
mano y  coicluía  con  (iS.  S.  S.»  es  decir,  su  seguro  servidor. 

Pties  yo  pregunto:  si  el  Marqués,  menue  sensible  á  las  inspiraciones 
del  afecto  fratenial,  lo  hubiera  sido  algo  mas  á  las  de  la  prudencia,  ¿no 
hubiera  tomado  alguna  precaución  antes  de  hacer  que  su  dependiento 
Marti  pasase  á  bordo  dtíl  paquete  Puerto- fimo  oo  busca  dei  recien  llegado, 
y  aoles  de  recibirle  en  su  casa  y  de  instalarle  en  ella  como  si  fuera  su  ver- 
dadero hernumo?  Todo  lo  que  de  este  se  sabia  en  la  c;isa  de  Fontanellas, 
cofoo  mas  probable,  después  de  16  avos  ^e  habían  trascurrido  desde  mi 
desaparición,  era  que  había  muerto,  y  así  lo  indicaron  tambieo  algunos 
le&ltgos  en  las  diligencias  que  se  instruyeron  en  el  ado  1852.  ¿Tan  estreno 
seria  que  el  rociea  llegado  viniera  aqu>í  á  repreeentar  la  farsa  de  liaoerso 
pasar  por  D.  Claudio  FoDtanellas,  aprovechámiose  para  ell<i  M  misterio  en 
que  todavía  aparece  envuelta  su  desaparición?  ¿Y  no  debía  el  marqués 
mostrarse  mas  precavido  y  mas  prudente,  tratándose,  no  de  él  y  de  sus 
intereses,  sino  de  los  intereses  y  hasta  de  ki  personalidad  de  su  liermano? 

Yo'bieu  sé  que  se  dice:  que  el  iiKirqués  ratificó  después  este  recoaoci- 
miento,  y  que,  bajo  juramento,  declaró  que  el  procesado  era  su  hermano; 
pero  pira  etlose  apretaron,  por  decirlo  así,  los  tornillos  del  artificio,  arti- 
heio  grosero,  es  verdad,  peiH»  suficiente  para  hacer  caer  al  incauto  Mar- 
qués de  Ponlancllas  en  la  red  que  se  tendía  á  su  buena  fu.  Gntonces  se  le 
presentaron  algunos  documentos  que  ni  siquiera  leyó,  sin  que  por  esto 
quedase  menos  convencido  de  que  su  bennaao  i%»bia' logrado  distinguirse 
ea  los  campos  de  batalla  y  obtenido  dilerentes  déplomas  que  atestiguaban 
su  buen  comportamiento  y  su  valor;  y  asi  se  le  colocó  ea  situación  de  con- 
siderarse, no  solo  satisfecho  en  sua  «fecoionea,  siBohalagado  y  hasta  lison^ 
jeafkk  en  su  orgullo. 
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Pero  ¿qué  pasaba  entonces  y  después  en  aquella  ca5a?  Que  todo  ^l 
mundo  dudaba,  y  falíéndome  de  una  espresion  felÍA  de  D.  Luis  Sala,  na- 
die se  íitrevia  á  duilar,  porque  pI  asunto  era  de  suyo  muy  delicado.  Pdm 
es  necesario  suponer,  ó  que  el  marqués  es  un  estúpido,  en  cuyo  caso  para 
nada  puede  invocarse  su  reconocí u) lento,  ó  de  lo  contrarío,  que  las  mismas 
causas  debían  producir  en  él  idénticos  efectos.  Es  cierto  que  dejó  pasar  al- 
gunos dias  sin  manifestar  sus  dudas;  pero  también  es  preciso  tener  pre- 
sente que  el  hombre  suele  aferrarse  demasiado  en  sus  errores,  sobre  todo, 
ruando  le  lisonjean  en  sus  ma^^  íntimos  sentimientos  como  le  sucedía  »\ 
marqués;  y  qufi  hasta  pretiere  sufrir  sus  consecuencias,  cuando  el  desen- 
gaño puede  atraerle  el  ridículo  de  los  demás.  El  marqrés  había  dado  on 
mal  paso  con  el  reconocimiento  irreflexivo  que  hixo  del  procesado,  y  nada 
mas  natni-al  qne  se  procurase  las  seguridades  nrcesarias  para  no  dar  otio 
en  contrarío  sentido;  y  esta  es  la  razón  por  que  se  preparóen  la  fábrica  fun> 
dícion  del  Nuevo  Vulcano  lo  que  la  defensa  calilica  de  emboscada;  y  cuan- 
do Gerardo  Rodés  y  otros  dos  te<tigos  del  sumario  vinieron  A  asegurarle, 
después  de  haberle  reconocido,  que  el  procesado ,  no  solo  no  era  su  her- 
mano, sino  que  era  Claudio  Pelíu  y  Fontanills,  ya  no  titubea,  en  manifes- 
tar, bajo  juramento,  sus  dudas  al  Juez  que  le  interroga  Vea, pues.  V.  E.,  si, 
como  he  dicho  antes,  en  el  orden  moral  y  atendidas  las  circunstancias  con 
qne  se  Terifícó,  puede  tener  este  reconocimiento  mas  importancia  de  la 
que  tiene  en  el  orden  legal. 

Y  no  <ie  diga  que  esas  dudas  fueron  inspiradas  por  la  codicia,  porque 
contra  semejante  sospecha  está  protestando  la  conducta  del  Marqués  de 
Fontanellas,  y  la  facilidad  con  que  se  apresuró  á  reconocer  al  procesado  é 
instalarle  en  ¿u  casa,  como  sí  fuera  su  verdadero  hermano.  Si  este  asunto 
hubiera  de  examinarse  por  el  prisma  de  la  codicia,  ¿quién  es  el  que  aquí 
se  presenta  mas  dominado  por  esta  pasión?  ¿El  Marqués  de  Fontanellas 
que,  irreflexivo  é  imprudente,  abraza  en  el  procesado  al  hermano  que 
consideraba  perdido  y  á  quien  tiene  que  entregar  una  cuantiosa  iierencia» 
ó  el  procesado,  que  viene  desde  Buenos  Aires  resuí»llo  y  provisto  de  lo5 
documentos  que  consideraba  conducentes  para  pasar  por  tal?  ¿El  Marques 
de  Fontanellas,  para  quien  la  herencia  de  su  hermano  era.  por  decirlo  asi. 
una  gota  de  agua  arrojada  en  medio  del  Océano,  ó  el  procesado,  para 
quien,  por  no  tener  siquiera  camisa  que  ponerse,  esa  misma  herencia  ha- 
bía de  producir  un  cambio  ten  radical  y  beneficioso  en  su  posición?  N<^le- 
se.  por  último,  que  las  dudas  del  Marqués  fueron  el  resultado  de  uns  ma- 
nifestación que  el  procesado,  escesivamente  imprudente  y  confiado  en  el 
primer  éxito  de  sus  ardides,  hizo  á  Gerardo  Rodés:  manifestación  que  aqu^I 
confiesa  y  que  dio  luz  á  este  testigo  para  reconocer  en  él  á  Claudio  Feliu, 
con  ouien  se  reunía  en  casa  de  Gabriel  Romeu,  habitante  en  la  calle  de 
San  Miguel  de  h  Rarceloneta.  y  se  convencerá  V.  E.  de  la  injusticia  con 
que  se  atribuyen  las  dudas  del  Marqués  de  Fontanellas  á  esa  pasión  de  la 
codicia,  de  que  tan  distante  estuvo  de  mostrarse  dominado. 

Vamos  á  penetrar  un  poco  mas  en  la  causa  y  á  hacernos  cargo  de  los 
datos  qiifí  en  ella  se  han  consignado  para  demo.<tfar  si  el  procesado  es  ó  no 
D.  Claudio  Fonfanellas:  pero  antes  la  Sala  me  permitirá  fijar  la  cuestión 
que  en  el  proceso  se  debate,  porque,  una  vex  bien  conocida,  podrá  V.  E. 
apreciar  mejor  la  conducencia  de  los  medios  que  se  lian  puesto  en  prácti- 
ca para  su  esclarecimiento  y  resolución.  Aquí  se  persigue  un  delito,  cual 
es  la  usurpación  del  estado  civil  de  D.  Cáudio  Fontanellas:  ¿era  necesario, 
ert  siquiera  posible  tratar  en  esta  cansa  la  cuestión  del  estado  cívfl  que 
te  cree^  ó  se  supone,  usurpado?  Yo  entiendo  que  st^  y  la  defensa  misma  me 
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'la  dado  eo  estos  días  la  razoo.  La  propiedad  preextste  al  robo«  corno  e( 
t'.stado  civil  preexíste  ai  roba,  como  el  estado  civít  preexiste  á  Ja  usurpa- 
r.ton;  y  asi  como  uo  se  coocebiria  un  atentado  coutra  la  propiedad  si  esta 
no  fuese  ciara  y  estuviese  bieo  dejiaida,  tampoco  seria  posible  la  usurpa- 
<jiou  del  estado  civil,  si  oo  se  eocoutruse  en  las  mis.iius  circuostaucias. 
I).  Claudio  Pontantjlias  no  era  uua  persona  inisleriosa  y  desconocida  ni 
Plasta  ahora  se  lia  puesto  en  duda  por  nadie  que  fuese  hijo  del  primer 
Marqués  de  Fonlanellas  y  de  su  malrimouio  con  Üoua  Cutalia  de  Sala:  lo 
que  no  es  dudoso,  no  puede  ni  debe  discutiisu.  ¿Y  qué  medio  babia  en  el 
(Mso  presente  ptra  poner  eo  claro  si  realmente  ha  existido  el  delito  de 
usurpación?  No  iiabia  otro  que  una  cui.'stion  de  identidad,  que  es  la  que  se 
ba  planteado  y  en  la  cual  se  discute  la  personalidad  de  ü.  Ctáuiiio  Fonta- 
ueiijs.  ¿t^l  procesado  es  ó  oo  es  ese  D.  Claudio  Si  io  es,  lo  será  con  su  es- 
lado  civil  y  cou  todas  las  condiciones  constitutivas  de  su  personalidad;  y  si 
lio  lo  es,  claro  está  que  no  le  pertenece  ninguna  de  estas  condiciones, 
>io  que  sea  .necesario  discutir  ni  hacer  una  declaración  especial  sobre  ca- 
lla uua  de  ellas,  como  uo  lo  es,  cuando  se  adjuJica  una  herencia^  el  deter- 
minar especialmente  á  quién  pertenece  cada  uno  de  los  bienes,  derechos 
y  acciones  que  constituyen  la  herencia  mis  ua. 

El  poner  en  claro  las  cuaüd  ides  indubitadamenle  constitutivas  de  la 
individualidad  de  D.  Claudio  Pootanellas  en  un  período  deteripiuado,  ha 
sido  el  obj'Uo  principil  de  este  proceso,  y  por  uiedio  de  su  cotoparacion 
ron  las  del  procesado»  en  igual  período,  obtendremos  la  resolución  fácil  y 
acertada  de  ia  cuestiijn  <le  identílul.  ¿La  edad  del  procesado  es  la  misma 
que  la  de  D.  Claudio  Fontanellas?  El  hombre.  Señor,  nace  para  morir,  no 
para  volver  á  nacer;  y  st  bien  es  posible  el  que  dos  hoiubres  tengan  una 
misma  ed  ul,  no  lo  es  el  qiie  uno  tenga  dos  e^lades.  Por  eso,  si  el  procesa- 
<l'i  tuviera  la  de  1).  Claudio  Fontanellas,  po  Iría  invocar  esto  dato  como 
tina  presunción  en  su  favor;  pero  de  lo  contrario,'la  diferencia  de  edad 
constituye,  por  sí  sola,  una  deinoslracioo  cumplida  en  coutra  suya. 

Según  la  fé  de  bautismo,  que  obra  en  los  autos,  D.  Chíudio  Fontanellas 
nació  en  lo  de  diciembre  de  tN22,  de  manera  que  ea  el  dia  de  hoy  cum- 
ple 42  anos.  Se  han  apurado  lodos  los  medios  para  U>ar  la  edad  del  pro- 
cesado, quien,  según  ios  médicos  forenses,  tenia  en  ii>ayo  de  i ^3 1»  de 
veinticuatro  á  veintiséis  años.  Otro  de  los  facultativos  exoniinados  a  su 
instancia  en  el  plenario,  dijo  que,  según  su  modo  de  ver,  tendría  de  trein- 
ta á  treinta  y  cuatro:  ei  procesado  en  su  declaracioü  ¿el  folio  b6,  mani- 
festó que  tenía  unos  31  años,  y  en  la  del  folio  9t>  lijó  su  edad  en  35 ,  apa- 
reciendo de  su^  pasaporte,  espedido  eo  el  Rosario  de  Santa  Fé  á  S  de  di- 
ciembre de  I8tt0,  que  tenia  32  años.  No  hay  otros  datos  que  consultar,  y 
y  de  los  esput'Stos,  que  son  los  que  se  han  consignada  en  la  causa,  se  de- 
duce la  demostración  cumplida  de  que  el  procesado  no  tieoo  la  edad  de 
I).  Claudio  Fonlanellas. 

Ya  la  defensa  conviene  en  que  no  representa  Canta  como  debiera  teper 
ti  D.  Claudio,  y  lo  esplica  por  razonen  diferentes;  siendo  así  queja  ver- 
dadera y  única  razoo  es  la  de  no  tener  dicha  edad.  En  Buena$  Aires,  se 
dice,  no  se  envejece;  pero  en  ese  país  corre  el  tiempo  como  eo  los  demás, 
y  no,  por  haber  estado  en  él,  dejaría  ei  procesado  de  contar  los  mismos  años 
qiie  tendría  habiendo  permanecido  en  Europa.  También  se  dijo  que  Don 
4:'áudio  Fontanellas  era  el  último  de  los  hijos  de  U.  Franeisco  Fontanellas, 
y  que  los  hijos  menores  siempre  conservan  su  juventud  por  mas  tiempo 
q  li  los  mayores.  Seria  bien  raro,  Éxcmo.  Sr.,  el  que  aquellos,  procreados 
en  tiempo  en  que  ia  naturaleza  de  ios  padres  empieza  á  estar  en  decaden^ 
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ría,  Dueiosen  mas  robosloR  qit«  sus  hermanos  mayores  ,  que  lo  han  skirv 
cuando  los  padres  conserva»  lodo  el  vigor  de  su  vida. 

Dijose  también  en  la  anterior  vista,  que,  sí  el  procesado  representaba 
menos  edad  de  la  que  debí»  tener  D.  Claudio  Pontanellas,  era  p^ir  su  ca- 
i"ác*er  énlrico;  pero  wo  fueron  íi  la  verdad  muy  convincentes  las  razone*; 
q^ie  se  dieron  para  justificar  sus  esceotricidades.  Cuando  babo  de  solicitar 
sn  pasaporte  en  el  Rosario  dt*  Sant.i  Pé  se  le  advirtió,  según  se  dice,  por  el 
mioto  del  paquete  Pverlo^Bioo,  qnn  necesilabe  maniííeslar  la  edad  que  se 
había  de  poner  en  él,  y  contestó:  «Treinta  y  dos  íihos.»  ¿Quión  hacéoslo, 
decift  la  defensa,  mas  que  D.  Cfáudin  Fontánellas?  Pero  si  cualquiera  Ini- 
bwra  venido  de  Buenos  Aires  con  el  objeto  de  hacerse  pasar  por  una  per- 
sona que  tenia  mayor  edad  qn«  la  suya,  ¿no  bubiera  procurado  aumentar- 
la en  su  pasaporte,  qne  es  uno  de  los  documentos  con  que  se  pretende 
rusticar  tai  impostura?  Pues  ese  mismo  hizo  el  procesado. 

Encontrábase  éste  en  la  República  Argentina  en  la  posición  Iristü^imn 
que  revela  un  borrador  de  esposidoo  presentado  por  el  mismo,  en  que  so 
licitaba,  con  muchísima  instancia,  el  ser  colocado  en  aquel  ejército;  pero 
se  le  presenta  en  aquellos  momentos  el  pilólo  del  paquete  PtAerto-Rico  y 
le  hace  creer  que  en  Barcelona  le  esperaba  una  fortuna  inmensa,  y  que 
debía  venirse  á  drsfirutar  una  juventud  llena  de  placeres  ¿qué  hubiera 
hecho  cualquiera  en  este  caso?  apresurarse  á  salir  de  la  miseria  y  correr 

en  busca  de  la  fortuna.   Pues  también  hizo  lo  mismo  el  procesado 

\(Jué  hombre  tan  eseéníricol ¡Ya  no  debe  quedar  diula  de  que  laf 

cualidades  de  su  carácter  son  la  verdadera  causa  de  que  represente 
menos  edad  déla  que  tenia  D.  Claudia  Fontaneltasl  Queda,  pues,  eviden- 
temente demostrado  que  el  procesado  no  tiene  la  edad  de  D.  Claudio  Fon- 
tanellíis,  luego  no  es,  ni  puede  ser  éste. 

mu  1^  d«  llleleailH*^. 

ExcMO  Sr.: 

Ayer  tuve  et  honor  de  manifestar  á  V.  E.  que,  como  medio  indispen- 
sable para  poner  en  claro  si  se  había  ó  no  com^'tido  el  delíle  de  usurpa- 
ción del  estado  Civil  de  D  Claudio  Fontaoeilas,  se  había  planteado  eo  esta 
causa  m» cuestión  de  identidad,  y  que  esta  debía  resolverse  por  la  couí- 
p»rac¡on  de  las  cualidades  indubitad^menie  constitutivas  de  la  individua- 
ridad  de  D.  Claudio  Fontanelias  con  las  de  igual  clase  del  procesado.  Una 
de  ellas,  y  la  de  mas  importancia  por  cierto,  dije  que  era  la  edad:  fijé 
también  la  de  D.  Claudio  Fontanelias;  y  fundándome  en  las  declaracio- 
nes facultativas  que  existen  en  la  causa,  demostré  que  este  do  tenia  la 
edad  de  D.  Claudio  Fonlanelhn. 

También  consta  en  el  pooesoque  este,  paveando  una  tarde  á  caballo 
por  el  camino  de  Sarria  en  1.^4  i.  sufrió  una  caida«  de  ciiyas  resultarse 
mictnró  la  pierna  derecha.  E»  esto  tan  cierto,  que  el  procesado  mismo 
lo  confiesa;  y  aflemás,  la  familia  die  Fontaneltas  vi«oe  manifestando,  des- 
de las  diligencias  instruidas  en  f  85'>,  que  la  única  sena  particular  quetc~ 
nía  el  D.  Claudio,  era  la  qne  le  había  resultado  de  la  curación  que  se  le 
hiío  cuando  se  fracturó  la  pierna.  El  procesa<lo  foé  reconocido  en  el  su- 
mario por  los  nrédieos  forenses,  quienes  declara nm  no  haber  notado  en 
toda  la  pierna  seftal  aletma  de  fractura,  auadíondo  después  qite  él  Ifs 
manifesté  que  nada  hnnia  tenido  en  ella.  En  el  plr>)iario  le  reconocieron 
otros  facultativos  I  instancia  suya,  y  tampoco  advirtieron  señal  alguna 
de  fractura,  sí  tñeu  dicen:  que,  al  parecer,  había  algún  inconveniente  oa 
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«I  movímieoio  del  pié  óeo  la  erticuia^ioo  de  este  coa  la  pieroa.  De  esP 
circuos4uu2C*a  dedujo  «I  defensor  q^ie  babift  liábalo  fractura;  pero  si  i^ 
pierna  eo  toda  su  estensioB  se  eom|K)iie  de  la  tü^ia  y  d^l  j^eroae,  no  eo- 
coDtráDdose  en  esUis  huf!sossenai  algooa  de  fueliubieseu  sido  fractura* 
«los,  claro  a^que  el  iooonveuiefiteó  entorpeciroieiUOy  si  es  «^u^  exigua, 
en  ia  arlicuiacioo,  telliz  que  proceder  do  ui«a  causa  rouj  distinta,  qii<* 
podía  ser  cualquiera,  meDOS  la  que  la  defeosa- sup^e. 

GoB  objeto  de  obücurecer  e^la  parte  del  pvocaso  y  de  poMr  á  los  tes- 
tigos eu  cofltradiccioB  coosigo  mismo,  la  defeo8a,enel  plcDurio^  y  á  pe^nr 
de  la  declaracioD  termiaaole  del  procesado  les  hiao  algiuea  pregunta  so- 
bre si  el  padecimien4o,  que  D.  Claudio  FontiDelias  liabia  saCrido  to  la 
pierna  derecba,  piecedia  do  luxaeioi  ó  de  fractura,  ¿  la  qu^  contestaron 
indistinta  me  uto,  sio  duda  por  no  ser  baslanU  prácticos  para  cooocer  la 
diferencia.  Pero  la  def»*nsn  misma,  eu  la  segunda  insiaucta»  propuso  una 
prupba  que  babia  de  ofrecer  la  deniostr:ueion  (|ue  podía  a|^eccrse  soi)re 
este  particular.  Dijo  que  D.  Claudio  Fonlanetias  lialHa  sido  curado  en 
Si^rriá  por  el  cirujano  D.  Bernardo  Turell,  y  pidió  que  se  exauúnase  i 
este  facullutivo^  a  cuya  pretensión  se  accedió;  y  eomp<irecido  qae  fué,  de- 
claró eo  los  términos  siguientes,  fól.  504  del  rotlo  de  seguAda  instancia. 
—  Que  en  efecto  íbé  Uarnado  parn  eoror  á  un  hijo  de  b.  FrajUMSCo  Foola- 
uelias,  á  quien  auteriormnüe  conocía^  y  que  tenia  Iraeturatk»  el  hueso  p9- 
ronéy  salienflo  una  esquirla  como  do  una  pulgada:  que  Le  asisiió  como  do> 
meses  que  duró  la  curación;  y  que,  contó  conseimencta  de  la  r^sauirla,  qtie- 
dó  una  cicatriz,  que,  en  su  concepto,  debe  subsistir  en  el  ÍAdíviduo;  y  co- 
mo quiera  que  en  la  pierna  derecba  del  procesado  no  eiíistM  la  cicaLrii^  y 
si  baya  observado  una  señal  ci*mo  un  rasguño,  no  le  recouoea  por  el  lujo 
de  FoBianeltas.  á  quien  curó  en  los  tórminos  que  ha  dicho. ^Áuade  estp 
cirujano:  que  la  esquirla  salió  pr  la  parte  esterna  y  tercio  iaferior  hacia 
adelante:  qu^  cono  era  coasiguiente,  <|uedó  unA  úl«eca  en  el  sUin  de  la 
esquirla,  que  en  un  principio,  se  pr**sentó  en  su  estado  normal,  y  después 
en  un  estado  gangrenoso,  por  lo  cual  hubo  que  tocarla  coa  la  priedra  io- 
íernal,  y  que  la  euracien  de  la  úlcera  duró  m»s  de  un  mes;  diciendo  por 
último,  que  níeu  la  región  ilel  tobillo  del  pié  derecho,  ni  eo  la  parte  ialie- 
rior  de  la  pierna  del  procesado,  existe  cicatriz,  ni  otra  señal  que  pueda  in- 
tlicar  la  preexistencia  de  una  úlcera  gajigrenoM,  como  procéientA  de  I» 
perfuracion  que  en  esas  partes  hubiera  pálido  producir  la  fractura  del  hue- 
so peroné. 

Vea  V.  C,  si  con  la  declarncion  de  este  perito,  dt  quien  no  se  duda 

3ue  fué  el  que  curó  d  D.  Claudio  Fon-Uineilus,  y  i  qioiea  la  defensa  oopue- 
e  recusar  por  haber  sido  examinado  i  su  instancia,  se  «oulirmaB  las  ase- 
veraciones que  la  familia  de  D.  Claudio  vieoe  haciendo  desde  el  año  I85t 
sóbrela  única  seña  particular  que  éste  tenia;  Tea  V.B.  tarobiev,  con  cuan- 
ta razón  declararon  los  Facultativos  en  el  samarlo  y  en  el  plenario,  que  no 
luibian  encontrado  en  la  pierna  deredia  del  procesado  síntoma  alguno  que 
indicase  que  hubiera  sufrido  fractura;  y  fea  V.  E,por  último,  si,  siendo  es- 
te acci'lenle  cierto  é  indubitado  en  D  Claudio  Footanellas  y  no  concur- 
riendo en  el  pro 'esado>  podrá  éste  ser  el  mismo  D.  Claudio,  según  pre- 
tende. 

No  me  ocuparé  de  cuanto  dijo  el  abogado  defensor  sobre  la  muerte  de 
D.  Claudio  Fontanellas,  porque  nada  se  na  articulado  acerca  de  esto,  ni 
nada  consta,  ni  ^odia  con<;tnr.  La  defensa,  en  las  anteriores  iostaacias,  se 
hizo  cargo  de  un  «umor  qu'*  corría  en  Barcelona,  según  el  cual  babia 
juuerto  el  D.  Claudio;  y  achacó  este  rumor  á  la  misma  familia  Fontanellas» 
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ialercsadase^uD  se  decía,  eo  ocurecer  el  liecliod^'!  secuestro  que»  por  cier- 
to, se  atribula  á  su  padre  D.  Francisco.  Se  ha  escrito  bastante  sobre  esto, 
y  hasta  se  ha  tratado  de  poner  en  ridículo  á  los  que  hablaban  d^un  espe* 
diente  que  se  ínstruvóea  el  Juzgado  de  primera  iustancia  del  distrito  de 
Palacio  con  motÍTadet  hallazgo  de  una  Ciilavera  y  de  unos  huesos.  La  de- 
fensa no  se  ha  ronnífestado  en  su  informe  muy  consecuente  con  sas  ante- 
riores creencias,  pues  ya  casi  acepta  la  instrucción  de  dicho  espediente^  si 
bien  diciendo  que  la  calavera  y  los  huesos  correspondían  á  una  mujer.  Yo, 
para  disipar  las  dudas  del  abogado  defensor  y  las  de  cualquiera  otra  per- 
dona que  pueda  participar  de  ellas,  voy  á  permitirme  leer  á  la  Sala  alga- 
nos  datos  tomados  del  espediente  mismo,  porque  le  he  tenido  á  la  vista. 

En  15  de  setiembre  de  lí<51,  D.  José  Parellada  y  Astort  vendió  á  Dm 
filias  Godina  dos  casas  de  su 'pertenencia,  que  tenían  siete  puertas,  cinco 
de  las  cuales  daban  á  la  calle  de  Porn  d'Or,  y  las  dos  restantes  á  las  del  Arco 
4e  hern.  D.  Btías  Codína  derribó  esas  casas,  y  haciéndose  una  escavacion 
en  uno  de  los  patíos,  se  encontraron  los  restos  de  un  cadáver,  cousisten- 
tes  en  un  cráneo,  una  mandíbula  y  seis  huesos,  y  además  dos  porciones  de 
tierra,  en  forma  de  piedras,  al  parecer,  de  cal  petriíicada.  En  20  de  octubre 
de  18"»6,  se  dio  parle  de  este  hallazgo  ai  Alcalde  constitucional  del  primer 
distrito  de  esta  ciudacl  por  un  Celador  de  barrio,  y  se  instruyeron  diligen- 
cias, que  luego  continuaron  en  el  Juzgado  de  Palacio,  y  vinieron,  por  lia 
á  sobreseerse  por  auto  de  íS  de  marzo  de  i«57,  dictado  por  D.  Francisco 
de  la  Pezuela.  Los  Facultativos  que  reconocieron  éstos  restos  humanos, 
dijeron:  que  por  el  estado  de  disecación  en  qu»  se  hallaban,  parecía  haber 
muerto  el  individuo  á  que  pertenecían,  hacia  ya  algunos  años,  sin  que  pu- 
dieran lijar  cuantos,  n%  áqué  sexo  pertenecía]  bien  que,  por  la  consisten- 
cia de  dichos  huesos  y  la  integridad  de  los  dientes,  creyeron  que  perlene' 
cian  auna  persona  joven.  Lo  mismo  los  huesos,  que  el  espediente  que 
se  instruyó,  se  encuentran  en  el  archivo* del  actuario  D.  Femando  Fer- 
ran:  allí  puede  verlos  el  Abogado  defensor,  y  alli  puede  encontrar  ta.n- 
bien  la  mejor  contestación  á  cuanto  ha  publicado  en  sus  folletos. 

Esos  restos  humanos,  no  consta,  como  h;i  visto  V.  E. ,  que  pertene- 
ciesen á  una  mujer,  según  ha  dicho  el  Abogado  defensor:  de  su  encuentro 
nació  el  rumur,  harto  generalizado  en  Barcelona,  de  que  D.  Claudio  Fon- 
tanellas  había  muerto;  rumor  que  no  partió  de  la  fafuilia  de  FonUnellas, 
como  se  ha  supuesto,  sin<»  que  fué  á  sorprender  á  esa  familia  en  su  propia 
casa  y  á  llenarla  de  couslernacíon  y  de  dolor,  haciéndola  saber  la  muerte 
del  desgraciado  D.  Claudio. 

Paso  á  ocuparme  de  la  prueba  documental. 

Desde  el  año  18.52,  se  encuentran  unidos  á  esta  cnusa  documentos  in- 
dubitados de  D.  Claudio  Fontanellas  hasta  por  declaración  del  procesado 
rnistno;  y  entre  ellos,  hay  una  carta  escrita  y  íinnuiia  de  puno  y  letra  del 
D.  Claudio,  estando  f»n  poder  de  sus  secuestradores,  en  Barcelona  á  27 
de  diciembre  de  Í845;  y  otra,  escrita  por  uno  de  éstos  y  lirmada  por  él: 
esta  carta  lleva  estampado  un  timbre  de  correos,  en  el  que  se  lee:  «i?«r- 
celona  7  de  diciembre  Í84ñ.»— Existen  también  documentos  del  procesa- 
dlo escritos  de  su  puño  y  letra.  Reconocidos  por  peritos  y  cotejados  unos 
€ou  otros,  resultó:  que  no  se  encuenira  analogía  ni  en  la  ortografía,  ni  en 
\\  forma  de  la  letra.  V:  E.  puede  reconocerlos  tam!)íea,  y  á  primera  vista 
•e  persuadirá  de  ello. 'Si  los  primeros  fueron  escritos  indudablemente  por 
D.  Claudio  Fonlanellas  y  no  por  el  procesado,  claro  es  que  no  puede  ser 
éste  el  mismo  D.  Claudio.  Fácil  era,  y  muy  posible,  que,  con  el  trascurso 
élfl  tiempo,  hubiera  venido  á  producirse  alguna  variedad  en  la  forma  de 
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U  letra,  sujeta  á  todos  los  accidentes  que  puedea  iafloír  ea  la  siluicioa 
del  pulso;  pero  es  tal  la  diferencia  que  se  nota  en  la  ortografía,  que,  se- 
gún los  peritos,  era  preciso,  pura  que  esos  docu  neotos  pudieran  conside- 
rarse escritos  y  redactados  por  una  nnstiia  persoui,  el  que  e^ta  hubiera 
sufrido  una  grave  perturbación  ee  su  inieJigeacia. 

El  Abogado  defensor  ya  conviene  en  esas  diferencias,  y  las  esplíca  di« 
ciendo  que  en  la  América  del  Sur  se  olvida  la  ortografía  con  mucha  facíli* 
dad;  perocre^  yo  que  61  esquían  se  hi  olvidado  cte'qne  en  la  cau^^a  exis- 
ten documentos  escritos  por  este  procesado,  quoti^ueban  lo  contrario. 
Voy  á  permitirme  leer  á  V.  C  una  carta,  prosentada  en  el  píenario  por 
AntooioColl,  encuyacosa  esiavoen  1852  de  aprendiz  de  coníUero,  l:i 
cifs^  se^nn  declaró  el  testigo,  Irabia  sido  escrita  por  el  procesado  á  una 
señora,  y  aparece  fírmink  uCláudie:»)  reconocida  esta  carta  y  cotejada 
con  otros  documentos  del  mismo,  deelararoii<  los  (>eritos  que  extsti.i  entro 
ellos  mucha  analogía,  tanto  en  la  ortografía,  como  en  la  forma  de  la  letra. 
Dice  así  la  cartac  nBarna  SHiembre  l8/,852  htay  a  pmoiada  Señora  des 
pues  de  a  verla  ha  sa  ludo  do  tepQrlisipo  comi>  en  el  lurtes  procoimo  yo 
vendré  a  casa  de  V;  disimulara  que  no  haya  venido  en  su  cana  ma-i 
pronto  por  que  no  e  podido  mas  pronto  p  tt  que  mis  obligaciones  mo  me 
an  pomdo  desocupar  mas  pronto.  Dis  pon  gade  SS  SO  S  Manos  B, 
Clamdio.h 

Puestliora  verá  V.  B.  también  otr«  carta  que  el  procesado  escribió 
desde  la  cárcel  á  D.  Lamberto  Poutanellas; 

Cárceles  Nacionales  S^  1  V.8í>l 

Lamberto  Fontanellas  y  Sala. 

Hermano;  tedirigos  esta  con  gran  centimiento  pero  para  que 
veas  que  la  sangre  nunca  sevuclve  dgua,  y  es  el  motivo  que  te  di- 
rigo  esta,  y  al  misma  tiempo  para  que  veas  que  te  hapreeiOy  dun 
que  me  estas  haciendo^  Una  infamia  de  las  mas  grandes  que  darce 
puede,  y  de  las  que  no  se  dn  visto  en  todo  el  Univerzo ;  pero  por 
fin  te  perdono,  por  que  veo  que  no  tienes  la  culpa  tu  cine  el  que  te 
hacmrega,  pero  Como  yn  ciempre  cigo  la  rreligion  que  me  ence- 

ñaron  nuestros  S*^  Padres 

.  Pero  no  es  esto  loque  te  quiero  decir,  dno  que  he  visto  que 
hasta  el  Sr  Canónico.  Billar onga,  lo  d^des  pedido  ala  fresca  sin 
querei*lo  es  Cudiar  por  que  tevenia  hablar  de  la  causa  que  la  cual 
sera  tu  des  Onor,  por  que  haci  como  le  üs  contestado  que  yo  hera 
Un  falsario,  y  que  me  me  hadas  estar  en  Un  precidio  toda  la  vida, 
pues  te  digo  que  tengas  cuidado  y  que  mms  lo  vas  hacer  y  la  rreso  • 
Incion  que  vas  ha  tomar,  por  que  después  no  te  salga  la  Cuenta  a 
heradat.^.. 

No  por  que  hoy  tengas  dinero,  unaCruM  y  un  titulo  no  tevaldrá 
lie  nada^  por  que  ya  que  tu  dsdicho  que  me  harías  perder  ciendo 
innounte,  ds  de  mirar  que  yo  no  lo  dga  con  tigo  por  que  tu  tiates 
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Culpa^  a$i  as  de  miliar  que  uq  $títt  tu  que  wyag  dbiirir  a  donde 
quieres  tu  que  yo  que  yo  vayn  y  tal  ves  no  te  gustará  mucho..... 

Pero  ya  que  tu  tratan  de  hacerm"  perder  innoseute  met^$^  p 
quieres  que  sea  la  des  Onrra  4e  la  familia,  pues  h  aliaras .  por  q^f 
entonces  diré  lo  que  digo  Sansón,  que  digo,  Ctqui  muere  Sansón 
Con  todofi  los  farU^eoíí  y  en  tonci  y^  rrepresentare  a  Sam$n  y 
nuestra  familia  se  ranles  fofiiseon 

Compare  V.  C,  m»  y  otira  eaMs;  y  »  coB9Í(idffa  esto  posible,  ateoditia 
la  fjita  de  ÍD«truccioii  <|ue  ef  misiBo  d^feasor  rtjconore  en  el  praeesado. 
se  convencerá  de  qu»  la  orto^rafia  casiei^ana^  lejos  de  olvidarae,  seguo  se 
supone,  es  por  ol  coDtrftrio  laaiM.a  susceptii>le  de  perfeoeioi^  aun  en  l(i 
iiii.^ma  América  del  Sur. 

El  procesado  que.  como  He  didia,  retoitoció  por  suyos  los  docanM^tov: 
escritos  por  D.  Claudio  FooUnellts^  en  que  se  revela  parte  de  la  hiskaria 
de  su  secuosiro,  y  palettiizan  que  en  7  y  27  de  diciemhre  de  iiH45  se  eo* 
contraba  éste  en  BapceIo«a  en  poder  de  Ws  secuestra lioFes,  cuenta  al  mir- 
tilo tiempo  su  propia  4jisioria,  y  ¿k^zqueápritutipion  de  oeluórv  á$  fSId 
96  embarcó  en  el  buque  Joven  Conchita,  capitán  Grau,  y  llegó  á  prmti- 
eipies  de  didembre  sigmffite  á  Biuma  Aire»  poniéndose  á  servir  en  oafa 
de  un  Don  Ce  ferino.  Aquí  lien*  V.  E.  dtinosirada  jxir  decianictOB  de! 
procesado  la  imposibilidad  absoluta  deque  sea  D.  Claudio  Fonlanellas. 
Porque  si  este  .<e  enc«itraba  en  Barcelona  en  7  y  ÍT  de  diciembre ,  ¿cómo 
es  posible  que  sea  él  el  piocesado ,  ({\m  aa  la  propia  época  estaba  ya  en 
Buenos  Aires  al  servicio  del  í).  Ceíerino?  Pero  ef  abogado  defensor  lia  pr- 
tendido  esplicar  el  recooocimiento  de  esos  doeumcntoede  usa  maiMct  que 
no  es  suficiente  pora  disminuir  en  lo  rná¿  míoimo  su  importancia-  Dice:  que 
cuando  el  procesado  prestóla  declaración  del  M  de  ma*¡o  se  encontraba 
enlúcasadeguikermano  y  Uenode  alugfU  por  haberse  reeoneüiaiocoñ  $u 
familia;  pero  pasaron  esos  ifiom*íB406  de  alef;ría,  y  ea  medio  de  ia  tristeza 
y  anguslias  de  su  prisión,  ratificó  liasla  por  cuatro  veces,  Ioqucentonct»s 
liabia  deckiraifo.  Dícese  lambicn,  qtie  se  propuso  de  es»  manera  salvar  fí 
decoro  de  su  DMsm^  faimiia  por  ha  parte  que  creía  hahet  tenido  su  padre 
en  el  secuestro;  y  sin  enibar¿i>,  ei  procesado  dijo  que  este  se  babia  llevado 
á  efecto  por  cuatro  malliecbores  que  empezaron  por  asustarle,  presen- 
tándole un  cadáver  en  estado  de  descoinpostcron,  v  que  le  obKgaroDá  fir* 
mar  una  carta  ptdienálo  á  su  pvdro  diez  y  .<ois  mil  iurot  por  su  res««Ce.  Si 
realmente  se  propuso  disculpar  á  éste  por  La  paj>le  que  hubiera  podido  te- 
ner  en  el  secuestro,  ¿por  mié  en  toncos  dijo  creer  (jue  liabia  sido  obra  suyaT 
Y  si  quiso  bocerlo  per  no  baher  dudo  kis  dies  y  seis  aiif  duros,  cose  qut  so 
tendría  necesidail  de  baotr  por  haberse  él  misino  apresurado  á  rescatara 
en  aquefla  noclie,  ¿por  qué  entonces  contó  la  historia  del  cadáver  y  la  de 
los  secuestradores  y  la  de  su  exigencia  por  el  rescate? 

Gouio  ouitra  que  se.i,  el  reotuocimíeiiAo  de  los  documentoo  es  posiüvo, 
y  ha  sido  después  ratificado  basta  por  cuatro  veces;  y  por  cierto  que  tiene 
una  espiicacion  muy  natural,  porque  siendo  esos  documentos  indubitado» 
de  D.  Claudio  Fontanelias,  el  no  halterios  reconocido,  era  lo  mismo  que 
oonfesM*  que  no  era  D.  Ciáudio  EooianeUas.  P<ro  se  lian  preeenlado  oVrofí 
documentos,  que  el  procesado  trajo  de  Buenos  Aires,  con  el  objeto  de  pro- 
bnr  que  estaba  en  posesión  del  nombre  y  4Íol  estado  civil  de  D.  CÍándio  Fon 
tandUss  y  pora  que  Y.  E.  se  convenza  de  su  poca  ímporCanoia,  baste  sa- 
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her  qiM  en  ningiifio  de  elbs,  si  se  escepiúa  el  pasaporte  que,  por  cierto,  le 
filé  espedido  mediante  la  garantía  de  dos  personas  que  asi  lo  dicen,  empe- 
zando por  manifoslar  que  no  le  conocían,  se  encuentra  el  npelliJo  Foola- 
neltas,  ni  siquiera  está  en  un  borrador  de  Esp^sicion  escrito  de  puno  y  le- 
tra del  procesado,  que  le  encabeta  llamándose  Claudio  FontanilliíLS. 

La  defensa  ba  debidn  recooocerk»  así,  y  sin  duda  por  eso  se  ha  supues- 
to qt»  el  procesado  trajo  mas  documentos  que  se  le  lialMan  escamoteado 
por  el  Marqué»  de  Foirtanellns. 

Para  ello  se  faida  en  que  el  procesado,  cuando  se  le  preguntó  si  había 
traído  documentos  anteriores  al  ano  185^,  dijo  que  liahía  traidí»  mas  de 
lino,  y  en  qw^el  mismo  marqués  y  sti  dependiente  Martí  manifestaron  que 
trai©  varios  diplomas  como  militar  al  servicio  de  la  República  Argentina.  Y 
para  que  el  público  no  dudase  de  la  exactitud  con  que  se  hacia  al  marouéí? 
tan  grave  imfmtacion,  se  consicnóen  la  nota  2t  del  folleto,  titulado  l>«'- 
feosa  Hf»  D.  Claudio  Fonlanellas,  lo  simiente;  — «El  Juex  debió  proveer 
desde  luego  sobre  In  averiguación  de  toilos  aquellos  documentos  anteriores 
Á  la  fecha  del  diploma  f  fofa  1 13),  toda  vez  que  el  procesado  coolesb^  en  la 
prisión  que  trajo  mas  de  uno  y  trajo  también  efectos  que  debieron  quedar 
á  bordo,  ignorando  que  su  hermano  D.  Lamberto  los  hubiese  recogido  y 
pipesentado  al  inz^ado,  y  que  había  <H  mismo  D.  Lamberto  hecho  la  entr«'- 
?a  de  los  papeles  y  de  los  efectos  tres  días  despajes  de  su  prisión;  ....» 
Esto,  Señor,  e-^  completamente  falso:  quien  presentó  los  papeles  Fué  el  pro- 
cesado roismo  en  el  acto  de  recibírsele  su  segunda  declaración  la  noche  M 
53  de  mayo;  entonces  se  hizo  su  reseña  por  el  actuario,  y  d^sde  entonces 
también  qp^nron  en  poder  de  é?íte  en  virtud  de  orden  d  'I  Juez.  Y  por 
otm  parte,  sí  los  demás  papeles  y  efectos  debieron  quedar  á  bordo,  ¿cómo 
e» posible  que  km  escamotease  el  Marqués  de  Pootanellas  que  nunca  pasó 
al  paquete  Puerto  Rico? 

E,  Juez,  se  dice,  debió  proceder  en  bunca  de  etttos  papeles;  pero  en 
iH|i>e1la  noche  acordó  la  comparecencia  v  examen  del  Capitán  del  paque- 
te, quien,  en  su  declaración,  sr  bien  habló  del  pasaporte  del  procesado, 
Bo  hizo  mención  alguna  de  otros  documentos;  ni  era  presumible  tampoco 
qne,  si  el  procesado  loe*  traía ,  no  los  presentase  al  mismo  tiempo  c^ue  lo» 
oetnás,  y  que  por  cierto ,  en  su  mayor  parte,  eran  de  bien  escasa  ¡mpor- 
tanoía. 

^Pero  traería  en  efecto  el  procesado  otros  documentos  ó  diplomas  an- 
teriorea  al  año  1858?  ¿Podía  siquiera  traerlos?  ¿Qué  documentos  eran 
esos? 

El  procesada  sola  menciona  una  licencia  que,  como  militar  á  su  serví . 
eio,  le  halna  dado  el  general  Urquiza  para  venir. d  España.  Pero  prescin-* 
diendo  de  la  límitaaoo  del  tiempo,  porque  el  concedido  ni  siquiera  era 
suficiente  para  hacer  el  viaje  de  ida  y  vaelta,  no  necesitaba  de  liceneía  de 
aquH  ^(eneral.  como  militar,  el  que,'^se^n  su  pasaporta ^  se  llamaba  Don 
Cláuéio  FontaneMas,  era  camercianle  y  como  taf  pasaba  á  la  Habana  á  sus 
negocios  propíos. 

Por  lo  demás,  el  procesado  dice:  qne  al  entrar  al  servicio  de  la  Repú- 
blica Argentina,  tomó  et  nombre  de  Santiago  Oáonell;  y  por  su  defensa 
se  articmó  en  primera  instancia  que,  noticioso  de  ello  el  general  Urqui- 
za, le  hizo  encerrar  en  el  fiiefte  de  la  Cucbitla,  amenazándole  con  fusilar- 
le  sí  no  revelaba  su  verdadero  nombre;  que  él  se  lo  dijo  en  secreto  á  «n 
general:  y  que  por  eso  no  se  le  entregaron  sus  despachos  basta  el  ano 
183».  Bl  general  Urquiza  dice  en  una  certíílcncion,  que  ét  firmó  alguno 
de  has  despachos  áei  procesado  en  aquel  mo  y  en  el  siguiente  dr  1850. 
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Pues  si  DO  se  firmaron,  ni  entregaroo  ios  despachos  hasU  el  aoo  185^, 
^cuáles  serían  los  que  trajera  el  procesado  qne  fueran  anteriores  á  esta 
época. 

Pura  justificar  eu  lo  posible  la  existencia  de  esos  supuestos  diplomas  y 
también  que  el  procesado  era  D.  Claudio  Fontanellas,  se  han  traído  i  la 
causu  dos  certificaciones  del  general  Urquiza  fechadjs,  la  una  en  la  ciu- 
d.id  del  Uruguay  á  25  <le  juio  de  1863,  y  la  otra  en  San  José  á  I.®  de  oc- 
tubre dül  propio  ano.  Todo  hace  creer  que  el  primero  de  estos  documen- 
tos es  faiso^  pues  no  aparecien  lo  que  haya  sido  solicitado,  ni  que  se  haya 
^pedido  á  iust  incía  de  persona  atguaa,  no  es  de  presumir  que  el  general 
llrqaiza,  atendida  su  respetabiliiad,  le  espidiera  esponláoea^í  en  te  sabien- 
do que  habia  de  Venir  á  figurar  en  un  proceso  y  á  producir  perjuicios  á 
tercero.  Li  defensa  se  propuso  sin  dada  salvar  eslc  inconveniente,  y  ftolo 
li:i  conseguido  ponerle  mas  de  manifiesto;  parque  diciendo  en  su  comuni- 
^ado  de  9  de  diciembre  de  1803,  insertó  en  La  Correspondencia  de  Espa- 
ña, que  uno  de  los  testigo»  que  habían  declarado  en  la  cansa,  v  i  (|uien 
''I  Juez  m.indó  procesar  como  perjuro,  habrá  encargado  á  la  República 
Argentina  esta  certificación,  en  su  f  >lleto  da  28  ^le  octubre  último  ra  se  la 
iilnbuye  á  un  hijo  del  general  Oribe,  de  quien  dice,  que  se  la  mandó  des- 
<le  Ultramur  al  procesado  por  el  d^^seo  de  hacer  algo  por  «u  compañero  de 
armas.  ¿Qué  misterio  se  encierra  en  este  documento  que  tales  contradic- 
ciones produce  de  parte  de  la  defensa? 

D.  Juan  Pablo  Marina,  Cónsul  general  que  ha  sido  de  la  República 
Argentina  en  Madrid  y  persona  iiuidií  por  estrechos  vínculos  de  familia 
ron  el  general  Urquiza,  vino  á  tomar  parle  en  una  >ardieiile  polémica 
tiuscituda  por  este  defensor  ,  en  la  que  imprudente^nenle  fué  lanzado  el 
nombre  respetable  de  aquel  general;  y  cou  e'  ob-eto  de  ^looerleó  cubierto 
de  ios  ataques  que  en  defensa  del  Marqués  de  F<mtanellaH  hubo  de  diri- 
girle su  abogado  el  Sr.  Ventosa,  decia  con  ftsclia  2.^  de  drciemlire  de  1863 
en  un  suelto  que  se  tituló,  Opinión  de  La  iberia  so')re  el  co»nun¡cado  de 
1).  Ricardo  Ventosii  y  contestación  que  le  dierm  los  Sres.  Caso  y  Mari- 
<ia. — «Para  certificar  el  señor  general  Urquiza  acerca  de  la  persona  de 
1).  Claudio  Foolaneilas,  que  sirvió  á  sus  órdenes,  fué  preciso,  como  es  ya 
público,  que  se  lo  pidiera  el  señor  Cónsul  general  de  Espaiía  en  Bienos 
Aires,  á  í|uien  se  dirigió  Real  orden  al  efecto  por  el  Gobierno  de  S.  M.  C. 
Por  consiguiente,  entre  el  general  Urquiza  y  los  interesados  en  la  causa 
Fontanellas,  el  único  que  ha  intervenido  fué  el  Gobremo  ei^pañol,  á  quien 
ciertamente  no  puede  II  «marse  amigo  oficioso.  Tan  cierto  ,  esto ,  que  aun 
cuando  el  Abogado  Sr.  Ciso  dirigió  cou  anticipación  una  caria  al  general 
Urquiza,  éste  que,  como  hombre  di  gobierno  sabe  guardar  tolo  género 
é^^  conveoÍLmcias,  se  abstuvo  de  contestar  á  aquella  carta  hasta  que  reci- 
hló  una  nota  oficial;  y  así  lo  consigna  el  misma,  disculpando  coa  la  corte- 
«i  i  que  acostumbra  lá  lanlanza  de  su  conte^itacion.  Véase,  pues,  como  ni 
la  carta  del  Sr.  Cjso,  ni  los  informes  da  ningún  amigo  oficioso,  han  podi- 

•do  influir  para  nada  en  el  ánimo  de!  señor  general  Urquiza » 

V.  E.  habrá  observado  que  en  la  carta  del  general  Urquiza  que  el  de- 
fensor ha  leido  durante  su  informe,- no  se  hace  referencia  alguna  á  su  cer- 
tificación de  25  de  julio  de  1863.  Pues  bien:  si  ningún  amigo  oficioso  ba 
influido  ni  podido  influir  para  nada  en  el  ánimo  de  diclio  general,  ¿quién  fué 
el  que  solicitó  y  obtuvo  esta  cortificacion?  Y  ai  para  certificar  el  general  Ur* 
quiza  fué  preciso,  como  es  público,  que  se  lo  pidiera  el  Cónsul  general  de 
España  en  Buenos  Aires,  y  este  funcionario  no  le  pasó  su  nota  hasta  el  31 
do  agosto,  según  el  mismo  general  lo  dice,  ¿quien  espidióenLonces  esa  car- 
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liticaeioo firmada  por  él,como lie  dicho, e/i  25  dejuliode  l$63?A  la  defensa 
la  coQviene  dar  explicaciones  salísfaclorias  sobre  este  particular^  auo  cuan- 
do DO  sea  mas  que  por  salvar  su  propio  decoro  y  estimación. 

Pero  liay  01  ra  certificación,  de  cuya  autenticidad  no  puede  dudarse; 
que  tiene,  como  he  dicho,  la  focha  de  i."  de  octubre  de  1803:  es  la  que  el 
general  Urquiza  espidió  en  virtud  del  requerimiento  que  le  hizo  el  Cónsul 
de  S.  M.  en  su  nota  de  31  de  asosto.  Yo  no  dudo  que  este  faenera  I  habrá 
levantado  en  su  país  «itedrales  y  monumentos  que  trasmitirán  á  las  gene- 
raciones venideras  ia  memoria  de  su  acendrada  piedad:  creo  también  qurv 
poseerá  inmensas  riquezas,  y  que  á  sus  anteriores  títulos  de  gloria  habr.'V 
añadido  ahora,  según  nos  dijo  el  abogado  defensor,  el  de  Procurador  gene- 
ral del  procesado;  pero  el  general  Urquiza  es  hombre,  sujeto  como  tal  á 
todas  las  flaqi^zas  de  la  humanidad,  y  harto  nos  demuestra  por  ese  docu- 
mento la  poca  fidelidad  de  su  memoria.  Cuando  afirma  que  en  el  ano  i^b'á 
servía  ya  Ü.  Claudio  Fonlanellasá  sus  órdenes  en  la  ciudad  de  Gualeguay- 
ehú  formando  parte  del  ejércilo,  entonces  á  su  mando,  se  encuentra  con- 
tradicho por  las  certificaciones  remitidas  por  el  cónsul  de  S.  M.,  de  Ins 
cuales  resulta  que  ni  en  el  ejército  de  Buenos  Aires,  ni  en  el  de  la  Con- 
federación Argentina  al  mando  del  general  Urquiza,  fué  conocido  ¡amas 
subdito  hlguDo español  que  se  llamase  Santiago  Odonell,  ni  Don  Claudio 
Fontanellas,  ni  que  se  les  espidiese  por  consiguiente  despacho  alguno  mi- 
litar. 

Cuando  dice  también  que  D.  Claudio  Fontanellas  al  ser  promovido  á 
la  clase  de  oficial  solicitó  de  él  una  entrevista  aue  le  fué  concedida,  en  la 
cual  le  maoifesfó  que  el  nombre  aue  hasta  allí  nabia  llevado  no  era  el  su- 
yo, y  que  do  liabia  querido  usor  este  por  respeto  á  la  Aimilia  de  Fontane- 
llas á  que  pertenecía,  le  contradice  el  procesado,  manifestando  que  fué  el 
general  Urquiza,  quien,  sabiendo  que  usaba  de  nombro  supuesto,  le  en- 
cerró en  el  Fuerte  de  la  Cuchilla  y  le  amenazó  con  fusilarle,  y  por  esta  ra- 
XOQ  tuvo  que  decirle  su  nombre  verdadero. 

También  dice  el  citado  general  que  D  Claudio  Fontanellas  debia  tener 
en  su  poder  los  despachos  hasta  Capitán  de  Marina  y  que  fueron  en  méri- 
tos de  sus  servicios  y  siguiendo  la  escala  correspondiente:  sin  embargo. 
el  procesado  solo  presenta  el  de  Alférez  de  Artillería  que  le  fué  espedido 
por  el  gobierno  de  Buenos-Aires,  en  guerra  entonces  con  el  de  la  Confe- 
deración Argentina,  cuyo  ejército  mandaba  dicho  general,  y  que  tiene  la 
fecha  del  22  de  julio  de  I3<5?<.  en  cuya  época  servia  el  procesado  como  as- 
pirante en  la  Brigada  de  Artillería  ligera  del  ejército  de  Buenos  Aires. 
Consta  que  posteriormente  fué  dalo  de  baja  á  solicitud  suya  en  marzo  de 
1859,  y  después  de  eslo  pasó  en  el  mismo  año,  según  declaración  del  ver- 
dadero D.  Santiago  Odonell  con  referencia  al  procesado,  á  Montevideo.. 
donde  se  embarcó  en  la  Escuadra  que  el  general  Urquiza  preparaba  en 
aquel  puerto  para  atacar  á  Buenos  Aires,  pero  sin  obtener  grado  ni  cate- 
goría alguna.  La  E-scuadra  subió  el  Rinde  la  Plata,  y  después  de  una  ba- 
talla con  las  fuerzas  de  Buenos  Aires  fué  desarmada,  quedando  todos  sus 
tripulantes  sio  empleo  ni  destino.  Vea,  V.  E.,  lo  que  el  procesado  decia 
entonces  en  una  solicitud  en  que  pedia  colocación. -^Claudio  Foniani- 
lias  Teniente  pri  mero  rebajado  de  la  ürmada  Nacional  argentina 
con  el  ma$  profundo  respeto  dnte  V..  £..  rendidamente  espongo, 
que  habiendo  quedado  de  baja  de  la  ürmada  de  ¡a  Confederación] 
en  birtud  de  la  suprema  dispocicion  por  la  que  el  E.  flf..  Gobierno 
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$e  eirbió  declarar  concluida,  que  fnt  la  ffasada  guerra  ée  Intre- 
(juidad  Nacional^  que  todos  los  Oficiales  que  se  ubiesen  desembar- 
cado de  los  buques  que  %e  des  Q^rmaroii  quedaban  por  el  eclw  da* 
dos  de  baja;  y  deseando  por  porcionarme  al  mismo  tiempo  que  nn 
medio  de  supcisteneia,  un  puesto  en  el  EgJ^  de  la  Confederación 
para  Continuar  la  Carrera  mititar  que  haUabté  desde  mi  Ambo  é 
la  BepuJ)lica  argentina;  y  en  Cuyo  hejercido  desde  que  hera,  has- 
ta  la  dase  de  Teniente  1.**  de  Orlilleria  Ligeta  Coino  conda  del 
des  pacho  que  hacompafio,  solo  adefeium  Videndi,  úfbiendo  prin 
cipindo  mis  servicios  en  la  Provincia  de  Buenos^  (Iípcs  donde  mt^ 
fuerftn  dadlos  estos  y  de  la  ewU.  ocnni  á  presentan^  mis  servieias  á 
la  Confe^l^tacion  al  habnrse  la  Campaña  de  la  Inlrignidad  Nacio- 
nal.  los  que  m/e  fuemn  esepiados  y  rendi  aá  ta  drmrda  Nacional 
y  cdnendome  encontrado  enlodas  ios  gomadas  degncrra  que  fun- 
ciono la  armada  desde  que  la  Escuadra  smpo  de  Mon-levideo  hala 
que  fueron  desarmados 

Si  liahm  prirrcipiatio  sus  servicios  en  Buenos  Aires  y  no  teoía  ee  sqno- 
litt  época  oíros  despuclios  eu  que  ÍQodar  su  soHcitud  que  les  que  le  habían 
sido  dados  por  aquel  Gobierm)  en  goerrd,  como  he  diclio,  t»n  et  geo^ral 
Urqu¡7.a,  ¿cuáles  fuerou  los  que  ésti»  le  espitfió  y  firmó  eo  eí  aiío  \%^%;  ni 
cuando  obluvo  los  demds,  hasla  Capitán  de  Merroa,  eo  mérito»  de  su»  f^r- 
vicios  y  siguiendo  la  escala  corres pondiente^  si,  se^ua  se  ^spremie  «k 
su  solicitud,  jamás  habia  servido  ú  las  órcienes  de  diciio  general? 

Ahí  tiene  V.  E.  lo  que  es  e>a  prueba  docufnenlal  que ,  según  fa  defpn- 
sa  ha  manifestado  alguuas  veces,  era  la  únic»  conducente  para  decidir  l;i 
cuestión  que  se  debate  en  esta  causa.  Las  cirrtos  índtTbitadas  de  D.  CMn- 
dio  Footanellas,  reconocidas  por  el  procesado,  revelan  la  historia  de  una 
persona  que  no  puede  ser  éste;  porque  al  nrismo  tiempo  que  el  D.  Claudio 
se  encontraba  on  Barcelona  en  poder  de  sus  secuestradores,  estaba  él  e« 
lUienos  Aires  sirviendo  en  casa  del  D.  Ceferino.  Esas  cartas  no  fueron 
tiimpocn  escritas  por  el  procesado,  segnn  reruilta  del  cotejo  que  se  practi- 
có con  los  documentos  indul)ítados  de  éste:  en  los  que  el  procesado  pre- 
siento en  la  causa  tampoco  aparece  escrito  el  apellido  Fontanellas,  como  no 
sen  en  el  pasaporte  que  so  le  espidió  me»li:iolc  la  garantía  de  dos  persoijas 
que  no  le  conocían.  No  trajo,  ni  pudo  traer  otros  diplenras  anteriores  al 
año  t^5'<,  porque  no  los  obtuvo  jamás;  y  de  las  certificaciones  del  general 
lírquiza,  ú  que  tanta  importancia  se  atribuye,  la  una  es  fafsa,  y  la  otra  se 
«encuentra  contradicha  en  todo  su  contenido,  ya  por  Iok  documentos  au* 
téntícos  remitidos  por  et  Cónsul  de  S.  M  ,  ya  por  la  esposícion  presentada 
por  el  procesado,  ya  en  lin  por  las  propias  d<n;lsniciníi68  de-éete. 

Al  ocuparme  aJiora  de  la  prueba  tealiíicfil,  yo  podría  moMífícar  á  la  df- 
Tensa,  echándola  en  eara  sus  contradicciones  por  la  manera  de  apreciar  la 
conduc>fni!Ía  de  esta  pruel)a,  para  resolver  cuestiones  de  ídntídad;  per» 
renuncio  á  hacerlo  por  no  fatigar  denmsiftdo^a  «tencNHi  á»  li  SMa,  y  tam- 
bién porque  no  qaiero  Boalgaslirr  ínútilm6ale.<fnis  6i6nift8,.<|ue  nececito 
para  tratar  asuntos  de  mas  importancia. 

Recuerdo  que  en  el  último  verano  ture  e!  honor  áe  discutir  sobre  es-^ 
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tn  emsaeon  el  aba^tdj  D  Fermín  Vtilamil:  él  me  presentaba  ana  estndf!$- 
tica  de  testigos,  en  la  qac,  ealificantlo  de  úlites  é  ittóneos  lodos  los  del 
fpecesado,  se  tachabafi  ios  de  h  acusación  y  se  fos  reducía  ú  cero.  Yo  le 
dije  €(iie,  Bo  solo  podia  aceptar  su  estiHlíslíca,  sino  hasta  convenir  en  que 
cotocase  ese  cero  á  la  derecha  ilel  número  de  s<is  lesti^os,  y  en  qiie  aa- 
mentat^  todnvía  ese  ntimcro  hasta  dooife  lo  Dmáideraí^  conveniente.  Es- 
to fnismo  tfengo  que  repetir  hoy  á  la  defensa,  y  creo  que  puedo  hacerlo  sin 
perjtidicar  en  lo  mas  mínimo  los  Fntereses  de  rrrí  representación.  Cual- 
«faiera  que  sea  el  número  de  esos  testigos,  ¿podrán  hacer  con  ^tis  declara- 
ciones que  ei  procesado  li'nga  la  edad  de  D.  Claudio  FVmtanellas,  sí  no  la 
tíeoc^  ;PodrOTi  hacer qw^íae^iubiesé  reto  tina  pierna  en  1S44,  si  no  se  la 
rompin?  ¿Poíh'.'ki  hareer,  pw  AIlí>ino,  que  estuviera  en  27  de  diciembre  de 
1845  «ti  Barcelona  ea  poder  de  lossecoestnidores  de  D.  Claudio  Funtane- 
Ilas,  cuando,  segnn  el  pmcemitto  dice,  eMeíba  ya  en  ese  dda  y  aun  antes 
ik^fs»  áéñfn  BiMno^'-AiresVSo,  fiicmo.  Señor,  no  es  esto  posible:  y  co- 
me Iji  acns  iwon  se  hrada  en  fleches  cierios  é  imkThítables ,  los  cuales  ni 
deben  su  origen  á  dedarMiotíes  ih  testigos,  ni  por  eflas  pueden  desTir- 
tuart»,  por  «so  no  oecesíta  para  so^enerse  del  apo}*o  de  la  prueba  testi- 
fical. 

Pero  como  la  defensa,  en  medio  de  sus  inconsecuencias,  ha  venido 
ahora  á  establecerse  e»  este  terreno,  tampoco  len^  yo  inconveniente  eu 
»eepiKir'«l  dMxate  tal  como  olla  me  lo  propotm. 

Deciaquo  sws  tewtigos  eran  mfiíji  en  número,  y  asi  es  verdad;  pero  lam- 
bieD'li>08*4fQe,  según  la  leydv  Partida,  bs  testigos  no  se  cuentan  sino 
cuando  i*tttm«nos  y  otros  hay  esa  igwtleza  que  se  Iw  de  buscar  en  la  per- 
iMtfia  y  en  )a  razón  quedan  de  su  dicho  ¿Y  quiénes  son  los  que  han  de- 
d&rado  en  el  sumario  que  el  proeesaéo  no  es  D.  Ctóudio  Fonlanellas?  Son 
Idf  iodtvfdnoB  áe(  la  finmilia  <1e  1>.  Claudio,  á  quienes  no  debemos  suponer 
dominados  por  esa  reírnada  crueldad,  q^re  seaice  hija  de  la  codicia,  cuan- 
do el  Marqués  de  Pottlanelkis,  reconocientk)  con  tanta  facilidad  al  proce- 
sado porsn  hermano  y  admiliéttdele  en  su  ca^a  <:nroo  tal,  dio  una  prueba 
tan  inantfiei^ea  de  lo  cofi'rarie.  Son  los  antiguos  dependientes  de  D.  Fran- 
cisco F<nil8neltas,  á  quienes  no  puede  consiiJcrorse  por  esta  razón  interesa- 
dosenfavor  del  actual  Marqués,  sin  creerlos  tnteresados  también  en  favor 
de  su  hermaBo.  Sen  los  amigos  íntimos  de  D  Claudio,  sus  maestros  y  con- 
discípulos, personas  todas  en  qtiienes  si  hubiera  de  suponerse  alj^im  móvil 
para  Mtar  á  la  verdarl,  seria  ^\o  en  ñivor  de  ésle.  Son,  por  úitimo,  los 
teitigos  mismos  cHados  por  el  procesado,  quienes,  al  evacuar  la  cita  y  te-. 
niéndole  presento,  dijeron  quo  no  era  D  Claudio  Fontanellas. 

¿Y  quiénes  son  los  que  en  tercera  instancia  han  sido  examinados  á  pt»- 
ticion  de  (a  acnsarton  privada?  Son  oíros  amigos  de  D.  Cléiidio  Fontane- 
líos;  9US  compañeros  de  colegio  y  de  diversiones;  sen  todas  esas  personas 
con  quienes  en  Barrcelona  le  rehH:iciTaba  natumhucnle  .^  posición;  los  que 
le  accmipañalian'ef)  mn  paseos,  á  cfrbafto;  los  que  asistian  con  é)  á  nna  ac:i- 
deiuia  de  baile;  los  que  con  él  estaban  asociados  en  nn  estabíecimtenfo 
mercantil;  SOR, -enthi,  atiabados  de  este  colegio,  á  quienes  se  buscó  para 
que  aceptaran  la  defensa  del  procesado,  y  que  se  negaron  después  de  con- 
ferenciar con  él  y  de. haberse  convencido  de  que  no  era  D.  Cliiudio  Foota- 
nellas. 

En  las  cualidades  de  esDSrteSTTgtffInffarS'V.  E.  suficientemente  justíü- 
cada  la  razón  que  dan  de  su  dicho;  pero  la  defensa  ha  creído  encontrar 
entre  ellos  alguna  contradicción  con  que  pretende  desvirtuar  su  testimu- 
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DIO,  y  yo  solo  le  contestaré  sobre  dos  puntos  que  han  sido  el  objeto  prin- 
cipal de  sus  observaciones  y  basta  de  sus  sarcasmos. 

Declararon  alf^unos  testigos  que  D.  Claudio  Fontanellas  era  máseme- 
nos cargado  de  espaldas:  u\mele  querían  hacer  jibosoU  decía  el  abordo 
defensor.  Entre  los  testigos  Ggural>a  también  un  sastre^  llaroaslo  Señan, 
que  era  el  que  vestía  á  D.  Claudio  Fontanellas  antes  de  su  desaparición,  y 
se  pidió  que  presentase  las  libretas  de  las  medidas,  lo  cual  fué  estima* (o 
asi  por  el  Juez.  Con  ligeras  diferencias  se  acomodaban  estas  á  la  persona 
del  procesado,  y  se  decía:  oahí  están  esas  medidas,  y  ellas  son  la  meji*r 
prueba  de  la  falsedad  de  los  testigos  y  de  que  D.  Claudio  Fontanellas  n<» 
tenia  el  defecto  que  aquellos  le  atribuyen,  porque  el  sastre  Señan  ni  si> 
quiera  le  tomaba  medida  de  la  espalda.»  El  abogado  defensor  no  reparaba 
en  que,  al  tratar  de  poner  á  los  testi^o«  en  contradicción  <yn  Ja  verdad, 
no  bacía  mas  que  ponerse  él  en  contradicción  consigo  mismo. 

Poco  antes  nos  babia  dicho,  que  su  defendido  era  bíMtante  cargado  de 
espaldas,  y  tanto,  que^  á  pesar  de  habérsele  corregido  mucho  ese  defecto 
con  sus  ejercicios  mililares  en  Buenos-Aires,  iodavia  se  le  conoce  á  pri- 
mera vista.  Pues  sí  D.  Claudio  Fon  anejlas  no  era  cargado  de  espaldas  y  lo 
es  el  procesado,  ¿cómo,  existiendo  en  su  físico  una  dilereneia  semejante, 
se  sostiene  que  éste  es  D.  Claudio  Fontanellas?  Y  en  otro  caso,  ¿por  qué  sa 
desmiente  á  los  testigos  que  declararon  lo  contrario? 

Pero  tnmbien  se  fijó  la  defensa  en  la  contradicción  que  se  observa  en- 
iré  los  testigos  que  declararon  aue  el  procesado,  aJ  llegar  á  la  casa  del  Mar- 
qués de  Fontanellas,  tenia  el  cabello  y  la  barba  de  color  castaño  claro,  y  el 
resultado  de  un  reconocimiento  pericial,  del  que  aparece  que  en  la  época 
en  que  ésle  se  verificó,  lo  tenia  bastante  oscuro.  Pero  advierta  V.  E.  que 
no  son  solo  los  testigos  de  la  acusación  los  que  han  declarado  en  este  senti- 
do, sino  también  algunos  de  los  de  la  defensa, quienes á  los  dos  años  y  me- 
dio de  encontrarse  el  procesado  en  la  cárcel,  dijeron  que  no  le  reconocían 
Sor  Claudio  Feliu,  porque  el  color  de  su  pelo  y  barba  era  roas  claro  qnn  el 
e  este.  Mucho  menos  tiempo  había  pasado  desde  que  al  procesado  se  le 
espidió  un  pasaporte  en  el  Rosario  de  S^nta  Fé  liasía  que  se  presentó' en  la 
casa  del  Marqués  de  Fontanellas,  del  que  medió  entre  su  prisión  y  la  épo- 
ca en  que  declararon  estos  últimos  testigos;  y  sin  erobarieo,  enaqúei  docu- 
mento se  espresa  lo  siguiente  en  las  señas  particulares  del  procesado  tápe- 
lo rastsgne:  ojos  ídem:  barlm  castaña:  color  blanco:»  todo  lo  cual  conviene 
perfectamente  con  lo  aue  declararon  los  testigos  de  Ja  acusación,  refíriéo- 
dose  á  la  época  de  la  llegada  del  procesado:  y  si  al  cabo  de  dos  años  y  me- 
dio ha  sufrido  éste  alguna  variación  en  el  color  de  su  barba  y  pelo,  y  si 
entre  el  resultado  del  reconocimiento  pericial  y  las  declaraciones  de  alj^u- 
jios  testigos  no  se  encuentra  conformidad,  la  contradicción  estará  de  parle 
<te  los  que  declararon  en  la  misma  época  del  reconocimiento,  que  son  los 
de  la  defensa,  y  no  de  parte  de  tos  de  la  acusación,  que  se  referían,  como 
he  dicho,  á  la  de  la  llegada  del  procesado  á  Barcelona,  que  babia  sido  mas 
de  dos  años  antes. 

(Se  cofiltfMiaré») 
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ENSAYO  DE  M  COMENTARIO  AL  dOMfiO  PENAL  (a). 

(CoBtinoadon  del  eonentarlo  al  art.  13.) 

IlL 

La  complicidad  en  la  ley. 

Hemos  estudiado  sucesivameote  la  complicidad  como  idea  eo  la 
región  abstracta  de  los  principios,  y  como  hecho  en  el  campo  de  la 
historia.  Allí  la  hemos  visto  determinarse  por  la  cooperación  indi- 
recta en  el  acto  moral  ó  en  el  acto  material  del  delito :  aquí,  con- 
fundida en  un  principio  con  la  delincuencia  principal,  hemos  ob- 
servado que  poco  á  poco  se  ha  ido  de  ella  separando  hasta  consti- 
tuir una  responsabilidad  distinta  de  la  directa,  castigada  con  pena 
menos  grave  que  la  que  alcanzaba  y  correspondía  á  los  auto- 
res del  delito.  Fáltanos,  para  completar  el  cuadro,  esponer  lo  que 
es  complicidad  según  el  artículo  que  vá  al  Trente  de  estas  líneas,  y 
lo  que  en  tal  concepto  deben  castigar  los  tribunales  de  justicia.  Con 
las  premisas  asentadas  y  los  precedentes  establecidos ,  nuestra  la- 
rea  es  espedila:  caminamos  de  un  monte  á  un  llano. 

uno  de  tres  sistemas  hay  que  adoptar  al  erigir  en  delito  la  com- 
plicidad: 

1.^    Enumerar  taxativamente  los  medios  ó  especies  de  coopera- 
ción que  la  constituyen. 

S."^    Fijar  principios  generales,  y  dejar  á  los  tribunales  que  coa 
arreglo  á  ellos  resuelvan  los  casos  particulares. 

Z.'*    Libertad  completa  de  apreciación  judicial. 
El  primero,  que  es  el  del  Código  francés,   y  hasta  cierto  punto 
el  del  nuestro  de  1822,  aspira  á  cerrar  la  puerta  á  la  arbitrarle* 
dad;  pero  la  cierra  realmente  á  la  justicia. 

£1  tercero,  que  dominaba  en  nuestro  foro  no  hace  todavía  mu- 
chos anos,  sostenido  por  una  costumbre  que  legitimaba  solo  la  fal- 

^  (a)    Véase  la  pág.  5  del  tomo  XXVI  é  igual  página  de  csle  tomo. 
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ta  de  Glosofia  y  el  rigor  bárbaro  de  Que^rai  afitígsai  leyes  penales, 
erige  en  sistema  la  arbitrariedad,  y  as  incompatible  con  todo  pro- 
cedimiento científico. 

El  segundo «  por  úlfiaio,  alopiado  por  tfs  autores  del  código 
que  comentamos,  en  su  Índole  ^de  iérmino  medio,  afanándose  por 
conciliar  Jos  estremos^  recopoce  su  insuficieocia  para  hacer  á  pr'io- 
ri  una  enumeración  taxativa  de  casos,  j  establece  ptiacipios  ge- 
nerales esperándolo  después  todo  de  la  jurisprudencia. 

Usando  de  una  fórmula  gefoérica,  dando  una  regla  general, 
cuya  aplicación  y  desenvolvimiento  es  quizá  la  misión  mas  difícil 
que  ha  dejado  nuestra  Jey  encomendada  á  la  prudencia  y  sabiduría 
personíHcadas  ó  supuestas  en  la  persona  del  juzgador,  ha  dicho: 
cSon  cómplices  los  que  no  hallándose  comprendidos  en  la  dase  de 
•autores  de  un  delito,,  cooperan  i  la  ejecución  del  hecho  por  actos 
•anteriores  ó  simultáneos.» 

Presupone  esta  definición  la  de  autores,  y  es  por  tanto  necesa- 
rio, para  ser  bien  comprendida  ,  recordar  lo  que  acerca  de  este 
punto  el  Código  tiene  establecido. 

Según  él ,  lo  son : 

1.^  Los  que  inmediatamente  toman  parte  en  la  ejecución  del 
hecho: 

2.^  Los  que  fuerzan  ó  inducen  directamente  á  otros  á  ejecu- 
tarlo : 

3.*^  Los  que  cooperan  á  la  ejecución  del  becho  por  un  acto  sin 
el  cual  no  se  ho1)iera  ejecutado. 

Podemos,  pues ,  decir  que  son  cómplices  los  que  cooperan  á  la 
ejecución  del  hecho  criminal'  por  actos  anteriores  ó  simultáneos, 
con  tal  que  no  hayan  tomado  inmediatamente  parte  en  la  ejecución 
del  delito,  ni  forzado  ó  inducido  directamente  á  otros  á  ejecutar- 
lo, ni  cooperado  á  su  perpetración  por  un  acto  sin  el  oual  no  se 
J)ubiera  realizado ,  porque  concurriendo  cualquiera  de  estas  cir- 
cunstancias no  habrá  complicidad ,  sino  que  el  culpable  deberá  ser 
considerado  como  autor  del  delito. 

Estas  definiciones  del  Código  penal  marcan  bien  Claramente  la 
diferencia  que  hay  entre  él  autor  y  el  cómplice  de  un  delito :  el  au- 
tor es  el  que  tfene  una  participación  directa  en  el  hecho  crimmal: 
d  cómplice  solo  indirectamente  toma  parte  en  él:  el  autor,  ó  es 
partícipe  material  en  el  mismo  delito,  ó  ejecuta  un  acto,  ya  sea  en 
^ei  orden  material,  ya  en  el  orden  moral,  sin  el  cual  el  delito  no 


Digitized  by  LjOOQIC 


ENSATO  DB  fJH  COH^UTARIO  Ah  GÓBI60  PENAL.  US 

podría  exífiür:  el  cómplice  ayuda,  auxilia  ó  coopera  ^  la  ejecacioi^ 
del  (delito  por  acl^t  ó  anteriores  ó  simaltánieos ,  ya  seaa  materí;?  - 
les,  ya  moráis»  aio  los  puales  podría  haberse  poq^ieti^o.. 

Aaoque  la  (eoria  qm  díeijaoioft  espvesta  ^  rencilla ,  m  deja  d^ 
1>reseotar  frecoentetoente  gravlsiqoas  4i,$k»Mtade?  ^  m  aplicación. 
Esta  materia  es  de  gcaa  íRlerés  eo  el  Mrr<$iv>  d^  niioatro  derecho 
constituido,  que  acomodándose  á  los  hKf^i;i0spríQGJ|iip3,  y,a  poosig- 
nados  en  otr^  hjigar,  ^^h'ece  difereoles  peo^s  p^ra  lo$  <]ue  ínter- 
Tie^iea  em  00  delito  conip  aM^r9s ,  y  los  qo^  ppr  su  e;speclal  partí- 
cipaeioa  .ei(k  él  Mo^pq  c/^mplíp^.  Por  0^  ^bm^^  ^n[iitir  sincejra 
mente  nn^^ra  ppjpi^n^  UM^  ^obre  algunos  p^utp$  ^PCtríoales, 
como  de  pierios  casos,  con  ellos  relacionados,  iqne  con  frecuencia 
suelen  presentarse,  y  en  cuya  apceAiaciop  no  hay  coarprmidafi 
entre  \q&  esaitorps,  ni  p^ede  decirse  qjip  ej^^te  «oa  |uri$pr(Adeu- 
cía,  que  por  sa  cairáctar  de  generalidad  y  de  cons^cupncía  del^a 
considerarse  eowo  poq^plementaría  4^1  derecho  escrílp. 

Ante  todo  eoQvieoe  dejemos  consignado  410  prí^ipio  iocontras 
tabla ,  fecundo  en  ippu^eopepáa^ ,  y  que  U9)ita  muphp  nuesjtro  ui 
tenor  trabajo.  La  doctrina  que  el  CM'igo  cpnjtiepe  en  el  punto  de 
que  tratamos  ,  la  deiseripcion  gc^pérjca  que  bape  de  Ips  caracteres 
propios  de  la  pon^pljcidad  po  puede  interpretarse  de  una  mapera 
estricta  eo  ini^rés  d^  la  deliiip!l?i9cja,  ^siao  qiie  del^e  enlendersc 
latamente  en  po^formidad  &  los  príppipjps  ciepitíScos,  á  las  regbs 
de  critica  racipual»  qm  dejamos  j^st^leeídas  al  hablar  en  general  d '. 
la  complicidad  y  en  í^vor  ,del  híep  ^pc^i^J  y  dp  I09  dPceqhps  santos 
atropellados  ó  ?ioUdos.  Con  franqueza  lo  decimos ,  y  sin  temor  úi\ 
que  los  hombres  impairc¡a,les ,  conocedores  de  UUesti;o  foro  nos  des 
mientan:  por  xio  piirar  bajo  este  punto  de  vista,  tanto  pomo  se  de 
bíera ,  el  texto  de  la  Jey  ,  por  1^0  aplicarlo  con  el  científico  críterio 
que  au  redacción  suppqe^  y  que  bape  necewia  pna  materia  d^^ 
suyo  tan  abstrap^a,  Aob  tribunales  de  ju^Upia  qo  han  resppp^ido,  en 
este  parlipolar,  todp  lo  que  de  au  pelo,  sabiduría  y  práctica  esperar 
ron  9  sin  4nda,  sus  .autprea ,  cuando  pnuQciaudo  a^uel  príncípio  de- 
jaron á  la  jur^prndei^cva  su  nec^sarío  desenvolvimippto.  Los  que 
cooperan  á  jb  jeii^ucipn4elh^hoj)|or  actos  auteripres  p  sin^ultáneos^ 
sin  tomar  iamediatameote  parte  enfila»  sin  forzar  ^inducir  direc- 
tamente ¿tOlrps^  s^n  ioterveoir  ep  un  acto  sin  el  cual  no  se  hubiera 
aquel  efectuado,  esos,  que  son  cópiplíces  según  el  precepto  literal 
de  nuestro  Código,  ¿hacen,  por  ventura,  otra  cosa  que  cooperar  t/i-* 

• 

Digitized  by  LjOOQIC 


116  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

úirectamente  k  la  perpetración  del  delito?  Pues  si  esto  y  do  mas 
hacen,  lo  que  la  ley  castiga  aquí  es  la  cooperación  indirecta,  es  de- 
cir, decláralo  mismo  que  la  ciencia  racional  publica.  De  loque 
lógicamente  se  deduce,  que  cnantas  reglas  hemos  espuesto,  prin- 
cipios asentado  y  consecuencias  inferido  en  la  primera  parle  de 
este  comeotario ,  son  la  mejor  esposicion  que  podemos  hacer  de  la 
doctrina  legal  que  el  artículo  consigna. 

Añadiremos,  sin  embargo,  algo  en  un  interés  práctico. 

La  primera  cuestión  que  debemos  examinar,  es,  si  deben  consi- 
dorarse  como  autores,  ó  como  cómplices,  los  que,  concurriendo  al 
acto  de  la  perpetración  del  delito ,  no  toman  una  participación  in- 
mediata en  él.  En  este  caso  se  hallan,  por  ejemplo,  los  que  sinrcD 
como  espías  para  avisar  oportunamente  á  los  delincuentes  del  peli- 
gro de  ser  sorprendidos;  los  que  á  las  inmediaciones  de  la  casa,  en 
que  se  está  robando,  están  destinados  á  proteger  la  fuga  de  los  la- 
drones; los  que  custodian  los  efectos  que  otros  están  hurtando;  los 
que  marchando  con  los  asesinos,  pero  sin  tomar  parte  en  el  roisroo 
asesinato,  colocan  las  escalas  que  facilitan  la  entrada  á  los  que  ma- 
terialmente realizan  el  homicidio. 

Si  examinamos  esta  cuestión  con  independencia  del  derecha 
con^tiluido,  podemos  decir  que  no  hay  una  opinión  uniforme  entre 
los  escritores  de  la  ciencia.  Unos  sostienen  que  no  es  igual  la  crimi- 
nalidad, ni  tampoco  debe  serlo  la  pena  del  que,  mas  inhumano,  se 
mancha  en  la  sangre  de  la  víctima,  ó  bien  contribuye  á  atarla  para 
privarla  de  los  medios  de  defensa,  y  que  así  su  companero  pueda 
sin  peligro,  y  con  mayor  seguridad,  descargar  el  golpe  fatal;  y  del 
que,  rehusando  tomar  parte  tan  principal  é  inmediata,  se  limita  á 
cooperación  menos  eficaz,  cooperación  que  tiene  por  objeto,  á  ve- 
ces mas  bien  velar  por  la  seguridad  de  sus  socios  en  el  delito,  que 
el  mismo  delito  en  que  se  encuentra  complicado.  Otros,  y  no  de 
menor  autoridad,  opinan  que  todos  estos  actos  de  participación  en 
el  delito  constituyen  autores  á  los  que  en  ellos  intervienen. 

Nosotros  creemos  que  es  difícil  fijar  bien,  de  un  modo  abso- 
luto, la  teoría  de  la  complicidad  y  de  la  co-delincuencia;  que 
el  legislador  no  debe  mas  qoe  establecer  las  reglas  generales,  los 
principios  capitales  en  la  materia,  sin  empeñarse  en  descender  á 
todos  los  casos,  lo  cual,  sobre  hacer  la  ley  casuística  y  frecuente- 
mente injusta,  no  la  dejaría  menos  incompleta.  Noresario  es  que, 
establecidos  los  priocipios  capitales,  se  deje  la  conveniente  latitud  á 
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los  jueces  que,  apreciando  los  hechos  dentro  de  las  reglas  qae  la 
4ey  les  Hja,  sod  los  que  mejor  pueden,  en  cada  caso,  separar  los  ac- 
tos que  constituyen  al  cómplice  y  al  autor. 

Fijándonos  ahora  en  el  Código  penal,  diremos  que,  á  nuestro  jui- 
<;io,  aquel  que»  no  tomando  parte  en  la  ejecución  de  ua  delito  in- 
mediatamente, esto  es,  por  sí  mismo,  ó  sin  intermedio  de  otra  per- 
sona, presta  sin  embargo  una  cooperación  de  otra  clase,  pero  que 
no  sea  tal  que  éin  ella  el  delito  no  se  hubiera  ejecutado»  no  debe 
ser  considerado  como  autor  sino  como  cómplice. 

Aplicando  esta  regla,  deducida  de  las  mismas  palabras  de  los 
4trts.  12  y  13  del  Código,  á  las  personas  á  que  antes  aludimos»  se 
verá  que  para  determinar  el  grado  de  su  criminalidad  es  necesario 
atender  en  cada  caso  á  las  circunstancias  que  concurran,  sin  quQ 
pueda  e^blecerse  una  regla  general  y  absoluta.  Si  no  tomaron  par« 
4e  inmediatamente  en  la  ejecución  del  hecho,  y  su  cooperación,  ó 
Jos  servicios  y  auxilio  que  prestaron,  fueron  de  tal  naturaleza  que 
sin  ellos  se  hubiera  efectuado  aquel  del  mismo  modo,  solo  como 
-cómplices  deberán  ser  considerados.  Pero  en  el  caso  de  que  la 
cooperación  fuera  tan  eficaz,  que  sin  ella  el  delito  no  pudiera  eje- 
<;utarse,  entonces  indudablemente  ya  no  habrá  complicidad,  sinoco- 
delincuencia. 

En  una  palabra,  creemos  que  para  que  pueda  considerarse  como 
autor  del  delito  al  delincuente  es  necesario  que  concurra  á  él  con  me- 
dios directos,  personales  y  eficaces,  y  que  cuando  no  existan  estas 
circunstancias,  habrá  solo  complicidad.  Esto  es,  á  nuestro  modo  de 
entender,  lo  que  quiere  decjr  el  Código ,  que,  cuando  declara  quié- 
4108  deben  ser  considerados  como  autores  y  dice  que  son  los  que  in- 
meáicUwfnente  toman  parte  en  la  ejecución  del  hecho,  tiene  en  cuen- 
ta sin  duda,  que  en  todo  delito  suele  haber  una  serie  de  actos  mas 
-ó  mejaos, relacionados  con  él,  que  no  lo  forman,  que  no  le  constitu- 
yen inmediatamente,  y  quiere  que  estos  actos  se  comprendan  bajo 
el  nomhrede  complicidad,  y  que  sean  castigados  con  las  penas  que 
a  ios  cómplices  se  señalan.  Pero  repetimos  que  en  esta  parte  uo 
puede  menos  de  confiarse  mucho  al  arbitrio  prudente  de  ios  jueces. 

Asi,  no  nos  parece  desacertada  la  opinión  de  los  que  creen  que 
«nando  los  que  cooperan  á  la  ejecución  del  delito,  contrüiuyen  con 
su  presencia ,  con  sus  ademanes,  con  sus  amenazas ,  con  el.  terror 
que  por  sus  propios  actos  inspiran,  por  el  uso  de  las  armas  que  lie* 
fan,  á  aumentar  el  espanto  y  la  desolación  de  los  que  gimen  baja 
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8QS  puñAfes,  anoque  no  sean  los  que  roben  6  mateo  con  sos  fropms 
mam^,  btea  meféced  ser  califieados  como  aatorea  áá  delito,  por- 
que de  ellos  puede  decirse  qué  direcl*  é  inmeáMéntHlHUfmmUtibajeík 
á  sü  ejectrt^i^a. 

FVéétielfite  é^  qtté  tíii  delito  piVMdíUdéf,  t  étf  qlMi  htty  oénpli- 
oed«  (fé  óéiíáim  á  ott^  defito  difóMie  f  Olas  gftii^  que  aquel  en  que 
hübó  <!fón)(>lfcídad[. 

Bnfjo  é^te  ^üptfesto  iMéde  pfé^titársé:  ¿la  eompKciéard  en  el 
primer  delito,  se  coiisidéráT^á  «^tensiva  al  áeguuijto?  Nois  pardee  muy 
fácil  la  écfúieitádéit:  é  cóúdplieé  tú  esté  ca^.  éá  soto  dcfl  primer 
delitd,  trod^lsti^úrído,  poi'qae  ^6la  para  aquet,  t  né  para  este, 
prestó  éoopetácíM;  ^  donde  oío  ha?  eooperacíofr,  no  hay  eompKci- 
ditd.  Otra  (^sa  seria  di  á  \oi  ^^pliCés  en  t\  prfmer  d^tiMt  oonsuba 
((ue  los  jttítores  Iban  pr^rpáirados  y  díspuesté»  fi  cometer  el  Éiegnodo, 
caéó  útfiüáAñii;  6  si  les  fadlitttrod  armas  á  oiiw  medtos  par»  ejecn- 
Utí'lof  «ñtoüces  serátt  también  cómpNees  def  ésto  d<felilo  tátta  grsEfe, 
pol^ufe  coopériffotf  í|i;ná(m^ie  ft  m  ej^^etteioii. 

Bn  el  c&so  supuesto  podrá  sfi^er,  qae  nao  solo  díé  hM  «niorea 
(te!  ptitttét  df^litd^eá  él  qUé  cMletáfel  ségttad^  ¿4M  gNnto  de  fes- 
ponsabilidacr  aiaátrzántt  et^  tal  cá«o  á  tos  dernAa^  kntM^  del  primeror 
Creemos  que  ninguna,  ni  aun  la  de  cómplices,  siempre  que  el  se- 
ntido (fétttó  no  ftaé^  Ai^wSo  dédiesMHo  para  odiNHé^  «i  primero; 
qué  no  hrfWésén  tomado pattietpaclotí  diriéctá  ni  iadihieta  en  su  eje- 
cdéidtí,  y  qué  de!  sM  étt«MslsiBeM!^  fiésuite  ^  tí  pudi^ffiM  prfter- 
lo,  tí  Siiéáiítmú  á  évitérrfo;  MbffMM  adveníf  qwé  m  oMhpréade- 
túúÁ  aqnf  él  éásK)  en  qnié,  cM  ntotii^  ti  nté^sm  de  ^b»,  iH^llé  on 
holbic^dio,  ni  lo^  aientadoé  eoraetidos  por  tos  lad^one^  en  d^pobla- 
do  y  én  aótaddllá,  éá  hitm  á  qné  eálo»  délilM  «litftii  pré^i^ld»  y 
p^tíádoá;  ésfpééiátm^nlfe  éii  tod  áftíenfóé  itAf4K  del  Código. 

(tó  sdn  médós  dt^fios  déf  to^*^  én  enent*  loá^Mniíes  f^m  li^ 
€0-délit^ttt<!ftidá  y  1^  <^erftipK<5idM/  én  Nm  ciso^eu  «fné^  «mMKau  su- 
jesticHté^,  ébéár^os,  dKfíVás,  prométoróooMéjoá^.  P^miéMo  noso- 
tros dé  q«éfés  thuy  diffeil  sépáTá^  dé  Htt  inédo  totnstm  y  dan 
méúle  péñié|»(fblé,  doóde,  ed  éMérá  éa^»,  li#Mna  la  éMtpIMdid 
para  eMpétát  hi  de^déKtí<^iieiá-,  MfiMít^  aUgwas  taKMncfnties,  y 
Oiito  sohy  tfóttio  ^é^Fá^  (}t)e  édíivíéée  (éne^  pf«$énies,^  pern^  qne  de- 
batí snbdMhiaráé stedipre  á  itf  aprééiftéidH  dé  16^  tHbdnaH»  f  jue- 
ces, Vis^  las  cirennstán(5ias  todas  que  hayan  concurrídoren  la  eje- 
eucion  del  delito^  por(}ue  las  reglas  absolutas  serían  miiy  eápueatis. 
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á  graves  ¡Bfasticias.  Por  esto,  síd  dada,  el  Código  «o  ha  puesto 
ntoganas^  iidicaDdo  coa  su  sileacio»  que  debía  ser  lleaa4o  este  va  • 
efo  por  lo»  joeees. 

El  arl.  13  del  Código  penal  pone  entre  loa  autoces  de  ua  delito 
álooqaeíodoceD  direclameo tea  otros  á^jeoQlarlo.  I  «oa  razón; 
ponqué  el  qae  oooeibe  el  crimen, el  qae  le  dk  vida,  es  el  primer  a»- 
lor  del  deKco.  Si^  astuto,  ao  quiere  ejeci»l«tflo  pac  sí  «isitta,  porque 
cree  asi  evitar  las  pesquisas  judiciales;  si,  falto  de  resolucioa,  busca 
uaa  maiM  resuelta  que  le  Recule,  esta  dmoo  ajena  es^  resjiecto  á  él 
aa  íaetrQflMato:  el  príooípal  autor  del  delito  es  el  seductor,  porque 
sin  él  no  hubejra  existido.  En  este  caso  hay  doa  elemeotos  eo  el  deli 
to,  la  resolucÍM  de  cometerlo,  y  el  acto  de  cyecutarlo:  eo  la  prioie- 
ra  hay  una  participación  moral  direota  por  parte  del  que  inventa 
el  delito,  que  ni  en  el  orden  moral  ni  en  el  social  debe  libertarse  de 
responsabilidad  y  de  pena,  las  cuales  no  deben  ser  ioreriores  ¿  las 
del  miserable  que  presta  su  brazo  para  la  ejecución  outerial  del  be-  « 
che,  porque,  además  de  ser  tan  autor  cerno  este  del  crimen,  fre- 
euenteaiente  ea  mas  pérlido  y  astuto.  Pero  si  este  precepto  del  Có- 
digo ae  aplicara  sin  discernimiento,  podría  dar  lugar  &  grandes  in- 
jnsticias:  por  eso  es  necesario  fijar  bien  la  atención  en  la  frase  in- 
ducir dir0útam$nte,  para  no  esponerse  á  dar  una  interpretación 
equivocada  á  lo  que  ha  querido  decir  el  legislador. 

Desde  luego  no  puede  negarse  que  el  verbo  iwkícir,  encierra 
una  idea  denuisiado  vaga,  porque  puede  comprender  en  su  acep- 
ción gramatical  desde  la  resolución  mas  decidida,  desde  la  seduc- 
ción mas  fuerte  y  pertinaz,  basta  actos  que  solo  sean  efeoto  de  in- 
dísereoioa  ó  de  ligereza.  Una  palabra  dicha  tal  vez  irreflexivamen- 
te, ttna  apreciación  mal  hecha,  una  frase  irónica  pueden  contribuir 
i  que  nazoa  en  un  4nimo  preocupado  ó  prevenido  el  pensamiento 
del  delito,  que  hasta  enlonces  habia  e^^tado  l^os  de  su  cabeza  y  de 
su  eorazon,  y  que  este  pensamiento  venga  4  realizarse.  En  este  ca- 
so, habrá  sía  duda  una  imprudencia,  que  podrá  ser  grave  y  trascen- 
dental  par  soa  {«inestas  consecuencias;  pero  no  seria  jus&o  conside- 
rar y  castigar  como  autor  del  delito  al  que  hubiera  tenido  la  des- 
gracia de  Qscitar  contra  su  voluntad  los  celos,  el  odio  ú  otj-as  malas 
pasiones  del  q^ie  tan  fácümeote  y  con  tan  encaso  motivo  se  decidiera 
4  delinquir*  No  es  este  el  espirita  del  Código  penal  que,  al  modifi- 
car el  verbo  inducir  con  el  adverbio  directamente,  ha  querído,  que 
para  considerar  como  autor  del  delito  al  que  induce  á  otro  á  come- 
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terlo,  sea  hecha  la  induccioQ  ó  seducción  por  medios  directos  7  efir 
caces.  Si  aúQ  quedase  alguna  duda  respecto  á  este  punto,  basta  fijar 
la  atención  en  el  núm.  2  del  citado  artículo  ii  del  Código,  y  ?er  las 
palabras  que  anteceden  á  la  que  estamos  ioterpreíando.  Bu  él  se 
declara,  que  son  autores  del  delito,  los  que  fuerzan  ó  inducen  dme- 
tamente  á  otros  á  ejeetUarlo:  la  palabra  fuerza  alude  á  la  violeneia 
física,  á  la  coacción  material,  y  las  palabras  miucen  direcíamenU 
se  refieren  á  la  violencia  moral. 

Pero  ¿cuándo  deberá  considerarse  que  hay  esta  Tioiencia  moral, 
equiparada  á  la  física ,  que  constituye  al  que  la  emplea  en  autor  del 
delito ;  y  cuStndo  debe  considerarse  que  hay  solo  la  que  le  dá  el  ca* 
rácter  de  cómplice?  Difícil ,  delicada  y  compleja  es  esta  maferia ,  y 
digna  de  ser  examinada;  aunque  no  sea  con  mucha  esteasíon,  en 
«ste  lugar. 

Desde  luego  puede  decirse  que  serán  muy  pocos  los  casos  en 
que  se  deba  considerar  á  uno  como  autor  del  delito  por  esa  Tíolen- 
da  moral:  pero  no  por  eso  la  ley  no  debía  preverlos,  üo  distinguido 
jurisconsulto  que  perteneció  á  la  Gomision  redactora  del  CMigo  pe- 
nal, nos  ha  dicho,  comentando  el  articulo  i9,  qUe  en  los  debates 
de  la  comisión  se  propuso  como  ejemplo  práctico  de  un  caso  de 
esta  especie,  lo  acaecido  en  el  famoso  proceso,  que  en  los  últimos 
anos  del  siglo  pasado  se  siguió  en  la  corte,  con  motivo  de  la 
muerte  de  Castillo;  delito  perpetrado  por  el  amante  de  su  mujer. 
Castillo  fué  cosido  á  puñaladas  estando  postrado  en  la  cama  por 
una  enfermedad,  y  con  las  circunstancias  mas  agravantes:  el  corte- 
jo de  su  mujer  fué  el  autor  material  del  delito,  su  ejecutor  inmedia- 
to: ella  no  concurrió  al  acto,  no  lo  presenció,  no  tomó  ninguna  parte 
«n  su  material  perpetración;  pero  el  pensamiento,  el  proyedo 
habia  nacido  de  la  mujer,  la  cual  ya  de  antiguo  alimentaba  la  idea 
del  crimen  y  abusando  del  asceutliente  que  ejercía  sobre  su  aman- 
te, le  habia  escitado  con  tenacidad  y  persistencia  uno  y  otro  dia  á 
que  cometiera  el  delito ,  á  cuya  perpetración  se  resistía,  hasta  que 
al  fin  fueron  tales,  tan  eficaces,  tan  activos  los  medios  empleados 
por  la  Castillo,  que  consiguió  que  su  infortunado  amante,  en  un 
momento  de  fatal  delirio  por  ella  y  de  debilidad ,  consumara  el  he- 
cho, haciendo  la  mujer  espaldas  al  parricida.  Este  es  un  caso 
práctico,  generalmente  conocido  y  que  demuestra  cuan  justo  es  el 
precepto  de  la  ley  al  igualar  la  violencia  física  con  la  sednccioo  di- 
recta, eficaz,  intencionada,  persistente,  que  demuestra  mucha 

Digitized  by  LjOOQIC 


KfSÁTO   DE   ü?f  OOmüTARIO  AL  CÓDIGO  PBNAL.  121 

mayor  perversidad  en  el  órdea  moral,  y  causa  mas  grande  alarma 
«n  la  sociedad  que  la  faerza  material;  el  sentimiento  público  cons- 
laatemente  reputó  mas  criminal  á  la  Castillo  que  á  su  amante  infe* 
liz,  que  por  tanto  tiempo  rechazó  el  propósito  parricida  de  aquella^ 
si  bien  careció  de  la  Ormeza  necesaria  para  persistir  en  lo  que  su 
coníciencia  le  dictaba,  y  concluyó  por  ser  el  autor  de  un  «rimen  hor- 
tibie. 

Pero  lo  repetimos:  de  seguro  serán  menos  los  casos  en  que  la 
participación  del  delito,  por  inducción,  pueda  considerarse  directa,* 
para  reputar  al  que  la  hizo  autor  del  delito,  que  aquellos  en  que 
deba  considerarse  como  indirecta,  y  cómplice,  por  lo  tanto,  al  que 
indujo  á  la  perpetración  del  hecho.  Cómplices  serán,  y  no  autores  del 
iielito,  los  que,  sin  haberlo  provocado,  sin  haber  inducido  directa- 
mente á  otros  á  ejecutarlo,  sabiendo  su  propósito,  les  dan  consejo 
sobre  el  modo  de  consumarlo,  les  suministran  noticias  y  datos  que 
les  facilitan  los  medios  de  conseguir  su  intento  dañado;  los  que 
«on  ajentes  intermedios  entre  los  que  concenaron  el  delito,  para  po- 
nerlos en  relación  y  arreglarlos  en  sus  dírerencías  ;  los  que  hacen 
dádivas  ó  promesas  para  la  ejecución  del  crimen,  que  por  su  poca 
importancia  no  puedan  considerarse  como  medios  eficaces  para  re- 
solver á  obrar  á  los  autores  del  mismo;  los  que,  sin  promesas  ni  dá- 
divas eneargan  á  uno  que  cometa  el  delito ,  y  los  que  lo  aconsejan, 
mientras  este  consejo  no  pueda  considerarse  como  causa  directa 
que  impulse  el  brazo  que  lo  ejecuta. 

No  se  pueden  señalar  términos  precisos  para  separar  la  indica- 
ción directa  de  la  indirecta,  ó  lo  que  es  lo  mismo ,  la  consideración 
de  autores  y  cómplices  cuando  se  trata  de  la  participación  moral  en 
el  delito.  Toca  á  los  que  juzgan ,  apreciando  los  hechos  que  en 
cada  caso  se  presentan ,  y  aplicando  los  principios  generales  que 
quedan  enunciados ,  completar  lo  que  el  legislador  no  podia  decir 
en  su  obra  sin  hacerla  casuística. 

Otra  cuestión  de  mas  fácil  comprensión  examinan  algunos  escri- 
tores, que  se  ha  ventilado  también  en  los  tribunales  y  que  nosotros 
kemos  ya  resuelto  en  el  terreno  de  los  principios  en  otro  lugar.  Esta 
es^  si  deberá  ser  considerado  como  cómplice  del  detito  el  que,  sá- 
tMendo  qae  se  fraguaba  y  que  se  trataba  de  su  realización,  no  sale 
al  encuentro  de  él,  revelándolo  oporlunamnnte  é  impidiendo  así  su 
cOBsnmacion.  No  nos  parece  dndoso  el  caso.  Cualquiera  que  sea  la 
calMcacion  que  pueda  darse  al  sHeocio  del  que  hablando  oportuna- 
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meale,  y  sin  mas  que  decir  lo  que  sabe  al  que  piede  inpedírlo» 
evita  un  debió,  el  hecho  es  que  esU  omisíoa  no  es  particí^acioii  di- 
recia  qí  ÍDdirecta  eo  el  acto  críminal»  y  esto  basta  para  «yia  la  lej 
no  lo  haya  compreadido  eatre  los  hechos  sigeies  á  la  acción  de  Im 
tribunales. 

El  sileaciodel  Código  n»  petmiteotra  solncien.  Guaadé  haqne- 
rido  separarse  en  parte  de  este  camino,  cuando  ha  querido  en  un  de^ 
lito  especial  ctstifar  k  ae  revelación » te  ^tie  ha  heebe  ea  el  de  lesa 
magestad,  ha  duidado  de  espre«arle«  peto  ne  ha  graduado  este  si- 
lencio de  participación  en  el  delito,  y  pof  lo  laaie,  tampoco  ha 
considerado  como  autores  ó  cénplioes  en  el  raisrae  á  loe  ^e  no  han 
revelado  lo  que  sabían;  síneqoe  de  esta  omisión  se  ha  hecho  un 
ddtto  $ul  §enerí$,  especiaL  Ne  es»  pues,  partícipe  del  delito  de  lesa 
magestad  el  ^ae ,  sabiendo  que  vi  i  perpetrarse,  calla :  es  reo  det 
delito  de  no  revelación  del  crimen  de  lesa  magestad. 

fio  otros  fiemposenque  no  dominaban  las  ideas  nKNleraaB  de 
derecho  penal,  y  ea  qne  esta  íaaportaale  paria  de  la  legislación  n» 
tenia  el  carácter  eiealifioe  que  hoy  la  distingue,  eiistíeren  entre 
hosotros  leyes,  que  im^ioaian  la  obli^cion  de  revelar  cierlos  deli- 
tos, y  se  seSalabaa  peaas  contra  los  que  no  cumpliaa  este  precep  • 
to  legal:  en  las  ParUiés  y  en  la  Noifi$ma  Ria^pUamfi  hay  prue- 
bas de  ello.  Pero  es&s  leyes»  condenadas  al  olvido  y  no  usadas  ya 
antes  de  la  publicación  del  Código,  porgue  una  jurisprodeacia  ra- 
cional  y  justa  se  había  sobrepuesto  á  eUas  come  ioaplíeables  ea  el 
estado  de  nuestra  civilización,  quedaron  derogadas  en  el  derecho 
escrito  con  la  pubUcaeion  del  mismo. 

Es  verdad  que  la  revelación  de  ni  deUto  hecha  é  üempo  opor- 
tuno, escitando  la  vigilaaeia  del  que  desapercihido  podia  ser  sn 
victima,  y  poniendo  oportMnameote  en  movímíeoto  i  las  antorída- 
des  encargadas  de  dar  puoteocioa  y  segnridad  á  las  persnnas»  ofre- 
cería grandes  obstáculos  á  su  perprelaoíon,  y  casi  siempre  Inimpe- 
diría  por  completo,  porque  en  el  aetn  mismo  en  que  el  malvado 
creyera  llegado  el  mámenlo  de  llevar  á  término  sd  proposite,  se 
encontraría  burlado  y  en  poder  de  los  Tribunales;  pero  esto  no 
basta  para  imponer  á  todos  la  obligación  de  haoer  revetneieaes,  ni 
herir  sentimientos  nebtes  y  generosos,  ni  oowerlir  en  delalfffes  á 
los  que  no  tienen  esa  vocación,  ni  desantorisar  á  los  ojos  del  piUi- 
co  á  persoaas  honradas,  que  violentando  sos  sentimientos  y  obede- 
ciendo á  la  ley,  revelaran  secretos;  acto  qne  atmeria  sobre  ellas  el 
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nienos|>recio  pdbtieo,  y  que  tiene  Ift  mad  severa  censara  en  las  cos- 
tumbre?, contra  las  coales  no  debe  ir  el  legislador  cuanAo  tienen 
por  fundamento  oob'es  y  generosos  sentimientos.  La  revelaciotí  d& 
secretos,  aunque  sean  crímitíáles,  né  se  ha  tenido  nunca  por  ac- 
ción digna  de  pefsoMis  hronradas. 

Con  e^la  cuestión  tiene  iiiuobá  seM^jan^a  otra  que  alguno  ha 
suscitado,  á  sAhét.  sí  está  oUigeldo  á  evitar  un  delito  el  que  sin 
grave  riesgo  suyo  piléde  hacerlo;  y  si  por  esta  oOrisíoo  deberá  ser 
considerado  como  cómplice  en  el  delito.  Si  cémo  queda  ya  dicho  na 
es  complicidad  el  no  evitar  el  delito  por  el  medio  mas  sencillo  y 
menos  peligroso  que  puede  haber,  ctíál  es  d  de  dar  noticia  de  él  al 
que  puede  impedirlo,  con  mas  rasioii  no  lo  debe  étt  el  no  evitarlo 
por  medios  dif^reAtes,  casi  siempre  mas  comprometidos.  La  omísioa 
no  puede  ser  comiíderflda  como  participaciott  en  un  crimen  que  con- 
siste en  actos  positivos:  \k  inacción,  la  pocá  presteza,  ó  la  falta  de 
resolucíotí  para  oponerse  al  delito,  podrá  ser  una  falla  en  el  orden 
moral,  podrá  dejsnr  dn  el  alma  remdt^imiedtos;  pero  el  legislador, 
«in  gravísimos  iftcoitténientes,  no  ptfede  sujetar  esta  falta  á  una 
sanción  péíiftl. 

Queda  ya  definida  la  complicidad  en  los  delitos  del  modo  que  el 
Código  la  Considera;  pero  todavía  nos  falta  decir  algo  sobré  otra 
cuestión  trascendental,  y  qné  no  vemos  examioadé  h'í  resuelta  por  Ioí; 
ilustrados  juHsCoDfStiltoé,  que  con  sus  coüciezudos  trabajos  han  ar* 
rejado  tántft  {n2  sobre  las  dispósiciottes  del  Código,  que  han  facili* 
tádo  su  ftiejor  rtrCeligenciá  y  que  son  tan  frecuentemente  consulta- 
do^ eú  la  prádícá,  f  áéerck  dé  lá  cuál  hemosf  y*  dado  nuestra  opi- 
nión cuando  hemos  considerad):^  la  éOrhplíoidiid  ett  él  terreno  abs- 
tracto de  los  prlttétpios. 

Esta  cuésitioú  es.  Si  puede  haber  complicidad  eti  cm  delito  que, 
ttó  por  fttltfti  ó  arrepefltimiento  del  cééiplice  dejó  de  perpetrarse, 
tínú  per  Ift  VdlnhtAd  del  híé^  petisabá  ejecutad,  ó  por  cualquier 
otra  dtu^á  accidental  qué  sobrevine.  SoáM  delkU  wm  it4elligUur 
tinttíueíú/'é  délidí,  áétíáñ  loé  jttHscoésultoy  ant^gtios.  Está  máxi- 
ma de  deréché  mv  n^esiEá  escribitiié  éá  los  Códigos:  se  sobreen- 
tiende éft  todós  etiéd,  porqué  és  una  couseCüéflcrá  indeclinable  de 
lá  baturateia  de  Ifts  cosas:  donde  no  hay  delito  no  puede  haber  par- 
tiéipacion  en  él.  Pero  no  es  necesario  que  sea  cobsumado  para  que 
la  é^mipliéidád  exista;  basta  que  el  hecho  del  autor  caiga  bajo  el  im- 
perio dé  Ift  ley  penal,  para  que  esta  alcance  al  cómplice:  por  e^o 
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faay  cómplices  de  delito  Trusttiitdo  y  cómplices  de  teotaüva.  Podri 
ea  algUB  caso  ser  punible  el  acto  de  uo  cómplice  por  haber  teoido 
parlicipacioQ  eo  los  que  preparaban  uq  delito,  que  no  llegó  á  efec- 
tuarse; pero  asió  será  solo  cuando  semejantes  actos  por  sí  mismos 
constituyan  un  delito  sui  ^en^ns^que  tenga  penalidad  señalada 
00  el  Código,  y  nunca  por  la  complicidad  de  un  delito  que  no  exis- 
tió. Consecuencia  de  esto  es  que ,  cuando  una  amnistía  viene  k 
borrar  el  crimen  castigado,  borra  también  la  sentencia  en  la  parte 
que  se  refiere  á  los  cómplices,  por  lo  que  hace  á  los  hechos  -amnis- 
tiados. 

Mas  esto  debe  entenderse  del  caso  eo  que  no  exista  el  acto  ma* 
terialdel  delito;  no  en  el  de  que  por  cualquiera  circunstancia  sea 
absuelto  aquel  á  quien  se  imputaba.  Por  esto,  al  paso  que  no  pue- 
de considerarse  que  hay  complicidad  donde  falta  li|  deciaracioa 
implícita  ó  esplícita  de  un  hecho  criminal  que  haya  dado  lugar  al 
procedimiento,  no  presenta  dificultad  sea  absuelto  el  que  durante 
las  actuaciones  de  la  causa  fué  perseguido  como  reo  principal,  j 
condenado  otro  como  cómplice,  ni  tampoco  la  hay  en  que,  cuando 
exista  el  hecho  material  del  delito,  ^ea  castigado  el  oómplice,  si  re* 
sulta  que  obró  con  intención  criminal,  al  paso  que  sea  declarado 
libre  de  toda  responsabilidad  el  autor  principal  del  hecho,  por  no 
haber  tenido  la  voluntad  que  la  ley  supone  para  delinquir.  Por  la 
misma  razón,  cuando  el  hecho  criminal  aparece,  y  sin  embargo  no 
resulla  quien  fué  el  que  lo.  cometió,  y  bajo  este  supuesta  nadie  es 
castigado  como  reo  autor,  si  la  complicidad  de  alguno  es  evidente 
deberá  ser  condenado  como  cómplice,  y  también  cuando  no  puede 
serlo  el  reo  principal,  por  haber  fallecido. 

Y  ¿qué  sucederá  respecto  del  que  ayuda  al  suicida  por  actos  an* 
teriores  ó  simultáneos  para  que  lleve  á  término  su  propósito  inmo- 
ral? El  suicidio  no  está  en  la  tabla  de  los  delitos  en  nuestro  Código 
penal:  acción  digna  de  la  mayor  reprobación  en  el  orden  moral,  no 
está  sin  embargo  penada,  porque  el  castigo,  sobre  no  ser  eficax 
para  retraer  de  su  reprensible  propósito  al  que  tiene  tal  hastío  á  la 
vida  que  atenta  contra  ella,  ó  va  á  herir  á  seres  inocentes  y  des- 
graciados, aumentando  sus  aflicciones,  ó  recae  sobre  un  cadáver 
que  no  debe  ser  objeto  de  la  jus^ticia  humana.  Sí  el  suicidio,  pues, 
no  es  un  delito,  no  puede  decirse  que  tenga  cómplices.  Pero  ¿quie- 
re decir  esto  que  ha  de  quedar  sin  castigo  el  que  facilitó  al  suicida 
ios  medios  de  llevar  á  cabo  su  propósito  execrable?  No:  esto  sería 
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una  injustícta  manifiesta.  El  Código  penal  castiga  elauíilio,  pero  no 
como  complicidad  con  el  suicida;  sino  como  un  delito  sui  generis^ 
<]ue  no  está  subordinado  al  suicidio,  sino  que  es  independiente  de 
él,  que  está  calificado  entre  los  delitos  de  homicidio,  y  que  no  debe 
regirse  porlas  leyes  de  la  complicidad,  sino  por  la  disposición  espe- 
cial que  para  él  establece  el  articulo  335,  del  cual  no  debemos  tra* 
tar  aquí,  porque  tiene  su  lugar  propio. 

Hemos  dicho  hace  poco  que  puede  haber  cómplices  de  delitos 
no  consumados.  La  razón  que  tenemos,  es  obvia  y  concluyente.  La 
tentativa  y  el  delito  frustrado  son  verdaderas  acciones  voluntaria» 
penadas  por  la  ley,  á  la^t  cuales  se  puede  cooperar  de  dos  modos: 
directa  ó  indirectamente.  Los  que  tomaron  inmediatamente  parte  en 
la  ejecución  de  la  tentativa  ó  de  los  actos  que  dieron  por  resultado 
la  frustración  del  delito;  los  que  forzaron  ó  indujeron  á  ello  á  otras 
personas,  ó  los  que  tomaron  á  su  cargo  la  ejecución  de  un  hecho 
esencial  para  la  realización  del  fin  dañado  que  quedó  sin  conseguir 
por  causas  independientes  de  su  voluntad,  todos  estos  son  autores 
notoriamente  de  tentativa  ó  de  delito  frustrado  y  del  mismo  modo 
7  por  idéntico  razonamiento  serán  cómplices  todos  los  que  coopera- 
ron de  cualquier  otra  manera,  por  distintos  medios  que  los  enun- 
4iíados,  á  la  ejecución  del  delito  que  no  llegó  á  consumarse.  La 
letra  y  espíritu  del  artículo  que  comentamos,  no  admite  otra  solu- 
ción. ¿Pues,  cómo,  si  esto  es  tan  claro,  es,  sin  embargo,  bastan- 
te general  encontrar  personas  que  sostienen  que  solo  la  complici- 
dad puede  exigirse  en  los  delitos  consumados?  La  esplicacion,  ya 
que  no  la  justificación  de  este  error,  que  no  la  tiene,  la  encontra- 
mos en  las  reglas  para  graduar  las  penas  que  contiene  el  arl.  66. 
Recordémoslas: 

1.*  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  sea  una  sola  é  indivisible 
la  correspondiente  á  los  autores  de  delito  frustrado  y  á  los  cómpli- 
ces de  delito  consumado,  es  la  inmediatamente  inferior,  sea  esta  di- 
visible ó  indivisible  .... 

2.*  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  sea  una  pena  compuesta 
de  dos  indivisibles  la  correspondiente  á  los  autores  del  delito  frus- 
trado y  á  los  cómplices  del  delito  consumo^  se  compondrá  déla 
pena  mas  baja  de  aquellas  y  de  los  grados  máximo  y  medio  de  la 
inferior 

3.*  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  sea  una  pena  compuesta 
de  dos  indivisibles  y  el  grado  máximo  de  otra  divisible,  la  corres- 
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pondieato  á  los  autores  del  delito  fra&trado  y  á  los  oómplkes  del  de* 
(Uo  um$umaÍ0t  es  ia  újtima  de  aquellas  tres  tpeoas  eq  A^  so  es* 
teosioA 

4/  Cuaodo  la  pena  seialada  al  delito  sea  una  soja  dívlsiWe,  la 
correspeAdieaiie  á  los  autores  átí  delito  frustrado  y  á  los  cómplices 
del  deliio  €0t}stifno4lo  es  la  inmediataoieate  inferíoír 

5/  Cuaodo  la  pena  señaiada  al  delito  fiea  iu^  pena  compiiiesta 
de  tres  divisibles,  la  correapondieoie  á  les  avtores  de  delito  frustra- 
do y  á  los  oómpiioes  de  delito  consumaiB,  se  /pospondrá  de  las  doi 
«as  bajas  de  aquellas  y  de  la  iAinediala4^Q<<e  inferior. 

Goo  estos  testos,  arguyieudo  se  dice,  la  dey  repetidas  veces  lo  ba 
dkho ;  solo  4os  oómplioes  4e  {09  delitop  coasuomdoi  pued^  ser  cas- 
ligados;  solo  respecto  de  ést^  y  nodo  los  qae  lo  soo  d^  ieotaiíva 
y  delito  írustfado  ha  dado  aqui  reglas  ()ara  la  aplicación  de  las  pe- 
sas. Coiaplieidad  por  delito  frustrado  ^  per  teBMt^vii  4e  delMo,  no 
hay,  porque  ao  hay  pena  (que  knpooerle.  No  aprobamas  nos- 
otros la  redaeeioB  de  estas  reglas:  cuando  comeotee^os  el  ari.  66 
diremos  por  qué.  Peco  sin  apelar  á  eete  f ocurso,  enceste  ipoaiento, 
porque  seria  salimos  del  oírculta  propio  donde  ahm^  deb^^lMs  mor 
vernos ,  creemos  que  nos  es  íiái  ^«atQSMr  á  e»te  priOA^dido  ^gn^ 
mentó.  ¿No  es  delito  to  iooiati va?  Sí.  ¿No  es  puuiMe  el  delito  frus» 
trado?  También*  Pues  entonces  el  artículo  63  del  GMigo  resuelve 
la  duda..  tA^  losoiknplices,  diee»  se  impondrá  la  peoa  inferior  en 
uo  grada  i  la  correispoad tente  á  los  autores  del  delito.»  A^qui  no 
bay  limitación  de  niogua  género:  se  habla  del  deliio  ea  general,  le 
mismo  del  eonsumado ,  ^ue  del  frustrado ,  q^e  i»  la  t^t^ijttva.  i^l 
testo  es  termioanie,  y  ante  él  no  hay  mas  que  haiar  b  cabeza. 
Básquese ,  couforme  con  las  reglas  del  art.  66  (que  para  esa  ^on), 
la  pena  iqae  corres^nda  al  aujU)r  de  la  tentativa  é  del  delito  frus- 
trado, y  póngase  al  cómplice  la  respectiva  iofe^-ior,  y  el  precepcto 
de  la  iey ,  como  el  penaaeiiento  de  sus  autores  quedarán  cuipplidos. 

Hasta  aqui  hemos  hablado  de  la  complicidad  en  ios  delitos;  Q*d^ 
heinee  dicho  respecta  á  las  faltas.  Sin  embargo  ,  do  es  dudoso  que 
en  ellas ,  como  ea  los  delitos ,  puede  baher  autopes  ;  cómplices. 
Xéi  lo  establece  termrnaiilemente  el  art.  11  del  Código  penal ,  que 
dice,  que  de  los  delitos  y  fakas  soo  respoosaJMes  'lías  (autores  •  los 
cómplices  y  los  encubridores;  así  se  infíere  de  la  definición  que  dá, 
en  el  artoulo  i3,  de  los  cómplices ,  diciendo  qae  son  k»  <}ue  no  ha- 
llaadose  comprendidos  en  la  calificación  de  autores,  cooperan  á  la 
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«jeoocioQ  dd  hecho  por  actos  anteriores  ó  simulUaeos ;  eo  e«yo  ar« 
ttoalo  soasó  de  hi  palabra  delite^  sioo  de  la  de  heoho^  aplicable  del 
misme  modo  a4  delito  qae  á  la  falla:  así,  por  úHimo «  se  afirma  en  el 
art.  tfOi  ,  cfoe  seBala  la  pena  ea  que  ioourreii  los  e^Mplices  en  las 
Tahas ,  ptM  de  que  4f  «taremos  w  00  lugar  lOorrespMdiente. 

Nio^aa  regla  leepeoial  ««oMitramQs  en  el  |]ódigo  para  la  oalifi« 
cacioa  de  Ha  complicidad  «en  las  fallas;  debe  «er,  por  do  iaoto,  estén* 
si?o  á  eUas  lo  que  kemos  espuesto  retpeoto  á  los  delitos:  la  mayor 
ó  menor  gravedad  de  los  aeM  fienados  no  aJiera  la  ieoría  de  ia 
complicidad ,  aunque  si  la  peaa.  £sla  es  la  doctrina  de  la  cieooia; 
esta  es  la  preserven  de  Miestro  G6digo. 

fil  Código  francés,  ña  enbafgio,  iba  seguíAo  un  s^tema  opuesto 
limitando  la  oampbcidad  á  tos  delitos  y  crímenes ,  m  estendióndola 
á  las  GoatcavefBcionds:;  y  ao  iba  faá4ado  quien  sobre  este  punto  ha 
preteadido  formar  una  Aeoria. 

tLaK)omplieidad,dice  Fausto  Helíe,  siipooe  cierta  preparación 
del  heqho,  queseeomeie  de  iceneierto:  unajotoneion  eomunen  el  au- 
tor y  en  sus  eémpliees.  ¿  Pero  quines  son  estos  eómpltces?  Los  que 
provocan  ai  delito ;  los  que-sununisAran  instrumentos  pacaeometer-* 
lo;  los  que  ayudan  á  su  ejecución^  Su  concurso,  pues,  supone  ne- 
cesariamente un  éeüto  moml ,  esto  es ,  un  becho  oomelitfo  con  tn- 
teiioian  de  iconMterlo.  ¿T  eémo  ;aéaétir  cómplices  en  un  hecho  co- 
metido siníttenoies ,  por  megligeneki^  por  imprudenciaM  por  falta 
de  observmnela  de  un  reglameoto,  por  una  omisiáM  cualquiera  de 
actos  ó  deformas?  {jna  infraccton  tal  no  snpane,  ni  preparación^  ni 
c(mewr%9 :  es  necesartamenie  iadiríáttal ;  puede  ser  cometida  por 
mochos;  pero  oada  uio  de  los  contraventores  es  autor  principal; 
hay  tantas  imfracciones  como  individuos.» 

i>e  des  modos  se  responde  victoriosamente  á  esta  argumenta- 
don  ,  sítaoando  ootmo  hlso  el  prinoipal  fundamenio  en  que  desean- 
iMt ,  á  saber ,  que  para  que  la  complicidad  eiQÍsia  es  preciso  el  pre- 
vio acuerdo  de  autores  y  auxiliadores ,  y  por  su  Calla  de  aplicación 
completa  respecto  á  la  índote  de  ¡los  hechos,  que  como  lalta  nuestro 
Código  castiga,  ^fin  efecto  la  intención  común,  el  previo  acuerdo ,  el 
consentimiento  espreso  entre  autores  y  cómplices  no  res  necesario 
para  que  la  complicidad  exista.  Toda  acción  se  «supone  «voluntaria; 
taíl  es  la  regla  general :  el  que  presta  su  auxilio  >para  la  realización 
de  un  delito ,  lo  quiere,  y  por  tanto  debe  ser  responsable,  aunque 
ningún  acuerdo  ni  intención  común  le  ligue  con  el  que  ejecuta  d 
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hecho :  la  coDcurréncia  de  las  volontades  eo  sos  respectivas  accio* 
Bes ,  y  an  mero  lazo  que  una  el  auxilio  del  primero  con  la  acción 
del  segundo;  esto,  y  no  mas»  es  suficiente  para  que  la  complicidad  se 
produzca.  Además .  ya  lo  hemos  indicado,  semejante  doctrina,  aun- 
que prescindiéramos  de  la  objeción  que  acnhamos  de  esponer,  nunca 
podría  ajustarse  á  nuestro  Código ,  porque  nuestras  faltan  no  son  en 
un  todo  la  misma  cosa  que  las  contravenciones  de  la  ley  francesa^ 
toda  vez  que  la  mayor  parte  de  ellas  son,  aunque  poco  graduados,, 
verdaderos  delitos  morales ,  que  admiten  preparación,  concurren- 
cia y  diversa  participación  de  responsabilidades.  Un  pastor  se  de- 
cide á  invadir  con  su  rebano  un  cercado  ajeno ;  duda  sin  embar» 
go  por  qué  punto  verificar  la  entrada  y  en  qué  ocasión ;  un  particu- 
lar le  esplica  el  modo  y  le  indica  la  hora  oportuna,  añadiendo  que 
él  mismo  lo  verificó  de  igual  suerte  en  otros  dias  impunemente  ooo 
ganados  que  guardaba;  un  tercero  se  ofrece  á  velar  para  que  no  sea 
sorprendido  por  el  guarda;  otro  le  ayuda  á  aportillar  la  cerca.... 
¿en  qué  se  oponen  los  principios  abstractos  de  justicia ;  en  qué  las 
leyes  de  la  ciencia  racional;  á  qué  en  e^tos  hechos,  que  así  pqedeft 
ser  delitos  como  faltas,  dependiendo  esto  de  la  entidad  del  daio 
causado ,  y  en  tantos  otros  análogos,  como  pudiéramos  citar,  se  re- 
conozca ,  declare  y  castigue  la  complicidad?  En  nada ,  ciertamente» 
Los  elementos  constitutivos  del  delito  y  de  la  falta,  en  otro  lugar  h> 
hemos  dicho ,  son  los  mismos ;  su  naturaleza  geaéríca  es  una  pro«^ 
pía;  su  diferencia  es  cuantitativa,  no  cualitativa,  yporconse* 
cnencia  en  nada  debe  influir  para  que  dejen  de  ser  irresponsable» 
tratándose  de  aquellas,  la  misma  clase  de  personas  que  son  respon- 
sables, tratándose  de  estos,  sino  para  graduar  las  penas  que  debea 
respectivamente  imponérseles. 

De  propósito,  al  tratar  de  la  complicidad  en  los  delitos,  hemos 
omitido  hacer  mención  del  art.  3S5  del  Código ,  que  á  los  padrinos 
de  un  duelo  los  castiga  según  los  casos,  ya  como  autores,  ya  coma 
cómplices,  ya  con  una  pena  inferior.  Con  solo  esta  enunciación  puede 
conocerse  que  no  corresponde  esta  materia  á  la  teoría  general  de  la 
<M)mplicidad .  Son  reglas  especiales  queseSalan  la  pena  en  que  em  cada 
caso  incurren  los  padrinos  que,  faltando  á  las  condiciones  que  su 
cargo  les  impone,  promdeven  el  duelo,  usan  cualquier  género  de 
alevosía  en  su  ejecución  ó  en  el  arreglo  de  las  condiciones ,  lo  con- 
ciertan á  muerte  ó  con  ventaja  conocida  de  alguno  de  los  comba- 
lientes,  no  ponen  por  su  parte  todo  lo  posible  para  concUiar  los  áni^ 
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mos,  Ó  no  procnran  coacertar  las  condiciones  del  lance  de  la  manera 
menos  peligrosa  para  la  vida  de  los  combatientes.  Se  trata,  pues, 
de  la  pena  de  un  delito,  no  de  la  complicidad  en  él.  No  importa  que 
en  uno  de  los  casos  se  señale  la  pena  diciendo  que  los  padrinos  se- 
rán castigados  como  cdoipticds ,  porque  esto  no  es  decir  que  lo  son; 
sino  solo  que  las  penas  en  que  incurren  son  las  que  á  los  cómplices 
se  imponen. 

Alejaidro  (iriiurl 


SOBRE  LA  REFORMA  DEL  CX)DIGO  PENAL. 


PENA  IRÉ  AIMLU. 

Que  nuestro  Código  penal  es  uno  de  los  mejores  que  hasta  aho« 
ra  se  han  publicado,  está  fuera  de  duda.  No  son  solo  los  juriscoa- 
saltos  españoles  los  que  asi  lo  dicen:  igual  aprecio  merece  á  los  es- 
trangeros,  no  (altando  quienes  lo  califican  de  superior  á  todos. 
Dignos  son,  pues,  de  elogio  los  varonas  esclarecidos  que  tuvieron 
una  parte  principal  en  su  formación :  siempre  les  hemos  rendido 
este  tributo  de  justicia:  hoy  que  su  obra  está  pasando  por  una  nue- 
va prueba,  la  de  su  revisión,  tenemos  nuevos  motivos  para  repe- 
tirlo. Bemos  hecho  de  él  estudios  minuciosos  y  detenidos  exami- 
nándolo en  su  conjunto  y  en  cada  una  de  sus  partes,  leyendo  con 
cuidadosa  diligencia  cuanto  hemos  podido  hallar,  ya  en  los  infor- 
mes dados  por  las  Audiencias,  por  los  Fiscales  de  S.  U.,  por  losCo» 
legios  de  Abogados,  y  por  los  letrados  distinguidos  que,  secundau- 
do  las  intettciones  del  Gobierno,  han  venido  á  hacer  ofrenda  de  su» 
observaciones,  ya  en  los  doctor  comentaristas^  en  las  Revistas  jurí- 
dicas y  en  otras  publicaciones,  y  cada  vez  tenemos  mas  profunda 
convicción  para  afirmarnos  en  lo  que  siempre  hemos  creido,  que 
Boestro  Código  penal  es  por  lo  menos  uno  de  los  mejores,  y  que 
los  jurisconsultos  que  lo  formaron  hicieron  un  gran  servicio  j 
merecieron  bien  de  la  patria.  Y  no  decimos  que  es  el  mejor,  por- 
que no  quisiéramos  que  se  atribuyese  nuestra  opinión  favorable  á 
nn  esceso  de  patriotismo,  yaque  no  de  amor  propio, porque  ningu- 
na parte  nos  cupo  en  su  formación. 

¿Deberá  por  esto  dejarse  el  Código  tal  como  está,  ó  ^erá  por  el 
TOMO  xxvu.  17 
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contrario  conveDÍeote  que  se  corrija  en  la  parte  qae  la  esperiencia 
de  mas  de  diez  y  siete  anos  enseoa  que  debe  hacerse  sa  reforma? 
CuesliQD  es  esta  que  bien  merece  que  la  dediquemos  algunas  pa- 
labras. 

Desde  luego  debemos  congratularnos  de  que  la  reforma  no  se  ha* 
ya  emprendido  antes  de  ahora,  como  parecía  conforme  á  la  ley  de 
autorización  que  se  dio  para  proponerla.  El  tiempo  que  entonces  se 
señaló,  era  corto  en  yerdad,  y  noel  bastante  para  que  el  Código  hu- 
biera sido  bien  comprendido  y  apreciado.  Tenia  que  luchar  con  mu- 
chas preocupaciones:  su  mismo  artificio  reconocido  hoy,  no  solo 
como  útil,  sino  como  necesario  para  que  con  facilidad  se  graben  en 
la  memoria  ios  principios  cardinales  en  que  descansa,  fué  objeto  de 
críticas  severas,  que  en  verdad  no  se  escribían,  pero  que  ejercían , 
una  influencia  funesta  por  lo  autorizadas  que  eran  algunas  de  las 
personas  que  ó  las  propalaban  ó  las  apadrinaban  con  su  silencio. 
Al  oír  entonces  á  esos  profetas  de  malos  augurios,  el  Código  parecía 
de  ejecución  imposible.  No  podían  ciertamente  estar. por  él  los  que 
opinando  á  favor  del  prudente  arbitrio  judicial  sin  limite  ni  medida 
que  entonces  dominaba  en  toda  su  amplitud,  consideraban  que  no 
debía  sujetarse  á  los  juzgadores  á  reglas  precisas  é  indeclinables 
dentro  de  las  cuales  tuvieran  que  limitar  sus  terribles  fallos  por  mas 
que  se  les  dejara  cierta  latitud  prudente  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  que  á  su  examen  se  presentaran.  Se  olvidaban  los  que  esla 
opinión  defendían,  de  que  legislar  y  juzgar  son  funciones  que  no 
pueden  confundirse  sin  perturbar  el  orden  social;  que  el  poder  judi- 
cial, siendo  inamovible,  podría  convertirse  en  tiránico,  si  en  lu- 
gar de  ser  el  intérprete  de  la  ley  se  convirtiera  en  su  arbitro;  que 
las  prácticas  sucesivamente  introducidas  para  mitigar  el  rigor  anti- 
guo en  la  imposibilidad  de  aplicar  leyes  penales  en  desacuerdo  com- 
pleto con  nuestra  civilización,  con  nuestras  ideas,  con  nuestras  cos- 
tumbres, con  las  instituciones  nuevas  del  Estado ,  y  la  facultad  en 
que  se  creían  los  Tribunales  para  ampliarlas  y  cambiarlas  que 
se  había  erigido  en  sistema,  eran  un  absurdo  insostenible  y  una 
acusación  viva  contra  la  pereza   del  legislador  que  veía  suce- 
der á  un  ano  otro  ano  sin  emprender  vigorosamente  la  reforma, 
dando  lugar  á  que  de  este  modo  se  usurpara  su  soberanía.  No  to- 
maban en  cuenta  que  la  administración  de  justicia,  abandonada  á 
prácticas,  era  incierta,  que  daba  lugar  á  que  en  algunas  partes  se 
absolviera  á  uno  que  había  cometido  el  mismo  hecho  por  el  que  en 
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Otras  se  ¡mponia  á  sn  perpetrador  una  pena  grave;  qaeesta  desm 
igoaldad  producía  grandes  íojusticias  y  frecuentemente  escándaloi 
lamentables;  que  las  opiniones  particulares  de  los  magistrados  te  * 
Qian  una  influencia  decisiva  en  el  señalamiento  de  las  penas;  qu^ 
podían  ocurrir,  y  en  efecto  ocurrían  casos  en  que  en  Salas  de  \xi\\ 
misma  Audiencia  predominaran  opiniones  diferentes,  lo  que  natu^ 
raímenle  desautorizaba  al  orden  judicial;  que  estaba  quebrantada 
el  principio  social  reconocido  por  todos  los  pueblos  civilizados  y 
consagrado  por  todas  las  legislaciones  de  que  nadie  puede  ser  cas^ 
tigado.  sino  por  hechos  que  una  ley  preexistente  á  su  perpetracioii 
haya  declarado  ilícitos,  señalándoles  la  pena  correspondiente ,  por^ 
que  no  todos  los  actos  reprobados  por  las  leyes  caen  bajo  las  pres^ 
cripciones  de  los  Códigos  penales,  como  sucede  con  aquellos  qui; 
están  bastantemente  reparados  con  sanciones  puramente  del  órdeu 
civil;  y  por  último,  que  de  este  principio  eterno  de  justicia  se  de-« 
riva  la  máxima  admitida  también  por  los  jurisconsultos  de  todos  loi 
tiempos  de  que  las  leyes  penales  no  admiten  interpretación  esteno 
va.  Lo  que  la  ley  no  prohibe,  es  lícito:  cuando  la  ley  calla,  no  pue^ 
de  el  magistrado  castigar:  hay  mas ,  tampoco  el  legislador  cuanda 
erige  en  delitos  algunos  actos,  puede  estender  su  saocíou  a  los  pei^ 
petrados  con  anterioridad:  esto  seria  quebrantar  otro  principio ,  el 
de  que  las  leyes  no  tienen  fuerza  retroactiva.  Si  se  encuentra  un  vu« 
cío  en  la  ley,  llénelo  el  legislador,  pero  no  dé  el  funesto  ejemplo  úú 
autorizar  el  castigo  del  que  no  quebrantó  ninguna  ley  penal;  éche- 
se á  sí  mismo  la  culpa  si  fué  poco  previsor.  Hacer  otra  cosa  equi  • 
vale  á  imitar  á  aquel  Emperador  romano  de  quien  entre  los  ra^^ 
gosde  tiranía  con  que  dejó  manchada  la  historia,  se  cuenta  qui) 
mandaba  poner  tan  altos  los  edictos  en  que  se  publicaban  las  leyen 
que  nadie  alcanzaba  á  leerlos,  para  tener  el  placer  de  que  menú* 
dearan  los  castigos. 

Hoy  ya  nadie  se  atrevería  á  sostener  lo  que  antes  eocontrabü 
patrocinadores  entre  los  enemigos  de  toda  clase  de  innovaciones^ 
entre  los  que  quisieran  que  el  mundo  fuera  siempre  estacionario, 
olvidándose  de  que  en  todos  tiempos,  y  mas  aun  en  nuestros  días» 
es  providencial  é  irresistible  el  progreso.  T  si  hubiera  alguno  taa 
insensato  que  en  un  momento  de  delirio  tratara  de  anular  nuestraa 
reformasen  el  orden  penal,  el  clamor  universal  le  confundiría  y  1^^ 
haría  desistir  de  su  temeraria  empresa.  La  reproducción  del  escán-t 
dalo  de  1823,  es  imposible:  diremos  mas:  aunque  fqera  posible  uu<4 
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reacción  tan  estúpida  como  la  de  aquella  triste  época;  aunque  resu- 
citaran aquellos  hombres  tan  opuestos  al  espíritu  del  siglo  en  que 
vivian  y  nuestras  instituciones  liberales  estuvieran  tan  poco  arrai- 
gadas como  entonces;  aunque  el  estado  de  la  Europa  permitiera 
otra  vez  aquella  intervención  y  á  su  sombra  aquellos  decretos  y 
aquellas  medidas,  seguros  estamos  de  que  los  mismos  hombres  no 
tendrían  resolución  bastante  para  borrar  el  Código  penal  del  mismo 
modo  que  en  aquella  época  se  hizo  con  todo  lo  que  por  espacio  de 
mas  de  tres  anos  se  había  hecho  para  la  gobernación  del  Estado. 
Hartan  refornias  á  su  manera;  llevarían  su  espiritu  servil  á  todas 
las  instituciones;  serian  reaccionarios,  pero  la  reacción  no  podría 
alcanzar  á  que  dieran  el  escándalo  de  suprimir  el  Código  penal,  pro- 
clamando que  los  tribunales  administraran  la  justicia  criminal,  se- 
gún su  arbitrio,  ó  arreglándose  al  Fuero-Juzgo ,  á  las  Partidas,  á 
las  leyes  recopiladas,  ó  á  los  decretos  y  prácticas  que  estaban  en 
observancia  antes  de  la  publicación  del  Código. 

Por  lo  mismo,  pues,  que  el  Código  penal  ha  vencido  todas  las 
dificultades  que  se  oponen  á  los  grandes  cambios  en  materias  legis- 
lativas, y  que  goza  de  tanto  crédito  en  nuestra  patria,  conveniente 
es  que,  cuando  se  trata  de  su  reforma  definitiva,  se  examinen  algu  - 
nos  de  los  puntos  capitales  en  que  deben  introducirse  alteraciones. 

Entre  todas  ninguna  nos  parece  mas  indicada  que  la  snpresioQ 
de  la  pena  de  argolla.  Despegándose  del  todo  de  la  obra,  contraría 
á  un  principio  que  en  ella  se  proclama^  agena  á  las  condiciones  que 
en  las  penas  debe  tener  presentes  el  legislador,  mal  recibida  por 
la  opinión  pública,  condenada  por  nuestros  mas  esclarecidos  jurís- 
consultos,  no  puede  sobrevivir  al  anatema  general  que  la  reprueba. 
El  ejemplo  de  uaciones  e^rangeras  pudo  aconsejar  su  admisión, 
^  pero  los  doctos  autores  del  Código  qu6  felizmente  no  habían  toma- 
do por  modelo  al  hacer  su  obra  los  de  esos  pueblos,  dignos  srn  du- 
da de  imitación  en  otras  materías  legislativas ,  los  copiaron  en  una 
desús  mas  repugnantes  disposiciones,  lunar  de esplicacion  difícil 
que  debieron  evitar  los  que  con  tanto  acierto  buscaron,  mas  en  las 
iui»piraciones  de  la  ciencia  y  en  lo  que  su  propia  esperiencia  les 
aconsejaba  que  en  ejemplos  estranos,  la  solución  de  los  arduos  pro- 
blemas que  á  su  deliberación  se  sometieron. 

La  pena  de  argolla,  fuertemente  impugnada  al  discutirse  el  Pro 
yecto  de  autorización  para  plantear  el  Código  penal,  y  que  es  muy 
probable  que^  á  no  baber  sido  por  la  idea  que  prevaleció  en  los 
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Cuerpos  Colegisladores  de  que  la  admisión  de  eomíendas  podría  des* 
truir  la  unidad  y  la  armonía  del  conjunto  de  lá  obra,  hubiera  sido 
suprimida,  cada  dia  escita  mas  oposición  entre  todas  las  personas 
que,  ó  teóricamente  estudian  nuestro  derecho,  ó  prácticamente  in- 
tervienen ,  ya  en  su  aplicación ,  ya  en  la  acusación  y  defensa  dñ 
los  criminales.  Si  alguna  disposición  del  Código  tiene  contra  si  la 
opinión  casi  unánime  de  los  jurisconsultos  y  de  los  tribunalies  es  es- 
ta. Táchase,  con  razón,  la  falla  de  lógica  al  admitirla ,  la  injusticia 
al  señalar  los  casos  de  aplicarla,  la  desigualdad  esencial  que  la  dis- 
tingue, y  los  inconvenientes  prácticos  que  la  harían  inaceptable, 
aunque  reuniera  las  principales  condiciones  que  debe  buscar  el 
legislador  al  señalar  los  medios  para  la  represión  de  los  delitos.  T 
no  las  reúne  porque  no  es  divisible  ni  reparable ,  circunstancias 
que  por  mas  que  no  sean  esenciales  en  las  penas,  son  muy  apre- 
ciables;  porque  su  carácter  afrentoso  para  la  familia  del  qu«  la  so* 
fre  vá  mas  allá  de  la  persona  delincuente;  porque  lejos  de  contribuir 
á  su  reforma,  levanta  entre  él  y  los  demás  hombres  una  barrera  que, 
si  llega  á  ser  indultado,  obteniendo  su  libertad  después  de  largos 
anos  de  padecimientos  físicos  y  morales,  y  de  haber  vuelto  por  com- 
pleto á  la  virtud,  no  puede  destruir,  barrera  que  puede  comprome- 
terle á  volver  á  la  vida  criminal,  de  la  cual,  á  no  ser  por  la  peoa 
de  vergüenza  pública ,  se  habria  separad9  para  siempre.  La  pena 
de  argolla,  pues,  resto  de  errores  antiguos  en  materia  penal,  es  una 
especie  de  anacronismo,  atendidos  los  progresos  de  la  cieutia  en 
nuestros  días.  Al  espresarnos  en  estos  términos ,  no  hacemos  mas 
qne  reunir  los  argumentos  principales  que  se  han  presentado  con- 
tra la  pena  de  argolla,  viniendo  á  ser  aquí  nosotros  solo  sus  compi- 
ladores. 

Que  peca  contra  la  lógica,  no  nos  parece  dudoso,  ni  creemos 
que  pueda  impugnarse.  El  Código  que  proclame  el  principio  de  que 
la  ley  no  reconoce  penas  infamantes,  falta  á  su  propósito  desde  el 
momento  en  que  establece  una  que  puede  decirse  que  sola  y  esclu- 
sivamente  es  pena  de  infamia.  La  esposicion  del  hombre  en  un  ta- 
blado para  que  presencie  un  espectáculo  sangriento,  su  sujeción  á 
un  poste  por  medio  de  la  argolla,  el  triste  tránsito  que  por  medio 
de  la  multitud  apiñada  para  presenciar  las  ejecuciones  capitales, 
tiene  que  hacer  desde  la  prisión  hasta  el  cadalso  y  eldespretío  pü^ 
buco  á  que  se  entrega  al  delincuente,  constituyen  una  peoa  infa- 
mante, é  infamante  sola  y  esclusivamente,  por  más  que  el  legisla^ 
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dor  diga  qne  do  lo  es  ó  que  no  se  la  reconozca  como  infamante.  Lo 
que  nuestro  Código  dice  en  este  punto,  equivale  á  que  si  admitiendo, 
tomo  lo  hace,  la  pena  de  muerte,  hubiera  escrito:  laky  no  reconoce 
penas  capitales.  La  de  argolla  no  afecta  á  la  vida,  ni  á  la  libertad, 
D¡  á  los  bienes,  ni  á  la  reparación  de  los  que  son  víctimas  de  un  de- 
lito; solo  afecta  á  la  dignidad,  al  nombre,  á  la  fama  de  los  que  la 
«ufren. 

Algunas  veces  hemos  meditado  los  motivos  que  hubo  para  procla- 
mar eh  el  Códice!  principio  de  que  no  reconoce  penas  infamantes: 
í\mch  los  hemos  podido  comprender  bien  á  pesar  de  las  esplicacio  • 
neü  que  nos  han  dado  alguno<«  de  los  que  tomaron  parte  muy  prín- 
f  ¡pal  en  su  redacción.  En  una  obra  en  que  con  profunda  sabiduría 
!^e  abstiene  el  legislador  de  proclamar  principios ,  limitándose  á  se- 
Balar  las  realas  que  han  de  observarse  en  el  castigo  de  los  delitos, 
fn  que  todos  sus  artículos  son  de  aplicación  práctica,  choca  sin  duda 
esta  falta  de  consecuencia.  El  fin  de  la  ley  quedaría  completamente 
Mtisfecho  con  no  poner  ninguna  pena  que  tuviera  ese  carácter.  La 
pena  que  no  está  escrita  en  el  Código,  no  puede  imponerse:  la  re- 
ffla  que  se  enuncia,  no  es,  pues,  para  los  jueces;  en  todo  caso  lo  se- 
ría esclusivamente  para  el  legislador,  si  en  un  Código  debieran  es- 
cribirse los  principios  que  éste  tomara  como  punto  de  partida.  En  la 
imposibilidad  que  hemo^  encontrado  de  esplicar  este  artículo,  nos 
hñ  ocurrido  sí,  no  entrando  en  la  mente  de  los  autores  del  Código, 
establecer  penas  infamantes,  y  estableciendo  la  de  argolla  que  tiene 
esclusivamente  este  carácter,  creyeron  que  sallan  de  la  dificultad 
declarándola  no  infamante.  No  alcanzamos  otra  esplicacion. 

No:  el  legislador  no  puede  repartir  á  su  placer  la  honra  y  la 
ignominia:  estad  dependen  de  la  opinión:  el  delito  es  el  que  infama  ó 
no,  según  las  ideas  dominantes ;  pero  esto  mismo  es  un  motivo  para 
ler  cautos  en  el  establecimiento  de  penas  que  á  la  fama  se  refie- 
ren, y  que  dejando  á  la  opinión  pública  lo  que  es,  y  no  puede  me- 
nos de  ser  de  su  esclusiva  competencia,  se  abstenga  el  legislador 
de  querer  repartir  á  su  gusto  el  vituperio,  y  mucho  menos,  si  lo 
hace  poniéndose  en  pugna  con  las  ideas  de  la  sociedad  para  que 
legisla. 

Y  que  esto  sucede  con  la  pena  de  argolla,  salla  á  la  vista  con 
solo  considerar  que  el  Código  no  la  impone  á  delitos  determinados 
que,  en  concepto  general,  infaman  á  sus  autores,  sino  que,  áe^- 
entendiéndose  completamente  de  esta  consideración  que  habria  he- 
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cho  menos  repugoanle  su  precepto,  la  estiende  sin  distinción  á  to 
dos  los  delitos  cnando  á  alguno  de  sus  perpetradores  se  impone  la 
pena  capital»  siendo  condenado  otro  de  ellos  á  la  de  cadena  perpe- 
tua. Según  esto,  la  pena  de  argolla  alcanza,  entre  otros,  á  los  reo< 
de  delitos  políticos,  y  de  seguro  que,  á  pesar  de  la  ley,  ninguno 
considerará  como  infamados  á  sus  autores;  al  contrario ,  habrá  mu- 
chos afiliados  en  las  parcialidades  que  los  hayan  comprometido,  que 
los  considerarán  como  mártires  y  mirarán  el  cadalso  en  que  están 
espuestos  como  su  apoteosis,  al  mismo  tiempo  que  los  amantes  sin 
ceros  de  las  instituciones,  y  los  que,  sin  ser  sus  apologistas,  quieran 
que  la  ley  se  respete,  se  lamentarán  del  error  del  legislador  que  tan 
ciegamente  desconoce  el  sentimiento  público. 

Nosotros  podemos  juzgar  de  esto  mejor  que  lo  habrian  hecho 
nuestros  antepasados.  En  medio  de  nuestras  discordias  civiles  han 
perecido  en  cadalsos  políticos  ciudadanos  eminentes  que  habian 
prestado  grandes  servicios  á  la  patria,  y  otros,  que  sin  hallarse  en 
este  caso,  han  sido  víctimas  del  ardor  con  que  querían  ver  realizado 
lo  que  creían  mejor  para  el  país  en  que  nacieron.  No  legitimare- 
mos las  insurrecciones;  no  diremos  una  sola  palabra  que  pueda  con- 
siderarse como  una  disculpa  para  los  que  tienen  la  desgracia  de 
cometer  el  delito  de  rebelión:  el  Estado  n%  puede  menos  de  defen- 
derse contra  los  que  atacan  su  manera  do  ser:  tampoco  nos  propo- 
nemos en  este  artículo  examinar  si  la  pena  de  muerte  que  á  algu- 
nos de  sus  autores  impone  el  Código,  es  la  más  adecuada,  justa  y 
conveniente:  alguna  vez  hemos  espuesto  ya  en  el  Parlamento  nues- 
tras opiniones;  tal  vez  en  ocasión  oportuna,  manifestaremos  en  esta 
Revista  los  motivos  en  que  las  fundamos;  pero  esta  cuestión  no 
puede,  no  debe  ser  tratada  incidentalmente,  lo  que  equivaldría  á 
despojarla  de  su  grandísima  importancia  y  trascendencia.  Nuestro 
propósito  aquí,  es  solo  poner  de  relieve  lo  absurda  que  es  la  pena 
de  argolla,  y  especialmente  en  aquellos  delitos  que,  por  más  que 
perturben  el  orden  público,  por  más  perjuicios  que  irroguen  al  Es- 
tado, o  i  sus  autores,  ni  sus  familias  se  tienen  por  deshonrados,  aun- 
que la  ley  con  penas  infamantes  pretenda  lo  contrarío.  Lejos 
de  conseguir  su  objeto,  es  muy  común  en  nuestros  días  que  los  mis- 
mos adversarios  políticos  viertan  lágrimas  por  la  desgraciada  suerte 
de  los  vencidos  en  las  luchas  intestinas,  y  que  con  todas  sus  fuer- 
zas procuren  contribuir  á  que  sea  menos  terríble  con  ellos  la  acción 
de  !a  justicia. 
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La  pena  de  argolla  eo  esta  clase  de  delitos,  nos  parece  mfioita- 
mente  más  repugnante  que  la  de  muerte:  poned  á  generales  bene- 
méritos» á  repúblicos  distinguidos»  á  hombres  qae  con  masó  menos 
justos  títulos  hayan  llegado  á  ejercer  ínfloeocia  entre  sus  concinda- 
danos,  que  ó  por  considerarse  menos  culpables ,  ó  por  no  resultar 
igual  prueba  contra  ellos,  ó  por  aparecer  alguna  circunstancia  ate- 
nuante, ó  por  DO  ser  calificada  sn  participación  en  el  delito  mis 
qne  como  complicidad,  sean  condenados  á  que  sufran  la  pena  de  ar- 
golla dnrante  el  suplicio  de  varones  tan  distinguidos  como  Elio, 
el  Empecinado  ó  León,  y  decid  si  la  pena  de  argolla  no  es  aun  más 
irritante  que  la  de  mnerte:  ésta  tiene  su  esplicacion:  la  de  argolla 
DO  admite  ninguna. 

Pero  la  pena  de  argolla  tiene  otro  fnconvenienle  mayor  qne  los 
espuestos:  este  es  su  injusticia.  Ni  una  sola  vez  se  impone  con  arre- 
glo al  Código  á  uno  por  el  delito  que  él  ba  cometido;  este  tiene  su 
penalidad  propia,  sino  porque  otro  ha  tenido  mayor  participación 
que  él  en  el  mismo  delito,  y  ba  sido  condenado  á  la  pena  de  mner- 
te. La  argolla,  i  pesar  de  su  gravedad,  nunca  es  pena  principal, 
siempre  es  accesoria:  depende  de  que  baya  una  ejecución  capital:  el 
delito  mayor  de  uno  viene  de  este  modo  á  influir  en  la  penalidad  de 
otro  menos  def¡ncuente*que  él:  no  paga  éste  solamente  por  el  delito 
que  cometió,  sino  por  el  de  otro  de  los  co-delincuentes.  ¿Gs  soste  - 
nible  esto  en  buenos  principios? 

La  desigualdad  de  la  pena  de  argolla  aparece  aun  más  de  lleno 
si  se  tiene  en  cuenta  qne  en  casos  idénticos  la  sufren  unos  al  mis- 
roo  tiempo  que  otros  se  libertan  de  ella.  Si  el  condenado  i  pena  ca- 
pital con  la  fuga  elude  la  sentencia;  si  fallece  antes  de  que  se  eje- 
cute; si  es  indultado,  queda  sin  efecto  ta  pena  de  argolla  por  más 
que  la  imponga  la  sentencia.  Hay  más:  puede  suceder  que  habien- 
do sido  uno  condenado  á  muerte,  dos  lo  hayan  sido  á  cadena  per- 
petua; que  uno  de  éstos  se  haya  fugado  y  haya  sido  aprehendido 
después  de  verificada  la  ejecución,  resultando  de  aquí,  qne  el  reo 
que  se  ha  negado  á  comparecer  ante  los  tribunales  y  á  satisfacer  á 
la  justicia  humana,  sea  de  mejor  condición  libertándose  de  la  ar- 
golla, que  el  infeliz  que  acosado  por  los  remordimientos  se  presentó 
voluntariamente  á  esperar  el  fallo  terrible  que  le  amenazaba. 

Pero  no  es  solo  esta  la  desigualdad  que  hay  en  la  argolla;  exis- 
ten otras  mayores,  dignas  de  llamar  la  atención  de  los  legisladores 
y  de  los  jurisconsultos.  Sabemos  bien  que  la  desigualdad  en  las  pe- 
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nas  es  ioevitable;  qae  do  hay  uaa  sola  que  sea  igual  para  todos: 
diremos  más;  que  la  igualdad  apareóte  4e  los  castigos,  es  ea  realí* 
dad  muchas  veces  uoa  desigualdad  grande.  Esto  es  iuseparable  de  la 
iodole  misma  de  las  penas,  y  no  alcanza  la  sabiduría  humana  á  evi- 
tarlo. Por  esto  el  legislador  debe  elegir  aquellas  que,  eu  cuanto 
quepa,  sean  iguales,  procurando  siempre  dejar  cierta  latitud  á  los 
jueces  para  que  en  su  apiicaeien  puedan  hacer  menos  sensibles 
estas  desigualdades.  Mas  ia  pei»t  de  argoUa  es,  sin  duda,  la  mas 
denigual  de  lodas  las  penas^  porque  sobre  ser  indivisible,  afecta  de 
tan  distinta  manera  á  los  delincuentes ,  que  para  unos  significa 
poco,  al  paso  que  para  otros  es  peor  que  la  de  muerte,  üaa  perso- 
na en  quien  no  se  ha  eslinguido  por  completo  el  sentimiento  de  la 
vergüenza,  vá  mas  desrallecido  á  la  argolla  que  iría  al  suplicio  ca- 
pital si  se  le  hubiera  impuesto.  Algunos  facinerosos  van,  por  el  con- 
trarío eon  la  cabeza  erguida  como  si  recibieran  los  honores  del 
triunfo  de  una  vida  dedicada  al  crimen,  llenos  de  jactancia,  escan- 
dalizando á  la  multitud,  blasfemando  dé  lodo  lo  mas  sagrado  y  dan- 
do lugar  á  que  con  una  mordaza  se  reprima  su  procaz  impuden- 
cia, sus  alardes  inmorales  y  su  escandaloso  cinismo ,  espectáculo 
repugnante  que  favorece  poco  al  legislador  que  con  solícita  previ- 
sión no  ha  pensado  en  evitarlo.  Asi  la  ley,  por  un  contraste  singular, 
es  mas  benigna  con  los  criminales  abyectos  y  envilecidos  que  no 
sienten  los  estímulos  de  la  vergüenza  y  que  están  habituados  al  en- 
men,  que  con  el  infeliz  que  tal  vez  después  de  una  vida  honrada 
delinque  en  anm.>mento  de  pasión  é  de  arrebato. 

Gonchiirémos  estas  observaciones  con  otra  á  nuestro  juicio  im- 
portantísima, espuesta  por  los  ilustres  Colegios  de  Abogados  de 
Zaragoza  y  de  Madrid,  y  empleando  las  mismas  palabras  qte  este 
Altímo  Cuerpo  usé    en  el  informe  que  elevó  al  Gobierno  en  i8ftí 
al  contestar  á  las  cuarenta  y  seis  preguntas  que  se  hicieron  á 
tos  Tríbunales,  á  los  Fiscales  y  á  los  Colegios  de  Abogados  para  la 
reforma  del  Código  penal :  después  de  manifestar  los  inconvenien- 
tes de  la  pena  de  argolla  ,  terminaba  sus  observaciones  con  estas 
palabras  r  c  A  todos  estos  inconvenientes  se  agrega  la  perturbación 
•que  en  los  últimos  0M>meiitO8  de  su  vidí^  puede  causar  al  que  vá  á 
•sufrir  la  ultima  pena,  la  presencia  de  su  companero,  del  que  tal 
•vez  tuvo  igual  ó  mayor  parte  que  él  en  la  perpeliraieioa  del  delito, 
•pero  qae  se  sustrajo  á  la  pena  de  muerte  por  no  serle  tan  desfa- 
•vorabie  la  prueba,  como  al  que  vá  á  espirar  ante  sus  ojos.  Pres- 
TOMO  xxvn.  18 
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«cindieado  de  las  esceaas  desagradables  y  poco  conveaientes  al  de  - 
»coro  de  los  iríbuaales,  á  que  puede  dar  lugar  tan  fuaesta  entre- 
•visla,  es  menester  respetar  en  tan  supremos  momentos  la  sima- 
»cion  del  que  ?á  á  morir,  y  quitar  de  su  vista  todo  cnanto  puede 
tescitarle  sentimientos  de  odio ,  para  hacerle  prorrumpir  en  voces 
ide  indignación  y  distraerle  de  la  salvación  eterna  á  que  debe  con- 
isagrar  los  últimos  momentos  de  su  existencia.! 

Las  consideraciones  que  quedan  espuestas  hace  que  unamos 
nuestra  voz  y  nuestro  voto  á  los  que  desean  la  supresión  de  la  pena 
de  argolla. 

Pedro  Gonez  de  la  Sena. 


DK  LA  caía  BN  TIKRRAS  DR  PROPIEDAD  PARTICULAR 

ó  DE  PROPIOS. 

La  caza  en  tierras  cerradas  de  propiedad  particular^  ó  en  tier- 
ras de  propios  arrendadas,  icomlituye  hoy  delito  de  hurto ,  ó  debe 
considerarse  como  mera  infracción  de  los  arts.  8.^  ó  i3  del  Real 
decreto  deZde  mayo  de  i834? 

Un  c^o  práctico,  en  que  como  Teniente  fiscal  en  la  Audiencia 
de  Zaragoza  tuve  que  intervenir  no  há  mucho  tiempo,  me  ofreció 
la  ocasión  de  ver  que  son  contradictorias  las  opiniones  relativamen- 
te á  la  cuestión/propuesta,  y  me  obligó  á redactar  acerca  de  ella  una 
consulta,  de  que  voy  á  estractar  algunos  párrafos,  por  parecerme 
ser  materia  digna  de  estudiarse,  mientras  no  recaiga  una  resolución 
que  sirva  de  regla  para  adelante. 

Versaba  el  caso  á  que  aludo  sobre  caza  en  terreno  de  propios 
arrendado,  pero  no  habiendo,  á  mi  entender,  diferencia,  respecto  i 
la  cuestión  del  dia,  entre  las  tierras  de  aquella  clase  y  las  de  domi- 
nio privado,  me  limitaré  á  reproducir  algunos  párrafos  de  mi  con 
sulta,  puesto  que  las  razones  en  ellos  aducidas  son  aplicables  á  unos 
y  otros  terrenos. 

«El  hecho,  dije,  consiste  en  haber  sido  sustraídos algunos 

conejos  de  un  soto,  que  si  bien  pertenece  al  común  de  vecinos  de 
N ,  está  arrendado  por  el  Ayuntamiento,  en  cuanto  al  aprove- 
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chamiento  de  la  caza»  en  favor  de  determinadas  personas.— El  Juez 

del  partido  de  P ,  teniendo  presente  esa  ultima  circunstancia, 

consideró  que  el  hecho  no  puede  tener  otra  callficaeion  mas  que  la 
de  hurto;  y  fundado  en  ello,  y  no  hallando  en  los  autos  prueba  bas- 
tante del  cargo,  absolvió  de  la  instancia  al  acnsado. — Pero  al  acep- 
tar aquella  calificación,  olvidó  que  no  puede  existir  verdadero  do- 
minio en  los  animales  fieros,  ó  sea  no  domésticos  ni  domesticados, 
sino  en  tanto  que  permanecen  en  poder  del  ocupante,  y  que  toda- 
vía, cuando  aquellos  recobran  su  libertad,  si  el  que  los  cogió  prime- 
ro deja  de  perseguirlos  ó  los  pierde  de  vista ,  vuelven  á  su  primera 
condición  de  cosas  nullius,  y  cualquiera  puede  cazarlos  y  adquirir 
dominio  en  ellos,  conforme  á  la  ley  19,  título  28  de  la  Partida?.* — 
Esto,  que  seria  cierto  aun  cuando  la  caza  hubiese  tenido  lugar  en 
tierras  de  propiedad  particular,  puesto  que  en  tales  terrenos,  siendo 
abiertos  y  no  estando  labrados,  puede  cazarse  libremente  sin  per- 
miso del  dueño,  según  lo  declarado  en  el  art.  4.®  del  Real  decreto 
de  3  de  mayo  de  1834;  es  todavía  mas  cierto,  si  es  lícito  hablar  así, 
cuando  se  trata  de  tierras  del  común  de  vecinos,  siquiera  se  hallen 
arrendadas  en  favor  de  personas  determinadas  en  cuanto  al  apro- 
vechamiento de  la  caza;  porque  no  es  posible  reconocer  en  el  ar- 
rendatario de  tales  tierras  derechos  mas  amplios  que  los  que  la 
ley  otorga  al  verdadero  dueño  en  las  de  dominio  privado. — \un 
equiparando  al  arrendatario  de  tierras  comunes  con  el  dueño  de 
tierras  de  propiedad  particular,  y  dando  por  sentado  que  deba  con- 
siderarse derogado  por  el  Código  penal  el  Real  decreto  de  que  aca- 
bo de  hacer  mención,  y  constando,  además,  que  el  dueño  ó  arren- 
datario de  las  tierras  hubiera  prohibido  al  cazador  la  entrada  en 
ellas,  todavía  seria  insostenible,  en  mi  concepto,  la  califica- 
ción de  hurto  atribuida  al  hecho  en  cuestión,  pues  en  tal  hipótesis 
nos  hallaríamos  en  el  caso  de  la  ley  17  de  los  citados  título  y  Parti- 
da, la  cual  no  reputa  hurto  la  caza  de  animales  fieros  en  heredad 
ajena,  limitándose  á  declarar,  que  corresponde  al  dueño  todo  lo  ca- 
zado, si  hubiere  prohibido  al  cazador  la  entrada  en  aquella. — Paré- 
ceme,  pues,  fuera  de  duda,  que  aun  prescindiendo  de  las  disposi- 
ciones del  Real  decreto  de  3  de  mayo  de  1834,  no  existe  delito  de 
hurto  en  el  hecho,  objeto  de  esta  consulta,  porque  el  Código  penal, 
que  establece  la  sanción  de  los  derechos  civiles,  no  ha  modificado 
ni  pudo  modificar  esos  mismos  derechos,  ni  alterar,  por  consiguien- 
te, la  naturaleza  legal  de  los  animales  fieros,  ni  convertir  en  dura- 
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dero  y  perpetuo  el  domioio  precario  y  erimero  que  ea  ellos  adqui- 
rimos mediante  la  ocupaciou,  y  que  ea  tanto  conservamos»  en 
cuanto  aquellos  animales  no  vuelvan,  recobrando  su  pristína  liber- 
tad, á  su  primitiva  condición  de  cosas  nuUitis.— Pero  ¿es  cierto  que 
el  Código  penal  baya  derogado  el  antes  citado  Real  decreto  de  3 
de  mayo  de  1834?  En  mi  concepto,  no.  Podrá  sostenerse  que  su 
parte  penal  debe  entenderse  modificada  por  la  disposición  del  nú- 
mero 26  del  art.  495  de  aquel  Código;  pero  las  declaraciones  civiles 
que  contiene»  los  derecbos  que  atribuye,  modificando  lo  estableci- 
do, respecto  á  la  caza,  en  la  legislación  de  las  Partidas,  no  haa  po- 
dido padecer  menoscabo  con  la  publicación  del  Código  penal,  y 
hoy,  como  antes  de  la  reforma  de  nuestras  leyes  criminales,  podrá 
ciida  cual  hacer  uso  de  los  derechos  que  aquel  Real  decreto  y  las 
leyes  civiles  anteriores  le  conceden ,  para  apropiarse,  mediante  la 
ocupación,  las  cosas  nuUim^  entre  las  cuales  se  cuentan  los  anima- 
les fieros  ó  no  domésticos  ni  domesticados,  t 

Partiendo  de  estos  principios ,  entiendo  que  la  caza  en  tierras 
cerradas  de  propiedad  ó  en  tierras  de  propios  arrendadas  no  cons- 
tituye delito  de  hurto,  y  que  la  opinión  contraria  no  puede  prevale- 
cer contra  los  principios  que  nuestro  derecho  civil  tiene  sancionados 
respecto  de  la  caza,  que  es  uno  de  los  medios  legales  de  ocupar 
las  cosas  nuUitis  y  adquirir  su  domroio,  á  menos  que  se  estimen 
derogadas  por  el  Código  penal^  no  solo  las  disposiciones  del  Real 
decreto  de  3  de  mayo  de  1834,  sino  también  las  leyes  de  Parti- 
da, que  consideran  como  acto  Jícito  la  caza  en  tierra  ajena,  aun  en 
el  caso  de  que  el  dueño  hubiere  prohibido  al  cazador  la  entrada  ea 
«lia. 

Paseail  SavalL 


DK  LA  mum^  DE  LOS  6RAD9S  EN  EL  ARRESTO  lATOR. 


iPuede  fraccionarse  en  dios  el  tiempo  en  que  el  Código  penal 
fija  la  duración  de  cada  uno  de  los  grados  del  arresto  mayorl 

Comparando  lo  que  el  art.  26  y  la  tabla  inserta  en  el  art.  86  del 
Código  tienen  establecido  acerca  de  la  duración  de  las  penas  tem- 
porales, con  la  que  señala  la  citada  tabla  á  cada  uno  de  los  tres 
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grados  en  que  aquellas  se  dívídeD,  no  parece  que  deba  caber  duda, 
en  que  asi  como  la  pena  no  puede  bajar  del  limite  minimo,  ni  esce- 
der del  limite  máximo  que  la  ley  le  marca,  del  propio  modo  deberá 
entenderse  circunscrito  dentro  de  sus  especiales  limites  cada  uno  de 
sus  grados  máximo,  medio  y  mínimo;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  asi 
como  el  arresto  mayor,  que -es  la  pena  de  que  ahora  tratamos,  no 
puede  imponerse  por  tiempo  menor  de  un  mes,  ni  mayor  de  seis» 
asi  tampoco  podrá  imponerse  el  grado  mínimo  de  esa  pena  por 
menos  tiempo  de  un  mes,  ó  por  más  de  dos;  ni  el  grado  máximo  por 
más  de  seis,  ó  por  menos  de  cinco;  ni  el  grado  medro  por  menos  de 
tres,  ó  por  más  de  cuatro  meses. 

Pero  dentro  de  esos  limites,  no  veo  razón  para,  que  se  entienda 
cohibido  el  arbitrio  judicial,  hasta  el  punto  de  que  el  Jaez,  por  no 
fraccionar  los  meses  en  dias,  haya  de  imponer  forzosamente  al  reo 
uno  ó  dos  meses,  ó  tres  ó  cuatro,  ó  cinco  ó  seis,  según  que  apli- 
que  la  pena  en  su  grado  mínimo,  medio  6  máximo,  y  no  pueda  con- 
denarle en  un  mes,  ó  tres,  ó  cinco,  más  un  número  de  dias,  que  no 
escediendo  de  otro  mes,  llegue  así,  sin  traspasarlo,  al  límite  de  dos, 
cuatro  y  seis  meses,  máximo  tiempo  de  la  respectiva  duración  de 
cada  uno  de  aquellos  tres  grados. 

Paréceme  inútil  aducir  sobre  este  punto  nuevas  consideraciones 
que  de  seguro  no  han  menester  los  ilustrados  lectores  de  estos 
apuntes:  solo  añadiré,  que  si  la  ley  hubiese  querido  prohibir  ó  no 
admitir  la  división  de  los  meses  de  arresto  mayor  en  dias,  hubiera 
modificado  la  frase,  y  en  vez  de  consignar  que  el  tiempo  que  abraza 
aquella  pena  ó  grado  de  ella  es  de  tantos  á  tantos  meses ,  habría 
usado  de  la  disyuntiva  tantos  ó  tantos,  sin  emplear  la  locución  de 
tantos  á  tantos,  de  que  se  ha  servido,  y  con  la  cual  ha  querido  in- 
dudablemente significar  un  lapso  de  tiempo,  comprendido  entre  dos 
limites  estremos,  á  fin  de  que  los  tribunales,  sin  incurrir  en  arbitra- 
ríedad,  puedan,  dentro  de  aquellos,  aquilatar  la  mayor  6  menor  du- 
ración  de  la  pena,  en  justa  proporción  á  la  mayor  ó  menor  grave- 
dad  del  delHo. 

Pascoal  Savall. 
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ENJUICIAMIENTO  CIVIL. 


DE   LOS    ACTOS  DE  CONCILIACIÓN. 


¿Puede  un  Juez  de  primera  instancia  mandar  á  cualquier  Juez 
de  paz  de  $u  partido  que  se  abstenga  de  celebrar  actos  de  condlia- 
don  que  incidentalmente  puedan  referirse  á  una  causa  criminal, 
cuyo  sumario  esté  instruyendol 

Se  DOS  ha  hecho  esta  pregunta,  con  ocasión  de  estarse  formando 
una  causa  ruidosa  por  su  objeto  y  las  personas  procesadas  en  ella. 

La  causa  estaba  en  sumario;  tratábase  de  averiguar  la  falsedad 
de  un  testamento  y  ei  Juez  que  de  ella  conocía,  el  Juez  que  forma- 
ba de  oficio  el  sumario,  mandó  á  los  Jueces  de  paz  de  su  partido 
se  abstuvieran  de  celebrar  actos  de  conciliación  que  pudieran  rela- 
cionarse con  la  causa. 

¿Cabe  dentro  de  nuestras  leyes  semejante  orden?  ¿Es  competen- 
te un  Juez  de  primera  instancia  para  la  prohibición  ó  permiso  de 
celebrar  actos  de  conciliación?  ¿Puede  conocer  de  ellos,  por  ventu- 
ra, esta  autoridad? 

Estas  y  otras  muchas  preguntas  se  nos  ocurrieron  al  consultar- 
nos sobre  la  que  sirve  de  epígrafe  á  este  articulo.  Para  contestar  á 
ellas  y  evacuar  la  consulta,  creemos  necesario  conocer  la  naturale- 
za de  los  actos  de  conciliación  y  deslindar  las  atribuciones  de  los 
Jueces  de  paz  y  los  de  las  de  primera  instancia.  Bspuestas  con  cla- 
ridad estas  dos  cuestiones,  resueltas  ambas,  ellas  nos  han  de  decir 
si  el  Juez  de  primera  instancia  pudo  ó  no  pudo  dar  semejante  or- 
den; si  lo  hizo  dentro  desús  atribuciones^  ó  las  traspasó,  invadien- 
do las  que  no  le  son  propias. 

¿Qué  es  acto  de  conciliación?  Recordamos  perfectamente  aque- 
lla regla  de  derecho:  omnis  definitio  in  jure  dvili  perieulosa,  ley 
202  de  regulis  juris;  sin  embargo,  como  qoe  este  artículo  no  ha  de 
formar  parte  de  ningún  Código  y  únicamente  le  escribimos  para  dar 
noticia  á  nuestros  lectores  de  nuestra  opinión,  á  fin  de  que  mas  bien 
que  de  ilustración  les  sirva  para  estudiar  la  cuestión  en  todos  sus 
estremos,  vamos  á  definirle.  Acto  de  conciliación  es  la  comparecen- 
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cía  de  dos  partes  ante  ud  magistrado  para  disputar  entre  sí  algan 
punto  litigioso,  darlo  á  conocer  á  la  autoridad  que  lo  presencia, 
quien  con  su  ilustración ,  su  desapasionado  é  imparcial  criterio  tra- 
tará de  arreglarlas,  de  ponerlas  en  armonía  por  todos  los  medios 
amistosos  que  su  talento  le  sugiera;  y  de  no  conseguirlo,  las  man- 
dará acudir  al  Tribunal  correspondiente,  donde  formulen  su  acción 
y  escepciones  con  arreglo  á  las  leyes. 

Es,  por  consiguiente,  un  aeto  extrajudicial :  la  ley  manda  que 
se  celebre  antes  de  comenzar  el  litigio  y  delante  de  una  autoridad, 
para  que  las  partes,  oidos  sus  sanos  consejos,  se  arreglen  y  eviten 
las  contingencias  de  un  pleito;  y  prohibe,  en  su  alta  sabiduría,  que 
esta  autoridad  que  conoce  del  acto  de  conciliación,  emita  parecer 
sobre  el  asunto  que  á  él  lleven  las  partes,  y  menos  de  la  razón  á 
cualquiera  de  ellas. 

Previsora  la  ley,  creyó  cortar  muchos  litigios,  estableciendo  co- 
mo  requisito  para  entablar  un  pleito  cualquiera  la  celebración  de 
este  acto  que  nada  tiene  de  judicial,  porque  en  él  nada  se  juzga:  el 
funcionario  que  interviene  lo  hace  con  el  carácter  de  consejero,  de 
amigo  de  las  dos  partes;  reúne  con  ventaja  de  otro  cualquiera» 
ciencia,  capacidad  é  imparcialidad,  dotes  necesarias  para  ejercer  la 
alta  misión  de  mediador  y  consejero,  sin  perjudicar  á  ninguna  de 
las  partes  contendientes. 

Cumplido  há  la  ley  el  objeto  que  se  proponia:  hánse  cortado  con 
la  celebración  de  este  acto  algunos  litigios,  nacidos  más  bien  de  la 
ofuscación  ó  ignorancia,  que  de  la  mala  fé. 

De  muy  antiguo  viene  el  legislador  reconociendo  la  utilidad  de 
estos  actos  conciliatorios.  El  Fuero  Juzgo,  Código  eminentemente 
nacional,  base  de  nuestra  legislación  patria,  coloca  entre  los  encar> 
gados  de  velar  por  la  administración  de  justicia  al  pacis  assertor^ 
magistrado  que  conoce  por  equidad  de  las  controversias  de  los  go«' 
dos.  Recientemente  la  Constitución  de  1812,  inmortal  Código  de 
nuestro  siglo,  cuna  de  nuestra  independencia,  que  fué  copiado  en 
sa  espíritu  y  letra  por  otras  naciones  de  Europa,  establece  también 
Jus  actos  de  conciliación  y  los  funcionarios  que  de  ellos  han  de  co- 
tnocer. 

Y  para  que  se  vea  que  nunca  fué  el  ánimo  de  nuestros  legisla- 
•dores  y  jurisconsultos  que  estos  actos  tuvieran  el  carácter  de  jui- 
cios, el  Reglamento  para  la  administración  de  justicia,  publicado 
«n  el  ano  de  1834,  dice  que  entiendan  de  estos  actos  los  Alcaldes 
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y  Tenientes  de  Alcalde,  es  decir,   los  tutores  de  los  pueblos ,  los 
protectores  de  los  intereses  de  sus  vecinos. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  hoy  vigente,  y  que  adaró  cuan- 
tas dudas  nacidas  de  la  confusión  é  imbroglio  de  tantas  leyes  con- 
tradictorias que  sobre  el  procedimiento  ocurrían  y  coofundiaa  á 
los  abogados  anteriormente  á  su  publicación,  estaUeció  los  jueces 
de  paz,  autoridad  distinta  de  las  de  los  Alcaldes  y distíiCa  también 
de  los  jueces  de  primera  instancia,  á  los  cuales  encargó  el  conoci- 
miento délos  actos  de  conciliación. 

Tenemos  por  lo  que  ?á  dicho,  que  la  conciliación  es  un  acto  ex- 
trajudicial  que  no  prejuzga  la  cuestión  que  e&  él  se  propone,  cuyo 
fin  es  la  avenencia  y  arreglo  de  las  partes;  si  objeto  evitarles  los 
disgustos  de  un  pleito:  sus  medios  solemnes  por  ínterveair  un  fun* 
cionarío  público,  pero  no  de  los  llamados  en  derecho  prejudiciales. 

Según  la  ley  vigente,  ¿qué  Juez  es  el  competente  para  conocer 
de  los  actos  de  conciliación,  el  de  paz  6  el  de  primera  instancia?  El 
de  paz  (art.  201  de  la  ley  atada  de  E.  C).  ¿Como  subdelegado  del 
de  primera  instancia,  ó  como  autoridad  propia  y  esolustva?  Como 
autoridad  propia,  competente  dentro  de  su  esfera,  de  jurisdicción 
esclusiva  en  los  actos  de  concHiadon  y  juicios  verbales:  cualquiera 
otra  autoridad  que  intervenga,  aunque  sea  el  Juez  '¡de  prisiera  ios* 
tancia,  será  invasora,  estará  fuera  de  la  ley  y  de  la  esfera  que  le 
corresponde.  No  es  que  lo  digamos  nosotros,  lo  dice  el  buen  crite- 
rio, y  sobre  todo  la  razonada  esposicion  elevada  á  S.  M.  por  su  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia  D.  Santiago  Fernandez  Negrete  en  22 
de  octubre  de  f888,  proponiendo  el  Real  decreto  que  modíGoa  las 
disposiciones  anteriores  sobre  jueces  de  paz. 

Se  dice  en  esta  esposicion:  «También  es  preciso  aclarar  si  los 
•secretarios  de  los  juzgados  de  paz  deben  roterveoir  en  todos  los 
•negocios  de  que  conocen  los  Jueces  de  paz.  Estos  funcionarios 
Bobran  en  dos  conceptos;  ó  bien  en  virtud  de  funciones  que  les  son 
»proptas  como  en  los  actos  de  conciliación  y  juicios  verbaies,6 
»bien  como  delegados  ó  stistitutos  de  los  jueces  de  primera  instancia 
•por  el  Ministerio  de  la  ley.»  En  pocas,  pero  elocuentes  palabras, 
esplica  perfectamente  esta  esposicion  las  funciones  y  autoridad  de 
los  jueces  de  paz. 

Si  su  jurisdicción  es  propia  en  los  actos  de  conciliación,  ¿qué 
autoridad,  qué  foncionario  por  altos  que  estén,  podrán  privarios  de 
ejercerla;  cuando  se  solicite  por  los  particulares?  Ninguno :  el  que 

Digitized  by  LjOOQIC 


DB  LOS  ACTOS  DB  COHCILUCIOlf.  448 

lo  hiciese,  además  de  traspasar  el  límite  de  sus  atribacioaes,  de 
salir  de  sa  natural  y  legal  esfera,  además  de  hacerse  autoridad  iu- 
▼asora,  barrenaría  la  ley,  la  anularía,  y  si  fuera  un  Juez  de  príme- 
ra  instancia  seria  mayor  aun  la  responsabilidad  en  semejante  usur* 
pación:  el  eocargado  de  aplicar  la  ley,  de  juzgar  coa  arreglo  á  ella, 
Bo  acatarla,  no  respetarla,  sería  el  mayor  de  los  absurdos:  su  poco 
f espeto  á  k»  leyes,  la  desprestigiaría  en  el  concepto  público  y 
Dios  sabe  á  donde  nos  conduciría  la  falta  de  observancia  á  la  ley 
por  los  encargados  de  Telar  por  ella.  Non  licet  judicibm ,  de  legibus 
judicare,  sed  secundum  ipsas:  no  es  lícito  á  los  jueces,  juzgar  las 
kyes^,  sino  con  arreglo  á  ellas;  palabras  de  San  Agustín  en  la  su- 
blime obra  que  tituló  De  vera  Rdigione. 

La  mencionada  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  losarts.  20  U 
y  302  determina  los  juicios  en  que  no  es  necesario  el  acto  de  con  - 
cüiacion:  la  regla  general  es  qae  debe  preceder  este  acto  &  todos ' 
los  juicios  y  estos  artículos  son  la  escepcion  de  la  regla.  En  ellos 
nada  se  dice  del  juicio  crimiaal,  nada  del  sumario;  de  consiguiente, 
todo  acto  de  coaciliacion  que  pueda  referirse  incidentalmente  ¿  uq 
juicio  críminaU  á  un  sumarío  que  se  esté  formando,  no  está  escep- 
toado  en  estos  artienios,  entra  en  la  regla  general,,  y  el  Juez  de  paz 
debe  celebrarle  cuando  se  solicite:  el  de  primera  instancia  que  for- 
me el  sumario,  no  puede  prohibir  este  acto  conciliatorio  que  no 
perjudica  el  secreto  que  debe  guardarse  eo  el  sumario,  por  no  ser 
1»  acto  oontencioso,  un  acto  prejudicial  el  conciliatorio. 

Si  las  partei  no  se  avienen,  no  se  arreglan,  la  cuestión  irá  i 
la  jurísdícoiotí  del  Jues  de  primera  instancia,  y  entonces,  ya  con* 
iMdosa,  la  tendrá  á  su  tiempo  presente:  si  vá  á  la  de  otro  Juez 
diatioto  al  que  forma  el  sumario,  ésto  tendrá  buen  cuidado  de 
nhtbirse,  ó^el  que  forma  el  sumario  de  avocar  á  su  jurisdicción  los 
MiAos.  Pero  DO  nos  cansaremos  de  repetir  que  esto  tendrá  lugar,. 
caaodo  la  cuestioQ  eatre  ea  un  verdadero  juicio,  en  lo  que  se  llama 
oontencioso;  nuestra»  tanto  debe  abstenerse  de  prohibir  lo  que  no 
es  de  su  autorídad,  so  pena  de  contraer  una  grave  responsabilidad 
p<lr  9u  poco  respeto  á  las  leyes  y  á  las  autoridades  que,  como  éU 
están  encargadas  de  cumplimentarlas. 

Amade»  Ferial  iei  Riib 
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Para  redamar  una  deuda  á  que  se  hallan  obligadon  un  ecle- 
siástico y  un  seglar  mancomanadamentc  y  par  consiguiente  por  un 
mismo  concepto^  ise  habrá  de  redamar  la  mitad  á  cada  uno  en  el 
Tribunal  á  que  corresponde,  ó  se  podrá  exigir  en  una  misma  de- 
manda en  el  Tribunal  ordinario  toda  la  cantidad  debidal 

Para  resolver  la  cuestión  que  precede,  coaveniente  es,  á  lo  que 
«atiendo»  fijar  ante  todo  si  eo  el  caso  propuesto  hay  una  sola  obli- 
gación, y  por  lo  tanto  ana  acción  única  para  exigir  su  cumpliniiea- 
to,  ó  si  por  el  contrario  han  nacido  dos  obligaciones,  aunque  díma- 
Dadas  deán  mismo  origen,  que  producen  dos  acciones  direrentes, 
sino  por  su  naturaleza,  por  las  diferentes  personas  contra  las  qoe 
pueden  entablarse.  Esta  consideración  me  parece  importante,  porque 
en  el  caso  de  que  no  hubiera  mas  que  una  obligación  y  una  acción» 
ésia  solamente  podria  agitarse  en  un  Juzgado  y  la  cuestión  versa- 
ría esclusivamente  acerca  de  cuál  era  el  competente  en  el  caso  ac- 
tual, punto  que  no  me  parece  de  resolución  dificil  por  las  razones 
que  espondré  más  adelante. 

A  mi  modo  de  entender,  hay  en  el  caso  de  que  se  trata,  dos  obli* 
gaciones  diferentes,  y  por  lo  tanto  dos  acciones:  esto  me  parece 
incontrovertible  en  vista  de  la  ley  de  Don  Enrique  IV,  eo  la  cual  se- 
parándose de  los  precedentes  romanos  ordenó  que  en  las  obligacio- 
nes simplemente  mancomunadas  se  considerara  dividida  la  respon* 
sabilidad,  se  entiende  ser  obligados  cada  uno  por  mitad;  es  decir,  que 
á  diferencia  de  las  obligaciones  solidarias,  respecto  á  las  cuales  no 
hay  más  que  una  obligacioa  de  los  deudores  con  el  acreedor  y  una 
acción  de  éste  contra  aquellos ,  en  las  simplemente  mancomuiudas 
existen  dos  ó  más  obligaciones ,  y  por  lo  tanto  dos  ó  más  accionest 
según  fuere  el  número  de  los  deudores. 

Consiguiente  á  lo  espnesto  es  que  el  acreedor ,  de  que  se  Irala, 
puede  acudir  á  demandar  al  deudor  seglar  ante  la  jurisdicción  civil, 
3^  al  clérigo  ante  la  eclesiástica.  No  puede  impedir  este  derecho  el 
qne  también  tiene  el  acreedor,  como  después  demostraré,  paraacu- 
HTular  ambas  acciones  ejercitándohis  en  su  mismo  juicio,  porque 
e6te  último  derecho  como  introducido  principalmente  á  sa  favor,  es 
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renancíable.  T  digo  que  está  introducido  príncipalmente  en  su  fa«« 
^or  !a  acumulación,  porque  en  los  casos  de  la  naturaleza  del  ac- 
tual» se  funda  principalmente  en  las  ventajas  que  resultan  al  aeree* 
dor  de  no  ventilar  en  dos  tribunales  simultáneamente  cuestiones 
que  están  íntimamente  ligadas  entre  si,  annque  no  sean  exactamea* 
te  idénticas,  de  no  tener  que  reproducir  los  mismos  medios  de  prae^ 
bas  y  las  mismas  objeciones  en  distintos  juicios,  de  minorar  los  día* 
gustos  y  sinsabores  que  resultan  de  los  pleitos,  de  reducir  los  gas* 
tos  del  litigio  y  deque  no  se  distraiga  su  atención  en  varios  plei* 
tos  cuando  con  todas  las  prendas  de  acierto  pueden  las  cuestionas 
que  se  agitan  ventilarse  en  uno  solo,  y  terminarse  por  una  misma 
sentencia.  No  niego  que  también  hay  interés  público  en  que  asi 
suceda,  porque  á  la  sociedad  conviene  que  no  se  multipliquen  los 
pleitos,  que  en  ellos  no  se  consuma  la  fortuna  de  los  particulares» 
y  sobre  todo  en  que  no  se  desprestigie  la  autoridad  de  los  tribuna* 
Jes  por  la  diversidad  de  fallos  á  que  es  ocasionada  la  duplicidad 
de  juicios  en  que  se  ventilan  dos  acciones  dimanadas  del  misma 
origen,  sin  más  diferencia  que  la  de  las  personas  contra  quienes  sq 
«jercitan.  Pero  este  interés  público  está  aquí  en  segundo  lugar:  el 
principal ,  el  que  sirve  de  fundamento  á  la  acumulación  en  el  caso 
que  examinamos  es  el  de  los  litigantes. 

En  esto  se  funda  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  ordenar  en  et 
artículo  156  que  la  acumulación  de  autos  solo  pueda  decretarse  á 
instancia  de  parte  legítima.  Si  la  ley  la  considerara  en  primer  tér- 
mino de  utilidad  pública,  autorizaría  al  Juez  para  que  de  oficio,  6 
al  menos  por  escitacion,  ó  con  dictamen  fiscal  la  ordenara.  T  tén- 
gase en  cuenta  que  la  acumulación  de  acciones  tiene  lugar  en  los 
mismos  casos  que  la  de  autos. 

La  combinación  del  interés  privado  y  público  que  coexisten  en 
la  acumulación,  dio  lugar  á  que  antes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  defecto  de  leyes  que  arreglaran  la  materia,  los  pragmáti* 
eos  que  formularon  las  reglas  que  venian  observándose  en  los  tribu- 
nales, reglas  que  han  sido  el  punto  de  partida  para  la  nueva  ley, 
considerasen  que  la  acumulación  unas  veces  era  necesaria,  y 
otras  potestativa,  según  la  clase  de  interés  público  ó  privado  que  en 
ella  prevalecía.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  bien  no  ha  hecba 
de  una  manera  esplícita  esta  distinción,  en  las  disposiciones  que 
adopta  respecto  á  los  juicios  universales  puede  decirse  que  la  adop* 
la  implícitamente. 
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De  lo  dicho  se  iafiere  que  paede  el  acreedor  optar  en  el  caso  pro- 
puesto entre  el  ejercicio  de  las  acciones  ea  el  Juzgado  civil  y  en  el 
edesiásiicoi  demandando  á  cada  uno  ante  su  jurisdicción  natural. 
Pero  esto  no  obsta  para  que  también  pueda  desde  luego  ejercitar  si- 
multáneamente las  dos  acciones  en  el  mismo  juicio. 

Este  derecho  del  acreedor  está  consignado  ea  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civíL  La  quinta  causa  de  las  que  el  artículo  157  establece» 
entre  las  que  producen  la  acumulación  es,  cuando,  de  ieguirse^ 
ieparadaminUe  los  pleiíotí,  se  divide  la  continencia  de  la  causa;  y 
en  el  artículo  siguiente ,  al  declarar  los  casos  en  que  se  entiende 
dividida  esta  contioencia,  pone  couiq  quinto  cuando  las  acciones 
provengan  de  iciki  misma  causa,  aunque  las  persona^  y  las  cosos 
Mean  diferenlcs»  No  ne  parece  que  puede  desconocerse  que  de  lle- 
no eotca  el  caso  de  que  se  trata  en  esta,  disposición.  Para  negarlo 
sería  necesario  suponer  que  la  obligación  mancomunada  que  el  se- 
glar y  el  eclesiástico  contr4yeron,  qo  provenia  de  la  misma  causa,  y 
racionalmente  no  puede  hacerse  suposición  semejante. 

Es  evidente,  pues»  qu^  el  acreedor  puede  decidirse  por  acumu- 
lar las  acciones,  y  en  este  caso»  necesario  es  señalar  quién  es  el  Juez 
competente  para  conocer  de  las  acciones  acumuladas  en  una  sola. 
demanda. 

Al  llegar  á  este  punto  debo  hacer  una  observación  para  Gjar  la 
regla  ca{)ilal  que  á  mi  juicio  ha  de  servir  para  decidirlo.  No  pro- 
cede la  acumulación  ea  e|  juzgado  que  no  tiene  competencia  para 
decidir  los  dos  pleitos  que  haa  de  acumularse.  Asi,  por  ejemplo,  si 
Iratándese  de  Is^  cuesliqn  de  gananciales  habidos  en  un  matrimonio, 
se  promoviese  la  de  la  legitimidad  ó  ilegitimidad  del  casamiento  de 
los  que  se  repujaban  c(inyujei^  la  acumulación  de  estos  dos  pleitos 
8etiaim{K)sible>  porque  la  jurisdicción  civil  ordinaria  no  tiene  compe- 
tencia para  fallar  las  cuestiones  de  validez  ó  nulidad  del  matrimonio, 
que  entre  nosotros  es  del  esclusivo  conocimiento  de  la  Iglesia,  y 
la  jurísdiccioa  eclesiástica  carece  también  de  competencia  en  toda 
lo  que  se  refiere  á  la  organización  meramente  civil  y  económica  de 
la  Camilia.  Ea  estos  casos  cada  litigio  se  sigue  separadamente  con 
independencia  del  otro,  sin  perjuicio  de  que  cuando  uno  de  los  dos 
pleitos  es  prejudicial  del  otro,  como  sucede  en  el  ejemplo  propues- 
to, se  suspc^ode  el  álüp»o  hasta  que  el  primero  quede  terminado  por 
«jecnloria,  la  cual  es  la  base  sobre  que  debe  necesariamente  des* 
cansar  el  segundo. 
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Pero  ocurre  á  las  veces  que  al  paso  que  udo  de  los  jueces  tieae 
^olo  competencia  para  eatender  eo  uno  de  los  pleitos,  el  otro  la  tie« 
oe  para  ambos.  Asi  sucede  eu  la  cuestioo  que  estamos  examinando. 
El  juez  eclesiástico  no  tiene  jurisdicción  mas  que  para  conocer  de 
ia  demanda  que  se  entable  contra  el  clérigo  deudor,  y  no  de  la  que 
tiene  por  objeto  que  pague  una  deuda  el  que  no  goza  del  fuero  de  la 
Iglesia.  Por  et  contrario  la  jurisdicción  ordinaria  estiende  su  potestad 
á  todas  las  cuestiones  del  orden  civil,  y  madre  de  todas  las  jurisdic- 
siciones,  si  se  encuentra  enfrente  de  las  privilegiadas,  se  sobrepone 
á  todas  reivindicando  sus  antiguos  derechos  aún  entre  los  aforados, 
cualquiera  que  sea  la  exención  de  que  disrruten,  cuando  por  altas 
consideraciones  de  justicia  una  sota  jurisdicción  debe  conocer  de  los 
litigios.  El  privilegio  dobla  en  este  caso  la  cabeza  ante  el  derecho 
común,  porque  sería  absurdo  que  el  derecho  común  la  doblase  ante 
privilegio.  En  esto  se  funda  que  los  que  por  razón  de  sus  personas 
están  exentos  de  la  jurisdicción  ordinaria,  se  hallen  sometidos  á  ella 
en  casos  de  sumisión  espresá  ó  tácita,  de  reconvención  y  de  acuma- 
iacion.  No  peligran  en  estos  negocios  de  tuyo  y  mió  los  altos  inte- 
reses de  la  Iglesia,  ni  la  disciplina  de  los  ejércitos,  pues  que  sus  ju- 
rísdicciciones  quedan  intacftas  en  todo  lo  qM  e»  esencial  y  necesa- 
rio: solo  por  circunstancias  especiales  en  casos  determinados  y  con- 
cretos vuelve  á  la  jurisdicción  ordinaria  lo  que  de  ella  salió,  y  loque, 
atendidas  las  opioioües  doníiinanies,  los  proyectos  de  ley  sobre 
organización  judicial  presentados  en  el  Senado,  el  estado  de  la  opi- 
nión, el  principio  de  igualdad  tan  conforme  con  el  espíritu  de  nues- 
tras modernas  instituciones  y  el  ejemplo  de  las  demás  naciones,  no 
tardará  en  volver  ái  ella  en  todos  los  casos  y  parasiemor^. 

La  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal : 
ticia  en  casos  iguales  al  actual  ha  dado  fuerza  á 
considerando  qne  las  jurisdicciones  privilegiadas  c 
diñarla.  Sirva  de  ejemplo  la  competencia  decidida 
de  i860^  á  favor  del  juzgado  de  primera  instancia 
Audiencia  de  Madrid  ,  que  habia  sido  suscitada  p 
tañía  general  de  Castilla  la  Nueva,  tratábase  en  el 
que  se  acogía  al  fuero  militar  en  un  asunto  en  que 
dos  con  él  otros  sujetos  á  la  jurisdicción  ordini 
continencia  del  pleito  exigía  que  las  partes  espusii 
tívos  derechos  ante  un  mismo  juzgado:  el  Tribuna 
^ar  de  reconocer  que  era  innegable  el  fuero  completo  de  guerra  de 
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que  disfrataba  udo  de  los  demandados ,  coosideró  qae  la  coDiioen* 
cía  de  la  causa  exigía  que  las  partes  espusíerao  su  derecho  aole  el 
mismo  juez ,  y  que  la  jurisprudeocia  del  Tríbuoal,  conforme  coa. 
ios  principios  y  reglas  del  derecho,  tenía  establecido  que  los  litigios 
se  siguieran  y  terminaran  en  casos  análogos  por  la  jurisdicción  or- 
dinaria ,  de  la  cual  se  derivan  todas  las  privilegiadas. 

En  virtud  de  estas  consideraciones ,  no  dudo  decir  que  si  el 
•creedor  en  el  caso  consultado  estima  conveniente  entablar  las  dos 
acciones  simultáneamente  en  un  mismo  juicio ,  derecho  que  indis- 
pensablemente le  asiste ,  debe  acudir  á  la  jurisdicción  ordinaria. 

Pedro  Gómez  de  li  SerM. 


DERECHO  €IVIL. 

DK  LOS  RELIGIOSOS  PROFESOS 

T  DE  LA  CAPACIDAD  JUBÍDICA  DE  LOS  MISMOS 
pira  «dqairír  y  trasadtir  toda  dase  4a  MeMi. 


Desde  la  publicación  del  Concordato  de  1851  está  siendo  objeto 
de  dudas  en  el  foro  la  situación  civil  á  que  han  quedado  reducidos 
los  religiosos  profesos  de  uno  y  otro  sexo  respecto  á  su  capacidad 
para  adquirir  y  poseer  bienes,  y  trasmitirlos  á  otras  personas  por 
los  medios  reconocidos  en  el  derecho.  Harto  sabido  es  que  antes  de 
que  se  promulgara  como  ley  aquel  célebre  convenio  se  habia  modi- 
ficado notablemente  sobre  este  ponto  nuestra  antigua  legislación 
por  el  decreto  de  las  Cortes  de  26  de  junio  de  1822  y  por  la  ley  de 
29  de  julio  de  1837.  No  es  menos  desconocido  tampoco  que  en  esas 
dos  épocas  del  derecho  patrio  se  revelan  dos  tendencias  distintas; 
una  que  propendía  á  asimilar  las  leyes  á  los  preceptos  de  la  Iglesia; 
otra  que,  apartándose  de  este  camino,  tenia  por  objeto  colocar  á  los 
religiosos  en  situación  análoga  á  la  de  los  demás  ciudadanos.  Uoa 
y  otra  tenían  su  razón  de  ser;  y,  atendidas  las  causas  religiosas  y 
poli  tico- sociales  de  su  respectivo  origen,  no  puede  negarse  qQ& 
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eran  lógicas  ea  la  aplicacioa  d$  los  diversos  principios  qae  las  ser- 
vían de  punto  de  partida.  La  legislación  antigua  incapacitaba  por 
regla  general  á  los  religiosos  profesos  para  adquirir  y  poseer  bienes 
i  nombre  propio,  lo  cual  era  una  consecuencia  necesaria  del  voto 
de  pobreza  hecho  al  tiempo  de  la  profesión,  y  de  las  condiciones  á 
que  quedaban  sometidos  en  su  vida  claustral  y  religiosa.  Con  efec« 
to,  por  virtud  de  ese  voto  el  religioso  renunciaba  á  la  posesión  de 
toda  clase  de  bienes;  y,  en  este  concepto,  nada  más  natural  que  h 
ley  civil  viniera  á  secundar  ese  mismo  pensamiento  aceptando  tas 
consecuencias  que  aquel  acto  traía  consigo.  Dotadas  por  otra  parte 
las  casas  religiosas  con  las  rentas  ó  emolumentos  necesarios  para 
atender  á  la  subsistencia  de  sus  individuos,  y  alejados  éstos  además 
de  la  sociedad  civil  por  la  observancia  de  las  reglas  de  su  instituto» 
no  habia  motivo  alguno  razonable  para  concederles  el  derecho  de 
adquirir  bienes,  pues  todo  cuanto  pudieran  desear  para  proveer  á 
las  necesidades  de  la  vida  encontrábanlo  en  el  convento  ó  monaste- 
rio á  que  se  hallaban  adscriptos.  Partiendo ,  pues ,  de  esta  base» 
nuestras  antiguas  leyes  establecieron  ya  varias  disposiciones,  pri- 
vando á  los  religiosos  de'ciertos  derechos  civiles.  En  el  Fuero  Viejo 
de  Castilla  vemos  consignado  (1)  «que  ninguna  monja  nin  monge  de 
religión,  sil  murieralgund  pariente  mañero,  que  non  haya  fijos,  los 
parientes  mas  propinquos  del  muerto  deven  eredar  los  suos  bienes» 
mas  el  pariente  de  religión  monge  ó  monja  non  debe  eredar  ninguna 

cosa  en  la  buena  del  pariente  mañero »  En  el  Fuero  Real  se 

dispuso  también  que  «Todo  borne  é  toda  mnger  que  orden  tomare 
pueda  facer  su  manda  de  todas  sus  cosas  fasta  un  año  complido ,  é 

si  ante  del  año  no  lo  ficiere,  el  año  pasado  no  lo  pueda  facer y 

que  ninguno  no  pueda  mandar  de  sus  cosas  á  home  de  religión  des- 
pués que  ficiere  promisión....»  (S)  Las  leyes  de  Partida,  obedecien* 
do  á  este  mismo  sistema,  lijaron  igualmente  algunas  reglas  aún  más 
precisas  y  terminantes.  cProfesion,  se  dice  en  una  de  ellas  (3),  lia- 
•man  al  prometimiento  que  face  el  que  entra  en  orden  de  religión» 
»qu¡er  sea  varón  ó  muger:  é  el  que  esto  fecíere  ha  de  prometer  tres 

•cosas:  la  una  de  non  haber  propio et  este  prometimiento  dé* 

•helo  facer  por  carta,  cá  tomando  la  orden  et  faciendo  mayoral  á 


(i)  Ley2.Mít.  2.*,  lib.  5.*» 
í«)  Uy  U,lll.  6.Sy  IMít. 
(3j    Ley2.*,  tít.'7.%Parl.  \: 


5.^,Iib.  3. 
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•Otro  sobre  sí,  pierde  el  señorío  de  sus  cosas,  de  guisa  que  bod  hi 

)»poder  en  ellas  díd  eo  si  mesmo »  Más  adelante  se  dice  en  otra 

ley  (1)  que  «religiosa  vida  escogiendo  alguQ  horneé  alguna  muger 
)»de  facer,  así  como  entrando  en  alguo  monasterio...  este  a  tal  non 
»puede  facer  testamento > 

La  pragmática  de  Felipe  II,  espedida  en  12  de  julio  de  1561, 
que  declaró  ley  del  Estado  lo  dispuesto  en  el  Concilio  de  Treito» 
vino  á  sancionar  el  principio  consignado  en  la  sesión  25  del  mis* 
mo  (2),  que  prescribe  que  c  ningún  regular  de  cualquier  sexo  pue- 
de poseer  ó  tener  como  propios,  ni  aun  á  nombre  del  convento, 
bienes  muebles,  ni  raíces,  de  cualquier  calidad  que  fuesen.  •Como 
si  esto  DO  fuera  todavía  bastante,  publicóse  otra  pragmática  en  8 
de  agosto  ()e  1792  (3) ,  prohibiendo  á  los  religiosos  profesos  de 
ambos  sexos  suceder  á  sus  parientes  ab  intestato,  por  ser  tan 
opuesto  á  su  absoluta  incapacidad  personal  como  repugnante  á  su 
solemne  profesión,  en  que  renuncian  al  mando  y  tolos  los  dere- 
chos temporales. 

Pero  las  reformas  políticas  iniciadas  á  principios  del  siglo  faci- 
litaron el  paso  á  otras  ideas  en  oposición  á  las  que  habian  servido 
de  base  á  las  leyes  que  acabamos  de  analizar,  y  de  aquí  el  que  sus- 
tituyese un  nuevo  derecho  ai  anteriormente  establecido  acerca  de 
este  punto.  Durante  el  régimen  constitucional  de  1820  á  i8i3,  se 
espidió  un  decreto  por  las  Cortes  (4)  encargando  al  Gobierno  que 
protegiese  la  secularización  de  los  regulares.  Consecuencia  de  esto 
fué,  que  por  otro  decreto  de  28  de  junio  de  1822,  se  concediese  á 
«los  religiosos  secularizados  de  uno  y  otro  sexo,  la  habilitación  para 
adquirir  bienes  de  cualquiera  clase,  así  por  título  de  legítima,  como 
por  cualquiera  otro  de  sucesión,  i  Dsrogadas  quedaron  estas  dispo- 
siciones con  la  abolición  del  gobierno  representativo  en  1825,  vol- 
viendo las  cosas  al  mismo  ser  y  estado  que  antes  tenian;  mas  inau- 
gurada una  nueva  época  constitucional  en  1834,  tornaron  í  renacer 
las  idas  de  1820,  dando  origen  á  que  en  27  de  enero  de  1837  se 
restableciera  el  citado  decreto  de  26  de  junio.  Una  ley  de  29  de  ju- 
lio de  ese  mismo  ano  de  1837,  declaró  estinguidos  en  la  Península, 


(?) 


Ley  47,tft.  i.%Part.  6.*  * 

Cap  2,*,  De  regularibas, 

(3)  Es  la  ley  i7,  tít.  20.  lib.  10  de  la  Nov.  Reeop. 

(4)  1."  de  octubre  de  1820. 
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con  raras  escepciooes,  todos  ios  monasterios,  conveatost  colegios» 
coagregaciooes  y  demás  casas  de  religiosos  de  ambos  sexos,  adja- 
dicando  al  Estado  todos  sus  bienes  raices,  rentas,  derechos  y  ac* 
ciones;  diipooiéndose  al  propio  tiempo  que  gozasen  de  la  iestamen- 
tifaccion,  de  la  capacidad  para  adquirir  eatre  Tifos  ó  exUitamen' 
to  ó  ab-intestato,  y  de  los  derechos  civiles  que  corresponden ,  los 
eclesáásüeos  secolaf es,  los  religiosos  seoaiorisados  y  exclaustrados 
de  ambos  sexos  desde  que  salieron  de  los  coa? entos ,  y  ba  aonjaa 
que  contiwiaran  en  los  qne  qoedasen  abiertos.  Tal  era  la  legisla** 
eion  exisleote  al  publicarse  el  concordato  de  18!K ,  que  vino  k  es- 
tablecer un  nueve  orden  de  cosas  respedo  á  las  relaciones  entre  la 
Iglesia  y  el  EsUdo. 

Nos  hemos  detenido  de  propósito  en  examinar  estos  preceden- 
tes, porque  ellos  nos  han  de  servir  de  guia  en  la  resokicioii  del 
punió  ó  problema  jurídico  que  queda  apuatado  en  el  epígrafe. 
Ellos  QOB  revelan  desde  luego  el  pensamiento  que  presidiera  en 
la  respectiva  legislación  de  las  dos  épocas  enunciadas .  ei  fonda- 
meato  y  motivos  de  haber  adoptado  soluciones  tan  coatcarias 
y  antitécas.  Con  efecto ,  y  á  poco  que  se  reflexione  sobre  este 
pauto,  se  comprenderá  que  esas  dos  legislaciones  obedecían  á  dos 
prioeipios  distintos,  y  que,  por  lo  tanto,  distintas  tenían  que  ser 
también  las  consecuencias  que  de  los  mismos  se  derivasen.  La  uMt, 
aceptaudo  y  tomando  por  base  la  existencia  y  conservación  de  tas 
casas  y  congregaciones  religiosas,  declaraba  la  incapacidad  jurídi<> 
ca  de  sus  individuos  para  adquirir  y  poseer  bienes,  porque  el  go- 
ce de  los  derechos  civiles  era  incompatible  con  el  voto  de  pobreza  y 
con  las  obiigacioues  que  al  religioso  le  imponía  la  vida  del  claustro, 
y  porque  su  subsistencia  estaba  además  asegurada  en  el  convento 
ó  monasterio  á  qae  pertenecía.  La  otra  les  otorgaba,  por  el  contra* 
rio,  todos  esos  derechos  porque,  una  vez  decretada  la  seculariza 
cioa  y  exclautracion,  el  religioso,  volviendo  al  seno  de  la  sociedad 
civil,  quedaba  privado  de  las  .^rantfas  bajo  cuyo  amparo  ingresó 
en  el  respectivo  convento  ó  monasterio,  y  relevado  en  cierto  modo 
de  los  deberes  qoe  contrajera  al  tiempo  de  la  profesión;  y  en  esto 
estado,  tal  vez  se  vería  en  la  triste  necesidad  de  mendigar  el  pre* 
ciso  sustento.  A.ote  tan  dolorosa  perspectiva,  la  ley  no  podía  menos 
de  reconocer  que  no  había  ya  térraiaos  hábiles  para  imponer  al  re- 
ligioso la  observancia  del  voto  de  pobreza,  y  que ,  rotos  ya  los  vín- 
culos que  le  unían  á  la  casa  ó  comunidad  á  que  se  hubo  afiliado, 

TOMO  XXVII.  SO 
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DO  había  íqcoq veniente  alguno  para  que  en  la  sítaacioa  á  que  que- 
daba reducido  ejerciese  la  plenitud  de  los  derechos  civiles.  La  lógi- 
ca »  la  equidad  y  la  justicia  aconsejaban  por  lo  tanto  que  se  revis- 
tiese al  religioso  con  la  capacidad  jurídica  necesaria  para  adquirir 
toda  clase  de  bienes,  y  trasmitirlos  por  todos  los  medios  otorgados 
á  los  demás  miembros  de  la  sociedad. 

Sentadas ,  pues ,  estas  conáideraciones,  pasemos  ya  i  examinar 
la  presente  materia  en  sus  relaciones  con  el  Concordato  de  1881. 
En  nuestro  concepto,  este  convenio  no  ha  derogado  en  manera  al- 
guna las  disposiciones  legislativas  de  26  de  junio  de  1822,  y  29 
de  julio  de  1837,  por  lo  que  hace  ¿  los  religiosos  exclaustrados  y 
secularizados;  y  en  su  consecuencia,  somos  de  opinión  que  estos  in- 
dividuos gozan  en  el  dia  de  la  plenitud  de  derechos  civiles  que 
respectivamente  les  concedieran  aquellos  decretos.  Nos  inclina  á 
pensar  asi  el  que  esos  religiosos  continúan  en  el  dia  en  la  misma  si- 
tuación que  se  tuvo  en  cuenta  para  concederles  la  capacidad  civil 
para  adquirir  y  poseer  bienes.  Existiendo,  pues,  las  mismas  causas 
y  razones  que  entonces,  no  puede  ser  aplicable  respecto  de  ellos 
otra  legislación  que  la  referida. 

Mas  en  cuanto  á  los  religiosos  do  uno  y  otro  sexo  que  viven  en 
clausura,  y  sometidos,  por  lo  tanto,  á  las  reglas  de  su  orden,  la 
cuestión  varía  completamente  de  aspecto.  Su  situación  es  entera- 
mente  distinta  de  la  de  los  exclaustrados  y  secularizados,  como  des- 
de luego  se  deja  comprender;  y  en  esta  atención,  no  nos  parece  ló- 
gico se  les  considere  comprendidos  en  las  prescripciones  de  los  de- 
cretos de  1822  y  1837.  El  articulo  45  del  Concordato  de  185!  de- 
clara derogadas  y  revocadas,  en  euanlo  á  él  se  opongan^  todas  las 
leyes,  órdenes  y  decretos  publicados  ames  de  aquella  fecha;  dispo- 
sición que,  en  nuestro  sentir,  ha  venido  á  dejar  sin  efecto  las  dos  re. 
soluciones  indicadas  relativamente  á  esos  individuos,  como  procura- 
remos demostrar.  Con  efecto;  los  artículos  29  y  30  del  propio  Con- 
cordato, después  de  determinar  lo  conveniente  para  la  constitución 
y  conservación  de  varías  casas  de  regulares,  previenen  que  no  se 
proceda  á  la  profesión  de  ninguna  religiosa  sin  que  se  asegure  an- 
tes su  subsistencia  en  debida  forma,  añadiéndose  en  el  35  que  el 
Gobierno  proveerá  por  los  medios  mas  conducentes  á  la  subsistencia 
de  las  casas  y  congregaciones  religiosas  de  que  habla  el  art.  29;  y 
que  en  cuanto  al  mantenimiento  de  las  comunidades  se  observe  lo 
dispuesto  en  el  art.  30.  Declárase  también  en  el  43,  que  todo  lo 
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demás  pertenedenfe  á  personas  ó  cosas  eciesiástieas,  sobre  lo  que 
00  se  provee  eo  los  anteriores  artículos,  será  dirigido  y  administra- 
do según  la  disciplina  de  la  Iglesia  canónicamente  vigente.  Ahora 
bien;  lo  qne  de  semejantes  disposiciones  se  deduce  es,  que;  en  la 
mente  de  sus  autores  no  entró  la  idea  de  que  ios  individuos  de  esa» 
casas  ó  comunidades  gozasen  de  los  derechos  civiles  para  adquirir 
ó  poseer  bienes,  porque  imponiéndose  por  una  parte  el  Gobierno  la 
obligación  de  proveer  á  la  subsistencia  de  algunas  de  ellas,  y  pre- 
viniéndose además  que  no  se  proceda  á  la  profesión  de  otros  reli- 
giosos sin  que  se  asegure  antes  su  subsistencia,  implícitamente  se 
vino  á  declarar  y  reconocer  que  esos  individuos  quedaban  incapa- 
citados para  gozar  de  aquellos  derechos,  y  que,  respecto  de  los  mis- 
mos debian  considerarse  derogados  los  decretos  de  ÍHÜ  y  1837. 
Ni  pudiera  ser  otra  cosa;  porque  si  el  Gobierno  en  unos  casos,  y 
esos  mismos  individuos,  en  otros,  al  tiempo  de  profesar,  tienen  que 
proveer  lo  necesario  para  asegurar  su  subsistencia,  claro  es  que  ba 
cesado  la  razón  para  disfrutar  de  los  derechos  civiles  antes  indica- 
dos, que  no  hay  términos  hábiles  para  que  se  conñdere  subsistente 
la  habilitación  concedida  por  el  art.  38  de  la  ley  de  29  de  julio  de 
4837.  Las  consecueacias  de  esa  habilitación  se  oponen,  pues,  al  es- 
píritu del  Concordato,  puesto  que  en  él  se  restablece  la  disciplina 
canónica  vigente  relativa  á  este  asunto,  la  cual  inhabilita  al  religio- 
so para  adquirir  y  poseer  bienes,  al  menos  mientras  se  halle  en  e^ 
claustro  y  sujeto  en  un  todo  á  las  reglas  de  su  orden,  para  cuyo  ca- 
so se  estableció  precisamente  esa  incapacidad.  Además,  ¿no  es  á 
todas  luces  incompatible  la  vida  claustral  y  religiosa  con  el  ejerci- 
cio de  los  derechos  civiles  que  trae  consigo  la  posesión  de  bienesf 
El  que  ha  hecho  un  voto  de  pobreza  renunciando  al  mundo  y  á  to- 
das sus  temporalidades;  el  que  ha  prometido  una  obediencia  ca^ 
ciega  á  su  superior,  ¿cómo  podrá  presentarse  en  el  seno  de  la  so- 
ciedad á  ejecutar  actos  de  adquisición  ó  traslación  de  bienes?  No  le 
colocarian  esos  actos  en  oposición  coa  sus  votos  y  en  una  situación 
anómala  respecto  de  los  superiores?  Es  evidente  que  si.  El  objeto  y 
tendencias  del  Corcordato  no  ha  podido  ser  el  de  otorgar  esa  capa- 
cidad jurídica  á  dichas  personas,  porque  de  nada  hubiera  servi- 
do entonces  sancionar  la  constitución  y  conservación  de  ciertas^ 
órdenes  religiosas  y  la  vida  regular,  restableciendo  al  efecto  la 
disciplina  canónica  vigente,  una  vez  efectuada  la  profesión,  co- 
mo qne  ésta  ha  de  traer  consigo  la  seguridad  de  la  snbsistem  ía 
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^1  religioso,  ya  por  iaá  reolas  ó  emolumeiitod  qae  éste  mismo 
destine  previamente  para  dicho  fin  eo  el  espediente  respectivo» 
ya  por  la  dotación  que  haya  señalado  el  gobierno  á  la  casi  ó 
comunidad  en  qne  ingrese,  aquel  no  puede  corr^  el  riesgo  y 
eveatwtlidad  de  tener  q«e  acudir  para  st  sustentación  i  los  demás 
medios  concedidos  á  los  ciudadanos,  ó  mendigar  en  caso  contrarío 
lo  indispensable  para  las  necesidades  de  la  vida.  Todas  estas  consi* 
deracíones  nos  inducen,  pues,  á  creer  que  los  religiosos  de  uno  y 
otro  sexo,  asf  los  que  hayan  hecho  la  profesión  después  de  publica- 
do el  Concordato,  como  les  que  la  llevaron  á  cabo  con  anterioridad 
ai  mÍ8«o,  están  incapacitados  para  adquirir  bienes  de  cualquiera 
clase  mientras  vivan  en  clausura,  y  sujetos  á  las  reglasé  institutos  de 
su  orden. 

Acusa  se  opondrá  contra  esto  la  sentencia  de  4  de  octubre 
^e  1860  pronunciada  por  el  Supremo  Tribunal  de  itsticia  en  re- 
curso de  casación  interpuesto  contra  un  Tallo  de  la  Real  Audiencia 
de  Cáceres.  Pero«  ó  mucho  nos  equivocamos,  ó  se  nos  figura  que  el 
fundamento  de  dicha  sentencia  puede  muy  bien  concillarse  con  la 
doctrina  que  dejamos  sentada*  Yeámosio.  Al  entablar  aquel  recur^ 
so  se  creyó  por  los  respectivos  interesados  que  se  habían  infringí^ 
do  por  el  Tribunal  Superior  los  artículos  30,  36  y4i  del  concordato 
de  1851.  El  Tribunal  Supremo  declaró  sin  emtÑirgo  que  no  habia 
lugar  al  recurso  de  casación  int^puesto:  cconsideraüdo  que  los  ar- 
•tícnlos  del  concordato  invocados  como  fundamento  de  aquel^  no 
•introducen  novedad  alguna  relativa  á  la  capacidad  de  adquirir  los 
•regulares  como  individuos,  porque  limitándose  los  citados  articu- 
lólos á  consignar  la  manera  en  que  el  gobierno  ha  de  atender  á  la 
•subsistencia  de  las  comunidades  religiosas ,  el  modo  de  adquirir 
»como  ules  comunidades,  y  á  sancionar  el  respeto  á  la  propíedml 
«que  adquieran,  no  derogan  el  articulo  38  de  la  ley  de  ^  de  julio 
>de  1837,  que  concedió  á  los  regulares  el  derecho  de  sucesión  en  los 
•bienes  hereditarios.»  Nótase,  pues,  en  este  eenrideroíido ,  daico 
que  sirvió  de  fundamento  á  aquel  fallo,  que  ese  alto  y  respetable 
Tribunal  se  limitó  esclusivamente  á  declarad  que  la  casación  de  la 
sentencia  del  inferior  no  podía  apoyarse  en  los  artfoubs  del  con- 
cordato que  se  invocaban  como  fundamento  y  se  consideraban  in- 
fringidos: pero  esto  no  obsta  para  que  por  otros  articules  del  propio 
convenio  se  entienda  derogada  la  citada  ley  del  37,  tales  como  d 
43  y  45  qne  antes  hemos  espuestd,  y  que  si  se  hubieran  alegado 
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como  fundamento  de  la  casación,  hubieran  tal  vez  hecho  variar  la 
parte  dispositiva  y  doctrinal  de  la  sentencia,  11  Tribunal  Suprema 
no  podía  estenderse  á  otros  artículos  del  Concordato,  tenia  que  con- 
cretarse esclusivamente  á  los  invocados  en  apoyo  del  recurso;  y  en 
este  concepto,  no  cabe  considerar  resuelto  ya  de  todo  punto  por 
ese  fallo  el  problema  jurídico  de  que  nos  venimos  ocupando.  A 
nosotros  nos  parece  que  aun  no  está  bien  determinada  la  jorispru* 
dencia  sobre  este  punto.  ínterin  no  recaiga  una  sentencia  del  misma 
tribunal  que  abrace  á  la  vez  los  citados  artículos  43  y  45,  mientras 
no  se  declare  en  ella  terminantemente  que  no  ha  sido  derogado  por 
los  mismos  el  artículo  88  de  la  ley  del  37,  seguiremos  pensando  de 
la  manera  que  dejamos  espuesta. 

No  queremos  sellar  la  pluma  sin  hacer  una  declaración.  41  con- 
signar las  anteriores  observaciones,  mas  bien  que  á  hacer  públicos 
noesiroa  juicios,  de  cuyo  acierto  no  respondemos  por  la  desconSan- 
zt  que  nos  inspira  nuestro  limitado  alcance,  nos  hemos  propuesta 
llamar  la  atención  de  otras  personas  más  autorizadas  que  nosotros 
en  la  dencia,  para  que  con  sus  superiores  luces  y  elevado  talenta 
Tengan  á  ilustrar  el  debate.  Así»  pues,  rectificaremos  con  gusta 
jinestra^  opiniones»  luego  que  veamos  algún  adversario  de  ellas  que 
JMs  demuestre  el  error  en  qne  estamos. 

ü  SanUreB. 
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Acusación  pronunciada  en  la  cauca  criminalf  seguida  contra  Cláuiio 
Feliu  y  FontanUls ,  sobre  usurpación  del  estado  civil  de  D,  Cláudk 
de  FontanellaSf  ante  la  Excma.  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona^  en  grado  de  revista^  por  el  Sr.  Fiscal  de  S.  M.  D.  Dembtkm 
deVillalaz  (1). 

(Continateion.) 

Se  ha  dicbo  tainbieo  que  algunos  de  los  testigos  que  en  el  sumario  di- 
jeron que  no  reconociaQ  al  procesado  porD.  Claudio  Pontanellas,  espresa- 
roD  en  el  plenario,  al  ratíñcarse,  que  antes  de  prestar  su  declaración  le  ba- 
bian  reconocido  y  tenido  por  tal.  Refiérese  esto  á  1).  Juan  Freixery  D.  Sal- 
vador Aroniir:  pero  sin  masque  leersus  declaraciones, se  persuadirá  V.  E. 
deque  no  es  exacto.  Oijoel  primero  al  Í6\\o  373, que,  (cauoqueá  primera  vis- 
ta no  le  pareció  reconocer  en  el  procesado  á  D.  Claudio  Fontanellas,  como 
don  Lamberto  se  lo  presentó  como  su  hermano,  no  creyó  poder  decir  que 
DO  lo  era,  pues  tal  podía  haber  sido  su  variación.»  El  no  haberle  reconoci- 
do á  primera  vista,  y  el  creer  que  no  podia  decírque  no  lo  era,  porque  Don 
Lamberto  se  lo  presentó  como  su  hermano  y  porque  tal  podia  haber  sido 
su  variación,  ¿signiücará  que  el  testigo  Je  reconoció?  El  segundo,  folio  370, 
ilíjo:  «que  en  los  días  en  que  el  procesado  estuvo  en  casa  de  D.  Lamberto 
Fontanellas,  le  acompañó  al  teatro  y  á  la  torre  de  Sarria,  y  en  los  tres  pri- 
meros siguientes  á  su  llegada  manifestó  á  algunas  personas  que  era  ber-- 
mano  de  D.  Lamberto,  pero  no  posteriormente.»  Yo  bien  sé  que  las  pala- 
bras pueden  interpretarsii,  y  no  .disputo  al  abogado  defensor  el  derecho 
de  considerar  como  un  reconocimiento  las  manifestaciones  que  en  los  pri- 
meros diasde  la  llegada  del  procesado  hizo  el  testigo  á  esas  personas;  pero 
advierta  V.  E.  que  D  Salvador  Aromir,  amigo  íntimo  que  habia  sido  de 
D.  Claudio  Fontanellas,  estaba  en  buenas  relaciones  con  el  marqués,  j  no 
parece  que  debiera  ser  él  quien  fuera  á  poner  á  este  en  ridículo,  diciendo 
á  los  demás  que  tenia  en  su  casa  y  consideraba  como  su  verdadero  herma- 
no auna  persona  que  no  lo  era.  Por  los  respetos  y  consideracisnes  que  el 
testigo  debia  á  la  lamilia  de  Fontanellas,  se  esplica  muy  bien  su  declara- 
ción; y  de  todas  maneras,  suponiendo  que  reconociera  al  procesado  al  prin- 
cipio, lo  cual  no  es  cierto,  pues  el  testigo  jamás  dijo  que  le  hubiera  reco- 
Dociao,  si  después  tuvo  motivos  racionales  para  convencerse  de  lo  contra- 
rio, no  ha  faltado  á  la  religiosidad  del  juramento. 

También  se  ha  dicho,  «que  Doña  Bernarda  Prim  y  D.  Luis  Sala  reco- 
nocieron al  procesado  por  D.  Claudio  Fontanellas,  aun  cuando  han  mani- 
festado lo  contrario  en  sus  declaraciones;»  pero  tampoco  esto  es  exacto.  La 
primera  habia  estado  por  espacio  de  cuarenta  y  dos  anos  en  la  casa  de 
Fontanellas:  habia  visto  nacer  al  D.  Claudio,  y  cuando  supo  la  llegada  del 
joven  de  Buenos  Aires,  pasó  á  visitarle  poseída  de  gozo.  Al  preguntar  por 
él,  dice  la  testigo,  la  salió  al  encuentro  y  se  la  echó  en  los  brasos.y  ao^ 
mo  habia  escasa  Ium  en  la  sala ,  no  dudó  que  era  el  verdadero  D,  c'/du- 

(1)    Véase  li  p%.  86  de  este  toao. 
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4io:  pero  repuesta  de  aqueüa  emoción ,  echó  de  ver  una  notable  vario- 
don  en  sus  fcuxiones^  que  el  procesado  dijo  era  efecto  de  lo  que  habia 
sufrido;  lo  cual  no  la  pareció  estraño  después  de  tantos  años  de  ausencia: 
que  le  HíüíIó  de  varios  hechos  é  incidentes  ocurridos  en  la  farntlia^  á  los 
cuales  no  daba  conteHacion  y  particularmente  al  encargo  que  para  él  la 
habia  hecho  su  madre  moribunda^  cuyas  últimas  palabras  le  repitió  sin 
que  le  hiciesen  la  menor  impresión,  por  lo  cual  quedó  medio  dudosa  de 
que  fuese  realmente  el  desaparecido  á  no  haber  olvidado  con  el  tiempo 
toda  clase  de  sentimientos  de  familia :  que  luego  suno  que  otros  habian 
dudado  por  distintas  razones  y  que  á  ella  no  la  queaaba  duda  de  que  no 
era  el  verdadero  />.  Claudio.  Poco  mas  ó  menos,  en  los  mismos  términos, 
declara  D.  Luís  Sala,  quien  dice:  qíM  por  las  facciones  y  sin  ningún  an- 
tecedente de  su  llegada  no  hubiera  reconocido  en  el  procesado  á  D.  Clau- 
dio Fontanellas;  y  que  aun  cuando  por  haber  sido  abrazado  por  él  y  por 
lo  que  veia  en  los  demás  se  inclinó  á  creer  que  lo  fuera,  las  contradiccio- 
nes é  inconsecuencias  en  que  incurria,  le  obligaron  á  concebir  sospechas, 
aun  cuando  no  se  atrevió  á  variar  de  opinión,  atendidas  la  gravedad  y 
consecuencias  que  podia  tener  un  concepto  equivocado,  declarando,  en 
fin,  bajo  juramento,  que  cree  y  considera  que  no  es  el  verdadero  D.  CÍáU' 
dio.  Vea  Y.  E.  si  del  resultado  de  estas  declaraciones,  en  que  lo  único  que 
aparece  claro  son  las  dudas  de  esos  testif*os,  dudas  que  apenas  se  atreviaa 
á  concebir'y  menos  á  manifestar  por  lo  delicado  que  era  el  asunto;  y  si  de 
haberse  dejado  abrazar  por  el  procesado,  á  quien  fueron  á  visitar  en  el 
concepto  de  que  era  D.  Claudio  Fontanellas ,  se  deduce  en  manera  alguna 
la  prueba  de  un  verdadero  y  concienzudo  reconocimiento. 

¿Y  quiénes  son  los  testigos  que  en  el  plenario  fffirmaron  que  el  proce- 
sado era  D.  Claudio  Fontanellas?  Dos  mozos  de  café,  que  se  contradicen 
uno  al  otro  en  la  razón  que  dan  de  su  dicho:  una  camarera  de  la  casa  de 
Fontaúellas,  que  los  desmiente  á  ambos:  un  criado  de  la  misma  casa,  que 
io  asegura  por  haberle  servido  en  los  años  44,  45  y  parte  del  46,  siendo 
a9Í  que  D.  Claudio  desapareció  en  1845  :  un  Juan  Ballescá,  que  no  tiene 
mas  razón  para  ello  que  la  de  haber  dicho  su  nombre  al  procesado  y  liaber 
contestado  éste  que  lo  recordaba:  un  cochero,  que  dice  haber  conducido  á 
D.  Claudio  á  tomar  los  baños  de  Caldas  :  un  mozo  que  llevó  tres  cartas  á 
Sarria,  donde  vio  al  D.  Claudio  en  la  torre  de  su  padre ,  aunque  sin  ha- 
blarle, y  que  no  puede  determinar  sus  señas:  dos  pobres  mujeres,  á  quie- 
nes se  hizo  pasar  por  la  indecencia  de  reconocer  al  procesado  desnudOi 
Sara  venir  á  declarar  después  gue  tenia  los  mismos  accidentes  físicos  aue 
).  Claudio  Fontanellas,  lo  cual  no  les  costaría  mucho  trabajo;  y  en  nn, 
afgunos  otros  testigos  de  la  misma  importancia,  de  idéntica  clase  y  de 
igual  veracidad. 

¿Y  quiénes  son  los  testigos  gue  declararon  en  favor  del  procesado  en 
la  tercera  instancia?  De  los  veintiocho  presentados,  solo  diez  y  seis  asegu- 
ran que  es  D.  Claudio  Fontanellas;  y  con  solo  conocer  su  posición  social, 
lendrá  V.  E.  lo  que  necesita  para  poder  caliGcarlos.  Son:  una  sirvienta; 
un  zapatero;  una  revendedora;  un  hojalatero;  una  propietaria,  amanee* 
bada  con  un  tal  Hugnet,  según  ella  misma  declara;  una  mujer  dedicada  á 
las  labores  de  su  sexo;  un  tejedor  de  velos;  un  albañil;  una  billera;  un 
liortelano  y  basurero  que  limpiaba  la  basura  déla  casa  de  Fontanellas;  una 
carnicera;  un  pastor;  una  verdulera;  un  mozo  de  servicio  y  un  peón  de 
albafíil. 

Nada  está,  Señor,  mas  distante  de  mí  ánimo  que  el  ofender  á  persona 
alguna,  ni  el  desdeñarla  por  la  posición  que  ocupe,  sea  esta  la  que  quiera. 
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SA  también  qae  la  rerdad  oo  es  patrímooia  de  clases  determiaadiBy  y  qir* 
desde  el  aJcizar  de  los  Reyes  hasla  la  cabana  de  los  pastores  puede  eocoo* 
trarse  la  verdad  y  quíeo  la  diga.  ¿Pero  son  esos  iestisos  los  que  debían 
reconocer  en  el  procesado  á  D.  Claudio  Pontanellas,  hijo  del  Marones  de 
eete  nombre,  que  era  al  mismo  tiempo  el  m^s  opulento  baoauero  de  Bnr- 
oelona?  ¿Por  qué  no  se  buscaron  los  testigos  entre  los  individuos  de  su  fa- 
milia, y  entre  las  personas  con  quienes  D.  Claudio  estaba  y  debia  estar 
raas  íntimarneute  relacionado?  Poraue  se  bufa  de  la  rerdad;  porque  los 
bmcadores  de  testigos  sabían  sin  duna,  y  no  debían  dudarte,  que  el  proce- 
fado  no  era  D.  Claudio  Fontanellas. 

No  me  propongo  molestar  la  atención  de  la  Sala  ocupándome  de  lo» 
pormenores  ridícuTos  de  sus  declaraciones,  y  eso  que.de  esta  aaanera  rae 
sería  muy  lácil  demostrar,  como  be  dicho  al  principio ,  que  los  testigos  d^ 
la  defensa  han  sido  ? isiblemente  seducidos  é  alucinados:  me  basta  con  la 
comparación  que  he  bedio  entre  ellos  y  los  de  la  acusación  para  probar 
que  no  existe  la  igualeza  que  requiere  la  ley  para  poder  juzjgar  ñor  el 
número;  y  que  st  la  cuestión  de  identidad  que  se  debate  hubiera  de  re- 
eel?erse  ^r  la  prneba  testifical,  su  fiíllo  uo  podría  ser  favorable  al  proce- 
sado. 

Penetró  después  la  defensa  en  el  campo  de  las  probabilidades,  y  tam- 
bién la  acusación  puede  seguirle  en  él  con  grandes  vent2\jas.  Decíase  qu& 
la  mejor  proeba  de  que  el  procesado  no  era  criminal ,  estaba  en  que  no  se 
Inbia  fugado  de  la  cárcel,  cuando  tan  fácil  le  hubiera  sido  hacerlo;  pero 
conociendo  sin  duda  la  imputación  grafUima  que  estas  palabras  entraña- 
ban contra  el  Alcaide ,  vino  después  á  rectificarlas  y  á  nacernos  conocer 
que  con  ei  procesado  s# ejercía  la  misma  vigilancia  que  con  los  demás 
presos,  y  por  consiguiente,  sí  permanedaen  la  cárcel,  no  era  eotertroenta 
ñor  su  voluntad,  sino  porque  no  podía  quebrantar  su  prisión.  Tangen  se 
4íjo:  que  se  habki  propuesto  al  procesado  un  proyecto  de  fuga;  pero  por  le 
^to,  todo  se  redujo,  según  el  mismo  manifestó  a  su  defensor,  a  que  se  le 
Imbía  acercado  una  persona  diciéodole  que  tenía  un  plao,  pero  sin  mani- 
festarle cuál  fuese. 

Y  eu  cambio,  ¡cuántas  y  cuántas  probabilida(ies  nos  ofrece  la  conduc- 
ta del  procesado  para  conocer  que  no  es  D.  Claudio  FontanellasI  Ta  he  di* 
ciho  á  V.  E.  que  ignoraba  el  apeHido  de  su  madre;  fampoco  sabe  escribir 
el  de  su  padre;  y  enumerando  los  individuos  de  su  lamilia,  se  olvida  de 
una  de  sus  hermanas  que,  á  ser  D.  Claudio  Fontanellas,  se  hubiera  criado 
con  él.  «Gsto  no  le  sucede  aun  fkrsante,»  dice  la  defensa :  ¿pero  le  suce- 
dería al  procesado  si  fuera  D.  Claudio  Fontanellas? 

Este  hombre  se  encontraba  en  América^  miserable,  en  el  mayor  aban- 
dono, sÍD  tener  siquiera  camisa  que  ponerse ;  y  sin  embargo,  sabiendo  I» 
muerte  de  D.  Francisco  Fontanellas  y  que  siendo  su  hijo  debia  haber  he- 
redado cuantiosos  bienes,  ni  escribe  á  su  familia,  ni  envía  siquiera  un  po- 
der para  reclamar  su  herencia ,  ni  pide  los  socorros  que  tanto  necesitaba 
en  su  situación.  Y  no  se  diga  que  todo  esto  lo  hacia  por  resentimientos 
que  animaba  contra  su  supuesto  padre ,  porque  con  sus  hermanos  nin- 
guno podía  tener.  Y  que  la  verdadera  causa  dfe  su  silencio  debia  ser  él  que 
el  mismo  no  se  consideraba  D.  Claudio  Fontaoelhis,  ni  coa  derecha  alguno 
por  consiguiente  á  la  herencia  de  éste  lo  prueba  el  que,  á  las  primeras  in- 
dicaciones que  le  hizo  el  piloto  del  paquete  Puerto^Rico  de  que  debía  ve- 
nir á  distrutarla,  se  puso  inmediatamente  eo  camino. 

Llegó  á  Barcelona  y  fué  recibido  en  la  casa  del  Marqnés  de  Fontanellas 
«orno  su  verdadero  hermano,  pero  á  los  ocho  días  se  vé  laniado,  por  lo 
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qa%  96  llama  codicia  de  sus  parientes,  de  la  misma  casa  de  sus  padres  j 
sumido  eo  una  cárcel.  En  aquella  misma  casa  y  á  presencia  del  procesada 
se  instruyeron  algunas  diligencias  del  sumario:  y  si  fuera  I).  Claudio  Fon- 
tanellas/¿ntj  es  de  creer  que  hubiera  protestado  enérgicamente,  j^  que 
animado  por  la  memoria  de  sus  padres,  por  los  recuerdos  de  su  nmez  y 
hasta  por  el  sentimiento  íntimo  de  sus  derechos  y  de  su  propia  dígnída(C 
hubiese  resistido  á  la  violencia  que  con  él  se  ejercía^  haciendo  uso  hasta 
de  los  muebles  que  tenia  á  la  mano?  Pues  todo  al  contrario,  Señor;  est& 
hombre,  durante  algunos  instantes  que  se  esperó  la  llegada  délos  Mar- 
queses de  Villamediana  que,  como  inmediata,  babia  anunciado  el  telégrafo 
se  durmió  profundamente  en  un  sofá  y  estaba  roncando  cuando  hubo  aue 
despertarle  para  ver  si  aquellos  le  reconocían  como  su  hermano  don 
Claudio. 

Las  probabilidades  todas  están  en  contra  suya;  pero  sí  de  ellas  pres- 
cindimos, ¿qué  es  lo  que  encontramos  en  la  causa?  Que  el  Marqués  de 
Fontanelías,  que  al  principio  le  reconoció  como  su  hermano,  dudó  des- 
pués y  ha  concluido  por  mostrarse  parte  pidiendo  á  V.  C.  que  declaro  que 
no  lo  es;  que  todos  los  individuos  de  esa  familia,  los  mas  antiguos  depen- 
dientes de  la  casa,  los  amigos  mas  íntimos  del  D.  Claudio,  sus  maestros,, 
sus  condiscípulos,  y  las  personas,  en  íin,  con  quienes  mas  en  contacto  le 
ponían  su  edad  y  su  posición,  declaran  que  no  es  D.  Claudio  Fontanellas;^ 
que  el  procesado  no  reúne  condición  alguoa  de  las  indubitablemente, 
constitutivas  de  la  personalidad  del  mismo  D.  Claudio;  y  que,  á  juzgar  por 
sus  propias  declaraciones  que  mientras  este  se  encontraba  en  Barcelona  eo 
poder  ae  sus  secuestradores,  el  procesado  estaba  en  Buenos  Aires  sir- 
viendo en  casa  de  un  D.  Ceferino.  ¿Es  este  hombre  D.  Claudio  Fontane- 
lías? ¿puede  siquiera  serlo?  Y  cuando  la  imposibilidad  está  demostrada» 
¿lo  haorá  de  ser  porque  así  lo  declaren  vanos  testigos,  algunos  de  lo» 
cuales,  por  la  dificultad  que  han  mostrado  en  precisar  sus  señas,  es  de- 
presumir  que  ni  aun  de  vista  le  conocían? 

Descanso. 

ExcMO.  Sr.: 

Ayer,  al  esponer  el  plan  que  me  proponía  seguir  en  mi  discurso,  tuve 
el  honor  de  manifestar  á  V.  E.  que  procuraría  demostrar,  como  creo  ha- 
berlo conseguido,  que  el  pocesado  no  es,  ni  puede  ser  D.  Claudio  Fonta- 
nelías. Paso  ahora  a  justiticar  el  procedimíeolo  y  á  purificarle  de  los  vicios 
que  caprichosamente  se  le  atribuyen,  demostrando  la  improcedencia  dt  la 
pretensión  de  nulidad  en  ^ue  tan  persistente  se  muestra  la  defensa.  Parcí 
Y.  E.  que  conoce  todos  los  mcidentes  que  se  han  promovido  en  esta  causft 
así  como  en  la  forma  en  que  se  han  sustanciado  y  su  resolución,  no  dejara 
de  ser  estreno  que  por  Ja  defensa  se  insiga  on  solicitar  la  nulidad  áef 
procedimiento. 

Ya  en  la  primera  instancia  se  hizo  esta  solicitud,  fundándose  el  de-» 
fensor  del  procesado  en  que,  por  delitos  que  afectan  al  estado  civil  de  h^ 
personas,  no  puede  procederse  criminalmente.,  sin  que  en  el  correspon- 
diente juicio  civil  se  decida  previamente  sobre  la  reclamación  del  estado^ 
civil.  El  Juez  declaró  no  haber  lugar  á  esa  pretensión,  que  se  sustanció  en 
un  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  y  la  Sala  confirmó  esta 
providencia,  apelada  por  el  procesado. 

En  la  segunda  instancia  se  solicitó  de  nuevo  ía  nulidad  por  otro  aboga- 
do que  es  la  primera  había  aceptado  ya  el  procedimiento  criminal,  al  cual 
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ntribuía  vicios  qae  la  justificaban  en  su  concepto:  también  se  fbrnfió  en- 
tonces arlículo  de  previo  y  especial  pronunciumiento.  y  la  Sala  declaró 
no  haber  lu^ar;  siendo  también  conñrmada  aquella  providencia,  de  que  se 
interpuso  suplica  por  parte  del  procesado.  Llegó  la  tercera  instancia,  y  sin 
duda  no  se  quiso  aue  fuera  de  peor  condición  que  sus  antepasadas:  volvió 
á  promoverse  en  ella  la  pretensílon  de  nulidad,  si  bien  en  forma  de  decli- 
natoria, y  se  desestimó  por  sentencias  de  vista  y  de  revista. 

Creo  yo  que,  ó  las  ejecutorias  no  son  ya  ejecutorias,  ni  tienen  la  fuerza 
de  definir  los  incidentes  en  que  se  dictan,  y  las  leyes  de  donde  reciben 
esa  fuerza  nó  deben  ya  observarse  como  leyes,  ó  en  otro  caso  el  abordo 
defensor  falta  á  sus  deberes  alegando  y  soiicilando  contra  la  disposición 
clara  y  terminante  de  las  mismas.  Üecia  si  embargo  este  abogado  que.  al 
sostener  el  Fiscal  de  S.  M.  que  las  sentencias  interlocutorias  tenian  carác- 
ter de  definitivas ,  se  mostraba  i^^^norante  del  derecho  y  de  una  ley  de 
Partida,  según  la  cual,  los  autos  ínterlocutorios  pueden  revocarse  hasta 
Ja  sentencia.  No  niego,  ni  desconozco  la  existencia  de  esa  ley;  ;pero  sé 
también  que  en  ella  se  consigna  un  principio  general  que  luego  se  desen- 
vuelve en  otras  Leyes,  donde  el  juzgador  debe  formar  su  criterio  para 
poder  hacer  discretas  aplicaciones  de  este  principio.  Cierto,  que  los  autos 
ínterlocutorios  que  &on  de  mera  sustanciacion,  no  son  siquiera  apelables; 
pero  los  que  causan  estado  y  pueden  producir  perjuicio  irreparable,  tienen 
ya  distinto  carácter.  Estos  autos  se  dictan  oroinariamenle  en  incidentes 
que  se  sustancian  con  entera  independencia  de  la  causa  principal,  que 
entre  tanto  queda  suspendida,  y  son  tan  definitivos,  como  lo  es  la  senten- 
cia en  que  se  resuelve  acerca  del  fondo  de  la  cuestión  En  las  mismas 
lovos  de  la  Partida  3.*  ha  podido  ver  el  abogado  defensor  esta  doctrina; 
pero  á  mayor  abundamiento  yo  le  citaré  la  Ley  23,  tít.  20,  líb.  i  t  de  la 
Novísima  Recopilación  donde  se  encuentra  acaso  mas  terminantemente 
consignada.  áEstabíecemos  -  dice  —  que  de  las  sentencias  interlocuto- 
rias no  haya  alzada,  y  que  los  Juzgadores  no  la  otorguen,  ni  la  den; 
salvo  si  !as  sentencias  interlocutorias  fueren  dadas  sobre  defensión  pe- 
rentoria, ó  sobre  algún  artículo  que  haga  perjuicio  en  el  pleyto  princi- 
pal, etc  » 

El  Sr.  Escricbe^  comentando  estas  leyes,  dice  también:  míe  la  sen- 
tencia interlocutoria  puede  revocarse  antes  de  la  definitiva,  á  no  ser  que 
la  confirme  ó  revoque  el  superior:  que  para  dar  la  definitiva,  se  han  de 
citar  las  partes,  pero  no  para  dar  la  interlocutoria,  á  no  ser  que  tenga 
fuerza  de  definitiva:  ó  sea  de  mucha  entidad  y  pueda  causar  grave  per^ 
juicio:  que  tiene  fuerza  de  definitiva  la  que  surte  el  efecto  de  tal  y  pone 
fin  á  la  instancia  ó  incidente,  como  por  ejemplo,  la  que  termina  el  oficio 
del  Juez;  la  que  define  algún  articulo  sustancial  del  negocio  principal; 
la  que  desecha  algunas  pruebas  sin  las  cuales  no  puede  acreditar  su 
derecho  el  que  intenta  hacerlas,  y  otras  semejantes. 

Ya  vé,  pues,  la  Sala  que  yo,  conociendo  h  regla  general  establecida  en 
la  Ley  que  nos  citó  el  abogado  defensor,  no  ignoraba  las  aclaraciones  j 
escepciones  que  de  ella  se  hacen  en  leves  posteriores;  y  fundado  en  éstas, 
he  sostenido  y  sostengo  que  las  providencias  en  (jue  se  acordó  no  halier 
Kigar  á  declarar  la  nulidad  del  procedimiento  solicitada  por  la  defensa  en 
lis  tres  instancias,  tienen  el  carácter  de  definitivas,  son  por  consiguiente 
(ejecutorias,  y  no  puede  ya  venirse  ni  reclamarse  contra  ellas. 

Antes  de  terminar,  Señor,  este  incidente,  he  de  presentar  un  dilema 
al  abogado  defensor:  ó  esas  providencias  son  ejecutorías,  ó  no  lo  son:  en 
el  primer  caso,  ¿por  qué  insiste  en  su  pretensión  de  nulidad?  Y  en  el  se- 
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^uDclOy  ¿por  qué,  sin  agotar  los  remedios  ordioarios,  se  ha  pedido  nuestra 
responsabilidad  ante  e^  Tribunal  Supremo  de  Juslicia? 

Gspuso  el  defensor  del  procesado  los  fundamentos  de  su  pretensión  de 
nulidad,  y,  como  era  de  esperar,  se  ocupó  en  primer  lugar  de  lo  que  viene 
llamando  cuestión  ciml  tratada  criminalmente. 

Desde  la  primara  instancia  se  está  abitando  esta  cuestii^n  fundada  en 
una  nueva  y  estraña  teoría,  según  la  cual  se  hace  depender  el  ejercicio  de 
las  acciones  criminales  de  ciertos  perjuicios  civiles.  El  abogado  defensor, 
en  medio  de  sus  inconsecuencias,  na  aceptado  por  Cq  esa  teoría:  nos  pro*» 
metió  que  iba  á  sostenerla  en  nuestro  derecho,  y  yo  me  alegraba  mucho 
de  oirle,  porque  decia  para  mí:  vamos  á  aprender  derecho,  Pero  sin  duda 
vivimos  en  un  mundo  en  que  las  alegrías  no  están  destinadas  á  ser  de  lar* 
^  duración;  y  así  es  que  la  que  yo  empecé  á  esperimentar  al  oir  aquella 
promesa,  espiró  apenas  habia  nacido.  Ni  una  sola  disposición  leffal  citó  la 
defensa  en  apoyo  do  su  doctrina:  y  si  bien  lo  hizo  de  áos  autoridades  res-^ 
petabiiísimas,  cuales  son  la  del  Sr.  Escriche  y  la  del  Sr.  Arrazota,  hay  que 
tener  en  cuenta  que  estos  dos  Jurisconsultos  jamás  han  dicho  que,  para  en* 
tablar  las  acciones  criminales,  fuera  necesario  ejercitar  antes  acciones  ci- 
viles; ni  podrian  decirlo  tampoco,  porque  en  lal  caso  no  hubieran  sido  es- 
positores  de  nuestro  derecho. 

Yo  puedo  citar  al  abogado  defensor  ana  autoridad  en  contrario^  que 
nara  él  debe  ser  irrecusable:  es  la  de  D.  José  Indalecio  Caso,  quien,  con* 
íorme  en  los  inconvenientes  que  el  Ministerio  üscal  venia  oponiendo  á  se- 
mejante leería,  consignó  en  su  escrito  de  16  de  setiembre  de  1863  el  pár- 
rafo siguiente,  que  copiaba  de  su  famosa  Denuncia  al  Tribunal  Supremo 
de  Justicia.  aTanto  es  aai^  aue  seguramente  no  debió  ser  necesario  un 
gran  ctdtivo  de  la  jurispruaenciay  ni  menos  que  la  civilización  avanza- 
ra á  paso  de  gigante j  para  saber,  por  ejemplo,  que  no  es  cosa  de  entablar 
un  pleito  civil  ordinario  con  el  ratero  que  nos  lleva  el  reloj,  á  fin  de  pro-^ 
bar  que  el  reloj  nos  pertenece,  dando  asi  lugar  á  que  desaparezca  la  al- 
haja y  el  ratero  con  ella.  Con  mayor  motivo,  pues,  debe  evitarse  este  pe-^ 
ligro,  tratándose  del  estado  dvil,  que  es  la  propiedad  del  reloj,  de  la  casa 
y  de  todo  cuanto  tiene  y  puede  tener  el  hombre;  sin  que  valga  decir  que 
procediendo  criminalmente  contra  alguno,  por  suponerle  usurpapor  de 
estado,  criminalments  se  prejuzga  una  cuestión  civil,  cual  es,  que  ese 
estado  no  le  pertenece:  pues  lo  propio  sucede  en  toda  causa  criminal  por 
hurtos,  robos  y  usurpaciones;  y  si  esto  fuer,a  siempre  un  óbice,  la  justicia 
eriminal  estaria  can  el  brazo  levantado,  sin  resolverse  nunca  á  descar- 
gar el  golpe, n 

Difícilmente  podría  yo  condenar  de  una  manera  mas  elocuente  y  cate- 
górica la  teoría  en  q^uo  la  defensa  Im  buscado  su  principal  punto  de  apoyo; 
Kero  no  dejaré  de  añadir,  aue  es  contraria  al  interés  público  y  á  nuestras 
tyes  que,  inspiradas  por  él,  previenen  y  determinan  la  inmediata  perse-*^ 
cueion  de  los  delitos  y  el  mas  pronto  castigo  de  los  criminales.  ¡Cuántos 
obstáculos  no  se  encontrarían  para  el  camplimiento  de  este  precepto  in- 
declinable de  la  Ley,  que  es  al  mismo  tiempo  una  necesidad  social,  si  se 
admitiera  semejante  teoría!  El  criminal,  durante  la  sustanciacion  del  pre- 
jnieio  civil,  buscaría  todos  los  medios  imaginables  para  esterilizar  las  in- 
vestigaciones judiciales;  y  en  último  resultado,  procuraría  poner  en  salvo 
su  persona  haciendo  completamente  íneGcaz  la  acción  de  la  justicia.  Y  co* 
mo  las  acciones  civiles  son  de  interés  privado  j  á  nadie  puede  obligarse  i 
ejercitarlas,  la  acción  pública  quedaría  subordmada  al  capricho  de  los  de- 
lincuentes y  se  consagrarla  por  ese  medio  la  mas  escandalosa  impunida«i 


Digitized  by  LjOOQIC 


464  Rin8T4  M  U£6»LÍkCIOII. 

Las  accionce  oriminales,  además,  tíeneD  todas  su  |M'ejtrício,  aeomodido  & 
la  índole  del  procedimiento  en  que  se  ejereitao,  cual  es  el  sumario;  cuyo- 
objeto,  lo  nnsmo  que  el  de  los  prejuicios  clTiles,  es  el  de  constatar  y  esta- 
blecer el  liecho  que  las  produce,  y  sirve  de  punto  de  partida  para  su  ejer- 
cicio. Si  se  admíiiese  la  teoría  de  la  defensa ,  vendríamos  á  incurrir  en  el 
absurdo  dé  que  para  ejercitar  una  aceion  cítH  de  interés  prírado  bastaría 
cbn  un  !!olo  prejuicio  civil,  y  j^ra  ejercitar  una  aecion  cnminat  y  de  in- 
terés póbheo  serian  necesarios  dos  prejuicios ,  uno  criminal  y  otro  ci- 
vil. ¿Es  eÁtó,  Eicmo.  Sefior,  aceptable^  ¿Pueáe  soetemeírfle  semejante  doc- 
trina? 

La  Inmediata  p«*rsecucion  de  los  delitos  y  el  pronto  eastí^  de  los  cri- 
minales, tal  es  el  derecho  <;omun:  pero  ¿deberá  establecerse  attfuna  es- 
cepciotí  respecto  al  delito  de  usurpación  de  estado  eivfl?  ¿Enquénabría  d» 
fundarse?  ¿En  oue  el  objeto  de  las  cuestiones  de  estado  es  esoncialroente 
civfl?  Pero  latnoien  lo  es  e(  de  las  cuestiones  de  propiedad,  y  sin  ember^ 
jamás  he  visto  que  psra  perseguir  y  castigar  un  robo,  baya  sido  preciso  un 
juicio  previo  sobré  la  pertenencia  de  la  prOfriedád.  ¿Podría  ñindarse  acaso 
en  las  consecuencias  de  una  sentencia  condenatoria  en  las  causas  que  se 
instruyen  FObre  aquel  delito,  y  de  que  la  defensa  nos  ha  hecfao  alguna  vez 
tan  lúgubre  pintura?  Pero  yo  no  veo  en  este  caso  otras  que  las  q^ie  seo 
comunes  á  toda  {Penalidad.  Al  latlrony  Excmo.  Señor,  no  se  le  despoja  ni 
puede  despojársele  de  la  propiedad  de  la  cosa  robada,  porque  nunca  laad> 
quiríó,  ni  la  pena  q^e  se  le  impone  puede  afectar  en  lo  más  mfnimo  á  los 
legítimos  derechos  de  sos  parientes,  cuando  ninguno  pudo  él  trasmitirles^ 
poroue  ninguno  tenia.  Pues  lo  mismo  sucede  con  el  usurpador  del  estado 
civil  de  otro;  porque  la  sentencia  que  le  condena,  ni  le  priva  del  que  á  él 
legítimamente  le  corresponde,  ni  puedo  prodncfr  perturbación  alguna  en 
las  relaciones  de  filiaeion  y  parentesco  que  le  ligaban  con  sus  parientes  an- 
tes de  cometer  el  delito. 

Pero  en  el  Código  oivíl  francés,  se  díee  que  se  encuentra  establecida 
esta  escepciOtt  res^pecto  al  delito  de  supresión  ó  privación  de  estado;  y  esto 
es  cierto.  Discutamos,  pues,  el  Código  fhuicés,  «  ñind^menlo  de  suo dispo- 
siciones, y  si  pueden  ó  no  tener  apncaofon  en  esta  oa^da ;  y  veamos  tam- 
bién si  hay  álguu  otro  Código  «stranjero,  que  para  nosotros  debe  tenor  la 
misma  autoridad  y  merecernos  idéntico  respeto,  que  esté  en  más  ó  menos 
armonía  con  la  inteligencia  que  la  jurisprudencia  de  los  Tnbunalos  fran- 
ceses ha  dado  el  artículo  3í7  del  suyo. 

Yo  escuso  hacer  aauí  una  larga  difertation  adbro  lo  qie  es  el  estado 
civil  de  las  personas;  nástame  manifestar  que  es  obra  al  mismo  tiempo  de 
la  naturaleza  y  de  la  ley.  La  primel*a  trae  al  hombre  á  éste  lanundo;  y  la 
aegunda  le  receje  al  nacer  y  le  coloca  en  la  sociedad  señalándole  su  fimilia 
y  sus  derechos.  La  naturaleta  establece  entre  loe  padres  y  los  hijos  el 
vínculo  de  la  sangre,  y  la  ley  estiende  los  derechos  de  la  fémtlia  á  la  suce- 
sión del  nombre,  de  ios  bienes^,  de  la  nobleza  y  de  todos  los  títulos  y  hono- 
res propios  de  la  misma  femilia.  Tódbs  éstas  prerogatívas,  inberentes  al 
nacimiento  de  la  persona,  forman  lo  que  llamamos  el  estado  civil. 

Las  cuestiones  de  filiación  fueron  siempre  tan  frecuentes  y  fikiles 
de  provocar  como  difíciles  dé  resolver,  por  los  inconvenientes  que  ofrece 
el  poner  en  claro  el  orfgen  de  una  persona.  La  maternidad  esta  siempre 
deniostrada  por  la  naturaleza,  por  medio  de  la  preñez,  por  medio  del  par- 
to v  por  medio  de  la  lactancia:  pero  sobre  la  paternidad  parece  que  la 
naturaleza  misitia  se  ha  complacido  en  esteoder  un  velo  ímpenetrablo  pa- 
ra t(  tíos,  eseepto  la  madre,  para  quien  solo  deja  de  serio  coando  su  con*- 
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^cta  se  lo  a$ogura:  uoa  majer  que  ba  cohabitado  con  mas  de  uq  hein« 
j)re,  DO  puede  conocer  ni  designar  con  seguridad  al  padre  de  su  hijo.  Pe* 
ro  la  madre  está  imposibilitada  para  trasmitir  é  otro  sus  convicciones  en 
«sia  parte;  porque  los  estrenos  pueden  dudar,  pueden  dudar  ios  parientes 
y  el  padre  mismo  puede  dudar,  bien  sea  por  egoisiuo,  ó  bien  |)or  cualquier 
otro  motivo.  Era  preciso  hacer  cesar  en  lo  posible  estas  incertidumbres,  de 
que  necesariamente  se  reseotia  la  organización  de  las  familia^,  y  hubo  pa*- 
ra  ello  que  apelar  á  una  ficción:  Pmter  e$i  is  quem  justa  nupticB  demonsr 
irarU,  El  Código  civil  francés  erigió  en  Ley  esa  Oceioo  por  medio  de  su  ar- 
tículo 312y  en  el  cual  se  consignó:  «el  hijo  concebido  durante  el  matrimo- 
nio tiene  por  padre  ai  marido.»  El  determinar  las  pruebas ,  por  medio 
áe  las  cuales  se  debe  justiücar  que  un  hijo  ha  sido  concebido  durante  el 
matrimonio,  es  el  principal  objeto  del  Código  francés  en  su  título  de  la 
paternidad  y  de  la  tíliacion. 

Señaláronse  como  tales  el  acta  de  nacimiento  insicrita  sobre  )os  regis- 
tros del  estado  civil,  y  á  falta  de  este  título  la  posesión  constante  del  cita- 
do de  hijo  legítimo.  Tal  m,  según  dicho  Código,  la  fuerza  del  acta  de  na- 
cimiento y  de  ia  posesión,  que  nadie  puede  reclamar  un  estado  distinto  ni 
á  ninguno  puede  disputársele  el  que  disfruta  en  conformidad  con  aquellos 
títulos. 

Pero  no  sieüoipre  es  posible  obtener  esas  pruebas  que  parientes  codicio- 
sos é  interesados  hsD  podido  destruir,  y  sucede  también  muchas  veces  que 
un  niño  os  bautizado  con  un  nombre  supuesto,  ó  coino  nacido  de  padres 
desconocidos:  no  era  de  esperar  en  tales  casos  que  el  legislador  a,bandona- 
50  á  los  hijos  legítimos  privándoles  de  todo  otro  gónerp  de  pruebas  para 
justificar  su  ÍUiacion^  y  movido  por  un  seutimienl,o  de  píedaa  biela  ellos, 
les  concedió  la  te8titícal,pero  con  la  IjünitACÍon  de  que  hapia  de  estar  acom- 
pañada de  un  principio  d¡e  prueba  por  escrito,  ó  de  que  se  habla  de  fundar 
en  presunciones  nacidas  de  hechos  const(inte8  ó  indubitados.  Pevo  en  fren- 
te de  esos  hijos  legítimos  tenia  el  legislador  las  familias  intere^iada:}  en  las 
jeclamaciooes  de  estado,  que  muchas  veces  son  hijas  de  la  codicia  y  de  la 
intriga;  y  por  un  principio  de  justicia  fundado  en  la  reciprocidad,  se  las 
autorizó  pafa  contradecir  las  reclamaciones  de  estado  por  todos  ios  me* 
dios,  sin  escepcioD  ni  hmitacion  alguna,  con  tal  que  tendiesen  4  ju$ti|icar 
que  el  reclamante  no  eyra  hijo  de  la  madre,  y  en  caso  de  que  la  mat^ernídad 
estuviese  probada,  aue  no  lo  ere  del  marido  de  la  madre. 

Sírvase  V.  E. 
«síado  civil;  prw 
prueba  testifical 
las  familias  inten 
contradecir  diclu 
327  del  Código  fi 
solos  competente 
la  acción  crimini 
comenzar  sino  d< 
estado,  responda^ 
vil  de  esas  contr 
mismo  Código  se 
chas  reclamación 
principiar  por  el 
testifical  es  un  m 
nales,  vendría  á 
cal  que  el  Códig 
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reclamación  de  estado,  y  quedaría  eompletameDte  burlada  ep  esta  parte  Ur 
solicitud  del  legislador. 

Pues  bien,  Excmo.  Señor,  aquí  do  tenemos,  ni  es  posible  siquiera  esa 
reclamacíoD;  porque  he  dicho  7  no  me  cansaré  de  repetir,  que  el  estado 
cíTÍI  de  D.  Claudio  Fontanellas  para  nadie  es  dudoso,  ni  necesita  por  con- 
siguiente reclamarse  ni  esclarecerse.  Pero  yo  auiero  suponer  que  hubiera 
términos  hábiles  para  la  rectemacion  de  Estado:  una  vez  puesto  en  clare 
el  delito  de  supresión  ó  privación  de  ese  mismo  estado  civil,  ¿seria  uece* 
sario  aguardar  para  ejercitar  la  acción  criminal  á  que  se  entablase  la  re« 
clamacion  civil,  y  á  que  esta  fuese  definida  en  el  juicio  correspondiente? 
Este  es  un  vacio  que  se  nota  en  el  Código  francés,  y  míe  se  ha  pretendido 
Üenar  por  medio  de  la  jurisprudencia  de  sus  Tribunales.  Las  Cortes  Rea- 
les se  dividieron  en  esta  pHrte;  pero  yo  debo  conlesar  que  el  Tribunal  de 
Casación  ha  anulado  todos  los  juicios  en  que  se  ejercitó  la  acción  crimi- 
nal,  sin  que  antes  hubiera  sido  propuesta  y  decidida  la  reclamación  civil. 
¿Y  sabe  V.  E.  cuál  es  el  fundamento  de  esta  Jurisprudencia?  Yo  lo  be  en- 
contrado en  algunos  Jurisconsultos  franceses  que  al  defendería,  dicen: 
t(Que  si  bien  la  sociedad  tiene  un  interés  en  que  los  delitos  sean  reprimi- 
dos y  en  que  no  se  destruyan  las  pruebas  que  conducen  á  su  represión, 
otro  interés  mayor  reclama  que  el  reposo  de  la  Sociedad  no  sea  alterado 
bajo  pretesto  de  afirmarlo.)»  Permita  V.  E.  que  mi  pequefíez  se  subleve 
contra  un  razotiamiento  semejante,  y  que  le  considere  como  el  resultado 
de  un  culto  indiscreto  tributado  ¿  una  teoría  nueva  y  escelente  en  sí  w\^ 
ma,  pero  que  puede  llegar  á  ser  funesta  por  la  latitud  que  se  la  di  en  sus 
aplicaciones.  ¿Con  que  el  reposo  de  la  Sociedad  se  altera  porque  se  persi- 
gan y  castiguen  los  delitos?  ¿Cree  V.  E.  que  esa  misma  Sociedad  perdería 
mucho  en  amparar  con  sus  leyes  y  sus  Magistrados  á  un  pobre  huerfiíno,  á 
quien  la  codicia  de  sus  parientes  tenga  privado  de  su  legitimo  estado  civil? 
n  cree  V  E.  también  que  perderían  mucho  las  familias  deque  la  Socie- 
dad se  compone,  porque  esta  dispensara  el  mismo  auxilio  á  cualquiera  de 
ellas  que  se  viera  envuelta  en  los  ardides  de  un  impostor  ó  de  un  farsan- 
te, y  sin  medios  ni  facultades  para  desenredarse  de  ellos^ 

El  tiempo  y  la  esperiencia  suelen  encargarse  de  hacer  justicia  á  las 
malas  leyes,  y  elCódigocivíl  francés  no  ha  podido  resistir  éesa  prueba. 
V.  E.  sabe  que  las  victorias  de  la  Revolución  y  del  Imperio  anexionaron 
la  Bélgica  á  la  Francia,  y  que  como  provincia  francesa  tuvo  que  recibir  y 
observar  el  Código  Napoleón  cuando  se  publicó ;  V.  E.  sabe  también  que 
la  coalición  destruyó  en  el  año  i8i  i  el  mapa  de  Europa  que  habia  formada 
la  espada  victoriosa  del  Emperador  de  los  franceses,  y  que  la  Bélgica, 
volvió  á  formar  con  la  Holanda  el  antí^o  reino  de  los  Países-Bajos.  Lue- 
go que  logró  su  independencia  y  revisó  sus  Códigos,  introdujo  en  el  ar- 
tículo 3S7  del  civil  francés  la  adición  siguiente:— «Sin  embargo,  el  Minis* 
terio  público  podrá,  en  caso  de  silencio  de  las  partes  interesa(h6,  inten- 
tar la  acción  criminal  con  tal  que  hava  un  principio  de  prueba  por  escri-- 
lo,  sobre  lo  cual  se  decidirá  anticipadamente;  en  este  último  caso,  h  ac- 
ción pública  no  será  suspendida  por  la  acción  civil.»  (Código  Guillermo, 
título  13,  artículo  t8.) 

El  principio  salvador  de  la  inmediata  persecución  y  pronto  castigo  de 
los  delitos,  que  fortna  el  derecho  común  en  todas  las  naciones,  está  de 
nuevo  reconocido  y  sancionado  por  este  Código ;  y  ya  que  la  defensa  nos 
arguye  con  las  disposiciones  del  francés,  nosotros  podemos  conte^^tarla  con 
las  del  Código  Belga,  que  siendo  entre  nosotros  i<rual  en  autoridad,  tiene 
la  ventaja  de  ser  posterior  y  derogfttor.ío  por  consiguiente  de  aquel. 
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Ya  Té  V.  E.  que  el  Cótiigo  fraDcés^  cuando  sus  disposiciones  no  tienen 
otra  base  que  la  reclamación  del  estado  civil  y  las  pruebas  que  deben 
acompañarla,  no  puede  tener  aplicación  en  esle  caso  en  que  dicha  recla- 
mación no  se  ha  hecho,  ni  podía  hacerse  tampoco,  porque  el  estado  civil 
de  D.  Claudio  Fontanelías  para  nadie  es  dudoso;  y  ya  ha  visto  V.  E.  tam- 
bién que  la  escepcion  que  en  el  mismo  Código  se  establece  respecto  al  de- 
lito de  supresión  ó  privación  de  estado,  tal  por  lo  menos  como  loentiendp 
la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  franceses,  se  encuentra  derogada  por 
un  Código  posterior. 

Pero  á  falta  de  reclamación  de  estado  era  necesario  por  lu  visto,  que 
en  esta  causa  hubiera  cuestión  civil  y  que  esta  se  hubiera  tratado  criminal- 
mente; y  aquí  de  la  defensa:  aquí  de  los  esfuerzos  prodigiosos  de  su  inge- 
nio; aquí  es  el  verla  invocar  desolada  el  derecho  constituido,  y  es  timhien 
de  ver  á  este  derecho  mostrarse  implacablemente  sordo  á  sus  invocacio- 
nes. Aquí  es  el  verla  en  medio  de  sus  apuros,  meterse  ella  misma  á  cons- 
tituyente de  derecho;  aquí  es  el  verla  pretender  levantar  un  monumento 
aéreo,  verdaderamente  aéreo,  porque  por  más  que  rebusca  el  terreno  de 
nuestra  legislación,  no  encuentra  materiales  con  que  darle  forma  percep- 
tible: aquí  es,  en  fin,  el  verla  coronar  la  cima  de  ese  monumento  con  un  i 
guirnalda  de  teorías  nuevas  é  inaudita^,  y  deducir  de  ellas  consecuencif>s 
que  convienen  perfectamente  con  su  origen.  Lo  primero  que  en  este  casi» 
ocurre  preguntar,  es  ¿qué  cuestión  civil  se  ha  tratado  aquí  criminalmen- 
te? A  lo  que  contesta  la  defensa:  «que  es  una  cuestión  de  pertenencia  de 
estado  civil  que  debe  ventilarse  en  un  juicio  previo  de  reivindicación.» 
Pues  yo  reto  á  este  abogado,  y  permítaseme  la  espresion,  ya  que  tan  ins- 
truido se  muestra  en  la  jurisprudencia  francesa  y  en  la  nuestra,  á  que  me 
cite  un  solo  caso  en  que  se  haya  intentado  reclamar  por  nadie  su  estado 
civil  de  otro  que  se  le  detenta,  por  medio  de  una  acción  civil  reivindicato- 
ría. No  es  esto  ni  aun  posib'e.  Excelentísimo  Señor:  porque  el  estado  ci- 
vil de  otro  no  puede  adquirirse  mas  que  por  la  usurpación,  y  no  hay  ac- 
ción civil  bastante  eficaz  para  pedir  por  ella  la  persecución  y  castigo  de 
los  delitos. 

En  el  derecho  no  se  conocen  mas  que  acciones  dé  estado,  que  son 
todas  prejudiciales,  y  tantas,  según  Heínecio,  cuantos  son  los  estados  de 
los  hombres,  las  cuales  respecto  al  estado  civil  se  condensan  en  esta  fór- 
mula:—an  aliquis  sit  pater  vel  íilius,  necné.  ~  Y  desde  que  son  conocidas 
estas  acciones,  á  nadie  le  ha  ocurrido  hasta  ahora  el  considerarlas  corno 
reivindicatorías  ni  podía  ocurrírsele  tampoco,  porque  las  acciones  reivin- 
dicatorias  nacen  del  dominio  ó  cuasi  dominio,  y  el  estado  civil  de  las 
personas  no  está  en  el  dominio  de  los  hombres,  ó  por  lo  menos  no  se  ejer- 
ce en  él  esBJus  in  ré  que  se  distingue  por  la  libre  disposición  de  la  cosa 
en  que  se  tiene.  ¿Puede  trasmitirse  á  otro  el  derecho  de  haber  nacido  de 
sus  padres?  ¿Pueden  renunciarse  las  obligaciones  que  el  nacimiento  i rri- 
pone?  ¿Puede  resignarse  en  otra  persona  la  prohibición  que  la  natur.ileza  y 
la  ley  establecen  de  casarse  con  su  madre,  ó  con  sus  hermanas?  Pues  si 
el  estado  civil  no  está  en  el  dominio,  si  no  puede  trasmitirse,  ¿cómo  han 
de  ser  reivindicatorías  la  acciones  que  tienen  en  él  su  raiz  y  su  origen? 

La  defensa  ha  tenido  el  buen  tacto  de  no  presentar  ahora  esta  cuestión 
en  forma  de  competencia  como  lo  verilicó  en  sus  escritos.  Qué  se  hiciera 
así  en  esos  países  que  tienen  una  organización  judicial  diversa  de  la  n'ies- 
Ira, donde  hay  Jueces  para  conocer  de  lo  civil  distintos  de  los  que  cono- 
cen de  lo  criminal,  se  compr^nsleria  p^^rfectamente;  pero  entre  nosotros, 
donde  la  jurisdicción  se  ejerce  en  loda  su  plenitud  por  unos  mismos  Jue- 
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ees,  el  hacer  cuestión  de  compeleDCÍa  la  forraa  en  que  debe  conocerse  de 
x\n  negocio  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria,  paréceme  que  es  un  ver- 
dadero absurdo.  Y  no  se  diga  que  es  puramente  accidental  la  organiza- 
ción de  nuestros  tribunales;  porque  en  este  caso  el  accidente  tiene  tanta 
duración  como  los  Tribunales  mismos.  Sí  en  las  Gbancillerías  y  Audien- 
cias había  Salas  para  lo  civil  y  Salas  para  lo  criminal ,  en  primera  instan- 
cía  la  jurisdicción  siem[)re  se  ejerció  como  se  ejerce  hoy,  es  decir,  por 
unos  mismos  Alcaldes,  bien  se  llamasen  ordinarios,  bien  Alcaldes  mayores 
^  Corregidores. 

Y  adelantando  la  defensa  en  sus  razonamientos  y  ocupándose  de  las 
arciones  civiles  y  de  las  acciones  criminales,  concede  á  estas  su  preferen- 
cia en  el  caso  de  que  existan;  lo  cual  á  nadie  debe  sorprender,  porque  lo 
€ue  no  existe,  no  parece  que  pueda  tener  lugar  de  preferencia  ni  en  el 
orden  de  los  procedimientos,  ni  en  el  orden  de  las  ideas.  Pero  la  dificultad 
para  el  abogado  defensor  consiste  en  saber  cuándo  existe  el  delito  que 
produce  la  acción  criminal,  y  sobre  todo  cuándo  debe  declararse  asi.  El 
Ministerio  Bscal  en  un  dictamen,  que  por  cierto  emitió  sobre  un  inciden- 
te, dijo  que  esa  declaración  debía  reservarse  para  definitiva,  porque  es  la 
principal  que  hay  que  hacer,  la  que  mas  afecta  al  fondo  del  proceso,  y  se 
ha  de  ajustar  por  consiguiente  á  las  alegaciones  y  á  las  pruebas,  lias  la 
<tefensa  encuentra  un  inconveniente  en  esta  tardanza;  porque  mientras  se 
sustancia  la  causa,  que  puede  durar  cuarenta  y  dos  meses  v  días,  como  á 
esta  la  ba  sucedido,  y  por  cierto  por  culpa  suya,  el  procesado  está  sufrien- 
Ao  todas  las  molestias  y  angustias  de  la  prisión.  ¿Pero  deberá  entonces 
iiacerseesta  declaración  en  el  auto  de  oficio?  Tampoco,  según  la  defensa, 
que  pregunta:  ¿dónde  están  entonces  el  delito  y  las  pruebas?»  Pues  si  no 
debe  hacerse  en  el  auto  de  oficio,  oí  en  la  sentencia  definitiva,  ni  es  posi- 
ble tampoco  eu  el  periodo  de  la  investigación,  ni  en  el  de  las  alegaciones 
y  pruebas,  la  defensa  debería  indicarnos  la  oportunidad  y  el  medio  de  di- 
sipar las  dudas  que  en  esta  parte  la  asaltan. 

En  esas  dudas  que  tiene  sobre  la  existencia  del  delito  y  sobre  cuándo 
debe  declararse  que  existe,  es  en  lo  que  la  defensa  funda  su  teoria  pere- 
grina de  las  acciones  ciertas  ^  de  las  acciones  dudosas,  y  dice:  «cuando  la 
acción  civil  es  cierta  y  la  criminal  dudosa,  debe  aquella  ejercitarse  con 
preferencia.»  'Esta  teoría  es  falsa,  es  ilegal;  y  traería,  si  se  admitiese,  fu- 
nestas é  incalculables  consecuencias. 

Ante  el  delito,  Señor,  no  hay  derechos  civiles  que  no  vacilen  por  más 
bien  cimentados  que  aparezcan:  ante  la  posibilidad  del  delito  no  hay  dere- 
chos civiles  posibles,  ni  hay  esas  acciones  que  se  llaman  ciertas  para  ejer- 
citar tales  derechos.  Consignada  tiene  V  E.  esta  doctrina  en  el  articulo 
291  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Difícilmente  podría  nlantearFC  esta 
cuestión  de  una  manera  tan  favorable  á  las  intenciones  de  la  defensa,  que 
como  se  presenta  en  el  articulo  citado.  Allí  tiene  esa  acción  civil  que  ella 
llama  cierta,  tan  cierta  como  que  se  está  ejercitando  y  puede  continuar 
después  de  terminado  el  incidente  que  la  suspende;  y  tiene  también  sa 
;)Ccion  criminal  dudosa,  y  tanto,  que  no  tiene  otro  fundamento  que  la  de- 
nuncia de  una  parte  interesada,  que  quizás  la  provoca  con  el  único  objeto 
de  producir  un  entorpecimiento  en  el  pleito.  ¿Y  qué  se  decide?  El  ejerci- 
cio de  la  acción  crimmal  inmediatamente  que  se  la  plantea,  decisión  que 
no  solo  se  conforma  con  los  principios  fundamentales  del  derecho,  sino 
que  es  hasla  de  buen  sentido.  Yo  reclamo  una  deuda  en  virtud  de  una  es- 
critura pública:  desde  el  momento  en  que  esta  escritura  se  redarguye  cri- 
fiiinalmente  de  falsa,  ¿qué  fundamento  le  queda  á  mi  reclamación?  Y  mien- 
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tras  qae  el  documento  no  se  purifique  del  vicio  que  se  le  atribuye,  ¿cómo 
se  ha  de  resolver  mi  demanda?  ¿Gn  qué  se  apoyaría  el  Juez  para  mandar 
que  se  me  pague? 

Pero  he  dicho  que  semejante  teoría,  sí  se  aceptase,  traería  consigo  fu- 
nestas é  incalculables  consecuencias,  y  puedo  demostrarlo  fácUmenie  por 
■medio  de  un  ejemplo.  Figurémonos  que  uno  se  presenta  ante  un  Juez  de 
primera  instancia  con  un  testamento  en  que  otro  le  ha  nombrado  su  here- 
dero, y  que  justificando  la  muerte  del  testador  con  la  fé  de  defunción,  pide 
que  se  le  dé  posesión  de  la  herencia.  Figurémonos  también  que  entonces 
se  presenta  un  pariente  del  testador  denunciando  que  éste  ha  muerto  en- 
venenado por  el  que  se  dice  su  heredero,  á  quien  se  acusa  al  mismo  tiempo 
de  liaber  Talsificado  el  testamento:  ¿qué  haría  el  Juez  en  este  caso?  Según 
las  doctrinas  de  la  defensa,  cruzarse  de  brazos,  y  decir  al  denunciante  que 
del  testamento  nacia  una  acción  civil  cierta,  y  que  tenia  que  litigar  civil- 
mente antes  de  ejercitar  la  acción  críminal.  Se  re])licaria  al  Juez:  que 
mientras  se  litigaba,  el  cadáver  forzosamente  se  habia  de  descomponer  y 
desflpareceria  la  prueba  material  del  delito;  y  el  Juez  entonces  tendría  que 
«lecir:  que  él  no  podía  dejar  lo  cierto  por  lo  dudoso.  Se  le  argüiría  por  últi- 
roo  con  la  ley  Recopilada  que  manda  que  el  Juez,  cuando  tenga  noticia  de 
un  delito,  asepa  de  su  oficio  la  verdad  por  pesquisa,  6  por  donde  mejor  la 
pudiere  saber;  porque  razón  es  que  los  malos,  v  desaguisados  y  malhecho- 
res no  queden  sin  pena;»  pero  contestaría  que  esa  Ley  no  se  escríbió  para 
cuando  hubiera  acciones  civiles  ciertas  que  ejercitar,  como  sucedía  en 
este  caso,  y  se  negaría  decididamente  al  ejercicio  de  la  acción  críminal.  ¿Y 
cuál  sería  el  resultado  de  tan  incomprensible  apatía?  Que  el  crímen,  Se* 
fior,  quedaría  impune;  que  el  críminal  gozaría  tranquilo  de  sus  consecuen- 
cias, protegido  por  el  mismo  Juez  que  debía  perseguirle:  resultaría,  en  fin, 
que  desaparecería  el  buen  orden  de  la  sociedad,  y  esta  quedaría  convertida 
en  un  caos,  donde  todo  ae  confundiría  y  donde  nadie  podría  contar  con  se- 
gurídades  y  garantías  para  su  persona,  ni  para  sus  bienes,  ni  para  sus 
más  naturales  y  legítimas  esperazas:  tales  son.  Señor,  las  teorías  de  la 
defensa.  Vea  la  Saia,  sí  pueden  ni  parecer  siquiera  aceptables. 

Dia  11  de  dlielenibre. 

ExcMo.  Sr.: 

Guando  ayer  suspendí  mí  discurso,  me  estaba  ocupando  de  lo  que  la 
defensa  se  ha  empeñado  en  llamar  uCuestion  civil  tratada  criminalmente,}} 
y  demostré  que  la  teoría  ervque  funda  su  argumentación,  es  falsa  é  ifegal, 
y  que  su  adopción  traería  las  más  funestas  consecuencias  para  el  buen  or- 
den de  la  Sociedad. 

Voy  ahora  á  dar  á  conocerá  la  Sala  la  aplicación  práctica  que  se  hace 
de  esta  teoría,  y  al  mismo  tiempo  á  ponerla  en  el  caso  de  juzgar  cuál  de 
los  dos  medios  es  el  más  conducente  para  resolver  la  cuestión  que  aquí  se 
ventila:  es  decir,  si  el  procedimiento  civil  que  reclama  la  defensa,  6  el  pro- 
cedimiento criminal  que  empleó  el  Juez  de  prímera  instancia.  ((Acciones 
ciertas  y  acciones  dudosas»  y  se  añade:  aD.  Lamberto  Pontanellas  recono- 
ció al  procesado,  y  este  reconocimiento  estableció  ya  un  antecedente  civil 
sobre  el  cual  ha  debido  litigarse.»  Seria  necesario  para  sostener  esto,  que 
se  hubiese  demostrado  qué  es  lo  que  constitnye  ese  antecedente;  porque  si 
no  se  funda  más  que  en  los  derechos  que  D.  Lamberto  pudo  trasmitir  ai 
procesado,  como  que  ninguno  tenia,  según  he  empezado  ya  á  manifestar 
a  Y.  E.  y  acabaré  de  demostrar  después,  claro  es  que  el  procedkníeiito  ci- 
TOMO  xvriu  ti 
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vil  carece  do  base.  El  reoooocimieoto  de  D.  Lamberto  do  importa  Di  pue- 
de importar  más  que  uoa  presuocioo  de  identidad  eo  favor  del  procesado, 
presuDCÍoD  que  quedó  en  gran  manera  desvirtuada  por  las  dudas  posterio- 
res del  misino  D.  Lamberlo. 

«¿Por  qué  no  s*'  esclarecieron  esas  dudas?»  Pregunta  el  abogado  de- 
fensor. Pero  precisamente  esto  es  lo  que  se  propuso  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia al  dictar  el  auto  de  oficio  de  23  de  uia)o  de  1861:  de  manera,  que 
el  Juez  7  ia  defensa,  conformes  completamente  en  cuanto  ai  objeto,  so'o 
dejan  de  estarlo  en  cuanto  al  procedimiento  que  al  (afecto  debía  emplearse; 
lo  que  aquí  hay  por  consiguieute  que  discutir  y  resolver  es,  como  he  dicho, 
cual  de  estos  medios  sena  el  más  eficaz  para  conseguir  ese  objeto.  ¿Qué 
cuestión  podría  ventilarse  en  el  procedimiento  civil?  ¿Seria  una  redama- 
ción civil  de  estado?  Entonces,  y  desde  el  momento  en  que  al  Marqués  de 
Fontanellas  se  le  confiriese  traslado  de  la  demanda,  diría  que  era  inútil  toda 
contestación  sobre  el  estado  civil  de  su  hermano,  porque  era  demasiado 
claro  y  nadie  dudaba  de  él;  pero  añadiría,  que  el  demandante  no  era  su 
hermano;  y  vea  V.  £.  como  insensiblemente  vendría  á  plantearse  la  cues- 
tión de  identidad.  ¿Se  propondría,  en  otro  caso,  la  acción  civil  de  petición 
de  herencia?  Pues  también  D  Lamberto  contestaría  que  en  su  poder  tenia 
la  herencia  de  su  hermano  D.  Claudio,  que  imnortaha  tantos  ó  cuantos 
millones,  y  que  estaba  pronto  á  entregarla  á  su  normano;  pero  no  al  pro- 
cesado, porque  no  lo  era.  La  cuestión  de  identidad,  siempre  la  cúeslioD  de 
identidad,  como  lo  comprendió  el  Juez  de  primera  instancia;  y  esta  cues- 
tión no  podía  resolverse  por  medio  de  un  procedimiento  civil  ineficaz,  com- 
pletamente ineficaz  para  ello,  porque  discutir  si  uno  es  ó  no  es,  ó  si  ha  fin- 
gido ó  no  ser  otra  persona,  cuyo  estado  civil  está  bien  reconocido  y  deter- 
minado, es  discutir  el  delito  mismo  de  usurpación,  y  los  delitos  no  se  dis- 
cuten, sino  que  se  persiguen  y  castigan  por  medio  de  un  procedimiento 
criminal.  El  estado  civil  de  otro  no  puede  adquirirse,  como  he  dicho,  sino 
por  medio  de  la  usurpación;  y  en  este  caso,  no  quedaba  otro  recurso  para 
disipar  las  dudas  de  D.  Lamberto  y  poner  en  claro  sí  el  delito  se  había  co- 
metido, que  eJ  que  empleó  el  Juez  ae  primera  instancia,  es  dedr,  el  pro- 
cedimiento criminal,  ¡morque  prescindiendo  de  que  el  civil  carecía  de  base, 
era  absolutamente  ineficaz  para  el  objeto  en  que  el  Juez  y  la  defensa  se  ma* 
niñestan  conformes. 

El  procedimiento  criminal  .«e  instruyó,  y  se  le  ataca  por  la  conducta 
del  Juez,  y  por  fas  providencias  que  en  el  dictó.  La  de  Í7  de  mayo  de  i 861, 
en  que  mandó  eiamínar  á  D.  Lamberto  y  á  D.  Claudio  Fontanellas,  así 
como  también  á  cualesquiera  otras  personas  que  estimara  conveniente  pa- 
ra acreditar  la  identidad  del  D.  Claudio,  ha  sido  siempre  la  pesadilla  de 
éste  abogado,  para  quien  el  Juez,  confabulado  con  el  Marqués  de  Fontane- 
llas, inventó  pior  ese  medio  un  delito  para  perder  al  procesado,  y  preparó 
el  auto  de  23  de  ma^o  del  mismo  ano.  ¿Quién  dudaba  entonces  de  la 
identidad  del  procesado^  esclama  la  defensa.  Prcbablemente  ni  el  mismo 
Juez  dudaría;  pero  á  este  Juez  que  no  debía,  por  cierto,  consignar  en  la 
causa  sus  propias  convicciones,  le  importaba  mucho  establecer  la  base  de 
los  procedimientos  sucesivos,  que  podrían  dar  motivo  á  gravísimas  é  injus- 
tas vejaciones  contra  personas  inocentes,  y  evitar  la  responsabilidad  en 
que,  por  esta  razón,  pudiera  incurrir.  Al  Juez  le  importaba  poco  que  el 
Marqués  de  Fontanellas  reconociese  como  hermano  suyo  al  procesado,  ó 
á  cualquiera  otro  que  se  le  diese  d  conocer  como  tal;  pero  si  la  defensa 
quísiern  prescindir  por  un  momento  de  la  obcecación  que  la  domina ;  si 
pudiera  examinar  esta  causa  por  otro  prisma  que  el  que  la  ofrecen  los  m- 
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teretes  del  procesado,  en  oposlGion  con  los  del  Marqués  de  FoDlSDelIas;  s^ 
quisiera,  en  fin,  ligar  esta  proTidencia  con  los  antecedentes  á  que  se  relie- 
re,  fácilmente  se  confenceria  de  que  ningún  Juez  prudente  hubiera  dejado 
de  dictarla. 

En  el  año  4852  se  instruyeron  diligencias  sobre  el  secuestro  de  Don 
Claudio  Fontanellas,  y  no  habiendo  podido  ser  descubiertos  sus  autores,  s0 
dictó  en  ellas  auto  de  sobreseimiento,  que  confirmó  la  Snta.  Por  el  periódi- 
co La  Corona,  que  se  publica  en  esta  ciudad,  supo  el  Juez  la  llpjgada  de 
D.  Claudio  Fontanellas;  y  noticioso  al  mismo  tiempo  del  sumario  instruí* 
do  por  su  secuestro,  mandó  que  se  le  diese  cuenta.  Recibió  luego  una  co- 
municación del  Gobernador  civil  de  la  proviucia,  trascribiéndole  otra  en 
que  el  Marqués  de  Fontanellas  le  participaba  su  satisfacción  por  la  llegada 
de  su  hermano  D.  Claudio.  Nadie,  mejor  que  este  interesado,  podia  acla- 
rar el  misterio  que  encubría  su  secuestro  y  desaparición ,  y  era  por  eon.<;i- 
guiente  muy  natural  que  el  Juez  le  examinase  y  pidiese  esplicaciones  sobre 
aquel  suceso. 

Pero  D.  Claudio  Fontanellas  había  desaparecido  hacía  i 6  anos:  en  las 
diligencias  de  4852  se  encuentran  indicaciones,  no  solo  acerca  de  m 
muerte,  sino  hasta  del  sitio  en  aue  se  le  había  enterrado  en  la  montafm 
€le  Monjuich;  y  no  me  parece  á  mi  que  en  tales  circunstancias  escedia 
mucho  los  límites  de  una  previsión  ordinaria  y  común,  el  pensar  que 
cualquiera  farsante  pudiera  aprovecharse  de  editas  noticias  y  hasta  de  la 
historia  demasiado  conocida  de  D.  Claudio  Fontanellas  para  sorpreoder  la 
buena  fé  del  Marqués  de  este  título,  y  dársele  á  conocer  como  su  hermano, 
«in  serlo  verdaderamente. 

Vea  V.  E.  si  el  Juez  tuvo  motivos  bastante  poderosos  para  tratar,  ante 
todo,  de  poner  en  claróla  identidad  de  D.  Claudio. 

Figurémorosque  no  lo  hubiera  hecho  así;  que,  seducido  por  las  mismas^ 
apariencias  que  produjeron  el  reconocimiento  impremeditado  del  marqués^ 
hubiese  examinado  al  procesado  en  la  confianza  de  ser  D.  Claudio  Fonta- 
nellas, y  que  le  hubiera  este  designado  sus  secuestradores;  ¿cómo  había  de 
dejar  el  Juez  de  proceder  á  la  captura  de  estas  personas  y  á  su  prisión  f 
incomunicación?  Y  si  luego  resultaba,  como  ha  sucedido,  que  el  procesado 
es  un  verdadero  farsante,  ¿se  hubiera  el  Juez  librado  de  la  responsabilidad 
gravísima  en  que  hubicbc  incurrido  por  sus  procedimientos  tan  irreflexi- 
vos como  vejatorios,  con  decir  que  había  creído  que  el  procesado  era  el 
verdadero  O.  Claudio  Fontanellas,  porque  como  tal  le  había  reconocido  el 
marqués?  De  ninguna  manera:  un  auto  tan  grave,  como  es  el  en  que  se 
acuerda  la  prisión  de  una  persona,  nosejusiiíica  como  las  creeocias  par- 
ticulares del  Juez  que  le  dicta, y  que  pueden  ser  equivocadas,  sobre  todu 
coando  se  subordinan  á  las  creencias  de  otra  persona;  y  para  evitar  errorea^ 
y  equivocaciones  de  esa  trascendencia,  es  para  lo  que  la  Ley  le  concede  et 
poder  de  investigar,  y  de  poner  cu  claro  los  heclios  que  han  de  serWr  dé- 
base segura  á  sus  procedimientos. 

Pero  pregunta  la  defensa,  si  el  procedimiento  entonces  era  civil  <V 
criminal;  quién  era  el  demandante  en  el  primer  caso,  y  dónde  estaba  el 
deMto  en  el  segundo.  El  procedimiento  no  era  civil;  y  aun  coando  nótenla 
el  carácter  de  personal  contra  el  procesado,  el  auto  de  47  de  mayo  se  dictó 
en  las  diligencias  criminales  que  se  habian  instruido  en  el  año  de  4S52, 
y  en  ellas  se edcon traba  el  delito  que  las  daba  este  carácter. 

De  admirar  es  la  perspicacia  de  este  abogado  que  vé  en  esa  providencia- 
4a  confabulación  del  Juez  con  el  Marqués  de  Fontanellas  y  su  dependi<»ntp 
Martí  para  preparar  d  auto  de  '¿3  de  nriayo;  pero  es  necesario  convenir  ea 
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<]iie  íué  muy  superior  á  ella  el  disimulo  de  los  confabulados.  Si  realmeete 
se  hubieran  propuesto  dar  origen  á  esas  dudag  que  motivaron  el  auto  á» 
oiicio,  nada  lee  era  más  fácil  y  hacedero;  pero  no  parece  sino  qoe,  por  el 
contrario^  quisieron  cerrarlas  herméticamente  l/i  puerUi:  es  mi  hermamo, 
declaró  el  marqués  terminantemente:  es  D.  Claudio  Fonutndlas,  declaró 
Martí.  ¿Se  hubieran  espresado  así,  si  realmente  hubiesen  tenido  los  propó- 
sitos que  les  atribuye  el  abogado  defensor?  Y  si  el  Juez  estaba  confiíDutado 
con  ellos,  ¿hubiera  preparado  las  cosas  de  una  manera  tan  farerable  para 
el  que  pensaba  tratar  después  como  reo?  Vea  V.  E.,  cuan  fácilmente  m 
justifica  esa  providencia  ele  >! 7  de  mayo,  que  tanto  ha  dado  que  decir  á  la 
defensa,  y  cuan  injustas  é  inmerecidas  son  esas  imputaciones,  conque 
tan  sin  miramiento  se  ha  calumniado  al  Jaez  que  la  dictó. 

Se  ha  dicho  también  que  este  no  practicó  diligencia  atgtina  desde  el 
dia  17  hasta  el  93  de  mayo;  pero  debiera  haberse  indicado  cuáles  soo  las 
que  dejó  de  practicar.  Porque  es  de  suponer,  que  el  abogado  defeneor  do 
crea  que  el  Juez  debía  ir  á  levantar  aquel  cadáver,  con  que  el  procesado 
dijo  que  se  trató  de  intimidarle  hacia  16  años  en  una  cueva  de  ifonjmch; 
ni  tampoco  parece  que  debhi  mostrarse  muy  presuroso  por  descubrir 
aquellos  individuos  de  la  ronda  de  Tarrés  que,  dice,  le  secoeslraroo  en  el 
año  t845,  cuando  dicha  ronda  no  se  creó  hasta  1848.  A  otro  Juez,  moieB 
prevenido  en  contra  del  procesado  de  lo  que  se  supone  haberlo  estado  don 
Francisco  Larráz,  tal  vez  le  hubieran  inspirado  alguna  descoofiaoza  los 
pormenores  ridículos  é  increíbles  que  aquel  refirió  respecto  á  su  secuestro: 

Í^ero  sin  duda  creyó  que  todo  esto  seria  efecto  de  alguna  confesión  que 
lubieran  producido  en  su  memoria  el  trascurso  del  tiempo  y  las  aventuras 
por  que  había  pasado  en  la  América  dd  Sur 

Habia  sin  embargo  una  persona  citada  por  el  procesado,  de  quien  po> 
dian  esperarse  esplicaciones  mas  claras  y  satisfactorias:  era  un  tal  Tomás, 
calafate,  vecino  de  la  Barceloneta,  en  cuya  casa  dijo  aquel  que  se  habia 
acogido  cuando  huyó  de  poder  de  sus  secuestradores,  y  en  la  cual  perraa- 
necio  por  espacio  de  ocho  días  hasta  que  se  embarcó  para  Buenos- Aires. 
El  Juez  acordó  inmediata  mente  el  eiámen  de  ese  Tomás,  calañite,  úoica 
diligencia  que  en  aquel  tiempo  podía  practicarse;  y  habiéndosele  manifes- 
tado que  un  vecino  de  la  Barceloneta  del  mismo  nombre  y  tambiea  del 
mismo  oficio  se  encontraba  á  la  sazón  en  Marsella,  pero  cfue  se  aguardaba 
su  próximo  regreso,  suspendió  naturalmente  el  precedimieoto  basta  su 
llegada.  Ninguna  otra  diligencia  estaba  indicada,  según  he  dfcfao.  por  la 
declaración  del  procesado;  v  fi  el  calafate  Tomás,  habitante  en  la  casa  Da- 
mero 93  de  la  calle  de  San  iMiguel  de  la  BarceloneCa,  no  ba  podido  ser  ba- 
bido,  ni  eiaminado  por  consiguiente;  si  jamás  ha  sido  conocido  individuo 
alguno  de  éste  nombre  y  oficio  en  la  casa  que  indicó  el  procesado,  no  será 
esto  seguramente  por  cvipa  del  Juez  de  primera  instancia. 

Aguardábase  el  regreso  de  éste  testigo,  cuando  llegó  el  dia  ^3  de  maye; 
y  el  Juez,  noticioso  de  que  el  Marqués  de  Fontanellas  dudaba  de  que  el 
procesado  ñiera  su  hermano,  dictó  el  auto  de  oficb  mandando,  entre  otras 
cosas,  que  se  ampliase  la  declaración  de  aquel.  Lo  primero  que  creo  debe 
llamar  la  atención  de  la  Sala,  es  la  imparcialidad  del  Juez;  circunstascta 
que  no  puede  apreciar  bastante  el  abogado  defensor,  porque  no  se  encoii- 
traba  entonces  en  Barcelona.  Recuerdo  queme  hallaba  en  una  reunión  de 
amigos,  cuando  tuve  la  primera  noticia  de  la  lleffada  del  que  se  titula  üon 
Claudio  Fontanellas;  recuerdo  también  las  señales  marcadas  de  increduli- 
dad que  advertí  en  todos  los  semblantes;  y  no  faltó  por  cierto  quien  escla-» 
fliara  ¡qué  buñuelo  se  kha  metido  al  Marqués  en  canA 
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Guando  se  supo  la  relaeioo  estrana  que  el  procesado  había  becbo  de 
ins  aventuras,  todos  mostraron  su  repugnancia  y  di6cultad  de  creerla;  y 
00  puede  dudarse  del  sentido  en  que  se  pronunciaba  la  opinión  pública  en 
esta  ciudad,  cuando  en  los  diarios ,  que  están  unidos  á  la  causa,  se  habla- 
ba de  niisteriasy  que  es  lo  único  que  podía  decirse  por  una  prensa  pruden*» 
te  y  que  sabe  que  no  la  es  lícito  mezclarse  en  los  asuntos  interiores  de  una 
íáraüía.  A  Jos  pocos  días  ya  se  preguntó  en  la  Bolsa  á  Celestino  Feliú  y 
Fontanilis,  según  consta  euel  proceso,  sí  el  recien  llegado  con  el  tílolo  de 
D»  Claudio  FoDtanellas  era  su  bermaDO  Claudio;  y  por  cierto  que  la  con- 
testadoD  no  fué  la  más  á  propósito  para  desvanecer  éste  concepto,  si  real-* 
mente  era  equivocado.  Pronto  se  tuvo  noticia  en  toda  la  ciudad  del  inci« 
dente  ocurrido  en  la  Bolsa  con  Celestino  Feliú;  y  desde  entonces,  no  solo 
cesaron  las  dudas  acerca  de  si  el  procesado  era  D.  Claudio  Fontanellas, 
8»o  que  se  creyó  que  era  Claudio  Feliú  y  Fontanills. 

El  Juez  del  distrito  de  Palacio  vivía  en  Barcelona,  respiraba  la  atmós- 
fera que  te  venia  creando  por  las  diferentes  versiones  que  se  hacían  de  es- 
te suceso,  que  indudablemente  preocupaba  la  atención  pública;  y  sin  em- 
bargo, prescinde  de  todo  en  su  auto  de  oGcio,  y  limitándose  á  consignar 
•a  él  las  dudas  del  Maroués  de  Fontanellas,  de  que  se  le  había  dado  noti- 
cia, colocó  en  el  fiel  la  nalanza  con  que  la  justicia  pesa  las  acciones  hu-» 
roanas. 

Esas  dudas  le  daban  motivo  suficiente  para  la  investigación  que  desde 
luego  planteó?  En  mi  concepto  esto  es  innegable:  porque,  ó  esas  dudas 
eran  fundadas,  ó  no  lo  eran;  en  el  primer  caso,  el  procesado  se  presenta- 
ba culpable  de  un  delito,  en  el  segundo  era  inocente.  Inocente  ó  Culpan 
ble;  soloea  un  proetsdimiento  criminal  y  previa  la  investigación  corres- 
pondiente, es  como  debía  hacerse  una  declaración  semejante. 

Pregunta  el  abobado  defensor:  cuando  se  dictó  el  auto  de  23  de  mayo^ 
idónde  estaba  d  deltto?  ¿dónde  las  pruebas^  Donde  están  todos  los  delitos 
cuando  se  denuncian;  en  la  oscuridad,  en  el  misterio.  ¿Dónde  estaban  en- 
iVBoes,  le  preguntaré  yo  á  la  vez,  esos  supuestos  derechos  civiles  del  pro- 
cesado? Confundidos  también  en  la  oscuridad  y  en  el  misterio  con  el  deli- 
to. iSe  qviere  que  permanezcan  siempre  oscurecidos?  Pues  entonces  que 
los  Jueces  se  crucen  de  brazos,  escudados  en  su  criminal  apatía  con  la 
doctrÍM  de  la  defensa.  ¿Se  quiere,  por  el  contrarío,  que  los  derechos  ci« 
Tiles  se  esdarescao,  que  los  delitos  se  descubran  y  que  los  criminales  su-^ 
fran  su  castigo?  Pues  entonces,  que  los  Jueces  procedan  como  manda  la 
ley,  ^e  es  lo  que  hizo  el  de  primera  insUBcia  de  Palacio.  Y  si  la  defensa 
cree  oue  para  eiio  podía  ser  un  obstáculo  ese  supuesto  antecedente  civil, 
ye  deno  decirla  que  la  investigación  judicial  no  reconoce  otro  límite  que 
el  señalado  por  la  ley,  el  cual  consiste  en  la  prohibición  de  hacer  pesqui- 
sas generales  y  cerradas,  salvo  en  los  casos  de  escepcioQ  que  en  la  misma 
ae  determman» 

Pero  yo.  Señor,  no  me  catisaré  de  preguntar,  ¿cuáles  eran  esos  dere- 
cftios  dvílee  que  constituían  el  antecedente  que  la  defensa  nos  presenta 
como  principal  fundamento  de  sus  observaciones?  porque  no  considero  ni 
puedo  coosiderar  tampoco  al  Marqués  de  Fontanellas,  respecto  á  su  her- 
nano  D.  Claudio,  mas  que  como  un  depositario  ó  fiel  custodio  de  su  he-* 
reocia.  En  este  concepto,  la  ley  no  le  concede  derecho  alguno;  antes  por 
el  contrario  le  impone  obligaciones  terminantes  é  itoprescindibles,  cuales 
aon  la  de  la  cosa  como  un  buen  padre  de  familia,  responder  de  ella  y  en- 
tregarla á  su  legítimo  dueño  cuando  se  le  pida.  ¿Se  quiere  por  veotn-. 
ra,  ^ue  la  falta  del  cumplimiento  de  estas  obligaciones  constituya  de-^ 
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rechos  trasmisibles  en  fevor  de  un  tercero?  Vamos  á  ver  caáies  soiin. 

Supongamos  que  el  Marqués  de  Fontanellas,  después  de  reeooocer  ti 
procesado  como  hermano  suyo,  le  hubiese  entregado  la  herencia  de  éste, 
y  que  al  cabo  de  algunos  días  se  presentaba  el  verdadero  D.  Claudio  re- 
clamándosela. ¿Gludiria  acaso  el  marqués  esta  reclamacioD  con  decir  ^pe, 
de  buena  fé  habia  hecho  entrega  de  ella  al  procesado?  ¿Se  habían  de  im- 
putar al  D.  Claudio  las  consecuencias  de  los  errores  del  marqués  y  de  sos 
faltas  en  el  cumplimiento  de  uno  de  los  primeros  deberes  que  tenía  como 
depositario?  Si  así  fuera^  se  abriría  una  puerta  muy  ancha  i  los  más  gra- 
ves y  trascendentales  abusos.  Porque  si  el  marqués,  mas  codicioso  de  lo 
que  se  le  supone,  y  menos  seguro  de  la  muerte  de  D.  Claudio,  hubiera 
querido  defraudar  á  éste  quedándose  con  su  herencia,  no  necesitaba  mas 
que  valerse  del  procesado,  ó  de  cualquiera  otra  persona  que  se  prestara  á 
hacerse  pasar  por  su  hermano,  lo  cual  no  le  hubiera  sido  difícil  mediante 
una  buena  retribución,  para  consumar  la  mas  repugnante  de  las  estafas. 
¿Cree  V.  B.  que  esto  podría  hacerlo  impunemente?  Y  en  otro  caso,  ¿qué 
derechos  son  esos,  que  producen  responsabilidad  civil  para  el  que  los  ejer- 
ce de  buena  fé,  y  responsabilidad  criminal  para  aqael  en  cuyo  favor  se 
ejercen?  ¿Y  qué  derechos  son  esos  en  cuyo  ejercicio  puede  entrar  el  áoh 
hasta  el  punto  de  llegar  á  constituir  nada  menos  qoe  el  grave  delito  de 
estafa?  No  se  conocen  afortunadamente,  Señor,  derechos  semejantes;  y  la 
cualidad  de  depositario  que  es,  por  decirlo  así,  el  ánico  vínculo  civil  que 
liga  al  Marqués  de  Fontaneilas  con  su  hermano  D.  Claudio,  solo  le  impo- 
ne obligaciones  de  necesario  é  imprescindible  cumplimiento:  no  tenia  el 
marqués  derechos  que  trasmitir  al  procesado;  y  no  era  posible,  por  con- 
siguiente,  crear  ese  antecedente  civil,  que  se  nos  presenta  como  qq  obs* 
táculo  invencible  para  el  procedimiento  criminal. 

Pero  además  de  que  las  dudas  del  marqués  justifícaban  la  investiga- 
cioD,  habia  otros  motivos  que  debían  pesar  en  el  ánimo  del  Juez  y  estimo* 
larle  á  proceder.  Era  el  mismo  Marqués  de  Fontaneilas  quien  dudaba,  ape- 
sar  de  haber  reconocido  antes  á  su  hermano  en  la  persona  ^el  procesado: 
i  y  no  debia  creer  el  Juez  que  tendría  razones  muy  poderosas  para  conee» 
bir  las  dudas  que  le  ponian  en  tan  manifiestra  contradicción  con  su  ante- 
ríor  conducta?  Hay  también  que  tener  presente,  que  no  era  un  misterio 
en  Barcelona  que  el  Marqués  de  Fontaneilas  estuvo  para  ser  víctima  alga- 
nos  años  atrás  de  un  alentado  semejante  al  de  que  io  fué  su  hermano  Don 
Claudio  en  el  de  i845;  pues  acometido  una  noche  por  cuatro  hombres  en- 
mascarados en  una  de  las  callejuelas  vecinas  á  los  encantes,  solo  debió  so 
salvación,  y  eso  después  de  recibir  una  puñalada,  á  una  pobre  mujer  qne 
presenció  el  hecho  desde  una  ventana  y  ahuyentó  con  sos  voces  á  los  mal- 
hechores. Si  el  procesndo  era  uno  de  esos  enemigos  del  Marqués,  ó  de  eso* 
demasiado  amigos  de  su  dinero,  y  si  en  aquella  noche  del  23  de  mayo  hu- 
biese cometido  algún  atentado  contra  su  persona,,  ó  contra  sus  intereses, 
¡qué  responsabilidad  tan  tremenda  para  el  Juez  que  no  se  hubiera  apresu- 
rado á  evitarlo!  Vea  V.  E.  si  éste  tuvo  motivos  para  proceder  inmediata- 
mente y  como  lo  hizo. 

Se  censura  también  el  procedimiento  por  el  sitio  y  la  hora  en  que  se 
examinaron  los  testigos.  El  abogado  defensor,  en  cnanto  ha  dicho  sobro 
este  particular,  procede  de  un  supuesto  equivocado^  y  del  cual,  debo  de* 
cirio  con  franaueza,  hemos  participado  la  Sala  segunda  y  yo. 

Todos  habíamos  creído  que  el  Juez,  á  seguida  de  dictar  su  auto  de  ofi- 
cio, se  trasladó  á  la  casa  del  Marqués  de  Fontaneilas,  y  que  allí  recibió  las 
declaraciones  que  aparecen  las  primeras  en  la  cansa;  pero  como  en  ei 
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principio  de  estas  solo  se  espresa  «Ed  la  ciudad  de  Bircelona»  y  nada  res- 
uecto  al  sitio,  he  prucuiaJo  averiguar  lo  que  eo  esto  hubiera  de  cierto,  y 
fie  sabido  que  el  Juez  dictó  el  auto  en  su  despacho,  donde  hizo  concurrir 
al  Marqués  de  Fonlanellas,  á  su  dependiente  Martí  y  á  ios  tres  testigos  Ro- 
dos, Coil  y  Rouieu,  y  allí  fueron  todos  examinados:  y  cuando  se  hizo  ya 
necesario  examinar  al  procesado  y  formalizar  las  diligencias  de  sn  recono- 
cimiento por  los  testigos,  fué  cuando  se  trasladó  á  la  casa  del  Marqués.  Es 
cierto  que  no  se  ha  hecho  constar  la  traslación,  como  hubiera  debido  ha- 
cerse; pero  V.  E.  juzgará  si  la  omisión  de  una  diligencia  de  esta  clase 
puede  considerarse  bastante  para  producir  la  nulidad  del  procedimiento. 
nepito,que  esta  es  la  verdad;  y  la  defensa,  que  puede  sostener  lo  contra- 
rio, no  podrá  en  manera  alguna  demostrarlo. 

Pero  la  razón  y  la  justicia  tienen  li  ventaja  de  poder  aceptar  e!  debate 
en  cualquier  terreno  donde  se  le  quiera  conducir;  y  yo,  dando  por  cierto 
cuanto  el  abogado  defensor  ha  dicho  y  declamado,  todavía  sostengo  y  jus- 
tídco  el  procedimiento.  La  casa  del  Marqués  de  Fontanellas  era  el  sitio 
donde  estaban  el  delito  y  el  delincuente :  no  habia  otro  por  consiguiente 
rtiás  á  propósito  para  instruir  las  primeras  diligencias  del  sumario;  y  aun 
cuando  allí  estuviesen  los  testigos,  y  danao  también  por  cierta  su  supues* 
ta  confabulación  con  el  Marqués,  mejor  podia  conocerla  el  Juez  en  la  casa 
de, éste,  donde  se  ofrecía  á  su  vista  y  consideración  aquel  conjunto  de 
personas  y  cosas,  que  no  examinando  á  cada  uno  de  esos  testigos  en  su 
despacho  aislada  y  particularmente.  Y  no  se  diga  que  esa  casa  era  preci- 
samente la  del  mayor  enemigo  del  procesado;  porque  en  ella  títia  éstt 
también,  y  tenia  por  tanto  la  ventaja  de  ser  un  sitio  neutral. 

El  Juez  no  obró  mal  en  trasladarse  áesa  casa  situada  dentro  de  la  ca- 
pital del  Juzgado,  y  no  infringía  seguramente  por  esto  el  Reglamento 
Provisional  para  la  administración  de  justicia,  que  le  manda  proceder  en 
persecución  de  los  delitos  inmediatamente  que  tiene  noticia  de  su  perpe- 
tración, y  no  le  prohibe  plantear  la  investigación  en  el  lugar  donde  se  nan 
coniPtido,  que  es  el  más  á  propósito  para  hacerlo  con  mejor  resultado. 

Partiendo  del  supuesto  de  que  los  testigos  se  encontraban  en  la  casa 
del  marqués,  se  dice:  aue  estaban  confabulados  con  él:  pero  yo  no  conoz- 
co ley  alguna  que  prohiba  al  marqués  de  Fontanellas  el  ofrecer  á  la  justi- 
cia las  pruebas  de  un  delito  que  se  ha  cometido  en  perjuicio  suyo;  y  si  por 
esta  razón  fueran  tachables  esos  testigos,  lo  serian  también  los  que  han 
declarado^  favor  del  procesado,  y  hahria  que  proscribir  de  los  procesos 
criminales  la  prueba  testifical.  Por  lo  demás,  el  sitio  nada  influye  en  la  ap- 
titud de  los  testigos,  pues  donde  quiera  que  éstos  se  encuentran,  allí  están 
con  su  ciencia,  con  sut^onciencia,  con  su  Idoneidad,  en  fin;  y  siempre  que 
en  su  examen  se  hayan  observado  las  formas  que  la  ley  e\\ge  para  garan- 
tizar que  lo  que  esta  consignado  en  su  declaración,  es  lo  mismo  que  han 
declarado,  tan  intachable  es  el  testigo  examinado  en  una  Iglesia,  como  el 
que  lo  es  en  un  presidio. 

Pero  el  caso  es  que  esa  confabulación  no  ha  existido;  y  están  de  acuer- 
do para  desmentirla  el  sentido  común  y  el  procesado  mismo.  ¿Cual  era  el 
interés  que  podia  mover  al  marqués  de  Fontanellas  á  formar  semejante 
confabulación?  Seria  naturalmente  el  de  justificar  que  el  procesado  no  era 
su  hermano,  por  ser  este  el  medio  mas  sencillo  y  espedito  para  evitar  y  exi- 
mirse de  la  entrega  de  su  herencia.  Pues  sepa  la  Sala  que,  de  esos  tres 
testigos,  Gerardo  Rodés ,  Antonio  Coll  y  Gabriel  Romeu ,  ninguno  conocía 
i  ü.  Claudio  Fontanellas,  y  solo  declararon  que  el  procesado  era  Claudio 
Felíu  y  Fontanills,  con  quien  habían  tenido  trato  y  relaciones  antes  de  que 
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se  auseotara  para  Buenos- Aires.  ¿Y  cree  V.  E.  qae  el  marqués  se  hubiese 
confabulado  coa  estos  testigos  coa  tal  designio,  cuando  al  primero  do  le  era 
esto  necesario,  y  cuando  contra  todos  ellos  podían  levantarse  tantos  testi- 
monios que  les  desmintiesen,  ya  fuera  de  parte  de  la  familia  de  Feliu ,  ya 
también  de  parte  de  sus  amigos  jf  .conocidos,  que  naturalmente  do  lo  serian 
del  marqués  de  Fontanellas,  y  a  quienes  por  este  motivo  no  podría  hacer 
entrar  en  la  confabulación? 

Note  V.  £.  también,  que  es  demasiado  conocido  el  origen  de  esas  de- 
claraciones, que  no  fueron  inspiradas  por  el  marqués  de  Fontanellas ,  sino 
por  el  procesado,  que  así  ha  venido  á  reconocerlo  en  una  de  las  suyas.  En- 
contróse este  en  casa  de  0/  Josefa  Fontanellas  con  Gerardo  Rodés,  á  quieD 
dijo  que  le  conocía.  El  testigo,  sorprendido,  le  contestó  que  era  imposible, 
porque  él  no  había  veDÍdo  á  Barcelona  hasta  el  auo  1850,  y  habiendo  des- 
aparecido el  procesado  en  1845,  no  podía  conocerle:  pero  este,  imprudente 
y  escesivamenle  confiado  en  el  buen  éxito  que  hasta  entonces  habían  teoi- 
do  sus  ardides,  insistió  diciendo:  si  yo  le  he  conocido  áV,en  casa  de  Ro^ 
meu  en  la  Barceloneta:  un  rayo  de  luz  cruzó  por  la  mente  de  Gerardo  Ro- 
dés, y  le  hizo  recordar  que,  en  efecto,  solía  reunirse  en  casa  de  Rumeu  con 
Claudio  Feliu  y  Fontanilli;  y  íiiáodose  entonces  en  la  Gsouomía  del  proce- 
sado, le  reconoció,  sin  género  de  duda,  por  Claudio  Feliu. 

Hé  aquí  el  verdadero  ericen  y  principio  de  esta  causa  y  la  razón  que 
motivó  la  declaración  de  Rocíes ,  la  de  Gabriel  Romeu,  en  cuya  casa  se 
reunía  aquel  con  Claudio  Feliu,  y  la  de  Antonio  Coll,  que  en  aquella  épo- 
ca tuvo  en  la  suya  de  aprendiz  de  conGtero  al  procesado.  Ahora  bien :  ó  es 
necesario  convenir  en  que  ia  coníabolacion  del  Juez ,  del  marqués  y  de 
Jos  testigos  es  una  invención  calumniosa  de  la  defensa  contradicha  por  los 
hechos « por  el  sentido  común  y  por  el  procesado,  ó  confesar  que  este  era 
el  pnmero  y  principal  confabulado. 

Ahí  tiene  Y.  E.  lo  que  fueron  los  sucesos  de  aquella  noche  tremenda» 
llamada  de  los  misterios,  cuyo  recuerdo  tan  lastimosamente  agita  la  ima- 
jínacion  de  este  abogado  defensor;  yeso,  que  no  presenció  los  heclios, 
iqué  seria,  según  la  espresíon  del  poeta ,  si  hubiera  visto  al  monstruo 


(Se  concluirá,) 
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BR  \M  FORMAS  SUCESITAS  DE  SD  DESBHTOLfllIBllT» 
y  ta  estadio  en  les  UnSvenidadet   (4). 

EiCHO.  Sr.: 

En  la  evolución  periódica  de  los  tiempos  socédense »  así  para- 
las sociedades  como  para  los  individuos,  dias  fastos  que  son  memo- 
ria viva  de  glorias  ya  pasadas ,  delectación  del  ánimo  al  mirarlas 
como  presentes  y  suave  esperanza  de  verlas  continuadas  y  repro- 
ducidas. La  reunión  del  limo.  Claustro  en  este  Paraninfo,  el  apre^ 
suramiento  de  la  juventud  escolar,  la  presencia  de  los  hombres  que 
prestan  culto  á  las  letras  divinas  y  humanas,  dan  claras  señales  de 
ser  llegada  la  época  en  que  la  vida  cientíGca  emprende  et  movi» 
miento  anual  hacia  las  inesploradas  regiones  de  lo  desconocido.  Nc^ 
de  otra  suerte,  con  fiestas  y  solemnidades,  la  Religión  recuerda  sus 
grandes  misterios  y  los  pueblos  sus  dias  de  triunfo,  como  para  tem» 
piar  el  ánimo  y  con  nuevo  brío  acometer  mayores  empresas. 

T  como  es  condición  de  la  vida  cientiGca,  no  soFo  la  dífnsion  y 
propagación  de  verdades  en  patrimonio  común  adquiridas,  sino  la 
perpetua  investigación  de  las  que  sucesivamente  se  plantean  coma 
problema,  al  abrir  la  olimpiada  á  que  la  juventud  corre  gozosa,  no 
descineado  la  toga  para  mostrar  la  belleza  del  cuerpo,  sino  para  dar 
al  alma  mayor  pureza  y  quilate;  séame  lícito  presentar  la  alenta*- 
dora  al  par  que  grandiosa  imagen  de  una  ciencia  que  ha  sido  obje- 
to de  mis  estudios  y  que  es  de  la  humanidad  ocupación  incesante. 
Esta  es  la  ciencia  del  Derecho  en  las  fortMU  iuciiivai  de  m  desen^ 
tfolvimierUo  y  iu  etíudio  en  las  Urúverstdades. 


(i)  Discm*8o  pronunciado  en  la  solemne  inauguraolon  del  año  acadé- 
mico de  i  865  á  i86e,  en  la  Universidad  Central,  por  el  Dr.  D.  Laubbano 
Fkubrola  ,  Catedrático  de  Derecho  poliUco  comparado  en  la  PaMltid  dt 
Derecho ,  de  la  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políticas ,  etc. 
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Si  en  alas  de  la  imagioacioQ  dejase  correr  la  pluma  fantaseando 
descripciones  lan  va^s  cotio  heftos  de  dviUzac¡ones  antehistóri  • 
cas,  bien  orienlales,  bien  eucpp^«if  acaso  lilerariamenle  cumpliera 
mejor  la  ardua  tarea  que  me  eslá  encomendada;  pero  cuanto  delei- 
tara ¿  retóricos ,  ^ria  mqrliUcacion  de  doctos  y  entendidos.  No 
apartemos  la  vista  de  la^  fuentes^dél  Derecho  «n  tiempos  históricos, 
en  monumenlos completos,  en  escritores  de  sana. crítica;  que  aun 
asi,  no  desfalleciendo  el  propio  ingenio,  es  vastísimo  el  horizonte 
que  voy  á  rcconipr. 

La  noción  del  Derecho  apafeee-instiotivamenteen  la  coexisten* 
jcisl  de  uno  con  otro  hombre,  como  la  observamos  en  los  juegos  de 
ta  infancia  y  de  la  adolescencia;  pero  si  eo-'el  itdtvfdoo  trascorren 
ji^uphas  áño^  antes  de  formar  idea  piara,  y  precisa  de  lo  justo  ó  ¡o- 
jus^<;iu  ep  la  vida  de  la  humanidad  han  debido  trascurrir  siglos  áo- 
1^  de  formularse  de  una  maqera  conspicua  y  terminante,  así  como 
de  obtpner  sus  legítimas  consecuencias.  Roma,  que  cierra  el  ciclo  de 
las  edades  anticuas;  que  resume  el  saber.de  ios  pasados. tiempos,  y 
q\ie  si  icare<;ió  de  literatura  y  filosofía  propias  desarrolló  las  inves* 
liigapiones  de  la  t>umanidad  bajo  el  aspecto  del  Derecho,  hasta  el 
€strem.o , de,  que  $^s  códigos  merezcan  el  tituló  de  razón  escrita^ 
fierpckQ.wnvm  ;  Roma  nos  indica  en  sucesivas  gradaciones  la  no- 
cíqn  instintiva,  predominando  primero  y  depurándose  luego  hasta 
;alp^pza^  la  idea»  si  no  completa,  en  sus  principales  car  ictéres. 

Cnandp  ei^.el  pnincr  libro  del  Digesto  leemos  (1)  que  el  de- 
recbowtjUfal  es  el  que  Ja  naturalei^a  enseñó  á  todos  los  anima- 
les, veQiqs  la  iomeosa  distapcia  que  separa  nuestra  época  de  la 
.iof4ncJa;de  la$  sociedades.  Establecer  ^mo  derecho  las  relaciones 
Jatees  é  ipstiotivas  de  todos  los  seres  dotados  de  vida,  aun  en  los 
inferiorj^s  %\  bom|)re  era  desconocer  por  completo  la  esencia  del  de- 
recho, ^ie^tr^s  que  en  la  medía  edad  ya  se  espresó  perfectamente 
^ue  er^  uiML  relaqíon  de  hombre  á  hombre  {ju$  e$t  proportio  homi- 
^ts  od  Apuufi^m).  El  derecho  de  gentes  tampoco  era  mejor  enteo- 


(i)  L.  I,  §.  3.*,  D.,  DeJusHtia  etjure,  «Jos  natunlíe  «t  qnoí  natura 
4imnia  aninialia  doriuL.Namjus  islud  non humanj  generispropíura,  sed 
^mnium  anímaliom,  qum  in  térra,  qusB  in  mari  nascuntur,  avium  queque 
«ommoñe  est.  Hlnc  deseeodit  mtritatque  fatmom  eeinvBelmi'quam  nos 
nuOrintímium  apeHtmus:  bimi  li^erurum  ppoereatio,  mncedocatio,  fide- 
nu» elanhn  eaolera  quoqua  Múmaüa ,  feras  tH^^m .  iatiiia  jur is  perilii  ceti- 
^eri.»  *^ 
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tiido  de  Ips  romapost  pqcslo  que  derivándolo  del  natural,  lo  defiuian 
«iproximadameDte  como  al  derecho  nalural  conviene  (i)  (koc  solu 
htnnmbus).  Si  esta  doctrina  era  la  recopilación  del  saher  de  la  hu- 
manidad ep  las  primeras  eda^des,  trasmitida  por  el  monumento  má^ 
insigne  y  más  grandioso  que  á  su  gloria  labró  Jusliniano,  examine- 
mos como  ha  ido  desenvolviéndose  y  ha  llegado  hasta  nosotros  ti^ 
iQdas  ^ps*  manjrestaciones  mas  completo  y  acabado,  y  cómo  en.  las 
aulas  y  escuelas  del  siglo  decimonono  debe  ser  comprendido. 

El  ejercicio  del  poder  en  una  ú  otra  forma  ha  aplicado  la  ley 
ocasiop9^1n]iente  cpmo  un  acto  nacido  de  uaa  voluntad  personal  antt* 
la  colisión  de  otras  voluntades  á  la  primera  subordinadas  por  el 
miedo,  la  fuerza,  el  amor  ó  el  entusiasmo.  La  ley  ha  sido  viva  y 
ací^ptada  por  aquellos  cuyas  relaciones  en  contienda  requerían  una 
decisión  razonada  (i),  Y  estas  decisiones  orales  repetidas,  re.4pela 
das  comp  costumbre,  alteradas  luego  por  los  que  deben  aplicarlas, 
erigen  un  estado  discrecional,  arbitrario  como  todo  lo  incierto,  todf) 
lo  que  no  reconoce  limite  fijo.  A.  la  ley  impuesta  y  de  buen  grado 
aceptada,  sucede  ja  ley  desconocida  y  voluntariosa;  y  como  no  hay 
estado  de  derecl^p  sin  ley  conocida,  tanto  por  el  que  ha  de  acatarla 
como  por  el  que  ha  de  imponerla,  si  esto  no  se  verifica  armónica- 
mente, con  eatrépicQ  se  rpaüza,  y  la  rebelion.de  los  gobernados  in- 
coD9CÍen(emente  estalla  pontra  los  que  mandan  con  fórmulas  des 
conocidas.  Los  hechos  que  precedieron  y  siguieron  á  la  ley  de  l^s 
Doce  Tables  dan  elocuente  testimonio  de  este  fenómeno,  que  niá^ 
de  una  VQZ  reproducido  preseptan  otros  pueblos  y  civiJizaciones 
que  pudíeri^n  jcreerse  muy  distintas. 

Isa  vaguedad*  ese  desconocimiento  del  derecho,  las  exigencaí^ 
para  que  soa  form)ilado  y  pron^ulgado ,  encuentran  un  obetácul  * 
l^ivísimoen  el  primitivo  orgapismo social.  El  derecho  ^or  su  natu- 
rales intima,,  por  smcar^ler  racioa^l,  se  inipone  encarnándose,  i)(> 
^0  en  aoja  voluotad  personal  y  superior  {manu  regia),  sino  que 
tiene  el  jg^ii  diüinum  de  3U  bondad  intrínseca  y  el  de  proferir.sc. 
por  ana  pisr^opa  eaalgUfia  mftnera  sagrada  con  su  autoridad  pater- 


(1)  L.  I,  §.  4.VD.,  Di^fustUia  etíure.  aim  genlium  est,  4)uogenti»fi 
l^Mp  .umntitf  quod  a  oatnruli  recedere,  íacile  íptelligere  licet :  qu/a 
illad  omniims  animalibus,  lipc  solis  hominíbus  ínter  se  coiqmune  sít.» 

(2)  L.  II,§.  ^.^  b.yDeoHginefuriB.M popuiíu f iqe  lege eert;, , 

sioe  jure  certo  primum  agere  instituit,  omniaque  manu  á  Regíb|¡i4.g|y]^^ 
nal)AQtur.D 


Digitized  by  LjOOQIC 


Í80  REVISTA  DI  LEGISLACIÓN. 

lia,  civil  Ó  religiosa.  Si  además  se  coafuade  coa  el  dogma,  como 
acoDtece  cuasi  siempre,  se  requiere  un  malestar  profundo  para 
romper  con  los  respetos  y  escrúpulos  de  los  que  no  pueden  discer- 
nir en  un  principio  lo  que  á  la  inmovilidad  peculiar  á  la  religión 
pertenece,  y  lo  que  atañe  á  la  movilidad  inherente  á  las  relacione» 
libres  de  los  hombres. 

Razón  es  esta  fundamental  para  que  las  grandes  reformas  ó  la<; 
revoluciones,  que  en  la  esfera  del  derecho  agitan  á  los  pueblos,, 
tengan  esencialmente  un  carácter  político,  y  quede  relegado  á  se- 
gundo término  lo  que  al  derecho  civil  se  refiere,  porque  afecta  á  la 
colectividad  con  estímulo  más  vivo  y  apremiante  lo  que  al  estada 
de  la  ciudad  importa,  que  lo  que  atañe  al  estado  de  la  familia  ó  a  i* 
que  podriamos  llamar  estado  interfamiliar.  T  no  porque  el  derecho 
privado  familiar  éinterfamiiiar  sea  de  importancia  escasa,  en  ninguo 
tiempo  ni  forma  social,  sino  porque  del  carácter  y  fisonomía  que  á  esa 
forma  social,  á  esa  vida  política  se  le  imprima,  nace,  como  derecho 
derivado  y  categoría  lógica  necesaria,  el  carácter  que  el  derecho 
civil  reviste.  Por  esta  razón  el  estudio  del  Digesto  no  ha  sido  fe 
cundo  ni  perfectamente  apreciado,  sino  cuando  con  más  caudal  de 
conocimientos  históricos,  con  más  plenitud  de  datos  ¿  invención  de 
documentos,  nos  hemos  penetrado  de  la  realidad  de  la  vida  roma- 
na, retrotrayendo  los  tiempos  y  distinguiendo  con  esquisito  críte- 
riólos  inmensos  materiales  que  han  ido  hacinando  indistintamente 
los  siglos  pasados  y  ha  podido  clasificar  el  nuestro.  Ni  es  maravi- 
lla que  asi  aconteciese;  antes  por  ley  natural  y  propia  del  enten 
dimiento  y  de  los  sucesos  humanos  debe  tomarse»  cual  sucede  ea 
los  fenómenos  fisiológicos,  donde  la  asimilación  de  las  sustancias 
precede  á  sq  elaboración  orgánica.  A.sí  se  ésptica  sin  razón  diOcnl 
tosa,  por  qué  el  cuerpo  del  derecho  civil  aplicado  á  nuestra  vida 
actual  en  todos  los  pueblos  europeos,  bien  literalmente,  bien  por 
analogía,  ó  sirviendo  de  base  á  nuevas  codificaciones,  era  sin  em- 
bargo iodescirrable  en  muchos  casos,  contradictorio  en  otros,  por- 
que carecia  de  la  genuina  base  de  su  comentario  vivo  que  era  el 
derecho poKtico  y^admintstrattyo  por  eayoioedioae  babiaa  desar- 
rollado las  admirables  fórmulas  de  la  ley,  que  según  las  necesida- 
des de  los  tienipos  iba  elaborando,  el  pretor  con  e1;as  IwnúrariHmf 
ó  con  sus  opiniones  magistrales  (auc/<7rí¿a«  priic{en/um)  los  j)iris- 
conraltos. 

S'quiera  á  grandes  rasgos  tracemos  la  sécie  de  cuadros  que 
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desde  su  Dacimiento  hasta  ahora  presenta  con  sucesivo  desarrollo  y 
perfeccíoaamieoto  el  Derecho,  cual  si  Fuese  un  cuerpo  orgánico 
dotado  de  vida  y  sustancia  física,  como  es  sustancia  espiritual  y 
^«spresíoQ  sublime  de  la  ÍDlíma  naturaleza  del  hombre. 

I. 

A  la  contemplación  del  estudioso  preséntase  el  romano  de  otros 
dias  como  una  noble  Ggura  de  las  que  mueven  el  ánimo  al  culto  de 
lo  belloteada  vez  que  sacudido  el  polvo  de  los  siglos  vuelven  á  le- 
vantarse sobre  su  pedestal  las  estatuas  que  derribaron  el  fanatismo 
y  la  barbarie.  ¿Por  qué  esta  impresión  tan  halagadora  mirando  á  lo 
antiguo,  como  compasiva  si  al  romano  moderno  se  dirige?  Porque 
a^iuel  hombre,  de  costumbres  frugales  y  severas,  reservado  y  me- 
lancólico, tan  poco  instruido  como  arrestado  al  combate,  se  prepa- 
ra á  dominar  el  mundo,  mediante  un  organismo  colectivo  ó  de  ciu- 
dad que  hace  potentísimo  y  fecundo  el  organismo  familiar.  No  es 
-que  dejase  de  tener  precedenles  en  pueblos  anteriores  la  existencia 
romana,  que  nunca  obra  bruscamente  la  ley  de  desenvolvimiento 
de  la  humanidad,  sino  por  gradaciones  y  traosformaciones  sucesi- 
vas; pero  puede  afirmarse  sin  asomo  de  duda  que  ningún  pueblo  de 
tos  que  le  hablan  precedido  se  halló  en  condiciones  análogas  para 
el  Derecho  como  el  que  estableció  su  asiento  en  el  centro  de  la 
península  italiana.  El  cives  romatms,  ebrio  de  entusiasmo  por  la 
fuerte  contestura  de  su  constitución  política,  pudo  mirar  el  resto 
del  mundo  como  objeto  destinado  á  su  dominación  y  recorrerlo  en 
todos  los  confines  entonces  conocidos  con  ese  soberbio  desden  de 
que  nos  dan  muestra  los  hijos  de  la  moderna  Albion  por  la  paridad 
de  condición  en  que  les  colocan  las  instituciones  que  les  rigen. 

Grande  es,  sin  duda,  y  poderosa  y  no  bastantemente  compren- 
dida en  todos  sus  aspectos  y  pormenores  la  familia  romana;  el  feu- 
dalismo es  su  base,  djus  quirítium  ó  quiritarium  es  el  derecho  de 
los  hombres  de  lanza  ó  de  guerra,  y  esta  por  su  propia  naturaleza 
conduce  en  lo  antiguo  á  la  esclavitud  y  al  vasallaje.  Los  civcí  oplU 
mo  jure  son  los  que  pueden  tener  propiedad  y  al  mismo  tiempo  no 
pagan  tributo;  son  libres,  y  bajo  su  dependencia  se  hallan  la  esposa, 
los  hijos,  los  que  reconocen  su  predominio  y  en  el  cives  buscan  su 
amparo,  su  patrono,  y  constíluyen  las  gentes  que  forman  parte  de 
Jas  treinta  familias  primitivas.  Pero  ese  feudalismo  que  el  ilustre 
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Vico  por  ¡Dluicion  seSaló  en  la  vida  romaaa  y  han  demostrado  es- 
ludios posteriores,  en  vez  de  aislarse  y  desarrollarse  en  la  direccioo 
especial  que  h  iraprimió  la  media  edad»  se  coadebsa  dentro  de  lo5 
muros  de  una  ciudad  que  poblaron  y  engrandecieron  aquellos  se- 
ñores, iguales  en  condición  y  fueftes  por  la  asociación,  como  fueron 
débiles  los  de  la  edad  media  por  él  aislamiento.  Bste  punto  de  vis- 
ta, no  bastantemente  apreciado,  produce  con  los  mismos  elementos 
en  dos  edados  distintas  del  mundo  consecuencias  completan^ente 
diversas,  pero  por  fortuna  igualmente  provechosas  para  los  que 
recogemos  la  herencia  de  los  tiempos  que  han  pasado.  Esa  asocia- 
ción de  señores  feudales,  de  patricios  que  tienen  un  derecho  propio 
al  que  después  aspirarán  los  plebeyos  y  posteriormente  los  pere/?ri- 
uo$,  cuando  la  ley  de  igualdad  providencial  se  presenta  en  forma 
perturbadora  á  nivelar  las  condiciones,  constituye  un  estado  polí- 
tico robusto  por  natiiraleza,  porque  inspira  conGanza,  no  solo  en  las 
propias  fuerzas  individuales,  sino  en  las  que  nacen  del  mutuo  auxi- 
lio de  sus  iguales  y  en  la  influencia  moral  de  sus  subordinados  que 
lo  soQ  por  ley  de  atracción  con  los  lazos  de  la  famiJia  y  del  agradeci- 
miento, en  vez  de  la  ley  de  antagonismo  que  hace  gek-minar  la  ser- 
vidumbre en  la  edad  media.  Así  nace  potente  Roma  desde  un  prin- 
cipio, y  por  el  acierto  de  su  constitución  política  puede  acometer  y 
rca^lizar  grandes  empresas  que  tienen  ahora  sencilla  esplicacion  en 
vez  de  las  fatalistas  ó  misteriosas  que  la  ignorancia  y  la  poesía  han 
¡iresentado. 

En  su  vida  íntima  y  en  la  esterior  muestra  el  romano  la  pruden 
cia  y  el  tino  con  que  vá  estendiendo  su  dominación,  hasta  que  su 
cumbiendo  á  la  inmensa  pesadumbre  de  un  imperio  vastísimo,  no 
acierta  á  formular  para  la  nueva  vida  pública  cesárea  las  elegantes^ 
y  claras  prescripciones  que  encontrara  en  su  período  avasallador  y 
que  elavora  luego  para  la  vida  civil  únicamente.  El  estado  de  fa- 
milia, no  es  causa;  es  efecto  de  esa  situación  feudal  del  patricio  ro- 
numo,  y  es  grave  error  confundir  la  noción  de  familia  como  ele- 
mento indispensable  de  la  ciudad,  con  la  legislación  familiar  que 
nace  al  amparo  de  la  ciudad  misma  y  según  la  fisonomía  que  la 
ciudad  le  imprime»  cual  lo  demuestran  todos  los  privilegios  perso- 
nales que  al  padre  6  al  hijo  de  familias,  al  gentil  ó  al  liberto  con» 
fiere  la  cualidad  de  ciudadano  romano,  de  que  tan  celosos  fneron 
en  los  primeros  siglos  de  la  república,  y  que  con  tanta  parsimonia 
fué  entonces  concedido,  como  en  la  época  imperial  prodigado. 
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SI  idioma  del  Lacio  ha  dístiirgtiido  (jrimorosámedile  áoA  esliados- 
de  derectio,  díotro  de  la  misma  Roma,  con  la  CitUas  y  la  Í7r*«v 
dando  una  acepción  polílica  á  la  prhnerai  y  muaioipa*  á  h<  segnn^ 
da.  Bsa  dístioeron,  fecunda  ed  resaltados  y  completamente  distinta 
de  la  vida  faraitiar,  permite  peaetrar  como  con  el  hila  de  ^riadna 
en  el  que  antes  aparecía  cual  intrincado  tabefinu>.  La  vida  muni- ' 
cipal,  la  administración,  por  decirlo  así,  mira-rtufos  4t  las  fami- 
lias reunidas;  concíbese  separada  de  más  aítos  intereses  Confiados  k 
la  creación  legnl  de  la  civitas.  T  si  bien  e^ta  distinción  podría  eslif 
marsecomo  siipérfluay  exnherante,  y  no  hubiese  nacido  én  Rom»» 
sí  cual  otras  ciudades  su  actividad  no  hubiese  salvado  los  muroi^ 
qtie  la  cercaban,  ó  la  comarca  que  la  rodea;  fufé  de  co^sectieocia» 
nutrida,  con  la  iniciativa  avasalladora  que  á  los  romanos  infuadi» 
sn  organismo  político.  En  efecto:  á  las  depradaciones  circtrn  vecinas 
socédense  mayores  empresas  que  dan  por  resaltado  la  domiemciun 
del  Lacio  primero  y  de  Italia  después,  y  trasponieodo  las  barreras 
alpinas  que  la  separan  del  resto  de  la  Earopa,  conquistad  más  ea^ 
tensas  hasta  llegar  a  retiucír  bajo  su  dominio  todo  9I  oiUe  conocida. 
Obsérvele,  empero,  el  procedimiento  de  derecho  que  suceéivamen- 
té  aplican  los  romanos.  El  ju$  latinum  llega  á  confundirse  con  el 
estado  de  ciudadanía,  medíante  iofíoilas  gradaciones,  aegun  lo» 
méritos  ooatraidos  por  las  diversas  ciudades»  hasta  tener  isopoli- 
tía  (1)  ó  con-vecindad,  de  tal  suerte  qne  el  hijo  de  Túsculo,  como 
Catón,  ó  como  Cicerón  que  es  de  Arpiño,  puedan  eoosiderarse  cual 
nacidos  en  Roma,  y  ejercer  en  elfá  las  más  altas  dignidades.  El  jUs 
ilalkum  no  se  estiende  á  tanto,  respecto  al  estatuto  persoúah  nlien«> 
tras  que  las  colonias  militares,  creadas  á  larga  distancia  de  la  me- 
trópoK,  lo  conservan,  si  para  ejercerlo  se  trasladan  á  Roma  y  están 
incorporadas  en  alguna  tribu.  Pero  la  enseñanza  elocnentisima  que 
nos  dan  los  romauos,  por  cierto  mal  aprendida  de  nosotros  por  do 
haber  estudiado  con  igual  solicitud  que  el  civil,  el  derecho  público, 
está  en  la  libertad  de  la  vida  municipal,  de  la  organización  adrainis 
tfativa  de  cada  pueblo  que  es  señor  de  si  mismo  y  vive  y  se  desor- 
rolla  ségun  las  condiciones  de  su  propia  existencia  (2).  Esas  que 
parecen  cuestiones  insolubles  de  nuestro  siglo,  la  centralizaeioo  6 

(1)  Véase  Nibbdhr.  Histoire  romaine,  traduite  par  Golbery;  i,  H 
p.  W. 

(?)  Ley  18^,  §.  27,  Ik.  IV.  D.,  Dé  muneribus  H  honoribus,  uSeil  ea 
quae  supra  personada  psse  diximus,  si  hi,  qní  funguntur,  ex  lege  eivitáti^ 
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desceDtralizácion  tdmiDistrativa,  esas  cuestiones  apenas  imciadas 
en  la  escuela,  mal  comprendidas  y  apreciadas  de  los  gobernantes, 
ó  estimadas  como  problema  de  muchas  incógnitas  para  los  doctos, 
<»usarían  una  sonrisa  de  compasión  á  los  cónsules  conquistadores, 
4  á  los  pabres  conscriptos  de  aquel  Senado.  Con  maravillosa  senci- 
llez y  tino  práctico  resolvieron  ese  para  nosotros  misterioso  enigou, 
teniendo  en  cuenta  tres  fases  del  mismo,  á  saber:  primero,  qué  pre- 
mio, según  los  merecimientos  bajo  el  punto  de  vista  romano,  debia 
<larse  á  ios  individuos  de  una  dudad  aliada,  sometida  ó  conquistada 
respecto  al  estatuto  personal;  segundo,  su  condición  fiscal  respecto 
al  Erario  romano;  y  tercera,  su  condición  vecinal  como  individuos 
que  forman  una  vida  de  ciudad.  Con  mayor  ó  menor  largueza  ó 
parsimonia  concedieron  ó  escatimaron  el  honor  de  ser  tenidos  como 
romanos,  y  en  este  punto,  difícilmente  pueden  concertarse  las  mis 
eruditas  y  pacientfsimas  investigaciones  de  los  escritores.  Respecto 
al  sistema  de  impuestos,  el  acuerdo  es  más  fácil,  porque  es  más 
constante  la  regla  y  más  universal  por  su  propia  naturaleza,  y  en 
cuanto  á  la  libertad  de  la  existencia  y  desenvolvimiento  municipal, 
«s  general  el  testimonio  de  todos  los  que  han  estudiado  la  materia. 
No  de  otra  suerte,  sino  concibiendo  una  plenitud  de  vida  propia  en 
lo  que  al  municipio  se  refiere,  podrían  esplicarse  las  portentosas 
obras  que  admiramos  en  toda  la  vasta  estension  del  imperio,  y  de 
que  son  insigne  ejemplo  en  nuestra  Península  los  acueductos  de  Se- 
govia  y  Tarragona,  los  anfiteatros  de  Mérida  é  Itálica,  y  las  termas 
y  las  estatuas  y  los  monumentos  de  todas  ciases,  que  prueban  la 
grandeza  de  sus  moradores  y  la  posibilidad  de  llevarlas  á  cabo  con 
sus  propios  esfuerzos  y  por  satisfacción  de  necesidades  locales  que 
i  la  lejana  metrópoli  podian  pasar  como  indiferentes.  Cierto  es  que 
á  semejanza  suya,  y  por  los  grados  de  civilización  que  de  ella  ir- 
radiaban, realizábanse  tan  admirables  fábricas  arquitectónicas;  pe- 
ro si  Boma  hubiese  absorvido  en  su  vida  municipal  la  de  los  demás 
pueblos  subyugados,  si  hubiese  puesto  en  práctica  doctrinas  cen- 
iralizadoras,  hoy  tan  en  boga  en  un  imperio  vecino ,  notoriamente 
inhábil  para  la  colonización  por  efecto  de  su  propio  sistema,  las  con- 
quistas romanas  no  hubiesen  contado  un  largo  período  de  siglos  de 
existencia,  ni  sus  ínstitucioaes  se  hubiesen  propagado  eclipsando 

SU06,  vel  more,  etiam  de  propríis  facultatíbus  ímpensas  faciant  vel  anuo- 
oam  exigentes  desertorum  damna  sustineaot:  miztoruro  deCnitione  cooti- 
nebuntur.o 
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€¡vil¡zacioae9  anteriores,  ni  |>eoetrado  taa  ÍQtimanieQte  ea  la  pos  - 
terior^  que  auo  después  de  borradas  ea  el  miroiol,  persisteu  escul- 
pidas ea  las  iateligeDcias. 

Pero  si  la  vida  adminisiraliva  de  las  ciudades»  colonias  y  muni- 
cipios  romanos  es  elocuente  ensenania  de  una  rama  del  Derech» 
poco  estudiada  y  mocho  menos  imitada»  si  ostensiblemente  nótase 
aquella  vida  aumentada  desde  Augusto  á  Constantioo»  vése  luego 
envilecida  y  oprobiosa  por  natural  efecto  de  los  nuevos  principios 
que  en  el  derecho  poHtico  hacen  prevalecer  sus  sucesores.  La  dig- 
nidad del  dves  romanus  se  prodiga»  y  4  medida  que  se  estiende 
pierde  de  importancia  para  el  que  la  tiene»  para  el  que  la  concede 
y  para  la  sociedad  en  que  vive.  Los  Emperadores  llenan  el  mundo 
de  sus  escesos»  y  el  sic  volo^  síc  jubeo,  stat  pro  ratiotie  voluntas,,  es , 
la  expresión  Tunesta»  símbolo  de  la  arbitrariedad  erigida  en  sistema» 
ante  la  cual  sucumben  las  digoidades  y  las  instituciones»  reduqien- 
do  á  lodos  al  nivel  bochornoso  de  una  depravación  sin  igual  en  la 
historia.  Solo  el  derecho  privado  tiene  posibilidad  de  existencia  y 
alimenta  la  actividad  de  precUros  jurisconsultos  que»  sin  embargo» 
reconocen  el  placiium  pjimipU  como  ley»  sancionando  de  esta  suer- 
te el  despotismo  imperial;  y  en  aquel  naufragio  de  la  vida  pública» 
que  arrastra  tras  sí  la  mole  ingente  de  la  constitución  romana»  á 
pesar  de  él  se  salvan  notables  testimonios  del  derecho  admiaislratí- 
vo,  en  su  organismo  y  eo  los  objetos  k  que  estendia  su  esfera  de 
acdon;  siendo  de  observar»  que  si  no  son  tan  completas  y  perspi- 
cuas sus  reglas»  es  un  efecto  de  la  misma  libertad  de  existencia  de 
las  ciudadee,  y  que  la  reiteración  de  cuestiones  á  que  han  de  dar 
solución  los  Magistrados  municipales»  no  es  tanta  como  la  de  las  so- 
metidas  á  la  decisión  del  pretor  que  aquilataba  y  perfeccionaba  to- 
dos los  dias  su  propia  obra  con  la.  multiplicidad  de  hechos  de  uoa 
misma  naturaleza»  encomendados  á  su  fallo. 

Sin  embargo,  la  gerarqufa  administrativa  en  todos  sus  grados 
preséntase  organizada.  Los  duumviros  son  Magistrados  que  tienen 
jurisdicción  y  administran  justicia.  Presiden  el  Senado  local»  que 
no  es  ot^a  cosa  sino  un  Ayuntamiento»  y  los  quinquenales»  los  edi- 
les, los  questores»  tienen,  según  las.  necesidades  de  la  época  y  la 
manera  de  comprender  la  vida  pública»  el  euidsúlo  de  los  caminos» 
de  los  acueductos»  de  los  circos  ecuestres»  el  reparo  de  las  calles» 
provisión  de  graneros»  distribución  de  los  víveres»  caleEaccion  de 
las  termas  y  otros  servicios  análogos. 

TOMO  XXYII.  21 
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Bd  ouftnto  á  las  cosas  administradas  én  et  íalérés  procomonaK 
ef  derecho  público  ha  diMifigtiído  perí^ftctámeflte  tas  (ffie  son  re$ 
publicíB  y  res  üniversUatis^  y  entre  éstas  la  que  los  Míemhros  de 
lasootedád  gnz&Tk  coma  indNdnos,  trl  éitifuU,  y  l<y  que  gozaa  co- 
leotitanieote»  nlunincr$i,  y  latí  ^df s)>o^icíODes  sobre  el-  agtia  plavia 
y  fa  que  nace  en  la  propiedad  puriicalar  para  que  oo  pueda  correr 
por  la  vía  (iúblíca,  las  qae  se  réfleréo  al  s^a  quolidiana  y  estUfa 
para  determinar  las  horas  de  riego,  los  títulos  de  acueáu^,  de 
fóntd,  de  ftuminibus,  de  rim,  de  tipa  munienda^  da  alluvionibus  et 
paludibus,  presentan  un  cuadro  completo  de  esta  importante  parte 
del  derecho  administrativo.  Los  que  tratan  de  loen  públm,  atavía 
pública,  de  dúacisi,  de  kii  qui  effuderint  vd  dejeeerint,  el  de  fimi- 
dinié,  de  men^uribus,  forman  atinadas  ordenanza.^  dé  potida  muni- 
cipal. El  de  litteivm  etitimrum  custodia,  de  mendivatiHbus  vali- 
dts,  y  los  mtichos  que  tratan  de  las  prestaciones  militares,  dan  pas- 
moso testimonio  de  que  nada  había  pasado  9in  $tr  notorio  á  aque- 
llos civilizados  ciudadanos,  así  como  pagan  el  tributo  de  la  igno- 
rancia  de  los  tiempos  con  sus  disposiciones  suntuarias  ó  con  las  que 
envilecen  el  trabajo  apartando  á  los  que  lo  ejercen  de  ser  inscritos 
como  elegibles  en  el  aUmm  municipal  (i). 

Ni  son  de  menor  importancia  los  estudios  que  pueden  hacerse 
en  la  parte  rentística  por  muy  atrasada  que  estavíese,  y  porque  en 
primer  término  se  lean  preceptos  para  hacer  eficaz  la  responsabi- 
lidad de  k)»  exatí&res  y  receptores  de  tos  censos  y  frutos  que  debiae 
entrar  en  especie  en  los  graneros  y  pdblicaa  almacenes,  porque 
descuellan  luminosas  proposiciones  tomadas  oomo  verdades  de  re- 
ciente orígeo  cuando  cuentan  tan  antiguo  abolengo. 

IL 

El  gran  período  histórico  que  abarca  desde  h  caída  del  irape- 
rio  de  Occidente  i  la  del  imperio  de  Oriente,  desde  el  saco  de  Ro- 
ma, por  Alaríco  hasta  la  entrada  de  los  Osmanlis  en  Constatttino^ 
pía,  ofrece  un  na^ro  estadio  para  el  desenvolvimiento  del  Derecho 
que  embarga  el  espirita  y  le  preocupa  por  lo  multiplicado  de  los 
pormenores  y  la  dificultad  de  ordenar  los  inmensos  f»ateríales  ha- 
cinados en  aquella  x>bra  de  destniccion  aterradora  y  reconstrucción 

(1)    L.  VI^  tít.  6,  D.^  De  jure  intnunüatis. 

Digitized  by  LjOOQIC 


DE  LA   CIEIVCÍA  DEL   DERECBO.  f8"í 

apenas  perceptible.  No  es  inrintenlo  fijar  la  atención  de  V.  E.  so- 
bre las  poéticas  descrípciones  de  una  época  que  se  nos  presenta 
aüora  embellecida  Con  los  encantos  que  la  prestan  una  piedad  fer- 
Viente,  y  el  espíritu  cabelleresco.que  la  ennoblecen  y  distinguen, 
encubriendo  con  tan  preciosos  ropajes  los  cruento:^  sacrificios  que 
provocan  continuados  combates,  y  sos  tristes  ministros  la  servi- 
dumbre y  la  miseria.  Cúmpleme  solo  llamar  la  atenctoodel  Claustro 
sobre  la  ley  de  elaboración  del  Derecho,  como  elemento  práctico 
que  introduce  el  orden  en  ese  caos  y  como  dato  científico  de  su 
propio  desenvolvimiento. 

Dos  grandes  fases,  negativa  la  primera,  positiva  la  segunda, 
pueden  abarcar  el  conjunto  de  ese  vab'tísimo  período.  Las  invasio- 
nes de  los  pueblos  comprendidos  bajo  la  denominación  de  germa- 
nos, aunque  no  todos  tuviesen  tal  origen,  y  el  grandioso  espec- 
táculo de  la  organización  esterna  d(*l  Cristianismo,  üao  y  otro  ele- 
mento contribuyen  al  engrandecimiento  de  la  libertad  humana:  la 
libertad  material  conquistada  por  el  brazo  del  guerrero,  la  libertad 
del  espíritu  introducida  con  la  doctrina  del  Evangelio.  Pero  ántes- 
que  ese  magnífico  resultado  apareciese,  ¡cuánto  estrago  y  cuánto 
dolor  sobre  la  faz  de  la  tierra!  El  dereriho  público  y  privado  des- 
aparece con  las  bacanales  de  la  fuerza  y  de  la  violencia  que  agitiiu 
su  azote  sobre  el  mundo  antes  civilizado:  no  hay  respeto  alguuo 
para  la  persona  humana:  las  ciudades  desaparecen  al  hierro  y  al 
fuego.  Solo  allá  en  algunas  islillas  del  Adriático,  buscando  por  bar- 
rera el  mar  é  igualados  todos  por  el  nivel  de  la  indigencia,  se  aso- 
cian muchos  fugitivos  y  fundan  ese  imperio  veneciano,  que  estri- 
bando  en  bases  completamente  nuevas,  se  levanta  poderoso  hasta 
que  un  nuevo  derecho  y  el  descubrimiento  de  un  nuevo  muftdo  dan 
por  terminada  la  misión  de  aquel  pueblo.  La  familia  vive  sin  ley 
civil  que  la  rija,  y  las  relaciones  de  unas  con  otras  familias  las  de* 
cide  la  fuerza  también  en  formas  bárbaras  entre  los  jefes  de  ellas, 
subsistiendo  tristes  rcuerdos  todavía  en  nuestra  Europa  con  las 
vendélías  de  la  Córcega;  y  cuando  no  es  la  violencia  eütre  iguatrs, 
es  la  del  superior,  señor  feudal  ó  príncipe  quien  dirime.  No  hay 
seguridad  para  las  personas  ni  para  lo?;  bienes;  la  rapiña  y  la  espo- 
liacíon  son  el  triste  patrimonio  de  la  humanidad  en  aquellos  tristí- 
simos dias,  en  que  esterilizadas  la  producción  de  subsistencias  y  la 
procreación  de  hombres,  aiítoriztn  1a  vulgar  creencia,  entre  gene- 
raciones desesperanzadas,  de  que  se  acerca  el  fin  del  mundo. 
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Pero  caaodo  las  oleadas  de  las  iavasioDes  sucesivas  de  Godof 
del  Don,  de  Gépídos«  de  Francos,  de  Vándalos,  Suevos,  Hérulos, 
Húngaros  y  Hunos  dejan  vagar  y  reposo  á  los  vencidos  romaoos, 
y  los  conquistadores  toman  asiento  y  poderío  en  las  nuevas  tierras 
de  más  ricos  frutos,  suave  clima  y  blandas  costumbres,  encaríoaa- 
se  con  la  nueva  patria,  y  el  mal  de  la  guerra,  antes  universal  y  co- 
lectivo, localízase  y  disminuye  la  intensidad  de  sus  danos.  Entonces 
la  seguridad  personal  busca  manera  de  introducirse  y  arraigarse, 
tomando  los  hombres  por  amparo  al  que  hasta  entonces  era  su  azo- 
te, y  prestan  pleito  homenaje  al  señor  feudal,  que  se  obliga  á  de- 
fenderlos como  cosa  propia  si  á  su  vez  el  protegido  le  acompaña  ea 
la  hueste.  Otros  acuden  al  amparo  del  convento  que  elevan  los  mon- 
jes en  los  desiertos  y  soledades,  convento  que  aun  tienen  que  ro- 
ilearlo  de  almenas  y  torreones  para  defenderse  de  las  agresiones 
del  señor  vecino.  T  cuando  el  apartamiento  de  los  monjes  y  el  ais- 
lamiento de  los  señores  en  sus  castillos  deja  alguna  tranquilidad  al 
mundo,  las  ciudades  empiezan  á  cobijar  con  la  confianza  que  ins- 
piran sus  muros  á  industriales  y  manobreros  que  asociándose  ea 
gremios,  cultivan  formas  de  trabajo  ya  olvidadas  ó  antes  descono- 
cidas. Desde  entonces  renace  el  Derecho.  Costumbres  locales,  de- 
cisiones de  los  magistrados  de  cada  población ,  reglas  ú  ordenacio- 
nes monásticas,  concordias  de  los  señores,  fueros  otorgados  por 
éstos  ó  la  invocación  del  derecho  Romano  oscurecido  pero  no  olvi- 
dado al  través  de  tanta  desolación  y  anarquía,  mejoran  la  condición 
de  aquellos  calamitosos  siglos  y  son  miradas  tales  costumbres  ó  re- 
glas como  una  bendición  del  cielo  por  los  que  llegan  ¿  disfrutar  de 
sus  beneficios.  Pero  obsérvese  atentamente:  el  estado  de  imperfec. 
cion  ó  perfección  de  la  vida  pública,  influye  resuelta  y  decidida* 
mente  en  la  inexistencia  ó  en  la  reaparición  del  derecho  privado. 
¿Cual  es,  pues,  el  derecho  público  formulado  en  la  edad  media?  Su 
manifestación  más  solemne,  más  vasta  y  mas  completa,  es  el  dere- 
cho público  eclesiástico.  Antes  de  él,  es  verdad,  aparece  la  orga- 
nización feudal,  rico  venero  de  hechos,  buenos  al  principio  y  á  la 
postre  funestísimos;  pero  tan  escasa  de  fórmulas  y  pobre  en  princi- 
pios legales,  que  apenas  ocupan  breves  páginas  en  las  codifica, 
dos,  y  viven  solo  en  países  regidos  por  usages  y  costumbres. 

Sin  embargo,  el  feudalismo  de  la  edad  media,  y  que  por  antono- 
masia se  ha  considerado  ser  el  único  existente  en  las  organizacio- 
nes de  los  pueblos  cuando  no  es  sino  una  forma  de  las  varias  que 
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reTÍste  en  todas  las  civilizaciones  atrasadas;  ha  producido  un  grao 
bien  no  bastantemente  pagado  (5or  el  recuerdo  de  la  posteridad.. fil 
señor  feudal,  oriundo  de  pueblos  distintos  de  los  que  había  fundido 
en  una  ley  común  la  vida  romana,  es  un  hombre  libre,  y  euando 
todos  ios  romanos  estaban  envilecidos,  no  reconociendo  en  la  tierra 
otro  hombre  libre  mas  que  el  Emperador;  los  señores  feudales,  re- 
partiendo entre  s(  la  vestidura  de  purpura  imperial ,  estendieron 
sobre  la  Europa  una  masa  de  hombres  libres  que  hicieron  renacer 
Gon  su  bizarra  independencia  la  dignidad  personal ,  la  confianza  en 
sí  propios  la  responsabilidad  de  sus  actos  y  todas  las  consecuencia» 
de  un  individualismo:  exagerado  sin  duda,  pero  que  era  necesario 
al  fin  de  la  humanidad  como  remedio  y  reactivo  de  la  torpe  vida  y 
degradadas  costumbres  del  romano  afeminado.  El  caballero  feudal» 
manteniendo  vivas  sus  tradiciones  guerreras  y  anidado  cual  el 
águila  en  las  más  altas  cimas  donde  construía  sus  torreones  para 
dominar  el  valle  y  descubrir  el  enemigo  que  quisiera  sorprenderle, 
aprendió  en  su  aislamiento  á  vivir  con  su  familia  en  vez  de  ir  cual 
el  patricio  romano  á  olvidarse  de  ella  en  las  agitaciones  del  foro. 
Tuvo  más  entrañable  carino  á  la  esposa;  y  la  noMe  castellana  que 
ausente  el  marido  defendía  el  hogar  y  daba  ejemplo  á  su  mesnada, 
fué  alzándose  en  condición  f  respeto  ai  igual  del  marido  á  que  nun- 
ca pudo  aspirar  la  matrona  romana.  Las  manifestaciones  posterio- 
res con  que  la  honró  la  galantería  en  los  torneos,  en  las  cortes  de 
amor  y  en  los  motes  de  los  escudos  de  los  paladines ,  son  la  espre- 
sion  poética  y  bella  del  derecho  familiar  perfeccionado,  no  alcan- 
zado en  tiempos  anteriores  por  ninguna  de  las  civilizaciones  que 
habian  precedído.-Guanto  la  familia  noble  ó  libre  por  la  costumbre 
contribuía  á  mejorar  la  suerte  humana,  otro  tanto  había  cambiado 
ta  vida  política  y  administrativa.  Destruido  el  imperio  de  Occidente, 
sin  un  César  que  estuviese  en'  el  ápice  det  organismo  social ,  cada 
señor  en  su  castillo  se  consideró  dueño  de  vidas  y  haciendas  y  fué 
César  del  territorio  que  le  cupo  en  suerte  como  botin  de  la  guerra, 
y  cuál  la  materia  cósmica  está.distribuídaenel  e^paeio,  así  la  Euro- 
pa vio  atomislicamebte  diseminado  sobre  sn  superficie  el  poder  im* 
períaf  de  los  séfioresde  vasallos.  AunagfanconceDtraeion,á  la  no- 
clon  del  poder  petrificada  por  el  de^poiisifto  de  los  Augustos  y  de 
tos  que  luego  llamftrotfi  ditflñes  OaKgtftás,  Vitelios  y  Maxenoios ,  su- 
cedió una^pansion  ahárqnica,  u*  polvo  arremolinado  de  aoloridad 
que  si  bajo  el  aspecto  individual  y  familiar  ha  salvado  el  príneipio 
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deU  dj^^idacjl'huqaana,  uo  así  acooiece  respecto  4  la  vida  ordeiu- 
dt  de  los  pueblos  y  sus  Filiaciones  eatre  unos  y  otros.  De  aquí  ia  ne- 
cesidad seoiida  de  volver  á  ri^tahlecer»  auaque  sia  fruto  la  digoi- 
dad  ¡1114)6/ ial  y  el  resultado  práctico  pbteoido  del  engraodecioiieDiQ 
sucesivo  y  piítrimoaial  de  alguads  familias  feudales,  avasallaaio  á 
las  más  cercanas  por  la  ley  de  conquásta*  por  jaestincioa  de  otras  6 
por  enlaces  de  las  que  eran  igualmeoie  fuertes,  y  que  bao  produ- 
cido el  fenómeno  bistórico»  cuya  evolución  no  ha  terminado  toda- 
vía«  de  ia  formación  de  las  nacionalidades  hoy  existentes. 

Mientras  semejante  evolución  se  verificaba,  la  voluntad  del  ser 
ñor  era  la  ley  del  territorio  (|ue  le  pertenecía;  y  np  conociendo  mo- 
derador que  regularizara  sus,  caprichos,  debian  estallar  aquellas 
grandes  luchas  4e  los  siervos  contra  sus  opresores,  ó  verse  conteni- 
dos ésto^,  unas  veces  por  el  misterio  que  acompaiiaba  á  las  vengan- 
zas del  tribunal  de  la  Woehme,  ó  por  el  prestigio  superior  del  sa- 
cerdote inerme  que,  acompañado  de  vírgenes  y  nijaos  ^  con  la  cruz 
alta,  couteoia  U  marcha  asoladora  del  guerrero. 

La  Iglesia»  que  obtuvo  más  de  una  vez  devolver  la  paz  á  la  tier- 
ra con  la  simple  ÍAterposicion  de  sua  ar/nas  espirituales,  no  hubiese 
logrado  siempre  tan  feliz  éxito  si  en  oposición  al  feudalismo  (y 
mientras  no  se  dejó  ioflair  por  él)  no  hubiese  conservado  para  la 
humanidad  Ja  idea  de  la  upidad  política  cpmo  refino  deja  unidad 
dogmática.  La  primada  de  Boma,  la  importancia  de  los  patriarca- 
dos, la  división  en  diócesis,  la  administración  econámíca  de  la  so- 
ciedad religiosa,  los  Concilios  en  lin,  que  tuvieron  lugar,  todo  con- 
ducia  á  una  disciplina  é  administración  adecuada  á  ia  esencia  de  la 
doctrina  que  estaba  destinada  a  servir;  pero  al  mismo  tiempo  con* 
servo  la  nomenclatura  de  la  Boma  imperial ,  como  medio  de  focili- 
tar  á  los  .paganos  el  acceso  á  la  unidad  viva  del  cristianismo  en  sus^ 
tUución  de  la  unidad  iropnrial  difunta  y  putrelaota.  Cuanto  la  ad- 
miración del  historiador  ó  del  picoso  cre}enie  diga  sobre  la  orga- 
niMoion  piUiíra  de  la  sociedad  de  It  Iglesia,  es  un  tributo  rendido 
á  ia  verdad  ante  la  coal  forman  coro  sus  mi^ns  ei^emigoa.  T  e^ 
pienittd  de  organizacioii  de  una  sociedad  vivificada  por  el  efpírjiQ 
de  verdad,  debía  naluralmenle  imponerse  y  hacerse  superior  i  un 
feudalismo  individualisia  y  pendenciero  que  ooipenfé  eo  grandes 
««iprtsas  hasta  que  la  voz  de  la  religión ,  poniendo  irégn  á  los 
combates  singulares,  asoeiO  laa  fuerza»  de  todos  los  caballeros  pan 
revnlverlas  coaira  el  4sia  y  eontoner,  por  medio  de  las  Ccau<i**f 


Digitized  by  LjOOQIC 


OK  LA  CIIKGU  OBLMfWOHO.  áSá 

las  itTtsioiies  que  DueTameiite  araenazatiaii.  Como  legUloKi  g6d^6<* 
otieneia  de  esias  premisas,  el  dertcho  públioO'ecle«ii«iico  fitéiofiQi** 
lamente  superior  al  deieotio  leudal,  y  aamucboa  puotos  del  dere* 
cho  privado,  do  solo  Uevó  teftiajaal  filero  de  los  fitAm,  de  ios  bav* 
^onoQcs  y  de  los  visigodos,  8ído  que  aun  teniendo  ea  úneota  la»  le*- 
yes  romanas  vigentes  para  los  ^no^cidos,  como  el  Breviario  de  Ala- 
rico  y  el  Papiano,  en  la  comparación  siempre  resulta  aventajada  la 
Iglesia.  Sin  embargo,  {«sto  es  decir,  que  sien  el  derecko  piU^Nco  y 
en  la  administraciea  de  la  Igtfsia,  inspirioilose  en  suipropia  esen*- 
cia  y  en  la'Domeaelatura  anlí^aa  xMHiservó  y  mejoro  las  tradída^ 
nes  del  mundo  romano  compatibles  con  su  vida interf»»  y  porha^ 
berlas  conservado  sobrepujó  moy  loe^o  é  to«ki  ;opgaDÍa«o  civil  ei^ 
ropeo;  no  así  eo  el  derecho  privada,dpnde ,  si  se  esceplúan  las  al^ 
leracioiies  radicales  que  necesariamente  debía  iotroduoir  en  el  ma- 
trimonio, no  son  dé  alabar^  y  áates  pueden  mirarse  como  un  retro- 
ceiío.delas  modificaciones  que  introdujo  respecto  á  la  testamentirao- 
cíon,  ai  contralto  de  múloo,  y  mufy  ¡particulMinentc  en  todo  to  que 
se  refiere  á  las  formólas  para  pedir  ei  derechoá  leyes  de  pfocfdi- 
mieoto,  que  en  lo  penal  llegaron  á  ser  en  macltoi  casoa  nna  dene- 
gación de  justicia. 

Entonces,  por  efeetu  de  la  misma  perfeoenn  de  podar  á  que  ta 
Iglesia  faabia  llegado,  nació  aquella  gr^n  lucha  del  Sacerdocio  y  del 
Imperio,  aquel  mutuo  deseonocimiente  de  los  límites  oierlos  é  in- 
mutables de  la»  des  potestades,  y  aquella  pretensión  (m  atrevida 
de  coasiderar  al^  Pontífice  como  Monarca  supremo  temporal  de  todo 
6)  mundo,  queriendo  darle,  bien  direttamente ,  dicha  .potesiad,  ó 
bien  llegar  á  alcansarla  por  medios  indireetos.  Pero  oonsotidándoae 
▼arios  dominios  feudales  en  ano ,  y  siendo  raíz  de  nacienniidades 
que  hasta  entonces  no  existieran  separadas,»  en  ocasiones  Tuercoi 
halagadas  las  preteoMones  dtseipiínares  de  Roma,  «ometieodo  á  su 
fallo  arbitral  las  cuestiones  suscitadas  entre  los  principes ;  fuétrní 
mayor  frecuencia  y  eneif  fa  rechaaada-  la  lafandaeion  que  Roma 
pretendiera  imponer  á  todos  los  señores  emopeoe ,  para  qne  le 
prestasen  en  lo  ctT<l  el  homenaje  que  ona  piedad  sineera  le  nendia 
^n  lo  reiigioso  sin  difieoltad  alguna. 

Debié  crecer  la  eifera  del  Derecho  co«Jas:graados  Mvedades 
qne  dejamos  apuntadas  y  que  el  mundo  otviGzado  hasta  enttoces 
desconociera,  aconteciendo  entre  lanto,  come  nofodia  menos,  qqe 
eJ  deretho  privado,  entregado  á  merced  de  magfstmdaa  taiftnioipar 
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l6e,  de  btilios  de  los  éeaores,  ó  de  jueces.de  alzada  que  roandaraa 
ios  Reres,  surgiera  como  por  si  mismo  cual  e«  maoos  del  Pretor  ro- 
maoo,  y  las  costumbres  se  fermniabaii,  se  ímitabaD,  se  codificabas» 
hasta  eatrar  en  nu  nuero  período  que  ha  merecido  el  nombre  de 
Renacimíeato. 

ffl. 

Bajo  el  aspecto  Nterario  y  científico,  desde  la  mitad  del  siglo  IV 
hay  un  Tigoroso  y  fecoiido  trabajo  de  erudición  é  ia?estigacioa  del 
inmeDso  caudal  de  saber  elaborado  por  los  antiguos.  La  filosofía, 
la  critica,  el  cultivo  de  las  lenguas  griega  y  latina,  ei  estudio  del 
derecho,  son  en  verdad  motivos  para  que  las  imaginacioaes  poéti- 
cas de  los  que  vivían  en  aquella  edad  proclamaron  con  entusiasta 
grito  que  renacia  el  mundo,  puesto  que  renacia  el  saber  humano  y 
M  aumentaban  las  regiones  de  la  tierra,  cuando  del  «eoo  del  Océa* 
no,  en  vez  de  aqoelta  Atláatidade  que  Platón  hablaba  como  perdi- 
da, levantábase  la  América  por  Colon  hallada.  Ni  de  estranar  era 
que  entóneos  diesen  tal  importancia  al  desoubrimiaito  y  asimilación 
de  la  herencia  clásica,  rico  legado  que  iban  á  usufructuar,  y  con- 
cediesen poca,  ó  acaso  mirasen  con  sospecha  de  brojería  al  mayor 
vehículo  de  semejante  usufructo:  á  la  imprenta,  que  nacia  por 
aquellos  agitados  dias,  compañera  de  la  grande  obra  de  Colon.  La 
edad  media  presenta  en  sa  primer  {Mriodo  la  imagen  del  caos, 
puesto  qne  cuanto  orgánico  y  gerárqníco  había  labrado  la  antigüe- 
dad para  el  cumplimiento  de  los  diversos  fines  sociales,  todo  se 
dermmba,  y  no  pudieran  comprender  los  mismos  que  preparaban 
nuevos  elementos  de  vida ,  ni  la  eslension,  ni  aun  la  existencia  de 
ellos.  T  cuando  en  su  segunda  época  brotó  la  luz  de  las  afirmacio- 
nes, debió  resentirse,  sin  embargo,  de  lo  anárquico  y  espontáneo 
de  la  existencia  feudal,  de  la^  acción  del  trabajo  qiaaotactorero  y 
flieroantíl,  y  lo  imponente  de  las  creacioaes  religiosas,  cual  en  uoa 
selva  virgen  se  entrelazan  y  ahogan  vegetaciones  vigorosas  de  di- 
versa^  semilla  proveníeo  te& 

Muy  de  otra  suerte  bieron  apareciendo  los  elementos  del  Rena- 
nacimiento  que  abren  el  ciclo  de  la  «dad  moderna,  puesto  que  (ué 
organizador  al  combinar  las  gallardas  y  robustas  creaciones  de  la 
edad' media  oon  las  ia venciones  y  reatos  de  la  antfgaa,  no  sobre- 
pojados  ni  aun  igualados  por  entonces  en  cuanto  al  arte,  á  la  cien- 
4áa  y  aldonMio  ae  refieren.  La  invasión  Osmanli  faé  atajada.en 
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CoosUatinopla,  y  si  bien  llegó  á  pQoer  ei  pié  en  Earopa  y  eo  la 
capitat  mejor  situada  para  el  imperio  del  mundo,  no  penetró  dicho- 
samente más  adelante»  porque  á  haberse  repetido  el  fenómeDo  de 
las  invasiones  de  los  siglos  quinto  al  octavo,  el  retroceso  de  la  civi- 
lización hubiese  sido  tanto  más  Tonesto  que  el  que  entonces  tuvo 
]ugar.  Por  esta  causa  la  edad  media,  sin  solución  de  continuidad  y 
únicamente  con  la  trasformacion  necesaria  que  la  perfeotibilidad 
humana  lleva  consigo,  nos  ha  legado  sus  instituciones  vigorosas  y 
harto  resistentes  á  las  modi&cacioiies  que  los  tiempos  exigen;  pero 
á  la  par  de  ellas  todo  lo  antig^o  capaz  de  viviGcar,  enaltecer  y  me* 
jorar  las  esferas  de  la  vida,  iba  descubriéndose  en  continuadas  y 
dichosas  investigaciones,  en  abundantes  veneros,  y  sin  necesidad 
de  nuevo  palimeoto  bastaba  quitar  el  polvo  de  los  siglos  á  piedras 
preciosas  en  todo  género,  para  que  volvieran  á  brillar  inmediata* 
mente  como  preciados  joyeles.  Fundíase  de  esta  suerte  lo  pasado 
con  lo  entonces  presenta,  y  por  una  ley  indeclinable  en  la  historia, 
todos  los  elementos  europeos  tendieron  á  org¡anivirse  en  más  vas- 
tas proporciones.  £1  feudalismo,  debihtada  su  fuerza  individual  por 
los  vicios  introducidos  en  su  institución»  ejercita  el  principio  patri- 
monial que  vá  concentrando  el  poder  en  pocas  manos  y  convir- 
tiendo en  fteyes  á  los  que  gozan  de  tal  preponderancia.  Apenas  los 
príncipes  cuentan  un  mimero  de  vasallos  suficiente  para  formar 
ejército  y  conducirlo  al  combate^  aspiran  á  más  general  domina- 
ción, y  para  ello  gastan  la  vida  de  sus  subditos  en  nuevas  con- 
quistas, los  desvanecen  con  las  seducciones  de  la  gloría  militar, 
merman  y  aniquilan  los  derechos  y  las  libertades  de  que  los  pueblos 
gozan  V  y  enalteciendo  al  soldado  le  hacen  olvidar  que  es  ciudadano. 
Un  principe  de  nuestra  España  simboliza  aquellos  tiempos.  Carlos, 
Emperador  de  Alemania,  vio  á  sus  órdenea  gran  número  de  nació* 
nes;  tuvo  que  observar  leyes  y.  costumbres  diversas,  y  pretendió 
fundir  en  una  grande  unidad  el  mundo»  necesitado  de  imperio  para 
contrarestar  la  invasión  otomana  y  nivelar  las  diversas  condiciones 
de  los  pueblos.  Tan  vasto  intento»  prematuro  sin  duda »  si  abona  lo 
grandioso  de  la  concepción  de  quien  lo  acometiera». tuvo  por  re- 
sultado inmediato  el  aniquilamiento  de  muchos  fueros  en  diversos 
paísQs,  de  que  son  triste  iniciación  los  campos  de  Yillalar,  y  tuvo 
opositores  bajo  el  aspecto  industrial  tan  enérgicos  como  Yenecia, 
asi  como  en  religión  tan  terribles  como  Lulero.  Si  el  emperador 
Carlos  Y  sucumbió  ante  la  magnitud  de  su  propósito,  la  resistencia 
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desplegada  para  impedirlo  dio  nacimieDlo  á  la  más  grande  arólo- 
don  del  Derecho  hasta  entonces  verificada  al  tener  logar  en  4648 
el  tratado  de  Westfalia.  Ciertamente  la  paz  de  Passao,  la  liga  de 
Smalcalda»  significaban  ya  haberse  llevado  á  cabo  tratados  entre 
diversos  pueblos  y  aun  en  el  antiguo  Testamento  encontramos  uno 
entre  romanos  y  judios  (1);  pero  el  carácter  notabilisimo  del  cele- 
brado en  Monster  no  distingue á  ninguno  de  los  que  le  precedieron. 
Todas  las  nacionalidades  europeas  estuvieron  allí  representadas,  y 
con  mayor  ó  menor  equidad  resueltas  las  cuestiones  que  las  sepa- 
raban, así  como  reconocida  la  existencia  de  hecho  que  algunas  ya 
tenian,  contándose  aquella  fecha  como  punto  de  partida  del  dere- 
cho político  europeo  hasta  los  sucesos  contemporáneos  que  lo  han 
modificado.  El  jurisconsulto  contempla  gozoso  en  aquel  tratado  la 
ley  filosófica  del  desenvolvimiento  del  Derecho,  cuando  al  mirar  el 
camino  por  la  humanidad  recorrido  recuerda  que  sí  el  romano  deda 
en  las  Doce  Tablas  aiver$n$  hostem  cuerna  aueíoritas  esto,  el  euro- 
peo, en  la  paz  de  Westfalia,  considera  con  igual  derecho  á  todas 
las  naciones  contratantes,  y  en  vez  de  separarlas  enemigas»  las 
enlaza  como  hermanas,  elevando  á  una  altura  antes  desconocida  el 
derecho  de  gentes. 

El  cbmercio,  que  tenia  ya  una  importancia  incuestionable,  al 
Norte,  por  la  liga  anseática,  y  en  el  Mediterráneo  engrandecía  á 
Yenecia,  Pisa,  Genova,  Marsella  y  Barcelona,  .estendiendo  sus  re- 
laciones en  multiplicadas  factorías,  había  aumentado  tan  eficaz- 
mente las  transacciones,  que  dieron  nacimiento  á  variados  contra- 
tos, y  el  fatuíre  natUm  y  la  ley  rhoüa  de  jacta  no  bastaron  á  dar 
solución  legal  á  las  complicadas  cuestiones  que  nacían  por  ves 
primera,  ni  habia  posibilidad  de  que  el  magistrado  de  una  naciona- 
lidad pudiese  obligar  al  subdito  de  otra.  Las  ordenanzas  de  Wisby, 
los  Rooles  de  Oleren  y  el  Consulado  del  mar  fueron  los  códigos  in« 
ventados  por  los  mercaderes,  que  luego  debieron  estudiar  los  joris- 
consultos,  quienes  hallaron  contratos  completamente  nuevos,  que 
si  en  verdad  obedecen  á  los  principios  generales  fijados  por  los  ro- 
manos, en  muchos  puntos  difieren  esencialmente,  y  en  otros  am- 
plían su  aplicación  á  formas  antes  ignoradas  y  por  el  comercio  traí- 
das. De  aquí  la  importancia  y  estensíon  de  nuevos  estudios  y  noe- 


(i)    Macábaos,  líb.  l.^  cap.  YUI,  vera.  23  al  30. 
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iros  ispéelos  de  los  aotígBos;  de  manera  lal  qae  cuando  la  materia 
mercaoUI  parecía  ser  comprendida  en  su  universalidad,  y  llegada 
la  época  de  su  codificación,  apenas  ha  Irascurrido  medio  siglo,  mo- 
dos de  asociación  más  enérgicos  y  de  trasporte  yelocísimos,  así  de 
mercancias  como  de  personas  y  correspondencias,  obliga  i  estender 
y  adicionar  las  reglas  del  derecho  escrito  con  otras  antes  no  sospe- 
chadas. 

A  la  par  del  derecho  internacional,  que  empezó  á  tener  base 
Pontifica  en  el  tratado  de  Westfalia,  y  del  derecho  mercantil  que, 
con  existencia  rudimentaria  en  Roma,  reaparece  con  belleza  juve- 
nil en  la  edad  media  para  presentarse  en  toda  su  virilidad  en  nues- 
tros tiempos;  debió  nacer  y  desarrollarse  el  derecho  de  las  naciona- 
lidades como  entidades  separadas  unas  de  otras  en  su  gobernación 
interior  y  en  su  fisiología  y  vitalidad,  que  no  podia  ser  en  nada  pa- 
recida á  la  vida  romana  porque  contaba  cada  pueblo  en  su  seno 
elementos  para  el  romano  ignorados;  ni  podia  ser  el  derecho  feudal 
porque  si  el  depósito  de  la  libertad  humana  conferido  en  guarda  al 
feudalismo  nos  ha  sido  trasmitido  desde  la  antigüedad  á  los  días  ac- 
tuales, el  guardador  convirtióse  muy  luego  en  instrumento  de  per- 
dición del  gran  principio  que  le  estaba  encomendado.  Muerto  el  es* 
piritu  de  conquista,  ganada  por  las  ciudades  una  seguridad  para 
los  moradores  antes  precaria,  aumentando  en  Europa  el  número  de 
hombres  libres,  bien  por  naturaleza,  bien  por  emancipación;  plan- 
teóse el  problema  del  organismo  interior,  ante  todas  las  monarquías 
de  origen  feudal,  con  los  derechos  de  hombres  libres  reclamados 
por  grandes  masas  de  individuos  y  disputados  por  los  príncipes  y 
señores  que  se  obstinaban  en  negar  á  los  demás  aquellos  derechos 
por  ellos  conservados  y  de  los  cuales  habían  sido  verdadero  formen  - 
to  ó  levadura.  La  constitución  politica  de  cada  pueblo,  unas  veces 
nacida  de  mutuo  contrato  y  compromiso ,  como  la  Carta  inglesa; 
bien  como  resultado  de  una  alianza  de  fuerzas  de  pueblos  que  se  aso 
dan  ó  confederan,  cual  en  los  cantones  suizos ;  otras  veces  otorga- 
das como  un  acto  de  bondad  del  Príncipe,  según  de  ello  dan  mues- 
tra las  Bulas  de  Oro  de  Alemania  y  Hungría,  ó  en  fin,  el  lento  traba- 
jar de  las  generaciones  que  labran  la  existencia  veneciana;  todas  en 
sus  variadas  formas,  y  según  el  grado  de  cultura  de  los  pueblos, 
contienen  siempre  la  ampliación  de  privilegios,  franquicias  y  liber- 
tades concedidas  á  individuos,  ciudades,  gremios  ó  universidades 
que  en  un  periodo^  posterior  las  aportan  cada  uno  para  for.nar  parto 
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del  caudal  común,  cuando  antes  son  condiciones  contrapuestas, 
coDlradictorías,  causa  de  colisión  y  guerra  civil.  Ese  nuevo  dere- 
cho vario  en  sus  formas,  aunque  idéntico  en  su  6n ,  acámala  una 
gran  masa  de  bases  históricas  y  fuentes  de  estudio,  que  si  allá  en  la 
antigüedad  pudieron  ser  abarcadas  por  el  filósofo  dé  Estagira  (sí 
tal  obra  ha  tenido  existencia  reaf),  con  más  razoir  y  fundamento 
han  debidoser  conocidas  y  profundizadas,  cuando  de  ellas  derivan 
necesariamente  la^  reglas  de  administración  seguidas  en  cada  pue- 
blo para  las  relaciones  existentes  entre  el  hidivíduo  y  el' Estado.  Ni 
la  serie  generadora  del  Derecho  encuentra  todavía  límite,  porque 
las  facilidades  de  comunicación  entre  unas  y  otras  nacionalidades  y 
la  paz  que  entre  ellas  reina,  ha  hecho  notar  nuevas  relaciones  d^ 
derecho,  no  ya  entre  uno  y  otro  Estado,  ni  entre  el  individuo  de 
un  Estado  para  con  el  mismo,  sino  del  individuo  en  su  cualidad  de 
estranjero,  con  el  Estado  en  que  es  estranjero,y  la  concepción  de  la 
idea  del  derecho  en  su  noción  ñlosófica  se  vé  hoy  acabalada  en  to- 
dos sns  variados  aspectos.  Derecho  filosófico,  derecho  internacional, 
derecho  nacional  ó  polf tico,  derecho  administrativo,  civil,  mercan  * 
til,  derecho  internacional  privado,  derecho  eclesiástico,  científico, 
industrial,  son  clasificaciones  nacidas  de  la  naturaleza  misma  de 
las  múltiplesi  y  armónicas  relaciones  humanas  de  nuestros  tiempos, 
boy  limite,  iegideratum,  de  la  ciencia  contemporánea,  y  princifno' 
mañana  de  más  perfecta  concepción  de  ^  idealismo.  Esta  unidad 
filosófica  que  á  nuestros  ojos  se  presenta  clara  y  metódfca;  es  la 
obra  de  los  siglos,*  es  la  elaboración  lenta  del  trabajo  humano  sobre- 
las  relaciones  humanas  que;  si  hoy  alcanzamos  clara  y  perspicua^ 
mente,  nb  ha  podido  ser  patrimonio  de  anteriores  generaciones. 
Debieron  fijar  su  atención  enfilas  en  lo  que  fpás  inmediata  y  viva- 
mente las  afectaba;  la  observación  y  el  análisis  nd  pudo  recaer  sino- 
sobre  las  relaciones  índaviduales,  y  ^mo  necesaria  consecuencia, 
el  derecho  civil  fué  visto  en  primer  término  y  formulado  en  cos*^ 
tumbres  ó  en  leyes  escritas  mucho  antes  que  los  demás  aspectos 
del  Derecho,  y  la  geofei*alizacion  de  la  idea  creció  á  medida  q^e  la» 
colectividades  de  individuos,  consideradas  como  entidades  superio- 
res, dieron  cuerpo  á  relaciones  más  generales  de  suyo,  ennoblecfén^ 
dose  el  concepto  al  compás  de  la  importancia  que  alcanzaba  por 
lo  vasto  de  las  proporciones.  T  es  muy  de  notar  que,  á  raíz  de  la 
idea,  siempre  para  el  Derecho  fué  indispensable  y  como  encafnada^ 
^  sutsencid  la  de  libtrtad,  para  qne  la  persona  eapaa  de  dereelk^ 
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pnáiese  pro&lar  cootseolímiealo,  fuebe  9ui  juiU,  bo  eHuviese  ea 
fiíAoo  6  po4er.de  otro  por  condición  familiar  ó  de  guerra,  y. la  de- 
-oi^igacioii  ^  coaseoUmieoto  presUdo  fuese  exigíble  porel  /iasm 
^  oíaadalo  de  autoridad  legítima,  y  pudiese  sufrir  coerción  ó  san* 
-cioA  peoai.  Posteriormente  el  Derecho  fué  visto  bajo  el  aspecto  de 
igualdad,  uo  ya  entre  iodivíduos  libres,  sino  entre  colectividades  4o 
individuos  Ubres  pertenecientes  á  una  misma  raza,  casta  ó  clase,  y 
cuando  despueblos  distiatos  moraban  en  una  misma  tierra»  divffsa 
ley  6  qé4igo  se  aplicaba  á  los  conquistadores  y  á  los  vencidos. 

Bl  crislÁaqisaio  hizo  concebir  luego  una  distinción  no.bastan<^e- 
BieAle  «preciada:  la  de  los  limites  de  la  moral  y  el  derecho;  parque 
si  CQ  la  infencia  do  los  pueblos  el  dogma  religioso  y  el  derecho  con- 
fundiéronse, cuando  la  poilestad  civil  y  la  reiigiosa  tuvieron  deslin- 
dadas «os  (^fe^asídeíaccion,  las  relaciones  humanas  meior  anaUza- 
das,  ciccjnnscribiéronse  para  el  derecho  eael  límite  de  los  actos  ü 
omisiones,  jr  las  ioteBoiones  ,que ¿ellos  presiden  quedaron  exiQo- 
meadad^^  al  falla  de  un  Juez  superior  inapelable.  Privilegio  de  los 
tiempos  actuales  era  es^mioar  el  mismo  fen&fueno  bajo  el  aspf^cto 
de  la  sociabilidad,  harto  olvidada,  aunque  debió  estimarse  sol)];^en- 
tendidaporjos  arquüectos  de  tan  inmensa  ¡fabrica. 

.  Tai,e&,£xppio«  St.,  en  sueoi^unto  el  desenvolvimiento  queha 
tenido  el  P^^o  por  una  ley  genésica  propia  de  su  naturaleza,  des- 
de el  nac^.basMi  ÍlQ([ar<  alegrado  de  plenitud  de  su  organismo  y  be- 
lle^,  cualJa  Venus  de ia  fábula  griega  que,  teniendo,  por  cuna  el 
Oc^éaao,  sale  de  las  .aguas.para  mostrarse  en  toda  i^u^piendepte 
hermosura.  Veamos  ahora  los  estatuarios  ^  los  Fidias  ,y  PrfiKi^ies 
<|uft§li^ppá^moles  y  en  bronces  van  á  reproducirla  en  firmas  impe- 

IV. 

¡El  .estudio  del  •  Deyreoho.  ba. seguido  p^á  paso  la  sécie  dé  su 
propio  rde9envolvi0HQnto^  y  si  «n  ^^Wipcincipio . cada  jefe de^familia 
ba  f,feoonoeido  en  ¡sí  mismo  la^facuUadde  ^^nocer  y  juagar  lo  que 
es  Justo  ó  iiujusto  y  procurar  su  aplicación  en  la  vida,  cuando  l^an 
ei^stido  «asociados  muchos  jefes  de  liamili^  lentre  sU  hmtxw^ffAo 
la  aplicación  colectiva  del  mismoprincipioieii  s^is  rel%(BMW^  r^  ci- 
pccMUis.  El  derecho  consuetudinariovdebiá  ser  Ja  eonsecuMcia  lógica 
de  semejante  fenómeno  de  asociación,  y  la  fórmala  de  sa  peticiao  y 
aplicación  adquirió  importancia  estraordinaria#  ocupando  el  Sim- 
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bolismo  7  el  procedimieDto  el  lugar  que  á  la  esenm  del  Derecho 
correspondía.  ¿Debe  estranarse,  pues,  que  iomase  proporeioiies  ta- 
les que  llegasen  á  ser  santas  si  los  decidores  dd  derecho  eran  ade 
más  sacerdotes  de  la  religión  existente?  De  aquí  el  inmenso  bienqoe 
á  los  primitivos  pueblos  produjera  la  inviolabilidad  del  Derecho  y  el 
respeto  de  las  relaciones  humanas,  incrustándose  en  la  inmovilidad 
del  dogma  que  hacia  á  las  leyes  venerandas  y  como  emanadas  de  la 
Divinidad  misma.  Para  revestirlas  de  ese  carácter  encerrábanse  los  le 
gisladores  en  la  soledad  y  el  misterio  ó  suponían  que  iban  á  buscarlas 
á  regiones  apartadas  y  de  cuHura  más  adelantada,  á  Bn  de  rodear- 
las del  prestigio  y  del  tipo  maravilloso  que  las  hiciese  aceptables  á 
las  imaginaciones  de  los  contemporáneos*  como  aconteciera  á  k% 
leyes  de  las  Doce  Tablas.  Pero  cuanto  útil  y  hasta  necesario  fuese  á 
las  primitivas  sociedades  la  inmovilidad  dogmática  para  gozar  esta- 
bilidad en  la  aplicación  del  Derecho,  fué  pernicioso  á  las  genera- 
ciones sucesivas  que,  ensanchando  y  multiplicando  sus  relaciones 
por  su  propia  índole  variables,  se  estrellaban  contra  lo  inalterable 
del  principio  religioso  qoe  no  las  podia  satisfacer  y  resistía  la  inven* 
cion  de  nuevas  reglas  y  procedimientos.  Como  un  gran  perturba- 
dor de  la  sociedad  romana  debió  ser  mirado  el  que  reveló  las  fór- 
mulas del  Derecho,  y  como  un  traidor  fué  considerado  Flavio,  li- 
berto de  4pio  Claudio,  que  publicó  los  fasH^  y  las  le§is  aetUmei.  y 
si  nosotros  respetamos  el  nombre  de  Tiberio  Coruncanio,  pontífice 
plebeyo,  que  no  solo  dio  á  conocer  el  Derecho,  sino  que  lo  ens^ó 
científicamente;  sus  contemporáneos  debieron  considerarle  como 
profanador  de  las  rosas  mas  santas. 

Desde  entonces  nació  la  doctrina  jurídica,  y  el  /us  mHanum  y  la 
regula  eatoniana  abrieron  el  camino  á  los  jurisconsultos  que,  en  se- 
rie no  interrumpida,  legaron  al  porvenir  sus  nombres  con  sus  co- 
mentarios, sus  responsa,  sententim  é  imtitutione$^  hasta  tal  punto 
que  tuviesen  autoridad  jurídica  por  mandato  imperial,  y  la  juven- 
tud romana  acudiese  presurosa  á  sas  tecciotaes,  olvidando  la  espada 
por  vestir  la  toga.  ¿He  de  repetir  aquí  lo  que  de  vosotros  es  tan  co- 
nocido acerca  de  las  escuelas  célebres  de  la  antigüedad,  merecien- 
do la  deBeryto,  por  el  culto  que  á  las  ciencias  se  prestaba,  una  im- 
portancia  tal  que  igualó;  sino  eclipsó,  á  las  de  Constantinopla  y  Ro- 
ma, Alejandría  y  Cesárea?  El  nombre  de  Papiniano,  que  sobre  to- 
dos los  jurisconsultos  descuella,  y  que  tanta  influencia  ejerce  psra 
dirimir  ccm  su  opinión  la  discordancia  entre  los  más  preciaros,  era 
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déla eicaela  de  Beryto»  que  cootinoó  hasta  eo  el  período  de  deca- 
deDcia  griega,  si  no  ilustrando,  conservando  el  depósito  basta  nos  - 
otros  trasmitido.  Después  del  naufragio  universal  de  la  civilización 
romana,  na  hay  que  esperar  desde  el  siglo  quinto  al  undécimo  que 
deje  oir  su  voz  la  ciencia,  cuando  el  fragor  de  las  armas  y  el  espan- 
to que  se  apodera  de  los  espíritus  solo  dejan  lugar  al  imperio  de  la 
fuerza.  Pero  desde  el  siglo  duodécimo,  en  que  se  establece  algún 
orden  y  concierto  en  la  Europa,  aparecen  los  estudios  generales, 
que  por  sus  fueros  corporativos  se  llaman  universidades,  y  ejercen 
una  decidida  influencia  sobre  el  desarrollo  intetectual  de  los  pue- 
blos. Muy  de  notar  es  que  en  la  mayor  parte  de  ellas  únicamente  se 
ensena  el  Derecho,  que  cobra  vida  y  animación  á  la  voz  de  ios  pro- 
fesores por  la  comunicación  inmediata  y  personal  con  sus  discípu- 
los. La  filosofía,  modestamente  calificada  de  arte,  y  la  medicina, 
levantaron  su  voz  en  los  recintos  académicos  al  amparo  de  la  idea 
del  Derecho  que  las  atraía  á  sí  con  el  prestigio  de  una  ciencia  que 
consideraban  ya  formada  y  completa;  en  tanto  que  las  otras  tan- 
teaban vacilando  teorías  infecundas,  como  fundadas  en  puras  abs- 
tracciones lógicas,  sin  auxilio  alguno  de  la  observación  y  de  la  es- 
periencia.  Entre  las  Universidades  donde  científicamente  empezó  á 
estudiarse  el  Derecho  al  promediar  el  siglo  duodécimo  fué  acaso  la 
primera  Bolonia.  París  dio  preferencia  á  la  teología,  pasando  siglos 
sin  que  en  esa  metrópoli  científica  pudiese  estudiarse  el  Derecho 
fiomano,  por  la  vida  privilegiada  que  todos  los  actos  humanos  te* 
nian  entonces.  Propagóse  rápidamente  en  toda  la  Europa  occiden- 
tal,  y  con  el  vehículo  de  la  imprenta  el  estudio  se  hizo  más  eficaz 
para  la  investigación ^  si  bien  perdia  el  ardor  de  la  controversia 
oral,  y  esta  manera  de  examinar  las  fuentes  y  orígenes  permitió  en 
el  canónico  espurgar,  como  texto  poco  di£;no  de  fé,  el  de  las  De- 
cretales de  Isidoro  Mercator,  y  rectificar  las  referencias  del  Decre- 
to de  Graciano.  Singular  circunstancia,  digna  de  recordación:  una 
ferviente  piedad,  unida  á  una  ignorancia  crasa,  habían  facilitado 
introducir  en  la  disciplina  eclesiástica  reglas  notoriamente  falsas,  y 
la  ciencia  universitaria,  recelosamente  atisbada,  tuvo  que  rectificar 
esos  fervores  de  una  fé  ignorante  que  en  la  materia  más  grave  ha- 
bia  introducido  errores  trascendentales,  que  en  el  derecho  civil 
nunca  penetraron. 

Creadas  las  Universidades  por  Príncipes  y  Pontífices,  ó  ronfir- 
madas  las  existentes  por  bulas  y  rescriptos  que  daban  autoridad  es- 
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terna  y  delegación  de  jurisdicción  á  sus  Rectores  y  Cancilleres,  no 
era  de  suponer  discutiesen  el  poder  del  que  las  dignificaba  ante  el 
mundo,  y  rendaron  primariamente  en  esa  tida  esterna  la  conside- 
ración que  no  tenian  por  su  valer  propio.  Pero  mny  luego  la  im- 
portancia científica  de  sus  actos,  la  reputación  de  los  profesores 
que  en  ellas  esplícaban,  designó  al  mundo  los  principales  astros  dal 
sistema  intelectual,  y  Bolonia,  París  y  Salamanca  fueron  las  estre- 
llas de  primera  magnitud  que  brillaron  en  el  cielo  de  la  ciencia. 
Apenas^  asomaban  en  el  borízonte  las  Universidades  alemanas  tpie 
en  dias  contemporáneos  despiden  fulgores  tan  esplendentes,  y  qne 
en  el  estudio  del  Derecho  presentan  legiones  de  juriscoasnltot  no- 
tabilísimos, así  en  la  restitución  de  los  textos  como  en  la  investiga- 
cion  de  los  monumentos  históricos  que  dan  gennina  esplicacion  de 
su  sentido.  De  aquí  las  trasformaciones  verificadas  en  el  modo  de 
practicar  los  estudios,  y  4  tos  antiguos  papinianistas  y  jnstinrianis- 
tal  de  las  escuelas  de  la  antigüedad  sucedieron  los  canonistas  y 
civilistas,  que  abarcaban  en  más  completo  circulo  la  totalidad  de 
los  estudios  en  que  la  observación  se  fijaba.  Echóse  de  ver  poste- 
nórmente  la  insuficiencia  de  la  ensefianza,  y  la  renovación  de  los 
reglamentos  universitarios,  cronológicamente  observada,  es  termo- 
metro  fiel  de  los  grados  de  dilatación  de  los  estudios  á  medida  qne 
los  cuerpos  legales  aumentaban.  El  derecho  patrio,  entendiendo 
por  él  el  civil  vigente  en  cada  país,  pidió  plaza  en  las  Academias, 
y  se  le  confirió  puesto,  en  un  principio  humilde,  haciéndole  derivar 
de  las  concordancias  ó  discordancias  que  presentara  con  él  romano 
é  el  canónico,  creciendo  en  importancia  al  compás  de  la  que  ad- 
quirieran las  nacionalidades.  Las  formas  del  procedimiento  y  el  de- 
recho penal  tan  de  nuestros  dias,  en  su  concepción  científica,  lla- 
maron á  su  vez  á  la  puerta,  y  fueron  acogidos  en  la  patria  connin. 
Pidió  luego  carta  de  naturaleza  el  derecho  mercantil  y  el  derecho 
natural  que  pretendió  esplicar  el  idealcientífico,  á  que  sus  proge- 
nitores obedecían.  No  sin  sorpresa,  y  como  estranjerosque  acndma 
á  la  república  de  las  letras,  fueron  mirados  el  derecho  administra- 
tivo,  que  sin  embargo  existia  escrito  en  todas  las  colecciones  como 
una  necesida^d  de  la  gobernación  de  losiBstados,  y  el  derecho  poli- 
tico  y  el  internacional,  que  cultivados  por  jorisconsoltoanextra-uni- 
versilaríos,  constituían  ese  gmpo  de  ciencias  áulicas  Ó  camerafís- 
ticas,  cuya  necesidad  fué  de  todo  punto  conocida  en  la  vasta  Con- 
federación Germánica,  donde  los  tribunales  anslregales  vieron  apo« 
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yadá<!  sos  decisiones  por  la  fiierza  material  de  la  roatríciila  del  iiñ* 
perio,  para  pooer  témrioo  padHcafneme  entre  las  naciOBes  oonfede- 
radas  á  las  coesllones  que  se  resuelven  por  la  guerra  entre  los  demás 
Estados  civilizados,  que  no  han  realizado  todavía  tan  fcella  como 
importante  apKeaeion  del  Derecho.  Tales  son ,  escelentfsimo  seBor, 
las  vasta»  proporciones  q«e  hoy  tiene  el  estudio  ^del  Derecho  en  las 
Universidades.  K  semejanza  de  las  magnificas  catedrales  que  la 
edad  inedia  nos  ha  legado  constrotdas  en  una  hirga  serie  de  siglos 
7  por  mamo  de  muchos  arquitectos,  nos  admira  su  fábrica  y  pro- 
porciones; penetramos  con  recogimiento  y  con  silencio  en  su  recin- 
to^ quedando  no  menos  sorprendidos  por  la  magostad  del  conjunto 
que  por  latlispartdad  de  sus  pormenores^  emprestados  á  anteriofes 
conatraeciones  de  diversos  órdenes  y  estilos,  y  que  sin  embargo 
eontribuyen  todos  á  la  grandeza  y  á  la  magnificeocia  de  la  obra  por 
muchas  generaciones  levantada. 

fil  que  intentase  volver  por  la  corriente  de  los  tiempos  á  redn« 
dr  las  proporciones  de  la  ciencia  en  el  sentido  de  limitar  tos  estu- 
dios al  derecho  civil  ó  ¿*la  práctica  de  los  procedimíema^,  como 
en  «n  tiempo  se  verificó,  sería  severamente  juzgado  por  no  com- 
prender  laeatension  y  magnitud  que  la  investigación  actual  alcau- 
«a,y'no^méno9qnimérieo  sería  disputar  el  legitimo  abolengo  de 
tos  estudios  mas  recientes  del  derecho  público  y  administrativo, 
que  en  el  desenvolvimiento  regalar  y  ordenado  de  los  cono«imien« 
tos  humanos  tenían  señalada  la  hora  fija  de  su  llegada  como  íhis- 
tres  descendientes  de  nobtiisimoB  padres vi|ue  les  dieran  vida. 

AMerminar  esta  mi  oración,  que  obedece  en  su  mtema  á  la  ley 
de  la  bwnaoidad  y  tao  aleanaa  sino  asipeotos  parciales  de  la  eieiieia, 
'  pivyeolnKlO'Tayos  iuomo^os  sobre  un  punto*  dado  para  examioar 
profuBfdamenle  et  «ootenido,  séame  lícito  indicar,  que  á  eemejanza 
del  Derecho,  ímui  tenido  nacimiento  ordenado  y  desarrollo  giiadual 
las  demás'Ciencias  sus  hermanas,  en>«uaieroso  concurso  de  profe- 
sores aquí  representadas,  y  á  quíene94ioy  en  nombre  de  la' juven- 
tud "salud»  cariñosamente. 

Si  el  elogio  deifo»  presentes  fuera  en  mis  labios  eoapechoso  por 
pertenecer  á  dichamiaá  tao.ilostre.Claustro,  brotará  en  los  de  to- 
dos, con  ac«erdo>  unánime,  el  seatimienta-de  no  encontrar  entre 
nosotros  á  dos  ilustres  consocios  que  en  el  anterior  ano  académico 
terminaron  su  mortal  vida.  D.  iNwMÍseo  Permanyer  y  D.  Juan 
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Foarquet»  de  las  facultades  de  Derecho  y  Medídna,  han  sido  arre- 
batados á  Duestro  carino  y  á  la  ciencia,  de  que  eran  notables  y  dig- 
nísimos sacerdotes.  Ajnbos  de  saber  profundo,  de  sincera  piedad  y 
suavísimo  trato,  dejan  un  vado  difícil  de  llenar  por  grandes  qne 
sean  las  cualidades  de  los  candidatos  que  ocupen  sus  puestos. 

No  solo  la  muerte  quiso  ^ereer  sus  estragos  en  este  ilustre 
Claustro.  En  la  región  serena  de  la  ciencia,  que  no  conoce  tiempo 
ni  espacio  para  el  estudio  y  la  resolución  de  las  cnestiones,  algo  de 
la  vida  actual  quiso  introducirse  para  conturbar  esos  viajes  de  es- 
ploracion  bacia  el  ideal  á  que  est^  invitados  profesores  de  diversa 
escuela  filosófica,  de  estudios  diversos  y  diversa  tendencia,  pero 
que  conspiran  todos  á  un  mismo  noble  fin ,  cual  pasajeros  que, 
procedentes  de  distintos  puntos  de  la  tierra,  se  embarcan  en  un  mb- 
mo  buque  para  arribar  todos  al  mismo  puerto. 

Por  dicha  de  esta  alma  Universidad,  la  inviolabilidad  de  la 
ciencia  ha  sido  respetada,  y  el  profesorado  continuará  en  el  presen- 
te curso  sus  afanes  científicos  con  la  misma  calma  y  libertad  de  es- 
píritu que  ha  presidido  siempre  á  sus  lecciones,  y  deque  es  insigne 
muestra  el  aprovechamiento,  la  aplicación  y  morigeración  de  los 
escolares.  Sí,  esa  legión  juvenil  que  hoy  acude  presurosa,  y  que 
bien  puede  aplicársele  la  frase  de  Tácito  hic  futwia  popubu  veñíu- 
rusque  «eiutfiís,  á  la  voz  de  sus  maestros,  responde  con  la  conducu 
y  disciplina  más  cumplidas  asi  como  con  el  entusiasmo  científico  más 
admirable.  Pero  no  basta  para  nuestros  dias  lo  que  ha  sido  suficien- 
te en  anteriores;  que  el  peldaño  que  nos  eleva  del  suelo  no  es  tér- 
mino de  carrera,  sino  base  para  subir  otros  que  á  más  encumbrada 
región  nos  conducen.  De  aplaudir  son,  ilustres  escolares,  las  cuali- 
dades  hasta  ahora  mostradi».  Pero  sabed  que  la  Universidad  no 
bus(^  medianías  ni  cultivo  de  escasos  talentos,  que  en  todas  partes 
y  por  todos  estilos  se  forman  y  dan  triste  prueba  de  lo  que  sirven. 
.  La  Universidad  debe  dar  á  la  patria  hombres  noUbles,  aventajados 
estraordinarios,  que  ellos  son  los  que  aplican  la  ciencia  á  la  vida  y 
dan  honra  y  prez  al  país  en  que  nacieron  y  á  las  aulas  que  frecuen- 
taron. La  ciencia,  como  la  poesía,  que  al  fin  poesía  es  la  ciencia  en 
su  acepción  mas  lata,  puede  esclamar  con  Horacio: 

ff medioeribtu  esse  poetis 

non  h(mine$,  non  Dii^  non  eonoessere  eojumn^s.s 
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Acusación  pronunciada  en  la  causa  eriminalf  seguida  contra  Claudio 
Peliu  y  Pontanüls ,  sobre  usurpación  del  estado  civil  de  D.  Claudio 
de  FontaneUas,  ante  la  Bxcma,  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bar» 
ee/ona,  en  grado  de  revista^  por  el  Sr.  Fiscal  de  S.  M.  D.  IHaimio 
dbVillalaz  (i). 

(GoBelosioi.) 

Ocupóse  en  en  seguida  la  defensa  de  las  declaraciones  del  procesado; 
y  pretendiendo  convencernos,  bien  que  sin  fundamento  alguno  y  sin  mu- 
cha convicción  propia,  de  que  son  falsas  y  amañadas  por  el  Escribano, 
terminó  diciendo:  mEsto  ha  podido  ser,  luego  puedo  yo  sostenerlo.»  Si  el 
calor  de  la  improvisación  no  pudiera  servirle  de  disculpa,  yo  debiera  con- 
testarle que  ese  argumento  no  es  de  Letrado,  y  quién  sabe  cuantas  cosas 
más  podria  decirle.  La  posibilidad  en  el  orden  Glosódco  no  tiene  otros  lí- 
mites que  la  repugnancia  de  las  cosas  para  poder  ser  ó  existir;  pero  en  el 
orden  legal  los  tiene  perfectamente  marcados  y  definidos  por  la  ley,  de 
tai  manera ,  que  lo  que  ésta  determina  como  verdad  no  puede  dejar  de 
serlo.  Dos  testigos  contestes  y  presenciales  forman  prueba  plena  del  hecho; 
y  aunque  estos  teslígos  hayan  podido  equivocarse,  mientras  no  se  puebe 
que  tienen  alguna  tacha  legal  y  6  que  han  faltado  á  la  religiosidad  del  jura- 
mento, sus  declaraciones  son  la  verdad,  verdad  de  que  no  se  puede  pres-» 
cindir,  sin  establecer  el  absurdo  de  la  más  repugnante  arbitrariedad.  Yo 
no  me  ocuparé  en  demostrar  hasta  qué  punto  es  contraiio  á  la  lógica  y  al 
buen  sentido  el  argumento  del  abogado  defensor. 

Por  lo  demás ,  en  las  declaraciones  del  procesado  se  han  observado  to- 
das las  formas  prevenidas  por  la  ley ,  y  no  hay  por  tanto  motivo  alguno 
para  esas  sospechas  de  amaño  y  de  superchería  en  que  la  defensa  funda  su 
impugnación.  Se  le  recibieron,  con  juramento,  antes  de  ser  tratado 
como  reo;  y  sin  él ,  luego  de  haberlo  sido:  le  fueron  leídas,  ó  las  leyó  por 
si  mismo  y  las  ratificó  antes  de  firmarlas;  en  cada  una  de  las  que  prestó, 
ratificó  también  las  anteriores:  están,  en  fin,  firmadas  por  él  y  autori- 
zadas por  el  Juez  y  por  el  Escribano,  y  no  puede  ponerse  en  duda  la  au- 
tenticidad de  esas  declaraciones,  sin  que  se  minen  por  su  base  los  princi- 
pios en  que  descansa  la  justicia  social. 

Pero  está  peregrina  la  defensa  en  sus  ataoues  contra  las  declaraciones 
del  procesado.  De  la  primera  que  se  le  recibió,  dice :  que  fué  un  lazo  que 
se  tendió  á  su  buena  fé  por  no  habérsele  pedido  documentos  para  justificar 
su  identidad;  pero  no  era  este  el  medio  más  conducente,  porque  aun 
cuando  los  documentos  pertenecieran  á  D.  Claudio  Fontanellas,  podían 
presentarse  por  cualquiera  otra  persona  y  no  probarían  suficientemente  que 
el  procesado  fuera  ese  D.  Claudio.  Critícase  la  secunda,  porque  se  le  reci- 
bió conjuramento,  siendo  así  que  la  prisión  estaba  ya  acordada,  según  se 
lo  hacen  creer  al  abogado  defensor  las  precauciones  aue  el  Juez  adoptó 
para  que  el  alguacil  pudiera  conducir  con  seguridad  a  casa  del  Marqijés 
de  Fontanellas  al  procesado,  que  á  la  sazón  estaba  divirtiéndose  en  un 
concierto.  Harto  desmentida  se  vé  la  defensa  por  el  auto  mismo  de  pri* 

(1)    VéaM  la  pig.iSS  de  este  tomo. 
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«ÍOD;  que  otro  Juez^  quizós,  liuiuera  aconia:Io  por  los  méritos  qae  |% 
ofrecíao  las  daclaracíoDes  del  Marqués,  de  su  depeodieote  Martí  y  de  los 
tres  testigos  Rodés,  Col!  y  Romeu;  pero  D.  Francisco  Larráz,  á  quieo  se 
supoae  tan  parcial  y  hasta  cruel  coq  el  procesado,  se  mostró  eo  este  caso 
muciio  más  ¡jnideQte  y  cooteaido.  Examioó  áates  al  procesado,  para  f  er 
si  «ri  las  esp'icacíoaes  que  daba  de  su  conducta ,  le  ofrecía  algua  «Uto 
para  poder  apreciar  mejor  el  mérito  de  dichas  declaraciones:  tono  tam- 
oien  las  suyas  á  Celestino  y  Ramón  Feliu  y  á  los  Marqueses  de  Víltamedia- 
na;  y  cuando  se  persuadió  dd  que  el  procesado  ni  conocia  siguiera  á  to- 
dos sus  supuestos  hermanos;  y  cuando  los  demás  testigos  ie  dijeron:  unos, 
^ue  no  era  D.  Claudio  Fontanellas,  y  otros  que  era  el  misma  Clauilio  Felio 
á  quien  se  hablan  referido  Rodos,  Co'l  y  Romeu,  y  de  quien  eran  respec- 
tivamente hermano  y  tio,  fué  cuando  se  decidió  á  dictar  el  auto  de  pri- 
sión, en  el  cual  nada  se  prejuzgó  á  pesar  de  lo  que  dice  la  defensa,  ni  so 
hizo  mas  que  calrOcar  el  delito  con  arreglo  á  la  ley,  y  los  méritos  de  de- 
lincuencia que  le  servían  de  fundamento. 

En  esa  misma  declaración  es  don  le  se  vé  tachado  el  nombre  de  «Frao- 
•cisca»  y  en  su  linal  hay  una  nota  del  Bscríbano,  que  dioe:  aEt  tildado 
Francisca  no  vale.»  La  Sala  segunda,  en  uno  de  los  Resultandos  de  la  sen- 
tencia de  Vista,  habia  dicho  que  cuando  ai  procesado  se  le  preguntó  por 
las  personas  que  componían  la  familia  de  Funtanetlas  antes  del  secuestro 
de  D.  Claudio,  omitió  la  de  la  hermana  de  éste,  Frasquita,  y  le  btao  vn 
<»rgo  por  esta  omisión.  La  defensa,  á  su  vez,  ha  creiJo  encontrar  en  el 
tilda  lo  Francisca  y  la  nota  final  del  ii)scri baño  motivo  para  hacer  á  este 
otro  moy  severo,  suponiendo  que  habia  falsiUcndo  esa  declaración,  y  pre- 
senta al  efecto  el  siguiente  dilema,  que  con^ider.i  incontestable:  ó  A  pro~ 
cesado  nombró^  ó  no  nombró  á  Doña  Francisca;  si  no  la  nombró,  ipor 
qué  se  ha  escrito  su  nombrel  y  si  /a^iom&ró,  ¿por  qué  se  ha  tachadol  Ob- 
serve V.  E.  que  debajo  de  la  nota  <cEI  tildado  Francisca  no  vale,»  se  eo- 
<:uen traía  firma  del  procesado;  que  en  esa  declaración  se  condgoa  que  la 
leyó  por  si  mismo,  y  que  por  él  están  también  rubricadas  todas  sas  bo- 
jas;  y  en  vista  de  estos  anteceden  res,  ya  creo  yo  poder  replicar  con  otro 
al  dilema  incontestable  de  la  defensa.  Si  el  procesado  nombró  á  D<ña 
Francisca,  ¿por  qué  consintió  que  se  borrase  su  nombre?;  y  si  no  lo  con- 
sintió, ¿por  qué  firmó  la  declaración?  ¿y  por  qué  la  ha  ratificado  en  otras 
tres  que  prestó  posteriormente? 

Sírvase  V.  E.  tener  á  la  vista  esa  declaración,  y  observará  que  la  far- 
ticula  «y»  que  debía  ligar  á  los  demás  el  nombre  del  último  índívidao  de 
la  familia  de  Fontanellas,  está  puesta  antes  del  de  aOoña  Francisca;»  que 
luego  sigue  «Eulalia;»  y  que  si  aquel  no  se  hubiera  tacbado,  iiibiera  ier- 
minado  la  relación  con  el  de  aDoña  Francisca  Eulalia;»  en  cuyo  caso,  el 
cargo  contra  el  procesado  hubiera  quedado  en  pié,  porque  el  Marqués  de 
Fontanellas  no  tuvo  una  hija  que  reuniera  éstos  dos  nombres,  sino  dos, 
^ue  tuvieron,  la  una  el  de  Francisca,  y  la  otra  el  de  Eulalia.  Hay  que  ad- 
vertir, por  áltimo,  que  el  Escribano  gúe  escribió  esa  declaración,  es  muy 
conocido  y  hasta  pariente  de  la  familia  de  Fontanellas,  por  cuya  razón  se 
le  recusó;  y  se  conoce  desde  luego,  que  escribió  por  un  descuido  el  nom- 
bre de  Francisca,  descuido  que  se  rectificó  en  cuanto  faé  advertido  por 
el  procesado;  por  eso,  se  tachó  ese  nombre;  por  eso,  se  puso  la  neta  final 
«El  tildadoFranoiaca.no  vale;»  y  por  eso,  el  procesado  firmd  esaideolara- 
«ion,  rubricó  sus  hojas  y  la  ha  ratificado  en  las  posteriores. 

Ocupándose  la  defensa  de  la  de  inquirir,  dioe:  que  se  hícierao  al  pro- 
cesado preguntas  capoiesas,  y  lo  dice  precisamente  porque,  según  ella 
misma,  no  se  le  hicieron  preguntas.  Sin  embaído,  V.  B.  puede  ver  esta 
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deelaraeioD  y  se  persuadirá  de  qne  se  le  htcteroo  todas  las -que  eran  suO- 
cieotes  para  que  diera  las  esplícaciooes  que  pudieran  coavenirie.  Cierto, 
que  previene  el  Reglamento  ProvísioDal  que  al  tratado  como  reo  debe» 
nacérsele  preguntas  directas;  pero  las  hay,  entre  éstas,  que  son  bastante 
peligrosas  y  y  que  el  Juez  debe  mirarse  mucho  antes  de  hacerlas.  Guando 
a  un  procesado  se  le  presunta  directamente  si  tiene  pruebas  con  que  jus- 
tificar su  inocencia,  puede  comprometerle  mucho  Ja  contestación  que  dé: 
porque  si  dice  que  las  tiene,  y  no  las  hace  por  encontrarse  sin  medios 
para  ello;  ó  si  dice  lo  contrario,  y  las  hace  después,  empeora  indudable- 
mente su  posición; 

El  Juez  de  Palacio,  sin  embirgo,  llegó  por  On  á  hacer  al  procesado  esas 
preguntas  directas  que  la  defensa  tanto  eena  de  menos;  y  como  solo  citar- 
se éste  á  dos  testigos  que  precisamente  declararon  en  contra  suya,  escla- 
ma  entonces  su  (ofensor:  ¡cómo  es  posible  que  D.  Claudio  Fontanellas  no 
citase  más  que  á  esos  testigos  para  justificar  su  identidadl  La  contesta- 
ción es  bien  sencilla:  porque  no  era  ü.  Claudio  Fontanellas.  Pero  lo  nota«- 
ble,  en  este  caso,  es  que  á  ese  mismo  Juez,  á  quien  censuraba  la  defensa 
por  no  hab^  hecho  esta  pregunta,  se  le  censura  después  por  la  contesta- 
ción que  dio  el  procesado.  No  hay  posibilidad  para  el  Juez  de  librarse  de 
las  censuras  de(  Abogado  defensor;  pero  la  fortuna  para  él  es  que  las  des- 
acredita  la  misma  facilidad  con  que  se  hacen. 

Se  impugna  también  el  sumario,  porque  los  testigos  no  fueron  cita- 
dos; pero  en  este  caso  no  habia  necesidad  de  que  precediera  citación  en 
forma,  bastaba  una  simple  orden  de  comparecencia  que,  lo  mismo  qne  la 
citación,  podia  hacerse  de  palabra  ó  por  escrito:  y  que  la  orden  se  dio,  y 
que  fué  comunicada  á  los  testigos,  demasiado  lo  prueba  su  comparecen- 
cia á  la  presencia  del  Juez,  que  de  otro  modo  no  se  hubiera  veriGcado. 

A  las  diligencias  en  que  los  testigos  reconocieron  al  procesado,  se  la» 
llama  careos  mudos:  esto  es  una  nueva  invención  de  h  defensa,  en  la  cuaf 

Sor  cierto,  no  debe  tener  mucha  confianza,  cuando  asegura  que  al  frente 
e  cada  una  de  ellas  se  lee:  «Careo  entre  D.  Claudio  y  D  Gerardo  Rodés;» 
«careo  entre  D.  Claudio  y  D.  Gabriel  Romeu;»  «careo  entre  D.  Claudio  y 
D.  Antonio  Coll;»  «careo  de  Doña  Eulalia  con  D.  Claudio;»  «de  D.  Clau- 
dio con  D.  Antonio  de  Lara,  etc.»  Esto  es  completamente  falso;  pues  ni  al 
frente  de  esas  diligencias,  ni  en  su  contenido  se  leen  las  palabras  trascri- 
tas. Bien  podría  yo  por  consiguiente  abstenerme  de  impugnar  todo  cuan*- 
toen  esta  parte  ha  dicho  la  defensa,  tanto  mas  cuanto  que  ella  se  ha  en- 
cargado de  contradecirse. 

Á  esos  careos,  esclama,  no  precedieron  declaraciones;  pues  precisa^ 
mente  porque  no  hubo  declaraciones  previas,  es  por  lo  que  no  podía  haber 
careos  ¿Cómo  se  habia  de  cumplir  el  objeto  de  esta  diligencia ,  que  es  él 
de  armonizar  á  los  testigos  que  se  han  puesto  en  contradicción  en  sus  de- 
claraciones, cuando  no  las  han  prestado?  Pero  es  más;  los  careos  solo  se 
celebran  entre  personas  que  están  en  la  misma  posición  y  tienen  idéntico' 
derecho  á  que  su  testimonio  merezca  fé  y  crédito.  Por  eso  la  práctica  no^ 
los  admite  entre  procesados,  cuyas  declaraciones  solo  son  aceptables ,  se- 
gún la  ley  de  Partida ,  en  aquello  que  les  perjudica,  y  testigos  que  no  tie- 
tien  tacha  legal^  ni  dan  motivo  para  dudar  de  la  verdad  de  lo  que  de- 
claran. 

Pero  la  defensa,  escrtada  sin  duda  por  la  facilidad  con  que  confunde 
las  cosas  quémenos  debieran  confundirse,  critica  esas  diligencias  de  reco- 
nocimiento, porque  no  se  han  observado  en  ellas  las  formas  establecidas^ 
para  tos  óareos  y  para  los  reconocimientos  en  rueda  de  presos.  Debiera  te- 
ner entendido  que,  en  cada  uno  de  estos  casos,  ios  términos  del  juicio  soiit 
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distintos;  se  aipírt  á  uq  objeto  diferente;  y  no  pueden  ser  idénticos  los 
procedimientos  que  se  empleen  para  conseguirle.  En  las  diligencias  de 
reconocimiento  únicamente  se  trata  de  identiGcar  una  persona  que  el  tes- 
tigo conoce  de  antemano;  y  con  solo  ponerla  en  su  presencia,  tiene  lo  bas- 
tante para  poder  declarar,  bajo  juramento,  sí  es  ó  no  la  misma  que  ie  es 
conocida.  En  los  reconocimientos  en  rueda  de  presos  precisamente  suce- 
de lo  contrario;  porque  el  testigo  no  conoce  á  la  persona,  ni  tiene  de 
ella  otras  noticias  que  las  senas  que  ha  dado  para  designarla  como  auto- 
ra de  un  delito.  Para  que  el  testigo  ^  preocupado  con  el  recuerdo  de  ese 
delito,  no  vaya  á  confundir  i  la  persona  que  designa  con  la  primera  que 
se  ponga  en  su  presencia^  se  forma  la  rueda  de  presos,  que  se  compone  de 
los  más  parecidos,  ó  que  en  más  alto  grado  reúnen  las  senas  dadas  ñor  el 
testigo,  para  asegurar  en  lo  posible  el  acierto  de  la  designación  que  liaga. 
Importa  poco  en  este  caso  que  el  designado  sea  quien  quiera;  pues  lo  gue 
se  busca  es  al  que  reúne  las  señas  que  el  testigo  dio  del  autor  del  delito, 
á  quien  no  conocía  personalmente.  Én  los  careos,  ya  he  dicho,  que  solo  se 
trata  de  armonizar  á  los  testigos  que  se  contradicen  en  la  declaración  que 
han  prestado  sobre  un  mismo  hecho,  6  sus  mas  esenciales  circunstancias. 
Se  les  hace  comparecer  á  la  presencia  judicial;  se  les  lee  su  respectiva  de- 
claración, se  hacen  entre  sf,  ó  se  les  hacen  por  el  Juez  las  reconvenciones 
necesarias  para  que  se  pongan  de  acuerdo ,  y  de  esa  manera  se  procura 
obtener  el  resultado  que  se  apetece. 

Nada  hay  de  común  entre  estas  diligencias:  no  pueden  por  consiguien- 
te confundirse;  y  la  pretensión  de  que  se  han  de  observar  en  todas  ellu 
las  formas  y  procedimientos  que  son  peculiares  al  objeto  de  cada  una,  con- 
duce indispensablemente  al  absurdo.  La  identidad  de  un  cadáver  se  justí- 
lica  y  obtiene  por  iguales  medios  que  la  de  cualquiera  persona;  y  de  ob- 
servarse las  doctrinas  de  la  defensa,  habria  necesariamente  que  preparar 
en  aquel  caso  una  porción  de  cadáveres  para  formar  esa  rueda,  que  enton- 
ces se  llamaría  no  de  presos,  sino  de  difuntos;  y  habria  también  necesi- 
dad de  establecer  un  diálogo  por  presuntas  y  respuestas  entre  el  cadáver 
y  los  testigos  que  declarasen  acerca  de  su  ideiitinad;  y  vendría,  en  8n,  á 
acreditarse  por  estos  medios  la  teoría  de  aquel  Alcalde  dixcreto ,  que  de- 
üeando  descubrir  el  asesino  de  un  convecino  suyo  v  no  encontrando  quien 
le  diera  razón  de  él^  creyó  que  nadie  mejor  que  el  cadáver  mismo  podría 
sacarle  de  sus  apuros,  y  le  preguntó:  ¿cadáver,  quién  te  ha  muertoi  ¡Que 
lástima,  Ezcmo.  Sr.,  que  no  puedan  realizarse  esas  doctrinas,  con  las 
cuales  se  restituiría  la  facultaa  de  hablar  á  los  que  la  han  perdido  para 
sjemprel 

Tales  son,  Excmo.  Sr.,  los  principales  fundamentos  en  que  la  defensa 
apoya  la  pretensión  de  nulidad ,  en  que  tan  insistente  se  muestra.  Dfcese 
que  se  ha  tratado  aquí  criminalmente  una  cuestión  civil,  y  ni  siquiera 
puede  indicarse  cuál  es  esa  cuestión:  combátese  el  procedimiento  criini* 
nal,  presentando  como  un  obstáculo  insuperable  para  el  mismo  un  ante- 
cedente cívü  constituido,  según  se  dice,  por  dereclios  ciertos  y  derechos 
dudosos  que  el  Marqués  de  Fontanellas  trasmitió  al  procesado,  y  nos  en- 
contramos con  que  el  Marqués  no  tenía  más  (¡ue  las  obligaciones  inheren- 
tes á  su  cualidad  de  depositario  de  la  herencia  de  su  hermano.  Bl  auto  de 
n  de  mayo  de  Í8§1,  atendidas  las  circunstancias  creadas  por  la  desapari- 
ción y  presunta  muerte  de  D.  Claudio  Fontanellas,  fué  una  precaución  que 
la  pruifencia  aconseja  al  Juez  para  no  comprometerse  ciegamente  en  pro- 
cedimientos aventurados,  de  que  podían  resaltar  ve¡aciones  injustas  para 
personas  inocentes  y  grave  responsabilidad  para  el  Juez  mismo:  el  de  23 
éo  mayo,  demasiado  le  justiücan  las  dudas  del  Marqués  que  entraoibtA 
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«M  cuestión  de  identidad,  la  cual,  según  he  demostrado,  solo  criminal- 
mente debía  tratarse  y  resolverse.  También  ha  visto  V.  fi.  que,  aun  supo- 
niendo que  las  primeras  diligencias  del  sumario  se  practicasen  todas  en  el 
sitio  que  supone  la  defensa,  ni  esto  seria  motivo  de  nulidad,  ni  probaria 
tampoco  la  confabutacioa  que  se  supone  formada  entre  el  luez,  el  Mar- 
qués de  Fontanellas  y  los  testigos;  confabulación  que  contradicen  de  co- 
man acuerdo  el  buen  sentido  y  el  procesado,  quien  contradice  igual- 
mente á  sus  defensores  en  esas  imputaciones  de  falsedad  y  amaño,  que 
40  hacen  al  Juez  y  al  Escribano  respecto  al  contenido  de  sus  propias  de- 
claraciones, que  na  ratiñcado  tantas  veces;  y  por  último,  creo  también 
haber  demostrado  que  cuanto  se  dice  sobre  los  llamados  careos  es  una 
pura  invencíoo  de  la  defensa  que  confunde  iastimo.iamente  diligencias 
que,  teniendo  un  objeto  distinto,  no  pueden  practicarse  en  la  misma 
Torma. 

Paso  ahora  á  ocuparme  del  tercer  punto  de  mi  discurso ,  que  consiste 
en  demostrar  que  el  procesado  es  Claudio  Feliu  y  Fontanills;  y  V.  B.  me 
permitirá,  qne,  ante  todo,  proteste  aquí  contra  una  aseveración  de  la  de- 
tf^nsa,  tan  infundada  como  ofensiva  para  el  Ministerio  fiscal.  Díjose  por  el 
defensor  del  procesado  que  los  testigos  favorables  á  su  defendido  habían 
necesitado  de  gran  valor  para  declarar;  y  la  razón  que  manifestó  tener 
para  decirlo,  era  porque  lo  hacian  á  disguesto  del  Ministerio  público. 
Aventurada  parecía  una  imputación  semejante;  pero  afortunadamente  el 
defensor  no  tenia  otro  motivo  para  hacerla  que  el  de  que  el  Promotor  del 
distrito  de  Palacio  había  presenciado  el  examen  de  los  testigos  del  plena- 
rio,  y  les  había  hecho  algunas  repreguntas.  No  es  culpa  del  Ministerio  fis- 
cal que  el  abogado  defensor  ignore  que  la  ley  manda  á  los  Promotores 
intervenir  las  pruebas  en  las  causan  criminales,  y  que  su  deber  es  concur- 
rir á  estos  actus  para  procurar  por  medio  de  preguntas  discretas  y  proce- 
dentes el  descubrimiento  de  la  verdad,  y  auxiliar  con  sus  conocimientos  al 
Juexante  quien  se  practica  la  prueba,  para  que  resuelva  con  completa  im- 
parcialidad y  acierto  las  pretensiones  encontradas  de  las  partes.  No  puede 
por  consiguiente  decirse  con  razón  que  los  testigos  declaraban  á  disgusto 
del  Ministerio  fiscal,  ni  indicarse  siquiera  la  sospecha  de  que  éste  los  cohi- 
biera, cuando  no  hacia  mas  que  cumplir  con  un  deber  que  le  impone  la 
ley.  Quien  ejercía  una  verdadera  coacción  en  los  testigos,  es  la  defensa, 
que  en  sus  folletos  ha  estado  calumniando  sin  consideración  ni  miramien- 
to á  cuantos  han  declarado  la  verdad  en  contra  del  procesado.  Estos  sí 
que  necesitaban  un  gran  valor  para  prestarse  á  testificar,  porque  debían 
presumir  que  sus  nombres  habían  de  verse  mancillados  ante  el  público 
por  las  mas  atroces  calumnias. 

Al  ocuparme  ahora  de  las  cualidades  y  antecedentes  de  Claudio  Feliu  y 
Fontanills  para  demostrar  que  concurren  en  el  procesado,  principiaré  por 
éoüáe  lo  hizo  el  abogado  defensor.  Decía  éste,  que  siendo  Feliu  un  hom- 
bre completamente  falto  de  instrucción,  no  era  creíble  que  se  hubiera 
propuesto  representar  á  D  Claudio  Fontanellas.  El  abogado  defensor  puede 
creer  lo  que  mejor  le  parezcn;  pero  la  verdad  es  que  el  procesado  carece 
de  instrucción,  tanto,  cuanto  lo  revelan  sus  cartas:  y  que  esta  falta  no  ha 
•ido  un  inconveniente  para  que  él  diga,  y  sostenga  su  defensa ,  que  es  el 
mismo  D.  Claudio  Fontanellas. 

Decíase  también,  que  siendo  Feliu  hijo  de  Barcelona  y  muy  conocido 
en  esta  ciudad,  debía  presumir  que  seria  fácilmente  descubierta  suimpos* 
tura,  y  que  por  eso  en  Madrid  no  se  creía  que  el  procesado  fuera  Claudio 
Feliu.  En  Madrid  no  se  tiene  idea  de  le  que  es  esta  causa  más  que  por  los 
Mletoi  de  la  defensa,  qm  con  decir  que  son  de  una  parte  interesada  basta 
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para  que  cualquiera  se  convenza  de  que  no  se  distinguen  por  la  impai^ 
cialidad  con  que  han  sido  escritos,  ¡ojalá  no  tuvieran  otros  víciosl  Per» 
precisamente  le  ha  sucedido  lo  que  era  de  presumir:  porque  pronto  le  re» 
conocieron  sus  parientes^  sus  compañeros  de  trabajo,  y  después  le  ban  re- 
conocido también  nuevos  parientes  y  amigos  y  todas  las  personas,  en  fin» 
con  quienes  le  relacionaban  su  posición  y  sus  antecedentes. 

Es  una  verdad  reconocida  por  la  defensa  y  declarada  per  sus  propios^ 
testigos,  que  Claudio  Feliu  estuvo  por  algún  tiempo  en  casa  de  Antonio 
Coll,  vecino  de  la  Barceloneta,  aprendiendo  el  oficio  de  confitero;  y  el 
mismo  Antonio  Coll  le  ha  reconocido  por  el  aprendiz  que  tHve  en  aquella 
época.  Se  ba  dicho  de  este  testigo^  que  ha  declarado  con  falsedad,  porque 
en  el  sumario  manifestó  que  Claudio  Feliu  habia  estado  en  su  casa  dos 
años  después  del  cólera,  y  luego  rectitícó  en  el  pJenario  diciendo  que  habia 
sido  dos  años  antes.  Esta  circunstancia  puramente  accidental,  pues  nadie 
poce  en  duda  que  Claudio  Feliu  estuvo  en  casa  del  testigo,  no  tieoe  in- 
fluencia alguna  en  pro  ni  en  contra  del  procesado,  como  seria  menester 
según  el  Código  para  considerar  á  aquel  como  reo  de  íaLso  testimonio:  per» 
de  todas  maneras  su  buena  fé  se  manUiesta  bastante  por  la  espontaneidad 
con  qoe  hizo  la  rectiíicacion  después  de  haber  tenido  á  la  vista  algunos 
documentos  que  le  hicieron  conocer  el  error  con  que  ea  esta  parte  había 
declarado. 

Confiesa  el  procesado  haber  manifestado  á  Gerardo  Rodés  que  le  habia 
conocido  en  casa  de  Gabriel  Romeu,  donde  solían  reunirse;  y  aoabos  tes- 
tigos le  reconocen  por  el  mismo  Claudio  Feliu  que  concurria  á  dicba  casa. 

Tampoco  se  pone  en  duda  que  Claudio  Feliu,  después  de  salir  de  casa 
4e  Antonio  Coil^  estuvo  trabajando  en  la  fábrica  de  fundición  de  Domeaecb 
y  Viuals;  y  José  Palau  é  Isidro  Carbonell ,  que  trabajaban  con  él  en  la 
misma  fábrica,  le  han  reconocido  también  por  el  propio  Claudio  Feliu. 

Es  éste  hijo  de  Joaquin  Feliu  y  de  Joaquina  Fontanills,  y  también  estos' 
testigos  le  ban  reconocido:  de  estas  declaraciones  tengo  que  ocuparme  con* 
algún  detenimiento. 

EXCMO.  Sr. 

Estaba  enumerando  los  testigos  que  declararon  en  el  sumario  aue  el 
procesado  es  Claudio  Feliu  y  Fontanills,  y  creía  poder  empesir  ya  a  exa-*' 
minar  las  declaraciones  de  los  esposos  Feliu,  padres  del  Claudio;  pero  me ' 
acuerdo  ahora  de  otros  dos  testigos  que  en  el  sumario  seeneuentran  ante» 
que  éstos,  y  cuyo  testimonio  es  de  la  mayor  importancia :  son  Celestino  y 
Ramón  Feliu,  hermano  y  tio  respectivamente  del  procesado ,  á  quioD 
ambos  han  reconocido  como  tal.  También  á  estos  testigos  se  lea  bace  en- 
trar en  la  famosa  confabulación  de  la  noche  de  los  misterios^  porque  pres-  * 
taron  su  declaración  en  la  casa  del  Marqués  de  Fontanellas.  Alii  dfi^lararoD 
en  efecto;  pero  es  de  advertir  que  Celestino  Feliu  habia  sido  ya  citudo  por 
Gerardo  Rodés,  refiriendo  la  pregunta  que  se  le  había  hecho  enla  Bús«. 
sobre  si  el  recien  venido  á  Barcelona  con  el  nombre  de  D.  Gaudio  Fon- 
tanellas era  ó  no  su  hermano  Claudio;  y  de  todos  modos  el  Juez  de  pri*' 
mera  instancia  que,  por  el  contrario  que  la  defensa,  buscaba  la  verdad  y 
creía  con  razón  que  tratándose  de  identificar  la  persona  de  Claudio  Feliu 
en  ninguna  parte  podria  encontrarse  mejor  que  en  el  seno  de  su  familia» 
procedió  bien  haciéndoles  comparecer  y  examinándoles  sobre  un  estremí^ 
que  nadie  mejor  que  ellos  podia  poner  en  claro. 

No  están  mal  por  consiguiente  esos  testigos  en  el  sumario;  y  sí  la  de- 
fensa quiere  tener  el  capriccho  de  considerarles  confabulados,  el  Jaaa  iú» 
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bien  eo  atender  á  las  indicacioaes  de  la  causa  que  tau  imperiosameote  re- 
clamaba su  exámeo. 

Teoemos,  pues,  al  procesado  reconocido  como  Claudio  Feliu  por  un 
hermano  y  un  tío  suyo,  por  sus  dos  compañeros  de  trabajo  en  la  fundición 
deDomenech  y  Víñais,  por  Antonio  Coll  que  le  tuvo  en  su  casa  de  apren- 
diz,  por  Gabriel  Romeu  y  por  Gerardo  Rodés,  á  quien  el  procesado  mani- 
festó conocer  por  haberse  reunido  con  él  en  casa  del  Gabriel,  que  también 
lo  declara  así. 

Voy  ahora  á  ocuparme  de  las  claracíones  de  los  esposos  Feliu  que  son 
el  blanco  predilecto  de  Jos  ataques  de  la  defensa;  de  esa  defensa.  Señor,  . 
que  invoca  los  sentimientos  de  la  naturaleza  para  censurar  el  que  los  pa- 
dres reconozcan  á  sus  hijos,  al  propio  tiempo  que  se  prevale  del  nombre 
de  los  hijos  para  insultar  á  los  padres. 

Ante  toaas  cosas  voy  á  demostrar  el  valor  de  esas  declaraciones  en  el 
terreno  legal  y  á  defeníderlas  de  los  ataques  que  las  ha  dirigido  el  abogado 
defensor,  lundado  en  una  ley  de  Partida  que  na  necesitado  felsificar  en  su 
letra  y  en  su  espíritu  para  hacerla  servir  á  su  propósito.  Yo,  Señor,  desde 
que  asistí  á  las  aulas  y  principié  á  estudiar  nuestro  derecho,  aprendí  que 
hay  personas  absolutamente  incapaces  para  testiíicar,  y  que  las  hay  para 
hacerlo  en  negocios  determinados  por  el  interés  que  en  ellos  pueden  tener  ó 
en  fevor  ó  en  contra  de  algunos  litigantes  con  quienes  se  encuentran  liga- 
das por  relaciones  de  dependencia,  de  parentesco  y  hasta  de  delincuencia. 
Por  eso,  el  sódo  no  puede  ser  testigo  en  los  pleitos  en  que  se  litigan  loe 
intereses  de  la-Sociedad;  por  eso,  tampoco  pueden  declarar  los  co*reos 
contra  sus  co-reos  en  las  causas  sobre  delitos  en  que  todos  han  tenido  par- 
ticipación: por  eso,  en  tin,  no  pueden  declarar  los  criados  en  favor  de  sus 
amos,  ni  los  padres  ni  parientes  en  favor  de  sus  hijos  y  parientes  hasta  el 
cuarto  grado.  Sabia  también  que  la  ley  respeta  el  parentesco  hasta  el  pun- 
to de  prohibir  que  se  obligue  á  los  parientes  á  declarar  unos  contra  otros; 
pero  que  si  se  prestaban  a  hacerlo  espontáneamente,  mandaba  á  los  Jue- 
ces admitir  su  testimonio  como  si  entre  ellos  no  medíase  semejante  deudo. 
Y  es  necesario  que  así  sea:  porque  si  la  ley  no  puede  imf)oner  á  los  testi- 
gos el  sacriQcío  de  los  sentimientos  que  la  naturaleza  inspira,  tampoco 
puede  impedir  que  tengan  conciencia  y  que  se  muestren  tan  dóciles  á  sus 
inspiraciones  como  á  las  de  los  afectos  de  familia:  la  justicia,  en  este  caso, 
no  debia  quedar  privada  de  testimonios  tan  importantes. 

Figúrese  V.  E.  por  consiguiente  hasta  qué  punto  me  sorprendería  el 
leer  en  uno  de  los  folletos  de  la  defensa  que  los  padres  y  abuelos  uo  pue- 
den declarar  contra  sus  hijos  y  nietos,  y  el  ver  citada  una  ley  de  Partida 
en  apoyo  de  esta  doctrina.  En  la  ley  10,  tít.  ^6,  Partida  3.^,  que  de  nuevo 
ha  Citado  la  defensa  en  su  discurso,  y  lo  ha  hecho  como  entonces  en  estos 
términos:  «Acusado  seyeudo  alguno  en  juicio  sobre  pleyto  criminal,  non 

podrá  atestiguar  contra  él su  padre  ó  su  abuelo.»  El  motivo  de  esta 

prohibición  impuesta  á  esos  padre  y  abuelo  es,  según  la  misma  ley,  por  la 
reverencia  que  debe  el  aforrado  al  linaje  del  que  le  aforró.  No  era  pre- 
sumible que  el  padre  ó  aouelo,  á  quienes  se  refiere  la  ley,  fueran  los  del 
procesado,  porque  entonces  inútil  seria  encargarles  la  reverencia  que  de- 
ben á  su  propio  linaje;  y  de  ahí  la  presunción  de  que  esos  puntos  suspen- 
sivos se  han  colocado  eo  la  cita  de  la  ley  para  omitir  algo  que  la  dá  su 
verdadero  sentido.  Se  omitió,  en  efecfo,nada  menos  que  el  sustantivo  que 
rige  al  verbo,  porque  la  ley  después  de  las  palabras  «non  podrie  testiguar 
contra  él,»  dice  «aquel  mesmo  que  él  hobiese  aforrado,»  v  continúa  «ó  su 
padre  ó  su  abuelo:»  es  decir,  el  padre  ó  el  abuelo  de  aquel  raesmo  á  quien 
el  acusado  hobiese  aforrado.  Esto  es  lo  que  dice  la  ley  y  no  podí;\  decir  otra 
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cosa  sin  Teñir  á  establecer  una  antinomia  con  las  posteriores  del  mismo 
título  y  Partida,  en  que  se  consigna  la  doctrina  que  antes  he  tenido  el  honor 
de  esponer  á  V.  B.  Hé  aquí,  Eterno.  Señor,  otro  de  los  medios  de  que  se 
ha  valido  fa  defensa.  ¡Y  despaes  de  ésto  hace  alarde  de  sus  propias  convic- 
ciones, y  pondera  y  encarece  la  inocencia  del  procesado!.... 

Las  declaraciones  dé  los  esposos  Pelíu  prestadas  espontáneamente  con- 
tra su  hijo,  no  pueden  menos  de  aceptarse,  según  la  ley,  como  sí  entre 
unos  y  otro  no  existiese  semejante  deudo;  y  si  inespugnables  son  en  el 
terreno  legal,  no  lo  son  menos  cuándo  se  las  examina  por  ef  prisma  de  la 
moralidad.  Para  demostrarlo  principiaré  por  pre^ntar  un  dilema  al  abo- 
gado defensor:  esois  esposos,  o  son  padrea  del  procesado,  ó  no  lo  son:  en  el 
primer  caso,  ¿dejará  éste  de  .ser  su  hilo  por  mas  oue  ellos  sean  tan  perver- 
sos ^  desnaturaliza  ios  como  supone  la  defensa?  Y  en  ef  segundo,  ¿por  qué 
se  dice  que  al  declarar  han  violentado  los  sentimientos  de  la  natu- 
raleza? 

Dijo  el  abogado  defensor  que  en  esas  declaraciones  se  observaba  on 
refinamiento  de  crueldad,  porque  Joaquín  Feliu,  al  prestar  la  suya,  pre- 
sentó un  documento  que  habrá  de  servir  de  apoyo  á  la  acusación  contra 
su  hijo:  ¡qué  suposición  tan  infundada  y  tan  calumniosa  al  mismo  tiempo! 
Joaquín  Feliu  presentó  la  fé  de  pila  de  su  hrjo  Claudio;  pero  este  docu- 
mento en  que  se  hace  constar  que  tenía  un  hijo  de  este  nombre  y  de  24 
anos  de  edad,  no  probaria  en  manera  alguna  que  ese  hijo  fuera  el  proce- 
sado. Con  algún  objeto  se  presentó  dicho  documento;  pero  no  fué  segu- 
ramente para  acusar,  sino  para  disculpar  á  su  hijo.  «Sí  éste  es  el  procesa- 
do,n  decía  Joaquín  Feliu,  «tiene  necesariamente  aue  estar  loco.  ¿Cómo  es 

Sosible,  en  otro  caso,  que  teniendo  solo  21  años  naya  venido  á  Barcelona 
representar  á  D.  Claudio  Fontanellas,  persona  de  mucha  más  edad  que 
él?»  Bsta  ha  sido  la  conducta  de  Joaquín  Feliu;  y  cuando  ya  creyó  que  ha- 
bía hecho  lo  bastante  para  disculpar  á  su  hijo,  suponiendo  que  fuera  el 
procesado,  es  cuando  él  y  su  esposa  se  prestaron  á  la  diligencia  de  reco- 
nocimiento, y  lo  hicieron  por  una  rejilla  que  por  cierto  no  se  colocó  en 
esta  ocasión,  sino  que  estaba  hacia  mucho  tiempo  en  aquel  sitio,  sirviendo 
para  todas  las  diligencias  de  esta  clase  qne  se  practican  en  la  cárcel. 

La  conducta  de  los  esposos  Feliu  está  en  perfecta  armonía  con  las  es- 
plícaciones  que  dieron  al  tiempo  de  su  ratificación  contestando  á  las  pre- 
guntas que  les  dirigió  el  defensor  del  procesado.  Manifestaron  entonces, 
}ue  si  se  presentaron  espontáneamente  á  declarar  y  á  reconocer  á  este, 
ué  porque,  apesar  de  habérselo  asegurado  personas  de  crédito,  dudaron 
todavía  que  fuera  su  hijo.  ¿Y  tan  estraño  es  que  lo  dudaran?  yo  apelo  en 
esta  parte  al  corazón  de  todos  los  padres.  ¿Hav  alguno  que  á  la  primera 
noticia  que  de  ello  tenga,  se  resigne  á  creerse  despreciado  y  renegado  por 
su  propio  hijo?  ¿Hay  alguno  que  desde  el  primer  momento  en  que  así  se 
le  oiga,  se  persuada  de  que  su  hijo  ha  sido  capaz  de  cometer  un  delito  tan 
grave  como  el  que  se  persigue  en  esta  causa?  ¿Hay  alguno  que  se  resigne 
á  ver  perdidos  en  un  solo  instante  todos  los  trabajos,  todos  los  cuidados 
que  ha  puesto  en  educar  á  su  hijo  y  en  dirigir  su  corazón  por  la  senda  de 
la  moral,  de  la  religión  y  de  la  virtud?  ¡Que  estraño,  repito,  que  dudaran 
estos  desgraciados! 

Y  cuando  se  vé  que,  en  medio  de  su  amargura,  su  primer  cuidado,  al 
declarar,  ha  sido  el  de  disculpar  á  su  hijo  presentando  al  efecto  un  docu- 
mento que  ellos  consideraban  como  la  prueba  mas  acabada  de  su  mental 
estravío,  ¿con  qué  derecho.  Señor,  se  censura  su  conducta?  ¿por  qné  se 
les  calumnia? 

Y  no  se  diga  que  esa  conducta  no  lia  sido  inspirada  por  sentimiento 
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alguno  de  moralidad,  porque  semejante  aserto  está  contradicho  por  las 
esplicaciones  que  han  dado,  y  no  puedo  menos  de  repetirlo,  á  instancia  de 
la  defensa.  «Nosotros,  dijeron,  no  podiamos  consentir  que  nuestro  silen- 
cio se  interpretase  como  una  muestra  de  complicidad  en  el  robo  que  se 
pretendía  hacer  al  Marqués  de  Fontaneiias.»  Vea  V.  B.  si  puede  darse 
prueba  mas  elocuente  4e  la  moralidad  que  inspiraba  los  actos  de  estos  des- 
graciados testigos,  y  de  sus  sentimientos  delicados  y  pundonorosos. 

Y  el  caso  es  que  la  defensa,  con  sus  preguntas  á  los  esposos  Felíu,  ha 
venido  á  proporcionarnos  la  demostración  más  coocluyente  de  la  veraci- 
dad de  estos.  Pregúnteseles  si  su  hijo  tenía  alguna  seña  particular,  y  con- 
testaron: que,  siendo  muy  niño,  se  sentó  en  un  brasero  y  se  quemó  una 
de  las  posaderas,  que  fuó  la  derecha  en  concepto  de  la  Joaquina;  y  aun 
cuando  ambos  ignoran  si  le  quedó  señal,  manifestó  también  ésta  qqe  el 
médico  la  había  asegurado  que  se  le  conocería  toda  su  vida.  Reconocido  el 
procesado,  se  le  encontró  una  cicatriz  con  la  piel  rugosa  en  una  de  las 
posaderas.  La  defensa  dice  que  se  la  había  causado  montando  á  caballo  en 
Buenos  Aires,  donde  sirvió  como  Oíicial  de  caballería,  lo  cual  no  es  cierto; 
y  aun  suponiendo  que  lo  fuese,  seria  bien  estraño  el  que  en  una  sola  de 
las  posaderas  le  quedase  la  señal  de  esos  ejercicios,  y  sobre  todo,  el  que 
los  esposos  Felíu  tuvieran  noticia  de  ella,  sí  procedítíra  de  otra  causa  dis- 
tinta de  la  que  ellos  han  esplícado.  También  dígeron  que  trabajando  en  la 
fundición  de  Domenech  y  Víñals  se  hizo  daño  en  un  dedo,  quedándole 
señal^  y  en  efecto  se  le  encontró  la  correspondiente  cicatriz,  cuya  proce- 
dencia no  ha  podido  reconocerse  ni  espiicarse  por  el  trascurso  del 
tiempo. 

Por  la  manera  con  que  se  llevó  á  efecto  la  ratificación  de  los  esposos 
Felíu  y  de  su  hija  Doña  Carmen,  han  sido  gravemente  censurados  el  pro- 
cedimiento y  el  Juez  que  lo  instruyó;  y  nada  hay  mas  sencillo  que  el  de- 
mostrar lo  infundado  de  tales  censuras,  y  el  poner  una  vez  más  de  mani- 
fiesto esa  facilidad  funesta  con  que  el  abogado  defensor  se  ha  permitido 
alterar  los  hechos  con  el  objeto  de  criticar  al  Juez  que  ningún  motivo 
ha  dado  para  ello.  Se  pidió  en  la  primera  instancia  por  la  defensa  la  rati- 
ficación de  estos  testigos,  y  el  Juez  acordó,  como  se  pedia.  Se  hizo  cons- 
tar por  diligencia  el  haber  comparecido  el  alguacil  manifestando,  con  re- 
lación á  D.  Celestino  Felíu,  que  sus  padres  y  hermana  se  encontraban  es- 
tablecidos en  San  Gervasio,  enfermos  aquellos  y  la  madre  de  bastante 
gravedad:  mandó  el  Juez  por  auto  de  19  de  agosto  de  i801  que  se  diese 
vista  de  esta  diligencia  al  procesado  para  que  pidiera  lo  que  mejor  víero 
conveoirle,  y  asi  se  verificó  el  mismo  día.  Presentóse  á  nombre  de  éste 
una  pretensión  en  23  del  propio  agosto,  pero  nada  se  dijo  ni  se  solicitó  en 
ella  respecto  á  los  esposos  Felíu  ni  á  su  ratificación.  En  31  de  aquel  mes 
futí  admitido  el  Abogado  D.  Manuel  Dámaso  de  Nieva  como  asociado  de 
D.  Pelegrín  Pomés,  y  desde  entóoces  ya  parece  que  la  defensa  empezó 
á  plantearse  en  su  verdadero  terreno,  pues  en  escrito  de  3  de  setíetnbre 
se  dijo  que  la  enfermedad  de  los  testigos  era  supuesta  como  constaba  á  la 
defensa  y  podía  probarlo,  y  solicitó  que  se  obligase  á  dichos  testigos  á 
comparecer  ante  el  Juzgado  para  su  ratilícacion.  Por  medio  de  un  otrosí 
pidió  que,  en  el  caso  de  no  accederse  á  dicha  solicitud,  se  librara  exhorto 
al  Juez  de  las  Afueras,  á  cuyo  distrito  corresponde  el  pueblo  de  San  Ger- 
vasio, para  que  ante  él  se  verificase  la  ratificación.  En  esta  disyuntiva,  el 
Juez  optó  por  el  último  de  los  estremos  propuestos  porque  no  podía  esti- 
mar los  dos,  y  acordó  por  consiguiente  acomo  se  pedia.» 

En  9  de  setiembre  se  solicitó  que  el  procesado  fuese  trasladado  á  la  vi- 
lla de  Gracia,  capital  del  Juzgado  de  las  Afueras,  para  presenciar  la  rati- 
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flcacioQ.  Estrana  debió  parecer  al  Juez  tal  pretensión  pues  habiendo  acor- 
dado la  ratiücacioD  de  oíros  testigos  por  medio  deexhortos^  á  nadie  habia 
ocurrido  solicitar  la  traslación  del  procesado  para  que  la  presenciase;  y 
visto  el  motivo  que  para  ello  se  alegaba,  á  saber,  el  que  el  procesado  teoia 
que  hacer  á  sus  titulados  padres  varias  preguntas  sobre  accidentes  y  seña- 
les ñsicas  de  D.  Gláudío  Fontanellas,  á  que  difícilmente  podrían  contestar 
pues  todo  induce  á  creer  que  ni  siquiera  le  conocían^  pudo  muy  bien  per« 
suadirse  de  que  todo  esto  no  era  más  que  un  protesto  para  producir  es- 
cándalos. 

Y  en  efecto^  hubiera  sido  ver  el  espectáculo  que  ofreciera  al  público 
un  hijo  en  presencia  de  sus  padres  dirigiéndoles  preguntas  y  reconvencio- 
nes, en  cada  una  de  las  cuales  iria  envuelto  un  grave  insulto  á  sus  canas: 
¡hubiera  sido  indudnl  ¡emente  una  escena  digna  de  esta  causa!  El  Juez  no 
estimó  semejante  pretensión,  y  la  defensa  se  aquietó  con  esta  providencia 
de  que  hubiera  podido  apelar^  si  lo  consideraba  conveniente  para  el  pro- 
cesado; pero  ha  preferido  calumniar  después  al  Juez  en  sus  folletos,  lo 
cual  no  podia  reportarle  grandes  ventajas. 

Libróse,  pues,  el  exhorto;  comparecieron  los  esposos  Feliu  y  su  hija,  y 
ratificaron  tas  declaraciones  prestadas  en  sumario.  El  defensor  del  proce- 
sado, presente  al  acto,  empezó  á  dirigirles  algunas  preguntas;  pero  como 
el  Juez  de  las  Afueras  no  habia  instruido  la  causa,  ni  podía  aprecínr  su 
pertinencia,  se  creyó  incompetente  para  admitirlas,  y  a.sílo  acordó  en  una 
providencia;  mas  habiéndose  acudido  en  queja  al  de  Palacio  y  habiendo 
éste  declarado  que  su  compañero  el  de  las  Afueras  podia  admitir  ó  dene- 
gar las  repreguntas  que  se  hiciesen  á  los  testigos,  se  libró  otro  exhorto, 
tuvo  efecto  una  nueva  ratificación,  y  el  abogado  Nieva,  presente  al  acto, 
dirigió  cuantas  preguntas  tuvo  por  conveniente  á  los  testigos  que  las  con- 
testaron, firmando  también,  desde  la  primera  á  la  última,  todas  las  dili- 
gencias que  se  practicaron  con  este  motivo.  Vea  V.  B.,  con  cuanta  inexa- 
titud  ha  dicho  el  abogado  defensor  en  uno  de  sus  folletos  que  ni  el  proce- 
sado ni  sus  defensores  presenciaron  la  ratificación  de  los  esposos  Feliu  y 
conocida  ya  por  la  Sala  la  conducta  del  Juez  de  primera  instancia,  que  ha 
sido  tal  como  acabo  de  referir,  verá  también  si  se  presta  á  todas  esas  cen- 
suras con  que  se  ha  querido  mancillar  ante  el  público  su  buen  nombre. 

Las  declaraciones  de  los  esposos  Feliu  no  pueden  impugnarse,  como 
lie  dicho,  ni  en  el  orden  legal  ni  en  el  órdeo  moral;  y  los  accidentes  que 
lian  referido  de  su  hijo,  y  que  se  encuentran  perfectamente  señalados  en 
ia  persona  del  procesado,  garantizan  la  verdad  de  su  testimonio.  Nadie  ha 
negado  á  estos  testigos,  ni  á  los  de  que  antes  me  he  hecho  cargo,  la  cua- 
lidad de  padres,  hermanos,  lio,  compañeros  de  trabajo,  amigos  y  relacio- 
nados con  Claudio  Feliu;  todos,  al  declarar,  han  reconocido  como  tal  al 
procesado;  y  estas  declaraciones  consignadas  en  el  sumario  formaban  ya, 
á  mi  modo  de  ver,  una  prueba  plena  y  convincente  de  que  el  procesado 
es  Claudio  Feliu  y  Fontanills. 

Principia  la  tercera  instancia^  en  la  cual  se  han  mostrado  parte  los 
marqueses  de  Fontanellas  y  de  Villamediana,  y  vienen  nuevos  testigos 
que  reconocen  al  procesado  por  el  mismo  Claudio  Feliu  y  Fontanills  que 
en  el  año  1850  estuvo  de  aprendiz  de  droguero  en  casa  de*D.  José  Rever- 
ter, calle  de  la  Tapinería,  y  que  posteriormente  continuó  aprendiendo  el 
mismo  oficio  en  casa  de  D.  Joaquín  Descatllart;  por  el  mismo  también  que 
en  1854  vivia  en  compañía  de  sus  padres,  calle  de  los  Baños  nuevos  nú- 
mero 6,  piso  3.®;  y  ejercia  el  oficio  de  corredor,  ó  agenciaba  la  compra  y 
venta  de  arroz,  otros  granos  y  drogas:  por  el  mismo  Claudio  Feliu  y  Fon- 
tanills que  en  los  citados  años  iba  á  menudo  á  una  casn  de  campo  sita  en 
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Sao  Gereasio  y  alquilada  por  su  padre,  y  queeo  el  aao  1850  sirvió  en  la 
gesta  compama  del  batallón  de  artillería  de  la  Milicia  Nacional  de  esta  ciu- 
dad. Estos  testigos  son  respectivameítte  tios  y  parientes  del  procesado  com- 
pañeros suyos  de  servicio  en  la  Milicia  Nacional  perdonas  que  ejercian,  co- 
mo él,  el  olicio  de  corredor;  y  entre  ellos  se  encuentra  por  último,  D.  Joa- 
quín Descatllart  que  le  reconoce  y  dice  que  es  el  mismo  á  quien  tuvo  en 
su  casa  en  los  añ^s  18d1  ó  52,  añadiendo  que  le  coDocia  ya  antes  como 
dependiente  que  habia  sido  del  drogueio  D.  José  Reverter. 

Dlcese  que  éste  testigo  ha  declarado  con  falsedad,  porque  manifestó 
que  pasando  por  Santa  María  del  Mar  veía  al  procesado  en  la  calle  en  que 
este  vivia,  y  que  cualquiera  que  conozca  Barcelona  comprenderá  que  al 
pasar  por  aquel  punto  no  podía  verle  por  cuanto  los  padres  del  procesado 
tenían  sn  habitación  en  la  calle  de  uauos  nuevos,  según  se  articuló  por 
parte  de  ios  Marqueses  de  Fonlanellas  y  de  Villa  mediana.  Pero  es  de  ad- 
vertir que  el  testigo  se  reíiere  á  los  años»  i  851  y  52,  y  que  por  la  acusación 
privada  se  articula  que  los  e.^posos  Feliu  vivían  en  la  calle  de  Bauos  nue- 
vos en  1854;  de  manera  que,  si  se  tiene  presente  la  diferencia  de  estas 
épocas,  no  se  encuentra  esa  contradicción  que  es  el  fundamento  de  las 
impugnaciones  de  la  defensa. 

De  los  nuevos  parientes  de  Claudio  Feliu  que  en  la  tercera  instancia 
han  reconocido  como  tal  al  procesado,  ya  era  de  suponer  lo  que  habia  de 
decirse,  cuando  hablando  de  esa  familia  se  la  califica  de  familia  de  em- 
busteros. Hay  que  notar,  sin  embargo,  que  á  ninguno  do  «líos  se  le  niega 
su  parentesco,  ni  se  duda  por  consiguiente  de  la  razón  de  su  dicho;  poro 
el  abogado  defensor  que  anda  buscando  contradicciones  con  mucha  dili- 
gencia, ha  creído  encontrar  una  entre  el  dicho  de  esos  testigos  que  ma- 
nítíestan  profesar  ai  procesado  su  carino,  como  parientes,  y  su  conducta 
por  no  haberle  visitado  en  la  cárcel.  Convengamos  en  que  al  renegar  este 
de  su  familia  no  animaria  mucho  á  sus  parientes  á  dispensarle  la  atención 
de  sus  visitas;  y  convengamos  también  en  que  algún  motivo  encontrarían 
para  retraerse,  en  la  conducta  de  esos  guardianes  oficiosos  de  quienes  el 
procesado  se  veía  rodeado  en  la  cárcel,  puesto  que,  según  indicaciones 
de  la  defensa,  se  habían  colocado  entre  éste  y  su  familia  con  el  objeto  de 
hacer  un  negocio,  para  lo  cual  no  les  habia  de  convenir  la  presencia  de 
esos  parientes.  Así  lo  pensarían  estos  y  buenas  razones  tenían  para  ello: 
¿por  qué  esoi^  buscadores  de  testigos  no  contaron  con  los  parientes  de 
Claudio  Feliu  para  justificar  que  no  lo  era  el  procesado?  Y  no  se  diga  que 
podían  presumir  que  estuvieran  ya  ganados  por  el  Marqués  de  Fontane- 
llas,  por(|ue  este  no  fué  parte  en  primera  instancia  ni  los  necesitaba  para 
nada,  dejándoles  por  el  contrario  el  campo  libre  para  que  pudieran  utili- 
zarlos en  favor  del  procesado.  Pero,  como  he  dicho  ya  tantas  veces,  se 
huía  de  la  verdad,  y  por  eso  no  se  la  buscaba  donde  podía  encontrarse:  no 
86  quería  nada  con  los  parientes  de  Claudio  Feliu,  porque  se  les  conside- 
raba, sin  duda,  como  un  obstáculo  para  hacer  el  negocio;  y  no  es  estraño 
en  tal  caso  que  conociéndolo  estos,  aun  cuando  uo  pudieran  prescindir  del 
cariño  que  el  procesado  les  inspiraba  como  pariente,  se  mantuvieran  en 
ese  digno  retraimiento  que  ahora  tanto  so  les  crítica: 

Forma  también  parte  de  la  historia  indubitada  de  Claudio  Feliu  el  que 
en  enero  de  1857  se  embarcó  para  Buenos  Aires;  varios  testigos,  y  entre 
ellos  dos  tios  del  procesado,  lo  dan  por  cierto,  sí  bien  manifiestan  ignorar 
bajo  qué  nombre  se  embarcó  y  el  buque  en  que  lo  hizo.  Articulóse  por  la 
acusación  privada  que  el  procesado  en  esta  causa  era  el  mismo  que  en 
enero  de  1857  se  embarcó  en  este  puerto,  como  page  y  bajo  el  nombre  de 
Juan  Garrerras,  en  la  polacra  Joven  Conchita  al  mando  del  Capitán  don 
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Gerarda  Sala,  despachado  para  Buenos-Aires;  y  el  defensor  del  procesado 
nos  dijo  que  en  su  poder  obraba  una  escritura  en  que  se  desmentía  este 
articulado.  Lo  que  yo  puedo  decir  es  que  semejante  escritura  no  está  en 
los  autos,  en  los  cuales  solo  se  encuentra  una  certiíicacion  del  Capitán  de 
este  puerto,  con  la  que  se  acredita  que  en  la  Jó?en  Goncbita,  que  salió  de 
esta  ciudad  en  1857,  iba  en  calidad  de  page  el  llamado  luán  Carreras. 

Observe  V.  E.  qae  al  referir  el  procesado  su  viaje  á  Buenos- Aires  en 
octubre  de  1815,  dijo  que  lo  habia  hecho  en  un  buque  llamado  lóyen  Con- 
chita, Capitán  «Grau,»  que  escomo  se  llama  en  catalán  á  los  Gerardos;  y 
que  su  padre  loaquin  Feliu  también  dice  que  el  buque  en  que  su  hijo  salió 
para  Buenos- Aires  en  i 857,  iba  mandado  por  un  Capitán  llamado  Sala. 
Por  supuesto  que  es  falso  el  viaje  del  procesado  en  i 845;  porque  ni  enton- 
ces existia  la  polacra  Joven  Conchita,  ni  su  Capitán  hiio  viajes  á  Buenos- 
Aires  en  aquel  año,  ni  en  otro  caso  hubiera  podido  entrar  en  aquel  poeKo 
por  encontrarse  entonces  bloqueado  ñor  las  Escuadras  francesa  é  inglesa. 
Pero  es  muy  notable  la  cooformidaa  que  se  observa  en  el  procesado  y 
Joaquín  Feliu  en  la  designación  del  buque  en  que  Juan  Carreras  hizo  su 
viaje  á  América,  en  calidad  de  page,  y  del  Capitán  que  le  mandaba  lla- 
mándole el  uno  Grau  ó  Gerardo,  y  el  otro  Sala,  que  son  el  nombre  y  ape- 
llido de  dicho  capitán.  Viene  en  seguida  la  declaración  de  éste,  quien,  te- 
niendo á  la  vista  un  retrato  del  procesado,  dice  que  es  el  mismo  que  bajo 
el  nombre  de  Juan  Carreras  se  embarcó  en  clase  de  page  en  la  polacra 
Conchita  que  hizo  viaje  á  Bueoos-Aires:  que  durante  la  travesía  oyó  que 
los  marineros  le  llamaban  Claudio  ó  Feliu,  y  habiéndole  preguntado  cómo 
se  llamaba,  le  contestó,  «Claudio  Feliu  y  Fontanills»:  que  aquel  fué  el 
primer  viaje  que  hizo  la  polacra:  que  el  Juan  Carreras,  conocido  después 
por  Claudio  Feliu,  ayudaba  durante  la  travesía  al  cocinero  en  la  elabora- 
ción de  dulces,  como  persona  esperta,  y  compuso  también  como  práctico 
un  hierro  del  buque;  y  que  habiendo  desertaoo  dicho  paje  en  Buenos-Aires 
le  volvió  á  yer  después  en  la  peluquería  hispano-americana  vestido  pobre- 
mente de  militar. 

Tenemos,  pues,  según  el  resultado  de  la  prueba  testifical  ofrecida  y 
practicada  por  la  acusación  privada,  á  Claudio  Feiiu  embarcado  bajo  el 
nombre  de  Juan  Carreras  en  la  polacra  Joven  Conchita,  marchando  con 
rumbo  hacia  Buenos  Aires,  á  donde  llegó  en  marzo  de  i857:  ya  verá  V.  E. 
la  prueba  documental  que,  al  paso  que  revela  la  historia  militar  del  pro- 
cesado en  la  República  Argentma,  nos  presenta  todavía  mas  clara  la  de- 
mostración de  que  es  Claudio  Feliu  y  Fontanills;  pero  antes  de  ocuparme 
de  ella,  voy  á  examinar  la  que  en  contrario  se  ha  practicado  fK>r  la  de- 
fensa. Para  mayor  claridad  díyidiré  esta  prueba  en  directa  é  indirecta, 
habiéndose  propuesto  esta  última  desdóla  primera  instancia,  en  la  cual 
se  articuló,  entre  otras  cosas,  «que  el  procesado  en  esta  causa  fué  cono- 
cido en  América  antes  del  mes  de  julio  de  i 856  con  el  nombre  y  apellido 
de  Claudio  Footanellas,  viéndosele  en  cierta  ocasión  vendada  la  mano 
derecha  á  consecuencia  de  un  desafío.»  Seis  testigos,  que  son  Don 
José  Paxot,  D.  Juan  Oliver,  D.  Pablo  Mitchans,  D.  Tomás  Targarona, 
D.  Miguel  Liado  y  D.  Paulino  Bancbs  dieron  por  cierto  el  articu- 
lado, diciendo  eM .,  2.®  y  6.^  haber  conocido  al  procesado  en  1855:  el 
i.*  con  el  nombre  de  Claudio,  siendo  Oticial  del  Ejército,  y  sin  oirsu 
apellido,  y  el  2.^  con  el  de  capitán  Claudio.  Es  dea<lvertír  que  el  procesa- 
do, que  ha  de  conocer  su  propia  historia  mucho  mejor  que  estes  testigos 
dice  en  sus  declaraciones,  que  desde  el  año  i  846  entró  á  servir  en  el 
ejército  del  general  Urquíza,  tomando  el  nombre  de  Santiago  Odonell;  y 
que^  según  ya  he  dicho  á  Y.  E.,  también  se  articuló  en  la  primera  instan- 


Digitized  by  LjOOQIC 


ACUSACIÓN  FISCAL  EN  LA  CAUSA  FONTANSLLAS.  218 

cía  que  habiendo  descubierto  dicho  General  que  aquel  usaba  un  nombre 

?|ue  no  era  el  suyo^  le  encerró  en  el  Fuerte  de  la  Cuchilla,  le  amenazó  con 
usilarle  sino  no  le  revelaba  el  verdadero,  y  por  eso  lo  hizo  en  secreto 
á  FU  General,  y  no  se  le  espedíeron  sus  despachos  hasta  el  año  i 858.  Pues 
si  hasta  este  ano  se  llamó  Santiago  OdonneJI  y  no  $e  publicó  su  verdadero 
nombre,  ¡cómo  pudieron  conocerle  esos  testigos  en  i855  con  el  de  Clau- 
dio, ó  de  Capitán  Claudio?  Y  si,  sea\},u  el  diploma  que  presentó  el  proce- 
sado mismo,  no  fué  alférez  de  Artillería  hasta  22  de  julio  de  i 858,  y  si  se 
le  espidió  sirviendo  de  aspirante,  ¿cómo  podia  ser  Oficial  del  Ejército  y 
Capitán  en  1855? 

Es  verdad  que  se  dice  que  I 
servir  en  los  cuerpos  facultatívc 
mismo  que  el  procesado;  pero  e 
parte,  no  debe  suceder  en  la  B 
V.  E.,  se  salia  de  detrás  de  un 
Artillería;  y  no  parece  creíble 
sen  á  sus  grados  para  entrar  d 
ascenderá  Alféreces,  cuando  á 
pitan. 

Los  testigos  cuarto  y  quinto,  que  soi 
Liado  dicen:  el  i/ que  conoció  af  procos 
era  Sargento  primero  de  Infantería,  y  se 
tanillas  ó  Fontanellas;  y  que  en  4853  le 
mano  derecha  á  consecuencia  de  un  desa 
nocido  en  i852,  oyéndole  siempre  llami 
tines  de  año  le  dijo  también  que  llevaba  I 
causa.  Escuso,  Excmo.  Sr.,  repetir  las  oí 
nado  á  los  testigos  anteriores,  y  que  son  i 
QOte  V.  E.  que  cuando  D.  Miguel  Liado  d 
en  Montevideo  en  1852,  D.  Pablo  Mitchai 
mismo  año  en  Buenos  Aires;  y  si  el  pro 

primer  puoto^  no  es  probable  que  se  encontrs^ra  en  el  último,  que  es  capi- 
tal de  otro  Estado  inoependíente.  Observe  V.  E.  también  aue  cuando  es- 
tos testigos  hablan  del  desafío  y  de  haber  visto  al  procesado  con  la  mano 
vendada  á  consecuencia  de  él,  éste  declaró  al  folio  79,  que  la  herida  de 
que  conservaba  señales  en  el  dedo  dél  corazón  déla  ipano  derecha,  la  mis- 
ma que  los  testigos  le  habían  visto  vendada.  Ja  recibió  como  cosa  de  seis 
años  y  medio  en  la  provincia  del  Paraná  en  un  desapo  que  tuvo  con  espa- 
da. Así  lo  declaró  en  mayo  de  1861:  de  manera  qiie  dej^íó  verificarse  el 
duelo  á  fines  de  1854;  pero,  por  lo  visto,  no  fué  éste  un  inconveniente  pa- 
ra que  los  testigos  le  riesen  cén  la  mano  vendada  á  consecuencia  de  él  en 
1852  y  1853.  Por  otra  parte,  si  el  desafío  se  verificó  en  ,el<Paraná ,  ¿cómo 
se  encontraba  el  procesado  al  mismo  tiempo  en  Montevideo  ó  en  Buenos 
Aires,  según  declaran  estos  testigos? 

Vea  V.  E.  hasta  qué  punto  se  presenta  notoria  la  falsedad  de  éstos,  y 
cuan  justa  es  la  pretensión  del  Argado  defensor,  á  que  yo  me  asocio,  de 
que  con  el  procesado  deben  ir  á  presidio  los  testigos  que  han  declarado  á 
su  favor. 

Insistióse  en  la  tercera  instancia  en  esta  prueba  indirecta,  y  se  presen- 
taron dos  nuevos  testigos  que  en  nada  desmerecen  <jlc  Jos  seis  anteriores: 
son  D.  José  Ros  y  Ronta  y  D.  Pe¿ro  Pojutíagan.  {EI¡1.®  dice:  que  en  el  año 
1854  permaneció  cuatro  horas  en  San  José  de  Flores,  donde  se  enconl ra- 
ba el  General  Urquiza  sitiando  á  Buenos  Aires,  y  vá  á  ver  V.  E.  cuántas 
cosas  aprendió  éste  testigo  en  las  cuatro  horas  que  estuvo  en  San  José  de 
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Flores.  Allí  vio  al  procesado^  á  quíeo  ante;}  oo  conocía,  ni  supo  entonces 
cómo  se  llamaba  por  no  haber  hablado  con  él;  y,  sin  embargo,  á  los  nueve 
aüos  le  ha  reconocido  en  la  cárcel  de  Barcelona.  Dice  también,  que  era 
uno  de  los  Jefes  ú  Oficiales  que  estaban  á  las  órdenes  del  General  Urquí- 
za,aun  cuando  no  puede  determinar  sí  servía  en  Infantería  ó  en  la  Manna, 
porque  no  llevaba  insignias.  ¿Cómo  sabría  entonces  si  era  Jefe  ú  Oficial? 
Pues  lo  supo,  porque  se  lo  dijd  el  centinela;  de  manera  que  para  conocer 
á  un  paisano  en  un  pueblo  ocupado  por  un  ejército,  y  sobre  todo  á  un  pai- 
sano á  quien  no  se  conoce  con  anterioridad  y  á  quien  por  consiguiente  no 
puede  haber  deseo  de  conocer,  no  hay  cosa  mejor  que  preguntar  por  él  al 
primer  centinela  que  se  encuentre,  porque  por  lo  menos  debe  conside- 
rarse la  persona  que  está  menos  al  alcance  de  saberlo.  El  defensor  del 
procesado  tiene  razón:  los  testigos  que  han  declarado  á  favor  de  éste  ne- 
cesitaban sin  duda  mucho  valor  para  declarar  la  verdad,  cuando  tan  roa- 
nifiestamentc  han  faltado  á  ella. 

El  2.®  de  éstos  es  D.  Pedro  Pontiagan  que  de  tendero  sentó  plaza  de 
Capitán  de  Artillería  por  recomendación,  según  dice,  de  un  amigo  del  Ge- 
neral Urquiza,  de  quien  fué  ayudante.  Le  chocó  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia que  así  se  concedieran  los  empleos  en  el  Ejército  del  General  Ur- 
Suíza,  y  le  preguntó  por  su  diploma;  pero  precisamente  se  le  quedó  en 
uenos  Aires  cuando  en  1859  vino  á  establecerse  en  Madrid.  Dijo  este  tes- 
tigo que  en  1856,  siendo  Capitán  de  Artillería  y  hallándose  de  guarnición 
en  el  Paraná,  capital  de  la  República  Argentina^  (de  la  Confederación 
Argentina,  habrá  querido  decir)  tuvo  ocasión  de  conocer  á  uno  de  tos 
Oficiales,  también  de  Artillería,  que  se  llamaba  Santiago  Odonell,  y  que 
aunque  no  llevó  trato  ni  relación  con  él,  en  términos  que  ni  aun  podía  de- 
cir SI  era  de  su  Batallón,  y  recordando  sus  facciones,  no  puede  menos  de 
decir  que  es  el  procesado  á  quien  tiene  á  la  vista  y  á  quien  volvió  á  ver 
el  año  1857  en  Buenos-Aire?,  vestido  en  traje  de  marino.  ;CÓmo  seria  el 

firocesado  Oficial  de  Artillería  en  i856,  si  no  ascendió  á  Alférez  hasta  ju- 
io  de  1858?  ¿Y  cómo  le  vería  el  testigo  vestido  en  traje  de  marino  en 
i  857,  siendo  así  que  entonces  servia  de  aspirante  en  la  Brígada  de  Arti- 
llería ligera  en  Buenos  Aires?  Refiere  el  testigo  otros  pormenores  y  dice: 
que  el  procesado  en  el  ano  1856  seria  de  edad  de  treinta  años,  y  que  en  la 
actualidad,  es  decir,  en  1863  cuando  declaró,  tendría  30  á  35  años.  Justa, 
justísima  es  Ja  pretensión  del  Abogado  defensor  de  gue  vayan  á  presidio 
con  el  procesado  los  testigos  que  han  declarado  en  su  favor:  á  mí  solo  roe 
toca  añadir  que  á  los  seis  de  que  antes  me  he  ocupado,  deben  adicionarse 
D.  José  Ros  y  Roura  y  D.  Pedro  Pontiagan. 

Dlaie4e4Í«leBibre. 

ExcMO.  Su.: 
Suspendí  el  día  pasado  mi  discurso,  al  terminar  el  análisis  de  las  de- 
claraciones de  los  testigos  con  que  la  defensa  ha  pretendido  probar  indi- 
rectamente que  el  procesado  no  era  Claudio  Feliu  y  Fontanilfs;  y  me  pa- 
rece que  demostré  que  estos  testigos  habían  declarado  evidentemente  con 
falsedad,  puesto  que  estaban  en  contradicción  con  el  procesado,  que  debe 
conocer  mejor  que  ellos  su  propia  historia,  y  con  los  documentos  que  éste 
había  presentado:  réstame  solo  en  esta  parte  hacer  una  ligera  rectifica- 
ción á  su  defensor.  Me  parece  haber  oído  á  éste  que  algunos  testigos  del 
sumario,  cuales  son  D.  Buenaventura  Soler  y  los  hermanos  D.  Francisco 
y  D.  Domingo  Ferrer  habían  declarado,  hasta  cierto  punto,  de  conformi- 
dad con  los  de  la  defensa:  es  decir,  que  habían  visto  al  procesado  en  Amé- 
rica antes  del  año  1857,  en  que  11^  á  Buenos-Aires  Claudio  Felío.  Si  se 
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ha  dicho  esto,  que  no  estoy  muy  seguro  de  ello  (el  Sr.  Caso  dijo  al  señor 
Fiscal  algunas  palabras  que  do  se  oyeron.) 

Conste  de  todas  maneras  que  D.  Buenaventura  Soler,  sei^un  su  decla- 
ración del  folio  92,  conoció  al  procesado  en  Buenos-Aires  después  de  se- 
tiembre de  i 858,  y  que  D.  Francisco  y  D.  Domingo  Ferrer,  según  las  su- 
yas, folios  U5  y  i36,  le  vieron  allí  á  últimos  del  año  1859,  ó  principios  de 
i 860 ^estando  por  consiguiente  todos  estos  testigos  muy  distantes  de  eoad- 
yuvar  á  las  intenciones  de  la  defensa. 

Ha  pretendido  ésta  además  justificar  directamente  oue  el  procesado  no 
es  Claudio  Feliu  y  Fonlanills;  y  digno  es  por  cierto  de  llamar  la  atención 
el  que,  siendo  el  espresado  Feliu  una  perfona  muy  conocida  en  Barcelona, 
según  sus  defensores,  solo  haya  presentado  en  el  plenario  con  este  objeto 
trece  testigos,  de  los  cuales  Francisco  Sus  declara  contra  producentem, 
pues  asegura  óue  el  procesado  es  Claudio  Feliu  Fontanills,  á  quien  conoce 
mucho  por  haner  servido  con  él  en  la  6.*  compañía  de  voluntarios  de  Ar- 
tillería en  la  Milicia  Nacional;  y  otros  cinco  aicen,  ó  bien  haber  oido  in- 
distintamente que  el  procesado  es  y  no  es  Claudio  Feliu,  ó  bien  que,  á  pe- 
sar de  haber  conocido  á  éste,  no  pueden  asegurar  si  es  ó  no  el  procesado, 
ó  bien  que  ignoran  lo  que  se  les  pregunta. 

Los  siete  restantes  tampoco  aseguran  nada,  limitándose  á  decir;  «pa- 
ra mf  no  es  Claudio  Feliú:»— «yo  cieo  que  no  lo  es:»— «yo  no  le  reconoz- 
co por  tal.»  La  Sala  segunda  no  aceptó  estas  declaraciones,  fundándose 
sin  duda  en  la  ley  de  Partida,  que  manda  que  cuando  el  testigo  no  mos- 
trare otra  razón  de  cómo  sabe  lo  que  atestigua  mas  que  el  que  lo  cree,  no 
debe  valer  lo  que  atestiguare;  y  la  ley  tiene  para  ello  una  razón  muy  filo- 
sófica. 

El  testigo,  para  tener  esa  autoridad  que  atrae  el  asentimiento  ó  la  fé 
de  los  demás,  necesita  no  solamente  ser  veraz,  sino  además  tener  ciencia 
cierta  de  lo  que  declara.  Un  testigo  que  no  dá  otra  razón  de  su  dicho  (¡ue 
el  que  lo  cree,  muestra  desconfianza  de  que  los  demás  puedan  participar 
de  su  propia  cieencia,  y  de  que  sea  verdad  aquello  mismo  que  a  él  se  lo 
parece.  El  testigo  que  solamente  cree,  no  hace  mas  que  conceptuar,  cal- 
cular, sospechar,  conjeturar;  y  mal  podrá  su  declaración  servir  de  base 
para  un  falto  judicial  que  precisamente  no  debe  fundarse  en  conjeturas. 
Además,  el  Juez  necesita  que  el  testigo  le  ofrezca  la  garantía  de  su  ve- 
racidad arrostrando  la  sanción  penal  que  la  ley  establece  para  los  que  fal- 
tan á  la  santidad  del  juramento;  y  no  se  la  ofrece  seguramente  el  que 
solo  dice  que  cree,  porque  de  buena  fé  y  sin  ser  culpable,  puede  creer  el 
error. 

El  testigo,  por  el  contrario,* que  afirma  y  asegura,  responde  criminal- 
mente de  la  verdad  de  su  dicho  y  ofrece  al  Juez  la  seguridad  que  necesita 
para  fundar  en  su  declaración  el  fallo  hacedero.  Esos  testigos  del  plenario 
que,  sin  reconocer  en  el  procesado  á  Claudio  Feliú,  no  aseguran  que  no  lo 
sea,  carecen  de  una  de  la«  condiciones  indispensables  para  merecer  fé  y 
crédito,  cual  es  la  ciencia  cierta  de  lo  que  declaran;  y  la  Sala  segunda,  al 
no  aceptar  sus  declaraciones,  se  acomodó  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  Par- 
tida. 

Pero  la  defensa,  en  la  tercera  instancia,  ha  insistido  en  esa  prueba: 
entonces  ha  presentado  testigos  en  mayor  número;  y  Y.  E.  vá  á  ver  sí,  en 
medio  del  estraño  desconcierto  con  que  declaran,  pueden  constituir  una 
prueba  decisiva  en  favor  del  procesado,  según  al  publico  se  le  ha  dicho. 
Entre  estos  testigos  hay  quienes  dicen ,  que  conocieron  á  Claudio  Feliu 
cuando  trabajaba  en  casa  de  Antonio  Goll  en  los  años  i 855  y  56,  y  hasta 
que  marchó  á  Buenos-Aires  á  principios  de  i 857;  sin  embar¿>  de  ser  una 
TOMO  xx\u.  28 

Digitized  by  LjOOQIC 


2 1 8  RKTISTA  DE  LKGISLAGlOIf « 

verdad  demoslrada  eo  la  causa  que  á  fioes  de  i  853  ó  príocipios  de  4854 
salió  de  dicha  casa,  donde  no  volvió  á  trabajar:  otros,  que  le  conocieron 
cuando  trabajaba  en  el  teatro  de  la  Barceloneta  eo  los  anos  i 855  |  i 856;  á 
pesar  de  que  otro  testigo,  compañero  de  Feliu,  asegura  que  al  tiempo  de 
las  ocurreacias  del  56  hacia  ya  un  año  que  ni  él  di  Felin  trabajaban  eo 
dicho  teatro;  y  no  falta  quien  afirma  que  le  conoció  eo  1847,  y  va  enton- 
ces oyó  decir  que  hacia  de  corredor,  siendo  de  notar  que  FeJiu  á  la  sazón 
solo  tenia  diez  años  de  edad.  Hay  una  pobre  anciana  que,  por  ser  corta  de 
vista,  no  podia  decir  sí  Feliu  tomaba  parte  en  las  representaciones  del 
teatro;  y  sin  embargo,  en  cuanto  vio  al  procesado  por  una  rcjja  de  la  cir- 
cel,  al  instante  conoció  que  no  era  Feliu,  «aunque  no  se  detuvo  ámi* 
rarlo  con  toda  detención,  aunque  sí  lo  bastante  para  conocer  la  dilé- 
rencia.» 

Otros  testigos  establecen  una  comparación  de  las  señas  personales  de 
Claudio  Feliu  con  las  del  procesado,  y  dicen:  unos  que  no  reconocen  á  éste 
por  tal,  porque  es  más  bajo  que  Feliu,  y  otros  que  no  le  reconocen,  porque 
es  más  alto:  unos  poroue  es  más  blanco,  y  otros  porque  es  más  moreno: 
unos  porque  el  color  del  pelo  y  barba  de  Claudio  Feliu  era  más  claro  que 
el  del  procesado,  y  otros  porque  era  más  oscuro;  y  para  que  nada  faltase, 
hay  testigos  también  que,  como  suele  decirse,  llevan  la  contraria,  pues 
declaran  que  en  el  color,  el  pelo  y  la  barba  no  encuentran  diferencia  entre 
el  procesado  y  Claudio  Feliu.  Todavía  hay  otro  testigo  que  maníGesta  con 
la  mayor  sinceridad,  que  se  le  pidió  fuera  á  declarar  que  el  procesado  no 
era  Feliu,  y  aceedió  á  ello  por  caridad.  ¡Con  qué  convicción  declararía! 

No  creo  deber  detenerme  por  más  tiempo  en  analizar  semejantes  de- 
claraciones, pues  considero  sufíciente  lo  dicho  para  que  Y.  E.  pu&da  juz- 
gar si  existe  en  este  caso  la  unidad  de  contexto  que  la  ley  exi^e  de  los  tes 
tigos  para  que  su  aseveración  forme  prueba,  y  vea  también  si  puede  bro- 
tar la  verdad  de  tales  manantiales  y  encontrarse  en  medio  de  tanta  con- 
tradicción . 

No  se  han  hecho  otras  pruebas  por  parte  del  procesiado  en  la  tercera 
instancia;  y  paso  por  consiguiente  á  ocuparme  de  la  que  se  ha  traído  de 
Buenos- Aires,  une  se  compone  de  documentos  presentados,  unos  por  par- 
te del  Marqués  ae  Foutanellas.  y  remitidos  otros  por  el  Cónsul  ae  S.  M. 
en  cumplimiento  de  una  Real  orden  que  al  efecto  se  le  dirigió  por  el  Mi- 
nisterio de  Estado. 

Ya  he  dicho  á  Y.  E.  que  Claudio  Feliu  y  Fontanills  se  embarcó,  como 
paje  y  bajo  el  nombre  de  Juan  Carreras,  en  la  polacra  Joven  Conchita, 
cuyo  capitán  Gerardo  Sala  ha  reconocido  al  procesado  por  el  mismo  que 
durante  el  viaje  se  le  dio  á  conocer  por  Claudio  Feliu  y  FontanUls,  y  que 
lle^ó  á  Buenos- Aires  en  marzo  <de  1H1»7.  También  he  dicho  que,  según  re- 
lación del  mismo  capitán,  Feliu  desertó  en  aquella  ciudad;  y  en  efecto, 
consta  por  certiílcacioa  de  aquel  Consulado  que  en  el  registro  de  entradas 
y  salidas  de  buques  que  existo  en  su  Cancillería,  y  con  fecha  12  de  mayo  de 
i  857,  se  lial  la  la  nota  de  novedades  ocurridas  en  la  polacra  española  Conchita, 
despachada  en  aquella  fecha  para  la  Habana,  que  testualmente  dice  así:^ 
«Habiendo  tenido  la  novedad  en  su  tripulación  de  haber  desertado  el  ma- 
rinero Benito  Barceió  y  Juan  Carreras,  paje,  sin  que  se  hayan  pedido  cap- 
turar á  pesar  de  las  diligencias  que  para  conseguirlo  se  han  ¡practicado, 
quedandO'por  lo  tanto  su  tripulación  en  doce  individuos,  incluso  4l  ca- 
pitán.»— 

Ya  desde  entonces  no  se  vuelve  á  hacer  mención  del  paje  Juan  Carre- 
ras; pero  en  cambio  nos  encontramos  con  Claudio  Feliu  y  Foatanílis, 
quien,  según  informa  la  Contaduría  geueral  de  Buenos- Aires,  fué  dado  de 
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alta  como  aspiraote  en  la  Brigada  de  Artülería  ligera  en  el  Azul  en  r*  de 
octubre  de  1857,  y  ascendido  á  Alférez  de  Ja  citada  Bn>;ada  en  22  de  julio 
de  i858,  que  es  precisamente  la  misma  fecha  del  diploma  que  el  proce- 
sado trajo  consigo  y  presentó  en  los  aulos. 

Se  han  traído  tarobíeo,  originales,  las  Hstas  de  revista  de  dicha  Briga- 
da, y  entre  los  Otíoiales  de  «tna  de  las  compañías  íigura,  como  Alférez, 
Claadio  Feliu  y  Fontanills,  que  firma  el  recibo  de  sos  naberes  con  el  nom* 
bre  y  apellido  de  Claudio  Fontanüls. 

Entre  los  documentos  origínales  existe  una  eeposicion  redactada  y  fír* 
mada  por  Claudio  Feliu  y  Fontanills  en  Bahía  Blanca  á  29  de  enero  de 
i  859,  escrita  indudablemente  de  puño  y  letra  del  procesado,  en  que  pidió 
ser  baja  en  su  cuerpo  y  pasar  al  Fuerte  Argentino  para  continuar  sus  ser- 
vicios donde  el  superior  Gobierno  ordenase;  y  después  de  varios  informes 
se  dictó  el  decreto  siguiente:-*<f  Marzo  9  de  1859.  De  conformidad  con  los 
informes  que  preceden,  désele  de  baja  absoluta  sin  goce  ni  uso  de  unifdr- 
mey  avísese  á  quien  corresponda.»— Desde  entonces  solo  se  conócela 
historia  del  procesado  en  América  por  k>  que  declara,  con  relación  áél, 
D.  Santiago  Odonell;  quien,  entre  otros  partícularas ,  refiere  qtte  Feliu  se 
embarcó  en  la  escuadra  qae  el  general  Urquiza  preparaba  en  Montevideo 
en  el  mismo  año,  aunque  sin  grado,  ni  categoría;  lo  cual  está  suficiente- 
mente confirmado  por  el  borrador  de  esposicion  que  el  procesado  pre* 
sentó  pidiendo  ser  colocado,  por  Imbcr  sido  baj;i  lo  mismo  que  los  demás 
Oficiales  de  dicha  escuadra. 

La  defensa  impugna  esa  praeba  diciendo  que  los  documentos  de  que  se 
compone  son  falsos.  Así  lo  manifestó  el  Abogado  Villamil  en  el  debate 

Í|ue  sostuvimos  con  motivo  de  un  incidente  promovido  por  él  este  verano, 
andándose  para  eHo  en  que  Claudio  Feliu  y  Fontanills  jamás  había  esta- 
do en  América,  pero  el  procesado,  que  no  parece  sino  aue  so  propuso  en 
sus  declaraciones  contradecir  anticipadamente  á  sus  deieosores,  nos  dice 
que  le  conoció  en  Buenos- Aires ,  y  refiere  en  la  de  Claudio  Feliu  su  propia 
historia,  manifestando  que  sirvió  como  él  en  la  Brigada  de  Artillerín  lige- 
ra^ que  como  él  se  embarcó  también  desde  allí  para  la  Habana;  y  si  la  ter- 
mino aquí,  será  sin  duda  porque  la  causa  le  evitaba  el  trabajo  de  conti- 
nuarla. 

El  actual  defensor  preguntaba  el  día  pasado,  ¿cómo  está  esta  prueba 
en  los  autos?  pero  no  pensó  que  se  había  ya  contestado  á  sí  mismo,  cuan- 
do dijo  que  era  de  doenmentos  de  nueva  noticia;  porque  haciéndolo  con 
las  formalidades  de  la  ley,  como  aquí  ha  sucedido,  pueden  presentarse  en 
cualquier  estado  del  pleito  y  á  él  le  tocaba  por  consiguiente  impugnar  esos 
documentos  j  pedir  ías  diligencias  que  considerara  convenientes  para  evi- 
tar el  perjuicio  que  al  procesado  pudiera  seguírsele  de  su  presentación. 
Se  ha  limitado  sra  embargo  á  sostener  la  calificación  de  falsedad,  fundán- 
dose para  ello  en  razones  distintas  de  las  de  su  compañero  Viliamii;  y  yo 
no  repetiré  alguna  de  esas  razones,  para  que  no  pueda,  ni  remotamente, 
presumirse  que  trato  de  escitar  contra  él  las  antipatías  de  este  país.  Pero 
si  realmente  los  documentos  se  han  falsificado  en  otra  parte,  ¿por  qué 
culpar  de  ello  á  D.  Adolfo  Alsina,  al  Cónsul  de  S.  M.  y  á  ios  demás 
empleados  de  Buenos -Aires? 

Y  el  caso  es  que  la  representación  del  Marqués  do  Fontanellas,  al  so- 
licitar, como  lo  na  hecho, que  se  practicara  un  cotejo  pericial  de  la  letra 
de  la  solicitud  en  que  Claudio  Feliu  y  Fontanills  pretendió  ser  baja  en  la 
Brigada  du  Artillería  ligera  de  Buenos  Aires,  vino  á  facilitar  á  la  defensa 
un  medio  muy  sencillo  de  justificar  la  folsedad  de  esos  documentos,  y  la 
defensa  lo  resistió.  Otro  tenia  todavía  mas  conducente,  y  era  presentar 
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díligeDCiado  el  exhorto  que  se  la  libró  para  jastificar  en  BneDos-Aires  la 
historia  militar  de  D.  Claudio  Footanellas.  Sin  embarco  ese  exhorto  no  se 
ha  cumplimentado,  ó  porto  menos  la  defensa  no  le  ha  derueltoálos 
autos. 

Y  no  se  culpe  por  ello  al  Cónsul  de  S.  M.  en  Buenos  Aires,  porque  ó^- 
te  no  era  procurador  del  procesado,  ni  ei  Gobierno  podía  encargarle,  ni  ie 
encargó  nunca,  el  cumplimiento  de  un  exhorto  librado  á  instancia  <le  par- 
te; ni  el  Tribunal  de  Buenos- Aires  hubiera  admitido  sos  gestiones,  roién* 
tras  no  presentase  poder  de  la  parte  inferesada.  El  Cónsul  de  S.  M  no  fne 
más  que  el  conducto  diplomático  por  donde  el  exliorto  llegó  á  su  destino, 
y  mientras  que  el  procesado  ó  sus  procuradores  en  Buenos-Aires  ne  lo  re- 
tomasen por  el  mismo  conducto,  no  era  posible  que  él  le  devoiyiese;  y  por 
ésta  razón  el  Gobierno  nunca  se  lo  reclamó. 

Y  no  se  pretenda  tampoco  hacer  cargo  á  aquel  funcionario  por  su  co- 
municación de  23  de  enero  del  año  próximo  pasado,  pues  que  si,  al  decir 
que  pasaba  á  manos  del  Sr.  Ministro  de  Estado  las  diligencias  practícadai 
en  vista  de  la  solicitud  presentada  á  S.  M.  por  el  defensor  def  preso  coo 
el  nombre  de  Claudio  Feliu,  citó  la  Real  orden  de  3i  de  julio  anterior^  oo 
pudo  s«.r  más  que  por  una  equivocación  material,  puesto  que  la  práctica 
de  dichns  diligencias  se  le  encargó  por  la  Real  orden  de  6  del  mismo  jn* 
lio.  Note  V.  E.  que  en  la  certificación  del  Ministerio  de  Estado,  donde 
esa  comunicación  se  encuentra  inserta,  se  dice  también:  «que  díclia  Real 
provisión  no  ha  sido  todavía  devuelta,»  refiriéndose  á  la  que  se  libró  por 
ésta  Audiencia  y  fué  remitida  por  el  Ministerio  de  Estado  ai  Cónsul  espa- 
ñol en  Buenos-Aires,  con  la  Real  orden  deZi  de  julio;  pero  no  se  le  en- 
carda su  devolución,  porque  dependiendo  de  las  gestiones  de  la  parle,  no 
podía  aquel  hacerlo  mientras  que  ésta  no  se  la  entre¡gase  con  ó  sin  las  di- 
ligencias de  cumplimiento.  £1  motivo  de  esta  omisión  ó  descuido  de  ia 
parte  demasiado  se  revela  en  los  documentos  remitidos  por  dicho  Cónsul; 
porque  apareciendo  de  ellos  que  jamás  se  habla  presentado  en  Ja  Repííbii- 
ca  Argentina  subdito  alguno  español  que  se  llamara  Santiago  Odonell,  ni 
D.  Claudio  Fontanellas,  ¿qué  era  lo  que  le  quedaba  al  procesado  que  jus- 
tificar? 

Pero  decía  también  el  abogado  defensor  que  no  necesitaba  probar  la 
falsedad  de  esos  documentos,  bastándole  para  redargüirlosde  foJsosel 
haber  demostrado  que  no  fueron  espedidos  con  las  formalidades  necesa- 
rias para  garantir  su  autenticidad.  Referíase,  al  decirlo,  á  los  tres  diplo- 
mas de  D.  Santiago  Odonell,  cuyo  nombre  é  historia  militar  se  apropió  el 
procesado  para  esplicarnos  la  suya  en  la  República  Argentina,  y  a  los  es- 
pedientes originales  que,  estraíaos  de  aquellas  oficinas,  se  han  unido  é  la 
causa.  Observe  V.  E.  que  los  primeros,  que  también  se  han  presentado 
originales,  tienen  la  firma  del  Jefe  del  Estado,  la  de  sa  Ministro  responsa- 
ble y  el  sello  nacional;  y  creo  que  esos  documentos  no  necesitan  ni  pue- 
den tener  mas  formalidades.  Las  mismas  tienen  los  Reales  despachos  es- 
pedidos en  España;  y  yo  jamás  he  visto  en  estos,  cuando  son  originales,  la 
legalizacioD  de  un  Escribano  dando  fé  deque  S.  M.  Doña  Isabel  II  es  Rei- 
na de  las  Españas,  y  de  que  la  firma  que  puso  en  el  despacho,  es  la  misma 
que  acostumbra  usaren  todos  los  que  espide. 

Respecto  á  los  espedientes  sacados  de  los  archivos;  ni  aun  es  posible  sn 
legalización.  Supongamos  aue  en  ellos  figura  un  documento  que  tiene  la 
fecha  de  doscientos  años  atrás,  ¿habrá  algún  Escribano  que  pueda  certifi- 
car que  el  que  le  espidió  ejercía  funciones  que  le  autorizaban  para  ello,  y 
3ue  su  firma  es  la  misma  de  que  acostumbraba  á  hacer  uso?  Y  contrayén- 
onos  al  caso  presente,  ¿seria  posible  que  algún  Escribano  de  Buenos-Ai- 
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res  pudiera  dar  fé  de  que  D.  Cíandío  Felíu  y  Fontanills  que  suscribe  esos 
documentos,  era  el  mismo  que  se  firma  y  era  además  alférez  de  Artillería 
y  que  su  firma  es  la  que  acostumbraba  usar?  La  legalización  de  esos  es- 
pedientes está  en  la  providencia  de  la  autoridad  que  los  manda  estraer  del 
archÍTO  donde  se  encuentran,  porque  tiene  facultades  para  ello;  y  la  firma 
de  esa  autoridad  se  encuentra  legalizada  por  el  Cónsul  de  S.  M.  en  Buenos- 
Aires. 

La  defensa,  no  muy  confiada  sin  duda  en  la  fuerza  de  sus  observacio- 
nes fundadas  en  la  falta  de  formalidades  que  atribuye,  sin  motivo,  á  esos 
documentos,  los  impugna  también  por  algunas  contradicciones  en  que, 
dice^  están  unos  con  otros,  y  algunos  de  ellos  con  lo  que  aparece  de  sus 
orígmaies  Resulta  en  efecto  de  uoa  certificación  espedida  por  la  Capitanía 
dol  puerto  de  Buenos-Aires  que  cuando  lle^ó  allí  la  polacra  española  Joven 
{yonehita  en  5  de  marzo  de  i  857  lo  hizo  con  doce  hombresde  tripulación,  sin 
ningún  pasajero.  ¿Cómo  entonces,  esclama  la  defensa,  aparece dellibro 
del  Consulado  que  y  después  de  haber  desertado  el  marinero  Benito  Bar^ 
celó  y  el  paje  Juan  Carreras,  quedó  su  tripulación  en  doce  hombres^ 
Pero  es  necesario  advertir  que  este  último  certificado  contiene  la  frase  uin-' 
eluso  el  capitann  que  no  tiene  el  primero;  de  manera  que  éste  podia  no 
comprenderse  en  el  número  de  tripulantes,  y  acaso  podía  suceder  lo  mis- 
mo con  el  paje,  6  algún  otro  individuo;  pero  sea  como  quiera,  la  mayor  ó 
menor  eiactitud  del  capitán  al  presentar  en  las  oficinas  las  relaciones  de 
la  tripulación  no  probará  que  estos  certificado.^  no  sean  auténticos,  ni  que 
el  paje  Juan  Carreras  dejara  de  embarcarse  en  la  polacra  Joven  Conchita 
cuando  asi  consta  de  la  certificación  de  la  Capitanía  del  Puerto  de  esta 
ciudad,  ni  que  dejara  de  desertar  en  Buenos-Aires,  ni  mucho  menos  el 
que  dicho  Juan  Carreras  no  sea  el  mismo  Claudio  Feliu  y  Fontanills  que 
se  dio  á  conocer  como  tal  al  capitán  Gerardo  Sala,  y  que  después  de  su 
deserción  entró  á  servir  de  aspirante  en  la  Brigada  da  Artillería  ligera  de 
aquel  ejército. 

D.  Siautiago  Odonell,  de  cuyo  nombre  dice  el  procesado  usó  en  el 
ejército  de  la  Confederación  Argentina  hasta  el  año  4858,  y  cuya  historia 
militar  se  ha  apropiado  en  parte  en  sus  declaraciones,  presento  tres  des- 
pachos que  le  fueron  espedidos  por  aquel  Gobierno,  y  que  se  han  unido 
originales  á  la  causa.  Resulta  del  certificado  de  la  Contaduría  general  de 
Buenos-Aires,  fecha  i^  de  diciembre  de  1863,  que  «en  el  archivo  remitido 
dol  ex-Gobierno  de  la  Confederación  cuando  existía  en  el  Paraná,  se  en- 
cuentran dos  libros  ó  más  bien  dos  índices  donde  están  anotados  los  des- 
pnchos  espedidos  con  sus  fechas,  en  las  cuales,  desde  1855  basta  4861  no 
.se  registra  despacho  aljjuno  esiedido  á  favor  do  D.  Claudio  Feliu  y  Fontanills 
ni  de  Claudio  Fontanetlas.»  aDel  mismo  registro— se  añade — consta  que 
en  4.^  de  junio  de  1854  se  le  espidió  despacho  de  Ciipítan  á  D.  Santiago 
Odonell,  y  en  28  de  junio  de  i  864  el  de  ^rado  de  Sargento  Mayor.  Aquí  tie- 
ne-V.  B.  demostrado  que  ni  Claudio  Feliu  y  Fontanills,  ni  D.  Claudio  Fon- 
tanellas  sirvieron,  ni  obtuvieron  jamás  despachos  en  el  ejército  de  la  Con- 
federación Argentina,  en  guerra  entonces  con  el  de  Buenos-Aires,  á  cuyo 
servicio  estuvo  Felíu  en  aquella  época.  La  defensa  encuentra  en  esta  cer- 
tificación una  pruebí  palpable  de  falsedad:  «¿quién  espidió  entonces,  es- 
clnma.  á  D.  Santiago  Odonell  su  tercer  despicho?»  Es  de  advertir  oue  la 
Contaduría  certificó  á  instancia  de  D.  Adolfo  Alsina,  quien  en  45  de  di- 
ciembre de  4863  solicitó  que  se  informase  á  continuación  de  su  escrito  sí 
aparecía  en  el  libro  de  tomas  de  rozón  de  despachos  militareSy  etc.;  y  que 
el  de  D.  Santiago  Odonell,  de  que  no  certifica  la  Contaduría,  es  el  de 
Ayudante  de  tres  oficinas,  es  decir,  que  por  él  se  le  confirió  el  ejercicio  de 
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ciertas  funciones  anejas  á  un  grado  militar  gne  ya  obtenia  por  el  despacbo 
de  1.®  de  junio  de  4854;  y  como  no  le  contería  grado  ni  ascenso  en  el 
ejército,  por  eso  no  se  consideró  este  despacho  comprendido  entre  los  mi- 
litares  de  cuya  espedicion  pedia  D.  Adolfo  Alsina  que  informase  la  Gra- 
taduría,  y  á  los  cuales  se  refiere  la  certificación  de  ésta. 

También  se  dicen  falsos  los  documentos  traidos  de  Boenos- Aires  por  k 
diferencia  que  se  observa  entre  la  certificación  de  dicha  Contaduría  de  i4 
de  diciembre  y  la  de  la  Inspección  general  de  armas  de  18  de  noviembre 
de  1863  ac^ca  de  la  fecha  en  que  Claudio  Feliu  y  Fontanílls,  conforme  la 
primera,  y  D.  Claudio  Félix  y  Fontanelas,  conforme  la  segunda,  obtavo 
su  ascenso  de  Alférez  de  Artillería;  pues,  sesun  aquella,  fué  en  22  de  ju- 
lio de  1858, y  según  ésta,  en  18  de  agosto  del  mismo  año.  Considere  V.  E. 
que  san  dacumentes  espedidos  por  distintas  oficinas,  en  que  naturalmen- 
te se  habían  de  hacer  diferentes  anotaciones:  que  la  primera  certifica  ^ 
conformidad  á  lo  que  se  halla  en  el  despacho  original  de  fecha  22  de  julio 
de  1858  que  presentó  el  procesado  y  está  unido  á  los  autos;  y  que  si  por 
la  Inspección  general  se  dice  también  que  ascendió  á  Alférez  en  18  de 
agosto,  esta  fecha  concuerda  perfectamente  con  la  esposicion  de  D.  Adolfo 
Alsina  de  22  de  diciembre  de  1863,  en  la  cual  pidió,  entre  oirás  cosas,  qoe 
se  informarse  «si  en  la  revista  de  Comisario,  que  se  pasó  en  el  Sur  eo  el 
Campamento  general  del  Lance  Grande, el  I.""  de  setiembre  de  i 858,  á  los 
Oficiales  y  tropa  de  la  Brigada  de  Artillería  ligera,  consU  ó  no  que  fi  18 
de  affosto  arüerior  stdióá  reconocer  de  Alfares  en  ella  á  Claudio  Feliu  de 
Fontanüls.n  De  manera  que  lo  que  constaoa  en  la  Inspección  general  era 
no  precisamente  el  ascenso,  sino  la  época  en  que  se  había  dado  á  conocer 
en  las  revistas  de  Comisario.  La  misma  esplicacion  tiene  la  diferencia  de 
tres  días  que  se  observa  en  ambos  documentos  sobre  el  eo  que  éste  inte- 
resado fué  dado  de  alta  de  aspirante  según  el  primero,  ó  entró  á  servir  se- 
gún el  segundo  en  clase  de  aspirante  en  la  citada  Brigada  de  Artillería. 

Declaró  D.  Santiago  Odonell  que  en  el  año  1846  era  Oficial  en  el  Bata- 
llón de  la  Independencia,  que  mandaba  el  ya  finado  Coronel  D.  Gerónimo 
Cosia^  en  el  que  el  procesado  dijo  también  que  había  servido  de  soldado  eo 
la  misma  época.  Certificó  la  Contaduría  general  que  en  las  listas  de  revista 
del  año  1846  de  los  Batallones  Libertad  é  Independencia  no  existen  ai 
Santiago  Odonell,  ni  Claudio  Feliu  de  Fontanills,  ni  Claudio  Fontanellas; 
y  la  lutípeocien  general  de  armas  también  certificó  que  D.  Claudio  F^ix 
Fontaneila  no  figura  con  el  nombre  de  Santiago  Odonell  ni  en  el  regí* 
miento  Escolta  Libertad  ni  en  el  batallón  Independencia  qoe  mandaba  el 
Coronel  D.  Gerónimo  Costa,  ni  en  ninguno  de  los  cuerpos  que  componían 
el  ejército  en  1846. 

Se  ha  pretendido  encontrar  una  contradicción  entre  lo  declarado  por 
D.  Santiago  Odonell  y  el  contenido  de  esas  certificaciones;  pero  no  la  hay 
con  el  de  la  de  la  Inspecoion  general,  porque  el  queD. ClauSdio Félix  Fon- 
taneila no  figurase  con  aquel  nombre  en  Dingono  de  los  cuerpos  del  ejér- 
cito en  1846,  no  probará  en  manera  alguna  que  no  figurase  el  que  verda- 
deramente lo  llevaba;  y  sí  la  Contaduría  dice  que  tampoco  figura  en  las 
listas  de  los  batallones  Libertad  é  Independencia,  hay  que  advertir  que 
certificó  ¿  instancia  de  D.  Adolfo  Alsina  en  solicitud  de  que  se  informase 
si  con  arreglo  á  las  listas  de  revista  del  año  1846,  en  tiempo  de  Rosas, 
figuraba  en  los  batallones  Libertad  é  Independencia  algún  soldado  lla- 
mado Claudio  Feliu  y  Fontanills,  ó  Claudio  Fontanellas,  o  Santiago  Odo- 
nell. Por  consiguiente,  no  es  estraño  que  éste  no  figurase  en  la  lista  de 
los  soldados,  porque  en  aquella  época  servia  de  Oficial;  ni  lo  es  tampoco 
el  que  la  Contaduría  haya  certificado  en  los  términos  que  lo  ha  hecho,  sin 
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qiM  por  ello  se  haya  puerto  eo  eontradíccíoD  cod  lo  declarado  por  D.  San- 
tiago Odonell. 

Por  lo  demás,  ya  comprenderá  V.  E.  que  si  en  los  certificados  de  la 
Contadaría  general  se  habla  deClaodro  Felm  y  Fontanills^  y  en  los  de  la 
Inspección  de  D.  Claudio  Félix  FontaDolla,  esto  no  pasa  de  ser  una  equi-  , 
Tocación  material^  demasiado  común  cuando  por  diferente  mano  y  en 
distintas  o§i^ÍBa8  se  copian  el  nombre  y  apellido  de  una  persona;  y  nada 
estraña  por  cierto  en  este  caso,  por  cuanto  en  Buenos- Aires  no  serian 
seguramente  muy  conocidos  los  apellidos  de  Feliu  y  de  Footanills. 

De  todos  modos,  en  estos  documentos  se  refieren  los  mismos  hechos 
pertenecientes  á  la  historia  de  un  solo  indivldco,  que  no  es  D.  Santiago 
Odonell,  ni  D.  Claudio  Fontanellas,  porque  ningún  subdito  español  ha 
sido  conocido  jamás  con  estos  nombres,  ni  ha  servido  en  los  ejércitos  de 
aquella  RepúMíca,  ni  ha  obtenido  grados  militares  ni  diplomas  con  que 
acreditarlos*  Bsto  prueba  documental  traida  de  Buenos- Aires  nos  ofrece 
el  complemento  de  la  historia  de  Claudio  Feliu  y  Fontanills,  que  se  embar- 
có en  este  puerto  en  la  polacra  Joven  Conchita  en  enero  de  1857;  que, 
bajo  el  nombre  de  Juan  Carreras,  llegó  á  la  ciudad  de  Buenos-Aires  don- 
de desertó  del  buque;  que  luego  aparece  dado  de  alta  con  el  de  Claudio 
Feliu  y  Fontanills,  según  se  habia  dado  á  conocer  durante  la  travesía  al 
capitán  y  á  la  tripulación,  como  aspirante  en  la  brigada  de  Artillería  li- 
gera de  aquel  ejército  en  setiembre  del  año  referido;  que  continuó  sir- 
viendo con  este  carácter  hasta  que  en  julio  de  i 858  fué  ascendido  á  Alfé- 
rez en  la  misma  arma,  y  dado  de  baja  absoluta  en  marzo  de  1859;  historia 
ligada  indisolublemente  con  la  del  procesado  por  la  presentación  que,  co- 
mo de  su  pertenencia,  ha  hecho  del  diploma  de  Alférez  espedido  a  su  fa- 
vor, siendo  aspirante  de  la  brigada  de  Artillería  ligera:  historia  que  solo  se 
conoce  después  por  lo  que  D.  Santiago  Odonell  nos  dice  con  referencia  al 
procesado  mismo,  hasta  que  llegado  á  esta  ciudad  y  reducido  á  prisión  ha 
sido  reconocido  como  Claudio  Feliu  y  Fontanills  por  sus  padres,  por  sus 
hermanos^  por  sus  más  próximos  parientes,  por  sus  compañeros  de  tra- 
bajo, por  los  que  le  tuvieron  en  su  casa  de  aprendiz  de  confitero  y  de  dro- 
guero respectivamente  y  por  todas  las  personas,  en  fin,  más  íntimamente 
ligadas  con  todos  los  accidentes  de  su  vida. 

Creo  que  no  necesito  decir  roas  para  demostrar  á  V.  E.  que  el  proce- 
sado es  Claudio  Feliu  y  Fontanills,  y  solo  me  resta  ocupHrme  de  esa  espe- 
cie de  cargo  de  inconsecuencia  que  me  ha  dirigido  el  abogado  defensor 
manifestando  haber  dichoyo  en  la  anterior  vista  que  no  podia  asegurar 
si  el  procesado  era  ó  no  Claudio  Feliu...  (el  Sr.  Caso  interrumpe  al  señor 
Fiscal,  pero  no  se  le  oye).  Me  parece  que  el  abogado  defensor,  dijo  el  otro 
dia  que  el  Ministerio  fiscal  incurrió  en  una  especie  de  contradicción  por 
haber  manifestado 

El  Sr.  Caso:  Me  referia  á  la  última  vista  que  tuvo  lugar  en  el  verano 
último.  A  mí  se  me  ha  asegurado  por  muchas  personas  que  asistieron  á 
aquella  vista,  que  el  Sr.  Fiscal  de  S.  M.  concluyó  su  discurso  con  estas 
ó  semejantes  palabras:  «en  fin,  yo  no  diré  que  el  procesado  sea  Claudio 
Feliu,  lo  que  sostengo  es  que  no  es  D.  Claudio  Fontanellas.» 

El  Sr,  Fiscal:  Yo  no  recuerdo  en  este  momento  las  testuales  palabras 
que  pronuncié  en  la  vista  de  aquel  incidente,  en  que  se  trataba  de  la  es- 
carcelacion  del  procesado  y  no  acerca  de  si  este  era  Claudio  Feliu  ó  no  lo 
era;  pero  el  abogado  defensor  no  podrá  menos  de  conocer  y  convenir  en 

2ue,  habiendo  yo  manifestado  y  sostenido  en  todos  mis  dictámenes  que  es 
laudio  Feliu  y  hecho  pretensión  formaf  para  que  la  Sala  lo  declare  así; 
nunca  habré  podido  decir  que  no  lo  sea. 
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La  prueba  documental  traída  de  BueDos-Aires  ni  carece  de  las  forma- 
lidades  necesarias  para  producir  sus  efectos  en  juicio,  ni  tiene  el  vicio  de 
falsedad  que  la  defensa  ia  ha  atribuido. 

Yo  voy  á  imitar  ahora  ai  abogado  defensor:  nada  de  pílogos,  nos  dijo  al 
terminar  su  discurso:  nada  de  epílogos,  digo  yo  también,  ai  terminar  el 
mió.  El  condensar  lodos  ios  datos  de  que  me  be  ocupado,  el  presentarlos 
bajo  un  solo  punto  de  vista  y  el  esponer  de  nuevo  la  conducencia  de  cada 
uno  de  ellos  para  la  demostración  de  las  proposiciones  que  senté  en  un 
principio,  sena  una  tarea  demasiado  fatigosa,  quizá  superior  á  mis  fuerzas 
físicas  bario  apuradas  ya  en  este  debate^  y  lo  sería  también  á  la  indulgen- 
cia de  la  Sala,  de  que  todos  vamos  abusando  demasiado.  Me  limitaré  por 
consiguiente  á  decir,  que  creo  haber  demostrado  aue  este  procedimiento 
no  tiene  los  vicios  que  la  defensa  viene  presen tanao  como  fundamento  de 
su  pretensión  de  nulidad;  que  en  él  no  se  ba  tratado  criminalmente  cues« 
tiou  alguna  civil  ni  podia  tratarse  tampoco,  porque  el  estado  civil  de  Doo 
Claudio  Fonlanellas  para  nadie  es  dudoso,  ni  era  por  consiguiente  cues- 
tionable; que  no  era  posible  despojar  al  procesado,  por  ese  ni  por  otro  me- 
dio alguno,  del  nombre  y  del  estado  civil  de  D.  Claudio  Fonlanellas,  pues 
el  procesado  no  es,  ni  puede  ser  D.  Claudio  Fonlanellas;  porque  es,  en  fin, 
Claudio  Feliu  y  Fonlunills. 

Ahora,  Señor,  nada  más  fácil  que  calificar  el  delito  que  se  persigue  en 
esta  causa.  £1  procesado  vino  de  Buenos-Aires  provisto  de  los  documentos 
que  consideró  suíicienles  para  hacerse  pasar  por  D.  Claudio  Fonlanellas; 
con  ellos  sorprendió  la  buena  fé  del  Marqués  de  este  título,  y  apellidán- 
dose ^u  hermano  logró  instalarse  en  su  casa  como  h  lo  fuera;  ocupó  en  la 
familia  el  puesto  que  pertenece  al  D.  Claudio  y  usurpó  á  éste  su  nombre  y 
todos  los  derechos  inherentes  á  su  nacimiento.  Existe  por  consiguiente  el 
delito  de  usurpación  de  estado  civil,  que  debe  ser  castigado  con  la  pena  de 
presidio  mayor  con  arreglo  ai  art.  394  del  Código. 

Acerca  del  grado  en  que  esta  pena  debe  imponerse,  me  encuentro,  con 
mucho  sentimiento  mió,  en  desacuerdo  con  ia  Sala  s^uoda.  Yo  respeto, 
como  debo,  la  Real  Sentencia  de  vista;  pero  en  la  del  Inferior  se  declaró 
como  circunstancia  agrávame  la  de  haberse  cometido  el  delito  con  preme- 
ditación conocida:  yo  he  soslenidoio  mismo  en  mis  dictámenes;  y  sin  em- 
bargo la  Sala  consignó  en  su  Sentencia  que  no  existían  en  este  caso  cir- 
cunstancias atenuantes  ni  agravantes.  No  alcanzo  las  razones  que  para  ello 
luvo;  pero  creo  que  estoy  en  el  deber  de  presentar  á  la  consideración  de 
V.  E.  aiguuas  observaciones  en  apoyo  de  mi  opiLíon^ 

V.  E.  conoce  perfectamente  la  gradación  que  en  nuestro  Código  se 
hace  de  los  actos  justiciables:  desde  los  que  se  cometen  con  intención 
profundamente  reflexiva  hasta  ios  que  son  hijos  de  simple  imprudencia, 
lodos  tienen  su  sanción  especial  en  dicho  Código;  y  V.  E.saLie  también 
que  la  moralidad  del  agente  es  el  principal  criterio  que  debe  consultarse 
en  la  aplicación  de  las  reglas  establecidas  para  la  imposición  de  la  pena. 
Cuando  en  la  perpetración  de  un  delito  se  revela  de  parte  de  su  autor  la 
intención  profundamente  reflexiva  que  constituye  la  perversidad,  y  c]ue  el 
Código  califica  de  premeditación  conocida,  la  pena  señalada  debe  impo- 
nerse en  el  grado  máximo:  cuando  la  intención  es  perfecta,  pero  no  re- 
flexiva, en  el  grado  medio:  y  cuando  la  intención  no  lle^a  á  ser  perfecta 
por  alguna  de  las  causas  que,  según  el  articulo  9  del  Código,  constituyen 
circunstancias  atenuantes,  en  el  grado  mínimo. 

La  serie  de  actos  que  precedieron  á  este  delito  en  el  tiempo  trascur- 
rido desde  que  el  procesado  le  meditó,  revela  su  propósito  resuelto  y  de- 
cidido de  consumarle  á  todo  trance.  Ya  en  Buenos-Aires  se  daba  á  cono- 
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6«roonio  D.GItiKÍío  Foetanellas,  lograDclo  que  el  Capitán  y  pilato  del 
paquete  Puerto^Rico  te  simeran  de  testigos  de  abono  para  obtener  su 
pasaporte,  y  le  condujeran  en  su  buque,  en  la  coafianza  de  que  el  Mar- 
qués de  Fontanellaasatisforía  e)  importe  de  su  |>asaje,  como  en  efecto  su^ 
cedió;  y  en  Barcelona,  donde  tantas  consideraciones  debieran  contenerle, 
BínguDa  fné^superiar  á  su  deseo  de  consumar  ese  delito  tan  profunda- 
mente arraigado  en  su  ánimo.  Jamás  se  ba  dado  á  conocer  con  tanta  eta- 
lidad  la  premeditación  de  un  delincuente;  y  ó  hemos  de  considerar  esta 
eircunstanda  tan  inherente  al  hecbo,  tan  esencialmente  constitutiva  del 
delito  de  usurpación  de  estado  civil  que  gin  ella  no  puede  cometerse,  ó  de 
lo  contrarío  hay  que  aceptarla  como  agravante  según  el  art.  iO  del  Códi- 
§0,  y  concederle  la  influencia  que  debe  tenor  en  la  imposición  de  la  pena 
según  la  regla  3/  del  art.  74.  Lo  primero,  Señor,  es  insoUenible,  y  fácil- 
mente podría  yo  demostrarlo  sin  mas  que  combinar  el  art.  394  con  otros 
que  en  el  mismo  Código  definen  la  premeditación  conocida,  como  circuns* 
tancia  constitutiva  del  delito;  pero  me  parece  preferible  el  plantear  esta 
oaestiou  en  el  terreno  de  la  práctica,  donde  con  ejemplos  irrecusables  se 

rtentiza  que  el  delito  de  usurpación  de  estado  civil  puede  cometerse  con 
sin  premeditación  conocida:  que  esta  circunstancia  no  es  constitutiva, 
sino  accidental  en  el  delito;  y  por  consiguiente  aue  en  la  imposición  de  la 
pena  deben  observarse  las  reglas  generales  establecidas  por  el  Código. 

Supongamos  que  hoy  mismo  llega  á  Barcelona  uno  de  esos  viajeros  que, 
por  no  poder  prometerse  otra  cosa,  andan  por  el  mundo  en  busca  de  aven- 
turas; que  en  la  fonda  en  que  se  hospeda  oye ,  como  no  podria  menos  de 
suceder,  hablar  de  esta  causa  y  de  la  historia  de  D.  Claudio  Fontanellas  y 
de  la  de  Claudio  Felin,  y  de  los  medios  de  que  éste  se  ha  valido  para  sor- 
prender la  buena  fé  del  Marqués  de  Fontanellas;  y  supongamos,  por  últi* 
mo,  que  este  viajero  animado  por  esa  focilidad  con  que  el  Marqués  reco- 
noce como  hermano  suyo  al  primero  que  se  le  presenta  diciendo  que  loes, 
se  va  á  su  casa,  le  cuenta  una  historia  mas  ó  menos  verosímil ,  se  hace 
instalar  en  ella  como  si  fqera  el  verdadero  D.  Claudio  Fontanellas  y  con- 
suma el  delito  de  usurpación  de  estado  civil.  Hé  aquí  un  hecho  que,  si  se 
contunde  con  el  que  nos  ocupa  por  el  mal  que  produce,  difíere  esencial- 
mente de  él  en  la  preparación  de  los  medios,  en  el  modo  y  forma  de  su  eje- 
cución, y  eu  la  dispasicíon  moral  de  su  autor.  La  inteocKHi  es  la  misma, 
pero  no  hay  esa  serie  de  precedentes  que  concurren  en  el  procesado,  y  que 
coBStituye  lo  que  el  Código  califica  de  premeditación  conocida.  Aquí  tiene 
V.  C.  demostrado  también  cómo  este  delito  puede  cometerse  con  ó  sin 
esta  circunstancia;  y  no  siendo  por  consecuencia  esencialmente  constitu- 
tiva del  delito,  no  puede  menos  de  tenerse  en  cuenta  para  la  imposición  de 
la  pena,  fispero,  por  consiguiente,  que  V.  B.  modificará  en  esta  parte  la 
Real  sentencia  de  vista. 

Aquí  podria  concluir  formalizando  mi  pretensión  sobre  el  fondo  de  la 
catoa;  pc^o  antes  tengo  que  hacer  otra  especial,  fundado  en  la  conducta 
C|ne  en  ella  ha  venido  observando  la  defensa  del  procesado.  No  tengo.  Se- 
ñor, necesidad  de  analizarla;  pues  V.  E.  la  conoce  perfectamente  por  sus 
esehtos  unidos  al  proceso,  y  por  esos  folletos  que  todos  hemos  visto,  y 
que  ninguna  persona  de  buen  sentido  habrá  podido  leer  sin  asombro. 

Y  no  se  pretenda,  por  Dios,  disculpar  esa  conducta  con  el  pretesto  de 
las  convicciones.  Yo  creo  que  el  Abogado  defensor,  al  tomar  á  su  cargo 
la  defensa  de  esta  causa,  lo  baria  de  buena  fé;  pero  el  dia  que  se  tranqui- 
liee  y  tenga  la  calma  de  espíritu  necesaria,  nadie  juzgará  de  su  ligereza 
con  la  severidad  con  que  lo  hará  él  mismo.  Cinco  días  pasaron  solamente 
desde  que  por  primera  vez  se  le  entregó  la  causa  hasta  que  publicó  aquel 
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feffloso  folleto,  «n  am  tan  sin  miftoiieQto  foó  luuáda  á  U  btfii  y  al  at- 
earoio  públicos  ta  MSticia  del  pais.  ¿Qué  coofiectsnes  enn  entóuees  te 
suyas?  ¿Cómo  pudo  formarlas,  cuando  te  faltaba  hasta  el  tiempo  preet» 
para  hacer  del  proceso  el  examen  detenido  y  concienuido  que  por  su  ún- 
portaada  merecía? 

Pues  tras  de  ese  folleto  se  han  dado  á  luz  otros»  y  entre  folleto  y  fo* 
lleto  se  publicaban  comunicados  y  hojas  sueltas,  con  que  se  pretendin 
mantener  á  la  opinión  pública  en  un  estado  constante  de  perturbación  y 
de  estraTÍo.  Y  todo  eso,  Se&or,  se  ha  tolerado;  todo  se  ha  consentido;  pero 
todo  ha  sido  causa  también  de  que  aguí  haya  venido  á  plantearse  una 
cuestión  gravísima,  que  es  necesario  dilucidar  y  resolver  á  todo  tranca, 
porque  es  cuestión  de  moralidad,  y  hasta  pudiera  considerarse  de  deoeneín 
pública.  > 

Lo  cierto  es  que  ei  Principado  de  Cataluña  tiene  una  Audiencia  enear* 
gada  de  admioístraríe  justicia;  y  cualquiera  que  haya  leido  estos  folletos, 
por  más  que  esté  adornado  de  un  recto  juicio  y  del  respeto  Goavenieoftc 
hacia  la  Magistratura,  no  habrá  dejado  de  concebir  sospechas  que  le  ha-> 
gan  dudar  de  la  rectitud  de  este  Tribunal  y  de  la  honradez  de  sus  nú- 
nistros. 

¿Qué  pensar,  en  efecto,  en  vista  de  esos  impresos  en  que  un  Ai)ogado, 
y  empleado  al  mismo  tiempo  del  Gobierno,  dice  que  Jueces  y  Fiscales  se 
han  puesto  á  las  órdenes  de  un  magnate  poderoso  para  encarcelar  á  an 
inocente  y  privarle  de  su  nombre,  de  su  estado  oivU  y  de  todos  los  dere- 
chos inherentes  al  mismo?  ¿Qué  se  habrá  pensado  de  un  Fiscal  de  S.  M.» 
de  quien  se  ha  escrito  que  avisaba  á  la  Sata  que  había  riqueías  en  la  casa 
de  ese  magnate,  pero  que  esas  riquezas  no  debían  ser  un  obsiácuk»  para 
el  procedimiento?  ¿Y  qué  se  habrá  dicho  al  leer  que  los  testigos  estaban 
aquí  cohibidos,  y  por  ese  no  se  atrevían  á  declarar;  que  ios  fotógrafos  lo 
estaban  también,  pues  no  babia  uno  solo  que  se  atreviera  á  hacer  un  re- 
trato, un  triste  retrato,  que  por  sí  solo  bastaría  para  hacer  público  el  es- 
cándalo de  hacer  pasar  á  un  hombre  por  un  chiquillo;  y  que  los  Escriba- 
nos estaban  asimismo  cohibidos^  hasta  el  punto  de  no  atreverse  á  autori- 
zar un  poder  sin  permiso  de  S.  B  ?  Todo  esto,  Seior,  es  falso,  absoiota- 
mente  falso  y  contrario  á  la  verdad;  y  á  pesar  de  elfo  no  habrá  fiíttade, 
qnizás,  quien  naya  dicho  que  todos  nos  hemos  con&bolado  con  el  Marqués 
de  Fontanellas  y  nos  hemos  vendido  á  su  oro,  y  quien  haya  pensado  qne 
en  los  Tribunales  no  hay  honradez,  no  hay  decoro,  no  hay  virtud,  y  qne 
la  justicia  se  encuentra  á  merced  del  mejor  postor. 

Pues,  Seik>r,  por  nuestra  propia  honra,  piar  el  decoro  de  esta  Audien- 
cia ,  por  el  de  la  Magistratura  española  toda,  á  qníea  más  ó  menos  direc- 
tamente interesan  estos  ataques  y  que  tieae  derecÉio  indisputable  á  naa 
reparación,  bien  sea  hacienao  sentir  á  su  autor,  si  son  infondados,  el  ri- 
gor de  la  ley  que  ha  provocado  con  tamaño  desacato,  ó  bien  lanzando  de 
su  seno  á  los  Magistrados  indignos  que  se  hayan  deiado  prostituir  y  cor- 
romper por  el  oro  y  por  las  influencias  de  ese  magnate ;  se  hace  preciso; 
indispensable  (y  yo  se  lo  ruego  á  V.  E.  con  todo  el  encarecimiento  de  que 
soy  capaz),  el  que  al  remitir  ^sta  causa  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ■ 
se  le  dirija  al  mismo  tiempo  una  resprtuosa  esposicion  por  esta  Sala,  ó 
bien,  si  mera  posible,  por  el  Tribunal  pleno,  y  otra  á  la  Reina  nuestra 
Señora  para  que,  previos  los  requisitos  de  derecho,  se  admita,  tramite  y 
sustancie  la  Denuncia  presentada  por  Ü.  José  Indalecio  Gaso  en  f  6  de  se- 
tiembre del  año  próximo  pasado ,  á  nn  de  que  recaiga  en  ella  la  resolución 
mas  conveniente;  y,  ó  bien  se  haga  efectiva  la  responsabilidad  en  que  ha- 
yamos podido  incurrir,  é  en  otro  oaso  se  restablezca  nnesiro  prestigio  y 
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se  nos  reponga  en  el  respeto  y  consideración  del  público,  de  que  tanto 
necesitamos ,  yo  para  promover  y  V.  E.  para  administrarle  la  justicia. 

Aquí  terminQ^  Excmo.  Sr. ,  parodiando  una  oéiébre  frase  que  ha  atra- 
fesado  Jos  siglos.  Demóstenes,  uno  de  los  oradores  de  Atenas  que  contra- 
riaban á  Phocion  en  el  Gobierno  de  la  República ,  le  dijo  un  día :  «Oh 
Phocion  ,  si  los  Atenienses  alguna  vez  se  enfurecen ,  te  matarán:  y  á  tí  te 
mataran .  respondió  Pliocion  ,  cuando  reco))^en  el  juicio.» 

El  público  y  Señor  ^  ha  podidb  dudar  de  nosotros :  lia  podido  censurar- 
nos mientras  no  ha  conocido  la  verdad  :  el  público  la  conocerá  algún  din, 
y  entonces ¡ay  de  los  que  le  han  estraviado! 

Ahora ,  Señor ,  V.  E.  va  á  juzgar.  La  España  entera  tiene  en  atenéion 
puesta  en  esta  Sala,  y  espera  una  sentencia  que  haga  cesar  toda  perpjegi* 
dad  y  6jé  de  una  vez  la  opinión  pública  sobre  este  asunto,  que  tanto  la  na 
conmovido.  V.  E.  corresponderá  á  esta  esperanza,  y  procurará  al  mismo 
ti^po  satisfacer  la  ansiedad  de  este  inmenso  público  que  tan  asiduo  at 
muestra  y  tan  constante  en  asistir  á  este  debate ,  en  el  cual,  con  los  dere- 
chos de  la  familia ,  se  discute  el  decoro  de  la  justicia  del  país.  ¿Cree  V.  É. 
que  viene  atraído  solamente  por  la  curiosidad  estéril  de  sabor  ú  el  ilscii 
habla  mejor  que  los  abordos ,  ó  si  los  abogados  hablan  m^jor  aue  el  Fis« 
cal? No  .Señor:  un  sentimiento  más  elevado  le  impulsa:  viene  a  saber  có- 
mo se  administra  la  justicia,  y  qué  garantía  tienen  aquí  los  derechos  con- 
culcados de  la  familia.  V.  E.  le  dará  á  conocer  e«a  su  fallo  que  la  Menea 
perfecta  y  cumplida;  y  Y.  E.  al  dictar  ese  fallo  tendrá  presente  el  gran 
precepto  trasmitido  á  los  juzgadores  por  el  primer  legislador  del  mundo: 
«Non  constderos  persoaam  pauperrs,  neo  honores  vultum  potentis:  juste 
judica  próximo  tuo.»  No  te  dejes  conmover  por  ui^  piedad  indiscieta  en 
vista  de  la  persona  del  pobre,  ni  respetes  el  ceño  del  poderoso  :  juzga  á  tu 
prójimo  según  justicia. 

La  justicia ,  Señor,  está  en  el  exacto  cumplúniento  de  la  ley. 

Suph'co  á  V.  E.  se  sirva  hacer  y  determinar  según  tengo  solicitado  en 
mis  dictámenes  por  escrito,  que  doy  aquí  por  reproducidos. — Hé  dicho. 
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£1  Eftado,  la  magistratura,  el  profesorado,  las  cieacias,  las  le- 
tras y  el  foro,  acaban  de  esperimentar  una  gran  pérdida  con  la 
muerte  del  Excmo.  Sr.  D«  Joaquín  Francisco  Pacheco.  Los  impor- 
tantes servicios  que  este  varón  esclarecido  prestó  á  la  Nación  en 
las  diversas  vicisitudes  de  su  vida,  los  altos  cargos  que  desempeñó 
en  una  larga  serie  de  anos,  la  influencia  que  en  ocasiones  determi- 
nadas  ejerció  en  los  movimientos  de  la  política  y  sus  grandes  dotes 
de  orador  parlamentario,  bastarían  para  que  su  nombre  pasara  á  la 
posteridad  entre  los  más  ilustres  de  nuestra  época.  No  es  aun  lle- 
gado el  dia  en  que  el  hombre  público  pueda  ser  juzgado  con  impar- 
cialidad. Los  partidos  politicos,  envíos  dias  de  lucha  que  alcanza- 
mos, se  dejan  casi  siempre  arrastrar  por  sus  preocupaciones,  por 
sus  odios  y  por  sus  injusticias.  Elevan  hasta  las  nubes  á  sus  adep- 
tos, escriben  artículos  necnriógicos  j  biografías  en  que  pretenden 
que  aparezcan  como  varones  eminentes  los  que  solo  fueron  oscuras 
medianías,  al  mismo  tiempo  que  llevan  la  injusticia  con  sus  adver- 
sarios hasta  el  estremo  de  no  derramar  algunas  flores  sobre  el  se- 
pulcro de  los  que  entre  ellos  han  adquirido  merecida  fama,  y  cu- 
yos nombres  pasarán  á  las  generaciones  venideras,  que  oo  les  re- 
gatearán los  elogios  á  que  se  han  hecho  acreedores. 

Pero  dejemos  al  hombre  público;  la  EUvista  de  Legislación  t 
JuRispBUDiNaA  huye  por  sistema  de  cuanto  pueda  tocar  directa  ó 
indirectamente  á  la  política  militaata,  y  Pacheco  ha  ocupado  en  los 
últimos  tiempos  altos  puestos  en  el  Estado,  para  que,  si  nos  propu- 
siéramos hacer  su  biografía,  no  tuviéramos  que  salir  de  los  límites 
estrechos  á  que  nuestra  publicación  se  halla  reducida.  Aquí  solo 
podemos  y  debemos  hablar  del  jurisconsulto  y  de  sus  obras  jurídi- 
cas, dejando  á  otros  que  á  su  placer  ensalcen  ó  rebajen  al  hombre 
de  Estado,  y  á  publicaciones  de  diversa  clase  que  aprecien  los  lau- 
reles literarios  que  conquistó  en  producciones  de  su  alto  ingenio,  de 
su  privilegiada  inteligencia  que  no  pertenezcan  á  la  clase  de  jurí- 
dicas. 
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Pacheco  reaoió  el  doble  talento  de  hablar  y  4e  espcibir  coa  más. 
facilidad  tal  vez  que  níoguao  de  sus  contemporáneos:  loa  borradores 
de  sus  trabajos  jurídicos,  ya  como  abogado,  ya  como  escritor»  ya 
como  miembro  de  los  Cuerpos  colegisladores,  rara  vezteniaa  algu- 
na enmienda;  escribia  con  la  misma  espontaneidad  que  hablaba»  y 
el  bello  carácter  de  su  letra,  y  la  nítida  limpieza  de  su  escritura 
formaban  un  singular  contraste  con  las  cuartillas  que  sneloa  ea<^ 
viarse  á  la  imprenta,  y  con  los  originales  que  dan  gdaeralmeate 
los  letrados  á  los  escribientes  de  los  procuradores.  En  noesUra  aaí»* 
tad  muchas  veces  le  decíamos  que  sus  borradores  pareoiaQ  edieio- 
nes  de  los  Portonariis»  de  Ibarra  ó  de  Saadia,  y  es  que  la  ploma  ie 
obedecía  del  mismo  modo  que  le  obedeoia  la  palabra,  obedieteia 
que  no  le  faltó  una  sola  vez  ni  aún  en  las  circunstancias  anas  difíoilea 
de  su  vida,  como  lo  demostró  muy  especialmente  en  las  disensíoiiea 
hatadas  en  el  Senado  con  motivo  de  los  sucesos  á  que  dio  higar 
su  espulsion  de  Méjico,  cuando  ocupaba  en  aquella  Replica  el 
cargo  de  Embajador  de  España*  • 

Esta  facilidad ,  esta  limpieza  de  dicción ,  el  dominio  qae  ejer- 
cía sobre  la  palabra  para  no  decir  más  de  lo  que  quería»  ni  omitir 
nada  de  lo  que  conducía  á  su  propósito,  y  siempre  con  foraaM  cor- 
teses y  con  elegante  frase,  brillaron  del  mismo  modo  en  el  Congre- 
so de  los  Diputados  y  en  el  Senado,  en  las  cátedras  del  Ateneo»  en 
sus  discursos  forenses  y  en  sus  publicaciones.  No  creo  que  niiigu<- 
no  de  los  oradores  y  escritores  contemporáneos  haya  rayado  má» 
alto  que  él  en  este  punto,  por  más  que  algunos  le  hayan  escedído 
en  rasgos  enérgicos,  en  discursos  apasionados,  en  galas  de  imagi*- 
nación,  y  en  la  intención  múltiple  que  sus  frases  eacerraban. 

Joven  era  Pacheco  cuando  comenzó  á  darse  á  conocer  como  es* 
critor  jurídico.  Su  nombre  asociado  al  de  otros  dos  notables  ju- 
risconsultos, D.  Manuel  Pérez  Hernández  y  U«  Juan  Bravo  MurillOi. 
apareció  el  primero  al  frente  del  Boletín  de  JurUprudema  y  L^ 
gi$lacion,  que  empezó  á  publicarse  en  Madrid  en  1836.  Puede  de>* 
oírse  que  este  Boletín  fué  la  primera  revista  jurídica  que  salió  á 
luz  en  nuestra  patria ,  puesto  que  no  mereeia  tal  nombre  la  G^eia 
de  ¡09  Tribunales,  periódico  que  le  precedió,  y  quesi  biao  tenia poc 
objeto  especial  la  jurisprudencia,  ni  se  limitaba  esclosiTamenle  A 
ella,  sino  que  se  estendia  á  U  política  que  como  era  oataral  e& 
aquellos  días  absorbía  principalmente  la  atención,  viniendo  A  que- 
dar los  estudios  jurídicos  en  segundo  término,  y  como  um  cosaác* 
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oesNMria,  ni  tenia  pretensiones  científicas,  ni  la  forma  propia  de  re- 
vista, ni  én  su  efímera  vida  pudo  ejercer  inflaencia  alguna  en  la 
éireeéion  de  los  estudios  jurídicos. 

Y  esta  dirección  era  entonces  una  verdadera  necesidad.  Por 
mis  sensible  que  sea  tener  qne  confesarlo,  no  puede  negarse  que  a| 
oomenzar  el  actual  reinado  distaban  mucho  los  conocimientos  jurí- 
dicos en  Espaia  de  los  adelantamientos  hechos  en  otros  países.  Mis 
de  tres  siglos^  de  un  gobierno  absoluto  que  con  el  peso  abrumador 
de  su  autoridad  y  auxiliado  del  poderoso  elemento  de  la  Inquisi- 
ción perseguía  obstinada  y  hasta  sangrientamente  todo  lo  que  en 
su  ignorante  suspicacia  parecía  innovación  peligrosa»  hablan  casi 
reducido  los  esludios  jurídicos  á  una  mera  exégesis  de  textos  del  de- 
recho romano  y  canónico,  y  de  algunas  leyes  nacional^.  Permitía- 
se, en  verdad,  discutir  sobre  el  espíritu  dominante  de  algunas  dis- 
posiciones legales,  sobre  su  interpretación  teórica  y  sobre  su  apli- 
cación práctica,  y  aun  no  era  mal  mirado  separarse  de  las  opinio- 
nes generalmente  recibidas,  aceptando  muchas  veces  otras  es- 
travagantes:  pero  desde  el  momento  en  que  se  trataba  de  examinar 
y  de  poner  á  discusión  los  principios  capitales  del  derecho,  las  ba- 
ses sobra  que  descansan  las  instituciones  humanas,  la  organización 
de  la  forma  de  gobierno,  las  altas  teorías  filosóficas  derivadas  de 
la  ratón  y  del  progreso  natural  é  incoante  de  las  sociedades,  en- 
tonces no  había  compasión  con  los  qne  á  tanto  se  atrevían,  y  nada 
se  perdonaba  du  cuanto  podía  contribuir  á  que  la  lib^tad  del  pea- 
samieoto  quedara  ahogada  bajo  el  terrorífico  aparato  de  tas  per- 
seciicíooes  y  de  los  castigos.  Cuando  había  cesado  este  sistema, 
cuando  la  independencia  intelectual  y  el  espíritu  de  discusión  se 
había  apoderado  de  todos  los  ánimos,  y  cuando  por  todas  partes  se 
pedían  reformas,  oportuna  era  una  Revista  jurídica  que  ilustra- 
ra la  opinión,  le  diera  vkia  y  movimiento,  y  que  abriera  el  camino 
que  después  con  mejor  ó  peor  éxito  habían  de  continuar  recorrien- 
do otras  publicaciones.  Los  nombres  de  tos  tres  jurisconsultos  que 
«soribtan  los  artículos  del  BokUnj  la  novedad  coa  que  tratatmn  las 
fUfationes,  el  buen  criterio  de  qne  daban  muestra,  y  masque  todo, 
ta  oportunidad  de  sus  artícuiofi ,  dieron  al  Boletín  una  grande  re- 
puláoion  y  una  autoridad  doctrinal,  que  fuera  de  épocas  de  tran- 
sieion,  oomo  la  era  aquella,  difíoilnente  pueden  adquirirse. 
Férmeae  hoy  la  idea  que  se  quiera  de  los  trabajos  publicados  en  el 
Boklin^  qot  de  seguro  después  de  tantoa  anos  y  cuando  tanto  han 
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adelMKtdo  nuestros  estudios  juridicos»  na  pareceráu  boy  del  méri- 
to que  se  les  atribuyó  cuai»lo  se  puMictron ,  es  hinegtUe  que  en 
1836  fueron  considerados  como  uu  grande  adelantamiento,  y  que 
se  creyó  generalmente  que  sus  autores  hablan  hecho  nn  grande  ser- 
vicio á  la  ciencia  y  al  país. 

En  el  Boletín  adquirió  fama  como  escritor  jurídico  D.  Joaquis 
Francisco  Pacheco:  en  los  artículos  qne  llevan  su  6rma  britia  ese 
estilo  elegante  y  florido  que  je  distingue  de  todos  nuestros  juris  • 
consultos;  ninguno  ha  sabido  mejor  que  él  hacer  agradable  el  estu- 
dio del  derecho;  bajo  su  pluma,  las  cuestiones  más  abstiractas  y 
técnicas  perdieron  la  aridez  antigua,  y  se  hicieron  una  lectura 
amena,  privilegio  que  pocos  alcanzan  desde  el  momento  en  que 
saliendo  de  la  esposicion  de  los  principios  y  del  terreno  del  dere- 
cho constituyente,  tienen  que  descender  á  la  exégesis  y  al  comen- 
tario. Esta  facilidad  de  esposicion,  esta  manera  de  amenizar  las  se- 
veras lecciones  del  derecho,  e&  el  título  que  mas  recomienda  todas 
las  obras  de  Pacheco  desde  los  artículos  del  Boletín,  que  fueron  sus 
primeras  publicaciones  jurídicas,  hasta  los  ComentaríoB  á  las  leyes 
de  Toro,  última  obra,  aunque  ia<Mftpleta,  que  deja  en  legado  4  la 
posteridad. 

El  escritor  de  derecho  se  convirtió  después  en  hombre  político, 
pero  sin  abandonar  nunca  sus  estudios  profesionales.  Tasu  nombre 
resonaba  en  toda  España  como  uno  de  nuestros  primeros  oradores 
parlamentarios,  cuando  acrecentó  su  fama  de  jurisconsulto  en  las 
lecciones  de  Derecho  penal  que  pronunció  en  el  Ateneo  de  Madrid 
en  los  últimos  meses  de  1839  y  primeros  de  1840.  Allí  se  mostró  tan 
elocuente  en  la  cátedra,  como  lo  era  en  las  Cortes .  Comprendió  que  su 
misión  no  consistía  en  detenerse  en  hechos  y  en  pormenores  que  fá- 
cilmente podian  aprender  sus  oyentes  por  sí  solos,  si  es  que  ya  no 
los  sabían,  y  que  no  debía  descender  á  los  elementos  y  principios  ge* 
nerales  de  la  ciencia,  atendido  el  ilustrado  auditorio  que  oía  sus  es- 
plicaciones,  sino  que  le  tocaba  elevar  la  enseñanza  ala  mayor  altu*» 
ra  posible,  hacer  comprender  el  espíritu  de  la  ciencia,  dar  á  la  par- 
te filosófica  toda  la  importaaeía  que  tiene,  y  desdeñar  pormenores 
que  podian  embarazar  la  larga  marcha  que  había  de  terminar  en 
muy  corto  plazo.  El  nombre  de  Pacheco  como  jurisconsulto  se  ele- 
vó mucho :  los  letrados  mas  distinguidos  de  Madrid ,  los  juristas  de 
más  porvenir  acudían  ansiosos  á  oir  sus  esplicaciones :  todos  ski 
distinción  admiraban  al  maestro  del  derecho  y  al  orador  (iáoU;  í»^ 
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dos  apreidian  de  él;  ningan  otro  contribuyó  mis  eficasmeste  i 
preparar  la  opinión  para  la  reforma  de  nucirás  leyes  penales:  sos 
discursos  fueron  el  preludio  del  Código  penal ,  y  gracias  ¿  ellas  se 
enoentrarott  muchos  preparados  para  entenderlo  y  aplicarlo  con 
acierto.  Estas  esplicaciones  publicadas  después  y  de  que  se  han 
hecho  dos  ediciones,  muestran  cuan  profundos  eran  sus  estudios 
en  materia  penal ,  y  con  cu&oto  provecho  había  leido  y  medita- 
do  todo  lo  más  importante  que  en  el  siglo  actual  se  há  escrito  ea 
los  países  estranjeros.  Pacheco  es  sin  duda,  el  que  más  ha  hecho 
en  España  para  la  propagación  de  estas  ideas,  que  son  el  funda- 
mento de  nuestro  Derecho  penal  moderno,  k  él  le  cupo  también 
con  Giros  la  gloría  de  hacerlas  prevalecer  en  el  Código  que  actaal- 
mente  es  ley  del  Estado:  así  concurrió  como  legislador  á  la  obra  de 
que  como  catedrático  habia  echado  los  cimientos  en  nuestra  pa- 
tria. 

Las  leyes  de  des  vinculación  y  el  Real  decreto  de  4  de  noviem- 
bre de  4838  que  estableció  los  recursos  de  nulidad,  merecían  que 
un  jurisconsulto  se  dedicara  á  facitítar  su  estudio  é  inteligencia. 

La  ley  de  11  de  octubre  de  1820  que  suprimió  los  mayorazgos 
y  las  demás  disposiciones  legislativas,  que  para  completarla  se  pu- 
blicaron en  la  segunda  época  constitucional,  habían  sido  restable- 
cidas por  el  Grobierno  en  1836,  restablecimiento  que  después  reci- 
bió  una  solemne  aprobación  legislativa.  La  reacción  de  1823  bor- 
rando de  una  sola  plumada  sin  examen  y  con  rencor  todo  lo  que 
había  sido  obra  del  régimen  constitucional  y  pretendiendo  en  su 
insensatez  suprimir  más  de  tres  anos  de  la  serie  de  los  tiempos, 
había  causado  con  sus  disposiciones  para  restablecer  los  mayoraz- 
gos, una  gran  perturbación  en  el  orden  de  las  familias,  en  las  suce- 
siones y  en  los  principios  eternos  de  la  contratación.  Se  dio  enton- 
ces el  escándalo  indigno  de  un  pueblo  culto,  de  anular  actos  de  la 
vida  civil  que  se  habían  practicado  á  la  sombra  de  las  leyes,  con- 
colcando  las  ideas  morales  de  la  sociedad  é  innumerables  derechos 
á  que  solo  se  atreve  á  sobreponerse  la  tiranía. 

Llegó  la  época  de  reparación:  comenzó  ésta  en  18S5.  La  ley  de 
6  de  junio  respetando  el  principio  de  la  vinculación,  se  propuso  re- 
parar en  pártelos  desaciertos  y  los  atentados  de  la  reacción,  to- 
mandp  solo  en  cuenta  las  desmembraciones  que  se  habían  hecho  i 
titulo  oneroso.  La  revoluciaa  de  1836  resolvió  la  cuestión:  ya  no 
eran  posibles  las  transacciones:  la  idea  política,  los  derechos  civiles 
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creados  en  la  segunda  época  coQstítuciooal  prevalecierotí  por  eom- 
píelo. 

Pero  este  triunfo  debía  presentar  nueras  diGcultades«  Había  de- 
rechos adquiridos  á  la  sombra  de  legislaciones  direrentes  que  esta- 
ban en  coQtradiccíoQ,  y  era  necesario  armonizarlos  en  lo  posible  y 
que  una  nueva  ley  aclarase  las  embrolladas  cuestiones  á  que  daban 
ocasión  leyes  hechas  bajo  el  influjo  de  priocipios  opuestos  y  actos 
civiles  ejecutados  mientras  respectivamente  dominaron.  Este  fué 
elpeasamiento  que  llevó  á  término  la  ley  de  19  de  agesto  de  1841. 

Tan  grande  heterogeneidad  en  la  legislación  desvinculadora 
bien  merecía  que  uno  de  nuestros  primeros  jurisconsoltos  se  dedi- 
cara á  esplicarla.  Era  esta  esplicacion  una  necesidad  generalmente 
reconocida,  porque  había  mucha  diversidad  de  opiniones  que  se 
enunciaban  sobre  la  inteligencia  de  las  leyes  de  desarmortízacion  y 
numerosos  los  litigios  á  que  esta  divergencia  daba  lugar.  Pacheco 
emprendió  la  obra  y  en  doctísimos  comen tarios»  con  orden,  con  cla- 
ridad y  con  precisión,  examinó  las  leyes  bajo  los  diferentes  aspectos 
legales  á  que  se  prestaban,  llenando  plenamente  el  fin  que  se  ha- 
bía propuesto,  que  era  escribir  un  comentario  tan  completo  como  ^ 
fuera  dable,  pero  haciendo  abstracción  de  sus  opiniones  poUticas; 
olvidándose  de  que  era  publicista,  se  limitó  á  ser  jurisconsulto, 
propósito  que  cumplió  religiosamente,  porque,  como  decía,  sin  aban- 
donar sus  creencias  el  hombre  publico,  podía  razonar  como  letrado 
en  unos  debates  que  lo  eran  de  todos  los  días  en  el  foro  y  en  el  ga- 
binete, y  añadía  que,  si  lograra  llevar  á  término  su  trabajo  acerta- 
damente, si  pudiese  esponer  alguna  idea  útil  y  fijar  algún  punto 
cuestionable,  ó  adelantar  por  poco  que  fuere  la  jurisprudencia  y  la 
práctica,  podría  decir  que  sus  tareas  no  habían  sido  infructuosas, 
por  más  modesta  que  fuera  su  naturaleza,  y  por  más  escasas  que 
parecieran  sus  pretensiones. 

Del  mérito  del  Comentario  de  las  leyes  de  desamortización  res- 
ponde la  opinión  general  de  todos  los  juristas;  ha  sido  este  libro 
desde  su  aparición  consultado  continuamente  por  cuantos  han  teni- 
do que  emitir  dictámenes  ó  defender  pleitos  que  más  ó  menos  di*^ 
rectamente  se  rozaran  con  las  leyes  desvinculadoras,  y  si  bien  en 
algún  punto  importantísimo  se  han  separado  de  sus  opiniones  mu- 
chos jurisconsultos  y  los  tribunales,  no  puede  desconocerse  que  la 
mayor  parte  ha  sido  aceptada  en  la  práctica. 

Lo  mismo  poede  decirse  del  Comentario  al  decreto  de  4  de  no- 
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vt6fflbre  de  4838.  De  él  parlen  todas  las  reformas  qae  se  han  hecho 
después  eo  este  reinado  por  lo  que  coocieroe  á  los  recursos  Je  ca- 
sacbm,  hijos  legítimos  en  Espala  de  la  Coustitucioo  de  4812,  al 
comprender  entre  las  atribuciones  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, la  de  conocer  de  los  cecnrsos  de  nulidad  que  se  interpusieran 
contra  las  sentencias  pronunciadas  en  última  instancia»  para  el 
preciso  efecto  de  reponer  el  proceso  devolviéndolo,  y  hacer  efecti- 
va la  responsabilidad  de  los  magistrados.  Natural  era  que  esta  obra 
se  resintiese  de  la  falta  de  esperiencias:  sería  injusto  criticaría  ho? 
cuando  despees  de  tantos  anos  y  de  algunos  ensayos,  no  se  ha  lle- 
gado á  dar  una  solución  cumplida  á  todas  las  cuestiones  que  han 
surgido  en  la  práctica.  Su  esplicacion  era  conveniente,  y  aun  má«, 
hasta  neoesaria ,  y  Pacheco  al  emprender  este  nuevo  trabajo  ma- 
nifestó ia  flexibilidad  de  su  talento,  más  adecuado  para  los  estudios 
filosóficos,  para  las  altas  teorías  del  derecho  y  para  el  derecho 
civil  y  penal,  materias  que  dan  ancho  campo  al  ingenio,  que  á  las 
leyes  de  procedimieatos,  las  cuales  fuera  de  la  consignación  de  al- 
gunos principios  capitales,  se  limitan  á  medios  de  ejecución,  tienen 
pretensiones  más  humildes,  y  no  dan  lugar  al  aparato  científico  de 
¡as  demás  partes  del  derecho.  Pacheco  salió  victorioso  en  su  em- 
presa; publicado  el  Comentario  en  el  BoUtin  de  Jumprudentía  en 
i845  mereció  desde  luego  la  aceptación  general,  tanto  por  la  no- 
vedad é  importancia  de  la  materia,  como  por  el  acierto  y  buen 
juicio  con  que  el  ilustre  jurisconsulto  babia  esclarecido  las  cuestio- 
nes que  ya  se  agitaban  ó  habían  de  agitarse  muy  pronto  en  el  foro. 
Cuatro  edic¡<mes  que  después  sucesivamente  se  hicieron  de  este 
trabajo  demuestran  la  oportunidad  en  que  se  escribió,  y  la  influen  - 
cia  qae  llegó  á  ejercer  en  el  foro,  y  esto  ápesar  de  que  los  recur- 
sos de  nulidad  procedían  raras  veces,  porque  á  diferencia  de  los 
actuales  de  casación,  su  admisión  se  habia  dificultado  más  allá  de 
loque  era  conveniente  seguQ  la  opinión  general  de  los  jarisoon- 
saltos. 

Habían  ya  pasado  algunos  anos  después  de  la  publicación  de 
los  trabajos  de  que  queda  hecho  méríto,  cuando  salió  á  luz  el  Có- 
digo penal.  Pacheco  que  habia  coatribuido  tanto  á  difundir  lasdoc- 
trinas  que  dominan  en  él  y  que  había  tenido  parte  en  su  formacioB, 
parecía  el  más  indicado  para  ser  su  comentarista.  En  la  opiniott 
generalera  de  los  mas  competentes  para  ello  y  la  espedacioa  públi- 
ca no  tardó  en  quedar  completamente  satisfecha,  fil  Código  pmal 
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óoncoráado  y  anotado,  que  por  primera  vez  vio  la  luz  púMica'en  1848, 
es  ana  de  las  mejores  obras  jarfdicas  doctriDaies  que  hao  visto  la  luz 
en  anestra  patria.  Su  iutroduccton  histórica  y  cieotíGca  á  la  vez  es* 
tá  á  toda  la  altura  del  reconocido  talento  y  del  saber  de  que  se  halla- 
ba dolado  el  célebre  jurisconsulto:  la  misma  obra  llena  cumplidísi*- 
mámente  y  siempre  con  gran  copia  de  erudición  y  de  ciencia»  con 
elevado  criterio,  con  claridad  suma  y  con  ese  estilo  siempre  agra- 
dable y  elegante  que  era  peculiar  del  autor,  el  triple  propósito  que 
le  movió  á entrar  en  esta  tarea.  Según  él  mismo  dice ,  tres  ideas 
capitales  le  dirigieron:  poner  de  manifiesto  y  confrontar  la  seme- 
janza ó  diferencia  dé  nuestro  Código  con  las  leyes  principales  del 
mismo  género  que  han  existido  entre  nosotros  ó  que  existen  en 
las  más  notables  y  más  análogas  sociedades  de  Europa,  explicar 
todo  lo  que  en  las  palabras  ó  en  el  sentido  de  la  ley  fuese  suscep* 
tibie  de  duda  y  reclamase  explicaciones,  y  por  último  juzgar  del 
mismo  precepto,  ya  en  sí  propio,  ya  en  sus  analogías  y  consecuen- 
cias. Con  las  concordancias  buscó  en  nuestras  antiguas  leyes  y  en 
los  principales  Códigos  modernos  precedentes  para  enseSar,  expli  • 
car  y  aquilatar  la  bondad  de  nuestra  legislación  y  facilitar  con  el 
estudio  comparado  la  perfección  de  nuestro  derecho  penal,  y  prepa- 
ró materiales  adecuados  para  mejorarlo  en  el  día  en  que  se  revisase 
el  Códigcí,  ó  se  pensara  en  la  reforma  de  algunas  de  sus  disposiciones. 
En  la  explicación  de  cada  uno  de  los  artículos  del  Código  expuso  sus 
palabras,  fijó  su  verdadera  inteligencia,  previno  al  lector  contra 
las  interpretaciones  torcidas  á  que  son  tan  ocasionadas  las  leyes 
nuevas,  y  contribuyó  eficazmente  á  que  se  formara  una  jurispru- 
dencia que  correspondiera  al  espíritu  de  la  ley  y  á  los  principios 
cientificos  en  que  está  basada;  esto  lo  hizo  con  la  concisión  conve- 
niente, porque  según  decia,  las  esplicaeíones  son  á  manera  de  de- 
finiciones; no  se  esplica  bien  lo  que  se  envuelve  en  un  diluvio  de  pa- 
labras: suele  obstar  y  ser  dañoso  en  este  punto  todo  lo  que  escede 
los  limites  de  lo  necesario^  precepto  olvidado  por  algunos  juriscon- 
sultos lo  que  oscurece  el  mérito  que  por  otra  parte  contienen  sus 
obras.  Para  juzgar  de  los  preceptos  legales  examinó  las  cuestiones 
teóricas  siempre  qne  io  consideró  necesario  ó  por  lo  menos  conve- 
níente,  investigó  los  motivos  de  la  ley,  entró  en  argumentos  deana- 
logía y  de  jurisprudencia,  que,  como  oportunamente  observaba, 
por  más  que  pretendan  rechazarse,  han  de  tener  siempre  un  inmen- 
so Ingar  en  el  foro. 
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Agotada  la  pr ifner a edieíon  de  la  obra»  emprendió  Paeheco  la 
tarea  de  perfeccíoearla.  Habia  algunas  razones  que  asi  lo  aconse- 
jaban, y  que  el  distinguido  jurisconsulto  expuso  en  una  adyerteacia 
al  frente  de  la  edición  segunda.  Se  habia  verificado  en  el  Código 
una  reforma  impórtame  en  4850,  reforma  de  que  necesariamente  de- 
bía hacerse  cargo  emitiendo  su  parecer  sobre  cada  ano  de  ios  pun« 
tos  que  coitenia:  ei  ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Madrid  habia 
evacuado  un  razonado  informe  sobre  el  mismo  Código ,  documento 
que  Pacheco  calificó  de  importante,  cuyo  mérito  y  autoridad^  ana- 
dia, no  necetitan  encarecerse,  y  que  naturalmente  debía  darle  lu- 
gar á  hacer  algunas  apreciaciones  y  por  último,  aparte  de  estas 
novedades,  que  el  tiempo  y  los  sucesos  habian  traido,  deseaba 
mejorar  en  lo  posible  su  primer  trabajo,  tanto  en  los  mismos  pensa- 
mientos, como  en  su  forma  y  espresion.  No  era  la  segunda  edición 
un  libro  nuevo,  como  lo  reconocía  su  autor,  pero  sí  un  libro  muy 
m^adOt  y  en  su  concepto  más  digno  del  objeto  á  que  se  consa^ 
graba  y  de  las  personas  que  lo  consultaran. 

El  éxito  de  la  publicación  de  la  obra  fué  grande:  adoptada  por 
el  Gobierno  entre  los  libros  de  texto  para  la  ampliación  del  derecho 
penal,  fué  leida  y  estudiada  con  avidez  por  la  juventud  jurista  que 
poblaba  las  escuelas:  muchos  de  los  que  ya  habian  abandonado  sus 
escaños,  la  tomaron  como  guia  para  el  estudio  del  Código,  que 
tanto  se  separaba  de  lo  que  nuestras  antiguas  leyes  habian  estable- 
cido: no  bastaba  entonces  aprender  el  testo  legal;  era  indispensable 
entrar  en  el  estudio  filosófico  de  los  principios  en  que  descansaba, 
porque  de  otro  modo  no  se  comprenderia  su  espíritu  ni  podria  in- 
terpretarse ni  aplicarse  bien  y  derechamente  :  los  letrados  antiguos 
y  los  jueces  y  magistrados  acotdierotí  también  á  la  obra  del  señor 
Pacheco  para  consultarla  y  recibir  sus  iospiraciones :  su  autoridad 
fué  indisputable,  y  no  se  limitó  á  nuestra  Península,  sino  que  tras- 
pasó los  mares,  y  en  las  provincias  ultramarinas,  que  aun  forman 
parte  integral  de  la  Monarquía  española,  es  citada  como  doctrina  á 
pesar  de  que  en  ellas  el  Código  penal  no  ha  llegado  á  ser  derecho  es 
critosin  embargo  de  la  reconocida  insuficiencia  de  las  leyes  antiguas 
y  de  las  prácticas  recibidas.  Lo  mismo  acaece  con  todas  las  obras 
jurídicas  de  Pacheco  en  los  vastos  dominios  de  la  América  que  fue- 
ron desmembrados  de  la  Corona  de  Castilla.  Igual  opinión  ha  me- 
recido en  ei  estranjero.  Eminente  jurisconsulto  y  publUnsta,  lla- 
man á  Pacheco'  los  Sres.  Laget-Valdeson  y  Luis  Laget  en  su  obra 
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lilttliuia  Theorie  du  Code  penal  espagnol  eomparée  avee  la  legisla^ 
tion  franpaise^  libro  eo  que  los  distinguidos  jurísconsaltos  del  veci- 
no Imperio,  con  noble  imparcialidad,  consideran  nuestra  legislación 
criminal  superior  á  la  de  ios  demás  Estados  de  Europa.  No  es  el  que 
escribe  este  articulo  el  que  menos  ocasión  ha  tenido  de  apreciar  y 
aquilatar  el  mérito  de  la  obra.  Además  del  estudio  que  le  consa- 
gró cuando  tío  la  luz  pública ,  la  há  tenido  á  la  vista  y  há  medita- 
do mucho  sobre  ella  con  motivo  de  la  reforma  del  Código  penal,  ta- 
rea encomendada  á  la  Comisión  de  Codificación,  de  que  forma  par- 
te, y  declara  en  debido  tributo  á  la  justicia,  que  es  uno  de  los  tra- 
bajos sobre  el  Código  de  que  pueden  sacarse  más  útiles  adverten- 
cias para  la  reforma. 

Llegamos  ya  á  la  última  obra  jurídica  de  Pacheco,  su  Comerte 
tario  eritico  y  jurídico  á  las  leyes  de  Taro,  cuyo  primer  tomo  pu- 
blicó en  i862.  Entonces  escribimos  con  franqueza ,  con  indepen- 
dencia y  con  toda  libertad  nuestra  opinión  humilde  sobre  esta  obra 
notabilísima:  la  amistad  no  nos  ponia  una  venda  en  los  ojos ,  ni 
á  ella  habíamos  de  sacrificar  los  intereses  de  la  ciencia:  aplaudi- 
mos la  obra  con  toda  cordialidad,  si  bien  indicando  nuestro  deseo 
de  que  hubiera  dado  alguna  mayor  importancia  á  la  literatura  ju- 
rídica y  presentado  y  apreciado  las  opiniones  de  sus  antecesores  al 
comentar  las  leyes,  pero  haciéndonos  cargo  de  que  tal  vez  habria 
el  célebre  jurisconsulto  omitido  este  trabajo  por  considerarlo  cum- 
plidamente hecho  por  Llamas  y  Molina,  ó  por  no  caber  dentro  de 
su  objeto,  que  era  el  de  presentar  un  comentario  propio  de  la  época 
en  que  vivimos,  ó  por  no  permitir  los  límites  que  se  habria  pro- 
puesto dar  á  la  obra,  estenderse  en  lo  que  no  podía  ser  somera- 
mente examinado.  Pero  al  mismo  tiempo  decíamos,  que  no  le  cen- 
surábamos por  ello,  porque  cada  libro  tiene  su  objeto,  su  punto  de 
vista  especial  y  que  lo  que  hay  que  examinar  es,  si  dentro  del  ter- 
reno á  que  se  circunscribe,  llena  sus  condiciones  y  que  era  induda- 
ble que  la  obra  de  Pacheco  las  llenaba.  Allí  manifestamos  cuánto 
era  el  mérito  de  su  originalidad ,  originalidad  grandemente  difí- 
cil en  tal  clase  de  estudios;  digimos  que  no  se  parecía  en  su  ma- 
nera de  escribir  el  autor  á  ningún  otro  jurisconsulto  nacional  ni 
estrangero  que  conociéramos;  que  no  imitaba  á  nadie  ni  era  imita- 
do por  nadie;  que  bajo  su  pluma  desaparecía  esa  aridez  insoporta- 
ble, escollo  fatal,  difícil  y  casi  imposible  de  superar  por  la  mayor 
parte  de  los  que  se  dedican  á  exponer  el  Derecho  civil  constituido  y 
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es|)eciatm€iDte  cuando  lo  hacen  bajo  el  piuii^  de  vista  prácMc* 
desalentando  á  los  que  se  proponen  estudiarlo,  que  no  pocas  veoes 
desi&len  de  su  empresa.  Allí  maaifestamos  la  diferencia  en  el  mofh 
de  escribir  entre  Pacheco  y  sus  antecesores ;  no>  hicimos  carga  de 
lo  porreo  que  era  en  las  citas,  de  su  esmero  en  huir  de  polémicas 
que  tanto  agradaban  á  los  jurisconsultos  de  los  siglos  anterioras, 
de  la  precisión  y  claridad  de  sus  esplicaciones,  del  mayor  cuidado 
que  prestaba  á  fijar  el  verdadero  espíritu  de  la  ley  que  á  impugnar 
las  erradas  interpretaciones  que  algunos  le  daban,  de  la  amenidad 
de  la  lectura  de  la  obra,  y  concluíamos  diciendo  que  ésta  en  su 
conj^nto  era  en  nuestra  opinión,  la  más  filosófica,  la  más  bien  aca- 
bada sobre  las  leyes  de  Toro,  y  al  mismo  tiempo  la  más  histórica^ 
la  más  bien  escrita  (1).  En  esta  opinión  insistimos  nuevamente* 

Pacheco  dedicó  su  importantísima  obra  á  la  universidad  de 
Sevilla,  á  que  llamó  una  de  las  más  justamente  célebres  escuelas  de 
derecho  de  España;  tributo,  como  digimos  entonces,  que  nunca  se 
han  desdeñado  los  jurisconsultos  de  tributar  á  sus  maestros,  y  aSa- 
diremos  ahora,  por  más  que  no  falten  algunos  que  distando  mucho 
en  talentos  y  en  saber  del  que  esto  decia  y  llenos  de  un  orgullo 
que  es  muy  superior  á  su  mérito,  desdeñan  todo  lo  hecho  por  nues- 
tros antecesores  en  el  estudio  del  derecho,  y  en  la  grande  obra  que 
tantos  siglos  han  levantado.  En  la  dedicatoria  decia  el  ilustre 
jurisconsulto:  Según  todas  las  probabilidades ,  será  ésta  la  última 
obra  de  derecho  que  yo  esctHba.  Con  ella  cerraré  el  cuadro  de  mis 
trabajos  de  esta  clase  que  no  ha  dejado  de  ser  estenso,  si  por  ven- 
tura  no  ha  sido  valioso  ni  profundo.  Prescindiendo  de  estas  últimas 
palabras,  que  demuestran  la  modestia  del  varón  eminente  que  las 
escribía,  le  conjuramos  entonces  á  que  no  considerara  ésto  como 
una  resolución;  le  decíamos  que  todavía  podia  hacer  mucho  por  la 
ciencia;  que  su  edad  era  la  mejor  para  contribuir  á  su  ad^nta« 
miento,  pues  que  era  cierto  lo  que  él  mismo  decia,  al  nianifestar 
las  ventajas  que  debia  llevar  esta  obra  que  habia  sido  la  primera 
que  habia  concebido  en  su  juventud,  por  haberla  escrito  en  edad 
madura:  no  en  balde  han  pasado  los  áüosi  no  en  balde  se  ha  gasta- 
do la  vista  sobre  los  libros,  y  se  han  blanqueado  sus  cabellos  á 
fuerza  de  meditación.  ¿Quién  nos  diria  entonces  que  habíamos  de 


(i)    Tomo  XXI,  página  407  de  la  Revista. 
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tener  al  fffOttmeolo  de  perderla  s\a  que  dejura  ooneioida  an  obra? 
¿Quién  qu^  wUá)9k  \^  cereaiiie  el  día  eo  que  habiaiaoa  die  llorar  la 
moeite  preip^tura  que  le  bá  arraociado^  i  la  eieacia,  é  $a  familia  y 
k  la  amiatad? 

Beoios  ooQcIqido  de  bacer  laa  íadioiu^ioQea  que  aoa  proposiaioa 
sobre  las  obraa  jurídicas  de  D.  Joaquín  Fraacisco  Pacheco.  Resta* 
no^  decir  algunas  palabras  sobre  el  orador  prlamentario  en  mate* 
das  jurídicas»  sobre  el  fiscal  que  en  el  m&s  alto  tribunal  español  ocu« 
pó  el  lugar  que  en  otros  tiempos  ilustraron  Macanaz ,  Campomaaes 
y  Monino,  sobre  el  abogado  defendiendo  causas  en  el  foro.  ¿T  qué 
podríamos  decir  que  no  sea  i  todos  conocido?  Los  que  le  bemos  se- 
guido paso  á  paso  por  espacio  de  cerca  de  treinta  años»  los  que  le 
hemos  visto  brillar  en  el  Congreso  de  los  Diputados,  en  el  Senado  y 
en  los  estrados  de  los  tribunales;  los  que  alguoas  veces  en  unos  y  otros 
lugares  hemos  entrado  en  discusiones  con  él  sosteniendo  opiniones 
ó  defendiendo  causas  en  que  los  contrarios  eran  patrocinados  por 
i^n  autorizada  voz»  sabemos  cuan  grandes  eran  sus  recursos  en  el 
debate»  qué  respeto  imponía  su  presencia»  qué  fascinadora  influen- 
cia ejercía  su  palabra  poderosa  sobre  los  que  le  escuchaban  y  cuan 
difícil  nos  era  sostener  el  puesto  honroso  que  nos  estaba  encomen- 
dado. No  faltarán  tai  vez  mas  competentes  plumas  que  bajo  estos 
puntos  de  vista  pongan  de  manifiesto  la  gran  capacidad  del  orador 
parlamentario  y  forense. 

Cuando  algunos  jóvenes  entusiastas  por  la  ciencia  promovieron 
la  celebración  de  un  Congreso  de  Jurisconsultos  en  Madrid »  busca- 
ron i  Pacheco  como  á  la  persona  mas  caracterizada  y  i  propósito 
para  ponerse  al  frente  de  la  realización  de  la  idea.  Amante  Pache- 
co como  él  que  más  de  la  ciencia  y  de  la  juventud»  aceptó  el  lugar 
que  le  señalaban»  y  por  el  voto  unánime  de  cuantos  concurrieron  á 
la  invitación  fué  proclamado  presidente,  lugar  que  merecía  y  que 
pocos»  tal  vez  nadie»  con  razón  podía  disputarle.  En  esta  ocasión, 
como  siempre  lo  había  hecho»  acreditó  sus  altas  dotes  de  saber  y  de 
templanza;  su  voz  era  escuchada  con  profundísimo  respeto,  y  la 
prudencia  unida  al  buen  criterio  y  acierto  con  que  dirigió  los  deba- 
tes» le  conciliaron  el  aprecio  personal  de  cuantos  allí  acudieron 
'  que  no  habían  antes  tenido  ocasión  de  tratarlo  y  de  conocer  la  afa- 
bilidad y  modestia  del  varón  esclarecido  cuyo  nombre  se  habia  gran- 
geado  tan  notable  fama  como  jurisconsulto.  Lo?  que  fuimos  amigos 
suyos»  á  quienes  algunas  veces  confió  sus  satisfacciones  y  sus 
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penas,  los  que  yt  en  cMstltas,  ya  en  conferencias  particulares  te- 
níamos la  honra  y  el  placer  de  admirar  su  gran  sabiduría,  los  que 
apenas  hablábamos  con  él  sin  aprender  alguna  cosa  nueva,  llora- 
mos con  mayor  razón  su  prematura  muerte ,  y  nos  lamentamos  de 
que  Tayan  desapareciendo  de  entre  nosotros  ios  célebres  juriscon- 
sultos que  al  empezar  este  reinado  influyeron  tan  eficazmente  en 
la  nueva  dirección  de  los  estudios  jurídicos  y  que  tanto  han  contri- 
buido bajo  este  punto  de  vista  á  la  gloria  y  al  progreso  de  nues- 
tra p&tria. 

Pedro  fiomez  de  la  Sena. 


<CVJL>0> 
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Toda  investigación  cientíGca  basada  en  los  principios  de  una 
buena  filosofía,  nos  conduce  de  un  modo  lógico  á  esta  afirmación: 
en  el  orden  de  los  seres  es  indispensable  que  todos  los  contingentes 
y  limitados  reconozcan  la  causa  y  el  principio  de  su  origen  en  otro 
que  sea  necesario  y  absoluto:  y  como  la  ciencia  no  es  otra  cosa  que 
tí  conocimiento  de  esa  primera  verdad  en  si  misma  y  en  sus  rela- 
ciones con  los  seres  á  que  ha  dado  realidad,  dedúcese  de  aqni  que 
la  ciencia  una  en  su  esencia,  radica  en  toda  su  unidad  y  plenitud 
en  la  inteligencia  divina.  Pero  la  ciencia  para  ser  comprendida  en 
toda  su  estension  necesita  una  inteligeacia  infinita,  y  como  la  del 
hombre  es  limitada,  en  la  imposibilidad  de  abarcarla  en  su  anidad, 
.  se  ve  precisado  á  estudiarla  en  una  de  sus  manifestaciones,  exami  - 
Dando  la  dependencia  de  los  seres  con  relación  á  un  orden  determi- 
nado de  ideas:  y  hé  aquí  como  este  sencillo  razonamiento  nos  ha 
conducido  al  principio  fundamental  en  donde  tiene  su  asiento  loque 
llamamos  división  de  las  ciencias.  Mas  así  como  el  orden  de  las 
existencias  está  determinado  por  la  armonía  de  todas  las  relacio* 
oes,  del  mismo  modo  el  orden  racional  se  completa  por  el  estudio  de 
todas  las  manifestaciones  con  que  la  verdad  se  ofrece  á  la  inteligen- 
cia, y  por  esto,  el  que  es  sabiduría  infinita,  ha  impreso  en  las  inte- 
ligencias humanas  diversas  tendencias  que  las  llevan  á  examinar 
los  seres  bajo  diferentes  aspectos:  tendencias  que  son  lo  que  lla- 
mamos vocación,  y  que  vienen  i  realizar  esa  armonía  que  enlaza 
el  mundo  real  con  el  mundo  racional,  el  orden  divino  con  el  orden 
humano. 

Una  de  estas  manifestaciones  de  la  ciencia  absoluta,  es  la  ciencia 
del  derecho,  la  mas  grande  de  las  que  constituyen  el  objeto  de  la 
razón  humana  en  el  orden  temporal.  Ciencia  inmensamente  Irascen- 
dental,  cuyos  adelantos  son  el  barómetro  mas  seguro  de  la  civilización 
df.  los  pueblos,  y  cuya  importancia  crece  y  crecerá  á  medida  que  la 
junticia  adquiera  preponderancia  sobre  el  privilegio  y  la  libertad  de 
las  naciones  ^obre  la  opresión  y  la  tiranía.  Ciencia  á  quien  el  curso 
necesario  de  los  acontecimientos  llama  hoy  á  regir  el  destino  de  las 
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sociedades  que,  insegaras  en  sos  asientos  cono  en  todas  las  gran- 
des  traosicioaes  de  la  humanidad,  buscan  agitadas  su  perdida  base 
en  ellas,  que  ama  por  escelencia  el  orden,  teniendo  como  tiene  por 
único  fin  la  justicia. 

Pero  la  ciencia  que  en  la  inteligencia  divina  es  absoluta,  es  esen- 
cialmente relativa  para  la  inteligencia  humana,  para  ésta  el  coejan- 
to  de  las  ciencias  no  ed  otra  cosa  que  el  conjunto  de  las  relaciones 
con  que  su  personalidad  se  une  con  los  seres  que  fuera  de  ella  tie- 
nen realidad;  por  esto  el  derecho  determina  las  relaciones  que  en- 
lazan la  personalidad  humana  con  el  mundo  esterior  en  cuanto  la  so- 
ciabilidad es  una  de  fas  condiciones  esenciales  que  la  constituyen; 
y  entre  estas  relaciones  surge  como  una  de  las  mas  esenciales  la 
propiedad,  cuyo  fundamento  racional  vamos  á  intentar  esponer. 

Al  examinar  en  su  razón  de  ser  ia  idea  de  propiedad  en  el  ter- 
reno del  derecho,  ó  sea  la  necesidad  en  que  se  halla  el  ser  racional 
de  buscar  fuera  de  sí  las  condiciones  de  su  existencia  para  poder 
en  él  orden  humano  llegar  á  la  realización  de  sus  destinos,  no  po- 
demos menos  de  unir  á  esta  idea  la  de  limitación  de  nuestro  ser  j 
de  nuestras  facultades,  de  donde  lógicamente  inferimos  que  es 
esencialmente  inaplicable  al  Ser  infinito.  Esta  conclusión  está,  sin 
embargo,  muy  lejos  de  ser  auténtica  de  esta  otra:  la  idea  de  propie- 
dad es  inesplicable  é  imposible  su  examen  en  su  fundamento  racio- 
nal á  nuestra  inteligencia,  sin  conocer  las  condiciones  que  presiden 
i  la  vida  del  ser  humano  y  las  Delaciones  y  dependencia  que  como 
efecto  le  unen  á  la  causa  de  donde  procede. 

A.  poco  que  nos  fijemos  en  esos  dos  mundos  armónicos,  el  de  la 
materia  y  el  del  espíritu,  el  de  las  existencias  y  el  de  las  ideas,  de 
que  las  primeras  son  espresion,  no  podremos  menos  de  observar  en 
|a  indefinida  gradación  en  que  ambos  órdenes  están  colocados, 
cuánta  verdad  encierra  aquel  conocido  axioma:  cQuoe  dispersa  sunt 
in  inferioribus,  sunt  unita  in  superioribusiB  es  decir,  que  la  estén- 
sion  y  la  comprensión  están  en  razón  inversa  en  el  orden  gradual 
de  las  existencias  y  de  las  ideas  de  los  espíritus  yde  la  materia. 
Las  gotas  que  se  desprenden  del  seno  de  las  nubes,  al  ser  deposi- 
tadas en  el  centro  de  los  montes,  dan  vida  á  las  cristalinas  f nentes 
para  trasformarse  en  límpidos  arroyos,  origen  de  caudalosos  ríos 
que  se  pierden  en  la  inmensidad  de  un  solo  mar:  y  el  mar  contiene 
en  sus  inmensas  profundidades  al  rio,  al  arroyo,  á  la  ftaente  y  á  la 
gota  cristalina,  sin  estar  en  estos  contenido;  desapareciendo  síenH 
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pre  f  D  esta  progresión  la  limitacíoa  de  ser.  Si  de  este  orden,  od  (fue 
partiendo  de  toda  realidad  llegamos  á  cooclasioDes  idénticas,  pasamos 
sA  orden  ideat,  esta  gradación  es  si  se  quiere  mayor,  y  ea  la  eslabo- 
nada trabazón  de  las  idess,  infinidad  de  tsonseenencias  bttseaa  sh 
or^n  en  la  fecundidad  de  on  solo  principio  que  las  contiene  en 
inaícotaMe  serte  sin  estar  en  ellas  contenido.  T  elevándonos  por  la 
irresistíbie  fuerza  de  la  lógica  habréiios  de  Uegar  á  un  primer  prin- 
cipio que  en  el  orden  de  b  ciencia  absoluta  sea  como  el  inSnito 
fondo  de  donde  broten  toda  la  eslabonada  serte  de  consecuencias 
que  forman  el  edificio  científico,  así  como  en  el  orden  de  las  entís- 
tencias  habremos  también  precisamente  de  llegar  á  una  que  sien- 
do por  sí  mirtma,  contenga  todas  las  verdaderas  afirmaciones  que 
se  encuentran  en  los  seres  finitos,  sio  ninguna  de  sus  limitaciones,  es 
decir,  por  ambos  caminos  llegamos  á  lo  absoluto,  i  Dios. 

A  este  ser,  cuya  no  procedencia  de  otro  necesitamos  admitir,  si 
como  es  absolutamente  preciso  le  atribuimos  toda  afirmación  de 
ser,  te  habremos  de  conceder  una  actividad  infinita,  puesto  que  la 
inercia  es  una  negación,  y  por  lo  tanto  no  aplicable  á  Dios.  Si  es 
esencial  é  infinitamente  activo,  ofrecerá  su  realidad  como  objeto  4 
su  inteligencia;  esto  es,  será  completamente  inteligible  á  su  inteli- 
gencia infinita,  y  como  en  él  existe  toda  verdadera  afirmación  de 
ser,  resuka  que  nada  real  que  ei  él  no  sea,  puede  conocer  la  inte- 
ligeocia  divina.  T  si  solo  lo  conocido  por  ésta  puede  ser  querido  por 
la  voluntad,  nada  podrá  querer  el  ser  absoluto  que  no  esté  conteni- 
ido  en  su  esencia  divina;  dentro  modo  introducimos  la  contradicción 
en  Dios:  es  decir,  que  dada  la  necesaria  existencia  del  ser  absolu- 
to, so  inteligencia  encontrará  en  él  necesariamente  la  verdad,  y  su 
voluntad  la  bondad  ialíaita.  De  aquí  deducimos  que  no  necesita,  es 
más,  que  seria  equivale&te  á  su  negación  el  admitir  que  el  ur  que 
u  por  sí  y  por  b)  mismo  que  es  acto  simpUcísimo  y  puro,  tenga  pre- 
cisión de  salir  de  su  naturaleza  para  gozar  de  una  vida  perfectísi- 
ma^  y  por  to  mismo  no  podemos  admitir  en  él  las  ideas  de  fin  li  de 
medio,  pues  el  fin  relativamente  «I  ser  inteligente.  Indica  la  no  po- 
sesión en  el  acto,  y  el  medio  la  condición  indispensable  para  llegar 
al  fin:  esto  es,  ambas  ideas  indican  limitación,  carencia  de  ser,  lo 
cual  es  abMirdo  que  pueda  convenir  á  la  realidad  infinita.  Luego 
queda  demostrado  lógicamente^  que  la  idea  de  propiedad  que  es 
por  su  esencia  medio  en  el  campo  del  derecho,  no  puede  aplicarse 
al  ser  sbaolnto;  y  como  nuestro  propósito  es  exumífiarla  en  su  ra- 
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Z0D  filosófica,  vamos  á  determinar  el  fundamento  de  donde  nace,  y 
el  asiento  donde  tiene  su  base. 

Fuera  del  ser  infinito,  á  cuyo  conocimiento  nuestra  razón  limi- 
tada solo  puede  llegar  inductivamente  y  en  manera  alguna  por  pu- 
ra intuición,  solo  existen  como  objeto  de  la  inteligencia  humana 
nuestra  personalidad  y  el  mundo  esterno  en  que  aquella  se  desen- 
vuelve y  agita:  luego  la  idea  de  propiedad  ha  de  tener  su  base  en 
estos  dos  elementos;  veamos  sí  aislados  ó  puestos  en  relación  con  la 
primera  causa  de  quien  como  efectos,  y  por  lo  tanto  como  contin- 
gentes, proceden. 

¿Qué  es  el  hombre?  Si  nos  examinamos  un  momento,  no  en 
nuestra  esencia,  por  que  está  como  la  de  todos  los  seres  que  nos 
son  estemos,  no  nos  ha  sido  dada  en  intuición,  sino  en  nuestras  ma- 
nifestaciones, en  los  productos  de  nuestra  intrínseca  actividad ,  no 
podremos  menos  de  afirmar  que  somos  esencialmente  condicionales 
y  relativos,  y  como  la  existencia  de  tales  seres  sea  imposible  de  to- 
da imposibilidad,  sin  la  de  lo  incondicional  y  absoluto,  inferimos 
legítimamente  que  la  personalidad  humana  no  puede  tener  en  si  la 
razón  de  su  ser,  sino  que  necesita  buscar  en  principio  ea  la  prime- 
ra causa  á  que  se  determina.  Ahora  bien,  ¿el  ser  limitado  procede- 
rá del  infinito  siendo  su  desarollo  ó  sea  por  razón  de  identidad?  Si 
así  fuere,  el  panteísmo  nos  contaría  en  el  número  de  sus  defenso- 
res; pero  nuestra  inteligencia  no  puede  devorar  el  absurdo,  las  con- 
tradicciones de  ese  sistema.  ¿Acaso  en  el  ser  infinito,  y  que  por  lo 
tanto  es  acto  poro,  es  admisible  la  idea  de  sucesivo  desarrollo,  ó  sea 
de  limitación  de  ser  que  al  panteísmo  necesariamente  implica?  ¿Có- 
mo las  manirestaciones  de  lo  infinito  siendo  partes  de  su  esencia, 
son  sin  embargo,  finitas  y  limitadas?  ¿Ni  cómo,  en  fin,  hacer  del 
ser  absoluto  un  monstruoso  conjunto  de  contradicciones ,  ai  cual 
se  llega  de  un  modo  necesario  por  el  camino  de  tan  estravagante 
sistema? 

Lo  absurdo  de  tales  consecuencias,  nos  lleva  como  por  la  mano 
á  afirmar  que  lo  condicional,  y  por  lo  tanto,  el  hombre  solo  puede 
proceder  de  lo  incondicional  por  razón  de  causalidad.  De  aquí  de- 
ducimos que,  siendo  limitado  y  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  tener  en 
sí  el  principio  que  motiva  su  existencia,  ya  le  podemos  aplicar  las 
ideas  de  fin  y  de  medio,  puesto  que  en  su  naturaleza  finita  no  pue- 
den existir  todas  las  posibles  afirmaciones  de  ser. 

¿Dónde  encontraremos  su  fin?  Si  observamos  que  á  la  creación 
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de  b  eoDlingeote  y  limitado  preeedió  necesaríameDte  la  existencia 
de  lo  absoluto  que  le  di6  vida;  y  que  cuando  aquel  no  existia  siuo 
como  idea  posible,  éste  tenia  realidad;  inferiremos  de  un  modo  nece- 
sario qne  la  causa»  ai  señalar  un  fin  á  sus  efectos,  no  pudo  señalarlo 
fuera  de  si  propio.  Por  otra  parte,  si  admitimos  que  la  inteligencia 
tanto  divina  como  humana,  tienen  por  objeto  la  verdad,  esto  es,  el 
ser,  y  que  sus  voluntades  aman  el  bien,  que  es  esta  misma  verdad, 
habremos  de  concluir  que,  así  como  la  inteligencia  y  la  voluntad 
divinas  descansan  en  su  propio  ser ,  porque  en  él  encuentran  la  ver  • 
dad  y  el  bien  supremo,  del  mismo  modo  la  inteligencia  y  la  volun- 
tad humanas  no  encontrando,  porque  no  existe,  en  su  imperfecta 
naturaleza  esta  verdad  y  este  bien,  le  buscan  fnera  de  si,  y  por  lo 
tanto  solo  pueden  descansar  como  fin  en  el  Ser  Supremo,  que  ea 
donde  esencialmente  se  encuentran. 

Luego  dada  la  existencia  del  hombre,  Dios  es  necesariamente 
su  causa  eficiente  y  final.  Inmenso  destino,  que  revistiendo  al  hom- 
bre de  una  magostad  soberana,  solo  le  hace  en  el  inmenso  cuadro 
de  la  creación  inferior  á  la  causa  de  donde  procede.  A  la  luz  de  la 
filosofía,  la  personalidad  humana  reviste  formas  gigantescas:  nadie 
sino  Dios  puede  dictarle  preceptos:  desgraciados  los  que  en  su  loco 
desvario  pretenden  hacer  el  escabel  de  su  fortuna  de  ella,  que  solo 
se  subordina  á  Dios:  esa  misma  personalidad  por  ellos  abatida,  se 
levantará  para  pisotearlos  bajo  su  gigantesca  planta. 

Mas  como  puesto  el  fin  del  hombre  fuera  de  su  personalidad,  es 
necesario  admitir  la  existencia  del  medio,  como  condición  indis- 
pensable para  llegar  á  este  fin ,  habremos  de  afirmar  que  no  solo 
existen,  sino  que  nos  haú  de  ser  desconocidos  y  han  de  estar  á 
nuestro  alcance  estos  medios;  de  donde  lógicamente  inferimos,  que 
solo  el  que  nos  ha  designado  el  fin,  puede  habernos  designado  los 
medios  y  el  modo  de  utilizarlos,  puesto  que  siendo  la  condición  para 
llegar  á  nuestro  destino,  con  él  deben  necesariamente  estar  en  ar- 
monía. Admitir  que  el  hombre  es  libre  en  fijarse  estas  C/ondiciones, 
ó  en  usar  caprichosamente  de  ellas,  es  un  absurdo  que  solo  podría 
pasar  divinizándole,  y  por  lo  tanto  negando  que  le  pueda  aplicar  la 
idea  de  fin,  6  admitiendo  que  no  se  lo  ha  designado  Dios,  sino  que 
lo  puede  hacer  cambiar  á  impulsos  solo  de  su  capricho.  Tomar  la 
voluntad  humana  como  base  de  toda  moralidad  y  de  todo  derecho, 
igual  es  á  divinizar  al  hombre. 

Resulta,  pues,  qne  si  no  queremos  caer  en  el  mayor  de  los  ab- 
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surdos,  eoloeado  Doestro  destino  faent  de  nuestro  propio  ser,  es  ab- 
solatamente  preciso  adoutír  la  idea  do  medio  puesto  al  alcance  de 
la  personalidad  buHMiM»  como  condición  indispon3able  para  conse- 
guir el  6n  con  el  cual  debe  estar  en  armonia ;  y  per  lo  tanto,  que 
solo  el  q«a  le  ha  designado  éste,  ha  podido  seialar  ;  armonizar  las 
condiciones  <|ue  á  él  conducen,  no  quedando  otras  atribuciones  al 
ser  racional  que  emplear  estas  condiciones  en  atmonia  con  su  des- 
tino Pt  quiere  Venar  la  gran  misión  que  debe  realiaar. 

Si  además  de  esto  oliservamos  que  la  idea  de  medio  tanto  indica 
como  camino  cpie  el  hombre  debe  recorrer*  habremos  de  inferir 
que  tanto  el  priacipio  como  el  6o  y  el  medio  están  fuera  de  nos- 
otros, y  han  de  haber  sido  determinados  por  el  ser  absoluto  de 
quien  el  ser  humano  como  condicional  procede.  Ahora  bi^n;  coloca- 
dos esi  os  tres  elementos  fuera  de  nuestro  ler,  ¿qué  es  loquea 
nuestra  actividad  queda  reservaik)? 

Si,  como  acabamos  de  examinar,  d  hombfe  tiene  wi  6o  y  solo 
puede  llegar  á  él  realizando  el  medio  del  modo  como  la  primera 
causa  lo  ha  determinado,  inCerínos  que  su  misión  será  realizar  li-* 
bremente  este  érden;  y  como  la  actividad  libre  del  ser  humano  solo 
puede  determinarse  á  obrar  á  impdsos  de  so  voluntad,  y  ésta  no 
puede  querer  nada  que  antes  no  baya  sido  conocido  por  su.  intelí* 
geneift,  resuHa  que  al  hombre  quedan  reservadas  las  facultades  pa* 
ra  conocer,  querer  y  realizar  estos  medios;  y  como  esto  es  imposi- 
ble si» conocer  el  6n  con  quien  aquellos  se  armonizan,  tendremos 
i|ue  la  salvación  del  hombre  y  de  las  sociedades  á  que  las  indivi* 
dualidades  da»  vida,  depende  y  tiene  su  razón  de  ser  en  el  conoci- 
miento de  la  verdad  absoluta,  en  la  unificación  de  la  voluntad  bu* 
mana  con  la  volmotad  divina,  y  por  lo  tanto,  en  la  reaüzacioa  por 
nuestra  actividad  de  las  condiciones  tal  como  por  la  primera  causa 
han  sido  subordinados  al  fin. 

Si  cpiisiéraraos  aparar  las  inmensas  oonseoueBoiafr  que  de  este 
principie  se  derivan,  veaddamos  á  encomnar  la  razón  de  ser  de  esa 
escorídad  y  esterilidad  que  se  nota  en  la  filosofia  del  yo,  cuando  se 
quiere  hacer  brotar  de  ella  el  principio  de  toda  la  ciencia:  solamen- 
le  en  el  yo  divino,  la  inteligencia  absoluta  es  poseedora  de  la  cien- 
eia  absohita.  T  hé  aqut  también  el  por  qué  cuando  se  ba  pretendido 
encontrar  emmestro  ya  el  orígea  de  todo  saber,  se  ha  llegado  síobt 
pre  por  este  camino  á  su  divinización,  y  como  todas  las  inteligen- 
cias tienen  á  ello  igual  derecho»  dedqc^émos  que  el  paojUsiiiD^  ra- 
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cional  M  la  oecesaria  eonsecaeoeia  qoe  se  desprende  de  tan  erró- 
neo principio. 

Ahora  podemos  legitímameote  afirmar  qm  el  ser  racional ,  td-> 
niendo  fuera  desa  indívidittlidadsu  destino  y  Iqs  medios^para  lle^ 
gar á  él,  no  ba  nacido  paraensimisinarse  en  la conteosplacion de  su 
yo,  sino  que  todas  sus  Fuerzas  deben  diri^rse  al  esteríor ,  puesta 
qne  esteriores  á  él>  están  las  condicianes  de  s^r  y  de  vida  de  su 
contingente  entidad.  No  eaesto  decir  que  debamos  desechar  como 
indtUes  ó  peligrosos  los  estudios  psicok^cos;  muy  al  contrario;  es* 
tos  estudios  son  miiy  necesarios;  lo  que  queremos  afirmar  es  que 
en  la  p&ícoltgja  no  reside  la  ciencia ,  pero  si  el  modo  de  llegar  i, 
ella,  puesto  que  si  las  condiciones  de  nuestra  vida  están  ea  el  este  • 
rior,  en  noesilro  interior  residen  las  facultades  nepeí^iaa  para  cono- 
cerlas, quererlas  y  realizarlas.  Repetimos»  pues,  que  ea  la  psicología 
no  está  la  fuente  de  la  ciencia»  pero  que  es  el  camino  parai  llegar  á 
su  consecacioni.  De  ella  parte  Descartes,  pero  solo  como  uqi  puente 
para  pasará  laideadel  ser  infinito,  estoes,  á  la  oatologia:  de  ella 
se  sir?e  Pichte  para  encontrar  en  eJ  yo  la  ciencia  trascendeotal;  por 
esto,  su  término  es  el  panteísmo  racional. 

T  esforzando  mas  el  raciocinio,  si  hemos  dicho  que  el  ser  buma* 
no  procede  de  lo  absoluto  y  en  él  tiene  su  término,  oío.  siendo  el 
presente  sino  el  camino  que  á  él  conduce,  deduciremos  que  la  in  - 
teiigencia  humana  solo  tiene  por  objeto  conocer  este  término :  es 
decir,  la  verdad  absoluta  sin  la  cual  ^1  fia  no  le  es  asequible;  y  h¿ 
aqui  también  por  qué  la  inteligenoia  que  solo  estudia  su  personali- 
dad y  la  de  los  demás  seres  finitos  para  encontrar  en  sos  manifes* 
taciones  una  guia  que  la  conduzca  al  ser  infinito,  no  conoce^  porque 
no  ha  de  descansar  en  ellos,  las  esencins  del  yo  ni  de  los  demás  ser 
res  finitos:  y  si  la  voluntad  no  debe  amar  masque  la  verdad^  que  es 
objeto  de  la  inteligencia,  solo  deberemos  amar  lo  absoluto,  lo  infi- 
nito, y  nuestro  ser  y  el  de  las  demás  criaturas  únicamente  en  cuan- 
to á  él  conducen:  y  si  la  actividad  humana  en  cuanto  pertenece  al 
ser  racional,  es  el  resaltado  de  la  voluntad,  y  ésta  une  nuestro  ser 
condicional  coa  el  incondicional,  por  medio  del  amor  subordinán- 
dole á  él,  resalla  que  las  acciones  de  la  actividad  libre  del  hombre 
no  deben  ser  sino  la  realización  del  orden  trazado  por  el  Ser  Su^ 
premoy  y  bé  aqui  también  cómo  la  filostfia,  después  de  largos  raaona- 
mieptos^nos  conduce  áproclanuir  la  verdad  del  dogp^a  católico  sobre 
el  desuno^  tanto  presente  comofutiifodel  ser  racional.  Blas  el  hom- 
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bre,  yfnculo  donde  se  relacionan  el  mundo  de  los  espf ritos  y  el  délas 
existencias  físicas,  es  á  la  Tez  espirita  y  materia»  y  como  qniera 
que  según  antes  digimos,  el  medio  ha  de  ser  de  la  naturaleza  del 
principio  á  que  se  aplica,  resulta  que  para  que  sea  posible  la  reali- 
zación de  su  doble  seda,  espiritual  y  material,  necesita  tambiea 
medios  espirituales  y  materiales. 

Principiando  nuestro  examen  por  su  parte  física,  ¿dónde  encon- 
traremos las  condiciones  que  hagan  posible  su  existencia?  Si  recor- 
damos que  el  medio,  aunque  colocado  fuera  de  nuestra  personali- 
dad, ha  de  ser  precisamente  por  ella  conocido,  y  ha  de  estar  tam- 
bien  á  su  alcance;  y  si  por  otra  parte  advertimos  que  fuera  de 
nuestro  ser  en  la  parte  fenomenal  no  existe  otra  cosa  que  el  mundo 
esterno,  vendremos  á  afirmar  que  éste  en  su  parte  material  ha  de 
tener  las  condiciones  que  hagan  posible  la  realización  de  esta  vida. 

En  efecto,  considerada  la  naturaleza  del  mundo  esterior.  veni- 
mos ¿  afirmar  como  consecuencia  legítima  que  su  existencia,  si  no 
hemos  de  decir  que  carece  de  razón  de  ser,  ha  de  estar  determina- 
da finalmente  á  la  existencia  de  la  personalidad  humana.  T  en  ver- 
dad, en  ese  mundo  fenomenal  en  quien  mucho  menos  aun  que  en 
nuestro  yo  podemos  admitir  la  razón  de  su  existencia,  necesitamos 
como  en  éste  elevarnos  para  buscar  su  aplicación  á  otro  ser  de  po- 
der infinito  de  quien  proceda,  no  por  razón  de  identidad  ,  puesto 
que  hemos  visto  que  el  panteísmo  no  deja  de  ser  una  de  las  mas 
grandes  aberraciones  de  la  razón  humana,  sino  por  razón  de  causa- 
lidad, en  lo  cual  éste  orden  de  seres  tiene  identidad  de  origen  coa 
el  ser  humano;  empero  al  meditar  sobre  esas  dos  series  de  existen- 
cías  encontramos  entre  ellas  diferencias  profundas  que  arguyen 
una  diversidad  fundamental  en  el  destino  que  deben  realizar. 

Profundizando  el  examen  de  la  naturaleza  humana,  en  lo  que 
tiene  de  inteligente  y  libre,  y  por  lo  tanto  en  cuanto  se  le  puede 
aplicar  la  idea  de  imputación,  siendo  completamente  el  arbitro  de 
sus  destinos,  necesariamente  le  habremos  de  conceder  la  idea  de 
causalidad  final,  y  en  manera  alguna  podremos  jamás  hacer  de  él 
un  medio  subordinándole  como  á  tal  á  ningún  otro  ser. 

Ahora,  saliendo  de  nosotros  mismos,  fijémonos  en  el  mundo  de 
las  existencias  físicas,  que  nos  son  estertores,  y  podremos  apreciar 
la  diferencia  de  sus  destinos.  Al  admirar  los  fecundos  gérmenes  que 
la  tierra  encierra  en  su  escondido  seno,  al  estudiar  las  diferentes 
relaciones  que  dan  cohesión  al  universo  y  belleza  y  armonía  á  su 
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giganlesco  conjunto,  al  vernos  por  otra  parte  obligados  á  negar  á 
la  materia»  no  solo  inteligencia  sino  también  sensibilidad,  precisa- 
mente Tendremos  á  parar  en  que  la  fecundidad  de  sa  seno  foera 
inútil  sin  existencias  esteriores  dotadas  de  una  organización  mat  e- 
rial  cuya  vida  debieran  alimentar,  y  la  sabiduría  de  sus  relaciones 
y  la  belleza  de  sa  conjunto,  sin  inteligencias  que  pudieran  apre  - 
ciar  esta  sabiduría,  y  capaces  también  de  estaaiarse  en  sus  delicio  - 
sas  armonías.  Luego  en  el  mundo  fenomenal  que  nos  rodea  no  en- 
contramos sino  la  idea  de  medio  concedido  á  un  ser  á  la  vez  mate- 
rial, para  utilizar  la  riqueza  de  sus  gérmenes,  é  inteligente,  moral 
y  sensible  para  conocerlo,  quererlo  y  utilizarlo  en  la  realización  de 
su  destino. 

Ahora  bien,  ¿quién  será  el  ser  para  quien  el  mundo  fenomenal 
como  medio  ba  sido  creado? 

No  necesitamos  detenernos  á  demostrar  que  ese  ser  no  es  posi  • 
ble  que  sea  el  infinito,  de  doude  ese  mundo  procede.  Tratamos  de 
probar  al  principio  que  lo  absoluto  tiene  en  si  mismo  una  vida  per- 
fectísima,  y  por  lo  tanto,  que  tratar  de  aplicarle  la  idea  de  medio, 
es  nada  menos  que  negar  la  posibilidad  de  su  existencia ;  fuera  de 
que  aun  así  y  todo,  el  aplicar  la  idea  del  mundo  material  como 
medio  de  realizar  la  vida  iuGnita,  á  más  de  que  esto  es  en  ^  i  una 
inconcebible  aberración,  sería  necesario  admitir  la  idea  de  materia 
en  el  Ser  Supremo;  y  por  la  misma  razón  no  podemos  aun  fuera  de 
h  Divinidad,  admitir  este  mundo  como  subordinado  á  la  vida  de  un 
ser  íomateríal,  aunque  sea  Hnito;  pues  bemos  dicho  que  el  medio  ba 
de  ser  proporcionado  á  la  naturaleza  del  ser  á  que  se  aplica,  y  por 
lo  tanto  la  materia  jamás  podrá  ser  la  condición  para  que  pueda 
realizarse  la  vida  de  un  espíritu  puro. 

Fuera  de  estas  criaturas,  si  prescindimos  de  los  irracionales,  en 
quienes  como  en  el  mundo  puramente  material  solo  se  encuentre 
la  idea  de  seres  puramente  condicionados  con  todos  los  caracteres 
de  tales;  fuera  de  estas  criaturas,  digo,  no  existe  sino  la  personali- 
dad humana,  la  cual  no  pudiendo  como  antes  demostramos  ser  me- 
dio, presenta  por  otra  parte  todos  los  caracteres  que  la  determinan 
como  la  única  á  la  que  como  condición  de  su  existencia  se  subor* 
dina  el  mondo  fenomenal. 

Véase  si  el  hombre  como  ser  físico  no  moriria  sin  la  inagotable 
fecundidad  que  entraña  la  tierra,  y  si  su  inteligencia  que  tiene  por 
fia  la  verdad  absoluta  podría  elevarse  á  ella  sin  partir  de  las  for* 
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mas  con  que  el  rnuodo  esterior  esciu  sa  actividad:  y  al  medir  la 
íQmeDsidad  de  los  mares  y  la  rapidez  del  torbetlioo  se  eleva  al  co« 
Qocímieato  del  iofioito  poder  que  los  produce»  y  su  sensibilidad 
que  aspira  á  la  belleza  absoluta,  descubre  su  reflejo  al  admirar  d 
verdor  de  la  pradera  y  el  mu/mullo  de  la  fuente»  la  deliciosa  sole- 
dad de  los  bosques,  y  el  mageslooso  reposo  de  la  sileociosa  uocke. 
Luego  el  uoi verso  eo  cuaoto  oos  es  esterior,  tiene  la  msoo  de  su 
existencia  en  nuestra  personalidad,  y  á  él  se  subordinacomo  medio 
en  todas  las  manifestaciones  de  su  ser.  Sin  la  naturaleza  la  existeft- 
cia  del  hombre  en  su  forma  actual  es4mposible»  y  sin  el  hombre, 
el  universo  con  sus  gigantescas  proporciones  no  secta^  como  díoe 
Balmes,  sino  un  inmenso  cuadro  ante  la  helada  pupila  de  un  di- 
funto. 

Resulta,  pues,  que  el  hombre  en  su  parte  malerial  tieae  ea  la 
naturaleza  esterior  las  condiciones  para  la  realización  de  su  vida, 
y  por  lo  mismo,  podemos  lógicamente  concluir,  que  le  está  subor- 
dinada, como  se  subordina  el  medio  al  fin,  para  el  caal  ha  sido 
creado. 

Pero  en  taato  nos  ha  sido  posible  llegar  lógicamente  ¿  demos- 
trar esta  subordinación,  en  cuanto  existe  en  nosotros  otro  eiemen- 
to,  esto  es,  el  de  nuestra  inteligencia  y  libertad,  y  si  hemos  proba- 
do que  en  todas  las  manifestaciones  de  unestro  ser  somos  limitados 
y  subordinados  libremente  á  la  realidad  absoluta,  y  por  lo  tanto  he- 
mos tenido  precisión  de  buscar  fuera  de  nuestra  personalidad  las 
condiciones  de  nuestra  existencia,  si  hemos  por  otra  parte  sentado 
como  verdad  inconcusa  que  el  medio  para  que  pueda  servir  4  la 
realidad  á  que  se  determina,  ha  de  ser  de  la  misma  naturaleza  que 
ella,  resultará  que  así  como  para  la  parte  material  del  hombre  ba 
creada  Dio&  el  mundo  de  la  materia,  del  mismo  modo  s«  parle  es- 
piritual encuentra  el  medio  de  su  vida  en  el  mundo  de  las  ideas,  de 
la  ciencia:  y  la  ciencia  y  la  materia  puestas  al  servicio  del  ser  hu- 
mano, son  los  medios  que  se  le  han  dado  para  realizar  sus  destinos 
humanitarios. 

Ahora  bien,  dada  en  el  orden  material  é  intelectual  la  existencia 
de  los  medios  para  que  nuestra  doble  vida  sea  posible,  ¿que  falta 
para  que  nazca  en  toda  su  filosófica  profundidad  la  idea,  de  pro- 
piedad? 

Veámosk):  El  hombre,  hemos  dicho  que  tiene  su  principio  y  su 
fin  en  lo  absoluto,  y  al  concederle  inteligencia  y  libertad  le  hemos 
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hechoirbítro  de  sqs  destinos,  es  decir,  qae  se  paede  separar  de  su 
misión,  ejercieodo  so  actividad  fuera  del  orden  qae  por  el  Ser  Su- 
premo se  le  ha  trazado,  es  decir,  que  es  arbitro  de  ejercitar  esta 
actifidad  dentro  ó  fuera  del  medio  que  á  su  fin  debe  conducirle. 
Por  lo  tanto,  »eodo  la  materia  y  la  idea  las  condiciones  dadas  para 
llegar  á  este  fin.  para  que  oaz«a  U  idea  de  propiedad,  para  que 
aparezca  ese  vínculo  moral  y  jurídico  entre  el  yo  y  el  medio  que 
le  es  esierior,  es  necesario  que  sea  conocido  por  la  inteligencia  y 
querido  por  la  voluntad;  y  como  ni  la  inteligencia  conoce  ni  la  vo- 
lontad  quiere,  para  continuar  en  la  esterilidad,  es  preciso  que  la 
actividad  humanase  ejerza  sobre  el  medio  queriéndolo  y  aplicán- 
dole á  las  necesidades  del  yo.  Desde  el  momento,  pues,  que  la  acti- 
vidad humana,  ya  en  su  esfera  física,  ya  en  su  esfera  intelectual,  se 
aplica  al  medio  para  asimilárselo,  desde  este  momento  la  propiedad 
nace  en  todas  sus  esferas,  como  el  principal  de  los  derechos  inhe- 
rente á  la  personalidad  humana,  derecho  primitivo  é  inseparable  de 
nuestro  ser,  derecho  que  nadie,  sin  contrariar  los  planes  del  Eterno 
puede  disputarle,  disminuirle,  ni  contrariarle;  derecho  cuya  razón 
de  ser  existe  en  la  superioridad  de  nuestro  yo  sobre  el  mundo  este- 
rior,  pero  que  dada  la  naturaleza  libre  del  ser  racional  no  se  rea- 
liza para  el  uno  después  de  haber  subordinado  su  voluntad  á  la 
realización  de  la  voluntad  divina,  después  de  haber  ejercitado  su 
actividad  sobre  la  naturaleza,  después  de  haber  trabajado.  El  tra- 
bajo, modo  de  adquirir  la  propiedad,  no  es  otra  cosa  que  la  aplica- 
ción de  nuestras  fuerzas,  i  la  realización  de  los  planes  eternos  de 
la  sabiduría  increada  con  relación  al  hombre. 

Resulta,  pues,  que  la  idea  de  propiedad  está  cardinalmente 
basada  en  estas  otras:  deber  en  el  hombre  de  realizar  su  destino  y 
necesidad  de  medios  esteriores  para  conseguirlo:  relación  de  supe- 
rioridad de  nuestro  yo  sobre  la  naturaleza  esterior;  realización  de 
esta  relación  por  medio  de  la  aplicación  de  la  actividad  inteligente 
del  individuo  sobre  la  naturaleza  que  como  medio  le  está  subor- 
díaada. 

Salvador  Gayili 
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OBSERVACIONES 

SOBRE  a  PROYECTO  DE  LET  PARA  U  REFORMA  DE  U  GASAaOR  Clffu 
propuesto  al  Seiuido  en  S4  de  meyo  de  1884. 

I. 

Eotre  todas  las  reformas  que  ha  recibido  hasla  ahora  laadminis- 
traciou  de  justicia  eo  España,  no  hay  ninguna  tan  digna  de  fijar  la 
atención  de  los  Cuerpos  Colc^ísladores,  como  el  recurso  de  casa- 
ción. Considerado  al  principio  como  imposible,  porque  no  babia 
Códigos»  aunque  hubiese  leyes  de  varias  épocas  que  aplicar;  des- 
pués como  inútil,  cuando  se  poseían  los  de  segunda  suplicación  é 
injusticia  notoria,  que  no  llenaban  su  objeto,  lo  cierto  es  qoe  se 
ha  abierto  paso  al  través  de  muchos  obstáculos,  y  después  de  va- 
rias \icisitudes,  se  presenta  por  fin  á  las  Cortes  formulado  en  un 
proyeto  de  ley  que  está  en  armonía  con  las  luces  del  siglo,  y  acom- 
pañado de  diez  volúmenes  de  sentencias,  resultado  de  algunos  anos 
de  estudio  y  de  laboriosa  esperiencia,  en  que  podra  convencerse 
cualquiera  de  la  posibilidad  del  remedio  legal  de  la  casación.  £sto 
mismo  sirve  de  estímulo  á  cualquier  hombre  im parcial  y  amante 
de  su  país  para  contribuir  por  su  parle,  si  es  que  puede  decir  algo 
útil,  á  que  se  le  dé  la  mayor  perfección  posible  y  esceda,  si  es  lí- 
cito aspirar  á  tanto,  á  la  ley  francesa,  de  donde  hemos  tomado  es- 
ta institución  y  en  que  todavía  se  notan  algunos  defectos.  Lejos 
pues,  de  nosotros  toda  mira  pretenciosa  ó  exajerada,  al  presentar 
estas  observaciones  á  quien  puede  juzgarlas  mejor  que  nosotros 
mismos  y  aprovecharlas  si  las  encuentra  adecuadas  al  objeto  á  qoe 
se  dirigen.  No  nos  impele  á  ello  otro  móvil  que  el  deseo  de  mejorar 
la  administración  de  justicia,  y  mal  pudiera  suceder  otra  cosa 
cuando  vemos  consignadas  en  el  Proyecto  nuestras  propias  ideas, 
las  mismas  que  hemos  sostenido  en  varios  terrenos,  y  cuando  la 
crítica  ya  no  puede  versar  sino  sobre  el  más  ó  el  menos,  según  el 
diferente  modo  de  ver  las  cosas. 

Para  formarse  una  idea  exacta  del  recurso  de  casación  es  pre- 
ciso remontar  á  so  origen ,  á  su  principio  generador,  que  si  se  ol- 
vida, esta  institución  se  bastardea  y  desnaturaliza  convirtiéndose 
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en  ooa  creación  monslrnosa,  que  tiene!  may  poco  ó  nada  de  bueno 
y  todo  lo  malo  de  otras  instituciones  que  se  le  parecen.   Esta  insti- 
tución tuvo  su  cuna  en  Francia,  en  la  patria  de  Descartes  y  de  Pe- 
nelon  por  los  años  de  1302  á  1597  (1)  cuando  estaban  aun  confun- 
didos como  lo  estaban  en  la  edad  media  los  poderes  políticos.  En 
su  estado  rudimental  tuvo  por  objeto  la  corrección  y  enmienda  de 
los  fallos  que  daban  los  Parlamentos,  y  para  ello  se  recurría  á  los 
que  se  llamaba  entonces  Consejo  de  las  Partes,  institución  mista 
de  judicial  y  gubernativa,  el  cual  los  podía  enmendar  en  cuanto  al 
punto  del  hecho,  pero  no  en  cuanto  al  derecho;  y  esto  se  fundaba 
en  que  sobre  el  derecho,  el  Parlamento ,  Tribunal  Real  que  habia 
dictado  la  sentencia,  era  considerado  como  infalible:  solo  podia  en- 
gañarse ó  equivocarse  en  cuanto  al  hecho.  Error  muy  craso  pero 
también  muy  propio  de  aquellos  tiempos,  error  que  viciaba  el  re- 
curso de  casación  en  su  germen,  que  habia  de  tener  un  influjo  si- 
niestro aun  después  de  haber  desaparecido— seguncreen  algunos— 
por  un  edicto  de  18  de  enero  de  1897,  y  que  no  podia  dejar  de  ser 
combatido  por  los  progresos  de  la  ciencia.  El  Parlamento,  lo  mis- 
mo que  un  tribunal  cualquiera  podia  errar,  tanto  en  el  hecho  como 
en  el  derecho,  pero  con  la  gran  diferencia  de  que  en  el  hecho  el  er- 
ror es  á  las  veces  indeíinible  é  inevitable  hasta  cierto  punto,  mípu 
Iras  que  en  cuanto  al  derecho  se  le  puede  reducir  i  una  pauta  lija 
é  invariable,  al  testo  visible  de  ley  espresíi.  No  hablamos  de  la  ca 
liticacion  del  hecho  que  es  ya  una  cuestión  de  aplicación  del  dere 
cho,  sino  de  la  caliñcacion  de  las  pruebas  que  establecen  la  verdad 
de  los  hechos.  Lo  que  pasa  en  el  entendimiento  de  un  hombre  al 
examinar  las  pruebas  y  adquirir  el  convencimiento  de  un  herbó 
cualquiera  es  un  conjunto  de  impresiones  y  actos  mentales,  á  cu- 
ja esplicacion  no  se  presta  siempre  ninguna  lengua  por  perfecta 
que  sea.  No  porque  falten  reglas  de  sana  crítica  á  que  deba  uno 
ajustarse,  sino  porque  la  comprobación  de  si  el  juicio  ajeno  se  ha 
formado  ó  no  con  sujeción  á  estas  reglas,  es  un  verdadero  imposi- 
ble. Este  fenómeno  intelectual,  solo  tiene  un  criterio — y  éste  se 
funda  en  una  pura  inducción — el  común  consentimiento  de  todos 
los  hombres  que  piensan,  la  coincidencia  de  la  opinión  propia  con  la 
de  un  número  de  personas  que  no  caben  en  un  tribunal,  por  muy 
numeroso  que  sea.  Por  manera  que  sometido  una  vez  el  hecho  al 

(i)    Repertorio,  Dalloz,  T.  Vil,  págs.  4  y  5. 
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ezámeo  de  uo  oierlo  número  de  persoaas  imparcialesy  8tifideiiie> 
meóle  instruidas,  la  prudencia  aoonsejano  someterie  á  otras  pme- 
bas  en  que  aspirando  á  un  oplimi.^mo  imposible,  se  corre  el  riesgo 
de  nuevos  erreres.  &e  aquí  la  inutilidad  y  aan  el  perjnicto  de  las 
terceras  instancias;  de  aquí  también,  en  materia  de  casación,  el  ha- 
berse erigido  en  dogma  fundamental  de  la  creucia  qut  el  Tribunal 
Supremo  y  cerno  tal,  únieo  cemp^nte  para  casar  ó  anular  un  fa- 
¡lOfOolo  es  nunca  para  fiUktr  sobre  la  existencia  del  heeko,  y  siso- 
¡osobre  sus  coitseeuenüas  legales  que  son  ya  cuestiones  de  de* 
recho. 

Así  lo  ha  reconocido  la  legislaeion  francesa  al  conceder  an  re- 
curso ante  un  Tribunal  liníc»  y  soperior  á  todos  contra  el  error  qne 
se  hubiese  cometido  en  la  inteligenoia  y  aplicación  de  la  ley ,  ha- 
ciendo abstracción  de  la  pura  cuestión  de  hecho,  sobre  la  cual  se  ha 
dejado  omnímoda  libertad  á  los  Tribonales  reales. 

Falta  ahora  saber  si  la  ley  francesa ,  abstracción  hecha  de  ia 
doctrina  que  la  corrige  hasta  cierto  panto,  es  ó  no  consecoeote 
consigo  misma,  si  observa  fielmente  el  principio  en  todas  sos  apli- 
ciones,  ó  si  se  ha  separado  de  él  en  parte  mny  esencial.  T  desde 
luego  se  nota  que,  según  ella,  interpaestoel  recurso  del  fallo  de  an 
Tribunal  Keal  para  el  Supremo  ó  de  Casación  é  instruido  en  la  for- 
ma prescrita,  éste  le  falla  en  último  término,  y  si  acuerda  la  casa- 
ción remite  el  asunto  no  al  Tribunal  de  donde  procede,  sino  al  de 
otro  distrito  donde  se  falla  de  nuevo  en  el  todo;  es  decir,  no  solo  en 
cuanto  al  derecho,  sino  en  cnanto  al  hecho,  como  sí  no  se  habíera 
aun  pronunciado  sentencia  alguna,  sometiendo  este  nuevo  fallo  á 
un  segundo  recurso  de  casación ,  en  que  queda  ya  firme  é  incoo- 
Irastable  lo  establecido  en  cuanto  al  derecho,  y  es  el  que  pone  tér- 
mino á  la  cuestión  en  el  todo,  porque  siendo  ya  imprescindible  para 
el  Tribunal  Real  la  aplicación  del  derecho,  tal  cual  está  consignada 
en  esta  sentencia  del  Tribunal  Supremo ,  es  imposible  sustituirle 
otro  hecho,  un  hecho  distinto  de  los  apreciados  anteriormente. 

Basta  fijar  la  atención  un  poco  en  esta  solución  para  conocer 
todas  sus  deformidades.  No  se  dá  recurso  de  casación  en  cnanto  al 
hecho,  y  sin  embargo  se  anula  después  la  sentencia  en  cuanto  al 
hecho  y  al  derecho.  ¿T  quién  vuelve  á  pronunciar  otra?  ün  Tribu- 
nal de  igual  gcrarquía,  que  no  ha  conocido  aun  del  asnnto,  que  no 
es  el  competente  en  principio,  que  lo  es  tan  solo  por  una  estrava- 
gancia  de  la  ley.  Se  divide  hasta  cierto  punto  ht  continencia  de  la 
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cansa  joz^ado  en  uq  mismo  asuoto  tres  tribunales,  distiotos,  los 
iloa  Reales  y  el  Supremo  ó  de  casación,  pndiendo  el  segundo  eludir 
la  primera  casación  con  ana  apreciación  diferente  del  hecho,  en 
cuyo  caso  e)  recarso  ya  no  es  el  'mismo,  es  otro  noefo,  porque  re- 
cae sobre  otro  hecho,  ao  hay  más<  que  un  solo  recurso  de  casación. 
Lo  .probaríamos  coa  algunos  ejempk>s  si  no  temiéramos  molestar  in- 
úiilneate  á  nuestros  lectores. 

No  es  esto  solo,  sinA  que  el  hecho  que  con  taoia  facilidad  se 
amia  por  la  primera  sentencia  de  casación ,  queda  firme  é  inalte- 
rable por  la  segunda,  aunque  haya  sido  sustituido  por  otro.  Pues 

entóaces ¿por  qué  no  htoceiJo  así  desde  la  primera  sin  dar  lugar 

á  tergiversaciones?  ¿T  cuál  ha  sido  la  causa  de  esta  aberración  de 
la  Jeyf....  Hay  preocupacíaiies  ümestas  que  se  imanen  ¿  los  hom- 
bres de  ley  como  á  otro  cualquiera.  Es  para  algunos  cosa  imposi- 
ble que  anulada  una  sentencia  en  una  parte  no  lo  sea  en  el  todo, 
sin  reparar  que  no  hay  cosa  mas  ccrmun  y  frecuente  en  la  prácti- 
ca. Lo  están  viendo  todos  los  dias  y  no  lo  advierten.  ¿Cuántas  ve- 
ces los  tribunales,  asi  los  propios  como  los  estraios,  tanto  en  gra- 
do de  apelación  como  en  cualquier  otro,  reforman  los  fallos  de  sus 
inferiores,  admitiendo  implícitamente  los  hechos  apreciados  por 
ellos?  ¿Se  querrá  ahora  promover  una  cuestión  de  nombre?  ¿No 
viene  á  quedar  sin  efecto  la  parte  en  que  se  revoca  y  subsistente  la 
que  se  admite  ó  canfirma?  ¿Podría  esto  hacerse  si  envolviese  con- 
tradiccíoa,  si  la  parte  revocada  de  una  sentencia  envolviese  nece- 
sariamente la  anulación  de  la  otra?  ¿Pues  entonces,  ¿por  qué  no  la 
declara  la  ley  subsistente  de  una  vez  para  siempre  en  los  recursos 
de  casación?  Aquí  no  podia  haber  mas  cuestión  que  la  de  convenien- 
cia, y  está  probado  hasta  la  evidencia  que  por  ningún  término  con - 
Tiene  nunca  someter  los  hechos  á  revisión;  que  solo  el  error  de  de- 
recho es  capaa  de  esta  contraprueba.  T  ¿qué  se  adelanta  con  remi  • 
tir  el  proceso  á,otro  tribunal,  si  su  fallo  no  ha  de  ser  decisivo,  y 
este  privileaio  solo  compete  al  de  casación?  Perder  tiempo  y  des- 
prestigiarse recíprocamente  con  grave  daño  de  la  causa  pública  si 
«quel  usa  de  la  facultad,  que  se  le  reconoce,  de  insistir  en  su  pri- 
meia  opinión. 

¿Es  acaso  porque  coavenga  que  la  interpretación  y  aplicación 
definitiva  de  la  ley  sea  obra  de  dos  tribunales  distintos?....  Cuando 
se  Mega  á  este  último  grado,  ya  todo  está  discutido  y  examinado 
basta  la  saciedad.  Pues  en  verdad,  dpcia  en  otro  tiempo  Tolo- 
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zan  (i),  <el  fondo  de  las  cootestaciooes,  se  eocueDtra  algonas  Teces 
tan  íDlimameote  anido  con  el  medio  empleado  para  la  casaekm  6 
es  de  tan  grande  importancia,  qae  el  Consejo  se  encuentra  en  ana 
especie  de  necesidad  de  retener  el  conocimiento,  porqne  entonces 
el  interés  de  las  partes  y  el  del  público  le  determinan  á  ello  ignal- 
meote.  Porque  no  teniendo  las  parles  ya  que  emplear  sino  loa  mis* 
mos  medios  que  han  discutido  sobre  la  casación,  seria  inútil  ha- 
cerlas volver  ante  los  Jueces  ordinarios,  y  esponerlas  por  esto  solo 
á  los  gastos  y  ^lilaciones  de  ona  nueva  instancia,  que  se  eDcueatra 
por  decirlo  asi,  de  tal  modo  prejuzgada  por  la  sentencia  del  Coose* 
jo,  que  ya  no  es  posible  separarse  de  ella,  y  el  juicio  que  Tá  á  pro- 
nunciarse no  es  más  que  una  pura  fórmula  que  hay  que  llenar.» 

Nosotros  no  decimos  que  algunas  veces,  sino  que  siempre  su- 
cederá lo  mismo  desde  el  momento  en  que  se  separe  el  juicio  del 
hecho  del  juicio  del  derecho  de  manera  que  no  se  confundan  nun- 
ca. ¿Qué  es  lo  que  debe  entenderse  por  el  fondo  de  los  asuntos, 
pregunta  Daltoz?  y  él  mismo  responde:  «el  fondo  del  asunto  es  lo 
que  constituye  el  objeto  de  las  conclusiones  de  las  partes,  U  con- 
troversia que  las  divide  y  la  incertidumbre  sobre  el  punto  de  saber 
(le  qué  lado  está  el  derecho  y  la  legitimidad  de  sus  pretensiones....  • 
Pues  esto  no  son  los  hechos  de  un  pleito  sino  las  consecuencias  le- 
gales de  los  hechos,  y  esto  no  puede  menos  de  ser  el  objeto  de  ios 
lalloH  de  casación  así  como  lo  material  del  hecho  y  sus  circunstan 
iúan  de  la  competencia  esclusiva  de  los  tribunales  de  segunda  ins- 
tancia. 

Pero  este  error  proviene  de  otro  que  conviene  estirpar  de  raíz. 
Se  confunde  la  anulación  de  un  juicio,  de  todo  un  procedimiento 
r,on  la  casación  de  la  sentencia  en  él  pronunciada.  Si  la  casación 
implicase  la  anulación  y  reposición  de  todo  el  juicio,  dirían  bien  los 
juristas,  seria  imposible  que  hubiese  sentencia  ni  en  todo  ni  en  par* 
le,  pero  también  entóuces  seria  preciso  que  principiase  de  nuevo  el 
juicio.  ¿Gs  esto  acaso  lo  que  se  manda  cuando  se  casa  una  senten- 
cia en  el  fondo?  Pues  entonces  no  se  venga  á  decir  que  no  se  con- 
cibe que  una  sentencia  quede  subsistente  en  parte  cuando  lo  queda 
9t\  juicio,  aun  después  de  anulada  ó  casada  su  parte  mas  princi- 
i»al.  Esto  nos  parece  una  verdad  trivial  y  por  lo  mismo  no  insisti- 
mos más. 

(i)    Página  28i. 
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Otro  argameoto  se  levanta  aqoi  como  el  Osa  y  el  Pelion  para 
aplastarnos  en  el  sentir  de  los  partidarios  de  esta  opinión.  Es  la  di  - 
ficultad  y  aun,  como  creen  algnoos,  la  imposibilidad  en  ciertos  ca- 
sos de  separar  el  heebo  del  derecho  y  por  consif^nieote  la  de  erigir 
en  regla  semejante  separación,  la  de  someter  á  juicio  el  uno  sin  so- 
meter igualmente  el  otro.  ¿Pero  se  ha  reparado  bien  en  qué  consis- 
te esta  dificultad?  Hay  cuestiones  en  que  un  tícío  del  lenguaje  es  la 
causa  de  la  diticuUad  ó  imposibilidad  de  resolverlas,  una  cuestión 
puede  permanecer  insoluble  mientras  no  se  precisen  los  términos 
en  que  se  formula.  Nosotros  vemos  la  cuestión  actual  depender  de 
esta  otra.  ¿Es  algún  imposible  en  buena  lógica  tratar  de  la  verdad 
de  un  hecho  antes  de  ocuparse  poco  ni  mucho  de  la  calificación  de 
este  mismo  hecho  con  arreglo  ¿  ana  ley?  No  creemos  que  pueda 
nadie  decirlo  sin  ponerse  en  contradicción  con  su  propia  c<)ncíen- 
cia.  Pues  entonces  es  preciso  reconocer  que  toda  la  dificultad  di- 
mana de  inexactitud  en  el  lenguaje,  de  proferir  cuando  se  está  ha- 
blando de  la  certeza  del  hecho  palabras  de  significación  relativas  á 
su  calificación.  Téngase  cuidado  con  esto,  evítese  esta  confusión  de 
ideas  que  nace  de  un  desorden  en  las  palabras  y  está  vencida  toda 
la  dificultad.  Esta  alucinación,  quexproduce  lo  defectuoso  de  la  es- 
presión,  nunca  es  mayor  que  cuando  el  hecho  está  como  suele  de- 
cirse encarnado  en  la  misma  ley.  Véase,  pues,  un  ejemplo  que  no 
nos  cansaremos  de  repetir  por  su  aptitud  á  servir  de  norma  para 
juzgar  de  estas  pretendidas  encarnaciones.  Parece  que  el  mismo 
texto  de  la  ley  coa  el  que  se  halla  identificado  viene  á  deslumhrar- 
nos y  confundirnos.  Un  cierto  sugeto  ha  entregado  á  otro  una  can- 
tidad, el  cual  ha  ofrecido  por  sí  y  en  nombre  de  sus  herederos  y  su  - 
cesores  pagarle  un  ré^lito  fijo  mientras  no  la  devuelva,  asegurando 
este  pago  sobre  una  finca,  á  lo  cual  había  precedido  la  entrega  del 
capitai  sin  ofrecer  otra  cosa  masque  su  devolución.  ¿De  qué  se  tra- 
ta en  primer  lugar?  De  saber  si  esto  es  cierto.  Puede  haberse  he. 
cbo  constar  por  testigos  ó  por  un  dooumento.  En  este  caso  tendre- 
mos la  ley  del  contrato  y  el  texto  de  esta  ley  vendrá  á  traducirse  en 
lo  que  los  testigos  declaren  ó  en  el  texio  del  documento.  ¿Hay  aquí 
ninguna  necesidad  de  mentar  siquiera  la  especie,  la  calificación  del 
contrato?  Ninguna  absolutamente.  ¿Es  ó  no  cierto  el  hecho?  Héaqui 
la  primera  cuestión :  no  hay  necesidad  de  pasar  á  otra  hasta  que 
esté  resuelta.  Esto  es  lo  natural,  lo  lógico.  Si  nada  de  lo  dicho  ha 
<)currido  ó  ba  ocurrido  otra  cosa  distinta,  ó  no  habrá  nada  que  califi- 
Touo  xxvii.  *  33 
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car,  ó  se  calificará  después  de  otro  modo.  ¿Hay,  por  veoiiira,  olro 
caso  en  que  pueda  eslar  más  implícito  el  hecho  en  el  derecho?  Dí- 
gasenos j  contestaremos.  Pero  si  en  vez  de  guardar  cuidadosameu- 
te  esa  línea  de  separación  se  pronuncia  por  distracción  6  por  impa- 
ciencia la  palabra  prestar  en  vez  de  la  de  entregar,  la  de  obligarse 
en  esta  ó  en  otra  forma  en  vez  de  ta  de  prometer  ü  ofrecer,  la  de 
consignar  en  vez  de  la  de  imponer,  etc.»  etc.,  nos  habremos  inter- 
nado insensiblemente  en  la  calificación  del  hecho;  y  véase  como  to- 
do depende  de  la  precisión  del  lenguaje  y  no  de  la  esencia  mi^ma 
ó  de  lo  impenetrable  de  la  cosa  en  cuestión.  \un  esos  defectos  do 
tendrán  consecuencia  entre  personas  de  alguna  instrucción  si  no 
pierden  de  vista  que  entonces  solo  se  trata  de  averiguar  lo  que  |ia- 
s6,  lo  que  hubo  en  realidad,  lo  que  refieren  los  testigos  ó  el  docu- 
mento, sin  prejuzgar  cosa  alguna  sobre  el  carácter  legal  del  hecho, 
y  esto  no  es  ningún  imposible.  <>ualesquiera  qne  sean  las  palabras 
vertidas  en  las  declaraciones  de  los  testigos  ó  en  el  documento,  ja 
cuestión  no  saldrá  ile  la  esfera  de  un  hecho  qae  no  embargara  el 
jnicio  pnra  la  calificación  de  este  hecho.  Vendrá  después  la  cuetion 
y  el  momento  opt)riiino  de  juzgar  sobre  si  aquello  que  se  sabe  ;a 
que  es  un  hecho  consignado  de  esta  ó  la  otra  manera  en  los  autos, 
es  todavía  un  mátuo  como  lo  fué  en  un  principio,  6  se  ha  converti- 
do en  un  censo  consignativo.  Hé  a(|uí  la  cuestión  de  derecho,  que 
no  tendría  sobre  que  recaer  si  no  hubiera  un  hecho,  establecido  \a 
por  la  prueba  y  que  no  tiene  nada  que  ver  con  la  calificación  de 
etita  misma  prueba.  Las  dificultades  que  esta  puede  ofrecer  existen 
para  los  juzgados  ó  tribunales  que  fallan  en  tas  anteriores  instan- 
cias, más  no  para  él  Tribunal  Suprciio.  El  Tribunal  de  Casación 
debe  limitarse  á  estraer  el  hecho  tal  cual  resulla  sentado  en  los 
fundamentos  de  la  st'.niencia  que  tiene  á  la  vista,  para  cuniparario 
ron  la  ley,  y  aquí  es  donde  se  presentan  otras  dificultades  que  solo 
él  está  encargado  de  resolver.  Estas  dimanan  de  la  naturaleza  de| 
hecho  en  cuestión,  de  la  esencia  de  lo  que  resulta  probado,  de  la 
aplicación  de  la  ley  al  caso  que  se  tiene  presente;  no  de  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  que  es  ya  una  cuestión  resuelta  por  otro.  Estas 
dificultades  existen  siempre  en  lodorecurso  de  casación:  y  sí  ooexis* 
tieran,  de  muy  poco  ó  nada  servirla  semejante  recurso  nt  cualquie 
otro:  estad  dificultades  no  se  resnelven  por  la  calificación  de  la 
prueba,  ütia  nuera  estimación  de  la  prueba  puede  crear  nnevasdi- 
fi^ultades  en  la  aplicación  de  la  ley,  quedando  sin  resolver  las  pri- 
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meras  en  el  fiislema  de  ta  ley  francesa.  T  sobre  todo»  si  tal  es  el 
motivo  de  la  revisíoo  del  hecho  y  tao  ioseparabie  se  coosídera  Ja 
\ij)a  cuestión  de  la  otfa,  lo  que  eitgía  el  rigor  de  la  lógica  era  ex- 
cluir eatraaibas  del  recurso  de  casación  áutes  que  hacerlas  depeu* 
der  eo  último  ténnino  del  fallo  del  Tribuoal  Real,  lo  cual  equivale 
á  suprimir  el  recurso  de  casación.  Esto  es  lo  que  viene  á  hacer  en 
algunos  casos  el  Tribunal  de  Casación  en  Francia  abandonando  á 
los  Tribunales  Reales  la  apreciación  de  los  hechos. 

Aun  hay  inconvenientes  más  graves  en  este  sistema  de  revisión 
del  hecho.  Escójase  el  número  que  se  quiera  de  entre  muchas  sen- 
tencias, no  habrá  ninguna  de  la  cual  se  pueda  asegixrar  á  priori 
ó  antes  de  entrar  en  el  fondo  de  ella,  que  no  contiene  un  error  de 
hecho  ó  de  derecho.  Tanto  puede  haberse  errado  en  lo.  uno  como 
en  lo  otro,  y  si  se  ha  errado  en  el  hecho  de  nada  sirve  haber 
acertado  en  la  aplicación  de  la  ley:  la  sentencia  es  una  vana  ilu- 
sión. ¿De  qué  sirve  la  aplicación  de  la  key  á  un  caso  que  no  es  el 
presente*  que  no  existe  más  que  en  la  imaginación  de  los  jueces? 
¿Pues  supongamos  que  de  cien  seuteocias  de  que  se  ha  interpuesto 
el  recurso  se  casan  diez:  en  ellas  solas  gozaran  los  litigantes  del  be- 
neficio ó  remedio  de  la  revisión  eu  el  hecho  y  el  derecho:  las  noventa 
restantes  quedan  sin  correctivo,  aunque  se  baya  hecho  en  falso  la 
aplicacioA  de  la  ley.  ¿Puede  haber  cosa  más  contraria  á  equidad  y 
jusiicia?  Concédase  eo  todos  los  casos  ó  no  se  dé  recurso  de  casa- 
ción en  ninguno,  para  no  introducir  un  desnivel  semejante  entre 
Jos  que  demandan  justicia. 

Pero  aquí  nos  sale  al  encuentro  otra  preocupación  más  fuerte, 
de  más  hondas  raíces,  en  cuyo  favor  milita  una  prescripción  de 
muy  largo  tiempo.  Hablamos  del  decantado  aforismo  de  que  el 
recurso  de  casación  está  establecido  en  interés  de  la  ley  y  no  eu 
el  de  los  Ktiganles,  perjudicados  en  tai  ocasión;  d^doade  se  infiere, 
aunque  no  se  diga,  el  absurdo  de  que  con  tal  que  la  ley  se  haya 
entendido  y  aplicado  bien  á  un  caso  ficticio  ó  imaginario,  importa 
mny  poco  que  se  hayan  sacriScado  los  intereses  de  la  justicia.  No 
se  podía  inventar  un  mejor  específico  para  amenguar  á  los  ojos  del 
▼ulgo  la  importancia  del  remedio  de  la  casación.  Pero  ¿qué  quiere 
signiGcarse  con  ese  oscuro  dictado  del  interés  de  la  ley?  Porque  ya 
no  estamos  eo  tiempos  de  alimentarnos  de  vanas  palabras  sino  de 
cosas,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  ver  á  lo  que  se  reducen  en  puridad 
las  cosas  que  significan.  La  ley  en  primer  lugar  no  autoriza  Nme« 
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jante  aforismo.  Lo  que  se  ha  dicho  con  arreglo  i  ella  es  cque  el  de- 
recho de  casar  existe  do  solo  ea  el  interé-^  ó  eo  utilidad  de  las  par- 
tes y  á  instaucia  de  estas,  sino  tarobieii  ea  interés  de  la  ley  y  á 
instancia  de  su  Procurador  general,  obrando  espontáuearoente  6 
en  virtud  de  orden  del  Ministro  de  la  Justicia.»  (1)  Eo  cuyo  caso 
obra  en  pro  de  la  sociedad  en  general.  El  interés  de  la  ley  ó  es  el 
de  todos  los  individuos  ó  es  nada  en  sustancia.  El  interés  de  todos 
ó  del  mayor  número  no  se  concibe  sin  el  de  cada  uno,  y  si  la  justicia 
no  se  administra  de  uno  en  uno,  no  se  comprende  como  puede  lle- 
gar un  dia  en  que  se  administre  á  todos.   El  interfe  de  la  ley  está 
en  lo  presente  y  en  el  porvenir.  Es  verdad  que  no  se  limita  al  in- 
dividuo comprometido  en  tal  ó  cual  pleito;  pero  es  un  ente  de  rmzon 
es  la  nada,  ó  es  el  de  aquel  individuo  y  el  de  todos  aquellos  que 
pueden  verse  en  el  mismo  caso:  proveyendo  sobre  él  se  provee  para 
todos  los  casos  iguales:  se  reparad  perjuicio  pre^ente  y  se  precave 
el  que  se  cause  en  otros.  Todo  esto  parece  trivial,  pero  es  lo  cierto 
que  se  ba  olvidado  ó  se  ha  confundido  en  sus  apotegmas  por  los 
maestros  de  la  ciencia,  viniéndose  á  proclamar  con  la  mayor  sangre 
fria  y  como  si  se  dijese  una  cosa  inocente  •que  el  recurso  de  easaetan 
no  tiene  por  objeto  enmendar  la  injusticia  de  una  senteiícia,»  que 
es  como  si  se  dijera  que  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  puede 
prescindir  en  sus  fallos  de  la  justicia.  Preciso  es  convenir  que  aqoi 
hay  una  confusión  deplorable  de  ideas,  que  aun  cuando  no  se  quiera 
decir,  se  dice  una  cosa  estupenda  capaz  de  escandalizar  y  estraviar 
la  opinión  del  público  acerca  de  la  augusta  misión  del  Tribunal  Su- 
premo; y  por  lo.  mismo  es  un  deber  sagrado  no  permitir  que  entre 
nosotros  se  arraigue  semejante  aforismo:  es  menester  reducirle  á  sa 
justo  valor.  Lo  que  hay  aquí  verdaderamente  es  una  abstractioo 
tomada  por  una  realidad,  que  desvía  los  ojos  de  lo  que  hay  en  él 
fondo  de  la  casación,  y  contribuye  á  que  se  forme  una  idea  errónea 
de  este  sublime  remedio.  Esto  se  asemeja  muchísimo  á  lo  que  en 
otro  tiempo  significaba,  y  aun  significa  en  boca  de  algunos»  el  inte- 
rés del  Estado.  ¡Cuántos  absurdos  é  iniquidades  se  han  cometido  en 
su  nombre!  Si  no  se  entiende  lo  que  debe  entenderse  por  el  interés 
de  la  ley,  peligra  mucho  que  tampoco  se  entienda  lo  que  es  el  re- 
curso de  casación. 

Ta  hemos  dicho  y  aun  creemos  haber  probado  que  en  cuanto 

0)    Dalloz,  T.  VH.  §.  H96. 
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ti  hecho  todo  fallo  es  iof^spugoable.  De  lo  contrario  seria  peor  el 
remedio  que  el  mism)  mal.  Los  falíos  de  los  Tribunales  Keales,  lie- 
?aa  consigo  la  presunción  de  justos^  y  en  este  sentido  son  y  deben 
ser  soberanos.  En  cuanto  al  derecho  podrá  haber  varios  motivos  de 
casación,  pero  si  no  se  alegan  más  que  unos  ó  algunos,  un  Tribu  • 
nal  de  Justicia  no  puede  ocuparse  de  otra  cuestión  que  de  la  lleva- 
da  ante  el  mismo.  Esto  es  un  axioma  en  lo  judicial.  Mas,  en  el  ca- 
so dado,  la  cuestión  es  de  administración  de  justicia;  porque  se  tra- 
ta de  ver  si  el  fallo  es  ó  no  conforme  á  la  ley  en  los  puntos  cootro  • 
Tertidos.  Si  en  algo  se  diferencia  este  caso  de  los  comunes  es,  en  que 
T¿  la  sentencia  á  servir  de  ejemplo  en  otros  casos  iguales,  y  esto 
lejos  de  disminuir  acrecienta  la  importancia  y  trascendencia  del  fa- 
llo, pero  no  menoscaba  un  ápice  el  interés  de  las  partes.  Nada  im- 
porta que  esté  limitado  á  un  punto  ó  á  menos  de  los  que  pudiera 
abrazar.  Acorre  auna  queja,  no  puede  estralimitarse  de  ella;  y  en 
esta  parte  satisface  una  necesidad  pública.  Si  se  eliminan  las  cues- 
tiones de  puro  hecho,  si  se  reducen  las  cuestiones  de  derecho,  es 
consultando  siempre  el  bien  público,  las  exigencias  de  la  razón  y 
de  la  Justicia,  el  interés  de  las  mismas  partes,  que  no  permite  que 
se  prolonguen  ni  multipliquen  los  pleitos  hasta  lo  infinito.  En  esto 
consiste  el  admirable  mecanismo — y  este  sí  que  es  admirable — de 
la  casación.  Haciendo  una  aplicación  en  grado  eminente  del  gran 
principio  económico  de  la  división  del  trabajo,  de  que  resulta  su 
perfección,  confia  á  los  Tribunales  Reales  el  poder  de  estatuir  sobre 
^\  hecho,  y  reserva  á  un  Tribunal  Supremo  el  de  estatuir  en  último 
grado  sobre  el  punto  de  derecho.  Sobre  cada  determinado  asunto 
^  una  cuestión  de  justicia  trascendental.  Decir  que  porque  tras- 
ciende á  tanto  no  hay  que  cuidarse  del  individuo  á  quien  interesa, 
es  decir  que  se  puede  promover  el  bien  público  desatendiendo  el  de 
los  particulares,  es  cosa  que  no  puede  hacerse*  diremos  mas  en  ho- 
nor de  los  que  administran  justicia,  es  cosa  que  no  se  hace  nunca. 
T,  sí  no  se  hace,  ¿por  qué  decirlo  con  escándalo  del  que  no  lo  en- 
tiende? 

Tenemos  pues  siempre  la  misma  suestion.  Todo  está  reducido  á 
ella  sola,  ¿Puede  ó  mas  bien  conviene  someter  á  una  revisión  los  fa- 
llos de  los  Tribunales  Reales  sobre  el  mero  hecho?  ¿sí  ó  nó?  Si  no 
conviene,  déjese  intacta  esta  parte  de  las  sentencias  y  examínese 
la  justicia  ó  injusticia  de  las  restantes.  De  tejas  abajo,  en  lo  huma- 
no, no  hay  más  allá. 
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añádese  á  e^to  la  inutilidad  de  semejante  procediniienlo.  Son 
tan  pocas  las  veces  en  que  hay  que  tocar  al  hecho  qne  apenas  se 
d^^rá  una  entre  ciento  en  que  esto  suceda  respecto  de  los  fallos  ca- 
sado?. Para  esto  es  preciso  que  el  error  de  hecho  coincida  precisa- 
mente  con  el  error  en  la  aplicación  del  derecho,  lo  que  sucede  moy 
raras  veces.  Otra  razón  más  para  noahrirun  nuevo  juicio.  Si  tan 
remota  es  esta  contingencia  y  tan  poco  probable  que  on  tercer  fallo 
sea  más  acertado  que  los  anteriores  ¿á  qué  correr  este  nuevo 
riesgo? 

Esto  aun  se  comprende  menos  en  un  país  que  acostumbrado  al 
jurado  en  materia  criminal,  tiene  probada  por  esperiencía  la  faci- 
lidad con  que  se  separa  el  juicio  del  hecho  del  juicio  del  derecho,  f 
la  gran  conveniencia  de  esta  separación. 

¡Cuántas  anomalías  é  inconvenientes  resultarían  del  sistema 
contrario!  cTrasformada  asi  la  apreciación  en  una  cuestión  de  de- 
recho é  interviniendo  el  Tribunal  de  Casación,  con  toda  su  autori- 
dad para  hacer  por  sí  mismo  esta  apreciación,  el  negocio  vendría  á 
parar  sin  remedio  en  una  nueva  apreciación  del  Jurado.  Ved  aquí, 
pues,  al  Jurado  juzgando  una  cuestión  de  derecho,  juzgada  ya  por 
el  Tribunal  de  Casación,  y  tal  vez  juzgándola  de  diferente  mo- 
do.» (1)  La  anomalía  es  la  misma  cuando  se  aplica  esta  reflexiona  los 
Tribunales,  ün  segundo  Tribunal  juzgando  sobre  la  existencia  del 
hecho  que  dejó  ya  establecida  el  primero,  y  esto  porque  el  Supre  - 
mo  ha  fallado  sobre  lo  que  no  debía,  casando  y  anulando  lo  ya  juz- 
gado sobre  la  certeza  del  hecho,  en  vez  de  limitarse  á  la  cuestión 
de  derecho!  T¿dequé  proviene  esta  anomalía?  De  la  confusión,  de  la 
apreciación,  de  la  centeza  ó  falsedad  de  un  hecho  con  la  calificación 
legal  de  este  mismo  hecho:  confusión  que  también  se  nota  hasta  en 
esas  mismas  palabras  del  autor,  que  hemos  citado  testual mente,  sin 
que  por  eso  dejen  detener  mayor  fuerza,  cuando  solo  se  trata  de  la 
verdad  ó  falsedad  de  los  hechos.  Porque  M.  Dalloz,  hablando  de  lo» 
delitos  de  la  prensa,  confunde  la  calificación  legal  del  hecho  por  sus 
circunstancias,  con  la  existencia  de  lo  uno  y  lo  otro,  que  tampoco 
distingue  la  ley  francesa,  y  es  lo  único  sobre  que  debía  fallar  el  Ju- 
rado. A  éste  debía  preguntársele  por  ejemplo:  ¿es  cierto  que  N.  hi- 
rió á  otro?  ¿Que  le  hirió  por  la  espalda?  ¿Con  arma  de  fuego?  ¿Sí  ó 
no?..  ¿Le  hirió  con  circunstancias  agravantes?  Alto  allá...  Esto  ya 

(t)    Repert.,  Dalloz,  t.  VO,  pág.  308,  núm.  i226,  §.  2. 
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corresponde  al  carácter  moral  y  legal  del  hecho:  esto  ya  no  corres* 
poode  al  Jurado. 

Tanto  es  así,  qtie  el  mismo  Dailoz  reconoce  la  insttficieacia 
del  principio  fijado  por  el  legislador  en  esta  parte,  de  prohi- 
bir al  Tribunal  de  Casación  el  conocer  del  fondo  de  los  asnotos* 
y  atribuir  á  los  Tribunales  Reales  el  derecho  dt*  apreciar  soberana* 
menle  los  hechos,  sin  decir  si  éste  poder  se  estiende  hasta  la  califi* 
cacion  legal  de  los  mismos,  y  se  conduele  de  (|ue  al  estado  poco 
avanzado  de  la  teoría  no  haya  permitido  hasta  ahora  trazar  de  um 
manera  salisfactoria  la  línea  de  demarcación  entre  lo^  Joeces  de' 
hecho  y  los  Joeces  del  derecho  (1). 

II. 

Ahora  bien,  todo  cuanto  vá  dicho  tiene  una  aplicación  inmedia- 
ta y  directa  á  nuestro  proyecto  de  ley.  Declaradi>  en  el  artículo  29 
que  la  Sala  tercera  se  limilará  á  derídir  la  cuentum  de  derecha  io- 
bre  que  versen  los  recursos  admitidos,  y  previniendo  luego  en  el  5S 
que  celebrada  otra  vista  con  toda<  las  solemnidades  qoe  se  requie- 
ren para  un  juicio,  pronuncie  sentencia  sobre  la  cueition  objeto  del 
litigio  contra  la  cual  no  habrá  ulterior  recurso^  dá  á  entender  de  on 
modo  bien  claro  que  esta  segunda  sentencia  ha  de  recaer  sobre  e| 
hecho  y  el  derecho;  y  por  lo  mismo  incurre  en  los  inconvenientes 
quede^mos  espuestos  en  cuanto  á  la  revisión  del  hecho;  y  si  bióo 
salva  losrque  resultan  de  la  remisión  de  los  autos  á  otra  Audiencia^ 
tiene  contra  sí  todos  los  que  lleva  consigo  la  avocación  del  negocio, 
que  son  todavía  mayores  que  los  de  la  inhibición.  Ya  hemos  dicho 
que  en  la  hipótesis  de  que  haya  fundados  motivos  para  que  se  rec- 
tifiquen algunos  fallos  en  cuanto  al  hecho  y  el  derecho,  no  se  en* 
cuentra  ninguno  para  que  no  se  revean  todos  aquellos  en  que  pue- 
da haber  alguno  de  estos  errores,  y  esta  falta  de  eqiidad  y  justicia 
sube  de  punto  cuando  se  trata  de  una  revisión  por  un  Tribunal  Su- 
premo. Si  avoca  algunos,  debe  avocarlos  todos  los  que  se  bailen  en 
igual  caso,  y  esto  es  un  imposible.  Esta  disposición  de  la  ley  ado- 
lece además  de  algunas  incongruencias  y  de  cooiradiceíones.  No  se 
dá  el  recurso  si  no  se  fonda  en  ley  ó  doctrina  infringida— art.  i2*— 
por  manera  que  no  se  admite  sí  únicamente  se  funda  en  la  aprecia* 

(I)    Repett. ,  t.  Vil,  cap.  12,  n6m.  ra06. 
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oioD  de  los  hachos— art.  25,  núm.  »!.**;— pero  declarada  dicha  in- 
fracción, se  abre  después  ira  juicio  con  vista  formal  sobre  el  l*echo 
y  el  derecho.  Para  obtener  la  casación  no  se  permite  invocar  la 
prueba  de  los  hechos  porque  su  apreciación  no  debe  influir  en  ella, 
y  sin  embargo  después  de  obtenida,  se  falla  sobre  los  hechos.  ¿Qué 
debe  resultar  de  aquí?  Duplicación  de  vistas  innecesarias  cuando,  se 
gun  es  muy  frecuente,  no  hay  necesidad  de  rectificar  la  apreciación 
de  la  prueba,  y  si  se  rectifica,  cambia  el  hecho  de  especie  y  se  falla 
sobre  una  cuestión  distinta  de  la  que  vino  para  su  decisión  final  y 
suprema.  Aun  puede  suceder  otra  cosa  peor,  y  es  que  la  ley  que  no 
estaba  bien  aplicada  al  hecho  como  lo  habla  apreciado  la  Audiencia,  lo 
esté  bien  al  mismo  hecho  apreciado  de  distinta  manera  por  el  Tribunal 
Supremo,  y  entonces  no  lía  habido  necesidad  de  casar  la  sentencia 
en  su  parte  dispositiva,  que  es  lo  úoico  sobre  que  versa  la  casación, 
viéndose  el  Tribunal  precisado  á  deshacer  lo  hecho  ó  estraviarse 
¿k  quién  no  espantan  tamaños  inconvenientes?  Pues  esto  no  es  nin- 
gún sueno.  El  sencillísimo  ejemplo  que  poco  antes  hemos  citado  lo 
pondrá  en  evidencia.  Supongamos  que  dando  por  probado  el  mutuo 
§6  hicieran  pronunciamientos  propios  de  un  censo  consignativo.  co- 
mo si  se  absolviese  á  los  demandados  de  la  devolución  del  dinero 
nñentras  pagasen  los  réditos,  cosa  muy  fácil  si  se  daba  cierta  im- 
portancia á  los  hechos  que  precedieron  á  la  escritura  sobre  esta  es- 
critura misma,  y  que  después  el  Tribunal  Supremo  haciendo  otra 
apreciación  y  dando  más  importancia  aloque  resultase  de  la  escritu- 
ra, lo  calificaíte  de  censo  consignativo,  tendria  que  repetir  lo  mismo 
que  babia  casado,  incurriendo  en  una  contradicción  manifiesta.  ¿T 
esto  de  qué  procede?  D¿  la  imposibilidad  absoluta  de  ocuparse  de 
los  hechos  ó  de  su  prueba  cuando  se  Talla  sobre  la  casación:  de  la 
esencia  misma  de  este  recurso  de  que  no  es  posible  separarse  si  ha 
de  haber  lógica  en  las  prescripciones  de  la  ley.  Cuanto  más  se  com- 
pliqueo  los  hechos  controvertidos,  más  ejemplos  se  encontrarán  de 
este  inconveniente. 

Si  esto  es  así,  ya  no  hay  razón  suficiente  para  que  se  pronuncie 
y  tto  se  publique  esta  segunda  sentencia:  con  una  sola  se  llenan 
camplidamente  los  fiaes  de  la  casación.  Se  ha  dicho  que  al  público 
nada  le  importan  los  hechos  sobre  que  versa  un  pleito;  pero  aquí 
hay  también  confusión  de  ideas  como  sobre  otros  puntos  relativos  á 
la  casación.  Al  público  io  que  no  le  interesa  es  saber  si  en  tal  ó  cual 
parte,  en  el  seno  de  ésta  ó  de  la  oUa  familia  ha  ocnrrído  tal  ó  cual 
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hecho,  si  es  6  DO  cierto,  si  esláa  bien  ó  mal  graduadas  las  prnebas  de 
so  certeza,  porque  esto  so!o  afecta  los  iatereses  del  iadi?idoo  que 
se  halla  eu  el  caso  dado,  y  si  eu  uo  caso  se  bao  apreciado  mal,  ea 
otros  se  apreeiaráu  bieu,  puesto  que  para  todos  rigen  las  mUmas 
reglas.  Pero  le  ioteresa  mucho  saber  cómo  se  juzgan  los  hecbos, 
dado  qoe  sean  ciertos,  qué  concepto  merecen  al  primer  tribuial  de 
la  nación  cuando  se  comparan  con  la  ley,  cuál  es  el  tipo  ó  modelo  á 
que  deben  ajustarse,  y  esto  resulta  de  la  inteligencia  y  aplicación 
que  se  dá  á  la  ley.  Es  instruirle  á  medias  decirle  tan  solo  que  una 
seatenciaba  sido  casada  por  éste  6  el  otro  motivo:  tiene  también  un 
derecho  á  saber  cómo  ha  debido  fallarse  aquel  pleito  y  otros  seme- 
jantes. Junto  al  precepto  el  ejemplo:  este  es  el  modo  de  que  se  en  • 
tieoda  bien  y  se  conserve  en  la  memoria  para  otros  casos  iguales. 
Las  leyes  antiguas  y  los  autores  que  las  comentan,  demuestran  bien 
claramente  la  necesidad  que  sintieron  de  hacerlo  de  esta  manera.  Si 
esto  no  lo  dispone  la  ley  francesa  es  porque  remite  el  pleito  á  un 
Tribunal  distinto,  y  allí  se  confunde  con  los  demás  de  su  compe- 
ieacia.  No  es  este  un  motivo  para  que  deje  de  hacerlo  la  ley  es- 
pañola. 

Pero  ¿no  es  una  lástima  que,  teniendo  resuelta  esta  dificultad 
dentro  de  nuestra  propia  casa,  nos  vayamos  á  bascar  soluciones  aven- 
taradas  en  la  ajena?  Una  ley  española  nos  dá  el  modelo  de  lo  que 
debe  ser,  marcando  un  verdadero  progreso  en  esta  materiasobre  las 
estranjeras.  Es  la  conocida  vulgarmente  con  la  denomioacíoB  de  Ley 
de  Hacienda,  dictada  para  las  causas  de  contrabando  y  defrauda- 
ción. Dispónese  en  su  artículo  i09  que  después  de  haber  declarido 
la  Sala  primera  haber  lugar  al  recurso  de  casación,  lo  cual  equiva- 
le hasta  cierto  punto  á  la  admisión  del  recurso  t ¿a  Sala  segtmda  de-, 
terminará  en  última  imtancia  las  cuestiones  sobre  viiolaci4m  de  ley* 
sin  conceder  que  pueda  estenderse  á  otra  cosa,  y  la  práctica  tiene 
probado  que  no  hay  mas  allá.  Es  verdad  que  el  articulo  107  por  la 
ambiscttedad  de  los  términos  en  que  está  redactado  ha  dado  ocasión 
á  dudar  sobre  si  la  Sala  primera  casa  ó  no  la  sentencia  en  un  fallo 
que  pronuncia  con  vista  formal  y  con  todas  las  solemnidades  de  de-- 
recho;  pero  no  haya  duda  alguna  en  que  la  Sala  segunda  solo  debe 
ocuparse  en  resolver  cuestiones  de  ley.  Se  pronuncia  una  sola  sen- 
tencia en  el  fondo  y  se  publica  en  los  periódicos  oficiales  tal  como  ba 
sido  dictada.  ¿Hay  motivo  racional  bastante  para  variar  de  disposi- 
cioa  en  los  negocios  comunes?  ó  por  el  contrario  ¿no  hay  la  misma 
TOMO  xivii.  o4 
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rAzoQ?  ¿Qaé  mas  tíeoe  para  el  objeto  de  la  recta  inteligeoeía  y  aplí- 
cadoQ  de  la  ley  qoe  el  asunU)  sea  civil  ó  crimÍDa!?  ¿Se  síottó  en  ui 
priacipio,  ni  ¡le  ha  sentido  después  la  necesidad  de  ana  revisión  v 
segunda  sentencia  sobre  el  fondo  del  hecho?  ¿Se  ofreció  entéoces, 
ni  se  ha  ofrecido  despnés  la  de  partir  la  sentencia  en  dos  irosos, 
publicar  el  uno  y  ocultar  el  otro?  ¿Lo  que  se  practica  en  on  cn»o  no 
pvede  sef vir  de  ejemplo  para  el  otro?  Convéngase  pues  en  qne  e.«U 
duplicación  de  sentencias,  este  fraccioDamieoto  de  so  contenido. 
eMa  preterición  de  lo  más  sustancial  no  tiene  razón  de  ser  que  este 
fundada  en  la  ciencia  ni  en  la  vsperiencia,  y  dtíbe  por  fin  d^apare- 
cer  del  proyecto  de  la  ley  en  cnestion. 

k  este  propósito  tenemos  también  qim  observar  qneeo  el  citado 
art.  S4  se  dice  que  el  primero  de  trts  fallos  formulados  en  el  16 
se  dictari  euando  el  recurso  se  funde  en  infracción  de  leif  pertinen- 
te  ó  de  doctrina  que  tambi'n  lo  sea,  adrnitida  por  la  jurisprudeu- 
da  de  los  Tribunales.  Al^o  se  ha  adelanudo  con  respecto  á  la  pri* 
mf  ra  redacción  que  tuvo  este  artfculo,  pero  no  tanto  como  seria  de 
desear  atendiendo  á  la  cavilosidad  de  los  liti^ntes ,  y  é  las  arga 
cias  con  qne  todos  los  dias  se  está  disputando  sobre  el  testo  de  las 
leyes  mas  claras.  Una  ley  pnede  ser  pertinente  para  io  cual  le  basta 
que  trate  de  la  cnestion,  pero  no  ser  aplicable  al  caso  por  alguna 
circonstanota  especial  sobre  que  versa  el  pleito.  Ba  este  caso  se 
dirá  de  seguro  qne  \a  no  se  necesita  más  para  admitir  ei  recurso: 
queio  demás  lo  ha  de  ver  la  Sala  de  casación,  y  poco  ó  nada  ha* 
bre»os  adelantado  con  la  institución  de  una  Sala  de  previo  exá- 
meo.  Si  la  Sala  no  abriga  ninguna  duda  de  que  la  ley  no  es  aplica 
Me  ai  caso,  debe  desechar  el  recurso,  por  muy  pertinente  que  sea. 
Un  ejemphl  demostrará  la  razón  que  tenemos  para  proponerlo.  No 
hay  ley  cnya  cita  se  oiga  resonar  mas  veces  en  nuestra  Sala-de 
casación,  qoelal.*,  tit.  1.*,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación 
sobre  el  cumpiimiento  de  las  obligaciones ,  de  cualquiera  manera 
que  consten.  Pues  supongamos  que  se  trata  de  una  obKgacton  con  - 
traídn  por  una  mujer  casada  sin  la  autorización  de  su  marido,  ó  vi  - 
ce^ versa,  por  el  marido  en  nombre  de  su  mujer  sin  el  consenti- 
miento de  ésta  y  sin  que  aparezca  que  le  es  útil.  La  cita  será  per« 
tinento  porque  se  trata  del  cnmpKmiento  de  una  obligación,  pero  la 
ley  innpMcnble  al  caso,  y  el  recurso  inadmisible  sin  vacilar. 

Mas  dejando  esto  aparte,  aunque  tenga  conexión  con  la  cues 
tkMi  principal,  notamos  también  otra  incongruencia  que  eétamás 
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intimamente  asida  con  ella.  El  art.  29  previene  qoe  la  Sala  terce- 
ra, tefiieado  por  admittdog  ó  por  desesttmadoR  irrevocablemente  en 
la  parte  que  lo  hayan  sido,  los  recursos  que  le  pase  la  primera,  m 
limitará  á  decidir  la  cuestión  de  derecho  sobre  qoe  versen,  y  qve 
contra  esta  decisión  no  ha  de  haber  ulterior  recurso.  Si  esto  es 
exacto ,  8i  debe  entenderse  como  snena ,  no  debería  haber  ya  otra 
i^t'ntencia,  porque  la  cuestión  de  derecho  queda  resuelta  en  un  plei 
to  desde  el  momento  en  qoe  se  hace  aplicación  del  derecho  al  he- 
cho en  cuestión.  No  basta  decir  casamos  y  anulamos,  sinose  aiiade 
fallamos  en  estos  ó  en  los  otros  términos;  y  entonces  estnrian  demás 
los  artículos  que  siguen  hasta  el  33  inclusive,  en  que  se  estaWece 
qne  celebrada  la  v)<ta,  laSala  pronunciará  dentro  de  los  quince  días 
siguientes  sentencia  sobre  la  cuestión  objeto  del  lítif^io.  Tanto  pnes 
en  nuestro  sistema,  como  en  el  del  proyecto,  seria  imposible  esta 
sentencia,  si  no  se  hubiera  de  estender  á  más  que  á  la  cuestión  de 
derecho  resuelta  ya  en  la  primera. 

Un  caso  especial  puede  haber  en  que  habría  de  recaer  una  se 
gunda  sentencia  y  es  el  previsto  en  los  arts.  33,  34  y  35. 

Dispónese  en  estos  artículos  que  tanto  la  Sala  primera  al  dene* 
gar  la  admisión  del  recurso,  como  la  tercera  cuando  declaren  no 
haber  tugar  á  la  casación,  dispongan  qoe  pasen  los  autos  al  FíncaK 
si  estiman  que  pueda  haber  algunos  otros  motivos  no  alegados  por 
el  recurrente,  para  que  aquel  funcionario  pueda  hacer  uso  de  su 
derecho  con  arreglo  á  lo  establecido  en  eí  ari.  HOO  de  la  ley  de^ 
Enjuiciamiento  civil,  es  decir,  interponer  otro  recurso  de  casación, 
haciéndolo  desde  luego  en  la  Sala  tercera  sin  pasar  por  la  primera. 
Pero  esto  no  tendrá  Ingar  sí  se  adopta  lo  que  vamos  á  esponer  so* 
bre  el  art.  35. 

Declárase  en  este  articulo  que  los  recursos  por  infracción  de  ley 
ó  doctrina  que^nterpusiere  el  Ministerio  fiscal,  tanto  en  los  pleitos 
en  que  sea  parte  como  en  los  que  no  lo  sea,  se  interpondrán  desde 
luego  como  vá  dicho.  Pero,  ¿basta  esto  para  satisfacer  todas  las 
exigencias  de  la  causa  publica?  Más  claro;  ¿basta  que  el  Ministerio 
fiscal  intervenga  solo  en  los  pleitos  en  que  sea  parle  y  de  que  se  le 
dé  noticia  por  haber  omitido  las  partes  algún  motivo  de  casación? 
¿Su  presencia  no  es  importante,  no  es  necesaria  en  todos  aquellos 
en  qoe  sea  probable  que  se  ha  cometido  una  infracción  de  la  ley? 
¿Su  vigilancia  puede  nunca  dejarse  á  cargo  del  interés  privado?  Son 
estas  cuestiones  que  basta  formularlas  para  que  queden  resueltas. 

Digitized  by  LjOOQIC 


fCS  RIVISTA   DE  LEGISLAaON. 

fJo  Toto  particular  que  acompaña  al  projeclo  se  decide  per  la  io 
terveocion  del  Hioistcrio  fiscal  en  lodos.  Se  compreoden  los  moti- 
vos que  han  podido  influir  en  la  limitación  que  pone  el  Proyecto, 
la  acumulación  de  un  trabajo  escesivo  é  inútil,  y  el  consiguiente 
entorpecimiento  del  despacho  de  los  negocios  en  la  Fiscalía.  Pero 
nosotros  vemos  salvados  e.^tos  inconvenientes  desde  el  momento  en 
que  se  reduzca  la  audiencia  del  Fiscal  á  los  recursos  que  haya  ad- 
mitido la  Sala  de  previo  examen,  y  que  aun  en  estos  no  se  le  obli- 
gue á  esponer  su  dictamen  cuando  no  los  crea  procedentes,  sin  es 
cluir  por  esto  el  caso,  ya  consignado  en  el  Proyecto,  de  que  la  Sala 
crea  que  se  ha  pasado  por  alto  algún  motivo  probable  de  casación. 
No  es  posible  limitar  más  la  intervención  del  Ministerio  fiscal,  pues 
entonces  seria  preciso  ser  consecuentes,  y  en  todos  los  casos  en  que 
los  simples  particulares  tuviesen  el  mismo  interés  que  el  Estado  en 
cualquiera  juicio  se  debería  dispensar  al  Fiscal  de  comparecer  en 
él.  La  infracción  de  la  ley,  tanto  en  ios  casos  en  que  afecta  Un  solo 
derechos  civiles,  como  en  los  que  producen  una  acción  penal,  in- 
teresa también  al  Ministerio  público. 

Oira  razón  hay  también  para  resolverse  por  esta  medida.  La 
iofraccioo  de  la  ley  puede  haber  dimanado  de  oscuridad  ó  imper- 
fección de  la  misma;  y  en  tal  caso  el  Fiscal  puede  promover  la 
oportuna  consulta  al  Gobierno  para  que  éste  procure  el  remedio, 
obrando  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones.  Es  verdad  que 
también  puede  hacerlo  la  Sala  de  casación,  más  ¿por  ello  se  paede 
privar  al  Fiscal  de  hacerlo?  ¿Puede  negarse  la  conveniencia  del 
concurso  de  ambos?  En  el  caso  de  que  estamos  tratando  ó  sea  el  de 
no  haber  sido  parte,  el  pase  al  Fiscal  debería  acordarse  en  Sala  de 
casación. 

Si  pues  en  tal  caso  se  ha  de  conocer  simultáneamente  de  los  dos 
recursos,  el  de  interés  privado  y  el  de  interés  público  ó  sea  el  inter- 
puesto por  el  Ministerio  Fiscal,  no  habrá  necesidad  de  una  segunda 
•entencia,  porque  los  dos  se  pueden  resolver  á  la  vez.  ¿Queda  al- 
gún otro  caso  en  que  no  pueda  suceder  lo  mismo?  Tal  vez  se  con- 
testará que  el  de  la  casaciou  por  infracción  de  ley  en  la  apreciación 
de  la  prueba;  pero  esto  nunca  tiene  lugar  en  la  prueba  testifical; 
porque  nunca  se  verifica  que  una  Audiencia  infrinja  tan  abierta- 
mente las  reglas  de  la  sana  crítica  que  se  la  pueda  convencer  de 
error  con  arreglo  al  art.  317  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  y  si 
se  ha  faltado  en  la  apreciación  de  la  prueba  documental,  entonces 
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el  testo  del  docuaieDto  es  la  ley,  y  con  arreglo  á  elía  se  puede  pro- 
Daociar  la  senleocia  eo  el  fondo  lo  mismo  que  eo  cualquier  otro 
caso.  También  es  preciso  oo  confundir  el  caso  en  que  un  documen- 
to es  la  1ey«  por  contener  un  contrato  ó  un  testamento,  con  el  de 
uo  documento  que  no  es  más  que  un  dato  concurrente  con  otros 
para  probar  un  hecho,  en  cuyo  caso  el  juicio  de  apreciación  á  que 
dá  lugar  no  puede  ser  objeto  de  un  recurso  de  casación. 

Falta  por  último  prevenir  otra  di6c  iltad  de  distinta  naturaleza 
que  sin  duda  se  ha  tenido  presente  en  el  art.  30  al  disponer  la  re- 
mesa de  autos  para  la  segunda  vista  del  pleito  en  que  se  haya  dado 
lugar  á  la  casación,  y  es  la  faltado  datos  para  pronunciar  la  senten- 
cia en  el  fondo.  No  creemos  que  haya  la  misma  falta  que  si  se  hu* 
biera  de  pronunciar  sobre  la  apreciación  de  los  hechos;  pero  no 
queremos  entrar  en  esta  cuestión.  Mándense  remitir  los  autos  des- 
de el  momento  en  que  se  admita  el  recurso  por  la  Sala  de  previo 
examen  y  queda  precavido  este  inconveniente.  Siendo  estos  recur- 
sos en  corto  número  comparados  con  los  que  se  habrán  denegado, 
y  contando  con  probabilidades  de  éxito,  las  costas  que  pueden  oca- 
sionarse no  deben  servir  de  obstáculo  y  están  compensadas  con  las 
que  se  evitan,  de  una  segunda  vista  con  abogados. 

Con  esto  damos  6o  á  lo  que  teníamos  que  decir  sobre  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  según  los  términos  en  que  le  organiza  el 
Proyecto;  deduciéndose  de  todt)  lo  'iícho  que  en  este  debe  quedar 
consignado  que  tos  fallos  de  las  Audieneias  serán  siempre  jecuto- 
rios  en  cuartto  al  hecho  desde  el  momento  en  que  se  publiquen  y  que 
no  se  dá  recurso  de  easacion  contra  la  apreciación  de  las  pruebas, 
que  haya  hecho  en  una  sentencia;  á  no  ser  que  en  ella  se  haya  in- 
fíringido  alguna  de  las  leyes  no  derogadas  por  la  de  Enjuiciamento 
civU. 

III. 

Ocupa  el  segundo  lugar,  atendiendo  más  bien  al  grado  de  su 
importancia  que  al  orden  numérico  de  los  artículos  del  Proyecto,  lo 
establecido  en  la  sección  segunda  sobre  los  recursos  por  quebranta- 
miento de  forma,  y  los  que  se  fundan  á  la  vez  en  esta  causa  y  en 
infracción  de  ley,  que  podemos  considerar  de  un  género  misto  en 
que  debía  predominar  lo  más  importante  para  regular  el  procedi- 
miento, que  es  la  infracción  de  ley  en  el  fondo.  Pues  no  sucede  así 
en  el  Proyecto.  Principia  radicando  la  facultad  de  sustanciarlos  y 
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resolver  sa  admisión  en  cuanto  á  la  forma  en  las  mismas  iudif^n- 
eias— arttcnlos  36,  57  y  38. — De  ia  providencia  en  que  la  Aadiea 
cía  deniega  la  admisioD  del  recurso  de  casación,  concede  el  recurro 
de  queja  para  ante  la  Sala  quinta  del  Tribunal  Supremo,  taquedr 
oide  irrevocableinente  sobre  la  admisión  del  recurso  de  casación, 
dando  orden  de  que  se  le  remitan  los  autos,  si  declarare  baíjer  lu- 
gar al  recurso — ^artículos  39  á  43.  —Esto  dá  ¿  entender  claraiuenio. 
que  la  quinta  y  no  la  tercera  es  la  que  debe  resolver  igualmeüü* 
sobre  el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  lo  cual  no  se  dice 
terminantemente  hasta  el  art.  51  en  que  se  trata  de  lo  que  se  ha  de 
hacer  cuando  se  declara  haber  lugar  á  un  recurso  misto  de  quebrii- 
tamiento  de  forma  é  íufraocion  de  ley. 

En  el  caso  de  que  estamos  tratando,  el  Proyecto  solo  se  ocapa 
del  recurso  de  casación  en  la  forma,  defiere  su  conocimiento  ¿  ana 
Sala  distinta  de  la  de  Casación  en  el  fondo,  á  la  Sala  quinta,  y  has- 
ta que  le  deja  resuelto,  no  hace  mérito  del  recurso  de  casación  ei 
el  foudo,  aun  cuando  vaya  unido  con  él.  Cuando  el  Tribunal  sen- 
tenciador no  le  admite  y  causa  estado  su  providencia  por  ser  con- 
seatida  ó  confirmada  por  el  Supremo,  entonces  es  cuando  se  6tb 
tancia  el  recurso  en  cuanto  á  la  infracción  de  ley  con  sujeción  é  las 
reglas  establecidas  en  ia  sección  primera  del  mismo  Proyeclo— ar- 
tículo 47. -^Es  decir,  que  debe  interponerse  ante  la  Sala  primera  6 
de  previo  examen  y  seguir  los  trámites  señalados  hasta  sa  determi- 
nación en  la  tercera.  El  recurso  de  casación  se  bifurca  y  se  desvía 
por  otro  camino,  como  sí  nada  se  hubiese  mentado  hasta  entonces 
del  recurso  por  infracción  de  ley.  Por  esta  misma  razón  no  puede 
decirse  con  (exactitud,  como  se  dice  en  el  artículo  47  respecto  del 
tribunal  senteneíador,  que  en  el  caso  dado  se  sustanciará  el  recurso 
por  iofracciou  de  ley  con  sujeción  á  dichas  reglas,  porque,  se^tni 
ellas,  no  es  en  él  donde  se  ha  de  interponer  este  recurso,  sino  aule 
la  Sala  primera,  y  el  tribunal  seutenciador  no  hade  hacer  otra  cosa 
que  darle  además  del  testimonio  de  la  sentencia  otro  del  escrito  de 
interposición  que  contiene  los  dos  recursos.  Por  consecnencia  de 
esta  disyunción,  deberá  el  recurrente,  si  insiste  en  el  recurro  de 
casación  por  infracción  de  ley,  presentar  otro  escrito  en  la  Salaprí- 
nrera  acompañando  los  testimonios  espresados  en  dicho  articulo. 
Nótase  aquí  una  cosa  muy  digna  de  tenerse  en  cuenta,  y  es,  qtie 
tanto  en  el  caso  de  causar  estado  la  providencia  denegatoria  en  el 
tribunal  sestenciador.  por  consentimiento,  como  en  el  Supremo  por 
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deserción  ó  coutintiacioo,  el  recurrente  lieue  (|ue  volver  al  primero 
aunque  no  niás  sea  para  la  ¡taca  de  estos  testiinonií^-^articulo  47, 
párrafo  ¿.°— y  que  en  el  escrito  puede  citar  leyes  y  doctrinas  de 
que  no  haya  becbo  mención  al  interponer  el  recurso  en  la  Audien- 
cia^articulo  18. —Sigue  el  proyecto  ordenando  esta  segunda  tra- 
mitación, y  cuando  por  recurso  de  queja  declarase  la  Sala  quinta  no 
haber  lugar  por  quebrantamiento  de  forma  a  la  admisión  de  un  re- 
curso misto,  ha  de  mandar  pasar  los  antecedentes  á  la  primera  para 
que  lo  susiancte  y  «iecida  en  este  concepto.  Se  mandan  adicionar 
los  testimonios  previstos  en  el  caso  anterior,  pero  sin  exigir  la  in- 
sistencia ó  reproducción  del  recurso— artículo  50— aunque  dei)e 
sobreententterse.  Lo  mis^mo  dispone  el  artículo  51  cuando  la  Sala 
quinta  declare  no  hal>er  lugar  á  la  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  en  recurso  misto,  previniendo  que  retenga  los  auto^^  á  dií^po- 
sioion  du  la  Sala  tercera  paru  el  ca^o  en  que  esta  acuerde  su  remi- 
sión con  arreglo  á  lo  prevenido  en  los  arts.  15  y  '¿1;  y  en  tal  caso 
estará  sin  llevarse  á  efecto  la  ejecutoria  hasta  que  se  mande  sarar 
otro  tf'stimonio  para  este  fio. 

T  nosotros  preguntamos  ahora ;  ¿para  qué  esta  duplicidad  de 
trámites,  de  procedimientos,  de  dilaciones?  ¿Para  qué  estos  rodeos? 
¿A  qué  tanta  complicación?  En  Francia  no  se  ha  pensado  nunca, 
que  nosotros  sepamos,  en  dividir  el  conocimiento  de  estos  recur- 
sos. El  art.  3  de  la  ley  de  i7iM)  dice;  tque  el  Tribunal  de  Casa- 
ción anulará  todos  los  procedimientos  en  que  se  h<»yan  violado  las 
lormas,  y  todo  juicio  que  contenga  una  contravención  espresa  al 
testo  de  la  ley.»  Y  esa  misma  ley  de  Bacienda,  qae  hemos  citado, 
en  su  art.  i09  atribuye  á  una  misma  Sala  el  conocimiento  de  am- 
bos recursos.  Se  concibe  que  el  recurso  de  casación  en  la  forniu, 
por  lo  sencillo,  por  lo  menos  Frecuente,  y  por  la  cstorsion  que  can- 
sa paralizando  el  juicio,  se  deseche  ó  admita  desde  luego  por  la 
Audiencia  con  el  correctivo  de  apelación  ó  queja  en  el  caso  de 
denegación  arbitraria.  Pero  atribuir  su  conocimiento  á  una  S:>ia 
di9tinta  de  la  que  conoce  del  recurso  de  casación  en  el  fondo,  y 
atribuírselo  cuando  se  interpone  conjunta  y  simultáneamente  con 
«ste  liliímo,  haciendo  que  éste  quede  en  suspenso  cuando  podrida 
resolverse  los  dos  á  la  vez.  es  cosa  que  no  se  comprende.  ¿Qué  i*)- 
coDveniente  habría  para  que  en  el  caso  de  un  recurso  misto,  ó  de 
casación  en  la  forma  y  en  el  fondo,  se  le  diera  la  misma  tramita- 
ción que  al  de  infracción  de  ley,  .«^  interpusiera  en  la  Sala  prime- 
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ra  ó  de  préf  ¡o  examen,  y  admitido  bajo  cualquiera  de  los  dos  coa- 
oeptos,  se  remitiera  para  so  decisión  á  la  Sala  tercera?  ¿Es  por  que 
otorgado  en  cnanto  al  quebranlamiecto  de  forma,  se  repone  el 
proceso  y  ya  no  hay  lugar  á  senleociar  el  pleito  en  el  fondo?  Esto 
lo  hará  en  so  caso  la  Sala  tercera.  ¿Es  ,porque,  admitido  en  la  for- 
ma, ya  no  hay  necesidad  de  calificarle  en  el  fondo?  Esto  depeade 
de  lo  que  resuelva  la  Sala  tercera,  la  cual  desechado  el  recurso  en 
la  forma,  desde  luego  podrá  ya  conocer  del  recurso  en  el  fondo,  ú 
está  admitido  por  la  Sala  primera;  y  en  caso  contrario»  ya  no  tea- 
drá  mis  que  hacer  sino  comunicar  su  resolución  á  la  Audiencia, 
¿flace  otra  cosa  la  Sala  de  previo  examen  cuando  admite  un  recur- 
so en  el  fondo  por  ciertos  motivos  y  lo  desecha  por  otros?  ¿no  pue- 
de haberlos  tan  inconexos  que  constituyan  cuestíones  tan  esencia!- 
•mente  distintas  como  la  casación  por  ambos  conceptos?  ¥  si  en  este 
caso  especial  resultase  alguna  vez  un  trabajo  inútil,  ¿no  estaría  más 
que  compensado  por  la  brevedad  y  sencillez  del  procedimiento?.... 
Pnes  aun  hay  un  temperamento  que  poder  adoptar  en  tal  caso,  j 
es  que  la  Sala  primera  dé  la  preferencia  á  la  vista  de  estos  recar- 
sos  mistos,  y  en  el  caso  de  hallarlos  fundados  en  cuanto  á  la  for- 
ma, se  abstenga  de  calificarlos  en  el  fondo,  y  los  remita  á  la  Sala 
tercera  como  de  su  competencia,  y  que  solo  en  el  caso  poco  menos 
<Itte  imposible  de  la  denegación  vuelvan  á  ella  para  la  calificacioo 
del  otro  recurso.  De  este  modo  se  salva  el  principio  fascinador  de 
no  proceder  en  el  ínterin  ad  ulieriora.  ¿Qué  pierden  estos  recursos 
de  detenerse  un  momento  en  la  Sala  de  previo  examen»  cuando  de 
esto  depende  que  puedan  determinarse  en  un  solo  acto  bajo  los  dos 
conceptos;  que  pueda  quedar  resuelto  uno  de  ellos  en  cuanto  á  la 
forma  y  siga  su  curso  sin  dilación  en  el  fondo?  Todavía  seria  mucho 
mas  sencillo  que  todo  recurso,  sin  distinción,  se  interpusiera  desde 
luego  en  Sala  primera,  y  de  este  modo  se  evitaría  el  recurso  de 
queja  en  el  caso  de  denegarse  por  la  Audiencia. 

Pero  es  preciso  ser  justos  y  abordar  las  cuestiones  de  frente. 
El  error  que  ha  causado  todas  estas  complicaciones  no  es  creación 
del  Proyecto  sino  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Adoptado  este 
error,  todo  lo  demás  se  deduce  sin  violencia  de  él  mismo.  ¥,  como 
se  llevaba  la  mira  de  innovar  lo  menos  posible  en  un  Proyecto  de 
ley  puramente  provisional,  nada  más  natunl  y  aun  lógico  qoecon- 
servar  la  distinción  de  Salas  que  según  él  conocen  de  estos  recnr- 
sos.  Nosotros  que  abrigamos  la  fé  de  que  por  esta  ley  van  á  quedar 
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semadis  para  mmpra  en  BspaSa  las  baaee  de  la  oasaeíM,  tanpoeo 
es  tirano  que  trabajeiaos  «oo  tanto  ahíneo  para  qoe  triuiiren  núes- 
tres  principkM.  Por  otra  parte  no  bay  innoTadon  eomparable  á  la 
qne  recibea  estos  recorsoí  con  la  iostitacion  de  la  Sala  de  previo 
exalten;  ;  ya  que  «e  toca  á  la  ley  en  un  panto  tan  radical»  ¿por 
q«é  no  reformarla  en  k»  aecesories? 

£n  la  ley  de  EajuiciamiMto  eivfl  parece  qoe  el  legídador  ha- 
ya puesto  un  cuidado  especial  en  establecer  una  linea  de  sepa* 
ladon  entre  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  y  el  recurro  de 
casación  en  la  foma,  definiendo  el  primero  por  el  que  se  funda 
eñ  que  la  sentencia  sea  contra  ley  ó  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  tribunales;  y  el  segundo  por  el  que  se  fun- 
da en  alguna  de  las  nueve  causas  señaladas  en  el  articulo  i013, 
repitiendo  ésto  mismo  cuantas  veoes  tiene  que  designar  por  su  pro* 
{NO  nombre  este  segundo  recurso.  Por  manera  que  solo  por  la 
necesidad  de  ser  más  concisos  es  por  lo  que  se  ha  introducido  en 
la  práctica  la  denominación  de  recurso  d^  casación  en  el  fondo  y 
recurso  de  casación  en  la  forma,  y  aun  se  añade  como  por  ins- 
tinto por  infraeeion  déla  ley  en  d  fondo  y  por  infíraeeion  de  ley 
en  la  forma.  Esto  era  lo  eiacto  y  lo  que  Tcrdaderamente  debia 
decirse.  En  nuestro  Proyecto  de  ley  se  conoció  también  instintiva- 
mente  que  faltaba  algo  á  la  espresion  de  la  ley,  y  se  han  añadido 
las  palabras  por  quehranUMieiUo  de  forma.  Pues  desde  aquí  á  lo 
que  debe  espresarse,  á  lo  que  es  realmente,  á  su  verdadera  y  exac 
ta  definición  no  hay  más  que  un  paso  casi  inH>ercept¡ble.  i  Puede 
decirse  que  se  quetMraata  la  forma  de  los  juicios  si  no  bay  ley  al- 
guna en  qne  esté  prescrita?  ¿y  si  nó  lo  está  por  alguna  ley,  puede 
darse  recurso  de  casaden?  ¿á  donde  iría  á  buscarse  la  cita  para 
fundar  el  recurso?  ¿qué  sentido  tendrían  las  noeve  causas  precisa- 
das en  eiart.  1013?  Sin  embargo  el  legislador  insiste  en  llamarle 
recurso  fundado  en  algunas  de  las  causas  espresadas  en  este  ar- 
tículo, y  repite  que  el  otro  se  funda  en  infracción  de  ley  ó  doctrina 
sin  emitir  una  sola  vez  la  idea  de  que  el  primero  se  funde  tamb  ien 
en  inrraocíon  de  las  leyes  que  arreglan  el  procedimiento,  cuando 
esta  espresion  está  consignada  eA  leyes  y  doctrinas  vigentes,  y 
caando  la  ciencia  designa  estas  leyes  con  la  denominación  de  ad- 
jetivas para  distinguiriasde  las  sustantivas.  A  esto  se  añade  que 
el  citado  articulo  solo  espresa  las  causas  en  que  debe  fundarse  el 
recurso,  pero  oo  contiene  ninguna  otra  disposición  que  pueda  cí- 
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társeen  teleaso  como  íofringida.  Esto  ha  hecho  creer  á  líganos 
q  ae  el  recurso  de  capacioD  en  la  forooa  se  diferenciaba  en  «i  esen- 
cia del  recurso  de  casasion  en  el  fondo,  puesto  que  en  dicho  ar« 
tfcuh)  no  era  en  donde  estaba  dispuesto,  por  ejemplo»  que  delnera 
citarse  y  empíasarse    al  demandado,  que  debiera  recibirse  el 
pleito  á  prueba,  cual  era  el  tribunal  competenle  para  conocer  de 
él,  etc.»  etc.  Pero  éste  es  un  modo  idediscarríf  muy  rastrero,  es 
dar  al  testo  de  la  ley  un  sentido  muy  material  y  macizo,  con  el 
cual  no  es  posible  que  el  entendimiento  levante  el  vuelo  á  dos  de- 
dos  de  tierra  en  la  interpretación  de  las  leyes.  Cnando  una  ley  se  le. 
fiere  clara  y  distintamente  á  otras  y  se  cita  como  infringida  se  entiea* 
den  también  citadas  las  de  su  referencia.  Asi  lo  han  declarado  ejecu. 
torias  recientes:  discurrir  de  otro  modo  sería  volver  á  los  tiempos 
en  que  los  Patricios  Romanos  tenían  encerrado  el  derecho  y  sosfór 
muías  en  una  especie  de  caja  de  Pandora  á  donde  tenia  que  recnr- 
rir  la  ignorante  plebe  en  demanda  del  espedíco  qi»  necesitaba  pa- 
ra que  se  le  administrase  justicia:  cosa  escelente  para  los  litigantes 
de  mala  fé,  altamente  perjudicial  á  los  intereses  de  la  justicia.  Seria 
fmcerla  juguete  de  los  soKsmas,  convertir  los  debates  del  foro  en  un 
juego  de  mala  especie,  donde  bastaria  una  falta  de  precisión  en  los  tér- 
minos, una  omisión  insigniícante  para  hacer  perder  la  partida,  hábito 
demasiado  arraigado  en  los  debates  jnridicos  y  que  no  nos  cansaremos 
de  combatir  cuantas  veces  tengamos  ocasión  paradlo.  En  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  el  legislador  no  podía,  ó  por  mejor  decir  no  debia 
declarar  motivo  de  casación  cualquiera  infracción  de  las  leyes  del 
procedimiento,  porque  no  todas  tienen  la  misma  gravedad  y  trascen- 
dencia. Tenia  que  limitarse  á  las  sustanciales,  á  las  que  impiícaa  la 
necesidad  de  volver  atrás  y  reponer  lo  actuado.  Por  esto  las  escogió 
«ntre  muchas  y  las  incluyó  en  el  art.  i013.  Prefirió  resumirlas  en  un 
solo  articulo  y  las  especificó  al  mismo  tiempo,  en  lo  cual  fíié  mucho 
tBás  claro  y  espHcito  que  si  hubiera  dicho  por  infracción  de  tales  ó 
cnales  articules  sin  hacer  mención  de  lo  que  conteaian*  ¿Pero  quien 
puede  dudar  que  al  fundar  un  recurso  en  las  causas  arriba  dichas, 
«e  citan  vírtualmente  como  infringidos  los  articules  en  que  se 
prescribe  el  emplazamiento,  la  recepción  á  prueba  y  los  declara- 
torios de  competencia,  asi  como  los  relativos  lias  demás  causas  en 
<;ualquier  otro  casoT  Convengamos  pues  en  que  esta  es  una  íafiae- 
don  de  ley  como  cualquier  otra,  y  no  hay  motivo  racional  bastante 
para  que  conozca  de  él  una  Sala  distinta  de  la  de  casacíoa  en  el 
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fondo*  ¿En  qné  ha  podido  fundarse  pues  semejante  disposición?  Hay 
por  ventara  más  diferencia  entre  las  leyes  qoe  establecen  la  forma 
do  los  testamentos  y  la  ley  del  contrato  qne  no  exige  ninguna?  Pues 
la  casaeioa  por  infhtccíon  de  estas  leyes  corresponde  indistintamen- 
te á  la  Sala  tercera.  ¿Será  porque  el  recurso  en  la  forma  es  m&s 
fácil  de  resol?er  que  el  recurso  en  el  fondo?  Este  no  es  motivo  para 
negar  la  competencia  á  una  Sala  ai  para  crear  otra  estableciendo 
dos  eeotros  distintos  de  casación.  Y  ¿cuál  es  el  número  de  recursos 
que  oooparían  á  esta  Sala  en  na  ano?...  En  el  de  1861  solo  fueron 
ooee  (I)  y  no  es  de  creer  que  unos  anos  con  otros  escedan  de  doce. 
Optamos  pnes,  porque  se  sustituya  la  denominación  de  Recurso  de 
eamcé»n  por  infíraecion  delegenla  forma  de  losjuieioi,  á  la  de 
fttfeurso  por  qtubrat^mknto  de  forma,  porque  se  supriman  los  ar- 
ticules del  Proyecto  que  eslabiecen  una  línea  divisoria»  en  cuanto 
al  conocimiento,  entre  los  de  casación  en  el  fondo  y  en  la  forma; 
y  porque  se  hag^  la  reforma  que  es  consiguiente  en  el  art.  14  de 
la  ley  orgánica  de  tribunales,  añadiendo  á  la  primera  de  las  atribu- 
ciones  de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  la  de  conocer  de 
loe  recursos  que  las  Audiencias  admitan  6  desestimen  como  inter- 
pueetcs  por  infraecioB  de  ley  en  la  forma,  como  también  de  los  que 
le  pase  la  Sala  primera  por  este  concepto  y  ei  de  infracción  en  el 
fondo,  suprimíeiülo también  como  es  consiguiente  la  primara  délas 
atribuciones  que  se  conceden  á  la  Sala  quinta  en  el  art.  16,  y  pre- 
Tiniendo  que  se  interpongan  en  la  primera  los  recursos  de  casación 
en  el  fondo  y  en  la  forma  para  su  denegación  ó  admisión. 

IV. 

Pasemos  per  último  á  otros  reparos  de  menos  cuenta,  que  por  su 
inconexión  no  pueden  clasificarse  y  figuran  en  tercer  término  com- 
parados con  los  que  hemos  espuesto. 

Es  ei  primero,  que  en  el  pir.  iJ"  del  arl.  14  del  Proyecto,  ha* 
blando  de  las  notas  que  pneden  presentar  los  colitigantes,  se  les 
concede  la  facultad  de  pedir  ea  ellas  la  remisión  de  ciertos  docu- 
mentos, si  procediere  con  arreglo  al  articulo  que  antecede.  Esta 
pretensioB  nos  parece  impropia  de  una  simple  ñola  en  que  ni  si- 
quiera hay  la  obligación  de  poner  la  firma,  cuando  se  está  en  un 
procedimiento  á  que  no  puede  negarse  el  carácter  de  judicial;  debe 

{{)   Bstsdíslíca  de  la  administración  de  Justicia  en  lo  civil,  p.  aso. 
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tener  coando  menos  ta  Toma  prescripU  para  un  88pedieiitft.iasMe- 
livo,  como  que  ha  de  motivar  una  prafkleiicia  de  mveha  i 
cia  para  la  resolución  del  reicarso. 

Es  el  fugando,  qae  en  el  art.  15  en  qne  se  prascribe  el 
ton  que  el  Secretario  debe  dar  cueaia  de  los  recnraoa  i  la  Sab  pri- 
mera ó  de  examen  previo,  se  añade  que  sea  en  msím  péUka,  y 
esto  no  es  necesario  porqae  no  hay  nadie  dtado  para  la  vista,  y  le- 
jos de  convenir,  perjudica  á  la  más  <ioil  espedMon  del  negocia. 
Teniendo  que  estudiarle  después  detenidamente  á  puerta  oemia, 
no  hay  para  qué  invertir  nn  tiempo  precM^o  ra  ana  toctvra  ripiéa 
y  de  pura  fórmula  que  no  permite  i nterropcion  aigniia,  qm  nachas 
veces  no  basta  y  hay  qne  repetirla  despnes  por  parles  para  famar 
nna  idea  exacta  de  cada  una  de  las  cuestiones  que  sitseita  el  re- 
curso. 

Es  el  tercero,  que  el  término  selalado  per  el  an.  4ft<pai«  dic- 
tar dicha  Sala  el  tercero  de  los  fltllosrmencionados  en  él,  no  debe - 
ria  ser  menor  que  el  que  tief)e  para  el  segundo,  eomo  resalta  del 
mismo  artículo,  porqfue  admitiendo  el  recnrso  por  ciertos  motírosT 
desechándole  irrevocablemente  por  otros,  debe  fundarle  con  ce^ 
pecto  á  estos  últimos,  se  haHa  en  el  mismo  caso  que  cuando  dtelstel 
segundo,  porque  ya  no  pueden  ser  objeto  del  falto  de  la  SalA  lie 
casación  los  motivos  que  se  4ian  desechado,  segante!  art.  S9. 

No  vacilaríamos  en  proponerte  así,  si  hubiera  en  este  caso  qoa 
razón  poderosa  para  dividir,  como  se  divide  la  continencia  de  la 
cansa,  decidiendo  irrevocaMemente  sobre  la  desestimación  del  re- 
curso en  puntos  determinados  y  su  admisión  en  otros  y  remitién* 
dolé  á  la  Sala  de  casación  para  que  le  resuelva  sobre  estos  últimos. 
El  exftmea  previo  fx)r  nna  Sala  distinta,  adoptad»  cerno  una  me* 
dida  exigida  por  la  necesidad  y  por  el  respeto  «debido  i  nnaejec»* 
toria,  no  es  una  condición  indispensable  para  el  faHo^efiMtmdel 
recurso.  Pon  consiguiente,  cesando  estos  dosMolÍ¥os>  no  hay  nace* 
sidad  de  emplear  este  medio.  Paeste  que  la  Sala  teroesa  le  ha  de 
ver  y  fallar  sobre  algunos  motivos,  nada  mis  regiriar  ^iie*el  qna*  le 
fiílte  en  todos.  La  única  ra^on  qae  podría  haber  para  no  adañtirie 
seria  que  careciese  enteramente  de  fundamento;  no  estarnas  m  e&ce 
caso;  luego  no  hay  por  qné  dividir  la  jurisdíceiion  entralas^dos  Sa- 
las, y  entonces  no  hay  para  qné  fandar  la  «senteooia  comoilo  pre- 
viene el  Proyecto:  no  habrá  qne  fundarla  después  eon  4aBta  esta»* 
sien,  como  lo  vemos  todo&  ios  días  coando  se  casa  óanakr  per  cier- 
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tM  iBolivQft  yse-écseoba  et  recorso  por  oípob»  Esto  paede  hacerle 
flttsjor  el  que  ooBooe  del  (odo  que  el  que  solo  ceooceen  parte.  Debe, 
paes»  sopriiBirse  el  fallo  lercero,  oottiNreodieode  en  el  primero  el 
caso  en  qoe  el  recurso  se  coosídere  admiáibte  por  alguoo  de  los 
motivoe^  que  se  funde.  T  estoes  también  más  digno  de  las  Salas 
de  aa  Tribunal  SupremOr  en  que  la  una  no  necesita  que  le  señale 
la  otra  ios  aoliYas  porque  adaUe  un  recurso»  lo  cual  es  prejuzgar 
demasiado  la  cuestión  principal.  Puede  también  dac^e  el  caso  en 
qae  alguno  de.  los  4Í6seabados  tenga  oonexion  coa  los  admitidos,  y 
eslo  creark  un  coofUeto  entre  las  dos  Satas. 

Ed.  el  ouarto  reparo  la  neeesidad  de  poner  eo  armonía  lo  que 
se  prevíeae  en  el  párr.  2.*"  del  art.  54  con  lo  prescrito  en  el  14  eu 
qae  solo  se  permite  presentar  notas  instructivas  á  los  colitigantes 
4el  recurrente,  siendo  asi  que  eo  el  54  se  concede  á  todos ,  tanto  á 
los  recurrentes  como  á  los  que  no  lo  son. 

Ea  el  quinto,  la  institución  del  Ponente. con  respecto  á  la  cual 
ao  podemos  dejar  dé  llamar  la  atención  sobre  un  punto  muy  im- 
portaate.  Ni^stro  Proyecto  de  ley  la  doja  tal  comoedtienel  artícu- 
lo 4054 de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pero  falta  una  cosa  muy 
eseacial  para  poder  conseguir  que  en  la  práctica  se  cumplan  sus 
prescripciones;  uu  requisito  queostá.  prevenido  en  la  cédula  de  30 
eaero  da  lí35<para  los  pleitos  de  Indias  y  no  está  adoptado  por  di- 
cha ley.  Es*  que  el  Ponente  oo  solo  proponga  las  cuestiones  de  he- 
cho y  de  derecho  que  haya  de  decidir ,  sino  también  que  vote  pri- 
mero. Solo  asi  es  como  se  podrá  conseguir  que  se  cumpla  el  objeto 
de  la  ley.  Si  conviene  que  haga  lo  uno»  no  se  concibe  por  qué  no 
ha  de  hacer  lo  otro  i  la  reserva,  en  tal  caso  no  tiene  objeto ,  y  las 
más  veoes  es  imposible  que  al  formular  las  ouestiooes  no  deje  tras- 
lucir su  opiaíon* 

EstOiOsn»reiambiea'áJascomplicaciones  que  puedehaber  cuan- 
do en  ladenegarion  por  ciertos  motivos  haya  votos  discordes  que 
M  Ueg9o  á  fonnar  la  ms^pria  exigida  para  la  decisión  del  recurso, 
y  sirve  tamhieo  para  prevenir  el  error  ó  equivocación  que  puede 
causar  la  diversidad  de  opiniones. 

Y  es  eLsesto,  que  el  Proyecto  se  remite  en  algunos  puntos  i  los 
articules  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  deja  vigentes,  y 
comotaato  estos  como  los  del  Proyecto  han  de  formar  una  sola, 
convendría  que  se  insertasen  en  él  para  que  la  única  ley  de  casa- 
ción que  ha  de  haber  no  exista  diseminada  en  varias  partea,  y  cuan- 
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do  tenga  que  ser  empaliada,  no  lo  haya  de  ser  por  rraememoa  €»- 
iresacados  de  otras  disposicfoiies  relatiiras  al  mismo  asonto,  qve 
están  derogadas.  La  esperíencia  nos  tiene  dada  mis  de  uaa  prue- 
ba de  la  confasioQ  que  iotrodace  y  de  la  ansiedad  qae  caa^  esta 
manera  de  legislar,  bario  acostumbrada  en  Espala.  Tiene  eHo 
además  la  ventaja  de  que,  al  hacerlo,  suele  encontrarse  alga  que 
retocar,  en  que  no  se  habia  pensado  hasta  entonces,  y  de  este  modo 
se  evitan  incongruencias 

Estas  reformas  darán  á  la  nueva  ley  un  carácter  de  seieillex, 
homogeneidad  y  unidad  de  olqeto  que  en  el  dta  no  tiene,  y  al  re  • 
curso  de  casación  bajo  todos  conceptos  la  forma  que  la  deacia  y  la 
esperíencia  aconsejan,  como  nosotros  la  concebimos  y  vamos  4  re  - 
sumir  en  las  siguiehtes 


coNausiONES  Ó  teoría  de  la  casación  deducida 

DE  LAS  OBSERVACIONES  QUE  PRECEDEN. 


Toda  cuestión  judicial  se  resnme  en  el  hecho  y  el  derecho:  re- 
suelta en  cnanto  á  estos  dos  puntos  por  un  tribunal  ^égiado  que 
reúna  todas  las  garantías  de  acierto,  que  la  ciencia  y  la  esperíeo 
cia  aconsejan,  no  es  posible  esperarle  sobre  el  punto  de  hecho,  de 
una  revista,  que  solo  daria  por  resultado  la  confirmación  ó  la  duda, 
y  en  este  caso  la  imposibilidad  de  la  rectiBcacion  del  juicio;  por- 
que en  los  casos  dudosos  se  carece  de  datos  precisos  sobre  lo  que 
ha  pasado  en  el  entendimiento  del  Juez  para  poder  comprobar  el 
error,  y  un  Tribunal  Supremo  se  halla  en  el  mismo  peligro  de  errar 
que  cualquiera  otro.  No  sucede  lo  mismo  en  cnanfo  al  derecho,  no 
porque  el  Tribunal  Supremo  sea  infaiftie  en  un  sentido  absoloto» 
sino  porque  desembarazada  ya  la  cuestión  de  la  complicación  d^ 
las  pruebas,  precisados  los  términos  de  la  comparación  qne  ha  de 
hacerse  del  hecho  con  el  derecho,  hay  un  criterio  |^o,  es  más  fadf 
superar  las  dificultades  que  lleva  consigo  h  caKficadon  legal  de 
los  hechos,  descubrir  el  error  cometido,  y  mientras  quede  «na  pre 
caución  qne  tomar  para  el  acierto  del  fallo,  la  alta  misioa  de  ad- 
ministrar justicia  la  exige.  Estas  dificultades  nada  tienen  qne  ver 
con  la  existencia  material  del  hecho.  De  aquf  la 
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C#ael««U«  «.* 


En  los  c€í$os  susceptibles  de  casación  las  Reales  Audiencias  deben  fallar 
irrevocablemente  las  cuestiones  de  puro  Hecho,  y  sin  causar  estado  las 
cuestiones  de  Derecho. 

£1  objeto  del  recurso  de  casación  es  aniformar  la  jurispradeocia» 
ó  sea  la  aplicación  de  la  ley  á  los  casos  que  ocurren,  en  todos  los 
tríbaiiales  de  ana  nación.  Esto  no  se  consigue  sino  subordinando 
808  fallos  al  de  uno  solo,  y  por  consiguiente  es  nn  contrasentido,— 
después  de  la  casación,— remitir  el  negocio  á  un  tribunal  de  igual 
gerarquia  para  que  pronuncie  otro  fallo  si  éste  ha  de  subsistir;  y 
es  trabajar  en  vano  desprestigiar  la  autoridad  judicial,  si  puede 
ser  casado  también  y  sustituido  por  otro.  Un  Tribunal  Supremo  no 
puede  abdicar  ni  delegar  esta  facultad.  Gomo  la  casación  eavuelfe 
necesariamente  un  pr^vicio  de  la  cuestión  de  derecho,  porque  al 
declarar  que  una  ley  ha  sido  infringida,  se  dice  implícitamente»  es 
imposible  que  no  se  entienda,  que  ha  debido  ser  aplicada»  y  es 
preciso  decir  de  qué  modo,  no  debe  pronunciarse  más  que  una  sola 
sentencia,  y  esta  debe  ser  conocida  del  público,  no  porque  leinte- 
resé  el  hecho»  sino  el  saber  como  se  juzgan  los  hechos.  De  aquí  la 

CMelosUn  9.> 

El  tribunal  Supremo  debe  fallar  definitiva  é  irrevocablemente  y  en  una 
sola  sentencia  las  cuestiones  que  versen,  no  solo  sobre  infracción  de 
ley  9  sino  también  sobre  aplicación  déla  ley  ó  las  leyes  que  declare 
infringidas. 

Como  toda  infracción  de  ley  es  de  suyo  grave ,  porque  puede 
ser  repelida  tanto  en  un  negocio  de  poca  importancia  como  en 
otros  de  mucha,  el  recurso  de  casación  no  puede  ser  limitado  por  la 
cuantia  de  lo  que  se  litiga,  sino  por  la  posibilidad  de  otra  sentencia 
ó  de  otro  juicio  que  sirva  de  correctivo  i  la  infracción  de  la  ley.  De 
aqui  una  multitud  de  recursos  que  no  podrian  ser  fallados  en  tiem- 
po oportuno,  si  todos  se  admitieran  á  discusión.  T  como  no  todos 
son  dignos  de  ella  y  de  que  se  ponga  en  cuestión  la  cosa  juzgüda, 
de  aqui  también  la  necesidad  de  instituir  una  Sala  de  admisión  de 
recursos  que  previamente  los  examine  y  solo  dé  el  pase  ¿  los  que 
lo  necesiten,  lias  como  toda  infracción  de  lev,  así  en  el  fondo  como 
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en  la  forma  de  los  juicioft,  ofrece  ana  caestíoa  de  la  misma  especie^ 
qae  puede  ser  resuelta  por  ana  sola  Sala,  qo  hay  niiigaoa  aeoesi- 
dad  de  establecer  otra  para  la  decisión  de  los  recursos  en  la  forma» 
mucho  mis  si  se  atiende  4  su  corto  número,  ni  tampoco  se  v¿  in« 
coñyeniente  en  que  se  interpongan  en  la  Sala  primera  y  se  admi  - 
tan  por  ella  misma,  con  lo  cual  se  evitan  gastos  y  dilaciones.  De 
donde  la 

CMelMlM  8.* 

Una  mUma  Sala  del  Tribunal  Supremo  debe  recibir  y  aimüir^  en  «tf  ea- 
$0,  los  reeurtoe  de  easadon  en  el  fondo  y  en  la  forma^  y  oirá  Seda  de* 
Mir  unoe  y  otroff  como  vá  dicho. 

En  buenos  principios  de  procedimiento  un  mi^mo  asunto  no  de- 
be aer  juzgado  en  partef>or  nu  laex  y  en  parte  por  otro  de  igunl 
comp^encia,  sin  que  ninguno  de  ellos  tenga  la  facultad  de  apr«* 
ciarle  y  resolTorle  en  el  todo.  De  aquí  la 

La  Sala  de  admisión,  cuando  admita  un  recurso,  debe  hacerlo  en  d  iodo 
sin  prejuzgar  cosa  cUguna,  y  pasarle  integro  a  la  Sala  de  Casadam, 
No  se  reconoce  aquí  un  amto  misto  ó  de  tercer  géoero. 

El  Ministerio  Fiscal,  como  guardador  de  la  ley  y  defensor  de  la 
sociedad,  que  tiene  el  mayor  interés  en  su  más  exacta  observancia 
y  en  su  reforma,  cuando  no  está  clara  é  inteligible,  le  tiene  tam- 
bién en  todos  los  recursos  de  casación,  sin  que  haya  nee^idad  de 
duplicar  los  procedimientos  cuando  sus  reclamaciones  y  las  del  in- 
terés privado  pueden  oirse  y  resolverse  en  uno  8olo«  ni  de  que  es- 
ponga por  escrito,  cuando  no  lo  tenga  por  convemeeie»  De  aquí  la 

CenelwlM  ft.* 

El  Ministerio  Fiscal  d^e  ser  citado,  y  oido  en  su  caso,  en  todo 
recurso  de  Casación. 

La  instimeion  de  un  Ministro  Ponente  ei  necesaria,  io  mismo  en 
la  Sala  de  admnionqueen  la  de  casación,  porque  nose  pnede  kmm 
ni  pronunciar  un  juicio  sin  precisar  las  cuestiones  y  redactar  des* 
pues  lo  votado.  La  primera  de  estas  funciones  se  inatíUia  no  vo- 
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lando  primero  el  Ponente  y  sígniendo  los  demás  por  su  orden,  con 
lo  caal  se  eritan  divagaciones.  De  donde  la 

La  votaekm  dd>e  principiar  por  «<  Ministro  Ponente* 

Hay-necesidad  de  (ondar  onando  se  falla  írreTocablemente  nn 
asuto,  pefo  ao  cnaado  se  defiere  al  juicio  de  oiro»  qua  deberá  ba» 
cerio  siempre»  cualquiera  que  sea  su  fallo. 

€)«MluÍM  T.*  y  ólUaia 

La  Sala  de  Caeacion  debe  fundar  sus  sentencias  en  todos  los  casos:  la  de 
Ádmiehmsohenet  oa$o  de  denegación  del  reeureo. 

A.  estas  conclusiones  se  oponen  algunos  sofismas  que  resumí  - 
mos  en  la  sigaieate 


REFUTAQOX  DE  ALGUiXOS  SOFISHAS  EN  MATERU  DEGá^ACION. 


En  muchos  casos  es  imposible  separar  el  ffecho  dd  Derecho  y  por  cofi« 
stgulente  deslindar  d  objeto  de  la  Ccisacion. 

Es  muy  posible  cuando  no  se  eoafuade  la.  cuettion  de  la  esis  • 
Mocia  del  heelMi  eon  la  cuestión  de  si  á  ua  hecho  dado.  verdader4» 
ó  supuesto^  es  ó  no  aplicable  una  ley,  y  no  se  citará  un  solo  caso 
ea  que  la  separación  no  sea  posible. 


la  Casaeion  no  remedia  d  daño  causado  por  el  error  comelido  endfon^ 
do  del  hecho f  que  es  lo  fundameníal  deljuicio^  y  por  cansigmente  es 
inútü  en  comparación  de  los  antiguos  recursos. 

Ia  casación  remedia  lodo  lo  remediable,  y  si  no  penetra  en  el 
féado  del  hecho  es  porque  eo  esta  paite,  según  se  ha  demostrado, 
ya  están  satisfechas  todas  las  exigencias  posibles. 

TOMO  xxTn.  36 
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Ca$ada  una  sentencia ,  ya  no  hay  sentenoiay  es  prectsapronundar  otra. 

En  la  parte  casada  lo  coocedeuios ;  más  como  nanea  hay  nece- 
sidad de  casar  en  cnanto  al  hecho ,  cnestion  independíente  de  la  de 
derecho,  se  desvanece  un  sofisma»  que  se  dirige  nada  menoe  qoe 
contra  la  esencia  del  recurso  de  casación. 


La  disiineion  en^e  dos  jueces  del  fondo  y  el  Tribfidal  decasaeUm.-- 
Legislación  franceu. 

Sabido  esa  lo  qne  ha  conducido  esta  distinción  verdadera  eD  ei 
fondo,  pero  mal  comprendida.  Filosófica  y  no  curialmente  hablando, 
la  ley  define,  califica  el  hecho ,  le  imprime  una Torma,  pero  no  le 
crea.  El  verdadero  fondo  de  un  pleito  es  el  hecho  sobre  qne  versa. 
Suprímase  la  verdad  del  hecho  y  ya  no  hay  ley  que  poder  aplicar. 
Una  vex  admitida,  como  no  puede  menos  de  admitirse  la  distinción 
entre  el  hecho  y  el  derecho ,  los  verdaderos  Jaeces  del  fondo  son 
los  Jueces  del  hecho ,  los  que  le  sientan  de  una  manera  firme  é  ir- 
revocable; la  cuestión  de  derecho  no  les  pertenece  sino  condicional- 
mente.  Remitirles  el  pleito  cuando  han  errado  para  que  que  si  vael- 
ven  i  errarse  se  tenga  que  volver  ¿  casar,  es  un  contrasentido,  on 
vicioso  circulo.  T  sobre  todo,  si  la  curia  se  eapeia  en  que  lo  ono  y 
lo  otre  constituye  el  fondo  del  pleito,  sea  enhoraiMena;  pero  no 
se  niegue  que  este  fondo  oooiiene  dos  eesas  esencialmente  diMinlas 
que  no  permite  la  ley  confundir. 


Para  fallar  después  déla  easaeion  se  necesita  volver  áoir  alas  partes. 

Si  es  que  se  ha  de  fallar  á  medias  lo  concedemos,  pero  si  no  se 
divide  el  contenido  del  pleito,  á  se  elimina  como  ejeeitofiadA  la 
cuestión  de  hecho ,  no  hay  necesidad  de  ana  segunda  Vísla  y 
segunda  sentencia. 
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El  recurso  de  CaÉaeion  se  áá  en  interés  áelét  ley,  no  eninterés  de  las 
pñrtes  perfuHoadás  por  la  seníeneia. 

Si  efllo  w  exacto ,  como  io  es ,  en  coanto  al  primero  de  estos  in- 
tereses y  por  eso  hemos  reclamado  la  iiiter?eaeion  del  Alioisterio 
Fiscal  %m  dichos  recursos,  no  lo  es  ea  cuaalo  á  la  escliisioa  del  io- 
terés  privado,  pues  ya  hemos  dicho  que  ao  se  concibe  el  interés 
público  como  una  entidad  diferente  y  aparte  de  los  intereses  priva- 
dos» y  mocho  menos  cuando  se  dictan  reglas,  no  solo  para  nn  caso 
présenle ,  sino  para  los  venideros. 


La  vUa^Umdebeprineifiarfíor  ei  ministro  másmodemOé 

Llamamos  sofisma  á  este  error,  como  lamMen  á  los  otros,  por 
las  razones  con  que  se  sostienen,  y  no  le  daríamos  valor  alf^nno  si 
para  nM)Sotros  no  impii(»8e  una  cuestión  vital  en  materia  de  casa- 
cion«  La  votacioil  debe  principiar  por  el  ministro  que  ha  vístelos 
autos  por  dentro,  por  el  que  se  halla  en  mas  aptitud  de  esponer  el 
hecho  y  formular  las  cuestiones  de  derecho,  por  el  que  puede  pre- 
venit  ó  rectificar  cualquier  error  producido  por  la  primera  impre- 
sión de  la  vista,  por  el  que  puede  evitar  que  se  suelten  prendas  muy 
difíciles  de  recoger  después  de  haberlas  sollado,  en  una  palabra, 
por  el  Ministro  Ponente.  El  orden  prescrípto  por  el  antiguo  régimen 
tenia  una  esplicacion,  sino  uaa  jttsiificacioo,  cuando  no  habia  nece- 
sidad de  fundar  los  Tallos,  ni  habia  Ponente.  Bn  nuestro  sentir  toda 
votación  debería  ser  doble.  En  la  segunda  debería  tener  siempre, 
cuando  le  llegase  su  vez,  la  facultad  Je  contestar  á  las  objeciones  el 
que  lo  tuviese  por  conveniente,  sin  que  fuera  discrecional  el  conce- 
derla ó  negársela.  Lo  contrarío  es  dar  una  prima  al  error  en  lugar 
de  cortaríe  los  vuelos.  T  si  esto  es  ya  de  la  mayor  gravedad  en  los 
casos  comunes  ¿qué  diremos  cuando  se  trata  del  actoestraordinario 
y  solemne  de  la  casación  en  que  pueden  echarse  abajo  dos  senten  - 
cias  conformes,  y  sustituir  una  regla  á  otra  regla,  y  causar  una  in- 
mensa perturbación  en  la  administración  de  justicia?... 
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Ué  aqai,  pues»  el  recurso  de  casación  encerrado  en  las  mas  bre- 
yc<  fórmalas.  No  hay  con  respecto  al  mismo  doctrina  que  no  se  es- 
plique, cuestión  que  no  se  resuelva  por  una  de  ellas— si  no  nos 
equivocamos— lo  mismo  en  lo. civil  que  en  lo  crimina^  porque  en 
ambos  casos  la  cuestión  no  varia  de  esencia  sino  de  accidentes.  Hé 
a(|u(  una  reforma  posible  en  la  administración  de  justicia  que  no 
depende  de  ckMOslancias  eventnales,  que  tiene  un  valor  ibsohito, 
lo  mismo  en  la  hipótesis  de  la  exisleuda  de  buenos  ródi^os  que  en 
la  de  leyes  dispersas  é  incoherenles;  porque  en  todan  las  épocas  es 
indispensable  y  urgeate  la  umíorme  inteligencia  y  iplicaden  de  h 
ley;  porque  es  preferible  que  esla  se  entienda  de  un  solo  isodo  á 
que  se  eitieada  de  varios  contra  lo  que  eiigen  la  equidad  y  regula 
ridad  en  los  juicios.  Há  aqu(  por  fin  un  recurso  ouiy  superior  i  kk» 
conocidos  en  otros  tiempos,  los  cuales  confundíeodoen  una  todas  las 
instancias,  las  cuestiones  de  Hecbf  con  las  de  Derecho,  nada  acla- 
raban ni  deslindaban  para  el  porvenir,  coa  el  enorme  defecto  de  no 
Goncedene  sino  en  eauíasprivilegiadas  couira  el  pftaeipio  dd  igual- 
dad ante  la  ley»  consignado  en  nuestras  instituciones  polfticas.  Bé 
aqni  por  lia  nna  iasiüoeian  qua  solo  desdeñan  A<caatradieea  loarque 
DO  la  conoeea» 

Si  esí  paes  tan  útil  y  tan  argeaia  esta  institución,  siesyapatíi' 
BM^nio  de  las  aacieaee  «M^euHas  4e  Batfapa  áottfo  lado  igara  la 
aoestca,  los  poderes  legislativa  y  ejecutivo  faltariaa  4sa  aka  oa* 
sien,  si  demoraraa  por  maebaBiás  tiempo  el  pañería  á  nivel;  6  uapa* 
00  más  elevada,  si  cabe,  de  ooiao  se^neueatraaa  aqaeUas^aoace- 
díendo  éste  gran  baaeioio  á  la  nación  espaiola  ea  los  térflúaos  qae 
redaman  la  ciencia  y  la  esperíaada  de  digaaos  si^os. 

Joafui  lelehir  y  ríio*. 
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ESTUDIOS  SOBRE  EL  DERECHO  MERCANTIL. 


ESTUDIO  PRIMBRO. 

1ÍATITAAI.EXA  BE3L  FEMttjIEMO   COMEmCIO  COHI  MBIíACIOM 

1. 

Del  comercio  económicamente  considerado. 

i.  Eñ  todas  las  instítttdoiies  de  deraobo  mercantíl  hay  dos  ele* 
maíllos»  el  eoonóniíeo  y  el  jarfdicoc  de  aqaf  la  neetakiad  de  empe» 
zar  el  ettndio  del  feaómeno  oomercio  ood  relación  al  derecho,  pmr 
el  de  su  natoraleza  ecoDéoriea. 

S.  Hsfiítklo  en  sentido  lato  eleooiereio  ea,  segnn  Goqaelra  (4), 
el  eo^nolo  de  relacíonea  qfie  aoalienea  lea  hombrea  entre  sí  parm. 
todo  lo  qae  se  refiera  á  la  satisfacción  de  sns  necesidades;  pero  en 
samklo  estrfdo  es^  segnn  el  propio  eserUor,  la  industria  qne  tiene 
por  objeto  el  trasporte  y  distiibaoion  de  bs  productos  (2). 

S.  Antigeamenle  la  apücaéon  de  la  actiridad  humana  4  le 
piedacoíoit  de  la  riqeeia  se  distiageie»  por  raion  de  sn  objete, 
en  indastna  agrieiria»  indestria  fabril  ó  industria  comercial,  pere 
Cárfa»  Dunoyer,  en  aa  notable  obra  De  la  Uberté  de  írmail  [Sf^ 
combatió  esta  clasificación  por  inoompleta  en  su  baae  é  impropie 
en  sns  clarificaeioaes»  y  propaso  dividir  tos  artes  cuya  acción 
recae  sobre  las  cosas  en  industria  estraotíTa,  industria  de  acarreo» 
industria  manufaelurera  é  industria  agrícola,  clasificación  que» 

íi)    Dictionnaire  de  l'Eoonofnie  polUique:  art.  Commerce, 

(2)  Carey  en  sus  Principes  de  la  science  sociale,  c.  8,  distingue  el  co- 
mercio del  tráfico  aLos  bomores,  dice,  son  iodioados  á  asociarse  y  rea- 
nirse  con  sns  seaajantes,  á  cambiar  ideas  y  servicios  con  ellosi  y  á  soste- 
ner de  este  modp  el  comerrAo;  algunos  iodividuos,  procuran  realizar  loe 
cambios  para  otros  individuos,  y  sosteoer  de  esta  suerte  el  tráfico.  GI  cch- 
inercio  es  el  fin  que  sq  desea  y  se  ba  procurado  conseguir  en  lodos  Fos 
países;  el  tráfico,  el  instrumento  enpleado  por  el  comercio  para  alcanzar 
ese  resultado.»  Parécenos  que  en  el  fondo  coincide  esta  distinción  con  las 
definiciones  de  Goquelin. 

(3)  Liv.  8,  cíinn    I. 
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seguQ  Bastiat  (1),  es  mas  racioaal,  mas  metódica^  y  sobre  todo 
mas  completa  qae  la  adoptada  tradícioDalmeote  por  la  ecoaoBíi 
política. 

4.  Concretándonos  á  la  industria  comercial  dice  de  ella  Dase- 
ver  que  si  bien  el  comercio  concurre  i  la  producción  mudando  de 
lug:ar,  transportando  las  cosas  y  poniéÉdolas  ai  alcance  del  que  lis 
necesita,  no  es  aplicable  la  palabra  comercio,  que  según  su  etino- 
logia  icom^nercium^  cum  merx)  significa  cambio,  á  la  operación  de 
trasportar  los  productos,  operación  que  es  distinta  de  la  de  cam- 
biarlos. En  la  sociedad,  dice,  todos  hacemos  cambios,  todos  aomos 
mercaderes  de  alguna  cosa,  todo»  eomereiantet:  comerciar,  vender, 
comprar,  cambiar,  no  es  propiamente  un  oficio  para  nadie.  Comer- 
ciar, cambiar,  obtener  con  lo  que  hemos  trabajado  parte  de  lo  qse 
tienen  los  demás  es  un  acto  eomttii  á  todas  las  eapeeies  de  traba- 
jadores, por  manera  que  la  palabra  comercio  debe  reservarse  pan 
espresar  una  función  común  á  todas  las  iodttstf  iaa;  la  que  timt  per 
objeto  el  transporte  debe  llamarse  de  acarreo. 

Otro  distinguido  economista  moderno,  Joha  Stuarl  Mil  (tK 
apartándose  también  de  la  clasifieacioa  aotigva,  asmíla  el  trabaje 
del  que  trasporta  ai  del  qae  distribuye  los  productos,  como  lo  hace 
GoqueKn,  pues  nao  y  otro  los  aproiiman  al  eoasumidlor,  no  j 
otro  los  ponen  al  aleaacede  aqueUos  para  cayo  uso  han  sido  pre- 
parados; pero  rechaza,  á  lo  meaos  por  falta  de  stguificadoB  cieatf- 
fíca  y  precisa,  las  caüficaeioaes  de  agríoola,  maaufactttrera  y  ee- 
raercial  dadas  á  la  industria,  lo  propia»  que  la  antigua  olasificÍMsiea 
de  esta,  porque  muchos  ramos  del  traha^  productor  no  podrías 
encontrar  su  correspondieale  lugar  en  ella. 

No  entra  en  la  naturalesa  de  este  trabajo,  ai  cabe  en  los  Uaú- 
tesde  nuestra  competencia  sostener  ó  impugnar  tales  ó  cuales  opi- 
niones sobre  este  punto,  si  bien  convenimos  en  que  es  inadsusiUe 
la  antigua  clasificación  que  se  hacia  de  la  industria;  lo  que  ni* 
inmediatamente  nos  interesa  es  conocer  el  fenómeno  comercio,  bajo 
su  aspecio  económico,  sobre  el  sentido  de  cuya  palabra  hemos  de 
tener  presente  la  oportuna  observación  de  un  econontsla  ya  ola* 
do.  Bastiat  (3):  cLa  economia  política  no  ha  tenido  como  la  mayor 

S4)    Corresp.  et  Melanges. 
5)    Principe»  d'eeonomie  politique,  t.  I ,  chap.  2,  §§.  O  et  7. 
6)    Harmonies  économiques  Di. 
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parte  lie  las  denctas,  laqaímioa,  p.  e.,  layealaja  de  formar  su 
vocabulario:  Uataado  de  cosas  que  ocupan  i  los  hombres  desde  el 
comieoxo  del  muudo  y  soo  el  asuoto  ordioario  de  sos  conversacio- 
aes,  ha  encootrado  espresmes  oompletameole  elaboradas,  y  debe 
servirse  de  ellas.»  Podemos,  pues,  admitir  la  deGoicíou  que  dá  Co- 
qoeliu  del  comercio,  en  el  seotido  estricto  de  esta  palatÑra;  ó  bieo 
aceptar  otra  mas  general,  y  eu  seoiír  nuestro,  mas  científica,  toma- 
da del  fin  último  del  comercio,  á  saber,  la  rama  de  la  actividad 
humana  ó  la  industria  que  aproxima  los  productos  al  consu- 
midor. 

8.  Al  estudiar  económicamente  el  fenómeno  comercio  encon- 
tramos un  hecho  fandiunental,  el  cambio.  T  no  ciertamente  porque 
este  hecho  sea  esclusivo  de  él,  según  queda  anteriormente  indica- 
do; por  el  contrario,  como  lo  hacen  notar  todos  los  economistas,  y 
io  han  elevado  al  último  grado  de  evidencia  Dunoyer  (1)  y  Bas- 
liat  (2),  el  cambio  es  la  sociedad  entera  en  movimiento,  idea  econór 
mica  que,  antes  de  ser  formulada  por  la  ciencia,  era  ya  una  creen- 
cia general  espresada  por  medio  de  una  metáfora  admitida  en  el  len- 
^age  de  lodos  los  pueblos  cultos:  llámase  coraerdo  de  la  vida  al 
conjunto,  á  la  trabaxon  de  las  relaciones  que  sostienen  los  hombres 
entre  sí,  al  cambio  de  afectos,  de  ideas,  de  servicios,  de  productos 
que  las  necesidades  de  la  vida  engendran.  Gomo  hecho  puramente 
económico,  pues,  el  cambio  no  es  peculiar  á  una  sola  industria:  las 
acompaña  á  todas,  está  identificado  coa  todas,  pues  el  minero  y  el 
casador  cambian  con  otros  productos  el  mineral  arrancado  del  seno 
de  la  tierra  ó  el  animal  mnarto  en  el.  boaque  en  que  se  guarece;  el  la* 
brador  cambia  con  otros  productos  los  que  le  rinde  la  tierra  en  pre* 
flkio  de  los  sudores  con  que  la  riega;  el  industrial  cambia  con  otros 
productos  los  que  ha  transformado  ó  modificado  en  su  modo  de  ser 
primitivo;  el  médico  cambia  con  productos  de  este  ó  del  otro  géne- 
ro, el  consejo,  la  indicación  con  que  ha  devuelto  la  salud  al  enfer- 
mo; y  hay  cambio  de  producios  y  de  servicios  entre  el  empresario  y 
el  trabajador  unidos  para  un  fio  de  producción.  Pero  lo  que  en  las 
demás  industrias  es  el  hecho  común  á  todas  ellas,  en  el  comercio  es 
el  hedió  constitutivo;  lo  que  en  aquellas  se  presenta  como  la  con- 
dición general  de  la  vida  económica  de  las  sociedades  humanas,  os- 


fl)    Liberté du travail,  Mr,  10, chap.  2. 
f 2)     /f/yrm/mtV»  eronom .  TV .  FI*»*»n  n  2ft. 
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téotüse  eo  el  eomermo  como  el  hecho  cartelerfaUoo,  el  distimire, 
€l  que  lo  ¡DdirMoalisa  entre  las  demAs  apHcacioiies  de  naeslraa^- 
Tidiui;  foque  en  aquellis  loma  el  carácter  de  ana  coiwecac^cia  del 
hecho  fandanaental  que  lascoostituye  ea  Aieate  especiat  de  prodae- 
cioD«  es  en  el  comercio  lo  que  le  asigoa  so  parCIcipaeiaB,  sa  msh 
de  coatrihotr  á  la  creadoo  de  aliKdad,  á  la  produocioa  de  la  rique- 
za. Créase  utilidad  eaaqaellas,  p.  e.  eslrayeiido  el  oro  de  la  tierra 
cQlüTtDdo  la  vid  óei  oIíto,  tejiendo  ó  pintando  flnajitelast  edneaa* 
do  las  facultades  hvaaoas,  etc.,  aon  antes  de  eféeíaar  eleanfaía  de 
estos  productos  con  otros;  pero  la  distribución,  la  aproximaoM  de 
los  de  toda  clase  atfonsumidor,  que  es  el  fin-  último  del  oamfrcíe, 
no  se  realiza  completamente  sino  por  medio  del  cambio.  De  ahi  qai 
las  operaciones  fundamentales  de  la  industria  mercanUl  aeaa  la^oooi^ 
pra  venta  y  el  cambio  que  llaman  los  antiguos  trxyeeíkio ,  y  que 
aparezcan  como  auxiliares  ^  estos  los  demás  actos  m^waatfles, 
cualquiera  que  sea  sufmportaoeis. 

6.  El  trasporte  es  el  medio  común  para  yerificar  el  cemereie; 
pero  este  puede  existir  sin  él«  bien  qae  en  poco  dihiada  escala,  asi 
como  el  trasporte  por  sí  solo  y  sin  más  objeto  no  reaüaarta  el  ia 
económico  del  comercio.  Uás  claro:  seria  completamente  estéril  el 
transporte  de  objetos  no  cambiables;  pero  los  que  tienen  este  earác 
ter,  producidos  en  el  misme  lugar  del  consumo,  pueden  eer  cambia- 
dos en  él,  realizándose  de  esta  suerte  el  hecho  mercantil  fuadamea^ 
tal.  Con  todo,  de  cerca  ó  de  lejos,  eo  grandes  6  en  pequeñas  caati' 
dades,  ca^i  siempre  es  neoesario  transportar  productos:  el  canriiio 
estaría  reducido  á  propordoitts  muy  ezigMs  si  solo  fecayeae  sobre 
|09  productos  de  cada  localidad.  De  aM  es  que  el  transporte  se  pe* 
senta  como  un  medio  poco  menos  que  necesario^  par  lo  constaila 
y  general,  para  efectuar  el  comercio:  y  por  esta  ciroonstanoia  pue- 
de considerársele,  conforme  de  ordinario  se  le  eonsMem;  oobm  oa 
hecho  fundamental,  aunque  el  análisis  nos  descubra  que  salo  es  el 
primero,  más  frecuente  y  más  importante  de  sus  actos  axihares. 

7.  El  objeto  final  del  comercio  es,  cerno  antes  hemos  dicho,  ia 
aproximación  de  productos  al  eoosumidor.  Ea  la  armonía  general  de 
los  fenómenos  ecom^micos  esle  es  el  laso  que  une  aqneliamanife^- 
cion  de  la  actividad  humana  con  las  demás*  manifestaciones  de  ia 
misma,  ó  si  se  quiere»  el  resultado  que  completa  los  demás  resulu- 
dos  de  la  aplicación  de  nuestra  ar tividad  á  la  producción  de  la  ri- 
queza. La  especnlacion  no  es  el  objeto  final  del  comercio,  sino  una 
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círemUnda  que  acompaña  á  todos  los  actos  mercaatiles ,  porqae, 
comió  dice  Lemay ríe  (4),  el  comerciante  opera  en  el  tiempo  y  ea 
el  es|ncio,  sepa  rada  mente  ó  á  la  vez;  de  este  último  modo,  cnando 
transporta,  del  primero,  ciando  conserva  las  mercancías  para  re- 
venderlas en  nna  ópoca  determinada  ó  incierta.  Acompaña,  pues, 
la  especnlacion  á  todos  ios  actos  mercantiles;  pero  propiamente  ha  • 
blando,  no  es  el  objeto  final  del  comercio,  sino  el  fin  próximo  del 
comerciante  para  reafízar  su  fin  dltimo,  el  lacro.  Comparando  la  es- 
peculación con  el  fin  iHiimo  del  comercio  ,  la  aproximación  de  pro- 
ductos al  consumidor,  podemos  decir  que  aquella  tiene  un  carácter 
ntbietíüo  cuando  es  objeHvo  et  carácter  de  esta;  que  aquella  es  la 
aspiración  individual  al  paso  que  esta  es  la  aspiración  social;  que 
aquella  tiene  por  objeto  el  mayor  lucro  y  procura  obtenerlo  por  me- 
dio de  combinaciones  intelectuales,  pero  azarosas,  teniendo  presen- 
tes á  la  vez  dos  leyes  económicas,  la  de  la  oferta  y  la  demanda  y 
la  de  la  concurrencia,  y  que  esta  busca  en  la  abundancia,  en  la 
proximidad  y  en  la  forma  deespendicion  de  los  producios,  su  bara- 
tura y  aptitud  para  que  los  tenga  á  su  alcance  mayor  número  de  con- 
sumidores. 

8.  El  resultado  económico  del  comercio  es  el  aumento  de  ri-. 
queza.  Negóto  Condiliac(2)  cuando  dijo  que  si  se  trocasen  siempre 
valores  iguales*,  nada  ganarían  los  traficantes,  y  habíalo  negado 
Raynal  (3)  al  sentar  que  el  comercio  no  es  creador,  desconociendo 
ambos  que  la  riqueza  no  consiste  en  el  aumento  de  objetos,  sino  en 
el  de  utilidades.  Pues  bien :  próximo  al  consumidor  el  producto, 
tiene  mayor  aptitud  para  satisfacer  las  necesidades  humanas  que 
cnando  por  razón  de  su  distancia  ó  de  su  forma  no  es  dado  obtener* 
lo  en  la  ocasión  ó  la  porción  que  se  apetece:  por  su  naturaleza  in- 
Irinseca  no  cambia  su  utilidad,  pero  la  cambia  por  su  naturaleza 
económica:  hi  aproximación  aumenta  su  aptitud  para  su  mas  fácil 
adquisición:  hé  aquí  su  utilidad: 
9.  El  origen  racional  del  comercio  se  encuentra  en  la  des- 
.  igualdad  de  condiciones  de  los  hombres  y  de  los  pueblos.  Si  el 
hombre  tuviese  á  su  disposición  todos  los  objetos  aptos  para  satis- 
facer sus  necesidades,  el  comercio  no  existiría :  el  cambio  de  pro- 


(i)    Dition.  univ.  théor.  etprat.  du  Commer.  etde  la  navigat.  Art. 
Commerce, 

Du  Commeree  et  du  Gouoemement, 
Hist.  philos,  i.  10,  liv.  i9. 

TOHOxxvn.  37 
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dact06  no  teidria  objeto.  Sí  aiguoa  Tez  se  realisase,  deberta  sa  ori- 
gen á  la  afección,  no  al  interés,  i  la  manera  que  boy  se  permnlan 
ciertos  objetos  entre  personas  enlazadas  por  el  vínculo  de  algnn 
sentimiento  espansivo.  Pero  esie  hecho  es  imposible :  condición  de 
la  naturaleza  humana  la  debilidad  de  sus  fuerzas ,  sin  duda  coma 
otra  poderosa  atadura  del  hombre  i  la  sociedad,  son  esencialnente 
desiguales  los  seres  inteligentes  y  libres  por  efecto  de  las  mismas 
facu  Itades  que  más  les  enaltecen:  la  desigualdad  de  su  desarroUo  y 
la  diversidad  de  su  dirección  conducen  i  la  desigualdad  individual. 
Además,  desiguales  son  las  coadiciones  topográfica  y  social  de  las 
naciones;  y  unas  y  otras  diferencias  engendran  el  cambio  de  servi- 
cios, y  por  lo  mismo  el  comercio. 

10.  Su  origen  histórico  piérdese  en  la  oscuridad  de  los  üempos. 
El  cambio  de  productos  para  aproximarlos  al  consumidor  es  un  he- 
cho registrado  en  los  mas  antiguos  anales  del  mundo;  y  si  la  histo- 
ria no  puede  designar  con  seguridad  el  primer  pueblo  comerciante, 
la  razón,  lo  mismo  cuando  discurre  sobre  el  nacimiento  y  desarrollo 
de  las  necesidades  humanas  que  cuando  se  detiene  en  la  interpreta- 
cion  del  mito,  primera  tradición  por  donde  más  se  conjetura  que  se 
conoce  la  historia  primitiva  de  los  pueblos,  nos  demuestra  que  el  co- 
mercio ha  nacido  con  las  primitivas  relaciones  de  los  hombres  entre 
si.  Pero  lo  que  empieza  al  estimulo  de  las  necesidades  más  comunes 
y  perentorias  de  lamida,  lo  que  trae  su  origen  de  nuestra  debilidad, 
nuestra  impotencia  para  obtener  por  nosotros  mismos  lodos  ios  ob- 
jetos que  puedan  satisfacerlas,  se  convierte  en  ocupación  especial  de 
la  actividad  humana  cuando  se  presenten  agrupados  en  sociedades 
regulares  los  hombres,  aunque  se  encuentre  la  civilij^ion  en  sus 
albores.  Toma  entonces  una  fisonomia  peculiar  ai  comercio  de  cada 
pueblo,  según  que  las  naciones  hayan  alcanzado  un  periodo  mas  á 
menos  adelantado  de  civilización,  que  puedan  ofrecer  únicamente 
al  cambio  los  productos  de  su  suelo  ó  hayan  buscado  en  la  industria 
á  la  par  que  en  la  ganadería  y  la  agricultura  los  objetos  de  sus  tran* 
sacciones;  sin  embargo  no  adquiere  verdadera  importancia  hasta 
que  los  pueblos  tienen  sobrantes,  poseen  regulares  medios  de  comu- 
nicación, y  el  Gobierno  y  las  leyes  dan  protección  á  la  propiedad  y 
garantías  para  su  cumplimiento  á  los  contratos.  Por  esto  es  que  no 
tiene  historia  el  comercio,  como  lo  ha  hecho  notar  Scherer(1),mien- 

(i)    Histoire  du  Cwnmeree^  IntroáuoUoñ, 
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irta  Bo  e$  lUM  rtmi  de  U  actividad  social,  ó  se  practica  de  país  4 
pais»  de  pueblo  á  pueblo,  ó  se  ejerce  sobre  gran  número  de  objetos 
y  por  gran  Dümero  de  iodivídaos. 

11.    Marühaa  los  progresos  del  comercio  al  compás  de  la  civili- 
zacioo;  y  i  meoado  el  carácter  que  ésta  toma  ó  lo  ataja  en  sus  me- 
dros ó  lo  empuja  á  su  prosperidad.  Doode  no  lo  contrarían  en  su 
desenvolvimiento  las  instituciones  religiosas,  políticas  ó  sociales,  ó 
00  lees  hostil  el  espíritu  que  las  vivifica  acometen  los  pueblos  vas- 
tas y  atrevidas  empresas  mercantiles,  sobre  todo  cuando  su  situa- 
ción geográíica  y  las  condiciones  de  su  suelo  les  convidan  á  em- 
prenderlas. La  historia  de  Egipto  en  tiempo  de  los  Faraones  y  la  de 
Roma  antes  de  nuestra  Cra  demuestran  los  obstáculos  que  opopen 
á  la  prosperidad  del  comercio  las  preocupaciones  religiosas  y  poli* 
ticas  ó  el  espíritu  de  ciertas  instituciones  sociales.  Por  el  contrario: 
la  historia  del  misóme  Egipto,  de  la  India  y  de  la  Grecia,  desde  los 
Tolomeos  en  la  antigüedad,  demuestran,  aun  sin  venir  á  tiempos 
modernos,  cuan  favorable  es  la  civilización  á  sus  progresos.  Pero  á 
su  vez  la  historia  genertfl  del  mundo  y  la  historia  particular  del  co- 
mercio demuestran,  primero,  que  éste  ha  importado  como  la  guerra 
la  civilización  á  los  pueblos;  y  segundo,  que  el  comercio  nace  y 
prospera  acariciado  por  las  auras  de  la  libertad  política.  Grecia, 
Feoioia  y  Cartagoen  los  tiempos  antiguos;  las  repúblicas  intalia- 
nas,  las  ciudades  de  los  Países-Bajos  y  nuestra  Barcelona  en  la  Edad 
media ;  la  Holanda  y  la  Gran  Bretaña  en  los  tiempos  modernos 
acreditan  que  en  las  naciones  florece  el  comercio  cuando  es  espan- 
sivo  el  espíritu  de  las  instituciones  políticas.  Hoy  día  es  la  ocupa- 
ción de  todos  los  pueblos  civilizados:  «los  antiguos,  ha  dicho  Blan- 
qui  (1),  vivían  de  la  conquista,  es  decir,  del  trabajo  ageno,  al  paso 
que  los  modernos  vivimos  de  la  industria  y  e1  comercio,  es  decir, 
del  trabajo  propio.  • 

12.  Independientemente  de  las  espresadas  circunstancias ,  ne- 
cesita para  su  prosperidad  el  comercio  un  conjunto  de  variados 
elementos,  sin  los  cuales,  á  pesar  de  la  espontaneidad  de  su  naci- 
miento, á  pesar  del  vigor  que  le  comunican  en  ciertos  pueblos  las 
cualidades  de  raza ,  á  pesar  de  que  le  sean  Tavorables  las  condicio- 
nes sociales  en  que  los  pueblos  vivan,  no  puede  alcanzar  la  pleni- 
tud de  su  desarrollo.  La  posesión  ó  carencia  de  tales  elementos  for- 

(I)    Histoire  de  l'éeomtnie  polüiquey  1. 1,  cbap.  1. 
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ma,  por  decirlo  asi,  la  esplicacion  de  los  hediot  que  constitayea  la 
historia  del  comercio. 

Estos  elementos  soo  de  diversas  clases: 
.   !.•    Vías  de  trasporte:  terrestres  (comanes  6  férreas),  hidráu- 
licas. 

^.^  Medios  de  locomocioa:  hombres,  acémilas,  carruajes,  ba- 
ques, wagones. 

5.®    Medios  de  contabilidad:  pesos,  medidas. 

4.*  Medios  de  negociación:  personales  (fiactorías,  corredores, 
comisionistas,  ajentes-viajadores);  materiales  (moneda,  instramea- 
tos  de  crédito  y  giro). 

$.0    Lugares  de  contratación:  Terias,  mercados,  lonjas,  bolsas. 

ñ.^    Medios  de  comunicación:  peatones,  correos,  telégrafos. 

1.*"  Medios  de  protección:  leyes  mercantiles,  consulados-tribu- 
nales, derecho  internacional,  agentes  diplomáticos  y  consulares. 

8.""  Medios  de  fomento:  asociaciones  particulares,  corporaciones 
oficiales,  aranceles,  tratados  de  comercio. 

13.  Los  escritores  suelen  hacer  varias  divisiones  del  comercio. 
No  negaremos  la  utilidad  práctica  de  tales  divisiones ,  sobre  todo 
cuando  corresponda  cada  miembro  á  una  diferencia  verdaderamente 
esencial;  pero  con  relación  al  derecho  mercantil  solo  tienen  impor- 
tancia las  de  comercio  al  por  mayor  y  al  por  menor,  terrestre  y  ma  ^ 
rítimo  de  larga  navegación  y  de  cabotaje. 

Comercio  al  por  mayor  es  el  que  se  hace  espendiendo  los  pro- 
ductos en  grandes  cantidades,  comumente  superiores  á  las  del  con- 
sumo individual  inmediato;  comercio  al  por  menor  el  que  se  verifica 
espendiéndolos  en  cantidades  pequeñas,  ó  sea  en  las  que  suelen  em- 
plearse para  el  inmediato  consumo  individual.  Hay  un  rasgo  que  los 
distingue:  el  comercio  al  por  mayor  supone  ordinariamente  la 
necesidad  de  otro  contrato  mercantil,  la  reventa:  el  comercio  al  por 
menor  pone  término  con  él  al  hecho  mercantil. 

Comercio  terrestre  es  el  que  se  hace  mediante  ó  con  ocasión  del 
transporte  por  tierra,  ríos  ó  canales  navegables,  ó  en  tierra  por  me- 
dio del  cambio  ó  auxiliando  su  realización;  maritimo  el  que  se  hace 
mediante  ó  por  ocasión  del  transporte  por  mar. 

Es  de  cabotage  cuando  se  hace  entre  puertos  del  mismo  terríto- 
rio,  entendiéndose  que  son  parte  de  él  las  islas  más  ó  menos  inme- 
diatas que  se  llaman  adyacentes;  y  de  larga  navegación,  cuando  se 
efectúa  entre  puertos  de  naciones  distintas.  Este  se  distingue  eo 
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cierto  seDtido  del  coloQial,  que  es  el  qae  se  veriGca  eatre  puertos  de 
la  metrópoli  y  de  sus  posesiones  ultramarinas. 

II. 

Del  comercio  jurídicamente  considerado. 

14.  De  la  misma  naturaleza  económica  del  feoómeao  comercio 
descrito  en  el  artículo  anterior  se  deduce  su  naturaleza  jurídica. 
Este  fenómeno  supone  siempre  la  relación  inmediata  del  hombre  con 
el  hombre;  y  esta  relación  proviene,  no  solo  del  contacto  en  que  el 
ser  inteligente  y  libre  se  encuentra  con  las  cosas  ú  objetos  que 
componen  la  naturaleza  no  libre  que  le  rodea,  sino  de  los  recíprocos 
servicios  que  para  obtenerlas  se  prestan  los  hombres,  no  generosa- 
mente sino  movidos  por  su  particular  interés.  En  este  sentido  puede 
decirse  con  Dalloz  (1)  que  comercio  es  commulatio  merdum. 

15.  Es  sabido  que  no  entran  en  los  dominios  del  derecho  todas 
las  relaciones  de  los  hombres  entre  sí,  sino  aquellas  en  que  el  im- 
perio de  nuestra  voluntad  libre  está  limitado  por  la  ley,  ya  inme- 
diata ya  absolutamente,  ya  mediatamente  y  de  un  modo  relativo,  y 
aun,  dentro  de  ciertos  límites,  arbitrario,  según  los  términos  posi- 
bles de  la  convención.  Entran  pues  en  los  dominios  del  derecho 
todas  las  que  nacen  por  ocasión  de  las  cosas,  aunque  no  todas  ten- 
gan el  mismo  carácter:  en  el  derecho  civil  ó  privado  común  las  dis- 
tinguimos perfectamente  según  que  pertenezcan  al  derecho  de  las 
cosas,  es  decir,  de  la  propiedad  y  de  sus  desmembraciones ,  ó  al 
de  las  obligaciones.  No  creemos  necesario  recordar  que  cuando 
estas  relaciones  toman  carácter  jurídico  presentan  siempre  dos  ele- 
mentos: primero,  una  relación  de  persona  á  persona,  física  ó  jurí« 
dica,  llamadas  ambas  sugetos  de  derecho,  y  una  regla  de  derecho 
que  determina  la  naturaleza  especial  de  esta  relación  en  lo  que  pu- 
diéramos llamar  su  esencia ,  pues  no  se  opone  á  la  admisión  de 
aquellas  modificaciones  en  su  modo  de  existir  que  no  destruyen  lo 
que  la  propia  regla  de  derecho  le  señala  como  típico  ó  constituti- 
vo (2).  Apliquemos,  pues,  estos  principios. 

16.  Hemos  dicho  mas  arriba  que  en  el  fenómeno  comercio  ve- 


(1)    Repertoire  méthodique  et  alphabétique  de  legislation,  de  doctrine 
et  de  jurisprudenee;  art.  Gom. 
{%)    Savigny,  Traite  de  droit  romain,  trad.  par  Guenoux,  t.  1 . 
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mos  eonstantemeote  la  relacioa  inmediata  del  hombre  con  el  boa- 
bre.  Efectivamente,  el  hecho  fandamental  del  comercio,  el  cam- 
bio; el  principal  medio  auxiliar  de  él  y  qae  según  antes  hornos  de- 
mostrado  aparece  con  la  importancia  de  un  hecho  fundalmental,  el 
trasporte:  los  demás  actos  auxiliares,  por  ejemplo,  el  préstamo, 
el  afianzamiento,  el  seguro;  el  objeto  final  del  comercio ,  la  aproxi- 
mación de  productos  al  consumidor,  no  se  comprenden  sino  como 
formas  especiales  de  las  relaciones  que  el  hombre  sostiene  con  el 
hombre  para  la  realización  de  aquellos  fines.  Pero  estas  relaciones 
las  encontramos  determinadas  constantemente  por  una  regla  de 
derecho,  por  manera  que  en  el  fenómeno  comercio  la  relación  eco 
nómíca  ó  mercantil  se  convierte  desde  el  nacer  en  relación  jorídi- 
ca,  lo  que  establece  entre  ambas  un  consorcio  tan  íntimo  que  no 
pueden  existir  separadas  un  solo  instante.  A.  diferencia  de  lo  que 
acontece  en  la  industria  agrícola,  por  ejemplo,  laque  con  preferen- 
cia nos  aparece  como  arte,  pues  no  entra  en  los  dominios  del  derecho 
sino  como  forma  material  del  ejercicio  de  nuestro  derecho  eo  la  por- 
ción de  tierra  que  cultivamos,  la  industria  comercial  es  simaitánea- 
mente  un  hecho  económico  y  un  hecho  jurídico,  pues  el  nisnM>  acto 
con  que  contribuimos  á  la  producción  de  la  riqueza  engendra  se  • 
cosariamente  una  relación  de  derecho.  Por  esto  es  que  al  paso  que 
las  diferentes  operaciones  agrícolas  tienen  un  nombre  eo  la  ciencia 
agronómica,  pero  no  en  la  ley— y  lo  propio  acontece  en  las  indas- 
trias  estractiva  y  fabril,— en  el  comercio  todas  sus  operaciones  tie- 
nen el  de  una  institución  de  derecho  por  nombre. 

47.  Todavía  nos  presenta  otras  tres  particularidades  el  comer- 
cio bajo  el  punto  de  vista  en  que  ahora  lo  consideramos.  En  primer 
lugar,  las  relaciones  jurídicas  en  que  por  ocasión  de  la  industria 
estractiva,  la  agrícola  ó  la  manufacturera  podemos  encontramos 
son  ó  de  derecho  civil  ó  de  derecho  administrativo;  del  primero,  si 
tienen  carácter  privado,  del  segundo,  sí  se  rozan  con  un  interés  co- 
lectivo: las  que  engendra  el  comercio  son  de  diversas  clases,  como 
lo  demostraremos  más  adelante.  En  segundo  lugar,  las  relaciones 
de  derecho  á  que  pueden  dar  nacimiento  las  otras  industrias  no  exi- 
gen, cuando  son  de  carácter  privado,  ninguna  modificación  en  las 
instituciones  de  derecho  civil;  los  principios  de  éste  bastan  para  re- 
gularlas: al  paso  que  en  el  comercio  el  elemento  económico  ó  mo- 
difica aquellas  institutiones  ó  crea  otras  sin  similar  en  la  ley  civil. 
T  en  tercer  lugar ,  en  las  demás  industrias  no  se  requiere  capaci- 
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dad,  de  derecho  para  sa  ejercicio;  la  mojer  como  el  hombre,  el  aiio 
como  el  adalto,  el  demente  como  el  sano  de  jaicio,  el  condenado  á 
ana  pena  como  el  hombre  honrado  pueden  ocuparse  habitualmente 
7  como  profesión  en  sus  Tarias  operaciones,  al  paso  que  no  es  posi- 
ble ejercer  el  comercio  sin  tener  capacidad  de  derecho,  es  decir,  la 
necesaria,  cuando  menos,  para  contratar  y  obligarse. 

Proviene  esto  de  la  naturaleza  jurídica  de  las  relaciones  que 
examinamos.  Pertenecen  todas  indistintamente  al  derecho  de  las 
oJ)ligaciones,  de  tal  suerte  que  las  de  cada  orden  ó  especie,  las  que 
están  enlazadas  entre  sí  por  el  vinculo  de  su  contenido  ü  objeto, 
forman  un  todo  sistemático,  un  organismo  como  diría  Savigny,  que 
las  especifica  como  contratos  ó  cuasi-contratos:  no  tienen  otra  na- 
turaleza legal  la  compra- venta,  el  cambio,  el  porteamiento,  el  fie- 
lamento,  el  préstamo  común  y  el  á  la  gruesa,  el  afianzamiento  co- 
mún y  el  especial  ó  aval,  el  seguro  terrestre  y  el  marítimo,  la  co- 
misión, la  avería  gruesa,  la  arribada  forzosa,  el  naufragio  así  yendo 
sola  como  en  convoy  la  nave,  etc.,  operaciones  ó  efectos  de  opera- 
ciones propias  todas  ó  constitutivas  del  fenómeno  comercio.  De  ahí 
resulta  que  las  personas  que  se  encuentran  colocadas  en  relación 
jurídica  se  distinguen  con  los  nombres  de  acreedor  y  deudor,  espre- 
sienes  técnicas,  según  el  escritor  citado  (1)  con  que  se  designa  el 
estado  especial  de  las  dos  personas  que  en  las  obligaciones  figuran 
QBa  enfrente  de  otra;  y  este  estado,  eminentemente  jurídico,  es  in- 
herente y  podríamos  decir  ingénito  á  las  relaciones  que  crean  las 
operaciones  mercantiles. 

18.  Para  mejor  comprender  el  fenómeno  comercio  bajo  el  aspec- 
to que  lo  examinamos  conviene  fijarse  también  en  el  carácter  jurí- 
dico de  los  actos  mercantiles. 

Considerados  estos  actos  bajo  dicho  aspecto  es  indudable,  des- 
pués de  lo  dicho,  que  son  actos  jurídicos,  esto  es,  que  crean,  mo  - 
difican,  trasfieren  ó  estinguen  derechos  (2).  Tienen  por  punto  gene* 
ral  la  naturaleza  de  actos  libres  y  bilaterales;  son  actos  voluntarios 
del  hombre  y  casi  siempre  provienen  del  concurso  de  dos  volunta- 
des: cuando  son  unilaterales,— como  en  el  caso  de  la  echazón  suce- 


(i)  Savigny,  le  DroÜ  des  obligations,  traduit  par  Dejardin  et  Gasón, 
t.  i,p.  27. 

(2)  Ortolan :  ExplioatUm  hisUmque  ék$  Initüutíam  de  iuiHnient 
Generalisation^  §.  50. 
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de  con  frecuencia,  porque  la  delibericion  entre  el  capitán  y  oficia- 
les de  ia  nave  (art.  939  del  Cód.  de  Com.)  forma  una  Tolanlad 
única,  y  no  siempre  van  los  cargadores  en  aquella,— prodaoea 
cuasi^contratos ,  los  qae  se  fundan  como  es  sabido  en  la  volu 
tad  presunta  del  obligado,  y  ann  mejoren  la  equidad.  MilUea 
bruch  (1)  sostiene  que  los  sucesos  fortuitos  que  á  los  hombres  acón 
tecen  y  llamamos  en  latin  eatus  se  oponen  á  los  actos  volontarioi 
del  hombre  llamados  propiamente  actos,  bien  que  Savigay  ios  ad 
mite  todos  como  tales,  llamando  accidentales  á  aquellos  y  libres  \ 
éstos;  pero  si  tienen  el  carácter  propio  de  actos  jurídicos  los  fortui- 
tos,  hay  muchos  de  esta  clase  en  el  comercio,  particularmente  en  el 
marítimo.  Signo  característico  es  también  de  ellos  el  que  siempre 
sean  onerosos,  tipo  que  les  imprime  el  elemento  subjetivo  del  co- 
raercio,  la  especulación.  Para  su  validez  es  casi  siempre  coadicion 
esencial  la  capacidad,  unas  veces  la  necesaria  para  ejercer  el  co- 
mercio, otras  la  común;  lo  es  también  la  forma»  con  la  seadllex 
propia  de  las  legislaciones  modernas,  pero  imprescindible  para  la 
validez  de  los  actos;  y  ejercen  frecuente  influencia  en  ellos  el  lagar 
y  el  tiempo,  particularmente  en  la  estiacion  de  las  relaciones  de 
derecho.  Pero,  además  de  estos  caracteres,  presentan  los  actos 
mercantiles  todos  los  que  son  propios  de  las  obligaciones  y  qae  ha 
señalado  Savigay  en  la  última  de  sus  obras  (i),  á  saber,  el  de  sa 
corta  ostensión,  pues  la  mayor  parte  de  las  obligaciones  recaen  so- 
bre hechos  aislados  ó  sobre  compuestos  de  estos  hechos,  es  decir, 
tales  que  no  forman  una  relación*  diaria  y  constante;  el  de  su  corta 
duración,  porque  á  menudo  las  obligaciones  llegan  á  su  estindoo 
próximamente  ó  cuando  menos  en  término  no  lejano,  caracteres  qae 
no  presentan  los  actos  que  dan  nacimiento  á  las  relaciones  de  fasi- 
lia  y  á  las  que  existen  por  razón  de  la  propiedad  ó  de  sos  desmem- 
braciones, y  más  especialmente  el  de  «aparecer  con  una  faacioi 
lespecial  y  del  todo  accidental,  como  condicionen  efectivas  de  ia 
imodiOcacion  arbitraria  de  las  reglas  de  derecho,  k  esta  faacion  se 
i  refieren  la  idea  y  espresiones  muy  generalizadas  entre  los  eacrito- 
ires  modernos,  y  que  consisten  en  la  distinción  de  las  reiacioaesde 
«derecho  en  esientialia,  naturalia  et  aceidentalia.^ 
19.    Conocido,  pues,  el  carácter  jurídico  de  los  actos  mercantiles 


(i)    Doctrina  Pandeetarum,  §.  83. 

(2)    Le  Droü  dei  obligoHonij  traduit  par  Dejardin  et  Gasón ,  tama  i.* 


Digitized  by  LjOOQIC 


BSTTOIOS  lOBBl  WL  DIEBCHO  MIBGAirriL.  S97 

puede  definirse  el  comercio  jarídicamente  considerado  el  conjunto 
de  relaciones  de  derecho  que  los  actos  mercantiles  engendran;  de- 
finición que  no  está  en  oposición  con  la  de  renníon  de  contratos 
celebrados  con  la  intención  de  hacer  algún  lucro  y  que  mediata  ó 
inmediatamente  tienden  á  facilitar  los  cambios ,  ni  con  la  de  las 
diversas  negociaciones  que  tienen  por  objeto  operar  ó  facilitar 
los  cambios  de  los  productos  de  la  naturaleza  ó  de  la  industria 
para  sacar  algún  lucro  de  ellos,  dada  por  Pardessus  (1)  y  prohijada 
recientemente  por  Massé  (2),  pero  quQ  consideramos  preferible  á 
estas  como  derivada  más  lógicamente  de  la  naturaleza  del  fenómeno 
comercio,  más  relacionada  que  ellas  con  la  naturaleza  económica 
del  mismo»  y  dotada  de  más  sabor  jurídico,  si  se  nos  permite  la  fra- 
se. La  relación  jurídica ,  Uene »  cuando  proviene  del  comercio,  el 
elem^to  material  de  naturaleza  económica »  la  negociación,  como 
diría  Pardessus,  ó  el  cambio,  el  trasporte  ó  algún  otro  acto  mate 
rial  encaminado  á  producir  directa  ó  indirectamente  los  autos  fun- 
damentales del  comercio,  según  nosotros;  pero  tiene  además  la  re- 
gla derivada  de  la  institución  de  derecho,  regla  que  sirve  de  tipo  á 
aquella  relación.  De  esta  suerte  el  comercio,  no  como  fenómeno 
económico,  sino  como  fenómeno  jurídico,  entra,  en  nuestra  opinión, 
por  su  esencia  misma  bajo  la  jurisdicción  del  derecho. 

20.  De  cuanto  acabamos  de  decir  se  deducen  algunos  caracte- 
res que  presenta  el  comercio^  considerado  jurídicamente :  d.®,  en 
todas  las  manifestaciones  de  la  actividad  humana,  de  cerca  ó  de  le- 
jos, de  un  modo  parcial  ó  completo,  encontramos  siempre  el  dere- 
cho; pero  en  el  comercio  son  esencialmente  jurídicos  todos  sus  ac- 
tos; 2/,  en  las  demás  manifestaciones  de  la  actividad  humana,  en 
la  parte  concreta  á  la  producción  de  la  riqueza,  el  hecho  tiene  más 
valor  como  interés  de  la  colectividad  que  como  interés  privado,  por 
lo  que  la  legislación  que  comunmente  lo  regula  es  la  administrati- 
va» que  pertenece  al  derecho  público  interno;  al  paso  que  en  la  ma- 
nifestación de  la  propia  actividad ,  en  cuanto  es  industria  comer- 
cial, el  hecho  tiene  igual  importancia  por  su  interés  privado  que 
por  el  interés  colectivo;  asi  es  que  viene  regulado  por  una  legisla- 
ción especial,  la  ordinariamente  compilada  con  el  nombre  de  legis- 


i)    Obra  citada,  t.  i,  p.  19. 

2)    Caura  de  drait  commereial,  Introd. 
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lacíoo  mercantil  ó  de  códigos  de  comercio»  y  por  la  legislacm  ad- 
ministrativa destinada  á  favorecer  60  desarrollo;  y  3.*,  las  demás 
industrias  están ,  por  decirlo  así,  encerradas  en  el  terrílorío  na- 
cional y  la  legislación  del  pa(s  es  la  única  que  regula  sus  actos,  ai 
paso  que  la  mercantil  traspasa  las  fronteras  de  los  pueblos ,  do 
solo  en  el  derecho  privado,  sino  también  en  el  internacional  pri- 
vado y  público»  debe  buscar  reglas  para  sus  actos  y  garantías  para 
su  ejercicio. 

21.  Por  espacio  de  largo  tiempo  y  mientras  es  puramente  ter- 
restre el  comercio,  no  tiene,  jurídicamente  considerado,  nn  caric- 
ter  que  lo  distinga  de  los  demás  actos  de  la  vida  civil:  las  relacio- 
nes mercantiles  que  lo  constituyen  son  contratos  de  derecho  común, 
sin  que  el  elemento  económico  de  ellas  penetre,  para  modificarla, 
en  la  legislación.  No  sucede  lo  propio  cuando  toma  alguna  estén- 
sion  el  comercio  marítimo:  los  contratos  á  que  dá  origen  tienen  su 
tipo  en  los  de  derecho  civil,  pero  pronto  aquel  elemento  les  impri- 
me un  sello  especial;  por  manera  que  el  comercio ,  jurídicamente 
considerado,  no  empieza  á  adquirir  fisonomía  propia  hasta  que  un 
pueblo  emprende  vastas  espediciones  marítimas.  Fenómeno  es 
éste  digno  de  atención  al  examinar  bajo  este  punto  de  vista  al  co- 
mercio, el  cual  nos  presenta  también  otra  carácter  por  demás  no- 
table, aunque  no  sorprendente,  que  es  la  uniformidad  del  que,  pu- 
diéramos llamar,  Upo  jurídico  de  las  relaciones  mercantiles.  «En 
•aquellos  tiempos,  ha  dicho  Pardessus  (i),  á  que  nuestra  orgnilosa 
«delicadeza  dá  el  nombre  de  bárbaros,  á  medida  que  el  comercio 
^marítimo  recibía  un  desarrollo  que  producía  negociaciones  hasta 
tentonces  desconocidas,  y  daba  nacimiento  á  transacciones  parí 
ilas  que  eran  insuficientes  los  principios  del  derecho  civil,  nuestros 
lantepasados  hablan  sentido,  mucho  mejor  de  lo  que  lo  haremos 
hoy  día,  la  necesidad  de  reglas  uniformes.»  Este  distinguido  es- 
critor ha  esplicado  semejante  hecho  diciendo  que  cel  sentimiento 
•imperioso  de  la  necesidad,  triunfó  del  apego  que  los  hombres  te- 
memos comunmente  á  las  costumbres  de  nuestro  pais;»  y  en  con- 
formación de  ello  ha  añadido  las  siguientes  palabras,  con  las  que 
estamos  de  todos  puntos  conformes:  cproducidas  en  todos  los  paises 


{{)    CoUection  des  lois  maritimes  anUriemrH  m» XVIfí  tiéde,  chop. 
jMreltm. 
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tpor  necesidades  semejantes,  las  leyes  marítimas  derivan  de  esta 
•circQDstaneia  el  carácter  de  universalidad  que  permite  aplicarles 
»lo  qne  del  derecho  natural  ha  dicho  tan  bien  Cicerón:  non  opinio- 
>n#,  ud  natura  jus  contíituitur  (1) ;  y  como  interesan  al  universo, 
•en  el  cual  forman  los  navegantes,  por  decirlo  así,  una  solaramilia, 
>su  espíritu  no  puede  cambiar  con  las  demarcaciones  territoriales; 
*»deben  ser  las  mismas  en  todas  partes,  porque  en  todas  partes  su 
«previsión  hospitalaria  debe  orrecer  las  mismas  garantías  á  los  es- 
«tranjeros  que  á  los  nacionales.  El  peor  código  civil  seria  sin  duda 
«alguna  el  que  se  destinase  para  todos  los  pueblos  indistintamente; 
»pero  seria  el  peor  código  marítimo  el  dictado  en  el  interés  espe- 
•cial  y  bajo  la  influencia  particular  de  las  costumbres  de  un  pue- 
«blo.B  Esta  circunstancia  es  indudablemente  otro  rasgo  distintivo 
del  comercio,  jurídicamente  considerado. 

2i.  Finalmente,  progresivo  el  comercio,  así  en  lo  terrestre  co- 
mo en  lo  marítimo,  aparecen  sucesivamente  nuevas  negociaciones, 
6  toman  las  transacciones  diversa  forma  que  exigen  ó  la  aparición 
de  nuevas  instituciones  de  derecho  6  la  modificación  de  las  anti- 
guas. La  costumbre  antes  que  el  legislador,  crea  ó  modifica  las 
instituciones  de  derecho  mercantil;  el  comercio,  jurídicamente  con- 
siderado, se  enriquece  con  nuevos  contratos  ó  atesora  nuevas  for- 
mas para  sus  actos.  La  historia  consigna  con  preferencia  las  vicisi- 
tudes porque  ha  pasado  el  comercio  de  cada  pueblo,  el  carácter 
qne  ha  tamado  en  cada  época,  y  el  momento  de  la  aparición  de  ca- 
da monumento  legal,  y  solo  como  de  pasada  describe  el  nacimiento 
y  la  trasformacion  de  las  instituciones  que  revelan  sus  progresos 
así  bajo  su  aspecto  económico  como  bajo  el  jurídico.  El  comercio 
no  ha  sido  detenidamente  estudiado  bajo  este  segundo  aspecto: 
Montesquieu  en  su  inmortal  Enplritu  de  las  leyes ,  ha  consagrado 
dos  libros,  los  20  y  21 ,  á  examinar  la  influencia  del  comercio  según 
su  naturaleza  y  sus  vicisitudes, en  los  sentimientos,  las  costumbres 
y  la  prosperidad  de  los  pueblos,  y  Filangieri  en  su  ScienM  della 
Ugiilaxione^  solo  se  ha  ocupado  de  él  (2)  con  el  objeto  de  esponer 
lo  que  debe  hacer  el  legislador  para  protegerlo  y  dirigirlo:  ninguno 
de  estos  escritores  lo  ha  examinado  bajo  el  punto  de  vista  del  dere- 
cho privado. 


(\)    De  legibus,  lib.  1.**,  cap.  X. 
(2)    Capítulos  del  n  al  27  del  lib.  2.* 
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Eo  otro  estudio,  (lesliaado  á  determinar  el  carácter  de  la  legis- 
lación mercantil,  encontrarán  sn  complemento  las  ideas  qoe  prece- 
den, para  describir  con  precisión  la  naturaleza  del  comercio  const- 
dorado  jurídicamente. 

laiiel  Dirai  y  Ras. 


DERECHO  CIVIL  Y  ADMIIVISTRATIYO. 

SOBRE  IKmmACIOOBJUHVI^  DRL  ESTADO. 

Tomamos  la  pluma  para  contestar  á  consultas  que  se  nos  diri-- 
gen  con  motivo  de  los  abusos  que  cometen,  con  mas  frecaeocia 
que  de  desear  fuera,  algunos  investigadares,  suponiendo  que  cor- 
responden al  Estado  Gncas  que  en  plena  propiedad  son  de  particu- 
lares. La  ligereza  con  que  denuncian,  la  facilidad  que  las  autorida- 
des del  orden  administrativo  tienen  algunas  veces  para  ordenar 
que  dentro  de  plazos  generalmente  apremiantes  espongan  b  que 
consideren  los  denunciados  conveniente  á  su  derecho  en  oposicioB 
á  las  denuncias,  prescribiéndoles,  ya  que  exhiban  los  tiUilos  de 
propiedad,  ya  que  hagan  relación  de  los  que  tengan  respecto  á  ios 
bienes  objeto  de  investigación,  producen  una  grande  alarma,  aua 
en  los  que  quieta  y  pacíficamente  vienen  en  concepto  de  dueños 
poseyendo  las  fincas,  tal  vez  por  una  serie  larga  de  generaciones. 
Los  investigadores  poco  escrupulosos  para  denunciar,  movidos  por 
el  interés  de  una  ganancia  muy  desproporcionada  á  su  trabajo,  no 
reparan  mucho  en  los  males  que  ocasionan:  bables  imaginar  que 
una  persona  no  tiene  escrituras,  aunque  éstas  hayan  perecido  tal 
vez  en  un  incendio,  ó  por  otro  caso  fortuito,  ó  por  estravío,  ó  que 
hayan  desaparecido  de  cualquier  manera  por  las  vicisitudes  natu- 
rales de  los  tiempos  para  que  entablen  la  denuncia.  Para  ellos ,  ni 
hay  propiedad  sin  documento  que  la  acredite,  ni  significa  nada  la 
prescripción,  aunque  sea  secular,  ni  hay  ninguna  consideración  ju- 
rídica que  los  detenga  en  su  ceguedad  para  no  ver  más  que  el  pre* 
mió  que  esperan  sacar  de  su  oficioso  trabajo  alentado  á  veces  por 
la  facilidad  con  que  son  acogidas  las  denuncias.  Para  que  los  pro- 
pietarios sean  respetados,  basta  en  nuestro  concepto  que  invoquen 
los  principios  tutelares  del  derecho,  y  el  cumplimiento  de  las  leyes; 
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que  enérgicamente  sostengan  sa  derecho;  que  faertes  en  su  jnsli- 
cia  se  nieguen  á  presentar  títulos  de  propiedad  y  á  dar  cuenta  de 
ellos  á  quien  no  tiene  facultad  para  pedirlos,  en  términos  reveren- 
tes, pero  que  patenticen  la  ilegalidad  de  tales  procedimientos.  T  de 
este  modo  conseguirán  que  las  prácticas  viciosas  de  hoy  en  algu- 
nos puntos  sean  reemplazadas  por  las  reglas  universales  del  dere- 
cho, y  por  la  estricta  observancia  de  las  leyes. 

A  nadie  puede  preguntarse  la  causa  por  que  posee :  ni  aun  el 
orden  judicial  puede  hacerlo,  á  pesar  de  que  todas  las  cuestío  • 
nes  de  propiedad  están  bajo  su  salvaguardia:  la  Administración  pú- 
blica no  ha  de  ser  mas  privilegiada:  el  que  cree  tener  el  dominio, 
auuque  sea  el  Estado,  tiene  la  obligación,  para  reivindicarlo,  de 
preparar  sus  medios  de  prueba  y  obtener  de  los  tribunales  una  de- 
claración favorable.  No  basta  decir  otro  que  no  es  dueño,  ni  que  care* 
ce  de  títulos,  ni  pretender  que  presente  las  escrituras;  lo  que  tiene 
que  hacer  el  Estado  ó  sus  representantes,  es  demostrar  legalmente 
el  derecho  que  le  asiste;  ley  á  que  está  sujeta  la  Administración, 
del  mismo  modo  que  los  particulares.  Ta  que  no  puede  decirse  co- 
mo en  Roma,  que  en  tiempo  de  los  buenos  Príncipes  la  causa  del 
fisco  es  la  peor,  que  al  menos  se  diga  que  en  nuestra  patria  son 
iguales  la  causa  del  fisco  y  la  de  los  particulares . 

Cuando  en  el  desacertado  prurito  de  tener  para  todo  jurisdiccio- 
nes especiales,  habia  una  que  tenia  solo  por  objeto  la  aplicación  de 
los  bienes  mostrencos  y  vacantes  al  Estado,  se  procedía  con  una 
franqueza  que  no  siempre  se  vé  hoy,  al  menos  en  los  primeros  trá- 
mites administrativos  de  las  denuncias.  Entonces,  desde  luego  se 
presentaba  el  denunciador  con  la  cara  descubierta,  proponía  en  for- 
ma sus  pretensiones,  tomaba  sobre  sí  la  responsabilidad  de  sus  actos, 
y  sostenía  su  denuncia  aote  autoridades  del  orden  puramente  judi- 
cial y  con  las  formas  solemnes  del  procedimiento.  Desde  el  principio 
aparecía  la  demanda  en  toda  su  estensíon;  se  sabia  quién  era  su 
autor,  se  exigia  precisión  en  lo  que  se  pedia:  las  pretensiones  vagas 
ó  indeterminadas  eran  rechazadas  y  los  investigadores  encontraban 
en  los  gastos  que  tenían  que  satisfacer  el  castigo  de  su  temeridad, 
ó  de  su  ligereza,  correctivo  que  los  hacia  obrar  con  alguna  circuns- 
pección, ya  que  no  siempre  bastara  para  cortar  su  codicia. 

Sin  embargo  de  esto  fué  mal  mirada  esta  jurisdicción  que ,  co- 
mo suele  suceder  con  todas  las  especiales,  escedió  sus  límites  legí- 
timos, y  en  los  primeros  días  del  actual  reinado  tuvo  que  ceder 
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ante  el  principio  qae  empezó  entonoes  é  dottioar,  el  de  resiitiir  i 
la  jufisdíccioa  ordiDaria  las  atribuciooea  de  que  había  sido  despo- 
jada á  favor  de  personas  ó  de  cosas  privilegiadas,  principio  qae  aaa 
00  ha  sido  compietameote  apUcado^  si  bien  es  die  esperar  que  ao 
tardará  60  recibir  su  eotero  cumpliflúemo.  Eotonees,  implícita- 
meoie  se  proclamó  que  el  Estado  y  tos  partietlares  eran  iguales 
eo  cuaoto  á  la  propiedad  se  referia;  los  Jueoes  de  priüera  inslau' 
cia  reemplazaron  á  ios  de  mostrencos,  y  el  orden  de  procedimiea- 
tos  en  las  causas  en  que  el  Estado  tenia  que  agitar  sus  derechos, 
se  niveló  completamente  con  los  que  se  observaban  en  los  demás 
negocios  civiles. 

Conviene  tener  presentes  algunos  artículos  de  la  ley  de  i6  de 
mayo  de  1838,  que  hizo  esta  gravísima  trasformadoo.  Segnn  so 
art.  3.^,  el  Estado  ha  de  reivindicar  los  bienes  que  en  concepto  de 
mostrencos  ó  vacantes  le  correspondan  con  arreglo  á  las  leyes  comu* 
nes;  el  4.^  añade,  que  en  estos  juicios  corresponde  al  Estado  probar 
que  el  poseedor  ó  detentador  no  es  dueño  legitimo,  pero  sin  que 
por  ello  pueda  ser  éste  compelí  do  á  exhibir  sus  titules,  ni  inquie- 
tado en  la  posesión  hasta  ser  vencido  en  juicio;  el  art.  5.^  esta* 
blece  que  el  Estado  tiene  que  entablar  la  acción  reivindicatoría 
competente  contra  el  que  injustamente  detiene  lo  que  al  Estado 
pertenece;  y  como  si  todo  esto  no  bastara,  para  qae  apareciese  el 
espíritu  que  dominaba  al  legislador  y  su  deseo  de  que  las  cuestio- 
lies,  de  que  tratamos,  fuesen  llevadas  siempre  á  la  jurisdicción  or* 
dioaria  y  que  en  ellos  no  se  entrometiera  la  Administración,  aun  eo 
el  caso  que  no  tuviere  poseedor,  ordena  el  art.  6.^  que  los  bieoes 
que  por  no  poseerlos  ó  detentarlos  persona  ó  corporación  alguna, 
carecieran  de  dueño  conocido,  se  ocuparan  desde  luego  á  nombre 
del  Estado,  pero  pidiéndose  en  su  nombre  la  posesión  real  corporal 
ante  el  Juez  competente,  el  cual  ha  de  mandarla  dar  en  la  forma  or- 
diñaría.  Reglas  soo  estas,  i  que  tieoe  que  sujetarse  la  Adminísiracioo. 
obligada  más  que  nadie  á  dar  ejemplos  de  respeto  á  las  leyes.  Faltar 
á  ellas  equivaldría  á  usurpar  atríbuciones  legislativas  y  judiciales. 

La  Instrucción  de  2  de  enero  de  ISod  para  los  investigadores 
de  bienes  comprendidos  en  la  ley  de  i.""  de  mayo  de  1833,  dá  tri- 
buto de  respeto  á  la  ley  al  ordenar  eo  la  regla  13,  que  por  lo  que 
coQcieroe  á  bienes  mostreocos,  solo  son  aplicables  sus  disposiciones 
en  cuanto  no  se  opongan  4  las  leyes  en  el  particular  vigentes,  es 
decir,  á  la  ley  de  1833. 
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Fortalecidos  los  propietarios  ea  su  derecho  de  esta  manera»  io- 
Tocando  oportunamente  las  leyes,  haciéndolas  valer  por  los  medios 
qoe  están  á  sa  alcance,  y  no  arredrándose  ante  denuncias  ilegales, 
conseguirán  sin  duda,  que  sus  derechos  sean  respetados,  y  contri- 
buirán á  que  cada  vez  se  arraigue  más  y  más  entre  nosotros  el 
prjncí|»o  salvador  de  que  la  propiedad  está  garantida  por  el  orden 
judicial,  y  que  no  alcanzan  á  perturbarlo  las  atribuciones  de  la  Ad* 
ministracion. 

Pedro  fiomez  de  la  Sena. 


LEGISLACIONJIPOTECARIA. 

iCámo  deberá  hacerse  la  inscripción  de  los  terrenos  que  pertC' 
neeiendo  al  común  de  vecinos,  han  sido  concedidos  en  disfi*ute  por 
un  AyuntamierUOj  legalmente  autorizado,  á  algunos  de  éstos  por  toda 
su  vida,  con  la  obligación  de  pagar  un  canon,  y  con  otras  co^idicio- 
nes,  que  si  no  se  cumplen  dejan  sin  efecto  la  paetadol  ¿Quién  de- 
berá satisfacer  los  gastos  que  ocasione  la  inscripción  del  dominio  y 
del  disfrute  en  los  registros  de  la  propiedad! 

De  la  forma  de  las  inscripciones  tratan  con  mucha  claridad  los 
títulos  II  de  la  ley  Hipotecaria  y  II  del  Reglamento  para  su  ejecu- 
ción. En  su  letra  y  en  su  espkitu  está  el  deseo  de  hacer  constar  en 
los  registros  de  la  propiedad  el  verdadero  estado  de  los  bienes  raic- 
ees, y  que  aparezca  en  lo  posible  su  derivación  de  unos  á  otros  due 
ños  con  las  cargas,  gravámenes  y  servidumbres  á  que  se  hallen  afec- 
tos,  y  con  las  obligaciones  que  por  su  disfrute  tengan  los  que  los 
lleven  ó  posean.  Partiendo  de  este  principio,  no  puede  dudarse  qué 
es  lo  que  ha  de  inscribirse  y  la  forma  en  que  ha  de  hacerse . 

Para  ello  hay  que  distinguir  los  derechos  de  los  vecinos  en  ge- 
neral, considerados  como  una  sola  persona  jurídica,  de  los  derechos 
de  cada  vecino  en  particular :  los  primeros  se  refieren  al  dominio 
colectivo;  los  segundos  al  disfrute  individual:  unos  y  otros  deben 
inscribirse.  El  dominio  se  inscribe  porque  asi  lo  ordena  el  núm.  1 
del  art.  S.^  de  la  ley  Hipotecaria,  y  porque  es  la  fuente  de  donde  se 
derivan  los  derechos  de  los  vecinos:  el  disfrute  de  éstos,  porque  vie* 
ne  á  ser  una  especie  de  usufructo  con  ciertas  condiciones  resoluto- 
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rias;  porque  ese  derecho  pendiente  asi  de  la  Tida  del  hombre,  que 
no  se  trasmite  á  los  herederos,  que  tiene  cargas  impuestas  por  lo 
que  se  dísfrata  y  solo  durante  el  tiempo  del  disfrute,  y  que  vuelve  i 
incorporarse  á  la  propiedad  común  para  (^e  de  nuevo  toree  á  adja- 
dicarse  á  otro  con  las  mismas  condiciones  con  que  antes  había  sido 
otorgado,  do  puede  llamarse  dominio,  t  si  alguno  por  escrdpiilos 
teóricos  considerase  que  no  habia  aquí  usufirudo,  no  pódride  modo 
alguno  negar  que  semejante  coneesionario  tiene  un  derecho  mi  du- 
rante su  vida  mientras  cumpla  las  obligaciones  que  contrajo  al  re- 
cibirlo, y  siendo  esto  asi,  no  hay  duda  que  deben  inscribirse  las 
concesiones  que  se  hagan  á  cada  vecino,  que  serán  el  titulo  de  su 
respectivo  disfrute.  Esta  inscripción  está  comprendida  en  el  núme- 
ro S.*"  del  art.  2.®  de  la  ley  Hipotecaría. 

Para  que  se  comprenda  bien  el  espíritu  de  la  Ley  en  este  pun- 
to, conviene  considerar,  que  ordenándose  en  los  números  0.*  y  6.* 
del  art.  2.^,  que  se  inscriban  los  contratos  de  arrendamiento  de 
inmuebles  por  un  período  que  esceda  de  seis  años  y  los  en  que  se 
hayan  anticipado  las  rentas  de  tres  ó  más  anos,  cuyas  disposiciones» 
separándose  de  la  legislación  antigua,  han  convertido  eo  reales,  de* 
rechos  que  antes  eran  solamente  personales,  seria  ilógica  la  Ley  sí 
no  comprendiera  otros  derechos  sobre  la  propiedad  inmueble ,  que 
por  su  esteosion,  duración  y  carácter  afectaban  ó  podían  al  menos 
afectar  á  la  propiedad  más  que  los  arrendamientos. 

La  separación  de  derechos  que  queda  espuesta ,  sirve,  no  solo 
para  designar  las  personas  á  quienes  corresponde  hacer  la  inscrip- 
ción, sino  también  á  los  que  deben  costear  las  diligencias  y  los 
gastos  que  para  ella  sean  indispensables.  Así  es  que  los  gastos  que 
se  refieren  á  hacer  constar  que  la  propiedad  es  del  común  de  veci- 
nos, debe  ser  satisfecho  por  éstos  en  la  proporción  de  la  parte  que 
lleven  en  disfrute:  que  los  desembolsos  que  se  originen  para  hacer 
constar  las  adjudicaciones  particulares,  han  de  ser  de  cuenta  de  ca- 
da uno  de  los  adjudicatarios,  y  que  aquellos  en  que  al  mismo  tiempo 
estén  interesados  el  común  de  vecinos  y  propietarios  particulares, 
por  tener  éstos  tierras  enclavadas  en  la  propiedad  comunal ,  deben 
ser  de  cuenta  de  unos  y  de  otros,  guardando  una  proporción  equi- 
tativa y  prudente ,  habida  consideración  á  las  ventajas  que  sacan 
respectivamente.  Estas  reglas  están  conformes  de  todo  punto  con 
el  art.  335  de  la  ley  Hipotecaría. — *** 
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ESTUDIO  SEGUNDO. 

CAKACTJBA    l»EI<   l»E«B€HO   MBRCANVII.. 


1.^  Las  realas  de  derecho  que  determioan  6  modelan  las  rela*^ 
clones  jurídicas  mercantiles  son  espepiales  como  nacidas  bajo  el  in- 
flujo del  desenvolvimiento  del  fenómeno  comercio.  De  ahí  el  carác- 
ter especial.del  derecho  mercantil,  en  cuyas  instituciones  se  revela 
siempre  una  doble  naturaleza:  la  mercantil  ó  económica  y  la  jurídi* 
ca,  que  provienen  del  doble  aspecto  bajo  el  cual  el  comercio  puede 
ser  considerado.  Para  conocer,  pues,  el  espíritu  de  esas  iostitucio- 
nes  conviene  investigar  en  cada  una  de  ellas  la  naturaleza  y  carác- 
ter de  los  elementos  mercantil  y  jurídico  que  han  entrado  en  su 
formación;  y  la  historia  de  la  aparición  y  desenvolvimiento  de  uno 
y  otro,  la  que  se  descubre  en  la  historia  del  comercio ,  á  la  vet 
que  en  el  derecho  consuetudinario»  en  los  fallos  arbitrales,  en  los 
veredictos  de  los  Jurados  mercantiles,  en  los  monumentos  legales 
qne  hatn  resistido,  mutilados  ó  enteros,  la  injuria  de  los  tiempos,  y 
en  la  ciencia  cuya  elaboración  es  lenta  y  díGcil,  pero  cuya  influen- 
cia es  real  y  fecunda  aun  como  complemento  del  derecho  positivo^ 
Pero  si  el  estudio  de  la  naturaleza  é  historia  de  cada  institución 
es  la  base  más  segura  para  conocer  el  carácter  especial  del  derecho 
mercantil,  cabe  anticipar  de  ét  una  idea  sintética,  ya  examinando  eó* 
mo  se  relaciona  esta  rama  de  la  legislación  con  las  demás  en  el  siste* 
ma  general  del  derecho,  ya  investigando  cómo  se  desarrolló  según 
las  épocas  y  los  pueblos.  De  otra  parte,  el  espíritu  analítico  de  los 
tiempos  modernos  separa  lo  que  antes  ha  eálado  confuadiJo,  no  li- 
mitándose esta  separación  á  lo  meramente  científico,  pues  hoy  dia^ 
concretándonos  al  derecho,  su  división  en  diversas  ramas,  tiene  un 
valor,  no  solo  especulativo,  sino  práctico,  cuando  menos  bajo  el  as. 
pecto  de  la  rompeiencia  de  los  tribunales  y  autori^^^es  que  lo 
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aplican  (i).  Esto  dos  inueTe  á ensayar  la  fíjaicioQ  del  carácter  espe- 
cial del  derecho  mercantil,  concretándonos  por  ahora  á  los  tres 
puntos  de  vista  de  los  siguientes  artículos. 

I. 

Lugar  del  derecho  mercantil  en  el  sistema  general  del  Derecho, 

S.  Considerando  en  su  sentido  objetivo  el  derecho,  es  decir, 
corno  wtrma  agendi ,  es  una  regla  general  que  domina  lodos  Í06 
casos  particulares  (2);  pero  toda  regla  de  derecho,  y  por  lo  mismo 
la  ley  que  es  su  espresion,  tiene  por  fuente  una  institución  de  de- 
recho, conjunto  sistemático  de  reglas  que  salen  de  su  estado  de 
abstracción  para  adquirir  una  realidad  práctica,  merced  á  ta  apari- 
ción y  encadenamiento  de  los  actos  que  engendran  relacrones  entre 
los  hombres.  No  aisladas  en  su  existencia  esas  reglas,  sino  ealaza- 
das  entre  si  en  un  más  ó  menos  vasto  conjunto,  forman  la  iastilu- 
c.on  de  que  emanan  al  aplicarse  en  cada  caso  concreto;  y  á  sa  vez 
no  vive  aislada  la  institución,  aunque  tenga  su  esfera  propia,  sino 
que  coexiste  con  otras,  formando  el  conjunto  sistemático  de  ellas 
lo  que  llamamos  ramas  de  derecho.  Estas  mismas  ramas  se  armo- 
nizan en  el  seno  de  un  sistema  más  general  y  más  vasta  conocido 
con  la  espresioQ  genérica  de  derecho  positivo  nacioual;  y  este  sis- 
tema general  corresponde  k  la  naturaleza  variada  y  compleja  de  las 
sociedades  humanas. 

Diversas,  pues,  las  ramas  del  derecho  positivo,  como  son  diver- 
sas las  esferas  de  aplicación  de  la  actividad  individual  y  diversas  las 
necesidades  comunes  de  la  asociación  en  cuyo  seno  el  hombre  vive 
y  se  desenvuelve,  pueden  hacerse  y  se  han  heclio  de  ellas  clasifica- 
ciones masó  menos  arbitrarias:  para  nuestro  objeto,  nos  basta  di- 
vidir.el  derecho  positivo  en  civil  y  eclesiástico;  aquel  en  público  y 
privado;  el  primero  á  so  vez  en  esterno  ó  internacional,  y  en  inler- 
uo  que  abraza  el  político,  el  administrativo,  el  penal  y  el  de  proce- 
dimientos: y  el  privado  en  común  ó  especial ,  llamados  también  ci- 

(i)  En  el  comercio  marítimo,  p.  e.,  encontramos  mochos  actos  que 
son  de  la  competencia d^  I^Junísdiccion  de  Marina,  y  otros,  <)iie  con  ellos 
se  rozan  ó  los  mismos  bajo  otro  aspecto,  que  lo  son  de  la  privativa  de  los 
Tribuüaíes  de  Goiiieréio. 

(2)    Savigoy,  Traite  de  droit  romaiñf  §   5. 
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vil  el  primero  y  mercaotíl  el  segundo.  BeDlham  (1)  divide  las  leyes 
en  sustantivas  y  adjetivas,  según  que  como  principales  puedan  exis- 
tir por  sí  mismas  sin  necesidad  de  otras  ó  que  no  puedan  existir  ni 
concebirse  sin  otras  que  hacer  observar,  y  en  generales  y  particu- 
laries,  según  que  tengan  un  interés  igual  para  todos  ó  que  interesen 
a  una  sola  clase  de  ciudadanos;  y  Oudot  (2)  divide  el  derecho  eu 
determinador  y  sanciooador,  según  que  consigne  eo  preceptos  la 
distinción  del  bien  y  del  mal  ó  que  haga  respetar  esta  distinción. 

3.  El  derecho  mercantil  pertenece  por  su  naturaleza  al  derecho 
privado,  pero  constituye  el  especial;  es,  según  la  clasificacioa  de 
Bentbam,  ley  sustantiva  y  particular;  y  entra,  según  la  de  Oudot, 
en  la  categoría  de  derecho  determinador.  Sus  reglas  de  derecho  son 
el  tipo  de  relaciones  jurídicas  sostenidas  entre  los  hombres,  tan- 
quam  perwntB  privatoe,  pero  no  abrazan  todas  las  de  esta  clase:  eu 
^1  comercio  no  cabe  un  solo  acto  que  cree,  moditique  ó  estinga  uua 
relación  de  familia,  que  tenga  por  objeto  la  trasmisión  de  una  uni- 
versalidad de  derecho  por  causa  de  muerte  ó  que  lleve  alguna  alte- 
ración sustancial  al  dominio  de  las  cosas  ó  á  los  derechos  que  sou 
desmembración  ó  limitación  del  mismo;  en  él  todos  son  actos  coub- 
títutivos  de  obligaciones.  Has  por  esta  misma  razón  pertenece  e!  de- 
recho mercantil  al  privado,  del  que  con  razón  se  ha  dicho  que  es 
escepcion  y  suplemento;  y  en  tanto  es  parte  de  aquel  derecho,  co-' 
mo  que,  aislándose  de  él,  intentando  formar  una  rama  separada, 
seria  incompleto:  eu  el  sistema  general  del  derecho  no  podria  estu- 
diarse el  mercantil  con  cierta  independencia  de  las  demás  ramas, 
como  puede  verificarse  con  el  político,  el  civil  y  el  penal. 

Concretando  más  esta  idea,  es  evidente  que  el  derecho  mercan- 
til vive  eu  estrechas  relaciones  con  el  civil  por  loque  contiene  y  so- 
bre lodo  por  lo  que  no  contiene.  Por  lo  que  contiene,  en  cuanto  or  i 
¿uodifica,  conservando  ó  variando  sus  nombres,  algunnas  instiiucio 
nes  de  derecho  civil,  ora  regulariza  otras  instituciones,  sin  similar 
aa  este  derecho,  v  á  que  ha  dado  nacimiento  y  forma  primitiva 
el  movimiento  económico  de  las  sociedades  humanas;  y  por  lo  que 
ao  contiene,  pues  del  derecho  civil  toma  el  mercantil  los  principios 
generales  que  no  modiHca,  los  axiomas  que  se  llaman  también  ea 
sentido  estricto  reglas  de  derecho  y  la  naturaleza  jurídica  de  la  raa* 

(i)     Vue  general  d'un  Corps  complete  de  legislation,  chap   I , 
(2)     Cohsciejice  el  Scicncr  du  drvoir, 
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yor  parle  de  las  iostilucioDCS  que  admite;  y  de  él  recibe  con  toda 
su  autoridad  é  influeocia  las  demás  ioslitucioues  del  derecho  dvíl, 
que  pasau  de  un  modo  más  ó  meóos  directo,  más  ó  meóos  geiiml, 
pero  siempre  eficaz,  en  las  purameote  mercantiles,  ksi,  p.  e.«bs 
condiciooes  geoerales  de  la  capacidad  de  derecho  influyeo  en  la  ap- 
titud para  ejercer  el  comercio,  como  en  ella  influyen  la  emaaci- 
pación  y  los  peculios;  la  naturaleza  jurídica  de  la  sucesión  conser* 
▼ase  íntegra  en  su  influencia  sobre  la  transmisión  de  los  derechos 
activos  y  pasivos;  el  dominio,  la  hipoteca,  etc.,  guardan  loque  es 
de  esencia  jurídica  en  estas  instituciones  al  aplicarse  á  las  nave^; 
al  derecho  privado  común  debe  ir  á  buscar  el  mercantil  la  nalur^' 
leza,  condiciones  y  efectos  délas  acciones,  etc.,  etc. 

De  aquí  se  deduce  que  si,  no  solo  el  derecho  en  general,  sioo 
cada  rama  del  derecho  en  parlicular,  forman  un  todo  sistemáti- 
co, un  organismo  como  dicen  los  modernos  escritores  alemanes, 
el  derecho  mercantil,  ais^iado,  reducido  á  si  mismo  como  los  C6di- 
gos  de  Comercio  nos  lo  presentan,  está  lejos  de  ostentarse  con  esta 
carácter;  al  paso  que,  considerándole  como  parte  del  derecho  pri- 
vado, entra  perfectamente  en  el  sistema  de  éste,  y  por  lo  mismo  eo 
el  general  del  derecho,  sin  los  vacíos  que  presenta  aisladamente 
considerado^ 

11. 

Carácter  especial  que  toma  en  su  desenvolvimiento  el  derecho 
mercantil. 

4.  No  nos  señala  la  historia  el  momento  en  que  aparece  el  de- 
recho en  un  pueblo;  pero  el  estudio  de  la  naturaleza  moral  y  social 
hombre  nos  revela  que  con  la  sociedad  nacen  la  Autoridad  y  el 
Derecho ,  que  éste  se  desenvuelve  espontáneamente  en  el  seno  de 
las  sociedades  á  la  manera  que  se  forman  y  desenvuelven  su  len- 
gua, sus  costumbres  y  sus  instituciones,  y  que  las  primeras  reglas 
de  derecho  encuentran  su  fórmula  y  autoridad  en  1^  ronrienría  co- 
mún del  pueblo.  Asentimos  en  esta  parte  á  las  teorías  de  la  escuela 
histórica,  y  no  creemos  que  ninguna  escuela  filosófica  pueda  re- 
chazar esta  esplicacion  de  los  orígenes  del  derecho  eo  la  primera 
época  de  la  vida  de  las  naciones. 

Tampoco  cabe  revocar  en  duda,  como  lo  hemos  dicho  en  otro 

Digitized  by  LjOOQIC 


ESTUDIOS  SOBRE  RL  DERECHO   MBRGAÜTÍL.  309 

lugar  (i),  que  en  el  seno  de  toda  sociedad  y  desde  sus  albores  se 
forma  un  espirita  propio,  peculiar,  esclusivannente  suyo  que  ca- 
racteriza todas  las  maui Testaciones  de  su  vida  y  distingue  sus  le- 
yes como  distingue  sus  costumbres,  su  filosofía,  su  literatura,  su< 
monumentos  y  sus  artes.  El  espíritu  nacional,  que  así  llamamos  eiá 
<|ue  DOS  referiiuos,  conserva  más  ó  menos  vigor  é  influencia,  según 
-el  genio  de  las  civilizaciones,  y  sobre  todo  según  el  espíritu  de  loi 
tiempos;  y  siempre  robusto  mientras  se  encuentra  en  la  plenitud 
de  su  vida  las  sociedades,  se  incrusta,  por  decirlo  así,  más  ó  me- 
nos profundamente  en  cada  rama  del  derecho,  según  que  las  rela- 
ciones jurídicas  (|ue  ella  determina  penetren  más  o  menos  profun* 
damente  en  la  existencia  moral  del  individuo. 

Por  último,  DO  es  menos  cierto  que  el  derecho  privado  común 
desafia  por  decirlo  así,  á  las  demás  ramas  del  derecho  en  punto  á 
ia  solidez  y  duración  de  sus  instituciones.  Los  progresos  de  las  so- 
ciedades, el  espíritu  de  los  tiempo^  de  que  hemos  hecho  mención 
poco  há,  las  modifican  ciertamente  y  aun  las  depuran  de  lo  que  es  . 
exótico  á  su  naturaleza;  pero  á  la  par  consolidan  lo  que  les  es  esen-» 
cial,  y  su  faz  solo  se  trasformu  cuando  algún  hecho  providencial 
establece  una  profunda  línea  divisoria,  no  solo  entre  los  pueblos, 
sino  entre  las  edades. 

5.  Helatívameule  al  derecho  mercantil  tampoco  nos  revela  la 
historia  el  momento,  ni  el  primer  lugar  de  su  aparición.  Es  de 
creer  que  donde  quiera  que  haya  tomado  algún  vuelo  el  comercio 
y  hayan  empezado  á  serle  insuficientes  los  principios  y  reglas  del 
derecho  civil,  habrán  aparecido  algunas  reglas  de  derecho  espe- 
ciales, en  forma  de  usos,  prácticas  ó  costumbres,  asemejándose  en 
ésto  el  nacimiento  del  derecho  mercantil  al  de  las  demás  ramas  del 
derecho  positivo.  Pero  fo  que  sin  duda  le  distingue  es  que  este  mo- 
do de  existir  se  dilata  por  mucho  mayor  tiempo  que  en  las  demás 
ramas  de  la  legislacioo  de  lus  pueblos,  de  tal  suene  que  lo  mismo 
eu  la  antigüedad  que  en  la  edad  media  tarda  en  aparecer  el  dere- 
cho escrito,  y  aun  éste,  en  su  primitiva  forma,  no  es  más  que  tnia 
compilación,  más  ó  menos  artística  y  completa  de  los  usob  y  cos- 
tumbres generalmente  observados.  Los  prohombres  que  pubficaron 
el  vulgarmente  llamado  Libro  del  Consulado  de  Mar  no  ofrecieron 
á  los  navegantes  de  Barcelona,  un  cuerpo  de  leyes  formadas  á 

(i)    Estudios  políticos  y  económicos;  Estudio  1.** 
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priin,  de  fórmulas  que  fuesen  uoa  elaboración  científica  cnal  la  de 
los  Códigos  antiguos  y  modernos:  compilaron  para  los  catalanes  !o> 
usos  y  costumbres  que  estaban  en  observancia  entre  todos  los  pue- 
blos que  navegaban  por  los  mare**  de  Levante  (I),  y  por  cHo  las 
adoptaron  todos  porque,  sirviéndonos  de  una  hermosa  frase  de 
Puhcta,  aquellas  costumbres  eran  el  espejo  en  que  todos  se  reco- 
nocieron. 

6.  Otro  carácter  presenta  igualmente  el  derecho  mercantil  en 
su  desarrollo,  carácter  que  hemos  hecho  notar  ya  más  arriba:  la 
tendencia  á  la  uniformidad.  Los  principios  de  la  legislación  comer- 
cial, ha  dicho  Saint- Jo«eph  (i)  forman  una  especie  de  derecho  co- 
mún y  universal.  Así  nos  lo  confirma  la  historia  de  la  legislación 
mercantil,  pues  las  leyes  náuticas  de  los  Rodios  han  sido  la  base  de 
la  legislación  marítima  de  los  atenienses,  y  fueron  adoptadas  por 
los  romanos,  á  pesar  de  la  individualidad  política  y  jurídica  de  aquel 
pueblo;  los  Rooles  de  Oleron  y  las  Ordenanzas  de  Wisbuy  se  pare- 
cen tanto,  como  que  se  disputa  cuál  de  las  dos  compilaciones  ha  si- 
do modelo  de  la  otra;  semejante  á  ambas,  aunque  más  completo  es 
el  libro  del  Consulado;  y  la  obra  de  Saint-Joseph  demuestra  que 
son  solo  de  detalle  generalmente  las  diferencias  que  se  encueo- 
tran  al  comparar  entre  si  los  Códigos  de  Comercio  modernos.  De- 
pende esto  de  que  la  legislación  mercantil  se  refiere  á  hechos  que 
son  más  estemos,  menos  íntimos  para  el  hombre  que  los  de  que  se 
ocupa  la  ley  civil,  de  que  el  comercio  es  cosmopolita  por  sn  esencia 
misma,  y  por  último  de  que  es  enemigo  de  todo  entorpecimiento, 
siendo  uno  de  los  principales  estorbos  con  que  lucha  la  diversi- 
dad de  reglas  de  derecho  que  aplicar  4  las  transacciones  mercan- 
tiles. 

7.  Comparado  con  el  civil  distingüese  también  el  derecha  mer- 
cantil por  su  carácter  progresivo.  El  derecho  privado  común,  por 
lo  mismo  que  puede  resumirse  en  las  dos  grandes  instituciones  sobre 
que  descansa  la  sociedad  en  su  vida  privada,  la  familia  y  la  pro- 


(1)  «Bstos  son  los  buenos  establecimientos  y  las  buenas  costumbres 
«concernientes  á  hechos  de  mar  que  los  hombres  espartos  que  navegsn 
^r  el  mundo  empezaron  á  dar  á  nuestros  antecesores.»  Introducción  al 
Código  de  Uu  costumbres  maritimas  de  Barcelona,  traducción  de  Cap- 
maay. 

(2)  Introduction  á  la  Ck>ncordanoe  entre  los  Codee 'de  ComoMrce 
étranjeres. 
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piedad,  es  poco  variable  de  suyo,  y  apenas  ea  el  decurso  de  algu- 
nos siglos  nace  6  desaparece  una  institución  ó  se  modifican  en  su 
modo  de  ser  las  que  subsisten;  pero  las  transacciones  mercantiles 
toman  con  frecuencia  nuevas  formas,  las  que  reclaman  á  su  vez 
Duevas  instituciones  ó  á  lo  menos  profundasalteraciones  en  las  an  - 
tiguas. 

8.  Concurren  á  la  formación  de  las  instituciones  de  derecho 
mercantil  varios  elementos  cuya  combinación  é  influencia  atribuye 
también  un  carácter  especial  á  su  desarrollo:  el  geográfico,  ó  sea  el 
de  la  situación  y  demás  condiciones  del  país,  el  cual  influye  en  la 
forma  y  dirección  de  la  actividad  mercantil  y  por  lo  mismo  en  la 
aparición  de  ciertas  instituciones;  el  político,  derivado  del  espíritu 
de  la  Constitución  política  de  los  pueblos  y  que  influye  particular- 
mente en  lá  capacidad  para  ejercer  el  comercio  y  en  la  organiza- 
ción de  algunas  instituciones  de  derecho  mercantil;  y  muy  especial- 
mente el  económico  y  el  jurídico,  dependiente  aquel  de  la  natura- 
leza del  fenómeno  comercio,  y  el  segundo,  de  aquella  parte  de  la  ley 
moral  que  aplicada  á  las  relaciones  del  hombre  con  el  hombre  de- 
nominamos justicia.  El  elemento  histórico  ó  sea  el  espíritu  nacional 
apenas  influye  en  el  derecho  mercantil  por  las  mismas  causas  que 
esplican  su  tendencia  á  la  uniformidad. 

111. 

Distincimí  etitre  el  derecho  llamado  mereanlU  y  las  iemái  ramas 
del  derecho  que  se  ocupan  del  fenómeno  comercio. 

9.  Los  actos  mercantiles  y  las  relaciones  jurídicas  que  de  ellos 
nacen,  no  están  regulados  únicamente  por  los  Códigos  llamados  de 
Comercio ;  la  legislación  administrativa  común,  la  rentística  ó  de  . 
hacienda,  la  náutica  y  el  derecho  internacional  influyen  con  sus 
disposieiones  en  el  fenómeno  comercio,  dictando  reglas  sobre  sus 
actos,  y  caracterizando  de  un  modo  especial  cierto  orden  de  rela- 
ciones de  las  que  éste  fenómeno  engendra. 

10.  Para  la  legislación  administrativa  común  ó  general,  el  co- 
mercio es  una  manifestación  de  la  actividad  individual  y  social,' una 
industria,  una  fuerza  productiva,  una  fuente  de  prosperidad  nacio- 
nal, una  especialidad  de  intereses  colectivos,  no  esclusivos  ni  anta- 
gonistas» sino  enlazados  y  armónicos  con  los  demás  intereses  socia- 
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les.  Así  considerado  el  comercio,  la  legislación  administratiTa  eo- 
mm  ó  crea  instituciones  para  fomentarlo,  6  dicta  reglas  para  conci- 
liar sns  intereses  con  otros  intereses.  Al  prí  mer  orden  de  ideas  per- 
tenecen el  estabiecimieoto  y  regularizacion  de  las  ferias  y  mercados, 
la  uniformidad  y  cootraste  de  pesas  y  medidas,  la  fabricación  de  la 
moneda,  la  construcción  y  conservación  de  vías  públicas,  la  creack» 
ó  autorización  de  Bancos,  la  reglamentación  de  la  enseñanza  mer- 
cantil, la  institución  de  Juntas  de  Comercio  con  éste  ó  con  análogo 
nombre,  etc.;  al  segundo  corresponden  las  disposiciones  sanitarias, 
establecidas  asi  para  épocas  normales  co:no  para  los  calamitosos 
dias  de  epidemias  y  contagios. 

14.  El  derecho  administrativo  reniístícoó  de  hacienda  consideri 
solamente  el  comercio  como  espresion  visible  y  material  de  la  ri- 
queza, como  una  manifestación  especial  de  la  materia  imponible, 
Por  ésto  e^  que  lo  afecta  con  el  impuesto,  haciéndolo  ea  variadas 
formas  (i  j ,  á  saber,  la  de  Ih  conlribucioo  sobre  la  renta  exigiendo 
patente  para  el  ejercicio  de  la  prof^^ion  mercantil;  la  del  impuesto 
sobro  los  consumos,  con  este  mismo  nombre ,  ó  los  de  rentas  estan- 
cadas ,  de  aduanas  y  otros :  la  del  impuesto  sobre  tos  actos  eu  forma 
de  sello  ó  timbre,  unas  veces  para  la  legalidad  del  titulo  en  qae 
constan,  como  en  la<  pólizas  de  contratos,  documentos  de  giro  y 
libros  de  contabilidad  mercantil ,  otras  para  la  validez  de  las  tras- 
misiones, romo  en  los  traspasos  de  acciones  ú  obligaciones  de  so- 
ciedades ,  y  en  la  de  impuesto  sobre  otros  actos  que  son  la  utiliza- 
ción ó  aprovechamiento  de  servicios  públicos,  como  4os  impuestos 
de  faros ,  puertos ,  pontazgos ,  etc. 

12.  La  legislación  administrativa  náutica  solo  se  ocupa  del  co- 
mercio con  relación  álos  medios  de  trasporte  por  mar.  Arriesgada  li 
navegación,  pero  facilitada  con  losconicimieotos  científicos  aplica- 
dos á  ella  ,  la  legislación  náutica  exige  capacidad  acreditada  en  los 
que  han  de  dirigirla  y  condiciones  de  buena  construcción  y  conve- 
niente aparejamtento  en  la  nave  coa  que  haya  de  verificarse;  atri- 
buye durante  ella  grande  autoridad  á  los  que  tienen  el  mando  áe 
la  nave ,  y  á  cuantos  van  en  la  misma  impone  severas  obligaciones 
y  eslredia  responsabilidad;  y  cuando  se  interrumpe  ó  termina  por 
efecto  de  nn  accidente  marítimo  funesto  somete  á  una  jurisdiedoa 

* 
{i)    Ad'optamosla  clasífícacioo  de  Esquirou  de  Paríeu  en  su  Traüé 
desimpots.  t.  1 ,  cMp.  2. 
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especitl  y  TaoilUtiva  el  examen  d^  sh^  Ciía^as  y  la  calificacioo  de 
la  conducta-  de  los  que  haa  dirij^ido  el  buqae. 

13.  Por  áliimo,  el  derecho  iaternauioaal  se  ocupa  tambiea  del 
comerdo  bap  diverso  aspecto  ,  según  que  estén  en  paz  ó  en  guer- 
ra las  naciones.  Establecido  el  prin  *Jpio  de  la  igualdad  y  autono* 
mía  de  lo.s  Estados,  tienen  éstos  uu  tiempo  de  paz  agentes  diploma  • 
lieos  y  consulares  de  cuya  respectiva  misión  forma  parte  la  protec* 
cioD  .ile  los  intereses  niercaniíles  de  la  nación  qne  representan; 
aplican  el  principio  del  comercio  mutuo «  aunque  con  las  diversas 
restricciones  que  aconsejan  los  demás  principios  políticos,  morales 
y  econóoiico^á  que  han  de  atender,  en  interés  de  su  independencia 
los  pueblos  ( I ) ;  y  cumplen  y  hacen  cumplir  los  contratos  que  con 
el  nombre  de  tratados  de  comercio  celebran  para  la  recíproca  ven- 
taja de  sus  subditos.  En  tiempo  de  guerra ,  observan  las  reglas  ge- 
neralmente admitidas  entre  los  pueblos  civilízalos  a>í  respuuo  al 
comercio  entre  subditos  de  las  potencias  beligerantes  como  respec- 
to al  de  las  potencias  neutrales,  lo  mismo  en  punto  ai  contrabando 
de  guerra  qoe  en  cuanto  á  los  bloqueos ,  corso,  etc.  {^). 

14.  Las  disposiciones  que  emanan  de  la  legislación  admini^ra- 
tiva  coifiun«  rentística  y  náutica,  los  principios  que  se  observan  en 
las  relaciones  internacionales  son  reglas  de  derecho  que  determi- 
nan el  carácter  de  ciertas  instituciones  jurídicas  eojendradas  por 
el  fenómeno  comercio.  Conviene,  pues,  no  confundir  unas  con 
otras  para  no  desconocer  la  esfera  propia  del  derecho  mercantil ;  y 
á  este  propósito  pueden  establecerse  algunas  regias. 

Primera:  la  legislaci<jn  adminrstrativa  común  tiene  por  fin  el 
fomento  de  la  riqueza  púbiica  ;  la  legislación  administrativa  rentís- 
tica ,  el  interés  í¡:-cal ;  la  legislación  administrativa  náutica ,  la  po- 
licía marítima ;  y  el  derecho  internacional ,  la  independencia  de  los 
Estados.  El  fin  del  derecho  mercantil  es,  como  el  del  derecho  pri- 
vado ,  trazar  los  dominios  en  qne  impera  libremente  Ja  voluntad  det 
tiombre  en  materias  de  su  interés  particular. 

Segunda :  el  objeto  de  ios  Códigos  de  Comercio  ó  <le  las  legis^ 

(1 )  Heffter,  Le  Droit  public  international  de  T  Europe ,  Jiv.  i ,  chap.  i , 
sec.  2 ,  §.  4. 

(2)  £1  derecho  internacional  tiende  más  y  m^s  cada  día  ,  no  solo  á 
Ojar  la  doctxina  generalmente  observada ,  sino  á  facilitar  en  lo  posible, 
durante  la  guerra,  las  transacciones  mercnntíles:  ejeropJo  de  ello  muy 
reciente  es  la  declaración  del  Congreso  de  París ,  de  i 6  de  abril  de  1856, 
para  regukx  diversos  puntos  de  derecho  marítimo. 

TOMO  xxvn.  40 
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lacioDes  mercantiles  propiameote  dichas  es  de.teriuiQar  el  orígeo, 
naturaleza ,  forma  y  efectos  de  la  obligación  entre  parlicolares, 
obligación  contraída  con  mira  solamente  al  interés  privado  de  los 
que  son  sujetos  en  la  relación  jurídica  que  ella  crea;  el  objeto  de 
las  demás  ramas  del  derecho  en  cuanto  se  ocupan  del  comercio  es 
solamente  el  interés  colectivo,  llámese  utilidad  general  ó  necesi- 
dad política. 

Tercera :  el  acto  que  eojendra  la  relación  jurídica  determinada 
por  alguna  regla  deducida  del  CóJigo  ó  legislación  mercanlíl  tien- 
de siempre  á  producir  mediata  ó  inmediatamente  el  fenómeoo  co- 
mercio; el  acto  que  enjendra  las  relaciones  jurídicas  determinadas 
por  las  reglas  de  derecho  que  derivan  de  aquellas  otras  ramas  solo 
tiende  á  favorecer  el  desarrollo  ó  amparar  la  existencia  del  comer- 
cio considerado  como  un  ipterés  social. 

Cuarta :  son  siempre  de  persona  á  persona,  física  ó  moral ,  las 
relaciones  jurídicas  determinadas  por  las  reglas  del  Código  de  Co- 
mercio ;  al  paso  que  en  las  demás,  uno  de  los  sugetos  eo  la  rela- 
ción jurídica  es  siempre  el  Estado  representado  por  alguna  institu- 
ción política  ó  administrativa. 

Naiiiel  Duras  ;  Bis. 


SOBRR  LA  REGLilACION  DB  IKTBRRSI8 

EN  CL  GONTAATO  G1VÍL  DC  PRÉSTAMO. 


No  vamos  á  tratar  en  el  presente  artículo  de  la  bondad  ó  injus- 
ticia de  la  usura  bajo  el  aspecto  moral  y  económico.  Materia  es  és- 
ta que  pertenece  al  esclusivo  dominio  del  derecho  constituyente, 
en  el  que  no  creemos  oportuno  penetrar  por  ahora.  Nuestro  prop6- 
sito  tíene  hoy  por  único  objeto  analizar  y  resolver  en  el  terreno  de 
la  legislación  existente  algunos  estremos  relativos  al  asunto  qae  en 
el  epígrafe  dejamos  señalado. 

Nuestras  antiguas  leyes,  inspirándose  en  la  severidad  de  las 
máximas  evangélicas,  condenaron  por  punto  general,  todo  interés 
en  el  contrato  de  préstamo,  pues  si  bien  en  los  prirtieros  tiempos 
de  la  monarquía  vemos  permitida  su  exacción  por  algunas  disposi- 
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ciooes  del  Fuero  Juzgo  (i).,  oo  lardo  eu  desaparecer  en  los  Códigos 
posteriores,  quedando  autorizada  únicanieote  para  los  judíos  (^). 
Más  adelante,  aunque  mirada  siempre  la  usura  con  prevención  y 
recelo,  se  toleró,  sin  embargo,  un  rédito  ó  interés  en  casos  deter- 
minados, pero  con  la  circunstancia  de  que  nunca  escedió  de  un  10 
por  iOO  anual  (3).  Poco  á  poco  fueron  ganando  terreno  en  la  opi- 
nión pública  otros  principios  económicos,  los  cuales  dieron  por  re- 
sultado la  ley  de  las  Constituyentes  de  14  de  marzo  de  1856,  que 
abolió  en  su  artículo  1.*  toda  tasa  sobre  el  interés  del  capital  ea 
numerario  d?ido  en  préstamo,  dejando  por  tanto  á  las  partes  en  li- 
berlad  de  estipular  el  rédito  que  eslimasen  conveniente  y  oportu- 
no. Más  en  el  artículo  8  °  de  la  misma  se  consignó  una  disposi- 
ción, cuyo  espíritu  y  tendencias  se  bace  preciso  estudiar  detenida 
mente,  porque  está  dando  lugar  á  diversas  apreciaciones  en  la 
práctica.  Previánese  en  ella  que  «al  principio  de  cada  ano  el  6o- 
©bierno,  oyendo  al  Consejo  de  Estado,  fijará  el  interés  legal  que, 
•sin  estar  pactado,  delie  abonarse  por  el  deudor  legítimamente 
•constituido  eu  mora  y  en  los  demás  casos  determinados  por  la  ley; 
»y  que  mientras  ese  interés  no  se  íije,  se  considerará  como  legal 
«el  de  6  por  100  al  aiio.o  Todas  las  personas  versadas  en  los  asun- 
tos judiciales  saben  muy  bien  que  ya  por  medio  de  documentos 
privados,  ya  por  escritura  pública,  celebran  contratos  de  préstamo 
sin  que  en  ellos  medie  ó  aparezca  premio  ni  interés  alguno,  así 
antes  como  después  que  venciere  el  plazo  señalado  para  la  paga. 
Tampoco  puede  ser  para  mucbos  desconocido  que  el  acreedor,  sin 
perjuicio  de  haberse  cobrado  los  réditos  que  reservadamente  pac- 
tara con  el  deudor,  después  de  trascurridos  algunos  anos   de  la 
terminación  del  plazo  fijado  para  la  solvencia  del  capital,   suele 
acudir  á  los  Tribunales  reclamando  ejecutivamente  el  pago  de  aquel,, 
con  más  el  rédito  legal  de  un  6  por  100  anual  desde  el  vencimien- 
to de  la  obligación,  fundándose  para  ello  en  la  disposición  8/  de  la 
ley  que  acabamos  de  citar.  Más  de  una  vez  hemos  visto  á  algui> 
Tribunal  estimar  dicha  pretensión;  pero  ¿es  ésto  conforme  y  arre  • 


(i)    Véante  las  leyes  8  y  9,  tít^  5,  libro  5. 


Ley  6,  tít.  2,  lib.  I.'»  del  Fuerp  Real;  leyes  9,  tít.  13,  Partida  1,% 
31;  tít.  n,  Part.  5.*  y  4.%  tít.  6,  Part.  ?.• 

(3)    LeyaiíO  y  22,  tft.  l.\  lib.  10,  y  5.*.  tít.  8.»,  lib.  10  Novísima  Re- 
copilación. 
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glado  á  la  letra  y  espfrilu,  tanto  de  esa  ley  co:ao  de  las  denii<  qae 
rig^n  sobre  la  materia?  ¿Puede  sostenerse  semejaote  doctrina  en 
buenos  principios  de  juri^pruiencia?  Creemos  que  no;  y  ea  apoyo 
de  nuestro  aserto  vamos  á  espouer  algún  is  consideraciones. 

El  préstamo  mutuo,  por  su  índole  y  naturaleza ,  es  un  contrato 
esencialmente  gratuito;  no  entraña  en  sí  la  idea  del  rédito  del  ca- 
pital, porque  esto  es  puramente  accesorio  y  en  nad^  afecta  al  carác- 
ter Gouslilutivo  de  aquel.  El  estipular  el  pago  de  determinados  inte- 
reses, es  potestativo  en  las  partes;  y  ya  se  bayan  ó  no  pactado,  el 
préstamo  no  pierde  por  eso  su  condición  intrínseca  y  especial.  Tan- 
to en  las  leyes,  como  en  los  tratadistas  del  derecho,  ^e  encuentran 
sancionados  estos  principios;  y,  por  lo  tanto,  sería  enteramente  in- 
útil y  ocioso  estendemos  mas  subre  tales  esiremos.  Ahora  bien; 
cuando  eu  el  respectivo  contrato  no  aparece  premio  ni  interés  al- 
guno por  el  préstamo  del  capital,  ¿porqué  ha  de  exigirse  del  deudor 
el  pago  del  rédito  anual  del  6  por  100  desde  que  venció  el  término 
del  contrato?  ¿Nu  envuelve  esto  una  visible  contradicción  y  anoma- 
lía? Creemos  que  sí;  porque  lo  lógico  es  que  en  semejante  caso  pre- 
valezca y  se  siga  la  regla  general  que  caracteriza  de  puramente 
gratuito  al  contrato  de  préstamo.  T  cuando,  como  en  el  ejemplo 
propuesto,  existe  además  la  circunstancia  de  no  haberse  estipulado 
por  las  partes  el  pago  de  un  interés  cualquiera,  ¿qué  es  lo  que  de- 
be peusar-e  respecto  del  acreedor  qiie  deja  trascurrir  algunos  anos 
sin  reclamar  el  pago  del  capital?  Que  su  ánimo  no  es  otro  que  el  de 
que  continúe  éste  gratuüamente  en  poder  del  deudor.  El  plazo  se- 
ñalado para  la  paga,  debe,  pues,  considerarse  prorogado,  y  subsis- 
tente, por  lo  tanto,  el  contrato  tie  préstamo,  de  la  propia  manera 
que  se  constituyó,  hasta  que  st;  eniMe  judicialmente  la  reclama 
don  del  capital.  El  acreedur  tiene  en  su  mano  la  facultad  ó  derecho 
de  acudir  al  Tribunal  oportuno  en  demanda  de  aquel,  tan  luego 
como  haya  espirado  el  plazo  convenido.  Si  así  no  lo  ha  hecho;  si 
deja  correr  anos  ó  meses  ^in  reclamar  judicialmente  el  pago,  ¿qué 
debe  inferirse  de  semejante  silencio?  Que  el  pacto  sigue  siendo  gra- 
tuito; que  el  acreedor  renuncia  á  todo  interés.  No  cabe  presumir 
en  él  otra  voluntad  é  intención,  en  buenas  reglas  de  lógica  y  juris- 
prudencia. Pretender  exigir  del  deudor  un  rédHo  por  la  suma  pres- 
4ada  gratuitamente,  es  dar  al  contrato  más  estension  de  la  que  tu- 
viera en  su  constitución  y  nacimiento,  y  compeler  é  aquel  á  cnro- 
plir  aquello  á  que  do  se  obligó.  Porque  el  mutuatario,  según  la 
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ley  (i),  solo  es  tenudo  de  dar  á  aquel  que  le  prestó  una  cosa,  otra 
tanta,  et  tal  el  tan  buena  como  aquella  que  le  fué  prestada^  quedan- 
do únicamenle  obligado,  ú  la  non  torna  á  la  sawn  que  debe,  á  pe- 
char aquella  pena  i  que  se  obligó  por  esta  razón  (2).  Luego  si  no  se 
impuso  peaa  alguna  por  este  concepto,  no  hay  derecho  á  exigirle 
más  que  tos  darías  et  los  menorcabos  que  resceb'ó  el  acreedor  en  de* 
mandar  la  cosa  emprestada  (3).  Pero  bajo  ésa  prescripción  no  es- 
tán comprendidos  los  intereses  del  capital;  lo  están  solamente,  co- 
mo desde  luego  se  deja  conocer,  las  costas  y  gastos  del  juicio  res- 
pectivo. 

Aun  aparece  y  resulta  más  patente  la  doctrina  que  venimos  sus- 
tentando, si  se  examinan  los  puntos  propuestos,  en  sus  relacio- 
nes con  la  ley  de  i4  de  marzo  de  1856.  Con  efecto;  para  que 
la  exacción  del  interés  del  capital  estuviese  justificada,  era  de  todo 
punto  preciso  que  en  esa  ley  se  dijera  que  por  el  solo  hecho  de  no 
pagar  el  deudor  en  el  din  del  vencimiento  del  contrato  incurría  des- 
de luego  en  mora^  y  que  desde  ese  dia  se  le  con»iderase  obligado  á 
satisfacer  el  rédito  legal  que  en  la  misma  se  establece.  Pero  en  esa 
ley,  ¿exi4e  algo  siquiera  que  se  parezca  á  esto?  De  ninírun  modo. 
Como  que  su  príncipal  objeto  Tué  abolir  la  tasa  sobre  el  interés  del 
capital  en  numerario  dado  en  préstamo,  se  vio  en  la  nece>idad  de 
íijar  el  tipo  de  aquel  cuando  no  apareciese  pactado  por  las  partes, 
y  á  este  propósito  dispuso  que  el  Gobierno  le  senalaria  al  principio 
de  cada  ano,  y  que,  mientras  esfo  no  se  hiciera,  se  entendiese  el  6 
por  loo  anual  el  rédito  legal  que  debía  abonarse  por  el  deudor  legí- 
timañienle  constituido  en  mora  y  eo  los  demás  casos  determinados 
por  las  leyes.  ¿Bs  esto  decir  que  la  sola  circunstancia  de  nú  pag^r 
el  capital  en  el  dia  prefijado  en  el  contrato,  sea  bastante  para  exi- 
gir desde  luego  ese  interés?  Indudablemente  no.  Lo  que  hace  la  ley 
es  fijar  el  tipo  del  mismo,  pero  no  pasa  de  ahí.  \o  quiere  introducir 
ni  señalar  otros  efectos  en  ese  contrato,  porque  no  lo  juzgó  propio 
de  sumisión  y  competencia.  Ley  adjetiva  bajo  cierto  punto  de  vis- 
ta, no  estimó  conveniente  alterar  en  nada  la  parte  sustantiva  y  fun- 
damental del  pacto  de  préstamo,  que  corresponde  de  suyo  á  la  ley 
civil.  Pero  ésta,  como  hemos  vií-io.  ao  dice  tampoco  cuándo  incurre 
en  mora  el  deudor;  y  aunque  sobre  ello  cupiese  alguna  duda,  sabi- 

(!)    Ley  2.»,tft.  I.SPart.  5.»  ^ 

(2)  Ley  10,  id.,  id. 

(3)  La  ini.sma  ley  <0. 

Digitized  by  LjOOQIC 


318  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

do  es  que  eo  semejante  caso  los  contratos  deben  siempre  interpre- 
tarse en  Tavor  del  obligado.  No  es  esto  solo.  Creemos  qae  la  ley  no 
ha  fijado  ni  querido  fijar  cuándo  incurre  en  mora  el  deudor»  porque 
seria  algún  faiUo  aventurado.  A  poco  que  sobre  esta  materia  se  re- 
flexione, se  comprenderá  que  un  asunto  de  esla  clase  no  es  muy 
susceptible  de  reglas  preestablecidas.  La  apreciación  de  la  morosi- 
dad en  el  pago  envuelve  en  sí  una  cuestión  de  hecho  sujeta  á  mil 
accidentes  y  circunstancias,  que  no  es  fácil  determinar  previa  y  an- 
ticipadamente. Una  fuerza  mayor  ú  otras  causas  de  análoga  natn- 
raleza,  pueden  haber  impedirlo  la  realización  del  pago,  y  por  estas 
razones  nos  parece  no  ha  querido  la  ley  considerar  en  mora  al  deu- 
dor desde  el  momento  mismo  en  que  terminó  el  plazo  dercontrato. 
6n  este  sentido  se  ha  significado  ya  el  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia en  su  sentencia  de  1.®  de  octubre  de  1864  eo  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Francisco  Monserral  y  Raventós.  En  ese 
tallo  se  sienla  como  doctrina,  y  se  establece  como  jurisprudencia, 
ífue  «incurrirse  ó  no  en  mora  es  cuestión  puramente  de  hecho  que 
compete  al  Juez  calificar  según  las  circunstancias  que  concurran.» 
Tainos  parece  ser  en  efecto  el  espíritu  de  la  legislación  existente, 
y  con  especialidad  el  de  la  ley  de  i 4  de  marzo  de  185S.  Porque  nó- 
tese bien  que.  en  el  artículo  8.*  de  la  misma,  se  dice  que  el  interés 
legal  se  abone  por  el  deudor  legítimamente  constituido  en  mora; 
locución  queescluye  desde  luego  la  idea  de  que  se  le  considere  lal 
desde  que  venció  el  plazo  del  contrato  precisamente.  Si  ese  hubiera 
sido  su  pensamiento  y  objeto,  lo  habría  así  consignado  de  un  modo 
claro  y  terminante  Mas  al  omitir  esa  circunstancia,  en  el  hecho  de 
hacer  uso  del  adverbio  legítimamente,  dio  bien  á  entender  que  la 
calificación  del  hecho  de  incurrir  en  morosidad  correspondía  á  los 
Tríbunales. 

Siendo  esto  así,  ¿cuál  deberá  ser  el  críterío  para  determinar  la 
mora  en  el  pago,  para  los  efectos  del  abono  de  los  intereses  legales? 
Por  lo  que  espusimos  anteriormente  sp  verá  ya  que  no  debe  servir 
de  punto  de  partida  el  dia  del  vencimiento  del  contrato.  En  naestro 
entender  no  puede  considerarse  en  mora  el  deudor  sino  desde.eldia 
en  que  se  le  reclama  judicialmente  el  pago  del  capital;  porque  de 
lo  contrario,  viene  á  hacerse  convertir  en  daño  suyo  un  pacto  ó  coa-  * 
venio  en  cuya  celebración  se  presume  legalmente  que  el  acreedor  ó 
prestamista  no  tuvo  en  cuenta  otra  idea  que  la  de  hacer  á  aquel  un 
favor  ó  merred  disliníjuida.  Si  aun  esta  razón  v  las  aducidas  más 
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atrás  no  se  considerasen  suficientes,  nos  permitiremos  todavía  in- 
vocar en  nuestro  apoyo  la  legislación  mercantil»  que  por  más  que 
00  obligue  su  observancia  en  esta  materia,  no  deja  de  ser  atendi- 
ble, puesto  que,  como  es  notorio,  el  dinero  tiene  en  el  comercio 
más  valor  y  estima  que  entre  las  demás  clases  de  la  sociedad.  Pues 
bien,  en  el  art.  !¿6i  del  Código  de  Comercio,  se  dispone  que  dos 
efectos  de  la  morosidad  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  mer- 
caniíles  no  comienzan  sino  desde  que  el  acreedor  interpelare  judi- 
cialmente al  deudor,  ó  le  intimare  la  protesta  de  danos  y  perjui- 
cios hecha  contra  él  ante  un  Juez,  Escribano  ú  otro  Oficial  público 
autorizado  para  recibirla.»  Más  adelante  se  establece  por  el  artícu- 
lo 388  que  dos  comercianles  que  retarden  el  pago  de  sus  deudas 
después  de  cumplidos  los  plazos  estipulados  con  sus  prestadores, 
quedan  obligados  á  pagar  el  rédito  corriente  que  corresponda  al  im- 
porte de  aquellos  desde  el  día  en  que  conste  en  forma  auténtica  que 
fueron  interpelados  al  pago,  bien  en  virtud  de  providencia  judicial, 
ó  simplemente  por  requerimiento  estrajudicial  que  les  haga  el  acree- 
dor por  ante  un  Escribano  publico  ó  real.» 

Si  tales  son  las  reglas  establecidas  para  el  comercio,  si  en  esa 
esfera  no  se  conceptúa  jamás  en  mora  al  deudor  desde  el  día  mis- 
mo en  que  venció  el  plazo  señalado  para  la  paga,  ¿habremos  de  ser 
más  exigentes  en  el  terreno  civil,  separándonos  de  esas  reglas,  y 
adoptando  una  doctrina  que  ni  la  ley  autoriza,  ni  se  vé  sancionada 
por  el  primer  Tribunal  de  la  nación? 

Terminaremos,  por  fin;  estas  observapiooes,  manifestando  que 
la  mayor  parte  de  los  Códigos  estranjeros  vienen  también  asentar 
principios  análogos  á  los  que  dejamos  espuestos.  Asi,  el  Código  ci- 
vil  francés  establf.ce  en  su  art.  1904  que  csi  el  que  toma  prestado 
no  restituye  las  cosas  prestada;?  ó  su  valor  al  término  pactado,  de- 
be el  interés  de  ellas  desde  el  dia  de  la  demanda  judicial,»  dispo- 
cicion  que  han  adoptado  igualmente  los  Códigos  de  la  Luisiana,  Ña- 
póles, Cerdena,  Haiti  y  Cantón  de  Vaud. 

Como  resumen  de  todo  lo  espueslo  diremos  que,  en  nuestro  hu- 
milde dictamen,  cuando  en  el  contrato  de  préstamo  no  se  han  pac- 
tado intereses,  no  se  deben  éstos  sino  desde  el  dia  en  que  se  haga 
judicialmente  la  reclamación  del  capital;  y  que  si  se  han  estipulado 
aquellos  por  el  tiempo  de  la  duración  del  contrato,  más  no  para 
después  de  terminado,  tampoco  se  debe  el  rédito  legal  sino  desde 
la  propia  fecha.  mi    ■.    *    n    ^ 
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COIENTAIUOS  T  OBSERTACHKKES IL  G0DI6O  PENAL  (a). 

I. 

Art.  479.  Están  exentos  de  responsabilidad  criminal  y  $ujeto$ 
únicamente  á  la  civil  por  los  hurtos,  defraudaciones  ó  daíios  que 
reciprocamente  se  causaren: 

i.^  Los  cónyuges^  ascendientes  y  descendientes  ó  afines  en  la 
misma  linea, 

2.*  El  consorte  viudo  respecto  de  las  cosas  de  Ja  pertenenda  ie 
su  difunto  cónyuge,  mientras  no  hayan  posado  á' poder  de  otro. 

3.®    Los  hermanos  y  cuñados  si  vivieren  juntos. 
La  escepcion  de  efte  arliculo  no  es  aplicable  á  bs  estraños  que 
participaren  del  delito. 

Claro  á  primera  vista  el  sentido  del  artículo  que  acabamos  de 
copiar,  dá,  sin  embargo,  ocasión  á  consideraciones  de  grave  tras- 
cendencia cuando  se  trata  de  aplicar  sus  disposiciones  á  los  hechos 
prácticos. 

Ofrécese  desde  luego  hi  cuestión  de  si  tendrá  ó  oo  lugar  la 
exención  de  responsabilidad  criminal  en  ¡os  casos  de  robo,  usur- 
pación y  otros  semejante^  no  comprendidos  en  la  letra  del  ar 
tículo. 

Su  genuino  y  literal  contesto  nos  obliga  á  creer  que  la  ley  ha- 
bló taxativamente.  Hurto,  defraudación  ó  daño:  hé  aquí  los  tres 
únicos  casos  en  que  no  puede  exigirse  responsabilidad  criminal  i 
las  personas  enumeradas  en  el  art.  41d  del  Código  penal.  Tal  es 
el  precepto  de  la  ley,  al  cual  es  conforme  la  opinión  de  los  señores 
Castro  y  Orozco,  Ortiz  de  Zúniga,  Pacheco  y  olrt)s  escritores.  Píos- 
otros,  sin  embargo,  aleccionados  por  la  espericncia  diaria,  profe- 
samos la  idea  de  que  la  disposición  legal  es  inconveniente,  por  el 


(a)  N(»  sieniio  nuestro  ánimo  coíiientur  todas  las  disposiciones  del  C6- 
rligo  penal)  porque  esto,  sobre  ajeno  á  la  índole  y  objeto  de  la  Retista, 
seria  de  poco  provecho  para  nuestros  lectores,  después  de  tantos  y  tantos 
coL.entaríos  como  han  salido  á  luz  hasta  el  día;  escribiremos  solo  sobre 
aquellas  que  ofrezcan  lugar  á  graves  dudas,  ó  hayan  dado  ocasión  á  opi- 
niones coDtradictorias,  y  Jo  haremos  sin  atenernos  precisamente  al  óriko 
Duroérico  de  los  artículos. 
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faecho  odisnio  de  ao  esteoder  la  exeocioQ  á  otros  casos  análogos  ó 
tal  vez  de  menor  gravedad  que  los  comprendidos  en  sa  letra»  dando 
con  ello  lugar  á  consecuencias  absurdas. 

Yeámoslo.  Exento  está  de  responsabilidad  criminal  el  hijo«  pa- 
dre, etc.,  que  sin  violencia  ni  intimidación  en  las  personas,  ni  fuer- 
za en  las  cosas,  se  apodera  de  alguna  cosa  mueble  perteneciente  á 
8Q  padre,  bijo,  etc. 

£n  esto  do  puede  caber  duda.  Ahora,  si  en  la  sustracción  me- 
diase violencia,  el  hecho  se  convertiría  en  robo,  dejaría  de  tener 
lugar  la  exención,  y  la  responsabilidad  criminal  seria  exigible  con- 
forme á  la  letra  de  la  ley  y  con  aplauso  tal  vez  de  la  conciencia 
pública. 

Pero  ¿sería  lo  mismo  en  los  casos  de  robo  con  fuerza  en  las  ^o 
sas?  ¿Exige  el  interés  de  la  sociedad,  tolera  la  moral  que  se  casti- 
gue como  ladrón  el  hijo  que  sustrae,  mediante  escalamiento,  dlgu  - 
na  cosa  mueble,  propia  de  su  padre? 

No  se  nos  oculta  la  odiosidad  que  llevan  consigo  todas  esas  sus 
tracciones  que  se  consuman  á  merced  de  quebrantamiento,  escala- 
miento y  fractura,  y  creemos  que  esa  odiosidad,  justamente  conde  - 
nada  por  el  sentimiento  público,  habrá  sido  la  causa  de  que  no  se 
haya  hecho  ostensiva  á  los  casos  de  robo  la  exención  de  responsa- 
bilidad consignada  en  el  art.  479;  pero  es  notable  que  dentro  de  la 
ley  existen  casos  análogos,  de  más  repugnante  carácter,  sin  duda, 
que  el  propuesto  por  vía  de  ejemplo,  en  los  cuales  Ja  exención  de 
responsabilidad  tiene  lugar  según  la  letra  de  aquel  articulo. 

Supongamos  v.  g.  un  hijo  que  fractura  las  cerraduras  de  una 
arca,  armario  ú  otro  mueble;  y  sustrae  por  esta  medio  una  creicida 
suma  de  dinero  de  la  casa  de  su  padre,  dejándole  tal  vez  reducido 
á  la  indigencia.  Esta  sustracciou,  que  la  ley  califica  de  hurto,  por- 
que no  puede  caber  en  la  letra  de  los  artículos  431  y  432,  dá  lugar 
notoriamente  á  la  exención  del  art.  479,  y  hace  que  el  hijo  quede 
sin  castigo,  por  más  vituperable  que  aparezca  su  conducta.  Supon- 
gamos ahora  que  ese  mismo  hijo  se  encamina  al  corral  donde  su 
padre  guarda  el  ganado^  y  que  escalando  su  cerca,  se  apodera  de 
una  res,  para  con  su  producto  allegar  algunos  reales  que  derrochar 
con  sus  amigos  y  camaradas.  Esto,  que  á  los  ojos  de  todo  el  mundo 
no  pasará  de  ser  una  calaverada,  es,  con  arreglo  á  los  preceptos  de 
la  ley,  un  robo  en  lugar  no  habitado;  delito  en  que  no  cabe  la  exen  - 

cion  del  art.  4' 9,  y  que  dará  lugar  á  que  el  hijo  sufra  la  pena  de 
TOMO  xxVn.  41 
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I^residio  correccional.  ¿Hay  eo  ello  justicia?  ¿Puede  sosteoerse  la 
conveniencia  de  semejante  castigo,  comparado  con  la  impunidad 
del  caso  anterior? 

Tampoco  se  halla  exento  de  respon»ahilídji4  criminal  el  hijo 
(|iie  sin  violencia  usurpa  una  cosa  inmueble  ó  derecho  real  de  la 
pertenencia  de  su  padre,  ni  el  que  eo  i^ual  Torma  altera  las  lindes 
do  las  heredadeii  de  éste  contigua^  a  las  suyas  propias,  y  lo  está, 
conforme  á  la  ley,  el  que  arruina  á  su  padre,  arrebatándole  lodo  su 
caudal  por  el  medio  (|ue  antes  dejamos  co3sign  ido! 

No  se  DOS  oculta  que  ('ales  absurdos  provienen,  en  su  mayor 
parte,  de  la  viciosa  redacción  y  desacertadas  disposiciones  de  la 
si'ccion  secunda,  tft.  XIV,  lib.  ¿.°  del  Código  que  trata  del  robo 
«on  fuerza  en  las  cosas;  pero  comprendemos,  que  sean  cualesquie- 
ra las  refo'mas  que  allí  se  introduzcan,  siempre  resultarán  contra 
sentidos  monstruosos  en  la  materia  de  que  veuimos  hablando,  mien- 
Iras  la  exención  del  art.  479  no  se  hag%  estensíva  á  ciertos  delitos 
contra  la  propiedad,  que  sin  ser  hurtos,  danos  ni  defraudaciooes, 
Bo  prueban  miyor  perversidad  ni  o;3as¡')nan  ra  lyor  alarma. 

\un  en  los  casos  de  material  violencia  ó  iotimilacion  en  las 
personas  pueden  ocurrir  ejemplos  en  que  seria  durísifna  la  califica 
cacion  de  robo.  Supongamos  que  un  hijo  vicioso  pide  á  su  padre  di- 
nero para  jugar,  y  que  vista  la  negativa  del  autor  de  sus  dias,  le 
amenaza  navaja  en  mano,  y  consigue  por  este  medio  el  dinero  que 
apetece.  E-e  hijo  será  indudablemente  un  malvado;  pero  ¿será  un 
ladrón  que  deba  sufrir  la  pena  del  art.  427  del  Có  ligo?  Parécenos 
que  nadie  prestaría  su  asentimiento  al  fallo  en  que  esto  se  sancio- 
n;*se;  ponfue  sea  ó  no  conforme  á  U  disposición  de  la  ley,  siempre 
será  un  hecho  cierto  qiie  el  hijo  se  considera  como  dueño  en  alguna 
manera  de  los  bienes  de  su  padre;  y  hé  aquí  por  qué  no  es  tenido 
por  ladrón  esc  hijo  perverso. 

Los  ejemplos  propuestos,  y  otros  mil  que  pudieran  aducirse, 
prueban  que  es  inconveniente,  por  diminuta,  la  disposición  legal 
del  art.  479;  mas  su  letra  do  ofrece  lugar  á  controversia,  y  es  for 
toso  respetar  su  precepto,  limitando  la  exención  de  responsabilidad 
criminal  á  los  casos  de  hurto,  defraudación  y  daño. 

Dando,  pues,  por  sentado  que  no  cabe  la  exención  en  los  casos 
d«*  robo,  usurpación  y  otros  semejantes,  surge  naturalmente  la  se- 
^ifinda  ruestio  I :  á  saber,  si  habrá  de  aceptarse  como  circunstancia 
agravante  el  parentesco  que  media  entre  el  agraviado  y  su  ofensor. 

Digitized  by  LjOOQIC 


COXfiNTÁRIOS  T  OBSBRVAOlO.tBS  AL  CÓDIGO  PENAL.         3l3 

La  letra  del  párrafo  1.''  del  art.  10  del  Código  peaal  resuelve 
pereQtoríamente  la  duda  en  sentido  afirmativo,  puesto  que  aquella 
Anualidad  es  uoa  y  la  primdra  de  las  circuostaocias  de  agravaciou 
que  la  ley  recoooce.  Pero  aquel  párrafo  no  es  otra  cosa  que  uoa  de- 
olaracio  i  geoeral  para  casos  geuerales/y  por  lo  mismo  debesubor- 
diñarse  á  lo  que  para  casos  especiales  sancione  la  misma  ley*  Ahora 
bien:  es  causa  de  atenuación,  según  el  párrafo  8."  del  articulo  9.^, 
cualquier  circun>tancia  de  igual  entidad  y  análoga  á  las  euumera* 
das  en  ios  siete  primeros  párrafos  del  mismo  artículo;  y  como  el 
parenteico  es,  no  solo  circunstancia  atenuante,  sino  motivo  de  ab- 
soluta exención  de  responsabilidad  en  los  casos  de  hurto,  defrau- 
dación  y  daño,  viene  a  deducirse  co:uo  indecliiíatle  consecuencia,' 
que  debe  apraoiarse,  siquiera  bajo  aquel  punto  de  vista,  cuando  se 
trata  de  otros  delitos  de  íudole  semejante,  como  los  de  usurpación 
y  robo  con  fuerza  en  las  cosas,  y  aun  tal  vez  en  atguao  de  robo  con 
violencia  é  intimidación  en  las  personas. 

En  apoyo  de  esta  verdad  pudiéramos  traer  algunos  fallos  de 
cierta  Audiencia  territorial,  que  han  apreciado  el  parentesco  como 
circunstancia  atei^uante  en  casos  de  robo  cou  fractura,  cometido» 
por  faíjos  de  familia  en  perjuicio  de  sus  padres,  y  otro  caso,  en  que 
las  amenazas  é  intimidación  que  ejerció  uu  hijo  contra  su  madre 
viuda,  exigiéndole  cierta  suma  de  dinero,  fueron  calificadas  como 
coacciones;  siendo  de  notar  que  en  este  último  caso  á  que  aludimos, 
creyó  ver  el  Promotor  li^al  una  verdadera  tentativa  de  homicidio, 
y  el  Juez  calificó  el  delito  como  de  lesiones  graves  frustradas,  pero 
ni  uno  ni  otro,  ni  el  Tribunal  Superior  cousidéraron  el  hecho  como 
robo  con  violencia,  ni  como  tentativa  de  este  delito,  auu  cuando  la 
mira  principal  del  culpable  fué  indudablemente  la  de  que  su  madre 
lo  entregase  cieña  cantidad  de  metálico. 

Pusetial  Savall. 
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iTiene  aplieacion  la  regla  45  de  la  ley  prmsioual  á  la  pruAa 
de  la$  (Areunstancias  que  dejando  de  $er  $imp¡emente  agravante$e% 
ei  homkidio,  influyen  en  él  de  tai  minera  que  le  hacen  caüfieaéo  y 
constituyen  ese  delito  especian 

Grave  es  la  coestioo  que  nos  propoDemos  examinar.  Los  seña 
res  D.  Víctoriaao  Carcaj  y  D.  Tomás  Martioez  González,  ya  la 
trataron  en  el  tomo  26  de  la  Rbvísta  Gencral  db  Licislacion  t  Jo- 
RispaCMHGiA  con  la  ilustración  que  era  de  esperar  de  tan  notables 
jurisconsultos.  Pero  como  no  estamos  en  un  todo  de  acuerdo  con  las 
teorías  sentadas  por  dichos  señores,  y  como  por  otro  lado  la  cuestión 
es  de  gran  trascendencia  para  la  penalidad,  y  de  tanta  importaocia 
que  bas(ta  en  las  naciones  más  adelantadas  por  su  civüizacioo  toda 
vía  viene  siendo  objeto  de  dudas  y  controversias  este  punto  tan  in- 
teresante de  la  ciencia  criminal ,  vamos  á  permitirnos,  aunque  con 
la  desconfianza  propia  de  nuestra  insuficiencia,  consagrarle  algunas 
consideraciones,  por  si  quizá  podemos  conlribnir  á  que  se  ije  su 
verdadera  y  gequina  inteligencia.  ^ 

Que  la  regla  45  se  refiere  solo  á  las  pruebas  (te  la  criminalidad 
del  acusado,  no  á  las  de  la  existencia  del  delito,  sobre  la  que  debe 
haber  siempre  evidencia,  como  asi  la  legislación  de  todos  los  tiem- 
pos y  de  todos  los  países  lo  ha  exigido,  es  una  verdad  que  qo  necesi  - 
ta  demostración,  y  que  campea  tanto  que  hasta  la  confirma  la  raisna 
regla  45,  que  al  paso  que  habla  de  la  evidencia  y  del  convenci- 
miento de  la  criminalidad  del  acusado,  nada  dice  respecto  á  la  jus- 
tificación de  lo  que  se  llama  cuerpo  del  delito. 

Hacer  á  ella  ostensiva  la  dis|>osicioa  de  esa  regla  seria,  pues, 
sobre  ilegal,  muy  peligroso  y  ocasionado  á  atacar  y  destruir  la  se- 
guridad individual;  y  de  aquí  el  que  no  pueda  castigarse  al  que  se 
confiesa  reo  sí  ei  delito  no  consta^  positivamente  probado  por  la  evi- 
dencia moral  de  la  ley  }2,  título  14  de  la  Partida  3/,  esto  es,  por 
una  prueba  clara  como  la  luz  sin  que  quede  la  menor  duda  de  tal 
modo  que  lo  contrario  parezca  moralmenle  imposible. 

La  doctrina  del  Sr.  Careaga  de  que  en  algunos  casos  puede 
acudirse  á  la  regla  45  para  la  prueba  de  la  existencia  del  delito 
es,  pues,  absolutamente  inaceptable,  ya  como  opuesta  á  la  legisla- 
ción de  todos  los  tiempos  y  de  todo^  los  países,  que,  según  hemos 
dicho,  siempre  ha  exigido  la  evidencia  para  que  pueda  entenderse 
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comprobado  el  cuerpo  del  delito,  ya  como  no  menos  contraria  tam- 
bién á  la  antes  citada  ley  de  Partida,  qne  ha  quedado  sabsistente 
«o  cuanto  á  esa  prueba,  porque,  según  hemos  visto,  la  regla  45 
solo  se  refiere  i  la  criminalidad  del  acusado ,  y  por  lo  tanto,  ha- 
biendo dejado  en  su  fuerza  y  vigor  la  regla  57  las  leyes  anteriores 
en  lo  qut  no  se  oponen  á  la  provisional,  n«cesariameate  tiene  que 
concedérsenos  que  lo  está  la  ley  de  Partida  en  lo  concerniente  á  la 
prueba  de  la  justificación  de  la  existencia  dci  delito,  supuesto  que 
en  ello  ninguna  alteración  ha  hecho  la  ley  provisional. 

cCríminal  pleito,  dice  la  ley  de  Partida,  que  sea  movido  contra 
alguno  en  manera  de  acusación  ó  de  riepto,  debe  ser  probado 
abiertamente  por  testigos,  6  por  cartas,  ó  por  conoscencia  (confe- 
sión) del  acusado,  é  non  por  sospechas  tan  solamente.  La  derecha 
cosa  es,  q^e  el  pleito  que  es  movido  contra  la  persona  del  orne,  ó 
contra  su  fama,  que  sea  probado,  é  averiguado  por  pruebas  claras 
como  la  luz  en  que  non  venga  ninguna  dubda.  • 

Véase,  pues,  como  siempre  es  necesaria  la  evideaeia  para  la 
«omprobaeion  del  cuerpo  del  delito,  y  cómo  sin  esa  evidencia,  base 
en  que  debe  descansar  todo  procedimieBlo  criminal,  no  puede  ha- 
ber en  ningún  caso  ni  delito  ni  delincuente. 

Pero  de  que  deba  siempre  existir  la  prueba  de  la  evideneia?  am)- 
ral  con  respecto  á  la  comprobación  del  cuerpo  del  delito,  pata  po- 
der luego  pasar  á  hacer  aplicación  de  la  regla  45  relativamente  á 
la  criminalidaé  del  acusado,  ¿podr¿  lógica  y  legalmentededuleirse 
que  esa  misma  prueba  de  la  evidencia  moral  debe  concurrid  talb- 
bien,  para  que  se  consideren  probadas  las  circunstancias  que,  t»e- 
i;un  el  artículo  533  del  Código,  imprimen  en  el  bomieidío  el  earác- 
4er  de  calificado,  toda  vez  que  ellas  son  las  que  constUuyeu  ese  de- 
lito especial? 

La  voluntad  en  el  obrar,  y  lo  mismo  la  libertad  y  la  iotencioo, 
es  una  condición  ordinaria  de  las  acciones  humanas*  La  alevo- 
sía, la  premeditación  y  las  demás  circunstancias  agravantes  del 
articulo  333  son  accidentales,  no  forman  un  cuerpo,  por  decirlo 
así,  con  la  materia  criminal,  por  más  que,  concurriendo  en  et  ho- 
micidiOt  agraven  la  criminalidad,  aumenten  la  pena.  El  Código  su- 
pone concurrentes  todas  aquellas  propiedades  que  ordinariamente 
van  unidas  á  la  acción,  que  se  presumen  con  fundamenlo  sin  más 
que  la  existencia  del  hecho.  Las  dras  circunstancias  accidentales, 
calificativas  de  tas  acciones,  de  la  mayor  ó  menor  criminalidad,  es 
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wroe>ler  que  ^f  pru«'beo  para  que  sean  eicrU«.  La  razoa.  e«c 
principio  regulador  de  la  conciencia,  rechaza  lo  contrario.  Coando 
se  ba  causado  un  mal,  no  puede  presumirle  ron  justicia  que  se  ha 
causado  el  peor.  En  U  duda  del  mérito  de  las  acciones  sería  injoe- 
to  considerar  al  hombre  colocado  en  el  terreno  más  pernicioso, 
más  inmoral  y  atentatorio  k  los  derechos  de  un  tercero.  Nada  mis 
natural  que  el  que  comete  un  hecho  punible  aproveche  los  medios 
de  salvarse  de  los  riesgos  de  las  contingencias  que  lleva  consigo  la 
acción  criminal,  pero  también  es  cierto  que  esas  precauciones  no 
se  toman  siempre.  Por  eso,  siguiendo  estas  reglas  filosóficas  de 
apreciación,  podrá  decirse  sin  injusticia  que  el  homicida  ha  obrado 
con  voluntad,  con  libertad  y  con  intención,  pues  solo  se  juzgará 
que  procedió  con  malicia  respecto  á  las  circunstancias  especiales 
calificativas,  cuando  se  pruebe  que  obróc^n  conocimiento  de  ellas. 

Así,  lo  primero  que  se  hace  es  comprobar  el  cuerpo  del  delito; 
luego  se  pasa  á  descubrir  el  autor;  y  después  se  entra  ^  la  averi- 
guación de  las  circunstancias  con  que  lo  cometió;  porqne,  según  he- 
mos espuesto,  las  circunstancias  no  forroao  el  cnerpo  del  delito;  son 
accidentales  y  solo  sirven  para  agravar  ó  atenuar  la  criminalidad, 
para  aumentar  la  pena  en  el  primer  caso  y  constituir  la  misma  cri- 
minalidad. 

Pne^i  bien  :  si  esto  es  innegable,  y  no  lo  es  menos  también  que 
la  regla  48  solo  tiene  aplicación  para  probar  la  criminalidad  del  acu- 
sado cuando  no  pueda  probarse  por  la  evidencia  moral  de  la  ley  de 
Partida,  por  fuerza  tendrá  que  convenir  con  nosotros  el  Sr.  Kartí- 
nez,  en  que  también  deberá  servirnos  esa  misma  prueba  indiciaría 
para  probar  las  circunstancias  agravantes  calificativas  que  hayan 
concurrido  en  el  homicidio  cuando  no  exista  acerca  de  ellas  la  eví. 
dencía,  yaque  tales  circunstancias ,  repelimos,  son  parte  de  la  cri- 
minalidad, la  criminalidad  misma,  por  laintima  relación  en  que  están 
con  el  oyente,  y  solo  producen  el  efecto  de  agravar  la  criminalidad^ 
de  aumentar  la  pena,  sin  llegar  jamás  á  formar  el  cuerpo  del  delito. 

Pero,  ¿para  qué  estenderoos  más  en  nuestras  consideraciones? 
El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  tiene  ya  resuelta  en  este  mismo 
sentido  la  cuestión;  autorizada  jurisprudencia,  «yue  en  verdad  estra- 
Bamos  no  hayii  invocado  en  apoyo  de  sns  luminosos  articules,  en  su 
conocida  erudición,  el  Sr.  Careaga. 

En  efecto,  habiendo  en  1804  pasado  á  informe  del  Tptbnnal  Su- 
premo una  solicitud  de  indulto  de  la  ultima  pena  en  causa  de  bo- 
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micidio,  en  que  si  bien  el  sentenciado  habia  confesado  su  crimina^* 
lidad,  hubiera  sido  con  circuos  la  ocias  muy  divers^ati  de  las  que  cons- 
lituyeo  el  homicidio  caliñcado,  las  cuales,  sin  embargo,  resultabaa 
probadas  por  la  prueba  indiciaría,  opinó  aquel  alto  Cuerpo  que  de 
bia  iaformarse  favorablemente,  consultando  á  S.  M.  la  conmuta- 
ción de  dicha  pena  en  la  de  cadena  perpetua,  no  la  recluaioo  tem* 
poral,  que  es  la  que  hubiera  procedido,  á  no  haber  dado  valor  él 
Tribunal  Supremo  á  la  prueba  indiciaria  para  la  comprobación  de 
las  circunstancias  calificativas,  fundando  el  Supremo  Tribunal  sa 
autorizada  y  respetable  opinión  en  que,  no  obstante  que  la  aprecia- 
ción de  la  Sala  sentenciadora  habia  sido  acertada  en  la  caliíicacioa 
de  los  indicios  que  constiiuian  la  |)ru«*ba  del  convencimiento  acerca 
de  la  concurrencia  de  las  expresadas  circunstancias,  no  habia  habi- 
do términos  legales  para  la  imposición  en  el  caso  de  la  pena  áñ 
muerte,  atendido  que  ella  solo  puede  imponer-e,  sepun  la  regla  45, 
cuando  existe  la  evidencia  moral  acerca  de  la  criminalidad  del  acu- 
sado por  uno  de  los  tres  medios  de  la  prueba  directa  y  taxativa  d% 
la  ley  de  Partida;  pero  no  cuando,,  como  sucedia  en  aquella  causa, 
solo  estaba  probada  la  criminaliflad,  el  carácter  calificado  del  ho- 
micidio, por  la  prueba  indiciaria. 

Hé  aquí,  pues,  solucionada  por  el  primer  Tribunal  de  la  na- 
ción, conforme  á  las  convicciones  del  Sr.  Careaga  y  á  las  nuestras^ 
la  cuestión  que  hemos  venido  examinando,  sobre  si  tiene  aplicacioA 
la  prueba  de  la  regla  45  para  probar  las  circunstancias  que  segua 
el  arl.  355  del  Código,  constituyen  el  homicidio  calificado;  solucíoa 
tanto  mas  autorizada,  cuanto  que,  según  no  se  oculta  ^  nuestros 
lectores,  las  resoluciones  del  Tribunal  Supremo  forman  jurispra^ 
dencia,  vienen  á  constituir  hasta  cierto  punto  una  interpretacioa 
auténtica  de  la  ley,  y  son,  en  su  consecuencia,  reglas  de  general 
observancia. 

Ue  suerte  que  en  esa  interpretación  tenemos  ya  una  regla  se- 
gura á  que  atenernos,  y  aute  ella  debe  desaparecer  esa  divergencia 
que  hasta  aquí  ha  dividido  á  nuestros  Tribunales  sobre  la  proce- 
dencia ó  improcedencia  de  la  prueba  indiciaria  para  probar  las  cir^ 
cunstancias  del  homicidio  calificado. 

Para  concluir,  damos  las  gracias  á  los  Sres.  Careaga  y  Martinei 
por  habernos  proporcionado  la  ocasión  de  tomar  parte  en  este  de- 
bate, que  creemos  ha  de  ser  fecundo  y  provechoso  para  la  ciencia. 

Pedro  tioUrredoBa* 
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PROCEDIHIMTO  €Rlfll\AL. 

mu  SI  %m  msíbmm  viübüite  el  abt.  ss 

del  regluneiilo  provitíoiial  para   la  adminStiraoioii  de  Justíoia. 

Con  motíTo  de  haber  aconsejado  como  conveniente  uno  de  los 
diarios  políticos  el  nombramiento  de  un  juez  ad  hoc,  para  el  cono- 
cimiento de  la  célebre  y  grave  causa  formada  en  el  juzgado  de 
Novelda, nuestros  dignos  companeros  los  señores  D.  JoséMalaguer 
de  Tirrell  y  D.  Ramón  González  Llanos  han  suscitado  la  importante 
cuestión  á  que  se  reflere  el  epígrafe  de  este  artículo,  la  cual  ya 
examinamos  muy  detenidamente  en  otra  ocasión. 

Y  como  vemos  que  ambos  jurisconsultos  no  han  podido  poner- 
se de  acuerdo  al  tratar  de  solucionarla,  y  por  otro  lado  conceptúa  • 
mos  que  el  interés  bien  entendido  de  la  vindicta  pública  recbma 
imperiosamente  que  en  un  negocio  de  la  gravedad  y  trascendencia 
de  éste  no  pueda  jamás  dudarse  de  La  legalidad  del  juicio,  no  se 
omita  nada  de  lo  que  esa  legalidad  exije,  y  acaso  para  alguno  de 
nuestros  lectores  sean  desconocidas  las  consideraciones  que  allí 
espusimos,  enteramente  conformes  con  las  luminosas  del  señor 
Malaguer,  nos  parece  oportuno  reproducir  aquí  literalmente,  aun- 
que con  alguna  amplificación,  aquel  modesto  trabajo,  no  propo- 
niéndonos otra  cosa  que  el  contribuir,  á  beneficio  de  la  discusión 
y  del  debate,  á  que  prevalezca,  así  en  ese  grave  proceso  como  en 
los  demás  que  puedan  ocurrir,  la  observancia  de  los  artículos  vi- 
gentes 247  de  la  Constitución  de  1812,  y  9/  de  la  actual  de  1845, 
derogatorios  á  no  dudarlo,  de  la  disposición  consignada  en  el  38  del 
Reglamento  provisional. 

Hé  aquí  nuestras  anteriores  observaciones: 

cSabido  es  que  durante  el  sistema  absoluto,  por  más  que  nues- 
tras antiguas  leyes  lo  repugnaran,  se  solía  con  demasiada  fre- 
cuencia dictar  órdenes  arrancando  los  pleitos  y  cansas  de  los  juz- 
gados competentes,  y  nombrar  para  su  conocimiento  comisionados, 
con  grave  ofensa  de  todos  los  principios  del  derecho,  y  no  menos 
detrimento  de  la  misma  administración  de  justicia  y  de  las  partes 
interesadas:  qué  hasta  los  Tribunales  superiores  incurrían  en  este 
abuso,  ora  avocando  á  sí  tal  conocimiento  en  primera  instancia, 
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ora  cometiéndolo  en  ese  grado  tambíeD  á  comisionados:  qae  para 
poner  coto  atan  abusiva  práctica  se  declaró  por  el  art.  36  del  preci- 
tado reglamento  que  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  fuer 
sen,  cada  uno  en  el  partido  ó  distrito  que  les  estuviese  asignado, 
los  únicos  á  quienes  compitiera  conocer  en  ella  de  todas  las  cansas 
civiles  y  criminales  que  en  él  ocurriesen  correspondientes  á  la 
jurisdicción  ordinaria,  salvas  las  esceptuadas  de  esta  regla  por  la 
ley:  y  que,  ya  porque  en  este  punto,  como  en  otros,  no  se  quisiera 
hacer  por  completo  la  reforma,  ya  porque  se  creyera,  con  raaon  ó 
sin  ella,  que  la  conveniencia  pública  exíjía  poner  una  limitación  á 
aquel  principio,  se  dispuso  á  la  vez  que  por  el  art.  39  del^  ml^mo 
Reglamento  que,  sin  embargo  de  lo  prescrito  en  el  art.  36,  cuando 
ocurriera  algún  delito  de  tales  ramificaciones  ó  de  tales  crrcots- 
tandas,  que  no  permitieran  seguir  bien  la  causa,  sino  en  la  capí* 
tal  de  la  provincia  ó  del  reino,  6  en  otro  juzgado  diferente  del  del 
fuf  ro  del  delito,  S.  M.  sometería  el  conocimiento  al  Jnez  letrado 
de  primera  instancia  que  le  pareciere  mis  apropósito,  y  e^ó  mis- 
rao  en  igual  caso,  sino  mediara  Real  resolución,  podrían  hacer  por 
si  las  Audiencias  á  petición  de  su  Fiscal,  rada  una  reboto  de  su 
lerrítorio,  pero  dando  inmediatamente  cuenta  de  ello  al  Gobíemo. 

De  modo  qne,  si  bien  por  el  art.  36  del  Reglamento  m  prohi- 
bieron las  comisiones  para  conocer  y  juzgar,  por  el  38  se  hizo  la 
escepcion  de  permitirlas  ó  autorizarlas  en  lo  criminal,  pero  solo 
cuando  concurriesen  las  condiciones  y  circunstancias  que  se  prefi- 
jan en  el  mismo  artículo.  " 

Ahora  bien,  restablecida  en  13  de  agosto  de  f  886,  esto  es,  con 
posterioridad  á  la  publicación  del  Reglamento,  la  Constitución  de 
1819,  vino  á  recobrar  su  fuerza  y  vigor  su  art  447,  que  espresa  y 
terminantemente  sanciona  que  ningún  espaSol  pueda  ser  juzgado 
en  causas  cíWles  ni  criminales  por  ninguna  comisión,  «ino  por  el 
tribunal  competente,  determinado  con  anterioridad  por  la  ley. 

Además  de  esto,  por  la  de  16  de  setiembre  de  4857  se  declaró 
subsistente  ei  tít.  3.^  de  dicha  Constitución,  en  el  que  está  preeí- 
aameúte  comprendido  el  art.  947,  mandándose  al  propio  tiempo 
qoe  hubiesen  de  observarse  como  leyes,  hasta  que  las»  que  en  lo 
sucesivo  se  dieren  determinaran  otra  cosa,  todas  las  disp»9icifl«es 
contenidas  en  d  mencionado  tftulo. 

T  á  mayor  abundamiento,  lejos  de  haberse  dado  esas  otras 
disposiciones  que  pndieran  haber  derogado  las  del  til.  Q.^  de  la 
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GooslilucioD  <Je  1812,  y  por  cousiguieote  su  art.  247,  tenemos 
el  9."  de  h  de  i8i5,  hoy  vigente  que,  coofirmaDdo  lo  establecido  en 
aquel,  dispone  también  que  ningún  español  sea  procesado  oí  sen- 
teaciado  sino-  por  el  Juez, ó  Tribunal  competente,  en  virtud  de  le- 
yes anteriores  al  delito,  y  en  la  forma  que  éstas  prescriban. 

Ué  aquí.  pues,  como  no  poirá  memn  de  convenir:^  en  que  los 
articules  347  de  la  Consliiucion  de  1812  y  9/  de  la  de  18i3,  am- 
bos hoy  vigentes,  han  derogado  lo  que  disponia  el  38  del  Regla- 
mento; pues  si  éste,  como  cualquiera  conocerá,  eslá  en  directa  y 
manifiesta  oposición  con  aquellos,  supuesto  que,  coatra  lo  que  per- 
mitía el  mismo,  prohiben  de  la  manera  más  clara  y  espltcita  que 
por  ningnn  motivo  ni  pretesto,  ni  en  ningunas  circunstancias, 
pueda  cometerse  aun  Juez  distinto  del  competente  el  conocimiento 
de  UD  proceso,  sea  para  instruirlo  y  Tallarlo,  sea  simplemente  pan 
formarlo  y  sustanciarlo  hasta  un  estado  más  ó  menos  próximo  al 
de  la  sentencia  definitiva»  no  podrá  ser  dudoso  que  la  facultad  con- 
cedida por  el  art.  38  del  Reglamento  ha  quedado  sin  efecto  y  abo- 
lida, mucho  más  cuando  la  ley  de  16  de  setiembre  de  1837  manda, 
según  hemos  visto,  que  se  observe  como  tal,  mientras  otra  cosa  se 
determine  en  contrario,  el  art.  247  de  la  Constiiucioo  de  1812, 
confirmado  por  el  9.^  de  la  de  1<'<4S  vigente. 

Es  verdad  que  la  jurisprudencia  sentada  por  algunas  A.udieiicias 
di  fuerza  ai  articulo  reglamentario.  Pero  no  conceptúanos  que 
haya  faculiades  para  adoptar  esa  nueva  jurisprudencia  que,  esta- 
bleciendo por  base  que  todo  Juez  es  competente  para  conocer  de 
cualquiera  causa,  sin  atenerse  al  fuero  preferente  del  lugar  de  la 
perpetración  del  delito,  prescinde  de  los  preceptos  d^  nuestras  le- 
ye»  y' del  artículo  del  Código  fundamental,  y  no  respeta  á  los  jue- 
ces legítimos  y  naturales  sus  atribuciones* 

Esta  jurisprudencia,  pues,  no  nos  parece  fundada,  ni  puede  lle- 
gar á  formar  derecho  consuetudinario,  la  costumbre  contra  la  ley  de 
que  nos  habla  la  6.*,  til.  2.*  de  la  Partida  primera,  por  no  poder 
concurrir  en  el  caso  los  requisitos  que  la  misma  exi)e  al  efecto. 

Así  es  que,  para  evitar  los  conflictos  que,  según  tenemos  en- 
tendido, han  surgido  en  alguno  que  otro  territorio  de  la  práctipa  á 
qtte  aludimos^  sievpre  perju^dioiales  al  prestigio  de  1^  tribunales, 
á  la  misma  admioistracion  de  justicia  y  á  las  partes  interesadas, 
hemos  suscitado  esta  importante  ouesiion,  sin  otras  pretensio- 
nes que,  oompreadieado  el  buea  criterio  de  nuetstros  tribauales, 
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que  00  pueda  str  re^^uelu  sino  eo  el  seoiido  de  las  presentes  obser- 
vacioues,  9t  dé  cumplida  oth^rvaDcia,  mieotras  otra  cosa  se  deler- 
mina,  á  los  artículos  247  déla  noostilucioQ  de  1812  y  9."  de  la 
do  1845  que  declaran  á  los  ciudadano:!  el  indisputable  é  ¡mporlanle  . 
derecho  de  do  poder  ser  procesador  ni  sentenciados  sino  por  el  Juez 
ó  Tribunal  competente,  en  virtud  de  leyes  anteriores  al  deiiU),  y 
en  la  forma  que  estas  prescriban.  • 

Hasta  aquí  nuestras  observaciones  entonces,  en  que ,  cerno  se 
vé,  nos  ocupamos  bien  esteosamente  eti  la  cuestión. 

Por  tanto,  inútil  y  molesto  seria  que  nos  detuviésemos  á  esfor- 
zarlas en  estos  momentos.  Basta  con  lo  allí  espuesto  para  que  que- 
de demostrado,  que  no  es  de  ningún  modo  aceptable  la  opinión  del 
Señor  González  Llanos,  al  sostener  ,  como  sostiene,  que  la  disposi- 
ción del  Reglamento  y  la  del  Código  fundamental  en  la  materia  pue- 
den coexistir  muy  bien  sin  ofenderse  ni  chocarse. 

Cabalmente  dejamos  patentizado  lo  contrario,  esto  es,  que  am- 
bas son  contradictorias  ó  antitéticas,  y  que  forzosamente  hay  que 
atenerse,  como  dispo>icion  más  reciente,  á  la  del  Código  fundaroen- 
lal,  siguiendo  el  principio  jurídico  de  que  la  ley  posterior  deroga  á 
la  anterior. 

Pero  hay  más:  el  texto  de  ladisposicion  reglamentaria  claramen- 
te revela  que  su  objeto  no  fué  otro  que  proveer  al  caso  de  que,  po^ 
alguna  razón  de  localidad,  lo  que  en  aquella  época  en  que  se  en- 
contraba en  su  ma)or  efervescencia  la  guerra  civil  sucedia  con 
frecuencia,  se  viese  impedido  ó  coartado  el  libre  ejercicio  de  la  au* 
toridad  judicial  en  el  lugar  del  fuero  del  delito. 

Nunca  se  propuso,  pues,  esa  disposición  hacer  la  cuestión  de 
Jueces  sino  de  Juzgados.  ¥  si  esfo  es  así,  y  lo  mismo  está  espedita 
hoy  la  acción  de  la  justicia  eo  un  juzgado  que  en  otro,  se  compren- 
derá perfectamente  que  la  disposición  reglamentarla,  aunque  «I  Có- 
digo fundamental  no  la  hubiese  derogado,  no  podía  ser  aplicable 
hoy  porque  volvemos  i  decir  que  hoy  en  todos  los  juzgados  puede 
precederse,  y  se  procede,  con  la  actividad,  con  la  libertad,  con  la 
seguridad  y  con  la  independencia  que  reclama  la  proata  y  recta 
adminiittracioa  ih  justicia. 

Habernos,  pnes,  concluyentemente  probado  que  no  paede  ad- 
mitir duda  alguna  que  el  art.  3Sdel  Reglamento  está  derogado;  que 
aunque  no  lo  estuviese,  no  podría  hoy  lener  aplicación  ,  y  que  eu 
su  cousecuencia  no  existen  ya  fiíciritades,  según  la  prohibición  del 
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artículo  9.*  del  Código  fuodaiBeDUl  para  atribuir  á  uiaguo  Juei  co- 
misiooado  é  esiraño  al  del  fuero  del  delito  el  coaocíañeolo  de  las 
causas  crimioales. 

Nos  contírmauíos  taoto  más  eo  esta  optoioo,  cuatto  la  haltaiMi 
además  muy  cooformecoo  uuaReal  órdeo^en  que  se  mandó  pasar 
al  juzgado  competente  otra  cétebce  causa,  cuyo  coooctmieato  se  ha- 
bía dado,  bajo  el  fuodaa((oto  del  art.  38  del  Reglamento,  á  qq  Juez 
diferente  ó  cumisiouado.  Esta  causa  fué,  si  mal  no  recordamos,  la 
seguida  el  año  1847  contra  D.  Ángel  La  Riva  por  regicidio. 

Pedro  GoUiredMa, 


KE(»\OCiM}Ki\T()í. 

Esta  palabra,  dentro  del  tecnicismo  legal,  espresa  la  manifesta- 
ción ó  declaración  relativa  a  una  entidad,  materia  ó  acto  de  legali- 
dad, y  contiene  un  conocimiento  repetido,  un  acto  de  la  inteligencia 
y  una  operación  posterior  de  la  voluntad  aplicada  á  una  cosa,  cuyo 
producto  es  un  derecho  ó  eticacia  jurídica  bajo  siete  aspeaos;  polí- 
tico, administrativo,  natural,  civil,  canónico,  penal  y  procesal. 

Dentro  de  la  región  política  los  recouoeiniientos  correspoaden  á 
ios  podercb  supremos,  como  que  son  actos  de  la  autoridad  pertene- 
aeutes  a  la  soberanía  y  sus  caracteres,  al  funcionamiento  verdade- 
ro de  un  gobierno,  á  la  extensión  y  límites  üe  un  territorio  o  una 
nación.  Tiene  mayor  valor  que  en  los  demás  ramos,  porque  son  la 
publicación  coolórme  de  la  nacionalidad  de  un  país,  de  la  ele- 
vación de  una  dinastía»  de  la  organización  de  un  gobierno  ve- 
rificado a  presencia  y  benetieio  de  los  interesados  por  otras  per- 
sonas relacionadas»  á  la  manera  de  la  exhibición  de  que  habla  U 
ley  2/  del  Dige^te,  ad  exhiúeudum^  exhibere  ctí  focare  in  publico 
pote$tatem  tu  $i  quis  ugat  e^periundi  sU  copia ,  sea  en  tiempo  de 
paz,  sea  con  motivo  de  guerra,  significándose  bien  en  tratados,  sea 
eo  convenios,  treguas»  etc.  Son  legitimaciones  de  hechos  producto- 
res de  UAion,  anexión  ¿  incorporación  de  pueblos,  ó  separación,  di- 
fisíon  y  segregación  de  localidades  y  provincias,  llevando  consigo 
un  cambio  de  estado  U  adqaisicion  de  formas  nuevas  que  afectan 
más  ó  meaos  á  las  personalidades  que  ios  haqen  según  su  importan- 
cia, bien  que  sean  aprobaciones,  siendo  incondiciooados  por  parte 
de  los  gobiernos,  son  por  su  aaturaleaa  perpetuos,  como  indica  la 
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ley  39  del  Digesto  ad  Municipakm,  cum  igitur  qui  tiovissimus^ 
nomen  probavU...  satisfacére  (hhere^  ti  nomen  ad  sucesorem  ido" 
neum  transmwise  nen  doeeaiur.  No  son  abJicaciooes  ni  del^a- 
cloDes,  sino  espresiones  de  la  mutabilidad  necesaria  de  la  raaoera 
anticua  de  ser,  ó  conveniencia  nueva  de  existir  las  cosas.  Son  por 
lo  mismo  de  gran  trascendencia  para  la  vida  de  las  naciones,  y  miy 
dignos  de  ser  prévjaneikte  estudiados  y  comprobados. 

En  ia  órbita  de  la  le^lidad  administrativa,  los  reconocimiento» 
se  encuentran  en  la  formación  y  ejerrJcio  de  los  presupue^^tos,  en  la 
concesión  y  laboreo  de  minas,  de  aguas,  riegos  y  demás  aprove- 
chamientos, bien  como  actos  preliminares,  bien  como  actos  sucesi* 
tos;  tanto  como  actos  facultativos,  como  hechos  debidos  á  la  acti- 
vidad individual  particular:  los  hay  económicos,  gubernativos,  y 
los  hay  que  son  objetos  contenciosos. 

De^itro  del  derecho  natural,  los  reconocimientos  valen  tanto  como 
la  verdad  misma,  porque  son  el  retrato  de  la  sustancia  jurídica:  son 
ratificaciones,  pero  que  como  dice  el  cap.  6.^  de  verborum  mgnifi' 
catione,  se  hallan  subordinadas  en  su  espresion  i  la  cosa  y  no  á  las 
palabras,  non  germoni  res,  mi  rei  est  nermo  mbieetué,  ó  como  di  - 
cen  las  leyes  3/  y  12  del  Dlgetío^  tUulosatam  rem  haberi,  son  re- 
conocimientos comprobados  de  los  hechos  comprobare,  adgonoscer^ 
^ofi  aetum  e$t. 

En  el  terreno  juridico  civil  los  reconocimientos  son  resultados 
de  acciones  llamadas  prejudiciales  de  ante-juicios  referentes  al  es- 
tado personal  de  un  individuo,  de  una  familia,  á  sus  relaciones  con 
otras  y  sus  cosas.  Son  títulos  en  que,  si  se  traiM  de  derechos  reales, 
son  objeto  de  inscripción  ó  -anotación  preventiva,  según  el  art.  S.^ 
y  otros  de  la  ley  Hipotecaria;  sí  de  créditos  mercantiles  se  hallan 
regulados  por  los  artículos  1100  y  siguientes  del  Código  de  Comer- 
cio. En  Castilla  se  llaman  renovaciones  en  la  ley  30,  tit.  29,  Parti- 
da 3 .^  en  dragón  se  llaman  adveraciones;  en  Cataluña  eabrevacio. 
nes;  las  unas  de  que  hablan  los  fueros  de  áragon  i."*,  2.^  y  3/  de 
testamentis;  las  otras  que  menciona  la  constitución  catalana,  tit.  30^ 
libro4.*,  volóm.l.* 

Dentro  del  derecho  canónica  son  los  mismos  reconocimientos, 
liquidaciones  de  pruebas,  liquido  eognoscentes^  como  se  dice  en  mu- 
chos cánones,  entre  otros,  el  cap.  12  Decretal  de  privilegiiSf  eon 
aprobaciones  revocables  unas  veces,  como  en  el  caso  del  cap.  3.*, 
sesión  24  de  R^fonnat.  del  S.  C^nc,  de  Trento;  otras  irrevocables, 
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como  en  los  ca^oi^  del  cap.  44  de  la  misma  sesión  coDcifiar,  porqae 
su  manifestación  debe  acompaSarse  de  la  confesión  propia,  ó  prue- 
bas, ó  la  evidencia,  como  dice  el  cap.  i4.  Decretal  de  verb^  a^Mí/U 
caL,  y  siendo  de  do6  clases  tácitos  y  espresos,  deben  tener  prece- 
dentes ciertos,  como  indica  el  cap.  24.  Decretal^  de  electione. 

En  la  región  penal  vemos  los  reconocimientos  que,  solos,  son 
pena  según  el  art.  hli  del  Código  penal,  que  en  ciertos  casos  soo 
delitos,  como  se  vé  en  los  arts.  i8tf,  187  y  188  del  mismo,  y  que  en 
otros  ca^os  producen  exención  de  penalidad ,  como  sucede  en  los 
desistimientos  que  mencionan  los  artículos  18¿,  iiO,  S<>9  y  otros  de 
aquel  Coligo. 

En  la  región  procesal  civil  son  objeto  del  periodo  de  pruebas 
según  los  artículos  48,  219,  548  y  siguientes  de  la  ley  de  i^ajuicia* 
míenlo  civil;  en  lo  crimiual,  objeto  del  Reglamento  provisional  pa- 
ra la  admiuistracíon  de  justicia  de  1835,  del  Ueai  decreto  de  ±¿  de 
diciembre  de  1836;  en  la  admioislraiiva,  objeto  del  Ueglameato  de 
los  Cousejos  provinciales  de  2  de  abril  de  1845;  en  la  canónica,  ob- 
jeto  de  la  visita  de  los  Prelados  de  que  babla  el  mismo  S*  Concilio, 
en  lases,  de  Refonnat.  2i,  cap.  9  }  otros. 

Los  reconocimientos  que  nos  ocupan  pertenecen  más  al  orden 
de  conocer  que  al  de  ser;  más  a  la  conservación  de  ios  derecüoa» 
que  a  su  mocJifícacion;  mas  a  la  titulación  y  justitícaciou  que  a  su 
creación,  por  ser  actos  expost  factum;  son  la  actualidad  déla  mate* 
ria  jurídica  exhibere  est  prceéenliam  corporis  pio^ere,  como  dice  la 
ley  22  del  Digesto  de  verb.  significat.;  soo  la  publicidad  dada  á  los 
negocios,  como  insfioú'i  la  ley  5  *,  par.  8,  del  mismo  Diged^  de  li- 
bero kom.  exh. 

Lo^  reconocimientos,  por  ultimo,  como  declaraciones,  obligan  al 
declarante,  al  que  reconoce  por  supuesta  teniendo  la  aptitud  leg«ii, 
y  no  a  la  cosa  reconocida;  según  se  dice  en  la  ley  3.',  tít.  33,  Par- 
tida 7.*,  porque  según  la  ley  i.^  de  dicho  tít.  33,  se  debe  de- 
clarar ugand  el  entendimienlo  de  la  parte  porque  puede  vakr  la 
postura  et  no  segand  la  otra,  y  como  preguntas  han  de  contraerse 
forzosamente  á  los  hechos,  ó  como  ensena  la  ley  3.^  del  citado  titu- 
lo 12,  deben  ser  de  tal  natura  que  pertenezcan  al  fecho  ó  é  la  eosa 
sobre  que  es  la  contienda. 

Pero  baste  lo  dicho  acerca  de  los  reconocimientos. 

Digitized  by  LjOOQIC 


DE  Li    FANiLIA. 

ABTÍCÜLO  6.'  (4). 

La  Faroitia  necesita  medios  materiales  para  llenar  8Uí;  fines,  an 
sistema  económico  para  la  gestión  de  los  intereses,  y  reglas  para 
dividirlos,  llegada  la  época  de  la  disolución  social.  ¿Qaién  ha  de 
apjrtar  los  hitnés?  ¿Qiién  ha  de  administrarlos?  ¿En  qué  manera 
deben  comunicarse?  Hé  aquí  tres  cuestiones  capitales,  cu  jo  exá- 
men  es  de  reconocida  importancia,  y  que  se  han  resuelto  de  mny 
distinta  manera  por  las  legislaciones  positivas.  No  haremos  una  in- 
vestigación histórica  tan  fácil  como  larga,  antes  bien  nos  liniilare-  ' 
mos  en  cada  caso  á  presentar  las  opuestas  teorías,  espresando  cuál 
es  nuestro  modo  de  pensar,  y  el  fundamento  en  que  nos  apoyamos. 

¿Quién  ha  de  aportar  al  matrimonio  ios  bieoesYÜU  marido,  res- 
ponden unos;  la  mujer,  dicen  otros;  los  dos,  decimos  nosotros 
con  plena  conviixsion,  suponiendo  que  sea  esto  posibie.  Veamos  el 
p^r  qué. 

La  sociedad  conyugal  no  es  un  instituto  en  qoé  todo  haya  de  ga- 
narlo un  sexo  y  perderlo  el  otro,  no  es  la  iBSplotacióu  del  débil  hecha 
porel  fuerte,  sino  (como  eremos  haber  demostrado)  el  meüio  nece- 
sario para  llenar  indicaciones  de  todo  género  que  cada  cónyuge  sien- 
te y  no  puede  satisfacer.  Kaciooalmeuie  hablando^  din bos  esposos  se 
proponen  mutuar  del  otro  los  elemeutos  que  le  faltan  para  su  bien- 
estar y  coutribuir  ul  desenvolvimiento  y  perfección  de  las  cuahd  i- 
desesclusivas  a  cada  nao,  vale  tanto  como  contribuir  de  un  modo 
indirecto,  pero  seguro,  á  su  propia  ventura.  Si  pues  ambos  cónyu- 
ges ganan  uniéjidose,  sí  cuanto  cada  cual  p^ogre^a  cede  en  beneü- 
cío  de  su  consorte,  claro  es  <|ue  los  dos  deben  traer  medios  mate- 
riateti  (como  los  traen  morales). de  perfeccionamiento  recíproco. 
Más  no  es  la  indicada  la  S0I9  razón  que  podemos  alegar  para  basar 
nuestro  juicio.  La  sociedad  conyugal,  que  reconoce  como  principio 
la  felicidad  de  los  que  la  celebran,  tiene  como  utio  de  sus  fines  la 
estemion  de  los  b^naücios  a  los  hi)os  que  nacer  pueden  del  matri- 
iii'>nio.  Ah>ra  bien;  el  a  n)r  d<^l  padre,  como  el  de  la  madre,  nacen 
de  análogas  causas,  y  tiüiieu  no  idéuiico.  Intáüso  en  ambas  y  en 
ambos  expannivo,  se  coaiplace  como  en  su  propio  bien,  en  el  de  los 
■  --  ■  '   .  -  ■  • 

(i)    Véase  la  pig.  4W,  to-no  22  de  l.i  Revista. 
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seres  que  soo  su  Truto,  y  cuanlo  más  ooitrihiye  cada  cóoy age  al 
ensanche  de  la  filial  bonanza»  mas  satisface  su  ardiente  deseo  de 
proporcionarse  los  intensos  goce4  del  carino  que  desciende,  como 
Aristóteles  decia.  Últimamente;  los  padres  que  para  la  formación 
de  una  nueva  familia  menguan  la  suya  desprendiéndoBe  de  ano  de 
sus  individuos,  tienen  el  deber  estracÁo  de  multiplicar,  como  posi- 
ble sea»  las  probabilidades  de  ua  porvenir  lisonjero,  de  un  porve  - 
nir  que  no  sombreen  las  perspectivas  de  la  miseria.  Al  desprender- 
se los  padres  de  sus  hijos  é  hijas  no  los  venden,  coreo  antes  suce- 
diera,  siao  que,  cumpliendo  con  un  deber  sagrado,  los  colocan  eo 
situación  de  cumplir  una  parte  importaatUima  de  su  misión  terre- 
nal, y  ponen  á  su  alcance  la  manera  de  ocurrir  á  necesidades  qoe 
debidamente  satisfechas  se  convierten  en  manantial  inagotable  de 
resultados  apreciables.  SieodíO  como  es  la  fortuna  producto  de  re- 
cursos nuUtiplea,  á  cuya  consecución  coatribuyeo  no  poco  los  me- 
dios materiales,  lidian  á  su  deber  los  padres  que  entregan  &  los 
azares  del  acaso  á  los  hijos  é  hijas  que  salen  de  su  poder  para  cam 
bíar  su  estado.  Todo,  pues,  nos  indica  que  imponer  á  un  cónyoge 
la  obligación  de  traer  los  recursos  materiales  indispeosables.  pa  - 
ra  las  necesidades  domésticas,  es  desconocer  el  carácter  de  la  fa  - 
roilia,  negar  la  anidad  de  miras  é  identidad  de  deberes  de  cada 
cónyoge,  conservar  la  separ^^n  de  las  personas  ante  el  laao  qae 
ha  de  confundirlas,  y  cercenar  para  lo  futuro  la  posibilidad  de  ob- 
tener el  bienestar  de  la  famüia  toda. 

No  basta  para  que  los  fines  mauímoniales  se  llenen  contar  coa 
abundantes  recursos.  Es  indispensable  qoe  eslos  recursos  sean 
con  prudencia  empleados  y  aumentados,  que  se  apropien  sabia- 
mente á  las  necesidades  familiares,  que  á  su  distribución  presida 
un  eapíritu  de  orden;  en  una  palabra,  que  sean  administrados. 
Las  opiniones  respecto  á  quien  ha  de  ser  el  adminibtrador  han  sido 
unáaimes.  El  marido  viene  siendo  por  todos  proclamado  como  el 
único  capaz  de  dirigir  la  economía  conyugal,  y  nosotros  nada  oiás 
añadiremos  á  lo  dicho  en  anteriores  artículos  para  significar  que 
pensamos  del  propio  modo.  Lo  que  no  podemos  menos  de  hacer 
(aan(|ue  parezca  impropio  del  carácter  especulativo  de  nueslros 
estudios)  es  protestar  coptra  la  omnipotencia  marital,  contra  la 
anulación  juridica  de  la  mujer,  contra  esa  cadena  que  ata  las 
roanos  de  la  esposa  hasta  el  estremo  de  no  reconocerla  el  derecho 
de  adquirir,  sin  permiso  del  esposo,  ai  aun  los  objetos  de  más  mi- 
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Qimo  valor  7  4e  lo&i'iitíl  siptíGftoioa  (IK  Que  los  actos  do  adiQiais  * 
tracioQiraaQeadimialfSaaQ obra 4el  jefe.de  la  familia^  nps.  parece 
tan  racioasüi  y  justo  cama  alMurdo  é  i  nica/)  «t  que  la.aiadre  de  fa- 
loibas  sea  ua  eeraá  loa  ojosde  la  ley.  Desliadease  hechos  y  he- 
cbos^  alribúyaase  al  marido  los  de  cooseciieocias.  gjrayes  eo  el 
orden  dottéstioo»  y  déjese  á  la  mujer  la  posibilidad  legal  de  lleoar 
suitepneseotaoioAaUísímaeA  lacasa.  RestáAOs  tcaUf.laeuestioo 
de  e6mo  baa  de  comuoicafse  á  cada  oóoyu^  los  iúeii^  del  otro. 
Hay  quien  piensa  (y  sabido  es  que  entre  ni>9otro»  está  sstncio-^ 
Dado«>  auaque  por  escepaion)  hay  qnieo  p^Asav  decimos»  que  las 
aportaeioaei  conyugales  'del>en  comunicarse  plenamopte,  esto  es, 
en.propiedad  y  usufructo.  Los  cóoyi»ges,  se  alega»  confundían  sus 
personas,  que  es  lo/ eaenoial,  y  ne  hay  por  quémaniener.  UAa.distin* 
cion  de  bienes  que  son  cosas  de  mínimo  valer  al  lado  de  las  perso- 
nas. Más  ate.  La  sodedad  coÉytgal  es  perpetua  en  la  intención  de 
los  contrayentes,  y  la  distinción  de  lo  mió  y  de  lo  tuyo,  conservada 
en  el  hogar  doméstico,  es  una  protesta  contra  la  indisolubilidad  del 
vínculo,  es  un  eterno  motivo  de  discordias,  y  un  recuerdo  importu^ 
no  de  lo  que  fué  y  de  lo  que  será.  Los  que  así  discurren  parécenos 
que  dejan  lo  real  por  lo  fantástico,  y  que  no  miran  el  asunto  por 
todas  sus  fasos.  Cada  céayi^Ei  viene  de  disiiDla  prooedencia,  trae 
dones  que  no  son  su  obra,  y  supuesta  ja  comunicación  absoluta,  es 
fácil  observar  que  las  familias  donantes  se  esponen  á  ver  sus  ahor- 
ros y  sus  trabajos  convertidos*  eft  favor  de  quien  no  estaba  en  sn 
ánimo  que  se  los  apropiase.  El  matrimoDio^sí  como  lazo  debe  ser  la 
obra  espootáaet!  de  ios  que.  le  celei)raii,  cerno  in«itiiucioB>;b9go  d 
punto  de  vista  de  sus  medios  de  formara,  y  prod^icir,  sea  resultados 
dependeasí  bien  de  otras  vohintades  quefuueden  ioipoe^^  su»be« 
neicios  condiciones  que,  sin  chocar  ooala  baae  dei  mat^iaumie,  fa^ 
cililan  el  legítimo  deseo  de  conservar  lo4pier  oada:  persona  t  se  debe 
así  pvopift;  Esia.ol»serva«ÍMi;nm(padre€eooeGkiyente.  Unafimrlia  dá 
medies  de  que  otra  sea  formada,  y  oo;  sabemos  qué  raizoa  hay^p^ra 
quitarla  el  derecho  de  pensar  en  la  pofiibilidad  de  una  disolucioii 
quedeliecho<ftoseaffibíeieM,'péro  que  puede  venir  y  viene  mu- 
chas veces.  La  fannlia  queda,  lo  jeáe allá: que  Ueñfa  lus.aairas  es  á 
\ ■■  ■    ■     •  * 1— ¿ ^ — 

(1)  Nos  ha  sugerido  estas  líneas  una  sentencia  en  que  se  áechrS  nu- 
la á  petición  de  un  marido,  la  compra  ile  unos  mdríllos  para  nn  hog  r  d« 
cocina  en  conP>pmidad  á  lo  dispuesto  en  la  iey  5&  de  Toro. 
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uno  y  otro  cónyuge»  siendo  seguro  que,  ea  la  inmensa  mayoría  de 
ios  casos,  los  lazos  entre  los  parientes  de  los  esposos  no  pasan  de 
una  más  6  menos  ardiente  amistad.  Obligar  al  donante  á  ensanchar 
indefinidamente  la  esfera  de  sus  adjuntos  por  nn  hecho  qae  bo  es 
suyo,  creemos  que  es  el  colmo  de  lá injusticia,  y  que  bien  tradocHlo 
significa  la  imposición  de  una  pena  en  pago  de  un  beneficio.  Lo  ra- 
cional, lo  legítimo,  lo  aceptable  no  es  sino  la  comunicación  del  osa- 
fructo  que  responde  á  la  posible  perpetuidad  del  vínculo,  y  prevé- 
yendo  un  futuro  cierto  y  necesario,  garantiza  la  conservación  de 
bienes  dados  condícionalmente  y  adquiridos  con  independencia  del 
cónyuge  que  los  aporta  y  que  este  mismo,  si  por  ventara  son  sa- 
yos, no  quiere  ver  en  manos  de  personas  que  á  los  ojos  de  la 
razón  son  menos  dignas  que  las  que  le  dieron  la  vida. 

TdMs  Hartíiei  Gtiulez. 


LEGISLACIÓN  HIPOTECARIA. 


El  Registrador  de  la  propiedad  de  B consalta  si  es  acertada 

la  resolución  de  ciertas  dudas,  en  la  forma  signiente: 

i  .^  Para  verificar  una  inscripción  hipotecaría  se  traslada  al  noe- 
vo  Registro  la  última  inscripción  de  dominio  de  la  finca  hipotecada, 
existente  en  el  libro  antiguo. 

2.^  Por  no  estar  completa  la  inscripción  trasladada,  se  adiciona 
con  referencia  al  titulo  presentado  por  el  interesado,  y  esta  rntsaa 
adición  es  la  nueva  inscripción. 

Z.^  En  el  margen  destinado  á  les  náowros  de  orden  de  los  asien- 
tos se  pone  el  núm.  4  á  la  inscripción  trasladada. 

4.*    A  la  cabeza  del  folio  se  pone  el  número  de  la  finca. 

5.*  En  el  margen  destinado  á  las  notas  marginales  se  pone  una, 
con  el  mismo  número  que  tiene  la  finca ,  indicando  la  inscripción 
hipotecaria  con  referencia  a'  registro  de  las  hipotecas. 
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Cantestaeian. 

No  estoy  cooforme  con  alguoas  de  las  resoluciones  que  antece* 
den.  Respecto  de  cada  uno  de  dichos  puntos,  opino  lo  siguiente: 

;!.''  La  última  inscripción  de  dominio  existente  en  el  libro  anti- 
guo no  se  ha  de  trasladar  al  registro  de  las  hipotecas,  sino  al  de  la 
propiedad.  Así  se  deduce  de  la  locución  del  art.  228  de  la  Ley, 
en  cuyo  párrafo  i.^  se  previene  la  traslación,  después  de  hablar  en 
el  1.^  del  registro  de  la  propiedad;  y  el  Reglamento,  que  en  este 
punto  es  más  esplicito,  lo  dispone  terminantemente  llamando  la 
atención  con  letra  cursiva  en  la  línea  ¿.*  En  el  modelo  que  acom- 
paña el  consultante ,  parece  por  una  parte  que  se  conviene  en  esto 
mismo;  pero  por  otra  se  dá  a  entender  lo  contrario,  porque  se  pone 
en  el  mismo  libro  la  inscripción  hipotecaria ,  y  sabido  es  que  las 
inscripciones  de  esta  clase  no  se  estienden  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad,  sino  en  el  de  las  hipotecas. 

2.*  La  traslación  de  la  última  inscripción  de  dominio  debe  ha- 
cerse por  certificación,  en  la  forma  del  modelo  que  se  acompa- 
ña. Si  dicha  inscripción  no  contuviere  todas  las  circunstancias 
exigidas  en  los  arts.  9,  tO  y  11  de  la  Ley,  se  adicionarán  tomando 
Jas  del  nuevo  título  ó  nota  que  el  interesado  presente,  lo  cual  debe- 
rá hacerse  por  medio  de  otra  certificación.  Pero  esta  adición  ha  de 
limitarse  á  las  circunstancias  que  falten  en  la  iuscripcion  de  do- 
minio  trasladada,  sin  estenderse  á  consignar  el  nuevo  contrato, 
se  hace  en  el  modelo,  porque  esto  seria  hacer  la  nueva  ins- 
cripción, que  debe  ponerse  por  separado  en  el  libro  y  lugar  que 
corresponda.  En  apoyo  de  esta  opinión,  puede  verse  la  fórmula  del 
art.  22  del  Reglamento,  la  cual  se  limita  á  las  circunstancias  que 
faltan  en  la  inscripción  trasladada.  ¥  si  sobre  esto  quedare  alguna 
duda,  debe  desvanecerse  ante  otra  razón  más  poderosa  todavía.  La 
adición  puede  hacerse  con  referencia  á  una  nota  que  presente  el 
mteresado,  como  dice  el  art.  31,  y  sabido  es  que  en  virtud  de  una 
nota  00  se  puede  hacer  inscripción. 

3.*  Puede  dudarse  si  á  la  inscripción  trasladada  se  ha  de  po- 
ner ó  no  número  en  el  margen  destinado  para  este  objeto,  porque 
esta  nameracion  parece  establecida  solo  para  los  nuevos  asientos. 
To  opino,  sin  embargo,  que  debe  numerarse,  porque  es  cooforme 
con  el  art.  229  de  la  Ley,  que  dice  en  términos  absolutos:  cLos 

. 
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asientos  relativos  á  cada  Qnca  se  numerarán  eorrelatiyainente,  y  se 
firmarán  por  el  Registrador.» 

Pero  todavía  existe  en  apoyo  de  esta  opinión  otra  razón  bís 
poderosa.  Seguu  el  art.  %4  del  Reglamento,  cuando  se  divida  vm 
finca  señalada  en  el  Registro  con  su  numero  correspondiente,  se 
inscribirá  con  número  diferente  la  parte  que  se  separe  á  Favor  iá 
nnevo  dueño,  y  se  hará  breve  mención  de  esta  circunstancia  al  mar- 
gen de  la  inscripción  antigua,  refiriéndose  á  la  nueva.  Ahora  bien; 
si  la  división  de  la  finca  se  verifica  después  de  haber  trasladado  ú 
nuevo  registro  su  última  inscripción  de  dominio  del  libro  antiguo, 
pero  antes  de  haber  hecho  otra  inscripción  de  igual  clase,  b 
mención  de  que  habla  el  Reglamento,  ha  de  hacerse  al  margen 
de  la  iíiscrípcion  trasladada,  única  de  dominio;  y  como  quiera  qne 
en  las  notas  marginales  se  ha  de  expresar  el  número  del  asiento 
principal  á  que  se  refieren,  es  indispensable  que  esa  ínscrípcioo 
trasladada  tenga  número.  Es,  por  lo  tinto,  indudable  que  esta  ins- 
cripción debe  señalarse  con  el  número  1.^,  como  primer  asiento 
principal,  siguiendo  después  la  numeración  en  las  demás  inscrip- 
ciones que  se  verifiquen  relativas  á  la  misma  finca,  y  comprendien- 
do entre  ellas  para  tal  efecto  las  referencias  de  hipotecas.  Así, 
pues;  en  el  caso  que  se  consulta,  deberá  ponerse  el  número  1.*  á 
la  inscripción  trasladada*  y  el  número  2á  la  referencia  de  hipoteca 
que  ha  de  seguir  inmediatamente. 

4.^  A  la  cabeza  del  f&lio  debe  ponerse  el  número  de  la  finca, 
como  se  ha  hecho  en  el  modelo,  porque  el  asiento  se  hace  en  el 
Registro  de  la  propiedad. 

5:^  La  referencia  de  la  hipoteca,  ó  sea  la  indicación  de  la  ins- 
cripción hipotecaria,  no  debe  hacerse  por  medio  de  nota  marginal, 
como  se  ha  verifícado  en  el  modelo,  sino  por  medio  de  un  asieolo 
en  el  lugar  destinado  á  las  inscripciones,  con  el  número  que  le  cor- 
responda. Así  lo  dispone  el  art.  S3  del  Reglamento.  Véase  la  razoo 
en  la  pág.  441  de  los  comentarios  á  la  Ley  hipotecaria,  por  D.'Pe- 
dro  Gómez  de  la  Sema. 

HeneiegíMo  I»  Rm 
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La  opioioa  geoeral  reclama  >  como  oecesidad  urgente  uoa  ley 
t]ue  establezca  las  coadicioaes  iadispensahles  para  la  obteacioa 
de  los  empleos  públicos,  la  manera  de  ingresar  en  ellos,, el  orden 
de  ascensos  y  los  derechos  que  deban  tener  para  no  ser  separados 
de  sus  puestos  mientras  no  lo  merezcan  por  su  conducta  ó  de  cual- 
quier modo  se  inutilicen  para  el  servicio.  Sensible  es  en  verdad 
que  los  abusos  comelidus  bayan  dado  lugar  á  que  la  opinión  sea 
ian  uniforme  en  querer  imponer  restricciones  severísimas  al  poder 
ejecutivo;  en  otras  circuas.ancias,  sin  duda  habrían  bastado  los 
reglamentos  de  la  Administración  ejecutados  con  la  prudencia  que 
uo  deben  olvidar  uuuca  los  que  están  al  frente  de  la  gobernación 
4el  Estado.  Pero  el  hecho  es  que  más  de  treiuta  anos  de  gobierno 
representativo  demuestran,  que  si  el  legislador  no  dicta,  medidas 
rigorosas  para  regularizar  la.  provisión  de  los  empleos  públicos, 
-  crecerá  en  colosales  proporciones  el  mal  que  hoy  se  siente,  y  que 
tan  graves  perjuicios  ocasiona  en  el  orden  moral,  en  el  político  y 
eu  el  administrativo.  Tiempo  es  ya  de  que  todos  los  que  entran  á 
desempeñar  empleos,  tengan  la  capacidad  necesaria  para  llenar  los 
deberes  que  sus  cargos  les  impongan;  que  Ja  Administración  esté 
mejor  servida  por  la  mayor  capacidad  de  los  empleados;  que  por 
consecuencia  pueda  disminuirse  el  número  de  estos;  que  la  reduc- 
ción permita  que  los  sueldos  guarden  proporción  con  las  necesida- 
des indispensables  de  la  vida,  teniendo  en  cuenta  la  gran  subida 
de  los  arrendamientos  de  casas  y  de  las  subsistencias;  que  los  em- 
pleados inteligentes,  esperimentados»  probos  y  iaboriosos  no  estén 
pendientes  del  capricho  ó  de  los  compromisos  de^in  Ministro  para 
colocar  á  otros  que  no  reuhan  tal  vez  tan  buenas  condiciones,  y  de 
moralizar  más  y  mas  la  Administración,  con  la  seguridad  deque  los 
premios  y  los  castigos  no  se  repartirán  sin  discernimiento.  De  este 
modo, sabrán  los  que  quieran  entraren  el  servicio  del  Estado,  que 
no  deben  buscar  en  las  recomendaciones  y  en  el  nepotismo  los  me- 
dios de  medrar,  y  el  Gobierno  dentro  de  ana  prudente  libertad,  en 
que  no  sea  tan  fácil  el  abusen  y  que  nunca  podrá  ser  tan  trascen- 
dental y  escandaloso,  halle  los  medios  de  satisfacer  mejorlasAece- 
sidades  de  la  Administración. 

La  primera  cuestión  que  debemos  examinar,  es  qué  clase  de 
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empleos  necesitan  condiciones,  y  si  deben  proveerse  libremente  di 
giinos  sin  exigir  ninguna  á  los  que  entren  á  desempeñarlos.  Co- 
mún es  decir,  que  los  altos  funcionarios  de  la  Adminislnmo 
pública,  los  qne  obtienen  cargos  de  confianza,  y  los  que  repre- 
senten al  Gobierno  en  las  provincias,  no  deben  estar  sujeto?  í 
condición  alguna;  que  respecto  á  ellos  debe  ser  libérrima  la  elec- 
ción -del  ÍFobierno;  que  ponerle  restricciones  es*  atarle  las  manos, 
es  hacer  impo^^ible  la  gobernación  del  Estado;  que  las  grandes  ra- 
pacidades sobresalen  v  deben  desde  luego  ser  colocadas  en  lo!^ 
puestos  en  que  más  servicios  presten  al  país,  y  que  para  ellas  do 
df^ben  pedirse  más  condiciones  que  la  altura  de  sus  talentos,  el  te- 
soro de  sn  saber,  y  la  fama  de  su  nombre. 

Esto  se  ha  dicho  siempre  y  se  ha  repetido  hasta  la  saciedad 
ruando  se  ha  tratado  de  resrularizar  las  carreras.  En  alguna  ley 
se  ha  establecido  que  pudiesen  ser  nombrados  para  plazas  de- 
terminadas, los  que  se  hubieran  distinguido  notablemente  porra 
capacidad  y  servicios,  eximiéndolos  de  las  condiciones  que,  por  ^^ 
gla  general,  se  exilian  á  todos  los  demás.  En  la  mayor  parte,  sin  em 
bargo,  no  se  ha  exigido  condición  alguna  para  llegar  á  losaltn« 
puestos;  considerándose  sin  duda  que  siempre  serian  provistos  e& 
personas  ó  llenas  de  servicios  y  de  esperiencia,  ó  eminentes  por  sa 
saber,  ó  muy  á  propósito  para  ello  por  sus  cualidades  adecuadas  álo<i 
cargos  que  debían  desempeñar.  Debemos  callar  sobre  estas  ekccio 
nes:  los  nombres  de  algunos  favorecidos  forman  un  singular  con- 
traste con  las  palabras  emifiencias^  capaeidaffes:  no  escribimos  eo 
periódicos  políticos,  sino  en  un  periódico  cientfñco,ní  nunca  entra- 
ria  en  nuestra  intención  ni  en  nuestras  inclinaciones  hacer  alns/ooe< 
personales,  ni  mortificar  el  amor  propio  de  personas  que,  por  má$ 
que  hayan  llegado  á  altos  cargos,  que  ni  en  sueños  podian  imagm^r 
que  obtendrían,  nos  merecen,  como  particulares,  toda  consider^i* 
cion.  Los  hombres  eminentes,  las  inteligencias  privilegiadas  qne 
descuellan  notabili'simamente  sobré  la  generalidad  de  sus  concioda- 
danos  regularmente  instruidos ,  son  pocos  por  desgracia ;  nío^ff 
país  puede  jactarse  de  que  abunden  en  términos  de  qne  pueda  por 
ellos  salirse  fácilmente  de  las  condiciones  generales  que  fijeo  lis 
circunstancias  determinadas  de  que  defben  estar  adornados  los  qne 
desempeñan  los  más  altos  cargos  de  la  Administración  fuera  de  íof 
Ministros  de  la  Corona. 

Lejos  está  de  nosotros  la  pretensión  de  cerrar  la  entrada  i  Is^ 
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emioeocias;  de  buen  grado  quisiéramos  do  sujetarlas  al  paso  lento 
con  que  debe  ascender  la  generalidad  de  los  que  ejercen  funciones 
públicaíi;  pero  no  puede  verse  con  inrüFerencia  que  á  la  sombra  de 
una  escepcíon,  que  debe  ser  rarísima,  porque  rarísimas  son  las 
grandes  capacidades,  se  eleven  multitud  de  personas  que  al  pu- 
blicarse sus  nombres,  parece  que  se  ha  propuesto  el  que  los  elige, 
burlarse  de  la  ley,  destruir  el  estímulo,  hacer  ostentación  de  su 
arbitrariedad,  y  desacreditar  un  sistema,  que  observado  bien  y 
lealmente,  debe  ser  útil  al  Estado:  pero  que  viciado  y  corrompido 
solo  puede  producir  funestas  consecuencias.  Disposiciones  pueden 
ponerse  en  las  leyes  que  conciiíen  la  convenieucia  de  utilizar  los 
talentos  superiores„sin  que  sea  frecuente  el  abuso.  Noes  difícil  es- 
cogitarlos:  para  nosotros  bastaría  (jue  al  publicarse  tales  nombra* 
mientos  se  hiciera  mención  de  los  méritos  estraordinarios  que  jus* 
tificaran  salir  de  las  reglas  generales.  No  creemos  probable  que 
hubiera qnien  al  hacer  el  nombramiento  no  se  parara  ante  el  ri* 
dículo  en  que  caería  él  y  la  persona  que  fuera  elevada  á  una  aitu  - 
ra  inmerecida,  'que  se  pretendiera  fundar  en  los  talentos  prívilc'- 
giados  y  en  la  gran  sabiduría  de  quien  no  fuera  conocido  por  reu- 
nir ambas  condiciones. 

Dentro  de  lo  que  dejamos  indicado,  cabe  muy  bien  que  algu- 
nos puedan  entrar  en  las  carreras  sin  tener  que  pasar  el  novicia* 
do  de  las  plazas  inferiores.  Pero  esto  no  podría  hacerse  sin  injusti* 
cía  á  no  exigírseles  más  condiciones  que  las  que  fueran  indispensa-* 
bles  para  ser  nombrados  en  el  último  grado  de  la  escala  de  emplea- 
dos. Este  principio  está  reconocido  en  una  ley  moderna,  la  de  pre* 
supuestos  de  1864  á  1865:  en  ella,  después  de  establecer  la  regla 
de  que  el  ingreso  en  la  carrera  de  Administración  civil  y  econó* 
mica  de  individuos  que  no  hayan  servido  anteriormente  al  Estado, 
solo  podrá  verificarse  en  la  clase  de  subalternos  y  en  la  quinta  ca* 
tegoría  de  las  determinadas  en  el  Real  decreto  de  18  de  junio  de 
1852,  es  decir  de  aspirantes  á  oficial,  cuyos  sueldos  son  de  5,000 
á  5,000  reales  anuales,  esceptúa  á  los  doctores  y  licenciados  en 
derecho  civil  ó  administrativo  y  á  los  que  tengan  título  académico 
que  acredite  haber  concluido  una  carrera  especial  facnltativa,  los 
cuales  desdo  luego  podrán  entrar  en  la  categoría  de  oficiales  con 
un  sueldo  de  6,000  á  14,000  rs.  anuales.  Aplaudimos  sinceramen- 
te esta  prescripción  de  la  ley:  el  Gobierno  habrá  comprendido  ya 
por  esperiencia  sus  grandes  ventajas.  Con  la  ley  en  la  mano  se  ha- 
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brá  libertado  de  esos  importuoos  molestos  y  atrevidos  que  qveríao 
sin  preparación  alguna  y  sin  aprendizaje  encaramarse  á  puestos 
lucrativos,  no  comprendiendo,  ó  no  queriendo  comprender  que  es 
ley  de  justicia  distribuitiva  repartir  las  gracias  con  retaeioo  á  tos 
merecimientos. 

Esta  ley,  á  pesar  de  las  pocas  disposiciones  que  contiene  rela- 
tivas á  la  materia  que  en  este  artículo  examinamos,  ha  sentado  al- 
gunos  principios  que  aceptamos  sinceramente. 

Ha  hecho  distinción  entre  los  que  tienen  capacidad  reconocida 
en  un  título  oKcial  y  que  han  dado  pruebas  de  suficiencia  en  el  ra- 
mo del  saber  á  que  se  dedicaron,  y  aquellos  qutí,  sin  más  que   la 
instrucción  primaria  más  ó  mtnos  completa  y  si  se  quiere  algunos 
otro^  estudios,  no  tienen  igual  preparación,  ni  pueden  ser  consi- 
derados á  los  ojos  de  la  Administración  con  tanta  capacidad    para 
el  desempeño  de  los  cargos  públicos,  una  medida  de  esta  natura- 
leza era  absolutamente  indispensable:  de  otro  modo  se  cerraría  la 
entrada  de  los  empleos  públicos  á  los  que  con  más  provecho  del  país 
podrían  oblenerlos.  Pocos  letrados,  pocas  personas  de  una  carrera 
cieotítlca  se  sujetarian  á  entrar  en  plazas  de  escribientes:  la  nece- 
sidad tal  vez,  los  obstáculos  con  que  tienen  que  luchar  algunos 
hombres  de  talento  y  saber  en  los  primeros  afios  de  su  carrera  ,  la 
desgracia  de  perder  prematuramente  á  las  personas  que  hasla  en- 
tonces habían  velado  por  su  subsistencia,  podrían  quizá   hacer 
que  alguno  doblara  su  cabeza  ante  una  ley  superior  que  oUiga  ai 
ho?nbre  á  resignarse  ante  las  adversidades  de  la  vida,  pero  esto 
sería  la  escepcion»  y  escepcion  rara;  la  regla  general  por  el  con- 
trarío haría  que  se  alejasen  del  servicio  del  Estado  en  los  diversos 
ramos  de  la  Adminístraeion  los  que  tenían  mejores  circunstancias 
para  ser  útiles  por  los  estudios  á  que  por  espacio  de  muchos  anos 
¿Q  hubieren  dedicado.  Entre  otras  ventajas  la  prescripción  de  la  ley 
al  e^^'tablecer  esta  diferencia  en  el  ingreso  de  las  carreras  tiene  la 
de  que  los  empleados  no  sean  empíricos,  que  comprendan  qoe 
el  ser  buen  oficinista  no  es  obra  esclnsiva  de  la  rutina,  que  no  hay 
ramo  alguno  de  la  Administración  que  no  pueda  recibir  grandes  é 
importantes  mejoras;  que  el  espíritu  progresivo  del  siglo  no  secón-' 
tenta  con  seguir  siempre  el  camino  que  han  venido  tratando  loa 
tiempos  anteriores,  que  hay  reformas  radicales  que  hacer  yqae 
mal  podrían  llevarse  á  cabo,  si  no  hubiera  empleados  que  imbuidos 
en  los  principios  científicos  á  que  se  deban,  no  las  impulsaran  con 
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calo,  con  entasiasmo  tal  vez  y  siempre  deotro  de  la  idea  á  qae  de- 
ban su  adopción.  Se  comprende  que  haya  en  la  Administración  per- 
sonas que  puedan  llenar  convenientemente  su  puesto  sin  más  que 
la  práctica  de  ios  negocios,  y  se  espKca  bien  que  haya  otras  des- 
tinadas á  los  trabajos  materiales  de  copiar  ó  de  ejercer  otras 
funciones  mecánicas^  ó  casi  mecánicas  en  que  tiene  que  hacer  poco 
la  ínteligeDcia;  pero  lo  que  no  podría  en  nuestros  diás  compren- 
derse seria  <iue  no  hubiese  en  bis  dependencias  de  la  Administra- 
ción gran  número  de  personas  de  entendimiento  cuKivado,  y  de 
largos  estudios  que,  uniendo  á  los  conocimientos  teóricos  que  hu- 
bieran f ecibido  en  los  bancos  de  las  escuelas,  el  aplomo  que  dá  la 
práctica  de  ios  negocios,  no  pudieran  auxiliar  poderosamente  la 
acción  délos  poderes  públicos  para  perfeccionar  la  máquina ad- 
fflinisivativa  en  sus  pormenores,  conocer  sus  defectos  y  preparar  su  ^ 
reforma  con  el  conjunto  de  luces,  que  no  dá  ni  la  teoría,  ni  la  prác- 
tica, cuando'están  divorciadas,  ycfue  solo  pueden  esperarse  con  la 
coBoliacion  prudente,  que  está  reservada  al  que,  preparado  con 
buenos  conooímientos  cíentjificos,  ha  adquirido  en  la  piedra  de  toque 
de  la  práctica  ta  esperiencia  bastante  para  no  dejarse  arrastrar 
ni  por  teorías  sednctoras  que  puedan  producir  grandes  perturba- 
ciottOB,  ni  por  preocupaciones  anejas  que  hagan  iisposibles  todos 
los  progresos. 

De4o  que  dejamos  espuesto  se  comprenderá  bien  que  ihuy  le- 
jos ée  propender  á  que  baya  ninguna  clase  de  empleados  ni  de 
fnocionarios  públicos  que  se  eximan  de^esta^  sujetos  á  condiciones 
determinadas  pdra  obtener  los  cargos  elevados  de  la  Administra- 
ción, consideramos  todo  lo  coivtrar»,  y  por  lo  tanto  que  cuantomás 
altos  sean  tos  cargos,  más  con(ttdo»es  de  aptitud  deben  eligirse  á 
aquellos  quo  ios  desempefien.  Se  comprenderá  también  que  nos 
parece  muy  mal  la  escepcion  que  quiere  introducirse  al  decir  qué 
ciertos eNbpleados  solo  deben  tener  por  condición  la  confianza  que 
inspiren  a^  Crofoierno  y  á  sus  Jefes. 

Esto  equivale  i  tlecir  que  para  ser  subalterno  se  necesitan 
condíoioneia  de  capacidad,  pero  que  ninguna  se  requiere  para  ser 
embajador úíMioistro  ptedipotenciarío.  Subsecretario,  Director' ge- 
neral'de  un^ramo  de  ta  Administración  ó  Gobernador  dettna  pro- 
vincia.'^ff^eeMiA' esta  idea  ser  combatida  para  que  quede  refutada? 
Nos  parece  qué  no:  más,  como  por  desgracia  tantas  veces  se  ha  ve- 
nido sosteniendo  la  idea  opuesta,  y  hasta  ahora  al  menos  en  la 
TOMoxxvn.  41 
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práctica  vieoe  prevaleciendo,  no  parece  ocioso  hacer  alguaas  ob- 
servaciones. 

Los  puestos,  i  que  se  alude ,  son  de  los  que  Aiás  condiciones 
necesitan  para  su  buen  desempeño;  esto  es  evidente,  incootesUble. 
Los  cargos,  por  ejemplo,  de  subsecretarios  y  directores  genermies» 
no  deberian  por  lo  tanto  conferirse  nunca  por  la  simple'  amistad, 
por  la  conGaoza  particular  de  los  Ministros:  aquellos  que  los  des- 
empeñan deben  merecer  la  conGanza  del  Ministro,  pero  confiaeza 
de  distinto  género  de  la  que  se  supone,  la  del  saber,  de  la  espe- 
riencía  y  de  la  utilidad  que  ha  de  reportar  al  servicio  púbiioo  de 
'  su  gestión  en  los  negocios;  y  no  deben  tener  solo  la  confianza  de 
su  Jefe  inmediato,  sino  también  la  del  público,  y  la  general  de  los 
que  son  llamados  á  secundar  sus  disposiciones.  A  nuestro  mo<lo  de 
entender,  la  índole  de  esta  clase  de  cargos,  es  absolutamente  dis- 
tinta y  aun  opuesta  á  la  que  quiere  dárseles.  Lejos  de  ser  los  re- 
presentantes de  los  diversos  cambios  politices  que  hay  en  los  Mi- 
nisterios, lejos  de  ser  el  aller  ego  de  los  Consejeros  de  la  Corona» 
como  algunos  pretenden,  lejos  de  considerarse  estos  cargos  coom> 
políticos,  deben  en  nuestro  concepto  ser  mirados  como  puramente 
administrativos;  debe  reputarse  á  aquellos  que  los  ejercen  como  los 
guardadores  de  las  tradiciones  en  todo  lo  que  tengan  de  respetable 
y  conveniente,  y  como  los  iniciadores,  ó  al  menos  auxiliares  efica- 
ces de  todas  las  iieformas  ^iles  y  como  personas  que,  ajenas  á  la 
política  militante  y  transitoria,  tienen  la  misión  c|e  suplir  lo  qae  á 
los  Ministros,  hombres  principalmente  poUticos  les  pueda  faltar 
en  la  práctica  de  los  negocios,  y  de  estudiar  bajo  el  punto  de  vista 
administrativo  los  negocios  á  que  los  Consejeros  de  la  Corona, 
abrumados  por  la  multitud  desús  ocupaciones  políticas  y  adminis- 
trativas, no  tienen  el  tiempo  necesario  para  descender,  preparando 
de  esta  manera  resoluciones  acertadas. 

Pero  supóngase  que  las  ideas  que  dejamos  indicadas,  no  pare- 
cieran aceptables  á  algunos,  ¿podria  inferirse  que  los  subsecretarios 
y  directores  generales,  no  deben  tener  condiciones  de  aptitud  para 
el  desempeño  de  sus  funciones?  ¿Podria  pretenderse  que  exigiéndose 
requisitos  determinados  para  todos  los  empleos,  se  eximieran  solo 
los  que  están  al  frente  de  todos  los  empleados?  No  quiere  decir 
esto  que,  al  fijar  las  condiciones,  no  se  dé  al  Gobierno  latitpd  bas- 
tante para  que  la  elección  sea  tan  libre  como  necesita  el  que  tiene 
que  responder  de  la  buena  gestión  de  los  negocios  públicos.  Tam- 
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poco  qaiere  decir  que  la  aptilud  haya  en  todos  los  casos  de  gra- 
duarse por  los  servicios  prestados  en  emplos  de  la  \dminis  tracioD, 
ni  que  algunos  que  en  el  Parlamento  hayan  dado  verdaderas  prue- 
bas de  su  saber  en  ramos  determinados,  sean  escluidos.  Todo  eslo 
puede  ser  consultado  en  la  ley:  lo  que  no  parece  sosténible  baja 
ningún  concepto,  es  que  no  se  les  exija  condiciones.  Lo  que  deci- 
mos  de  los  subsecretarios  y  directores  generales,  es  aplicable  á  los 
Embajadores  y  min  istros  plenipolenciarios. 

Pero  en  lo  que  encuentran  algunos  mas  dificultad  es  en  la 
elección  de  los  Gobernadores  de  provincia.  Quieren  que  éstos  sean 
la  encarnación  del  pensamiento  del  Gobierno,  y  no  reconociendo 
otra  regla,  ni  otras  condiciones  que  la  de  la  confianza  ministerial, 
sostienen  que  nada  más  debe  exigirse  al  que  la  obtenga.  En  la 
tribuna  hemos  impugnado  enérgicamente  semejante  modo  de  dis 
currir:  no  negamos  que  los  Gobernadores  son  funcionarios  que 
tienen  mucho  de  políticos;  pero  también  tienen  mucho  de  adminis 
trativos.  Los  Gobernadores  son  el  centro  de  la  Administración  en 
la  provincia:  en  ella  tienen  que  ejecutar  todas  las  leyes  que  se  re- 
fieren  á  la  Administración  general  del  Bstado  y  las  que  conciernen 
á  la  Administración  provincial  y  aun  municipal  en  la  parte  que 
les  está  encomendada.  Si  hav  alguú  cargo  más  dinril  de  desempe- 
ñar que  todos  los  demás  del  Estado  ,  es  el  de  Gobernador :  pocas 
personas  habrá  ,  tal  vez  ninguna  ,  que  en  la  superioridad  de  sus 
taleúlos  abarque  todos  los  conocimientos  que  son  indispensables 
para  llenar  cumplidamente  su  cometido;  pocas  que  comprendan,  al 
menos  en  la  parte  necesaria,  el  conjunto  de  las  innumerables  leyes 
y  disposiciones  reglamentarias  que  han  de  tener  presentes  los  Go- 
bernadores, si  DO  han  de  ser  instrumentos  ciegos  de  los  secreta- 
rios y  oficiales  que  les  preparan  los  trabajos.  La  capacidad  para 
ejercer  el  cargo  de  Goberdadores  antes  de  su  nombramiento,  es 
tanto  más  indispensable ,  cuanto  que  los  que  son  nombrados,  no 
pueden  estudiar  lo  que  no  saben ,  pues  apenas  les  basta  el  tiem  • 
po  para  enterarse  de  los  negocies  que  son  de  sus  atribuciones,, 
presidir  juntas,  asistir  á  actos  públicos  y  firmar  comunicacio- 
nes. Por  esto  son  necesarios  hombres  de  mucho  saber  y  de  es- 
periencia  consumada  para  obtener  empleos  tan  importantes  y  de 
tanta  responsabilidad  :  por  esto  en  ningún  país  deben  improvisar- 
se, ni  cambiarse  fácilmente.  Entre  nosotros,  por  desgracia ,  sucede 
todok)  contrario;  la  duración  de  los  Gobernadores  en  cada  pro- 
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Tiucid  es  generalmcQle  de  pocos  meses:  hay  ejemplares  de  alga- 
nos  en  que  solo  ha  sido  de  pocos  días.  Seria  uua  estadística  curiosa 
Ja  que  coo  dalos  otíciales  se  formara  sobre  el  térmmo  medio  de  la 
duración  dJ  cada  Goberuador:  si  se  publicara,  revelaría  ua  graa 
e^caudaio.  Apeuas  suele  tener  tiempo  uu  Gobernador  para  cono- 
cer la  provincia,  y  esto  debe  ser  uno  de  sus  primeros  cuidados, 
porque  el  conocimiento  de  las  cosas  y  de  los  hombres  facilita  mu- 
cho la  buena  gestión  de  los  que  gobiernan,  i  si  por  un  momento  se 
lijara  la  atención  en  algunas  de  las  persooas  que  han  sido  ele^das 
para  tAos  carguá ,  muy  grande  sena  el  dcsciéOiio  de  esta  institu- 
ción necesaria  comparanüo  los  precedentes  de  algunos  Gobernado  • 
re&,  y  sus  circuusiancias  personales  con  lo  que  exigíala  alta  posi- 
ción a  que  inuelJiüamente  se  le&  eievaoa.  ím  podía  ser  oira  cosa, 
porque  personas  que  en  algo  se  aprecian ,  que  tienen  rectitud  y 
coucieucia,  que  conocen  Id  AamiuioUacioa  y  comprenden  que  no 
debe  de&moralizarse,  ni  hacena  aervir  en  circunstancias  pasageras 
)  lorzaüdd  a  mierese&  de  Uaudeiia,  ni  a  caudidalos  otíciales,  tanto 
iuenos  escí  upuiosos  y  tanto  ma^  exigentes  cuanto  menos  valen,  no 
se  prestan  con  lacilidad  á  ciertos  manejos  que  son  indispensables 
para  el  triunío  de  un  noi^ibre  muchas  veces  Odcuro,  ni  a  trastornar 
id  Adiniuisiracion  de  la  manera  que  algunas  veces  na  acontecido, 
l'ara  eiio  se  requiere  otra  clase  de  personas  a  las  que  sobre  de  au- 
dacia lo  que  les  lalta  de  ciencia,  de  concepto  púouco  y  de  dotes 
adecuadas  para  el  ejercicio  de  su  cargo.  Dichoso  podría  reputarse 
el  pala  que  tuviera  tau  gran  número  de  capacidades  que  bastara  a 
surtir  ci  lumen^o  número  de  Gobernadores  improvisados  en  el 
nuestro,  si  es  que  al  menos  inedianameote  habían  dejlenar  au  come- 
tido; pero  e&to  nada  signiüca  eu  concepto  de  algunos  ^  para  qaíe- 
ues  la  AdministriíGion  es  principalmente  una  menina  desuñada  á 
servir  intereses  de  bandería  ó  á  miras  egoístas. 

Suspendemos  nuestra  tarea  porque  este  aritcuio  vá  tomando 
ma}ores  dimensiones  de  las  que  nos  habiamos  prepuesto:  eoniiüua- 
remos  en  otro  dia  nuestras  observaciones  sobre  la  importante  ma- 
teria que  debamos  comenzada. 

Pdr«  Gómez  de  la  S^m. 
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